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1. DE LA SOSTENIBILIDAD AMBIENTAL AL DERECHO SOSTENIBLE
En los primeros intentos de aplicar el concepto de sostenibilidad a los ordenamientos 

jurídicos, ésta se concebía como una categoría unidimensional orientada hacia la protección 
del medio ambiente. Sin embargo, en la actualidad la sostenibilidad no puede entenderse, ni 
alcanzarse, si no es como resultado del entrelazamiento armónico de las tres dimensiones 
internas que hoy día se considera que tiene este concepto: la económica, la medioambiental 
y la social. En el ámbito de las sociedades mercantiles la sostenibilidad se ha concretado 
también en tres líneas de actuación, la ambiental, la social y la de gobierno corporativo, 
conocidas por sus siglas ASG (ESG, en inglés). Es más que deseable, es exigible, que el 
ordenamiento jurídico de un país tenga como uno de sus fines promover la sostenibilidad. En 
este contexto se puede hablar de un Derecho de la sostenibilidad, entendiendo por éste las 
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normas que regulan circunstancias que facilitan y promueven la sostenibilidad. Como la 
sostenibilidad, con sus tres dimensiones, es un concepto transversal, el Derecho de la 
sostenibilidad no debe convertirse en un sector aislado del ordenamiento, desconectado de 
los restantes. Debe ser todo el ordenamiento en su conjunto el que se encuentre inspirado 
por la sostenibilidad como una de sus múltiples funciones. Por tanto, con una visión amplia y 
omnicomprensiva del ordenamiento jurídico de un país, se puede considerar que un Estado 
tiene un Derecho de la sostenibilidad o, mejor, un Derecho sostenible cuando el conjunto de 
la normativa de ese territorio cumple con la defensa y la promoción de la sostenibilidad.

El objeto de este Código es facilitar el conocimiento de la normativa relevante en materia 
de sostenibilidad en aquellas ramas del ordenamiento jurídico español determinantes para la 
consecución de un comercio sostenible y responsable, centrándose por ello muy 
especialmente en las normas más relevantes para la actividad de los operadores del 
mercado.

El método de trabajo que se ha seguido ha sido, en gran medida, empírico. Se ha 
realizado una labor de búsqueda, selección y catalogación de las normas del ordenamiento 
español reguladoras de los aspectos más relevantes de la actividad de los operadores del 
mercado[2]. La existencia en el ordenamiento jurídico español de una norma con rango de ley 
dedicada a la sostenibilidad, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, es 
expresiva de la preocupación positiva del legislador español por esta materia. En el conjunto 
de normas seleccionadas en este Código se evidencia que la sostenibilidad está presente y 
es promocionada decididamente por el Derecho español y que, obviamente, hay algunos 
sectores del ordenamiento español en los que el impulso de la sostenibilidad puede ser 
mayor o más acertado. Las normas se han catalogado en seis sectores[3]: el Derecho 
societario; el Derecho de los mercados financieros; la normativa reguladora de la actividad 
de la Administración Pública como operador del mercado; las disposiciones sectoriales 
relativas a los productos integrados en cadenas globales de valor; el Derecho de los 
mercados y de la actividad comercial; y la normativa del sector industrial.

 
2. LA SOSTENIBILIDAD COMO CONCEPTO
El origen del concepto de sostenibilidad se haya en la década de 1980, cuando una 

prolija producción de documentos científicos sobre la relación entre el medio ambiente y la 
sociedad comenzó a poner de manifiesto la existencia de lo que algunos califican con 
radicalidad de “emergencia planetaria”[4], es decir, una situación que amenaza el futuro de las 
generaciones venideras[5]. Otros, como Griggs[6] y Sachs[7], entienden que el cambio 
ambiental provocado a nivel global por la actividad del hombre constituye incluso una nueva 
época geológica: el Antropoceno[8].

Así, el concepto de sostenibilidad, que surge por vía negativa como un criterio para la 
evaluación y revisión de las actividades e instituciones humanas[9], encuentra su primera 
definición en el Informe Brundtland —elaborado en 1988 por la Comisión Mundial del Medio 
Ambiente y el Desarrollo para dar respuesta a los cambios sufridos por el planeta—, que en 
su capítulo primero Un futuro amenazado define el desarrollo sostenible como aquel que 
“satisface las necesidades de la generación presente sin comprometer la capacidad de las 
generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades”[10].

2.1 Concepto genérico de sostenibilidad y su triple vertiente
Siguiendo la línea marcada por el Informe Brundtland, y estableciendo el funcionamiento 

estable de todos los sistemas de la Tierra como requisito previo e indispensable para la 
consecución de una sociedad global próspera[11], se puede definir desarrollo sostenible como 
aquel que “satisface las necesidades del presente al tiempo que salvaguarda el sistema de 
soporte vital de la Tierra, del que depende el bienestar de las generaciones actuales y 
futuras”[12].

En consecuencia, el gran desafío del momento actual es afrontar las necesidades de las 
generaciones actuales y futuras sin franquear lo que Rockström denomina “barreras 
planetarias”[13] e integrando, además, las dimensiones ambiental, económica y social[14]. En 
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esta línea, se puede entender la sostenibilidad corporativa como un estado en el que las 
empresas y las finanzas agregan valor de una forma sostenible desde el punto de vista 
ambiental, contribuyendo a la estabilidad a largo plazo de los ecosistemas que sustentan la 
vida humana; social, facilitando la buena gobernanza y el respeto y promoción de los 
derechos humanos y otros derechos sociales básicos; y económico, satisfaciendo las 
necesidades económicas necesarias para la formación de sociedades estables y resilientes.

En este mismo sentido, y en línea con la Declaración de Johannesburgo sobre el 
Desarrollo Sostenible de 4 de septiembre de 2002, que reafirma el compromiso de los 
estados con el desarrollo sostenible mediante la promoción de estas tres dimensiones como 
pilares sinérgicos e interdependientes[15], parte de la doctrina española entiende por 
sostenible aquella actividad que, en primer lugar y entendiendo la naturaleza como “un 
proveedor de recursos limitados”[16], no suponga un agotamiento de los recursos, ni rompa el 
equilibrio medioambiental con desordenes que afecten negativamente a las condiciones de 
vida humana; que, en segundo lugar y desde el punto de vista económico, pueda crecer de 
forma “sostenida”[17]; y que, en tercer lugar, no atente contra la igualdad social intra e 
intergeneracional, entendida como el derecho de toda persona a satisfacer sus aspiraciones 
a una vida mejor[18].

Siguiendo esta línea, el Observatorio de Sostenibilidad de España estableció en su 
Informe Sostenibilidad en España 2009[19] que, además de las tres vertientes ya referidas, el 
desarrollo sostenible ha de tener una “dimensión institucional”, entendida como la 
responsabilidad administrativa de los poderes públicos y la responsabilidad social de las 
empresas; una “dimensión cultural”, considerada como el imperativo civilizatorio hacia un 
sistema cultural sostenible capaz de inspirar un modelo material o económico sustentable; y 
una “dimensión global”, comprendida como el compromiso con la sostenibilidad a nivel global 
y, en consecuencia, con la cooperación internacional[20].

A partir de esta última dimensión, cabe destacar el compromiso de España sobre el 
papel con un concepto de desarrollo sostenible holístico y global, en virtud del cual las 
estrategias en pro de la sostenibilidad han de dar respuesta a problemas interconectados, y 
huir de planteamientos locales y cortoplacistas, inapropiados para abarcar la dimensión 
global del problema que exige, en palabras de Bybee, “la idea central unificadora más 
necesaria en este momento de la historia de la humanidad”[21].

2.2 El contenido jurídico del concepto de sostenibilidad
La consecución efectiva de los objetivos de desarrollo sostenible requiere la plasmación 

de los criterios de sostenibilidad en los textos normativos de los diferentes Estados. Dicho de 
otro modo, para que el desarrollo sostenible no se vea reducido a un mero constructo 
teórico-conceptual, éste debe convertirse en un verdadero principio jurídico, lo cual se 
traduce posteriormente en la presencia de prescripciones legislativas “ordenadas a la 
utilización racional de los recursos naturales y su proyección sobre las generaciones futuras”
[22].

En este sentido, la Constitución Española de 1978 proclama implícitamente la 
sostenibilidad como uno de los principios jurídicos del ordenamiento español al establecer en 
su artículo 45.2 el mandato a los poderes públicos de “velar por la utilización racional de 
todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida y defender y 
restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva”[23]. Ello al 
tiempo que, en el apartado primero del referido artículo, la norma suprema blinda el derecho 
de los españoles “a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la 
persona” y les impone el deber de conservarlo[24].

A este respecto, Sánchez Sáez[25] afirma que el mandato constitucional va más allá del 
medio ambiente, abarcando también de forma implícita las dimensiones social y económica 
del principio de sostenibilidad, ya que configura el derecho a gozar del medio ambiente 
desde “un punto de vista finalístico”, es decir, como un derecho destinado a conseguir el 
desarrollo integral de la persona, aunando las facetas laboral, económica, espiritual, 
ambiental, social, etc. “Pero también lo condiciona al deber de conservarlo; deber que 
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contrapesa ese telos a favor del desarrollo en la medida en que sólo podrá conseguirse 
siempre que se mantenga el medio ambiente en perfecto estado de conservación”[26].

De otra parte, Sánchez Sáez sostiene que, además, el imperativo constitucional de 
solidaridad colectiva llama a la “responsabilidad compartida”[27] entre la ciudadanía y los 
poderes públicos, de suerte que con dicho mandato la Constitución Española se preocupa 
de no dejar de lado las dimensiones institucional y civilizatoria que han de acompañar al 
principio de sostenibilidad para su efectiva operatividad.

Partiendo de la incorporación del concepto de sostenibilidad al ordenamiento jurídico 
español como un imperativo constitucional, así como del importante papel desempeñado por 
la incidencia del Derecho Comunitario en la recepción del principio de sostenibilidad en el 
Derecho Español —especial relevancia cobra a este respecto el paradigma de desarrollo 
sostenible establecido en el Tratado de la Unión Europea—[28], la noción de desarrollo 
sostenible se ha hecho visible en las diferentes ramas del ordenamiento español a través de 
una serie de disposiciones normativas, algunas de las cuales están recogidas en este 
Código.

3. EL CONCEPTO DE SOSTENIBILIDAD EN LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA
Las diferentes dimensiones del concepto de sostenibilidad se concentran en el concepto 

de economía sostenible dado por la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible 
(LES). A la postre, la norma más importante del ordenamiento jurídico español en materia de 
sostenibilidad y que ha sido el germen de numerosas disposiciones normativas promulgadas 
en pro de promover el desarrollo sostenible en las diferentes áreas del entramado legislativo 
español. Ello en aras del propio objetivo de la norma, consagrado en su artículo primero, de 
“introducir en el ordenamiento jurídico las reformas estructurales necesarias para crear 
condiciones que favorezcan un desarrollo económico sostenible”[29].

En esta línea, la primera definición del concepto de economía sostenible en una norma 
con rango de ley, y que, por tanto, puede inspirar al resto de la normativa española, es la 
recogida en el artículo 2 de la LES, que entiende por economía sostenible “un patrón de 
crecimiento que concilie el desarrollo económico, social y ambiental en una economía 
productiva y competitiva, que favorezca el empleo de calidad, la igualdad de oportunidades y 
la cohesión social, y que garantice el respeto ambiental y el uso racional de los recursos 
naturales, de forma que permita satisfacer las necesidades de las generaciones presentes 
sin comprometer las posibilidades de las generaciones futuras para atender sus propias 
necesidades”[30].

3.1 El tratamiento legislativo de la sostenibilidad en el ordenamiento español 
desde una perspectiva general: la Ley de Economía Sostenible

Tanto la organización del articulado de la LES, como las medidas en él contenidas, 
responden a las dimensiones económica y ambiental que ha de incorporar el concepto de 
economía sostenible para su necesaria efectividad. Si bien es cierto que la LES incorpora de 
forma indirecta reformas que redundan en la tercera y necesaria dimensión del concepto de 
sostenibilidad, como es la social, no es menos cierto que las reformas correspondientes a la 
sostenibilidad social quedan al margen del esquema y contenido de la LES, especialmente 
aquellas relativas al empleo y la seguridad social. No obstante, y así lo advierte la propia 
LES en su Preámbulo, esto es debido única y exclusivamente a que las “exigencias 
específicas” de ambos ámbitos “aconsejan tramitar las propuestas en textos y 
procedimientos diferenciados”[31].

Antes de ello, es importante destacar que la LES -gestada a partir de una serie de 
pautas adoptadas por el grupo de países del llamado G20 y las decisiones de la Unión 
Europea- no sólo supone la necesaria plasmación de los criterios de sostenibilidad en el 
ordenamiento jurídico español para la consecución efectiva de los objetivos de desarrollo, 
sino que, además, la norma dedica su Título IV al establecimiento de una serie de 
instrumentos para la aplicación de la propia Ley y posterior evaluación de esta, reforzando 
con ello la importancia capital que tiene para la consecución de un desarrollo sostenible la 
integración efectiva de dicho concepto en los textos legales. Estas medidas pueden 
agruparse en tres grupos:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 1  Nota de autor

– 4 –



• En primer lugar, se recurre a un instrumento de carácter financiero, el Fondo de 
Economía Sostenible, creado por acuerdo del Consejo de Ministros el 4 de diciembre 
de 2009, que tiene por objeto dotar de apoyo a los particulares en el desarrollo de los 
principios y objetivos contenidos en la LES. La evolución del Fondo de Economía 
Sostenible ha de recogerse por el Ministerio de Economía y Hacienda en un informe 
trimestral[32].

• En segundo lugar, la LES arbitra instrumentos de coordinación entre la 
Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, así como con las 
Entidades locales, en el seguimiento y evaluación de la aplicación de la Ley. Estas 
administraciones intercambiarán información sobre las actuaciones llevadas a cabo 
en el ejercicio de sus competencias[33].

• En tercer lugar, la norma introduce mecanismos de participación de los 
interlocutores sociales en las tareas de evaluación y seguimiento y, especialmente, 
en el informe que, al menos cada dos años, debe aprobar el Gobierno sobre el 
desarrollo de la economía sostenible, que evaluará, especialmente, la aplicación 
tanto de lo contenido en la LES como de las disposiciones y medias de desarrollo de 
la misma adoptadas en el periodo precedente, e incorporará las recomendaciones de 
actuación para el período siguiente, con el fin de garantizar la mejor aplicación de los 
principios contenidos en la Ley[34].

A partir de aquí, cabe ofrecer un breve esquema de la estructura interna de la LES, que 
se compone de un Título preliminar, en el que se define su objeto, el concepto de economía 
sostenible ofrecido en las líneas previas y los principios resultantes de actuación de los 
poderes públicos[35]; y de cuatro Títulos restantes, que contienen el conjunto de reformas de 
impulso de la sostenibilidad según las distintas dimensiones que ésta engloba.

Así, y acorde con la dimensión económica del concepto de sostenibilidad, el Título 
primero se centra en la mejora del entorno económico a través de la adopción de las 
reformas que se proyectan, de un lado, sobre la actuación de las Administraciones Públicas 
y, de otro lado, sobre la ordenación general de la economía a través de los operadores del 
mercado. Ello a través de tres líneas principales de acción, como son:

• En primer lugar, la reforma del mercado financiero en aras de incrementar la 
transparencia y mejorar el gobierno corporativo de las entidades que operan en él, 
así como de arbitrar mecanismos de protección de los clientes de servicios 
financieros[36].

• En segundo lugar, la introducción de principios de actuación, reglas y 
mecanismos de sanción y evaluación destinados a procurar la sostenibilidad 
financiera del sector público, entendida ésta por el legislador como una pieza clave 
para la solidez del modelo productivo. Estas medidas incluyen la aplicación por parte 
de las Administraciones Públicas, de políticas de racionalización y contención del 
gasto, de acuerdo con los objetivos de estabilidad presupuestaria[37].

• En tercer lugar, la promoción de la responsabilidad social de las corporaciones, 
introduciendo la adopción de un conjunto de indicadores para la autoevaluación en 
esta materia que facilitará, especialmente a las pequeñas y medianas empresas, el 
desarrollo de este ámbito empresarial[38].

El Título II se centra en la mejora e impulso de la competitividad del modelo económico 
español[39], eliminando obstáculos administrativos y tributarios, actuando específicamente 
sobre tres ejes de mejora de la competitividad de las empresas españolas: el desarrollo de la 
sociedad de la información, un nuevo marco de relación con el sistema de I+D+i y una 
importante reforma del sistema de formación profesional.

El Título III, y acorde con la dimensión medioambiental del concepto de sostenibilidad, 
contiene una serie de reformas que, desde la sostenibilidad medioambiental, inciden en los 
ámbitos centrales del modelo económico[40]: la sostenibilidad del modelo energético, la 
reducción de emisiones, y el transporte y movilidad sostenible.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 1  Nota de autor

– 5 –



Por último, y como se ha mencionado al comienzo de este epígrafe, el Título cuarto 
contiene los instrumentos para la aplicación y evaluación de la propia LES.

3.2 Breve análisis de las referencias al concepto de sostenibilidad en la normativa 
sectorial: identificación de los sectores más relevantes

Más allá de la LES, y muy especialmente a partir de la promulgación de esta, las 
referencias al concepto de sostenibilidad han ido creciendo exponencialmente en las 
diferentes áreas de la normativa sectorial. Tanto que, si bien algunas parcelas del 
ordenamiento jurídico español adolecen de la ausencia de referencias expresas al concepto 
de sostenibilidad, el legislador español ha realizado, especialmente durante la última década, 
un importante esfuerzo legislativo para integrar el concepto de sostenibilidad en las 
diferentes áreas de la normativa española. En consecuencia, hay múltiples ámbitos del 
ordenamiento jurídico español que cuentan con una regulación sectorial promotora del 
concepto de sostenibilidad, ya sea mediante referencias expresas o, en defecto de éstas, a 
través de disposiciones que contribuyen por su contenido a la consecución de una economía 
sostenible.

Así sucede en el Derecho societario, principal destinatario de la normativa de 
sostenibilidad, dada su relevancia para la economía general; el Derecho de los mercados 
financieros; la normativa reguladora de la actividad de la Administración Pública; las 
disposiciones sectoriales relativas a los productos integrados en cadenas globales de valor; 
el Derecho de los mercados y la actividad comercial; y la normativa del sector industrial, de 
gran relevancia para el PIB español[41].

3.3 La dimensión internacional del Derecho de la sostenibilidad español
La dimensión internacional del Derecho de la sostenibilidad español se desdobla en dos 

líneas principales de actuación, los acuerdos internacionales de carácter bilateral suscritos 
por España y el Plan Nacional de Acción de Empresas y Derechos Humanos, que tiene por 
objeto implementar en el Derecho español los Principios Rectores sobre las empresas y los 
derechos humanos de las Naciones Unidas[42].

3.3.1 Normas y acuerdos internacionales de carácter bilateral suscritos por España
La vertiente internacional del Derecho de la sostenibilidad se compone de múltiples 

acuerdos internaciones de carácter bilateral suscritos por el Reino de España con 
organizaciones internacionales u otros Estados. Así, anunciando previamente que el número 
de tratados bilaterales suscritos por el Reino de España con otras organizaciones 
internacionales en materia de sostenibilidad es relativamente bajo, cabe mencionar como 
aquellos de mayor relevancia, por su relación -mayoritariamente tácita- con el desarrollo 
sostenible en sus distintas dimensiones, los siguientes:

• Acuerdo marco de cooperación entre el Reino de España y la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre comercio y desarrollo (UNCTAD), de 28 de septiembre de 
2006.

• Acuerdo marco entre el Reino de España y el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD), de 13 de abril de 2005.

• Acuerdo marco entre España y el Programa de las Naciones Unidas para el 
Medio ambiente (PNUMA), de 15 de noviembre de 2006.

• Acuerdo marco entre el Reino de España y el Fondo de Desarrollo de las 
Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM), de 8 de julio de 2005.

• Acuerdo marco entre el Reino de España y la Organización de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo Industrial, de 15 de diciembre de 2004.

• Acuerdo de cooperación entre el Ministerio de Economía y Hacienda de España 
y el Banco Europeo para la Reconstrucción y el Desarrollo relativo al fondo de 
cooperación España (BERD) para la energía sostenible, de 19 de octubre de 2007 y 
26 de octubre de 2007.
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• Acuerdo entre el Reino de España y el Banco Interamericano de Desarrollo 
para la financiación paralela de programas y proyectos de inversión y para la 
modificación del Convenio del Quinto Centenario, de 21 de septiembre y de 5 de 
octubre de 1995.

• Marco de Asociación Estratégica entre el Ministerio de Asuntos Exteriores y 
Cooperación de España, la Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, de 16 de abril de 
2015.

A la luz del contenido de estos acuerdos, se puede concluir que todos ellos influyen de 
manera positiva y directa en el desarrollo sostenible general a través de sus tres 
dimensiones económica, medioambiental y social. No obstante, ninguno de ellos hace 
referencias expresas al concepto de sostenibilidad.

De otra parte, entre los acuerdos bilaterales suscritos en materia de desarrollo sostenible 
entre el Reino de España y terceros Estados, cabe destacar aquellos suscritos con 
Colombia, China, Portugal y Argentina.

En primer lugar, el Reino de España y Colombia han suscrito el Acuerdo de asistencia 
técnica, relativo a la modernización y desarrollo del comercio interno, complementario al 
Convenio básico de cooperación científica y técnica, de 27 de octubre de 1984.

De otra parte, China y España han suscrito el Convenio sobre el desarrollo de la 
cooperación económica e industrial, de 15 de noviembre de 1984.

En materia de sostenibilidad ambiental, España ha suscrito con Portugal el Convenio 
sobre cooperación para la protección y el aprovechamiento sostenible de las aguas de las 
cuencas hidrográficas hispano-portuguesas. Protocolo adicional, de 30 de noviembre de 
1998.

En cuanto a Argentina, el Reino de España ha suscrito el Acuerdo especial de 
cooperación para el desarrollo y aplicación de los usos pacíficos de la energía nuclear, de 30 
de noviembre de 1978, y, en la dimensión social de la sostenibilidad, el Acuerdo especial 
para el desarrollo de programas de cooperación en materia socio-laboral, de 29 de octubre 
de 1987.

A la vista del contenido de estos textos normativos, puede volver a afirmarse que 
también en los acuerdos bilaterales que España ha suscrito con otros Estados destaca la 
ausencia de referencias expresas al concepto de economía sostenible, pero el objeto de los 
convenios enumerados redunda positivamente en el mismo, por la relación de las materias 
objeto de dichos tratados con las diferentes dimensiones integrantes de la sostenibilidad.

3.3.2 Plan de Acción Nacional de Empresas y Derechos Humanos: la 
implementación en el Derecho español de los Principios Rectores sobre las empresas 
y los derechos humanos de las Naciones Unidas

El Plan de Acción Nacional de Empresas y Derechos Humanos[43] (en adelante, Plan de 
Acción) plasma el compromiso de España de “proteger los derechos humanos frente a 
cualquier impacto que la actividad empresarial pudiera tener sobre ellos, y de proporcionar a 
las eventuales víctimas de los mismos un remedio efectivo”[44].

El Plan de Acción Nacional de Empresas y Derechos Humanos, que responde a las 
recomendaciones efectuadas en el marco comunitario a través de la Estrategia renovada de 
la Unión Europea para 2011-2014 sobre la responsabilidad social de las empresas y de su 
Plan de Acción sobre derechos humanos y democracia 2015-2019, tiene por objeto arbitrar 
un sistema para la aplicación de los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos 
humanos de las Naciones Unidas. El 16 de junio de 2011, el Consejo de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas adoptó por consenso la resolución 17/4 mediante la que hizo suyos 
los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos, que figuraban en el 
Informe que había sometido al Consejo el Representante Especial del Secretario General de 
las Naciones Unidas sobre derechos humanos y empresas (A/HRC/17/31). Los Principios 
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Rectores constituyen por tanto el punto de referencia para la actuación del Estado español 
en materia de empresas y derechos humanos[45].

Por otra parte, el Plan de Acción Nacional tiene muy presente la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible, que invita a las empresas a alinear su estrategia corporativa de 
negocio con los objetivos de desarrollo para buscar el valor añadido que pueden aportar en 
los países en desarrollo. Asimismo, contribuye a fortalecer la ventaja competitiva de las 
empresas españolas en el mercado global, así como a prevenir y mitigar riesgos basados en 
los derechos humanos, fortaleciendo sus capacidades al respecto.

En cumplimiento de todo lo anterior, el Plan de Acción descansa sobre tres pilares, que 
son “la obligación del Estado de proteger frente a las violaciones de los derechos humanos 
por parte de terceros, incluidas las empresas”; “la responsabilidad de las empresas de 
respetar los derechos humanos”; y “la necesidad de mejorar el acceso de las víctimas a vías 
de remedio efectivas, judiciales y no judiciales”[46].

A partir de estos tres pilares, heredados de los Principios Rectores sobre las empresas y 
los derechos humanos de las Naciones Unidas, y en desarrollo de estos, el Plan de Acción 
desarrolla una serie de medidas entre las que cabe destacar las siguientes:

• El Gobierno ha de trasladar al sector empresarial las expectativas relativas a los 
derechos humanos por parte de las empresas. Para ello, habrá de desarrollar 
acciones de sensibilización y formación sobre los Principios Rectores sobre las 
empresas y los derechos humanos de las Naciones Unidas. Estas campañas tendrán 
especial relevancia sobre acciones dirigidas a proteger a los colectivos con mayores 
riesgos de vulnerabilidad -en este sentido, y en colaboración con las organizaciones 
españolas e internacionales de referencia, el Gobierno difundirá el documento de 
UNICEF, Save the Children y el Pacto Mundial Los Derechos del Niño y Principios 
Empresariales entre el sector empresarial‑. Además, se promoverán códigos de 
autorregulación, se llevará a cabo una estrategia de sensibilización acerca de cómo 
evitar las prácticas discriminatorias en las empresas públicas y privadas y se 
establecerán cauces para promover entre las empresas españolas o que operen en 
España sistemas internos que puedan contribuir de manera efectiva a la prevención 
o mitigación de las consecuencias negativas sobre derechos humanos de sus 
actividades.

• El Gobierno, mediante la cooperación al desarrollo, contribuirá al desarrollo de 
las capacidades de otros Estados en materia de empresas y derechos humanos.

• El Plan de Acción arbitra una Comisión de Seguimiento[47] que evaluará 
periódicamente en colaboración con el Consejo Estatal de Responsabilidad Social de 
las Empresas (CERSE) si las leyes y normas promulgadas en la materia resultan 
adecuadas.

• Se procederá a la aplicación de los Reglamentos y a la transposición de las 
Directivas, y se estudiará la adaptación del ordenamiento jurídico español a las 
Recomendaciones y los Dictámenes que efectúe la Unión Europea relativos a los 
Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos de las Naciones 
Unidas.

• Con el objetivo de aumentar la transparencia y la confianza del consumidor y de 
los inversores respecto de las empresas españolas, el Gobierno recopilará los 
informes que las empresas realicen voluntariamente. Se fomentará que dichos 
informes sobre Responsabilidad Social tengan en cuenta el impacto de sus 
actividades en los derechos humanos, incluida la cadena de valor.

• Las Administraciones Públicas ejercerán una supervisión adecuada del posible 
impacto sobre los derechos humanos cuando contraten los servicios de empresas 
para la prestación de servicios, tanto dentro como fuera del territorio español.

• El Gobierno colaborará con las organizaciones de la sociedad civil en la difusión 
de los mecanismos de reparación existentes a disposición de las víctimas de abusos 
de derechos humanos causados por la actividad de las empresas. En esta línea, se 
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proporcionará formación específica en materia de empresas y derechos humanos a 
jueces y fiscales. Y se desarrollarán los instrumentos necesarios para que todo 
ciudadano pueda tener acceso a una información comprensible de todos los 
mecanismos de reclamación de que puede hacer uso.
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§ 2

Constitución Española. [Inclusión parcial]

Cortes Generales
«BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978

Última modificación: 17 de febrero de 2024
Referencia: BOE-A-1978-31229

[ . . . ]
TÍTULO I

De los derechos y deberes fundamentales

[ . . . ]
CAPÍTULO PRIMERO

De los españoles y los extranjeros

[ . . . ]
Artículo 13.  

1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el 
presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, 
salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley 
para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, 
atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos 
políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas 
podrán gozar del derecho de asilo en España.

CAPÍTULO SEGUNDO
Derechos y libertades

Artículo 14.  
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna 

por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social.
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Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

[ . . . ]
Artículo 27.  

1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el 

respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades 
fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos 
reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una 

programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores 
afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros 
docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y 
gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los 
términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para 
garantizar el cumplimiento de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que 
la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley 
establezca.

[ . . . ]
Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

[ . . . ]
Artículo 31.  

1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su 
capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de 
igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su 
programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público 
con arreglo a la ley.

[ . . . ]
Artículo 38.  

Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los 
poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de 
acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.

[ . . . ]
Artículo 44.  

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos 
tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en 
beneficio del interés general.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 2  Constitución Española [parcial]

– 13 –



Artículo 45.  
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo 

de la persona, así como el deber de conservarlo.
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos 

naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el 
medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije 
se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de 
reparar el daño causado.

[ . . . ]
Artículo 49.  

1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en 
condiciones de libertad e igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección 
especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía 
personal y la inclusión social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente 
accesibles. Asimismo, fomentarán la participación de sus organizaciones, en los términos 
que la ley establezca. Se atenderán particularmente las necesidades específicas de las 
mujeres y los menores con discapacidad.

[ . . . ]
Artículo 51.  

1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 
protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos 
intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y 
usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan 
afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio 
interior y el régimen de autorización de productos comerciales.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Economía y Hacienda

Artículo 128.  
1. Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad está 

subordinada al interés general.
2. Se reconoce la iniciativa pública en la actividad económica. Mediante ley se podrá 

reservar al sector público recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de 
monopolio y asimismo acordar la intervención de empresas cuando así lo exigiere el interés 
general.

Artículo 129.  
1. La ley establecerá las formas de participación de los interesados en la Seguridad 

Social y en la actividad de los organismos públicos cuya función afecte directamente a la 
calidad de la vida o al bienestar general.

2. Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en 
la empresa y fomentarán, mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas. 
También establecerán los medios que faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad 
de los medios de producción.
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Artículo 130.  
1. Los poderes públicos atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores 

económicos y, en particular, de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, 
a fin de equiparar el nivel de vida de todos los españoles.

2. Con el mismo fin, se dispensará un tratamiento especial a las zonas de montaña.

Artículo 131.  
1. El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad económica general para atender 

a las necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial y 
estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su más justa distribución.

2. El Gobierno elaborará los proyectos de planificación, de acuerdo con las previsiones 
que le sean suministradas por las Comunidades Autónomas y el asesoramiento y 
colaboración de los sindicatos y otras organizaciones profesionales, empresariales y 
económicas. A tal fin se constituirá un Consejo, cuya composición y funciones se 
desarrollarán por ley.

[ . . . ]
Artículo 135.  

1. Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de 
estabilidad presupuestaria.

2. El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit estructural 
que supere los márgenes establecidos, en su caso, por la Unión Europea para sus Estados 
Miembros.

Una ley orgánica fijará el déficit estructural máximo permitido al Estado y a las 
Comunidades Autónomas, en relación con su producto interior bruto. Las Entidades Locales 
deberán presentar equilibrio presupuestario.

3. El Estado y las Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley para 
emitir deuda pública o contraer crédito.

Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las 
Administraciones se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus 
presupuestos y su pago gozará de prioridad absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto de 
enmienda o modificación, mientras se ajusten a las condiciones de la ley de emisión.

El volumen de deuda pública del conjunto de las Administraciones Públicas en relación 
con el producto interior bruto del Estado no podrá superar el valor de referencia establecido 
en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

4. Los límites de déficit estructural y de volumen de deuda pública sólo podrán superarse 
en caso de catástrofes naturales, recesión económica o situaciones de emergencia 
extraordinaria que escapen al control del Estado y perjudiquen considerablemente la 
situación financiera o la sostenibilidad económica o social del Estado, apreciadas por la 
mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados.

5. Una ley orgánica desarrollará los principios a que se refiere este artículo, así como la 
participación, en los procedimientos respectivos, de los órganos de coordinación institucional 
entre las Administraciones Públicas en materia de política fiscal y financiera. En todo caso, 
regulará:

a) La distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas Administraciones 
Públicas, los supuestos excepcionales de superación de los mismos y la forma y plazo de 
corrección de las desviaciones que sobre uno y otro pudieran producirse.

b) La metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural.
c) La responsabilidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de los 

objetivos de estabilidad presupuestaria.
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6. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivos Estatutos y dentro de 
los límites a que se refiere este artículo, adoptarán las disposiciones que procedan para la 
aplicación efectiva del principio de estabilidad en sus normas y decisiones presupuestarias.

[ . . . ]
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§ 3

Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 55, de 5 de marzo de 2011

Última modificación: 6 de septiembre de 2022
Referencia: BOE-A-2011-4117

PREÁMBULO

I
La crisis financiera y económica internacional, la más grave en muchas décadas, ha 

afectado también con intensidad a la economía española interrumpiendo el largo periodo de 
continuo crecimiento experimentado por la misma durante tres lustros.

En nuestro país, la crisis ha tenido el efecto singular de precipitar con inusitada 
brusquedad el ajuste del sector de la construcción que se había iniciado en 2007. Como 
consecuencia de ello, y de ser éste un sector muy intensivo en mano de obra, se ha 
producido un fuerte aumento del desempleo en un lapso muy corto de tiempo.

En consonancia con las pautas adoptadas por el grupo de países del llamado G20 y con 
las decisiones de la Unión Europea, el Gobierno ha impulsado, en primer término, un 
conjunto de acciones dirigidas a reforzar nuestro sistema financiero y a contener la 
acentuada caída de la actividad, paliando sus consecuencias tanto en el ámbito económico 
como en el social. Ese conjunto de acciones ha integrado el Plan Español para el Estímulo 
de la Economía y el Empleo, el Plan E, que ha comportado un esfuerzo fiscal muy 
considerable.

Paralelamente, el Ejecutivo ha elaborado una Estrategia de recuperación de la economía 
española que descansa en la convicción, reafirmada por la propia incidencia de la crisis en 
nuestro país, de que es necesario acelerar la renovación del modelo productivo que se puso 
en marcha en 2004.

Este nuevo paso en la modernización de la economía española responde al reto de 
reforzar los elementos más sólidos y estables de nuestro modelo productivo. Con ello podrá 
reducirse la excesiva dependencia de unos pocos sectores sometidos a la coyuntura y, en 
cambio, se impulsan al máximo las posibilidades abiertas por el avance de nuevas 
actividades que ofrecen una mayor estabilidad en su desarrollo, especialmente en cuanto a 
la generación y el mantenimiento del empleo y que, por esa misma razón, exigen una 
cualificación superior en sus trabajadores. Actividades, además, en las que las empresas 
españolas se han implicado con fuerza y han llegado ya a ocupar posiciones de liderazgo 
internacional. Esa es la Economía Sostenible que la presente Ley quiere impulsar.

La Estrategia para una Economía Sostenible, aprobada por el Consejo de Ministros en 
noviembre de 2009, articula, así, un ambicioso y exigente programa de reformas, que 
profundiza en la dirección de algunas de las opciones estratégicas adoptadas desde la 
anterior Legislatura, como la prioridad otorgada al incremento en la inversión en 
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investigación, desarrollo e innovación, o al fomento de las actividades relacionadas con las 
energías limpias y el ahorro energético; o ya en esta Legislatura, dentro del propio Plan E, a 
la trasposición rigurosa de la Directiva de Servicios.

La Estrategia incluye un variado elenco de iniciativas legislativas, reglamentarias y 
administrativas, así como la promoción de reformas en ámbitos específicos de la economía 
española como el laboral o el de la Comisión del Pacto de Toledo. Todas ellas pretenden 
servir a un nuevo crecimiento, a un crecimiento equilibrado, duradero: sostenible. Sostenible 
en tres sentidos: económicamente, esto es, cada vez más sólido, asentado en la mejora de 
la competitividad, en la innovación y en la formación; medioambientalmente, que haga de la 
imprescindible gestión racional de los medios naturales también una oportunidad para 
impulsar nuevas actividades y nuevos empleos; y sostenible socialmente, en cuanto 
promotor y garante de la igualdad de oportunidades y de la cohesión social.

La presente Ley de Economía Sostenible es una de las piezas más importantes de la 
Estrategia ya que aborda, transversalmente y con alcance estructural, muchos de los 
cambios que, con rango de ley, son necesarios para incentivar y acelerar el desarrollo de 
una economía más competitiva, más innovadora, capaz tanto de renovar los sectores 
productivos tradicionales como de abrirse decididamente a las nuevas actividades 
demandantes de empleos estables y de calidad.

La Ley se estructura en un Título preliminar, donde se define su objeto, el concepto de 
economía sostenible y los principios resultantes de actuación de los poderes públicos, y en 
cuatro Títulos que contienen el conjunto de reformas de impulso de la sostenibilidad de la 
economía española. El primero de ellos se centra en la mejora del entorno económico, 
entendiendo por tal las actuaciones del sector público que determinan el contexto de 
desarrollo de la economía; el Título II introduce una serie de novedades directamente 
vinculadas con el impulso de la competitividad del modelo económico español, eliminando 
obstáculos administrativos y tributarios, actuando específicamente sobre tres ejes de mejora 
de la competitividad de las empresas españolas: el desarrollo de la sociedad de la 
información, un nuevo marco de relación con el sistema de I+D+i y una importante reforma 
del sistema de formación profesional, que se lleva a cabo mediante esta Ley y una Ley 
Orgánica complementaria, que efectúa las modificaciones de carácter orgánico necesarias 
en las disposiciones vigentes. El Título III contiene una serie de reformas que, desde la 
sostenibilidad medioambiental, inciden en los ámbitos centrales del modelo económico: la 
sostenibilidad del modelo energético, la reducción de emisiones, el transporte y movilidad 
sostenible, y, especialmente relevante en el caso español, el impulso del sector de la 
vivienda desde la perspectiva de la rehabilitación. Al margen del contenido de la Ley quedan 
las reformas correspondientes a la sostenibilidad social, esencialmente en materia de 
empleo y de seguridad social, pues las exigencias específicas de acuerdo en estos ámbitos, 
en el marco del Diálogo Social y del Pacto de Toledo, respectivamente, aconsejan tramitar 
las propuestas en textos y procedimientos diferenciados. El Título IV, finalmente, contiene los 
instrumentos para la aplicación y evaluación de la Ley de Economía Sostenible. La Ley tiene 
veinte disposiciones adicionales, nueve transitorias, sesenta finales y una disposición 
derogatoria.

II
El Título preliminar define el objeto de la Ley, el concepto de economía sostenible, y 

recoge una serie de principios de acción de los poderes públicos que están en la base de su 
acción sobre el modelo de crecimiento económico y su desarrollo, tanto mediante la 
obligación de impulsar determinadas finalidades en la actuación propia y de los particulares, 
desde el ahorro y la eficiencia energética, la promoción de las energías limpias y su I+D+i a 
la racionalización de la construcción residencial, como mediante deberes de mantenimiento 
de un entorno público eficiente para el desarrollo económico, a lo que apuntan claramente 
los principios de mejora de la competitividad o de estabilidad de las finanzas públicas.

III
El Título I concentra las reformas en el sector público que se orientan a garantizar un 

entorno económico eficiente y de apoyo a la competitividad de la economía española. En 
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coherencia con esa finalidad general, el Título adopta reformas que se proyectan sobre la 
actuación de todas las Administraciones Públicas, en ejercicio de las competencias estatales 
sobre procedimiento administrativo común y sobre ordenación general de la economía.

Así, el Capítulo I, relativo a la mejora de la calidad de la regulación, recoge los principios 
de buena regulación aplicables a las iniciativas normativas y los instrumentos para la mejora 
regulatoria, con especial atención a la transparencia y la evaluación previa y posterior de 
dichas iniciativas y la formalización de instrumentos a ese fin: los nuevos informes periódicos 
sobre las actuaciones de mejora regulatoria y el trabajo del Comité para la Mejora de la 
Regulación de las Actividades de Servicios.

El Capítulo II aborda la reforma de los organismos reguladores, introduciendo por 
primera vez en nuestro ordenamiento un marco horizontal, común a todos ellos, que asume 
sus características de independencia, frente al Gobierno y frente al sector correspondiente, y 
su actuación de acuerdo con principios de eficiencia y transparencia. Así, se reduce el 
número de miembros de los Consejos con el fin de mejorar la gobernanza de las 
instituciones, y se establecen nuevos mecanismos de rendición de cuentas, a través de la 
comparecencia del Ministro proponente y de los candidatos a Presidente y a Consejeros del 
organismo regulador ante el Parlamento y de la elaboración de un informe económico 
sectorial y un plan de actuación del organismo. La propia Ley determina su ámbito de 
aplicación a la Comisión Nacional de Energía, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones y la Comisión Nacional del Sector Postal, declarando aplicables buena 
parte de sus preceptos a la Comisión Nacional de la Competencia. Quedan por ahora fuera 
de este marco común los organismos vinculados al ámbito financiero, que deberán 
adecuarse a las reglas resultantes del proceso de discusión sobre su régimen que 
actualmente se desarrolla en el ámbito internacional y europeo.

El Capítulo III incluye las medidas de reforma del mercado financiero, en la línea 
asentada por los acuerdos internacionales de incremento de la transparencia y mejora del 
gobierno corporativo, con la correspondiente modificación de la Ley 24/1988, de 28 de julio, 
del Mercado de Valores para que las sociedades cotizadas pongan a disposición de los 
accionistas un informe sobre remuneraciones que será aprobado en la Junta General, y de la 
Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones 
de información de los intermediarios financieros y otras normas del sistema financiero, que 
permitirá al Banco de España exigir a las entidades de crédito políticas de remuneración 
coherentes con una gestión del riesgo prudente y eficaz. Como mecanismos de protección 
de los usuarios de servicios financieros y con el fin de asegurar la práctica de un crédito 
responsable, las entidades de crédito deberán evaluar la solvencia del prestatario, a la vez 
que aumentar la información proporcionada sobre los productos financieros y bancarios que 
se le ofrecen.

El cumplimiento de estas medidas destinadas a incrementar la transparencia de las 
entidades que operan en los mercados financieros puede suponer el tratamiento de datos de 
carácter personal. Además de garantizarse el cumplimiento en materia de protección de 
datos por la intervención de la Comisión Nacional del Mercado de Valores y, en su caso, del 
Banco de España en dicha publicación, hay que señalar que estas iniciativas se impulsan 
siguiendo, por una parte, la Recomendación de la Comisión Europea que complementa las 
Recomendaciones 2004/913/CE y 2005/162/CE en lo que atañe al sistema de remuneración 
de los consejeros de las empresas que cotizan en bolsa, publicada el 30 de abril de 2009; y, 
por otra, las conclusiones de foros económicos internacionales como el G-20.

En la Sección 2.ª del Capítulo III se incluyen medidas de reforma de los mercados de 
seguros y fondos de pensiones para mejorar la tutela de los derechos de los asegurados y 
fomentar el desarrollo de la actividad económica en este sector mediante la transparencia en 
la mediación de seguros y reaseguros, simplificar y agilizar los trámites y aumentar la 
protección de los ahorradores y los tomadores de seguros; para ello se modifican la Ley 
26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados y el Texto Refundido 
de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre y, el Texto Refundido de la Ley de ordenación y 
supervisión de los seguros privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 
de octubre.
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En la Sección 3.ª del Capítulo III se desarrollan los mecanismos de protección de los 
clientes de servicios financieros, permitiendo la actuación de los servicios de reclamaciones 
de los supervisores financieros mediante la modificación de la Ley 44/2002, de 22 de 
noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero.

El Capítulo IV introduce principios de actuación, reglas y mecanismos de sanción y 
evaluación que permitan contribuir al logro de la sostenibilidad financiera del sector público, 
como elemento de apoyo a la solidez del modelo productivo que, tras los efectos de la crisis, 
necesita de un impulso especial. Estas medidas incluyen la aplicación por parte de las 
Administraciones Públicas, de políticas de racionalización y contención del gasto, de acuerdo 
con los objetivos de estabilidad presupuestaria. En el marco del Consejo de Política Fiscal y 
Financiera y de la Comisión Nacional de la Administración Local, la Administración General 
del Estado informará a las Comunidades Autónomas y a las Entidades locales de las 
medidas adoptadas. La Ley regula un instrumento específico de especial relevancia en el 
ámbito de la Administración General del Estado, el Plan de Austeridad, que permita 
mantener el equilibrio presupuestario de acuerdo con la normativa de estabilidad 
presupuestaria, y que podrá llevar en última instancia a la racionalización de las estructuras 
de la Administración General del Estado y el sector público empresarial.

La Ley contiene un instrumento específico de aseguramiento de la información y 
transparencia en materia de disciplina presupuestaria de las Entidades locales, como 
elemento fundamental para la coordinación de las Haciendas Públicas en el pleno respeto a 
su autonomía, pues se habilita al Ministerio de Economía y Hacienda a que, bajo 
determinadas condiciones, retenga el importe de las entregas mensuales a cuenta de la 
participación en los tributos del Estado que le corresponda, cuando las Entidades locales 
incumplan la obligación de remitir la liquidación de sus respectivos presupuestos de cada 
año, modificando con este fin el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

En el Capítulo V se impulsa la eficiencia en la contratación pública y la colaboración 
público privada, como elementos fundamentales de relación entre la Administración Pública 
y el tejido empresarial y, a la vez, como ámbitos en los que debe reforzarse la vinculación a 
parámetros de sostenibilidad económica. La adopción de estas medidas conlleva la reforma 
de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, modificada en la 
disposición final decimosexta. En especial, se modifica por completo la normativa de los 
modificados de obras, de acuerdo con las prácticas recomendadas por la Unión Europea, y 
teniendo en cuenta, especialmente, la postura manifestada por la Comisión sobre 
modificaciones no previstas en los documentos de licitación y sobre el carácter de alteración 
sustancial de aquellas que excedan en más de un 10 por ciento el precio inicial del contrato. 
Asimismo, se establece una mayor transparencia de la información en la contratación 
pública, se fomenta la realización de contratos de investigación y desarrollo, y se impulsa la 
participación de pequeñas y medianas empresas en la contratación pública. Además, se 
centraliza el acceso a la información contractual en una plataforma electrónica en la que se 
difundirá toda la información relativa a las licitaciones convocadas por el sector público 
estatal. Asimismo, se simplifican los trámites administrativos en los procesos de contratación 
disminuyendo el coste que para los empresarios implica participar en procedimientos de 
adjudicación de contratos públicos. Se establecen reglas específicas para la denominada 
«contratación precomercial», considerada por la Comisión Europea como un instrumento 
imprescindible para impulsar la innovación y proporcionar servicios públicos de calidad y 
sostenibles, permitiendo una mayor implicación de la contratación pública en la 
implementación de la política de investigación, desarrollo e innovación. Por último, se 
incluyen ciertas previsiones que completan el régimen jurídico de las fórmulas contractuales 
e institucionales de colaboración entre el sector público y el sector privado, para potenciar 
estas figuras y facilitar su empleo por el sector público, al tiempo que se regulan los términos 
en que los adjudicatarios de estos contratos pueden concurrir a los mercados de capitales 
para obtener financiación para la ejecución de los mismos.

El Capítulo VI se dedica a la promoción de la responsabilidad social de las empresas, 
introduciendo la adopción de un conjunto de indicadores para la autoevaluación en esta 
materia que facilitará, especialmente a las pequeñas y medianas empresas, el desarrollo de 
este ámbito empresarial.
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IV
El Título II recoge las reformas que la Ley realiza con la finalidad de incidir directamente 

en la mejora de la competitividad del tejido económico español. De este modo, la Ley de 
Economía Sostenible viene a continuar el esfuerzo de remoción de obstáculos 
administrativos iniciado con las normas de transposición de la Directiva de Servicios, pero, 
además, asume la necesidad de incidir en otros aspectos que resultan en la actualidad 
negativos para la situación de nuestra economía o que son susceptibles de simplificación y 
agilización.

Junto a esta perspectiva agilizadora, la Ley pretende reforzar tres ejes fundamentales en 
la competitividad de los agentes económicos españoles: el desarrollo de la sociedad de la 
información, la vinculación con las actuaciones de I+D+i y la formación de nuestros 
trabajadores, con especial atención al sistema de formación profesional.

El Capítulo I introduce medidas de simplificación administrativa en dos ámbitos. En 
primer lugar, en la Sección 1.ª del Capítulo I se establece la obligación, para el Gobierno y 
las Comunidades Autónomas, de impulsar reformas normativas para ampliar el ámbito de 
aplicación del silencio administrativo positivo. En la Sección 2.ª, se modifica la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, para restringir la posibilidad de exigir licencias a 
aquellas actividades en las que concurran razones imperiosas de interés general, vinculadas 
con la protección de la salud o seguridad públicas, el medioambiente o el patrimonio 
histórico-artístico. Se habilita a las Haciendas Locales, a través de la reforma del Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, a cobrar tasas por las actividades de verificación 
para aquellas actividades no sujetas a autorización o control previo, y se prevé en la 
disposición adicional octava un procedimiento de clarificación de la situación resultante en 
cuanto a las licencias exigibles tras la reforma.

El Capítulo II del Título II se centra en la simplificación del régimen de tributación. Se 
lleva a cabo la incorporación de la figura del trabajador autónomo económicamente 
dependiente en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio. Esta definición permite ampliar el 
ámbito de la reducción del rendimiento neto de actividades económicas. Para los grupos 
fiscales se incorpora la simplificación en la comunicación de sus variaciones. Finalmente, 
para impulsar los medios telemáticos en las relaciones con la Administración tributaria, se 
sustituyen determinadas obligaciones de publicación de las administraciones tributarias en 
boletines oficiales por la posibilidad de publicación en sede electrónica.

En el Capítulo III se aborda la reforma de la actividad catastral mejorando su 
coordinación con el Registro de la Propiedad Inmobiliaria y agilizando la tramitación, todo 
ello mediante la modificación del Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo. Se reducen así las cargas 
administrativas que soportan los ciudadanos, mediante el refuerzo en la colaboración que 
prestan al catastro los notarios y registradores de la propiedad, al ampliarse los supuestos 
en los cuales la información que comunican suple la obligación de presentar declaración y al 
incorporarse la posibilidad de mejorar, tras la intervención notarial, la conciliación entre la 
base de datos catastral y la realidad física inmobiliaria. Y, además, se pone a disposición de 
la sociedad la cartografía digital catastral mediante acceso telemático y de forma gratuita, al 
menos a través de la Sede Electrónica del Catastro y del Geoportal de la Infraestructura de 
Datos Espaciales de España.

El impulso a la sociedad de la información se aborda en el Capítulo IV, tomando en 
consideración el carácter transversal de este ámbito sobre todos los elementos de nuestro 
modelo productivo y su modernización. Se regula la utilización de las nuevas tecnologías en 
la banda de frecuencias de 900 MHz, permitiéndose el uso de esta banda, no sólo por los 
tradicionales sistemas GSM, sino también por los sistemas UMTS. Se habilita más espacio 
en el espectro radioeléctrico para prestar servicios de comunicaciones electrónicas 
aprovechando la liberación de la banda de frecuencias de 790-862 MHz Al mismo tiempo se 
avanza en la ampliación de las bandas de frecuencia en las que se puede efectuar la 
transferencia de títulos habilitantes o la cesión de derechos de uso del dominio público 
radioeléctrico, dándose un nuevo impulso al mercado secundario del espectro. Se reduce la 
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tasa que los operadores de telecomunicaciones han de satisfacer conforme a la Ley 
32/2003, de 3 de noviembre, general de telecomunicaciones, hasta el 1 por mil. Por último, 
se introduce como elemento integrante del servicio universal la conexión a banda ancha a 
una velocidad de 1Mbit por segundo, provista a través de cualquier tecnología. Las 
condiciones de prestación del servicio de conexión de banda ancha a la red pública se 
establecerán mediante Real Decreto.

El Capítulo V incorpora medidas de impulso a la actividad investigadora y a la 
innovación, y muy especialmente a su vinculación con la actividad empresarial. La Sección 
1.ª del Capítulo V se dedica a la transferencia de los resultados de la actividad investigadora, 
facilitando que los centros de investigación puedan transferir conocimientos al sector privado 
y fomentando la cooperación de los agentes públicos y privados a través de la participación 
en empresas innovadoras de base tecnológica. Por otra parte, en la Sección 2.ª de este 
Capítulo, se impulsa la articulación de mecanismos que permitan una tramitación preferente 
de las solicitudes de patentes relativas a los objetivos de sostenibilidad a los que se refiere la 
Ley, y se establece una reducción del 18 por ciento en tres años, de diversas tasas en 
materia de propiedad industrial. La Sección 3.ª, finalmente, favorece la investigación 
universitaria, estableciendo al mismo tiempo medidas que faciliten la transferencia de sus 
resultados al sector productivo. Fiscalmente, se incrementa la deducción en el Impuesto 
sobre Sociedades, del 8 al 12 por ciento, de las actividades de innovación tecnológica.

La importancia de la actuación de las empresas españolas en el ámbito internacional ha 
llevado a recoger en el Capítulo VI nuevas líneas directrices de la política de 
internacionalización, que guiarán el apoyo público y la gestión de la política de 
internacionalización de la empresa, y que a la vez definen las operaciones de especial 
interés para la política económica y comercial. Se incorporan así elementos como la imagen 
de marca, la transferencia de tecnología o impacto de la actividad de la empresa en el 
medioambiente, que vienen a completar el concepto tradicional de exportación.

El Capítulo VII introduce importantes reformas en el sistema de formación profesional. 
Los aspectos de carácter orgánico de esta reforma se llevan a cabo a través de una Ley 
Orgánica complementaria de la presente Ley de Economía Sostenible. El objetivo es facilitar 
la adecuación de la oferta formativa a las demandas del sistema productivo, ampliar la oferta 
de formación profesional, avanzar en la integración de la formación profesional en el 
conjunto del sistema educativo y reforzar la cooperación de las administraciones educativas.

En concreto, las iniciativas que se aprueban mediante la Ley Orgánica complementaria 
permiten agilizar la actualización del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales y 
de los módulos de los títulos de formación profesional y de los certificados de profesionalidad 
e introducen la posibilidad de crear cursos de especialización y una plataforma de educación 
a distancia para todo el Estado. Por otra parte, se adoptan los cambios normativos 
necesarios para fomentar la movilidad entre la formación profesional y el bachillerato, así 
como entre la formación profesional y la universidad.

Por último, a través de esta Ley, se fomenta una oferta integrada de formación 
profesional, así como la participación de los interlocutores sociales y una mayor colaboración 
con las empresas privadas.

V
El Título III de la Ley recoge disposiciones relativas a distintos ámbitos de la 

sostenibilidad ambiental, desde la que se abordan algunas reformas globales de los sectores 
afectados. Estos ámbitos son el modelo energético, la reducción de emisiones, el transporte 
y la movilidad sostenible y, en especial por su importancia en el modelo económico español, 
la rehabilitación y la vivienda.

El Capítulo I, dedicado a sostenibilidad del modelo energético, recoge los grandes 
principios aplicables en la materia, esto es, la garantía de la seguridad del suministro, la 
eficiencia económica y el respeto al medio ambiente, así como los objetivos nacionales para 
2020 sobre ahorro y eficiencia energética y sobre utilización de energías renovables, 
coherentes con los establecidos en la Unión Europea y de los que se deriva un modelo 
energético que, mediante los instrumentos de planificación previstos en la propia Ley, 
buscará aumentar la participación de las energías renovables, reforzar la previsibilidad y la 
eficiencia de las decisiones de política energética y en especial del marco de incentivos y 
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reducir la participación de las energías con mayor potencial de emisiones de CO2. Por otra 
parte, se impulsa la cooperación entre Administraciones Públicas, en el marco de la 
Conferencia Sectorial de Energía, y se fomenta la investigación, el desarrollo y la innovación 
en materia de energías renovables y ahorro y eficiencia energética, con atención especial a 
nuevas obligaciones para las Administraciones Públicas. Se adoptan medidas para que la 
información llegue a los usuarios y que éstos puedan conocer los costes del modelo de 
suministro energético y su composición.

El Capítulo II atribuye al Gobierno la tarea de impulsar las actuaciones precisas para que 
nuestro país cumpla su parte del objetivo asumido por la Unión Europea sobre reducción de 
gases de efecto invernadero. Con ese fin, se impulsa el incremento en la capacidad de 
absorción por sumideros, en particular, los vinculados al uso forestal, la compensación 
voluntaria de emisiones de CO2, en sectores que deben reducirlas y no están sujetos al 
comercio de derechos de emisión y, también, la constitución de un fondo público para 
adquirir créditos de carbono, obtenidos por empresas españolas y para impulsar su actividad 
en sectores asociados a la lucha contra el cambio climático, mejorando además el régimen 
fiscal de deducción de los gastos efectuados en inversiones destinadas a la protección del 
medioambiente.

El Capítulo III impulsa decididamente la transformación del sector del transporte para 
incrementar su eficiencia económica y medioambiental y la competitividad en el mismo. La 
Sección 1.ª establece los principios aplicables a la regulación del transporte, como son la 
garantía de los derechos de los operadores y usuarios, la promoción de la competencia, la 
gestión eficiente y el fomento de los medios de transporte de menor coste ambiental y 
energético; y prevé llevar a cabo una clasificación periódica de los mercados de transporte, 
para evaluar su grado de competencia y proponer medidas que la promuevan, lo que 
concreta la disposición adicional tercera exigiendo una evaluación del grado de competencia 
existente en cada uno de los mercados y la propuesta de medidas para aumentar la 
competencia. Es objeto de definición el concepto de servicios de transporte de interés 
público susceptibles de ser subvencionados; y se modifica, mediante la disposición final 
vigésima segunda, la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes 
Terrestres, en lo que se refiere a los servicios públicos de transporte regular interurbano de 
viajeros por carretera, para acortar el plazo máximo de duración de las concesiones y 
promover una mayor competencia en los concursos para adjudicar las líneas.

Por su parte, la Sección 2.ª aborda medidas relativas a la planificación y gestión eficiente 
de las infraestructuras y servicios del transporte, incorporando como objetivos la promoción 
de la competitividad, la cohesión territorial y la movilidad sostenible y las prioridades de la 
planificación estatal en la materia, que se centran especialmente en el desarrollo del 
transporte ferroviario.

La Sección 3.ª se ocupa de la movilidad sostenible. Son principios de esta política el 
fomento de los medios de transporte de menor coste social, ambiental y energético, la 
participación de la sociedad en la toma de decisiones que afecten a la movilidad y el 
cumplimiento de los tratados internacionales relativos a la preservación del clima y la calidad 
ambiental. La consideración de esos principios deberá realizarse en los planes de movilidad 
sostenible, que la Ley regula en cuanto a su naturaleza, posible ámbito territorial 
(autonómico, supramunicipal o municipal), contenido mínimo, vigencia y actualización, 
supeditando la concesión de subvenciones estatales al transporte público urbano o 
metropolitano a la puesta en marcha de estos planes. Se avanza también en el fomento de 
la movilidad sostenible en las empresas, dando rango legal a la previsión de planes de 
transporte. En materia de promoción del transporte por carretera limpio por parte de los 
poderes adjudicadores, se transpone la Directiva 2007/46/CE, de 5 de septiembre, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, por la que se crea un marco para la homologación de los 
vehículos de motor y de los remolques, sistemas componentes y unidades técnicas 
independientes destinados a dichos vehículos que se ejecuten por los poderes 
adjudicadores y por los operadores que ejecuten obligaciones de servicio público.

Las previsiones de la Ley en esta materia obligan a actualizar el Plan Estratégico de 
Infraestructuras y Transportes, para lo que la disposición adicional cuarta fija el plazo de un 
año.
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Por otra parte, la disposición final cuarta prevé la creación de un Organismo regulador 
del sector transporte que integrará las funciones atribuidas al Comité de Regulación 
Ferroviaria y la regulación del resto de modos de transporte. El Gobierno remitirá al 
Parlamento un proyecto de ley al efecto cuando así lo aconsejen las condiciones de 
competencia en los mercados de transporte, y, en particular, los avances en el proceso de 
liberalización del sector ferroviario. Entre tanto, la disposición final vigésima tercera modifica 
la Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector Ferroviario, para dar mayor independencia al 
Comité de Regulación Ferroviaria, dotarle de mayores competencias y establecer que sus 
resoluciones pondrán fin a la vía administrativa, reforzando, de este modo, el papel de este 
órgano regulador en el impulso de la competencia en el mercado del transporte ferroviario.

El Capítulo IV se dedica al impulso de la recuperación del sector de la vivienda mediante 
una serie de reformas centradas en el impulso a la rehabilitación y la renovación urbanas. 
Junto al nuevo marco normativo de impulso de las actuaciones de rehabilitación y 
renovación, la Ley prevé que la Administración General del Estado, en el ámbito de sus 
competencias propias y en colaboración con las Administraciones competentes en materia 
de ordenación del territorio y urbanismo, impulse las acciones de rehabilitación y renovación 
de la ciudad y los demás núcleos existentes y la coordinación de las medidas, los fondos, las 
ayudas y los beneficios, incluidos los previstos en programas comunitarios, destinados a 
tales objetivos. Asimismo, para asegurar la obtención, actualización permanente y 
explotación de la información necesaria para el desarrollo de las políticas y las acciones 
anteriores, las Administraciones Públicas podrán establecer un sistema informativo general 
coordinado.

VI
El Título IV de la Ley establece los instrumentos necesarios para la aplicación y 

evaluación de la misma. Como instrumento financiero se recoge el Fondo de Economía 
Sostenible cuyo fin es apoyar a los particulares en el desarrollo de los principios y objetivos 
contenidos en la Ley. Se prevén igualmente instrumentos de coordinación entre la 
Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, así como con las 
Entidades locales, en el seguimiento y evaluación de la aplicación de la Ley. Estas 
administraciones intercambiarán información sobre las actuaciones llevadas a cabo en el 
ejercicio de sus competencias. Igualmente, se introducen mecanismos de participación de 
los interlocutores sociales en las tareas de evaluación y seguimiento y, especialmente, en el 
informe que, al menos cada dos años, debe aprobar el Gobierno sobre el desarrollo de la 
economía sostenible, que incorporará las recomendaciones de actuación para el período 
siguiente.

VII
La disposición adicional primera regula la responsabilidad por incumplimiento de las 

normas de Derecho comunitario, generalizando la regulación ya presente en parte de la 
normativa sectorial. La disposición final tercera flexibiliza las condiciones que obligan a 
comunicar las operaciones de concentración económica a la Comisión Nacional de la 
Competencia, eliminando cargas administrativas y facilitando los procesos de concentración 
empresarial.

Las disposiciones transitorias primera a quinta detallan el régimen de adaptación 
aplicables a las medidas de reforma de los mercados financieros recogidas en el Capítulo III 
del Título I y en las disposiciones finales quinta a decimocuarta.

La disposición final primera establece que la Ley se dicta al amparo del artículo 
149.1.13.ª de la Constitución Española y detalla los títulos competenciales específicos de 
diversos preceptos.

Por último, en virtud de la disposición final sexagésima, la Ley entrará en vigor al día 
siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», salvo la modificación 
introducida en el artículo 60.3 del Texto Refundido de la Ley de ordenación y supervisión de 
los seguros privados, que entrará en vigor para todas las pólizas de seguro suscritas o 
renovadas a partir del 1 de enero de 2013.
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TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley tiene por objeto introducir en el ordenamiento jurídico las reformas estructurales 

necesarias para crear condiciones que favorezcan un desarrollo económico sostenible.

Artículo 2.  Economía sostenible.
A los efectos de la presente Ley, se entiende por economía sostenible un patrón de 

crecimiento que concilie el desarrollo económico, social y ambiental en una economía 
productiva y competitiva, que favorezca el empleo de calidad, la igualdad de oportunidades y 
la cohesión social, y que garantice el respeto ambiental y el uso racional de los recursos 
naturales, de forma que permita satisfacer las necesidades de las generaciones presentes 
sin comprometer las posibilidades de las generaciones futuras para atender sus propias 
necesidades.

Artículo 3.  Principios.
La acción de los poderes públicos en sus respectivos ámbitos de competencia para 

impulsar la sostenibilidad de la economía española, en los términos definidos en el artículo 
anterior, estará guiada por los siguientes principios:

1. Mejora de la competitividad.–Las Administraciones Públicas impulsarán el incremento 
de la competitividad de las empresas, mediante marcos regulatorios que favorezcan la 
competencia y la eficiencia en los mercados de bienes y servicios, faciliten la asignación de 
los recursos productivos y la mejora de la productividad, en particular a través de la 
formación, la investigación, la innovación y el uso de nuevas tecnologías, e incrementen la 
capacidad para competir en los mercados internacionales.

2. Estabilidad de las finanzas públicas.–Las Administraciones Públicas garantizarán la 
estabilidad en el tiempo de sus finanzas para contribuir al mejor desenvolvimiento de la 
actividad económica y al adecuado funcionamiento del Estado.

3. Racionalización de las Administraciones Públicas.–Las Administraciones Públicas 
adoptarán medidas de simplificación y sostenibilidad de la estructura administrativa y de 
acceso directo de los ciudadanos a los servicios y prestaciones públicas garantizando una 
actuación ética, eficaz, eficiente y transparente.

4. Fomento de la capacidad innovadora de las empresas.–Las Administraciones Públicas 
desarrollarán una política de apoyo a la investigación y a la innovación que favorezca tanto a 
las empresas e industrias innovadoras, como la renovación de los sectores tradicionales, con 
el fin de aumentar su competitividad.

5. Ahorro y eficiencia energética.–El ahorro y la eficiencia energética deben contribuir a 
la sostenibilidad propiciando la reducción de costes, atenuando la dependencia energética y 
preservando los recursos naturales.

6. Promoción de las energías limpias, reducción de emisiones y eficaz tratamiento de 
residuos.–Las Administraciones Públicas adoptarán políticas energéticas y ambientales que 
compatibilicen el desarrollo económico con la minimización del coste social de las emisiones 
y de los residuos producidos y sus tratamientos.

7. Racionalización de la construcción residencial.–Las Administraciones Públicas 
adoptarán políticas que favorezcan la racionalización de la construcción residencial para 
conciliar la atención a las necesidades de la población, la rehabilitación de las viviendas y de 
los núcleos urbanos, la protección al medio ambiente y el uso racional de los recursos 
económicos.

8. Extensión y mejora de la calidad de la educación e impulso de la formación continua.–
Las Administraciones Públicas favorecerán la extensión y mejora de la educación y de la 
formación continua, como instrumentos para la mejora de la cohesión social y el desarrollo 
personal de los ciudadanos.

9. Fortalecimiento y garantía del Estado social.–Las Administraciones Públicas, en aras 
de la cohesión social, conciliarán el avance paralelo y armonizado del progreso económico 
con la mejora de las prestaciones sociales y la sostenibilidad de su financiación.
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TÍTULO I
Mejora del entorno económico

CAPÍTULO I
Mejora de la calidad de la regulación

Artículo 4.  Principios de buena regulación aplicables a las iniciativas normativas de las 
Administraciones Públicas.

(Derogado)

Artículo 5.  Instrumentos de las Administraciones Públicas para la mejora de la regulación.
(Derogado)

Artículo 6.  Adaptación de la regulación vigente a los principios de sostenibilidad y buena 
regulación.

(Derogado)

Artículo 7.  Transparencia y seguimiento de la mejora regulatoria.
(Derogado)

CAPÍTULO II
Organismos Reguladores

Sección 1.ª Disposiciones generales sobre los organismos reguladores

Artículo 8.  Naturaleza jurídica y régimen de funcionamiento de los Organismos 
Reguladores.

(Derogado)

Artículo 9.  Relación con las entidades públicas y privadas, e independencia funcional.
(Derogado)

Sección 2.ª Del objeto de los organismos reguladores

Artículo 10.  Objeto de la actuación de los Organismos Reguladores.
(Derogado)

Sección 3.ª De los órganos de dirección de los organismos reguladores

Artículo 11.  Organización de los Organismos Reguladores.
(Derogado)

Artículo 12.  El Consejo y su Presidente.
(Derogado)

Artículo 13.  Nombramiento y mandato de los miembros del Consejo.
(Derogado)

Artículo 14.  El Presidente del Organismo Regulador.
(Derogado)
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Artículo 15.  Funciones e incompatibilidades de los miembros del Consejo.
(Derogado)

Artículo 16.  Causas de cese en el ejercicio del cargo.
(Derogado)

Sección 4.ª Del personal de los organismos reguladores

Artículo 17.  Personal directivo.
(Derogado)

Artículo 18.  Personal no directivo.
(Derogado)

Artículo 19.  Obligación de informar y garantías para la actuación.
(Derogado)

Sección 5.ª De la transparencia y la responsabilidad social de los organismos 
reguladores

Artículo 20.  Publicidad de las actuaciones de los Organismos Reguladores.
(Derogado)

Artículo 21.  Control parlamentario.
(Derogado)

Artículo 22.  Impugnación de las decisiones de los Organismos Reguladores.
(Derogado)

Sección 6.ª De los mecanismos de colaboración y cooperación de los 
organismos reguladores

Artículo 23.  Cooperación interinstitucional.
(Derogado)

Artículo 24.  Cooperación entre los Organismos Reguladores y con la Comisión Nacional de 
la Competencia.

(Derogado)

Sección 7.ª Normas relativas al establecimiento y cálculo del porcentaje, tipos 
de gravamen y cuotas de las tasas de los organismos reguladores y la 

comisión nacional de la competencia, así como para su endeudamiento

Artículo 25.  Establecimiento y cálculo del porcentaje, tipos de gravamen y cuotas de las 
tasas de los organismos reguladores y de la Comisión Nacional de la Competencia.

(Derogado)

Artículo 26.  Endeudamiento.
(Derogado)
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CAPÍTULO III
Mercados Financieros

Sección 1.ª Transparencia y gobierno corporativo

Artículo 27.  Principios de buen gobierno corporativo y adecuada gestión del riesgo en 
relación con las remuneraciones de los ejecutivos.

En aplicación de los principios de buen gobierno corporativo emanados de los acuerdos 
y organismos internacionales, y con el fin de reforzar su solvencia y asegurar una gestión 
adecuada de los riesgos de las entidades por parte de sus directivos:

a) Las sociedades cotizadas incrementarán la transparencia en relación con la 
remuneración de sus consejeros y altos directivos, así como sobre sus políticas de 
retribuciones, en los términos previstos en el artículo 61 bis de la Ley 24/1988, de 28 de julio, 
del Mercado de Valores.

b) Adicionalmente, las entidades de crédito y las empresas de servicios de inversión 
aumentarán la transparencia en sus políticas de remuneración, y la coherencia de las 
mismas con la promoción de una gestión del riesgo sólida y efectiva, en los términos 
previstos en los artículo 61 bis de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores y 
10 ter de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos propios y 
obligaciones de información de los intermediarios financieros y otras normas del sistema 
financiero.

Artículo 28.  Mejora de la supervisión financiera.
Las autoridades financieras incorporarán al ejercicio de sus facultades de inspección y 

sanción los principios, normas y criterios de calidad incorporados en las Disposiciones 
finales quinta, séptima, octava, novena y décima de esta Ley.

Artículo 29.  Responsabilidad en el crédito y protección de los usuarios de servicios 
financieros.

1. Las entidades de crédito, antes de que se celebre el contrato de crédito o préstamo, 
deberán evaluar la solvencia del potencial prestatario, sobre la base de una información 
suficiente. A tal efecto, dicha información podrá incluir la facilitada por el solicitante, así como 
la resultante de la consulta de ficheros automatizados de datos, de acuerdo con la 
legislación vigente, especialmente en materia de protección de datos de carácter personal.

Para la evaluación de la solvencia del potencial prestatario se tendrán en cuenta las 
normas específicas sobre gestión de riesgos y control interno que les son aplicables a las 
entidades de crédito según su legislación específica.

Adicionalmente, de acuerdo con las normas dictadas en desarrollo de la letra a) del 
apartado siguiente, las entidades de crédito llevarán a cabo prácticas para la concesión 
responsable de préstamos y créditos a los consumidores. Dichas prácticas se recogerán en 
documento escrito del que se dará cuenta en una nota de la memoria anual de actividades 
de la entidad.

Las obligaciones establecidas en el párrafo anterior se entienden sin perjuicio de las 
fijadas en la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario y su 
normativa de desarrollo.

Igualmente, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente, las entidades facilitarán 
a los consumidores, de manera accesible y, en especial, a través de la oportuna información 
precontractual, las explicaciones adecuadas para que puedan evaluar si todos los productos 
bancarios que les ofrecen, en particular los depósitos a plazo y los créditos o préstamos 
hipotecarios o personales, se ajustan a sus intereses, necesidades y a su situación 
financiera, haciendo especial referencia a las características esenciales de dichos productos 
y los efectos específicos que puedan tener sobre el consumidor, en especial las 
consecuencias en caso de impago.

2. (Derogado)
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Lo previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio de la libertad de contratación que, 
en sus aspectos sustantivos y con las limitaciones que pudieran emanar de otras 
disposiciones legales, deba presidir las relaciones entre las entidades de crédito y su 
clientela.

Sección 2.ª Mercados de seguros y fondos de pensiones

Artículo 30.  Mercados de seguros y fondos de pensiones.
Las Administraciones competentes velarán por la aplicación de una regulación más 

transparente y eficaz de los mercados de seguros y fondos de pensiones, que asegure el 
cumplimiento de las siguientes finalidades:

a) Una mayor transparencia y eficiencia en la gestión de las entidades aseguradoras, en 
los términos establecidos en el Texto Refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los 
seguros privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, en la 
redacción derivada de la disposición final decimocuarta de la presente Ley.

b) La simplificación y agilización de los trámites y procedimientos administrativos de 
autorización y registro de los fondos de pensiones, conforme a lo indicado en el Texto 
Refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, en la redacción derivada de la 
disposición final decimotercera de la presente Ley.

c) La racionalización en la asignación de recursos propios exigibles a las entidades 
gestoras de fondos de pensiones, mejorando su eficiencia y manteniendo un nivel suficiente 
y adecuado a su actividad, en los términos previstos en el Texto Refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2002, de 29 de noviembre, en la redacción derivada de la disposición final decimotercera 
de la presente Ley.

d) La protección de los ahorradores y los tomadores de seguros y los demás usuarios de 
los servicios prestados por las entidades aseguradoras, así como el reforzamiento de la 
seguridad jurídica en la comercialización de los planes de pensiones, de acuerdo con lo 
contemplado en el Texto Refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros 
privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre y del Texto 
Refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, ambos en la redacción derivada de las 
disposiciones finales decimotercera y decimocuarta de la presente Ley.

e) Un mayor desarrollo y transparencia en la mediación de seguros y reaseguros, de 
acuerdo con la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados, 
en los términos de la disposición final duodécima de la presente Ley.

Sección 3.ª Mecanismos de protección de los clientes de servicios financieros

Artículo 31.  Protección de clientes de servicios financieros a través de los servicios de 
reclamaciones de los supervisores financieros.

Los servicios de reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones ejercerán sus 
facultades en materia de protección a los usuarios de servicios financieros en los términos 
previstos en el artículo 30 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de medidas de reforma 
del sistema financiero.

CAPÍTULO IV
Sostenibilidad financiera del sector público

Artículo 32.  Sostenibilidad presupuestaria de las Administraciones Públicas.
1. Todas las Administraciones Públicas deben contribuir al logro de la sostenibilidad 

presupuestaria de las finanzas públicas, entendida como la capacidad para financiar los 
compromisos de gasto presentes y futuros.
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2. Para garantizar la sostenibilidad presupuestaria, las Administraciones Públicas 
aplicarán una política de racionalización y contención del gasto y se adecuarán a los 
principios de estabilidad presupuestaria, transparencia, plurianualidad y eficacia, en los 
términos definidos en la normativa de estabilidad presupuestaria.

3. Las disposiciones legales y reglamentarias, los actos administrativos, los contratos y 
los convenios de colaboración y cualquier otra actuación de las Administraciones Públicas 
deberán valorar sus repercusiones y efectos, de forma que se garantice la sostenibilidad 
presupuestaria.

4. Todo gasto se evaluará atendiendo a los principios de eficiencia y simplificación de los 
servicios prestados, incentivando la productividad del sector público. En especial, el Estado 
promoverá la colaboración entre las Administraciones Públicas para mejorar la eficiencia en 
la prestación de servicios públicos.

Artículo 33.  Cooperación con otras Administraciones Públicas.
1. En el seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera y de la Comisión Nacional de 

Administración Local, el Ministerio de Economía y Hacienda informará a las Comunidades 
Autónomas y a las Entidades locales, respectivamente, de las medidas adoptadas en 
cumplimiento de lo previsto en este Capítulo en el ejercicio inmediatamente anterior.

2. Igualmente, el Gobierno impulsará la adopción de acuerdos de los citados órganos de 
cooperación y las actuaciones de las correspondientes administraciones con el fin de 
adoptar medidas de racionalización y contención del gasto público en sus respectivas áreas 
de competencia, en especial en el marco de los planes económico financieros de reequilibrio 
previstos en la normativa de estabilidad presupuestaria.

Artículo 34.  Plan de austeridad de la Administración General del Estado.
1. La política de racionalización y contención del gasto público de la Administración 

General del Estado se instrumentará a través de un Plan de austeridad de la Administración 
General del Estado que permita, por una parte, mantener el equilibrio presupuestario a lo 
largo del ciclo económico de acuerdo con los principios de la normativa de estabilidad 
presupuestaria, las previsiones del derecho comunitario y los compromisos del Pacto de 
Estabilidad y Crecimiento en el ámbito de la Unión Europea; y, por otra, adaptar los 
programas de gasto de la Administración General del Estado a los recursos presupuestarios 
disponibles a medio y largo plazo, de forma que se garantice la sostenibilidad 
presupuestaria.

2. El Plan de austeridad conllevará la revisión y el análisis de todos los programas y 
políticas de gasto y, asimismo, la racionalización de las estructuras de la Administración 
General del Estado y del sector público empresarial estatal, con el objetivo de adecuar la 
estructura y organización a los principios de eficiencia y economía en la programación y 
ejecución del gasto público y garantizar la sostenibilidad presupuestaria a medio y largo 
plazo.

3. Anualmente, el Gobierno dará cuenta a las Cortes Generales del progreso en la 
implantación del Plan de austeridad de la Administración General del Estado.

Artículo 35.  Sostenibilidad en la gestión de las empresas públicas y de las Mutuas 
Colaboradoras con la Seguridad Social.

1. Las sociedades mercantiles estatales y las entidades públicas empresariales adscritas 
a la Administración General del Estado, así como las Mutuas Colaboradoras con la 
Seguridad Social, adaptarán su gestión a los principios enunciados de esta ley.

2. En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, adaptarán sus planes 
estratégicos para:

a) Presentar anualmente informes de gobierno corporativo, así como memorias de 
sostenibilidad de acuerdo con estándares comúnmente aceptados, con especial atención a 
la igualdad efectiva entre mujeres y hombres y a la plena integración de las personas con 
discapacidad.
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b) Revisar sus procesos de producción de bienes y servicios aplicando criterios de 
gestión medioambiental orientados al cumplimiento de las normas del sistema comunitario 
de gestión y auditoría medioambiental.

c) Favorecer la adopción de principios y prácticas de responsabilidad social empresarial 
por sus proveedores, en particular relativas a la promoción de la integración de la mujer, de 
la igualdad efectiva entre mujeres y hombres y de la plena integración de las personas con 
discapacidad, con especial atención al cumplimiento de lo previsto en el artículo 38.1 de la 
Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de los minusválidos.

d) Incluir en sus procesos de contratación, cuando la naturaleza de los contratos lo 
permita, y siempre que sean compatibles con el derecho comunitario y se indiquen en el 
anuncio de licitación y el pliego o en el contrato, condiciones de ejecución referentes al nivel 
de emisión de gases de efecto invernadero y de mantenimiento o mejora de los valores 
medioambientales que pueden verse afectados por la ejecución del contrato. Asimismo en 
los criterios de adjudicación de los contratos, cuando su objeto lo permita, y estas 
condiciones estén directamente vinculadas al mismo, se valorará el ahorro y el uso eficiente 
del agua y de la energía y de los materiales, el coste ambiental del ciclo de la vida, los 
procedimientos y métodos de producción ecológicos, la generación y gestión de residuos o 
el uso de materiales reciclados y reutilizados o de materiales ecológicos.

e) Optimizar el consumo energético de sus sedes e instalaciones celebrando contratos 
de servicios energéticos que permitan reducir el consumo de energía, retribuyendo a la 
empresa contratista con ahorros obtenidos en la factura energética.

f) Identificar líneas de actuación asociadas a procesos de investigación, desarrollo e 
innovación relacionadas con las actividades del objeto social o estatutario de la entidad, 
orientadas a obtener tecnología no existente en el mercado susceptible de contribuir a 
mejorar sus procesos productivos.

g) Proponer y, en su caso, establecer, en el marco de la negociación colectiva, 
mecanismos que faciliten la movilidad de los trabajadores en el ámbito del sector público 
empresarial del Estado, así como establecer un sistema de formación orientado a la 
cualificación y adaptación de los trabajadores a las nuevas tecnologías y a la cultura de la 
sostenibilidad.

3. Los Departamentos u Organismos a los que se adscriban los grupos empresariales 
públicos elaborarán, teniendo en cuenta el contenido de los planes estratégicos de las 
empresas, un plan de sostenibilidad del grupo donde se establezcan las medidas de apoyo, 
refuerzo y coordinación complementarias de las iniciativas de las empresas y se definan los 
mecanismos para el seguimiento y control de los objetivos de sostenibilidad asumidos por el 
grupo.

Artículo 36.  Incumplimiento por las Entidades locales de la obligación de remitir la 
información relativa a la liquidación de sus presupuestos a la Administración General del 
Estado.

1.  En el supuesto de que las Entidades Locales incumplan la obligación de remitir al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas toda la información relativa a la 
liquidación de sus respectivos presupuestos de cada ejercicio, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 193.5 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, la Secretaría General de 
Coordinación Autonómica y Local, procederá a retener a partir del mes de junio del ejercicio 
siguiente al que corresponda aquella liquidación, y hasta que se produzca la regularización 
de la citada remisión, así como la de las liquidaciones de los ejercicios a los que resulta de 
aplicación la presente norma, el importe de las entregas a cuenta y, en su caso, anticipos y 
liquidaciones definitivas de la participación en los tributos del Estado que les corresponda.

Asimismo, en el supuesto de que las Entidades Locales incumplan la obligación de 
remitir al Tribunal de Cuentas la información a la que se refiere el artículo 212.5 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, se podrá retener el importe de las entregas a cuenta y, en 
su caso, anticipos y liquidaciones definitivas de la participación en los tributos del Estado que 
les corresponda, y hasta que se considere cumplida tal obligación de remisión. Para que la 
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anterior retención, o suspensión de la misma, se pueda practicar será necesaria una 
comunicación del Tribunal de Cuentas a la Secretaría General de Coordinación Autonómica 
y Local.

A estos efectos, será objeto de retención la cuantía resultante, una vez practicados, en 
su caso, los reintegros y las devoluciones de los anticipos regulados en las Leyes de 
Presupuestos Generales del Estado, así como las retenciones a las que se refiere la 
disposición adicional cuarta del mencionado texto refundido.

2. En el supuesto de que las Entidades locales justifiquen razonadamente la 
imposibilidad material de dar cumplimiento a la obligación mencionada en el apartado 
anterior, la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local suspenderá por el 
tiempo que determine, de acuerdo con aquellas alegaciones, la retención de fondos a la que 
se refiere dicho apartado, previa solicitud del Pleno de la Entidad local afectada.

3. Cuando se remita la mencionada información a la Secretaría General de Coordinación 
Autonómica y Local, ésta reanudará el pago de las entregas a cuenta, a partir de la que 
corresponda al mes siguiente al de su recepción, así como el de las cantidades retenidas 
con anterioridad. La remisión se podrá realizar utilizando el procedimiento de transmisión 
electrónica, de acuerdo con la norma de la Ley de Presupuestos Generales del Estado que 
regule la información a suministrar por las Corporaciones locales.

4. Hasta la realización del pago citado en el apartado anterior, las cantidades retenidas 
podrán permanecer ingresadas en las cuentas de acreedores no presupuestarios habilitadas 
en la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, citadas en las normas de gestión 
presupuestaria de determinados créditos a favor de las Entidades locales, contenidas en las 
Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

CAPÍTULO V
Contratación Pública y Colaboración Público Privada

Artículo 37.  Impulso a la eficiencia en la contratación pública y financiación de la 
colaboración público-privada.

(Derogado)

Artículo 38.  Fomento de la contratación pública de actividades innovadoras.
(Derogado)

CAPÍTULO VI
Responsabilidad Social de las Empresas

Artículo 39.  Promoción de la responsabilidad social de las empresas.
1. Con el objetivo de incentivar a las empresas, organizaciones e instituciones públicas o 

privadas, especialmente a las pequeñas y medianas y a las empresas individuales, a 
incorporar o desarrollar políticas de responsabilidad social, las Administraciones Públicas 
mantendrán una política de promoción de la responsabilidad social, difundiendo su 
conocimiento y las mejores prácticas existentes y estimulando el estudio y análisis sobre los 
efectos en materia de competitividad empresarial de las políticas de responsabilidad social.

En particular, el Gobierno pondrá a su disposición un conjunto de características e 
indicadores para su autoevaluación en materia de responsabilidad social, así como modelos 
o referencias de reporte, todo ello de acuerdo con los estándares internacionales en la 
materia.

2. El conjunto de características, indicadores y modelos de referencia a que se refiere el 
apartado anterior deberá atender especialmente a los objetivos de transparencia en la 
gestión, buen gobierno corporativo, compromiso con lo local y el medioambiente, respeto a 
los derechos humanos, mejora de las relaciones laborales, promoción de la integración de la 
mujer, de la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, de la igualdad de oportunidades y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad y del consumo sostenible, todo ello 
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de acuerdo con las recomendaciones que, en este sentido, haga el Consejo Estatal de la 
Responsabilidad Social Empresarial, constituido por el Real Decreto 221/2008, de 15 de 
febrero, por el que se regula el Consejo Estatal de Responsabilidad Social de las Empresas.

3. Las sociedades anónimas podrán hacer públicos con carácter anual sus políticas y 
resultados en materia de Responsabilidad Social Empresarial a través de un informe 
específico basado en los objetivos, características, indicadores y estándares internacionales 
mencionados en los apartados anteriores. En todo caso, en dicho informe específico deberá 
constar si ha sido verificado o no por terceras partes.

En el caso de sociedades anónimas de más de 1.000 asalariados, este informe anual de 
Responsabilidad Social Empresarial será objeto de comunicación al Consejo Estatal de 
Responsabilidad Social Empresarial que permita efectuar un adecuado seguimiento sobre el 
grado de implantación de las políticas de Responsabilidad Social Empresarial en las grandes 
empresas españolas.

Asimismo, cualquier empresa podrá solicitar voluntariamente ser reconocida como 
empresa socialmente responsable, de acuerdo con las condiciones que determine el 
Consejo Estatal de Responsabilidad Social Empresarial.

4. El Gobierno facilitará los recursos necesarios para que el Consejo Estatal de 
Responsabilidad Social Empresarial pueda llevar a cabo plenamente sus funciones.

TÍTULO II
Competitividad

CAPÍTULO I
Simplificación administrativa

Sección 1.ª De la ampliación del ámbito del silencio positivo

Artículo 40.  Ampliación del ámbito del silencio positivo.
1. Con el fin de agilizar la actuación de las Administraciones Públicas, el Gobierno, en el 

plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta Ley, remitirá a las Cortes Generales 
un proyecto de ley de modificación del sentido del silencio administrativo en los 
procedimientos que no se consideren cubiertos por razones imperiosas de interés general, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

2. Las Comunidades Autónomas evaluarán igualmente la existencia de razones 
imperiosas de interés general que justifiquen el mantenimiento de los efectos 
desestimatorios del silencio administrativo en los procedimientos administrativos regulados 
por normas anteriores a la redacción del artículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, derivada de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes 
para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. 
Dicha evaluación se llevará a cabo en el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta 
Ley y servirá de base para impulsar la adecuación normativa oportuna.

Sección 2.ª De los supuestos de licencias locales de actividad

Artículo 41.  Modificación de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local.

Se modifica la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en 
los siguientes términos:

Uno. Se añade un nuevo artículo 84. bis con la siguiente redacción:
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«Artículo 84 bis.  
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, con carácter general, el 

ejercicio de actividades no se someterá a la obtención de licencia u otro medio de 
control preventivo. No obstante, podrán someterse a licencia o control preventivo 
aquellas actividades que afecten a la protección del medio ambiente o del patrimonio 
histórico-artístico, la seguridad o la salud públicas, o que impliquen el uso privativo y 
ocupación de los bienes de dominio público, siempre que la decisión de 
sometimiento esté justificada y resulte proporcionada. En caso de existencia de 
licencias o autorizaciones concurrentes entre una entidad local y alguna otra 
Administración, la entidad local deberá motivar expresamente en la justificación de la 
necesidad de la autorización o licencia el interés general concreto que se pretende 
proteger y que éste no se encuentra ya cubierto mediante otra autorización ya 
existente.»

Dos. Se añade un artículo 84 ter con la siguiente redacción:
«Cuando el ejercicio de actividades no precise autorización habilitante y previa, 

las Entidades locales deberán establecer y planificar los procedimientos de 
comunicación necesarios, así como los de verificación posterior del cumplimiento de 
los requisitos precisos para el ejercicio de la misma por los interesados previstos en 
la legislación sectorial.»

Artículo 42.  Reforma del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Se modifica la letra i) del artículo 20.4 con el siguiente contenido:
«i) Otorgamiento de las licencias de apertura de establecimientos, así como por 

la realización de la actividad de verificación del cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la legislación sectorial cuando se trate de actividades no sujetas a 
autorización o control previo.»

CAPÍTULO II
Simplificación en el régimen de tributación

Artículo 43.  Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Con efectos desde 1 de enero de 2010, se modifica el número 2.º del artículo 32.2 de la 
Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio, que queda redactado en los siguientes términos:

«2.º Para la aplicación de la reducción prevista en este apartado será necesario 
el cumplimiento de los requisitos que se establezcan reglamentariamente, y en 
particular los siguientes:

a) El rendimiento neto de la actividad económica deberá determinarse con 
arreglo al método de estimación directa. No obstante, si se determina con arreglo a la 
modalidad simplificada del método de estimación directa, la reducción será 
incompatible con lo previsto en la regla 4.ª del artículo 30.2 de esta Ley.

b) La totalidad de sus entregas de bienes o prestaciones de servicios deben 
efectuarse a una única persona, física o jurídica, no vinculada en los términos del 
artículo 16 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, o que el 
contribuyente tenga la consideración de trabajador autónomo económicamente 
dependiente conforme a lo dispuesto en el Capítulo III del Título II de la Ley 20/2007, 
de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo y el cliente del que dependa 
económicamente no sea una entidad vinculada en los términos del artículo 16 del 
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.
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c) El conjunto de gastos deducibles correspondientes a todas sus actividades 
económicas no puede exceder del 30 por ciento de sus rendimientos íntegros 
declarados.

d) Deberán cumplirse durante el período impositivo todas las obligaciones 
formales y de información, control y verificación que reglamentariamente se 
determinen.

e) Que no perciban rendimientos del trabajo en el período impositivo.
f) Que al menos el 70 por ciento de los ingresos del período impositivo estén 

sujetos a retención o ingreso a cuenta.»

Artículo 44.  Simplificación de las obligaciones formales de los grupos fiscales en el 
Impuesto sobre Sociedades.

Uno. Con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2011, 
se modifica el apartado 6 del artículo 70 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que queda 
redactado de la siguiente forma:

«6. La sociedad dominante comunicará los acuerdos mencionados en el 
apartado 1 de este artículo a la Administración tributaria con anterioridad al inicio del 
periodo impositivo en que sea de aplicación este régimen.

Asimismo, cuando se produzcan variaciones en la composición del grupo fiscal, 
la sociedad dominante lo comunicará a la Administración tributaria, identificando las 
sociedades que se han integrado en él y las que han sido excluidas. Dicha 
comunicación se realizará en la declaración del primer pago fraccionado al que 
afecte la nueva composición.»

Dos. Con efectos a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se añade una disposición 
transitoria trigésima segunda al Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que queda redactada de la 
siguiente forma:

«Disposición transitoria trigésima segunda.  Comunicación de modificaciones en 
la composición de los grupos fiscales.

En el supuesto de los grupos fiscales que tributen en el régimen de consolidación 
fiscal en el periodo impositivo que estuviese en curso al 1 de enero de 2011, respecto 
de las modificaciones en la composición de ese grupo producidas en dicho periodo 
con anterioridad a esa fecha, la comunicación a que se refiere el artículo 70.6 de esta 
Ley se realizará en la declaración del primer pago fraccionado del grupo que deba 
presentarse con posterioridad a dicha fecha. La comunicación de las modificaciones 
producidas con posterioridad a esa fecha se realizará en la declaración del primer 
pago fraccionado al que afecte la nueva composición.»

Artículo 45.  Adaptación de la normativa tributaria a la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

Se modifica el artículo 112 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 112.  Notificación por comparecencia.
1. Cuando no sea posible efectuar la notificación al interesado o a su 

representante por causas no imputables a la Administración tributaria e intentada al 
menos dos veces en el domicilio fiscal, o en el designado por el interesado si se trata 
de un procedimiento iniciado a solicitud del mismo, se harán constar en el expediente 
las circunstancias de los intentos de notificación. Será suficiente un solo intento 
cuando el destinatario conste como desconocido en dicho domicilio o lugar.

En este supuesto se citará al interesado o a su representante para ser notificados 
por comparecencia por medio de anuncios que se publicarán, por una sola vez para 
cada interesado, por alguno de los siguientes medios:
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a) En la sede electrónica del organismo correspondiente, en las condiciones 
establecidas en los artículos 10 y 12 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 
electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria publicará por este medio los 
anuncios correspondientes a las notificaciones que deba practicar, en ejercicio de las 
competencias que le corresponden en aplicación del sistema tributario estatal y 
aduanero y en la gestión recaudatoria de los recursos que tiene atribuida o 
encomendada. Mediante Orden del Ministro de Economía y Hacienda se 
determinarán las condiciones, fechas de publicación y plazos de permanencia de los 
anuncios en la sede electrónica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Las demás Administraciones tributarias, cuando opten por este medio de 
publicación, deberán hacerlo de forma expresa mediante disposición normativa de su 
órgano de gobierno publicada en el “Boletín Oficial” correspondiente y en la que se 
haga constar la fecha en la que empieza a surtir efectos.

b) En el “Boletín Oficial del Estado” o en los boletines de las Comunidades 
Autónomas o de las provincias, según la Administración de la que proceda el acto 
que se pretende notificar y el ámbito territorial del órgano que lo dicte. La publicación 
en el “Boletín Oficial” correspondiente se efectuará los días cinco y veinte de cada 
mes o, en su caso, el inmediato hábil posterior.

Cada Administración tributaria podrá convenir con el boletín oficial 
correspondiente a su ámbito territorial de competencias que todos los anuncios a los 
que se refiere el párrafo anterior, con independencia de cuál sea el ámbito territorial 
de los órganos de esa Administración que los dicten, se publiquen exclusivamente en 
dicho “Boletín Oficial”. El convenio, que será de aplicación a las citaciones que deban 
anunciarse a partir de su publicación oficial, podrá contener previsiones sobre 
recursos, medios adecuados para la práctica de los anuncios y fechas de publicación 
de los mismos.

Estos anuncios podrán exponerse asimismo en la oficina de la Administración 
tributaria correspondiente al último domicilio fiscal conocido. En el caso de que el 
último domicilio conocido radicara en el extranjero, el anuncio se podrá exponer en el 
consulado o sección consular de la embajada correspondiente.

2. En la publicación en la sede electrónica y en los boletines oficiales constará la 
relación de notificaciones pendientes con indicación del obligado tributario o su 
representante, el procedimiento que las motiva, el órgano competente de su 
tramitación y el lugar y plazo en que el destinatario de las mismas deberá 
comparecer para ser notificado.

En todo caso, la comparecencia deberá producirse en el plazo de 15 días 
naturales, contados desde el siguiente al de la publicación en la sede electrónica o la 
publicación del anuncio en el correspondiente “Boletín Oficial”. Transcurrido dicho 
plazo sin comparecer, la notificación se entenderá producida a todos los efectos 
legales el día siguiente al del vencimiento del plazo señalado.

3. Cuando el inicio de un procedimiento o cualquiera de sus trámites se 
entiendan notificados por no haber comparecido el obligado tributario o su 
representante, se le tendrá por notificado de las sucesivas actuaciones y diligencias 
de dicho procedimiento, y se mantendrá el derecho que le asiste a comparecer en 
cualquier momento del mismo. No obstante, las liquidaciones que se dicten en el 
procedimiento y los acuerdos de enajenación de los bienes embargados deberán ser 
notificados con arreglo a lo establecido en esta Sección.»

CAPÍTULO III
De la actividad catastral

Artículo 46.  Principios rectores de la actividad catastral.
Con el fin de aumentar la disponibilidad de la información catastral para el conjunto de la 

sociedad y de dar mejor respuesta a los principios de eficiencia, transparencia, seguridad 
jurídica, calidad, interoperabilidad e impulso a la administración electrónica y a la 
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productividad, que rigen la actividad catastral, y en los términos que establece el Texto 
Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2004, de 5 de marzo, en la redacción derivada de la disposición final decimoctava de la 
presente Ley:

1. En atención al principio de eficiencia y de acuerdo con el objetivo de actualización 
continua de la información catastral, se reducen los plazos de envío de información al 
Catastro por los notarios y se amplían los casos de comunicación por dichos fedatarios 
públicos y por los registradores de la propiedad, incrementando los supuestos en los que se 
suple la obligación de declarar por los titulares de los inmuebles.

2. En atención al principio de transparencia, se amplía la información catastral a 
disposición de la sociedad, tanto cartográfica como descriptiva de los inmuebles, mejorando 
la accesibilidad por medios electrónicos con las limitaciones que se deriven del régimen de 
protección de datos.

3. Para el refuerzo del principio de seguridad jurídica, se generaliza la utilización de la 
certificación catastral descriptiva y gráfica, el empleo de la cartografía catastral y se mejora 
la operatividad en la utilización de la referencia catastral.

4. A fin de incrementar la calidad de la información catastral, se amplía y mejora el 
procedimiento de comunicaciones y el diseño de nuevos mecanismos de conciliación de la 
información catastral con la realidad inmobiliaria, a cuyos efectos los notarios podrán 
participar en la solución de discrepancias y rectificación de errores.

5. En el marco del impulso al desarrollo de la administración electrónica, los 
procedimientos de acceso a la información catastral, comunicación y colaboración entre 
administraciones se desarrollarán preferentemente a través de medios telemáticos.

6. De acuerdo con el principio de impulso a la productividad la cartografía digital del 
Catastro será accesible de forma telemática y gratuita al menos a través de la Sede 
Electrónica del Catastro y del Geoportal de la Infraestructura de Datos Espaciales de España 
definido en la Ley 14/2010, de 5 de julio, sobre infraestructuras de los servicios de 
información geográfica de España.

CAPÍTULO IV
Telecomunicaciones y sociedad de la información

Artículo 47.  Utilización de las nuevas tecnologías en la banda de frecuencias de 900 MHz y 
1.800 MHz.

1. Las bandas de frecuencias de 880-915 MHz y 925-960 MHz (banda de 900 MHz) y de 
1.710-1.785 MHz y 1.805 MHz-1.880 MHz (banda de 1.800 MHz) se ponen a disposición de 
los sistemas GSM y los sistemas UMTS así como de otros sistemas terrestres capaces de 
prestar servicios de comunicaciones electrónicas que puedan coexistir con los sistemas 
GSM, de conformidad con lo dispuesto en la Directiva 2009/114/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo por la que se modifica la Directiva 87/372/CEE del Consejo relativa a las 
bandas de frecuencia a reservar para la introducción coordinada de comunicaciones móviles 
terrestres digitales celulares públicas paneuropeas en la Comunidad, y en la Decisión de la 
Comisión de 16 de octubre de 2009 relativa a la armonización de las bandas de frecuencias 
de 900MHz y 1.800MHz para los sistemas terrenales capaces de prestar servicios 
paneuropeos de comunicaciones electrónicas en la Comunidad.

2. El Gobierno, mediante Real Decreto, determinará el procedimiento y las condiciones 
que deberán cumplirse para que dichas bandas de frecuencias puedan utilizarse por 
sistemas terrestres capaces de prestar servicios de comunicaciones electrónicas que 
puedan coexistir con los sistemas GSM. En particular, el citado Real Decreto podrá modificar 
o reconsiderar los derechos de uso privativo del espectro para garantizar que el uso de la 
banda de 900 MHz por otras tecnologías distintas de la GSM para la prestación de servicios 
paneuropeos avanzados no da lugar a situaciones de distorsión de la competencia en los 
mercados afectados, manteniendo en todo caso el equilibrio económico financiero de los 
títulos habilitantes.

3. Los derechos de uso privativo del dominio público radioeléctrico en la banda de 
frecuencias de 900 MHz y 1.800 MHz que, en aplicación de lo dispuesto en el apartado 
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anterior, puedan revertir al Estado, se asignarán conforme a lo dispuesto en el régimen 
jurídico de las comunicaciones electrónicas.

Artículo 48.  Ampliación de las bandas de frecuencia en las que se puede efectuar la 
transferencia de títulos habilitantes o cesión de derechos de uso del dominio público 
radioeléctrico.

El Gobierno, mediante Real Decreto, aprobará las previsiones necesarias para la 
introducción de nuevas bandas de frecuencias en las que se puede efectuar la transferencia 
de títulos habilitantes o cesión de derechos de uso del dominio público radioeléctrico, en 
particular las bandas de frecuencias de 900 MHz (880-915 MHz y 925-960 MHz), 1.800 MHz 
(1.710-1.785 MHz y 1.805 MHz-1.880 MHz) y 2.100 MHz (1.900-2.025 MHz y 2.110-2.200 
MHz), utilizadas actualmente para la prestación de los servicios de comunicaciones móviles, 
y la banda de 3,5 GHz (3,4-3,6 GHz), utilizada para la prestación de servicios de acceso 
inalámbrico.

Artículo 49.  Redes de telecomunicación de acceso ultrarrápido.
La normativa reguladora de las infraestructuras comunes de telecomunicaciones en los 

edificios garantizará, con arreglo al principio de neutralidad tecnológica, la disponibilidad de 
los elementos técnicos necesarios para que las viviendas puedan conectarse a las redes de 
telecomunicaciones de acceso ultrarrápido, y a nuevos servicios audiovisuales, de forma que 
se promueva la competencia en el sector y la capacidad de elección de los ciudadanos en el 
acceso a los servicios.

Artículo 50.  Reducción de la tasa general de operadores de telecomunicaciones.
El importe de la tasa anual que, conforme al apartado 1, del Anexo I, de la Ley 32/2003, 

de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones, los operadores deben satisfacer con 
cargo al año 2010 por la prestación de servicios a terceros, será el resultado de aplicar el 
tipo del 1 por mil a la cifra de los ingresos brutos de explotación que obtengan aquéllos de 
acuerdo con lo establecido en el Anexo I de la Ley General de Telecomunicaciones.

Artículo 51.  Reorganización del espectro radioeléctrico en la banda de frecuencias 790-862 
MHz.

(Derogada)

Artículo 52.  Inclusión, como parte integrante del servicio universal, de una conexión que 
permita comunicaciones de datos de banda ancha a una velocidad de 1 Mbit por segundo.

1. La conexión a la red pública de comunicaciones con capacidad de acceso funcional a 
Internet, garantizada por el servicio universal de telecomunicaciones, deberá permitir 
comunicaciones de datos en banda ancha a una velocidad en sentido descendente de 1Mbit 
por segundo. Dicha conexión podrá ser provista a través de cualquier tecnología.

El Gobierno, en el plazo de cuatro meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, 
mediante Real Decreto, establecerá las condiciones de acceso de banda ancha a la red 
pública y podrá actualizar esta velocidad de acuerdo con la evolución social, económica y 
tecnológica, teniendo en cuenta los servicios utilizados por la mayoría de los usuarios.

2. La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, a propuesta de los 
Ministros de Industria, Turismo y Comercio y de Economía y Hacienda, y previo informe de la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, garantizará el carácter asequible de los 
precios de los servicios incluidos dentro del servicio universal. En particular, podrá fijar un 
precio máximo para las conexiones que permitan comunicaciones en banda ancha incluidas 
dentro del servicio universal.
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CAPÍTULO V
Ciencia e innovación

Sección 1.ª Transferencia de resultados en la actividad investigadora

Artículo 53.  Ámbito de aplicación.
(Derogado)

Artículo 54.  Titularidad y carácter patrimonial de los resultados de la actividad investigadora 
y del derecho a solicitar los correspondientes títulos de propiedad industrial e intelectual para 
su protección.

(Derogado)

Artículo 55.  Aplicación del derecho privado a las transmisiones a terceros de derechos 
sobre los resultados de la actividad investigadora.

(Derogado)

Artículo 56.  Cooperación de los agentes públicos de ejecución con el sector privado a 
través de la participación en empresas innovadoras de base tecnológica.

(Derogado)
 

Sección 2.ª Promoción de los derechos de propiedad industrial

Artículo 57.  Difusión de la propiedad industrial.
1. El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, a través del organismo autónomo 

Oficina Española de Patentes y Marcas, impulsará la difusión y utilización de los derechos de 
propiedad industrial como elementos fundamentales de promoción de la competitividad de 
las empresas españolas en el mercado nacional e internacional.

2. La Oficina Española de Patentes y Marcas adoptará las medidas oportunas para 
agilizar y simplificar la concesión de los títulos de propiedad industrial, potenciará su 
incorporación en planes educativos nacionales y mantendrá una política internacional que 
fomentará la utilización del español en los sistemas internacionales de propiedad industrial.

Artículo 58.  Modificación de la cuantía de las tasas.
1. Las tasas en materia de propiedad industrial serán revisadas periódicamente mediante 

norma con rango de ley. En la modificación de las cuantías de las mismas se tendrán en 
cuenta la reducción progresiva de costes debido a la utilización de medios telemáticos de 
presentación de solicitudes y a los consiguientes incrementos de la productividad y la 
eficiencia en sus procedimientos de tramitación. Asimismo, a la hora de fijar las cuantías se 
tendrán en cuenta las políticas de apoyo a la innovación empresarial, especialmente, de las 
PYME. En todo caso, sus cuantías deberán experimentar una reducción global del 18 por 
ciento en el período 2010-2012 respecto a las tasas vigentes a 31 de diciembre de 2009.

2. En el supuesto de modalidades de propiedad industrial reguladas en el marco de 
Tratados o acuerdos internacionales de los que España forma parte, el importe de las tasas 
será el que resulte de lo establecido por los mismos.

Artículo 59.  Medidas para incrementar la eficacia y agilizar la concesión de derechos de la 
propiedad industrial.

1. Para la consecución de los objetivos indicados en el artículo 57, previa consulta a las 
organizaciones sectoriales que promueven la protección, difusión y defensa de la propiedad 
industrial, la Oficina Española de Patentes y Marcas, en el plazo de seis meses desde la 
entrada en vigor de esta Ley, propondrá al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio las 
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medidas necesarias para incrementar la protección y eficacia de los derechos de propiedad 
industrial.

2. En el ámbito de sus competencias, la Oficina Española de Patentes y Marcas 
promoverá y, en su caso, adoptará medidas a nivel nacional e internacional destinadas a 
agilizar la concesión de los derechos de propiedad industrial, en particular en aquellos 
sectores clave y actuaciones estratégicas definidas en los instrumentos de referencia para la 
elaboración de los planes de investigación científica y técnica.

3. A los efectos previstos en el apartado anterior, a propuesta de la Oficina Española de 
Patentes y Marcas, por Orden del Ministro de Industria, Turismo y Comercio, podrán 
establecerse los plazos máximos de los distintos trámites de los procedimientos de 
concesión y registro de las diversas modalidades de propiedad industrial.

4. Asimismo, a propuesta de la Oficina Española de Patentes y Marcas, mediante Orden 
del Ministro de Industria, Turismo y Comercio, se podrá disponer la tramitación preferente de 
solicitudes de patentes y modelos de utilidad relativas a tecnologías relacionadas con los 
objetivos de sostenibilidad a que se refiere esta Ley.

Sección 3.ª Formación, investigación y transferencia de resultados en el 
sistema universitario

Artículo 60.  Objetivos en materia universitaria.
Con el fin de contribuir a los objetivos de esta Ley, sin perjuicio de lo establecido en la 

Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de universidades, y la Ley Orgánica 4/2007, de 12 
de abril, por la que se modifica la Ley 6/2001, de 21 de diciembre, de universidades, el 
sistema universitario atenderá a la consecución de los siguientes objetivos:

a) Facilitar, a través de la formación, la adquisición de las cualificaciones demandadas 
por el sistema productivo y el sector público y la adaptabilidad ante los cambios económicos 
y sociales y, en general, la capacidad para afrontar los desafíos a largo plazo.

b) Promover la calidad, la competitividad e internacionalización de las universidades 
mediante la especialización formativa investigadora, la modernización de sus infraestructuras 
y la mejora en la eficiencia en su gestión, con un compromiso reforzado con el Espacio 
Europeo de Educación Superior y el Espacio Europeo de Investigación.

c) Impulsar la productividad científica, la transferencia de conocimiento, el desarrollo 
tecnológico y la innovación, en todas las ramas del saber.

d) Facilitar la gobernanza universitaria impulsando medidas que garanticen el ejercicio 
de las funciones de gobierno y dirección; la revisión de los procedimientos internos de 
dirección y gestión, y la implementación de buenas prácticas, conforme a los criterios 
internacionalmente reconocidos de calidad y eficiencia en la gestión.

e) Incrementar la transparencia, el control interno de sus finanzas y el equilibrio 
presupuestario, así como la evaluación externa de sus actividades.

f) Fomentar la captación de talento, la movilidad internacional y la colaboración con 
universidades y centros de investigación de referencia mundial.

g) Impulsar medidas de atracción de capital privado nacional e internacional para 
contribuir a la financiación de los objetivos de la universidad, especialmente a la 
investigación, transferencia del conocimiento y a la creación de empresas innovadoras de 
base tecnológica.

Para ello, las universidades atenderán a un esfuerzo de modernización, mejora de la 
eficiencia y búsqueda de la calidad y de la excelencia académica.

Artículo 61.  Formación universitaria y economía sostenible.
Para garantizar su aportación a la economía sostenible, la formación universitaria debe 

responder a los siguientes principios:
a) La incorporación en sus planes de estudio de habilidades y destrezas orientadas a la 

innovación, el fomento de la creatividad, el emprendimiento y espíritu empresarial, 
integradas en materias, conceptos, competencias transversales, métodos de aprendizaje y 
de examen, y en todos los niveles de la educación, singularmente el doctorado. Estos planes 
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de estudios han de establecerse en cooperación con los centros de investigación, la industria 
y otras instituciones y agentes, según proceda.

b) La propuesta de nuevos títulos y ofertas educativas que preparen a los estudiantes 
para las nuevas cualificaciones que demandan los nuevos empleos, de manera que 
mejoraran la empleabilidad de los ciudadanos en el mercado laboral, así como modernizar y 
adaptar sus enseñanzas a la producción de productos, servicios, planteamientos y métodos 
innovadores en la economía y la sociedad en sentido más amplio.

c) La promoción de la adaptabilidad ante los cambios económicos y sociales dando 
oportunidades completas de formación continua y de extensión universitaria, especialmente 
las posibilidades de incrementar la movilidad en el aprendizaje en España y en Europa, así 
como la incorporación efectiva de los titulados universitarios, incluidos los docentes, en el 
mercado laboral, reforzando las conexiones entre universidad y empresa, con especial 
atención al fomento de capacidades para la iniciativa empresarial y el autoempleo.

Artículo 62.  Competitividad universitaria.
1. El Gobierno, en el ámbito de sus competencias y en el marco de la Estrategia 

Universidad 2015, promoverá la competitividad de las universidades españolas y su 
progresiva implantación en el ámbito internacional, mediante la mejora de la calidad de sus 
infraestructuras y su agregación con otros agentes y actores, públicos y privados, que 
operan en la sociedad del conocimiento. Estas iniciativas se articularán a través del 
programa Campus de Excelencia Internacional.

A estos efectos, se convocará anualmente el programa Campus de Excelencia 
Internacional, que tendrá los siguientes objetivos básicos:

a) Promover la agregación de instituciones que, compartiendo un mismo campus, 
elaboren un proyecto estratégico común.

b) Desarrollar un entorno académico, científico, emprendedor e innovador, de calidad, 
dirigido a obtener una alta visibilidad internacional.

c) Crear un entorno académico y de innovación que sea un verdadero entorno de calidad 
para la vida universitaria, integrada socialmente a un distrito urbano o a un territorio y con 
alto nivel de prestaciones de servicios y de mejoras energéticas y medioambientales.

2. En el marco de este programa, el Gobierno, a través del Ministerio de Educación, 
priorizará aquellos proyectos que persigan las siguientes finalidades:

a) Generar campus universitarios altamente competitivos de reconocido prestigio 
internacional y con un elevado nivel de diferenciación y especialización, al potenciar sus 
fortalezas y actividades más excelentes.

b) Fomentar campus donde exista una mejor investigación, transferencia de 
conocimientos y especialización. Se potenciarán la mayor especialización y diferencias 
dentro de los mismos.

c) Promover la agregación de instituciones que elaboren un proyecto estratégico común 
y desarrollen un entorno académico, científico, emprendedor e innovador de calidad.

d) Mejorar las infraestructuras universitarias, en general, y las relacionadas con la 
investigación e innovación, en particular, promoviendo, además, su accesibilidad.

e) Generar un alto nivel de prestaciones de servicios públicos dirigidos a la comunidad 
universitaria, promoviendo un nuevo urbanismo que tenga en cuenta también mejoras 
energéticas, medioambientales, y de accesibilidad.

f) Concentrar en un mismo espacio urbano o periurbano los centros docentes, las 
instalaciones deportivas, los servicios de apoyo, unos entornos y servicios que fomenten el 
desarrollo sostenible medioambiental, social y económico, y la residencia de estudiantes, 
profesores, investigadores de institutos de posgrado con vocación internacional.

g) Potenciar la cooperación al desarrollo, configurando los Campus de Excelencia 
Internacional como espacios de socialización, de transmisión de valores humanos y de 
garantía de la igualdad de oportunidades, igualdad de género, y la plena integración de las 
personas con discapacidad.

h) Incorporar fórmulas flexibles de organización del trabajo, es decir, la asunción de 
medidas que permitan conciliar la vida personal, familiar y laboral.
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i) Promover el conocimiento sobre la importancia de la creatividad y el fomento de la 
innovación para conseguir y conservar una nueva economía basada en la creación de valor.

3. Las inversiones derivadas de la ejecución de los proyectos señalados en el apartado 
anterior podrán ser financiadas, total o parcialmente por la Administración General del 
Estado, a través de subvenciones y préstamos, y fomentando la inversión por las 
Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos en cuyo territorio radiquen las instalaciones o 
equipamientos objeto de la inversión.

Artículo 63.  Agregaciones estratégicas en campus universitarios.
1. Las universidades, como promotores de Campus de Excelencia Internacional, 

promoverán acuerdos de agregación estratégica con entidades públicas y privadas 
orientados a la formación, la investigación y la innovación.

Estas colaboraciones fomentarán el desarrollo económico sostenible local o territorial, a 
través de la consolidación de ecosistemas de conocimiento que faciliten el intercambio de 
conocimiento y la innovación abierta guiada por la empresa y basada en la mejor 
investigación universitaria.

Se considerarán estratégicas las agregaciones que tengan como objetivo potenciar los 
sectores (industriales o de servicios) en los que haya la posibilidad de penetración en el 
mercado global con aportación de valor añadido.

2. Las universidades, las Administraciones Públicas y las empresas promoverán, en el 
marco de los parques científicos y tecnológicos universitarios y de los campus universitarios, 
interacciones entre la cultura académica y la cultura empresarial cuyo objetivo fundamental 
deberá ser incrementar la riqueza de su región, promover la cultura emprendedora y la 
innovación y fomentar la competitividad de las empresas y las instituciones generadoras de 
conocimiento instaladas o asociadas al parque.

Artículo 64.  Investigación y transferencia del conocimiento.
1. Las universidades potenciarán sus funciones de investigación básica y aplicada y de 

transferencia del conocimiento a la sociedad para la mejora del bienestar y la competitividad, 
mediante el desarrollo de proyectos e iniciativas en colaboración con el sector productivo.

2. La colaboración entre las universidades y el sector productivo podrá articularse 
mediante cualquier instrumento admitido por el ordenamiento jurídico y, en particular, podrá 
adoptar las siguientes modalidades:

a) La constitución de empresas innovadoras de base tecnológica.
b) La generación de polos de innovación, mediante la concurrencia en un mismo espacio 

físico de centros universitarios y de empresas.
c) La puesta en marcha y la potenciación de programas de valorización y transferencia 

de conocimiento.
d) La formación de consorcios de investigación y transferencia del conocimiento.
e) La creación de cátedras-empresa basadas en la colaboración en proyectos de 

investigación que permitan a los estudiantes universitarios participar y conciliar su actividad 
investigadora con la mejora de su formación.

3. Las universidades podrán promover la creación de empresas innovadoras de base 
tecnológica, abiertas a la participación en su capital societario de uno o varios de sus 
investigadores, al objeto de realizar la explotación económica de resultados de investigación 
y desarrollo obtenidos por éstos. Dichas empresas deberán reunir las características 
previstas en el artículo 56 de esta Ley.
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Sección 4.ª Fiscalidad de las actividades de investigación y desarrollo e 
innovación tecnológica

Artículo 65.  Mejora de las deducciones en el Impuesto sobre Sociedades por actividades 
de investigación y desarrollo e innovación tecnológica y para el fomento de las tecnologías 
de la información.

Con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de la entrada en vigor de esta 
Ley, se introducen las siguientes modificaciones en el Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo:

Uno. La letra c) del artículo 35.2 queda redactada de la siguiente forma:
«c) Porcentaje de deducción.–El 12 por ciento de los gastos efectuados en el 

período impositivo por este concepto, sin que sean de aplicación los coeficientes 
establecidos en el apartado 2 de la disposición adicional décima de esta Ley.»

Dos. El apartado 1 del artículo 44 queda redactado de la siguiente forma:
«1. Las deducciones previstas en el presente Capítulo se practicarán una vez 

realizadas las deducciones y bonificaciones de los Capítulos II y III de este Título.
Las cantidades correspondientes al período impositivo no deducidas podrán 

aplicarse en las liquidaciones de los períodos impositivos que concluyan en los 10 
años inmediatos y sucesivos. No obstante, las cantidades correspondientes a las 
deducciones previstas en los artículos 35 y 36 de esta Ley, podrán aplicarse en las 
liquidaciones de los períodos impositivos que concluyan en los 15 años inmediatos y 
sucesivos.

El cómputo de los plazos para la aplicación de las deducciones previstas en este 
Capítulo podrá diferirse hasta el primer ejercicio en que, dentro del período de 
prescripción, se produzcan resultados positivos, en los siguientes casos:

a) En las entidades de nueva creación.
b) En las entidades que saneen pérdidas de ejercicios anteriores mediante la 

aportación efectiva de nuevos recursos, sin que se considere como tal la aplicación o 
capitalización de reservas.

El importe de las deducciones previstas en este Capítulo a las que se refiere este 
apartado, aplicadas en el período impositivo, no podrán exceder conjuntamente del 
35 por ciento de la cuota íntegra minorada en las deducciones para evitar la doble 
imposición interna e internacional y las bonificaciones. No obstante, el límite se 
elevará al 60 por ciento cuando el importe de la deducción prevista en los artículos 
35 y 36, que correspondan a gastos e inversiones efectuados en el propio período 
impositivo, exceda del 10 por ciento de la cuota íntegra, minorada en las 
deducciones para evitar la doble imposición interna e internacional y las 
bonificaciones.»

CAPÍTULO VI
Internacionalización

Artículo 66.  Internacionalización de las empresas.
1. Será objetivo prioritario de la política comercial española la internacionalización de las 

empresas y, en especial, de las pequeñas y medianas empresas y de los trabajadores 
autónomos. En particular, se promoverá el acceso a los mercados internacionales de 
aquellas empresas cuyo proceso de internacionalización pueda verse obstaculizado por la 
existencia de barreras que les impiden desarrollar su actividad de forma regular.

2. La definición de la política de internacionalización se diseñará en colaboración con las 
Comunidades Autónomas y los organismos representativos del sector privado, prestando 
especial atención a la remoción de barreras que impidan a las empresas desarrollar su 
actividad de forma regular, y a aquellos mercados que se consideren de elevado potencial, 
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atendiendo entre otros factores a su elevada renta per cápita, tamaño de mercado, reducida 
presencia de empresas españolas o su carácter de mercado emergente. Para tales 
mercados se definirán Planes Integrales de Desarrollo de Mercado.

Artículo 67.  Incorporación de nuevas líneas directrices a la política de internacionalización.
La política comercial exterior se orientará a la internacionalización de la empresa, de 

acuerdo con las siguientes líneas directrices:
a) Se entenderá que una operación o proyecto es de interés para la internacionalización 

cuando tenga un impacto positivo en las empresas, bien porque conlleve la exportación 
directa de bienes y servicios, bien porque el proyecto reúna determinadas características 
que hagan que su ejecución revierta en beneficios claros para las empresas. En especial, se 
considerará el impulso de la marca, la transferencia de tecnología, la contribución del 
proyecto a la mejora de la productividad de las inversiones en el exterior, la adquisición de 
créditos de carbono, la fabricación de equipos suministrados por filiales españolas en 
terceros países, y la vinculación de la operación con contratos de concesión para la 
prestación de servicios que conlleven la inversión de empresas españolas en el exterior.

b) El apoyo público a la internacionalización de la economía sostenible se dirigirá al 
fomento de la competitividad y será complementario, nunca sustitutivo, de la actividad del 
mercado privado.

c) La gestión de la política de internacionalización de la empresa y la economía 
sostenible se realizará de acuerdo con los principios de transparencia, eficiencia y 
optimización en la utilización de los recursos públicos.

d) Serán operaciones de especial interés para la política comercial exterior aquellas que, 
contribuyendo a la consecución del objetivo de internacionalización de la economía, se 
vinculen de forma especial a la lucha contra el cambio climático.

Artículo 68.  Instrumentos del sistema español de apoyo financiero oficial a la 
internacionalización.

1. El sistema español de apoyo financiero oficial a la internacionalización está integrado 
por el conjunto de instrumentos de apoyo financiero a la internacionalización. Entre otros, 
forman parte del sistema:

a) el seguro de crédito a la exportación por cuenta del Estado, en sus distintas 
modalidades;

b) el Convenio de ajuste recíproco de intereses;
c) los fondos de fomento a la inversión española en el exterior de la Compañía Española 

de Financiación del Desarrollo, COFIDES, S.A., y
d) el Fondo para la Internacionalización de la Empresa gestionado por el Ministerio de 

Industria, Turismo y Comercio, a través de la Secretaría de Estado de Comercio Exterior.
2. Asimismo, se integrarán en este sistema cuantos instrumentos oficiales de apoyo 

financiero oficial a la internacionalización puedan crearse en el futuro, siempre que así se 
determine en su norma de creación. De la misma forma, podrán revisarse o modificarse los 
instrumentos existentes.

Artículo 69.  Creación de un mecanismo de evaluación y control del sistema de apoyo 
financiero a la internacionalización.

Al objeto de mantener la calidad y la eficacia del sistema español de apoyo a la 
internacionalización, por Orden del Ministro de Industria, Turismo y Comercio, se regulará un 
mecanismo de evaluación anual de los instrumentos que lo integran. El resultado de la 
evaluación se hará público y servirá de base para proponer las modificaciones necesarias en 
la normativa de aplicación a dicho sistema.

Artículo 70.  Modificación de la Ley 10/1970, de 4 de julio, por la que se modifica el régimen 
del Seguro de Crédito a la Exportación.

Se añade una disposición adicional segunda con la siguiente redacción:
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«Disposición adicional segunda.  Garantías en operaciones de financiación 
directa.

1. En las operaciones de financiación directa en las que el propio Estado español 
asume la totalidad del riesgo de contrapartida será necesario que los deudores 
aporten garantía soberana. Sin embargo, de conformidad con el informe preceptivo 
de CESCE sobre la calidad de las garantías, en operaciones de préstamo podrán 
admitirse otras no soberanas que supongan una capacidad de pago suficiente de 
dichos deudores. Dichas garantías se analizarán caso por caso por CESCE y en 
ningún caso supondrán una rebaja sobre la calidad del riesgo soberano.

2. El Gobierno, mediante Real Decreto, a propuesta del Ministro de Industria, 
Turismo y Comercio y previo informe de la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos, dictará las disposiciones necesarias para la instrumentación de 
los esquemas de garantías no soberanas señalados.»

Artículo 71.  Impulso de la red española de convenios para evitar la doble imposición.
Con el fin de favorecer la internacionalización de la economía española, garantizar la 

seguridad jurídica de las inversiones transfronterizas y luchar contra el fraude fiscal, España 
reforzará su red de convenios para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal, y 
de acuerdos para el intercambio de información en materia tributaria.

CAPÍTULO VII
Formación profesional

Artículo 72.  Objetivos en materia de formación profesional.
En el ámbito de la formación profesional, sin perjuicio de lo previsto en la Ley Orgánica 

2/2006, de 3 de mayo, de Educación y en la Ley 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional, esta Ley persigue los siguientes objetivos:

a) Facilitar la adecuación constante de la oferta formativa a las competencias 
profesionales demandadas por el sistema productivo y la sociedad, mediante un sistema de 
ágil actualización y adaptación del Catálogo Nacional de las cualificaciones profesionales y 
de los títulos de formación profesional y certificados de profesionalidad.

b) Ampliar la oferta integrada de formación profesional del sistema educativo y para el 
empleo, mediante un mejor aprovechamiento de los recursos.

c) Regular y facilitar la movilidad entre la formación profesional y el resto de las 
enseñanzas del sistema educativo.

d) Reforzar la cooperación de las administraciones educativas y laborales con los 
interlocutores sociales en el diseño y ejecución de las acciones formativas.

e) Fomentar e impulsar el papel de la formación profesional en los campos de la 
innovación y la iniciativa emprendedora.

f) Flexibilizar las ofertas de formación profesional para facilitar a las personas adultas su 
incorporación a las diferentes enseñanzas, favoreciendo la conciliación del aprendizaje con 
otras actividades y responsabilidades.

g) Garantizar la calidad de la formación profesional, de acuerdo con las directrices 
europeas en materia de calidad, con el fin de lograr altos niveles de excelencia. Asimismo 
garantizar la evaluación y seguimiento de estas enseñanzas.

h) Mejorar la cualificación de los ciudadanos a través de la aplicación del procedimiento 
de evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través de la 
experiencia laboral y aprendizajes no formales y la oferta de la formación complementaria 
necesaria para obtener un título de formación profesional o un certificado de profesionalidad.

i) Promover la accesibilidad de los servicios públicos de información y orientación 
profesional a los ciudadanos, independientemente de su condición social y profesional y de 
su ubicación geográfica, coordinando los servicios actualmente existentes y desarrollando 
nuevas herramientas telemáticas.

j) Implementar medidas que faciliten la reincorporación al sistema educativo de los 
jóvenes que lo han abandonado de forma prematura.
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k) Establecer un sistema de evaluación y calidad externa para garantizar la adecuación 
permanente del sistema de formación profesional a las necesidades, así como en su eficacia 
y eficiencia en su impacto en el sistema productivo.

Artículo 73.  La calidad en la formación profesional.
1. El Gobierno, en colaboración con las Comunidades Autónomas, establecerá una red 

de aseguramiento de calidad en coherencia y respuesta a la Red Europea. Esta red 
coordinará las acciones y medidas de planificación, desarrollo y evaluación establecidas 
para la mejora del sistema de formación profesional.

2. El Gobierno, en colaboración con las Comunidades Autónomas, incentivará el 
esfuerzo de los centros para la mejora de los niveles de calidad como contribución a la 
excelencia en el ámbito de la formación profesional.

3. El Gobierno, en colaboración con las Comunidades Autónomas, promoverá planes de 
formación específicos para el profesorado y formadores de formación profesional de las 
distintas familias profesionales, contando con la Red de Centros de Referencia Nacional.

4. Las administraciones educativas y laborales promoverán la colaboración con las 
empresas de los diferentes sectores productivos para potenciar la innovación, la 
transferencia de conocimiento y la especialización en materia de formación profesional.

5. Las administraciones educativas y laborales potenciarán la iniciativa innovadora en 
aspectos didácticos, tecnológicos y de orientación e inserción profesional mediante el 
desarrollo de iniciativas de investigación, desarrollo e innovación.

6. El Gobierno establecerá el nuevo Marco Nacional de Cualificaciones, en relación con 
el Marco Europeo, para favorecer e incrementar la movilidad de los estudiantes y de los 
trabajadores.

7. El Gobierno, en colaboración con las Comunidades Autónomas, desarrollará las 
actuaciones necesarias para incrementar la participación de estudiantes, trabajadores, 
profesorado y formadores en programas de movilidad nacional e internacional.

Artículo 74.  Participación de los interlocutores sociales.
1. Las administraciones educativas y laborales en cada Comunidad Autónoma 

promoverán la participación de todos los agentes implicados con el fin de adecuar la oferta 
de formación profesional a las necesidades de la sociedad y de la economía en el ámbito 
territorial correspondiente, sin perjuicio de los vigentes ámbitos de participación autonómico 
y sectorial.

2. Para ello regularán mecanismos y órganos de participación, en los que estarán 
adecuadamente representados los interlocutores sociales. Dichos mecanismos y órganos se 
encargarán al menos de:

a) Realizar un seguimiento de las actividades de los centros que realicen dicha oferta 
integrada, asegurando la calidad y el rendimiento de los servicios.

b) Detectar las necesidades de formación generales y específicas de las empresas y de 
los trabajadores locales, tanto de los asalariados como de los autónomos.

c) Trasladar a las administraciones educativas y laborales competentes las necesidades 
de formación, a efectos de su inclusión en la programación de la oferta formativa en los 
correspondientes ámbitos territoriales.

Artículo 75.  Colaboración con las empresas.
1. Las administraciones educativas y laborales promoverán la colaboración con las 

empresas y entidades empresariales y de profesionales autónomos y, en particular, con 
aquéllas relacionadas con los sectores emergentes, en crecimiento e innovadores.

2. Esta colaboración tendrá las siguientes finalidades:
a) La realización del módulo de formación en centros de trabajo, del módulo de 

formación práctica establecido en los certificados de profesionalidad, las prácticas en 
empresas que se realizan en los Programas de Cualificación Profesional Inicial, así como las 
prácticas profesionales de carácter no laboral correspondientes a las acciones de formación 
profesional para el empleo.
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b) La impartición de módulos profesionales incluidos en títulos de formación profesional o 
módulos formativos incluidos en certificados de profesionalidad en las instalaciones de las 
empresas para garantizar que la formación se realice con los equipamientos más actuales.

c) La utilización por las empresas de las instalaciones y equipamiento de los centros, 
siempre que no interfieran con el desarrollo de actividades docentes y formativas.

d) La actualización profesional de los trabajadores y del profesorado. Esta formación 
podrá incluir estancias temporales de los profesores en las empresas tanto para la formación 
de sus trabajadores como para la actualización del profesorado.

e) La validación de acciones de formación desarrolladas en las empresas, con los 
requisitos de impartición y tipos de prueba que regulen las administraciones educativas y 
laborales, para facilitar a sus trabajadores la obtención de un título de formación profesional 
o un certificado de profesionalidad.

f) El desarrollo conjunto de proyectos de innovación.
3. La colaboración se formalizará mediante la fórmula que determinen las 

administraciones en el ámbito de sus competencias.
4. Los centros de formación profesional y empresas de los diferentes sectores 

productivos podrán promover proyectos estratégicos comunes, desarrollando para ello 
entornos académicos y profesionales dirigidos al desarrollo de un modelo económico 
sostenible basado en el conocimiento, la mejora de la innovación, el fomento de la iniciativa 
emprendedora y el respeto medioambiental.

Las acciones derivadas de la puesta en marcha de estos proyectos podrán ser 
financiadas total o parcialmente por las empresas relacionadas con estos.

Para que un proyecto sea susceptible de ser considerado como proyecto estratégico 
común deberá estar aprobado previamente por la administración educativa o laboral 
competente.

Artículo 76.  Instalaciones y equipamientos docentes.
Las inversiones dirigidas a la construcción, a la adquisición y a la adaptación de medidas 

de accesibilidad física y sensorial en todas las instalaciones y equipamientos destinados a 
los centros públicos de formación profesional podrán ser financiadas, total o parcialmente, 
con fondos procedentes de:

a) Las administraciones educativas.
b) Las administraciones laborales.
c) Los Ayuntamientos en cuyo término municipal radiquen las empresas potencialmente 

beneficiarias de la formación que vaya a impartirse con estos medios e instalaciones. A 
estos efectos, podrán establecerse convenios de colaboración con las administraciones 
educativas.

d) Empresas privadas, en los términos que acuerden con las respectivas 
administraciones educativas o laborales, que podrán contemplar la utilización compartida de 
las instalaciones y el equipamiento para fines docentes y empresariales.

TÍTULO III
Sostenibilidad medioambiental

CAPÍTULO I
Modelo energético sostenible

Artículo 77.  Principios de la política energética.
1. La política energética estará orientada a garantizar la seguridad del suministro, la 

eficiencia económica y la sostenibilidad medioambiental. En especial, el modelo de consumo 
y de generación y distribución de energía debe ser compatible con la normativa y objetivos 
comunitarios y con los esfuerzos internacionales en la lucha contra el cambio climático.
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2. A dichos efectos, en esta Ley se fijan objetivos nacionales de ahorro energético y 
participación de las energías renovables, se establece el marco procedimental para la 
elaboración de una planificación integral del modelo energético, se sientan las bases para la 
elaboración de los Planes de ahorro y eficiencia energética y se desarrollan las condiciones 
adecuadas para la existencia de un mercado energético competitivo.

3. Con tal finalidad, el Gobierno impulsará la diversificación de las fuentes de suministro 
de energía, el desarrollo eficiente de las infraestructuras y redes inteligentes, la 
transparencia y competencia de los mercados energéticos, la suficiencia de las retribuciones, 
la creciente incorporación de las energías renovables y las políticas de ahorro y eficiencia.

Artículo 78.  Objetivos nacionales en materia de ahorro y eficiencia energética y energías 
renovables.

1. Se establece un objetivo nacional mínimo de participación de las energías renovables 
en el consumo de energía final bruto del 20 por ciento en 2020. Este objetivo deberá 
alcanzarse con una cuota de energía procedente de energías renovables en todos los tipos 
de transporte en 2020 que sea como mínimo equivalente al 10 por ciento del consumo final 
de energía del sector transporte.

2. Del mismo modo, se adoptarán las estrategias y las medidas necesarias para lograr 
un objetivo general de reducción de la demanda de energía primaria, sobre el escenario 
tendencial en ausencia de políticas activas de ahorro y eficiencia energética, coherente con 
el objetivo establecido para la Unión Europea del 20 por ciento en 2020 y con los objetivos 
de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero asumidos por España.

3. Los objetivos anteriores deberán orientar el diseño y aprobación de las políticas 
públicas y, en especial, los incentivos públicos al desarrollo de las diversas fuentes de 
energía y a la adopción de medidas de eficiencia energética.

4. A tal efecto, el Gobierno aprobará planes nacionales de ahorro y eficiencia energética 
y planes de energías renovables, que contemplarán medidas de orientación y fomento de la 
oferta y el consumo energético que hagan posible el cumplimiento de los objetivos señalados 
y que permitan la posibilidad efectiva de desarrollo de las energías renovables en todas las 
Comunidades Autónomas.

Artículo 79.  Planificación energética indicativa.
1. El Gobierno, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta Ley, previo 

informe de la Conferencia Sectorial de Energía y tras el correspondiente proceso de 
información pública, aprobará un documento de planificación, que establecerá un modelo de 
generación y distribución de energía acorde con los principios recogidos en el artículo 77 y 
con los objetivos establecidos.

2. La planificación recogerá con carácter indicativo varios escenarios sobre la evolución 
futura de la demanda energética, sobre los recursos necesarios para satisfacerla, sobre las 
necesidades de nueva potencia y, en general, previsiones útiles para la toma de decisiones 
de inversión por la iniciativa privada y para las decisiones de política energética, fomentando 
un adecuado equilibrio entre la eficiencia del sistema, la seguridad de suministro y la 
protección del medio ambiente.

3. Dicha planificación y las posteriores actuaciones de ordenación del sistema energético 
se orientarán a la consecución, bajo diferentes escenarios de demanda, de los siguientes 
objetivos para el año 2020:

a) Optimizar la participación de las energías renovables en la cesta de generación 
energética y, en particular en la eléctrica.

b) Reducir la participación de las energías con mayor potencial de emisiones de CO2 en 
la cesta de generación energética y, en particular, en la eléctrica.

c) Determinar los niveles de participación de la energía nuclear en la cesta de 
generación energética, de acuerdo con el calendario de operación de las centrales 
existentes y con las renovaciones que, solicitadas por los titulares de las centrales, en el 
marco de la legislación vigente, en su caso correspondan, teniendo en cuenta las decisiones 
del Consejo de Seguridad Nuclear sobre los requisitos de seguridad nuclear y protección 
radiológica, la evolución de la demanda, el desarrollo de nuevas tecnologías, la seguridad 
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del suministro eléctrico, los costes de generación eléctrica y las emisiones de gases de 
efecto invernadero, y ateniéndose en todo caso al marco de referencia establecido por la 
normativa europea vigente.

d) La participación de las diferentes tecnologías en el largo plazo tenderá a reflejar la 
competitividad relativa de las mismas, entendiendo por ésta una medida comprensiva de los 
costes y beneficios de cada una de las tecnologías que abarque, entre los costes, los 
relativos a toda la cadena de generación, incluyendo los costes medioambientales y los 
intergeneracionales, y, entre los beneficios, la aportación a la seguridad del suministro 
energético, incluyendo las contribuciones en términos de autosuficiencia, gestionabilidad y 
predictibilidad de las fuentes.

4. De acuerdo con esta planificación, la legislación ordenará los incentivos públicos 
necesarios para satisfacer los objetivos fijados en el apartado anterior, de acuerdo con los 
siguientes principios:

a) Garantía de un retorno adecuado de las inversiones en las tecnologías del régimen 
especial, que incentive un volumen de instalación compatible con los objetivos establecidos 
en los planes de energías.

b) Consideración de las curvas de aprendizaje de las distintas tecnologías hasta alcanzar 
el punto de competitividad con el coste del consumo de la energía, con el fin de fomentar los 
cambios tecnológicos que mejoren la estabilidad de la aportación de energía al sistema 
eléctrico por las energías renovables.

c) Progresiva internalización de los costes que asume el sistema energético para 
garantizar la suficiencia y estabilidad en el suministro, fomentando además la sustitución de 
tecnologías que, por su baja eficiencia económica, técnica o medioambiental, resulten 
obsoletas, siempre que ello suponga un ahorro general del sistema.

d) Priorización en la incorporación de instalaciones que incorporen innovaciones 
tecnológicas o de gestión, que optimicen la eficiencia de la producción, el transporte y la 
distribución, contribuyendo al consumo local de la electricidad a través del incremento de la 
generación distribuida, que aporten una mayor gestionabilidad a los sistemas energéticos y 
que reduzcan las emisiones de gases de efecto invernadero, analizando en particular su 
ritmo de incorporación en el tiempo.

e) En todos los casos se deberá cumplir que los objetivos se alcanzan teniendo en 
cuenta los principios de eficiencia económica entre las distintas alternativas y de 
sostenibilidad económica de las medidas que se adopten.

5. Anualmente, el Gobierno presentará a las Cortes Generales un informe de 
seguimiento del cumplimiento de las medidas establecidas en el documento de planificación. 
Dicho informe incorporará la información sobre la aplicación del mismo, que deberán 
suministrar las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus competencias.

6. En atención a las singularidades de los sistemas energéticos insulares y 
extrapeninsulares, en la planificación indicativa se tendrá en cuenta la planificación 
desarrollada en tales Comunidades y Ciudades Autónomas.

Artículo 80.  Planificación energética vinculante.
1. La planificación vinculante establecida en la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del 

Sector Eléctrico y en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, se 
realizará bajo criterios que contribuyan a desarrollar un sistema energético seguro, eficiente, 
sostenible económicamente y respetuoso con el medioambiente.

2. La planificación vinculante se realizará de conformidad con lo previsto en el artículo 
anterior y deberá tenerse en cuenta en el resto de instrumentos de planificación.

3. Los documentos de planificación se aprobarán por el Consejo de Ministros, tras el 
correspondiente procedimiento de audiencia pública, y se remitirán posteriormente a las 
Cortes Generales.
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Artículo 81.  Cooperación entre Administraciones Públicas.
1. La Conferencia Sectorial de Energía es el órgano de coordinación entre el Estado y 

las Comunidades Autónomas en materia de preparación, desarrollo y aplicación de la 
planificación estatal sobre energía.

2. A tal efecto, la Conferencia conocerá necesariamente de las siguientes actuaciones:
a) Preparación y formulación de los Planes Nacionales y, en su caso, de los Planes de 

las Comunidades Autónomas, en los ámbitos del ahorro, la eficiencia energética y las 
energías renovables.

b) Coordinación, gestión y seguimiento de la aplicación por las Comunidades Autónomas 
de la política energética definida en la normativa estatal y en los correspondientes planes.

c) Intercambio de información y estadísticas energéticas.
d) Formulación, financiación y gestión de proyectos y actuaciones concretas.
3. La Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas establecerán 

marcos de cooperación y coordinación con las Administraciones locales para alcanzar los 
objetivos fijados y para implementar los correspondientes Planes, medidas y actuaciones en 
el ámbito local.

Artículo 82.  Fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación en el ámbito de 
energías renovables y el ahorro y la eficiencia energética.

1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, fomentarán las 
actividades de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de interés en el 
campo de las energías renovables y del ahorro y la eficiencia energética, potenciando el 
desarrollo de aquellas tecnologías que utilicen fuentes limpias y puedan contribuir a la 
reducción de emisiones, entre otras las de secuestro y almacenamiento o carbón limpio. 
Igualmente fomentarán el desarrollo de aquellas tecnologías que incorporen una mayor 
gestionabilidad, innovación y eficiencia al sistema, en particular, las que utilicen fuentes de 
energía primaria renovable.

2. El Gobierno, en colaboración con las administraciones autonómicas y locales, 
aprobará programas y tomará las medidas necesarias para favorecer el desarrollo de redes 
de transporte y distribución inteligentes y microrredes integradas que mejoren y faciliten la 
gestión del sistema, la gestión activa de la demanda, la implantación de fuentes de energía 
distribuida, la implantación del vehículo eléctrico e híbrido enchufable, la mejora de la calidad 
y continuidad del servicio y la mejora de la eficiencia de las propias redes, incorporando, 
preferentemente, energía de origen renovable o de sistemas de cogeneración de alta 
eficiencia y dotando a los sistemas de transporte y distribución eléctrica de los equipos 
eléctricos y electrónicos y de las soluciones de automatización, telecontrol, información y 
comunicación que contribuyan a la progresiva implantación de inteligencia de red. Todo ello 
con el objetivo de disminuir las pérdidas en transporte y distribución eléctrica, mejorar la 
garantía, estabilidad y rendimiento del sistema eléctrico e incrementar la aportación térmica 
de origen renovable.

En particular, el Gobierno fomentará inversiones para la mejora de la eficiencia 
energética en los regadíos y maquinaria agrícola y la sustitución de fuentes convencionales 
por fuentes renovables (atendiendo a las problemáticas territoriales específicas respecto a 
materia prima) en instalaciones agrarias, incluyendo instalaciones de autoconsumo, tanto 
eléctrico como térmico, así como uso de combustibles alternativos. Igualmente, fomentará la 
realización de auditorías y estudios energéticos que detecten las medidas de ahorro 
energético y económico que puedan llevarse a cabo en las explotaciones de riego.

Artículo 83.  Transparencia e información a los consumidores.
1. El Gobierno establecerá los instrumentos necesarios para asegurar que los usuarios 

disponen de la información sobre los costes del modelo de suministro energético, su 
composición, su origen y su impacto ambiental.

2. Igualmente, las Administraciones Públicas se asegurarán de que los consumidores 
dispongan de información completa, clara y comprensible sobre el consumo de energía y el 
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impacto medioambiental de los productos y equipos que utilicen energía que adquieren, de 
manera que puedan incorporar tales elementos a sus decisiones de consumo.

3. Los certificados de eficiencia energética para edificios existentes se obtendrán de 
acuerdo al procedimiento básico que se establezca reglamentariamente para ser puestos a 
disposición de los compradores o usuarios de esos edificios cuando los mismos se vendan o 
alquilen.

Artículo 84.  Simplificación de procedimientos administrativos.
1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

eliminarán las barreras técnicas, administrativas y de mercado para el desarrollo de las 
energías renovables y la promoción del ahorro y la eficiencia energética, manteniendo la 
conservación del medio natural en los términos previstos en la legislación vigente.

2. El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio elaborará un catálogo de los 
procedimientos y trámites a seguir para la implantación de instalaciones de aprovechamiento 
de la energía de origen renovable y cogeneración de alta eficiencia, al objeto de servir de 
guía a las administraciones competentes para la elaboración de los mismos, así como 
orientar a los promotores de este tipo de instalaciones.

3. Los trámites y exigencias contemplados en los procedimientos a seguir serán 
adecuados a las distintas tecnologías, tamaños y usos, y tendrán en consideración plazos 
abreviados de respuesta, con tasas y gravámenes reducidos y uniformes.

Artículo 85.  Ahorro energético de las Administraciones Públicas.
1. Todas las Administraciones Públicas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, 

incorporarán los principios de ahorro y eficiencia energética y de utilización de fuentes de 
energía renovables entre los principios generales de su actuación y en sus procedimientos 
de contratación.

2. La Administración General del Estado y sus Organismos públicos vinculados 
dependientes, las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, las 
sociedades mercantiles estatales definidas en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de 
Patrimonio de las Administraciones Públicas, las fundaciones del sector público estatal 
definido en la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones y las demás entidades de 
derecho vinculadas o dependientes de la Administración General del Estado o de sus 
Organismos públicos, establecerán programas específicos de ahorro y eficiencia energética 
y de utilización de fuentes de energía renovables que, con carácter general, anticipen el 
cumplimiento de los objetivos generales fijados con el horizonte 2020, de modo que, de 
acuerdo con el Plan de Ahorro y Eficiencia Energética, se alcance en 2016 el objetivo 
previsto de un ahorro energético del 20 por ciento respecto al escenario tendencial en 
ausencia de medidas. Dentro de esos programas se establecerán los requerimientos 
mínimos de calificación energética que deberá cumplir la adquisición de bienes y derechos 
etiquetados energéticamente, y la calificación mínima de los edificios y vehículos que 
integran el patrimonio de las Administraciones Públicas.

Artículo 86.  Seguimiento y evaluación.
Para el adecuado seguimiento y evaluación del cumplimiento de los objetivos de la 

presente Ley, además de los informes periódicos de seguimiento de los diferentes planes y 
programas, cada cuatro años se realizará una evaluación de los distintos instrumentos de 
planificación incluidos en esta Ley:

a) La planificación indicativa del modelo de generación de energía.
b) La planificación vinculante de las infraestructuras y redes de energía.
c) Los planes de energías renovables.
d) Los planes nacionales y programas de ahorro y eficiencia energética.

Artículo 87.  Inversión del factor de agotamiento en el régimen de la minería.
Con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de la entrada en vigor de esta 

Ley, la letra f) del artículo 99 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, 
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aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, queda redactada de la 
siguiente forma:

«f) Actuaciones comprendidas en los planes de restauración previstos en el Real 
Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias 
extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades 
mineras.»

CAPÍTULO II
Reducción de emisiones

Artículo 88.  Objetivo de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero.
El Gobierno impulsará las medidas necesarias para el cumplimiento de los compromisos 

y esfuerzos que correspondan a España en el marco de la distribución que se acuerde en la 
Unión Europea, para alcanzar el objetivo de reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero en el año 2020.

Artículo 89.  Capacidad de absorción de los sumideros españoles.
1. Las Administraciones Públicas, en el marco del Consejo Nacional del Clima y la 

Comisión de Coordinación de Políticas de Cambio Climático, adoptarán las acciones 
oportunas para incentivar la participación de los propietarios públicos y privados y el sector 
forestal en el aumento de la capacidad de captación de CO2 de los sumideros españoles. 
Con el fin de conocer y determinar el carbono absorbido por las actividades de uso de la 
tierra, cambio de uso de la tierra y selvicultura en España, el Gobierno, en colaboración con 
el resto de Administraciones Públicas, diseñará y desarrollará un sistema de información 
ágil, exhaustivo, preciso y eficaz que será actualizado periódicamente y tendrá carácter 
público y accesible.

2. Especialmente, las Administraciones Públicas promoverán el aumento y mejora de 
sumideros vinculados al uso forestal sostenible, que se evaluarán, entre otras fuentes, a 
partir del Inventario Forestal Nacional. Para ello se fomentarán acciones que den valor tanto 
a las producciones inmediatas, como a las externalidades positivas que las áreas forestales 
producen y, en especial, las siguientes:

a) La planificación y ordenación forestal a través de los planes y proyectos de gestión 
forestal sostenible.

b) La agrupación de propietarios forestales para el desarrollo de explotaciones forestales 
como unidades de gestión planificada sostenible.

c) La producción y comercialización de productos forestales procedentes de 
explotaciones nacionales con certificado de gestión forestal sostenible, así como productos 
derivados con certificación en su proceso productivo nacional.

d) La conservación y mejora de la variabilidad genética de los recursos forestales.
e) La prevención de los incendios forestales y otros daños, como plagas, tormentas, 

riadas y otros, y su impacto sobre el patrimonio natural y la biodiversidad.
f) Las iniciativas y proyectos dirigidos a la prevención de daños en los bosques, 

especialmente de incendios forestales, que agrupen agentes económicos y sociales, 
habitantes de zonas rurales, propietarios, empresas y Organismos públicos.

g) El desarrollo y utilización de nuevas tecnologías para la prevención y lucha contra los 
daños en los bosques, especialmente incendios forestales.

h) El uso de la biomasa forestal en el marco de la generación de energía de fuentes de 
origen renovable.

3. Asimismo, las Administraciones públicas, promoverán medidas específicas para 
reducir las emisiones procedentes de los sistemas agrícolas a través de, entre otros, el 
fomento de prácticas agrícolas, ecológicas y sostenibles.
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Artículo 90.  Compensación de emisiones.
1. Las empresas y personas físicas que así lo deseen podrán compensar sus emisiones 

de CO2 a través de inversiones en incremento y mantenimiento de masas forestales, 
programas agrarios de reducción del CO2 y otros programas que se establezcan por la 
Administración General del Estado, en colaboración con las Comunidades Autónomas.

2. El Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, previo informe del Consejo 
Asesor de Medio Ambiente y de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente, establecerá los 
criterios de compensación, verificación y obligaciones de mantenimiento e información 
asociadas, así como las inversiones que se considerarán a efectos de compensación.

3. Esta compensación no será válida a los efectos del cumplimiento de la obligación de 
entrega anual de derechos de emisión de gases de efecto invernadero en el marco del 
régimen de comercio de derechos de emisión.

No obstante, esta compensación podrá tenerse en cuenta a efectos de lo dispuesto en 
los artículos 70 y 103 de la Ley 30/2007, de 30 de diciembre, de Contratos del Sector 
Público.

Artículo 91.  Constitución de un Fondo para la compra de créditos de carbono.
1. Se crea el fondo carente de personalidad jurídica «Fondo de carbono para una 

economía sostenible» (FES-CO2) (FCPJ), adscrito a la Secretaría de Estado de Medio 
Ambiente, que tiene por objeto generar actividad económica baja en carbono y resiliente al 
clima, contribuir al cumplimiento de los objetivos de reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero asumidos por España y fomentar el desarrollo tecnológico para la 
descarbonización y la resiliencia del clima en sectores clave de la economía, mediante 
actuaciones de ámbito nacional.

2. El Fondo se dedicará a:
a) El desarrollo de actuaciones adicionales de adaptación a los efectos del cambio 

climático con impacto significativo en la lucha contra el cambio climático.
b) El desarrollo de actuaciones adicionales de reducción de emisiones de gases de 

efecto invernadero y aumento de sumideros de carbono, basándose en el precio de tonelada 
de CO2 equivalente reducida o absorbida.

c) El apoyo a proyectos emblemáticos de desarrollo tecnológico con un potencial 
significativo para la descarbonización del sector de generación eléctrica o de la industria.

d) La adquisición de créditos de carbono, en especial los derivados de actividades 
realizadas o promovidas por empresas en el marco de los instrumentos de la Convención 
Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y de su Acuerdo de París en los 
términos establecidos reglamentariamente, con la finalidad de incentivar la participación de 
las empresas españolas en dichos instrumentos. El Fondo se destinará de manera 
preferente a proyectos de eficiencia energética, energías renovables y gestión de residuos y 
a aquellos que representen un elevado componente de transferencia de tecnología en el 
país donde se lleven a cabo. Para la certificación de las reducciones de emisiones de las 
actividades se atenderá a las normas internacionales que las regulen, en función de su 
naturaleza.

Reglamentariamente se establecerán los términos de acuerdo a los cuales se financiarán 
las actuaciones señaladas en los puntos anteriores, que podrán incluir subvenciones.

3. El Fondo podrá condicionar la adquisición de dichos créditos a la realización por parte 
de las empresas de inversiones en sectores no sujetos al comercio de derechos de emisión.

4. Los créditos de carbono adquiridos por el Fondo se constituirán en activos del Estado 
y podrán enajenarse, en particular, si resultan innecesarias para atender los compromisos de 
reducción de España en el marco del Protocolo de Kioto, permitiendo la autofinanciación del 
Fondo.

5. El régimen presupuestario, económico-financiero, contable y de control de este Fondo 
será el previsto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, para los 
fondos carentes de personalidad jurídica cuya dotación se efectúe mayoritariamente desde 
los Presupuestos Generales del Estado, mencionados en el artículo 2.2 de dicha ley.
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6. No estarán sujetas a la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público, las operaciones de adquisición de créditos de carbono.

7. La Intervención General de la Administración del Estado controlará el Fondo para la 
adquisición de créditos de carbono a través de la auditoría pública, en los términos previstos 
en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

8. La administración del Fondo se llevará a cabo por un órgano colegiado presidido por 
la Secretaria de Estado de Cambio Climático, cuya composición y funcionamiento se 
establecerán reglamentariamente. En todo caso, participarán en el mismo un representante 
de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos y de la Abogacía del Estado. Este 
órgano será responsable de aprobar las cuentas del Fondo. El Fondo contará también con 
un órgano de carácter ejecutivo que, entre otras funciones, será responsable de la llevanza 
de la contabilidad del Fondo, de acuerdo con la normativa aplicable y de la formulación de 
sus cuentas con periodicidad anual.

9. El Fondo estará dotado con las aportaciones que anualmente se consignen en los 
Presupuestos Generales del Estado. Podrán atenderse con cargo a las dotaciones del 
Fondo los gastos que ocasione su gestión.

Artículo 92.  Incremento de la deducción por inversiones medioambientales.
Con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de la entrada en vigor de esta 

Ley, se introducen las siguientes modificaciones en el texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo y en la 
Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio:

Uno. El apartado 1 del artículo 39 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, queda 
redactado de la siguiente forma:

«1. Las inversiones realizadas en bienes del activo material destinadas a la 
protección del medio ambiente consistentes en instalaciones que eviten la 
contaminación atmosférica o acústica procedente de instalaciones industriales, o 
contra la contaminación de aguas superficiales, subterráneas y marinas, o para la 
reducción, recuperación o tratamiento de residuos industriales propios, siempre que 
se esté cumpliendo la normativa vigente en dichos ámbitos de actuación pero se 
realicen para mejorar las exigencias establecidas en dicha normativa, darán derecho 
a practicar una deducción en la cuota íntegra del 8 por ciento de las inversiones que 
estén incluidas en programas, convenios o acuerdos con la Administración 
competente en materia medioambiental, quien deberá expedir la certificación de la 
convalidación de la inversión.»

Dos. El apartado 1 de la disposición adicional décima del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, queda redactado de la siguiente forma:

«1. Las deducciones reguladas en los artículos 36, los apartados 4, 5 y 6 del 
artículo 38, apartados 2 y 3 del artículo 39, artículos 40 y 43 de esta Ley, se 
determinarán multiplicando los porcentajes de deducción establecidos en dichos 
artículos por el coeficiente siguiente:

0.8, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2007.
0.6, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2008.
0.4, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2009.
0.2, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2010.
El porcentaje de deducción que resulte se redondeará en la unidad superior.»

Tres. El apartado 1 de la disposición transitoria vigésima primera del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 
de marzo, queda redactado de la siguiente forma:
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«1. Las deducciones establecidas en los artículos 36, 37, apartados 4, 5 y 6 del 
artículo 38, apartados 2 y 3 del artículo 39, artículos 40 y 43 de esta Ley, pendientes 
de aplicación al comienzo del primer período impositivo que se inicie a partir de 1 de 
enero de 2011, podrán aplicarse en el plazo y con los requisitos establecidos en el 
capítulo IV del título VI de esta Ley, según redacción vigente a 31 de diciembre de 
2010. Dichos requisitos son igualmente aplicables para consolidar las deducciones 
practicadas en períodos impositivos iniciados antes de aquella fecha.»

Cuatro. El apartado 2 de la disposición derogatoria segunda de la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de 
las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio queda redactado de la siguiente forma:

«2. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de 
enero de 2011 quedan derogados los artículos 36, 37, apartados 4, 5 y 6 del artículo 
38, apartados 2 y 3 del artículo 39, artículos 40 y 43 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 
de marzo.»

CAPÍTULO III
Transporte y movilidad sostenible

Sección 1.ª Regulación del transporte

Artículo 93.  Principios de la regulación del sector del transporte.
La regulación de las actividades de transporte por las Administraciones Públicas 

atenderá a los siguientes principios:
a) La garantía de los derechos de los operadores y usuarios, en especial los derechos de 

igualdad en el acceso a los mercados de transporte, participación, queja y reclamación.
b) La promoción de las condiciones que propicien la competencia.
c) La gestión eficiente por parte de los operadores y de las Administraciones Públicas.
d) La coherencia entre los niveles de inversión y calidad de servicio y las necesidades y 

preferencias de los usuarios.
e) El fomento de los medios de transporte de menor coste ambiental y energético y de la 

intermodalidad.

Artículo 94.  Promoción de la competencia y clasificación de los mercados de transporte.
1. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Fomento, y previo informe de la 

Comisión Nacional de la Competencia y de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, sin perjuicio de las competencias que en esta materia tengan asignadas las 
Comunidades Autónomas, clasificará los mercados de transporte españoles, de acuerdo con 
la metodología europea y española. En dicho análisis se tendrá en cuenta, en particular, el 
potencial de sustitución entre los distintos modos de transporte de cara a establecer la 
posibilidad de que los mismos sean prestados en competencia.

Esta clasificación, que carecerá de valor normativo, servirá de guía para que las 
autoridades competentes puedan desarrollar y adaptar el marco regulatorio del sector 
transporte a los principios contenidos en el artículo 93 de esta Ley, y en particular, de su 
apartado b).

La clasificación será objeto de revisión transcurrido un plazo de cinco años.
Las sucesivas clasificaciones de los mercados y los correspondientes informes de la 

Comisión Nacional de la Competencia, serán publicados respectivamente en la página web 
del Ministerio de Fomento y de la citada Comisión.

2. La propuesta del Ministro de Fomento contendrá, además de la definición de los 
mercados, la evaluación del grado de competencia efectivamente existente en cada uno de 
los mercados y las medidas tendentes a la promoción de la competencia en los mismos, de 
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acuerdo con el artículo anterior y en el marco comunitario y de la legislación española de 
defensa de la competencia.

Los mercados de transporte se clasificarán de acuerdo con alguno de los siguientes 
modelos de competencia intramodal:

a) Mercados con acceso libre, a los que puede accederse libremente con sólo cumplir los 
requisitos previstos en la legislación vigente.

b) Mercados con acceso restringido, en exclusividad o en concurrencia con un número 
limitado de operadores. Corresponde al Ministerio de Fomento establecer el procedimiento y 
las condiciones de concurrencia competitiva para el acceso a estos mercados.

c) Mercados en los que no es posible la competencia, reservados a un operador en 
exclusiva.

3. La clasificación de los mercados de transporte abarcará, al menos:
a) El transporte de mercancías y de viajeros.
b) Los modos de transporte terrestre por carretera y ferroviario, marítimo y aéreo.
c) Toda la cadena de valor del transporte incluyendo la operación de la infraestructura de 

carreteras, ferrocarril, puertos y aeropuertos, los servicios ligados a la infraestructura, y la 
provisión de transporte.

Artículo 95.  Servicios de transporte de interés público.
1. Son servicios de interés público aquéllos que las empresas operadoras no prestarían 

si tuviesen en cuenta exclusivamente su propio interés comercial y que resulten necesarios 
para asegurar el servicio de transporte, a través de cualquier modo de transporte, entre 
distintas localidades o para garantizar su prestación en condiciones razonablemente 
aceptables de frecuencia, precio, calidad o universalidad.

2. Solamente podrán otorgarse subvenciones cuando se presten servicios de interés 
público como compensación a la asunción de obligaciones de servicio público. Cuando 
proceda, las subvenciones se otorgarán en régimen de concurrencia competitiva. Las 
subvenciones deben ir estrictamente vinculadas a la prestación del servicio de interés 
público en el mercado geográfico que resulte deficitario, impidiendo las subvenciones 
cruzadas entre mercados que pueden alterar las condiciones de competencia.

3. Corresponde al Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Fomento, y previo 
informe de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, la declaración de 
obligaciones de servicio público en servicios de transporte de interés público de competencia 
estatal. Corresponde al Ministro de Fomento el establecimiento de las condiciones de 
prestación de dicho servicio y de las compensaciones económicas que procedan, que 
deberán ser suficientes para cubrir los costes del servicio y obtener un beneficio razonable.

Cuando los servicios de interés público se presten en mercados con el acceso 
restringido, la cuantía final de la compensación se definirá mediante procedimientos de 
licitación pública transparentes, equitativos y no discriminatorios en los que se ponderará 
debidamente la oferta que solicite una menor compensación.

4. El Ministro de Fomento establecerá las condiciones y las compensaciones 
económicas a que se refiere el apartado anterior con sujeción a los Reglamentos 
comunitarios sobre establecimiento de obligaciones de servicio público en los transportes 
terrestre, marítimo y aéreo.

Artículo 96.  Autonomía de gestión.
En los mercados de transporte, las funciones de operación y regulación corresponderán 

a entidades y órganos diferenciados y funcionalmente independientes entre sí, conforme a la 
normativa comunitaria que resulte de aplicación.
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Sección 2.ª Planificación y gestión eficiente de las infraestructuras y de los 
servicios del transporte

Artículo 97.  Objetivos y prioridades de la planificación estatal de las infraestructuras del 
transporte.

1. La planificación estatal de las infraestructuras del transporte responderá a los 
siguientes objetivos:

a) La promoción de la competitividad de la economía, a través de la reducción de costes 
asociada a las infraestructuras de gran capacidad, los accesos ferroviarios y viarios que 
faciliten la intermodalidad y mediante las conexiones y enlaces transfronterizos de la red 
estatal de infraestructuras del transporte.

b) La cohesión social y territorial, mediante la disponibilidad de una red estatal de 
infraestructuras económicamente sostenible, adecuada a la demanda en términos de 
capacidad, calidad y seguridad, y coherente con la mejora de la eficiencia y la productividad 
de la economía, sin perjuicio de una particular atención a las necesidades específicas de los 
territorios insulares y fragmentados que no están incluidos en la red estatal, tanto de 
carreteras como de ferrocarriles.

c) La movilidad sostenible y segura en términos económicos y medioambientales, a 
través de proyectos cuya ejecución produzca una efectiva reducción de las emisiones 
contaminantes y otros daños al medioambiente, que contribuyan al cumplimiento de los 
compromisos internacionales en esta materia. Se impulsarán asimismo proyectos relativos a 
los modos de transporte más sostenibles y eficientes, en particular, los referidos al transporte 
ferroviario de mercancías y, dentro de cada uno de los modos de transporte, los dirigidos a la 
incorporación de la innovación tecnológica y a la mejora de la eficiencia energética del 
transporte que se desarrolle en el respectivo modo.

d) Potenciar la dimensión europea e internacional.
e) Impulsar el transporte de mercancías por ferrocarril estableciendo como objetivo 

aproximarse al nivel de los países de nuestro entorno.
2. Serán prioridades de la planificación estatal de las infraestructuras del transporte las 

siguientes:
a) Adaptar las líneas de la red básica para el transporte de mercancías por ferrocarril, 

para hacer posible la circulación de trenes de mercancías de más de 750 metros de longitud.
b) Adaptar a las condiciones de eficiencia y calidad comunitarias las líneas de la red 

ferroviaria de interés general incluidas en los corredores de mercancías que integren la red 
ferroviaria europea para un transporte de mercancías competitivo, así como de todas 
aquellas otras que presenten claras posibilidades de desarrollo para el transporte de 
mercancías.

c) Potenciar las conexiones viarias y ferroviarias con los puertos de interés general en 
función de su impacto económico potencial, de las disfuncionalidades existentes y los costes 
de oportunidad.

d) Impulsar la creación y mejora de los apartaderos y centros de cambio modal y 
actividades logísticas que propicien la reducción de los costes de operación del transporte, la 
mejora de la intermodalidad y la eficiencia en el consumo energético.

e) Introducir las mejoras que permitan la conexión de la red ferroviaria de alta velocidad 
con la red ferroviaria convencional.

f) Favorecer el desarrollo de las infraestructuras del transporte ferroviario metropolitano y 
de plataformas reservadas a autobuses y a vehículos de alta ocupación, así como de 
estaciones de autobuses e intercambiadores intermodales y plataformas de estacionamiento 
disuasorio.

g) Impulsar el desarrollo de las infraestructuras ferroviarias para la mejora progresiva de 
la conexión con las infraestructuras internacionales de ancho estándar.

3. Para la adecuada priorización de las inversiones en infraestructuras de transporte, los 
proyectos de las obras se acompañarán, además de la documentación y de los estudios que 
se requieran por la legislación que resulte de aplicación a su contratación y ejecución, de 
una memoria en la que se evalúe el cumplimiento de los objetivos y prioridades establecidos 
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en los apartados anteriores y se analice el coste y el beneficio que en términos económicos y 
sociales comporta su ejecución.

Reglamentariamente, se establecerán el alcance de las ayudas, el objeto y alcance de 
las indemnizaciones y el sujeto pasivo que debe asumir la carga económica.

Artículo 98.  Sistema de información sobre la red estatal de infraestructuras del transporte y 
de análisis y evaluación de la demanda de los servicios de transporte.

1. El Ministerio de Fomento desarrollará un sistema de información integrado sobre 
capacidad, uso y oferta de la red estatal de infraestructuras del transporte, que se mantendrá 
permanentemente actualizado, y será de acceso electrónico, universal y gratuito. El sistema 
permitirá la difusión de información sobre la oferta de servicios logísticos y de transporte 
disponible, a solicitud de los oferentes.

2. Para el ejercicio de las competencias de información, análisis y propuesta en el ámbito 
de los servicios de transporte que competen al Ministerio de Fomento, los operadores del 
transporte, y las Administraciones Públicas, en el marco de la colaboración 
interadministrativa, estarán obligados a suministrar la información que reglamentariamente 
se determine.

Sección 3.ª Movilidad sostenible

Artículo 99.  Principios en materia de movilidad sostenible.
En el ámbito de sus competencias, las Administraciones Públicas promoverán políticas 

de movilidad sostenible, que respeten los siguientes principios:
a) El derecho de los ciudadanos al acceso a los bienes y servicios en unas condiciones 

de movilidad adecuadas, accesibles y seguras, y con el mínimo impacto ambiental y social 
posible.

b) La participación de la sociedad en la toma de decisiones que afecten a la movilidad de 
las personas y de las mercancías.

c) El cumplimiento de los tratados internacionales vigentes en España relativos a la 
preservación del clima y la calidad ambiental, en lo que concierne a la movilidad y la 
adecuación a las políticas comunitarias en esta materia.

d) El establecimiento de nuevos servicios de transporte deberá supeditarse a la 
existencia de un volumen de demanda acorde con los costes de inversión y mantenimiento, 
teniendo en cuenta, en todo caso, la existencia de modos alternativos de la debida calidad, 
precio, seguridad, así como los resultados de su evaluación ambiental.

Artículo 100.  Objetivos de la política de movilidad sostenible.
Las Administraciones Públicas, en el desarrollo de su política de impulso de la movilidad 

sostenible, perseguirán los siguientes objetivos:
1. Contribuir a la mejora del medio ambiente urbano y la salud y seguridad de los 

ciudadanos y a la eficiencia de la economía gracias a un uso más racional de los recursos 
naturales.

2. Integrar las políticas de desarrollo urbano, económico, y de movilidad de modo que se 
minimicen los desplazamientos habituales y facilitar la accesibilidad eficaz, eficiente y segura 
a los servicios básicos con el mínimo impacto ambiental.

3. Promover la disminución del consumo de energía y la mejora de la eficiencia 
energética, para lo que se tendrán en cuenta políticas de gestión de la demanda.

4. Fomentar los medios de transporte de menor coste social, económico, ambiental y 
energético, tanto para personas como para mercancías, así como el uso de los trasportes 
público y colectivo y otros modos no motorizados.

5. Fomentar la modalidad e intermodalidad de los diferentes medios de transporte, 
considerando el conjunto de redes y modos de transporte que faciliten el desarrollo de 
modos alternativos al vehículo privado.
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Artículo 101.  Los Planes de Movilidad Sostenible.
1. Los Planes de Movilidad Sostenible son un conjunto de actuaciones que tienen como 

objetivo la implantación de formas de desplazamiento más sostenibles en el ámbito 
geográfico que corresponda, priorizando la reducción del transporte individual en beneficio 
de los sistemas colectivos y de otros modos no motorizados de transportes y desarrollando 
aquéllos que hagan compatibles crecimiento económico, cohesión social, seguridad vial y 
defensa del medio ambiente, garantizando, de esta forma, una mejor calidad de vida para los 
ciudadanos. Estos planes deberán dar cabida a soluciones e iniciativas novedosas, que 
reduzcan eficazmente el impacto medioambiental de la movilidad, al menor coste posible.

2. Los Planes de Movilidad pueden tener un ámbito territorial autonómico, 
supramunicipal o municipal. Se podrán adoptar Planes de Movilidad Sostenible de ámbito 
supramunicipal, cuando así lo acuerden los municipios que compartan un esquema de 
movilidad interdependiente.

A tal efecto, tienen esta condición los Planes de Movilidad Sostenible que hayan podido 
aprobar los municipios y agrupaciones de municipios con población superior a 100.000 
habitantes, en el marco de los planes y programas para el cumplimiento y mejora de los 
objetivos de calidad del aire previstos en el artículo 16.4 de la Ley 34/2007, de 15 de 
noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera.

3. Los Planes de Movilidad Sostenible autonómicos, supramunicipales o locales 
ajustarán su contenido a lo establecido en la normativa que resulte aplicable, así como a los 
principios recogidos en la presente Ley y a lo dispuesto en los instrumentos de planificación 
que les afecten y, en especial, a los relativos a infraestructuras, transportes, ahorro y 
eficiencia energética, así como a la Estrategia Española de Movilidad Sostenible.

4. El contenido de los Planes de Movilidad Sostenible incluirá, como mínimo, el 
diagnóstico de la situación, los objetivos a lograr, las medidas a adoptar, los mecanismos de 
financiación oportunos y los procedimientos para su seguimiento, evaluación y revisión y un 
análisis de los costes y beneficios económicos, sociales y ambientales. Lo expuesto será 
igualmente exigible al contenido de esos Planes en lo relativo a la seguridad vial.

5. En la elaboración y revisión de los Planes de Movilidad Sostenible a que se refiere 
este artículo, se garantizará la participación pública según lo previsto en la Ley 27/2006, de 
18 de julio, que regula los derechos de acceso a la información, de participación pública y de 
acceso a la justicia en materia de medio ambiente.

Artículo 102.  Fomento de los Planes de Movilidad Sostenible.
A partir del 1 de enero de 2014, la concesión de cualquier ayuda o subvención a las 

Administraciones autonómicas o Entidades locales incluida en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado y destinada al transporte público urbano o metropolitano, se 
condicionará a que la entidad beneficiaria disponga del correspondiente Plan de Movilidad 
Sostenible, y a su coherencia con la Estrategia Española de Movilidad Sostenible

Artículo 103.  Elaboración de los planes de transporte en empresas.
1. Las Administraciones competentes fomentarán igualmente el desarrollo de planes de 

transporte de empresas, con vistas a reducir el uso del automóvil y promover modos menos 
contaminantes en los desplazamientos de los trabajadores. Estos planes de transporte se 
tratarán en el marco del diálogo social, y tendrán carácter voluntario para las empresas.

2. Con ese fin, se prestará especial atención a los centros de trabajo de titularidad 
pública o privada cuyas características así lo aconsejen por dimensión de la plantilla, 
actividad, procesos o ubicación. Las Administraciones competentes podrán impulsar la 
adopción de planes mancomunados, para empresas que compartan un mismo centro o 
edificio o que desarrollen su actividad en un mismo parque o recinto equivalente, así como la 
designación de un coordinador de movilidad en empresas con más de 400 trabajadores, 
para facilitar la aplicación y el seguimiento del plan de transporte adoptado en su caso.

3. Los planes de transporte en empresas respetarán las previsiones de los Planes de 
Movilidad Sostenible que hayan sido aprobados en su ámbito territorial.
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Artículo 104.  Modernización tecnológica y uso eficiente de los medios de transporte.
Las iniciativas públicas estatales de eficiencia y ahorro energético perseguirán, entre 

otros, la consecución de los siguientes objetivos:
a) La mejora de la eficiencia energética de las flotas de transporte y la puesta en marcha 

de planes de formación y evaluación en gestión eficiente de las mismas.
b) La potenciación del uso de nuevas tecnologías en la gestión de flotas con criterios de 

eficiencia energética.
c) El desarrollo de sistemas de certificación energética de empresas de transporte que 

acrediten contar con instrumentos de gestión de flotas y políticas de formación en eficiencia 
energética para sus técnicos, gestores de flota y conductores.

d) La renovación de la flota de vehículos de transporte colectivo de pasajeros y de 
mercancías mediante la incorporación de vehículos energéticamente más eficientes.

e) El desarrollo de programas de formación e información sobre etiquetado de eficiencia 
energética de los vehículos y sistemas de vigilancia sobre el etiquetado.

f) El fomento del uso del vehículo eléctrico e híbrido, así como la dotación de 
aplicaciones e instalaciones de energías renovables ligadas a estos vehículos.

g) Fomento de la utilización de envases y embalajes sostenibles, que reduzcan la huella 
de carbono del transporte.

Artículo 105.  Promoción del transporte por carretera limpio por parte de los poderes 
adjudicadores.

(Derogado)

Artículo 106.  Adquisición, por los poderes adjudicadores, de vehículos de transporte por 
carretera limpios y energéticamente eficientes.

(Derogado)

CAPÍTULO IV
Rehabilitación y vivienda

Artículo 107.  Fines comunes de las políticas públicas para un medio urbano sostenible.
(Derogado)

Artículo 108.  Información al servicio de las políticas públicas para un medio urbano 
sostenible.

(Derogado)

Artículo 109.  Rehabilitación y renovación para la sostenibilidad del medio urbano.
(Derogado)

Artículo 110.  Actuaciones de renovación y rehabilitación urbanas.
(Derogado)

Artículo 111.  Obras e instalaciones necesarias para la mejora de la calidad y sostenibilidad 
del medio urbano.

(Derogado)
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TÍTULO IV
Instrumentos para la aplicación y evaluación de la Ley de Economía Sostenible

Artículo 112.  El Fondo de Economía Sostenible.
1. El Fondo de Economía Sostenible fue creado por acuerdo del Consejo de Ministros el 

4 de diciembre de 2009, y durante su vigencia es el instrumento financiero del Estado para el 
apoyo a los particulares en el desarrollo de los principios y objetivos contenidos en esta Ley.

2. La Ministra de Economía y Hacienda presentará a la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos, un informe trimestral sobre la evolución de las líneas de crédito 
vinculadas a las finalidades de esta Ley, y especialmente sobre el Fondo de Economía 
Sostenible.

Artículo 113.  Coordinación administrativa en el seguimiento y evaluación de la aplicación de 
la Ley.

1. La Administración General del Estado presentará al menos cada dos años a los 
órganos de cooperación con las Comunidades Autónomas en los sectores afectados por 
esta Ley, y a la Comisión Nacional de la Administración Local un informe sobre la evolución 
de las previsiones de la presente Ley que afectan a su ámbito de actuación.

2. Igualmente, las Comunidades Autónomas presentarán a dichos órganos de 
cooperación, con ocasión del informe previsto en el apartado anterior, la información sobre 
sus actuaciones en aplicación de la presente Ley desarrolladas en el ejercicio de sus 
competencias.

3. En especial, los órganos citados en el apartado primero evaluarán en dichos informes 
el desarrollo de los instrumentos de cooperación entre Comunidades Autónomas y entre 
Estado y Comunidades Autónomas que faciliten la progresiva coordinación de los 
procedimientos y de la coherencia de los requisitos que inciden en la actividad económica en 
el conjunto de España y promuevan la mejora en el funcionamiento coordinado de las 
distintas Administraciones Públicas.

Artículo 114.  Informe del Gobierno sobre el desarrollo de la economía sostenible.
1. El Gobierno, a propuesta de la Ministra de Economía y Hacienda, aprobará al menos 

cada dos años un informe sobre la aplicación de esta Ley y las disposiciones y medidas de 
desarrollo de la misma adoptadas en el período precedente.

2. El informe incorporará las recomendaciones de actuación para el período siguiente, 
con el fin de garantizar la mejor aplicación de los principios contenidos en esta Ley y se 
remitirá al Congreso de los Diputados, así como a los interlocutores sociales para que pueda 
ser objeto de valoración en el marco del Diálogo Social.

Disposición adicional primera.  Responsabilidad por incumplimiento de normas de 
Derecho comunitario.

(Derogada)

Disposición adicional segunda.  Acceso a la información del Registro Nacional de Títulos 
Universitarios, Registro Nacional de Títulos académicos y profesionales no universitarios y 
Registros Nacionales y Autonómicos de Certificados de Profesionalidad.

1. Las Administraciones Públicas, en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente, podrán acceder a la información contenida en el Registro Nacional 
Titulados Universitarios Oficiales y el Registro Nacional de Títulos académicos y 
profesionales no universitarios, gestionados por el Ministerio de Educación, así como en el 
Registro General de certificados de profesionalidad y acreditaciones parciales acumulables y 
en el Registro estatal de unidades de competencia acreditadas, gestionadas por el Servicio 
Público de Empleo Estatal, y en los registros autonómicos equivalentes, cuando tramiten 
procedimientos en los que resulte necesario acreditar la titulación oficial o la cualificación 
profesional del solicitante y únicamente deberán utilizar la información con este fin, todo ello 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 3  Ley de Economía Sostenible

– 61 –



con pleno respeto a la legislación sobre protección de datos de carácter personal. De forma 
específica, quedan autorizados para acceder a esta información:

a) Los Colegios profesionales para la tramitación de expedientes de colegiación de sus 
profesionales.

b) Las Administraciones Públicas para la tramitación de los procesos selectivos de 
personal funcionario o laboral, así como en la aplicación del procedimiento de evaluación y 
acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral 
y aprendizaje no formales y la oferta de la formación complementaria necesaria para obtener 
un título de formación profesional o un certificado de profesionalidad.

2. El acceso a esta información se realizará preferentemente a través de procedimientos 
telemáticos, mediante la transmisión de los datos necesarios a los órganos competentes 
para la tramitación del procedimiento. La transmisión de datos se efectuará a solicitud del 
órgano o entidad tramitadora en la que se identificarán los datos requeridos y sus titulares, 
así como la finalidad para la que se requieren. En la solicitud se hará constar que se dispone 
del consentimiento expreso de los titulares afectados, salvo que dicho consentimiento no sea 
necesario.

De la petición y recepción de los datos se dejará constancia en el expediente por el 
órgano u organismo receptor. A efectos de la verificación del origen y la autenticidad de los 
datos por los órganos de fiscalización y control, se habilitarán mecanismos para que los 
órganos mencionados puedan acceder a los datos transmitidos.

Disposición adicional tercera.  Clasificación de los mercados de transporte.
En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, el Ministerio de 

Fomento elaborará la propuesta de clasificación de los mercados a que se refiere el artículo 
94.

Disposición adicional cuarta.  Actualización del Plan Estratégico de Infraestructuras y 
Transportes.

1. En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno llevará a 
cabo una actualización del Plan Estratégico de Infraestructuras y Transportes, con objeto de 
adaptarlo a los objetivos y prioridades establecidos en esta Ley, y especialmente en sus 
artículos 97, 99 y 100. La actualización tendrá en cuenta las necesidades específicas de los 
territorios insulares y fragmentados, que no están incluidos en la red estatal, tanto de 
carreteras como de ferrocarriles.

2. En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno aprobará el 
Plan de Transporte Intermodal de Mercancías previsto en el PEIT, que determine la 
adecuada ubicación y dimensionamiento de los centros intermodales, tanto públicos como 
privados, en función de las necesidades de la demanda, así como su sistema de financiación 
y gestión.

3. El Gobierno impulsará las autopistas del mar como modo alternativo y complementario 
al transporte terrestre de mercancías.

Disposición adicional quinta.  Centros de formación profesional y Campus de Excelencia 
Internacional.

El Gobierno adoptará las medidas adecuadas para promover la participación de los 
centros de formación profesional, en el marco de los proyectos de Campus de Excelencia 
Internacional, para favorecer una mayor coordinación entre ambos niveles educativos y una 
mejor relación con el sector productivo de referencia. Las Entidades locales podrán participar 
en la financiación de estas iniciativas en los términos que establezcan en los contratos o 
convenios de colaboración que suscriban con las universidades y las administraciones 
educativas.

Disposición adicional sexta.  Metodología para el cálculo de los costes de utilización 
durante la vida útil de los vehículos contemplados en el artículo 106 de esta Ley.

(Derogado)
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Disposición adicional séptima.  Modificación de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 
electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

Uno. Se adiciona un nuevo apartado 5 a la disposición final tercera de la Ley 11/2007, de 
22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«5. Las Comunidades Autónomas y las Entidades integradas en la 
Administración Local en las que no puedan ser ejercidos a partir del 31 de diciembre 
de 2009 los derechos reconocidos en el artículo 6 de la presente Ley, en relación con 
la totalidad de los procedimientos y actuaciones de su competencia, deberán aprobar 
y hacer públicos los programas y calendarios de trabajo precisos para ello, 
atendiendo a las respectivas previsiones presupuestarias, con mención 
particularizada de las fases en las que los diversos derechos serán exigibles por los 
ciudadanos.

Los anteriores programas podrán referirse a una pluralidad de municipios cuando 
se deban ejecutar en aplicación de los supuestos de colaboración previstos en el 
apartado anterior.»

Dos. Los programas mencionados en el apartado anterior deberán ser objeto de 
aprobación y publicación en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente 
Ley.

Disposición adicional octava.  Evaluación de la normativa existente sobre licencias locales 
de actividad.

1. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno evaluará 
la existencia de razones incluidas en el nuevo art. 84 bis de la Ley de Bases de Régimen 
Local en las previsiones existentes sobre licencias locales de actividad. De acuerdo con los 
resultados de dicha evaluación, el Gobierno presentará en el mismo plazo un proyecto de ley 
de modificación de las normas en las que no concurran las razones citadas, eliminando la 
correspondiente exigencia de licencia, sin perjuicio de su sustitución por otras formas de 
verificación y control administrativo. Las Comunidades Autónomas y las Entidades locales, 
en un plazo de doce meses tras la entrada en vigor de la presente ley y en el ámbito de sus 
competencias, adaptarán igualmente su normativa a lo previsto en el citado artículo de la Ley 
de Bases de Régimen Local.

2. Los Municipios deberán adoptar un acuerdo que dé publicidad a los procedimientos en 
los que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 84.bis de la Ley de Bases de Régimen 
Local, subsiste el régimen de sometimiento a la licencia local de actividad, manteniendo 
dicha relación adecuada a la normativa vigente en cada momento.

Disposición adicional novena.  Adaptación de la composición del número de miembros del 
Consejo de los Organismos Reguladores y de la Comisión Nacional de la Competencia.

1. Con el fin de adaptar la composición del número de miembros del Consejo de los 
Organismos Reguladores y de la Comisión Nacional de la Competencia a lo dispuesto en el 
artículo 12 de la presente Ley, en el plazo máximo de dos meses desde su entrada en vigor, 
el Gobierno acordará, mediante Real Decreto, el cese de aquellos miembros de los actuales 
Consejos de los Organismos, cuyo mandato hubiera expirado en el momento de la entrada 
en vigor del citado Real Decreto.

2. La designación de nuevos Presidentes de los Organismos tendrá lugar a partir del 
momento en que expire el mandato de los actuales Presidentes, y la de nuevos Consejeros 
a partir del momento en que el número de Consejeros cuyo mandato no haya expirado sea 
inferior a seis.

3. No obstante lo dispuesto en el artículo 13.2 de la presente Ley, y a fin de garantizar la 
renovación parcial de los Consejos, siempre que queden vacantes o en funciones cinco o 
más de las vocalías de los Consejeros distintos del Presidente, el mandato de al menos dos 
de los Consejeros nombrados para cubrirlas durará excepcionalmente tres años. Los 
Consejeros que hayan de cesar transcurrido el plazo de tres años desde su nombramiento 
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se determinarán mediante sorteo, que se efectuará en la primera reunión del Consejo que se 
celebre tras el nombramiento de sus nuevos miembros.

4. A la entrada en vigor de esta Ley, los Vicepresidentes de los Organismos continuarán 
en su cargo hasta la expiración de su mandato, momento en el cual el cargo de 
vicepresidente en cada Organismo quedará suprimido.

Disposición adicional décima.  Impulso de los sectores productivos vinculados con ciencia 
e innovación y mayor capacidad de internacionalización.

El Gobierno, en el marco del Plan integral de Política Industrial 2020 y sus programas de 
desarrollo, así como en las modificaciones del Plan, adoptará, en colaboración con las 
Administraciones Públicas competentes en cada caso y teniendo en cuenta las aportaciones 
del diálogo social reforzado, las medidas necesarias para impulsar aquellos sectores 
productivos más vinculados con el desarrollo de las actividades de ciencia e innovación y 
aquellos de mayor capacidad de internacionalización, de acuerdo con lo previsto en los 
capítulos V y VI del título II de esta Ley, con atención particular a la automoción, la 
biotecnología, la agroalimentación, las tecnologías sanitarias y farmacéuticas, las TIC y los 
contenidos digitales, la química, los sectores relacionados con la protección medioambiental, 
incluyendo las energías renovables y la eficiencia energética, el sector aeroespacial y la 
máquina-herramienta.

Disposición adicional undécima.  Régimen aplicable a los sistemas de Concierto y 
Convenio.

1. En virtud de su régimen foral, la aplicación a la Comunidad Foral de Navarra de lo 
dispuesto en esta Ley se llevará a cabo, según lo establecido en el artículo 64 de la Ley 
Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, conforme a lo 
dispuesto en el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra.

2. En virtud de su régimen foral, la aplicación a la Comunidad Autónoma del País Vasco 
de lo dispuesto en esta Ley, se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley del 
Concierto Económico.

Disposición adicional duodécima.  Modificación de la compensación equitativa por copia 
privada.

El Gobierno, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, 
mediante Real Decreto y con plena conformidad al marco normativo y jurisprudencial de la 
Unión Europea, procederá a modificar la regulación de la compensación equitativa por copia 
privada.

Disposición adicional decimotercera.  Régimen especial de las telecomunicaciones en 
Canarias.

Sin perjuicio de lo establecido en la disposición adicional cuarta de la Ley 7/2010, de 31 
de marzo, General de la Comunicación Audiovisual, en atención a las especiales 
circunstancias de lejanía, insularidad y dispersión poblacional que concurren en Canarias 
como región ultraperiférica, así como a la importancia que las telecomunicaciones tienen 
para propiciar un desarrollo económico sostenible, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones analizará anualmente los sobrecostes y circunstancias específicas, 
tanto a nivel insular como en lo que se refiere a la interconexión de las islas entre sí y con el 
exterior, con objeto de analizar si existe un entorno de competencia efectiva así como 
posibles desviaciones en el comportamiento de las ofertas de servicios en Canarias en 
relación al resto del territorio nacional, proponiendo, en su caso, las medidas específicas que 
resulte conveniente adoptar por las distintas autoridades de reglamentación en sus 
respectivos ámbitos de competencia.
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Disposición adicional decimocuarta.  Desarrollo de la Estrategia Integral para la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

1. En la aplicación de la presente Ley, el Gobierno prestará atención a las características 
específicas que concurren en la Comunidad Autónoma de Canarias como región 
ultraperiférica, en razón de su lejanía, insularidad y dispersión poblacional. Los objetivos 
contenidos en la presente Ley informarán las actuaciones del Gobierno y la Administración 
General del Estado en Canarias, y especialmente aquéllas que, en el marco de la Estrategia 
Integral para la Comunidad, aprobada por el Consejo de Ministros de 9 de octubre de 2009, 
se refieren a la política de internacionalización de la economía canaria, energías renovables, 
infraestructuras terrestres, aeroportuarias y portuarias, subvenciones al transporte de 
mercancías con origen o destino en Canarias, fomento del turismo y contribución al 
desarrollo de los sectores industriales y de las telecomunicaciones en Canarias.

2. En particular, el Gobierno tendrá en cuenta los siguientes aspectos:
a) El desarrollo de vínculos comerciales y económicos entre España y los países de 

África Occidental, impulsando la actuación reforzada de los servicios comerciales en el 
exterior así como el desarrollo de las iniciativas de internacionalización de la economía 
canaria que se proyecten en este ámbito geográfico como consecuencia de la especial 
situación geográfica de Canarias.

b) La atención, en la planificación energética, a las condiciones específicas de Canarias 
y a las necesidades contempladas en el Plan Energético de la Comunidad en materia de 
energías renovables.

Para ello, se establecerán cupos especiales de potencia para energías renovables en 
Canarias atendiendo a criterios técnicos y económicos, cuando resulten competitivas con las 
tecnologías convencionales en cada uno de los subsistemas del SEIE de Canarias. Así 
mismo, se revisarán las necesidades de tecnologías de respaldo a la generación renovable, 
con el objetivo de asegurar la estabilidad del sistema eléctrico canario, conforme se 
establece en la normativa reguladora de los SEIE.

c) El impulso del turismo en Canarias mediante el Plan de Promoción Exterior de 
Canarias (2010-2012) que tendrá en cuenta el fomento de inversiones para la modernización 
y rehabilitación de Infraestructuras Turísticas en Canarias.

Así mismo, llevará a cabo las actuaciones precisas con el objeto de agilizar la tramitación 
de visados en los países europeos no comunitarios.

d) El impulso de la liberalización del tráfico aéreo con origen y destino en los aeropuertos 
canarios y la garantía de que en la fijación de las tarifas aeroportuarias se consideren las 
necesidades de mejora de la conectividad y competitividad de la economía de Canarias.

En especial, con el objeto de incrementar la conectividad de Canarias, la Dirección 
General de Aviación Civil analizará de manera individualizada las solicitudes y proyectos 
operativos de las compañías aéreas de terceros países para operar 5as libertades 
desde/hacia Canarias, pudiendo otorgar este tipo de concesiones cuando se confirme que 
las propuestas presentadas son viables y contribuyen al establecimiento de operaciones y 
enlaces beneficiosos para España y las Islas Canarias.

e) El incremento de forma gradual de las subvenciones al transporte de mercancías 
hasta alcanzar el 70%, durante el periodo 2010-2012.

f) El desarrollo del programa de Reindustrialización para Canarias en el período 
2010-2014.

Disposición adicional decimoquinta.  Modificación de la disposición adicional sexta de la 
Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico.

1. Se modifica el apartado 9.Primero.f) de la disposición adicional sexta de la Ley 
54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«f) Normas de gestión: Mediante Orden ministerial se aprobará el modelo de 
autoliquidación y los medios para hacer efectivo el ingreso de las cuantías exigibles.

La tasa correspondiente a la recaudación del penúltimo mes anterior se ingresará 
mediante autoliquidación a efectuar por el sujeto pasivo sustituto del contribuyente 
antes del día 10 de cada mes o, en su caso, del día hábil inmediatamente posterior.
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No obstante, cuando se trate de sujetos pasivos sustitutos del contribuyente en 
los que concurran las circunstancias a que se refiere el apartado 3.1 del artículo 71 
del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por Real Decreto 
1624/1992, de 29 de diciembre, el ingreso de las tasas devengadas durante cada 
uno de los trimestres naturales del año se hará efectivo, respectivamente, antes del 
día 10 de los meses de mayo, septiembre, noviembre y febrero o, en su caso, del día 
hábil inmediatamente posterior.

La recaudación de la tasa se hará efectiva a través de las entidades de depósito 
que prestan el servicio de colaboración en la gestión recaudatoria al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 9 del Reglamento General de Recaudación, aprobado por 
Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

Esta tasa se integrará a todos los efectos en la estructura de peajes establecida 
en la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, y sus disposiciones de 
desarrollo.»

2. Se modifica el apartado 9.Cuarto de la disposición adicional sexta de la Ley 54/1997, 
de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, que queda redactado en los siguientes términos:

«Cuarto. Tasa por la prestación de servicios de gestión de residuos radiactivos 
generados en otras instalaciones.

a) Hecho imponible: Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de los 
servicios de gestión de los residuos radiactivos generados en cualesquiera otras 
instalaciones no comprendidas en el hecho imponible de las tasas previstas en los 
puntos anteriores. Esas instalaciones se clasifican en:

Instalaciones radiactivas: Son aquellas instalaciones que disponen de una 
autorización de funcionamiento como instalación radiactiva, concedida conforme a lo 
previsto en el Reglamento sobre instalaciones nucleares y radiactivas, aprobado por 
el Real Decreto 1836/1999, de 3 de diciembre, y posteriormente modificado por el 
Real Decreto 35/2008, de 18 de enero. En lo sucesivo se designarán con las siglas 
“IR”.

Otras instalaciones: A los efectos de este apartado, son consideradas como tales 
aquellas personas físicas o jurídicas que, siendo o pudiendo ser generadoras de 
residuos radiactivos, no disponen de una autorización de las citadas en el párrafo 
anterior. A su vez, entre éstas se distinguen:

Personas físicas o jurídicas que cuenten con autorización concedida por la 
Dirección General de Política Energética y Minas para transferir los materiales a 
ENRESA en calidad de residuos radiactivos. En lo sucesivo se denominarán con las 
siglas “IT”.

Personas jurídicas que estén adscritas o sean suscriptoras del Protocolo de 
colaboración sobre la vigilancia radiológica de los materiales metálicos, de fecha 2 de 
noviembre de 1999. En lo sucesivo se denominarán “IP”.

Personas físicas o jurídicas no incluidas en los párrafos anteriores, que sean 
responsables de materiales que hayan de ser gestionados como residuos 
radiactivos. En lo sucesivo se denominarán “IG”.

b) Base imponible: La base imponible de la tasa viene constituida por la cantidad 
o unidad de residuos entregados para su gestión, medida en la unidad 
correspondiente aplicable entre las comprendidas en la letra e) siguiente, de acuerdo 
con la naturaleza e instalación de procedencia del residuo y expresada con dos 
decimales, redondeando los restantes al segundo decimal inferior.

En el caso de que el residuo entregado pudiera estar comprendido en más de 
una categoría o no estuviese expresamente comprendido en alguna categoría de la 
mencionada tabla, la base imponible de la tasa se determinará atendiendo al tipo de 
residuo que, por su naturaleza, resulte equivalente de entre los recogidos en la citada 
tabla.

c) Devengo de la tasa: La tasa se devengará en el momento de la retirada por 
ENRESA de los residuos.
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d) Sujetos pasivos: Serán sujetos pasivos de la tasa los titulares de las 
instalaciones o las personas físicas o jurídicas a las que se refiere la letra a) anterior.

e) Tipos de gravamen y cuota: La cuota tributaria a ingresar será la resultante de 
multiplicar la base imponible por los tipos de gravamen siguientes para cada tipo de 
residuos:

Tipo residuo Descripción Tipo gravamen 
(€/unid)

Instalación de 
procedencia

Sólidos
S01. Residuos sólidos compactables (bolsas de 25 litros). 104,74 IR, IT
S02. Residuos no compactables (bolsas de 25 litros). 104,74 IR, IT
S03. Cadáveres de animales. Residuos biológicos (bolsas de 25 litros). 270,76 IR, IT
S04. Agujas hipodérmicas en contenedores rígidos (bolsas de 25 litros). 104,74 IR, IT
S05. Sólidos especiales:   

 S051. Residuos con Ir-192 como componente activo (bolsas de 25 litros). 104,74 IR, IT
 S052. Sales de Uranio o Torio (bolsas de 25 litros). 195,82 IR, IT

Mixtos
M01. Residuos mixtos compuestos por líquidos orgánicos más viales (contenedores de 25 l) 225,51 IR, IT
M02. Placas y similares con líquidos o geles (bolsas de 25 litros). 104,74 IR, IT

Líquidos
L01. Residuos líquidos orgánicos (contenedores de 25 litros). 229,53 IR, IT
L02. Residuos líquidos acuosos (contenedores de 25 litros). 195,20 IR, IT

Fuentes

F01. Fuentes encapsuladas cuya actividad no sobrepase los límites, establecidos por el ADR para bultos del Tipo A y el conjunto de la fuente con su 
contenedor de origen o con el equipo en que va instalada no supere los 20 litros:  

 F011. Las fuentes F01 con elementos de semiperíodo inferior o igual al del Co-60. 310,07 IR, IT

 F012. Las fuentes F01 con elementos de semiperíodo comprendido entre el del Co-60 y el del Cs-137 incluido 
éste. 310,07 IR, IT

 F013. Las fuentes F01 con elementos de semiperíodo superior al del Cs-137. 310,07 IR, IT
 F014. Las fuentes F01 con isótopo en estado gaseoso, la cual es sometida a venteo controlado. 310,07 IR, IT

F02. Fuentes encapsuladas cuya actividad no sobrepase los límites establecidos por el ADR para bultos del Tipo A y el conjunto de la fuente con su 
contenedor de origen o con el equipo en que va instalada sea superior a 20 l e inferior o igual a 80 l.  

 F021 Las fuentes F02 con elementos de semiperíodo inferior o igual al del Co-60. 575,85 IR, IT
 F022. Las fuentes F02 con elementos de semiperíodo comprendido entre el del Co-60 y el Cs-137, incluido éste. 575,85 IR, IT
 F023. Las fuentes F02 con elementos de semiperíodo superior al del Cs-137. 575,85 IR, IT

F05. Fuentes encapsuladas que sobrepasen los límites de actividad expresados para los tipos F01 y F02 y/o su volumen sea superior a 80 litros:  

 F051. Las fuentes F05 con elementos de semiperiodo inferior o igual al del Co-60. (La fuente sobrepasa el límite 
de actividad y el de volumen). 27.000,00 IR

 F051X. Las fuentes F051, considerando el desmontaje del cabezal (con la fuente F051) del equipo en el que opera 
dicho cabezal. 39.600,00 IR

 F052. Las fuentes F05 con elementos de semiperiodo comprendido entre el de Co-60 y el Cs-137, incluido éste. 
(La fuente sobrepasa el límite de actividad pero no supera el de volumen). 2.400,00 IR, IT

 F053. Las fuentes F05 con elementos de semiperiodo superior al del Cs-137 (la fuente sobrepasa el límite de 
actividad pero no supera el de volumen). 2.400,00 IR, IT

PMM. Residuos contemplados en el Protocolo de vigilancia radiológica de los materiales metálicos.  

 PMMD. Detecciones: Caso de bidón de 220 litros o fracción de procedencia extranjera o que siendo de procedencia 
nacional, los residuos no puedan ser alojados en un único bidón de 220 litros. (bidón de 220 l o fracción). 2.470,11 IP

 PMMI1. Incidentes: Caso de generación de residuos inferior a 200 m3 (metro cúbico). 2.253,80 IP
 PMMI2. Incidentes: Caso de generación de residuos igual o superior a 200 m3 (por m3 y desde el primero). 11.227,80 IP

GEN1.
Tipo genérico de residuo no contemplado en los tipos de residuo anteriores. 
La cuota (€) resultará de la aplicación de la fórmula que se indica a continuación, adecuada a la categoría del residuo (RBMA o RBBA) y al 
volumen del residuo (V en m3) que corresponde gestionar.

 

RBMA (Residuo de Baja y Media 
Actividad)

V ≤ 2 m3 1.500 + 4.020 x V  (1) IG
2 m3 < V ≤ 20 m3 9.540 + 4.170 x (V-2)  (1)  
20 m3 < V ≤ 200 m3 4.230 x V  (1)  
V > 200 m3 846.000 + 20.310 x (V-200)  (1)  

RBBA (Residuo de Muy Baja 
Actividad)

V ≤ 2 m3 1.500 + 500 x V  (1) IG
2 m3 < V ≤ 20 m3 2.500 + 650 x (V-2)  (1)  
20 m3 < V ≤ 200 m3 710 x V  (1)  
V > 200 m3 142.000 + 2.710 x (V-200)  (1)  

(1) El tipo de gravamen correspondiente, según los casos, será el resultante de la aplicación de la fórmula que figura en la columna "Descripción".

f) Normas de gestión: Mediante Orden ministerial se aprobará el modelo de 
autoliquidación y los medios para hacer efectivo el ingreso de las cuantías exigibles.

La tasa se ingresará en el plazo de los sesenta días naturales siguientes a aquel 
en que haya tenido lugar la retirada de los residuos de las instalaciones por 
ENRESA.

La recaudación de la tasa se hará efectiva a través de las entidades de depósito 
que prestan el servicio de colaboración en la gestión recaudatoria al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 9 del Reglamento General de Recaudación, aprobado por 
Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.»
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3. Se añade un punto quinto al apartado 9 de la disposición adicional sexta de la Ley 
54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, con el siguiente texto:

«Quinto. Sobre las cuantías que resulten exigibles por las tasas a que se refiere 
este apartado 9, se aplicará el Impuesto sobre el Valor Añadido que grava la 
prestación de los servicios objeto de gravamen en los términos establecidos en la 
legislación vigente.

Los tipos de gravamen y elementos tributarios para la determinación de la cuota 
de estas tasas podrán ser revisados por el Gobierno mediante Real Decreto, en base 
a una memoria económico-financiera actualizada del coste de las actividades 
correspondientes contempladas en el Plan General de Residuos Radiactivos.»

Disposición adicional decimosexta.  Modificación de la Ley 12/1992, de 27 de mayo, 
sobre Contrato de Agencia.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 12/1992, de 27 de mayo, sobre 
Contrato de Agencia:

Uno. Se añade una nueva disposición adicional, que pasa a ser adicional primera, del 
siguiente tenor:

«Disposición adicional primera.  
1. Hasta la aprobación de una Ley reguladora de los contratos de distribución, el 

régimen jurídico del contrato de agencia previsto en la presente Ley se aplicará a los 
contratos de distribución de vehículos automóviles e industriales, por los que una 
persona natural o jurídica, denominada distribuidor, se obliga frente a otra, el 
proveedor, de manera continuada o estable y a cambio de una remuneración, a 
promover actos u operaciones de comercio de estos productos por cuenta y en 
nombre de su principal, como comerciante independiente, asumiendo el riesgo y 
ventura de tales operaciones.

2. En defecto de Ley expresamente aplicable, las distintas modalidades de 
contratos de distribución de vehículos automóviles e industriales, cualquiera que sea 
su denominación, se regirán por lo dispuesto en la presente Ley, cuyos preceptos 
tienen carácter imperativo.

3. Será nulo todo pacto en contrario por el que el proveedor se reserve la facultad 
de modificar unilateralmente el contenido esencial de estos contratos y, en particular, 
la gama completa de productos y servicios contractuales, el plan de negocio del 
distribuidor, las inversiones y plazo de amortización, la remuneración fija y variable, 
los precios de los productos y servicios, las condiciones generales de venta y 
garantía posventa, las directrices comerciales y los criterios de selección de los 
distribuidores.

4. El distribuidor únicamente vendrá obligado a realizar las inversiones 
especificas que sean necesarias para la ejecución del contrato que figuren 
expresamente relacionadas, de forma individualizada, en el contrato o sus 
modificaciones, y únicamente en el caso de que se establezca para cada una de 
ellas el período en el que se considere que quedarán amortizadas.

A estos efectos, se considerarán inversiones específicas aquellas que no puedan 
ser aprovechadas de modo real y efectivo para usos distintos a la ejecución del 
contrato de distribución.

5. Cuando el proveedor exija al distribuidor una compra mínima de productos 
contractuales para disponer de un stock calculado en función de los objetivos 
comerciales, el distribuidor podrá devolverle los productos suministrados y no 
pedidos por clientes una vez transcurran sesenta días desde su adquisición. En este 
caso, el proveedor estará obligado a recomprar al distribuidor los productos 
devueltos en las mismas condiciones en que se compraron.

6. En caso de extinción del contrato, ya sea por vencimiento de su plazo o por 
cualquier otra causa, el distribuidor tendrá derecho a percibir las siguientes 
cantidades en concepto de compensación o indemnización por los conceptos que se 
indican:
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a) El importe correspondiente al valor de las inversiones especificas pendiente de 
amortización en el momento de la extinción del contrato.

b) Una indemnización por clientela que en ningún caso podrá ser inferior al 
importe medio anual de las ventas efectuadas por el proveedor al distribuidor durante 
los últimos cinco años de vigencia del contrato, o durante todo el período de vigencia 
del contrato si éste hubiese sido inferior.

c) Las indemnizaciones del personal laboral del que haya tenido que prescindir el 
distribuidor por la extinción del contrato.

d) Asimismo, en cualquier caso de extinción del contrato, el proveedor vendrá 
obligado a adquirir del distribuidor todas aquellas mercancías que se hallen en poder 
de este último, al mismo precio por el que hubieren sido vendidas.

Las anteriores compensaciones se establecen sin perjuicio del derecho de 
indemnización a favor de la parte correspondiente por los daños y perjuicios 
ocasionados por los incumplimientos contractuales en que hubiere podido incurrir la 
otra parte, siendo nulo cualquier pacto en contrario.

7. El proveedor no podrá negar su consentimiento a la cesión total o parcial del 
contrato de distribución de vehículos automóviles e industriales si la empresa 
cesionaria se compromete por escrito a mantener la organización, estructura y 
recursos que el empresario cedente mantenía afectos a la actividad de distribución.

8. La competencia para el conocimiento de las acciones derivadas del contrato 
de distribución comercial de vehículos automóviles e industriales corresponderá al 
Juez del domicilio del distribuidor, siendo nulo cualquier pacto en sentido distinto.»

Dos. La actual disposición adicional pasa a ser disposición adicional segunda.

Téngase en cuenta que queda suspendida la aplicación y efectos de esta disposición hasta 
la entrada en vigor de la Ley de contratos de distribución comercial, según establece la 
disposición final 4 de la Ley 7/2011, de 11 de abril. Ref. BOE-A-2011-6549.

Disposición adicional decimoséptima.  Impulso a la implantación de la Sociedad de la 
Información.

El Gobierno se compromete a acelerar la implantación de la Sociedad de la Información 
con el fin de contribuir al crecimiento económico, maximizando el potencial de las TIC para la 
creación de empleo, la sostenibilidad y la inclusión social. Para ello llevará a cabo una serie 
de actuaciones dirigidas a la consecución de los siguientes objetivos:

1. Mejorar la velocidad, calidad y capacidad de las redes de telecomunicaciones así 
como extender la cobertura de las redes troncales de alta capacidad en zonas rurales.

2. Continuar impulsando los proyectos de éxito como la implantación del DNI electrónico 
o la dotación de centros escolares.

3. Apoyar programas de innovación ligados a la Sociedad de la Información que permitan 
seguir avanzando en la mejora de la competitividad.

4. Consolidar la cohesión social y territorial en el ámbito de la Sociedad de la Información 
con especial atención a la dispersión, al medio rural, a las zonas de montaña, a la 
insularidad y a los sectores con riesgo de exclusión.

5. Fomentar el uso de la parte del espectro radioeléctrico reservada para usos comunes 
o de radioaficionados.

Disposición adicional decimoctava.  Mejora de la actividad económica de 
internacionalización o investigación.

El Gobierno, en el plazo de tres meses, adoptará las medidas necesarias para mejorar el 
sistema de concesión de visados relacionados con la actividad económica de 
internacionalización o de investigación, con el fin de agilizar y mejorar los procedimientos 
correspondientes que faciliten la concesión de visados temporales vinculados a dichas 
actividades económicas de acuerdo con la legislación comunitaria.
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Disposición adicional decimonovena.  Proyecto de Ley de Movilidad Sostenible.
En el plazo de seis meses desde la aprobación de esta Ley, el Gobierno presentará a las 

Cortes Generales un Proyecto de Ley de Movilidad Sostenible que sentará las bases para 
fomentar la accesibilidad y la movilidad sostenible, reforzar la seguridad del tráfico de 
personas y mercancías y reducir las emisiones de gases de efecto invernadero.

Disposición adicional vigésima.  Informe del Gobierno sobre inclusión del IVA en 
procedimientos de contratación pública.

El Gobierno elaborará un informe en un plazo de tres meses en el que analice la 
posibilidad, en el marco de la normativa comunitaria, de incluir en el precio de los 
procedimientos de contratación pública el IVA cuando intervengan licitadores exentos del 
impuesto, en particular entidades del Tercer sector, teniendo en cuenta el principio de 
adjudicación de los servicios a la oferta económicamente más ventajosa para la 
Administración Pública, así como los demás principios que deben regir la contratación 
pública.

Disposición transitoria primera.  Adaptación de las agencias de suscripción.
Las agencias de suscripción que a la entrada en vigor de esta Ley hubieran comunicado 

sus poderes a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones conforme a la 
disposición adicional tercera de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y 
reaseguros privados, deberán adaptarse a lo dispuesto en el artículo 86.bis del Texto 
Refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados, según la 
redacción dada por esta Ley, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la 
misma.

Transcurrido el plazo previsto en el párrafo anterior, quienes no hubiesen acreditado 
haberse adaptado a esta Ley con arreglo a lo previsto en esta disposición transitoria no 
podrán ejercer las actividades de agencia de suscripción de seguros privados.

Disposición transitoria segunda.  Norma provisional sobre el seguro de responsabilidad 
civil profesional para ejercer como agencia de suscripción.

En tanto que el Ministerio de Economía y Hacienda no fije normas sobre el seguro de 
responsabilidad civil profesional para ejercer como agencia de suscripción, el seguro de 
responsabilidad civil profesional que cubra todo el territorio del Espacio Económico Europeo 
u otra garantía financiera, para las responsabilidades que pudieran surgir por negligencia 
profesional, será de al menos un millón y medio de euros por siniestro y, en suma, dos 
millones de euros para todos los siniestros correspondientes a un determinado año.

Las cuantías establecidas en el párrafo anterior se actualizarán con efectos de 1 de 
enero de 2015 y cada 5 años desde esa fecha, para tener en cuenta la evolución del índice 
europeo de precios de consumo publicado por Eurostat. A dichos efectos, para facilitar su 
conocimiento y aplicación, se harán públicas dichas actualizaciones por resolución de la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.

Disposición transitoria tercera.  Adaptación de los comercializadores de planes de 
pensiones individuales y de los contratos de comercialización.

Las personas y entidades que se encuentren realizando labores de comercialización de 
planes de pensiones individuales, así como los acuerdos de comercialización formalizados 
con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, deberán adaptarse a lo dispuesto en el 
artículo 26 bis del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, en la 
redacción dada por la disposición final decimotercera de esta Ley, en el plazo de doce 
meses desde su entrada en vigor. Asimismo, dentro de dicho plazo las entidades gestoras 
de fondos de pensiones deberán comunicar a la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones las entidades o personas con las que hayan establecido los citados acuerdos de 
comercialización.
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Transcurrido el referido plazo de doce meses sin que se haya procedido a la adaptación, 
las entidades o personas que estuvieran realizando labores de comercialización deberán 
cesar en esta actividad, en tanto no se efectúe la adaptación de aquellas y de los acuerdos 
correspondientes en su caso.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen transitorio de los recursos propios de las 
entidades gestoras de fondos de pensiones.

Las entidades gestoras de fondos de pensiones autorizadas antes de la entrada en vigor 
de esta Ley dispondrán de un plazo de doce meses desde la entrada en vigor para alcanzar 
las cuantías mínimas de recursos propios adicionales exigidas en función de los fondos 
gestionados, conforme a lo dispuesto en el artículo 20 del Texto Refundido de la Ley de 
regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2002, de 29 de noviembre, en la redacción dada por la disposición final decimotercera de 
la presente Ley.

Disposición transitoria quinta.  Procedimiento de presentación de reclamaciones ante el 
Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones.

Hasta la aprobación de las disposiciones reglamentarias a las que se refiere el artículo 
30.2 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema 
Financiero, en la redacción dada por la disposición final undécima de esta Ley, continuará 
aplicándose el procedimiento previsto en los artículos 7 a 15 del Real Decreto 303/2004, de 
20 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de los comisionados para la defensa del 
cliente de servicios financieros.

Disposición transitoria sexta.  Cancelación de asientos en el Registro Mercantil referidos a 
hechos no sujetos a inscripción relacionados con los fondos de pensiones y remisión 
telemática de solicitudes y comunicaciones.

A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, los Registradores Mercantiles 
cancelarán de oficio los asientos practicados en el Registro Mercantil relativos a actos y 
circunstancias distintos de los previstos en el número 1 del artículo 11 bis del texto refundido 
de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, en su redacción dada por la disposición 
final decimotercera de la presente Ley.

Lo previsto en los aparados 2 y 3 del artículo 11 bis en relación con la remisión por 
medios telemáticos y con firma electrónica de solicitudes, certificaciones, documentos y 
comunicaciones, será de aplicación transcurridos seis meses desde la entrada en vigor de 
esta Ley.

Disposición transitoria séptima.  Contratos administrativos adjudicados con anterioridad a 
la entrada en vigor de esa Ley.

Los contratos administrativos regulados por la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público que hayan sido adjudicados con anterioridad a la entrada en 
vigor de la presente Ley, se regirán en cuanto a sus efectos, cumplimiento y extinción, 
incluida su duración y régimen de prórrogas, por la normativa anterior.

Disposición transitoria octava.  Reserva para inversiones en Canarias.
La materialización de las dotaciones a la reserva para inversiones procedentes de 

beneficios de períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2007 se regulará por 
las disposiciones establecidas en el artículo 27 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 
modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, según la redacción dada por el 
Real Decreto-ley 12/2006, de 29 de diciembre, con las modificaciones introducidas por esta 
Ley.
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Esta disposición se declara inconstitucional y nula con el alcance establecido en el 
fundamento jurídico 7 por Sentencia del TC 164/2013, de 26 de septiembre. Ref. BOE-
A-2013-11125.

Disposición transitoria novena.  Fondo de reserva obligatorio de cooperativas de crédito 
transformadas.

Uno. Los saldos del Fondo de Reserva Obligatorio de las cooperativas de crédito que se 
hubieran transformado en otra entidad de crédito con arreglo a lo previsto en el artículo 
décimo de la Ley 13/1989, de 26 de mayo, de Cooperativas de Crédito, y a los que se 
hubiese dado el destino previsto en el artículo 75, por remisión del artículo 69.6, ambos de la 
Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, podrán integrarse en el capital social de la 
entidad resultante de la transformación durante el ejercicio 2011.

Dos. En el período impositivo en el que se produzca dicho reintegro, se integrará en la 
base imponible de la entidad de crédito transformada la parte del mismo que se corresponda 
con el fondo de reserva obligatorio que hubiese minorado la base imponible de la 
Cooperativa de Crédito en los períodos impositivos anteriores a la transformación.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley y, en particular, las siguientes:
a) Los artículos 22 a 28 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma 

del Sistema Financiero.
b) El Real Decreto 303/2004, de 20 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de 

los comisionados para la defensa del cliente de servicios financieros.
c) La disposición adicional tercera de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de 

seguros y reaseguros privados.
d) El apartado 5 del artículo 23 del Reglamento de planes y fondos de pensiones, 

aprobado por el Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero.

Disposición final primera.  Título competencial.
1. Carácter de legislación básica. La presente ley constituye legislación básica dictada al 

amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución, que atribuye al Estado las «bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica» y, en consecuencia, son 
de aplicación general a todas las Administraciones Públicas y organismos y entidades 
dependientes de ellas.

Asimismo, tienen carácter básico, al amparo del artículo 149.1.11.ª de la Constitución, 
que atribuye al Estado la competencia en materia de «las bases de la ordenación del crédito, 
banca y seguros», el capítulo III del título I, las disposiciones transitorias primera, cuarta y 
quinta y las disposiciones finales quinta a decimocuarta.

Los capítulos I y V del título I, artículos 40, 41, 42, el apartado 5 del artículo 111, la 
disposición adicional séptima y la disposición adicional octava, tendrán carácter básico al 
amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, que atribuye al Estado las bases del 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas y el procedimiento administrativo común, 
salvo aquellos preceptos que se refieran exclusivamente a la regulación del régimen 
estatutario, régimen jurídico y funcionamiento de órganos estatales.

El capítulo VII del título II, en lo que se refiere a la formación profesional del sistema 
educativo, se ampara en el artículo 149.1.30.ª de la Constitución, sobre «regulación de las 
condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales 
y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el 
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia».
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El título III, salvo las secciones 1.ª y 2.ª del capítulo III y el capítulo IV, se incardina en el 
artículo 149.1 apartados 23.ª y 25.ª, en materia de «legislación básica sobre protección del 
medio ambiente» y «bases del régimen minero y energético», respectivamente.

2. No obstante, no tendrán carácter básico los siguientes preceptos:
a) Los contenidos de la Ley que hacen referencia a la organización y funcionamiento de 

órganos del Estado o de órganos adscritos a la Administración General del Estado: artículos 
8 a 24, ambos inclusive; 34, 35, 113 y 114.

b) Los artículos 27, apartados 2 y 4 del artículo 111, apartados 2 y 4 del artículo 110 y las 
disposiciones transitorias segunda y tercera, se incardinan en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 
Constitución que atribuyen al Estado la competencia en materia de «legislación mercantil» y 
«legislación civil», respectivamente.

c) El capítulo VII del título II, en lo que se refiere a la formación profesional para el 
empleo, se incardina en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la 
competencia exclusiva en materia de «legislación laboral».

d) La sección 2.ª del capítulo V del título II, que se incardina en el artículo 149.1.9.ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de «legislación 
sobre propiedad intelectual e industrial».

e) Los artículos 66, 67, 68, 69, 70 y 71, que se incardinan en el artículo 149.1.10.ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de «comercio 
exterior».

f) Los artículos 43, 44, 45, 46, 87, 92 y la disposición adicional primera, que se 
incardinan en el artículo 149.1.14.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia 
en materia de «Hacienda general y deuda del Estado».

g) Las Secciones 1.ª y 3.ª del Capítulo V del Título II, que se incardinan en el artículo 
149.1.15.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia en materia de «fomento 
y coordinación general de la investigación científica y técnica».

h) El capítulo IV del título II, que se incardina en el artículo 149.1.21.ª de la Constitución, 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de «telecomunicaciones».

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de 
Cooperativas.

Se da nueva redacción a la letra d), del apartado 2 del artículo 93 de la Ley 27/1999, de 
16 de julio, de Cooperativas, que queda como sigue:

«2. Para el cumplimiento de su objeto, las cooperativas agrarias podrán 
desarrollar, entre otras, las siguientes actividades:

d) Cualesquiera otras actividades que sean necesarias o convenientes o que 
faciliten el mejoramiento económico, técnico, laboral o ecológico de la cooperativa o 
de las explotaciones de los socios, entre otras, la prestación de servicios por la 
cooperativa y con su propio personal que consista en la realización de labores 
agrarias u otras análogas en la mencionadas explotaciones y a favor de los socios de 
la misma.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la 
Competencia.

Se modifica el artículo 8.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la 
Competencia, que queda redactado como sigue:

«1. El procedimiento de control previsto en la presente ley se aplicará a las 
concentraciones económicas cuando concurra al menos una de las dos 
circunstancias siguientes:

a) Que como consecuencia de la concentración se adquiera o se incremente una 
cuota igual o superior al 30 por ciento del mercado relevante de producto o servicio 
en el ámbito nacional o en un mercado geográfico definido dentro del mismo.

Quedan exentas del procedimiento de control todas aquéllas concentraciones 
económicas en las que, aun cumpliendo lo establecido en ésta letra a), el volumen de 
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negocios global en España de la sociedad adquirida o de los activos adquiridos en el 
último ejercicio contable no supere la cantidad de 10 millones de euros, siempre y 
cuando las partícipes no tengan una cuota individual o conjunta igual o superior al 50 
por ciento en cualquiera de los mercados afectados, en el ámbito nacional o en un 
mercado geográfico definido dentro del mismo.

b) Que el volumen de negocios global en España del conjunto de los partícipes 
supere en el último ejercicio contable la cantidad de 240 millones de euros, siempre 
que al menos dos de los partícipes realicen individualmente en España un volumen 
de negocios superior a 60 millones de euros.»

Disposición final cuarta.  Organismo regulador del sector transporte.
(Derogada)

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores.

La Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores queda modificada como sigue:
Uno. Queda derogada la letra c) del artículo 23.
Dos. Se añade un nuevo párrafo al artículo 35.1 con la siguiente redacción:

«En la memoria de los emisores cuyas acciones estén admitidas a negociación 
en un mercado secundario oficial o en otro mercado regulado domiciliado en la Unión 
Europea, se deberá informar sobre las operaciones de los administradores y de los 
miembros del consejo de control de una sociedad anónima europea domiciliada en 
España que haya optado por el sistema dual, o de persona que actúe por cuenta de 
éstos, realizadas con el citado emisor o con un emisor del mismo grupo durante el 
ejercicio al que se refieren las cuentas anuales, cuando las operaciones sean ajenas 
al tráfico ordinario de la sociedad o que no se realicen en condiciones normales de 
mercado.»

Tres. Se añade un nuevo capítulo VI en el título IV con el siguiente contenido:

«CAPÍTULO VI
Del informe anual de gobierno corporativo

Artículo 61 bis.  Del informe anual de gobierno corporativo.
1. Las sociedades anónimas cotizadas deberán hacer público con carácter anual 

un informe de gobierno corporativo.
2. El informe anual de gobierno corporativo será objeto de comunicación a la 

Comisión Nacional del Mercado de Valores, acompañando copia del documento en 
que conste. La Comisión Nacional del Mercado de Valores remitirá copia del informe 
comunicado a las respectivas autoridades de supervisión cuando se trate de 
sociedades cotizadas que estén dentro de su ámbito de competencias.

3. El informe será objeto de publicación como hecho relevante.
4. El contenido y estructura del informe de gobierno corporativo será determinado 

por el Ministro de Economía y Hacienda o, con su habilitación expresa, por la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores.

Dicho informe deberá ofrecer una explicación detallada de la estructura del 
sistema de gobierno de la sociedad y de su funcionamiento en la práctica. En todo 
caso, el contenido mínimo del informe de gobierno corporativo será el siguiente:

a) Estructura de propiedad de la sociedad, que habrá de incluir:
1.º información relativa a los accionistas con participaciones significativas, 

indicando los porcentajes de participación y las relaciones de índole familiar, 
comercial, contractual o societaria que exista, así como su representación en el 
consejo;
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2.º información de las participaciones accionariales de los miembros del consejo 
de administración que deberán comunicar a la sociedad, y de la existencia de los 
pactos parasociales comunicados a la propia sociedad y a la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores, y, en su caso, depositados en el Registro Mercantil;

3.º información de los valores que no se negocien en un mercado regulado 
comunitario, con indicación, en su caso, de las distintas clases de acciones y, para 
cada clase de acciones, los derechos y obligaciones que confiera, así como el 
porcentaje del capital social que represente la autocartera de la sociedad y sus 
variaciones significativas;

4.º información relativa a las normas aplicables a la modificación de los estatutos 
de la sociedad.

b) Cualquier restricción a la transmisibilidad de valores y cualquier restricción al 
derecho de voto.

c) Estructura de la administración de la sociedad, que habrá de incluir:
1.º información relativa a la composición, reglas de organización y 

funcionamiento del consejo de administración y de sus comisiones;
2.º identidad y remuneración de sus miembros, funciones y cargos dentro de la 

sociedad, sus relaciones con accionistas con participaciones significativas, indicando 
la existencia de consejeros cruzados o vinculados y los procedimientos de selección, 
remoción o reelección;

3.º información de los poderes de los miembros del consejo de administración y, 
en particular, los relativos a la posibilidad de emitir o recomprar acciones;

4.º información de los acuerdos significativos que haya celebrado la sociedad y 
que entren en vigor, sean modificados o concluyan en caso de cambio de control de 
la sociedad a raíz de una oferta pública de adquisición, y sus efectos, excepto 
cuando su divulgación resulte seriamente perjudicial para la sociedad. Esta 
excepción no se aplicará cuando la sociedad esté obligada legalmente a dar 
publicidad a esta información;

5.º información de los acuerdos entre la sociedad y sus cargos de administración 
y dirección o empleados que dispongan indemnizaciones cuando éstos dimitan o 
sean despedidos de forma improcedente o si la relación laboral llega a su fin con 
motivo de una oferta pública de adquisición.

d) Operaciones vinculadas de la sociedad con sus accionistas y sus 
administradores y cargos directivos y operaciones intragrupo.

e) Sistemas de control del riesgo.
f) Funcionamiento de la junta general, con información relativa al desarrollo de 

las reuniones que celebre.
g) Grado de seguimiento de las recomendaciones de gobierno corporativo, o, en 

su caso, la explicación de la falta de seguimiento de dichas recomendaciones.
h) Una descripción de las principales características de los sistemas internos de 

control y gestión de riesgos en relación con el proceso de emisión de la información 
financiera.

5. Sin perjuicio de las sanciones que proceda imponer por la falta de remisión de 
la documentación o del informe de gobierno corporativo, o la existencia de omisiones 
o datos engañosos o erróneos, corresponde a la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores el seguimiento de las reglas de gobierno corporativo, a cuyo efecto podrá 
recabar cuanta información precise al respecto, así como hacer pública la 
información que considere relevante sobre su grado efectivo de cumplimiento.

6. Cuando la sociedad cotizada sea una sociedad anónima europea domiciliada 
en España que haya optado por el sistema dual, junto al informe anual de gobierno 
corporativo elaborado por la dirección, se acompañará un informe elaborado por el 
consejo de control sobre el ejercicio de sus funciones.

7. La información incluida en el informe anual de gobierno corporativo sobre la 
composición del Consejo de administración, sus comisiones delegadas y la 
calificación de sus consejeros, deberá elaborarse de acuerdo con las definiciones 
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que establezca el Ministro de Economía y Hacienda o, con su habilitación expresa, la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores. Dichas definiciones se referirán, entre 
otras, a la categoría de consejero ejecutivo, consejero dominical y consejero 
independiente. Para la definición de la categoría de consejero independiente se 
tendrá en cuenta, entre otras cuestiones, que las personas sean designadas, en su 
caso, a propuesta de una Comisión de Nombramientos, en atención a sus 
condiciones personales y profesionales, y que puedan desempeñar sus funciones sin 
verse condicionadas por relaciones con la sociedad, sus accionistas significativos o 
sus directivos.

El Ministro de Economía y Hacienda o, con su habilitación expresa, la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, determinará las condiciones que deberá cumplir un 
consejero para ser calificado como independiente, así como los supuestos en los que 
dicho consejero no podrá ser calificado como tal. A estos efectos se podrán tener en 
cuenta, entre otros, los siguientes supuestos de exclusión: haber sido empleados o 
consejeros ejecutivos de sociedades del grupo; ser o haber sido socio del auditor 
externo o responsable del informe de auditoría y ser cónyuges, personas ligadas por 
análoga relación de afectividad, o parientes hasta de segundo grado de un consejero 
ejecutivo o alto directivo de la sociedad.

Artículo 61 ter.  Del informe anual sobre remuneraciones de los consejeros.
1. Junto con el Informe Anual de Gobierno Corporativo, el Consejo de las 

sociedades anónimas cotizadas deberá elaborar un informe anual sobre las 
remuneraciones de sus consejeros, que incluirá información completa, clara y 
comprensible sobre la política de remuneraciones de la sociedad aprobada por el 
Consejo para el año en curso, así como, en su caso, la prevista para años futuros. 
Incluirá también un resumen global de cómo se aplicó la política de retribuciones 
durante el ejercicio, así como el detalle de las retribuciones individuales devengadas 
por cada uno de los consejeros.

2. El informe anual sobre las remuneraciones de los consejeros, la política de 
remuneraciones de la sociedad aprobada por el Consejo para el año en curso, la 
prevista para años futuros, el resumen global de cómo se aplicó la política de 
retribuciones durante el ejercicio, así como el detalle de las retribuciones individuales 
devengadas por cada uno de los consejeros, se difundirá y someterá a votación, con 
carácter consultivo y como punto separado del orden del día, a la Junta General 
ordinaria de accionistas.

3. Las cajas de ahorros deberán elaborar un informe anual sobre las 
remuneraciones de los miembros del Consejo de administración y de la Comisión de 
Control, que incluirá información completa, clara y comprensible sobre la política de 
remuneraciones de la entidad aprobada por el Consejo para el año en curso, así 
como, en su caso, la prevista para años futuros. Incluirá también un resumen global 
de cómo se aplicó la política de retribuciones durante el ejercicio, así como el detalle 
de las retribuciones individuales devengadas por cada uno de los consejeros y 
miembros de la Comisión de Control.

4. El informe anual sobre las remuneraciones de los miembros del Consejo de 
administración, la política de remuneraciones de la sociedad aprobada por el 
Consejo para el año en curso, la prevista para años futuros, el resumen global de 
cómo se aplicó la política de retribuciones durante el ejercicio, así como el detalle de 
las retribuciones individuales devengadas por cada uno de los consejeros, se 
difundirá y someterá a votación, con carácter consultivo y como punto separado del 
orden del día, a la Asamblea General.

5. El Ministro de Economía y Hacienda o, con su habilitación expresa, la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores, determinará el contenido y estructura del 
informe de remuneraciones que podrá contener información, entre otras cuestiones, 
sobre: el importe de los componentes fijos, los conceptos retributivos de carácter 
variable y los criterios de rendimientos elegidos para su diseño, así como el papel 
desempeñado, en su caso, por la Comisión de Retribuciones.»
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Cuatro. El apartado 1 del artículo 70 bis queda modificado de la siguiente manera:
«1. Los grupos consolidables de empresas de servicios de inversión, así como 

las empresas de servicios de inversión no integradas en uno de estos grupos 
consolidables, deberán hacer pública, en cuanto sea posible y al menos con 
periodicidad anual, debidamente integrada en un solo documento denominado 
Información sobre solvencia, información concreta sobre aquellos datos de su 
situación financiera y actividad en los que el mercado y otras partes interesadas 
puedan tener interés de cara a evaluar los riesgos a los que se enfrentan, su 
estrategia de mercado, su control de riesgos, su organización interna y su situación 
en orden al cumplimiento de las exigencias mínimas de recursos propios previstas en 
esta Ley.

La Comisión Nacional del Mercado de Valores determinará la información mínima 
que deberá ser objeto de publicación con arreglo al párrafo anterior. En todo caso, 
las entidades podrán omitir las informaciones que no tengan importancia relativa y, 
con la oportuna advertencia, los datos que consideren reservados o confidenciales; 
también podrán determinar el medio, lugar y modo de divulgación del citado 
documento.

También se publicará la siguiente información relativa a las prácticas y políticas 
de remuneración de los grupos consolidables de empresas de servicios de inversión, 
así como de las empresas de servicios de inversión no integradas en uno de estos 
grupos consolidables, para aquellas categorías de empleados cuyas actividades 
profesionales puedan tener impacto en sus perfiles de riesgo:

a) Información sobre el proceso de decisión utilizado para determinar la política 
de remuneración.

b) Información sobre las características fundamentales del sistema de 
remuneración, en especial los que tengan carácter variable o prevean la entrega de 
acciones o derechos sobre ellas.

c) Información de la relación entre remuneración, funciones desempeñadas, su 
desempeño y los riesgos de la entidad.

A esos mismos efectos, los grupos y entidades adoptarán una política formal 
para el cumplimiento de dichos requisitos de divulgación y para la verificación de la 
suficiencia y exactitud de los datos divulgados y de la frecuencia de su divulgación, y 
dispondrán de procedimientos que les permitan evaluar la adecuación de dicha 
política.

La Comisión Nacional del Mercado de Valores podrá requerir a los grupos y 
entidades a los que se refiere este apartado que limiten las remuneraciones variables 
cuando sean incoherentes con el mantenimiento de una base sólida de capital.»

Cinco. El apartado 3 del artículo 70 bis queda redactado como sigue:
«3. Se exceptúa de las obligaciones previstas en este artículo a los grupos o 

empresas de servicios de inversión individuales controlados por otras empresas de 
servicios de inversión o sociedades financieras de cartera autorizadas o constituidas 
en otro Estado miembro de la Unión Europea, salvo cuando entre ellas se encuentre 
una empresa de servicios de inversión importante, sea de acuerdo con el criterio que 
la autoridad responsable de supervisión consolidada del grupo haya comunicado a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores, sea en criterio de esta última en atención 
a su actividad en España o a su importancia relativa dentro del grupo.»

Seis. Se añade un nuevo párrafo al artículo 81.2, con la siguiente redacción:
«Las prohibiciones establecidas en este apartado se aplican también a los 

administradores y los miembros del consejo de control de una sociedad anónima 
europea domiciliada en España que haya optado por el sistema dual en relación con 
cualquier operación sobre valores de la propia sociedad o de las sociedades filiales, 
asociadas o vinculadas, sobre las que dispongan, por razón de su cargo, información 
privilegiada o reservada, así como sugerir su realización a cualquier persona en tanto 
esa información no se dé a conocer públicamente.»
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Siete. Se da una nueva redacción a las letras a), b) y g) del artículo 84.1 con el siguiente 
tenor literal:

«a) Las sociedades rectoras de los mercados secundarios oficiales, las entidades 
rectoras de los sistemas multilaterales de negociación y las sociedades que 
administren sistemas de registro, compensación y liquidación de valores que se 
creen al amparo de lo previsto en la presente Ley. Queda excluido el Banco de 
España.

b) La Sociedad de Sistemas, las entidades de contrapartida central, la Sociedad 
de Bolsas y las sociedades que tengan la titularidad de la totalidad de las acciones o 
de una participación que atribuya el control, directo o indirecto, de las entidades 
previstas en la letra anterior.»

«g) Quienes no estando incluidos en las letras precedentes, ostenten la condición 
de miembro de algún mercado secundario oficial o de los sistemas de compensación 
y liquidación de sus operaciones.»

Ocho. Se añade una nueva letra c bis) al artículo 84.2 con el siguiente tenor literal:
«c bis) Las Sociedades Gestoras de Instituciones de Inversión Colectiva en 

cuanto presten servicios inversión.»
Nueve. El artículo 85.2 queda redactado como sigue:

«2. En la forma y con las limitaciones establecidas en el ordenamiento jurídico, 
las facultades de supervisión e inspección de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores incluirán al menos las siguientes potestades:

a) Acceder a cualquier documento bajo cualquier forma y recibir una copia del 
mismo;

b) requerir de cualquier persona la remisión de información en el plazo que 
razonablemente fije la Comisión Nacional del Mercado de Valores y, si es necesario, 
citar y tomar declaración a una persona para obtener información;

c) realizar inspecciones con presencia física en cualquier oficina o dependencia;
d) requerir los registros telefónicos y de tráfico de datos de que dispongan;
e) requerir el cese de toda práctica que sea contraria a las disposiciones 

establecidas en esta Ley y sus normas de desarrollo;
f) solicitar el embargo o la congelación de activos;
g) exigir la prohibición temporal para ejercer actividad profesional;
h) recabar de los auditores de las empresas de servicios de inversión y de las 

entidades del artículo 84.1.a) y b) cualquier información que hayan obtenido en el 
ejercicio de su función;

i) adoptar cualquier tipo de medida para asegurarse que las personas y entidades 
sometidas a su supervisión cumplen con las normas y disposiciones aplicables, o con 
los requerimientos de subsanación o corrección realizados, pudiendo exigir a tales 
personas y entidades, a tal fin, la aportación de informes de expertos independientes, 
auditores o de sus órganos de control interno o cumplimiento normativo;

j) acordar la suspensión o limitación del tipo o volumen de las operaciones o 
actividades que las personas físicas o jurídicas puedan hacer en el mercado de 
valores;

k) acordar la suspensión o exclusión de la negociación de un instrumento 
financiero, ya sea en un mercado secundario oficial o en un sistema multilateral de 
negociación;

l) remitir asuntos para su procesamiento penal;
m) autorizar a auditores o expertos a llevar a cabo verificaciones o 

investigaciones, de acuerdo con lo previsto en la letra c) del apartado 4 del artículo 
91;

n) en el ejercicio de la función de comprobación de la información periódica a que 
se refiere el artículo 35.4 de esta Ley, la Comisión Nacional del Mercado de Valores 
podrá:
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1.º Recabar de los auditores de cuentas de los emisores cuyos valores estén 
admitidos a negociación en un mercado secundario oficial o en otro mercado 
regulado domiciliado en la Unión Europa, mediante requerimiento escrito, cuantas 
informaciones o documentos sean necesarios, de conformidad con lo establecido en 
la Ley 19/1988, de 11 de julio, de Auditoría de Cuentas.

La revelación por los auditores de cuentas de las informaciones requeridas por la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores con arreglo a lo dispuesto en este artículo 
no constituirá incumplimiento del deber de secreto.

2.º Exigir a los emisores cuyos valores estén admitidos a negociación en un 
mercado secundario oficial o en otro mercado regulado domiciliado en la Unión 
Europea la publicación de informaciones adicionales, conciliaciones, correcciones o, 
en su caso, reformulaciones de la información periódica.

Las medidas a que se refieren las letras e), g), i), j) y k) podrán adoptarse como 
medida cautelar en el transcurso de un expediente sancionador o como medida al 
margen del ejercicio de la potestad sancionadora, siempre que sea necesario para la 
eficaz protección de los inversores o el correcto funcionamiento de los mercados, y 
se mantendrán mientras permanezca la causa que las hubiera motivado.

La Comisión Nacional del Mercado de Valores podrá hacer pública cualquier 
medida adoptada, como consecuencia del incumplimiento de las normas aplicables, 
a menos que su divulgación pudiera poner en grave riesgo los mercados de valores o 
causar un perjuicio desproporcionado a las personas afectadas.

Cuando las medidas contempladas en las letras e), g), j) y n) se ejerzan sobre 
entidades sujetas a la supervisión del Banco de España, ya sea con carácter cautelar 
en un procedimiento sancionador, ya sea al margen del ejercicio de la potestad 
sancionadora, deberán ser notificadas con carácter previo al citado organismo.

Asimismo, cuando se trate de las medidas contempladas en la letra f) será 
preceptivo el informe previo de dicho organismo.»

Diez. El apartado 3 del artículo 85 queda redactado como sigue:
«3. En virtud de lo dispuesto en el apartado anterior, las personas físicas y 

jurídicas enumeradas en el artículo 84 quedan obligadas a poner a disposición de la 
Comisión cuantos libros, registros y documentos, sea cual fuere su soporte, ésta 
considere precisos, incluidos los programas informáticos y los archivos magnéticos, 
ópticos o de cualquier otra clase, incluidas las conversaciones telefónicas de índole 
comercial que hayan sido grabadas con el consentimiento previo del cliente o 
inversor.

Las personas físicas están obligadas a comparecer ante citaciones de la 
Comisión para la toma de declaración.

En la medida que sea necesario para el eficaz ejercicio por la Comisión de sus 
funciones de supervisión e inspección, las personas o entidades que presten 
cualquier tipo de servicio profesional a las personas comprendidas en los párrafos 
anteriores están obligadas a facilitar cuantos datos e informaciones les sean 
requeridos por ésta, de conformidad con lo dispuesto, en su caso, en la normativa 
específica que regule su profesión o actividad.

A tales efectos, el acceso a las informaciones y datos requeridos por la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores en el ejercicio de sus funciones de inspección y 
supervisión se encuentra amparada por el artículo 11.2.a) de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. Los 
datos accedidos únicamente se emplearán para el ejercicio de las mencionadas 
potestades en los términos previstos en esta Ley.

Los órganos y organismos de cualquier Administración Pública; las cámaras y 
corporaciones, colegios, consejos de colegios y asociaciones profesionales; las 
demás entidades públicas, incluidas las entidades gestoras y servicios comunes de 
la Seguridad Social y quienes, en general, ejerzan funciones públicas, estarán 
obligados a colaborar y suministrar a la Comisión Nacional del Mercado de Valores 
cuantos datos, documentos, registros, informes y antecedentes resulten necesarios 
para el ejercicio por la Comisión Nacional del Mercado de Valores de las funciones 
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recogidas en el artículo 13 de esta Ley sea cual fuere su soporte, a través de los 
requerimientos concretos y en el plazo indicado, y a prestarle el concurso, auxilio y 
protección para el ejercicio de sus funciones.

Asimismo, las actuaciones de comprobación e investigación, incluida la toma de 
declaración, podrán desarrollarse, a elección de los servicios de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores:

a) En cualquier despacho, oficina o dependencia de la entidad o persona 
inspeccionada o de su representante.

b) En los propios locales de la Comisión Nacional del Mercado de Valores o de 
otros organismos de la administración.

Cuando las actuaciones de comprobación e investigación se desarrollen en los 
lugares señalados en la letra a), anterior, se observará la jornada laboral de los 
mismos, sin perjuicio de que pueda actuarse de común acuerdo en otras horas y 
días.»

Once. Se añade un apartado 6 al artículo 85 con la siguiente redacción:
«6. La Comisión Nacional del Mercado de Valores, en el ejercicio de las 

facultades de supervisión e inspección contempladas en esta Ley, podrá comunicar y 
requerir, a las entidades previstas en los artículos 64, 65, 84.1.a) y b), y 84.2.a), por 
medios electrónicos, las informaciones y medidas recogidas en esta Ley y en sus 
disposiciones de desarrollo. Las entidades referidas, tendrán obligación de habilitar 
en el plazo que se fije para ello, los medios técnicos requeridos por la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores para la eficacia de sus sistemas de notificación 
electrónica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27.6 de la Ley 11/2007, de 
22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

El sistema de notificación electrónica, que respetará los principios y garantías de 
la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos y del artículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, permitirá acreditar la fecha y hora en que se produzca la 
puesta a disposición del interesado del acto objeto de notificación, así como el 
acceso a su contenido, momento a partir del cual la notificación se entenderá 
practicada a todos los efectos legales. Cuando existiendo constancia de la puesta a 
disposición del acto objeto de notificación, transcurrieran diez días naturales sin que 
se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha sido rechazada con los 
efectos previstos en el artículo 59.4 de la Ley 30/1992.»

Doce. Se añade un apartado 7 al artículo 85 con la siguiente redacción:
«7. Los hechos constatados en el ejercicio de sus funciones de supervisión e 

inspección por el personal de la Comisión Nacional del Mercado de Valores 
debidamente autorizado por su Consejo de acuerdo con el Reglamento de Régimen 
Interior, tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus 
respectivos derechos o intereses se puedan señalar o aportar por las personas o 
entidades interesadas.»

Trece. El apartado 2 del artículo 86 queda redactado como sigue:
«2. Sin perjuicio de lo establecido en el título III del Libro I del Código de 

Comercio, se faculta al Ministro de Economía y Hacienda y, con su habilitación 
expresa, a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, para, previo informe del 
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, establecer y modificar en relación 
con las entidades citadas en el apartado anterior las normas contables y los modelos 
a que se deben ajustar sus estados financieros, así como los referidos al 
cumplimiento de los coeficientes que se establezcan, disponiendo la frecuencia y el 
detalle con que los correspondientes datos deberán ser suministrados a la Comisión 
o hacerse públicos con carácter general por las propias entidades. Esta facultad no 
tendrá más restricciones que la exigencia de que los criterios de publicidad sean 
homogéneos para todas las entidades de una misma categoría y semejantes para las 
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diversas categorías. Asimismo, se faculta al Ministro de Economía y Hacienda, y son 
su habilitación expresa, a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, para regular 
los registros, bases de datos internos o estadísticos y documentos que deben llevar 
las entidades enumeradas en el artículo 84.1 de esta Ley, así como, en relación con 
sus operaciones de mercado de valores, las demás entidades contempladas en el 
artículo 65.»

Catorce. El apartado 3 del artículo 87.bis queda redactado como sigue:
«3. Asimismo, cuando una empresa de servicios de inversión no cumpla con las 

exigencias que, contenidas en esta Ley o en su normativa de desarrollo, determinen 
requerimientos mínimos de recursos propios o requieran una estructura organizativa 
o mecanismos y procedimientos de control interno, contables o de valoración 
adecuados, la Comisión Nacional del Mercado de Valores podrá adoptar, entre otras, 
las siguientes medidas:

a) Obligar a las empresas de servicios de inversión y sus grupos a mantener 
recursos propios adicionales a los exigidos con carácter mínimo. La Comisión 
Nacional del Mercado de Valores deberá hacerlo, al menos, siempre que aprecie 
deficiencias graves en la estructura organizativa de la empresa de servicios de 
inversión o en los procedimientos y mecanismos de control interno, contables o de 
valoración, incluyendo en especial los mencionados en el artículo 70.3 de la presente 
Ley, o siempre que determine, de acuerdo con lo previsto en el artículo 87 bis.1.c), 
que los sistemas y los fondos propios mantenidos a que se refiere dicho precepto no 
garantizan una gestión y cobertura sólidas de los riesgos. En ambos casos la medida 
deberá ser adoptada cuando la Comisión Nacional del Mercado de Valores considere 
improbable que la mera aplicación de otras medidas mejore dichas deficiencias o 
situaciones en un plazo adecuado.

b) Exigir a las empresas de servicios de inversión y sus grupos que refuercen o 
modifiquen los procedimientos de control interno, contables o de valoración, los 
mecanismos o las estrategias adoptados para el cumplimiento de dichas exigencias 
organizativas o de recursos.

c) Exigir a las empresas de servicios de inversión y sus grupos la aplicación de 
una política específica, bien de dotación de provisiones, bien de reparto de 
dividendos o de otro tipo de tratamiento para los activos sujetos a ponderación a 
efectos de las exigencias de recursos propios, bien de reducción del riesgo inherente 
a sus actividades, productos o sistemas.

d) Restringir o limitar los negocios, las operaciones o la red de las empresas de 
servicios de inversión. Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de la 
aplicación de las sanciones que en cada caso procedan de acuerdo con los 
preceptos establecidos en esta Ley.»

Quince. Se añade una letra ll) al artículo 90.4, con el siguiente tenor literal:
«ll) Las informaciones que la Comisión Nacional del Mercado de Valores facilite a 

las autoridades supervisoras españolas en materia energética y a las autoridades 
supervisoras del Mercado Ibérico de la Energía Eléctrica y que sea necesarias para 
el cumplimiento de sus funciones de supervisión de dichos mercados. A estos 
efectos, deberán tenerse en cuenta los acuerdos de colaboración formalizados por la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores con otras autoridades. La información 
comunicada sólo podrá ser divulgada mediante consentimiento expreso de la 
Comisión.»

Dieciséis. El artículo 95 queda redactado como sigue:
«Las personas físicas y entidades a las que resulten de aplicación los preceptos 

de la presente ley, así como quienes ostenten de hecho o de derecho cargos de 
administración o dirección de estas últimas, que infrinjan normas de ordenación o 
disciplina del mercado de valores incurrirán en responsabilidad administrativa 
sancionable con arreglo a lo dispuesto en este capítulo.
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Ostentan cargos de administración o dirección en las entidades a que se refiere 
el párrafo anterior, a los efectos de lo dispuesto en este Capítulo, sus 
administradores o miembros de sus órganos colegiados de administración, así como 
sus Directores Generales y asimilados, entendiéndose por tales aquellas personas 
que, de hecho o de derecho, desarrollen en la entidad funciones de alta dirección.

Quien ejerza en la entidad cargos de administración o dirección será responsable 
de las infracciones muy graves o graves cuando éstas sean imputables a su 
conducta dolosa o negligente.

No obstante lo señalado en el párrafo anterior, serán considerados responsables 
de las infracciones muy graves o graves cometidas por las entidades, quienes 
ostenten en ellas cargos de administración o dirección, salvo en los siguientes casos:

1. Cuando quienes formen parte de órganos colegiados de administración no 
hubieran asistido por causa justificada a las reuniones correspondientes o hubieren 
votado en contra o salvado su voto en relación con las decisiones o acuerdos que 
hubieran dado lugar a las infracciones.

2. Cuando dichas infracciones sean exclusivamente imputables a comisiones 
ejecutivas, consejeros delegados, directores generales u órganos asimilados, u otras 
personas con funciones similares en la entidad.

Se consideran normas de ordenación y disciplina del Mercado de Valores las 
leyes y disposiciones administrativas de carácter general que contengan preceptos 
específicamente referidos a las entidades comprendidas en el artículo 84.1 de esta 
Ley o a la actividad relacionada con el mercado de valores de las personas o 
entidades a que se refiere el apartado 2 del mismo y que sean de obligada 
observancia para las mismas. Entre las citadas disposiciones administrativas se 
entenderán comprendidas las disposiciones de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores previstas en el artículo 15 de esta Ley.»

Diecisiete. El artículo 97.1 queda redactado de la siguiente forma:
«1. La competencia para la incoación, instrucción y sanción en los 

procedimientos sancionadores a que se refiere este capítulo se ajustará a las 
siguientes reglas:

a) La incoación e instrucción de expedientes corresponderá a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores. La incoación de expedientes, cuando afecte a 
empresas de servicios de inversión autorizadas en otro Estado miembro de la Unión 
Europea, se comunicará a sus autoridades supervisoras, a fin de que, sin perjuicio de 
las medidas cautelares y sanciones que procedan con arreglo a la presente ley, 
adopten las que consideren apropiadas para que cese la actuación infractora o se 
evite su reiteración en el futuro.

b) La imposición de sanciones por infracciones graves y leves corresponderá a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores.

c) La imposición de sanciones por infracciones muy graves corresponderá al 
Ministro de Economía y Hacienda, a propuesta de la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores, salvo la de revocación de la autorización, que se impondrá por el 
Consejo de Ministros.

Cuando la entidad infractora sea una entidad de crédito española o una sucursal 
de una entidad de crédito de un Estado que no sea miembro de la Unión Europea, 
será preceptivo para la imposición de la correspondiente sanción por infracciones 
graves o muy graves, el informe del Banco de España.»

Dieciocho. El primer párrafo del artículo 98.1 queda redactado como sigue:
«1. En materia de procedimiento sancionador, resultará de aplicación la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, y su desarrollo reglamentario, con las 
especialidades recogidas en los artículos 21 a 24 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, 
de Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito, así como en esta Ley y su 
desarrollo reglamentario.»
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Diecinueve. El artículo 98.3 queda redactado de la siguiente forma:
«3. La imposición de las sanciones se hará constar en el correspondiente 

Registro administrativo a cargo de la Comisión Nacional del Mercado de Valores. Las 
sanciones de suspensión, separación y separación con inhabilitación, una vez sean 
ejecutivas, se harán constar además, en su caso, en el Registro Mercantil.»

Veinte. Las letras a), c), l bis), m), ñ), p), u), z bis), z ter) del artículo 99 quedan 
redactadas de la siguiente forma y se añaden seis nuevas letras c bis), c ter), c quater), e 
quinquies), z quinquies) y z sexies):

«a) El ejercicio, no meramente ocasional o aislado, por las entidades 
enumeradas en el artículo 84.1.a) y b) o por las sociedades gestoras de los fondos 
de garantía de inversiones de actividades sin autorización o, en general, ajenas a su 
objeto social.

c) El incumplimiento, no meramente ocasional o aislado, por las entidades 
enumeradas en el artículo 84.1.a) y b) de las normas reguladoras de dichos 
mercados o sistemas, incluyendo sus correspondientes Reglamentos, o de las 
normas reguladoras de sus propias actividades.

c bis) La falta de remisión a la Comisión Nacional del Mercado de Valores por las 
entidades enumeradas en el artículo 84.1.a) y b) en el plazo establecido en las 
normas u otorgado por ésta, de cuantos documentos, datos o informaciones deban 
remitírsele en virtud de lo dispuesto en la ley y en sus normas de desarrollo, o que 
dicha Comisión requiera en el ejercicio de sus funciones, cuando por la relevancia de 
la información o de la demora en que se hubiese incurrido se haya dificultado 
gravemente la apreciación sobre su situación o actividad, así como la remisión de 
información incompleta o con datos inexactos o no veraces, cuando en estos 
supuestos la incorrección sea relevante.

c ter) El incumplimiento por las entidades enumeradas en el artículo 84.1.a) y b) 
de las obligaciones relacionadas, en cada caso, con la autorización, aprobación o no 
oposición a sus estatutos, reglamentos, o con cualesquiera otra materia sometida al 
régimen anterior, prevista en esta Ley y sus normas de desarrollo.

c quáter) el incumplimiento por las entidades enumeradas en el artículo 84.1.a) y 
b) de las exigencias de estructura de capital o nivel de recursos propios que les sean 
de aplicación, según lo previsto en esta Ley y sus normas de desarrollo, así como el 
incumplimiento de las excepciones o limitaciones que sobre sus precios, tarifas o 
comisiones a aplicar les imponga la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

e quinquies) La no adopción por una empresa de servicios de inversión o grupo 
consolidable, en el plazo y condiciones fijadas al efecto por la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores, de las medidas por ésta requeridas de reforzamiento o 
modificación de sus procedimientos de control interno, contables o de valoración, los 
mecanismos o estrategias para la tenencia de una estructura organizativa o de 
recursos adecuados, cuando con ello se ponga en riesgo su solvencia o viabilidad.

l bis) La falta de remisión por las empresas de servicios de inversión a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores de cuantos datos o documentos deban 
remitírsele de acuerdo con esta Ley y sus normas de desarrollo, o que dicha 
Comisión requiera en el ejercicio de sus funciones, o su remisión con datos 
inexactos, no veraces o engañosos, cuando con ello se dificulte la apreciación de la 
solvencia de la entidad o del grupo consolidable o conglomerado financiero en el que 
se integre.

m) El incumplimiento por parte de las entidades a las que se refieren los artículos 
35 y 86 de esta Ley de la obligación de someter sus cuentas anuales e informes de 
gestión individuales y consolidados a la revisión definida en el artículo 35.1 por parte 
del auditor de cuentas; el incumplimiento de las obligaciones de remisión de la 
información regulada prevista en el artículo 35, cuando exista un interés de 
ocultación o negligencia grave, atendiendo a la relevancia de la comunicación no 
realizada y a la demora en que se hubiese incurrido, así como el suministro a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores de la información financiera regulada con 
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datos inexactos o no veraces, o de información engañosa o que omita aspectos o 
datos relevantes.

ñ) El incumplimiento, por parte de los emisores de valores, de la obligación 
establecida en el artículo 82, cuando de ello se haya puesto en grave riesgo la 
transparencia e integridad del mercado, el incumplimiento de los requerimientos de la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores formulados en virtud del artículo 89, así 
como el suministro a la Comisión Nacional del Mercado de Valores de datos 
inexactos o no veraces, o la aportación a la misma de información engañosa o que 
omita aspectos o datos relevantes.

p) La inobservancia del deber de información previsto en los artículos 35 bis, 53, 
53 bis y 83 bis.4 de esta Ley cuando exista un interés de ocultación o negligencia 
grave, atendiendo a la relevancia de la comunicación no realizada y a la demora en 
que se hubiese incurrido.

u) La adquisición de una participación significativa de control incumpliendo lo 
previsto en los artículos 31.6, 44 bis.3 y 69 de esta Ley; así como que el titular de 
una participación significativa incurra en el supuesto de hecho contemplado en el 
artículo 69.11 de la ley.

z bis) La falta de medidas o políticas de gestión de conflictos de interés o su 
inaplicación, no ocasional o aislada, por parte de quienes presten servicios de 
inversión o, en su caso, por los grupos o conglomerados financieros en los que se 
integren las empresas de servicios de inversión, así como el incumplimiento de las 
obligaciones previstas en los artículos 79, 79 bis de esta Ley o la falta de registro de 
contratos regulado en el artículo 79 ter.

z ter) La falta de políticas de gestión y ejecución de órdenes de clientes así como 
su inaplicación, o su aplicación sin haber obtenido el consentimiento previo de 
clientes, cuando en estos supuestos lo sea de forma no ocasional o aislada.

z quinquies) El incumplimiento de las medidas cautelares aplicadas al margen del 
ejercicio de la potestad sancionadora acordadas por la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y, en especial, las previstas en las letras e), g), i), j) y k) del 
artículo 85.2 de esta Ley.

z sexies) La ausencia de un departamento o servicio de atención al cliente.»
Veintiuno. Las letras a), b), j), k) y t) del artículo 100 quedan redactadas de la siguiente 

forma y se añaden tres nuevas letras ll bis), z quáter) y z quinquies):
«a) El nombramiento, por las entidades enumeradas en el articulo 84.1.a), b) y f), 

de administradores o directores generales y asimilados, sin la previa aprobación de 
la Comisión Nacional del Mercado de Valores o, cuando proceda, de la Comunidad 
Autónoma con competencias en materia de mercados de ámbito autonómico.

b) La falta de elaboración o de publicación del informe anual de gobierno 
corporativo a que se refiere el artículo 116 de esta Ley, o la existencia en dicho 
informe de omisiones o datos falsos o engañosos; el incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en los artículos 113, 114 y 115 de esta Ley; y el carecer las 
entidades emisoras de valores admitidos a negociación en mercados secundarios 
oficiales de un Comité de Auditoría, en los términos establecidos en la disposición 
adicional decimoctava de esta Ley.

j) La falta de comunicación de informaciones a los organismos rectores de los 
mercados secundarios oficiales o sistemas multilaterales de negociación, en los 
casos en que dicha comunicación sea preceptiva con arreglo a esta Ley, así como el 
incumplimiento de las obligaciones de difusión y disposición publica de información 
contenida en los artículos 35 y 35 bis, cuando no constituyan infracciones muy 
graves conforme al artículo anterior.

k) La adquisición de una participación como la descrita en el artículo 69.3 sin 
haberla comunicado a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, el 
incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 69 bis, así como el 
aumento o reducción de una participación significativa, incumpliendo lo previsto en 
los artículo 31.6, 44 bis.3 y 69.9 de esta Ley.
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ll bis) La colocación de emisiones a las que se refiere el artículo 30 bis.1 de esta 
Ley sin cumplir el requisito de intervención de entidad autorizada previsto en dicho 
precepto, sin atenerse a las condiciones básicas publicitadas o la omisión de datos 
relevantes o la inclusión de inexactitudes, falsedades o datos que induzcan a engaño 
en la citada actividad publicitaria, cuando, en todos estos supuestos, la cuantía de la 
emisión o el número de inversores afectados no sean significativos.

t) La inobservancia ocasional o aislada por quienes presten servicios de inversión 
de las obligaciones, reglas y limitaciones previstas en el artículo 70 ter. 2 y 3, o en los 
artículos 70 quáter, 79, 79 bis, 79 ter, 79 quinquies y 79 sexies.

z quáter) La superación por parte de las empresas de servicios de inversión de 
los límites previstos a los grandes riesgos, cuando éstos no se hayan producido de 
forma sobrevenida sino por acciones o decisiones adoptadas por la propia entidad.

z quinquies) El mal funcionamiento del departamento o servicio de atención al 
cliente.»

Veintidós El artículo 101 queda redactado de la siguiente forma:
«1. Constituyen infracciones leves de las entidades y personas a que se refiere el 

artículo 95, aquellas infracciones de preceptos de obligada observancia 
comprendidos en las normas de ordenación y disciplina del Mercado de Valores, que 
no constituyan infracción grave o muy grave conforme a lo dispuesto en los dos 
artículos anteriores.

2. En particular, y entre otras, son infracciones leves:
a) La falta de remisión a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, en el 

plazo establecido en las normas u otorgado por ésta, de cuantos documentos, datos 
o informaciones deban remitírsele en virtud de lo dispuesto en esta Ley o requiera en 
el ejercicio de sus funciones, así como faltar al deber de colaboración ante 
actuaciones de supervisión de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, 
incluyendo la no comparecencia ante una citación para la toma de declaración, 
cuando estas conductas no constituyan infracción grave o muy grave, de acuerdo 
con lo previsto en los dos artículos anteriores.

b) El incumplimiento singular en el marco de una relación de clientela de las 
normas de conductas previstas en el capítulo I del título VII de esta Ley.»

Veintitrés. Se añade un nuevo artículo 101 bis con el siguiente tenor literal:

«Artículo 101 bis.  
Las infracciones muy graves y graves prescribirán a los cinco años y las leves a 

los dos años.
El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día 

en que la infracción hubiera sido cometida. En las infracciones derivadas de una 
actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será la de finalización de la 
actividad o la del último acto con el que la infracción se consume.

La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, 
del procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el 
expediente sancionador permaneciera paralizado durante tres meses por causa no 
imputable a aquellos contra quienes se dirija.»

Veinticuatro. La letra h del artículo 102 queda redactada como sigue:
«h) Separación del cargo de administración o dirección que ocupe el infractor en 

cualquier entidad financiera, con inhabilitación para ejercer cargos de administración 
o dirección en cualquier otra entidad de las previstas en el artículo 84.1 y 84.2.b) y e) 
por plazo no superior a diez años.»

Veinticinco. Se añade un nuevo artículo 106 ter con el siguiente tenor literal:
«1. Las sanciones aplicables en cada caso por la comisión de infracciones muy 

graves, graves o leves se determinarán en base a los criterios recogidos en el 
artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
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Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y los 
siguientes:

a) La naturaleza y entidad de la infracción.
b) La gravedad del peligro ocasionado o del perjuicio causado.
c) Las ganancias obtenidas, en su caso, como consecuencia de los actos u 

omisiones constitutivos de la infracción.
d) La importancia de la entidad correspondiente, medida en función del importe 

total de su balance.
e) Las consecuencias desfavorables de los hechos para el Sistema Financiero o 

la Economía Nacional.
f) La circunstancia de haber procedido a la substancia de la infracción por propia 

iniciativa.
g) La reparación de los daños o perjuicios causados.
h) La colaboración con la Comisión Nacional del Mercado de Valores, siempre 

que la misma haya aportado elementos o datos relevantes para el esclarecimiento de 
los hechos investigados.

En el caso de insuficiencia de recursos propios, las dificultades objetivas que 
puedan haber concurrido para alcanzar o mantener el nivel legalmente exigido.

La conducta anterior de la entidad en relación con las normas de ordenación y 
disciplina que le afecten, atendiendo a las sanciones firmes que le hubieran sido 
impuestas, durante los últimos cinco años.

2. Para determinar la sanción aplicable entre las previstas en los artículos 105 y 
106 de esta Ley, se tomarán en consideración, además, las siguientes 
circunstancias:

a) El grado de responsabilidad en los hechos que concurra en el interesado.
b) La conducta anterior del interesado, en la misma o en otra entidad, en relación 

con las normas de ordenación y disciplina, tomando en consideración al efecto las 
sanciones firmes que le hubieran sido impuestas durante los últimos cinco años.

c) El carácter de la representación que el interesado ostente.»
Veintiséis. El párrafo segundo del artículo 107 queda redactado en los siguientes 

términos:
«Será de aplicación a las entidades enumeradas en el artículo 84.1.a), b), c), d), 

e) y f) lo dispuesto para las entidades de crédito en el artículo 17 y en el Título III de 
la Ley 26/1988, de 29 de julio, de Disciplina e Intervención de las Entidades de 
Crédito. La competencia para acordar las medidas de intervención o sustitución 
corresponderán a la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

Las resoluciones de la Comisión Nacional del Mercado de Valores que pongan fin 
al procedimiento serán susceptibles de recurso de alzada ante el Ministro de 
Economía y Hacienda.»

Veintisiete. Se añade un nuevo artículo 107 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 107 bis.  
En el caso de conductas tipificadas como infracciones leves de acuerdo con lo 

previsto en el apartado 2.b) del artículo 101, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, antes de la incoación del expediente sancionador podrá, motivando la no 
afectación de la conducta de manera significativa a los intereses públicos protegidos 
por ésta Ley, requerir al presunto responsable para que en un plazo de 30 días:

1. Adopte las medidas oportunas para evitar la continuidad o reiteración de la 
conducta.

2. Indemnice, si los hubiera, los perjuicios patrimoniales causados con su 
conducta a los inversores cuando sean identificables, y

3. Justifique el completo cumplimiento de lo previsto en los dos apartados 
anteriores.
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El requerimiento debidamente notificado interrumpirá el plazo de prescripción de 
la infracción, reiniciándose el mismo al día siguiente al vencimiento del plazo 
establecido en el propio requerimiento.

El cumplimiento y acreditación de lo exigido en el requerimiento será valorado 
por la Comisión nacional del Mercado de Valores a los efectos de considerar 
totalmente satisfechos los objetivos de la supervisión.»

Veintiocho. Queda derogado el artículo 114.2 y 3.
Veintinueve. Quedan derogados los artículos 116 y 116 bis.
Treinta. Se añade una nueva disposición adicional vigésima, con la siguiente redacción:

«La Comisión Nacional del Mercado de Valores es la autoridad competente en 
España, a efectos de lo previsto en el Reglamento 1060/2009/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, sobre agencias de calificación 
crediticia.»

Treinta y uno. Se añade una disposición final tercera, con la siguiente redacción:

«Disposición final tercera.  
Los requisitos de información sobre el control interno previstos en el artículo 61 

bis.4, letra h), de esta Ley, y en el artículo 31 bis.dos.j) de la Ley 31/1985, de 2 de 
agosto, de regulación de las normas básicas sobre órganos rectores de las cajas de 
ahorros, serán exigibles a partir de los ejercicios económicos que comiencen el 1 de 
enero de 2011 y su contenido será incluido en el Informe Anual de Gobierno 
Corporativo que se publique en relación con dichos ejercicios.»

Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 26/2003, de 17 de julio, por la que se 
modifican la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, y el texto refundido de la 
Ley de Sociedades Anónimas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de 
diciembre, con el fin de reforzar la transparencia de las sociedades anónimas cotizadas.

Se añade una nueva letra i) al apartado 2 de la disposición adicional segunda de la Ley 
26/2003, de 17 de julio, con el siguiente tenor literal:

«i) Una descripción de las principales características de los sistemas internos de 
control y gestión de riesgos en relación con el proceso de emisión de información 
financiera regulada.»

Se añade una nueva letra j) en el apartado dos del artículo 31 bis de la Ley 31/1985, de 
2 de agosto, de regulación de las normas básicas sobre órganos rectores de las cajas de 
ahorros, con el siguiente tenor literal:

«j) Una descripción de las principales características de los sistemas internos de 
control y gestión de riesgos en relación con el proceso de emisión de información 
financiera regulada.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de 
instituciones de inversión colectiva.

La Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva queda 
modificada de la siguiente manera:

Uno. El apartado 3 del artículo 25 queda redactado en los siguientes términos:
«3. Las operaciones de transformación estarán sujetas a los requisitos 

siguientes:
a) Autorización administrativa previa de la CNMV de acuerdo con el 

procedimiento previsto en el artículo 10 de esta Ley.
b) Acreditación, en el momento de la transformación, de que se reúnen las 

condiciones específicas fijadas para la clase de IIC resultante.
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c) Reforma de los estatutos sociales o del reglamento de gestión, dejando 
constancia de la operación en el registro de la CNMV correspondiente y, tratándose 
de sociedades, previamente en el Registro Mercantil.

d) Cuando se trate de sociedades, el acuerdo de transformación deberá 
publicarse en la página web de la sociedad o de su sociedad gestora o, en su 
defecto, en dos periódicos de gran circulación en la provincia respectiva. El 
Registrador Mercantil remitirá, de oficio, de forma telemática y sin coste adicional 
alguno el acuerdo inscrito para su publicación en el “Boletín Oficial del Registro 
Mercantil”. Cuando se trate de fondos, el acuerdo de transformación deberá 
comunicarse a los partícipes para que, en su caso, ejerzan los derechos de 
separación que les correspondan.

e) Presentación en la CNMV de la auditoría de los estados financieros que hayan 
servido para acordar la transformación, cerrados en fecha no anterior a tres meses 
desde la adopción del acuerdo de transformación.»

Dos. El apartado 4 del artículo 26 queda redactado en los siguientes términos:
«4. En el caso de fondos de inversión, el procedimiento de fusión se iniciará 

previo acuerdo de la sociedad gestora o, en su caso, de las sociedades gestoras, y 
del depositario o, en su caso, de los depositarios, de las instituciones que pretendan 
fusionarse, el cual, junto con el proyecto de fusión, se presentará ante la CNMV para 
su autorización. La autorización del proceso de fusión tendrá la consideración de 
hecho relevante y deberá ser objeto de publicación en el “Boletín Oficial del Estado” y 
en dos periódicos de ámbito nacional o en la página web de sus respectivas 
gestoras. Asimismo, la autorización deberá ser objeto de comunicación a los 
partícipes de todos los fondos afectados, junto con el proyecto de fusión, en los 10 
días siguientes a su notificación.

Transcurrido el plazo de un mes desde la fecha de los anuncios o desde la 
remisión de la notificación individualizada, si ésta fuera posterior, la sociedad gestora 
o, en su caso, las sociedades gestoras, y el depositario o, en su caso, los 
depositarios, de los fondos ejecutarán la fusión mediante el otorgamiento del 
correspondiente documento contractual y su inscripción en el correspondiente 
registro de la CNMV. La ecuación de canje se determinará sobre la base de los 
valores liquidativos y número de participaciones en circulación al cierre del día 
anterior al del otorgamiento de la escritura o, de no producirse aquélla, al del 
otorgamiento del documento contractual. Los estados financieros que se incorporen 
a la escritura o, en su caso, al documento contractual serán aprobados por persona 
debidamente facultada de la sociedad gestora y del depositario.»

Tres. El artículo 69 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 69.  Sujetos.
1. Quedan sujetos al régimen de supervisión, inspección y sanción de esta Ley:
a) Las IIC previstas en el artículo 2.1 de esta Ley.
b) Las SGIIC españolas previstas en el Título IV de esta Ley y sus agentes, 

extendiéndose esta competencia a cualquier oficina o centro dentro o fuera del 
territorio español.

c) Los depositarios de IIC.
d) Quienes realicen operaciones propias de cualquiera de los sujetos anteriores 

y, en general, las restantes personas físicas y jurídicas en cuanto puedan verse 
afectadas por las normas de esta Ley y sus disposiciones reglamentarias, en 
particular a los efectos de comprobar si infringen las reservas de actividad y 
denominación previstas en el artículo 14.

2. En el caso de personas jurídicas, las facultades que corresponden a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores, de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley, 
podrán ejercerse sobre quienes ocupen cargos de administración, dirección o 
asimilados a los mismos.»
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Cuatro. Se da una nueva redacción al artículo 70:

«Artículo 70.  Facultades de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.
1. Corresponde a la Comisión Nacional del Mercado de Valores la supervisión e 

inspección de las personas físicas y entidades previstas en el artículo 69 y la 
vigilancia del cumplimiento de sus obligaciones.

2. Las disposiciones contenidas en los artículos 85 y 90 de la Ley del Mercado de 
Valores resultarán de aplicación a las funciones de supervisión e inspección de la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores sobre las personas y entidades sujetas al 
ámbito de esta Ley.

3. La supervisión y la inspección prevista en el presente artículo podrá versar, 
entre otras, sobre la situación legal, técnica, económico-financiera, de control interno, 
contable o de valoración, así como sobre las condiciones en que ejercen su 
actividad, ya sea con carácter general o referidas a cuestiones concretas.»

Cinco. Se da una nueva redacción al artículo 77:

«Artículo 77.  Responsabilidad.
Las personas físicas o jurídicas previstas en el artículo 69, así como quienes 

ostenten cargos de administración o dirección en las mismas, que infrinjan esta Ley y 
su normativa de desarrollo, incurrirán en responsabilidad administrativa sancionable 
con arreglo a lo dispuesto en el presente Título, sin perjuicio de la responsabilidad 
penal que en su caso corresponda.

Ostentan cargos de administración o dirección en las personas jurídicas a las que 
se refiere el párrafo anterior y a los efectos de lo dispuesto en este Título, sus 
administradores o miembros de sus órganos colegiados de administración así como 
sus directores generales o asimilados, entendiéndose por tales aquellas personas 
que, de hecho o de derecho, desarrollen en la entidad funciones de alta dirección.»

Seis. El artículo 80 queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 80.  Infracciones muy graves.
Constituyen infracciones muy graves de las personas físicas y jurídicas a las que 

se refiere el artículo 69 de esta Ley los siguientes actos u omisiones:
a) La omisión o falsedad en la contabilidad y en la información que se debe 

facilitar o publicar de conformidad con esta Ley y normas de desarrollo, así como 
cualquier incumplimiento de las obligaciones de remisión de la información periódica 
cuando exista un interés de ocultación o negligencia grave atendiendo a la relevancia 
de la comunicación no realizada y a la demora en que se hubiese incurrido.

Del mismo modo constituye infracción muy grave el suministro a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores de la información financiera regulada con datos 
inexactos o no veraces, o de información engañosa o que omita aspectos o datos, 
cuando en estos supuestos la incorrección sea relevante. La relevancia de la 
incorrección se determinará teniendo en cuenta, entre otros, los siguientes criterios: 
que se puedan conocer públicamente las circunstancias que permiten influir en la 
apreciación del valor del patrimonio y en las perspectivas de la institución, en 
particular los riesgos inherentes que comporta, y que se pueda conocer si la 
institución cumple o no con la normativa aplicable.

Constituye asimismo infracción muy grave la falta de remisión o la remisión con 
datos inexactos, no veraces o engañosos a la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores de cuantos datos o documentos deban remitírsele o ésta requiera en el 
ejercicio de sus funciones cuando con ello se dificulte la apreciación de la solvencia 
de la entidad o, en su caso, de la situación patrimonial de las IIC gestionadas.

b) La inversión en cualesquiera activos distintos de los autorizados legalmente o 
de los permitidos por el folleto, los estatutos o el reglamento de la IIC, siempre que 
ello desvirtúe el objeto de la IIC, perjudique gravemente los intereses de los 
accionistas o partícipes, o se trate de incumplimiento reiterado.
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c) El incumplimiento de la obligación de someter a auditoría las cuentas.
d) La realización de operaciones de préstamo bursátil o de valores, así como la 

pignoración de activos, con infracción de las cautelas que se determinen en las 
normas de desarrollo de esta Ley o en el folleto, los estatutos o el reglamento de la 
IIC.

e) El incumplimiento de los límites a la inversión o de los coeficientes de 
inversión mínima, o de las condiciones establecidas en el folleto, los estatutos o el 
reglamento de la IIC, siempre que ello desvirtúe el objeto de la IIC o perjudique 
gravemente los intereses de los accionistas, partícipes y terceros, o se trate de un 
incumplimiento reiterado.

f) La compraventa de las propias acciones en las sociedades de capital variable y 
la emisión, reembolso o traspaso de acciones o de participaciones con 
incumplimiento de los límites y condiciones impuestos por esta Ley, sus 
disposiciones complementarias y los estatutos y reglamentos de gestión de las 
instituciones, cuando ello perjudique gravemente los intereses de los accionistas, 
partícipes o se trate de un incumplimiento reiterado.

g) El incumplimiento de la reserva de actividad prevista en los artículos 14 y 40 
de esta Ley, la realización por las SGIIC o por cualquier persona física o jurídica de 
actividades para las que no estén autorizadas, así como la inobservancia por una 
sociedad gestora o por sus agentes de las reglas que se establezcan al amparo del 
artículo 40.3 de esta Ley.

h) La resistencia o negativa a la inspección establecida en el artículo 70.
i) La realización de operaciones de inversión con incumplimiento de los principios 

establecidos en el artículo 23 o en contravención de las condiciones establecidas en 
el folleto, los estatutos o el reglamento de la IIC.

j) La realización sin autorización de las operaciones contempladas en los 
artículos 25, 26 y 27, o con incumplimiento de los requisitos establecidos.

k) El incumplimiento de los plazos de permanencia de las inversiones que se fijen 
reglamentariamente de acuerdo con lo previsto en el 36.3 de esta Ley o en el folleto, 
los estatutos o el reglamento de la IIC.

l) El incumplimiento por las sociedades gestoras que actúen en el marco de esta 
Ley, de las obligaciones en materia de valoración de inmuebles que se establezcan 
en desarrollo de lo preceptuado en el artículo 36 de esta Ley.

m) La comercialización de acciones o participaciones de IIC no inscritas en el 
correspondiente registro de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

n) El incumplimiento por parte de las sociedades gestoras de las funciones y 
obligaciones contempladas en el artículo 46, siempre que conlleven un perjuicio 
grave para los partícipes o accionistas de una IIC.

ñ) El incumplimiento por parte de los depositarios de las funciones y obligaciones 
contempladas en los artículos 60 y 62 de esta Ley, siempre que conlleven un 
perjuicio grave para los partícipes o accionistas de una IIC.

o) La falta de procedimientos a los que se refiere el artículo 43.1.j) de esta Ley o 
la presentación por parte de las sociedades de inversión o las sociedades gestoras 
de deficiencias en la organización administrativa y contable o en los procedimientos 
de control interno, incluidos los relativos a la gestión de los riesgos cuando tales 
deficiencias pongan en peligro la solvencia o la viabilidad de la entidad, o cuando se 
perjudique gravemente o pongan en riesgo los intereses de partícipes o accionistas.

p) El mantenimiento por las SGIIC durante un período de seis meses de unos 
recursos propios inferiores a los exigidos por la normativa.

q) La ausencia de un departamento de atención al cliente en los términos 
previstos en el artículo 48.

r) La realización de operaciones vinculadas con incumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 67.3, 67.4 y 67.5 de esta Ley y en las normas de 
desarrollo, cuando fueran exigibles, siempre que perjudiquen gravemente los 
intereses de los partícipes o accionistas o se trate de una conducta reiterada.

s) El incumplimiento de las normas de separación del depositario y la sociedad 
encargada de la gestión de la IIC, establecidas en el artículo 68 de esta Ley y en las 
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normas de desarrollo, siempre que se perjudique gravemente los intereses de los 
partícipes o accionistas o se trate de una conducta reiterada.

t) La comisión de infracciones graves cuando durante los cinco años anteriores a 
su comisión hubiera sido impuesta al infractor sanción firme por el mismo tipo de 
infracción.

u) La realización de actuaciones u operaciones prohibidas por normas 
reguladoras del régimen de IIC o con incumplimiento de los requisitos establecidos 
en las mismas, salvo que tenga un carácter meramente ocasional o aislado.

v) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 28 bis de esta Ley y sus 
normas de desarrollo cuando ello perjudique gravemente los intereses de los 
partícipes o accionistas o se trate de una conducta reiterada.

w) La obtención de la autorización en virtud de declaraciones falsas, omisiones o 
por otro medio irregular, o el incumplimiento de las condiciones presentadas para la 
obtención de la autorización cuando en este último caso se produzca perjuicio grave 
para los intereses de partícipes o accionistas o se trate de una conducta reiterada.

x) La delegación de las funciones de las SGIIC con incumplimiento de las 
condiciones impuestas por esta Ley y demás normas de desarrollo cuando se 
perjudique gravemente los intereses de partícipes o accionistas o se trate de una 
conducta reiterada o cuando disminuya la capacidad de control interno o de 
supervisión de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

y) El incumplimiento de las medidas cautelares o aplicadas al margen del 
ejercicio de la potestad sancionadora acordadas por la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores.

z) El incumplimiento de los compromisos asumidos por las SGIIC o sociedades 
de inversión para subsanar las deficiencias detectadas en el ámbito de la supervisión 
e inspección, cuando ello perjudique gravemente los intereses de los partícipes o 
accionistas o se trate de una conducta reiterada.

z bis) El exceso en los límites a las obligaciones frente a terceros que se fijen 
reglamentariamente o en el folleto, los estatutos o el reglamento de la IIC cuando ello 
perjudique gravemente los intereses de los accionistas o partícipes.

z ter) La valoración de los activos propiedad de las IIC apartándose de lo 
establecido por la normativa, cuando ello perjudique gravemente los intereses de los 
partícipes o accionistas, se trate de una conducta reiterada o tenga impacto 
sustancial en el valor liquidativo de la IIC.

z quáter) La adquisición de una participación significativa de control incumpliendo 
lo previsto en el artículo 45 de esta Ley, así como que el titular de una participación 
significativa incurra en el supuesto de hecho contemplado en el artículo 45.10 de 
esta Ley y en las normas que lo desarrollen.»

Siete. El artículo 81 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 81.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) El incumplimiento de la obligación de puesta a disposición a los socios, 

partícipes y público de la información que deba rendirse con arreglo a lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley y sus normas de desarrollo, cuando no deba calificarse 
como infracción muy grave.

b) La llevanza de la contabilidad de acuerdo con criterios distintos de los 
establecidos legalmente, cuando ello desvirtúe la imagen patrimonial de la entidad o 
la IIC afectada, así como el incumplimiento de las normas sobre formulación de 
cuentas o sobre el modo en que deban llevarse los libros y registros oficiales, cuando 
no deba calificarse como infracción muy grave.

c) El incumplimiento de los límites a la inversión o de los coeficientes de inversión 
mínima, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.

d) El exceso de inversión sobre los límites que se establezcan 
reglamentariamente al amparo del artículo 30 y sobre los que se establezcan al 
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amparo de lo dispuesto en los artículos 35 y 36, cuando la infracción no deba 
calificarse como leve.

e) El exceso en las limitaciones a las obligaciones frente a terceros que se fijen 
reglamentariamente o en el folleto, los estatutos o el reglamento de la IIC, cuando no 
deba calificarse como infracción muy grave.

f) El cargo de comisiones por servicios que no hayan sido efectivamente 
prestados a la institución, el cobro de las comisiones no previstas o con 
incumplimiento de los límites y condiciones impuestos en el artículo 8 de esta Ley, en 
sus normas de desarrollo, estatutos o reglamentos de las instituciones.

g) El incumplimiento por parte de las sociedades gestoras de las funciones y 
obligaciones contempladas en el artículo 46, cuando no deba ser calificada como 
falta muy grave.

h) El incumplimiento por el depositario de las funciones y obligaciones 
contempladas en los artículos 60 y 62 de esta Ley, cuando no deba calificarse como 
falta muy grave.

i) El cese o disminución de una participación significativa incumpliendo lo previsto 
en el artículo 45.8.

i bis) La adquisición de una participación como la descrita en el artículo 45.1 de 
esta Ley y en sus normas de desarrollo, sin haberla comunicado a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores así como el aumento o reducción de una 
participación significativa incumpliendo lo previsto en el artículo 45.3 y 45.8 de esta 
Ley y en sus normas de desarrollo y la falta de comunicación periódica de la 
estructura accionarial.

i ter) La adquisición de una participación como la descrita en el artículo 45.2 de 
esta Ley.

j) La inobservancia de lo dispuesto en el artículo 11.2.c), tercer inciso, de esta 
Ley.

k) La comisión de infracciones leves cuando durante los dos años anteriores a su 
comisión hubiese sido impuesta al infractor sanción firme por el mismo tipo de 
infracción.

l) La realización de actuaciones u operaciones prohibidas por normas 
reguladoras del régimen de IIC o con incumplimiento de los requisitos establecidos 
en las mismas, cuando tenga un carácter meramente ocasional o aislado.

m) La presentación por parte de las sociedades de inversión o las SGIIC de 
deficiencias en la organización administrativa y contable o en los procedimientos de 
control interno o de valoración, incluidos los relativos a la gestión de los riesgos, una 
vez que haya transcurrido el plazo concedido al efecto para su subsanación por las 
autoridades competentes y siempre que ello no constituya infracción muy grave.

n) La delegación de las funciones de la SGIIC con incumplimiento de las 
condiciones impuestas por esta Ley y normas de desarrollo, cuando no deba 
calificarse como muy grave.

ñ) El incumplimiento de las obligaciones de información a la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores y de las condiciones para retornar al cumplimiento que se 
establezcan en las normas de desarrollo que se dicten al amparo del artículo 43.1.e) 
de esta Ley, cuando una SGIIC presente un nivel de recursos propios inferiores al 
mínimo exigible.

o) La realización de operaciones vinculadas con el incumplimiento de los 
requisitos establecidos en el artículo 67.3, 67.4 y 67.5 de esta Ley y en las normas 
de desarrollo, cuando fueran exigibles y no deban calificarse como infracción muy 
grave.

p) El incumplimiento de las normas de separación del depositario y la sociedad 
gestora o sociedad de inversión, establecidas en el artículo 68 de esta Ley y en 
normas de desarrollo, cuando no deba calificarse como muy grave.

q) La realización de publicidad con incumplimiento de lo previsto en esta Ley y en 
sus normas de desarrollo.

r) El incumplimiento de las condiciones presentadas para la obtención de la 
autorización, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.
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s) El incorrecto funcionamiento del departamento de atención al cliente.
t) La inversión en cualesquiera activos distintos de los autorizados por la 

normativa aplicable o de los permitidos por el folleto, los estatutos, o el reglamento 
de la IIC, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.

u) La compraventa de las propias acciones en las sociedades de capital variable 
y la emisión, reembolso o traspaso de acciones o participaciones con incumplimiento 
de los límites y condiciones impuestos por esta Ley y sus normas de desarrollo y los 
estatutos y reglamentos de gestión de las instituciones, cuando no deba calificarse 
como infracción muy grave.

v) La valoración de los activos propiedad de las IIC apartándose de lo establecido 
por la normativa, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.

w) La efectiva administración o dirección de las personas jurídicas reseñadas en 
el artículo 69 de esta Ley por personas que no ejerzan de derecho en las mismas un 
cargo de dicha naturaleza.

x) La realización, con carácter ocasional o aislado, por las SGIIC o sociedades de 
inversión de actividades para las que no están autorizadas.

y) El uso indebido de las denominaciones a las que se refieren los artículo 14 y 
40.7 de esta Ley y normas de desarrollo.

z) El incumplimiento de los compromisos asumidos por la SGIIC o sociedades de 
inversión para subsanar las deficiencias detectadas en el ámbito de la supervisión e 
inspección, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.

z bis) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 28 bis de esta Ley y sus 
normas de desarrollo, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.»

Ocho. El artículo 82 queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 82.  Infracciones leves.
1. Son infracciones leves:
a) La falta de remisión a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, en el 

plazo establecido en las normas u otorgado por ésta, de cuantos documentos, datos 
o informaciones deban remitírsele en virtud de lo dispuesto en esta Ley y en sus 
normas de desarrollo o requiera en el ejercicio de sus funciones, así como faltar al 
deber de colaboración ante actuaciones de supervisión de la Comisión, incluyendo la 
no comparecencia ante una citación para la toma de declaración, cuando estas 
conductas no constituyan infracción grave o muy grave de acuerdo con lo previsto en 
los dos artículos anteriores.

b) La demora en la publicación o remisión de la información que, de conformidad 
con lo dispuesto en esta Ley, ha de difundirse entre los socios, partícipes y público 
en general, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.

c) El exceso de inversión sobre los límites que se establezcan 
reglamentariamente y en normas de desarrollo al amparo del artículo 30 y sobre los 
que se establezcan al amparo de lo dispuesto en los artículos 35 y 36, siempre que 
el exceso tenga carácter transitorio y no exceda del 20 por ciento de los límites 
legales.

Cuando el exceso se refiera a los coeficientes establecidos en los artículos 35 y 
36 de esta Ley y normas de desarrollo, se entenderá que un exceso es transitorio 
cuando se den las tres circunstancias siguientes:

1.º que el exceso no se prolongue durante más de cinco días hábiles en un 
periodo de rendición de información de los que se establezcan en el desarrollo 
reglamentario de esta Ley,

2.º que el exceso no se produzca más de una vez en el mismo periodo,
3.º que esta situación no se reitere en más de dos periodos en un ejercicio.
Cuando se refiera a los coeficientes que se establezcan al amparo de lo 

dispuesto en el artículo 30, se considerará que un exceso es transitorio si no se 
prolonga más de seis meses en un periodo de un año.
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d) El incumplimiento singular en el marco de una relación de clientela de las 
normas de conducta previstas en el Capítulo I del Título VII de la Ley del Mercado de 
Valores y en sus normas de desarrollo.

e) Aquellos incumplimientos de los previstos en el artículo 81. c), d), e), f), g), l), 
t), u) y v) de la ley, que por su singularidad y escasa trascendencia no deban 
calificarse como graves.

f) Constituye asimismo infracción leve cualquier incumplimiento de la presente ley 
y sus normas de desarrollo que no constituya infracción grave o muy grave conforme 
a lo dispuesto en los apartados anteriores.»

Nueve. El apartado 3 del artículo 83 queda redactado de la siguiente forma:
«3. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del 

interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si 
el expediente sancionador permaneciera paralizado durante seis meses por causa no 
imputable a aquellos contra quienes se dirija.»

Diez. El artículo 88 queda redactado como sigue:

«Artículo 88.  Criterios para la determinación de las sanciones.
1. Las sanciones aplicables en cada caso por la comisión de infracciones muy 

graves o leves se determinarán en base a los criterios recogidos en el artículo 131.3 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y los siguientes:

a) La naturaleza y entidad de la infracción.
b) La gravedad del peligro ocasionado o del perjuicio causado.
c) Las ganancias obtenidas, en su caso, como consecuencia de los actos u 

omisiones constitutivos de la infracción.
d) La importancia de la IIC correspondiente, medida en función del importe total 

del patrimonio o del capital.
e) Las consecuencias desfavorables de los hechos para el sistema financiero o la 

economía nacional.
f) La circunstancia de haber procedido a la subsanación de la infracción por 

propia iniciativa.
g) En caso de incumplimiento de los requisitos exigidos en el Título II, las 

dificultades objetivas que puedan haber concurrido para alcanzar o mantener los 
niveles legalmente exigidos.

h) La conducta anterior de la entidad en relación con las normas de ordenación y 
disciplina que le afecte, atendiendo a las sanciones firmes que le hubieran sido 
impuestas, durante los últimos cinco años.

i) La reparación de los daños o perjuicios causados.
j) La colaboración con la Comisión Nacional del Mercado de Valores, siempre que 

la misma haya aportado elementos o datos relevantes para el esclarecimiento de los 
hechos investigados.

2. Para determinar la sanción aplicable entre las previstas en los artículos 85.2 y 
3 y 86.2 y .3 de esta Ley, se tomarán en consideración, además, las siguientes 
circunstancias:

a) El grado de responsabilidad en los hechos que concurran en el interesado.
b) La conducta anterior del interesado, en la misma o en otra entidad, en relación 

con las normas de ordenación y disciplina, tomando en consideración al efecto las 
sanciones firmes que le hubieran sido impuestas durante los últimos cinco años.

c) El carácter de la representación que el interesado ostente.»
Once. Se añade un nuevo artículo 88 bis con la siguiente redacción:

«En el caso de conductas tipificadas como infracciones leves de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 82.d) y e) de esta Ley, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, antes de la incoación de un expediente sancionador podrá, motivando la no 
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afectación de la conducta de manera significativa a los intereses públicos protegidos 
por esta Ley, requerir al presunto responsable para que en un plazo de 30 días:

1. Adopte las medidas oportunas para evitar la continuidad o reiteración de la 
conducta.

2. Indemnice, si los hubiera, los perjuicios patrimoniales causados con su 
conducta a los inversores cuando sean identificables, y

3. Justifique el completo cumplimiento de lo previsto en los apartados anteriores.
El requerimiento debidamente notificado interrumpirá el plazo de prescripción de 

la infracción, reiniciándose el mismo al día siguiente al vencimiento del plazo 
establecido en el propio requerimiento.

El cumplimiento y acreditación de lo exigido en el requerimiento, será valorado 
por la Comisión Nacional del Mercado de Valores, a los efectos de considerar 
totalmente satisfechos los objetivos de la supervisión.»

Doce. Las letras c) y d) del artículo 92 quedan redactadas de la siguiente forma:
«c) La imposición de sanciones por infracciones muy graves corresponderá al 

Ministro de Economía y Hacienda a propuesta de la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores, salvo la imposición de sanción de revocación de autorización que 
corresponderá al Consejo de Ministros.

d) Cuando una entidad infractora sea una entidad de crédito, o una sucursal de 
una entidad de crédito de un Estado que no sea miembro de la Unión Europea para 
la imposición de la correspondiente sanción por infracciones graves o muy graves, 
será preceptivo el previo informe del Banco de España.

El plazo para tramitar el procedimiento sancionador quedará suspendido por el 
tiempo que medie entre la solicitud del informe al Banco de España y su recepción.»

Trece. El artículo 93 queda redactado de la siguiente forma:
«En materia de procedimiento sancionador, resultará de aplicación la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, y su desarrollo reglamentario, con las 
especialidades recogidas en los artículo 20 a 24, 26 y 27 de la Ley 26/1988, de 29 de 
julio, de Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito, así como en esta Ley y 
en su desarrollo reglamentario.»

Catorce. Se añade una disposición transitoria séptima, con la siguiente redacción:
«La publicación en uno o varios diarios de la sustitución o cambio de control de la 

sociedad gestora, así como de las operaciones de disolución, liquidación, 
transformación, fusión, escisión y traspaso de la IIC reguladas en el Capítulo V del 
Título II de esta Ley, o de la convocatoria de las Juntas Generales de accionistas, 
cuando sea exigida por una disposición de rango legal o reglamentario, podrá ser 
sustituida por la publicación en la web de su sociedad gestora o, en su caso, en la de 
la sociedad de inversión, además de publicarse el correspondiente hecho relevante, 
que será incluido en el informe periódico inmediato para su información a los 
partícipes o accionistas».

Disposición final octava.  Modificación de la Ley 25/2005, de 24 de noviembre, reguladora 
de las entidades de capital riesgo y de sus sociedades gestoras.

La Ley 25/2005, de 24 de noviembre, reguladora de las entidades de capital riesgo y de 
sus sociedades gestoras queda modificada de la siguiente manera:

Uno. El párrafo segundo del artículo 49.2 queda redactado de la siguiente forma:
«Ostentan cargos de administración o dirección en las entidades a que se refiere 

el párrafo anterior, a los efectos de lo dispuesto en este Título, sus administradores o 
miembros de sus órganos colegiados de administración, así como sus directores 
generales y asimilados, entendiéndose por tales aquellas personas que desarrollen 
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en la entidad funciones de alta dirección bajo la dependencia directa de su órgano de 
administración o de comisiones ejecutivas o consejeros delegados del mismo.»

Dos. El apartado 3 del artículo 50 queda redactado como sigue:
«3. Las actuaciones de comprobación podrán desarrollarse, a elección de los 

servicios de la Comisión Nacional del Mercado de Valores:
a) En cualquier despacho, oficina o dependencia de la entidad inspeccionada o 

de su representante.
b) En los propios locales de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.»

Tres. Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 50 con el siguiente tenor literal:
«7. Resultarán de aplicación a las funciones de supervisión e inspección de la 

Comisión Nacional del Mercado de Valores sobre las entidades sujetas al ámbito de 
esta Ley las disposiciones contenidas en el artículo 70 de la Ley 35/2003, de 4 de 
noviembre, de instituciones de inversión colectiva.»

Cuatro. El apartado 1 del artículo 51 queda redactado de la siguiente forma:
«1. En materia de procedimiento sancionador, resultará de aplicación la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Sancionador, y su desarrollo reglamentario, con 
las especialidades recogidas en los artículos 15, 19 a 25, y 27 de la Ley 26/1988, de 
29 de julio, de Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito, así como en 
esta Ley y en su desarrollo reglamentario.»

Cinco. Se añade una nueva letra i) al artículo 52.1 con el siguiente tenor literal:
«i) La falta de remisión a la Comisión Nacional del Mercado de Valores de 

cuantos documentos o informaciones deban remitírsele, o que aquélla requiera en el 
ejercicio de sus funciones, cuando con ello se dificulte la apreciación de la solvencia 
de la entidad o, en su caso, de la situación patrimonial de las entidades 
gestionadas.»

Seis. Se suprime la letra h) del artículo 52.2, y se dan nuevas letras a las anteriores 
letras i) y j):

«h) Incumplir las normas de conducta cuando no constituyan infracciones muy 
graves.

i) Las infracciones leves cuando, durante los dos años anteriores a su comisión, 
el infractor haya sido objeto de sanción firme por el mismo tipo de infracción.»

Siete. El artículo 53.6 queda redactado en los siguientes términos:
«6. Al objeto de graduación de las sanciones establecidas se atenderá, con las 

necesarias especialidades, a los criterios recogidos en el artículo 131.3 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, así como los contenidos en el artículo 88 
de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva.»

Ocho. Se añade un nuevo artículo 55 con el siguiente tenor literal:

«Artículo 55.  Otras disposiciones.
En materia de prescripción de infracciones y sanciones, de posible exención de 

responsabilidad administrativa, de imposición de multas coercitivas y de ejecutividad 
de las sanciones que se impongan conforme a esta Ley, resultará de aplicación lo 
dispuesto respectivamente en los artículos 83, 90 y 94 de la Ley 35/2003 de 4 de 
noviembre, de instituciones de inversión colectiva.»

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 3  Ley de Economía Sostenible

– 96 –



Disposición final novena.  Modificación de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes 
de inversión, recursos propios y obligaciones de información de los intermediarios 
financieros.

La Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos propios y 
obligaciones de información de los intermediarios financieros queda modificada como sigue:

Uno. El apartado 1 del artículo 10 bis queda redactado de la siguiente manera:
«1. Corresponderá al Banco de España, en su condición de autoridad 

responsable de la supervisión de las entidades de crédito y sus grupos 
consolidables:

a) Revisar los sistemas, sean acuerdos, estrategias, procedimientos o 
mecanismos de cualquier tipo, aplicados para dar cumplimiento a la normativa de 
solvencia contenida en esta Ley y en las disposiciones que la desarrollen. Dicha 
revisión incluirá a las políticas y prácticas de remuneración a que se refiere el 
apartado 1 bis del artículo 30 bis de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre disciplina e 
intervención de las entidades de crédito.

b) Evaluar los riesgos a los cuáles están o pueden estar expuestos.
c) A partir de la revisión y evaluación mencionadas en las letras precedentes, 

determinar si los sistemas mencionados en la letra a y los fondos propios mantenidos 
garantizan una gestión y cobertura sólidas de sus riesgos.

d) Exigir a cada entidad de crédito que posea normas de gobierno que incluyan 
políticas y prácticas de remuneración coherentes con la promoción de una gestión 
del riesgo sólida y efectiva para dar cumplimiento a la normativa que 
reglamentariamente se establezca.

e) Elaborar y publicar guías, dirigidas a las entidades y grupos supervisados, 
indicando los criterios, prácticas o procedimientos, que considera adecuados para 
favorecer una adecuada evaluación de los riesgos a que están o puedan estar 
expuestos así como el mejor cumplimiento de las normas de ordenación y disciplina 
de los sujetos supervisados. Dichas guías podrán incluir los criterios que el propio 
Banco de España seguirá en el ejercicio de sus actividades de supervisión.

f) Elaborar y publicar guías, dirigidas a las entidades y grupos supervisados, 
indicando los criterios, prácticas o procedimientos, que considera adecuados para 
garantizar que las prácticas de remuneración derivan en unos incentivos de asunción 
de riesgos compatibles con una adecuada gestión del riesgo. Dichas guías podrán 
incluir los criterios que el propio Banco de España seguirá en el ejercicio de sus 
actividades de supervisión.

A tal fin, el Banco de España podrá hacer suyas, y transmitir como tales a las 
entidades y grupos, las guías que, sobre dichas cuestiones, aprueben los 
organismos o comités internacionales activos en la regulación y supervisión 
bancarias.

Los análisis y evaluaciones mencionados en las letras a) y b) anteriores se 
actualizarán con periodicidad, al menos, anual.»

Dos. El apartado 1 del artículo 10 ter queda redactado como sigue:
«1. Los grupos consolidables de entidades de crédito y las entidades de crédito 

no integradas en uno de estos grupos consolidables harán pública, tan pronto como 
sea viable, al menos con periodicidad anual y debidamente integrada en un solo 
documento denominado «información con relevancia prudencial», información 
concreta sobre aquellos datos de su situación financiera y actividad en los que el 
mercado y otras partes interesadas puedan tener interés con el fin de evaluar los 
riesgos a los que se enfrentan, su estrategia de mercado, su control de riesgos, su 
organización interna y su situación al objeto de dar cumplimiento a las exigencias 
mínimas de recursos propios previstas en esta Ley.

También se publicará la siguiente información relativa a las prácticas y políticas 
de remuneración de las entidades de crédito para aquellas categorías de empleados 
cuyas actividades profesionales puedan tener impacto en sus perfiles de riesgo:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 3  Ley de Economía Sostenible

– 97 –



a) Información sobre el proceso de decisión utilizado para determinar la política 
de remuneración.

b) Información sobre las características fundamentales del sistema de 
remuneración, en especial los que tengan carácter variable o prevean la entrega de 
acciones o derechos sobre ellas; e

c) Información respecto a la relación entre remuneración, funciones 
desempeñadas, su desempeño y los riesgos de la entidad.

El Banco de España determinará la información mínima que deberá ser objeto de 
publicación con arreglo a los párrafos anteriores. En todo caso, las entidades podrán 
omitir las informaciones que no tengan importancia relativa y, con la oportuna 
advertencia, los datos que consideren reservados o confidenciales; también podrán 
determinar el medio, lugar y modo de divulgación del citado documento.

Se exceptúa de las obligaciones previstas en este artículo a los grupos o 
entidades de crédito individuales controlados por otras entidades de crédito o 
sociedades financieras de cartera autorizadas o constituidas en otro Estado miembro 
de la Unión Europea, salvo cuando entre ellas se encuentre una entidad de crédito 
importante, sea de acuerdo con el criterio que la autoridad responsable de 
supervisión consolidada del grupo haya comunicado al Banco de España, sea en 
criterio de este último, en atención a su actividad en España o a su importancia 
relativa dentro del grupo.

A esos mismos efectos, los grupos y entidades adoptarán una política formal 
para el cumplimiento de dichos requisitos de divulgación, la verificación de la 
suficiencia y exactitud de los datos divulgados y de la frecuencia de su divulgación, y 
dispondrán de procedimientos que permitan evaluar la adecuación de dicha política.

Las mismas obligaciones de divulgación serán exigibles, de forma individual o 
subconsolidada, a las entidades de crédito españolas o extranjeras constituidas en 
otro Estado miembro de la Unión Europea, filiales de entidades de crédito españolas, 
en los casos que el Banco de España así lo considere en atención a su actividad o 
importancia relativa dentro del grupo. En el caso de que la obligación afecte a filiales 
extranjeras, el Banco de España remitirá la correspondiente resolución a la entidad 
española dominante, que estará obligada a adoptar las medidas necesarias para 
darle cumplimiento efectivo.»

Tres. El apartado 3 del artículo 11 queda redactado como sigue:
«3. Con independencia de lo previsto en los apartados 1, 4, 5 y 6, y con la misma 

finalidad prevista en el apartado 2, el Banco de España podrá, cuando una entidad 
de crédito no cumpla con las exigencias contenidas en este Título, o en otras normas 
de ordenación y disciplina que determinen requerimientos mínimos de recursos 
propios o de estructura organizativa o de control interno adecuados, adoptar, entre 
otras, las siguientes medidas:

a) Obligar a las entidades de crédito y sus grupos a mantener recursos propios 
adicionales a los exigidos con carácter mínimo.

El Banco de España deberá hacerlo, al menos, siempre que aprecie deficiencias 
graves en la estructura organizativa o en los procedimientos y mecanismos de 
control interno, incluyendo en especial los mencionados en el artículo 6.4 de la 
presente ley, o siempre que determine, de acuerdo con lo previsto en el artículo 10 
bis.1.c que los sistemas y los fondos propios mantenidos a que se refiere dicho 
precepto no garantizan una gestión y cobertura sólidas de los riesgos. En ambos 
casos, la medida deberá ser adoptada cuando el Banco de España considere 
improbable que la mera aplicación de otras medidas mejore dichas deficiencias o 
situaciones en un plazo adecuado.

b) Exigir a las entidades de crédito y sus grupos que refuercen los 
procedimientos, mecanismos y estrategias adoptados para el cumplimiento de dichas 
exigencias.

c) Exigir a las entidades de crédito y sus grupos la aplicación de una política 
específica, bien de dotación de provisiones, bien de otro tipo de tratamiento para los 
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activos sujetos a ponderación, a efectos de las exigencias de capital, bien de 
reducción del riesgo inherente a sus actividades, productos o sistemas.

d) Restringir o limitar los negocios, las operaciones o la red de las entidades.
e) Requerir a las entidades de crédito que limiten las remuneraciones variables 

cuando sean incoherentes con el mantenimiento de una base sólida de capital.»

Disposición final décima.  Modificación de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e 
Intervención de las Entidades de Crédito.

Uno. La letra e) del artículo 5 queda modificada como sigue:
«e) La realización de actos u operaciones con incumplimiento de las normas 

dictadas al amparo del número 2 del artículo 28 de esta Ley o al amparo del número 
2 del artículo 29 de la Ley de Economía Sostenible.»

Dos. Se añade una nueva letra x) al artículo 5, con el tenor literal siguiente:
«x) La ausencia o mal funcionamiento de los departamentos o servicios de 

atención al cliente, en este último caso, una vez que, transcurrido el plazo concedido 
al efecto por el Banco de España, no se haya procedido a la subsanación de las 
deficiencias detectadas por éste.»

Tres. El artículo 9 letra a) queda modificado como sigue:
«a) Multa por importe de hasta el 1 por ciento de sus recursos propios o hasta 

1.000.000 euros si aquel porcentaje fuera inferior a esta cifra.»
Cuatro. El artículo 10 letra a) queda modificado como sigue:

«a) Multa por importe de hasta el medio por ciento de sus recursos propios, o 
hasta 500.000 euros si aquel porcentaje fuera inferior a esta cifra.»

Cinco. El artículo 11 letra b) queda modificado como sigue:
«b) Multa por importe de hasta 150.000 euros.»

Seis. La letra a) del Artículo 12.1 queda modificada como sigue:
«a) Multa a cada uno de ellos por importe no superiora 500.000 euros.»

Siete. La letra c) del artículo 13.1 queda modificada como sigue:
«c) Multa a cada uno de ellos por importe no superior a 250.000 euros.»

Ocho. El artículo 29.1 queda redactado en los siguientes términos:
«1. Las personas o entidades que infrinjan lo dispuesto en el artículo anterior, así 

como sus administradores de hecho o de derecho o sus accionistas incurrirán en la 
comisión de una infracción muy grave y serán sancionadas con multa por importe de 
hasta 500.000 euros. Si requeridas para que cesen inmediatamente en la utilización 
de las denominaciones o en la realización de las actividades, continuaran 
utilizándolas o realizándolas serán sancionadas con multa por importe de hasta 
1.000.000 euros, que podrá ser reiterada con ocasión de posteriores 
requerimientos.»

Nueve. El apartado 1 bis del artículo 30 bis queda redactado como sigue:
«1 bis. Las entidades de crédito y los grupos consolidables de entidades de 

crédito dispondrán, en condiciones proporcionadas al carácter, escala y complejidad 
de sus actividades, de una estructura organizativa adecuada, con líneas de 
responsabilidad bien definidas, transparentes y coherentes, así como de 
procedimientos eficaces de identificación, gestión, control y comunicación de los 
riesgos a los que estén o puedan estar expuestos, junto con mecanismos adecuados 
de control interno, incluidos procedimientos administrativos y contables sólidos y 
políticas y prácticas de remuneración coherentes con la promoción de una gestión 
del riesgo sólida y efectiva.
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Como parte de esos procedimientos de gobierno y estructura organizativa, las 
entidades de crédito y grupos consolidables de entidades de crédito que presten 
servicios de inversión deberán respetar los requisitos de organización interna 
recogidos en el artículo 70 ter.2 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores, con las especificaciones que reglamentariamente se determinen.

La adopción de tales medidas se entiende sin perjuicio de la necesidad de definir 
y aplicar aquellas otras políticas y procedimientos de organización que, en relación 
específica con la prestación de servicios de inversión, resulten exigibles a dichas 
entidades en aplicación de la normativa específica del mercado de valores.»

Diez. Se añade un nuevo párrafo tercero en el apartado 1 bis del artículo 43 bis con el 
siguiente tenor literal:

«A tales efectos, el acceso a las informaciones y datos requeridos por el Banco 
de España se encuentra amparado por el artículo 11.2.a) de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal.»

Once. Se añade un nuevo apartado 1 ter en el artículo 43 bis con el siguiente tenor 
literal:

«1 ter. En los términos previstos por el artículo 4 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, los órganos y organismos de cualquier 
Administración Pública quedan sujetos al deber de colaborar con el Banco de 
España y están obligados a proporcionar, a requerimiento de éste y en plazo, toda 
clase de datos e informaciones de que dispongan y puedan resultar necesarios para 
el ejercicio por parte de éste de las funciones que le confiere la normativa vigente.»

Doce. Se añade un nuevo apartado 1 quáter en el artículo 43 bis con el siguiente tenor 
literal:

«1 quáter. El Banco de España podrá comunicar y requerir a las entidades 
sujetas a sus facultades de supervisión, inspección y sanción previstas en esta Ley, 
por medios electrónicos, las informaciones y medidas recogidas en esta Ley y en sus 
disposiciones de desarrollo. Las entidades referidas tendrán obligación de 
comunicarse con el Banco de España a través de, y habilitar en el plazo que se fije 
para ello, los medios técnicos requeridos por el Banco de España para la eficacia de 
sus sistemas de comunicación electrónica, en los términos que éste adopte al 
efecto.»

Disposición final undécima.  Modificación de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de 
Medidas de Reforma del Sistema Financiero.

El artículo 30 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del 
Sistema Financiero, queda redactado como sigue:

«Artículo 30.  Presentación de reclamaciones ante el Banco de España, la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones.

1. Los servicios de reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 
atenderán las quejas y reclamaciones que presenten los usuarios de servicios 
financieros, que estén relacionadas con sus intereses y derechos legalmente 
reconocidos, y que deriven de presuntos incumplimientos por las entidades 
reclamadas, de la normativa de transparencia y protección de la clientela o de las 
buenas prácticas y usos financieros.

Los servicios de reclamaciones atenderán también las consultas que formulen los 
usuarios de servicios financieros sobre las normas aplicables en materia de 
transparencia y protección a la clientela, así como sobre los cauces legales 
existentes para el ejercicio de sus derechos.
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La organización y el funcionamiento de los servicios de reclamaciones se 
ajustarán a los principios de independencia, transparencia, contradicción, eficacia, 
legalidad, libertad y representación.

Los servicios de reclamaciones funcionarán bajo el principio de ventanilla única, 
debiendo remitir al competente las reclamaciones que no sean de su competencia.

Los servicios de reclamaciones informarán a los servicios de supervisión 
correspondientes cuando aprecien indicios de incumplimientos graves o reiterados 
de las normas de transparencia y protección a la clientela o de las buenas prácticas y 
usos financieros por parte de una misma entidad.

2. Los servicios de reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 
resolverán las quejas y reclamaciones a las que se refiere el apartado anterior, 
mediante informes motivados, que no tendrán en ningún caso carácter de acto 
administrativo recurrible.

3. El Ministro de Economía y Hacienda desarrollará el procedimiento de 
presentación de reclamaciones ante los servicios de reclamaciones del Banco de 
España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones, que deberá ajustarse a las siguientes reglas:

a) Para la admisión y tramitación de reclamaciones será imprescindible acreditar 
haberlas formulado previamente, por escrito, dirigido al departamento o servicio de 
atención al cliente o, en su caso, al Defensor del Cliente de la entidad contra la que 
se reclame. Éstos deberán acusar recibo por escrito de las reclamaciones que se les 
presenten y resolverlas o denegarlas igualmente por escrito y motivadamente. 
Asimismo, el reclamante deberá acreditar que ha transcurrido el plazo de dos meses 
desde la fecha de presentación de la reclamación sin que haya sido resuelta o que 
ha sido denegada la admisión de la reclamación o desestimada su petición.

b) Recibida la reclamación por el servicio de reclamaciones competente por 
razón de la materia se verificará la concurrencia de las circunstancias previstas en 
los apartados anteriores y, si se cumplen los requisitos necesarios, se procederá a la 
apertura de un expediente por cada reclamación, en el que se incluirán todas las 
actuaciones relacionadas con la misma; en caso contrario, se requerirá al reclamante 
para completar la información en el plazo de diez días, con apercibimiento de que si 
así no lo hiciese se le tendrá por desistido de su reclamación.

c) Formulado el correspondiente informe, y si éste fuera desfavorable a la entidad 
reclamada, ésta estará obligada a informar al servicio de reclamaciones competente 
si ha procedido a la rectificación voluntaria en un plazo no superior a un mes desde 
su notificación.

4. El Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones publicarán anualmente una 
memoria de sus respectivos servicios de reclamaciones en la que, al menos, deberá 
incluirse el resumen estadístico de las consultas y reclamaciones atendidas y los 
criterios mantenidos por dichos servicios, en relación con las materias sobre las que 
versan las reclamaciones presentadas, así como las entidades afectadas, con 
indicación en su caso del carácter favorable o desfavorable del informe.»

Disposición final duodécima.  Modificación de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación 
de seguros y reaseguros privados.

Se modifica la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros 
privados en los siguientes términos:

Uno. Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 4:
«1. Las entidades aseguradoras podrán aceptar la cobertura de riesgos, sin 

intervención de mediador de seguros privados.
Sin perjuicio de los contratos de agencia celebrados con arreglo a esta Ley, las 

entidades aseguradoras que cumplan los requisitos legalmente exigidos para operar 
en España también podrán celebrar contratos consistentes en la prestación de 
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servicios para la distribución, bajo su responsabilidad civil y administrativa, de sus 
pólizas de seguro por medio de las redes de distribución de agentes de seguros 
exclusivos de otras entidades aseguradoras, las cuales deberán garantizar que 
poseen los conocimientos necesarios para el ejercicio de su actividad, en función de 
los seguros que medien.

Dichos contratos deberán ser presentados por las entidades que los celebren en 
la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones para su toma de razón en el 
Registro previsto en el art. 52 de esta Ley, y deberán indicar, al menos, las entidades 
aseguradoras afectadas, composición de la red cedida, el ámbito, la duración, los 
ramos o contratos de seguro o clase de operaciones que comprende, las 
obligaciones de las partes, los movimientos económicos y financieros de las 
operaciones y las menciones que deben incluirse en los documentos contractuales y 
publicitarios.

Cuando las entidades aseguradoras cedente y cesionaria formen parte del 
mismo grupo consolidable de entidades aseguradoras, se deberá indicar en el 
contrato de distribución dicha circunstancia, e incluir la denominación del grupo al 
que pertenecen en toda la documentación mercantil y publicidad de mediación de 
seguros privados que realicen los agentes de seguros exclusivos.»

Dos. El artículo 8 queda redactado como sigue:

«Artículo 8.  Los auxiliares externos de los mediadores de seguros.
1. Los mediadores de seguros podrán celebrar contratos mercantiles con 

auxiliares externos que colaboren con ellos en la distribución de productos de 
seguros actuando por cuenta de dichos mediadores y podrán realizar trabajos de 
captación de la clientela, así como funciones auxiliares de tramitación administrativa, 
sin que dichas operaciones impliquen la asunción de obligaciones.

Serán auxiliares-asesores aquellos auxiliares externos que, además de las 
actividades mencionadas en el párrafo anterior, presten por cuenta del mediador con 
quien hayan suscrito un contrato de auxiliar-asesor asistencia en la gestión, 
ejecución y formalización de los contratos de seguro, o en caso de siniestro. El 
auxiliar-asesor persona física, al menos la mitad de las personas que integren el 
órgano de dirección de los auxiliares-asesores que sean personas jurídicas, y 
aquellos de sus empleados que presten asistencia en la gestión, ejecución y 
formalización de los contratos de seguro o en caso de siniestro deberán acreditar 
estar en posesión de los conocimientos adecuados, y no incurrir en ninguna de las 
incompatibilidades establecidas en el apartado 5 de este artículo.

Los mediadores de seguros comprobarán con anterioridad a la celebración del 
contrato con el auxiliar-asesor el cumplimiento de los requisitos establecidos en el 
párrafo anterior.

La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones establecerá las líneas 
generales y los principios básicos que habrán de cumplir los programas de formación 
de los auxiliares-asesores en cuanto a su contenido, organización y ejecución.

2. Los auxiliares externos no tendrán la condición de mediadores de seguros, ni 
podrán asumir funciones reservadas por esta Ley a los referidos mediadores, y 
desarrollarán su actividad bajo la dirección, responsabilidad y régimen de capacidad 
financiera del mediador de seguros para el que actúen.

Los auxiliares-asesores deberán identificarse como tales e indicar también la 
identidad del mediador por cuenta del que actúen. En virtud del contrato mercantil 
con éste, la información que deberán proporcionar al tomador de seguros será toda o 
parte de la establecida en el artículo 42, sin que en ningún caso el tomador deje de 
recibir esa información completa.

3. Los mediadores de seguros llevarán un libro registro en el que anotarán los 
datos personales identificativos de los auxiliares externos, con indicación de la fecha 
de alta y, en su caso, la de baja, que quedará sometido al control de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones.
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4. Los auxiliares-asesores se inscribirán en el Registro administrativo de 
auxiliares-asesores. Se harán constar los datos identificativos, el número de registro, 
las fechas de alta y de baja y los mediadores a quienes auxilian. En el caso de 
personas jurídicas, además se indicarán los nombres de las personas físicas que 
integren el órgano de administración.

Los datos contenidos en el Registro administrativo de auxiliares-asesores 
deberán estar actualizados y para su inscripción en el registro previsto en el art. 52 
de esta Ley serán remitidos telemáticamente a la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones por cada entidad aseguradora en relación con los auxiliares-
asesores de sus agentes exclusivos, y por cada agente vinculado, y corredor de 
seguros en relación con los suyos respectivamente. El auxiliar-asesor no podrá 
iniciar su actividad hasta que la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones le haya inscrito en dicho Registro.

La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones determinará el 
contenido y forma en que deberá remitirse esta información.

5. Un auxiliar externo de un mediador de seguros, persona física o jurídica, no 
podrá colaborar con otros mediadores de seguros de distinta clase a la de aquél que 
le contrató en primer lugar. Además, si es auxiliar externo de un agente exclusivo, 
sólo podrá colaborar con otros agentes exclusivos de la misma entidad 
aseguradora.»

Tres. Se modifica la redacción del apartado 4 del artículo 13, en los siguientes 
términos:

«4. Los agentes de seguros exclusivos, personas físicas y, al menos, la mitad de 
las personas que integran la dirección de las sociedades de agencia de seguros 
exclusivas, poseerán los conocimientos necesarios para el ejercicio de su actividad, 
en función de los seguros que medien. Asimismo, aquellas personas que participen 
directamente en la mediación de los seguros bajo la dirección de aquéllos deberán 
estar en posesión de los conocimientos necesarios para el ejercicio de su actividad y 
no deberán incurrir en ninguna de las causas de incompatibilidad previstas en el 
artículo 19 de esta Ley.»

Cuatro. Se enumera como apartado 1 el vigente artículo 19 y se incorporan dos nuevos 
apartados 2 y 3 en los siguientes términos:

«2. Los agentes de seguros exclusivos, persona física o jurídica, no podrán 
desempeñar cargos de administración o dirección en sociedades que ejerzan la 
actividad de agencia de seguros exclusiva, salvo que se adopten los mecanismos 
necesarios para garantizar el respeto al pacto de exclusividad que les caracteriza y 
se admita por la entidades aseguradoras afectadas.

3. En las sociedades de agencia de seguros exclusivas, las personas que 
integren el órgano de dirección responsable de la mediación de seguros no podrán 
desempeñar cargos de dirección o de administración en otras sociedades de agencia 
exclusiva, en sociedades de agencia vinculada, en sociedades de correduría de 
seguros o en auxiliares externos de unos u otros, salvo que se adopten los 
mecanismos necesarios para garantizar el respeto al pacto de exclusividad y se 
admita por las entidades aseguradoras afectadas.»

Cinco. Se da nueva redacción a los párrafos e), g) y h) del artículo 21.3.
«e) Los agentes de seguros vinculados dispondrán de un programa de formación 

para los empleados y auxiliares externos.
Asimismo, las entidades aseguradoras adoptarán las medidas necesarias para la 

formación de sus agentes de seguros vinculados y de las personas que integren el 
órgano de dirección previsto en el segundo párrafo de la letra b) de este apartado en 
los productos de seguro mediados por éstos.

La documentación correspondiente a los programas de formación estará a 
disposición de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, que podrá 
requerir que se efectúen las modificaciones que resulten necesarias.
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La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones establecerá las líneas 
generales y los principios básicos que habrán de cumplir los programas de formación 
de los agentes de seguros vinculados en cuanto a su contenido, organización y 
ejecución.

g) Disponer de una capacidad financiera que deberá en todo momento alcanzar 
el cuatro por ciento del total de las primas anuales percibidas, en la forma que 
reglamentariamente se determine, salvo que contractualmente se haya pactado de 
forma expresa con todas y cada una de las entidades aseguradoras que los importes 
abonados por la clientela se realizarán directamente a través de la domiciliación 
bancaria en cuentas abiertas a nombre de aquéllas, o que, en su caso, el agente de 
seguros vinculado ofrezca al tomador una cobertura inmediata entregando el recibo 
emitido por la entidad aseguradora, y, en uno y otro caso, que las cantidades 
abonadas en concepto de indemnizaciones se entregarán directamente por las 
entidades aseguradoras a los tomadores de seguros, asegurados o beneficiarios.

h) Acreditar que todas y cada una de las entidades aseguradoras con las que 
vaya a celebrar un contrato de agencia de seguros asumen la responsabilidad civil 
profesional derivada de su actuación como agente de seguros vinculado, o que dicho 
agente dispone de un seguro de responsabilidad civil profesional o cualquier otra 
garantía financiera que cubra en todo el territorio del Espacio Económico Europeo las 
responsabilidades que pudieran surgir por negligencia profesional, con la cuantía que 
reglamentariamente se determine, respecto a la actividad sobre la que no hubiera 
obtenido cobertura en virtud del contrato de agencia suscrito.»

Seis. El apartado 4 del artículo 21 queda redactado así:
«4. La solicitud de inscripción como agente de seguros vinculado se dirigirá a la 

Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y deberá ir acompañada de 
los documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos a que se refiere el 
anterior apartado 3. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa 
de la solicitud será de tres meses a partir de la fecha de presentación de dicha 
solicitud. La inscripción especificará las entidades aseguradoras para las que el 
agente de seguros vinculado podrá realizar la actividad de mediación de seguros. En 
ningún caso se producirá la inscripción en virtud del silencio administrativo, y la 
solicitud de inscripción será denegada cuando no se acredite el cumplimiento de los 
requisitos exigidos para su concesión.»

Siete. En el artículo 24 se añade un nuevo apartado 2, con la siguiente redacción, y se 
renumera el actual apartado 2 que pasará a ser 3:

«2. Los agentes de seguros vinculados, personas físicas, no podrán desempeñar 
cargos de administración o de dirección en las sociedades que ejerzan la actividad 
de agencia de seguros exclusiva o de correduría de seguros o de auxiliares externos 
de unos y otros.»

Ocho. Se modifica el apartado 1 del artículo 25:
«1. Tendrán la consideración de operadores de banca-seguros las entidades de 

crédito y las sociedades mercantiles controladas o participadas por éstas conforme a 
lo indicado en el artículo 28 de esta Ley que, mediante la celebración de un contrato 
de agencia de seguros con una o varias entidades aseguradoras y la inscripción en 
el Registro administrativo especial de mediadores de seguros, corredores de 
reaseguros y de sus altos cargos, realicen la actividad de mediación de seguros 
como agente de seguros utilizando las redes de distribución de las entidades de 
crédito. La entidad de crédito sólo podrá poner su red de distribución a disposición de 
un único operador de banca-seguros.

Cuando la actividad de mediación de seguros se realice a través de una sociedad 
mercantil controlada o participada por la entidad de crédito o grupo de entidades de 
crédito, las relaciones con dicha sociedad mercantil se regularán por un contrato de 
prestación de servicios consistentes en la cesión de la red de distribución de cada 
una de dichas entidades de crédito al operador de banca-seguros para la mediación 
de los productos de seguro. En dicho contrato las entidades de crédito deberán 
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asumir la obligación de formación adecuada de las personas que forman parte de la 
red y que participen directamente en la mediación de los seguros para el ejercicio de 
sus funciones.

A los efectos de lo previsto en esta Ley se entenderá por red de distribución de la 
entidad de crédito el conjunto de toda su estructura de la organización de medios 
personales, oficinas operativas y agentes de la entidad de crédito, de acuerdo con lo 
previsto en la normativa de creación y régimen jurídico de las entidades de crédito. 
Una vez cedida a un operador de banca-seguros, la red de la entidad de crédito no 
podrá fragmentarse para que parte de ella participe en la mediación de los seguros 
como red de otro operador de banca-seguros o como auxiliar externo de otro 
mediador de seguros.

El operador de banca-seguros en el ejercicio de la actividad de mediación de 
seguros se someterá al régimen general de los agentes de seguros que se regula en 
la Subsección 1.ª y se ajustará a lo regulado, respectivamente, en la Subsección 2.ª 
o en la Subsección 3.ª de esta Sección 2.ª, según ejerza como operador de banca-
seguros exclusivo o como operador de banca-seguros vinculado.»

Nueve. El apartado 2 del artículo 27 queda redactado de la siguiente manera:
«2. La solicitud de inscripción como corredor de seguros se dirigirá a la Dirección 

General de Seguros y Fondos de Pensiones y deberá ir acompañada de los 
documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos a que se refiere el 
apartado anterior. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa de 
la solicitud será de tres meses a partir de la fecha de presentación de la solicitud de 
inscripción. En ningún caso se producirá la inscripción en virtud del silencio 
administrativo, y la solicitud de inscripción será denegada cuando no se acredite el 
cumplimiento de los requisitos exigidos para su concesión.»

Diez. El apartado 2 del artículo 35 queda redactado así:
«2. La solicitud de inscripción como corredor de reaseguros se dirigirá a la 

Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y deberá ir acompañada de 
los documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos a que se refiere el 
apartado anterior. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa de 
la solicitud será de tres meses a partir de la fecha de entrada en cualquiera de los 
registros del Ministerio de Economía y Hacienda. En ningún caso se producirá la 
inscripción en virtud del silencio administrativo, y la solicitud de inscripción será 
denegada cuando no se acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos para su 
concesión.»

Once. Se modifica el artículo 49, en los siguientes términos:

«Artículo 49.  Obligaciones contables y deber de información estadístico-contable.
1. Una vez iniciada la actividad de mediación de seguros o de reaseguros, los 

corredores de seguros y los de reaseguros, los agentes y operadores de banca-
seguros vinculados deberán llevar los libros-registro contables y remitir a la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones la información estadístico-contable con 
el contenido y la periodicidad que reglamentariamente se determine.

2. El Ministro de Economía y Hacienda determinará los supuestos y condiciones 
en que los mediadores de seguros y los corredores de reaseguros a que se refiere el 
apartado anterior habrán de presentar por medios telemáticos ante la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones la documentación e información que 
están obligados a suministrar conforme a su normativa específica.»

Doce. Se modifica la redacción del artículo 52.1:
«1. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones llevará el Registro 

administrativo especial de mediadores de seguros, corredores de reaseguros y de 
sus altos cargos, en el que deberán inscribirse, con carácter previo al inicio de sus 
actividades, los mediadores de seguros, sus auxiliares-asesores y los corredores de 
reaseguros residentes o domiciliados en España sometidos a esta Ley. En el caso de 
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las personas jurídicas, además, se inscribirá a los administradores y a las personas 
que formen parte de la dirección, responsables de las actividades de mediación.

También se tomará razón de los mediadores de seguros y de reaseguros 
domiciliados en otros Estados miembros del Espacio Económico Europeo que actúen 
en régimen de derecho de establecimiento o en régimen de libre prestación de 
servicios.

En dicho Registro se tomará razón igualmente de los contratos de distribución a 
que se refiere el art. 4.1 de esta Ley.

Este Registro administrativo expresará las circunstancias que 
reglamentariamente se determinen y el acceso a su contenido será general y 
gratuito.»

Trece. Se modifica la redacción del párrafo inicial del apartado 1 del artículo 53:
«1. La cancelación de la inscripción de los auxiliares-asesores, de los 

mediadores de seguros y de los corredores de reaseguros inscritos en el Registro 
administrativo especial de mediadores de seguros, corredores de reaseguros y de 
sus altos cargos será acordada por la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones cuando concurra alguna de las siguientes causas:»

Catorce. Se modifica la redacción de la letra b) del artículo 53.1, y se añade una nueva 
letra g):

«b) Cuando el auxiliar-asesor, el mediador de seguros o el corredor de 
reaseguros deje de cumplir alguno de los requisitos exigidos para figurar inscrito en 
el Registro administrativo especial de mediadores de seguros, corredores de 
reaseguros y de sus altos cargos.

g) Cuando el mediador de seguros haya rescindido el contrato con su auxiliar-
asesor y se comunique la baja del mismo en su registro.»

Quince. Se modifica la redacción del artículo 54.1.
«1. Las entidades aseguradoras, los agentes de seguros vinculados, los 

operadores de banca-seguros vinculados, los corredores de seguros y los corredores 
de reaseguros, así como los mediadores de seguros y de reaseguros domiciliados en 
otro Estado miembro del Espacio Económico Europeo, así como quienes ejerzan 
cargos de administración o dirección de todos ellos, que infrinjan normas sobre 
mediación en seguros y reaseguros privados incurrirán en responsabilidad 
administrativa sancionable con arreglo a lo dispuesto en los artículos siguientes.

También serán responsables frente a la Administración las personas que ejerzan, 
por sí o a través de persona interpuesta, actividades de mediación de seguros o de 
reaseguros, sin cumplir los requisitos legalmente exigidos o excediendo las funciones 
previstas en esta Ley, o aquéllas para las que esta Ley establezca prohibiciones.

Se considerarán:
a) Cargos de administración, los administradores o miembros de los órganos 

colegiados de administración; y cargos de dirección, sus directores generales, 
director técnico o asimilados, entendiéndose por tales aquellas personas que 
desarrollen en la sociedad de mediación funciones de alta dirección bajo la 
dependencia directa de su órgano de administración, de comisiones ejecutivas o de 
consejeros delegados de aquél.

b) Normas sobre mediación de seguros y de reaseguros privados, las 
comprendidas en esta Ley y en sus disposiciones de desarrollo y, en general, las que 
figuren en leyes y disposiciones administrativas de carácter general que contengan 
preceptos específicamente referidos a la mediación en seguros privados y de 
obligada observancia para quienes concurren a dicha actividad.»

Dieciséis. Se modifica la redacción de la letra r) del artículo 55.2:
«r) La actuación de varios agentes de seguros exclusivos de distintas entidades 

aseguradoras en condiciones tales que el resultado conjunto de sus actuaciones 
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suponga el ejercicio de hecho de una actividad que aparezca como correduría de 
seguros o agencia vinculada.»

Diecisiete. La disposición adicional cuarta queda redactada como sigue:
«1. Constituye el hecho imponible de la tasa:
a) La inscripción en el Registro administrativo especial de mediadores de 

seguros, corredores de reaseguros y de sus altos cargos, de las personas que 
ejerzan como agentes de seguros u operadores de banca-seguros, ya sean 
exclusivos o vinculados, como corredores de seguros, como sus auxiliares-asesores 
o como corredores de reaseguros.

b) La inscripción de los cargos de administración y de dirección responsables de 
las actividades de mediación de seguros o de reaseguros de las personas jurídicas 
inscritas como mediadores de seguros, sus auxiliares-asesores o corredores de 
reaseguros que, con arreglo a esta Ley y a sus disposiciones reglamentarias de 
desarrollo, deban ser inscritos.

c) La inscripción de los actos relacionados con los anteriores, siempre que deban 
ser inscritos de acuerdo con lo exigido en normas sobre mediación de seguros y de 
reaseguros privados.

d) La expedición de certificados relativa a la información incluida en el Registro a 
que se refiere la letra a).

2. La tasa no será exigible en los supuestos de inscripciones relativas a la 
cancelación de la inscripción.

3. Será sujeto pasivo de la tasa la persona física o jurídica a cuyo favor se 
practique la inscripción en el Registro administrativo especial de mediadores de 
seguros, corredores de reaseguros y de sus altos cargos y la persona física o jurídica 
solicitante de un certificado de dicho registro.

4. La cuantía de la tasa será:
a) Por la inscripción de un agente de seguros exclusivo o de un auxiliar-asesor, 

persona física, una cuota fija de 11 euros.
b) Por la inscripción de un agente de seguros vinculado, de un corredor de 

seguros o de reaseguros, personas físicas, una cuota fija de 63 euros.
c) Por la inscripción de una sociedad de agencia de seguros o de un operador de 

banca-seguros, ya sean exclusivos o vinculados, de una sociedad de correduría de 
seguros o de reaseguros o de un auxiliar-asesor persona jurídica, una cuota fija de 
147 euros.

d) Una cuota fija de 11 euros por cada alto cargo por la inscripción de cargos de 
administración y de dirección responsables de las actividades de mediación de 
seguros o de reaseguros de las sociedades de agencia de seguros o de los 
operadores de banca-seguros, ya sean exclusivos o vinculados, de correduría de 
seguros o de correduría de reaseguros, y por la inscripción de cargos de 
administración y de dirección de los auxiliares-asesores.

e) Por la inscripción de cualquier otro acto inscribible o por la modificación de los 
inscritos, una cuota fija de 11 euros por cada uno de ellos.

f) Por la expedición de certificados relativos a la información incluida en el 
mencionado registro, una cuota fija de 11 euros.

5. La tasa se devengará cuando se presente la solicitud, que no se tramitará sin 
que se haya efectuado el pago correspondiente.

6. El importe de la tasa se podrá recaudar mediante autoliquidación, en la forma 
y plazos que se determinen por el Ministro de Economía y Hacienda.

7. La tasa correspondiente a la inscripción de los agentes de seguros exclusivos, 
de los operadores de banca-seguros exclusivos, de los cargos de administración y de 
dirección responsables de las actividades de mediación de seguros, y de los 
auxiliares-asesores de los anteriores y sus cargos de administración y dirección será 
autoliquidada por la entidad aseguradora en cuyo registro de agentes figuren 
inscritos, en calidad de sustituto del contribuyente.
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8. La administración, liquidación y recaudación en periodo voluntario de la tasa 
corresponde a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones. La 
recaudación en periodo ejecutivo corresponde a la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, de acuerdo con la legislación vigente.

9. Los importes de la tasa podrán actualizarse por la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado.»

Disposición final decimotercera.  Modificación del texto refundido de la Ley de regulación 
de los planes y fondos de pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 
de noviembre.

Se modifica el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones, en 
los siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 8 del artículo 8, que queda redactado como sigue:
«8. Los partícipes sólo podrán hacer efectivos sus derechos consolidados en los 

supuestos de desempleo de larga duración o de enfermedad grave. 
Reglamentariamente se determinarán estas situaciones, así como las condiciones y 
términos en que podrán hacerse efectivos los derechos consolidados en tales 
supuestos. En todo caso, las cantidades percibidas en estas situaciones se sujetarán 
al régimen fiscal establecido por la Ley para las prestaciones de los planes de 
pensiones.

Los derechos consolidados en los planes de pensiones del sistema asociado e 
individual podrán movilizarse a otro plan o planes de pensiones, por decisión 
unilateral del partícipe o por pérdida de la condición de asociado del promotor en un 
plan de pensiones del sistema asociado o por terminación del plan.

Los derechos económicos de los beneficiarios en los planes de pensiones del 
sistema individual y asociado también podrán movilizarse a otros planes de 
pensiones a petición del beneficiario, siempre y cuando las condiciones de garantía y 
aseguramiento de la prestación así lo permitan y en las condiciones previstas en las 
especificaciones de los planes de pensiones correspondientes.

Los derechos consolidados de los partícipes en los planes de pensiones del 
sistema de empleo no podrán movilizarse a otros planes de pensiones, salvo en el 
supuesto de extinción de la relación laboral y en las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan, y sólo si estuviese previsto en las 
especificaciones del plan, o por terminación del plan de pensiones. Los derechos 
económicos de los beneficiarios en los planes de empleo no podrán movilizarse, 
salvo por terminación del plan de pensiones.

El partícipe o beneficiario de un plan de pensiones que decida movilizar sus 
derechos deberá dirigirse a la entidad gestora del fondo de destino, a la que 
ordenará por un medio fehaciente la realización de las gestiones necesarias. La 
entidad gestora de destino deberá comprobar el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en esta Ley y en su normativa de desarrollo para la movilización de 
tales derechos, y solicitar a la gestora del fondo de origen el traspaso de los 
derechos indicándole, al menos, el plan y fondo de pensiones de destino, el 
depositario de éste y los datos de la cuenta del fondo de pensiones de destino a la 
que debe efectuarse el traspaso. La entidad gestora de origen, una vez realizadas 
las comprobaciones que estime necesarias, deberá ordenar la transferencia bancaria 
correspondiente y remitir a la gestora de destino toda la información financiera y 
fiscal necesaria para el traspaso.

La entidad gestora de destino conservará la documentación derivada de las 
movilizaciones entre planes de pensiones a disposición de la entidad gestora de 
origen, de las entidades depositarias de los fondos de origen y de destino, así como 
a disposición de las autoridades competentes.

Reglamentariamente se podrán regular las condiciones del procedimiento y 
plazos para tramitar y hacer efectivas las movilizaciones de derechos de los 
participes y beneficiarios en los términos necesarios que garanticen la fiabilidad, 
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transparencia y agilidad de las movilizaciones, así como autorizar sistemas 
estandarizados con las debidas garantías de seguridad para la transmisión de 
información entre las entidades intervinientes y para la transferencia de efectivo.

Los derechos consolidados del partícipe en un plan de pensiones no podrán ser 
objeto de embargo, traba judicial o administrativa, hasta el momento en que se cause 
el derecho a la prestación o en que se hagan efectivos en los supuestos de 
enfermedad grave o desempleo de larga duración.»

Dos. Se modifica el apartado 5 del artículo 9, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«5. El sistema financiero y actuarial de los planes de empleo de cualquier 
modalidad y de los planes asociados de prestación definida y mixtos deberá ser 
revisado al menos cada tres años por actuario independiente designado por la 
comisión de control, con encomienda expresa y exclusiva de realizar la revisión 
actuarial. Si, como resultado de la revisión, se planteara la necesidad o conveniencia 
de introducir variaciones en las aportaciones y contribuciones, en las prestaciones 
previstas, o en otros aspectos con incidencia en el desenvolvimiento financiero-
actuarial, se someterá a la comisión de control del plan para que proponga o acuerde 
lo que estime procedente, de conformidad con la letra i) del apartado 1 del artículo 6.

Reglamentariamente se determinará el contenido y alcance de la referida revisión 
actuarial, así como las funciones del actuario al cual se encomiende la revisión y que 
necesariamente deberá ser persona distinta al actuario o actuarios que, en su caso, 
intervengan en el desenvolvimiento ordinario del plan de pensiones.»

Tres. Se modifica el artículo 11, que queda redactado de la siguiente manera:
«1. Los fondos de pensiones se constituirán, previa autorización administrativa 

del Ministerio de Economía y Hacienda, en escritura pública otorgada por las 
entidades promotora o promotoras, gestora, depositaria y se inscribirán en el 
Registro Mercantil y en el Registro especial administrativo establecido al efecto. Los 
fondos de pensiones carecerán de personalidad jurídica y serán administrados y 
representados conforme a lo dispuesto en esta Ley.

2. La escritura de constitución del fondo de pensiones deberá contener 
necesariamente las siguientes menciones:

a) La denominación o razón social y el domicilio de la entidad o entidades 
promotoras, de la gestora y depositaria, así como la identificación de las personas 
que actúan en su representación en el otorgamiento.

b) La denominación del fondo, que deberá ser seguida, en todo caso, de la 
expresión “fondo de pensiones”.

c) Las normas de funcionamiento del fondo, que especificarán, al menos:
1.º El ámbito de actuación del fondo expresando su categoría como personal o 

de empleo conforme a lo previsto en el apartado 7 de este artículo.
2.º El procedimiento para la elección y renovación y la duración del mandato de 

los miembros de la comisión de control del fondo, así como el funcionamiento de 
ésta.

3.º La política de inversiones de los recursos aportados al fondo.
4.º Los criterios de imputación de resultados, de conformidad con lo dispuesto en 

la presente ley y en su normativa de desarrollo.
5.º Los sistemas actuariales que pueden utilizarse en la ejecución de los planes 

de pensiones.
6.º La comisión máxima que haya de satisfacerse a la entidad gestora.
7.º Las normas de distribución de los gastos de funcionamiento a que se refiere 

el apartado 6 del artículo 14 de esta Ley.
8.º Los requisitos para la modificación de las normas de funcionamiento y para la 

sustitución de las entidades gestora y depositaria de conformidad con lo establecido 
en el artículo 23 de esta Ley.

9.º Las normas que hayan de regir la disolución y liquidación del fondo.
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10.º Las condiciones de movilización de las cuentas de posición de los planes de 
pensiones y los criterios de cuantificación de éstas.

11.º Cualesquiera otros contenidos mínimos que se establezcan 
reglamentariamente.

3. Con carácter previo a la constitución del fondo el promotor o promotores 
deberán solicitar de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones la 
autorización administrativa del proyecto, a cuyos términos se acomodará, en su caso, 
la escritura de constitución. El otorgamiento de la autorización en ningún caso podrá 
ser título que cause la responsabilidad de la Administración del Estado.

4. Dentro del plazo de tres meses contados desde la notificación de la 
autorización administrativa previa deberá formalizarse la escritura de constitución del 
fondo y solicitar su inscripción en el Registro Mercantil, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 11 bis de esta Ley. En caso contrario, transcurrido dicho 
plazo, quedará sin efecto la autorización previa concedida, salvo causa debidamente 
justificada. Una vez inscrito el fondo en el Registro Mercantil, el registrador lo 
comunicará a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones para su 
inscripción en el Registro Administrativo Especial de Fondos de Pensiones conforme 
al procedimiento establecido en el artículo 11 bis.

La inscripción en el Registro administrativo exige el previo cumplimiento de todos 
los requisitos de constitución exigidos por esta Ley y sus normas de desarrollo.

La inscripción o denegación de la inscripción del fondo de pensiones en el 
Registro administrativo se realizará por resolución motivada de la Dirección General 
de Seguros y Fondos de Pensiones.

Ningún fondo de pensiones podrá integrar planes de pensiones con anterioridad 
a su inscripción en el Registro administrativo.

5. Se crearán en la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones el 
Registro administrativo de fondos de pensiones y el de Entidades Gestoras de 
Fondos de Pensiones. Los fondos de pensiones se inscribirán necesariamente en el 
Registro administrativo, en el que se hará constar la escritura de constitución y las 
modificaciones posteriores. Además, se deberá hacer constar en el Registro 
administrativo el plan o planes de pensiones integrados en el fondo de pensiones, así 
como las sucesivas incidencias que les afecten.

Las modificaciones posteriores de las normas de funcionamiento del fondo de 
pensiones no requerirán autorización administrativa previa, si bien, los acuerdos de 
modificación deberán comunicarse a la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones acompañando certificación de los mismos, y, posteriormente, una vez 
otorgada la escritura pública correspondiente, deberá presentarse ésta para su 
inscripción en el Registro Mercantil y en el Registro administrativo de Fondos de 
Pensiones conforme a lo previsto en el artículo 11 bis.

Lo establecido en el párrafo anterior será igualmente aplicable para el cambio de 
denominación del fondo de pensiones y para la sustitución o nueva designación de 
entidad gestora, depositaria o promotora del fondo.

6. Queda reservada la denominación de “fondo de pensiones”, así como sus 
siglas, a los constituidos conforme a este artículo, sin perjuicio de los constituidos 
conforme a la legislación de otros Estados miembros previstos en la sección tercera 
del Capítulo X de esta Ley.

7. Los fondos de pensiones se encuadrarán necesariamente en una de las dos 
categorías siguientes:

a) Fondos de pensiones de empleo, cuyo ámbito de actuación se limitará al 
desarrollo de planes de pensiones del sistema de empleo exclusivamente.

b) Fondos de pensiones personales, cuyo ámbito de actuación se limitará al 
desarrollo de planes de pensiones del sistema asociado o individual.

8. Podrán constituirse fondos de pensiones que instrumenten un único plan de 
pensiones.

9. En relación con los procesos de inversión desarrollados, los fondos de 
pensiones podrán encuadrarse dentro de dos tipos:
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a) Fondo abierto, caracterizado por poder canalizar las inversiones de otros 
fondos de pensiones.

b) Fondo cerrado, que instrumenta exclusivamente las inversiones del plan o 
planes de pensiones integrados en él.

10. En los fondos de pensiones que integran planes de pensiones de prestación 
definida y en los fondos de pensiones abiertos podrá requerirse la constitución de un 
patrimonio inicial mínimo, según niveles fijados reglamentariamente, en razón de las 
garantías exigidas para su correcto desenvolvimiento financiero.»

Cuatro. Se introduce un nuevo artículo 11 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 11 bis.  Inscripción de los fondos de pensiones en el Registro Mercantil y 
coordinación con el Registro Administrativo de Fondos de Pensiones.

1. En el Registro Mercantil se abrirá a cada fondo de pensiones una hoja de 
inscripción en la que se inscribirá:

a) La constitución del fondo de pensiones.
b) Los acuerdos de delegación de facultades de representación del fondo.
c) Los acuerdos de cambio de denominación del fondo y de modificación de sus 

normas de funcionamiento.
d) El cese, renuncia y sustitución de las entidades promotora, gestora y 

depositaria del fondo.
e) Los nombramientos y ceses de los miembros de la comisión de control del 

fondo.
f) La disolución y liquidación del fondo de pensiones.
g) Las medidas administrativas que afecten a la entidad gestora o a sus 

administradores, al fondo o a alguno de los planes integrados en el, o a las 
comisiones de control.

h) En general, los actos y contratos que modifiquen el contenido de los asientos 
practicados o cuya inscripción esté prevista por disposiciones con rango de ley.

Las normas de funcionamiento y las cuentas anuales del fondo de pensiones 
serán objeto de depósito en el Registro Mercantil. No se practicará asiento alguno 
posterior al de la letra a) salvo las previstas en la letra g) anterior, mientras no se 
extienda al margen del mismo nota acreditativa de la inscripción del fondo en el 
registro administrativo de fondos de pensiones. Dentro de los cuatro meses 
siguientes a la fecha del asiento de constitución del fondo en el Registro Mercantil, 
sin que conste su inscripción en el Registro Administrativo o, en su caso, sin que se 
haya interpuesto recurso contra la resolución denegatoria, expresa o por silencio, 
caducará aquél asiento y podrá ser cancelado de oficio por nota marginal.

2. La constitución del fondo de pensiones, las modificaciones de las normas de 
funcionamiento, la sustitución de entidad promotora, gestora o depositaria, y la 
disolución y liquidación del fondo, se inscribirán en el Registro Mercantil en virtud de 
escritura pública.

Para los demás actos bastarán certificaciones de los acuerdos correspondientes 
expedidas por el órgano de administración o apoderado de la entidad gestora.

En el caso de escrituras públicas, el notario las remitirá de forma telemática al 
Registro Mercantil del domicilio social de la entidad gestora del fondo para su 
inscripción, salvo que alguna de las partes intervinientes en el otorgamiento no le 
autorice para ello. En este caso, el notario entregará una copia electrónica de la 
escritura pública a la entidad gestora, quien deberá remitirla por medios telemáticos 
con firma electrónica al Registro Mercantil para su inscripción.

Cuando se trate de certificaciones de acuerdos, éstas serán remitidas al Registro 
Mercantil por la entidad gestora de forma telemática con firma electrónica.

En las remisiones telemáticas de escrituras públicas y certificaciones a que se 
refiere este apartado se acompañará la documentación adicional que, en su caso, se 
establezca reglamentariamente, y se observarán los requisitos previstos en la Ley 
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11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios 
Públicos.

Para la inscripción de la constitución del fondo se incorporará copia electrónica 
de la escritura de constitución y los documentos de los que resulte la preceptiva 
autorización administrativa previa, la obtención del número de identificación fiscal, y 
la certificación negativa de denominación expedida por el Registro Mercantil Central.

El notario autorizante de la escritura de constitución del fondo de pensiones 
solicitará telemáticamente a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la 
asignación provisional de un Número de Identificación Fiscal.

Una vez inscrito el fondo de pensiones en el Registro Mercantil, el encargado del 
mismo notificará telemáticamente a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria 
la inscripción del fondo. La Agencia Estatal de la Administración Tributaria notificará 
telemáticamente al notario y al registrador mercantil el carácter definitivo del Número 
de Identificación Fiscal.

Asimismo, el notario autorizante de la escritura de constitución o de cambio de 
denominación del fondo solicitará telemáticamente al Registro Mercantil Central el 
certificado negativo de denominación, salvo petición expresa en contrario de las 
partes intervinientes en cuyo caso será la entidad gestora quien lo solicite en modo 
telemático con firma electrónica. Recibida la solicitud, el Registro Mercantil Central 
expedirá también telemáticamente la certificación negativa o, en su caso, indicará la 
imposibilidad de su emisión.

3. Una vez practicadas las correspondientes inscripciones, el Registrador 
Mercantil remitirá de oficio a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 
por medio telemático una certificación autorizada con su firma electrónica, 
acreditativa de los asientos practicados, acompañada de la escritura pública, en su 
caso, y de la documentación que se establezca reglamentariamente.

Cuando se trate de acuerdos sujetos a inscripción en el Registro Administrativo, 
la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, una vez recibida la 
certificación del Registrador Mercantil, procederá a su inscripción en aquél y lo 
notificará a la entidad gestora y al Registro Mercantil.

Mediante resolución motivada la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones podrá denegar la inscripción en el Registro Administrativo o requerir a las 
entidades la subsanación de la documentación y requisitos necesarios para la 
inscripción.

4. El Colegio de Registradores habilitará modelos estandarizados de 
certificaciones, accesibles de forma gratuita por Internet u otros medios equivalentes 
de consulta telemática, que puedan ser utilizados para cumplimentar los trámites 
anteriormente indicados, aprobados por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado previa consulta con la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones.»

Cinco. Se modifica el apartado 3 del artículo 15, que queda redactado como sigue:
«3. El acuerdo de disolución del fondo de pensiones se comunicará a la 

Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y se inscribirá en el Registro 
Mercantil y en el Registro Administrativo conforme a lo establecido en el artículo 
11.bis de esta Ley. El Registrador Mercantil remitirá de oficio, de forma telemática y 
sin coste adicional alguno, el acuerdo de disolución del fondo al Boletín Oficial del 
Registro Mercantil para su publicación. Además la entidad gestora deberá publicar el 
acuerdo en su página web o, en su defecto, en uno de los diarios de mayor 
circulación del lugar del domicilio social de dicha entidad.

Ultimada la liquidación, tras haber dado cumplimiento a lo preceptuado en el 
párrafo tercero del apartado 2 precedente, los liquidadores deberán solicitar del 
Registrador Mercantil y de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 
la cancelación respectiva de los asientos referentes al fondo de pensiones 
extinguido.»

Seis. Se modifica la letra a) del apartado 1 del artículo 20, que queda redactado de la 
siguiente manera:
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«a) Tener un capital desembolsado mínimo de 600.000 euros.
Adicionalmente, los recursos propios deberán incrementarse en los tantos por mil 

del activo total del fondo o fondos gestionados que se señalan a continuación:
El 5 por mil del activo total cuando éste no exceda de 60 millones de euros.
El 3 por mil de lo que exceda de 60 millones hasta 600 millones de euros
El 2 por mil de lo que exceda de 600 millones hasta 3.000 millones de euros
El 1 por mil de lo que exceda de 3.000 millones hasta 6.000 millones de euros
El 0,5 por mil de lo que exceda de 6.000 millones de euros.
A estos efectos, se computarán como recursos propios el capital social 

desembolsado y las reservas que se determinen reglamentariamente.
En caso de que el fondo o los fondos de pensiones gestionados inviertan en 

fondos de pensiones abiertos, para calcular los recursos propios exigibles se 
deducirá del activo total de los fondos de pensiones inversores la parte 
correspondiente a las inversiones de éstos en fondos de pensiones abiertos que 
estén a su vez gestionados por la misma entidad gestora. Asimismo, se descontarán 
del activo total de los fondos gestionados las deudas de los promotores de los planes 
de pensiones de empleo adscritos.»

Siete. Se adiciona un nuevo apartado 7 al artículo 20, que queda redactado de la 
siguiente manera:

«7. Los cambios de denominación, de domicilio y de los estatutos de las 
entidades gestoras no requerirán autorización administrativa previa, si bien, los 
acuerdos de modificación deberán comunicarse a la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones acompañando certificación de los mismos, y, posteriormente, 
una vez otorgada e inscrita en el Registro Mercantil la escritura pública 
correspondiente, deberá presentarse ésta para su inscripción en el Registro 
administrativo.

La fusión y escisión de entidades gestoras de fondos de pensiones requerirá 
autorización administrativa previa de la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones en el ejercicio de sus funciones de supervisión sobre los requisitos y 
condiciones de actividad de las entidades gestoras de fondos de pensiones 
establecidos en esta Ley y en sus normas de desarrollo, debiendo cumplimentarse 
los requisitos y, en su caso, el procedimiento para la autorización e inscripción de la 
nueva o nuevas entidades gestoras resultantes.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, de Defensa de la Competencia, en materia de notificaciones y procedimientos 
de autorización de concentraciones económicas y de las competencias atribuidas por 
dicha Ley a los órganos correspondientes de defensa de la competencia.»

Ocho. Se modifica el artículo 21, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 21.  Entidades depositarias.
1. La custodia o depósito de los valores mobiliarios y demás activos financieros 

integrados en los fondos de pensiones corresponderá a una entidad depositaria 
establecida en España. Podrán ser «entidades depositarias de fondos de pensiones» 
las entidades que reúnan los siguientes requisitos:

a) Ser entidad de crédito conforme a la normativa vigente en materia de 
entidades de crédito.

b) Tener en España su domicilio social o una sucursal.
c) Tener como actividad autorizada la recepción de fondos del público en forma 

de depósito, cuentas corrientes u otras análogas que lleven aparejada la obligación 
de su restitución y, como depositarios de valores negociables y otros activos 
financieros, la custodia y administración por cuenta de sus titulares.

d) Estar inscrita en el registro especial de «Entidades Depositarias de Fondos de 
Pensiones» del Ministerio de Economía y Hacienda.
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2. Cada fondo de pensiones tendrá una sola entidad depositaria, sin perjuicio de 
la posibilidad de que ésta pueda delegar sus funciones en otra entidad en los 
términos que reglamentariamente se determinen. En ningún caso la responsabilidad 
de la entidad depositaria se verá afectada en este supuesto.

3. Las entidades depositarias ejercerán la función de custodia en los términos 
que reglamentariamente se determinen teniendo en cuenta la naturaleza de los 
activos del fondo. En especial, para aquellos activos que no sean susceptibles de ser 
depositados, la entidad depositaria mantendrá los certificados u otros documentos 
acreditativos, que justifiquen la posición declarada por la gestora.

La responsabilidad por la función de custodia se extiende a la garantía de que la 
titularidad, pleno dominio y libre disposición de los valores mobiliarios y otros activos 
custodiados corresponde a los fondos de pensiones titulares de los mismos.

4. Además de la función de custodia, ejercerán la vigilancia de la entidad gestora 
ante las entidades promotoras, partícipes y beneficiarios, debiendo verificar que las 
operaciones acordadas por las entidades gestoras se ajusten a las disposiciones 
legales y reglamentarias.

En los términos que reglamentariamente se determine, las entidades depositarias 
podrán recabar de las entidades gestoras toda la información que precisen para el 
ejercicio de sus funciones, debiendo comunicar a la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones aquellas anomalías de especial relevancia que pudieran 
ponerse de manifiesto a través de dicho control.

5. Corresponde, en todo caso y de manera exclusiva a la entidad depositaria, la 
instrumentación de los cobros y pagos que pudieran derivarse por cualquier concepto 
del desarrollo de la actividad de planes y fondos de pensiones. A tal efecto, las 
entidades depositarias junto a las gestoras deberán establecer los mecanismos y 
procedimientos adecuados para garantizar que en ningún caso la realización de los 
cobros y pagos se hace sin su consentimiento.

Además de su necesaria intervención en la liquidación de las operaciones sobre 
instrumentos financieros, la entidad depositaria podrá intervenir en la ejecución de 
las operaciones de compraventa cuando así lo haya acordado con la entidad gestora.

6. En remuneración de sus servicios, los depositarios percibirán de los fondos las 
retribuciones que libremente pacten con las entidades gestoras, con la previa 
conformidad de la Comisión de Control del fondo, sin perjuicio de las limitaciones que 
puedan establecerse reglamentariamente.

7. Nadie podrá ser al mismo tiempo gestor y depositario de un fondo de 
pensiones, salvo los supuestos que se prevean reglamentariamente en desarrollo del 
artículo 23 de esta Ley.»

Nueve. Se modifican los apartados 1, 2 y 5 del artículo 24, que quedan redactados como 
sigue:

«1. Corresponde al Ministerio de Economía y Hacienda la ordenación y 
supervisión administrativa del cumplimiento de las normas de la presente ley, 
pudiendo recabar de las entidades gestoras y depositarias, de las entidades o 
personas en las que hayan delegado o externalizado funciones, de los 
comercializadores de planes de pensiones individuales, de los promotores de los 
planes de pensiones, de las comisiones de control, de los actuarios, así como de los 
representantes de los fondos de pensiones de otros Estados miembros, toda la 
información que sea precisa para comprobar el correcto cumplimiento de las 
disposiciones legales y reglamentarias.

2. Será de aplicación a la inspección de entidades gestoras y de planes y fondos 
de pensiones lo dispuesto sobre la inspección de entidades aseguradoras en el art. 
72 del texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados.

A falta de mención expresa en contrario en las especificaciones de los planes de 
pensiones o en las normas de funcionamiento de los fondos de pensiones, todas las 
actuaciones derivadas de la Inspección de los planes y fondos de pensiones, excepto 
las que se refieran a las personas físicas, se entenderán notificadas cuando la 
comunicación se efectúe ante la entidad gestora correspondiente.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 3  Ley de Economía Sostenible

– 114 –



Asimismo, la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá 
ordenar la inspección de las entidades depositarias de fondos de pensiones para 
comprobar el correcto cumplimiento de la normativa relativa a los planes y fondos de 
pensiones. En este caso se informará de la orden de inspección al ente u órgano 
administrativo al que, en su caso, corresponda el control y supervisión de la entidad, 
pudiendo solicitar de aquel su actuación o asistencia en los supuestos que sea 
preciso, siendo aplicable igualmente lo dispuesto sobre la inspección de entidades 
aseguradoras en el citado artículo 72 del texto refundido de la Ley de ordenación y 
supervisión de los seguros privados.

5. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá ordenar la 
inspección de las funciones transferidas a un tercero, así como las de 
comercialización de planes de pensiones, para comprobar si se desarrollan de 
conformidad con la normativa de planes y fondos de pensiones. En este caso se 
informará de la orden de inspección al ente u órgano administrativo al que, en su 
caso, corresponda el control y supervisión del prestador del servicio, pudiendo 
solicitar de aquel su actuación o asistencia en los supuestos en que sea necesario, 
siendo aplicable lo dispuesto sobre la inspección de entidades aseguradoras en el 
citado artículo 72 del texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los 
seguros privados.»

Diez. Se introduce un nuevo artículo 26 bis, con la siguiente redacción:

«Artículo 26 bis.  Actividad de comercialización de planes de pensiones 
individuales.

1. La actividad de comercialización de los planes de pensiones del sistema 
individual podrá ser realizada por las siguientes entidades y personas autorizadas 
para operar en España:

a) Entidades de crédito que tengan como actividad típica y habitual recibir fondos 
del público en forma de depósito, préstamo, cesión temporal de activos financieros u 
otras análogas que lleven aparejada la obligación de su restitución, aplicándolos por 
cuenta propia a la concesión de créditos u operaciones de análoga naturaleza.

b) Entidades aseguradoras.
c) Empresas de servicios de inversión.
d) Sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva.
e) Entidades gestoras de fondos de pensiones.
f) Agentes de seguros vinculados.
g) Operadores de banca-seguros vinculados.
h) Corredores de seguros.
La entidad o persona física comercializadora de planes de pensiones individuales 

deberá disponer de una estructura y medios humanos y materiales adecuados a la 
actividad, garantizar la capacidad y formación de las personas que realicen la 
comercialización por cuenta del comercializador, contar con un reglamento de 
conducta o documento análogo sobre política de comercialización, que asegure un 
servicio e información en interés de los partícipes y beneficiarios, así como acreditar 
un sistema de control del ejercicio de la actividad.

El acuerdo de comercialización, suscrito por el comercializador con la entidad 
gestora, deberá delimitar las competencias y obligaciones del comercializador, 
incluidas, en su caso, las relativas a la realización de acciones publicitarias, los 
medios y redes de distribución, y las personas o entidades que van a efectuar la 
actividad por cuenta del comercializador.

Las entidades gestoras de fondos de pensiones deberán comunicar a la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones la celebración de los acuerdos 
de comercialización de planes individuales.

2. El comercializador deberá suministrar información sobre los planes de 
pensiones y sobre la adecuación de los mismos a las características y necesidades 
de los partícipes, en los términos que se establezcan reglamentariamente.
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El comercializador deberá tramitar las solicitudes de aportaciones, de 
movilización de derechos consolidados, de cobro de prestaciones y reembolso de 
derechos consolidados en los supuestos excepcionales de liquidez que se produzcan 
con posterioridad a la contratación en la que intervenga.

Toda entrega o recepción de fondos por aportaciones, prestaciones o supuestos 
excepcionales de liquidez deberá realizarse directamente entre el partícipe o 
beneficiario y el fondo de pensiones, mediante, en su caso, efectos nominativos, 
ingreso en cuenta u órdenes de transferencia a favor del fondo de pensiones o del 
partícipe o beneficiario según corresponda. La comercialización no implicará en 
ningún caso la instrumentación de cobros y pagos, los cuales deberán realizarse a 
través de la entidad depositaria del fondo de pensiones.

Los gastos inherentes a la comercialización del plan y las remuneraciones o 
comisiones establecidas por los servicios de comercialización en ningún caso serán 
a cargo del partícipe o beneficiario ni del plan o fondo de pensiones correspondiente.

3. Tanto en el momento de formalización del acuerdo de comercialización, como 
durante toda la vigencia del mismo, la entidad gestora del fondo de pensiones velará 
para que las actuaciones de las personas o entidades comercializadoras se ajusten a 
lo establecido en dicho acuerdo y en la legislación vigente. A tal efecto, los acuerdos 
de comercialización deberán prever procedimientos que permitan comprobar el 
cumplimiento por el comercializador de las obligaciones derivadas del acuerdo y de 
las establecidas en esta Ley y en sus normas de desarrollo. Reglamentariamente 
podrán establecerse condiciones específicas a las que hayan de ajustarse los citados 
procedimientos.

Las personas o entidades comercializadoras serán responsables ante los 
partícipes y beneficiarios de todos los perjuicios que les causaren por incumplimiento 
de sus obligaciones.

No obstante, en relación con los plazos que reglamentariamente se establezcan 
para la movilización de derechos consolidados, abono de prestaciones y reembolso 
de derechos consolidados en los supuestos excepcionales de liquidez, las entidades 
gestoras serán responsables de los retrasos que se produzcan en exceso de los 
plazos previstos para tramitar y hacer efectivas las solicitudes de los partícipes y 
beneficiarios, sin perjuicio de la posibilidad de la entidad gestora de repetir contra 
quien hubiera causado el retraso. A estos efectos, la presentación de las citadas 
solicitudes en cualquier establecimiento del comercializador o de su red comercial, se 
entenderá realizada en la entidad gestora.

Las reclamaciones que formulen los partícipes y beneficiarios o sus 
derechohabientes contra comercializadores de planes de pensiones individuales se 
someterán al Defensor del partícipe conforme a lo previsto en el apartado 5 del 
artículo 7 de esta Ley, entendiéndose realizadas al comercializador las referencias a 
las entidades gestoras y depositarias o promotores de los planes.

4. Lo previsto en los anteriores apartados en relación con la práctica de la 
actividad de comercialización de planes de pensiones será también de aplicación a la 
entidad gestora cuando realice directamente tal actividad.

Reglamentariamente podrán desarrollarse los requisitos previstos en este artículo 
para el ejercicio de la actividad de comercialización de planes de pensiones y el 
contenido de los acuerdos correspondientes.»

Once. Se modifica el artículo 35, que queda redactado como sigue:

«Artículo 35.  Infracciones administrativas.
1. Las entidades gestoras y depositarias, los promotores de planes de pensiones, 

las personas o entidades a las que se hayan transferido funciones, los 
comercializadores de planes de pensiones, los actuarios y las entidades en las que 
éstos desarrollen su actividad, los liquidadores, así como quienes desempeñen 
cargos de administración o dirección en las entidades citadas, los miembros de la 
comisión promotora y los miembros de las comisiones y subcomisiones de control de 
los planes y fondos de pensiones, que infrinjan normas de ordenación y supervisión 
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de planes y fondos de pensiones, incurrirán en responsabilidad administrativa 
sancionable con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Se considerarán:
a) Cargos de administración los administradores o miembros de los órganos 

colegiados de administración, de las comisiones y subcomisiones de control y de las 
comisiones promotoras, y cargos de dirección, sus directores generales o asimilados, 
entendiéndose por tales aquellas personas que desarrollen en la entidad funciones 
de alta dirección bajo la dependencia directa de su órgano de administración o de 
comisiones ejecutivas o consejeros delegados del mismo.

b) Normas de ordenación y supervisión de los planes y fondos de pensiones, las 
comprendidas en la presente Ley y en sus disposiciones reglamentarias de 
desarrollo y, en general, las que figuren en leyes de carácter general que contengan 
preceptos específicamente referidos a los planes y fondos de pensiones o a otras 
entidades y personas contempladas en la presente Ley.

2. Las infracciones de normas de ordenación y supervisión de los planes y 
fondos de pensiones se clasifican en muy graves, graves y leves.

3. Tendrán la consideración de infracciones muy graves:
a) El ejercicio por las entidades gestoras de actividades ajenas a su objeto 

exclusivo legalmente determinado, salvo que tenga un carácter meramente ocasional 
o aislado, así como la aceptación de los servicios de comercialización de planes de 
pensiones de entidades o personas distintas de las enumeradas en el apartado 1 del 
artículo 26 bis de esta Ley, o la aceptación de tales servicios sin el preceptivo 
acuerdo de comercialización.

b) La sustitución de las entidades gestoras o depositarias sin ajustarse a lo 
dispuesto en el artículo 23 o sin dar cumplimiento a lo preceptuado en el apartado 5 
del artículo 11 de esta Ley.

c) El defecto en el margen de solvencia en cuantía superior al 5 por ciento del 
importe necesario para garantizar el cumplimiento de las obligaciones potenciales.

En los casos en que la situación descrita en esta letra se derive de una revisión 
actuarial, sólo se considerará como infracción el incumplimiento del plan de 
financiación que se establezca, o la falta de formulación del mismo en el plazo que 
se establezca.

d) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de las inversiones para la cobertura 
de los fondos de capitalización, provisiones matemáticas y otras provisiones técnicas 
exigibles con arreglo al párrafo segundo del apartado 1 del artículo 8 en cuantía 
superior al 10 por ciento.

En los casos en que la insuficiencia de las inversiones se derive de una pérdida 
imprevisible de aptitud de las inversiones sobrevenida después de su realización o 
bien se derive de una revisión actuarial, sólo se entenderá como infracción el 
incumplimiento del plan de financiación o saneamiento que se establezca o la falta 
de formulación de éste en el plazo que se establezca.

e) El carecer de la contabilidad exigida legalmente o llevarla con anomalías 
sustanciales que impidan o dificulten notablemente conocer la situación económica, 
patrimonial y financiera de la entidad gestora o del fondo de pensiones, así como el 
incumplimiento de la obligación de someter sus cuentas anuales a auditoría de 
cuentas conforme a la legislación vigente.

f) El carecer de las bases técnicas exigidas por el sistema financiero y actuarial 
de los planes de pensiones, así como la falta de la revisión de dicho sistema 
financiero y actuarial que exige el apartado 5 del artículo 9.

g) La inversión en bienes distintos a los autorizados cuando exceda del 3 por 
ciento del activo del fondo, o la inversión en bienes autorizados en proporción 
superior a la establecida en el artículo 16 o en disposiciones reglamentarias cuando 
el exceso supere el 50 por ciento de los límites legales o reglamentarios y no tenga 
carácter transitorio, así como la realización de operaciones con incumplimiento de las 
condiciones generales impuestas en el artículo 17.
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h) Confiar la custodia o el depósito de los valores mobiliarios y demás activos 
financieros a entidades distintas de las previstas en el artículo 21.

i) El incumplimiento de las especificaciones y bases técnicas de los planes de 
pensiones o de las normas de funcionamiento de los fondos de pensiones, salvo que 
tengan un carácter meramente ocasional o aislado, así como la realización de 
prácticas abusivas que perjudiquen el derecho de los promotores, partícipes o 
beneficiarios.

j) El incumplimiento de las medidas de control especial adoptadas por la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones conforme al artículo 34 de 
esta Ley.

k) El reiterado incumplimiento de los acuerdos o resoluciones emanados de la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.

l) La falta de remisión a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 
de cuantos datos o documentos deban suministrarle la entidad gestora, la comisión 
de control de los planes o fondos de pensiones, la entidad depositaria o los actuarios, 
ya mediante su presentación periódica, ya mediante la atención de requerimientos 
individualizados que les dirija la citada Dirección General en el ejercicio de sus 
funciones, o la falta de veracidad en los mismos, cuando con ello se dificulte la 
apreciación de su solvencia. A los efectos de este párrafo se entenderá que hay falta 
de remisión cuando la misma no se produzca dentro del plazo concedido al efecto 
por la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones al recordar por escrito la 
obligación de presentación periódica o reiterar el requerimiento individualizado.

m) La excusa, negativa o resistencia a la actuación inspectora, siempre que 
medie requerimiento expreso y por escrito al respecto.

n) La aceptación de aportaciones a un plan de pensiones, a nombre de un mismo 
partícipe, por encima del límite financiero previsto en el apartado 3 del artículo 5, 
salvo que dichas aportaciones correspondan a la transferencia de los derechos 
consolidados por alteración de la adscripción a un plan de pensiones o a las 
previsiones de un plan de reequilibrio formulado conforme al régimen transitorio 
aplicable en cada momento.

ñ) El incumplimiento del deber de información o suministrar información 
insuficiente, inexacta o inadecuada a las comisiones de control, partícipes, 
beneficiarios y al público en general, siempre que, por el número de afectados o por 
la importancia de la información, tal incumplimiento pueda estimarse como 
especialmente relevante.

o) La falsedad en los dictámenes y documentos contables, de auditoría, 
actuariales o de información previstos en esta Ley.

p) El incumplimiento por los actuarios o las entidades en las que desarrollen su 
actividad de la obligación de realizar la revisión actuarial de un plan de pensiones o 
los cálculos o informes actuariales, contratados en firme, así como la elaboración de 
bases técnicas o la realización de cálculos e informes incumpliendo las normas 
actuariales aplicables a los planes de pensiones, cuando de estas conductas se 
derive un perjuicio importante en el desarrollo o viabilidad del plan o para los 
intereses de los promotores, partícipes o beneficiarios.

q) La prestación de servicios de comercialización de planes de pensiones por 
personas o entidades distintas de las enumeradas en el apartado 1 del artículo 26 bis 
de esta Ley, o la prestación de tales servicios sin el preceptivo acuerdo de 
comercialización.

r) La realización de actos y operaciones prohibidos por normas de ordenación y 
supervisión de los planes y fondos de pensiones establecidas en disposiciones con 
rango de Ley, o con incumplimiento de los requisitos establecidos en las mismas, 
salvo que tales conductas tengan carácter ocasional o aislado.

4. Tendrán la consideración de infracciones graves:
a) El ejercicio meramente ocasional o aislado por las entidades gestoras de 

actividades ajenas a su objeto exclusivo legalmente determinado.
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b) La ausencia de comunicación, cuando ésta sea preceptiva, de la 
formalización, modificación y traslado a otro fondo de pensiones de los planes de 
pensiones, de la composición y cambios en los órganos de administración de las 
entidades gestoras y en las comisiones de control y de la designación de actuarios 
para la revisión de las bases y cálculos actuariales.

c) El defecto en el margen de solvencia en cuantía inferior al 5 por ciento del 
importe exigible con arreglo al párrafo tercero del apartado 1 del artículo 8.

En los casos en que la situación descrita en este párrafo se derive de una 
revisión actuarial, sólo se considerará como infracción el incumplimiento del plan de 
financiación que se establezca, o la falta de formulación del mismo en el plazo que 
se establezca.

d) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de las inversiones para la cobertura 
de los fondos de capitalización, provisiones matemáticas y otras provisiones técnicas 
exigibles con arreglo al párrafo segundo del apartado 1 del artículo 8 en cuantía 
superior al 5 por ciento, pero inferior al 10 por ciento.

En los casos en que la insuficiencia de las inversiones se derive de una pérdida 
imprevisible de aptitud de las inversiones sobrevenida después de su realización o 
bien se derive de una revisión actuarial, sólo se entenderá como infracción el 
incumplimiento del plan de financiación o saneamiento que se establezca, o la falta 
de formulación de éste en el plazo que se establezca.

e) El incumplimiento de las normas vigentes sobre contabilización de 
operaciones, formulación de balances y cuenta de pérdidas y ganancias, siempre 
que no constituya infracción muy grave con arreglo al párrafo e) del apartado 3 
precedente, así como las relativas a la elaboración de los estados financieros de 
obligada comunicación a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.

f) La materialización en títulos valores de las participaciones en el fondo de 
pensiones, contraviniendo la prohibición establecida en el artículo 10.

g) La inversión en bienes no autorizados cuando no exceda del 3 por ciento del 
activo del fondo, o la inversión en bienes autorizados en proporción superior a la 
establecida en el artículo 16 o en disposiciones reglamentarias siempre que el 
exceso supere el 20 por ciento pero no rebase el 50 por ciento de los límites legales 
o reglamentarios y no tenga carácter transitorio.

h) La contratación de la administración de activos contraviniendo las normas que 
se dicten conforme al apartado 4 del artículo 20.

i) El incumplimiento meramente ocasional o aislado de las especificaciones y 
bases técnicas de los planes de pensiones o de las normas de funcionamiento de los 
fondos de pensiones, así como la aplicación incorrecta de las especificaciones y 
bases técnicas de los planes de pensiones en perjuicio de los partícipes o 
beneficiarios.

j) La emisión de obligaciones o el recurso al crédito por las entidades gestoras.
k) El incumplimiento meramente ocasional o aislado de los acuerdos o 

resoluciones emanados de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.
l) La falta de remisión a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 

de cuantos datos o documentos deban serle suministrados ya mediante su 
presentación periódica, ya mediante la atención de requerimientos individualizados 
que les dirija la citada Dirección General en el ejercicio de sus funciones, así como la 
falta de veracidad en los mismos, salvo que ello suponga la comisión de una 
infracción muy grave.

A los efectos de este párrafo se entenderá que hay falta de remisión cuando ésta 
no se produzca dentro del plazo fijado en las normas reguladoras de la presentación 
periódica o del plazo concedido al efecto al formular el requerimiento individualizado.

m) La excusa, negativa o resistencia a la actuación inspectora cuando no 
constituya infracción muy grave.

n) La aplicación de comisiones de gestión o de depósito en cuantía superior a la 
acordada o a los límites fijados reglamentariamente o en las normas de 
funcionamiento del fondo de pensiones.
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ñ) El incumplimiento del deber de información o suministrar información 
insuficiente, inexacta o inadecuada a los partícipes, beneficiarios o al público en 
general, cuando no concurran las circunstancias a que se refiere el párrafo ñ) del 
apartado 3 del presente artículo, así como la realización de cualesquiera actos u 
operaciones con incumplimiento de las normas reguladoras de la publicidad y deber 
de información de los planes y fondos de pensiones.

o) El incumplimiento por las entidades depositarias de las obligaciones 
establecidas en el artículo 21.

p) La realización de actos u operaciones con incumplimiento de las normas que 
se dicten sobre la forma y condiciones de la contratación de planes de pensiones con 
los partícipes, salvo que tenga carácter meramente ocasional o aislado.

q) El incumplimiento por los actuarios o las entidades en las que desarrollen su 
actividad de la obligación de realizar la revisión actuarial de un plan de pensiones o 
los cálculos o informes actuariales, contratados en firme, así como la elaboración de 
bases técnicas o la realización de cálculos e informes incumpliendo las normas 
actuariales aplicables a los planes de pensiones o los requisitos establecidos en el 
apartado 5 del artículo 9 de esta Ley, cuando no deban calificarse como infracciones 
muy graves.

r) El incumplimiento reiterado de los plazos y condiciones previstos en la 
normativa relativos a las formas de cobro y reconocimiento del derecho a las 
prestaciones, a la movilización de derechos consolidados o al reembolso de éstos en 
los supuestos excepcionales de liquidez.

s) Las infracciones leves, cuando durante los dos años anteriores a su comisión 
hubieran sido impuestas sanciones firmes por infracciones leves reiteradas.

t) Incumplimiento por parte de la entidad gestora de la obligación establecida en 
el apartado 3 del artículo 26 bis de velar para que las actuaciones de las personas o 
entidades comercializadoras se ajusten a lo establecido en el acuerdo de 
comercialización y en la legislación vigente, salvo que tenga carácter meramente 
ocasional o aislado.

u) La realización de actos y operaciones prohibidos por normas de ordenación y 
supervisión de los planes y fondos de pensiones establecidas en disposiciones 
reglamentarias, o con incumplimiento de los requisitos establecidos en las mismas, 
salvo que tales conductas tengan carácter ocasional o aislado.

5. Tendrán la consideración de infracciones leves:
a) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de inversiones para la cobertura de 

los fondos de capitalización, provisiones matemáticas y otras provisiones técnicas 
exigibles con arreglo al párrafo segundo del apartado 1 del artículo 8 en cuantía 
inferior al 5 por ciento.

En los casos en que la insuficiencia de las inversiones se derive de una pérdida 
imprevisible de aptitud de las inversiones sobrevenida después de su realización o 
bien se derive de una revisión actuarial, sólo se entenderá como infracción el 
incumplimiento del plan de financiación o saneamiento que se establezca, o la falta 
de formulación de éste en el plazo que se establezca.

b) El exceso de inversión sobre los coeficientes establecidos en el artículo 16 o 
en disposiciones reglamentarias cuando tenga carácter transitorio, o cuando no 
teniendo tal carácter no exceda del 20 por ciento de los límites legales o 
reglamentarios.

c) En general, el incumplimiento de preceptos de obligada observancia 
comprendidos en las normas de ordenación y supervisión de los planes y fondos de 
pensiones que no constituyan infracción grave o muy grave conforme a lo dispuesto 
en los dos apartados anteriores.

d) El incumplimiento meramente ocasional o aislado de los plazos y condiciones 
previstos en la normativa relativos a las formas de cobro y reconocimiento del 
derecho a las prestaciones, a la movilización de derechos consolidados o al 
reembolso de éstos en los supuestos excepcionales de liquidez.»

Doce. Se modifica el artículo 36, que queda redactado como sigue:
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«Artículo 36.  Sanciones administrativas.
1. A las entidades y personas referidas en el apartado 1 del artículo 35 de esta 

Ley, salvo las mencionadas en los apartados 2, 3 y 4 siguientes, les serán aplicables 
las sanciones administrativas previstas en el artículo 41 del texto refundido de la Ley 
de ordenación y supervisión de los seguros privados, si bien las de suspensión de la 
autorización administrativa efectiva se referirá al ejercicio de actividad como gestora 
o depositaria de cualquier fondo de pensiones o a la habilitación para ser promotor 
de planes de pensiones del sistema individual.

2. Los expertos actuarios y las entidades en las que desarrollen su actividad, por 
sus actuaciones en relación con los planes y fondos de pensiones, serán 
sancionados por la comisión de infracciones muy graves con una de las siguientes 
sanciones: prohibición de emitir sus dictámenes en la materia por un período no 
superior a diez años ni inferior a cinco o multa por importe desde 150.253,02 euros 
hasta 300.506,05 euros. Por la comisión de infracciones graves se impondrá a los 
actuarios una de las siguientes sanciones: prohibición de emitir dictámenes en la 
materia en un período de hasta cinco años o multa por importe desde 30.050,61 
euros hasta 150.253,02 euros. Por la comisión de infracciones leves se impondrá al 
actuario la sanción de multa, que podrá alcanzar hasta el importe de 30.050,61 
euros. Si el actuario actúa en nombre de una sociedad, las mismas sanciones serán 
aplicables, además, a dicha sociedad.

3. Será de aplicación a los cargos de administración y dirección de las entidades 
referidas en el apartado 1 del artículo 35 de esta Ley, excepto a los que desarrollen 
su actividad en entidades comercializadoras, el régimen de responsabilidad que para 
los cargos de administración o de dirección de entidades aseguradoras regula el 
artículo 42 del texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros 
privados, si bien la inhabilitación para ejercer cargos de administración o dirección a 
que se refiere el párrafo a) de su apartado 3 lo será, según los casos, en cualquier 
entidad gestora o depositaria, en cualquier entidad en la que los actuarios desarrollen 
su actividad, o, finalmente, en cualquier comisión o subcomisión de control de los 
planes y de los fondos de pensiones.

Igualmente será de aplicación el régimen del artículo 42 del texto refundido de la 
Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados a los cargos de 
administración y dirección de las entidades promotoras de planes de pensiones, y a 
los de entidades en las que se hayan delegado funciones de la gestora o depositaria.

En estos supuestos la inhabilitación vendrá referida, según los casos, a ejercer 
cargos de administración y dirección en las citadas entidades para el ejercicio de 
funciones y facultades relativas a los planes y fondos de pensiones.

4. Serán de aplicación las sanciones administrativas previstas en los artículos 
56.1, letras b), c) y d); 56.2, y 56.3 de la Ley 26/2006, de mediación de seguros y 
reaseguros privados, a las personas o entidades comercializadoras, si bien la 
suspensión se entenderá referida a la inhabilitación temporal para el ejercicio de la 
actividad de comercialización de planes de pensiones.

Asimismo, serán de aplicación las sanciones administrativas previstas en los 
artículos 57.3, letras b) y c) y 57.4 de la Ley 26/2006, de mediación de seguros y 
reaseguros privados, a los cargos de administración y dirección de las entidades 
comercializadoras. En estos supuestos, la suspensión temporal vendrá referida, 
según los casos, a ejercer cargos de administración y dirección en las citadas 
entidades para el ejercicio de funciones y facultades relativas a los planes y fondos 
de pensiones.

Las sanciones a que se refieren los párrafos anteriores se impondrán en los 
términos señalados en los citados artículos 56 y 57, y será de aplicación lo dispuesto 
en los artículos 58, 59 y 60 de la misma Ley 26/2006.

5. La inobservancia por el partícipe del límite de aportación previsto en el 
apartado 3 del artículo 5, salvo que el exceso de tal límite sea retirado antes del día 
30 de junio del año siguiente, será sancionada con una multa equivalente al 50 por 
ciento de dicho exceso, sin perjuicio de la inmediata retirada del citado exceso del 
plan o planes de pensiones correspondientes. Dicha sanción será impuesta, en todo 
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caso, a quien realice la aportación, sea o no partícipe, si bien el partícipe quedará 
exonerado cuando se hubiera realizado sin su conocimiento.

6. A efectos del ejercicio de la potestad sancionadora a que se refieren este 
artículo y el anterior serán de aplicación las normas contenidas en los artículos 43 a 
47 del texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados.

Cuando el infractor sea entidad de crédito o entidad o persona a la que se hayan 
transferido o realice funciones a las que se refiere el apartado 5 del artículo 24, o 
cargos de administración y dirección de las anteriores, para la imposición de la 
sanción será preceptivo el informe del ente u órgano administrativo al que 
corresponda el control y supervisión de dichas entidades o personas.

7. Las personas o entidades que desarrollen la actividad propia de los fondos de 
pensiones o de las entidades gestoras de fondos de pensiones sin contar con la 
preceptiva autorización administrativa o que utilicen las denominaciones “plan de 
pensiones”, “fondo de pensiones”, “entidad gestora de fondos de pensiones” o 
“entidad depositaria de fondos de pensiones”, sin serlo, serán sancionadas con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 48 del texto refundido de la Ley de ordenación y 
supervisión de los seguros privados.»

Trece. Se modifica la disposición adicional segunda del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«Disposición adicional segunda.  Plazo de resolución de las solicitudes de 
autorización administrativa.

Las peticiones de autorizaciones administrativas y de inscripción reguladas en la 
presente ley deberán ser resueltas dentro de los tres meses siguientes a la fecha de 
presentación de la solicitud. El silencio administrativo tendrá carácter negativo, salvo 
en el caso de la solicitud de autorización administrativa previa para la constitución de 
un fondo de pensiones que tendrá carácter positivo.»

Catorce. Se introduce una nueva disposición adicional sexta en el texto refundido de la 
Ley de Regulación de los planes y fondos de pensiones, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional sexta.  Movilizaciones entre planes de pensiones, planes de 
previsión asegurados y planes de previsión social empresarial contemplados en el 
artículo 51 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de los Impuestos de 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

1. Los derechos consolidados en los planes de pensiones del sistema individual y 
asociado podrán movilizarse a uno o varios planes de previsión asegurados o a un 
plan de previsión social empresarial, por decisión unilateral del partícipe, o por 
terminación del plan. La movilización por decisión unilateral podrá ser total o parcial.

Los derechos económicos de los beneficiarios en los planes de pensiones del 
sistema individual y asociado podrán movilizarse a planes de previsión asegurados a 
petición del beneficiario, siempre y cuando las condiciones de garantía y 
aseguramiento de la prestación así lo permitan y en las condiciones previstas en las 
especificaciones de los planes de pensiones correspondientes. Esta movilización 
podrá ser total o parcial.

Los derechos consolidados de los partícipes en los planes de pensiones del 
sistema de empleo no podrán movilizarse a planes de previsión asegurados o a 
planes de previsión social empresarial, salvo en el supuesto de extinción de la 
relación laboral y sólo si estuviese previsto en las especificaciones del plan, o por 
terminación del plan de pensiones.

Los derechos económicos de los beneficiarios en los planes de empleo no 
podrán movilizarse salvo por terminación del plan de pensiones.

2. El tomador de un plan de previsión asegurado podrá movilizar la totalidad o 
parte de su provisión matemática a otro u otros planes de previsión asegurados de 
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los que sea tomador, o a uno o varios planes de pensiones de los que sea partícipe, 
o a un plan de previsión social empresarial en el que tenga la condición de 
asegurado, con los requisitos y condiciones que reglamentariamente se establezcan. 
Una vez producida la contingencia la movilización será posible siempre y cuando las 
condiciones de garantía y aseguramiento de la prestación así lo permitan y en las 
condiciones que se establezcan en el plan de previsión asegurado.

3. Los asegurados de los planes de previsión social empresarial podrán movilizar 
sus derechos económicos a otros planes de previsión social empresarial, a planes de 
previsión asegurados o a planes de pensiones en el supuesto de cese de la relación 
laboral y sólo si estuviere previsto en las condiciones generales, especiales o 
particulares de la póliza.

4. El procedimiento para las movilizaciones previsto en el artículo 8.8 de esta Ley 
será de aplicación a las movilizaciones a que se refieren los apartados anteriores, 
entendiéndose realizadas, según los casos, a la entidad aseguradora de origen o de 
destino, o al plan de previsión asegurado o plan de previsión social empresarial de 
origen o de destino, las referencias de dicho artículo a la entidad gestora de origen o 
de destino o al plan o fondo de pensiones de origen o de destino, con las adecuadas 
adaptaciones reglamentarias.»

Disposición final decimocuarta.  Modificación del texto refundido de la Ley de ordenación 
y supervisión de los seguros privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 
29 de octubre.

Se modifica el texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros 
privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, en los 
siguientes términos:

Uno. Se añade un nuevo inciso al final del artículo 24.1, con la siguiente redacción:
«En caso de transformación de mutuas o mutualidades de previsión social, los 

mutualistas que no hubieran votado a favor del acuerdo podrán separarse de la 
sociedad que se transforma, en los términos previstos en el artículo 15 de la Ley 
3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de sociedades mercantiles.

En la valoración de las partes sociales que corresponden al socio que se separa 
se tendrán en cuenta las aportaciones que realizó al fondo mutual y el reembolso de 
la parte de la prima no consumida de los contratos de seguro que se resuelvan.»

Dos. Se modifica la redacción de la letra a) del primer inciso del apartado 1 del artículo 
40 en los siguientes términos:

«a) Las entidades aseguradoras, incluidas las dominantes de grupos 
consolidables de entidades aseguradoras, y las agencias de suscripción.»

Tres. Se modifica el título del artículo 50 y se añade un nuevo apartado 4, en los 
siguientes términos:

«Artículo 50.  Cesión de cartera y fusión transfronteriza.
(…)
4. Cuando como consecuencia de una fusión transfronteriza los contratos 

suscritos por una entidad aseguradora española pasen a estar suscritos en régimen 
de derecho de establecimiento o en régimen de libre prestación de servicios, 
resultará de aplicación lo dispuesto en los apartados anteriores.»

Cuatro. En el artículo 60 se da nueva redacción al apartado 3 y se añade un nuevo 
apartado 4, con la siguiente redacción:

«3. En los seguros de vida en que el tomador asume el riesgo de la inversión se 
informará de forma clara y precisa acerca de que el importe que se va a percibir 
depende de fluctuaciones en los mercados financieros, ajenos al control del 
asegurador y cuyos resultados históricos no son indicadores de resultados futuros.
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En los seguros de vida en que el tomador no asuma el riesgo de la inversión se 
informará de la rentabilidad esperada de la operación, considerando todos los costes. 
La rentabilidad esperada se calculará en los términos que se establezcan 
reglamentariamente.

4. Antes de la celebración de un contrato de seguro de decesos o seguro de 
enfermedad, en cualquiera de sus modalidades de cobertura, la entidad aseguradora 
deberá informar al tomador del seguro sobre los criterios a aplicar para la renovación 
de la póliza y actualización de las primas en periodos sucesivos, en los términos que 
se determinen reglamentariamente.»

Cinco. Se modifica el artículo 74.1 en los siguientes términos:
«1. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones llevará un registro 

administrativo de entidades aseguradoras sometidas a esta Ley. Igualmente, llevará 
los siguientes registros administrativos: especial de corredores de seguros, de 
sociedades de correduría de seguros y sus altos cargos; de los altos cargos de 
entidades aseguradoras; de las agencias de suscripción; y de las organizaciones 
para la distribución de la cobertura de riesgos entre entidades aseguradoras o para la 
prestación de servicios comunes relacionados con su actividad y sus altos cargos.

Estos registros administrativos expresarán las circunstancias que 
reglamentariamente se determinen y el acceso a su contenido será general y 
gratuito.»

Seis. Se modifica la redacción del artículo 81.1, en los siguientes términos:
«1. Las entidades aseguradoras domiciliadas en otro Estado miembro del 

Espacio Económico Europeo que operen en España en régimen de derecho de 
establecimiento o en régimen de libre prestación de servicios estarán sujetas en los 
contratos que celebren en ambos regímenes al mismo deber de información al 
tomador del seguro que a las entidades aseguradoras españolas imponen los 
artículos 53 y 60 de esta Ley. Asimismo, deberán mencionar expresamente la no 
aplicación de la normativa española en materia de liquidación de la entidad. La 
información será suministrada en lengua española oficial del domicilio o residencia 
habitual del tomador del seguro.»

Siete. Se modifica la redacción del primer párrafo del artículo 86.1, en los siguientes 
términos:

«1. Las entidades aseguradoras domiciliadas en otro Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo que pretendan operar en España en régimen de libre 
prestación de servicios estarán obligadas a designar un representante a efectos de 
las obligaciones tributarias a que se refiere esta Ley por las actividades que realicen 
en territorio español.»

Ocho. Se añade en el Capítulo I del Título III una nueva sección 4.ª, integrada por los 
nuevos artículos 86.bis y 86.ter, con la siguiente redacción:

«Sección 4.ª Régimen de las agencias de suscripción

Artículo 86 bis.  Agencias de suscripción.
1. Las entidades aseguradoras domiciliadas en Estados miembros del Espacio 

Económico Europeo distintos de España y que ejerzan sus actividades en España en 
régimen de derecho de establecimiento o en régimen de libre prestación de servicios 
podrán suscribir contratos de apoderamiento con personas jurídicas españolas para 
la suscripción de riesgos en nombre y por cuenta de aquellas.

2. Una agencia de suscripción en España de una entidad aseguradora 
domiciliada en otro Estado miembro del Espacio Económico Europeo accederá a su 
actividad previa obtención de la autorización administrativa de la Dirección General 
de Seguros y Fondos de Pensiones.

3. Serán requisitos necesarios para obtener y conservar la autorización 
administrativa los siguientes:
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a) Ser sociedad mercantil cuyos estatutos prevean dentro del apartado 
correspondiente al objeto social, la realización de actividades como agencia de 
suscripción.

b) Presentar y atenerse a un programa de actividades en el que se indiquen los 
riesgos que se van a suscribir, para qué entidades aseguradoras y en qué términos 
adjuntando los poderes otorgados; su estructura organizativa y procedimientos de 
control interno.

c) Indicar las aportaciones y participaciones en el capital social de los socios con 
participación significativa quienes habrán de reunir expresamente los requisitos 
expresados en el artículo 14.

d) Estar dirigidas efectivamente por personas que reúnan las condiciones 
necesarias de honorabilidad y de cualificación o experiencia profesionales 
establecidas en artículo 15.

e) Disponer, por cada una de las entidades aseguradoras que han suscrito un 
poder, de una cuenta separada del resto de recursos económicos de la sociedad en 
la que únicamente se gestionen recursos económicos en nombre y por cuenta de 
cada una de ellas.

f) Disponer de un seguro de responsabilidad civil profesional o cualquier otra 
garantía financiera que cubra en todo el territorio del Espacio Económico Europeo las 
responsabilidades que pudieran surgir por negligencia profesional con la cuantía que 
se determine reglamentariamente.

4. También será precisa autorización administrativa para que una agencia de 
suscripción pueda operar para otras entidades aseguradoras distintas de las 
autorizadas y para que pueda suscribir negocio en otros riesgos distintos de los 
inicialmente solicitados y autorizados con una determinada entidad con la que ya 
esté autorizada. La ampliación de la autorización administrativa estará sujeta a que la 
agencia de suscripción cumpla el requisito de presentar y atenerse a un programa de 
actividades en el que se indiquen los riesgos que se van a suscribir, para qué 
entidades aseguradoras y en qué términos adjuntando los poderes otorgados.

5. La solicitud de inscripción como agencia de suscripción se presentará en la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y deberá ir acompañada de 
los documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos a que se refiere el 
apartado 3 precedente. Tal petición deberá ser resuelta en el plazo de los tres meses 
siguientes a la fecha de presentación de la solicitud de autorización. La inscripción 
especificará las entidades aseguradoras que hayan otorgado poderes a la agencia 
de suscripción. En ningún caso se entenderá autorizada una agencia de suscripción 
en virtud de actos presuntos por el transcurso del plazo referido. La solicitud de 
inscripción será denegada cuando no se acredite el cumplimiento de los requisitos 
exigidos para su concesión.

6. La autorización determinará la inscripción a que se refiere el artículo 74, en el 
que se hará constar el nombre de las entidades aseguradoras que le hayan otorgado 
poderes de suscripción, su vigencia, los ramos riesgos a los que se refieren y sus 
renovaciones.

7. Serán aplicables a las agencias de suscripción las normas sobre 
participaciones significativas contenidas en los artículos 22, 22 bis y en el artículo 22 
ter, párrafo 2, de esta Ley, entendiendo que las menciones allí realizadas a las 
entidades aseguradoras se refieren a las agencias de suscripción, cuando el 
transmitente o el adquirente sean una entidad aseguradora, o un mediador de 
seguros, o un corredor de reaseguros u otra agencia de suscripción.

8. La denominación «agencia de suscripción» queda reservada a las sociedades 
definidas en este artículo. En la documentación mercantil de suscripción de seguros 
y publicidad que las agencias de suscripción realicen con carácter general o a través 
de medios telemáticos deberán mencionar su naturaleza de agencia de suscripción y 
a la o las entidades aseguradoras con quienes hayan celebrado contrato de 
apoderamiento.

9. Los departamentos y servicios de atención al cliente de las entidades 
aseguradoras atenderán y resolverán las quejas y reclamaciones que se presenten 
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en relación con la actuación de las agencias de suscripción en los términos que 
establezca la normativa sobre protección del cliente de servicios financieros.

Artículo 86 ter.  Intervención y supervisión de agencias de suscripción.
1. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones revocará la 

autorización administrativa concedida a las agencias de suscripción en los términos 
establecidos en el artículo 26.1.a), b), c) y e) y 26.3 y 4, de esta Ley entendiendo que 
las referencias allí contenidas a las entidades aseguradoras se hacen a las agencias 
de suscripción.

La causa de revocación de la autorización administrativa por falta efectiva de 
actividad recogida en el artículo 26.1.b) de esta Ley se referirá a que todos los 
poderes concedidos a la agencia de suscripción hayan sido revocados.

2. Serán aplicables a las agencias de suscripción las medidas de control especial 
contenidas en el artículo 39 de esta Ley, entendiendo que las menciones allí 
realizadas a las entidades aseguradoras se refieren a las agencias de suscripción, 
salvo las letras a) a d) del apartado 1, las letras a) a c) del apartado 2, y los 
apartados 3, 4, y 8.

3. El régimen de infracciones y sanciones será el establecido en la sección quinta 
del Capítulo tercero del Título segundo de esta Ley.

4. Las agencias de suscripción quedan sujetas al control de su actividad por el 
Ministerio de Economía y Hacienda en los términos recogidos en los artículos 70, 71, 
72, 74, 75 y 77 de esta Ley.»

Disposición final decimoquinta.  Régimen fiscal de los Organismos públicos que se 
transformen en Agencias estatales.

Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional décima de la Ley 28/2006, de 18 de 
julio, de Agencias Estatales para la Mejora de los Servicios Públicos, con efectos desde la 
entrada en vigor de dicha ley, que queda redactado de la siguiente forma:

«2. Los Organismos públicos que se transformen en Agencias estatales 
conforme a lo previsto en la disposición adicional quinta de esta Ley o en cualquier 
otra norma, mantendrán el régimen fiscal que tuviera el organismo de origen.»

Disposición final decimosexta.  Modificación de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 37 de esta Ley, se modifica la Ley 30/2007, de 
30 de octubre, de Contratos del Sector Público, en los siguientes términos:

Uno. Se añade una letra r) al apartado 1 del artículo 4, con la siguiente redacción:
«r) Los contratos de investigación y desarrollo remunerados íntegramente por el 

órgano de contratación, siempre que éste comparta con las empresas adjudicatarias 
los riesgos y los beneficios de la investigación científica y técnica necesaria para 
desarrollar soluciones innovadoras que superen las disponibles en el mercado. En la 
adjudicación de estos contratos deberá asegurarse el respeto a los principios de 
publicidad, concurrencia, transparencia, confidencialidad, igualdad y no 
discriminación y de elección de la oferta económicamente más ventajosa.»

Dos. El artículo 11 queda redactado como sigue:

«Artículo 11.  Contrato de colaboración entre el sector público y el sector privado.
1. Son contratos de colaboración entre el sector público y el sector privado 

aquéllos en que una Administración Pública o una Entidad pública empresarial u 
organismo similar de las Comunidades Autónomas encarga a una entidad de 
derecho privado, por un periodo determinado en función de la duración de la 
amortización de las inversiones o de las fórmulas de financiación que se prevean, la 
realización de una actuación global e integrada que, además de la financiación de 
inversiones inmateriales, de obras o de suministros necesarios para el cumplimiento 
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de determinados objetivos de servicio público o relacionados con actuaciones de 
interés general, comprenda alguna de las siguientes prestaciones:

a) La construcción, instalación o transformación de obras, equipos, sistemas, y 
productos o bienes complejos, así como su mantenimiento, actualización o 
renovación, su explotación o su gestión.

b) La gestión integral del mantenimiento de instalaciones complejas.
c) La fabricación de bienes y la prestación de servicios que incorporen tecnología 

específicamente desarrollada con el propósito de aportar soluciones más avanzadas 
y económicamente más ventajosas que las existentes en el mercado.

d) Otras prestaciones de servicios ligadas al desarrollo por la Administración del 
servicio público o actuación de interés general que le haya sido encomendado.

2. Sólo podrán celebrarse contratos de colaboración entre el sector público y el 
sector privado cuando previamente se haya puesto de manifiesto, en la forma 
prevista en el artículo 118, que otras fórmulas alternativas de contratación no 
permiten la satisfacción de las finalidades públicas.

3. El contratista puede asumir, en los términos previstos en el contrato, la 
dirección de las obras que sean necesarias, así como realizar, total o parcialmente, 
los proyectos para su ejecución y contratar los servicios precisos.

4. La contraprestación a percibir por el contratista colaborador consistirá en un 
precio que se satisfará durante toda la duración del contrato, y que podrá estar 
vinculado al cumplimiento de determinados objetivos de rendimiento.»

Tres. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 20, que queda redactado como 
sigue:

«2. Los contratos privados se regirán, en cuanto a su preparación y adjudicación, 
en defecto de normas específicas, por la presente ley y sus disposiciones de 
desarrollo, aplicándose supletoriamente las restantes normas de derecho 
administrativo o, en su caso, las normas de derecho privado, según corresponda por 
razón del sujeto o entidad contratante. En cuanto a sus efectos y extinción, estos 
contratos se regirán por el derecho privado.

No obstante, serán de aplicación a estos contratos las normas contenidas en el 
Título V del Libro I, sobre modificación de los contratos.»

Cuatro. Se introduce un nuevo Capítulo III, en el Título II del Libro I, con el siguiente 
contenido:

«CAPÍTULO III
Sucesión en la persona del contratista

Artículo 73 bis.  Supuestos de sucesión del contratista.
En los casos de fusión de empresas en los que participe la sociedad contratista, 

continuará el contrato vigente con la entidad absorbente o con la resultante de la 
fusión, que quedará subrogada en todos los derechos y obligaciones dimanantes del 
mismo. Igualmente, en los supuestos de escisión, aportación o transmisión de 
empresas o ramas de actividad de las mismas, continuará el contrato con la entidad 
a la que se atribuya el contrato, que quedará subrogada en los derechos y 
obligaciones dimanantes del mismo, siempre que tenga la solvencia exigida al 
acordarse la adjudicación o que las diversas sociedades beneficiarias de las 
mencionadas operaciones y, en caso de subsistir, la sociedad de la que provengan el 
patrimonio, empresas o ramas segregadas, se responsabilicen solidariamente con 
aquélla de la ejecución del contrato. Si no pudiese producirse la subrogación por no 
reunir la entidad a la que se atribuya el contrato las condiciones de solvencia 
necesarias se resolverá el contrato, considerándose a todos los efectos como un 
supuesto de resolución por culpa del adjudicatario.»

Cinco. Se modifica el apartado 1 del artículo 76, que queda redactado como sigue:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 3  Ley de Economía Sostenible

– 127 –



«1. A todos los efectos previstos en esta Ley, el valor estimado de los contratos 
vendrá determinado por el importe total, sin incluir el Impuesto sobre el Valor 
Añadido, pagadero según las estimaciones del órgano de contratación. En el cálculo 
del importe total estimado, deberán tenerse en cuenta cualquier forma de opción 
eventual y las eventuales prórrogas del contrato.

Cuando se haya previsto abonar primas o efectuar pagos a los candidatos o 
licitadores, la cuantía de los mismos se tendrá en cuenta en el cálculo del valor 
estimado del contrato.

En el caso de que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 92 ter, se haya 
previsto en los pliegos o en el anuncio de licitación la posibilidad de que el contrato 
sea modificado, se considerará valor estimado del contrato el importe máximo que 
éste pueda alcanzar, teniendo en cuenta la totalidad de las modificaciones 
previstas.»

Seis. Se modifica el segundo párrafo en el apartado 1 del artículo 91, con la siguiente 
redacción:

«Cuando el órgano de contratación decida exigir una garantía provisional deberá 
justificar suficientemente en el expediente las razones de su exigencia para ese 
concreto contrato.»

Siete. Se introduce un nuevo Título V en el Libro I con el siguiente contenido:

«TÍTULO V
Modificación de los contratos

Artículo 92 bis.  Supuestos
1. Sin perjuicio de los supuestos previstos en esta Ley de sucesión en la persona 

del contratista, cesión del contrato, revisión de precios y prórroga del plazo de 
ejecución, los contratos del sector público sólo podrán modificarse cuando así se 
haya previsto en los pliegos o en el anuncio de licitación o en los casos y con los 
límites establecidos en el artículo 92 quáter.

En cualesquiera otros supuestos, si fuese necesario que la prestación se 
ejecutase en forma distinta a la pactada, inicialmente deberá procederse a la 
resolución del contrato en vigor y a la celebración de otro bajo las condiciones 
pertinentes. Este nuevo contrato deberá adjudicarse de acuerdo con lo previsto en el 
Libro III.

2. La modificación del contrato no podrá realizarse con el fin de adicionar 
prestaciones complementarias a las inicialmente contratadas, ampliar el objeto del 
contrato a fin de que pueda cumplir finalidades nuevas no contempladas en la 
documentación preparatoria del mismo, o incorporar una prestación susceptible de 
utilización o aprovechamiento independiente. En estos supuestos, deberá procederse 
a una nueva contratación de la prestación correspondiente, en la que podrá aplicarse 
el régimen establecido para la adjudicación de contratos complementarios si 
concurren las circunstancias previstas en los artículos 155.b) y 158.b).

Artículo 92 ter.  Modificaciones previstas en la documentación que rige la licitación.
Los contratos del sector público podrán modificarse siempre que en los pliegos o 

en el anuncio de licitación se haya advertido expresamente de esta posibilidad y se 
hayan detallado de forma clara, precisa e inequívoca las condiciones en que podrá 
hacerse uso de la misma, así como el alcance y límites de las modificaciones que 
pueden acordarse con expresa indicación del porcentaje del precio del contrato al 
que como máximo puedan afectar, y el procedimiento que haya de seguirse para ello.

A estos efectos, los supuestos en que podrá modificarse el contrato deberán 
definirse con total concreción por referencia a circunstancias cuya concurrencia 
pueda verificarse de forma objetiva y las condiciones de la eventual modificación 
deberán precisarse con un detalle suficiente para permitir a los licitadores su 
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valoración a efectos de formular su oferta y ser tomadas en cuenta en lo que se 
refiere a la exigencia de condiciones de aptitud a los licitadores y valoración de las 
ofertas.

Artículo 92 quáter.  Modificaciones no previstas en la documentación que rige la 
licitación.

1. Las modificaciones no previstas en los pliegos o en el anuncio de licitación 
solo podrán efectuarse cuando se justifique suficientemente la concurrencia de 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Inadecuación de la prestación contratada para satisfacer las necesidades que 
pretenden cubrirse mediante el contrato debido a errores u omisiones padecidos en 
la redacción del proyecto o de las especificaciones técnicas.

b) Inadecuación del proyecto o de las especificaciones de la prestación por 
causas objetivas que determinen su falta de idoneidad, consistentes en 
circunstancias de tipo geológico, hídrico, arqueológico, medioambiental o similares, 
puestas de manifiesto con posterioridad a la adjudicación del contrato y que no 
fuesen previsibles con anterioridad aplicando toda la diligencia requerida de acuerdo 
con una buena práctica profesional en la elaboración del proyecto o en la redacción 
de las especificaciones técnicas.

c) Fuerza mayor o caso fortuito que hiciesen imposible la realización de la 
prestación en los términos inicialmente definidos.

d) Conveniencia de incorporar a la prestación avances técnicos que la mejoren 
notoriamente, siempre que su disponibilidad en el mercado, de acuerdo con el estado 
de la técnica, se haya producido con posterioridad a la adjudicación del contrato.

e) Necesidad de ajustar la prestación a especificaciones técnicas, 
medioambientales, urbanísticas, de seguridad o de accesibilidad aprobadas con 
posterioridad a la adjudicación del contrato.

2. La modificación del contrato acordada conforme a lo previsto en este artículo 
no podrá alterar las condiciones esenciales de la licitación y adjudicación, y deberá 
limitarse a introducir las variaciones estrictamente indispensables para responder a la 
causa objetiva que la haga necesaria.

3. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, se entenderá que se 
alteran las condiciones esenciales de licitación y adjudicación del contrato en los 
siguientes casos:

a) cuando la modificación varíe sustancialmente la función y características 
esenciales de la prestación inicialmente contratada.

b) cuando la modificación altere la relación entre la prestación contratada y el 
precio, tal y como esa relación quedó definida por las condiciones de la adjudicación.

c) cuando para la realización de la prestación modificada fuese necesaria una 
habilitación profesional diferente de la exigida para el contrato inicial o unas 
condiciones de solvencia sustancialmente distintas.

d) cuando las modificaciones del contrato igualen o excedan, en más o en 
menos, el 10 por ciento del precio de adjudicación del contrato; en el caso de 
modificaciones sucesivas, el conjunto de ellas no podrá superar este límite.

e) en cualesquiera otros casos en que pueda presumirse que, de haber sido 
conocida previamente la modificación, hubiesen concurrido al procedimiento de 
adjudicación otros interesados, o que los licitadores que tomaron parte en el mismo 
hubieran presentado ofertas sustancialmente diferentes a las formuladas.

Artículo 92 quinquies.  Procedimiento.
1. En el caso previsto en el artículo 92 ter las modificaciones contractuales se 

acordarán en la forma que se hubiese especificado en el anuncio o en los pliegos.
2. Antes de proceder a la modificación del contrato con arreglo a lo dispuesto en 

el artículo 92 quáter, deberá darse audiencia al redactor del proyecto o de las 
especificaciones técnicas, si éstos se hubiesen preparado por un tercero ajeno al 
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órgano de contratación en virtud de un contrato de servicios, para que, en un plazo 
no inferior a tres días, formule las consideraciones que tenga por conveniente.

3. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 195 para el caso de modificaciones que afecten a contratos administrativos.»

Ocho. El artículo 118 queda redactado como sigue:

«Artículo 118.  Evaluación previa.
1. Con carácter previo a la iniciación de un expediente de contrato de 

colaboración entre el sector público y el sector privado, la Administración o entidad 
contratante deberá elaborar un documento de evaluación en que se ponga de 
manifiesto que, habida cuenta de la complejidad del contrato, no se encuentra en 
condiciones de definir, con carácter previo a la licitación, los medios técnicos 
necesarios para alcanzar los objetivos proyectados o de establecer los mecanismos 
jurídicos y financieros para llevar a cabo el contrato, y se efectúe un análisis 
comparativo con formas alternativas de contratación que justifiquen en términos de 
obtención de mayor valor por precio, de coste global, de eficacia o de imputación de 
riesgos, los motivos de carácter jurídico, económico, administrativo y financiero que 
recomienden la adopción de esta fórmula de contratación.

2. La evaluación a que se refiere el apartado anterior podrá realizarse de forma 
sucinta si concurren razones de urgencia no imputables a la Administración o entidad 
contratante que aconsejen utilizar el contrato de colaboración entre el sector público 
y el sector privado para atender las necesidades públicas.

3. La evaluación será realizada por un órgano colegiado donde se integren 
expertos con cualificación suficiente en la materia sobre la que verse el contrato.

4. No será necesario realizar una nueva evaluación cuando un órgano integrado 
en la misma Administración o entidad que aquél que pretenda realizar el contrato, o 
en la Administración de la que dependa éste o a la que se encuentre vinculado, la 
hubiese efectuado previamente para un supuesto análogo, siempre que esta 
evaluación previa no se hubiese realizado de forma sucinta por razones de 
urgencia.»

Nueve. Se modifica la letra b) del artículo 155, que quedará redactada como sigue:
«b) Cuando se trate de obras complementarias que no figuren en el proyecto ni 

en el contrato, o en el proyecto de concesión y su contrato inicial, pero que debido a 
una circunstancia que no pudiera haberse previsto por un poder adjudicador diligente 
pasen a ser necesarias para ejecutar la obra tal y como estaba descrita en el 
proyecto o en el contrato sin modificarla, y cuya ejecución se confíe al contratista de 
la obra principal o al concesionario de la obra pública de acuerdo con los precios que 
rijan para el contrato primitivo o que, en su caso, se fijen contradictoriamente, 
siempre que las obras no puedan separarse técnica o económicamente del contrato 
primitivo sin causar grandes inconvenientes al órgano de contratación o que, aunque 
resulten separables, sean estrictamente necesarias para su perfeccionamiento, y que 
el importe acumulado de las obras complementarias no supere el 50 por ciento del 
importe primitivo del contrato.»

Diez. Se modifica la letra b) del artículo 158, que quedará redactada como sigue:
«b) Cuando se trate de servicios complementarios que no figuren en el proyecto 

ni en el contrato pero que debido a una circunstancia que no pudiera haberse 
previsto por un poder adjudicador diligente pasen a ser necesarios para ejecutar el 
servicio tal y como estaba descrito en el proyecto o en el contrato sin modificarlo, y 
cuya ejecución se confíe al empresario al que se adjudicó el contrato principal de 
acuerdo con los precios que rijan para éste o que, en su caso, se fijen 
contradictoriamente, siempre que los servicios no puedan separarse técnica o 
económicamente del contrato primitivo sin causar grandes inconvenientes al órgano 
de contratación o que, aunque resulten separables, sean estrictamente necesarios 
para su perfeccionamiento y que el importe acumulado de los servicios 
complementarios no supere el 50 por ciento del importe primitivo del contrato.»
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Once. El artículo 195 queda redactado como sigue:

«Artículo 195.  Procedimiento de ejercicio.
1. En los procedimientos que se instruyan para la adopción de acuerdos relativos 

a la interpretación, modificación y resolución del contrato deberá darse audiencia al 
contratista.

2. En la Administración General del Estado, sus Organismos autónomos, 
Entidades gestoras y Servicios comunes de la Seguridad Social y demás Entidades 
públicas estatales, los acuerdos a que se refiere el apartado anterior deberán ser 
adoptados previo informe del Servicio Jurídico correspondiente, salvo en los casos 
previstos en los artículos 87 y 197.

3. No obstante lo anterior, será preceptivo el informe del Consejo de Estado u 
órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva en los casos 
de:

a) Interpretación, nulidad y resolución, cuando se formule oposición por parte del 
contratista.

b) Modificaciones del contrato, cuando su cuantía, aislada o conjuntamente, sea 
superior a un 10 por ciento del precio primitivo del contrato, cuando éste sea igual o 
superior a 6.000.000 de euros.

4. Los acuerdos que adopte el órgano de contratación pondrán fin a la vía 
administrativa y serán inmediatamente ejecutivos.»

Doce. El artículo 202 queda redactado como sigue:

«Artículo 202.  Potestad de modificación del contrato.
1. Los contratos administrativos solo podrán ser modificados por razones de 

interés público en los casos y en la forma previstos en el título V del libro I, y de 
acuerdo con el procedimiento regulado en el artículo 195.

En estos casos, las modificaciones acordadas por el órgano de contratación 
serán obligatorias para los contratistas.

2. Las modificaciones del contrato deberán formalizarse conforme a lo dispuesto 
en el artículo 140.»

Trece. El artículo 206 queda redactado como sigue:

«Artículo 206.  Causas de resolución.
Son causas de resolución del contrato:
a) La muerte o incapacidad sobrevenida del contratista individual o la extinción 

de la personalidad jurídica de la sociedad contratista, sin perjuicio de lo previsto en el 
artículo 73 bis.

b) La declaración de concurso o la declaración de insolvencia en cualquier otro 
procedimiento.

c) El mutuo acuerdo entre la Administración y el contratista.
d) La demora en el cumplimiento de los plazos por parte del contratista y el 

incumplimiento del plazo señalado en la letra c) del apartado 2 del artículo 96.
e) La demora en el pago por parte de la Administración por plazo superior al 

establecido en el apartado 6 del artículo 200 o el inferior que se hubiese fijado al 
amparo de su apartado 8.

f) El incumplimiento de las restantes obligaciones contractuales esenciales, 
calificadas como tales en los pliegos o en el contrato.

g) La imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos inicialmente 
pactados o la posibilidad cierta de producción de una lesión grave al interés público 
de continuarse ejecutando la prestación en esos términos, cuando no sea posible 
modificar el contrato conforme a lo dispuesto en el título V del libro I.

h) Las establecidas expresamente en el contrato.
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i) Las que se señalen específicamente para cada categoría de contrato en esta 
Ley.»

Catorce. El artículo 207 queda redactado como sigue:

«Artículo 207.  Aplicación de las causas de resolución.
1. La resolución del contrato se acordará por el órgano de contratación, de oficio 

o a instancia del contratista, en su caso, siguiendo el procedimiento que en las 
normas de desarrollo de esta Ley se establezca.

2. La declaración de insolvencia en cualquier procedimiento y, en caso de 
concurso, la apertura de la fase de liquidación, darán siempre lugar a la resolución 
del contrato.

En los restantes casos, la resolución podrá instarse por aquella parte a la que no 
le sea imputable la circunstancia que diere lugar a la misma, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado 7.

3. Cuando la causa de resolución sea la muerte o incapacidad sobrevenida del 
contratista individual la Administración podrá acordar la continuación del contrato con 
sus herederos o sucesores.

4. La resolución por mutuo acuerdo sólo podrá tener lugar cuando no concurra 
otra causa de resolución que sea imputable al contratista, y siempre que razones de 
interés público hagan innecesaria o inconveniente la permanencia del contrato.

5. En caso de declaración de concurso y mientras no se haya producido la 
apertura de la fase de liquidación, la Administración potestativamente continuará el 
contrato si el contratista prestare las garantías suficientes a juicio de aquélla para su 
ejecución.

6. En el supuesto de demora a que se refiere la letra e) del artículo anterior, si las 
penalidades a que diere lugar la demora en el cumplimiento del plazo alcanzasen un 
múltiplo del 5 por ciento del importe del contrato, se estará a lo dispuesto en el 
artículo 196.5.

7. El incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato por parte de la 
Administración originará la resolución de aquél sólo en los casos previstos en esta 
Ley.»

Quince. Se añaden al artículo 208 un apartado 5 y un apartado 6, con la siguiente 
redacción:

«5. Cuando la resolución se acuerde por las causas recogidas en la letra g) del 
artículo 206, el contratista tendrá derecho a una indemnización del 3 por ciento del 
importe de la prestación dejada de realizar, salvo que la causa sea imputable al 
contratista.

6. Al tiempo de incoarse el expediente administrativo de resolución del contrato 
por la causa establecida en la letra g) del artículo 206, podrá iniciarse el 
procedimiento para la adjudicación del nuevo contrato, si bien la adjudicación de éste 
quedará condicionada a la terminación del expediente de resolución. Se aplicará la 
tramitación de urgencia a ambos procedimientos.

Hasta que se formalice el nuevo contrato, el contratista quedará obligado, en la 
forma y con el alcance que determine el órgano de contratación, a adoptar las 
medidas necesarias por razones de seguridad, o indispensables para evitar un grave 
trastorno al servicio público o la ruina de lo construido o fabricado. A falta de 
acuerdo, la retribución del contratista se fijará a instancia de éste por el órgano de 
contratación, una vez concluidos los trabajos y tomando como referencia los precios 
que sirvieron de base para la celebración del contrato. El contratista podrá impugnar 
esta decisión ante el órgano de contratación que deberá resolver lo que proceda en 
el plazo de quince días hábiles.»

Dieciséis. El apartado 7 del artículo 210 queda redactado de la siguiente manera:
«7. Los órganos de contratación podrán imponer al contratista, advirtiéndolo en el 

anuncio o en los pliegos, la subcontratación con terceros no vinculados al mismo, de 
determinadas partes de la prestación que no excedan en su conjunto del 50 por 
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ciento del importe del presupuesto del contrato, cuando gocen de una sustantividad 
propia dentro del conjunto que las haga susceptibles de ejecución separada, por 
tener que ser realizadas por empresas que cuenten con una determinada habilitación 
profesional o poder atribuirse su realización a empresas con una clasificación 
adecuada para realizarla.

Las obligaciones impuestas conforme a lo previsto en el párrafo anterior se 
considerarán condiciones especiales de ejecución del contrato a los efectos previstos 
en los artículos 196.1 y 206.g).»

Diecisiete. El artículo 216 queda redactado como sigue:

«Artículo 216.  Obras a tanto alzado y obras con precio cerrado.
1. Cuando la naturaleza de la obra lo permita, se podrá establecer el sistema de 

retribución a tanto alzado, sin existencia de precios unitarios, de acuerdo con lo 
establecido en los apartados siguientes cuando el criterio de retribución se configure 
como de precio cerrado o en las circunstancias y condiciones que se determinen en 
las normas de desarrollo de esta Ley para el resto de los casos.

2. El sistema de retribución a tanto alzado podrá, en su caso, configurarse como 
de precio cerrado, con el efecto de que el precio ofertado por el adjudicatario se 
mantendrá invariable no siendo abonables las modificaciones del contrato que sean 
necesarias para corregir errores u omisiones padecidos en la redacción del proyecto 
conforme a lo establecido en las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 92 quáter.

3. La contratación de obras a tanto alzado con precio cerrado requerirá que se 
cumplan las siguientes condiciones:

a) Que así se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares del 
contrato, pudiendo éste establecer que algunas unidades o partes de la obra se 
excluyan de este sistema y se abonen por precios unitarios.

b) Las unidades de obra cuyo precio se vaya a abonar con arreglo a este sistema 
deberán estar previamente definidas en el proyecto y haberse replanteado antes de 
la licitación. El órgano de contratación deberá garantizar a los interesados el acceso 
al terreno donde se ubicarán las obras, a fin de que puedan realizar sobre el mismo 
las comprobaciones que consideren oportunas con suficiente antelación a la fecha 
límite de presentación de ofertas.

c) Que el precio correspondiente a los elementos del contrato o unidades de obra 
contratados por el sistema de tanto alzado con precio cerrado sea abonado 
mensualmente, en la misma proporción que la obra ejecutada en el mes a que 
corresponda guarde con el total de la unidad o elemento de obra de que se trate.

d) Cuando, de conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo131, 
se autorice a los licitadores la presentación de variantes o mejoras sobre 
determinados elementos o unidades de obra que de acuerdo con el pliego de 
cláusulas administrativas particulares del contrato deban ser ofertadas por el precio 
cerrado, las citadas variantes deberán ser ofertadas bajo dicha modalidad.

En este caso, los licitadores vendrán obligados a presentar un proyecto básico 
cuyo contenido se determinará en el pliego de cláusulas administrativas particulares 
del contrato.

El adjudicatario del contrato en el plazo que determine dicho pliego deberá 
aportar el proyecto de construcción de las variantes o mejoras ofertadas, para su 
preceptiva supervisión y aprobación. En ningún caso el precio o el plazo de la 
adjudicación sufrirá variación como consecuencia de la aprobación de este 
proyecto.»

Dieciocho. El artículo 217 queda redactado como sigue:

«Artículo 217.  Modificación del contrato de obras.
1. Serán obligatorias para el contratista las modificaciones del contrato de obras 

que se acuerden de conformidad con lo establecido en el artículo 202 y en el título V 
del libro I.
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En caso de que la modificación suponga supresión o reducción de unidades de 
obra, el contratista no tendrá derecho a reclamar indemnización alguna.

2. Cuando las modificaciones supongan la introducción de unidades de obra no 
previstas en el proyecto o cuyas características difieran de las fijadas en éste, los 
precios aplicables a las mismas serán fijados por la Administración, previa audiencia 
del contratista por plazo mínimo de tres días hábiles. Si éste no aceptase los precios 
fijados, el órgano de contratación podrá contratarlas con otro empresario en los 
mismos precios que hubiese fijado o ejecutarlas directamente.

3. Cuando el Director facultativo de la obra considere necesaria una modificación 
del proyecto, recabará del órgano de contratación autorización para iniciar el 
correspondiente expediente, que se sustanciará con carácter de urgencia con las 
siguientes actuaciones:

a) Redacción de la modificación del proyecto y aprobación técnica de la misma.
b) Audiencia del contratista y del redactor del proyecto, por plazo mínimo de tres 

días.
c) Aprobación del expediente por el órgano de contratación, así como de los 

gastos complementarios precisos.
No obstante, podrán introducirse variaciones sin necesidad de previa aprobación 

cuando éstas consistan en la alteración en el número de unidades realmente 
ejecutadas sobre las previstas en las mediciones del proyecto, siempre que no 
representen un incremento del gasto superior al 10 por ciento del precio primitivo del 
contrato.

4. Cuando la tramitación de un modificado exija la suspensión temporal parcial o 
total de la ejecución de las obras y ello ocasione graves perjuicios para el interés 
público, el Ministro, si se trata de la Administración General del Estado, sus 
Organismos autónomos, Entidades gestoras y Servicios comunes de la Seguridad 
Social y demás Entidades públicas estatales, podrá acordar que continúen 
provisionalmente las mismas tal y como esté previsto en la propuesta técnica que 
elabore la dirección facultativa, siempre que el importe máximo previsto no supere el 
10 por ciento del precio primitivo del contrato y exista crédito adecuado y suficiente 
para su financiación.

El expediente de modificado a tramitar al efecto exigirá exclusivamente la 
incorporación de las siguientes actuaciones:

a) Propuesta técnica motivada efectuada por el director facultativo de la obra, 
donde figure el importe aproximado de la modificación así como la descripción básica 
de las obras a realizar.

b) Audiencia del contratista.
c) Conformidad del órgano de contratación.
d) Certificado de existencia de crédito.
En el plazo de seis meses deberá estar aprobado técnicamente el proyecto, y en 

el de ocho meses el expediente del modificado.
Dentro del citado plazo de ocho meses se ejecutarán preferentemente, de las 

unidades de obra previstas, aquellas partes que no hayan de quedar posterior y 
definitivamente ocultas. La autorización del Ministro para iniciar provisionalmente las 
obras implicará en el ámbito de la Administración General del Estado, sus 
Organismos autónomos y Entidades gestoras y Servicios comunes de la Seguridad 
Social la aprobación del gasto, sin perjuicio de los ajustes que deban efectuarse en el 
momento de la aprobación del expediente del gasto.»

Diecinueve. El artículo 220 queda redactado como sigue:

«Artículo 220.  Causas de resolución.
Son causas de resolución del contrato de obras, además de las señaladas en el 

artículo 206, las siguientes:
a) La demora en la comprobación del replanteo, conforme al artículo 212.
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b) La suspensión de la iniciación de las obras por plazo superior a seis meses 
por parte de la Administración.

c) El desistimiento o la suspensión de las obras por un plazo superior a ocho 
meses acordada por la Administración.»

Veinte. El artículo 221 queda redactado como sigue:

«Artículo 221.  Suspensión de la iniciación de la obra.
En la suspensión de la iniciación de las obras por parte de la Administración, 

cuando ésta dejare transcurrir seis meses a contar de la misma sin dictar acuerdo 
sobre dicha situación y notificarlo al contratista, éste tendrá derecho a la resolución 
del contrato.»

Veintiuno. El artículo 225 queda redactado como sigue:

«Artículo 225.  Principio de riesgo y ventura en la ejecución de las obras.
1. Las obras se ejecutarán a riesgo y ventura del concesionario, de acuerdo con 

lo dispuesto en los artículos 199 y 214, salvo para aquella parte de la obra que 
pudiera ser ejecutada por cuenta de la Administración, según lo previsto en el 
artículo 223.2, en cuyo caso regirá el régimen general previsto para el contrato de 
obras.

2. No se tendrán en cuenta a efectos del cómputo del plazo de duración de la 
concesión y del establecido para la ejecución de la obra aquellos periodos en los que 
ésta deba suspenderse por una causa imputable a la Administración concedente o 
debida a fuerza mayor. Si el concesionario fuera responsable del retraso en la 
ejecución de la obra se estará a lo dispuesto en el régimen de penalidades contenido 
en el pliego de cláusulas administrativas particulares y en esta Ley, sin que haya 
lugar a la ampliación del plazo de la concesión.

3. Si la concurrencia de fuerza mayor implicase mayores costes para el 
concesionario se procederá a ajustar el plan económico-financiero. Si la fuerza 
mayor impidiera por completo la realización de las obras se procederá a resolver el 
contrato, debiendo abonar el órgano de contratación al concesionario el importe total 
de las ejecutadas, así como los mayores costes en que hubiese incurrido como 
consecuencia del endeudamiento con terceros.»

Veintidós. El artículo 226 queda redactado como sigue:

«Artículo 226.  Modificación del proyecto.
Una vez perfeccionado el contrato, el órgano de contratación sólo podrá 

introducir modificaciones en el proyecto de acuerdo con lo establecido en el Título V 
del Libro I y en el artículo 232.1.b). El plan económico-financiero de la concesión 
deberá recoger en todo caso, mediante los oportunos ajustes, los efectos derivados 
del incremento o disminución de los costes.»

Veintitrés. El artículo 232 queda redactado como sigue:

«Artículo 232.  Prerrogativas y derechos de la Administración.
1. Dentro de los límites y con sujeción a los requisitos y con los efectos 

señalados en esta Ley, el órgano de contratación o, en su caso, el órgano que se 
determine en la legislación específica, ostentará las siguientes prerrogativas y 
derechos en relación con los contratos de concesión de obras públicas:

a) Interpretar los contratos y resolver las dudas que ofrezca su cumplimiento.
b) Modificar los contratos por razones de interés público debidamente 

justificadas, de acuerdo con lo previsto en el título V del libro I.
c) Restablecer el equilibrio económico de la concesión a favor del interés público, 

en la forma y con la extensión prevista en el artículo 241.
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d) Acordar la resolución de los contratos en los casos y en las condiciones que 
se establecen en los artículos 245 y 246.

e) Establecer, en su caso, las tarifas máximas por la utilización de la obra pública.
f) Vigilar y controlar el cumplimiento de las obligaciones del concesionario, a cuyo 

efecto podrá inspeccionar el servicio, sus obras, instalaciones y locales, así como la 
documentación, relacionados con el objeto de la concesión.

g) Asumir la explotación de la obra pública en los supuestos en que se produzca 
el secuestro de la concesión.

h) Imponer al concesionario las penalidades pertinentes por razón de los 
incumplimientos en que incurra.

i) Ejercer las funciones de policía en el uso y explotación de la obra pública en los 
términos que se establezcan en la legislación sectorial específica.

j) Imponer con carácter temporal las condiciones de utilización de la obra pública 
que sean necesarias para solucionar situaciones excepcionales de interés general, 
abonando la indemnización que en su caso proceda.

k) Cualesquiera otros derechos reconocidos en ésta o en otras leyes.
2. El ejercicio de las prerrogativas administrativas previstas en este artículo se 

ajustará a lo dispuesto en esta Ley y en la legislación específica que resulte de 
aplicación.

En particular, será preceptivo el dictamen del Consejo de Estado u órgano 
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva en los casos de 
interpretación, modificación, nulidad y resolución, cuando se formule oposición por 
parte del concesionario, en las modificaciones acordadas en la fase de ejecución de 
las obras que se encuentren en el caso previsto en el artículo 195.3.b) y en aquellos 
supuestos previstos en la legislación específica.»

Veinticuatro. El artículo 233 queda redactado como sigue:

«Artículo 233.  Modificación de la obra pública.
1. El órgano de contratación podrá acordar, cuando el interés público lo exija y si 

concurren las circunstancias previstas en el Título V del Libro I, la modificación de la 
obra pública, así como su ampliación o, si concurren las circunstancias previstas en 
el artículo 155 b), la realización de obras complementarias directamente relacionadas 
con el objeto de la concesión durante la vigencia de ésta, procediéndose, en su caso, 
a la revisión del plan económico-financiero al objeto de acomodarlo a las nuevas 
circunstancias.

2. Toda modificación que afecte el equilibrio económico de la concesión se regirá 
por lo dispuesto en el artículo 241.

3. Las modificaciones que, por sus características físicas y económicas, permitan 
su explotación independiente serán objeto de nueva licitación para su construcción y 
explotación.»

Veinticinco. El artículo 241 queda redactado como sigue:

«Artículo 241.  Mantenimiento del equilibrio económico del contrato.
1. El contrato de concesión de obras públicas deberá mantener su equilibrio 

económico en los términos que fueron considerados para su adjudicación, teniendo 
en cuenta el interés general y el interés del concesionario, de conformidad con lo 
dispuesto en el apartado siguiente.

2. La Administración deberá restablecer el equilibrio económico del contrato, en 
beneficio de la parte que corresponda, en los siguientes supuestos:

a) Cuando la Administración modifique, por razones de interés público y de 
acuerdo con lo previsto en el título V del libro I, las condiciones de explotación de la 
obra.

b) Cuando causas de fuerza mayor o actuaciones de la Administración 
determinaran de forma directa la ruptura sustancial de la economía de la concesión. 
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A estos efectos, se entenderá por causa de fuerza mayor las enumeradas en el 
artículo 214.

c) Cuando se produzcan los supuestos que se establezcan en el propio contrato 
para su revisión, de acuerdo con lo previsto en el apartado 4º. de la letra c), y en la 
letra d) del artículo 115.1.

3. En los supuestos previstos en el apartado anterior, el restablecimiento del 
equilibrio económico del contrato se realizará mediante la adopción de las medidas 
que en cada caso procedan. Estas medidas podrán consistir en la modificación de 
las tarifas establecidas por la utilización de la obra, la reducción del plazo 
concesional, y, en general, en cualquier modificación de las cláusulas de contenido 
económico incluidas en el contrato. Asimismo, en los casos previstos en el apartado 
2.b), y siempre que la retribución del concesionario proviniere en más de un 50 por 
ciento de tarifas abonadas por los usuarios, podrá prorrogarse el plazo de la 
concesión por un periodo que no exceda de un 15 por ciento de su duración inicial. 
En el supuesto de fuerza mayor previsto en el apartado 2.b), la Administración 
concedente asegurará los rendimientos mínimos acordados en el contrato siempre 
que aquella no impidiera por completo la realización de las obras o la continuidad de 
su explotación.»

Veintiséis. El artículo 243 queda redactado como sigue:

«Artículo 243.  Extinción de la concesión por transcurso del plazo.
1. La concesión se entenderá extinguida por cumplimiento cuando transcurra el 

plazo inicialmente establecido o, en su caso, el resultante de las prórrogas acordadas 
conforme al artículo 241.3, o de las reducciones que se hubiesen decidido.

2. Quedarán igualmente extinguidos todos los contratos vinculados a la 
concesión y a la explotación de sus zonas comerciales.»

Veintisiete. El artículo 244 queda redactado como sigue:

«Artículo 244.  Plazo de las concesiones.
1. Las concesiones de construcción y explotación de obras públicas se otorgarán 

por el plazo que se acuerde en el pliego de cláusulas administrativas particulares, 
que no podrá exceder de 40 años.

2. Los plazos fijados en los pliegos de condiciones sólo podrán ser prorrogados 
por las causas previstas en el artículo 241.3.

3. Las concesiones relativas a obras hidráulicas se regirán, en cuanto a su 
duración, por el artículo 134.1.a) del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio.»

Veintiocho. El artículo 258 queda redactado como sigue:

«Artículo 258.  Modificación del contrato y mantenimiento de su equilibrio 
económico.

1. La Administración podrá modificar por razones de interés público y si 
concurren las circunstancias previstas en el título V del libro I, las características del 
servicio contratado y las tarifas que han de ser abonadas por los usuarios.

2. Cuando las modificaciones afecten al régimen financiero del contrato, la 
Administración deberá compensar al contratista de manera que se mantenga el 
equilibrio de los supuestos económicos que fueron considerados como básicos en la 
adjudicación del contrato.

3. En el caso de que los acuerdos que dicte la Administración respecto al 
desarrollo del servicio carezcan de trascendencia económica el contratista no tendrá 
derecho a indemnización por razón de los mismos.

4. La Administración deberá restablecer el equilibrio económico del contrato, en 
beneficio de la parte que corresponda, en los siguientes supuestos:
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a) Cuando la Administración modifique, por razones de interés público y de 
acuerdo con lo establecido en el título V del libro I, las características del servicio 
contratado.

b) Cuando actuaciones de la Administración determinaran de forma directa la 
ruptura sustancial de la economía del contrato.

c) Cuando causas de fuerza mayor determinaran de forma directa la ruptura 
sustancial de la economía del contrato. A estos efectos, se entenderá por causas de 
fuerza mayor las enumeradas en el artículo 214 de esta Ley.

5. En los supuestos previstos en el apartado anterior, el restablecimiento del 
equilibrio económico del contrato se realizará mediante la adopción de las medidas 
que en cada caso procedan. Estas medidas podrán consistir en la modificación de 
las tarifas a abonar por los usuarios, la reducción del plazo del contrato y, en general, 
en cualquier modificación de las cláusulas de contenido económico incluidas en el 
contrato. Así mismo, en los casos previstos en los apartados 4.b) y c), podrá 
prorrogarse el plazo del contrato por un período que no exceda de un 10 por ciento 
de su duración inicial, respetando los límites máximos de duración previstos 
legalmente.»

Veintinueve. El artículo 272 queda redactado como sigue:

«Artículo 272.  Modificación del contrato de suministro.
Cuando como consecuencia de las modificaciones del contrato de suministro 

acordadas conforme a lo establecido en el artículo 202 y en el título V del libro I, se 
produzca aumento, reducción o supresión de las unidades de bienes que integran el 
suministro o la sustitución de unos bienes por otros, siempre que los mismos estén 
comprendidos en el contrato, estas modificaciones serán obligatorias para el 
contratista, sin que tenga derecho alguno en caso de supresión o reducción de 
unidades o clases de bienes a reclamar indemnización por dichas causas.»

Treinta. El artículo 275 queda redactado como sigue:

«Artículo 275.  Causas de resolución.
Son causas de resolución del contrato de suministro, además de las señaladas 

en el artículo 206, las siguientes:
a) La suspensión, por causa imputable a la Administración, de la iniciación del 

suministro por plazo superior a seis meses a partir de la fecha señalada en el 
contrato para la entrega, salvo que en el pliego se señale otro menor.

b) El desistimiento o la suspensión del suministro por un plazo superior al año 
acordada por la Administración, salvo que en el pliego se señale otro menor.»

Treinta y uno. El artículo 282 queda redactado como sigue:

«Artículo 282.  Modificación de estos contratos.
Cuando como consecuencia de modificaciones del contrato de servicios de 

mantenimiento acordadas conforme a lo establecido en el artículo 202 y en el título V 
del libro I, se produzca aumento, reducción o supresión de equipos a mantener o la 
sustitución de unos equipos por otros, siempre que los mismos estén contenidos en 
el contrato, estas modificaciones serán obligatorias para el contratista, sin que tenga 
derecho alguno, en caso de supresión o reducción de unidades o clases de equipos, 
a reclamar indemnización por dichas causas.»

Treinta y dos. El artículo 284 queda redactado como sigue:

«Artículo 284.  Causas de resolución.
Son causas de resolución de los contratos de servicios, además de las señaladas 

en el artículo 206, las siguientes:
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a) La suspensión por causa imputable a la Administración de la iniciación del 
contrato por plazo superior a seis meses a partir de la fecha señalada en el mismo 
para su comienzo, salvo que en el pliego se señale otro menor.

b) El desistimiento o la suspensión del contrato por plazo superior a un año 
acordada por la Administración, salvo que en el pliego se señale otro menor.

c) Los contratos complementarios a que se refiere el artículo 279.2 quedarán 
resueltos, en todo caso, cuando se resuelva el contrato principal.»

Treinta y tres. El apartado 1 del artículo 309 queda redactado como sigue:
«1. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado, a través de 

sus órganos de apoyo técnico, pondrá a disposición de todos los órganos de 
contratación del sector público una plataforma electrónica que permita dar publicidad 
a través de internet a las convocatorias de licitaciones y sus resultados y a cuanta 
información consideren relevante relativa a los contratos que celebren, así como 
prestar otros servicios complementarios asociados al tratamiento informático de 
estos datos. En todo caso, los perfiles de contratante de los órganos de contratación 
del sector público estatal deberán integrarse en esta plataforma, gestionándose y 
difundiéndose exclusivamente a través de la misma. En las sedes electrónicas de 
estos órganos se incluirá un enlace a su perfil del contratante situado en la 
Plataforma de Contratación del Estado.»

Treinta y cuatro. Se añade una disposición adicional trigésima quinta con el siguiente 
contenido:

«Disposición adicional trigésima quinta.  Régimen de adjudicación de contratos 
públicos en el marco de fórmulas institucionales de colaboración entre el sector 
público y el sector privado.

Los contratos públicos y concesiones podrán adjudicarse directamente a una 
sociedad de economía mixta en la que concurra capital público y privado, siempre 
que la elección del socio privado se haya efectuado de conformidad con las normas 
establecidas en la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público 
para la adjudicación del contrato cuya ejecución constituya su objeto y siempre que 
no se introduzcan modificaciones en el objeto y las condiciones del contrato que se 
tuvieron en cuenta en la selección del socio privado.»

Treinta y cinco. El apartado 2 de la disposición final octava queda redactado como sigue:
«2. En todo caso, en los procedimientos iniciados a solicitud de un interesado 

para los que no se establezca específicamente otra cosa y que tengan por objeto o 
se refieran a la reclamación de cantidades, el ejercicio de prerrogativas 
administrativas o a cualquier otra cuestión relativa de la ejecución, consumación o 
extinción de un contrato administrativo, una vez transcurrido el plazo previsto para su 
resolución sin haberse notificado ésta, el interesado podrá considerar desestimada 
su solicitud por silencio administrativo, sin perjuicio de la subsistencia de la 
obligación de resolver.»

Disposición final decimoséptima.  Reforma de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria.

Uno. La letra b) del apartado 2 del artículo 114 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, quedará redactada como sigue:

«b) Personas naturales o jurídicas para financiar bienes e inversiones en general 
que deban revertir a la Administración General del Estado y hayan de quedar afectos 
a concesión administrativa, o deban adquirirse o realizarse en el marco de un 
contrato de concesión de obra pública o de colaboración entre el sector público y el 
sector privado, o por una sociedad de economía mixta creada para ejecutar uno de 
estos contratos.»
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Dos. El apartado 1 del artículo 115 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, queda 
redactado como sigue:

«1. El importe total de los avales contemplados en el apartado 2 del artículo 
precedente de esta Ley no podrá exceder del límite que en cada ejercicio señale la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado. Dentro de este límite se especificará el 
importe que, como máximo, podrá destinarse a avalar las operaciones concertadas 
por las sociedades de economía mixta y por los adjudicatarios de contratos de 
concesión de obra pública o de colaboración entre el sector público y el sector 
privado a que se refiere la letra b) del apartado 2 del artículo anterior.

El límite anual de avales se entenderá referido al principal de las operaciones 
avaladas. El aval concedido no podrá garantizar más que el pago del principal y de 
los intereses, salvo que la Ley de Presupuestos o de concesión dispongan 
expresamente otra cosa.»

Disposición final decimoctava.  Modificación del texto refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo.

Se modifica el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario en los siguientes 
términos:

Uno. Se da nueva redacción al artículo 3, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Artículo 3.  Contenido.
1. La descripción catastral de los bienes inmuebles comprenderá sus 

características físicas, económicas y jurídicas, entre las que se encontrarán la 
localización y la referencia catastral, la superficie, el uso o destino, la clase de cultivo 
o aprovechamiento, la calidad de las construcciones, la representación gráfica, el 
valor catastral y el titular catastral, con su número de identificación fiscal o, en su 
caso, número de identidad de extranjero.

2. La certificación catastral descriptiva y gráfica acreditativa de las características 
indicadas en el apartado anterior y obtenida, preferentemente, por medios 
telemáticos, se incorporará en los documentos públicos que contengan hechos, actos 
o negocios susceptibles de generar una incorporación en el Catastro Inmobiliario, así 
como al Registro de la Propiedad en los supuestos previstos por ley. Igualmente se 
incorporará en los procedimientos administrativos como medio de acreditación de la 
descripción física de los inmuebles.

3. Salvo prueba en contrario y sin perjuicio del Registro de la Propiedad, cuyos 
pronunciamientos jurídicos prevalecerán, los datos contenidos en el Catastro 
Inmobiliario se presumen ciertos.»

Dos. Se modifica el artículo 6.3, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 6.  Concepto y clases de bienes inmuebles.
3. A cada bien inmueble se le asignará como identificador una referencia 

catastral, constituida por un código alfanumérico que permite situarlo 
inequívocamente en la cartografía oficial del Catastro.

Dicha identificación deberá figurar en todos los documentos que reflejen 
relaciones de naturaleza económica o con trascendencia tributaria vinculadas al 
inmueble, conforme establece el título V de esta Ley.»

Tres. Se modifica el artículo 11.2, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 11.  Obligatoriedad de la incorporación y tipos de procedimientos.
2. Dicha incorporación se realizará mediante alguno de los siguientes 

procedimientos:
a) Declaraciones, comunicaciones y solicitudes.
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b) Subsanación de discrepancias y rectificación.
c) Inspección catastral.
d) Valoración.»

Cuatro. Se deroga el apartado 6 del artículo 12, que queda sin contenido.
Cinco. Se modifican los párrafos a) y c) del artículo 14, que quedan redactados en los 

siguientes términos:

«Artículo 14.  Procedimiento de incorporación mediante comunicaciones.
a) La información que los notarios y registradores de la propiedad deben remitir 

conforme a lo dispuesto en el artículo 36, en cuanto se refiera a documentos por 
ellos autorizados o inscritos cuyo contenido suponga exclusivamente la adquisición o 
consolidación de la propiedad de la totalidad del inmueble, siempre que los 
interesados hayan aportado la referencia catastral en los términos a que se refiere el 
Título V y se formalice en escritura pública o se solicite su inscripción en el Registro 
de la Propiedad en el plazo de dos meses desde el hecho, acto o negocio de que se 
trate.

Asimismo constituirá comunicación la información que deben remitir los notarios 
referida a la segregación, división, agregación o agrupación de los bienes inmuebles, 
siempre que, realizadas las actuaciones que prevé el artículo 47.2, conste la 
referencia catastral de los inmuebles afectados, exista correspondencia entre los 
inmuebles objeto de dichas actuaciones y la descripción que figura en el Catastro y 
que se aporte el plano, representado sobre la cartografía catastral, que permita la 
identificación de esas alteraciones.

c) Las que las Administraciones actuantes deben formalizar ante el Catastro 
Inmobiliario en los supuestos de concentración parcelaria, de deslinde administrativo, 
de expropiación forzosa y de los actos de planeamiento y de gestión urbanísticos que 
se determinen reglamentariamente. La comunicación comprenderá la 
correspondiente certificación administrativa expedida por el órgano actuante.

Cuando las actuaciones mencionadas hayan sido inscritas en el Registro de la 
Propiedad, la información será igualmente objeto de comunicación al Catastro por el 
registrador, siempre que, realizadas las actuaciones que prevé el artículo 48.5, 
conste la referencia catastral de los inmuebles afectados, así como el plano que 
permita la identificación de dichas actuaciones sobre la cartografía catastral.

También constituirá comunicación la información que los registradores de la 
propiedad deben remitir, referida a los actos de parcelación que consistan en la 
segregación, división, agregación o agrupación de los bienes inmuebles, siempre que 
se cumplan los requisitos expresados en el párrafo anterior y que se solicite su 
inscripción en el Registro de la Propiedad en el plazo de dos meses desde el hecho, 
acto o negocio de que se trate.»

Seis. El artículo 18 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 18.  Procedimientos de subsanación de discrepancias y de rectificación.
1. El procedimiento de subsanación de discrepancias se iniciará por acuerdo del 

órgano competente, ya sea por propia iniciativa o como consecuencia de orden 
superior, cuando la Administración tenga conocimiento, por cualquier medio, de la 
falta de concordancia entre la descripción catastral de los bienes inmuebles y la 
realidad inmobiliaria y su origen no se deba al incumplimiento de la obligación de 
declarar o comunicar a que se refieren los artículos 13 y 14. La iniciación del 
procedimiento se comunicará a los interesados, concediéndoles un plazo de 15 días 
para que formulen las alegaciones que estimen convenientes.

La resolución que se dicte tendrá efectividad desde el día siguiente a la fecha en 
que se acuerde y se notificará a los interesados de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. El plazo máximo en que debe 
notificarse la resolución expresa será de seis meses desde la notificación del 
acuerdo de iniciación a los interesados. El vencimiento del plazo máximo de 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 3  Ley de Economía Sostenible

– 141 –



resolución determinará la caducidad del expediente y el archivo de todas las 
actuaciones.

No obstante, en aquellos supuestos en que no existan terceros afectados por el 
procedimiento, éste podrá iniciarse directamente con la notificación de la propuesta 
de resolución. En este caso, el expediente se pondrá de manifiesto para la 
presentación de alegaciones durante un plazo de 15 días. Cuando, transcurrido este 
plazo, los interesados no hayan formulado alegaciones, la propuesta de resolución 
se convertirá en definitiva y se procederá al cierre y archivo del expediente. La 
efectividad de esta resolución se producirá desde el día siguiente al de finalización 
del mencionado plazo.

2. Con ocasión de la autorización de un hecho, acto o negocio en un documento 
público podrán subsanarse las discrepancias relativas a la configuración o superficie 
de la parcela, de conformidad con el siguiente procedimiento:

a) El notario ante el que se formalicen los correspondientes hechos, actos o 
negocios jurídicos solicitará de los otorgantes que le manifiesten si la descripción que 
contiene la certificación catastral a que se refiere el artículo 3.2 se corresponde con 
la realidad física del inmueble en el momento del otorgamiento del documento 
público.

b) Si los otorgantes le manifestaran la identidad entre la realidad física y la 
certificación catastral, el notario describirá el inmueble en el documento público de 
acuerdo con dicha certificación y hará constar en el mismo la manifestación de 
conformidad de los otorgantes.

Cuando exista un título previo que deba ser rectificado, los nuevos datos se 
consignarán con los que ya aparecieran en aquél. En los documentos posteriores 
sólo será preciso consignar la descripción actualizada.

c) Si los otorgantes le manifestaran la existencia de una discrepancia entre la 
realidad física y la certificación catastral, el notario solicitará su acreditación por 
cualquier medio de prueba admitido en derecho. Cuando el notario entienda 
suficientemente acreditada la existencia de la discrepancia y una vez obtenido el 
consentimiento, requerido expresamente, de los titulares que resulten de lo dispuesto 
en el artículo 9.5 que, en su condición de colindantes, pudieran resultar afectados por 
la rectificación, incorporará la nueva descripción del bien inmueble en el mismo 
documento público o en otro posterior autorizado al efecto, en la forma establecida 
en el párrafo anterior.

El notario informará a la Dirección General del Catastro sobre la rectificación 
realizada, por medios telemáticos, en el plazo máximo de cinco días desde la 
formalización del documento público. Una vez validada técnicamente por la citada 
Dirección General la rectificación declarada, se incorporará la correspondiente 
alteración en el Catastro. En los supuestos en que se aporte el plano, representado 
sobre la cartografía catastral, la alteración se realizará en el plazo de cinco días 
desde su conocimiento por el Catastro, de modo que el notario pueda incorporar en 
el documento público la certificación catastral descriptiva y gráfica de los inmuebles 
afectados que refleje su nueva descripción.

d) En los supuestos en que no se obtenga el consentimiento para la subsanación 
de la discrepancia o cuando ésta no resultara debidamente acreditada, el notario 
dejará constancia de ella en el documento público y, por medios telemáticos, 
informará de su existencia a la Dirección General del Catastro para que, en su caso, 
ésta incoe el procedimiento oportuno.

La descripción de la configuración y superficie del inmueble conforme a la 
certificación catastral descriptiva y gráfica actualizada a la que se hace referencia en 
los párrafos b) y c) se incorporará en los asientos de las fincas ya inscritas en el 
Registro de la Propiedad, sin perjuicio de las funciones que correspondan al 
registrador en el ejercicio de sus competencias.

Cuando exista identidad, en los términos que establece el artículo 45, con la 
correspondiente finca registral inscrita, en los asientos posteriores se tomará como 
base la nueva descripción física y gráfica.
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En los supuestos en que no exista dicha identidad, el registrador de la propiedad, 
por medios telemáticos, pondrá esta circunstancia en conocimiento de la Dirección 
General de Catastro que, tras analizar la motivación expuesta, emitirá informe cuyas 
conclusiones se harán constar en el Registro de la Propiedad e incoará, en su caso, 
el procedimiento oportuno.

Mediante resolución de la Dirección General del Catastro, previo informe 
favorable de la Dirección General de los Registros y Notariado, se podrán determinar 
otros elementos de la descripción del bien inmueble que serán objeto de rectificación 
de discrepancias con arreglo al procedimiento previsto en este apartado.

3. La Dirección General del Catastro podrá rectificar de oficio la información 
contenida en la base de datos catastral en cuanto sea necesario para efectuar 
correcciones de superficie dentro del margen de tolerancia técnica que se defina 
reglamentariamente, así como para reflejar cambios en los identificadores postales o 
en la cartografía, o cuando se lleven a cabo otras operaciones de carácter general, 
legalmente previstas, que tengan por finalidad mantener la adecuada concordancia 
entre el Catastro y la realidad inmobiliaria.

Cuando la operación de carácter general consista en la rectificación de la 
descripción de los inmuebles que deba realizarse con motivo de ajustes a la 
cartografía básica oficial o a las ortofotografías inscritas en el Registro Central de 
Cartografía, se anunciará en el boletín oficial de la provincia el inicio del 
procedimiento de rectificación por ajustes cartográficos en los municipios afectados y 
calendario de actuaciones. Tras dicho anuncio se abrirá un periodo de exposición 
pública en el Ayuntamiento en que se ubiquen los inmuebles durante un mínimo de 
15 días y la subsiguiente apertura del plazo de alegaciones durante el mes siguiente. 
Cuando como consecuencia de estas actuaciones se produzcan rectificaciones que 
superen la tolerancia técnica, la resolución por la que se aprueben las nuevas 
características catastrales, que tendrá efectividad el día siguiente a aquel en que se 
hubiera dictado, se notificará a los interesados de conformidad con lo previsto en el 
artículo 29 de este texto refundido, no siendo necesario el anuncio previsto en el 
apartado 1 de dicho artículo.»

Siete. Se modifica el artículo 33, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 33.  Concepto.
1. La representación gráfica de los bienes inmuebles a que se refiere el artículo 3 

comprenderá en todo caso su descripción cartográfica en el modo que en este título 
se establece.

2. La base geométrica del Catastro Inmobiliario está constituida por la cartografía 
parcelaria elaborada por la Dirección General del Catastro. Dicha cartografía 
catastral constituirá la base para la georreferenciación de los bienes inmuebles.

3. La cartografía catastral estará a disposición de los ciudadanos y de las 
empresas, así como de las Administraciones y entidades públicas que requieran 
información sobre el territorio o sobre bienes inmuebles concretos, preferentemente a 
través de un servidor de mapas gestionado por la Dirección General del Catastro o 
de los servicios que a tal efecto se establezcan en su sede electrónica.

Mediante Resolución de la Dirección General del Catastro se determinarán los 
formatos, condiciones de acceso y suministro, así como las restantes características 
necesarias para la prestación de dichos servicios.

4. Con el fin de facilitar la utilización de la cartografía catastral como cartografía 
básica para la identificación de las fincas en el Registro de la Propiedad, la Dirección 
General del Catastro proporcionará acceso al servicio de identificación y 
representación gráfica de dichas fincas sobre la cartografía catastral, mediante un 
sistema interoperable que responderá a las especificaciones que se determinen por 
Resolución de la Dirección General del Catastro.

En los supuestos en que se hubieran utilizado medios o procedimientos distintos 
de la cartografía catastral para la identificación gráfica de las fincas en el Registro de 
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la Propiedad podrá aplicarse el procedimiento de rectificación por ajustes 
cartográficos establecido en el artículo 18.3 de esta Ley.

5. Será de aplicación a la cartografía catastral lo dispuesto en la Ley 7/1986, de 
24 de enero, de Ordenación de la Cartografía, en las escalas y con las 
especialidades establecidas reglamentariamente.»

Ocho. Se modifica el primer párrafo del apartado 2, así como el apartado 3 del 
artículo 36, que quedan redactados en los siguientes términos:

Artículo 36.  Deber de colaboración.
«2. Las Administraciones y demás entidades públicas, los fedatarios públicos y 

quienes, en general, ejerzan funciones públicas estarán obligados a suministrar al 
Catastro Inmobiliario, en los términos previstos en el artículo 94 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, cuantos datos o antecedentes relevantes 
para su formación y mantenimiento sean recabados por éste, bien mediante 
disposición de carácter general, bien a través de requerimientos concretos. A tal fin, 
facilitarán el acceso gratuito a dicha información en los términos que acaban de 
indicarse, a través de medios telemáticos.

(…)»
«3. Los notarios y registradores de la propiedad remitirán telemáticamente al 

Catastro, dentro de los 20 primeros días de cada mes, información relativa a los 
documentos por ellos autorizados o que hayan generado una inscripción registral en 
el mes anterior, en los que consten hechos, actos o negocios susceptibles de 
inscripción en el Catastro Inmobiliario. En dicha información se consignará de forma 
separada la identidad de las personas que hayan incumplido la obligación de aportar 
la referencia catastral establecida en el artículo 40. Asimismo, remitirán la 
documentación complementaria incorporada en la escritura pública que sea de 
utilidad para el Catastro.

Cuando dicho suministro se refiera a las comunicaciones que deben realizar los 
notarios conforme a lo dispuesto en el artículo 14. a), la remisión de la información 
deberá producirse dentro de los 5 días siguientes a la autorización del documento 
público que origine la alteración.

Mediante Resolución de la Dirección General del Catastro, previo informe 
favorable de la Dirección General de los Registros y Notariado, se regularán los 
requisitos técnicos para dar cumplimiento a las obligaciones de suministro de 
información tributaria establecidas en este apartado.»

Nueve. El contenido actual del artículo 46 pasa a numerarse como apartado 1 y se 
añade un nuevo apartado 2, redactado en los siguientes términos:

Artículo 46.  Constancia de la referencia catastral en documentos administrativos.
«1. (…).
2. Cuando del procedimiento administrativo resulten modificaciones en el 

inmueble de acuerdo con lo previsto en el artículo 40.2, el órgano administrativo 
remitirá al Catastro copia de los planos de situación, para que por éste se expidan y 
comuniquen, en el plazo de cinco días, las nuevas referencias catastrales de los 
bienes inmuebles afectados.»

Diez. Se modifica el artículo 47.2, que queda redactado en los siguientes términos:

Artículo 47.  Constancia de la referencia catastral en documentos notariales.
«2. Cuando las modificaciones a que se refiere el artículo 40.2 consistan en 

agrupaciones, agregaciones, segregaciones o divisiones de fincas o se trate de la 
constitución sobre ellas del régimen de propiedad horizontal, el notario remitirá al 
Catastro, en el plazo de cinco días desde la autorización del documento, copia 
simple de la escritura junto con el plano o proyecto, si se lo presentase el interesado, 
para que se expida una nueva referencia catastral. El Catastro comunicará la nueva 
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referencia catastral al notario autorizante del documento público en el plazo de 24 
horas, para su constancia en la matriz por diligencia o nota al margen.

La misma documentación se aportará para la asignación notarial de la referencia 
catastral provisional en los supuestos de obra nueva en construcción en régimen de 
propiedad horizontal.»

Once. Se modifica el artículo 48, que se redacta en los siguientes términos:

«Artículo 48.  Constancia registral de la referencia catastral.
1. La constancia de la referencia catastral en los asientos del Registro de la 

Propiedad tiene por objeto, entre otros, posibilitar el trasvase de información entre el 
Registro de la Propiedad y el Catastro Inmobiliario.

2. El registrador, una vez calificada la documentación presentada, recogerá en el 
asiento como uno más de los datos descriptivos de la finca y con el carácter y 
efectos establecidos en el artículo 6.3, la referencia catastral que se le atribuya por 
los otorgantes en el documento inscribible, cuando exista correspondencia entre la 
referencia catastral y la identidad de la finca en los términos expresados en el 
artículo 45.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se podrá reflejar 
registralmente la identificación catastral de las fincas como operación específica, de 
acuerdo con lo legalmente previsto.

4. Si la referencia catastral inscrita sufriera alguna modificación que no se derive 
de una modificación de las características físicas de la finca, bastará para su 
constancia la certificación expedida al efecto por el Catastro.

5. En caso de inscripción de actos de naturaleza urbanística, el registrador 
remitirá a la Dirección General del Catastro copia del plano el día siguiente al de su 
presentación en el Registro de la Propiedad. El Catastro devolverá al registrador, en 
el plazo de cinco días, las referencias catastrales de las fincas objeto del acto de que 
se trate.

6. Las discrepancias en la referencia catastral no afectarán a la validez de la 
inscripción.»

Doce. Se da nueva redacción al artículo 62, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Artículo 62.  Hecho imponible.
1. Constituye el hecho imponible de la tasa de acreditación catastral la 

expedición por la Dirección General del Catastro o por las Gerencias y Subgerencias 
del Catastro, a instancia de parte, de certificaciones en las que figuren datos que 
consten en el Catastro Inmobiliario y de copia de los siguientes documentos:

a) Ortofotografía.
b) Fotografía aérea.
c) Cartografía.
d) Información alfanumérica digital.
e) Copias de información no gráfica de expedientes.
2. La expedición de las certificaciones y documentos a que se refiere el apartado 

anterior no quedará sujeta a dicha tasa cuando su obtención se produzca 
directamente por medios telemáticos.»

Trece. La disposición adicional única del texto refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario pasa a numerarse como disposición adicional primera y se incorpora una nueva 
disposición adicional segunda, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional segunda.  Colaboración de notarios y registradores.
Mediante Orden del Ministro de Presidencia, dictada a propuesta de los Ministros 

de Economía y Hacienda y de Justicia se desarrollarán los aspectos procedimentales 
que sean precisos para dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en esta 
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Ley, siempre que no se hayan previsto en ésta de modo específico otros desarrollos 
normativos.»

Catorce. Se incorpora una nueva disposición transitoria, la octava, en el texto refundido 
de la Ley del Catastro Inmobiliario, con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria octava.  Utilización de medios electrónicos.
La vigencia de los plazos previstos en los artículos 18.2, 36.3, 46.2, 47.2 y 48.5 

de esta Ley se producirá transcurrido un año desde la entrada en vigor de la Ley de 
Economía Sostenible. Entre tanto, serán de aplicación los plazos establecidos en 
dichos artículos conforme a la redacción vigente a la entrada en vigor de dicha Ley.»

Disposición final decimonovena.  Modificación de la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de 
Marcas.

Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional octava de la Ley 17/2001, de 7 de 
diciembre, de Marcas, que queda redactado en los siguientes términos:

«2. Una vez establecidas las condiciones generales, requisitos y características 
técnicas de la presentación de solicitudes y escritos en soporte magnético o por 
medios telemáticos, quedará reducido en un 15 por ciento el importe de las tasas a 
que estén sujetas dichas solicitudes y escritos, si los mismos son presentados y las 
tasas son abonadas previa o simultáneamente por dichos medios técnicos.»

Disposición final vigésima.  Modificación de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional.

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación 
Profesional, queda modificada en los términos que se establecen a continuación.

Uno. Se modifica el apartado 1 de la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 
5/2002, quedando redactado en los siguientes términos:

«1. El profesorado de los Cuerpos de Catedráticos y Profesores de Enseñanza 
Secundaria, así como el de Profesores Técnicos de Formación Profesional, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 95 de la Ley Orgánica 2/2006 de 3 de Mayo, 
de Educación, podrán ejercer sus funciones en los centros de titularidad pública con 
oferta integrada, impartiendo todas las modalidades de formación profesional de 
conformidad con su perfil académico y profesional, y siempre que reúnan los 
requisitos para impartir los módulos incluidos en los títulos de formación profesional o 
en los certificados de profesionalidad correspondientes. Este profesorado podrá 
completar la jornada y horario establecidos para su puesto de trabajo impartiendo 
acciones formativas de las otras modalidades. Asimismo, podrán ampliar 
voluntariamente su dedicación, considerándose de interés público y no sujeta a 
autorización de compatibilidad.»

Dos. Se adiciona un nuevo artículo 15 bis a la Ley Orgánica 5/2002, con la siguiente 
redacción:

«Artículo 15 bis.  Los servicios de información y orientación profesional.
1. El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, promoverá el desarrollo de un 

sistema integrado de información y orientación profesional, estableciendo una red 
que asegure, al menos, el asesoramiento de los ciudadanos en relación con las 
posibilidades de formación, empleo y el reconocimiento de competencias, que 
permita la coordinación y busque la complementariedad de los dispositivos 
dependientes de las administraciones educativas y laborales, de la Administración 
local, de los interlocutores sociales, y de cualquier otro organismo o entidad que 
preste servicios de orientación, en tanto que servicio público.
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2. El Gobierno, en cooperación con las Comunidades Autónomas, velará y 
promoverá actuaciones para que los servicios públicos de orientación profesional se 
adecuen a las siguientes directrices:

a) La orientación integral y la calidad de los servicios de orientación, con 
independencia de la entidad que los preste.

b) La adecuada formación inicial y continua de los profesionales que prestan 
servicios de orientación.

c) La coordinación entre los servicios de orientación y las políticas de educación, 
empleo y de inclusión social.

d) La accesibilidad de este servicio a todos los ciudadanos, independientemente 
de su condición social y profesional y de su ubicación geográfica, y de acuerdo con el 
principio de igualdad de oportunidades.

e) La prestación de servicios de atención singularizada a las empresas, 
especialmente pequeñas y medianas, así como a trabajadores autónomos, en tanto 
que recurso que permite optimizar su capital humano y diseñar itinerarios formativos 
ajustados a sus necesidades.

3. El Gobierno impulsará la recogida sistemática de datos a nivel nacional sobre 
el uso del servicio de información y orientación profesional y la demanda potencial, a 
fin de ajustar el mapa de estos servicios y elaborará un informe con 
recomendaciones y herramientas para mejorar la calidad de la prestación.

4. El Gobierno, desarrollará, con la colaboración de las administraciones de las 
Comunidades Autónomas, una plataforma informática integrada de información y 
orientación, para el asesoramiento de los ciudadanos en relación con las 
posibilidades de formación, empleo y el reconocimiento de competencias, que facilite 
la coordinación y la complementariedad de los dispositivos dependientes de las 
administraciones educativas y laborales, de la Administración local, de los 
interlocutores sociales, y de cualquier otro organismo o entidad que preste servicios 
de información y orientación. Esta plataforma estará vinculada a la Red Europea para 
el desarrollo de las políticas de orientación permanente.

5. Los centros integrados de formación profesional y los Centros de Referencia 
Nacional asumirán la función de experimentación y difusión de los resultados del 
modelo mixto de servicio de información y orientación.»

Disposición final vigésima primera.  Energías renovables.
El Gobierno, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta Ley, remitirá a 

las Cortes Generales un proyecto de Ley de Eficiencia Energética y Energías Renovables, 
que adopte las medidas necesarias para avanzar en el cumplimiento de los objetivos 
previstos en esta Ley.

Disposición final vigésima segunda.  Modificación de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de 
Ordenación de los Transportes Terrestres.

Se modifica la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres 
(LOTT), en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 72.3 de la Ley que queda redactado del siguiente modo:
«3. La duración de las concesiones se establecerá en el título concesional, de 

acuerdo con las características y necesidades del servicio y atendiendo a los plazos 
de amortización de vehículos e instalaciones. Dicha duración será limitada y no 
podrá ser superior a diez años.

No obstante, en caso necesario, y habida cuenta de las condiciones de 
amortización de los activos adscritos a su prestación, la duración de una concesión 
podrá prolongarse, como máximo, durante la mitad del período original, siempre que 
el concesionario hubiese aportado elementos que resulten significativos en relación 
con la totalidad de dichos activos y se encuentren predominantemente relacionados 
con la prestación de los servicios concesionales.»
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Dos. Se modifica el artículo 73.3 de la Ley, que queda redactado del siguiente modo:
«3. Las condiciones y circunstancias a que se refiere el apartado anterior, podrán 

establecerse en los pliegos de condiciones con carácter de requisitos mínimos o con 
carácter orientativo, pudiendo las empresas licitadoras dentro de los límites en su 
caso establecidos, formular ofertas que incluyan precisiones, ampliaciones o 
modificaciones de las condiciones del correspondiente pliego siempre que no alteren 
las condiciones esenciales del servicio o de su prestación.

En el establecimiento de las mencionadas condiciones se prestará especial 
atención a los criterios de eficiencia económica, y también a los criterios 
medioambientales y de eficiencia energética, a la accesibilidad para personas de 
movilidad reducida y al fomento del empleo, previéndose, en su caso, la subrogación 
en las relaciones laborales conforme a lo señalado en el artículo 75.4.»

Tres. Se modifica el artículo 74.1 de la Ley, que queda redactado del siguiente modo:
«1. En la resolución del concurso se tendrán en cuenta las circunstancias de todo 

orden que concurran en las distintas ofertas y en las empresas que las formulen, 
aunque con especial atención a los criterios señalados en el apartado 3 del artículo 
anterior, debiendo establecerse, a tal efecto, criterios de valoración específicos, bien 
con carácter general o bien en el correspondiente pliego de condiciones.»

Disposición final vigésima tercera.  Modificación de la Ley 39/2003, de 17 de noviembre, 
del Sector Ferroviario.

Los artículos 8.7, 40, 82, 83 y 84 de la Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector 
Ferroviario quedarán redactados en los siguientes términos:

Uno. Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 8 de la Ley 39/2003, de 17 de noviembre, 
del Sector Ferroviario, redactado en los siguientes términos:

«7. Igualmente no tendrán la consideración de pasos a nivel a los efectos de esta 
Ley las intersecciones de viales, tanto los destinados al tráfico rodado como al 
peatonal, con las líneas ferroviarias integradas en la Red Ferroviaria de Interés 
General o tramos de las mismas que sean susceptibles de ser utilizados no 
solamente para la circulación de trenes y otros vehículos ferroviarios convencionales, 
sino también para la de tranvías, metros ligeros, u otros medios de transporte sobre 
raíles diferentes del ferrocarril convencional, siempre que se cumplan los siguientes 
requisitos:

a) Que la configuración física de la línea ferroviaria o tramo de la misma 
responda a las tipologías y parámetros de diseño propios de las líneas destinadas a 
la circulación de tranvías, metros ligeros o vehículos análogos.

b) Que los sistemas de control de tráfico de la línea o tramo y las características 
de su explotación sean los habitualmente utilizados en las líneas destinadas a la 
circulación de tranvías, metros ligeros o vehículos análogos.»

Dos. Se modifica el artículo 40 de la Ley, que queda redactado como sigue:

«Artículo 40.  Prestación de los servicios adicionales, complementarios y auxiliares.
1. Los servicios adicionales, complementarios y auxiliares en la Red Ferroviaria 

de Interés General y sus zonas de servicio ferroviario, tendentes a facilitar el 
funcionamiento del sistema ferroviario, se prestarán a las empresas ferroviarias y 
otros candidatos conforme se establece a continuación. Se entiende por zonas de 
servicio ferroviario las referidas en el artículo 9 de esta Ley.

2. La prestación de los servicios adicionales en la Red Ferroviaria de Interés 
General y sus zonas de servicio ferroviario será realizada siempre por el 
administrador de infraestructuras ferroviarias, estando obligado a prestarlos a 
solicitud de las empresas ferroviarias.

3. La prestación de servicios complementarios en la Red Ferroviaria de Interés 
General y en las áreas de las zonas de servicio ferroviario administradas por el 
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administrador de infraestructuras ferroviarias, se efectuará en régimen de Derecho 
privado y podrá ser realizada:

a) Por el administrador de infraestructuras ferroviarias por sus propios medios o 
mediante gestión indirecta a través de empresas contratistas seleccionadas 
conforme a la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación 
en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales; y en los 
supuestos que ésta no sea de aplicación, conforme al ordenamiento jurídico privado 
con observancia de los principios de publicidad y concurrencia. Dichas empresas 
contratistas deberán disponer de un título habilitante para la prestación del servicio 
complementario correspondiente, otorgado por el administrador de infraestructuras 
ferroviarias; y deberán ajustar su actuación a los principios de igualdad de trato, 
transparencia y no discriminación. Se considerará condición esencial de la actividad 
el respeto a la confidencialidad de los datos que se pudieran conocer durante el 
desarrollo de la misma acerca de las operaciones de las empresas ferroviarias y 
candidatos, considerándose su incumplimiento como infracción grave de las 
comprendidas en el apartado a) del artículo 89 de esta Ley.

Por orden del titular del Ministerio de Fomento se determinarán los criterios 
conforme a los cuales el administrador de infraestructuras ferroviarias deberá prestar 
estos servicios.

Los servicios complementarios que ofrezca en cada momento el administrador de 
infraestructuras ferroviarias, a través de la declaración sobre la red o documento 
equivalente, serán de obligada prestación a solicitud de las empresas ferroviarias y 
otros candidatos.

b) Directamente, a su riesgo y ventura, por empresas prestadoras provistas del 
preceptivo título habilitante otorgado por el administrador de infraestructuras 
ferroviarias, siempre que dispongan de los espacios, instalaciones o medios 
necesarios para la realización de la prestación correspondiente, a través del oportuno 
acuerdo o contrato con dicho administrador. El título habilitante deberá tener carácter 
reglado. El administrador de infraestructuras ferroviarias deberá otorgar dicho título a 
las empresas que cumplan los requisitos que el titular del Ministerio de Fomento 
establezca reglamentariamente para la obtención del mismo. Reglamentariamente se 
establecerán las condiciones para que el administrador de infraestructuras 
ferroviarias suscriba acuerdos o contratos de disposición de espacios, instalaciones o 
medios que las empresas prestadoras de servicios complementarios soliciten, 
garantizando la seguridad ferroviaria y el adecuado uso de las instalaciones. Los 
referidos servicios complementarios serán de prestación obligatoria a solicitud de las 
empresas ferroviarias y otros candidatos, con aplicación de los principios de igualdad 
de trato, transparencia y no discriminación. Se considerará condición esencial de la 
actividad el respeto a la confidencialidad de los datos que se pudieran conocer 
durante el desarrollo de la misma acerca de las operaciones de las empresas 
ferroviarias y candidatos, considerándose su incumplimiento como infracción grave 
de las comprendidas en el apartado a) del artículo 89 de esta Ley.

c) Las empresas ferroviarias y los candidatos titulares de material rodante, 
presten o no servicios complementarios al amparo de lo establecido en los 
epígrafes a) y b) anteriores, podrán realizar para sí mismos dichos servicios 
complementarios siempre que hayan suscrito con el administrador de infraestructuras 
ferroviarias el correspondiente acuerdo o contrato sobre disponibilidad de espacios y, 
en su caso, de instalaciones o medios que sean solicitados por la empresa ferroviaria 
o candidato. La autoprestación podrá realizarse directamente o a través de contrato 
con terceros. En este caso, los prestadores deberán estar en posesión del 
correspondiente título habilitante otorgado por dicho administrador. En el supuesto 
contemplado en la presente letra c) las empresas ferroviarias y otros candidatos 
tendrán prohibida la prestación de servicios complementarios a empresas distintas. 
El incumplimiento de esta obligación supondrá una infracción grave comprendida en 
el apartado a) del artículo 89 de esta Ley.
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4. La prestación de servicios auxiliares en la Red Ferroviaria de Interés General y 
las áreas de sus zonas de servicio administradas por el administrador de 
infraestructuras ferroviarias se efectuará en régimen de Derecho privado, sin que sea 
precisa autorización previa alguna de la administración ferroviaria y sin que sea 
obligatoria dicha prestación. En todo caso la empresa prestadora deberá haber 
suscrito con el administrador de infraestructuras ferroviarias el correspondiente 
acuerdo o contrato sobre disponibilidad de espacios y, en su caso, de las 
instalaciones o medios cuya utilización le hubiera solicitado al mismo. El objeto social 
de la empresa prestadora deberá abarcar la realización de los citados servicios; sin 
embargo, las empresas ferroviarias y otros candidatos titulares de material rodante 
que no cumplan este requisito podrán realizar para sí los referidos servicios en 
régimen de autoprestación, directamente o a través de terceros, siempre que hayan 
suscrito con el administrador de infraestructuras ferroviarias el correspondiente 
acuerdo o contrato sobre disponibilidad de espacios y, en su caso, de las 
instalaciones o medios cuya utilización le hubieran solicitado. El administrador de 
infraestructuras ferroviarias podrá prestar en cualquier caso los servicios auxiliares.

5. La prestación de servicios complementarios y auxiliares en aquellas áreas de 
las zonas de servicio ferroviario que no estuvieran administradas por el administrador 
de infraestructuras ferroviarias se efectuará en régimen de Derecho privado y podrá 
ser llevada a cabo sin sujeción al título habilitante contemplado en este artículo, por 
empresas cuyo objeto social abarque la realización de los citados servicios. Sin 
embargo, las empresas ferroviarias y otros candidatos titulares de material rodante 
que no cumplan este requisito podrán realizar para sí los referidos servicios en 
régimen de autoprestación, directamente o a través de terceros. La prestación de los 
servicios complementarios y auxiliares en el referido ámbito no será obligatoria.

6. En el ámbito de su competencia, las Autoridades Portuarias realizarán las 
funciones asignadas al administrador de infraestructuras ferroviarias en los apartados 
anteriores en relación con los servicios adicionales, complementarios y auxiliares. 
Los servicios adicionales de acceso a y desde la vía a las redes ferroviarias de los 
Puertos de Interés General del Estado podrán prestarse por la entidad pública 
empresarial Administrador de Infraestructuras Ferroviarias previo acuerdo entre dicha 
entidad y la correspondiente Autoridad Portuaria.

7. El uso de los espacios, instalaciones y medios disponibles en las áreas de las 
zonas de servicio ferroviario administradas por el administrador de infraestructuras 
ferroviarias, se regulará a través del correspondiente contrato de disponibilidad entre 
las partes, en el que figurarán, entre otros extremos, el objeto, la forma y 
temporalidad de la utilización de dichos medios, la duración del contrato y su precio. 
En el caso de las Autoridades Portuarias el mencionado uso de espacios, 
instalaciones y medios disponibles se llevará a cabo mediante las correspondientes 
concesiones, autorizaciones y demás formas jurídicas que sean de aplicación 
conforme a la legislación portuaria.

8. Lo dispuesto en los apartados anteriores no será de aplicación a las 
infraestructuras ferroviarias de titularidad privada que complementan la Red 
Ferroviaria de Interés General y que no se encuentren situadas en las zonas de 
servicio ferroviario de la misma, salvedad hecha de los servicios adicionales de 
acceso a los apartaderos y desde los mismos a los que será de aplicación lo 
establecido en el apartado 2.»

Tres. Se modifica el artículo 82 de la Ley, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Artículo 82.  El Comité de Regulación Ferroviaria.
1. Se crea el Comité de Regulación Ferroviaria como órgano colegiado adscrito 

al Ministerio de Fomento, que se regirá por los preceptos contenidos en los 
artículos 22 a 27 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común y que actuará con independencia funcional 
plena, en el plano de la organización, de las decisiones financieras, de la estructura 
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legal y de la toma de decisiones, de todo administrador de infraestructuras, 
organismo de tarifación, organismo adjudicador y candidato.

2. El Comité de Regulación Ferroviaria estará compuesto por un presidente, un 
mínimo de dos y un máximo de cuatro vocales y un secretario. El presidente y los 
vocales serán designados por el Ministro de Fomento, entre personas de reconocida 
competencia profesional en el sector ferroviario o en la regulación de mercados. El 
secretario será designado por el presidente.

3. El mandato del Presidente y de los vocales del Comité tendrá una duración de 
seis años, al término de los cuales no podrán ser designados nuevamente.

4. Los miembros del Comité de Regulación Ferroviaria cesarán en sus cargos por 
las siguientes causas:

a) Expiración del término de su mandato, continuando en funciones hasta el 
nombramiento de los nuevos miembros que procedan a su sustitución.

b) Renuncia.
c) Incapacidad permanente para el ejercicio de sus funciones, incompatibilidad 

sobrevenida para dicho ejercicio o condena por delito doloso.
5. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para la renovación de 

los miembros del Comité de Regulación Ferroviaria y su régimen de 
incompatibilidades.»

Cuatro. Se modifica el artículo 83 de la Ley, que queda redactado como sigue:

«Artículo 83.  Fines y competencias del Comité de Regulación Ferroviaria y eficacia 
de sus actos.

1. Son fines del Comité de Regulación Ferroviaria los siguientes:
a) Salvaguardar la pluralidad de la oferta en la prestación de los servicios sobre 

la Red Ferroviaria de Interés General y sus zonas de servicio ferroviario, así como 
velar por que éstos sean prestados en condiciones objetivas, transparentes y no 
discriminatorias.

b) Garantizar la igualdad entre empresas públicas y privadas, así como entre 
cualesquiera candidatos, en las condiciones de acceso al mercado de los referidos 
servicios.

c) Velar por que los cánones y tarifas ferroviarios cumplan lo dispuesto en esta 
Ley y no sean discriminatorios.

2. Para el cumplimiento de dichos fines el Comité de Regulación Ferroviaria 
ostenta las siguientes competencias:

a) Conocer y resolver las reclamaciones que, en relación con la actuación del 
Administrador de Infraestructuras Ferroviarias, las empresas ferroviarias y los 
restantes candidatos, planteen las empresas ferroviarias y los restantes candidatos 
en materia de:

1.º El otorgamiento y uso del certificado de seguridad y el cumplimiento de las 
obligaciones que éste comporte.

2.º La aplicación de los criterios contenidos en las declaraciones sobre la red.
3.º Los procedimientos de adjudicación de capacidad y sus resultados.
4.º La cuantía, la estructura o la aplicación de los cánones y tarifas que se les 

exijan o puedan exigírseles.
5.º Cualquier trato discriminatorio en el acceso a las infraestructuras o a los 

servicios ligados a éstas que reciban de la Administración o de cualesquiera entes 
públicos, o que se produzca por actos llevados a cabo por otras empresas 
ferroviarias o candidatos.

Cuando se trate de reclamaciones entre empresas ferroviarias y los restantes 
candidatos, o entre aquellas y estos entre sí, se establecerán reglamentariamente las 
condiciones en que podrá exigirse a éstos el pago de los gastos que ocasione el 
procedimiento.
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b) Iniciar de oficio los procedimientos que estime necesarios, resolver acerca de 
cualquier denuncia y adoptar, en su caso, las medidas necesarias para remediar la 
situación que los haya originado en el plazo de dos meses desde la recepción de 
toda la información.

c) Supervisar las negociaciones entre candidatos y administradores de 
infraestructuras sobre el nivel de los cánones e intervenir en las mismas cuando 
prevea que el resultado de dichas negociaciones puede contravenir las disposiciones 
comunitarias aplicables.

d) Informar preceptivamente los proyectos de normas en los que se fijen cánones 
y tarifas ferroviarios.

e) Emitir informe determinante sobre los expedientes en materia ferroviaria 
tramitados por la Comisión Nacional de la Competencia. Dicho informe deberá 
emitirse en un plazo de quince días. Cuando la Comisión Nacional de la 
Competencia, en su caso, resuelva, sólo podrá disentir del contenido del informe 
determinante de forma expresamente motivada.

f) Informar a la Administración del Estado y a las Comunidades Autónomas que 
lo requieran respecto de cualquier proyecto de norma o resolución que afecte a la 
materia ferroviaria.

g) Cualesquiera otras que se le atribuyan por la ley o por reglamento.
3. Las reclamaciones ante Comité de Regulación Ferroviaria deberán 

presentarse en el plazo de un mes desde que se produzca el hecho o la decisión 
correspondiente.

Una vez iniciado el procedimiento, el Comité de Regulación Ferroviaria podrá, en 
cualquier momento, adoptar las medidas provisionales que estime oportunas para 
asegurar la eficacia de la resolución. Estas medidas se adoptarán motivadamente, 
serán proporcionadas y limitadas en el tiempo.

4. En el ejercicio de sus funciones el Comité de Regulación Ferroviaria dictará 
resoluciones que vincularán a todas las partes afectadas, tendrán eficacia ejecutiva y 
pondrán fin a la vía administrativa. El Comité podrá proceder, previo apercibimiento y 
respetando siempre el principio de proporcionalidad, a la ejecución forzosa de sus 
resoluciones por cualquiera de los medios previstos en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, que resulte admisible.

5. Las resoluciones dictadas por el Comité de regulación ferroviaria serán 
recurribles ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo de conformidad con 
lo dispuesto en la ley reguladora de dicha jurisdicción.»

Cinco. Se modifica el artículo 84 de la Ley, que queda redactado como sigue:

«Artículo 84.  Deber de colaboración con el Comité de Regulación Ferroviaria.
El Comité de Regulación Ferroviaria dispondrá de los medios necesarios para el 

ejercicio de sus competencias. El Ministerio de Fomento estará obligado a prestarle 
la colaboración que le solicite para el cumplimiento de sus fines.

Igualmente el Comité de Regulación Ferroviaria podrá solicitar la colaboración y 
la información que precise del administrador de infraestructuras, los candidatos y 
cualquier tercero interesado.»

Disposición final vigésima cuarta.  Modificación de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, 
de Educación.

La Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, queda modificada en los términos 
que se recogen a continuación:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 37, quedando redactado en los siguientes 
términos:

«1. Para obtener el título será necesaria la evaluación positiva en todas las 
materias de los dos cursos de bachillerato. No obstante lo anterior, los alumnos que 
tengan el título de Técnico en Formación Profesional podrán obtener el título de 
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Bachiller por la superación de las asignaturas necesarias para alcanzar los objetivos 
generales del Bachillerato, que serán determinadas en todo caso por el Gobierno en 
los términos recogidos en el artículo 44 de la presente ley.»

Dos. Se modifica el apartado 3 del artículo 39, quedando redactado en los siguientes 
términos:

«3. La formación profesional en el sistema educativo comprende los módulos 
profesionales asociados a cualificaciones profesionales de nivel 1 incluidos en los 
Programas de cualificación profesional inicial, cuya superación permite la obtención 
de certificados de profesionalidad de nivel 1, y los ciclos formativos de grado medio y 
grado superior, con una organización modular, de duración variable y contenidos 
teórico-prácticos adecuados a los diversos campos profesionales.»

Tres. Se modifica el artículo 41, quedando redactado en los siguientes términos:
«1. Podrán acceder a un programa de cualificación profesional inicial los alumnos 

mayores de 15 años, cumplidos antes del 31 de diciembre del año de inicio del 
programa, para los que se considere que es la mejor opción para alcanzar los 
objetivos de la etapa. Para acceder a estos programas se requerirá el acuerdo de los 
alumnos y de sus padres o tutores.

Las administraciones educativas establecerán las características y la 
organización de estos programas con el fin de que el alumnado pueda obtener el 
título de graduado en Educación Secundaria Obligatoria.

Asimismo, las administraciones educativas realizarán el diseño de los módulos 
obligatorios para permitir que los alumnos que los superen tengan la formación 
necesaria para poder acceder a un ciclo formativo de grado medio.

2. El acceso a ciclos formativos de grado medio requerirá una de las siguientes 
condiciones:

a) Estar en posesión del título de graduado en Educación Secundaria Obligatoria.
b) Haber superado los módulos obligatorios de un programa de cualificación 

profesional inicial.
c) Haber superado un curso de formación específico para el acceso a ciclos de 

grado medio en centros públicos o privados autorizados por la administración 
educativa.

d) Haber superado una prueba de acceso.
En los supuestos de acceso al amparo de las letras c) y d), se requerirá tener 

diecisiete años como mínimo, cumplidos en el año de realización de la prueba.
Tanto el curso como la prueba que permiten el acceso a los ciclos formativos de 

grado medio se centrarán en las materias básicas de la educación secundaria 
obligatoria imprescindibles para cursar estos ciclos. Las materias del curso y sus 
características básicas serán reguladas por el Gobierno.

3. El acceso a ciclos formativos de grado superior requerirá una de las siguientes 
condiciones:

a) Estar en posesión del título de Bachiller.
b) Poseer el título de Técnico de grado medio y haber superado un curso de 

formación específico para el acceso a ciclos de grado superior en centros públicos o 
privados autorizados por la administración educativa.

c) Haber superado una prueba de acceso. En este supuesto, se requerirá tener 
diecinueve años, cumplidos en el año de realización de la prueba o dieciocho si se 
acredita estar en posesión de un título de Técnico relacionado con aquél al que se 
desea acceder.

Tanto el curso como la prueba que permiten el acceso a los ciclos formativos de 
grado superior se centrarán en los objetivos generales del Bachillerato, y sus 
características básicas serán reguladas por el Gobierno.

4. Las pruebas a las que se refiere el apartado anterior deberán acreditar, para la 
formación profesional de grado medio, los conocimientos y habilidades suficientes 
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para cursar con aprovechamiento dichas enseñanzas y, para la formación profesional 
de grado superior, la madurez en relación con los objetivos de bachillerato.

5. Corresponde a las Administraciones educativas regular la exención de las 
partes de las pruebas de acceso a los ciclos formativos de formación profesional en 
función de la formación previa acreditada por el alumnado.»

Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 44, quedando redactado en los siguientes 
términos:

«1. Los alumnos que superen las enseñanzas de formación profesional de grado 
medio recibirán el título de Técnico de la correspondiente profesión. El título de 
Técnico, independientemente de su forma de obtención, permitirá el acceso directo a 
todas las modalidades de Bachillerato. El Gobierno regulará el régimen de 
convalidaciones recíprocas entre los módulos profesionales de un ciclo formativo de 
grado medio y las materias de bachillerato y establecerá las materias que sea 
necesario superar para obtener el título de bachiller, con el fin de facilitar la movilidad 
entre estas enseñanzas. Asimismo, se regularán las convalidaciones entre los 
estudios de formación profesional y las enseñanzas artísticas y deportivas.»

Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 44, quedando redactado en los siguientes 
términos:

«2. Los alumnos que superen las enseñanzas de formación profesional de grado 
superior obtendrán el título de Técnico Superior. El título de Técnico Superior 
permitirá el acceso directo a los estudios universitarios de grado por el procedimiento 
que reglamentariamente se determine, previa consulta a las Comunidades 
Autónomas.»

Disposición final vigésima quinta.  Modificación del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 
de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital.

Se modifica el artículo 497 que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 497.  Derecho a conocer la identidad de los accionistas.
Las entidades que, de acuerdo con la normativa reguladora del mercado de 

valores, hayan de llevar los registros de los valores representados por medio de 
anotaciones en cuenta están obligadas a comunicar a la sociedad emisora, en 
cualquier momento que lo solicite y con independencia de que sus acciones tengan o 
no que ser nominativas por disposición legal, los datos necesarios para la 
identificación de los accionistas, incluidas las direcciones y medios de contacto de 
que dispongan, para permitir la comunicación con aquellos.

Reglamentariamente se podrán concretar los aspectos técnicos y formales 
necesarios para el ejercicio de este derecho por parte de la sociedad emisora.»

Disposición final vigésima sexta.  Estudio sobre medidas de simplificación y agilización de 
constitución de empresas contenidas en esta Ley.

En el plazo de doce meses desde la entrada en vigor de esta Ley, se elaborará un 
estudio, para su elevación a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, 
sobre las medidas de simplificación y agilización de creación de empresas. Dicho estudio 
incluirá las recomendaciones oportunas sobre las modificaciones normativas y organizativas 
necesarias para continuar avanzando en la simplificación, agilización y plena implantación de 
medios telemáticos en los trámites para la constitución de sociedades, así como en su 
extensión a otros supuestos de creación de empresas.
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Disposición final vigésima séptima.  Adaptación de la Ley reguladora del Impuesto 
General Indirecto Canario a los cambios realizados en la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, 
del Impuesto sobre el Valor Añadido por la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2011.

Con efectos desde el 1 de enero de 2011 y vigencia indefinida, se introducen las 
siguientes modificaciones en la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos 
fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias:

Uno. Se modifica el número 4 del artículo 11.º, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«4. Las entregas de bienes a Organismos debidamente reconocidos que los 
envíen con carácter definitivo a la península, Islas Baleares, Ceuta, Melilla, cualquier 
otro Estado miembro de la Comunidad Europea o los exporte definitivamente a 
terceros países en el marco de sus actividades humanitarias, caritativas o 
educativas, previo reconocimiento del derecho a la exención en la forma que 
reglamentariamente se determine.

No obstante, cuando quien entregue los bienes a que se refiere el párrafo 
anterior de este número sea un Ente Público o un establecimiento privado de 
carácter social, se podrá solicitar a la Administración Tributaria Canaria la devolución 
del Impuesto soportado que no haya podido deducirse totalmente previa justificación 
de su importe en el plazo de tres meses desde que dichas entregas se realicen.»

Dos. Se modifica el número 7 del artículo 12.º, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«7. Las entregas de bienes y las prestaciones de servicios destinadas a los 
Organismos internacionales reconocidos por España o a los miembros con estatuto 
diplomático de dichos organismos o a su personal técnico y administrativo, dentro de 
los límites y con las condiciones fijadas reglamentariamente o establecidas en los 
Convenios Internacionales.

En particular, se incluirán en este apartado las entregas de bienes y las 
prestaciones de servicios destinadas a la Comunidad Europea, a la Comunidad 
Europea de la Energía Atómica, al Banco Central Europeo o al Banco Europeo de 
Inversiones, o a los organismos creados por las Comunidades a los que se aplica el 
Protocolo de 8 de abril de 1965 sobre los privilegios y las inmunidades de las 
Comunidades Europeas, dentro de los límites y conforme a las condiciones de dicho 
Protocolo y a los acuerdos para su aplicación o a los acuerdos de sede, siempre que 
con ello no se provoquen distorsiones en la competencia.»

Tres. Se modifica el apartado 7.º del número 1 del artículo 14.º, y el número 9 del mismo 
artículo, que quedan redactados de la siguiente forma:

«1.7.º Las divisas, billetes de banco y monedas que sean medios legales de 
pago, a excepción de las monedas y billetes de colección y de las piezas de oro, 
plata y platino».

«9. Las importaciones efectuadas por Organismos internacionales reconocidos 
por España y las realizadas por sus miembros con estatuto diplomático y su personal 
técnico y administrativo, con los límites y en las condiciones fijadas 
reglamentariamente o establecidas en los Convenios Internacionales por los que se 
crean tales organismos o en los Acuerdos sobre la sede de los mismos.

En particular, estarán exentas del Impuesto las importaciones de bienes 
realizadas por la Comunidad Europea, la Comunidad Europea de la Energía Atómica, 
el Banco Central Europeo o el Banco Europeo de Inversiones, o por los organismos 
creados por las Comunidades a los que se aplica el Protocolo de 8 de abril de 1965 
sobre los privilegios y las inmunidades de las Comunidades Europeas, dentro de los 
límites y conforme a las condiciones de dicho Protocolo y a los acuerdos para su 
aplicación o a los acuerdos de sede, siempre que dicha exención no provoque 
distorsiones en la competencia.»
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Cuatro. Se modifica la letra a) del apartado 3 del número uno del artículo 17.º, que queda 
redactada de la siguiente forma:

«a) Los servicios que se enumeran a continuación cuando el destinatario de los 
mismos esté establecido o tenga su domicilio o residencia habitual fuera de la Unión 
Europea:

Las cesiones y concesiones de derechos de autor, patentes, licencias, marcas de 
fábrica o comerciales y los demás derechos de propiedad intelectual o industrial, así 
como cualesquiera otros derechos similares.

La cesión o concesión de fondos de comercio, de exclusivas de compra o venta o 
del derecho a ejercer una actividad profesional.

Los de publicidad.
Los de asesoramiento, auditoría, ingeniería, gabinete de estudios, abogacía, 

consultores, expertos contables o fiscales y otros similares, con excepción de los 
comprendidos en el apartado 1 del número Uno del punto Tres de este artículo.

Los de tratamiento de datos y el suministro de informaciones, incluidos los 
procedimientos y experiencias de carácter comercial.

Los de traducción, corrección o composición de textos, así como los prestados 
por intérpretes.

Los de seguro, reaseguro y capitalización, así como los servicios financieros, 
citados respectivamente por el artículo 10, número 1, apartados 16.º y 18.º, de esta 
Ley, incluidos los que no estén exentos, con excepción del alquiler de cajas de 
seguridad.

Los de cesión de personal.
El doblaje de películas.
Los arrendamientos de bienes muebles corporales, con excepción de los que 

tengan por objeto cualquier medio de transporte y los contenedores.
La provisión de acceso a los sistemas de distribución de gas natural, electricidad, 

calefacción o refrigeración, y su transporte o transmisión a través de dichos sistemas, 
así como la prestación de otros servicios directamente relacionados con cualesquiera 
de los servicios comprendidos en este párrafo.

Las obligaciones de no prestar, total o parcialmente, cualquiera de los servicios 
enunciados en este número.»

Cinco. Se modifica el apartado 3.º del número 1 del artículo 31, que queda redactado de 
la siguiente forma:

«3.º La factura original o el justificante contable de la operación expedido por 
quien realice una entrega de bienes o una prestación de servicios al destinatario, 
sujeto pasivo del Impuesto, en los supuestos a que se refiere el apartado 2.º del 
número 1 del artículo 19 y el artículo 58 ter.6 de esta Ley, siempre que la cuota 
devengada por dicha entrega o prestación esté debidamente declarada en la 
declaración-liquidación a que se refiere el artículo 59.1.f) de la Ley 20/1991.

En el supuesto de sustitución a que se refiere el apartado 6 del artículo 25 de la 
Ley 19/1994, de 6 de julio, el documento de ingreso de la cuota.»

Seis. Se modifica el artículo 32, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 32.  Nacimiento del derecho a deducir.
El derecho a la deducción nace en el momento en que se devengan las cuotas 

deducibles.
No obstante, en el supuesto de sustitución a que se refiere el apartado 6 del 

artículo 25 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, el derecho a la deducción nace en el 
momento en que se ingrese la cuota.»

Siete. Se modifica el número 4 del artículo 33, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«4. Se entenderán soportadas las cuotas deducibles, así como la carga 
impositiva implícita en las adquisiciones a comerciantes minoristas, en el momento 
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en que el empresario o profesional que las soportó reciba la correspondiente factura 
o demás documentos justificativos del derecho a deducir.

Si el devengo del Impuesto se produjese en un momento posterior al de la 
recepción de la factura, dichas cuotas se entenderán soportadas cuando se 
devenguen.

En el supuesto de sustitución a que se refiere el apartado 6 del artículo 25 de la 
Ley 19/1994, de 6 de julio, las cuotas se entenderán soportadas en el momento en el 
que se ingresen.»

Ocho. Se añade un número 8 al artículo 48, que queda redactado de la siguiente forma:
«8. En el caso de empresarios o profesionales establecidos en un Estado 

miembro de la Comunidad Europea distinto de España, la solicitud deberá 
presentarse por vía electrónica a través del portal electrónico dispuesto al efecto por 
el Estado miembro en el que estén establecidos.»

Nueve. Se modifica la letra c) del número 1 del artículo 59, que queda redactada de la 
siguiente forma:

«c) Conservar las facturas recibidas, los justificantes contables y las copias de 
las facturas expedidas, incluso por medios electrónicos, durante el plazo de 
prescripción del Impuesto.

Cuando los documentos a que se refiere el párrafo anterior se refieran a 
adquisiciones por las cuales se haya soportado o satisfecho cuotas del Impuesto 
cuya deducción esté sometida a un período de regularización, deberán conservarse 
durante el período de regularización correspondiente a dichas cuotas y los cuatro 
años siguientes.»

Esta disposición se declara inconstitucional y nula con el alcance establecido en el 
fundamento jurídico 7 por Sentencia del TC 164/2013, de 26 de septiembre. Ref. BOE-
A-2013-11125.

Disposición final vigésima octava.  Adaptación de la Ley reguladora del Impuesto General 
Indirecto Canario a los cambios realizados en la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, por la Ley 2/2010, de 1 de marzo, por la que se transponen 
determinadas Directivas en el ámbito de la imposición indirecta y se modifica la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes para adaptarla a la normativa comunitaria.

Con efectos desde el 1 de enero de 2010 y vigencia indefinida, se introducen las 
siguientes modificaciones en la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos 
fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias:

Uno. Se modifica el número 11 del artículo 14º, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«11. Las importaciones de bienes cuyo valor global no exceda de 22 euros.
Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior:
a) Los productos alcohólicos comprendidos en los códigos NC 22.03 a 22.08 del 

Arancel Aduanero.
b) Los perfumes y aguas de colonia.
c) El tabaco en rama o manufacturado.»

Dos. Se modifica el número 2 del apartado Tres.uno del artículo 17.º, que queda 
redactado de la siguiente forma:

«2. Los de transporte que se citan a continuación, por la parte de trayecto que 
discurra por el territorio de aplicación del Impuesto tal y como éste redefine en el 
artículo 3 de esta Ley:
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a) Los de transporte de pasajeros, cualquiera que sea su destinatario.
b) Los de transporte de bienes cuando el destinatario no sea un empresario o 

profesional actuando como tal.»

Esta disposición se declara inconstitucional y nula con el alcance establecido en el 
fundamento jurídico 7 por Sentencia del TC 164/2013, de 26 de septiembre. Ref. BOE-
A-2013-11125.

Disposición final vigésima novena.  Modificación de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del 
Sector de Hidrocarburos.

Se añade una disposición transitoria vigésima segunda a la Ley 34/1998, de 7 de 
octubre, del Sector de Hidrocarburos, con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria vigésima segunda.  Régimen transitorio de instalaciones 
en dominio público.

Los titulares de las actividades referidas en el artículo 103.1 de la presente Ley 
que con anterioridad a su entrada en vigor hayan requerido resolución de la 
Administración del Estado previa al inicio de su ejercicio en la que se establezca una 
determinada localización de las instalaciones e infraestructuras, con obligación de 
aprobación administrativa de su proyecto de instalación, resultando la necesidad de 
ocupación de terrenos deslindados, anterior o posteriormente, como dominio público 
estatal de cualquier naturaleza, tendrán derecho a la prórroga de dichas concesiones 
o, en su caso, al otorgamientos de nuevas concesiones de ocupación de dominio al 
término de la primera, en tanto no se declare extinguido el interés general que motivó 
dicha localización mediante resolución motivada de rango equivalente a aquella en 
que se adoptó dicha decisión, o hubieren perdido, por causa prevista en el 
ordenamiento, el título o condiciones que habilitan para el ejercicio de la actividad. En 
tanto no se resuelva dicha prórroga o, en su caso, una nueva concesión, se 
considerará prorrogada la existente.»

Disposición final trigésima.  Concepto de rehabilitación a efectos de la materialización de 
la Reserva para Inversiones en Canarias.

Con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2010 se 
modifican las letras A y C del apartado 4 del artículo 27 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 
modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, que quedan redactadas de la 
siguiente forma:

«A. Las inversiones iniciales consistentes en la adquisición de elementos 
patrimoniales nuevos del activo fijo material o inmaterial como consecuencia de:

La creación de un establecimiento.
La ampliación de un establecimiento.
La diversificación de la actividad de un establecimiento para la elaboración de 

nuevos productos.
La transformación sustancial en el proceso de producción de un establecimiento.
También tendrán la consideración de iniciales las inversiones en suelo, edificado 

o no, siempre que no se hayan beneficiado anteriormente del régimen previsto en 
este artículo y se afecte:

A la promoción de viviendas protegidas, cuando proceda esta calificación de 
acuerdo con lo previsto en el Decreto 27/2006, de 7 de marzo, por el que se regulan 
las actuaciones del Plan de Vivienda de Canarias, y sean destinadas al 
arrendamiento por la sociedad promotora.

Al desarrollo de actividades industriales incluidas en las divisiones 1 a 4 de la 
sección primera de las tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, 
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aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el 
que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades 
Económicas.

A las zonas comerciales situadas en un área cuya oferta turística se encuentre 
en declive por precisar de intervenciones integradas de rehabilitación de áreas 
urbanas.

A las actividades turísticas reguladas en la Ley 7/1995, de 6 de abril, de 
Ordenación del Turismo de Canarias, cuya adquisición tenga por objeto la 
rehabilitación de un establecimiento turístico.

A los solos efectos de entender incluido en el importe de la materialización de la 
Reserva el valor correspondiente al suelo, se considerarán obras de rehabilitación las 
actuaciones dirigidas a la renovación, ampliación o mejora de establecimientos 
turísticos, siempre que reúnan las condiciones necesarias para ser incorporadas al 
activo fijo material como mayor valor del inmueble:

En el caso de los establecimientos turísticos situados en un área cuya oferta 
turística se encuentre en declive, por precisar de intervenciones integradas de 
rehabilitación de áreas urbanas, según los términos en que se define en las 
directrices de ordenación general de Canarias, aprobadas por la Ley 19/2003, de 14 
de abril, por la que se aprueban las Directrices de Ordenación general y las 
Directrices de Ordenación del Turismo de Canarias, con independencia del importe 
de dichas actuaciones.

En el caso de los establecimientos turísticos situados fuera de las áreas cuya 
oferta turística se encuentre en declive, siempre que el coste de dichas actuaciones 
exceda del 25 por ciento del valor catastral del establecimiento, descontada la parte 
proporcional correspondiente al suelo.

Tratándose de elementos de transporte, deberán destinarse al uso interno de la 
empresa en Canarias, según se determina en el apartado 5 de este artículo, sin que 
puedan utilizarse para la prestación de servicios de transporte a terceros.

En el caso de activo fijo inmaterial, deberá tratarse de derechos de uso de 
propiedad, industrial o intelectual, conocimientos no patentados, en los términos que 
reglamentariamente se determinen, y de concesiones administrativas, y reunir los 
siguientes requisitos:

Utilizarse exclusivamente en el establecimiento que reúna las condiciones 
indicadas en esta letra.

Ser amortizable.
Ser adquirido a terceros en condiciones de mercado. En el caso de las 

concesiones administrativas se entenderá que son adquiridas en condiciones de 
mercado cuando sean objeto de un procedimiento de concurrencia competitiva.

Figurar en el activo de la empresa.
Tratándose de sujetos pasivos que cumplan las condiciones del artículo 108 del 

texto refundido de la Ley del impuesto sobre Sociedades, en el período impositivo en 
el que se obtiene el beneficio con cargo al cual se dota la reserva, la inversión podrá 
consistir en la adquisición de activos fijos usados, siempre que los bienes adquiridos 
no se hayan beneficiado anteriormente del régimen previsto en este artículo. 
Tratándose de suelo, deberán cumplirse en todo caso las condiciones previstas en 
esta letra.

Reglamentariamente se determinarán los términos en que se entienda que se 
produce la creación o ampliación de un establecimiento y la diversificación y la 
transformación sustancial de su producción.»

«C. La adquisición de elementos patrimoniales del activo fijo material o inmaterial 
que no pueda ser considerada como inversión inicial por no reunir alguna de las 
condiciones establecidas en la letra A anterior, la inversión en activos que 
contribuyan a la mejora y protección del medio ambiente en el territorio canario, así 
como aquellos gastos de investigación y desarrollo que reglamentariamente se 
determinen.
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Tratándose de vehículos de transporte de pasajeros por vía marítima o por 
carretera, deberán dedicarse exclusivamente a servicios públicos en el ámbito de 
funciones de interés general que se correspondan con las necesidades públicas de 
las Islas Canarias.

Tratándose de suelo, edificado o no, éste debe afectarse:
A la promoción de viviendas protegidas, cuando proceda esta calificación de 

acuerdo con lo previsto en el Decreto 27/2006, de 7 de marzo, por el que se regulan 
las actuaciones del Plan de Vivienda de Canarias, destinadas al arrendamiento por la 
sociedad promotora.

Al desarrollo de actividades industriales incluidas en las divisiones 1 a 4 de la 
sección primera de las tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, 
aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el 
que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades 
Económicas.

A las zonas comerciales situadas en un área cuya oferta turística se encuentre 
en declive por precisar de intervenciones integradas de rehabilitación de áreas 
urbanas.

A las actividades turísticas reguladas en la Ley 7/1995, de 6 de abril, de 
Ordenación del Turismo de Canarias, cuya adquisición tenga por objeto la 
rehabilitación de un establecimiento turístico.

A los solos efectos de entender incluido en el importe de la materialización de la 
Reserva el valor correspondiente al suelo, se considerarán obras de rehabilitación las 
actuaciones dirigidas a la renovación, ampliación o mejora de establecimientos 
turísticos, siempre que reúnan las condiciones necesarias para ser incorporadas al 
activo fijo material como mayor valor del inmueble:

En el caso de los establecimientos turísticos situados en un área cuya oferta 
turística se encuentre en declive, por precisar de intervenciones integradas de 
rehabilitación de áreas urbanas, según los términos en que se define en las 
directrices de ordenación general de Canarias, aprobadas por la Ley 19/2003, de 14 
de abril, por la que se aprueban las Directrices de Ordenación General y las 
Directrices de Ordenación del Turismo de Canarias, con independencia del importe 
de las actuaciones.

En el caso de los establecimientos turísticos situados fuera de las áreas cuya 
oferta turística se encuentre en declive, siempre que el coste de dichas actuaciones 
exceda del 25 por ciento del valor catastral del establecimiento, descontada la parte 
proporcional correspondiente al suelo.»

Esta disposición se declara inconstitucional y nula con el alcance establecido en el 
fundamento jurídico 7 por Sentencia del TC 164/2013, de 26 de septiembre. Ref. BOE-
A-2013-11125.

Disposición final trigésima primera.  Desarrollo reglamentario sobre difusión de 
información en política de inversión de fondos de pensiones.

Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones para la difusión de la información 
sobre el uso de criterios sociales, medioambientales y de buen gobierno en la política de 
inversión de los fondos de pensiones.

Disposición final trigésima segunda.  Autorización para elaborar un texto refundido en 
materia de contratación pública.

Se autoriza al Gobierno para elaborar, en el plazo de un año a partir de la entrada en 
vigor de esta Ley, un texto refundido en el que se integren, debidamente regularizados, 
aclarados y armonizados, la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, 
y las disposiciones en materia de contratación del sector público contenidas en normas con 
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rango de ley, incluidas las relativas a la captación de financiación privada para la ejecución 
de contratos públicos.

Disposición final trigésima tercera.  Modificación de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del 
Sector de Hidrocarburos.

La disposición adicional undécima de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de 
Hidrocarburos, queda modificada como sigue:

Uno. Los puntos 2 y 3 del apartado primero quedan redactados de la siguiente manera:
«2. Se crea la Comisión Nacional de Energía como organismo público regulador 

del funcionamiento del sector de la energía, que incluye el mercado eléctrico, así 
como los mercados de hidrocarburos tanto líquidos como gaseosos. La Comisión 
Nacional de Energía tendrá por objeto promover el funcionamiento competitivo del 
sector energético para garantizar la efectiva disponibilidad y prestación de unos 
servicios y de calidad, en lo que se refiere al suministro de electricidad y gas natural, 
en beneficio del conjunto del mercado y de los consumidores y usuarios, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 10 de la Ley 2/2011, de Economía Sostenible.

La naturaleza jurídica y el régimen de funcionamiento de la Comisión Nacional de 
Energía serán los previstos en los artículos 8.3 y 8.4 de la Ley 2/2011, de 4 de 
marzo, de Economía Sostenible.

La relación de la Comisión Nacional de Energía con las entidades públicas y 
privadas y su independencia funcional serán las previstas en el artículo 9 de la Ley 
2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

La organización del personal de la Comisión Nacional de Energía, sus funciones, 
procesos de selección y nombramiento y las garantías para su actuación serán los 
previstos en la sección 4.ª, del Capítulo II, del Título I de la Ley 2/2011, de 4 de 
marzo, de Economía Sostenible.

La publicidad de las actuaciones de la Comisión Nacional de Energía será la 
prevista en el artículo 20 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

La Comisión Nacional de Energía elaborará y aprobará con carácter anual un 
presupuesto con la estructura que señale el Ministerio de Economía y Hacienda y lo 
remitirá a éste para su elevación al acuerdo del Gobierno y posterior remisión a las 
Cortes Generales, integrado en los Presupuestos Generales del Estado. El 
presupuesto de la Comisión Nacional de Energía tendrá carácter estimativo y sus 
variaciones serán autorizadas de acuerdo con lo establecido en la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

El control económico y financiero de la Comisión Nacional de Energía se 
efectuará con arreglo a lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, y en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de 
Cuentas.

3. La organización de la Comisión Nacional de Energía y del Consejo, las 
funciones asignadas al Consejo, al Secretario, y al Presidente del organismo, que 
también lo será del Consejo, y el nombramiento, mandato, causas de cese y 
funciones e incompatibilidades de los miembros del Consejo serán las previstas en la 
sección 3.ª, del capítulo II, del título I de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 
Sostenible.»

Dos. Se suprimen los puntos 4, 5 y 6 del apartado primero.
Tres. Se modifica la numeración del punto 7 del apartado primero conforme a los 

cambios propuestos anteriormente.
Cuatro. Se suprime el punto 3 del apartado segundo.
Cinco. Las funciones decimocuarta y decimoquinta del punto 1 del apartado tercero 

quedan redactadas de la siguiente manera:
«Decimocuarta: Autorizar la adquisición de participaciones realizada por 

sociedades de acuerdo con lo siguiente:
1. Autorizar la adquisición de participaciones realizada por sociedades que, por sí 

o por medio de otras que pertenezcan a su grupo de sociedades, desarrollen las 
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actividades de transporte, distribución de gas natural o de energía eléctrica, la 
operación del sistema y del mercado de energía eléctrica y operación del sistema del 
gas natural, o sean titulares de centrales térmicas nucleares, centrales térmicas de 
carbón de especial relevancia en el consumo de carbón de producción nacional, 
plantas de regasificación, o que se desarrollen en los sistemas eléctricos insulares y 
extrapeninsulares, así como las actividades de almacenamiento de gas natural o de 
transporte de gas natural por medio de gasoductos internacionales que tengan como 
destino o tránsito el territorio español.

2. Deberá comunicarse a la Comisión Nacional de Energía la adquisición de 
participaciones en un porcentaje superior a un 10 por ciento en el capital social o 
cualquier otro inferior que conceda influencia significativa en sociedades que, por sí o 
por medio de otras que pertenezcan a su grupo de sociedades, alternativamente:

a) Desarrollen las actividades de transporte o distribución de gas natural y 
energía eléctrica.

b) Desarrollen la operación del sistema y del mercado de energía eléctrica y 
operación del sistema de gas natural.

c) Desarrollen las actividades para el suministro de energía eléctrica en los 
sistemas eléctricos insulares y extrapeninsulares.

d) Desarrollen la actividad de almacenamiento de gas natural.
e) Desarrollen la actividad de transporte de gas natural por medio de gasoductos 

internacionales que tengan como destino o tránsito el territorio español.
f) Sean titulares de centrales térmicas nucleares.
g) Sean titulares de centrales térmicas de carbón de especial relevancia en el 

consumo de carbón de producción nacional.
h) Sean titulares de plantas de regasificación.
Asimismo, la comunicación se requerirá cuando se adquieran directamente los 

activos precisos para desarrollar las citadas actividades.
Sin perjuicio del registro de participaciones previsto por el ordenamiento jurídico 

vigente, el adquiriente deberá comunicar la titularidad inicial de las participaciones y 
las alteraciones que en ellas experimente.

Las comunicaciones previstas en el presente apartado deberán ser efectuadas 
dentro de los quince días siguientes a la realización de las correspondientes 
adquisiciones.

3. Deberá solicitarse autorización a la Comisión Nacional de Energía cuando se 
pretenda por sociedades no comunitarias, la adquisición de participaciones en un 
porcentaje superior a un 20 por ciento del capital social o cualquier otro inferior que 
conceda influencia significativa en una sociedad que, por sí o por medio de otras que 
pertenezcan a su grupo de sociedades, desarrolle alguna de las actividades o sea 
titular de alguno de los activos mencionados en el apartado 2 anterior. En el cálculo 
de los porcentajes de participación se tendrán en cuenta los derechos de voto de 
otras sociedades que hayan sido o vayan a ser adquiridas en un porcentaje igual o 
superior al 25 por ciento por parte de la sociedad no comunitaria que va a realizar la 
adquisición. También se considerarán los derechos de voto de terceras partes con 
las que la sociedad no comunitaria adquirente haya concluido un acuerdo de ejercicio 
conjunto de derechos de voto.

La autorización también será necesaria en el caso de sociedades comunitarias 
en las que una sociedad no comunitaria posea al menos el 25 por ciento de su 
capital social, o cualquier otro inferior que conceda influencia significativa, siempre 
que haya indicios de que la creación de la sociedad comunitaria o el uso de dicha 
sociedad comunitaria se ha realizado en fraude de Ley con el objeto de eludir la 
preceptiva autorización.

La adquisición realizada sin la correspondiente autorización, siendo necesaria, no 
eximirá de la obligación de su solicitud, pudiendo la Comisión Nacional de Energía 
requerirla de oficio. En este caso, el adquiriente dispondrá de un plazo de dos 
meses, contados desde la fecha de notificación, para la presentación de la 
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correspondiente solicitud. En ningún caso podrá el adquirente hacer uso de sus 
derechos de voto hasta el momento de haber recibido la preceptiva autorización.

4. La autorización establecida en el apartado 3 anterior sólo podrá ser denegada 
o sometida a condiciones cuando exista una amenaza fundada y suficientemente 
grave para la seguridad pública.

5. La resolución de autorización a la que se refieren los apartados precedentes 
será dictada en el plazo de un mes desde la presentación de la solicitud y el silencio 
tendrá carácter estimatorio.

Decimoquinta: Emitir informe determinante, en el marco de los expedientes de 
control de concentraciones de empresas que realicen actividades en el sector de su 
competencia, según lo previsto en el artículo 17.2 c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
de Defensa de la Competencia. Cuando la Comisión Nacional de la Competencia, en 
su caso, resuelva, sólo podrá disentir del contenido del informe determinante de 
forma expresamente motivada.»

Seis. El punto 5 del apartado tercero queda redactado de la siguiente manera:
«5. Los actos y resoluciones de la Comisión Nacional de la Energía dictadas en 

el ejercicio de sus funciones públicas pondrán fin a la vía administrativa, pudiendo 
ser recurridas ante la jurisdicción contencioso-administrativa en los términos 
establecidos en su Ley reguladora.»

Siete. Se añade un nuevo apartado cuarto que queda redactado como sigue:
«Cuarto. Control Parlamentario.
El control parlamentario de la actuación de la Comisión Nacional de la Energía 

será el previsto en el artículo 21 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 
Sostenible.»

Ocho. Se añade un nuevo apartado quinto que queda redactado como sigue:
«Quinto. Cooperación con otros Organismos Reguladores y con la Comisión 

Nacional de la Competencia.
La cooperación con otros Organismos Reguladores y con la Comisión Nacional 

de la Competencia se articulará conforme a lo previsto en la sección 6.ª del 
capítulo II del título I de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.»

Disposición final trigésima cuarta.  Modificación de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, 
General de Telecomunicaciones.

Uno. Se modifica el artículo 48, que queda redactado en los siguientes términos:
«1. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones es un organismo 

regulador de los previstos por el artículo 8 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 
Economía Sostenible, dotado de personalidad jurídica propia y plena capacidad 
pública y privada. La relación de esta Comisión con el Gobierno y la Administración 
General del Estado así como su independencia funcional será la prevista en el 
artículo 9 de la Ley 2/2011, de Economía Sostenible. Se regirá por lo dispuesto en 
esta Ley y disposiciones que la desarrollen, así como por la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, en el ejercicio de las funciones públicas que 
esta Ley le atribuye y, supletoriamente, por la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, de acuerdo 
con lo previsto por el apartado 1 de su disposición adicional décima y por la Ley 
2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

2. La organización del personal de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, sus funciones, procesos de selección y nombramiento y 
garantías para su actuación se regularán conforme a lo previsto en los artículos 17, 
18 y 19 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.
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3. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones tendrá por objeto el 
establecimiento y supervisión de las obligaciones específicas que hayan de cumplir 
los operadores en los mercados de telecomunicaciones y el fomento de la 
competencia en los mercados de los servicios audiovisuales, conforme a lo previsto 
por su normativa reguladora y en el apartado 1 del artículo 10 de la Ley 2/2011, de 4 
de marzo, de Economía sostenible, la resolución de los conflictos entre los 
operadores y, en su caso, el ejercicio como órgano arbitral de las controversias entre 
los mismos.

4. En las materias de telecomunicaciones reguladas en esta Ley, la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones ejercerá las siguientes funciones:

a) Arbitrar en los conflictos que puedan surgir entre los operadores del sector de 
las comunicaciones electrónicas, así como en aquellos otros casos que puedan 
establecerse por vía reglamentaria, cuando los interesados lo acuerden.

El ejercicio de esta función arbitral no tendrá carácter público. El procedimiento 
arbitral se establecerá mediante real decreto y se ajustará a los principios esenciales 
de audiencia, libertad de prueba, contradicción e igualdad, y será indisponible para 
las partes.

b) Asignar la numeración a los operadores, para lo que dictará las resoluciones 
oportunas, en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias, de acuerdo 
con lo que reglamentariamente se determine. La Comisión velará por la correcta 
utilización de los recursos públicos de numeración asignados. Asimismo, autorizará 
la transmisión de dichos recursos, estableciendo, mediante resolución, las 
condiciones de aquélla.

c) Ejercer las funciones que en relación con el servicio universal y su financiación 
le encomiende el título III de esta Ley.

d) La resolución vinculante de los conflictos que se susciten entre los operadores 
en materia de acceso e interconexión de redes, en los términos que se establecen en 
el título II de esta Ley, así como en materias relacionadas con las guías telefónicas, 
la financiación del servicio universal y el uso compartido de infraestructuras.

Asimismo, ejercerá las restantes competencias que en materia de interconexión 
se le atribuyen en esta Ley.

e) Adoptar las medidas necesarias para salvaguardar la pluralidad de oferta del 
servicio, el acceso a las redes de comunicaciones electrónicas por los operadores, la 
interconexión de las redes y la explotación de red en condiciones de red abierta, y la 
política de precios y comercialización por los prestadores de los servicios.

A estos efectos, sin perjuicio de las funciones encomendadas en el capítulo III del 
título II de esta Ley y en su normativa de desarrollo, la Comisión ejercerá las 
siguientes funciones:

1.ª Podrá dictar, sobre las materias indicadas, instrucciones dirigidas a los 
operadores que actúen en el sector de comunicaciones electrónicas. Estas 
instrucciones serán vinculantes una vez notificadas o, en su caso, publicadas en el 
“Boletín Oficial del Estado”.

2.ª Pondrá en conocimiento de la Comisión Nacional de la Competencia los 
actos, acuerdos, prácticas o conductas de los que pudiera tener noticia en el ejercicio 
de sus atribuciones y que presenten indicios de ser contrarios a la Ley 15/2007, de 3 
de julio, de Defensa de la Competencia. A tal fin, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones comunicará a la Comisión Nacional de la Competencia todos los 
elementos de hecho a su alcance y, en su caso, remitirá dictamen determinante. 
Cuando la Comisión Nacional de la Competencia, en su caso, resuelva, sólo podrá 
disentir del contenido del dictamen determinante de forma expresamente motivada.

3.ª Ejercer la competencia de la Administración General de Estado para 
interpretar la información que en aplicación del artículo 9 de esta Ley le suministren 
los operadores en el ejercicio de la protección de la libre competencia en el mercado 
de las comunicaciones electrónicas.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 3  Ley de Economía Sostenible

– 164 –



f) Emitir informe determinante en el marco de los expedientes de control de 
concentraciones de empresas que realicen actividades en el sector de su 
competencia, según lo previsto en el artículo 17.2 c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
de Defensa de la Competencia.

g) Definir los mercados pertinentes para establecer obligaciones específicas 
conforme a lo previsto en el capítulo II del título II y en el artículo 13 de esta Ley.

h) Asesorar al Gobierno y al Ministro de Industria, Turismo y Comercio, a solicitud 
de éstos o por propia iniciativa, en los asuntos concernientes al mercado y a la 
regulación de las comunicaciones, particularmente en aquellas materias que puedan 
afectar al desarrollo libre y competitivo del mercado. Igualmente podrá asesorar a las 
comunidades autónomas y a las corporaciones locales, a petición de los órganos 
competentes de cada una de ellas, en relación con el ejercicio de competencias 
propias de dichas Administraciones públicas que entren en relación con la 
competencia estatal en materia de telecomunicaciones.

En particular, informará preceptivamente en los procedimientos tramitados por la 
Administración General del Estado para la elaboración de disposiciones normativas, 
en materia de comunicaciones electrónicas, especificaciones técnicas de equipos, 
aparatos, dispositivos y sistemas de telecomunicación; planificación y atribución de 
frecuencias del espectro radioeléctrico, así como pliegos de cláusulas administrativas 
generales que, en su caso, hayan de regir los procedimientos de licitación para el 
otorgamiento de concesiones de dominio público radioeléctrico.

i) Ejercer las funciones inspectoras en aquellos asuntos sobre los que tenga 
atribuida la potestad sancionadora de acuerdo con el artículo 50.1 y solicitar la 
intervención de la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones para la inspección 
técnica de las redes y servicios de comunicaciones electrónicas en aquellos 
supuestos en que la Comisión lo estime necesario para el desempeño de sus 
funciones.

j) El ejercicio de la potestad sancionadora en los términos previstos por esta Ley.
En los procedimientos que se inicien como resultado de denuncia por parte del 

Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, el órgano instructor, antes de formular la 
oportuna propuesta de resolución, someterá el expediente a informe de dicho 
ministerio. La propuesta de resolución deberá ser motivada si se separa de dicho 
informe.

k) Denunciar, ante los servicios de inspección de telecomunicaciones de la 
Agencia Estatal de Radiocomunicaciones, las conductas contrarias a la legislación 
general de las telecomunicaciones cuando no le corresponda el ejercicio de la 
potestad sancionadora.

En los procedimientos que se inicien como resultado de las denuncias a que se 
refiere el párrafo anterior, el órgano instructor, antes de formular la oportuna 
propuesta de resolución, someterá el expediente a informe de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones. La propuesta de resolución deberá ser 
motivada si se separa de dicho informe.

l) La llevanza de un registro de operadores, en el que se inscribirán todas 
aquellas cuya actividad requiera la notificación a la que se refiere el artículo 6 de esta 
Ley. El registro contendrá los datos necesarios para que la Comisión pueda ejercer 
las funciones que tenga atribuidas.

m) Cualesquiera otras que legal o reglamentariamente se le atribuyan o que le 
encomienden el Gobierno o el Ministerio Industria, Turismo y Comercio.

5. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones estará regida por un 
Consejo, al que corresponderá el ejercicio de todas las funciones establecidas en el 
apartado anterior. La organización de la Comisión y del Consejo, la aprobación y 
contenido del reglamento de funcionamiento interno, las funciones asignadas al 
Consejo, al Secretario y al Presidente del organismo, que también lo será del 
Consejo, la composición del Consejo, nombramiento, mandato, renovación, causas 
del cese, funciones e incompatibilidades de los miembros del Consejo y del 
Secretario serán las previstas en la Sección 3ª, del Capítulo II, del Título I de la Ley 
2/2011, de Economía Sostenible.
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6. La publicidad de las actuaciones de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones así como la presentación de una evaluación de sus planes de 
actuación y los resultados obtenidos serán las previstas en el artículo 20 de la Ley 
2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

7. En el ejercicio de sus funciones, y en los términos que reglamentariamente se 
determinen, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, una vez iniciado el 
procedimiento correspondiente, podrá en cualquier momento, de oficio o a instancia 
de los interesados, adoptar las medidas cautelares que estime oportunas para 
asegurar la eficacia del laudo o de la resolución que pudiera recaer, si existiesen 
elementos de juicio suficientes para ello.

8. La Comisión tendrá su sede en Barcelona y dispondrá de patrimonio propio, 
independiente del patrimonio del Estado.

9. Los recursos de la Comisión estarán integrados por:
a) Los bienes y valores que constituyan su patrimonio y los productos y rentas 

del mismo.
b) Los ingresos obtenidos por la liquidación de tasas devengadas por la 

realización de actividades de prestación de servicios y los derivados del ejercicio de 
las competencias y funciones a que se refiere el apartado 3 de este artículo. No 
obstante, la recaudación procedente de la actividad sancionadora de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones se ingresará en el Tesoro Público.

En particular, constituirán ingresos de la Comisión las tasas que se regulan en el 
apartado 1 del anexo I de esta Ley en los términos fijados en aquél.

La gestión y recaudación en período voluntario de las tasas de los apartados 1 y 
2 del anexo I de esta Ley, así como de las tasas de telecomunicaciones establecidas 
en el apartado 4 del citado anexo I que se recauden por la prestación de servicios 
que tenga encomendada la Comisión, de acuerdo con lo previsto en esta Ley, 
corresponderá a la Comisión en los términos que se fijan en el apartado 5 de dicho 
anexo, sin perjuicio de los convenios que pudiera ésta establecer con otras entidades 
y de la facultad ejecutiva que corresponda a otros órganos del Estado en materia de 
ingresos públicos, o de su obligación de ingreso en el Tesoro Público, en su caso, en 
los supuestos previstos en el anexo I de esta Ley.

c) Las transferencias que, en su caso, efectúe el Ministerio de Industria, Turismo 
y Comercio con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

10. La Comisión elaborará y aprobará con carácter anual un presupuesto con la 
estructura que señale el Ministerio de Economía y Hacienda, y lo remitirá a éste para 
su elevación al acuerdo del Gobierno y posterior remisión a las Cortes Generales, 
integrado en los Presupuestos Generales del Estado. El presupuesto tendrá carácter 
estimativo y sus variaciones serán autorizadas de acuerdo con lo establecido en la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

11. El control económico y financiero de la Comisión se efectuará con arreglo a lo 
dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, y en la 
Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas.

El control parlamentario de la Comisión se efectuará con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 21 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

12. Las disposiciones y resoluciones que dicte la Comisión en el ejercicio de sus 
funciones públicas pondrán fin a la vía administrativa y serán recurribles ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa en los términos establecidos en la ley 
reguladora de dicha jurisdicción.

Los laudos que dicte la Comisión en el ejercicio de su función arbitral tendrán los 
efectos establecidos en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje; su revisión, 
anulación y ejecución forzosa se acomodarán a lo dispuesto en la citada ley.

13. La cooperación y colaboración de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones con el resto de Organismos Reguladores y con la Comisión 
Nacional de la Competencia será la prevista en los artículos 23 y 24 de la Ley 
2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.»

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 3  Ley de Economía Sostenible

– 166 –



Disposición final trigésima quinta.  Modificación de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de 
Defensa de la Competencia.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa 
de la Competencia:

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 12, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«2. De acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley y en la Ley 1/2002, de 21 de 
febrero, de Coordinación de las Competencias entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas en materia de Defensa de la Competencia, la Comisión Nacional de la 
Competencia ejercerá sus funciones en el ámbito de todo el territorio español. 
Igualmente, ejercerá sus funciones en relación con todos los mercados o sectores 
productivos de la economía, sin perjuicio de las competencias que la legislación 
vigente atribuye a los Organismos Reguladores Sectoriales.»

Dos. Se modifica el artículo 17, que queda redactado en los siguientes términos:
«1. La Comisión Nacional de la Competencia y los reguladores sectoriales 

cooperarán en el ejercicio de sus funciones en los asuntos de interés común, 
respetando, en todo caso, las competencias atribuidas a cada uno de ellos.

2. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, se transmitirán 
mutuamente de oficio o a instancia del órgano respectivo información sobre sus 
respectivas actuaciones así como dictámenes determinantes, en el marco de los 
procedimientos de aplicación de la regulación sectorial y de la presente Ley. Los 
dictámenes serán determinantes para los reguladores sectoriales o para la Comisión 
Nacional de la Competencia, según se aplique, que sólo podrán disentir de su 
contenido de forma expresamente motivada. En todo caso:

a) Los reguladores sectoriales pondrán en conocimiento de la Comisión Nacional 
de la Competencia los actos, acuerdos, prácticas o conductas de los que pudiera 
tener conocimiento en el ejercicio de sus atribuciones que presenten indicios de ser 
contrarios a esta Ley, aportando todos los elementos de hecho a su alcance y 
uniendo, en su caso, el dictamen correspondiente, que tendrá carácter determinante.

b) Asimismo, los reguladores sectoriales solicitarán informe, que tendrá carácter 
de determinante, a la Comisión Nacional de la Competencia, antes de su adopción, 
sobre las circulares, instrucciones, decisiones de carácter general o resoluciones en 
aplicación de la normativa sectorial correspondiente que puedan incidir 
significativamente en las condiciones de competencia en los mercados.

c) La Comisión Nacional de la Competencia solicitará a los reguladores 
sectoriales la emisión del correspondiente informe determinante en el marco de los 
expedientes de control de concentraciones de empresas que realicen actividades en 
el sector de su competencia.

Adicionalmente, en la vigilancia de las Resoluciones de la Comisión Nacional de 
la Competencia en procedimientos sancionadores o de control de concentraciones, el 
Regulador sectorial emitirá un informe determinante conforme a lo previsto a 
continuación.

Dicho informe se emitirá, previa solicitud de la Dirección de Investigación, en 
alguno de los siguientes supuestos:

1.º Cuando se detecte la existencia de un incumplimiento de las condiciones o 
compromisos impuestos por la resolución sometida a vigilancia.

2.º Cuando por haberse cumplido las condiciones o compromisos deba 
proponerse la finalización de la vigilancia.

3.º Cuando la empresa autorizada solicite algún tipo de suspensión, modificación 
o dispensa de las obligaciones derivadas de la resolución objeto de vigilancia.

También se podrá emitir dicho informe a iniciativa del Regulador sectorial cuando, 
como consecuencia de la modificación de la estructura del mercado o de la actividad 
normativa desarrollada por aquél, se considere que las condiciones o compromisos 
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impuestos por la Comisión Nacional de la Competencia devengan innecesarios o se 
deba proceder a su modificación.

d) La Comisión Nacional de la Competencia o los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas solicitarán a los reguladores sectoriales la emisión del 
correspondiente informe determinante en el marco de los expedientes incoados por 
conductas restrictivas de la competencia en aplicación de los artículos 1 a 3 de la 
presente Ley.

3. Los Presidentes de la Comisión Nacional de la Competencia y de los 
respectivos órganos reguladores sectoriales se reunirán al menos con periodicidad 
anual para analizar las orientaciones generales que guiarán la actuación de los 
organismos que presiden y, en su caso, establecer mecanismos formales e 
informales para la coordinación de sus actuaciones. La convocatoria, funcionamiento 
y conclusiones de dichas reuniones se realizarán conforme a lo previsto en el 
artículo 24 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.»

Tres. Se modifica el artículo 20, que queda redactado en los siguientes términos:
«Los órganos de la Comisión Nacional de la Competencia son:
a) El Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia, que ostenta las 

funciones de dirección y representación de la misma y preside el Consejo.
b) El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, órgano colegiado de 

resolución formado por el Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia y 
seis Consejeros.

c) La Dirección de Investigación, que realiza las funciones de instrucción de 
expedientes, investigación, estudio y preparación de informes de la Comisión 
Nacional de la Competencia.»

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 28, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«2. El Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia deberá comparecer 
con periodicidad al menos anual ante la Comisión de Economía y Hacienda del 
Congreso de los Diputados para exponer las líneas básicas de su actuación y sus 
planes y prioridades para el futuro. Igualmente, el Presidente de la Comisión 
Nacional de la Competencia enviará al Ministro de Economía y Hacienda con 
carácter anual una programación de sus actividades. Cada tres años habrá una 
comparecencia especial para debatir la evaluación de los planes de actuación y los 
resultados obtenidos por la Comisión Nacional de la Competencia.»

Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 29, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«2. Los Consejeros serán nombrados por el Gobierno mediante Real Decreto a 
propuesta del Ministro de Economía y Hacienda entre juristas, economistas y otros 
profesionales de reconocido prestigio, previa comparecencia ante la Comisión de 
Economía y Hacienda del Congreso de los Diputados, que versará sobre la 
capacidad y conocimientos técnicos del candidato propuesto.»

Seis. Se modifica el apartado uno del artículo 30, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«1. El Presidente y los Consejeros de la Comisión Nacional de la Competencia 
cesarán en su cargo según lo previsto en el artículo 16 de la Ley 2/2011, de 4 de 
marzo, de Economía Sostenible.»

Siete. Se modifican los apartados 1, 3 y 5 del artículo 33, que quedan redactados en los 
siguientes términos:

«1. Son miembros del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia el 
Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia, que preside el Consejo, y 
seis Consejeros.»
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«3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia se entiende 
válidamente constituido con la asistencia del Presidente y tres Consejeros.»

«5. El Consejo, a propuesta del Presidente, nombrará un Secretario no 
Consejero, que tendrá voz pero no voto y que realizará las funciones previstas en el 
artículo 12 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.»

Ocho. Se modifica el artículo 34, que queda redactado en los siguientes términos:
«El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia es el órgano de decisión 

en relación con las funciones resolutorias, consultivas y de promoción de la 
competencia previstas en la presente Ley. En particular, es el órgano competente 
para:

1. A propuesta de la Dirección de Investigación:
a) Resolver y dictaminar en los asuntos que la Comisión Nacional de la 

Competencia tiene atribuidos por esta Ley y, en particular, en los previstos en los 
artículos 24 a 26 de esta Ley.

b) Resolver los procedimientos sancionadores previstos en esta Ley y sus 
normas de desarrollo.

c) Solicitar o acordar el envío de expedientes de control de concentraciones que 
entren en el ámbito de aplicación de la presente Ley a la Comisión Europea según lo 
previsto en los artículos 9 y 22 del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 
de enero, sobre el control de las concentraciones entre empresas.

d) Acordar el levantamiento de la obligación de suspensión de la ejecución de 
una concentración económica de conformidad con el artículo 9.6 de la presente Ley.

e) Resolver sobre el cumplimiento de las resoluciones y decisiones en materia de 
conductas prohibidas y de concentraciones.

2. Adoptar las comunicaciones previstas en la disposición adicional tercera y las 
declaraciones de inaplicabilidad previstas en el artículo 6.

3. Interesar la instrucción de expedientes por la Dirección de Investigación.
4. Acordar la impugnación de los actos y disposiciones a los que se refiere el 

artículo 12.3 de esta Ley.
5. Elaborar, en su caso, su reglamento de régimen interior, en el cual se 

establecerá su funcionamiento administrativo y la organización de sus servicios.
6. Resolver sobre las recusaciones, incompatibilidades y correcciones 

disciplinarias y apreciar la incapacidad y el incumplimiento grave de sus funciones 
por el Presidente y Consejeros.

7. Nombrar y acordar el cese del Secretario, a propuesta del Presidente del 
Consejo.

8. Aprobar el presupuesto del organismo.
9. Elaborar la memoria anual del organismo así como los planes anuales o 

plurianuales de actuación en los que se definan objetivos y prioridades.»

Disposición final trigésima sexta.  Modificación de la Ley 23/2007, de 8 de octubre, de 
creación de la Comisión Nacional del Sector Postal.

Uno. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 1 y se introduce un nuevo apartado 4, 
que quedan redactados en los siguientes términos:

«2. La Comisión Nacional del Sector Postal se configura como un organismo 
público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar, de los previstos 
en la Ley 2/2011, de Economía Sostenible.

3. La relación de la Comisión Nacional del Sector Postal con el Gobierno y la 
Administración General del Estado, así como su independencia funcional será la 
prevista en el artículo 9 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

4. El control parlamentario de la Comisión Nacional del Sector Postal será el 
previsto en el artículo 21 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.»

Dos. Se modifica el artículo 2, que queda redactado en los siguientes términos:
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«La Comisión Nacional del Sector Postal se regirá por lo dispuesto en esta Ley, 
en sus disposiciones de desarrollo, en la legislación postal y en la Ley 2/2011, de 
Economía Sostenible.

Asimismo, le será de aplicación la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en el ejercicio 
de las funciones públicas que la Ley le asigne y la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, con 
carácter supletorio.»

Tres. Se modifica el artículo 3, que queda redactado en los siguientes términos:
«La Comisión ejercerá sus funciones a través de un Consejo, al que 

corresponderá desempeñar las establecidas en la legislación postal y en la Ley 
2/2011, de Economía Sostenible.»

Cuatro. Se modifica el artículo 4, que queda redactado en los siguientes términos:
«1. El Consejo estará compuesto por un Presidente, que será igualmente el 

Presidente de la Comisión Nacional del Sector Postal y seis consejeros. El Consejo, 
a propuesta del Presidente, elegirá un Secretario no Consejero, que tendrá voz pero 
no voto. La organización de la Comisión y del Consejo, la aprobación y contenido del 
reglamento de funcionamiento interno, las funciones asignadas al Consejo, al 
Secretario y al Presidente del organismo, que lo será a su vez del Consejo, la 
composición del Consejo, nombramiento, mandato, renovación, causas del cese, 
funciones e incompatibilidades de los miembros del Consejo y del Secretario serán 
las previstas en la sección 3.ª, del capítulo II, del título I de la Ley 2/2011, de 
Economía Sostenible.»

Cinco. Se deroga el artículo 5.
Seis. Se modifica el artículo 6, que queda redactado en los siguientes términos:

«1. La Comisión velará por la correcta prestación del Servicio Postal Universal, 
por la garantía de la libre competencia en el sector en condiciones adecuadas de 
calidad, eficacia, eficiencia y por el pleno respeto de los derechos de los usuarios y 
de los operadores postales y sus trabajadores.

Con tal fin, la Comisión preservará y promoverá el mayor grado de competencia 
efectiva y transparencia en el funcionamiento del sector postal, sin perjuicio de las 
funciones atribuidas a la Comisión Nacional de la Competencia.»

Disposición final trigésima séptima.  Modificación del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo.

Con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de la entrada en vigor de esta 
Ley, se añade la disposición adicional decimotercera al Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que queda redactada de la siguiente forma:

«Disposición adicional decimotercera.  Remisiones normativas.
Las referencias normativas efectuadas en esta Ley y en otras disposiciones a la 

Directiva 90/434/CEE del Consejo, de 23 de julio, relativa al régimen fiscal común 
aplicable a las fusiones, escisiones, escisiones parciales, aportaciones de activos y 
canjes de acciones realizados entre sociedades de diferentes Estados miembros y al 
traslado del domicilio social de una SE o una SCE de un Estado miembro a otro, se 
entenderán realizadas a los preceptos correspondientes de la Directiva 2009/133/CE 
del Consejo, de 19 de octubre, relativa al régimen fiscal común aplicable a las 
fusiones, escisiones, escisiones parciales, aportaciones de activos y canjes de 
acciones realizados entre sociedades de diferentes Estados miembros y al traslado 
del domicilio social de una SE o una SCE de un Estado miembro a otro.»
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Disposición final trigésima octava.  Modificación de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, 
de Impuestos Especiales.

Se añade una letra e) al apartado 7 del artículo 18 de la Ley 38/1992, de 28 de 
diciembre, de Impuestos Especiales, que queda redactada de la siguiente forma:

«e) Los plazos en los que deberán presentarse las solicitudes de devolución de 
los impuestos especiales de fabricación.»

Disposición final trigésima novena.  Modificación de la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, 
de sanidad vegetal.

La Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de sanidad vegetal, se modifica como sigue:
Uno. Los artículos 37 y 39 de la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de sanidad vegetal, 

quedan redactados del siguiente modo:

«Artículo 37.  Acceso a la documentación para evitar la repetición de experimentos 
con animales vertebrados.

1. Cuando se trate de sustancias activas incluidas en la lista comunitaria, no se 
repetirán innecesariamente experimentos con animales vertebrados para el 
cumplimiento de lo establecido en el apartado 2 del artículo 30 en la presentación de 
nuevas solicitudes, renovaciones, revisiones o modificaciones de autorización de 
productos fitosanitarios o sustancias activas, o para el mantenimiento de las 
existentes.

2. Con el fin de evitar la repetición innecesaria de los experimentos citados en el 
apartado anterior, se aplicará el procedimiento de acceso a la documentación 
previsto en el artículo 39 de esta Ley a los solos efectos de que, en su caso, la 
Administración pueda utilizar los correspondientes datos de la documentación a la 
que se refiere el apartado 2 del artículo 36 a favor de los interesados en la obtención, 
modificación, renovación, revisión o mantenimiento de las autorizaciones para 
fabricar o comercializar sustancias activas y productos fitosanitarios que las 
contengan.

Artículo 38.  
Queda sin contenido.

Artículo 39.  Procedimiento de acceso a documentación.
1. Para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 37, en caso de que existan 

derechos de uso exclusivo de la documentación por estar protegida conforme al 
apartado 2 del artículo 36, el solicitante deberá intentar llegar a un acuerdo con el 
titular de los derechos para que dicha documentación pueda ser utilizada a su favor.

2. Si el solicitante acredita que no se ha alcanzado un acuerdo para la utilización 
compartida de la documentación, el Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y 
Marino, previa audiencia al titular de los derechos, instará a los interesados a que 
realicen todas las gestiones oportunas para llegar, en el plazo de quince días, a un 
acuerdo que permita evitar la repetición innecesaria de los correspondientes 
experimentos con vertebrados.

3. Si transcurrido dicho plazo no se alcanzara un acuerdo, el Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y Marino resolverá sobre la necesidad de la utilización de 
los experimentos con vertebrados en lo que sea estrictamente indispensable a los 
efectos de lo previsto en el artículo 37.

4. El titular de los derechos podrá reclamar del solicitante una proporción de los 
costes en los que haya incurrido imputables a la documentación respecto a la que se 
solicita el acceso. Los costes deberán determinarse de manera equitativa, 
transparente y no discriminatoria. En caso de que las partes no lleguen a un acuerdo, 
podrán someter la fijación de la compensación procedente a arbitraje, de acuerdo 
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con lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje o a la decisión 
del orden jurisdiccional civil.»

Dos. Se añade una disposición transitoria cuarta a la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, 
de sanidad vegetal, con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria cuarta.  Procedimientos de acceso a documentación para 
evitar la repetición de experimentos con animales vertebrados.

Lo dispuesto en los artículos 37 y 39, en la redacción dada por la Ley de 
Economía Sostenible, será de aplicación a todos los procedimientos de acceso a la 
documentación para evitar la repetición de experimentos con animales vertebrados 
que se encuentren en tramitación a la entrada en vigor de dicha Ley.»

Disposición final cuadragésima.  Modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

Se modifica el apartado 3 del artículo 142, al que se añade un siguiente inciso con la 
siguiente redacción:

«3. Para la determinación de la responsabilidad patrimonial se establecerá 
reglamentariamente un procedimiento general con inclusión de un procedimiento 
abreviado para los supuestos en que concurran las condiciones previstas en el 
artículo 143 de esta Ley. En el procedimiento general será preceptivo el dictamen del 
Consejo de Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma 
cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o superior a 50.000 € 
o a la que se establezca en la correspondiente legislación autonómica.»

Disposición final cuadragésima primera.  Modificación de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, 
general de la Comunicación Audiovisual.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 7/2010, de 31 de marzo, general 
de la Comunicación Audiovisual:

Uno. El párrafo séptimo del apartado 3 del artículo 5 pasa a situarse como párrafo 
cuarto, con la siguiente redacción:

«En todo caso, el 60 por ciento de esta obligación de financiación se destinará a 
la producción en alguna de las lenguas oficiales en España.»

Dos. El párrafo primero del apartado 1 del artículo 49 pasa a tener la siguiente redacción:
«El Consejo Estatal de Medios Audiovisuales estará formado por la Presidencia y 

seis consejerías cuyos titulares serán nombrados por el Gobierno mediante Real 
Decreto, a propuesta del Congreso de los Diputados por mayoría de tres quintos 
entre personas de reconocida competencia en materias relacionadas con el sector 
audiovisual en todas sus vertientes.»

Tres. Se añade una nueva disposición adicional, que pasa a ser la séptima, con el 
siguiente texto:

«Disposición adicional séptima.  Carácter no publicitario de anuncios de servicio 
público o de carácter benéfico.

No tienen la consideración de publicidad los anuncios de servicio público o de 
carácter benéfico, difundidos gratuitamente, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 2 de esta Ley. A los efectos del cómputo previsto en el apartado 1 del 
artículo 14, la autoridad audiovisual competente podrá resolver, a solicitud de los 
interesados y previamente a su emisión, sobre la no consideración como mensajes 
publicitarios de estas comunicaciones.»
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Disposición final cuadragésima segunda.  Modificación de la Ley 27/1999, de 16 de julio, 
de Cooperativas, y de la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las 
Cooperativas.

Uno. Con efectos para los ejercicios económicos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2011, se modifica el apartado 4 del artículo 93 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de 
Cooperativas, modificado por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reformas para el 
impulso a la productividad, que queda redactado de la siguiente forma:

«4. Las cooperativas agrarias podrán desarrollar operaciones con terceros no 
socios hasta un límite máximo del 50 por ciento del total de las realizadas con los 
socios para cada tipo de actividad desarrollado por aquéllas.»

Dos. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2011 se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, 
sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas, modificado por la Ley 24/2005, de 18 de 
noviembre, de reformas para el impulso a la productividad:

1. La letra a) del apartado 2 del artículo 9 queda redactada de la siguiente forma:
«a) Que las materias, productos o servicios adquiridos, arrendados, elaborados, 

producidos, realizados o fabricados por cualquier procedimiento, por la cooperativa, 
con destino exclusivo para sus propias explotaciones o para las explotaciones de sus 
socios, no sean cedidos a terceros no socios, salvo que se trate de los remanentes 
ordinarios de la actividad cooperativa o cuando la cesión sea consecuencia de 
circunstancias no imputables a la cooperativa.

Las cooperativas agrarias podrán distribuir al por menor productos petrolíferos a 
terceros no socios con el límite establecido en el apartado 10 del artículo 13 de esta 
Ley.»

2. El párrafo primero del apartado 3 del artículo 9 queda redactado como sigue:
«Que las bases imponibles del Impuesto sobre Bienes Inmuebles 

correspondientes a los bienes de naturaleza rústica de cada socio situados en el 
ámbito geográfico a que se refiere el apartado uno, cuyas producciones se 
incorporen a la actividad de la cooperativa, no excedan de 95.000 euros, 
modificándose este importe anualmente según los coeficientes de actualización 
aplicables al valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza rústica 
establecidos en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. No se incumplirá este 
requisito cuando un número de socios que no sobrepase el 30 por ciento del total de 
los integrados en la cooperativa supere el valor indicado en el presente párrafo.»

3. El apartado 10 del artículo 13 queda redactado de la siguiente forma:
«10. La realización de operaciones cooperativizadas con terceros no socios, 

fuera de los casos permitidos en las leyes, así como el incumplimiento de las normas 
sobre contabilización separada de tales operaciones y destino al Fondo de Reserva 
Obligatorio de los resultados obtenidos en su realización.

Ninguna cooperativa, cualquiera que sea su clase, podrá realizar un volumen de 
operaciones con terceros no socios superior al 50 por ciento del total de las de la 
cooperativa, sin perder la condición de cooperativa fiscalmente protegida.

A los efectos de la aplicación del límite establecido en el párrafo anterior, se 
asimilan a las operaciones con socios los ingresos obtenidos por las secciones de 
crédito de las cooperativas procedentes de cooperativas de crédito, inversiones en 
fondos públicos y en valores emitidos por empresas públicas.»
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Disposición final cuadragésima tercera.  Modificación de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, el Real Decreto 
legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual y la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, para la protección de la propiedad intelectual en el ámbito de la 
sociedad de la información y de comercio electrónico.

Uno. Se introduce una nueva letra e) en el artículo 8.1 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, 
de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico con el siguiente 
tenor:

«e) La salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual.»
Dos. Se introduce un nuevo apartado segundo del artículo 8 de la Ley 34/2002, de 11 de 

julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, con 
renumeración correlativa de los actuales 2, 3, 4 y 5:

«2. Los órganos competentes para la adopción de las medidas a que se refiere el 
apartado anterior, con el objeto de identificar al responsable del servicio de la 
sociedad de la información que está realizando la conducta presuntamente 
vulneradora, podrán requerir a los prestadores de servicios de la sociedad de la 
información la cesión de los datos que permitan tal identificación a fin de que pueda 
comparecer en el procedimiento. Tal requerimiento exigirá la previa autorización 
judicial de acuerdo con lo previsto en el apartado primero del artículo 122 bis de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa. Una vez obtenida la 
autorización, los prestadores estarán obligados a facilitar los datos necesarios para 
llevar a cabo la identificación.»

Tres. Se introduce una disposición adicional quinta en el Texto Refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto legislativo 1/1996, de 12 de abril, con la 
siguiente redacción:

«El Ministerio de Cultura, en el ámbito de sus competencias, velará por la 
salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a su vulneración por los 
responsables de servicios de la sociedad de información en los términos previstos en 
los artículos 8 y concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la 
Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico.»

Cuatro. Se modifica el artículo 158 del Texto Refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, aprobado por el Real Decreto legislativo 1/1996, de 12 de abril con la siguiente 
redacción:

«Artículo 158.  Comisión de Propiedad Intelectual.
1. Se crea en el Ministerio de Cultura la Comisión de Propiedad Intelectual, como 

órgano colegiado de ámbito nacional, para el ejercicio de las funciones de mediación 
y arbitraje, y de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual que le atribuye 
la presente Ley.

2. La Comisión actuará por medio de dos Secciones.
La Sección Primera ejercerá las funciones de mediación y arbitraje que le 

atribuye la presente Ley.
La Sección Segunda velará, en el ámbito de las competencias del Ministerio de 

Cultura, por la salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a su 
vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de información en los 
términos previstos en los artículos 8 y concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio, 
de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico.

3. Corresponde a la Sección Primera el ejercicio de las funciones de mediación y 
arbitraje, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.º En su función de mediación:
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a) Colaborando en las negociaciones, previo sometimiento de las partes, para el 
caso de que no llegue a celebrarse un contrato, respecto a las materias directamente 
relacionadas con la gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual, y para la 
autorización de la distribución por cable de una emisión de radiodifusión, por falta de 
acuerdo entre los titulares de los derechos de propiedad intelectual y las empresas 
de distribución por cable.

b) Presentando, en su caso, propuestas a las partes.
Se considerará que todas las partes aceptan la propuesta a que se refiere el 

párrafo anterior, si ninguna de ellas expresa su oposición en un plazo de tres meses. 
En este supuesto, la resolución de la Comisión surtirá los efectos previstos en la 
Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, y será revisable ante el orden 
jurisdiccional civil. La propuesta y cualquier oposición a la misma se notificará a las 
partes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 58 y 59 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

El procedimiento mediador se determinará reglamentariamente.
2.º La Comisión actuará en su función de arbitraje:
a) Dando solución, previo sometimiento de las partes, a los conflictos que se 

susciten entre entidades de gestión, entre los titulares de derechos y las entidades 
de gestión, o entre éstas y las asociaciones de usuarios de su repertorio o las 
entidades de radiodifusión o de distribución por cable. El sometimiento de las partes 
a la Comisión será voluntario y deberá constar expresamente por escrito.

b) Fijando una cantidad sustitutoria de las tarifas generales, a los efectos 
señalados en el apartado 2 del artículo anterior, a solicitud de la propia entidad de 
gestión afectada, de una asociación de usuarios, o de una entidad de radiodifusión, 
siempre que éstas se sometan, por su parte, a la competencia de la Comisión con el 
objeto previsto en la letra a) de este apartado.

Reglamentariamente se determinará el procedimiento para el ejercicio de su 
función de arbitraje.

La decisión de la Comisión tendrá carácter vinculante y ejecutivo para las partes.
Lo determinado en este apartado se entenderá sin perjuicio de las acciones que 

puedan ejercitarse ante la jurisdicción competente. No obstante, el planteamiento de 
la controversia sometida a decisión arbitral ante la Comisión impedirá a los Jueces y 
Tribunales conocer de la misma, hasta que haya sido dictada la resolución y siempre 
que la parte interesada lo invoque mediante excepción.

3.º En el ejercicio de sus funciones para la fijación de cantidades sustitutorias de 
tarifas, la Comisión valorará, el criterio de utilización efectiva, por el usuario, del 
repertorio real de titulares y obras o prestaciones que gestionen las entidades y la 
relevancia y utilización en el conjunto de la actividad del usuario.

La Comisión también podrá tener en cuenta, entre otros criterios o antecedentes, 
las tarifas existentes para la explotación de los mismos derechos y que hayan sido 
establecidas por la Comisión o en los acuerdos y contratos firmados por la propia 
entidad para situaciones análogas.

4.º La Sección Primera de la Comisión estará formada por tres miembros 
nombrados por el Ministro de Cultura, a propuesta de los Subsecretarios de los 
Ministerios de Economía y Hacienda, Cultura y Justicia, por un período de tres años 
renovable por una sola vez, entre expertos de reconocida competencia en materia de 
propiedad intelectual. Los Ministerios de Cultura y Economía y Hacienda nombrarán, 
conjuntamente, al Presidente de la Sección Primera. La Sección se regirá por lo 
establecido en el presente texto y, supletoriamente, por las previsiones de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y Procedimiento Administrativo Común y de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
Arbitraje.

4. Corresponde a la Sección Segunda, que actuará conforme a los principios de 
objetividad y proporcionalidad, el ejercicio de las funciones previstas en los artículos 
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8 y concordantes de la Ley 34/2002, para la salvaguarda de los derechos de 
propiedad intelectual frente a su vulneración por los responsables de servicios de la 
sociedad de información.

La Sección podrá adoptar las medidas para que se interrumpa la prestación de 
un servicio de la sociedad de la información que vulnere derechos de propiedad 
intelectual o para retirar los contenidos que vulneren los citados derechos siempre 
que el prestador, directa o indirectamente, actúe con ánimo de lucro o haya causado 
o sea susceptible de causar un daño patrimonial.

Antes de proceder a la adopción de estas medidas, el prestador de servicios de 
la sociedad de la información deberá ser requerido a fin de que en un plazo no 
superior a las 48 horas pueda proceder a la retirada voluntaria de los contenidos 
declarados infractores o, en su caso, realice las alegaciones y proponga las pruebas 
que estime oportunas sobre la autorización de uso o la aplicabilidad de un límite al 
derecho de Propiedad Intelectual. Transcurrido el plazo anterior, en su caso, se 
practicará prueba en dos días y se dará traslado a los interesados para conclusiones 
en plazo máximo de cinco días. La Comisión en el plazo máximo de tres días dictará 
resolución. La retirada voluntaria de los contenidos pondrá fin al procedimiento. En 
todo caso, la ejecución de la medida ante el incumplimiento del requerimiento exigirá 
de la previa autorización judicial, de acuerdo con el procedimiento regulado en el 
apartado segundo del artículo 122 bis de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de las acciones civiles, 
penales y contencioso-administrativas que, en su caso, sean procedentes.

La Sección, bajo la presidencia del Subsecretario del Ministerio de Cultura o 
persona en la que éste delegue, se compondrá de un vocal del Ministerio de Cultura, 
un vocal del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, un vocal del Ministerio de 
Economía y Hacienda y un vocal del Ministerio de la Presidencia.

Reglamentariamente se determinará el funcionamiento de la Sección y el 
procedimiento para el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas. El 
procedimiento para el restablecimiento de la legalidad, que se iniciará siempre a 
instancia del titular de los derechos de propiedad intelectual que se consideran 
vulnerados o de la persona que tuviera encomendado su ejercicio y en el que serán 
de aplicación los derechos de defensa previstos en el artículo 135 de la Ley 30/1992, 
estará basado en los principios de celeridad, proporcionalidad y demás previstos en 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La falta de resolución en el 
plazo reglamentariamente establecido tendrá efectos desestimatorios de la solicitud. 
Las resoluciones dictadas por la Comisión en este procedimiento ponen fin a la vía 
administrativa.»

Cinco. Se modifica el artículo 9 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, numerando su texto actual como apartado 1 y 
añadiendo un apartado 2, con el contenido siguiente:

«2. Corresponderá a los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo, la 
autorización a que se refiere el artículo 8.2 de la Ley 34/2002 así como autorizar la 
ejecución de los actos adoptados por la Sección Segunda de la Comisión de 
Propiedad Intelectual para que se interrumpa la prestación de servicios de la 
sociedad de la información o para que se retiren contenidos que vulneren la 
propiedad intelectual, en aplicación de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de 
la Sociedad de la información y de Comercio Electrónico.»

Seis. Se modifica la letra d) del apartado 1 del artículo 80 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con el siguiente tenor:

«d) Los recaídos sobre las autorizaciones previstas en el artículo 8.6 y en los 
artículos 9.2 y 122 bis.»

Siete. Se introduce un nuevo artículo 122 bis en la Ley 29/1998, de 13 de abril, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con el siguiente tenor:
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«1. El procedimiento para obtener la autorización judicial a que se refiere el 
artículo 8.2 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la 
Información y del Comercio Electrónico, se iniciará con la solicitud de los órganos 
competentes en la que se expondrán las razones que justifican la petición 
acompañada de los documentos que sean procedentes a estos efectos. El Juzgado, 
en el plazo de 24 horas siguientes a la petición y, previa audiencia del Ministerio 
Fiscal, dictará resolución autorizando la solicitud efectuada siempre que no resulte 
afectado el artículo 18 apartados 1 y 3 de la Constitución.

2. La ejecución de las medidas para que se interrumpa la prestación de servicios 
de la sociedad de la información o para que se retiren contenidos que vulneren la 
propiedad intelectual, adoptadas por la Sección Segunda de la Comisión de 
Propiedad Intelectual en aplicación de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de 
la Sociedad de la información y de Comercio Electrónico, requerirá de autorización 
judicial previa de conformidad con lo establecido en los párrafos siguientes.

Acordada la medida por la Comisión, solicitará del Juzgado competente la 
autorización para su ejecución, referida a la posible afectación a los derechos y 
libertades garantizados en el artículo 20 de la Constitución.

En el plazo improrrogable de dos días siguientes a la recepción de la notificación 
de la resolución de la Comisión y poniendo de manifiesto el expediente, el Juzgado 
convocará al representante legal de la Administración, al Ministerio Fiscal y a los 
titulares de los derechos y libertades afectados o a la persona que éstos designen 
como representante a una audiencia, en la que, de manera contradictoria, el Juzgado 
oirá a todos los personados y resolverá en el plazo improrrogable de dos días 
mediante auto. La decisión que se adopte únicamente podrá autorizar o denegar la 
ejecución de la medida.»

Ocho. Se modifica el apartado 5 de la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1998, de 
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con el siguiente tenor:

«5. Los actos administrativos dictados por la Agencia Española de Protección de 
Datos, Comisión Nacional de Energía, Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, Comisión Nacional del Sector Postal, Consejo Económico y 
Social, Instituto Cervantes, Consejo de Seguridad Nuclear, Consejo de Universidades 
y Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual, directamente, en única 
instancia, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional.»

Nueve. Se suprime el apartado 6 de la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1998, de 
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, que se añadió por la 
disposición adicional vigésima cuarta, punto 1 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

Disposición final cuadragésima cuarta.  Modificación del Real Decreto-Ley 14/2010, de 23 
de diciembre, por el que se establecen medidas urgentes para la corrección del déficit 
tarifario en el sector eléctrico.

Se introducen las siguientes modificaciones en el Real Decreto-Ley 14/2010, de 23 de 
diciembre, por el que se establecen medidas urgentes para la corrección del déficit tarifario 
en el sector eléctrico.

Uno. El apartado 4 de la disposición adicional primera queda redactado así:
«4. Se habilita al Gobierno a modificar mediante Real Decreto lo dispuesto en el 

apartado 2, para adecuarlo a la evolución de la tecnología. Las eventuales 
modificaciones sólo afectarán a las instalaciones que no se encuentren en 
funcionamiento en el momento de la entrada en vigor de dicho Real Decreto, para lo 
cual se considerará la fecha de inscripción en el registro de preasignación de 
retribución para instalaciones fotovoltaicas.»

Dos. La disposición final primera queda redactada en los siguientes términos:
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«Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 661/2007, de 25 de 
mayo.

Se modifica la tabla 3 del artículo 36 del Real Decreto 661/2007, de 25 de mayo, 
por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica en régimen 
especial, sustituyendo, para las instalaciones de tipo b.1.1, las referencias en el plazo 
a los primeros 25 años por los primeros 30 años.»

Disposición final cuadragésima quinta.  Acceso de la tecnología fotovoltaica a las líneas 
de liquidez del ICO.

En el marco de las actuaciones de impulso de las energías renovables, los titulares de 
las instalaciones de producción de energía eléctrica con tecnología fotovoltaica podrán 
acceder a las actuales líneas de liquidez del ICO para facilitar la adaptación a su marco 
regulatorio.

Disposición final cuadragésima sexta.  Modificación del Real Decreto-Ley 13/2010, de 3 
de diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la 
inversión y la creación de empleo.

Se añade un párrafo al apartado 2 de la disposición transitoria primera del Real Decreto-
Ley 13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras 
para fomentar la inversión y la creación de empleo, con la siguiente redacción:

«El régimen transitorio del recurso cameral permanente regulado en este 
apartado se entenderá sin perjuicio de los regímenes forales de los Territorios 
Históricos del País Vasco y Navarra.»

Disposición final cuadragésima séptima.  Modificación de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de 
las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación:

Uno. Se modifica el artículo 2.4, que queda redactado de la siguiente manera:
«4. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, en especial las de carácter 

obligatorio, y previa autorización de la Administración tutelante, las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Navegación podrán promover o participar en toda 
clase de asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así como 
establecer entre sí los oportunos convenios de colaboración.

Con este mismo fin, las Cámaras y las Administraciones Públicas podrán 
establecer los convenios que en su caso estimen pertinentes. Asimismo, las 
Cámaras podrán recibir encomiendas para la gestión y prestación de servicios a las 
empresas.»

Dos. Se modifican el título y el apartado 1 del artículo 6, que quedan redactados de la 
siguiente manera:

«Artículo 6.  Pertenencia a las Cámaras y censo público de empresas.
1. Podrán ser miembros de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 

Navegación las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan 
actividades comerciales, industriales o navieras en territorio nacional. Los miembros 
tendrán la condición de electores de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Navegación, dentro de cuya circunscripción cuenten con establecimientos, 
delegaciones o agencias.

Sin perjuicio de lo anterior, formarán parte del censo público de empresas que 
elaboren las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de acuerdo con 
el artículo 2.1 h), las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que 
ejerzan actividades comerciales, industriales o navieras en territorio nacional, sin que 
de ello deriven obligaciones o derechos.»
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Tres. Se introduce un nuevo artículo 17 con el siguiente contenido:

«Artículo 17.  Deber de información.
1. Las Administraciones tributarias facilitarán al Consejo Superior y a las 

Cámaras, a su solicitud, los datos con trascendencia tributaria que resulten 
necesarios para la gestión de las exacciones integradas en el Recurso Cameral 
Permanente que resulten exigibles de acuerdo con la disposición transitoria primera 
del Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, 
laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y la creación de empleo.

2. Las Administraciones tributarias facilitarán al Consejo Superior y a las 
Cámaras, a su solicitud, los datos del Impuesto sobre Actividades Económicas y los 
censales de las empresas que sean necesarios para la confección del censo público 
de empresas a que se refiere el artículo 2.1.h) de esta Ley.

3. Sin perjuicio de la publicidad y del acceso público al censo público de 
empresas, la referida información sólo podrá ser utilizada para el fin previsto en los 
apartados anteriores y únicamente tendrán acceso a la misma los empleados de 
cada Corporación que determine el Pleno. Dicho personal tendrá, con referencia a 
los indicados datos, el mismo deber de sigilo que los funcionarios de la 
Administración tributaria. El incumplimiento de este deber constituirá, en todo caso, 
infracción muy grave.»

Disposición final cuadragésima octava.  Modificación de la Ley 37/1992, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Se modifica el artículo 117 bis de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre 
el Valor Añadido, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 117 bis.  Solicitudes de devolución de empresarios o profesionales 
establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto, Islas Canarias, Ceuta y 
Melilla correspondientes a cuotas soportadas por operaciones efectuadas en la 
Comunidad con excepción de las realizadas en el territorio de aplicación del 
Impuesto.

Los empresarios o profesionales que estén establecidos en el territorio de 
aplicación del Impuesto, Islas Canarias, Ceuta y Melilla, solicitarán la devolución de 
las cuotas soportadas por adquisiciones o importaciones de bienes o servicios 
efectuadas en la Comunidad, con excepción de las realizadas en el territorio de 
aplicación del Impuesto, mediante la presentación por vía electrónica de una solicitud 
a través de los formularios dispuestos al efecto en el portal electrónico de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria.

La recepción y la tramitación de la solicitud a que se refiere este artículo se 
llevarán a cabo a través del procedimiento que se establezca reglamentariamente.»

Disposición final cuadragésima novena.  Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de 
las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio.

Uno. Se añade una nueva disposición adicional trigésima primera en la Ley 35/2006, de 
28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y 
sobre el Patrimonio con el siguiente contenido:

«Disposición adicional trigésima primera.  Rendimientos derivados del ejercicio 
de opciones de compra sobre acciones.

En el caso de los rendimientos del trabajo que deriven del ejercicio de opciones 
de compra sobre acciones o participaciones por los trabajadores que se imputen en 
un período impositivo que finalice con posterioridad a 4 de agosto de 2004, a 
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efectos de la aplicación de la reducción del 40 por ciento prevista en el artículo 18.2 
de esta Ley, sólo se considerará que el rendimiento del trabajo tiene un período de 
generación superior a dos años y que no se obtiene de forma periódica o recurrente, 
cuando las opciones de compra se ejerciten transcurridos más de dos años desde su 
concesión, si, además, no se conceden anualmente.»

Dos. Con efectos desde el 1 de enero de 2011 se añade una nueva disposición adicional 
trigésima segunda en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, que queda redactada 
de la siguiente forma:

«Disposición adicional trigésima segunda.  Escala autonómica aplicable a los 
residentes en Ceuta y Melilla.

La escala prevista en la disposición transitoria decimoquinta de esta Ley resultará 
de aplicación a los contribuyentes que tengan su residencia habitual en Ceuta o 
Melilla.»

Disposición final quincuagésima.  Modificación de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social.

Con efectos a partir de 3 meses desde la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
de esta Ley, se modifica el artículo 38 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de medidas 
fiscales, administrativas y del orden social, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 38.  Tasa por examen de películas cinematográficas y otras obras 
audiovisuales, para su calificación por grupos de edad.

1. Se crea la tasa por examen de películas cinematográficas y otras obras 
audiovisuales, para su calificación por grupos de edad. Esta tasa se regirá por la 
presente Ley y por las demás fuentes normativas que para las tasas se establecen 
en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos.

2. Constituye el hecho imponible de la tasa el examen de las películas 
cinematográficas y otras obras audiovisuales para su calificación por grupos de edad 
cuando dicho examen venga establecido por disposición legal o reglamentaria.

3. La tasa se devengará cuando se presente la película u otra obra audiovisual 
para su visionado.

4. Serán sujetos pasivos de la tasa los titulares de los derechos de explotación 
de las películas cinematográficas y otras obras audiovisuales presentadas a 
calificación y que pretendan distribuirlas en España para su proyección, 
comunicación pública o venta, que se encuentren legal o reglamentariamente 
obligados a solicitar la calificación de las obras por grupos de edad.

5. Cuantía de la tasa.
La cuantía de la tasa se aplicará en función de la duración de las películas 

cinematográficas y otras obras audiovisuales, de acuerdo con los tramos siguientes:
Películas y obras con duración entre 1’ y 30’: 10 €.
Películas y obras con duración entre 31’ y 60’: 50 €.
Películas y obras con duración entre61’ y 90’: 80 €.
Películas y obras con duración entre91’ y 120’: 110 €.
Películas y obras con duración a partir de 121’: 150 €.
6. La tasa será objeto de autoliquidación por los sujetos pasivos, de acuerdo con 

los modelos que se aprueben, realizándose su pago en efectivo mediante ingreso en 
entidad de depósito autorizada por el Ministerio de Economía y Hacienda.

7. La gestión de la tasa corresponde al Instituto de la Cinematografía y de las 
Artes Audiovisuales.

8. La recaudación de la tasa se aplicará al Presupuesto del Instituto de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales.»
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Disposición final quincuagésima primera.  Autorización al Gobierno para la aprobación 
del procedimiento básico de certificación energética en edificios existentes.

Se autoriza al Gobierno para que, mediante Real Decreto y en el plazo de seis meses, a 
contar desde la entrada en vigor de esta Ley, apruebe el procedimiento básico para la 
certificación de eficiencia energética en los edificios existentes establecida en el artículo 83. 
Dicho desarrollo reglamentario incorporará los supuestos de excepción y los sistemas de 
certificación previstos en los artículos 4 y 7, respectivamente, de la Directiva 2002/91/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativa a la eficiencia 
energética de los edificios.

Disposición final quincuagésima segunda.  Modificación de la Ley 11/1986, de 20 de 
marzo, de Patentes.

Se modifica el apartado 1. A) de la disposición adicional segunda de la Ley 11/1986, de 
20 de marzo, de Patentes que queda redactado en los siguientes términos:

«1. Los plazos máximos de resolución de los procedimientos que se enumeran 
en la presente disposición se computarán desde la fecha de recepción en la Oficina 
Española de Patentes y Marcas de las respectivas solicitudes, y serán los siguientes:

A. Concesión de patentes y adiciones: si se tramitan por el procedimiento general 
de concesión, el que resulte de añadir catorce meses al período transcurrido desde 
la fecha de recepción de la solicitud hasta la publicación del Informe sobre el Estado 
de la Técnica en el “Boletín Oficial de la Propiedad Industrial”, y si se tramitan por el 
procedimiento de concesión con examen previo el que resulte de añadir veinticuatro 
meses al citado período.»

Disposición final quincuagésima tercera.  Modificación de la Ley 26/2009, de 23 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010.

Se modifica el apartado dos de la disposición adicional quincuagésima cuarta de la 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, 
que queda redactado de la siguiente manera:

«Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde 
el 1 de enero de 2010 hasta el 31 de diciembre de 2011.»

Disposición final quincuagésima cuarta.  Modificación del Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 
de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público.

Se modifica la disposición adicional cuarta del Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, 
por el que se adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, que 
queda redactada en los siguientes términos:

«Disposición adicional cuarta.  Registro de personal directivo del sector público 
estatal.

Se crea, dependiente del Ministerio de Economía y Hacienda, el registro de 
personal directivo del sector público estatal y que incluirá al personal que tenga tal 
condición cuando les corresponda el ejercicio de funciones ejecutivas de máximo 
nivel de las fundaciones del sector público estatal, de los consorcios participados 
mayoritariamente por la Administración General del Estado y sus Organismos y de 
las sociedades mercantiles estatales definidas en la Ley de Patrimonio de las 
Administraciones Públicas.»

Disposición final quincuagésima quinta.  Modificación de la Ley 30/2007, de 30 de 
octubre, de Contratos del Sector Público.

Con efectos de 1 de enero de 2011 y vigencia indefinida, se modifica el apartado 1 del 
artículo 8 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, que queda 
redactado en los siguientes términos:
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«1. El contrato de gestión de servicios públicos es aquél en cuya virtud una 
Administración Pública o una Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social, encomienda a una persona, natural o jurídica, 
la gestión de un servicio cuya prestación ha sido asumida como propia de su 
competencia por la Administración o Mutua encomendante.

Las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales sólo podrán 
realizar este tipo de contrato respecto a la gestión de la prestación de asistencia 
sanitaria.»

Disposición final quincuagésima sexta.  Modificación de la Ley Orgánica 15/1999 de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Se modifica la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal en los siguientes términos:

Uno. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 43, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«2. Cuando se trate de ficheros de titularidad pública se estará, en cuanto al 
procedimiento y a las sanciones, a lo dispuesto en los artículos 46 y 48 de la 
presente Ley».

Dos. Se da nueva redacción a los apartados 2 a 4 del artículo 44, que quedan 
redactados en los siguientes términos:

«2. Son infracciones leves:
a) No remitir a la Agencia Española de Protección de Datos las notificaciones 

previstas en esta Ley o en sus disposiciones de desarrollo.
b) No solicitar la inscripción del fichero de datos de carácter personal en el 

Registro General de Protección de Datos.
c) El incumplimiento del deber de información al afectado acerca del tratamiento 

de sus datos de carácter personal cuando los datos sean recabados del propio 
interesado.

d) La transmisión de los datos a un encargado del tratamiento sin dar 
cumplimiento a los deberes formales establecidos en el artículo 12 de esta Ley.

3. Son infracciones graves:
a) Proceder a la creación de ficheros de titularidad pública o iniciar la recogida de 

datos de carácter personal para los mismos, sin autorización de disposición general, 
publicada en el “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente.

b) Tratar datos de carácter personal sin recabar el consentimiento de las 
personas afectadas, cuando el mismo sea necesario conforme a lo dispuesto en esta 
Ley y sus disposiciones de desarrollo.

c) Tratar datos de carácter personal o usarlos posteriormente con conculcación 
de los principios y garantías establecidos en el artículo 4 de la presente Ley y las 
disposiciones que lo desarrollan, salvo cuando sea constitutivo de infracción muy 
grave.

d) La vulneración del deber de guardar secreto acerca del tratamiento de los 
datos de carácter personal al que se refiere el artículo 10 de la presente Ley.

e) El impedimento o la obstaculización del ejercicio de los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición.

f) El incumplimiento del deber de información al afectado acerca del tratamiento 
de sus datos de carácter personal cuando los datos no hayan sido recabados del 
propio interesado.

g) El incumplimiento de los restantes deberes de notificación o requerimiento al 
afectado impuestos por esta Ley y sus disposiciones de desarrollo.

h) Mantener los ficheros, locales, programas o equipos que contengan datos de 
carácter personal sin las debidas condiciones de seguridad que por vía reglamentaria 
se determinen.
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i) No atender los requerimientos o apercibimientos de la Agencia Española de 
Protección de Datos o no proporcionar a aquélla cuantos documentos e 
informaciones sean solicitados por la misma.

j) La obstrucción al ejercicio de la función inspectora.
k) La comunicación o cesión de los datos de carácter personal sin contar con 

legitimación para ello en los términos previstos en esta Ley y sus disposiciones 
reglamentarias de desarrollo, salvo que la misma sea constitutiva de infracción muy 
grave.

4. Son infracciones muy graves:
a) La recogida de datos en forma engañosa o fraudulenta.
b) Tratar o ceder los datos de carácter personal a los que se refieren los 

apartados 2, 3 y 5 del artículo 7 de esta Ley salvo en los supuestos en que la misma 
lo autoriza o violentar la prohibición contenida en el apartado 4 del artículo 7.

c) No cesar en el tratamiento ilícito de datos de carácter personal cuando 
existiese un previo requerimiento del Director de la Agencia Española de Protección 
de Datos para ello.

d) La transferencia internacional de datos de carácter personal con destino a 
países que no proporcionen un nivel de protección equiparable sin autorización del 
Director de la Agencia Española de Protección de Datos salvo en los supuestos en 
los que conforme a esta Ley y sus disposiciones de desarrollo dicha autorización no 
resulta necesaria.»

Tres. Se modifican los apartados 1 a 5 del artículo 45, siendo la redacción resultante la 
siguiente:

«1. Las infracciones leves serán sancionadas con multa de 900 a 40.000 euros.
2. Las infracciones graves serán sancionadas con multa de 40.001 a 300.000 

euros.
3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de 300.001 

a 600.000 euros.
4. La cuantía de las sanciones se graduará atendiendo a los siguientes criterios:
a) El carácter continuado de la infracción.
b) El volumen de los tratamientos efectuados.
c) La vinculación de la actividad del infractor con la realización de tratamientos de 

datos de carácter personal.
d) El volumen de negocio o actividad del infractor.
e) Los beneficios obtenidos como consecuencia de la comisión de la infracción.
f) El grado de intencionalidad.
g) La reincidencia por comisión de infracciones de la misma naturaleza.
h) La naturaleza de los perjuicios causados a las personas interesadas o a 

terceras personas.
i) La acreditación de que con anterioridad a los hechos constitutivos de infracción 

la entidad imputada tenía implantados procedimientos adecuados de actuación en la 
recogida y tratamiento de Ios datos de carácter personal, siendo la infracción 
consecuencia de una anomalía en el funcionamiento de dichos procedimientos no 
debida a una falta de diligencia exigible al infractor.

j) Cualquier otra circunstancia que sea relevante para determinar el grado de 
antijuridicidad y de culpabilidad presentes en la concreta actuación infractora.

5. El órgano sancionador establecerá la cuantía de la sanción aplicando la escala 
relativa a la clase de infracciones que preceda inmediatamente en gravedad a 
aquella en que se integra la considerada en el caso de que se trate, en los siguientes 
supuestos:

a) Cuando se aprecie una cualificada disminución de la culpabilidad del imputado 
o de la antijuridicidad del hecho como consecuencia de la concurrencia significativa 
de varios de los criterios enunciados en el apartado 4 de este artículo.
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b) Cuando la entidad infractora haya regularizado la situación irregular de forma 
diligente.

c) Cuando pueda apreciarse que la conducta del afectado ha podido inducir a la 
comisión de la infracción.

d) Cuando el infractor haya reconocido espontáneamente su culpabilidad.
e) Cuando se haya producido un proceso de fusión por absorción y la infracción 

fuese anterior a dicho proceso, no siendo imputable a la entidad absorbente.»
Cuatro. Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 45, pasando los actuales apartados 6 y 

7 a ser los apartados 7 y 8, siendo el texto del nuevo apartado el siguiente:
«6. Excepcionalmente el órgano sancionador podrá, previa audiencia de los 

interesados y atendida la naturaleza de los hechos y la concurrencia significativa de 
los criterios establecidos en el apartado anterior, no acordar la apertura del 
procedimiento sancionador y, en su lugar, apercibir al sujeto responsable a fin de 
que, en el plazo que el órgano sancionador determine, acredite la adopción de las 
medidas correctoras que en cada caso resultasen pertinentes, siempre que 
concurran los siguientes presupuestos:

a) Que los hechos fuesen constitutivos de infracción leve o grave conforme a lo 
dispuesto en esta Ley.

b) Que el infractor no hubiese sido sancionado o apercibido con anterioridad.
Si el apercibimiento no fuera atendido en el plazo que el órgano sancionador 

hubiera determinado procederá la apertura del correspondiente procedimiento 
sancionador por dicho incumplimiento.»

Cinco. Se da nueva redacción a los apartados 1 a 3 del artículo 46, pasando a ser su 
redacción la siguiente:

«1. Cuando las infracciones a que se refiere el artículo 44 fuesen cometidas en 
ficheros de titularidad pública o en relación con tratamientos cuyos responsables lo 
serían de ficheros de dicha naturaleza, el órgano sancionador dictará una resolución 
estableciendo las medidas que procede adoptar para que cesen o se corrijan los 
efectos de la infracción. Esta resolución se notificará al responsable del fichero, al 
órgano del que dependa jerárquicamente y a los afectados si los hubiera.

2. El órgano sancionador podrá proponer también la iniciación de actuaciones 
disciplinarias, si procedieran. El procedimiento y las sanciones a aplicar serán las 
establecidas en la legislación sobre régimen disciplinario de las Administraciones 
Públicas.

3. Se deberán comunicar al órgano sancionador las resoluciones que recaigan en 
relación con las medidas y actuaciones a que se refieren los apartados anteriores.»

Seis. Se modifica el artículo 49 que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 49.  Potestad de inmovilización de ficheros.
En los supuestos constitutivos de infracción grave o muy grave en que la 

persistencia en el tratamiento de los datos de carácter personal o su comunicación o 
transferencia internacional posterior pudiera suponer un grave menoscabo de los 
derechos fundamentales de los afectados y en particular de su derecho a la 
protección de datos de carácter personal, el órgano sancionador podrá, además de 
ejercer la potestad sancionadora, requerir a los responsables de ficheros de datos de 
carácter personal, tanto de titularidad pública como privada, la cesación en la 
utilización o cesión ilícita de los datos. Si el requerimiento fuera desatendido, el 
órgano sancionador podrá, mediante resolución motivada, inmovilizar tales ficheros a 
los solos efectos de restaurar los derechos de las personas afectadas.»
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Disposición final quincuagésima séptima.  Modificación del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2004, 
de 5 de marzo.

Se modifican las letras k) y l) del apartado 1 del artículo 14 del texto refundido de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2004, de 5 de marzo, que quedan redactadas en los siguientes términos:

«k) Los dividendos y participaciones en beneficios obtenidos sin mediación de 
establecimiento permanente por fondos de pensiones equivalentes a los regulados 
en el texto refundido de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, que sean residentes en otro Estado 
miembro de la Unión Europea o por establecimientos permanentes de dichas 
instituciones situados en otro Estado miembro de la Unión Europea.

Se consideran fondos de pensiones equivalentes aquellas instituciones de 
previsión social que cumplan los siguientes requisitos:

Que tengan por objeto exclusivo proporcionar una prestación complementaria en 
el momento de la jubilación, fallecimiento, incapacidad o dependencia en los mismos 
términos previstos en el artículo 8.6 del Texto Refundido de la Ley de regulación de 
los planes y fondos de pensiones.

Que las contribuciones empresariales que pudieran realizarse se imputen 
fiscalmente al partícipe a quien se vincula la prestación, transmitiéndole de forma 
irrevocable el derecho a la percepción de la prestación futura.

Que cuenten con un régimen fiscal preferencial de diferimiento impositivo tanto 
respecto de las aportaciones como de las contribuciones empresariales realizadas a 
los mismos. Dicho régimen debe caracterizarse por la tributación efectiva de todas 
las aportaciones y contribuciones así como de la rentabilidad obtenida en su gestión 
en el momento de la percepción de la prestación.

Lo dispuesto en este apartado se aplicará igualmente a los fondos de pensiones 
equivalentes residentes en los Estados integrantes del Espacio Económico Europeo 
siempre que estos hayan suscrito con España un convenio para evitar la doble 
imposición internacional con cláusula de intercambio de información o un acuerdo de 
intercambio de información en materia tributaria.»

«l) Los dividendos y participaciones en beneficios obtenidos sin mediación de 
establecimiento permanente por las instituciones de inversión colectiva reguladas por 
la Directiva 2009/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio 
de 2009, por la que se coordinan las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas sobre determinados organismos de inversión colectiva en valores 
mobiliarios; no obstante en ningún caso la aplicación de esta exención podrá dar 
lugar a una tributación inferior a la que hubiera resultado de haberse aplicado a 
dichas rentas el mismo tipo de gravamen por el que tributan en el Impuesto sobre 
Sociedades las instituciones de inversión colectiva residentes en territorio español.

Lo dispuesto en este apartado se aplicará igualmente a las instituciones de 
inversión colectiva residentes en los Estados integrantes del Espacio Económico 
Europeo siempre que estos hayan suscrito un convenio con España para evitar la 
doble imposición internacional con cláusula de intercambio de información o un 
acuerdo de intercambio de información en materia tributaria.»

Disposición final quincuagésima octava.  Modificación de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.

Se suprime el segundo párrafo de la letra a) del apartado 2 del artículo 2 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Disposición final quincuagésima novena.  Desarrollo normativo.
Se autoriza al Consejo de Ministros para la dictar las disposiciones necesarias para el 

desarrollo de la presente Ley.
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Se autoriza a los Ministros de Fomento, de Industria, Turismo y Comercio, y de 
Economía y Hacienda, de acuerdo con sus respectivas competencias, para adaptar las 
normas de los artículos 105 y 106 y la disposición adicional sexta de esta Ley a las 
modificaciones de la normativa comunitaria.

Disposición final sexagésima.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado», salvo la modificación introducida por la disposición final decimocuarta de 
esta Ley en el artículo 60.3 del texto refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los 
Seguros Privados, que entrará en vigor para todas las pólizas de seguro suscritas o 
renovadas a partir del 1 de enero de 2013.

ANEXO A LA DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA
Datos para el cálculo de los costes de utilización de los vehículos de transporte 

por carretera durante su vida útil

Cuadro 1: Contenido energético de los combustibles

Combustible Contenido energético
Gasóleo 36 MJ/litro
Gasolina 32 MJ/litro
Gas natural/biogás 33-38 MJ/m³N
Gas licuado de petróleo (GLP) 24 MJ/litro
Etanol 21 MJ/litro
Biodiésel 33 MJ/litro
Emulsiones 32 MJ/litro
Hidrógeno 11 MJ/m³N

Cuadro 2: Coste de las emisiones en el transporte por carretera (a precios de 2007)

CO2 NOx NMHC Partículas
0,03-0,04 eur/kg 0,0044 eur/g 0,001 eur/g 0,087 eur/g

Cuadro 3: kilometraje de los vehículos de transporte por carretera durante su vida útil

Categoría de vehículo 
(Categorías M y N, tal como se definen en la Directiva 2007/46/CE)

Kilometraje 
durante vida útil

Vehículos de turismo (M1) 200.000 km
Vehículos industriales ligeros (N1) 250.000 km
Vehículos pesados para el transporte de mercancías (N2, N3) 1.000.000 km
Autobuses (M2, M3) 800.000 km
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§ 4

Ley 1/2023, de 20 de febrero, de Cooperación para el Desarrollo 
Sostenible y la Solidaridad Global

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 44, de 21 de febrero de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-4512

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
El fundamento de la política de cooperación para el desarrollo sostenible de España se 

encuentra en la Constitución Española de 1978, cuyo preámbulo proclama su voluntad de 
colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación, entre 
todos los pueblos de la Tierra, así como en el Tratado de la Unión Europea y en el Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea, que define la política de cooperación para el 
desarrollo como competencia compartida entre la Unión y los Estados miembros. Con ello, la 
cooperación para el desarrollo se configura como política de Estado, basada en una 
concepción abierta y solidaria de la ciudadanía y de la sociedad internacional para responder 
colectivamente a los retos globales.

La política de cooperación se inscribe en la redefinición de las relaciones exteriores de la 
España democrática con Iberoamérica y en el marco de Naciones Unidas y de la Unión 
Europea. En su conformación hay que destacar la adhesión a la Unión Europea en 1986, la 
creación de la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECI) en 1988; la adhesión 
al Comité de Ayuda al Desarrollo (en lo sucesivo, CAD) de la OCDE en 1991; el ingreso en 
los bancos regionales de desarrollo; la participación en la Comunidad Iberoamericana, así 
como en iniciativas multilaterales innovadoras sobre bienes públicos globales y regionales; y 
el progresivo despliegue de la cooperación bilateral a distintos países.

En esa andadura, la cooperación española ha contado con un amplio respaldo social y 
político, y se ha institucionalizado como política pública con el impulso del Congreso de los 
Diputados y el Senado, la sociedad civil y las Organizaciones no Gubernamentales (en 
adelante, ONG), incorporando a las comunidades autónomas y los entes locales, siendo la 
cooperación descentralizada uno de sus rasgos distintivos. La adopción de la Ley 23/1998, 
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de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo, vigente hasta ahora, fue un 
hito clave, al definir la cooperación para el desarrollo como política pública, diferenciada de 
la política exterior, y por introducir el principio de coherencia de políticas para el desarrollo, 
acorde a lo establecido en el entonces vigente Tratado de la Unión Europea, y el Plan 
Director como instrumento de planificación.

El desarrollo de la Ley 23/1998, de 7 de julio, incluyó nuevos instrumentos, como los 
microcréditos (2000), la conversión de deuda (2006), y el Fondo para la Promoción del 
Desarrollo (en lo sucesivo, FONPRODE) (2010). Se reguló el estatuto del cooperante (2006), 
y se aprobó un nuevo estatuto de la Agencia Española de Cooperación Internacional (2000, 
aunque creada en 1988), después Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo (en adelante, AECID) (2007); se estableció la Comisión Interterritorial de 
Cooperación para el Desarrollo (2000), y se reformó el Consejo de Cooperación para el 
Desarrollo (2001). El sistema de la cooperación española se completó con la creación de la 
Fundación Internacional y para Iberoamérica de Administración y Políticas Públicas (en lo 
sucesivo, FIIAPP F.S.P.) en 1998, y la Fundación Carolina en el año 2000.

La Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, primera 
en este campo, define como principios inspiradores de la política exterior y de cooperación 
de España la dignidad humana, la libertad, el Estado de Derecho y los derechos humanos, el 
respeto del Derecho Internacional y el compromiso con el multilateralismo, con especial 
referencia a la Unión Europea y la Comunidad Iberoamericana. Además, la Ley 2/2014, de 
25 de marzo, establece como objetivos transversales de la política exterior los propios de las 
metas globales de desarrollo, como la erradicación de la pobreza, el desarrollo humano 
sostenible, los derechos humanos, la democracia y el Estado de Derecho, la igualdad de 
género y la reducción de las desigualdades, el fomento de la cohesión social, y la respuesta 
a las crisis humanitarias.

Este recuento muestra que la cooperación española cuenta con un marco legal y un 
sistema institucional asentado, estando plenamente integrada en los marcos multilateral, de 
la Unión Europea, e iberoamericano, y en la propia acción exterior de España. Asimismo, es 
un marco plenamente integrado en el CAD de la OCDE en cuyos debates en este ámbito la 
cooperación española participa activamente y cuyas normas y recomendaciones incorpora. 
Con más de veinte años en vigor y sin apenas reformas, la Ley 23/1998, de 7 de julio, ha 
sido su piedra angular. Su éxito y permanencia se deben a su carácter marco; al apoyo 
social y el consenso con el que se aprobó en el Congreso y el Senado, y la definición de la 
cooperación para el desarrollo, dentro de la acción exterior, como una política pública abierta 
a la participación de las entidades sociales y el sector privado.

II
En esa etapa, se han transformado las geografías del progreso humano, en parte como 

resultado del proceso de globalización y el ascenso de los países emergentes, con visibles 
mejoras en los índices de pobreza extrema y el acceso a la educación y salud, a las que 
también contribuyó la cooperación para el desarrollo y la adopción de metas internacionales 
como los Objetivos de Desarrollo del Milenio (en lo sucesivo, ODM). El mundo en desarrollo 
se caracteriza por una creciente heterogeneidad: la pobreza extrema se ha concentrado en 
África al sur del Sahara, mientras que otros países de Asia y América Latina ahora enfrentan 
una particular agenda de desarrollo en transición, con mayor renta, pero con múltiples 
desigualdades. En unos y otros países siguen existiendo situaciones de pobreza cuya 
comprensión reclama conceptos e índices multidimensionales.

Ese proceso desdibuja la tradicional divisoria Norte-Sur y donante-receptor. Han 
aparecido nuevos actores y modalidades de cooperación, como la cooperación Sur-Sur y 
triangular, y la agenda se amplió a la gobernanza global del desarrollo, que abarca el 
comercio, la inversión y el papel del sector privado, el acceso a tecnología, una mejor 
gestión de los movimientos migratorios y la provisión de bienes públicos globales. Ello 
comporta una ayuda más efectiva, y ante el enorme esfuerzo inversor requerido, será 
necesario movilizar nuevas fuentes de financiación, lo que demanda marcos normativos y 
métricas más amplias que las referidas a la Ayuda Oficial al Desarrollo (en lo sucesivo, 
AOD).
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El mayor papel de la empresa, la filantropía, la academia, los gobiernos subestatales, la 
sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales (en lo sucesivo, ONG), son también 
desafío y oportunidad para forjar nuevas alianzas, establecer una arquitectura de la 
cooperación más inclusiva y legítima. Así lo reclama la Alianza Global para la Cooperación 
Eficaz al Desarrollo y sus cuatro principios: protagonismo del país; concentración en 
resultados; alianzas inclusivas; y transparencia y rendición de cuentas mutua.

Ese periodo, además, mostró la necesidad de reorientar el modelo de desarrollo 
vinculado a la globalización. Este presenta notorias carencias de gobernanza ante un mundo 
que es más interdependiente, y, por ello, más vulnerable a riesgos transnacionales en el 
ámbito socioeconómico, tecnológico, de la salud, o del medio ambiente, amplificados por 
distintas brechas de desigualdad y por crecientes tensiones geopolíticas. La emergencia 
climática y la pérdida de biodiversidad muestran que los patrones de producción y consumo 
vigentes no son sostenibles. Desigualdades, problemas relativos a la calidad y cantidad del 
empleo, expectativas no satisfechas en el acceso a servicios públicos, el buen gobierno y la 
movilidad social, unidas a una mayor conectividad, han dado lugar a flujos migratorios mixtos 
más intensos, a protestas sociales, desafección ciudadana y, en ocasiones, al ascenso de 
fuerzas iliberales que impugnan la democracia y cuestionan el multilateralismo y la 
cooperación.

Con todo lo anterior, el mundo es hoy un lugar más globalizado e interconectado, pero 
también más inestable, con mayores riesgos compartidos y más necesitado de acción 
colectiva. En ese escenario, el desarrollo sostenible ya no debe verse como un problema 
limitado a los países de menor desarrollo y se plantea como desafío global, que concierne a 
toda la ciudadanía. La cooperación para el desarrollo, por ello, tiene ante sí una agenda más 
compleja, que abarca el establecimiento de sistemas socialmente incluyentes y la reducción 
de la pobreza y las desigualdades en distintos ámbitos; la descarbonización y la 
sostenibilidad ambiental; el buen uso de la innovación y las tecnologías; y la transición justa 
en los ámbitos socioeconómico, digital y ecológico; la prevención y mitigación de riesgos 
globales como el cambio climático o las pandemias; los riesgos asociados a la pérdida y 
degradación de la biodiversidad; la construcción de una gobernanza democrática global; la 
preparación, asistencia y protección ante crisis humanitarias, tanto crónicas como derivadas 
de emergencias, como ha planteado la Agenda para la Humanidad. La agenda de 
cooperación ha de articularse con estrategias de mediación y transformación de los 
conflictos, de consolidación de la paz, y gobernabilidad democrática.

La Agenda 2030 y sus 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (en lo sucesivo, ODS), así 
como el Acuerdo de París sobre el Cambio Climático, responden a ese escenario con un 
compromiso renovado con la cooperación y el multilateralismo y una voluntad 
transformadora para erradicar la pobreza, reducir las desigualdades, y alcanzar el desarrollo 
sostenible sin que nadie quede atrás, desde el protagonismo nacional y la responsabilidad 
compartida. Frente al alcance más limitado de los ODM, la Agenda 2030 es universal, 
integra las dimensiones económica, social y medioambiental del desarrollo sostenible, y, por 
primera vez, incluye como objetivos y condiciones habilitadoras la paz, la justicia y las 
instituciones eficaces, inclusivas y responsables.

Con la Agenda 2030 se renueva la alianza mundial para el desarrollo, que, junto a los 
gobiernos, apela a todos los actores. La Agenda de Acción de Addis Abeba llama a financiar 
los ODS con un mayor esfuerzo nacional, de otros flujos oficiales, y con fondos privados. 
Para dar cuenta de estos recursos se ha propuesto la más amplia métrica de reporte del 
Apoyo Oficial Total al Desarrollo Sostenible (en adelante, AOTDS).

Los ODS renuevan la Alianza Mundial para el Desarrollo y responden a ese nuevo 
escenario, integrando dimensiones que abarcan los sectores económico, social y 
medioambiental, con objetivos como la paz y la justicia, partiendo de instituciones eficaces, 
inclusivas y responsables. Se renueva el compromiso con la cooperación y el 
multilateralismo, la voluntad transformadora de acabar con la pobreza y las desigualdades, 
así como la necesidad y urgencia de hacer frente a los retos medioambientales y climáticos. 
En este marco se destaca la necesidad de contribuir, a través de la cooperación al 
desarrollo, al cumplimiento de los objetivos de lucha contra el cambio climático del Acuerdo 
de París y otros objetivos ambientales globales, así como la necesidad de luchar por la 
eliminación de las brechas territoriales, reduciendo las desigualdades en los países menos 
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avanzados, pero también en sus distintos territorios, favoreciendo que las personas gocen 
de los mismos derechos y oportunidades independientemente del país o región en la que 
vivan.

Los ODS mencionan por primera vez la migración y el objetivo de facilitar unos flujos 
migratorios regulares, seguros y ordenados. El Pacto Mundial para la Migración desarrolla 
este objetivo y define a los migrantes como actores de desarrollo. Este enfoque integral de la 
migración centrado en las personas y el desarrollo sostenible será parte de la cooperación al 
desarrollo. Asimismo, el Pacto Mundial sobre los Refugiados apuesta por la cooperación 
internacional y el principio de responsabilidad compartida para responder a las situaciones 
de refugiados.

Para responder a las metas globales de desarrollo, las instituciones de la Unión Europea 
y los Estados miembros han reiterado su compromiso de alcanzar colectivamente el 0,7 % 
de la renta nacional bruta (en adelante, RNB) como ayuda al desarrollo en el plazo previsto 
por la Agenda 2030, y han adoptado el Consenso Europeo de Desarrollo (en lo sucesivo, 
CED), como estrategia común con enfoque de derechos humanos. Para ser más eficaces, el 
CED propone un mayor trabajo en común como Unión Europea, de conformidad con los 
principios de coherencia, coordinación y complementariedad. Ello supone enfoques 
diferenciados para cada país socio, y formas innovadoras de asociación vía cooperación 
Sur-Sur y triangular e iniciativas globales. Ese esfuerzo promoverá también los objetivos de 
fortalecimiento del multilateralismo y la resiliencia de la Unión Europea ante un escenario 
mundial de múltiples riesgos interconectados.

Asumiendo ese marco multilateral y europeo, esta ley promueve una reforma profunda y 
amplia de la cooperación española para el desarrollo sostenible, conforme con los principios 
de buena regulación, de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, y 
transparencia, inspirada en los valores de solidaridad de la sociedad española; de 
responsabilidad de España en tanto que actor en el ámbito internacional y de cooperación 
ante los grandes desafíos que afronta el mundo. Esta ley impulsa un nuevo paradigma de la 
cooperación al desarrollo sostenible en su doble vertiente de política pública y elemento 
integral, central y definitorio de la acción exterior del Estado a partir de una visión 
transformadora. En este contexto, la renovada cooperación española promoverá la 
sostenibilidad en todas sus dimensiones, fomentando la inclusión y la participación, la 
igualdad y la equidad, la transparencia y la responsabilidad, de forma que nadie quede atrás, 
considerando todos los factores de discriminación y su intersección.

La igualdad de género y el empoderamiento de mujeres, niñas y adolescentes son un 
elemento transversal clave del sistema de cooperación de nuestro país. Es así, que la 
cooperación española ha realizado un proceso progresivo de integración del enfoque de 
género, desde el año 2005 hasta la actualidad, aplicando la doble estrategia de 
transversalidad y empoderamiento de las mujeres, adolescentes y niñas en todos sus 
procesos e instrumentos: desde la planificación a la gestión, el seguimiento y la evaluación.

De esta forma ha quedado reflejado en los sucesivos Planes Directores, siendo la 
igualdad de género reconocida como una de las señas de identidad de la política para el 
desarrollo española.

La propia Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, en su artículo 32, reconoce la Estrategia Sectorial de Género en Desarrollo de la 
cooperación española como el vehículo para aplicar la referida ley en este ámbito, 
convirtiéndose en una de las primeras estrategias en el contexto internacional en reconocer 
el legado feminista en su aplicación.

Todo este compromiso continuado conforma la política exterior feminista española, de la 
que son parte fundamental la política para el desarrollo y la acción humanitaria. Por eso, esta 
nueva ley de cooperación se compromete a consolidar la integración del enfoque de género 
en el desarrollo de todos los instrumentos de gestión, reforzando capacidades, asumiendo 
un compromiso mayor por la lucha contra todas las formas de violencia de género y de 
discriminación, promoviendo el empoderamiento de las mujeres, niñas y adolescentes en 
todos los ámbitos.

España, con su política de cooperación, tiene el objetivo de asegurar a las mujeres, 
adolescentes y niñas el acceso libre e igualitario a los servicios sociales básicos, tales como 
la educación y la salud, de favorecer su inserción profesional, el acceso a medios de vida y 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 4  Ley de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global

– 190 –



empleos decentes. La cooperación española velará por su protección frente a todas las 
formas de violencia, en particular la mutilación genital femenina. En los contextos 
humanitarios, España velará por la protección a las mujeres, adolescentes y niñas frente a la 
violencia sexual y la violencia por razón de género. Asimismo, esta ley promueve la 
participación efectiva de las mujeres, adolescentes y niñas en los espacios de decisión 
económicos, políticos y sociales, así como su participación en las operaciones de 
mantenimiento de la paz y de los procesos de paz.

Sumado a lo anterior, esta ley sitúa como objetivo ineludible afianzar los derechos 
sexuales y reproductivos de las mujeres, las niñas y las adolescentes como parte 
fundamental de los derechos humanos, tanto desde la perspectiva de la salud pública 
universal, como principio per se en defensa de la igualdad de género y el respeto a la 
diversidad.

El respeto a la diversidad sexual es otra prioridad indispensable de la cooperación 
española. Esta ley promueve la protección y defensa de los derechos de las personas 
LGTBI, un colectivo expuesto a discriminación, pobreza, exclusión y criminalización en 
muchos países. La cooperación española trabajará para eliminar la criminalización de la 
homosexualidad en todo el mundo.

En el balance de la cooperación para el desarrollo española hay activos que deben ser 
preservados y potenciados en cuanto a capacidades, experiencia, conocimiento, presencia y 
alianzas, y aspectos que mejorar, incluido un mayor apoyo político y financiero, una apuesta 
por un mayor sentido de «sistema» que propicie la concertación y colaboración de actores, 
instituciones e instrumentos y mejoras en el marco regulatorio en línea con una mayor 
desburocratización y dotación de recursos técnicos y humanos. De ahí la necesidad de su 
reforma y fortalecimiento y, en particular, la adopción de una nueva ley que actualice sus 
principios, objetivos, objeto, instrumentos y marco institucional, y le permita responder mejor 
a los cambios en la agenda del desarrollo sostenible global.

En primer lugar, la cooperación para el desarrollo sostenible y la erradicación de la 
pobreza global son ya una política pública asentada y elemento transversal del conjunto de 
la acción exterior y de la política exterior española. Cuenta con sus propios objetivos, 
alineados con la política de cooperación al desarrollo de la Unión Europea, iberoamericana y 
de los principales organismos multilaterales, a cuyo diseño e implementación España 
también contribuye activamente, como expresión de los valores, identidad y responsabilidad 
de España en el plano internacional. En buena medida, ese hecho expresa el éxito de la Ley 
23/1998, de 7 de julio, y del consenso social y político que la ha acompañado.

En segundo lugar, España ha ido desplegando un sistema institucional amplio y 
diversificado, con distintos actores e instrumentos adaptados a una agenda de desarrollo 
compleja y diversa, y es partícipe activa de alianzas e iniciativas multilaterales innovadoras. 
Con ello, también se ha promovido la acción de las Administraciones públicas en la 
cooperación internacional para el desarrollo. Ese sistema expresa también el modelo 
territorial y de gobernanza de España, y el importante papel de las comunidades autónomas 
y los entes locales en el ámbito de la cooperación. El papel relevante de las comunidades 
autónomas y los entes locales radica en su trayectoria y su capacidad de generar alianzas, 
de movilizar a los actores, de promover la participación social en sus respectivos territorios, 
en las capacidades económicas y sociales, en el conocimiento experto presente en sus 
respectivos territorios, así como en el de las propias administraciones en las áreas de 
política pública en las que gozan de competencias y capacidades. Ello representa un activo 
del sistema en tanto que le otorga un carácter más plural, descentralizado y abierto a la 
participación de los diferentes territorios y la sociedad. A ello se suma la activa participación 
de universidades, sindicatos y otras entidades. Esa pluralidad de actores y visiones es sin 
duda una de sus fortalezas, pero también plantea desafíos de coordinación, 
complementariedad y gobernanza del sistema.

En tercer lugar, la cooperación española cuenta con un importante acervo de 
capacidades técnicas y conocimiento experto. A ello suma capacidades singulares en 
campos como la cohesión social y territorial, la igualdad de género, el fortalecimiento 
institucional, la cultura y el desarrollo, el agua y el saneamiento, o el apoyo a los pueblos 
indígenas y sus derechos, y a otros grupos vulnerables. Cuenta con un amplio 
reconocimiento en cuanto a orientación a la demanda y diálogo de políticas con gobiernos y 
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sociedad civil de los países socios. Se reconoce, así mismo, su capacidad en el diseño y 
orientación de políticas y la ejecución de programas y proyectos, en sus modalidades de 
cooperación delegada, reembolsable, triangular, y directa, y la participación de las 
Administraciones públicas, incluyendo la cooperación descentralizada. El trabajo realizado 
por el personal de la Administración General del Estado, el personal cooperante y el 
voluntariado ha sido decisivo para dar a la cooperación para el desarrollo española su actual 
prestigio y reputación.

Siendo la política de cooperación para el desarrollo sostenible un elemento integral, 
central y definitorio de la Acción Exterior del Estado, esta ley se dicta al amparo del artículo 
149.1.3. Sin embargo, dicha política no se agota en los elementos esenciales de las 
relaciones internacionales, por lo que, según reiterada jurisprudencia constitucional, existe 
amplio margen para la acción exterior de las comunidades autónomas en ejercicio de sus 
competencias. Por ello y desde esta realidad, la ley reconoce a la cooperación 
descentralizada como una de las señas de identidad y fortaleza de la cooperación al 
desarrollo sostenible española y expresión solidaria de sus respectivas sociedades.

En cuarto lugar, la cooperación española cuenta con un importante despliegue exterior a 
través de las oficinas de la cooperación española, los centros culturales y los centros de 
formación. A ello se suma la red exterior de otras instituciones públicas, que trabaja en 
estrecha relación con las delegaciones de la Unión Europea.

En quinto lugar, el carácter solidario de la cooperación española se ha basado en un 
permanente y amplio respaldo social, como han puesto de relieve las encuestas de opinión, 
nacionales y en la Unión Europea, así como la actividad y compromiso de la sociedad civil 
organizada a través de las organizaciones no gubernamentales de desarrollo (en adelante, 
ONGD) como actores clave del sistema de cooperación desde hace décadas.

Ese diagnóstico se ha confirmado a través de un amplio proceso de participación y 
consultas previas, con aportes destacados de las instituciones que integran el sistema de la 
cooperación española, del Consejo de Cooperación al Desarrollo, del Congreso de los 
Diputados, a través de la Subcomisión para el Estudio de la Actualización del Marco 
Normativo y del Sistema de Cooperación Internacional para el Desarrollo y del Senado, 
mediante el estudio por su Comisión de Cooperación al Desarrollo de la cooperación 
descentralizada. Sin menoscabo de esos logros, existen también en la cooperación española 
importantes deficiencias y debilidades institucionales y de gobernanza, carencias de 
recursos y retos de adecuación y respuesta a la agenda global de desarrollo. Todo ello limita 
su potencial y justifica una amplia reforma de la cooperación española, de carácter 
sistémico.

Este recuento muestra que la cooperación española cuenta con un marco legal y un 
sistema institucional asentado, estando plenamente integrada en los marcos multilaterales, 
de la Unión Europea e Iberoamericana y en la propia acción exterior de España. Asimismo, 
es un marco plenamente integrado en el CAD de la OCDE en cuyos debates en este ámbito 
la cooperación española participa activamente y cuyas normas y recomendaciones 
incorpora. Con más de veinte años en vigor y sin apenas reformas, la Ley 23/1998, de 7 de 
julio, ha sido su piedra angular. Su éxito y permanencia se deben a su carácter marco; al 
apoyo social y al consenso con el que se aprobó en el Congreso y el Senado, y a la 
definición de la cooperación para el desarrollo, dentro de la acción exterior, como una política 
pública abierta a la participación de todos los actores, incluida la sociedad civil y el sector 
privado.

III
Con todo ello, esta ley se estructura en cinco capítulos:
El capítulo I, dedicado a la política española de cooperación para el desarrollo sostenible 

y la solidaridad global, incluye en su sección 1.ª la política española de cooperación para el 
desarrollo sostenible y la solidaridad global encontrándose en el artículo 1 el objeto, 
definición y ámbito de aplicación de la ley. En la sección 2.ª se recogen los principios, 
objetivos y prioridades. En este capítulo se reafirma la visión solidaria de la cooperación 
española, como principio transversal y elemento distintivo de la acción exterior de España, 
que de esa manera se alinea con las metas globales de lucha contra la pobreza y las 
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desigualdades y de desarrollo sostenible. Junto a sus dimensiones sociales y económicas, 
contempla la dimensión ambiental, en particular en materia de clima y biodiversidad, así 
como los objetivos de paz, justicia e instituciones sólidas. El compromiso de la ley con la 
transición ecológica justa y la justicia climática es también expresión del principio de 
solidaridad con las generaciones futuras. También se afirman los derechos humanos, la 
promoción de la paz, la ciudadanía global y la igualdad de género, con una cooperación para 
el desarrollo que, como el conjunto de la política exterior, tiene una orientación feminista.

Junto a la cooperación entre Estados, se abordan también cuestiones globales que 
trascienden el carácter internacional de la cooperación y se sitúan en una perspectiva más 
amplia de valores cosmopolitas y de ciudadanía global. Se recoge, en particular, el mandato 
de alcanzar, en el plazo acordado por la UE, el 0,7 % de la RNB como Ayuda Oficial al 
Desarrollo (en adelante, AOD) para contar con las capacidades y recursos necesarios para 
responder a los compromisos multilaterales. Además de la AOD, se contemplan los 
instrumentos y recursos incluidos en la métrica del Apoyo Oficial Total al Desarrollo 
Sostenible (en lo sucesivo, AOTDS), y alentar la movilización de recursos adicionales 
conforme a la Agenda de Acción de Addis Abeba.

Finalmente, se recogen en un artículo específico las prioridades geográficas y temáticas, 
que serán establecidas periódicamente en los sucesivos Planes Directores y otros 
instrumentos de planificación.

El capítulo II se compone de cinco secciones: la 1.ª, titulada «Planificación, Seguimiento 
y Evaluación de la cooperación española para el desarrollo sostenible». Se establece un 
sistema de cooperación basado en el conocimiento, con mejor fundamentación doctrinal y 
técnica de las estrategias, las políticas, y los diálogos con países socios y con otros actores, 
internos y externos, a través de alianzas y redes de conocimiento y práctica.

La 2.ª sección tiene por objeto regular los instrumentos y modalidades. La sección 3.ª 
recoge las acciones públicas complementarias de la cooperación para el desarrollo 
sostenible. Se reconoce la importancia de la educación para el desarrollo sostenible y la 
ciudadanía global y el fomento de la participación, la justicia global y la solidaridad. A su vez, 
la sección 4.ª regula la acción humanitaria en la que se reconoce su especificidad y su 
marco normativo diferenciado en el Derecho Internacional; sus necesidades de gestión, 
acordes a situaciones de emergencia, la importancia de un enfoque de nexo entre la 
promoción de dicha acción humanitaria, y la paz y el desarrollo, y la necesidad de reforzar la 
coordinación con otros actores y de dotarla de las adecuadas capacidades y recursos, 
estableciendo que al menos el 10 % de la AOD española se destinará a ese fin. Si bien se 
asegura un marco de programación diferenciado y autónomo, también se orienta esta 
modalidad de asistencia a objetivos de resiliencia y fortalecimiento de capacidades que 
contribuyan a la prevención, mitigación, respuesta y recuperación temprana. La ley también 
reafirma la importancia de la cooperación cultural y de la acción cultural exterior para el 
desarrollo sostenible, a cargo de la AECID.

La sección 5.ª de este capítulo II, dedicada a la cooperación financiera para el desarrollo 
sostenible, tras definir el objeto de este concepto y sus principios rectores y objetivos, recoge 
la creación del Fondo Español de Desarrollo Sostenible (en adelante, FEDES, F.C.P.J.) como 
instrumento de cooperación financiera sin personalidad jurídica propia, con nuevos 
instrumentos y procedimientos decisorios y de gestión más ágiles, y directrices que mejoren 
su impacto y aseguren su plena coherencia con las metas del desarrollo sostenible. Esa 
reforma del marco regulatorio, la gobernanza e instrumentos de la cooperación financiera 
para el desarrollo sostenible pretende asegurar un enfoque más estratégico y su plena 
integración en la cooperación con los países socios, los organismos multilaterales 
financieros, y la Unión Europea; su capacidad de apalancar recursos a través de la 
financiación combinada; de tener una mejor articulación con el diálogo de políticas y la 
cooperación técnica; y de asegurar una adecuada valoración de riesgos y costes. Para ello 
se establecen los principios generales que han de gobernar la cooperación financiera 
española. En este contexto el fondo facilitará, entre otros, el cumplimiento de los 
compromisos asumidos por España en el ámbito de cambio climático. Igualmente, en esta 
sección se destinan varios artículos a la regulación de las modalidades de financiación, los 
países destinatarios, la gestión del FEDES, F.C.P.J., que se atribuye a la AECID, y el control 
parlamentario.
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El capítulo III compuesto por tres secciones, está dedicado a los órganos competentes 
en la formulación de la política de cooperación para el desarrollo sostenible, entre los cuales 
se cuentan el Congreso de los Diputados y el Senado (sección 1.ª), el Gobierno (sección 
2.ª), y los órganos de coordinación y consulta (sección 3.ª), en concreto el Consejo Superior 
de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global; la Comisión 
Interministerial de la Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global, como 
instancia de coordinación de la Administración General del Estado y la Conferencia Sectorial 
para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global, que refuerza la participación y 
coordinación con las comunidades autónomas y entes locales, de forma que los mandatos 
de la ley abarquen el conjunto de actuaciones y recursos de la acción exterior de España en 
favor del desarrollo sostenible.

De esta forma, la ley define con precisión el sistema español de cooperación para el 
desarrollo sostenible, que actúa bajo la dirección del Gobierno a través del Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación. Ese sistema comprende las actuaciones 
en materia de desarrollo sostenible de ese ministerio y sus órganos dependientes, de 
manera directa. También comprende los marcos de gobernanza con los que se asegura una 
actuación coordinada del conjunto de la Administración General del Estado y el sector 
público estatal, y la colaboración y coordinación con las comunidades autónomas, en el 
marco de sus respectivas competencias, y con los entes locales, y otros actores públicos, 
privados y de la economía social.

El objeto de esta estructura es fortalecer el diseño institucional y la gobernanza, 
procurando una estructura más integrada y una actuación más coordinada, eficaz y 
transparente, abierta y participativa, y capaz de rendir cuentas, conforme a los principios de 
la Alianza Global para la Cooperación Eficaz al Desarrollo. El reforzamiento de la dirección 
política del sistema debe asegurar especialmente que, en aplicación del principio de 
coherencia de políticas para el desarrollo sostenible (en adelante, CPDS), los objetivos de 
desarrollo sostenible promuevan, informen y orienten la acción exterior de otros ministerios y 
entes de la administración; que mejore la coordinación y la complementariedad con otras 
administraciones, y que se aliente la movilización de recursos adicionales a la AOD.

El capítulo IV tiene por objeto regular los órganos competentes en la ejecución de la 
política española de cooperación para el desarrollo sostenible, a lo largo de tres secciones. 
La 1.ª se refiere a la Administración General del Estado y organismos dependientes, 
incluyendo la AECID, las Oficinas de cooperación española dependientes de esta, y otras 
instituciones ejecutoras, como la FIIAPP, F.S.P., especializada en cooperación técnica entre 
Administraciones públicas y en materia de gobierno, y la Fundación Carolina, en el ámbito de 
la educación superior, ciencia y tecnología, mejorando su integración en el sistema español 
de cooperación para el desarrollo. Finalmente, se alude también a otros ministerios que 
puedan estar implicados en la política de cooperación.

Esta reforma contempla, de manera especial, a la AECID como piedra angular del 
sistema, que deberá contar con un nuevo estatuto para reforzar sus capacidades de 
coordinación, análisis, interlocución, programación, y diseño y diálogo de políticas, y 
respuesta humanitaria. Este organismo contará con autonomía de gestión y flexibilidad 
presupuestaria para que sea más ágil y efectivo, y se orientará a la gestión por objetivos y 
resultados a través de un nuevo estatuto, con un nuevo organigrama funcional que le 
permita una mejor integración de sus funciones de fomento, programación, coordinación 
operativa, gestión y ejecución, y de los servicios comunes o de apoyo al resto de los actores 
de la cooperación española.

A su vez, la sección 2.ª se refiere a la cooperación descentralizada de las comunidades 
autónomas y entes locales, reconociendo sus capacidades, aporte y valor diferencial como 
expresión plural y solidaria, y como vía de participación en el sistema de la cooperación 
española de sus administraciones y sociedades.

La sección 3.ª se refiere a otras entidades, que suponen un aporte fundamental al 
sistema, incluyendo a las ONGD y la sociedad civil, así como el sector privado, agentes 
sociales y económicos, universidades y centros de estudio e investigación.

Por último, el capítulo V regula en su sección 1.ª el personal al servicio de la 
Administración General del Estado y del sector público institucional, en el ámbito de la 
cooperación para el desarrollo sostenible, y, en particular, el régimen jurídico del personal de 
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la AECID, con el objetivo prioritario de asegurar la retención y atracción de talento 
capacitación, especialización y promoción de los recursos humanos. En su sección 2.ª 
recoge una mejor previsión normativa dedicando sendos artículos al personal cooperante y 
voluntario en el exterior, que se reflejarán en un nuevo Estatuto de las Personas 
Cooperantes que desarrolle esta ley.

CAPÍTULO I
La política española de cooperación para el desarrollo sostenible y la 

solidaridad global

Sección 1.ª La política española de cooperación para el desarrollo sostenible

Artículo 1.  Objeto, definición y ámbito de aplicación.
1. Esta ley tiene como objeto la regulación del régimen jurídico de la política española de 

cooperación para el desarrollo sostenible y la solidaridad global.
2. A los efectos de esta ley se entiende por política de cooperación para el desarrollo 

sostenible aquella que define los principios, objetivos, prioridades, instrumentos y recursos 
que España despliega, como política pública, a través de su acción exterior para contribuir, 
de manera coherente y en todas sus dimensiones, a las metas globales de desarrollo 
sostenible establecidas por las Naciones Unidas, en la actualidad la Agenda 2030, la Agenda 
de Financiación del Desarrollo Sostenible, la Alianza Global para la Cooperación Eficaz al 
Desarrollo, el Acuerdo de París en el ámbito climático, la Unión Europea y otras instancias 
multilaterales, y la estrategia española de desarrollo sostenible en su dimensión exterior.

3. Esta política se despliega a través del sistema español de cooperación para el 
desarrollo sostenible, que comprende, en cuanto a sus actuaciones en los ámbitos 
mencionados, al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación –de 
manera directa y en coordinación con el conjunto de la Administración General del Estado y 
el sector público estatal y otras entidades de las que es partícipe–; a las comunidades 
autónomas y los entes locales; así como a los marcos de gobernanza y formas de 
colaboración entre dichas Administraciones en el marco de sus respectivas competencias, y 
con otros actores públicos, privados y de la economía social, incluyendo las organizaciones 
de la sociedad civil.

4. En consecuencia, la presente ley se aplica al conjunto de actividades que se traducen 
en transferencias de recursos públicos, materiales y humanos, que la Administración 
General del Estado, por sí o en colaboración con entidades privadas, destina a dichos fines 
directamente o a través de organizaciones multilaterales.

Asimismo, establece los principios, objetivos y prioridades de la política de cooperación 
internacional para el desarrollo del conjunto de las Administraciones públicas españolas, así 
como a los marcos de cogobernanza y colaboración entre dichas administraciones y actores, 
en el marco de sus respectivas competencias.

5. La política española de cooperación para el desarrollo sostenible es un elemento 
integral, central y definitorio de la Acción Exterior del Estado y, por ello, sujeto al 
cumplimiento de los objetivos, fines y directrices de Política Exterior del Gobierno, que se 
desarrollará conforme a los principios rectores definidos en la Ley 2/2014, de 25 de marzo, 
de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, y desde la colaboración entre 
Administraciones respetando el ámbito competencial de cada una de ellas. Se implementa a 
través de la política bilateral, europea y multilateral de España, de otras formas de 
asociación entre actores públicos y privados y de iniciativa social en materia de desarrollo 
sostenible, a fin de que el conjunto de las políticas públicas y la actuación del sector privado 
contribuyan positivamente y de manera coherente al desarrollo sostenible en los países 
socios y aseguren los bienes públicos globales.

La política española de cooperación para el desarrollo sostenible comprende, por ello, 
tanto los recursos computables como Ayuda Oficial al Desarrollo, como otras formas de 
apoyo y financiación contempladas en el Apoyo Oficial Total para el Desarrollo Sostenible, 
cuantificados con arreglo a las métricas de la Organización para la Cooperación y el 
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Desarrollo Económico (en adelante, OCDE), así como los mecanismos que aseguran la 
coherencia de políticas para el desarrollo sostenible.

6. En cumplimiento de los compromisos multilaterales y de los acuerdos adoptados en el 
seno de la Unión Europea, España destinará, al menos, el 0,7 % de la renta nacional bruta 
(en adelante, RNB) a la AOD, conforme a los criterios contables acordados en el seno de la 
OCDE, en el horizonte del año 2030, con objetivos intermedios fijados a través de los Planes 
Directores de la Cooperación Española.

Para alcanzar ese objetivo se contemplarán, a través de una planificación indicativa 
plurianual, las asignaciones necesarias en los Presupuestos Generales del Estado basadas 
en las disponibilidades presupuestarias de cada ejercicio. Desde la colaboración entre 
administraciones, se tendrán igualmente en consideración para el cálculo del cumplimiento 
del citado objetivo las aportaciones presupuestarias realizadas a la AOD por las 
comunidades autónomas, los entes locales y otras entidades públicas.

Sección 2.ª Principios, objetivos y prioridades de la política española de 
cooperación para el desarrollo sostenible

Artículo 2.  Principios.
1. La política española de cooperación para el desarrollo sostenible se inspira en los 

valores superiores de la Constitución Española, comparte los principios y valores sobre los 
que se asienta la Unión Europea y orientan su política exterior, así como los principios de la 
Carta de Naciones Unidas y el Derecho Internacional.

Asimismo, contribuye a la protección y promoción de los derechos reconocidos en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y en los principales tratados internacionales 
sobre derechos humanos y expresa también la solidaridad del pueblo español con las 
personas y naciones más desfavorecidas.

2. En particular, la cooperación española para el desarrollo sostenible afirma los 
siguientes principios básicos:

a) La solidaridad con las personas más desfavorecidas y con las generaciones futuras en 
favor del desarrollo sostenible, la erradicación de la pobreza, la cohesión social y territorial y 
la lucha contra las desigualdades en el mundo.

b) El reconocimiento de la interdependencia y la corresponsabilidad de todas las 
personas con el desarrollo sostenible y los derechos humanos, en los que se basan los 
conceptos de ciudadanía global y de bienes públicos globales.

c) El reconocimiento del ser humano, en su dimensión individual y colectiva, como 
protagonista y destinatario último del desarrollo, con un enfoque basado en los derechos 
humanos.

d) La universalidad e indivisibilidad de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales, el respeto de la dignidad humana, incluyendo la no discriminación por razón 
de sexo, origen nacional o étnico, cultura, lengua, religión o creencias, edad, discapacidad, 
orientación sexual, identidad de género, características sexuales, o de cualquier otra 
circunstancia personal o social, de manera que nadie quede atrás.

e) La igualdad de género, promovida desde un enfoque feminista, como un elemento 
imprescindible, transversal y distintivo de la cooperación española para reducir las 
desigualdades entre mujeres y hombres, intensificar los esfuerzos para cerrar las brechas de 
género, combatir todas las formas de violencia y discriminación y fomentar el 
empoderamiento de las mujeres, las niñas y las adolescentes, así como afianzar sus 
derechos sexuales y reproductivos desde la óptica de derechos humanos y de salud pública 
universal.

f) Los derechos de la infancia como elemento transversal de la cooperación española, la 
inversión en la infancia y adolescencia, en sus capacidades y participación activa, con 
enfoque de género, como vía necesaria para acabar con el ciclo de la pobreza y la 
desigualdad, asegurando en todas las intervenciones el respeto al principio del interés 
superior de la infancia, y de los principios rectores de la Convención sobre los Derechos del 
Niño.
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g) La preservación del planeta, el clima y la biodiversidad, como sustento de la vida 
humana, y condición ineludible y finalidad del desarrollo sostenible. En este sentido, la 
cooperación española, incluido a través de la cooperación financiera para el desarrollo 
sostenible, contribuirá al cumplimiento de los compromisos asumidos por España y por los 
países socios en el ámbito de la lucha contra el cambio climático.

h) La defensa y el respeto a la diversidad en todas sus manifestaciones, incluidas la 
racial, étnica, social, política, ideológica, religiosa o de culto, cultural, por discapacidad, 
familiar y sexual, y la defensa de los derechos de los pueblos indígenas.

i) La democracia, el Estado de Derecho, la promoción de instituciones sólidas, eficaces, 
inclusivas y transparentes que rindan cuentas, la seguridad humana, y la promoción de una 
cultura de paz.

3. Los anteriores principios básicos se alcanzarán a través de los siguientes principios de 
actuación:

a) La cohesión social y territorial, el crecimiento económico inclusivo y sostenible, el 
empleo y el trabajo decente, como valores asumidos por España y por la Unión Europea, a 
través de políticas públicas que promuevan una redistribución equitativa de la riqueza para 
favorecer la mejora de las condiciones de vida y de trabajo y el acceso igualitario a los 
medios de vida y a los servicios sanitarios, educativos, de empleo y culturales, así como el 
bienestar de sus sociedades.

b) El protagonismo de las sociedades de los países en desarrollo en la definición e 
implementación de sus propias opciones y estrategias de desarrollo, a las que deberá 
contribuir la acción internacional, de acuerdo con las metas comúnmente acordadas en los 
marcos multilaterales.

c) La corresponsabilidad entre los Estados, a partir de sus distintas capacidades y 
recursos, y la asociación y diálogo sobre políticas con los países socios, en pie de igualdad.

d) El multilateralismo y la integración regional, en particular en el ámbito europeo e 
iberoamericano, y un orden internacional más inclusivo y basado en reglas, a través de 
organizaciones internacionales representativas, legítimas y eficaces.

e) La participación y el pluralismo, a partir del reconocimiento del papel y el valor 
diferencial para el desarrollo sostenible de la ciudadanía, de todos los actores, sean públicos 
o privados de las organizaciones empresariales y sindicales y de la sociedad civil, incluida la 
infancia, adolescencia y juventud, tanto en España como en los países socios, y en el ámbito 
local y multilateral; la importancia de los partenariados y las alianzas múltiples y abiertas a 
esos actores en cuanto a generación y acceso al conocimiento, y la participación en el 
diseño, ejecución, evaluación y rendición de cuentas de las políticas de desarrollo sostenible.

f) La transparencia y la rendición de cuentas ante la ciudadanía española, así como ante 
los países socios, sus sociedades, y ante otros asociados para el desarrollo sostenible, así 
como la protección de la ética y la integridad en la gestión de todas las acciones y 
actividades de cooperación para el desarrollo sostenible.

g) La promoción y apoyo a la educación y proyectos educativos como vector 
fundamental para el crecimiento y desarrollo personal y de la población en conjunto del país 
receptor.

4. Todo lo expuesto contribuye a la mejor implementación en el ámbito de la cooperación 
al desarrollo de los principios de eficiencia y eficacia vinculados a la Acción Exterior del 
Estado, a partir de los principios de la Alianza Global para la Cooperación Eficaz al 
Desarrollo: protagonismo nacional de los países socios en la definición de prioridades del 
desarrollo; asociaciones para el desarrollo inclusivas, con transparencia y responsabilidad 
mutua; orientación a resultados, y, en los marcos internacional, europeo y español, con 
comunidades autónomas y entes locales, una adecuada coordinación, complementariedad y 
división del trabajo, así como la progresiva armonización y simplificación de los 
procedimientos de gestión, desde el respeto a la autonomía para la fijación de objetivos y el 
desarrollo de políticas propias dentro de sus competencias.

Artículo 3.  Coherencia de políticas para el desarrollo sostenible.
La coherencia de políticas para el desarrollo sostenible (en adelante, CPDS) es un 

principio y elemento fundamental de la contribución de nuestro país a la consecución de las 
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metas globales de desarrollo. En lo que respecta a la política de cooperación para el 
desarrollo sostenible, la CPDS se abordará en los órganos de coordinación y consulta 
establecidos en esta ley y de manera coordinada con otras estructuras de gobernanza que 
aborden las CPDS, en especial las competentes en materia de Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible, así como otras estructuras que abarquen otras políticas públicas 
relacionadas. España se compromete a incorporar los objetivos de la cooperación para el 
desarrollo sostenible, con un enfoque de la administración en su conjunto, en todas las 
políticas internas y externas que aplique y que puedan tener repercusiones en los países en 
desarrollo y en el desarrollo sostenible global, en particular en el marco de la acción exterior 
de la Unión Europea y española. Se trabajará con las comunidades autónomas y los entes 
locales desde el respeto a las competencias y capacidades de cada actor, así como en la 
Unión Europea y en los foros internacionales, para fomentar la CPDS en todos los ámbitos; 
se fortalecerá el diálogo con los países socios en este ámbito, y se prestará apoyo a sus 
esfuerzos para garantizar la coherencia de sus políticas en favor del desarrollo sostenible.

Artículo 4.  Objetivos y criterios de actuación.
1. La política española de cooperación para el desarrollo sostenible persigue los 

siguientes objetivos:
a) Fomentar el desarrollo humano sostenible mediante la lucha contra la pobreza y la 

desigualdad, en todas sus dimensiones, sin dejar a nadie atrás. Se prestará especial 
atención a las personas más desfavorecidas, excluidas o en situación de vulnerabilidad, en 
particular a la infancia, la adolescencia y la juventud, las personas mayores, las personas 
con discapacidad, las personas desplazadas y refugiadas, y a todas aquellas que sufran 
discriminación o violencia por razones de sexo, de origen nacional o étnico, culturales, de 
orientación o identidad sexual y de género, características sexuales, discapacidad, o de otra 
índole, con perspectiva de género e interseccional y un enfoque de derechos.

b) Promover la justicia social, la lucha contra el hambre y todas las formas de 
malnutrición, la salud y la cobertura sanitaria universal, a través de sistemas nacionales que 
aseguren la equidad y la seguridad sanitaria y como bien público global. Promover el acceso 
universal a la energía, el agua y el saneamiento, a viviendas dignas, a la protección social y 
a un sistema adecuado de cuidados, a la educación, la cultura y el deporte, a la formación de 
calidad, la accesibilidad universal y la superación de las brechas digitales.

c) Promover el trabajo digno para todas las personas, la educación y capacitación 
humana, la erradicación del trabajo infantil y del trabajo forzoso, la igualdad entre mujeres y 
hombres en el trabajo, la protección de los grupos más vulnerables en el trabajo, la libertad 
sindical, el diálogo social y los derechos laborales conforme a las convenciones y convenios 
de la Organización Internacional del Trabajo y otras normas internacionales vigentes.

d) Promover la democracia, los derechos humanos, las libertades fundamentales y el 
Estado de Derecho, impulsar la democracia local, y construir sociedades pacíficas, justas e 
inclusivas, con instituciones sólidas, eficaces, responsables y accesibles para toda la 
ciudadanía y que hagan frente a las distintas manifestaciones de la violencia, como finalidad 
última y a la vez condición necesaria del desarrollo sostenible, la seguridad humana y la paz. 
Propiciar una sociedad civil fuerte, un espacio cívico abierto y propicio para la participación 
democrática, la cultura de paz, y un adecuado reconocimiento de la memoria democrática.

e) Alcanzar la igualdad de género, asegurar la protección y el respeto de los derechos de 
las mujeres, las niñas y las adolescentes, desde un enfoque interseccional, incluyendo los 
derechos sexuales y reproductivos; fomentar su participación y empoderamiento en la vida 
civil, social, económica y política, frente a los obstáculos estructurales que lo impiden, y 
establecer para ello alianzas con las organizaciones de mujeres y otros actores de los países 
socios, en la esfera internacional, en el marco europeo e iberoamericano, en otros ámbitos 
regionales, y en Naciones Unidas.

f) Promover los derechos de la infancia, la adolescencia y la juventud, de manera 
transversal y con enfoque de género, con los países socios y en las organizaciones 
regionales y multilaterales, así como en la acción humanitaria, ampliando y reforzando los 
programas de protección social y los sistemas de protección infantil frente a la violencia; 
garantizando el derecho universal a la educación desde un enfoque de calidad, equidad e 
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inclusión; impulsando la lucha contra la desnutrición infantil; promoviendo la cobertura 
sanitaria universal con foco en la atención primaria y la salud materno-infantil y propiciando 
un medioambiente saludable.

g) Promover la cohesión social y territorial, así como nuevos pactos sociales, a través del 
diálogo social, una fiscalidad justa, eficaz y progresiva, políticas redistributivas, y mayor 
conectividad a los servicios digitales, para promover el acceso incluyente y equitativo a 
servicios públicos de calidad.

h) Promover la gobernanza democrática global y marcos regulatorios inclusivos, 
legítimos y eficaces en los ámbitos de los derechos humanos, de la deuda, el comercio, la 
tecnología, el empleo o la fiscalidad, para conseguir una más equitativa distribución de las 
oportunidades de desarrollo entre países y personas.

i) Prevenir, gestionar y ayudar a resolver las crisis y los conflictos armados; prevenir y 
atender las necesidades humanitarias; fortalecer la resiliencia de las sociedades ante riesgos 
y crisis; construir una paz duradera y una buena gobernanza democrática de la seguridad a 
partir del triple nexo entre acción humanitaria, desarrollo y paz.

j) Fomentar un enfoque integral de la migración, centrado en las personas y sus 
derechos, en las causas profundas de la misma, en la movilidad a través de canales 
regulares, ordenados y seguros, en el desarrollo sostenible, en la prevención de la trata y el 
tráfico de personas y en la protección de las víctimas y supervivientes, y en la atención de 
las necesidades de las personas refugiadas y de las víctimas de desplazamientos forzosos, 
conforme al Derecho Internacional, y en particular los Derechos Humanos.

k) Proteger el planeta y el medio ambiente, preservar y restaurar la biodiversidad, hacer 
frente al cambio climático mediante la mitigación de sus causas y la adaptación a sus 
efectos, promover la justicia climática, una transición energética justa hacia la neutralidad 
climática, la economía circular y ciudades sostenibles. Todo ello mediante políticas públicas 
nacionales, el desarrollo local y territorial, y un sector privado que asegure una gestión 
sostenible de las cadenas de valor y de los recursos naturales, con soluciones basadas en la 
naturaleza. Establecer para ello alianzas con las organizaciones de defensa del medio 
ambiente y otros actores de los países socios, en la esfera internacional, en el marco 
europeo e iberoamericano, en otros ámbitos regionales, y en Naciones Unidas.

l) Promover economías prósperas, inclusivas y sostenibles, con empleos dignos, 
fomentando la participación equilibrada de mujeres y hombres. A tal efecto se apoyará a las 
empresas y al tejido productivo, con especial énfasis en las pequeñas y medianas empresas 
y la economía social; a las infraestructuras resilientes sostenibles, y accesibles; a la 
transformación productiva mediante el uso de la tecnología digital, y a un sistema económico 
internacional basado en reglas, favorable al comercio y la inversión sostenible, que haga 
frente a los flujos financieros ilícitos.

m) Apoyar la seguridad alimentaria, así como una agricultura y sistemas alimentarios 
sostenibles y resilientes, incluida la pesca y la agricultura familiar.

n) Promover el diálogo, la cooperación cultural y la acción cultural para el desarrollo 
sostenible, impulsando las expresiones culturales en toda su diversidad, así como la 
dimensión cultural del desarrollo y su función generadora de riqueza, empleo digno, 
participación y cohesión social. Se impulsará también la protección y promoción de la 
libertad creativa, el reconocimiento de todas las personas a participar libremente en la vida 
cultural; la conservación del patrimonio cultural, el acceso igualitario a equipamientos y 
servicios culturales de todos los sectores de la población, y el impulso a las industrias 
culturales y creativas, todo ello garantizando la accesibilidad universal.

o) Promover la generación de conocimiento, la ciencia, tecnología y la innovación, así 
como la transferencia de conocimiento, y las tecnologías orientadas a impulsar el desarrollo 
sostenible, la lucha contra el cambio climático, y la inclusión social.

p) Apoyar el desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas y 
afrodescendientes mediante la lucha contra toda forma de exclusión y defender y promover 
sus derechos, en especial el derecho a participar de forma efectiva en las decisiones que les 
afectan; establecer para ello alianzas con sus autoridades propias y organizaciones 
representativas en los países socios y en el marco internacional, de Naciones Unidas, 
europeo, iberoamericano y en otros ámbitos regionales.
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q) Proteger y promover los derechos de las personas LGTBI en todo el mundo, 
contribuyendo así a la diversidad de las sociedades.

2. En el marco de los objetivos que se persiguen, la política española de cooperación 
para el desarrollo sostenible velará por:

a) Promover partenariados y alianzas múltiples para el desarrollo sostenible, que 
movilicen el conocimiento y acción de todos los actores, en España, la Unión Europea y en 
los países socios, así como en el ámbito local y multilateral, a través del diálogo de políticas 
y de la participación y el fortalecimiento de capacidades en la planificación, ejecución, 
seguimiento y evaluación de las acciones de desarrollo.

b) Promover el compromiso de la sociedad española y contribuir al compromiso de la 
sociedad europea con el desarrollo sostenible y la idea de ciudadanía global, fomentando en 
particular la participación infantil y juvenil y el pensamiento crítico y la implicación activa en 
los cambios sociales, a partir de una concepción solidaria basada en la asunción de 
obligaciones con el conjunto de la humanidad, especialmente las personas más 
desfavorecidas y vulnerables, con el planeta y con las generaciones futuras. Todo ello se 
abordará mediante la educación para el desarrollo sostenible y la ciudadanía global como 
instrumento para la transformación ecosocial de nuestra sociedad y del Sur global de 
manera solidaria, justa, inclusiva, responsable, pacífica y sostenible, con un papel clave de la 
cooperación descentralizada.

c) Integrar el enfoque de género, desde una perspectiva interseccional, en el diseño, 
ejecución, seguimiento y evaluación en todos los procesos, instrumentos y recursos 
recogidos a los que se hace referencia en el capítulo II de esta ley.

Artículo 5.  Prioridades geográficas y temáticas.
1. La política española de cooperación para el desarrollo sostenible planificará y 

organizará su actuación en el marco de los objetivos y metas globales de desarrollo 
sostenible. Dentro de ellas, como reflejo de la diversidad de situaciones sobre las que opera, 
establecerá prioridades geográficas, orientadas a las regiones y países que serán objeto 
preferente de la cooperación española; y temáticas, dirigidas a determinados ámbitos y 
sectores de actuación preferente, de acuerdo con los objetivos establecidos en el artículo 4.

2. La definición de estas prioridades geográficas y temáticas, que serán establecidas 
periódicamente en los sucesivos Planes Directores a que se refiere el artículo 6.3, prestará 
especial atención a la cooperación con los países menos avanzados, pero también 
contemplará aquellos países de desarrollo en transición, que, más allá de su clasificación por 
nivel de renta, siguen enfrentando retos importantes en materia de desigualdad, de 
reducción de la pobreza y de cooperación avanzada para la transición al desarrollo 
sostenible. Para ello se tendrán en cuenta indicadores de desarrollo humano, desigualdades 
y pobreza de carácter multidimensional e interseccional, desde una perspectiva de derechos, 
con especial atención a las brechas de género; así como aquellos relativos a la dimensión 
ambiental, a la vulnerabilidad climática y a los referidos a las metas de paz, seguridad y buen 
gobierno acordadas por Naciones Unidas. En las prioridades temáticas se potenciarán los 
sectores concretos donde España y los actores del sistema de cooperación para el 
desarrollo sostenible hayan demostrado un conocimiento, experiencia y valor añadido.

3. Junto a esos criterios de desarrollo, y teniendo presente lo establecido en la Ley 
2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, en la definición de 
las prioridades geográficas, se otorgará atención preferente a las áreas que integran la 
vecindad geográfica y cultural en el norte de África, Oriente Próximo y África subsahariana, 
en particular a los países de África Occidental y Sahel, y de habla española y portuguesa, 
así como a los países de América Latina y el Caribe y en el marco iberoamericano.

Así mismo, se construirán alianzas con los países con mayores desigualdades, y con los 
países de asociación y de cooperación con mayor grado de intereses y valores compartidos 
en el ámbito del desarrollo sostenible. En coordinación con la Unión Europea, la cooperación 
española podrá actuar en países y regiones de especial importancia para la acción exterior 
de la Unión Europea. También podrán atenderse casos especiales de violación de derechos 
humanos en contextos de fragilidad y situaciones de alto impacto social y ambiental con 
repercusiones globales. Sin perjuicio de las anteriores prioridades geográficas, podrán 
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llevarse a cabo intervenciones de acción humanitaria en otros contextos geográficos si así lo 
requieren las necesidades humanitarias.

4. España impulsará la coordinación, la complementariedad y la coherencia, en 
particular, con relación a la cooperación de la Unión Europea y de sus Estados miembros. 
Participará de los mecanismos de programación, ejecución seguimiento y evaluación 
conjuntas, y contribuirá a la progresiva construcción de la política de cooperación para el 
desarrollo sostenible de la Unión Europea, con especial atención a las prioridades 
geográficas y temáticas de la cooperación española.

CAPÍTULO II
Planificación, instrumentos, y modalidades de la cooperación española para el 

desarrollo sostenible

Sección 1.ª Planificación, seguimiento y evaluación de la cooperación española 
para el desarrollo sostenible

Artículo 6.  Planificación.
1. Los objetivos y metas de desarrollo sostenible acordados en Naciones Unidas y otros 

marcos multilaterales; la política de desarrollo de la Unión Europea; la estrategia española 
de acción exterior, y las que se adopten en materia de desarrollo sostenible y su 
financiación, y lucha contra el cambio climático conforman el marco general de la 
planificación y dirección estratégica de la política de cooperación española para el desarrollo 
sostenible.

2. La planificación estratégica se articula a través de los siguientes instrumentos: el Plan 
Director de la política de cooperación para el desarrollo sostenible; los Marcos de Asociación 
y Alianzas País para el desarrollo sostenible; los Marcos de Asociación Estratégica 
Multilateral; las Estrategias temáticas y regionales para el desarrollo sostenible; y las 
Comunicaciones Anuales.

3. El Plan Director establecerá la política de cooperación para el desarrollo sostenible y 
la solidaridad global, a través del sistema español de cooperación para el desarrollo 
sostenible en el marco de las respectivas competencias de cada administración. Abarcando 
un periodo máximo de cuatro años, estará orientado a alcanzar el máximo impacto y 
resultados de desarrollo, e incorporará la contribución del conjunto de políticas públicas y de 
su colaboración con otras entidades a las metas internacionales de desarrollo sostenible; 
definirá, para cada periodo y en lo concerniente a la Administración General del Estado, las 
modalidades e instrumentos de cooperación, así como sus prioridades y estrategias 
geográficas y temáticas, y un presupuesto plurianual indicativo en coherencia con lo 
dispuesto en el artículo 1.6. El Plan Director será coherente con la estrategia que España 
adopte en materia de Desarrollo Sostenible, así como con la Estrategia Europea en este 
ámbito.

4. El Plan Director será elaborado por el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea 
y Cooperación, a través de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, oído el 
Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global. El 
procedimiento incorporará trámites de consulta y audiencia pública que posibiliten la más 
amplia participación ciudadana. Previo debate y dictamen en el Congreso de los Diputados y 
en el Senado, el Plan Director será aprobado por el Consejo de Ministros, a propuesta del 
Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación.

5. España establecerá con los países identificados en el Plan Director Marcos de 
Asociación y Alianzas País, que, –observando los estándares internacionales sobre eficacia 
de la cooperación acordados en el Comité de Ayuda al Desarrollo y el Foro de Cooperación 
para el Desarrollo de las Naciones Unidas–, estarán guiados particularmente por los 
principios de protagonismo y apropiación por parte del país; concentración en resultados; 
alianzas inclusivas; y transparencia, evaluación y rendición de cuentas mutua y de 
coherencia de políticas para el desarrollo sostenible. Los Marcos de Asociación y Alianzas 
País deberán fomentar una participación plural y representativa de la sociedad civil en 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 4  Ley de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global

– 201 –



España en los países de cooperación y en España, incluidos aquellos con espacio cívico y 
democrático restringido.

6. Los Marcos de Asociación y Alianzas País son los acuerdos internacionales, de 
naturaleza administrativa, que establecen el marco institucional estratégico de cooperación y 
diálogo de políticas para el desarrollo sostenible de España con los países socios. El 
documento que los concreta reflejará las prioridades acordadas con el país socio y sus 
instituciones. Estos acuerdos guiarán la cooperación para el desarrollo sostenible bilateral 
que desarrolle el sistema español de cooperación al desarrollo, e incluirán el conjunto de 
flujos públicos y privados de financiación para el desarrollo sostenible.

7. Los Marcos de Asociación y Alianzas País serán elaborados por el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través de la Secretaría de Estado de 
Cooperación Internacional, y se diseñarán y adaptarán teniendo en cuenta el diálogo de 
políticas con las autoridades del país socio, nacionales y locales, en diálogo con la sociedad 
civil y los actores no estatales relevantes en esos países, así como el marco de cooperación 
para el desarrollo sostenible de las Naciones Unidas y la programación conjunta de la Unión 
Europea en esos países, y la actuación de otros actores, en atención a los principios de 
coordinación y complementariedad; contarán con un presupuesto plurianual indicativo y 
adaptarán su marco temporal a las que se adopten en las estrategias de desarrollo 
sostenible del país socio.

La elaboración de dichos Marcos estará abierta a la participación, desde España, de 
todos los actores, incluyendo a la cooperación descentralizada, y servirán de marco de 
trabajo de esta, con el reconocimiento y apoyo institucional necesario.

8. El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través de la 
Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, elaborará, conjuntamente con el 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y con la participación de otros 
departamentos ministeriales, una estrategia específica de política multilateral para el 
desarrollo, en el marco del Plan Director y de la planificación de la acción multilateral del 
Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación.

9. A partir de esa estrategia, podrán acordarse Marcos de Asociación Estratégica 
Multilateral con aquellos organismos internacionales financieros y no financieros 
identificados como prioritarios. Estos Marcos serán elaborados por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través la Secretaría de Estado de Cooperación 
Internacional, en colaboración con otros departamentos ministeriales competentes. Definirán 
las prioridades de cooperación para el desarrollo sostenible de la Administración General del 
Estado, establecerán las áreas de trabajo conjunto, contarán con un presupuesto plurianual 
indicativo y ajustarán su duración a los marcos de planificación estratégica de los 
organismos socios.

10. El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través de la 
Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, podrá establecer estrategias temáticas y 
regionales para la concreción de políticas de desarrollo sostenible en regiones geográficas y 
en ámbitos temáticos horizontales que considere de especial relevancia, con el objeto de 
orientar la política de Cooperación de la Administración General del Estado, en particular en 
los así considerados por el Plan Director.

11. La Secretaría de Estado de Cooperación Internacional elaborará la Comunicación 
Anual que concretará la ejecución de los objetivos establecidos por el Plan Director dentro 
de cada ejercicio presupuestario anual.

12. El Gobierno asegurará la inclusión de los objetivos de la política de cooperación para 
el desarrollo sostenible en las políticas e instrumentos de planificación en otros ámbitos de 
política pública a cargo de la Administración General del Estado, en consonancia con el 
principio de coherencia de políticas para el desarrollo sostenible.

Artículo 7.  Seguimiento.
1. La cooperación española establecerá un sistema de seguimiento de las acciones de la 

Administración General del Estado y entidades dependientes de la misma en el ámbito de la 
cooperación con el fin de asegurar una adecuada gestión del ciclo de las actuaciones y de 
sus resultados. Estas acciones deberán incorporarse al sistema de seguimiento a través de 
sus respectivas entidades gestoras o ejecutoras, delimitándose las responsabilidades 
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concretas por parte de cada agente y los medios previstos para atender dichas 
responsabilidades. Este sistema incluirá información en tiempo real sobre la aprobación y 
ejecución de cada operación y sus desembolsos, así como sus documentos de formulación, 
e informes de seguimiento y evaluación, con independencia de los actores que los realicen.

2. El sistema de seguimiento se integrará en el Plan Director, los Marcos de Asociación y 
Alianzas País y los Marcos de Asociación Estratégica con organismos multilaterales, así 
como en otros documentos de planificación definidos en el artículo 6.

Artículo 8.  Evaluación.
1. La evaluación será acorde a los principios de independencia, imparcialidad, 

credibilidad y utilidad y otros principios y estándares internacionales vigentes, como 
pertinencia, eficacia, eficiencia, sostenibilidad e impacto con carácter participativo y un 
enfoque integral, para valorar de manera independiente el impacto del sistema de la 
cooperación española en su conjunto en cuanto a resultados de desarrollo, y que contribuya 
a la generación de conocimiento para su mejora, en todos los ámbitos, así como a la 
transparencia y rendición de cuentas a nivel nacional, europeo e internacional, abordando 
todas las fases del ciclo de la política de cooperación al desarrollo, desde el diseño de 
resultados hasta sus resultados e impactos. También será objeto del marco de evaluación el 
análisis de interacciones de políticas por impacto global bajo el principio de coherencia de 
políticas para el desarrollo sostenible.

2. La planificación, ejecución y uso de los resultados de la evaluación se realizará 
atendiendo a los principios e instrumentos contenidos en la normativa aplicable a la 
evaluación de políticas públicas en la Administración General del Estado.

3. La evaluación se integrará en el Plan Director y otros instrumentos de la planificación 
de la cooperación española para el desarrollo sostenible, y estará alineada con los sistemas 
de evaluación de políticas públicas en la Administración General del Estado, y de los países 
socios y las instituciones asociadas siempre que sea posible.

4. El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través de la 
Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, será la responsable de la evaluación de 
la política de cooperación para el desarrollo sostenible de la Administración General del 
Estado y organismos dependientes en su conjunto, y de los programas y proyectos 
financiados con fondos de la Administración General del Estado. Dicha Secretaría de Estado 
pondrá a disposición del resto de agentes y de la ciudadanía la información relativa a dicha 
evaluación, cuyos principales elementos y conclusiones, incluyendo la respuesta de la 
administración, serán públicos y accesibles, y se incluirán en el Informe Anual de Evaluación 
que se presente a las Comisiones de Cooperación Internacional para el Desarrollo del 
Congreso de los Diputados y del Senado.

5. Se establecerá la Oficina de Evaluación de la cooperación española (en adelante, 
OECE) como unidad adscrita a la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional quien 
pondrá a su disposición medios personales, técnicos y presupuestarios para el cumplimiento 
de su función. Esta oficina definirá y llevará a cabo el plan de evaluación de la cooperación 
española desarrollada por la Administración General del Estado y organismos dependientes 
conforme a lo dispuesto en este artículo y en coherencia con el Plan de Evaluaciones 
Estratégicas cuatrienal del Gobierno y el Plan bienal de Evaluación del Departamento, y 
definirá la metodología de la evaluación en coordinación con la Agencia Estatal de 
Evaluación de Políticas Públicas. La OECE gestionará las evaluaciones estratégicas, 
coordinará a los actores del sistema de evaluación de la cooperación española en el ámbito 
de la Administración General del Estado, impulsará mecanismos de coordinación con el 
resto de actores y representará a dicho sistema en foros internacionales. El gobierno 
regulará a través de normativa específica el régimen administrativo de la OECE para 
asegurar su independencia para el cumplimiento de las funciones previstas en esta ley.

6. Las comunidades autónomas y resto de actores de la cooperación descentralizada 
tienen sus propios sistemas de evaluación de sus políticas de cooperación, por lo que no 
estarán sujetas a la evaluación regulada en este artículo.
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Artículo 9.  Gestión de conocimiento e innovación.
1. El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través de la 

Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, establecerá y pondrá a disposición de 
todos los actores un sistema de gestión de conocimiento e innovación, en tanto que 
elemento indispensable para incorporar los aprendizajes del ciclo de planificación, 
seguimiento y evaluación de esta materia, que contribuya a generar, organizar, consolidar, 
difundir e incorporar el conocimiento y la innovación sobre su práctica y resultados.

2. Asimismo, se contribuirá al estudio, al análisis, a la elaboración de propuestas y a la 
difusión en materia de diseño, fundamentación, innovación y eficacia de las políticas de 
desarrollo sostenible, en colaboración con universidades y otros actores, mediante el 
fomento de trabajos de investigación y análisis, la organización de actividades, la creación 
de redes, y otros instrumentos que contribuyan al avance y la generación de conocimiento 
en este ámbito. Y se contribuirá a la difusión e intercambio de conocimiento y experiencias 
de proyectos piloto, buenas prácticas, así como proyectos innovadores, que se podrán poner 
a disposición no sólo de los actores de la cooperación española, sino también de otros 
órganos o agentes interesados.

Sección 2.ª Instrumentos y modalidades

Artículo 10.  Instrumentos y modalidades.
1. La cooperación española combinará la utilización de diferentes instrumentos y 

modalidades para responder los compromisos de España con la Agenda de Financiación 
para el Desarrollo, y en concreto, a la realidad y al diálogo de políticas con el país socio y a 
los partenariados y alianzas con múltiples actores, con el objetivo de lograr el mayor impacto 
y efectividad en el desarrollo sostenible. El uso de distintos instrumentos buscará, cuando 
sea posible, el apalancamiento de recursos adicionales, públicos y privados, con el objetivo 
de mejorar el apoyo técnico y de conocimiento y la financiación para el desarrollo de los 
países socios.

2. La cooperación española utilizará, entre otros, los siguientes instrumentos o 
modalidades:

a) Ayuda programática a los países socios: se refiere al apoyo al país socio bien 
mediante apoyos presupuestarios generales y sectoriales; bien mediante la participación en 
fondos comunes, o bien mediante programas y proyectos integrados que apoyan los 
programas y proyectos del país socio utilizando los sistemas nacionales de gestión sujeto a 
estándares internacionales de transparencia y rendición de cuentas y en un marco de 
coordinación y complementariedad con otros socios.

b) Proyectos y programas: a efectos de esta ley, los proyectos se definen como 
actividades que tienen un objetivo definido, una zona geográfica delimitada, con unos 
recursos y plazos de ejecución predeterminados y para un grupo determinado de 
destinatarios finales, con el fin de solucionar problemas específicos o mejorar una situación 
concreta. Utilizarán preferentemente los sistemas y procedimientos del país socio o, en su 
caso, los procedimientos y estándares internacionalmente reconocidos de organismos 
multilaterales, y en su diseño se fijarán los resultados específicos a alcanzar para la 
consecución de los objetivos establecidos.

Los programas son un conjunto integral de acciones y actividades diseñadas para 
alcanzar determinados resultados de desarrollo en un marco temporal determinado. Estos 
podrán enmarcarse en un ámbito regional o temático determinados o estar dirigidos a 
colectivos específicos.

c) Cooperación técnica: a efectos de esta ley, se define como el conjunto de actividades 
dirigidas bien al fortalecimiento de capacidades institucionales y de recursos humanos del 
país socio y de los actores de desarrollo, públicos, privados y de iniciativa social, bien al 
apoyo de la gestión integral del ciclo de proyectos y programas de cooperación y otras 
operaciones de cooperación financiera reembolsable. Podrá incluir actividades de formación 
y capacitación técnica, becas de estudio, acompañamiento y transferencia de conocimiento y 
tecnología, entre otras modalidades. Se planteará como cooperación técnica pública cuando 
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se involucren instituciones públicas y su personal y se oriente de manera específica a 
establecer alianzas con las Administraciones públicas de los países socios.

A tal efecto, se promoverá la participación de las Administraciones públicas y de su 
personal en España y en la Unión Europea en alianzas más amplias para la cooperación 
para el desarrollo sostenible.

d) Cooperación multilateral: se refiere a los fondos ejecutados a través de organismos 
internacionales, que incluyen:

1.º Contribuciones obligatorias, que deberán ser establecidas mediante los tratados 
internacionales y acuerdos de España con el organismo correspondiente.

2.º Contribuciones voluntarias a recursos regulares o programas temáticos, que puedan 
ir destinadas a apoyar la ejecución de las estrategias de los organismos y, por tanto, la 
consecución de sus objetivos.

3.º Contribuciones reembolsables y no reembolsables a fondos globales y a fondos 
fiduciarios específicos, u otros mecanismos.

4.º Contribuciones voluntarias asignadas a un objetivo, país o región específica 
coincidente con las prioridades del Plan Director.

Las contribuciones a los organismos multilaterales se realizarán de acuerdo con las 
prioridades establecidas por el Plan Director y la estrategia multilateral de cooperación para 
el desarrollo, y serán desembolsadas por los ministerios que corresponda, en coordinación 
con el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través de la 
Secretaría de Estado de Cooperación Internacional.

e) Cooperación financiera para el desarrollo sostenible: perseguirá el desarrollo humano 
y económico de los países socios, en el marco de las metas globales de desarrollo 
sostenible, por medio de inversiones o transferencias de recursos económicos de naturaleza 
reembolsable y no reembolsable, siendo su objeto responder a los retos de financiación 
global del desarrollo conforme se refleja en el artículo 14. Este instrumento podrá tener 
diferentes modalidades como préstamos, créditos, líneas de crédito, operaciones de capital, 
operaciones de garantía u operaciones mixtas, así como donaciones para cooperación 
técnica diálogo de políticas, bonificación de intereses y contribuciones a fondos fiduciarios de 
organismos internacionales en el marco de la cooperación multilateral.

f) Participación en los instrumentos de la Unión Europea, incluida la cooperación 
delegada: además de ser parte en el diseño y planificación de la política de cooperación de 
la Unión Europea, la participación en la ejecución de esta política constituye un instrumento 
integral de la política española de cooperación para el desarrollo sostenible. La cooperación 
delegada supone la encomienda por parte de la Unión Europea a una entidad pública 
española de la responsabilidad de la ejecución presupuestaria y el diálogo con las entidades 
beneficiarias, asumiendo un papel comparable al de la Comisión Europea en la 
implementación de dichos programas y proyectos.

g) Alivio de deuda: incluirá cualquier acción acordada con los países socios que mejore 
los términos de devolución de los créditos, mediante su cancelación, reestructuración, o a 
través de acuerdos de canje que permitan reasignar los pagos para la devolución de los 
créditos a la financiación de los objetivos globales de desarrollo sostenible.

Estas acciones tendrán presentes la especificidad de los instrumentos desarrollados al 
amparo de las políticas de apoyo de la internacionalización española, entre otros, los 
relacionados con la financiación reembolsable, el apoyo a la inversión internacional, el 
seguro de crédito a la exportación por cuenta del Estado, y la restructuración de la deuda 
comercial.

Estas medidas serán adoptadas conforme a lo establecido por la normativa reguladora 
de la gestión de la deuda externa.

h) Cooperación triangular: la cooperación española también apoyará acciones de 
cooperación de un país socio con otro país en desarrollo o varios de ellos, aportando 
recursos técnicos, financieros, materiales y de otra índole, asumiendo los principios de 
horizontalidad, beneficio mutuo y mutua responsabilidad, aprendizaje mutuo y gestión del 
conocimiento, gestión compartida orientada a resultados de desarrollo, eficacia y eficiencia 
propios de esta modalidad de cooperación.
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i) Alianzas estratégicas de múltiples actores: con el fin de desarrollar de manera eficaz y 
flexible los objetivos de la política de cooperación y la asociación entre varios actores o 
entidades, y de diferentes niveles de gobierno, en particular en lo referido a la provisión de 
bienes públicos globales y regionales, podrán establecerse alianzas estratégicas entre el 
Gobierno de España y una o varias entidades públicas o privadas. Estas podrán hacer uso 
de uno o varios de los instrumentos descritos en los apartados anteriores, compartir 
conocimiento, capacidades técnicas y recursos financieros y no financieros y podrán incluir 
el apoyo a los recursos regulares de una o varias entidades para el ejercicio de sus 
funciones, mediante convenio específico.

j) Generación y transferencia de conocimiento: la cooperación española llevará a cabo y 
apoyará acciones de formación e investigación, desarrollo e innovación para el desarrollo 
sostenible global, de manera directa y en colaboración con centros de investigación y 
universidades, fomentando la aproximación multidisciplinar de los estudios del desarrollo. 
Estas actividades incluirán becas de estudios y movilidad académica para estudiantes y 
personal investigador, y prestarán atención tanto a la investigación básica como a la 
aplicada, y a las actividades de transferencia, para promover el aprendizaje a partir de la 
práctica, y alentar la innovación en todos los actores del sistema.

k) Cooperación cultural: comprende las actividades de promoción y difusión de las 
expresiones culturales, en toda su diversidad; de generación de bienes y servicios culturales 
y de ampliación del acceso a los mismos para toda la población; de conservación y puesta 
en valor del patrimonio cultural, material e inmaterial; y de intercambio cultural, entre España 
y los países socios, así como el fomento de la dimensión cultural del desarrollo, tanto por su 
valor intrínseco, como su papel como actividad de generación de riqueza y cohesión social y 
territorial, y elemento transversal de la cooperación para el desarrollo sostenible.

l) Cooperación bilateral: cuando las actividades de cooperación al desarrollo son 
realizadas por las Administraciones públicas españolas con el país receptor, bien a través de 
los gobiernos socios y otros actores públicos o privados locales (bilateral directa) o a través 
de organismos internacionales (multibilateral).

Sección 3.ª Acciones públicas complementarias de la cooperación para el 
desarrollo sostenible

Artículo 11.  Educación para el desarrollo sostenible y la ciudadanía global.
1. La Educación para el desarrollo sostenible y la ciudadanía global comprende las 

acciones de educación, sensibilización y comunicación a través de los medios de 
comunicación y la educación formal, desde la etapa infantil hasta la universitaria, en la no 
formal y en la informal, de acuerdo con la legislación aplicable en la materia. Su objetivo es 
promover en la sociedad española la información, el conocimiento crítico y la comprensión 
de las dimensiones globales del desarrollo sostenible y la solidaridad de acuerdo con los 
principios contemplados en esta ley. Se potenciará el rol clave que juega la cooperación 
descentralizada en su promoción, en el marco de sus competencias y desarrollo autonómico, 
respetando sus propias normativas creadas a tal fin. De igual manera promoverá el 
compromiso transformador, la participación social y el voluntariado para el desarrollo 
sostenible global a través de las organizaciones sociales y las ONGD.

2. En el marco de sus respectivas competencias, los poderes públicos trabajarán en 
favor de la inclusión de la educación para el desarrollo sostenible y la ciudadanía global con 
formación basada principalmente en competencias, en los planes y programas educativos en 
la educación obligatoria, en la universitaria, en la formación profesional y en la formación del 
profesorado, y se apoyará el desarrollo de actividades de sensibilización y educación 
dirigidas a la ciudadanía a través de los medios de comunicación y otros actores, en 
particular los contemplados en el artículo 38 de esta ley.

3. La investigación para el desarrollo sostenible y la ciudadanía global es la disciplina de 
la investigación académica y aplicada que versa sobre el análisis, monitoreo, evaluación de 
políticas de desarrollo sostenible y la formulación de propuestas para las mejoras de dichas 
políticas y su adaptación a las nuevas tendencias de desarrollo en un mundo cambiante. Se 
promoverá la dedicación a esta disciplina, en colaboración con los agentes de la cooperación 
española, con las universidades públicas y privadas con sede en España y con todos los 
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agentes del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, para avanzar en la 
mejora continua de los procesos de formulación, implementación y seguimiento de las 
políticas de desarrollo sostenible de la cooperación española.

4. La planificación indicativa plurianual a la que se refiere el artículo 1.6 contenida en los 
Planes Directores, incluirá objetivos presupuestarios mínimos sobre el total de la Ayuda 
Oficial al Desarrollo relativos a las actividades de educación para el desarrollo sostenible y la 
ciudadanía global en el marco de los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 12.  Fomento de la participación, la justicia global y la solidaridad.
Las Administraciones públicas, dentro del ámbito de sus respectivas competencias y con 

cargo a sus presupuestos, promoverán por sí mismas o en el marco de partenariados y 
alianzas con otros actores, el fomento del voluntariado y la participación de la sociedad 
española en las iniciativas a favor de la solidaridad y la justicia global, en apoyo de la acción 
humanitaria y la cooperación para el desarrollo sostenible global y las iniciativas de comercio 
justo, a través de las actividades educativas previstas en el artículo 11, de campañas de 
información y divulgación, programas formativos y demás medios que se estimen apropiados 
para tal fin.

Conforme a la legislación sobre Voluntariado, dichas campañas podrán realizarse tanto 
en España como en países o territorios receptores de cooperación al desarrollo o en 
cualquier país donde existan necesidades humanitarias, sin perjuicio de las actividades 
realizadas en este ámbito por el personal cooperante.

Sección 4.ª La acción humanitaria

Artículo 13.  La acción humanitaria.
1. La acción humanitaria es el conjunto de acciones orientadas a proteger y salvar vidas, 

prevenir y aliviar el sufrimiento humano, atender las necesidades básicas e inmediatas, y 
proteger los derechos y la dignidad de las personas afectadas por crisis de origen físico-
natural o climático o provocadas por la acción humana, sean momentáneas o prolongadas 
en el tiempo, y de aquellas que padecen las consecuencias de la violencia generalizada y los 
conflictos armados, incluyendo los desplazamientos forzados de población, con un enfoque 
de reducción de la vulnerabilidad y fortalecimiento de capacidades. Incluye acciones de 
prevención y preparación ante desastres, respuesta a emergencias, atención a crisis 
complejas, crónicas y recurrentes, la recuperación temprana y la protección de las personas 
en situación de especial vulnerabilidad, así como la acción exterior del Estado orientada a 
fortalecer las normas y la acción humanitaria internacional.

2. Sin perjuicio de sus objetivos de prevención, asistencia y protección, siempre que sea 
pertinente y las circunstancias lo permitan, las acciones de acción humanitaria se diseñarán 
e implementarán con un enfoque integrado entre las prioridades humanitarias, el desarrollo 
sostenible y la construcción de la paz.

3. La acción humanitaria española se rige por el Derecho Internacional Humanitario y 
otras normas aplicables y por los principios de humanidad, imparcialidad, neutralidad e 
independencia, otorgando prioridad en la asistencia a quienes más lo necesitan, de manera 
no discriminatoria, así como por las normas internacionales sobre refugio, desplazamiento 
forzoso y derechos humanos. Desde el compromiso con el multilateralismo, la acción 
humanitaria española se guiará por los marcos estratégicos adoptados en el seno de las 
Naciones Unidas y de la Unión Europea.

Contribuirá a las metas internacionales de calidad, eficacia y rendición de cuentas de la 
acción humanitaria. Tendrá a su vez presente la dimensión de género de las crisis 
humanitarias y las especiales necesidades de asistencia y protección de las mujeres, las 
adolescentes y las niñas, como las que supone la violencia sexual en situaciones de conflicto 
armado, y las que planteen otros colectivos vulnerables, especialmente la infancia y la 
adolescencia y las personas con discapacidad, desde una perspectiva interseccional, así 
como su autonomía y capacidad de respuesta para la recuperación de sus medios de vida y 
su papel en la sociedad.
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En este sentido, se promoverán acciones para garantizar la atención de la salud sexual y 
reproductiva a las mujeres y las niñas en contextos de emergencia y crisis humanitaria, en 
coordinación con las organizaciones locales reforzando sus capacidades y su protagonismo.

4. El Plan Director y otros instrumentos de planificación asegurarán la autonomía de esta 
modalidad de ayuda en su programación y ejecución respecto de las prioridades geográficas 
y temáticas que rigen para los otros instrumentos y modalidades de cooperación, a fin de 
que puedan responder de manera coherente a los principios humanitarios.

España, en cumplimiento de sus compromisos internacionales, destinará al menos el 
10 % de los recursos de la AOD a la acción humanitaria. A efectos de contabilización del 
cumplimiento del límite anterior, en su cálculo se tomarán en consideración, además de los 
recursos habilitados a tal concepto en los Presupuestos Generales del Estado, las 
aportaciones realizadas a tal fin por el resto de las Administraciones públicas.

5. La acción humanitaria puede ser llevada a cabo por las Administraciones públicas 
directamente o bien a través de organizaciones humanitarias imparciales, otras 
organizaciones no gubernamentales, y organizaciones internacionales, en particular del 
sistema de Naciones Unidas y del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y la Media Luna 
Roja. También podrá ser llevada a cabo por empresas privadas contratadas al efecto por 
dichos actores.

España propiciará y apoyará la búsqueda de respuestas internacionales coordinadas a 
las situaciones de emergencia y crisis humanitarias, particularmente en relación con las 
instancias especializadas de la Unión Europea y Naciones Unidas.

El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación coordinará, en 
nombre del Gobierno, la acción humanitaria de la cooperación española.

La Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (en adelante, 
AECID) establecerá respecto de la Administración General del Estado y entidades 
dependientes de la misma, los lineamientos de política, los mecanismos de programación, 
gestión, seguimiento y coordinación, los procedimientos operacionales y de seguridad en los 
países y territorios en los que se actúe, así como las capacidades necesarias para asegurar 
una respuesta ágil y eficaz abierta a la participación de otros ministerios y entidades de la 
Administración General del Estado, así como a las ONGD, las empresas, las fundaciones 
corporativas y la comunidad científica.

La AECID impulsará igualmente la necesaria colaboración con las comunidades 
autónomas y entidades locales en esta materia, con el objetivo de garantizar la adecuada 
coordinación entre todos los actores.

Sección 5.ª La cooperación financiera para el desarrollo sostenible

Artículo 14.  Objeto.
El objeto de la cooperación financiera para el desarrollo sostenible es responder a los 

retos de la financiación global del desarrollo conforme a los acuerdos y metas establecidos 
en Naciones Unidas, en otros marcos multilaterales y en la Unión Europea.

Artículo 15.  Principios rectores y objetivos.
1. La cooperación financiera para el desarrollo sostenible se guiará por los mismos 

objetivos y principios enunciados en el capítulo I de esta ley y por el principio de coherencia 
de políticas para el desarrollo sostenible, así como por los objetivos y prioridades 
establecidos en los instrumentos de planificación de la cooperación española, en particular el 
Plan Director. Las operaciones de cooperación financiera deberán tener como objetivo 
preeminente su impacto positivo en el desarrollo sostenible en el país destinatario. Dichos 
principios serán aplicables a las operaciones que combinen distintos recursos financieros 
(blending).

2. La cooperación financiera integrará las prioridades nacionales de desarrollo sostenible 
del país receptor, contribuirá a la articulación de alianzas multiactor con la participación del 
sector privado como agente de desarrollo, y será sostenible financieramente y coherente con 
las políticas de gestión de la deuda externa. En este último como en otros ámbitos, será 
consistente con el marco normativo de la Unión Europea e internacional vigente en materia 
de gestión de deuda y finanzas sostenibles.
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3. Las operaciones de cooperación financiera al desarrollo tendrán en cuenta los 
principios de corresponsabilidad, complementariedad con otros instrumentos y fuentes de 
financiación, tanto nacionales, como internacionales, y sostenibilidad, en sus tres 
dimensiones, social, económica y medioambiental, con un enfoque integrado. Tanto para las 
operaciones realizadas por la cooperación española, como para la financiación combinada 
con otras entidades financieras, se establecerán las salvaguardas necesarias para el 
cumplimiento de las exigencias de debida diligencia en materia de derechos humanos, 
derechos laborales, derechos de la infancia y trabajo infantil, y medio ambiente y 
transparencia que se establezcan de acuerdo con las normas españolas, de la Unión 
Europea e internacionales en estas materias.

4. La cooperación financiera al desarrollo sostenible se regirá por el principio de 
adicionalidad, actuando como complemento de los recursos disponibles del país socio y, en 
el caso de operaciones con el sector privado, se guiará también por los principios de no 
distorsión de mercados y de alineación de objetivos con la cooperación española. Asimismo, 
las decisiones relativas a la financiación de operaciones y la gestión de la cooperación 
financiera respetarán los principios de transparencia y rendición de cuentas.

5. En el marco de la política española de cooperación para el desarrollo sostenible, 
corresponde al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través de 
la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, la dirección de la cooperación 
financiera para el desarrollo sostenible, y se asegurará la participación de los ministerios y 
organismos que reglamentariamente se determine en su gestión, siempre de acuerdo con 
los principios generales de las relaciones interadministrativas recogidos en el artículo 140 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Artículo 16.  El Fondo Español de Desarrollo Sostenible (FEDES, F.C.P.J.).
1. Se crea el fondo carente de personalidad jurídica propia: Fondo Español de Desarrollo 

Sostenible (en adelante, FEDES, F.C.P.J.), como instrumento de la cooperación financiera 
para el desarrollo sostenible.

2. El FEDES, F.C.P.J. servirá a los objetivos de esta ley y de la cooperación financiera, 
enunciados en los artículos 4 y 15.

3. El FEDES, F.C.P.J. quedará adscrito a la Administración General del Estado, a través 
de la AECID.

Artículo 17.  Modalidades de Financiación.
1. Podrán financiarse con cargo al FEDES, F.C.P.J. las operaciones, programas y 

proyectos, tanto en el sector privado como en el sector público, que contribuyan a la 
promoción del desarrollo sostenible en los países y regiones destinatarios, conforme se 
establecen en el artículo 18, así como las acciones de diálogo de políticas y de cooperación 
técnica, de carácter no reembolsable, que requieran estas operaciones, programas y 
proyectos. Estas operaciones no estarán ligadas a la compra de bienes y servicios y a la 
contratación de obras con empresas españolas.

Asimismo, con cargo al FEDES, F.C.P.J., y en apoyo a su gestión, se podrán financiar 
acciones de asistencia técnica y consultoría destinadas a la elaboración de estudios de 
viabilidad, factibilidad y prefactibilidad, estudios de preparación de estrategias, programas, 
formulación y diseños de proyectos de interés especial para la cooperación española, así 
como al análisis de riesgos, al seguimiento de la ejecución de las operaciones, programas y 
proyectos financiados y sus correspondientes evaluaciones ex ante y ex post.

2. El apoyo financiero reembolsable del FEDES, F.C.P.J. adoptará principalmente la 
forma de préstamos, créditos y líneas de crédito, incluidos préstamos o créditos de ayuda 
programática, programas por resultados, así como contribuciones reembolsables, 
adquisiciones temporales de acciones o participaciones directas de capital o cuasi capital, 
entre otros. En los casos en que el FEDES, F.C.P.J. realice participaciones en capital y ello le 
otorgue el derecho a nominar representantes en los órganos de gobierno de la entidad 
participada, se proveerán los medios necesarios para desempeñar de forma efectiva dicha 
participación. Con cargo al FEDES, F.C.P.J., también podrán constituirse fondos destinados 
a contra garantizar o a facilitar la emisión de garantías y avales en los términos que se 
determinen reglamentariamente.
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3. El apoyo financiero no reembolsable del FEDES, F.C.P.J. adoptará principalmente la 
forma de donaciones y contribuciones no reembolsables en los términos que se determinen 
reglamentariamente.

4. Las condiciones aplicables a la financiación del FEDES, F.C.P.J., conforme a los 
apartados 1 y 2 de este artículo, se determinarán reglamentariamente.

5. Dado el objeto del Fondo, la financiación del FEDES, F.C.P.J. se otorgará en términos 
concesionales, contribuyendo, cuando proceda, al cómputo de la AOD, y responderá 
también, en su caso, a la métrica del Apoyo Oficial Total al Desarrollo Sostenible (en lo 
sucesivo, AOTDS) de la OCDE.

Artículo 18.  Países destinatarios.
1. El FEDES, F.C.P.J. podrá financiar operaciones, tanto de carácter público como 

privado, que contribuyan al desarrollo de los países menos adelantados, los países de renta 
baja o de renta media-baja y media conforme a la clasificación del Comité de Ayuda al 
Desarrollo de la OCDE, teniendo una consideración especial aquellos países que estén 
próximos a su graduación, así como aquellos ya graduados que por sus características de 
desarrollo en transición hayan sido contemplados en los documentos de planificación de la 
cooperación española.

Los países que hubieran alcanzado el punto de culminación en el marco de la Iniciativa 
de alivio de la deuda para los Países Pobres Muy Endeudados, podrán excepcionalmente 
ser beneficiarios de préstamos, créditos o líneas de crédito, cuando así lo autorice 
expresamente el Consejo de Ministros a propuesta del titular del Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación, y previo análisis de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos (CDGAE).

2. Podrán ser beneficiarios del FEDES, F.C.P.J., Estados, Administraciones públicas 
regionales, provinciales y locales y entes del sector público de los países susceptibles de 
recibir la financiación del mismo, y organismos internacionales, conforme al apartado 1, así 
como las entidades de Derecho privado en los términos que se determinen 
reglamentariamente.

3. Las operaciones crediticias deberán asegurarse aportando garantía soberana, si bien 
podrán admitirse otras garantías en operaciones de crédito o préstamo, en los términos y 
condiciones que se fijen reglamentariamente.

Artículo 19.  Comité Ejecutivo y gestión.
1. El estudio y valoración de todas las propuestas de financiación con cargo al FEDES, 

F.C.P.J. corresponderá a un Comité Ejecutivo adscrito al Ministerio de Asuntos Exteriores, 
Unión Europea y Cooperación presidido por la persona que ocupe la Secretaría de Estado 
de Cooperación Internacional. Su constitución, composición y funciones se fijarán 
reglamentariamente.

2. Reglamentariamente se establecerán los términos y condiciones de aprobación de las 
propuestas de financiación con cargo al FEDES, F.C.P.J., incluyendo las circunstancias que 
exigirán, en su caso, su elevación al Consejo de Ministros.

3. La gestión del FEDES, F.C.P.J. corresponde a la AECID, en los términos que se 
desarrollen reglamentariamente para la adecuada gestión del ciclo de proyecto y utilización 
de sus recursos. Dicho desarrollo reglamentario podrá definir la participación de otras 
entidades en la gestión del FEDES, F.C.P.J. en apoyo de la AECID.

Artículo 20.  Control parlamentario.
1. El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través de la 

Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, remitirá una Memoria anual a las Cortes 
Generales, a través de su Oficina Presupuestaria, sobre las operaciones financiadas con 
cargo al FEDES, F.C.P.J., de sus objetivos, países de destino, sectores de intervención y 
beneficiarios de la financiación, condiciones financieras y evaluaciones, así como 
información sobre el desarrollo de las operaciones en curso a lo largo del período 
contemplado. Se indicará asimismo en qué medida se contribuye al cómputo de la AOD y 
supone otras contribuciones cubiertas por la métrica AOTDS. La Secretaría de Estado de 
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Cooperación Internacional pondrá dicha documentación a disposición de los grupos 
parlamentarios en el Congreso y en el Senado. Al mismo tiempo, hará extensivo este 
informe al Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible, que lo podrá 
trasladar a su vez a otras instituciones sociales afectadas.

2. Con periodicidad anual, la persona titular del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación comparecerá ante las Comisiones de Cooperación para el 
Desarrollo del Congreso de los Diputados y del Senado para presentar dicha Memoria, dar 
cuenta de la ejecución anual del FEDES, F.C.P.J., y hacer balance sobre las actuaciones del 
Fondo y su adecuación a su objeto, principios y objetivos. Por su parte, el Congreso de los 
Diputados y el Senado emitirán un dictamen que incluya las recomendaciones de los 
distintos grupos parlamentarios. Dicha Memoria anual, junto a los dictámenes 
correspondientes, serán publicados en la página web del Ministerio de Asuntos Exteriores, 
Unión Europea y Cooperación.

Artículo 21.  Régimen presupuestario, económico-financiero, contable y de control.
1. Por tratarse de un fondo sin personalidad jurídica, de los previstos en el artículo 2.2 

letra f) de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, el régimen 
presupuestario, económico-financiero, contable y de control del FEDES, F.C.P.J. se regirá de 
acuerdo con lo establecido en dicha ley.

2. El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, a través de la 
Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, será el encargado de la rendición de 
cuentas del FEDES, F.C.P.J.

Artículo 22.  Recursos del FEDES, F.C.P.J.
1. Para la cobertura anual de las necesidades financieras del FEDES, F.C.P.J., la Ley de 

Presupuestos Generales del Estado consignará la correspondiente dotación presupuestaria 
para el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación. A dicha dotación 
habrán de sumarse los recursos procedentes de las operaciones que conforman la cartera 
del FONPRODE, como instrumento financiero anterior al FEDES, F.C.P.J., así como los 
derivados de la propia actividad del FEDES, F.C.P.J., y aquellos otros flujos económicos 
procedentes de las comisiones e intereses devengados y cobrados por la realización de 
dichos activos financieros.

2. La Ley de Presupuestos Generales del Estado establecerá, asimismo, la capacidad 
máxima de compromisos anuales con cargo al FEDES, F.C.P.J. La Secretaría de Estado de 
Cooperación Internacional acompañará las propuestas de financiación con cargo al FEDES, 
F.C.P.J. de un informe sobre su impacto en el déficit público en los términos que se 
determinen reglamentariamente.

CAPÍTULO III
Órganos competentes en la formulación de la política española de cooperación 

para el desarrollo sostenible

Sección 1.ª Las Cortes Generales

Artículo 23.  El Congreso de los Diputados y el Senado.
1. Las Cortes Generales establecerán, en la forma y modo que se determine y a 

propuesta e iniciativa del Gobierno, las líneas generales y directrices básicas de la política 
española de cooperación para el desarrollo sostenible. A tal efecto, el Gobierno remitirá a las 
Cortes Generales, con anterioridad a su aprobación, la propuesta del Plan Director al que se 
refiere el artículo 6 para su debate y dictamen, de acuerdo con lo dispuesto en los 
Reglamentos de las Cámaras.

2. Las Cortes Generales conocerán anualmente, en la forma y modo que se determine y 
a propuesta e iniciativa del Gobierno, la política española de cooperación para el desarrollo 
sostenible, y la debatirán de acuerdo con lo dispuesto en los Reglamentos de las Cámaras.
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3. Las Comisiones Parlamentarias de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
Sostenible constituidas en el Congreso de los Diputados y en el Senado, de conformidad con 
lo dispuesto en los Reglamentos de las Cámaras, serán informadas por el Gobierno del nivel 
de ejecución y grado de cumplimiento de los programas, proyectos y acciones comprendidos 
en el Plan Director, y recibirán cuenta de la evaluación de la cooperación, así como de los 
resultados del ejercicio precedente.

Sección 2.ª El Gobierno

Artículo 24.  El Gobierno.
El Gobierno define y dirige la política española de cooperación para el desarrollo 

sostenible. A propuesta de la persona titular del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación, el Gobierno aprueba el Plan Director.

Artículo 25.  El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación.
1. El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, en el marco de la 

superior dirección del Gobierno y de la persona titular de la Presidencia del Gobierno, es 
responsable de la planificación, dirección, ejecución y evaluación de la política de 
cooperación para el desarrollo sostenible desarrollada por la Administración General del 
Estado y entidades públicas dependientes y de la coordinación de todas las actuaciones de 
los demás departamentos ministeriales. Fomentará también el trabajo conjunto y 
colaborativo con el resto de Administraciones públicas que, en el ámbito de sus 
competencias, realicen actuaciones en esta materia con observancia de los principios de 
lealtad institucional y colaboración entre administraciones.

2. La Secretaría de Estado de Cooperación Internacional es el órgano superior del 
Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación directamente responsable 
de la planificación y la ejecución de la acción del Gobierno en el ámbito de la política de 
cooperación para el desarrollo sostenible, y ejerce la dirección política de la cooperación 
para el desarrollo sostenible de la Administración General del Estado y organismos 
dependientes.

Asiste a la persona titular del Departamento en la planificación, dirección, ejecución y 
evaluación de la política de cooperación para el desarrollo sostenible y, de acuerdo con la 
dirección de esta última, coordina la política de cooperación para el desarrollo sostenible y 
administra los recursos de cooperación para el desarrollo sostenible gestionados por el 
Departamento.

Asimismo, asegura la participación española en las organizaciones internacionales de 
cooperación al desarrollo, define la posición de España en la formulación de la política de 
cooperación para el desarrollo sostenible de la Unión Europea, y asegura la presencia 
institucional y la participación en los órganos de dirección de fondos y entidades de 
cooperación para el desarrollo sostenible de acuerdo con sus estatutos.

Su titular ostenta, además, la presidencia de la AECID.

Artículo 26.  Otros departamentos ministeriales y organismos de la Administración General 
del Estado.

Los otros departamentos ministeriales y organismos públicos y entidades de Derecho 
público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado que realicen, en 
el ámbito de sus competencias, programas, proyectos y acciones en materia de cooperación 
para el desarrollo sostenible actuarán con observancia de los principios de la Alianza Global 
para la Cooperación Eficaz al Desarrollo, de coherencia de políticas para el desarrollo 
sostenible, y de unidad de acción del Estado en el exterior.

En virtud de ello, sus actividades deberán responder a las líneas de actuación marcadas 
por el Plan Director, en cuya elaboración participan a través del Consejo Superior de 
Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global, de la Comisión 
Interministerial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global, y los 
demás instrumentos de planificación, seguimiento y evaluación tanto en España como en los 
países socios, y en los organismos multilaterales.
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Sección 3.ª Órganos de coordinación y consulta

Artículo 27.  Órganos de coordinación y consulta.
Los órganos de coordinación y consulta de la cooperación española para el desarrollo 

sostenible son:
a) El Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad 

Global.
b) La Comisión Interministerial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 

Solidaridad Global.
c) La Conferencia Sectorial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad 

Global.
Su composición, organización y funciones se establecerán por las correspondientes 

normas de desarrollo reglamentario.

Artículo 28.  El Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global.

1. El Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad 
Global es el órgano del Gobierno para la coordinación general de todas las entidades del 
sistema español de cooperación al desarrollo dentro de la Administración General del Estado 
que ejecutan programas, proyectos y acciones de cooperación para el desarrollo sostenible, 
y vela por la aplicación de los principios contenidos en esta ley por la actuación con enfoque 
de conjunto del Gobierno.

Asimismo, el Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global asegura la participación, deliberación y consulta con otros actores del 
sistema de la cooperación española. En el Consejo Superior participarán los agentes 
sociales, las organizaciones no gubernamentales de desarrollo y de derechos humanos, una 
representación de la cooperación descentralizada, que, en el caso de la local serán 
representantes de los fondos de solidaridad o de redes de entes locales que ejecutan AOD, 
las universidades, y otras instituciones y organismos de carácter privado y de la sociedad 
civil, el sector público empresarial y de la economía social, así como personas expertas 
independientes.

2. El Consejo superior estará presidido por la persona titular del Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación. Buscará una representación equilibrada de 
actores y administración con el fin de reflejar el carácter plural y participativo del organismo y 
su eficacia. Su composición y estructura serán definidas reglamentariamente. Contará con 
seis vicepresidencias:

a) La vicepresidencia primera corresponderá a la persona titular de la Secretaría de 
Estado de Cooperación Internacional.

b) La vicepresidencia segunda, a la persona titular de la Secretaría General del Tesoro.
c) La vicepresidencia tercera, a la persona que ostente la dirección de la AECID.
d) La vicepresidencia cuarta, a la persona que presida la Coordinadora de ONG para el 

desarrollo Sostenible.
e) La vicepresidencia quinta, a la persona titular de la Secretaría de Estado de Agenda 

2030.
f) La vicepresidencia sexta, a la persona designada por los actores sociales de manera 

rotativa.
3. El Consejo Superior tiene las siguientes funciones:
a) Establecer directrices y fijar criterios que faciliten la coordinación, la coherencia y la 

complementariedad de las actividades que realicen en materia de cooperación para el 
desarrollo sostenible los departamentos ministeriales y organismos públicos y entidades de 
Derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, tanto 
en España como en los países socios, en la Unión Europea y en los organismos 
multilaterales, a través de las acciones realizadas conjuntamente con estos, y en las 
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posiciones adoptadas por la representación española en sus órganos de gobierno, en 
particular en los bancos multilaterales de desarrollo a los que España aporta capital.

b) Informar y someter a la aprobación del Gobierno, a través de la persona titular del 
Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la propuesta de Plan 
Director; conocer e informar los Marcos de Asociación y Alianzas País para el desarrollo 
sostenible, los Marcos de Asociación Estratégica Multilateral y las Estrategias temáticas para 
el desarrollo sostenible, y, emitir recomendaciones para la mejora para todos ellos, así como 
de cualquier otro instrumento cuando se considere oportuno.

c) Conocer los avances y obstáculos para la aplicación del principio de coherencia de 
políticas para el desarrollo sostenible, y emitir recomendaciones para la mejora del conjunto 
de las políticas que desde la Administración General del Estado y otros actores de la 
cooperación española puedan afectar a los países en desarrollo y al desarrollo sostenible.

d) Informar los anteproyectos de ley y cualesquiera otras disposiciones generales de la 
Administración General del Estado que regulen materias concernientes a la cooperación 
para el desarrollo sostenible. De estos informes se dará conocimiento a las Comisiones de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo del Congreso de los Diputados y del Senado.

e) Generar los documentos y análisis sobre aspectos de la cooperación para el 
desarrollo sostenible que el Consejo considere de utilidad o que le puedan ser requeridos en 
el ejercicio de las funciones que tiene asignadas.

f) Informar sobre los asuntos concernientes a su ámbito de competencias que el 
Gobierno someta a su consideración.

g) Cuantas otras funciones le encomiende el Gobierno en materia de cooperación para el 
desarrollo sostenible.

4. El Consejo Superior tendrá la dotación de los recursos necesarios para poder cumplir 
sus objetivos.

Artículo 29.  La Comisión Interministerial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global.

1. La Comisión Interministerial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global es el órgano de coordinación estratégica de los departamentos 
ministeriales que desempeñen actuaciones de cooperación para el desarrollo sostenible. 
Bajo la presidencia de la persona titular de la Secretaría de Estado de Cooperación 
Internacional y con dos vicepresidencias, estará integrada por representantes de los 
ministerios concernidos con rango de Secretaría de Estado o Subsecretaría. Podrá 
establecer subcomisiones por razón de la materia y grupos de trabajo de inferior nivel para 
misiones específicas. Dispondrá de los medios personales, técnicos y presupuestarios 
asignados al órgano superior en el que se encuentre integrada.

2. La Comisión Interministerial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global pondrá en común las actuaciones de cada ministerio en materia de 
cooperación para el desarrollo sostenible a los efectos de asegurar una actuación 
coordinada, coherente y eficaz con los principios y objetivos establecidos en esta ley, en 
particular en cuanto a la cooperación financiera y a la aplicación y seguimiento del principio 
de coherencia de políticas para el desarrollo sostenible en el seno de la Administración 
General del Estado.

3. Reglamentariamente se regulará su composición, funcionamiento, extinción, 
organización y funciones conforme a la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público.

Artículo 30.  La Conferencia Sectorial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global.

1. La Conferencia Sectorial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad 
Global es el órgano de participación, diálogo, coordinación, concertación y colaboración en 
materia de cooperación para el desarrollo sostenible de la Administración General del 
Estado, de las Administraciones de las comunidades autónomas, y de las ciudades con 
Estatuto de Autonomía. Tiene por finalidad contribuir a una actuación más eficaz, coherente, 
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coordinada y complementaria de las distintas Administraciones públicas que ejecuten 
programas, proyectos y acciones en materia de cooperación para el desarrollo sostenible.

2. Forman parte de la Conferencia Sectorial de Cooperación para el Desarrollo 
Sostenible y la Solidaridad Global la persona titular del Ministerio de Asuntos Exteriores, 
Unión Europea y Cooperación, que la preside, y los correspondientes miembros de los 
Consejos de Gobierno, en representación de las comunidades autónomas y de las ciudades 
con Estatuto de Autonomía, competentes en materia de cooperación para el desarrollo 
sostenible global. En función de los temas a tratar serán invitadas a las sesiones de la 
Conferencia Sectorial las personas titulares de los departamentos ministeriales o las 
personas expertas que determine su presidencia. Asimismo, podrán asistir, sin ostentar por 
ello la condición de miembros, dos representantes de la Federación Española de Municipios 
y Provincias, que deberán ser cargos electos. Uno de ellos representará a los Fondos de 
Cooperación y Solidaridad de los entes locales, a propuesta de los propios Fondos de 
Cooperación y Solidaridad.

3. La Conferencia Sectorial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad 
Global funciona en Pleno y en Comisión Permanente. Corresponderán, en todo caso, a este 
órgano, las siguientes funciones:

a) Ser informada sobre los anteproyectos de ley y los proyectos de reglamentos del 
Gobierno de la Nación o de los Consejos de Gobierno de las comunidades autónomas.

b) Asegurar la participación de las comunidades autónomas y los entes locales en la 
elaboración del Plan Director, así como en la definición de sus prioridades.

c) De acuerdo con los principios de la Alianza Global para la Cooperación Eficaz al 
Desarrollo, incorporar la contribución de las comunidades autónomas y los entes locales a la 
elaboración de las Comunicaciones anuales de Cooperación, a los Marcos de Asociación y 
Alianzas País para el desarrollo sostenible; a los Marcos de Asociación Estratégica 
Multilateral; y las Estrategias Temáticas para el Desarrollo Sostenible, en favor de una mayor 
colaboración, coordinación, complementariedad y coherencia.

d) Intercambiar información sobre las actuaciones programadas por las distintas 
Administraciones públicas, en ejercicio de sus competencias, y que puedan afectar a las 
otras Administraciones. A tal efecto, se establecerán mecanismos de intercambio de 
información, especialmente de contenido estadístico, de cara a las previsiones del esfuerzo 
de AOD y de otros flujos y de su reporte estadístico

e) Promover, desde el respeto a las competencias de cada una de ellas en estas 
materias, la coherencia y el examen de los ámbitos de mejora de los procedimientos de 
financiación, gestión, seguimiento y evaluación de las actuaciones realizadas por las 
Administraciones públicas con organizaciones no gubernamentales de desarrollo, con otros 
actores de la cooperación española y, en su caso, con los países socios, en aras de una 
mayor eficacia y eficiencia en el uso de los recursos.

4. La Conferencia Sectorial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad 
Global aprobará su reglamento interno, que regulará su organización y funcionamiento, de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público.

CAPÍTULO IV
Órganos competentes en la ejecución de la política española de cooperación 

para el desarrollo sostenible

Sección 1.ª Administración General del Estado y Organismos dependientes

Artículo 31.  La Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID).
1. La Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) es una 

agencia estatal de las previstas en el artículo 84.1.a).3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, adscrita al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación, a través de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, 
responsable del fomento, programación, coordinación operativa, gestión y ejecución de las 
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políticas públicas de la cooperación española para el desarrollo sostenible, acción 
humanitaria y educación para el desarrollo sostenible y la ciudadanía global. Todo ello sin 
perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas y los entes locales y las 
asignadas a otros departamentos ministeriales y a otros organismos especializados de 
acuerdo con esta ley.

2. En el ejercicio de sus funciones, la AECID tendrá autonomía operativa y de gestión.
3. La AECID participará activamente en la planificación estratégica de la cooperación 

española en el marco del artículo 6, en la definición de sus prioridades y en la elaboración de 
los instrumentos mencionados en dicho artículo, bajo la dirección política de la Secretaría de 
Estado de Cooperación Internacional. La AECID establecerá mecanismos de gestión del 
conocimiento, seguimiento y evaluación en el ámbito de sus funciones.

4. La AECID, en el marco del Plan Director, ejerce la coordinación operativa de la 
cooperación realizada por el sistema español de cooperación para el desarrollo sostenible a 
nivel de sede, regional y de país, en aras de la eficacia, complementariedad y coherencia.

5. La AECID promoverá la generación de alianzas entre actores de cooperación. Para 
ello podrá establecer acuerdos operativos y marcos de actuación con el resto de entidades 
ejecutoras, actores de la cooperación descentralizada, ONGD, universidades, centros de 
investigación, y sector privado.

6. Los fines, funciones, organización y funcionamiento de la AECID se establecerán en 
su Estatuto, en el marco de lo dispuesto por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, y en todo caso asumirán los principios y objetivos de la 
cooperación española para el desarrollo sostenible definidos en esta ley. En su 
funcionamiento, la AECID velará por la ejecución ágil y eficaz de sus proyectos, atendiendo 
a los principios y objetivos de los artículos 2 y 4 de esta ley.

Artículo 32.  Las Oficinas de la cooperación española.
1. Las Oficinas de la cooperación española (en lo sucesivo, OCE) son unidades adscritas 

orgánicamente a las Embajadas y Representaciones Permanentes bajo la dirección superior 
de su Jefatura de Misión y la dependencia funcional de la AECID.

2. Las Oficinas de la cooperación española aseguran la coordinación y, en su caso, la 
ejecución y seguimiento de las acciones del sistema de la cooperación española en los 
países socios, conforme a los establecido en el artículo 31.4. Para dicha coordinación se 
establecerán equipos-país que integren a dichos actores, incluyendo a los propios de la 
cooperación descentralizada.

3. En los asuntos de su competencia, las OCE también representarán a dicho sistema 
ante las delegaciones de la Unión Europea, la representación de otros organismos 
multilaterales con presencia en el país socio, y otros donantes.

4. En los países donde hayan sido creadas OCE, las funciones de dirección de dichas 
unidades en el país de que se trate corresponden a las personas que ostenten la 
coordinación general de la cooperación española responsables de dichas oficinas, junto con 
el resto de las funciones que tienen atribuidas por esta ley.

5. En todos aquellos países en los que hayan sido creadas OCE, los coordinadores 
generales de dichas oficinas ejercerán las funciones de Encargados de los Asuntos de 
Cooperación. En las misiones diplomáticas en aquellos países en los que se desarrollan 
actividades de cooperación internacional para el desarrollo y en los que no existen OCE o 
personal destacado por la AECID, la Jefatura de Misión designará a un empleado o 
empleada público del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación como 
Encargado de los Asuntos de Cooperación.

6. Entre estas OCE, la cooperación española contará, en determinados países socios, 
con Centros de Formación y con Centros Culturales gestionados por la AECID. Los Centros 
de Formación estarán especializados en acciones de capacitación y formación, de 
generación, intercambio y difusión de conocimiento y prácticas para el desarrollo sostenible 
orientados al fortalecimiento de las capacidades nacionales. Los Centros Culturales 
desarrollarán acciones de cooperación cultural y acción cultural para el desarrollo sostenible 
en el marco de las competencias de la AECID sobre estas materias.
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Artículo 33.  Otras instituciones ejecutoras.
Son también parte del sistema español de cooperación para el desarrollo sostenible la 

Fundación Internacional y para Iberoamérica de Administración y Políticas Públicas, F.S.P. 
(en adelante, FIIAPP, F.S.P.) y la Fundación Carolina.

La FIIAPP, F.S.P. es una fundación del sector público estatal, de las recogidas en los 
artículos 84.1.e) y 128 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, especializada en la promoción y gestión de la participación de las Administraciones 
públicas y sus organismos en programas y proyectos de cooperación española y europea, 
orientando estas actuaciones hacia resultados de desarrollo sostenible. Sus fines, funciones, 
organización y funcionamiento se establecen en su Estatuto.

La Fundación Carolina, fundación docente de Derecho privado que se rige por sus 
propios estatutos y constituida al amparo de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de 
Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés 
General, es la entidad especializada en cooperación en educación superior y generación de 
conocimiento experto de la cooperación española en el ámbito iberoamericano, con aquellos 
países con especiales vínculos históricos y culturales con España y en otros que puedan 
establecerse.

Artículo 34.  Otros ministerios.
Los departamentos ministeriales que realicen actividades en materia de cooperación 

para el desarrollo sostenible serán responsables de la ejecución de los programas, proyectos 
y acciones dentro del ámbito de sus competencias.

En su actuación, como parte del sistema español de cooperación al desarrollo, seguirán 
los principios y objetivos recogidos en esta ley, así como las directrices y los criterios que 
establezca el Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global para facilitar la coordinación, la coherencia y la complementariedad de 
sus actividades, tanto en España como en los países socios, y en los organismos 
multilaterales.

Sección 2.ª La cooperación descentralizada

Artículo 35.  La cooperación descentralizada.
1. La cooperación descentralizada es el conjunto de programas, proyectos y acciones en 

materia de cooperación para el desarrollo sostenible que se realiza desde las comunidades 
autónomas, en el marco de sus competencias, y la que desarrollan los entes locales y 
forales (ayuntamientos, diputaciones provinciales y forales, cabildos y consejos insulares), 
que esta ley reconoce de manera expresa. La cooperación descentralizada es una de las 
señas de identidad y fortalezas de la cooperación al desarrollo sostenible española y 
expresión solidaria de sus respectivas sociedades que supone una importante contribución a 
un sistema de cooperación más democrático y a la buena gobernanza desde la 
complementariedad y la corresponsabilidad, y del papel de estas Administraciones en el 
sistema español de cooperación para el desarrollo, reconocidas a través de esta ley y de la 
Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado.

2. Se impulsará el diálogo y la colaboración con los actores de la cooperación 
descentralizada en torno a los principios, objetivos y prioridades establecidos en esta ley, en 
particular los contemplados en la Alianza Global para la Cooperación Eficaz al Desarrollo, a 
fin de promover una cooperación más coordinada y eficaz y la participación de la 
cooperación descentralizada en la planificación e implementación de la cooperación 
española.

3. La política de cooperación de las comunidades autónomas y los entes locales 
contribuye al logro de los objetivos de la política española de cooperación al desarrollo 
sostenible. La acción de dichos actores en la cooperación para el desarrollo sostenible 
deberá respetar en su ejercicio las líneas generales y directrices básicas establecidas por las 
Cortes Generales a que se refiere el artículo 23.1 de esta ley, lo establecido en la Ley 
2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, y el principio de 
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colaboración entre Administraciones públicas en cuanto al acceso y participación de la 
información y máximo aprovechamiento de los recursos públicos.

La acción de las comunidades autónomas en la cooperación para el desarrollo sostenible 
se desarrollará según sus respectivos Estatutos de Autonomía, leyes autonómicas y líneas 
generales establecidas por sus asambleas legislativas o parlamentos.

4. La Administración General del Estado y los organismos públicos dependientes 
mencionados en esta ley promoverán la participación de la cooperación descentralizada en 
alianzas más amplias en el ámbito de la cooperación para el desarrollo sostenible en los 
países socios. En este marco, podrán asociar a las comunidades autónomas y los entes 
locales, a partir de sus especialización y capacidades, a las actividades que desarrollen en el 
ámbito de iniciativas y programas de la Unión Europea y de otros organismos multilaterales.

5. En aras de una mayor eficacia de su actividad en los países socios, y sin perjuicio de 
sus competencias y autonomía, los actores de la cooperación descentralizada contarán con 
el apoyo de la AECID en materia de información, programación e implementación de sus 
programas y proyectos, conforme a lo establecido en el artículo 31.3. Se impulsará el 
reconocimiento internacional del que goza la cooperación descentralizada para promover 
otros tipos de cooperación, incluida la cooperación triangular.

6. Se reconoce la especial capacidad de las comunidades autónomas y los entes 
locales, directamente o a través de otros actores, singularmente de las ONGD, centros 
educativos y universidades, para realizar tareas de Educación para el desarrollo sostenible y 
la Ciudadanía Global.

Artículo 36.  Las Comunidades Autónomas.
1. Esta ley reconoce el importante papel de las comunidades autónomas en el sistema 

de la cooperación española para el desarrollo sostenible y la solidaridad global, a partir de su 
singularidad y de la complementariedad y diversidad de sus políticas respecto de las que 
lleva a cabo la Administración General del Estado y otros actores de la cooperación 
española. Esta cooperación se ejerce con autonomía presupuestaria y en el marco de sus 
competencias, y se realiza de manera directa, desde las propias administraciones 
autonómicas, así como de otras entidades.

2. La Administración General del Estado y los organismos públicos dependientes 
mencionados en esta ley promoverán la participación de las comunidades autónomas en la 
formulación y articulación de posiciones ante foros europeos e internacionales de 
cooperación para el desarrollo sostenible. Las comunidades autónomas podrán participar en 
programas de cooperación delegada de la Unión Europea en los términos que establezca la 
legislación comunitaria y de modo consensuado con el Estado.

Artículo 37.  Los entes locales.
Esta ley reconoce el importante papel de la cooperación de las entidades locales en el 

sistema de la cooperación española para el desarrollo sostenible y la solidaridad global a 
partir de su trayectoria y capacidad de generar alianzas, movilizar a los actores y las 
capacidades económicas y sociales y el conocimiento experto, así como el de las propias 
administraciones locales, en las áreas en las que gozan de competencias y capacidades, y 
promover la participación social y la democracia en el ámbito local. Los actores estatales del 
sistema español de cooperación para el desarrollo sostenible promoverán la actividad de 
cooperación de los entes locales y la simplificación de trámites burocráticos para favorecer 
dicho objetivo.

Esta cooperación podrá ejercerse también a través de fondos municipales de 
cooperación o de otras entidades.

Sección 3.ª Otras entidades

Artículo 38.  Organizaciones No Gubernamentales para el Desarrollo y sociedad civil.
1. Esta ley reconoce el papel diferenciado de las Organizaciones No Gubernamentales 

para el Desarrollo (en adelante, ONGD) como actores fundamentales del sistema de 
cooperación y expresión de la sociedad civil organizada en relación con la cooperación al 
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desarrollo sostenible, para la ejecución de acciones de cooperación para el desarrollo 
sostenible, la promoción de la coherencia de políticas, el fortalecimiento del espacio cívico y 
democrático y la defensa de los derechos humanos, en la respuesta a las crisis humanitarias 
y el fomento de la participación social y la solidaridad y la ciudadanía global. El Estado 
promoverá alianzas con las ONGD y la sociedad civil en su conjunto, tanto en España como 
en los países socios atendiendo a los principios y objetivos de los artículos 2 y 4 de esta ley.

2. A los efectos de esta ley se consideran ONGD aquellas entidades de Derecho privado, 
legalmente constituidas y sin fin de lucro, que tengan entre sus fines o como objeto expreso, 
según sus propios Estatutos, la realización de actividades relacionadas con los principios y 
objetivos de la cooperación para el desarrollo sostenible y la acción humanitaria. Las ONGD 
habrán de gozar de plena capacidad jurídica y capacidad de obrar, y deberán disponer de 
una estructura susceptible de garantizar suficientemente el cumplimiento de sus objetivos. A 
todos los efectos de esta ley, las organizaciones que ostentan la representación en España 
de organismos multilaterales y están reconocidas como sus comités nacionales, serán 
reconocidas en sus especificidades según la correspondiente normativa internacional de 
aplicación.

3. Las ONGD que cumplan los requisitos del apartado anterior podrán inscribirse en el 
Registro de la AECID que será regulado reglamentariamente o en los registros que con 
idéntica finalidad puedan crearse en las comunidades autónomas, condición indispensable 
para acceder a ayudas y subvenciones de las Administraciones públicas computables como 
AOD.

4. El Estado fomentará las actividades de las ONGD y otros agentes sociales y de la 
sociedad civil de acuerdo con la normativa vigente y esta ley atendiendo a los principios y 
objetivos de los artículos 2 y 4. Para ello, las Administraciones públicas, dentro del ámbito de 
sus competencias, podrán conceder ayudas y subvenciones y establecer convenios estables 
y otras formas de alianzas, con las ONGD y otros agentes sociales y de la sociedad civil. En 
el ámbito de la Administración General del Estado, se definirá un marco de relación estable 
con la Coordinadora de ONG de Desarrollo de España en nombre de la sociedad civil 
organizada que impulse las capacidades y contribución de las ONGD a los objetivos de la 
cooperación y promueva la simplificación de las cargas burocráticas. Asimismo, se 
establecerán alianzas entre la AECID y las ONGD con el objetivo de procurar el 
cumplimiento de los objetivos de desarrollo sostenible en los países socios. Estas alianzas 
podrán también ser articuladas localmente para actuaciones conjuntas entre las Oficinas de 
la cooperación española y las ONGD que trabajen en ese ámbito concreto.

5. A los efectos de esta ley se consideran organizaciones de la sociedad civil (OSC) a las 
entidades no gubernamentales sin fines de lucro, constituidas legalmente, que estimulan la 
participación ciudadana y operan bajo los principios del artículo 2 desde una perspectiva de 
justicia global. Las OSC pueden incluir desde organizaciones comunitarias de base, 
organizaciones no gubernamentales (ONG), redes y plataformas especializadas entre otras, 
y realizan actividades especializadas conforme a los objetivos del artículo 4, y de forma 
especial en el ámbito de la promoción de los derechos humanos y de las mujeres, el medio 
ambiente, la justicia social, la democracia y la paz.

6. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
facilitarán la información necesaria y asesorarán a las ONG que operan en el ámbito de la 
cooperación para el desarrollo sostenible, con el fin de promover el cumplimiento de los 
requisitos necesarios para la aplicación del régimen fiscal y de incentivos a las entidades sin 
fines lucrativos y mecenazgo.

Artículo 39.  Sector privado empresarial y economía social.
1. Se fomentarán los partenariados y las alianzas público-privadas entre los órganos 

ejecutores de la cooperación española contemplados en esta ley y el sector privado 
empresarial y las entidades de la economía social, para el cumplimiento de los objetivos de 
desarrollo sostenible en los países socios de la cooperación y la difusión de buenas 
prácticas españolas en materia de sostenibilidad. Entre los ámbitos de estas alianzas se 
incluirán la mejora de las cadenas de valor, el suministro de bienes y servicios, la asistencia 
técnica (incluida la realizada por empresas consultoras), la cooperación financiera, la 
inversión de impacto, la investigación y la innovación para el desarrollo sostenible, la 
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defensa del medio ambiente y los derechos humanos y laborales, y el fomento de la 
participación social en la cooperación al desarrollo sostenible, sin perjuicio de otros ámbitos 
de actuación.

2. En las Alianzas Público-Privadas para el desarrollo sostenible y en las actuaciones 
con empresas, la cooperación española velará por el cumplimiento de las exigencias de 
diligencia debida en materia de derechos humanos, derechos laborales, derechos de 
infancia, medio ambiente y transparencia que se establezcan de acuerdo con las normas 
españolas y de la Unión Europea en esta materia.

3. Los concursos y procesos de licitación de obras, suministros o servicios de las 
actividades de la cooperación española estarán abiertos al sector privado y a otros actores, 
como las ONGD. En la medida que contemplen objetivos específicos de tipo 
medioambiental, social u otros, estos incluirán tanto en las especificaciones técnicas como 
en los criterios de adjudicación y en las condiciones especiales de ejecución los aspectos 
sociales, medioambientales y de derechos humanos del proceso de producción y 
comercialización referidos a las obras, suministros o servicios que hayan de facilitarse con 
arreglo al contrato de que se trate. Todo ello, se efectuará conforme a lo dispuesto en la 
normativa estatal y europea de aplicación, en particular, el artículo 127.2 de la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, con especial consideración a la 
agricultura o ganadería ecológicas, al comercio justo, a la igualdad de género o a las 
disposiciones que garantizan el cumplimiento de las Convenciones fundamentales de la 
Organización Internacional del Trabajo, entre ellas, el Convenio 169, sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales, los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos de 
las Naciones Unidas, la normativa aplicable a nivel europeo y las Líneas Directrices de la 
OCDE para empresas Multinacionales.

Artículo 40.  Los sindicatos.
Se fomentarán los partenariados y las alianzas entre los órganos ejecutores de la 

cooperación española contemplados en esta ley y los sindicatos más representativos, para 
promover sociedades abiertas, equitativas y democráticas en el cumplimiento de los 
objetivos de desarrollo sostenible y los principios y derechos fundamentales en el trabajo en 
los países socios de la cooperación. Entre los ámbitos de actuación de estas alianzas se 
incluirá la promoción y defensa de los derechos laborales y sindicales, el trabajo decente, el 
fortalecimiento de los sindicatos en los países en desarrollo, y el fomento del diálogo, la 
concertación social y la participación democrática de las personas trabajadoras.

Las alianzas entre la cooperación española y las organizaciones sindicales más 
representativas tendrán, entre otros objetivos: el efectivo cumplimiento y ampliación de 
derechos laborales y sindicales; la promoción del trabajo decente; la garantía de salarios 
justos y de una protección social adecuada para todas las personas trabajadoras; la 
salvaguarda y mejora de la seguridad y la salud en el trabajo; el fomento de perspectivas de 
desarrollo personal e integración social; el respeto y plena realización de la libertad para el 
ejercicio de la actividad sindical; el fomento del diálogo, la concertación social y la 
participación democrática de las personas trabajadoras; y el compromiso y defensa efectivos 
de la igualdad de género y la lucha contra la violencia hacia las mujeres en el trabajo.

Artículo 41.  Universidades y centros de estudios e investigación.
Se establecerán mecanismos de colaboración estable con y entre universidades y 

centros de investigación especializados en los estudios sobre el desarrollo sostenible y la 
cooperación en educación superior con países socios de la cooperación española, así como 
se fomentará la generación y transferencia de conocimiento experto para el desarrollo 
sostenible mediante la generación de redes de cooperación de universidades, programas de 
investigación con participación de los países socios, asistencia técnica y participación de 
especialistas en las tareas de cooperación para el desarrollo sostenible. Asimismo, se 
fomentará la incorporación del desarrollo sostenible global y sus prioridades a los planes de 
estudio y a los programas de investigación.

Igualmente, las universidades y centros de estudios e investigación propiciarán la 
realización de actividades e iniciativas que contribuyan al impulso de la cultura de la paz, el 
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desarrollo sostenible y el respeto al medio ambiente, como elementos esenciales para el 
progreso solidario.

CAPÍTULO V
Personas al servicio de la cooperación al desarrollo sostenible

Sección 1.ª Personal al servicio de la Administración General del Estado y del 
sector público institucional en el ámbito de la cooperación para el desarrollo 

sostenible

Artículo 42.  Participación del personal al servicio de la Administración General del Estado y 
organismos dependientes en acciones de cooperación para el desarrollo sostenible.

1. La actuación de la Administración General del Estado, el sector público institucional y 
otras instituciones ejecutoras en el campo de la cooperación para el desarrollo sostenible se 
lleva a cabo por el personal de los distintos agentes integrantes del sistema.

2. La cooperación española promoverá la internacionalización de las Administraciones y 
la construcción de alianzas para el desarrollo sostenible entre instituciones homólogas. 
Asimismo, fomentará la movilización del personal al servicio del sector público para 
actividades de cooperación al desarrollo sostenible global. En este sentido, se promoverá el 
desarrollo de capacidades en materia de cooperación entre el personal al servicio de las 
Administraciones.

Artículo 43.  Régimen jurídico del personal de la Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (AECID).

1. La política de recursos humanos de la AECID estará orientada a la atracción, 
retención, capacitación, especialización y promoción de personal, que tendrá derecho a una 
carrera profesional, en igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, con 
oportunidades de movilidad entre territorio español y exterior.

2. El personal al servicio de la AECID, tanto en territorio español como en el exterior, 
está integrado por personal funcionario y personal laboral. El personal funcionario se rige por 
la normativa reguladora de la función pública correspondiente, con las especialidades 
previstas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y las 
que, conforme a ella, se establezcan en su estatuto. El personal laboral se rige por el texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2015, de 23 de octubre, y el resto de la normativa laboral. Las condiciones laborales del 
personal laboral de la AECID se sujetarán al régimen que establezca su convenio colectivo 
propio.

3. La AECID dispone de su relación de puestos de trabajo, elaborada y aprobada por la 
propia Agencia dentro del marco de actuación que, en materia de recursos humanos, se 
establezca en el contrato de gestión. En la relación de puestos de trabajo constarán, en todo 
caso, aquellos puestos que deban ser desempeñados en exclusiva por personal funcionario, 
por consistir en el ejercicio de las funciones que impliquen participación directa o indirecta en 
el ejercicio de potestades públicas y la salvaguarda de los intereses generales del Estado y 
de las Administraciones públicas. Asimismo, en la relación de puestos de trabajo se 
indicarán los puestos que, excepcionalmente, de acuerdo con la legislación de función 
pública aplicable a la Administración General del Estado, podrán ser desempeñados, tanto 
por personal funcionario como por personal laboral. Al personal funcionario que pase a 
prestar sus servicios en determinados puestos como personal laboral se le reconocerá la 
situación administrativa que corresponda en los términos previstos en la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, y las leyes de función pública que se dicten en desarrollo de este.

4. La AECID determinará sus necesidades de personal a cubrir mediante pruebas 
selectivas. La determinación de las necesidades de personal a cubrir se realizará con 
sujeción a la tasa de reposición que, en su caso, se establezca en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para el ejercicio correspondiente. La previsión de necesidades de 
personal se incorpora a la oferta anual de empleo de la AECID, que se integra en la oferta de 
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empleo público estatal, de conformidad con lo que se establezca en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para el ejercicio correspondiente.

La selección del personal a cubrir mediante pruebas selectivas convocadas por la propia 
Agencia se llevará a cabo mediante convocatoria pública y de acuerdo con los principios de 
igualdad, mérito y capacidad, promoviendo el acceso al empleo público de las personas con 
discapacidad. Las convocatorias de selección de personal funcionario se efectuarán por el 
ministerio al que se encuentren adscritos los cuerpos o escalas correspondientes y, 
excepcionalmente, por la propia AECID mediante convenio suscrito al efecto.

Las convocatorias de selección de personal laboral se efectuarán por la AECID a través 
de sus propios órganos de selección, de acuerdo con los requisitos y principios establecidos 
en este apartado.

Los órganos de representación del personal de la AECID serán tenidos en cuenta en los 
procesos de selección que se lleven a cabo.

5. El personal que preste sus servicios en la AECID verá reconocido su derecho a la 
promoción dentro de una carrera profesional evaluable, en el marco del Estatuto del 
Empleado Público. La movilidad del personal de la AECID podrá estar sometida a la 
condición de autorización previa en las condiciones y con los plazos que se determinen en 
su Estatuto y de acuerdo con la normativa de función pública.

El sistema de cobertura de vacantes incluirá medidas que tiendan a favorecer su 
especialización en tareas de cooperación y el aprovechamiento de su conocimiento 
simplificando y propiciando la rotación entre los servicios centrales en territorio español, las 
unidades de cooperación en el exterior, y otros mecanismos de adscripción a organismos 
internacionales.

6. El personal directivo de la AECID es el que ocupa los puestos de trabajo determinados 
como tales en su Estatuto en atención a la especial responsabilidad, competencia técnica y 
relevancia de las tareas a ellos asignadas. El personal directivo de la AECID es nombrado y 
cesado por su Consejo Rector a propuesta de su Director, atendiendo a criterios de 
competencia profesional y experiencia entre titulados superiores, y mediante procedimiento 
que garantice el mérito, la capacidad y la publicidad.

7. Los conceptos retributivos del personal funcionario de la AECID serán los establecidos 
en la normativa de función pública de la Administración General del Estado y sus cuantías se 
determinarán de conformidad con lo establecido en las Leyes de Presupuestos Generales 
del Estado. Las condiciones retributivas del personal laboral serán las determinadas en el 
convenio colectivo de aplicación y en el respectivo contrato de trabajo y sus cuantías se 
fijarán de acuerdo con lo anterior. La masa salarial de la AECID se autorizará en las 
condiciones que establezca la normativa aplicable. La cuantía de la masa salarial destinada 
al complemento de productividad, o concepto equivalente del personal laboral, está en todo 
caso vinculada al grado de cumplimiento de los objetivos fijados en el contrato de gestión.

Sección 2.ª Personas cooperantes y voluntariado

Artículo 44.  De las personas cooperantes.
Son personas cooperantes las personas físicas, profesionales de la cooperación, que 

tengan una relación jurídica o de prestación de servicios, laboral o administrativa, por cuenta 
de organizaciones internacionales o de instituciones u organismos públicos o privados 
españoles sin ánimo de lucro o de empresas consultoras que trabajen en última instancia 
para entidades sin ánimo de lucro, para realizar actividades de acción humanitaria o de 
cooperación para el desarrollo sostenible. Se consideran personas cooperantes a los y las 
profesionales que trabajen tanto para el sector privado (ONGD, Fundaciones, Asociaciones, 
empresas consultoras, etcétera) como para el sector público (estatal, autonómico o local).

El Estatuto de las Personas Cooperantes fijará, entre otros aspectos, sus derechos y 
obligaciones, formación, oportunidades de carrera profesional, homologación de los servicios 
que prestan, modalidades de previsión social, acceso al sistema sanitario, apoyo en el 
terreno, y régimen de incompatibilidades. Se impulsará la participación de personas con 
discapacidad.
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Artículo 45.  Del voluntariado en la cooperación para el desarrollo sostenible.
1. Sin perjuicio de lo establecido en la Ley 45/2015 de 14 de octubre, de Voluntariado, y 

de las competencias atribuidas a las comunidades autónomas para regular esta materia, 
esta ley ampara a la persona voluntaria al servicio de la acción humanitaria y la cooperación 
al desarrollo en el exterior, y a las organizaciones que las encuadren, para la prestación de 
servicios conforme a lo dispuesto en este artículo. La persona voluntaria deberá ser 
informada por la organización a la que esté vinculada de los objetivos y marco de su 
actuación y sus derechos y deberes legales en el país o territorio en el que ésta se 
desarrolle. También contará con un seguro u otra garantía financiera que cubra los riesgos 
de enfermedad y accidente durante el período de su estancia en el extranjero, los gastos de 
repatriación, y un acuerdo de incorporación que contemple, como mínimo, los recursos 
necesarios para hacer frente a sus necesidades básicas en el país de destino, y un período 
de formación, si fuera necesario. Se impulsará la participación de personas con 
discapacidad.

2. Se establecen dos modalidades de voluntariado para la acción humanitaria y la 
cooperación al desarrollo:

a) El voluntariado de corta duración, con una prestación que se extenderá hasta un 
máximo de seis meses.

b) El voluntariado de larga duración, en el que la persona voluntaria desarrolla su 
actividad por periodos semestrales prorrogables, hasta un máximo de tres años.

3. En el caso de voluntariado de larga duración, el acuerdo de incorporación firmado 
entre la persona voluntaria y la organización se incluirá en un registro de la AECID que se 
desarrollará reglamentariamente.

4. En el marco del registro mencionado en el artículo 38, la AECID establecerá un 
procedimiento de acreditación de las ONGD que trabajen con voluntariado, que reconozca 
en dichas entidades:

a) Una trayectoria consolidada de trabajo con voluntariado nacional e internacional.
b) Una política bien definida de fomento del voluntariado en los ámbitos objeto de esta 

ley, con prácticas y procedimientos de seguimiento y evaluación de su actividad rigurosos, 
efectivos y con elevados estándares éticos, y en particular la existencia de un código de 
conducta adecuado.

c) Un plan de formación para el voluntariado sólido y de calidad.
5. La AECID establecerá en sus planes, programas de subvenciones y presupuestos 

anuales mecanismos de apoyo al voluntariado en la acción humanitaria y la cooperación 
para el desarrollo sostenible.

Artículo 46.  Deber de cuidado.
La Administración General del Estado, a través de las Misiones y Representaciones de 

España en los países en los que actúe la cooperación española, y de las Oficinas de la 
cooperación española, velará por todas las personas que trabajen en la cooperación de 
España, se trate de profesionales o de personal voluntario, entendiendo como tales a todas 
aquellas personas que se hayan inscrito, en su calidad de cooperantes, o personas 
voluntarias en el Registro de Matrícula Consular del Consulado General o Sección Consular 
de la Embajada de España en países prioritarios de la cooperación española o en otros 
países donde desarrollen un programa de acción humanitaria o de cooperación al desarrollo 
sostenible, que ostenten la ciudadanía española y habiten en la respectiva demarcación 
consular, sean residentes habituales o se encuentren allí en calidad de transeúntes.

Este deber de cuidado incluye obligaciones de información, protección y asistencia 
consular y, en su caso, la adopción de recomendaciones y otras medidas de apoyo que 
contribuyan a la seguridad en el terreno de dicho personal, en particular para el personal que 
actúa en la acción humanitaria.
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Disposición adicional primera.  La sucesión del Fondo para la Promoción del Desarrollo 
(FONPRODE) por parte del Fondo Español para el Desarrollo Sostenible, F.C.P.J. (FEDES, 
F.C.P.J.).

A partir de la entrada en vigor de esta ley, y una vez extinguido el FONPRODE conforme 
a lo previsto en la disposición transitoria segunda, el FEDES, F.C.P.J. asumirá los derechos y 
obligaciones del FONPRODE.

El Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación transferirá al FEDES, 
F.C.P.J. todas aquellas propuestas e iniciativas de ese departamento con cargo al 
FONPRODE que estén en tramitación, y las aprobadas y pendientes de formalizar.

A partir de la entrada en vigor de esta ley, los activos y pasivos del FONPRODE serán 
transferidos al Balance del FEDES, F.C.P.J.; el saldo de la cuenta de Tesorería del 
FONPRODE con el nombre «Fondo de Promoción al Desarrollo», se transferirá a la cuenta 
de Tesorería del FEDES, F.C.P.J. Los importes de principal, intereses o comisiones 
devengados y cobrados como consecuencia de créditos concedidos con cargo al 
FONPRODE a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, 
con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley, serán ingresados en la cuenta de 
Tesorería del FEDES, F.C.P.J.

Disposición adicional segunda.  Grupo de trabajo para el diseño institucional de la 
cooperación financiera española.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley, se creará un grupo de 
trabajo encargado de formular una propuesta para el futuro diseño institucional de la 
cooperación financiera española para el desarrollo sostenible.

Disposición adicional tercera.  Subvenciones y ayudas de cooperación internacional para 
el desarrollo.

Las subvenciones de cooperación internacional para el desarrollo se regirán por su 
normativa específica, que, además de asegurar la eficacia y simplificación de trámites, 
abordará la necesaria adaptación de los procesos burocráticos de la cooperación en esta 
materia a sus especificidades. Esta normativa será aprobada reglamentariamente. Estas 
normas tendrán carácter básico cuando desarrollen o complementen las normas de esta 
naturaleza de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

La Base de Datos Nacional de Subvenciones, como instrumento al servicio de la 
planificación, coordinación y mejora de la gestión de la política de cooperación para el 
desarrollo sostenible y la solidaridad global, recogerá información sobre las subvenciones y 
demás ayudas contempladas en esta ley que sean otorgadas por las Administraciones 
públicas, organismos y demás entidades obligadas a suministrar información según lo 
previsto en el apartado 4 del artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones.

En cualquier caso, la exigencia del interés de demora para los reintegros, devoluciones y 
remanentes no aplicados no será de aplicación a las subvenciones y ayudas en el ámbito de 
la cooperación internacional otorgadas por cualquier administración pública estatal, 
autonómica o local.

En el marco de la realización de programas y proyectos de cooperación internacional 
financiados mediante consignaciones presupuestarias anuales consecuencia de ingresos 
externos de carácter finalista, los órganos de la Administración General del Estado y sus 
organismos públicos dependientes competentes en la ejecución de la política española de 
cooperación para el desarrollo global podrán otorgar subvenciones en régimen de concesión 
directa, de acuerdo con lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, siempre que las mismas estén vinculadas al objeto del proyecto o programa.

Disposición adicional cuarta.  Promoción de la cultura española en el exterior.
Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 31 y 32, las funciones y competencias 

atribuidas a la AECID para la promoción de la cultura española en el exterior serán asumidas 
por el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación en estrecha 
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colaboración con los Ministerios de Cultura y Deporte, de Ciencia e Innovación, de 
Educación y Formación Profesional y de Universidades.

Disposición transitoria primera.  Vigencia de la Ley 36/2010, de 22 de octubre, del Fondo 
para la Promoción del Desarrollo y del Reglamento del Fondo para la Promoción del 
Desarrollo, aprobado por el Real Decreto 97/2015, de 3 de julio.

La Ley 36/2010, de 22 de octubre, del Fondo para la Promoción del Desarrollo, y el 
Reglamento del Fondo para la Promoción del Desarrollo, aprobado por el Real Decreto 
97/2015, de 3 de julio, seguirán en vigor, en lo que no se opongan a lo previsto en esta ley 
hasta que se adopte la reglamentación prevista en la disposición final tercera.

Disposición transitoria segunda.  Recursos de Fondo para la Promoción del Desarrollo 
(FONPRODE) con cargo al Fondo Español para el Desarrollo Sostenible, F.C.P.J. (FEDES, 
F.C.P.J.).

Una vez entre en vigor esta ley, y en tanto no se establezca en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado a la que se refiere el artículo 22, los saldos no dispuestos y los límites 
no cubiertos previstos para el FONPRODE en la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
que resulte de aplicación, computarán a efectos de dotaciones y límites de aprobación de 
operaciones con cargo al FEDES, F.C.P.J.

Disposición transitoria tercera.  Rendición de cuentas y régimen jurídico aplicable durante 
la liquidación del Fondo para la Promoción del Desarrollo (FONPRODE).

La rendición de cuentas de la extinción del FONPRODE se llevará a cabo de acuerdo 
con lo establecido en los artículos 137 a 139 bis de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, previa conformidad del Comité Ejecutivo del FONPRODE.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen de personal laboral de la AECID hasta la 
aprobación del convenio colectivo propio.

Hasta la aprobación del convenio colectivo propio para el personal laboral de la AECID, 
este personal laboral mantendrá los mismos derechos y obligaciones a los que esté sujeto 
en el momento de entrada en vigor de esta ley.

Disposición derogatoria única.  Normas derogadas.
Queda derogada la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el 

Desarrollo, así como la Ley 36/2010, de 22 de octubre, del Fondo para la Promoción del 
Desarrollo, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo previsto en esta 
ley.

Disposición final primera.  Título competencial.
Esta ley se dicta en cumplimiento del principio proclamado en el preámbulo de la 

Constitución Española de colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de 
eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra y al amparo de lo establecido en el 
artículo 149.1.3.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia en 
materia de relaciones internacionales, y sin perjuicio de la capacidad de actuación 
reconocida a las Comunidades Autónomas en el ámbito de la cooperación para el desarrollo 
sostenible, en virtud del ordenamiento jurídico español.

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto-ley 8/2004, de 5 de noviembre, 
sobre indemnizaciones a los participantes en operaciones internacionales de paz y 
seguridad.

Se añade un apartado d) a la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 8/2004, 
de 5 de noviembre, sobre indemnizaciones a los participantes en operaciones 
internacionales de paz y seguridad, con la siguiente redacción:
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«d) A las personas cooperantes españolas que tengan esta condición, de acuerdo 
con el estatuto de las personas cooperantes, y que hayan sido acreditadas individual y 
específicamente por el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 
Cooperación para el desarrollo de su actividad profesional en el ámbito de las 
operaciones a que se refiere el artículo 1».

Disposición final tercera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno, en el ámbito de sus competencias, para dictar las disposiciones 

necesarias para el desarrollo y aplicación de lo establecido en esta ley. En el plazo de seis 
meses desde su entrada en vigor, dictará cuantas disposiciones reglamentarias sean 
necesarias para el desarrollo de la misma, en particular lo relativo a: los artículos 14 a 22 
sobre el Fondo Español para el Desarrollo Sostenible, F.C.P.J. (FEDES, F.C.P.J.); la 
composición, organización y funciones de los órganos de coordinación y consulta del artículo 
27; el estatuto de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo; el 
estatuto de las personas cooperantes al que se refiere el artículo 43.2; y la normativa de 
subvenciones de cooperación internacional para el desarrollo.

Disposición final cuarta.  Modificación del segundo apartado de la disposición adicional 
decimoctava de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Se modifica el segundo apartado de la Disposición adicional decimoctava de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones que pasa a tener el siguiente 
contenido:

«2. Dicha regulación de adecuará con carácter general a lo establecido en esta ley 
salvo que deban exceptuarse los principios de publicidad o concurrencia u otros 
aspectos del régimen de concesión, abono, gastos subvencionables, plazos de 
ejecución y justificación, control, reintegros o sanciones en la medida que las 
subvenciones sean desarrollo de la política exterior del Gobierno y resulten 
incompatibles con la naturaleza o los destinatarios de las mismas.»

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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§ 5

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 236, de 2 de octubre de 2015
Última modificación: 2 de agosto de 2024

Referencia: BOE-A-2015-10566

[ . . . ]
TÍTULO II

Organización y funcionamiento del sector público institucional

CAPÍTULO I
Del sector público institucional

Artículo 81.  Principios generales de actuación.
1. Las entidades que integran el sector público institucional están sometidas en su 

actuación a los principios de legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera así como al principio de transparencia en su gestión. En particular se sujetarán en 
materia de personal, incluido el laboral, a las limitaciones previstas en la normativa 
presupuestaria y en las previsiones anuales de los presupuestos generales.

2. Todas las Administraciones Públicas deberán establecer un sistema de supervisión 
continua de sus entidades dependientes, con el objeto de comprobar la subsistencia de los 
motivos que justificaron su creación y su sostenibilidad financiera, y que deberá incluir la 
formulación expresa de propuestas de mantenimiento, transformación o extinción.

3. Los organismos y entidades vinculados o dependientes de la Administración 
autonómica y local se regirán por las disposiciones básicas de esta ley que les resulten de 
aplicación, y en particular, por lo dispuesto en los Capítulos I y VI y en los artículos 129 y 
134, así como por la normativa propia de la Administración a la que se adscriban.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Organización y funcionamiento del sector público institucional estatal

[ . . . ]
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Artículo 85.  Control de eficacia y supervisión continua.
1. Las entidades integrantes del sector público institucional estatal estarán sometidas al 

control de eficacia y supervisión continua, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 110.
Para ello, todas las entidades integrantes del sector público institucional estatal contarán, 

en el momento de su creación, con un plan de actuación, que contendrá las líneas 
estratégicas en torno a las cuales se desenvolverá la actividad de la entidad, que se 
revisarán cada tres años, y que se completará con planes anuales que desarrollarán el de 
creación para el ejercicio siguiente.

2. El control de eficacia será ejercido por el Departamento al que estén adscritos, a 
través de las inspecciones de servicios, y tendrá por objeto evaluar el cumplimiento de los 
objetivos propios de la actividad específica de la entidad y la adecuada utilización de los 
recursos, de acuerdo con lo establecido en su plan de actuación y sus actualizaciones 
anuales, sin perjuicio del control que de acuerdo con la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, se 
ejerza por la Intervención General de la Administración del Estado.

3. Todas las entidades integrantes del sector público institucional estatal están sujetas 
desde su creación hasta su extinción a la supervisión continua del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, a través de la Intervención General de la Administración del 
Estado, que vigilará la concurrencia de los requisitos previstos en esta Ley. En particular 
verificará, al menos, lo siguiente:

a) La subsistencia de las circunstancias que justificaron su creación.
b) Su sostenibilidad financiera.
c) La concurrencia de la causa de disolución prevista en esta ley referida al 

incumplimiento de los fines que justificaron su creación o que su subsistencia no resulte el 
medio más idóneo para lograrlos.

Las actuaciones de planificación, ejecución y evaluación correspondientes a la 
supervisión continua se determinarán reglamentariamente.

4. Las actuaciones de control de eficacia y supervisión continua tomarán en 
consideración:

a) La información económico financiera disponible.
b) El suministro de información por parte de los organismos públicos y entidades 

sometidas al Sistema de control de eficacia y supervisión continúa.
c) Las propuestas de las inspecciones de los servicios de los departamentos 

ministeriales.
Los resultados de la evaluación efectuada tanto por el Ministerio de adscripción como 

por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas se plasmarán en un informe sujeto 
a procedimiento contradictorio que, según las conclusiones que se hayan obtenido, podrá 
contener recomendaciones de mejora o una propuesta de transformación o supresión del 
organismo público o entidad.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De los organismos públicos estatales

Sección 1.ª Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 92.  Contenido y efectos del plan de actuación.

1. El plan inicial de actuación contendrá, al menos:
a) Las razones que justifican la creación de un nuevo organismo público, por no poder 

asumir esas funciones otro ya existente, así como la constatación de que la creación no 
supone duplicidad con la actividad que desarrolle cualquier otro órgano o entidad 
preexistente.
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b) La forma jurídica propuesta y un análisis que justifique que la elegida resulta más 
eficiente frente a otras alternativas de organización que se hayan descartado.

c) La fundamentación de la estructura organizativa elegida, determinando los órganos 
directivos y la previsión sobre los recursos humanos necesarios para su funcionamiento.

d) El anteproyecto del presupuesto correspondiente al primer ejercicio junto con un 
estudio económico-financiero que acredite la suficiencia de la dotación económica prevista 
inicialmente para el comienzo de su actividad y la sostenibilidad futura del organismo, 
atendiendo a las fuentes futuras de financiación de los gastos y las inversiones, así como a 
la incidencia que tendrá sobre los presupuestos generales del Estado.

e) Los objetivos del organismo, justificando su suficiencia o idoneidad, los indicadores 
para medirlos, y la programación plurianual de carácter estratégico para alcanzarlos, 
especificando los medios económicos y personales que dedicará, concretando en este último 
caso la forma de provisión de los puestos de trabajo, su procedencia, coste, retribuciones e 
indemnizaciones, así como el ámbito temporal en que se prevé desarrollar la actividad del 
organismo. Asimismo, se incluirán las consecuencias asociadas al grado de cumplimiento de 
los objetivos establecidos y, en particular, su vinculación con la evaluación de la gestión del 
personal directivo en el caso de incumplimiento. A tal efecto, el reparto del complemento de 
productividad o concepto equivalente se realizará teniendo en cuenta el grado de 
cumplimiento de los objetivos establecidos en el plan de creación y en los anuales.

2. Los organismos públicos deberán acomodar su actuación a lo previsto en su plan 
inicial de actuación. Éste se actualizará anualmente mediante la elaboración del 
correspondiente plan que permita desarrollar para el ejercicio siguiente las previsiones del 
plan de creación. El plan anual de actuación deberá ser aprobado en el último trimestre del 
año natural por el departamento del que dependa o al que esté vinculado el organismo y 
deberá guardar coherencia con el Programa de actuación plurianual previsto en la normativa 
presupuestaria. El Plan de actuación incorporará, cada tres años, una revisión de la 
programación estratégica del organismo.

La falta de aprobación del plan anual de actuación dentro del plazo fijado por causa 
imputable al organismo, y hasta tanto se subsane la omisión, llevará aparejada la 
paralización de las transferencias que deban realizarse a favor del organismo con cargo a 
los Presupuestos Generales del Estado, salvo que el Consejo de Ministros adopte otra 
decisión.

3. El plan de actuación y los anuales, así como sus modificaciones, se hará público en la 
página web del organismo público al que corresponda.

[ . . . ]
Sección 4.ª Agencias estatales

Artículo 108 bis.  Definición.
1. Las Agencias Estatales son entidades de derecho público, dotadas de personalidad 

jurídica pública, patrimonio propio y autonomía en su gestión, facultadas para ejercer 
potestades administrativas, que son creadas por el Gobierno para el cumplimiento de los 
programas correspondientes a las políticas públicas que desarrolle la Administración General 
del Estado en el ámbito de sus competencias.

Las agencias estatales están dotadas de los mecanismos de autonomía funcional, 
responsabilidad por la gestión y control de resultados establecidos en esta ley.

2. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga 
naturaleza de Agencia Estatales deberá figurar en su denominación la indicación de 
“Agencia Estatal”.

Artículo 108 ter.  Régimen jurídico.
1. Las agencias estatales se rigen por esta ley y, en su marco, por el estatuto propio de 

cada una de ellas; y el resto de las normas de derecho administrativo general y especial que 
le sea de aplicación.
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2. La actuación de las agencias estatales se produce, con arreglo al plan de acción 
anual, bajo la vigencia y con arreglo al pertinente contrato plurianual de gestión que ha de 
establecer, como mínimo y para el periodo de su vigencia, los siguientes extremos:

a) Los objetivos a perseguir, los resultados a obtener y, en general, la gestión a 
desarrollar.

b) Los planes necesarios para alcanzar los objetivos, con especificación de los marcos 
temporales correspondientes y de los proyectos asociados a cada una de las estrategias y 
sus plazos temporales, así como los indicadores para evaluar los resultados obtenidos.

c) Las previsiones máximas de plantilla de personal y el marco de actuación en materia 
de gestión de recursos humanos.

d) Los recursos personales, materiales y presupuestarios a aportar para la consecución 
de los objetivos, si bien serán automáticamente revisados de conformidad con el contenido 
de la Ley de Presupuestos Generales del Estado del ejercicio correspondiente.

e) Los efectos asociados al grado de cumplimiento de los objetivos establecidos por lo 
que hace a exigencia de responsabilidad por la gestión de los órganos ejecutivos y el 
personal directivo, así como el montante de masa salarial destinada al complemento de 
productividad o concepto equivalente del personal laboral.

f) El procedimiento a seguir para la cobertura de los déficits anuales que, en su caso, se 
pudieran producir por insuficiencia de los ingresos reales respecto de los estimados y las 
consecuencias de responsabilidad en la gestión que, en su caso, deban seguirse de tales 
déficits. Dicho procedimiento deberá ajustarse, en todo caso, a lo que establezca el 
contenido de la Ley de Presupuestos Generales del Estado del ejercicio correspondiente.

g) El procedimiento para la introducción de las modificaciones o adaptaciones anuales 
que, en su caso, procedan.

3. En el contrato de gestión se determinarán los mecanismos que permitan la exigencia 
de responsabilidades a que se refiere la letra e) del apartado anterior por incumplimiento de 
objetivos.

4. El Consejo Rector de cada agencia estatal aprueba la propuesta de contrato inicial de 
gestión, en el plazo de tres meses desde su constitución.

Los posteriores contratos de gestión se presentarán en el último trimestre de la vigencia 
del anterior.

La aprobación del contrato de gestión tiene lugar por Orden conjunta de los Ministerios 
de adscripción, de Política Territorial y Función Pública y de Hacienda, en un plazo máximo 
de tres meses a contar desde su presentación. En el caso de no ser aprobado en este plazo 
mantendrá su vigencia el contrato de gestión anterior.

5. En el seno del Consejo Rector se constituirá una Comisión de Control, con la 
composición que se determine en los estatutos.

Corresponde a la Comisión de Control informar al Consejo Rector sobre la ejecución del 
contrato de gestión y, en general, sobre todos aquellos aspectos relativos a la gestión 
económico-financiera que deba conocer el propio Consejo y que se determinen en los 
Estatutos.

Artículo 108 quater.  Régimen jurídico de personal.
1. El personal al servicio de las Agencias Estatales está constituido por:
a) El personal que esté ocupando puestos de trabajo en servicios que se integren en la 

Agencia Estatal en el momento de su constitución.
b) El personal que se incorpore a la Agencia Estatal desde cualquier administración 

pública por los correspondientes procedimientos de provisión de puestos de trabajo previstos 
en esta ley.

c) El personal seleccionado por la Agencia Estatal, mediante pruebas selectivas 
convocadas al efecto en los términos establecidos en esta Ley.

d) El personal directivo.
2. El personal a que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior mantiene la 

condición de personal funcionario, estatutario o laboral de origen, de acuerdo con la 
legislación aplicable.
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3. El personal funcionario y estatutario se rige por la normativa reguladora de la función 
pública correspondiente, con las especialidades previstas en esta Ley y las que, conforme a 
ella, se establezcan en el estatuto de cada agencia estatal.

El personal laboral se rige por el Texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, y el resto de 
la normativa laboral.

4. La selección del personal al que se refiere la letra c) se realiza mediante convocatoria 
pública y de acuerdo con los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como de acceso 
al empleo público de las personas con discapacidad. A tal efecto, y en el período previsto en 
el contrato de gestión, las agencias estatales determinan sus necesidades de personal a 
cubrir mediante pruebas selectivas. La determinación de las necesidades de personal a 
cubrir se realizará con sujeción a la tasa de reposición que, en su caso, se establezca en la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio correspondiente. La previsión de 
necesidades de personal se incorpora a la oferta anual de empleo de la correspondiente 
agencia estatal, que se integra en la oferta de empleo público estatal, de conformidad con lo 
que establezca la Ley anual de Presupuestos Generales del Estado.

Las agencias estatales seleccionan a través de sus propios órganos de selección, a su 
personal laboral de acuerdo con los requisitos y principios establecidos en el párrafo anterior.

Las convocatorias de selección de personal funcionario se efectuarán por el Ministerio al 
que se encuentren adscritos los cuerpos o escalas correspondientes, y, excepcionalmente 
por la propia agencia estatal mediante convenio suscrito al efecto.

Los órganos de representación del personal de la agencia estatal serán tenidos en 
cuenta en los procesos de selección que se lleven a cabo.

5. Las agencias estatales elaboran, convocan y, a propuesta de órganos especializados 
en selección de personal, resuelven las correspondientes convocatorias de provisión de 
puestos de trabajo de personal funcionario, de conformidad con los principios generales y 
procedimientos de provisión establecidos en la normativa de función pública.

6. La movilidad de los funcionarios destinados en las agencias estatales podrá estar 
sometida a la condición de autorización previa en las condiciones y con los plazos que se 
determinen en sus estatutos y de acuerdo con la normativa de función pública.

7. Las agencias estatales disponen de su relación de puestos de trabajo, elaborada y 
aprobada por la propia agencia estatal dentro del marco de actuación que, en materia de 
recursos humanos, se establezca en el contrato de gestión.

8. El personal que preste sus servicios en las agencias estatales verá reconocido su 
derecho a la promoción dentro de una carrera profesional evaluable, en el marco del 
Estatuto del Empleado Público. Dicha carrera tendrá elementos que permitan criterios de 
homogeneidad dentro de agencias estatales del mismo ámbito, facilitando similares 
retribuciones para niveles profesionales semejantes y posibilitando las medidas de movilidad 
entre el personal de aquellas, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6.

9. Los conceptos retributivos del personal funcionario y estatutario de las agencias 
estatales, son los establecidos en la normativa de función pública de la Administración 
General del Estado y sus cuantías se determinarán de conformidad con lo establecido en las 
Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

Las condiciones retributivas del personal laboral son las determinadas en el convenio 
colectivo de aplicación y en el respectivo contrato de trabajo y sus cuantías se fijarán de 
acuerdo con lo indicado en el apartado 1 anterior.

La masa salarial de las agencias estatales se autorizará en las condiciones que 
establezca la normativa aplicable. La cuantía de la masa salarial destinada al complemento 
de productividad, o concepto equivalente del personal laboral, está en todo caso vinculada al 
grado de cumplimiento de los objetivos fijados en el contrato de gestión.

10. El personal directivo de las agencias estatales es el que ocupa los puestos de trabajo 
determinados como tales en el estatuto de las mismas en atención a la especial 
responsabilidad, competencia técnica y relevancia de las tareas a ellos asignadas.

El personal directivo de las agencias estatales es nombrado y cesado por su Consejo 
Rector a propuesta de sus órganos ejecutivos, atendiendo a criterios de competencia 
profesional y experiencia entre titulados superiores preferentemente funcionarios, y mediante 
procedimiento que garantice el mérito, la capacidad y la publicidad.
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El proceso de provisión podrá ser realizado por los órganos de selección especializados 
a los que se refiere el apartado 5 de este artículo, que formularán propuesta motivada al 
director de la agencia estatal, incluyendo tres candidatos para cada puesto a cubrir.

Cuando el personal directivo de las agencias estatales tenga la condición de funcionario 
permanecerá en la situación de servicio activo en su respectivo cuerpo o escala o en la que 
corresponda con arreglo a la legislación laboral si se trata de personal de este carácter.

El estatuto de las agencias estatales puede prever puestos directivos de máxima 
responsabilidad a cubrir, en régimen laboral, mediante contratos de alta dirección.

Al personal directivo de las agencias estatales, en todo caso, le será de aplicación el 
Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se regula el régimen retributivo de los 
máximos responsables y directivos en el sector público empresarial y otras entidades. El 
personal directivo está sujeto, en el desarrollo de sus cometidos, a evaluación con arreglo a 
los criterios de eficacia, eficiencia y cumplimiento de la legalidad, responsabilidad por su 
gestión y control de resultados en relación con los objetivos que le hayan sido fijados.

El personal directivo percibe una parte de su retribución como incentivo de rendimiento, 
mediante el complemento correspondiente que valore la productividad, de acuerdo con los 
criterios y porcentajes que se establezcan por el Consejo Rector, a propuesta de los órganos 
directivos de la Agencia Estatal.

11. El órgano ejecutivo de la agencia estatal es el director. Es nombrado y separado por 
el Consejo Rector a propuesta del Presidente entre personas que reúnan las cualificaciones 
necesarias para el cargo, según se determine en el Estatuto.

Artículo 108 quinquies.  Régimen económico financiero y contratación.
1. Las Agencias Estatales se financian con los siguientes recursos:
a) Las transferencias consignadas en los Presupuestos Generales del Estado.
b) Los ingresos propios que perciba como contraprestación por las actividades que 

pueda realizar, en virtud de contratos, convenios o disposición legal, para otras entidades 
públicas, privadas o personas físicas.

c) La enajenación de los bienes y valores que constituyan su patrimonio.
d) El rendimiento procedente de sus bienes y valores.
e) Las aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados y otras aportaciones a 

título gratuito de entidades privadas y de particulares.
f) Los ingresos recibidos de personas físicas o jurídicas como consecuencia del 

patrocinio de actividades o instalaciones.
g) Los demás ingresos de derecho público o privado que estén autorizadas a percibir.
h) Cualquier otro recurso que pudiera serles atribuido.
2. En aquellos supuestos expresamente previstos en los estatutos, y solo en la medida 

que tengan capacidad para generar recursos propios suficientes, las Agencias Estatales 
podrán financiarse con cargo a los créditos previstos en el capítulo VIII de los Presupuestos 
Generales del Estado adjudicados de acuerdo con procedimientos de pública concurrencia y 
destinados a financiar proyectos de investigación y desarrollo. La Ley de Presupuestos 
Generales del Estado de cada ejercicio establecerá los límites de esta financiación.

3. Los recursos que se deriven de los apartados b), e), f) y g) del número 1 anterior, y no 
se contemplen inicialmente en el presupuesto de las Agencias Estatales se podrán destinar 
a financiar mayores gastos por acuerdo de su Director.

4. El recurso al endeudamiento está prohibido a las agencias estatales, salvo que por 
Ley se disponga lo contrario. No obstante, y con objeto de atender desfases temporales de 
tesorería, las agencias estatales pueden recurrir a la contratación de pólizas de crédito o 
préstamo, siempre que el saldo vivo no supere el 5 % de su presupuesto.

5. La contratación de las agencias estatales se rige por la normativa aplicable al sector 
público. Las sociedades mercantiles y fundaciones creadas o participadas mayoritariamente 
por las agencias estatales, deberán ajustar su actividad contractual, en todo caso, a los 
principios de publicidad y concurrencia.
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Artículo 108 sexies.  Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico 
financiero.

1. El Consejo Rector elaborará y aprobará el anteproyecto de presupuesto de la agencia 
estatal, conforme a lo dispuesto en el contrato de gestión. El anteproyecto de presupuesto 
de la agencia estatal será remitido al Ministerio de adscripción para su examen, que dará 
posterior traslado del mismo al Ministerio de Hacienda. Una vez analizado por este último 
departamento ministerial, el anteproyecto se incorpora al de Presupuestos Generales del 
Estado para su aprobación por el Consejo de Ministros y remisión a las Cortes Generales, 
consolidándose con el de las restantes entidades que integran el sector público estatal.

2. La persona titular del Ministerio de Hacienda establece la estructura del presupuesto 
de las agencias estatales, así como la documentación que se debe acompañar al mismo.

El presupuesto de gastos de las agencias estatales, tiene carácter limitativo por su 
importe global y carácter estimativo para la distribución de los créditos en categorías 
económicas, con excepción de los correspondientes a gastos de personal que en todo caso 
tienen carácter limitativo y vinculante por su cuantía total, y de las subvenciones nominativas 
y las atenciones protocolarias y representativas que tendrán carácter limitativo y vinculante 
cualquiera que sea el nivel de la clasificación económica al que se establezcan.

3. La autorización de las variaciones presupuestarias corresponde:
a) A la persona titular del Ministerio de Hacienda, las variaciones de la cuantía global del 

presupuesto y las que afecten a gastos de personal, a iniciativa del director y propuesta del 
Consejo Rector, salvo las previstas en la letra siguiente.

Así mismo, corresponde a la persona titular del Ministerio de Hacienda acordar o 
denegar las modificaciones presupuestarias, en los supuestos de competencia de los 
directores de las agencias estatales, cuando exista informe negativo de la Intervención 
Delegada y el titular de la competencia lo remita en discrepancia al Ministro Hacienda.

b) A la persona titular de la Dirección de la propia agencia estatal, todas las restantes 
variaciones, incluso en la cuantía global cuando sean financiadas con recursos derivados de 
los apartados b), e), f), y g) del artículo 108 quinquies por encima de los inicialmente 
presupuestados, no afecten a gastos de personal y existan garantías suficientes de su 
efectividad, dando cuenta inmediata a la Comisión de Control.

4. Los remanentes de tesorería que resulten de la liquidación del ejercicio presupuestario 
no afectados a la financiación del presupuesto del ejercicio siguiente, podrán aplicarse al 
presupuesto de ingresos y destinarse a financiar incremento de gastos por acuerdo de la 
persona titular de la Dirección, dando cuenta a la Comisión de Control. Los déficits derivados 
del incumplimiento de la estimación de ingresos anuales se compensarán en la forma que se 
prevea en el contrato de gestión.

5. Las agencias estatales podrán adquirir compromisos de gasto que hayan de 
extenderse a ejercicios posteriores a aquel en que se autoricen, siempre que no se superen 
alguno de los siguientes límites:

a) El número de ejercicios a que pueden aplicarse los gastos no será superior a cuatro.
b) El gasto que se impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de 

la cantidad que resulte de aplicar al importe total de cada programa, excluido el capítulo de 
gastos de personal y los restantes créditos que tengan carácter vinculante, los siguientes 
porcentajes: El 70 por 100 en el ejercicio inmediato siguiente, el 60 por ciento en el segundo 
ejercicio y el 50 por ciento en los ejercicios tercero y cuarto.

En el caso de gastos de personal o de otros que tengan carácter vinculante, podrán 
adquirirse compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros dentro de los límites 
señalados anteriormente, tomando como referencia de cálculo su dotación inicial.

El Gobierno podrá acordar la modificación de los límites anteriores en los casos 
especialmente justificados. A estos efectos, la persona titular del Ministerio de Hacienda, a 
iniciativa de la agencia estatal correspondiente, elevará al Consejo de Ministros la oportuna 
propuesta, previo informe de la Dirección General de Presupuestos.

6. La ejecución del presupuesto de las agencias estatales corresponde a sus órganos 
ejecutivos, que elaboran y remiten a la Comisión de Control, mensualmente, un estado de 
ejecución presupuestaria.
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7. Las agencias estatales deberán aplicar los principios contables que les corresponda 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 121 de la Ley General Presupuestaria, con la 
finalidad de asegurar el adecuado reflejo de las operaciones, los costes y los resultados de 
su actividad, así como de facilitar datos e información con trascendencia económica.

Corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado establecer los 
criterios que precise la aplicación de la normativa contable a las agencias estatales, en los 
términos establecidos por la legislación presupuestaria para las entidades del sector público 
estatal.

8. Las agencias estatales dispondrán de:
a) Un sistema de información económica que:
i) Muestre, a través de estados e informes, la imagen fiel del patrimonio, de la situación 

financiera, de los resultados y de la ejecución del presupuesto.
ii) Proporcione información de costes sobre su actividad que sea suficiente para una 

correcta y eficiente adopción de decisiones.
b) Un sistema de contabilidad de gestión que permita efectuar el seguimiento del 

cumplimiento de los compromisos asumidos en el contrato de gestión.
La Intervención General de la Administración del Estado establece los requerimientos 

funcionales y, en su caso, los procedimientos informáticos, que deberán observar las 
agencias estatales para cumplir lo dispuesto en este artículo, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 125 de la Ley General Presupuestaria.

9. Las cuentas anuales de las agencias estatales se formulan por la persona titular de la 
Dirección en el plazo de tres meses desde el cierre del ejercicio económico. Una vez 
auditadas dichas cuentas por la Intervención General de la Administración del Estado son 
sometidas al Consejo Rector, para su aprobación antes del 30 de junio del año siguiente al 
que se refieran.

Una vez aprobadas por el Consejo Rector, las cuentas se remitirán a través de la 
Intervención General de la Administración del Estado al Tribunal de Cuentas para su 
fiscalización. Dicha remisión a la Intervención General se realizará dentro de los siete meses 
siguientes a la terminación del ejercicio económico.

10. El control externo de la gestión económico-financiera de las agencias estatales 
corresponde al Tribunal de Cuentas de acuerdo con su normativa específica.

El control interno de la gestión económico-financiera de las agencias estatales 
corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado, y se realizará bajo 
las modalidades de control financiero permanente y de auditoría pública, en las condiciones 
y en los términos establecidos en la Ley General Presupuestaria. El control financiero 
permanente se realizará por las Intervenciones Delegadas en las Agencias Estatales, bajo la 
dependencia funcional de la Intervención General de la Administración del Estado.

Sin perjuicio del control establecido en el párrafo anterior, las agencias estatales estarán 
sometidas a un control de eficacia y de supervisión continua que será ejercido, a través del 
seguimiento del contrato de gestión y hasta su aprobación a través del plan de actuación en 
los términos establecidos en el artículo 85.

CAPÍTULO IV
Las autoridades administrativas independientes de ámbito estatal

[ . . . ]
Artículo 110.  Régimen jurídico.

1. Las autoridades administrativas independientes se regirán por su Ley de creación, sus 
estatutos y la legislación especial de los sectores económicos sometidos a su supervisión y, 
supletoriamente y en cuanto sea compatible con su naturaleza y autonomía, por lo dispuesto 
en esta Ley, en particular lo dispuesto para organismos autónomos, la Ley del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, la Ley 33/2003, de 3 de 
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noviembre, así como el resto de las normas de derecho administrativo general y especial 
que le sea de aplicación. En defecto de norma administrativa, se aplicará el derecho común.

2. Las autoridades administrativas independientes estarán sujetas al principio de 
sostenibilidad financiera de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril.

[ . . . ]
Disposición adicional vigesimonovena.  Régimen jurídico aplicable a la Entidad Pública 
Empresarial ICEX España Exportación e Inversiones.

La Entidad Pública Empresarial ICEX España Exportación e Inversiones preservará su 
naturaleza de entidad pública empresarial y, con las especialidades contenidas en su 
legislación específica, se regirá por las disposiciones aplicables a dichas entidades en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a excepción de lo 
dispuesto en los artículos 103.1 y 107.3 de la Ley, exclusivamente en lo que se refiere a la 
financiación mayoritaria con ingresos de mercado.

[ . . . ]
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§ 6

Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo 
de la Administración General del Estado. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 77, de 31 de marzo de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-3444

[ . . . ]
TÍTULO I

Nombramiento y ejercicio del alto cargo

[ . . . ]
Artículo 8.  Recursos humanos y materiales.

1. Quienes ejerzan un alto cargo gestionarán los recursos humanos, económicos y 
materiales siguiendo los principios de eficiencia y sostenibilidad.

2. La utilización de vehículos oficiales por quienes ejerzan un alto cargo estará vinculada 
con las obligaciones de desplazamiento derivadas del desempeño de sus funciones. 
Reglamentariamente se desarrollarán los criterios de utilización de estos vehículos.

La prestación de otros servicios que, en su caso, puedan ser llevados a cabo por 
vehículos oficiales deberá realizarse atendiendo a la naturaleza del cargo desempeñado y a 
las necesidades de seguridad y de acuerdo al principio de eficiencia en el uso de los 
recursos públicos.

El crédito presupuestario de los gastos de representación y atenciones protocolarias sólo 
podrá utilizarse para sufragar actos de esta naturaleza en el desempeño de las funciones del 
alto cargo, tanto en el territorio nacional como en el extranjero, siempre que dichos gastos 
redunden en beneficio o utilidad de la Administración y no existan para ellos créditos 
específicos en otros conceptos. No podrá abonarse con cargo a ellos ningún tipo de 
retribución, en metálico o en especie, para el alto cargo.

Cuando se incurra en los gastos mencionados en el párrafo anterior, deberá atenderse a 
los límites que se hayan fijado, que en ningún caso podrán ser objeto de ampliación. 
Asimismo, deberán ser debidamente justificados y acreditar su necesidad para el 
desempeño de las funciones inherentes al ejercicio del alto cargo.

La Administración no pondrá a disposición del alto cargo tarjetas de crédito con el objeto 
de que sean utilizadas como medio de pago de sus gastos de representación. 
Excepcionalmente, cuando el alto cargo desarrolle sus funciones en el extranjero y previa 
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acreditación de las circunstancias extraordinarias que lo hagan imprescindible, podrá 
autorizarse su utilización, sometida al correspondiente control administrativo.

[ . . . ]
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§ 7

Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 

Empleado Público. [Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas
«BOE» núm. 261, de 31 de octubre de 2015

Última modificación: 2 de agosto de 2024
Referencia: BOE-A-2015-11719

[ . . . ]
TÍTULO III

Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta

Artículo 52.  Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta.
Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan 

asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución y 
del resto del ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: 
objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, 
dedicación al servicio público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, 
eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y medioambiental, y respeto a la igualdad 
entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los empleados públicos 
configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.

Los principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y 
aplicación del régimen disciplinario de los empleados públicos.

[ . . . ]
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§ 8

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 236, de 2 de octubre de 2015
Última modificación: 19 de octubre de 2022

Referencia: BOE-A-2015-10565

[ . . . ]
TÍTULO II

De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I
Normas generales de actuación

[ . . . ]
Artículo 24.  Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado.

1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución 
que la Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el 
vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al 
interesado o interesados para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los 
supuestos en los que una norma con rango de ley o una norma de Derecho de la Unión 
Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo contrario. Cuando el 
procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga el 
carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones 
imperiosas de interés general.

El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del 
derecho de petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya 
estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros 
facultades relativas al dominio público o al servicio público, impliquen el ejercicio de 
actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de responsabilidad 
patrimonial de las Administraciones Públicas.

El sentido del silencio también será desestimatorio en los procedimientos de 
impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio iniciados a solicitud de 
los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la 
desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se 
entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo 
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competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera a las 
materias enumeradas en el párrafo anterior de este apartado.

2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de 
acto administrativo finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio 
administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso 
administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente.

3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del 
artículo 21 se sujetará al siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior 
a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.

b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa 
posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al 
sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer 
tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. 
Los mismos producen efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe 
dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la misma se haya expedido, y su 
existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, 
incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de 
oficio por el órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el 
plazo máximo para resolver el procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá 
pedirlo en cualquier momento, computándose el plazo indicado anteriormente desde el día 
siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro electrónico de la 
Administración u Organismo competente para resolver.

[ . . . ]
Disposición adicional octava.  Resoluciones de Secretaría General de Administración 
Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital que establezcan las 
condiciones de uso de sistemas de identificación y/o firma no criptográfica.

Cuando se trate de sistemas establecidos por medio de Resolución de la Secretaría 
General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital para su ámbito competencial con objeto de determinar las circunstancias en las que 
un sistema de firma electrónica no basado en certificados electrónicos será considerado 
como válido en las relaciones de los interesados con los órganos administrativos de la 
Administración General del Estado, sus organismos públicos y entidades de Derecho Público 
vinculados o dependientes, no será preciso el transcurso del plazo de dos meses para la 
eficacia jurídica del sistema a que se refiere el artículo 10.2.c) de la presente ley, adquiriendo 
eficacia jurídica al día siguiente de la publicación de la Resolución, salvo que esta disponga 
otra cosa.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 8  Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas [parcial]

– 240 –



§ 9

Ley 1/2001, de 29 de marzo, por la que se establece la duración 
máxima y el régimen de silencio administrativo de determinados 

procedimientos

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 85, de 10 de abril de 2001
«BOE» núm. 149, de 22 de junio de 2001

Última modificación: 22 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2001-11964

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID
Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado la presente Ley, que yo, en nombre 

del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

1

Antecedentes y justificación
El 14 de enero de 1999 se publicó en el «Boletín Oficial del Estado» la Ley 4/1999, de 13 

de enero, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Entre las 
novedades más relevantes que introdujo dicha reforma, destaca la exigencia de rango de 
Ley para las normas de derecho interno que prevean plazos de resolución de procedimientos 
que excedan de seis meses (artículo 42.2) y para las que atribuyan efectos desestimatorios 
a la falta de resolución expresa de los procedimientos iniciados a solicitud de interesado e 
incluidos en la regla general de silencio positivo (artículo 43.2).

A raíz de estas previsiones, la Asamblea aprobó la Ley 8/1999, de 9 de abril, de 
Adecuación de la Normativa de la Comunidad de Madrid a la Ley estatal 4/1999, de 13 de 
enero, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común («Boletín Oficial de la 
Comunidad de Madrid» de 13 de abril de 1999). Dicha Ley estableció la duración máxima y 
el régimen del silencio aplicable a determinados procedimientos.

Concretamente, se incluyeron en su anexo los procedimientos para cuya regulación era 
exigible el rango de Ley por razón del plazo o de los efectos del silencio.

Posteriormente, el legislador estatal ha vuelto a ocuparse del régimen de la resolución de 
los procedimientos con ocasión de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social («Boletín Oficial del Estado» de 30 de diciembre de 
2000), aunque esta vez la regulación se circunscribe a los procedimientos cuya regulación 
es de competencia estatal.
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En su disposición adicional vigésima novena, la Ley 14/2000 establece plazos de 
resolución y notificación superiores a seis meses para determinadas materias (apartado 1 y 
anexo 1) y, en relación con otra serie de procedimientos, prevé el régimen de silencio 
negativo (apartado 2 y anexo 2).

La presente Ley se centra de nuevo en los dos aspectos mencionados:
Plazo máximo para dictar y notificar la resolución de procedimientos y efectos de la falta 

de resolución expresa en plazo, con el fin de dar cobertura legal a aquellos supuestos que la 
precisan de conformidad con los artículos 42.2 y 43.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

2

Duración máxima de los procedimientos y régimen del silencio administrativo
En su artículo 1.1, la presente Ley establece el plazo máximo en que se debe dictar y 

notificar la resolución de los procedimientos que se relacionan en el anexo. Por su rango, 
esta norma es apta para fijar plazos que excedan de los seis meses, cosa que hace aquellos 
supuestos, poco numerosos, en que esta duración se encuentra justificada por la especial 
complejidad del procedimiento.

En su artículo 1.2, esta Ley prevé los efectos del vencimiento del plazo máximo sin que 
se haya dictado y notificado la resolución expresa del procedimiento. Dicho en otros 
términos, establece el régimen del silencio administrativo de los procedimientos incluidos en 
el anexo.

Los casos de silencio negativo ahora establecidos se añaden a los previstos en la Ley 
8/1999, de 9 de abril, en cuyo preámbulo se anunciaba ya «un análisis más detenido de la 
situación» dirigido a «valorar la conveniencia de establecer nuevos supuestos de silencio 
negativo mediante una nueva Ley». Entonces y ahora, se ha considerado que, en 
determinados procedimientos, el servicio al interés general resulta incompatible con la 
estimación de las solicitudes de los interesados por el mero transcurso del plazo de 
resolución sin que ésta se dicte y notifique.

En efecto, si bien es fundamental que la Administración de la Comunidad de Madrid dicte 
y notifique dentro de plazo la resolución de los procedimientos de su competencia, en 
determinados supuestos el perjuicio al interés general que se derivaría de la vulneración de 
este deber no se vería atenuado sino, por el contrario, acrecentado, si a ello se uniera la 
atribución de efectos estimatorios al silencio administrativo.

Los casos en que esta Ley atribuye efectos desestimatorios al silencio administrativo son 
de dos clases: Supuestos en que se establece «ex novo» el silencio negativo y supuestos en 
que se mantiene el sentido que tenían asignado hasta la fecha en virtud de una norma 
reglamentaria cuya validez –en lo que se refiere estrictamente al sentido del silencio– 
expirará en breve plazo.

A este respecto, cabe recordar que la Ley 8/1999, de 9 de abril, estableció un período 
transitorio, que vence el 14 de abril de 2001, durante el cual conserva su validez el sentido 
del silencio administrativo previsto en las normas reglamentarias autonómicas que regulan 
los distintos procedimientos (artículo 2). Transcurrido dicho período, los efectos 
desestimatorios (silencio negativo) previstos en normas meramente reglamentarias que 
carezcan de la cobertura legal exigida por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se 
convertirán en efectos estimatorios (silencio positivo). La proximidad de la fecha señalada es 
precisamente la razón fundamental por la que se ha considerado oportuno aprobar esta Ley 
en este momento.

En materia de silencio administrativo, conviene matizar que, como ya ocurría en la Ley 
8/1999, de 9 de abril, en determinadas ocasiones es la propia naturaleza del procedimiento 
la que desencadena los efectos desestimatorios, aplicando las reglas establecidas por el 
legislador básico. En estos casos el anexo se limita a reflejar el régimen derivado de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, que establece el silencio negativo respecto de los 
procedimientos iniciados de oficio con efectos favorables (artículo 44.1) y de los iniciados a 
solicitud de interesado pero incluidos en alguna de las categorías exceptuadas de la regla de 
silencio positivo por su artículo 43.2.
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3

Anexo único y habilitación para la modificación reglamentaria
Se ha optado por integrar todos los procedimientos regulados en esta Ley en un anexo 

único, porque las dos determinaciones –plazo y silencio– están estrechamente relacionadas 
y de esta forma el interesado recibe una información más clara y completa que si tuviese que 
consultar dos anexos de la misma Ley. Además, se indican siempre los dos extremos 
respecto de cada procedimiento, aun en el caso de que sólo uno de ellos sea la causa de su 
inclusión en el anexo.

Las decisiones anteriores conducen a dotar de rango de Ley a ciertas previsiones que no 
lo requieren (plazos que no excedan de seis meses y efectos estimatorios del silencio), lo 
que obligaría en principio a recurrir al mismo tipo de norma para modificarlas en el futuro, por 
efecto de lo que se ha dado en llamar congelación de rango. Para evitar los inconvenientes 
derivados de esta rigidez, la propia Ley habilita al Gobierno para que pueda modificar las 
determinaciones del anexo, siempre –claro está– que por su contenido la norma 
correspondiente no requiera rango de Ley de acuerdo con la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. En virtud de esta previsión, el Gobierno podrá en el futuro variar los plazos de los 
procedimientos, siempre con el límite máximo de los seis meses. Y podrá asimismo cambiar 
el sentido del silencio de negativo a positivo, pero no al revés.

Por las mismas razones, y en las mismas condiciones, se habilita al Gobierno para que 
pueda modificar las determinaciones del anexo de la Ley 8/1999, de 9 de abril.

4

Suscripción de convenios
La modificación del artículo 4 de la Ley 8/1999, de 9 de abril, referido a la suscripción de 

convenios, tiene como finalidad ajustar las reglas establecidas por dicho precepto, sin 
introducir no obstante cambios sustanciales en la norma.

Entre los aspectos más destacados de la nueva regulación, cabe señalar la supresión 
del trámite de autorización previa del Gobierno respecto de aquellos convenios que en 
principio le correspondería suscribir al Consejero, pero que firma el Presidente en atención a 
su relevancia institucional; y, en lo relativo a los convenios y acuerdos de cooperación con 
otras Comunidades Autónomas, la sustitución de dicho trámite por el de aprobación previa 
del proyecto de convenio o acuerdo, que se considera más congruente con la competencia 
del Gobierno para la elaboración de tales proyectos [artículo 21.j) de la Ley 1/1983, de 13 de 
diciembre, de Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid].

En relación con el mismo artículo procede realizar dos aclaraciones.
En primer lugar, la referencia a los organismos autónomos y entes de derecho público 

debe entenderse que abarca a todas las entidades que integran la Administración 
Institucional de la Comunidad de Madrid, con la única excepción de las sociedades 
mercantiles. En segundo término, la supresión de las diversas alusiones de la redacción 
anterior del artículo 4 a la delegación de firma no persigue en modo alguno impedir el 
recurso a esta técnica, sino que, por el contrario, trata de salir al paso de posibles 
interpretaciones que intenten limitar su aplicación a los supuestos en que estaba 
expresamente mencionada en dicho artículo. Con la nueva redacción, se obvia toda mención 
expresa, precisamente porque se considera que la delegación será posible siempre que lo 
permitan las reglas generales, asegurando así la celeridad y eficacia en la actuación 
administrativa.

5

Cómputo de plazos en la Consejería de Presidencia y Hacienda
El artículo 42.3.b) de la Ley 30/1992 dispone que los plazos de resolución de 

procedimientos se contarán «en los iniciados a solicitud de interesado, desde la fecha en 
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que la solicitud haya tenido entrada en el Registro del órgano competente para su 
tramitación».

De conformidad con esta norma, la Ley 8/1999 estableció que, a estos efectos, «se 
entiende por órgano competente para la tramitación de una solicitud, cualquiera de los 
Registros de la Consejería competente en cada caso para iniciar la tramitación de la misma» 
(disposición adicional, apartado 1, párrafo primero); y añadió acto seguido que «a tal efecto, 
el Registro General de la Comunidad de Madrid será considerado como Registro de la 
Consejería de Presidencia» (disposición adicional, apartado 1, párrafo segundo).

Se deroga ahora esta última previsión, con el fin de que los plazos de resolución de los 
procedimientos que aplica la Consejería de Presidencia y Hacienda, que cuenta ya con su 
propio Registro General, distinto del Registro General de la Comunidad de Madrid, no 
empiecen a contar hasta que la solicitud tenga entrada en uno de sus Registros, al igual que 
sucede en el caso de las demás Consejerías.

6

Títulos competenciales
La presente Ley se basa en la competencia de la Comunidad de Madrid en materia de 

procedimiento administrativo (artículo 26.1.3 del Estatuto de Autonomía) y régimen jurídico 
de su Administración Pública (artículo 27.2 del Estatuto de Autonomía), así como en los 
títulos competenciales referidos a las materias sustantivas cuyo procedimiento se ve 
afectado.

Artículo 1.  Duración de procedimientos y efectos del silencio.
1. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución expresa de los procedimientos 

recogidos en el anexo será el establecido en el mismo.
2. El vencimiento de dicho plazo máximo sin que se haya dictado y notificado la 

resolución expresa del procedimiento producirá los efectos señalados en el anexo.

Artículo 2.  Habilitación para la modificación reglamentaria.
1. El Consejo de Gobierno, mediante Decreto, podrá reducir los plazos de duración 

máxima de los procedimientos previstos en el Anexo, siempre que no excedan de seis 
meses, así como modificar el efecto desestimatorio en estimatorio por la falta de resolución 
expresa en el plazo establecido.

El aumento de la duración máxima de los procedimientos, así como la modificación del 
efecto estimatorio en desestimatorio por la falta de resolución expresa en el plazo 
establecido, deberá aprobarse mediante norma con rango de ley.

2. En los mismos términos y condiciones, mediante Decreto del Gobierno se podrán 
modificar las determinaciones del anexo de la Ley 8/1999, de 9 de abril, de Adecuación de la 
Normativa de la Comunidad de Madrid a la Ley estatal 4/1999, de 13 de enero, de 
modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio de los procedimientos.
A los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de la presente Ley no les 

será de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior.

Disposición derogatoria única.  
1. Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango contradigan o se 

opongan a la presente Ley.
2. En particular, y en lo referido exclusivamente a las normas que contienen sobre el 

plazo de resolución de procedimientos y los efectos del silencio administrativo, se derogan 
las siguientes disposiciones:
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El artículo 13.2 de la Ley 4/1999, de 30 de marzo, de Cooperativas de la Comunidad de 
Madrid.

Los apartados 3.8, 3.12 y 5.3 del anexo de la Ley 8/1999, de 9 de abril, de adecuación 
de la normativa de la Comunidad de Madrid a la Ley estatal 4/1999, de 13 de enero, de 
modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Los artículos 7.2, 17.1 y 20.3 de la Ley 9/1999, de 9 de abril, de Museos de la 
Comunidad de Madrid.

3. Queda derogado el párrafo segundo del apartado 1 de la disposición adicional de la 
Ley 8/1999, de 9 de abril, de adecuación de la normativa de la Comunidad de Madrid a la 
Ley estatal 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

Disposición final primera.  Modificación del artículo 4 de la Ley 8/1999, de 9 de abril.
Se modifica el artículo 4 de la Ley 8/1999, de 9 de abril, de adecuación de la normativa 

de la Comunidad de Madrid a la Ley estatal 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, que queda redactado como sigue:

«Artículo 4.  Suscripción de convenios.
1. Corresponde al Presidente de la Comunidad de Madrid la firma de los 

convenios y acuerdos de cooperación que se celebren con otras Comunidades 
Autónomas, previa aprobación del proyecto por parte del Gobierno.

Corresponde asimismo al Presidente la firma de los convenios con los órganos 
constitucionales, así como la de los que se celebren con la Administración General 
del Estado y suscriban los titulares de los Departamentos ministeriales.

Las reglas anteriores se aplicarán aun en el caso de que la ejecución del 
convenio, por parte de la Comunidad de Madrid, corresponda a un organismo 
autónomo o a un ente de derecho público.

2. La firma de los convenios de Conferencia Sectorial corresponde al Consejero 
competente por razón de la materia.

3. En los demás supuestos, se observarán las siguientes reglas:
a) Firmará los convenios el Consejero correspondiente y, si afectasen a varias 

Consejerías, podrá firmarlos el Consejero competente en materia de relaciones 
institucionales.

b) La firma de los convenios que celebren los organismos autónomos y los entes 
de derecho público corresponde al órgano que ostente su representación, salvo que 
su ley de creación disponga otra cosa.

En ambos casos, no obstante, si por su relevancia institucional se considerase 
oportuno, se podrá elevar el convenio a la firma del Presidente.

4. El régimen establecido en este artículo será también aplicable a la suscripción 
de los protocolos generales a los que se refiere el artículo 6.4 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

5. La facultad de firma de los convenios no altera las competencias relativas al 
procedimiento de gasto.»

Disposición final segunda.  Habilitación al Gobierno.
El Gobierno de la Comunidad de Madrid dictará las disposiciones de desarrollo y 

aplicación de la presente Ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

de la Comunidad de Madrid».

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 9  Duración máxima y régimen de silencio administrativo de determinados procedimientos

– 245 –



ANEXO
Plazo máximo de duración y efectos del silencio administrativo de los 

procedimientos que se relacionan

 Procedimiento Plazo máximo
de resolución

Efecto
del silencio

1. Vicepresidencia, Consejería de Cultura y Deporte y 
Portavocía del Gobierno.   

1.1
Reconocimiento e Inscripción en el registro de Entidades 
Deportivas de las Federaciones Deportivas de la 
Comunidad de Madrid.

Tres meses. Estimatorio.

1.2 Inclusión en el inventario de bienes culturales a instancia de 
parte. Tres meses. Desestimatorio.

1.3

Inclusión en el patrimonio documental madrileño de 
documentos, fondo de archivo o colecciones que, sin 
alcanzar la antigüedad señalada en los artículos 6 y 7 de la 
Ley 4/1993, de 21 de abril, merezcan dicha inclusión.

Tres meses. Desestimatorio.

1.4 Integración en la Red de archivos de uso público de centros 
de archivo de titularidad pública o privada. Tres meses. Estimatorio.

1.5 Autorización de la salida temporal de los documentos que 
se encuentren en los centros de archivo autonómicos. Tres meses. Desestimatorio.

1.6
Autorización excepcional para el acceso a documentos 
constitutivos del Patrimonio Documental excluidos de 
consulta pública.

Dos meses. Desestimatorio.

1.7
Autorización de la creación de museos y colecciones por 
Ayuntamientos, organismos públicos y personas físicas y 
jurídicas.

Dos meses. Estimatorio.

1.8 Autorización para el traslado o salida de fondos de museos 
y colecciones y para la disgregación de colecciones. Dos meses. Desestimatorio.

1.9 Autorización de la reparación o restauración de los fondos 
de museos y colecciones. Dos meses. Estimatorio.

1.10

Autorización de derechos económicos de ingresos y acceso 
a fondos de utilización de instalaciones para fines propios y 
de actividades museísticas, de los Museos y colecciones 
que integran el Sistema Regional de Museos.

Seis meses. Desestimatorio.

1.11
Autorización de copias y reproducciones, con fines de 
explotación comercial, de los fondos de museos y 
colecciones de titularidad de la Comunidad de Madrid.

Tres meses. Desestimatorio.

1.12 Autorización administrativa e inscripción en el registro de 
Bibliotecas Públicas y de interés público. Seis meses. Estimatorio.

2. Consejería de Presidencia, Justicia e Interior.   

2.1 Inscripción en el Registro de Colegios Profesionales de la 
Comunidad de Madrid. Cuatro meses. Estimatorio.

2.2 Cambio de denominación de los Colegios Profesionales. Cuatro meses. Estimatorio.

2.3 Inscripción de actos que establece la Ley relativos a 
fundaciones. Cuatro meses. Estimatorio.

2.4 Depósito por los protectorados de la documentación 
contable de las fundaciones. Seis meses. Estimatorio.

2.5 Solicitud de compatibilidad para el desempeño de segunda 
actividad en el sector público. Tres meses. Estimatorio.

2.6 Solicitud de compatibilidad para el desempeño de segunda 
actividad en el sector privado. Tres meses. Estimatorio.

2.7 Préstamos y anticipos. Un mes. Desestimatorio.
2.8 Ayuda por cuidado de hijos. Un mes. Desestimatorio.
2.9 Autorización de la alteración de términos municipales. Un año. Desestimatorio.

2.10 Autorización de la alteración del nombre y capitalidad de los 
municipios. Un año. Desestimatorio.

2.11
Declaración de urgente ocupación de bienes afectados por 
expropiación forzosa en expedientes instruidos por las 
Corporaciones Locales.

Seis meses. Desestimatorio.

2.12
Autorización y/o aprobación de ordenanzas especiales y 
normas reguladoras de las formas de aprovechamiento de 
los bienes comunales de las entidades locales.

Seis meses. Desestimatorio.

2.13 Autorización de espectáculos y actividades recreativas 
extraordinarias. Cinco días. Desestimatorio.

2.14 Ampliación de horario de espectáculos y actividades 
recreativas. Cuatro meses. Desestimatorio.

2.15 Autorización de festejos taurinos populares. Dos días. Desestimatorio.
2.16 Registro de uniones de hecho. Quince días. Desestimatorio.
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 Procedimiento Plazo máximo
de resolución

Efecto
del silencio

2.17 Autorizaciones para instalar máquinas recreativas con 
premio programado en bares y cafeterías. Dos meses. Estimatorio.

2.18 Autorización de locales destinados a establecimientos de 
juegos colectivos de dinero y azar. Tres meses. Estimatorio.

2.19 Autorización de locales destinados a salones de juego. Tres meses. Desestimatorio.

2.20 Autorización para la organización y comercialización de 
apuestas. Seis meses. Desestimatorio.

2.21 Autorización de locales específicos de apuestas y otros 
locales y zonas de apuestas. Tres meses. Desestimatorio.

2.22 Homologación de máquinas recreativas de juego y azar. Seis meses. Desestimatorio.

2.23 Homologación de sistemas técnicos para la práctica de 
juegos y apuestas de carácter presencial o a distancia. Seis meses. Desestimatorio.

2.24
Homologación de sistemas técnicos de interconexión, de 
medios de pago y de control de acceso a establecimientos 
de juego.

Seis meses. Desestimatorio.

3. Consejería de Economía y Hacienda.  Desestimatorio.
3.1 (Sin contenido).   
3.2 (Sin contenido).   
3.3 (Sin contenido).   
3.4 (Sin contenido).   
3.5 (Sin contenido).   

3.6
Autorización para el uso de la denominación de algunos 
símbolos de la Comunidad de Madrid en marcas o signos 
distintivos de productos, mercancías y servicios.

Dos meses. Estimatorio.

3.7 Autorización para el funcionamiento como laboratorio de 
ensayo. Seis meses. Estimatorio.

3.8 Inscripción en el Registro de licitadores de la Comunidad de 
Madrid. Tres meses. Estimatorio.

3.9 Expedientes de resolución contractual que se rijan por la 
legislación sobre contratos públicos. Ocho meses.

Caducidad 
(iniciados de oficio).
Desestimatorio 
(iniciados a 
instancia del 
contratista).

3.10 Integración de funcionarios de carrera en Cuerpos y 
Escalas o Especialidades de la Comunidad de Madrid. Tres meses. Desestimatorio.

3.11 Reconocimiento de grado. Tres meses. Desestimatorio.
3.12 Reconocimiento de servicios previos. Tres meses. Desestimatorio.
3.13 Sancionador en materia de consumo. Nueve meses. Caducidad.

4. Consejería de Transportes e Infraestructuras.   

4.1
Autorización de Transporte Regular de Uso Especial 
(expedientes de competencia propia de la Comunidad 
Autónoma).

Tres meses. Desestimatorio.

4.2
Autorización de transportes regulares temporales 
(expedientes de competencia propia de la Comunidad 
Autónoma).

Tres meses. Desestimatorio.

4.3 Accesos a carreteras. Cinco meses. Desestimatorio.

4.4 Accesos e instalaciones complementarias al servicio de la 
carretera. Cinco meses. Desestimatorio.

4.5 Autorización de establecimiento de áreas de Servicio. Cinco meses. Estimatorio.
5. Consejería de Educación.   

5.1 Inscripción en el Registro de Formación Permanente del 
Profesorado de la Comunidad de Madrid. Un mes. Desestimatorio

6. Consejería de Medioambiente, Vivienda y Ordenación del 
Territorio.   

6.1
Inscripción en el Registro de Industrias Agrarias de la 
Comunidad de Madrid de la instalación y modificaciones de 
las citadas industrias.

Dos meses. Estimatorio.

6.2

Inscripción en el registro de agentes económicos 
organizaciones, organismos independientes de control y de 
pliegos de condiciones aprobados sobre etiquetado de 
carne de vacuno en la Comunidad de Madrid.

Tres meses. Estimatorio.

6.3 Inscripción en el registro de clasificadores de canales de 
bovino pesado de la Comunidad de Madrid. Cuatro meses. Estimatorio.

6.4 Inscripción en el Registro de Envasadores y Embotelladores 
de Vinos y Bebidas Alcohólicas de la Comunidad de Madrid. Dos meses. Estimatorio.

6.5 Inscripción en el Registro de Productos Enológicos de la 
Comunidad de Madrid. Dos meses. Estimatorio.
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6.6

Inscripción en el Registro de Viñas, de Bodegas de 
Elaboración, de Bodegas de Crianza, de Bodegas de 
Almacenamiento y de Plantas Embotelladoras, del Consejo 
Regulador de la Denominación de Origen «Vinos de 
Madrid».

Dos meses. Estimatorio.

6.7

Inscripción en el Registro de Ganaderías de Vacas 
Nodrizas, de Cebaderos, de Mataderos y de Salas de 
Despiece y Expedición, del Consejo Regulador de la 
Indicación Geográfica Protegida «Carne de la Sierra de 
Guadarrama».

Dos meses. Estimatorio.

6.8 Inscripción en los Registros de Operadores del Comité de 
Agricultura Ecológica. Un mes. Estimatorio.

6.9 Autorización de utilización de la Denominación de Calidad 
«Aceitunas de Campo Real». Dos meses. Estimatorio.

6.10 Inscripción en el Registro de elaboradores y envasadores 
de la Denominación Geográfica «Chinchón». Dos meses. Estimatorio.

6.11 Regularización de situaciones de ocupación irregular de 
viviendas de promoción pública del IVIMA.

Cuatro meses para la 
rescisión del contrato 
y cuatro meses para 
la regularización.

Caducidad para la 
1ª etapa. 
Desestimatorio para 
la 2.ª

6.12

Solicitud de cambio de titularidad por fallecimiento o por 
separación o divorcio en contratos de compraventa de 
viviendas o plazas de garaje de Promoción Pública del 
IVIMA.

Tres meses. Desestimatorio.

6.13 Calificación de actuación protegida de rehabilitación.

Tres meses 
(provisional)
Tres meses 
(definitivas).

Desestimatorio 
(provisional)
Desestimatorio 
(definitiva).

6.14 Concesión de ayudas a la rehabilitación de edificios y 
viviendas. Seis meses. Desestimatorio.

6.15 Adjudicación de viviendas de la Comunidad de Madrid 
mediante sorteo. Seis meses. Desestimatorio.

6.16 Adjudicación de viviendas de la Comunidad de Madrid 
mediante baremo en situaciones de especial necesidad. Seis meses. Desestimatorio.

6.17 Concesión de cambios o permutas de viviendas 
adjudicadas por la Comunidad de Madrid. Cuatro meses. Desestimatorio.

6.18 Autorización de descalificación voluntaria de viviendas 
sometidas a algún régimen de protección pública. Cinco meses. Desestimatorio.

6.19
Calificación de Viviendas de Protección Oficial de 
Promoción Privada y Pública (calificación provisional, 
modificación de proyectos y calificación definitiva).

Tres meses para la 
calificación 
provisional.
Tres meses para la 
calificación definitiva.

Estimatorio para la 
calificación 
provisional.
Desestimatorio para 
la calificación 
definitiva.

6.20
Calificación de Viviendas con Protección Pública 
(Calificación Provisional, Modificación de Proyectos y 
Calificación Definitiva).

Tres meses.

Estimatorio (Calif. 
Provisional y 
Modificación 
Proyecto).
Desestimatorio 
(Calificación 
Definitiva).

6.21 Concesión de ayudas para la adquisición de viviendas de 
protección oficial y viviendas ya construidas. Seis meses. Desestimatorio.

6.22 Concesión de ayudas para la adquisición de viviendas con 
protección pública. Seis meses. Desestimatorio.

6.23 Reducción del precio de la renta de las viviendas 
administradas por el Instituto de la Vivienda de Madrid. Tres meses. Desestimatorio.

6.24 Registro especial de arrendamientos rústicos de la 
Comunidad de Madrid. Tres meses. Estimatorio.

6.25 Inscripción en el Registro de Sociedades Agrarias de 
Transformación de la Comunidad de Madrid. Dos meses. Estimatorio.

6.26
Autorización para la fabricación, distribución, dispensación, 
prescripción, aplicación y uso de medicamentos veterinarios 
y piensos medicamentosos en la Comunidad de Madrid.

Dos meses. Desestimatorio.

6.27 Autorización para realizar actividades de gestión de 
residuos peligrosos. Tres meses. Desestimatorio.

6.28 Declaración de suelos contaminados. Nueve meses. Caducidad.
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6.29
Autorización de industrias o actividades generadoras o 
importadoras de productos de cuyo uso pudieran derivarse 
residuos peligrosos.

Seis meses. Desestimatorio.

6.30 Autorización de productores de residuos peligrosos. Cuatro meses. Desestimatorio.

6.31

Autorización o aprobación de acuerdos voluntarios y 
convenios de colaboración celebrados por los responsables 
de la puesta en el mercado de productos que con el uso se 
transforman en residuos.

Seis meses. Desestimatorio.

6.32 Autorización para realizar actividades de valorización y/o de 
eliminación de residuos no peligrosos. Tres meses. Desestimatorio.

6.33

Registro de agentes comerciales e intermediarios que 
pongan residuos en el mercado o realicen con los mismos 
operaciones jurídicas que impliquen cambio de titularidad 
posesoria.

Dos meses. Estimatorio.

6.34 Registro de actividades de gestión de residuos que no 
necesitan autorización. Tres meses. Estimatorio.

6.35 Inscripción en el Registro de pequeños productores de 
residuos peligrosos. Dos meses. Desestimatorio.

6.36 Certificación de la convalidación de la Inversión 
medioambiental. Dos meses. Estimatorio.

6.37 Adhesión de centros al sistema comunitario de gestión y 
auditorías medioambientales. Dos meses. Estimatorio.

6.38 Solicitudes de concesión de etiqueta ecológica. Seis meses. Estimatorio.

6.39

Autorización para la quema de rastrojos, utilización de fuego 
y, en general, para cualquier actividad a realizar en montes 
de la Comunidad de Madrid que pueda implicar peligro de 
incendio.

Quince días. Desestimatorio.

6.40 Cambios de uso forestal. Dos meses. Desestimatorio.

6.41 Autorizaciones para la realización de actividades 
relacionadas con las especies de flora y fauna catalogadas. Tres meses. Desestimatorio.

6.42 Autorizaciones sobre actuaciones a realizar en el ámbito de 
los montes gestionados por la Comunidad de Madrid. Tres meses. Desestimatorio.

6.43 Declaración de Zonas de Especial Interés Hidrológico-
Forestal. Tres meses. Estimatorio.

6.44 Declaración de prevalencia de nuevo uso. Tres meses. Desestimatorio.
6.45 Declaración de Zonas de Actuación Urgente. Tres meses. Desestimatorio.

6.46
Autorización para la realización de actividades en alguno de 
los Espacios Naturales Protegidos de la Comunidad de 
Madrid.

Seis meses. Desestimatorio.

7. Consejería de Sanidad.   

7.1

Reconocimiento de títulos y certificados de formación 
expedidos en los Estados miembros de la Unión Europea 
en relación con las profesiones del sector sanitario 
enumeradas en el Anexo IV del Real Decreto 1396/1995, de 
4 de agosto.

Cuatro meses. Desestimatorio.

7.2 Reconocimiento de interés sanitario y/o social para actos de 
carácter científico en la Comunidad de Madrid. Un mes. Estimatorio.

7.3 Acreditación de actividades y centros de formación 
continuada de profesiones sanitarias. Cuatro meses. Desestimatorio.

7.4 Autorización y registro de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios de la Comunidad de Madrid.

Instalación: dos 
meses.
Funcionamiento: tres 
meses.
Modificación: tres 
meses.
Cierre: tres meses.

Desestimatorio.

7.5 Sancionador en materia sanitaria. Nueve meses. Caducidad.
7.6 Acreditación de Comités Éticos de Investigación Clínica. Un mes. Desestimatorio.

7.7 Autorizaciones de establecimientos de óptica y secciones 
de óptica en oficinas de farmacia. Dos meses. Estimatorio.

7.8
Autorización de homologación de Centros y Servicios 
Sanitarios relacionados con las técnicas de reproducción 
humana asistida en la Comunidad de Madrid.

Tres meses. Desestimatorio.

7.9 Procedimiento de autorización de instalación de parques 
acuáticos. Dos meses. Desestimatorio.

7.10
Autorización de Veterinarios Colaboradores para el control 
sanitario de carnes procedentes de matanzas domiciliarias 
de cerdos, cacerías y monterías.

Tres meses. Desestimatorio.

7.11 Autorización e inspección de piscinas de uso colectivo. Un mes. Desestimatorio.
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7.12 Expedición de certificación técnico-sanitaria para vehículos-
ambulancia. Dos meses. Desestimatorio.

7.13 Autorización de cementerios, tanatorios y empresas 
funerarias. Tres meses. Estimatorio.

8. Consejería de Familia y Asuntos Sociales   
8.1 Autorización de Centros de Servicios Sociales. Dos meses. Estimatorio.
8.2 Declaración y calificación del grado de minusvalía. Tres meses. Desestimatorio.

8.3 Acreditación de Instituciones Colaboradoras de Adopción 
Internacional. Dos meses. Estimatorio.

8.4 Procedimiento de reconocimiento de grado y nivel de 
dependencia. Seis meses. Desestimatorio.

8.5 Procedimiento para la determinación del Programa 
Individual de Atención (PIA). Seis meses. Desestimatorio.

8.6 Renta Mínima de Inserción. Tres meses. Desestimatorio.
9 Consejería de Empleo y Mujer   

9.1 Inscripción de acuerdos sociales de Sociedades 
Cooperativas Madrileñas.   

9.1.
1

Inscripción de acuerdos sociales de fusión, escisión, cesión 
de activo y pasivo, disolución y liquidación-extinción de 
cooperativas; legalización de libros sociales de cooperativas 
y depósito de cuentas.

Tres meses. Desestimatorio.

9.1.
2

Expedición de certificados de inexistencia de obstáculos al 
acuerdo social de transformación de cooperativas en 
entidades de otra naturaleza.

Dos meses. Estimatorio.

9.1.
3 Reserva de denominación de cooperativas. Dos meses. Estimatorio.

9.1.
4

Inscripción de acuerdos sociales de cambio de domicilio de 
cooperativas. Dos meses. Estimatorio.

9.1.
5

Inscripción de acuerdos sociales de modificación de 
estatutos de cooperativas y de otros acuerdos sociales de 
cooperativas distintos del anterior.

Dos meses. Estimatorio.

9.2 Inscripción de escritura de constitución de Sociedades 
Cooperativas Madrileñas. Tres meses. Estimatorio.

9.3 Tramitación de la solicitud de inscripción en el Registro de 
Asociaciones de Mujeres de la Comunidad de Madrid. Dos meses. Estimatorio.
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§ 10

Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 295, de 10 de diciembre de 2013

Última modificación: 9 de julio de 2022
Referencia: BOE-A-2013-12887

[ . . . ]
TÍTULO I

Transparencia de la actividad pública

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Publicidad activa

[ . . . ]
Artículo 8.  Información económica, presupuestaria y estadística.

1. Teniendo en cuenta las competencias legislativas de las Comunidades Autónomas, los 
sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título deberán hacer pública, como 
mínimo, la información relativa a los actos de gestión administrativa con repercusión 
económica o presupuestaria que se indican a continuación:

a) Todos los contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de la licitación y de 
adjudicación, el procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los 
que, en su caso, se ha publicitado, el número de licitadores participantes en el procedimiento 
y la identidad del adjudicatario, así como las modificaciones del contrato. Igualmente serán 
objeto de publicación las decisiones de desistimiento y renuncia de los contratos. La 
publicación de la información relativa a los contratos menores podrá realizarse 
trimestralmente.

Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen 
presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos 
previstos en la legislación de contratos del sector público.

Además, se publicará información estadística sobre el porcentaje de participación en 
contratos adjudicados, tanto en relación con su número como en relación con su valor, de la 
categoría de microempresas, pequeñas y medianas empresas (pymes), entendidas como tal 
según el anexo I del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, 
para cada uno de los procedimientos y tipologías previstas en la legislación de contratos del 
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sector público. La publicación de esta información se realizará semestralmente, a partir de 
un año de la publicación de la norma.

b) La relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, 
plazo de duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las prestaciones 
y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas. Igualmente, se publicarán las 
encomiendas de gestión que se firmen, con indicación de su objeto, presupuesto, duración, 
obligaciones económicas y las subcontrataciones que se realicen con mención de los 
adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación e importe de la misma.

c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo 
o finalidad y beneficiarios.

d) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e 
información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el 
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de las 
Administraciones Públicas.

e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de 
fiscalización por parte de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan.

f) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables 
de las entidades incluidas en el ámbito de la aplicación de este título. Igualmente, se harán 
públicas las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del abandono del cargo.

g) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afecten a los 
empleados públicos así como las que autoricen el ejercicio de actividad privada al cese de 
los altos cargos de la Administración General del Estado o asimilados según la normativa 
autonómica o local.

h) Las declaraciones anuales de bienes y actividades de los representantes locales, en 
los términos previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local. Cuando el reglamento no fije los términos en que han de hacerse públicas estas 
declaraciones se aplicará lo dispuesto en la normativa de conflictos de intereses en el ámbito 
de la Administración General del Estado. En todo caso, se omitirán los datos relativos a la 
localización concreta de los bienes inmuebles y se garantizará la privacidad y seguridad de 
sus titulares.

i) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y calidad 
de los servicios públicos que sean de su competencia, en los términos que defina cada 
administración competente.

2. Los sujetos mencionados en el artículo 3 deberán publicar la información a la que se 
refieren las letras a) y b) del apartado primero de este artículo cuando se trate de contratos o 
convenios celebrados con una Administración Pública. Asimismo, habrán de publicar la 
información prevista en la letra c) en relación a las subvenciones que reciban cuando el 
órgano concedente sea una Administración Pública.

3. Las Administraciones Públicas publicarán la relación de los bienes inmuebles que 
sean de su propiedad o sobre los que ostenten algún derecho real.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Derecho de acceso a la información pública

[ . . . ]
Artículo 14.  Límites al derecho de acceso.

1. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un 
perjuicio para:

a) La seguridad nacional.
b) La defensa.
c) Las relaciones exteriores.
d) La seguridad pública.
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e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o 
disciplinarios.

f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva.
g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.
h) Los intereses económicos y comerciales.
i) La política económica y monetaria.
j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.
k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de 

decisión.
l) La protección del medio ambiente.
2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de 

protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la 
concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso.

3. Las resoluciones que de conformidad con lo previsto en la sección 2.ª se dicten en 
aplicación de este artículo serán objeto de publicidad previa disociación de los datos de 
carácter personal que contuvieran y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del 
artículo 20, una vez hayan sido notificadas a los interesados.

[ . . . ]
TÍTULO II

Buen gobierno

[ . . . ]
Artículo 28.  Infracciones en materia de gestión económico-presupuestaria.

Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas cuando sean culpables:
a) La incursión en alcance en la administración de los fondos públicos cuando la 

conducta no sea subsumible en ninguno de los tipos que se contemplan en las letras 
siguientes.

b) La administración de los recursos y demás derechos de la Hacienda Pública sin 
sujeción a las disposiciones que regulan su liquidación, recaudación o ingreso en el Tesoro.

c) Los compromisos de gastos, reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos 
sin crédito suficiente para realizarlos o con infracción de lo dispuesto en la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o en la de Presupuestos u otra normativa 
presupuestaria que sea aplicable.

d) La omisión del trámite de intervención previa de los gastos, obligaciones o pagos, 
cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución de discrepancias frente a 
los reparos suspensivos de la intervención, regulado en la normativa presupuestaria.

e) La ausencia de justificación de la inversión de los fondos a los que se refieren los 
artículos 78 y 79 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su 
caso, la normativa presupuestaria equivalente de las administraciones distintas de la General 
del Estado.

f) El incumplimiento de la obligación de destinar íntegramente los ingresos obtenidos por 
encima de los previstos en el presupuesto a la reducción del nivel de deuda pública de 
conformidad con lo previsto en el artículo 12.5 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y el incumplimiento de la obligación 
del destino del superávit presupuestario a la reducción del nivel de endeudamiento neto en 
los términos previstos en el artículo 32 y la disposición adicional sexta de la citada Ley.

g) La realización de operaciones de crédito y emisiones de deudas que no cuenten con 
la preceptiva autorización o, habiéndola obtenido, no se cumpla con lo en ella previsto o se 
superen los límites previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, y 
en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
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h) La no adopción en plazo de las medidas necesarias para evitar el riesgo de 
incumplimiento, cuando se haya formulado la advertencia prevista en el artículo 19 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

i) La suscripción de un Convenio de colaboración o concesión de una subvención a una 
Administración Pública que no cuente con el informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas previsto en el artículo 20.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril.

j) La no presentación o la falta de puesta en marcha en plazo del plan económico-
financiero o del plan de reequilibrio de conformidad con el artículo 23 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

k) El incumplimiento de las obligaciones de publicación o de suministro de información 
previstas en la normativa presupuestaria y económico-financiera, siempre que en este último 
caso se hubiera formulado requerimiento.

l) La falta de justificación de la desviación, o cuando así se le haya requerido la falta de 
inclusión de nuevas medidas en el plan económico-financiero o en el plan de reequilibrio de 
acuerdo con el artículo 24.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

m) La no adopción de las medidas previstas en los planes económico-financieros y de 
reequilibrio, según corresponda, previstos en los artículos 21 y 22 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

n) La no adopción en el plazo previsto del acuerdo de no disponibilidad al que se refieren 
los artículos 20.5.a) y 25 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, así como la no 
constitución del depósito previsto en el citado artículo 25 de la misma Ley, cuando así se 
haya solicitado.

ñ) La no adopción de un acuerdo de no disponibilidad, la no constitución del depósito 
que se hubiere solicitado o la falta de ejecución de las medidas propuestas por la Comisión 
de Expertos cuando se hubiere formulado el requerimiento del Gobierno previsto en el 
artículo 26.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

o) El incumplimiento de las instrucciones dadas por el Gobierno para ejecutar las 
medidas previstas en el artículo 26.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

p) El incumplimiento de la obligación de rendir cuentas regulada en el artículo 137 de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria u otra normativa presupuestaria 
que sea aplicable.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Regulaciones especiales del derecho de acceso a la 
información pública.

1. La normativa reguladora del correspondiente procedimiento administrativo será la 
aplicable al acceso por parte de quienes tengan la condición de interesados en un 
procedimiento administrativo en curso a los documentos que se integren en el mismo.

2. Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, 
aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la 
información.

3. En este sentido, esta Ley será de aplicación, en lo no previsto en sus respectivas 
normas reguladoras, al acceso a la información ambiental y a la destinada a la reutilización.

[ . . . ]
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§ 11

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 
la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 

26 de febrero de 2014. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 272, de 9 de noviembre de 2017

Última modificación: 2 de agosto de 2024
Referencia: BOE-A-2017-12902

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación de la Ley

Sección 1.ª Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. La presente Ley tiene por objeto regular la contratación del sector público, a fin de 

garantizar que la misma se ajusta a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, 
publicidad y transparencia de los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato 
entre los licitadores; y de asegurar, en conexión con el objetivo de estabilidad presupuestaria 
y control del gasto, y el principio de integridad, una eficiente utilización de los fondos 
destinados a la realización de obras, la adquisición de bienes y la contratación de servicios 
mediante la exigencia de la definición previa de las necesidades a satisfacer, la salvaguarda 
de la libre competencia y la selección de la oferta económicamente más ventajosa.

2. Es igualmente objeto de esta Ley la regulación del régimen jurídico aplicable a los 
efectos, cumplimiento y extinción de los contratos administrativos, en atención a los fines 
institucionales de carácter público que a través de los mismos se tratan de realizar.

3. En toda contratación pública se incorporarán de manera transversal y preceptiva 
criterios sociales y medioambientales siempre que guarde relación con el objeto del contrato, 
en la convicción de que su inclusión proporciona una mejor relación calidad-precio en la 
prestación contractual, así como una mayor y mejor eficiencia en la utilización de los fondos 
públicos. Igualmente se facilitará el acceso a la contratación pública de las pequeñas y 
medianas empresas, así como de las empresas de economía social.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Contratos del sector público

[ . . . ]
Artículo 14.  Contrato de concesión de obras.

1. La concesión de obras es un contrato que tiene por objeto la realización por el 
concesionario de algunas de las prestaciones a que se refiere el artículo anterior, incluidas 
las de restauración y reparación de construcciones existentes, así como la conservación y 
mantenimiento de los elementos construidos, y en el que la contraprestación a favor de 
aquel consiste, o bien únicamente en el derecho a explotar la obra en el sentido del apartado 
cuarto siguiente, o bien en dicho derecho acompañado del de percibir un precio.

2. El contrato podrá comprender, además, el siguiente contenido:
a) La adecuación, reforma y modernización de la obra para adaptarla a las 

características técnicas y funcionales requeridas para la correcta prestación de los servicios 
o la realización de las actividades económicas a las que sirve de soporte material.

b) Las actuaciones de reposición y gran reparación que sean exigibles en relación con 
los elementos que ha de reunir cada una de las obras para mantenerse apta a fin de que los 
servicios y actividades a los que aquellas sirven puedan ser desarrollados adecuadamente 
de acuerdo con las exigencias económicas y las demandas sociales.

3. El contrato de concesión de obras podrá también prever que el concesionario esté 
obligado a proyectar, ejecutar, conservar, reponer y reparar aquellas obras que sean 
accesorias o estén vinculadas con la principal y que sean necesarias para que esta cumpla 
la finalidad determinante de su construcción y que permitan su mejor funcionamiento y 
explotación, así como a efectuar las actuaciones ambientales relacionadas con las mismas 
que en ellos se prevean. En el supuesto de que las obras vinculadas o accesorias puedan 
ser objeto de explotación o aprovechamiento económico, estos corresponderán al 
concesionario conjuntamente con la explotación de la obra principal, en la forma 
determinada por los pliegos respectivos.

4. El derecho de explotación de las obras, a que se refiere el apartado primero de este 
artículo, deberá implicar la transferencia al concesionario de un riesgo operacional en la 
explotación de dichas obras abarcando el riesgo de demanda o el de suministro, o ambos. 
Se entiende por riesgo de demanda el que se debe a la demanda real de las obras o 
servicios objeto del contrato y riesgo de suministro el relativo al suministro de las obras o 
servicios objeto del contrato, en particular el riesgo de que la prestación de los servicios no 
se ajuste a la demanda.

Se considerará que el concesionario asume un riesgo operacional cuando no esté 
garantizado que, en condiciones normales de funcionamiento, el mismo vaya a recuperar las 
inversiones realizadas ni a cubrir los costes en que hubiera incurrido como consecuencia de 
la explotación de las obras que sean objeto de la concesión. La parte de los riesgos 
transferidos al concesionario debe suponer una exposición real a las incertidumbres del 
mercado que implique que cualquier pérdida potencial estimada en que incurra el 
concesionario no es meramente nominal o desdeñable.

[ . . . ]
Artículo 19.  Delimitación general.

1. Son contratos sujetos a una regulación armonizada los contratos de obras, los de 
concesión de obras, los de concesión de servicios, los de suministro, y los de servicios, cuyo 
valor estimado, calculado conforme a las reglas que se establecen en el artículo 101, sea 
igual o superior a las cuantías que se indican en los artículos siguientes, siempre que la 
entidad contratante tenga el carácter de poder adjudicador. Tendrán también la 
consideración de contratos sujetos a regulación armonizada los contratos subvencionados 
por estas entidades a los que se refiere el artículo 23.

2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, no se consideran sujetos a regulación 
armonizada, cualquiera que sea su valor estimado, los contratos siguientes:
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a) Los que tengan por objeto la adquisición, el desarrollo, la producción o la 
coproducción de programas destinados a servicios de comunicación audiovisual o servicios 
de comunicación radiofónica, que sean adjudicados por proveedores del servicio de 
comunicación audiovisual o radiofónica, o los relativos al tiempo de radiodifusión o al 
suministro de programas que sean adjudicados a proveedores del servicio de comunicación 
audiovisual o radiofónica. A efectos de la presente letra, por «servicio de comunicación 
audiovisual» y «proveedor del servicio de comunicación» se entenderá, respectivamente, lo 
mismo que en el artículo 1, apartado 1, letras a) y d), de la Directiva 2010/13/UE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2010, sobre la coordinación de 
determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados 
miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual. Por 
«programa» se entenderá lo mismo que en el artículo 1, apartado 1, letra b), de dicha 
Directiva, si bien se incluirán también los programas radiofónicos y los contenidos de los 
programas radiofónicos. Además, a efectos de la presente disposición, «contenidos del 
programa» tendrá el mismo significado que «programa».

b) Los incluidos dentro del ámbito definido por el artículo 346 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea que se concluyan en el sector de la defensa.

c) Los declarados secretos o reservados, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada 
de medidas de seguridad especiales conforme a la legislación vigente, o en los que lo exija 
la protección de intereses esenciales para la seguridad del Estado, cuando la protección de 
los intereses esenciales de que se trate no pueda garantizarse mediante la aplicación de las 
normas que rigen los contratos sujetos a regulación armonizada en esta Ley.

La declaración de que concurre la circunstancia relativa a la protección de intereses 
esenciales para la seguridad del Estado deberá hacerse de forma expresa en cada caso por 
el titular del Departamento ministerial del que dependa el órgano de contratación en el 
ámbito de la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades 
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social y demás entidades públicas 
integrantes del sector público estatal, por el órgano competente de las Comunidades 
Autónomas, de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, o por el órgano al que esté 
atribuida la competencia para celebrar el correspondiente contrato en las Entidades locales. 
La competencia para efectuar esta declaración no será susceptible de delegación, salvo que 
una ley expresamente lo autorice.

d) Aquellos cuyo objeto principal sea permitir a los órganos de contratación la puesta a 
disposición o la explotación de redes públicas de comunicaciones o la prestación al público 
de uno o varios servicios de comunicaciones electrónicas. A efectos del presente apartado 
«red pública de comunicaciones» y «servicio de comunicaciones electrónicas» tendrán el 
mismo significado que el que figura en la Directiva 2002/21/CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las redes y los 
servicios de comunicaciones electrónicas.

e) Aquellos que tengan por objeto cualquiera de los siguientes servicios jurídicos:
1.º La representación y defensa legal de un cliente por un procurador o un abogado, ya 

sea en un arbitraje o una conciliación celebrada en un Estado o ante una instancia 
internacional de conciliación o arbitraje, o ya sea en un procedimiento judicial ante los 
órganos jurisdiccionales o las autoridades públicas de un Estado o ante órganos 
jurisdiccionales o instituciones internacionales.

2.º El asesoramiento jurídico prestado como preparación de uno de los procedimientos 
mencionados en el apartado anterior de la presente letra, o cuando exista una probabilidad 
alta de que el asunto sobre el que se asesora será objeto de dichos procedimientos, siempre 
que el asesoramiento lo preste un abogado.

3.º Los servicios de certificación y autenticación de documentos que deban ser prestados 
por un notario público.

4.º Los servicios jurídicos prestados por administradores, tutores u otros servicios 
jurídicos cuyos prestadores sean designados por un órgano jurisdiccional o designados por 
ley para desempeñar funciones específicas bajo la supervisión de dichos órganos 
jurisdiccionales.

5.º Otros servicios jurídicos que estén relacionados, incluso de forma ocasional, con el 
ejercicio del poder público.
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f) Los que tengan por objeto servicios de defensa civil, protección civil y prevención de 
riesgos laborales prestados por organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro e incluidos 
en los siguientes códigos CPV: 75250000-3, 75251000-0, 75251100-1, 75251110-4, 
75251120-7, 75252000-7, 75222000- 8; 98113100-9; 85143000-3, salvo los servicios de 
transporte en ambulancia de pacientes.

g) Los que tengan por objeto servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril o 
en metro, así como las concesiones de servicios de transporte de viajeros, sin perjuicio de la 
aplicación del Reglamento (UE) n.º 1370/2007, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de octubre de 2007, sobre los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y 
carretera y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) n.º 1191/69 y (CEE) n.º 1107/70 
del Consejo.

h) Los contratos de concesión adjudicados para:
1.º La puesta a disposición o la explotación de redes fijas destinadas a prestar un 

servicio al público en relación con la producción, el transporte o la distribución de agua 
potable;

2.º El suministro de agua potable a dichas redes.
Asimismo, tampoco se considerarán sujetos a regulación armonizada los contratos de 

concesión que se refieran a uno de los objetos siguientes o a ambos que estén relacionadas 
con una de las actividades contempladas en los números 1.º y 2.º anteriores:

I. Proyectos de ingeniería hidráulica, irrigación o drenaje, siempre que el volumen de 
agua destinado al abastecimiento de agua potable represente más del 20 por ciento del 
volumen total de agua disponible gracias a dichos proyectos o a dichas instalaciones de 
irrigación o drenaje, o

II. Eliminación o tratamiento de aguas residuales.

[ . . . ]
LIBRO PRIMERO

Configuración general de la contratación del sector público y elementos 
estructurales de los contratos

TÍTULO I
Disposiciones generales sobre la contratación del sector público

CAPÍTULO I
Racionalidad y consistencia de la contratación del sector público

Artículo 28.  Necesidad e idoneidad del contrato y eficiencia en la contratación.
1. Las entidades del sector público no podrán celebrar otros contratos que aquellos que 

sean necesarios para el cumplimiento y realización de sus fines institucionales. A tal efecto, 
la naturaleza y extensión de las necesidades que pretenden cubrirse mediante el contrato 
proyectado, así como la idoneidad de su objeto y contenido para satisfacerlas, cuando se 
adjudique por un procedimiento abierto, restringido o negociado sin publicidad, deben ser 
determinadas con precisión, dejando constancia de ello en la documentación preparatoria, 
antes de iniciar el procedimiento encaminado a su adjudicación.

2. Las entidades del sector público velarán por la eficiencia y el mantenimiento de los 
términos acordados en la ejecución de los procesos de contratación pública, favorecerán la 
agilización de trámites, valorarán la incorporación de consideraciones sociales, 
medioambientales y de innovación como aspectos positivos en los procedimientos de 
contratación pública y promoverán la participación de la pequeña y mediana empresa y el 
acceso sin coste a la información, en los términos previstos en la presente Ley.

3. De acuerdo con los principios de necesidad, idoneidad y eficiencia establecidos en 
este artículo, las entidades del sector público podrán, previo cumplimiento de los requisitos 
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legalmente establecidos, celebrar contratos derivados de proyectos promovidos por la 
iniciativa privada, en particular con respecto a los contratos de concesión de obras y 
concesión de servicios, incluidos en su modalidad de sociedad de economía mixta.

4. Las entidades del sector público programarán la actividad de contratación pública, que 
desarrollarán en un ejercicio presupuestario o períodos plurianuales y darán a conocer su 
plan de contratación anticipadamente mediante un anuncio de información previa previsto en 
el artículo 134 que al menos recoja aquellos contratos que quedarán sujetos a una 
regulación armonizada.

[ . . . ]
Artículo 30.  Ejecución directa de prestaciones por la Administración Pública con la 
colaboración de empresarios particulares o a través de medios propios no personificados.

1. La ejecución de obras podrá realizarse por los servicios de la Administración Pública, 
ya sea empleando exclusivamente medios propios no personificados o con la colaboración 
de empresarios particulares cuando concurra alguna de estas circunstancias:

a) Que la Administración tenga montadas fábricas, arsenales, maestranzas o servicios 
técnicos o industriales suficientemente aptos para la realización de la prestación, en cuyo 
caso deberá normalmente utilizarse este sistema de ejecución.

b) Que la Administración posea elementos auxiliares utilizables, cuyo empleo suponga 
una economía superior al 5 por 100 del importe del presupuesto del contrato o una mayor 
celeridad en su ejecución, justificándose, en este caso, las ventajas que se sigan de la 
misma.

c) Que no haya habido ofertas de empresarios en la licitación previamente efectuada.
d) Cuando se trate de un supuesto de emergencia, de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 120.
e) Cuando, dada la naturaleza de la prestación, sea imposible la fijación previa de un 

precio cierto o la de un presupuesto por unidades simples de trabajo.
f) Cuando sea necesario relevar al contratista de realizar algunas unidades de obra por 

no haberse llegado a un acuerdo en los precios contradictorios correspondientes.
g) Las obras de mera conservación y mantenimiento, definidas en el artículo 232.5.
h) Excepcionalmente, la ejecución de obras definidas en virtud de un anteproyecto, 

cuando no se aplique el artículo 146.2 relativo a la valoración de las ofertas con más de un 
criterio de adjudicación.

En los supuestos contemplados en las letras a), b), c), e) y f) anteriores, deberá 
redactarse el correspondiente proyecto, cuyo contenido se fijará reglamentariamente.

2. La fabricación de bienes muebles podrá efectuarse por los servicios de la 
Administración, ya sea empleando de forma exclusiva medios propios no personificados o 
con la colaboración de empresarios particulares cuando concurra alguna de las 
circunstancias previstas en las letras a), c), d) y e) del apartado anterior, o cuando, en el 
supuesto definido en la letra b) de este mismo apartado, el ahorro que pueda obtenerse sea 
superior al 20 por 100 del presupuesto del suministro o pueda obtenerse una mayor 
celeridad en su ejecución.

Se exceptúan de estas limitaciones aquellas fabricaciones de bienes muebles que, por 
razones de defensa o de interés militar, resulte conveniente que se ejecuten por la 
Administración.

3. La prestación de servicios se realizará normalmente por la propia Administración por 
sus propios medios. No obstante, cuando carezca de medios suficientes, previa la debida 
justificación en el expediente, se podrá contratar de conformidad con lo establecido en el 
Capítulo V del Título II del Libro II de la presente Ley.

4. Cuando, de conformidad con los apartados anteriores de este artículo, la ejecución de 
las obras o la fabricación de los bienes muebles se efectúe en colaboración con empresarios 
particulares, el régimen jurídico aplicable a estos contratos será el previsto para los contratos 
de obras o de suministro en la presente Ley. La selección del empresario colaborador se 
efectuará por los procedimientos de adjudicación establecidos en el artículo 131, salvo en el 
caso previsto en la letra d) del apartado 1 del presente artículo.
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En los supuestos de obras incluidas en las letras a) y b) del apartado 1 del presente 
artículo, la contratación con colaboradores no podrá sobrepasar el 60 por ciento del importe 
total del proyecto.

5. La autorización de la ejecución de obras y de la fabricación de bienes muebles y, en 
su caso, la aprobación del proyecto, corresponderá al órgano competente para la aprobación 
del gasto o al órgano que determinen las disposiciones orgánicas de las Comunidades 
Autónomas, en su respectivo ámbito.

Lo dispuesto en el párrafo anterior también resulta de aplicación a los encargos a medios 
propios personificados regulados en los artículos 32 y 33.

[ . . . ]
TÍTULO II

Partes en el contrato

CAPÍTULO I
Órgano de contratación

[ . . . ]
Artículo 63.  Perfil de contratante.

1. Los órganos de contratación difundirán exclusivamente a través de Internet su perfil de 
contratante, como elemento que agrupa la información y documentos relativos a su actividad 
contractual al objeto de asegurar la transparencia y el acceso público a los mismos. La forma 
de acceso al perfil de contratante deberá hacerse constar en los pliegos y documentos 
equivalentes, así como en los anuncios de licitación en todos los casos. La difusión del perfil 
de contratante no obstará la utilización de otros medios de publicidad adicionales en los 
casos en que así se establezca.

El acceso a la información del perfil de contratante será libre, no requiriendo 
identificación previa. No obstante, podrá requerirse esta para el acceso a servicios 
personalizados asociados al contenido del perfil de contratante tales como suscripciones, 
envío de alertas, comunicaciones electrónicas y envío de ofertas, entre otras. Toda la 
información contenida en los perfiles de contratante se publicará en formatos abiertos y 
reutilizables, y permanecerá accesible al público durante un periodo de tiempo no inferior a 5 
años, sin perjuicio de que se permita el acceso a expedientes anteriores ante solicitudes de 
información.

2. El perfil de contratante podrá incluir cualesquiera datos y documentos referentes a la 
actividad contractual de los órganos de contratación. En cualquier caso, deberá contener 
tanto la información de tipo general que puede utilizarse para relacionarse con el órgano de 
contratación como puntos de contacto, números de teléfono y de fax, dirección postal y 
dirección electrónica, informaciones, anuncios y documentos generales, tales como las 
instrucciones internas de contratación y modelos de documentos, así como la información 
particular relativa a los contratos que celebre.

3. En el caso de la información relativa a los contratos, deberá publicarse al menos la 
siguiente información:

a) La memoria justificativa del contrato, el informe de insuficiencia de medios en el caso 
de contratos de servicios, la justificación del procedimiento utilizado para su adjudicación 
cuando se utilice un procedimiento distinto del abierto o del restringido, el pliego de cláusulas 
administrativas particulares y el de prescripciones técnicas que hayan de regir el contrato o 
documentos equivalentes, en su caso, y el documento de aprobación del expediente.

b) El objeto detallado del contrato, su duración, el presupuesto base de licitación y el 
importe de adjudicación, incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido.

c) Los anuncios de información previa, de convocatoria de las licitaciones, de 
adjudicación y de formalización de los contratos, los anuncios de modificación y su 
justificación, los anuncios de concursos de proyectos y de resultados de concursos de 
proyectos, con las excepciones establecidas en las normas de los negociados sin publicidad.
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d) Los medios a través de los que, en su caso, se ha publicitado el contrato y los enlaces 
a esas publicaciones.

e) El número e identidad de los licitadores participantes en el procedimiento, así como 
todas las actas de la mesa de contratación relativas al procedimiento de adjudicación o, en el 
caso de no actuar la mesa, las resoluciones del servicio u órgano de contratación 
correspondiente, el informe de valoración de los criterios de adjudicación cuantificables 
mediante un juicio de valor de cada una de las ofertas, en su caso, los informes sobre las 
ofertas incursas en presunción de anormalidad a que se refiere el artículo 149.4 y, en todo 
caso, la resolución de adjudicación del contrato.

Igualmente serán objeto de publicación en el perfil de contratante la decisión de no 
adjudicar o celebrar el contrato, el desistimiento del procedimiento de adjudicación, la 
declaración de desierto, así como la interposición de recursos y la eventual suspensión de 
los contratos con motivo de la interposición de recursos.

4. La publicación de la información relativa a los contratos menores deberá realizarse al 
menos trimestralmente. La información a publicar para este tipo de contratos será, al menos, 
su objeto, duración, el importe de adjudicación, incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, 
y la identidad del adjudicatario, ordenándose los contratos por la identidad del adjudicatario.

Quedan exceptuados de la publicación a la que se refiere el párrafo anterior, aquellos 
contratos cuyo valor estimado fuera inferior a cinco mil euros, siempre que el sistema de 
pago utilizado por los poderes adjudicadores fuera el de anticipo de caja fija u otro sistema 
similar para realizar pagos menores.

5. Deberán ser objeto de publicación en el perfil de contratante, asimismo, los 
procedimientos anulados, la composición de las mesas de contratación que asistan a los 
órganos de contratación, así como la designación de los miembros del comité de expertos o 
de los organismos técnicos especializados para la aplicación de criterios de adjudicación que 
dependan de un juicio de valor en los procedimientos en los que sean necesarios.

En todo caso deberá publicarse el cargo de los miembros de las mesas de contratación y 
de los comités de expertos, no permitiéndose alusiones genéricas o indeterminadas o que se 
refieran únicamente a la Administración, organismo o entidad a la que representen o en la 
que prestasen sus servicios.

6. La formalización de los encargos a medios propios cuyo importe fuera superior 
a 50.000 euros, IVA excluido, serán objeto, asimismo, de publicación en el perfil de 
contratante.

La información relativa a los encargos de importe superior a 5.000 euros deberá 
publicarse al menos trimestralmente. La información a publicar para este tipo de encargos 
será, al menos, su objeto, duración, las tarifas aplicables y la identidad del medio propio 
destinatario del encargo, ordenándose los encargos por la identidad del medio propio.

7. El sistema informático que soporte el perfil de contratante deberá contar con un 
dispositivo que permita acreditar fehacientemente el momento de inicio de la difusión pública 
de la información que se incluya en el mismo.

8. Podrán no publicarse determinados datos relativos a la celebración del contrato en los 
supuestos que establece el artículo 154.7.

En todo caso, cada vez que el órgano de contratación decida excluir alguna información 
de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo anterior, deberá justificarlo en el expediente.

Artículo 64.  Lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de intereses.
1. Los órganos de contratación deberán tomar las medidas adecuadas para luchar contra 

el fraude, el favoritismo y la corrupción, y prevenir, detectar y solucionar de modo efectivo los 
conflictos de intereses que puedan surgir en los procedimientos de licitación con el fin de 
evitar cualquier distorsión de la competencia y garantizar la transparencia en el 
procedimiento y la igualdad de trato a todos los candidatos y licitadores.

2. A estos efectos el concepto de conflicto de intereses abarcará, al menos, cualquier 
situación en la que el personal al servicio del órgano de contratación, que además participe 
en el desarrollo del procedimiento de licitación o pueda influir en el resultado del mismo, 
tenga directa o indirectamente un interés financiero, económico o personal que pudiera 
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parecer que compromete su imparcialidad e independencia en el contexto del procedimiento 
de licitación.

Aquellas personas o entidades que tengan conocimiento de un posible conflicto de 
interés deberán ponerlo inmediatamente en conocimiento del órgano de contratación.

CAPÍTULO II
Capacidad y solvencia del empresario

Sección 1.ª Aptitud para contratar con el sector público

Subsección 1.ª Normas generales y normas especiales sobre capacidad

[ . . . ]
Artículo 70.  Condiciones especiales de compatibilidad.

1. El órgano de contratación tomará las medidas adecuadas para garantizar que la 
participación en la licitación de las empresas que hubieran participado previamente en la 
elaboración de las especificaciones técnicas o de los documentos preparatorios del contrato 
o hubieran asesorado al órgano de contratación durante la preparación del procedimiento de 
contratación, no falsee la competencia. Entre esas medidas podrá llegar a establecerse que 
las citadas empresas, y las empresas a ellas vinculadas, entendiéndose por tales las que se 
encuentren en alguno de los supuestos previstos en el artículo 42 del Código de Comercio, 
puedan ser excluidas de dichas licitaciones, cuando no haya otro medio de garantizar el 
cumplimiento del principio de igualdad de trato.

En todo caso, antes de proceder a la exclusión del candidato o licitador que participó en 
la preparación del contrato, deberá dársele audiencia para que justifique que su participación 
en la fase preparatoria no puede tener el efecto de falsear la competencia o de dispensarle 
un trato privilegiado con respecto al resto de las empresas licitadoras.

Entre las medidas a las que se refiere el primer párrafo del presente apartado, se 
encontrarán la comunicación a los demás candidatos o licitadores de la información 
intercambiada en el marco de la participación en la preparación del procedimiento de 
contratación o como resultado de ella, y el establecimiento de plazos adecuados para la 
presentación de ofertas.

Las medidas adoptadas se consignarán en los informes específicos previstos en el 
artículo 336.

2. Los contratos que tengan por objeto la vigilancia, supervisión, control y dirección de la 
ejecución de cualesquiera contratos, así como la coordinación en materia de seguridad y 
salud, no podrán adjudicarse a las mismas empresas adjudicatarias de los correspondientes 
contratos, ni a las empresas a estas vinculadas, en el sentido establecido en el apartado 
anterior.

Subsección 2.ª Prohibiciones de contratar

Artículo 71.  Prohibiciones de contratar.
1. No podrán contratar con las entidades previstas en el artículo 3 de la presente Ley con 

los efectos establecidos en el artículo 73, las personas en quienes concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme por delitos de terrorismo, 
constitución o integración de una organización o grupo criminal, asociación ilícita, 
financiación ilegal de los partidos políticos, trata de seres humanos, corrupción en los 
negocios, tráfico de influencias, cohecho, fraudes, delitos contra la Hacienda Pública y la 
Seguridad Social, delitos contra los derechos de los trabajadores, prevaricación, 
malversación, negociaciones prohibidas a los funcionarios, blanqueo de capitales, delitos 
relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patrimonio histórico y 
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el medio ambiente, o a la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio, 
industria o comercio.

La prohibición de contratar alcanzará a las personas jurídicas que sean declaradas 
penalmente responsables, y a aquellas cuyos administradores o representantes, lo sean de 
hecho o de derecho, vigente su cargo o representación y hasta su cese, se encontraran en la 
situación mencionada en este apartado.

b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en materia profesional 
que ponga en entredicho su integridad, de disciplina de mercado, de falseamiento de la 
competencia, de integración laboral y de igualdad de oportunidades y no discriminación de 
las personas con discapacidad, o de extranjería, de conformidad con lo establecido en la 
normativa vigente; o por infracción muy grave en materia medioambiental de conformidad 
con lo establecido en la normativa vigente, o por infracción muy grave en materia laboral o 
social, de acuerdo con lo dispuesto en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto, así como por la infracción grave prevista en el artículo 22.2 del citado texto; o por las 
infracciones muy graves previstas en la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la 
protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la 
corrupción; o por infracción grave o muy grave en materia de igualdad de trato y no 
discriminación por razón de orientación e identidad sexual, expresión de género o 
características sexuales, cuando se acuerde la prohibición en los términos previstos en la 
Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la 
garantía de los derechos de las personas LGTBI.

c) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declaradas 
insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declaradas en concurso, salvo que en este 
haya adquirido eficacia un convenio o se haya iniciado un expediente de acuerdo 
extrajudicial de pagos, estar sujetos a intervención judicial o haber sido inhabilitados 
conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período de 
inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

d) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de 
Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en los términos que 
reglamentariamente se determinen; o en el caso de empresas de 50 o más trabajadores, no 
cumplir el requisito de que al menos el 2 por ciento de sus empleados sean trabajadores con 
discapacidad, de conformidad con el artículo 42 del Real Decreto legislativo 1/2013, de 29 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de derechos de las 
personas con discapacidad y de su inclusión social, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen; o en el caso de empresas de 50 o más trabajadores, no 
cumplir con la obligación de contar con un plan de igualdad conforme a lo dispuesto en el 
artículo 45 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres 
y hombres, y que deberán inscribir en el Registro laboral correspondiente.

En relación con el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o con la Seguridad 
Social, se considerará que las empresas se encuentran al corriente en el mismo cuando las 
deudas estén aplazadas, fraccionadas o se hubiera acordado su suspensión con ocasión de 
la impugnación de tales deudas.

La acreditación del cumplimiento de la cuota de reserva de puestos de trabajo del 2 por 
ciento para personas con discapacidad y de la obligación de contar con un plan de igualdad 
a que se refiere el primer párrafo de esta letra se hará mediante la presentación de la 
declaración responsable a que se refiere el artículo 140.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Consejo de Ministros, mediante Real 
Decreto, podrá establecer una forma alternativa de acreditación que, en todo caso, será bien 
mediante certificación del órgano administrativo correspondiente, con vigencia mínima de 
seis meses, o bien mediante certificación del correspondiente Registro de Licitadores, en los 
casos en que dicha circunstancia figure inscrita en el mismo.

e) Haber incurrido en falsedad al efectuar la declaración responsable a que se refiere el 
artículo 140 o al facilitar cualesquiera otros datos relativos a su capacidad y solvencia, o 
haber incumplido, por causa que le sea imputable, la obligación de comunicar la información 
prevista en el artículo 82.4 y en el artículo 343.1.
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f) Estar afectado por una prohibición de contratar impuesta en virtud de sanción 
administrativa firme, con arreglo a lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, o en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

La presente causa de prohibición de contratar dejará de aplicarse cuando el órgano de 
contratación, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 72.1, compruebe que la empresa ha 
cumplido sus obligaciones de pago o celebrado un acuerdo vinculante con vistas al pago de 
las cantidades adeudadas, incluidos en su caso los intereses acumulados o las multas 
impuestas.

g) Estar incursa la persona física o los administradores de la persona jurídica en alguno 
de los supuestos de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de 
la Administración General del Estado o las respectivas normas de las Comunidades 
Autónomas, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al 
Servicio de las Administraciones Públicas o tratarse de cualquiera de los cargos electivos 
regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, en los 
términos establecidos en la misma.

La prohibición alcanzará a las personas jurídicas en cuyo capital participen, en los 
términos y cuantías establecidas en la legislación citada, el personal y los altos cargos a que 
se refiere el párrafo anterior, así como los cargos electos al servicio de las mismas.

La prohibición se extiende igualmente, en ambos casos, a los cónyuges, personas 
vinculadas con análoga relación de convivencia afectiva, ascendientes y descendientes, así 
como a parientes en segundo grado por consanguineidad o afinidad de las personas a que 
se refieren los párrafos anteriores, cuando se produzca conflicto de intereses con el titular 
del órgano de contratación o los titulares de los órganos en que se hubiere delegado la 
facultad para contratar o los que ejerzan la sustitución del primero.

h) Haber contratado a personas respecto de las que se haya publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» el incumplimiento a que se refiere el artículo 15.1 de la Ley 3/2015, de 30 
de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado o 
en las respectivas normas de las Comunidades Autónomas, por haber pasado a prestar 
servicios en empresas o sociedades privadas directamente relacionadas con las 
competencias del cargo desempeñado durante los dos años siguientes a la fecha de cese en 
el mismo. La prohibición de contratar se mantendrá durante el tiempo que permanezca 
dentro de la organización de la empresa la persona contratada con el límite máximo de dos 
años a contar desde el cese como alto cargo.

2. Además de las previstas en el apartado anterior, son circunstancias que impedirán a 
los empresarios contratar con las entidades comprendidas en el artículo 3 de la presente 
Ley, en las condiciones establecidas en el artículo 73 las siguientes:

a) Haber retirado indebidamente su proposición o candidatura en un procedimiento de 
adjudicación, o haber imposibilitado la adjudicación del contrato a su favor por no 
cumplimentar lo establecido en el apartado 2 del artículo 150 dentro del plazo señalado 
mediando dolo, culpa o negligencia.

b) Haber dejado de formalizar el contrato, que ha sido adjudicado a su favor, en los 
plazos previstos en el artículo 153 por causa imputable al adjudicatario.

c) Haber incumplido las cláusulas que son esenciales en el contrato, incluyendo las 
condiciones especiales de ejecución establecidas de acuerdo con lo señalado en el artículo 
202, cuando dicho incumplimiento hubiese sido definido en los pliegos o en el contrato como 
infracción grave, concurriendo dolo, culpa o negligencia en el empresario, y siempre que 
haya dado lugar a la imposición de penalidades o a la indemnización de daños y perjuicios.

d) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados culpables, a la 
resolución firme de cualquier contrato celebrado con una entidad de las comprendidas en el 
artículo 3 de la presente Ley. La prohibición alcanzará a las empresas cuyo contrato hubiere 
quedado resuelto por incumplimiento culpable del contratista de las obligaciones que los 
pliegos hubieren calificados como esenciales de acuerdo con lo previsto en el artículo 
211.1.f).

3. Las prohibiciones de contratar afectarán también a aquellas empresas de las que, por 
razón de las personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse que son 
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continuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de otras empresas en las 
que hubiesen concurrido aquellas.

Artículo 72.  Apreciación de la prohibición de contratar. Competencia y procedimiento.
1. Las prohibiciones de contratar relativas a las circunstancias contenidas en las letras 

c), d), f), g) y h) del apartado 1 del artículo anterior, se apreciarán directamente por los 
órganos de contratación, subsistiendo mientras concurran las circunstancias que en cada 
caso las determinan.

2. La prohibición de contratar por las causas previstas en las letras a) y b) del apartado 1 
del artículo anterior se apreciará directamente por los órganos de contratación, cuando la 
sentencia o la resolución administrativa se hubiera pronunciado expresamente sobre su 
alcance y duración, subsistiendo durante el plazo señalado en las mismas.

En el caso de que la sentencia o la resolución administrativa no contengan 
pronunciamiento sobre el alcance o duración de la prohibición de contratar; en los casos de 
la letra e) del apartado primero del artículo anterior; y en los supuestos contemplados en el 
apartado segundo, también del artículo anterior, el alcance y duración de la prohibición 
deberá determinarse mediante procedimiento instruido al efecto, de conformidad con lo 
dispuesto en este artículo.

3. La competencia para fijar la duración y alcance de la prohibición de contratar en el 
caso de las letras a) y b) del apartado 1 del artículo anterior, en los casos en que no figure en 
la correspondiente sentencia o resolución, y la competencia para la declaración de la 
prohibición de contratar en el caso de la letra e) del apartado primero del artículo anterior 
respecto de la obligación de comunicar la información prevista en el artículo 82.4 y en el 
artículo 343, corresponderá al Ministro de Hacienda y Función Pública previa propuesta de la 
Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, o a los órganos que resulten 
competentes en el ámbito de las Comunidades Autónomas en el caso de la letra e) citada.

A efectos de poder dar cumplimiento a lo establecido en el párrafo anterior, el órgano 
judicial o administrativo del que emane la sentencia o resolución administrativa deberá 
remitir de oficio testimonio de aquella o copia de esta a la Junta Consultiva de Contratación 
Pública del Estado, sin perjuicio de que por parte de este órgano, de tener conocimiento de 
su existencia y no habiendo recibido el citado testimonio de la sentencia o copia de la 
resolución administrativa, pueda solicitarlos al órgano del que emanaron.

En los supuestos previstos en la letra e) del apartado 1 del artículo anterior referido a 
casos en que se hubiera incurrido en falsedad al efectuar la declaración responsable a que 
se refiere el artículo 140, o al facilitar cualesquiera otros datos relativos a su capacidad y 
solvencia, y en los supuestos previstos en el apartado segundo del artículo 71, la declaración 
de la prohibición de contratar corresponderá al órgano de contratación.

4. La competencia para la declaración de la prohibición de contratar en los casos en que 
la entidad contratante no tenga el carácter de Administración Pública corresponderá al titular 
del departamento, presidente o director del organismo al que esté adscrita o del que 
dependa la entidad contratante o al que corresponda su tutela o control. Si la entidad 
contratante estuviera vinculada a más de una Administración, será competente el órgano 
correspondiente de la que ostente el control o participación mayoritaria.

Téngase en cuenta que se declara que el apartado 4 no es conforme con el orden 
constitucional de competencias, en los términos del fundamento jurídico 6 G) c), por la 
Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

5. Cuando conforme a lo señalado en este artículo, sea necesaria una declaración previa 
sobre la concurrencia de la prohibición, el alcance y duración de esta se determinarán 
siguiendo el procedimiento que en las normas de desarrollo de esta Ley se establezca.

No procederá, sin embargo, declarar la prohibición de contratar cuando, en sede del 
trámite de audiencia del procedimiento correspondiente, la persona incursa en la causa de 
prohibición acredite el pago o compromiso de pago de las multas e indemnizaciones fijadas 
por sentencia o resolución administrativa de las que derive la causa de prohibición de 
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contratar, siempre y cuando las citadas personas hayan sido declaradas responsables del 
pago de la misma en la citada sentencia o resolución, y la adopción de medidas técnicas, 
organizativas y de personal apropiadas para evitar la comisión de futuras infracciones 
administrativas, entre las que quedará incluido el acogerse al programa de clemencia en 
materia de falseamiento de la competencia. Este párrafo no resultará de aplicación cuando 
resulte aplicable la causa de prohibición de contratar a que se refiere el artículo 71.1, letra a).

La prohibición de contratar, así declarada, podrá ser revisada en cualquier momento de 
su vigencia, cuando la persona que haya sido declarada en situación de prohibición de 
contratar acredite el cumplimiento de los extremos a que se refiere el párrafo anterior. El 
órgano competente para conocer de la citada revisión será el mismo que dictó la resolución 
de declaración de prohibición de contratar.

6. En los casos en que por sentencia penal firme así se prevea, la duración de la 
prohibición de contratar será la prevista en la misma. En los casos en los que esta no haya 
establecido plazo, esa duración no podrá exceder de cinco años desde la fecha de la 
condena por sentencia firme.

En el resto de los supuestos, el plazo de duración no podrá exceder de tres años, para 
cuyo cómputo se estará a lo establecido en el apartado tercero del artículo 73.

7. En el caso de la letra a) del apartado 1 del artículo anterior, el procedimiento, de ser 
necesario, no podrá iniciarse una vez transcurrido el plazo previsto para la prescripción de la 
correspondiente pena, y en el caso de la letra b) del apartado 2 del mismo artículo, si 
hubiesen transcurrido más de tres meses desde que se produjo la adjudicación.

En los restantes supuestos previstos en dicho artículo, el procedimiento para la 
declaración de la prohibición de contratar no podrá iniciarse si hubiesen transcurrido más de 
tres años contados a partir de las siguientes fechas:

a) Desde la firmeza de la resolución sancionadora, en el caso de la causa prevista en la 
letra b) del apartado 1 del artículo anterior;

b) Desde la fecha en que se hubieran facilitado los datos falsos o desde aquella en que 
hubiera debido comunicarse la correspondiente información, en los casos previstos en la 
letra e) del apartado 1 del artículo anterior;

c) Desde la fecha en que fuese firme la resolución del contrato, en el caso previsto en la 
letra d) del apartado 2 del artículo anterior;

d) En los casos previstos en la letra a) del apartado 2 del artículo anterior, desde la fecha 
en que se hubiese procedido a la adjudicación del contrato, si la causa es la retirada 
indebida de proposiciones o candidaturas; o desde la fecha en que hubiese debido 
procederse a la adjudicación, si la prohibición se fundamenta en el incumplimiento de lo 
establecido en el apartado segundo del artículo 150;

e) Desde que la entidad contratante tuvo conocimiento del incumplimiento de las 
condiciones especiales de ejecución del contrato en los casos previstos en la letra c) del 
apartado segundo del artículo 71.

[ . . . ]
Subsección 3.ª Solvencia

Artículo 74.  Exigencia de solvencia.
1. Para celebrar contratos con el sector público los empresarios deberán acreditar estar 

en posesión de las condiciones mínimas de solvencia económica y financiera y profesional o 
técnica que se determinen por el órgano de contratación. Este requisito será sustituido por el 
de la clasificación, cuando esta sea exigible conforme a lo dispuesto en esta Ley.

2. Los requisitos mínimos de solvencia que deba reunir el empresario y la 
documentación requerida para acreditar los mismos se indicarán en el anuncio de licitación y 
se especificarán en el pliego del contrato, debiendo estar vinculados a su objeto y ser 
proporcionales al mismo.

[ . . . ]
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Artículo 76.  Concreción de las condiciones de solvencia.
1. En los contratos de obras, de servicios, concesión de obras y concesión de servicios, 

así como en los contratos de suministro que incluyan servicios o trabajos de colocación e 
instalación, podrá exigirse a las personas jurídicas que especifiquen, en la oferta o en la 
solicitud de participación, los nombres y la cualificación profesional del personal responsable 
de ejecutar la prestación.

2. Los órganos de contratación podrán exigir a los candidatos o licitadores, haciéndolo 
constar en los pliegos, que además de acreditar su solvencia o, en su caso, clasificación, se 
comprometan a dedicar o adscribir a la ejecución del contrato los medios personales o 
materiales suficientes para ello. Estos compromisos se integrarán en el contrato, debiendo 
los pliegos o el documento contractual, atribuirles el carácter de obligaciones esenciales a 
los efectos previstos en el artículo 211, o establecer penalidades, conforme a lo señalado en 
el artículo 192.2 para el caso de que se incumplan por el adjudicatario.

En el caso de contratos que atendida su complejidad técnica sea determinante la 
concreción de los medios personales o materiales necesarios para la ejecución del contrato, 
los órganos contratación exigirán el compromiso a que se refiere el párrafo anterior.

3. La adscripción de los medios personales o materiales como requisitos de solvencia 
adicionales a la clasificación del contratista deberá ser razonable, justificada y proporcional a 
la entidad y características del contrato, de forma que no limite la participación de las 
empresas en la licitación.

Subsección 4.ª Clasificación de las empresas

Artículo 77.  Exigencia y efectos de la clasificación.
1. La clasificación de los empresarios como contratistas de obras o como contratistas de 

servicios de los poderes adjudicadores será exigible y surtirá efectos para la acreditación de 
su solvencia para contratar en los siguientes casos y términos:

a) Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros 
será requisito indispensable que el empresario se encuentre debidamente clasificado como 
contratista de obras de los poderes adjudicadores. Para dichos contratos, la clasificación del 
empresario en el grupo o subgrupo que en función del objeto del contrato corresponda, con 
categoría igual o superior a la exigida para el contrato, acreditará sus condiciones de 
solvencia para contratar.

Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros la 
clasificación del empresario en el grupo o subgrupo que en función del objeto del contrato 
corresponda, y que será recogido en los pliegos del contrato, acreditará su solvencia 
económica y financiera y solvencia técnica para contratar. En tales casos, el empresario 
podrá acreditar su solvencia indistintamente mediante su clasificación como contratista de 
obras en el grupo o subgrupo de clasificación correspondiente al contrato o bien acreditando 
el cumplimiento de los requisitos específicos de solvencia exigidos en el anuncio de licitación 
o en la invitación a participar en el procedimiento y detallados en los pliegos del contrato. Si 
los pliegos no concretaran los requisitos de solvencia económica y financiera o los requisitos 
de solvencia técnica o profesional, la acreditación de la solvencia se efectuará conforme a 
los criterios, requisitos y medios recogidos en el segundo inciso del apartado 3 del artículo 
87, que tendrán carácter supletorio de lo que al respecto de los mismos haya sido omitido o 
no concretado en los pliegos.

b) Para los contratos de servicios no será exigible la clasificación del empresario. En el 
anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del 
contrato se establecerán los criterios y requisitos mínimos de solvencia económica y 
financiera y de solvencia técnica o profesional tanto en los términos establecidos en los 
artículos 87 y 90 de la Ley como en términos de grupo o subgrupo de clasificación y de 
categoría mínima exigible, siempre que el objeto del contrato esté incluido en el ámbito de 
clasificación de alguno de los grupos o subgrupos de clasificación vigentes, atendiendo para 
ello al código CPV del contrato, según el Vocabulario común de contratos públicos aprobado 
por Reglamento (CE) 2195/2002, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de noviembre 
de 2002.
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En tales casos, el empresario podrá acreditar su solvencia indistintamente mediante su 
clasificación en el grupo o subgrupo de clasificación y categoría de clasificación 
correspondientes al contrato o bien acreditando el cumplimiento de los requisitos específicos 
de solvencia exigidos en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el 
procedimiento y detallados en los pliegos del contrato. Si los pliegos no concretaran los 
requisitos de solvencia económica y financiera o los requisitos de solvencia técnica o 
profesional, la acreditación de la solvencia se efectuará conforme a los criterios, requisitos y 
medios recogidos en el segundo inciso del apartado 3 del artículo 87, que tendrán carácter 
supletorio de lo que al respecto de los mismos haya sido omitido o no concretado en los 
pliegos.

c) La clasificación no será exigible para los demás tipos de contratos. Para dichos 
contratos, los requisitos específicos de solvencia exigidos se indicarán en el anuncio de 
licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y se detallarán en los pliegos del 
contrato.

2. La clasificación será exigible igualmente al cesionario de un contrato en el caso en 
que hubiese sido requerida al cedente.

3. Por Real Decreto podrá exceptuarse la necesidad de clasificación para determinados 
tipos de contratos de obras en los que este requisito sea exigible, debiendo motivarse dicha 
excepción en las circunstancias especiales y excepcionales concurrentes en los mismos.

4. Cuando no haya concurrido ninguna empresa clasificada en un procedimiento de 
adjudicación de un contrato para el que se requiera clasificación, el órgano de contratación 
podrá excluir la necesidad de cumplir este requisito en el siguiente procedimiento que se 
convoque para la adjudicación del mismo contrato, siempre y cuando no se alteren sus 
condiciones, precisando en el pliego de cláusulas y en el anuncio, en su caso, los medios de 
acreditación de la solvencia que deban ser utilizados de entre los especificados en los 
artículos 87 y 88.

5. Las entidades del sector público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores 
podrán acordar la aplicación del régimen dispuesto en el apartado 1 de este artículo.

[ . . . ]
Subsección 2.ª Prohibiciones de contratar

Artículo 85.  Prueba de la no concurrencia de una prohibición de contratar.
Sin perjuicio de lo establecido en el segundo párrafo del apartado 3 del artículo 140, la 

prueba, por parte de los empresarios, de no estar incursos en prohibiciones para contratar 
podrá realizarse mediante testimonio judicial o certificación administrativa, según los casos.

Cuando dicho documento no pueda ser expedido por la autoridad competente, podrá ser 
sustituido por una declaración responsable otorgada ante una autoridad administrativa, 
notario público u organismo profesional cualificado.

Subsección 3.ª Solvencia

Artículo 86.  Medios de acreditar la solvencia.
1. La solvencia económica y financiera y técnica o profesional para un contrato se 

acreditará mediante la aportación de los documentos que se determinen por el órgano de 
contratación de entre los previstos en los artículos 87 a 91 de la presente Ley.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo siguiente, para los contratos que no estén 
sujetos a regulación armonizada el órgano de contratación, además de los documentos a los 
que se refiere el párrafo primero, podrá admitir de forma justificada otros medios de prueba 
de la solvencia distintos de los previstos en los artículos 87 a 91.

Cuando por una razón válida, el operador económico no esté en condiciones de 
presentar las referencias solicitadas por el órgano de contratación, se le autorizará a 
acreditar su solvencia económica y financiera por medio de cualquier otro documento que el 
poder adjudicador considere apropiado.
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2. La solvencia económica y financiera y técnica o profesional para la clasificación de 
empresas se acreditará mediante la aportación de los documentos reglamentariamente 
establecidos de entre los previstos en los artículos 87 a 91 de la presente Ley.

La clasificación del empresario acreditará su solvencia para la celebración de contratos 
del mismo tipo e importe que aquellos para los que se haya obtenido y para cuya celebración 
no se exija estar en posesión de la misma.

3. En los contratos de concesión de obras y concesiones de servicios en los que puedan 
identificarse sucesivas fases en su ejecución que requieran medios y capacidades distintas, 
los pliegos podrán diferenciar requisitos de solvencia, distintos para las sucesivas fases del 
contrato, pudiendo los licitadores acreditar dicha solvencia con anterioridad al inicio de la 
ejecución de cada una de las fases.

En el caso de aquellos empresarios que acogiéndose a la posibilidad prevista en el 
párrafo anterior, no acreditaran su solvencia antes del inicio de la ejecución de la 
correspondiente fase, se resolverá el contrato por causas imputables al empresario.

Artículo 87.  Acreditación de la solvencia económica y financiera.
1. La solvencia económica y financiera del empresario deberá acreditarse por uno o 

varios de los medios siguientes, a elección del órgano de contratación:
a) Volumen anual de negocios, o bien volumen anual de negocios en el ámbito al que se 

refiera el contrato, referido al mejor ejercicio dentro de los tres últimos disponibles en función 
de las fechas de constitución o de inicio de actividades del empresario y de presentación de 
las ofertas por importe igual o superior al exigido en el anuncio de licitación o en la invitación 
a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido 
reglamentariamente. El volumen de negocios mínimo anual exigido no excederá de una vez 
y media el valor estimado del contrato, excepto en casos debidamente justificados como los 
relacionados con los riesgos especiales vinculados a la naturaleza de las obras, los servicios 
o los suministros. El órgano de contratación indicará las principales razones de la imposición 
de dicho requisito en los pliegos de la contratación o en el informe específico a que se refiere 
el artículo 336.

Cuando un contrato se divida en lotes, el presente criterio se aplicará en relación con 
cada uno de los lotes. No obstante, el órgano de contratación podrá establecer el volumen 
de negocios mínimo anual exigido a los licitadores por referencia a grupos de lotes en caso 
de que al adjudicatario se le adjudiquen varios lotes que deban ejecutarse al mismo tiempo.

b) En los casos en que resulte apropiado, justificante de la existencia de un seguro de 
responsabilidad civil por riesgos profesionales por importe igual o superior al exigido en el 
anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del 
contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente.

c) Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último ejercicio 
económico para el que esté vencida la obligación de aprobación de cuentas anuales por 
importe igual o superior al exigido en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en 
el procedimiento y en los pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido 
reglamentariamente. La ratio entre activo y pasivo podrá tenerse en cuenta si el poder 
adjudicador especifica en los pliegos de la contratación los métodos y criterios que se 
utilizarán para valorar este dato. Estos métodos y criterios deberán ser transparentes, 
objetivos y no discriminatorios.

Como medio adicional a los previstos en las letras anteriores de este apartado, el órgano 
de contratación podrá exigir que el periodo medio de pago a proveedores del empresario, 
siempre que se trate de una sociedad que no pueda presentar cuenta de pérdidas y 
ganancias abreviada, no supere el límite que a estos efectos se establezca por Orden del 
Ministro de Hacienda y Función Pública teniendo en cuenta la normativa sobre morosidad.

d) Para los contratos de concesión de obras y de servicios, o para aquellos otros que 
incluyan en su objeto inversiones relevantes que deban ser financiadas por el contratista, el 
órgano de contratación podrá establecer medios de acreditación de la solvencia económica y 
financiera alternativos a los anteriores, siempre que aseguren la capacidad del contratista de 
aportar los fondos necesarios para la correcta ejecución del contrato.
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2. La acreditación documental de la suficiencia de la solvencia económica y financiera 
del empresario se efectuará mediante la aportación de los certificados y documentos que 
para cada caso se determinen reglamentariamente, de entre los siguientes: certificación 
bancaria, póliza o certificado de seguro por riesgos profesionales, cuentas anuales y 
declaración del empresario indicando el volumen de negocios global de la empresa. En todo 
caso, la inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector 
Público acreditará frente a todos los órganos de contratación del sector público, a tenor de lo 
en él reflejado y salvo prueba en contrario, las condiciones de solvencia económica y 
financiera del empresario.

3. En el anuncio de licitación o invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos 
del contrato se especificarán los medios, de entre los recogidos en este artículo, admitidos 
para la acreditación de la solvencia económica y financiera de los empresarios que opten a 
la adjudicación del contrato, con indicación expresa del importe mínimo, expresado en euros, 
de cada uno de ellos. Para los contratos no sujetos al requisito de clasificación, cuando los 
pliegos no concreten los criterios y requisitos mínimos para su acreditación los licitadores o 
candidatos que no dispongan de la clasificación que en su caso corresponda al contrato 
acreditarán su solvencia económica y financiera con los siguientes criterios, requisitos 
mínimos y medios de acreditación:

a) El criterio para la acreditación de la solvencia económica y financiera será el volumen 
anual de negocios del licitador o candidato, que referido al año de mayor volumen de 
negocio de los tres últimos concluidos deberá ser al menos una vez y media el valor 
estimado del contrato cuando su duración no sea superior a un año, y al menos una vez y 
media el valor anual medio del contrato si su duración es superior a un año.

El volumen anual de negocios del licitador o candidato se acreditará por medio de sus 
cuentas anuales aprobadas y depositadas en el Registro Mercantil, si el empresario 
estuviera inscrito en dicho registro, y en caso contrario por las depositadas en el registro 
oficial en que deba estar inscrito. Los empresarios individuales no inscritos en el Registro 
Mercantil acreditarán su volumen anual de negocios mediante sus libros de inventarios y 
cuentas anuales legalizados por el Registro Mercantil.

b) En los contratos cuyo objeto consista en servicios profesionales, en lugar del volumen 
anual de negocio, la solvencia económica y financiera se podrá acreditar mediante la 
disposición de un seguro de indemnización por riesgos profesionales, vigente hasta el fin del 
plazo de presentación de ofertas, por importe no inferior al valor estimado del contrato, 
aportando además el compromiso de su renovación o prórroga que garantice el 
mantenimiento de su cobertura durante toda la ejecución del contrato. Este requisito se 
entenderá cumplido por el licitador o candidato que incluya con su oferta un compromiso 
vinculante de suscripción, en caso de resultar adjudicatario, del seguro exigido, compromiso 
que deberá hacer efectivo dentro del plazo de diez días hábiles al que se refiere el apartado 
2 del artículo 150 de esta Ley.

La acreditación de este requisito se efectuará por medio de certificado expedido por el 
asegurador, en el que consten los importes y riesgos asegurados y la fecha de vencimiento 
del seguro, y mediante el documento de compromiso vinculante de suscripción, prórroga o 
renovación del seguro, en los casos en que proceda.

4. La solvencia económica y financiera requerida deberá resultar proporcional al objeto 
contractual de conformidad con lo establecido en el artículo 74.2, no debiendo en ningún 
caso suponer un obstáculo a la participación de las pequeñas y medianas empresas.

Artículo 88.  Solvencia técnica en los contratos de obras.
1. En los contratos de obras, la solvencia técnica del empresario deberá ser acreditada 

por uno o varios de los medios siguientes, a elección del órgano de contratación:
a) Relación de las obras ejecutadas en el curso de los cinco últimos años, avalada por 

certificados de buena ejecución; estos certificados indicarán el importe, las fechas y el lugar 
de ejecución de las obras y se precisará si se realizaron según las reglas por las que se rige 
la profesión y se llevaron normalmente a buen término; en su caso, dichos certificados serán 
comunicados directamente al órgano de contratación por la autoridad competente. Cuando 
sea necesario para garantizar un nivel adecuado de competencia, los poderes adjudicadores 
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podrán indicar que se tendrán en cuenta las pruebas de las obras pertinentes ejecutadas en 
los últimos diez años.

A los efectos de clasificación de los contratistas de obras y de asignación de categorías 
de clasificación, el titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública podrá fijar mediante 
Orden, a propuesta de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, una relación 
de subgrupos de clasificación para los que el citado periodo de diez años será de aplicación. 
Para la clasificación en los subgrupos no incluidos en dicha relación solo se tendrá en cuenta 
la obra ejecutada dentro de los cinco años anteriores al de inicio del procedimiento de 
clasificación o de revisión de clasificación, así como la ejecutada durante dicho año.

La citada relación de subgrupos de clasificación podrá ser actualizada anualmente por 
Orden del titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a propuesta de la Junta 
Consultiva de Contratación Pública del Estado, cuando lo exija la evolución anual de la 
adjudicación de contratos de obras, de manera que se garantice un nivel suficiente de 
competencia en los contratos de obras de todos los subgrupos de clasificación.

A estos efectos, las obras ejecutadas por una sociedad extranjera filial del contratista de 
obras tendrán la misma consideración que las directamente ejecutadas por el propio 
contratista, siempre que este último ostente directa o indirectamente el control de aquella en 
los términos establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio. Cuando se trate de 
obras ejecutadas por una sociedad extranjera participada por el contratista sin que se 
cumpla dicha condición, solo se reconocerá como experiencia atribuible al contratista la obra 
ejecutada por la sociedad participada en la proporción de la participación de aquel en el 
capital social de esta.

b) Declaración indicando el personal técnico u organismos técnicos, estén o no 
integrados en la empresa, de los que esta disponga para la ejecución de las obras 
acompañada de los documentos acreditativos correspondientes cuando le sea requerido por 
los servicios dependientes del órgano de contratación.

c) Títulos académicos y profesionales del empresario y de los directivos de la empresa y, 
en particular, del responsable o responsables de las obras así como de los técnicos 
encargados directamente de la misma, siempre que no se evalúen como un criterio de 
adjudicación.

d) En los casos adecuados, indicación de las medidas de gestión medioambiental que el 
empresario podrá aplicar al ejecutar el contrato.

e) Declaración sobre la plantilla media anual de la empresa y del número de directivos 
durante los tres últimos años, acompañada de la documentación justificativa correspondiente 
cuando le sea requerido por los servicios dependientes del órgano de contratación.

f) Declaración indicando la maquinaria, material y equipo técnico del que se dispondrá 
para la ejecución de las obras, a la que se adjuntará la documentación acreditativa 
pertinente cuando le sea requerido por los servicios dependientes del órgano de 
contratación.

2. En los contratos cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros, cuando el 
contratista sea una empresa de nueva creación, entendiendo por tal aquella que tenga una 
antigüedad inferior a cinco años, su solvencia técnica se acreditará por uno o varios de los 
medios a que se refieren las letras b) a f) anteriores, sin que en ningún caso sea aplicable lo 
establecido en la letra a), relativo a la ejecución de un número determinado de obras.

3. En el anuncio de licitación o invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos 
del contrato se especificarán los medios, de entre los recogidos en este artículo, admitidos 
para la acreditación de la solvencia técnica de los empresarios que opten a la adjudicación 
del contrato, con indicación expresa, en su caso, de los valores mínimos exigidos para cada 
uno de ellos. En su defecto, y para cuando no sea exigible la clasificación, la acreditación de 
la solvencia técnica se efectuará mediante la relación de obras ejecutadas en los últimos 
cinco años, o en los últimos diez años si pertenecen a alguno de los subgrupos incluidos en 
la relación a la que se refiere el apartado 1.a, que sean del mismo grupo o subgrupo de 
clasificación que el correspondiente al contrato, o del grupo o subgrupo más relevante para 
el contrato si este incluye trabajos correspondientes a distintos subgrupos, cuyo importe 
anual acumulado en el año de mayor ejecución sea igual o superior al 70 por ciento de la 
anualidad media del contrato.
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Artículo 89.  Solvencia técnica en los contratos de suministro.
1. En los contratos de suministro la solvencia técnica de los empresarios deberá 

acreditarse por uno o varios de los siguientes medios, a elección del órgano de contratación:
a) Una relación de los principales suministros realizados de igual o similar naturaleza que 

los que constituyen el objeto del contrato en el curso de como máximo, los tres últimos años, 
en la que se indique el importe, la fecha y el destinatario, público o privado de los mismos; 
cuando sea necesario para garantizar un nivel adecuado de competencia, los poderes 
adjudicadores podrán indicar que se tendrán en cuenta las pruebas de los suministros 
pertinentes efectuados más de tres años antes. Cuando le sea requerido por los servicios 
dependientes del órgano de contratación, los suministros efectuados se acreditarán 
mediante certificados expedidos o visados por el órgano competente, cuando el destinatario 
sea una entidad del sector público; cuando el destinatario sea un sujeto privado, mediante un 
certificado expedido por este o, a falta de este certificado, mediante una declaración del 
empresario acompañado de los documentos obrantes en poder del mismo que acrediten la 
realización de la prestación; en su caso estos certificados serán comunicados directamente 
al órgano de contratación por la autoridad competente.

Para determinar que un suministro es de igual o similar naturaleza al que constituye el 
objeto del contrato, el pliego de cláusulas administrativas particulares podrá acudir además 
de al CPV, a otros sistemas de clasificación de actividades o productos como el Código 
normalizado de productos y servicios de las Naciones Unidas (UNSPSC), a la Clasificación 
central de productos (CPC) o a la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 
(CNAE), que en todo caso deberá garantizar la competencia efectiva para la adjudicación del 
contrato. En defecto de previsión en el pliego se atenderá a los tres primeros dígitos de los 
respectivos códigos de la CPV. La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado 
podrá efectuar recomendaciones para indicar qué códigos de las respectivas clasificaciones 
se ajustan con mayor precisión a las prestaciones más habituales en la contratación pública.

b) Indicación del personal técnico o unidades técnicas, integradas o no en la empresa, 
de los que se disponga para la ejecución del contrato, especialmente los encargados del 
control de calidad.

c) Descripción de las instalaciones técnicas, de las medidas empleadas para garantizar 
la calidad y de los medios de estudio e investigación de la empresa.

d) Control efectuado por la entidad del sector público contratante o, en su nombre, por un 
organismo oficial competente del Estado en el cual el empresario está establecido, siempre 
que medie acuerdo de dicho organismo, cuando los productos a suministrar sean complejos 
o cuando, excepcionalmente, deban responder a un fin particular. Este control versará sobre 
la capacidad de producción del empresario y, si fuera necesario, sobre los medios de estudio 
e investigación con que cuenta, así como sobre las medidas empleadas para controlar la 
calidad.

e) Muestras, descripciones y fotografías de los productos a suministrar, cuya autenticidad 
pueda certificarse a petición de la entidad contratante.

f) Certificados expedidos por los institutos o servicios oficiales encargados del control de 
calidad, de competencia reconocida, que acrediten la conformidad de productos 
perfectamente detallada mediante referencias a determinadas especificaciones o normas 
técnicas.

g) Indicación de los sistemas de gestión de la cadena de suministro, incluidos los que 
garanticen el cumplimiento de las Convenciones fundamentales de la Organización 
Internacional del Trabajo, y de seguimiento que el empresario podrá aplicar al ejecutar el 
contrato.

h) En los contratos no sujetos a regulación armonizada, cuando el contratista sea una 
empresa de nueva creación, entendiendo por tal aquella que tenga una antigüedad inferior a 
cinco años, su solvencia técnica se acreditará por uno o varios de los medios a que se 
refieren las letras b) a g) anteriores, sin que en ningún caso sea aplicable lo establecido en la 
letra a), relativo a la ejecución de un número determinado de suministros.

2. En los contratos de suministro que requieran obras de colocación o instalación, la 
prestación de servicios o la ejecución de obras, la capacidad de los operadores económicos 
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para prestar dichos servicios o ejecutar dicha instalación u obras podrá evaluarse teniendo 
en cuenta especialmente sus conocimientos técnicos, eficacia, experiencia y fiabilidad.

3. En el anuncio de licitación o invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos 
del contrato se especificarán los medios, de entre los recogidos en este artículo, admitidos 
para la acreditación de la solvencia técnica de los empresarios que opten a la adjudicación 
del contrato, con indicación expresa, en su caso, de los valores mínimos exigidos para cada 
uno de ellos y, en su caso, de las normas o especificaciones técnicas respecto de las que se 
acreditará la conformidad de los productos. En su defecto, la acreditación de la solvencia 
técnica se efectuará mediante la relación de los principales suministros efectuados, en los 
tres últimos años, de igual o similar naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato, 
cuyo importe anual acumulado en el año de mayor ejecución sea igual o superior al 70 por 
ciento de la anualidad media del contrato.

Artículo 90.  Solvencia técnica o profesional en los contratos de servicios.
1. En los contratos de servicios, la solvencia técnica o profesional de los empresarios 

deberá apreciarse teniendo en cuenta sus conocimientos técnicos, eficacia, experiencia y 
fiabilidad, lo que deberá acreditarse, según el objeto del contrato, por uno o varios de los 
medios siguientes, a elección del órgano de contratación:

a) Una relación de los principales servicios o trabajos realizados de igual o similar 
naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato en el curso de, como máximo los 
tres últimos años, en la que se indique el importe, la fecha y el destinatario, público o privado 
de los mismos; cuando sea necesario para garantizar un nivel adecuado de competencia los 
poderes adjudicadores podrán indicar que se tendrán en cuenta las pruebas de los servicios 
pertinentes efectuados más de tres años antes. Cuando le sea requerido por los servicios 
dependientes del órgano de contratación los servicios o trabajos efectuados se acreditarán 
mediante certificados expedidos o visados por el órgano competente, cuando el destinatario 
sea una entidad del sector público; cuando el destinatario sea un sujeto privado, mediante un 
certificado expedido por este o, a falta de este certificado, mediante una declaración del 
empresario acompañado de los documentos obrantes en poder del mismo que acrediten la 
realización de la prestación; en su caso, estos certificados serán comunicados directamente 
al órgano de contratación por la autoridad competente.

Para determinar que un trabajo o servicio es de igual o similar naturaleza al que 
constituye el objeto del contrato, el pliego de cláusulas administrativas particulares podrá 
acudir además de al CPV, a otros sistemas de clasificación de actividades o productos como 
el Código normalizado de productos y servicios de las Naciones Unidas (UNSPSC), a la 
Clasificación central de productos (CPC) o a la Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas (CNAE), que en todo caso deberá garantizar la competencia efectiva para la 
adjudicación del contrato. En defecto de previsión en el pliego se atenderá a los tres 
primeros dígitos de los respectivos códigos de la CPV. La Junta Consultiva de Contratación 
Pública del Estado podrá efectuar recomendaciones para indicar qué códigos de las 
respectivas clasificaciones se ajustan con mayor precisión a las prestaciones más habituales 
en la contratación pública.

b) Indicación del personal técnico o de las unidades técnicas, integradas o no en la 
empresa, participantes en el contrato, especialmente aquellos encargados del control de 
calidad.

c) Descripción de las instalaciones técnicas, de las medidas empleadas por el 
empresario para garantizar la calidad y de los medios de estudio e investigación de la 
empresa.

d) Cuando se trate de servicios o trabajos complejos o cuando, excepcionalmente, deban 
responder a un fin especial, un control efectuado por el órgano de contratación o, en nombre 
de este, por un organismo oficial u homologado competente del Estado en que esté 
establecido el empresario, siempre que medie acuerdo de dicho organismo. El control 
versará sobre la capacidad técnica del empresario y, si fuese necesario, sobre los medios de 
estudio y de investigación de que disponga y sobre las medidas de control de la calidad.

e) Títulos académicos y profesionales del empresario y de los directivos de la empresa y, 
en particular, del responsable o responsables de la ejecución del contrato así como de los 
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técnicos encargados directamente de la misma, siempre que no se evalúen como un criterio 
de adjudicación.

f) En los casos adecuados, indicación de las medidas de gestión medioambiental que el 
empresario podrá aplicar al ejecutar el contrato.

g) Declaración sobre la plantilla media anual de la empresa y del número de directivos 
durante los tres últimos años, acompañada de la documentación justificativa correspondiente 
cuando le sea requerido por los servicios dependientes del órgano de contratación.

h) Declaración indicando la maquinaria, material y equipo técnico del que se dispondrá 
para la ejecución de los trabajos o prestaciones, a la que se adjuntará la documentación 
acreditativa pertinente cuando le sea requerido por los servicios dependientes del órgano de 
contratación.

i) Indicación de la parte del contrato que el empresario tiene eventualmente el propósito 
de subcontratar.

2. En el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los 
pliegos del contrato se especificarán los medios, de entre los recogidos en este artículo, 
admitidos para la acreditación de la solvencia técnica de los empresarios que opten a la 
adjudicación del contrato, con indicación expresa, en su caso, de los valores mínimos 
exigidos para cada uno de ellos y, en los casos en que resulte de aplicación, con 
especificación de las titulaciones académicas o profesionales, de los medios de estudio e 
investigación, de los controles de calidad, de los certificados de capacidad técnica, de la 
maquinaria, equipos e instalaciones, y de los certificados de gestión medioambiental 
exigidos. En su defecto, la acreditación de la solvencia técnica o profesional se efectuará 
mediante la relación de los principales servicios efectuados en los tres últimos años, de igual 
o similar naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato, cuyo importe anual 
acumulado en el año de mayor ejecución sea igual o superior al 70 por ciento de la 
anualidad media del contrato.

3. Si el objeto contractual requiriese aptitudes específicas en materia social, de 
prestación de servicios de proximidad u otras análogas, en todo caso se exigirá como 
requisito de solvencia técnica o profesional la concreta experiencia, conocimientos y medios 
en las referidas materias, lo que deberá acreditarse por los medios que establece el 
apartado 1 de este artículo.

4. En los contratos no sujetos a regulación armonizada, cuando el contratista sea una 
empresa de nueva creación, entendiendo por tal aquella que tenga una antigüedad inferior a 
cinco años, su solvencia técnica se acreditará por uno o varios de los medios a que se 
refieren las letras b) a i) anteriores, sin que en ningún caso sea aplicable lo establecido en la 
letra a), relativo a la ejecución de un número determinado de servicios.

Artículo 91.  Solvencia técnica o profesional en los restantes contratos.
La acreditación de la solvencia profesional o técnica en contratos distintos de los de 

obras, servicios o suministro podrá realizarse por los documentos y medios que se indican 
en el artículo anterior.

Artículo 92.  Concreción de los requisitos y criterios de solvencia.
La concreción de los requisitos mínimos de solvencia económica y financiera y de 

solvencia técnica o profesional exigidos para un contrato, así como de los medios admitidos 
para su acreditación, se determinará por el órgano de contratación y se indicará en el 
anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y se detallará en los 
pliegos, en los que se concretarán las magnitudes, parámetros o ratios y los umbrales o 
rangos de valores que determinarán la admisión o exclusión de los licitadores o candidatos. 
En su ausencia serán de aplicación los establecidos en los artículos 87 a 90 para el tipo de 
contratos correspondiente, que tendrán igualmente carácter supletorio para los no 
concretados en los pliegos.

En todo caso, la clasificación del empresario en un determinado grupo o subgrupo se 
tendrá por prueba bastante de su solvencia para los contratos cuyo objeto esté incluido o se 
corresponda con el ámbito de actividades o trabajos de dicho grupo o subgrupo, y cuyo 
importe anual medio sea igual o inferior al correspondiente a su categoría de clasificación en 
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el grupo o subgrupo. A tal efecto, en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en 
el procedimiento y en los pliegos deberá indicarse el código o códigos del Vocabulario 
«Común de los Contratos Públicos» (CPV) correspondientes al objeto del contrato, los 
cuales determinarán el grupo o subgrupo de clasificación, si lo hubiera, en que se considera 
incluido el contrato.

Reglamentariamente podrá eximirse la exigencia de acreditación de la solvencia 
económica y financiera o de la solvencia técnica o profesional para los contratos cuyo 
importe no supere un determinado umbral.

Artículo 93.  Acreditación del cumplimiento de las normas de garantía de la calidad.
1. En los contratos sujetos a una regulación armonizada, cuando los órganos de 

contratación exijan la presentación de certificados expedidos por organismos independientes 
que acrediten que el empresario cumple determinadas normas de garantías de calidad, en 
particular en materia de accesibilidad para personas con discapacidad, deberán hacer 
referencia a los sistemas de aseguramiento de la calidad basados en la serie de normas en 
la materia, certificados por organismos conformes a las normas europeas relativas a la 
certificación.

2. Los órganos de contratación reconocerán los certificados equivalentes expedidos por 
organismos establecidos en cualquier Estado miembro de la Unión Europea, y también 
aceptarán otras pruebas de medidas equivalentes de garantía de la calidad que presenten 
los empresarios.

Artículo 94.  Acreditación del cumplimiento de las normas de gestión medioambiental.
1. En los contratos sujetos a una regulación armonizada, cuando los órganos de 

contratación exijan como medio para acreditar la solvencia técnica o profesional la 
presentación de certificados expedidos por organismos independientes que acrediten que el 
licitador cumple determinadas normas de gestión medioambiental, harán referencia al 
sistema comunitario de gestión y auditoría medioambientales (EMAS) de la Unión Europea, 
o a otros sistemas de gestión medioambiental reconocidos de conformidad con el artículo 45 
del Reglamento (CE) n.º 1221/2009, de 25 de noviembre de 2009, o a otras normas de 
gestión medioambiental basadas en las normas europeas o internacionales pertinentes de 
organismos acreditados.

2. Los órganos de contratación reconocerán los certificados equivalentes expedidos por 
organismos establecidos en cualquier Estado miembro de la Unión Europea y también 
aceptarán otras pruebas de medidas equivalentes de gestión medioambiental que presente 
el licitador, y, en particular, una descripción de las medidas de gestión medioambiental 
ejecutadas, siempre que el licitador demuestre que dichas medidas son equivalentes a las 
exigidas con arreglo al sistema o norma de gestión medioambiental aplicable.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 11  Ley de Contratos del Sector Público [parcial]

– 275 –



LIBRO SEGUNDO
De los contratos de las Administraciones Públicas

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
De las actuaciones relativas a la contratación de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De la preparación de los contratos de las Administraciones 
Públicas

Artículo 115.  Consultas preliminares del mercado.
1. Los órganos de contratación podrán realizar estudios de mercado y dirigir consultas a 

los operadores económicos que estuvieran activos en el mismo con la finalidad de preparar 
correctamente la licitación e informar a los citados operadores económicos acerca de sus 
planes y de los requisitos que exigirán para concurrir al procedimiento. Para ello los órganos 
de contratación podrán valerse del asesoramiento de terceros, que podrán ser expertos o 
autoridades independientes, colegios profesionales, o, incluso, con carácter excepcional 
operadores económicos activos en el mercado. Antes de iniciarse la consulta, el órgano de 
contratación publicará en el perfil de contratante ubicado en la Plataforma de contratación 
del Sector Público o servicio de información equivalente a nivel autonómico, el objeto de la 
misma, cuando se iniciara esta y las denominaciones de los terceros que vayan a participar 
en la consulta, a efectos de que puedan tener acceso y posibilidad de realizar aportaciones 
todos los posibles interesados. Asimismo en el perfil del contratante se publicarán las 
razones que motiven la elección de los asesores externos que resulten seleccionados.

2. El asesoramiento a que se refiere el apartado anterior será utilizado por el órgano de 
contratación para planificar el procedimiento de licitación y, también, durante la sustanciación 
del mismo, siempre y cuando ello no tenga el efecto de falsear la competencia o de vulnerar 
los principios de no discriminación y transparencia.

De las consultas realizadas no podrá resultar un objeto contractual tan concreto y 
delimitado que únicamente se ajuste a las características técnicas de uno de los 
consultados. El resultado de los estudios y consultas debe, en su caso, concretarse en la 
introducción de características genéricas, exigencias generales o fórmulas abstractas que 
aseguren una mejor satisfacción de los intereses públicos, sin que en ningún caso, puedan 
las consultas realizadas comportar ventajas respecto de la adjudicación del contrato para las 
empresas participantes en aquellas.

3. Cuando el órgano de contratación haya realizado las consultas a que se refiere el 
presente artículo, hará constar en un informe las actuaciones realizadas. En el informe se 
relacionarán los estudios realizados y sus autores, las entidades consultadas, las cuestiones 
que se les han formulado y las respuestas a las mismas. Este informe estará motivado, 
formará parte del expediente de contratación, y estará sujeto a las mismas obligaciones de 
publicidad que los pliegos de condiciones, publicándose en todo caso en el perfil del 
contratante del órgano de contratación.

En ningún caso durante el proceso de consultas al que se refiere el presente artículo, el 
órgano de contratación podrá revelar a los participantes en el mismo las soluciones 
propuestas por los otros participantes, siendo las mismas solo conocidas íntegramente por 
aquel.

Con carácter general, el órgano de contratación al elaborar los pliegos deberá tener en 
cuenta los resultados de las consultas realizadas; de no ser así deberá dejar constancia de 
los motivos en el informe a que se refiere el párrafo anterior.
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La participación en la consulta no impide la posterior intervención en el procedimiento de 
contratación que en su caso se tramite.

[ . . . ]
Subsección 2.ª Pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas

[ . . . ]
Artículo 124.  Pliego de prescripciones técnicas particulares.

El órgano de contratación aprobará con anterioridad a la autorización del gasto o 
conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, 
antes de su adjudicación, los pliegos y documentos que contengan las prescripciones 
técnicas particulares que hayan de regir la realización de la prestación y definan sus 
calidades, sus condiciones sociales y ambientales, de conformidad con los requisitos que 
para cada contrato establece la presente Ley, y solo podrán ser modificados con 
posterioridad por error material, de hecho o aritmético. En otro caso, la modificación del 
pliego conllevará la retroacción de actuaciones.

Artículo 125.  Definición de determinadas prescripciones técnicas.
A efectos de la presente Ley se entenderá por:
1. «Prescripción o especificación técnica»:
a) Cuando se trate de contratos de obras, el conjunto de las prescripciones técnicas 

contenidas principalmente en los pliegos de la contratación, en las que se definan las 
características requeridas de un material, producto o suministro, y que permitan 
caracterizarlos de manera que respondan a la utilización a que los destine el poder 
adjudicador; asimismo, los procedimientos de aseguramiento de la calidad, el impacto social, 
laboral, ambiental y climático de dichos materiales, productos o actividades que se 
desarrollen durante la elaboración o utilización de los mismos, el diseño para todas las 
necesidades (incluida la accesibilidad universal y diseño universal o diseño para todas las 
personas), la terminología, los símbolos, las pruebas y métodos de prueba, el envasado, 
marcado y etiquetado, las instrucciones de uso y los procesos y métodos de producción en 
cualquier fase del ciclo de vida de las obras; incluyen asimismo las reglas de elaboración del 
proyecto y cálculo de las obras, las condiciones de prueba, control y recepción de las obras, 
así como las técnicas o métodos de construcción y todas las demás condiciones de carácter 
técnico que el poder adjudicador pueda prescribir, por vía de reglamentación general o 
específica, en lo referente a obras acabadas y a los materiales o elementos que las 
constituyan;

b) Cuando se trate de contratos de suministro o de servicios, aquella especificación que 
figure en un documento en la que se definan las características exigidas de un producto o de 
un servicio, como, por ejemplo, los niveles de calidad, los niveles de comportamiento 
ambiental y climático, el diseño para todas las necesidades (incluida la accesibilidad 
universal y diseño universal o diseño para todas las personas) y la evaluación de la 
conformidad, el rendimiento, la utilización del producto, su seguridad, o sus dimensiones; 
asimismo, los requisitos aplicables al producto en lo referente a la denominación de venta, la 
terminología, los símbolos, las pruebas y métodos de prueba, el envasado, marcado y 
etiquetado, las instrucciones de uso, los procesos y métodos de producción en cualquier 
fase del ciclo de vida del suministro o servicio, así como los procedimientos de evaluación de 
la conformidad.

Téngase en cuenta que se declara que el apartado 1 no es conforme con el orden 
constitucional de competencias, en los términos del fundamento jurídico 7 A) e), por la 
Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614
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2. «Norma»: una especificación técnica aprobada por un organismo de normalización 
reconocido para una aplicación repetida o continuada cuyo cumplimiento no sea obligatorio y 
que esté incluida en una de las categorías siguientes:

a) «Norma internacional»: Norma adoptada por un organismo internacional de 
normalización y puesta a disposición del público.

b) «Norma europea»: Norma adoptada por un organismo europeo de normalización y 
puesta a disposición del público.

c) «Norma nacional»: Norma adoptada por un organismo nacional de normalización y 
puesta a disposición del público.

3. «Evaluación técnica europea»: La evaluación documentada de las prestaciones de un 
producto de construcción en cuanto a sus características esenciales, con arreglo al 
correspondiente documento de evaluación europeo, tal como se define en el artículo 2, punto 
12, del Reglamento (UE) n.º 305/2011, del Parlamento Europeo y del Consejo.

4. «Especificación técnica común»: la especificación técnica en el ámbito de las TIC 
elaborada de conformidad con los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) n.º 1025/2012.

5. «Referencia técnica»: Cualquier documento elaborado por los organismos europeos 
de normalización, distinto de las normas europeas, con arreglo a procedimientos adaptados 
a la evolución de las necesidades del mercado.

Artículo 126.  Reglas para el establecimiento de prescripciones técnicas.
1. Las prescripciones técnicas a que se refieren los artículos 123 y 124, proporcionarán a 

los empresarios acceso en condiciones de igualdad al procedimiento de contratación y no 
tendrán por efecto la creación de obstáculos injustificados a la apertura de la contratación 
pública a la competencia.

2. Las prescripciones técnicas podrán referirse al proceso o método específico de 
producción o prestación de las obras, los suministros o los servicios requeridos, o a un 
proceso específico de otra fase de su ciclo de vida, según la definición establecida en el 
artículo 148, incluso cuando dichos factores no formen parte de la sustancia material de las 
obras, suministros o servicios, siempre que estén vinculados al objeto del contrato y guarden 
proporción con el valor y los objetivos de este.

3. Para toda contratación que esté destinada a ser utilizada por personas físicas, ya sea 
el público en general o el personal de la Administración Pública contratante, las 
prescripciones técnicas se redactarán, salvo en casos debidamente justificados, de manera 
que se tengan en cuenta la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las 
personas con discapacidad, así como los criterios de accesibilidad universal y de diseño 
universal o diseño para todas las personas, tal y como son definidos estos términos en el 
texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su 
inclusión social, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre.

De no ser posible definir las prescripciones técnicas teniendo en cuenta criterios de 
accesibilidad universal y de diseño universal o diseño para todas las personas, deberá 
motivarse suficientemente esta circunstancia.

Sin perjuicio de lo anterior, siempre que existan requisitos de accesibilidad obligatorios 
adoptados por un acto jurídico de la Unión Europea, las especificaciones técnicas deberán 
ser definidas por referencia a esas normas en lo que respecta a los criterios de accesibilidad 
para las personas con discapacidad o el diseño para todos los usuarios.

4. Siempre que el objeto del contrato afecte o pueda afectar al medio ambiente, las 
prescripciones técnicas se definirán aplicando criterios de sostenibilidad y protección 
ambiental, de acuerdo con las definiciones y principios regulados en los artículos 3 y 4, 
respectivamente, de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la 
Contaminación.

5. Sin perjuicio de las instrucciones y reglamentos técnicos nacionales que sean 
obligatorios, siempre y cuando sean compatibles con el derecho de la Unión Europea, las 
prescripciones técnicas se formularán de una de las siguientes maneras:

a) En términos de rendimiento o de exigencias funcionales, incluidas las características 
medioambientales, siempre que los parámetros sean lo suficientemente precisos para 
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permitir a los licitadores determinar el objeto del contrato y al órgano de contratación 
adjudicar el mismo;

b) Haciendo referencia, de acuerdo con el siguiente orden de prelación, a 
especificaciones técnicas contenidas en normas nacionales que incorporen normas 
europeas, a evaluaciones técnicas europeas, a especificaciones técnicas comunes, a 
normas internacionales, a otros sistemas de referencias técnicas elaborados por los 
organismos europeos de normalización o, en defecto de todos los anteriores, a normas 
nacionales, a documentos de idoneidad técnica nacionales o a especificaciones técnicas 
nacionales en materia de proyecto, cálculo y ejecución de obras y de uso de suministros; 
acompañando cada referencia de la mención «o equivalente»;

c) En términos de rendimiento o de exigencias funcionales según lo mencionado en la 
letra a), haciendo referencia, como medio de presunción de conformidad con estos requisitos 
de rendimiento o exigencias funcionales, a las especificaciones contempladas en la letra b);

d) Haciendo referencia a especificaciones técnicas mencionadas en la letra b) para 
determinadas características, y mediante referencia al rendimiento o exigencias funcionales 
mencionados en la letra a) para otras características.

6. Salvo que lo justifique el objeto del contrato, las prescripciones técnicas no harán 
referencia a una fabricación o una procedencia determinada, o a un procedimiento concreto 
que caracterice a los productos o servicios ofrecidos por un empresario determinado, o a 
marcas, patentes o tipos, o a un origen o a una producción determinados, con la finalidad de 
favorecer o descartar ciertas empresas o ciertos productos. Tal referencia se autorizará, con 
carácter excepcional, en el caso en que no sea posible hacer una descripción lo bastante 
precisa e inteligible del objeto del contrato en aplicación del apartado 5, en cuyo caso irá 
acompañada de la mención «o equivalente».

7. Cuando los órganos de contratación hagan uso de la opción prevista en el apartado 5, 
letra a), de formular prescripciones técnicas en términos de rendimiento o de exigencias 
funcionales, no podrán rechazar una oferta de obras, de suministros o de servicios que se 
ajusten a una norma nacional que transponga una norma europea, a un documento de 
idoneidad técnica europeo, a una especificación técnica común, a una norma internacional o 
a un sistema de referencias técnicas elaborado por un organismo europeo de normalización, 
si tales especificaciones tienen por objeto los requisitos de rendimiento o exigencias 
funcionales exigidos por las prescripciones técnicas, siempre que en su oferta, el licitador 
pruebe por cualquier medio adecuado, incluidos los medios de prueba mencionados en los 
artículos 127 y 128, que la obra, el suministro o el servicio conforme a la norma reúne los 
requisitos de rendimiento o exigencias funcionales establecidos por el órgano de 
contratación.

8. Cuando los órganos de contratación hagan uso de la opción de referirse a las 
especificaciones técnicas previstas en el apartado 5, letra b), no podrán rechazar una oferta 
basándose en que las obras, los suministros o los servicios ofrecidos no se ajustan a las 
especificaciones técnicas a las que han hecho referencia, siempre que en su oferta el 
licitador demuestre por cualquier medio adecuado, incluidos los medios de prueba 
mencionados en el artículo 128, que las soluciones que propone cumplen de forma 
equivalente los requisitos exigidos en las correspondientes prescripciones técnicas.

Artículo 127.  Etiquetas.
1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por «etiqueta»: cualquier documento, 

certificado o acreditación que confirme que las obras, productos, servicios, procesos o 
procedimientos de que se trate cumplen determinados requisitos.

2. Cuando los órganos de contratación tengan la intención de adquirir obras, suministros 
o servicios con características específicas de tipo medioambiental, social u otro, podrán 
exigir, en las prescripciones técnicas, en los criterios de adjudicación o en las condiciones de 
ejecución del contrato, una etiqueta específica como medio de prueba de que las obras, los 
servicios o los suministros cumplen las características exigidas, etiquetas de tipo social o 
medioambiental, como aquellas relacionadas con la agricultura o la ganadería ecológicas, el 
comercio justo, la igualdad de género o las que garantizan el cumplimiento de las 
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Convenciones fundamentales de la Organización Internacional del Trabajo, siempre que se 
cumplan todas las condiciones siguientes:

a) Que los requisitos exigidos para la obtención de la etiqueta se refieran únicamente a 
criterios vinculados al objeto del contrato y sean adecuados para definir las características 
de las obras, los suministros o los servicios que constituyan dicho objeto.

b) Que los requisitos exigidos para la obtención de la etiqueta se basen en criterios 
verificables objetivamente y que no resulten discriminatorios.

c) Que las etiquetas se adopten con arreglo a un procedimiento abierto y transparente en 
el que puedan participar todas las partes concernidas, tales como organismos 
gubernamentales, los consumidores, los interlocutores sociales, los fabricantes, los 
distribuidores y las organizaciones no gubernamentales.

d) Que las etiquetas sean accesibles a todas las partes interesadas.
e) Que los requisitos exigidos para la obtención de la etiqueta hayan sido fijados por un 

tercero sobre el cual el empresario no pueda ejercer una influencia decisiva.
f) Que las referencias a las etiquetas no restrinjan la innovación.
Cuando una etiqueta cumpla las condiciones previstas en el apartado 2, letras b), c), d) y 

e), pero establezca requisitos no vinculados al objeto del contrato, los órganos de 
contratación no exigirán la etiqueta como tal, pero, en sustitución de esta, podrán definir las 
prescripciones técnicas por referencia a las especificaciones detalladas de esa etiqueta o, en 
su caso, a partes de esta, que estén vinculadas al objeto del contrato y sean adecuadas para 
definir las características de dicho objeto.

3. Los órganos de contratación que exijan una etiqueta específica deberán aceptar todas 
las etiquetas que verifiquen que las obras, suministros o servicios cumplen requisitos que 
sean equivalentes a aquellos que son exigidos para la obtención de aquella.

El órgano de contratación aceptará otros medios adecuados de prueba, incluidos los 
mencionados en el artículo 128, que demuestren que las obras, suministros o servicios que 
ha de prestar el futuro contratista cumplen los requisitos de la etiqueta específica exigida.

4. Cuando los órganos de contratación no requieran en los pliegos que las obras, 
suministros o servicios cumplan todos los requisitos exigidos para la obtención de una 
etiqueta, indicarán a cuáles de dichos requisitos se está haciendo referencia.

5. La indicación de una etiqueta específica en las prescripciones técnicas en ningún caso 
exime al órgano de contratación de su obligación de detallar con claridad en los pliegos las 
características y requisitos que desea imponer y cuyo cumplimiento la etiqueta específica 
exigida pretende probar.

6. La carga de la prueba de la equivalencia recaerá, en todo caso, en el candidato o 
licitador.

[ . . . ]
Artículo 129.  Información sobre las obligaciones relativas a la fiscalidad, protección del 
medio ambiente, empleo y condiciones laborales y de contratar a un porcentaje específico de 
personas con discapacidad.

1. El órgano de contratación podrá señalar en el pliego el organismo u organismos de los 
que los candidatos o licitadores puedan obtener la información pertinente sobre las 
obligaciones relativas a la fiscalidad, a la protección del medio ambiente, y a las 
disposiciones vigentes en materia de protección del empleo, igualdad de género, 
condiciones de trabajo y prevención de riesgos laborales e inserción sociolaboral de las 
personas con discapacidad, y a la obligación de contratar a un número o porcentaje 
específico de personas con discapacidad que serán aplicables a los trabajos efectuados en 
la obra o a los servicios prestados durante la ejecución del contrato.

2. Cuando se facilite la información a la que se refiere el apartado 1, el órgano de 
contratación solicitará a los licitadores o a los candidatos en un procedimiento de 
adjudicación de contratos que manifiesten haber tenido en cuenta en la elaboración de sus 
ofertas las obligaciones derivadas de las disposiciones vigentes en materia de fiscalidad, 
protección del medio ambiente, protección del empleo, igualdad de género, condiciones de 
trabajo, prevención de riesgos laborales e inserción sociolaboral de las personas con 
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discapacidad, y a la obligación de contratar a un número o porcentaje especifico de personas 
con discapacidad, y protección del medio ambiente.

Esto no obstará para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 149 sobre verificación de 
las ofertas que incluyan valores anormales o desproporcionados.

[ . . . ]
Sección 2.ª De la adjudicación de los contratos de las Administraciones 

Públicas

Subsección 1.ª Normas generales

[ . . . ]
Artículo 132.  Principios de igualdad, transparencia y libre competencia.

1. Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento 
igualitario y no discriminatorio y ajustarán su actuación a los principios de transparencia y 
proporcionalidad.

En ningún caso podrá limitarse la participación por la forma jurídica o el ánimo de lucro 
en la contratación, salvo en los contratos reservados para entidades recogidas en la 
disposición adicional cuarta.

2. La contratación no será concebida con la intención de eludir los requisitos de 
publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que corresponda, ni de restringir 
artificialmente la competencia, bien favoreciendo o perjudicando indebidamente a 
determinados empresarios.

3. Los órganos de contratación velarán en todo el procedimiento de adjudicación por la 
salvaguarda de la libre competencia. Así, tanto ellos como la Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado o, en su caso, los órganos consultivos o equivalentes en 
materia de contratación pública de las Comunidades Autónomas, y los órganos competentes 
para resolver el recurso especial a que se refiere el artículo 44 de esta Ley, notificarán a la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, a las autoridades 
autonómicas de competencia, cualesquiera hechos de los que tengan conocimiento en el 
ejercicio de sus funciones que puedan constituir infracción a la legislación de defensa de la 
competencia. En particular, comunicarán cualquier indicio de acuerdo, decisión o 
recomendación colectiva, o práctica concertada o conscientemente paralela entre los 
licitadores, que tenga por objeto, produzca o pueda producir el efecto de impedir, restringir o 
falsear la competencia en el proceso de contratación.

Artículo 133.  Confidencialidad.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación vigente en materia de acceso a la 

información pública y de las disposiciones contenidas en la presente Ley relativas a la 
publicidad de la adjudicación y a la información que debe darse a los candidatos y a los 
licitadores, los órganos de contratación no podrán divulgar la información facilitada por los 
empresarios que estos hayan designado como confidencial en el momento de presentar su 
oferta. El carácter de confidencial afecta, entre otros, a los secretos técnicos o comerciales, 
a los aspectos confidenciales de las ofertas y a cualesquiera otras informaciones cuyo 
contenido pueda ser utilizado para falsear la competencia, ya sea en ese procedimiento de 
licitación o en otros posteriores.

El deber de confidencialidad del órgano de contratación así como de sus servicios 
dependientes no podrá extenderse a todo el contenido de la oferta del adjudicatario ni a todo 
el contenido de los informes y documentación que, en su caso, genere directa o 
indirectamente el órgano de contratación en el curso del procedimiento de licitación. 
Únicamente podrá extenderse a documentos que tengan una difusión restringida, y en 
ningún caso a documentos que sean públicamente accesibles.

El deber de confidencialidad tampoco podrá impedir la divulgación pública de partes no 
confidenciales de los contratos celebrados, tales como, en su caso, la liquidación, los plazos 
finales de ejecución de la obra, las empresas con las que se ha contratado y subcontratado, 
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y, en todo caso, las partes esenciales de la oferta y las modificaciones posteriores del 
contrato, respetando en todo caso lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

2. El contratista deberá respetar el carácter confidencial de aquella información a la que 
tenga acceso con ocasión de la ejecución del contrato a la que se le hubiese dado el referido 
carácter en los pliegos o en el contrato, o que por su propia naturaleza deba ser tratada 
como tal. Este deber se mantendrá durante un plazo de cinco años desde el conocimiento de 
esa información, salvo que los pliegos o el contrato establezcan un plazo mayor que, en todo 
caso, deberá ser definido y limitado en el tiempo.

[ . . . ]
Artículo 145.  Requisitos y clases de criterios de adjudicación del contrato.

1. La adjudicación de los contratos se realizará utilizando una pluralidad de criterios de 
adjudicación en base a la mejor relación calidad-precio.

Previa justificación en el expediente, los contratos se podrán adjudicar con arreglo a 
criterios basados en un planteamiento que atienda a la mejor relación coste-eficacia, sobre la 
base del precio o coste, como el cálculo del coste del ciclo de vida con arreglo al 
artículo 148.

2. La mejor relación calidad-precio se evaluará con arreglo a criterios económicos y 
cualitativos.

Los criterios cualitativos que establezca el órgano de contratación para evaluar la mejor 
relación calidad-precio podrán incluir aspectos medioambientales o sociales, vinculados al 
objeto del contrato en la forma establecida en el apartado 6 de este artículo, que podrán ser, 
entre otros, los siguientes:

1.º La calidad, incluido el valor técnico, las características estéticas y funcionales, la 
accesibilidad, el diseño universal o diseño para todas las personas usuarias, las 
características sociales, medioambientales e innovadoras, y la comercialización y sus 
condiciones;

Las características medioambientales podrán referirse, entre otras, a la reducción del 
nivel de emisión de gases de efecto invernadero; al empleo de medidas de ahorro y 
eficiencia energética y a la utilización de energía procedentes de fuentes renovables durante 
la ejecución del contrato; y al mantenimiento o mejora de los recursos naturales que puedan 
verse afectados por la ejecución del contrato.

Las características sociales del contrato se referirán, entre otras, a las siguientes 
finalidades: al fomento de la integración social de personas con discapacidad, personas 
desfavorecidas o miembros de grupos vulnerables entre las personas asignadas a la 
ejecución del contrato y, en general, la inserción sociolaboral de personas con discapacidad 
o en situación o riesgo de exclusión social; la subcontratación con Centros Especiales de 
Empleo o Empresas de Inserción; los planes de igualdad de género que se apliquen en la 
ejecución del contrato y, en general, la igualdad entre mujeres y hombres; el fomento de la 
contratación femenina; la conciliación de la vida laboral, personal y familiar; la mejora de las 
condiciones laborales y salariales; la estabilidad en el empleo; la contratación de un mayor 
número de personas para la ejecución del contrato; la formación y la protección de la salud y 
la seguridad en el trabajo; la aplicación de criterios éticos y de responsabilidad social a la 
prestación contractual; o los criterios referidos al suministro o a la utilización de productos 
basados en un comercio equitativo durante la ejecución del contrato.

2.º La organización, cualificación y experiencia del personal adscrito al contrato que vaya 
a ejecutar el mismo, siempre y cuando la calidad de dicho personal pueda afectar de manera 
significativa a su mejor ejecución.

3.º El servicio posventa y la asistencia técnica y condiciones de entrega tales como la 
fecha en que esta última debe producirse, el proceso de entrega, el plazo de entrega o 
ejecución y los compromisos relativos a recambios y seguridad del suministro.

Los criterios cualitativos deberán ir acompañados de un criterio relacionado con los 
costes el cual, a elección del órgano de contratación, podrá ser el precio o un planteamiento 
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basado en la rentabilidad, como el coste del ciclo de vida calculado de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 148.

3. La aplicación de más de un criterio de adjudicación procederá, en todo caso, en la 
adjudicación de los siguientes contratos:

a) Aquellos cuyos proyectos o presupuestos no hayan podido ser establecidos 
previamente y deban ser presentados por los candidatos o licitadores.

b) Cuando el órgano de contratación considere que la definición de la prestación es 
susceptible de ser mejorada por otras soluciones técnicas o por reducciones en su plazo de 
ejecución.

c) Aquellos para cuya ejecución facilite el órgano, organismo o entidad contratante 
materiales o medios auxiliares cuya buena utilización exija garantías especiales por parte de 
los contratistas.

d) Aquellos que requieran el empleo de tecnología especialmente avanzada o cuya 
ejecución sea particularmente compleja.

e) Contratos de concesión de obras y de concesión de servicios.
f) Contratos de suministros, salvo que los productos a adquirir estén perfectamente 

definidos y no sea posible variar los plazos de entrega ni introducir modificaciones de 
ninguna clase en el contrato, siendo por consiguiente el precio el único factor determinante 
de la adjudicación.

g) Contratos de servicios, salvo que las prestaciones estén perfectamente definidas 
técnicamente y no sea posible variar los plazos de entrega ni introducir modificaciones de 
ninguna clase en el contrato, siendo por consiguiente el precio el único factor determinante 
de la adjudicación.

En los contratos de servicios que tengan por objeto prestaciones de carácter intelectual, 
como los servicios de ingeniería y arquitectura, y en los contratos de prestación de servicios 
sociales si fomentan la integración social de personas desfavorecidas o miembros de grupos 
vulnerables entre las personas asignadas a la ejecución del contrato, promueven el empleo 
de personas con dificultades particulares de inserción en el mercado laboral o cuando se 
trate de los contratos de servicios sociales, sanitarios o educativos a que se refiere la 
Disposición adicional cuadragésima octava, o de servicios intensivos en mano de obra, el 
precio no podrá ser el único factor determinante de la adjudicación. Igualmente, en el caso 
de los contratos de servicios de seguridad privada deberá aplicarse más de un criterio de 
adjudicación.

h) Contratos cuya ejecución pueda tener un impacto significativo en el medio ambiente, 
en cuya adjudicación se valorarán condiciones ambientales mensurables, tales como el 
menor impacto ambiental, el ahorro y el uso eficiente del agua y la energía y de los 
materiales, el coste ambiental del ciclo de vida, los procedimientos y métodos de producción 
ecológicos, la generación y gestión de residuos o el uso de materiales reciclados o 
reutilizados o de materiales ecológicos.

4. Los órganos de contratación velarán por que se establezcan criterios de adjudicación 
que permitan obtener obras, suministros y servicios de gran calidad que respondan lo mejor 
posible a sus necesidades; y, en especial, en los procedimientos de contratos de servicios 
que tengan por objeto prestaciones de carácter intelectual, como los servicios de ingeniería y 
arquitectura.

En los contratos de servicios del Anexo IV, así como en los contratos que tengan por 
objeto prestaciones de carácter intelectual, los criterios relacionados con la calidad deberán 
representar, al menos, el 51 por ciento de la puntuación asignable en la valoración de las 
ofertas, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2.a) del artículo 146.

5. Los criterios a que se refiere el apartado 1 que han de servir de base para la 
adjudicación del contrato se establecerán en los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares o en el documento descriptivo, y deberá figurar en el anuncio que sirva de 
convocatoria de la licitación, debiendo cumplir los siguientes requisitos:

a) En todo caso estarán vinculados al objeto del contrato, en el sentido expresado en el 
apartado siguiente de este artículo.
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b) Deberán ser formulados de manera objetiva, con pleno respeto a los principios de 
igualdad, no discriminación, transparencia y proporcionalidad, y no conferirán al órgano de 
contratación una libertad de decisión ilimitada.

c) Deberán garantizar la posibilidad de que las ofertas sean evaluadas en condiciones de 
competencia efectiva e irán acompañados de especificaciones que permitan comprobar de 
manera efectiva la información facilitada por los licitadores con el fin de evaluar la medida en 
que las ofertas cumplen los criterios de adjudicación. En caso de duda, deberá comprobarse 
de manera efectiva la exactitud de la información y las pruebas facilitadas por los licitadores.

6. Se considerará que un criterio de adjudicación está vinculado al objeto del contrato 
cuando se refiera o integre las prestaciones que deban realizarse en virtud de dicho contrato, 
en cualquiera de sus aspectos y en cualquier etapa de su ciclo de vida, incluidos los factores 
que intervienen en los siguientes procesos:

a) en el proceso específico de producción, prestación o comercialización de, en su caso, 
las obras, los suministros o los servicios, con especial referencia a formas de producción, 
prestación o comercialización medioambiental y socialmente sostenibles y justas;

b) o en el proceso específico de otra etapa de su ciclo de vida, incluso cuando dichos 
factores no formen parte de su sustancia material.

7. En el caso de que se establezcan las mejoras como criterio de adjudicación, estas 
deberán estar suficientemente especificadas. Se considerará que se cumple esta exigencia 
cuando se fijen, de manera ponderada, con concreción: los requisitos, límites, modalidades y 
características de las mismas, así como su necesaria vinculación con el objeto del contrato.

En todo caso, en los supuestos en que su valoración se efectúe de conformidad con lo 
establecido en el apartado segundo, letra a) del artículo siguiente, no podrá asignársele una 
valoración superior al 2,5 por ciento.

Se entiende por mejoras, a estos efectos, las prestaciones adicionales a las que 
figuraban definidas en el proyecto y en el pliego de prescripciones técnicas, sin que aquellas 
puedan alterar la naturaleza de dichas prestaciones, ni del objeto del contrato.

Las mejoras propuestas por el adjudicatario pasarán a formar parte del contrato y no 
podrán ser objeto de modificación.

Artículo 146.  Aplicación de los criterios de adjudicación.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados primero y tercero del artículo anterior, 

cuando solo se utilice un criterio de adjudicación, este deberá estar relacionado con los 
costes, pudiendo ser el precio o un criterio basado en la rentabilidad, como el coste del ciclo 
de vida calculado de acuerdo con lo indicado en el artículo 148.

2. Cuando se utilicen una pluralidad de criterios de adjudicación, en su determinación, 
siempre y cuando sea posible, se dará preponderancia a aquellos que hagan referencia a 
características del objeto del contrato que puedan valorarse mediante cifras o porcentajes 
obtenidos a través de la mera aplicación de las fórmulas establecidas en los pliegos.

La aplicación de los criterios de adjudicación se efectuará por los siguientes órganos:
a) En los procedimientos de adjudicación, abierto o restringido, celebrados por los 

órganos de las Administraciones Públicas, la valoración de los criterios cuya cuantificación 
dependa de un juicio de valor corresponderá, en los casos en que proceda por tener 
atribuida una ponderación mayor que la correspondiente a los criterios evaluables de forma 
automática, a un comité formado por expertos con cualificación apropiada, que cuente con 
un mínimo de tres miembros, que podrán pertenecer a los servicios dependientes del órgano 
de contratación, pero en ningún caso podrán estar adscritos al órgano proponente del 
contrato, al que corresponderá realizar la evaluación de las ofertas; o encomendar esta a un 
organismo técnico especializado, debidamente identificado en los pliegos.

b) En los restantes supuestos, la valoración de los criterios cuya cuantificación dependa 
de un juicio de valor, así como, en todo caso, la de los criterios evaluables mediante la 
utilización de fórmulas, se efectuará por la mesa de contratación, si interviene, o por los 
servicios dependientes del órgano de contratación en caso contrario, a cuyo efecto se 
podrán solicitar los informes técnicos que considere precisos de conformidad con lo previsto 
en el artículo 150.1 y 157.5 de la presente Ley.
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La elección de las fórmulas se tendrán que justificar en el expediente.
En todo caso, la evaluación de las ofertas conforme a los criterios cuantificables 

mediante la mera aplicación de fórmulas se realizará tras efectuar previamente la de 
aquellos otros criterios en que no concurra esta circunstancia, dejándose constancia 
documental de ello.

La citada evaluación previa se hará pública en el acto en el que se proceda a la apertura 
del sobre que contenga los elementos de la oferta que se valoraran mediante la mera 
aplicación de fórmulas.

Cuando en los contratos de concesión de obras o de concesión de servicios se prevea la 
posibilidad de que se efectúen aportaciones públicas a la construcción o explotación así 
como cualquier tipo de garantías, avales u otro tipo de ayudas a la empresa, en todo caso 
figurará como un criterio de adjudicación evaluable de forma automática la cuantía de la 
reducción que oferten los licitadores sobre las aportaciones previstas en el expediente de 
contratación.

3. Salvo cuando se tome en consideración el precio exclusivamente, deberá precisarse 
en el pliego de cláusulas administrativas particulares o en el documento descriptivo la 
ponderación relativa atribuida a cada uno de los criterios de valoración, que podrá 
expresarse fijando una banda de valores con una amplitud máxima adecuada.

En el caso de que el procedimiento de adjudicación se articule en varias fases, se 
indicará igualmente en cuales de ellas se irán aplicando los distintos criterios, estableciendo 
un umbral mínimo del 50 por ciento de la puntuación en el conjunto de los criterios 
cualitativos para continuar en el proceso selectivo.

Cuando, por razones objetivas debidamente justificadas, no sea posible ponderar los 
criterios elegidos, estos se enumerarán por orden decreciente de importancia.

[ . . . ]
Artículo 148.  Definición y cálculo del ciclo de vida.

1. A los efectos de esta Ley se entenderán comprendidos dentro del «ciclo de vida» de 
un producto, obra o servicio todas las fases consecutivas o interrelacionadas que se 
sucedan durante su existencia y, en todo caso: la investigación y el desarrollo que deba 
llevarse a cabo, la fabricación o producción, la comercialización y las condiciones en que 
esta tenga lugar, el transporte, la utilización y el mantenimiento, la adquisición de las 
materias primas necesarias y la generación de recursos; todo ello hasta que se produzca la 
eliminación, el desmantelamiento o el final de la utilización.

2. El cálculo de coste del ciclo de vida incluirá, según el caso, la totalidad o una parte de 
los costes siguientes en que se hubiere incurrido a lo largo del ciclo de vida de un producto, 
un servicio o una obra:

a) Los costes sufragados por el órgano de contratación o por otros usuarios, tales como:
1.º Los costes relativos a la adquisición.
2.º Los costes de utilización, como el consumo de energía y otros recursos.
3.º Los costes de mantenimiento.
4.º Los costes de final de vida, como los costes de recogida y reciclado.
b) los costes imputados a externalidades medioambientales vinculadas al producto, 

servicio u obra durante su ciclo de vida, a condición de que su valor monetario pueda 
determinarse y verificarse; estos costes podrán incluir el coste de las emisiones de gases de 
efecto invernadero y de otras emisiones contaminantes, así como otros costes de mitigación 
del cambio climático.

En los casos en que una norma de la Unión Europea haga obligatorio un método común 
para calcular los costes del ciclo de vida, se aplicará el mismo a la evaluación de los citados 
costes.

3. Cuando los órganos de contratación evalúen los costes mediante un planteamiento 
basado en el cálculo del coste del ciclo de vida, indicarán en los pliegos los datos que deben 
facilitar los licitadores, así como el método que aquellos utilizarán para determinar los costes 
de ciclo de vida sobre la base de dichos datos.
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El método utilizado para la evaluación de los costes imputados a externalidades 
medioambientales cumplirá todas las condiciones siguientes:

a) estar basado en criterios verificables objetivamente y no discriminatorios; en particular, 
si no se ha establecido para una aplicación repetida o continuada, no favorecerá o 
perjudicará indebidamente a empresas determinadas;

b) ser accesible para todas las partes interesadas;
c) la información necesaria debe poder ser facilitada con un esfuerzo razonable por parte 

de las empresas, incluidas aquellas procedentes de Estados signatarios del Acuerdo sobre 
Contratación Pública de la Organización Mundial de Comercio o de otros Estados signatarios 
de algún otro Acuerdo Internacional que vincule a España o a la Unión Europea.

4. Los órganos de contratación calcularán los costes a que se refieren los apartados 
primero y segundo del artículo 145 atendiendo, preferentemente, al coste del ciclo de vida.

[ . . . ]
Subsección 4.ª Procedimientos con negociación

Artículo 166.  Caracterización y delimitación de la materia objeto de negociación.
1. En los procedimientos con negociación la adjudicación recaerá en el licitador 

justificadamente elegido por el órgano de contratación, tras negociar las condiciones del 
contrato con uno o varios candidatos.

2. En el pliego de cláusulas administrativas particulares se determinarán los aspectos 
económicos y técnicos que, en su caso, hayan de ser objeto de negociación con las 
empresas; la descripción de las necesidades de los órganos de contratación y de las 
características exigidas para los suministros, las obras o los servicios que hayan de 
contratarse; el procedimiento que se seguirá para negociar, que en todo momento 
garantizará la máxima transparencia de la negociación, la publicidad de la misma y la no 
discriminación entre los licitadores que participen; los elementos de la prestación objeto del 
contrato que constituyen los requisitos mínimos que han de cumplir todas las ofertas; los 
criterios de adjudicación.

La información facilitada será lo suficientemente precisa como para que los operadores 
económicos puedan identificar la naturaleza y el ámbito de la contratación y decidir si 
solicitan participar en el procedimiento.

3. Los procedimientos con negociación podrán utilizarse en los casos enumerados en los 
artículos 167 y 168. Salvo que se dieran las circunstancias excepcionales que recoge el 
artículo 168, los órganos de contratación deberán publicar un anuncio de licitación.

[ . . . ]
Artículo 168.  Supuestos de aplicación del procedimiento negociado sin publicidad.

Los órganos de contratación podrán adjudicar contratos utilizando el procedimiento 
negociado sin la previa publicación de un anuncio de licitación únicamente en los siguientes 
casos:

a) En los contratos de obras, suministros, servicios, concesión de obras y concesión de 
servicios, en los casos en que:

1.º No se haya presentado ninguna oferta; ninguna oferta adecuada; ninguna solicitud de 
participación; o ninguna solicitud de participación adecuada en respuesta a un procedimiento 
abierto o a un procedimiento restringido, siempre que las condiciones iniciales del contrato 
no se modifiquen sustancialmente, sin que en ningún caso se pueda incrementar el 
presupuesto base de licitación ni modificar el sistema de retribución, y que se envíe un 
informe a la Comisión Europea cuando esta así lo solicite.

Se considerará que una oferta no es adecuada cuando no sea pertinente para el 
contrato, por resultar manifiestamente insuficiente para satisfacer, sin cambios sustanciales, 
las necesidades y los requisitos del órgano de contratación especificados en los pliegos que 
rigen la contratación. Se considerará que una solicitud de participación no es adecuada si el 
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empresario de que se trate ha de ser o puede ser excluido en virtud de los motivos 
establecidos en la presente Ley o no satisface los criterios de selección establecidos por el 
órgano de contratación.

2.º Cuando las obras, los suministros o los servicios solo puedan ser encomendados a 
un empresario determinado, por alguna de las siguientes razones: que el contrato tenga por 
objeto la creación o adquisición de una obra de arte única no integrante del Patrimonio 
Histórico español o actuación artística única; que no exista competencia por razones 
técnicas; o que proceda la protección de derechos exclusivos, incluidos los derechos de 
propiedad intelectual e industrial.

3.º Cuando el contrato haya sido declarado secreto o reservado, o cuando su ejecución 
deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales conforme a la legislación vigente, 
o cuando lo exija la protección de los intereses esenciales de la seguridad del Estado y así 
se haya declarado de conformidad con lo previsto en la letra c) del apartado 2 del artículo 19.

b) En los contratos de obras, suministros y servicios, en los casos en que:
1.º Una imperiosa urgencia resultante de acontecimientos imprevisibles para el órgano 

de contratación y no imputables al mismo, demande una pronta ejecución del contrato que 
no pueda lograrse mediante la aplicación de la tramitación de urgencia regulada en el 
artículo 119.

2.º Cuando se dé la situación a que se refiere la letra e) del artículo 167, siempre y 
cuando en la negociación se incluya a todos los licitadores que, en el procedimiento 
antecedente, hubiesen presentado ofertas conformes con los requisitos formales del 
procedimiento de contratación, y siempre que las condiciones iniciales del contrato no se 
modifiquen sustancialmente, sin que en ningún caso se pueda incrementar el precio de 
licitación ni modificar el sistema de retribución.

c) En los contratos de suministro, además, en los siguientes casos:
1.º Cuando los productos se fabriquen exclusivamente para fines de investigación, 

experimentación, estudio o desarrollo; esta condición no se aplica a la producción en serie 
destinada a establecer la viabilidad comercial del producto o a recuperar los costes de 
investigación y desarrollo.

2.º Cuando se trate de entregas adicionales efectuadas por el proveedor inicial que 
constituyan bien una reposición parcial de suministros o instalaciones de uso corriente, o 
bien una ampliación de los suministros o instalaciones existentes, si el cambio de proveedor 
obligase al órgano de contratación a adquirir material con características técnicas diferentes, 
dando lugar a incompatibilidades o a dificultades técnicas de uso y de mantenimiento 
desproporcionadas. La duración de tales contratos, no podrá, por regla general, ser superior 
a tres años.

3.º Cuando se trate de la adquisición en mercados organizados o bolsas de materias 
primas de suministros que coticen en los mismos.

4.º Cuando se trate de un suministro concertado en condiciones especialmente 
ventajosas con un proveedor que cese definitivamente en sus actividades comerciales, o con 
los administradores de un concurso, o a través de un acuerdo judicial o un procedimiento de 
la misma naturaleza.

d) En los contratos de servicios, además, en el supuesto de que el contrato en cuestión 
sea la consecuencia de un concurso de proyectos y, con arreglo a las normas aplicables 
deba adjudicarse al ganador. En caso de que existan varios ganadores, se deberá invitar a 
todos ellos a participar en las negociaciones.

Asimismo, cuando se trate de un servicio concertado en condiciones especialmente 
ventajosas con un proveedor que cese definitivamente en sus actividades comerciales, o con 
los administradores de un concurso, o a través de un acuerdo judicial o un procedimiento de 
la misma naturaleza.

e) En los contratos de obras y de servicios, además, cuando las obras o servicios que 
constituyan su objeto consistan en la repetición de otros similares adjudicados al mismo 
contratista mediante alguno de los procedimientos de licitación regulados en esta ley previa 
publicación del correspondiente anuncio de licitación, siempre que se ajusten a un proyecto 
base que haya sido objeto del contrato inicial adjudicado por dichos procedimientos, que la 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 11  Ley de Contratos del Sector Público [parcial]

– 287 –



posibilidad de hacer uso de este procedimiento esté indicada en el anuncio de licitación del 
contrato inicial, que el importe de las nuevas obras o servicios se haya tenido en cuenta al 
calcular el valor estimado del contrato inicial, y que no hayan transcurrido más de tres años a 
partir de la celebración del contrato inicial. En el proyecto base se mencionarán 
necesariamente el número de posibles obras o servicios adicionales, así como las 
condiciones en que serán adjudicados estos.

[ . . . ]
Subsección 6.ª Procedimiento de asociación para la innovación

Artículo 177.  Caracterización del procedimiento de asociación para la innovación.
1. La asociación para la innovación es un procedimiento que tiene como finalidad el 

desarrollo de productos, servicios u obras innovadores y la compra ulterior de los 
suministros, servicios u obras resultantes, siempre que correspondan a los niveles de 
rendimiento y a los costes máximos acordados entre los órganos de contratación y los 
participantes.

A tal efecto, en los pliegos de cláusulas administrativas particulares, el órgano de 
contratación determinará cuál es la necesidad de un producto, servicio u obra innovadores 
que no puede ser satisfecha mediante la adquisición de productos, servicios u obras ya 
disponibles en el mercado. Indicará asimismo qué elementos de la descripción constituyen 
los requisitos mínimos que han de cumplir todos los licitadores, y definirá las disposiciones 
aplicables a los derechos de propiedad intelectual e industrial. La información facilitada será 
lo suficientemente precisa como para que los empresarios puedan identificar la naturaleza y 
el ámbito de la solución requerida y decidir si solicitan participar en el procedimiento.

2. El órgano de contratación podrá decidir crear la asociación para la innovación con uno 
o varios socios que efectúen por separado actividades de investigación y desarrollo.

El socio o socios habrán sido previamente seleccionados en la forma regulada en los 
artículos 178 y 179 de esta Ley.

3. Los contratos que se adjudiquen por este procedimiento se regirán:
a) En la fase de investigación y desarrollo, por las normas que se establezcan 

reglamentariamente, así como por las prescripciones contenidas en los correspondientes 
pliegos, y supletoriamente por las normas del contrato de servicios.

Téngase en cuenta que se declara que el apartado 3.a) es conforme con el orden 
constitucional de competencias, siempre que se interprete en los términos establecidos en el 
fundamento jurídico 7 B) h), por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-
A-2021-6614

b) En la fase de ejecución de las obras, servicios o suministros derivados de este 
procedimiento, por las normas correspondientes al contrato relativo a la prestación de que se 
trate.

[ . . . ]
Artículo 180.  Estructura de la asociación para la innovación.

1. La asociación para la innovación se estructurará en fases sucesivas siguiendo la 
secuencia de las etapas del proceso de investigación e innovación, que podrá incluir la 
fabricación de los productos, la prestación de los servicios o la realización de las obras. La 
asociación para la innovación fijará unos objetivos intermedios que deberán alcanzar los 
socios y proveerá el pago de la retribución en plazos adecuados.

Sobre la base de esos objetivos, el órgano de contratación podrá decidir, al final de cada 
fase, resolver la asociación para la innovación o, en el caso de una asociación para la 
innovación con varios socios, reducir el número de socios mediante la resolución de los 
contratos individuales, siempre que el órgano de contratación haya indicado en los pliegos 
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de cláusulas administrativas particulares que puede hacer uso de estas posibilidades y las 
condiciones en que puede hacerlo.

En ningún caso, la resolución de la asociación para la innovación o la reducción del 
número de candidatos participantes dará lugar a indemnización, sin perjuicio de la 
contraprestación que, en las condiciones establecidas en el pliego, corresponda por los 
trabajos realizados.

2. En el caso de las asociaciones para la innovación con varios socios, el órgano de 
contratación no revelará a los otros socios las soluciones propuestas u otros datos 
confidenciales que comunique un socio en el marco de la asociación sin el acuerdo de este 
último. Este acuerdo no podrá adoptar la forma de una renuncia general, sino que deberá 
referirse a la comunicación intencionada de información específica.

Artículo 181.  Adquisiciones derivadas del procedimiento de asociación para la innovación.
1. Finalizadas las fases de investigación y desarrollo, el órgano de contratación analizará 

si sus resultados alcanzan los niveles de rendimiento y costes acordados y resolverá lo 
procedente sobre la adquisición de las obras, servicios o suministros resultantes.

2. Las adquisiciones derivadas de asociaciones para la innovación se realizarán en los 
términos establecidos en el pliego de cláusulas administrativas particulares. Cuando la 
asociación se realice con varios empresarios la selección del empresario al que se deba 
efectuar dichas adquisiciones se realizará sobre las base de los criterios objetivos que se 
hayan establecido en el pliego.

3. En el caso de que la adquisición de las obras, servicios o suministros conlleve la 
realización de prestaciones sucesivas, aquella solo se podrá llevar a cabo durante un 
periodo máximo de cuatro años a partir de la recepción de la resolución sobre la adquisición 
de las obras, servicios o suministros a la que se refiere el apartado 1 del presente artículo.

Artículo 182.  Configuración y seguimiento de la asociación para la innovación por parte del 
órgano de contratación.

El órgano de contratación velará por que la estructura de la asociación y, en particular, la 
duración y el valor de las diferentes fases reflejen el grado de innovación de la solución 
propuesta y la secuencia de las actividades de investigación y de innovación necesarias para 
el desarrollo de una solución innovadora aún no disponible en el mercado. El valor estimado 
de los suministros, servicios u obras no será desproporcionado con respecto a la inversión 
necesaria para su desarrollo.

[ . . . ]
Subsección 3.ª Ejecución de los contratos

[ . . . ]
Artículo 201.  Obligaciones en materia medioambiental, social o laboral.

Los órganos de contratación tomarán las medidas pertinentes para garantizar que en la 
ejecución de los contratos los contratistas cumplen las obligaciones aplicables en materia 
medioambiental, social o laboral establecidas en el derecho de la Unión Europea, el derecho 
nacional, los convenios colectivos o por las disposiciones de derecho internacional 
medioambiental, social y laboral que vinculen al Estado y en particular las establecidas en el 
anexo V.

Lo indicado en el párrafo anterior se establece sin perjuicio de la potestad de los órganos 
de contratación de tomar las oportunas medidas para comprobar, durante el procedimiento 
de licitación, que los candidatos y licitadores cumplen las obligaciones a que se refiere el 
citado párrafo.

El incumplimiento de las obligaciones referidas en el primer párrafo y, en especial, los 
incumplimientos o los retrasos reiterados en el pago de los salarios o la aplicación de 
condiciones salariales inferiores a las derivadas de los convenios colectivos que sea grave y 
dolosa, dará lugar a la imposición de las penalidades a que se refiere el artículo 192.
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Artículo 202.  Condiciones especiales de ejecución del contrato de carácter social, ético, 
medioambiental o de otro orden.

1. Los órganos de contratación podrán establecer condiciones especiales en relación con 
la ejecución del contrato, siempre que estén vinculadas al objeto del contrato, en el sentido 
del artículo 145, no sean directa o indirectamente discriminatorias, sean compatibles con el 
Derecho de la Unión Europea y se indiquen en el anuncio de licitación y en los pliegos.

En todo caso, será obligatorio el establecimiento en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares de al menos una de las condiciones especiales de ejecución de 
entre las que enumera el apartado siguiente.

Asimismo en los pliegos correspondientes a los contratos cuya ejecución implique la 
cesión de datos por las entidades del sector público al contratista será obligatorio el 
establecimiento de una condición especial de ejecución que haga referencia a la obligación 
del contratista de someterse a la normativa nacional y de la Unión Europea en materia de 
protección de datos, advirtiéndose además al contratista de que esta obligación tiene el 
carácter de obligación contractual esencial de conformidad con lo dispuesto en la letra f) del 
apartado 1 del artículo 211.

2. Estas condiciones de ejecución podrán referirse, en especial, a consideraciones 
económicas, relacionadas con la innovación, de tipo medioambiental o de tipo social.

En particular, se podrán establecer, entre otras, consideraciones de tipo medioambiental 
que persigan: la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero, 
contribuyéndose así a dar cumplimiento al objetivo que establece el artículo 88 de la 
Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible; el mantenimiento o mejora de los 
valores medioambientales que puedan verse afectados por la ejecución del contrato; una 
gestión más sostenible del agua; el fomento del uso de las energías renovables; la 
promoción del reciclado de productos y el uso de envases reutilizables; o el impulso de la 
entrega de productos a granel y la producción ecológica.

Las consideraciones de tipo social o relativas al empleo, podrán introducirse, entre otras, 
con alguna de las siguientes finalidades: hacer efectivos los derechos reconocidos en la 
Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad; 
contratar un número de personas con discapacidad superior al que exige la legislación 
nacional; promover el empleo de personas con especiales dificultades de inserción en el 
mercado laboral, en particular de las personas con discapacidad o en situación o riesgo de 
exclusión social a través de Empresas de Inserción; eliminar las desigualdades entre el 
hombre y la mujer en dicho mercado, favoreciendo la aplicación de medidas que fomenten la 
igualdad entre mujeres y hombres en el trabajo; favorecer la mayor participación de la mujer 
en el mercado laboral y la conciliación del trabajo y la vida familiar; combatir el paro, en 
particular el juvenil, el que afecta a las mujeres y el de larga duración; favorecer la formación 
en el lugar de trabajo; garantizar la seguridad y la protección de la salud en el lugar de 
trabajo y el cumplimiento de los convenios colectivos sectoriales y territoriales aplicables; 
medidas para prevenir la siniestralidad laboral; otras finalidades que se establezcan con 
referencia a la estrategia coordinada para el empleo, definida en el artículo 145 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea; o garantizar el respeto a los derechos laborales 
básicos a lo largo de la cadena de producción mediante la exigencia del cumplimiento de las 
Convenciones fundamentales de la Organización Internacional del Trabajo, incluidas 
aquellas consideraciones que busquen favorecer a los pequeños productores de países en 
desarrollo, con los que se mantienen relaciones comerciales que les son favorables tales 
como el pago de un precio mínimo y una prima a los productores o una mayor transparencia 
y trazabilidad de toda la cadena comercial.

3. Los pliegos podrán establecer penalidades, conforme a lo previsto en el apartado 1 del 
artículo 192, para el caso de incumplimiento de estas condiciones especiales de ejecución, o 
atribuirles el carácter de obligaciones contractuales esenciales a los efectos señalados en la 
letra f) del artículo 211. Cuando el incumplimiento de estas condiciones no se tipifique como 
causa de resolución del contrato, el mismo podrá ser considerado en los pliegos, en los 
términos que se establezcan reglamentariamente, como infracción grave a los efectos 
establecidos en la letra c) del apartado 2 del artículo 71.
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4. Todas las condiciones especiales de ejecución que formen parte del contrato serán 
exigidas igualmente a todos los subcontratistas que participen de la ejecución del mismo.

[ . . . ]
Subsección 6.ª Cesión de los contratos y subcontratación

[ . . . ]
Artículo 215.  Subcontratación.

1. El contratista podrá concertar con terceros la realización parcial de la prestación con 
sujeción a lo que dispongan los pliegos, salvo que conforme a lo establecido en las letras d) 
y e) del apartado 2.º de este artículo, la prestación o parte de la misma haya de ser 
ejecutada directamente por el primero.

En ningún caso la limitación de la subcontratación podrá suponer que se produzca una 
restricción efectiva de la competencia, sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley 
respecto a los contratos de carácter secreto o reservado, o aquellos cuya ejecución deba ir 
acompañada de medidas de seguridad especiales de acuerdo con disposiciones legales o 
reglamentarias o cuando lo exija la protección de los intereses esenciales de la seguridad del 
Estado.

2. La celebración de los subcontratos estará sometida al cumplimiento de los siguientes 
requisitos:

a) Si así se prevé en los pliegos, los licitadores deberán indicar en la oferta la parte del 
contrato que tengan previsto subcontratar, señalando su importe, y el nombre o el perfil 
empresarial, definido por referencia a las condiciones de solvencia profesional o técnica, de 
los subcontratistas a los que se vaya a encomendar su realización.

b) En todo caso, el contratista deberá comunicar por escrito, tras la adjudicación del 
contrato y, a más tardar, cuando inicie la ejecución de este, al órgano de contratación la 
intención de celebrar los subcontratos, señalando la parte de la prestación que se pretende 
subcontratar y la identidad, datos de contacto y representante o representantes legales del 
subcontratista, y justificando suficientemente la aptitud de este para ejecutarla por referencia 
a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia, y acreditando que el 
mismo no se encuentra incurso en prohibición de contratar de acuerdo con el artículo 71.

El contratista principal deberá notificar por escrito al órgano de contratación cualquier 
modificación que sufra esta información durante la ejecución del contrato principal, y toda la 
información necesaria sobre los nuevos subcontratistas.

En el caso que el subcontratista tuviera la clasificación adecuada para realizar la parte 
del contrato objeto de la subcontratación, la comunicación de esta circunstancia será 
suficiente para acreditar la aptitud del mismo.

La acreditación de la aptitud del subcontratista podrá realizarse inmediatamente después 
de la celebración del subcontrato si esta es necesaria para atender a una situación de 
emergencia o que exija la adopción de medidas urgentes y así se justifica suficientemente.

c) Si los pliegos hubiesen impuesto a los licitadores la obligación de comunicar las 
circunstancias señaladas en la letra a) del presente apartado, los subcontratos que no se 
ajusten a lo indicado en la oferta, por celebrarse con empresarios distintos de los indicados 
nominativamente en la misma o por referirse a partes de la prestación diferentes a las 
señaladas en ella, no podrán celebrarse hasta que transcurran veinte días desde que se 
hubiese cursado la notificación y aportado las justificaciones a que se refiere la letra b) de 
este apartado, salvo que con anterioridad hubiesen sido autorizados expresamente, siempre 
que la Administración no hubiese notificado dentro de este plazo su oposición a los mismos. 
Este régimen será igualmente aplicable si los subcontratistas hubiesen sido identificados en 
la oferta mediante la descripción de su perfil profesional.

Bajo la responsabilidad del contratista, los subcontratos podrán concluirse sin necesidad 
de dejar transcurrir el plazo de veinte días si su celebración es necesaria para atender a una 
situación de emergencia o que exija la adopción de medidas urgentes y así se justifica 
suficientemente.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 11  Ley de Contratos del Sector Público [parcial]

– 291 –



d) En los contratos de carácter secreto o reservado, o en aquellos cuya ejecución deba ir 
acompañada de medidas de seguridad especiales de acuerdo con disposiciones legales o 
reglamentarias o cuando lo exija la protección de los intereses esenciales de la seguridad del 
Estado, la subcontratación requerirá siempre autorización expresa del órgano de 
contratación.

e) De conformidad con lo establecido en el apartado 4 del artículo 75, en los contratos de 
obras, los contratos de servicios o los servicios o trabajos de colocación o instalación en el 
contexto de un contrato de suministro, los órganos de contratación podrán establecer en los 
pliegos que determinadas tareas críticas no puedan ser objeto de subcontratación, debiendo 
ser estas ejecutadas directamente por el contratista principal. La determinación de las tareas 
críticas deberá ser objeto de justificación en el expediente de contratación.

3. La infracción de las condiciones establecidas en el apartado anterior para proceder a 
la subcontratación, así como la falta de acreditación de la aptitud del subcontratista o de las 
circunstancias determinantes de la situación de emergencia o de las que hacen urgente la 
subcontratación, tendrá, entre otras previstas en esta Ley, y en función de la repercusión en 
la ejecución del contrato, alguna de las siguientes consecuencias, cuando así se hubiera 
previsto en los pliegos:

a) La imposición al contratista de una penalidad de hasta un 50 por 100 del importe del 
subcontrato.

b) La resolución del contrato, siempre y cuando se cumplan los requisitos establecidos 
en el segundo párrafo de la letra f) del apartado 1 del artículo 211.

4. Los subcontratistas quedarán obligados solo ante el contratista principal que asumirá, 
por tanto, la total responsabilidad de la ejecución del contrato frente a la Administración, con 
arreglo estricto a los pliegos de cláusulas administrativas particulares o documento 
descriptivo, y a los términos del contrato; incluido el cumplimiento de las obligaciones en 
materia medioambiental, social o laboral a que se refiere el artículo 201, así como de la 
obligación a que hace referencia el último párrafo del apartado 1 del artículo 202 referida al 
sometimiento a la normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección de 
datos.

El conocimiento que tenga la Administración de los subcontratos celebrados en virtud de 
las comunicaciones a que se refieren las letras b) y c) del apartado 2 de este artículo, o la 
autorización que otorgue en el supuesto previsto en la letra d) de dicho apartado, no 
alterarán la responsabilidad exclusiva del contratista principal.

5. En ningún caso podrá concertarse por el contratista la ejecución parcial del contrato 
con personas inhabilitadas para contratar de acuerdo con el ordenamiento jurídico o 
comprendidas en alguno de los supuestos del artículo 71.

6. El contratista deberá informar a los representantes de los trabajadores de la 
subcontratación, de acuerdo con la legislación laboral.

7. Los subcontratos y los contratos de suministro a que se refieren los artículos 215 a 
217 tendrán en todo caso naturaleza privada.

8. Sin perjuicio de lo establecido en la disposición adicional quincuagésima primera los 
subcontratistas no tendrán acción directa frente a la Administración contratante por las 
obligaciones contraídas con ellos por el contratista como consecuencia de la ejecución del 
contrato principal y de los subcontratos.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Racionalización técnica de la contratación

Sección 1.ª Normas generales

Artículo 218.  Sistemas para la racionalización de la contratación de las Administraciones 
Públicas.

Para racionalizar y ordenar la adjudicación de contratos las Administraciones Públicas 
podrán concluir acuerdos marco, articular sistemas dinámicos, o centralizar la contratación 
de obras, servicios y suministros en servicios especializados, conforme a las normas de este 
capítulo.

Sección 2.ª Acuerdos marco

Artículo 219.  Funcionalidad y límites.
1. Uno o varios órganos de contratación del sector público podrán celebrar acuerdos 

marco con una o varias empresas con el fin de fijar las condiciones a que habrán de 
ajustarse los contratos que pretendan adjudicar durante un período determinado, en 
particular por lo que respecta a los precios, y en su caso, a las cantidades previstas, siempre 
que el recurso a estos instrumentos no se efectúe de forma abusiva o de modo que la 
competencia se vea obstaculizada, restringida o falseada.

2. La duración de un acuerdo marco no podrá exceder de cuatro años, salvo en casos 
excepcionales, debidamente justificados. En todo caso, la duración del acuerdo marco 
deberá justificarse en el expediente y tendrá en cuenta, especialmente, las peculiaridades y 
características del sector de actividad a que se refiere su objeto.

3. La duración de los contratos basados en un acuerdo marco será independiente de la 
duración del acuerdo marco, y se regirá por lo previsto en el artículo 29 de la presente Ley, 
relativo al plazo de duración de los contratos y de ejecución de la prestación, así como por 
los pliegos reguladores del acuerdo marco.

Solo podrán adjudicarse contratos basados en un acuerdo marco durante la vigencia del 
acuerdo marco. La fecha relevante para entender que se ha cumplido este requisito será:

a) En el caso de contratos basados que para su adjudicación, de acuerdo con el artículo 
221 requieran la celebración de una licitación, la fecha de envío a los adjudicatarios del 
acuerdo marco de las invitaciones para participar en la licitación, siempre que las propuestas 
de adjudicación se reciban dentro del plazo establecido para ello en el acuerdo marco 
correspondiente.

b) En el caso de contratos basados cuya adjudicación no requiera la celebración de 
licitación, la fecha relevante será la de la adjudicación del contrato basado.

[ . . . ]
Sección 3.ª Sistemas dinámicos de adquisición

Artículo 223.  Delimitación.
1. Los órganos de contratación podrán articular sistemas dinámicos de adquisición de 

obras, servicios y suministros de uso corriente cuyas características, generalmente 
disponibles en el mercado, satisfagan sus necesidades, siempre que el recurso a estos 
instrumentos no se efectúe de forma que la competencia se vea obstaculizada, restringida o 
falseada.

2. El sistema dinámico de adquisición es un proceso totalmente electrónico, con una 
duración limitada y determinada en los pliegos, y debe estar abierto durante todo el período 
de vigencia a cualquier empresa interesada que cumpla los criterios de selección.

3. Los órganos de contratación podrán articular el sistema dinámico de adquisición en 
categorías definidas objetivamente de productos, obras o servicios.

A los efectos del párrafo anterior se entenderá que son criterios objetivos válidos para 
definir las categorías, entre otros, el volumen máximo admisible de contratos que el órgano 
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de contratación prevea adjudicar en el marco del sistema, o la zona geográfica específica 
donde vayan a ejecutarse estos contratos específicos.

[ . . . ]
Sección 4.ª Centrales de contratación

Subsección 1.ª Normas generales

Artículo 227.  Funcionalidad y principios de actuación.
1. Las entidades del sector público podrán centralizar la contratación de obras, servicios 

y suministros, atribuyéndola a servicios especializados.
2. Las centrales de contratación actuarán adquiriendo suministros y servicios para otros 

entes del sector público, o adjudicando contratos o celebrando acuerdos marco y sistemas 
dinámicos de adquisición para la realización de obras, suministros o servicios destinados a 
los mismos.

3. Las centrales de contratación se sujetarán, en la adjudicación de los contratos, 
acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición que celebren, a las disposiciones de la 
presente Ley y sus normas de desarrollo.

4. En los acuerdos marco de contratación centralizada podrán celebrarse contratos 
basados entre las empresas y entes del sector público parte del acuerdo marco, así como 
por otros entes del sector público, siempre que dichos entes, entidades u organismos se 
hubieran identificado en el pliego regulador del acuerdo marco, y se hubiera hecho constar 
esta circunstancia en la convocatoria de licitación.

[ . . . ]
TÍTULO II

De los distintos tipos de contratos de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I
Del contrato de obras

Sección 1.ª Actuaciones preparatorias del contrato de obras

Artículo 231.  Proyecto de obras.
1. En los términos previstos en esta Ley, la adjudicación de un contrato de obras 

requerirá la previa elaboración, supervisión, aprobación y replanteo del correspondiente 
proyecto que definirá con precisión el objeto del contrato. La aprobación del proyecto 
corresponderá al órgano de contratación salvo que tal competencia esté específicamente 
atribuida a otro órgano por una norma jurídica.

2. En el supuesto de adjudicación conjunta de proyecto y obra, la ejecución de esta 
quedará condicionada a la supervisión, aprobación y replanteo del proyecto por el órgano de 
contratación.

Artículo 232.  Clasificación de las obras.
1. A los efectos de elaboración de los proyectos se clasificarán las obras, según su 

objeto y naturaleza, en los grupos siguientes:
a) Obras de primer establecimiento, reforma, restauración, rehabilitación o gran 

reparación.
b) Obras de reparación simple.
c) Obras de conservación y mantenimiento.
d) Obras de demolición.
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2. Son obras de primer establecimiento las que dan lugar a la creación de un bien 
inmueble.

3. El concepto general de reforma abarca el conjunto de obras de ampliación, mejora, 
modernización, adaptación, adecuación o refuerzo de un bien inmueble ya existente.

4. Se consideran como obras de reparación las necesarias para enmendar un 
menoscabo producido en un bien inmueble por causas fortuitas o accidentales. Cuando 
afecten fundamentalmente a la estructura resistente tendrán la calificación de gran 
reparación y, en caso contrario, de reparación simple.

5. Si el menoscabo se produce en el tiempo por el natural uso del bien, las obras 
necesarias para su enmienda tendrán el carácter de conservación. Las obras de 
mantenimiento tendrán el mismo carácter que las de conservación.

6. Son obras de restauración aquellas que tienen por objeto reparar una construcción 
conservando su estética, respetando su valor histórico y manteniendo su funcionalidad.

7. Son obras de rehabilitación aquellas que tienen por objeto reparar una construcción 
conservando su estética, respetando su valor histórico y dotándola de una nueva 
funcionalidad que sea compatible con los elementos y valores originales del inmueble.

8. Son obras de demolición las que tengan por objeto el derribo o la destrucción de un 
bien inmueble.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del contrato de concesión de obras

Sección 1.ª Actuaciones preparatorias del contrato de concesión de obras

Artículo 247.  Estudio de viabilidad.
1. Con carácter previo a la decisión de construir y explotar en régimen de concesión 

unas obras, el órgano que corresponda de la Administración concedente acordará la 
realización de un estudio de viabilidad de las mismas.

2. El estudio de viabilidad deberá contener, al menos, los datos, análisis, informes o 
estudios que procedan sobre los puntos siguientes:

a) Finalidad y justificación de las obras, así como definición de sus características 
esenciales.

b) Justificación de las ventajas cuantitativas y cualitativas que aconsejan la utilización del 
contrato de concesión de obras frente a otros tipos contractuales, con indicación de los 
niveles de calidad que resulta necesario cumplir, la estructura administrativa necesaria para 
verificar la prestación, así como las variables en relación con el impacto de la concesión en 
la estabilidad presupuestaria.

c) Previsiones sobre la demanda de uso e incidencia económica y social de las obras en 
su área de influencia y sobre la rentabilidad de la concesión.

d) Valoración de los datos e informes existentes que hagan referencia al planeamiento 
sectorial, territorial o urbanístico.

e) Estudio de impacto ambiental cuando este sea preceptivo de acuerdo con la 
legislación vigente. En los restantes casos, un análisis ambiental de las alternativas y las 
correspondientes medidas correctoras y protectoras necesarias.

f) Justificación de la solución elegida, indicando, entre las alternativas consideradas si se 
tratara de infraestructuras viarias o lineales, las características de su trazado.

g) Riesgos operativos y tecnológicos en la construcción y explotación de las obras.
h) Coste de la inversión a realizar, así como el sistema de financiación propuesto para la 

construcción de las obras con la justificación, asimismo, de la procedencia de esta.
i) Estudio de seguridad y salud o, en su caso, estudio básico de seguridad y salud, en los 

términos previstos en las disposiciones mínimas de seguridad y salud en obras de 
construcción.
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j) El valor actual neto de todas las inversiones, costes e ingresos del concesionario, a 
efectos de la evaluación del riesgo operacional, así como los criterios que sean precisos 
para valorar la tasa de descuento.

k) Existencia de una posible ayuda de Estado y compatibilidad de la misma con el 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, en los casos en que para la viabilidad de la 
concesión se contemplen ayudas a la construcción o explotación de la misma.

3. La Administración concedente someterá el estudio de viabilidad a información pública 
por el plazo de un mes, prorrogable por idéntico plazo en razón de la complejidad del mismo 
y dará traslado del mismo para informe a los órganos de la Administración General del 
Estado, las Comunidades Autónomas y Entidades Locales afectados cuando la obra no 
figure en el correspondiente planeamiento urbanístico, que deberán emitirlo en el plazo de 
un mes.

4. El trámite de información pública previsto en el apartado anterior servirá también para 
cumplimentar el concerniente al estudio de impacto ambiental, en los casos en que la 
declaración de impacto ambiental resulte preceptiva.

5. Se admitirá la iniciativa privada en la presentación de estudios de viabilidad de 
eventuales concesiones. Presentado el estudio será elevado al órgano competente para que 
en el plazo de tres meses comunique al particular la decisión de tramitar o no tramitar el 
mismo o fije un plazo mayor para su estudio que, en ningún caso, será superior a seis 
meses. El silencio de la Administración o de la entidad que corresponda equivaldrá a la no 
aceptación del estudio.

En el supuesto de que el estudio de viabilidad culminara en el otorgamiento de la 
correspondiente concesión, salvo que dicho estudio hubiera resultado insuficiente de 
acuerdo con su propia finalidad, su autor tendrá derecho en la correspondiente licitación a 5 
puntos porcentuales adicionales a los obtenidos por aplicación de los criterios de 
adjudicación establecidos en el correspondiente pliego de cláusulas administrativas 
particulares. Para el caso de que no haya resultado adjudicatario tendrá derecho al 
resarcimiento de los gastos efectuados para su elaboración, incrementados en un 5 por cien 
como compensación, gastos que podrán imponerse al concesionario como condición 
contractual en el correspondiente pliego de cláusulas administrativas particulares. El importe 
de los gastos será determinado en función de los que resulten justificados por quien haya 
presentado el estudio.

6. La Administración concedente podrá acordar motivadamente la sustitución del estudio 
de viabilidad a que se refieren los apartados anteriores por un estudio de viabilidad 
económico-financiera cuando por la naturaleza y finalidad de las obras o por la cuantía de la 
inversión requerida considerara que este es suficiente. En estos supuestos la Administración 
elaborará además, antes de licitar la concesión, el correspondiente anteproyecto o proyecto 
para asegurar los trámites establecidos en los apartados 3 y 4 del artículo siguiente.

7. El órgano que corresponda de la Administración concedente deberá aprobar el estudio 
de viabilidad o, en su caso, adoptar la decisión de sustitución mencionada en el apartado 
anterior, y publicar estas decisiones en el correspondiente perfil del contratante.

Artículo 248.  Anteproyecto de construcción y explotación de las obras.
1. En función de la complejidad de las obras y del grado de definición de sus 

características, la Administración concedente, aprobado el estudio de viabilidad, podrá 
acordar la redacción del correspondiente anteproyecto. Este podrá incluir, de acuerdo con la 
naturaleza de las obras, zonas complementarias de explotación comercial.

2. El anteproyecto de construcción y explotación de las obras deberá contener, como 
mínimo, la siguiente documentación:

a) Una memoria en la que se expondrán las necesidades a satisfacer, los factores 
sociales, técnicos, económicos, medioambientales y administrativos considerados para 
atender el objetivo fijado y la justificación de la solución que se propone. La memoria se 
acompañará de los datos y cálculos básicos correspondientes.

b) Los planos de situación generales y de conjunto necesarios para la definición de las 
obras.
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c) Un presupuesto que comprenda los gastos de ejecución de las obras, incluido el coste 
de las expropiaciones que hubiese que llevar a cabo, partiendo de las correspondientes 
mediciones aproximadas y valoraciones. Para el cálculo del coste de las expropiaciones se 
tendrá en cuenta el sistema legal de valoraciones vigente.

d) Un estudio relativo al régimen de utilización y explotación de las obras, con indicación 
de su forma de financiación y del régimen tarifario que regirá en la concesión, incluyendo, en 
su caso, la incidencia o contribución en estas de los rendimientos que pudieran corresponder 
a la zona de explotación comercial.

3. El anteproyecto se someterá a información pública por el plazo de un mes, prorrogable 
por idéntico plazo en razón de su complejidad, para que puedan formularse cuantas 
observaciones se consideren oportunas sobre la ubicación y características de las obras, así 
como cualquier otra circunstancia referente a su declaración de utilidad pública, y dará 
traslado de este para informe a los órganos de la Administración General del Estado, las 
Comunidades Autónomas y Entidades Locales afectados. Este trámite de información 
pública servirá también para cumplimentar el concerniente al estudio de impacto ambiental, 
en los casos en que la declaración de impacto ambiental resulte preceptiva y no se hubiera 
efectuado dicho trámite anteriormente por tratarse de un supuesto incluido en el apartado 6 
del artículo anterior.

4. La Administración concedente aprobará el anteproyecto de las obras, considerando 
las alegaciones formuladas e incorporando las prescripciones de la declaración de impacto 
ambiental, e instará el reconocimiento concreto de la utilidad pública de esta a los efectos 
previstos en la legislación de expropiación forzosa.

5. Cuando el pliego de cláusulas administrativas particulares lo autorice, y en los 
términos que este establezca, los licitadores a la concesión podrán introducir en el 
anteproyecto las variantes que estimen convenientes.

[ . . . ]
Artículo 250.  Pliegos de cláusulas administrativas particulares.

1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares de los contratos de concesión de 
obras deberán hacer referencia, al menos, a los siguientes aspectos:

a) Definición del objeto del contrato, con referencia al anteproyecto o proyecto de que se 
trate y mención expresa de los documentos de este que revistan carácter contractual. En su 
caso determinación de la zona complementaria de explotación comercial.

b) Requisitos de capacidad y solvencia financiera, económica y técnica que sean 
exigibles a los licitadores, pudiendo fijarse distintos requisitos de solvencia en función de las 
diferentes fases del contrato, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86.3, a los 
efectos de una posible cesión en los términos establecidos en el artículo 214.2.c).

c) Preverán también la posibilidad de que se produzca la cesión del contrato de 
conformidad con lo previsto en el artículo 214, así como de las participaciones en la 
sociedad concesionaria cuando se constituyera una sociedad de propósito específico por los 
licitadores para la ejecución del contrato.

Asimismo, establecerán criterios para la determinación de cuándo la cesión de las 
participaciones deberá considerarse por suponer un efectivo cambio de control y, en el caso 
de que estuviera justificado por las características del contrato, se establecerán también 
mecanismos de control para cesiones de participaciones en la sociedad concesionaria que 
no puedan equipararse a una cesión del contrato. En todo caso se considerará que se 
produce un efectivo cambio de control cuando se ceda el 51 por ciento de las 
participaciones.

d) Contenido de las proposiciones, que deberán hacer referencia, al menos, a los 
siguientes extremos:

1.º Relación de promotores de la futura sociedad concesionaria, en el supuesto de que 
estuviera prevista su constitución, y características de la misma tanto jurídicas como 
financieras.

2.º Plan de realización de las obras con indicación de las fechas previstas para su inicio, 
terminación y apertura al uso al que se destinen.
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3.º Plazo de duración de la concesión vinculado al sistema de financiación de la 
concesión.

4.º Plan económico-financiero de la concesión que incluirá, entre los aspectos que le son 
propios, el sistema de tarifas, la inversión y los costes de explotación, la tasa interna de 
rentabilidad o retorno estimada, y las obligaciones de pago y gastos financieros, directos o 
indirectos, estimados. Deberá ser objeto de consideración específica la incidencia en las 
tarifas, así como en las previsiones de amortización, en el plazo concesional y en otras 
variables de la concesión previstas en el pliego, en su caso, de los rendimientos de la 
demanda de utilización de las obras y, cuando exista, de los beneficios derivados de la 
explotación de la zona comercial, cuando no alcancen o cuando superen los niveles mínimo 
y máximo, respectivamente, que se consideren en la oferta. En cualquier caso, si los 
rendimientos de la zona comercial no superan el umbral mínimo fijado en el pliego de 
cláusulas administrativas, dichos rendimientos no podrán considerarse a los efectos de la 
revisión de los elementos señalados anteriormente.

5.º En los casos de financiación mixta de la obra, propuesta del porcentaje de 
financiación con cargo a recursos públicos, por debajo de los establecidos en el pliego de 
cláusulas administrativas particulares.

6.º Compromiso de que la sociedad concesionaria adoptará el modelo de contabilidad 
que establezca el pliego, de conformidad con la normativa aplicable, incluido el que pudiera 
corresponder a la gestión de las zonas complementarias de explotación comercial, sin 
perjuicio de que los rendimientos de estas se integren a todos los efectos en los de la 
concesión.

7.º En los términos y con el alcance que se fije en el pliego, los licitadores podrán 
introducir las mejoras que consideren convenientes, y que podrán referirse a características 
estructurales de la obra, a su régimen de explotación, a las medidas tendentes a evitar los 
daños al medio ambiente y los recursos naturales, o a mejoras sustanciales, pero no a su 
ubicación.

e) Sistema de retribución del concesionario en el que se incluirán las opciones posibles 
sobre las que deberá versar la oferta, así como, en su caso, las fórmulas de actualización de 
costes durante la explotación de la obra, con referencia obligada a su repercusión en las 
correspondientes tarifas en función del objeto de la concesión.

f) El umbral mínimo de beneficios derivados de la explotación de la zona comercial por 
debajo del cual no podrá incidirse en los elementos económicos de la concesión, quedando 
el mismo a riesgo del concesionario.

g) Cuantía y forma de las garantías.
h) Características especiales, en su caso, de la sociedad concesionaria.
i) Plazo, en su caso, para la elaboración del proyecto, plazo para la ejecución de las 

obras y plazo de explotación de las mismas, que podrá ser fijo o variable en función de los 
criterios establecidos en el pliego.

j) Derechos y obligaciones específicas de las partes durante la fase de ejecución de las 
obras y durante su explotación.

k) Régimen de penalidades y supuestos que puedan dar lugar al secuestro o 
intervención de la concesión.

l) Lugar, fecha y plazo para la presentación de ofertas.
m) Distribución entre la Administración y el concesionario de los riesgos relevantes en 

función de las características del contrato, si bien en todo caso el riesgo operacional le 
corresponderá al contratista.

2. Sin perjuicio del derecho de información a que se refiere el artículo 138, el órgano de 
contratación podrá incluir en el pliego, en función de la naturaleza y complejidad de este, un 
plazo para que los licitadores puedan solicitar las aclaraciones que estimen pertinentes 
sobre su contenido. Este plazo, como mínimo, deberá respetar lo establecido en el apartado 
3 del artículo 138. Las respuestas tendrán carácter vinculante y deberán hacerse públicas en 
términos que garanticen la igualdad y concurrencia en el proceso de licitación.

[ . . . ]
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Sección 3.ª Construcción de las obras objeto de concesión

[ . . . ]
Artículo 256.  Comprobación de las obras.

1. A la terminación de las obras, y a efectos del seguimiento del correcto cumplimiento 
del contrato por el concesionario, se procederá al levantamiento de un acta de comprobación 
por parte de la Administración concedente. El levantamiento y contenido del acta de 
comprobación se ajustarán a lo dispuesto en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares.

2. Al acta de comprobación se acompañará un documento de valoración de la obra 
pública ejecutada y, en su caso, una declaración del cumplimiento de las condiciones 
impuestas en la declaración de impacto ambiental, que será expedido por el órgano de 
contratación y en el que se hará constar la inversión realizada.

3. En las obras financiadas parcialmente por la Administración concedente, mediante 
abonos parciales al concesionario con base en las certificaciones mensuales de la obra 
ejecutada, la certificación final de la obra acompañará al documento de valoración y al acta 
de comprobación a que se refiere el apartado anterior.

4. La aprobación del acta de comprobación de las obras por el órgano de la 
Administración concedente llevará implícita la autorización para la apertura de las mismas al 
uso público, comenzando desde ese momento el plazo de garantía de la obra cuando haya 
sido ejecutada por terceros distintos del concesionario, así como la fase de explotación.

[ . . . ]
Subsección 1.ª Derechos y obligaciones del concesionario

[ . . . ]
Artículo 258.  Obligaciones del concesionario.

Serán obligaciones generales del concesionario:
a) Ejecutar las obras con arreglo a lo dispuesto en el contrato.
b) Explotar las obras, asumiendo el riesgo operacional de su gestión con la continuidad y 

en los términos establecidos en el contrato u ordenados posteriormente por el órgano de 
contratación.

c) Admitir la utilización de las obras por todo usuario, en las condiciones que hayan sido 
establecidas de acuerdo con los principios de igualdad, universalidad y no discriminación, 
mediante el abono, en su caso, de la correspondiente tarifa.

d) Cuidar del buen orden y de la calidad de las obras, y de su uso, pudiendo dictar las 
oportunas instrucciones, sin perjuicio de los poderes de policía que correspondan al órgano 
de contratación.

e) Indemnizar los daños que se ocasionen a terceros por causa de la ejecución de las 
obras o de su explotación, cuando le sean imputables de acuerdo con el artículo 196 de la 
presente Ley.

f) Proteger el dominio público que quede vinculado a la concesión, en especial, 
preservando los valores ecológicos y ambientales del mismo.

g) Cualesquiera otras previstas en esta u otra Ley o en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares.

Artículo 259.  Uso y conservación de las obras.
1. El concesionario deberá cuidar de la adecuada aplicación de las normas sobre uso, 

policía y conservación de las obras.
2. El personal encargado de la explotación de las obras, en ausencia de agentes de la 

autoridad, podrá adoptar las medidas necesarias en orden a la utilización de las obras, 
formulando, en su caso, las denuncias pertinentes. A estos efectos, servirán de medio de 
prueba las obtenidas por el personal del concesionario debidamente acreditado y con los 
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medios previamente homologados por la Administración competente, así como cualquier otro 
admitido en derecho.

3. El concesionario podrá impedir el uso de las obras a aquellos usuarios que no abonen 
la tarifa correspondiente, sin perjuicio de lo que, a este respecto, se establezca en la 
legislación sectorial correspondiente.

4. El concesionario deberá mantener las obras de conformidad con lo que, en cada 
momento y según el progreso de la ciencia, disponga la normativa técnica, medioambiental, 
de accesibilidad y eliminación de barreras y de seguridad de los usuarios que resulte de 
aplicación.

5. La Administración podrá incluir en los pliegos de condiciones mecanismos para medir 
la calidad del servicio ofrecida por el concesionario, y otorgar ventajas o penalizaciones 
económicas a este en función de los mismos.

En todo caso esta opción no podrá ser utilizada para limitar el riesgo operacional de la 
concesión.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Del contrato de concesión de servicios

[ . . . ]
Sección 3.ª Ejecución del contrato de concesión de servicios

[ . . . ]
Artículo 288.  Obligaciones generales.

El concesionario estará sujeto al cumplimiento de las siguientes obligaciones:
a) Prestar el servicio con la continuidad convenida y garantizar a los particulares el 

derecho a utilizarlo en las condiciones que hayan sido establecidas y mediante el abono, en 
su caso, de la contraprestación económica comprendida en las tarifas aprobadas. En caso 
de extinción del contrato por cumplimiento del mismo, el contratista deberá seguir prestando 
el servicio hasta que se formalice el nuevo contrato.

b) Cuidar del buen orden del servicio, pudiendo dictar las oportunas instrucciones, sin 
perjuicio de los poderes de policía a los que se refiere el artículo anterior.

c) Indemnizar los daños que se causen a terceros como consecuencia de las 
operaciones que requiera el desarrollo del servicio, excepto cuando el daño sea producido 
por causas imputables a la Administración.

d) Respetar el principio de no discriminación por razón de nacionalidad, respecto de las 
empresas de Estados miembros de la Comunidad Europea o signatarios del Acuerdo sobre 
Contratación Pública de la Organización Mundial del Comercio, en los contratos de 
suministro consecuencia del de concesión de servicios.

e) Cualesquiera otras previstas en la legislación, en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares y en el resto de la documentación contractual.

[ . . . ]
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LIBRO CUARTO
Organización administrativa para la gestión de la contratación

TÍTULO I
Órganos competentes en materia de contratación

CAPÍTULO I
Órganos de contratación

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Órganos de asistencia

[ . . . ]
Artículo 327.  Mesa especial del diálogo competitivo o del procedimiento de asociación para 
la innovación.

Para asistir al órgano de contratación en los procedimientos de diálogo competitivo o de 
asociación para la innovación que se sigan por las Administraciones Públicas, se constituirá 
una mesa con la composición señalada en el apartado 3 del artículo anterior a la que se 
incorporarán personas especialmente cualificadas en la materia sobre la que verse el diálogo 
o la asociación para la innovación, designadas por el órgano de contratación. El número de 
estas personas será igual o superior a un tercio de los componentes de la Mesa y 
participarán en las deliberaciones con voz y voto.

CAPÍTULO III
Órganos consultivos

[ . . . ]
Artículo 333.  La Oficina Nacional de Evaluación.

1. La Oficina Nacional de Evaluación, órgano colegiado integrado en la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación, tiene como finalidad analizar 
la sostenibilidad financiera de los contratos de concesiones de obras y contratos de 
concesión de servicios, sin perjuicio de lo establecido en el segundo párrafo de la letra b) del 
apartado 3.

2. La Oficina Nacional de Evaluación estará presidida por el Presidente de la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación.

Formarán parte de la misma el Vocal de la Oficina Independiente de Regulación y 
Supervisión de la Contratación que se determine; y un representante con rango de 
Subdirector General o equivalente de la Intervención General de la Administración del 
Estado, de la Dirección General del Patrimonio del Estado, y de la Dirección General de 
Fondos Comunitarios del Ministerio de Hacienda y Función Pública. Asimismo, formará parte 
de la misma, dos vocales, uno nombrado a propuesta de las organizaciones empresariales 
representativas de los sectores afectados por la contratación administrativa, y otro, 
designado entre académicos, profesionales y técnicos, de reconocido conocimiento y 
competencia en la materia de la contratación pública, sin relación directa o indirecta con las 
empresas contratistas a las que se refiere el primer apartado de este artículo. Estos vocales 
contarán con voz pero no así con voto.

A las reuniones de la Oficina Nacional de Evaluación en que se traten informes referidos 
a una Comunidad Autónoma que se hubiera adherido a la Oficina Nacional de Evaluación en 
virtud de lo dispuesto en el apartado siguiente, asistirá un representante de la misma. En el 
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caso de reuniones en que se traten informes de las Corporaciones Locales, asistirá a las 
mismas un representante de la Federación de Entidades Locales con mayor implantación, 
junto con un representante de la propia Corporación en el caso de que se tratara de 
Municipios de gran población a los que se refiere el Título X de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Mediante Orden del Ministro de Hacienda y Función Pública, a propuesta de la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación, previo informe de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, se determinará la organización 
y funcionamiento de la misma, sin perjuicio de la utilización de medios especializados 
complementarios que sean aportados por los órganos representados en la Oficina Nacional 
de Evaluación.

Los miembros de la Oficina Nacional de Evaluación y el personal a su servicio no 
podrán, en el ejercicio de sus funciones, solicitar ni aceptar instrucciones de ninguna entidad 
pública o privada.

3. La Oficina Nacional de Evaluación, con carácter previo a la licitación de los contratos 
de concesión de obras y de concesión de servicios a celebrar por los poderes adjudicadores 
y entidades adjudicadoras, así como por otros entes, organismos y entidades dependientes 
de la Administración General del Estado y de las Corporaciones Locales, evacuará informe 
preceptivo en los siguientes casos:

a) Cuando el valor estimado del contrato sea superior a un millón de euros y se realicen 
aportaciones públicas a la construcción o a la explotación de la concesión, así como 
cualquier medida de apoyo a la financiación del concesionario.

b) Las concesiones de obras y concesiones de servicios en las que la tarifa sea asumida 
total o parcialmente por el poder adjudicador concedente, cuando el importe de las obras o 
los gastos de primer establecimiento superen un millón de euros.

Asimismo, informará los acuerdos de restablecimiento del equilibrio del contrato, en los 
casos previstos en los artículos 270.2 y 290.4 respecto de las concesiones de obras y 
concesiones de servicios que hayan sido informadas previamente de conformidad con las 
letras a) y b) anteriores o que, sin haber sido informadas, supongan la incorporación en el 
contrato de alguno de los elementos previstos en estas, siempre y cuando el valor estimado 
del contrato sea superior a un millón de euros.

La Oficina Nacional de Evaluación podrá proponer, en atención a los resultados 
obtenidos de las actuaciones previstas en la Estrategia Nacional de Contratación Pública, la 
ampliación del ámbito de aplicación de este artículo a contratos distintos de los recogidos en 
los párrafos anteriores. La ampliación del ámbito, se aprobará mediante Orden del Ministro 
de Hacienda y Función Pública, a propuesta de la Oficina Independiente de Regulación y 
Supervisión de la Contratación, previo informe de la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos.

Cada Comunidad Autónoma podrá adherirse a la Oficina Nacional de Evaluación para 
que realice dichos informes o si hubiera creado un órgano u organismo equivalente solicitará 
estos informes preceptivos al mismo cuando afecte a sus contratos de concesión.

Por el Comité de Cooperación en materia de contratación pública se fijarán las 
directrices apropiadas para asegurar que la elaboración de los informes se realiza con 
criterios suficientemente homogéneos.

4. Los informes previstos en el apartado anterior evaluarán si la rentabilidad del proyecto, 
obtenida en función del valor de la inversión, las ayudas otorgadas, los flujos de caja 
esperados y la tasa de descuento establecida, es razonable en atención al riesgo de 
demanda que asuma el concesionario. En dicha evaluación se tendrá en cuenta la mitigación 
que las ayudas otorgadas puedan suponer sobre otros riesgos distintos del de demanda, que 
habitualmente deban ser soportados por los operadores económicos.

En los contratos de concesión de obras en los que el abono de la tarifa concesional se 
realice por el poder adjudicador, la Oficina evaluará previamente la transferencia del riesgo 
de demanda al concesionario. Si este no asume completamente dicho riesgo, el informe 
evaluará la razonabilidad de la rentabilidad en los términos previstos en el párrafo anterior.
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En los acuerdos de restablecimiento del equilibrio del contrato, el informe evaluará si las 
compensaciones financieras establecidas mantienen una rentabilidad razonable según lo 
dispuesto en el primer párrafo de este apartado.

5. Los informes preceptivos serán evacuados en el plazo de treinta días hábiles desde la 
solicitud del poder adjudicador u otra entidad contratante o nueva aportación de información 
a que se refiere el párrafo siguiente. Este plazo podrá reducirse a la mitad siempre que se 
justifique en la solicitud las razones de urgencia. Estos informes serán publicados a través 
de la central de información económico-financiera de las Administraciones Públicas 
dependiente del Ministerio de Hacienda y Función Pública y estarán disponibles para su 
consulta pública a través de medios electrónicos.

La entidad que formule la solicitud remitirá la información necesaria a la Oficina, quien 
evacuará su informe sobre la base de la información recibida. Si dicha Oficina considera que 
la información remitida no es suficiente, no es completa o requiriere alguna aclaración, se 
dirigirá al poder adjudicador peticionario para que le facilite la información requerida dentro 
del plazo que esta señale al efecto. La información que reciba la Oficina deberá ser tratada 
respetando los límites que rigen el acceso a la información confidencial.

6. Si la Administración o la entidad destinataria del informe se apartara de las 
recomendaciones contenidas en un informe preceptivo de la Oficina, deberá motivarlo en un 
informe que se incorporará al expediente del correspondiente contrato y que será objeto de 
publicación en su perfil de contratante y en la Plataforma de Contratación del Sector Público. 
En el caso de la Administración General del Estado esta publicación se hará, además, a 
través de la central de información económico-financiera de las Administraciones Públicas.

7. La Oficina publicará anualmente una memoria de actividad.

Artículo 334.  Estrategia Nacional de Contratación Pública.
1. La Estrategia Nacional de Contratación Pública a la que se refieren el artículo 332 

apartado 7 en su letra a) y el artículo 333 apartado 3, es el instrumento jurídico vinculante, 
aprobado por la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación, que 
se basará en el análisis de actuaciones de contratación realizadas por todo el sector público 
incluyendo todos los poderes adjudicadores y entidades adjudicadoras comprendidas en el 
sector público estatal, autonómico o local, así como las de otros entes, organismos y 
entidades pertenecientes a los mismos que no tengan la naturaleza de poderes 
adjudicadores.

Tendrá un horizonte temporal de cuatro años y abordará, entre otros, los siguientes 
aspectos:

a) El análisis de los datos disponibles, en las distintas fuentes de información cualitativas 
y cuantitativas: plataformas de contratación nacionales, información abierta de la Unión 
Europea en materia de contratación pública (TED), informes de órganos de supervisión y 
control y de asesoramiento legal, para elaborar un diagnóstico de la situación de la 
contratación pública y proponer medidas prioritarias para la corrección de las disfunciones 
que se identifiquen.

A tales efectos, las indicadas bases de datos nacionales y los correspondientes órganos 
de supervisión, control y asesoramiento deberán facilitar la información necesaria para la 
elaboración, aprobación y ejecución de la mencionada Estrategia.

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá remitir a la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación sus propuestas en materia de 
contratación pública que afecten a la competencia, para su posible inclusión en la Estrategia 
Nacional de Contratación Pública.

b) La mejora de la supervisión de la contratación pública, coordinando criterios y 
metodologías comunes para la realización de las actuaciones de supervisión, y 
garantizando, en todo caso, el cumplimiento de las obligaciones de supervisión impuestas 
por las Directivas de contratación pública y por las instituciones comunitarias.

Contemplará, asimismo, la coherencia de las actuaciones de seguimiento precisas para 
garantizar la sostenibilidad financiera de los contratos previstos por el artículo 333, para lo 
que incluirá las estrategias y metodología adecuada para realizar la evaluación con criterios 
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homogéneos y las reglas que deben informar los acuerdos de establecimiento del equilibrio 
económico de estos contratos.

c) El análisis de los mecanismos de control de legalidad ex-ante y ex-post de los 
procedimientos de adjudicación de contratos públicos y concesiones en todo el sector 
público. Se preverán actuaciones con vistas a reforzar dichos mecanismos de control entre 
otras, mediante la definición de objetivos y prioridades, así como la propuesta de 
reasignación de efectivos encargados de dichos controles. Igualmente, se analizarán los 
procedimientos establecidos para identificar las irregularidades en las que se pudiera incurrir 
y el desarrollo de las medidas correctoras que deban aplicarse por los responsables de la 
gestión.

d) La elaboración de manuales de buenas prácticas o guías que establezcan 
recomendaciones para aplicar en los procedimientos de contratación, que permitan 
preventivamente evitar la posible realización de malas prácticas en los mismos.

e) Promover la profesionalización en contratación pública mediante actuaciones de 
formación del personal del sector público, especialmente en aquellas entidades que carecen 
de personal especializado, mediante el diseño de un plan específico en materia de formación 
en contratación pública y otras actuaciones complementarias de promoción de la 
profesionalización en la contratación pública.

2. La Estrategia Nacional de Contratación Pública se diseñará para establecer medidas 
que permitan cumplir los siguientes objetivos:

a) Combatir la corrupción y las irregularidades en la aplicación de la legislación sobre 
contratación pública.

b) Incrementar la profesionalización de los agentes públicos que participan en los 
procesos de contratación.

c) Promover la eficiencia económica en los procesos de obtención de bienes, servicios y 
suministros para el sector público, estimulando la agregación de la demanda y la adecuada 
utilización de criterios de adjudicación.

d) Generalizar el uso de la contratación electrónica en todas las fases del procedimiento.
e) Utilizar las posibilidades de la contratación pública para apoyar políticas ambientales, 

sociales y de innovación.
f) Promover la participación de las PYME, en el mercado de la contratación pública.
3. Los funcionarios que realicen las funciones de supervisión previstas en las letras b) y 

c) del apartado primero de este artículo gozarán de independencia funcional respecto de los 
titulares de los órganos cuyos contratos supervisen.

Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los jefes o directores de oficinas 
públicas, los de las entidades integrantes del sector público y quienes en general, ejerzan 
funciones públicas o desarrollen su trabajo en dichas entidades deberán prestar a los 
funcionarios encargados de la supervisión de los contratos el apoyo, concurso, auxilio y 
colaboración que les sean precisos, facilitando la documentación e información necesaria 
para dicha supervisión.

4. Tras la elevación de su propuesta de Estrategia Nacional de Contratación Pública por 
el Comité de cooperación en materia de contratación pública y su aprobación por la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación, se remitirá a la Comisión 
Europea. Por su parte, el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública, tomará conocimiento de la misma y la elevará para conocimiento a las 
Cortes Generales. Transcurrido un mes desde la remisión a la Comisión Europea de la 
Estrategia aprobada por la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la 
Contratación se hará público su contenido en la Plataforma de Contratación del Sector 
Público.

5. El Comité de cooperación en materia de contratación pública, transcurridos los dos 
primeros años de la aprobación de la Estrategia, hará una primera valoración de la 
aplicación de la misma, pudiéndose modificar o ajustar aquellos aspectos de la Estrategia 
que resultaran necesarios al objeto de conseguir los objetivos perseguidos por la misma. 
Tras ello, elevará tales modificaciones o ajustes a la Oficina Independiente de Regulación y 
Supervisión de la Contratación para su aprobación. Dichas modificaciones o ajustes serán 
objeto de publicación dentro del mes siguiente a su aprobación.
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6. Finalizado el ámbito temporal de la Estrategia, el Comité de cooperación en materia 
de contratación pública elaborará un informe sobre los resultados de la aplicación de la 
misma. El informe se comunicará a la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de 
la Contratación y a la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado que lo remitirá a 
la Comisión Europea y lo pondrá en conocimiento de la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia, haciendo público su contenido en el plazo de un mes desde dicha 
remisión.

Por su parte, el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Hacienda y Función 
Pública, tomará conocimiento del informe y lo elevará para conocimiento a las Cortes 
Generales.

El informe servirá para la definición y aprobación de una nueva Estrategia Nacional de 
Contratación, por el mismo procedimiento y con las mismas características y duración 
mencionadas en este artículo. La nueva Estrategia será aprobada en el plazo de seis meses 
contados desde la adopción del informe.

7. La primera Estrategia se aprobará por la Oficina Independiente de Regulación y 
Supervisión de la Contratación en el plazo de nueve meses desde la publicación de la 
presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado.»

8. En el ámbito de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades Autónomas de Ceuta 
y Melilla podrá elaborarse una estrategia de contratación pública que deberá ser coherente 
con la estrategia nacional de contratación.

[ . . . ]
TÍTULO III

Gestión de la publicidad contractual por medios electrónicos, informáticos y 
telemáticos

Artículo 347.  Plataforma de Contratación del Sector Público.
1. La Dirección General del Patrimonio del Estado del Ministerio de Hacienda y Función 

Pública pondrá a disposición de todos los órganos de contratación del sector público una 
plataforma electrónica que permita la difusión a través de Internet de sus perfiles de 
contratante, así como prestar otros servicios complementarios asociados al tratamiento 
informático de estos datos.

2. Los perfiles de contratante de los órganos de contratación de todas las entidades del 
sector público estatal deberán alojarse de manera obligatoria en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público, gestionándose y difundiéndose exclusivamente a través de 
la misma. En las páginas web institucionales de estos órganos se incluirá un enlace a su 
perfil de contratante situado en la Plataforma de Contratación del Sector Público.

3. Las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla podrán 
establecer servicios de información similares a la Plataforma de Contratación del Sector 
Público en los que deberán alojar sus perfiles de contratante de manera obligatoria, tanto 
sus propios órganos de contratación como los de sus entes, organismos y entidades 
vinculados o dependientes, gestionándose y difundiéndose exclusivamente a través de los 
mismos y constituyendo estos servicios un punto de acceso único a los perfiles de 
contratante de los entes, organismos y entidades adscritos a la Comunidad Autónoma 
correspondiente.

Las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas que no hubieran optado por 
establecer sus propios servicios de información, y alojen, por tanto, sus perfiles del 
contratante directamente en la Plataforma de Contratación del Sector Público, podrán utilizar 
todos los servicios que ofrezca la misma, así como participar en su gestión en los términos y 
condiciones que reglamentariamente se establezcan y de acuerdo con los convenios que a 
tal efecto se suscriban entre el Ministerio de Hacienda y Función Pública y el órgano de 
Gobierno de la respectiva Comunidad Autónoma o Ciudad Autónoma.

En cualquier caso, e independientemente de la opción elegida por las Comunidades 
Autónomas o las Ciudades Autónomas, de entre las señaladas en los dos primeros párrafos 
del presente apartado, estas deberán publicar, bien directamente o por interconexión con 
dispositivos electrónicos de agregación de la información en el caso de que contaran con sus 
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propios servicios de información, la convocatoria de todas las licitaciones y sus resultados en 
la Plataforma de Contratación del Sector Público.

En relación con la publicación a la que se refiere el párrafo anterior, bien se lleve a cabo 
directamente o bien por interconexión con dispositivos electrónicos de agregación de la 
información, en caso de una eventual discrepancia entre la información recogida en el 
servicio de información de la Comunidad Autónoma y la de la Plataforma de Contratación del 
Sector Público, prevalecerá la primera.

Los órganos de contratación de las Administraciones locales, así como los de sus 
entidades vinculadas o dependientes podrán optar, de forma excluyente y exclusiva, bien 
por alojar la publicación de sus perfiles de contratante en el servicio de información que a tal 
efecto estableciera la Comunidad Autónoma de su ámbito territorial, o bien por alojarlos en la 
Plataforma de Contratación del Sector Público.

Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado del párrafo 5 
del apartado 3 por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

La parte subsistente de este precepto ha de interpretarse conforme a lo expresado en el 
fundamento jurídico 8 D).

4. La plataforma deberá contar con un sistema de sellado de tiempo que permita 
acreditar fehacientemente el inicio de la difusión pública de la información que se incluya en 
la misma.

5. La publicación de anuncios y otra información relativa a los contratos en los perfiles de 
contratante surtirá los efectos previstos en la presente Ley cuando los mismos estén 
alojados en la Plataforma de Contratación del Sector Público o en los servicios de 
información similares que se establezcan por las Comunidades Autónomas o las Ciudades 
Autónomas de Ceuta y Melilla y de conformidad con lo establecido en los apartados 2 y 3 del 
presente artículo, y siempre que, en este último caso, se cumpla con lo dispuesto en el 
párrafo tercero del citado apartado 3.

6. El acceso de los interesados a la Plataforma de Contratación del Sector Público se 
efectuará a través de un portal único.

7. Mediante Orden del Ministerio de Hacienda y Función Pública se definirán las 
especificaciones relativas a la operación y utilización de los servicios prestados por la 
Plataforma de Contratación del Sector Público.

8. La información se publicará en estándares abiertos y reutilizables.

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Contratos reservados.

1. Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros o del órgano competente en el ámbito de 
las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, se fijarán porcentajes mínimos de 
reserva del derecho a participar en los procedimientos de adjudicación de determinados 
contratos o de determinados lotes de los mismos a Centros Especiales de Empleo de 
iniciativa social y a empresas de inserción reguladas, respectivamente, en el texto refundido 
de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
aprobada mediante Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, y en la Ley 
44/2007, de 13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de inserción, 
que cumplan con los requisitos establecidos en dicha normativa para tener esta 
consideración, o un porcentaje mínimo de reserva de la ejecución de estos contratos en el 
marco de programas de empleo protegido, a condición de que el porcentaje de trabajadores 
con discapacidad o en situación de exclusión social de los Centros Especiales de Empleo, 
de las empresas de inserción o de los programas sea el previsto en su normativa de 
referencia y, en todo caso, al menos del 30 por 100.

En el referido Acuerdo del Consejo de Ministros o del órgano competente en el ámbito de 
las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, se fijarán las condiciones mínimas 
para garantizar el cumplimiento de lo establecido en el párrafo anterior.
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El Acuerdo de Consejo de Ministros a que se refiere este apartado deberá adoptarse en 
el plazo máximo de un año a contar desde la entrada en vigor de esta Ley. Si transcurrido 
este plazo el Acuerdo de Consejo de Ministros no se hubiera adoptado, los órganos de 
contratación del sector público estatal deberán aplicar el porcentaje mínimo de reserva de 7 
por ciento, que se incrementará hasta un 10 por ciento a los cuatro años de la entrada en 
vigor de esta Ley, sobre el importe global de los procedimientos de adjudicación de 
suministros y servicios incluidos en los códigos CPV recogidos en el anexo VI celebrados en 
el ejercicio anterior a aquel al que se refiera la reserva, en los términos indicados en el 
primer párrafo de este apartado.

2. En el anuncio de licitación deberá hacerse referencia a la presente disposición.
3. En los procedimientos de contratación en los que se aplique la reserva que establece 

esta disposición adicional no procederá la exigencia de la garantía definitiva a que se refiere 
el artículo 107 de esta Ley, salvo en los casos en los que el órgano de contratación, por 
motivos excepcionales, lo considere necesario y así lo justifique motivadamente en el 
expediente.

[ . . . ]
Disposición adicional decimosexta.  Uso de medios electrónicos, informáticos y 
telemáticos en los procedimientos regulados en la Ley.

1. El empleo de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en los procedimientos 
contemplados en esta Ley se ajustará a las normas siguientes:

a) Las herramientas y dispositivos que deban utilizarse para la comunicación por medios 
electrónicos, así como sus características técnicas, serán no discriminatorios, estarán 
disponibles de forma general y serán compatibles con los productos informáticos de uso 
general, y no restringirán el acceso de los operadores económicos al procedimiento de 
contratación.

b) La información y las especificaciones técnicas necesarias para la presentación 
electrónica de las ofertas, solicitudes de participación, así como de los planos y proyectos en 
los concursos de proyectos, incluido el cifrado y la validación de la fecha, deberán estar a 
disposición de todas las partes interesadas, no ser discriminatorios y ser conformes con 
estándares abiertos, de uso general y amplia implantación.

c) Los programas y aplicaciones necesarios para la presentación electrónica de las 
ofertas y solicitudes de participación deberán ser de amplio uso, fácil acceso y no 
discriminatorios, o deberán ponerse a disposición de los interesados por el órgano de 
contratación.

d) Los sistemas de comunicaciones y para el intercambio y almacenamiento de 
información deberán poder garantizar de forma razonable, según el estado de la técnica, la 
integridad de los datos transmitidos y que solo los órganos competentes, en la fecha 
señalada para ello, puedan tener acceso a los mismos, o que en caso de quebrantamiento 
de esta prohibición de acceso, la violación pueda detectarse con claridad. Estos sistemas 
deberán asimismo ofrecer suficiente seguridad, de acuerdo con el estado de la técnica, 
frente a los virus informáticos y otro tipo de programas o códigos nocivos, pudiendo 
establecerse reglamentariamente otras medidas que, respetando los principios de 
confidencialidad e integridad de las ofertas e igualdad entre los licitadores, se dirijan a 
minimizar su incidencia en los procedimientos.

e) Las aplicaciones que se utilicen para efectuar las comunicaciones y, notificaciones 
entre el órgano de contratación y el licitador o contratista deberán poder acreditar la fecha y 
hora de su envío o puesta a disposición y la de la recepción o acceso por el interesado, la 
integridad de su contenido y la identidad del remitente de la misma.

f) Los órganos de contratación deberán especificar el nivel de seguridad exigido para los 
medios de comunicación electrónicos utilizados en las diferentes fases de cada 
procedimiento de contratación que deberá ser proporcional a los riesgos asociados a los 
intercambios de información a realizar.

Mediante Orden del Ministerio de Hacienda y Función Pública se establecerán las 
condiciones de utilización de las firmas electrónicas en los procedimientos de contratación 
del Sector Público.
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g) Las referencias de esta Ley a la presentación de documentos escritos no obstarán a la 
presentación de los mismos por medios electrónicos ni, en su caso, a la generación de 
soportes físicos electrónicos y su posterior presentación, de acuerdo con las normas fijadas 
en el presente artículo y en sus disposiciones de desarrollo.

h) En los procedimientos de adjudicación de contratos, el envío por medios electrónicos 
de las ofertas podrá hacerse en dos fases, transmitiendo primero la huella electrónica de la 
oferta, con cuya recepción se considerará efectuada su presentación a todos los efectos, y 
después la oferta propiamente dicha en un plazo máximo de 24 horas. De no efectuarse esta 
segunda remisión en el plazo indicado, se considerará que la oferta ha sido retirada.

Se entiende por huella electrónica de la oferta el conjunto de datos cuyo proceso de 
generación garantiza que se relacionan de manera inequívoca con el contenido de la oferta 
propiamente dicha, y que permiten detectar posibles alteraciones del contenido de esta 
garantizando su integridad. Las copias electrónicas de los documentos que deban 
incorporarse al expediente, deberán cumplir con lo establecido a tal efecto en la legislación 
vigente en materia de procedimiento administrativo común, surtiendo los efectos 
establecidos en la misma.

i) Los licitadores o candidatos que presenten sus documentos de forma electrónica 
podrán presentar al órgano de contratación, en soporte físico electrónico, una copia de 
seguridad de dichos documentos de acuerdo con los términos fijados mediante Orden del 
Ministro de Hacienda y Función Pública, y siempre de acuerdo con lo establecido a tal efecto 
por el órgano de contratación.

j) Los formatos de los documentos electrónicos que integran los expedientes de 
contratación deberán ajustarse a especificaciones públicamente disponibles y de uso no 
sujeto a restricciones, que garanticen la libre y plena accesibilidad a los mismos por el 
órgano de contratación, los órganos de fiscalización y control, los órganos jurisdiccionales y 
los interesados, durante el plazo por el que deba conservarse el expediente. En los 
procedimientos de adjudicación de contratos, los formatos admisibles deberán indicarse en 
el anuncio o en los pliegos.

k) Como requisito para la tramitación de procedimientos de adjudicación de contratos por 
medios electrónicos, los órganos de contratación podrán exigir a los licitadores la previa 
inscripción en el Registro de Licitadores que corresponda de los datos necesarios.

Cuando a la licitación se presenten empresarios extranjeros de un Estado Miembro de la 
Unión Europea o signatario del Espacio Económico Europeo, la acreditación de su 
capacidad, solvencia y ausencia de prohibiciones de contratar se podrá realizar bien 
mediante consulta en la correspondiente lista oficial de empresarios autorizados para 
contratar establecida por un Estado Miembro de la Unión Europea, o bien mediante la 
aportación de la documentación acreditativa de los citados extremos, que deberá presentar, 
en este último caso, en el plazo concedido para la presentación de la garantía definitiva.

2. Mediante Orden del Ministerio de Hacienda y Función Pública se definirán las 
especificaciones técnicas para la utilización de medios electrónicos en los procedimientos de 
contratación del Sector Público.

[ . . . ]
Disposición adicional decimoctava.  Garantía de accesibilidad para personas con 
discapacidad.

En el ámbito de la contratación pública, la determinación de los medios de comunicación 
admisibles, el diseño de los elementos instrumentales y la implantación de los trámites 
procedimentales, deberán realizarse teniendo en cuenta criterios de accesibilidad universal y 
de diseño universal o diseño para todas las personas, tal y como son definidos estos 
términos en el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su 
inclusión social.

[ . . . ]
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Disposición adicional cuadragésima.  Operadores públicos del sector de las 
telecomunicaciones.

En los supuestos de ejecución directa por la Administración Pública de prestaciones en 
el área de las telecomunicaciones a través de medios propios personificados, en orden a la 
valoración del cumplimiento del requisito contemplado en el artículo 32.2.b), se procederá a 
detraer del volumen global de negocios del ente destinatario del encargo las cantidades 
correspondientes a la actividad realizada como consecuencia del cumplimiento de las 
obligaciones impuestas por razones de interés general en su condición de operador público 
por la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones, y normativa de desarrollo.

En todo caso el medio propio del que pretenda valerse una Administración Pública, 
cuando esta última ostente un control análogo sobre el primero al que ejercería sobre sus 
propios servicios, deberá realizar la parte esencial de su actividad para esta Administración 
Pública.

[ . . . ]
Disposición adicional cuadragésima séptima.  Principios aplicables a los contratos de 
concesión de servicios del anexo IV y a los contratos de servicios de carácter social, 
sanitario o educativo del anexo IV.

Sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones de esta Ley y, entre otras, de las 
relativas al establecimiento de las prescripciones técnicas, de las condiciones mínimas de 
solvencia, de los criterios de adjudicación y de las condiciones especiales de ejecución, en 
los procedimientos de licitación de contratos de concesión de los servicios que figuran en el 
anexo IV y de contratos de carácter social, sanitario o educativo también del anexo IV, los 
órganos de contratación velarán en todas sus fases por la necesidad de garantizar la 
calidad, la continuidad, la accesibilidad, la asequibilidad, la disponibilidad y la exhaustividad 
de los servicios; las necesidades específicas de las distintas categorías de usuarios, 
incluidos los grupos desfavorecidos y vulnerables; la implicación de los usuarios de los 
servicios; y la innovación en la prestación del servicio.

Asimismo, al establecer los criterios de adjudicación de los contratos a que se refiere 
esta disposición adicional, el órgano de contratación podrá referirlos a aspectos tales como: 
la experiencia del personal adscrito al contrato en la prestación de servicios dirigidos a 
sectores especialmente desfavorecidos o en la prestación de servicios de similar naturaleza 
en los términos establecidos en el artículo 145; la reinversión de los beneficios obtenidos en 
la mejora de los servicios que presta; el establecimiento de mecanismos de participación de 
los usuarios y de información y orientación de los mismos.

[ . . . ]
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§ 12

Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla 
parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del 

Sector Público. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 118, de 15 de mayo de 2009
Última modificación: 22 de marzo de 2011

Referencia: BOE-A-2009-8053

[ . . . ]
CAPÍTULO II

El Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado

[ . . . ]
Artículo 14.  Efectos de la inscripción de las prohibiciones de contratar.

No producirán efectos, hasta su constancia en el Registro Oficial de Licitadores y 
Empresas Clasificadas del Estado, las prohibiciones de contratar acordadas en los 
siguientes supuestos:

a) Aquellas que se acuerden mediante resolución administrativa, o por resolución de esta 
misma naturaleza se establezca su duración y alcance, respecto de las personas que hayan 
sido condenadas en virtud de sentencia firme por delitos de asociación ilícita, corrupción en 
transacciones económicas internacionales, tráfico de influencias, cohecho, fraudes y 
exacciones ilegales, delitos contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social, delitos contra 
los derechos de los trabajadores, malversación y receptación y conductas afines, delitos 
relativos a la protección del medio ambiente, o a pena de inhabilitación especial para el 
ejercicio de profesión, oficio, industria o comercio a que se refiere el apartado a) del artículo 
49.1 de la Ley de Contratos del Sector Público.

b) Las que se adopten respecto de empresarios por haber sido sancionados con carácter 
firme, de conformidad con el artículo 49.1.c) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, por 
infracción grave en materia de disciplina del mercado, en materia profesional o en materia de 
integración laboral y de igualdad de oportunidades y no discriminación de las personas con 
discapacidad o por infracción muy grave en materia social, incluidas las infracciones en 
materia de prevención de riesgos laborales, de acuerdo con lo dispuesto en el Texto 
Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, o en materia medioambiental, de acuerdo 
con lo establecido en las siguientes disposiciones: Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de 
enero, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Evaluación de Impacto 
Ambiental de Proyectos; en la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas; la Ley 42/2007, de 13 
de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad; en la Ley 11/1997, de 24 de abril, 
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de Envases y Residuos de Envases; en la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos; en el 
Texto Refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 
de junio, y en la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la 
Contaminación.

c) Las acordadas, a tenor de lo establecido en el artículo 49.1.e) de la Ley 30/2207, de 
30 de octubre, por haber incurrido el empresario en falsedad al efectuar la declaración 
responsable de no estar incurso en prohibición de contratar o al facilitar cualesquiera otros 
datos relativos a su capacidad y solvencia, o haber incumplido, por causa que le sea 
imputable, la obligación de comunicar cualquier variación en las circunstancias que hubiesen 
sido tenidas en cuenta para conceder la clasificación y que pueda dar lugar a una revisión de 
la misma, así como las que afecten a los datos reflejados en el Registro Oficial de 
Licitadores y la superveniencia de cualquier circunstancia que determine la concurrencia de 
una prohibición de contratar.

d) Las acordadas, en virtud de lo dispuesto en el artículo 49.2 de la Ley de Contratos del 
Sector Público, en los siguientes casos:

1.º Con respecto a los empresarios que hubiesen dado lugar, por causa de la que 
hubiesen sido declarados culpables, a la resolución firme de cualquier contrato celebrado 
con una administración pública.

2.º Cuando el empresario licitador haya infringido una prohibición para contratar con 
cualquiera de las administraciones públicas.

3.º Siempre que se trate de licitadores afectados por una prohibición de contratar 
impuesta en virtud de sanción administrativa, con arreglo a lo previsto en la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, o en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria.

4.º Cuando el licitador afectado hubiese retirado indebidamente su proposición o 
candidatura en un procedimiento de adjudicación, o hubiese imposibilitado la adjudicación 
definitiva del contrato a su favor por no presentar la documentación justificativa del 
cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo 135.4 de la Ley 30/2007, de 30 de 
octubre, o no constituir la garantía que, en su caso, sea procedente dentro del plazo 
señalado mediando dolo, culpa o negligencia.

5.º En aquellos casos en que el empresario hubiera incumplido las condiciones 
especiales de ejecución del contrato establecidas de acuerdo con lo señalado en el 
artículo 102 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, cuando 
dicho incumplimiento hubiese sido definido en los pliegos o en el contrato como infracción 
grave de conformidad con las disposiciones de desarrollo de esta Ley, y concurra dolo, culpa 
o negligencia en el empresario.

[ . . . ]
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§ 13

Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento general de la Ley de Contratos de las Administraciones 

Públicas. [Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda
«BOE» núm. 257, de 26 de octubre de 2001

Última modificación: 5 de mayo de 2018
Referencia: BOE-A-2001-19995

[ . . . ]
TÍTULO III

De las actuaciones relativas a la contratación

CAPÍTULO I
De los pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas

[ . . . ]
Artículo 67.  Contenido de los pliegos de cláusulas administrativas particulares.

1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares contendrán aquellas 
declaraciones que sean específicas del contrato de que se trate y del procedimiento y forma 
de adjudicación, las que se considere pertinente incluir y no figuren en el pliego de cláusulas 
administrativas generales que, en su caso, resulte de aplicación o estén en contradicción con 
alguna de ellas y las que figurando en el mismo no hayan de regir por causa justificada en el 
contrato de que se trate.

2. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares serán redactados por el servicio 
competente y deberán contener con carácter general para todos los contratos los siguientes 
datos:

a) Definición del objeto del contrato, con expresión de la codificación correspondiente de 
la nomenclatura de la Clasificación Nacional de Productos por Actividades 1996 
(CNPA-1996), aprobada por Real Decreto 81/1996, de 26 de enero, y, en su caso, de los 
lotes. Cuando el contrato sea igual o superior a los importes que se determinan en los 
artículos 135.1, 177.2 y 203.2 de la Ley deberá indicar, además, la codificación 
correspondiente a la nomenclatura Vocabulario Común de Contratos (CPV) de la Comisión 
Europea, establecida por la Recomendación de la Comisión Europea de 30 de julio de 1996, 
publicada en el «Diario Oficial de las Comunidades Europeas» L 222 y S 169, ambos de 3 de 
septiembre de 1996.

b) Necesidades administrativas a satisfacer mediante el contrato y los factores de todo 
orden a tener en cuenta.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 312 –



c) Presupuesto base de licitación formulado por la Administración, con la excepción 
prevista en el artículo 85, párrafo a), de la Ley, y su distribución en anualidades, en su caso.

d) Mención expresa de la existencia de los créditos precisos para atender a las 
obligaciones que se deriven para la Administración del cumplimiento del contrato hasta su 
conclusión, excepto en los supuestos a que se refiere el artículo 69.4 de la Ley, en los que 
se consignará que existe normalmente crédito o bien que está prevista su existencia en los 
Presupuestos Generales del Estado, o expresión de que el contrato no origina gastos para la 
Administración.

e) Plazo de ejecución o de duración del contrato, con determinación, en su caso, de las 
prórrogas de duración que serán acordadas de forma expresa.

f) Procedimiento y forma de adjudicación del contrato.
g) Importe máximo de los gastos de publicidad de licitación del contrato a que se refiere 

el artículo 78.1 de la Ley, tanto en boletines oficiales, como, en su caso, en otros medios de 
difusión, que debe abonar el adjudicatario.

h) Documentos a presentar por los licitadores, así como la forma y contenido de las 
proposiciones.

i) Criterios para la adjudicación del concurso, por orden decreciente de importancia, y su 
ponderación.

j) Indicación expresa, en su caso, de la autorización de variantes o alternativas, con 
expresión de sus requisitos, límites, modalidades y aspectos del contrato sobre los que son 
admitidas.

k) En su caso, cuando el contrato se adjudique mediante forma de concurso los criterios 
objetivos, entre ellos el precio, que serán valorados para determinar que una proposición no 
puede ser cumplida por ser considerada temeraria o desproporcionada.

l) Cuando el contrato se adjudique por procedimiento negociado los aspectos 
económicos y técnicos que serán objeto de negociación.

m) Garantías provisionales y definitivas, así como, en su caso, garantías 
complementarias.

n) Derechos y obligaciones específicas de las partes del contrato y documentación 
incorporada al expediente que tiene carácter contractual.

ñ) Referencia al régimen de pagos.
o) Fórmula o índice oficial aplicable a la revisión de precios o indicación expresa de su 

improcedencia conforme al artículo 103.3 de la Ley.
p) Causas especiales de resolución del contrato.
q) Supuestos en que, en su caso, los incumplimientos de carácter parcial serán causa de 

resolución del contrato.
r) Especial mención de las penalidades administrativas que sean de aplicación en 

cumplimiento de lo establecido en el artículo 95 de la Ley.
s) En su caso, plazo especial de recepción del contrato a que se refiere el artículo 110.2 

de la Ley.
t) Plazo de garantía del contrato o justificación de su no establecimiento y especificación 

del momento en que comienza a transcurrir su cómputo.
u) En su caso, parte o tanto por ciento de las prestaciones susceptibles de ser 

subcontratadas por el contratista.
v) En su caso, obligación del contratista de guardar el sigilo sobre el contenido del 

contrato adjudicado.
w) Expresa sumisión a la legislación de contratos de las Administraciones públicas y al 

pliego de cláusulas administrativas generales que sea aplicable, con especial referencia, en 
su caso, a las estipulaciones contrarias a este último que se incluyan como consecuencia de 
lo previsto en el artículo 50 de la Ley.

x) Los restantes datos y circunstancias que se exijan para cada caso concreto por otros 
preceptos de la Ley y de este Reglamento o que el órgano de contratación estime necesario 
para cada contrato singular.

3. En los contratos de obras los pliegos de cláusulas administrativas particulares, 
además de los datos expresados en el apartado anterior, contendrán los siguientes:
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a) Referencia al proyecto y mención expresa de los documentos del mismo que revistan 
carácter contractual.

b) Criterios de selección del contratista.
1.º Grupo o subgrupo de clasificación y categoría de clasificación del contrato. Disponer 

de clasificación en el grupo o subgrupo correspondiente al contrato, con categoría igual o 
superior a la correspondiente a su importe anual medio, constituirá acreditación bastante de 
la solvencia económica, financiera y técnica del empresario. Para los contratos de obras de 
importe igual o superior al umbral de exigencia de clasificación, dicha condición constituirá 
además requisito exigible para la selección del contratista, salvo en los casos de exención de 
dicha condición establecidos por la Ley.

2.º Criterios de selección relativos a la solvencia económica y financiera del empresario, 
exigibles a los empresarios no obligados al requisito de clasificación y que no acrediten la 
correspondiente al contrato, especificando uno o varios de entre los siguientes:

• Cifra anual de negocios, o bien cifra anual de negocios en el ámbito al que se refiera el 
contrato, en los tres últimos años, con indicación expresa del valor mínimo exigido.

• Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último ejercicio 
económico para el que esté vencida la obligación de aprobación de cuentas anuales, con 
indicación expresa del valor mínimo exigido o del ratio mínimo exigido, respectivamente.

3.º Criterios de selección y medios de acreditación relativos a la solvencia técnica del 
empresario, exigibles a los empresarios no obligados al requisito de clasificación y que no 
acrediten la correspondiente al contrato, especificando uno o varios de entre los siguientes:

• Relación de las obras ejecutadas en el curso de los últimos diez años correspondientes 
al mismo grupo o subgrupo de clasificación al que corresponde el contrato, avalada por 
certificados de buena ejecución para las obras más importantes; estos certificados indicarán 
el importe, las fechas y el lugar de ejecución de las obras y se precisará si se realizaron 
según las reglas por las que se rige la profesión y se llevaron normalmente a buen término. 
Los certificados de buena ejecución de las obras incluidas en la relación cuyo destinatario 
fuese una entidad del sector público podrán ser comunicados directamente al órgano de 
contratación por la entidad contratante de las obras.

A estos efectos, las obras ejecutadas por una sociedad extranjera filial del contratista de 
obras tendrán la misma consideración que las directamente ejecutadas por el propio 
contratista, siempre que este último ostente directa o indirectamente el control de aquélla en 
los términos establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio. Cuando se trate de 
obras ejecutadas por una sociedad extranjera participada por el contratista sin que se 
cumpla dicha condición, solo se reconocerá como experiencia atribuible al contratista la obra 
ejecutada por la sociedad participada en la proporción de la participación de aquél en el 
capital social de ésta.

En los pliegos se especificará el importe anual sin incluir los impuestos que el 
empresario deberá acreditar como ejecutado, en el año de mayor ejecución del periodo 
antes indicado, en trabajos del grupo o subgrupo al que corresponde el contrato.

• Declaración indicando los técnicos o las unidades técnicas, estén o no integradas en la 
empresa, de los que ésta disponga para la ejecución de las obras, acompañada de los 
documentos acreditativos correspondientes. En los pliegos se especificarán los títulos o 
acreditaciones académicos o profesionales exigidos, así como el número de técnicos y de 
experiencia profesional mínima exigida a dichos técnicos, o las características y capacidades 
mínimas de las unidades técnicas exigidas, según corresponda.

• Títulos académicos y profesionales del empresario y de los directivos de la empresa y, 
en particular, del responsable o responsables de las obras. En los pliegos se especificarán 
los títulos o acreditaciones académicos o profesionales exigidos.

• En los casos adecuados, indicación de las medidas de gestión medioambiental que el 
empresario podrá aplicar al ejecutar el contrato, con indicación expresa de las normas 
técnicas o especificaciones técnicas aplicables a la ejecución y a la verificación objetiva de la 
correcta aplicación de dichas medidas.

• Declaración sobre la plantilla media anual de la empresa y la importancia de su 
personal directivo durante los tres últimos años, acompañada de la documentación 
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justificativa correspondiente. En los pliegos se especificarán los valores mínimos exigidos de 
los mismos.

• Declaración indicando la maquinaria, material y equipo técnico del que se dispondrá 
para la ejecución de las obras, a la que se adjuntará la documentación acreditativa 
pertinente. En los pliegos se especificarán la maquinaria, material y equipos que como 
mínimo deben estar a disposición del empresario, así como las capacidades funcionales 
mínimas de cada uno de ellos.

c) Plazo total de ejecución del contrato e indicación de los plazos parciales 
correspondientes si la Administración estima oportuno estos últimos o referencia a su fijación 
en la aprobación del programa de trabajo, señalando, en su caso, cuáles darán motivo a las 
recepciones parciales a que se refiere el artículo 147.5 de la Ley.

d) Frecuencias de expedición de certificaciones de obras.
e) Condiciones y requisitos para el pago a cuenta de actuaciones preparatorias, acopio 

de materiales y equipos de maquinaria adscritos a las obras.
f) Expresión de las condiciones de la fiscalización y de la aprobación de gasto en los 

supuestos previstos en el artículo 125.4 de la Ley.
g) Plazo para determinar la opción de renuncia a la ejecución del contrato por parte del 

órgano de contratación en los supuestos previstos en el artículo 125.5 de la Ley.
h) Especificación de la dirección de la ejecución del contrato y forma de cursar las 

instrucciones para el cumplimiento del contrato.
i) En su caso, imputación al órgano de contratación o al contratista de los gastos que se 

originen como consecuencia de la realización de ensayos y análisis de materiales y unidades 
de obra o de informes específicos sobre los mismos.

4. En los contratos de gestión de servicios públicos los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares, además de los datos expresados en el apartado 2, contendrán 
los siguientes:

a) Régimen jurídico básico que determina el carácter de servicio público, con expresión 
de los reglamentos reguladores del servicio y de los aspectos jurídicos, económicos y 
administrativos.

b) Criterios de selección del contratista.
1.º Criterios de selección relativos a la solvencia económica y financiera del empresario 

que se aplicarán, especificando uno o varios de entre los siguientes:
• Cifra anual de negocios, o bien cifra anual de negocios en el ámbito al que se refiera el 

contrato, en los tres últimos años, con indicación expresa del valor mínimo exigido.
• En los casos en que resulte apropiado, justificante de la existencia de un seguro de 

indemnización por riesgos profesionales, con indicación expresa de los riesgos cubiertos, de 
su plazo mínimo de vigencia o fecha de vencimiento y del valor mínimo exigido.

• Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último ejercicio 
económico para el que esté vencida la obligación de aprobación de cuentas anuales, con 
indicación expresa del valor mínimo exigido o del ratio mínimo exigido, respectivamente.

2.º Criterios de selección relativos a la solvencia técnica o profesional del empresario que 
se aplicarán, especificando uno o varios de entre los siguientes:

• Una relación de los principales servicios realizados en los últimos cinco años que 
incluya importe, fechas y el destinatario, público o privado, de los mismos. Los servicios o 
trabajos efectuados se acreditarán mediante certificados expedidos o visados por el órgano 
competente, cuando el destinatario sea una entidad del sector público; cuando el destinatario 
sea un sujeto privado, mediante un certificado expedido por éste o, a falta de este 
certificado, mediante una declaración del empresario; en su caso, estos certificados serán 
comunicados directamente al órgano de contratación por la autoridad competente. En los 
pliegos se especificará el importe anual que el empresario deberá acreditar como ejecutado 
durante el año de mayor ejecución del periodo citado, en servicios de igual o similar 
naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato, tomando como criterio de 
correspondencia entre los servicios ejecutados por el empresario y los que constituyen el 
objeto del contrato la pertenencia al mismo subgrupo de clasificación, si el contrato estuviera 
encuadrado en alguno de los establecidos en este reglamento, y en caso contrario la 
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igualdad entre los dos primeros dígitos de los respectivos códigos CPV. Los certificados de 
buena ejecución de los servicios incluidos en la relación cuyo destinatario fue una entidad 
del sector público podrán ser comunicados directamente al órgano de contratación por la 
entidad contratante de los servicios.

• Indicación del personal técnico o de las unidades técnicas, integradas o no en la 
empresa, participantes en el contrato, especialmente aquéllos encargados del control de 
calidad. Cuando en los pliegos se incluya este criterio, en ellos se precisarán los títulos o 
acreditaciones académicos o profesionales exigidos al personal técnico del empresario así 
como el número de técnicos y experiencia profesional mínima exigida a dichos técnicos, o 
las características y capacidades mínimas de las unidades técnicas exigidas, según 
corresponda.

• Descripción de las instalaciones técnicas, de las medidas empleadas por el empresario 
para garantizar la calidad y de los medios de estudio e investigación de la empresa. Cuando 
en los pliegos se incluya este criterio, en ellos se precisarán las funcionalidades y se 
cuantificarán las capacidades mínimas exigidas para cada uno de los medios exigidos.

• Cuando se trate de servicios o trabajos complejos o cuando, excepcionalmente, deban 
responder a un fin especial, un control efectuado por el órgano de contratación o, en nombre 
de éste, por un organismo oficial u homologado competente del Estado en que esté 
establecido el empresario, siempre que medie acuerdo de dicho organismo. El control 
versará sobre la capacidad técnica del empresario y, si fuese necesario, sobre los medios de 
estudio y de investigación de que disponga y sobre las medidas de control de la calidad. 
Cuando en los pliegos se incluya este criterio, en ellos se describirá de modo preciso en 
términos funcionales y se cuantificará la capacidad mínima exigida al empresario en 
términos de unidades o medidas apropiadas a la naturaleza de los servicios contratados. Si 
también se incluyeran controles sobre los medios de estudio e investigación o sobre las 
medidas empleadas para controlar la calidad, los pliegos deberán precisar las 
funcionalidades y cuantificar las capacidades mínimas exigidas a unos y a otras.

• Las titulaciones académicas y profesionales del empresario y del personal directivo de 
la empresa y, en particular, del personal responsable de la ejecución del contrato. En los 
pliegos se especificarán los títulos o acreditaciones académicos o profesionales exigidos, y 
los documentos admitidos para su acreditación.

• En los casos adecuados, indicación de las medidas de gestión medioambiental que el 
empresario podrá aplicar al ejecutar el contrato, con indicación expresa de las normas 
técnicas o especificaciones técnicas aplicables a la ejecución y a la verificación objetiva de la 
correcta aplicación de dichas medidas.

• Declaración sobre la plantilla media anual de la empresa y la importancia de su 
personal directivo durante los tres últimos años, acompañada de la documentación 
justificativa correspondiente. En los pliegos se especificarán los valores mínimos exigidos de 
los mismos.

• Declaración indicando la maquinaria, material y equipo técnico del que se dispondrá 
para la ejecución de los trabajos, a la que se adjuntará la documentación acreditativa 
pertinente. En los pliegos se especificarán la maquinaria, material y equipos que como 
mínimo deben estar a disposición del empresario, así como las capacidades funcionales 
mínimas de cada uno de ellos.

• Parte o partes del contrato que el empresario tiene el propósito de subcontratar. En los 
pliegos se especificará el porcentaje máximo de subcontratación admitido, y en su caso, la 
parte o partes del contrato que no puedan ser objeto de subcontratación a un tercero.

Cuando el cumplimiento del contrato exija la ejecución de obras o instalaciones, los 
pliegos podrán recoger adicionalmente uno varios de los criterios de selección relativos a la 
solvencia del empresario aplicables a los contratos de obras, de entre los incluidos en el 
punto 3º de la letra b) del apartado 3.

c) En su caso, tarifas a abonar por los usuarios y procedimiento para su revisión.
d) Precio o contraprestación económica a abonar por la Administración cuando proceda, 

especificando la clase, cuantía, plazos y forma de entrega, si procede.
e) Canon o participación a satisfacer a la Administración por el contratista o beneficio 

mínimo que corresponda a alguna de las partes.
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f) Especificación de las obras e instalaciones que hubiera de realizar el contratista para 
la explotación del servicio público, expresando las que habrán de pasar a la Administración a 
la terminación del contrato, en su caso.

g) Especificación de las obras e instalaciones, bienes y medios auxiliares que la 
Administración aporta al contratista para la gestión del servicio público.

h) En los contratos bajo la modalidad de concesión, requisitos y condiciones que, en su 
caso, deberá cumplir la sociedad que se constituya para la explotación de la concesión.

i) Obligación del contratista de mantener en buen estado las obras, instalaciones, bienes 
y medios auxiliares aportados por la Administración.

5. En los contratos de suministro los pliegos de cláusulas administrativas particulares, 
además de los datos expresados en el apartado 2, contendrán los siguientes:

a) Posibilidad de licitar, en su caso, por la totalidad del objeto del contrato o por los lotes 
que se establezcan.

b) Criterios de selección del contratista.
1.º Criterios de selección relativos a la solvencia económica y financiera del empresario 

que se aplicarán, especificando uno o varios de entre los siguientes:
• Cifra anual de negocios, o bien cifra anual de negocios en el ámbito al que se refiera el 

contrato, en los tres últimos años, con indicación expresa del valor mínimo exigido.
• Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último ejercicio 

económico para el que esté vencida la obligación de aprobación de cuentas anuales, con 
indicación expresa del valor mínimo exigido, o del ratio mínimo exigido, respectivamente.

2.º Criterios de selección relativos a la solvencia técnica del empresario que se aplicarán, 
especificando uno o varios de entre los siguientes:

• Relación de los principales suministros efectuados durante los cinco últimos años que 
sean de igual o similar naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato, atendiendo 
a tal efecto a los dos primeros dígitos de los respectivos códigos CPV, indicando su importe, 
fechas y destinatario público o privado de los mismos. Los suministros efectuados se 
acreditarán mediante certificados expedidos o visados por el órgano competente, cuando el 
destinatario sea una entidad del sector público o cuando el destinatario sea un comprador 
privado, mediante un certificado expedido por éste o, a falta de este certificado, mediante 
una declaración del empresario. En los pliegos se especificará el importe anual que el 
empresario deberá acreditar como ejecutado, en el año de mayor ejecución del periodo 
antes indicado, en suministros de igual o similar naturaleza que los del contrato. Los 
certificados de buena ejecución de los suministros incluidos en la relación cuyo destinatario 
fue una entidad del sector público podrán ser comunicados directamente al órgano de 
contratación por la entidad contratante del suministro.

• Indicación del personal técnico o unidades técnicas, integradas o no en la empresa, de 
los que se disponga para la ejecución del contrato, especialmente los encargados del control 
de calidad. Cuando en los pliegos se incluya este criterio, en ellos se precisarán los títulos o 
acreditaciones académicos o profesionales exigidos al personal técnico del empresario así 
como el número de técnicos y experiencia profesional mínima exigida a dichos técnicos, o 
las características y capacidades mínimas de las unidades técnicas exigidas, según 
corresponda.

• Descripción de las instalaciones técnicas, de las medidas empleadas para garantizar la 
calidad y de los medios de estudio e investigación de la empresa. Cuando en los pliegos se 
incluya este criterio, en ellos se precisarán las funcionalidades y se cuantificarán las 
capacidades mínimas exigidas para cada uno de los medios exigidos por el criterio.

• Control efectuado por la entidad del sector público contratante o, en su nombre, por un 
organismo oficial competente del Estado en el cual el empresario está establecido, siempre 
que medie acuerdo de dicho organismo, cuando los productos a suministrar sean complejos 
o cuando, excepcionalmente, deban responder a un fin particular. Este control versará sobre 
la capacidad de producción del empresario y, si fuera necesario, sobre los medios de estudio 
e investigación con que cuenta, así como sobre las medidas empleadas para controlar la 
calidad. Cuando en los pliegos se incluya este criterio, en ellos se precisará la capacidad 
mínima de producción exigida al empresario en términos de unidades físicas producidas por 
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unidad de tiempo en condiciones normales de producción. Si también se incluyeran controles 
sobre los medios de estudio e investigación o sobre las medidas empleadas para controlar la 
calidad los pliegos deberán precisar las funcionalidades y cuantificar las capacidades 
mínimas exigidas a unos y a otras.

• Certificados expedidos por los institutos o servicios oficiales encargados del control de 
calidad, de competencia reconocida, que acrediten la conformidad de productos 
perfectamente detallada mediante referencias a determinadas especificaciones o normas. 
Cuando en los pliegos se incluya este criterio, en ellos se precisarán las normas técnicas o 
especificaciones técnicas oficiales respecto de las que deberá ser acreditada la conformidad 
por los certificados exigidos.

• Aportación de muestras, descripciones y fotografías de los productos a suministrar, 
cuya autenticidad pueda certificarse a petición de la entidad contratante.

c) En los contratos comprendidos en el artículo 172.1, párrafo a), de la Ley, límite 
máximo del gasto que para la Administración pueda suponer el contrato y expresión del 
modo de ejercer la vigilancia y examen que incumbe al órgano de contratación, respecto a la 
fase de elaboración. Esta última prevención también se establecerá en los supuestos del 
párrafo c) del propio artículo 172.1.

d) Condiciones de pago del precio y, en su caso, determinación de la garantía en los 
pagos que se formalicen con anterioridad a la recepción total de los bienes contratados.

e) Posibilidad de pago del precio por parte de la Administración mediante la entrega de 
bienes de la misma naturaleza que los que se adquieren.

f) Lugar de entrega de los bienes que se adquieren.
g) Comprobaciones al tiempo de la recepción de las calidades de los bienes que, en su 

caso, se reserva la Administración.
6. (Suprimido)
7. En los contratos de servicios los pliegos de cláusulas administrativas particulares, 

además de los datos expresados en el apartado 2, contendrán los siguientes:
a) Posibilidad de licitar, en su caso, por la totalidad del objeto del contrato o por los lotes 

que se establezcan.
b) Criterios de selección del contratista.
1.º Grupo o subgrupo de clasificación y categoría de clasificación del contrato. Disponer 

de clasificación en el subgrupo correspondiente al contrato, con categoría igual o superior a 
la correspondiente a su importe anual medio, constituirá acreditación bastante de la 
solvencia económica, financiera y técnica del empresario.

2.º Criterios de selección relativos a la solvencia económica y financiera del empresario 
que se aplicarán, especificando uno o varios de entre los siguientes:

• Cifra anual de negocios, o bien cifra anual de negocios en el ámbito al que se refiera el 
contrato, en los tres últimos años, con indicación expresa del valor mínimo exigido.

• En los casos en que resulte apropiado, justificante de la existencia de un seguro de 
indemnización por riesgos profesionales, con indicación expresa de los riesgos cubiertos, de 
su plazo mínimo de vigencia o fecha de vencimiento y del valor mínimo exigido.

• Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último ejercicio 
económico para el que esté vencida la obligación de aprobación de cuentas anuales, con 
indicación expresa del valor mínimo exigido o del ratio mínimo exigido, respectivamente.

3.º Criterios de selección relativos a la solvencia técnica o profesional del empresario que 
se aplicarán, especificando uno o varios de entre los siguientes:

• Una relación de los principales servicios realizados en los últimos cinco años que 
incluya importe, fechas y el destinatario, público o privado, de los mismos. Los servicios o 
trabajos efectuados se acreditarán mediante certificados expedidos o visados por el órgano 
competente, cuando el destinatario sea una entidad del sector público; cuando el destinatario 
sea un sujeto privado, mediante un certificado expedido por éste o, a falta de este 
certificado, mediante una declaración del empresario; en su caso, estos certificados serán 
comunicados directamente al órgano de contratación por la autoridad competente. En los 
pliegos se especificará el importe anual que el empresario deberá acreditar como ejecutado 
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durante el año de mayor ejecución del periodo citado, en servicios de igual o similar 
naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato, tomando como criterio de 
correspondencia entre los servicios ejecutados por el empresario y los que constituyen el 
objeto del contrato la pertenencia al mismo subgrupo de clasificación, si el contrato estuviera 
encuadrado en alguno de los establecidos en este reglamento, y en caso contrario la 
igualdad entre los dos primeros dígitos de los respectivos códigos CPV. Los certificados de 
buena ejecución de los servicios incluidos en la relación cuyo destinatario fue una entidad 
del sector público podrán ser comunicados directamente al órgano de contratación por la 
entidad contratante de los servicios.

• Indicación del personal técnico o de las unidades técnicas, integradas o no en la 
empresa, participantes en el contrato, especialmente aquéllos encargados del control de 
calidad. Cuando en los pliegos se incluya este criterio, en ellos se precisarán los títulos o 
acreditaciones académicos o profesionales exigidos al personal técnico del empresario así 
como el número de técnicos y experiencia profesional mínima exigida a dichos técnicos, o 
las características y capacidades mínimas de las unidades técnicas exigidas, según 
corresponda.

• Descripción de las instalaciones técnicas, de las medidas empleadas por el empresario 
para garantizar la calidad y de los medios de estudio e investigación de la empresa. Cuando 
en los pliegos se incluya este criterio, en ellos se precisarán las funcionalidades y se 
cuantificarán las capacidades mínimas exigidas para cada uno de los medios exigidos.

• Cuando se trate de servicios o trabajos complejos o cuando, excepcionalmente, deban 
responder a un fin especial, un control efectuado por el órgano de contratación o, en nombre 
de éste, por un organismo oficial u homologado competente del Estado en que esté 
establecido el empresario, siempre que medie acuerdo de dicho organismo. El control 
versará sobre la capacidad técnica del empresario y, si fuese necesario, sobre los medios de 
estudio y de investigación de que disponga y sobre las medidas de control de la calidad. 
Cuando en los pliegos se incluya este criterio, en ellos se describirá de modo preciso en 
términos funcionales y se cuantificará la capacidad mínima exigida al empresario en 
términos de unidades o medidas apropiadas a la naturaleza de los servicios contratados. Si 
también se incluyeran controles sobre los medios de estudio e investigación o sobre las 
medidas empleadas para controlar la calidad, los pliegos deberán precisar las 
funcionalidades y cuantificar las capacidades mínimas exigidas a unos y a otras.

• Las titulaciones académicas y profesionales del empresario y del personal directivo de 
la empresa y, en particular, del personal responsable de la ejecución del contrato. En los 
pliegos se especificarán los títulos o acreditaciones académicos o profesionales exigidos, y 
los documentos admitidos para su acreditación.

• En los casos adecuados, indicación de las medidas de gestión medioambiental que el 
empresario podrá aplicar al ejecutar el contrato, con indicación expresa de las normas 
técnicas o especificaciones técnicas aplicables a la ejecución y a la verificación objetiva de la 
correcta aplicación de dichas medidas.

• Declaración sobre la plantilla media anual de la empresa y la importancia de su 
personal directivo durante los tres últimos años, acompañada de la documentación 
justificativa correspondiente. En los pliegos se especificarán los valores mínimos exigidos de 
los mismos.

• Declaración indicando la maquinaria, material y equipo técnico del que se dispondrá 
para la ejecución de los trabajos, a la que se adjuntará la documentación acreditativa 
pertinente. En los pliegos se especificarán la maquinaria, material y equipos que como 
mínimo deben estar a disposición del empresario, así como las capacidades funcionales 
mínimas de cada uno de ellos.

• Parte o partes del contrato que el empresario tiene el propósito de subcontratar. En los 
pliegos se especificará el porcentaje máximo de subcontratación admitido, y en su caso, la 
parte o partes del contrato que no puedan ser objeto de subcontratación a un tercero.

c) Sistema de determinación del precio del contrato.
d) En su caso, en los contratos complementarios, expresión del plazo de ejecución 

vinculado a otro contrato de carácter principal.
e) Lugar de entrega, en su caso, del servicio objeto del contrato.
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f) Comprobaciones al tiempo de recepción de la calidad del objeto del contrato que se 
recibe que, en su caso, se reserva la Administración.

g) En su caso, excepción de la obligación del contratista de presentar un programa de 
trabajo para la ejecución del contrato.

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Composición de los órganos que integran la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa.

1. El Pleno de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa estará compuesto por 
los siguientes miembros:

a) El Presidente, que será el Subsecretario de Hacienda.
b) El Vicepresidente primero que será el Director general del Patrimonio del Estado y el 

Vicepresidente segundo, que será un Director general del Ministerio de Administraciones 
Públicas designado por el Ministro.

c) Tres vocales designados por el Presidente del modo que a continuación se expresa:
1.º Un representante de la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico 

del Estado, a propuesta de ésta.
2.º Un representante de la Intervención General de la Administración del Estado, a 

propuesta de ésta.
3.º Un representante de la Dirección General del Patrimonio del Estado, a propuesta de 

ésta.
d) Dos vocales en representación de cada uno de los Departamentos ministeriales, a 

excepción del Ministerio de Hacienda, entre los que tengan rango de Subdirector general.
e) Cuatro vocales designados por el Ministro de Hacienda, a propuesta de las 

organizaciones empresariales representativas de los sectores afectados por la contratación 
administrativa.

f) El Secretario de la Junta Consultiva, que pertenecerá al Cuerpo de Abogados del 
Estado y será nombrado por el Ministro de Hacienda.

2. La Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa estará 
formada por los siguientes miembros:

a) El Presidente que será el Director general del Patrimonio del Estado, en su calidad de 
Vicepresidente primero del Pleno de la Junta.

b) El Vicepresidente que será el Vicepresidente segundo del Pleno de la Junta.
c) Los tres vocales que forman parte del Pleno designados por el Presidente del Pleno 

en representación de la Intervención General de la Administración del Estado, de la 
Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado y de la Dirección 
General del Patrimonio del Estado.

d) Un vocal, de los que formen parte del Pleno, en representación, respectivamente, de 
cada uno de los Ministerios de Justicia, Defensa, Fomento, Educación, Cultura y Deporte, 
Trabajo y Asuntos Sociales, Agricultura, Pesca y Alimentación, Presidencia, 
Administraciones Públicas, Sanidad y Consumo, Medio Ambiente, Economía y Ciencia y 
Tecnología, designados por el Presidente del Pleno a propuesta de los distintos Ministerios.

e) Dos vocales de los representantes de las organizaciones empresariales designados 
por el Presidente de la Comisión entre los que formen parte del Pleno.

f) El Secretario de la Junta.
3. Las Secciones estarán formadas en la siguiente forma:
a) El Presidente de la Comisión Permanente.
b) Los tres vocales a que se refiere el apartado 1, párrafo c).
c) Los dos vocales representantes del Departamento del que proceda o al que afecte el 

asunto o expediente de que se trate.
d) Los dos vocales representantes de las organizaciones empresariales en la Comisión 

Permanente.
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4. La Comisión de Clasificación de Contratistas de Obras estará compuesta del siguiente 
modo:

a) El Presidente que será el Director general del Patrimonio del Estado, en su calidad de 
Vicepresidente primero del Pleno de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

b) Un vocal por cada uno de los Ministerios de Defensa, Interior, Fomento, Educación, 
Cultura y Deporte, Trabajo y Asuntos Sociales, Agricultura, Pesca y Alimentación, Sanidad y 
Consumo y Medio Ambiente, que serán designados por cada Ministerio entre funcionarios 
que tengan especial preparación y competencia en materia de contratación administrativa.

c) Dos vocales designados por el Ministerio de Hacienda entre aquéllos que, por la 
misma designación, forman parte del Pleno de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa.

d) Dos vocales en representación de las organizaciones empresariales más 
representativas de los sectores afectados por la contratación administrativa de obras, 
designados por el Presidente de la Comisión.

e) El vocal Secretario que será el de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
5. La Comisión de Clasificación de Empresas de Servicios estará compuesta del 

siguiente modo:
a) El Presidente que será el Director general del Patrimonio del Estado, en su calidad de 

Vicepresidente primero de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
b) Un vocal por cada uno de los Ministerios de Defensa, Fomento, Educación, Cultura y 

Deporte, Trabajo y Asuntos Sociales, Agricultura, Pesca y Alimentación, Sanidad y Consumo 
y Medio Ambiente, que serán designados por cada Ministerio entre funcionarios que tengan 
especial preparación y competencia en materia de contratación administrativa

c) Dos vocales designados por el Ministerio de Hacienda entre aquéllos que, por la 
misma designación, formen parte del Pleno de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa.

d) Cuatro vocales en representación de las organizaciones empresariales más 
representativas de los sectores afectados por la contratación administrativa, designados por 
el Presidente de la Comisión.

e) El vocal Secretario que será el de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
6. El Comité Superior de Precios de Contratos del Estado, estará presidido por el 

Presidente de la Junta o, en su defecto, por el Vicepresidente y formarán parte del mismo, 
como vocales, un representante de los Ministerios de Defensa, Fomento, Educación, Cultura 
y Deporte, Trabajo y Asuntos Sociales, Agricultura, Pesca y Alimentación, Presidencia, 
Sanidad y Consumo, Medio Ambiente, Economía y Ciencia y Tecnología, designados por los 
respectivos Ministros; dos representantes del Ministerio de Hacienda designados por el 
Presidente de la Junta; un representante del Instituto Nacional de Estadística designado por 
el Director del referido Instituto; dos representantes de las organizaciones empresariales del 
sector de la construcción designados por el Presidente de la Junta a propuesta de las 
asociaciones empresariales de mayor representación en dicho sector, y el Secretario que lo 
será el de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

7. El número de vocales y la designación de Ministerios representados en la Comisión 
Permanente, Comisiones de Clasificación y en el Comité Superior de Precios podrán ser 
modificados por Orden del Ministro de Hacienda, particularmente con el fin de adecuarlos a 
las modificaciones estructurales de los distintos Departamentos ministeriales.

8. A los vocales se les designará un suplente, designado del mismo modo que el titular, 
para que pueda suplirles en casos de ausencia, vacante, enfermedad, abstención y 
recusación.

9. La Comisión Permanente, las Comisiones de Clasificación y el Comité Superior de 
Precios se ajustarán, en cuanto a su funcionamiento, a los preceptos que para los órganos 
colegiados establece la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.
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Asistirán a sus reuniones, con voz pero sin voto, los asesores técnicos que designe el 
Secretario.

[ . . . ]
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§ 14

Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el 
que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas 
directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública 
en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos 
de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 31, de 5 de febrero de 2020
Última modificación: 27 de abril de 2024

Referencia: BOE-A-2020-1651

I
La transposición en plazo de directivas de la Unión Europea constituye en la actualidad 

uno de los objetivos prioritarios establecidos por el Consejo Europeo. La Comisión Europea 
presenta informes periódicos al Consejo de Competitividad a los que se les da un alto valor 
político en cuanto que sirven para medir la eficacia y la credibilidad de los Estados miembros 
en la puesta en práctica del mercado interior.

El cumplimiento de este objetivo resulta hoy, si cabe, aún más relevante, habida cuenta 
del escenario diseñado por el Tratado de Lisboa por el que se modifican el Tratado de la 
Unión Europea y el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, para los incumplimientos 
en el plazo de transposición de directivas, en los que la Comisión puede pedir al Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea la imposición de importantes sanciones económicas de manera 
acelerada según el artículo 260.3 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

España viene cumpliendo consistentemente con los criterios de transposición en los 
plazos comprometidos. Sin embargo, en estos momentos se da un significativo retraso en la 
transposición de determinadas normas.

Es por ello que, en primer lugar, este real decreto-ley tiene por objeto la transposición 
parcial a la Directiva 2014/25/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero 
de 2014, relativa a la contratación por entidades que operan en los sectores del agua, la 
energía, los transportes y los servicios postales, y dar transposición también parcial a la 
Directiva 2014/23/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, 
relativa a la adjudicación de contratos de concesión.

El plazo de transposición de estas Directivas expiró el 18 de abril de 2016, sin que la 
transposición de las Directivas 2014/25/UE y 2014/23/UE se hubiera completado, a pesar de 
que determinadas materias reguladas en las Directivas 2014/25/UE y 2014/23/UE se habían 
transpuesto ya a través de determinadas modificaciones puntuales del entonces vigente 
texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público de 14 de noviembre de 2011 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre; y, posteriormente, por 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen 
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al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. En ese momento el Anteproyecto de 
Ley de contratos del sector público y el Anteproyecto de Ley sobre procedimientos de 
contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales 
contaban con toda la fase de tramitación administrativa realizada y estaban preparados para 
ser remitidos a las Cortes Generales para su aprobación definitiva, sin embargo, al 
encontrarse el Gobierno en funciones desde el 21 de diciembre de 2015 sendos proyectos 
de ley no podían ser presentados a las Cortes Generales.

Posteriormente, una vez formado el nuevo Gobierno, el 25 de noviembre de 2016 los dos 
Anteproyectos de Ley mencionados anteriormente fueron elevados por el mismo a las Cortes 
Generales para su tramitación parlamentaria y aprobación definitiva por el procedimiento de 
urgencia. A pesar de ello la Comisión Europea dirigió al Reino de España dictamen motivado 
el 9 de diciembre de 2016.

El proyecto de Ley de Contratos del Sector Público fue aprobado por las Cortes 
Generales y publicado en el BOE de 9 de noviembre de 2017 como Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014; sin embargo, el Proyecto de Ley de procedimientos 
de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, 
pese a haber sido objeto de tramitación en paralelo con esta Ley, no fue aprobado.

El 7 de diciembre de 2017 la Comisión Europea interpuso contra el Reino de España dos 
recursos ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea para que declare que España ha 
incumplido las obligaciones que le incumben en virtud de:

El artículo 106.1 de la Directiva 2014/25/UE y le condene al pago de una multa coercitiva 
diaria de 123.928,64 euros, con efecto a partir de la fecha de pronunciamiento de la 
sentencia, de conformidad con el artículo 206.3 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea y en virtud del artículo 51.1 de la Directiva 2014/23/UE, con efecto a partir de la 
fecha de pronunciamiento de la sentencia, y le condene al pago de una multa coercitiva 
diaria de 61.964,32 euros, de conformidad con el artículo 206.3 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea.

En el momento actual los dos procedimientos ante el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea están llegando a su fin, por lo que es de esperar que sendas sentencias 
previsiblemente condenatorias sean dictadas en próximas fechas. Ante la inminencia de 
sendos pronunciamientos la Ponencia designada en el Congreso de los Diputados para 
redactar el Informe sobre el proyecto de Ley sobre procedimientos de contratación en los 
sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales por la que se transpone 
al ordenamiento jurídico español la Directiva 2014/25/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de febrero de 2014, elevó a la Comisión de Hacienda, con competencia 
legislativa plena, su Informe, de conformidad con el cual se aprobaba un nuevo texto para el 
Proyecto de Ley (BOCCGG de 28 de enero de 2019).

La disolución de las Cámaras parlamentarias en marzo de 2019, consecuencia de la 
convocatoria de elecciones generales anticipadas, hizo imposible culminar la tramitación 
parlamentaria de esta Ley, imposibilitando el cumplimiento de la obligación que incumbe al 
Reino de España de aprobar las disposiciones necesarias para completar la transposición de 
las Directivas 2014/25/UE y 2014/23/UE antes de que la XII Legislatura llegara a su fin el 
pasado día 21 de mayo de 2019. La escasa duración de la XIII Legislatura, que concluyó el 
día 24 de septiembre de 2019 nuevamente impidió la aprobación de esta Ley. El inicio de la 
actual XIV legislatura el pasado día 3 de diciembre de 2019 y la formación de Gobierno en 
plenas funciones desde el mes de enero de 2020 posibilitan que se retome la aprobación 
urgente de un texto legal que complete la transposición de las Directivas antes citadas.

Adicionalmente, este real decreto-ley también da cumplimiento al artículo 6.1 de la 
Decisión del Consejo de fecha 2 de agosto de 2016 por la que se formula una advertencia a 
España para que adopte medidas dirigidas a la reducción del déficit que se considera 
necesaria para poner remedio a la situación de déficit excesivo de fecha 2 de agosto de 
2016.
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Ante la gravedad de las consecuencias de seguir acumulando retraso en la completa 
incorporación al ordenamiento jurídico español de las citadas Directivas, y en cumplimiento 
de la Decisión del Consejo de 2016, resulta imprescindible acudir a la aprobación de un real 
decreto-ley para proceder a su transposición urgente, lo que previsiblemente determinará 
que los recursos por incumplimiento interpuestos por la Comisión Europea ante el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea decaigan por pérdida de su objeto y, en cualquier caso, 
debería evitar la imposición de sanciones económicas a España, al haber solicitado la 
Comisión Europea la imposición de multas coercitivas diarias.

Por todo lo expresado anteriormente, concurren de esta forma las circunstancias de 
«extraordinaria y urgente necesidad», que constituyen el presupuesto habilitante exigido al 
Gobierno por el artículo 86.1 de la Constitución Española para dictar decretos leyes. Así, de 
acuerdo con la doctrina constitucional, la concurrencia de la extraordinaria y urgente 
necesidad requiere tomar en consideración dos elementos:

En primer lugar, los motivos de extraordinaria y urgente necesidad que han sido tenidos 
en cuenta por el Gobierno en su aprobación, son los que han sido explicitados previamente 
de una forma razonada. La situación descrita sin lugar a dudas demanda una acción 
normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el 
procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las Leyes (SSTC 6/1983, de 
4 de febrero, FJ 5; 11/2002, de 17 de enero, FJ 4; y 137/2003, de 3 de julio, FJ 3), para evitar 
de este modo que el Reino de España sea sancionado pecuniariamente por el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea.

En segundo lugar, debe justificarse la existencia de una necesaria conexión entre la 
situación de urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a la misma, el 
real decreto-ley de transposición. En este sentido, debe señalarse que, aunque el contenido 
del real decreto-ley se ha elaborado a partir del texto aprobado por la Ponencia de la 
Comisión de Hacienda del Congreso, se han excluido del mismo aquellas disposiciones que 
no encontraban justificación directa en la transposición de las Directivas europeas.

De este modo, en el momento que entre en vigor, y al haber cumplido el Reino de 
España con su obligación de adoptar las disposiciones legales necesarias para dar 
cumplimiento a las Directivas 2014/25/UE y 2014/23/UE, tal y como se ha indicado 
anteriormente, resulta previsible que los recursos ante el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europa bien decaigan por pérdida de su objeto o bien den lugar a pronunciamientos sin 
consecuencias económicas para el Reino de España, al haber solicitado Comisión Europea 
la imposición de multas coercitivas diarias. En este sentido, el real decreto-ley viene a 
completar la transposición parcial que la Ley 9/2017 realizó de las Directivas 2014/25/UE y 
2014/23/UE. Más concretamente, la Directiva 2014/25/UE fue parcialmente transpuesta por 
la Ley 9/2017 en lo que respecta a la contratación por parte de las Administraciones Públicas 
en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales; por lo que el 
presente real decreto-ley viene a completar la transposición de esta Directiva en lo que se 
refiere a la contratación en los citados sectores por parte de las entidades del sector público 
que no son Administración Pública y por las empresas privadas con derechos especiales o 
exclusivos. Por otra parte, la Directiva 2014/23/UE también fue parcialmente transpuesta por 
la Ley 9/2017 en lo que se refiere a los contratos de concesión de obras y de concesión de 
servicios en el ámbito general; por lo que este real decreto también viene a completar la 
transposición de la Directiva 2014/23/UE en lo que se refiere a los contratos de concesión de 
obras y de concesión de servicios relativos a las actividades que están sujetas al presente 
real decreto-ley (agua, energía, transportes y servicios postales).

En cualquier caso, conforme a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional no es 
necesario tener la certeza de que se evitará la condena. El antecedente más relevante es la 
STC 1/2012, de 13 de enero, relativa a la transposición tardía de las Directivas 85/337/CEE y 
977/337/CEE mediante el Real Decreto-Ley 9/2000, de 6 de octubre. En aquella ocasión la 
Comisión Europea solo retiró una de las dos demandas de incumplimiento presentadas y 
pendientes de resolución por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea; y a pesar de ello el 
Tribunal Constitucional consideró que «el éxito, aunque parcial, que obtuvo la acción 
gubernamental de transposición tardía de las mencionadas directivas mediante el 
controvertido Real Decreto ley pone de manifiesto que la finalidad pretendida sí era 
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razonable y que, en circunstancias como las del presente caso, la utilización del decreto ley 
sí puede contribuir a que la Comisión tome cuanto antes la decisión de archivar un 
procedimiento ya abierto y, por ende, puede contribuir a evitar que el TJUE dicte una 
sentencia que declare un incumplimiento por parte del Reino de España».

Por todo ello, concurren, por su naturaleza y finalidad, las circunstancias de 
extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución Española 
como presupuesto habilitante para recurrir a este tipo de norma para trasponer la directiva 
en materia de contratación.

En este ámbito, con este real decreto-ley se completa la transposición del paquete de 
Directivas comunitarias que en materia de contratación pública aprobó la Unión Europea en 
2014, esto es, además de las ya citadas Directivas 2014/25/UE y 2014/23/UE, la Directiva 
2014/24/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre 
contratación pública.

Estas tres Directivas son parte de un nuevo panorama legislativo marcado por la 
denominada «Estrategia Europa 2020», dentro de la cual, la contratación pública desempeña 
un papel clave, puesto que se configura como uno de los instrumentos basados en el 
mercado interior que deben ser utilizados para conseguir un crecimiento inteligente, 
sostenible e integrador, garantizando al mismo tiempo un uso con mayor racionalidad 
económica de los fondos públicos.

Estas Directivas constituyen la culminación de un proceso iniciado en el seno de la Unión 
Europea en el año 2010, que después de diversas propuestas y negociaciones primero en la 
Comisión Europea, luego en el Consejo de la Unión Europea y finalmente, entre el 
Parlamento y el Consejo, fue finalmente aprobado por estos dos últimos el 15 de enero de 
2014 y el 11 de febrero de 2014, respectivamente; siendo publicadas estas normas en el 
«Diario Oficial de la Unión Europea» el 28 de marzo de 2014.

Con esta normativa, la Unión Europea ha dado por concluido un proceso de revisión y 
modernización de las vigentes normas sobre contratación pública, que permitirá incrementar 
la eficiencia del gasto público y facilitar, en particular, la participación de las pequeñas y 
medianas empresas, PYMES, en la contratación pública, así como favorecer que los 
poderes públicos empleen la contratación en apoyo de objetivos sociales, laborales y 
medioambientales comunes. Asimismo, se hacía preciso aclarar determinadas nociones y 
conceptos básicos para garantizar la seguridad jurídica, así como incorporar la 
Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea relativa a la contratación pública, 
lo que también ha sido un logro de estas Directivas.

Como se viene indicando en esta exposición de motivos el presente real decreto-ley 
transpone al ordenamiento jurídico nacional la Directiva 2014/25/UE en lo relativo a la 
contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales por 
parte de los poderes adjudicadores que no tengan la consideración de Administración 
Pública, las empresas públicas, así como por otras entidades distintas de las anteriores que 
tengan derechos especiales o exclusivos. Las disposiciones de esta Directiva que afectan a 
la contratación en estos sectores especiales por parte de las Administraciones Públicas han 
sido objeto de incorporación a nuestro ordenamiento jurídico por la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero. Asimismo, 
el presente real decreto-ley da transposición a la Directiva 2014/23/UE en lo atinente a la 
licitación de contratos de concesión de obras y de concesión de servicios en los sectores de 
la energía, los transportes y los servicios postales, por parte de los poderes adjudicadores 
que no merezcan la consideración de Administración Pública, las empresas públicas, así 
como entidades distintas de las anteriores que tengan derechos especiales o exclusivos.

II
Tal y como se manifestaba en las anteriores Leyes, esto es, en la Ley 48/1998, de 30 de 

diciembre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los 
transportes y las telecomunicaciones y, su sucesora, la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre 
procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los 
servicios postales, el Derecho de la Unión Europea ha previsto para la contratación en el 
ámbito de los sectores del agua, energía, los transportes y los servicios postales, un régimen 
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normativo distinto al aplicable a los demás contratos públicos, cuyas directivas reguladoras 
fueron objeto de transposición por las Leyes de Contratos del Sector Público. Este régimen 
singular en lo que concierne a determinados aspectos de la ordenación de su actividad 
contractual, entre ellos la selección del contratista, es menos estricto y rígido que el 
establecido en la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre 
contratación pública, asegurando en todo caso los principios del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea y, en particular, la libre circulación de mercancías, la libertad de 
establecimiento y la libre prestación de servicios, así como los principios que se derivan de 
estos, como los de igualdad de trato, no discriminación, proporcionalidad, transparencia, 
publicidad y libre competencia.

La Comisión Europea manifestó en su «Informe de evaluación: Impacto y eficacia de la 
legislación de la Unión Europea sobre contratación pública», de 27 de junio de 2011, que le 
parecía adecuado mantener normas en materia de contratación por las entidades que 
operan en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, puesto 
que las autoridades nacionales seguían pudiendo influir en el comportamiento de estas 
entidades, en particular mediante la participación en su capital y la representación en sus 
órganos de administración, gestión o supervisión. Otra razón para seguir regulando la 
contratación en esos sectores era el carácter cerrado de los mercados en que operan las 
entidades en dichos sectores, debido a la concesión por los Estados Miembros de la Unión 
Europea de derechos especiales o exclusivos para el suministro, la puesta a disposición o la 
explotación de redes para la prestación del servicio de que se trate. La regulación de la 
contratación en estos sectores persigue garantizar su apertura a la competencia.

El sistema legal de contratación pública que se establece en el presente real decreto-ley 
y que, en comparación con su antecesora la Ley 31/2007, de 30 de octubre, es 
inequívocamente más ambicioso y extenso, en gran medida por imperativo de las Directivas 
comunitarias que transpone, completa lo dispuesto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, a la 
cual se hacen diversas remisiones a lo largo del articulado, persigue aclarar las normas 
vigentes en aras de una mayor seguridad jurídica, y trata de conseguir que se utilice la 
contratación pública como instrumento para implementar las políticas tanto europeas como 
nacionales en materia social, medioambiental, de innovación y desarrollo y promoción de las 
PYMES y todo ello, garantizando la eficiencia en el gasto público y respetando los principios 
de igualdad de trato, no discriminación, transparencia, proporcionalidad, libre competencia, 
integridad o los principios de garantía de la unidad de mercado.

Por otro lado, en estos momentos se da un significativo retraso en la transposición de las 
siguientes normas, la Directiva (UE) 2016/97 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 
de enero de 2016, sobre la distribución de seguros; la Directiva (UE) 2016/2341 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 2016, relativa a las actividades y 
la supervisión de los fondos de pensiones de empleo, y la Directiva (UE) 2017/828 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo de 2017, por la que se modifica la 
Directiva 2007/36/CE en lo que respecta al fomento de la implicación a largo plazo de los 
accionistas. En relación a esta última se ha considerado conveniente su transposición parcial 
mediante este real decreto-ley en las materias que afectan directamente al sector 
asegurador.

Todas ellas son normas con un elevado componente de protección de los derechos de 
los clientes de servicios financieros tanto en su vertiente de tomador, asegurado, 
beneficiario, y partícipe de planes y fondos de pensiones, en lo que respecta a la Directiva 
(UE) 2016/97 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de enero de 2016, y la Directiva 
(UE) 2016/2341 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 2016, como 
desde la perspectiva de inversor, con las mejoras del sistema de información que 
proporciona la Directiva (UE) 2017/828 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
mayo de 2017.

Se requiere una norma con rango de ley para su transposición y por tanto incorporación 
al ordenamiento jurídico interno.

El instrumento finalmente elegido para ello es el real decreto-ley por cuanto existe un 
riesgo de multa con base en lo establecido en el artículo 260.3 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, al tiempo que la falta de transposición de las directivas 
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citadas afecta a la adecuada protección de los derechos de los tomadores, asegurados, 
beneficiarios y partícipes de planes de pensiones.

La justificación de su utilización se encuentra en la Sentencia 23/1993, de 21 de enero, 
del Tribunal Constitucional, que señala que el real decreto-ley es un instrumento 
constitucionalmente lícito para afrontar coyunturas económicas problemáticas, y en su 
Sentencia 1/2012, de 13 de enero, avala la concurrencia del presupuesto habilitante de la 
extraordinaria y urgente necesidad del artículo 86.1 de la Constitución cuando concurran «el 
patente retraso en la transposición» y la existencia de «procedimientos de incumplimiento 
contra el Reino de España».

Por otro lado, este real decreto-ley contiene modificaciones en la normativa reguladora 
del Impuesto sobre el Valor Añadido y de los Impuestos Especiales, con la finalidad de 
proceder a la incorporación del Derecho de la Unión Europea al ordenamiento interno, en 
concreto, de la Directiva (UE) 2018/1910, del Consejo, de 4 de diciembre de 2018, por la que 
se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo que se refiere a la armonización y la simplificación 
de determinadas normas del régimen del impuesto sobre el valor añadido en la imposición 
de los intercambios entre los Estados miembros, y la Directiva (UE) 2019/475 del Consejo, 
de 18 de febrero de 2019, por la que se modifican las Directivas 2006/112/CE y 2008/118/CE 
en lo que respecta a la inclusión del municipio italiano de Campione d’Italia y las aguas 
italianas del Lago de Lugano en el territorio aduanero de la Unión y en el ámbito de 
aplicación territorial de la Directiva 2008/118/CE.

El 7 de diciembre de 2018 fueron publicados en el «Diario Oficial de la Unión Europea» 
la citada Directiva (UE) 2018/1910, que introduce ciertas mejoras en la normativa 
comunitaria del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA en adelante) aplicables durante el 
régimen transitorio de tributación de las operaciones intracomunitarias de bienes, y el 
Reglamento de Ejecución (UE) 2018/1912 del Consejo, de 4 de diciembre de 2018, por el 
que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) 282/2011 en lo que respecta a 
determinadas exenciones relacionadas con operaciones intracomunitarias.

La Comisión Europea ya ha presentado una propuesta destinada a establecer los 
elementos de un régimen definitivo del IVA en el comercio intracomunitario de bienes entre 
empresarios y profesionales, propuesta que pretende superar el régimen transitorio de 
tributación en destino, que hizo necesaria la creación de un nuevo hecho imponible 
adquisiciones intracomunitarias de bienes, para establecer un régimen definitivo de 
tributación basado en el principio de imposición en el Estado miembro de destino como una 
única entrega de bienes.

Dado que previsiblemente se tardarán varios años en acordar el diseño final del régimen 
definitivo, así como su aprobación y entrada en vigor, la citada Directiva (UE) 2018/1910, con 
una finalidad eminentemente práctica, establece, dentro del régimen actual aplicable a estas 
operaciones intracomunitarias de bienes, disposiciones específicas cuyo objetivo es lograr 
un tratamiento armonizado en todos los Estados miembros de determinadas operaciones del 
comercio transfronterizo para conseguir una tributación simplificada y uniforme en todos ellos 
de estas operaciones intracomunitarias, que hasta la fecha estaban siendo interpretadas de 
forma divergente por las distintas Administraciones tributarias.

La referida normativa comunitaria, que, como se ha señalado, establece en el IVA reglas 
comunes de tributación en el ámbito de los intercambios de bienes entre Estados miembros, 
debe ser de aplicación en todos ellos desde el 1 de enero de 2020.

A tal fin se modifica la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, para proceder a la incorporación del Derecho de la Unión Europea al ordenamiento 
interno, estableciéndose en el IVA reglas comunes de tributación en el ámbito de los 
intercambios de bienes entre Estados miembros con una nueva regulación legal de los 
requisitos para la aplicación de la exención en las entregas intracomunitarias de bienes y la 
armonización de determinadas operaciones del ámbito intracomunitario, modificación legal 
que se completa con el establecimiento de nuevas obligaciones reglamentarias en materia 
registral complementarias de la referida regulación.

De esta forma, la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, incorpora a nuestro ordenamiento 
interno las reglas armonizadas de tributación en el IVA de los denominados acuerdos de 
venta de bienes en consigna. Esto es, los acuerdos celebrados entre empresarios o 
profesionales para la venta transfronteriza de mercancías, en las que un empresario 
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(proveedor) envía bienes desde un Estado miembro a otro, dentro de la Unión Europea, para 
que queden almacenados en el Estado miembro de destino a disposición de otro empresario 
o profesional (cliente), que puede adquirirlos en un momento posterior a su llegada.

Actualmente, esta operación da lugar a una transferencia de bienes u operación 
asimilada a una entrega intracomunitaria de bienes en el Estado miembro de partida de los 
bienes, y a una operación asimilada a una adquisición intracomunitaria de bienes en el 
Estado miembro de llegada de los bienes, efectuadas en ambos casos por el proveedor. 
Posteriormente, cuando el cliente adquiere el bien, el proveedor realizará una entrega 
interior en el Estado miembro de llegada en la que será de aplicación la regla de inversión 
del sujeto pasivo correspondiendo tal condición a su cliente. El tratamiento actual de la 
operación exige, además, que el proveedor se encuentre identificado a efectos del IVA en el 
Estado miembro de destino de la mercancía.

Con el objetivo de simplificar estas operaciones y reducir las cargas administrativas de 
los empresarios y profesionales que realizan aquellas, la nueva regulación establece que las 
entregas de bienes efectuadas en el marco de un acuerdo de ventas de bienes en consigna 
darán lugar a una entrega intracomunitaria de bienes exenta en el Estado miembro de 
partida efectuada por el proveedor, y a una adquisición intracomunitaria de bienes en el 
Estado miembro de llegada de los bienes efectuada por el cliente, cumplidos determinados 
requisitos.

Este tratamiento simplificado será de aplicación únicamente cuando los bienes sean 
adquiridos por el cliente dentro del plazo de un año desde la llegada al Estado miembro de 
destino. La fecha de adquisición será la que deberá tenerse en cuenta a efectos del devengo 
de las respectivas operaciones intracomunitarias.

En todo caso, los empresarios o profesionales podrán optar por no acogerse a la 
simplificación incumpliendo las condiciones previstas para su aplicación.

Las modificaciones de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, incorporan también una 
simplificación para las operaciones en cadena. Esto es, cuando unos mismos bienes, que 
van a ser enviados o transportados con destino a otro Estado miembro directamente desde 
el primer proveedor al adquirente final de la cadena, son objeto de entregas sucesivas entre 
diferentes empresarios o profesionales. Así, los bienes serán entregados al menos a un 
primer intermediario que, a su vez, los entregará a otros intermediarios o al cliente final de la 
cadena, existiendo un único transporte intracomunitario.

Para evitar diferentes interpretaciones entre los Estados miembros, impedir la doble 
imposición o la ausencia de imposición, y reforzar la seguridad jurídica de los operadores, 
con carácter general la expedición o el transporte se entenderá vinculada únicamente a la 
entrega de bienes efectuada por el proveedor a favor del intermediario, que constituirá una 
entrega intracomunitaria de bienes exenta del IVA.

No obstante, la expedición o el transporte se entenderá vinculada únicamente a la 
entrega efectuada por el intermediario que expida o transporte los bienes directamente al 
cliente, cuando dicho intermediario haya comunicado a su proveedor un número de 
identificación fiscal a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido (NIF-IVA) suministrado por 
el Reino de España. En este caso, la entrega del proveedor al intermediario constituirá una 
entrega interior sujeta y no exenta del IVA y la entrega efectuada por el intermediario a su 
cliente será una entrega intracomunitaria de bienes exenta del IVA.

Por último, una vez asumido por todos los Estados miembros que la lucha contra el 
fraude en las operaciones intracomunitarias de bienes exige una actuación coordinada y 
diligente que garantice la adecuada asignación de los números de identificación a efectos del 
IVA (NIF-IVA) a los operadores que realicen estas operaciones, efectuada a través del 
Registro de operadores intracomunitarios, así como la actualización y control permanente del 
censo VIES (Sistema de Intercambio de Información sobre el IVA), listado donde constan 
todos los operadores intracomunitarios que hayan obtenido un NIF-IVA, y la vigilancia en el 
cumplimiento con la declaración de operaciones intracomunitarias, se modifican los 
requisitos exigidos para la aplicación de la exención a las entregas intracomunitarias de 
bienes.

A tal efecto, para la aplicación de la exención, junto con la condición de que los bienes 
se transporten a otro Estado miembro, como condición material y no formal, será necesario 
que el adquirente disponga de un número de identificación a efectos del IVA atribuido por un 
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Estado miembro distinto del Reino de España que haya comunicado al empresario o 
profesional que realice la entrega intracomunitaria y que este último haya incluido dichas 
operaciones en la declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias, efectuada a 
través del modelo 349.

Tal y como se ha señalado, la Directiva (UE) 2018/1910, y, en consecuencia, la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, ha pasado a regular los denominados acuerdos de ventas de 
bienes en consigna. Para garantizar la correcta aplicación de las medidas de simplificación 
derivadas de estos acuerdos, la Ley establece la obligación de que los empresarios y 
profesionales que participan en los mismos deban llevar libros registros específicos referidos 
a estas operaciones. La llevanza y constancia de las operaciones en los nuevos registros se 
configura no únicamente como un requisito formal sino como un requisito sustantivo, puesto 
que su cumplimiento será necesario para la aplicación de la simplificación. En este sentido, 
el mencionado Reglamento de Ejecución (UE) 2018/1912 ha modificado el Reglamento de 
Ejecución (UE) 282/2011 para regular de forma armonizada el contenido de estos nuevos 
libros registros.

Por otra parte, la Directiva reguladora del Impuesto ha establecido la obligación de que el 
vendedor que expida o transporte bienes a otro Estado miembro en el marco de un acuerdo 
de ventas de bienes en consigna presente la declaración recapitulativa de operaciones 
intracomunitarias, efectuada a través del modelo 349.

En consecuencia, se modifica el Reglamento del Impuesto, aprobado por el Real Decreto 
1624/1992, de 29 de diciembre, para regular, dentro de los libros registro de determinadas 
operaciones intracomunitarias que deben llevar los sujetos pasivos del Impuesto, los 
movimientos de mercancías y las operaciones derivadas de un acuerdo de ventas de bienes 
en consigna, así como la declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias para 
incluir dentro de los obligados a su presentación a los empresarios o profesionales que 
envíen bienes con destino a otro Estado miembro en el marco de los referidos acuerdos y el 
contenido de la declaración.

Ahora bien, se retrasa hasta el 1 de enero de 2021 la obligación de que el nuevo libro 
registro de determinadas operaciones intracomunitarias, derivado de un acuerdo de ventas 
de bienes en consigna, se lleve a través de la Sede electrónica de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria para los empresarios y profesionales acogidos al suministro 
inmediato de información, para facilitar su cumplimiento y el desarrollo técnico necesario 
para su aplicación.

Por otra parte, la Directiva (UE) 2018/1910, como se ha señalado, establece, como 
requisito sustantivo para la aplicación de la exención de las entregas intracomunitarias de 
bienes, que el empresario o profesional que la realice haya consignado dicha operación en la 
declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias, en el modelo 349. En este 
sentido, para que el cumplimiento de este requisito se aproxime en el tiempo a la fecha de 
operación, y teniendo en cuenta su escaso uso por parte de los sujetos pasivos, se suprime 
la posibilidad de que dicha declaración recapitulativa se presente con carácter anual.

Con parecida finalidad, en el ámbito de la aplicación de las exenciones intracomunitarias, 
el Reglamento de Ejecución (UE) 2018/1912 ha incluido en el referido Reglamento de 
Ejecución (UE) 282/2011 una serie de presunciones en materia de prueba del transporte 
intracomunitario para garantizar un marco legal armonizado y aumentar el control del fraude 
derivado de estas operaciones. Puesto que la aplicación de la exención en las entregas 
intracomunitarias de bienes exige necesariamente que los bienes sean expedidos o 
transportados a otro Estado miembro, el Reglamento de Ejecución de la Directiva 
armonizada, directamente aplicable, establece y especifica las circunstancias en las que 
debe considerarse que los bienes han sido efectivamente expedidos o transportados desde 
un Estado miembro al otro. Este sistema armonizado de presunciones, sin perjuicio de que 
admitan prueba en contrario, tiene por objetivo simplificar la prueba de los requisitos para la 
aplicación de la exención.

Por tanto, se modifica el Reglamento del Impuesto en lo referente a la justificación de la 
expedición o transporte de los bienes al Estado miembro de destino, que podrá realizarse 
por cualquier medio de prueba admitido en derecho y, en particular, aplicando el sistema de 
presunciones incorporado a nuestro ordenamiento jurídico por el Reglamento de Ejecución 
(UE) n.° 282/2011.
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Con independencia de lo anterior, la Directiva (UE) 2019/475 determina que, con efectos 
desde el 1 de enero de 2020, el municipio italiano Campione d’Italia y las aguas italianas del 
Lago de Lugano pasan a formar parte del territorio aduanero de la Unión y del ámbito de 
aplicación de la Directiva 2008/118/CE del Consejo, a efectos de los Impuestos Especiales, 
dejando al mismo tiempo esos territorios fuera del ámbito de aplicación territorial de la 
Directiva 2006/112/CE del Consejo, a efectos del IVA, lo que hace necesario modificar la Ley 
38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y la ya aludida Ley 37/1992, para 
incorporar el nuevo estatuto de estos territorios a efectos de los Impuestos Especiales y del 
IVA, respectivamente, que es de aplicación desde el 1 de enero de 2020.

En este sentido, este real decreto-ley respeta los límites materiales constitucionalmente 
establecidos para el uso de tal instrumento normativo, pues no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al 
derecho electoral general.

A este respecto procede recordar que el Tribunal Constitucional precisó que «cuando el 
artículo 86.1 CE excluye del ámbito del decreto-ley a los deberes consagrados en el título I 
de la Constitución, únicamente está impidiendo aquellas intervenciones o innovaciones 
normativas que afecten, no de cualquier manera, sino de forma relevante o sustancial, al 
deber constitucional de «todos» de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos». De 
esta forma, el criterio decisivo es su impacto sobre el reparto de la carga tributaria entre los 
contribuyentes considerados en su conjunto (STC 182/1997, FJ 7, entre otras).

El requisito habilitante de extraordinaria y urgente necesidad que se establece por 
mandato constitucional para el uso de la figura normativa del real decreto-ley se justifica en 
este supuesto de transposición de directivas comunitarias en el ámbito del Impuesto sobre el 
Valor Añadido y los Impuestos Especiales por cuanto que dicha transposición vencía el 31 
de diciembre de 2019.

A esta consideración general referida al plazo vencido de transposición ha de añadirse 
que las modificaciones que se introducen en relación con dichos tributos afectan y tienen 
relación con todos los operadores comunitarios y no únicamente con los establecidos en 
España con lo que el retraso en la transposición determinaría un perjuicio para el 
funcionamiento global del mercado interior.

El referido perjuicio para el funcionamiento global del mercado interior quedaría 
concretado en la imposibilidad de dar un tratamiento armonizado en todos los Estados 
miembros a determinadas operaciones del comercio transfronterizo para conseguir una 
tributación simplificada y uniforme e introduciría importantes limitaciones a la lucha contra el 
fraude en las operaciones intracomunitarias.

Por último, este real decreto-ley modifica la regulación del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes con el fin de transponer la Directiva (UE) 2017/1852 del Consejo de 10 de 
octubre de 2017, relativa a los mecanismos de resolución de litigios fiscales en la Unión 
Europea, armonizando así el marco de resolución de procedimientos amistosos y reforzando 
la seguridad jurídica.

En concreto, la Directiva (UE) 2017/1852 determina que los Estados miembros podrán 
denegar el acceso al procedimiento de resolución regulado en el artículo 6 de la misma 
cuando concurra la imposición de sanciones por fraude fiscal, impago deliberado o 
negligencia grave. En este sentido, España, haciendo uso de dicha facultad, define qué se 
entiende por dichos conceptos a efectos de la normativa española aplicable a los 
procedimientos amistosos en los términos que se desarrollen reglamentariamente.

Asimismo, se establecen como excepción al régimen general de preeminencia de la 
tramitación de los procedimientos amistosos respecto de los procedimientos judiciales y 
administrativos de revisión aquellos casos en los que hayan sido impugnadas las antedichas 
sanciones.

A su vez, se confieren al Tribunal Económico-Administrativo Central las funciones 
atribuidas por la mencionada Directiva (UE) 2017/1852 en materia de constitución y 
funcionamiento de la comisión consultiva.

Asimismo, se elimina la excepción relativa al devengo de intereses de demora, lo que 
conllevará el devengo de estos durante la tramitación de los procedimientos amistosos 
iniciados a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley.
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Finalmente, se modifica la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, con el fin de acompasarla a los cambios introducidos en materia 
de procedimientos amistosos en el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo.

El presupuesto habilitante de extraordinaria y urgente necesidad para la utilización del 
instrumento normativo del real decreto-ley se justifica en este supuesto por cuanto que la 
transposición de dicha Directiva (UE) 2017/1852 vencía el 30 de junio de 2019 y para evitar, 
de este modo, posibles consecuencias que se puedan derivar del incumplimiento del 
antedicho plazo.

Adicionalmente a lo anterior, la ausencia de transposición de la referida Directiva de 
forma inmediata afectaría notablemente a la seguridad jurídica y a los derechos de los 
contribuyentes, en la medida en que derechos reconocidos a los mismos en la norma 
europea podrían ser invocados, pero no sería posible dar una adecuada respuesta por parte 
de España, al carecer de regulación específica al respecto, como, por ejemplo, en cuanto a 
la constitución de la comisión de arbitraje.

Este real decreto-ley comprende tres Libros, diecisiete disposiciones adicionales, ocho 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria única, dieciséis disposiciones finales y 
doce anexos.

III
El contenido del presente decreto-ley se centra, en lo relativo a la contratación, en la 

transposición parcial de la nueva Directiva 2014/25/UE respecto de todas aquellas entidades 
contratantes que no sean Administración Pública, la cual, a su vez, da continuidad a la 
regulación anterior, referida a los sectores y actividades cubiertos por la misma, e introduce 
la contratación electrónica obligatoria, fomentando así el empleo de nuevas técnicas de 
contratación que con un enfoque menos ambicioso ya aparecían en la anterior regulación. 
Concretamente se establece la obligatoriedad de utilizar medios de información y de 
comunicación electrónicos en todas las fases del procedimiento, con el objetivo de aumentar 
la eficiencia y la transparencia en el mismo.

Además de ese contenido tradicional en el ámbito de los denominados «sectores 
excluidos», hay que destacar que mediante el presente real decreto-ley se incorporan 
también las disposiciones correspondientes al contrato de concesión de obras y al nuevo 
contrato de concesión de servicios, contenidas dentro de la Directiva 2014/23/UE, solo 
cuando se dan en los sectores y actividades comprendidos dentro del presente real decreto-
ley y solo respecto de las entidades que configuran su ámbito subjetivo de aplicación, 
denominadas «entidades contratantes» de forma genérica, encontrándose el resto de las 
disposiciones de esta última Directiva incorporadas y transpuestas en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre.

El real decreto-ley recoge en el Libro primero en su título I su objeto y las definiciones 
adecuadas a los diferentes conceptos manejados a lo largo del Libro primero del presente 
real decreto-ley de tal manera que se respeten las interpretaciones comunitarias originarias 
de la Directiva 2014/25/UE. Cabe destacar que por primera vez se regulan los 
procedimientos de adjudicación que convoquen las «entidades contratantes» de contratos de 
concesión de obras o de concesión de servicios en los sectores de la energía, los 
transportes y los servicios postales.

El ámbito subjetivo se prevé en el Libro primero del real decreto-ley, tal y como especifica 
el Capítulo II de su título I, se proyecta sobre los poderes adjudicadores, las empresas 
públicas y las entidades privadas que tengan atribuidos derechos especiales o exclusivos, 
exceptuándose sin embargo las Administraciones Públicas, que quedan sujetas a la 
regulación más estricta de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, por razones de disciplina y 
control de su funcionamiento, aspectos estos que parece aconsejable primar, respetando los 
umbrales establecidos en la Directiva 2014/25/UE a efectos de determinar que contratos 
tendrán la consideración de contratos sujetos a regulación armonizada, en coherencia con lo 
establecido en la disposición adicional octava de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Ello es 
plenamente compatible con el Derecho de la Unión Europea, ya que esta opción garantiza 
obviamente los principios de publicidad, concurrencia, igualdad y no discriminación en 
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materia contractual, al exigirse estos con mayor rigor en el ámbito de la contratación pública 
sujeta a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

En el Capítulo III del título I del Libro primero se define, con estricta fidelidad al contenido 
de la Directiva 2014/25/UE, el ámbito objetivo de aplicación del real decreto-ley, concretando 
tanto la naturaleza de los contratos que regula como el contenido material de los mismos. El 
presente real decreto-ley, en comparación con la Ley 31/2007, de 30 de octubre, hace una 
regulación más amplia y pormenorizada de las exclusiones de su ámbito objetivo de 
aplicación, de los contratos mixtos y de los contratos destinados a la realización de varias 
actividades, y ello tanto por imperativo de las Directivas comunitarias, como para delimitar 
correctamente el ámbito de aplicación de este real decreto-ley no solo respecto de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, sino también respecto de la Ley 24/2011, de 1 de agosto, de 
contratos del sector público en los ámbitos de la defensa y de la seguridad, la cual se aprobó 
con posterioridad a la Ley 31/2007, de 30 de octubre. Por otra parte, se regulan por primera 
vez los encargos a medios propios personificados por parte de entidades contratantes que 
sean poderes adjudicadores, así como los convenios que se celebren entre entidades 
contratantes pertenecientes al sector público. Asimismo, como novedad, se revisa la 
regulación que hacía la Ley 31/2007, de 30 de octubre, de los contratos con empresas 
asociadas y con empresas conjuntas, para garantizar un uso adecuado de los mismos 
acordes con el principio de libre concurrencia.

El Capítulo IV del título I del Libro primero señala como principios que han de regir la 
contratación los ya tradicionales principios de no discriminación, reconocimiento mutuo, 
proporcionalidad, igualdad de trato y transparencia; a los que, como novedad, este real 
decreto-ley añade: el principio de libre competencia, con una formulación amplia, de manera 
que el mismo aparece asociado tanto al elemento intencional, como al objeto y efectos de la 
práctica o medida potencialmente restrictiva; y los principios de garantía de la unidad de 
mercado que se recogen en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de 
mercado. Este elenco de principios se acompaña de un mandato legal inequívoco a la 
entidad contratante para que incorpore de manera transversal, tanto en la configuración 
como en la sustanciación del procedimiento, consideraciones de naturaleza social, 
medioambiental y de apoyo a las pequeñas y medianas empresas. Dando continuidad a este 
nuevo enfoque comúnmente denominado como «contratación pública estratégica» el real 
decreto-ley impone a las entidades contratantes la obligación de tomar medidas para 
garantizar que en la ejecución de sus contratos las empresas cumplen las obligaciones de 
tipo medioambiental, social y laboral, pudiendo llegar a imponer penalidades por 
incumplimiento de estas obligaciones. Asimismo, se regulan por primera vez los conflictos de 
intereses que pudieran surgir en los procedimientos de contratación que se sustancien con 
sujeción a este real decreto-ley.

En su título II se establecen los requisitos relativos a la capacidad y clasificación de los 
operadores económicos. Como novedad se impone la aplicación de las prohibiciones para 
contratar, que regula la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, respecto de todas las entidades 
contratantes, y no solo respecto de los antes denominados organismos de derecho público y 
de las empresas públicas, como hacía la Ley 31/2007, de 30 de octubre. Asimismo, se 
mantienen los sistemas potestativos de clasificación de contratistas, cuyo objetivo o finalidad 
seguirá siendo definido por las entidades contratantes que voluntariamente los establezcan y 
gestionen, aunque continúen estando llamados tanto a facilitar la selección del contratista 
como a simplificar el propio procedimiento cuando opere como medio de convocatoria.

En el título III del Libro primero del real decreto-ley al precisar las exigencias y 
particularidades de la preparación y la documentación de los contratos introduce importantes 
novedades respecto de la anterior Ley 31/2007, de 30 de octubre. Se regulan por primera 
vez las consultas al mercado que hagan las entidades contratantes, tanto para planificar sus 
licitaciones como para informar al mercado de sus planes de contratación, junto con las 
necesarias cautelas para garantizar una libre y leal competencia, en especial a través de la 
publicidad en el perfil del contratante de la entidad correspondiente; se obliga a las entidades 
contratantes a dejar constancia en la documentación preparatoria del procedimiento de 
contratación de las necesidades a las que pretenden dar satisfacción con el mismo; se 
regula cómo debe ser calculado el presupuesto base de licitación por parte de las entidades 
contratantes pertenecientes al sector público; se detalla más pormenorizadamente el 
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contenido mínimo de los pliegos; y se introduce una regulación más extensa y detallada de 
las etiquetas, informes de pruebas, certificaciones y otros medios de prueba, con el objeto de 
acreditar que los bienes, productos o servicios cumplen las prescripciones técnicas exigidas, 
los criterios de adjudicación o las condiciones de ejecución del contrato que en cada caso 
establezcan los pliegos de condiciones.

El título IV del Libro primero por primera vez regula el contenido mínimo de los contratos 
sujetos a este real decreto-ley; así como la duración de los mismos la cual, para los 
contratos de entidades contratantes pertenecientes al Sector Público, se sujetará a las 
mismas limitaciones que establece la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, velándose así porque 
los contratos se sometan periódicamente a concurrencia.

El título IV del Libro primero adicionalmente regula los requisitos de los candidatos y 
licitadores, las normas generales que deberán regir los procedimientos de adjudicación, los 
medios de publicidad de los mismos y los tipos de procedimientos. Con carácter general el 
real decreto-ley exige que se dé acceso a los pliegos de condiciones y a las prescripciones 
técnicas por medios electrónicos a través del perfil de contratante; e impone con carácter 
obligatorio a las entidades contratantes la tenencia de un perfil de contratante que deberá 
alojarse bien en la Plataforma de Contratación del Sector Público o bien en otra plataforma 
equivalente, según el tipo de entidad contratante. La regulación del perfil de contratante se 
asemeja mucho a la establecida por la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, convirtiéndose en el 
principal canal para dar publicidad unificada a la práctica totalidad de los anuncios, las 
actuaciones, actos y resoluciones que recaen a lo largo del procedimiento de contratación e, 
incluso, durante la ejecución del contrato. El real decreto-ley al regular todo lo relativo a los 
medios de comunicación electrónicos, como novedad impone su utilización con carácter 
obligatorio, salvo excepciones tasadas. Asimismo, se hacen todos los ajustes necesarios a lo 
largo de la regulación del procedimiento de licitación para adaptarlo a las nuevas exigencias 
que trae consigo la contratación electrónica.

El título IV del Libro primero presenta otras novedades, entre las que cabe destacar las 
siguientes: se regula por primera vez el objeto del contrato, exigiéndose su determinación, 
prohibiéndose su fraccionamiento fraudulento; imponiéndose con carácter general la 
obligación de dividir en lotes el objeto del contrato siempre que la naturaleza del mismo lo 
permita, debiéndose justificar en el expediente la decisión contraria; y haciéndose una 
expresa referencia a las ofertas que combinen varios lotes o todos los lotes, comúnmente 
conocidas como «ofertas integradoras».

El título IV del Libro primero asimismo regula los criterios de adjudicación, introduciendo 
un gran número de novedades, a destacar: la sustitución del principio de la oferta 
económicamente más ventajosa por el principio de la mejor oferta determinada 
preferentemente con arreglo a criterios basados en la mejor relación calidad-precio; se exige, 
como es tradicional, una vinculación con el objeto del contrato, exigencia esta que 
ciertamente se relaja dado que ya no debe ser «directa», y además se formula de manera 
amplia al referirse a las prestaciones que deban realizarse en virtud del contrato en cualquier 
etapa de su «ciclo de vida», lo que potencialmente, una vez más, permite la toma en 
consideración de un mayor número de aspectos sociales, laborales, medioambientales y de 
innovación y desarrollo por parte de las entidades contratantes; y se exige que al valorar las 
ofertas en las licitaciones de determinados contratos en los que el legislador ha considerado 
que debería primar la calidad, como son los contratos de servicios de carácter intelectual, los 
criterios cualitativos representen el 51 por ciento o más de la puntuación asignable.

En el título IV del Libro primero igualmente se introduce como novedad la declaración 
responsable como prueba preliminar del cumplimiento de los requisitos para contratar, cuyo 
contenido se ajusta al formulario normalizado establecido por el Reglamento de Ejecución 
(UE) n.º 2016/7 de la Comisión, de 5 de enero de 2016, y se realizan los ajustes necesarios 
en la regulación de los procedimientos de licitación. Otras novedades destacables consisten 
en la obligación que se impone a las entidades contratantes de rechazar ofertas durante el 
procedimiento de ofertas anormalmente bajas cuando se detecte que no cumplen las 
obligaciones medioambientales, sociales o laborales que resulten de aplicación, pudiendo 
las entidades contratantes incluso no adjudicar el contrato a la mejor oferta cuando la misma 
no cumpla estas obligaciones; se introduce la obligación de la entidad contratante de 
trasladar a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, a la 
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autoridad autonómica con competencia en la materia, aquellos indicios fundados de 
conductas colusorias detectadas con motivo de la sustanciación del procedimiento de 
contratación, con carácter previo a la adjudicación del contrato y con efecto suspensivo; se 
incorpora el régimen comunitario de publicidad resultante de las nuevas Directivas 
comunitarias de contratación, ulteriormente desarrollado por el Reglamento de Ejecución 
(UE) n.º 2015/1986 de la Comisión, de 11 de noviembre de 2015, por el que se establecen 
formularios normalizados para la publicación de anuncios en el ámbito de la contratación 
pública y se deroga el Reglamento de Ejecución (UE) n.º 842/2011, el cual, dentro del 
margen permitido por el legislador comunitario, se ha intentado simplificar lo máximo posible; 
se regulan de forma más garantista los procedimientos abierto, restringido y negociado, y se 
introducen como novedad el diálogo competitivo y el procedimiento de asociación para la 
innovación, imponiéndose a las entidades contratantes la obligación de motivar la elección 
del procedimiento.

El nuevo procedimiento de asociación para la innovación nace con la idea de fomentar el 
desarrollo de soluciones innovadoras sin cerrar el mercado; y está previsto para cuando las 
soluciones que hay disponibles en el mercado no pueden dar satisfacción a una necesidad 
de una entidad contratante en relación con el desarrollo de determinados productos, obras o 
servicios innovadores y su ulterior adquisición. Este procedimiento permite a las entidades 
contratantes establecer una asociación para la innovación a largo plazo con vistas a realizar 
este desarrollo y adquisición posterior, generando así el denominado «tirón comercial».

En relación con este nuevo procedimiento, la nueva Directiva perfila un proceso en el 
que, tras una convocatoria de licitación, cualquier empresario puede formular una solicitud 
de participación, tras lo cual, los candidatos que resulten seleccionados podrán formular 
ofertas, convirtiéndose así en licitadores, en el marco de un proceso de negociación. Este 
podrá desarrollarse en fases sucesivas, y culminará con la creación de la asociación para la 
innovación. Esta asociación para la innovación se estructurará a su vez en fases sucesivas, 
pero ya no tendrá lugar entre la entidad contratante y los licitadores, sino entre aquel y uno o 
más socios; y que generalmente culminará con la adquisición de los suministros, servicios u 
obras resultantes.

Se trata, por tanto, de un procedimiento en el que podrían distinguirse, 
esquemáticamente, cuatro momentos diferenciados: selección de candidatos, negociación 
con los licitadores, la asociación con los socios, y la adquisición del producto resultante. A 
este esquema responde el artículo 87 del real decreto-ley, dedicado monográficamente a la 
regulación de este nuevo procedimiento.

Asimismo, en el título IV del Libro primero se amplía el ámbito de actuación de la 
tradicional figura de los «contratos reservados», dado que el empleo y la ocupación se 
consideran elementos clave para garantizar la igualdad de oportunidades, además de 
contribuir a la integración social de los discapacitados y de los colectivos más 
desfavorecidos. Por ello no solo se mantiene la posibilidad que asiste a la entidad 
contratante de reservar el derecho a participar en los procedimientos de contratación a 
Centros Especiales de Empleo, o de prever su ejecución en el marco de programas de 
empleo protegido; sino que como novedad se prevé que las entidades contratantes puedan 
reservar este derecho también a empresas de inserción, a condición de que el porcentaje de 
trabajadores con discapacidad o en situación de exclusión social de los Centros Especiales 
de Empleo, de las Empresas de inserción o de los programas sean los previstos en su 
normativa de referencia y, en todo caso, al menos del 30 por cien. Igualmente se amplía la 
posibilidad de reservar el derecho a participar en licitaciones de contratos de servicios 
sociales, culturales y de salud a determinadas organizaciones que ya vengan prestando 
estos servicios y que, entre otros requisitos, reinviertan sus beneficios en el logro de sus 
propios objetivos. En el ámbito de la discapacidad resulta de aplicación, por remisión, la 
causa de prohibición de contratar que establece la Ley 9/2017, de 8 de noviembre relativa al 
incumplimiento del requisito de que al menos el 2 por ciento de los empleados de las 
empresas de 50 o más trabajadores sean trabajadores con discapacidad.

El título V del Libro primero recoge bajo la denominación de Técnicas de Racionalización 
de la Contratación y Concursos de Proyectos, técnicas de contratación relacionadas con las 
nuevas técnicas electrónicas de compra. Dichas técnicas permiten ampliar la competencia y 
mejorar la eficacia del sistema público de compras a través de la posibilidad de que las 
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entidades contratantes recurran a centrales de compras, a sistemas dinámicos de 
adquisición o a subastas electrónicas. Como novedad se regulan por primera vez la 
contratación conjunta esporádica entre dos o más entidades contratantes, y la contratación 
con intervención de entidades contratantes de diferentes Estados Miembros de la Unión 
Europea.

El título VI del Libro primero tiene por objeto regular la ejecución y extinción de los 
contratos, de forma análoga a la contenida dentro de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
particularmente en cuanto a las principales novedades de esta: se impulsa la incorporación 
de consideraciones sociales, laborales, medioambientales y de innovación y desarrollo en 
las condiciones de ejecución, de dos formas. En primer lugar, se establece la obligación de 
introducir al menos una de las consideraciones de esta naturaleza que lista el artículo 105, 
entre las cuales están incluidas aquellas que fomenten la igualdad entre mujeres y hombres 
en el trabajo, favorezcan la mayor participación de la mujer en el mercado laboral y la 
conciliación del trabajo y la vida familiar; y, en segundo lugar, la introducción de estas 
condiciones se ve favorecida por que el requisito de vinculación al objeto del contrato se 
beneficia de la misma flexibilidad que los criterios de adjudicación.

El título VI al regular la subcontratación se elimina el límite a la misma que, en defecto de 
previsión en el pliego, establecía la Ley 31/2007, de 30 de octubre, en el 60 por ciento del 
importe de adjudicación del contrato, siguiendo así el real decreto-ley el criterio sentado por 
el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia Wroclaw, de 14 de julio de 2016. 
Adicionalmente, se regulan los pagos a subcontratistas y suministradores, la posibilidad de 
pagos directos a los subcontratistas cuando así lo hubieran previsto los pliegos y se cuente 
con la conformidad del contratista principal; y la comprobación de los mismos por parte de 
las entidades contratantes se regula en forma análoga a la contenida en la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre, de manera que esta comprobación de pagos será obligatoria en determinados 
contratos.

Por otra parte, en materia de modificaciones de los contratos sujetos a este real decreto-
ley se introducen por primera vez limitaciones, exigiéndose la publicación de un anuncio de 
modificación y de las alegaciones e informes recabados; se introduce la posibilidad de 
resolver contratos durante su vigencia cuando no se den los requisitos legalmente 
establecidos que permitan su modificación; y se introduce la necesaria autorización, previo 
dictamen del Consejo de Estado, del Ministerio de tutela o adscripción para modificaciones 
no previstas superiores al 20 por ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido, en el 
caso de que las mismas afecten a contratos de entidades contratantes pertenecientes al 
sector público.

El título VII del Libro primero regula la invalidez y la reclamación en materia de 
contratación. Al hacerlo el mismo introduce una regulación muy pareja a la que se recoge en 
esta materia en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, si bien en el presente real decreto-ley se 
permite la solución extrajudicial de conflictos. Se incluye entre las causas de nulidad, 
comprendiendo ahora también el incumplimiento grave de Derecho de la Unión Europea 
previo pronunciamiento en este sentido del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 
Adicionalmente, se incluyen entre las causas de anulabilidad el incumplimiento de las 
circunstancias y requisitos exigidos para la modificación de los contratos sujetos a este real 
decreto-ley, o la realización de encargos para la ejecución directa de prestaciones a través 
de medios propios o la celebración de contratos con empresas asociadas o conjuntas 
cuando no se cumplan los requisitos para ello.

Por último, el título VIII del Libro primero establece las obligaciones de información y 
organización administrativa en este ámbito, lo que supone un incremento de las funciones de 
control en la contratación pública por parte de la Administración, en línea con lo dispuesto 
dentro de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, correspondiendo este control a la Comisión 
Europea, que lo ejercerá gracias a la información que sobre contratos le facilite la Junta 
Consultiva de Contratación Pública del Estado. Por último, en lo que respecta al esquema de 
tres órganos colegiados con competencias en materia de contratación pública que establece 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, y que está integrado por la Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado, por el Comité de Cooperación en materia de contratación 
pública y por la Oficina Independiente de Regulación y de Supervisión de la Contratación, el 
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real decreto-ley aclara que todos ellos extienden sus respectivas competencias para abarcar 
la contratación sujeta a este real decreto-ley.

IV
En lo relativo a materia de seguros, el título I del Libro segundo del real decreto-ley que 

transpone la Directiva (UE) 2016/97 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de enero 
de 2016, sobre la distribución de seguros, consta de cuatro capítulos.

La disparidad de disposiciones nacionales relativas a la distribución de seguros y 
reaseguros, junto con la necesidad de facilitar el ejercicio de esta actividad, hizo necesario 
que, mediante la Directiva (UE) 2016/97, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 
enero de 2016, sobre la distribución de seguros, se introdujeran una serie de modificaciones 
en la Directiva 2002/92/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de diciembre de 
2002, sobre la mediación en seguros.

La incorporación de la mencionada Directiva al ordenamiento jurídico español hacía 
imprescindible introducir importantes modificaciones en la Ley 26/2006, de 17 de julio, de 
mediación de seguros y reaseguros privados. Esta circunstancia, así como la necesidad de 
fortalecer las obligaciones de información en la distribución de productos de inversión 
basados en seguros, entre otros, aconsejaron la elaboración de una nueva norma con rango 
de ley que sustituyese a la Ley 26/2006, de 17 de julio, con el objetivo de establecer unas 
condiciones de competencia equitativas entre los distintos canales de distribución, de tal 
manera que los clientes puedan beneficiarse de normas comparables, con el consiguiente 
aumento de su protección.

El capítulo I establece el objeto, que tiene como finalidad principal garantizar la 
protección de los derechos de los tomadores, asegurados y beneficiarios por contrato de 
seguro, así como promover la libertad en la contratación de productos de naturaleza 
aseguradora. Dicho capítulo también incluye las definiciones que son aplicables en el título I 
del Libro segundo del real decreto-ley, el ámbito objetivo y subjetivo de su aplicación, y la 
obligación de registro de los distribuidores de seguros y de reaseguros.

Con la finalidad de garantizar el mismo nivel de protección a los usuarios de seguros, se 
define la figura del mediador de seguros complementarios, entendiendo por tal todo 
mediador de seguros, persona física o jurídica distinta de una entidad de crédito o de una 
empresa de inversión que, a cambio de una remuneración, realice una actividad de 
distribución de seguros con carácter complementario, siempre y cuando la actividad 
profesional principal de dicha persona sea distinta de la de distribución de seguros y solo 
distribuya determinados productos de seguro que sean complementarios de un bien o 
servicio. No podrán ofrecer la cobertura de seguro de vida o de responsabilidad civil, excepto 
cuando tenga carácter complementario al bien o servicio suministrado.

El capítulo II se refiere a la distribución de competencias entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas. Con el fin de lograr los objetivos de mejor protección de los 
tomadores, asegurados y beneficiarios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
149.1.6.ª, 11.ª y 13.ª de la Constitución Española, corresponde al Estado el alto control 
económico-financiero de las actividades de distribución de seguros y reaseguros privados. 
Para ello deberá mantenerse la necesaria cooperación entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas que hayan asumido competencias en la ordenación de seguros, a los efectos de 
homogeneizar la información documental y coordinar sus actividades de supervisión. 
Asimismo, se regula el registro administrativo de distribuidores de seguros y reaseguros en 
el que deben inscribirse, con carácter previo al inicio de su actividad, los mediadores de 
seguros, los mediadores de seguros complementarios, los corredores de seguros y los 
corredores de reaseguros.

El capítulo III regula las actividades de los distribuidores de seguros y de reaseguros 
residentes o domiciliados en España, clasifica a los distribuidores de seguros, y regula por 
primera vez las condiciones para el ejercicio de la actividad de distribución de seguros y 
reaseguros realizada por las entidades aseguradoras y reaseguradoras, estableciendo que 
los empleados que formen parte de sus plantillas podrán promover la contratación de 
seguros y de reaseguros a favor de la entidad de la que dependan, considerándose que 
dichos productos son distribuidos directamente por la entidad. Asimismo, las entidades 
aseguradoras y reaseguradoras deberán disponer de un registro interno, que estará 
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sometido al control de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, en el que 
constarán inscritos los empleados que participen directamente en actividades de distribución, 
así como la persona responsable de la actividad de distribución, o, en su caso, las personas 
que forman parte del órgano de dirección responsable de la actividad de distribución. De 
igual forma, las entidades aseguradoras y reaseguradoras estarán obligadas a crear una 
función que garantice una correcta ejecución de las políticas y procedimientos internos 
establecidos para monitorizar el cumplimiento de los requisitos.

Adicionalmente, se establece el régimen general para el ejercicio de la actividad 
aplicable a los agentes de seguros, detallando posteriormente los requisitos particulares que 
les son exigibles según adopten la forma de agente de seguros exclusivo o agente de 
seguros vinculado. En el caso de los agentes de seguros exclusivos, la entidad aseguradora 
podrá autorizar al mismo la celebración de otro contrato de agencia distinto con otra entidad 
aseguradora, en los términos acordados por las partes, y sin perjuicio de los acuerdos de 
cesión de redes de agentes exclusivos. También se define y desarrolla las figuras de los 
operadores de banca-seguros, los corredores de seguros y los distribuidores de reaseguros, 
ya se trate de empleados de entidades reaseguradoras o de corredores de reaseguros.

Se recogen igualmente en este capítulo aspectos tan relevantes para el ejercicio de la 
actividad como son los cursos de formación de los distribuidores de seguros y de 
reaseguros, los mecanismos de resolución de conflictos y la protección administrativa de los 
usuarios de seguros.

Entre las principales novedades introducidas por el capítulo III se encuentra la regulación 
exhaustiva del deber de información al cliente de productos de seguros, detallándose la 
información general previa a proporcionar por la entidad aseguradora, la información previa 
que debe facilitar el mediador de seguros, la información y asesoramiento previos a la 
suscripción del contrato de seguro, y el documento de información previa en el contrato de 
seguro distinto al seguro de vida. Al respecto, es importante destacar las diferencias entre 
venta informada, entendida como aquella que se realiza conforme a las exigencias y 
necesidades del cliente, basándose en informaciones obtenidas del mismo, y que busca 
facilitarle información objetiva y comprensible del producto de seguro para que el cliente 
pueda tomar una decisión fundada; y venta asesorada, entendida como aquella que se basa 
en la existencia de una recomendación personalizada hecha al cliente, a petición de este o a 
iniciativa del distribuidor de seguros, respecto de uno o más contratos de seguro.

Un aspecto importante lo constituye la obligación del distribuidor de seguros de informar 
al cliente, antes de la celebración del contrato de seguro, acerca de la naturaleza de la 
remuneración recibida en relación con el mismo. Esta obligación se completa, para el caso 
de los mediadores de seguros, con la obligación de informar si, en relación con el contrato, 
trabajan a cambio de un honorario, de una comisión, de cualquier otro tipo de remuneración, 
incluida cualquier posible ventaja económica ofrecida u otorgada en relación con el contrato 
de seguro, o sobre la base de una combinación de cualquiera de los tipos de remuneración. 
Cuando el cliente acuerde por escrito con el mediador de seguros el abono de honorarios, 
este informará al cliente del importe de los mismos o, cuando ello no sea posible, el método 
para calcularlos.

A mayor abundamiento, y con la finalidad primordial de proteger a los clientes, las 
entidades aseguradoras y los mediadores de seguros ofrecerán a los clientes de productos 
de inversión basados en seguros, orientaciones y advertencias sobre los riesgos conexos a 
dichos productos o a determinadas estrategias de inversión propuestas, información sobre 
todos los costes y gastos asociados y, en su caso, un análisis de idoneidad, garantizando de 
esta forma la adecuación del producto de seguro al cliente, de tal manera que se ajuste, 
entre otros aspectos, a su nivel de tolerancia al riesgo y a su capacidad para soportar 
pérdidas. Para ello, las entidades aseguradoras y los mediadores, cuando lleven a cabo 
actividades de distribución de seguros realizando labores de asesoramiento, deberán 
recabar información sobre los conocimientos financieros y experiencia del cliente, su 
situación financiera y los objetivos de inversión perseguidos. En el caso de no ofrecer 
asesoramiento, deberán, como mínimo, obtener información sobre los conocimientos y 
experiencia del cliente, excepto cuando se cumplan todas las condiciones exigidas en el real 
decreto-ley que permitan realizar la distribución de seguros mediante venta en ejecución. En 
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cualquier caso, si el mediador de seguros o la entidad aseguradora consideran que el 
producto no es adecuado para el cliente, le advertirán de ello.

Al margen de las obligaciones genéricas de información, se establecen una serie de 
requisitos adicionales en relación con la distribución de productos de inversión basados en 
seguros, buscando evitar o, en su caso, prevenir, potenciales conflictos de interés. Para ello, 
las entidades aseguradoras y los mediadores de seguros deberán adoptar medidas 
organizativas eficaces destinadas a detectar e impedir que estas perjudiquen los intereses 
de sus clientes. Igualmente, deberán informar a los mismos, con suficiente antelación a la 
celebración del contrato de seguro, de aquellas situaciones en las que las medidas no sean 
suficientes para evitar los riesgos de conflicto.

El título I del Libro segundo del real decreto-ley regula en el ámbito asegurador las 
prácticas de ventas combinadas y vinculadas, estableciendo la obligación para el distribuidor 
de seguros de informar al cliente, cuando el contrato de seguro se ofrezca conjuntamente 
con servicios o productos auxiliares, si los distintos componentes pueden adquirirse 
separadamente, y los correspondientes justificantes de los costes y gastos de cada 
componente. Se ahonda en la protección al usuario de seguros al señalar que, cuando un 
contrato de seguro sea auxiliar a un bien o servicio que no sea de seguros, como parte de un 
paquete o del mismo acuerdo, el distribuidor de seguros deberá ofrecer al cliente la 
posibilidad de adquirir el bien o servicio por separado, salvo que sea complementario de un 
servicio o producto de inversión de los previstos expresamente, pudiendo prohibir la 
comercialización de determinados productos la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones, cuando considere que se vulneran los derechos de los usuarios de seguros. En 
cualquier caso, la entidad aseguradora o el mediador de seguros deberán determinar las 
exigencias y las necesidades del cliente respecto de los contratos de seguro que forman 
parte del conjunto del mismo paquete o acuerdo.

Se refuerzan los requisitos en el diseño, aprobación y control de productos y en materia 
de gobernanza. Así, con carácter previo a su comercialización, y de manera proporcional a la 
naturaleza del producto de seguro, los distribuidores de seguros que diseñen productos para 
su venta deberán elaborar, mantener y revisar un proceso de aprobación para cada uno de 
los productos, así como para las modificaciones significativas que estos pudieran sufrir con 
el paso del tiempo. En el proceso se especificará el mercado al que se destina el producto, 
se evaluarán todos los riesgos para dicho mercado y se adoptarán medidas para garantizar 
que el producto se distribuye en el mercado destinatario definido. Los productos de seguro 
comercializados deberán ser objeto de revisiones periódicas, teniendo en cuenta cualquier 
hecho que pudiera afectar sustancialmente al riesgo potencial para el mercado destinatario 
definido, evaluando, al menos, si el producto sigue respondiendo a las necesidades de dicho 
mercado y si la estrategia de distribución prevista continúa siendo la adecuada.

En consonancia con el aumento de la información a los usuarios de seguros, los 
distribuidores que diseñen sus propios productos de seguros pondrán a disposición de los 
comercializadores la información adecuada sobre estos y sobre su proceso de aprobación, 
incluyendo el mercado destinatario previsto.

Se incluyen en el capítulo III las competencias de ordenación y supervisión, el deber de 
secreto profesional y el de colaboración con otros supervisores, la responsabilidad frente a la 
Administración y el régimen de infracciones y sanciones. Este último se refuerza, en 
particular fijando unas sanciones de carácter pecuniario adaptadas y en línea con el marco 
general establecido por la Directiva (UE) 2016/97 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
20 de enero de 2016. Finaliza el capítulo con las normas sobre la protección de datos de 
carácter personal y una referencia a los Colegios de mediadores de seguros y su Consejo 
General.

El capítulo IV se refiere a la actividad en España de los distribuidores de seguros y de 
reaseguros residentes o domiciliados en otros Estados miembros de la Unión Europea. En 
aras igualmente de incrementar la protección al usuario de seguros, se establece que las 
disposiciones sobre obligaciones de información y normas de conducta previstas en este real 
decreto-ley, tendrán en todo caso la consideración de normas de interés general, debiendo 
ser observadas por aquellos distribuidores residentes o domiciliados en otros Estados 
miembros de la Unión Europea cuando distribuyan productos de seguros en territorio 
español.
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V
El título II del Libro segundo transpone parcialmente la Directiva (UE) 2016/2341 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 2016, relativa a las actividades y 
la supervisión de los fondos de pensiones de empleo.

La Directiva 2003/41/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de junio de 2003, 
relativa a las actividades y supervisión de los fondos de pensiones de empleo, estableció 
una armonización mínima en orden a las actividades transfronterizas de dichos fondos y 
representó el primer paso normativo en el camino hacia un mercado interior de la previsión 
ocupacional para la jubilación, que sigue siendo crucial para el crecimiento económico y la 
creación de empleo en la Unión Europea y para hacer frente al envejecimiento de la 
sociedad.

La Directiva (UE) 2016/2341 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre 
de 2016, constituye una versión refundida de la originaria Directiva 2003/41/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de junio de 2003, a la cual deroga, y a la vez 
introduce novedades y modificaciones, especialmente en las siguientes materias: 
procedimiento para iniciar una actividad transfronteriza de los fondos de pensiones de 
empleo y transferencias transfronterizas de planes de pensiones de empleo entre fondos, 
normas de inversión aplicables, sistema de gobierno, externalización de funciones, 
información a los potenciales partícipes, a los partícipes y a los beneficiarios y supervisión 
prudencial.

Este título consta de un artículo, con 38 apartados, que modifica el texto refundido de la 
Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, con el objetivo de transponer las novedades de la 
Directiva (UE) 2016/2341 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 
2016, que afectan a la regulación contenida en dicha ley, realizándose asimismo algunas 
modificaciones puntuales de mejora de la sistemática normativa y de actualización de 
referencias a normas de la Unión Europea.

Una de las principales finalidades de la norma es garantizar un elevado nivel de 
protección y seguridad a los partícipes y beneficiarios de los planes de pensiones.

En materia de información a los potenciales partícipes, a los partícipes y a los 
beneficiarios, la Directiva (UE) 2016/2341 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
diciembre de 2016, establece en su título IV una regulación más detallada respecto de la 
previa Directiva 2003/41/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de junio de 2003, al 
objeto de garantizar un elevado nivel de transparencia respecto de la información que debe 
proporcionarse a aquellos durante todas las fases de un plan de pensiones, en especial, 
sobre los derechos de pensión devengados, el nivel previsto de las prestaciones de 
jubilación, los riesgos y garantías y los costes. Para ello se introduce un nuevo artículo 10 bis 
en el texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, relativo 
a los principios generales que rigen la información (entre otros, actualización, claridad y 
gratuidad para los partícipes), e incluye, a fin de completar la transposición, una habilitación 
para su desarrollo reglamentario.

La Directiva (UE) 2016/2341 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre 
de 2016, dedica su título V a la supervisión prudencial por las autoridades competentes, 
señalando en su artículo 45, como objetivos principales, la protección de los derechos de los 
partícipes y beneficiarios y la garantía de estabilidad y la solvencia de los fondos de 
pensiones de empleo. Para lo cual los Estados miembros velarán para que las autoridades 
competentes dispongan de los medios necesarios y de los conocimientos, capacidades y 
mandato pertinentes. Su transposición se realiza mediante ciertos ajustes y nuevos artículos 
en el capítulo VII del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones.

Con el fin de reducir la inseguridad jurídica generada por el hecho de que un fondo de 
pensiones deba cumplir la normativa prudencial de su Estado miembro de origen y, al mismo 
tiempo, la legislación social y laboral del Estado miembro de acogida, mediante esta 
transposición se aclaran los ámbitos que se consideran parte de la supervisión prudencial en 
aras a la mejor protección de partícipes y beneficiarios y se enumeran las materias objeto de 
esta, que engloban, entre otras, las provisiones técnicas y su financiación, la exigencia de 
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margen de solvencia, las normas de inversión, la gestión de inversiones, el sistema de 
gobierno y la información que debe proporcionarse a los partícipes y beneficiarios.

El título II del Libro segundo introduce asimismo la regulación general del sistema de 
gobierno, fortaleciendo la gobernanza y adaptándola al nuevo esquema de la Directiva (UE) 
2016/2341 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 2016. Para ello 
modifica el título y contenido del capítulo VIII del texto refundido de la Ley de Regulación de 
los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 
de noviembre, que contenía disposiciones de carácter fiscal de los planes y fondos de 
pensiones. Dicho capítulo VIII pasa a denominarse Sistema de gobierno y consta de nueve 
artículos, del 27 al 30 sexies.

El artículo 2.1 de la Directiva (UE) 2016/2341 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
14 de diciembre de 2016, dispone que la misma se aplicará a los fondos de pensiones de 
empleo, si bien, cuando, de acuerdo con la legislación nacional, los fondos carezcan de 
personalidad jurídica, los Estados miembros la aplicarán a los fondos de pensiones o a las 
entidades autorizadas responsables de gestionarlos y de actuar en su nombre. En este real 
decreto-ley se opta debido a su positivo impacto en la protección de partícipes y 
beneficiarios por que el sistema de gobierno en su conjunto abarque también la gestión de 
los fondos de pensiones personales, que desarrollan planes de pensiones del sistema 
individual y asociado, salvo algunos aspectos concretos limitados a los fondos de empleo.

Fortaleciendo el sistema de gobierno regula también las funciones clave de las que 
deberán disponer las entidades gestoras de fondos de pensiones de forma proporcionada a 
su tamaño y su organización interna y a sus actividades. Estas comprenderán la función de 
gestión de riesgos, la de auditoría interna y, en su caso, una función actuarial cuando la 
entidad gestora preste servicios actuariales respecto de los planes de pensiones. Esta última 
función se regula dentro del ámbito de los servicios actuariales requeridos para el 
funcionamiento del plan de pensiones, correspondiendo a la comisión de control la selección 
de los prestadores de dichos servicios.

Este mismo título transpone el artículo 31 de la Directiva (UE) 2016/2341 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 2016, que autoriza a los Estados miembros a 
permitir que los fondos de pensiones registrados o autorizados en su territorio encomienden 
cualesquiera actividades, incluidas las funciones clave, en su totalidad o en parte, a 
prestadores de servicios que actúen en su nombre. No obstante, establece los requisitos a 
los que debe ajustarse tal externalización, entre ellos, la necesidad de un acuerdo escrito 
con el prestador de servicios que determine claramente las obligaciones y derechos de las 
partes y, si se trata de externalizar funciones clave, la comunicación a la autoridad 
competente antes de la firma del acuerdo. La externalización en ningún caso trasladará la 
responsabilidad de la entidad gestora respecto del cumplimiento de sus obligaciones legales.

Por otra parte, se modifican algunos preceptos del capítulo IX del texto refundido de la 
Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, relativos a las medidas de control 
especial y el régimen de infracciones y sanciones administrativas, para incorporar las 
deficiencias en el sistema de gobierno como causa de adopción de las citadas medidas y 
como nuevos tipos de infracciones administrativas.

Por último, se han introducido modificaciones en el capítulo X del texto refundido de la 
Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, que regula la actividad 
trasfronteriza de los fondos de pensiones de empleo, por la cual, los planes de pensiones de 
empleo pueden ser gestionados en fondos de pensiones de empleo de cualesquiera Estados 
miembros. Se ha añadido una sección 4.ª nueva relativa a las transferencias 
transfronterizas, integrada por tres artículos que regulan los aspectos generales y los 
procedimientos de transferencias en las que intervenga un fondo de pensiones de empleo 
autorizado y registrado en España como transferente o como receptor.

VI
El título III del Libro segundo del real decreto-ley transpone parcialmente la Directiva 

(UE) 2017/828 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo de 2017, por la que se 
modifica la Directiva 2007/36/CE en lo que respecta al fomento de la implicación a largo 
plazo de los accionistas, en las materias que afectan directamente al sector asegurador.
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Su transposición aportará mejoras en el ámbito del gobierno corporativo de las 
sociedades cotizadas en España, con la finalidad última de favorecer la financiación a largo 
plazo que reciben las sociedades a través de los mercados de capitales.

Se trata de evitar presiones cortoplacistas en la gestión de las sociedades, de forma que 
se puedan tener en consideración objetivos de crecimiento y sostenibilidad a medio y largo 
plazo, lo cual resulta positivo para la propia empresa, el bienestar de grupos de interés 
distintos a los accionistas, como los trabajadores; y para la economía en general, mejorando 
su resistencia a las crisis y su potencial de crecimiento agregado.

Considera esta directiva que, a menudo, los inversores institucionales y los gestores de 
activos no son transparentes ni sobre sus estrategias de inversión y políticas de implicación, 
ni sobre la aplicación de las mismas. La publicación de esta información podría tener un 
efecto positivo en la concienciación de los inversores, permitir a los beneficiarios finales, por 
ejemplo, futuros pensionistas, optimizar sus decisiones de inversión, facilitar el diálogo entre 
las sociedades y sus accionistas, fomentar la implicación de estos y mejorar su rendición de 
cuentas a los interesados y a la sociedad civil.

En lo concerniente al sector asegurador, se procede para su transposición parcial a la 
modificación de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades aseguradoras y reaseguradoras mediante la incorporación de dos nuevos 
artículos, 79 bis y 79 ter, relativos a la política de implicación y estrategia de inversión, que 
han de seguir las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida así 
como las entidades reaseguradoras que cubran obligaciones de seguros de vida.

En otro orden de cosas, la Ley 20/2015, de 14 de julio, es objeto de modificación también 
para incluir el Acuerdo Bilateral entre la Unión Europea y los Estados Unidos de América 
sobre medidas prudenciales en materia de seguros y reaseguros.

El artículo 9 del Acuerdo, relativo a su implementación, señala que «las Partes alentarán 
a las autoridades pertinentes a abstenerse de adoptar medidas que sean incompatibles con 
alguna de las condiciones u obligaciones del presente Acuerdo, en particular en relación con 
la eliminación de los requisitos relativos a las garantías reales y a la presencia local, de 
conformidad con el artículo 3».

Si bien dicho Acuerdo, tras haber sido aprobado por la Decisión (UE) 2018/539 del 
Consejo de 20 de marzo de 2018 y una vez que ha entrado en vigor, ha pasado a formar 
parte del Derecho de la Unión Europea constituyendo, por tanto, norma inmediata y 
directamente aplicable en España, se ha estimado oportuno, en razón a la deseable claridad 
y al principio de buena regulación, modificar el artículo 64 de la Ley 20/2015, de 14 de julio, 
eliminando los requisitos relativos a la presencia local.

VII
El Libro tercero en su título I prevé la transposición de la Directiva (UE) 2018/1910, del 

Consejo, de 4 de diciembre de 2018, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo 
que se refiere a la armonización y la simplificación de determinadas normas del régimen del 
impuesto sobre el valor añadido en la imposición de los intercambios entre los Estados 
miembros, y la Directiva (UE) 2019/475 del Consejo, de 18 de febrero de 2019, por la que se 
modifican las Directivas 2006/112/CE y 2008/118/CE en lo que respecta a la inclusión del 
municipio italiano de Campione d’Italia y las aguas italianas del Lago de Lugano en el 
territorio aduanero de la Unión y en el ámbito de aplicación territorial de la Directiva 
2008/118/CE.

Con tal fin, se modifica la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, así como el 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, 
de 29 de diciembre.

VIII
El título II del Libro tercero transpone la Directiva (UE) 2017/1852 del Consejo de 10 de 

octubre de 2017, relativa a los mecanismos de resolución de litigios fiscales en la Unión 
Europea, armonizando así el marco de resolución de procedimientos amistosos y reforzando 
la seguridad jurídica. Con tal fin se lleva a cabo la modificación del texto refundido de la Ley 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 14  Real Decreto-ley incorporando al ordenamiento jurídico español diversas directivas UE [parcial]

– 342 –



del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
5/2004, de 5 de marzo, así como de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa.

IX
El real decreto-ley consta asimismo de diecisiete disposiciones adicionales. En ellas se 

establece la cláusula de trato no menos favorable; el Impuesto sobre el Valor Añadido; 
Responsabilidad del personal al servicio de las entidades contratantes pertenecientes al 
Sector Público; Accesibilidad; Régimen jurídico aplicable a los contratos excluidos del ámbito 
de este real decreto-ley que se celebren por entidades del Sector Público; Actualización de 
cifras fijadas por la Unión Europea; Pagos directos a los subcontratistas; Remisión de 
contratos y de información al Comité Técnico de Cuentas Nacionales; Principios aplicables a 
los contratos de concesión de servicios del anexo I y a los contratos de servicios de carácter 
social, sanitario o educativo del anexo I; Autorizaciones del artículo 324 de la Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, la tasa por inscripción de los mediadores de seguros, 
mediadores de seguros complementarios, corredores de reaseguros, y de altos cargos de 
los distribuidores de seguros y reaseguros en el registro administrativo de distribuidores de 
seguros y reaseguros; los requisitos y principios básicos de los programas de formación para 
los distribuidores de seguros y corredores de reaseguros y demás personas que participan 
en la distribución de los seguros y reaseguros privados; la conservación de la 
documentación precontractual; la reasignación de recursos, establece que las obligaciones 
derivadas del cumplimiento de este real decreto-ley se atenderán mediante reasignación de 
los recursos ordinarios del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, sin 
requerir dotaciones adicionales, la adaptación a las normas del sistema de gobierno por 
parte de las entidades gestoras de fondos de pensiones, el régimen de puertos del Estado y 
de las autoridades portuarias en contratación y las normas específicas de contratación de 
servicios de carácter intelectual, respectivamente.

El real decreto-ley, además, contiene ocho disposiciones transitorias que regulan el 
tránsito al nuevo régimen jurídico, una disposición derogatoria única, dieciséis disposiciones 
finales y doce anexos.

Las disposiciones finales prevén, de la primera a la quinta, modificaciones normativas. 
Asimismo, establecen una cláusula de salvaguardia, los títulos competenciales, 
disposiciones para la Comunidad Foral de Navarra y del País Vasco, legislación supletoria, la 
incorporación del Derecho de la Unión Europea, así como habilitaciones normativas y 
entrada en vigor.

Por último, se prevén doce anexos, once relativos a contratación y el anexo XII que 
detalla los requisitos mínimos en materia de competencia y conocimientos profesionales.

X
Este real decreto-ley es coherente con los principios de buena regulación establecidos 

en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.

De lo expuesto en los párrafos anteriores se pone de manifiesto el cumplimiento de los 
principios de necesidad y eficacia. El real decreto-ley es acorde al principio de 
proporcionalidad, al contener la regulación imprescindible para la consecución de los 
objetivos previamente mencionados, e igualmente se ajusta al principio de seguridad 
jurídica.

En cuanto al principio de transparencia, no se ha realizado el trámite de consulta pública, 
ni el trámite de audiencia e información públicas tal y como excepciona el artículo 26.11 de la 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. No obstante, procede destacar como 
singularidad de este Libro I del presente real decreto-ley, que el mismo ha seguido toda la 
tramitación administrativa propia de un Anteproyecto de Ley en materia de contratación, 
llegando incluso a ser objeto de aprobación por parte de la Ponencia designada por la 
Comisión de Hacienda con competencia legislativa plena en el Congreso de los Diputados. 
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El texto legal articulado aprobado por esta Ponencia es el que ahora se incorpora a este real 
decreto-ley, a salvo de contados ajustes técnicos que se han realizado para garantizar la 
coordinación con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, siguiendo la doctrina del Consejo de 
Estado, Dictamen 1209/2006, y una correcta transposición de las Directivas 2014/23/UE y 
2014/25/UE. También se ha incluido la modificación del artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre, que recogió el decaído proyecto ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2019 (BOC de 16 de enero de 2019), al resultar urgente y necesario por razones 
de seguridad jurídica solucionar los graves problemas técnicos que el actual artículo 118.3 
de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, plantea al exigir, para celebrar un contrato menor, que 
el contratista no haya suscrito más contratos menores que individual o conjuntamente 
superen las cifras que establece el artículo 118.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. 
Asimismo, se ha procedido a revisar los umbrales que recogía el texto legal aprobado por la 
Ponencia en coherencia con la modificación de las Directivas 2014/23/UE y 2014/25/UE 
realizada, respectivamente, mediante dos Reglamentos de la Comisión n.º 2019/1827 y n.º 
2019/1829, ambos de 30 de octubre de 2019.

En el mismo sentido, tanto el anteproyecto de Ley de distribución de seguros y 
reaseguros, como el Anteproyecto de Ley de modificación del texto refundido de la Ley de 
planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre, para la transposición de la Directiva (UE) 2016/2341 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 14 de diciembre de 2016, relativa a las actividades y la supervisión de los 
fondos de pensiones de empleo y el Anteproyecto de Ley por la que se modifica el texto 
refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2010, de 2 de julio, y otras normas financieras, en lo que respecta al fomento de la 
implicación a largo plazo de los accionistas en las sociedades cotizadas fueron previamente 
sometidas al trámite de consulta pública establecido en el artículo 26.2 de la ley citada, y al 
trámite de audiencia e información públicas contenido en el artículo 26.6 de la misma, al 
afectar a los derechos e intereses legítimos de las personas. Por último, con respecto al 
principio de eficiencia, si bien supone un ligero aumento de las cargas administrativas, estas 
resultan imprescindibles y en ningún caso innecesarias.

Con respecto al principio de seguridad jurídica, el texto articulado en materia de 
contratación que aprobó la Ponencia en el Congreso, tal y como se indica en su Informe 
(BOCG de 28/1/2019), ya incorpora los ajustes necesarios como consecuencia de la 
adaptación técnica de esta norma a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Asimismo, se ha 
garantizado la coherencia del texto con el resto del ordenamiento jurídico nacional, así como 
con el de la Unión Europea. De hecho, aquel responde a la necesidad de trasposición de las 
aludidas Directivas al Derecho español.

Por último, de acuerdo con el principio de eficiencia, las medidas reguladas en el 
presente real decreto-ley se ha procurado que la norma genere las menores cargas 
administrativas para los ciudadanos, así como los menores costes indirectos, fomentando el 
uso racional de los recursos públicos, es más, incluso alguna de las medidas que se 
incorporan conllevan una reducción de tales cargas. En este sentido, las exigencias de 
información y documentación que se requieren de los contribuyentes son las estrictamente 
imprescindibles para garantizar el control de su actividad por parte de la Administración 
tributaria.

Este real decreto-ley se dicta al amparo del artículo 149.1.6.ª, 8.ª, 11.ª,13.ª, 14.ª y 18.ª de 
la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre legislación 
mercantil; civil; las bases y coordinación de los seguros; las bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económica; la Hacienda general y en materia de 
legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas, respectivamente.

Por todo ello, por su finalidad y por el contexto de exigencia temporal en el que se dicta, 
concurren en este real decreto-ley las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad 
requeridas por el artículo 86 de la Constitución.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Hacienda y de la Ministra de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 4 de febrero de 2020,
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DISPONGO:

[ . . . ]
Artículo 45.  Prescripciones técnicas.

1. Las prescripciones técnicas figurarán en los pliegos de condiciones y definirán las 
características exigidas para la obra, el suministro o el servicio que constituya el objeto del 
contrato que se licita. Estas características podrán referirse también al proceso o método 
específico de producción o prestación de las obras, suministros o servicios requeridos, o a 
un proceso específico de otra fase de su ciclo de vida, incluso cuando dichos factores no 
formen parte de la sustancia material de estas obras, suministros o servicios, incluidas sus 
condiciones sociales y ambientales; siempre y cuando las características exigidas estén 
vinculadas al objeto del contrato y guarden proporción con el valor y con los objetivos del 
mismo.

Asimismo, las prescripciones técnicas podrán especificar si se exige la transferencia de 
derechos de propiedad intelectual o industrial.

2. En la medida de lo posible las prescripciones técnicas deberán definirse teniendo en 
cuenta:

a) Los criterios de accesibilidad para personas con discapacidad o el diseño para todos 
los usuarios, salvo casos debidamente justificados. Cuando se establezcan requisitos de 
accesibilidad obligatorios mediante un acto jurídico de la Unión Europea, las prescripciones 
técnicas deberán definirse, en lo que respecta a los criterios de accesibilidad, por referencia 
a ellos.

b) Cuando el objeto del contrato afecte o pueda afectar al medio ambiente o a los 
criterios de sostenibilidad y protección ambiental, de acuerdo con las definiciones y principios 
informadores regulados en los artículos 3 y 4, respectivamente, del Real Decreto Legislativo 
1/2016, de 16 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de prevención 
y control integrados de la contaminación.

3. Las prescripciones técnicas deberán permitir a todos los licitadores el acceso en 
condiciones de igualdad y no tendrán por efecto la creación de obstáculos injustificados a la 
apertura de los contratos a la competencia.

4. Sin perjuicio de las normas técnicas vigentes, en la medida en que sean compatibles 
con la legislación comunitaria, las prescripciones técnicas deberán formularse:

a) Bien en términos de rendimiento o de exigencias funcionales, incluidas las 
características medioambientales, siempre que los parámetros sean lo suficientemente 
precisos para permitir a los licitadores determinar el objeto del contrato y a las entidades 
contratantes adjudicar el contrato.

b) Bien por referencia a especificaciones técnicas y, por orden de preferencia, a las 
normas nacionales que transponen las normas europeas, a las evaluaciones técnicas 
europeas, a las especificaciones técnicas comunes, a las normas internacionales, a otros 
sistemas de referencias técnicas elaborados por los organismos europeos de normalización 
o, en defecto de todos los anteriores, a normas nacionales, a documentos de idoneidad 
técnica nacionales o a especificaciones técnicas nacionales en materia de proyecto, cálculo 
y ejecución de obras y de uso de suministros; cada referencia deberá ir acompañada de la 
mención «o equivalente».

c) Bien en términos de rendimiento o de exigencias funcionales mencionados en la letra 
a), haciendo referencia, como medio de presunción de la conformidad con estos requisitos 
de rendimiento o exigencias funcionales, a las especificaciones técnicas contempladas en la 
letra b).

d) Bien mediante referencia a las especificaciones técnicas mencionadas en la letra b) 
para ciertas características, y mediante referencia al rendimiento o exigencias funcionales 
mencionados en la letra a) para otras características.
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5. Salvo que lo justifique el objeto del contrato, las prescripciones técnicas no podrán 
hacer referencia a una fabricación o una procedencia determinada, o a un procedimiento 
concreto que caracterice a los productos o servicios ofrecidos por un operador económico 
determinado, o a marcas, patentes o tipos, o a un origen o a una producción determinados 
con la finalidad de favorecer o descartar ciertas empresas o ciertos productos. Tal referencia 
se autorizará, con carácter excepcional, en el caso en que no sea posible hacer una 
descripción lo bastante precisa e inteligible del objeto del contrato en aplicación del apartado 
4. Dicha referencia deberá ir acompañada de la mención «o equivalente».

6. Cuando las entidades contratantes hagan uso de la opción de referirse a las 
especificaciones técnicas previstas en el apartado 4, letra b), no podrán rechazar una oferta 
basándose en que las obras, los suministros o los servicios ofrecidos no se ajustan a las 
especificaciones técnicas a las que han hecho referencia, una vez que el licitador demuestre 
en su oferta, por cualquier medio adecuado, incluidos los medios de prueba mencionados en 
el artículo 47, que las soluciones que propone cumplen de forma equivalente los requisitos 
definidos por las especificaciones técnicas.

7. Cuando una entidad contratante se acoja a la opción prevista en el apartado 4, letra 
a), de formular prescripciones técnicas en términos de rendimiento o de exigencias 
funcionales, no podrá rechazar una oferta de suministros, servicios u obras que se ajuste a 
una norma nacional que transponga una norma europea, a un documento de idoneidad 
técnica europeo, a una especificación técnica común, a una norma internacional o a un 
sistema de referencias técnicas elaborado por un organismo europeo de normalización, si 
tales especificaciones tienen por objeto los requisitos de rendimiento o de exigencias 
funcionales fijados por ellas.

En su oferta, el licitador deberá probar por cualquier medio adecuado, incluidos los 
medios de prueba mencionados en el artículo 47, que el suministro, servicio u obra, 
conformes a la norma, cumplen los requisitos de rendimiento o las exigencias funcionales 
establecidos por la entidad contratante.

[ . . . ]
Artículo 48.  Normas de aseguramiento de la calidad y normas de gestión medioambiental.

1. Cuando las entidades contratantes exijan la presentación de certificados expedidos 
por organismos independientes que acrediten que el empresario cumple determinadas 
normas de garantías de calidad, en particular en materia de accesibilidad para personas con 
discapacidad, las mismas deberán hacer referencia a los sistemas de aseguramiento de la 
calidad basados en la serie de normas europeas pertinentes, certificados por organismos 
acreditados; y deberán reconocer los certificados equivalentes expedidos por organismos 
establecidos en Estados miembros de la Unión Europea. También aceptarán otras pruebas 
de medidas equivalentes de aseguramiento de la calidad cuando el operador económico 
afectado no tenga la posibilidad de obtener tales certificados en el plazo fijado por causas no 
imputables al empresario, siempre que este demuestre que las medidas de aseguramiento 
de la calidad que propone se ajustan a las normas de aseguramiento de la calidad exigidas.

2. Cuando las entidades contratantes exijan como medio para acreditar la solvencia 
técnica o profesional la presentación de certificados expedidos por organismos 
independientes que acrediten que el licitador cumple determinadas normas o sistemas de 
gestión medioambiental, harán referencia al sistema de gestión y auditoría 
medioambientales (EMAS) de la Unión Europea o a otros sistemas de gestión 
medioambiental reconocidos de conformidad con el artículo 45 del Reglamento (CE) n.º 
1221/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2009, relativo a la 
participación voluntaria de organizaciones en un sistema comunitario de gestión y auditoría 
medioambientales (EMAS), y por el que se derogan el Reglamento (CE) n.º 761/2001 y las 
Decisiones 2001/681/CE y 2006/193/CE de la Comisión, o a otras normas de gestión 
medioambiental basadas en las normas europeas o internacionales pertinentes de 
organismos acreditados. Las entidades contratantes asimismo reconocerán los certificados 
equivalentes de organismos establecidos en Estados miembros de la Unión Europea.

Si el licitador puede demostrar que no tiene acceso a certificados de este tipo, o que no 
tiene la posibilidad de obtenerlos dentro del plazo fijado por causas que no le sean 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 14  Real Decreto-ley incorporando al ordenamiento jurídico español diversas directivas UE [parcial]

– 346 –



imputables, la entidad contratante también aceptará otras pruebas de medidas de gestión 
medioambiental, a condición de que el licitador demuestre que dichas medidas son 
equivalentes a las exigidas con arreglo al sistema de gestión medioambiental aplicable.

Artículo 49.  Reconocimiento mutuo en cuanto a condiciones técnicas o financieras y en 
cuanto a certificados, pruebas y justificantes.

1. Las entidades contratantes reconocerán certificados equivalentes expedidos por 
organismos establecidos en otros Estados miembros de la Unión Europea.

2. También aceptarán otras pruebas de medidas equivalentes de garantía de calidad y 
de gestión medioambiental que presenten los operadores económicos.

Artículo 50.  Definiciones de las prescripciones técnicas.
Se entenderá por:
1. «Prescripción técnica»:
a) Cuando se trate de contratos de servicios o de suministros, aquella especificación que 

figure en un documento en la que se definan las características exigidas de un producto o de 
un servicio, como, por ejemplo, los niveles de calidad, los niveles de comportamiento 
ambiental y climático, el diseño para todas las necesidades, incluida la accesibilidad 
universal y diseño para todas las personas; la evaluación de la conformidad, el rendimiento, 
la utilización del producto, la seguridad, o las dimensiones; asimismo, los requisitos 
aplicables al producto en lo referente a la denominación de venta, la terminología, los 
símbolos, las pruebas y métodos de prueba, el envasado, marcado y etiquetado, las 
instrucciones de uso, los procesos y métodos de producción en cualquier fase del ciclo de 
vida del suministro o servicio, así como los procedimientos de evaluación de la conformidad.

b) Cuando se trate de contratos de obras, el conjunto de las prescripciones técnicas 
contenidas concretamente en los pliegos de condiciones, en las que se definan las 
características requeridas de un material, producto o suministro, y que permitan 
caracterizarlos de manera que respondan a la utilización a que los destine la entidad 
contratante. Estas características incluyen: el impacto social, laboral, ambiental y climático 
de dichos materiales, productos o actividades que se desarrollen durante la elaboración o 
utilización de los mismos; el diseño para todas las necesidades, incluida la accesibilidad 
universal y diseño para todas las personas; la evaluación de la conformidad, el rendimiento, 
la seguridad, o las dimensiones; los procedimientos de aseguramiento de la calidad; la 
terminología; los símbolos; las pruebas y métodos de prueba; el envasado, marcado y 
etiquetado; las instrucciones de uso y los procesos y métodos de producción en cualquier 
fase del ciclo de vida de las obras; las reglas de elaboración del proyecto y cálculo de las 
obras; las condiciones de prueba, control y recepción de las obras, así como las técnicas o 
métodos de construcción y todas las demás condiciones de carácter técnico que la entidad 
contratante pueda prescribir, por vía de reglamentación general o específica, en lo referente 
a obras acabadas y a los materiales o elementos que las constituyan.

2. «Norma»: una prescripción técnica aprobada por un organismo de normalización 
reconocido para una aplicación repetida o continuada cuyo cumplimiento no sea obligatorio y 
que esté incluida en una de las categorías siguientes:

a) «Norma internacional»: norma adoptada por un organismo internacional de 
normalización y puesta a disposición del público,

b) «Norma europea»: norma adoptada por un organismo europeo de normalización y 
puesta a disposición del público, y

c) «Norma nacional»: norma adoptada por un organismo nacional de normalización y 
puesta a disposición del público.

3. «Evaluación técnica europea»: la evaluación documentada de las prestaciones de un 
producto de construcción en cuanto a sus características esenciales, con arreglo al 
correspondiente documento de evaluación europeo, tal como se define en el artículo 2, punto 
12, del Reglamento (UE) n.º 305/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo.
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4. «Especificación técnica común»: la prescripción técnica en el ámbito de las TIC 
elaborada según los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) n.º 1025/2012.

5. «Referencia técnica»: cualquier documento elaborado por los organismos europeos de 
normalización, distinto de las normas europeas, con arreglo a procedimientos adaptados a la 
evolución de las necesidades del mercado.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Procedimientos de adjudicación de los contratos

CAPÍTULO I
Objeto, contenido mínimo y plazo de duración de los contratos

Artículo 52.  Objeto del contrato.
1. El objeto de los contratos sujetos a este real decreto-ley deberá ser determinado. El 

mismo se podrá definir en atención a las necesidades o funcionalidades concretas que se 
pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto del contrato a una solución única. En especial, se 
definirán de este modo en aquellos contratos en los que se estime que pueden incorporarse 
innovaciones tecnológicas, sociales o ambientales que mejoren la eficiencia y sostenibilidad 
de los bienes, obras o servicios que se contraten.

2. No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir la cuantía del mismo y 
eludir así los requisitos de publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que 
corresponda.

3. Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, deberá preverse la 
realización independiente de cada una de sus partes mediante su división en lotes, 
pudiéndose reservar lotes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.

No obstante lo anterior, la entidad contratante podrá no dividir en lotes el objeto del 
contrato cuando existan motivos válidos, que deberán justificarse debidamente en el 
expediente, salvo en los casos de contratos de concesión de obras.

En todo caso se considerarán motivos válidos, a efectos de justificar la no división en 
lotes del objeto del contrato, los siguientes:

a) El hecho de que la división en lotes del objeto del contrato conllevase el riesgo de 
restringir injustificadamente la competencia. A los efectos de aplicar este criterio, la entidad 
contratante deberá solicitar informe previo a la autoridad de defensa de la competencia 
correspondiente para que se pronuncie sobre la apreciación de dicha circunstancia.

b) El hecho de que, la realización independiente de las diversas prestaciones 
comprendidas en el objeto del contrato dificultara la correcta ejecución del mismo desde el 
punto de vista técnico; o bien que el riesgo para la correcta ejecución del contrato proceda 
de la naturaleza del objeto del mismo, al implicar la necesidad de coordinar la ejecución de 
las diferentes prestaciones, cuestión que podría verse imposibilitada por su división en lotes 
y ejecución por una pluralidad de contratistas diferentes. Ambos extremos deberán ser, en su 
caso, justificados debidamente en el expediente.

4. Cuando la entidad contratante proceda a la división en lotes del objeto del contrato, 
esta podrá introducir las siguientes limitaciones, justificándolo debidamente en el expediente:

a) Limitar el número de lotes para los que un mismo candidato o licitador pueda 
presentar oferta.

b) Limitar el número máximo de lotes que puedan adjudicarse a cada licitador.
Cuando la entidad contratante considere oportuno introducir alguna de las dos 

limitaciones a que se refieren las letras a) y b) anteriores, así deberá indicarlo expresamente 
en el anuncio que sirva como medio de convocatoria de licitación o en el caso de que el 
medio de convocatoria de licitación sea un anuncio sobre la existencia de un sistema de 
clasificación, en la invitación a licitar o a negociar; y, en todo caso, en el pliego de 
condiciones.
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Cuando se introduzca la limitación a que se refiere el apartado b) anterior, además 
deberán incluirse en los pliegos de condiciones los criterios o normas que se aplicarán 
cuando, como consecuencia de la aplicación de los criterios de adjudicación, un licitador 
pueda resultar adjudicatario de un número de lotes que exceda el máximo indicado en el 
anuncio o en la invitación a licitar o a negociar, según el caso, y en el pliego de condiciones. 
Estos criterios o normas en todo caso deberán ser objetivos y no discriminatorios.

Salvo lo que disponga el pliego de condiciones, a efectos de las limitaciones previstas en 
las letras a) y b) anteriores, en las agrupaciones de empresarios serán estas y no sus 
componentes las consideradas candidato o licitador.

Podrá reservarse alguno o algunos de los lotes para Centros Especiales de Empleo o 
para empresas de inserción, o un porcentaje mínimo de reserva de la ejecución de estos 
contratos en el marco de programas de empleo protegido, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 65.1. Igualmente se podrán reservar lotes a favor de las entidades a que se 
refiere el artículo 65.2, en las condiciones establecidas en el citado artículo.

5. Cuando la entidad contratante hubiera decidido proceder a la división en lotes del 
objeto del contrato y, además, permitir que pueda adjudicarse más de un lote al mismo 
licitador, aquella podrá adjudicar a una oferta que combine varios lotes o todos los lotes, 
siempre y cuando se cumplan todos y cada uno de los requisitos siguientes:

a) Que esta posibilidad se hubiere establecido en el pliego de condiciones y se recoja en 
el anuncio que sirva como medio de convocatoria de licitación o, en el caso de que el medio 
de convocatoria de licitación sea un anuncio sobre la existencia de un sistema de 
clasificación, en la invitación a licitar o a negociar. Dicha previsión deberá concretar la 
combinación o combinaciones que se admitirán en su caso, así como la solvencia y 
capacidad exigida en cada una de ellas.

b) Que se trate de supuestos en que existan varios criterios de adjudicación.
c) Que previamente se lleve a cabo una evaluación comparativa para determinar si las 

ofertas presentadas por un licitador concreto para una combinación particular de lotes 
cumpliría mejor, en conjunto, los criterios de adjudicación establecidos en el pliego de 
condiciones con respecto a dichos lotes que las ofertas presentadas para los lotes 
separados de que se trate, considerados aisladamente.

d) Que los empresarios acrediten la solvencia económica, financiera y técnica 
correspondiente al conjunto de lotes.

6. Cuando se proceda a la división en lotes, las normas procedimentales y de publicidad 
que deben aplicarse en la adjudicación de cada lote o prestación diferenciada se 
determinarán en función del valor acumulado del conjunto, calculado según lo establecido en 
el artículo 4.12, salvo que se dé alguna de las excepciones citadas en el mismo.

7. En los contratos adjudicados por lotes, y salvo que se establezca otra previsión en el 
pliego de condiciones que rija el contrato, cada lote constituirá un contrato, salvo en casos 
en que se presenten las ofertas que combinen varios lotes o todos los lotes a que se refiere 
el apartado 4 anterior, en los que todas las ofertas constituirán un contrato.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Ejecución y extinción de los contratos

CAPÍTULO I
De la ejecución del contrato

[ . . . ]
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Artículo 106.  Obligaciones relativas a las disposiciones en materia fiscal, de protección del 
medio ambiente, del empleo y de condiciones de trabajo y de contratar a un porcentaje 
específico de personas con discapacidad.

1. La entidad contratante podrá señalar en el pliego de condiciones, el organismo u 
organismos de los que los candidatos o los licitadores pueden obtener la información 
pertinente sobre obligaciones fiscales, de protección del medio ambiente, y las disposiciones 
vigentes en materia de protección del empleo, igualdad de género, condiciones de trabajo y 
prevención de riesgos laborales e inserción sociolaboral de las personas con discapacidad, y 
a la obligación de contratar a un número o porcentaje específico de personas con 
discapacidad que estén vigentes en el Estado, en la Comunidad Autónoma y en la localidad 
en que vayan a realizarse las prestaciones y que serán aplicables a las obras realizadas o a 
los servicios prestados durante la ejecución del contrato.

2. La entidad contratante que facilite la información a que se refiere el apartado 1 
solicitará a los licitadores o candidatos a una licitación que indiquen que en la elaboración de 
su oferta han tenido en cuenta las obligaciones derivadas de las disposiciones vigentes en 
materia de fiscalidad, protección del medio ambiente, protección del empleo, igualdad de 
género, condiciones de trabajo, prevención de riesgos laborales e inserción sociolaboral de 
las personas con discapacidad, y a la obligación de contratar a un número o porcentaje 
específico de personas con discapacidad, y protección del medio ambiente.

3. Lo dispuesto en el apartado 1 no obstará la aplicación de lo dispuesto en el artículo 69 
sobre verificación de las ofertas que incluyan valores anormales o desproporcionados.

4. Independientemente de lo dispuesto en este artículo las entidades contratantes 
cumplirán con las obligaciones establecidas en el artículo 27.4.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 14  Real Decreto-ley incorporando al ordenamiento jurídico español diversas directivas UE [parcial]

– 350 –



§ 15

Ley 13/2003, de 23 de mayo, reguladora del contrato de concesión 
de obras públicas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 124, de 24 de mayo de 2003

Última modificación: 31 de diciembre de 2020
Referencia: BOE-A-2003-10463

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Colaboración y coordinación entre Administraciones 
públicas.

1. La Administración General del Estado, las Administraciones de las comunidades 
autónomas y las entidades locales tienen los deberes de recíproca información y de 
colaboración y cooperación mutuas en el ejercicio de sus actuaciones de planificación y 
construcción de obras públicas, según lo establecido por el ordenamiento vigente.

Si los procedimientos de colaboración resultaran ineficaces, y cuando se justifique por la 
incidencia directa y significativa sobre la actividad económica general, el Estado, en el 
ejercicio de su competencia exclusiva sobre las bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica, podrá coordinar los planes de obras públicas 
competencia de las comunidades autónomas con los planes de obras públicas de interés 
general.

2. La Administración del Estado deberá colaborar con las Administraciones de las 
comunidades autónomas y las entidades locales a través de los mecanismos de 
coordinación y cooperación legalmente establecidos, a fin de articular la planificación y 
construcción de las obras públicas de interés general con los planes de ordenación territorial 
y urbanística.

En defecto de acuerdo entre las Administraciones públicas, y sin perjuicio de lo previsto 
en la legislación medioambiental, los planes y proyectos de obras públicas de competencia 
del Estado prevalecerán sobre cualquier instrumento de planificación u ordenación territorial 
o urbanística en lo que se refiere a las competencias estatales exclusivas, en cuyo caso las 
comunidades autónomas y las corporaciones locales deberán incorporar necesariamente en 
sus respectivos instrumentos de ordenación las rectificaciones imprescindibles para 
acomodar sus determinaciones a aquéllos.

3. Los planes o instrumentos generales de ordenación territorial o urbanística calificarán 
los espacios territoriales necesarios para las diferentes obras públicas de interés general del 
Estado como sistemas generales y serán clasificados de conformidad con su naturaleza, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9.1.ª de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen 
del Suelo y Valoraciones.
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4. La Administración General del Estado, en el ejercicio de sus competencias, emitirá 
informe en la instrucción de los procedimientos de aprobación, modificación o revisión de los 
planes territoriales y urbanísticos y de las disposiciones generales y normas urbanísticas que 
incluyan, que puedan afectar al ejercicio de las competencias estatales. Estos informes 
tendrán carácter vinculante en lo que se refiere a la preservación de las competencias del 
Estado, y serán evacuados, tras en su caso, los intentos que procedan de encontrar una 
solución negociada, en el plazo máximo de tres meses, transcurrido el cual se entenderán 
emitidos con carácter favorable y podrá continuarse con la tramitación del procedimiento de 
aprobación, salvo que afecte al dominio o al servicio públicos de titularidad estatal. A falta de 
solicitud del preceptivo informe, así como en el supuesto de disconformidad emitida por el 
órgano competente por razón de la materia, o en los casos de silencio citados en los que no 
opera la presunción del carácter favorable del informe, no podrá aprobarse el 
correspondiente plan territorial o urbanístico en aquello que afecte a las competencias 
estatales.

No obstante, si la Administración competente en materia territorial o urbanística no 
tuviera los elementos de juicio suficientes, bien porque no se hubiesen recibido los 
correspondientes informes que resulten relevantes, o bien porque, habiéndose recibido, 
resultasen insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano 
jerárquicamente superior de aquél que tendría que emitir el informe, para que, en el plazo de 
diez días hábiles, contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al órgano 
competente la entrega del correspondiente informe en el plazo de diez días hábiles, sin 
perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora. El 
requerimiento efectuado se comunicará al promotor privado del instrumento de planificación, 
cuando sea el caso y éste último podrá también reclamar a la Administración competente la 
emisión del informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 
29/1998, de 13 julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Evaluación del impacto ambiental.

Las obras públicas que se construyan mediante contrato de concesión se someterán al 
procedimiento de evaluación de impacto ambiental en los casos establecidos en la 
legislación ambiental.

[ . . . ]
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§ 16

Ley 24/2011, de 1 de agosto, de contratos del sector público en los 
ámbitos de la defensa y de la seguridad. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 184, de 2 de agosto de 2011

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2011-13239

[ . . . ]
TÍTULO III

Selección del contratista y adjudicación de los contratos.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen de los procedimientos de adjudicación

[ . . . ]
Sección 3.ª Adjudicación de los contratos

[ . . . ]
Artículo 32.  Criterios de adjudicación del contrato.

1. Para adjudicar los contratos, los órganos de contratación podrán tener en cuenta uno 
o varios criterios de adjudicación, de conformidad con lo establecido en los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares.

Cuando la adjudicación deba hacerse en virtud de un solo criterio, éste deberá ser en 
todo caso el precio más bajo.

Cuando la adjudicación deba hacerse en virtud de varios criterios, éstos deberán estar 
vinculados al objeto del contrato de que se trate, tales como: la calidad, el precio, el valor 
técnico, el carácter funcional, las características medioambientales, el coste de utilización, 
los costes a lo largo del ciclo de vida, la rentabilidad, el servicio posventa y la asistencia 
técnica, la fecha de entrega y el plazo de entrega o de ejecución, la seguridad del 
abastecimiento, la interoperabilidad y las características operativas.

2. A efectos de lo establecido en el apartado anterior, en la documentación del contrato 
deberá indicarse la ponderación relativa que se atribuya a cada uno de los criterios elegidos 
para determinar la oferta económicamente más ventajosa. Esta ponderación podrá 
expresarse fijando una banda de valores que deberá tener una amplitud máxima adecuada.
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Ello no obstante, cuando no sea posible establecer la ponderación, los órganos de 
contratación indicarán en la documentación del contrato el orden decreciente de importancia 
de los criterios, con expresión de las razones que justifican la imposibilidad de establecer la 
ponderación atribuible a cada uno de los criterios de adjudicación.

3. En todo lo no previsto en este artículo será de aplicación lo dispuesto en el artículo 
134 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Definición de términos a los efectos de la presente Ley.

A los efectos previstos en esta Ley tendrán la consideración de:
1.º) Actividades de inteligencia: Las actividades encaminadas a proporcionar al Gobierno 

la información e inteligencia necesarias para prevenir y evitar cualquier riesgo o amenaza 
que afecte a la independencia e integridad de España, los intereses nacionales y la 
estabilidad del Estado de Derecho y sus instituciones.

2.º) Actividades de contrainteligencia: Las actividades destinadas a prevenir, detectar y 
posibilitar la neutralización de aquellas actividades de servicios extranjeros, grupos o 
personas que pongan en riesgo, amenacen o atenten contra el ordenamiento constitucional, 
los derechos y libertades de los ciudadanos españoles, la soberanía, integridad y seguridad 
del Estado, la estabilidad de sus instituciones, los intereses nacionales y el bienestar de la 
población.

3.º) Ciclo de vida: Todas las posibles etapas sucesivas de los productos, a saber, 
definición del concepto, investigación y desarrollo, desarrollo industrial, producción, 
reparación, modernización, modificación, mantenimiento, logística, formación, ensayo, baja 
en servicio y eliminación.

4.º) Crisis: La situación en un Estado miembro de la Unión Europea o en un tercer país 
en que se haya producido un siniestro que rebase las inconveniencias normales de la vida 
cotidiana y ponga en peligro o limite de forma sustancial la vida y la salud de las personas, 
suponga importantes daños materiales o exija medidas para abastecer a la población de lo 
necesario; también se considerará que existe crisis cuando deba considerarse inminente que 
tal siniestro se produzca; los conflictos armados y las guerras se considerarán crisis en el 
sentido de la presente Ley.

5.º) Equipo militar: El equipo específicamente diseñado o adaptado para fines militares 
destinado a ser utilizado como armas, municiones o material de guerra.

6.º) Equipo sensible: El equipo con fines de seguridad pública que exija un nivel elevado 
de confidencialidad en razón de las circunstancias concurrentes debidamente justificadas o 
por implicar, requerir o contener información clasificada.

7.º) Especificación técnica civil común: Toda especificación elaborada según un 
procedimiento reconocido por los Estados miembros de la Unión Europea y publicada en el 
«Diario Oficial de la Unión Europea».

8.º) Documento de idoneidad técnica europeo: Todo documento expedido por un 
organismo autorizado para ello por el Estado que acredite una evaluación técnica favorable 
de la idoneidad de un producto para el uso asignado, basada en el cumplimiento de los 
requisitos básicos para la construcción de acuerdo con las características intrínsecas del 
producto y las condiciones de aplicación y utilización establecidas.

9.º) Información: Todo conocimiento que pueda ser comunicado, presentado o 
almacenado en cualquier forma.

10.º) Información clasificada: Cualquier información o materia, independientemente de su 
forma, naturaleza o modo de transmisión, al que se haya atribuido un nivel de clasificación 
de seguridad o un nivel de protección y que, en interés de la seguridad nacional y de 
conformidad con las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas vigentes en el 
Estado, requiera protección contra toda apropiación indebida, destrucción, eliminación, 
divulgación, pérdida o acceso por cualquier persona no autorizada, o contra cualquier otro 
riesgo.

11.º) Investigación y desarrollo: Todas las actividades que comprendan la investigación 
fundamental, la investigación aplicada y el desarrollo experimental, pudiendo incluir éste 
último la realización de demostradores tecnológicos, es decir, dispositivos para demostrar el 
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rendimiento de un nuevo concepto o una nueva tecnología en un entorno pertinente o 
representativo.

El término investigación y desarrollo no incluye la realización y calificación de prototipos 
previos a la producción, herramientas e ingeniería industrial, diseño industrial o fabricación.

12.º) Norma: Se entenderá por norma toda especificación técnica aprobada por un 
organismo de normalización reconocido para una aplicación repetida o continuada cuyo 
cumplimiento no sea obligatorio y que esté incluida en una de las categorías siguientes:

Norma internacional: norma adoptada por un organismo internacional de normalización y 
puesta a disposición del público,

Norma europea: norma adoptada por un organismo europeo de normalización y puesta a 
disposición del público,

Norma nacional: norma adoptada por un organismo nacional de normalización y puesta a 
disposición del público.

13.º) Norma de defensa: Se entenderá por norma de defensa toda especificación técnica 
de observancia no obligatoria y adoptada por un organismo de normalización especializado 
en la elaboración de especificaciones técnicas, para una aplicación repetida o continuada en 
el ámbito de la defensa.

14.º) Obras sensibles: Aquellas obras con fines de seguridad pública que exijan un nivel 
elevado de confidencialidad en razón de las circunstancias concurrentes debidamente 
justificadas o por implicar, requerir o contener información clasificada.

15.º) Prescripciones técnicas en los contratos de obra: El conjunto de características 
técnicas contenidas en los pliegos o documento equivalente y referidas a un material, 
producto o suministro, y que permitan caracterizarlos de manera que respondan al uso a que 
los destinará el órgano de contratación. Estas características incluyen los niveles de 
actuación sobre el medio ambiente, el diseño para todas las necesidades, incluida la 
accesibilidad de las personas con discapacidad, y los estudios que den su conformidad, 
cómo se comporta en la práctica, la seguridad o las dimensiones, así como los 
procedimientos que garanticen la calidad, la terminología, los símbolos, las pruebas y 
métodos de prueba, el envasado, marcado y etiquetado, y los procedimientos y métodos de 
producción. Incluyen asimismo las normas de concepción y cálculo de las obras, las 
condiciones de prueba, control y recepción de las obras, así como las técnicas o métodos de 
construcción y todas las demás condiciones de carácter técnico que el órgano de 
contratación pueda establecer en lo referente a obras acabadas y a los materiales o 
elementos que las constituyan.

16.º) Prescripciones técnicas en los contratos de suministro y de servicios: El conjunto de 
características técnicas contenidas en los pliegos o documento equivalente y referidas a un 
producto o a un servicio, tales como los niveles de calidad, los niveles de actuación sobre el 
medio ambiente, el diseño para todas las necesidades, incluida la accesibilidad de las 
personas con discapacidad, y los estudios que den su conformidad, cómo se comporta en la 
práctica, la utilización del producto, su seguridad o dimensiones; asimismo las prescripciones 
aplicables al producto en lo referente a la denominación de venta, la terminología, los 
símbolos, las pruebas y métodos de prueba, el envasado, marcado y etiquetado, las 
instrucciones de uso, los procedimientos y métodos de producción, así como los 
procedimientos para realizar los estudios que den la conformidad.

17.º) Seguridad del suministro: El conjunto de requerimientos específicos que impone el 
órgano de contratación con el fin de asegurar, durante el ciclo de vida de los equipos 
militares o de los equipos sensibles:

a) La ejecución de los contratos en cuanto a los requisitos técnicos, operativos y de 
calidad; el cumplimiento de los plazos y de las cantidades y el ritmo de las entregas fijadas;

b) La disponibilidad del apoyo logístico necesario para la operación de los equipos, 
infraestructura y servicios, con especial incidencia en la conservación de la capacidad de 
mantenimiento y reparación.

Tales requerimientos han de estar identificados y descritos en la documentación del 
contrato, ya sea mediante la relación detallada de los mismos o bien por referencia a la 
legislación nacional específica de rango reglamentario o superior.
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18.º) Servicios sensibles: Aquellos servicios con fines de seguridad pública que exijan un 
nivel elevado de confidencialidad en razón de las circunstancias concurrentes debidamente 
justificadas o por implicar, requerir o contener información clasificada.

19.º) Sistema de referencias técnicas: Cualquier norma elaborada por los organismos 
europeos de normalización, distinta de las normas oficiales, con arreglo a procedimientos 
adaptados a la evolución de las necesidades del mercado.

[ . . . ]
ANEXO III

Información que debe figurar en los anuncios a que se refieren los artículos 25 
y 26

Anuncio relativo a la publicación de un anuncio de información previa en el perfil 
de comprador

1. País de la entidad o poder adjudicador.
2. Nombre de la entidad o poder adjudicador.
3. Dirección Internet del perfil de comprador (URL).
4. Números de referencia de la nomenclatura CPV.

Anuncio de información previa
1. Nombre, dirección, número de fax y dirección de correo electrónico de la entidad o 

poder adjudicador y, en caso de que sean distintos, del servicio del que pueda obtenerse 
información complementaria, así como, en el caso de los contratos de servicios y de obras, 
los servicios –por ejemplo, el sitio de Internet gubernamental pertinente– en los que se 
puede obtener información acerca del marco normativo general por lo que se refiere a la 
fiscalidad, la protección del medio ambiente, la protección de los trabajadores y las 
condiciones de trabajo aplicables en el lugar en que deba ejecutarse el contrato.

2. Si procede, indicación de si el contrato está restringido a talleres protegidos o si su 
ejecución está restringida al marco de programas de protección de empleo.

3. Respecto de los contratos de obras: naturaleza y alcance de las obras y lugar de 
ejecución; cuando la obra esté dividida en varios lotes, principales características de los lotes 
en relación con la obra; si se conoce, estimación del coste máximo y mínimo de las obras, 
números de referencia de la nomenclatura CPV.

Respecto de los contratos de suministro: características y cantidades o valor de los 
productos solicitados; números de referencia de la nomenclatura CPV.

Respecto de los contratos de servicios: volumen previsto de contratación en cada una de 
las categorías de servicios; números de referencia de la nomenclatura CPV.

4. Fechas provisionales previstas para iniciar los procedimientos de adjudicación del 
contrato o contratos, en el caso de contratos de servicios por categoría.

5. Si procede, indicar si se trata de un acuerdo marco.
6. Si procede, otra información.
7. Fecha de envío del anuncio o del envío del anuncio relativo a la publicación del 

presente anuncio en el perfil de comprador.

Anuncio de licitación
Procedimientos abiertos, restringidos, procedimientos negociados con publicación de 

anuncio y diálogo competitivo:
1. Nombre, dirección, números de teléfono y de fax y dirección electrónica de la entidad 

o poder adjudicador.
2. Si procede, indicación de si el contrato está restringido a talleres protegidos o si su 

ejecución está restringida al marco de programas de protección de empleo.
3.a) Procedimiento de adjudicación elegido.
b) Si procede, justificación del recurso al procedimiento acelerado (en el caso de los 

procedimientos restringidos y negociados).
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c) Si procede, indicar si se trata de un acuerdo marco.
d) Si procede, la celebración de una subasta electrónica.
4. Forma del contrato.
5. Lugar de ejecución o realización de las obras, lugar de entrega de los productos 

suministrados o lugar de prestación de los servicios.
6.a) Contratos de obras.
Naturaleza y alcance de las obras, características generales de la obra. Indicar las 

opciones para obras complementarias y, si se conoce, el calendario previsto para ejercer 
dichas opciones, así como el número de prórrogas posibles. Si la obra o el contrato están 
divididos en varios lotes, dimensiones de los distintos lotes; números de referencia de la 
nomenclatura CPV.

Información sobre el objeto de la obra o del contrato cuando este incluya la elaboración 
de proyectos.

Cuando se trate de acuerdos marco, indicar también la duración prevista del acuerdo 
marco, una estimación del valor total de las obras para toda la duración del acuerdo marco y, 
en la medida de lo posible, el valor y la frecuencia de los contratos que esté previsto 
adjudicar.

b) Contrato de suministro.
Naturaleza de los productos solicitados, indicando, concretamente, si la licitación se 

refiere a compra, arrendamiento financiero, arrendamiento, venta a plazos, o a una 
combinación de estas modalidades; números de referencia de la nomenclatura. Cantidad de 
productos solicitados, indicando, concretamente, las opciones para compras 
complementarias y, si se conoce, el calendario previsto para ejercer dichas opciones, así 
como el número de prórrogas posibles; números de referencia de la nomenclatura CPV.

En caso de que se vayan a adjudicar una serie de contratos que tengan un carácter de 
periodicidad o contratos renovables dentro de un determinado período, indicar también, si se 
conoce, el calendario de los posteriores contratos para las compras de los suministros 
previstos.

Cuando se trate de acuerdos marco, indicar también la duración prevista del acuerdo 
marco, una estimación del valor total de los suministros para toda la duración del acuerdo 
marco y, en la medida de lo posible, el valor y la frecuencia de los contratos que esté 
previsto adjudicar.

c) Contratos de servicios.
Categoría del servicio y descripción. Números de referencia de la nomenclatura CPV. 

Cantidad de servicios solicitados. Indicar, concretamente, las opciones para compras 
complementarias y, si se conoce, el calendario previsto para ejercer dichas opciones, así 
como el número de prórrogas posibles. En el caso de contratos renovables dentro de un 
determinado período, si se conoce, fecha aproximada de los posteriores contratos para los 
servicios solicitados.

Cuando se trate de acuerdos marco, indicar también la duración prevista del acuerdo 
marco, una estimación del valor total de los servicios solicitados para toda la duración del 
acuerdo marco y, en la medida de lo posible, el valor y la frecuencia de los contratos que 
esté previsto adjudicar.

Se señalará si, con arreglo a disposiciones legales, reglamentarias o administrativas, se 
reserva la prestación del servicio a una determinada profesión.

Referencia de dicha norma legal, reglamentaria o administrativa.
Se señalará si las personas jurídicas deben indicar los nombres y la cualificación 

profesional del personal responsable de la ejecución del servicio.
7. Cuando los contratos estén divididos en lotes, se indicará si las empresas pueden 

licitar por uno, varios o la totalidad de estos lotes.
8. Admisión o prohibición de variantes.
9. Cuando proceda indicación del porcentaje del valor global del contrato que se requiere 

para ser objeto de subcontratación a terceros a través de un procedimiento de licitación.
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10. Cuando proceda, criterios de selección sobre la situación personal de los 
subcontratistas que puedan dar lugar a su exclusión, e información necesaria que demuestre 
que no se hallan en ninguno de los casos que motivan la exclusión. Información y trámites 
necesarios para la evaluación de las condiciones mínimas de carácter económico y técnico a 
las que deberá ajustarse el subcontratista.

Nivel o niveles mínimos de capacidad que se exijan, cuando así sea.
11. Fecha límite en que finalizarán las obras, suministros o servicios, o duración del 

contrato de obras, suministros o servicios. En la medida de lo posible, fecha en que se 
iniciarán las obras o fecha límite en que se iniciarán o entregarán los suministros o prestarán 
los servicios.

12. Si procede, las condiciones particulares a las que está sometida la ejecución del 
contrato.

13.a) Fecha límite de recepción de las solicitudes de participación.
b) Dirección a la que deben dirigirse.
c) Lengua o lenguas en que deben redactarse.
14. En su caso, depósitos y garantías exigidos.
15. Modalidades básicas de financiación y de pago o referencias a las disposiciones 

pertinentes, o ambas cosas.
16. Si procede, forma jurídica que deberá adoptar la agrupación de empresas 

adjudicataria del contrato.
17. Criterios de selección sobre la situación personal de las empresas que puedan dar 

lugar a su exclusión, e información necesaria que demuestre que no se hallan en ninguno de 
los casos que motivan la exclusión. Criterios de selección, datos y trámites necesarios para 
la evaluación de las condiciones mínimas de carácter económico y técnico a las que deberá 
ajustarse la empresa. Nivel o niveles mínimos de capacidad que se exijan, cuando así sea.

18. Para los acuerdos marco: número o, en su caso, número máximo previsto de 
empresas que participarán en el acuerdo marco y su duración prevista.

19. Para el diálogo competitivo y los procedimientos negociados con publicación de un 
anuncio de licitación, se indicará, si procede, que se recurrirá a un procedimiento que se 
desarrollará en fases sucesivas con el fin de reducir progresivamente el número de 
soluciones que deban examinarse o de ofertas que haya que negociar.

20. En el caso de un procedimiento restringido, un procedimiento negociado o un diálogo 
competitivo, cuando se recurra a la facultad de reducir el número de candidatos a los que se 
invitará a presentar sus ofertas, a dialogar o a negociar: número mínimo y, si procede, 
máximo de candidatos previstos y criterios objetivos que se utilizarán para escoger dicho 
número de candidatos.

21. Criterios previstos en el artículo 32 que se utilizarán para la adjudicación del contrato: 
«el precio más bajo» o «oferta económicamente más ventajosa». Se indicarán los criterios 
que determinen la oferta económicamente más ventajosa, así como su ponderación, o los 
criterios en orden descendente de importancia, cuando dichos criterios no figuren en el 
pliego de condiciones o, en caso de diálogo competitivo, en el documento descriptivo.

22. Si procede, fecha o fechas de publicación del anuncio de información previa con 
arreglo a las especificaciones técnicas de publicación indicadas en el anexo V o indicación 
de que dicho anuncio no ha sido publicado.

23. Fecha de envío del presente anuncio.

Anuncio sobre contratos formalizados
1. Nombre y dirección de la entidad o poder adjudicador.
2. Procedimiento de adjudicación elegido. En caso de procedimiento negociado sin 

publicación previa de anuncio de licitación (artículo 44), justificación.
3. Contratos de obras: naturaleza y alcance de las prestaciones.
Contrato de suministro: naturaleza y cantidades de los productos suministrados, en su 

caso, por proveedor; números de referencia de la nomenclatura CPV.
Contratos de servicios: categoría del servicio y descripción; números de referencia de la 

nomenclatura CPV; cantidad de servicios comprados.
4. Fecha de adjudicación del contrato.
5. Criterios de adjudicación del contrato.
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6. Número de ofertas recibidas.
7. Nombre y dirección del adjudicatario o adjudicatarios.
8. Precio o gama de precios (mínimo/máximo) pagados.
9. Importe de las ofertas adjudicatarias o importe de las ofertas inferior y superior 

consideradas en la adjudicación.
10. Si procede, parte del contrato que sea objeto de subcontratación y su valor.
11. En su caso, los motivos que justifiquen una vigencia del acuerdo superior a siete 

años.
12. Fecha de publicación del anuncio de licitación con arreglo a las especificaciones 

técnicas de publicación que figuran en el anexo V.
13. Fecha de envío del presente anuncio.

[ . . . ]
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§ 17

Real Decreto 216/2014, de 28 de marzo, por el que se establece la 
metodología de cálculo de los precios voluntarios para el pequeño 
consumidor de energía eléctrica y su régimen jurídico de contratación

Ministerio de Industria, Energía y Turismo
«BOE» núm. 77, de 29 de marzo de 2014
Última modificación: 14 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-2014-3376

Téngase en cuenta, que quedan suprimidas todas las referencias a la oferta alternativa al precio voluntario 
para el pequeño consumidor a precio fijo contenidas en la presente norma, por la disposición derogatoria 
única.2 del Real Decreto 184/2022, de 8 de marzo. Ref. BOE-A-2022-4361

I
Los precios voluntarios para el pequeño consumidor y las tarifas de último recurso se 

encuentran regulados en el artículo 17 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 
Eléctrico.

En este artículo se definen los precios voluntarios para el pequeño consumidor como los 
precios máximos que podrán cobrar los comercializadores que, a tenor de lo previsto en el 
párrafo f) del artículo 6 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, asuman las obligaciones de 
suministro de referencia, a aquellos consumidores que, de acuerdo con la normativa vigente, 
cumplan los requisitos para que les resulten de aplicación. Asimismo, se definen las tarifas 
de último recurso como aquellos precios de aplicación a categorías concretas de 
consumidores de acuerdo a lo dispuesto en la citada ley y su normativa de desarrollo. Estas 
tarifas de último recurso resultarán de aplicación a los consumidores que tengan la condición 
de vulnerables, y a aquellos que, sin cumplir los requisitos para la aplicación del precio 
voluntario para el pequeño consumidor, transitoriamente no dispongan de un contrato de 
suministro en vigor con un comercializador en mercado libre.

El precio voluntario al pequeño consumidor viene a sustituir a las tarifas de último 
recurso existentes hasta la aprobación de la citada Ley 24/2013, de 26 de diciembre, cuya 
regulación se establecía tanto en el Real Decreto 485/2009, de 3 de abril, por el que se 
regula la puesta en marcha del suministro de último recurso en el sector de la energía 
eléctrica, que en su artículo 7 establecía la metodología de cálculo y revisión de las tarifas de 
último recurso, como en la Orden ITC/1659/2009, de 22 de junio, por la que se establece el 
mecanismo de traspaso de clientes del mercado a tarifa al suministro de último recurso de 
energía eléctrica y el procedimiento de cálculo y estructura de las tarifas de último recurso de 
energía eléctrica.

El mencionado artículo 17 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, determina en su 
apartado 2 que para el cálculo de los precios voluntarios se incluirá de forma aditiva en su 
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estructura el coste de producción de energía eléctrica, además de los peajes de acceso, 
cargos y los costes de comercialización que correspondan. Asimismo, establece que el coste 
de producción se determinará con arreglo a mecanismos de mercado en los términos que se 
desarrollen reglamentariamente.

Además de lo anterior, el artículo 17.4 establece que el Gobierno establecerá la 
metodología de cálculo de los precios voluntarios para el pequeño consumidor y de las 
tarifas de último recurso, y que por orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo, previo 
Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, se dictarán las 
disposiciones necesarias para el establecimiento de los mismos.

En el presente real decreto se determina la estructura de los precios voluntarios para el 
pequeño consumidor, antes tarifas de último recurso, que serán de aplicación a los 
consumidores de baja tensión con potencia contratada hasta 10 kW. Asimismo, se fija el 
procedimiento de cálculo del coste de producción de energía eléctrica que incluirá el precio 
voluntario para el pequeño consumidor, de tal forma que se respete el principio de suficiencia 
de ingresos, aditividad y que no ocasionen distorsiones de la competencia en el mercado, tal 
y como exige la norma, posibilitando su revisión.

Hasta la fecha, el citado coste de producción se ha venido estimando a partir del método 
de cálculo previsto en la normativa anterior tomando como referencia el resultado de la 
subasta que a tal efecto se celebraba. Estas subastas, denominadas subastas CESUR, se 
encuentran reguladas en la Orden ITC/1601/2010, de 11 de junio, por la que se regulan las 
subastas CESUR a que se refiere la Orden ITC/1659/2009, de 22 de junio, a los efectos de 
la determinación del coste estimado de los contratos mayoristas para el cálculo de la tarifa 
de último recurso.

Este mecanismo es un mecanismo de contratación a plazo, para un horizonte trimestral, 
en el que venían participando los comercializadores de último recurso (ahora 
comercializadores de referencia) como adquirentes de energía eléctrica para el suministro a 
los consumidores acogidos a la tarifa de último recurso (ahora al precio voluntario para el 
pequeño consumidor).

La última subasta CESUR celebrada el 19 de diciembre de 2013 no fue validada por la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia como entidad supervisora de la 
misma, en cumplimiento del artículo 6 de la Orden ITC/1601/2010, de 11 de junio, y del 
artículo 14.1 de la Orden ITC/1659/2009, de 22 de junio, a la vista de la concurrencia de 
determinadas circunstancias atípicas. Posteriormente, y con fecha 7 de enero de 2014 la 
referida Comisión aprobó el Informe sobre el desarrollo de la 25º subasta CESUR en el que 
tras un análisis más detallado de los datos disponibles confirmó y completó las razones que 
llevaron a proponer la no validación de la subasta. En concreto, en su informe considera que 
concurrieron «circunstancias atípicas» que impidieron que la puja se desarrollara en un 
entorno de «suficiente presión competitiva».

Ante la necesidad de fijación de un precio voluntario para el pequeño consumidor con 
anterioridad al 1 de enero de 2014, y teniendo en cuenta la propuesta de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia del 26 de diciembre de 2013 para el 
establecimiento de un procedimiento que permitiese la determinación del precio de la 
electricidad a partir del 1 de enero de 2014, por medio del Real Decreto-ley 17/2013, de 27 
de diciembre, por el que se determina el precio de la energía eléctrica en los contratos 
sujetos al precio voluntario para el pequeño consumidor en el primer trimestre de 2014, se 
estableció el mecanismo para determinar el precio de los contratos mayoristas a utilizar 
como referencia para la fijación del precio voluntario para el pequeño consumidor para el 
primer trimestre de este ejercicio 2014.

Estos hechos acaecidos recientemente han puesto de manifiesto la necesidad de 
proceder a una revisión del mecanismo vigente para la determinación del coste de 
producción de energía eléctrica.

Así mediante este real decreto se establece que la determinación del coste de 
producción de energía eléctrica se realizará con base en el precio horario del mercado diario 
durante el período al que corresponda la facturación.

La facturación se efectuará por el comercializador de referencia que corresponda con 
base en lecturas reales y considerando los perfiles de consumo salvo para aquellos 
suministros que cuenten con equipos de medida con capacidad para telemedida y 
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telegestión, y efectivamente integrados en los correspondientes sistemas, en los que la 
facturación se realizará considerando los valores horarios de consumo.

De este modo, el mecanismo establecido en el presente real decreto supone un cambio 
de modelo, pasando de un modelo en el que el precio del coste estimado de la energía se 
fijaba a priori a través de un mecanismo con un precio de futuro como era el caso de las 
subastas CESUR, a un mecanismo en el que el consumidor abonará el coste que ha tenido 
en el mercado la energía consumida en el periodo.

El aseguramiento de un precio estable durante un periodo implica un coste, que estaba 
implícito en el coste de la energía resultante de la subasta.

El nuevo mecanismo propuesto supondrá un ahorro para los consumidores que, con 
carácter general, no tendrán que hacer frente al pago del coste de aseguramiento en el 
precio de un producto negociado en un mercado de futuros. A cambio, percibirán las 
variaciones de precio resultantes del distinto precio de la energía en cada momento.

Este nuevo mecanismo permitirá, por tanto, lograr una mayor transparencia en la fijación 
del precio, eliminar la participación del Gobierno, que convocaba las subastas CESUR, así 
como reducir los precios para el consumidor al disminuir el coste del aseguramiento, y en 
definitiva, dar una mayor señal de precio, lo que fomentará comportamientos de consumo 
más eficientes.

Además y en desarrollo del artículo 46.1.q) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del 
precio voluntario para el pequeño consumidor y para aquellos que puedan acogerse al 
mismo, en este real decreto se prevé como alternativa que el consumidor pueda contratar 
con el comercializador de referencia un precio fijo de la energía durante un año. De esta 
forma, se pretende ofertar un precio más estable para el consumidor, aunque con un mayor 
coste de aseguramiento. Este precio será público, transparente y comparable.

II
Teniendo en cuenta lo anterior, y dentro de las revisiones normativas necesarias, el 

objeto del presente real decreto es establecer la metodología para el cálculo de los precios 
voluntarios para el pequeño consumidor en desarrollo del apartado 4 del artículo 17 de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico.

Asimismo, se incorporan las previsiones necesarias para el cálculo y aplicación de las 
tarifas de último recurso a las que podrán acogerse los consumidores vulnerables y los 
consumidores que, sin tener derecho al precio voluntario para el pequeño consumidor, 
transitoriamente carezcan de un contrato con un comercializador en mercado libre.

Adicionalmente, el artículo 2 del Real Decreto-ley 17/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se determina el precio de la energía eléctrica en los contratos sujetos al precio voluntario 
para el pequeño consumidor en el primer trimestre de 2014, contempla el mecanismo de 
cobertura de los comercializadores de referencia a aplicar en el primer trimestre de 2014. 
Entre otros aspectos, determina en su apartado 3 que la cuantía de las cantidades 
resultantes por aplicación de la liquidación por diferencias de precios será incorporada, en su 
caso, en el cálculo del precio voluntario al pequeño consumidor del periodo siguiente, 
señalando asimismo que se procederá a la realización de las oportunas regularizaciones de 
las cantidades correspondientes a cada comercializador de referencia.

Por ello, en el presente real decreto se desarrollan los aspectos necesarios para la 
realización de las oportunas regularizaciones de las cantidades correspondientes a cada 
comercializador de referencia.

Además de lo anterior, se regulan en esta norma las condiciones del contrato de 
suministro a precio voluntario para el pequeño consumidor, con el fin de establecer un 
contenido homogéneo de dichos contratos, al amparo de lo previsto en la Ley 24/2013, de 26 
de diciembre, del Sector Eléctrico.

Por otro lado, a raíz de la sentencia de 5 de abril de 2011, de la Sala Tercera del Tribunal 
Supremo, que anula el artículo 2 del Real Decreto 485/2009, de 3 de abril, resulta necesario 
revisar los criterios para determinar qué empresas comercializadoras deben prestar el 
suministro de referencia.

Así, la obligación de suministro a precio voluntario para el pequeño consumidor y a tarifa 
de último recurso se configura como una obligación de servicio público.
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El artículo 6.1.f) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, determina que 
reglamentariamente se establecerá el procedimiento y requisitos para ser comercializador de 
referencia.

Dando cumplimiento a lo anterior, el presente real decreto prevé que tendrán la 
obligación de realizar esta actividad los grupos empresariales, tal como se definen en el 
artículo 42 del Código de Comercio, que hayan suministrado a más de 100.000 clientes o a 
25.000 clientes en el caso de las Ciudades de Ceuta y Melilla, de media en los últimos doce 
meses, al ser el número de clientes la principal variable que permite asegurar su capacidad 
técnica, procediendo a la designación expresa de cinco empresas, que ya venía 
desarrollando esta actividad, y a la obligación para otros tres grupos empresariales de 
proponer una comercializadora de referencia al Ministro de Industria, Energía y Turismo.

Del mismo modo, y por tratarse del ejercicio de una obligación de servicio público, el 
texto establece los requisitos que garantizan la protección del consumidor así como el 
cumplimiento de las obligaciones para la sostenibilidad del sistema eléctrico, que habrán de 
cumplir aquellas otras sociedades que quisieran ejercer también el suministro a precio 
voluntario para el pequeño consumidor. En particular haber tenido un número de clientes de 
media en los últimos doce meses superior a 25.000, y cumplir unos requisitos relativos a 
capital social mínimo y antigüedad en el ejercicio de la actividad.

Para posibilitar la adecuada implementación del mecanismo establecido en el presente 
real decreto, se contempla un periodo transitorio para la adaptación de los sistemas por 
parte de los comercializadores de referencia. Además, se facilita dicha adaptación mediante 
la puesta a su disposición por parte del operador del sistema de la información necesaria 
para realizar la facturación a los consumidores.

Asimismo, se refuerzan las obligaciones de información de las empresas 
comercializadoras a los consumidores con derecho a quedar acogidos al precio voluntario 
para el pequeño consumidor, estableciendo un papel activo de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia tanto en la supervisión de dichas empresas como en la 
implementación de las medidas necesarias para facilitar al consumidor el acceso a la 
información y el conocimiento del sistema eléctrico.

Teniendo en cuenta el contenido de la presente norma, se procede a la derogación del 
Real Decreto 485/2009, de 3 de abril, por el que se regula la puesta en marcha del 
suministro de último recurso en el sector de la energía eléctrica y de determinados preceptos 
de la Orden ITC/1659/2009, de 22 de junio, por la que se establece el mecanismo de 
traspaso de clientes del mercado a tarifa al suministro de último recurso de energía eléctrica 
y el procedimiento de cálculo y estructura de las tarifas de último recurso de energía eléctrica 
y de la Orden ITC/1601/2010, de 11 de junio, por la que se regulan las subastas CESUR a 
que se refiere la Orden ITC/1659/2009, de 22 de junio, a los efectos de la determinación del 
coste estimado de los contratos mayoristas para el cálculo de la tarifa de último recurso.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 5.2 a) de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de 
creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, lo dispuesto en el 
presente real decreto ha sido informado por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia. El trámite de audiencia de este real decreto ha sido evacuado mediante 
consulta a los representantes en el Consejo Consultivo de Electricidad, de acuerdo a lo 
previsto en la disposición transitoria décima de la citada Ley 3/2013, de 4 de junio.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Industria, Energía y Turismo, con la aprobación 
previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 28 de marzo de 
2014,
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DISPONGO:

TÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
Constituye el objeto de esta norma:
a) El establecimiento de los criterios para designar a los comercializadores de referencia 

y las obligaciones de éstos en relación con el suministro a determinados colectivos de 
consumidores que contraten con ellos los precios que se determinen de acuerdo a lo 
dispuesto en el presente real decreto.

b) El establecimiento de la metodología de cálculo de los precios voluntarios para el 
pequeño consumidor y de las tarifas de último recurso.

c) La fijación de las condiciones de ofertas a precio único de los comercializadores de 
referencia para los consumidores con derecho a los precios voluntarios para el pequeño 
consumidor (PVPC), así como las condiciones mínimas de estos contratos.

d) La regulación de las condiciones de los contratos de suministro con los 
comercializadores de referencia y su contenido mínimo.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
Este real decreto será de aplicación a los comercializadores de referencia, a los 

consumidores con derecho a quedar acogidos a los precios voluntarios para el pequeño 
consumidor o a las tarifas de último recurso, así como a los demás sujetos y agentes que 
participen en los mecanismos que se establezcan para la fijación de dichos precios de 
acuerdo a la normativa de aplicación.

TÍTULO II
Comercializadores de referencia

Artículo 3.  Requisitos de los comercializadores de referencia.
1. Tendrán la condición de comercializadores de referencia en todo el territorio español, y 

la obligación de asumir el suministro de los consumidores de energía eléctrica que se 
determinan en el artículo 4 de este real decreto, los comercializadores que a tal fin sean 
designados por haber suministrado en el territorio español a más de 100.000 clientes de 
media en los últimos doce meses, o por estar integrados en los grupos empresariales, tal 
como se definen en el artículo 42 del Código de Comercio, que cumplan dicho criterio de 
número de clientes.

En el caso de las ciudades de Ceuta y Melilla el número de suministros de energía 
eléctrica deberá superar los 25.000 clientes de media en los últimos doce meses y la 
obligación podrá alcanzar únicamente al territorio de la ciudad autónoma respectiva.

Cada cuatro años, atendiendo al grado de liberalización del mercado, se podrán revisar 
los criterios para ser designado por real decreto comercializador de referencia y los 
comercializadores que cumplen dichos criterios.

2. Podrán ser comercializadores de referencia en todo el territorio español las empresas 
comercializadoras de energía eléctrica que cumplan los siguientes requisitos:

a) Tener un capital social mínimo de 500.000 euros.
b) Haber desarrollado la actividad de comercialización de energía eléctrica para el 

suministro a consumidores durante los últimos tres años, habiéndose mantenido durante 
este tiempo ininterrumpidamente en el cumplimiento de los requisitos de capacidad legal, 
técnica y económica exigidos en el título V del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, 
por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro 
y procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica.
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En particular, las empresas comercializadoras deberán acreditar que han cumplido la 
obligación de adquirir la energía necesaria para el desarrollo de sus actividades, establecida 
en el artículo 46.1 c) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico.

c) No haber sido inhabilitada para el ejercicio de la actividad de comercialización en los 
últimos tres años ni haber sido sancionada por la comisión de una infracción administrativa 
grave o muy grave en materia de comercialización de energía eléctrica mediante resolución 
firme en vía administrativa, en el último año o en los últimos tres años respectivamente, ni 
pertenecer a ningún grupo empresarial o empresas vinculadas que lo hubieran sido.

d) No haber visto traspasados sus clientes en los últimos tres años mediante resolución 
firme en vía administrativa, ni pertenecer a ningún grupo empresarial o empresas vinculadas 
que, habiendo ejercido la actividad de comercialización, hubiera visto traspasados sus 
clientes.

e) Tener un número mínimo de 25.000 clientes de media en los últimos doce meses en el 
territorio español.

Las empresas que cumplan los anteriores requisitos podrán solicitar al Ministerio de 
Industria, Energía y Turismo su designación como comercializadores de referencia, 
adjuntando la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos.

El Ministro de Industria, Energía y Turismo adoptará, previo informe de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, la resolución que corresponda en el plazo 
máximo de tres meses. La orden por la que se designe a la solicitante comercializadora de 
referencia habrá de ser publicada en el «Boletín Oficial del Estado», sin perjuicio de su 
inclusión en el listado de comercializadores de referencia publicado en la página web de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia con sus datos de contacto 
actualizados.

3. A los efectos de acreditar el cumplimiento de la condición recogida en el apartado 2.b), 
la solicitud de designación de comercializador de referencia deberá ir acompañada de 
sendos certificados emitidos por el Operador del Sistema y, en su caso, el Operador del 
Mercado, en los que se declare que la interesada se ha mantenido en el cumplimiento de los 
requisitos de capacidad técnica y económica exigidos en la normativa durante los últimos 
tres años.

Asimismo, para la acreditación de la capacidad legal, el interesado deberá aportar 
comprobante de condición de sociedad mercantil debidamente inscrita en el registro 
correspondiente o equivalente en su país de origen, y contar con un objeto social que 
acredite la capacidad para vender y comprar energía eléctrica sin limitaciones o reservas al 
ejercicio de dicha actividad.

4. Los comercializadores de referencia designados conforme al apartado 2 habrán de 
mantenerse en el cumplimiento de esos requisitos durante el ejercicio de su actividad.

A estos efectos, el órgano competente para inspeccionar o para sancionar, según 
proceda, deberá comunicar a la Secretaría de Estado de Energía tanto cualquier 
incumplimiento de estos requisitos como la imposición de sanciones en materia de 
comercialización de energía eléctrica en el plazo máximo de un mes desde que sean firmes 
en vía administrativa.

En caso de que un comercializador de referencia incumpla alguno de los requisitos 
exigidos para el ejercicio de su actividad, el Ministerio de Industria, Energía y Turismo podrá, 
previa audiencia del interesado, declarar la extinción de la habilitación para actuar como 
comercializador, así como el traspaso de los clientes de dicho comercializador a otro 
comercializador de referencia, en los términos previstos en el artículo 47.2 de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre.

5. Los comercializadores de referencia designados conforme al apartado 2 que deseen 
dejar de ser comercializadores de referencia, podrán hacerlo siempre que hayan tenido tal 
condición durante un periodo mínimo de cuatro años, y de acuerdo con los requisitos y el 
procedimiento que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 4.  Suministros de los comercializadores de referencia.
1. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 

Eléctrico, los comercializadores de referencia deberán atender las solicitudes de suministro 
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de energía eléctrica y formalizar los correspondientes contratos con los consumidores 
siguientes:

a) Los que, cumpliendo los requisitos previstos en el artículo 5, opten por acogerse al 
precio voluntario para el pequeño consumidor calculado de acuerdo a lo previsto en el título 
III.

b) Los que, cumpliendo los requisitos previstos en el artículo 5 para acogerse al precio 
voluntario para el pequeño consumidor, soliciten contratar al precio fijo de suministro 
ofertado conforme a lo dispuesto en el título IV.

c) Los que tengan la condición de vulnerables y les resulten de aplicación las tarifas de 
último recurso de acuerdo a lo previsto en el artículo 17.3 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, y en el título V de este real decreto.

d) Los que transitoriamente carecen de contrato en vigor con un comercializador libre.
A los efectos de este párrafo, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 

llevará a cabo las actuaciones correspondientes que permitan la asunción del punto de 
suministro por parte de la comercializadora de referencia.

e) Los que como consecuencia del incumplimiento de los requisitos exigidos para el 
ejercicio de la actividad de comercialización de una empresa comercializadora, sean objeto 
de traspaso de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47.2 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre.

A los efectos de los párrafos d) y e), el comercializador de referencia obligado a atender 
el suministro de estos consumidores será aquel que pertenezca al mismo grupo empresarial 
o sea participado directa o indirectamente por el distribuidor al que esté conectado el 
suministro. En los casos en que la empresa distribuidora pertenezca o participe directa o 
indirectamente en más de un grupo empresarial que cuente con empresa comercializadora 
de referencia, los consumidores pasarán al comercializador de referencia del mismo grupo 
empresarial.

En el caso de que la empresa distribuidora no pertenezca al mismo grupo empresarial ni 
participe directa o indirectamente en un comercializador de referencia, el comercializador de 
referencia será el perteneciente al grupo empresarial propietario de la red de distribución 
conectada a la red del distribuidor al que el suministro esté directamente conectado.

En el caso de que la aplicación de los dos párrafos anteriores no permita identificar un 
único comercializador de referencia para un consumidor, el comercializador de referencia 
será el comercializador de referencia con una mayor cuota de mercado, medida en términos 
de número de puntos de suministro en la comunidad autónoma del suministro, de acuerdo 
con los últimos datos publicados por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia a estos efectos.

2. No obstante, el comercializador de referencia quedará exceptuado de la obligación 
establecida en el apartado anterior cuando el contrato de suministro o de acceso previo 
hubiera sido rescindido por impago o cuando el consumidor se halle incurso en un 
procedimiento de suspensión del suministro por falta de pago. En estos casos, resultará de 
aplicación lo previsto en el artículo 86.2 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por 
el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y 
procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica.

3. Los comercializadores de referencia llevarán en su contabilidad interna cuentas 
separadas, diferenciando los ingresos y los gastos estrictamente imputables al suministro 
realizado a aquellos consumidores acogidos a precio voluntario para el pequeño consumidor.
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TÍTULO III
Precios voluntarios para el pequeño consumidor

CAPÍTULO I
Definición y estructura de los precios voluntarios para el pequeño consumidor

Artículo 5.  Definición y condiciones de aplicación de los precios voluntarios para el pequeño 
consumidor.

1. Los precios voluntarios para el pequeño consumidor serán los precios máximos que 
podrán cobrar los comercializadores de referencia a los consumidores que se acojan a dicho 
precio, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, 
del Sector Eléctrico, y en los términos previstos en este real decreto.

2. Los precios voluntarios para el pequeño consumidor serán los resultantes de aplicar la 
metodología de cálculo prevista en el presente real decreto y se fijarán considerando la 
estructura de peajes de acceso y cargos en vigor en cada momento.

3. Podrán acogerse a los precios voluntarios para el pequeño consumidor, los titulares de 
los puntos de suministro, que sean personas físicas o microempresas, efectuados a 
tensiones no superiores a 1 kV y con potencia contratada menor o igual a 10 kW en cada 
uno de los periodos horarios existentes. Dicho límite de potencia podrá ser modificado por 
orden de la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, 
previo Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

A los efectos de lo dispuesto en este real decreto, se entenderá por microempresa lo 
dispuesto en el Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, por el 
que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado interior en 
aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado, publicado en el BOE de fecha 26 de junio 
de 2014.

La acreditación de la condición de microempresa se realizará ante el comercializador de 
referencia en el momento de la solicitud o de renovación del contrato, mediante presentación 
de una declaración responsable conforme al modelo establecido en el anexo III de este real 
decreto. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en su labor de 
supervisión del mercado minorista de electricidad, conforme a lo dispuesto en la Ley 3/2013, 
de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, podrá 
requerir cualquier información adicional a la empresa solicitante para la comprobación de 
este extremo.

Cualquier cambio que suponga la pérdida de la condición de microempresa deberá ser 
comunicada al comercializador de referencia en el plazo máximo de un mes.

4. Se entenderá que un consumidor se acoge al precio voluntario para el pequeño 
consumidor cuando, cumpliendo los requisitos para poder acogerse a dicho precio, sea 
suministrado y haya formalizado el correspondiente contrato de suministro con un 
comercializador de referencia y no se haya acogido expresamente a otra modalidad de 
contratación.

5. Salvo manifestación expresa en contrario por parte del consumidor, la modalidad de 
contratación con el comercializador de referencia será a precio voluntario para el pequeño 
consumidor.

Se entenderá que el consumidor ha realizado manifestación expresa siempre que ésta 
sea acreditada por cualquier medio contrastable que permita garantizar la identidad del 
mismo.

6. Los precios voluntarios para el pequeño consumidor no incluirán ningún otro producto 
o servicio, sea energético o no, ofrecido directamente por el comercializador de referencia o 
por terceros, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 7.6 de este real decreto.

En el caso de que el consumidor haya optado por alquilar a la empresa distribuidora el 
equipo de medida, se deberá especificar separadamente el precio del mismo, haciendo 
constar la normativa por la que ha sido establecido.

7. De conformidad con el artículo 17.5 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, sobre los 
precios voluntarios para el pequeño consumidor para cada categoría de consumo se 
aplicarán los correspondientes impuestos.
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8. La duración de los contratos de suministro a precio voluntario para el pequeño 
consumidor será anual y se prorrogará automáticamente por plazos iguales. A estos efectos 
el comercializador de referencia deberá remitir al consumidor una comunicación, por escrito 
o cualquier medio en soporte duradero, con una antelación mínima de dos meses donde 
conste la fecha de finalización del contrato. En dicha comunicación, se indicará 
expresamente que si el consumidor no solicita un nuevo contrato, ya sea con el 
comercializador de referencia o con cualquier otro comercializador, a partir de la fecha de 
finalización le seguirá siendo de aplicación el precio voluntario para el pequeño consumidor 
con el mismo comercializador de referencia, indicando las condiciones del contrato 
correspondientes al mismo.

No obstante lo anterior, el consumidor tendrá la facultad de resolver el contrato antes de 
su finalización o de la finalización de cualquiera de sus prórrogas, sin coste alguno.

En el caso de que la resolución del contrato sea motivada por un cambio de 
comercializador, el consumidor lo comunicará al comercializador entrante a efectos de que 
éste lo comunique al distribuidor que corresponda y se inicie el procedimiento de cambio de 
comercializador.

9. El plazo máximo para el cambio de comercializador de los consumidores con derecho 
a quedar acogidos al precio voluntario para el pequeño consumidor será de 21 días, 
contados desde la recepción de la solicitud de cambio por el distribuidor, y sin perjuicio de 
que el plazo máximo de cierre de las liquidaciones con el comercializador saliente será de 42 
días, contados a partir de la fecha en que se produzca el cambio de comercializador.

No obstante lo anterior, en aquellos puntos de suministro en que no sea preciso realizar 
actuaciones sobre las instalaciones, el consumidor podrá optar por que el cambio de 
comercializador se haga dentro del plazo máximo de 15 días siguientes a la solicitud, cuando 
corresponda según ciclo de lectura o también en fecha elegida por él, lo que comunicará al 
comercializador.

En aquellos puntos de suministro en los que se precise que el distribuidor realice 
actuaciones sobre las instalaciones, el cambio se producirá cuando se realicen las citadas 
actuaciones, que en todo caso deberán ajustarse a los plazos máximos establecidos. Con 
este fin el distribuidor procederá a realizar el cierre de lecturas junto con las actuaciones en 
las instalaciones.

10. Para el cierre de la facturación, la estimación de medida cuando el cambio de 
comercializador o de modalidad de contratación se produzca fuera de ciclo de lectura, se 
realizará conforme al método de estimación de medidas vigente para el cambio de 
comercializador.

Artículo 6.  Cálculo de los precios voluntarios para el pequeño consumidor.
1. Los precios voluntarios para el pequeño consumidor se determinarán de acuerdo a los 

mecanismos previstos en el presente real decreto y en su normativa de desarrollo.
2. Los precios voluntarios para el pequeño consumidor se calcularán incluyendo de 

forma aditiva los siguientes conceptos:
a) El coste de producción de energía eléctrica, que se determinará con base en el precio 

horario de los mercados diario e intradiario durante el período al que corresponda la 
facturación, en el precio de una cesta de productos a plazo gestionados por OMIP, que 
incluye producto mensual, trimestral y anual, los costes de los servicios de ajuste del sistema 
y, en su caso, otros costes asociados al suministro, conforme se establece en el presente 
real decreto.

La facturación se efectuará por el comercializador de referencia que corresponda con 
base en lecturas reales de acuerdo con lo previsto en la normativa de aplicación. En el caso 
de suministros que cuenten con equipos de medida con capacidad para telemedida y 
telegestión, y efectivamente integrados en los correspondientes sistemas, la facturación se 
realizará considerando los valores horarios de consumo puestos a disposición o, en su caso, 
remitidos por el encargado de la lectura. No obstante lo anterior, cuando el suministro no 
disponga de equipo de medida con capacidad para telemedida y telegestión, y efectivamente 
integrado en los correspondientes sistemas, la facturación se realizará aplicando a las 
lecturas reales por periodos puestas a disposición de los comercializadores por los 
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encargados de la lectura, los perfiles de consumo calculados de conformidad con lo previsto 
en el presente real decreto.

b) Los peajes de acceso y cargos que correspondan.
c) Los costes de comercialización que se determinan en este real decreto.
3. Con carácter general, la revisión de los componentes del coste de producción de 

energía eléctrica de los precios voluntarios para el pequeño consumidor a los que se refiere 
el apartado 2, que en su caso procedan, se realizará de acuerdo con lo previsto en el 
presente real decreto, sin perjuicio de las revisiones de los peajes de acceso, cargos y otros 
costes regulados.

4. La periodicidad de la lectura y la facturación así como la forma de proceder en 
aquellos supuestos en los que no se disponga de lectura real, se realizará de acuerdo a lo 
dispuesto en el Real Decreto 1718/2012, de 28 de diciembre, por el que se determina el 
procedimiento para realizar la lectura y facturación de los suministros de energía en baja 
tensión con potencia contratada no superior a 15 kW.

Artículo 7.  Estructura general de los precios voluntarios para el pequeño consumidor.
1. Los precios voluntarios para el pequeño consumidor se determinarán a partir de los 

peajes de transporte y distribución y de los cargos asociados a cada punto de suministro y 
estarán compuestos por un término de potencia de peajes y cargos, un término de energía 
de peajes y cargos, un término correspondiente al coste horario de la energía y, en su caso, 
un término de la energía reactiva.

2. El término de potencia de los peajes de transporte y distribución del precio voluntario 
para el pequeño consumidor en el periodo horario,, expresado en euros/kW y año, será igual 
al término de potencia del correspondiente peaje de transporte y distribución en el periodo 
horario, de acuerdo con la siguiente fórmula:

Donde:
PA: Subíndice que identifica cada periodo horario de aplicación al suministro.
TPUPPA: Término de potencia del peaje de transporte y distribución del PVPC en el 

periodo horario PA, según corresponda.
TPPPA: Término de potencia del peaje de transporte y distribución en el periodo horario 

PA, según corresponda, expresado en euros/kW y año.
El término de potencia de los cargos del precio voluntario para el pequeño consumidor 

en el periodo horario PA, TPUCPA, expresado en euros/kW y año, será igual al término de 
potencia del correspondiente segmento de cargos en el período horario, de acuerdo con la 
siguiente fórmula:

Donde:
PA: Subíndice que identifica cada periodo horario de aplicación al suministro.
TPUCPA: Término de potencia de cargos del PVPC en el periodo horario PA, según 

corresponda.
TPCPA: Término de potencia de cargos en el periodo horario PA, según corresponda, 

expresado en euros/kW y año.
3. El término de energía de los peajes de transporte y distribución del precio voluntario 

para el pequeño consumidor en el periodo horario PA, TEUPPA, expresado en euros/kWh, 
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será igual al término de energía del correspondiente peaje de transporte y distribución en el 
periodo horario PA, de acuerdo con la siguiente fórmula:

Donde:
PA: Subíndice que identifica cada periodo horario de aplicación al suministro.
TEUPPA: Término de energía del PVPC del peaje de transporte y distribución en el 

periodo horario PA, según corresponda.
TEPPA: Término de energía del peaje de transporte y distribución en el periodo horario 

PA, según corresponda, de aplicación al suministro, expresado en euros/kWh.

El término de energía de los cargos del precio voluntario para el pequeño consumidor en 
el periodo horario PA, TEUCPA, expresado en euros/kWh, será igual al término de energía 
para del correspondiente segmento de cargos en el periodo horario PA, de acuerdo con la 
siguiente fórmula:

Donde:
PA: Subíndice que identifica cada periodo horario de aplicación al suministro.
TEUCPA, : Término de energía de cargos del PVPC en el periodo horario PA, según 

corresponda.
TECPA,: Término de energía de cargos en el periodo horario PA, según corresponda, de 

aplicación al suministro, expresado en euros/kWh.
4. El término de coste horario de energía del precio voluntario para el pequeño 

consumidor, TCUh, será igual a la suma del término de coste de producción, de acuerdo con 
la siguiente fórmula:

TCUh = (1 + PERDh) × CPh
TCUh: Término de coste horario de energía del PVPC en cada hora, expresado en 

euros/kWh.
CPh: Coste de producción de la energía suministrada en cada hora expresado en 

euros/kWh.
PERDh: Coeficiente de pérdidas del peaje de acceso de aplicación al suministro en la 

hora h, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional cuarta.2a).
5. En su caso, el término de energía reactiva, expresado en euros/kVArh, que se 

determinará de acuerdo a las condiciones que se establecen para la aplicación de este 
término en el artículo 9.5 de la Circular 3/2020, de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, de 15 de enero, por la que se establece la metodología para el cálculo de los 
peajes de transporte y distribución de electricidad.

6. En las cantidades resultantes de la aplicación de estos precios, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 17.5 y 17.6. de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 
Eléctrico, no se incluirán los impuestos, recargos y gravámenes tanto sobre el consumo y 
suministro de energía eléctrica con repercusión obligatoria y que las empresas 
comercializadoras de referencia estén encargadas de ingresar como sujetos pasivos, como 
sobre los pagos a los que se refiere el artículo 14.9 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, ni 
aquellos otros cuya repercusión sobre el usuario venga exigida por la normativa vigente.
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7. El operador del sistema realizará los cálculos de aquellos valores de los componentes 
del precio voluntario para el pequeño consumidor que se determinan en este real decreto, y 
publicará en su página web el día anterior al del suministro para cada una de las 24 horas 
del día siguiente, la información de acuerdo a lo establecido en el anexo I.

Los valores publicados se considerarán firmes a efectos de su utilización por los 
comercializadores de referencia para la facturación a los consumidores.

8. El operador del sistema remitirá a la Secretaría de Estado de Energía un informe 
trimestral de seguimiento de la evolución de los términos de coste de producción (CPh) y de 
coste horario de energía, incluyendo el detalle de los diferentes componentes, en el que 
figuren los valores reales de acuerdo a lo previsto en la normativa y su comparación con los 
valores utilizados para el cálculo del precio voluntario del pequeño consumidor en el mismo 
periodo analizado.

Artículo 8.  Determinación de los componentes de la facturación de los precios voluntarios 
para el pequeño consumidor.

La facturación del precio voluntario para el pequeño consumidor estará compuesta por la 
suma de los términos de facturación de potencia, de facturación de energía activa, de 
facturación de financiación del bono social y, en su caso, de facturación de energía reactiva, 
que se calcularán de acuerdo con lo indicado en los apartados siguientes:

1. Término de facturación de potencia de los peajes de transporte y distribución (FPUP): 
El término de facturación anual de potencia de los peajes de transporte y distribución, 
expresado en euros, será igual al sumatorio resultante de multiplicar la potencia contratada 
PotPA, expresada en kW, por el precio del término de potencia de los peajes de transporte y 
distribución del precio voluntario para el pequeño consumidor, en cada periodo horario, de 
acuerdo con la siguiente fórmula:

Término de facturación de potencia de los cargos (FPUC): El término de facturación 
anual de potencia de los cargos, expresado en euros, será igual al sumatorio resultante de 
multiplicar la potencia contratada, PotPA, expresada en kW, por el precio del término de 
potencia de los cargos del precio voluntario para el pequeño consumidor, TPUCPA, en cada 
periodo horario, de acuerdo con la siguiente fórmula:

Termino de facturación de exceso de potencia (FEP): Este término solo se utilizará en los 
aquellos casos en los que el control de potencia se realice por medio de un maxímetro y 
cuando la potencia demandada sobrepase en cualquier período horario el 105 por 100 de la 
potencia contratada en el mismo, de acuerdo con la siguiente fórmula:
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Donde:
FEP: Facturación en concepto de excesos de potencia.
tPA: Término de exceso de potencia del periodo horario PA, expresado en €/kW, del peaje 

correspondiente, tal y como se define en el artículo 9.4, letra b), de la Circular 3/2020, de 5 
de marzo.

Pdj: Potencia demandada en cada uno de los períodos horarios j en que se haya 
sobrepasado PotPA, expresada en kW.

PotPA: Potencia contratada en el período horario pA, expresada en kW.

Término de facturación de potencia (FPU) del PVPC: El término de facturación anual de 
potencia, expresado en euros, será igual a la suma del término de facturación de potencia de 
los peajes de transporte y distribución (FPUP), del término de facturación por potencia 
contratada de los cargos (FPUC), y del término fijo de los costes de comercialización 
multiplicado por la potencia del periodo horario punta, de conformidad con la Circular 3/2020, 
de 15 de enero, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia por la que se 
establece la metodología para el cálculo de los peajes de transporte y distribución de 
electricidad, de acuerdo con la siguiente fórmula:

Donde:
FPU: Término de facturación de potencia del PVPC, expresado en euros.
FPUP: Término de facturación de potencia del peaje de transporte y distribución, 

expresado en euros.
FPUC: Término de facturación por potencia contratada de los cargos, expresado en 

euros.
CCF: Término fijo de los costes de comercialización, expresado euros/kW y año, que 

será fijado por orden de la Ministra para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, 
previo Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

Pot: Potencia contratada para el periodo horario punta del segmento tarifario de cargos 
1, expresado en kW, de conformidad con la Circular 3/2020, de 15 de enero, de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia por la que se establece la metodología para el 
cálculo de los peajes de transporte y distribución de electricidad.

La facturación de este término se realizará de forma proporcional al número de días del 
año incluidos en el período de facturación correspondiente.

FEP: Término de facturación de exceso de potencia, expresado en euros.
2. Término de facturación de energía activa de los peajes de transporte y distribución: El 

término de facturación de energía activa de los peajes de transporte y distribución para el 
periodo de facturación correspondiente, expresado en euros, será el sumatorio resultante de 
multiplicar la energía consumida durante el periodo de facturación en cada período horario, 
por el precio del término de energía correspondiente de acuerdo con las fórmulas siguientes:

Término de facturación por energía activa consumida de los cargos: El término de 
facturación por energía activa de los cargos para el periodo de facturación correspondiente, 
expresado en euros, será el sumatorio resultante de multiplicar la energía consumida 
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durante el periodo de facturación en cada período horario, por el precio del término de 
energía correspondiente de acuerdo con las fórmulas siguientes:

Término de facturación de energía activa del PVPC: El término de facturación de energía 
activa del PVPC para el periodo de facturación correspondiente, expresado en euros, será el 
siguiente:

a) En el caso de suministros que cuenten con equipos de medida con capacidad para 
telemedida y telegestión, y efectivamente integrados en los correspondientes sistemas, se 
obtendrá:

Donde:
FEUP: Término de facturación de energía activa del peaje de transporte y distribución.
FEUC: Término de facturación por energía activa consumida de los cargos.
Eph: Energía consumida en la hora h del periodo de facturación considerado, en kWh.
TCUh: Precio del término de coste horario de energía del PVPC, en cada hora h, 

calculado de acuerdo con lo dispuesto en este título, expresado en euros/kWh.
b) En tanto no se disponga de equipos de medida con capacidad para telemedida y 

telegestión, y efectivamente integrados en los correspondientes sistemas, se calculará de 
acuerdo a lo siguiente:

Donde:
FEUP: Término de facturación de energía activa del peaje de transporte y distribución.
FEUC: Término de facturación por energía activa consumida de los cargos.
EpA: Energía consumida en el periodo tarifario pA, expresado en kWh.
TCUh: Precio del término de coste horario de energía del PVPC, en cada hora h, 

calculado de acuerdo con lo dispuesto en este título, expresado en euros/kWh.
ch: Coeficiente horario del perfil de consumo ajustado de la hora h de aplicación al 

suministro a efectos de facturación del PVPC.
PA: Subíndice que identifica cada periodo horario de aplicación al suministro.

Estos coeficientes horarios del perfil de consumo ajustado serán calculados por Red 
Eléctrica de España, S.A., como operador del sistema, de acuerdo a lo previsto en este real 
decreto y publicados para cada semana eléctrica el jueves anterior a la misma y puesta a 
disposición de los sujetos en un formato que permita su tratamiento electrónico.

El operador del sistema calculará estos coeficientes horarios del perfil de consumo 
ajustado a partir de los perfiles iniciales aprobados por resolución de la Dirección General de 
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Política Energética y Minas en desarrollo de lo previsto en el artículo 32 del Reglamento 
unificado de puntos de medida del sistema eléctrico, aprobado por el Real 
Decreto 1110/2007, de 24 de agosto, actualizando éstos últimos con la mejor estimación de 
demanda disponible.

A efectos de aplicación de lo previsto en este apartado para la facturación de los 
suministros que no dispongan de equipos de medida con capacidad para telemedida y 
telegestión efectivamente integrados en los correspondientes sistemas, el operador del 
sistema calculará y pondrá a disposición de los sujetos de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 7.7 y en un formato que permita su tratamiento electrónico el valor del término:

Adicionalmente, el operador del sistema facilitará, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 7.7, y teniendo en cuenta los precios de los peajes de transporte y distribución y 
cargos en vigor para cada periodo horario, el valor del término:

El operador del sistema implementará en su página web una herramienta que permitirá 
obtener cada una de las posibles combinaciones de estos términos para cada periodo 
horario en función de la fecha de inicio y fin de lectura en el último año móvil. A efectos de 
aplicación de estos términos en la facturación al consumidor se considerará que el día de 
lectura inicial estará excluido y el día de lectura final estará incluido. En todo caso, se 
consignará de forma clara en las facturas las fechas de inicio y fin del periodo de facturación 
que pueden ser introducidas por el consumidor a efectos de utilización del simulador de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia a la que hace referencia el artículo 
20.3 de este real decreto.

3. Término de facturación de energía reactiva: Las condiciones que se establecen para la 
aplicación del término de facturación de energía reactiva, expresado en euros, así como las 
obligaciones en relación con el mismo, serán las fijadas en el artículo 9.5 de la Circular 
3/2020, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, de 15 de enero, por la 
que se establece la metodología para el cálculo de los peajes de transporte y distribución de 
electricidad.

4. Término de facturación de financiación del bono social (FBS): El término de 
facturación de financiación del bono social, expresado en euros, adoptará el valor unitario 
establecido en la correspondiente orden por la que se aprueba el reparto de las cantidades a 
financiar relativas al bono social y al coste del suministro de electricidad de los consumidores 
a que hacen referencia los artículos 52.4.j) y 52.4.k) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, 
del Sector Eléctrico que resulte de aplicación.

La facturación de este término se realizará de forma proporcional al número de días del 
año incluidos en el período de facturación correspondiente, teniendo en cuenta el valor 
unitario definido en el artículo 14 bis del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que 
se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección 
para los consumidores domésticos de energía eléctrica, de acuerdo con la siguiente fórmula:

FBS = TUA

Donde:
FBS: Término de facturación de financiación del bono social, expresado en euros.
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TUA: Término unitario de financiación, expresado en euros, calculado de la siguiente 
manera:

Siendo:
TU: Valor unitario correspondiente a los sujetos que desarrollan la actividad de 

comercialización aprobado en la correspondiente orden por la que se aprueba el reparto de 
las cantidades a financiar relativas al bono social y al coste del suministro de electricidad de 
los consumidores a que hacen referencia los artículos 52.4.j) y 52.4.k) de la Ley 24/2013, 
de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico.

n: Número de días incluidos en el ciclo de facturación.
na: Número de días del año al que corresponda el valor unitario.
En caso de que en el ciclo de facturación resulten de aplicación diferentes valores 

unitarios, el valor unitario adaptado se calculará como el sumatorio del producto del valor 
unitario por la relación entre el número de días del ciclo de facturación durante los que 
resulte de aplicación el valor unitario y el número de días del año al que se refiera el valor 
unitario.

CAPÍTULO II
Procedimiento de cálculo del coste de producción de energía eléctrica

Artículo 9.  Determinación del coste de producción de la energía.
1. El coste de producción de la energía a considerar en la fijación de los precios 

voluntarios para el pequeño consumidor, CPh, tomará un valor diferente para cada hora h y 
se calculará de acuerdo con la siguiente fórmula:

CPh = Pmh + Tah + SAh + OCh

Donde:
h: Hora de cada periodo tarifario al que corresponda el peaje de acceso a considerar en 

el cálculo del precio voluntario al pequeño consumidor correspondiente al período de 
facturación entre dos lecturas.

Pmh: Precio medio horario obtenido a partir de los resultados del mercado diario e 
intradiario en la hora h del periodo tarifario p según lo establecido en el artículo 10 de este 
real decreto.

Tah: Término de ajuste, que se calcula mediante la siguiente fórmula:

Tah = TaE × FCh

SAh: Valor del coste correspondiente a los servicios de ajuste del sistema asociados al 
suministro en la hora h del periodo tarifario p. El valor de SAh se calculará según lo 
establecido en el artículo 11 del presente real decreto.

OCh: Otros costes asociados al suministro que podrán incluir, entre otros, las cuantías 
correspondientes al pago de los comercializadores para la financiación de la retribución del 
operador del mercado y del operador del sistema, así como los correspondientes a los 
mecanismos de capacidad y la financiación del servicio de interrumpibilidad.

TaE: Término de ajuste por precio, calculado de acuerdo con la siguiente fórmula:

TaE = (A — 1) · Pmah + B · (Ft)

Donde:
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A: Coeficiente de ponderación del mercado diario e intradiario, expresado en tanto por 
uno. Tomará el valor 0,45.

Pmah: Precio medio aritmético de la curva horaria diaria obtenida a partir de los 
resultados del mercado diario.

B: Coeficiente de ponderación del mercado a plazo, expresado en tanto por uno. Tomará 
el valor 0,55.

Ft: precio medio de los valores de la cesta de futuros, producto de carga base anual, 
carga base trimestral y carga base mensual según lo establecido en el artículo 10.bis de este 
real decreto, expresado en euros/MWh.

FCh: Factor de corrección por energía. Este factor se calcula como un cociente entre 
energías, según la fórmula siguiente:

Siendo:
AprovMPlazo: Volumen estimado de aprovisionamiento por parte de todas las 

comercializadoras de referencia de productos a plazo, expresado en MWh.
Este término será calculado por el operador del sistema como la suma del volumen de 

aprovisionamiento esperado de energía de producto mensual, trimestral y anual y será 
publicado, en todo caso, con anterioridad al inicio del periodo de aprovisionamiento de las 
comercializadoras de referencia de cada uno de los productos a plazo, que coincidirá con el 
periodo empleado en el cálculo de los precios de dichos productos, de conformidad con lo 
establecido en el apartado 1 del artículo 10 bis.

Para el cálculo de este término, el operador del sistema tendrá en cuenta el volumen de 
la energía total prevista demandada por las comercializadoras de referencia que debe ser 
cubierto mediante productos de la cesta de futuros de acuerdo con los valores de los 
coeficientes A y B, y de los coeficientes de ponderación de los productos mensual, trimestral 
y anual.

DemandaPVPCh: Valor promedio de la energía horaria del programa diario base de 
funcionamiento del conjunto de comercializadoras de referencia, expresado en MWh,

B: Coeficiente de ponderación del mercado a plazo, expresado en tanto por uno. Tomará 
el valor 0,55.

2. Los términos que componen el coste de producción de la energía que estarán 
compuestos por el precio medio horario (Pmh), un término de ajuste que incluirá, entre otros, 
el precio medio de los valores de la cesta de futuros (Ft) y un factor de corrección por 
energía (FCh), el coste correspondiente a los servicios de ajuste del sistema asociados al 
suministro (SAh), así como otros costes asociados al suministro (OCh), con el desglose de 
cada uno de sus componentes, serán calculados por el operador del sistema de acuerdo con 
lo previsto en este real decreto y publicados por dicho operador en su página web antes de 
las 20 horas 15 minutos del día anterior al del suministro para cada una de las 24 horas del 
día siguiente.

A estos efectos el operador del mercado pondrá a disposición del operador del sistema 
antes de las 20 horas del día anterior los datos necesarios de precios y cantidades 
resultantes del mercado diario e intradiario. Asimismo, el operador del mercado pondrá a 
disposición del operador del sistema antes de las 20 horas del último día hábil de cada mes, 
los valores del producto anual, trimestral y mensual de la cesta de futuros que resulten de 
aplicación para el mes siguiente.

Artículo 10.  Determinación del coste de la energía en el mercado diario e intradiario.
El precio medio horario, Pmh; obtenido a partir de los resultados del mercado diario e 

intradiario en la hora h se obtendrá a partir del precio marginal del mercado diario en esa 
hora y del precio del mercado intradiario en esa hora de acuerdo a lo siguiente:
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Donde:
PMDh: Precio marginal del mercado diario en cada hora h.
EMDh: Energía casada en el mercado diario en cada hora h.
PMIh,n: Precio marginal en la hora h de la sesión n del mercado intradiario.
n: Cada una de las sesiones del mercado intradiario que sean consideradas a efectos del 

cálculo de PMh de acuerdo a lo previsto en el presente real decreto y que se podrán revisar 
por orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo.

EMIh,n: Energía casada en la hora h de la sesión n del mercado intradiario.

Artículo 10 bis.  Determinación del coste de la energía de la cesta de futuros.
1. El precio medio de los valores de la cesta de futuros en la hora h, se calculará según 

la fórmula siguiente:

Donde:
Pfanualn: Precio medio del futuro anual con liquidación en el año “n”, expresado en 

€/MWh. Se calcula como la media aritmética de las cotizaciones de referencia del contrato 
de futuro anual, carga base, con liquidación financiera, en el año “n”, publicadas por el 
mercado organizado de futuros de electricidad, OMIP, en los seis meses anteriores al inicio 
de su liquidación.

Pftrimestralt: Precio medio del futuro trimestral con liquidación en el trimestre “t”, 
expresado en €/MWh. Se calcula como la media aritmética de las cotizaciones de referencia 
del contrato de futuro trimestral, carga base, con liquidación financiera, en el trimestre “t”, 
publicadas por el mercado organizado de futuros de electricidad, OMIP, en los tres meses 
anteriores al inicio de su liquidación.

Pfmensualm: Precio medio del futuro mensual con liquidación en el mes “m”, expresado 
en €/MWh. Se calcula como la media aritmética de las cotizaciones de referencia del 
contrato de futuro mensual, carga base, con liquidación financiera, en el mes “m”, publicadas 
por el mercado organizado de futuros de electricidad, OMIP, en el mes anterior al inicio de su 
liquidación.

an: Coeficiente de ponderación, expresado en tanto por uno, aplicable al precio medio de 
los futuros anuales para el año “n”. Tomará el valor 0,54.

bn,t: Coeficiente de ponderación, expresado en tanto por uno, aplicable al precio medio 
de los futuros trimestrales para el trimestre “t” del año “n”. Tomará el valor 0,36.

cn,m: Coeficiente de ponderación, expresado en tanto por uno, aplicable al precio medio 
de los futuros mensuales para el mes “m” del año “n”. Tomará el valor 0,1.

Artículo 11.  Determinación del coste de los servicios de ajuste del sistema.
El valor del coste correspondiente a los servicios de ajuste del sistema asociados al 

suministro en la hora h, SAh, se calculará de acuerdo con la siguiente fórmula:

SAh = PMASh + CDSVh
Siendo:
PMASh: Precio horario de todos los servicios de ajuste del sistema cuyo coste se asigna 

a la demanda. El precio horario PMASh será el correspondiente a la estimación realizada por 
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el operador del sistema de acuerdo a lo previsto en el presente real decreto y publicado el 
día anterior al del suministro, para cada una de las 24 horas del día siguiente.

CDSVh: Coste de los desvíos horarios por MWh consumido de los comercializadores de 
referencia correspondiente a la estimación realizada por el operador del sistema de acuerdo 
a lo previsto en este real decreto y publicado el día anterior al del suministro, para cada una 
de las 24 horas del día siguiente.

Artículo 12.  Determinación del término de otros costes a incluir en el cálculo del término de 
la energía del precio voluntario al pequeño consumidor.

El valor del coste correspondiente a otros costes asociados al suministro en el periodo 
tarifario p, OCh, se calculará de acuerdo con la siguiente fórmula:

 

OCh = CCOMh + CCOSh + CCVh + CAPh + INTh+ EDSRh
Siendo:
CCOMh: Cuantía relativa al pago de los comercializadores para la financiación de la 

retribución del Operador del Mercado Ibérico de Energía, Polo Español, expresada en 
euros/MWh y fijada de acuerdo a la normativa en vigor en cada momento. Esta cuantía será 
la misma para todas las horas y periodos tarifarios.

CCOSh: Cuantía relativa al pago de los comercializadores para la financiación de la 
retribución del Operador del Sistema, expresada en euros/MWh y fijada de acuerdo con la 
normativa de aplicación. Esta cuantía será la misma para todas las horas y periodos 
tarifarios.

CCVh: Término variable horario de los costes de comercialización, expresado en 
euros/MWh, que será calculado y tomará el valor que resulte de acuerdo con lo previsto en 
la normativa en vigor. Los componentes de este término serán calculados por el operador del 
sistema y publicados el día anterior al del suministro, para cada una de las24 horas del día 
siguiente.

CAPh: Pago de los mecanismos de capacidad de generación correspondiente al 
consumo en la hora h, expresado en euros/MWh, y fijados de acuerdo con la normativa de 
aplicación en cada momento.

INTh: Cuantía horaria relativa al pago de los comercializadores de referencia para la 
financiación del servicio de interrumpibilidad expresada en euros/MWh de acuerdo a lo 
previsto en la normativa de aplicación. Este precio será calculado por el operador del 
sistema y publicado el día anterior al del suministro, para cada una de las 24 horas del día 
siguiente.

EDSRh: Cuantía relativa al pago o cobro de los comercializadores por el excedente o 
déficit de la liquidación de energía de subastas de renovables expresada en euros/MWh. 
Este precio será calculado por el operador del sistema y publicado el día anterior al del 
suministro, para cada una de las 24 horas del día siguiente; a estos efectos el Operador del 
Mercado comunicará al Operador del Sistema el importe horario del excedente o déficit 
económico resultante de liquidar la diferencia entre los precios del mercado diario y de la 
primera sesión del mercado intradiario respecto al precio establecido para cada instalación. 
El Operador del Sistema calculará esta componente con el método establecido en el 
procedimiento de operación P.O: 14.12 “Estimación del coste de los componentes del precio 
voluntario para el pequeño consumidor”.

TÍTULO IV
Oferta alternativa de los comercializadores de referencia a precio fijo para los 

consumidores con derecho al precio voluntario para el pequeño consumidor

Artículo 13.  Definición de la oferta alternativa para los consumidores con derecho al precio 
voluntario para el pequeño consumidor.

(Derogado)
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Artículo 14.  Condiciones de la oferta a precio fijo anual para los consumidores con derecho 
al precio voluntario para el pequeño consumidor.

(Derogado)

TÍTULO V
Definición y estructura de los precios de las tarifas de último recurso

Artículo 15.  Tarifas de último recurso.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 17.3 de la Ley 24/2013, de 26 de 

diciembre, del Sector Eléctrico, las tarifas de último recurso resultarán de aplicación:
a) A los consumidores que tengan la condición de vulnerables.
b) A aquellos consumidores que, sin cumplir los requisitos para la aplicación del precio 

voluntario para el pequeño consumidor, transitoriamente no dispongan de un contrato de 
suministro en vigor con un comercializador en mercado libre.

2. Los comercializadores de referencia deberán atender las solicitudes de suministro de 
energía eléctrica y formalizar los correspondientes contratos con los consumidores a que se 
refieren los apartados anteriores. Las condiciones del contrato que se formalicen con los 
consumidores que tengan la condición de vulnerables se regirán por lo establecido para los 
contratos de los consumidores acogidos al precio voluntario para el pequeño consumidor.

No obstante, el comercializador de referencia quedará exceptuado de la obligación 
establecida en el párrafo anterior en los supuestos y con las condiciones previstas en el 
artículo 4.2.

Artículo 16.  Precio de la tarifa de último recurso para los consumidores vulnerables.
1. El precio de la tarifa de último recurso que deberán pagar al comercializador de 

referencia los consumidores vulnerables por la electricidad consumida será el que resulte de 
aplicar al suministro lo previsto en el título III para el cálculo del precio voluntario para el 
pequeño consumidor descontando un 25 por ciento en todos los términos que lo componen.

2. Por orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo, previo Acuerdo de la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, se podrá modificar dicho porcentaje.

3. El bono social aplicado al consumidor vulnerable será la diferencia que resulte entre la 
facturación correspondiente al precio voluntario para el pequeño consumidor y la facturación 
a tarifa de último recurso.

4. De conformidad con el artículo 17. 5 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, sobre las 
tarifas de último recurso para cada categoría de consumo se aplicarán los correspondientes 
impuestos.

Artículo 17.  Precio de la tarifa de último recurso para los consumidores que, sin tener 
derecho a acogerse al precio voluntario para el pequeño consumidor, transitoriamente 
carecen de un contrato de suministro.

1. El precio de la tarifa de último recurso que deberán pagar al comercializador de 
referencia por la electricidad consumida, los consumidores sin derecho a acogerse al precio 
voluntario para el pequeño consumidor, y que transitoriamente carecen de un contrato de 
suministro en vigor con un comercializador y continúen consumiendo electricidad, será el 
que resulte de aplicar para su cálculo de forma aditiva en su estructura los siguientes 
términos:

a) Los términos de facturación de los peajes de transporte y distribución y de los cargos, 
que correspondan al punto de suministro al que debe realizarse la facturación, 
incrementados en un 20 por ciento.

b) El resto de términos que incluye el precio voluntario para el pequeño consumidor de 
acuerdo a lo previsto en el título III para el cálculo del precio voluntario para el pequeño 
consumidor correspondiente al consumidor con derecho a acogerse a dicho precio, 
incrementados en un 20 por ciento en todos sus conceptos.
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2. Por orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo, previo Acuerdo de la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, se podrán modificar los porcentajes 
establecidos en el apartado anterior.

3. El comercializador de referencia abonará al distribuidor por estos consumidores el 
peaje de acceso que les corresponda de acuerdo con lo establecido en el Real 
Decreto 1164/2001, de 26 de octubre, y su normativa de desarrollo.

4. Además de lo anterior, los ingresos que por aplicación del apartado 1 obtengan los 
comercializadores de referencia por encima de los correspondientes al precio voluntario para 
el pequeño consumidor tendrán la consideración de ingresos liquidables, debiendo el 
comercializador de referencia proceder a su abono al distribuidor al que esté conectado el 
consumidor en un plazo máximo de 10 días desde que tales ingresos se produzcan. El 
distribuidor declarará tales ingresos a los efectos del Real Decreto 2017/1997, de 26 de 
diciembre, por el que se organiza y regula el procedimiento de liquidación de los costes de 
transporte, distribución y comercialización a tarifa de los costes permanentes del sistema y 
de los costes de diversificación y seguridad de abastecimiento.

5. De conformidad con el artículo 17. 5 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, sobre las 
tarifas de último recurso para cada categoría de consumo se aplicarán los correspondientes 
impuestos.

TÍTULO VI
Contratos de suministro de energía eléctrica y obligaciones de transparencia e 

información

CAPÍTULO I
Contratos de suministro de energía eléctrica con comercializadores de 

referencia

Artículo 18.  Contratos necesarios para el suministro de energía.
1. Con carácter general, los consumidores con derecho a quedar acogidos a los precios 

voluntarios para el pequeño consumidor contratarán conjuntamente la adquisición de la 
energía y el acceso a las redes con el mismo comercializador de referencia. En este caso, 
dicho comercializador contratará con el distribuidor el acceso a las redes en nombre del 
consumidor, quedando obligado a comunicar la duración del contrato de adquisición de 
energía, el cual no será efectivo hasta que no se disponga del acceso a la red.

En todo caso el comercializador de referencia será responsable del cumplimiento de las 
obligaciones previstas en el párrafo d) del artículo 46.1 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre.

2. El contrato de adquisición de energía será formalizado entre el consumidor con 
derecho al precio voluntario al pequeño consumidor y el comercializador de referencia con el 
contenido mínimo previsto en el artículo siguiente.

El comercializador de referencia deberá disponer en todo momento de la documentación 
que acredite la voluntad del cliente de contratar el suministro en su nombre.

3. Los consumidores que opten por contratar de forma separada la adquisición de la 
energía y el acceso a la red, deberán contratar directamente con el distribuidor el acceso a 
las redes quedando obligados a acreditar el contrato de adquisición de energía, así como la 
duración del mismo y el sujeto concreto con quien lo tienen suscrito.

4. En todo caso, el titular del contrato de suministro y, en su caso, de acceso, deberá ser 
el efectivo usuario de la energía, que no podrá utilizarla en lugar distinto para el que fue 
contratada, ni cederla, ni venderla a terceros.

5. Las condiciones generales incluidas en los contratos serán equitativas y 
transparentes, y deberán adecuarse a lo establecido en la normativa vigente en materia de 
contratos con los consumidores. Se explicarán en un lenguaje claro y comprensible y no 
incluirán obstáculos no contractuales al ejercicio de los derechos de los clientes.

Estas condiciones se darán a conocer con antelación suficiente y, en cualquier caso, 
deberán comunicarse antes de la celebración o confirmación del contrato. Cuando los 
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contratos se celebren a través de intermediarios, la información antes mencionada se 
comunicará asimismo antes de la celebración del contrato.

En todo caso, antes de que el usuario quede vinculado por cualquier contrato a distancia 
o celebrado fuera del establecimiento, el comercializador de referencia le facilitará de forma 
clara y comprensible la información a que se refiere el artículo 97 del texto refundido de la 
Ley General de los derechos de los consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Artículo 19.  Contenido mínimo de los contratos.
1. Los contratos de suministro de energía eléctrica con los comercializadores de 

referencia dentro del ámbito de aplicación del presente real decreto deberán tener, como 
mínimo, claramente especificados los siguientes datos:

a) Identidad y dirección de la empresa comercializadora de referencia.
b) Modalidad de contratación aplicable al suministro, distinguiendo expresamente si se 

trata de precio voluntario al pequeño consumidor o precio fijo anual.
c) El código unificado de punto de suministro, número de póliza del contrato de acceso o 

de suministro y potencias contratadas.
En el caso de que el comercializador de referencia no contrate en nombre del 

consumidor el acceso a las redes con el distribuidor, el comercializador no estará obligado a 
incluir en el contrato de suministro el número de póliza del contrato de acceso.

d) Referencia de la página web de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia en la que figuran las ofertas comerciales anuales para colectivos de 
consumidores.

e) Duración del contrato y condiciones para su prórroga o renovación.
f) Causas de rescisión y resolución del contrato y, en su caso, penalizaciones, así como 

el procedimiento para realizar una u otras.
Se indicarán expresamente las causas de rescisión y resolución del contrato que sean 

sin coste para el consumidor, entre las que figurará, en el caso de que el consumidor esté 
acogido al precio voluntario para el pequeño consumidor, la de su derecho a resolver el 
contrato por voluntad unilateral del consumidor.

g) La información sobre precios, incluidos los impuestos, peajes y cargos aplicables y, en 
su caso, disposición oficial donde se fijen los mismos. Esta información deberá ser clara de 
forma que permita la comparación con otras ofertas, y deberá estar permanentemente 
actualizada, de acuerdo a lo establecido a este respecto en cuanto a los derechos de los 
consumidores.

h) Información sobre el servicio de atención a quejas, reclamaciones e incidencias en 
relación al servicio contratado u ofertado, así como solicitudes de información sobre los 
aspectos relativos a la contratación y suministro o comunicaciones. En concreto, la dirección 
postal, servicio de atención telefónica y número de teléfono, ambos gratuitos, y el número de 
fax o dirección de correo electrónico al que el consumidor pueda dirigirse directamente.

i) El procedimiento de resolución de conflictos establecido de acuerdo con lo dispuesto 
en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, y su normativa de desarrollo.

j) Información sobre los equipos de medida y control necesarios que los consumidores 
deban tener instalados para la contratación del suministro eléctrico, y para la correcta 
facturación y aplicación de los peajes de acceso, cargos y demás precios.

k) Reconocimiento del derecho a la elección del medio de pago, de entre los 
comúnmente utilizados en el tráfico comercial.

l) Información referida al tratamiento de los datos de carácter personal del cliente, en los 
términos exigidos por la legislación vigente en esta materia.

m) Información relativa al procedimiento de suspensión del suministro de energía 
eléctrica.

n) Mecanismo de corrección de errores en la facturación como consecuencia de errores 
administrativos y de medida, delimitando claramente el alcance y las responsabilidades del 
comercializador y del distribuidor.

o) Condiciones de traspaso y subrogación del contrato.
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p) Cláusulas bajo las cuales se podrán modificar las condiciones establecidas en el 
contrato. El contenido de estas cláusulas será transparente y comprensible.

q) Derechos de compensación y reembolso aplicables si no se cumplen los niveles de 
calidad contratados, así como demás derechos de los consumidores en relación al 
suministro.

2. El consumidor tendrá, además de los derechos recogidos en el artículo 44.1 de la Ley 
24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, derecho a que el comercializador de 
referencia le informe y asesore en el momento de la contratación sobre el peaje de acceso y 
potencia o potencias a contratar más conveniente, y demás condiciones del contrato, así 
como la potencia adscrita a la instalación de acuerdo con lo previsto en la normativa de 
aplicación en materia de acometidas eléctricas.

3. Los consumidores deberán ser debidamente avisados de cualquier intención de 
modificar las condiciones de suministro con una antelación mínima de un mes, e informados 
de su derecho a resolver sin penalización alguna el contrato cuando reciban el aviso.

4. El contrato a precio voluntario al pequeño consumidor o a precio fijo anual no incluirá 
ningún otro producto o servicio, sea energético o no, ofrecido directamente por el 
comercializador de referencia o por terceros.

CAPÍTULO II
Información y comparación de precios

Artículo 20.  Obligaciones de información.
1. Los comercializadores de referencia remitirán a la Agencia Española de Consumo, 

Seguridad Alimentaria y Nutrición las condiciones generales de contratación que integren los 
contratos de suministro de energía eléctrica.

2. Los comercializadores de referencia deberán informar en todas sus facturas a los 
consumidores que cumplan las condiciones para acogerse a los precios voluntarios para el 
pequeño consumidor de las opciones de contratación existentes, y de la obligación de dichos 
comercializadores de suministrarles de acuerdo a lo dispuesto en la normativa de aplicación.

Asimismo, detallarán en sus facturas las referencias a las páginas web de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia donde se encuentre el listado de todas 
empresas comercializadoras, tanto de referencia como en mercado libre, indicando sus 
teléfonos gratuitos y páginas web, y deberán incluir en todas las facturas la referencia a la 
página web donde se recogerá la información relativa a los requisitos que deben cumplir 
para tener derecho a la tarifa de último recurso los consumidores vulnerables con derecho a 
la aplicación del bono social y los datos del servicio de atención donde obtener dicha 
información.

Toda la nueva información que se recoge en este artículo deberá aparecer con el mismo 
tamaño de letra y la misma relevancia que la de las partes principales de la factura.

3. Sin perjuicio de la obligación de los comercializadores de referencia de informar a 
través de los servicios de atención a los consumidores gratuitos, la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia llevará a cabo las medidas necesarias para informar a los 
consumidores sobre el funcionamiento del sistema eléctrico. A tal efecto, publicará una 
página informativa específica en su página web que deberá estar actualizada con la 
información que remitirán las empresas comercializadoras sobre sus ofertas, tanto aquellas 
a precio fijo anual como las de mercado libre.

Además de lo anterior, la citada Comisión deberá habilitar en su página web una 
herramienta que permita al consumidor acogido al precio voluntario para el pequeño 
consumidor simular su facturación mediante la introducción de los datos necesarios, fechas 
inicial y final de lectura, potencia contratada y consumo registrado en cada periodo tarifario, 
con el objeto de facilitar la información y seguimiento del suministro de energía eléctrica. 
Esta herramienta permitirá además, comparar este precio con las ofertas a precio fijo anual 
en términos comparables y homogéneos en el tiempo. Del mismo modo, la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia deberá publicar en su página web una lista con 
los comercializadores de referencia, incluyendo sus datos de contacto actualizados, entre los 
que deben figurar un número de fax, una dirección de correo electrónico y una dirección de 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 17  Metodología cálculo precios voluntarios para el pequeño consumidor de energía eléctrica 

– 382 –



correo postal para la recepción de consultas, así como para la recepción de solicitudes de 
otorgamiento del bono social.

Cualquier hecho que suponga la modificación de alguno de los datos definidos en el 
párrafo anterior, será comunicado por el comercializador de referencia a la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, en el plazo máximo de 10 días contados a partir 
del momento en que se produzcan.

4. Sin perjuicio de los comercializadores de referencia, cualquier empresa 
comercializadora que disponga de ofertas comerciales anuales para colectivos de 
consumidores, deberá comunicarlas a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, atendiendo a los requisitos y formalidades previstas en los artículos 13 y 14 
quien las deberá publicar en su página web, junto con el resto de ofertas de los 
comercializadores de referencia, de acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional 
novena de la Orden ITC/3519/2009, de 28 de diciembre, por la que se revisan los peajes de 
acceso a partir de 1 de enero de 2010 y las tarifas y primas de las instalaciones del régimen 
especial.

TÍTULO VII
Metodología para el cálculo de los costes de comercialización de las 
comercializadoras de referencia (COR) a introducir en el precio voluntario para 

el pequeño consumidor de energía eléctrica

CAPÍTULO I
Costes de comercialización de las COR

Artículo 21.  Retribución correspondiente a los costes de comercialización.
La retribución correspondiente a los costes de comercialización a considerar en el 

cálculo del PVPC incluirá:
a) Una retribución por los costes de explotación en que incurra una empresa eficiente y 

bien gestionada para el ejercicio de la actividad de comercialización de referencia;
b) Una retribución por la actividad de comercialización de referencia.

Artículo 22.  Estructura de los costes de explotación a incluir en los costes de 
comercialización.

Los costes de explotación que se tendrán en cuenta para el establecimiento de la 
retribución por costes de explotación, se desagregarán en centros de coste según lo 
siguiente:

a) Costes de explotación fijos por potencia contratada, que incluirán:
1.º costes de contratación,
2.º costes de facturación y cobro,
3.º costes de atención al cliente en que sea obligatorio incurrir de acuerdo con lo previsto 

en la normativa estatal,
4.º costes de estructura,
5.º costes financieros debidos a la interposición de garantías en el mercado,
6.º costes fijos asociados a la tasa por utilización privativa o aprovechamiento especial 

del dominio público local [en adelante, Tasa de Ocupación de la Vía Pública (TOVP)] 
regulada en el artículo 24.1.c) del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de5 de marzo,

7.º en su caso, otros costes de naturaleza fija debidos a medidas regulatorias de la 
actividad de comercialización de energía eléctrica establecidas en la normativa estatal que 
sea de aplicación en todo el territorio español, y que expresamente se reconozcan por orden 
del Ministro de Energía, Turismo y Agenda Digital, previo acuerdo de la Comisión Delegada 
del Gobierno para Asuntos Económicos.
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b) Costes de explotación variables por energía activa consumida, que serán los 
siguientes:

1.º costes variables asociados a la Tasa de Ocupación de la Vía Pública (TOVP) 
regulada en el artículo 24.1.c) del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo;

2.º costes de contribución al Fondo Nacional de Eficiencia Energética regulado en el 
capítulo IV del Título III de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de medidas 
urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia;

3.º en su caso, otros costes de naturaleza variable debidos a medidas regulatorias de la 
actividad de comercialización de energía eléctrica establecidas en la normativa estatal que 
sea de aplicación en todo el territorio español, y que expresamente se reconozcan por orden 
del Ministro de Energía, Turismo y Agenda Digital, previo acuerdo de la Comisión Delegada 
del Gobierno para Asuntos Económicos.

Artículo 23.  Facturación de los costes de comercialización.
1. Los costes de comercialización de aplicación en la facturación del PVPC tendrán dos 

términos:
a) Un término fijo por potencia, denominado término fijo de los costes de 

comercialización (CCF) y expresado en €/kW y año, que se incorporará al término de 
potencia del precio voluntario para el pequeño consumidor, TPU, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 7.

El término CCF coincidirá con la retribución total por costes de explotación fijos (RTCEF), 
expresada en €/kW y año establecida en el artículo 24.

b) Un término variable horario por energía consumida, denominado CCVh y expresado 
en €/kWh, que se incorporará al término de energía del PVPC, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 12.

El término variable horario de los costes de comercialización (CCVh) será la suma de 
dos términos:

CCVh = RCEVh + Runitaria
Siendo:
– RCEVh: Retribución horaria por costes de explotación variables, expresada en €/kWh 

establecida en el artículo 24.
– Runitaria: Retribución unitaria de los comercializadores de referencia por el ejercicio de 

su actividad, expresada en €/kWh establecida en el artículo 25.

CAPÍTULO II
Determinación de los componentes de los costes de comercialización

Artículo 24.  Metodología para la fijación de la retribución por costes de explotación.
1. En el año n, a partir de la información aportada por las empresas comercializadoras de 

referencia de energía eléctrica conforme a lo dispuesto en el artículo 27, se calculará y se 
fijará una única retribución total por costes de explotación fijos (RTCEF) para el siguiente 
periodo trianual (años n+1, n+2 y n+3), según lo siguiente:

RTCEF = RCEF + RCFtovp + RMRf
Donde:
– RTCEF = Retribución total por costes de explotación fijos, expresada en €/kW y año.
– RCEF = Retribución por costes de explotación fijos, expresada en €/kW y año.
– RCFtovp = Retribución por componente fijo de la tasa de ocupación de la vía pública 

(TOVP), expresada en €/kW y año.
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– RMRf = Retribución por otros costes de naturaleza fija debidos a medidas regulatorias 
de la actividad de comercialización de energía eléctrica establecidas en la normativa estatal 
que sea de aplicación en todo el territorio español, expresado en €/kW y año.

a) La retribución por costes de explotación fijos (RCEF) se obtendrá de acuerdo con lo 
siguiente:

1.º Para cada una de las COR, se calculará el coste unitario fijo en €/kW, obtenido como 
la relación entre la suma de costes de explotación fijos definidos en el artículo 22.a) 
expresados en euros y que hayan sido declarados por la empresa, excluidos los costes 
asociados a la tasa de ocupación de la vía pública, de los dos años anteriores al que se 
calcula (años n-1 y n-2), y la suma de potencias en kW de la empresa que figuran en la base 
de datos del sistema de liquidaciones del sector eléctrico en los años correspondientes (n-1 
y n-2).

2.º Se seleccionarán las tres COR más eficientes, entendiendo como tales aquéllas con 
menor coste unitario fijo obtenido según se describe en el párrafo a).1.º anterior.

En el caso de que las tres empresas seleccionadas no supongan, en el periodo 
analizado, un 40 por ciento de representatividad en el mercado, medida en términos de 
potencia contratada con empresas comercializadoras de referencia, se adicionarán 
sucesivamente empresas ordenadas según coste unitario creciente hasta alcanzar dicha 
cuota.

3.º La retribución por costes de explotación fijos (RCEF) se obtendrá ponderando el 
coste unitario fijo de cada empresa comercializadora de referencia seleccionada según el 
criterio del párrafo a).2.º por la potencia que figure en la base de datos del sistema de 
liquidaciones del sector eléctrico para dicha empresa, de acuerdo con la siguiente fórmula:

Donde:
A es cada una de las empresas más eficientes seleccionadas según lo establecido en el 

párrafo 2.º
Los valores de costes unitarios y potencias serán los que correspondan a estas 

empresas los años n-1 y n-2 señalados en el párrafo a).1.º anterior.
b) La retribución por componente fijo de la tasa de ocupación de la vía pública (RCFtopv) 

se obtendrá a partir de la retribución por costes de explotación fijos calculada según se 
establece en el párrafo a).3.º aplicando la siguiente fórmula:

Siendo:
– RCFtovp = Retribución por componente fijo de la tasa de ocupación de la vía pública, 

expresada en €/kW y año.
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– TOVP = Tipo correspondiente, en tanto por uno, a la tasa de ocupación de la vía 
pública, según el artículo 24.1.c) del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

– RCEF = Retribución por costes de explotación fijos, expresada en €/kW y año.
– RMRf = Retribución por otros costes de naturaleza fija debidos a medidas regulatorias 

de la actividad de comercialización de energía eléctrica establecidas en la normativa estatal 
que sea de aplicación en todo el territorio español, expresado en €/kW y año.

2. La retribución unitaria en cada hora por costes de explotación variables (RCEVh) se 
calculará según lo siguiente:

RCEVh = RCVtovph + RFE + RMRv
Donde:
– RCEVh = Retribución horaria por costes de explotación variables, expresada en €/kWh.
– RCVtovph = Retribución horaria por componente variable de la tasa de ocupación de la 

vía pública (TOVP), expresada en €/kWh.
– RFE = Retribución del coste de contribución al Fondo Nacional de Eficiencia 

Energética regulado en el capítulo IV del Título III de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, 
expresado en €/kWh. El valor de esta retribución será constante para todas las horas.

– RMRv = Retribución por otros costes de naturaleza variable debidos a medidas 
regulatorias de la actividad de comercialización de energía eléctrica establecidas en la 
normativa estatal que sea de aplicación en todo el territorio español, expresado en €/kWh. El 
valor de esta retribución será constante para todas las horas.

a) La retribución horaria por componente variable de la tasa de ocupación de la vía 
pública RCVtopvh incluirá los componentes variables de la facturación de las COR y su valor 
se calculará de acuerdo con lo siguiente:

Siendo:
– RCVtovph = Retribución horaria por componente variable de la tasa de ocupación de la 

vía pública (TOVP), expresada en €/kWh.
– TOVP = Tipo correspondiente, en tanto por uno, a la tasa de ocupación de la vía 

pública, establecido en el artículo 24.1.c) del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

– Pmh = Precio medio horario obtenido a partir de los resultados del mercado diario e 
intradiario en la hora h del periodo tarifario p según lo establecido en el artículo 10, 
expresado en €/kWh.

– SAh = Valor del coste correspondiente a los servicios de ajuste del sistema asociados 
al suministro en la hora h del periodo tarifario p. El valor de SAh se calculará de conformidad 
con lo establecido en el artículo 11, expresado en €/kWh.

– CCOMh, CCOSh, CAPh e INTh = serán las cuantías horarias relativas al pago de los 
comercializadores para la financiación de la retribución del Operador del Mercado Ibérico de 
Energía, Polo Español, para la financiación de la retribución del Operador del Sistema, por 
los mecanismos de capacidad de generación y para la financiación del servicio de 
interrumpibilidad definidas en el artículo 12, expresados en €/kWh.

– RFE = Retribución del coste de contribución al Fondo Nacional de Eficiencia 
Energética regulado en el capítulo IV del Título III de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, 
expresada en €/kWh.

– Runitaria = Retribución unitaria de las COR por el ejercicio de su actividad, expresada 
en €/kWh, y fijada de acuerdo con el artículo 25 de este real decreto.
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– RMRv = Retribución por otros costes de naturaleza variable debidos a medidas 
regulatorias de la actividad de comercialización de energía eléctrica establecidas en la 
normativa estatal que sea de aplicación en todo el territorio español, expresado en €/kWh.

– Los valores de RFE, Runitaria y RMRv serán constantes para todas las horas.
b) La retribución del coste de contribución al Fondo Nacional de Eficiencia Energética 

(RFE) se calculará como el cociente entre las obligaciones de pago del conjunto de las COR 
para el año de aplicación correspondiente a su actividad de suministro de electricidad y la 
energía eléctrica en barras de central en el año anterior para esas mismas empresas.

Este valor será fijado anualmente mediante orden del Ministro de Energía, Turismo y 
Agenda Digital previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, una vez que hayan sido fijadas las obligaciones de pago de estos sujetos 
conforme establece el artículo 70.1 de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de 
medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, y su valor será de 
aplicación a partir de la fecha de entrada en vigor de la misma.

Si esta fecha fuera posterior al 1 de enero del año de aplicación correspondiente, hasta 
la aprobación de la orden mencionada en el párrafo anterior o, en su caso, hasta la extinción 
de la obligación de contribución al Fondo Nacional de Eficiencia Energética de estos sujetos, 
se mantendrá el valor de la retribución del coste de contribución al Fondo Nacional de 
Eficiencia Energética (RFE) en la cuantía establecida para el año anterior.

A estos efectos, los sujetos que ejerzan la actividad de comercialización de energía 
eléctrica obligados a remitir información conforme al artículo 70.2 de la citada Ley 18/2014, 
de 15 de octubre, desagregarán la información relativa a sus ventas de energía eléctrica que 
deban remitir de acuerdo con la normativa, distinguiendo los datos entre las siguientes 
actividades:

a) Comercialización de referencia por ventas a consumidores acogidos a PVPC.
b) Comercialización de referencia por ventas a consumidores acogidos a TUR.
c) Comercialización libre.

Artículo 25.  Metodología para la fijación de la retribución unitaria por el ejercicio de la 
actividad de comercialización de referencia.

La retribución unitaria por el ejercicio de la actividad de comercialización de referencia se 
fijará, atendiendo al nivel de riesgo que asume el comercializador en el ejercicio de la 
actividad, en el año n para el siguiente periodo trianual (años n+1, n+2 y n+3), según lo 
siguiente:

Runitaria = Pe x Tr
Donde:
– Runitaria = Retribución unitaria de las COR por el ejercicio de su actividad, expresada 

en €/kWh.
– Pe = Precio de la energía único, calculado como media ponderada por la energía en 

los años n-1 y n-2 de los resultados de los mercados diario e intradiario, los servicios de 
ajuste del sistema y el servicio de gestión de la demanda de interrumpibilidad, 
correspondientes al precio final anual de la categoría de COR de los resultados del mercado 
de producción publicados por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. La 
energía considerada para la ponderación será la correspondiente a dicha categoría de 
comercializadoras para cada uno de los años n-1 y n-2.

– Tr = porcentaje de rentabilidad expresado en tanto por uno, que tomará el valor de 1,05 
por ciento.

CAPÍTULO III
Revisión de los costes de comercialización
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Artículo 26.  Revisión de los costes de comercialización.
1. Los componentes de retribución por costes de explotación fijos (RCEF) y de 

retribución por componente fijo de la tasa de ocupación de la vía pública (RCFtovp) de la 
retribución total por costes de explotación fijos (RTCEF), serán revisados cada tres años a 
partir de la información facilitada por las empresas según lo dispuesto en el artículo 27 y 
teniendo en cuenta la metodología descrita en el artículo 24.

2. La retribución del coste de contribución al Fondo Nacional de Eficiencia Energética 
(RFE) se revisará anualmente de acuerdo con lo establecido en el artículo 24.2.b).

3. La retribución unitaria de las COR por el ejercicio de la actividad se revisará cada tres 
años, de acuerdo con la metodología descrita en el artículo 25.

El componente correspondiente al porcentaje de rentabilidad (Tr) aplicado en la citada 
retribución unitaria podrá ser revisado cada tres años.

4. La forma de revisar los costes de naturaleza fija (RMRf) y variable (RMRv) debidos a 
medidas regulatorias se determinará, atendiendo a su naturaleza, en la correspondiente 
Orden del Ministro de Energía, Turismo, y Agenda Digital, que los reconozca.

5. A efectos de las revisiones previstas en este artículo, por orden del Ministro de 
Energía, Turismo y Agenda Digital, previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos, y de acuerdo con los plazos de revisión previstos, se aprobarán:

a) El valor del término fijo de los costes de comercialización (CCF) a considerar en la 
determinación del precio voluntario para el pequeño consumidor y los valores de cada uno 
de sus componentes: retribución por costes de explotación fijos (RCEF), retribución por 
componente fijo de la tasa de ocupación de la vía pública (RCFtovp) y Retribución por otros 
costes de naturaleza fija debidos a medidas regulatorias de la actividad de comercialización 
de energía eléctrica establecidas en la normativa estatal que sea de aplicación en todo el 
territorio español (RMRf).

b) Los valores de los componentes de la retribución horaria por costes de explotación 
variables (RCEVh) siguientes: el valor de la retribución unitaria por el ejercicio de la actividad 
de comercialización de referencia (Runitaria) y su componente de precio de la energía único 
(Pe), la retribución del coste de contribución al Fondo Nacional de Eficiencia Energética 
(RFE), y de la retribución por otros costes de naturaleza variable debidos a medidas 
regulatorias establecidas en la normativa estatal que sea de aplicación en todo el territorio 
español (RMRv).

Artículo 27.  Obligaciones de información de las COR.
1. Las COR llevarán una contabilidad regulatoria de costes de acuerdo con los criterios y 

reglas de asignación homogéneos para todas las citadas comercializadoras, que se 
determinarán mediante orden del Ministro de Energía, Turismo y Agenda Digital.

2. Para la actualización de la retribución y la supervisión de la actividad, las COR 
deberán remitir antes del 1 de julio de cada año a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, con copia a la Dirección General de Política Energética y Minas, bajo su 
responsabilidad, un informe y un anexo en formato electrónico, con la información de costes 
recogidos en el artículo 22, conforme a los criterios y reglas que se definan de acuerdo con 
el apartado anterior.

Los criterios y formatos para la entrega de información serán establecidos mediante 
resolución de la Dirección General de Política Energética y Minas, previa propuesta de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia que deberá ser remitida a la citada 
Dirección antes del 1 de febrero del año n en que se calcula la revisión. La resolución que se 
dicte a tal efecto será objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Además, con el fin de realizar una mejor caracterización de los costes en que incurre una 
COR, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá remitir antes del 1 de 
febrero de cada año a la Dirección General de Política Energética y Minas una propuesta de 
criterios y formatos para la entrega de información señalados en el párrafo anterior. La 
Dirección General de Política Energética y Minas establecerá, en su caso, los nuevos 
criterios y formatos de entrega de información que se publicarán en el «Boletín Oficial del 
Estado».

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 17  Metodología cálculo precios voluntarios para el pequeño consumidor de energía eléctrica 

– 388 –



3. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, una vez recabada la 
información según lo dispuesto en el apartado 2, remitirá al Ministro de Energía, Turismo, y 
Agenda Digital, antes del 30 de octubre del año n en el que deba realizarse la revisión, una 
propuesta de fijación de los costes de comercialización para el periodo trianual siguiente, de 
acuerdo con lo establecido en el presente real decreto.

4. La información que remitan las comercializadoras de referencia para el cálculo de los 
costes de explotación correspondientes deberá ser completa y actualizada, con el fin de que 
tanto la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia como la Dirección General de 
Política Energética y Minas dispongan de la misma. En todo caso, la documentación 
presentada por las COR podrá ser contrastada con otras fuentes de información. La 
información procedente de otras fuentes podrá ser utilizada para la fijación de retribución por 
el ejercicio de la actividad de comercialización de referencia.

Las COR deberán guardar copia de la información facilitada a la Dirección General de 
Política Energética y Minas y a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
durante un periodo de cuatro años.

Disposición adicional primera.  Listado de comercializadores de referencia.
1. De conformidad con el artículo 3.1 de este real decreto se designan como 

comercializadores de referencia en todo el territorio español a las siguientes empresas:
a) Endesa Energía XXI, S.L.U.
b) Iberdrola Comercialización de Último Recurso, S.A.U.
c) Gas natural S.U.R. SDG, S.A.
d) E.ON Comercializadora de Último Recurso, S.L.
e) EDP Comercializadora de Último Recurso, S.A.
Los comercializadores de referencia así designados que, antes de la entrada en vigor de 

este real decreto, hubiesen sido autorizados para ejercer simultáneamente las obligaciones 
de suministro de último recurso en el sector del gas podrán seguir realizándolo en una única 
empresa de comercialización de referencia o de último recurso.

2. En virtud de lo dispuesto en el artículo 3.1, cada uno de los grupos empresariales a los 
que pertenecen las empresas Cide HC-Energía S.L., Empresa de alumbrado eléctrico de 
Ceuta, S.A. y Gaselec diversificación, S.L., deberá solicitar del Ministerio de Industria, 
Energía y Turismo, en el plazo máximo de dos meses desde la entrada en vigor de este real 
decreto, la designación de una de las sociedades que lo integran como comercializador de 
referencia, adjuntando a tal fin la documentación necesaria que acredite el cumplimiento de 
los requisitos allí expresados. En el caso de Empresa de Alumbrado Eléctrico de Ceuta, S.A. 
y Gaselec diversificación, S.L., deberá indicarse por añadidura si quieren ejercer la actividad 
de comercialización en todo el territorio español o únicamente en el ámbito de su ciudad 
autónoma respectiva.

El Consejo de Ministros designará, mediante real decreto, en el plazo máximo de tres 
meses desde la presentación de dichas solicitudes y previo informe de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia, a los referidos comercializadores de referencia así como 
su ámbito de actuación.

Disposición adicional segunda.  Unificación de las empresas comercializadoras de 
referencia o de último recurso.

Los grupos empresariales o empresas que tengan simultáneamente obligaciones de 
suministro de comercializador de referencia o de último recurso en los sectores de 
electricidad y gas respectivamente, podrán proceder a unificar dichas obligaciones en una 
única empresa de comercialización de referencia o de último recurso.

A estos efectos, dichos grupos empresariales o empresas deberán remitir su solicitud al 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo indicando el nombre de la sociedad que asumirá 
las obligaciones de referencia en ambos sectores. El Ministerio de Industria, Energía y 
Turismo determinará la fecha a partir de la cual se hará efectiva la transferencia a dicha 
sociedad de los consumidores acogidos a la tarifa de último recurso de gas o en su caso, al 
precio voluntario para el pequeño consumidor de energía eléctrica.
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Disposición adicional tercera.  Facturas de energía eléctrica y de gas.
La Dirección General de Política Energética y Minas podrá establecer por resolución, 

previo trámite de audiencia:
a) El contenido mínimo obligatorio y un formato tipo de las facturas que deberán remitir a 

los consumidores los comercializadores de referencia o de último recurso de electricidad o 
de gas, respectivamente.

b) El contenido mínimo obligatorio y un formato tipo voluntario de las facturas que 
deberán remitir los comercializadores del mercado libre de electricidad a los consumidores 
en baja tensión de hasta 15 kW de potencia contratada no acogidos al precio voluntario para 
el pequeño consumidor.

Disposición adicional cuarta.  Coeficientes de liquidación de la energía del mercado.
1. A efectos de liquidación en el mercado para elevar a barras de central la demanda 

medida de los comercializadores y consumidores directos en mercado se aplicarán unos 
coeficientes de liquidación horarios reales.

Los coeficientes de liquidación horarios reales serán calculados por el operador del 
sistema de manera que la energía generada sea igual a la demanda elevada a barras de 
central y para ello tendrá en cuenta, entre otras, las pérdidas reales medidas de las redes y 
los efectos del perfilado,

Los coeficientes de liquidación horarios reales se determinarán en función del nivel de 
tensión y peaje de acceso y, en su caso, perfil de consumo.

2. El operador del sistema calculará y publicará a partir de la entrada en vigor del 
presente real decreto la siguiente información:

a) Con una antelación de al menos dos días respecto al día de suministro, el coeficiente 
de pérdidas de aplicación al suministro en la hora h, PERDh, definido en el artículo 7 a 
efectos del cálculo del precio voluntario para el pequeño consumidor. Este coeficiente se 
determinará en función del nivel de tensión y peaje de acceso y, en su caso, perfil de 
consumo.

b) Mensualmente, una previsión los coeficientes de pérdidas para el año móvil siguiente, 
diferenciando en función del nivel de tensión y peaje de acceso y, en su caso, perfil de 
consumo.

3. El Operador del sistema realizará con carácter anual un informe de valoración de las 
diferencias entre los coeficientes de pérdidas previstos publicados mensualmente, los 
coeficientes de pérdidas de aplicación al suministro publicados dos días antes de cada 
suministro y los coeficientes de liquidación horarios reales.

4. Para la liquidación de la energía en los despachos de los territorios no peninsulares se 
aplicará el mismo mecanismo establecido en esta disposición sin perjuicio de las 
particularidades que en su caso, se establezcan en la normativa que regula la actividad de 
producción de energía eléctrica y el procedimiento de despacho en los territorios no 
peninsulares.

5. A efectos de la aplicación de lo dispuesto en la presente disposición adicional el 
operador del sistema:

a) Enviará en el plazo máximo de un mes a partir de la entrada en vigor del presente real 
decreto una propuesta de revisión de los procedimientos de operación del sistema.

b) Enviará con anterioridad al 15 de noviembre de 2014 a la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia una propuesta de revisión de los perfiles de consumo de 
aplicación a los consumidores sin medida horaria teniendo en cuenta los resultados del 
panel representativo de consumidores previsto en el artículo 32 del Reglamento unificado de 
puntos de medida del sistema eléctrico, aprobado por el Real Decreto 1110/2007, de 24 de 
agosto.

La citada Comisión procederá a informar sobre dicha propuesta enviando el informe al 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo antes del 1 de diciembre.
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Disposición adicional quinta.  Desarrollo de procedimientos.
1. Por resolución del Secretario de Estado de Energía se establecerá el procedimiento 

donde se regule la comprobación, validación y cierre de los datos procedentes de los 
equipos de medida conectados al sistema de telegestión, así como los protocolos de 
intercambio de información, de seguridad y de confidencialidad de la misma entre los 
agentes a efectos de facturación y liquidación de la energía. A estos efectos, la Comisión 
Nacional de los Mercados y de la Competencia remitirá a la Secretaría de Estado de 
Energía, en el plazo máximo de dos meses desde la entrada en vigor de este real decreto, 
una propuesta de los citados procedimientos así como de cualquier otra disposición que 
fuese necesario desarrollar a efectos de la gestión de la medida horaria de los equipos de 
medida conectados al sistema de telegestión.

2. En el plazo máximo que se establezca en las disposiciones a que se refiere el 
apartado anterior, los encargados de la lectura deberán efectuar la telemedida de todos los 
contadores de telegestión instalados a suministros en baja tensión de hasta 15 kW de 
potencia contratada de acuerdo al Plan de Sustitución de contadores previsto en la 
disposición adicional primera de la Orden ITC/3860/2007, de 28 de diciembre, por la que se 
revisan las tarifas eléctricas a partir del 1 de enero de 2008.

Disposición adicional sexta.  Intercambio de información entre los Operadores.
1. El Operador del Sistema deberá comunicar al Operador del Mercado Ibérico - Polo 

Español la información necesaria para el cálculo unitario medio por unidad de energía del 
valor de cada concepto de los costes para el conjunto de consumidores en el agregado del 
sistema eléctrico.

2. Asimismo el Operador del Mercado Ibérico–Polo Español deberá comunicar al 
Operador del Sistema la información necesaria para el cálculo unitario medio por unidad de 
energía del valor de cada concepto de los costes para el conjunto de consumidores en el 
agregado del sistema eléctrico.

3. Tanto el Operador del Sistema como el Operador del Mercado Ibérico - Polo Español 
deberán publicar en sus respectivas páginas de internet los valores de estos costes en cada 
hora, indicando asimismo el coste final de la energía y los componentes del precio final en 
agregado y para cada tipo de consumidor.

Disposición adicional séptima.  Particularidades en la aplicación del suministro al precio 
del pequeño consumidor y de último recurso en los sistemas no peninsulares.

La comercialización de referencia de energía eléctrica en los sistemas no peninsulares 
se regirá por las disposiciones generales aplicables en el sistema eléctrico peninsular con las 
particularidades que se establecen a continuación:

a) Los comercializadores de referencia en estos sistemas adquirirán la energía eléctrica 
para el suministro a sus consumidores acogidos a precio voluntario para el pequeño 
consumidor y de tarifa de último recurso en el despacho de energía correspondiente a cada 
sistema no peninsular.

b) En tanto no se desarrollen los mecanismos para la incorporación de señales de precio 
eficientes al consumidor establecidos en el artículo 10 de la Ley 24/2013 de 26 de diciembre, 
el precio de adquisición de la energía referida en el párrafo anterior será el coste de 
producción de la energía en cada hora, CPh definido en el artículo 9 y publicado por el 
operador del sistema, excluyendo el pago para la financiación de la retribución del Operador 
del Mercado y del Operador del Sistema, así como los correspondientes a los mecanismos 
de capacidad. Adicionalmente al precio de adquisición antes definido, los comercializadores 
de referencia deberán cumplir con las obligaciones derivadas de los costes para la 
financiación de la retribución del Operador del Mercado Ibérico de Energía, Polo Español, y 
del Operador del Sistema así como de los mecanismos de capacidad de generación que le 
correspondan en función de los peajes de acceso de sus suministros, de acuerdo a la 
normativa de aplicación.
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Disposición adicional octava.  Valores iniciales para el cálculo del precio voluntario para el 
pequeño consumidor.

1. A efectos del cálculo del precio marginal en la hora h de la sesión n del mercado 
intradiario (PMIh,n) establecido en el artículo 10, se tomará únicamente la primera sesión del 
mercado intradiario.

Por Orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo se podrá determinar la 
consideración de otros mercados intradiarios.

2. (Anulado)
3. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia 

elaborará y enviará al Ministerio de Industria, Energía y Turismo un informe sobre el margen 
comercial que corresponde aplicar a la actividad de comercialización de referencia para 
realizar el suministro de energía eléctrica a precio voluntario del pequeño consumidor y a 
tarifa de último recurso, donde se detallen cada uno de los costes de comercialización que 
incorpora.

Este informe, a salvo de la información que tenga carácter confidencial, será objeto de 
publicación en la página web de la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia 
en el plazo máximo de 15 días desde su remisión.

Disposición adicional novena.  Curvas de carga destinadas al suministro a los clientes.
Los comercializadores de referencia deberán enviar antes del 15 de noviembre de cada 

año a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia su previsión de las curvas de 
carga destinadas al suministro a los clientes con derecho a los precios voluntarios para el 
pequeño consumidor para cada periodo anual, incluyendo el detalle de los consumidores 
vulnerables y los consumidores que, sin tener derecho a acogerse a los precios voluntarios 
para el pequeño consumidor, transitoriamente carezcan de contrato con un comercializador 
libre, con el desglose en cada caso por cada categoría de peajes de acceso existentes.

Dicha Comisión procederá a informar sobre las cantidades remitidas, valorando las 
mismas en función de sus previsiones de evolución de demanda, remitiendo su informe y, en 
su caso, las cantidades revisadas a la Secretaría de Estado de Energía del Ministerio de 
Industria, Energía y Turismo antes del 10 de diciembre de cada año.

Disposición adicional décima.  Adaptación de los contratos vigentes.
Los comercializadores de referencia deberán adaptar los contratos de suministro ya 

suscritos con sus clientes a las disposiciones del presente real decreto, con ocasión de su 
vencimiento o del de cualquiera de sus prórrogas. A estos efectos, el comercializador de 
referencia remitirá a cada cliente el nuevo contrato para su suscripción con una antelación 
mínima de un mes. En ningún caso dicha adaptación podrá conllevar penalizaciones para los 
consumidores.

Esta obligación será exigible a partir del 1 de julio de 2014.

Disposición adicional undécima.  Coordinación de los sujetos en la operación del sistema.
Las propuestas de procedimientos de operación de carácter técnico e instrumental 

necesarios para realizar la adecuada gestión técnica del sistema que, de acuerdo con el 
artículo 31 Real Decreto 2019/1997, de 26 de diciembre, por el que se organiza y regula el 
mercado de producción de energía eléctrica, serán presentadas por el Operador del Sistema 
para su aprobación por el Ministerio de Industria, Energía y Turismo, deberán ir 
acompañadas del informe de los representantes de todos los sujetos del sistema definidos 
en el artículo 6 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico.

El Operador del Sistema informará a los sujetos a los que hace referencia el artículo 6 de 
la referida ley de las incidencias que se produzcan en el ejercicio de sus competencias. A 
estos efectos, el Operador del Sistema, dispondrá de un servicio específico de atención a 
dichos sujetos.
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Disposición adicional duodécima.  Aplicación de perfiles de consumo.
Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 8.2 b) del presente real decreto, los perfiles 

finales a efectos de liquidación en el mercado se obtendrán aplicando el método previsto en 
la resolución del Director General de Política Energética y Minas que se apruebe en 
desarrollo de lo previsto en el artículo 32 del Reglamento Unificado de Puntos de Medida del 
Sistema Eléctrico aprobado por el Real Decreto 1110/2007, de 24 de agosto.

Disposición adicional decimotercera.  Mandatos al operador del sistema.
1. El Operador del Sistema, en el plazo de un mes a partir de la entrada en vigor del 

presente real decreto, presentará al Ministerio de Industria, Energía y Turismo una propuesta 
de procedimiento de estimación de cada uno de los componentes del precio voluntario para 
el pequeño consumidor a efectos de la aprobación de la resolución prevista en el apartado 2 
del anexo I de este real decreto.

2. Asimismo, el Operador del Sistema, en el plazo de dos meses a partir de la entrada en 
vigor del presente real decreto, presentará al Ministerio de Industria, Energía y Turismo una 
propuesta de revisión de los procedimientos de operación del sistema que resulten 
necesarios para la aplicación de lo previsto en el mismo.

Disposición transitoria primera.  Periodo transitorio de adaptación.
1. Lo dispuesto en los títulos III y V de este real decreto será de aplicación a partir del 1 

de abril de 2014.
A estos efectos, los consumidores suministrados por un comercializador de referencia 

que estuvieran acogidos a los precios voluntarios para el pequeño consumidor a 31 de 
marzo de 2014, seguirán siendo suministrados por dicho comercializador aplicando el nuevo 
precio voluntario para el pequeño consumidor definido en el presente real decreto a partir de 
1 de abril de 2014.

Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las solicitudes de modificación de la modalidad 
de contratación que se realicen por parte del consumidor.

2. Los comercializadores de referencia dispondrán de un plazo máximo hasta el 1 de 
julio de 2014 para la adaptación de sus sistemas con el fin de realizar la facturación a los 
consumidores en aplicación de lo dispuesto en el mismo.

En las facturaciones que se realicen por parte de cada comercializador de referencia con 
anterioridad a la adaptación de sus sistemas se aplicará, con carácter transitorio, el precio 
voluntario para el pequeño consumidor aprobado por Resolución de 31 de enero de 2014, de 
la Dirección General de Política Energética y Minas, por la que se revisa el coste de 
producción de energía eléctrica y los precios voluntarios para el pequeño consumidor.

Una vez realizada la adaptación de sus sistemas, el comercializador procederá en la 
facturación inmediatamente posterior que corresponda, a la regularización al consumidor de 
las facturaciones que, con carácter transitorio, se hayan realizado con aplicación del precio 
establecido en el párrafo anterior. En dicha regularización deberán hacerse constar las 
diferencias entre dicho precio y el resultante del nuevo mecanismo de cálculo establecido en 
la presente norma a partir del 1 de abril de 2014. La cantidad que resulte de dichas 
diferencias vendrá reflejada de forma separada en la factura acompañada de la rúbrica, 
según proceda, «Devolución precios a partir de 1-Abril-2014» o «Regularización precios a 
partir de 1-Abril-2014»

En el momento en el que, de acuerdo con lo previsto en la disposición transitoria tercera 
del presente real decreto, deba incluirse en la facturación la cuantía que corresponda por 
aplicación del término DIF, ésta se detallará de forma separada.

Los consumos de energía que correspondan a un período de facturación que incluyera 
algún periodo anterior al 1 de abril, se distribuirán a efectos de su refacturación 
proporcionalmente a la parte del tiempo transcurrido en que haya estado en vigor cada uno 
de los mecanismos de cálculo del precio voluntario para el pequeño consumidor.

3. Para el cálculo del bono social en las facturaciones de los consumidores que se 
realicen a partir del 1 de abril de 2014 hasta que se realice la adaptación de los sistemas por 
los comercializadores de referencia, se aplicarán transitoriamente los precios voluntarios 
para el pequeño consumidor calculados conforme al apartado anterior y las tarifas de 
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referencia establecidas en la Orden IET/843/2012, de 25 de abril, por la que se establecen 
los peajes de acceso a partir de 1 de abril de 2012 y determinadas tarifas y primas de las 
instalaciones del régimen especial.

Una vez realizada la adaptación de los sistemas, el comercializador procederá en la 
facturación inmediatamente posterior que corresponda, a la regularización al consumidor 
acogido al bono social de las facturaciones del primer trimestre de 2014 así como de las 
aplicadas con carácter transitorio de acuerdo con el párrafo anterior. En ningún caso las 
regularizaciones correspondientes al primer trimestre de 2014 podrán suponer un incremento 
del precio frente al aplicado en ese periodo.

4. El incumplimiento por parte de los comercializadores de referencia de la obligación de 
adaptar sus sistemas de facturación al nuevo mecanismo en el plazo máximo de tres meses 
a contar desde la entrada en vigor del presente real decreto será sancionado de conformidad 
con lo dispuesto en el título X de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico.

5. Además de lo anterior, en la primera facturación que se realice por las empresas 
comercializadoras de referencia a partir del 15 de abril de 2014 a los consumidores que 
estuvieran acogidos a precio voluntario para el pequeño consumidor se informará del 
mecanismo previsto de acuerdo al modelo recogido en el anexo II.

Asimismo, las comercializadoras de referencia enviarán junto a las siguientes facturas 
que remitan la información institucional en los términos que se determinen por el Ministerio 
de Industria, Energía y Turismo.

6. Para el cálculo de las tarifas de último recurso de aplicación a los consumidores que 
carecen de contrato en vigor con un comercializador y no tienen derecho a quedar acogidos 
al precio voluntario para el pequeño consumidor en las facturaciones que se realicen a partir 
del 1 de abril de 2014 hasta que se realice la adaptación de los sistemas, se aplicarán 
transitoriamente los precios voluntarios para el pequeño consumidor calculados conforme al 
apartado 2 de esta disposición.

Una vez transcurrido el plazo de adaptación de los sistemas, el comercializador 
procederá en la facturación inmediatamente posterior que corresponda, a la regularización al 
consumidor de las facturaciones que, con carácter transitorio, se hayan realizado con 
aplicación del precio establecido en el párrafo anterior. En dicha regularización deberán 
hacerse constar las diferencias entre dicho precio y el resultante del nuevo mecanismo de 
cálculo establecido en la presente norma a partir del 1 de abril de 2014.

Disposición transitoria segunda.  Plazo para comunicar las ofertas.
Antes del 15 de abril de 2014 los comercializadores de referencia deberán comunicar las 

ofertas a las que se refiere el artículo 13 a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

Disposición transitoria tercera.  Regularización de cantidades por aplicación del 
mecanismo de cobertura previsto en el Real Decreto-ley 17/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se determina el precio de la energía eléctrica en los contratos sujetos al precio voluntario 
para el pequeño consumidor en el primer trimestre de 2014.

1. Por resolución del Director General de Política Energética y Minas se determinará 
asimismo el valor del término DIFp, expresado en euros/kWh, que deberá aplicarse por los 
comercializadores de referencia en la facturación del consumo correspondiente al primer 
trimestre de 2014 a cada tipo de consumidor en cada periodo tarifario p. Esta cantidad será 
de aplicación a los consumidores a los que hubieran suministrado a los precios voluntarios 
para el pequeño consumidor durante el primer trimestre de 2014, correspondiente a la 
aplicación del mecanismo de cobertura a los comercializadores de referencia basado en la 
liquidación por diferencias de precios previsto en el artículo 2 del Real Decreto-ley 17/2013, 
de 27 de diciembre, por el que se determina el precio de la energía eléctrica en los contratos 
sujetos al precio voluntario para el pequeño consumidor en el primer trimestre de 2014.

El valor del término DIFp se calculará de acuerdo a lo siguiente:
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Siendo:
DIFp: Cantidad a aplicar al consumo del primer trimestre en cada periodo tarifario p 

derivada de la aplicación del mecanismo de cobertura a los comercializadores de referencia 
(en euros/MWh).

ImpC: Importe correspondiente a la aplicación del mecanismo de cobertura previsto y 
calculado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2 del Real Decreto-ley 17/2013 en el 
primer trimestre de 2014, expresada en euros.

DemTot: Demanda total suministrada en el primer trimestre de 2014 por los 
comercializadores de referencia en barras de central y destinadas al suministro a 
consumidores acogidos al precio voluntario para el pequeño consumidor, expresada en 
MWh.

PERDp: Coeficiente de pérdidas establecido en la normativa para elevar a barras de 
central el consumo leído en contador del consumidor en el periodo tarifario p.

2. El valor del término DIF será calculado por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia a partir de la información que podrá solicitar al Operador del Mercado Ibérico 
de Energía-Polo Español, a Red Eléctrica de España, como operador del sistema y a los 
comercializadores de referencia. Una vez realizado el cálculo, dicha Comisión informará al 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo con antelación suficiente a efectos de su 
aprobación y publicación con anterioridad al 15 de mayo de 2014 en el «Boletín Oficial del 
Estado».

3. Una vez publicado el valor del término DIF, los comercializadores de referencia 
procederán a su aplicación en la primera facturación que se realice una vez efectuada la 
adaptación de sus sistemas, a los consumidores acogidos a los precios voluntarios para el 
pequeño consumidor a los que hubieran suministrado en el primer trimestre de 2014 por el 
consumo correspondiente. Si un consumidor hubiera sido suministrado por más de un 
comercializador de referencia durante el primer trimestre de 2014, cada uno de ellos aplicará 
el término DIF al periodo en que hubiera sido suministrador. Asimismo, si un consumidor 
acogido al precio voluntario para pequeño consumidor hubiera sido suministrado por el 
comercializador de referencia durante un periodo inferior al trimestre, únicamente se le 
aplicará el término DIF al consumo de dicho periodo.

La cantidad que deberá figurar en la factura será el resultado de multiplicar el término 
DIF aprobado, por el consumo a precio voluntario para el pequeño consumidor de cada 
suministro, que corresponda al primer trimestre de 2014 considerando lo previsto en el 
párrafo anterior, de acuerdo con la normativa vigente en materia de reparto de la medida 
entre periodos con diferentes precios.

Dicha cantidad vendrá reflejada de forma separada en la factura acompañada de la 
rúbrica, «Devolución precios Enero-Marzo 2014».

Esta cantidad deberá figurar en la misma factura en la que se refleje la cuantía resultante 
de aplicar la regularización prevista en el apartado 2 de la disposición transitoria primera.

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia supervisará la correcta 
realización de estas regularizaciones por los comercializadores de referencia en sus facturas 
a los consumidores.

4. Los comercializadores de referencia declararan al organismo encargado de las 
liquidaciones los ingresos o costes que, en su caso, hayan obtengan los comercializadores 
de referencia calculados como diferencia entre los valores resultantes de la aplicación del 
mecanismo de cobertura previsto en el Real Decreto-ley 17/2013, de 27 de diciembre, y los 
valores resultantes de aplicar lo previsto en la presente disposición transitoria a sus 
consumidores acogidos al precio voluntario del pequeño consumidor. El organismo 
encargado de las liquidaciones creará a estos efectos una cuenta específica en régimen de 
depósito y será responsable de su gestión a efectos de la realización de las oportunas 
regularizaciones de las cantidades correspondientes.
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Esta regularización se realizará una vez conocida la información necesaria declarada por 
los comercializadores de referencia. Al finalizar las oportunas liquidaciones, el organismo 
encargado de las liquidaciones procederá a integrar el saldo de la cuenta en el sistema 
general de liquidaciones de las actividades reguladas en la primera liquidación que efectúe.

Disposición transitoria cuarta.  Información a remitir por los comercializadores de 
referencia para el periodo del 1 de abril de 2014 hasta el 31 de diciembre de 2014.

Los comercializadores de referencia deberán enviar a la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia y al Ministerio de Industria, Energía y Turismo en el plazo 
máximo de 10 días desde la entrada en vigor de este real decreto su previsión de las curvas 
de carga destinadas al suministro a los precios voluntarios para el pequeño consumidor para 
el periodo comprendido entre el 1 de abril y el 31 de diciembre de 2014, incluyendo el detalle 
de los consumidores vulnerables y los consumidores que, sin tener derecho a acogerse a los 
precios voluntarios para el pequeño consumidor, transitoriamente carezcan de contrato con 
un comercializador libre, con el desglose en cada caso por cada categoría de peajes de 
acceso existentes.

Disposición transitoria quinta.  Publicación y cálculo de los términos del coste de 
producción del precio voluntario para el pequeño consumidor.

1. El operador del sistema publicará en su página web a partir del 31 de marzo de 2014 
los valores de los componentes del precio voluntario para el pequeño consumidor y los 
coeficientes horarios del perfil de consumo ajustado de conformidad con los artículos 7.7, 
disposición adicional duodécima y esta disposición.

A partir del 31 de marzo de 2014, y hasta que sea aprobada la resolución que se 
determina en el anexo I.2 del presente real decreto, el cálculo de los valores de los 
componentes del coste de producción de energía eléctrica establecidos en el artículo 9 será 
realizada de acuerdo con los siguientes apartados.

2. Para el cálculo de Pmh se considerará, además de los resultados del mercado diario, 
los valores de precio marginal y energía casada en la primera sesión del mercado intradiario.

3. En la determinación de SAh se considerará lo siguiente:
a) En el cálculo de PMASh se incluirán los valores de los servicios de ajuste que se 

hubieran convocado y cuyo resultado sea conocido antes de las 20:15 horas del día anterior 
al del suministro siguientes:

1.º Restricciones técnicas.
2.º Reserva de potencia a subir.
3.º Banda de secundaria.
El valor del resto de componentes de los servicios de ajuste se estimará para cada mes 

por el operador del sistema teniendo en cuenta valores históricos, y podrá ser el mismo para 
todas las horas del mes.

b) CDSVh: Precio horario del desvío por MWh consumido de los comercializadores de 
referencia, cuyo valor se estimará para cada mes por el operador del sistema teniendo en 
cuenta valores históricos, y podrá ser el mismo para todas las horas del mes.

c) INTh: Precio horario correspondiente al pago de los comercializadores de referencia 
para la financiación del servicio de interrumpibilidad, expresado en euros/MWh, de acuerdo a 
lo previsto en la normativa de aplicación. Este precio será calculado por el operador del 
sistema tomando el valor que corresponda al precio medio de la asignación a la demanda de 
la retribución fija del servicio de interrumpibilidad que le corresponda en aplicación de la 
Orden IET/2013/2013, del mes anterior al del suministro. Su valor podrá ser el mismo para 
todas las horas del mes.

4. El operador del sistema calculará y publicará en su página web el día anterior al del 
suministro para cada una de las 24 horas del día siguiente los valores anteriores, así como 
los restantes componentes del término Cph y los pondrá a disposición de los sujetos en un 
formato que permita su tratamiento electrónico de acuerdo a lo previsto en el presente real 
decreto.
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Disposición transitoria sexta.  Aplicación del término de energía reactiva.
El término de energía reactiva definido en el apartado 5 del artículo 7 y el término de 

facturación de energía reactiva definido en el apartado 3 del artículo 8 no serán de aplicación 
hasta el 1 de enero de 2019. A partir de esa fecha será de aplicación a todo suministro que 
cuente con equipo de telegestión efectivamente integrado en dicho sistema.

No obstante lo anterior, los consumidores conectados a tensiones no superiores a 1 kV y 
con potencia contratada inferior o igual a 10 kW estarán sujetos a lo establecido en el párrafo 
a) segundo del apartado 3 del artículo 9 del Real Decreto 1164/2001, de 26 de octubre, por 
el que se establecen los peajes de acceso a las redes de transporte y distribución de energía 
eléctrica.

Disposición transitoria séptima.  Mecanismo transitorio de asignación del cierre de 
energía en mercado.

1. Hasta el 31 de marzo de 2015, existirá un cierre de energía que se calculará como el 
saldo resultante de la diferencia entre la energía generada y la demanda medida de los 
comercializadores y consumidores directos en mercado elevada a barras de central con los 
coeficientes de pérdidas siguientes, que serán utilizados a efectos de liquidación en el 
mercado:

a) Hasta el 31 de mayo de 2014, se aplicarán los coeficientes de pérdidas recogidos en 
el anexo III de la Orden IET/107/2014, de 31 de enero, por la que se revisan los peajes de 
acceso de energía eléctrica para 2014.

b).Desde el 1 de junio de 2014 y hasta el 31 de marzo de 2015, se aplicarán los 
coeficientes de pérdidas definidos en la disposición adicional cuarta 2.a).

2. El cierre de energía así calculado se valorará al precio del mercado diario. El saldo 
resultante tendrá la consideración de ingreso o coste liquidable del sistema a los efectos del 
Real Decreto 2017/1997, 26 diciembre, por el que se organiza y regula el procedimiento de 
liquidación de los costes de transporte, distribución y comercialización a tarifa, de los costes 
permanentes del sistema y de los costes de diversificación y seguridad de abastecimiento, y 
como tal se incluirá en las liquidaciones del sistema eléctrico por el órgano encargado de las 
mismas.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en cuanto contradigan o 

se opongan a lo dispuesto en el presente real decreto.
2. En particular, quedan derogados:
a) El Real Decreto 485/2009, de 3 de abril, por el que se regula la puesta en marcha del 

suministro de último recurso en el sector de la energía eléctrica.
b) La Orden ITC/1659/2009, de 22 de junio, por la que se establece el mecanismo de 

traspaso de clientes del mercado a tarifa al suministro de último recurso de energía eléctrica 
y el procedimiento de cálculo y estructura de las tarifas de último recurso de energía 
eléctrica, salvo el capítulo VI, y las disposiciones adicionales primera, y séptima.

c) La Orden ITC/1601/2010, de 11 de junio, por la que se regulan las subastas CESUR a 
que se refiere la Orden ITC/1659/2009, de 22 de junio, a los efectos de la determinación del 
coste estimado de los contratos mayoristas para el cálculo de la tarifa de último recurso.

d) La disposición adicional quinta de la Orden IET/843/2012, de 25 de abril, por la que se 
establecen los peajes de acceso a partir de 1 de abril de 2012 y determinadas tarifas y 
primas de las instalaciones del régimen especial, sin perjuicio de lo establecido en la 
disposición transitoria primera.

Disposición final primera.  Título competencial.
El presente real decreto tiene carácter básico y se dicta al amparo de lo establecido en el 

artículo 149.1.13 y 25 de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia 
exclusiva en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica, y bases del régimen minero y energético.
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Disposición final segunda.  Desarrollo y aplicación.
Por el Ministro de Industria, Energía y Turismo se dictarán las disposiciones que exijan el 

desarrollo y aplicación del presente real decreto.

Disposición final segunda bis.  Modificación del término del coste de producción del precio 
voluntario para el pequeño consumidor.

La estructura del término del coste de producción de la energía, CPh, podrá modificarse 
mediante orden de la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, para incorporar los siguientes aspectos:

a) Una referencia al precio resultante de las subastas de energía inframarginal, 
gestionable y no emisora, en caso de que estas subastas prevean finalmente la participación 
de las comercializadoras de referencia, conforme a lo establecido en el artículo 3.9 del Real 
Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de medidas urgentes para mitigar el impacto de 
la escalada de precios del gas natural en los mercados minoristas de gas y electricidad.

b) Modificar los valores de los coeficientes de ponderación del mercado diario e 
intradiario y del mercado a plazo, A y B, para incorporar la referencia al precio resultante de 
las subastas de energía inframarginal, gestionable y no emisora, conforme al párrafo 
anterior, o para alterar el reparto de pesos entre la indexación del coste de producción de la 
energía a los mercados diarios y el mercado a plazo.

c) Modificar los valores an, bn,t y cn,m, para modificar el reparto de pesos entre los 
diferentes productos a plazo que integran la cesta de productos a plazo, conforme a lo 
establecido en el artículo 10.bis del Real Decreto 216/2014, de 28 de marzo.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I
Información a publicar por el operador del sistema para el cálculo del precio 

voluntario para el pequeño consumidor
1. Los valores que el operador del sistema calculará y publicará en su página web, 

conforme al artículo 7.7 de este real decreto, son los siguientes:
a) Los valores de todos y cada uno de los componentes del término del coste de 

producción de energía CPh del precio voluntario para el pequeño consumidor:

Pmh: Con el desglose de cada una de las referencias de precio utilizadas.
TaE: Con el desglose de los términos Pfanualn, Pftrimestralt y Pfmensualm que resulten 

de aplicación.
FCh: Con el desglose del volumen de aprovisionamiento esperado de energía de 

producto mensual, trimestral y anual del término AprovMPlazo, así como el valor de 
DemandaPVPCh.

SAh: Con el desglose de cada uno de los valores de los servicios de ajuste que 
componen el término PMASh, así como el valor de CDSVh.

OCh: Con el desglose de cada uno de los valores que lo componen, incluyendo las 
estimaciones de INTh.

b) Los valores de los términos:
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Ambos por separado e incluyendo la herramienta a la que se refiere el artículo 8.2 b) que 
permita calcular cada una de las posibles combinaciones de estos términos en función de la 
fecha de inicio y fin de lectura en el último año móvil de acuerdo artículo 8.2 del presente real 
decreto, diferenciando el peaje de acceso y el periodo tarifario al que corresponde cada 
término.

c) Los coeficientes horarios ch de los perfiles de aplicación al suministro para la 
facturación de los consumidores de acuerdo a lo dispuesto en el presente real decreto.

d) Los valores correspondientes al término PERDh, que se calcularán de acuerdo a lo 
definido en el presente real decreto.

2. Por resolución del Secretario de Estado de Energía se determinarán los siguientes 
aspectos:

a) La hora de publicación de los valores de los componentes necesarios para el cálculo 
del precio voluntario para el pequeño consumidor que deben publicarse el día anterior al del 
suministro, para cada una de las 24 horas del día.

b) El método de estimación de los componentes de los siguientes términos:
– Pmh: se determinarán los intradiarios a considerar para su cálculo.
– SAh: se determinarán el mecanismo de cálculo del valor de PMASh definiendo los 

servicios de ajuste que lo componen de acuerdo a la normativa de aplicación en cada 
momento, y el mecanismo de estimación de aquellos valores que no resulten conocidos en 
el momento de la publicación. Asimismo, se determinará el mecanismo de estimación del 
término CDSVh.

– OCh: se determinará el mecanismo de cálculo del término INTh.
c) Cualquier otro aspecto necesario para la estimación de los componentes del precio 

voluntario para el pequeño consumidor.
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ANEXO II
Modelo de nota informativa a remitir por los comercializadores de referencia a 

los consumidores acogidos a Precio Voluntario para el Pequeño Consumidor
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ANEXO III
Modelo de declaración responsable sobre la condición de microempresa1

D./Dña. …………………………………………………………………………… con domicilio 
en ………………………………………………………………………….., con DNI, núm. …………
………. y con correo electrónico a efectos de notificaciones electrónicas ………………………
………………………………, en nombre y representación de la empresa ………………………
…………………… con NIF número ……………………….., para la contratación con el 
comercializador de referencia …………………………………………………………….. de la 
tarifa a precio voluntario para el pequeño consumidor, según el Real Decreto 446/2023, 
de 13 de junio, por el que se modifica el Real Decreto 216/2014, de 28 de marzo, por el que 
se establece la metodología de cálculo de los precios voluntarios para el pequeño 
consumidor de energía eléctrica y su régimen jurídico de contratación, para la indexación de 
los precios voluntarios para el pequeño consumidor de energía eléctrica a señales a plazo y 
reducción de su volatilidad,

Declara responsablemente:
– Que la empresa a la que representa reúne los requisitos de microempresa según la 

definición del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, por el 
que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado interior en 
aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado, publicado en el BOE de fecha 26 de junio 
de 2014.

– Que, a requerimiento de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en 
el ejercicio de sus funciones de supervisión y comprobación, presentará la documentación 
que acredite la realidad de los datos de esta declaración responsable.

En..........................., a ....... de................... de 20........

1 Según definición del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, por el que se 
declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado interior en aplicación de los artículos 107 
y 108 del Tratado, publicado en el BOE de fecha 26 de junio de 2014.
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§ 18

Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba 
el Reglamento General de Circulación para la aplicación y desarrollo 
del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a 
motor y seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

339/1990, de 2 de marzo. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 306, de 23 de diciembre de 2003
Última modificación: 21 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2003-23514

Téngase en cuenta que las referencias normativas efectuadas al texto articulado de la Ley sobre Tráfico, 
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de 
marzo, se entenderán efectuadas a los preceptos correspondientes del texto refundido aprobado por Real 
Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, según establece su disposición adicional primera. Ref. BOE-
A-2015-11722

[ . . . ]
TÍTULO I

Normas generales de comportamiento en la circulación

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la carga de vehículos y del transporte de personas y mercancías o cosas

[ . . . ]
Artículo 15.  Dimensiones de la carga.

1. La carga no sobresaldrá de la proyección en planta del vehículo, salvo en los casos y 
condiciones previstos en los apartados siguientes. En los de tracción animal, se entiende por 
proyección la del vehículo propiamente dicho prolongada hacia adelante, con su misma 
anchura, sin sobrepasar la cabeza del animal de tiro más próximo a aquél.

2. En los vehículos destinados exclusivamente al transporte de mercancías, tratándose 
de cargas indivisibles y siempre que se cumplan las condiciones establecidas para su estiba 
y acondicionamiento, podrán sobresalir:

a) En el caso de vigas, postes, tubos u otras cargas de longitud indivisible:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 402 –

http://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-11722#daprimera
http://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-11722#daprimera


1.º En vehículos de longitud superior a cinco metros, dos metros por la parte anterior y 
tres metros por la posterior.

2.º En vehículos de longitud igual o inferior a cinco metros, el tercio de la longitud del 
vehículo por cada extremo anterior y posterior.

b) En el caso de que la dimensión menor de la carga indivisible sea superior al ancho del 
vehículo, podrá sobresalir hasta 0,40 metros por cada lateral, siempre que el ancho total no 
sea superior a 2,55 metros.

3. En el resto de los vehículos no destinados exclusivamente al transporte de 
mercancías la carga podrá sobresalir por la parte posterior hasta un 10 por ciento de su 
longitud, y si fuera indivisible, un 15 por ciento.

4. En los vehículos de anchura inferior a un metro la carga no deberá sobresalir 
lateralmente más de 0,50 metros a cada lado de su eje longitudinal. No podrá sobresalir por 
la extremidad anterior, ni más de 0,25 metros por la posterior.

5. Cuando la carga sobresalga de la proyección en planta del vehículo, siempre dentro 
de los límites de los apartados anteriores, se deberán adoptar todas las precauciones 
convenientes para evitar daños o peligros a los demás usuarios de la vía pública, y deberá ir 
resguardada en la extremidad saliente para aminorar los efectos de un roce o choque 
posibles.

6. En todo caso, la carga que sobresalga por detrás de los vehículos a que se refieren 
los apartados 2 y 3 deberá ser señalizada por medio de la señal V-20 a que se refiere el 
artículo 173 y cuyas características se establecen en el anexo XI del Reglamento General de 
Vehículos. Esta señal se deberá colocar en el extremo posterior de la carga de manera que 
quede constantemente perpendicular al eje del vehículo. Cuando la carga sobresalga 
longitudinalmente por toda la anchura de la parte posterior del vehículo, se colocarán 
transversalmente dos paneles de señalización, cada uno en un extremo de la carga o de la 
anchura del material que sobresalga. Ambos paneles deberán colocarse de tal manera que 
formen una geometría de «v» invertida.

Cuando el vehículo circule entre la puesta y la salida del sol o bajo condiciones 
meteorológicas o ambientales que disminuyan sensiblemente la visibilidad, la carga deberá ir 
señalizada, además, con una luz roja. Cuando la carga sobresalga por delante, la 
señalización deberá hacerse por medio de una luz blanca.

7. Las cargas que sobresalgan lateralmente del gálibo del vehículo, de tal manera que su 
extremidad lateral se encuentre a más de 0,40 metros del borde exterior de la luz delantera o 
trasera de posición del vehículo, deberán estar entre la puesta y la salida del sol, así como 
cuando existan condiciones meteorológicas o ambientales que disminuyan sensiblemente la 
visibilidad, respectivamente, señalizadas, en cada una de sus extremidades laterales, hacia 
adelante, por medio de una luz blanca y un dispositivo reflectante de color blanco, y hacia 
atrás, por medio de una luz roja y de un dispositivo reflectante de color rojo.

8. En el caso de circulación de vehículos en régimen de transporte especial, se estará a 
lo dispuesto en su autorización.

[ . . . ]
TÍTULO II

De la circulación de vehículos

CAPÍTULO I
Lugar en la vía

[ . . . ]
Sección 4.ª Supuestos especiales del sentido de circulación y de la utilización 

de calzadas, carriles y arcenes

[ . . . ]
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Artículo 39.  Limitaciones a la circulación.
1. Con sujeción a lo dispuesto en los apartados siguientes, se podrán establecer 

limitaciones de circulación, temporales o permanentes, en las vías objeto de la legislación 
sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, cuando así lo exijan las 
condiciones de seguridad o fluidez de la circulación.

2. En determinados itinerarios, o en partes o tramos de ellos comprendidos dentro de las 
vías públicas interurbanas, así como en tramos urbanos, incluso travesías, se podrán 
establecer restricciones temporales o permanentes a la circulación de camiones con masa 
máxima autorizada superior a 3.500 kilogramos, furgones, conjuntos de vehículos, vehículos 
articulados y vehículos especiales, así como a vehículos en general que no alcancen o no 
les esté permitido alcanzar la velocidad mínima que pudiera fijarse, cuando, por razón de 
festividades, vacaciones estacionales o desplazamientos masivos de vehículos, se prevean 
elevadas intensidades de tráfico, o cuando las condiciones en que ordinariamente se 
desarrolle aquél lo hagan necesario o conveniente.

Asimismo por razones de seguridad podrán establecerse restricciones temporales o 
permanentes a la circulación de vehículos en los que su propia peligrosidad o la de su carga 
aconsejen su alejamiento de núcleos urbanos, de zonas ambientalmente sensibles o de 
tramos singulares como puentes o túneles, o su tránsito fuera de horas de gran intensidad 
de circulación.

3. Corresponde establecer las aludidas restricciones al organismo autónomo Jefatura 
Central de Tráfico o, en su caso, a la autoridad de tráfico de la comunidad autónoma que 
tenga transferida la ejecución de la referida competencia.

4. Las restricciones serán publicadas, en todo caso, con una antelación mínima de ocho 
días hábiles en el «Boletín Oficial del Estado» y, facultativamente, en los diarios oficiales de 
las comunidades autónomas citadas en el apartado anterior.

En casos imprevistos o por circunstancias excepcionales, cuando se estime necesario 
para lograr una mayor fluidez o seguridad de la circulación, serán los agentes de la autoridad 
responsable de la vigilancia y disciplina del tráfico los que, durante el tiempo necesario, 
determinen las restricciones mediante la adopción de las medidas oportunas.

5. En caso de reconocida urgencia podrán concederse autorizaciones especiales para la 
circulación de vehículos dentro de los itinerarios y plazos objeto de las restricciones 
impuestas conforme a lo establecido en los apartados anteriores, previa justificación de la 
necesidad ineludible de efectuar el desplazamiento por esos itinerarios y en los períodos 
objeto de restricción.

En estas autorizaciones especiales se hará constar la matrícula y características 
principales del vehículo a que se refieran, mercancía transportada, vías a las que afecta y las 
condiciones a que en cada caso deben sujetarse.

6. Corresponde otorgar las autorizaciones a que se refiere el apartado anterior a la 
autoridad que estableció las restricciones.

7. Las restricciones a la circulación reguladas en este artículo son independientes y no 
excluyen las que establezcan otras autoridades con arreglo a sus específicas competencias.

8. Los supuestos de circulación en vías restringidas sin la autorización contemplada en el 
apartado 5 tendrán la consideración de infracción, que se sancionará conforme prevé el 
artículo 67.2 del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y 
seguridad vial.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Velocidad

Sección 1.ª Límites de velocidad

Artículo 45.  Adecuación de la velocidad a las circunstancias.
Todo conductor está obligado a respetar los límites de velocidad establecidos y a tener 

en cuenta, además, sus propias condiciones físicas y psíquicas, las características y el 
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estado de la vía, del vehículo y de su carga, las condiciones meteorológicas, ambientales y 
de circulación, y, en general, cuantas circunstancias concurran en cada momento, a fin de 
adecuar la velocidad de su vehículo a ellas, de manera que siempre pueda detenerlo dentro 
de los límites de su campo de visión y ante cualquier obstáculo que pueda presentarse 
(artículo 19.1 del texto articulado).

Artículo 46.  Moderación de la velocidad. Casos.
1. Se circulará a velocidad moderada y, si fuera preciso, se detendrá el vehículo cuando 

las circunstancias lo exijan, especialmente en los casos siguientes:
a) Cuando haya peatones en la parte de la vía que se esté utilizando o pueda preverse 

racionalmente su irrupción en ella, principalmente si se trata de niños, ancianos, invidentes u 
otras personas manifiestamente impedidas.

b) Al aproximarse a ciclos circulando, así como en las intersecciones y en las 
proximidades de vías de uso exclusivo de ciclos y de los pasos de peatones no regulados 
por semáforo o agentes de la circulación, así como al acercarse a mercados, centros 
docentes o a lugares en que sea previsible la presencia de niños.

c) Cuando haya animales en la parte de la vía que se esté utilizando o pueda preverse 
racionalmente su irrupción en ella.

d) En los tramos con edificios de inmediato acceso a la parte de la vía que se esté 
utilizando.

e) Al aproximarse a un autobús en situación de parada, principalmente si se trata de un 
autobús de transporte escolar.

f) Fuera de poblado al acercarse a vehículos inmovilizados en la calzada, a vehículos de 
auxilio prestando servicio y a ciclos que circulan por ella o por su arcén.

g) Al circular por pavimento deslizante o cuando pueda salpicarse o proyectarse agua, 
gravilla u otras materias a los demás usuarios de la vía.

h) Al aproximarse a pasos a nivel, a glorietas e intersecciones en que no se goce de 
prioridad, a lugares de reducida visibilidad o a estrechamientos.

Si las intersecciones están debidamente señalizadas y la visibilidad de la vía es 
prácticamente nula, la velocidad de los vehículos no deberá exceder de 50 kilómetros por 
hora.

i) En el cruce con otro vehículo, cuando las circunstancias de la vía, de los vehículos o 
las meteorológicas o ambientales no permitan realizarlo con seguridad.

j) En caso de deslumbramiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 102.3.
k) En los casos de niebla densa, lluvia intensa, nevada o nubes de polvo o humo.
2. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves o 

muy graves, según corresponda por el exceso de velocidad, conforme se prevé en los 
artículos 65.4.c) y 65.5.e), ambos del texto articulado.

[ . . . ]
CAPÍTULO X

Utilización del alumbrado

[ . . . ]
Sección 2.ª Supuestos especiales de alumbrado

Artículo 106.  Condiciones que disminuyen la visibilidad.
1. También será obligatorio utilizar el alumbrado cuando existan condiciones 

meteorológicas o ambientales que disminuyan sensiblemente la visibilidad, como en caso de 
niebla, lluvia intensa, nevada, nubes de humo o de polvo o cualquier otra circunstancia 
análoga (artículo 43 del texto articulado).

2. En los casos a que se refiere el apartado anterior deberá utilizarse la luz antiniebla 
delantera o la luz de corto o largo alcance.
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La luz antiniebla delantera puede utilizarse aislada o simultáneamente con la de corto 
alcance o, incluso, con la de largo alcance.

La luz antiniebla delantera sólo podrá utilizarse en dichos casos o en tramos de vías 
estrechas con muchas curvas, entendiéndose por tales las que, teniendo una calzada de 
6,50 metros de anchura o inferior, estén señalizadas con señales que indiquen una sucesión 
de curvas próximas entre sí, reguladas en el artículo 149.

La luz antiniebla trasera solamente deberá llevarse encendida cuando las condiciones 
meteorológicas o ambientales sean especialmente desfavorables, como en caso de niebla 
espesa, lluvia muy intensa, fuerte nevada o nubes densas de polvo o humo.

3. El hecho de circular sin alumbrado en situaciones de falta o disminución de la 
visibilidad tendrá la consideración de infracción grave, conforme se prevé en el artículo 
65.4.e) del texto articulado.

[ . . . ]
TÍTULO III

Otras normas de circulación

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Peatones

[ . . . ]
Artículo 123.  Circulación nocturna.

Fuera del poblado, entre el ocaso y la salida del sol o en condiciones meteorológicas o 
ambientales que disminuyan sensiblemente la visibilidad, todo peatón, cuando circule por la 
calzada o el arcén, deberá ir provisto de un elemento luminoso o retrorreflectante 
homologado y que responda a las prescripciones técnicas contenidas en el Real Decreto 
1407/1992, de 20 de noviembre, por el que se regulan las condiciones para la 
comercialización y libre circulación intracomunitaria de los equipos de protección individual, 
que sea visible a una distancia mínima de 150 metros para los conductores que se le 
aproximen, y los grupos de peatones dirigidos por una persona o que formen cortejo 
llevarán, además, en el lado más próximo al centro de la calzada, las luces necesarias para 
precisar su situación y dimensiones, las cuales serán de color blanco o amarillo hacia 
adelante y rojo hacia atrás y, en su caso, podrán constituir un solo conjunto.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Circulación de animales

[ . . . ]
Artículo 127.  Normas especiales.

1. Los animales a que se refiere el artículo anterior deben ir conducidos, al menos, por 
una persona mayor de 18 años, capaz de dominarlos en todo momento, la cual observará, 
además de las normas establecidas para los conductores de vehículos que puedan afectarle, 
las siguientes prescripciones:

a) No invadirán la zona peatonal.
b) Los animales de tiro, carga o silla o el ganado suelto circularán por el arcén del lado 

derecho, y si tuvieran que utilizar la calzada, lo harán aproximándose cuanto sea posible al 
borde derecho de ésta; por excepción, se permite conducir uno solo de tales animales por el 
borde izquierdo, si razones de mayor seguridad así lo aconsejan.
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c) Los animales conducidos en manada o rebaño irán al paso, lo más cerca posible del 
borde derecho de la vía y de forma que nunca ocupen más de la mitad derecha de la 
calzada, divididos en grupos de longitud moderada, cada uno de los cuales con un conductor 
al menos y suficientemente separados para entorpecer lo menos posible la circulación; en el 
caso de que se encuentren con otro ganado que transite en sentido contrario, sus 
conductores cuidarán de que el cruce se haga con la mayor rapidez y en zonas de visibilidad 
suficiente, y, si circunstancialmente esto no se hubiera podido conseguir, adoptarán las 
precauciones precisas para que los conductores de los vehículos que eventualmente se 
aproximen puedan detenerse o reducir la velocidad a tiempo.

d) Sólo atravesarán las vías por pasos autorizados y señalizados al efecto o por otros 
lugares que reúnan las necesarias condiciones de seguridad.

e) Si circulan de noche por vía insuficientemente iluminada o bajo condiciones 
meteorológicas o ambientales que disminuyan sensiblemente la visibilidad, su conductor o 
conductores llevarán en el lado más próximo al centro de la calzada luces en número 
necesario para precisar su situación y dimensiones, que serán de color blanco o amarillo 
hacia delante, y rojo hacia atrás, y, en su caso, podrán constituir un solo conjunto.

f) En estrechamientos, intersecciones y demás casos en que las respectivas trayectorias 
se crucen o corten, cederán el paso a los vehículos, salvo en los supuestos contemplados en 
el artículo 66.

2. Se prohíbe dejar animales sin custodia en cualquier clase de vía o en sus 
inmediaciones, siempre que exista la posibilidad de que éstos puedan invadir la vía.

[ . . . ]
TÍTULO IV

De la señalización

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Aplicación de las señales

[ . . . ]
Sección 2.ª Responsabilidad de la señalización en las vías

[ . . . ]
Artículo 140.  Señalización de las obras.

Las obras que dificulten de cualquier modo la circulación vial deberán hallarse 
señalizadas, tanto de día como de noche, y balizadas luminosamente durante las horas 
nocturnas, o cuando las condiciones meteorológicas o ambientales lo exijan, a cargo del 
realizador de la obra, según la regulación básica establecida a estos fines por el Ministerio 
de Fomento.

Cuando se señalicen tramos de obras, las marcas viales serán de color amarillo. 
Asimismo tendrán el fondo amarillo las señales verticales siguientes:

a) Las señales de advertencia de peligro P-1, P-2, P-3, P-4, P-13, P-14, P-15, P-17, 
P-18, P-19, P-25, P-26, P-28, P-30 y P-50.

b) Las señales de reglamentación R-5, R-102, R-103, R-104, R-105, R-106, R-107, 
R-200, R-201, R-202, R-203, R-204, R-205, R-300, R-301, R-302, R-303, R-304, R-305, 
R-306, R-500, R-501, R-502 y R-503.

c) Las señales de indicación: todas las señales de carriles y de orientación.
Su significado será el mismo que el de las equivalentes que se utilizan cuando no hay 

obras.
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La forma, color, diseño, símbolos, significado y dimensiones de las señales de obra son 
las que figuran en el Catálogo oficial de señales de circulación. La forma, símbolos y 
nomenclatura figuran también en el anexo I de este reglamento.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

De los tipos y significados de las señales de circulación y marcas viales

[ . . . ]
Subsección 3.ª De las señales de indicación

[ . . . ]
Artículo 159.  Señales de indicaciones generales.

La nomenclatura y significado de las señales de indicaciones generales son los 
siguientes:

S-1. Autopista. Indica el principio de una autopista y, por tanto, el lugar a partir del cual 
se aplican las reglas especiales de circulación en este tipo de vía. El símbolo de esta señal 
puede anunciar la proximidad de una autopista o indicar el ramal de una intersección que 
conduce a una autopista.

S-1 a. Autovía. Indica el principio de una autovía y, por tanto, el lugar a partir del cual se 
aplican las reglas especiales de circulación en este tipo de vía. El símbolo de esta señal 
puede anunciar la proximidad de una autovía o indicar el ramal de una intersección que 
conduce a una autovía.

S-2. Fin de autopista. Indica el final de una autopista.
S-2 a. Fin de autovía. Indica el final de una autovía.
S-3. Vía reservada para automóviles. Indica el principio de una vía reservada a la 

circulación de automóviles.
S-4. Fin de vía reservada para automóviles. Indica el final de una vía reservada para 

automóviles.
S-5. Túnel. Indica el principio y eventualmente el nombre de un túnel, de un paso inferior 

o de un tramo de vía equiparado a túnel. Podrá llevar en su parte inferior la indicación de la 
longitud del túnel en metros.

S-6. Fin de túnel. Indica el final de un túnel, de un paso inferior o de un tramo de vía 
equiparado a túnel.

S-7. Velocidad máxima aconsejable. Recomienda una velocidad aproximada de 
circulación, en kilómetros por hora, que se aconseja no sobrepasar, aunque las condiciones 
meteorológicas y ambientales de la vía y de la circulación sean favorables. Cuando está 
colocada bajo una señal de advertencia de peligro, la recomendación se refiere al tramo en 
que dicho peligro subsista.

S-8. Fin de velocidad máxima aconsejada. Indica el final de un tramo en el que se 
recomienda circular a la velocidad en kilómetros por hora indicada en la señal.

S-9. Intervalo aconsejado de velocidades. Recomienda mantener la velocidad entre los 
valores indicados, siempre que las condiciones meteorológicas y ambientales de la vía y de 
la circulación sean favorables. Cuando está colocada debajo de una señal de advertencia de 
peligro, la recomendación se refiere al tramo en que dicho peligro subsista.

S-10. Fin de intervalo aconsejado de velocidades. Indica el lugar desde donde deja de 
ser aplicable una anterior señal de intervalo aconsejado de velocidades.

S-11. Calzada de sentido único. Indica que, en la calzada que se prolonga en la dirección 
de la flecha, los vehículos deben circular en el sentido indicado por ésta, y que está 
prohibida la circulación en sentido contrario.

S-11 a. Calzada de sentido único. Indica que, en la calzada que se prolonga en la 
dirección de las flechas (dos carriles), los vehículos deben circular en el sentido indicado por 
éstas, y que está prohibida la circulación en sentido contrario.
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S-11 b. Calzada de sentido único. Indica que, en la calzada que se prolonga en la 
dirección de las flechas (tres carriles), los vehículos deben circular en el sentido indicado por 
éstas, y que está prohibida la circulación en sentido contrario.

S-12. Tramo de calzada de sentido único. Indica que, en el tramo de calzada que se 
prolonga en la dirección de la flecha, los vehículos deben circular en el sentido indicado por 
ésta, y que está prohibida la circulación en sentido contrario.

S-13. Situación de un paso para peatones. Indica la situación de un paso para peatones.
S-14 a. Paso superior para peatones. Indica la situación de un paso superior para 

peatones.
S-14 b. Paso inferior para peatones. Indica la situación de un paso inferior para 

peatones.
S-15 a, b, c y d. Preseñalización de calzada sin salida. Indican que, de la calzada que 

figura en la señal con un recuadro rojo, los vehículos sólo pueden salir por el lugar de 
entrada.

S-16. Zona de frenado de emergencia. Indica la situación de una zona de escape de la 
calzada, acondicionada para que un vehículo pueda ser detenido en caso de fallo de su 
sistema de frenado.

S-17. Estacionamiento. Indica un emplazamiento donde está autorizado el 
estacionamiento de vehículos. Una inscripción o un símbolo, que representa ciertas clases 
de vehículos, indica que el estacionamiento está reservado a esas clases. Una inscripción 
con indicaciones de tiempo limita la duración del estacionamiento señalado.

S-18. Lugar reservado para taxis. Indica el lugar reservado a la parada y al 
estacionamiento de taxis libres y en servicio. La inscripción de un número indica el número 
total de espacios reservados a este fin.

S-19. Parada de autobuses. Indica el lugar reservado para parada de autobuses.
S-20. Parada de tranvías. Indica el lugar reservado para parada de tranvías.
S-21. Transitabilidad en tramo o puerto de montaña. Indica la situación de transitabilidad 

del puerto o tramo definido en la parte superior de la señal.
S-21.1 a, b, c, d y e. Transitabilidad en tramo o puerto de montaña. El panel 1 puede ir 

en blanco con la inscripción «ABIERTO»; en tal caso, indica que pueden circular todos los 
vehículos sin restricción; en verde, que indica que el puerto está transitable, si bien existe 
prohibición de adelantar para los camiones con masa máxima autorizada mayor de 3.500 
kilogramos; amarillo, que indica que el puerto está transitable, excepto para los camiones 
con masa máxima autorizada mayor de 3.500 kilogramos y vehículos articulados, y los 
turismos y autobuses circularán a una velocidad máxima de 60 km/h; rojo, que indica que 
para circular es obligatorio el uso de cadenas o neumáticos especiales a una velocidad 
máxima de 30 km/h y que está prohibida la circulación de vehículos articulados, camiones y 
autobuses; y en negro con la inscripción «CERRADO», que indica que la carretera se 
encuentra intransitable para cualquier tipo de vehículo.

S-21.2 a, b, c y d. Transitabilidad en tramo o puerto de montaña. El panel 2 será de color 
blanco y podrá llevar las siguientes inscripciones: la señal R-306 cuando el panel 1 vaya en 
verde; las señales R-106 y R-301 con la limitación a 60 km/h cuando el panel 1 sea amarillo 
y la señal R-107 con la inscripción 3,5 toneladas y R-412 cuando el panel 1 sea rojo.

S-21.3 a y b. Transitabilidad en tramo o puerto de montaña. El panel 3 puede llevar una 
inscripción del lugar a partir del cual se aplican las indicaciones del panel 1 y 2.

S-22. Cambio de sentido al mismo nivel. Indica la proximidad de un lugar en el que se 
puede efectuar un cambio de sentido al mismo nivel.

S-23. Hospital. Indica, además, a los conductores de vehículos la conveniencia de tomar 
las precauciones que requiere la proximidad de establecimientos médicos, especialmente la 
de evitar la producción de ruido.

S-24. Fin de obligación de alumbrado de corto alcance (cruce). Indica el final de un tramo 
en que es obligatorio el alumbrado de cruce o corto alcance y recuerda la posibilidad de 
prescindir de éste, siempre que no venga impuesto por circunstancias de visibilidad, horario 
o iluminación de la vía.

S-25. Cambio de sentido a distinto nivel. Indica la proximidad de una salida a través de la 
cual se puede efectuar un cambio de sentido a distinto nivel.
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S-26 a, b y c. Paneles de aproximación a salida. Indica en una autopista, en una autovía 
o en una vía para automóviles que la próxima salida está situada, aproximadamente, a 300 
metros, 200 metros y 100 metros, respectivamente.

Si la salida fuera por la izquierda, la diagonal o diagonales serían descendentes de 
izquierda a derecha y las señales se situarían a la izquierda de la calzada.

S-27. Auxilio en carretera. Indica la situación del poste o puesto de socorro más próximo 
desde el que se puede solicitar auxilio en caso de accidente o avería. La señal puede indicar 
la distancia a la que éste se halla.

S-28. Calle residencial. Indica las zonas de circulación especialmente acondicionadas 
que están destinadas en primer lugar a los peatones y en las que se aplican las normas 
especiales de circulación siguientes: la velocidad máxima de los vehículos está fijada en 20 
kilómetros por hora y los conductores deben conceder prioridad a los peatones. Los 
vehículos no pueden estacionarse más que en los lugares designados por señales o por 
marcas.

Los peatones pueden utilizar toda la zona de circulación. Los juegos y los deportes están 
autorizados en ella. Los peatones no deben estorbar inútilmente a los conductores de 
vehículos.

S-29. Fin de calle residencial. Indica que se aplican de nuevo las normas generales de 
circulación.

S-30. Zona a 30. Indica la zona de circulación especialmente acondicionada que está 
destinada en primer lugar a los peatones. La velocidad máxima de los vehículos está fijada 
en 30 kilómetros por hora. Los peatones tienen prioridad.

S-31. Fin de zona a 30. Indica que se aplican de nuevo las normas generales de 
circulación.

S-32. Telepeaje. Indica que el vehículo que circule por el carril o carriles así señalizados 
puede efectuar el pago del peaje mediante el sistema de peaje dinámico o telepeaje, 
siempre que esté provisto del medio técnico que posibilite su uso.

S-33. Senda ciclable. Indica la existencia de una vía para peatones y ciclos, segregada 
del tráfico motorizado, y que discurre por espacios abiertos, parques, jardines o bosques.

S-34. Apartadero en túneles. Indica la situación de un lugar donde se puede apartar el 
vehículo en un túnel, a fin de dejar libre el paso.

S-34 a. Apartadero en túneles. Indica la situación de un lugar donde se puede apartar el 
vehículo en un túnel, a fin de dejar libre el paso, y que dispone de teléfono de emergencia.

[ . . . ]
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§ 19

Real Decreto 818/2009, de 8 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Conductores. [Inclusión parcial]

Ministerio del Interior
«BOE» núm. 138, de 8 de junio de 2009

Última modificación: 6 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2009-9481

[ . . . ]
TÍTULO II

De la enseñanza de la conducción y de las pruebas de aptitud a realizar para 
obtener autorizaciones administrativas para conducir

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 42.  Objeto de las pruebas de aptitud.

Todo conductor de vehículos de motor o ciclomotores deberá poseer, para conducir con 
seguridad, las aptitudes psicofísicas y los conocimientos, habilidades, aptitudes y 
comportamientos que le permitan:

a) Manejar adecuadamente el vehículo y sus mandos para no comprometer la seguridad 
vial y conseguir una utilización responsable del vehículo.

b) Dominar el vehículo con el fin de no crear situaciones peligrosas y reaccionar de 
forma apropiada cuando éstas se presenten.

c) Discernir los peligros originados por la circulación y valorar su gravedad.
d) Observar las disposiciones legales y reglamentarias en materia de tráfico, circulación 

de vehículos y seguridad vial, en particular las que tengan por objeto prevenir los accidentes 
de circulación y garantizar la fluidez y seguridad de la circulación.

e) Tener un conocimiento razonado sobre mecánica y entretenimiento simple de las 
partes y dispositivos del vehículo que le permitan detectar los defectos técnicos más 
importantes de éste, en particular los que pongan en peligro la seguridad y de las medidas 
que se han de tomar para remediarlos debidamente.

f) Tener en cuenta todos los factores que afectan al comportamiento de los conductores 
con el fin de conservar en todo momento la utilización plena de las aptitudes y capacidades 
necesarias para conducir con seguridad.

g) Contribuir a la seguridad de todos los usuarios, en particular de los más débiles y los 
más expuestos al peligro, mediante una actitud respetuosa hacia el prójimo.
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h) Contribuir a la conservación del medio ambiente, evitando la contaminación.
i) Auxiliar a las víctimas de accidentes de circulación, prestar a los heridos el auxilio que 

resulte más adecuado, según las circunstancias, tratando de evitar mayores peligros o 
daños, restablecer, en la medida de lo posible, la seguridad de la circulación y colaborar con 
la autoridad y sus agentes en el esclarecimiento de los hechos.

[ . . . ]
ANEXO V

Pruebas a realizar por los solicitantes de las distintas autorizaciones

A) Cuadro de pruebas a realizar para obtener permiso o licencia de 
conducción.

PRUEBAS

Clase de permiso Aptitud psicofísica Control de conocimientos Control de aptitudes y comportamientos
Común Específica En circuito cerrado En circulación

AM X  X X  
A1 X X X X X
A2 X X X X X
A X     
B X X  X X
B + E X  X X X
C1 X  X X X
C1 + E X  X X X
C X  X X X
C + E X  X X X
D1 X  X X X
D1 + E X  X X X
D X  X X X
D + E X  X X X
LCM (1) X  X X  
LVA (2) X  X X  

(1) LCM: Licencia para conducir vehículos para personas de movilidad reducida.
(2) LVA: Licencia para conducir vehículos especiales agrícolas autopropulsados y sus conjuntos.

B) Pruebas a realizar según la clase de permiso o licencia de conducción 
solicitados

1. Prueba de control de conocimientos común.–El contenido de la prueba de control de 
conocimientos común a realizar por los solicitantes del permiso de conducción, con 
excepción de los aspirantes del permiso de conducción de la clase AM, versará sobre las 
materias que se indican a continuación:

1.ª Las disposiciones legales y reglamentarias en materia de tráfico, circulación de 
vehículos de motor y seguridad vial, especialmente las que se refieren a la señalización, 
reglas de prioridad y limitaciones de velocidad.

2.ª Los accidentes de circulación: factores que intervienen. Causas más frecuentes de 
los accidentes.

3.ª La vigilancia y las actitudes con respecto a los demás usuarios: su importancia. 
Necesidad de una colaboración entre los usuarios: no molestar, no sorprender, advertir, 
comprender, prever los movimientos de los demás.

4.ª Las funciones de percepción, de evaluación y de toma de decisiones, principalmente 
el tiempo de reacción y las modificaciones de los comportamientos del conductor vinculados 
a los efectos del alcohol, drogas, medicamentos, enfermedades, estados emocionales, 
fatiga, sueño y otros factores.

5.ª Los principios relativos al respeto de las distancias de seguridad entre vehículos, a la 
distancia de frenado y a la estabilidad del vehículo en la vía teniendo en cuenta las 
diferentes condiciones meteorológicas o ambientales, las características de los distintos tipos 
y tramos de vía y el estado de la calzada.
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6.ª Los riesgos de la conducción asociados a los diferentes estados de la calzada 
especialmente cuando varíen en función de las condiciones atmosféricas y de la hora del día 
o de la noche. La seguridad de la conducción en los túneles.

7.ª La vía: clases y partes de la vía. Sus características y disposiciones legales referidas 
a ella.

8.ª Los riesgos específicos relacionados con la inexperiencia de otros usuarios de la vía 
y con los usuarios más vulnerables, como por ejemplo los peatones (especialmente los 
niños, las personas de edad avanzada o discapacitadas, las personas ciegas o sordas), los 
ciclistas, los conductores de ciclomotores, de motocicletas, de vehículos para personas de 
movilidad reducida y otros.

9.ª Los riesgos inherentes a la circulación y a la conducción de los diversos tipos de 
vehículos y a las diferentes condiciones de visibilidad de sus conductores.

10.ª Normativa relativa a los documentos administrativos necesarios para circular 
conduciendo un vehículo de motor: documentos relativos al conductor, al vehículo y, en su 
caso, a la carga transportada.

11.ª Normas generales sobre el comportamiento que debe adoptar el conductor en caso 
de accidente (señalizar, alertar) y medidas y primeros auxilios que puede adoptar, si 
procede, para socorrer a las víctimas de accidentes de circulación.

12.ª Factores y cuestiones de seguridad relativos a la carga del vehículo y a las personas 
transportadas.

13.ª Precauciones necesarias al abandonar el vehículo.
14.ª Los elementos mecánicos relacionados con la seguridad de la conducción y, en 

particular, poder detectar los defectos más corrientes que puedan afectar a los sistemas de 
dirección, suspensión, ruedas, frenos y neumáticos, alumbrado y señalización óptica (luces, 
indicadores de dirección, catadióptricos) y escape, a los retrovisores, lavaparabrisas y 
limpiaparabrisas, y a los cinturones de seguridad y las señales acústicas.

15.ª Los equipos de seguridad de los vehículos, especialmente la utilización de los 
cinturones de seguridad, reposacabezas y equipos de seguridad destinados a los niños.

16.ª La utilización del vehículo en relación con el medio ambiente: uso adecuado de las 
señales acústicas, conducción económica y ahorro de combustible, limitación de emisiones 
contaminantes y otras medidas a tener en cuenta por el conductor para evitar la 
contaminación ambiental.

2. Prueba de control de conocimientos específicos.–Los solicitantes de permiso de 
conducción, según su clase, deberán realizar, además de la prueba de control de 
conocimientos comunes sobre las materias que se señalan en el punto anterior, una prueba 
de control de conocimientos específicos que versará sobre las materias que a continuación 
se indican:

1.º Permiso de conducción de la clase AM:
a) Normas y señales reguladoras de la circulación,
b) Cuestiones, factores, equipos y elementos de seguridad concernientes al conductor, al 

vehículo y, en su caso, a la carga transportada.
2.º Permiso de conducción de las clases A1 y A2:
a) La normativa específica aplicable a la conducción y circulación de motocicletas, 

triciclos y cuatriciclos.
b) Utilización de la indumentaria de protección, como guantes, botas, otras prendas, el 

casco y, en su caso, el cinturón de seguridad.
c) Visibilidad de estos vehículos por los demás usuarios de la vía.
d) Factores de riesgo ligados a las diferentes condiciones de la vía, prestando especial 

atención a los tramos deslizantes tales como recubrimientos de drenaje, señales en la 
calzada (líneas, flechas) y raíles de tranvía.

e) Aspectos mecánicos con incidencia en la seguridad vial, prestando especial atención 
a las luces de emergencia, en su caso, a los niveles de aceite y a la cadena de tracción.

f) La técnica de conducción de motocicletas, triciclos y cuatriciclos.
g) Factores y cuestiones de seguridad vial concernientes a los conductores.
3.º (Suprimido)
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4.º Permiso de conducción de las clases C1 y C:
a) La normativa sobre tiempos de conducción y de descanso y utilización del aparato de 

control regulados en el Reglamento (CE) núm. 561/2006 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 15 de marzo de 2006, y en el Reglamento (CEE) núm. 3821/1985 del Consejo, 
de 20 de diciembre de 1985. Así como lo dispuesto en el Real Decreto 1561/1995, de 21 de 
septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo, modificado por el Real Decreto 902/2007, 
de 6 de julio, en lo relativo al tiempo de trabajo de trabajadores que realizan actividades 
móviles de transporte por carretera.

b) La normativa específica sobre la circulación de los vehículos de transporte de 
mercancías.

c) Los documentos relativos al conductor, a los vehículos y a los transportes requeridos 
en el transporte de mercancías en tráfico nacional e internacional.

d) Conducta que se debe observar en caso de accidente, conocimientos de las medidas 
que hay que tomar en accidentes y ocasiones similares, incluidas las medidas de 
emergencia y los primeros auxilios.

e) Las precauciones a tener en cuenta para desmontar y colocar las ruedas.
f) La normativa sobre masas y dimensiones de los vehículos y sobre limitadores de 

velocidad.
g) Obstaculización de la visibilidad para el conductor y los demás usuarios causadas por 

las características del vehículo y su carga.
h) Utilización de los sistemas de frenado y reducción de velocidad.
i) Influencia del viento en la trayectoria del vehículo.
j) La utilización económica de los vehículos.
k) Factores de seguridad relativos a la carga del vehículo: control de la carga (colocación 

y sujeción), dificultades con diferentes tipos de carga (líquidos, cargas que cuelgan), carga y 
descarga de mercancías y empleo del material destinado a tal efecto.

l) Principios de construcción y funcionamiento de: motores de combustión interna, 
líquidos (por ejemplo, aceite para motores, líquido refrigerador, líquido de limpieza), circuito 
de combustible, sistema eléctrico, sistema de arranque, sistema de transmisión (embrague, 
caja de cambios, etc.)

m) Aspectos generales en materia de lubricación y protección anticongelante.
n) Construcción, montaje, utilización correcta y mantenimiento de los neumáticos.
ñ) Tipos, principios de funcionamiento, partes principales, conexiones, empleo y 

mantenimiento cotidiano de los mecanismos de frenado y aceleración.
o) Métodos de busca de las causas de una avería y capacidad para efectuar pequeñas 

reparaciones con ayuda de las herramientas adecuadas.
p) Mantenimiento preventivo de vehículos e intervenciones habituales necesarias.
q) Aspectos elementales de la responsabilidad del conductor en lo que se refiere al 

recibo, el transporte y la entrega de las mercancías de conformidad con las condiciones 
convenidas.

r) Factores y cuestiones de seguridad vial concernientes a los conductores.
Los solicitantes de permiso de conducción de la clase C1 que no estén incluidos dentro 

del ámbito de aplicación del Reglamento (CEE) n.º 3821/1985, estarán exentos de las 
materias que se indican en los párrafos a), b) y c) anteriores.

5.º Permiso de conducción de las clases D1 y D:
a) Las materias que se indican en los párrafos a), e), f), y g), así como en los párrafos l) 

al p), ambos inclusive, del punto 2.4º anterior.
b) La normativa específica sobre la circulación de vehículos de transporte colectivo de 

viajeros.
c) Los documentos relativos al conductor, a los vehículos y a los viajeros exigibles en el 

transporte de viajeros en tráfico nacional e internacional.
d) Conducta, comportamiento y primeros auxilios en caso de accidente o incidente, 

incluidas las medidas de emergencia tales como la evacuación de los pasajeros.
e) La normativa relativa a las personas transportadas y a la responsabilidad del 

conductor en el transporte de pasajeros de todo tipo de autobuses.
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f) Factores y cuestiones de seguridad vial concernientes a los conductores.
6.º Permiso de conducción de las clases B + E, C1 + E, C + E, D1 + E y D + E:
a) La normativa específica, factores y cuestiones de seguridad vial relativos a los 

conductores, a los conjuntos de vehículos y a su carga.
b) Los factores de seguridad concernientes a la carga del vehículo.
c) Tipos, principios de funcionamiento, partes principales, conexiones, empleo y 

mantenimiento cotidiano de los sistemas de acoplamiento y principios a tener en cuenta en 
el acoplamiento y desacoplamiento de remolques y semirremolques al vehículo tractor.

d) La técnica de conducción de conjuntos de vehículos.
Los solicitantes de permiso de conducción de la clase C1 + E que no estén incluidos 

dentro del ámbito de aplicación del Reglamento (CEE) n.º 3821/1985, estarán exentos de las 
materias que se indican en los párrafos a), b) y c) del punto 2.4.º anterior.

Los solicitantes de licencia de conducción realizarán una prueba de control de 
conocimientos específicos sobre normas y señales reguladoras de la circulación, cuestiones, 
factores, equipos y elementos de seguridad concernientes al conductor, al vehículo y, en su 
caso, a la carga transportada, teniendo en cuenta en cada caso el vehículo cuya conducción 
autoriza.

3. Prueba de control de aptitudes y comportamientos en circuito cerrado.
1. Los solicitantes de permiso de conducción de la clase AM realizarán las siguientes 

maniobras:
A) Zigzag entre jalones a velocidad reducida.
B) Circular sobre una franja de anchura limitada.
Los solicitantes de permiso de la clase AM limitado a la conducción de ciclomotores de 

tres ruedas y cuatriciclos ligeros realizarán las maniobras H) e I) (estacionamiento en línea) 
del punto 3.

2. Los solicitantes de permiso de conducción de las clases A1 y A2 realizarán, además 
de las maniobras A) y B) del punto 1 anterior, las siguientes:

C) Zigzag entre conos.
D) Sortear un obstáculo.
E) Aceleración y frenado controlado.
F) Frenado de emergencia controlado.
Las maniobras A) y B) se realizarán a poca velocidad y deben permitir comprobar el 

manejo del embrague en combinación con el freno, el equilibrio, la dirección de la visión, la 
posición sobre la motocicleta o el ciclomotor y la posición de los pies en los reposapiés.

Las maniobras C) y D) se realizarán a más velocidad: la primera, alcanzando al menos 
30 km/h, y la segunda, para sortear un obstáculo a una velocidad mínima de 50 km/h, y 
deben permitir comprobar la posición sobre la motocicleta, la dirección de la visión, el 
equilibrio, la técnica de conducción y la técnica del cambio de marchas.

Las maniobras E) y F) se realizarán a velocidades mínimas de 30 km/h y 50 km/h, 
respectivamente, y deben permitir comprobar el manejo del freno delantero y trasero, la 
dirección de la visión y la posición sobre la motocicleta.

Una vez realizadas las maniobras, el aspirante dejará la motocicleta o el ciclomotor 
correctamente estacionados, apoyados sobre su soporte central o lateral y con el motor 
parado.

Previamente a la realización de dichas maniobras, los aspirantes deberán:
a) Colocarse y ajustarse el casco y, en su caso, la indumentaria de protección, como 

guantes, botas y otras prendas.
b) Efectuar verificaciones de forma aleatoria del estado de los neumáticos, de los frenos, 

del sistema de dirección, del interruptor de parada de emergencia (si existiera), de la cadena 
de tracción, del nivel de aceite, de los faros, de los catadióptricos, de los indicadores de 
dirección y de la señal acústica.

c) Quitar el soporte del vehículo y desplazarlo sin ayuda del motor caminando a su lado y 
conservando el equilibrio.
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d) Poner en marcha el motor y prepararse para realizar las maniobras antes indicadas.
3. Los solicitantes de permiso de la clase B realizarán las siguientes maniobras con 

incidencia en la seguridad vial:
G) Marcha atrás en recta y curva efectuando un recorrido en marcha atrás, manteniendo 

una trayectoria rectilínea y utilizando la vía de circulación adaptada para girar a la derecha o 
a la izquierda en una esquina.

H) Cambio de sentido de la marcha utilizando las velocidades hacia adelante y hacia 
atrás, en espacio limitado.

I) Estacionamiento y salida del espacio ocupado al estacionar (en línea, oblicuo o 
perpendicular), utilizando las marchas hacia delante y hacia atrás, en llano o en pendiente 
ascendente o descendente.

J) Frenado para detener el vehículo con precisión utilizando, si es necesario, la 
capacidad máxima de frenado de aquél.

De las cuatro maniobras antes descritas, cada aspirante deberá realizar al menos dos, 
de las que una contendrá una marcha atrás. Estas maniobras podrán realizarse durante el 
desarrollo de la prueba de control de aptitudes y comportamientos en circulación en vías 
abiertas al tráfico general y, cuando las circunstancias lo aconsejen, en circuito cerrado.

Previamente a la realización de dichas maniobras, los aspirantes deberán demostrar que 
son capaces de prepararse para una conducción segura satisfaciendo las prescripciones 
siguientes:

a) Regular el asiento para conseguir una posición sentada correcta.
b) Ajustar los retrovisores, el cinturón de seguridad y los reposacabezas.
c) Controlar el cierre de las puertas.
d) Efectuar verificaciones de forma aleatoria del estado de los neumáticos, del sistema 

de dirección, de los frenos, de líquidos (por ejemplo, aceite del motor, líquido refrigerante, 
líquido del lavaparabrisas), de los faros, de los catadióptricos, de los indicadores de dirección 
y de la señal acústica.

Los solicitantes de la autorización que habilita para conducir con el permiso de la clase B 
conjuntos de vehículos cuya masa máxima autorizada sea superior a 3.500 kg sin rebasar 
los 4.250 kg y la masa máxima autorizada del remolque supere los 750 kg a la que hace 
referencia el artículo 5.5, deberán realizar la maniobra I) anterior y la M) del punto 7.

4. Los solicitantes de permiso de las clases C1 y C, además de las maniobras G) e I) 
(estacionamiento en línea) indicadas en el punto 3, realizarán la siguiente maniobra con 
incidencia en la seguridad vial:

K) Estacionamiento seguro para cargar o descargar en una rampa o plataforma de carga 
o instalación similar.

5. Los solicitantes de permiso de las clases D1 y D, además de la maniobra G) indicada 
en el punto 3, realizarán la siguiente maniobra con incidencia en la seguridad vial:

L) Estacionar para dejar que los pasajeros entren y salgan con seguridad.
6. Previamente a la realización de las maniobras indicadas en los puntos 4 y 5, los 

aspirantes deberán demostrar que son capaces de prepararse para una conducción segura 
satisfaciendo obligatoriamente, además de las prescripciones establecidas en el punto 3. 
párrafos a), b) y d) para los aspirantes a la obtención del permiso de la clase B, alguna de 
las siguientes:

a) Verificar la asistencia del frenado y la dirección; comprobar el estado de las ruedas, de 
sus tornillos de fijación, de los guardabarros, los parabrisas, las ventanillas y los 
limpiaparabrisas; comprobar y utilizar el panel de instrumentos, incluido el aparato de control 
regulado en el Reglamento (CEE) núm. 3821/85 del Consejo, de 20 de diciembre de 1985. 
La comprobación y utilización del tacógrafo no se aplica para los solicitantes de permiso de 
conducción de las clases C1 o C1 + E que no estén incluidos dentro del ámbito de aplicación 
del Reglamento (CEE) n.º 3821/1985.

b) Comprobar la presión, los depósitos de aire y la suspensión.
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c) Comprobar los factores de seguridad en relación con la carga del vehículo: 
compartimento de carga, láminas, puertas de carga, mecanismo de carga (si existe), cierre 
de la cabina (si existe), colocación de la carga y sujeción de ésta (clase C1 y C únicamente).

d) Ser capaz de tomar medidas especiales de seguridad del vehículo; comprobar las 
bodegas de carga, las puertas de servicio, las salidas de emergencia, el material de primeros 
auxilios, los extintores y demás equipos de seguridad (clases D1 y D únicamente).

7. Los solicitantes de permiso de la clase B + E, además de la maniobra G) indicada en 
el punto 3, realizarán las siguientes maniobras con incidencia en la seguridad vial:

M) Proceder al acoplamiento y desacoplamiento del remolque.
Esta maniobra debe comenzar con el vehículo tractor y su remolque uno al lado del otro 

(es decir, no en línea).
N) Estacionamiento seguro para cargar o descargar.
Previamente a la realización de dichas maniobras, los aspirantes deberán demostrar que 

son capaces de prepararse para una conducción segura satisfaciendo obligatoriamente, 
además de las prescripciones establecidas en el punto 3.párrafos a), b), c) y d) para los 
aspirantes a la obtención del permiso de la clase B, las siguientes:

a) Comprobar los factores de seguridad en relación con la carga del remolque: 
compartimento de carga, láminas, puertas de carga, cierre de la cabina (si existe), 
colocación de la carga y sujeción de ésta.

b) Comprobar el mecanismo de acoplamiento, del freno y de las conexiones eléctricas.
8. Los solicitantes de permiso de las clases C1 + E, C + E, D1 + E, y D + E, además de 

las maniobras G) del punto 3 y M) del punto 7, realizarán las siguientes maniobras con 
incidencia en la seguridad vial:

a) La maniobra K) del punto 4 para las clases C1 + E y C + E.
b) La maniobra L) del punto 5 para las clases D1 + E y D + E.
Previamente a la realización de dichas maniobras, los aspirantes deberán demostrar que 

son capaces de prepararse para una conducción segura satisfaciendo obligatoriamente las 
prescripciones establecidas en el punto 6.párrafos a), b), c) y d) y en el punto 7. párrafos a) y 
b).

9. Los solicitantes de licencia de conducción para vehículos para personas de movilidad 
reducida deberán realizar las maniobras C) y E) del punto 2, y los de licencia de conducción 
para vehículos especiales agrícolas las maniobras H) del punto 3, K) del punto 4 y M) del 
punto 7.

4. Prueba de control de aptitudes y comportamientos en circulación en vías abiertas al 
tráfico general.

1. Los aspirantes deberán efectuar obligatoriamente, con toda seguridad y con las 
precauciones necesarias, las operaciones siguientes:

a) Comprobaciones previas. Entre otros, el aspirante deberá verificar los diversos 
sistemas de seguridad y elementos técnicos del vehículo así como la documentación del 
mismo.

b) Posición del conductor, regulación del asiento y los retrovisores y utilización del 
cinturón de seguridad.

c) Puesta en marcha del motor y arranque y desbloqueo de la dirección.
d) Progresión normal. Posición en la calzada y utilización del carril adecuado. 

Conducción en curva. Distancias de seguridad o separación. Velocidad adaptada al 
tráfico/vía y relación de marchas conveniente. Observación ante las distintas situaciones del 
tráfico. Cruce de túneles y pasos inferiores. Conducción económica y no perjudicial para el 
medio ambiente.

e) Maniobras: Observación del tráfico, señalización y ejecución de las maniobras. 
Incorporaciones. Desplazamientos laterales. Adelantamientos. Comportamiento en 
intersecciones. Cambios de sentido. Paradas y estacionamientos.

f) Abandonar el lugar de estacionamiento; arrancar después de una parada del tráfico; 
salir al tráfico desde una vía sin circulación.
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g) Cambios de dirección: girar a la izquierda y a la derecha; cambiar de carril.
h) Entrar y salir de una autopista (caso de existir): incorporación desde el carril de 

aceleración; salir por el carril de deceleración.
i) Otros componentes viales (caso de existir): glorietas, pasos ferroviarios a nivel, 

paradas de tranvía o autobús, pasos de peatones, conducción cuesta arriba o cuesta abajo 
en pendientes prolongadas, túneles.

j) Tomar las precauciones necesarias al abandonar el vehículo.
k) Obediencia de señales.
l) Utilización de los sistemas de alumbrado y señalización óptica.
m) Manejo del vehículo y sus mandos.
2. Los aspirantes a la autorización que habilita para conducir con el permiso de la clase 

B conjuntos de vehículos cuya masa máxima autorizada exceda de 3.500 kg sin rebasar los 
4.250 kg a la que se refiere el artículo 5.5, deberán realizar los siguientes ejercicios: 
aceleración, deceleración, marcha atrás, frenado, distancia de frenado, cambio de carril, 
frenar/esquivar, oscilación del remolque, acoplamiento y desacoplamiento del remolque y 
estacionamiento.

3. Los aspirantes al permiso de la clase A1 y A2, además de las operaciones anteriores, 
deberán efectuar obligatoriamente las siguientes:

a) Antes de iniciar la prueba. En presencia del examinador cada aspirante deberá 
demostrar que sabe y es capaz de:

Colocarse y ajustarse correctamente el casco y verificar los demás equipos de seguridad 
y protección propios de la motocicleta.

Quitar el soporte del vehículo.
b) Una vez finalizada la prueba. El conductor deberá dejar la motocicleta correctamente 

estacionada, con el motor parado y apoyada sobre su soporte.
Para el acceso progresivo al permiso de la clase A2 al que se refiere el artículo 5.3, los 

aspirantes deberán realizar las operaciones previstas en el punto 1. d) y e) anterior.
4. Los aspirantes al permiso de la clase B+E, C1, C1+E, C, C+E, D1, D1+E, D y D+E, 

además de las operaciones exigidas con carácter general, deberán efectuar las siguientes:
Verificar la asistencia del frenado y de la dirección.
Utilizar los diversos sistemas de frenado.
Utilizar los sistemas de reducción de velocidad distintos del freno de servicio.
Adaptar la trayectoria del vehículo en las curvas, teniendo en cuenta su longitud y 

voladizos.
Utilizar el tacógrafo, en su caso. Este requisito no se aplica para los solicitantes de 

permiso de conducción de las clases C1 o C1 + E que no estén incluidos dentro del ámbito 
de aplicación del Reglamento (CEE) n.º 3821/1985.

Arrancar, cambiar, detenerse y parar con suavidad y seguridad.
Comprobar el estado de las ruedas, tornillos de fijación de estas, guardabarros, 

parabrisas, ventanillas y limpiaparabrisas, líquidos (por ejemplo, aceite para motores, líquido 
refrigerador, líquido de limpieza).

Conducir de forma que se garantice la seguridad y se reduzcan el consumo de 
combustible y las emisiones durante la aceleración, desaceleración, conducción en cuesta 
arriba y cuesta abajo, si procede seleccionando las marchas manualmente.

5. Los aspirantes al permiso de la clase D, además de las operaciones exigidas con 
carácter general, deberán ser capaces de adoptar las disposiciones particulares relativas a la 
seguridad del vehículo y de las personas transportadas.

C) Pruebas a realizar por los solicitantes de la autorización especial para 
vehículos que transporten mercancías peligrosas

1. Pruebas de control de conocimientos sobre formación teórica.
1. El contenido de la prueba teórica común de control de conocimientos versará sobre 

los siguientes temas:
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a) Disposiciones generales aplicables al transporte de mercancías peligrosas.
b) Principales tipos de riesgo.
c) Información relativa a la protección del medio ambiente para el control de la 

transferencia de residuos.
d) Medidas de prevención y de seguridad adecuadas a los distintos tipos de riesgo.
e) Comportamiento tras un accidente (primeros auxilios, seguridad vial, conocimientos 

básicos relativos a la utilización de los equipos de protección, instrucciones escritas, etc.).
f) Marcado, etiquetado, inscripciones y paneles naranja.
g) Lo que el conductor de un vehículo deberá hacer o abstenerse de hacer durante el 

transporte de mercancías peligrosas.
h) Objeto y funcionamiento del equipamiento técnico de los vehículos.
i) Prohibiciones de cargamento en común en un mismo vehículo o en un contenedor.
j) Precauciones a tomar durante la carga y descarga de las mercancías peligrosas.
k) Informaciones generales relativas a la responsabilidad civil.
l) Información sobre las operaciones de transporte multimodal.
m) Manipulación y estiba de bultos.
n) Restricciones de tráfico en los túneles e instrucciones sobre el comportamiento en los 

túneles (prevención de incidentes, la seguridad, las medidas a tomar en caso de incendio o 
en otras situaciones de emergencia, etc.).

o) Responsabilidad con la seguridad.
2. Además de la prueba teórica común que se indica en el punto anterior, todo conductor 

que solicite la autorización especial deberá poseer una formación teórica especializada y 
deberá realizar una prueba teórica específica de control de conocimientos, conforme se 
expresa a continuación:

1.º Los que soliciten ampliación de la autorización para conducir vehículos cisterna, 
vehículos batería o unidades de transporte que transporten mercancías peligrosas en 
cisternas o contenedores cisterna, sobre los siguientes temas:

a) Comportamiento en marcha de los vehículos, incluyendo los movimientos de la carga.
b) Disposiciones especiales relativas a los vehículos.
c) Conocimientos teóricos generales de los distintos dispositivos de llenado y vaciado.
d) Disposiciones suplementarias específicas relativas a la utilización de estos vehículos 

(certificados de aprobación, marcas de aprobación, etiquetado y paneles naranja, etc.).
2.º Los que soliciten ampliación de la autorización para conducir vehículos que 

transporten materias y objetos explosivos (clase 1), sobre los siguientes temas:
a) Riesgos inherentes a las materias y objetos explosivos y pirotécnicos.
b) Normativa específica aplicable al transporte de materias y objetos explosivos.
c) Reglamento de explosivos y disposiciones complementarias sobre transporte de 

materias y objetos explosivos.
d) Disposiciones particulares relativas al cargamento en común de materias y objetos de 

la clase 1.
3.º Los que soliciten ampliación de la autorización para conducir vehículos que 

transporten materias radiactivas (clase 7), sobre los siguientes temas:
a) Riesgos inherentes a las radiaciones ionizantes.
b) Disposiciones particulares relativas al embalaje, la manipulación, el cargamento en 

común y a la estiba de materias radiactivas.
c) Disposiciones especiales a tomar en caso de accidente o incidente en el que estén 

involucradas materias radiactivas.
3. Para poder realizar las pruebas teóricas específicas será necesario haber superado la 

prueba teórica común.
2. Pruebas de control sobre formación práctica.
1. La prueba de formación práctica consistirá en la realización de unos ejercicios 

prácticos individuales sobre, al menos, las materias que a continuación se indican:
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a) Operaciones de carga y descarga, manipulación y estiba de paquetes de materias 
peligrosas.

b) Medidas a adoptar en caso de accidente o incidente.
c) Primeros auxilios a las víctimas.
d) Extinción de incendios. Utilización de los medios disponibles: manejo de extintores y 

otros medios de extinción sobre casos reales. Atención especial al empleo del agua.
2. Los conductores que soliciten ampliación de la autorización para conducir vehículos 

cisterna, vehículos batería o unidades de transporte que transporten mercancías peligrosas 
en cisternas o contenedores cisterna, deberán poseer una formación práctica y realizar unos 
ejercicios prácticos sobre obturación de grietas y soluciones de emergencia en ruta frente a 
averías que produzcan escapes, derrames u otras emergencias, con especial atención al 
manejo del equipo de «tapafugas», así como sobre las operaciones de carga y descarga de 
cisternas, baterías de recipientes y contenedores cisterna.

3. Los conductores de vehículos que soliciten ampliación de la autorización para 
conducir vehículos que transporten materias de las clases 1 ó 7, deberán poseer una 
formación práctica y realizar unos ejercicios prácticos sobre las cuestiones contenidas en el 
punto 1. párrafos a), b) y d), en lo que sean especialmente aplicables a las materias de las 
mencionadas clases.

[ . . . ]
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§ 20

Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la 

Marina Mercante. [Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 253, de 20 de octubre de 2011

Última modificación: 2 de agosto de 2024
Referencia: BOE-A-2011-16467

[ . . . ]
TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Puertos

[ . . . ]
Artículo 3.  Puertos comerciales.

1. Son puertos comerciales los que en razón a las características de su tráfico reúnen 
condiciones técnicas, de seguridad y de control administrativo para que en ellos se realicen 
actividades comerciales portuarias, entendiendo por tales las operaciones de estiba, 
desestiba, carga, descarga, transbordo y almacenamiento de mercancías de cualquier tipo, 
en volumen o forma de presentación que justifiquen la utilización de medios mecánicos o 
instalaciones especializadas.

2. Tendrán, asimismo, la consideración de actividades comerciales portuarias el tráfico 
de pasajeros, siempre que no sea local o de ría, y el avituallamiento y reparación de buques.

3. A los efectos exclusivos de esta ley, no tienen la consideración de actividades 
comerciales portuarias:

a) Las operaciones de descarga y manipulación de la pesca fresca excluidas del ámbito 
del servicio portuario de manipulación de mercancías.

b) El atraque, fondeo, estancia, avituallamiento, reparación y mantenimiento de buques 
pesqueros, deportivos, militares, así como de otros buques de Estado y de las 
Administraciones Públicas cuando esas actividades se desarrollen en el ejercicio de sus 
competencias y deban realizarse necesariamente en la zona de servicio del puerto.

c) Las operaciones de carga y descarga que se efectúen manualmente, por no estar 
justificada económicamente la utilización de medios mecánicos.
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d) La utilización de instalaciones y las operaciones y servicios necesarios para el 
desarrollo de las actividades señaladas en este apartado.

4. No son puertos comerciales, a los efectos de esta ley:
a) Los puertos pesqueros, que son los destinados exclusiva o fundamentalmente a la 

descarga de pesca fresca desde los buques utilizados para su captura, o a servir de base de 
dichos buques, proporcionándoles algunos o todos los servicios necesarios de atraque, 
fondeo, estancia, avituallamiento, reparación y mantenimiento.

b) Los destinados a proporcionar abrigo suficiente a las embarcaciones en caso de 
temporal, siempre que no se realicen en ellos operaciones comerciales portuarias o éstas 
tengan carácter esporádico y escasa importancia.

c) Los que estén destinados para ser utilizados exclusiva o principalmente por 
embarcaciones deportivas o de recreo.

d) Aquellos en los que se establezca una combinación de los usos a que se refieren los 
apartados anteriores.

5. El Ministerio de Fomento, previo informe favorable de los Ministerios de Economía y 
Hacienda, de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, de Sanidad, Política Social e 
Igualdad y de Trabajo e Inmigración, autorizará en los puertos estatales la realización de 
operaciones comerciales.

En los puertos de competencia autonómica, la realización de operaciones comerciales 
deberá contar con informe favorable de los Ministerios señalados en el párrafo anterior, por 
lo que se refiere al tráfico marítimo y seguridad de la navegación y, en su caso, a la 
existencia de adecuados controles aduaneros, de sanidad y de comercio exterior.

6. Los puertos comerciales que dependan de la Administración General del Estado 
integrarán en la unidad de su gestión los espacios y dársenas pesqueras, así como los 
espacios destinados a usos náutico-deportivos situados dentro de su zona de servicio. 
Asimismo, en los términos previstos en esta ley, podrán incluir en su ámbito espacios 
destinados a usos complementarios de la actividad esencial, a usos vinculados a la 
interacción puerto-ciudad, así como, igualmente, a otros usos comerciales no estrictamente 
portuarios, siempre que no se perjudique globalmente el desarrollo de las operaciones de 
tráfico portuario.

Los espacios pesqueros y los destinados a usos náuticos deportivos a que se refiere el 
párrafo anterior podrán ser segregados de la zona de servicio de los puertos de interés 
general, siempre que posean infraestructuras portuarias independientes, espacios terrestres 
y marítimos diferenciados, no dividan o interrumpan la zona de servicio del puerto afectando 
a la explotación de éste, no existan usos alternativos previstos en la Delimitación de los 
Espacios y Usos Portuarios para dichas zonas, se acredite que la segregación no puede 
ocasionar interferencia alguna en la gestión de los puertos de interés general y se garantice 
la reversión si se modifican las causas y circunstancias que den lugar a dicha segregación.

La segregación requerirá el informe favorable del Organismo Público Puertos del Estado 
y será aprobada por el Gobierno, mediante Real Decreto dictado a propuesta del Ministerio 
de Fomento. Una vez acordada la segregación, se modificará la zona de servicio del puerto, 
de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

[ . . . ]
Artículo 5.  Espacios portuarios de competencia autonómica.

1. Los espacios de dominio público marítimo-terrestre que sean necesarios para el 
ejercicio por las Comunidades Autónomas de las competencias que les correspondan 
estatutariamente en materia de puertos deberán ser objeto de adscripción por la 
Administración General del Estado.

La adscripción de bienes de dominio público marítimo-terrestre a las Comunidades 
Autónomas no devengará canon a favor de la Administración General del Estado. Las 
concesiones o autorizaciones que las Comunidades Autónomas otorguen en el dominio 
público marítimo-terrestre adscrito devengarán el correspondiente canon de ocupación a 
favor de la Administración General del Estado.
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Las concesiones o autorizaciones que las Comunidades Autónomas otorguen en los 
puertos e instalaciones portuarias que les fueran transferidos y figuren expresamente 
relacionados en los correspondientes Reales Decretos de traspasos en materia de puertos, 
no devengarán el canon de ocupación en favor de la Administración General del Estado a 
que se refiere el párrafo anterior.

2. La ampliación de la zona de servicio de los puertos de competencia autonómica o la 
construcción de nuevos puertos de su competencia, deberán contar con el informe favorable 
de los Ministerios de Fomento y Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, y ser oídos los 
Ministerios citados en el artículo 57.2 de esta ley, en el ámbito de sus respectivas 
competencias.

Los informes versarán sobre la delimitación del nuevo dominio público estatal susceptible 
de adscripción, sobre la posible afección de los usos previstos en esos espacios a la 
protección del dominio público marítimo-terrestre, y las medidas necesarias para garantizar 
dicha protección. El incumplimiento de este requisito esencial implica la nulidad de la 
aprobación del proyecto correspondiente.

3. La aprobación definitiva de los proyectos llevará implícita la adscripción del dominio 
público en que estén emplazadas las obras y, en su caso, la delimitación de una nueva zona 
de servicio portuaria, que se formalizará mediante un acta suscrita por representantes de 
ambas Administraciones.

4. En la regulación de las adscripciones será de aplicación la legislación de costas.
5. Los vertidos y dragados en puertos de competencia de las Comunidades Autónomas 

corresponderá a éstas, de conformidad con lo establecido por la Ley 22/1988, de 28 de julio, 
de Costas, cumpliendo, en cuanto a los dragados, las exigencias que se establecen en el 
artículo 64 de esta ley. Asimismo, corresponderá a las Comunidades Autónomas la ejecución 
de la legislación del Estado en materia de vertidos en las aguas interiores y territoriales 
cuando así lo hayan asumido en sus respectivos Estatutos de Autonomía, en la que se 
entiende incluida la potestad sancionadora.

CAPÍTULO III
Marina Mercante

Artículo 6.  Marina Mercante.
1. A los efectos de esta ley se considera Marina Mercante:
a) La actividad de transporte marítimo, exceptuando el que se lleva a cabo 

exclusivamente entre puertos o puntos de una misma Comunidad Autónoma, que tenga 
competencias en esta materia, sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos 
territoriales.

b) La ordenación y el control de la flota civil española.
c) La seguridad de la navegación y de la vida humana en la mar.
d) La seguridad marítima, incluyendo la habilitación para el ejercicio del servicio de 

practicaje y la determinación de los servicios necesarios de remolque portuario, así como la 
disponibilidad de ambos en caso de emergencia.

e) El salvamento marítimo, en los términos previstos en el artículo 264.
f) La prevención de la contaminación producida desde buques, plataformas fijas y otras 

instalaciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerce 
soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y la protección del medio ambiente marino.

g) La inspección técnica y operativa de buques, tripulaciones y mercancías.
h) La ordenación del tráfico y las comunicaciones marítimas.
i) El control de situación, abanderamiento y registro de buques civiles, así como su 

despacho, sin perjuicio de las preceptivas autorizaciones previas que correspondan a otras 
Autoridades.

j) La garantía del cumplimiento de las obligaciones en materia de defensa nacional y 
protección civil en la mar.

k) Cualquier otro servicio marítimo atribuido por ley a la Administración regulada en el 
título II del libro segundo de esta ley.
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2. No se considera Marina Mercante la ordenación de la flota pesquera, en los ámbitos 
propios de la pesca y de la ordenación del sector pesquero, ni la actividad inspectora en 
estos mismos ámbitos.

Artículo 7.  Objetivos.
La política de la Marina Mercante se dirigirá, en el marco de las competencias asignadas 

a la Administración General del Estado en el artículo 149.1 de la Constitución, a la 
consecución de los siguientes objetivos:

a) La tutela de la seguridad de la vida humana en la mar.
b) La tutela de la seguridad de la navegación marítima.
c) La tutela de la seguridad marítima.
d) La protección del medio ambiente marino.
e) La existencia de los servicios de transporte marítimo que demanden las necesidades 

del país.
f) El mantenimiento de las navegaciones de interés público.
g) La promoción de las autopistas del mar como modo alternativo y complementario al 

transporte de mercancías.
h) La promoción de la competencia en el transporte marítimo conforme a la clasificación 

de mercados de transporte que sea establecida por el Gobierno.

[ . . . ]
LIBRO PRIMERO

Sistema portuario de titularidad estatal

TÍTULO I
Organización y Gestión

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Administración portuaria estatal

[ . . . ]
Artículo 19.  Recursos económicos de Puertos del Estado.

1. Los recursos económicos de Puertos del Estado estarán integrados por:
a) Los productos y rentas de su patrimonio, así como los ingresos procedentes de la 

enajenación de sus activos.
b) El cuatro por ciento de los ingresos devengados por las Autoridades Portuarias en 

concepto de tasas, que, a efectos contables, se considerará gasto de explotación para éstas 
y se liquidará con periodicidad trimestral.

En el caso de las Autoridades Portuarias situadas en los archipiélagos de Baleares y 
Canarias, y en Ceuta, Melilla y Sevilla, este porcentaje de aportación se establece en el dos 
por ciento.

c) Los ingresos generados por el ejercicio de sus actividades.
d) Las aportaciones recibidas del Fondo de Compensación Interportuario.
e) Los que pudieran asignarse en los Presupuestos Generales del Estado o en los de 

otras Administraciones públicas.
f) Las ayudas y subvenciones, cualquiera que sea su procedencia.
g) Los procedentes de créditos, préstamos y demás operaciones financieras que pueda 

concertar.
h) Las donaciones, legados y otras aportaciones de particulares y entidades privadas.
i) Cualquier otro que sea atribuido por el ordenamiento jurídico.
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2. Corresponde a Puertos del Estado la gestión y administración de los recursos que se 
relacionan en el apartado anterior, en un marco de autonomía de gestión, con criterios de 
eficacia, eficiencia y sostenibilidad ambiental, debiéndose ajustarse a los principios 
establecidos en esta ley.

[ . . . ]
Artículo 26.  Funciones.

1. Para el ejercicio de las competencias de gestión atribuidas por el artículo anterior, las 
Autoridades Portuarias tendrán las siguientes funciones:

a) Aprobar los proyectos de presupuestos de explotación y capital de la Autoridad 
Portuaria y su programa de actuación plurianual.

b) Gestionar los servicios generales y los de señalización marítima, autorizar y controlar 
los servicios portuarios y las operaciones y actividades que requieran su autorización o 
concesión.

c) Coordinar la actuación de los diferentes órganos de la Administración y entidades por 
ella participadas, que ejercen sus actividades en el ámbito del puerto, salvo cuando esta 
función esté atribuida expresamente a otras Autoridades.

d) Ordenar los usos de la zona de servicio del puerto, y planificar y programar su 
desarrollo, de acuerdo con los instrumentos de ordenación del territorio y de planificación 
urbanística aprobados.

e) Redactar y formular los planes especiales de ordenación de la zona de servicio del 
puerto, en desarrollo del planeamiento general urbanístico.

f) Proyectar y construir las obras necesarias en el marco de los planes y programas 
aprobados.

g) Elaborar, en su caso, los planes de objetivos de horizonte temporal superior a cuatro 
años, de acuerdo con lo establecido en el artículo 18.1.a).

h) Aprobar los proyectos de inversión que estén incluidos en la programación aprobada, 
así como el gasto correspondiente a dichas inversiones, y contratar su ejecución.

i) Informar el proyecto de Reglamento de Explotación y Policía de los puertos, y elaborar 
y aprobar las correspondientes Ordenanzas Portuarias con los trámites y requisitos 
establecidos en el artículo 295, así como velar por su cumplimiento.

j) Controlar en el ámbito portuario, el cumplimiento de la normativa que afecte a la 
admisión, manipulación y almacenamiento de mercancías peligrosas, al igual que los 
sistemas de seguridad y de protección ante acciones terroristas y antisociales, contra 
incendios y de prevención y control de emergencias en los términos establecidos por la 
normativa sobre protección civil, y lucha contra la contaminación marina, sin perjuicio de las 
competencias que correspondan a otros órganos de las Administraciones públicas, así como 
colaborar con las Administraciones competentes sobre protección civil, prevención y 
extinción de incendios y salvamento.

k) Aprobar libremente las tarifas por los servicios comerciales que presten, así como 
proceder a su aplicación y recaudación.

l) Otorgar las concesiones y autorizaciones y elaborar y mantener actualizados los 
censos y registros de usos del dominio público portuario. Así como otorgar las licencias de 
prestación de servicios portuarios en la zona de servicio del puerto.

m) Recaudar las tasas por las concesiones y autorizaciones otorgadas, vigilar el 
cumplimiento de las cláusulas y condiciones impuestas en el acto de otorgamiento, aplicar el 
régimen sancionador y adoptar cuantas medidas sean necesarias para la protección y 
adecuada gestión del dominio público portuario.

n) Impulsar la formación de su personal y desarrollar estudios e investigaciones en 
materias relacionadas con la actividad portuaria y la protección del medio ambiente, así 
como colaborar en ello con otros puertos, organizaciones o empresas, ya sean nacionales o 
extranjeras.

ñ) Inspeccionar el funcionamiento de las señales marítimas, cuyo control se le asigne, en 
los puertos de competencia de las Comunidades Autónomas, denunciando a éstas, como 
responsables de su funcionamiento y mantenimiento, los problemas detectados para su 
corrección.
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o) Gestionar su política comercial internacional, sin perjuicio de las competencias propias 
de los Ministerios de Economía y Hacienda y de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

p) Autorizar la participación de la Autoridad Portuaria en sociedades, y la adquisición y 
enajenación de sus acciones, cuando el conjunto de compromisos contraídos no supere el 1 
por ciento del activo no corriente neto de la Autoridad Portuaria y siempre que estas 
operaciones no impliquen la adquisición o pérdida de la posición mayoritaria.

El acuerdo del Consejo de Administración deberá contar con los votos favorables de la 
mayoría de los representantes de la Administración General del Estado presentes o 
representados siendo, en todo caso, necesario el voto favorable del representante de 
Puertos del Estado.

q) La instalación y el mantenimiento de la señalización, balizamiento y otras ayudas a la 
navegación que sirvan de aproximación y acceso del buque al puerto o puertos que 
gestionen, así como el balizamiento interior de las zonas comunes. Se excluye de este 
servicio la instalación y el mantenimiento de la señalización, balizamiento y otras ayudas a la 
navegación de las instalaciones otorgadas en concesión o autorización, incluidas las 
destinadas a cultivos marinos y emisarios submarinos, o de otras instalaciones ubicadas en 
el medio marino susceptibles de poder representar un obstáculo a la navegación, que serán 
realizados por el titular o responsable de las mismas.

r) Promover que las infraestructuras y servicios portuarios respondan a una adecuada 
intermodalidad marítimo-terrestre, por medio de una red viaria y ferroviaria eficiente y 
segura, conectada adecuadamente con el resto del sistema de transporte y con los nodos 
logísticos que puedan ser considerados de interés general.

s) Administrar las infraestructuras ferroviarias de su titularidad, favoreciendo una 
adecuada intermodalidad marítimo-ferroviaria.

t) Recabar la información relativa a los servicios que se presten y a las actividades que 
se desarrollen en la zona de servicio de los puertos que gestionen.

2. Del ejercicio de las funciones en materia de planificación, proyecto y construcción de 
obras, gestión del dominio público mediante el otorgamiento de concesiones y 
autorizaciones y la regulación y control del tráfico portuario, el fomento de las actividades 
industriales y comerciales relacionadas con aquél, las tarifas y su aplicación y la 
coordinación de las operaciones de los distintos modos de transporte en el espacio portuario, 
las Autoridades Portuarias deberán suministrar a Puertos del Estado la información que les 
solicite.

Artículo 27.  Recursos económicos de las Autoridades Portuarias.
1. Los recursos económicos de las Autoridades Portuarias estarán integrados por:
a) Los productos y rentas de su patrimonio, así como los ingresos procedentes de la 

enajenación de sus activos.
b) Las tasas portuarias, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 19.1.b) y 241 bis 

de esta ley.
c) Los ingresos que tengan el carácter de recursos de derecho privado obtenidos en el 

ejercicio de sus funciones.
d) Las aportaciones recibidas del Fondo de Compensación Interportuario.
e) Los que pudieran asignarse en los Presupuestos Generales del Estado o en los de 

otras Administraciones públicas.
f) Las ayudas y subvenciones, cualquiera que sea su procedencia.
g) Los procedentes de los créditos, préstamos y demás operaciones financieras que 

puedan concertar.
h) El producto de la aplicación del régimen sancionador.
i) Las donaciones, legados y otras aportaciones de particulares y entidades privadas.
j) Cualquier otro que les sea atribuido por el ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a las Autoridades Portuarias la gestión y administración de los recursos 

que se relacionan en el apartado anterior, en un marco de autonomía de gestión, con 
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criterios de eficacia, eficiencia y sostenibilidad ambiental, debiendo ajustarse a los principios 
establecidos en esta ley.

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen presupuestario, tributario, patrimonial, de funcionamiento y control

[ . . . ]
CAPITULO V

Régimen patrimonial

[ . . . ]
Artículo 44.  Desafectación de bienes de dominio público adscritos a las Autoridades 
Portuarias.

1. Los bienes de dominio público portuario que resulten innecesarios para el 
cumplimiento de fines de este carácter podrán ser desafectados por el Ministro de Fomento, 
a propuesta de Puertos del Estado, previa declaración de innecesariedad por el Consejo de 
Administración de la Autoridad Portuaria e informe de la Dirección General de Sostenibilidad 
de la Costa y del Mar sobre las características físicas de dichos bienes, a efectos de la 
protección y defensa del dominio público marítimo-terrestre. Los bienes desafectados se 
incorporarán al patrimonio de la Autoridad Portuaria, quien podrá proceder a su enajenación, 
permuta o, en su caso, cesión gratuita previa comunicación a la Dirección General de 
Patrimonio del Estado. Cuando el valor venal del bien, determinado mediante tasación 
independiente, sea superior a 3.000.000 de euros y no exceda de 18.000.000 de euros, su 
enajenación y las condiciones de la misma deberán ser autorizadas, además, por Puertos 
del Estado, y por el Gobierno cuando sobrepase esta última cantidad.

Sólo se admitirá la cesión gratuita de los bienes desafectados a favor de las 
Administraciones públicas y para fines de utilidad pública o interés social. Si los bienes 
cedidos no fueran destinados al uso previsto, o dejaren de serlo posteriormente, se 
considerará resuelta la cesión y revertirán aquéllos a la Autoridad Portuaria, teniendo 
derecho a percibir el valor de los detrimentos o deterioros experimentados. La cesión deberá 
ser autorizada por Puertos del Estado, previo informe de la Dirección General de Patrimonio 
del Estado que tendrá carácter vinculante y se entenderá en sentido favorable si transcurre 
el plazo de un mes sin que sea emitido de forma expresa. Se exceptúa el caso de que el 
valor del bien exceda de 18.000.000 de euros, en cuyo caso deberá ser autorizada por el 
Gobierno.

En el caso de que los bienes declarados innecesarios conserven las características 
naturales de bienes de dominio público marítimo-terrestre, de los definidos en el artículo 3 de 
la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, se declarará por el Ministro de Fomento su 
incorporación automática al uso propio del dominio público marítimo-terrestre regulado por 
dicha Ley.

Sin embargo, cuando deban adoptarse medidas medioambientales correctoras sobre los 
referidos bienes, las mismas se acordarán entre el Ministerio de Medio Ambiente, y Medio 
Rural y Marino y el Ministerio de Fomento, y se incorporarán a la orden del Ministro de 
Fomento. En el caso de que dichas medidas resulten necesarias como consecuencia de los 
efectos que haya producido la gestión portuaria sobre el dominio público desafectado, la 
incorporación de dichos bienes no se entenderá efectuada hasta que la Autoridad Portuaria 
haya ejecutado las mismas. En otro caso la orden precisará la participación de cada 
departamento ministerial en la ejecución de estas medidas.

La orden del Ministro de Fomento que acuerde la desafectación conllevará la 
rectificación de la delimitación de la zona de servicio del puerto contenida en la Delimitación 
de Espacios y Usos Portuarios y se comunicará al Ministerio de Medio Ambiente, y Medio 
Rural y Marino a los efectos previstos en el párrafo anterior.
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2. Los Consejos de Administración de las Autoridades Portuarias y el Consejo Rector de 
Puertos del Estado, sin necesidad de expresa declaración de desafectación del servicio, 
podrán acordar el desguace y, en su caso, la enajenación de materiales inservibles y de 
instalaciones no fijas, así como la enajenación de bienes muebles de cualquier naturaleza.

3. El producto obtenido de las enajenaciones se destinará a la financiación de las 
adquisiciones de inmovilizado previstas en el plan de inversiones.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Régimen de los recursos humanos

[ . . . ]
Artículo 48.  Retribuciones del personal.

1. Las Autoridades Portuarias y Puertos del Estado propondrán, para el conjunto del 
sistema portuario, los criterios generales de las retribuciones de los directores y del personal 
técnico no sometido a convenio, así como los criterios generales que regirán la negociación 
colectiva del personal sujeto a convenio, con arreglo a lo dispuesto en las correspondientes 
leyes de presupuestos para el personal del sector público estatal.

2. La masa salarial agregada anual será aprobada por los órganos competentes con 
arreglo a lo que se establezca en las leyes presupuestarias para el personal al servicio del 
sector público estatal, incluyendo, en su caso, las dotaciones que pudieran derivarse de la 
modificación del contenido de los puestos de trabajo, las variaciones en las estructuras de 
personal de los organismos públicos portuarios, la modificación de las condiciones de 
trabajo, así como del grado de consecución de objetivos y la evolución de los ratios de 
gestión del sistema, que también serán asignadas de forma agregada para todo el sistema.

3. Las Autoridades Portuarias y Puertos del Estado negociarán un convenio colectivo 
que regule las relaciones laborales del personal no directivo ni técnico del conjunto del 
sistema portuario. En el ámbito de cada organismo público portuario se negociará un 
acuerdo de empresa, en materia de productividad y otros aspectos específicos que le sean 
asignados por el convenio colectivo. Este acuerdo tendrá carácter normativo y su vigencia 
será, como máximo, la del convenio colectivo.

4. Las masas salariales para cada organismo público portuario se acordarán, dentro del 
agregado del sistema, en el correspondiente Plan de Empresa, a través de la aplicación del 
convenio colectivo, y la aprobación del acuerdo de empresa correspondiente al ejercicio en 
curso, tomando en consideración, especialmente para los conceptos variables de 
rendimiento y productividad, la evolución de sus ratios de gestión, en particular los 
correspondientes al importe neto de la cifra de negocios y los resultados del ejercicio sobre 
plantilla media, así como a la adopción de sistemas de gestión y administración de la entidad 
que conduzcan a la consecución de los objetivos fijados en los instrumentos de planificación 
y, en especial, la reducción sostenible de los costes y consiguiente mejora de sus resultados 
de explotación.

[ . . . ]
TÍTULO III

Régimen de planificación y construcción de los puertos de interés general

CAPÍTULO I
Planificación

[ . . . ]
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Artículo 54.  Plan Director de Infraestructuras del Puerto.
1. La construcción de un nuevo puerto de titularidad estatal, la ampliación o realización 

de nuevas obras de infraestructura de uno existente que supongan una modificación 
significativa de sus límites físicos exteriores en el lado marítimo, requerirá la previa 
aprobación de un Plan Director de Infraestructuras del Puerto que contemple la nueva 
configuración.

A estos efectos, se entenderá por límite físico exterior en el lado marítimo el definido por 
la Zona I de las aguas portuarias.

El proyecto de Plan Director de Infraestructuras será elaborado por la Autoridad 
Portuaria e incluirá: la evaluación de la situación inicial del puerto en el momento de 
redacción del Plan Director, la definición de las necesidades de desarrollo del puerto con un 
horizonte temporal de, al menos, 10 años, la determinación de las distintas alternativas de 
desarrollo, el análisis de cada una de ellas y la selección de la más adecuada, la Memoria 
ambiental en el caso de que el plan deba ser sometido a evaluación ambiental estratégica, la 
previsión de tráficos, capacidad de infraestructuras e instalaciones y su grado de utilización 
en cada una de las fases de desarrollo, la valoración económica de las inversiones y los 
recursos, el análisis financiero y de rentabilidad y la definición de la red viaria y ferroviaria de 
la zona de servicio, en coherencia con los accesos terrestres actuales y previstos.

La aprobación del Plan Director de Infraestructuras que tenga como objeto la 
construcción de un nuevo puerto corresponderá al Ministro de Fomento, a propuesta de 
Puertos del Estado.

2. Con carácter previo a su aprobación y una vez realizada por la Autoridad Portuaria la 
evaluación ambiental estratégica, en caso de que ésta haya sido necesaria, Puertos del 
Estado dará audiencia a la autoridad autonómica competente en materia de ordenación del 
territorio.

3. La ejecución de las obras previstas en un Plan Director de Infraestructuras requerirá, 
en su caso, la modificación de la Delimitación de Espacios y Usos Portuarios, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 70 de esta ley.

Artículo 55.  Plan de Empresa de la Autoridad Portuaria.
1. El proyecto de Plan de Empresa será elaborado anualmente por la Autoridad 

Portuaria, de acuerdo con los objetivos definidos, en su caso, en los instrumentos de 
planificación plurianual que deberán ajustarse a la política económica del Gobierno. Dicho 
plan deberá contener, como mínimo: un diagnóstico de situación, las previsiones de tráfico 
portuario, las previsiones económico-financieras, los objetivos de gestión, los objetivos e 
indicadores de sostenibilidad ambiental del puerto, la estructura de personal y oferta de 
empleo, la evolución de los ratios de gestión, la programación financiera, la programación de 
inversiones públicas, la estimación de inversiones privadas, el objetivo anual de rentabilidad, 
los coeficientes correctores de las tasas que correspondan con arreglo a los supuestos 
expresados en los artículos 163 a 168 de la presente ley y las bonificaciones a las tasas, en 
su caso, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley.

2. La programación de inversiones públicas incluirá las inversiones materiales, 
inmateriales y financieras que tengan anualidad en el año a que se refiere el Plan de 
Empresa o en el período asociado al plan de actuación plurianual considerado, con el 
correspondiente reparto de anualidades que requiera el proyecto.

3. Deberán realizarse los correspondientes estudios de rentabilidad económico-
financiera y, en su caso, la evaluación de impacto ambiental, en aquellas actuaciones 
incluidas en la programación de inversiones públicas que sean relevantes, siguiendo para 
ello los criterios establecidos en la legislación vigente y en las directrices que establezca 
Puertos del Estado.

4. El proyecto de Plan de Empresa irá acompañado por una memoria de sostenibilidad 
que se llevará a cabo de acuerdo con la metodología que será aprobada, junto con los 
indicadores de sostenibilidad ambientales, por Puertos del Estado, previa audiencia a las 
Autoridades Portuarias.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Régimen de las obras portuarias

Sección 1.ª Construcción y modificación de los puertos

Artículo 57.  Construcción de nuevos puertos.
1. La construcción de un nuevo puerto de titularidad estatal exigirá la previa aprobación, 

de conformidad con el Plan Director de Infraestructuras definido en el artículo 54 de esta ley, 
del correspondiente proyecto o proyectos y de los correspondientes estudios 
complementarios por el Ministerio de Fomento.

2. Los proyectos de construcción se sujetarán al procedimiento de declaración de 
impacto ambiental de acuerdo con la legislación aplicable.

Igualmente, se someterán a informe de los Ministerios de Defensa, de Economía y 
Hacienda, de Industria, Comercio y Turismo sobre los aspectos de sus respectivas 
competencias, y del Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino en el caso que se 
prevean actividades pesqueras.

La Comunidad Autónoma y los Ayuntamientos en los que se sitúe la zona de servicio del 
puerto emitirán informes en relación con sus competencias de ordenación del territorio y 
urbanismo. Asimismo, la Comunidad Autónoma emitirá informe en relación con sus 
competencias sobre pesca en aguas interiores y ordenación del sector pesquero.

Cualquiera de estos informes se entenderá favorable si transcurre un mes desde la 
recepción de la documentación sin que el informe se haya emitido de forma expresa.

Artículo 58.  Ampliación o modificación de puertos.
1. La realización de nuevas obras de infraestructura y la ampliación de los puertos 

estatales existentes, exigirá la redacción y aprobación del correspondiente proyecto y 
estudios complementarios por la Autoridad Portuaria competente o, en su caso, por Puertos 
del Estado.

Dichos proyectos se someterán al procedimiento de evaluación de impacto ambiental 
cuando ello sea exigible en aplicación de la legislación específica. La Administración 
competente en materia de pesca emitirá informe previo a la aprobación de obras nuevas o 
de modificación de las existentes, cuando éstas supongan la construcción de nuevos diques 
o escolleras fuera de la zona interior de las aguas del puerto.

Para la ejecución de estas nuevas obras de infraestructura portuaria o de ampliación 
sobre espacios de agua de los puertos existentes no será necesario que dichas obras estén 
contempladas en la Delimitación de Espacios y Usos Portuarios, ni en el plan especial, 
siempre que se realicen dentro de la zona de servicio del puerto de que se trate, se hallen 
incluidas en el correspondiente Plan de Empresa y, cuando proceda, en el Plan Director de 
Infraestructuras. En estos casos, se deberá dar audiencia a la autoridad autonómica 
competente en materia de ordenación del territorio.

2. Para la modificación o ampliación de puertos podrán realizarse obras de dragado y de 
relleno con materiales de origen terrestre o marítimo que por su naturaleza, disposición final 
o aislamiento protector no den origen a procesos de contaminación que superen los niveles 
exigibles por la normativa aplicable de calidad de las aguas marítimas.

Las obras de dragado se ajustarán a lo previsto en el artículo 64 de esta ley.
Las obras de relleno en el dominio público portuario requerirán autorización de la 

Autoridad Portuaria.

[ . . . ]
Sección 3.ª Disposiciones comunes a las obras portuarias

[ . . . ]
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Artículo 61.  Declaración de utilidad pública y necesidad de ocupación.
1. La aprobación de los proyectos llevará implícita la declaración de utilidad pública y la 

necesidad de ocupación de los bienes y adquisición de derechos, a los fines de expropiación 
forzosa y ocupación temporal. A tal efecto, en cada proyecto deberá figurar la relación 
concreta e individualizada de los bienes y derechos afectados no incluidos en el dominio 
público portuario, con su descripción material.

2. Asimismo, la declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación se referirá 
también a los bienes y derechos comprendidos en el replanteo del proyecto y en las 
modificaciones de obras que puedan aprobarse posteriormente por la autoridad competente 
para la aprobación del proyecto original, con los mismos requisitos señalados en el número 
anterior.

3. En los puertos de competencia estatal corresponderá al Ministro de Fomento la 
declaración de urgencia para la ocupación de los bienes y derechos afectados por obras de 
las Autoridades Portuarias.

TÍTULO IV
Medio ambiente y seguridad

Artículo 62.  Prevención y lucha contra la contaminación en el dominio público portuario.
1. Se prohíben los vertidos o emisiones contaminantes, ya sean sólidos, líquidos o 

gaseosos, en el dominio público portuario, procedentes de buques o de medios flotantes de 
cualquier tipo.

No tienen la consideración de vertidos las obras de relleno con materiales de origen 
terrestre o marítimo para la modificación o ampliación de puertos.

2. Las instalaciones de manipulación y transporte de mercancías, las refinerías de 
petróleo, las factorías químicas y petroquímicas, las instalaciones de almacenamiento y 
distribución de productos químicos y petroquímicos, las instalaciones para el abastecimiento 
de combustibles a buques, los astilleros e instalaciones de reparación naval, así como 
cualquier otra actividad comercial o industrial que se desarrolle en el dominio público 
portuario, deberán contar con medios suficientes para la prevención y lucha contra la 
contaminación accidental, marina, atmosférica y terrestre, de acuerdo con lo establecido en 
la normativa aplicable y, en su caso, en los Pliegos de Prescripciones Particulares de los 
servicios portuarios, en las condiciones particulares para la prestación de los servicios 
comerciales, en las condiciones fijadas por la Autoridad Portuaria en el contenido de las 
licencias o en las cláusulas de las autorizaciones y concesiones.

Dichas instalaciones deberán contar con un plan de contingencias por contaminación 
accidental, que será tenido en cuenta por la Autoridad Portuaria correspondiente para la 
elaboración del Plan Interior de Contingencias del Puerto, que será aprobado de acuerdo 
con lo previsto en la normativa aplicable. El Plan Interior de Contingencias formará parte de 
las Ordenanzas del Puerto.

La disponibilidad de estos medios será exigida por la Autoridad Portuaria para autorizar 
la prestación de los servicios y el funcionamiento de las instalaciones portuarias incluidas en 
el párrafo primero de este apartado.

3. Las Autoridades Portuarias serán los organismos competentes en la prevención y 
control de las emergencias por contaminación en la zona de servicio de los puertos que 
gestionen, así como de la limpieza y control de las contaminaciones que se produzcan.

4. Todos los vertidos desde tierra al mar requerirán autorización de la Administración 
competente, sin perjuicio de la autorización o concesión de ocupación de dominio público 
que, en su caso, otorgará la Autoridad Portuaria.

Artículo 63.  Recepción de desechos y residuos procedentes de buques.
1. Las Autoridades Portuarias elaborarán y aprobarán cada tres años un Plan de 

Recepción de Residuos, con el contenido establecido en el Real Decreto 1381/2002, de 20 
de diciembre, sobre instalaciones portuarias de recepción de desechos generados por los 
buques y residuos de carga, previo informe de Puertos del Estado.
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2. Los desechos generados por buques deberán descargarse a tierra, debiendo solicitar 
a tal efecto el servicio portuario de recepción de desechos generados por buques regulado 
en el artículo 132 de esta ley.

3. Las refinerías de petróleo, factorías químicas y petroquímicas, instalaciones para el 
almacenamiento y distribución de productos químicos y petroquímicos e instalaciones para el 
abastecimiento de combustibles líquidos que posean terminales de carga o descarga de 
hidrocarburos en zonas portuarias, cuyas características así lo justifiquen, así como los 
astilleros e instalaciones de reparación naval o de desguace deberán disponer, en las 
cercanías de los terminales y muelles, de servicio de recepción de los residuos de carga y de 
las aguas de lastre de los buques con destino a dichas instalaciones, regulados por los 
anexos I y II del Convenio MARPOL 73/78, así como de los medios necesarios para prevenir 
y combatir los derrames. Los titulares de estas instalaciones portuarias deberán disponer, 
además, de servicios de recepción para los desechos generados por los buques 
correspondientes a los anexos I, IV, V y VI del Convenio MARPOL 73/78, en las condiciones 
establecidas en las Prescripciones Particulares, en el caso de que no exista ninguna 
empresa prestadora con licencia para prestar este servicio en el ámbito geográfico de dichas 
instalaciones.

Los desechos y residuos recogidos deberán ser sometidos a procesos de tratamiento y 
eliminación adecuados conforme a la normativa vigente; en el caso de que dichos procesos 
no se lleven a cabo con medios propios, los titulares de estas instalaciones portuarias 
deberán acreditar un compromiso de aceptación de los desechos y residuos por parte de un 
gestor debidamente autorizado.

Los astilleros y las instalaciones y empresas de reparación naval o de desguace deberán 
disponer de instalaciones y medios para la recepción y tratamiento de sustancias que 
contribuyan a agotar la capa de ozono y los equipos que contienen dichas sustancias 
cuando éstos se retiren de los buques, según se contempla en el anexo VI del Convenio 
MARPOL 73/78.

Sin perjuicio de las autorizaciones que sean exigibles por otras Administraciones, la 
disponibilidad de estos servicios de recepción será exigida por la Autoridad Portuaria para 
autorizar el funcionamiento de las instalaciones portuarias incluidas en los apartados 
anteriores. Asimismo, su no disponibilidad podrá ser causa para no autorizar la entrada de 
buques con destino a dichas instalaciones portuarias.

4. Los titulares de las citadas instalaciones portuarias deberán aprobar un Plan de 
Recepción de Desechos y Residuos con arreglo a lo indicado en el anexo I del Real Decreto 
1381/2002, de 20 de diciembre, que deberá ser aprobado por la Autoridad Portuaria y que 
pasará a formar parte del Plan de Recepción del Puerto. Trimestralmente, comunicarán a la 
Autoridad Portuaria la relación de servicios de recogida realizados, indicando el buque, el 
tipo de desecho o residuo y la cantidad recibida, entre otros datos que se les soliciten. 
Además, a cada buque que utilice sus servicios de recepción, estas instalaciones portuarias 
deberán expedir un recibo de residuos MARPOL, según el modelo unificado que figura en el 
anexo III del Real Decreto 1381/2002, de 20 de diciembre. La Autoridad Portuaria podrá 
supervisar el cumplimiento del Plan de Recepción de los titulares de dichas instalaciones.

5. En el supuesto de buques que no tengan como destino alguna de las instalaciones 
referidas anteriormente, corresponderá a las empresas que efectúen las operaciones de 
carga o descarga del buque garantizar la recepción de residuos de carga procedentes del 
mismo, si los hubiere, así como los que se encuentren en las zonas de tránsito y maniobra, 
evitando y combatiendo, en su caso, los derrames de carga accidentales.

Artículo 64.  Obras de dragado.
1. Toda ejecución de obras de dragado o el vertido de los productos de dragado en el 

dominio público portuario, sobre la base del correspondiente proyecto, requerirá autorización 
de la Autoridad Portuaria.

Cuando las obras de dragado o el vertido de los productos de dragado puedan afectar a 
la seguridad de la navegación en la zona portuaria, particularmente en los canales de acceso 
y en las zonas de fondeo y maniobra, se exigirá informe previo y favorable de la 
Administración marítima.
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2. Las obras de dragado que se ejecuten fuera del dominio público portuario para 
rellenos portuarios requerirán autorización de la correspondiente demarcación o servicio 
periférico de costas. Asimismo, el vertido fuera de las aguas de la zona de servicio del puerto 
de los productos de los dragados portuarios deberá ser autorizado por la Administración 
marítima, previo informe de la demarcación o servicio periférico de costas.

3. Los proyectos de dragado incluirán un estudio de la gestión de los productos de 
dragado, y en particular la localización de la zona o zonas de vertido y su tratamiento.

Respecto del dragado portuario, se incorporará al proyecto, cuando proceda, un estudio 
sobre la posible localización de restos arqueológicos que se someterá a informe de la 
Administración competente en materia de arqueología. Cuando el dragado se ejecute fuera 
de la Zona I o interior de las aguas portuarias, se incluirá, además, un estudio de evaluación 
de sus efectos sobre la dinámica litoral y la biosfera marina, que se someterá a informe de 
las Administraciones competentes en materia de pesca y medio ambiente con carácter 
previo a su autorización.

Con relación a los vertidos procedentes de las obras de dragado deberán efectuarse los 
estudios o análisis necesarios que permitan valorar los efectos de la actuación sobre la 
sedimentología litoral y la biosfera submarina, así como, en su caso, la capacidad 
contaminante de los vertidos, y se someterán a informe de las Administraciones 
competentes en materia de medio ambiente y de pesca.

La Autoridad Portuaria remitirá a la Administración marítima y a la Comunidad Autónoma 
correspondiente los datos de las cantidades vertidas del material de dragado, la localización 
de la zona o zonas de vertido y, cuando exista riesgo de que el posible desplazamiento del 
material afecte a la navegación marítima, se remitirá a aquélla los resultados del seguimiento 
de la evolución de dicho material vertido.

Cuando el proyecto de dragado se someta, independientemente o junto a otros 
proyectos, al procedimiento previsto en la legislación sobre evaluación de impacto ambiental, 
deberán incluirse los estudios mencionados y solicitarse asimismo los informes de la 
Administración marítima y de las Administraciones competentes en materia de medio 
ambiente, pesca y arqueología en el curso de dicho procedimiento.

Artículo 65.  Planes de emergencia y seguridad.
1. La Autoridad Portuaria controlará en el ámbito portuario el cumplimiento de la 

normativa que afecte a la admisión, manipulación y almacenamiento de mercancías 
peligrosas, y de la normativa que afecte a los sistemas de seguridad, incluidos los que se 
refieran a la protección ante actos antisociales y terroristas, sin perjuicio de las competencias 
que correspondan a otros órganos de las Administraciones públicas, y de las 
responsabilidades que en esta materia correspondan a los usuarios y concesionarios del 
puerto.

A los efectos previstos en este apartado, corresponderá a los titulares de concesiones y 
autorizaciones el cumplimiento de las obligaciones de coordinación de actividades 
empresariales en calidad de titulares del centro de trabajo. En los espacios no otorgados en 
régimen de concesión o autorización, el consignatario que actúe en representación del 
armador responderá del cumplimiento de las obligaciones de coordinación durante las 
maniobras de atraque, desatraque y fondeo del buque, y en general durante la estancia del 
mismo en el puerto salvo para las operaciones de carga, estiba, desestiba, descarga o 
transbordo de mercancías o de embarque o desembarque de pasajeros. Si se realizan estas 
operaciones o las de entrega, recepción, almacenamiento, depósito y transporte horizontal 
de mercancías en espacios no otorgados en concesión o autorización, responderá del 
cumplimiento de las obligaciones de coordinación la empresa prestadora del servicio 
correspondiente.

2. De acuerdo con lo previsto en la legislación vigente sobre prevención y control de 
emergencias, cada Autoridad Portuaria elaborará un Plan de Emergencia Interior para cada 
puerto que gestiona, el cual, una vez aprobado de acuerdo con lo previsto en la normativa 
aplicable, formará parte de las Ordenanzas Portuarias.

3. Cada Autoridad Portuaria elaborará, previo informe favorable del Ministerio del Interior 
y del órgano autonómico con competencias en materia de seguridad pública sobre aquellos 
aspectos que sean de su competencia, un Plan para la Protección de Buques, Pasajeros y 
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Mercancías en las áreas portuarias contra actos antisociales y terroristas que, una vez 
aprobado de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable, formará parte de las 
Ordenanzas Portuarias.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Utilización del dominio público portuario estatal

Sección 1.ª Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 80.  Condiciones de otorgamiento.

La autorización deberá contener, al menos, las siguientes condiciones:
a) Objeto de la autorización.
b) Obras e instalaciones autorizadas.
c) Plazo de la autorización.
d) Superficie de dominio público cuya ocupación se autoriza.
e) Condiciones de protección del medio ambiente que, en su caso, procedan.
f) Condiciones especiales que deban establecerse en las autorizaciones que se otorguen 

en los espacios afectos a las ayudas a la navegación, entre las cuales deberán figurar, al 
menos, aquellas que garanticen la eficacia del servicio, accesos y medidas de seguridad.

g) En el caso de ocupación de espacio de agua, el balizamiento que deba establecerse.
h) Tasa de ocupación y tasa de actividad.
i) Garantías a constituir.
j) Causas de caducidad conforme a lo previsto en el artículo 98 de esta ley.
k) Otras condiciones que sean pertinentes.

[ . . . ]
Artículo 82.  Plazo de las concesiones.

1. El plazo de las concesiones será el que se determine en el título correspondiente y no 
podrá ser superior a 50 años. Para la fijación del mismo se tendrán en cuenta los siguientes 
criterios:

a) Vinculación del objeto de la concesión a la actividad portuaria.
b) Disponibilidad de espacio de dominio público portuario.
c) Volumen de inversión y estudio económico financiero.
d) Plazo de ejecución de las obras contenidas en el proyecto.
e) Adecuación a la planificación y gestión portuarias.
f) Incremento de actividad que genere en el puerto.
g) Vida útil de la inversión a realizar por el concesionario.
2. El vencimiento del plazo de la concesión deberá coincidir con el de la autorización de 

actividad o el de la licencia de prestación del servicio, y será improrrogable salvo en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando en el título de otorgamiento se haya previsto expresamente la posibilidad de 
una o varias prórrogas, en cuyo caso, a petición del titular y a juicio de la Autoridad 
Portuaria, podrá ser prorrogado, sin que el plazo inicial unido al de las prórrogas pueda 
superar el plazo máximo de 50 años.

La suma de los plazos de las prórrogas que se otorguen en este supuesto no podrá ser 
superior a la mitad del plazo inicial.

En las concesiones que tengan como objeto la prestación de servicios portuarios, la 
suma del plazo inicial previsto en la concesión y el de las prórrogas no podrá exceder del 
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establecido en el artículo 114.1 que le sea de aplicación en aquellos supuestos en los que el 
número de prestadores del servicio haya sido limitado.

b) Cuando en el título de otorgamiento no se haya previsto la posibilidad de prórroga, o 
habiéndose previsto se hayan agotado las posibilidades contempladas en el mismo, pero el 
concesionario lleve a cabo una inversión relevante no prevista inicialmente en la concesión y 
que haya sido autorizada por la Autoridad Portuaria, tanto en la concesión como, en su caso, 
en la concesión modificada por ampliación de su superficie siempre que formen una unidad 
de explotación y que, a juicio de la Autoridad Portuaria, sea de interés para mejorar la 
productividad, la eficiencia energética o la calidad ambiental de las operaciones portuarias, o 
suponga la introducción de nuevas tecnologías o procesos que incrementen su 
competitividad y que, en todo caso, sea superior al 20 por ciento del valor actualizado de la 
inversión inicialmente prevista en el título concesional, el plazo de vencimiento podrá ser 
prorrogado, no pudiendo superar en total el plazo máximo de 50 años.

El plazo de cada una de las prórrogas que se otorguen en este supuesto no podrá ser 
superior a la mitad del plazo inicial y la suma de los plazos de estas no podrá ser superior a 
una vez y media el plazo inicial de la concesión.

La prórroga de la concesión determinará la modificación de las condiciones de la misma, 
que deberán ser aceptadas por el concesionario con anterioridad a la resolución de 
otorgamiento de la prórroga.

c) Excepcionalmente, la Autoridad Portuaria, previo informe vinculante de Puertos del 
Estado, podrá autorizar prórrogas no previstas en el título concesional que, unidas a las 
anteriormente otorgadas y al plazo inicial, superen en total el plazo de 50 años o que, no 
superando este plazo, la suma de las prórrogas ya otorgadas supere una vez y media el 
plazo inicial, en aquellas concesiones que sean de interés estratégico o relevante para el 
puerto o para el desarrollo económico de su zona de influencia, o supongan el 
mantenimiento en el puerto de la competencia en el mercado de los servicios portuarios, 
cuando el concesionario se comprometa a llevar a cabo:

– una nueva inversión adicional que suponga una mejora de la eficacia global y de la 
competitividad de la actividad desarrollada, en los términos señalados en la letra b) anterior, 
y/o

– una contribución económica, que no tendrá naturaleza tributaria. Esta contribución 
económica estará destinada a la financiación de alguno de los siguientes supuestos, para 
mejorar la posición competitiva de los puertos en su área de influencia y la intermodalidad en 
el transporte de mercancías:

● Construcción o mejora de infraestructura portuaria básica, consistente en obras de 
abrigo, dragados, obras de atraque y explanadas.

● Construcción o mejora de infraestructuras e instalaciones básicas para el suministro 
de combustibles alternativos o de electricidad a los buques durante su estancia en el puerto.

● Infraestructuras de conexión terrestre entre las redes generales de transporte de uso 
común y las vigentes zonas de servicio de los puertos o los puertos secos en cuya titularidad 
participe un organismo público portuario.

● Adaptación de las infraestructuras en la red general ferroviaria de uso común para 
operar trenes de al menos 750 m de longitud.

● Mejora de las redes generales de transporte de uso común, a los efectos de potenciar 
la competitividad del transporte intermodal y el transporte ferroviario de mercancías.

En caso de que se comprometa una contribución económica, se incluirá en la concesión 
modificada y deberá satisfacerse en su totalidad en el plazo máximo de seis meses desde el 
otorgamiento de la prórroga de la concesión y, en todo caso, antes de la entrada en vigor de 
la prórroga, si ésta tuviera lugar en un plazo inferior a seis meses.

En caso de que la contribución económica comprometida no se satisfaga en plazo en su 
totalidad, no adquirirá eficacia la prórroga otorgada y se extinguirá la concesión por la 
finalización de su plazo.

La nueva inversión adicional, la contribución económica comprometida o la suma de 
ambas, deberá ser superior al 50 por ciento del valor actualizado de la inversión inicialmente 
prevista en el título concesional, sin incluir las inversiones comprometidas en reposición.
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En caso de que se otorguen prórrogas de este supuesto, el plazo de todas las prórrogas 
otorgadas unido al plazo inicial no podrá superar, en ningún caso, los 75 años.

En todos los supuestos será necesario que el concesionario se encuentre al corriente del 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de la concesión.

[ . . . ]
Artículo 84.  Requisitos de la solicitud.

1. Para que la Autoridad Portuaria resuelva sobre la ocupación del dominio público 
portuario, el interesado deberá formular una solicitud a la que acompañará los siguientes 
documentos y justificantes:

a) Acreditación de la personalidad del solicitante o, en su caso, de los partícipes en la 
comunidad o entidad sin personalidad jurídica.

b) Acreditación de solvencia económica, técnica y profesional para hacer frente a las 
obligaciones resultantes de la concesión.

c) Proyecto básico, que deberá adaptarse al plan especial de ordenación de la zona de 
servicio del puerto o, en su defecto, a la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios. 
Incluirá la descripción de las actividades a desarrollar, características de las obras e 
instalaciones a realizar, posibles efectos medioambientales y, en su caso, estudio de impacto 
ambiental, extensión de la zona de dominio público portuario a ocupar, presupuesto 
estimado de las obras e instalaciones y otras especificaciones que determine la Autoridad 
Portuaria.

d) Memoria económico financiera de la actividad a desarrollar en la concesión.
e) Cumplimiento de las condiciones específicas para el ejercicio de la actividad objeto de 

la concesión.
f) Garantía provisional conforme a lo indicado en el artículo 93 de esta ley.
g) Otros documentos y justificaciones que sean pertinentes y cuya exigencia esté 

justificada por razón imperiosa de interés general.
2. No se admitirán aquellas solicitudes que se opongan a lo dispuesto en la Delimitación 

de los Espacios y Usos Portuarios, o en la normativa vigente, o cuando como consecuencia 
de su otorgamiento se pueda originar dentro del puerto situaciones de dominio del mercado 
susceptibles de afectar a la libre competencia en la prestación de los servicios portuarios o 
en las actividades y servicios comerciales directamente relacionados con la actividad 
portuaria, archivándose en el plazo máximo de dos meses, sin más trámite que la audiencia 
previa al peticionario.

Si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos y éstos fueran susceptibles de 
subsanación, se procederá para ello en la forma prevista en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Artículo 85.  Procedimiento de otorgamiento.
1. Presentada una solicitud que se refiera a alguno de los supuestos previstos en las 

letras a), c) y d) del artículo 86.1, la Autoridad Portuaria deberá convocar concurso, 
siguiendo la tramitación prevista en el artículo 86. En los demás casos, la Autoridad 
Portuaria podrá convocar concurso, o bien iniciar un trámite de competencia de proyectos, 
mediante anuncio, que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado», en el que se indicará 
la apertura de un plazo de un mes para la presentación de otras solicitudes que tengan, 
según se determine por la Autoridad Portuaria, el mismo o distinto objeto que aquélla, y que 
deberán reunir los requisitos previstos en el artículo anterior. En este trámite de competencia 
de proyectos se respetará la confidencialidad de los proyectos y de la documentación 
aportada.

Cuando en el trámite de competencia de proyectos se formulen varias solicitudes, el 
Consejo de Administración, seleccionará aquélla que, a su juicio, tenga mayor interés 
portuario, motivado en la captación de nuevos tráficos, compatibilidad con otros usos, 
inversión, rentabilidad, entre otros, y continuará la tramitación conforme a lo indicado en los 
apartados siguientes, salvo en el supuesto previsto en el artículo 86.1.b) en el que deberá 
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convocarse un concurso. Si en dicho trámite no se presentan otras solicitudes, continuará el 
procedimiento, de acuerdo con lo previsto en los siguientes apartados.

2. La Autoridad Portuaria procederá, en su caso, a la confrontación del proyecto sobre el 
terreno y espacio de agua con el fin de determinar su adecuación y viabilidad.

3. Asimismo, se someterá a información pública, durante un plazo no inferior a 20 días, a 
fin de que se presenten alegaciones sobre la solicitud de concesión que se tramita. Este 
trámite podrá llevarse a cabo simultáneamente con la petición de informe a las 
Administraciones urbanísticas, cuando no se encuentre aprobado el plan especial de 
ordenación de la zona de servicio del puerto. Cuando la solicitud tenga como objeto la 
ocupación de espacios de dominio público afectos al servicio de los faros, deberá emitirse 
informe favorable por Puertos del Estado.

El trámite de información pública servirá para cumplimentar el concerniente al 
procedimiento de evaluación de impacto ambiental, en los casos en los que sea preceptivo el 
mismo.

4. Se podrá prescindir del trámite de información pública previsto en el apartado anterior 
para concesiones que tengan como objeto la utilización total o parcial de edificaciones 
existentes, siempre que no se modifique su arquitectura exterior y sea para usos autorizados 
en el plan especial de ordenación de la zona de servicio del puerto o, en su defecto, en la 
Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios.

5. El Director emitirá informe en el que se analizará la procedencia de la solicitud de 
concesión. En aquellos proyectos que, de acuerdo con la legislación vigente, deban 
someterse a algún tipo de evaluación de impacto ambiental, el informe será posterior a la 
resolución del Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino.

En el caso de que el informe sea desfavorable, se elevará por el Presidente al Consejo 
de Administración a fin de que, previa audiencia del interesado, se resuelva lo que estime 
procedente.

Si el informe fuera favorable a la solicitud de concesión, el Director fijará las condiciones 
en que podría ser otorgada la misma y se las notificará al peticionario que deberá aceptarlas 
expresamente. Si éste no hiciera manifestación alguna al respecto en el plazo concedido, se 
procederá al archivo de todas las actuaciones, con pérdida de la garantía constituida. En los 
demás supuestos, el Presidente elevará al Consejo de Administración la propuesta de 
resolución del Director para que adopte el acuerdo que proceda.

6. En el caso de que el Consejo de Administración acuerde la modificación de alguna de 
las condiciones aceptadas por el peticionario, se someterán a su nueva aceptación en los 
términos previstos en el apartado anterior.

7. La resolución de otorgamiento de la concesión se publicará en el Boletín Oficial del 
Estado, haciéndose constar, al menos, la información relativa al objeto, plazo, tasas, 
superficie concedida y titular de la concesión.

8. El plazo máximo para notificar la resolución del expediente de la concesión será de 
ocho meses, transcurrido el cual sin que haya recaído resolución expresa, la 
correspondiente solicitud se entenderá desestimada.

Artículo 86.  Concursos.
1. La Autoridad Portuaria podrá convocar concursos para el otorgamiento de 

concesiones en el dominio público portuario. En cualquier caso, deberán convocarse 
concursos en los siguientes supuestos:

a) Concesiones para la prestación de servicios portuarios abiertos al uso general.
b) Concesiones para terminales de pasajeros o de manipulación y transporte de 

mercancías dedicadas a usos particulares, cuando haya varias solicitudes de interés 
portuario o cuando en el trámite de competencia de proyectos a que se refiere el artículo 
anterior se presenten varios proyectos alternativos de igual o similar interés portuario.

c) Concesiones de dársenas e instalaciones náutico-deportivas, construidas o no por 
particulares, salvo cuando el solicitante sea un club náutico u otro deportivo sin fines 
lucrativos, siempre que las condiciones de la concesión establezcan como máximo un límite 
del 20 por ciento para el número de atraques destinados a embarcaciones con eslora 
superior a 12 m.
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d) Concesiones de lonjas pesqueras, construidas o no por particulares.
2. La convocatoria del concurso supondrá el archivo de los expedientes de concesión en 

tramitación que resulten afectados, teniendo derecho el solicitante al cobro de los gastos del 
proyecto si no resultase adjudicatario del concurso.

Los gastos del proyecto serán tasados en las bases del concurso y serán satisfechos por 
el adjudicatario.

3. El Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria aprobará el Pliego de Bases 
del concurso y el Pliego de Condiciones que regularán el desarrollo de la concesión:

a) El Pliego de Bases del concurso contendrá, al menos, los siguientes extremos:
1.º Objeto y requisitos para participar en el concurso.
2.º Criterios para su adjudicación y ponderación de los mismos. Con carácter general, 

habrá de considerarse como uno de los criterios de adjudicación las medidas de carácter 
medioambiental y de responsabilidad social corporativa propuestas. En los supuestos a que 
se refiere las letras a), c) y d) del apartado 1 de este artículo, habrá de considerarse como 
uno de los criterios de adjudicación, o establecerse en el caso del otorgamiento sin concurso 
de la letra c), la estructura tarifaria y las tarifas máximas aplicables a los usuarios. A su vez, 
en los concursos a que se refiere la letra c) podrá también incluirse como criterio de 
adjudicación el compromiso de realización en las instalaciones náutico-deportivas de 
actividades de carácter formativo o educativo sin fines lucrativos.

3.º Garantía provisional.
b) El Pliego de Condiciones que regule el desarrollo de la concesión deberá ajustarse al 

Pliego de Condiciones Generales de concesiones demaniales que apruebe el Ministro de 
Fomento y a las condiciones particulares que establezca la Autoridad Portuaria.

4. La convocatoria del concurso se publicará en el Boletín Oficial del Estado, así como 
en el DOUE en aquellos casos en que el valor de las obras a ejecutar por el concesionario 
sea igual o superior al límite establecido en el artículo 16 de la Ley 31/2007, de 30 de 
octubre, pudiéndose presentar ofertas en el plazo establecido, que no podrá ser inferior a 30 
días. Dichas ofertas serán abiertas en acto público.

5. Corresponde al Consejo de Administración la resolución del concurso.
6. La oferta seleccionada por el Consejo de Administración deberá someterse a la 

tramitación prevista en el artículo anterior para el otorgamiento, en su caso, de la 
correspondiente concesión.

Artículo 87.  Condiciones de otorgamiento.
1. Entre las condiciones de otorgamiento de la concesión deberán figurar, al menos, las 

siguientes:
a) Objeto de la concesión.
b) Plazo de vigencia.
c) Zona de dominio público cuya ocupación se concede.
d) Proyecto básico de las obras o instalaciones autorizadas, con las prescripciones que 

se fijen, y con inclusión, en el caso de ocupación de espacios de agua, del balizamiento que 
deba establecerse.

e) Condiciones de protección del medio ambiente que, en su caso, procedan, incluyendo 
las necesarias medidas correctoras y, en caso de que fuera preceptiva, las condiciones o 
prescripciones establecidas en la correspondiente resolución del Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y Marino.

f) Condiciones especiales que deban establecerse en las concesiones que se otorguen 
en los espacios afectos a las ayudas a la navegación, entre las cuales deberán figurar, al 
menos, las que garanticen la eficacia del servicio, independencia de accesos y medidas de 
seguridad.

g) Tasa de ocupación y tasa de actividad.
h) Garantía definitiva o de construcción y garantía de explotación.
i) Causas de caducidad, conforme a lo previsto en el artículo 98 de esta ley.
j) Actividad o tráfico mínimo.
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k) Otras condiciones que la Autoridad Portuaria considere necesarias.
2. Las obras se ejecutarán conforme al proyecto de construcción que en cada caso se 

apruebe por la Autoridad Portuaria, que completará el proyecto básico.
Los proyectos de construcción se ajustarán en lo que respecta a sus exigencias técnicas, 

contenido, supervisión y replanteo, a las mismas condiciones que las exigidas para las obras 
de las Autoridades Portuarias.

Puertos del Estado informará técnicamente los proyectos de construcción de obras de 
infraestructura portuaria de los concesionarios que presenten características singulares 
desde el punto de vista técnico o económico, con carácter previo a su aprobación por la 
Autoridad Portuaria.

3. Asimismo, durante la vigencia de la concesión, el titular de la misma vendrá obligado a 
facilitar la información técnica o económica que le solicite la Autoridad Portuaria en el 
ejercicio de sus competencias, así como a mantener en buen estado el dominio público 
portuario, obras e instalaciones, debiendo realizar, a su cargo, las reparaciones que sean 
precisas. La Autoridad Portuaria podrá inspeccionar, en todo momento, el estado de 
conservación de los bienes objeto de la concesión y señalar las reparaciones que deban 
llevarse a cabo cuando éstos afecten a la conservación de los bienes propios del título 
concesional.

[ . . . ]
Artículo 89.  Revisión de concesiones.

1. La Autoridad Portuaria revisará las condiciones de una concesión, modificándolas de 
oficio o a instancia de parte, cuando se den las siguientes circunstancias:

a) Cuando se hayan alterado los supuestos determinantes de su otorgamiento, de tal 
forma que las circunstancias objetivas que sirvieron de base para el otorgamiento de la 
concesión hayan variado de modo que no sea posible alcanzar sustancialmente la finalidad 
de la concesión.

b) En caso de fuerza mayor.
c) Cuando lo exija su adecuación a la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios o 

al plan especial de ordenación de las zonas de servicio de los puertos gestionados por una 
Autoridad Portuaria.

d) Cuando lo exija su adecuación a las obras o a la ordenación de terminales previstas 
en los Planes Directores de los puertos gestionados por una Autoridad Portuaria.

e) Cuando lo exijan razones de interés general vinculadas a la seguridad, a la protección 
contra actos antisociales y terroristas o a la protección del medio ambiente.

En los tres últimos supuestos, el concesionario perjudicado tendrá derecho a una 
indemnización que se calculará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 99.6 de esta 
ley, descontando los beneficios futuros, estimados de forma motivada, de la concesión 
durante el periodo restante de vigencia de la concesión revisada. En el supuesto de que la 
revisión suponga una modificación de la ubicación de la concesión, deberán abonarse 
además los gastos que origine el traslado. El pago del valor de la indemnización y de los 
gastos del traslado podrá realizarse en dinero, mediante el otorgamiento de otra concesión o 
con la modificación de las condiciones de la concesión revisada.

En el supuesto de que la Autoridad Portuaria y el titular de la concesión no pudieran 
llegar a un acuerdo sobre la cuantía de la indemnización, determinada de acuerdo con los 
criterios anteriores, en su caso sobre los gastos imputables al traslado, sobre la forma de 
pago o sobre las condiciones de la concesión revisada, la Autoridad Portuaria podrá iniciar el 
proceso de rescate de la concesión de acuerdo con lo previsto en el artículo 99.

Cuando la revisión de la concesión determine reducción de la superficie otorgada, se 
tramitará como un rescate parcial de la concesión. Asimismo, cuando la revisión de la 
concesión determine que la continuidad de la explotación de la misma resulta antieconómica, 
el titular podrá solicitar el rescate total de la concesión.
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2. El procedimiento será el que corresponda, según que la modificación sea o no 
sustancial.

[ . . . ]
Sección 4.ª Extinción de autorizaciones y concesiones

[ . . . ]
Artículo 99.  Rescate de concesiones.

1. En el caso de que el dominio público otorgado fuera necesario, total o parcialmente, 
por razones de interés general vinculadas a la seguridad, a la protección contra actos 
antisociales o a la protección del medio ambiente, así como para la ejecución de obras, para 
la ordenación de terminales o para la prestación de servicios portuarios y que, para realizar 
aquéllas o prestar éstos, fuera preciso disponer de los bienes otorgados en concesión o 
utilizar o demoler las obras autorizadas, la Autoridad Portuaria, previa indemnización del 
titular, podrá proceder al rescate de la concesión. Asimismo, se podrá proceder al rescate de 
una concesión cuando no sea posible alcanzar un acuerdo con el concesionario en un 
procedimiento de revisión de concesiones.

2. El rescate de la concesión exigirá la previa declaración de su necesidad por razones 
de interés general vinculadas a la seguridad, a la protección contra actos antisociales o a la 
protección al medio ambiente, o por el interés portuario de las obras o de los servicios, y el 
acuerdo de la necesidad de ocupación de los bienes y derechos afectados por aquéllos. 
Corresponde al Consejo de Administración las declaraciones de interés general o de interés 
portuario, respectivamente, y al Presidente, previa audiencia del interesado, el acuerdo de 
necesidad de ocupación. La declaración de urgencia de la ocupación, cuando proceda, 
corresponderá adoptarla al Ministro de Fomento.

El interés portuario se entenderá implícito con la aprobación de la Delimitación de los 
Espacios y Usos Portuarios. Asimismo, la aprobación de los proyectos llevará implícita la 
declaración del interés portuario de las obras y la necesidad de ocupación de los bienes y 
derechos afectados por las mismas.

3. Cuando el rescate implique la necesidad de ocupación de sólo una parte de la 
concesión, de tal modo que a consecuencia de aquél resulte antieconómica para el 
concesionario la explotación de la parte no rescatada, el titular podrá solicitar de la Autoridad 
Portuaria su rescate total.

4. La Autoridad Portuaria y el titular de la concesión podrán convenir el valor del rescate.
En el supuesto de no llegar a un acuerdo, el valor del rescate será fijado por la Autoridad 

Portuaria de conformidad con los criterios establecidos en el apartado 6 de este artículo. 
Dicha valoración será notificada al concesionario a fin de que, en el plazo de 10 días, 
presente las alegaciones que estime pertinentes.

5. El Director de la Autoridad Portuaria, a la vista de las alegaciones formuladas, dictará 
propuesta de resolución.

En el caso de que el concesionario haya manifestado oposición al rescate, se deberá 
solicitar dictamen del Consejo de Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 
22.12 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado.

Corresponde al Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria dictar la 
correspondiente resolución.

6. La valoración de las indemnizaciones, en caso de rescate total o parcial, atenderá a 
los siguientes conceptos:

a) El valor de las obras e instalaciones rescatadas que hayan sido realizadas por el 
concesionario y estén establecidas en el título concesional, calculado de acuerdo con los 
criterios establecidos a estos efectos en la letra c) del artículo 175 de esta ley.

En ningún caso se tendrán en cuenta las obras e instalaciones realizadas por el 
concesionario sin previa autorización de la Autoridad Portuaria, que pasarán al dominio 
público portuario sin derecho a indemnización.

b) La pérdida de beneficios imputables al rescate total o parcial de la concesión durante 
el período de concesión restante, con un máximo de tres anualidades. Para ello se 
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computará el beneficio medio anual de las actividades ordinarias realizadas en la concesión 
en los cuatro ejercicios anteriores, o en los dos últimos ejercicios si es más favorable para el 
concesionario. No obstante, en el caso de que el concesionario aceptara el pago de la 
indemnización mediante el otorgamiento de una nueva concesión o solicitara una nueva 
concesión para la misma o similar actividad, para el cálculo de la indemnización se 
descontarán los beneficios futuros asociados a dicha concesión, estimados de forma 
motivada.

7. El pago del valor del rescate podrá realizarse en dinero, mediante el otorgamiento de 
otra concesión o, en caso de rescate parcial, con la modificación de las condiciones de la 
concesión. En estos dos últimos supuestos se requerirá la conformidad del concesionario.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Prestación de servicios

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Servicios portuarios

Sección 1.ª Concepto y régimen de prestación de los servicios portuarios

[ . . . ]
Artículo 111.  Limitación del número de prestadores.

1. La Autoridad Portuaria, de oficio, podrá limitar en cada puerto el número máximo de 
posibles prestadores de un servicio portuario, atendiendo únicamente a razones de 
disponibilidad de espacios, de capacidad de las instalaciones, de seguridad, de normas 
medioambientales o por otras razones objetivas relacionadas con las condiciones de 
competencia y, en todos los supuestos, debidamente motivadas. La motivación deberá incluir 
la identificación clara de la restricción de la competencia en cuestión, la justificación de la 
necesidad del establecimiento de la restricción con arreglo al interés público y la acreditación 
de que no resulta posible acudir a alternativas viables que sean menos restrictivas de la 
competencia para conseguir el mismo fin de interés público. En los servicios al pasaje y de 
manipulación de mercancías, las anteriores limitaciones podrán aplicarse por tipo de tráfico o 
de mercancía. La determinación del número de prestadores deberá obligatoriamente 
realizarse considerando el mayor número posible de prestadores que permitan las 
circunstancias concurrentes.

2. El acuerdo de limitación a que se refiere el apartado anterior, que incluirá la 
determinación del número máximo de prestadores, se adoptará, en su caso, por el Consejo 
de Administración de la Autoridad Portuaria, previa consulta al Comité de Servicios 
Portuarios e informe de Puertos del Estado, y podrá afectar a toda la zona de servicio del 
puerto o a una parte de la misma. El acuerdo de limitación se publicará en el Boletín Oficial 
del Estado.

Cuando la causa de la limitación sea la seguridad marítima, Puertos del Estado solicitará 
informe a la Dirección General de la Marina Mercante, que será vinculante en el ámbito de 
las funciones de esta última y que se entenderá favorable si transcurre el plazo de un mes 
desde que se solicite sin que sea emitido de forma expresa.

Cuando la causa de la limitación sea medioambiental, Puertos del Estado solicitará 
informe a la Administración ambiental competente, entendiéndose tal informe favorable si 
transcurre el plazo de un mes desde que se solicite sin que sea emitido de forma expresa.

3. La limitación establecida según lo previsto en los apartados precedentes deberá ser 
revisada, total o parcialmente de oficio por la Autoridad Portuaria, si se alteran las causas 
que la motivaron, o previamente a la convocatoria de un nuevo concurso. También podrá ser 
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revisada a instancias de cualquier interesado o de Puertos del Estado, con sujeción a 
idénticos trámites de los seguidos para su establecimiento.

4. Cuando el número de prestadores de un servicio esté limitado, las licencias se 
otorgarán por concurso de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 115 de 
esta ley. En este caso, el plazo máximo de vigencia para las mismas será menor que el 
establecido con carácter general para servicios portuarios sin limitación del número de 
prestadores en los términos establecidos en el artículo 114. No obstante lo anterior, el titular 
de una concesión o autorización de una terminal marítima de pasajeros o de mercancías 
cuyo objeto incluya la prestación de servicios al pasaje o de manipulación de mercancías, 
tendrá derecho a la obtención de una de las licencias para su prestación, para si, o en su 
caso, para un tercero con un contrato en vigor a estos efectos con el titular de la concesión o 
autorización, siempre que se cumplan las condiciones exigidas para ello, que estarán 
restringidas al ámbito geográfico del dominio público de la concesión o autorización.

5. Cuando la Autoridad Portuaria sea prestadora directa o indirectamente de un servicio 
objeto de limitación o participe en el capital de una empresa que sea prestadora de dicho 
servicio en el puerto, el acuerdo de limitación o su revisión será adoptado por el Consejo 
Rector de Puertos del Estado. En estos casos de limitación del número de prestadores, la 
participación de la Autoridad Portuaria en el capital de la empresa prestadora, solo estará 
justificada por ausencia o insuficiencia de la iniciativa privada.

Con el objeto de evitar la limitación del número de prestadores de servicios por razones 
de disponibilidad de espacios, en las Ordenanzas del Puerto deberá asignarse espacio o 
capacidad de infraestructura para que puedan operar prestadores de servicios portuarios 
que no dispongan de concesión o autorización.

[ . . . ]
Artículo 113.  Pliegos de Prescripciones Particulares de los servicios portuarios.

1. Las Autoridades Portuarias habrán de aprobar los Pliegos de Prescripciones 
Particulares de los servicios portuarios, oído el Comité de Servicios Portuarios, y previa 
audiencia de las organizaciones sindicales más representativas y representativas del servicio 
correspondiente y de las asociaciones de operadores y usuarios más representativas cuyos 
fines guarden relación directa con el objeto del correspondiente pliego. Para ello, las 
Autoridades Portuarias remitirán el proyecto de Pliego junto con el expediente completo a 
Puertos del Estado con el objeto de que emita informe vinculante con anterioridad a su 
aprobación definitiva.

Previamente, Puertos del Estado recabará informe de la Dirección General de Marina 
Mercante sobre los proyectos de Pliegos de Prescripciones Particulares de los servicios 
portuarios de practicaje, remolque portuario y amarre y desamarre de buques, en lo que se 
refiere a la seguridad marítima, teniendo en este ámbito carácter vinculante. Este informe 
deberá emitirse en el plazo de un mes desde la recepción de la documentación 
correspondiente, entendiéndose en sentido favorable si no fuera remitido en dicho plazo.

2. Las Autoridades Portuarias podrán modificar los Pliegos de Prescripciones 
Particulares por razones objetivas motivadas, entre otras causas, por la evolución de las 
características de la demanda en el puerto, la evolución tecnológica, los desajustes 
observados en las condiciones de seguridad, calidad, continuidad y regularidad en la 
prestación del servicio, los cambios normativos y nuevas exigencias asociadas a las 
obligaciones de servicio público. La modificación de los Pliegos de Prescripciones 
Particulares estará sujeta a idénticos trámites que los seguidos para su aprobación.

3. Los citados Pliegos podrán ser de aplicación en diferentes zonas de un puerto, en 
toda su zona de servicio o, en su caso, en más de un puerto gestionado por la misma 
Autoridad Portuaria.

4. Dichos Pliegos regularán, entre otras, las siguientes materias:
a) Objeto y ámbito geográfico del servicio portuario.
b) Requisitos de acceso a la prestación del servicio, los cuales deberán ser no 

discriminatorios, objetivos, adecuados y proporcionados para garantizar la adecuada 
prestación del servicio, la explotación portuaria en condiciones de eficiencia y seguridad, el 
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comportamiento competitivo de los prestadores y la protección de los usuarios y del interés 
general.

c) Condiciones de solvencia económico-financiera, técnica o profesional para hacer 
frente a las obligaciones resultantes del servicio.

d) Condiciones técnicas, ambientales y de seguridad de prestación del servicio y, en su 
caso, de las instalaciones y equipamiento asociados al mismo, incluyendo niveles mínimos 
de productividad, rendimiento y de calidad.

e) Obligaciones de servicio público, de necesaria aceptación por parte de los prestadores 
del servicio, en especial, las relativas a la continuidad y regularidad del servicio, y las de 
cooperación con la Autoridad Portuaria en materia de seguridad, salvamento, lucha contra la 
contaminación, protección del medio ambiente, emergencias y extinción de incendios.

f) Criterios para la consideración de una inversión como significativa, en su caso.
g) Medios humanos mínimos y su cualificación, así como los medios materiales mínimos 

y sus características. Los medios humanos y materiales serán los estrictamente necesarios 
para realizar las operaciones unitarias normalmente esperadas en el puerto, tanto las más 
simples como las más complejas, objeto del servicio en condiciones de seguridad, calidad, 
continuidad y regularidad en función de las características de la demanda, de forma tal que 
no alteren las condiciones de competencia, sin perjuicio de las exigencias para hacer frente 
a las obligaciones de servicio público en las condiciones establecidas en esta ley. Los 
Pliegos de Prescripciones Particulares del servicio no podrán exigir un mayor número de 
medios humanos y materiales que los necesarios para las operaciones unitarias señaladas 
con el objeto de no impedir que un número suficiente de operadores puedan concurrir al 
mercado, sin perjuicio de los que pudieran ser exigidos para hacer frente a las obligaciones 
de servicio público.

h) Estructura tarifaria y tarifas máximas, así como los criterios para su actualización, 
revisión y, en su caso, fijación. La estructura tarifaria deberá incluir los criterios de 
actualización y de revisión en función del volumen global de la demanda, estructura de 
costes y otras circunstancias relacionadas con las características del servicio, cuando 
proceda. No serán admisibles sobrecostes o costes diferenciados para los usuarios en 
función del día u hora en que tiene lugar la prestación. En el caso del servicio de 
manipulación de mercancías en autopistas del mar, la determinación de las tarifas máximas 
deberá tomar como referencia los costes de la alternativa terrestre a ese tráfico.

i) Tarifas que los prestadores podrán percibir, en su caso, cuando intervengan en 
servicios de emergencia, extinción de incendios, salvamento o lucha contra la 
contaminación.

j) Para los servicios de recepción de desechos generados por buques, las tarifas que las 
Autoridades Portuarias abonarán al titular de la licencia por los volúmenes efectivamente 
descargados de cada tipo de desechos y residuo y, en su caso, los criterios para el reparto 
entre los prestadores del servicio autorizados de las cantidades recaudadas por la Autoridad 
Portuaria asociadas a la tarifa fija que se cobra a los buques no exentos que atraquen sin 
hacer uso del servicio. Estos criterios deberán ser equitativos y no discriminatorios. Las 
tarifas establecidas para este servicio deberán depender, entre otros conceptos, de las 
cantidades recaudadas a través de la tarifa fija y de los criterios de distribución adoptados 
para las mismas.

k) Obligaciones de suministro de información a la Autoridad Portuaria.
l) Garantías.
m) Penalizaciones.
n) Causas de extinción de la licencia, entre las que deberán figurar, además de las 

previstas en el artículo 119 de esta ley, las relativas al incumplimiento de las obligaciones de 
servicio público, de los requerimientos de seguridad para la prestación del servicio y de las 
obligaciones de protección del medio ambiente que procedan.

ñ) Obligaciones de protección medioambiental y de contribución a la sostenibilidad.
o) Plazo de duración de la licencia.
p) Criterios de distribución de las obligaciones de servicio público entre los prestadores 

del servicio, que deberán ser objetivos, transparentes, proporcionales, equitativos y no 
discriminatorios, entre los que se deberá tomar en consideración la cuota de mercado en 
cada uno de ellos.
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q) Criterios para la valoración de compensaciones económicas a aplicar a los titulares de 
licencias de autoprestación e integración de servicios, así como para su posterior distribución 
entre los prestadores de servicios abiertos al uso general.

5. Los Pliegos de Prescripciones Particulares, así como los acuerdos de aprobación y 
modificación deberán ser publicados en el Boletín Oficial del Estado y se encontrarán a 
disposición de los interesados en las oficinas de las Autoridades Portuarias en formato físico 
y electrónico.

6. En el supuesto de que la Autoridad Portuaria participe en la sociedad titular de la 
licencia para la prestación del servicio, la aprobación del Pliego de Prescripciones 
Particulares del mismo corresponderá a Puertos del Estado.

7. Los Pliegos de Prescripciones Particulares no contendrán exigencias técnicas para la 
prestación de los servicios que alteren injustificadamente las condiciones de competencia ni 
ningún otro tipo de cláusula que suponga, en la práctica, la imposibilidad de que un número 
suficiente de operadores concurran al mercado.

8. Los Pliegos de Prescripciones Particulares regularán la responsabilidad del prestador 
frente a sus trabajadores y frente a terceros, y prescribirán la inclusión de las siguientes 
cláusulas en las licencias de prestación:

a) La Autoridad Portuaria no responderá en ningún caso de las obligaciones de cualquier 
naturaleza que correspondan al prestador del servicio frente a sus trabajadores, 
especialmente las que se refieran a relaciones laborales, salario, prevención de riesgos o 
seguridad social.

b) Será obligación del prestador indemnizar todos los daños y perjuicios que se causen a 
terceros como consecuencia de la prestación del servicio objeto de la licencia. Cuando tales 
daños y perjuicios hayan sido ocasionados como consecuencia inmediata y directa de una 
orden de la Administración, será ésta responsable dentro de los límites señalados en las 
leyes.

[ . . . ]
Artículo 117.  Contenido de la licencia de prestación del servicio portuario.

1. La licencia deberá incluir, al menos:
a) Identificación de la persona física o jurídica titular de la licencia y la sede de la 

empresa.
b) Clase de licencia otorgada, general o específica, y objeto de la misma.
c) Ámbito geográfico al que se extiende la prestación del servicio.
d) Obligaciones de servicio público que procedan.
e) Medios materiales mínimos y sus características.
f) Medios humanos mínimos y su cualificación.
g) Requisitos de seguridad para la prestación del servicio.
h) Obligaciones de protección del medio ambiente.
i) Condiciones de prestación del servicio y, en su caso, de las instalaciones y 

equipamiento asociados al mismo, incluyendo niveles mínimos de rendimiento y de calidad 
del servicio.

j) Estructura tarifaria, tarifas máximas y criterios de revisión, si procede.
k) Plazo de vigencia.
l) Garantías.
m) Tasas portuarias.
n) (Derogada)
ñ) En las licencias de los servicios de recepción de desechos generados por buques, las 

tarifas que las Autoridades Portuarias abonarán al titular de la licencia por los volúmenes 
efectivamente descargados de cada tipo de desecho y residuo y los criterios para, en su 
caso, el reparto entre los prestadores del servicio autorizados de las cantidades recaudadas 
por la Autoridad Portuaria asociadas a la tarifa fija que se cobra a los buques no exentos que 
atraquen sin hacer uso del servicio.

o) Compensación económica, en el caso de licencias de autoprestación e integración de 
servicios.
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2. Con arreglo a los principios de objetividad y proporcionalidad, la Autoridad Portuaria 
podrá modificar el contenido de las licencias, previa audiencia a los interesados, cuando 
hayan sido modificadas las prescripciones particulares del servicio. La modificación 
establecerá un plazo para que los titulares se adapten a lo en ella dispuesto. Transcurrido 
dicho plazo sin que haya tenido lugar la adaptación, las licencias quedarán sin efecto.

[ . . . ]
Sección 4.ª Servicio de manipulación de mercancías

Artículo 130.  Definición y ámbito del servicio portuario de manipulación de mercancías.
1. Se consideran integradas en este servicio portuario las actividades de carga, estiba, 

desestiba, descarga y trasbordo de mercancías, objeto de tráfico marítimo, que permitan su 
transferencia entre buques, o entre éstos y tierra u otros medios de transporte. Para tener la 
consideración de actividades incluidas en este servicio deberán realizarse íntegramente 
dentro de la zona de servicio del puerto y guardar conexión directa e inmediata con una 
concreta operación de carga, descarga o trasbordo de un buque determinado.

a) Las actividades de carga y estiba comprenden:
1.º La recogida de la mercancía en la zona de almacenamiento o depósito del puerto y el 

transporte horizontal de la misma hasta el costado del buque en operaciones relacionadas 
con la carga del mismo.

2.º La aplicación de gancho, cuchara, spreader o cualquier otro dispositivo que permita 
izar o transferir la mercancía directamente desde un medio de transporte terrestre, o desde 
el muelle, o pantalán, al costado del buque.

3.º El izado o transferencia de la mercancía y su colocación en la bodega o a bordo del 
buque.

4.º La estiba de la mercancía en bodega o a bordo del buque, de acuerdo con los planes 
de estiba e indicaciones del capitán del buque o de los oficiales en quienes delegue esta 
responsabilidad.

5.º El embarque de la mercancía por medios rodantes en el buque.
6.º El trincaje o sujeción de la carga a bordo del buque para evitar su desplazamiento 

durante la navegación, siempre que estas operaciones no se realicen por la tripulación del 
buque.

b) Las actividades de desestiba y descarga comprenden:
1.º El destrincaje o suelta de las sujeciones de la carga a bordo para permitir su 

manipulación, siempre que estas operaciones no se realicen por la tripulación del buque.
2.º La desestiba de mercancías en la bodega o a bordo del buque, comprendiendo todas 

las operaciones precisas para su colocación al alcance de los medios de izada o 
transferencia.

3.º La aplicación de gancho, cuchara, spreader o cualquier otro dispositivo que permita 
izar o transferir la mercancía.

4.º El izado o transferencia de la mercancía y su colocación en un medio de transporte o 
en el muelle o pantalán al costado del buque.

5.º La descarga de la mercancía, bien sobre vehículos de transporte terrestre, bien sobre 
muelle o pantalán para su posterior recogida por vehículos o medios de transporte 
horizontal, y, en su caso, su traslado a la zona de almacenamiento o depósito dentro del 
puerto, y el depósito y apilado de la mercancía en dicha zona.

6.º El desembarque de la mercancía del buque por medios rodantes.
c) La actividad de trasbordo comprende el destrincaje o suelta, siempre que no se realice 

por la tripulación del buque y la desestiba en el primer buque, la transferencia de la 
mercancía directamente desde un buque a otro y la estiba en el segundo buque y posterior 
trincaje, siempre que no se realice por la tripulación del buque en el segundo buque.

2. A los efectos establecidos en este artículo, no tendrán la consideración de mercancía 
objeto de tráfico marítimo:
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a) Los bienes propiedad de las Autoridades Portuarias.
b) Las cartas, tarjetas, paquetes postales y otros bienes que sean objeto del servicio 

postal o de mensajería.
c) La pesca fresca, el bacalao verde y sus productos elaborados.
d) Los desechos y residuos generados por el buque, así como los desechos y residuos 

de la carga procedente de los buques.
3. Quedan exentas de su consideración como servicio portuario de manipulación de 

mercancías las actividades siguientes:
a) El manejo de medios mecánicos propiedad de la Autoridad Portuaria y la manipulación 

de mercancías del Ministerio de Defensa, salvo que en este último caso el servicio se realice 
por una empresa titular de una licencia para la prestación del servicio de manipulación de 
mercancías.

b) El manejo de cabezas tractoras o grúas automóviles que no estén permanentemente 
adscritas a operaciones portuarias y sean conducidas por su personal habitual.

c) El embarque y desembarque de camiones, automóviles y cualquier clase de vehículos 
a motor, con sus remolques o semirremolques, cuando se realicen por sus propietarios, 
usuarios o conductores habituales dependientes de aquellos.

d) La conducción, enganche y desenganche de cabezas tractoras que embarquen o 
desembarquen remolques o semirremolques, si el transporte se produce sin solución de 
continuidad desde fuera de la zona de servicio del puerto hasta su embarque, o desde el 
barco hasta fuera de la mencionada zona.

e) La conducción de vehículos de todo tipo que transporten mercancías hasta pie de 
grúa o de instalación de carga, o de rampa de embarque, en operaciones directas de 
cualquier medio de transporte terrestre a buque, si el transporte se produce sin solución de 
continuidad desde fuera de la zona de servicio del puerto.

Asimismo, la conducción de vehículos de todo tipo que reciban mercancías a pie de grúa 
o de instalación de descarga, o de rampa de desembarque, en operaciones directas de 
buque a cualquier medio de transporte terrestre, si el transporte se produce sin depósito 
intermedio hasta fuera de la zona de servicio del puerto.

En ambos casos, las operaciones de conexión de los medios de carga y descarga. En 
este supuesto, se consideran incluidas las operaciones directas de cualquier medio de 
transporte terrestre a buque y las de buque a cualquier medio de transporte terrestre.

f) Las labores de sujeción y suelta de la carga a bordo del buque, cuando sean 
realizadas por las tripulaciones de los buques.

g) Las operaciones de carga, descarga y trasbordo para el avituallamiento. Asimismo, las 
operaciones de carga, descarga y trasbordo para el aprovisionamiento de buques cuando no 
se precise emplear medios de carga adscritos permanentemente al servicio de manipulación 
de mercancías, así como la carga o descarga de las piezas y repuestos para la reparación 
del buque y la maquinaria y herramientas precisas para dichos trabajos.

A estos efectos, se considerarán operaciones de avituallamiento las que se refieren a los 
siguientes productos: agua, combustibles, carburantes, lubricantes y demás aceites de uso 
técnico.

A su vez, se consideran operaciones de aprovisionamiento las que se refieren a los 
siguientes productos: los destinados exclusivamente al consumo de la tripulación y de los 
pasajeros, productos de consumo para uso doméstico, los destinados a la alimentación de 
los animales transportados y los consumibles utilizados para la conservación, tratamiento y 
preparación a bordo de las mercancías transportadas.

h) Las operaciones de carga, descarga y trasbordo si se realizan por tubería.
i) Las operaciones que se realicen en instalaciones portuarias en régimen de concesión 

o autorización, cuando dichas instalaciones estén directamente relacionadas con plantas de 
transformación, instalaciones de procesamiento industrial o envasado de mercancías propias 
que se muevan por dichos terminales marítimos de acuerdo con su objeto concesional, salvo 
que se realizasen por una empresa titular de licencia de prestación del servicio portuario de 
manipulación de mercancías.

Las actividades incluidas en el servicio de manipulación de mercancías que sean 
realizadas en las instalaciones otorgadas en concesión o autorización citadas en el párrafo 
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anterior deberán ser realizadas con trabajadores que cumplan las condiciones establecidas 
en el artículo 3 del Real Decreto-ley 8/2017, de 12 de mayo, por el que se modifica el 
régimen de los trabajadores para la prestación del servicio portuario de manipulación de 
mercancías dando cumplimiento a la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
de 11 de diciembre de 2014, recaída en el asunto C-576/13 (procedimiento de infracción 
2009/4052).

4. La Autoridad Portuaria podrá autorizar al naviero o armador, sin necesidad de tramitar 
una licencia de servicio de manipulación de mercancías, el manejo de medios de carga y 
descarga propios del buque por personal de su tripulación, una vez se acredite, mediante la 
presentación de los oportunos certificados de las autoridades competentes, la idoneidad de 
los medios técnicos empleados y la cualificación del personal que los maneje, 
particularmente en materia de prevención de riesgos laborales. La Autoridad Portuaria podrá 
imponer las condiciones necesarias a fin de que se garantice la realización de la operación 
en condiciones de seguridad y de calidad ambiental.

En ningún caso se podrá autorizar para aquellos buques que enarbolen el pabellón de un 
Estado incluido en la lista negra que se publica en el informe anual del Memorando de París 
o, independientemente de su pabellón que esté descrito como de alto o muy alto riesgo por 
el nuevo régimen de inspección.

5. (Derogado)

[ . . . ]
Sección 5.ª Servicio de recepción de desechos generados por buques

Artículo 132.  Régimen de prestación.
1. Se incluyen en este servicio las actividades de recogida de desechos generados por 

buques, su traslado a una instalación de tratamiento autorizada por la Administración 
competente y, en su caso, el almacenamiento, clasificación y tratamiento previo de los 
mismos en la zona autorizada por las autoridades competentes.

2. A los efectos de esta ley, se entiende por desechos generados por buques, todos los 
producidos por el buque, incluyendo los desechos relacionados con la carga, y que están 
regulados por los anexos I, IV, V o VI del Convenio internacional para prevenir la 
contaminación ocasionada por los buques de 1973, modificado por su Protocolo de 1978, en 
su versión vigente (MARPOL 73/78) y por su Protocolo de 1997 que enmendaba el citado 
Convenio y añadía el anexo VI al mismo. Los desechos generados por buques se 
considerarán residuos en el sentido del párrafo a) del artículo 3 de la Ley 10/ 1998, de 21 de 
abril, de Residuos.

3. Se entiende como desechos relacionados con la carga los restos de embalajes, 
elementos de trincado o sujeción, y otros, que se encuentran a bordo en bodegas de carga o 
tanques, que permanecen una vez completados los procedimientos de descarga, según se 
definen en las Directrices para la aplicación del anexo V de MARPOL 73/78.

4. No se consideran desechos generados por buques los residuos de la carga, 
entendiendo como tales los restos de cualquier material de carga que se encuentren a bordo 
de bodegas de carga o tanques y que permanezcan una vez completados los 
procedimientos de descarga y las operaciones de limpieza, ni los derrames del material de 
carga. A los efectos de esta ley no estará incluida en el servicio portuario de recepción de 
desechos generados por los buques, la recogida de los residuos de carga y de las 
sustancias que agotan la capa de ozono y los equipos que las contienen, a los que se hace 
referencia en el artículo 63 de esta ley.

5. Únicamente podrán prestar este servicio las empresas que, habiendo obtenido la 
correspondiente licencia de la Autoridad Portuaria, hayan sido autorizadas por el órgano 
medioambiental competente para la realización de las actividades de gestión de los 
desechos a que se refiere este servicio y, asimismo, hayan acreditado documentalmente un 
compromiso de aceptación para su tratamiento o eliminación por parte del gestor 
destinatario.

6. En las prescripciones particulares del servicio se incluirán, entre otras, sin perjuicio de 
las que se establezcan en la licencia correspondiente, las características y condiciones 
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técnicas que deben cumplir las operaciones e instalaciones de recepción de desechos, las 
cuales deberán ajustarse a las normas aprobadas por las Administraciones competentes, así 
como los medios que deba incorporar el prestador del servicio para colaborar con las 
Administraciones competentes en los servicios de lucha contra la contaminación marina.

7. El conjunto de los medios disponibles en cada puerto deberá ser el adecuado para 
atender las necesidades de los buques que utilicen normalmente el puerto, sin causarles 
demoras innecesarias.

8. Con la finalidad de reducir los vertidos al mar de los desechos generados por los 
buques, las Autoridades Portuarias cobrarán una tarifa fija a los buques que atraquen, en 
cada escala en el puerto, hagan o no uso del servicio de recepción de desechos previsto en 
este artículo. Dicha tarifa, que se determinará en función de las unidades de arqueo bruto 
(GT) del buque y, adicionalmente, en el caso de buques de pasaje, del número de personas 
a bordo, dará derecho a descargar por medios de recogida terrestre en la Zona I del puerto, 
sin coste adicional, durante los siete primeros días de la escala, todos los desechos de los 
anexos I y V del Convenio Marpol 73/78. Las Autoridades Portuarias no podrán incentivar 
directa o indirectamente la limitación de los volúmenes de desechos descargados.

Si la recogida se realiza por medios marinos o tiene lugar en la Zona II del puerto, la 
tarifa fija será un 25 por ciento superior que la establecida para la recogida en Zona I.

Por las descargas correspondientes a los desechos de los anexos IV y VI, así como por 
las realizadas después del séptimo día de escala, los buques abonarán directamente al 
prestador del servicio la tarifa que corresponda por los volúmenes recogidos.

Los prestadores del servicio podrán convenir con sus usuarios, a su cargo, descuentos 
comerciales sobre la tarifa, en función, entre otros de los tipos y volúmenes anuales de los 
desechos entregados.

La tarifa fija a aplicar a un buque en cada escala de un puerto será la resultante del 
producto de la cuantía básica (R1) por los siguientes coeficientes, en función de las unidades 
de arqueo bruto del buque (GT):

a) Buques entre 0 y 2.500 GT: 1,50.
b) Buques entre 2.501 y 25.000 GT: 6 x 0,0001 x GT.
c) Buques entre 25.001 y 100.000 GT: (1,2 x 0,0001 x GT) + 12
d) Buques de más de 100.000 GT: 24,00.
En el caso de los buques de pasaje, tales como ferris, ropax y cruceros, a la anterior 

tarifa se adicionará la resultante del producto de la cuantía básica (R2) por el número de 
personas a bordo del buque que figura en la Declaración Única de Escala, a cuyo efecto 
computarán tanto los pasajeros como la tripulación.

El valor de la cuantía básica (R1) se establece en 80 euros, salvo para los buques de 
pasaje que será de 75 euros, y el de la cuantía básica (R2) en 0,25 euros, para todas las 
Autoridades Portuarias. Dichos valores podrán ser revisados en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado o en otra que, en su caso, se apruebe a estos efectos, en función de la 
evolución de los costes del servicio en el sistema portuario.

Los volúmenes de los desechos correspondientes a los anexos I y V de MARPOL 73/78 
efectivamente descargados serán abonados por la Autoridad Portuaria a las empresas 
prestadoras de acuerdo con las tarifas que se establezcan en las Prescripciones Particulares 
del Servicio. En el caso de que la cantidad recaudada por la tarifa fija fuera superior a lo 
abonado, la Autoridad Portuaria podrá distribuir un porcentaje de la cantidad remanente 
entre los titulares de licencias del servicio para contribuir a la viabilidad del servicio en caso 
de demanda insuficiente. Los criterios de distribución se incluirán en las prescripciones 
particulares del servicio que deberán ser objetivos, transparentes, proporcionales, equitativos 
y no discriminatorios.

Las Autoridades Portuarias podrán proponer en el marco del Plan de Empresa un 
coeficiente corrector común a las cuantías básicas R1 y R2, que no podrá ser inferior a 1,00 
ni superior a 1,30, cuando la cantidad recaudada por la Autoridad Portuaria por estos 
conceptos en el ejercicio anterior hubiese sido inferior a la cantidad abonada a las empresas 
prestadoras del servicio en dicho ejercicio. El coeficiente corrector propuesto tendrá como 
objeto alcanzar el equilibrio entre los ingresos y gastos de la Autoridad Portuaria asociados a 
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la prestación del servicio, tomando en consideración la evolución de los tráficos prevista para 
el año en el que se aplique.

En el supuesto de que la Autoridad Portuaria no proponga un coeficiente corrector se 
entenderá que opta por el mantenimiento del aprobado para el ejercicio anterior o, si no se 
hubiera aprobado ninguno, que el valor del mismo será igual a la unidad. El coeficiente 
corrector definitivo para cada Autoridad Portuaria se establecerá con carácter anual en la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado o, en la que, en su caso, se apruebe a estos 
efectos.

9. El pago de la tarifa fija de recepción de desechos generados por buques es obligatoria 
para todos los buques en cada escala que realicen en el puerto, con un máximo de una vez 
cada siete días, con la salvedad de las bonificaciones y exenciones recogidas en los 
apartados 10 y 11 de este artículo. Esta tarifa será exigible a los sujetos pasivos de la tasa 
del buque en las condiciones establecidas para dicha tasa.

10. Se aplicarán las siguientes bonificaciones a la tarifa fija de recepción de desechos 
generados por buques:

a) Cuando el buque disponga de un certificado de la Administración Marítima en el que 
se haga constar que, por la gestión medioambiental del buque, por su diseño, equipos 
disponibles o condiciones de explotación, se generan cantidades reducidas de los desechos 
correspondientes: 20 por ciento. En el caso de los buques de pasaje, el certificado distinguirá 
entre los desechos del anexo I y del anexo V, aplicándose la bonificación a la parte de la 
tarifa fija asociada a la cuantía básica R1 (anexo I) y/o R2 (anexo V) respectivamente en 
función de los certificados obtenidos.

b) Cuando el buque que en una escala no efectúe descarga de desechos del anexo I 
acredite ante la Autoridad Portuaria, mediante un certificado expedido por la Administración 
Marítima, la entrega de los desechos de dicho anexo, así como el pago de las tarifas 
correspondientes, en el último puerto donde haya efectuado escala, siempre que se 
garantice la recogida de todos los desechos de este tipo en dicho puerto, que no se haya 
superado la capacidad de almacenamiento del mismo desde la escala anterior y que 
tampoco se vaya a superar hasta la próxima escala: 50 por ciento. En el caso de los buques 
de pasaje, esta bonificación se aplicará únicamente a la parte de la tarifa fija asociada a la 
cuantía básica R1.

c) Los buques que operen en tráfico regular con escalas frecuentes y regulares, 
particularmente los dedicados a líneas de transporte marítimo de corta distancia, cuando 
ante la Autoridad Portuaria se acredite, mediante certificado expedido por la Administración 
Marítima, la existencia de un plan que asegure la entrega de desechos generados por los 
buques de los anexos I y V, así como el pago de las tarifas correspondientes en alguno de 
los puertos situados en la ruta del buque, y que garantice la recogida de todos sus desechos 
cuando el buque haga escala en dicho puerto de forma que en ninguno de sus viajes se 
supere la capacidad de almacenamiento de cada tipo de desechos: 100 x [1-(0,30/(n-1))] por 
ciento, siendo n el número medio de puertos diferentes en los que la línea marítima hace 
escala por cada periodo de siete días y siempre que n sea igual o mayor que 2. En todo 
caso, los buques mencionados pagarán la tarifa que les corresponda, en cada puerto que 
escalen, como máximo una vez cada 7 días, correspondiendo el importe total de la tarifa fija 
si se ha hecho descarga en ese periodo. En el caso de los buques de pasaje, el certificado 
distinguirá la existencia de un plan correspondiente a los desechos del anexo I y del anexo V, 
aplicándose la bonificación a la parte de la tarifa fija asociada a la cuantía básica R1 (anexo 
I) y/o R2 (anexo V), respectivamente, en los puertos en los que no se produzca la descarga 
del desecho correspondiente.

En el supuesto c), cuando el buque posea un plan que únicamente asegure la entrega de 
desechos sólidos del anexo V del Convenio MARPOL 73/78, la bonificación será la tercera 
parte de la que le corresponde de acuerdo con lo dispuesto en dicho supuesto. Si el buque 
es de pasaje, la bonificación se aplicará sobre la tercera parte de la tarifa fija que 
corresponde a la cuantía básica R1 y sobre el cien por cien de la tarifa fija que corresponde 
a la cuantía básica R2.

En caso de que el buque posea un plan que solo asegure la entrega de desechos 
líquidos del anexo I, la bonificación será de las dos terceras partes. Si el buque es de pasaje, 
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la bonificación se aplicará sobre las dos terceras partes de la tarifa fija que corresponde a la 
cuantía básica R1, sin que se aplique bonificación sobre la parte de la tarifa fija que 
corresponde a la cuantía básica R2.

11. Estarán exentos del pago de la tarifa fija de recepción de desechos generados por 
buques, sin perjuicio de que satisfagan directamente al prestador del servicio las cantidades 
correspondientes a los volúmenes de desechos que realmente entreguen:

a) Los buques de guerra, unidades navales auxiliares y otros buques que, siendo 
propiedad de un Estado de la Unión Europea o estando a su servicio, sólo presten servicios 
gubernamentales de carácter no comercial.

b) Los buques y embarcaciones al servicio de la Autoridad Portuaria o asociadas a la 
realización de obras en la zona del servicio del puerto, las embarcaciones al servicio de las 
Administraciones públicas que tengan base en el puerto, así como las que formen parte de 
un servicio portuario, las dedicadas al tráfico interior y los destinados al avituallamiento y al 
aprovisionamiento de buques, siempre que se acredite ante la Autoridad Portuaria, mediante 
certificado expedido por la Administración marítima, la existencia de un plan que asegure la 
entrega periódica de desechos y residuos generados por el buque, aceptado por uno de los 
prestadores del servicio, debiéndose justificar trimestralmente las entregas realizadas.

c) Los buques o embarcaciones de pesca fresca. En este supuesto, la Autoridad 
Portuaria deberá subscribir un convenio con las cofradías de pescadores con el fin de 
establecer un plan que asegure la entrega periódica de desechos y residuos generados por 
el buque o embarcación, aceptado por uno de los prestadores del servicio, debiéndose 
justificar trimestralmente las entregas realizadas.

d) Las embarcaciones deportivas o de recreo autorizadas para un máximo de 12 
pasajeros. En este supuesto, la Autoridad Portuaria deberá subscribir un convenio con los 
operadores de las dársenas o las instalaciones náutico-deportivas con el fin de establecer un 
plan que asegure la entrega periódica de desechos y residuos generados por el buque o 
embarcación, aceptado por uno de los prestadores del servicio, debiéndose justificar 
trimestralmente las entregas realizadas.

e) Los buques que fondeen en zonas geográficas que no hayan necesitado la realización 
de obras de mejora y la instalación de equipos para posibilitar el fondeo.

f) Buques inactivos y buques a flote en construcción, gran reparación, transformación o 
desguace.

12. En los casos contemplados en los apartados anteriores, no se tendrán en 
consideración los planes en los que intervengan instalaciones portuarias receptoras situadas 
en puertos extracomunitarios y que no figuren en los listados actualizados de Instalaciones 
de Recepción de la Organización Marítima Internacional (OMI), ni tampoco las descargas 
efectuadas en dichas instalaciones.

13. Las cantidades recaudadas con la tarifa fija contribuirán a la financiación de los 
costes de prestación del servicio y a promover las mejores prácticas ambientales 
desincentivando el vertido de desechos al mar. A estos efectos, y a partir de un volumen 
mínimo de desechos descargados, la Autoridad Portuaria podrá establecer bonificaciones a 
la tarifa fija por cada metro cúbico de desecho que se acredite haber descargado, previo 
informe vinculante de Puertos del Estado y siempre que dichas bonificaciones se incorporen 
a la estructura de costes de cada Autoridad Portuaria, en un marco de competencia leal 
entre puertos.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Servicios comerciales

[ . . . ]
Artículo 139.  Régimen de prestación de servicios comerciales y otras actividades.

1. Los servicios comerciales se prestarán en régimen de concurrencia.
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Los organismos públicos portuarios adoptarán medidas encaminadas a promover la 
competencia en la prestación de los mismos.

2. La prestación de servicios comerciales y el desarrollo de actividades industriales, 
comerciales o de servicios por terceros requerirá la obtención de autorización de la Autoridad 
Portuaria. El plazo de vigencia de dicha autorización será el que se determine en el título 
correspondiente. Si la prestación del servicio comercial estuviera vinculada a la ocupación 
privativa del dominio público portuario, el plazo deberá ser el mismo que el autorizado para 
la ocupación demanial.

Asimismo, la prestación de los mismos, deberá ajustarse a las condiciones particulares 
que determine cada Autoridad Portuaria, en su caso, así como a las demás disposiciones 
normativas que sean de aplicación.

3. Cuando el desarrollo de una actividad o de un servicio requiera la ocupación de bienes 
de dominio público portuario, se tramitará un solo expediente, otorgándose un único título 
administrativo en el que por el mismo plazo se autorice la actividad y la ocupación del 
dominio público portuario.

4. El plazo máximo para notificar la resolución del expediente de otorgamiento de la 
autorización será de tres meses. Ésta se entenderá otorgada si transcurre el citado plazo sin 
que haya recaído resolución expresa, salvo que se requiera la ocupación privativa de bienes 
del dominio público portuario.

5. Los títulos habilitantes para la prestación de servicios comerciales deberán incluir, al 
menos, los siguientes contenidos:

a) Objeto del servicio o de la actividad.
b) Plazo de otorgamiento.
c) Garantías que deban constituirse, incluidas las necesarias para cubrir posibles riesgos 

medioambientales.
d) Condiciones y medios para garantizar la seguridad y calidad ambiental del servicio o 

actividad, así como su compatibilidad con el funcionamiento operativo del puerto.
e) Tasa de actividad que corresponda.
6. Las autorizaciones podrán extinguirse por alguna de las siguientes causas:
a) Transcurso del plazo previsto en la autorización.
b) Revocación por incumplimiento de las condiciones establecidas en el título habilitante.
c) Por las demás causas previstas, en su caso, en las condiciones particulares 

establecidas por la Autoridad Portuaria.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Régimen económico

CAPÍTULO I
Principios y compensación y asistencia interportuarias

Artículo 156.  Autofinanciación del sistema portuario.
1. El régimen económico de los puertos de titularidad estatal deberá responder al 

principio de autosuficiencia económica del sistema portuario en su conjunto y de cada una 
de las Autoridades Portuarias en un marco de autonomía de gestión económico-financiera 
de los organismos públicos portuarios.

2. Los ingresos por las actividades ordinarias del sistema portuario estatal y de cada una 
de las Autoridades Portuarias deberán cubrir, al menos, los siguientes conceptos:

a) Los gastos de explotación, los gastos financieros y otros necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones.

b) Las cargas fiscales.
c) La depreciación de sus bienes e instalaciones.
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d) Un rendimiento razonable sobre el activo no corriente neto medio del ejercicio, 
excluyendo el inmovilizado en curso, los activos por impuestos diferidos y los deudores 
comerciales no corrientes, que permita hacer frente a las necesidades de las nuevas 
inversiones y a la devolución de los empréstitos emitidos y de los préstamos recibidos.

3. Para garantizar la autosuficiencia económica del sistema portuario y de cada una de 
las Autoridades Portuarias, Puertos del Estado acordará con cada Autoridad Portuaria, en 
los respectivos Planes de Empresa, en la forma prevista en el artículo 52 de esta ley, los 
objetivos de rentabilidad anual, el rendimiento sobre el activo no corriente neto medio 
considerado como razonable y demás objetivos de gestión, atendiendo a la previsible 
evolución de la demanda, a las necesidades inversoras de cada Autoridad Portuaria 
derivadas de la misma, a sus características físicas y condiciones específicas, en particular 
las derivadas de la insularidad, especial aislamiento y ultraperifericidad, y a su posición 
competitiva, teniendo en cuenta el objetivo de rentabilidad anual fijado para el conjunto del 
sistema portuario.

El objetivo de rentabilidad anual para el conjunto del sistema portuario se establece en el 
2,5 por ciento y podrá ser revisado en la Ley de Presupuestos Generales del Estado o en 
otra que se apruebe a estos efectos, en función de criterios de política económica y de 
transporte, de la evolución de los costes logísticos y portuarios, de las necesidades 
inversoras del sistema, de la previsible evolución de la demanda y de sostenibilidad de la 
actividad portuaria.

[ . . . ]
Artículo 159.  Fondo de Compensación Interportuario.

1. El Fondo de Compensación Interportuario constituye el instrumento de redistribución 
de recursos del sistema portuario estatal. Será administrado por Puertos del Estado de 
conformidad con los acuerdos adoptados por el Comité de Distribución del Fondo, y se 
dotará anualmente en el presupuesto de explotación individual de dicho Organismo Público.

2. Las Autoridades Portuarias y Puertos del Estado realizarán aportaciones al Fondo de 
Compensación Interportuario conforme a los criterios y límites establecidos en esta ley. 
Dichas aportaciones tendrán la consideración de gasto no reintegrable.

3. La cuantía anual de la aportación de cada Autoridad Portuaria al Fondo de 
Compensación Interportuario se determinará por agregación de los siguientes importes 
correspondientes al ejercicio anterior:

a) El 80 por ciento de los ingresos devengados por la tasa de ayudas a la navegación 
asociados a la cuantía básica (A) correspondiente a las embarcaciones a las que por sus 
características les sea de aplicación la tasa del buque.

b) Hasta el 12 por ciento y no menos del 4 por ciento del resultado del ejercicio, 
excluyendo las amortizaciones del inmovilizado, el resultado por enajenaciones y bajas del 
activo no corriente, los ingresos por incorporación al activo de gastos financieros, el traspaso 
a resultados de subvenciones de capital y otros resultados que tengan el carácter de 
extraordinarios, la cantidad correspondiente al Fondo de Compensación aportada y recibida 
y los ingresos por la tasa de ayudas a la navegación siempre que el valor resultante sea 
positivo.

El porcentaje a aplicar correspondiente al párrafo b) será fijado anualmente por el Comité 
de Distribución del Fondo, a propuesta de Puertos del Estado, en función, entre otras, de las 
necesidades financieras globales de las Autoridades Portuarias y de Puertos del Estado 
motivadas por la diferente situación competitiva en que se encuentran las Autoridades 
Portuarias, sobre la base de no discriminación de tratamiento entre las mismas. Dicho 
porcentaje se reducirá un 50 por ciento para las Autoridades Portuarias del Archipiélago 
Canario, Balear y de Ceuta, Melilla y Sevilla.

4. La cuantía de la aportación anual de Puertos del Estado se determinará por su 
Consejo Rector en función de las disponibilidades y previsiones presupuestarias de dicho 
Organismo Público y de las necesidades del Fondo de Compensación Interportuario.
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5. La distribución del Fondo de Compensación Interportuario entre Puertos del Estado y 
las Autoridades Portuarias se aprobará por el Comité de Distribución del Fondo atendiendo a 
los criterios siguientes:

a) Las aportaciones establecidas en el apartado 3.a) de este artículo, se distribuirán 
entre todas las Autoridades Portuarias en función del número de faros y otras ayudas a la 
navegación marítima operativas que cada una de ellas tenga asignada.

b) Las aportaciones previstas en los apartados 3.b) y 4 tendrán carácter finalista y su 
aplicación estará condicionada a su ejecución efectiva o, en su caso, al cumplimiento del 
correspondiente plan de saneamiento, destinándose, entre otras, a financiar:

1.º Inversiones en infraestructuras portuarias y en señalización marítima, así como sus 
gastos de reparación y mantenimiento.

2.º Los gastos asociados a la implantación de planes de saneamiento.
3.º Actuaciones medioambientales y de seguridad que favorezcan un marco de 

desarrollo sostenible y seguro de la actividad portuaria.
4.º Actuaciones o programas de investigación, desarrollo e innovación de interés 

portuario.
5.º Daños físicos o situaciones económicas excepcionales o no previstos.
Asimismo, dichas aportaciones se destinarán a compensar los menores ingresos 

estructurales de las Autoridades Portuarias de Ceuta, Melilla, Baleares y de las Islas 
Canarias, las cuales soportan reducciones y bonificaciones de las tasas derivadas de sus 
condiciones de insularidad, especial aislamiento y ultraperifericidad.

Las cantidades a recibir por estas compensaciones se sujetarán a los dos siguientes 
criterios:

En primer lugar, el volumen total de estas compensaciones será la aportación mínima al 
Fondo de Compensación Interportuario establecida en el apartado 3,b) de este artículo.

Y, en segundo lugar, se distribuirán de forma proporcional a las cantidades que se han 
dejado de percibir como consecuencia de la aplicación a las tasas del buque, pasaje y 
mercancía de los coeficientes reductores por concepto de interinsularidad y de las 
bonificaciones por insularidad, especial aislamiento y ultraperifericidad, correspondientes al 
año inmediatamente anterior a la fecha de celebración del Plan de Empresa.

El importe a recibir por cada Autoridad Portuaria no podrá ser superior al importe de las 
reducciones y bonificaciones efectivamente practicadas en dicho año correspondientes a las 
tasas señaladas en el párrafo anterior por los conceptos citados en el mismo, y nunca 
superior al importe que le permitiera alcanzar la rentabilidad anual objetivo del sistema 
portuario correspondiente a ese año, calculados los ingresos por tasas de utilización con 
coeficientes correctores de valor uno. Las cantidades que no pudieran ser distribuidas por 
este concepto podrán ser distribuidas de acuerdo con el resto de criterios del Fondo de 
Compensación Interportuario.

Las Autoridades Portuarias cuya rentabilidad de cualesquiera de los 5 ejercicios 
inmediatamente anteriores al año en que se acuerde el Plan de Empresa, calculados los 
ingresos por tasas de utilización con coeficientes correctores de valor uno, supere la 
rentabilidad anual objetivo del sistema portuario, no recibirán cantidad alguna del Fondo de 
Compensación Interportuario por los supuestos 1 al 5 de la letra b) del apartado 5, así como 
tampoco las compensaciones a las Autoridades Portuarias de Ceuta, Melilla, Baleares y 
Canarias por sus condiciones de insularidad, especial aislamiento y ultraperifericidad, 
excepto que se encuentre debidamente formalizado a través de un protocolo, acuerdo o 
norma de alcance nacional.

A efectos contables, las aportaciones al Fondo de Compensación Interportuario tendrán 
la consideración de gasto de explotación en el ejercicio y las percepciones de dicho fondo la 
de ingreso en ese mismo ejercicio.

El Comité de Distribución del Fondo de Compensación Interportuario decidirá el destino 
de las cantidades asignadas anualmente que no fueran consumidas, pudiendo acordar el 
mantenimiento en el Fondo para su asignación en el siguiente ejercicio.

6. El Comité de Distribución del Fondo de Compensación Interportuario tendrá la 
siguiente composición:
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a) El Presidente, que será el Presidente de Puertos del Estado.
b) Los vocales, que serán los Presidentes de cada una de las Autoridades Portuarias.
c) Un Secretario, que será el del Consejo Rector de Puertos del Estado.
Los acuerdos del Comité, sobre la base de las propuestas presentadas por Puertos del 

Estado, serán adoptados por mayoría simple de los asistentes, correspondiendo al 
Presidente el voto de calidad en caso de empate.

7. El balance entre aportaciones y percepciones del Fondo de Compensación 
Interportuario se hará efectivo proporcionalmente a cuenta con carácter trimestral, sin 
perjuicio de la correspondiente liquidación a la finalización del ejercicio en función de la 
justificación o no del cumplimiento de las actuaciones asociadas al mismo.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen económico de la utilización del dominio público y de la prestación de 
los servicios portuarios

[ . . . ]
Artículo 165.  Bonificaciones.

Se admite la posibilidad de bonificaciones en las tasas portuarias en los supuestos y con 
los límites establecidos en esta ley, con el objeto de promover la competitividad y 
sostenibilidad económica y ambiental de la actividad portuaria y del sistema de transporte. 
La aplicación a una tasa de más de una bonificación de las previstas en esta ley se realizará 
de forma sucesiva y multiplicativa. A estos efectos, la cuota íntegra se multiplicará, 
sucesivamente, por los coeficientes reductores correspondientes, entendiéndose por 
coeficiente reductor la unidad menos el valor de la bonificación en tanto por uno.

[ . . . ]
Artículo 169.  Exenciones del pago de la tasa de ocupación.

Estarán exentos del pago de la tasa de ocupación:
a) Los órganos y entidades de las Administraciones públicas que por necesidades de 

funcionamiento deban situarse en el dominio público portuario, por llevar a cabo en el ámbito 
portuario o marítimo actividades de control oficial de mercancías, vigilancia, investigación y 
desarrollo tecnológico, inspección y protección del medio ambiente marino y costero, de 
protección de los recursos pesqueros, represión del contrabando, lucha contra el tráfico 
ilícito de drogas, seguridad pública y control de pasajeros y de mercancías, salvamento, 
lucha contra la contaminación marina, enseñanzas marítimas y aquéllas relacionadas con la 
defensa nacional.

b) La Cruz Roja Española del Mar respecto a las actividades propias que tiene 
encomendadas esta institución, y otras entidades de carácter humanitario, sin fines 
lucrativos y legalmente constituidas, cuya actividad esté exclusivamente vinculada con la 
atención a tripulantes y pasajeros o con la atención sanitaria gratuita, que por necesidades 
de funcionamiento deban situarse en el dominio público portuario, previa solicitud de la 
exención a la Autoridad Portuaria.

[ . . . ]
Artículo 171.  Exenciones del pago de las tasas de utilización y ayudas a la navegación.

Estarán exentos del pago de las correspondientes tasas de utilización y de ayudas a la 
navegación:

a) Los buques de Estado, los buques y aeronaves afectados al servicio de la defensa 
nacional y, a condición de reciprocidad, los de los ejércitos de países integrados con España 
en asociaciones o alianzas militares de carácter internacional, así como sus tropas y efectos 
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militares, y los de otros países que no realicen operaciones comerciales y cuya visita tenga 
carácter oficial o de arribada forzosa, certificada por la autoridad competente.

b) Las embarcaciones, aeronaves y material propiedad de las Autoridades Portuarias y 
los de las Administraciones públicas, o contratados por las mismas, dedicados al servicio del 
puerto y a las actividades de seguridad pública, vigilancia, inspección, investigación y 
protección del medio ambiente marino y costero, protección de los recursos pesqueros, 
represión del contrabando, lucha contra el tráfico ilícito de drogas, salvamento, lucha contra 
la contaminación marina, enseñanzas marítimas y, en general, a misiones oficiales de su 
competencia. Asimismo, a condición de reciprocidad, las embarcaciones y material de las 
Administraciones de otros Estados dedicados a las mismas actividades.

c) Las embarcaciones y material tanto de la Cruz Roja Española del Mar dedicados a las 
labores que tiene encomendadas esta institución, como de aquellas entidades sin fines 
lucrativos y legalmente constituidas que se dediquen exclusivamente a fines humanitarios, 
así como las mercancías de carácter humanitario enviadas a zonas o regiones en crisis o de 
emergencia, realizadas por éstas, previa solicitud de la exención a la Autoridad Portuaria.

d) Embarcaciones y buques a flote en construcción, reparación, transformación, o 
desguace, cuando se realicen en instalaciones dedicadas fundamentalmente a dichas 
actividades y se hallen otorgadas en concesión o autorización que incluyan la lámina de 
agua en la que se realicen las referidas operaciones.

e) Las embarcaciones a vela con eslora no superior a 12 metros, únicamente respecto a 
la tasa de ayudas a la navegación.

 A los efectos de esta ley se considerarán entidades sin fines lucrativos las enumeradas 
en el artículo 2 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin 
fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

[ . . . ]
Sección 6.ª Bonificaciones

Artículo 245.  Bonificaciones de las tasas de actividad y utilización.
1. Para incentivar mejores prácticas medioambientales, la Autoridad Portuaria aplicará 

las siguientes bonificaciones:
a) Cuando los buques acrediten el cumplimiento de unas determinadas condiciones de 

respeto al medio ambiente, mejorando las exigidas por las normas y convenios 
internacionales, y además, la compañía naviera o, en su caso, el armador, al que pertenece 
el buque tenga suscrito un convenio con la Autoridad Portuaria en materia de buenas 
prácticas ambientales asociadas a las operaciones y a la permanencia de buques en puerto, 
a la cuota de la tasa del buque se aplicará una bonificación de un 5 por ciento.

Dicho convenio deberá contemplar un conjunto de instrucciones técnicas y operativas, 
basado en las guías de buenas prácticas ambientales aprobadas por Puertos del Estado, 
cuyo cumplimiento operativo pueda ser verificado mediante un sistema de gestión 
medioambiental. El cumplimiento por el buque de las normas y convenios internacionales en 
esta materia deberá estar certificado por entidades de certificación acreditadas para ello por 
organismos pertenecientes a la International Accreditation Forum. El cumplimiento del 
convenio suscrito se acreditará por parte de la Autoridad Portuaria.

b) Cuando el titular de una licencia para prestar el servicio portuario de manipulación de 
mercancías, o el titular de la concesión o autorización de una terminal de manipulación de 
mercancías cumpla los requisitos que se citan posteriormente se aplicarán las siguientes 
bonificaciones a la cuota de la tasa de actividad:

Con carácter general: 15 por ciento.
A la parte de la cuota de la tasa correspondiente a tráfico manipulado de graneles 

sólidos o líquidos: 20 por ciento.
c) Cuando el titular de una concesión o autorización realice actividades pesqueras, 

náutico-deportivas o de construcción, reparación, transformación o desguace de buques, se 
aplicará una bonificación del 15 por ciento a la cuota de la tasa de actividad.
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Los requisitos que debe cumplir el titular de la autorización, concesión o licencia, en su 
caso, a los efectos de lo previsto en las letras b) y c) anteriores, serán los siguientes:

1.º Tener suscrito un convenio con la Autoridad Portuaria en materia de buenas prácticas 
ambientales.

Dicho convenio deberá contemplar un conjunto de instrucciones técnicas y operativas 
cuyo cumplimiento pueda ser verificado mediante un sistema de gestión medioambiental, 
basado en las guías de buenas prácticas ambientales aprobadas por Puertos del Estado, 
cuyo alcance comprenda la totalidad de los tráficos manipulados.

2.º Estar inscrito en el registro del sistema comunitario de gestión y auditoría ambiental 
(EMAS) o tener implantado un sistema de gestión ambiental basado en UNE-EN-ISO-14001 
certificado por una entidad acreditada a tal efecto por la Entidad Nacional de Acreditación 
(ENAC), y cuyo alcance comprenda todos aquellos servicios relacionados con la actividad 
objeto de autorización o concesión.

2. Para incrementar la calidad en la prestación de los servicios:
a) Cuando la compañía naviera o, en el caso de embarcaciones pesqueras, el armador 

tenga en vigor una certificación de servicios cuyo alcance comprenda todas las operaciones 
del buque en puerto, basada en los referenciales de calidad del servicio aprobados por 
Puertos del Estado o, en su caso, en los referenciales específicos aprobados en su 
desarrollo por la Autoridad Portuaria, y validados por Puertos del Estado en cuanto a su 
ajuste a los citados referenciales de calidad, a la cuota de la tasa del buque se le aplicará 
una bonificación de un 5 por ciento.

La certificación de servicios debe estar emitida por una entidad acreditada a tal efecto 
por ENAC conforme a la norma UNE-EN-45011 o aquélla que la sustituya, o por una entidad 
cuyo sistema de emisión cumpla los requisitos de la misma.

b) Cuando el prestador de un servicio portuario o el titular de la concesión o autorización 
de una terminal marítima de mercancías o de una estación marítima, tenga en vigor una 
certificación de servicio, basada en los referenciales de calidad del servicio aprobados por 
Puertos del Estado o, en su caso, en los referenciales específicos aprobados en su 
desarrollo por la Autoridad Portuaria y validados por Puertos del Estado en cuanto a su 
ajuste a los citados referenciales de calidad, emitida por una entidad acreditada a tal efecto 
por ENAC conforme a la Norma UNE-EN 45011, a la cuota de la tasa de actividad se 
aplicará una bonificación del 15 por ciento.

c) Cuando el titular de una licencia del servicio de manipulación de mercancías, o el 
concesionario o autorizado cuyo objeto concesional sea una terminal marítima de 
mercancías en la que se preste dicho servicio, supere por encima del 30 por ciento los 
niveles mínimos de productividad establecidos en los Pliegos de Prescripciones Particulares 
del servicio o en el título habilitante de la ocupación privativa del dominio público, a la cuota 
de la tasa de actividad se aplicará una bonificación de igual valor que el porcentaje de 
aumento de la productividad con respecto al valor citado, con un valor máximo del 50 por 
ciento. La liquidación de esta bonificación se realizará al final del ejercicio, cuando se liquide 
la tasa de actividad conforme a lo previsto en el artículo 191, considerando para su cálculo 
los valores medios de productividad del ejercicio.

3. Para incentivar la captación, la fidelización y el crecimiento de los tráficos y de los 
servicios marítimos que coadyuven al desarrollo económico y social de la zona de influencia 
económica de los puertos o de España en su conjunto, podrán aplicarse bonificaciones 
adicionales, no superiores al 40 por ciento, a la cuota de las tasas del buque, del pasaje y de 
la mercancía.

Los tráficos y servicios marítimos susceptibles de esta bonificación serán los calificados 
como sensibles, prioritarios o estratégicos para cada Autoridad Portuaria.

Dichas bonificaciones podrán diferenciarse para cada uno de los tráficos y servicios 
marítimos calificados como sensibles, prioritarios o estratégicos así como para cada una de 
las tasas y podrán escalarse respectivamente en función del número de GT o del volumen 
de pasaje o de mercancías aportado por el sujeto pasivo en el ejercicio anterior en relación 
con los tráficos totales en dicho ejercicio correspondiente al tráfico o servicio marítimo 
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considerado, o del crecimiento anual de dichos tráficos o servicios respecto a ese ejercicio, 
debiendo ser idénticas para todos los sujetos pasivos en las mismas condiciones.

En el caso de que las bonificaciones se escalen de acuerdo con lo dispuesto en el 
apartado anterior, la Autoridad Portuaria liquidará las mismas al final del ejercicio en función 
del crecimiento real de los tráficos o servicios marítimos calificados como sensibles, 
prioritarios o estratégicos aportados por el sujeto pasivo en el ejercicio.

A propuesta del Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria, el Plan de 
Empresa acordará de forma motivada los tráficos y servicios marítimos sujetos a bonificación 
y las condiciones de aplicación de las bonificaciones reguladas en este apartado, así como 
su límite conjunto para su importe total en el ejercicio, teniendo en cuenta la evolución, 
características y condicionamientos de la demanda, así como la situación de los mercados y 
la posición competitiva del puerto respecto a los mismos.

En la Ley de Presupuestos Generales del Estado o, en la que, en su caso se apruebe, se 
incluirá la definición de los tráficos y servicios marítimos sujetos a esta bonificación, así 
como el valor de la misma para cada una de las tasas y, en su caso, condiciones y escalas 
de aplicación.

Para el cálculo de la bonificación a aplicar se estará a lo dispuesto en el artículo 163 de 
esta ley.

El importe total de las bonificaciones reguladas en este apartado que aplique anualmente 
cada Autoridad Portuaria no podrá ser superior al 20 por ciento de la recaudación anual 
conjunta por las tasas del buque, del pasaje y de la mercancía del último ejercicio anterior al 
año en que se acuerda el Plan de Empresa.

3 bis. En todo caso, a los efectos del apartado 3 del presente artículo, los tráficos 
regulares de pasaje o carga rodada que unen el territorio peninsular español con las 
Comunidades Autónomas de las Illes Balears y Canarias y las ciudades de Ceuta y Melilla 
serán calificados como tráficos sensibles, prioritarios o estratégicos que coadyuvan al 
desarrollo económico y social de España en su conjunto.

La bonificación aplicada a los tráficos regulares de pasaje o carga rodada, a que se 
refiere el anterior párrafo, no computará respecto al 20 por ciento de la recaudación anual 
conjunta por las tasas del buque, del pasaje y de la mercancía, establecido como límite 
máximo para las bonificaciones reguladas en el apartado 3. Esta bonificación no será 
incompatible con las que puedan establecerse para un mismo servicio marítimo con arreglo 
a lo dispuesto en el apartado 5 de este artículo.

En los supuestos regulados en este apartado, una vez aprobadas las bonificaciones 
adicionales a la cuota de las tasas del buque, del pasaje y de la mercancía de conformidad 
con el nuevo límite establecido, la autoridad portuaria podrá proceder a su aplicación con 
efectos a partir del 1 de marzo de 2020 y, en consecuencia, revisar, a solicitud del sujeto 
pasivo, las liquidaciones ya practicadas desde la citada fecha. La práctica de la 
correspondiente liquidación no devengará intereses a favor del sujeto pasivo de la tasa.

4. Para potenciar y consolidar el papel de España como plataforma logística 
internacional, podrán aplicarse las siguientes bonificaciones a la cuota de las tasas del 
buque y de la mercancía:

A la tasa del buque cuando el buque atraque en una terminal de contenedores en 
régimen de concesión o autorización.

A la tasa de la mercancía, para mercancías de entrada o salida marítima o en tránsito 
marítimo en una terminal de contenedores en régimen de concesión o autorización.

En función de la proporción de contenedores en régimen de tránsito marítimo (t), 
respecto del total de tráfico de contenedores en la terminal o en el conjunto de terminales de 
un determinado puerto, registrado en el último ejercicio anterior al año en que se acuerda el 
Plan de Empresa, estas bonificaciones no podrán ser superiores a los porcentajes que se 
indican:

Proporción de tránsito (t) Bonificación
0 < t < 25% 40%
25% < t < 50% 50%
t > 50% 60%
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En el caso de inicio de actividad de la terminal, para los dos primeros ejercicios se 
considerarán las estimaciones razonables de tráficos, aceptadas por la Autoridad Portuaria.

A propuesta del Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria, el Plan de 
Empresa acordará de forma motivada las condiciones de aplicación de las bonificaciones 
reguladas en este apartado, así como su límite conjunto para su importe total en el ejercicio, 
teniendo en cuenta la evolución, características y condicionamientos de la demanda de 
tránsito de contenedores, así como la situación de este mercado y la posición competitiva del 
puerto respecto al mismo. La bonificación aprobada será de aplicación a todas las terminales 
de contenedores del puerto en régimen de concesión o autorización.

En la Ley de Presupuestos Generales del Estado o, en la que, en su caso se apruebe, se 
incluirá el valor de la bonificación para cada una de las tasas y, en su caso, las condiciones 
de aplicación.

Para el cálculo de la bonificación a aplicar se estará a lo dispuesto en el artículo 163 de 
esta ley.

Esta bonificación es incompatible con las que puedan establecerse para el mismo tipo de 
tráfico con arreglo a lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo.

5. Para tener en cuenta la condición de insularidad, especial aislamiento o 
ultraperifericidad de las Islas Canarias, se aplicarán las siguientes bonificaciones a la cuota 
de las tasas del buque, del pasaje y de la mercancía, en los puertos de interés general del 
archipiélago canario y balear, así como en los puertos de Ceuta y Melilla, para todos 
aquéllos servicios marítimos que unan estos puertos con otros puertos, salvo los situados en 
el mismo archipiélago:

A la tasa del buque: hasta el 40 por ciento. Esta bonificación únicamente podrá tomarse 
en consideración cuando sea de aplicación la cuantía básica S y no es compatible con el 
coeficiente reductor de la tasa del buque del artículo 197.1.h). No obstante, para buques tipo 
ro-ro puro, ro-pax, con-ro y ferry, los valores adoptados para esta bonificación no podrán dar 
lugar a que la tasa del buque sea mayor que la correspondiente a la aplicación del citado 
artículo.

A la tasa del pasaje: hasta el 45 por ciento en el supuesto de pasajeros en régimen de 
transporte y 60 por ciento a los vehículos en régimen de pasaje. Esta bonificación no es 
compatible con el coeficiente reductor de la tasa del pasaje de letra d) del artículo 208. No 
obstante, los valores adoptados para esta bonificación no podrán dar lugar a que la tasa del 
pasaje sea mayor que la correspondiente a la aplicación de la citada letra.

A la tasa de la mercancía: hasta el 40 por ciento. Esta bonificación únicamente podrá 
tomarse en consideración en los supuestos de mercancía en régimen de entrada o salida 
marítima, no siendo compatible con los coeficientes reductores de la tasa de la mercancía de 
la letra b) del artículo 216. No obstante, los valores adoptados para esta bonificación no 
podrán dar lugar a que la tasa a la mercancía sea mayor que la correspondiente a la 
aplicación de la citada letra.

A propuesta del Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria, el Plan de 
Empresa acordará de forma motivada las condiciones de aplicación de las bonificaciones 
reguladas en este apartado, así como su límite conjunto por su importe total en el ejercicio.

En la Ley de Presupuestos Generales del Estado o, en la que, en su caso se apruebe, se 
incluirá el valor de la bonificación para cada una de las tasas y, en su caso, las condiciones 
de aplicación.

6. (Derogado)
7. Las bonificaciones a la tasa del buque reguladas en los apartados 1 y 2 de este 

artículo no serán aplicables a los supuestos previstos en la letra e) del artículo 197.

[ . . . ]
LIBRO SEGUNDO
Marina Mercante

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 20  Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante [parcial]

– 458 –



TÍTULO II
Administración marítima

CAPÍTULO I
Administración central

Artículo 263.  Competencias del Ministerio de Fomento.
En el ámbito de lo dispuesto en el artículo 7, corresponden al Ministerio de Fomento las 

competencias en materia de ordenación general de la navegación marítima, de conformidad 
con las normas europeas correspondientes, y de la flota civil, excepción hecha de las que en 
relación con la actividad de la flota pesquera y la ordenación del sector pesquero 
corresponden al Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino. En especial, son 
competencias del Ministerio de Fomento las siguientes:

a) Las relativas a la seguridad de la vida humana en la mar y de la navegación en 
relación con todas las plataformas fijas o los buques civiles españoles, así como con los 
extranjeros cuando se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerza 
soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y de acuerdo con el Derecho Internacional.

b) Las relativas al salvamento de la vida humana en la mar, así como la limpieza de las 
aguas marítimas y la lucha contra la contaminación del medio marino, en zonas en las que 
España ejerza soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, adoptando las medidas que 
pudieran resultar precisas y en particular las señaladas en la letra d) del artículo 310.2 de la 
presente ley y en los términos que le atribuyan los planes y programas previstos en el 
artículo 264, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las Comunidades Autónomas en 
los casos de vertidos procedentes de tierra.

c) Las referentes al control de la situación, del registro y del abanderamiento de todos los 
buques civiles españoles, así como la regulación del despacho, sin perjuicio de las 
autorizaciones previas que correspondan a otras autoridades.

d) El otorgamiento de concesiones o autorizaciones de servicios de navegación 
marítima, salvo en el supuesto en que una Comunidad Autónoma tenga competencias en 
materia de transporte marítimo y éste transcurra entre puertos o puntos de la misma, sin 
conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.

e) La ordenación y ejecución de las inspecciones y los controles técnicos, 
radioeléctricos, de seguridad y de prevención de la contaminación de todos los buques 
civiles españoles, de los que se hallen en construcción en España, y de los extranjeros en 
los casos autorizados por los acuerdos internacionales. En este ámbito se incluyen las 
aprobaciones y homologaciones de los aparatos y elementos del buque o de los materiales o 
equipos del mismo, por razones de tutela de la seguridad marítima, de la vida humana en la 
mar y de la navegación.

La realización efectiva de las inspecciones y los controles antes señalados podrá 
efectuarse, bien directamente por el Ministerio de Fomento o bien a través de Entidades 
Colaboradoras, en los términos que reglamentariamente se establezcan, que, en todo caso, 
actuarán bajo los criterios y directrices emanados de la Administración titular, y pudiendo 
percibir como contraprestación de sus servicios las compensaciones económicas que se 
establezcan para cubrir sus costes.

f) (Derogada)
Cuando, como resultado de la actuación directa de la Administración del Estado, se 

produjesen premios o compensaciones, éstos se ingresarán directamente en el Tesoro, 
pudiendo generar crédito para el desarrollo de las actividades que hayan producido el citado 
ingreso.

Cuando la Administración realice las actividades a que se hace referencia anteriormente 
a través de entidades privadas o públicas, podrá convenir fórmulas de reparto de los citados 
premios o compensaciones en los oportunos contratos de prestación de los servicios.

g) La ordenación y el control del tráfico marítimo en las aguas situadas en zonas en las 
que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, sin perjuicio de las 
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competencias que se atribuyan a otras autoridades, y específicamente las que corresponden 
al Ministerio de Defensa para la salvaguarda de la soberanía nacional.

h) El régimen tarifario y de prestación de toda clase de servicios marítimos, incluso el 
establecimiento de obligaciones de servicio público cuando no esté atribuido a otras 
Administraciones.

i) El registro y control del personal marítimo civil, la composición mínima de las 
dotaciones de los buques civiles a efectos de seguridad, la determinación de las condiciones 
generales de idoneidad, profesionalidad, y titulación para formar parte de las dotaciones de 
todos los buques civiles españoles, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y Marino en materia de capacitación y de enseñanzas de formación 
profesional náutico-pesquera y subacuático-pesquera respecto de las dotaciones de los 
buques pesqueros.

j) La participación en la Comisión de Faros u otros instrumentos de colaboración 
institucional en materia de señalización marítima en las aguas situadas en zonas en las que 
España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, en los siguientes aspectos:

1.º Determinación de las características técnicas y el funcionamiento operativo de las 
señales y su correcta ubicación a los efectos de tutelar la seguridad de los buques y de la 
navegación.

2.º La coordinación de los sistemas de señalización marítima entre sí y con otros 
sistemas de ayudas a la navegación activa.

k) El ejercicio de la potestad sancionadora de conformidad con lo previsto en la 
legislación vigente.

l) Cualesquiera otras que le sean atribuidas en la presente ley o en el resto del 
ordenamiento jurídico.

[ . . . ]
LIBRO TERCERO

Régimen de policía

[ . . . ]
TÍTULO III

Medidas que garantizan la actividad portuaria y la navegación

[ . . . ]
Artículo 299.  Asistencia y refugio.

1. El Director General de la Marina Mercante es la Autoridad competente para la toma de 
decisiones respecto de los buques necesitados de asistencia, entendiendo por tales aquellos 
que, por su propia situación o por circunstancias externas, se encuentren en peligro de 
naufragar o que, en general, supongan una amenaza para la navegación o la integridad del 
medio ambiente marino.

El citado órgano directivo, que podrá recabar asesoramiento de un Comité técnico, 
adoptará, con plena independencia de criterio, cualesquiera medidas que considere 
pertinentes ante buques necesitados de asistencia para:

a) Eliminar o disminuir el riesgo de naufragio de tales buques.
b) Salvaguardar la seguridad de la navegación y de la vida humana en la mar.
c) Prevenir o luchar contra la contaminación del medio ambiente marino.
Lo dispuesto en los párrafos anteriores se entiende sin perjuicio de la normativa nacional 

e internacional sobre salvamento de vidas humanas en la mar.
2. El Director General de la Marina Mercante adoptará la decisión que estime pertinente 

sobre la acogida de buques necesitados de asistencia en lugares de refugio, pudiendo 
imponerla, si considera que tal acogida es la mejor solución para la protección de la vida 
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humana y el medio ambiente marino. De no ser así se denegará o condicionará dicha 
acogida a la concurrencia de determinadas circunstancias que hagan de esta medida la más 
adecuada para la seguridad e integridad de las personas, de los buques, del tráfico marítimo 
y del medio ambiente marino.

Sin embargo, no podrá condicionar dicha acogida a la existencia de un seguro o a la 
prestación de una garantía por parte del propietario, operador o cargador del buque para 
indemnizar los posibles daños que el buque pueda ocasionar.

A tal efecto, la Administración marítima, previa consulta con los sectores afectados, 
elaborará planes para la acogida de buques necesitados de asistencia con el fin de 
preservar la seguridad marítima y de la vida humana en la mar, así como la integridad del 
medio ambiente marino.

El contenido de dichos planes se determinará reglamentariamente y en su elaboración y 
ejecución participará el Director General de la Marina Mercante.

3. La información que se facilite a los Estados Miembros de la Unión Europea que por 
ser vecinos puedan resultar afectados por las consecuencias de las decisiones que se 
adopten, así como a las partes implicadas en los procedimientos previstos en los planes de 
acogida de buques necesitados de asistencia, estará sometida a la obligación de 
confidencialidad.

[ . . . ]
Artículo 304.  Hundimiento de buques.

1. La Autoridad Portuaria, previo informe de la Capitanía Marítima, cuando un buque 
presente peligro de hundimiento en el puerto o constituya un riesgo grave, ya sea por el 
propio buque o por la carga transportada, que pueda perjudicar a la actividad portuaria o 
suponer un peligro notorio para las personas, o para los bienes o para el medio ambiente, 
requerirá al naviero, armador o consignatario para que dicho buque abandone el puerto, 
repare el buque o adopte las medidas procedentes en el plazo fijado al efecto. Si éstos no lo 
hacen, la Autoridad Portuaria podrá, respecto del buque y su carga, trasladarlo o proceder a 
su descarga, venta en pública subasta, o a su hundimiento de acuerdo con la normativa 
vigente, a costa de aquellos, en lugar donde no perjudique la actividad portuaria, la 
navegación o la pesca y no constituya un riesgo grave para las personas o para los bienes o 
para el medio ambiente marino. A este último efecto, se solicitará informe de la 
Administración pesquera y de Medio Ambiente que se entenderá positivo si no se emite en el 
plazo de quince días o en el que se fije por la Autoridad Portuaria, por razones de urgencia 
ante la amenaza de hundimiento.

2. En los supuestos de hundimiento de buques en las aguas de un puerto que, ya sea 
por el propio buque o por la carga transportada, afecte a la actividad portuaria o constituyan 
un riesgo grave para las personas o para los bienes o para el medio ambiente, la Autoridad 
Portuaria requerirá a sus propietarios, navieros, armadores, consignatarios o a las 
compañías aseguradoras para que procedan a su remoción y señalará dónde deben situar 
su carga, combustible, sus restos o el buque una vez reflotado, dentro del plazo que al 
efecto determine, así como las garantías o medidas de seguridad a tomar para evitar un 
nuevo hundimiento.

Las Autoridades Portuarias podrán, por razones de urgencia, inclusive antes de iniciado 
el plazo fijado, exigir que se adopten medidas o adoptarlas a costa de los obligados, tales 
como señalización, iluminación o cualquier otra que se estime apropiada, al objeto de 
disminuir o evitar el peligro real o potencial.

Si incumplieran las órdenes o acuerdos de la Autoridad Portuaria, ésta podrá utilizar para 
la remoción del buque hundido, de su combustible o de la carga que se encuentre a bordo, o 
haya caído del mismo, los medios de ejecución forzosa previstos en el ordenamiento 
jurídico, quedando obligado, en todo caso, el propietario o naviero a sufragar los gastos 
ocasionados.

Si éste no abonase en el plazo establecido las cantidades devengadas por la remoción, 
la Autoridad Portuaria podrá proceder a la enajenación de los restos del buque, deduciendo 
del importe obtenido los gastos ocasionados. Si no fuera suficiente, la diferencia será exigida 
por vía de apremio.
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Por remoción, a los efectos de esta ley, debe entenderse la puesta a flote, la retirada, 
traslado, desguace o destrucción deliberada de buques naufragados, de su carga y su 
combustible, incluido todo lo que esté o haya estado a bordo de tal buque o de cualquiera 
otros bienes hundidos con la finalidad de evitar un peligro o un inconveniente para la 
navegación, para los recursos naturales o para el medio ambiente marino.

3. Si el peligro de hundimiento, el hundimiento o el naufragio del buque tuviere lugar 
fuera de las aguas portuarias y en aguas marítimas situadas en zonas en las que España 
ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, el Capitán Marítimo será competente 
para ejercer las acciones a que se refiere el presente artículo. Asimismo, el Capitán Marítimo 
emitirá informe en todos los supuestos en los cuales el peligro de hundimiento o el 
hundimiento del buque, pudieran producir episodios de contaminación marítima o verse 
afectada la seguridad en la navegación.

A los efectos de la protección del crédito administrativo, las cantidades devengadas a 
favor de la Autoridad Portuaria o de la Administración marítima por la remoción o cualquier 
otra actuación derivada de lo establecido en los apartados anteriores de este artículo, 
tendrán la consideración de crédito privilegiado en los términos previstos en el artículo 
580.3º del Código de Comercio.

4. Cuando con ocasión de un procedimiento judicial o administrativo se hubiere acordado 
la retención, conservación o depósito de un buque en la zona de servicio de un puerto, la 
Autoridad Portuaria correspondiente podrá instar de la Autoridad judicial el hundimiento del 
buque o su enajenación en pública subasta, cuando la estancia del buque en el puerto 
produjera un peligro real o potencial a las personas o a los bienes o causare grave 
quebranto a la explotación del puerto.

La Autoridad judicial acordará el hundimiento o la venta conforme al procedimiento 
legalmente previsto en cada caso, salvo que considere imprescindible su conservación para 
los fines de la instrucción del procedimiento y por el tiempo estrictamente necesario.

Igualmente se procederá a la venta en pública subasta en los casos en que por la 
previsible duración del proceso judicial exista riesgo de una notable depreciación del buque, 
depositando el producto de la venta a resultas del procedimiento.

5. En todos los supuestos de embargo o retención judicial o administrativa de buques, 
como medida para garantizar la actividad portuaria, la Autoridad Portuaria determinará o 
modificará la ubicación del buque en el puerto, dando cuenta de ello, en todo caso, a la 
Autoridad que decrete el embargo o retención.

6. De conformidad con la reserva formulada por el Reino de España en el Instrumento de 
Adhesión al Protocolo de 1996, que enmienda el Convenio sobre limitación de la 
responsabilidad nacida de reclamaciones de Derecho Marítimo, 1976, hecho en Londres el 2 
de mayo de 1996, los propietarios de los buques o los navieros no tendrán derecho a limitar 
su responsabilidad por las reclamaciones derivadas de la puesta a flote, remoción, 
destrucción o eliminación de los peligros derivados de un buque hundido, naufragado, 
varado o abandonado.

Tampoco podrán limitar su responsabilidad en relación con la carga transportada así 
como por todo bien que esté o haya estado a bordo del buque en relación con las 
actuaciones descritas en el párrafo anterior.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo establecido en los Convenios Internacionales 
que regulan la responsabilidad civil de los propietarios de los buques, siempre que se hallen 
en vigor en España.

7. No podrá promoverse contra las empresas encargadas de la extracción o remoción, 
sus empleados o sus agentes, ninguna reclamación de indemnización de daños por 
contaminación producidos por el combustible del buque o por la mercancía descargada, que 
se ocasionen en la realización de esos trabajos, ya sean por acción u omisión, salvo que 
hayan actuado con intención de causar dichos daños o bien temerariamente, a sabiendas de 
que probablemente se producirían tales daños.
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TÍTULO IV
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Infracciones

[ . . . ]
Artículo 310.  Responsables.

Serán responsables de la infracción las personas físicas o jurídicas siguientes:
1. Supuestos de infracciones en materia de usos y actividades portuarias:
a) En el caso de incumplimiento de las condiciones de una licencia o título administrativo, 

su titular.
b) En otros casos de infracciones relacionadas con el buque, el naviero o, en su defecto, 

el capitán del buque, sin perjuicio de las responsabilidades que le puedan corresponder al 
titular de la licencia de prestación del servicio de practicaje y al práctico en el ejercicio de su 
función, de acuerdo con su regulación específica.

Cuando las infracciones estén relacionadas con la estancia del buque en puerto, el 
consignatario será responsable solidario con el naviero.

c) En el caso de infracciones atribuidas a la manipulación de mercancías, con carácter 
solidario el personal que manipule las mismas y la empresa estibadora responsable de la 
ejecución de dichas operaciones, y subsidiariamente el consignatario de las mercancías.

d) En el caso previsto en el artículo 306.1.g), las entidades obligadas a facilitar dicha 
información.

e) En el caso de las acciones u omisiones a que se refiere el artículo 306.1.h) y j), el 
autor o responsable de la acción u omisión y solidariamente, en su caso, la Empresa 
responsable de la prestación del servicio con la que el autor tenga relación laboral en el 
momento de producir dichos daños o perjuicios.

f) En el caso previsto en el artículo 307.1.d), las entidades responsables del transporte 
de las mercancías peligrosas, y subsidiariamente las obligadas a facilitar la información de 
acuerdo con las reglamentaciones sobre la materia.

g) En el caso previsto en el artículo 307.1.e), las personas que ofrezcan o entreguen el 
dinero o los regalos y los trabajadores que los soliciten o reciban.

h) En el caso de la realización de obras sin título administrativo suficiente, el promotor de 
la actividad, el empresario que la ejecuta y el técnico director de la misma.

i) En el caso de infracciones en la prestación de servicios portuarios, el titular de la 
licencia de prestación del servicio portuario o quien preste el servicio sin título habilitante.

2. Supuestos de infracciones en materia de Marina Civil:
a) En las infracciones cometidas con ocasión de la navegación marítima de buques 

civiles no mercantes, o con motivo de la instalación de plataformas fijas u otras 
construcciones situadas fuera de la zona de servicio de los puertos, la persona física o 
jurídica titular de la actividad empresarial que realice el buque, la plataforma o construcción 
o, en el caso de buques utilizados exclusivamente en la navegación de recreo, la persona 
física o jurídica propietaria de la embarcación, o la que sea directamente responsable de la 
infracción. En estos supuestos serán responsables subsidiarios los capitanes o patrones de 
los buques.

b) En las infracciones cometidas con ocasión de la navegación marítima de buques 
mercantes, la empresa naviera titular de la actividad o, en su defecto, el capitán del buque.

c) En las infracciones cometidas por usuarios y, en general, por terceros que, sin estar 
comprendidos en los anteriores apartados, realicen actividades que se vean afectadas por la 
legislación reguladora de la Marina Mercante, la persona física o jurídica a la que vaya 
dirigido el precepto infringido o a la que las normas correspondientes atribuyan 
específicamente la responsabilidad.
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d) De las infracciones por contaminación del medio marino producidas desde buques, 
serán solidariamente responsables el naviero, el propietario, el asegurador de la 
responsabilidad civil y el capitán del buque. Si la infracción se cometiera desde plataformas 
fijas u otras instalaciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España 
ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, serán solidariamente responsables el 
propietario de las mismas, el titular de la actividad empresarial, en su caso, y el asegurador 
de la actividad.

Asimismo, los sujetos responsables citados quedarán solidariamente obligados a reparar 
el daño causado, pudiendo la Administración competente ejecutar o encomendar a su costa 
las operaciones que, con carácter de urgencia, pudieran resultar necesarias para la 
preservación del medio ambiente.

3. Las disposiciones sobre infracciones y sanciones en materia de Marina Civil no 
resultarán de aplicación a las personas no nacionales, embarcadas a bordo de buques 
extranjeros, aunque se hallen en zonas sometidas a la jurisdicción española, siempre que el 
hecho afecte exclusivamente al orden interior del buque y hubieren participado en él 
únicamente súbditos extranjeros.

En estos casos, las autoridades españolas se limitarán a prestar a los capitanes y 
cónsules del país de la bandera los auxilios que soliciten y fueren procedentes de acuerdo 
con el Derecho Internacional.

4. Las sanciones que se impongan a los distintos sujetos como consecuencia de una 
misma infracción tendrán entre sí carácter independiente, salvo que se establezca un 
régimen diferente en esta ley.

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima tercera.  Especialidad en la aplicación del Estatuto Básico 
del Empleado Público.

No será de aplicación al personal de los organismos portuarios lo dispuesto en el 
apartado 2 del artículo 9 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público.

[ . . . ]
Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de las Leyes 27/1992, de 24 de 
noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, y de la Ley 48/2003, de 26 de 
noviembre, de régimen económico y de prestación de servicios de los puertos de interés 
general, cuya vigencia se mantiene.

A los solos efectos de la regulación de los supuestos en ellas previstos y con el alcance 
que de ellas resulta, se mantiene la vigencia de las disposiciones transitorias de las leyes 
que se citan en los términos siguientes:

1. De la Ley 27/1992, de 24 de noviembre.
a) La disposición transitoria cuarta sobre autorizaciones y concesiones.
Uno. Sin perjuicio de su posible modificación cuando se den los supuestos legalmente 

previstos, las autorizaciones que supongan ocupación del dominio público portuario y las 
concesiones vigentes a la entrada en vigor de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, seguirán 
sujetas a las mismas condiciones en que se otorgaron hasta que transcurra el plazo por el 
que fueron otorgadas, con excepción de los cánones aplicables, que se adaptarán a lo 
prevenido en dicha Ley y disposiciones que la desarrollen.

Dos. 1. Se considera, en todo caso, incompatible con los criterios de ocupación del 
dominio público portuario establecidos en esta ley el mantenimiento de concesiones 
otorgadas a perpetuidad, por tiempo indefinido o por plazo superior a 35 años a contar desde 
la entrada en vigor de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre.

En todos estos casos, las concesiones vigentes se entenderán otorgadas por el plazo 
máximo de 35 años a contar desde la entrada en vigor de la Ley 27/1992, de 24 de 
noviembre.
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2. En los demás supuestos, la revisión de las cláusulas concesionales requerirá la 
tramitación de un expediente, con audiencia al interesado en la forma y con los criterios que 
reglamentariamente se determinen.

Tres. La Autoridad Portuaria que corresponda resolverá sobre el mantenimiento o la 
revocación de las concesiones otorgadas en precario.

Cuatro. Extinguidas las concesiones otorgadas con anterioridad a la Ley 27/1992, de 24 
de noviembre, la Autoridad Portuaria competente resolverá sobre el mantenimiento o 
levantamiento de las instalaciones u obras que se hubieran ejecutado a su amparo.

Cinco. En ningún caso podrá otorgarse prórroga del plazo de las concesiones u otros 
títulos de ocupación del dominio público portuario existentes a la entrada en vigor de la Ley 
27/1992, de 24 de noviembre, en condiciones que se opongan a lo establecido en el texto 
refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, o en las disposiciones que lo desarrollen y, 
en particular, a lo regulado en el artículo 82 del mismo texto refundido.

Seis. Las personas que estuvieran desarrollando actividades industriales, comerciales o 
de servicios al público en el ámbito de un puerto con anterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley 27/1992, de 24 de noviembre, podrán seguir desarrollando su actividad en las mismas 
condiciones anteriores, si bien deberán adaptarse a las disposiciones que se establezcan en 
los Pliegos de Condiciones Generales que regulen su actividad en un plazo de tres meses a 
partir de la publicación de dichos pliegos y a las condiciones específicas que, en su caso, se 
puedan establecer por la Autoridad Portuaria.

Si la adecuación no se hubiese producido en el plazo señalado, la Autoridad Portuaria 
podrá declarar extinguida dicha autorización para el desarrollo de sus actividades en el 
ámbito portuario.

b) La disposición transitoria quinta sobre puertos en régimen concesional.
En los supuestos de puertos de competencia del Estado que se gestionen mediante 

concesión, su zona de servicio formará parte de la del puerto de gestión directa estatal que, 
por las características de sus tráficos o por su proximidad geográfica, determine el Ministerio 
de Fomento.

c) La disposición transitoria décima sobre auxilios, salvamentos, remolques, hallazgos y 
extracciones marítimas.

Hasta que, a propuesta de los Ministerios de Defensa y de Fomento en el ámbito de sus 
respectivas competencias, se proceda a reglamentar las competencias sobre auxilios, 
salvamentos, remolques, hallazgos y extracciones marítimas con el objeto de adaptarlas a lo 
previsto en la letra f) del artículo 263 de esta ley, dichas competencias seguirán siendo 
ejercidas por los órganos de la Armada, de acuerdo con lo previsto en la Ley 60/1962, de 24 
de diciembre.

2. De la Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de régimen económico y de prestación de 
servicios de los puertos de interés general.

a) La disposición transitoria segunda sobre valoraciones de la zona de servicio de los 
puertos y de los terrenos afectados a la señalización marítima.

1. Hasta que se proceda a la aprobación de una nueva valoración de los terrenos y de 
las aguas de la zona de servicio del puerto y de los terrenos afectados a la señalización 
marítima, serán de aplicación las valoraciones de terrenos y lámina de agua aprobadas con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de régimen 
económico y de prestación de servicios de los puertos de interés general.

2. No obstante, el límite del 20 por ciento a que hace referencia el apartado 2 del artículo 
178 de esta ley, sólo será de aplicación respecto de aquellas concesiones en las que la 
cuantía del canon por ocupación o aprovechamiento del dominio público portuario, de la tasa 
por ocupación privativa del dominio público portuario o de la tasa de ocupación, haya sido 
calculada de acuerdo a valoraciones de terrenos aprobadas con posterioridad a la entrada 
en vigor de la Ley 62/1997, de 26 de diciembre, de modificación de la Ley 27/1992, de 24 de 
noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.
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b) (Derogado)
c) La disposición transitoria decimoquinta sobre el régimen transitorio para el 

otorgamiento de bonificaciones para incentivar mejores prácticas medioambientales.
Hasta que se aprueben las guías de buenas prácticas ambientales de la operativa de 

buques en los puertos, las Autoridades Portuarias otorgarán la bonificación prevista en el 
artículo 245.1.a) de esta ley, si la empresa Naviera que opera el buque dispone únicamente 
de la certificación del cumplimiento por el buque de unas determinadas condiciones de 
respeto al medio ambiente, mejorando las exigidas por las normas y convenios 
internacionales, emitida por una entidad de certificación acreditada para ello por organismos 
pertenecientes a la International Accreditation Forum.

[ . . . ]
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§ 21

Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 266, de 6 de noviembre de 1999

Última modificación: 15 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-1999-21567

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. Esta Ley es de aplicación al proceso de la edificación, entendiendo por tal la acción y 
el resultado de construir un edificio de carácter permanente, público o privado, cuyo uso 
principal esté comprendido en los siguientes grupos:

a) Administrativo, sanitario, religioso, residencial en todas sus formas, docente y cultural.
b) Aeronáutico; agropecuario; de la energía; de la hidráulica; minero; de 

telecomunicaciones (referido a la ingeniería de las telecomunicaciones); del transporte 
terrestre, marítimo, fluvial y aéreo; forestal; industrial; naval; de la ingeniería de saneamiento 
e higiene, y accesorio a las obras de ingeniería y su explotación.

c) Todas las demás edificaciones cuyos usos no estén expresamente relacionados en los 
grupos anteriores.

2. Tendrán la consideración de edificación a los efectos de lo dispuesto en esta Ley, y 
requerirán un proyecto según lo establecido en el artículo 4, las siguientes obras:

a) Obras de edificación de nueva construcción, excepto aquellas construcciones de 
escasa entidad constructiva y sencillez técnica que no tengan, de forma eventual o 
permanente, carácter residencial ni público y se desarrollen en una sola planta.

b) Todas las intervenciones sobre los edificios existentes, siempre y cuando alteren su 
configuración arquitectónica, entendiendo por tales las que tengan carácter de intervención 
total o las parciales que produzcan una variación esencial de la composición general exterior, 
la volumetría, o el conjunto del sistema estructural, o tengan por objeto cambiar los usos 
característicos del edificio.

c) Obras que tengan el carácter de intervención total en edificaciones catalogadas o que 
dispongan de algún tipo de protección de carácter ambiental o histórico-artístico, regulada a 
través de norma legal o documento urbanístico y aquellas otras de carácter parcial que 
afecten a los elementos o partes objeto de protección.
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3. Se consideran comprendidas en la edificación sus instalaciones fijas y el equipamiento 
propio, así como los elementos de urbanización que permanezcan adscritos al edificio.

CAPÍTULO II
Exigencias técnicas y administrativas de la edificación

Artículo 3.  Requisitos básicos de la edificación.
1. Con el fin de garantizar la seguridad de las personas, el bienestar de la sociedad y la 

protección del medio ambiente, se establecen los siguientes requisitos básicos de la 
edificación, que deberán satisfacerse, de la forma que reglamentariamente se establezca, en 
el proyecto, la construcción, el mantenimiento, la conservación y el uso de los edificios y sus 
instalaciones, así como en las intervenciones que se realicen en los edificios existentes:

a) Relativos a la funcionalidad:
a.1) Utilización, de tal forma que la disposición y las dimensiones de los espacios y la 

dotación de las instalaciones faciliten la adecuada realización de las funciones previstas en 
el edificio.

a.2) Accesibilidad, de tal forma que se permita a las personas con movilidad y 
comunicación reducidas el acceso y la circulación por el edificio en los términos previstos en 
su normativa específica.

a.3) Acceso a los servicios de telecomunicación, audiovisuales y de información de 
acuerdo con lo establecido en su normativa específica.

a.4) Facilitación para el acceso de los servicios postales, mediante la dotación de las 
instalaciones apropiadas para la entrega de los envíos postales, según lo dispuesto en su 
normativa específica.

b) Relativos a la seguridad:
b.1) Seguridad estructural, de tal forma que no se produzcan en el edificio, o partes del 

mismo, daños que tengan su origen o afecten a la cimentación, los soportes, las vigas, los 
forjados, los muros de carga u otros elementos estructurales, y que comprometan 
directamente la resistencia mecánica y la estabilidad del edificio.

b.2) Seguridad en caso de incendio, de tal forma que los ocupantes puedan desalojar el 
edificio en condiciones seguras, se pueda limitar la extensión del incendio dentro del propio 
edificio y de los colindantes y se permita la actuación de los equipos de extinción y rescate.

b.3) Seguridad de utilización, de tal forma que el uso normal del edificio no suponga 
riesgo de accidente para las personas.

c) Relativos a la habitabilidad:
c.1) Higiene, salud y protección del medio ambiente, de tal forma que se alcancen 

condiciones aceptables de salubridad y estanqueidad en el ambiente interior del edificio y 
que éste no deteriore el medio ambiente en su entorno inmediato, garantizando una 
adecuada gestión de toda clase de residuos.

c.2) Protección contra el ruido, de tal forma que el ruido percibido no ponga en peligro la 
salud de las personas y les permita realizar satisfactoriamente sus actividades.

c.3) Ahorro de energía y aislamiento térmico, de tal forma que se consiga un uso racional 
de la energía necesaria para la adecuada utilización del edificio.

c.4) Otros aspectos funcionales de los elementos constructivos o de las instalaciones 
que permitan un uso satisfactorio del edificio.

2. El Código Técnico de la Edificación es el marco normativo que establece las 
exigencias básicas de calidad de los edificios de nueva construcción y de sus instalaciones, 
así como de las intervenciones que se realicen en los edificios existentes, de acuerdo con lo 
previsto en las letras b) y c) del artículo 2.2, de tal forma que permita el cumplimiento de los 
anteriores requisitos básicos.

Las normas básicas de la edificación y las demás reglamentaciones técnicas de obligado 
cumplimiento constituyen, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, la reglamentación 
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técnica hasta que se apruebe el Código Técnico de la Edificación conforme a lo previsto en 
la disposición final segunda de esta Ley.

El Código podrá completarse con las exigencias de otras normativas dictadas por las 
Administraciones competentes y se actualizará periódicamente conforme a la evolución de la 
técnica y la demanda de la sociedad.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Agentes de la edificación

[ . . . ]
Artículo 12.  El director de obra.

1. El director de obra es el agente que, formando parte de la dirección facultativa, dirige 
el desarrollo de la obra en los aspectos técnicos, estéticos, urbanísticos y medioambientales, 
de conformidad con el proyecto que la define, la licencia de edificación y demás 
autorizaciones preceptivas y las condiciones del contrato, con el objeto de asegurar su 
adecuación al fin propuesto.

2. Podrán dirigir las obras de los proyectos parciales otros técnicos, bajo la coordinación 
del director de obra.

3. Son obligaciones del director de obra:
a) Estar en posesión de la titulación académica y profesional habilitante de arquitecto, 

arquitecto técnico, ingeniero o ingeniero técnico, según corresponda y cumplir las 
condiciones exigibles para el ejercicio de la profesión. En caso de personas jurídicas, 
designar al técnico director de obra que tenga la titulación profesional habilitante.

En el caso de la construcción de edificios para los usos indicados en el grupo a) del 
apartado 1 del artículo 2, la titulación académica y profesional habilitante será la de 
arquitecto.

Cuando las obras a realizar tengan por objeto la construcción de las edificaciones 
indicadas en el grupo b) del apartado 1 del artículo 2, la titulación habilitante, con carácter 
general, será la de ingeniero, ingeniero técnico o arquitecto y vendrá determinada por las 
disposiciones legales vigentes para cada profesión, de acuerdo con sus especialidades y 
competencias específicas.

Cuando las obras a realizar tengan por objeto la construcción de las edificaciones 
indicadas en el grupo c) del apartado 1 del artículo 2, la titulación habilitante será la de 
arquitecto, arquitecto técnico, ingeniero o ingeniero técnico y vendrá determinada por las 
disposiciones legales vigentes para cada profesión, de acuerdo con sus especialidades y 
competencias específicas.

Idénticos criterios se seguirán respecto de las obras a las que se refieren los apartados 
2.b) y 2.c) del artículo 2 de esta Ley.

b) Verificar el replanteo y la adecuación de la cimentación y de la estructura proyectadas 
a las características geotécnicas del terreno.

c) Resolver las contingencias que se produzcan en la obra y consignar en el Libro de 
Órdenes y Asistencias las instrucciones precisas para la correcta interpretación del proyecto.

d) Elaborar, a requerimiento del promotor o con su conformidad, eventuales 
modificaciones del proyecto, que vengan exigidas por la marcha de la obra siempre que las 
mismas se adapten a las disposiciones normativas contempladas y observadas en la 
redacción del proyecto.

e) Suscribir el acta de replanteo o de comienzo de obra y el certificado final de obra, así 
como conformar las certificaciones parciales y la liquidación final de las unidades de obra 
ejecutadas, con los visados que en su caso fueran preceptivos.

f) Elaborar y suscribir la documentación de la obra ejecutada para entregarla al promotor, 
con los visados que en su caso fueran preceptivos.
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g) Las relacionadas en el artículo 13, en aquellos casos en los que el director de la obra 
y el director de la ejecución de la obra sea el mismo profesional, si fuera ésta la opción 
elegida, de conformidad con lo previsto en el apartado 2.a) del artículo 13.

[ . . . ]
Disposición adicional novena.  Cumplimiento del principio de no causar daño significativo 
en el medio ambiente.

Todas las intervenciones que se realicen en los edificios que se encuentren financiadas 
con cargo a fondos de la Unión Europea o a través del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia de España, deberán cumplir, además de lo previsto en esta ley 
y en su normativa de desarrollo, los requisitos exigidos en el marco de los referidos fondos 
con objeto de respetar el principio de no causar daño significativo en el medio ambiente.

[ . . . ]
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§ 22

Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación 

Urbana. [Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 261, de 31 de octubre de 2015

Última modificación: 25 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2015-11723

[ . . . ]
TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de esta ley.
Esta ley regula, para todo el territorio estatal, las condiciones básicas que garantizan:
a) La igualdad en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 

constitucionales, relacionados con el suelo.
b) Un desarrollo sostenible, competitivo y eficiente del medio urbano, mediante el 

impulso y el fomento de las actuaciones que conducen a la rehabilitación de los edificios y a 
la regeneración y renovación de los tejidos urbanos existentes, cuando sean necesarias para 
asegurar a los ciudadanos una adecuada calidad de vida y la efectividad de su derecho a 
disfrutar de una vivienda digna y adecuada.

Asimismo, establece esta ley las bases económicas y medioambientales del régimen 
jurídico del suelo, su valoración y la responsabilidad patrimonial de las Administraciones 
Públicas en la materia.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de lo dispuesto en esta ley, y siempre que de la legislación específicamente 

aplicable no resulte otra definición más pormenorizada, los conceptos incluidos en este 
artículo serán interpretados y aplicados con el significado y el alcance siguientes:

1. Actuaciones sobre el medio urbano: las que tienen por objeto realizar obras de 
rehabilitación edificatoria, cuando existan situaciones de insuficiencia o degradación de los 
requisitos básicos de funcionalidad, seguridad y habitabilidad de las edificaciones, y las de 
regeneración y renovación urbanas cuando afecten, tanto a edificios, como a tejidos 
urbanos, pudiendo llegar a incluir obras de nueva edificación en sustitución de edificios 
previamente demolidos. Las actuaciones de regeneración y renovación urbanas tendrán, 
además, carácter integrado, cuando articulen medidas sociales, ambientales y económicas 
enmarcadas en una estrategia administrativa global y unitaria.
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A todas ellas les será de aplicación el régimen estatutario básico de deberes y cargas 
que les correspondan, de conformidad con la actuación de transformación urbanística o 
edificatoria que comporten, a tenor de lo dispuesto en el artículo 7.

2. Infravivienda: la edificación, o parte de ella, destinada a vivienda, que no reúne las 
condiciones mínimas exigidas de conformidad con la legislación aplicable. En todo caso, se 
entenderá que no reúnen dichas condiciones las viviendas que incumplan los requisitos de 
superficie, número, dimensión y características de las piezas habitables, las que presenten 
deficiencias graves en sus dotaciones e instalaciones básicas y las que no cumplan los 
requisitos mínimos de seguridad, accesibilidad universal y habitabilidad exigibles a la 
edificación.

3. Residencia habitual: la que constituya el domicilio de la persona que la ocupa durante 
un período superior a 183 días al año.

4. Coste de reposición de una construcción o edificación: el valor actual de construcción 
de un inmueble de nueva planta, equivalente al original en relación con las características 
constructivas y la superficie útil, realizado con las condiciones necesarias para que su 
ocupación sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de ser legalmente destinado 
al uso que le sea propio.

5. Ajustes razonables: las medidas de adecuación de un edificio para facilitar la 
accesibilidad universal de forma eficaz, segura y práctica, y sin que supongan una carga 
desproporcionada. Para determinar si una carga es o no proporcionada se tendrán en cuenta 
los costes de la medida, los efectos discriminatorios que su no adopción podría representar, 
la estructura y características de la persona o entidad que haya de ponerla en práctica y la 
posibilidad que tengan aquéllas de obtener financiación oficial o cualquier otra ayuda. Se 
entenderá que la carga es desproporcionada, en los edificios constituidos en régimen de 
propiedad horizontal, cuando el coste de las obras repercutido anualmente, y descontando 
las ayudas públicas a las que se pueda tener derecho, exceda de doce mensualidades 
ordinarias de gastos comunes.

6. Edificio de tipología residencial de vivienda colectiva: el compuesto por más de una 
vivienda, sin perjuicio de que pueda contener, de manera simultánea, otros usos distintos del 
residencial. Con carácter asimilado se entiende incluida en esta tipología, el edificio 
destinado a ser ocupado o habitado por un grupo de personas que, sin constituir núcleo 
familiar, compartan servicios y se sometan a un régimen común, tales como hoteles o 
residencias.

Artículo 3.  Principio de desarrollo territorial y urbano sostenible.
1. Las políticas públicas relativas a la regulación, ordenación, ocupación, transformación 

y uso del suelo tienen como fin común la utilización de este recurso conforme al interés 
general y según el principio de desarrollo sostenible, sin perjuicio de los fines específicos 
que les atribuyan las Leyes.

2. En virtud del principio de desarrollo sostenible, las políticas a que se refiere el 
apartado anterior deben propiciar el uso racional de los recursos naturales armonizando los 
requerimientos de la economía, el empleo, la cohesión social, la igualdad de trato y de 
oportunidades, la salud y la seguridad de las personas y la protección del medio ambiente, 
contribuyendo en particular a:

a) La eficacia de las medidas de conservación y mejora de la naturaleza, la flora y la 
fauna y de la protección del patrimonio cultural y del paisaje.

b) La protección, adecuada a su carácter, del medio rural y la preservación de los valores 
del suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación 
urbanística.

c) La prevención adecuada de riesgos y peligros para la seguridad y la salud públicas y 
la eliminación efectiva de las perturbaciones de ambas.

d) La prevención y minimización, en la mayor medida posible, de la contaminación del 
aire, el agua, el suelo y el subsuelo.

3. Los poderes públicos formularán y desarrollarán, en el medio urbano, las políticas de 
su respectiva competencia, de acuerdo con los principios de competitividad y sostenibilidad 
económica, social y medioambiental, cohesión territorial, eficiencia energética y complejidad 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 22  Texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana [parcial]

– 472 –



funcional, procurando que, esté suficientemente dotado, y que el suelo se ocupe de manera 
eficiente, combinando los usos de forma funcional. En particular:

a) Posibilitarán el uso residencial en viviendas constitutivas de domicilio habitual en un 
contexto urbano seguro, salubre, accesible universalmente, de calidad adecuada e integrado 
socialmente, provisto del equipamiento, los servicios, los materiales y productos que 
eliminen o, en todo caso, minimicen, por aplicación de la mejor tecnología disponible en el 
mercado a precio razonable, las emisiones contaminantes y de gases de efecto invernadero, 
el consumo de agua, energía y la producción de residuos, y mejoren su gestión.

b) Favorecerán y fomentarán la dinamización económica y social y la adaptación, la 
rehabilitación y la ocupación de las viviendas vacías o en desuso.

c) Mejorarán la calidad y la funcionalidad de las dotaciones, infraestructuras y espacios 
públicos al servicio de todos los ciudadanos y fomentarán unos servicios generales más 
eficientes económica y ambientalmente.

d) Favorecerán, con las infraestructuras, dotaciones, equipamientos y servicios que sean 
precisos, la localización de actividades económicas generadoras de empleo estable, 
especialmente aquéllas que faciliten el desarrollo de la investigación científica y de nuevas 
tecnologías, mejorando los tejidos productivos, por medio de una gestión inteligente.

e) Garantizarán el acceso universal de los ciudadanos, de acuerdo con los 
requerimientos legales mínimos, a los edificios de uso privado y público y a las 
infraestructuras, dotaciones, equipamientos, transportes y servicios.

f) Garantizarán la movilidad en coste y tiempo razonable, la cual se basará en un 
adecuado equilibrio entre todos los sistemas de transporte, que, no obstante, otorgue 
preferencia al transporte público y colectivo y potencie los desplazamientos peatonales y en 
bicicleta.

g) Integrarán en el tejido urbano cuantos usos resulten compatibles con la función 
residencial, para contribuir al equilibrio de las ciudades y de los núcleos residenciales, 
favoreciendo la diversidad de usos, la aproximación de los servicios, las dotaciones y los 
equipamientos a la comunidad residente, así como la cohesión y la integración social.

h) Fomentarán la protección de la atmósfera y el uso de materiales, productos y 
tecnologías limpias que reduzcan las emisiones contaminantes y de gases de efecto 
invernadero del sector de la construcción, así como de materiales reutilizados y reciclados 
que contribuyan a mejorar la eficiencia en el uso de los recursos. También prevendrán y, en 
todo caso, minimizarán en la mayor medida posible, por aplicación de todos los sistemas y 
procedimientos legalmente previstos, los impactos negativos de los residuos urbanos y de la 
contaminación acústica.

i) Priorizarán las energías renovables frente a la utilización de fuentes de energía fósil y 
combatirán la pobreza energética, fomentando el ahorro energético y el uso eficiente de los 
recursos y de la energía, preferentemente de generación propia.

j) Valorarán, en su caso, la perspectiva turística, y permitirán y mejorarán el uso turístico 
responsable.

k) Favorecerán la puesta en valor del patrimonio urbanizado y edificado con valor 
histórico o cultural.

l) Contribuirán a un uso racional del agua, fomentando una cultura de eficiencia en el uso 
de los recursos hídricos, basada en el ahorro y en la reutilización.

La persecución de estos fines se adaptará a las peculiaridades que resulten del modelo 
territorial adoptado en cada caso por los poderes públicos competentes en materia de 
ordenación territorial y urbanística.

4. Los poderes públicos promoverán las condiciones para que los derechos y deberes de 
los ciudadanos establecidos en los artículos siguientes sean reales y efectivos, adoptando 
las medidas de ordenación territorial y urbanística que procedan para asegurar un resultado 
equilibrado, favoreciendo o conteniendo, según proceda, los procesos de ocupación y 
transformación del suelo.
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El suelo vinculado a un uso residencial por la ordenación territorial y urbanística está al 
servicio de la efectividad del derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada, en los 
términos que disponga la legislación en la materia.

[ . . . ]
TÍTULO I

Condiciones básicas de la igualdad en los derechos y deberes constitucionales 
de los ciudadanos

CAPÍTULO I
Estatuto básico del ciudadano

Artículo 5.  Derechos del ciudadano.
Todos los ciudadanos tienen derecho a:
a) Disfrutar de una vivienda digna, adecuada y accesible, concebida con arreglo al 

principio de diseño para todas las personas, que constituya su domicilio libre de ruido u otras 
inmisiones contaminantes de cualquier tipo que superen los límites máximos admitidos por la 
legislación aplicable y en un medio ambiente y un paisaje adecuados.

b) Acceder, en condiciones no discriminatorias y de accesibilidad universal, a la 
utilización de las dotaciones públicas y los equipamientos colectivos abiertos al uso público, 
de acuerdo con la legislación reguladora de la actividad de que se trate.

c) Acceder a la información de que dispongan las Administraciones Públicas sobre la 
ordenación del territorio, la ordenación urbanística y su evaluación ambiental, así como 
obtener copia o certificación de las disposiciones o actos administrativos adoptados, en los 
términos dispuestos por su legislación reguladora.

d) Ser informados por la Administración competente, de forma completa, por escrito y en 
plazo razonable, del régimen y las condiciones urbanísticas aplicables a una finca 
determinada, en los términos dispuestos por su legislación reguladora.

e) Participar efectivamente en los procedimientos de elaboración y aprobación de 
cualesquiera instrumentos de ordenación del territorio o de ordenación y ejecución 
urbanísticas y de su evaluación ambiental mediante la formulación de alegaciones, 
observaciones, propuestas, reclamaciones y quejas y a obtener de la Administración una 
respuesta motivada, conforme a la legislación reguladora del régimen jurídico de dicha 
Administración y del procedimiento de que se trate.

f) Ejercer la acción pública para hacer respetar las determinaciones de la ordenación 
territorial y urbanística, así como las decisiones resultantes de los procedimientos de 
evaluación ambiental de los instrumentos que las contienen y de los proyectos para su 
ejecución, en los términos dispuestos por su legislación reguladora.

Artículo 6.  Deberes del ciudadano.
Todos los ciudadanos tienen el deber de:
a) Respetar y contribuir a preservar el medio ambiente y el paisaje natural absteniéndose 

de realizar actuaciones que contaminen el aire, el agua, el suelo y el subsuelo o no 
permitidas por la legislación en la materia.

b) Cumplir los requisitos y condiciones a que la legislación sujete las actividades 
molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, así como emplear en ellas en cada momento las 
mejores técnicas disponibles conforme a la normativa aplicable, encaminadas a eliminar o 
reducir los efectos negativos señalados.

c) Respetar y hacer un uso racional y adecuado, acorde en todo caso con sus 
características, función y capacidad de servicio, de los bienes de dominio público y de las 
infraestructuras y los servicios urbanos.
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d) Respetar y contribuir a preservar el paisaje urbano y el patrimonio arquitectónico y 
cultural absteniéndose en todo caso de realizar cualquier acto o desarrollar cualquier 
actividad no permitidos.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Estatuto jurídico de la propiedad del suelo

[ . . . ]
Artículo 13.  Contenido del derecho de propiedad del suelo en situación rural: facultades.

1. En el suelo en situación rural a que se refiere el artículo 21.2,a), las facultades del 
derecho de propiedad incluyen las de usar, disfrutar y disponer de los terrenos de 
conformidad con su naturaleza, debiendo dedicarse, dentro de los límites que dispongan las 
leyes y la ordenación territorial y urbanística, al uso agrícola, ganadero, forestal, cinegético o 
cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos naturales.

La utilización de los terrenos con valores ambientales, culturales, históricos, 
arqueológicos, científicos y paisajísticos que sean objeto de protección por la legislación 
aplicable, quedará siempre sometida a la preservación de dichos valores, y comprenderá 
únicamente los actos de alteración del estado natural de los terrenos que aquella legislación 
expresamente autorice.

Con carácter excepcional y por el procedimiento y con las condiciones previstas en la 
legislación de ordenación territorial y urbanística, podrán legitimarse actos y usos específicos 
que sean de interés público o social, que contribuyan a la ordenación y el desarrollo rurales, 
o que hayan de emplazarse en el medio rural.

2. En el suelo en situación rural para el que los instrumentos de ordenación territorial y 
urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado las facultades del 
derecho de propiedad incluyen las siguientes:

a) El derecho de consulta a las Administraciones competentes, sobre los criterios y 
previsiones de la ordenación urbanística, de los planes y proyectos sectoriales, y de las 
obras que habrán de realizar para asegurar la conexión de la urbanización con las redes 
generales de servicios y, en su caso, las de ampliación y reforzamiento de las existentes 
fuera de la actuación.

La legislación sobre ordenación territorial y urbanística fijará el plazo máximo de 
contestación de la consulta, que no podrá exceder de tres meses, salvo que una norma con 
rango de ley establezca uno mayor, así como los efectos que se sigan de ella. En todo caso, 
la alteración de los criterios y las previsiones facilitados en la contestación, dentro del plazo 
en el que ésta surta efectos, podrá dar derecho a la indemnización de los gastos en que se 
haya incurrido por la elaboración de proyectos necesarios que resulten inútiles, en los 
términos del régimen general de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones 
Públicas.

b) El derecho de elaborar y presentar el instrumento de ordenación que corresponda, 
cuando la Administración no se haya reservado la iniciativa pública de la ordenación y 
ejecución.

c) El derecho a participar en la ejecución de las actuaciones de nueva urbanización, en 
un régimen de equitativa distribución de beneficios y cargas entre todos los propietarios 
afectados en proporción a su aportación.

Para ejercer esta facultad, o para ratificarse en ella, si la hubiera ejercido antes, el 
propietario dispondrá del plazo que fije la legislación sobre ordenación territorial y 
urbanística, que no podrá ser inferior a un mes ni contarse desde un momento anterior a 
aquél en que pueda conocer el alcance de las cargas de la actuación y los criterios de su 
distribución entre los afectados.

d) La realización de usos y obras de carácter provisional que se autoricen por no estar 
expresamente prohibidos por la legislación territorial y urbanística, o la sectorial y sean 
compatibles con la ordenación urbanística. Estos usos y obras deberán cesar y, en todo 
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caso, ser demolidas las obras, sin derecho a indemnización alguna, cuando así lo acuerde la 
Administración urbanística.

La eficacia de las autorizaciones correspondientes, bajo las indicadas condiciones 
expresamente aceptadas por sus destinatarios, quedará supeditada a su constancia en el 
Registro de la Propiedad de conformidad con la legislación hipotecaria.

El arrendamiento y el derecho de superficie de los terrenos a que se refiere este 
apartado, o de las construcciones provisionales que se levanten en ellos, estarán excluidos 
del régimen especial de arrendamientos rústicos y urbanos, y, en todo caso, finalizarán 
automáticamente con la orden de la Administración urbanística acordando la demolición o 
desalojo para ejecutar los proyectos de urbanización. En estos supuestos no existirá derecho 
de realojamiento, ni de retorno.

e) El derecho de usar, disfrutar y disponer de los terrenos de conformidad con lo previsto 
en el apartado 1, siempre que el ejercicio de estas facultades sea compatible con la 
previsión ya contenida en el instrumento de ordenación territorial y urbanística en relación 
con su paso a la situación de suelo urbanizado.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, sólo podrá alterarse la 
delimitación de los espacios naturales protegidos o de los espacios incluidos en la Red 
Natura 2000, reduciendo su superficie total o excluyendo terrenos de los mismos, cuando así 
lo justifiquen los cambios provocados en ellos por su evolución natural, científicamente 
demostrada. La alteración deberá someterse a información pública, que en el caso de la Red 
Natura 2000 se hará de forma previa a la remisión de la propuesta de descatalogación a la 
Comisión Europea y la aceptación por ésta de tal descatalogación.

[ . . . ]
Artículo 15.  Contenido del derecho de propiedad del suelo: deberes y cargas.

1. El derecho de propiedad de los terrenos, las instalaciones, construcciones y 
edificaciones comprende con carácter general, cualquiera que sea la situación en que se 
encuentren, los deberes siguientes:

a) Dedicarlos a usos que sean compatibles con la ordenación territorial y urbanística.
b) Conservarlos en las condiciones legales de seguridad, salubridad, accesibilidad 

universal, ornato y las demás que exijan las leyes para servir de soporte a dichos usos.
c) Realizar las obras adicionales que la Administración ordene por motivos turísticos o 

culturales, o para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, hasta donde 
alcance el deber legal de conservación. En éste último caso, las obras podrán consistir en la 
adecuación a todas o alguna de las exigencias básicas establecidas en el Código Técnico de 
la Edificación, debiendo fijar la Administración de manera motivada el nivel de calidad que 
deba ser alcanzado para cada una de ellas.

2. El deber legal de conservación constituye el límite de las obras que deban ejecutarse 
a costa de los propietarios. Cuando se supere dicho límite, correrán a cargo de los fondos de 
la Administración que ordene las obras que lo rebasen para obtener mejoras de interés 
general.

3. El límite de las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios en 
cumplimiento del deber legal de conservación de las edificaciones se establece en la mitad 
del valor actual de construcción de un inmueble de nueva planta, equivalente al original, en 
relación con las características constructivas y la superficie útil, realizado con las condiciones 
necesarias para que su ocupación sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de 
ser legalmente destinado al uso que le sea propio.

4. La Administración competente podrá imponer, en cualquier momento, la realización de 
obras para el cumplimiento del deber legal de conservación, de conformidad con lo dispuesto 
en la legislación estatal y autonómica aplicables. El acto firme de aprobación de la orden 
administrativa de ejecución que corresponda, determinará la afección real directa e 
inmediata, por determinación legal, del inmueble, al cumplimiento de la obligación del deber 
de conservación. Dicha afección real se hará constar, mediante nota marginal, en el Registro 
de la Propiedad, con referencia expresa a su carácter de garantía real y con el mismo 
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régimen de preferencia y prioridad establecido para la afección real, al pago de cargas de 
urbanización en las actuaciones de transformación urbanística.

Conforme a lo dispuesto en la normativa aplicable, en los casos de inejecución 
injustificada de las obras ordenadas, dentro del plazo conferido al efecto, se procederá a su 
realización subsidiaria por la Administración Pública competente, sustituyendo ésta al titular 
o titulares del inmueble o inmuebles y asumiendo la facultad de edificar o de rehabilitarlos 
con cargo a aquéllos, o a la aplicación de cualesquiera otras fórmulas de reacción 
administrativa a elección de ésta. En tales supuestos, el límite máximo del deber de 
conservación podrá elevarse, si así lo dispone la legislación autonómica, hasta el 75% del 
coste de reposición de la construcción o el edificio correspondiente. Cuando el propietario 
incumpla lo acordado por la Administración, una vez dictada resolución declaratoria del 
incumplimiento y acordada la aplicación del régimen correspondiente, la Administración 
actuante remitirá al Registro de la Propiedad certificación del acto o actos correspondientes 
para su constancia por nota al margen de la última inscripción de dominio.

[ . . . ]
Artículo 17.  Contenido del derecho de propiedad del suelo en situación de urbanizado: 
deberes y cargas.

1. En el suelo en situación de urbanizado, el deber de uso supone los deberes de 
completar la urbanización de los terrenos con los requisitos y condiciones establecidos para 
su edificación y el deber de edificar en los plazos establecidos en la normativa aplicable, 
cuando así se prevea por la ordenación urbanística y en las condiciones por ella 
establecidas.

2. Cuando la Administración imponga la realización de actuaciones sobre el medio 
urbano, el propietario tendrá el deber de participar en su ejecución en el régimen de 
distribución de beneficios y cargas que corresponda, en los términos establecidos en el 
artículo 14.1.c).

3. En particular, cuando se trate de edificaciones, el deber legal de conservación 
comprende, además de los deberes de carácter general exigibles de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 15, la realización de los trabajos y las obras necesarios para:

a) Satisfacer, con carácter general, los requisitos básicos de la edificación establecidos 
en el artículo 3.1 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.

b) Adaptar y actualizar sus instalaciones a las normas legales que, para la edificación 
existente, les sean explícitamente exigibles en cada momento.

4. El deber legal de conservación, que constituirá el límite de las obras que deban 
ejecutarse a costa de los propietarios cuando la Administración las ordene por motivos 
turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad o sostenibilidad del medio urbano, se 
establece en la mitad del valor actual de construcción de un inmueble de nueva planta, 
equivalente al original, en relación con las características constructivas y la superficie útil, 
realizado con las condiciones necesarias para que su ocupación sea autorizable o, en su 
caso, quede en condiciones de ser legalmente destinado al uso que le sea propio. Cuando 
se supere dicho límite, las obras que lo rebasen para obtener mejoras de interés general 
correrán a cargo de los fondos de la Administración que haya impuesto su realización.

5. La realización de las actuaciones sobre el medio urbano corresponde, además de a 
aquellos sujetos a los que la legislación de ordenación territorial y urbanística atribuya dicha 
obligación, a los siguientes:

a) Los propietarios y los titulares de derechos de uso otorgados por ellos, en la 
proporción acordada en el correspondiente contrato o negocio jurídico que legitime la 
ocupación. En ausencia de éste, o cuando el contrato no contenga cláusula alguna relativa a 
la citada proporción, corresponderá a éstos o a aquéllos, en función de si las obras tienen o 
no el carácter de reparaciones menores motivadas por el uso diario de la vivienda, sus 
instalaciones y servicios. La determinación se realizará de acuerdo con la normativa 
reguladora de la relación contractual y, en su caso, con las proporciones que figuren en el 
Registro de la Propiedad, relativas al bien y a sus elementos anexos de uso privativo.
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b) Las comunidades de propietarios y, en su caso, las agrupaciones de comunidades de 
propietarios, así como las cooperativas de viviendas, con respecto a los elementos comunes 
de la construcción, el edificio o complejo inmobiliario en régimen de propiedad horizontal y 
de los condominios, sin perjuicio del deber de los propietarios de las fincas o elementos 
separados de uso privativo de contribuir, en los términos de los estatutos de la comunidad o 
agrupación de comunidades o de la cooperativa, a los gastos en que incurran estas últimas.

c) Las Administraciones Públicas, cuando afecten a elementos propios de la 
urbanización y no exista el deber legal para los propietarios de asumir su coste, o cuando 
éstas financien parte de la operación con fondos públicos, en los supuestos de ejecución 
subsidiaria, a costa de los obligados.

CAPÍTULO IV
Estatuto básico de la promoción de las actuaciones urbanísticas

Artículo 18.  Deberes vinculados a la promoción de las actuaciones de transformación 
urbanística y a las actuaciones edificatorias.

1. Las actuaciones de urbanización a que se refiere el artículo 7.1,a) comportan los 
siguientes deberes legales:

a) Entregar a la Administración competente el suelo reservado para viales, espacios 
libres, zonas verdes y restantes dotaciones públicas incluidas en la propia actuación o 
adscritas a ella para su obtención.

En estos suelos se incluirá, cuando deban formar parte de actuaciones de urbanización 
cuyo uso predominante sea el residencial, los que el instrumento de ordenación adscriba a la 
dotación pública de viviendas sometidas a algún régimen de protección, con destino 
exclusivo al alquiler, tanto en los supuestos en que así se determine por la legislación 
aplicable, como cuando de la memoria del correspondiente instrumento se derive la 
necesidad de contar con este tipo de viviendas de naturaleza rotatoria, y cuya finalidad sea 
atender necesidades temporales de colectivos con especiales dificultades de acceso a la 
vivienda.

b) Entregar a la Administración competente, y con destino a patrimonio público de suelo, 
el suelo libre de cargas de urbanización correspondiente al porcentaje de la edificabilidad 
media ponderada de la actuación, o del ámbito superior de referencia en que ésta se incluya, 
que fije la legislación reguladora de la ordenación territorial y urbanística.

Con carácter general, el porcentaje a que se refiere el párrafo anterior no podrá ser 
inferior al 5 por ciento ni superior al 15 por ciento.

La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá permitir excepcionalmente 
reducir o incrementar este porcentaje de forma proporcionada y motivada, hasta alcanzar un 
máximo del 20 por ciento en el caso de su incremento, para las actuaciones o los ámbitos en 
los que el valor de las parcelas resultantes sea sensiblemente inferior o superior, 
respectivamente, al medio en los restantes de su misma categoría de suelo.

La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá determinar los casos y 
condiciones en que quepa sustituir la entrega del suelo por otras formas de cumplimiento del 
deber, excepto cuando pueda cumplirse con suelo destinado a vivienda sometida a algún 
régimen de protección pública en virtud de la reserva a que se refiere la letra b) del apartado 
1 del artículo 20.

c) Costear y, en su caso, ejecutar todas las obras de urbanización previstas en la 
actuación correspondiente, así como las infraestructuras de conexión con las redes 
generales de servicios y las de ampliación y reforzamiento de las existentes fuera de la 
actuación que ésta demande por su dimensión y características específicas, sin perjuicio del 
derecho a reintegrarse de los gastos de instalación de las redes de servicios con cargo a sus 
empresas prestadoras, en los términos que se estipulen en los convenios que al efecto se 
suscriban y que deberán ser aprobados por la Administración actuante. En defecto de 
acuerdo, dicha Administración decidirá lo procedente.

Entre las obras e infraestructuras a que se refiere el párrafo anterior, se entenderán 
incluidas las de potabilización, suministro y depuración de agua que se requieran conforme a 
su legislación reguladora, y la legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá 
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incluir asimismo las infraestructuras de transporte público que se requieran para una 
movilidad sostenible.

d) Entregar a la Administración competente, junto con el suelo correspondiente, las obras 
e infraestructuras a que se refiere la letra anterior, que deban formar parte del dominio 
público como soporte inmueble de las instalaciones propias de cualesquiera redes de 
dotaciones y servicios, así como también dichas instalaciones cuando estén destinadas a la 
prestación de servicios de titularidad pública.

e) Garantizar el realojamiento de los ocupantes legales que se precise desalojar de 
inmuebles situados dentro del área de la actuación y que constituyan su residencia habitual, 
así como el retorno cuando tengan derecho a él, en los términos establecidos en la 
legislación vigente, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente.

f) Indemnizar a los titulares de derechos sobre las construcciones y edificaciones que 
deban ser demolidas y las obras, instalaciones, plantaciones y sembrados que no puedan 
conservarse.

2. Cuando se trate de las actuaciones de dotación a que se refiere el artículo 7.1 b), los 
deberes anteriores se exigirán con las siguientes salvedades:

a) El deber de entregar a la Administración competente el suelo libre de cargas de 
urbanización correspondiente al porcentaje de la edificabilidad media ponderada de la 
actuación o del ámbito superior de referencia en que ésta se incluya, que fije la legislación 
reguladora de la ordenación territorial y urbanística, se determinará atendiendo sólo al 
incremento de la edificabilidad media ponderada que, en su caso, resulte de la modificación 
del instrumento de ordenación. Dicho deber podrá cumplirse mediante la sustitución de la 
entrega de suelo por su valor en metálico, con la finalidad de costear la parte de financiación 
pública que pudiera estar prevista en la propia actuación, o a integrarse en el patrimonio 
público de suelo, con destino preferente a actuaciones de rehabilitación o de regeneración y 
renovación urbanas.

b) El deber de entregar a la Administración competente el suelo para dotaciones públicas 
relacionado con el reajuste de su proporción, podrá sustituirse, en caso de imposibilidad 
física de materializarlo en el ámbito correspondiente, por la entrega de superficie edificada o 
edificabilidad no lucrativa, en un complejo inmobiliario, situado dentro del mismo, tal y como 
prevé el artículo 26.4, o por otras formas de cumplimiento del deber en los casos y 
condiciones en que así lo prevea la legislación sobre ordenación territorial y urbanística.

3. En relación con las actuaciones edificatorias serán exigibles, de conformidad con su 
naturaleza y alcance, los deberes referidos en las letras e) y f) del apartado 1 de este 
artículo, así como el de completar la urbanización de los terrenos con los requisitos y 
condiciones establecidos para su edificación.

4. Con independencia de lo establecido en los apartados anteriores, con carácter 
excepcional y siempre que se justifique adecuadamente que no cabe ninguna otra solución 
técnica o económicamente viable, los instrumentos de ordenación urbanística podrán eximir 
del cumplimiento de los deberes de nuevas entregas de suelo que les correspondiesen, a 
actuaciones sobre zonas con un alto grado de degradación e inexistencia material de suelos 
disponibles en su entorno inmediato. La misma regla podrá aplicarse a los aumentos de la 
densidad o edificabilidad que fueren precisos para sustituir la infravivienda por vivienda que 
reúna los requisitos legalmente exigibles, con destino al realojamiento y el retorno que exija 
la correspondiente actuación.

5. Las actuaciones sobre núcleos tradicionales legalmente asentados en el medio rural, 
comportarán los deberes legales establecidos en los números anteriores, de acuerdo con las 
características que a éstos atribuya su propia legislación.

6. Los terrenos incluidos en el ámbito de las actuaciones y los adscritos a ellas están 
afectados, con carácter de garantía real, al cumplimiento de los deberes de los apartados 
anteriores. Estos deberes se presumen cumplidos con la recepción por la Administración 
competente de las obras de urbanización o de rehabilitación y regeneración o renovación 
urbanas correspondientes, o en su defecto, al término del plazo en que debiera haberse 
producido la recepción desde su solicitud acompañada de certificación expedida por la 
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dirección técnica de las obras, sin perjuicio de las obligaciones que puedan derivarse de la 
liquidación de las cuentas definitivas de la actuación.

[ . . . ]
TÍTULO II

Bases del régimen del suelo, reglas procedimentales comunes y normas civiles

CAPÍTULO I
Bases del régimen del suelo

Artículo 20.  Criterios básicos de utilización del suelo.
1. Para hacer efectivos los principios y los derechos y deberes enunciados en el título 

preliminar y en el título I, respectivamente, las Administraciones Públicas, y en particular las 
competentes en materia de ordenación territorial y urbanística, deberán:

a) Atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el 
paso de la situación de suelo rural a la de suelo urbanizado, mediante la urbanización, al 
suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen, impedir la especulación con 
él y preservar de la urbanización al resto del suelo rural.

b) Destinar suelo adecuado y suficiente para usos productivos y para uso residencial, 
con reserva en todo caso de una parte proporcionada a vivienda sujeta a un régimen de 
protección pública que, al menos, permita establecer su precio máximo en venta, alquiler u 
otras formas de acceso a la vivienda, como el derecho de superficie o la concesión 
administrativa.

Esta reserva será determinada por la legislación sobre ordenación territorial y urbanística 
o, de conformidad con ella, por los instrumentos de ordenación, garantizará una distribución 
de su localización respetuosa con el principio de cohesión social y comprenderá, como 
mínimo, los terrenos necesarios para realizar el 40 por ciento de la edificabilidad residencial 
prevista por la ordenación urbanística en el suelo rural que vaya a ser incluido en 
actuaciones de nueva urbanización y el 20 por ciento en el suelo urbanizado que deba 
someterse a actuaciones de reforma o renovación de la urbanización.

No obstante, dicha legislación podrá también fijar o permitir excepcionalmente una 
reserva inferior o eximirlas para determinados Municipios o actuaciones, siempre que, 
cuando se trate de actuaciones de nueva urbanización, se garantice en el instrumento de 
ordenación el cumplimiento íntegro de la reserva dentro de su ámbito territorial de aplicación 
y una distribución de su localización respetuosa con el principio de cohesión social.

c) Atender, teniendo en cuenta la perspectiva de género, en la ordenación de los usos 
del suelo, a los principios de accesibilidad universal, de movilidad, de eficiencia energética, 
de garantía de suministro de agua, de prevención de riesgos naturales y de accidentes 
graves, de prevención y protección contra la contaminación y limitación de sus 
consecuencias para la salud o el medio ambiente.

En la consideración del principio de prevención de riesgos naturales y accidentes graves 
en la ordenación de los usos del suelo, se incluirán los riesgos derivados del cambio 
climático, entre ellos:

a) Riesgos derivados de los embates marinos, inundaciones costeras y ascenso del nivel 
del mar.

b) Riesgos derivados de eventos meteorológicos extremos sobre las infraestructuras y 
los servicios públicos esenciales, como el abastecimiento de agua y electricidad o los 
servicios de emergencias.

c) Riesgos de mortalidad y morbilidad derivados de las altas temperaturas y, en 
particular, aquellos que afectan a poblaciones vulnerables. Estos datos se ofrecerán 
desagregados por sexo.

d) Riesgos asociados a la pérdida de ecosistemas y biodiversidad y, en particular, de 
deterioro o pérdida de bienes, funciones y servicios ecosistémicos esenciales.
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e) Riesgos de incendios, con especial atención a los riesgos en la interfaz urbano-
forestal y entre las infraestructuras y las zonas forestales.

2. Las instalaciones, construcciones y edificaciones habrán de adaptarse, en lo básico, al 
ambiente en que estuvieran situadas, y a tal efecto, en los lugares de paisaje abierto y 
natural, sea rural o marítimo, o en las perspectivas que ofrezcan los conjuntos urbanos de 
características histórico-artísticas, típicos o tradicionales, y en las inmediaciones de las 
carreteras y caminos de trayecto pintoresco, no se permitirá que la situación, masa, altura de 
los edificios, muros y cierres, o la instalación de otros elementos, limite el campo visual para 
contemplar las bellezas naturales, rompa la armonía del paisaje o desfigure la perspectiva 
propia del mismo.

[ . . . ]
Artículo 22.  Evaluación y seguimiento de la sostenibilidad del desarrollo urbano, y garantía 
de la viabilidad técnica y económica de las actuaciones sobre el medio urbano.

1. Los instrumentos de ordenación territorial y urbanística están sometidos a evaluación 
ambiental de conformidad con lo previsto en la legislación de evaluación de los efectos de 
determinados planes y programas en el medio ambiente y en este artículo, sin perjuicio de la 
evaluación de impacto ambiental de los proyectos que se requieran para su ejecución, en su 
caso.

2. El informe de sostenibilidad ambiental de los instrumentos de ordenación de 
actuaciones de urbanización deberá incluir un mapa de riesgos naturales del ámbito objeto 
de ordenación.

3. En la fase de consultas sobre los instrumentos de ordenación de actuaciones de 
urbanización, deberán recabarse al menos los siguientes informes, cuando sean preceptivos 
y no hubieran sido ya emitidos e incorporados al expediente ni deban emitirse en una fase 
posterior del procedimiento de conformidad con su legislación reguladora:

a) El de la Administración hidrológica sobre la existencia de recursos hídricos necesarios 
para satisfacer las nuevas demandas y sobre la protección del dominio público hidráulico.

b) El de la Administración de costas sobre el deslinde y la protección del dominio público 
marítimo-terrestre, en su caso.

c) Los de las Administraciones competentes en materia de carreteras y demás 
infraestructuras afectadas, acerca de dicha afección y del impacto de la actuación sobre la 
capacidad de servicio de tales infraestructuras.

Los informes a que se refiere este apartado serán determinantes para el contenido de la 
memoria ambiental, que solo podrá disentir de ellos de forma expresamente motivada.

4. La documentación de los instrumentos de ordenación de las actuaciones de 
transformación urbanística deberá incluir un informe o memoria de sostenibilidad económica, 
en el que se ponderará, en particular, el impacto de la actuación en las Haciendas Públicas 
afectadas por la implantación y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la 
puesta en marcha y la prestación de los servicios resultantes, así como la suficiencia y 
adecuación del suelo destinado a usos productivos.

5. La ordenación y ejecución de las actuaciones sobre el medio urbano, sean o no de 
transformación urbanística, requerirá la elaboración de una memoria que asegure su 
viabilidad económica, en términos de rentabilidad, de adecuación a los límites del deber legal 
de conservación y de un adecuado equilibrio entre los beneficios y las cargas derivados de la 
misma, para los propietarios incluidos en su ámbito de actuación, y contendrá, al menos, los 
siguientes elementos:

a), b), c), d) y e) (Anuladas).

Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulas las letras a), b), c), d) y e) del 
apartado 5, por Sentencia del TC 143/2017, de 14 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-605
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6. Las Administraciones competentes en materia de ordenación y ejecución urbanísticas 
deberán elevar al órgano que corresponda de entre sus órganos colegiados de gobierno, con 
la periodicidad mínima que fije la legislación en la materia, un informe de seguimiento de la 
actividad de ejecución urbanística de su competencia, que deberá considerar al menos la 
sostenibilidad ambiental y económica a que se refiere este artículo.

Los Municipios estarán obligados al informe a que se refiere el párrafo anterior cuando lo 
disponga la legislación en la materia y, al menos, cuando deban tener una Junta de Gobierno 
Local.

El informe a que se refieren los párrafos anteriores podrá surtir los efectos propios del 
seguimiento a que se refiere la legislación de evaluación de los efectos de determinados 
planes y programas en el medio ambiente, cuando cumpla todos los requisitos en ella 
exigidos.

7. La legislación sobre ordenación territorial y urbanística establecerá en qué casos el 
impacto de una actuación de urbanización obliga a ejercer de forma plena la potestad de 
ordenación del municipio o del ámbito territorial superior en que se integre, por trascender 
del concreto ámbito de la actuación los efectos significativos que genera la misma en el 
medio ambiente.

[ . . . ]
Artículo 24.  Reglas específicas de las actuaciones sobre el medio urbano.

1. Las actuaciones sobre el medio urbano que impliquen la necesidad de alterar la 
ordenación urbanística vigente, observarán los trámites procedimentales requeridos por la 
legislación aplicable para realizar la correspondiente modificación. No obstante, tal 
legislación podrá prever que determinados programas u otros instrumentos de ordenación se 
aprueben de forma simultánea a aquella modificación, o independientemente de ella, por los 
procedimientos de aprobación de las normas reglamentarias, con los mismos efectos que 
tendrían los propios planes de ordenación urbanística. En cualquier caso, incorporarán el 
informe o memoria de sostenibilidad económica que regula el apartado 5 del artículo 22.

2. (Anulado).
3. (Anulado).
4. Será posible ocupar las superficies de espacios libres o de dominio público que 

resulten indispensables para la instalación de ascensores u otros elementos que garanticen 
la accesibilidad universal, así como las superficies comunes de uso privativo, tales como 
vestíbulos, descansillos, sobrecubiertas, voladizos y soportales, tanto si se ubican en el 
suelo, como en el subsuelo o en el vuelo, cuando no resulte viable, técnica o 
económicamente, ninguna otra solución y siempre que quede asegurada la funcionalidad de 
los espacios libres, dotaciones y demás elementos del dominio público.

Los instrumentos de ordenación urbanística garantizarán la aplicación de la regla básica 
establecida en el párrafo anterior, bien permitiendo que aquellas superficies no computen a 
efectos del volumen edificable, ni de distancias mínimas a linderos, otras edificaciones o a la 
vía pública o alineaciones, bien aplicando cualquier otra técnica que, de conformidad con la 
legislación aplicable, consiga la misma finalidad.

Asimismo, el acuerdo firme en vía administrativa a que se refiere el apartado 2, además 
de los efectos previstos en el artículo 42.3, legitima la ocupación de las superficies de 
espacios libres o de dominio público que sean de titularidad municipal, siendo la aprobación 
definitiva causa suficiente para que se establezca una cesión de uso del vuelo por el tiempo 
en que se mantenga la edificación o, en su caso, su recalificación y desafectación, con 
enajenación posterior a la comunidad o agrupación de comunidades de propietarios 
correspondiente. Cuando fuere preciso ocupar bienes de dominio público pertenecientes a 
otras Administraciones, los Ayuntamientos podrán solicitar a su titular la cesión de uso o 
desafectación de los mismos, la cual procederá, en su caso, de conformidad con lo previsto 
en la legislación reguladora del bien correspondiente.

5. Lo dispuesto en el apartado anterior será también de aplicación a los espacios que 
requieran la realización de obras que consigan reducir al menos, en un 30 por ciento la 
demanda energética anual de calefacción o refrigeración del edificio y que consistan en:
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a) la instalación de aislamiento térmico o fachadas ventiladas por el exterior del edificio, 
o el cerramiento o acristalamiento de las terrazas ya techadas.

b) la instalación de dispositivos bioclimáticos adosados a las fachadas o cubiertas.
c) la realización de las obras y la implantación de las instalaciones necesarias para la 

centralización o dotación de instalaciones energéticas comunes y de captadores solares u 
otras fuentes de energía renovables, en las fachadas o cubiertas cuando consigan reducir el 
consumo anual de energía primaria no renovable del edificio, al menos, en un 30 por ciento.

d) La realización de obras en zonas comunes o viviendas que logren reducir, al menos, 
en un 30 por ciento, el consumo de agua en el conjunto del edificio.

6. Cuando las actuaciones referidas en los apartados anteriores afecten a inmuebles 
declarados de interés cultural o sujetos a cualquier otro régimen de protección, se 
buscarán soluciones innovadoras que permitan realizar las adaptaciones que sean precisas 
para mejorar la eficiencia energética y garantizar la accesibilidad, sin perjuicio de la 
necesaria preservación de los valores objeto de protección. En cualquier caso, deberán ser 
informadas favorablemente, o autorizadas, en su caso, por el órgano competente para la 
gestión del régimen de protección aplicable, de acuerdo con su propia normativa.

Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos el segundo párrafo del 
apartado 1, los apartados 2 y 3 y el inciso destacado del apartado 6, por Sentencia del TC 
143/2017, de 14 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-605

[ . . . ]
TÍTULO IV

Cooperación y Colaboración Interadministrativas

Artículo 31.  Cooperación interadministrativa.
1. Podrán beneficiarse de la colaboración y la cooperación económica de la 

Administración General del Estado, en cualquiera de las formas previstas legalmente y 
teniendo prioridad en las ayudas estatales vigentes, las actuaciones con cobertura en los 
correspondientes planes estatales que tengan por objeto:

a) La conservación, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas 
tal y como se definen en esta ley y se conciban en los correspondientes Planes estatales.

b) La elaboración y aprobación de los instrumentos necesarios para la ordenación y la 
gestión de las actuaciones reguladas por esta ley y, en especial, de aquellos que tengan por 
finalidad actuar sobre ámbitos urbanos degradados, desfavorecidos y vulnerables o que 
padezcan problemas de naturaleza análoga que combinen variables económicas, 
ambientales y sociales.

c) Aquellas otras actuaciones que, con independencia de lo dispuesto en la letra anterior, 
tengan como objeto actuar en ámbitos de gestión aislada o conjunta, con la finalidad de 
eliminar la infravivienda, garantizar la accesibilidad universal o mejorar la eficiencia 
energética de los edificios.

2. Las Administraciones Públicas fomentarán de manera conjunta la actividad 
económica, la sostenibilidad ambiental y la cohesión social y territorial. A tales efectos, 
podrán suscribir los convenios interadministrativos de asignación de fondos que 
correspondan.

[ . . . ]
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Disposición adicional primera.  Sistema de información urbana y demás información al 
servicio de las políticas públicas para un medio urbano sostenible.

1. Con el fin de promover la transparencia y para asegurar la obtención, actualización 
permanente y explotación de la información necesaria para el desarrollo de las políticas y las 
acciones que le competan, la Administración General del Estado, en colaboración con las 
comunidades autónomas, definirá y promoverá la aplicación de aquellos criterios y principios 
básicos que posibiliten, desde la coordinación y complementación con las administraciones 
competentes en la materia, la formación y actualización permanente de un sistema público 
general e integrado de información sobre suelo, urbanismo y edificación, comprensivo, al 
menos, de los siguientes instrumentos:

a) Censos de construcciones, edificios, viviendas y locales desocupados y de los 
precisados de mejora o rehabilitación. Los Informes de Evaluación de los Edificios regulados 
en los artículos 29 y 30 servirán para nutrir dichos censos, en relación con las necesidades 
de rehabilitación.

b) Mapas de ámbitos urbanos deteriorados, obsoletos, desfavorecidos o en dificultades, 
precisados de regeneración y renovación urbanas, o de actuaciones de rehabilitación 
edificatoria.

c) Un sistema público general e integrado de información sobre suelo y urbanismo, a 
través del cual los ciudadanos tendrán derecho a obtener por medios electrónicos toda la 
información urbanística proveniente de las distintas Administraciones, respecto a la 
ordenación del territorio llevada a cabo por las mismas.

2. Se procurará, asimismo, la compatibilidad y coordinación del sistema público de 
información referido en al apartado anterior con el resto de sistemas de información y, en 
particular, con el Catastro Inmobiliario.

[ . . . ]
Disposición transitoria cuarta.  Criterios mínimos de sostenibilidad.

Si, trascurrido un año desde la entrada en vigor de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de 
Suelo, la legislación sobre ordenación territorial y urbanística no estableciera en qué casos el 
impacto de una actuación de urbanización obliga a ejercer de forma plena la potestad de 
ordenación, esta nueva ordenación o revisión será necesaria cuando la actuación conlleve, 
por sí misma o en unión de las aprobadas en los dos últimos años, un incremento superior al 
20 por ciento de la población o de la superficie de suelo urbanizado del municipio o ámbito 
territorial.

[ . . . ]
Disposición final segunda.  Título competencial y ámbito de aplicación.

1. Tienen el carácter de condiciones básicas de la igualdad en el ejercicio de los 
derechos y el cumplimiento de los correspondientes deberes constitucionales y, en su caso, 
de bases del régimen de las Administraciones Públicas, de la planificación general de la 
actividad económica, de protección del medio ambiente y del régimen energético, dictadas 
en ejercicio de las competencias reservadas al legislador general en el artículo 149.1.1.ª, 
13.ª, 23.ª y 25.ª de la Constitución, los artículos 1; 2; 3; 4; 5, letras a) y b); 6; 7; 8; 9; 11, 
apartados 1, 2, 3, 4 y 5, primer párrafo; 12; 13; 14; 15; 16; 17; 18; 19; 20; 21; 22; 24; 31; 32, 
apartado 1; 33; 43; 49, apartado 3; 52, apartado 5; las disposiciones adicionales sexta, 
apartado 1; duodécima y décimo tercera; las disposiciones transitoria primera; segunda y 
cuarta.

2. Tienen el carácter de disposiciones establecidas en ejercicio de la competencia 
reservada al legislador estatal por el artículo 149.1.8.ª y 18.ª sobre legislación civil, 
procedimiento administrativo común y expropiación forzosa y sistema de responsabilidad de 
las Administraciones Públicas, los artículos 4, apartados 1, 2 y 3; 5, letras c), d) y e); 9, 
apartados 1, 3 y 7; 10; 11, apartado 5, in fine; 13, apartado 2, letras a) y b); 14, letra d); 15, 
apartado 4, 19; 23; 24; 25; 26, 27; 28; 29, 32, apartado 1; 33; 34; 35; 36; 37; 38; 39; 40; 41; 
42; 43; 44; 45; 46; 47; 48, 49 apartados 1 y 2; 50; 52, apartados 3 y 4, 53; 54; 55; 57; 58; 59; 
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60; 61, 65; 66; 67; 68; las Disposiciones adicionales primera, cuarta, quinta; sexta, apartados 
2 y 3; séptima, octava, novena y décima y la disposición transitoria tercera,

3. Los artículos 51 y 52, apartados 1 y 2, tienen el carácter de bases de la planificación 
general de la actividad económica dictadas en ejercicio de la competencia reservada al 
legislador estatal en el artículo 149.1.13.ª de la Constitución, sin perjuicio de las 
competencias exclusivas sobre suelo y urbanismo que tengan atribuidas las Comunidades 
Autónomas.

4. Los artículos 5, letra f); 32, apartado 2; 56; 57; 62; 63 y 64 se dictan al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.6.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia 
en materia de legislación procesal.

5. El artículo 30 y la disposición final primera se dictan al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.30.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia sobre 
regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales.

6. El artículo 22, apartado 4 y la disposición adicional undécima se dictan al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.14.ª, que atribuye al Estado la competencia sobre Hacienda 
General y Deuda del Estado.

7. Las disposiciones adicionales segunda y décima, apartado 3, se dictan al amparo de 
lo dispuesto en el artículo 149.1.4.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia 
en materia de Defensa y Fuerzas Armadas.

8. El contenido normativo íntegro de esta Ley es de aplicación directa en los territorios de 
las ciudades de Ceuta y Melilla, con las siguientes precisiones:

a) La potestad que la letra b) del apartado primero del artículo 20 reconoce a la ley para 
reducir el porcentaje de reserva de vivienda sometida a algún régimen de protección pública 
y la de determinar los posibles destinos del patrimonio público del suelo, de entre los 
previstos en el apartado 1 del artículo 52, podrán ser ejercidas directamente en el Plan 
General.

b) El porcentaje a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 18 será, con 
carácter general, el 15 por ciento. No obstante, el Plan General podrá, de forma 
proporcionada y motivada, reducirlo hasta un 10 por ciento, o incrementarlo hasta un 
máximo del 20 por ciento, en las actuaciones o ámbitos en los que el valor de los solares 
resultantes sea sensiblemente inferior, o superior al medio de los incluidos en su misma 
clase de suelo, respectivamente.

9. Lo dispuesto en esta ley se aplicará sin perjuicio de los regímenes civiles, forales o 
especiales, allí donde existen.

[ . . . ]
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§ 23

Real Decreto 1492/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de valoraciones de la Ley de Suelo. [Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 270, de 9 de noviembre de 2011

Última modificación: 3 de febrero de 2022
Referencia: BOE-A-2011-17629

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 3.  Evaluación y seguimiento de la sostenibilidad económica y ambiental.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.4 del texto refundido de la Ley de Suelo, 
la documentación de los instrumentos de ordenación de las actuaciones de urbanización 
debe incluir un informe o memoria de sostenibilidad económica, en el que se ponderará en 
particular el impacto de la actuación en las Haciendas Públicas afectadas por la implantación 
y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación 
de los servicios resultantes, así como la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos 
productivos.

Específicamente y en relación con el impacto económico para la Hacienda local, se 
cuantificarán los costes de mantenimiento por la puesta en marcha y la prestación de los 
servicios públicos necesarios para atender el crecimiento urbano previsto en el instrumento 
de ordenación, y se estimará el importe de los ingresos municipales derivados de los 
principales tributos locales, en función de la edificación y población potencial previstas, 
evaluados en función de los escenarios socio-económicos previsibles hasta que se 
encuentren terminadas las edificaciones que la actuación comporta.

2. En el informe de seguimiento de la actividad de ejecución urbanística a que se refiere 
el artículo 15.5 de la Ley de Suelo, constará, como mínimo, el cumplimiento de las 
previsiones de los informes de sostenibilidad económica y ambiental y las eventuales 
desviaciones resultantes en relación con las estimaciones realizadas en los mismos, así 
como, en su caso, la propuesta de las medidas que favorezcan el equilibrio ambiental y 
territorial o el reajuste económico para la Hacienda Local que pudiera derivarse del análisis 
del impacto de la memoria de sostenibilidad económica al que se refiere el apartado anterior.
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CAPÍTULO II
Conceptos y criterios generales para la realización de las valoraciones

Artículo 4.  Definiciones.
A efectos de lo dispuesto en el texto refundido de la Ley de Suelo y en este Reglamento, 

se entenderá por:
1. Explotación en suelo rural, la unidad económica de producción que desarrolla el 

conjunto de actividades, usos y utilidades en una parcela o finca de suelo rural que se toma 
como marco de referencia a los efectos de calcular la renta real o potencial a que se refieren 
los artículos 7 y siguientes del presente Reglamento.

2. Construcción, las edificaciones e instalaciones definidas en los apartados 3 y 4 de 
este artículo, excepto aquellas de escasa entidad constructiva y sencillez técnica que no 
tengan, de forma eventual o permanente, carácter residencial ni público y se desarrollen en 
una sola planta, como son los tinglados y cobertizos de pequeña entidad.

3. Edificación, las obras de nueva construcción y de ampliación, modificación, reforma o 
rehabilitación que alteren la configuración arquitectónica de los edificios, entendiendo por 
tales las que tengan carácter de intervención total o parcial que produzcan una variación 
esencial de la composición general exterior, la volumetría, o el conjunto del sistema 
estructural, o tengan por objeto cambiar los usos característicos del edificio. Asimismo, las 
obras que tengan el carácter de intervención total en edificaciones catalogadas o que 
dispongan de algún tipo de protección de carácter ambiental o histórico-artístico, regulada a 
través de norma legal o documento urbanístico y aquellas otras de carácter parcial que 
afecten a los elementos o partes objeto de protección. Se considerarán comprendidas en la 
edificación, sus instalaciones fijas y el equipamiento propio, así como los elementos de 
urbanización que permanezcan adscritos al edificio.

4. Instalación, el resto de elementos físicos inmovilizados permanentemente que no 
tengan la consideración de edificaciones de acuerdo con lo establecido en el apartado 
anterior. En el suelo rural se deberán distinguir dos tipos de instalaciones:

a) Las necesarias para la actividad económica desarrollada, que se valorarán 
conjuntamente con el mismo.

b) Las innecesarias para la actividad económica desarrollada, que se valorarán 
independientemente del mismo.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Valoración en situación de suelo rural

[ . . . ]
Artículo 9.  Cálculo de la renta de la explotación.

1. La renta anual, real o potencial, de la explotación, que podrá estar referida al año 
natural o al año agrícola o de campaña, se determinará a partir de la información técnica, 
económica y contable de la explotación actual o potencial en suelo rural. A tal efecto, se 
considerará la información que sobre la renta de la explotación pueda haber sido acreditada 
por el propietario o el titular de la misma y, en su defecto, se considerará preferente la 
información procedente de estudios y publicaciones realizadas por las Administraciones 
Públicas competentes en la materia sobre rendimientos, precios y costes, así como de las 
demás variables técnico-económicas de la zona.

En este caso, la renta anual real o potencial de explotación, se determinará según la 
siguiente fórmula:

R = I - C
Donde:
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R = Renta anual real o potencial de explotación, en euros por hectárea.
I = Ingresos anuales de la explotación, en euros por hectárea.
C = Costes anuales de la explotación, en euros por hectárea.
Cuando no haya podido determinarse la renta de acuerdo con la fórmula anterior, y 

siempre que en la zona exista información estadísticamente significativa sobre los cánones 
de arrendamiento u otras formas de compensación por el uso del suelo rural, la renta real o 
potencial podrá calcularse a partir de dicho canon o compensación que le corresponda al 
propietario. La renta real o potencial de la explotación se determinará según la siguiente 
fórmula:

R= CA + DM

Donde:
R = Renta anual real o potencial de explotación, en euros por hectárea.
CA = Canon de arrendamiento o compensación anual satisfechos al propietario por el uso 

de la tierra, en euros por hectárea.
DM = Valor anual de los derechos y mejoras atribuibles al arrendatario o usuario del 

suelo rural (aparcero, enfiteuta o similar), en euros por hectárea.
2. Cuando como consecuencia de las magnitudes técnicas o económicas utilizadas en el 

cálculo, la renta real o potencial difiera sustancialmente de los valores de rentabilidad medios 
de las explotaciones de su misma naturaleza, esta circunstancia deberá justificarse 
documentalmente.

3. A los efectos del cálculo de la renta real o potencial del apartado 1 de este artículo, se 
considerarán como ingresos los siguientes:

a) Los correspondientes a la venta de productos, subproductos u otros recursos o 
materiales de la explotación.

b) Los derivados de la prestación de los servicios de la explotación, incluidos los de 
naturaleza medioambiental.

c) Los obtenidos con el alquiler de las instalaciones de la explotación.
d) Las subvenciones que, con carácter estable, se otorguen a los cultivos y 

aprovechamientos considerados.
4. A los mismos efectos, se considerarán como costes los siguientes:
a) Las compras a terceros de materias primas destinadas a la actividad productiva de la 

explotación.
b) Los pagos por servicios prestados por terceros necesarios para el desarrollo de la 

actividad productiva de la explotación.
c) El coste total de la adquisición de los equipos, maquinaria e instalaciones de la 

explotación, incluyendo el valor de las amortizaciones en función de su vida útil, uso y 
obsolescencia, o el coste de su alquiler.

d) Los sueldos y salarios del personal laboral, incluyendo pagas extraordinarias, cargas 
laborales y fiscales correspondientes a la empresa, así como las indemnizaciones o suplidos 
por los gastos realizados por el trabajador a consecuencia de la actividad laboral.

e) El coste de la energía eléctrica, el abastecimiento de agua, la conexión a la red de 
comunicación y cualesquiera otros servicios de utilidad pública suministrados a la 
explotación.

f) Impuestos de distinta naturaleza y ámbito fijados sobre la explotación en su conjunto o 
sobre alguno de sus elementos.

g) Interés del capital circulante.
h) Otros costes ocasionados durante el proceso de actividad de la explotación no 

susceptibles de ser encuadrados en los apartados anteriores.

Articulo 10.  Clases de explotaciones rurales.
Se considerarán explotaciones en suelo rural a efectos de este Reglamento las 

siguientes clases:
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1. Las explotaciones agropecuarias y forestales, cuya actividad comprenda la utilización 
del suelo rural bien para el cultivo, tanto en secano como en regadío, o el aprovechamiento 
ganadero o cinegético de prados y pastizales o de cotos de caza en régimen extensivo, bien 
para la extracción de masa forestal de los bosques naturales e implantados, con destino a la 
obtención de madera, corcho, celulosa o dendroenergía, o para la generación de rentas por 
el uso sostenible de bosques y la percepción de ingresos por las aportaciones 
medioambientales a la sociedad.

2. Las explotaciones extractivas, cuya actividad comprenda la extracción del suelo y 
subsuelo de minerales, agua, materiales destinados a la construcción, gas, petróleo y otros 
recursos geológicos y mineros limitados.

3. Las explotaciones comerciales, industriales, de servicios y otras, cuya actividad 
requiera instalaciones para su desarrollo que, no estando comprendidas en los apartados 1 y 
2 del presente artículo, se destinen, entre otras, a alguna de las siguientes finalidades:

a) Intensificar la producción agropecuaria, forestal o minera, entre las que se 
encontrarían granjas, invernaderos, piscifactorías, viveros, y otras actividades análogas.

b) Añadir valor a la producción agropecuaria, forestal o minera, como pudieran ser las 
instalaciones de enriquecimiento mineral, los centros logísticos de carga, mataderos, 
aserraderos, centrales hortofrutícolas, plantas agroenergéticas y dendroenergéticas, y otras 
actividades análogas.

c) Generar energía en tiempo real, como las instalaciones de parques solares y eólicos, 
y otras análogas.

d) Establecer infraestructuras para la docencia, investigación y ocio, relacionadas con el 
medio rural, por ejemplo, escuelas taller, centros de investigación, campos de golf, 
estaciones de esquí, campings, turismo rural, cotos intensivos, campo de tiro, hipódromos, 
canódromos y otras análogas.

[ . . . ]
Artículo 13.  Capitalización de la renta real o potencial en explotaciones agropecuarias y 
forestales.

La capitalización de la renta real o potencial en las explotaciones agropecuarias y 
forestales se realizará, en función de las estructuras de producción propias, mediante la 
aplicación de las siguientes expresiones:

a) Cuando se trate de una renta constante a lo largo de su vida útil ilimitada, el valor de 
capitalización, V, será el resultado de dividir la renta constante, R, calculada de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 9, entre el tipo de capitalización, r2.

b) Cuando se trate de rentas variables en el tiempo, el valor de capitalización, V, será:

Donde:
V = Valor de capitalización, en euros por hectárea.
R1, R2,… Rn = Renta variable desde el primer año hasta el final de la duración ilimitada 

de la vida útil, en euros por hectárea.
r2 = Tipo de capitalización según lo establecido en el artículo 12.
n = Número de años, siendo n→∞.
c) Cuando las rentas variables evolucionen en el tiempo en ciclos periódicos, de duración 

k, y la valoración se realice al inicio del ciclo, el valor de capitalización, V, será:
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d) Cuando las rentas sean variables en los primeros años, h, y se mantengan constantes 
en el resto de su vida útil ilimitada, el valor de capitalización, V, será:

e) Cuando las rentas sean variables en los primeros años, l, y evolucionen de acuerdo a 
ciclos productivos periódicos de duración, k, el valor de capitalización, V, será:

f) Cuando las rentas provengan de una explotación forestal mixta de producción 
maderera sostenible, generando una renta anual constante y una renta futura ubicada en 
periodos de tiempo igual al turno, el valor de capitalización recogerá ambas rentas, según lo 
establecido en las letras a) y c) de este artículo.

g) Los ingresos por retribución de los activos medioambientales, se considerarán como 
componente de la renta real, constantes y de vida útil ilimitada.

[ . . . ]
Artículo 16.  Capitalización de la renta en caso de imposible explotación.

Cuando no existiera explotación en el suelo rural y tampoco pudiera existir dicha 
posibilidad, por causa de las características naturales del suelo en el momento de la 
valoración, el valor del bien se determinará capitalizando una renta teórica, R0, equivalente a 
la tercera parte de la renta real mínima de la tierra establecida a partir de las distintas 
estadísticas y estudios publicados por organismos públicos e instituciones de acuerdo con el 
ámbito territorial en el que se encuentre, según la siguiente expresión:

Donde:
V = Valor del suelo rural en caso de imposible explotación, en euros.
R0 = Renta teórica anual del suelo rural en ausencia de explotación, en euros.
r1 = Tipo de capitalización de acuerdo con el artículo 12 de este Reglamento.

Artículo 17.  Factor de corrección por localización.
1. La valoración final del suelo, deberá tener en cuenta la localización espacial concreta 

del inmueble y aplicar, cuando corresponda, un factor global de corrección al valor de 
capitalización, según la siguiente fórmula:
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Vf = V . FI
Donde:
Vf= Valor final del suelo, en euros.
V= Valor de capitalización de la renta de la explotación, en euros.
Fl= Factor global de localización.
2. El factor global de localización, deberá obtenerse del producto de los tres factores de 

corrección que se mencionan a continuación y no podrá ser superior a dos.
a) Por accesibilidad a núcleos de población, u1.
b) Por accesibilidad a centros de actividad económica, u2.
c) Por ubicación en entornos de singular valor ambiental o paisajístico, u3.

En todo caso, a los efectos del cálculo del factor global de localización, cuando alguno 
de los tres factores de corrección no resulte de aplicación tomará como valor la unidad.

3. El factor de corrección u1, se calculará aplicando la siguiente expresión.

Donde:
P1= El número de habitantes de los núcleos de población situados a menos de 4 km de 

distancia medida a vuelo de pájaro, entendida como la distancia en línea recta medida sobre 
la proyección en un plano horizontal.

P2= El número de habitantes de los núcleos de población situados a más de 4 km y a 
menos de 40 km de distancia medida a vuelo de pájaro o 50 minutos de trayecto utilizando 
los medios habituales de transporte y en condiciones normales.

4. Cuando el suelo rural a valorar esté próximo a centros de comunicaciones y de 
transporte, por la localización cercana a puertos de mar, aeropuertos, estaciones de 
ferrocarril, y áreas de intermodalidad, así como próximo a grandes complejos urbanizados de 
uso terciario, productivo o comercial relacionados con la actividad que desarrolla la 
explotación considerada en la valoración, el factor de corrección, u2, se calculará de acuerdo 
con la siguiente expresión:

u2 = 1,6 - 0,01 . d

Donde:
d = La distancia kilométrica desde el inmueble objeto de la valoración utilizando las vías 

de transporte existentes y considerando el trayecto más favorable. Esta distancia, en ningún 
caso, será superior a 60 km.

5. Cuando el suelo rural a valorar esté ubicado en entornos de singular valor ambiental o 
paisajístico, resultará de aplicación el factor corrector u3, que se calculará de acuerdo con la 
siguiente expresión:

u3 = 1,1 + 0,1 . (p + t)

Donde:
p = coeficiente de ponderación según la calidad ambiental o paisajística.
t = coeficiente de ponderación según el régimen de usos y actividades.
A los efectos de la aplicación del factor corrector u3, se considerarán como entornos de 

singular valor ambiental o paisajístico aquellos terrenos que por sus valores ambientales, 
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culturales, históricos, arqueológicos, científicos y paisajísticos, sean objeto de protección por 
la legislación aplicable y, en todo caso, los espacios incluidos en la Red Natura 2000.

El coeficiente de ponderación, p, deberá determinarse sobre la base de criterios 
objetivos de acuerdo con los valores reconocidos a los terrenos objeto de la valoración en 
los instrumentos de ordenación urbanística y territorial o, en su caso, en las redes de 
espacios protegidos. Estará comprendido entre unos valores de 0 y 2, y atenderá a los 
valores y cualidades del entorno, siendo mayor cuanto mayor sea su calidad ambiental y 
paisajística o sus valores culturales, históricos, arqueológicos y científicos.

El coeficiente de ponderación, t, se aplicará únicamente cuando se acredite que, según 
los instrumentos de ordenación territorial y urbanística, en los terrenos se permite un 
régimen de usos y actividades diferentes a los agropecuarios o forestales que incrementan el 
valor. Estará comprendido entre unos valores de 0 y 7, y atenderá a la influencia del concreto 
régimen de usos y actividades en el incremento del valor del suelo sin consideración alguna 
de las expectativas urbanísticas, siendo mayor cuanto mayor sea tal influencia.

[ . . . ]
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§ 24

Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Planeamiento para el desarrollo y aplicación de la 
Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo
«BOE» núm. 221, de 15 de septiembre de 1978
Última modificación: 23 de diciembre de 2014

Referencia: BOE-A-1978-23729

[ . . . ]
TÍTULO I

Del planeamiento urbanístico del territorio

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De los Planes Directores Territoriales de Coordinación

[ . . . ]
Artículo 10.  

1. Los Planes Directores Territoriales de Coordinación establecerán, de conformidad con 
los principios del Plan Nacional de Ordenación y de la planificación económica y social y las 
exigencias del desarrollo regional, las directrices para la ordenación del territorio, el marco 
físico en que han de desarrollarse las previsiones del Plan y el modelo territorial en que han 
de coordinarse los Planes y Normas a que afecte.

2. A los efectos previstos en el número anterior, los Planes Directores Territoriales de 
Coordinación definirán un modelo de estructuración del territorio de acuerdo con las 
exigencias del desarrollo regional, que sirva de marco para la adecuada coordinación de las 
distintas acciones, planes y programas que tengan incidencia sobre dicho territorio, 
estableciendo sobre el mismo la distribución global de usos y actividades, las 
infraestructuras básicas, las áreas sujetas a limitaciones específicas, las medidas de 
protección del medio ambiente y aquellas otras determinaciones que sean necesarias para 
articular los Planes y Normas que lo desarrollen.

3. Estas determinaciones se establecerán teniendo en cuenta las posibilidades y 
programas de actuación del sector público y las actuaciones previsibles del privado, en 
función de las características socio-económicas del territorio y su población y de las acciones 
previstas en el propio Plan.
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Artículo 11.  
Los Planes Directores Territoriales de Coordinación contendrán las siguientes 

determinaciones:
a) El esquema para la distribución geográfica de los usos y actividades a que debe 

destinarse prioritariamente el suelo, señalando el carácter principal o secundario, excluyente 
o alternativo de los distintos usos o actividades.

b) El señalamiento de las áreas en que se hayan de establecer limitaciones por 
exigencias de la defensa nacional o por otras razones de interés público, teniendo en cuenta, 
en todo caso, la legislación específica en la materia.

c) Las medidas de protección a adoptar para preservar el suelo y los demás recursos 
naturales de los procesos de urbanización en las áreas que por sus características naturales 
o por su valor paisajístico deben ser excluidas de este proceso.

d) Las medidas para defender, mejorar, desarrollar o renovar el medio ambiente natural o 
urbano, especificando las meras prohibiciones y las obligaciones que para tal defensa, 
mejora, desarrollo o renovación correspondan a la Administración y los administrados.

e) Las medidas adecuadas para impedir que sean afectadas por el desarrollo urbano 
áreas que, sin precisar de protección en orden a sus valores naturales, ecológicos, 
paisajísticos o de cualquier tipo, no sean necesarias para tal desarrollo.

f) Las medidas específicas de protección del patrimonio histórico-artístico, arquitectónico 
y cultural, no sólo en cuanto afecten a monumentos y conjuntos, sino también a su entorno o 
a los espacios que sean precisos para preservar determinadas perspectivas.

g) El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a las 
comunicaciones terrestres, marítimas y aéreas y al abastecimiento de agua, saneamiento, 
producción y distribución de energía y otras análogas.

h) La programación de las acciones necesarias para la ejecución de sus previsiones.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De los Planes Generales Municipales de Ordenación

[ . . . ]
Sección 2.ª De las determinaciones de carácter general

Artículo 19.  
1. Los Planes Generales Municipales de Ordenación contendrán las siguientes 

determinaciones de carácter general:
a) Clasificación del suelo, con expresión de las superficies asignadas a cada uno de los 

tipos y categorías en que se divida.
b) Estructura general y orgánica del territorio, integrada por los elementos determinantes 

del desarrollo urbano y, en particular, por el sistema general de comunicación y sus zonas de 
protección; el de espacios libres destinados a parques públicos y zonas verdes en 
proporción no inferior a cinco metros cuadrados por habitante; y el de equipamiento 
comunitario y para centros públicos.

c) Programación en dos etapas de cuatro años del desarrollo del Plan en orden a 
coordinar las actuaciones e inversiones públicas y privadas de acuerdo con los planes y 
programas de los distintos Departamentos ministeriales.

d) Medidas para la protección del medio ambiente, conservación de la naturaleza y 
defensa del paisaje, elementos naturales y conjuntos urbanos e histórico-artísticos, de 
conformidad, en su caso, con la legislación específica que sea de aplicación en cada 
supuesto.

e) Señalamiento de las circunstancias con arreglo a las cuales sea procedente, en su 
momento, la revisión del Plan, en función de la población total y de su índice de crecimiento, 
recursos, usos e intensidad de ocupación del suelo y demás elementos que justificaron la 
clasificación de suelo inicialmente adoptada.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 24  Reglamento de Planeamiento para el desarrollo de la Ley sobre Régimen del Suelo [parcial]

– 494 –



2. Los Planes Generales, cuando afecten a territorios con planeamiento aprobado, 
incorporarán, con el grado de precisión que corresponda según la clase o categoría de suelo 
a que se refieran, las determinaciones del planeamiento anterior que el propio Plan General 
declare subsistentes.

3. En todo caso, el Plan General deberá precisar el régimen jurídico aplicable al 
planeamiento que estuviere vigente con anterioridad y a la edificación existente, 
estableciendo las disposiciones pertinentes sobre régimen transitorio, en el que se 
contendrán las prevenciones oportunas sobre la vigencia del planeamiento anterior, en 
atención al grado de incorporación de sus determinaciones al propio Plan General.

[ . . . ]
Artículo 27.  

1. En los distintos tipos y categorías de suelo, el Plan establecerá los criterios y señalará 
los presupuestos de hecho con arreglo a los cuales puedan delimitarse, en su caso, zonas y 
conjuntos para someterlos a la especial legislación protectora por razón de la materia.

2. Asimismo podrá completar esa legislación con las normas que el propio Plan estime 
necesarias para la protección del medio ambiente urbano o rural, conservación de la 
naturaleza y defensa del paisaje, elementos naturales y conjuntos urbanos e histórico-
artísticos, sin que tales normas puedan contradecir o modificar las de carácter especial 
señaladas en el número anterior.

3. Las aludidas medidas de protección y defensa podrán consistir en la prohibición de 
determinadas actividades a desarrollar en las zonas o conjuntos, o en la imposición de 
obligaciones tendentes a evitar las degradaciones de cualquiera de los elementos del medio 
ambiente o de los conjuntos urbanos o histórico-artísticos.

[ . . . ]
Sección 6.ª De las determinaciones en suelo no urbanizable

Artículo 36.  
En el suelo no urbanizable, el Plan General establecerá las siguientes determinaciones:
a) Delimitación de las áreas que deban ser objeto de especial protección, incluyendo, en 

su caso, la prohibición absoluta de construir y señalando las medidas a adoptar a efectos de 
la conservación, mejora y protección:

– Del suelo, flora, fauna, paisaje, cursos y masas de agua y demás elementos naturales, 
incluyendo, en su caso, la prohibición absoluta de construir.

– Del medio ambiente natural o de aquellos de sus elementos que hayan sufrido algún 
tipo de degradación.

– De los yacimientos arqueológicos y de las construcciones o restos de ellas de carácter 
histórico-artístico, arquitectónico o que contengan algún elemento señalado de carácter 
cultural situados en este tipo de suelo.

– De los que deban ser destinados a determinados cultivos o explotaciones agrícolas, 
ganaderas o forestales.

b) Definición, a efectos de lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley del Suelo, del concepto 
de núcleo de población, con base en las características propias del Municipio, estableciendo 
las condiciones objetivas que den lugar a su formación.

c) Características de edificios y construcciones que puedan levantarse de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 86 de la Ley del Suelo en función de los usos a que se destinen. A tal 
efecto, se establecerán:

1.º Medidas que impidan la posibilidad de formación de núcleos de población definidos 
por el propio Plan en función de las características del territorio objeto del planeamiento y las 
que garanticen en todo caso la condición aislada de la edificación, para lo cual deberán 
señalarse, como mínimo, las siguientes condiciones:
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– Parcela de terreno que haya de quedar afectada a la edificación, en cuanto a superficie 
y forma.

– Retranqueos de la edificación respecto a los límites de la propiedad.
2.º Normativa a que deben sujetarse las construcciones para garantizar su adaptación al 

ambiente rural y al paisaje en que se sitúen y las medidas que deban adoptarse para 
preservar los valores naturales del terreno afectado por las construcciones.

[ . . . ]
CAPÍTULO IX

De los Planes Especiales

[ . . . ]
Sección 4.ª De las particularidades de los Planes Especiales de reforma interior 

y de saneamiento

Artículo 83.  
1. Los Planes Especiales de reforma interior en suelo urbano podrán tener por objeto las 

siguientes finalidades:
a) Llevar a cabo actuaciones aisladas que, conservando la estructura de la ordenación 

anterior, se encaminen a la descongestión del suelo urbano, creación de dotaciones 
urbanísticas y equipamiento comunitario, saneamiento de barrios insalubres, resolución de 
problemas de circulación o de estética y mejora del medio ambiente o de los servicios 
públicos u otros fines análogos.

b) Con los fines señalados en el párrafo anterior podrán realizar asimismo operaciones 
integradas de reforma interior.

2. Si las operaciones de reforma a las que se refieren los apartados a) y b) de este 
artículo estuvieran previstas en el Plan General, habrán de ajustarse a sus determinaciones.

3. Cuando se trate de operaciones de reforma interior no previstas en el Plan General, el 
Plan Especial no podrá modificar la estructura fundamental de aquél, lo que se acreditará 
con un estudio justificativo en el que se demostrará su necesidad o conveniencia, su 
coherencia con el Plan General y la incidencia sobre el mismo.

4. Los Planes Especiales de reforma interior deberán contener un estudio completo de 
las consecuencias sociales y económicas de su ejecución, justificando la existencia de 
medios necesarios para llevarla a efecto y la adopción de las medidas precisas que 
garanticen la defensa de los intereses de la población afectada.

[ . . . ]
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§ 25

Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda
«BOE» núm. 58, de 8 de marzo de 2004

Última modificación: 24 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2004-4163

[ . . . ]
TÍTULO II

De la formación y mantenimiento del catastro inmobiliario

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Declaraciones, comunicaciones y solicitudes

[ . . . ]
Artículo 14.  Procedimiento de incorporación mediante comunicaciones.

1. Son comunicaciones:
a) La información que los notarios y registradores de la propiedad deben remitir 

conforme a lo dispuesto en el artículo 36, en cuanto se refiera a documentos por ellos 
autorizados o inscritos cuyo contenido suponga la adquisición o consolidación de la 
propiedad, o la adquisición o constitución de los derechos de usufructo, superficie o de una 
concesión administrativa, ya se refieran a la totalidad del inmueble o a una cuota indivisa del 
mismo previamente incorporada en el Catastro, siempre que los interesados hayan aportado 
la referencia catastral en los términos a que se refiere el Título V y se formalice en escritura 
pública o se solicite su inscripción en el Registro de la Propiedad.

Asimismo constituirá comunicación la información que deben remitir los notarios referida 
a la segregación, división, agregación o agrupación de los bienes inmuebles, siempre que, 
realizadas las actuaciones que prevé el apartado 2 del artículo 47, conste la referencia 
catastral de los inmuebles afectados, exista correspondencia entre los inmuebles objeto de 
dichas actuaciones y la descripción que figura en el Catastro y que se aporte el plano, 
representado sobre la cartografía catastral, que permita la identificación de esas 
alteraciones.

b) Las que formulen los ayuntamientos que, mediante ordenanza fiscal, se obliguen a 
poner en conocimiento del Catastro Inmobiliario los hechos, actos o negocios susceptibles 
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de generar un alta, baja o modificación catastral, derivados de actuaciones para las que se 
haya otorgado la correspondiente licencia o autorización municipal, en los términos y con las 
condiciones que se determinen por la Dirección General del Catastro.

c) Las que las Administraciones actuantes deben formalizar ante el Catastro Inmobiliario 
en los supuestos de concentración parcelaria, de deslinde administrativo, de expropiación 
forzosa y de los actos de planeamiento y de gestión urbanísticos que se determinen 
reglamentariamente. La comunicación comprenderá la correspondiente certificación 
administrativa expedida por el órgano actuante.

Cuando las actuaciones mencionadas hayan sido inscritas en el Registro de la 
Propiedad, la información será igualmente objeto de comunicación al Catastro por el 
registrador, siempre que, realizadas las actuaciones que prevé el artículo 48.5, conste la 
referencia catastral de los inmuebles afectados, así como el plano que permita la 
identificación de dichas actuaciones sobre la cartografía catastral.

También constituirá comunicación la información que los registradores de la propiedad 
deben remitir, referida a los actos de parcelación que consistan en la segregación, división, 
agregación o agrupación de los bienes inmuebles, siempre que se cumplan los requisitos 
expresados en el párrafo anterior y que se solicite su inscripción en el Registro de la 
Propiedad en el plazo de dos meses desde el hecho, acto o negocio de que se trate.

d) La información con trascendencia catastral que debe remitir la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria al Catastro, en los supuestos y condiciones que se determinen 
reglamentariamente, de la que tenga conocimiento a través de los procedimientos de 
aplicación de los tributos, que permita completar la titularidad de los inmuebles inscritos en el 
Catastro con las cuotas de participación no inscritas del cónyuge y de los comuneros, 
miembros o partícipes de las comunidades o entidades sin personalidad, así como la referida 
a los datos identificativos, domicilio fiscal y lugar declarado de residencia habitual de los 
titulares catastrales, con independencia de la fecha de realización de los actos, hechos o 
negocios jurídicos correspondientes.

e) La información con trascendencia catastral que debe remitir el Ministerio competente 
en materia de agricultura, alimentación y medio ambiente, relativa a los cambios de los 
cultivos o aprovechamientos de los bienes inmuebles rústicos, de la que tenga conocimiento 
con motivo de las solicitudes de ayudas de la Política Agrícola Común.

f) Las que formulen las entidades locales o, en su caso, las entidades que ejerzan la 
gestión tributaria del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, que pongan en conocimiento del 
Catastro Inmobiliario los hechos, actos o negocios susceptibles de generar un alta, baja o 
modificación catastral, derivados de actuaciones para las que se haya otorgado la 
correspondiente licencia o autorización municipal, siempre que se cumplan los términos y 
condiciones que se determinen por la Dirección General del Catastro.

g) Los datos, informes o antecedentes suministrados a la Dirección General del Catastro 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 36, siempre que incorporen la totalidad de la 
documentación necesaria para acreditar la correspondiente alteración catastral de acuerdo 
con los términos y condiciones establecidos por aquella.

2. Las comunicaciones previstas en las letras f) y g) anteriores no eximirán de la 
obligación de declarar salvo que se produzcan con anterioridad a la finalización del plazo 
máximo para cumplir con dicha obligación, en cuyo caso la Dirección General del Catastro 
advertirá de esta circunstancia en el correspondiente acuerdo.

3. El procedimiento de comunicación podrá iniciarse directamente con la notificación de 
la propuesta de resolución en aquellos supuestos en que no existan terceros afectados. En 
este caso, el expediente se pondrá de manifiesto para la presentación de alegaciones 
durante un plazo de 15 días. Cuando, transcurrido este plazo, los interesados no hayan 
formulado alegaciones, la propuesta de resolución se convertirá en definitiva, entendiéndose 
dictado y notificado el acuerdo que contiene el día siguiente al de la finalización del 
mencionado plazo, procediéndose al cierre y archivo del expediente.

[ . . . ]
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§ 26

Orden TMA/851/2021, de 23 de julio, por la que se desarrolla el 
documento técnico de condiciones básicas de accesibilidad y no 
discriminación para el acceso y la utilización de los espacios públicos 

urbanizados. [Inclusión parcial]

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 187, de 6 de agosto de 2021

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2021-13488

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Cruces entre itinerarios peatonales e itinerarios vehiculares

[ . . . ]
Artículo 23.  Semáforos.

1. Los semáforos peatonales deberán ubicarse de forma que su visibilidad y, en su caso, 
sonoridad sea perceptible por los peatones, tanto en su estancia en la acera, como en su 
paso por la calzada.

2. Los semáforos peatonales que sean activados bajo demanda por pulsadores, u otros 
dispositivos, dispondrán de avisador acústico que emita una señal de cruce y cumplirán las 
siguientes características:

a) Los pulsadores serán fácilmente localizables y utilizables, dispondrán de un sistema 
de vibración integrado y se ubicarán a una distancia no superior a 1,50 m del límite externo 
del paso de peatones, evitando cualquier obstáculo que dificulte la aproximación o limite su 
accesibilidad. Se situarán a una altura comprendida entre 0,80 y 1,20 m. El botón o activador 
tendrá una superficie mínima de 12 cm2, y podrá ser accionado con el puño o con el codo. 
Dispondrá de información gráfica o en lectura fácil para facilitar su reconocimiento y uso.

b) Junto al pulsador o grabado en éste, se dispondrá de una flecha en sobre relieve y 
con contraste de color, de 4 cm de longitud mínima, que permita a todas las personas 
identificar la ubicación correcta del paso de peatones, excepto si ello pudiese ocasionar 
alguna confusión debido a la ubicación del pulsador y a la coincidencia de dos o más pasos 
de peatones muy cercanos o con el mismo origen.

c) Siempre que sea posible dispondrán de instalación para su accionamiento a distancia.
3. Los pasos de peatones que se regulen por semáforo dispondrán de avisador acústico 

que emita una señal de cruce activada automáticamente o bajo demanda, cuando se 
considere necesario para reforzar la seguridad de los viandantes y, al menos, en:
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a) Calles de uno o dos sentidos de circulación que admitan la incorporación de vehículos 
y se encuentren reguladas por semáforos en ámbar intermitente en todo o en parte de la 
fase correspondiente al paso de peatones.

b) Calles en las que el semáforo cuente con un elemento cuya señal luminosa permita el 
giro de los vehículos de un carril, cuando está detenida la circulación de los vehículos 
correspondientes al resto de carriles.

c) Calles de doble sentido de circulación, con o sin isleta central, que presenten distintas 
fases para cada uno de los sentidos.

4. Las señales acústicas de cruce del semáforo sonoro permitirán la localización del 
paso peatonal e informarán del estado de la fase de paso para peatones. Dentro de esta 
fase se incluirá una señal sonora diferenciada para avisar del fin de la fase de paso para 
peatones, que coincidirá en tiempo con la silueta verde intermitente del semáforo de 
peatones. En todo caso, el avisador acústico del semáforo informará de la petición de 
demanda emitiendo un tono de confirmación y su volumen estará permanentemente 
regulado según la intensidad del ruido ambiental.

5. El tiempo de luz verde intermitente de los semáforos tendrá una duración que, como 
mínimo, permita a una persona situada en el centro de la calzada en el momento de su inicio 
alcanzar una acera o isleta de refugio antes de su final.

6. Los cálculos para establecer la duración mínima de la fase de paso para los peatones 
se realizarán desde el supuesto de una velocidad máxima de paso peatonal de 0,50 m/s.

[ . . . ]
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§ 27

Real Decreto 208/2024, de 27 de febrero, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Vivienda y Agenda 
Urbana, y se modifica el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, 
por el que se establece la estructura orgánica básica de los 

departamentos ministeriales

Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública
«BOE» núm. 52, de 28 de febrero de 2024
Última modificación: 9 de marzo de 2024

Referencia: BOE-A-2024-3794

Con el objeto de impulsar los objetivos prioritarios para España, desarrollar el programa 
político del Gobierno y lograr la máxima eficacia en su acción y la mayor eficiencia en el 
funcionamiento de la Administración General del Estado, el Real Decreto 829/2023, de 20 de 
noviembre, por el que se reestructuran los departamentos ministeriales, creó el Ministerio de 
Vivienda y Agenda Urbana como departamento encargado de la propuesta y ejecución de la 
política del Gobierno en materia de vivienda, Agenda Urbana, calidad de la edificación y 
suelo.

Posteriormente, el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece 
la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, estableció en su artículo 13 
la estructura orgánica básica del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana, determinando sus 
órganos superiores y directivos hasta el nivel orgánico de dirección general, de conformidad 
con el artículo 59.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

En cumplimiento de dicha normativa, con arreglo a lo establecido en la disposición final 
segunda del Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, procede ahora desarrollar la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana, determinando sus 
órganos superiores y directivos hasta el nivel orgánico de subdirección general, y definiendo 
las competencias de cada uno de estos órganos.

Además, se modifica el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, con el fin de 
introducir una modificación en la denominación de la Dirección General de Planificación y 
Relaciones Institucionales, que pasa a denominarse Dirección General de Planificación y 
Evaluación. Este cambio se produce como consecuencia de la necesidad de reflejar de 
manera más adecuada en su denominación las competencias asignadas a este órgano 
directivo.

También se modifica el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, en atención a lo 
previsto en el artículo 66.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, conforme al cual el Gobierno considera necesario excepcionar de la reserva 
para funcionarios públicos el nombramiento de la persona titular de la Dirección General de 
Planificación y Evaluación.
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Al respecto, se ha de considerar que corresponde a esta Dirección General el ejercicio 
de las funciones de planificación y evaluación en el ámbito competencial del Ministerio. El 
desempeño de tales funciones hace necesaria la colaboración de la Administración General 
del Estado, de las Comunidades Autónomas, Entidades Locales, resto de corporaciones 
públicas, así como de los agentes económicos y sectores interesados, para organizar, entre 
otros, procesos tan específicos como son los relativos a la vivienda y la agenda urbana, con 
el fin de ofrecer garantías e información objetiva a la ciudadanía y agentes económicos del 
sector. La obtención y manejo de grandes volúmenes de datos, su análisis sectorial, la 
planificación de la política pública, la investigación, la planificación económica, así como la 
gestión del proceso de transformación digital, suponen la exigencia de un perfil muy 
específico, caracterizado por el desempeño de funciones con una elevada especialidad, 
complejidad técnica y permanente mutabilidad. Esto implica un conocimiento transversal y 
requiere que la persona titular de esta Dirección General haya demostrado previamente una 
carrera profesional que acredite la cualificación y experiencia necesarias para la gestión de 
un sector y unos agentes económicos muy específicos. Estos atributos se corresponden con 
un perfil profesional que no se refleja en un cuerpo o escala en el ámbito de la función 
pública.

El presente real decreto se ajusta a los principios de buena regulación (necesidad, 
eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia) conforme a los 
cuales deben actuar las Administraciones Públicas en el ejercicio de la iniciativa legislativa y 
la potestad reglamentaria, según establece el artículo 129.1 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Así, este real decreto atiende a la necesidad de adecuar la estructura orgánica del 
Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana a la nueva estructura orgánica básica dispuesta por 
el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, y es eficaz y proporcionado en el 
cumplimiento de este propósito, sin afectar en forma alguna a los derechos y deberes de la 
ciudadanía. Asimismo, contribuye a dotar de mayor seguridad jurídica a la organización y 
funcionamiento del Ministerio señalado, al adecuar aquella a la estructura de órganos 
directivos actualmente existente. Cumple también con el principio de transparencia, y es 
también adecuada al principio de eficiencia, ya que, entre otras cuestiones, no impone 
cargas administrativas a los ciudadanos.

En su virtud, a iniciativa de la Ministra de Vivienda y Agenda Urbana, a propuesta del 
Ministro para la Transformación Digital y de la Función Pública, y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 27 de febrero de 2024,

DISPONGO:

Artículo 1.  Organización general del departamento.
1. El Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana es el Departamento de la Administración 

General del Estado encargado de la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en 
materia de vivienda, Agenda Urbana, calidad de la edificación y suelo, así como del resto de 
competencias y atribuciones que le confiere el ordenamiento jurídico.

2. Las competencias atribuidas en este real decreto se entenderán en coordinación y sin 
perjuicio de aquellas que corresponden a otros departamentos ministeriales.

3. El Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana se estructura en los siguientes órganos 
superiores y directivos:

A) La Secretaría de Estado de Vivienda y Agenda Urbana, de la que depende la 
Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura, de la que dependen a su vez 
los siguientes órganos directivos:

a) La Dirección General de Agenda Urbana y Arquitectura.
b) La Dirección General de Vivienda y Suelo.
c) La Dirección General de Planificación y Evaluación.
B) La Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana, de la que depende la Secretaría 

General Técnica.
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4. Como órgano de apoyo político y técnico a la persona titular del Ministerio existe un 
Gabinete, con nivel orgánico de Dirección General, con la estructura que fija el artículo 23.2 
del Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura 
orgánica básica de los departamentos ministeriales.

Artículo 2.  Secretaría de Estado de Vivienda y Agenda Urbana.
1. La Secretaría de Estado de Vivienda y Agenda Urbana es el órgano directamente 

responsable, bajo la dirección de la persona titular del Departamento, de la definición, 
propuesta y ejecución de la política del Gobierno relativa al acceso a la vivienda, suelo y 
arquitectura, innovación, calidad y sostenibilidad de la edificación y de las políticas de 
desarrollo urbano sostenible que implementen la Agenda 2030 y las Agendas Urbanas 
internacionales en el ámbito estatal.

2. La Secretaría de Estado de Vivienda y Agenda Urbana ejerce, respecto de las 
unidades dependientes de ella, las atribuciones previstas en el artículo 62 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

3. En particular, compete a la Secretaría de Estado:
a) El diseño y ejecución de la política estatal en materia de acceso a la vivienda.
b) La formulación, revisión y seguimiento de la planificación estratégica para la 

rehabilitación del parque edificado.
c) La difusión, fomento e investigación de la arquitectura.
d) La promoción de la sostenibilidad, de la innovación y de la calidad en las políticas 

urbanas y en la edificación.
e) El ejercicio de las competencias estatales en materia de edificación, en particular el 

desarrollo de la normativa básica de edificación.
f) La ejecución de proyectos y actuaciones de interés arquitectónico.
g) Las funciones que, en relación con los fondos destinados a financiar trabajos de 

conservación o enriquecimiento del patrimonio histórico español, correspondan al Ministerio 
de Vivienda y Agenda Urbana.

h) La regulación del régimen del suelo y las valoraciones y de las condiciones básicas 
que garanticen la igualdad de todos los españoles en el acceso a la vivienda.

i) El ejercicio de las competencias estatales con incidencia urbanística.
j) La información y el diseño de políticas urbanas dentro del ámbito de las competencias 

estatales.
k) El seguimiento de las actuaciones relacionadas con la Agenda Urbana Española, así 

como el impulso para su implementación.
l) El conocimiento y la participación en los procesos de integración de las infraestructuras 

de transporte de interés general en los ámbitos urbanos y la coordinación de los procesos e 
instrumentos urbanísticos necesarios para su planificación y ejecución, con exclusión de los 
aeropuertos de interés general, puertos e infraestructuras ferroviarias y viarias y sin perjuicio 
de las competencias que correspondan al Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible.

m) La concertación con las administraciones territoriales de las actuaciones en materia 
de urbanismo y promoción del suelo público en las ciudades, impulsando y coordinando la 
ejecución de los convenios.

n) La representación del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana en los organismos 
internacionales y de la Unión Europea relacionados con la implementación de la Agenda 
2030 y las Agendas Urbanas internacionales, vivienda, edificación, arquitectura y políticas 
urbanas y suelo, sin perjuicio de las competencias de otros órganos del Departamento.

4. Corresponde a la persona titular de la Secretaría de Estado celebrar contratos 
relativos a asuntos de su Secretaría de Estado y los convenios no reservados a la persona 
titular del Departamento; así como conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos 
de gasto propios de la Secretaría de Estado, con los límites establecidos por la persona 
titular del Departamento.

5. De la Secretaría de Estado de Vivienda y Agenda Urbana, bajo la superior dirección 
de su titular, depende la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura.

6. Como órgano de apoyo y asistencia inmediata a la persona titular de la Secretaría de 
Estado de Vivienda y Agenda Urbana existe un Gabinete, con nivel orgánico de subdirección 
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general, con la estructura que se establece en el artículo 23.3 del Real Decreto 1009/2023, 
de 5 de diciembre.

7. Está adscrita al Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana, a través de la Secretaría de 
Estado de Vivienda y Agenda Urbana, a quien corresponde la dirección estratégica, la 
evaluación y el control de los resultados de su actividad, la entidad pública empresarial de 
Suelo (SEPES). Corresponde a la persona titular de la Secretaría de Estado la presidencia 
de esta entidad.

Artículo 3.  Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura.
1. Corresponde a la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura, con 

rango de subsecretaría, bajo la superior dirección de la persona titular de la Secretaría de 
Estado de Vivienda y Agenda Urbana, la planificación, impulso, gestión y coordinación de las 
competencias en materias con incidencia en la vivienda, en la arquitectura, en la edificación, 
políticas urbanas y suelo, así como el ejercicio de las siguientes funciones:

a) La coordinación del ejercicio de las competencias de las direcciones generales 
dependientes de la Secretaría General, y la propuesta y formulación de sus objetivos, 
estrategias y planes de actuación.

b) El control de la ejecución de los proyectos de inversión de las direcciones generales y 
unidades dependientes de la Secretaría General en orden a la consecución de los objetivos 
fijados.

c) La dirección estratégica, la evaluación y el control de los resultados de la actividad de 
las direcciones generales, así como la supervisión de los programas de actuación plurianual 
y de la gestión.

d) La asistencia a la Secretaría de Estado en la representación del Ministerio de Vivienda 
y Agenda Urbana en los organismos internacionales y de la Unión Europea relacionados con 
la implementación de la Agenda 2030 y las Agendas Urbanas internacionales, vivienda, 
edificación, arquitectura y políticas urbanas y suelo, sin perjuicio de las competencias de 
otros órganos del Departamento.

e) La coordinación de todos los trabajos de desarrollo, implementación, difusión, 
seguimiento y evaluación de la Agenda Urbana Española, así como su alineamiento con el 
Plan de acción del Gobierno de España para la Agenda 2030 y su relación con el resto de 
Agendas Urbanas Internacionales. La coordinación y el impulso de los trabajos para la 
promoción de la innovación, investigación y calidad de la edificación que impulsen el 
desarrollo de la sostenibilidad y su digitalización.

f) La colaboración y asesoramiento en el ámbito de las competencias de la Secretaría 
General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura en la evaluación técnica de actuaciones 
de desarrollo urbano que cuenten con financiación pública, en coordinación con los 
departamentos competentes en la materia, con especial atención a los fondos europeos para 
su posible reorientación en el cumplimiento en los objetivos estratégicos de la Agenda 
Urbana Española.

g) La coordinación de la elaboración del anteproyecto de presupuestos de las 
direcciones generales y órganos directivos bajo su dependencia, sin perjuicio de las 
competencias de la Subsecretaría u otros órganos superiores o directivos del Departamento.

2. También corresponde a la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda y 
Arquitectura el ejercicio de las funciones con incidencia en la difusión y promoción de la 
arquitectura. En concreto, se llevarán a cabo estas actuaciones a través de la Casa de la 
Arquitectura, correspondiendo a la persona titular de la Secretaría General la 
Vicepresidencia de su Patronato y la Presidencia de su Comisión Permanente.

3. De la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura dependen los 
órganos directivos siguientes:

a) La Dirección General de Agenda Urbana y Arquitectura.
b) La Dirección General de Vivienda y Suelo.
c) La Dirección General de Planificación y Evaluación.
4. Está adscrita al Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana, a través de la Secretaría 

General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura, la Casa de la Arquitectura en los 
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términos previstos en el Real Decreto 1125/2023, de 19 de diciembre, por el que se crea y 
regula la Casa de la Arquitectura.

5. Directamente dependiente de la persona titular de la Secretaría General existe un 
Gabinete Técnico como órgano de coordinación, apoyo y asistencia inmediata a la persona 
titular de la Secretaría General, con nivel orgánico de subdirección general.

6. Corresponde a la persona titular de la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda 
y Arquitectura la Secretaría de las conferencias sectoriales relacionadas con las 
competencias del Departamento.

Artículo 4.  Dirección General de Agenda Urbana y Arquitectura.
1. La Dirección General de Agenda Urbana y Arquitectura asume la planificación, 

impulso, gestión y coordinación de las competencias que, en materias con incidencia en 
políticas urbanas, corresponden a la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda y 
Arquitectura y en particular, el ejercicio de las siguientes funciones:

a) La elaboración y propuesta de la normativa relativa al régimen del suelo y las políticas 
urbanas.

b) El ejercicio de las competencias urbanísticas del Estado para las ciudades de Ceuta y 
Melilla, a las que se refiere la disposición adicional tercera del texto refundido de la Ley de 
Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de 
octubre.

c) La preparación de los expedientes de autorización ante el Consejo de Ministros a que 
se refiere la disposición adicional décima del texto refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre.

d) El asesoramiento a otros departamentos y órganos de la Administración General del 
Estado en las materias relacionadas con las políticas urbanas y el urbanismo.

e) El apoyo y la colaboración con las comunidades autónomas y los municipios para el 
conocimiento y la difusión de las buenas prácticas relacionadas con las políticas urbanas y el 
urbanismo.

f) El desarrollo, implementación, difusión y actualización permanente de la Agenda 
Urbana Española en su consideración de política nacional urbana, así como la colaboración 
con otros departamentos ministeriales, otras administraciones públicas, colegios 
profesionales, universidades, asociaciones de la sociedad civil, el tercer sector y 
cualesquiera otros agentes interesados, para su aplicación efectiva.

g) El apoyo técnico y la participación en los foros y organismos nacionales e 
internacionales relacionados con las políticas urbanas y la cohesión territorial, 
particularmente en el ámbito europeo, especialmente en el caso de actuaciones urbanas 
financiadas con fondos de la Unión Europea, así como en las redes nacionales e 
internacionales de información y conocimiento sobre políticas urbanas.

h) El ejercicio de las competencias de la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda 
y Arquitectura en relación con las políticas de desarrollo urbano sostenible que implementen 
la Agenda 2030 y las Agendas Urbanas internacionales.

i) La coordinación, dirección científica, seguimiento y secretariado, en su caso, de las 
publicaciones periódicas u ocasionales relacionadas con el urbanismo, la ordenación del 
territorio y las políticas urbanas en general, sin perjuicio de las competencias de otros 
órganos superiores y directivos del Departamento.

j) La organización y coordinación del Foro Urbano de España celebrado en el marco de 
la Agenda Urbana Española.

k) El acompañamiento en la elaboración, seguimiento, análisis y, en su caso, valoración, 
de los Planes de Acción de la Agenda Urbana Española elaborados por las Administraciones 
públicas en el ejercicio de sus competencias, así como de los puestos en marcha por el resto 
de los agentes implicados en su implementación.

l) El diseño, el mantenimiento y la actualización del sistema de información urbana y 
demás información al servicio de las políticas públicas para un medio urbano sostenible al 
que se refiere la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre.
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m) El fomento y la elaboración de estudios y trabajos de investigación en relación con las 
políticas urbanas, así como la recopilación y difusión de información sobre dichas políticas.

n) La elaboración y propuesta de la normativa relativa al régimen de valoraciones de 
suelo y a la política de vivienda.

ñ) La colaboración y asesoramiento en el ámbito de las competencias de la Secretaría 
General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura en la evaluación técnica de actuaciones 
de desarrollo urbano que cuenten con financiación pública, en coordinación con los 
departamentos competentes en la materia.

o) El apoyo a la Secretaría de Estado en la concertación con las administraciones 
territoriales, de las actuaciones en materia de urbanismo y promoción del suelo público en 
las ciudades.

p) La elaboración de la propuesta de presupuestos que se gestionan en el órgano 
directivo, así como las propuestas de contratación, su seguimiento y justificación, sin 
perjuicio de las competencias que en materia de gestión y tramitación de los créditos y 
gastos asignados le correspondan a la Subsecretaría u otros órganos superiores o directivos 
del Departamento y en coordinación con ellos.

q) Asimismo, colaborar con los departamentos responsables en la programación, 
seguimiento y evaluación de los proyectos financiables con fondos europeos, así como en la 
elaboración y propuesta de instrucciones relativas a todos los procedimientos relacionados 
en este párrafo, sin perjuicio de las competencias de la Subsecretaría u otros órganos 
superiores o directivos del Departamento y en coordinación con ellos.

2. Corresponde a la Dirección General de Agenda Urbana y Arquitectura ejercer las 
siguientes funciones con incidencia en la arquitectura y la edificación:

a) La difusión, fomento e investigación de la Arquitectura y la colaboración con otros 
departamentos y órganos de la Administración General del Estado, y con asociaciones 
profesionales, instituciones, fundaciones y organismos, tanto públicos como privados, 
nacionales e internacionales en estas materias.

b) La organización y difusión del Premio Nacional de Arquitectura y otros premios de 
Arquitectura promovidos o en los que participe el Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana; la 
organización de la Bienal Española de Arquitectura y Urbanismo y de la Bienal 
Iberoamericana de Arquitectura y Urbanismo; la promoción de la participación española en la 
Bienal Internacional de Arquitectura de Venecia; así como la colaboración en otros eventos 
de la misma naturaleza.

c) El impulso de la digitalización y la innovación en el ámbito de la arquitectura y 
edificación mediante el desarrollo e implementación de programas y actividades que 
favorezcan la gestión integral de los proyectos de arquitectura y contribuyan a mejorar su 
calidad.

d) El desarrollo y ejecución de proyectos y actuaciones, tanto de obra nueva como de 
rehabilitación, propiedad de la Administración General del Estado o de otros titulares que así 
se decidan por su especial interés arquitectónico o patrimonial, que sirvan de refrendo al 
marco normativo, a la promoción de la arquitectura española o tengan como objeto la 
recuperación del patrimonio arquitectónico.

e) Las actuaciones para la financiación de trabajos de conservación o enriquecimiento 
del patrimonio histórico español en bienes inmuebles de interés cultural, como consecuencia 
de las actuaciones y de las obras públicas financiadas por el Departamento o por sus 
organismos, de acuerdo con el Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial 
de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, y sus disposiciones o 
acuerdos de desarrollo.

f) La supervisión de los proyectos de edificación y urbanización derivados de las 
actuaciones aprobadas por el Ministerio, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación de 
contratos del Sector Público, realizada por la correspondiente Oficina de Supervisión de 
Proyectos.

g) La solicitud de incoación de oficio de expedientes de protección ante las 
administraciones públicas competentes de los ejemplos de arquitectura reconocida, en 
coordinación con el Consejo sobre la Calidad de la Arquitectura.
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h) La colaboración y asesoramiento a otros departamentos y órganos de la 
Administración General del Estado en las materias relacionadas con la arquitectura y la 
edificación.

i) El impulso y la distribución de publicaciones relacionadas con la arquitectura, el legado 
de los profesionales y cuanta actividad esté vinculada con la buena práctica de la profesión.

3. Corresponde a la Dirección General de Agenda Urbana y Arquitectura el ejercicio de 
las siguientes funciones con incidencia en la innovación y sostenibilidad en la edificación:

a) El ejercicio de las competencias del Departamento en el desarrollo y seguimiento del 
marco legal sobre arquitectura y edificación y, en particular, de la Ley 38/1999, de 5 de 
noviembre, de Ordenación de la Edificación, así como la difusión y actualización permanente 
del Código Técnico de la Edificación y demás normativa técnica relacionada con la 
arquitectura y la edificación.

b) La elaboración y propuesta de trasposición al marco jurídico español de las Directivas 
europeas, o parte de las mismas, relacionadas con el ámbito de la edificación, así como la 
elaboración de otras iniciativas normativas necesarias para la adaptación, en su caso, de 
nuestro ordenamiento jurídico al de la Unión Europea.

c) La formulación, revisión y seguimiento de la planificación estratégica para la 
rehabilitación del parque edificado.

d) El seguimiento a nivel nacional e internacional de las iniciativas y programas en 
materia de edificación sostenible.

e) La participación y, en su caso, coordinación en los órganos colegiados relacionados 
con la sostenibilidad, innovación y calidad de la edificación. La realización, participación y 
seguimiento de las actividades de certificación de conformidad y de evaluación técnica de 
idoneidad de materiales, equipos y sistemas innovadores utilizados en la edificación y la 
inscripción en el Registro General del Código Técnico de Edificación de aquellas actuaciones 
previstas en la legislación vigente.

f) La promoción de la innovación y de la calidad en la edificación, mediante el diseño, 
coordinación y gestión de programas, actuaciones de investigación y desarrollo que 
impulsen el avance hacia una edificación sostenible.

g) El impulso de la rehabilitación de la edificación que, desde un punto de vista integral, 
busque la mejora desde la eficiencia energética y aplicación de criterios de sostenibilidad y 
reutilización.

4. La Dirección General de Agenda Urbana y Arquitectura está integrada por las 
siguientes unidades:

a) La Subdirección General de Políticas Urbanas, a la que corresponde el ejercicio de las 
funciones señaladas en el apartado 1.a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), así como las 
señaladas en el apartado 1.n), ñ), o) en colaboración con la Subdirección General de Suelo, 
Información y Evaluación y las señaladas en el apartado p) y q) en el ámbito de sus 
competencias.

b) La Subdirección General de Arquitectura y Edificación, a la que corresponde el 
ejercicio de las funciones señaladas en el apartado 2.a), b), d), e), f), g), h) e i), así como la 
señalada en el apartado c) en colaboración con la División de Innovación y Sostenibilidad en 
la Edificación, y las señaladas en el apartado 1.p) y q) en el ámbito de sus competencias.

Depende, asimismo, de la Dirección General de Agenda Urbana y Arquitectura, la 
División de Innovación y Sostenibilidad en la Edificación, con el nivel que se determine en la 
relación de puestos de trabajo, a la que corresponde el ejercicio de las funciones señaladas 
en el apartado 3.a), b), c), d), e), f) y g), así como las señaladas en el apartado 2.c) en 
colaboración con la Subdirección General de Arquitectura y Edificación y las señaladas en el 
apartado 1.p) y q) en el ámbito de sus competencias.

Artículo 5.  Dirección General de Vivienda y Suelo.
1. La Dirección General de Vivienda y Suelo asume la planificación, impulso, gestión y 

coordinación de las competencias que, en materias con incidencia en la vivienda, el suelo, la 
información y evaluación corresponden a la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda 
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y Arquitectura, y su orientación al cumplimiento de los objetivos de política de vivienda del 
Departamento, ejerciendo las siguientes funciones:

a) La elaboración y propuesta de la normativa sectorial con incidencia en materia de 
vivienda, rehabilitación, regeneración y renovación urbana, junto con los correspondientes 
aspectos económicos-financieros en colaboración con el resto de unidades de la Secretaría 
General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura.

b) Las relaciones, en colaboración con otros departamentos con competencias en la 
materia, con las entidades financieras para la obtención de financiación de las actuaciones 
protegidas en materia de vivienda y suelo, así como la elaboración de estudios e informes en 
relación con el subsector de la vivienda.

c) La elaboración y propuesta de planes estatales de ayudas a la vivienda, rehabilitación, 
regeneración y renovación urbana y rural, junto con los correspondientes aspectos 
económicos-financieros.

d) El apoyo técnico y la participación en los foros y organismos internacionales 
relacionados con las políticas de vivienda, particularmente en el ámbito europeo, 
especialmente en el caso de actuaciones de vivienda financiadas con fondos de la Unión 
Europea, así como en las redes nacionales e internacionales de información y conocimiento 
sobre políticas de vivienda.

e) La gestión económica y financiera de las ayudas de los planes y políticas de vivienda, 
en el ámbito de competencias del Departamento, y la gestión y recaudación de los ingresos 
por subvenciones y cuotas de préstamos de los antiguos planes de vivienda. Asimismo, le 
corresponde la recaudación de liquidaciones de ayudas de subsidiación y ayudas estatales 
directas a la entrada, derivadas de descalificación o autorización de venta anticipada de 
viviendas.

f) La gestión de convenios con las comunidades autónomas y otros entes territoriales 
para la ejecución de los planes y políticas de vivienda, rehabilitación, regeneración y 
renovación urbana y rural, así como de convenios específicos con las administraciones 
públicas para la rehabilitación de entornos vulnerables o precisados de rehabilitación.

g) La gestión de convenios con entidades financieras para la aplicación de las ayudas de 
los distintos planes y políticas de vivienda del Departamento.

h) La gestión patrimonial atribuida por la disposición adicional decimonovena de la Ley 
33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

i) La elaboración de la propuesta de anteproyecto de presupuestos y la gestión y 
tramitación de los créditos y gastos asignados al órgano directivo, así como la gestión de los 
asuntos relativos a la licitación, contratación, adquisiciones y expropiaciones, sin perjuicio de 
las competencias de la Subsecretaría u otros órganos superiores o directivos del 
Departamento y en coordinación con ellos. Asimismo, la programación, seguimiento y 
evaluación de los proyectos financiables con fondos europeos, así como la elaboración y 
propuesta de instrucciones relativas a todos los procedimientos relacionados en este párrafo.

2. Corresponde a la Dirección General de Vivienda y Suelo ejercer las siguientes 
funciones relacionadas con el suelo, la información y evaluación:

a) El ejercicio de las competencias de la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda 
y Arquitectura en relación con las actuaciones concertadas de uso, cesión o enajenación de 
suelo en los entornos urbanos.

b) El desarrollo, seguimiento y evaluación del sistema de datos e indicadores de la 
Agenda Urbana Española y su alineación con la Agenda 2030, así como el asesoramiento, 
análisis, valoración e integración de los planes de implementación en esta materia por parte 
de las administraciones públicas territoriales.

c) En colaboración con las administraciones sectoriales competentes, seguimiento, 
evaluación de impacto y puesta en valor de las actuaciones e iniciativas urbanas 
programadas e implementadas con financiación de fondos de la Unión Europea, en el marco 
de las redes sectoriales en la materia.

d) El diseño, el mantenimiento y la actualización del sistema de información urbana a 
que se refiere la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, 
para la recogida y tratamiento de datos estadísticos sobre urbanismo y suelo, en 
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coordinación con las demás administraciones competentes en la materia, todo ello sin 
perjuicio de las competencias de la Subsecretaría del Departamento en materia de 
Tecnologías de la Información.

e) La propuesta de las directrices a que debe sujetarse la gestión del suelo para 
coadyuvar al cumplimiento de la política de vivienda, en los términos previstos en el artículo 
8.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, así como cuantas otras competencias en materia 
de gestión de suelo le atribuya al Departamento la legislación aplicable.

f) La propuesta de modificaciones y desarrollo de iniciativas en materia de suelo en 
relación con su régimen patrimonial, criterios de valoración, gestión, y enajenación, 
coherentes con los objetivos de la política de vivienda y los principios rectores de la 
regulación y uso del suelo.

g) El impulso del conocimiento y la información, así como la publicidad activa y las 
obligaciones derivadas del derecho de acceso a la información pública en las materias 
propias de la Dirección General, el análisis del impacto de las políticas públicas en la 
consecución de los objetivos de la política de vivienda y, en particular, las relativas a los 
programas de impulso de la oferta de vivienda a precios asequibles.

h) La coordinación técnica del desarrollo del sistema estatal de índices de referencia del 
mercado del alquiler de vivienda, y de otros instrumentos para el seguimiento y observación 
de la realidad del mercado de la vivienda y suelo.

i) La propuesta y seguimiento de indicadores de referencia para el análisis y evaluación 
de las dinámicas urbanas y territoriales, el uso y ocupación del suelo y del parque edificatorio 
y de la vivienda en términos de sostenibilidad, para el ejercicio de las competencias propias 
de la Dirección General.

j) El fomento y la elaboración de estudios y trabajos de investigación en materia de 
suelo, así como la recopilación y difusión de información sobre dicha materia.

k) La elaboración y propuesta de la normativa relativa al régimen de valoraciones de 
suelo y a la política de vivienda.

l) La colaboración y asesoramiento en el ámbito de las competencias de la Secretaría 
General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura en la evaluación técnica de actuaciones 
de desarrollo urbano que cuenten con financiación pública, en coordinación con los 
departamentos competentes en la materia.

m) El apoyo a la Secretaría de Estado en la concertación con las administraciones 
territoriales de las actuaciones en materia de urbanismo y promoción del suelo público en las 
ciudades.

3. La Dirección General de Vivienda y Suelo está integrada por los siguientes órganos 
directivos con nivel orgánico de subdirección general:

a) La Subdirección General de Política y Ayudas a la Vivienda, a la que corresponde el 
ejercicio de las funciones señaladas en el apartado 1.

b) La Subdirección General de Suelo, Información y Evaluación, a la que corresponde el 
ejercicio de las funciones señaladas en el apartado 2.a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), así como 
las señaladas en el apartado 2.k), l) y m) en colaboración con la Subdirección General de 
Políticas Urbanas.

4. Corresponde a la Dirección General de Vivienda y Suelo la representación de la 
Secretaría de Estado en la Comisión de Coordinación financiera de Actuaciones 
Inmobiliarias y Patrimoniales regulada en el artículo 158 de la Ley 33/2003, de 3 de 
noviembre.

Artículo 6.  Dirección General de Planificación y Evaluación.
1. La Dirección General de Planificación y Evaluación asume la obtención, gestión y 

mantenimiento de los datos necesarios para definir los aspectos fundamentales de la 
planificación y programación estatales en materia de vivienda con objeto de favorecer el 
ejercicio del derecho constitucional en todo el territorio nacional, y garantizar los derechos 
ciudadanos contemplados en el artículo 8 de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho 
a la vivienda. En particular, le corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:
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a) Articular los procedimientos y sistemas necesarios para dar cumplimiento a la 
obligación que compete a todas las administraciones competentes de compartir la 
información que cada administración o entidad disponga o elabore en materia de vivienda.

b) Obtener la información que en desarrollo del servicio de interés general está 
establecida en la Ley 12/2023, de 24 de mayo.

c) Elaborar y mantener actualizado un inventario de parque público de vivienda.
d) Elaborar una memoria sobre las características del parque público de vivienda y su 

utilización, debidamente actualizada, que permita la conformación de un mapa de la vivienda 
social para facilitar su acceso por parte de la ciudadanía. Asimismo, se recogerá la 
información sobre las actuaciones previstas para reforzar el parque de vivienda social en los 
próximos años.

e) Elaborar la información a suministrar, en cumplimiento del principio de colaboración y 
cooperación, así como en garantía del de trasparencia, sobre el presupuesto invertido 
anualmente en los diferentes programas de política de vivienda, a través de los instrumentos 
de colaboración con las administraciones competentes, tal y como detalla el artículo 33 de la 
Ley 12/2023, de 24 de mayo.

f) Conformar una base de datos de contratos de arrendamiento de vivienda con el objeto 
de incrementar la información disponible para el desarrollo del Sistema de índices de 
referencia del precio del alquiler de vivienda.

g) Potenciar la colaboración público-privada para la óptima ejecución de los proyectos 
relativos a la nueva economía en su ámbito competencial.

h) Proponer, coordinar e impulsar la ejecución y seguimiento de las medidas e iniciativas 
de los departamentos ministeriales y organismos involucrados, en los ámbitos de su 
competencia.

i) El análisis, evaluación y gestión de datos sobre el impacto de las políticas públicas en 
la consecución de los objetivos en materia de vivienda y agenda urbana.

j) Potenciar la escala, la expansión europea e internacional y las sinergias de las 
distintas iniciativas en el ámbito de las competencias de vivienda y agenda urbana.

k) La elaboración de la propuesta de presupuestos que se gestionan en el órgano 
directivo, así como las propuestas de contratación, su seguimiento y justificación, sin 
perjuicio de las competencias que en materia de gestión y tramitación de los créditos y 
gastos asignados le correspondan a la Subsecretaría u otros órganos superiores o directivos 
del Departamento y en coordinación con ellos.

2. De la Dirección General de Planificación y Evaluación dependerá, con nivel orgánico 
de subdirección general, la Subdirección General de Planificación y Evaluación, a la que 
corresponde el ejercicio de las funciones señaladas en el apartado 1.

Artículo 7.  Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana.
1. Corresponde a la Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana el desempeño de las 

funciones que el artículo 63 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, atribuye a los 
Subsecretarios, y en especial la dirección, impulso y supervisión de los órganos 
directamente dependientes de ella.

2. Como órgano directivo directamente dependiente de la persona titular del Ministerio, 
corresponderá a la persona titular de la Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana la 
representación ordinaria del Ministerio, la dirección, impulso y coordinación general de los 
servicios comunes del Departamento, el ejercicio de las competencias correspondientes a 
dichos servicios comunes, así como la asistencia a la persona titular del Ministerio en la 
elaboración y aprobación de los planes de actuación del Departamento.

3. Asimismo se atribuyen a la Subsecretaría, sin perjuicio de las competencias 
funcionales asignadas directamente a la Secretaría de Estado y a las Secretarías Generales, 
las siguientes funciones:

a) La dirección, impulso y coordinación de las actuaciones relativas a la participación del 
Departamento en los órganos colegiados del Gobierno y en los de colaboración y apoyo al 
Gobierno.

b) La coordinación y seguimiento de las relaciones internacionales en las materias 
competencia de la Subsecretaría, y de la representación de ésta en instituciones 
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internacionales, especialmente la Unión Europea, en colaboración con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, sin perjuicio de las competencias de los 
órganos superiores y directivos del Departamento.

c) La responsabilidad del asesoramiento jurídico a la persona titular del Ministerio en el 
desarrollo de las funciones que a ésta le corresponden y, en particular, en el ejercicio de su 
potestad normativa y en la producción de los actos administrativos de la competencia de 
aquella, así como a los demás órganos del Ministerio.

d) El seguimiento de los programas inversores y el análisis de la actividad contractual del 
Departamento y sus entidades dependientes con detalle territorializado.

e) Las funciones atribuidas a la unidad de control interno por el Plan de medidas 
antifraude del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en el ámbito del 
Ministerio.

f) El seguimiento, coordinación y formulación de la propuesta de plan de acción de 
corrección de irregularidades, deficiencias, incertidumbres y limitaciones que puedan ser 
puestas de manifiesto en las auditorías y controles financieros efectuados al Departamento y 
sus entidades dependientes por parte de la Intervención General de la Administración del 
Estado, conforme a lo recogido en el artículo 161 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria.

g) El seguimiento de la actividad económica, financiera y presupuestaria del 
Departamento y de los organismos y entidades dependientes del Ministerio de Vivienda y 
Agenda Urbana.

h) La evaluación económica y presupuestaria de planes y programas en el ámbito de 
actuación del Departamento.

i) La elaboración de informes de naturaleza económica y financiera respecto de las 
materias competencia del Departamento.

j) La programación y elaboración de las estadísticas generales que describan la actividad 
del Departamento, así como la coordinación y, en su caso, elaboración de las operaciones 
estadísticas que le sean asignadas al Departamento en el Plan Estadístico Nacional, 
representando a aquél en los órganos y comisiones interministeriales en materia de 
estadística.

k) La elaboración del anteproyecto de presupuesto del Departamento, la coordinación de 
la elaboración de los presupuestos de sus entidades dependientes y la trasmisión de todos 
ellos al Ministerio de Hacienda, en la forma reglamentariamente establecida al efecto.

l) El informe y tramitación de los expedientes de modificación presupuestaria del 
Departamento y sus entidades dependientes.

m) El informe y la prestación de asistencia técnica en materia presupuestaria, así como 
las demás funciones encomendadas a la Oficina Presupuestaria por el Real Decreto 
2855/1979, de 21 de diciembre, por el que se crean Oficinas Presupuestarias.

n) La coordinación de la elaboración y actualización del Plan Estratégico de 
Subvenciones de conformidad con lo establecido en la normativa vigente.

ñ) El seguimiento de las aportaciones a realizar por las entidades dependientes del 
Departamento para la financiación de los trabajos de conservación o enriquecimiento del 
Patrimonio Histórico Español, así como la elaboración de cuantos informes sean solicitados 
por el Ministerio de Cultura.

o) La gestión financiera y de tesorería del Departamento; la contratación correspondiente 
a los servicios comunes, la gestión del Portal de Contratación y cualquier otra competencia 
financiera y de contratación no atribuida a otros órganos del Ministerio.

p) La gestión del otorgamiento de ayudas en el ámbito de competencias del Ministerio 
con cargo a los créditos consignados en el servicio presupuestario 01.

q) El desarrollo de la gestión en el Departamento del régimen interior, de la seguridad, 
del patrimonio, de las obras y de los servicios técnicos de mantenimiento, el equipamiento de 
las unidades, así como la planificación y seguimiento de la ejecución de los contratos 
relativos a estas materias.

r) La dirección y coordinación de los servicios de información administrativa y de las 
Oficinas de Asistencia en Materia de Registro, así como de los servicios técnicos, de 
seguridad, de reprografía y, en general, los de régimen interior y asuntos generales de los 
Servicios Centrales del Ministerio.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 27  Estructura orgánica básica del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana

– 511 –



s) La planificación, dirección y administración de los recursos humanos de los servicios 
centrales del Departamento y las relaciones con las organizaciones sindicales y entidades 
representativas del personal, así como la gestión de las retribuciones del personal, de los 
planes de formación, acción social y de los programas de prevención de riesgos laborales.

t) La tramitación de los expedientes de compatibilidad relativos al personal del Ministerio, 
a los que resulte de aplicación la normativa sobre incompatibilidades del personal al servicio 
de las administraciones públicas. Asimismo, la tramitación de los expedientes disciplinarios 
del personal del Departamento.

u) La ejecución de los planes y programas de inspección de los servicios y la evaluación 
del funcionamiento de los órganos y unidades de los servicios centrales. La asistencia a la 
persona titular del Ministerio en el control de eficacia del Departamento, así como el ejercicio 
de las funciones de Unidad de Gestión de Quejas y Sugerencias de los servicios centrales 
del Departamento, según lo previsto en el artículo 14 del Real Decreto 951/2005, de 29 de 
julio, por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad en la 
Administración General del Estado, y la tramitación del resto de las obligaciones previstas en 
dicha norma.

v) El ejercicio de las funciones de Unidad de Igualdad del Ministerio, según lo previsto en 
el artículo 77 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres y de acuerdo con el Real Decreto 259/2019, de 12 de abril, por el que se 
regulan las Unidades de Igualdad de la Administración General del Estado.

w) La gestión de la comunicación y de la publicidad institucional del Departamento y la 
elaboración del Plan anual de Publicidad del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana, y de la 
colaboración en la ejecución de la política editorial del Departamento.

x) Respecto de los servicios centrales del Departamento, la planificación, dirección, 
desarrollo y mantenimiento de los sistemas de información; la elaboración, preparación y 
propuesta de necesidades de los recursos tecnológicos incluyendo su adquisición, gestión y 
mantenimiento; así como la prestación de servicios en materia de tecnologías de la 
información y la dirección y coordinación desarrollo e implantación de los servicios del 
Departamento en Internet, incluyendo del portal de Internet, sede electrónica e Intranet.

y) La planificación y gestión de las infraestructuras tecnológicas y las redes y servicios 
de comunicaciones; las funciones de mantenimiento de equipos informáticos del 
Departamento, así como la gestión técnica en materia de adquisición de licencias y equipos 
informáticos.

z) Elaboración, desarrollo y ejecución de los planes de digitalización del departamento, 
así como la implantación y seguimiento de los planes de trasformación digital de la 
Administración General del Estado, respecto de los servicios centrales del Departamento, en 
coordinación con la Secretaría General de Administración Digital del Ministerio para la 
Transformación Digital y de la Función Pública.

4. De la Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana depende directamente, con rango 
de Dirección General, la Secretaría General Técnica.

5. Asimismo, de la persona titular de la Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana 
dependen directamente las siguientes unidades con nivel orgánico de subdirección general:

a) La Subdirección General de Coordinación Económica y de Servicios a la que 
corresponde el ejercicio de las funciones a que se refiere el apartado 3.d), e), f), g), h), i), j), 
k), l), m), n) y ñ) y, en todo caso, las que se determinan en el Real Decreto 2855/1979, de 21 
de diciembre, y el apoyo a la persona titular de la Subsecretaría en la coordinación de las 
funciones a que se refiere el apartado 3.o), p), q), r), s), t), u), v), x) e y).

b) La Subdirección General de Asuntos Generales y Contratación a la que corresponde 
el ejercicio de las funciones a que se refiere el apartado 3.o), p), q) y r).

c) La Subdirección General de Recursos Humanos e Inspección de Servicios a la que 
corresponde el ejercicio de las funciones a que se refiere el apartado 3.s), t), u) y v).

Depende, asimismo, de la Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana, la División de 
Tecnologías de la Información y Comunicaciones, con el nivel que se determine en la 
relación de puestos de trabajo, a la que corresponde el ejercicio de las funciones a que se 
refiere el apartado 3.x) y) y z).
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6. Dependiendo directamente de la Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana, y como 
órgano de apoyo y asistencia inmediata de su titular, existe un Gabinete Técnico con nivel 
orgánico de subdirección general.

7. Asimismo, están adscritos a la Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana, con las 
funciones que les atribuyen sus normas específicas, y sin perjuicio de sus respectivas 
dependencias, los siguientes órganos con rango de subdirección general:

a) La Abogacía del Estado en el Departamento.
b) La Intervención Delegada de la Intervención General de la Administración del Estado 

en el Departamento.

Artículo 8.  Secretaría General Técnica.
1. La Secretaría General Técnica del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana, bajo la 

inmediata dependencia de la persona titular de la Subsecretaría del Departamento, ejerce 
las funciones que le atribuye el artículo 65 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y, 
específicamente, las siguientes:

a) La prestación de asistencia técnica, jurídica y administrativa a la persona titular del 
Ministerio y demás altos cargos del Departamento cuando no corresponda a otros órganos.

b) La preparación de la documentación e informes, así como la tramitación y 
coordinación de las actuaciones relativas a los asuntos que se sometan a la deliberación del 
Consejo de Ministros y de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.

c) La preparación de la documentación e informes, así como la tramitación y 
coordinación de las actuaciones relativas a los asuntos que se sometan a la deliberación de 
las Comisiones Delegadas del Gobierno.

d) La coordinación de la tramitación de proyectos de convenios previstos en los artículos 
47 a 53 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, entre el Departamento y cualesquiera otros 
sujetos de Derecho Público o de Derecho Privado, así como de las propuestas de tratados 
internacionales, acuerdos internacionales administrativos, acuerdos internacionales no 
normativos y demás instrumentos previstos en la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de 
Tratados y otros Acuerdos Internacionales.

e) La coordinación de la tramitación con el Ministerio de Hacienda las propuestas 
normativas que se formulen por el Departamento y sus organismos públicos para su 
inclusión en el anteproyecto de ley de presupuestos generales del Estado, sin perjuicio de 
las competencias de otros órganos superiores o directivos del Departamento y en 
coordinación con ellos.

f) La tramitación de la publicación de disposiciones y actos administrativos del 
Departamento en las secciones I y III del «Boletín Oficial del Estado».

g) La coordinación de las propuestas del Departamento para su inclusión en el Plan 
Anual Normativo de la Administración General del Estado y en el informe anual de 
evaluación normativa, así como del cumplimiento de dicho plan.

h) La coordinación de las relaciones con el Defensor del Pueblo.
i) El estudio, la tramitación y la elaboración de las propuestas de resolución de los 

recursos administrativos, así como de las reclamaciones de responsabilidad patrimonial de la 
Administración, de los expedientes de revisión de oficio de los actos administrativos, 
declaraciones de lesividad, el derecho de petición y los requerimientos previstos en los 
artículos 29 y 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, sin perjuicio de las competencias de otras unidades del 
Departamento respecto de los mismos.

j) Las relaciones con los juzgados y tribunales de justicia y, en su caso, la coordinación y 
el seguimiento de la ejecución de sus sentencias.

k) La realización de estudios y compilaciones normativas, así como la elaboración de la 
propuesta del programa editorial del Departamento y, en su caso, la edición y la distribución 
o difusión de sus publicaciones, así como la dirección, organización y gestión de bibliotecas, 
archivos y servicios de documentación y estadísticas del Departamento.

l) El ejercicio de las funciones de la Unidad de Información de Transparencia del 
Ministerio, según lo previsto en el artículo 21 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
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transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y el apoyo en la 
coordinación de las iniciativas de este Departamento en materia de Gobierno Abierto.

m) La coordinación de los proyectos normativos que promueva el Ministerio, el 
seguimiento del correspondiente procedimiento de elaboración, así como la tramitación de 
solicitudes de informe de otros ministerios, organismos y entidades.

n) La emisión de los informes, en particular, los de carácter preceptivo previstos en los 
párrafos primero y cuarto del artículo 26.5 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 
Gobierno, para la elaboración de los anteproyectos de ley, los proyectos de real decreto 
legislativo y los proyectos de disposiciones reglamentarias.

ñ) El seguimiento de los actos y disposiciones de las comunidades autónomas, así como 
la participación en la Comisión de Seguimiento de Disposiciones y Actos de las 
Comunidades Autónomas y la coordinación administrativa de las actuaciones en materia de 
traspasos de las funciones y servicios a las comunidades autónomas, en colaboración con 
los órganos superiores y los demás directivos del Departamento.

o) El seguimiento y coordinación de la trasposición de directivas, así como el ejercicio, 
en coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, del 
resto de las competencias en relación con la Unión Europea y con los organismos 
internacionales y autoridades extranjeras en las materias propias del Departamento no 
expresamente asignadas a otros órganos directivos.

p) El seguimiento y coordinación de las cuestiones prejudiciales y procedimientos 
contenciosos con la Unión Europea.

q) La tramitación de la normativa derivada de la preparación de los estatutos de las 
corporaciones profesionales que se relacionan con el Ministerio.

r) La tramitación y propuesta de resolución de los procedimientos de reconocimiento de 
los títulos de enseñanza superior expedidos por Estados miembros de la Unión Europea y 
demás Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo referentes a 
las profesiones relacionadas con el Departamento.

s) La coordinación y la supervisión de la política de protección de datos en cumplimiento 
de la normativa aplicable en esta materia en el ámbito de las competencias del 
Departamento y, en particular, ejercer las competencias relativas al delegado de protección 
de datos, previstas en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo 
de 27 de abril de 2016 y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

t) La representación del Departamento en órganos administrativos de carácter 
interministerial no expresamente asignados a otros órganos superiores o directivos.

u) La elaboración de la propuesta de anteproyecto de presupuestos y la gestión y 
tramitación de los créditos y gastos asignados al centro directivo, sin perjuicio de las 
competencias de otros órganos superiores o directivos del Departamento y en coordinación 
con ellos.

2. La Secretaría General Técnica se estructura en las siguientes subdirecciones 
generales:

a) La Vicesecretaría General Técnica, que ejercerá las funciones señaladas en el 
apartado 1.a), b), c), d), e), f), g) y h).

b) La Subdirección General de Recursos, Publicaciones y Documentación, que ejercerá 
las funciones señaladas en el apartado 1.i), j), k) y l).

Depende, asimismo, de la Secretaría General Técnica, la División de Normativa y 
Seguimiento de Disposiciones Autonómicas, con el nivel que se determine en la relación de 
puestos de trabajo, a la que corresponde el ejercicio de las funciones a que se refiere el 
apartado 1.m), n), ñ), o), p), q) y r).

Disposición adicional primera.  Ejercicio de competencias respecto de las entidades 
adscritas al Departamento.

Las competencias respecto de las entidades que integran el sector público institucional 
estatal adscritas al Departamento se ejercerán sin perjuicio de las que puedan corresponder 
a otros departamentos, de acuerdo con la normativa vigente.
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Disposición adicional segunda.  Supresión de órganos.
Queda suprimida la Subdirección General de Coordinación y Gestión Administrativa 

establecida en el artículo 10.4 del Real Decreto 645/2020, de 7 de julio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana.

Las referencias del ordenamiento jurídico a la misma se entenderán realizadas a los 
órganos que por esta norma se crean y la sustituyen o asumen sus competencias o, en su 
defecto, al órgano del que dependiera.

Disposición adicional tercera.  Delegación de competencias.
1. Las delegaciones de competencias otorgadas por los distintos órganos superiores y 

directivos afectados por este real decreto y por el Real Decreto 829/2023, de 20 de 
noviembre, y el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, continuarán siendo válidas y 
eficaces hasta que sean expresamente revocadas o nuevamente otorgadas.

2. Cuando las delegaciones de competencias que mantienen sus efectos en virtud del 
apartado anterior se hubiesen efectuado en favor de órganos suprimidos por alguno de los 
reales decretos citados, las referidas delegaciones se entenderán válidas en favor de los 
órganos en cuyo ámbito de actuación se encuadre la correspondiente competencia o 
función.

Disposición adicional cuarta.  Suplencias.
En los casos de vacancia, ausencia o enfermedad de las personas titulares de la 

Secretaría de Estado, la Subsecretaría, la Secretaría General, las Direcciones Generales, la 
Secretaría General Técnica del Departamento, y en defecto de designación de suplente 
conforme a lo previsto en el artículo 13.3.b) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
corresponderá la suplencia a las personas titulares de los órganos directivos dependientes 
del mismo por el orden en que aparecen citados en la estructura orgánica establecida en 
este real decreto.

Disposición adicional quinta.  Consolidación de unidades TIC.
En el ejercicio de las funciones de implementación y desarrollo de la política en materia 

de tecnologías de la información y comunicaciones en el ámbito sectorial del Ministerio, la 
Subsecretaría de Vivienda y Agenda Urbana promoverá, en colaboración con las unidades 
competentes del Ministerio y de sus organismos adscritos, la consolidación de los recursos 
humanos, económico-presupuestarios, técnicos y materiales vinculados.

Atendiendo a su régimen competencial singular, en las unidades y en los organismos 
adscritos actuales o futuros, podrá existir una dependencia orgánica diferente para sus 
unidades TIC.

Disposición adicional sexta.  Actualización de referencias.
Las referencias al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana hechas en el 

Real Decreto 1525/1999, de 1 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto de la Entidad 
Pública Empresarial de Suelo (SEPES), se entenderán efectuadas al Ministerio de Vivienda 
y Agenda Urbana.

Disposición adicional séptima.  Modificaciones presupuestarias.
Por el Ministerio de Hacienda se realizarán las modificaciones presupuestarias y 

habilitaciones de crédito necesarias para el cumplimiento de lo previsto en este real decreto.

Disposición transitoria primera.  Unidades y puestos de trabajo con nivel orgánico inferior 
a subdirección general.

1. Las unidades y puestos de trabajo con nivel orgánico inferior a subdirección general 
continuarán subsistentes y serán retribuidos con cargo a los mismos créditos 
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presupuestarios, hasta que se aprueben las correspondientes relaciones de puestos de 
trabajo adaptadas a la estructura orgánica de este real decreto.

2. Las unidades y puestos de trabajo encuadrados en los órganos suprimidos, o cuya 
dependencia orgánica haya sido modificada por este real decreto, se adscribirán 
provisionalmente, mediante resolución de la persona titular de la Subsecretaría, hasta tanto 
se apruebe la nueva relación de puestos de trabajo, a los órganos regulados en este real 
decreto, en función de las atribuciones que estos tengan asignadas.

Disposición transitoria segunda.  Actuaciones en materia de gestión de servicios 
comunes.

Los servicios comunes de los Ministerios en los que se hayan producido transferencias 
de actividad a otros departamentos ministeriales seguirán prestando dichos servicios a los 
Ministerios a los que correspondan dichas áreas de actividad en los términos establecidos en 
la disposición transitoria tercera del Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que 
se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en este real decreto y, en concreto, los artículos 10, 11 y 12 del Real Decreto 
645/2020, de 7 de julio.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, 
por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.

El Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, queda modificado como sigue:
Uno. El número 2.º del apartado A) del artículo 13 queda redactado del siguiente modo:

«2.º La Dirección General de Planificación y Evaluación.»
Dos. Se añade al apartado 1 de la disposición adicional séptima un nuevo párrafo k), con 

la siguiente redacción:
«k) La Dirección General de Planificación y Evaluación.»

Disposición final segunda.  Facultades de desarrollo y ejecución.
Se autoriza a la persona titular del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana para que 

dicte cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de este real 
decreto.

Disposición final tercera.  Autorización para la modificación de la regulación o supresión de 
los órganos colegiados, grupos y comisiones de trabajo ministeriales.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 22.2 in fine y 3 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, se autoriza a la persona titular del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana para 
modificar o suprimir los órganos colegiados, grupos y comisiones de trabajo del 
Departamento, cuya composición y funciones sean de alcance puramente ministerial, 
aunque su creación o regulación vigente se haya efectuado mediante real decreto o acuerdo 
de Consejo de Ministros.

Disposición final cuarta.  Modificación y supresión de divisiones de nivel inferior al de 
subdirección general.

Se autoriza a la persona titular del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana para que, 
mediante orden ministerial y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 59.2 de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, suprima o modifique las divisiones de nivel inferior al de 
subdirección general recogidas en el presente real decreto.
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Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 28

Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 282, de 25 de noviembre de 1994

Última modificación: 25 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-1994-26003

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

PREAMBULO

1
El régimen jurídico de los arrendamientos urbanos se encuentra en la actualidad 

regulado por el texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, aprobado por 
el Decreto 4104/1964, de 24 de diciembre.

Los principios que inspiraron la reforma de la legislación arrendaticia llevada a cabo en 
1964, según reza la Exposición de Motivos de la Ley 40/1964, fueron los de atemperar el 
movimiento liberalizador de la propiedad urbana a las circunstancias económicas del país y a 
las exigencias de la justicia. Sin embargo, el texto refundido no llegó a alcanzar sus objetivos 
de desbloquear la situación de las rentas congeladas. El citado texto consagró, además, un 
régimen de subrogaciones, tanto ínter vivos como mortis causa, favorable a los intereses del 
arrendatario.

Ambas circunstancias determinaron un marco normativo que la práctica ha puesto de 
manifiesto que fomentaba escasamente la utilización del instituto arrendaticio.

Ante estas circunstancias, el Real Decreto-ley 2/1985, de 30 de abril, sobre Medidas de 
Política Económica, introdujo dos modificaciones en la regulación del régimen de los 
arrendamientos urbanos que han tenido un enorme impacto en el desarrollo posterior de 
este sector. Estas modificaciones fueron la libertad para la transformación de viviendas en 
locales de negocio y la libertad para pactar la duración del contrato, suprimiendo el carácter 
obligatorio de la prórroga forzosa en los contratos de arrendamientos urbanos.

El Real Decreto-ley 2/1985 ha tenido resultados mixtos. Por un lado, ha permitido que la 
tendencia a la disminución en el porcentaje de viviendas alquiladas que se estaba 
produciendo a principios de la década de los ochenta se detuviera, aunque no ha podido 
revertir sustancialmente el signo de la tendencia. Por otro lado, sin embargo, ha generado 
una enorme inestabilidad en el mercado de viviendas en alquiler al dar lugar a un fenómeno 
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de contratos de corta duración. Esto a su vez ha producido un movimiento de incremento de 
las rentas muy significativo, que se ha visto agravado por su simultaneidad en el tiempo con 
un período de elevación de los precios en el mercado inmobiliario.

En la actualidad, el mercado de los arrendamientos urbanos en vivienda se caracteriza 
por la coexistencia de dos situaciones claramente diferenciadas. Por un lado, los contratos 
celebrados al amparo del Real Decreto-ley 2/1985, que representan aproximadamente el 20 
por 100 del total y se caracterizan por tener rentas elevadas y un importante grado de 
rotación ocupacional por consecuencia de su generalizada duración anual. Por el otro, los 
contratos celebrados con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del Real Decreto-ley 
2/1985. En general, se trata de contratos con rentas no elevadas y, en el caso de los 
contratos celebrados con anterioridad a la Ley de 1964, aproximadamente el 50 por 100 del 
total, con rentas que se pueden calificar como ineconómicas.

Las disfunciones que esta situación genera en el mercado son tales que han convertido 
al arrendamiento en una alternativa poco atractiva frente a la de la adquisición en propiedad 
en relación con la solución al problema de la vivienda. En este sentido, sólo un 18 por 100 
aproximadamente del parque total de viviendas se encuentra en régimen de alquiler.

Por ello, la finalidad última que persigue la reforma es la de coadyuvar a potenciar el 
mercado de los arrendamientos urbanos como pieza básica de una política de vivienda 
orientada por el mandato constitucional consagrado en el artículo 47, de reconocimiento del 
derecho de todos los españoles a disfrutar de una vivienda digna y adecuada.

La consecución de este objetivo exige una modificación normativa que permita 
establecer un equilibrio adecuado en las prestaciones de las partes, y aunque es evidente 
que el cambio normativo por sí mismo no constituye una condición suficiente para potenciar 
la oferta en este sector, sí es una condición necesaria para que ello se produzca.

La regulación sustantiva del contrato de arrendamiento debe partir de una clara 
diferenciación de trato entre los arrendamientos de vivienda y los destinados a cualquier otro 
uso distinto del de vivienda, por entender que las realidades económicas subyacentes son 
sustancialmente distintas y merecedoras, por tanto, de sistemas normativos disímiles que se 
hagan eco de esa diferencia.

En este sentido, al mismo tiempo que se mantiene el carácter tuitivo de la regulación de 
los arrendamientos de vivienda, se opta en relación con los destinados a otros usos por una 
regulación basada de forma absoluta en el libre acuerdo de las partes.

Además, la ley contiene una reforma parcial de la regulación de los procesos 
arrendaticios y la modificación del régimen de los contratos actualmente en vigor.

2
La regulación de los arrendamientos de vivienda presenta novedades significativas, 

fundamentalmente en relación con su duración. En este sentido, se ha optado por establecer 
un plazo mínimo de duración del contrato de cinco años, por entender que un plazo de estas 
características permite una cierta estabilidad para las unidades familiares que les posibilita 
contemplar al arrendamiento como alternativa válida a la propiedad. Al mismo tiempo, no es 
un plazo excesivo que pudiera constituir un freno para que tanto los propietarios privados 
como los promotores empresariales sitúen viviendas en este mercado.

Este plazo mínimo de duración se articula a partir del libre pacto entre las partes sobre la 
duración inicial del contrato más un sistema de prórrogas anuales obligatorias hasta alcanzar 
el mínimo de cinco años de duración, si el pacto inicial hubiera sido por un plazo inferior.

Se introduce también en la ley un mecanismo de prórroga tácita, transcurrido como 
mínimo el plazo de garantía de cinco años, que da lugar a un nuevo plazo articulado, 
asimismo, sobre períodos anuales, de tres años.

El reconocimiento de la existencia de situaciones que exigen plazos inferiores de 
duración ha hecho que la ley prevea esta posibilidad, aunque vinculada en exclusiva a la 
necesidad, conocida al tiempo de la celebración del contrato, de recuperar el uso de la 
vivienda arrendada para domicilio del propio arrendador.

El establecimiento de un plazo de duración limitado permite mitigar el impacto que el 
instituto de las subrogaciones pudiera tener sobre el equilibrio de las prestaciones. En la 
medida en que el derecho de las personas subrogadas a continuar en el uso de la vivienda 
arrendada sólo se mantiene hasta la terminación del plazo contractual, no existe 
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inconveniente en mantener dicho derecho en el ámbito mortis causa a favor de aquellas 
personas con vinculación directa con el arrendatario. Destaca como novedad el 
reconocimiento de este derecho al conviviente «more uxorio».

En relación con las subrogaciones ínter vivos, sólo se reconoce su existencia previo 
consentimiento escrito del arrendador. Al mismo tiempo, se introduce una novedad en casos 
de resoluciones judiciales que, en procesos de nulidad, separación o divorcio, asignen la 
vivienda al cónyuge no titular. En estos casos, se reconoce «ex lege» a dicho cónyuge el 
derecho a continuar en el uso de la vivienda arrendada por el tiempo que restare del 
contrato.

El régimen de rentas se construye en torno al principio de la libertad de pactos entre las 
partes para la determinación de la renta inicial tanto para los contratos nuevos como para 
aquellos que se mantengan con arrendatarios ya establecidos. Esto asegurará, cuando ello 
sea preciso, que las rentas de los contratos permitan reflejar la realidad del mercado, si esta 
realidad no hubiera podido trasladarse a la renta por la vía de las actualizaciones previstas. 
Ello puede ser así, dado que la norma establece un mecanismo de actualización de rentas 
vinculado a las variaciones porcentuales que pueda experimentar en un período anual el 
Indice de Precios al Consumo.

Por lo que se refiere a los derechos y obligaciones de las partes, la ley mantiene en 
líneas generales la regulación actual, sin introducir grandes novedades. Se exceptúa el 
establecimiento de una previsión especial para arrendatarios afectados de minusvalías o con 
personas minusválidas a su cargo, que pretendan efectuar modificaciones en la finca 
arrendada que les permitan mejorar la utilización de la misma.

También se mantiene el derecho de adquisición preferente en favor del arrendatario para 
el supuesto de enajenación de la vivienda arrendada durante la vigencia del arrendamiento 
aunque referido a condiciones de mercado, por entenderse que constituye un instrumento 
que sin suponer una grave onerosidad para el arrendador incrementa las posibilidades de 
permanencia del arrendatario en la vivienda.

Por último, por lo que se refiere a la formalización de los contratos, la ley mantiene la 
libertad de las partes de optar por la forma oral o escrita. Al mismo tiempo, se consagra 
expresamente la posibilidad de todos los contratos de arrendamiento, cualquiera que sea su 
duración, de acceder al Registro de la Propiedad, intentando, por otro lado, potenciar esta 
posibilidad de acceso mediante la vinculación de determinadas medidas de fomento o 
beneficio al hecho de la inscripción. Este hecho no sólo contribuye a reforzar las garantías 
de las partes, sino que incrementa la información disponible para el Estado, permitiéndole el 
diseño y ejecución de aquellas medidas que puedan contribuir a la mejora de la ordenación 
normativa y de la práctica de los arrendamientos.

3
La ley abandona la distinción tradicional entre arrendamientos de vivienda y 

arrendamientos de locales de negocio y asimilados para diferenciar entre arrendamientos de 
vivienda, que son aquellos dedicados a satisfacer la necesidad de vivienda permanente del 
arrendatario, su cónyuge o sus hijos dependientes, y arrendamientos para usos distintos al 
de vivienda, categoría ésta que engloba los arrendamientos de segunda residencia, los de 
temporada, los tradicionales de local de negocio y los asimilados a éstos.

Este nuevo categorismo se asienta en la idea de conceder medidas de protección al 
arrendatario sólo allí donde la finalidad del arrendamiento sea la satisfacción de la necesidad 
de vivienda del individuo y de su familia, pero no en otros supuestos en los que se satisfagan 
necesidades económicas, recreativas o administrativas.

Para ello, en la regulación de los arrendamientos para uso distinto al de vivienda, la ley 
opta por dejar al libre pacto de las partes todos los elementos del contrato, configurándose 
una regulación supletoria del libre pacto que también permite un amplio recurso al régimen 
del Código Civil.

Se regulan así, con carácter supletorio de la voluntad expresa de arrendador y 
arrendatario, el régimen de obligaciones de conservación y obras, el derecho de adquisición 
preferente, el de traspaso y las subrogaciones mortis causa, aunque limitadas al cónyuge e 
hijos del arrendatario que continúen la actividad.
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Se introduce en esta regulación una novedad consistente en el derecho del arrendatario 
a ser indemnizado cuando, queriendo continuar con el arrendamiento, deba abandonar el 
local por el transcurso del plazo previsto, siempre que de alguna forma el arrendador o un 
nuevo arrendatario se pudiesen beneficiar de la clientela obtenida por el antiguo 
arrendatario, o alternativamente, de los gastos de traslado y de los perjuicios derivados del 
mismo, cuando el arrendatario se vea obligado a trasladar su actividad.

4
La fianza arrendaticia mantiene su carácter obligatorio, tanto en vivienda como en uso 

distinto, fijándose su cuantía en una o dos mensualidades de renta, según sea 
arrendamiento de vivienda o de uso distinto. Al mismo tiempo se permite a las Comunidades 
Autónomas con competencias en materia de vivienda que regulen su depósito obligatorio en 
favor de la propia Comunidad, ya que los rendimientos generados por estos fondos se han 
revelado como una importante fuente de financiación de las políticas autonómicas de 
vivienda, que se considera debe de mantenerse.

5
En la regulación de los procesos arrendaticios se establece que la competencia para 

conocer de las controversias corresponde, en todo caso, al Juez de Primera Instancia del 
lugar donde esté sita la finca urbana, excluyendo la posibilidad de modificar la competencia 
funcional por vía de sumisión expresa o tácita a Juez distinto.

Esto no obsta para recordar la posibilidad de que las partes en la relación jurídica 
puedan pactar, para la solución de sus conflictos, la utilización del procedimiento arbitral.

La tramitación de los procesos arrendaticios se defiere al juicio de cognición, haciendo 
salvedad expresa de los supuestos de aplicación del juicio de desahucio y del juicio verbal 
cuando se ejecuten, en este último caso, acciones para determinar rentas o importes que 
corresponda abonar al arrendatario.

Se regulan, asimismo, las condiciones en las que el arrendatario podrá enervar la acción 
en los desahucios promovidos por la falta de pago de cantidades debidas por virtud de la 
relación arrendaticia. Esta regulación matiza de forma significativa las posibilidades de 
enervación y rehabilitación contenidas en el texto refundido de 1964.

En los supuestos de acumulación de acciones se ha establecido, junto a la regulación 
tradicional, la posibilidad de acumulación que asiste a los arrendatarios cuando las acciones 
ejercitadas se funden en hechos comunes y se dirijan contra el mismo arrendador. También 
se permite a éste en los supuestos de resolución del contrato por falta de pago, el ejercicio 
acumulado y simultáneo de la acción de resolución del contrato y la reclamación de las 
cantidades adeudadas.

Por último, y como novedad más significativa de la ley en materia procesal, se establece 
la regulación del recurso de casación en materia arrendaticia por entender que la materia, 
dada su importancia y la trascendencia de los cambios normativos que esta norma introduce, 
debe poder ser objeto de una doctrina jurisprudencial elaborada en sede del Tribunal 
Supremo. Como notas más características del recurso de casación pueden señalarse las 
siguientes: sólo serán susceptibles de dicho recurso las sentencias dictadas en los procesos 
seguidos por los trámites del juicio de cognición, siempre que las sentencias de primera y 
segunda instancia no sean conformes, y la renta de los contratos se encuentre por debajo de 
los límites que por ley se consagran.

6
Por lo que se refiere a los contratos existentes a la entrada en vigor de esta ley, los 

celebrados al amparo del Real Decreto-ley 2/1985 no presentan una especial problemática 
puesto que ha sido la libre voluntad de las partes la que ha determinado el régimen de la 
relación en lo que a duración y renta se refiere. Por ello, estos contratos continuarán hasta 
su extinción sometidos al mismo régimen al que hasta ahora lo venían estando. En ese 
momento, la nueva relación arrendaticia que se pueda constituir sobre la finca quedará 
sujeta a la nueva normativa. De esta regulación no quedan exceptuados los contratos que, 
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aunque en fecha posterior al 9 de mayo de 1985, se hayan celebrado con sujeción al 
régimen de prórroga forzosa, al derivar éste del libre pacto entre las partes.

Por lo que se refiere a los contratos celebrados con anterioridad, la ley opta por una 
solución que intenta conjugar el máximo de sencillez posible con un trato equilibrado de las 
distintas situaciones en que las partes en conflicto se encuentran. Por ello, se introduce un 
planteamiento que mantiene el criterio de trato diferenciado entre los contratos de 
arrendamiento de vivienda y los de local de negocio otorgando condiciones más suaves de 
modificación del arrendatario de vivienda que al de local de negocio.

Teniendo en cuenta los perjudiciales efectos que ha tenido la prolongada vigencia de la 
prórroga obligatoria impuesta por la Ley de 1964, se aborda la necesidad de poner límite a la 
duración de esta prórroga obligatoria restableciendo la temporalidad de la relación 
arrendataria de conformidad con su propia naturaleza, pero esta modificación se realiza 
teniendo en cuenta los efectos sociales y económicos de la medida tomando en 
consideración la situación personal y familiar y la capacidad económica de los arrendatarios.

En este sentido, en el arrendamiento de viviendas se opta por la supresión total de la 
subrogación ínter vivos, excepción hecha de la derivada de resolución judicial en procesos 
matrimoniales, y por la supresión gradual de los derechos de subrogación mortis causa que 
el texto refundido de 1964 reconocía.

Como esta medida afecta a situaciones cuyos contenidos potenciales de derechos son 
diferentes, arrendatarios titulares iniciales del contrato, arrendatarios en primera subrogación 
y arrendatarios en segunda subrogación, la norma debe ofrecer respuestas adecuadas para 
cada una de ellas. De ahí que la supresión de las subrogaciones sea tanto más gradual 
cuanto mayor sea el contenido potencial de derechos que la ley contempla para cada 
supuesto, a partir del principio general de conservar al arrendatario actual y a su cónyuge el 
derecho a continuar en el uso de la vivienda arrendada hasta su fallecimiento, allí donde este 
derecho les estuviera reconocido por la legislación de 1964.

En cuanto al régimen de rentas, la ley opta por intentar desbloquear la situación de las 
rentas congeladas. Para ello, se establece un sistema de revisión aplicable a todos los 
contratos anteriores al 9 de mayo de 1985, que pretende recuperar las variaciones no 
repercutidas de la inflación desde la fecha de celebración del contrato o desde la última 
revisión legal, según proceda. Esta revisión no se produce de manera inmediata sino 
gradual, incrementándose el número de años en que se produce la revisión total en función 
inversa de la renta del arrendatario, posibilitando a los arrendatarios de menor nivel 
económico a que adapten sus economías a la nueva realidad.

En el caso de arrendatarios de bajo nivel de renta, por debajo de dos veces y media, tres 
o tres veces y media el salario mínimo interprofesional en función del número de personas 
que habiten en la vivienda arrendada, se excluye la revisión de las rentas mandatándose al 
Gobierno para que en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la ley configure un 
mecanismo de compensación de naturaleza fiscal para aquellos arrendadores que no hayan 
podido, por las circunstancias antes señaladas proceder a la actualización de las rentas.

Asimismo, se concede a los arrendadores el derecho a disfrutar de beneficios en el 
Impuesto sobre el Patrimonio, en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, en los gastos de 
conservación de la finca arrendada y el coste de los servicios y suministros de que disfrute la 
vivienda arrendada, en estos tres últimos casos mediante la imputación de sus importes a 
los arrendatarios.

En el caso de los arrendamientos de locales de negocio, se ha optado por articular un 
calendario de resolución temporal de estos contratos, aunque distinguiendo entre los 
arrendamientos en los que el arrendatario sea una persona física de aquéllos en los que sea 
una persona jurídica, presumiendo mayor solvencia económica allí donde el entramado 
organizativo sea más complejo.

Por ello, se mantienen, aunque de forma limitada, derechos de subrogación mortis causa 
en el primer supuesto, garantizándose al grupo familiar vinculado al desarrollo de la 
actividad, un plazo mínimo de veinte años, que podrá superarse mientras el arrendatario y su 
cónyuge vivan y continúen el ejercicio de la actividad que se venga desarrollando en el local.

Para los arrendamientos de personas jurídicas se configuran plazos de resolución 
tasados, entre cinco y veinte años, en función de la naturaleza y del volumen de la actividad 
desarrollada en el local arrendado, configurándose un plazo de duración breve para aquellos 
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arrendamientos en los que se desarrollan actividades con un potencial económico tal que 
coloquen a los titulares de estos contratos en posiciones de equilibrio respecto de los 
arrendadores a la hora de negociar nuevas condiciones arrendaticias.

En cuanto a la renta pagada en estos contratos, se reproduce el esquema de revisión 
establecido para los arrendamientos de viviendas, graduando temporalmente el ritmo de la 
revisión en función de las categorías antes expuestas.

Para favorecer la continuidad de los arrendatarios, la ley regula una figura de nueva 
creación que es el derecho de arrendamiento preferente, que concede al arrendatario un 
derecho preferente a continuar en el uso del local arrendado al tiempo de la extinción del 
contrato, frente a cualquier tercero en condiciones de mercado.

Asimismo, se estipula un derecho indemnizatorio en caso de no continuar en el uso del 
local arrendado cuando otra persona, sea el propietario o sea un nuevo arrendatario, pueda 
beneficiarse de la clientela generada por la actividad del antiguo arrendatario.

En cuanto a los arrendamientos asimilados, tanto al inquilinato como al local de negocio, 
se les da un tratamiento similar al de los arrendamientos de local de negocio, en materia de 
duración y de régimen de renta.

TÍTULO I
Ámbito de la ley

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
La presente ley establece el régimen jurídico aplicable a los arrendamientos de fincas 

urbanas que se destinen a vivienda o a usos distintos del de vivienda.

Artículo 2.  Arrendamiento de vivienda.
1. Se considera arrendamiento de vivienda aquel arrendamiento que recae sobre una 

edificación habitable cuyo destino primordial sea satisfacer la necesidad permanente de 
vivienda del arrendatario.

2. Las normas reguladoras del arrendamiento de vivienda se aplicarán también al 
mobiliario, los trasteros, las plazas de garaje y cualesquiera otras dependencias, espacios 
arrendados o servicios cedidos como accesorios de la finca por el mismo arrendador.

Artículo 3.  Arrendamiento para uso distinto del de vivienda.
1. Se considera arrendamiento para uso distinto del de vivienda aquel arrendamiento 

que, recayendo sobre una edificación, tenga como destino primordial uno distinto del 
establecido en el artículo anterior.

2. En especial, tendrán esta consideración los arrendamientos de fincas urbanas 
celebrados por temporada, sea ésta de verano o cualquier otra, y los celebrados para 
ejercerse en la finca una actividad industrial, comercial, artesanal, profesional, recreativa, 
asistencial, cultural o docente, cualquiera que sean las personas que los celebren.

Artículo 4.  Régimen aplicable.
1. Los arrendamientos regulados en la presente Ley se someterán de forma imperativa a 

lo dispuesto en los títulos I y IV de la misma y a lo dispuesto en los apartados siguientes de 
este artículo.

2. Respetando lo establecido en el apartado anterior, los arrendamientos de vivienda se 
regirán por los pactos, cláusulas y condiciones determinados por la voluntad de las partes, 
en el marco de lo establecido en el título II de la presente ley y, supletoriamente, por lo 
dispuesto en el Código Civil.

Se exceptúan de lo así dispuesto los arrendamientos de viviendas cuya superficie sea 
superior a 300 metros cuadrados o en los que la renta inicial en cómputo anual exceda de 
5,5 veces el salario mínimo interprofesional en cómputo anual y el arrendamiento 
corresponda a la totalidad de la vivienda. Estos arrendamientos se regirán por la voluntad de 
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las partes, en su defecto, por lo dispuesto en el Título II de la presente ley y, 
supletoriamente, por las disposiciones del Código Civil.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los arrendamientos para uso distinto del 
de vivienda se rigen por la voluntad de las partes, en su defecto, por lo dispuesto en el título 
III de la presente ley y, supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil.

4. La exclusión de la aplicación de los preceptos de esta ley, cuando ello sea posible, 
deberá hacerse de forma expresa respecto de cada uno de ellos.

5. Las partes podrán pactar la sumisión a mediación o arbitraje de aquéllas controversias 
que por su naturaleza puedan resolverse a través de estas formas de resolución de 
conflictos, de conformidad con lo establecido en la legislación reguladora de la mediación en 
asuntos civiles y mercantiles y del arbitraje.

6. Las partes podrán señalar una dirección electrónica a los efectos de realizar las 
notificaciones previstas en esta ley, siempre que se garantice la autenticidad de la 
comunicación y de su contenido y quede constancia fehaciente de la remisión y recepción 
íntegras y del momento en que se hicieron.

Artículo 5.  Arrendamientos excluidos.
Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley:
a) El uso de las viviendas que los porteros, guardas, asalariados, empleados y 

funcionarios, tengan asignadas por razón del cargo que desempeñen o del servicio que 
presten.

b) El uso de las viviendas militares, cualquiera que fuese su calificación y régimen, que 
se regirán por lo dispuesto en su legislación específica.

c) Los contratos en que, arrendándose una finca con casa-habitación, sea el 
aprovechamiento agrícola, pecuario o forestal del predio la finalidad primordial del 
arrendamiento. Estos contratos se regirán por lo dispuesto en la legislación aplicable sobre 
arrendamientos rústicos.

d) El uso de las viviendas universitarias, cuando éstas hayan sido calificadas 
expresamente como tales por la propia Universidad propietaria o responsable de las mismas, 
que sean asignadas a los alumnos matriculados en la correspondiente Universidad y al 
personal docente y de administración y servicios dependiente de aquélla, por razón del 
vínculo que se establezca entre cada uno de ellos y la Universidad respectiva, a la que 
corresponderá en cada caso el establecimiento de las normas a que se someterá su uso.

e) La cesión temporal de uso de la totalidad de una vivienda amueblada y equipada en 
condiciones de uso inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística 
o por cualquier otro modo de comercialización o promoción, y realizada con finalidad 
lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su normativa sectorial 
turística.

TÍTULO II
De los arrendamientos de vivienda

CAPÍTULO I
Normas generales

Artículo 6.  Naturaleza de las normas.
Son nulas, y se tendrán por no puestas, las estipulaciones que modifiquen en perjuicio 

del arrendatario o subarrendatario las normas del presente Título, salvo los casos en que la 
propia norma expresamente lo autorice.
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Artículo 7.  Condición de arrendamiento de vivienda.
El arrendamiento de vivienda no perderá esta condición aunque el arrendatario no tenga 

en la finca arrendada su vivienda permanente, siempre que en ella habiten su cónyuge no 
separado legalmente o de hecho, o sus hijos dependientes.

Artículo 8.  Cesión del contrato y subarriendo.
1. El contrato no se podrá ceder por el arrendatario sin el consentimiento escrito del 

arrendador. En caso de cesión, el cesionario se subrogará en la posición del cedente frente 
al arrendador.

2. La vivienda arrendada sólo se podrá subarrendar de forma parcial y previo 
consentimiento escrito del arrendador.

El subarriendo se regirá por lo dispuesto en el presente Título para el arrendamiento 
cuando la parte de la finca subarrendada se destine por el subarrendatario a la finalidad 
indicada en el artículo 2.1. De no darse esta condición, se regirá por lo pactado entre las 
partes.

El derecho del subarrendatario se extinguirá, en todo caso, cuando lo haga el del 
arrendatario que subarrendó.

El precio del subarriendo no podrá exceder, en ningún caso, del que corresponda al 
arrendamiento.

CAPÍTULO II
De la duración del contrato

Artículo 9.  Plazo mínimo.
1. La duración del arrendamiento será libremente pactada por las partes. Si esta fuera 

inferior a cinco años, o inferior a siete años si el arrendador fuese persona jurídica, llegado el 
día del vencimiento del contrato, este se prorrogará obligatoriamente por plazos anuales 
hasta que el arrendamiento alcance una duración mínima de cinco años, o de siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica, salvo que el arrendatario manifieste al arrendador, con 
treinta días de antelación como mínimo a la fecha de terminación del contrato o de 
cualquiera de las prórrogas, su voluntad de no renovarlo.

El plazo comenzará a contarse desde la fecha del contrato o desde la puesta del 
inmueble a disposición del arrendatario si esta fuere posterior. Corresponderá al arrendatario 
la prueba de la fecha de la puesta a disposición.

2. Se entenderán celebrados por un año los arrendamientos para los que no se haya 
estipulado plazo de duración o este sea indeterminado, sin perjuicio del derecho de prórroga 
anual para el arrendatario, en los términos resultantes del apartado anterior.

3. Una vez transcurrido el primer año de duración del contrato y siempre que el 
arrendador sea persona física, no procederá la prórroga obligatoria del contrato cuando, al 
tiempo de su celebración, se hubiese hecho constar en el mismo, de forma expresa, la 
necesidad para el arrendador de ocupar la vivienda arrendada antes del transcurso de cinco 
años para destinarla a vivienda permanente para sí o sus familiares en primer grado de 
consanguinidad o por adopción o para su cónyuge en los supuestos de sentencia firme de 
separación, divorcio o nulidad matrimonial.

Para ejercer esta potestad de recuperar la vivienda, el arrendador deberá comunicar al 
arrendatario que tiene necesidad de la vivienda arrendada, especificando la causa o causas 
entre las previstas en el párrafo anterior, al menos con dos meses de antelación a la fecha 
en la que la vivienda se vaya a necesitar y el arrendatario estará obligado a entregar la finca 
arrendada en dicho plazo si las partes no llegan a un acuerdo distinto.

Si transcurridos tres meses a contar de la extinción del contrato o, en su caso, del 
efectivo desalojo de la vivienda, no hubieran procedido el arrendador o sus familiares en 
primer grado de consanguinidad o por adopción o su cónyuge en los supuestos de sentencia 
firme de separación, divorcio o nulidad matrimonial a ocupar esta por sí, según los casos, el 
arrendatario podrá optar, en el plazo de treinta días, entre ser repuesto en el uso y disfrute 
de la vivienda arrendada por un nuevo período de hasta cinco años, respetando, en lo 
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demás, las condiciones contractuales existentes al tiempo de la extinción, con indemnización 
de los gastos que el desalojo de la vivienda le hubiera supuesto hasta el momento de la 
reocupación, o ser indemnizado por una cantidad equivalente a una mensualidad por cada 
año que quedara por cumplir hasta completar cinco años, salvo que la ocupación no hubiera 
tenido lugar por causa de fuerza mayor, entendiéndose por tal, el impedimento provocado 
por aquellos sucesos expresamente mencionados en norma de rango de Ley a los que se 
atribuya el carácter de fuerza mayor, u otros que no hubieran podido preverse, o que, 
previstos, fueran inevitables.

Artículo 10.  Prórroga del contrato.
1. Si llegada la fecha de vencimiento del contrato, o de cualquiera de sus prórrogas, una 

vez transcurridos como mínimo cinco años de duración de aquel, o siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica, ninguna de las partes hubiese notificado a la otra, al 
menos con cuatro meses de antelación a aquella fecha en el caso del arrendador y al menos 
con dos meses de antelación en el caso del arrendatario, su voluntad de no renovarlo, el 
contrato se prorrogará obligatoriamente por plazos anuales hasta un máximo de tres años 
más, salvo que el arrendatario manifieste al arrendador con un mes de antelación a la fecha 
de terminación de cualquiera de las anualidades, su voluntad de no renovar el contrato.

2. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley en los 
que finalice el periodo de prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1, o el periodo de 
prórroga tácita previsto en el artículo 10.1, podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, 
una prórroga extraordinaria del plazo del contrato de arrendamiento por un periodo máximo 
de un año, durante el cual se seguirá aplicando los términos y condiciones establecidos para 
el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga extraordinaria requerirá la acreditación por 
parte del arrendatario de una situación de vulnerabilidad social y económica sobre la base de 
un informe o certificado emitido en el último año por los servicios sociales de ámbito 
municipal o autonómico y deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador cuando 
este sea un gran tenedor de vivienda de acuerdo con la definición establecida en la Ley 
12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, salvo que se hubiese suscrito entre las 
partes un nuevo contrato de arrendamiento.

3. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley, en 
los que el inmueble se ubique en una zona de mercado residencial tensionado y dentro del 
periodo de vigencia de la declaración de la referida zona en los términos dispuestos en la 
legislación estatal en materia de vivienda, finalice el periodo de prórroga obligatoria previsto 
en el artículo 9.1 de esta ley o el periodo de prórroga tácita previsto en el apartado anterior, 
previa solicitud del arrendatario, podrá prorrogarse de manera extraordinaria el contrato de 
arrendamiento por plazos anuales, por un periodo máximo de tres años, durante los cuales 
se seguirán aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta 
solicitud de prórroga extraordinaria deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador, 
salvo que se hayan fijado otros términos o condiciones por acuerdo entre las partes, se haya 
suscrito un nuevo contrato de arrendamiento con las limitaciones en la renta que en su caso 
procedan por aplicación de lo dispuesto en los apartados 6 y 7 del artículo 17 de esta ley, o 
en el caso de que el arrendador haya comunicado en los plazos y condiciones establecidos 
en el artículo 9.3 de esta ley, la necesidad de ocupar la vivienda arrendada para destinarla a 
vivienda permanente para sí o sus familiares en primer grado de consanguinidad o por 
adopción o para su cónyuge en los supuestos de sentencia firme de separación, divorcio o 
nulidad matrimonial.

4. Al contrato prorrogado, le seguirá siendo de aplicación el régimen legal y convencional 
al que estuviera sometido.

Artículo 11.  Desistimiento del contrato.
El arrendatario podrá desistir del contrato de arrendamiento, una vez que hayan 

transcurrido al menos seis meses, siempre que se lo comunique al arrendador con una 
antelación mínima de treinta días. Las partes podrán pactar en el contrato que, para el caso 
de desistimiento, deba el arrendatario indemnizar al arrendador con una cantidad 
equivalente a una mensualidad de la renta en vigor por cada año del contrato que reste por 
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cumplir. Los períodos de tiempo inferiores al año darán lugar a la parte proporcional de la 
indemnización.

Artículo 12.  Desistimiento y vencimiento en caso de matrimonio o convivencia del 
arrendatario.

1. Si el arrendatario manifestase su voluntad de no renovar el contrato o de desistir de él, 
sin el consentimiento del cónyuge que conviviera con dicho arrendatario, podrá el 
arrendamiento continuar en beneficio de dicho cónyuge.

2. A estos efectos, podrá el arrendador requerir al cónyuge del arrendatario para que 
manifieste su voluntad al respecto.

Efectuado el requerimiento, el arrendamiento se extinguirá si el cónyuge no contesta en 
un plazo de quince días a contar de aquél. El cónyuge deberá abonar la renta 
correspondiente hasta la extinción del contrato, si la misma no estuviera ya abonada.

3. Si el arrendatario abandonara la vivienda sin manifestación expresa de desistimiento o 
de no renovación, el arrendamiento podrá continuar en beneficio del cónyuge que conviviera 
con aquél siempre que en el plazo de un mes de dicho abandono, el arrendador reciba 
notificación escrita del cónyuge manifestando su voluntad de ser arrendatario.

Si el contrato se extinguiera por falta de notificación, el cónyuge quedará obligado al 
pago de la renta correspondiente a dicho mes.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores será también de aplicación en favor de la 
persona que hubiera venido conviviendo con el arrendatario de forma permanente en 
análoga relación de afectividad a la de cónyuge, con independencia de su orientación 
sexual, durante, al menos, los dos años anteriores al desistimiento o abandono, salvo que 
hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la mera convivencia.

Artículo 13.  Resolución del derecho del arrendador.
1. Si durante los cinco primeros años de duración del contrato, o siete años si el 

arrendador fuese persona jurídica, el derecho del arrendador quedara resuelto por el 
ejercicio de un retracto convencional, la apertura de una sustitución fideicomisaria, la 
enajenación forzosa derivada de una ejecución hipotecaria o de sentencia judicial o el 
ejercicio de un derecho de opción de compra, el arrendatario tendrá derecho, en todo caso, a 
continuar en el arrendamiento hasta que se cumplan cinco años o siete años 
respectivamente, sin perjuicio de la facultad de no renovación prevista en el artículo 9.1.

En contratos de duración pactada superior a cinco años, o siete años si el arrendador 
fuese persona jurídica, si, transcurridos los cinco primeros años del mismo, o los primeros 
siete años si el arrendador fuese persona jurídica, el derecho del arrendador quedara 
resuelto por cualquiera de las circunstancias mencionadas en el párrafo anterior, quedará 
extinguido el arrendamiento. Se exceptúa el supuesto en que el contrato de arrendamiento 
haya accedido al Registro de la Propiedad con anterioridad a los derechos determinantes de 
la resolución del derecho del arrendador. En este caso, continuará el arrendamiento por la 
duración pactada.

2. Los arrendamientos otorgados por usufructuario, superficiario y cuantos tengan un 
análogo derecho de goce sobre el inmueble, se extinguirán al término del derecho del 
arrendador, además de por las demás causas de extinción que resulten de lo dispuesto en la 
presente ley.

3. Durarán cinco años los arrendamientos de vivienda ajena que el arrendatario haya 
concertado de buena fe con la persona que aparezca como propietario de la finca en el 
Registro de la Propiedad, o que parezca serlo en virtud de un estado de cosas cuya creación 
sea imputable al verdadero propietario, sin perjuicio de la facultad de no renovación a que se 
refiere el artículo 9.1, salvo que el referido propietario sea persona jurídica, en cuyo caso 
durarán siete años.

Artículo 14.  Enajenación de la vivienda arrendada.
El adquirente de una vivienda arrendada quedará subrogado en los derechos y 

obligaciones del arrendador durante los cinco primeros años de vigencia del contrato, o siete 
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años si el arrendador anterior fuese persona jurídica, aun cuando concurran en él los 
requisitos del artículo 34 de la Ley Hipotecaria.

Si la duración pactada fuera superior a cinco años, o superior a siete años si el 
arrendador anterior fuese persona jurídica, el adquirente quedará subrogado por la totalidad 
de la duración pactada, salvo que concurran en él los requisitos del artículo 34 de la Ley 
Hipotecaria. En este caso, el adquirente sólo deberá soportar el arrendamiento durante el 
tiempo que reste para el transcurso del plazo de cinco años, o siete años en caso de 
persona jurídica, debiendo el enajenante indemnizar al arrendatario con una cantidad 
equivalente a una mensualidad de la renta en vigor por cada año del contrato que, 
excediendo del plazo citado de cinco años, o siete años si el arrendador anterior fuese 
persona jurídica, reste por cumplir.

Cuando las partes hayan estipulado que la enajenación de la vivienda extinguirá el 
arrendamiento, el adquirente sólo deberá soportar el arrendamiento durante el tiempo que 
reste para el transcurso del plazo de cinco años, o siete años si el arrendador anterior fuese 
persona jurídica.

Artículo 15.  Separación, divorcio o nulidad del matrimonio del arrendatario.
1. En los casos de nulidad del matrimonio, separación judicial o divorcio del arrendatario, 

el cónyuge no arrendatario podrá continuar en el uso de la vivienda arrendada cuando le sea 
atribuida de acuerdo con lo dispuesto en la legislación civil que resulte de aplicación. El 
cónyuge a quien se haya atribuido el uso de la vivienda arrendada de forma permanente o 
en un plazo superior al plazo que reste por cumplir del contrato de arrendamiento, pasará a 
ser el titular del contrato.

2. La voluntad del cónyuge de continuar en el uso de la vivienda deberá ser comunicada 
al arrendador en el plazo de dos meses desde que fue notificada la resolución judicial 
correspondiente, acompañando copia de dicha resolución judicial o de la parte de la misma 
que afecte al uso de la vivienda.

Artículo 16.  Muerte del arrendatario.
1. En caso de muerte del arrendatario, podrán subrogarse en el contrato:
a) El cónyuge del arrendatario que al tiempo del fallecimiento conviviera con él.
b) La persona que hubiera venido conviviendo con el arrendatario de forma permanente 

en análoga relación de afectividad a la de cónyuge, con independencia de su orientación 
sexual, durante, al menos, los dos años anteriores al tiempo del fallecimiento, salvo que 
hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la mera convivencia.

c) Los descendientes del arrendatario que en el momento de su fallecimiento estuvieran 
sujetos a su patria potestad o tutela, o hubiesen convivido habitualmente con él durante los 
dos años precedentes.

d) Los ascendientes del arrendatario que hubieran convivido habitualmente con él 
durante los dos años precedentes a su fallecimiento.

e) Los hermanos del arrendatario en quienes concurra la circunstancia prevista en la 
letra anterior.

f) Las personas distintas de las mencionadas en las letras anteriores que sufran una 
minusvalía igual o superior al 65 por 100, siempre que tengan una relación de parentesco 
hasta el tercer grado colateral con el arrendatario y hayan convivido con éste durante los dos 
años anteriores al fallecimiento.

Si al tiempo del fallecimiento del arrendatario no existiera ninguna de estas personas, el 
arrendamiento quedará extinguido.

2. Si existiesen varias de las personas mencionadas, a falta de acuerdo unánime sobre 
quién de ellos será el beneficiario de la subrogación, regirá el orden de prelación establecido 
en el apartado anterior, salvo en que los padres septuagenarios serán preferidos a los 
descendientes. Entre los descendientes y entre los ascendientes, tendrá preferencia el más 
próximo en grado, y entre los hermanos, el de doble vínculo sobre el medio hermano.

Los casos de igualdad se resolverán en favor de quien tuviera una minusvalía igual o 
superior al 65 por 100; en defecto de esta situación, de quien tuviera mayores cargas 
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familiares y, en última instancia, en favor del descendiente de menor edad, el ascendiente de 
mayor edad o el hermano más joven.

3. El arrendamiento se extinguirá si en el plazo de tres meses desde la muerte del 
arrendatario el arrendador no recibe notificación por escrito del hecho del fallecimiento, con 
certificado registral de defunción, y de la identidad del subrogado, indicando su parentesco 
con el fallecido y ofreciendo, en su caso, un principio de prueba de que cumple los requisitos 
legales para subrogarse. Si la extinción se produce, todos los que pudieran suceder al 
arrendatario, salvo los que renuncien a su opción notificándolo por escrito al arrendador en el 
plazo del mes siguiente al fallecimiento, quedarán solidariamente obligados al pago de la 
renta de dichos tres meses.

Si el arrendador recibiera en tiempo y forma varias notificaciones cuyos remitentes 
sostengan su condición de beneficiarios de la subrogación, podrá el arrendador 
considerarles deudores solidarios de las obligaciones propias del arrendatario, mientras 
mantengan su pretensión de subrogarse.

4. En arrendamientos cuya duración inicial sea superior a cinco años, o siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica, las partes podrán pactar que no haya derecho de 
subrogación en caso de fallecimiento del arrendatario, cuando este tenga lugar transcurridos 
los cinco primeros años de duración del arrendamiento, o los siete primeros años si el 
arrendador fuese persona jurídica, o que el arrendamiento se extinga a los cinco años 
cuando el fallecimiento se hubiera producido con anterioridad, o a los siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica. En todo caso, no podrá pactarse esta renuncia al derecho 
de subrogación en caso de que las personas que puedan ejercitar tal derecho en virtud de lo 
dispuesto en el apartado 1 de este artículo se encuentren en situación de especial 
vulnerabilidad y afecte a menores de edad, personas con discapacidad o personas mayores 
de 65 años.

CAPÍTULO III
De la renta

Artículo 17.  Determinación de la renta.
1. La renta será la que libremente estipulen las partes.
2. Salvo pacto en contrario, el pago de la renta será mensual y habrá de efectuarse en 

los siete primeros días del mes. En ningún caso podrá el arrendador exigir el pago anticipado 
de más de una mensualidad de renta.

3. El pago se efectuará a través de medios electrónicos. Excepcionalmente, cuando 
alguna de las partes carezca de cuenta bancaria o acceso a medios electrónicos de pago y a 
solicitud de esta, se podrá efectuar en metálico y en la vivienda arrendada.

4. El arrendador queda obligado a entregar al arrendatario recibo del pago, salvo que se 
hubiera pactado que éste se realice mediante procedimientos que acrediten el efectivo 
cumplimiento de la obligación de pago por el arrendatario.

El recibo o documento acreditativo que lo sustituya deberá contener separadamente las 
cantidades abonadas por los distintos conceptos de los que se componga la totalidad del 
pago y, específicamente, la renta en vigor.

Si el arrendador no hace entrega del recibo, serán de su cuenta todos los gastos que se 
originen al arrendatario para dejar constancia del pago.

5. En los contratos de arrendamiento podrá acordarse libremente por las partes que, 
durante un plazo determinado, la obligación del pago de la renta pueda reemplazarse total o 
parcialmente por el compromiso del arrendatario de reformar o rehabilitar el inmueble en los 
términos y condiciones pactadas. Al finalizar el arrendamiento, el arrendatario no podrá pedir 
en ningún caso compensación adicional por el coste de las obras realizadas en el inmueble. 
El incumplimiento por parte del arrendatario de la realización de las obras en los términos y 
condiciones pactadas podrá ser causa de resolución del contrato de arrendamiento y 
resultará aplicable lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 23.

6. En los contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a la presente ley en los que el 
inmueble se ubique en una zona de mercado residencial tensionado dentro del periodo de 
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vigencia de la declaración de la referida zona en los términos dispuestos en la Ley 12/2023, 
de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, la renta pactada al inicio del nuevo contrato no 
podrá exceder de la última renta de contrato de arrendamiento de vivienda habitual que 
hubiese estado vigente en los últimos cinco años en la misma vivienda, una vez aplicada la 
cláusula de actualización anual de la renta del contrato anterior, sin que se puedan fijar 
nuevas condiciones que establezcan la repercusión al arrendatario de cuotas o gastos que 
no estuviesen recogidas en el contrato anterior.

Únicamente podrá incrementarse, más allá de lo que proceda de la aplicación de la 
cláusula de actualización anual de la renta del contrato anterior, en un máximo del 10 por 
ciento sobre la última renta de contrato de arrendamiento de vivienda habitual que hubiese 
estado vigente en los últimos cinco años en la misma vivienda, cuando se acredite alguno de 
los siguientes supuestos:

a) Cuando la vivienda hubiera sido objeto de una actuación de rehabilitación en los 
términos previstos en el apartado 1 del artículo 41 del Reglamento del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, que hubiera finalizado en los dos años anteriores a la fecha 
de la celebración del nuevo contrato de arrendamiento.

b) Cuando en los dos años anteriores a la fecha de la celebración del nuevo contrato de 
arrendamiento se hubieran finalizado actuaciones de rehabilitación o mejora de la vivienda 
en la que se haya acreditado un ahorro de energía primaria no renovable del 30 por ciento, a 
través de sendos certificados de eficiencia energética de la vivienda, uno posterior a la 
actuación y otro anterior que se hubiese registrado como máximo dos años antes de la fecha 
de la referida actuación.

c) Cuando en los dos años anteriores a la fecha de la celebración del nuevo contrato de 
arrendamiento se hubieran finalizado actuaciones de mejora de la accesibilidad, 
debidamente acreditadas.

d) Cuando el contrato de arrendamiento se firme por un periodo de diez o más años, o 
bien, se establezca un derecho de prórroga al que pueda acogerse voluntariamente el 
arrendatario, que le permita de manera potestativa prorrogar el contrato en los mismos 
términos y condiciones durante un periodo de diez o más años.

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, en los contratos de arrendamiento 
de vivienda sujetos a la presente ley en los que el arrendador sea un gran tenedor de 
vivienda de acuerdo con la definición establecida en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el 
derecho a la vivienda, y en los que el inmueble se ubique en una zona de mercado 
residencial tensionado dentro del periodo de vigencia de la declaración de la referida zona 
en los términos dispuestos en la referida Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la 
vivienda, la renta pactada al inicio del nuevo contrato no podrá exceder del límite máximo del 
precio aplicable conforme al sistema de índices de precios de referencia atendiendo a las 
condiciones y características de la vivienda arrendada y del edificio en que se ubique, 
pudiendo desarrollarse reglamentariamente las bases metodológicas de dicho sistema y los 
protocolos de colaboración e intercambio de datos con los sistemas de información estatales 
y autonómicos de aplicación.

Esta misma limitación se aplicará a los contratos de arrendamiento de vivienda en los 
que el inmueble se ubique en una zona de mercado residencial tensionado dentro del 
periodo de vigencia de la declaración de la referida zona en los términos dispuestos en la 
referida Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, y sobre el que no hubiese 
estado vigente ningún contrato de arrendamiento de vivienda vigente en los últimos cinco 
años, siempre que así se recoja en la resolución del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana, al haberse justificado dicha aplicación en la declaración de la zona de 
mercado residencial tensionado.

Artículo 18.  Actualización de la renta.
1. Durante la vigencia del contrato, la renta solo podrá ser actualizada por el arrendador 

o el arrendatario en la fecha en que se cumpla cada año de vigencia del contrato, en los 
términos pactados por las partes. En defecto de pacto expreso, no se aplicará actualización 
de rentas a los contratos.
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En caso de pacto expreso entre las partes sobre algún mecanismo de actualización de 
valores monetarios que no detalle el índice o metodología de referencia, la renta se 
actualizará para cada anualidad por referencia a la variación anual del Índice de Garantía de 
Competitividad a fecha de cada actualización, tomando como mes de referencia para la 
actualización el que corresponda al último índice que estuviera publicado en la fecha de 
actualización del contrato.

En todo caso, el incremento producido como consecuencia de la actualización anual de 
la renta no podrá exceder del resultado de aplicar la variación porcentual experimentada por 
el Índice de Precios al Consumo a fecha de cada actualización, tomando como mes de 
referencia para la actualización el que corresponda al último índice que estuviera publicado 
en la fecha de actualización del contrato.

2. La renta actualizada será exigible al arrendatario a partir del mes siguiente a aquel en 
que la parte interesada lo notifique a la otra parte por escrito, expresando el porcentaje de 
alteración aplicado y acompañando, si el arrendatario lo exigiera, la oportuna certificación del 
Instituto Nacional de Estadística.

Será válida la notificación efectuada por nota en el recibo de la mensualidad del pago 
precedente.

Artículo 19.  Elevación de renta por mejoras.
1. La realización por el arrendador de obras de mejora, transcurridos cinco años de 

duración del contrato, o siete años si el arrendador fuese persona jurídica, le dará derecho, 
salvo pacto en contrario, a elevar la renta anual en la cuantía que resulte de aplicar al capital 
invertido en la mejora, el tipo de interés legal del dinero en el momento de la terminación de 
las obras incrementado en tres puntos, sin que pueda exceder el aumento del veinte por 
ciento de la renta vigente en aquel momento.

Para el cálculo del capital invertido, deberán descontarse las subvenciones públicas 
obtenidas para la realización de la obra.

2. Cuando la mejora afecte a varias fincas de un edificio en régimen de propiedad 
horizontal, el arrendador deberá repartir proporcionalmente entre todas ellas el capital 
invertido, aplicando, a tal efecto, las cuotas de participación que correspondan a cada una de 
aquellas.

En el supuesto de edificios que no se encuentren en régimen de propiedad horizontal, el 
capital invertido se repartirá proporcionalmente entre las fincas afectadas por acuerdo entre 
arrendador y arrendatarios. En defecto de acuerdo, se repartirá proporcionalmente en 
función de la superficie de la finca arrendada.

3. La elevación de renta se producirá desde el mes siguiente a aquel en que, ya 
finalizadas las obras, el arrendador notifique por escrito al arrendatario la cuantía de aquella, 
detallando los cálculos que conducen a su determinación y aportando copias de los 
documentos de los que resulte el coste de las obras realizadas.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores y de la indemnización que 
proceda en virtud del artículo 22, en cualquier momento desde el inicio de la vigencia del 
contrato de arrendamiento y previo acuerdo entre arrendador y arrendatario, podrán 
realizarse obras de mejora en la vivienda arrendada e incrementarse la renta del contrato, 
sin que ello implique la interrupción del periodo de prórroga obligatoria establecido en el 
artículo 9 o de prórroga tácita a que se refiere el artículo 10 de la presente Ley, o un nuevo 
inicio del cómputo de tales plazos. En todo caso, el alcance de las obras de mejora deberá ir 
más allá del cumplimiento del deber de conservación por parte del arrendador al que se 
refiere el artículo 21 de esta Ley.

Artículo 20.  Gastos generales y de servicios individuales.
1. Las partes podrán pactar que los gastos generales para el adecuado sostenimiento 

del inmueble, sus servicios, tributos, cargas y responsabilidades que no sean susceptibles 
de individualización y que correspondan a la vivienda arrendada o a sus accesorios, sean a 
cargo del arrendatario.

En edificios en régimen de propiedad horizontal tales gastos serán los que correspondan 
a la finca arrendada en función de su cuota de participación.
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En edificios que no se encuentren en régimen de propiedad horizontal, tales gastos 
serán los que se hayan asignado a la finca arrendada en función de su superficie.

Para su validez, este pacto deberá constar por escrito y determinar el importe anual de 
dichos gastos a la fecha del contrato. El pacto que se refiera a tributos no afectará a la 
Administración.

Los gastos de gestión inmobiliaria y los de formalización del contrato serán a cargo del 
arrendador.

2. Durante los cinco primeros años de vigencia del contrato, o durante los siete primeros 
años si el arrendador fuese persona jurídica, la suma que el arrendatario haya de abonar por 
el concepto a que se refiere el apartado anterior, con excepción de los tributos, sólo podrá 
incrementarse, por acuerdo de las partes, anualmente, y nunca en un porcentaje superior al 
doble de aquel en que pueda incrementarse la renta conforme a lo dispuesto en el apartado 
1 del artículo 18.

3. Los gastos por servicios con que cuente la finca arrendada que se individualicen 
mediante aparatos contadores serán en todo caso de cuenta del arrendatario.

4. El pago de los gastos a que se refiere el presente artículo se acreditará en la forma 
prevista en el artículo 17.4.

CAPÍTULO IV
De los derechos y obligaciones de las partes

Artículo 21.  Conservación de la vivienda.
1. El arrendador está obligado a realizar, sin derecho a elevar por ello la renta, todas las 

reparaciones que sean necesarias para conservar la vivienda en las condiciones de 
habitabilidad para servir al uso convenido, salvo cuando el deterioro de cuya reparación se 
trate sea imputable al arrendatario a tenor de lo dispuesto en los artículos 1.563 y 1.564 del 
Código Civil.

La obligación de reparación tiene su límite en la destrucción de la vivienda por causa no 
imputable al arrendador. A este efecto, se estará a lo dispuesto en el artículo 28.

2. Cuando la ejecución de una obra de conservación no pueda razonablemente diferirse 
hasta la conclusión del arrendamiento, el arrendatario estará obligado a soportarla, aunque 
le sea muy molesta o durante ella se vea privado de una parte de la vivienda.

Si la obra durase más de veinte días, habrá de disminuirse la renta en proporción a la 
parte de la vivienda de la que el arrendatario se vea privado.

3. El arrendatario deberá poner en conocimiento del arrendador, en el plazo más breve 
posible, la necesidad de las reparaciones que contempla el apartado 1 de este artículo, a 
cuyos solos efectos deberá facilitar al arrendador la verificación directa, por sí mismo o por 
los técnicos que designe, del estado de la vivienda. En todo momento, y previa 
comunicación al arrendador, podrá realizar las que sean urgentes para evitar un daño 
inminente o una incomodidad grave, y exigir de inmediato su importe al arrendador.

4. Las pequeñas reparaciones que exija el desgaste por el uso ordinario de la vivienda 
serán de cargo del arrendatario.

Artículo 22.  Obras de mejora.
1. El arrendatario estará obligado a soportar la realización por el arrendador de obras de 

mejora cuya ejecución no pueda razonablemente diferirse hasta la conclusión del 
arrendamiento.

2. El arrendador que se proponga realizar una de tales obras deberá notificar por escrito 
al arrendatario, al menos con tres meses de antelación, su naturaleza, comienzo, duración y 
coste previsible. Durante el plazo de un mes desde dicha notificación, el arrendatario podrá 
desistir del contrato, salvo que las obras no afecten o afecten de modo irrelevante a la 
vivienda arrendada. El arrendamiento se extinguirá en el plazo de dos meses a contar desde 
el desistimiento, durante los cuales no podrán comenzar las obras.

3. El arrendatario que soporte las obras tendrá derecho a una reducción de la renta en 
proporción a la parte de la vivienda de la que se vea privado por causa de aquéllas, así 
como a la indemnización de los gastos que las obras le obliguen a efectuar.
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Artículo 23.  Obras del arrendatario.
1. El arrendatario no podrá realizar sin el consentimiento del arrendador, expresado por 

escrito, obras que modifiquen la configuración de la vivienda o de los accesorios a que se 
refiere el apartado 2 del artículo 2. En ningún caso el arrendatario podrá realizar obras que 
provoquen una disminución en la estabilidad o seguridad de la vivienda.

2. Sin perjuicio de la facultad de resolver el contrato, el arrendador que no haya 
autorizado la realización de las obras podrá exigir, al concluir el contrato, que el arrendatario 
reponga las cosas al estado anterior o conservar la modificación efectuada, sin que éste 
pueda reclamar indemnización alguna.

Si, a pesar de lo establecido en el apartado 1 del presente artículo, el arrendatario ha 
realizado unas obras que han provocado una disminución de la estabilidad de la edificación 
o de la seguridad de la vivienda o sus accesorios, el arrendador podrá exigir de inmediato 
del arrendatario la reposición de las cosas al estado anterior.

Artículo 24.  Arrendatarios con discapacidad.
1. El arrendatario, previa notificación escrita al arrendador, podrá realizar en el interior de 

la vivienda aquellas obras o actuaciones necesarias para que pueda ser utilizada de forma 
adecuada y acorde a la discapacidad o a la edad superior a setenta años, tanto del propio 
arrendatario como de su cónyuge, de la persona con quien conviva de forma permanente en 
análoga relación de afectividad, con independencia de su orientación sexual, o de sus 
familiares que con alguno de ellos convivan de forma permanente, siempre que no afecten a 
elementos o servicios comunes del edificio ni provoquen una disminución en su estabilidad o 
seguridad.

2. El arrendatario estará obligado, al término del contrato, a reponer la vivienda al estado 
anterior, si así lo exige el arrendador.

Artículo 25.  Derecho de adquisición preferente.
1. En caso de venta de la vivienda arrendada, tendrá el arrendatario derecho de 

adquisición preferente sobre la misma, en las condiciones previstas en los apartados 
siguientes.

2. El arrendatario podrá ejercitar un derecho de tanteo sobre la finca arrendada en un 
plazo de treinta días naturales, a contar desde el siguiente en que se le notifique en forma 
fehaciente la decisión de vender la finca arrendada, el precio y las demás condiciones 
esenciales de la transmisión.

Los efectos de la notificación prevenida en el párrafo anterior caducarán a los ciento 
ochenta días naturales siguientes a la misma.

3. En el caso a que se refiere el apartado anterior, podrá el arrendatario ejercitar el 
derecho de retracto, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 1.518 del Código Civil, cuando 
no se le hubiese hecho la notificación prevenida o se hubiese omitido en ella cualquiera de 
los requisitos exigidos, así como cuando resultase inferior el precio efectivo de la 
compraventa o menos onerosas sus restantes condiciones esenciales. El derecho de 
retracto caducará a los treinta días naturales, contados desde el siguiente a la notificación 
que en forma fehaciente deberá hacer el adquirente al arrendatario de las condiciones 
esenciales en que se efectuó la compraventa, mediante entrega de copia de la escritura o 
documento en que fuere formalizada.

4. El derecho de tanteo o retracto del arrendatario tendrá preferencia sobre cualquier otro 
derecho similar, excepto el retracto reconocido al condueño de la vivienda o el convencional 
que figurase inscrito en el Registro de la Propiedad al tiempo de celebrarse el contrato de 
arrendamiento.

5. Para inscribir en el Registro de la Propiedad los títulos de venta de viviendas 
arrendadas deberá justificarse que han tenido lugar, en sus respectivos casos, las 
notificaciones prevenidas en los apartados anteriores, con los requisitos en ellos exigidos. 
Cuando la vivienda vendida no estuviese arrendada, para que sea inscribible la adquisición, 
deberá el vendedor declararlo así en la escritura, bajo la pena de falsedad en documento 
público.
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6. Cuando la venta recaiga, además de sobre la vivienda arrendada, sobre los demás 
objetos alquilados como accesorios de la vivienda por el mismo arrendador a que se refiere 
el artículo 3, no podrá el arrendatario ejercitar los derechos de adquisición preferente sólo 
sobre la vivienda.

7. No habrá lugar a los derechos de tanteo o retracto cuando la vivienda arrendada se 
venda conjuntamente con las restantes viviendas o locales propiedad del arrendador que 
formen parte de un mismo inmueble ni tampoco cuando se vendan de forma conjunta por 
distintos propietarios a un mismo comprador la totalidad de los pisos y locales del inmueble. 
En tales casos, la legislación sobre vivienda podrá establecer el derecho de tanteo y retracto, 
respecto a la totalidad del inmueble, en favor del órgano que designe la Administración 
competente en materia de vivienda, resultando de aplicación lo dispuesto en los apartados 
anteriores a los efectos de la notificación y del ejercicio de tales derechos.

Si en el inmueble sólo existiera una vivienda, el arrendatario tendrá los derechos de 
tanteo y retracto previstos en este artículo.

8. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, las partes podrán pactar la 
renuncia del arrendatario al derecho de adquisición preferente.

En los casos en los que se haya pactado dicha renuncia, el arrendador deberá 
comunicar al arrendatario su intención de vender la vivienda con una antelación mínima de 
treinta días a la fecha de formalización del contrato de compraventa.

CAPÍTULO V
De la suspensión, resolución y extinción del contrato

Artículo 26.  Habitabilidad de la vivienda.
Cuando la ejecución en la vivienda arrendada de obras de conservación o de obras 

acordadas por una autoridad competente la hagan inhabitable, tendrá el arrendatario la 
opción de suspender el contrato o de desistir del mismo, sin indemnización alguna.

La suspensión del contrato supondrá, hasta la finalización de las obras, la paralización 
del plazo del contrato y la suspensión de la obligación de pago de la renta.

Artículo 27.  Incumplimiento de obligaciones.
1. El incumplimiento por cualquiera de las partes de las obligaciones resultantes del 

contrato dará derecho a la parte que hubiere cumplido las suyas a exigir el cumplimiento de 
la obligación o a promover la resolución del contrato de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 1.124 del Código Civil.

2. Además, el arrendador podrá resolver de pleno derecho el contrato por las siguientes 
causas:

a) La falta de pago de la renta o, en su caso, de cualquiera de las cantidades cuyo pago 
haya asumido o corresponda al arrendatario.

b) La falta de pago del importe de la fianza o de su actualización.
c) El subarriendo o la cesión inconsentidos.
d) La realización de daños causados dolosamente en la finca o de obras no consentidas 

por el arrendador cuando el consentimiento de éste sea necesario.
e) Cuando en la vivienda tengan lugar actividades molestas, insalubres, nocivas, 

peligrosas o ilícitas.
f) Cuando la vivienda deje de estar destinada de forma primordial a satisfacer la 

necesidad permanente de vivienda del arrendatario o de quien efectivamente la viniera 
ocupando de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.

3. Del mismo modo, el arrendatario podrá resolver el contrato por las siguientes causas:
a) La no realización por el arrendador de las reparaciones a que se refiere el artículo 21.
b) La perturbación de hecho o de derecho que realice el arrendador en la utilización de la 

vivienda.
4. Tratándose de arrendamientos de finca urbana inscritos en el Registro de la 

Propiedad, si se hubiera estipulado en el contrato que el arrendamiento quedará resuelto por 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 28  Ley de Arrendamientos Urbanos

– 534 –



falta de pago de la renta y que deberá en tal caso restituirse inmediatamente el inmueble al 
arrendador, la resolución tendrá lugar de pleno derecho una vez el arrendador haya 
requerido judicial o notarialmente al arrendatario en el domicilio designado al efecto en la 
inscripción, instándole al pago o cumplimiento, y éste no haya contestado al requerimiento 
en los diez días hábiles siguientes, o conteste aceptando la resolución de pleno derecho, 
todo ello por medio del mismo juez o notario que hizo el requerimiento.

El título aportado al procedimiento registral, junto con la copia del acta de requerimiento, 
de la que resulte la notificación y que no se haya contestado por el requerido de pago o que 
se haya contestado aceptando la resolución de pleno derecho, será título suficiente para 
practicar la cancelación del arrendamiento en el Registro de la Propiedad.

Si hubiera cargas posteriores que recaigan sobre el arrendamiento, será además preciso 
para su cancelación justificar la notificación fehaciente a los titulares de las mismas, en el 
domicilio que obre en el Registro, y acreditar la consignación a su favor ante el mismo 
notario, de la fianza prestada por el arrendatario.

Artículo 28.  Extinción del arrendamiento.
El contrato de arrendamiento se extinguirá, además de por las restantes causas 

contempladas en el presente Título, por las siguientes:
a) Por la pérdida de la finca arrendada por causa no imputable al arrendador.
b) Por la declaración firme de ruina acordada por la autoridad competente.

TÍTULO III
De los arrendamientos para uso distinto del de vivienda

Artículo 29.  Enajenación de la finca arrendada.
El adquirente de la finca arrendada quedará subrogado en los derechos y obligaciones 

del arrendador, salvo que concurran en el adquirente los requisitos del artículo 34 de la Ley 
Hipotecaria.

Artículo 30.  Conservación, mejora y obras del arrendatario.
Lo dispuesto en los artículos 21, 22, 23 y 26 de esta ley será también aplicable a los 

arrendamientos que regula el presente Título. También lo será lo dispuesto en el artículo 19 
desde el comienzo del arrendamiento.

Artículo 31.  Derecho de adquisición preferente.
Lo dispuesto en el artículo 25 de la presente ley será de aplicación a los arrendamientos 

que regula este Título.

Artículo 32.  Cesión del contrato y subarriendo.
1. Cuando en la finca arrendada se ejerza una actividad empresarial o profesional, el 

arrendatario podrá subarrendar la finca o ceder el contrato de arrendamiento sin necesidad 
de contar con el consentimiento del arrendador.

2. El arrendador tiene derecho a una elevación de renta del 10 por 100 de la renta en 
vigor en el caso de producirse un subarriendo parcial, y del 20 en el caso de producirse la 
cesión del contrato o el subarriendo total de la finca arrendada.

3. No se reputará cesión el cambio producido en la persona del arrendatario por 
consecuencia de la fusión, transformación o escisión de la sociedad arrendataria, pero el 
arrendador tendrá derecho a la elevación de la renta prevista en el apartado anterior.

4. Tanto la cesión como el subarriendo deberán notificarse de forma fehaciente al 
arrendador en el plazo de un mes desde que aquéllos se hubieran concertado.
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Artículo 33.  Muerte del arrendatario.
En caso de fallecimiento del arrendatario, cuando en el local se ejerza una actividad 

empresarial o profesional, el heredero o legatario que continúe el ejercicio de la actividad 
podrá subrogarse en los derechos y obligaciones del arrendatario hasta la extinción del 
contrato.

La subrogación deberá notificarse por escrito al arrendador dentro de los dos meses 
siguientes a la fecha del fallecimiento del arrendatario.

Artículo 34.  Indemnización al arrendatario.
La extinción por transcurso del término convencional del arrendamiento de una finca en 

la que durante los últimos cinco años se haya venido ejerciendo una actividad comercial de 
venta al público, dará al arrendatario derecho a una indemnización a cargo del arrendador, 
siempre que el arrendatario haya manifestado con cuatro meses de antelación a la 
expiración del plazo su voluntad de renovar el contrato por un mínimo de cinco años más y 
por una renta de mercado. Se considerará renta de mercado la que al efecto acuerden las 
partes; en defecto de pacto, la que, al efecto, determine el árbitro designado por las partes.

La cuantía de la indemnización se determinará en la forma siguiente:
1. Si el arrendatario iniciara en el mismo municipio, dentro de los seis meses siguientes a 

la expiración del arrendamiento, el ejercicio de la misma actividad a la que viniera estando 
dedicada, la indemnización comprenderá los gastos del traslado y los perjuicios derivados de 
la pérdida de clientela ocurrida con respecto a la que tuviera en el local anterior, calculada 
con respecto a la habida durante los seis primeros meses de la nueva actividad.

2. Si el arrendatario iniciara dentro de los seis meses siguientes a la extinción del 
arrendamiento una actividad diferente o no iniciara actividad alguna, y el arrendador o un 
tercero desarrollan en la finca dentro del mismo plazo la misma actividad o una afín a la 
desarrollada por el arrendatario, la indemnización será de una mensualidad por año de 
duración del contrato, con un máximo de dieciocho mensualidades.

Se considerarán afines las actividades típicamente aptas para beneficiarse, aunque sólo 
en parte de la clientela captada por la actividad que ejerció el arrendatario.

En caso de falta de acuerdo entre las partes sobre la cuantía de la indemnización, la 
misma será fijada por el árbitro designado por aquéllas.

Artículo 35.  Resolución de pleno derecho.
El arrendador podrá resolver de pleno derecho el contrato por las causas previstas en las 

letras a), b), d) y e) del apartado 2 del artículo 27 y por la cesión o subarriendo del local 
incumpliendo lo dispuesto en el artículo 32.

TÍTULO IV
Disposiciones comunes

Artículo 36.  Fianza.
1. A la celebración del contrato será obligatoria la exigencia y prestación de fianza en 

metálico en cantidad equivalente a una mensualidad de renta en el arrendamiento de 
viviendas y de dos en el arrendamiento para uso distinto del de vivienda.

2. Durante los cinco primeros años de duración del contrato, o durante los siete primeros 
años si el arrendador fuese persona jurídica, la fianza no estará sujeta a actualización. Pero 
cada vez que el arrendamiento se prorrogue, el arrendador podrá exigir que la fianza sea 
incrementada, o el arrendatario que disminuya, hasta hacerse igual a una o dos 
mensualidades de la renta vigente, según proceda, al tiempo de la prórroga.

3. La actualización de la fianza durante el período de tiempo en que el plazo pactado 
para el arrendamiento exceda de cinco años, o de siete años si el arrendador fuese persona 
jurídica, se regirá por lo estipulado al efecto por las partes. A falta de pacto específico, lo 
acordado sobre actualización de la renta se presumirá querido también para la actualización 
de la fianza.
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4. El saldo de la fianza en metálico que deba ser restituido al arrendatario al final del 
arriendo, devengará el interés legal, transcurrido un mes desde la entrega de las llaves por el 
mismo sin que se hubiere hecho efectiva dicha restitución.

5. Las partes podrán pactar cualquier tipo de garantía del cumplimiento por el 
arrendatario de sus obligaciones arrendaticias adicional a la fianza en metálico.

En el caso del arrendamiento de vivienda, en contratos de hasta cinco años de duración, 
o de hasta siete años si el arrendador fuese persona jurídica, el valor de esta garantía 
adicional no podrá exceder de dos mensualidades de renta.

6. Quedan exceptuadas de la obligación de prestar fianza la Administración General del 
Estado, las Administraciones de las comunidades autónomas y las entidades que integran la 
Administración Local, los organismos autónomos, las entidades públicas empresariales y 
demás entes públicos vinculados o dependientes de ellas, y las Mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social en su función pública de colaboración en la gestión de la Seguridad Social, 
así como sus Centros Mancomunados, cuando la renta haya de ser satisfecha con cargo a 
sus respectivos presupuestos.

Artículo 37.  Formalización del arrendamiento.
Las partes podrán compelerse recíprocamente a la formalización por escrito del contrato 

de arrendamiento.
En este caso, se hará constar la identidad de los contratantes, la identificación de la finca 

arrendada, la duración pactada, la renta inicial del contrato y las demás cláusulas que las 
partes hubieran libremente acordado.

TÍTULO V
Procesos arrendaticios

Artículos 38 a 40.  
(Derogados)

Disposición adicional primera.  Régimen de las viviendas de protección oficial en 
arrendamiento.

1. El plazo de duración del régimen legal de las viviendas de protección oficial, que se 
califiquen para arrendamiento a partir de la entrada en vigor de la presente ley, concluirá al 
transcurrir totalmente el período establecido en la normativa aplicable para la amortización 
del préstamo cualificado obtenido para su promoción o, en caso de no existir dicho 
préstamo, transcurridos veinticinco años a contar desde la fecha de la correspondiente 
calificación definitiva.

2. La renta máxima inicial por metro cuadrado útil de las viviendas de protección oficial a 
que se refiere el apartado anterior, será el porcentaje del precio máximo de venta que 
corresponda de conformidad con la normativa estatal o autonómica aplicable.

3. No se aplicará revisión de rentas de las viviendas de protección oficial salvo pacto 
explícito entre las partes. En caso de pacto expreso entre las partes sobre algún mecanismo 
de revisión de valores monetarios que no detalle el índice o metodología de referencia, la 
renta se revisará para cada anualidad por referencia a la variación anual del Índice de 
Garantía de Competitividad.

4. Además de las rentas iniciales o revisadas, el arrendador podrá percibir el coste real 
de los servicios de que disfrute el arrendatario y satisfaga el arrendador.

5. Sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan, serán nulas las cláusulas 
y estipulaciones que establezcan rentas superiores a las máximas autorizadas en la 
normativa aplicable para las viviendas de protección oficial.

6. Lo dispuesto en los apartados anteriores no será de aplicación a las viviendas de 
promoción pública reguladas por el Real Decreto-ley 31/1978.

7. Lo dispuesto en los apartados anteriores será de aplicación general en defecto de 
legislación específica de las Comunidades Autónomas con competencia en la materia.
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8. El arrendamiento de viviendas de protección oficial de promoción pública se regirá por 
las normas particulares de éstas respecto del plazo de duración del contrato, las variaciones 
de la renta, los límites de repercusión de cantidades por reparación de daños y mejoras, y lo 
previsto respecto del derecho de cesión y subrogación en el arrendamiento, y en lo no 
regulado por ellas por las de la presente ley, que se aplicará íntegramente cuando el 
arrendamiento deje de estar sometido a dichas disposiciones particulares.

La excepción no alcanzará a las cuestiones de competencia y procedimiento en las que 
se estará por entero a lo dispuesto en la presente ley.

Disposición adicional segunda.  Modificación de la Ley Hipotecaria.
1. El artículo 2, número 5.º, de la Ley Hipotecaria, aprobada por Decreto de 8 de febrero 

de 1946, tendrá la siguiente redacción:
«5.º Los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, y los subarriendos, cesiones y 

subrogaciones de los mismos.»
2. En el plazo de nueve meses desde la entrada en vigor de esta ley se establecerán 

reglamentariamente los requisitos de acceso de los contratos de arrendamientos urbanos al 
Registro de la Propiedad.

Disposición adicional tercera.  Depósito de fianzas.
1. Las comunidades autónomas podrán establecer la obligación de que los arrendadores 

de finca urbana sujetos a la presente ley depositen el importe de la fianza regulada en el 
artículo 36.1 de esta ley, sin devengo de interés, a disposición de la Administración 
autonómica o del ente público que se designe hasta la extinción del correspondiente 
contrato. Si transcurrido un mes desde la finalización del contrato, la Administración 
autonómica o el ente público competente no procediere a la devolución de la cantidad 
depositada, ésta devengará el interés legal correspondiente.

2. Con objeto de favorecer la transparencia y facilitar el intercambio de información para 
el ejercicio de las políticas públicas, la normativa que regule el depósito de fianza a que se 
refiere el apartado anterior determinará los datos que deberán aportarse por parte del 
arrendador, entre los que figurará, como mínimo:

a) Los datos identificativos de las partes arrendadora y arrendataria, incluyendo 
domicilios a efectos de notificaciones.

b) Los datos identificativos de la finca, incluyendo la dirección postal, año de 
construcción y, en su caso, año y tipo de reforma, superficie construida de uso privativo por 
usos, referencia catastral y calificación energética.

c) Las características del contrato de arrendamiento, incluyendo la renta anual, el plazo 
temporal establecido, el sistema de actualización, el importe de la fianza y, en su caso, 
garantías adicionales, el tipo de acuerdo para el pago de los suministros básicos, y si se 
arrienda amueblada.

Disposición adicional cuarta.  Ayudas para acceso a vivienda.
Las personas que, en aplicación de lo establecido en la disposición transitoria segunda 

de la presente ley, se vean privadas del derecho a la subrogación mortis causa que les 
reconocía el texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos, aprobado por Decreto 
4104/1964, de 24 de diciembre, serán sujeto preferente de los programas de ayudas 
públicas para el acceso a vivienda, siempre que cumplan los requisitos en cuanto a ingresos 
máximos que se establezcan en dichos programas.

Disposición adicional quinta.  Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
1. El artículo 1.563 de la Ley de Enjuiciamiento Civil quedará redactado en la forma 

siguiente:
«1.º El desahucio por falta de pago de las rentas, de las cantidades asimiladas o 

de las cantidades cuyo pago hubiera asumido el arrendatario en el arrendamiento de 
viviendas o en el arrendamiento de una finca urbana habitable en la que se realicen 
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actividades profesionales, comerciales o industriales, podrá ser enervado por el 
arrendatario si en algún momento anterior al señalado para la celebración del juicio, 
paga al actor o pone a su disposición en el Juzgado o notarialmente el importe de las 
cantidades en cuya inefectividad se sustente la demanda y el de las que en dicho 
instante adeude.

2.º Esta enervación no tendrá lugar cuando se hubiera producido otra 
anteriormente, ni cuando el arrendador hubiese requerido, por cualquier medio que 
permita acreditar su constancia, de pago al arrendatario con cuatro meses de 
antelación a la presentación de la demanda y éste no hubiese pagado las cantidades 
adeudadas al tiempo de dicha presentación.

3.º En todo caso, deberán indicarse en el escrito de interposición de la demanda 
las circunstancias concurrentes que puedan permitir o no la enervación. Cuando ésta 
proceda, el Juzgado indicará en la citación el deber de pagar o de consignar el 
importe antes de la celebración del juicio.»

2. Los recursos contra sentencias en las materias a que se refiere el artículo 38, tendrán 
tramitación preferente tanto ante las Audiencias Provinciales, como ante los Tribunales 
Superiores.

En los procesos que lleven aparejado el lanzamiento, no se admitirán al demandado los 
recursos de apelación y de casación, cuando procedan, si no acredita al interponerlos tener 
satisfechas las rentas vencidas y las que con arreglo al contrato deba pagar adelantadas, o 
si no las consigna judicial o notarialmente.

Si el arrendatario no cumpliese lo anterior, se tendrá por firme la sentencia y se 
procederá a su ejecución, siempre que requerido por el juez o tribunal que conozca de los 
mismos no cumpliere su obligación de pago o consignación en el plazo de cinco días.

También se tendrá por desierto el recurso de casación o apelación interpuesto por el 
arrendatario, cualquiera que sea el estado en que se halle, si durante la sustanciación del 
mismo dejare aquél de pagar los plazos que venzan o los que deba adelantar. Sin embargo, 
el arrendatario podrá cautelarmente adelantar o consignar el pago de varios períodos no 
vencidos, los cuales se sujetarán a liquidación una vez firme la sentencia. En todo caso, el 
abono de dichos importes no se entenderá novación contractual.

3. El artículo 1.687,3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil quedará redactado de la forma 
siguiente:

«Artículo 1.687,3.
Las sentencias dictadas por las Audiencias en los juicios de desahucio que no 

tengan regulación especial, salvo las dictadas en juicio de desahucio por falta de 
pago de la renta, las dictadas en procesos sobre arrendamientos urbanos seguidos 
por los trámites del juicio de cognición, en este último supuesto cuando no fuesen 
conformes con la dictada en primera instancia, y las recaídas en los juicios de 
retracto, cuando en todos los casos alcancen la cuantía requerida para esta clase de 
recursos en los declarativos ordinarios.

No obstante, si se tratase de arrendamiento de vivienda bastará con que la 
cuantía exceda de 1.500.000 pesetas.

Se entenderá que son conformes la sentencia de apelación y de primera 
instancia aunque difieran en lo relativo a la imposición de costas.»

Disposición adicional sexta.  Censo de arrendamientos urbanos.
1. El Gobierno procederá, a través del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio 

Ambiente, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la presente ley, a elaborar 
un censo de los contratos de arrendamiento de viviendas sujetos a la presente ley 
subsistentes a su entrada en vigor.

2. Este censo comprenderá datos identificativos del arrendador y del arrendatario, de la 
renta del contrato, de la existencia o no de cláusulas de revisión, de su duración y de la 
fecha del contrato.

3. A estos efectos, los arrendadores deberán remitir, al Ministerio de Obras Públicas, 
Transportes y Medio Ambiente, en el plazo máximo de tres meses a partir de la entrada en 
vigor de la ley, los datos del contrato a que se refiere el párrafo anterior.
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4. Los arrendatarios tendrán derecho a solicitar la inclusión en el censo a que se refiere 
esta disposición de sus respectivos contratos, dando cuenta por escrito al arrendador de los 
datos remitidos.

5. El incumplimiento de la obligación prevista en el anterior apartado 3 privará al 
arrendador que la hubiera incumplido del derecho a los beneficios fiscales a que se refiere la 
disposición final cuarta de la presente ley.

Disposición adicional séptima.  Modificación Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje.
Se añade al artículo 30 de la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, un número 3, 

cuyo contenido será el siguiente:
«En los procedimientos arbitrales que traigan causa de contratos sometidos al 

régimen jurídico de la Ley de Arrendamientos Urbanos, a falta de pacto expreso de 
las partes, los árbitros deberán dictar el laudo en el término de tres meses, contado 
como se dispone en el número 1 de este artículo.»

Disposición adicional octava.  Derecho de retorno.
El derecho de retorno regulado en la disposición adicional cuarta. 3.ª del texto refundido 

de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por el Real Decreto 
legislativo 1/1992, de 26 de junio, se regirá por lo previsto en esta disposición y, en su 
defecto, por las normas del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964.

Cuando en las actuaciones urbanísticas aisladas no expropiatorias exigidas por el 
planeamiento urbanístico, fuera necesario proceder a la demolición total o a la rehabilitación 
integral con conservación de fachada o de estructura de un edificio, en el que existan 
viviendas urbanas arrendadas sea cualquiera la fecha del arrendamiento, el arrendatario 
tendrá derecho a que el arrendador de la citada finca le proporcione una nueva vivienda de 
una superficie no inferior al 50 por 100 de la anterior, siempre que tenga al menos 90 metros 
cuadrados, o no inferior a la que tuviere, si no alcanzaba dicha superficie, de características 
análogas a aquélla y que esté ubicada en el mismo solar o en el entorno del edificio 
demolido o rehabilitado.

Disposición adicional novena.  Declaración de la situación de minusvalía.
A los efectos prevenidos en esta ley, la situación de minusvalía y su grado deberán ser 

declarados, de acuerdo con la normativa vigente, por los centros y servicios de las 
Administraciones Públicas competentes.

Disposición adicional décima.  Prescripción.
Todos los derechos, obligaciones y acciones que resulten de los contratos de 

arrendamiento contemplados en la presente ley, incluidos los subsistentes a la entrada en 
vigor de la misma, prescribirán, cuando no exista plazo específico de prescripción previsto, 
de acuerdo con lo dispuesto en el régimen general contenido en el Código Civil.

Disposición adicional undécima.  Índice de referencia para la actualización anual de los 
contratos de arrendamiento de vivienda.

El Instituto Nacional de Estadística definirá, antes del 31 de diciembre de 2024, un índice 
de referencia para la actualización anual de los contratos de arrendamiento de vivienda que 
se fijará como límite de referencia a los efectos del artículo 18 de esta ley, con el objeto de 
evitar incrementos desproporcionados en la renta de los contratos de arrendamiento.

Disposición transitoria primera.  Contratos celebrados a partir del 9 de mayo de 1985.
1. Los contratos de arrendamiento de vivienda celebrados a partir del 9 de mayo de 1985 

que subsistan a la fecha de entrada en vigor de la presente ley, continuarán rigiéndose por lo 
dispuesto en el artículo 9.º del Real Decreto-ley 2/1985, de 30 de abril, sobre medidas de 
política económica, y por lo dispuesto para el contrato de inquilinato en el texto refundido de 
la Ley de Arrendamientos Urbanos, aprobado por Decreto 4104/1964, de 24 de diciembre.
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Será aplicable a estos contratos lo dispuesto en los apartados 2 y 3 de la disposición 
transitoria segunda.

La tácita reconducción prevista en el artículo 1.566 del Código Civil lo será por un plazo 
de tres años, sin perjuicio de la facultad de no renovación prevista en el artículo 9 de esta 
ley. El arrendamiento renovado se regirá por lo dispuesto en la presente ley para los 
arrendamientos de vivienda.

2. Los contratos de arrendamiento de local de negocio celebrados a partir del 9 de mayo 
de 1985, que subsistan en la fecha de entrada en vigor de esta ley, continuarán rigiéndose 
por lo dispuesto en el artículo 9.º del Real Decreto-ley 2/1985, de 30 de abril, y por lo 
dispuesto en el texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964. En el caso de 
tácita reconducción conforme a lo dispuesto en el artículo 1.566 del Código Civil, el 
arrendamiento renovado se regirá por las normas de la presente ley relativas a los 
arrendamientos para uso distinto al de vivienda.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será de aplicación a los contratos de arrendamiento 
asimilados al de inquilinato y al de local de negocio que se hubieran celebrado a partir del 9 
de mayo de 1985 y que subsistan en la fecha de entrada en vigor de esta ley.

Disposición transitoria segunda.  Contratos de arrendamiento de vivienda celebrados con 
anterioridad al 9 de mayo de 1985.

A) Régimen normativo aplicable.
1. Los contratos de arrendamiento de vivienda celebrados antes del 9 de mayo de 1985 

que subsistan en la fecha de entrada en vigor de la presente ley, continuarán rigiéndose por 
las normas relativas al contrato de inquilinato del texto refundido de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos de 1964, salvo las modificaciones contenidas en los apartados 
siguientes de esta disposición transitoria.

2. Será aplicable a estos contratos lo dispuesto en los artículos 12, 15 y 24 de la 
presente ley.

3. Dejará de ser aplicable lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 24 del texto refundido 
de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964.

No procederán los derechos de tanteo y retracto, regulados en el capítulo VI del texto 
refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, en los casos de adjudicación de 
vivienda por consecuencia de división de cosa común cuando los contratos de 
arrendamiento hayan sido otorgados con posterioridad a la constitución de la comunidad 
sobre la cosa, ni tampoco en los casos de división y adjudicación de cosa común adquirida 
por herencia o legado.

B) Extinción y subrogación.
4. A partir de la entrada en vigor de esta ley, la subrogación a que se refiere el artículo 58 

del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, sólo podrá tener lugar a 
favor del cónyuge del arrendatario no separado legalmente o de hecho, o en su defecto, de 
los hijos que conviviesen con él durante los dos años anteriores a su fallecimiento; en 
defecto de los anteriores, se podrán subrogar los ascendientes del arrendatario que 
estuviesen a su cargo y conviviesen con él con tres años, como mínimo, de antelación a la 
fecha de su fallecimiento.

El contrato se extinguirá al fallecimiento del subrogado, salvo que lo fuera un hijo del 
arrendatario no afectado por una minusvalía igual o superior al 65 por 100, en cuyo caso se 
extinguirá a los dos años o en la fecha en que el subrogado cumpla veinticinco años, si ésta 
fuese posterior.

No obstante, si el subrogado fuese el cónyuge y al tiempo de su fallecimiento hubiese 
hijos del arrendatario que conviviesen con aquél, podrá haber una ulterior subrogación. En 
este caso, el contrato quedará extinguido a los dos años o cuando el hijo alcance la edad de 
veinticinco años si esta fecha es posterior, o por su fallecimiento si está afectado por la 
minusvalía mencionada en el párrafo anterior.

5. Al fallecimiento de la persona que, a tenor de lo dispuesto en los artículos 24.1 y 58 
del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, se hubiese subrogado en 
la posición del inquilino antes de la entrada en vigor de la presente ley, sólo se podrá 
subrogar su cónyuge no separado legalmente o de hecho y, en su defecto, los hijos del 
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arrendatario que habitasen en la vivienda arrendada y hubiesen convivido con él durante los 
dos años anteriores a su fallecimiento.

El contrato se extinguirá al fallecimiento del subrogado, salvo que lo fuera un hijo del 
arrendatario no afectado por una minusvalía igual o superior al 65 por 100, en cuyo caso se 
extinguirá a los dos años o cuando el hijo alcance la edad de veinticinco años si esta fecha 
es posterior.

No se autorizan ulteriores subrogaciones.
6. Al fallecimiento de la persona que de acuerdo con el artículo 59 del texto refundido de 

la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 ocupase la vivienda por segunda subrogación no 
se autorizan ulteriores subrogaciones.

7. Los derechos reconocidos en los apartados 4 y 5 de esta disposición al cónyuge del 
arrendatario, serán también de aplicación respecto de la persona que hubiera venido 
conviviendo con el arrendatario de forma permanente en análoga relación de afectividad a la 
de cónyuge, con independencia de su orientación sexual, durante, al menos, los dos años 
anteriores al tiempo del fallecimiento, salvo que hubieran tenido descendencia en común, en 
cuyo caso bastará la mera convivencia.

8. Durante los diez años siguientes a la entrada en vigor de la ley, si la subrogación 
prevista en los apartados 4 y 5 anteriores se hubiera producido a favor de hijos mayores de 
sesenta y cinco años o que fueren perceptores de prestaciones públicas por jubilación o 
invalidez permanente en grado de incapacidad permanente absoluta o gran invalidez el 
contrato se extinguirá por el fallecimiento del hijo subrogado.

9. Corresponde a las personas que ejerciten la subrogación contemplada en los 
apartados 4, 5 y 7 de esta disposición probar la condición de convivencia con el arrendatario 
fallecido que para cada supuesto proceda.

La condición de convivencia con el arrendatario fallecido deberá ser habitual y darse 
necesariamente en la vivienda arrendada.

Serán de aplicación a la subrogación por causa de muerte regulada en los apartados 4 a 
7 anteriores, las disposiciones sobre procedimiento y orden de prelación establecidas en el 
artículo 16 de la presente ley.

En ningún caso los beneficiarios de una subrogación podrán renunciarla a favor de otro 
de distinto grado de prelación.

C) Otros derechos del arrendador.
10. Para las anualidades del contrato que se inicien a partir de la entrada en vigor de 

esta ley, el arrendador tendrá los siguientes derechos:
10.1 En el Impuesto sobre el Patrimonio, el valor del inmueble arrendado se determinará 

por capitalización al 4 por 100 de la renta devengada, siempre que el resultado sea inferior al 
que resultaría de la aplicación de las reglas de valoración de bienes inmuebles previstas en 
la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio.

10.2 Podrá exigir del arrendatario el total importe de la cuota del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles que corresponda al inmueble arrendado. Cuando la cuota no estuviese 
individualizada se dividirá en proporción a la superficie de cada vivienda.

10.3 Podrá repercutir en el arrendatario el importe de las obras de reparación necesarias 
para mantener la vivienda en estado de servir para el uso convenido, en los términos 
resultantes del artículo 108 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 
1964 o de acuerdo con las reglas siguientes:

1.ª Que la reparación haya sido solicitada por el arrendatario o acordada por resolución 
judicial o administrativa firme.

En caso de ser varios los arrendatarios afectados, la solicitud deberá haberse efectuado 
por la mayoría de los arrendatarios afectados o, en su caso, por arrendatarios que 
representen la mayoría de las cuotas de participación correspondientes a los pisos 
afectados.

2.ª Del capital invertido en los gastos realizados, se deducirán los auxilios o ayudas 
públicas percibidos por el propietario.

3.ª Al capital invertido se le sumará el importe del interés legal del dinero correspondiente 
a dicho capital calculado para un período de cinco años.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 28  Ley de Arrendamientos Urbanos

– 542 –



4.ª El arrendatario abonará anualmente un importe equivalente al 10 por 100 de la 
cantidad referida en la regla anterior, hasta su completo pago.

En el caso de ser varios los arrendatarios afectados, la cantidad referida en la regla 
anterior se repartirá entre éstos de acuerdo con los criterios establecidos en el apartado 2 
del artículo 19 de la presente ley.

5.ª La cantidad anual pagada por el arrendatario no podrá superar la menor de las dos 
cantidades siguientes: cinco veces su renta vigente más las cantidades asimiladas a la 
misma o el importe del salario mínimo interprofesional, ambas consideradas en su cómputo 
anual.

10.4 Si el arrendador hubiera optado por realizar la repercusión con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 108 antes citado, la repercusión se hará de forma proporcional a la 
superficie de la finca afectada.

10.5 Podrá repercutir en el arrendatario el importe del coste de los servicios y suministros 
que se produzcan a partir de la entrada en vigor de la ley.

Se exceptúa el supuesto en que por pacto expreso entre las partes todos estos gastos 
sean por cuenta del arrendador.

D) Actualización de la renta.
11. La renta del contrato podrá ser actualizada a instancia del arrendador previo 

requerimiento fehaciente al arrendatario.
Este requerimiento podrá ser realizado en la fecha en que, a partir de la entrada en vigor 

de la ley, se cumpla una anualidad de vigencia del contrato.
Efectuado dicho requerimiento, en cada uno de los años en que aplique esta 

actualización, el arrendador deberá notificar al arrendatario el importe de la actualización, 
acompañando certificación del Instituto Nacional de Estadística expresiva de los índices 
determinantes de la cantidad notificada.

La actualización se desarrollará de acuerdo con las siguientes reglas:
1.ª La renta pactada inicialmente en el contrato que dio origen al arrendamiento deberá 

mantener, durante cada una de las anualidades en que se desarrolle la actualización, con la 
renta actualizada, la misma proporción que el Indice General Nacional del Sistema de 
Indices de Precios de Consumo o que el Indice General Nacional o Indice General Urbano 
del Sistema de Indices de Costes de la Vida del mes anterior a la fecha del contrato con 
respecto al Indice correspondiente al mes anterior a la fecha de actualización.

En los arrendamientos de viviendas comprendidos en el artículo 6.º, 2, del texto 
refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 celebrados con anterioridad al 12 
de mayo de 1956, se tomará como renta inicial la revalorizada a que se refiere el artículo 
96.10 del citado texto refundido, háyase o no exigido en su día por el arrendador; y, como 
índice correspondiente a la fecha del contrato, el del mes de junio de 1964.

En los arrendamientos de viviendas no comprendidas en el artículo 6.º, 2, del citado texto 
refundido celebrados antes del 12 de mayo de 1956, se tomará como renta inicial, la que se 
viniera percibiendo en el mes de julio de 1954, y como índice correspondiente a la fecha del 
contrato el mes de marzo de 1954.

2.ª De la renta actualizada que corresponda a cada período anual calculada con arreglo 
a lo dispuesto en la regla anterior o en la regla 5.ª, sólo será exigible al arrendatario el 
porcentaje que resulta de lo dispuesto en las reglas siguientes siempre que este importe sea 
mayor que la renta que viniera pagando el arrendatario en ese momento incrementada en 
las cantidades asimiladas a la renta.

En el supuesto de que al aplicar la tabla de porcentajes que corresponda resultase que 
la renta que estuviera pagando en ese momento fuera superior a la cantidad que 
corresponda en aplicación de tales tablas, se pasaría a aplicar el porcentaje inmediatamente 
superior, o en su caso el siguiente o siguientes que correspondan, hasta que la cantidad 
exigible de la renta actualizada sea superior a la que se estuviera pagando.

3.ª La renta actualizada absorberá las cantidades asimiladas a la renta desde la primera 
anualidad de la revisión.

Se consideran cantidades asimiladas a la renta a estos exclusivos efectos, la 
repercusión al arrendatario del aumento de coste de los servicios y suministros a que se 
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refiere el artículo 102 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos y la 
repercusión del coste de las obras a que se refiere el artículo 107 del citado texto legal.

4.ª A partir del año en que se alcance el cien por cien de actualización, la renta que 
corresponda pagar podrá ser actualizada por el arrendador o por el arrendatario conforme a 
la variación porcentual experimentada en los doce meses anteriores por el Indice General 
del Sistema de Indices de Precios de Consumo, salvo cuando el contrato contuviera expreso 
otro sistema de actualización, en cuyo caso será éste de aplicación.

5.ª Cuando la renta actualizada calculada de acuerdo con lo dispuesto en la regla 1.ª sea 
superior a la que resulte de aplicar lo dispuesto en el párrafo siguiente, se tomará como 
renta revisada esta última.

La renta a estos efectos se determinará aplicando sobre el valor catastral de la finca 
arrendada vigente en 1994, los siguientes porcentajes:

- El 12 por 100, cuando el valor catastral derivara de una revisión que hubiera surtido 
efectos con posterioridad a 1989.

- El 24 por 100 para el resto de los supuestos.
Para fincas situadas en el País Vasco se aplicará sobre el valor catastral el porcentaje 

del 24 por 100; para fincas situadas en Navarra se aplicará sobre el valor catastral el 
porcentaje del 12 por 100.

6.ª El inquilino podrá oponerse a la actualización de renta comunicándoselo 
fehacientemente al arrendador en el plazo de los treinta días naturales siguientes a la 
recepción del requerimiento de éste, en cuyo caso la renta que viniera abonando el inquilino 
hasta ese momento, incrementada con las cantidades asimiladas a ella, sólo podrá 
actualizarse anualmente con la variación experimentada por el Indice General Nacional del 
Sistema de Indices de Precios de Consumo en los doce meses inmediatamente anteriores a 
la fecha de cada actualización.

Los contratos de arrendamiento respecto de los que el inquilino ejercite la opción a que 
se refiere esta regla quedarán extinguidos en un plazo de ocho años, aun cuando se 
produzca una subrogación, contándose dicho plazo a partir de la fecha del requerimiento 
fehaciente del arrendador.

7.ª No procederá la actualización de renta prevista en este apartado cuando la suma de 
los ingresos totales que perciba el arrendatario y las personas que con él convivan 
habitualmente en la vivienda arrendada, no excedan de los límites siguientes:

Número de personas
que convivan

en la vivienda arrendada

Límite
en número de veces

el salario mínimo
interprofesional

1 ó 2 2,5
3 ó 4 3

Más de 4 3,5

Los ingresos a considerar serán la totalidad de los obtenidos durante el ejercicio 
impositivo anterior a aquel en que se promueva por el arrendador la actualización de la 
renta.

En defecto de acreditación por el arrendatario de los ingresos percibidos por el conjunto 
de las personas que convivan en la vivienda arrendada, se presumirá que procede la 
actualización pretendida.

8.ª En los supuestos en que no proceda la actualización, la renta que viniese abonando 
el inquilino, incrementada en las cantidades asimiladas a ella, podrá actualizarse anualmente 
a tenor de la variación experimentada por el Indice General de Precios al Consumo en los 
doce meses inmediatamente anteriores a la fecha de cada actualización.

9.ª La actualización de renta cuando proceda, se realizará en los plazos siguientes:
a) En diez años, cuando la suma de los ingresos totales percibidos por el arrendatario y 

las personas que con él convivan habitualmente en la vivienda arrendada no exceda de 5,5 
veces el salario mínimo interprofesional.

En este caso, los porcentajes exigibles de la renta actualizada serán los siguientes:
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Período anual
de actualización

a partir de la entrada
en vigor de la ley

Porcentaje
exigible

de la renta
actualizada

1.º 10
2.º 20
3.º 30
4.º 40
5.º 50
6.º 60
7.º 70
8.º 80
9.º 90
10.º 100

b) En cinco años, cuando la indicada suma sea igual o superior a 5,5 veces el salario 
mínimo interprofesional.

En este caso, los porcentajes exigibles de la renta actualizada serán el doble de los 
indicados en la letra a) anterior.

10.ª Lo dispuesto en el presente apartado sustituirá a lo dispuesto para los 
arrendamientos de vivienda en los números 1 y 4 del artículo 100 del texto refundido de la 
Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964.

Disposición transitoria tercera.  Contratos de arrendamiento de local de negocio, 
celebrados antes del 9 de mayo de 1985.

A) Régimen normativo aplicable.
1. Los contratos de arrendamiento de local de negocio celebrados antes del 9 de mayo 

de 1985 que subsistan en la fecha de entrada en vigor de la presente ley, continuarán 
rigiéndose por las normas del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 
relativas al contrato de arrendamiento de local de negocio, salvo las modificaciones 
contenidas en los apartados siguientes de esta disposición transitoria.

B) Extinción y subrogación.
2. Los contratos que en la fecha de entrada en vigor de la presente ley se encuentren en 

situación de prórroga legal, quedarán extinguidos de acuerdo con lo dispuesto en los 
apartados 3 a 4 siguientes.

3. Los arrendamientos cuyo arrendatario fuera una persona fisica se extinguirán por su 
jubilación o fallecimiento, salvo que se subrogue su cónyuge y continúe la misma actividad 
desarrollada en el local.

En defecto de cónyuge supérstite que continúe la actividad o en caso de haberse 
subrogado éste, a su jubilación o fallecimiento, si en ese momento no hubieran transcurrido 
veinte años a contar desde la aprobación de la ley, podrá subrogarse en el contrato un 
descendiente del arrendatario que continúe la actividad desarrollada en el local. En este 
caso, el contrato durará por el número de años suficiente hasta completar veinte años a 
contar desde la entrada en vigor de la ley.

La primera subrogación prevista en los párrafos anteriores no podrá tener lugar cuando 
ya se hubieran producido en el arrendamiento dos transmisiones de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos. La segunda 
subrogación prevista no podrá tener lugar cuando ya se hubiera producido en el 
arrendamiento una transmisión de acuerdo con lo previsto en el citado artículo 60.

El arrendatario actual y su cónyuge, si se hubiera subrogado, podrán traspasar el local 
de negocio en los términos previstos en el artículo 32 del texto refundido de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos.

Este traspaso permitirá la continuación del arrendamiento por un mínimo de diez años a 
contar desde su realización o por el número de años que quedaren desde el momento en 
que se realice el traspaso hasta computar veinte años a contar desde la aprobación de la ley.

Cuando en los diez años anteriores a la entrada en vigor de la ley se hubiera producido 
el traspaso del local de negocio, los plazos contemplados en este apartado se incrementarán 
en cinco años.
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Se tomará como fecha del traspaso, a los efectos de este apartado, la de la escritura a 
que se refiere el artículo 32 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 
1964.

4. Los arrendamientos de local de negocio cuyo arrendatario sea una persona jurídica se 
extinguirán de acuerdo con las reglas siguientes:

1.ª Los arrendamientos de locales en los que se desarrollen actividades comerciales, en 
veinte años.

Se consideran actividades comerciales a estos efectos las comprendidas en la División 6 
de la tarifa del Impuesto sobre Actividades Económicas.

Se exceptúan los locales cuya superficie sea superior a 2.500 metros cuadrados, en 
cuyo caso, la extinción se producirá en cinco años.

2.ª Los arrendamientos de locales en los que se desarrollen actividades distintas de 
aquéllas a las que se refiere la regla 1.ª a las que correspondan cuotas según las tarifas del 
Impuesto sobre Actividades Económicas:

- De menos de 85.000 pesetas, en veinte años.
- Entre 85.001 y 130.000 pesetas, en quince años.
- Entre 130.001 y 190.000 pesetas, en diez años.
- De más de 190.000 pesetas, en cinco años.
Las cuotas que deben ser tomadas en consideración a los efectos dispuestos en el 

presente apartado son las cuotas mínimas municipales o cuotas mínimas según tarifa, que 
incluyen, cuando proceda, el complemento de superficie, correspondientes al ejercicio 1994. 
En aquellas actividades a las que corresponda una bonificación en la cuota del Impuesto 
sobre Actividades Económicas, dicha bonificación se aplicará a la cuota mínima municipal o 
cuota mínima según tarifa a los efectos de determinar la cantidad que corresponda.

Los plazos citados en las reglas anteriores se contarán a partir de la entrada en vigor de 
la presente ley. Cuando en los diez años anteriores a dicha entrada en vigor se hubiera 
producido el traspaso del local de negocio, los plazos de extinción de los contratos se 
incrementarán en cinco años. Se tomará como fecha de traspaso la de la escritura a que se 
refiere el artículo 32 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos.

Cuando en un local se desarrollen actividades a las que correspondan distintas cuotas, 
sólo se tomará en consideración a los efectos de este apartado la mayor de ellas.

Incumbe al arrendatario la prueba de la cuota que corresponda a la actividad 
desarrollada en el local arrendado. En defecto de prueba, el arrendamiento tendrá la mínima 
de las duraciones previstas en el párrafo primero.

5. Los contratos en los que, en la fecha de entrada en vigor de la presente ley, no haya 
transcurrido aún el plazo determinado pactado en el contrato durarán el tiempo que reste 
para que dicho plazo se cumpla. Cuando este período de tiempo sea inferior al que resultaría 
de la aplicación de las reglas del apartado 4, el arrendatario podrá hacer durar el arriendo el 
plazo que resulte de la aplicación de dichas reglas.

En los casos previstos en este apartado y en el apartado 4, la tácita reconducción se 
regirá por lo dispuesto en el artículo 1.566 del Código Civil, y serán aplicables al 
arrendamiento renovado las normas de la presente ley relativas a los arrendamientos de 
fincas urbanas para uso distinto del de vivienda.

C) Actualización de la renta.
6. A partir de la entrada en vigor de la presente ley, en la fecha en que se cumpla cada 

año de vigencia del contrato, la renta de los arrendamientos de locales de negocio podrá ser 
actualizada, a instancia del arrendador, previo requerimiento fehaciente al arrendatario de 
acuerdo con las siguientes reglas:

1.ª La renta pactada inicialmente en el contrato que dio origen al arrendamiento deberá 
mantener con la renta actualizada la misma proporción que el Indice General Nacional del 
Sistema de Indices de Precios de Consumo o que el Indice General Nacional o Indice 
General Urbano del Sistema de Indices de Costes de la Vida del mes anterior a la fecha del 
contrato con respecto al índice correspondiente al mes anterior a la fecha de cada 
actualización.
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En los contratos celebrados con anterioridad al 12 de mayo de 1956, se tomará como 
renta inicial la revalorizada a que se refiere el artículo 96.10 del citado texto refundido, 
háyase o no exigido en su día por el arrendador, y como índice correspondiente a la fecha 
del contrato el del mes de junio de 1964.

2.ª De la renta actualizada que corresponda a cada período anual calculado con arreglo 
a lo dispuesto en la regla anterior, sólo será exigible al arrendatario el porcentaje que resulte 
de las tablas de porcentajes previstas en las reglas siguientes en función del período de 
actualización que corresponda, siempre que este importe sea mayor que la renta que viniera 
pagando el arrendatario en ese momento incrementada en las cantidades asimiladas a la 
renta.

En el supuesto de que al aplicar la tabla de porcentajes que corresponda resultase que 
la renta que estuviera cobrando en ese momento fuera superior a la cantidad que 
corresponda en aplicación de tales tablas, se pasaría a aplicar el porcentaje inmediatamente 
superior, o en su caso el siguiente o siguientes que correspondan, hasta que la cantidad 
exigible de la renta actualizada sea superior a la que se estuviera cobrando sin la 
actualización.

3.ª En los arrendamientos a los que corresponda, de acuerdo con lo dispuesto en el 
apartado 4, un período de extinción de cinco o diez años, la revisión de renta se hará de 
acuerdo con la tabla siguiente:

Actualización a partir
de la entrada en vigor

de la ley

Porcentaje exigible
de la renta actualizada

1.º 10
2.º 20
3.º 35
4.º 60
5.º 100

4.ª En los arrendamientos comprendidos en el apartado 3, y en aquéllos a los que 
corresponda, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 4, un período de extinción de 
quince o veinte años, la revisión de renta se hará con arreglo a los porcentajes y plazos 
previstos en la regla 9.ª, a), del apartado 11 de la disposición transitoria segunda.

5.ª La renta actualizada absorberá las cantidades asimiladas a la renta desde la primera 
anualidad de la revisión.

Se consideran cantidades asimiladas a la renta a estos exclusivos efectos la repercusión 
al arrendatario del aumento de coste de los servicios y suministros a que se refiere el artículo 
102 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos y la repercusión del coste de 
las obras a que se refiere el artículo 107 del citado texto legal.

6.ª A partir del año en que se alcance el 100 por 100 de actualización, la renta que 
corresponda pagar podrá ser actualizada por el arrendador o por el arrendatario conforme a 
la variación porcentual experimentada en los doce meses anteriores por el Indice General 
del Sistema de Indices de Precios de Consumo, salvo cuando el contrato contuviera expreso 
otro sistema de actualización, en cuyo caso será éste de aplicación.

7.ª Lo dispuesto en el presente apartado sustituirá a lo dispuesto para los 
arrendamientos de locales de negocio en el número 1 del artículo 100 del texto refundido de 
la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964.

8.ª Para determinar a estos efectos la fecha de celebración del contrato, se atenderá a 
aquella en que se suscribió, con independencia de que el arrendatario actual sea el 
originario o la persona subrogada en su posición.

7. El arrendatario podrá revisar la renta de acuerdo con lo dispuesto en las reglas 1.ª, 5.ª 
y 6.ªdel apartado anterior en la primera renta que corresponda pagar, a partir del 
requerimiento de revisión efectuado por el arrendador o a iniciativa propia.

En este supuesto, el plazo mínimo de duración previsto en el apartado 3 y los plazos 
previstos en el apartado 4, se incrementarán en cinco años.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación en el supuesto en que la 
renta que se estuviera pagando en el momento de entrada en vigor de la ley fuera mayor 
que la resultante de la actualización prevista en el apartado 7.
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8. La revisión de renta prevista para los contratos a que se refiere el apartado 3 y para 
aquellos de los contemplados en el apartado 4 que tengan señalado un período de extinción 
de quince o veinte años, no procederá cuando el arrendatario opte por la no aplicación de la 
misma.

Para ello, el arrendatario deberá comunicar por escrito al arrendador su voluntad en un 
plazo de treinta días naturales siguientes a la recepción del requerimiento de éste para la 
revisión de la renta.

Los contratos de arrendamiento respecto de los que el arrendatario ejercite la opción de 
no revisión de la renta, se extinguirán cuando venza la quinta anualidad contada a partir de 
la entrada en vigor de la presente ley.

D) Otros derechos del arrendador.
9. Para las anualidades del contrato que se inicien a partir de la entrada en vigor de esta 

ley, y hasta que se produzca la extinción del mismo, será también de aplicación a estos 
contratos lo previsto en el apartado 10 de la disposición transitoria segunda.

E) Otros derechos del arrendatario.
10. El arrendatario tendrá derecho a una indemnización de una cuantía igual a dieciocho 

mensualidades de la renta vigente al tiempo de la extinción del arrendamiento cuando antes 
del transcurso de un año desde la extinción del mismo, cualquier persona comience a ejercer 
en el local la misma actividad o una actividad afín a la que aquél ejercitaba. Se considerarán 
afines las actividades típicamente aptas para beneficiarse, aunque sólo sea en parte, de la 
clientela captada por la actividad que ejerció el arrendatario.

11. Extinguido el contrato de arrendamiento conforme a lo dispuesto en los apartados 
precedentes, el arrendatario tendrá derecho preferente para continuar en el local arrendado 
si el arrendador pretendiese celebrar un nuevo contrato con distinto arrendatario antes de 
haber transcurrido un año a contar desde la extinción legal del arrendamiento.

A tal efecto, el arrendador deberá notificar fehacientemente al arrendatario su propósito 
de celebrar un nuevo contrato de arrendamiento, la renta ofrecida, las condiciones 
esenciales del contrato y el nombre, domicilio y circunstancias del nuevo arrendatario.

El derecho preferente a continuar en el local arrendado conforme a las condiciones 
ofrecidas deberá ejercitarse por el arrendatario en el plazo de treinta días naturales a contar 
desde el siguiente al de la notificación, procediendo en este plazo a la firma del contrato.

El arrendador, transcurrido el plazo de treinta días naturales desde la notificación sin que 
el arrendatario hubiera procedido a firmar el contrato de arrendamiento propuesto, deberá 
formalizar el nuevo contrato de arrendamiento en el plazo de ciento veinte días naturales a 
contar desde la notificación al arrendatario cuyo contrato se extinguió.

Si el arrendador no hubiese hecho la notificación prevenida u omitiera en ella cualquiera 
de los requisitos exigidos o resultaran diferentes la renta pactada, la persona del nuevo 
arrendatario o las restantes condiciones esenciales del contrato, tendrá derecho el 
arrendatario cuyo contrato se extinguió a subrogarse, por ministerio de la ley, en el nuevo 
contrato de arrendamiento en el plazo de sesenta días naturales desde que el arrendador le 
remitiese fehacientemente copia legalizada del nuevo contrato celebrado seguido a tal 
efecto, estando legitimado para ejercitar la acción de desahucio por el procedimiento 
establecido para el ejercicio de la acción de retracto.

El arrendador está obligado a remitir al arrendatario cuyo contrato se hubiera extinguido, 
copia del nuevo contrato celebrado dentro del año siguiente a la extinción, en el plazo de 
quince días desde su celebración.

El ejercicio de este derecho preferente será incompatible con la percepción de la 
indemnización prevista en el apartado anterior, pudiendo el arrendatario optar entre uno y 
otro.

12. La presente disposición transitoria se aplicará a los contratos de arrendamiento de 
local de negocio para oficina de farmacia celebrados antes del 9 de mayo de 1985 y que 
subsistan el 31 de diciembre de 1999.

Disposición transitoria cuarta.  Contratos de arrendamiento asimilados celebrados con 
anterioridad al 9 de mayo de 1985.

1. Los contratos de arrendamientos asimilados a los de inquilinato a que se refiere el 
artículo 4.2 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 y los 
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asimilados a los de local de negocio a que se refiere el artículo 5.2 del mismo texto legal, 
celebrados antes del 9 de mayo de 1985 y que subsistan a la entrada en vigor de la presente 
ley, continuarán rigiéndose por las normas del citado texto refundido que les sean de 
aplicación, salvo las modificaciones contenidas en los apartados siguientes de esta 
disposición transitoria.

2. Los arrendamientos asimilados al inquilinato se regirán por lo estipulado en la 
disposición transitoria tercera. A estos efectos, los contratos celebrados por la Iglesia 
Católica y por Corporaciones que no persigan ánimo de lucro, se entenderán equiparados a 
aquellos de los mencionados en la regla 2.ª del apartado 4 a los que corresponda un plazo 
de extinción de quince años. Los demás se entenderán equiparados a aquellos de los 
mencionados en la citada regla 2.ª a los que corresponda un plazo de extinción de diez 
años.

3. Los arrendamientos asimilados a los de local de negocio se regirán por lo estipulado 
en la disposición transitoria tercera para los arrendamientos de local a que se refiere la regla 
2.ª del apartado 4 a los que corresponda una cuota superior a 190.000 pesetas.

4. Los arrendamientos de fincas urbanas en los que se desarrollen actividades 
profesionales se regirán por lo dispuesto en el apartado anterior.

Disposición transitoria quinta.  Arrendamientos de viviendas de protección oficial.
Los arrendamientos de viviendas de protección oficial que subsistan a la entrada en vigor 

de la presente ley continuarán rigiéndose por la normativa que les viniera siendo de 
aplicación.

Disposición transitoria sexta.  Procesos judiciales.
1. El Título V de la presente ley será aplicable a los litigios relativos a los contratos de 

arrendamiento de finca urbana que subsistan a la fecha de entrada en vigor de esta ley.
2. Se exceptúa lo establecido respecto al valor de la demanda y a la conformidad de las 

sentencias, que será inmediatamente aplicable a los recursos de casación en los litigios 
sobre contratos de arrendamientos de local de negocio en los que la sentencia de la 
Audiencia Provincial se haya dictado después de la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición transitoria séptima.  Aplicación de las medidas en zonas tensionadas.
1. La regulación establecida en el apartado 7 del artículo 17 se aplicará a los contratos 

que se formalicen desde la entrada en vigor de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el 
derecho a la vivienda, y una vez se encuentre aprobado el referido sistema de índices de 
precios de referencia, de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional primera de la 
Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda y lo establecido en la disposición 
adicional segunda del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes en 
materia de vivienda y alquiler.

2. La resolución del Departamento ministerial competente en materia de vivienda que 
apruebe el referido sistema de índices de precios de referencia se realizará por ámbitos 
territoriales, considerando las bases de datos, sistemas y metodologías desarrolladas por las 
distintas comunidades autónomas y asegurando en todo caso la coordinación técnica.

Disposición derogatoria única.  Disposiciones que se derogan.
Quedan derogados, sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones transitorias de la 

presente ley, el Decreto 4104/1964, de 24 de diciembre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964; los artículos 8 y 9 del Real 
Decreto-ley 2/1985, de 30 de abril, sobre Medidas de Política Económica, y cuantas 
disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta ley.

También queda derogado el Decreto de 11 de marzo de 1949. Esta derogación producirá 
sus efectos en el ámbito territorial de cada Comunidad Autónoma cuando se dicten las 
disposiciones a que se refiere la disposición adicional tercera de la presente ley.
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Disposición final primera.  Naturaleza de la ley.
La presente ley se dicta al amparo del artículo 149.1.8.ª de la Constitución.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día 1 de enero de 1995.
El apartado 3 de la disposición transitoria segunda entrará en vigor el día siguiente al de 

la publicación de la presente ley en el «Boletín Oficial del Estado».
Los traspasos de local de negocio producidos a partir de la fecha señalada en el párrafo 

anterior se considerarán producidos a partir de la entrada en vigor de la ley.

Disposición final tercera.  Publicación por el Gobierno de los Indices de Precios al 
Consumo a que se refiere esta ley.

El Gobierno, en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de la presente ley, 
publicará en el «Boletín Oficial del Estado» una relación de los Indices de Precios al 
Consumo desde el año 1954 hasta la entrada en vigor de la misma.

Una vez publicada la relación a que se refiere el párrafo anterior, el Instituto Nacional de 
Estadística, al anunciar mensualmente las modificaciones sucesivas del Indice de Precios al 
Consumo, hará constar también la variación de la proporción con el índice base de 1954.

Disposición final cuarta.  Compensaciones por vía fiscal.
El Gobierno procederá, transcurrido un año a contar desde la entrada en vigor de la ley, 

a presentar a las Cortes Generales un proyecto de ley mediante el que se arbitre un sistema 
de beneficios fiscales para compensar a los arrendadores, en contratos celebrados con 
anterioridad al 9 de mayo de 1985 que subsistan a la entrada en vigor de la ley, mientras el 
contrato siga en vigor, cuando tales arrendadores no disfruten del derecho a la revisión de la 
renta del contrato por aplicación de la regla 7.ª del apartado 11 de la disposición transitoria 
segunda de esta ley.
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§ 29

Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 170, de 17 de julio de 1999

Última modificación: 22 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-1999-15681

TÍTULO I
De la sociedad cooperativa

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Del régimen económico

[ . . . ]
Sección 2.ª Fondos sociales obligatorios

[ . . . ]
Artículo 56.  Fondo de educación y promoción.

1. El fondo de educación y promoción se destinará, en aplicación de las líneas básicas 
fijadas por los Estatutos o la Asamblea General, a actividades que cumplan alguna de las 
siguientes finalidades:

a) La formación y educación de sus socios y trabajadores en los principios y valores 
cooperativos, o en materias específicas de su actividad societaria o laboral y demás 
actividades cooperativas.

b) La difusión del cooperativismo, así como la promoción de las relaciones 
intercooperativas.

c) La promoción cultural, profesional y asistencial del entorno local o de la comunidad en 
general, así como la mejora de la calidad de vida y del desarrollo comunitario y las acciones 
de protección medioambiental.

2. Para el cumplimiento de los fines de este fondo se podrá colaborar con otras 
sociedades y entidades, pudiendo aportar, total o parcialmente, su dotación. Asimismo, tal 
aportación podrá llevarse a cabo a favor de la unión o federación de cooperativas en la que 
esté asociada para el cumplimiento de las funciones que sean coincidentes con las propias 
del referido fondo.

3. El informe de gestión recogerá con detalle las cantidades que con cargo a dicho fondo 
se hayan destinado a los fines del mismo, con indicación de la labor realizada y, en su caso, 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 551 –



mención de las sociedades o entidades a las que se remitieron para el cumplimiento de 
dichos fines.

4. Se destinará necesariamente al fondo de educación y promoción:
a) Los porcentajes de los excedentes cooperativos o de los resultados que establezcan 

los Estatutos o fije la Asamblea General contemplados en el artículo 58.1 de esta Ley.
b) Las sanciones económicas que imponga la cooperativa a sus socios.
5. El fondo de educación y promoción es inembargable e irrepartible entre los socios, 

incluso en el caso de liquidación de la cooperativa, y sus dotaciones deberán figurar en el 
pasivo del balance con separación de otras partidas.

6. El importe del fondo que no se haya aplicado o comprometido, deberá materializarse 
dentro del ejercicio económico siguiente a aquél en que se haya efectuado la dotación, en 
cuentas de ahorro, en títulos de la Deuda Pública o títulos de Deuda Pública emitidos por las 
Comunidades Autónomas, cuyos rendimientos financieros se aplicarán al mismo fin. Dichos 
depósitos o títulos no podrán ser pignorados ni afectados a préstamos o cuentas de crédito.

[ . . . ]
CAPÍTULO X

De las clases de cooperativas

[ . . . ]
Sección 4.ª De las cooperativas agrarias

Artículo 93.  Objeto y ámbito.
1. Son cooperativas agroalimentarias las que asocien a titulares de explotaciones 

agrícolas, ganaderas o forestales, incluyendo a las personas titulares de estas explotaciones 
en régimen de titularidad compartida, que tengan como objeto la realización de todo tipo de 
actividades y operaciones encaminadas al mejor aprovechamiento de las explotaciones de 
sus socios, de sus elementos o componentes de la cooperativa y a la mejora de la población 
agraria y del desarrollo del mundo rural, así como atender a cualquier otro fin o servicio que 
sea propio de la actividad agraria, ganadera, forestal o estén directamente relacionados con 
ellas y con su implantación o actuación en el medio rural.

También podrán formar parte como socios de pleno derecho de estas cooperativas, las 
sociedades agrarias de transformación, las comunidades de regantes, las comunidades de 
aguas, las comunidades de bienes y las sociedades civiles o mercantiles que tengan el 
mismo objeto social o actividad complementaria y se encuentre comprendido en el primer 
párrafo de este artículo. En estos casos, los Estatutos podrán regular un límite de votos que 
ostenten los socios mencionados en relación al conjunto de votos sociales de la cooperativa.

2. Para el cumplimiento de su objeto, las cooperativas agroalimentarias podrán 
desarrollar, entre otras, las siguientes actividades:

a) Adquirir, elaborar, producir y fabricar por cualquier procedimiento, para la cooperativa 
o para las explotaciones de sus socios, animales, piensos, abonos, plantas, semillas, 
insecticidas, materiales, instrumentos, maquinaria, instalaciones y cualesquiera otros 
elementos necesarios o convenientes para la producción y fomento agrario, alimentario y 
rural.

b) Conservar, tipificar, manipular, transformar, transportar, distribuir y comercializar, 
incluso directamente al consumidor, los productos procedentes de las explotaciones de la 
cooperativa, de sus socios, así como los adquiridos a terceros, en su estado natural o 
previamente transformados.

c) Adquirir, parcelar, sanear y mejorar terrenos destinados a la agricultura, la ganadería o 
los bosques, así como la construcción y explotación de las obras e instalaciones necesarias 
a estos fines.

d) Cualesquiera otras actividades que sean necesarias o convenientes o que faciliten el 
mejoramiento económico, técnico, laboral o medioambiental de la cooperativa o de las 
explotaciones de los socios, entre otras, la prestación de servicios por la cooperativa y con 
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su propio personal que consista en la realización de labores agrarias u otras análogas en las 
mencionadas explotaciones y a favor de los socios de la misma.

e) Realizar actividades de consumo y servicios para sus socios y demás miembros de su 
entorno social y territorial, fomentando aquellas actividades encaminadas a la promoción y 
mejora de la población agraria y el medio rural, en particular, servicios y aprovechamientos 
forestales, servicios turísticos y artesanales relacionados con la actividad de la cooperativa, 
asesoramiento técnico de las explotaciones de la producción, comercio y transformación 
agroalimentaria, y la conservación, recuperación y aprovechamiento del patrimonio y de los 
recursos naturales y energéticos del medio rural.

En todo caso, el volumen de operaciones de la Cooperativa por las actividades recogidas 
en el párrafo anterior no podrá exceder el veinticinco por ciento del volumen total de sus 
operaciones.

3. Las explotaciones agrarias de los socios, para cuya mejora la cooperativa agraria 
presta sus servicios y suministros, deberán estar dentro del ámbito territorial de la 
cooperativa, establecido estatutariamente.

4. Las cooperativas agroalimentarias podrán realizar un volumen de operaciones con 
terceros no socios que no sobrepase el 50 por ciento del total de las de la cooperativa.

[ . . . ]
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§ 30

Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, por el que se regula el 
Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de Vivienda
«BOE» núm. 309, de 24 de diciembre de 2008

Última modificación: 10 de abril de 2013
Referencia: BOE-A-2008-20751

[ . . . ]
TÍTULO II

Programas del Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Eje 3: Áreas de rehabilitación integral y renovación urbana

Sección 1.ª Programa de Áreas de Rehabilitación Integral de conjuntos 
históricos, centros urbanos, barrios degradados y municipios rurales (ARIS)

[ . . . ]
Artículo 46.  Condiciones de las áreas de rehabilitación integral.

Las ARIS deberán cumplir las siguientes condiciones:
1. Condiciones generales:
a) Deberán haber sido declaradas por las Comunidades autónomas y ciudades de Ceuta 

y Melilla.
b) El perímetro declarado del ARI habrá de incluir al menos 200 viviendas. 

Excepcionalmente, esta cifra podrá ser inferior en casos suficientemente motivados, 
acordados en las comisiones bilaterales de seguimiento.

c) Las viviendas y edificios objeto de rehabilitación deberán tener una antigüedad 
superior a 10 años, excepto en supuestos suficientemente motivados y acordados en las 
comisiones bilaterales de seguimiento.

d) Las viviendas que hayan obtenido ayudas de este programa, habrán de destinarse a 
domicilio habitual y permanente de su propietario, o al arrendamiento, al menos durante 5 
años tras la finalización de las obras de rehabilitación.

2. Condiciones específicas de las ARIS en conjuntos históricos.-Para poder acceder a 
las ayudas de este programa, el conjunto histórico deberá reunir los siguientes requisitos:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 554 –



a) Haber sido declarado como tal, o tener al menos expediente incoado al efecto, según 
la legislación estatal o autonómica.

b) Contar con un plan especial de conservación, protección y rehabilitación, o figura 
similar establecida por las Comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, y que 
cuente al menos con la aprobación inicial en el momento de la solicitud.

3. Condiciones específicas de las ARIS en municipios rurales.-Las ayudas del Plan 
correspondientes a este programa serán destinadas a municipios rurales de menos de 5.000 
habitantes, conforme a lo establecido en la Ley 45/2007, para el Desarrollo Sostenible del 
Medio Rural. Excepcionalmente, podrán destinarse a municipios de mayor población, en 
casos suficientemente motivados acordados en las comisiones bilaterales de seguimiento.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Eje 5: Ayudas para adquisición y urbanización de suelo para vivienda protegida

[ . . . ]
Artículo 65.  Requisitos para acceder a la financiación.

1. Los promotores deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) Acreditar previamente la propiedad del suelo, una opción de compra, un derecho de 

superficie o un concierto formalizado con quien ostente la titularidad del suelo o cualquier 
otro título o derecho que conceda facultades para efectuar la urbanización.

b) Suscribir el compromiso de iniciar, dentro del plazo máximo de 3 años, por sí, o 
mediante concierto con promotores de viviendas, la construcción de, al menos, un 30 por 
ciento de las viviendas protegidas de nueva construcción. El cómputo del plazo se iniciará a 
partir de la conformidad del Ministerio de Vivienda a la concesión de la subvención a la que 
se refiere el artículo siguiente, salvo que el planeamiento vigente o la legislación urbanística 
aplicable establezcan otro plazo diferente.

c) Adjuntar a la solicitud de financiación una memoria de viabilidad técnico-financiera y 
urbanística del proyecto, en la que se especificará la aptitud del suelo objeto de actuación 
para los fines perseguidos, los costes de la actuación protegida, la edificabilidad residencial, 
y el número de viviendas a construir ya sean libres o protegidas, según tipología y otras 
características que puedan dar lugar a la obtención de las subvenciones establecidas en 
esta materia. Asimismo, la memoria deberá contener la programación temporal 
pormenorizada de la urbanización y edificación, el precio de venta de las viviendas 
protegidas y demás usos previstos del suelo, el desarrollo financiero de la operación, así 
como los criterios de sostenibilidad que se aplicarán a la urbanización.

2. Para poder acogerse a la financiación correspondiente a las AUP, será necesario que 
se formalice un acuerdo de colaboración, en el marco de las comisiones bilaterales de 
seguimiento, con la participación del Ayuntamiento en cuyo término municipal se ubique la 
actuación de urbanización. En este acuerdo, conforme al número de objetivos y del volumen 
de recursos estatales convenidos, se concretarán las condiciones de financiación y, en su 
caso, los compromisos y aportaciones financieras de la comunidad autónoma y del municipio 
correspondiente, así como el sistema de seguimiento y evaluación de las actuaciones 
acordadas.

3. No se podrá obtener financiación para las actuaciones en materia de suelo cuando la 
solicitud de las mismas sea presentada con posterioridad a la obtención del préstamo 
convenido correspondiente a las viviendas protegidas de nueva construcción a edificar en 
dicho suelo. Tampoco cabrá la obtención de ayudas financieras cuando la unidad de 
ejecución, o parte de la misma, ya las hubiera recibido, incluso en el marco de planes 
estatales anteriores.

4. Deberá inscribirse en el Registro de la Propiedad la afectación del suelo objeto de 
financiación a la finalidad establecida, por lo que se refiere a número de viviendas protegidas 
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previstas, incluyendo sus tipologías y otras características que puedan dar lugar a la 
obtención de las subvenciones establecidas en esta materia.

[ . . . ]
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§ 31

Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan 
Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación 
edificatoria, y la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 86, de 10 de abril de 2013

Última modificación: 10 de marzo de 2018
Referencia: BOE-A-2013-3780

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Programa de fomento de la regeneración y renovación urbanas

[ . . . ]
Artículo 26.  Actuaciones subvencionables.

1. Las actuaciones subvencionables por este programa son las siguientes:
a) La ejecución de obras o trabajos de mantenimiento e intervención en edificios y 

viviendas, instalaciones fijas, equipamiento propio y elementos comunes, a fin de adecuarlos 
a la normativa vigente. Se podrán incluir los honorarios de los profesionales, el coste de 
redacción de proyectos, informes técnicos y certificados necesarios, así como los gastos 
derivados de la tramitación administrativa, siempre que todos ellos estén debidamente 
justificados.

b) La ejecución de las siguientes obras de mejora de la calidad y sostenibilidad del medio 
urbano:

1. Obras de urbanización y reurbanización material de los espacios públicos tales como 
pavimentación, jardinería, infraestructuras, instalaciones, servicios de abastecimiento de 
agua, saneamiento, suministro energético, alumbrado, recogida, separación y gestión de 
residuos, telecomunicaciones y utilización del subsuelo.

2. Obras de mejora de la accesibilidad de los espacios públicos.
3. Obras destinadas a mejorar la eficiencia ambiental en materia de agua, energía, uso 

de materiales, gestión de residuos y protección de la biodiversidad.
– En el ámbito del agua, las de reducción del uso de agua potable y de riego, las de 

gestión sostenible de las escorrentías urbanas, las aguas pluviales y residuales, y las de 
gestión de depuración y su retorno adecuado al medio.

– En el ámbito de la energía, las de mejora de la eficiencia energética en edificación y en 
servicios urbanos, las de implantación de energías renovables y sistemas de climatización 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 557 –



centralizada o de distrito, las de fomento de la movilidad sostenible y, en general, todas 
aquéllas otras destinadas a reducir la demanda energética, reducir las emisiones de gases 
contaminantes y aumentar el uso de energías renovables.

– En el ámbito de la mejora en el uso de materiales y la gestión de residuos, las 
relacionadas con la mejora del reciclaje de los materiales, especialmente aquéllas dirigidas a 
cumplir con los planes nacionales o autonómicos de recogida de residuos, las relativas al 
uso de materiales reciclados o renovables en edificación o urbanización, y las relativas al 
uso de materiales locales ligados a estrategias de promoción de una gestión sostenible del 
territorio.

– En el ámbito de la protección y mejora de la biodiversidad, las propuestas de 
conectividad de espacios verdes, de promoción de cubiertas verdes, o de implantación de 
especies adecuadas al medio.

c) Obras de demolición y edificación de viviendas de nueva construcción. Los nuevos 
edificios deberán tener una calificación energética mínima B, y cumplir en todo caso con las 
exigencias del Código Técnico de la Edificación.

2. También serán subvencionables:
a) Los costes de los programas de realojo temporal de los ocupantes legales de 

inmuebles que deban ser desalojados de su vivienda habitual, a consecuencia de la 
correspondiente actuación.

b) Los gastos de los equipos y oficinas de planeamiento, información, gestión y 
acompañamiento social de actuaciones subvencionables.

3. El coste total de las actuaciones subvencionables, incluyendo los gastos mencionados 
en la letra a) del apartado 1 de este artículo constituirá el presupuesto protegido de la 
actuación y no podrá superar los costes medios de mercado que a tales actuaciones 
correspondan.

Artículo 27.  Condiciones particulares de los ámbitos y actuaciones objeto del programa.
1. Para el reconocimiento de las ayudas previstas en este Programa el ámbito y 

actuación deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) El ámbito de actuación deberá estar delimitado territorialmente por acuerdo de la 

Administración competente, podrá ser continuo o discontinuo y comprender, al menos, 100 
viviendas. No obstante, en los cascos históricos, en los núcleos rurales, en las actuaciones 
exclusivamente de renovación urbana y otros supuestos excepcionales, el número mínimo 
de viviendas podrá ser inferior y se fijará en los Acuerdos de Comisión Bilateral con las 
Comunidades Autónomas y con las Ciudades de Ceuta y Melilla.

b) Al menos un 60% de la edificabilidad sobre rasante existente dentro del ámbito de 
actuación o de la resultante según el planeamiento vigente, deberá tener como destino el 
uso residencial de vivienda habitual.

2. Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla deberán remitir al 
Ministerio de Fomento las propuestas de actuaciones que pretendan financiar con cargo al 
programa. De estas propuestas, que serán compatibles con el plan estratégico global de la 
Comunidad Autónoma o Ciudades de Ceuta y Melilla referido en la letra d del apartado 3 del 
artículo 3, serán prioritarias las que cumplan, por orden, los siguientes requisitos:

a) Que mediante acuerdo de la Administración competente, se haya impuesto esa 
actuación, derivada de la necesidad de actuar con carácter integrado sobre ámbitos 
obsoletos o degradados.

b) Que se trate de una actuación de regeneración urbana integrada, entendiendo por tal 
la que aúne propuestas de regeneración social, económica y ambiental del ámbito de 
actuación.

c) Que la actuación afecte a ámbitos incluidos en otros declarados conjuntos históricos, o 
tengan ya expediente incoado al efecto, según la legislación aplicable. En este caso, deberá 
contar con un plan especial de conservación, protección, rehabilitación, o figura similar 
establecida por las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, y disponer, al 
menos, de la aprobación inicial, en el momento de la solicitud.
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d) Que la actuación cuente con algún compromiso de cofinanciación de otras 
Administraciones Públicas.

e) Que la actuación incluya modalidades innovadoras de financiación que garanticen una 
mayor aportación de fondos privados, sin repercutir directamente sobre los propietarios.

En las Comisiones Bilaterales de seguimiento se suscribirán, con la participación del 
Ayuntamiento en cuyo término municipal se ubique el ámbito de actuación, los 
correspondientes acuerdos.

3. Con carácter previo, a la adopción del acuerdo de la comisión bilateral de seguimiento, 
deberá presentarse la siguiente documentación:

a) La delimitación del Ámbito de Regeneración y Renovación Urbanas señalada sobre un 
plano parcelario a escala adecuada y una relación que permita identificar inequívocamente a 
todos los inmuebles incluidos. En los casos en los que el sistema de gestión sea por 
expropiación se identificarán sus propietarios y ocupantes legales.

Se acompañará la documentación gráfica y complementaria que recoja las 
determinaciones estructurales pormenorizadas del planeamiento vigente y los parámetros 
urbanísticos del ámbito delimitado.

b) Una Memoria-Programa en la que constarán, al menos, los siguientes documentos:
1.º Un Diagnóstico sobre la situación social, económica y ambiental del ámbito, 

justificado en base a indicadores e índices estadísticos objetivos en relación con la media 
municipal, autonómica y estatal o, en su defecto, sobre la base de informes técnicos. 
También incluirá los objetivos y fines públicos de la actuación.

2.º Un Programa de Acciones Integradas que incluya la descripción de las actuaciones 
subvencionables, su idoneidad técnica, y las formas de su ejecución y gestión así como su 
programación temporal. Se incluirán también las medidas complementarias propuestas en 
los ámbitos social, económico y ambiental, especificando de forma pormenorizada las 
instituciones públicas y privadas implicadas y los compromisos establecidos para su puesta 
en marcha, desarrollo y seguimiento.

El Programa de Acciones Integradas contendrá un cuadro de indicadores de 
seguimiento, para verificar la incidencia de las acciones y una Memoria que acredite la 
participación ciudadana en su diseño.

3.º Una Memoria de Viabilidad técnica que acredite su compatibilidad con la ordenación 
urbanística y otra de Viabilidad Económica, que analizará la rentabilidad y el equilibrio entre 
los beneficios y las cargas derivadas de la actuación para los propietarios. En la Memoria 
deberá constar el presupuesto total protegido de la operación, desglosando las actuaciones 
según los tipos establecidos en el artículo 26.

4.º El Plan de realojo temporal y retorno legalmente necesario, en su caso, con 
indicación de los plazos y costes de los realojos y de las medidas sociales complementarias 
previstas para la población afectada.

4. Los edificios y viviendas incluidos en los ámbitos de Regeneración y Renovación 
Urbanas, deberán cumplir, además de lo previsto en el apartado 1 de este artículo, las 
condiciones establecidas en las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 21.

[ . . . ]
CAPÍTULO IX

Programa para el fomento de ciudades sostenibles y competitivas

Artículo 37.  Objeto del programa.
1. El objeto de este programa es la financiación de la ejecución de proyectos de especial 

trascendencia, basados en las líneas estratégicas temáticas que se desarrollan en el 
apartado siguiente.

2. Las líneas estratégicas temáticas que definirán los proyectos que podrán ser objeto de 
convocatoria pública, serán las siguientes, sin perjuicio de que dichas convocatorias puedan 
perfilarlas:
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a) Mejora de barrios: Actuaciones predominantemente de regeneración urbana 
integrada, en tejidos de bloque construidos en el periodo comprendido entre 1940 y 1980, en 
las que destaquen aspectos de incremento de la eficiencia energética y la mejora de la 
accesibilidad de los edificios, recualificación del espacio público, dotación de nuevos 
equipamientos e impulso de la cohesión social y la actividad económica.

b) Centros y cascos históricos: Actuaciones predominantemente de regeneración en 
centros históricos urbanos y cascos rurales, incluyendo actuaciones de rehabilitación de 
edificios residenciales y otro uso que cuenten con algún grado de protección patrimonial, 
mejora del espacio público e impulso de la cohesión social y la revitalización económica.

c) Renovación de áreas funcionalmente obsoletas: Actuaciones sobre tejidos con 
severas condiciones de obsolescencia funcional e inadecuación desde el punto de vista 
urbanístico y edificatorio, en los que se proponga su renovación funcional y recualificación 
con usos mixtos, que incluyan actividades económicas.

d) Renovación de áreas para la sustitución de infravivienda: Actuaciones para la 
erradicación de la vivienda con deficiencias graves en seguridad, salubridad y habitabilidad, 
ubicada en tejidos de urbanización marginal, acompañadas de programas sociales.

e) Ecobarrios: Actuaciones predominantemente de regeneración urbana en áreas 
residenciales en las que destaque el impulso de la sostenibilidad ambiental en los edificios y 
en los espacios públicos.

f) Zonas turísticas. Actuaciones de regeneración, esponjamiento y renovación urbanas 
en zonas turísticas con síntomas de obsolescencia o degradación, sobrecarga urbanística y 
ambiental o sobreexplotación de recursos y que planteen una mejora y reconversión de las 
mismas hacia un modelo turístico más sostenible, competitivo y de mayor calidad.

3. Los proyectos que se refieran a las líneas estratégicas temáticas contenidas en el 
apartado anterior deberán circunscribirse a un único término municipal, contener la 
delimitación precisa del área de actuación, que tendrá carácter homogéneo y continuidad 
geográfica, con la descripción de la situación urbanística y social de la misma. Asimismo 
deberán justificar la conveniencia de la propuesta de actuación, e incluir una memoria 
descriptiva de la misma y de viabilidad técnica y económica de la actuación, y adjuntar un 
presupuesto estimativo, desglosado por tipos de actuaciones, así como un calendario 
previsible de ejecución.

4. Los proyectos serán seleccionados mediante un procedimiento abierto y en régimen 
de concurrencia competitiva, por medio de las oportunas convocatorias realizadas por las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, y cuyo procedimiento de concesión 
se regirá por lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

[ . . . ]
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§ 32

Orden FOM/2252/2014, de 28 de noviembre, por la que se determina 
la efectividad de las líneas de ayuda previstas en el Real Decreto 
233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de 
fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la 

regeneración y renovación urbanas 2013-2016

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 292, de 3 de diciembre de 2014

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2014-12560

La disposición adicional décima del Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se 
regula el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la 
regeneración y renovación urbanas 2013-2016, dispone que «La efectividad de las líneas de 
ayuda previstas en este real decreto, se determinará mediante la publicación en el “Boletín 
Oficial del Estado” de una Orden del Ministerio de Fomento».

La disposición adicional segunda de la Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de 
flexibilización y fomento del mercado del alquiler de viviendas dispone en su apartado c) que 
«se mantienen las ayudas del programa de inquilinos, ayudas a las áreas de rehabilitación 
integral y renovación urbana, rehabilitación aislada y programa RENOVE, acogidas a los 
Planes Estatales de Vivienda hasta que sean efectivas las nuevas líneas de ayudas del Plan 
Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y 
renovación urbanas 2013-2016», y en su apartado d) que «Las ayudas de Renta Básica de 
Emancipación reguladas en el Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre, que subsisten a 
la supresión realizada por el Real Decreto-ley 20/2011, de 30 de diciembre, y por el Real 
Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, se mantienen hasta que sean efectivas las nuevas 
líneas de ayudas, del Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación 
edificatoria y la regeneración y renovación urbanas 2013-2016».

El día 22 de julio de 2013 se celebró la Conferencia Sectorial de Urbanismo, Vivienda y 
Suelo en la que se determinaron, para las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y 
Melilla, los porcentajes de reparto de los recursos disponibles para subvenciones del Plan 
Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y 
renovación urbanas 2013-2016.

El Consejo de Ministros, con fecha 5 de diciembre de 2013, a propuesta del Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, acordó autorizar los límites para adquirir 
compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros en aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 47 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, al objeto de 
atender las subvenciones previstas en el Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se 
regula el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la 
regeneración y renovación urbanas 2013-2016.
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Asimismo, el Consejo de Ministros, con fecha 13 de diciembre de 2013, a propuesta del 
Ministerio de Fomento, acordó las cuantías máximas de las ayudas financieras estatales 
para la instrumentación de las subvenciones del Plan Estatal de fomento del alquiler de 
viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación urbanas 2013-2016, 
coincidentes con los límites anteriores.

Por otra parte, el Consejo de Ministros, con fecha 18 de julio de 2014, acordó autorizar la 
suscripción de convenios de colaboración entre el Ministerio de Fomento y diversas 
Comunidades Autónomas (todas, excepto las Comunidades Autónomas del País Vasco y de 
Navarra, en razón de su régimen foral) para la ejecución del Plan Estatal de fomento del 
alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación urbanas 
2013-2016, y ratificar sus autorizaciones provisionales así como las de los convenios en esta 
materia con las Ciudades de Ceuta y Melilla.

Cumplido todo lo anterior, con objeto de ultimar el proceso de sustitución de las ayudas 
estatales anteriores por las del Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la 
rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas 2013-2016, se hace 
necesario determinar la efectividad de las líneas de ayuda de este Plan Estatal.

La Abogacía del Estado ha emitido informe favorable.
En su virtud, a propuesta del Director General de Arquitectura, Vivienda y Suelo, con la 

conformidad del Secretario de Estado de Infraestructuras, Transporte y Vivienda y del 
Subsecretario de Fomento, dispongo:

Artículo único.  Determinación de la efectividad de las líneas de ayuda del Plan Estatal de 
Fomento del Alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y 
renovación urbanas 2013-2016.

1. Se determina la efectividad de las líneas de ayuda del Plan Estatal de fomento del 
alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas 
2013-2016, a partir del día de entrada en vigor de esta orden.

2. Respecto de cada beneficiario de las ayudas de renta básica de emancipación, y a los 
solos efectos previstos en el apartado d) de la disposición adicional segunda de la Ley 
4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado del alquiler de 
viviendas, se aplicará lo siguiente:

a) La efectividad de las nuevas líneas de ayuda se producirá a la finalización del plazo 
por el cual tuviera reconocida la ayuda de renta básica de emancipación.

b) Podrá solicitar las ayudas del «Programa de ayuda al alquiler de vivienda», recogido 
en el capítulo III del Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal 
de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y 
renovación urbanas, 2013-2016. No obstante, desde que se resuelva favorablemente su 
solicitud perderá el derecho a la ayuda de renta básica de emancipación, de conformidad 
con el artículo 9.2 del Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre, por el que se regula la 
renta básica de emancipación de los jóvenes, modificado por el Real Decreto 366/2009, de 
20 de marzo.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 33

Ley 13/2013, de 2 de agosto, de fomento de la integración de 
cooperativas y de otras entidades asociativas de carácter 

agroalimentario

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 185, de 3 de agosto de 2013

Última modificación: 24 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2013-8555

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
El asociacionismo agrario, como fenómeno general, y las cooperativas en particular, son 

protagonistas del gran cambio experimentado en el sector agroalimentario español, 
contribuyendo a la vertebración del territorio, al dar continuidad a la actividad agraria, 
fomentando el empleo rural y teniendo una especial capacidad para ser motor de desarrollo 
económico y social, favoreciendo, por tanto, la viabilidad y sostenibilidad de nuestras zonas 
rurales.

A título ilustrativo puede señalarse que el sector cooperativo está compuesto por cerca 
de 4.000 entidades y 1.200.000 socios, siendo en el conjunto de la producción 
agroalimentaria española, con una facturación de 17.405 millones de euros en 2011, un 
segmento capital de nuestro tejido asociativo agrario, al que debe sumarse un creciente 
número de entidades asociativas de naturaleza no cooperativa que como las sociedades 
agrarias de transformación (SAT), las organizaciones de productores y las entidades 
mercantiles y civiles, que vertebran el escalón primario de la producción agraria española, 
además de contribuir y mejorar la cohesión territorial mediante la generación de empleo 
estable y de calidad ofreciendo nuevos servicios que demandan los ciudadanos del medio 
rural.

Se trata, sin embargo, de un sector caracterizado por su atomización lo que está 
provocando que ni siquiera las entidades mejor estructuradas estén viendo rentabilizados 
sus esfuerzos e inversiones, siendo necesario poner en marcha medidas que fomenten la 
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integración y la potenciación de grupos comercializadores de base cooperativa y asociativa, 
con implantación y ámbito de actuación superior al de una comunidad autónoma, que 
resulten capaces de operar en toda la cadena agroalimentaria, tanto en los mercados 
nacionales como en los internacionales y que contribuyan a mejorar la renta de los 
agricultores y consolidar un tejido industrial agroalimentario en nuestras zonas rurales.

II
Para corregir los inconvenientes que provoca la aludida atomización, el Gobierno se ha 

fijado como un eje prioritario de actuación el impulso y fomento de la integración cooperativa 
y asociativa, en la convicción de que favorecerá la competitividad, el redimensionamiento, la 
modernización y la internacionalización de dichas entidades, en el marco de las reformas 
estructurales para mejorar la economía y competitividad del país.

Para ello es preciso vencer una serie de obstáculos que frenan la integración, derivados 
de la anterior PAC con los diferentes mecanismos de regulación llamados a desaparecer y 
de la creciente volatilidad de los mercados internacionales, junto a la visión localista del 
sector asociativo, sin un desarrollo suficiente en materia de comercialización. Todo ello limita 
el aprovechamiento eficiente de las economías de escala y alcance que todo proceso de 
integración lleva inmerso.

III
El fomento de la capacidad comercializadora y económica del sector productor, en 

particular mediante la integración de las cooperativas y demás formas jurídicas del 
asociacionismo agrario, permite alcanzar un modelo asociativo empresarial generador de 
valor, más rentable, competitivo y profesionalizado. El fortalecimiento de las estructuras 
asociativas facilita la innovación y la incorporación de nuevas tecnologías en las estructuras 
agrarias, aumentando su productividad y eficiencia y, en definitiva, su capacidad de competir 
más eficazmente en los mercados internacionales.

En atención a estas consideraciones es objeto de la presente ley el fomento de la fusión 
e integración de las cooperativas agrarias y demás formas asociativas en el ámbito 
agroalimentario, en el marco de la futura PAC, incluyendo aquí también a los grupos 
cooperativos que asocian a varias empresas cooperativas con la entidad cabeza de grupo 
que ejercita facultades o emite instrucciones de obligado cumplimiento para los integrantes 
del mismo, de forma que se produce una unidad de decisión en el ámbito de dichas 
facultades. A este propósito, es pieza clave la creación de la figura de la entidad asociativa 
agroalimentaria prioritaria.

Las políticas de fomento que instaura la ley se articulan en torno a medidas destinadas a 
priorizar las ayudas y subvenciones que estén previstas en los Programas de Desarrollo 
Rural para aquellas actuaciones que radiquen en su ámbito territorial, de acuerdo con sus 
respectivas normas reguladoras y desde el respeto a la normativa europea y de 
competencia.

En este sentido, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y las 
comunidades autónomas procederán a la revisión de las políticas de fomento asociativo y a 
la elaboración de un Plan Estatal de Integración Asociativa con objeto de coordinar dichas 
políticas con los fines previstos en la presente ley, a fin de eliminar los obstáculos que 
causan debilidad al sector productor e instaurar medidas legales y económicas que 
favorezcan la integración.

Asimismo se promoverá la constitución de grupos cooperativos y otras agrupaciones de 
entidades asociativas a efectos de alcanzar la condición de entidad asociativa prioritaria 
agroalimentaria, disponiendo al efecto de una regulación societaria y fiscal adecuada.

La constitución y reconocimiento de las entidades asociativas prioritarias, que se 
fomenta mediante la presente ley, podrá suponer, en unos casos, la desaparición de las 
entidades originales que pasan a integrarse en una nueva entidad o, en otros casos, la 
desaparición por absorción, el reconocimiento de una entidad ya existente, o la creación 
como una nueva entidad manteniendo las entidades originales de base, las cuales 
constituyen una entidad de grado superior que asume, al menos, las tareas relacionadas con 
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la comercialización en común de la producción de todos los socios de dichas entidades 
originales.

La ley se estructura en cinco capítulos con seis artículos, una disposición adicional, una 
disposición transitoria y cinco finales.

El capítulo I establece las disposiciones generales: objeto y ámbito de aplicación y fines.
El capítulo II establece las condiciones que deben cumplir las entidades asociativas 

prioritarias para su reconocimiento.
El capítulo III se refiere a las ayudas y beneficios previstos ante las diferentes 

situaciones de preferencia tanto de las entidades asociativas resultantes como las que las 
que integran y sus productores.

El capítulo IV crea, adscrito a la Dirección General de la Industria Alimentaria del 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, el Registro Nacional de Entidades 
Asociativas Prioritarias.

En el capítulo V se regula el régimen de financiación de las ayudas, así como la 
colaboración de las comunidades autónomas.

La disposición transitoria regula un período transitorio a efectos de cumplir lo previsto en 
el apartado c) del artículo 3 de la ley, para las entidades asociativas que no cumplan con lo 
previsto en el mismo, en el momento de la solicitud de su reconocimiento e inscripción en el 
Registro de Entidades Asociativas Prioritarias.

Las disposiciones finales regulan el título competencial, modifican la Ley 27/1999, de 16 
de julio, de Cooperativas, y la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las 
Cooperativas, señalan el no aumento de gasto público y el desarrollo reglamentario.

IV
Así, para contribuir a facilitar de modo particular el desarrollo del sector cooperativo en 

España, que en la actualidad presenta un importante potencial económico y con más de cien 
mil empleos directos, se requiere una importante ampliación de sus fines y actividades, lo 
que supone una revisión de su regulación básica, tanto de índole sustantivo como fiscal. 
Estas medidas harán posible un mejor desarrollo de sus posibilidades de generación de 
empleo, para lo cual la normativa legal debe ofrecerles la posibilidad de hacerse cargo de 
actuaciones y servicios que repercutan en beneficio del territorio rural y de su población, a la 
vez que les permita ampliar su desarrollo empresarial a efectos de alcanzar una mayor 
dimensión. A este motivo responden las modificaciones que se introducen en la Ley 27/1999, 
de 16 de julio, de Cooperativas, y en la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen 
Fiscal de las Cooperativas.

Por tanto, las modificaciones que se proponen en la vigente normativa legal sobre 
cooperativas van dirigidas a eliminar determinados límites o trabas que, hoy en día, dificultan 
una mayor ampliación de sus actividades. En definitiva, se pretende hacer posible mantener 
una de las máximas del cooperativismo agrario: su ubicación en el territorio rural sin 
previsión de que se deslocalicen del mismo.

Estos planteamientos son los que han inspirado las modificaciones en las citadas leyes, 
que se describen seguidamente.

Se procede a reformar el artículo 6 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, con el objetivo de 
mejorar la definición de las clases de cooperativas agrarias en su denominación actual para 
adaptarlas a su realidad económica y social, que en lo sucesivo pasarán a denominarse 
«agroalimentarias», así como respecto de las de segundo grado. La nueva denominación de 
cooperativa agroalimentaria que se atribuye a las cooperativas agrarias venía siendo 
reclamada por la totalidad del sector y resulta pertinente por su mayor aproximación a la 
realidad socioeconómica. Esta modificación se hace extensiva a todos los casos en que 
aparezca el nombre de cooperativa agraria en el articulado de la Ley 27/1999, de 16 de julio, 
y permitirá a las cooperativas la adecuación de sus normas constitutivas a las actividades 
que efectivamente en la actualidad vienen desarrollando. La flexibilización que se introduce 
proporcionará una mayor facilidad a las cooperativas para desarrollar sus posibilidades de 
generación de empleo.

Con objeto de contribuir a la consolidación de las asociaciones de las cooperativas, se 
plantea la incorporación en el artículo 56 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, relativo al Fondo 
de Educación y Promoción (FEP), de un nuevo párrafo en su punto 2, mediante el que se 
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posibilita expresamente que las cooperativas aporten sus dotaciones del FEP a sus Uniones 
o Federaciones para el cumplimiento de las funciones que la legislación les tenga 
encomendadas en la medida en que sean coincidentes con las propias de dichos fondos. 
Mediante este cambio se habilita una opción para las cooperativas en cuanto al destino y 
gestión del citado Fondo de Educación y Promoción, siguiendo la línea ya establecida en las 
leyes de cooperativas de las Comunidades Autónomas de Andalucía y Valencia.

Las modificaciones que se proponen, en relación con el artículo 93 de la Ley 27/1999, de 
16 de julio, incorporan de forma expresa en el ámbito subjetivo de la cooperativa 
agroalimentaria, a las personas titulares de las explotaciones que siguen el régimen de 
titularidad compartida, regulado en la reciente Ley 35/2011, de 4 de octubre, sobre titularidad 
compartida de las explotaciones agrarias.

También se incide en el ámbito de actuación de la cooperativa agroalimentaria, de forma 
que, además de incidir en la actividad específicamente agraria, también actúe en razón a su 
implantación en el medio rural, al tiempo que se puntualiza que las actividades de la 
cooperativa afectan tanto a los productos de ella misma, como de sus socios.

Además, se resalta la actuación de las cooperativas agroalimentarias en el entorno 
territorial y social propio de su ubicación, diversificando su actividad en beneficio de sus 
habitantes, tanto socios como terceros no socios.

Por lo que respecta al artículo 9 de la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen 
Fiscal de las Cooperativas, las modificaciones que se establecen respecto a su ámbito 
subjetivo eliminan la referencia a las personas físicas, por obsolescencia en el contexto 
actual. Esta limitación genera no pocos problemas para la transmisión generacional de las 
explotaciones en gestión cooperativa y supone un importante obstáculo para la generación 
de grupos cooperativos agrarios competitivos, sin que aporte ningún valor añadido en 
términos de finalidades públicas a incentivar, principios cooperativos o mutualismo.

Finalmente, resulta conveniente adecuar el texto de esta Ley al contenido de la 
Sentencia del Tribunal Constitucional 85/2015, de 30 de abril de 2015 en relación con el 
recurso de inconstitucionalidad número 6228-2013, interpuesto por la Generalitat de 
Cataluña, facilitando la participación de las Comunidades Autónomas en el procedimiento de 
reconocimiento, mediante su consulta, informando sobre modificaciones y simplificando el 
Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Esta ley tiene por objeto fomentar la fusión o integración de las cooperativas 

agroalimentarias y de otras entidades de naturaleza asociativa mediante la constitución o la 
ampliación de entidades asociativas agroalimentarias de suficiente dimensión económica, y 
cuya implantación y ámbito de actuación económica sean de carácter supraautonómico, 
instrumentando, en su caso, las medidas necesarias para obtener un tamaño adecuado que 
les permita alcanzar los fines descritos en el artículo 2.

2. La presente ley es de aplicación a las entidades asociativas agroalimentarias 
calificadas de prioritarias de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo II y a las entidades 
asociativas que las integran, en su caso, así como a los productores individuales, ya sean 
personas físicas o jurídicas, que forman parte de las mismas.

3. A los efectos de esta ley, son entidades asociativas las sociedades cooperativas de 
primer, segundo o ulterior grado, los grupos cooperativos, las sociedades agrarias de 
transformación, y las entidades civiles o mercantiles, siempre que más del 50 por ciento de 
su capital social pertenezca a sociedades cooperativas o a sociedades agrarias de 
transformación. En el caso de que estas entidades económicas tengan la forma de sociedad 
anónima, sus acciones deberán ser nominativas.

Artículo 2.  Fines.
1. Esta Ley pretende la consecución de los siguientes fines:
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a) Fomentar la agrupación de los primeros eslabones que conforman la cadena 
alimentaria, mediante la fusión o integración de las entidades asociativas, con el objeto de 
favorecer su redimensionamiento, mejorar su competitividad y contribuir a la valorización de 
sus producciones.

b) Mejorar la formación de los responsables en la gobernanza y gestión de dichas 
entidades, en especial en las nuevas herramientas e instrumentos de gestión.

c) Contribuir a la mejora de la renta de los productores agrarios integrados en las 
entidades asociativas.

d) Favorecer la integración de los productores en entidades asociativas prioritarias, así 
como en cualquiera de las entidades asociativas que se indican en el artículo 1.3, a fin de 
mejorar su posición en el mercado y su participación en el proceso de valorización y 
comercialización de sus productos.

2. Las medidas que se arbitren para alcanzar los fines señalados en este artículo se 
ejercerán de conformidad con el Derecho Comunitario que resulte de aplicación, en 
particular a la normativa de ayudas públicas, y con las normas y principios recogidos en la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

CAPÍTULO II
Entidades asociativas prioritarias

Artículo 3.  Reconocimiento de las entidades asociativas prioritarias.
1. Para que una entidad asociativa pueda tener la consideración de prioritaria, habrá de 

reunir los siguientes requisitos, que serán desarrollados reglamentariamente:
a) Ser entidad asociativa agroalimentaria de las dispuestas en el artículo 1.3 de esta ley.
b) Tener implantación o un ámbito de actuación económico que sean de carácter 

supraautonómico, incluyendo las operaciones generadas al amparo de acuerdos 
intercooperativos.

c) Llevar a cabo la comercialización o transformación conjunta de las producciones de 
las entidades asociativas y de los socios que las componen, para las que se solicita el 
reconocimiento, en el sentido de lo previsto en la letra e) de este apartado.

d) Que la facturación de la entidad asociativa solicitante alcance, al menos, la cantidad 
que se determine reglamentariamente.

e) Constar expresamente en los estatutos o disposiciones reguladoras correspondientes 
a las distintas entidades que componen la entidad asociativa prioritaria, así como en los de 
esta entidad, la obligación de los socios de entregar un volumen determinado de sus 
producciones para su comercialización o transformación en común, o bien para su 
abastecimiento, en el caso de aquellas entidades cuya actividad corresponda a suministros y 
servicios.

f) Los estatutos o disposiciones reguladoras de la entidad asociativa prioritaria y de las 
entidades que la integran deberán contemplar las necesarias previsiones para garantizar a 
sus productores asociados el control democrático de su funcionamiento y de sus decisiones, 
así como para evitar la posición de dominio de uno o varios de sus miembros.

g) Asimismo, los estatutos o disposiciones reguladoras de la entidad asociativa prioritaria 
y de las entidades que la integran, deberán contemplar el consentimiento de los socios a la 
cesión de los datos referentes a la actividad económica realizada en el seno de la entidad, a 
efectos del control y cumplimiento de lo dispuesto en esta ley.

2. A solicitud de la entidad interesada, y tras haberse comprobado el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el apartado 1 de este artículo, el Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación procederá al reconocimiento de la entidad asociativa prioritaria, previa consulta 
a las comunidades autónomas afectadas por su carácter supraautonómico.

3. La solicitud de reconocimiento implica el consentimiento al tratamiento de los datos 
correspondientes a la entidad asociativa prioritaria, así como de los relativos a las entidades 
asociativas que la integran y la relación de productores que forman parte de las mismas, con 
sujeción a lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales.
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4. Las entidades asociativas agroalimentarias reconocidas como prioritarias, las 
entidades que las integren y los productores que formen parte de las mismas que no 
cumplan con los requisitos exigidos para mantener su condición, no podrán beneficiarse de 
las ayudas y beneficios previstos en las normas reguladoras de su concesión. 
Reglamentariamente se determinará la forma y condiciones en que se deba acreditar el 
mantenimiento de los requisitos y las consecuencias de su pérdida.

5. Las entidades asociativas prioritarias vendrán obligadas a comunicar al Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación los cambios que pudieran afectar a su condición de 
prioritarias cuando se produzcan. El Ministerio resolverá los cambios comunicados mediante 
el procedimiento establecido reglamentariamente, previa solicitud de informe a las 
comunidades autónomas afectadas por su carácter supraautonómico, cuando tales 
modificaciones sean esenciales. Adicionalmente, con carácter anual, procederá a actualizar 
la relación de productores que forman parte de las mismas, así como aquella información 
relevante a efectos de garantizar que siguen cumpliéndose los requisitos para la obtención 
del reconocimiento.

6. Las entidades reconocidas como prioritarias tendrán la obligación de establecer, 
mediante procedimiento escrito, los controles necesarios para avalar el cumplimiento de los 
requisitos por parte de sus entidades de base y sus socios productores, y de someterse a los 
controles llevados a cabo por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación para tal fin.

7. Aquellas entidades que dejen de cumplir el conjunto de condiciones establecidas en 
este artículo perderán la condición de prioritarias.

 

CAPÍTULO III
Ayudas y beneficios previstos

Artículo 4.  Situaciones de preferencia.
1. Las entidades asociativas reconocidas como prioritarias podrán tener preferencia, de 

acuerdo con la normativa especifica contenida en las bases reguladoras de cada 
convocatoria, en la concesión de subvenciones y ayudas en materia de inversiones 
materiales o inmateriales destinadas a mejorar los procedimientos de gestión y 
comercialización; en el acceso a actividades formativas y de cooperación; en materia de 
internacionalización, de promoción y de I+D+i; en el acceso a las líneas ICO de financiación 
preferente, que específicamente se establezcan; u otras de las que puedan ser beneficiarias, 
así como en las actuaciones contempladas en los Programas de Desarrollo Rural, a favor de 
la competitividad, la transformación y la comercialización; y en cualesquiera otras que para 
estos mismos fines se determinen reglamentariamente.

2. Las entidades asociativas integradas en entidades asociativas reconocidas como 
prioritarias podrán tener preferencia, de acuerdo con la normativa especifica contenida en las 
bases reguladoras de cada convocatoria, en la concesión de subvenciones y ayudas en 
materia de inversiones materiales o inmateriales destinadas a mejorar los procedimientos de 
gestión y transformación; en el acceso a actividades formativas y de asistencia técnica; en 
las contrataciones de pólizas que puedan establecerse para estas entidades en el marco del 
Sistema de Seguros Agrarios Combinados; en el acceso a programas o actuaciones en I+D
+i y en nuevas tecnologías; enfocadas específicamente a la mejora de la competitividad, la 
transformación y la comercialización; o en cualesquiera otras que para estos mimos fines se 
determinen reglamentariamente.

3. Los productores agrarios que formen parte de entidades asociativas prioritarias o de 
las entidades asociativas que la componen, podrán tener preferencia, de acuerdo con la 
normativa especifica contenida en las bases reguladoras de cada convocatoria, en la 
concesión de subvenciones y ayudas para mejorar su competitividad y orientar su 
producción al mercado en el marco de la entidad asociativa prioritaria de la que formen 
parte, respecto a los productos para los que ha sido reconocida; y en cualesquiera otras que 
para estos mismos fines reglamentariamente se determine.

4. La citada preferencia a establecer en la normativa específica contenida en las bases 
reguladoras de cada convocatoria no podrá tener carácter absoluto. Asimismo, deberá 
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quedar garantizado en dichas bases, que no existirá discriminación en el acceso a las 
ayudas y subvenciones destinadas a las entidades y productores, con independencia de cual 
sea la organización, entidad o asociación a través de la cual sean tramitadas o gestionadas.

CAPÍTULO IV
Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias

Artículo 5.  Creación y funcionamiento.
1. Se crea en el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, con carácter 

informativo, adscrito a la Dirección General de la Industria Alimentaria, un Registro Nacional 
de Entidades Asociativas Prioritarias, en el que se inscribirán las entidades de esta 
naturaleza reconocidas de acuerdo con lo establecido en la presente Ley y en su reglamento 
de desarrollo.

2. La inscripción en el registro supondrá la incorporación al mismo tanto de los datos 
correspondientes a la entidad asociativa prioritaria, como de los relativos a las entidades 
asociativas que la integran y la relación de productores que forman parte de las mismas, con 
sujeción a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal.

3 a 5. (Suprimidos).

CAPÍTULO V
Financiación de las ayudas y colaboración de las comunidades autónomas

Artículo 6.  Financiación de las ayudas.
1. Las ayudas a que se refiere esta Ley podrán ser financiadas por la Administración 

General del Estado y por las de las Comunidades Autónomas.
2. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente presentará en la 

Conferencia Sectorial que corresponda por razón de la materia el Plan Estatal de Integración 
Asociativa, en el que se incluirán las actuaciones y dotaciones previstas por el Departamento 
para impulsar la aplicación de la presente ley, así como las actuaciones previstas, en este 
mismo sentido, por las comunidades autónomas. El plan incluirá así mismo un balance de 
los logros que se hayan ido alcanzando.

Disposición adicional única.  Plan Estatal de Integración Asociativa.
El Gobierno presentará el primer Plan Estatal de Integración Asociativa en el plazo de 

seis meses a contar desde la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio del artículo 3.1 c).
Reglamentariamente se establecerá un período transitorio a efectos de cumplir lo 

previsto en el apartado c) del artículo 3.1 de esta Ley, para las entidades asociativas que no 
cumplan con lo previsto en el mismo, en el momento de la solicitud de su reconocimiento e 
inscripción en el Registro Nacional de Entidades Asociativas Prioritarias.

En el supuesto de que transcurrido dicho período, continúe habiendo entidades 
asociativas que no entregan la totalidad de su producción comercializable a la Entidad 
Asociativa Prioritaria, en la que están integradas, dichas entidades y los socios que las 
componen perderán los beneficios que pudieran corresponderles en aplicación de lo 
establecido en el capítulo III de esta Ley.

Así mismo, la Entidad Asociativa Prioritaria deberá someterse a un nuevo procedimiento 
de reconocimiento, para determinar que, contando exclusivamente con las entidades que sí 
entregan la totalidad de su producción, cumple el conjunto de condiciones establecidas en el 
artículo 3 de esta Ley. En caso de que estas condiciones no se cumplan, dicha Entidad 
perderá la condición de prioritaria.
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Disposición final primera.  Título competencial.
La presente ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13ª de la 

Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva sobre bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económica, excepto la disposición final tercera, que se 
dicta al amparo de la regla 14.ª, que atribuye al Estado competencia exclusiva sobre 
Hacienda general y Deuda del Estado.

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de 
Cooperativas.

Se modifica la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, en la forma que a 
continuación se indica.

Uno. Se da nueva redacción al artículo 6 y se incluye un nuevo apartado 2:

«Artículo 6.  Clases de cooperativas.
1. Las sociedades cooperativas de primer grado podrán clasificarse de la 

siguiente forma:
– Cooperativas de trabajo asociado.
– Cooperativas de consumidores y usuarios.
– Cooperativas de viviendas.
– Cooperativas agroalimentarias.
– Cooperativas de explotación comunitaria de la tierra.
– Cooperativas de servicios.
– Cooperativas del mar.
– Cooperativas de transportistas.
– Cooperativas de seguros.
– Cooperativas sanitarias.
– Cooperativas de enseñanza.
– Cooperativas de crédito.
2. Los Estatutos de las cooperativas de segundo grado podrán calificar a estas 

conforme a la clasificación del apartado anterior, siempre que todas las cooperativas 
socias pertenezcan a la misma clase, añadiendo en tal caso la expresión “de 
segundo grado”.»

Dos. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 56, que queda redactado como 
sigue:

«2. Para el cumplimiento de los fines de este fondo se podrá colaborar con otras 
sociedades y entidades, pudiendo aportar, total o parcialmente, su dotación. 
Asimismo, tal aportación podrá llevarse a cabo a favor de la unión o federación de 
cooperativas en la que esté asociada para el cumplimiento de las funciones que sean 
coincidentes con las propias del referido fondo.»

Tres. Se da nueva redacción al artículo 93:

«Artículo 93.  Objeto y ámbito.
1. Son cooperativas agroalimentarias las que asocien a titulares de explotaciones 

agrícolas, ganaderas o forestales, incluyendo a las personas titulares de estas 
explotaciones en régimen de titularidad compartida, que tengan como objeto la 
realización de todo tipo de actividades y operaciones encaminadas al mejor 
aprovechamiento de las explotaciones de sus socios, de sus elementos o 
componentes de la cooperativa y a la mejora de la población agraria y del desarrollo 
del mundo rural, así como atender a cualquier otro fin o servicio que sea propio de la 
actividad agraria, ganadera, forestal o estén directamente relacionados con ellas y 
con su implantación o actuación en el medio rural.

También podrán formar parte como socios de pleno derecho de estas 
cooperativas, las sociedades agrarias de transformación, las comunidades de 
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regantes, las comunidades de aguas, las comunidades de bienes y las sociedades 
civiles o mercantiles que tengan el mismo objeto social o actividad complementaria y 
se encuentre comprendido en el primer párrafo de este artículo. En estos casos, los 
Estatutos podrán regular un límite de votos que ostenten los socios mencionados en 
relación al conjunto de votos sociales de la cooperativa.

2. Para el cumplimiento de su objeto, las cooperativas agroalimentarias podrán 
desarrollar, entre otras, las siguientes actividades:

a) Adquirir, elaborar, producir y fabricar por cualquier procedimiento, para la 
cooperativa o para las explotaciones de sus socios, animales, piensos, abonos, 
plantas, semillas, insecticidas, materiales, instrumentos, maquinaria, instalaciones y 
cualesquiera otros elementos necesarios o convenientes para la producción y 
fomento agrario, alimentario y rural.

b) Conservar, tipificar, manipular, transformar, transportar, distribuir y 
comercializar, incluso directamente al consumidor, los productos procedentes de las 
explotaciones de la cooperativa, de sus socios, así como los adquiridos a terceros, 
en su estado natural o previamente transformados.

c) Adquirir, parcelar, sanear y mejorar terrenos destinados a la agricultura, la 
ganadería o los bosques, así como la construcción y explotación de las obras e 
instalaciones necesarias a estos fines.

d) Cualesquiera otras actividades que sean necesarias o convenientes o que 
faciliten el mejoramiento económico, técnico, laboral o medioambiental de la 
cooperativa o de las explotaciones de los socios, entre otras, la prestación de 
servicios por la cooperativa y con su propio personal que consista en la realización 
de labores agrarias u otras análogas en las mencionadas explotaciones y a favor de 
los socios de la misma.

e) Realizar actividades de consumo y servicios para sus socios y demás 
miembros de su entorno social y territorial, fomentando aquellas actividades 
encaminadas a la promoción y mejora de la población agraria y el medio rural, en 
particular, servicios y aprovechamientos forestales, servicios turísticos y artesanales 
relacionados con la actividad de la cooperativa, asesoramiento técnico de las 
explotaciones de la producción, comercio y transformación agroalimentaria, y la 
conservación, recuperación y aprovechamiento del patrimonio y de los recursos 
naturales y energéticos del medio rural.

En todo caso, el volumen de operaciones de la Cooperativa por las actividades 
recogidas en el párrafo anterior no podrá exceder el veinticinco por ciento del 
volumen total de sus operaciones.

3. Las explotaciones agrarias de los socios, para cuya mejora la cooperativa 
agraria presta sus servicios y suministros, deberán estar dentro del ámbito territorial 
de la cooperativa, establecido estatutariamente.

4. Las cooperativas agroalimentarias podrán realizar un volumen de operaciones 
con terceros no socios que no sobrepase el 50 por ciento del total de las de la 
cooperativa.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, de Régimen 
fiscal de las Cooperativas.

Se da nueva redacción al apartado 1 y a las letras a) y b) del apartado 2 del artículo 9 en 
la forma que a continuación se indica:

«Artículo 9.  Cooperativas Agroalimentarias.
Se considerarán especialmente protegidas las Cooperativas Agroalimentarias 

que cumplan los siguientes requisitos:
1. Que asocien a titulares de explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas o 

mixtas, situadas dentro del ámbito geográfico al que se extienda estatutariamente la 
actividad de la Cooperativa.
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2. Que en la realización de sus actividades agrarias respeten los siguientes 
límites:

a) Que las materias, productos o servicios adquiridos, arrendados, elaborados, 
producidos, realizados o fabricados por cualquier procedimiento por la cooperativa, 
sean destinados exclusivamente a sus propias instalaciones o a las explotaciones de 
sus socios.

No obstante, podrán ser cedidos a terceros no socios siempre que su cuantía, 
durante cada ejercicio económico, no supere el 50 por ciento del total de las 
operaciones de venta realizadas por la cooperativa.

Las cooperativas agroalimentarias podrán distribuir al por menor productos 
petrolíferos a terceros no socios con el límite establecido en el apartado 10 del 
artículo 13 de esta Ley.

b) Que no se conserven, tipifiquen, manipulen, transformen, transporten, 
distribuyan o comercialicen productos procedentes de otras explotaciones, similares 
a los de las explotaciones de la Cooperativa o de sus socios, en cuantía superior, 
durante cada ejercicio económico, al 50 por ciento del importe obtenido por los 
productos propios.»

Disposición final cuarta.  Incremento de gasto.
De la aplicación de la presente ley no podrá derivarse ningún incremento de gasto. Las 

nuevas necesidades de recursos humanos que, en su caso, pudieren surgir como 
consecuencia de las obligaciones normativas contempladas en la presente ley, deberán ser 
atendidas mediante la reordenación o redistribución de efectivos.

Disposición final quinta.  Facultad de desarrollo.
Se habilita al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo y 

aplicación de esta ley.
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§ 34

Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el 
funcionamiento de la cadena alimentaria. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 185, de 3 de agosto de 2013

Última modificación: 15 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2013-8554

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 3.  Fines.

Son fines de la Ley:
a) Aumentar la eficacia y la competitividad del sector alimentario globalmente 

considerado, así como fomentar la creación o la mejora del empleo, dada su importancia 
para el conjunto de la sociedad, el medio rural y la economía nacional.

b) Mejorar el funcionamiento y la vertebración de la cadena alimentaria, en beneficio de 
los operadores que intervienen en la misma, garantizando a la vez una distribución 
sostenible del valor añadido, a lo largo de los sectores que la integran.

c) Favorecer la introducción de la innovación y las tecnologías de la información y 
comunicación en la cadena y el desarrollo de nuevos canales de distribución de los 
productos alimentarios.

d) Conseguir un mayor equilibrio y transparencia en las relaciones comerciales entre los 
diferentes operadores, mejorando el acceso a la información y trazabilidad de la cadena 
alimentaria, regulando las prácticas comerciales y promoviendo códigos de buenas prácticas 
comerciales entre los operadores.

e) Fortalecer el sector productor y potenciar las actividades de las organizaciones 
interprofesionales agroalimentarias.

f) Mejorar la competitividad, eficiencia y capacidad de innovación de la producción 
agraria, la industria y la transformación alimentaria.

g) Favorecer el desarrollo de las tareas que corresponden a las empresas de la 
distribución, en un marco de competitividad y de respeto a las normas de competencia.

h) Contribuir a garantizar los derechos del consumidor en lo que respecta a la mejora de 
una información completa y eficaz sobre los alimentos y su calidad, a la transparencia en el 
funcionamiento de la cadena de suministro, así como a la disponibilidad de alimentos 
suficientes y de calidad.

i) Garantizar la unidad de mercado para la mejora de la competitividad de la cadena 
alimentaria.
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j) Favorecer la generalización de la cultura de la sostenibilidad en la cadena alimentaria 
como factor de compromiso social empresarial, de incremento de la competitividad y de 
contribución a la mejora de la calidad de la producción agroalimentaria.

[ . . . ]
Artículo 12 bis.  Pactos sobre actividades promocionales.

En el ámbito de aplicación de esta ley:
1. El lanzamiento y desarrollo de promociones pactadas entre proveedores y 

compradores deberá realizarse basándose en los principios de:
a) Acuerdo y libertad de pactos;
b) interés mutuo; y
c) flexibilidad para adaptarse a las circunstancias particulares de los distintos 

operadores.
2. Los pactos sobre promociones comerciales se respetarán en su naturaleza e 

integridad. Dichos pactos, que deberán contar con el acuerdo explícito de ambas partes, 
recogerán los aspectos que definen la promoción pactada: Los plazos (fechas de inicio y 
finalización), los precios de cesión, los volúmenes y aquellas otras cuestiones que sean de 
interés, así como también los aspectos de la promoción relativos al procedimiento, el tipo, el 
desarrollo, la cobertura geográfica y la evaluación del resultado de esta.

3. No se pactará la realización de actividades promocionales que induzcan a error al 
consumidor sobre el precio real y la imagen de los alimentos y productos alimenticios, que 
pudieran perjudicar la percepción del consumidor sobre la calidad o el valor de los mismos. A 
los efectos del análisis de dichas conductas por las autoridades competentes, se deberá 
tener en cuenta el precio de adquisición recogido en el contrato alimentario.

Para ello, los operadores deberán identificar su precio claramente en la información 
publicitaria, en la cartelería y en los tiques de compra, para que no pueda dar lugar a 
equívocos, de tal forma que el consumidor tenga conocimiento exacto del alcance de la 
actividad promocional.

4. En las promociones, en todo caso figurará el precio real del producto y se indicará de 
forma visible para el consumidor la causa que da origen a la promoción.

Artículo 12 ter.  Destrucción de valor en la cadena.
1. Con el fin de evitar la destrucción del valor en la cadena alimentaria, cada operador de 

la misma deberá pagar al operador inmediatamente anterior un precio igual o superior al 
coste de producción de tal producto en que efectivamente haya incurrido o asumido dicho 
operador. La acreditación se realizará conforme a los medios de prueba admitidos en 
Derecho.

2. Para proteger la capacidad de comercialización de los productores primarios, los 
operadores que realicen la venta final de alimentos o productos alimenticios a consumidores 
no podrán aplicar ni ofertar un precio de venta al público inferior al precio real de adquisición 
del mismo.

3. El incumplimiento de lo dispuesto en el apartado anterior tendrá la consideración de 
venta desleal sin perjuicio de lo establecido en el artículo 14.1 de la Ley 7/1996, de 15 de 
enero. No se reputarán como desleales las ventas con pérdidas al público de los alimentos o 
productos alimenticios perecederos que se encuentren en una fecha próxima a su 
inutilización siempre que se proporcione información clara de esta circunstancia a los 
consumidores.

4. En ningún caso las ofertas conjuntas o los obsequios a los compradores podrán 
utilizarse para evitar la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo.

5. El operador que realice la venta final del producto al consumidor en ningún caso podrá 
repercutir a ninguno de los operadores anteriores su riesgo empresarial derivado de su 
política comercial en materia de precios ofertados al público.

[ . . . ]
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Artículo 24 bis.  Publicidad de las resoluciones sancionadoras en materia de contratación 
alimentaria.

1. La Administración pública competente para la imposición de las sanciones publicará, 
con carácter trimestral, las sanciones impuestas por infracciones graves y muy graves en 
materia de contratación alimentaria que hayan adquirido firmeza en vía administrativa o, en 
caso de haberse interpuesto recurso contencioso-administrativo, en vía judicial. En la 
publicidad de las mismas se incluirá la identificación del infractor, la sanción impuesta y la 
infracción sancionada. En el caso de las sanciones que imponga la Administración General 
del Estado, esta publicidad se dará por medio de la página web de la Agencia de Información 
y Control Alimentarios, O.A.

2. La publicidad activa y el acceso a la información pública regulados por el título I de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, así como las obligaciones de publicidad activa establecidas por la legislación 
autonómica, se someterán, cuando la información contenga datos personales, a lo dispuesto 
en los artículos 5.3 y 15 de la referida ley, así como en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

[ . . . ]
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§ 35

Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el desarrollo sostenible del 
medio rural. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 299, de 14 de diciembre de 2007

Última modificación: 21 de octubre de 2009
Referencia: BOE-A-2007-21493

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
1. Esta Ley tiene por objeto regular y establecer medidas para favorecer el desarrollo 

sostenible del medio rural en tanto que suponen condiciones básicas que garantizan la 
igualdad de todos los ciudadanos en el ejercicio de determinados derechos constitucionales 
y en cuanto que tienen el carácter de bases de la ordenación general de la actividad 
económica en dicho medio.

2. La presente Ley, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las Comunidades 
Autónomas en sus respectivos Estatutos de Autonomía, determina objetivos para las 
políticas de desarrollo rural sostenible de las Administraciones Públicas, regula el marco 
normativo de la acción de la Administración General del Estado en el ámbito de sus 
competencias y establece los criterios e instrumentos de colaboración con el resto de las 
Administraciones Públicas, en las materias relacionadas con el desarrollo sostenible del 
medio rural, con el fin de alcanzar una acción pública coordinada y complementaria en este 
ámbito que mejore la cohesión económica y social entre los diversos territorios, así como la 
protección y el uso sostenible de los ecosistemas y recursos naturales.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Acciones generales para el desarrollo rural sostenible

Artículo 16.  Apoyo a la agricultura territorial.
1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

promoverán el mantenimiento y la mejora de una actividad agrícola, ganadera y forestal 
suficiente y compatible con un desarrollo sostenible del medio rural, en particular en las 
zonas rurales prioritarias o calificadas como de agricultura de montaña, mediante:

a) La prestación de una atención preferente a los profesionales de la agricultura, y de 
ellos prioritariamente a los que sean titulares de una explotación territorial. Esta preferencia 
se aplicará, en particular, en la asignación de derechos de producción o de pago único de la 
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reserva nacional o derivados de otros fondos o normas comunitarias o nacionales, y en la 
percepción de incentivos para la reestructuración sectorial de la Política Agraria Común.

b) La aplicación de las medidas de los reglamentos comunitarios relativos a la ayuda al 
desarrollo rural, con carácter prioritario, a los profesionales de la agricultura titulares de 
explotaciones territoriales.

La aplicación prioritaria de estas medidas se extenderá a los profesionales de la 
agricultura titulares de explotaciones calificadas como ecológicas.

Estas medidas se aplicarán con los niveles de apoyo máximos posibles, cuando el 
beneficiario sea una mujer o un joven agricultor, titular o cotitular de una explotación, los 
profesionales de la agricultura, personas físicas que obtengan al menos el 50 por ciento de 
su renta de actividades agrarias, o cuando se trate de cooperativas y sociedades agrarias de 
transformación de explotación comunitaria de la tierra o ganado.

2. Para contribuir al logro de los fines señalados en el apartado anterior, se regulará y 
fomentará la suscripción de contratos territoriales de zona rural.

El contrato territorial es el instrumento que establece el conjunto de compromisos a 
suscribir entre las Administraciones Públicas y los titulares de las explotaciones agrarias que 
orienten e incentiven su actividad en beneficio de un desarrollo sostenible del medio rural.

La suscripción de estos contratos será requisito necesario para beneficiarse de las 
prioridades señaladas en el apartado anterior, y sus determinaciones se ajustarán a las 
Directrices Estratégicas Territoriales de Ordenación Rural. El resto de sus requisitos, 
condiciones y efectos se determinarán reglamentariamente.

3. A los efectos de lo previsto en este artículo, se entenderá por profesional de la 
agricultura la persona física titular de una explotación agrícola, ganadera o forestal que 
requiera un volumen de empleo de al menos media Unidad de Trabajo Agrario y que 
obtenga, al menos, el 25 por cien de su renta de actividades agrarias o complementarias.

Asimismo, se presumirá el carácter de profesional de la agricultura al titular de una 
explotación agrícola, ganadera o forestal dado de alta en el Sistema Especial para 
Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios del Régimen Especial de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos, así como los encuadrados en dicho Régimen por su actividad 
agraria.

Asimismo, se considerará explotación territorial la explotación agrícola, ganadera o 
forestal que posea una dimensión económica inferior a 40 Unidades de Dimensión 
Económica europea cuando la titularidad corresponda a una persona física, y se encuentre 
localizada en una zona rural prioritaria o en una zona calificada como de agricultura de 
montaña.

4. También tendrán la consideración de profesional de la agricultura, las entidades 
asociativas agrarias titulares de explotaciones agrícolas, ganaderas o forestales, que 
requieran un volumen de empleo de al menos una Unidad de Trabajo Anual. Estas 
explotaciones tendrán la consideración de explotación territorial, cuando su dimensión 
económica sea inferior a las Unidades de Dimensión Económica europea establecidas para 
el titular persona física en el apartado anterior, incrementadas en función del número de 
socios que reúnan la condición de profesional de la agricultura.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Medidas para el desarrollo rural sostenible

[ . . . ]
Artículo 21.  Conservación de la naturaleza y gestión de los recursos naturales.

Con el fin de preservar y mejorar la calidad del medio ambiente rural y, en especial, de la 
Red Natura 2000, de los espacios naturales protegidos, los hábitats y las especies 
amenazadas, el Programa podrá contemplar medidas para:

a) La conservación y restauración de los hábitats y especies amenazadas y prioritarias 
presentes de forma natural en las zonas rurales prioritarias.
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b) La gestión sostenible de los recursos naturales, especialmente el agua, el suelo, las 
masas forestales, los espacios naturales, la fauna cinegética y los recursos de pesca 
continental.

c) El apoyo a los programas de uso público de los espacios naturales protegidos y de la 
Red Natura 2000.

d) La educación ambiental y concienciación pública sobre los valores naturales de las 
zonas rurales calificadas.

[ . . . ]
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§ 36

Ley 30/2006, de 26 de julio, de semillas y plantas de vivero y de 
recursos fitogenéticos. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 178, de 27 de julio de 2006

Última modificación: 23 de diciembre de 2009
Referencia: BOE-A-2006-13555

[ . . . ]
TITULO II

Variedades comerciales

[ . . . ]
CAPITULO II

Requisitos para la inscripción

Artículo 9.  Requisitos que debe cumplir la variedad para ser inscrita.
1. Una variedad podrá ser inscrita en el Registro de variedades comerciales cuando, sin 

perjuicio de las demás formalidades previstas en esta ley, mediante el examen técnico se 
compruebe que:

a) Es distinta.
b) Es homogénea.
c) Es estable.
d) Posee suficiente valor agronómico o de utilización y así lo exijan las normas técnicas 

de inscripción de variedades.
2. La evaluación de los requisitos de distinción, homogeneidad y estabilidad se efectuará 

de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2000, de 7 de enero, de Régimen Jurídico de la 
Protección de las Obtenciones Vegetales.

3. Las variedades modificadas genéticamente deberán cumplir, además, un plan de 
seguimiento.

4. Para tener en cuenta los avances que se produzcan en relación con la conservación 
«in situ» y la utilización sostenible de los recursos fitogenéticos, reglamentariamente se 
establecerán para las variedades de conservación requisitos menos estrictos por lo que 
respecta al examen técnico.

[ . . . ]
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TITULO III
Producción y comercialización de semillas y plantas de vivero

CAPITULO I
Requisitos para la producción y comercialización de semillas y plantas de 

vivero

[ . . . ]
Artículo 28.  Zonas especiales de cultivo y producción.

1. Las Comunidades Autónomas podrán fijar zonas en las que se regule el cultivo y la 
producción de determinadas especies o variedades cuando sea necesario garantizar la 
sanidad vegetal, la salud humana o animal o preservar el medio ambiente y la diversidad 
agraria, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa comunitaria a estos efectos.

2. Asimismo, podrán establecer las condiciones especiales en las que pueden producirse 
y comercializarse, así como las restricciones cuantitativas que procedan, en relación con la 
conservación «in situ» o «ex situ», y la utilización sostenible de los recursos fitogenéticos.

[ . . . ]
TITULO IV

Recursos fitogenéticos

CAPITULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 45.  Ámbito de aplicación.

1. Lo dispuesto en este Título se aplicará a los recursos fitogenéticos para la agricultura 
y la alimentación que requieren de disposiciones específicas para asegurar su conservación 
y utilización sostenible.

2. Las variedades de conservación tendrán siempre la consideración de recurso 
fitogenético.

3. En relación con la aplicación de lo dispuesto en el Capítulo II del presente Título, se 
excluye del ámbito de aplicación la lista de los cultivos comprendidos en el sistema 
multilateral que establece el Tratado Internacional sobre los recursos fitogenéticos para la 
alimentación y la agricultura para aquellos Estados adheridos al mismo.

CAPITULO II
Acceso a los recursos fitogenéticos

Artículo 46.  Limitación del acceso a los recursos fitogenéticos.
1. Las Comunidades Autónomas, en su ámbito territorial, podrán establecer condiciones 

al acceso de recursos fitogenéticos «in situ» en las zonas y especies cuya recolección 
requiera de especial protección para preservar su conservación y utilización sostenible.

2. Solo podrá accederse a los recursos fitogenéticos con fines de investigación, mejora 
genética y fomento de la conservación y utilización sostenible de dichos recursos.

3. El acceso por personas físicas o jurídicas de otros Estados, distintos al Estado 
español, estará supeditado a la normativa comunitaria y a la existencia de acuerdos de 
transferencia de material, convenios o tratados bilaterales establecidos al efecto.

[ . . . ]
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CAPITULO III
Programa nacional de conservación y utilización sostenible de los recursos 

fitogenéticos para la agricultura y la alimentación

Artículo 48.  Programa nacional de conservación y utilización sostenible de los recursos 
fitogenéticos para la agricultura y la alimentación.

1. El Programa nacional de conservación y utilización sostenible de los recursos 
fitogenéticos para la agricultura y la alimentación, que tendrá en cuenta los artículos 5 y 6 del 
Tratado Internacional sobre los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura, 
comprenderá los siguientes fines:

a) Evitar la pérdida de la diversidad genética de especies y variedades agroalimentarias 
en desuso y de aquellas otras cuyo potencial genético es susceptible de utilización directa o 
de ser empleado en la mejora genética de especies vegetales.

b) Caracterizar y documentar este material vegetal para facilitar y fomentar su utilización 
sostenible.

c) Establecer una adecuada estructura de bancos de recursos fitogenéticos que encauce 
la necesaria cooperación nacional e internacional en la materia.

2. El programa nacional se estructura en planes de actuación que establecerán las líneas 
de trabajo y las medidas correspondientes para la consecución de dichos fines.

3. Los planes de actuación determinarán en particular las acciones de mantenimiento, 
caracterización y utilización de las colecciones de recursos fitogenéticos que se realizarán 
durante su período de vigencia, así como las acciones de coordinación para su ejecución.

[ . . . ]
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§ 37

Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 280, de 22 de noviembre de 2003
Última modificación: 21 de septiembre de 2022

Referencia: BOE-A-2003-21339

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
«La ordenación, la conservación y el desarrollo sostenible de todos los tipos de bosques 

son fundamentales para el desarrollo económico y social, la protección del medio ambiente y 
los sistemas sustentadores de la vida en el planeta. Los bosques son parte del desarrollo 
sostenible.»

Esta declaración de la Asamblea de Naciones Unidas, en su sesión especial de junio de 
1997, es una clara expresión del valor y el papel que los montes desempeñan en nuestra 
sociedad. Acogiendo esta concepción, esta ley establece un nuevo marco legislativo 
regulador de los montes, para la reorientación de la conservación, mejora y aprovechamiento 
de los espacios forestales en todo el territorio español en consonancia con la realidad social 
y económica actual, así como con la nueva configuración del Estado autonómico creado por 
nuestra Constitución.

La Ley de Montes de 1957 ha cumplido casi medio siglo, y lo ha hecho con la eficacia 
que su propia longevidad demuestra. Sin embargo, el mandato contenido en la Constitución 
española de 1978 de dotarnos de un marco legislativo básico en materia forestal no puede 
ser realizado adecuadamente por la Ley de 1957. El marco político e institucional, el 
contexto económico y social y el nuevo paradigma ambiental marcado especialmente por las 
tendencias internacionales, en un mundo intensamente globalizado, tienen muy poco que ver 
con los imperantes en los años 50 del pasado siglo.

Es el objeto de esta ley constituirse en un instrumento eficaz para garantizar la 
conservación de los montes españoles, así como promover su restauración, mejora y 
racional aprovechamiento apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. La ley se 
inspira en unos principios que vienen enmarcados en el concepto primero y fundamental de 
la gestión forestal sostenible. A partir de él se pueden deducir los demás: la 
multifuncionalidad, la integración de la planificación forestal en la ordenación del territorio, la 
cohesión territorial y subsidiariedad, el fomento de las producciones forestales y del 
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desarrollo rural, la conservación de la biodiversidad forestal, la integración de la política 
forestal en los objetivos ambientales internacionales, la cooperación entre las 
Administraciones y la obligada participación de todos los agentes sociales y económicos 
interesados en la toma de decisiones sobre el medio forestal.

El concepto de monte recoge el cumplimiento de las diversas funciones del territorio 
forestal y da entrada a las comunidades autónomas en el margen de regulación sobre 
terrenos agrícolas abandonados, suelos urbanos y urbanizables y la determinación de la 
dimensión de la unidad mínima que será considerada monte a efectos de la ley.

La ley designa a las Administraciones autonómicas como las responsables y 
competentes en materia forestal, de acuerdo con la Constitución y los estatutos de 
autonomía. Al mismo tiempo, clarifica las funciones de la Administración General del Estado, 
fundamentadas en su competencia de legislación básica en materia de montes, 
aprovechamientos forestales y medio ambiente, además de otros títulos. En todo caso, opta 
con claridad por la colaboración y cooperación entre las Administraciones para beneficio de 
un medio forestal que no entiende de fronteras administrativas. Por estos mismos motivos, 
se revitaliza el papel de las Administraciones locales en la política forestal, concediéndoles 
una mayor participación en la adopción de decisiones que inciden directamente sobre sus 
propios montes, reconociendo con ello su papel como principales propietarios forestales 
públicos en España y su contribución a la conservación de unos recursos naturales que 
benefician a toda la sociedad.

En la misma línea, la ley establece como principio general que los propietarios de los 
montes sean los responsables de su gestión técnica y material, sin perjuicio de las 
competencias administrativas de las comunidades autónomas en todos los casos y de lo que 
éstas dispongan en particular para los montes catalogados de utilidad pública.

Son los propietarios de los montes los que primero y más directamente se 
responsabilizan de su gestión sostenible. Para garantizar tal gestión, la ley pretende el 
impulso decidido de la ordenación de montes, a través de instrumentos para la gestión como 
los proyectos de ordenación de montes, planes dasocráticos, planes técnicos o figuras 
equivalentes, siendo éste uno de los elementos clave de la nueva legislación.

Por su titularidad los montes son públicos o privados, pero todos son bienes que 
cumplen una clara función social y por tanto están sujetos al mandato constitucional según el 
cual las leyes delimitan el derecho y al mismo tiempo la función social de la propiedad. En el 
caso de los montes catalogados de utilidad pública, la ley opta por su declaración como 
dominio público, constituyéndose el dominio público forestal con estos montes junto con los 
restantes montes afectados a un uso o un servicio público. De esta forma, se da el máximo 
grado de integridad y permanencia al territorio público forestal de mayor calidad. Al mismo 
tiempo, abre la posibilidad de la utilización del dominio público forestal por los ciudadanos 
para aquellos usos respetuosos con el medio natural.

La institución del Catálogo de Montes de Utilidad Pública, de gran tradición histórica en 
la regulación jurídica de los montes públicos en España e instrumento fundamental en su 
protección, permanece y se refuerza en la ley. En primera instancia, al homologar su 
régimen, que ya era de cuasi dominio público, con el de los bienes plenamente demaniales. 
En segundo lugar, al ampliar los motivos de catalogación ; en concreto, se han añadido 
aquellos que más contribuyen a la conservación de la diversidad biológica y, en particular, 
aquellos que constituyan o formen parte de espacios naturales protegidos o espacios de la 
red europea Natura 2000. También se refuerza en términos equivalentes la figura de los 
montes protectores y su registro, cuya declaración se estimula con incentivos económicos.

La ley concede especial relevancia a un aspecto fundamental para la definición de la 
política forestal, como es el de la información. Se trata de establecer los mecanismos para 
disponer de una información forestal actualizada y de calidad para todo el territorio español 
sobre la base de criterios y metodologías comunes. Esta información se coordinará y 
plasmará en la Estadística forestal española, entre cuyos objetivos resalta el de facilitar el 
acceso del ciudadano a la información vinculada al mundo forestal.

La ley constata la necesidad de la planificación forestal a escala general, consagrando la 
existencia de la Estrategia forestal española y el Plan forestal español. En este ámbito, la 
novedad más importante de la ley la constituyen los planes de ordenación de los recursos 
forestales (PORF). Se configuran como instrumentos de planificación forestal de ámbito 
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comarcal integrados en el marco de la ordenación del territorio, con lo que la planificación y 
gestión forestales se conectan con el decisivo ámbito de la ordenación territorial.

Por lo que respecta a los aprovechamientos forestales, la ley incide en la importancia de 
que los montes cuenten con su correspondiente instrumento de gestión, de tal manera que 
para montes ordenados o, en su caso, incluidos en el ámbito de aplicación de un PORF, la 
Administración se limitará a comprobar que el aprovechamiento propuesto es conforme con 
las previsiones de dicho instrumento.

Se refuerza también la conservación de los montes mediante el establecimiento de 
condiciones restrictivas para el cambio del uso forestal de cualquier monte, 
independientemente de su titularidad o régimen jurídico.

En materia de incendios forestales, la ley se hace eco de la importancia del papel de la 
sociedad civil en su prevención. De acuerdo con ello, establece la obligación de toda 
persona de avisar de la existencia de un incendio, y, en su caso, de colaborar en su 
combate. Asimismo, promueve campañas de concienciación y sensibilización ciudadana. Se 
pone también especial énfasis en la necesidad de coordinación de las diferentes 
Administraciones en la prevención y combate de los incendios. La ley propone la 
designación de las llamadas zonas de alto riesgo de incendio, que deberán estar provistas 
de su correspondiente plan de defensa. Asimismo, establece la obligación de restauración 
de los terrenos incendiados, quedando prohibido el cambio de uso forestal por razón del 
incendio.

Otro aspecto relevante de esta ley es la previsión de medidas de fomento de la gestión 
sostenible de los montes, mediante subvenciones y otros incentivos por las externalidades 
ambientales, además de considerar incluidos entre los fines de interés general los orientados 
a la gestión forestal sostenible, a efectos de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de Régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

Con estas medidas se quiere contribuir al reconocimiento de los beneficios generales 
que los propietarios aportan a la sociedad con sus montes.

Para incidir una vez más en el impulso a la ordenación de todos los montes, los 
incentivos solamente serán aplicables a los montes que cuenten con instrumento de gestión, 
y además tendrán prioridad los montes declarados protectores o los montes catalogados.

Finalmente, se regula un régimen de infracciones y sanciones en las materias objeto de 
esta ley, estableciendo los criterios para la calificación de las infracciones según su gravedad 
y fijando las sanciones correspondientes.

Esta ley se dicta en virtud del artículo 149.1.8.a, 14.a, 15.a, 18.ª y 23.ª de la Constitución, 
que reserva al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación civil, hacienda 
general, fomento y coordinación de la investigación, bases del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas y legislación básica sobre protección del medio ambiente y 
montes y aprovechamientos forestales, respectivamente.

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y conceptos generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta ley tiene por objeto garantizar la conservación y protección de los montes 

españoles, promoviendo su restauración, mejora, sostenibilidad y aprovechamiento racional, 
apoyándose en la solidaridad colectiva y la cohesión territorial.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley es de aplicación a todos los montes españoles de acuerdo con el concepto 

contenido en el artículo 5. En el caso de los montes vecinales en mano común, esta ley les 
es aplicable sin perjuicio de lo establecido en su legislación especial.
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2. A los terrenos de condición mixta agrosilvopastoral, y en particular a los terrenos 
adehesados, les será de aplicación esta ley en lo relativo a sus características y 
aprovechamientos forestales, sin perjuicio de la aplicación de la normativa que les 
corresponda por sus características agropecuarias.

3. Los montes o fracciones de monte que estén incluidos en espacios naturales 
protegidos se rigen por su legislación específica, así como por las disposiciones de esta ley 
en lo que no sea contrario a aquélla.

4. Las vías pecuarias que atraviesen o linden con montes se rigen por su legislación 
específica, así como por las disposiciones de esta ley, en lo que no sea contrario a aquélla.

Artículo 3.  Principios.
Son principios que inspiran esta ley:
a) La gestión sostenible de los montes.
b) El cumplimiento equilibrado de la multifuncionalidad de los montes en sus valores 

ambientales, económicos y sociales.
c) La planificación forestal en el marco de la ordenación del territorio.
d) El fomento de las producciones forestales y sus sectores económicos asociados.
e) La creación de empleo y el desarrollo del medio rural.
f) La conservación, mejora y restauración de la biodiversidad de los ecosistemas y 

especies forestales.
g) La integración en la política forestal española de los objetivos de la acción 

internacional sobre protección del medio ambiente, especialmente en materia de 
desertificación, cambio climático y biodiversidad.

h) La colaboración y cooperación de las diferentes Administraciones públicas en la 
elaboración y ejecución de sus políticas forestales.

i) La participación en la política forestal de los sectores sociales y económicos 
implicados.

j) Principio o enfoque de precaución, en virtud de la cual cuando exista una amenaza de 
reducción o pérdida sustancial de la diversidad biológica no debe alegarse la falta de 
pruebas científicas inequívocas como razón para aplazar las medidas encaminadas a evitar 
o reducir al mínimo esa amenaza.

k) Adaptación de los montes al Cambio Climático, fomentando una gestión encaminada a 
la resiliencia y resistencia de los montes al mismo.

l) La consideración de los montes como infraestructuras verdes para mejorar el capital 
natural y su consideración en la mitigación del cambio climático.

Artículo 4.  Multifuncionalidad de los montes.
Los montes, independientemente de su titularidad, desempeñan una función social 

relevante, tanto como fuente de recursos naturales y sustento de actividades económicas 
como por ser proveedores de múltiples servicios ambientales, entre ellos, de protección del 
suelo y del ciclo hidrológico; de fijación del carbono atmosférico; de depósito de la diversidad 
biológica y como elementos fundamentales de la conectividad ecológica y del paisaje.

El reconocimiento de estos recursos y externalidades, de los que toda la sociedad se 
beneficia, obliga a las Administraciones públicas a velar en todos los casos por su 
conservación, protección, restauración, mejora y ordenado aprovechamiento.

Artículo 5.  Concepto de monte.
1. A los efectos de esta ley, se entiende por monte todo terreno en el que vegetan 

especies forestales arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, sea espontáneamente o 
procedan de siembra o plantación, que cumplan o puedan cumplir funciones ambientales, 
protectoras, productoras, culturales, paisajísticas o recreativas.

Tienen también la consideración de monte:
a) Los terrenos yermos, roquedos y arenales.
b) Las construcciones e infraestructuras destinadas al servicio del monte en el que se 

ubican.
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c) Los terrenos agrícolas abandonados que cumplan las condiciones y plazos que 
determine la comunidad autónoma, y siempre que hayan adquirido signos inequívocos de su 
estado forestal.

d) Todo terreno que, sin reunir las características descritas anteriormente, se adscriba a 
la finalidad de ser repoblado o transformado al uso forestal, de conformidad con la normativa 
aplicable.

e) Los enclaves forestales en terrenos agrícolas con la superficie mínima determinada 
por la Comunidad Autónoma.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los demás apartados de este artículo, no tienen la 
consideración de monte:

a) Los terrenos dedicados al cultivo agrícola.
b) Los terrenos urbanos.
c) Los terrenos que excluya la comunidad autónoma en su normativa forestal y 

urbanística.
3. Las comunidades autónomas, de acuerdo con las características de su territorio, 

podrán determinar la dimensión de la unidad administrativa mínima que será considerada 
monte a los efectos de la aplicación de esta ley.

4. Las plantaciones de especies forestales de turno corto en régimen intensivo sobre 
terrenos agrícolas estarán sometidas a lo dispuesto en esta ley durante la vigencia de los 
turnos de aprovechamiento previamente establecidos, a menos que la comunidad autónoma 
decida expresamente un periodo más corto decidiendo su titular una vez finalizado dicho 
periodo sobre el aprovechamiento de dicho terreno.

Artículo 6.  Definiciones.
A los efectos de esta ley, se definen los siguientes términos:
a) Forestal: todo aquello relativo a los montes.
b) Especie forestal: especie arbórea, arbustiva, de matorral o herbácea que no es 

característica de forma exclusiva del cultivo agrícola.
c) Gestión: el conjunto de actividades de índole técnica y material relativas a la 

conservación, mejora y aprovechamiento del monte.
d) Selvicultura: conjunto de técnicas que tratan de la conservación, mejora, 

aprovechamiento y regeneración o, en su caso, restauración, de las masas forestales.
e) Gestión forestal sostenible: la organización, administración y uso de los montes de 

forma e intensidad que permita mantener su biodiversidad, productividad, vitalidad, 
potencialidad y capacidad de regeneración, para atender, ahora y en el futuro, las funciones 
ecológicas, económicas y sociales relevantes en el ámbito local, nacional y global, y sin 
producir daños a otros ecosistemas.

f) Repoblación forestal: establecimiento de especies forestales en un terreno mediante 
siembra o plantación. Puede ser forestación o reforestación.

g) Forestación: repoblación, mediante siembra o plantación, de un terreno que era 
agrícola o estaba dedicado a otros usos no forestales.

h) Reforestación: reintroducción de especies forestales, mediante siembra o plantación, 
en terrenos que estuvieron poblados forestalmente hasta épocas recientes, pero que 
quedaron rasos a causa de talas, incendios, vendavales, plagas, enfermedades u otros 
motivos.

i) Aprovechamientos forestales: los maderables y leñosos, incluida la biomasa forestal, 
los de corcho, los de resina, pastos, caza, frutos, hongos, plantas aromáticas y medicinales, 
productos apícolas y los demás productos y servicios con valor de mercado característicos 
de los montes.

j) Plan de aprovechamiento: documento que describe el objeto del aprovechamiento y 
especifica la organización y medios a emplear, incluidas extracción y saca y, en su caso, las 
medidas para garantizar la sostenibilidad de acuerdo con las prácticas de buena gestión 
recogidas en la normativa de la comunidad autónoma o en las directrices del PORF.

k) Incendio forestal: el fuego que se extiende sin control sobre combustibles forestales 
situados en el monte.
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l) Cambio del uso forestal: toda actuación material o acto administrativo que haga perder 
al monte su carácter de tal.

m) Instrumentos de gestión forestal: bajo esta denominación se incluyen los proyectos de 
ordenación de montes, planes dasocráticos, planes técnicos u otras figuras equivalentes.

n) Proyecto de ordenación de montes: documento técnico que sintetiza la organización 
en el tiempo y el espacio de la utilización sostenible de los recursos forestales, maderables y 
no maderables, en un monte o grupo de montes, para lo cual debe incluir una descripción 
pormenorizada del terreno forestal en sus aspectos ecológicos, legales, sociales y 
económicos y, en particular, un inventario forestal con un nivel de detalle tal que permita la 
toma de decisiones en cuanto a la selvicultura a aplicar en cada una de las unidades del 
monte y a la estimación de sus rentas.

ñ) Plan dasocrático o plan técnico: proyecto de ordenación de montes que, por su 
singularidad –pequeña extensión; funciones preferentes distintas a las de producción de 
madera o corcho; masas inmaduras (sin arbolado en edad de corta), etc.– precisan una 
regulación más sencilla de la gestión de sus recursos. En consonancia, el inventario forestal 
podrá ser más simplificado, si bien será necesario que incorpore información sobre espesura 
en el caso de montes arbolados.

o) Monte ordenado: el que dispone de instrumento de gestión forestal vigente.
p) Certificación forestal: procedimiento voluntario por el que una tercera parte 

independiente proporciona una garantía escrita tanto de que la gestión forestal es conforme 
con criterios de sostenibilidad como de que se realiza un seguimiento fiable desde el origen 
de los productos forestales.

q) Agente forestal: Funcionario que ostenta la condición de agente de la autoridad 
perteneciente a las Administraciones Públicas que, de acuerdo con su propia normativa y 
con independencia de la denominación corporativa específica, tiene encomendadas, entre 
otras funciones, las de vigilancia, policía y custodia de los bienes jurídicos de naturaleza 
forestal y la de policía judicial en sentido genérico tal como establece el apartado 6 del 
artículo 283 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, actuando de forma auxiliar de los jueces, 
tribunales y del Ministerio Fiscal, y de manera coordinada con las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, con respeto a las facultades de su legislación orgánica reguladora.

CAPÍTULO II
Competencias de las Administraciones públicas

Artículo 7.  Administración General del Estado.
1. Corresponden a la Administración General del Estado en las materias relacionadas 

con esta ley las siguientes competencias de forma exclusiva:
a) (Derogado)
b) La representación internacional de España en materia forestal.
2. Asimismo, corresponden a la Administración General del Estado, en colaboración con 

las comunidades autónomas y sin perjuicio de sus competencias en estos ámbitos, las 
funciones que se citan a continuación:

a) La definición de los objetivos generales de la política forestal española a través de 
documentos como:

1.º Estrategia Forestal Española.
2.º Plan Forestal Español.
3.º Programa de Acción Nacional contra la Desertificación.
4.º Plan Nacional de Actuaciones Prioritarias de Restauración hidrológico-forestal.
5.º Plan Nacional de Control de la Legalidad de la Madera Comercializada.
b) La recopilación, elaboración y sistematización de la información forestal para 

mantener y actualizar la Información Forestal Española.
c) El establecimiento de las directrices comunes sobre formación en materia de extinción 

y prevención de incendios, en la normalización de los medios materiales, y de los 
equipamientos de personal de extinción de incendios forestales en todo el territorio español, 
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así como el despliegue de medios estatales de apoyo a las comunidades autónomas, para la 
cobertura de los montes contra incendios.

d) El ejercicio de las funciones necesarias para la adopción de medidas fitosanitarias 
urgentes, así como velar por la adecuada ejecución, coordinación y seguimiento de las 
mismas, en situaciones excepcionales en las que exista grave peligro de extensión de 
plagas forestales, de conformidad con el artículo 16 de la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, 
de sanidad vegetal.

e) La promoción de planes de formación y empleo del sector forestal.
f) El establecimiento de normas básicas sobre conservación y uso sostenible de los 

recursos genéticos forestales y sobre procedencia, producción, utilización y comercialización 
de los materiales forestales de reproducción y, en particular, la determinación de sus 
regiones de procedencia y el mantenimiento del Registro y del Catálogo Nacional de 
Materiales de Base.

g) La elaboración y la aprobación de las directrices básicas comunes de gestión forestal 
sostenible.

h) (Derogado)
i) El fomento de la investigación científica y la innovación tecnológica en el ámbito 

forestal.
3. Corresponde, asimismo, a la Administración General del Estado el ejercicio de 

aquellas otras competencias que le confiere la legislación y, en particular:
a) La coordinación de la llevanza del Catálogo de Montes de Utilidad Pública, así como 

la del Registro de Montes Protectores y demás registros previstos en esta ley.
b) La colaboración en el diseño de las redes, la recopilación y comunicación a los 

órganos comunitarios de los datos obtenidos por las comunidades autónomas en su ámbito 
territorial y de los obtenidos por la Administración General del Estado en el ámbito 
suprautonómico o en el de sus competencias, procedentes de las parcelas de las redes 
europeas para el seguimiento del estado de los montes, y otros sistemas de seguimiento 
general.

Artículo 8.  Comunidades autónomas.
1. Las comunidades autónomas ejercen aquellas competencias que en materia de 

montes y aprovechamientos forestales, y las que en virtud de otros títulos competenciales 
que inciden en esta ley, tienen atribuidas en sus estatutos de autonomía.

2. La Comunidad Foral de Navarra ejerce las competencias en materia de montes y 
aprovechamientos forestales en los términos previstos en la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 
agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

Artículo 9.  Administración local.
Las entidades locales, en el marco de la legislación básica del Estado y de la legislación 

de las comunidades autónomas, ejercen las competencias siguientes:
a) La gestión de los montes de su titularidad no incluidos en el Catálogo de Montes de 

Utilidad Pública.
b) La gestión de los montes catalogados de su titularidad, cuando así se disponga y en la 

forma que se disponga en la legislación forestal de la comunidad autónoma.
c) La disposición del rendimiento económico de los aprovechamientos forestales de 

todos los montes de su titularidad, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38 en relación 
con el fondo de mejoras de montes catalogados o, en su caso, de lo dispuesto en la 
normativa autonómica.

d) La emisión de informe preceptivo en el procedimiento de elaboración de los 
instrumentos de gestión relativos a los montes de su titularidad incluidos en el Catálogo de 
Montes de Utilidad Pública.

e) La emisión de otros informes preceptivos previstos en esta ley, relativos a los montes 
de su titularidad.

f) Aquellas otras que, en la materia objeto de esta ley, les atribuya, de manera expresa, 
la legislación forestal de la comunidad autónoma u otras leyes que resulten de aplicación.
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g) La colaboración con los servicios de vigilancia y extinción de los incendios forestales. 
A estos efectos, mantendrán actualizado un plano de delimitación de los diversos núcleos y 
urbanizaciones existentes en su término municipal, recogiendo entre sus características 
principales la proximidad al medio forestal, las vías de acceso y la localización de hidrantes y 
puntos de agua.

Artículo 10.  Órganos de coordinación y participación de la política forestal española.
1. Corresponde a la Conferencia Sectorial de Agricultura y Desarrollo Rural la 

coordinación entre la Administración General del Estado y las comunidades autónomas para 
la preparación, estudio y desarrollo de las cuestiones propias de la política forestal española.

2. Se crea el Consejo Forestal Nacional como órgano consultivo del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente en materia de montes y política forestal, que 
informará, entre otros, las normas y planes de ámbito estatal relativas al ámbito forestal. 
Presidido por el Ministro, su composición, organización y funcionamiento se determinarán 
reglamentariamente garantizándose, en todo caso, la participación de las organizaciones 
representativas de los intereses afectados, sin que puedan generar costes de personal ni 
aumento del gasto público.

TÍTULO II
Clasificación y régimen jurídico de los montes

CAPÍTULO I
Clasificación de los montes

Artículo 11.  Montes públicos y montes privados.
1. Por razón de su titularidad los montes pueden ser públicos o privados.
2. Son montes públicos los pertenecientes al Estado, a las comunidades autónomas, a 

las entidades locales y a otras entidades de derecho público.
3. Son montes privados los pertenecientes a personas físicas o jurídicas de derecho 

privado, ya sea individualmente o en régimen de copropiedad.
4. Los montes vecinales en mano común son montes privados que tienen naturaleza 

especial derivada de su propiedad en común sin asignación de cuotas, siendo la titularidad 
de éstos de los vecinos que en cada momento integren el grupo comunitario de que se trate 
y sujetos a las limitaciones de indivisibilidad, inalienabilidad, imprescriptibilidad e 
inembargabilidad. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de 
Montes Vecinales en Mano Común, se les aplicará lo dispuesto para los montes privados.

Artículo 12.  Montes de dominio público y montes patrimoniales.
1. Son de dominio público o demaniales e integran el dominio público forestal:
a) Por razones de servicio público, los montes incluidos en el Catálogo de Montes de 

Utilidad Pública a la entrada en vigor de esta ley, así como los que se incluyan en él de 
acuerdo con el artículo 16.

b) Los montes comunales, pertenecientes a las entidades locales, en tanto su 
aprovechamiento corresponda al común de los vecinos.

c) Aquellos otros montes que, sin reunir las características anteriores, hayan sido 
afectados a un uso o servicio público.

2. Son montes patrimoniales los de propiedad pública que no sean demaniales.

Artículo 12 bis.  Montes protectores y montes con otras figuras de especial protección.
(Suprimido)
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Artículo 13.  Montes catalogados de utilidad pública.
A partir de la entrada en vigor de esta ley, las comunidades autónomas podrán declarar 

de utilidad pública e incluir en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública los montes públicos 
comprendidos en alguno de los siguientes supuestos:

a) Los que sean esenciales para la protección del suelo frente a los procesos de erosión.
b) Los situados en las cabeceras de las cuencas hidrográficas y aquellos otros que 

contribuyan decisivamente a la regulación del régimen hidrológico, incluidos los que se 
encuentren en los perímetros de protección de las captaciones superficiales y subterráneas 
de agua, evitando o reduciendo aludes, riadas e inundaciones y defendiendo poblaciones, 
cultivos e infraestructuras, o mejorando el abastecimiento de agua en cantidad o calidad.

c) Los que eviten o reduzcan los desprendimientos de tierras o rocas y el aterramiento 
de embalses y aquellos que protejan cultivos e infraestructuras contra el viento.

d) Los que sin reunir plenamente en su estado actual las características descritas en los 
párrafos a), b) o c) sean destinados a la repoblación o mejora forestal con los fines de 
protección en ellos indicados.

e) Los que contribuyan a la conservación de la diversidad biológica a través del 
mantenimiento de los sistemas ecológicos, la protección de la flora y la fauna o la 
preservación de la diversidad genética y, en particular, los que constituyan o formen parte de 
espacios naturales protegidos, zonas de especial protección para las aves, zonas de 
especial conservación, lugares de interés geológico u otras figuras legales de protección, así 
como los que constituyan elementos relevantes del paisaje.

f) Aquellos otros que establezca la comunidad autónoma en su legislación.

CAPÍTULO II
Régimen jurídico de los montes públicos

Artículo 14.  Régimen jurídico de los montes demaniales.
Los montes del dominio público forestal son inalienables, imprescriptibles e 

inembargables y no están sujetos a tributo alguno que grave su titularidad.

Artículo 15.  Régimen de usos en el dominio público forestal.
1. La Administración gestora de los montes demaniales podrá dar carácter público a 

aquellos usos respetuosos con el medio natural, siempre que se realicen sin ánimo de lucro 
y de acuerdo con la normativa vigente, en particular con lo previsto en los instrumentos de 
planificación y gestión aplicables, y cuando sean compatibles con los aprovechamientos, 
autorizaciones o concesiones legalmente establecidos.

2. La Administración gestora de los montes demaniales someterá a otorgamiento de 
autorizaciones aquellas actividades que, de acuerdo con la normativa autonómica, la 
requieran por su intensidad, peligrosidad o rentabilidad. En los montes catalogados será 
preceptivo el informe favorable del órgano forestal de la comunidad autónoma.

3. Los aprovechamientos forestales en el dominio público forestal se regirán por lo que 
se establece en los artículos 36 y 37 de esta ley.

4. La Administración gestora de los montes demaniales someterá a otorgamiento de 
concesión todas aquellas actividades que impliquen una utilización privativa del dominio 
público forestal. En los montes catalogados, esta concesión requerirá el informe favorable de 
compatibilidad con la persistencia de los valores naturales del monte por parte del órgano 
forestal de la comunidad autónoma.

5. En los procedimientos de concesión y autorización de actividades económicas 
promovidas por la administración gestora del monte que vayan a realizarse en montes 
demaniales, sin perjuicio de lo dispuesto en la regulación de los montes comunales, se 
respetarán los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad y transparencia. Se 
aplicará además el principio de concurrencia competitiva conforme a los instrumentos o 
directrices de planificación y gestión del mismo en los siguientes supuestos:
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a) cuando se trate de una actividad de servicios que se promueva por la administración 
gestora del monte.

b) cuando el ejercicio de la actividad excluya el ejercicio de otras actividades por 
terceros.

Los criterios en que se basará la concesión y autorización para la realización de 
actividades de servicios estarán directamente vinculados a lo dispuesto en los instrumentos 
o directrices de planificación y gestión del monte.

La duración de dichas autorizaciones y concesiones será como máximo de 75 años, de 
acuerdo con sus características, y no dará lugar a renovación automática ni a ventajas a 
favor del anterior titular o personas vinculadas con él.

Artículo 16.  Catálogo de Montes de Utilidad Pública.
1. El Catálogo de Montes de Utilidad Pública es un registro público de carácter 

administrativo en el que se inscriben todos los montes declarados de utilidad pública.
2. La inclusión y exclusión de montes en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública y la 

llevanza de éste corresponde a las comunidades autónomas en sus respectivos territorios. 
Las comunidades autónomas darán traslado al Ministerio de Medio Ambiente de las 
inscripciones que practiquen así como de las resoluciones administrativas y sentencias 
judiciales firmes que conlleven modificaciones en el catálogo, incluidas las que atañen a 
permutas, prevalencias y resoluciones que, con carácter general, supongan la revisión y 
actualización de los montes catalogados.

3. La inclusión en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública de los montes públicos a los 
que se refiere el artículo 13 se hará de oficio o a instancia del titular, y se adoptará por 
acuerdo del máximo órgano de gobierno de cada comunidad autónoma, a propuesta de su 
respectivo órgano forestal, previa instrucción del correspondiente procedimiento en el que 
deberá ser oída la Administración titular y, en su caso, los titulares de derechos sobre dichos 
montes.

4. La exclusión de un monte del Catálogo de Montes de Utilidad Pública sólo procederá 
cuando haya perdido las características por las que fue catalogado y se regulará por el 
procedimiento descrito en el apartado anterior. La exclusión parcial o permuta de una parte 
no significativa de un monte catalogado podrá ser autorizada por acuerdo del máximo 
órgano de gobierno de cada comunidad autónoma, a propuesta de su órgano forestal, 
siempre que suponga una mejor definición de la superficie del monte o una mejora para su 
gestión y conservación.

5. Con carácter excepcional, por acuerdo del máximo órgano de gobierno de cada 
comunidad autónoma, previo informe de su órgano forestal y, en su caso, de la entidad 
titular, se podrá autorizar la exclusión o permuta de una parte de un monte catalogado por 
causa de interés público prevalente.

Artículo 17.  Desafectación de montes demaniales.
1. La desafectación de los montes catalogados del dominio público forestal requerirá, sin 

perjuicio de lo previsto en el artículo 18.4, su previa exclusión del catálogo.
2. La desafectación de los restantes montes demaniales se tramitará por su 

Administración titular y requerirá, en todo caso, el informe favorable del órgano forestal de la 
comunidad autónoma.

3. La comunidad autónoma regulará el procedimiento de desafectación de los montes 
demaniales.

Artículo 18.  Efectos jurídicos de la inclusión de los montes en el Catálogo de Montes de 
Utilidad Pública.

1. La declaración de utilidad pública de un monte no prejuzga ninguna cuestión de 
propiedad, pero constituye una presunción de posesión a favor de la entidad a la que el 
catálogo otorga su pertenencia. La titularidad que en el catálogo se asigne a un monte sólo 
puede impugnarse en juicio declarativo ordinario de propiedad ante los tribunales civiles, no 
permitiéndose el ejercicio de las acciones reales del artículo 250.1.7 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.
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2. En los casos en los que se promuevan juicios declarativos ordinarios de propiedad de 
montes catalogados, será parte demandada la comunidad autónoma, además de, en su 
caso, la entidad titular del monte. En todas las actuaciones que se realicen en los 
procedimientos judiciales a que se refiere este artículo deberá ser emplazada a su debido 
tiempo la representación de la administración gestora, declarándose nulas en caso contrario.

3. La Administración titular o gestora inscribirá los montes catalogados, así como 
cualquier derecho sobre ellos, en el Registro de la Propiedad, mediante certificación 
acompañada por un plano topográfico del monte o el levantado para el deslinde a escala 
apropiada, debidamente georreferenciados, y en todo caso la certificación catastral 
descriptiva y gráfica en la que conste la referencia catastral del inmueble o inmuebles que 
constituyan la totalidad del monte catalogado, de acuerdo con el texto refundido de la Ley del 
Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo. En caso 
de discrepancia se estará a lo que disponga la legislación hipotecaria sobre la inscripción de 
la representación gráfica de las fincas en el Registro de la Propiedad.

4. Cuando un monte catalogado se halle afectado por un expediente del cual pueda 
derivarse otra declaración de demanialidad distinta de la forestal, y sin perjuicio de lo que, en 
su caso, disponga la declaración de impacto ambiental, las Administraciones competentes 
buscarán cauces de cooperación al objeto de determinar cuál de tales declaraciones debe 
prevalecer.

En el supuesto de discrepancia entre las Administraciones, resolverá, según la 
Administración que haya tramitado el expediente, el Consejo de Ministros o el órgano que la 
comunidad autónoma determine. En el caso de que ambas fueran compatibles, la 
Administración que haya gestionado el expediente tramitará, en pieza separada, un 
expediente de concurrencia, para armonizar el doble carácter demanial.

Cuando se trate de montes afectados por obras o actuaciones de interés general del 
Estado, resolverá el Consejo de Ministros, oída la comunidad autónoma afectada.

Artículo 18 bis.  Segregación de fincas parcialmente afectadas al dominio público forestal.
1. Cuando una finca registral de titularidad pública sea objeto de afectación parcial al 

dominio público forestal, la Administración titular podrá segregar la parte demanial de la 
patrimonial mediante certificación administrativa que será título suficiente para su inscripción 
en el Registro de la Propiedad.

2. En los expedientes administrativos de segregación regulados en el apartado anterior 
resultará de aplicación lo dispuesto en los artículos 13 y 46.2 del texto refundido de la Ley 
del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo.

Artículo 19.  Características jurídicas de los montes patrimoniales.
1. La usucapión o prescripción adquisitiva de los montes patrimoniales sólo se dará 

mediante la posesión en concepto de dueño, pública, pacífica y no interrumpida durante 30 
años.

2. Se entenderá interrumpida la posesión a efectos de la prescripción por la realización 
de aprovechamientos forestales, por la iniciación de expedientes sancionadores o por 
cualquier acto posesorio realizado por la administración titular o gestora del monte.

CAPÍTULO III
Recuperación posesoria y deslinde de los montes públicos

Artículo 20.  Investigación y recuperación posesoria de los montes públicos.
1. Los titulares de los montes públicos, por propia iniciativa o a instancia de la 

Administración gestora en los montes catalogados, tendrán la facultad de investigar la 
situación de los terrenos que se presuman pertenecientes a su patrimonio, según lo 
establecido en el artículo 45 y siguientes de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas, a cuyo efecto podrán recabar todos los datos e 
informes que se consideren necesarios.
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La Administración gestora deberá colaborar en dicha investigación, poniendo a 
disposición de la administración titular los medios técnicos y documentales de los que 
disponga.

2. Los titulares de los montes demaniales, junto con la Administración gestora en los 
montes catalogados, podrán ejercer la potestad de recuperación posesoria de los poseídos 
indebidamente por terceros, que no estará sometida a plazo y respecto a la que no se 
admitirán acciones posesorias ni procedimientos especiales.

Artículo 21.  Deslinde de montes de titularidad pública.
1. Los titulares de los montes públicos, junto con la Administración gestora en los montes 

catalogados, gozarán de la potestad de deslinde administrativo de sus montes. La 
administración forestal competente podrá colaborar en su caso en el deslinde de estos 
montes, poniendo a disposición de la Administración titular los medios técnicos y 
documentales de los que disponga.

2. (Derogado)
3. El deslinde de los montes no catalogados se ajustará al procedimiento que determinen 

las respectivas Administraciones públicas titulares.
El deslinde de los montes catalogados se ajustará al procedimiento que determinen las 

comunidades autónomas y, cuando afecte a montes de titularidad estatal, será preceptivo el 
informe de la Abogacía del Estado.

4. Los deslindes deberán aprobarse a la vista de los documentos acreditativos o 
situaciones de posesión cualificada que acrediten la titularidad pública del monte objeto del 
deslinde, así como de la cartografía catastral y la certificación catastral descriptiva y gráfica 
del inmueble o inmuebles afectados, y establecerán sus límites con sus cabidas y plano 
georreferenciado si se dispone de él, debiendo concretarse igualmente los gravámenes 
existentes.

5. Solamente tendrán valor y eficacia en el acto del apeo los títulos de dominio inscritos 
en el Registro de la Propiedad y sentencias firmes en juicio declarativo de propiedad.

6. El deslinde aprobado y firme supone la delimitación del monte y declara con carácter 
definitivo su estado posesorio, a reserva de lo que pudiera resultar de un juicio declarativo de 
propiedad.

7. La resolución será recurrible tanto por los interesados como por los colindantes ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa, una vez agotada la vía administrativa, por razones de 
competencia o procedimiento, y ante la jurisdicción civil si lo que se discute es el dominio, la 
posesión o cualquier otro derecho real.

8. La resolución definitiva del expediente de deslinde es título suficiente, según el caso, 
para la inmatriculación del monte, para la inscripción de rectificación de la descripción de las 
fincas afectadas y para la cancelación de las anotaciones practicadas con motivo del 
deslinde en fincas excluidas del monte deslindado. Esta resolución no será título suficiente 
para rectificar los derechos anteriormente inscritos a favor de los terceros a que se refiere el 
artículo 34 de la Ley Hipotecaria.

9. Una vez que el acuerdo de aprobación del deslinde fuera firme, se procederá al 
amojonamiento, con participación, en su caso, de los interesados. La Administración 
actuante deberá formalizar la correspondiente comunicación al Catastro Inmobiliario del 
resultado del deslinde, de acuerdo con la normativa catastral.

10. Podrá pedirse a nombre del Estado o de la comunidad autónoma, y se acordará por 
los jueces y tribunales, la nulidad de actuaciones en los procedimientos judiciales a que se 
refiere este artículo cuando no haya sido emplazada a su debido tiempo la representación 
procesal del Estado o la de la comunidad autónoma, cualquiera que sea el estado en el que 
se encuentren los referidos procedimientos.
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CAPÍTULO IV
Régimen de los montes privados

Artículo 22.  Asientos registrales de montes privados.
1. Toda inmatriculación o inscripción de exceso de cabida en el Registro de la Propiedad 

de un monte o de una finca colindante con monte demanial o ubicado en un término 
municipal en el que existan montes demaniales requerirá el previo informe favorable de los 
titulares de dichos montes y, para los montes catalogados, el del órgano forestal de la 
comunidad autónoma.

2. Tales informes se entenderán favorables si desde su solicitud por el registrador de la 
propiedad transcurre un plazo de tres meses sin que se haya recibido contestación. La nota 
marginal de presentación tendrá una validez de cuatro meses.

3. Para los montes catalogados, los informes favorables o el silencio administrativo 
positivo derivado del apartado 2 no impedirán el ejercicio por la Administración de las 
oportunas acciones destinadas a la corrección del correspondiente asiento registral.

Artículo 23.  Gestión de los montes privados.
1. Los montes privados se gestionan en la forma que disponga su titular, sin perjuicio de 

lo dispuesto en la legislación específica y en el Código Civil.
2. Los titulares de estos montes podrán contratar su gestión con personas físicas o 

jurídicas de derecho público o privado o con los órganos forestales de las comunidades 
autónomas donde el monte radique.

3. La gestión de estos montes se ajustará, en caso de disponer de él, al correspondiente 
instrumento de gestión o planificación forestal. La aplicación de dichos instrumentos será 
supervisada por el órgano forestal de la comunidad autónoma. A falta de dicho instrumento, 
la gestión del titular conllevará la necesaria autorización previa para los aprovechamientos 
forestales en los términos que la comunidad autónoma establezca conforme a lo dispuesto 
en los artículos 36 y 37 de esta ley.

Artículo 24.  Declaración de montes protectores.
1. Podrán ser declarados protectores aquellos montes o terrenos forestales de titularidad 

privada que cumplan alguna de las condiciones que para los montes públicos establece el 
artículo 13.

2. La declaración de monte protector se hará por la Administración de la comunidad 
autónoma correspondiente, previo expediente en el que, en todo caso, deberán ser oídos los 
propietarios y la entidad local donde radique. Igual procedimiento se seguirá para la 
desclasificación una vez que las circunstancias que determinaron su inclusión hubieran 
desaparecido.

3. Las comunidades autónomas crearán registros de montes protectores de carácter 
administrativo en que constarán las cargas, gravámenes y demás derechos reales que 
soportan los montes incluidos en ellos.

4. Se crea el Registro Nacional de Montes Protectores. Las comunidades autónomas 
remitirán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la información relativa a 
los asientos que se produzcan en sus registros conforme al apartado anterior a fin de 
elaborar y mantener actualizado el Registro Nacional.

El Registro tendrá carácter informativo y dependerá del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente. Su organización y funcionamiento se establecerán 
reglamentariamente previa consulta a las comunidades autónomas.

Artículo 24 bis.  Gestión de montes protectores.
1. La gestión de los montes protectores corresponde a sus propietarios, sin perjuicio de 

lo dispuesto en la legislación específica. El gestor deberá presentar a la Administración 
forestal de la comunidad autónoma el correspondiente proyecto de ordenación de montes o 
plan dasocrático, en caso de no disponer de un instrumento de planificación de ordenación 
de recursos naturales o forestal vigente en la zona.
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2. Las limitaciones que se establezcan en la gestión de los montes protectores por razón 
de las funciones ecológicas, de protección o sociales que cumplen podrán ser compensadas 
económicamente en los términos previstos en el capítulo III del título VI.

Artículo 24 ter.  Registros de montes protectores y de montes con otras figuras de especial 
protección.

(Suprimido)

Artículo 24 quáter.  Montes protectores y con otras figuras de especial protección de 
titularidad privada.

(Suprimido)

CAPÍTULO V
Derecho de adquisición preferente y unidades mínimas de actuación forestal

Artículo 25.  Derecho de adquisición preferente. Tanteo y retracto.
1. Las comunidades autónomas tendrán derecho de adquisición preferente, a reserva de 

lo dispuesto en el apartado 2, en los siguientes casos de transmisiones onerosas:
a) De montes de superficie superior a un límite a fijar por la comunidad autónoma 

correspondiente.
b) De montes declarados protectores conforme al artículo 24.
2. En el caso de fincas o montes enclavados en un monte público o colindantes con él, el 

derecho de adquisición preferente corresponderá a la Administración titular del monte 
colindante o que contiene al enclavado. En el caso de montes colindantes con otros 
pertenecientes a distintas Administraciones públicas, tendrá prioridad en el ejercicio del 
derecho de adquisición preferente aquella cuyo monte tenga mayor linde común con el 
monte en cuestión.

3. No habrá derecho de adquisición preferente cuando se trate de aportación de capital 
en especie a una sociedad en la que los titulares transmitentes deberán ostentar una 
participación mayoritaria durante cinco años como mínimo.

4. Para posibilitar el ejercicio del derecho de adquisición preferente a través de la acción 
de tanteo, el transmitente deberá notificar fehacientemente a la Administración pública titular 
de ese derecho los datos relativos al precio y características de la transmisión proyectada, la 
cual dispondrá de un plazo de tres meses, a partir de dicha notificación, para ejercitar dicho 
derecho, mediante el abono o consignación de su importe en las referidas condiciones.

5. Los notarios y registradores no autorizarán ni inscribirán, respectivamente, las 
correspondientes escrituras sin que se les acredite previamente la práctica de dicha 
notificación de forma fehaciente.

6. Si se llevara a efecto la transmisión sin la indicada notificación previa, o sin seguir las 
condiciones reflejadas en ella, la Administración titular del derecho de adquisición preferente 
podrá ejercer acción de retracto en el plazo de un año contado desde la inscripción de la 
transmisión en el Registro de la Propiedad o, en su defecto, desde que la Administración 
hubiera tenido conocimiento oficial de las condiciones reales de dicha transmisión.

7. El derecho de retracto al que se refiere este artículo es preferente a cualquier otro.

Artículo 26.  Límite a la segregación de montes.
Serán indivisibles, salvo por causa no imputable al propietario, las parcelas forestales de 

superficie inferior al mínimo que establecerán las comunidades autónomas.

Artículo 27.  Agrupación de montes.
Las Administraciones públicas fomentarán la agrupación de montes, públicos o privados, 

con el objeto de facilitar una ordenación y gestión integrada mediante instrumentos de 
gestión forestal que asocien a pequeños propietarios.
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Artículo 27 bis.  Montes de socios.
1. Son montes de socios aquellos cuya titularidad corresponde, en pro indiviso, a varias 

personas y alguna de ellas son desconocidas, con independencia de su denominación y de 
su forma de constitución.

2. Cualquiera de los copropietarios de un monte de socios, con independencia de cuál 
sea su cuota de participación, podrá promover la constitución de una junta gestora ante el 
órgano competente en gestión forestal, que convocará, a instancia de parte, a todos los 
copropietarios conocidos. La junta gestora, una vez constituida, será el órgano de gobierno y 
representación de la comunidad en tanto existan cuotas de participación vacantes y sin 
dueño conocido, mediante comunicación al efecto a todos los demás copropietarios 
conocidos.

La junta gestora comunicará la existencia de una o varias cuotas de participación que 
carecen de dueño conocido a la Dirección General del Patrimonio del Estado, a fin de que 
proceda en cumplimiento de lo previsto en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas y en su Reglamento de desarrollo, aprobado 
por Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto.

3. Para la válida constitución de la junta gestora, será necesario el acuerdo de, al menos, 
las cuatro quintas partes de los propietarios conocidos, y su formalización por escrito. Se 
levantará acta de la constitución de la junta gestora en la que figure la identificación del 
monte o montes afectados, la designación al menos de un presidente y un secretario y las 
normas de funcionamiento interno, que deberán incluir el criterio de incorporación de nuevos 
miembros.

4. Corresponde a la junta gestora:
a) La representación y la gestión de la comunidad. Para ello podrá adoptar los actos de 

gestión y de administración que mejor convengan a los intereses comunes, lo que incluye la 
gestión y el disfrute del monte de socios y de todos sus productos y la enajenación de toda 
clase de aprovechamientos forestales, agrícolas, ganaderos, energéticos y mineros, así 
como cualquier otro acto para el que estén facultados los propietarios por esta ley. La junta 
gestora podrá acordar el reparto de beneficios generados entre los socios, en proporción a 
su participación, con exclusión de los correspondientes a las partes no esclarecidas, que 
deberán invertirse en la mejora del monte.

b) La promoción de los expedientes de investigación de la titularidad de las cuotas 
vacantes, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 45 y siguientes de la Ley 33/2003, de 
3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas y demás normativa 
aplicable. La junta gestora tratará de identificar a los titulares de las cuotas vacantes, 
mediante cualesquiera pruebas documentales o de otra clase admitidas en derecho; en 
particular, mediante los datos obrantes en el Registro de la Propiedad, en el Catastro, en 
escrituras públicas, en testimonios y actas notariales o en partidas de nacimiento o de 
bautismo de los últimos titulares conocidos y de sus descendientes, sin perjuicio de las 
competencias de la Dirección General del Patrimonio del Estado.

5. Para la válida adopción de acuerdos se requerirá el voto favorable de la mayoría de 
las cuotas de participación de los propietarios conocidos, presentes o representados.

6. La junta gestora se disolverá una vez todos los comuneros estén identificados 
conforme a derecho, momento a partir del cual se somete a las reglas de comunidad de 
bienes en régimen de pro indiviso, no procediendo la acción de división hasta que no se 
haya procedido a la identificación de la totalidad de las cuotas vacantes.

7. La Dirección General del Patrimonio del Estado incoará el correspondiente 
procedimiento de investigación respecto a las cuotas vacantes siempre que de la 
comunicación de la junta gestora se desprenda que existen indicios fundados de que dichas 
cuotas carecen efectivamente de dueño.

Al procedimiento de investigación se incorporarán las diligencias realizadas por la junta 
gestora tendentes al esclarecimiento de la titularidad de las cuotas, que no necesitarán ser 
reiteradas por la Administración General del Estado.

En el caso de que se acreditase la existencia de cuotas vacantes, tales cuotas se 
entenderán afectadas por ministerio de la ley al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente cuando se acuerde su incorporación al patrimonio de la Administración 
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General del Estado, declarándose así en la resolución que ponga fin al procedimiento de 
investigación.

El resultado de dicha identificación será objeto de declaración ante el Catastro 
Inmobiliario, a fin de incorporar al mismo las alteraciones catastrales que, en su caso, 
procedan.

En todo caso, sobre dichas cuotas podrá iniciarse un procedimiento de enajenación al 
amparo de lo establecido en el artículo 112.6 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas.

8. Los propietarios de los montes de socios se regirán en lo que no se oponga a esta 
regulación, por lo dispuesto en los artículos 392 y siguientes del Código Civil y, en particular, 
tendrán derecho de retracto. En cualquier caso, el derecho de retracto legal entre condueños 
no será aplicable en la transmisión ínter vivos otorgada a favor del cónyuge o parientes por 
consanguinidad dentro del segundo grado del condómino o sociedades unipersonales del 
mismo.

9. A las juntas gestoras constituidas se les asignará identificación fiscal para la 
realización de negocios jurídicos de su competencia.

TÍTULO III
Gestión forestal sostenible

CAPÍTULO I
Información forestal

Artículo 28.  Estadística forestal española.
1. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente coordinará con los demás 

órganos competentes de la Administración General del Estado y las comunidades 
autónomas la elaboración de la Información Forestal Española, que incluirá las siguientes 
materias:

a) El Inventario forestal nacional y su correspondiente Mapa forestal de España.
b) El Inventario nacional de erosión de suelos.
c) El Inventario Español de caza y pesca continental.
d) Repoblaciones y otras actividades forestales.
e) Relación de montes ordenados.
f) Producción forestal y actividades industriales forestales.
g) Incendios forestales.
h) Seguimiento de la interacción de los montes y el medio ambiente.
i) Caracterización del territorio forestal incluido en la Red Natura 2000 o en Espacios 

Naturales Protegidos y áreas protegidas por convenios internacionales.
j) La diversidad biológica de los montes de España.
k) Estado de protección y conservación de los principales ecosistemas y especies 

forestales españoles y efectos del cambio climático en los mismos.
l) La percepción social de los montes.
m) Servicios Ambientales.
El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente podrá incluir en la 

Información Forestal Española otras operaciones estadísticas.
Toda la información recogida en los inventarios, así como el contenido que integra la 

Información Forestal Española tendrá carácter público, siendo aplicable la normativa de 
acceso a la información medioambiental.

2. Los órganos competentes en materia de estadística forestal de las comunidades 
autónomas y las demás Administraciones públicas proporcionarán al Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la información de carácter forestal de su ámbito 
de competencia necesaria para elaborar la Información Forestal Española y atender las 
demandas de información estadística de los organismos internacionales, así como para 
facilitar el acceso del ciudadano a la información forestal. En particular, antes del tercer 
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cuatrimestre de cada año, proporcionarán la información estadística forestal que hayan 
elaborado sobre el año anterior.

3. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente establecerá 
procedimientos de coordinación para que en los documentos de la Información Forestal 
Española y de la Estadística Agroalimentaria exista una identidad de las definiciones de los 
usos y aprovechamientos forestales y agrícolas, así como de las superficies asignadas a 
cada uno de ellos.

4. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente pondrá la información 
contenida en la Información Forestal Española a disposición de las comunidades autónomas 
y entidades locales, las empresas e industrias forestales y demás agentes interesados.

5. Periódicamente, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente elaborará 
y publicará un informe forestal español, a partir del análisis de los datos de la Información 
Forestal Española.

6. El Inventario Forestal Nacional y el Mapa Forestal de España, así como el Inventario 
Nacional de Erosión de Suelos, tendrán carácter continuo y una periodicidad de 
actualización al menos decenal. Su elaboración se hará aplicando criterios y metodología 
comunes para todo el territorio español.

CAPÍTULO II
Planificación forestal

Artículo 29.  Estrategia Forestal Española.
1. La Estrategia Forestal Española, como documento de referencia para establecer la 

política forestal española, contendrá el diagnóstico de la situación de los montes y del sector 
forestal español, las previsiones de futuro, de conformidad con sus propias necesidades y 
con los compromisos internacionales contraídos por España, y las directrices que permiten 
articular la política forestal española.

2. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, oídos los ministerios 
afectados, elaborará la Estrategia Forestal Española, con la participación de las 
comunidades autónomas y previo informe favorable de la Conferencia Sectorial de 
Agricultura y Desarrollo Rural. La Estrategia Forestal Española será aprobada mediante 
acuerdo del Consejo de Ministros.

3. Cuando las circunstancias lo aconsejen, y en cualquier caso con ocasión de cada 
revisión del Plan Forestal Español, la Estrategia Forestal Española será revisada. La revisión 
se tramitará y aprobará con arreglo a lo dispuesto en el apartado 2.

Artículo 30.  Plan Forestal Español.
1. El Plan Forestal Español, como instrumento de planificación a largo plazo de la política 

forestal española, desarrollará la Estrategia Forestal Española.
2. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente elaborará el Plan Forestal 

Español con la participación de las comunidades autónomas teniendo en cuenta los planes 
forestales de aquéllas y previo informe favorable de la Conferencia Sectorial de Agricultura y 
Desarrollo Rural. El Plan Forestal Español será aprobado mediante acuerdo del Consejo de 
Ministros.

3. El Plan Forestal Español será revisado cada diez años, o en un plazo inferior cuando 
las circunstancias así lo aconsejen. La revisión se tramitará y aprobará con arreglo a lo 
dispuesto en el apartado 2.

Artículo 31.  Planes de ordenación de los recursos forestales.
1. Las comunidades autónomas podrán elaborar los planes de ordenación de recursos 

forestales (PORF) como instrumentos de planificación forestal, constituyéndose en una 
herramienta en el marco de la ordenación del territorio.

2. El contenido de estos planes será obligatorio y ejecutivo en las materias reguladas en 
esta ley. Asimismo, tendrán carácter indicativo respecto de cualesquiera otras actuaciones, 
planes o programas sectoriales.
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3. Con carácter previo a la elaboración de los PORF, las comunidades autónomas 
definirán los territorios que, de acuerdo con esta ley y con su normativa autonómica, tienen 
la consideración de monte.

4. El ámbito territorial de los PORF serán los territorios forestales con características 
geográficas, socioeconómicas, ecológicas, culturales o paisajísticas homogéneas. Se podrán 
adaptar a aquellas comarcalizaciones y divisiones de ámbito subregional planteadas por la 
ordenación del territorio u otras específicas divisiones administrativas propias de las 
comunidades autónomas.

5. Las comunidades autónomas, a propuesta de su órgano forestal, delimitarán los 
territorios forestales a los que se deberá dotar de su correspondiente PORF, cuando las 
condiciones de mercado de los productos forestales, los servicios y beneficios generados por 
los montes o cualquier otro aspecto de índole forestal que se estime conveniente sean de 
especial relevancia socioeconómica en tales territorios.

6. Las comunidades autónomas, a propuesta de su órgano forestal, elaborarán y 
aprobarán los PORF y determinarán la documentación y contenido de estos que, con 
independencia de su denominación, podrán incluir los siguientes elementos:

a) Delimitación del ámbito territorial y caracterización del medio físico y biológico.
b) Descripción y análisis de los montes y los paisajes existentes en ese territorio, sus 

usos y aprovechamientos actuales, en particular los usos tradicionales, así como las figuras 
de protección existentes, incluyendo las vías pecuarias.

c) Aspectos jurídico-administrativos: titularidad, montes catalogados, mancomunidades, 
agrupaciones de propietarios, proyectos de ordenación u otros instrumentos de gestión o 
planificación vigentes.

d) Características socioeconómicas: demografía, disponibilidad de mano de obra 
especializada, tasas de paro, industrias forestales, incluidas las dedicadas al 
aprovechamiento energético de la biomasa forestal y las destinadas al desarrollo del turismo 
rural.

e) Zonificación por usos y vocación del territorio. Objetivos, compatibilidades y 
prioridades.

f) Planificación de las acciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos fijados 
en el plan, incorporando las previsiones de repoblación, restauración hidrológico-forestal, 
prevención y extinción de incendios, prevención y lucha contra plagas, regulación de usos 
recreativos y ordenación de montes, incluyendo, cuando proceda, la ordenación cinegética, 
piscícola y micológica.

g) Establecimiento del marco en el que podrán suscribirse acuerdos, convenios y 
contratos entre la Administración y los propietarios para la gestión de los montes.

h) Establecimiento de las directrices para la ordenación y aprovechamiento de los 
montes, garantizando que no se ponga en peligro la persistencia de los ecosistemas y se 
mantenga la capacidad productiva de los montes.

i) Criterios básicos para el control, seguimiento, evaluación y plazos para la revisión del 
plan.

7. La elaboración de estos planes incluirá necesariamente la consulta a las entidades 
locales y, a través de sus órganos de representación, a los propietarios forestales privados, a 
otros usuarios legítimos afectados y a los demás agentes sociales e institucionales 
interesados, así como los trámites de información pública.

8. Cuando exista un plan de ordenación de recursos naturales (PORN) de conformidad 
con la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y la Biodiversidad, u otro plan 
equivalente de acuerdo con la normativa autonómica que abarque el mismo territorio forestal 
que el delimitado según el apartado 5, la parte forestal de estos planes podrá tener el 
carácter de PORF, siempre y cuando cuenten con el informe favorable del órgano forestal 
competente.
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CAPÍTULO III
Ordenación de montes

Artículo 32.  La gestión forestal sostenible. Directrices básicas comunes.
1. Los montes deben ser gestionados de forma sostenible, integrando los aspectos 

ambientales con las actividades económicas, sociales y culturales, con la finalidad de 
conservar el medio natural al tiempo que generar empleo y colaborar al aumento de la 
calidad de vida y expectativas de desarrollo de la población rural.

2. El Gobierno, previa consulta a las comunidades autónomas, a través de la 
Conferencia Sectorial de Agricultura y Desarrollo Rural, aprobará las directrices básicas 
comunes de gestión forestal sostenible en relación con los siguientes aspectos:

a) La adaptación a los montes españoles de los criterios e indicadores de sostenibilidad, 
su evaluación y seguimiento, de conformidad con los criterios establecidos en resoluciones 
internacionales y convenios en los que España sea parte y, en particular, los requeridos para 
los montes incluidos en la Red Natura 2000.

b) El contenido mínimo de las instrucciones de ordenación y aprovechamiento de 
montes, para garantizar su gestión sostenible.

3. Corresponde a las comunidades autónomas la aprobación de las instrucciones de 
ordenación y aprovechamiento de montes.

4. El órgano autonómico competente podrá aprobar modelos tipo de gestión forestal para 
aquellos montes cuyas características así lo permitan, así como procedimientos de adhesión 
a los mismos que conlleven un compromiso de seguimiento por parte de sus titulares. Si así 
se establece, en estos casos la adhesión comportará la consideración de monte ordenado.

El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente colaborará con las 
comunidades autónomas en la elaboración de los modelos tipo de gestión forestal de cada 
comunidad, y facilitará el intercambio de experiencias sobre ellos.

Artículo 33.  Proyectos de ordenación de montes y planes dasocráticos.
1. Las Administraciones publicas impulsarán técnica y económicamente la ordenación de 

todos los montes.
2. Los montes declarados de utilidad pública y los montes protectores deberán contar 

con un proyecto de ordenación de montes, plan dasocrático u otro instrumento de gestión 
equivalente.

3. La elaboración de dichos instrumentos se hará a instancias del titular del monte o del 
órgano forestal de la comunidad autónoma, debiendo ser aprobados, en todo caso, por este 
último.

4. El contenido mínimo de los proyectos de ordenación de montes y planes dasocráticos 
se determinará en las directrices básicas comunes para la gestión forestal sostenible y el 
aprovechamiento de montes establecidas en el artículo 32. La elaboración de estos 
instrumentos deberá ser dirigida y supervisada por profesionales con titulación forestal 
universitaria y deberá tener como referencia, en su caso, el PORF en cuyo ámbito se 
encuentre el monte.

5. El órgano competente de la comunidad autónoma regulará en qué casos puede ser 
obligatorio disponer de un instrumento de gestión para los montes privados no protectores y 
públicos no catalogados.

Artículo 34.  Gestión de montes catalogados de utilidad pública y montes protectores.
1. Los montes catalogados de utilidad pública y los montes protectores declarados con 

base en los párrafos a) a d) del artículo 13 se gestionarán con el fin de lograr la máxima 
estabilidad de la masa forestal, se evitará, en su caso, la fragmentación ecológica de los 
montes y se aplicarán métodos silvícolas que persigan prioritariamente el control de la 
erosión, del peligro de incendio, de los daños por nieve, vendavales, inundaciones y riadas o 
de otros riesgos para las características protectoras del monte.

2. Los montes catalogados y los montes protectores declarados con base en el párrafo 
e) del artículo 13 se gestionarán para garantizar su mantenimiento en un estado de 
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conservación favorable o, en su caso, para la restauración de los valores que motivaron 
dicha declaración, sin menoscabo en lo posible de los fines especificados en el apartado 1.

Artículo 35.  Certificación forestal.
Las Administraciones públicas promoverán el desarrollo de los sistemas de certificación 

forestal voluntarios, transparentes y no discriminatorios.

Artículo 35 bis.  Compra responsable de productos forestales.
A efectos de lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 

Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, el órgano de 
contratación podrá incluir entre las consideraciones de tipo medioambiental que se 
establezcan en el procedimiento de contratación, las relativas a las condiciones de legalidad 
del aprovechamiento de la madera y sus productos derivados en origen como factor 
excluyente en caso de no acreditarse, y las relativas a su sostenibilidad, que podrá 
acreditarse, entre otras formas, mediante la certificación forestal definida en el artículo 6.

CAPÍTULO IV
Aprovechamientos forestales

Artículo 36.  Aprovechamientos forestales.
1. El titular del monte será en todos los casos el propietario de los recursos forestales 

producidos en su monte, incluidos frutos espontáneos, y tendrá derecho a su 
aprovechamiento conforme a lo establecido en esta ley y en la normativa autonómica.

2. Los aprovechamientos de los recursos forestales se realizarán de acuerdo con las 
prescripciones para la gestión de montes establecidas en los correspondientes planes de 
ordenación de recursos forestales, cuando existan. Se ajustarán también, en su caso, a lo 
que concretamente se consigne en el proyecto de ordenación de montes, plan dasocrático o 
instrumento de gestión equivalente vigente.

3. El órgano competente de la comunidad autónoma regulará los aprovechamientos no 
maderables. Dichos aprovechamientos, y en particular el de pastos, deberán estar, en su 
caso, expresamente regulados en los correspondientes instrumentos de gestión forestal o 
PORF en cuyo ámbito se encuentre el monte en cuestión.

4. Los aprovechamientos en los montes del dominio público forestal podrán ser 
enajenados por sus titulares en el marco de lo establecido en la legislación patrimonial que 
les resulte de aplicación.

5. La Administración gestora de los montes demaniales podrá enajenar productos o 
servicios de los mismos, bajo el régimen de aprovechamientos forestales, con sujeción a las 
cláusulas técnico-facultativas y económico-administrativas que se establezcan y a los 
instrumentos de gestión vigentes. Como contraprestación, además o en lugar del precio, 
podrá establecerse o aceptarse la realización de determinadas mejoras del monte, que 
deberán sujetarse al instrumento de gestión correspondiente, a las condiciones específicas 
que se establezcan y a la aprobación del titular del monte.

6. En los contratos que celebren las Administraciones gestoras o titulares de montes 
demaniales para la realización de actuaciones de mejora en dichos montes, en las que se 
generen productos forestales con valor de mercado, estos podrán quedar a disposición del 
adjudicatario de los trabajos y el precio estimado de su venta constituir un elemento dentro 
del presupuesto de la actuación.

7. Los aprovechamientos en los montes afectados por las zonas de servidumbre, policía, 
o afección de los dominios públicos hidráulico, marítimo-terrestre, de carreteras o ferroviario 
no precisarán de la autorización de los órganos competentes de dichos dominios, siempre y 
cuando tales montes dispongan de instrumentos de gestión cuya aprobación por el órgano 
forestal de la comunidad autónoma haya sido informada favorablemente por los órganos de 
gestión de los dominios públicos mencionados.
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8. El Gobierno, oídas las comunidades autónomas, regulará reglamentariamente el 
régimen básico propio de los contratos públicos de aprovechamientos, obras y servicios 
forestales.

Artículo 37.  Aprovechamientos maderables y leñosos.
1. Los aprovechamientos maderables y leñosos se regularán por el órgano forestal de la 

comunidad autónoma.
2. En los montes no gestionados por dicho órgano forestal, estos aprovechamientos 

estarán sometidos a las siguientes condiciones básicas:
a) Cuando exista proyecto de ordenación, plan dasocrático o instrumento de gestión 

equivalente, o el monte esté incluido en el ámbito de aplicación de un PORF y éste así lo 
prevea el titular de la explotación del monte deberá remitir la declaración responsable del 
aprovechamiento al órgano forestal de la comunidad autónoma, al objeto de que éste pueda 
comprobar su conformidad con lo previsto en el instrumento de gestión o, en su caso, de 
planificación.

b) En caso de no existir dichos instrumentos, estos aprovechamientos requerirán 
autorización administrativa previa, salvo que se trate de aprovechamientos maderables o 
leñosos a turno corto o domésticos de menor cuantía, en cuyo caso deberá comunicar, 
mediante una nueva declaración responsable, que concurren las circunstancias por las que 
no es necesaria dicha autorización.

Se considerarán aprovechamientos de turno corto aquéllos cuyo turno sea inferior a 20 
años y los aprovechamientos de las especies y turnos conjuntamente tratados que 
determinen las comunidades autónomas para su territorio. Se considerarán 
aprovechamientos de menor cuantía los inferiores a 10 metros cúbicos de madera o a 20 
estéreos de leñas, salvo que las comunidades autónomas establezcan para su territorio 
cuantías menores.

3. Lo dispuesto en los párrafos anteriores se entiende sin perjuicio de lo establecido en la 
disposición adicional undécima, en relación con el procedimiento para llevar a cabo la 
correspondiente evaluación ambiental previa de actividades sometidas a notificación o 
declaración responsable cuando la misma sea exigible por la legislación básica estatal o 
autonómica de evaluación ambiental.

4. El titular de un aprovechamiento maderable o leñoso cuyos productos sean objeto de 
comercialización deberá comunicar la cuantía realmente obtenida al órgano forestal 
autonómico en el plazo máximo de un mes desde su finalización y de acuerdo con los 
procedimientos que se establezcan al efecto.

Artículo 38.  Fondo de mejoras en montes catalogados.
Los titulares de montes catalogados aplicarán a un fondo de mejoras, cuyo destino será 

la conservación y mejora de los montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad 
Pública, una cuantía que fijarán las comunidades autónomas y que no será inferior al 15 por 
ciento del valor de sus aprovechamientos forestales o de los rendimientos obtenidos por 
ocupaciones u otras actividades desarrolladas en el monte. Dicho fondo será administrado 
por el órgano forestal de la comunidad autónoma, salvo que ésta lo transfiera a la entidad 
local titular. Las inversiones se realizarán de acuerdo con el plan de mejoras establecido en 
la planificación de dicho monte.
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TÍTULO IV
Conservación y protección de montes

CAPÍTULO I
Usos del suelo

Artículo 39.  Delimitación del uso forestal en el planeamiento urbanístico.
Los instrumentos de planeamiento urbanístico, cuando afecten a la calificación de 

terrenos forestales, requerirán el informe de la Administración competente en gestión 
forestal. Dicho informe será vinculante si se trata de montes catalogados o protectores.

Los montes pertenecientes al dominio público forestal tendrán la consideración de suelo 
en situación rural, a los efectos de lo dispuesto por la legislación estatal de suelo, y deberán 
quedar preservados por la ordenación territorial y urbanística, de su transformación mediante 
la urbanización

Artículo 40.  Cambio del uso forestal y modificación de la cubierta vegetal.
1. El cambio del uso forestal de un monte cuando no venga motivado por razones de 

interés general, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18.4 y de la normativa ambiental 
aplicable, tendrá carácter excepcional y requerirá informe favorable del órgano forestal 
competente y, en su caso, del titular del monte.

2. La Administración forestal competente podrá regular un procedimiento más 
simplificado para la autorización del cambio de uso en aquellas plantaciones forestales 
temporales para las que se solicite una reversión a usos anteriores no forestales.

3. La Administración forestal competente regulará los casos en los que, sin producirse 
cambio de uso forestal, se requiera autorización para la modificación sustancial de la 
cubierta vegetal del monte.

CAPÍTULO II
Conservación de suelos, lucha contra la erosión y la desertificación y 

restauración hidrológico-forestal

Artículo 41.  Plan Nacional de Actuaciones Prioritarias de Restauración Hidrológico-Forestal 
y Programa de Acción Nacional contra la Desertificación.

1. Corresponde al Ministerio de Medio Ambiente, en colaboración con el Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación y con las comunidades autónomas, la elaboración y 
aprobación del Programa de Acción Nacional contra la Desertificación. La aplicación y 
seguimiento del Programa corresponde al Ministerio de Medio Ambiente, al Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación ya las comunidades autónomas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, de acuerdo con el principio de coordinación.

2. El Programa de Acción Nacional contra la Desertificación tendrá como objetivos la 
prevención y la reducción de la degradación de las tierras, la rehabilitación de tierras 
parcialmente degradadas y la recuperación de tierras desertificadas para contribuir al logro 
del desarrollo sostenible de las zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas del territorio 
español.

3. Asimismo, corresponde al Ministerio de Medio Ambiente, en colaboración con las 
comunidades autónomas, la elaboración y aprobación del Plan Nacional de actuaciones 
prioritarias de restauración hidrológico-forestal. La aplicación y seguimiento del plan 
corresponde al Ministerio de Medio Ambiente y a las comunidades autónomas, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, de acuerdo con el principio de coordinación.

4. El Plan Nacional de Actuaciones Prioritarias de Restauración Hidrológico-Forestal 
diagnosticará e identificará, por subcuencas, los procesos erosivos, clasificándolos según la 
intensidad de los mismos y su riesgo potencial para poblaciones, cultivos e infraestructuras, 
definiendo las zonas prioritarias de actuación, valorando las acciones a realizar y 
estableciendo la priorización y programación temporal de las mismas.
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En la elaboración o posterior aplicación del Plan, las autoridades competentes 
delimitarán zonas de peligro por riesgo de inundaciones o intrusiones de nieve que afecten a 
poblaciones o asentamientos humanos de acuerdo a lo previsto en la Directiva 2007/60/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, relativa a la evaluación y 
gestión de los riesgos de inundación.

Estas zonas deberán contar con planes específicos de restauración hidrológico-forestal 
de actuación obligatoria para todas las Administraciones públicas.

Artículo 42.  Declaración del interés general de las actuaciones de restauración hidrológico-
forestal fuera del dominio público hidráulico.

El Gobierno podrá declarar de interés general actuaciones de restauración hidrológico-
forestal fuera del dominio público hidráulico a petición de las comunidades autónomas 
afectadas.

CAPÍTULO III
Incendios forestales

Artículo 43.  Defensa contra incendios forestales.
Corresponde a las Administraciones públicas competentes la responsabilidad de la 

organización de la defensa contra los incendios forestales. A tal fin, deberán adoptar, de 
modo coordinado, medidas conducentes a la prevención, detección y extinción de los 
incendios forestales, cualquiera que sea la titularidad de los montes.

Artículo 44.  Prevención de los incendios forestales.
1. La Administración General del Estado y las comunidades autónomas organizarán 

coordinadamente programas específicos de prevención de incendios forestales basados en 
investigaciones sobre su causalidad y, en particular, sobre las motivaciones que puedan 
ocasionar intencionalidad en su origen. Para esta planificación se tendrá en cuenta la 
Directriz básica de planificación de protección civil de emergencia por incendios forestales y 
los planes específicos que de ella se deriven.

2. Asimismo, las Administraciones públicas desarrollarán programas de concienciación y 
sensibilización para la prevención de incendios forestales, fomentando la participación social 
y favoreciendo la corresponsabilidad de la población en la protección del monte.

3. Las comunidades autónomas regularán en montes y áreas colindantes el ejercicio de 
todas aquellas actividades que puedan dar lugar a riesgo de incendio, y establecerán 
normas de seguridad aplicables a edificaciones, obras, instalaciones eléctricas e 
infraestructuras de transporte en terrenos forestales y sus inmediaciones, que puedan 
implicar peligro de incendios o ser afectadas por estos. En particular, regularán de forma 
específica la prevención de incendios forestales y las medidas de seguridad en las zonas de 
interfase urbano-forestal. Asimismo, podrán establecer limitaciones al tránsito por los 
montes, llegando a suprimirlo cuando el peligro de incendios lo haga necesario.

4. Las Fuerzas y los Cuerpos de Seguridad del Estado, así como las instituciones 
autonómicas y locales, cada uno de conformidad con su normativa reguladora y en el 
ejercicio de sus competencias y, en su caso, de conformidad con la planificación en materia 
de protección civil, intervendrán en la prevención de los incendios forestales mediante 
vigilancia disuasoria e investigación específica de las causas y en la movilización de 
personal y medios para la extinción.

5. Las Administraciones públicas podrán regular la constitución de grupos de voluntarios 
para colaborar en la prevención y extinción y cuidarán de la formación de las personas 
seleccionadas para desarrollar estas tareas. Igualmente fomentarán las agrupaciones de 
propietarios de montes y demás personas o entidades interesadas en la conservación de los 
montes y su defensa contra los incendios.
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Artículo 45.  Obligación de aviso.
Toda persona que advierta la existencia o iniciación de un incendio forestal estará 

obligada a avisar a la autoridad competente o a los servicios de emergencia y, en su caso, a 
colaborar, dentro de sus posibilidades, en la extinción del incendio.

Artículo 46.  Organización de la extinción de los incendios forestales.
1. Para facilitar la coordinación entre los dispositivos de extinción de incendios forestales, 

de forma que sea posible la asistencia recíproca de las Administraciones competentes y la 
utilización conjunta de los medios personales y materiales, el Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico, en colaboración con las comunidades autónomas, 
establecerá las directrices comunes para la implantación de un sistema de gestión de 
emergencias común.

2. El órgano competente de la comunidad autónoma establecerá para la extinción de 
cada incendio, salvo en aquellos que se juzgue innecesario por su pequeña entidad, un 
mando unificado y estructurado por funciones, basado en los objetivos de eficacia y 
seguridad.

El director técnico de la extinción será un profesional que haya recibido formación 
acreditada específica sobre comportamiento del fuego forestal y técnicas adecuadas para su 
extinción.

3. En el caso de incendios en zonas limítrofes de dos o más comunidades autónomas, 
los órganos competentes de éstas coordinarán sus dispositivos de extinción, a iniciativa 
propia o a instancia de la Administración General del Estado. Cuando se solicite en estos 
incendios la intervención de medios estatales, deberá constituirse una dirección unificada de 
los trabajos de extinción, con participación de la Administración General del Estado. A su 
vez, la Administración General del Estado podrá, a petición de las comunidades autónomas, 
destinar personal técnico cualificado para asesorar a dicha dirección unificada.

4. En caso de declaración de situación de emergencia, se estará a lo dispuesto en la 
normativa de protección civil para emergencia por incendios forestales.

Artículo 47.  Trabajos de extinción.
1. El director o responsable técnico de las tareas de extinción tiene la condición de 

agente de la autoridad y podrá movilizar medios públicos y privados para actuar en la 
extinción de acuerdo con un plan de operaciones. Asimismo, podrá disponer, cuando sea 
necesario y aunque no se pueda contar con la autorización de los propietarios respectivos, la 
entrada de equipos y medios en fincas forestales o agrícolas, la circulación por caminos 
privados, la apertura de brechas en muros o cercas, la utilización de aguas, la apertura de 
cortafuegos de urgencia y la quema anticipada mediante la aplicación de contrafuegos, en 
zonas que se estime que, dentro de una normal previsión, pueden ser consumidas por el 
incendio. La autoridad local podrá movilizar medios públicos o privados adicionales para 
actuar en la extinción, según el plan de operación del director técnico.

2. Se considerará prioritaria la utilización por los servicios de extinción de las 
infraestructuras públicas, tales como carreteras, líneas telefónicas, aeropuertos, embalses, 
puertos de mar y todas aquellas necesarias para la comunicación y aprovisionamiento de 
dichos servicios, sin perjuicio de las normas específicas de utilización de cada una de ellas.

3. La Administración responsable de la extinción asumirá la defensa jurídica del director 
técnico y del personal bajo su mando en los procedimientos seguidos ante los órdenes 
jurisdiccionales civil y penal por posibles responsabilidades derivadas de las órdenes 
impartidas y las acciones ejecutadas en relación con la extinción del incendio.

Artículo 48.  Planificación para la prevención y defensa ante el riesgo de incendios 
forestales.

1. Las Comunidades Autónomas ante el riesgo general de incendios forestales, 
elaborarán y aprobarán planes anuales para la prevención, vigilancia y extinción de 
incendios forestales. Los referidos planes, que deberán ser objeto de publicidad previa a su 
desarrollo, comprenderán la totalidad de las actuaciones a desarrollar y abarcarán la 
totalidad del territorio de la Comunidad Autónoma correspondiente.
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2. El Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico elaborará, con la 
participación de las comunidades autónomas y previo informe del Comité de Lucha contra 
Incendios Forestales, las directrices y criterios comunes precisos para la elaboración de los 
referidos planes, que se aprobarán mediante real decreto.

3. Los planes anuales de prevención, vigilancia y extinción de incendios forestales 
deberán ser aprobados por los órganos competentes de las comunidades autónomas y 
publicados antes del 31 de octubre del año precedente a su aplicación.

4. Los planes anuales de prevención, vigilancia y extinción de incendios forestales se 
aplicarán de manera continua durante todo el año e incluirán, además de lo previsto en el 
artículo 44 relativo a la prevención, al menos, los siguientes contenidos:

a) Un análisis territorial de la problemática socioeconómica que pueda existir en la 
Comunidad Autónoma y que se puede manifestar a través de la provocación reiterada de 
incendios o del uso negligente del fuego.

b) El diseño general del dispositivo para atención global durante todo el año a la 
prevención, detección y extinción de incendios forestales, precisando, en su caso, las 
épocas de mayor riesgo de incendios forestales debidamente territorializadas.

c) La determinación de los puntos estratégicos de gestión, así como de las áreas de 
actuación singularizada.

d) La asignación estable, y permanente, de medios técnicos y profesionales 
singularizados al desarrollo de las actuaciones contempladas.

e) Los trabajos de carácter preventivo a realizar a lo largo de todo el año, en particular 
los tratamientos selvícolas que procedan, áreas cortafuegos, vías de acceso y puntos de 
agua que deban realizar los propietarios de los montes de la zona, así como los plazos de 
ejecución.

f) Las modalidades de ejecución de los trabajos, en función del estado legal de los 
terrenos, mediante convenios, acuerdos, cesión temporal de los terrenos a la Administración, 
ayudas o subvenciones o, en su caso, ejecución subsidiaria por la Administración.

g) El establecimiento y disponibilidad de los medios de vigilancia y extinción necesarios 
para dar cobertura a toda la superficie de la Comunidad Autónoma, con las previsiones de 
dotaciones, financiación, y modelo de organización.

h) La regulación de los usos que puedan dar lugar a riesgo de incendios forestales, en 
relación con los distintos niveles de riesgo.

i) Las prohibiciones o limitaciones a la circulación de vehículos a motor por pistas 
forestales en las que no existan servidumbres de paso situadas fuera de la red de carreteras 
y a través de terrenos forestales y al acceso de personas ajenas a la vigilancia, extinción y 
gestión de incendios.

j) Las condiciones generales, tanto climatológicas como de cualquier otro tipo, que 
justifiquen la intensificación de los operativos y de los medios de vigilancia y extinción.

5. Con carácter general, en la elaboración de los planes anuales de prevención, 
vigilancia y tendrán extinción de incendios forestales, las comunidades autónomas tendrán 
en consideración los siguientes principios:

a) Los planes de prevención, vigilancia y extinción de incendios forestales tendrán el 
sentido de instrumentos de ordenación preferente para el conjunto de las políticas 
territoriales. Las comunidades autónomas que tengan aprobados instrumentos de 
planificación forestal previos, en particular Planes de ordenación de recursos forestales, 
deberán incorporar sus recomendaciones a los planes regulados en este artículo. Si de la 
incorporación de las mismas se apreciase alguna contradicción con las necesidades ligadas 
a la prevención, vigilancia y extinción de incendios forestales, los documentos previos de 
planificación forestal deberán ser revisados.

b) Los planes de prevención, vigilancia y extinción de incendios forestales señalarán las 
infraestructuras, existentes o de nueva creación, que tendrán una servidumbre de uso para 
su utilización por los servicios de prevención y extinción de incendios.

6. Cuando, de acuerdo con la información meteorológica de la Agencia Estatal de 
Meteorología o, en su caso, del órgano autonómico correspondiente en el caso de las 
comunidades autónomas que cuenten con dicho servicio, sea predecible en un determinado 
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ámbito territorial un riesgo de incendio de nivel muy alto o extremo, las comunidades 
autónomas deberán aplicar inmediatamente las prohibiciones y limitaciones de circulación y 
acceso establecidas en sus planes de prevención, vigilancia y extinción de incendios 
forestales y, en todo caso, las siguientes:

a) Encender fuego en todo tipo de espacios abiertos.
b) La suspensión temporal, en tanto se mantenga el referido riesgo, de todas las 

autorizaciones concedidas de quema de rastrojos, de pastos permanentes, de restos de 
poda, y de restos selvícolas

c) Encender fuego en las áreas de descanso de la red de carreteras, así como en zonas 
recreativas y de acampada, incluidas las zonas habilitadas para ello.

d) La utilización de maquinaria y equipos en los montes y en las áreas rurales situadas 
en una franja de 400 metros alrededor de aquellos, cuyo funcionamiento genere 
deflagración, chispas o descargas eléctricas, salvo que el órgano competente de la 
Administración autonómica haya autorizado expresamente su uso o resulten necesarias para 
la extinción de incendios.

e) La introducción y uso de material pirotécnico.
f) Arrojar o abandonar objetos en combustión o cualquier clase de material susceptible 

de originar un incendio.
7. Toda resolución administrativa ejecutiva en materia de prevención, vigilancia y 

extinción de incendios forestales de las comunidades autónomas, sin menoscabo de su 
inmediata ejecución cuando así resulte preciso, deberá ser objeto de publicación oficial. 
Asimismo, se notificará inmediatamente a las autoridades locales y se informará al conjunto 
de la población afectada de la adopción de estas medidas, a través de los medios que 
garanticen su máxima difusión.

8. Sin perjuicio de la aplicación de las previsiones del Código Penal en esta materia, las 
infracciones de las prohibiciones contenidas en el presente artículo serán consideradas en 
todo caso infracciones graves y sancionadas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 74.b) 
de esta ley.

En el caso de que los hechos constitutivos de la infracción hayan causado al monte 
daños cuyo plazo de reparación o restauración sea superior a seis meses, serán 
consideradas muy graves y sancionadas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 74.c) de 
esta ley.

9. En ningún caso, la presente disposición impedirá a las comunidades autónomas 
prever nuevas infracciones o elevar las sanciones previstas por esta ley.

Artículo 48 bis.  Actuaciones estatales de apoyo a los servicios de prevención, vigilancia y 
extinción de incendios forestales.

1. El Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, previo informe del 
Comité de Lucha contra los Incendios Forestales, elaborará una herramienta de zonificación 
de riesgo de incendios forestales a partir de la información suministrada por las comunidades 
autónomas y otros datos disponibles, como elemento directriz de las previsiones del artículo 
48.1 e instrumento para la toma de decisiones operativas de las actuaciones de las 
Administraciones Públicas en la prevención, vigilancia y extinción de los incendios forestales.

Esta herramienta se actualizará permanentemente y se publicará en el portal de internet 
del Ministerio.

2. Para facilitar la toma anticipada de decisiones, la Agencia Estatal de Meteorología 
publicará en su portal de Internet y mantendrá permanentemente actualizada la predicción 
relativa a los niveles de riesgo meteorológico de incendios forestales, con información 
georreferenciada, y colaborará con las Comunidades autónomas a este fin.

Corresponde a las comunidades autónomas que cuenten con servicio meteorológico 
propio actualizar y publicar la información georreferenciada sobre la predicción relativa a los 
niveles de riesgo meteorológico de incendios forestales en su ámbito territorial.

3. De acuerdo a una programación que anualmente será objeto de revisión, 
comunicación a las comunidades autónomas y oportuna publicación en el portal de internet 
del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, se mantendrá activo, a lo 
largo de todo el año, el dispositivo de medios aéreos, unidades de refuerzo 
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helitransportadas, y restantes medios de apoyo, a las comunidades autónomas en el marco 
de la ejecución de los planes de prevención, vigilancia y extinción de los incendios 
forestales.

Artículo 49.  Cobertura de daños por incendios forestales.
1. La Administración General del Estado, a través del Consorcio de Compensación de 

Seguros, garantizará la cobertura de indemnizaciones por accidente exclusivamente para las 
personas que colaboren en la extinción de incendios.

2. Se promoverá el desarrollo y puesta en marcha del seguro de incendios forestales en 
el marco de lo previsto en la Ley 87/1978, de 28 de diciembre, de seguros agrarios 
combinados. Los propietarios que suscriban el seguro tendrán prioridad para acogerse a las 
subvenciones previstas en el artículo 64 de esta ley, cuando estas se financien con cargo a 
los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 50.  Mantenimiento y restauración del carácter forestal de los terrenos incendiados.
1. Las comunidades autónomas deberán garantizar las condiciones para la restauración 

de los terrenos forestales incendiados, y queda prohibido:
a) El cambio de uso forestal al menos durante 30 años.
b) Toda actividad incompatible con la regeneración de la cubierta vegetal, durante el 

periodo que determine la legislación autonómica.
Con carácter singular, las comunidades autónomas podrán acordar excepciones a estas 

prohibiciones siempre que, con anterioridad al incendio forestal, el cambio de uso estuviera 
previsto en:

a) Un instrumento de planeamiento previamente aprobado.
b) Un instrumento de planeamiento pendiente de aprobación, si ya hubiera sido objeto de 

evaluación ambiental favorable o, de no ser esta exigible, si ya hubiera sido sometido al 
trámite de información pública.

c) Una directriz de política agroforestal que contemple el uso agrario o ganadero 
extensivo de montes no arbolados en estado de abandono.

Asimismo, con carácter excepcional las comunidades autónomas podrán acordar el 
cambio de uso forestal cuando concurran razones imperiosas de interés público de primer 
orden que deberán ser apreciadas mediante ley, siempre que se adopten las medidas 
compensatorias necesarias que permitan recuperar una superficie forestal equivalente a la 
quemada. Tales medidas compensatorias deberán identificarse con anterioridad al cambio 
de uso en la propia ley junto con la procedencia del cambio de uso.

En el caso de que esas razones imperiosas de primer orden correspondan a un interés 
general de la Nación, será la ley estatal la que determine la necesidad del cambio de uso 
forestal, en los supuestos y con las condiciones indicadas en el párrafo anterior.

En ningún caso procederá apreciar esta excepción respecto de montes catalogados.
2. El órgano competente de la comunidad autónoma fijará las medidas encaminadas a la 

retirada de la madera quemada y a la restauración de la cubierta vegetal afectada por los 
incendios que, en todo caso, incluirán el acotamiento temporal de aquellos 
aprovechamientos o actividades incompatibles con su regeneración por un plazo que deberá 
ser superior a un año, salvo levantamiento del acotado por autorización expresa de dicho 
órgano.

3. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo previsto en el capítulo II 
del título XVII de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, mediante la que se aprueba 
el Código Penal.

Artículo 50 bis.  Trabajos de restauración forestal y medioambiental.
1. Las comunidades autónomas podrán solicitar a la Administración General del Estado 

su colaboración en los trabajos de restauración forestal y medioambiental en tanto cumplan 
los siguientes requisitos:
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a) Disponer de plan de prevención, vigilancia y extinción de incendios forestales 
actualizado según lo dispuesto en el artículo 48.

b) Disponer de equipos de prevención y extinción de carácter estable y permanente, 
acreditando el cumplimiento de lo establecido en el artículo 48.4.

c) Acreditar que ha sido aplicada la financiación necesaria para los trabajos preventivos y 
el establecimiento y disponibilidad de los medios de vigilancia y extinción necesarios para 
dar cobertura a toda la superficie forestal de la zona.

d) En el caso de trabajos de restauración forestal y medioambiental, la superficie forestal 
afectada por el siniestro para el que se solicite colaboración deberá reunir alguna de las 
siguientes características:

1.º Que sea superior a 10.000 hectáreas.
2.º Que sea superior a 5.000 hectáreas, de las cuales más del 70 % sea de superficie 

forestal arbolada.
3.º Que sea superior a 500 hectáreas que estén incluidas en lugares de la Red Natura 

2000 y que afecten a municipios que aporten al menos el 50 % de su término municipal a 
dicha Red.

4.º En el territorio insular, las superficies exigidas anteriormente serán las siguientes: En 
el supuesto del párrafo 1.º, 2.500 hectáreas; en el supuesto del párrafo 2.º, 500 hectáreas; y 
en el supuesto del párrafo 3.º, 250 hectáreas.

2. Se faculta a la Ministra para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico para 
declarar, en el ámbito de sus competencias, zona de actuación especial para la restauración 
forestal y medioambiental de las zonas afectadas y para declarar la emergencia de las obras 
a ejecutar por dicho departamento. La declaración se referirá a las siguientes actuaciones:

a) Restauración hidrológico forestal, recuperación ambiental de los cauces y riberas 
asociadas, control de la erosión y desertificación, así como trabajos complementarios, en los 
espacios forestales incendiados para mitigar los posibles efectos de posteriores lluvias.

b) Colaboración para la recuperación y regeneración ambiental de los efectos producidos 
por los incendios forestales en los espacios de la Red Natura 2000, en particular en los tipos 
de hábitats de interés comunitario y en los hábitats donde existan especies de interés 
comunitario, endemismos o especies incluidas en el Listado de Especies Silvestres en 
Régimen de Protección Especial.

c) Apoyo directo a la retirada y tratamiento de la biomasa forestal quemada, en su caso.
d) Colaboración en el tratamiento para control de plagas en las masas forestales.
e) Restauración de infraestructuras rurales de uso general.
3. La participación de la Administración General del Estado en tales actuaciones estará 

condicionada a la aprobación, publicación y ejecución de la planificación prevista en el 
artículo 48 y a la financiación del coste de las mismas por la comunidad autónoma 
correspondiente, en el porcentaje que se determine en la declaración, no pudiendo, en 
ningún caso, superar el 50 % del coste total de las mismas, salvo aquellas actuaciones que 
corresponda ejecutar a la Administración General del Estado por ser terrenos de su 
titularidad.

CAPÍTULO IV
Sanidad y genética forestal

Artículo 51.  Marco jurídico de la sanidad forestal.
En la prevención y lucha contra las plagas forestales, en el Registro de Productos 

Fitosanitarios a utilizar en los montes y en la introducción y circulación de plantas y 
productos forestales de importación, así como en cualquier otro aspecto de la sanidad 
forestal se cumplirá lo establecido en la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de sanidad 
vegetal.
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Artículo 52.  Protección de los montes contra agentes nocivos.
1. Sin perjuicio de lo establecido en la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de sanidad 

vegetal, la protección de los montes contra los agentes nocivos debe ser de carácter 
preferentemente preventivo, mediante técnicas selvícolas adecuadas, utilización de agentes 
biológicos que impidan o frenen el incremento de las poblaciones de agentes nocivos y la 
aplicación de métodos de lucha integrada.

2. Las comunidades autónomas adoptarán las medidas necesarias de vigilancia, 
localización y extinción de focos incipientes de plagas, debiendo informar a los propietarios 
forestales de la zona afectada, y al órgano competente de la Administración General del 
Estado por si pudiera verse afectada la sanidad general de los montes españoles.

3. La Estrategia Forestal Española, el Plan Forestal Español, los Planes de Ordenación 
de Recursos Forestales, las Directrices Básicas Comunes de Gestión Forestal Sostenible, 
los Proyectos de Ordenación, los Planes Dasocráticos y cualquier otra acción de 
planificación contemplada en la presente ley, deberán incluir disposiciones para la 
prevención y lucha contra plagas y enfermedades, con especial atención a los riesgos de las 
plagas emergentes.

Artículo 53.  Obligaciones de los titulares de los montes.
En cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de sanidad 

vegetal, los titulares de los montes están obligados a comunicar la aparición atípica de 
agentes nocivos a los órganos competentes de las comunidades autónomas y a ejecutar o 
facilitar la realización de las acciones obligatorias que éstos determinen.

Artículo 54.  Recursos genéticos forestales.
1. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, elaborará y gestionará, 

en colaboración con las comunidades autónomas, programas de ámbito nacional que 
promuevan la mejora genética y la conservación de los recursos genéticos forestales así 
como los instrumentos necesarios para su desarrollo, y en particular lo establecido en la 
Estrategia Española para la Conservación y el Uso Sostenible de los Recursos Genéticos 
Forestales.

2. El Gobierno, consultadas las comunidades autónomas y a propuesta del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, establecerá las normas básicas sobre 
conservación y uso sostenible de los recursos genéticos forestales y sobre la producción, 
comercialización y utilización de los materiales forestales de reproducción.

3. El Gobierno, consultadas las comunidades autónomas y a propuesta del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, determinará las regiones de procedencia de los 
materiales forestales de reproducción y, en particular, mantendrá el Registro y el Catálogo 
Nacional de Materiales de Base.

CAPITULO V
Acceso a los montes

Artículo 54 bis.  Acceso público.
1. El acceso público a los montes será objeto de regulación por las Administraciones 

Públicas competentes.
2. Las comunidades autónomas definirán las condiciones en que se permite la 

circulación de vehículos a motor por pistas forestales situadas fuera de la red de carreteras y 
a través de terrenos forestales, fuera de los viales existentes para tal fin.

3. En ningún caso podrá limitarse la circulación en las servidumbres de paso para la 
gestión agroforestal y las labores de vigilancia y de extinción de incendios de las 
Administraciones Públicas competentes.

4. El acceso de personas ajenas a la vigilancia, extinción y gestión podrá limitarse en las 
zonas de alto riesgo de incendio previstas en el artículo 48, cuando el riesgo de incendio así 
lo aconseje, haciéndose público este extremo de forma visible.
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TÍTULO V
Investigación, formación, extensión y divulgación

CAPÍTULO I
Investigación forestal

Artículo 55.  Investigación forestal.
1. La Administración General del Estado, a través de la Estrategia Española de Ciencia y 

Tecnología que establece la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la 
Innovación, identificará e incorporará en sus programas de actuación las demandas de 
investigación forestal de las Administraciones Públicas y de los sectores productivos, así 
como los instrumentos necesarios para alcanzar los objetivos propuestos.

2. Las Administraciones Públicas fomentarán la investigación forestal y, en particular, 
promoverán:

a) La transferencia tecnológica de los resultados de la Investigación Forestal a los 
órganos responsables de la planificación y gestión de los montes públicos y privados.

b) La innovación y el desarrollo de nuevos métodos de gestión forestal sostenible.
c) La coordinación general de la investigación forestal, estableciendo los mecanismos 

necesarios para el mejor uso de la totalidad de los recursos y medios disponibles, el 
intercambio de información, la constitución de redes temáticas permanentes de carácter 
nacional e internacional y la creación y mantenimiento de bases de datos armonizadas.

d) La cooperación en materia forestal entre institutos, centros de investigación, centros 
tecnológicos y universidades, tanto públicos como privados y los organismos públicos y las 
organizaciones privadas responsables de la gestión forestal de los montes, en particular a 
través del enlace en forma de redes entre las distintas instituciones implicadas.

3. La información y resultados de los programas y proyectos de investigación ejecutados 
con financiación pública que se requieran para elaborar la Información Forestal Española, 
referida en el artículo 28, se integrarán en ésta. Con tal fin, las instituciones investigadoras 
responsables proporcionarán esta información al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente y a las comunidades autónomas.

Artículo 56.  Redes temáticas, parcelas de seguimiento y áreas de reserva.
1. La Administración General del Estado y las comunidades autónomas cooperarán en el 

establecimiento, mantenimiento, financiación y control de las redes temáticas y parcelas de 
seguimiento derivadas de la normativa internacional, sus respectivos planes forestales o los 
planes nacionales de investigación científica, desarrollo e innovación tecnológica.

2. En los montes de titularidad estatal o autonómica se podrán establecer áreas de 
reserva no intervenidas para el estudio de la evolución natural de los montes. Este mismo 
tipo de áreas se podrá establecer en montes de otra titularidad, previo acuerdo con su 
propietario.

CAPÍTULO II
Formación y educación forestal

Artículo 57.  Formación y divulgación forestal.
1. Con el fin de contribuir al desarrollo y promoción de los aspectos sociolaborales del 

sector forestal y al fomento del empleo con especial atención a las poblaciones rurales, la 
Administración General del Estado, en colaboración con las comunidades autónomas y los 
agentes sociales representativos, promoverá la elaboración de planes de formación y 
empleo del sector forestal, incluyendo medidas relativas a la prevención de riesgos 
laborales.

2. Asimismo, la Administración General del Estado cooperará con las comunidades 
autónomas y los agentes sociales representativos en el establecimiento de programas de 
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divulgación que traten de dar a conocer la trascendencia que tiene para la sociedad la 
existencia de los montes y su gestión sostenible, y la importancia de sus productos como 
recursos naturales renovables.

3. Igualmente, las Administraciones públicas fomentarán el conocimiento de los 
principios básicos de la selvicultura entre los propietarios privados de los montes y los 
trabajadores forestales. En las labores de formación se fomentará la participación de las 
asociaciones profesionales del sector.

Artículo 58.  Extensión, policía y guardería forestal.
1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, deberán 

desempeñar, entre otras, las siguientes funciones de extensión, policía y guardería forestal:
a) De policía, custodia y vigilancia para el cumplimiento de la normativa aplicable en 

materia forestal, especialmente las de prevención, detección e investigación de las causas 
de incendios forestales, emitiendo los informes técnicos pertinentes.

b) De asesoramiento facultativo en tareas de extensión y gestión forestal y de 
conservación de la naturaleza.

Los funcionarios que desempeñen estas funciones contarán con la formación específica 
que les capacite para su correcto desarrollo.

2. Para fomentar las labores citadas en el párrafo b) del apartado 1, la Administración 
forestal podrá establecer acuerdos con los agentes sociales representativos.

3. Los funcionarios que desempeñen funciones de policía administrativa forestal, por 
atribución legal o por delegación, tienen la condición de agentes de la autoridad. Los hechos 
constatados y formalizados por ellos en las correspondientes actas de inspección y denuncia 
tendrán presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los 
respectivos derechos e intereses puedan aportar los interesados.

Asimismo, en el ejercicio de estas funciones están facultados para:
a) Entrar libremente en cualquier momento y sin previo aviso en los lugares sujetos a 

inspección y a permanecer en ellos, con respeto, en todo caso, a la inviolabilidad del 
domicilio. Al efectuar una visita de inspección, deberán comunicar su presencia a la persona 
inspeccionada o a su representante, a menos que consideren que dicha comunicación 
pueda perjudicar el éxito de sus funciones.

b) Proceder a practicar cualquier acto de investigación, examen o prueba que consideren 
necesaria para comprobar que las disposiciones legales se observan correctamente.

En particular podrán tomar o sacar muestras de sustancias y materiales, realizar 
mediciones, obtener fotografías, vídeos, grabación de imágenes, y levantar croquis y planos, 
siempre que se notifique al titular o a su representante, salvo casos de urgencia, en los que 
la notificación podrá efectuarse con posterioridad.

4. En el ejercicio de sus funciones como Policía Judicial genérica se limitarán a efectuar 
las primeras diligencias de prevención, de acuerdo con lo previsto en la normativa 
reguladora de la Policía Judicial y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 284 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Cuando tuvieran conocimiento de hecho que pudieran ser constitutivos de delito deberán 
ponerlos en conocimiento de la Autoridad judicial o del Ministerio Fiscal, a través del 
procedimiento que determinan los órganos en cuya estructura se integren y de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

En el ejercicio de las funciones a las que se refiere este apartado, los Agentes Forestales 
prestarán en todo momento auxilio y colaboración a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Artículo 59.  Educación forestal.
Las Administraciones públicas promoverán programas de educación, divulgación y 

sensibilización relativos a los objetivos de esta ley, que estarán dirigidos a los integrantes del 
sistema educativo.
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TÍTULO VI
Fomento forestal

CAPÍTULO I
Defensa de los intereses forestales

Artículo 60.  Fundaciones y asociaciones de carácter forestal.
Las Administraciones públicas promoverán activamente las fundaciones, asociaciones y 

cooperativas de iniciativa social, existentes o de nueva creación, que tengan por objeto las 
materias que se tratan en esta ley y, en particular, la gestión sostenible y multifuncional de 
los montes, y que puedan colaborar con la Administración en el ejercicio de sus 
competencias.

CAPÍTULO II
Empresas forestales

Artículo 61.  Cooperativas, empresas e industrias forestales.
1. Las comunidades autónomas crearán registros de cooperativas, empresas e industrias 

forestales, tanto de las empresas que realizan trabajos o aprovechamientos forestales en los 
montes como de las industrias forestales, incluyendo en éstas las de sierra, chapa, tableros, 
pasta, papel, y corcho, resina, biomasa, aceites, piñón, castaña, setas, y trufas así como 
cualquier otro aprovechamiento forestal.

2. Se crea el Registro Nacional de Cooperativas, Empresas e Industrias Forestales. Las 
comunidades autónomas remitirán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente la información relativa a los asientos que se produzcan en sus registros conforme 
al apartado anterior, a fin de elaborar y mantener actualizado el Registro Nacional.

El Registro Nacional tendrá carácter informativo y dependerá del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, a través de la Dirección General de Desarrollo 
Rural y Política Forestal. Su organización y funcionamiento se establecerán 
reglamentariamente.

3. Las cooperativas, empresas e industrias forestales facilitarán anualmente a las 
comunidades autónomas, a efectos estadísticos, los datos relativos a su actividad, en 
particular, la producción, transformación y comercialización de sus productos forestales. Esta 
información se integrará en la Información Forestal Española a través de mecanismos de 
colaboración entre el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y los demás 
órganos de las Administraciones competentes.

Artículo 62.  Organizaciones interprofesionales de productos forestales.
El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente promoverá la creación de 

organizaciones interprofesionales en el sector forestal. El estatuto jurídico de las 
organizaciones interprofesionales de los productos forestales será el establecido en la Ley 
38/1994, de 30 de diciembre, reguladora de las organizaciones interprofesionales 
agroalimentarias, y la normativa autonómica sobre la materia.

CAPÍTULO III
Incentivos económicos en montes ordenados

Artículo 63.  Disposiciones generales.
1. Los incentivos recogidos en los artículos 64 a 66, cuando se financien con cargo a los 

Presupuestos Generales del Estado, se aplicarán con prioridad para los montes ordenados 
tanto de titularidad privada como de entidades locales, y para los montes protectores y los 
catalogados, en los términos que se establezcan.
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2. Las administraciones facilitarán el desarrollo de instrumentos basados en el mercado 
para abordar eficazmente la conservación y mejora de los activos naturales o de los 
servicios que estos prestan.

3. Se incentivará preferentemente la implantación de proyectos de ordenación, planes 
dasocráticos u otros instrumentos de gestión equivalentes en los montes privados y públicos 
no catalogados. Los montes no ordenados incluidos en un PORF podrán acceder a los 
incentivos cuando así se habilite en dicho plan.

En el acceso a las subvenciones para la prevención contra incendios forestales, cuando 
se financien con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, tendrán prioridad los 
montes que se encuentren ubicados en una zona de alto riesgo de incendio con un plan de 
defensa contra incendios vigente, de acuerdo con el artículo 48.

Artículo 64.  Subvenciones.
Podrán ser objeto de subvención, en los términos fijados en las respectivas 

convocatorias, las actividades vinculadas a la gestión forestal sostenible.

Artículo 65.  Incentivos por las externalidades ambientales.
1. Las Administraciones públicas regularán los mecanismos y las condiciones para 

incentivar las externalidades positivas de los montes ordenados.
2. Para estos incentivos se tendrán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:
a) La conservación, restauración y mejora de la biodiversidad en ecosistemas y especies 

forestales y del paisaje en función de las medidas específicamente adoptadas para tal fin.
b) La fijación de dióxido de carbono en los montes como medida de contribución a la 

mitigación del cambio climático, en función de la cantidad de carbono fijada en la biomasa 
forestal del monte, así como de la valorización energética de su biomasa forestal 
aprovechable.

c) La conservación de los suelos y del régimen hidrológico en los montes como medida 
de lucha contra la desertificación, en función del grado en que la cubierta vegetal y las 
prácticas selvícolas contribuyan a reducir la pérdida o degradación del suelo y la mejora de 
los recursos hídricos superficiales y subterráneos.

d) La mejora de la calidad del aire y la disminución de ruidos.
3. Las Administraciones Públicas podrán aportar estos incentivos por las siguientes vías:
a) Subvención al propietario de los trabajos dirigidos a la gestión forestal sostenible.
b) Establecimiento de una relación contractual con el propietario o titular de la gestión del 

monte, o de cualquier aprovechamiento, siempre que esté planificado.
c) Inversión directa por la Administración.

Artículo 66.  Créditos.
De acuerdo con la normativa de la Unión Europea, las Administraciones públicas 

fomentarán la creación de líneas de crédito bonificadas para financiar las inversiones 
forestales. Estos créditos podrán ser compatibles con las subvenciones e incentivos.

TÍTULO VII
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 67.  Tipificación de las infracciones.
A los efectos de esta ley, y sin perjuicio de lo que disponga al respecto la legislación 

autonómica, se consideran infracciones administrativas las siguientes:
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a) El cambio de uso forestal o la realización de actividades en contra del uso forestal, sin 
autorización.

b) La utilización de montes de dominio público sin la correspondiente concesión o 
autorización para aquellos usos que la requieran.

c) La corta, quema, arranque o inutilización de ejemplares arbóreos o arbustivos de 
especies forestales, salvo casos excepcionales autorizados singularmente o los previstos y 
controlados explícitamente en el correspondiente instrumento de intervención administrativa 
de ordenación, autorización, declaración responsable o notificación y justificados por razones 
de gestión del monte.

d) El empleo de fuego en los montes y áreas colindantes en las condiciones, épocas, 
lugares o para actividades no autorizadas.

e) El incumplimiento de las disposiciones que regulen el uso del fuego dictadas en 
materia de prevención y extinción de incendios forestales.

f) La modificación sustancial de la cubierta vegetal del monte sin la correspondiente 
autorización.

g) La forestación o reforestación con materiales de reproducción que incumplan los 
requisitos establecidos en la legislación vigente en esta materia.

h) La realización de aprovechamientos forestales sin autorización administrativa o 
declaración responsable del titular y, en general, la realización de cualquier actividad no 
autorizada o notificada, cuando tales requisitos sean obligatorios, así como el incumplimiento 
de las disposiciones que regulen el disfrute de los aprovechamientos forestales.

i) La realización de vías de saca, pistas, caminos o cualquier otra obra cuando no esté 
prevista en los correspondientes proyectos de ordenación o planes dasocráticos de montes 
o, en su caso, PORF, o sin estar expresamente autorizada por el órgano forestal de la 
comunidad autónoma.

j) El pastoreo o la permanencia de reses en los montes donde se encuentre prohibido o 
se realice en violación de las normas establecidas al efecto por el órgano forestal de la 
comunidad autónoma.

k) El tránsito o la permanencia en caminos o zonas forestales donde exista prohibición 
expresa en tal sentido, o incumpliendo las condiciones que al respecto se establezcan, así 
como la circulación con vehículos a motor atravesando terrenos fuera de carreteras, 
caminos, pistas o cualquier infraestructura utilizable a tal fin, excepto cuando haya sido 
expresamente autorizada.

l) Cualquier incumplimiento grave que afecte al normal desarrollo del monte, del 
contenido de los proyectos de ordenación de montes, planes dasocráticos de montes o 
planes de aprovechamientos, u otros instrumentos de gestión equivalentes, entre otros los 
compromisos de adhesión a modelos tipo de gestión forestal, así como sus correspondientes 
autorizaciones, sin causa técnica justificada y notificada al órgano forestal de la comunidad 
autónoma para su aprobación.

m) El incumplimiento de las disposiciones encaminadas a la restauración y reparación de 
los daños ocasionados a los montes y, en particular, los ocasionados por acciones tipificadas 
como infracción, así como de las medidas cautelares dictadas al efecto.

n) El vertido o el abandono no autorizados de residuos, materiales o productos de 
cualquier naturaleza en terrenos forestales.

ñ) La alteración de las señales y mojones que delimitan los montes públicos deslindados.
o) La manifiesta falta de colaboración o la obstrucción por acción u omisión de las 

actuaciones de investigación, inspección y control de las Administraciones Públicas y de sus 
agentes, en relación con las disposiciones de esta ley y de sus normas de desarrollo.

p) El incumplimiento de las obligaciones de información a la Administración por parte de 
los particulares, así como su ocultación o alteración.

q) El incumplimiento, total o parcial, de otras obligaciones o prohibiciones establecidas 
en esta ley.

r) El incumplimiento de las obligaciones impuestas por el Reglamento (UE) n.º 995/2010 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2010, por el que se establecen 
las obligaciones de los agentes que comercializan madera y productos de la madera, en 
cuanto a:
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1.º La comercialización de madera no aprovechada legalmente y sus productos 
derivados.

2.º La ausencia de mantenimiento y evaluación de un sistema de diligencia debida, ya 
sea de manera individual o a través de una entidad de supervisión.

3.º La ausencia de colaboración con la Administración competente en los controles 
realizados por ésta.

4.º La no adopción de medidas correctoras expedidas, en su caso, por la autoridad 
competente tras la realización del correspondiente control.

5.º El incumplimiento de la obligación de trazabilidad y conservación de esta información 
a la que están sujetos los comerciantes.

Artículo 68.  Clasificación de las infracciones.
1. Son infracciones muy graves:
a) Las infracciones tipificadas en los párrafos a) a n) del artículo anterior, cuando los 

hechos constitutivos de la infracción hayan causado al monte daños con unos costes de 
reposición iguales o superiores a 1.000.000 euros o cuyo plazo de reparación o restauración 
sea superior a 10 años.

b) La infracción tipificada en el párrafo ñ) del artículo anterior, cuando la alteración de 
señales y mojones impida la determinación sobre el terreno de los lindes legalmente 
establecidos.

c) Las infracciones tipificadas en el párrafo r) del artículo anterior, cuando el valor de la 
madera objeto de incumplimiento superare los 200.000 euros.

d) La reincidencia, entendiendo por ésta que el infractor haya cometido una infracción 
leve, grave o muy grave en el plazo de un año si es leve, dos años si es grave y cinco años 
si es muy grave, contados desde que recaiga la resolución sancionadora firme.

2. Son infracciones graves:
a) Las infracciones tipificadas en los párrafos a) a n) del artículo anterior, cuando los 

hechos constitutivos de la infracción hayan causado al monte daños con unos costes de 
reposición iguales o superiores a 10.000 euros e inferiores a 1.000.000 euros o cuyo plazo 
de reparación o restauración sea inferior a 10 años y superior a seis meses.

b) La infracción tipificada en el párrafo ñ) del artículo anterior, cuando la alteración de 
señales y mojones no impida la identificación de los límites reales del monte público 
deslindado.

c) La infracción tipificada en el párrafo o) del artículo anterior.
d) Las infracciones tipificadas en el párrafo r) del artículo anterior, cuando el valor de la 

madera objeto de incumplimiento sea igual o menor que 200.000 euros pero mayor que 
50.000 euros.

e) El incumplimiento de las obligaciones recogidas en los subapartados 2.º, 3.º, 4.º y 5.º 
del párrafo r) del artículo anterior.

f) La reincidencia, entendiendo por ésta que el infractor haya cometido una infracción 
leve, grave o muy grave en el plazo de un año si es leve, dos años si es grave y cinco años 
si es muy grave, contados desde que recaiga la resolución sancionadora firme.

3. Son infracciones leves:
a) Las infracciones tipificadas en los párrafos a) a n) del artículo anterior cuando los 

hechos constitutivos de la infracción no hayan causado daños al monte o cuando, habiendo 
daño, tenga unos costes de reposición inferiores a 10.000 euros o el plazo para su 
reparación o restauración no exceda de seis meses.

b) Las infracciones tipificadas en los párrafos p) y q) del artículo anterior.
c) Las infracciones tipificadas en el párrafo r) del artículo anterior, cuando el valor de la 

madera objeto de incumplimiento no supere los 50.000 euros.
4. En los todos los casos de infracciones tipificadas en el párrafo r) del artículo anterior, 

será sanción accesoria el comiso de los bienes comercializados que constituyen el objeto de 
la infracción, que serán enajenados por subasta pública.
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Artículo 69.  Medidas cautelares.
La Administración competente, o sus agentes de la autoridad, podrán adoptar las 

medidas de carácter provisional que estimen necesarias, incluyendo el decomiso, para evitar 
la continuidad del daño ocasionado por la actividad presuntamente infractora.

Al inicio del procedimiento y de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso, la 
Administración competente deberá ratificar tales medidas. Asimismo, podrá imponer nuevas 
medidas cautelares para asegurar la eficacia de la resolución final que pudiera recaer.

Artículo 70.  Responsables de las infracciones.
1. Serán responsables de las infracciones previstas en esta ley las personas físicas o 

jurídicas que incurran en aquellas y, en particular, la persona que directamente realice la 
actividad infractora o la que ordene dicha actividad cuando el ejecutor tenga con aquella una 
relación contractual o de hecho, siempre que se demuestre su dependencia del ordenante.

2. Cuando no sea posible determinar el grado de participación de las distintas personas 
que hubiesen intervenido en la realización de una infracción, la responsabilidad será 
solidaria, sin perjuicio del derecho a repetir frente a los demás participantes, por parte de 
aquel o aquellos que hubieran hecho frente a las responsabilidades.

Artículo 71.  Prescripción de las infracciones.
1. El plazo de prescripción de las infracciones será de cinco años para las muy graves, 

tres años para las graves y un año para las leves.
2. El plazo de prescripción comenzará a contar a partir de la fecha en que la infracción 

se haya cometido.
3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 

procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviese paralizado durante un mes por causa no imputable al presunto 
responsable.

Artículo 72.  Responsabilidad penal.
1. Cuando la infracción pudiera ser constitutiva de delito o falta, la Administración 

instructora lo pondrá en conocimiento del órgano jurisdiccional competente, suspendiéndose 
la tramitación del procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no hubiera dictado 
sentencia firme o resolución que ponga fin al proceso.

2. La sanción penal excluirá la imposición de sanción administrativa en los casos en que 
se aprecie la identidad del sujeto, del hecho y del fundamento. De no haberse estimado la 
existencia de delito o falta, el órgano competente continuará, en su caso, el expediente 
sancionador teniendo en cuenta los hechos declarados probados en la resolución firme del 
órgano judicial competente.

CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 73.  Potestad sancionadora.
1. La sanción de las infracciones corresponderá, salvo lo dispuesto en el apartado 2, al 

órgano de la comunidad autónoma que tenga atribuida la competencia en cada caso.
2. Compete a la Administración General del Estado la imposición de sanciones en 

aquellos supuestos en que la infracción administrativa haya recaído en ámbito y sobre 
materias de su competencia.

Artículo 74.  Cuantía de las sanciones.
Las infracciones tipificadas en este título serán sancionadas con las siguientes multas:
a) Las infracciones leves, de 100 a 1.000 euros.
b) Las infracciones graves, de 1.001 a 100.000 euros.
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c) Las infracciones muy graves, de 100.001 a 1.000.000 euros, salvo que el importe de la 
madera indebidamente comercializada, o el doble del coste de reposición del daño causado, 
fueran superiores al millón de euros. En este caso, la sanción será equivalente al importe 
mayor.

Artículo 75.  Proporcionalidad.
Dentro de los límites establecidos en el artículo anterior, las sanciones se impondrán 

atendiendo a las circunstancias del responsable:
a) (Suprimida)
b) Grado de culpa.
c) Reincidencia.
d) Beneficio económico obtenido por el infractor.

Artículo 76.  Reducción de la sanción.
Podrá reducirse la sanción o su cuantía, siempre y cuando el infractor haya procedido a 

corregir la situación creada por la comisión de la infracción en el plazo que se señale en el 
correspondiente requerimiento.

Artículo 77.  Reparación del daño e indemnización.
1. Sin perjuicio de las sanciones penales o administrativas que en cada caso procedan, 

el infractor deberá reparar el daño causado en la forma y condiciones fijadas por el órgano 
sancionador. Esta obligación es imprescriptible en el caso de daños al dominio público 
forestal.

2. La reparación tendrá como objetivo la restauración del monte o ecosistema forestal a 
la situación previa a los hechos constitutivos de la infracción sancionada. A los efectos de 
esta ley se entiende por restauración la vuelta del monte a su estado anterior al daño, y por 
reparación las medidas que se adoptan para lograr su restauración. El causante del daño 
vendrá obligado a indemnizar la parte de los daños que no puedan ser reparados, así como 
los perjuicios causados.

3. Podrá requerirse asimismo indemnización en los casos en que el beneficio económico 
del infractor sea superior a la máxima sanción prevista. Esta indemnización será como 
máximo el doble de la cuantía de dicho beneficio y en el caso de montes declarados de 
utilidad pública se ingresará en el fondo de mejoras regulado en el artículo 38.

4. Los daños ocasionados al monte y el plazo para su reparación o restauración se 
determinarán según criterio técnico debidamente motivado en la resolución sancionadora.

Artículo 78.  Multas coercitivas y ejecución subsidiaria.
1. Si los infractores no procedieran a la reparación o indemnización, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 77, y una vez transcurrido el plazo señalado en el requerimiento 
correspondiente, la Administración instructora podrá acordar la imposición de multas 
coercitivas o la ejecución subsidiaria.

2. Las multas coercitivas serán reiteradas por lapsos de tiempo que sean suficientes 
para cumplir lo ordenado, y la cuantía de cada una de dichas multas no superará el 20 por 
ciento de la multa fijada por la infracción cometida.

3. La ejecución por la Administración de la reparación ordenada será a costa del 
infractor.

Artículo 79.  Decomiso.
La Administración competente podrá acordar el decomiso tanto de los productos 

forestales ilegalmente obtenidos como de los instrumentos y medios utilizados en la 
comisión de la infracción.
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Artículo 80.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones impuestas por la comisión de faltas muy graves prescribirán a los cinco 

años, en tanto que las impuestas por faltas graves o leves lo harán a los dos años y al año, 
respectivamente.

2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

3. Interrumpirá la prescripción, la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable al infractor.

Disposición adicional primera.  Consorcios y convenios de repoblación.
1. Los consorcios y convenios de repoblación amparados por la legislación que se 

deroga en la disposición derogatoria única de esta ley continuarán vigentes hasta la fecha de 
su finalización, sin perjuicio de las posibles prórrogas pactadas en los contratos.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las comunidades autónomas 
podrán sustituir los consorcios y convenios de repoblación suscritos entre la Administración 
forestal y los propietarios de montes por otras figuras contractuales en las que no sería 
exigible una compensación económica a favor de la Administración o condonar su deuda, 
siempre que se cuente con el acuerdo de los propietarios y que concurra alguna de las 
siguientes condiciones:

a) Los beneficios indirectos y el interés social que genere el mantenimiento de la cubierta 
vegetal superen los de las rentas directas del monte.

b) El propietario del suelo se comprometa a conservar adecuadamente la masa forestal 
creada por aquellos consorcios o convenios mediante la aplicación de un instrumento de 
gestión.

c) Aquellas otras que fije la comunidad autónoma.

Disposición adicional segunda.  Regímenes especiales.
1. Los montes del Estado que pertenecen al dominio público por afectación al Patrimonio 

Nacional se rigen por su legislación específica, siéndoles de aplicación lo dispuesto en esta 
ley cuando ello no sea contrario a los fines a los que fueron afectados.

2. En el territorio forestal del dominio público forestal de titularidad estatal adscrito al 
Ministerio de Defensa, así como en las zonas de interés para la Defensa y en aquellos 
territorios en los que el Ministerio de Defensa desarrolle actividades en virtud de cualquier 
título jurídico, la aplicación de lo dispuesto en esta ley estará subordinada a los fines de la 
Defensa Nacional.

En particular, en estos territorios la defensa contra incendios forestales será 
responsabilidad del Ministerio de Defensa, con el asesoramiento técnico del Ministerio de 
Medio Ambiente.

Lo dispuesto en el artículo 58.3 no será de aplicación en estos territorios.
3. Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio de las normas específicas aplicables 

a los montes afectados al ejercicio de competencias estatales o adscritos a servicios 
públicos gestionados por la Administración del Estado.

Disposición adicional tercera.  Participación forestal en la declaración de espacios 
naturales protegidos.

En el procedimiento de declaración de montes como espacios naturales protegidos será 
preceptiva la participación del órgano forestal de la comunidad autónoma cuando éste sea 
distinto del órgano declarante.

Disposición adicional cuarta.  Uso energético de la biomasa forestal.
El Gobierno elaborará, en colaboración con las comunidades autónomas, una estrategia 

para el desarrollo del uso energético de la biomasa forestal, de acuerdo con los objetivos 
indicados en el Plan de Energías Renovables en España.
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Disposición adicional quinta.  Sociedades forestales.
1. Se define como sociedad forestal la agrupación de propietarios de parcelas 

susceptibles de aprovechamiento forestal que ceden a la Sociedad Forestal los derechos de 
uso forestal de forma indefinida o por plazo cierto igual o superior a veinte años.

2. También podrán pertenecer a la Sociedad Forestal otras personas físicas o jurídicas 
que no sean titulares, siempre y cuando su participación no supere el 49 por ciento de las 
participaciones sociales.

3. En caso de transmisión de parcelas se presumirá, salvo pacto en contrario, la 
subrogación automática de la posición de socio del nuevo titular.

4. Las comunidades autónomas determinarán, en el ámbito de sus competencias, los 
requisitos adicionales que deberán cumplir estas sociedades, el nombre que tendrán y los 
incentivos de que disfrutarán.

5. Estas Sociedades Forestales tendrán como único objeto social la explotación y 
aprovechamiento en común de terrenos forestales cuyo uso se cede a la sociedad, para 
realizarlo mediante una gestión forestal sostenible.

6. Las Sociedades Forestales se regirán por el texto refundido de la Ley de Sociedades 
de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

7. El régimen fiscal especial establecido en el capítulo VII del título VII de la Ley 27/2014, 
de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, resultará de aplicación a las 
operaciones de cesión de derechos de uso forestal a que se refiere el apartado 1 de esta 
disposición a cambio de valores representativos del capital social de la sociedad forestal 
adquirente.

Disposición adicional sexta.  Administraciones públicas competentes.
La referencia que se hace en el texto de esta ley a las comunidades autónomas se 

entenderá que incluye también a las Ciudades de Ceuta y Melilla y, en su caso, a los 
órganos forales de los Territorios Históricos del País Vasco y a los Cabildos y Consejos 
Insulares y otras entidades locales con competencias en materia forestal, reconocidas en la 
normativa autonómica.

Disposición adicional séptima.  Cambio climático.
Las Administraciones públicas elaborarán, en el ámbito del Convenio Marco de las 

Naciones Unidas sobre Cambio Climático, un estudio sobre las necesidades de adaptación 
del territorio forestal español al cambio climático, incluyendo un análisis de los métodos de 
ordenación y tratamientos silvícolas más adecuados para dicha adaptación.

Disposición adicional octava.  Ocupaciones en montes de dominio público forestal por 
razones de la Defensa Nacional.

1. Podrán establecerse derecho de paso y autorizarse ocupaciones temporales en 
montes del dominio público forestal, motivadas por interés de la Defensa Nacional, conforme 
al procedimiento y plazos que se determinen.

2. En caso de discrepancia entre las Administraciones públicas implicadas, la resolución 
del expediente de establecimiento del derecho de paso u ocupación a que se refiere el 
apartado anterior se resolverá conforme al procedimiento previsto en el apartado 4 del 
artículo 18 de esta ley.

3. En aquellas actividades realizadas por razones de la Defensa Nacional que entrañen 
riesgo directo de incendios, el Ministerio de Defensa dotará a los territorios afectados de 
infraestructuras preventivas y equipos de extinción de acuerdo con los planes técnicos 
aprobados por el Ministerio de Medio Ambiente.

Disposición adicional novena.  Mecenazgo.
A efectos de lo previsto en el apartado 1 del artículo 3 de la Ley 49/2002, de 23 de 

diciembre, del régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales 
al mecenazgo, se considerarán incluidos entre los fines de interés general los orientados a la 
gestión forestal sostenible.
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Disposición adicional décima.  Introducción en el mercado de madera y productos 
derivados de la madera.

1. Las Administraciones Públicas cooperarán en el ámbito de sus competencias para 
asegurar la legalidad de la madera y productos derivados introducidos en el mercado en 
España, y dar así cumplimiento a la normativa comunitaria en esta materia, derivada del 
Plan sobre Aplicación de las Leyes Forestales, Gobernanza y Comercio de la Unión 
Europea.

2. En el ámbito del Reglamento (UE) n.º 995/2010 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de octubre de 2010, por el que se establecen obligaciones de los agentes 
que comercializan madera y productos de la madera, los agentes que opten por un sistema 
individual para ejercer la diligencia debida deberán presentar una declaración responsable 
ante el órgano autonómico competente. El contenido mínimo de esta declaración 
responsable se establecerá reglamentariamente. La omisión de la presentación de esta 
declaración supondrá una infracción leve a los efectos del título VII.

Disposición adicional undécima.  Evaluación ambiental.
Siempre que en la presente ley alguna actividad, uso o aprovechamiento esté sometido 

sólo a notificación o declaración responsable y dicha actividad esté sometida 
obligatoriamente a evaluación ambiental por la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de 
evaluación ambiental, o por la legislación de evaluación ambiental de la comunidad 
autónoma donde se vaya a llevar a cabo, se estará a lo ordenado en el artículo 9.2 de dicha 
ley y demás preceptos de concordante aplicación.

Disposición adicional duodécima.  Fomento de la Industria Forestal.
Se modifica el artículo 5.3 de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, añadiendo 

entre los objetivos de los programas de promoción industrial, uno nuevo con el siguiente 
contenido:

i) El fomento de las industrias de transformación de recursos naturales renovables, y 
específicamente las que utilicen como materia prima los recursos forestales.

Disposición adicional decimotercera.  Deducción en el Impuesto sobre Sociedades por 
gastos e inversiones de las sociedades forestales.

Las sociedades forestales a que se refiere la disposición adicional quinta de esta Ley 
tendrán derecho a una deducción en la cuota íntegra del Impuesto sobre Sociedades del 10 
por ciento de los gastos o inversiones que realicen en el período impositivo en la 
conservación, mantenimiento, mejora, protección y acceso del monte.

Esta deducción estará sometida a los límites y condiciones establecidos en el artículo 39 
de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, conjuntamente con 
las allí señaladas.

Disposición transitoria primera.  Servidumbres en montes demaniales.
Las Administraciones gestoras de los montes que pasen a integrar el dominio público 

forestal revisarán, en el plazo de 10 años desde la entrada en vigor de esta ley, las 
servidumbres y otros gravámenes que afecten a estos montes, para garantizar su 
compatibilidad con su carácter demanial y con los principios que inspiran esta ley.

Disposición transitoria segunda.  Plazo para la ordenación de montes.
Los montes que tengan la obligación, conforme a lo dispuesto en el artículo 33, de 

disponer de un instrumento de gestión forestal, tendrán un período de 25 años desde la 
entrada en vigor de esta ley para dotarse de aquél.

Disposición transitoria tercera.  Incentivos económicos en montes no ordenados.
Durante un plazo de quince años desde la entrada en vigor de esta ley, los propietarios 

de montes no ordenados podrán acogerse a los incentivos a los que se refiere el artículo 63, 
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pudiendo ser objeto de subvención o crédito la elaboración del correspondiente instrumento 
de gestión forestal. Pasado dicho período se le denegará de oficio cualquier incentivo en 
tanto no se doten de instrumento de gestión o, en su caso, y tal como se prevé en el artículo 
63.3, se incluyan en un PORF.

Si durante este plazo se produce un cambio de propiedad, el plazo para el nuevo 
propietario empezará a contar desde el momento de la transmisión.

Disposición transitoria cuarta.  Montes declarados de utilidad pública con anterioridad a 
esta ley.

A los efectos de lo previsto en el artículo 16 y concordantes, se consideran incluidos en 
el Catálogo de Montes de Utilidad Pública todos los montes declarados de utilidad pública 
con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley.

Disposición transitoria quinta.  Montes declarados protectores con anterioridad a esta ley.
A los efectos de lo previsto en el artículo 24, se consideran incluidos en el Registro de 

Montes Protectores todos los montes declarados como tales con anterioridad a la entrada en 
vigor de esta ley.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas las siguientes leyes:
a) Ley de 10 de marzo de 1941, sobre el Patrimonio Forestal del Estado.
b) Ley de 8 de junio de 1957, de Montes.
c) Ley 81/1968, de 5 de diciembre, sobre Incendios Forestales.
d) Ley 22/1982, de 16 de junio, sobre repoblaciones gratuitas con cargo al Presupuesto 

del ICONA en terrenos incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública.
e) Ley 5/1977, de 4 de enero, de Fomento de la Producción Forestal.
2. Las normas reglamentarias dictadas en desarrollo de los textos derogados a los que 

se refiere el apartado anterior continuarán vigentes, en tanto no se opongan a lo previsto en 
esta ley, hasta la entrada en vigor de las normas que puedan dictarse en su desarrollo.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de 
Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna silvestres.

(Suprimida)

Disposición final segunda.  Habilitación competencial.
1. Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.23.ª de la Constitución 

y tiene, por tanto, carácter básico (legislación básica sobre montes, aprovechamientos 
forestales y protección del medio ambiente), sin perjuicio de lo dispuesto en los dos 
apartados siguientes.

2. Tienen carácter básico al amparo de otros preceptos constitucionales los artículos 12, 
14, 15, 16, 17, 18, apartado 4, 20, 21, 36, apartado 4, 47, apartado 3, disposición adicional 
segunda, apartado 1, y disposición transitoria primera, por dictarse al amparo del artículo 
149.1.18.ª de la Constitución.

3. Los siguientes preceptos y disposiciones se dictan al amparo de títulos 
competenciales exclusivos del Estado:

a) Los artículos 18, apartados 1 y 2, 19, 22, 25 y 27 bis, que se dictan al amparo del 
artículo 149.1.8.ª de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en 
materia de legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las 
comunidades autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan.

b) Los artículos 18.3 y 18 bis se dictan al amparo del artículo 149.1.8.ª de la Constitución 
que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de ordenación de los registros.

c) El capítulo I del título V, salvo el artículo 56.1, se dicta al amparo del artículo 
149.1.15.ª de la Constitución que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de 
fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.
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d) La disposición adicional novena se dicta al amparo del artículo 149.1.14.ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de Hacienda general 
y Deuda del Estado.

Disposición final tercera.  Habilitación normativa.
El Gobierno y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, dictarán las disposiciones necesarias para el desarrollo de esta ley.

Disposición final cuarta.  Potestades reglamentarias en Ceuta y Melilla.
Las Ciudades de Ceuta y Melilla ejercerán las potestades normativas reglamentarias que 

tienen atribuidas por las Leyes Orgánicas 1/1995 y 2/1995, de 13 de marzo, dentro del 
marco de esta ley y de las que el Estado promulgue a tal efecto.

Disposición final quinta.  Actualización de multas.
Se faculta al Gobierno para actualizar mediante real decreto la cuantía de las multas 

establecidas en esta ley de acuerdo con los índices de precios de consumo.

Disposición final sexta.  Entrada en vigor de la ley.
La presente ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». Por tanto,

INFORMACIÓN RELACIONADA

• Las referencia hechas en esta Ley a los planes de defensa de las zonas de alto riesgo de 
incendio se entenderán realizadas a los planes anuales para la prevención, vigilancia y 
extinción de incendios forestales, según establece la disposición adicional 3 del  Real Decreto-
ley 15/2022, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2022-12926

• Las referencias hechas en esta Ley al Ministerio de Medio Ambiente y al Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente se entenderán sustituidas por la referencia al 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, así como las referencias al «Órgano 
Forestal» o «Administración forestal» deberán entenderse sustituidas por «Órgano 
competente en materia forestal», según establece la disposición adicional 1 de la Ley 21/2015, 
de 20 de julio. Ref. BOE-A-2015-8146.
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§ 38

Ley 24/2003, de 10 de julio, de la Viña y del Vino. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 165, de 11 de julio de 2003

Última modificación: 24 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2003-13864

TÍTULO I
Ámbito de aplicación y aspectos generales de la vitivinicultura

[ . . . ]
Artículo 4.  Promoción.

1. La Administración General del Estado podrá financiar campañas de información, 
difusión y promoción del viñedo, del vino y de los mostos de uva, en el marco de la 
normativa de la Unión Europea y de acuerdo con el ordenamiento jurídico nacional vigente y 
en particular con la normativa que prohíbe a los menores de edad el consumo de bebidas 
alcohólicas.

2. Los criterios orientativos, que deberán seguirse en las campañas financiadas con 
fondos públicos estatales, serán los siguientes:

a) Recomendar el consumo moderado y responsable del vino.
b) Informar y difundir los beneficios del vino como alimento dentro de la dieta 

mediterránea.
c) Fomentar el desarrollo sostenible del cultivo de la vid, favoreciendo el respeto del 

medio ambiente, así como la fijación de la población en el medio rural.
d) Destacar los aspectos históricos, tradicionales y culturales de los vinos españoles; en 

particular, las peculiaridades específicas de suelo y clima que influyen en ellos.
e) Impulsar el conocimiento de los vinos españoles en los demás Estados miembros de 

la Unión Europea y en terceros países, con el objeto de lograr su mayor presencia en sus 
respectivos mercados.

f) Informar y difundir la calidad y los beneficios de los mostos y zumos de uva.
3. La Administración General del Estado promoverá una política de fomento de proyectos 

y programas de investigación y desarrollo en el sector vitivinícola.
4. La Administración General del Estado, las comunidades autónomas, las corporaciones 

locales y los entes dependientes de las mismas, podrán cooperar de común acuerdo en la 
realización de campañas concertadas de información, difusión y promoción del viñedo, del 
vino y de los mostos de uva.

[ . . . ]
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§ 39

Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de sanidad vegetal. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 279, de 21 de noviembre de 2002
Última modificación: 24 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2002-22649

[ . . . ]
TÍTULO III

Medios de defensa fitosanitaria

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

[ . . . ]
Artículo 25.  Racionalización del uso de medios de defensa fitosanitaria.

Con el objeto de crear condiciones favorables para que los medios de defensa 
fitosanitaria puedan ser utilizados adecuadamente atendiendo a las condiciones generales 
enunciadas en el artículo anterior, particularmente para subordinar su uso a la salud de las 
personas y de los animales y a su compatibilidad con el desarrollo de una agricultura 
sostenible respetuosa con el medio ambiente, las Administraciones públicas podrán 
promover:

a) Sistemas de producción vegetal que, en el control de las plagas, utilicen 
racionalmente prácticas culturales y mecanismos de regulación naturales, así como medios 
químicos, biológicos, físicos o materiales, a fin de obtener unos resultados económicos, 
rendimientos, calidades y costes de producción de las cosechas que sean aceptables desde 
los puntos de vista social y medioambiental.

b) Agrupaciones de agricultores para luchar en común contra las plagas, que incluyan 
entre sus objetivos la aplicación de los sistemas de producción a que se refiere el párrafo a) 
o cualesquiera otras medidas tendentes a la reducción o la optimización del uso de medios 
de defensa vegetal.

c) Programas de formación y especialización en el uso de productos fitosanitarios de 
usuarios y distribuidores que les capaciten para una aplicación segura y racional de dichos 
productos. La responsabilidad de estos programas corresponderá a técnicos competentes, 
propiciando el uso de buenas prácticas agrícolas que limiten o tiendan a eliminar, en la 
medida de lo posible, el uso de productos fitosanitarios.
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d) Programas de investigación para la búsqueda de alternativas técnicas y 
económicamente viables que posibiliten la resolución de problemas de carácter fitosanitario.

[ . . . ]
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§ 40

Real Decreto 199/2017, de 3 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento del Programa Nacional de Conservación y Utilización 
Sostenible de los Recursos Fitogenéticos para la Agricultura y la 

Alimentación

Ministerio de la Presidencia y para las Administraciones Territoriales
«BOE» núm. 66, de 18 de marzo de 2017

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2017-2990

La Ley 30/2006, de 26 de julio, de Semillas y Plantas de Vivero y de Recursos 
Fitogenéticos reguló, en su título IV, en tres capítulos, las definiciones, el acceso y el 
Programa Nacional sobre Recursos Fitogenéticos para la Agricultura y la Alimentación.

La ley tenía en cuenta los recursos fitogenéticos para la agricultura y la alimentación, 
conservados, tanto in situ como ex situ, así como las disposiciones del Tratado Internacional 
sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura, hecho en Roma el 3 
de noviembre de 2001, y ratificado por el Reino de España mediante instrumento de 
ratificación de fecha 17 de marzo de 2004 (BOE del 5 de mayo de 2004).

La reciente ratificación del Protocolo de Nagoya sobre acceso a los recursos genéticos, y 
la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización, así como 
la publicación del Reglamento (UE) n.º 511/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
16 de abril de 2014, relativo a las medidas de cumplimiento de los usuarios del Protocolo de 
Nagoya sobre al acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa en los 
beneficios que se deriven de su utilización en la Unión, incorporan determinadas reglas que 
afectan a las colecciones de recursos fitogenéticos de los Estados miembros de la Unión 
Europea.

No obstante, el capítulo III del título IV de la Ley 30/2006, de 26 de julio, dedicado al 
Programa Nacional de Conservación y Utilización Sostenible de los Recursos Fitogenéticos 
para la Agricultura y la Alimentación, sólo requiere de disposiciones nacionales para su total 
efectividad, puesto que se trata de diseñar la política española en materia de conservación y 
utilización de nuestros propios recursos, ya se encuentren conservados in situ o ex situ.

La competencia en materia de recursos fitogenéticos corresponde al Ministerio de 
Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, de acuerdo con el artículo 8 del Real 
Decreto 401/2012, de 17 de febrero, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica 
del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, sin perjuicio de que la propia 
Ley 30/2006, de 26 de julio, establece en su disposición final primera, apartado b), del 
ámbito competencial del Programa Nacional de Conservación y Utilización Sostenible de los 
Recursos Fitogenéticos para la Agricultura y la Alimentación, que dicha competencia debe 
ser ejercida en coordinación con la Secretaría de Estado de Investigación, Desarrollo e 
Innovación del Ministerio de Economía, Industria y Competitividad.
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Las acciones de conservación e investigación de las entidades responsables de las 
colecciones de germoplasma han venido siendo gestionadas por el Instituto Nacional de 
Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria desde sus orígenes, tanto cuando era un 
organismo autónomo adscrito al extinto Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación como 
en la actualidad, que está adscrito a la Secretaría de Estado de Investigación, Desarrollo e 
Innovación. El Programa de Conservación y Utilización de Recursos Fitogenéticos fue 
creado por Orden del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación el 23 de abril de 1993 y 
en su artículo 6 se establece que «para el desarrollo de las acciones contempladas en el 
artículo anterior, se establecerán ayudas con cargo a los presupuestos del Instituto Nacional 
de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria». Posteriormente, en virtud del Real 
Decreto 1951/2000, de 1 de diciembre, por el que se aprueban los Estatutos del Instituto 
Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria, se le asignan específicamente 
las competencias de programar, gestionar, coordinar los recursos fitogenéticos para la 
agricultura y alimentación que, con la reestructuración de departamentos ministeriales 
efectuada por el Real Decreto 557/2000, de 27 de abril, pasa a financiarse con recursos 
procedentes de los programas del Plan Estatal Nacional de Investigación Científica y 
Técnica y de Innovación.

El Centro Nacional de Recursos Fitogenéticos es el centro del Instituto Nacional de 
Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria que por la propia Ley 30/2006, de 26 de 
julio, es responsable de la conservación a largo plazo de los recursos fitogenéticos, la 
gestión del Inventario Nacional y la coordinación de las actuaciones de los bancos de 
germoplasma de la Red de Colecciones del Programa Nacional. Para llevar a cabo las 
actuaciones en que se concreta esa política nacional en materia de recursos fitogenéticos, el 
Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente se sirve del apoyo técnico 
del Centro Nacional de Recursos Fitogenéticos, sin perjuicio de su dependencia orgánica y 
administrativa del Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria.

La política española en materia de conservación de recursos fitogenéticos se 
materializará, de acuerdo con el Programa Nacional, a través de los Planes de Actuación 
cuatrienales, que definirán las acciones concretas que se pretenden llevar a cabo en materia 
de conservación e investigación asociada a la conservación de los recursos fitogenéticos. 
Con la finalidad de cubrir estas actuaciones, tanto el Ministerio de Agricultura y Pesca, 
Alimentación y Medio Ambiente, como el Instituto Nacional de Investigación y Tecnología 
Agraria y Alimentaria, serán los encargados de la definición de dichos planes así como 
financiar dichas acciones de acuerdo con lo indicado en este real decreto, y atendiendo a 
sus disponibilidades presupuestarias. En estas acciones y su financiación podrían colaborar 
también las comunidades autónomas, fundaciones, e incluso entidades privadas propiciando 
la colaboración entre los agentes implicados y la difusión de los resultados obtenidos.

Finalmente, se prevé la constitución de la Comisión Nacional de conservación y 
utilización de los Recursos Fitogenéticos para la Agricultura y la Alimentación, la cual no 
tiene el carácter de órgano de cooperación entre el Estado y las comunidades autónomas, 
de los establecidos en los artículos 145 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

En la elaboración de esta disposición se ha consultado a las comunidades autónomas y 
a las entidades representativas del sector.

En su virtud, a propuesta conjunta de la Ministra de Agricultura y Pesca, Alimentación y 
Medio Ambiente y del Ministro de Economía, Industria y Competitividad, con la aprobación 
previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 3 de marzo de 
2017,

DISPONGO:
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Artículo único.  Aprobación del Reglamento del Programa Nacional de conservación y 
utilización sostenible de los recursos fitogenéticos para la agricultura y la alimentación.

Se aprueba el Reglamento del Programa Nacional de conservación y utilización 
sostenible de los recursos fitogenéticos para la agricultura y la alimentación, que figura a 
continuación.

Disposición adicional primera.  No incremento del gasto público.
Lo dispuesto en este real decreto no supondrá aumento del gasto púbico, siendo 

asumidos las funciones y los gastos que se originen con los medios presupuestarios, 
personales, técnicos y materiales ya existentes destinados al Ministerio de Agricultura y 
Pesca, Alimentación y Medio Ambiente y al Ministerio de Economía, Industria y 
Competitividad, y a los organismos dependientes de ambos Ministerios, sin que pueda 
suponer incremento de retribuciones.

Disposición adicional segunda.  Régimen normativo.
1. El presente real decreto desarrolla los artículos 48, 49, 50 y 51 del capítulo III 

«Programa Nacional de Conservación y Utilización Sostenible de los Recursos Fitogenéticos 
para la Agricultura y la Alimentación», del título IV «Recursos Fitogenéticos», de la Ley 
30/2006, de 26 de julio, de Semillas y Plantas de Vivero y de Recursos Fitogenéticos.

2. El desarrollo completo sobre las condiciones de acceso a los recursos fitogenéticos 
para la agricultura y la alimentación, las que deben cumplir los solicitantes, las autoridades 
responsables, las obligaciones que asume el Estado en materia de control de los recursos 
fitogenéticos utilizados en el Reino de España y provenientes de terceros países, las 
comunicaciones a los puntos focales del Tratado Internacional sobre los Recursos 
Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura (TIRFAA) y del Protocolo de Nagoya, se 
regularán en un reglamento aprobado por real decreto, que incluirá las disposiciones 
contenidas en éste.

Disposición adicional tercera.  Supresión de la Comisión del Programa de conservación y 
utilización de recursos fitogenéticos.

Queda suprimida la Comisión del Programa de conservación y utilización de recursos 
fitogenéticos, adscrita al Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y 
Alimentaria.

Disposición adicional cuarta.  Compromisos derivados del Protocolo de Nagoya.
El seguimiento y las medidas de cumplimiento de la utilización en el Reino de España de 

los recursos fitogenéticos para la agricultura y la alimentación contemplados en el Tratado 
Internacional de Recursos Fitogenéticos para la Agricultura y la Alimentación, se hará 
conforme a lo dispuesto en el Reglamento (UE) n.º 511/2014 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de abril de 2014, relativo a las medidas de cumplimiento de los usuarios del 
Protocolo de Nagoya sobre el acceso a los recursos genéticos y participación justa y 
equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización en la Unión.

Disposición transitoria única.  Plan de Actuación de carácter provisional.
1. El Programa Nacional establece las líneas de trabajo y las medidas correspondientes 

para la consecución de los fines y objetivos establecidos. Además, para el cumplimiento de 
los fines del Programa Nacional, se desarrollarán Planes de Actuación cuatrienales que 
determinarán las acciones concretas que se financiarán durante el periodo de vigencia del 
mismo, así como las acciones de coordinación para su ejecución. Hasta que el primer Plan 
de Actuación esté aprobado conforme a lo establecido en este real decreto, se establece un 
Plan de Actuación de carácter provisional para 2017, y que podrá ser prorrogado.

2. El Plan de Actuación provisional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Agricultura y 
la Alimentación tiene como objetivo la conservación y uso sostenible de los recursos 
genéticos para la agricultura y la alimentación como base de la soberanía y seguridad 
alimentaria. Es fundamental, por tanto, su conservación para evitar la pérdida de diversidad 
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genética de las especies, variedades tradicionales y ecotipos autóctonos, y para garantizar la 
disponibilidad de los genotipos necesarios para la mejora genética, investigación y uso 
directo.

3. Se promoverán los tipos de acciones previstas en los apartados siguientes, y se 
distinguirán entre las acciones permanentes que exigen financiación anual y las acciones 
suplementarias o específicas que pueden estar sujetas a disponibilidad presupuestaria.

4. Acciones de Conservación.
a) Acciones de Conservación ex situ. Se consideran preferentes las siguientes acciones 

permanentes:
1.ª Mantenimiento de la Red de Colecciones del Programa Nacional, tanto de las 

especies conservadas por semillas como de las de reproducción vegetativa mantenidas en 
campo o in vitro incluyendo la conservación, multiplicación y regeneración del material 
garantizando su buen estado sanitario y viabilidad.

2.ª Caracterización primaria de las colecciones activas.
3.ª Duplicación en la colección base del Centro de Recursos Fitogenéticos (CRF) del 

Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria (INIA) de las 
colecciones de semillas ortodoxas de la Red de Colecciones del Programa Nacional que 
todavía no han sido depositadas en el CRF.

4.ª Duplicación de la colección activa de cereales y leguminosas del Centro de Recursos 
Fitogenéticos del INIA, que actualmente comparte instalaciones con la colección base.

5.ª Además, se contempla como acción específica la prospección, recolección de los 
recursos fitogenéticos tradicionales, autóctonos o de importancia socioeconómica o 
medioambiental de especies agrícolas, y de especies silvestres emparentadas, en riesgo de 
extinción todavía no recolectados; en particular los de especies menores y en desuso y los 
existentes en zonas marginales para su cultivo.

b) Acciones de Conservación in situ.
1.ª Apoyo al manejo en fincas de cultivos de variedades tradicionales así como la 

promoción de la comercialización de las mismas.
2.ª Conservación en su hábitat de especies silvestres emparentadas con las cultivadas y 

plantas silvestres con valor potencial para la agricultura y la alimentación, teniendo en cuenta 
los instrumentos de protección y gestión de la biodiversidad silvestre.

5. Acciones de investigación relativas a la aplicación de las tecnologías apropiadas para 
la conservación, identificación, caracterización y evaluación.

a) Caracterización avanzada de las características agronómicas, químicas, económicas, 
de resistencia a plagas y enfermedades, de adaptación al medio así como la caracterización 
molecular con marcadores bien conocidos y establecidos para la especie.

b) Racionalización de las Colecciones Activas en coordinación con la Red de Centros 
con base en la caracterización anterior.

c) Establecimiento de colecciones nucleares suficientemente representativas de la 
variabilidad de las colecciones cuando éstas sean muy numerosas.

d) Optimización de los sistemas de conservación para mejorar la viabilidad y el buen 
estado sanitario del material.

6. Acciones de información y documentación relacionadas con el Inventario Nacional.
a) Documentación de los datos procedentes de caracterización primaria y avanzada de 

las entradas conservadas, incorporando además los datos disponibles de carácter 
ecogeográfico y de conocimientos tradicionales, para facilitar su correcta catalogación.

b) Uso de la bio-informática y los sistemas de información geográfica para analizar e 
interpretar grandes cantidades de datos.

7. Acciones de sensibilización, divulgación, capacitación y desarrollo institucional, en la 
que podrán colaborar también las comunidades autónomas, fundaciones o sector productivo.

a) Incorporación de los conocimientos tradicionales, usos y aplicaciones para fomentar la 
utilización de los recursos fitogenéticos.

b) Participación en instancias y organismos internacionales.
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c) Acciones de mejora de la colaboración nacional de los agentes implicados y 
capacitación de los miembros de la Red.

d) Presencia en ferias y mercados, presencia en los medios de comunicación, días de 
puertas abiertas en las colecciones de recursos genéticos y jornadas para técnicos y 
agricultores.

8. Acciones de coordinación y seguimiento.
Las propias reuniones de la Comisión descritas en el artículo 11 del Reglamento y las de 

los grupos de trabajo por especies y por instituciones del Programa Nacional.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.
El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149. 1, reglas 

15.ª y 23.ª, de la Constitución Española, que atribuye al Estado competencia exclusiva 
sobre, respectivamente, fomento y coordinación general de la investigación científica y 
técnica, y legislación básica sobre protección del medio ambiente, salvo los preceptos 
relativos al mantenimiento y conservación de los recursos fitogenéticos, que se dictan al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª de la Constitución Española, que atribuye al 
Estado competencia exclusiva sobre las bases y coordinación de la planificación general de 
la actividad económica.

Disposición final segunda.  Desarrollo normativo.
1. Sin perjuicio de lo previsto en la disposición transitoria única, la Comisión del 

Programa Nacional aprobará el primer Plan de Actuación de carácter cuatrienal previsto en 
este real decreto, conforme a lo dispuesto en el artículo 8 del Reglamento.

2. Sin perjuicio de la aprobación de las bases reguladoras de las mismas, las 
convocatorias de las subvenciones públicas se efectuarán sujetas a las disponibilidades 
presupuestarias.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

REGLAMENTO DEL PROGRAMA NACIONAL DE CONSERVACIÓN Y 
UTILIZACIÓN SOSTENIBLE DE LOS RECURSOS FITOGENÉTICOS PARA LA 

AGRICULTURA Y LA ALIMENTACIÓN

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1.  Objeto.
El presente Reglamento tiene por objeto establecer el régimen jurídico para la gestión 

del Programa Nacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Agricultura y la 
Alimentación, en desarrollo de lo establecido por los artículos 48, 49, 50 y 51 de la Ley 
30/2006, de 26 de julio, de semillas y plantas de vivero y de recursos fitogenéticos, y crear la 
Comisión del Programa Nacional de Recursos Fitogenéticos para la Agricultura y la 
Alimentación, dando así cumplimiento a lo señalado en el apartado 2 de la disposición 
adicional segunda de la citada ley.

Artículo 2.  Objetivos del Programa Nacional.
1. En desarrollo de los fines generales establecidos en el artículo 48 de la Ley 30/2006, 

de 26 de julio, el Programa Nacional tendrá los siguientes objetivos:
a) Asegurar la conservación a largo plazo de los recursos fitogenéticos para la 

agricultura y la alimentación en el Reino de España, sobre una base científica y 
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económicamente viable, tanto de la diversidad de las especies vegetales cultivadas y sus 
parientes silvestres en el territorio nacional, así como de todas aquellas especies vegetales 
cuyo potencial genético las haga susceptibles de utilización en agricultura y alimentación.

b) Garantizar la viabilidad y el buen estado sanitario de los recursos conservados en 
colecciones de semillas o en colecciones vivas, especialmente frente al ataque de 
enfermedades o de plagas.

c) Fomentar el uso de la diversidad por los sectores de investigación y producción a 
través de medidas adecuadas y de un mayor acercamiento a las necesidades y demandas 
del sector productivo y de la divulgación del valor de los recursos fitogenéticos.

d) Optimizar el uso de los recursos institucionales, humanos y financieros relacionados 
con la conservación y la utilización de los recursos fitogenéticos y promover la participación 
activa de las distintas Administraciones públicas de acuerdo a sus respectivas competencias 
y responsabilidades.

e) Mejorar la competitividad del sector agrario y establecer sinergias entre todos los 
sectores nacionales con intereses en los recursos fitogenéticos, y promover la colaboración 
en los ámbitos europeo e internacional.

2. Dentro de estos objetivos y recogiendo lo indicado en el artículo 51 de la Ley 30/2006, 
de 26 de julio, el Programa Nacional, a través de los planes de actuación, establecerá 
medidas especiales para que la utilización y comercialización de los recursos fitogenéticos, 
así como la incorporación de los conocimientos tradicionales de interés para la agricultura y 
la alimentación supongan un beneficio para los agricultores.

Artículo 3.  Definiciones.
1. A los efectos de este real decreto serán de aplicación las definiciones del artículo 44 

de la Ley 30/2006, de 26 de julio.
2. Asimismo, se entenderá por:
a) Germoplasma: Material genético que constituye la base física de la herencia y que se 

transmite de una generación a la sucesiva mediante las células germinales.
b) Banco de germoplasma: la instalación científico técnica que alberga y custodia 

colecciones de germoplasma.
c) Colección de germoplasma: conjunto de muestras (también denominadas entradas o 

accesiones) de material genético mantenidas en condiciones definidas para su conservación 
y utilización. Comprende tanto las especies conservadas por semillas como las de 
reproducción vegetativa mantenidas en campo, in vitro o en crio-conservación.

d) Colección base: colección de germoplasma que mantiene, en condiciones que 
permiten su conservación a largo plazo, duplicados de seguridad de una colección activa, y 
que únicamente suministra material a la colección activa, cuando sea necesario.

e) Colección activa: colección de germoplasma que mantiene entradas en condiciones 
de conservación al menos a corto o medio plazo y cuyo fin es el suministro de material para 
su uso en actividades de investigación, mejora, uso directo, u otros fines.

f) Actividades permanentes: las actividades tecnológicas básicas de conservación y 
mantenimiento de las colecciones de germoplasma. Estas actividades incluyen la 
conservación propiamente dicha, la multiplicación y regeneración si es preciso, y la 
documentación.

g) Variedad tradicional: variedad resultante de la selección por parte de los agricultores 
durante tiempo suficiente para haber desarrollado características para una alta adaptación a 
las condiciones agroecológicas de las zonas donde se cultiva.

h) Especie silvestre emparentada con las cultivadas: especie vegetal sin uso agrícola y 
con relación taxonómica o filogenética suficientemente cercana con una especie de uso 
agrícola como para que se puedan realizar cruzamientos entre ambas.

i) Datos de pasaporte: los que identifican la entrada conservada en una colección y 
contienen información sobre el código o número identificativo de la entrada en la colección, 
su denominación tanto taxonómica como comercial o tradicional según el caso, su 
procedencia y el tipo de material de que se trata. En el caso de variedades tradicionales o 
especies silvestres se incluye también la información sobre el lugar donde se obtuvieron.
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j) Caracterización: descripción de los caracteres heredables de un material vegetal en 
cuya expresión la influencia ambiental es nula o mínima, incluyendo los caracteres 
morfológicos, bioquímicos o moleculares, analizados mediante las técnicas experimentales 
adecuadas. Se denomina caracterización primaria a la realizada determinando caracteres 
morfológicos fácilmente observables, mientras que la caracterización avanzada es más 
exhaustiva e incluye caracteres morfológicos, componentes químicos, nutricionales 
adicionales obtenidos por técnicas bioquímicas, así como caracteres moleculares. En el caso 
de la conservación ex situ, la caracterización será considerada como una actividad de 
Investigación.

k) Evaluación: descripción de los caracteres de un material vegetal cuya expresión suele 
estar influida por factores ambientales, incluyendo los caracteres agronómicos y de calidad, 
estimados mediante ensayos experimentales adecuados.

l) Manejo en fincas: conservación, selección y utilización de la diversidad de variedades 
tradicionales por parte de agricultores en sistemas agrícolas, de forma que se permita un 
mantenimiento dinámico de dicha diversidad.

CAPÍTULO II
Programa Nacional de Conservación y Utilización Sostenible de los Recursos 

Fitogenéticos para la Agricultura y la Alimentación

Artículo 4.  Programa Nacional.
1. El Programa Nacional, por medio de los Planes de Actuación, establecerá las líneas 

de trabajo y las medidas correspondientes para la consecución de los fines y objetivos 
establecidos.

2. Los Planes de Actuación, que tendrán carácter cuatrienal, determinarán las acciones 
concretas que se financiarán durante su período de vigencia, así como las acciones de 
coordinación para su ejecución. Para su realización contarán con un compromiso económico 
anual que tendrá en cuenta las disponibilidades presupuestarias.

Artículo 5.  Gestión y desarrollo de los Planes de Actuación.
Corresponde conjuntamente a los órganos competentes designados por el Ministerio de 

Economía, Industria y Competitividad y por el Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación 
y Medio Ambiente, el ejercicio de las actuaciones precisas para el desarrollo de los Planes 
de actuación, en cumplimiento de los fines del Programa Nacional y de acuerdo con la 
política nacional sobre la materia.

Artículo 6.  Financiación de los Planes de Actuación.
1. De acuerdo con sus respectivas competencias, establecidas en la Ley 30/2006, de 26 

de julio, el Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente se encargará 
de dotar, de acuerdo con sus disponibilidades presupuestarias, las acciones de conservación 
in situ, las relacionadas con los conocimientos tradicionales, las de sensibilización, 
divulgación y desarrollo de capacidades humanas e institucionales, así como las 
relacionadas con la participación en foros internacionales.

2. El Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria financiará las 
actividades permanentes de conservación de la Red de Colecciones del Programa Nacional 
y las acciones de información y documentación que inciden directamente en la eficacia del 
Inventario Nacional, con cargo a los fondos que reciba del Plan Estatal de I+D+i.

3. Las acciones de investigación asociadas a la conservación de recursos fitogenéticos 
podrán ser financiadas indistintamente por el Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación 
y Medio Ambiente y por el Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y 
Alimentaria, con cargo a sus respectivos presupuestos.

4. Las comunidades autónomas podrán apoyar los Planes de Actuación contribuyendo a 
su financiación o a través de sus propios programas específicos o través de acciones o 
iniciativas individuales en otros programas existentes. Así mismo, se podrán incorporar otros 
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fondos, ya sean privados como los procedentes de fundaciones o de otras instituciones 
públicas.

Artículo 7.  Acciones del Programa Nacional.
1. Las acciones en desarrollo del Programa Nacional se ejecutarán a través de los 

Planes de Actuación de carácter cuatrienal, según los criterios y prioridades que marquen los 
mismos. Estas acciones serán las que se contienen en este artículo.

2. Acciones de conservación.
a) En el ámbito de la conservación ex situ:
1.ª Prospección, recolección de recursos fitogenéticos autóctonos de importancia 

socioeconómica de especies agrícolas y silvestres emparentadas, en particular los de 
especies menores y en desuso y los existentes en zonas marginales para su cultivo, 
incluyendo datos ecogeográficos y los conocimientos tradicionales asociados.

2.ª Conservación, multiplicación y regeneración de los recursos fitogenéticos de la Red 
de Colecciones. Se deberá asegurar el buen estado sanitario y la viabilidad de los 
materiales.

3.ª Caracterización primaria de los recursos fitogenéticos.
4.ª Duplicación de seguridad de las colecciones de semillas y plantas vivas, ya sea en la 

colección base del CRF, en otras colecciones nacionales en el caso de especies de 
multiplicación vegetativa o en organizaciones internacionales.

b) En el ámbito de la conservación in situ:
1.ª Apoyo al manejo en fincas de cultivos de variedades tradicionales así como la 

promoción de la comercialización de las mismas.
2.ª Conservación en su hábitat de especies silvestres emparentadas con las cultivadas y 

plantas silvestres con valor potencial para la agricultura y la alimentación, teniendo en cuenta 
los instrumentos de protección y gestión de la biodiversidad silvestre.

3. Investigación sobre recursos fitogenéticos para mejorar la eficacia de la conservación, 
gestión y utilización de colecciones.

a) Desarrollo de los métodos más aptos para la conservación a largo plazo que 
contribuyan a garantizar la viabilidad y el buen estado sanitario del material.

b) Caracterización y evaluación de los materiales incluyendo la descripción del valor 
agronómico e industrial.

c) Racionalización de colecciones grandes mediante la identificación de duplicados y la 
creación de colecciones nucleares con el objetivo conservar el máximo de biodiversidad.

4. Acciones de información y documentación que inciden directamente en la eficacia del 
Inventario Nacional que es, a su vez, la herramienta de intercambio de información entre 
conservadores, usuarios de los recursos genéticos y el nexo de unión con bases de datos 
internacionales.

a) Catalogación de datos tanto de pasaporte, como de caracterización primaria y 
avanzada.

b) Aplicación de herramientas de la bio-informática y los sistemas de información 
geográfica para mejorar el estado del conocimiento y documentación de los recursos 
fitogenéticos.

c) Desarrollo y mantenimiento de una infraestructura española de información sobre 
recursos fitogenéticos para la agricultura y la alimentación.

5. Acciones de sensibilización, divulgación y desarrollo de capacidades humanas e 
institucionales.

6. Participación en foros internacionales.
7. Acciones de coordinación y seguimiento, que se establecerán por la Comisión del 

Programa Nacional cuyas funciones se describen en el artículo 11, así como por los grupos 
de trabajo o comités científico-técnicos. Se potenciará, asimismo, la coordinación entre 
instituciones para evitar las duplicidades de colecciones y acciones.
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Artículo 8.  Unidades gestoras de los planes de actuación.
1. Serán unidades gestoras de los planes de actuación, el órgano designado por el 

Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente y el Instituto Nacional de 
Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria del Ministerio de Economía, Industria y 
Competitividad.

2. La responsabilidad de la gestión de los planes de actuación corresponderán a cada 
unidad gestora, de acuerdo con lo establecido en los apartados 1 y 2 del artículo 6 de este 
Reglamento. No obstante, se podrán diseñar acciones específicas que sean responsabilidad 
conjunta de las dos unidades gestoras.

3. Para el desarrollo de los Planes de Actuación, el Ministro de Agricultura y Pesca, 
Alimentación y Medio Ambiente y el Presidente del Instituto Nacional de Investigación y 
Tecnología Agraria y Alimentaria, en el ámbito de sus competencias, podrán establecer 
instrumentos de financiación plurianuales para la realización de actividades y convocatorias 
plurianuales de subvenciones públicas para la realización de acciones.

4. El Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente y el Instituto 
Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria, como unidades gestoras de los 
Planes de Actuación, se encargarán de desarrollar las siguientes funciones:

a) Elaborar conjuntamente la propuesta de los Planes de Actuación, que podrán prever 
la propuesta de establecimiento de bases reguladoras para la concesión de ayudas para la 
realización de acciones.

b) Publicar a través de sus propios medios los Planes de Actuación cuatrienales 
aprobados por la Comisión del Programa Nacional.

c) Establecer, en su caso, las bases reguladoras, u otros procedimientos, para gestionar 
las ayudas propias.

d) Realizar un seguimiento de las acciones financiadas que, en todo caso, incluirán la 
recepción de los informes anuales de los beneficiarios de las ayudas, visitas de seguimiento 
de técnicos designados para esta función y la recepción de un informe final.

e) Preparar una memoria anual sobre el cumplimiento de los Planes de Actuación.
f) Fomentar la divulgación de los resultados de las acciones financiadas por los Planes 

de actuación del Programa Nacional.

CAPÍTULO III
Elementos y órganos del Programa Nacional

Artículo 9.  Comisión del Programa Nacional.
1. Se constituirá una Comisión del Programa Nacional de conservación y utilización de 

los Recursos Fitogenéticos para la Agricultura y la Alimentación como órgano colegiado 
adscrito a la Dirección General de Producciones y Mercados Agrarios del Ministerio de 
Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, de acuerdo con lo previsto en la 
disposición adicional segunda de la Ley 30/2006, de 26 de julio, con la finalidad de coordinar 
las actuaciones de las diferentes Administraciones competentes en dicha materia.

2. El funcionamiento de la Comisión del Programa Nacional se regirá por lo dispuesto en 
los artículos 15 a 22 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, sin perjuicio de las particularidades previstas en el presente reglamento.

Artículo 10.  Composición de la Comisión del Programa Nacional.
1. La Comisión del Programa Nacional estará integrada por:
a) Un presidente y un vicepresidente. La Comisión estará presidida por el Subdirector 

General del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente que tenga 
asignada la competencia en la materia, actuando como Vicepresidente, que substituirá al 
Presidente en caso de ausencia, vacante o enfermedad, el Director del Instituto Nacional de 
Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 40  Programa Nacional de Conservación y Utilización Sostenible Recursos Fitogenéticos

– 635 –



b) Un secretario, funcionario de Grupo A, de la Subdirección General del Ministerio de 
Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente a que se refiere el párrafo anterior, 
designado por el presidente.

c) Los vocales, nombrados por tres años naturales, por el Presidente, de acuerdo a los 
siguientes criterios:

1.º Dos funcionarios adscritos al INIA, uno de los cuales será el Subdirector General de 
Prospectiva y Coordinación de Programas, y otro el Director del Centro Nacional de 
Recursos Fitogenéticos.

2.º Un funcionario adscrito a la Subdirección General de la que sea responsable el 
Presidente, que será el jefe de área del Registro de Variedades.

3.º Un funcionario, al menos de nivel 26, de la Subdirección General de Medio Natural 
del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente.

4.º Tres representantes de las comunidades autónomas que decidan integrarse en este 
órgano, designados de manera rotatoria cada año, por la Conferencia Sectorial de 
agricultura y desarrollo rural.

5.º Un representante de cada una de las organizaciones profesionales agrarias, 
acreditadas ante el Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, 
designados por dichas organizaciones.

6.º Un representante de cada una de las organizaciones, de carácter nacional, que 
representan al sector de la obtención de variedades, designados por las mismas.

7.º Tres representantes del sector de la investigación pública en recursos fitogenéticos, 
designados por el Ministerio de Economía, Industria y Competitividad.

8.º Un representante de cada una de las organizaciones, de carácter nacional, que 
representan al sector de la producción de semillas y de material vegetal de reproducción.

9.º Un representante de la sociedad civil, asociaciones u organizaciones no 
gubernamentales de carácter nacional cuyos objetivos estén relacionados con los recursos 
fitogenéticos.

10.º Un experto en Sanidad Vegetal o Patología de Semillas.
2. Asimismo, podrán asistir a las reuniones de la Comisión los invitados o asesores que 

decida el Presidente, directamente o a propuesta del Vicepresidente, que tendrán voz pero 
no voto, con un número máximo de cinco.

3. El nombramiento de los miembros de la Comisión se realizará de acuerdo con el 
principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, salvo por razones fundadas y 
objetivas, debidamente motivadas, de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

4. La creación y el funcionamiento de la Comisión no supondrán incremento de gasto y 
serán atendidos con los medios personales y materiales de la Dirección General de 
Producciones y Mercados Agrarios, del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y 
Medio Ambiente, sin que pueda conllevar incremento de retribuciones o de otros gastos de 
personal. Específicamente, no se abonará compensación alguna a los asesores o invitados, 
ni a los asistentes que no sean personal de la Administración.

5. La Comisión podrá aprobar sus normas de funcionamiento, que habrá de ajustarse a 
las previsiones sobre órganos colegiados contenidas en el artículo 15 y siguientes de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre.

Artículo 11.  Funciones de la Comisión.
La Comisión del Programa Nacional tendrá los siguientes cometidos:
a) Analizar y aprobar los Planes de Actuación cuatrienales previstos en este real decreto 

de acuerdo con las propuestas presentadas conjuntamente por el INIA y el Ministerio de 
Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, conforme a lo dispuesto en el artículo 
8.

b) Valorar la aplicación y cumplimiento del Programa Nacional a través de las acciones 
concretas establecidas en los Planes de Actuación cuatrienales e informar y asesorar sobre 
las decisiones pertinentes, que deba tomar el Presidente, para asegurar la correcta 
aplicación y cumplimiento de dicho Programa.
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c) Establecer los mecanismos de coordinación, seguimiento y evaluación del Plan de 
Actuación que permita detectar los problemas y proponer acciones correctivas que aseguren 
el buen funcionamiento del mismo.

d) Aprobar el proyecto de Memoria anual del desarrollo de los Planes de Actuación, que 
será elaborado por las unidades gestoras con indicación del presupuesto ejecutado.

e) Analizar los acuerdos internacionales suscritos y ratificados por el Reino de España 
respecto a los recursos fitogenéticos para la agricultura y la alimentación, y disposiciones 
nacionales y autonómicas que existan al respecto, y que puedan afectar al Programa 
Nacional y en concreto a la Red de colecciones y establecer los mecanismos de cooperación 
internacional.

f) Analizar las propuestas sobre normativa, coordinación y difusión que se formulen para 
una mejor conservación y utilización sostenible de los recursos fitogenéticos.

g) Establecer las condiciones técnicas de incorporación de colecciones a la Red de 
Colecciones del Programa Nacional así como los mecanismos de coordinación necesarios y 
proponer soluciones a problemas que se planteen respecto a las dificultades de 
mantenimiento de colecciones por parte de las instituciones que forman parte de la Red de 
Colecciones.

h) Decidir sobre la incorporación de nuevas colecciones a la Red de Colecciones del 
Programa Nacional de acuerdo a las condiciones técnicas establecidas.

i) Asesorar sobre los asuntos que le sean sometidos en relación al Programa Nacional y 
los Planes de Actuación.

j) Informar los propios programas nacionales o sus modificaciones.

Artículo 12.  Reuniones de la Comisión.
1. El presidente convocará a la Comisión por escrito, al menos con quince días de 

antelación, a la celebración de una reunión, al menos una vez al año, sin perjuicio de su 
facultad para convocarla cuando lo estime conveniente.

2. El orden del día lo fijará el presidente, teniendo en cuenta, en su caso, las peticiones 
formuladas por escrito de los demás miembros de la Comisión.

3. El quórum para la válida constitución de la Comisión a efectos de la celebración de 
reuniones, deliberaciones y toma de acuerdos requerirá la presencia del Presidente y del 
Secretario de la Comisión o, en su caso, de quienes les substituyan, y de la mitad más uno 
del resto de componentes.

4. Los acuerdos serán adoptados por mayoría simple de los asistentes a la sesión. El 
voto de quien ostente la presidencia de la Comisión será dirimente en el supuesto de 
empate.

5. De cada sesión se levantará acta que contendrá, como mínimo, las circunstancias de 
tiempo y lugar en que se ha celebrado, la relación de asistentes, el orden del día de la 
reunión, los puntos tratados y la descripción de las propuestas y acuerdos. Las actas se 
firmarán por quien ostente la secretaría de la Comisión con el visto bueno de la presidencia 
de la Comisión, y se someterán a su aprobación en la sesión siguiente.

6. Los miembros de la Comisión participarán en las reuniones con los medios propios de 
sus organismos. Específicamente, la pertenencia a la Comisión o la asistencia a sus 
reuniones, no supondrá derecho a retribución alguna por parte de la Administración General 
del Estado, sin perjuicio, para el personal al servicio de las Administraciones Públicas, de la 
percepción de las indemnizaciones que puedan corresponder de acuerdo con el Real 
Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio o normas 
autonómicas correspondientes.

7. Sin perjuicio de la obligatoriedad de la reunión presencial anual de la Comisión, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 2.4 de Real Decreto 776/2011, de 3 de junio, por el que 
se suprimen determinados órganos colegiados y se establecen criterios para la 
normalización en la creación de órganos colegiados en la Administración General del Estado 
y sus Organismos Públicos, el régimen ordinario de celebración de las reuniones será el 
telemático.
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Artículo 13.  Red de Colecciones del Programa Nacional.
1. Podrán formar parte de la Red de Colecciones del Programa Nacional los organismos 

pertenecientes a las Administraciones públicas que así lo soliciten, y cumplan las 
condiciones que más abajo se indican. Se atenderá especialmente a aquellas colecciones 
que conserven variedades tradicionales españolas o material silvestre emparentado 
procedente del territorio español.

2. La incorporación de las colecciones a la Red de Colecciones y las condiciones 
técnicas de incorporación las decidirá la Comisión Nacional. Las autoridades responsables 
de las colecciones que se encuentran incluidas en el Inventario Nacional (http://
wwwx.inia.es/inventarionacional/) tendrán un año, a partir de la publicación del presente real 
decreto para solicitar al presidente de la Comisión Nacional su interés de incorporarse 
formalmente a la Red. El director del Centro Nacional de Recursos Fitogenéticos será 
encargado de notificar al banco de germoplasma su acreditación como miembro de la Red 
de Colecciones indicando las especies cuya conservación es responsable.

3. Principios que deben cumplir la Red de Colecciones:
a) No debe existir una colección activa de semillas sin una colección base que la 

respalde. Las colecciones base y activa de semillas deben ser independientes.
b) Las colecciones de especies de reproducción vegetativa se mantendrán en los lugares 

que reúnan las condiciones más adecuadas para su correcto desarrollo y mantenimiento, 
con la obligación de tener también un duplicado de seguridad.

c) Nunca debe mantenerse una colección activa con menoscabo de la colección base 
que la respalda.

d) Tanto el material recogido y todavía no multiplicado, como las nuevas entradas, 
deberán multiplicarse para completar el número mínimo de semillas o de material de 
reproducción vegetativa a conservar en las colecciones base y para que se pueda realizar el 
intercambio que se determine en las activas.

e) Se procurará que las colecciones conserven la máxima diversidad presente dentro de 
la especie.

4. Las colecciones activas de la Red de Colecciones del Programa Nacional deberán 
disponer de semillas o material vegetativo de reproducción en cantidad y calidad suficiente 
para atender las solicitudes que se reciban y que se ajusten a la normativa nacional y a los 
acuerdos internacionales vigentes suscritos por el Reino de España.

5. Entre los compromisos adquiridos por dichos acuerdos internacionales se seguirá la 
obligación de incluir las colecciones pertinentes en el Sistema Multilateral, del Tratado 
Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura 
(TIRFAA), y su notificación al Órgano Rector del Tratado, a través del cauce 
correspondiente, y la obligación de utilizar el Acuerdo normalizado de transferencia de 
material, del Tratado internacional para todas las transferencias de material reguladas por 
dicho Tratado.

6. Los recursos fitogenéticos de las colecciones activas de recursos fitogenéticos para la 
agricultura y la alimentación de especies cultivadas y silvestres emparentadas con las 
cultivadas no incluidas en el Sistema Multilateral del TIRFAA, y que se encuentren incluidas 
en la Red de Colecciones del Programa Nacional, se transferirán a los usuarios siguiendo las 
disposiciones del Protocolo de Nagoya y del Reglamento (UE) n.º 511/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, relativo a las medidas de cumplimiento de los 
usuarios del Protocolo de Nagoya sobre el acceso a los recursos genéticos y participación 
justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización en la Unión. Sin embargo, 
se considerará que los usuarios han ejercido la diligencia debida cuando estos recursos 
fitogenéticos se adquieran bajo los términos y condiciones del Acuerdo Normalizado de 
Transferencia de Material (ATM) a efectos de lo establecido en el TIRFAA conforme a lo 
previsto en el artículo 4.4 del Reglamento (UE) nº 511/2014 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de abril de 2014.

7. Asimismo corresponde a los bancos de germoplasma de colecciones activas el 
registro de las solicitudes de acceso a recursos fitogenéticos recibidas y atendidas.
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Artículo 14.  Obligaciones de las colecciones del Programa Nacional.
1. La incorporación a la Red de colecciones del Programa Nacional implica la obligación 

de entregar en el CRF un duplicado de seguridad para proceder a su conservación en el 
caso de que los recursos fitogenéticos en cuestión se multipliquen por semillas.

2. Corresponde a las colecciones que integran la Red de colecciones del Programa 
Nacional la gestión y difusión de los datos de pasaporte y caracterización. También 
corresponde a las colecciones incluidas en la Red del Programa Nacional enviar los datos de 
pasaporte de sus colecciones al CRF para su incorporación al Inventario Nacional.

3. Las colecciones incluidas en la Red de colecciones del Programa Nacional deberán 
cumplir las normas técnicas para bancos de germoplasma establecidas por la FAO, al 
menos, en sus aspectos esenciales.

4. Deberán integrarse también en la Red de colecciones aquellas variedades cuya 
inscripción en el Registro de variedades comerciales o en el Registro de variedades 
protegidas se haya cancelado definitivamente, siempre que se conserve material de la 
muestra oficial en la colección de referencia o se tenga material de partida debidamente 
conservado. Con este propósito, el CRF solicitará información periódicamente a la 
Subdirección General competente del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y 
Medio Ambiente, y recabará el envío de las muestras correspondientes de las citadas 
variedades para su incorporación a la colección base del CRF y a la colección activa de la 
Red que corresponda.

Artículo 15.  El Centro Nacional de Recursos Fitogenéticos (CRF).
El Centro Nacional de Recursos Fitogenéticos del Instituto Nacional de Investigación y 

Tecnología Agraria y Alimentaria tendrá, además de las funciones indicadas en el artículo 50 
de la Ley 30/2006, de 26 de julio, las siguientes funciones en relación con el Programa 
Nacional:

a) Colaborar de forma permanente con las colecciones incluidas en la Red de 
colecciones del Programa Nacional, en las acciones de documentación de las colecciones 
para el mantenimiento de la información del Inventario Nacional.

b) Conservar, regenerar, multiplicar y caracterizar las colecciones activas a su cargo.
c) Coordinar la racionalización de Red de colecciones, así como colaborar en su 

evaluación para caracteres importantes en mejora genética, incluyendo caracteres de interés 
agroalimentario.

d) Contribuir a definir la orientación de los Planes de Actuación cuatrienales del 
Programa Nacional.

e) Cooperar en la coordinación de las acciones científico-técnicas financiadas con cargo 
a las correspondientes convocatorias de los Programas Estatales relacionados.

f) Servir de enlace entre el Programa Nacional y los programas internacionales de 
carácter científico-técnico sobre conservación y utilización de los recursos fitogenéticos y de 
forma especial con el Programa Cooperativo Europeo de Recursos Genéticos de los Cultivos 
(ECPGR).

g) Asesorar, por encomienda de la autoridad competente, a las delegaciones españolas 
en instancias internacionales y de la Unión Europea relacionadas con los recursos 
fitogenéticos.

Artículo 16.  El Inventario Nacional de recursos fitogenéticos.
1. El Inventario Nacional de recursos fitogenéticos estará constituido por la información 

de pasaporte de los materiales incluidos en la Red de colecciones del Programa Nacional.
2. El Inventario Nacional indicará, para cada entrada de cada colección, los datos del 

lugar de procedencia, la designación alfanumérica identificativa, la colección en la que se 
encuentra el responsable de la misma, la ubicación de ésta y la forma en que el material se 
encuentra disponible. El Inventario Nacional incluirá también una lista de las instituciones 
participantes en la Red de colecciones, indicando los datos de contacto del conservador 
responsable de cada una de las colecciones incluidas en la Red.
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3. El Inventario Nacional podrá incluir también cualquier otra información relacionada con 
la conservación in situ y ex situ de los recursos fitogenéticos, la utilización de los mismos, y 
otras acciones relacionadas.

4. El Centro Nacional de Recursos Fitogenéticos, en coordinación con los bancos de 
germoplasma que integran la Red de colecciones del Programa Nacional, gestionará el 
Inventario Nacional.

Artículo 17.  Funciones del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio 
Ambiente en relación con el Programa Nacional.

El Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente tendrá las 
siguientes funciones en relación con el Programa Nacional:

a) Definir la orientación de los Planes de Actuación del Programa Nacional.
b) Cooperar en la coordinación de las acciones financiadas con cargo a las 

correspondientes convocatorias de los Planes de Actuación de carácter cuatrienal, en 
particular las relacionadas con el manejo en fincas de cultivos y variedades tradicionales y 
con la conservación in situ de especies silvestres emparentadas con las cultivadas y plantas 
silvestres con valor potencial en agricultura y alimentación.

c) Representar al Programa Nacional y actuar como interlocutor ante la Unión Europea y 
otras organizaciones o foros internacionales, sin menoscabo de las competencias de otros 
órganos directivos del departamento.

d) Las demás funciones que la Ley 30/2006, de 26 de julio, y este Reglamento le 
atribuyen.
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§ 41

Real Decreto 969/2014, de 21 de noviembre, por el que se regula el 
reconocimiento de las organizaciones de productores, la extensión de 
las normas, las relaciones contractuales y la comunicación de 

información en el sector del tabaco crudo. [Inclusión parcial]

Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente
«BOE» núm. 283, de 22 de noviembre de 2014

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2014-12101

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Organizaciones de productores de tabaco crudo y sus asociaciones

Artículo 3.  Finalidades y requisitos de las organizaciones de productores.
1. Serán reconocidas como organizaciones de productores del sector del tabaco crudo 

todas aquellas entidades con personalidad jurídica propia, o una parte claramente definida 
de una entidad jurídica, que lo soliciten y reúnan los requisitos establecidos en el 
Reglamento (UE) n.º 1308/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre 
de 2013, por el que se crea la organización común de mercados de los productos agrarios y 
por el que se derogan los Reglamentos (CEE) n.º 922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 
1037/2001 y (CE) n.º 1234/2007, y en el presente real decreto.

2. Las organizaciones de productores estarán constituidas a iniciativa de sus miembros y 
deberán tener como finalidades, al menos, las siguientes:

a) Concentrar la oferta y la comercialización de los productos de sus miembros, 
incluyendo la comercialización directa.

b) Garantizar que la producción se planifique y se ajuste con arreglo a la demanda, sobre 
todo en lo referente a la calidad y a la cantidad. A tal efecto, establecerán normas comunes 
de notificación de la producción, producción y comercialización, en particular, en lo que 
respecta a la calidad del tabaco y a la utilización de prácticas sostenibles de cultivo y curado.

Además de éstas, las organizaciones podrán perseguir una o varias de las finalidades 
recogidas en la letra c) del apartado 1 del artículo 152 del Reglamento (UE) n.º 1308/2013, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013.

3. Las organizaciones de productores de tabaco no podrán ejercer la actividad de 
primera transformación.

4. Las organizaciones deberán agrupar una cantidad mínima de producción 
comercializable de 400 toneladas de tabaco crudo, correspondientes a una superficie 
mínima de cultivo de 100 hectáreas y un número mínimo de 75 productores. No obstante lo 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 641 –



anterior, en las regiones de producción aislada de Castilla y León, Navarra y País Vasco, la 
cantidad mínima comercializable será de 35 toneladas de tabaco, correspondientes a una 
superficie mínima de cultivo de 14 hectáreas y un número mínimo de 5 productores.

[ . . . ]
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§ 42

Real Decreto 416/2014, de 6 de junio, por el que se aprueba el Plan 
sectorial de turismo de naturaleza y biodiversidad 2014-2020

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 147, de 18 de junio de 2014
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2014-6432

La conservación de la biodiversidad es un interés común de toda la humanidad y tiene 
una importancia crítica para satisfacer sus necesidades básicas. La biodiversidad está 
estrechamente ligada al desarrollo, la salud y el bienestar de las personas, y constituye una 
de las bases del desarrollo social y económico. Se puede afirmar que la biodiversidad es 
fundamental para la existencia del ser humano en la Tierra y que constituye un componente 
clave de la sostenibilidad.

La Ley 42/2007, de 13 diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, recoge 
como principios inspiradores la promoción de la utilización ordenada de los recursos para 
garantizar el aprovechamiento sostenible del patrimonio natural y la integración de los 
requerimientos de la conservación, uso sostenible, mejora y restauración del patrimonio 
natural y la biodiversidad en las políticas sectoriales.

En este sentido, el Plan estratégico del patrimonio natural y de la biodiversidad 
2011-2017, aprobado mediante el Real Decreto 1274/2011, de 16 de septiembre, profundiza 
y consolida el concepto de la integración sectorial como vía para avanzar en su conservación 
y uso sostenible.

La tercera meta de este Plan estratégico busca fomentar la integración de la 
biodiversidad en las políticas sectoriales, y tiene vinculado un objetivo concreto dedicado a 
promover la sostenibilidad del turismo de naturaleza.

Para el logro de este objetivo se establecen una serie de acciones, entre las que destaca 
por su alcance la acción dedicada al desarrollo de un plan sectorial de turismo y 
biodiversidad.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, y siguiendo el marco fijado en el artículo 14 de la 
Ley 42/2007, de 13 de diciembre, —relativo a la planificación sectorial— se ha elaborado el 
Plan sectorial de turismo de naturaleza y biodiversidad que se aprueba mediante este real 
decreto, y con un horizonte temporal de aplicación alineado con los establecidos en los 
instrumentos de planificación sobre biodiversidad de la Unión Europea y del Convenio sobre 
Diversidad Biológica.

El Plan sectorial se centra en reforzar las sinergias positivas relacionadas con la 
conservación de la biodiversidad y el turismo de naturaleza, teniendo en cuenta la ventaja 
competitiva que supone que la biodiversidad de España sea la más relevante de la Unión 
Europea y que el sector turístico sea uno de los más importantes en cuanto a su impacto 
económico en las cuentas nacionales de España.
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La biodiversidad es uno de los principales factores que motivan los viajes, ya que la 
variedad de paisajes y ecosistemas bien conservados actúa como atractivo básico de los 
destinos turísticos. Esto es especialmente relevante en el caso del turismo de naturaleza, 
que se basa en el conocimiento, disfrute y contemplación de la diversidad biológica.

El vínculo con una biodiversidad en buen estado de conservación que tiene el turismo de 
naturaleza exige que su desarrollo y promoción tenga especialmente en cuenta la 
sostenibilidad ambiental de sus actividades y se asegure la compatibilidad entre uso y 
disfrute del medio con su conservación adecuada.

Bajo estas circunstancias, la meta de este Plan sectorial de turismo de naturaleza y 
biodiversidad es poner en valor la biodiversidad de España para impulsar el turismo de 
naturaleza como actividad económica generadora de empleo, asegurando siempre la 
correcta conservación de los valores naturales del territorio; dicho en otras palabras, integrar 
los objetivos de conservación de la biodiversidad en las políticas relacionadas con el turismo 
y posibilitar la inversión en biodiversidad creando empleo, crecimiento económico y 
estabilizando la población rural.

Este Plan sectorial se concibe como un marco de colaboración entre todos los 
implicados, tanto del sector público como del privado, en el turismo de naturaleza y en la 
conservación de la biodiversidad.

El Plan sectorial se ha elaborado de modo conjunto entre el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente y el Ministerio de Industria, Energía y Turismo. En su 
elaboración también han participado las comunidades autónomas, a través de la Comisión 
Estatal del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, de la Conferencia Sectorial de Medio 
Ambiente y de la Mesa de Directores Generales de Turismo.

En la tramitación del Plan sectorial se han realizado consultas a los agentes económicos 
y sociales a través del Consejo Estatal del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. 
Asimismo, el Plan sectorial se ha sometido a información y consulta pública abierta a todos 
los ciudadanos.

El Plan sectorial ha sido objeto de la evaluación ambiental estratégica prevista en la Ley 
9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados planes y programas 
en el medio ambiente.

Este real decreto se dicta en aplicación de lo dispuesto en el artículo 14 de la 
Ley 42/2007, de 13 de diciembre.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y 
del Ministro de Industria, Energía y Turismo, y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 6 de junio de 2014,

DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación y objeto del Plan sectorial de turismo de naturaleza y 
biodiversidad.

1. Se aprueba el Plan sectorial de turismo de naturaleza y biodiversidad 2014-2020, 
recogido en el anexo de este real decreto, en aplicación del artículo 14 de la Ley 42/2007, de 
13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.

2. El Plan sectorial tiene por objeto el impulso y promoción de un turismo de naturaleza 
en España, como actividad económica generadora de ingresos y empleo, que ponga en 
valor la biodiversidad, asegurando la correcta conservación de los valores naturales del 
territorio y contribuyendo a su utilización sostenible.

Disposición adicional única.  No incremento de gastos de personal.
Las medidas incluidas en esta norma no podrán suponer incremento de dotaciones ni de 

retribuciones ni de otros gastos de personal.

Disposición final primera.  Vigencia.
El Plan sectorial de turismo de naturaleza y biodiversidad 2014-2020 tiene una vigencia 

de seis años desde su entrada en vigor, prorrogándose su aplicación en tanto no sea 
aprobado otro plan sectorial que lo sustituya.
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Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO
Plan Sectorial de Turismo de Naturaleza y Biodiversidad 2014-2020

I. Introducción
Existe un creciente reconocimiento de la importancia de la biodiversidad y de los 

ecosistemas como capital natural generador de servicios esenciales para el bienestar 
humano y el desarrollo socioeconómico. Su adecuada conservación y gestión es, por tanto, 
un elemento clave para avanzar en la senda de una economía verde que contribuya a la 
construcción de un proceso de desarrollo sostenible.

La consecución de los objetivos marcados en la política de conservación y uso 
sostenible de la biodiversidad exigen intensificar los esfuerzos para su adecuada integración 
y consideración en las políticas sectoriales, pues sólo así podrán comprenderse y reforzarse 
los vínculos positivos existentes entre la conservación del medio natural y el desarrollo 
económico y social.

Esta demanda resulta especialmente obligada en el sector turístico, uno de los más 
importantes en cuanto a su impacto económico en las cuentas nacionales, y en particular en 
el turismo de naturaleza, por su estrecha relación con el uso de la biodiversidad.

La biodiversidad es uno de los principales factores que motivan los viajes, ya que la 
variedad de paisajes y ecosistemas bien conservados actúa como atractivo básico de los 
destinos turísticos. Esto es especialmente relevante en el caso del turismo de naturaleza, 
que se basa en el conocimiento, disfrute y contemplación de la diversidad biológica.

Bajo estas circunstancias, el presente Plan Sectorial de Turismo de Naturaleza y 
Biodiversidad (Plan Sectorial en adelante) busca poner en valor la riqueza natural de nuestro 
país para impulsar el turismo de naturaleza como medio de desarrollo socioeconómico en 
lugares con valores naturales destacables, integrando los objetivos de conservación y uso 
sostenible de la biodiversidad.

El Plan Sectorial se desarrolla bajo el marco general del Plan Estratégico del Patrimonio 
Natural y la Biodiversidad, instrumento fundamental de planificación para la conservación y 
el uso sostenible de la biodiversidad en España.

Con él se pretende contribuir —a través del establecimiento de objetivos y acciones 
concretas— a la integración de los objetivos de conservación de la biodiversidad en la 
planificación, gestión y promoción del turismo de naturaleza.

El Plan Sectorial se centra en el turismo de naturaleza, considerado éste de un modo 
amplio y no restrictivo. Se entiende por turismo de naturaleza aquél que tiene como 
principales motivaciones la realización de actividades recreativas, de esparcimiento, 
interpretación, conocimiento o deportivas en el medio natural.

Dentro de este concepto general tienen cabida diferentes modalidades que cuentan con 
definiciones propias como pueden ser el ecoturismo, el turismo activo o el turismo de 
esparcimiento.

En consecuencia, «turismo de naturaleza» engloba un gran número de actividades 
realizadas en el medio natural como escenario principal y con la biodiversidad como recurso 
protagonista en mayor o menor grado.

El Plan Sectorial apuesta por la creación e impulso de productos de turismo de 
naturaleza acreditados por su sostenibilidad en relación a la biodiversidad, que proporcionen 
al turista experiencias singulares, acordes con la relevancia y exclusividad de la 
biodiversidad española. De este modo, se pondrá en valor la biodiversidad sin amenazarla y 
se mejorará la posición de España como destino de turismo de naturaleza, captando más 
turistas y mejorando la rentabilidad del sector.

Además, el Plan Sectorial busca mejorar la forma en que se practican las actividades 
relacionadas con el medio natural, para evitar impactos no deseados sobre la biodiversidad y 
sensibilizar acerca de su valor.
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Para alcanzar estos fines, el Plan Sectorial se estructura en cuatro capítulos que, en un 
primer bloque, explican las bases que lo sustentan y especifican las claves del modelo de 
turismo de naturaleza que pretende implantarse, identificando, de manera somera, los 
principales rasgos que caracterizan a este tipo de turismo en España.

En un segundo bloque, se definen los objetivos y acciones a ejecutar, teniendo en cuenta 
el modelo al que se aspira y la situación y características del turismo de naturaleza en 
España expuestos en los apartados anteriores.

Las acciones de este Plan Sectorial se desarrollarán de manera coordinada entre el 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo y el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente.

Este Plan Sectorial constituye, además, un marco de colaboración entre todos los 
implicados, del sector público y privado, en el turismo de naturaleza y la biodiversidad, por lo 
que en la ejecución de sus acciones pueden tener cabida todos los actores relacionados, 
con la implicación, responsabilidad y compromiso que sea acordado en cada caso y sin 
perjuicio de las competencias de las administraciones implicadas.

En todo caso, debe contarse con la participación de las comunidades autónomas para 
asegurar la coordinación de actuaciones, fomentar la cooperación y favorecer sinergias con 
otras iniciativas relacionadas con los objetivos establecidos.

Para impulsar el desarrollo de las acciones de este Plan Sectorial, evaluar su grado de 
ejecución y su contribución al logro de los objetivos establecidos, se propondrá a la Comisión 
Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad la creación de un grupo de trabajo ad 
hoc con esta tarea.

En este grupo de trabajo participarán las comunidades autónomas y la Administración 
General del Estado y tendrán representación tanto administraciones con competencias en 
materia de biodiversidad como en materia de turismo. Este grupo podrá estar también 
abierto a la participación de agentes sociales y entidades privadas relacionadas con el 
turismo de naturaleza y la conservación de la biodiversidad.

II. El modelo de turismo de naturaleza que se busca

Los pilares: biodiversidad y turismo de naturaleza
España atesora una riqueza en biodiversidad excepcional, entendida como la 

variabilidad de organismos vivos de todas las clases, incluida la diversidad dentro de las 
especies, entre las especies y de los ecosistemas. Es uno de los estados miembros de la 
Unión Europea con mayor relevancia en cuanto a presencia de hábitats y especies. Entre 
otros, destaca el número de plantas vasculares, que supera las 8.000 especies, suponiendo 
el 85% de las especies de plantas vasculares inventariadas en la Unión Europea. Respecto 
a las especies de fauna, en España se citan aproximadamente la mitad de las 14.2000 
estimadas en Europa.

Estos extraordinarios valores ambientales tienen su reflejo en la importante red de 
espacios protegidos. En particular, España se encuentra entre los estados miembros de la 
Unión Europea que mayor superficie aporta a la Red Natura 2000, con más de 1.400 
Lugares de Importancia Comunitaria y casi 600 Zonas de Especial Protección para las Aves, 
que representan más del 27% de nuestro territorio, unos 13,7 millones de hectáreas. 
Además, España es uno de los estados en los que es posible encontrar mayores 
extensiones de territorio en estado natural o seminatural.

España alberga, por tanto, un enorme capital natural que debemos poner en valor como 
fuente de ingresos, generador de empleo y estabilizador de la población rural, asegurando la 
sostenibilidad a medio y largo plazo del modelo que se plantee.

Esta biodiversidad es utilizada de un modo directo, entre otros, por el turismo de 
naturaleza, ya que entre las motivaciones de los turistas siempre se encuentran elementos 
de ésta —especies, ecosistemas, paisajes, culturas tradicionales—.

El buen estado de conservación de la biodiversidad de un territorio es un componente 
esencial para su elección como destino de actividades de turismo de naturaleza. La calidad 
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de un entorno natural, su diversidad y el valor de los recursos naturales son tres de los 
aspectos más valorados en la elección de un destino de turismo de naturaleza(1).

(1) Secretaría General de Turismo, 2004. El turismo de naturaleza en España y su plan de impulso. Estudios de 
productos turísticos. Secretaría General de Turismo, Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, Madrid.

Estudios recientes desarrollados a escala de la Unión Europea(2) señalan que las 
atracciones ambientales se han convertido en uno de los criterios principales para los 
visitantes a la hora de seleccionar su destino vacacional. En concreto, apuntan que el 21% 
de los visitantes otorgan importancia a la presencia de lugares de la Red Natura 2000 a la 
hora de elegir sus destinos turísticos.

(2) Bio Intelligence Service (2011), Estimating the economic value of the benefits provided by the tourism/
recreation and Employment supported by Natura 2000, Final report prepared for European Commission-DG 
Environment.

Las mismas fuentes estiman entre 1.200 y 2.200 millones las visitas a lugares de la Red 
Natura 2000 en el año 2006, con gastos asociados efectuados entre 50.000 y 90.000 
millones de euros. En el mismo año, las actividades de turismo y recreativas en la Red 
Natura 2000 suponían en torno a 5 millones de trabajos equivalentes a tiempo completo.

En Francia, por ejemplo, el 34 % de las pernoctaciones turísticas de los residentes se 
producen en espacios naturales, lo que supuso un total de 283 millones de pernoctaciones y 
50 millones de estancias en 2006. Además se han contabilizado 51 millones de visitantes 
extranjeros a los espacios naturales protegidos franceses, y 500.000 senderistas franceses 
se desplazan al extranjero para realizar esta actividad. En Reino Unido, los parques 
nacionales reciben 61 millones de visitas al año. Se estima que en 2001 se efectuaron 65,5 
millones de viajes domésticos en los que se realizaron actividades de senderismo. El 
impacto económico de estos viajes domésticos supone más de 6.000 millones de libras(3). 
Alemania es uno de los principales países emisores de ecoturismo. Se calcula que hay 14,5 
millones de alemanes interesados en la práctica de ecoturismo(4).

(3) Generalitat de Catalunya. Secretaria de Comerç i Turisme. Departament d’Innovació, Universitats i Empresa, 
2009. Estratègia de Desenvolupament de Turisme de Natura a Catalunya, vinculat als Espais Naturals Protegits.

(4) OMT, 2002: El mercado europeo del ecoturismo. Informe especial, número 14.

En España, el estudio del Plan Nacional e Integral del Turismo estimó 35 millones de 
pernoctaciones anuales asociadas al turismo de naturaleza. Además, se calcula que más de 
500.000 turistas internacionales se desplazan a España para realizar turismo de montaña(5).

(5) Turespaña, 2007: Estudio de Turismo de Montaña.

Los segmentos de demanda de mayor relevancia para el ecoturismo —turismo rural, 
paisaje y naturaleza— aportan casi un 6% de los ingresos y de las estancias/pernoctaciones 
del conjunto del mercado turístico español, frente al 66% del turismo de sol y playa. También 
se estima que entre un 5 y un 6% del tráfico turístico español al extranjero tiene motivación 
ecoturística prioritaria o «pura». En términos absolutos, este mercado supone entre 60.000 y 
100.000 practicantes(6).

(6) OMT, 2002: El mercado europeo del ecoturismo. Informe especial, número 14.

Como indicador del potencial del mercado de motivación ecoturística, destaca el fuerte 
incremento sostenido de las visitas a parques nacionales por los residentes españoles(7).

(7) Organismo Autónomo Parques Nacionales. Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.
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Sin duda, el turismo de naturaleza representa una actividad económica que genera 
beneficios en economías locales y que ofrece una oportunidad de desarrollo económico y 
social basado en los recursos naturales propios del territorio.

Además, el turismo de naturaleza ha crecido en los últimos años en tasas superiores a 
las del turismo convencional, suponiendo una relevante fuente de ingresos y de generación 
de puestos de trabajo en entornos rurales con valores naturales, incluidos los espacios de la 
Red Natura 2000, siendo previsible que esta tendencia se mantenga a la alza.

Nos encontramos, pues, ante un ámbito donde dos políticas —la de conservación del 
medio natural y la de planificación y promoción del turismo— confluyen y precisan 
beneficiarse mutuamente.

Así, España se encuentra en una posición privilegiada para el turismo de naturaleza, 
tanto en el mercado nacional como en el europeo, que puede ofrecer productos y destinos 
exclusivos, diferenciados y de calidad teniendo en cuenta nuestros ecosistemas, paisajes y 
modos de vida tradicionales que representan un gran atractivo para muchos turistas.

La viabilidad del sector del turismo de naturaleza está condicionada, no obstante, a la 
conservación, el mantenimiento y la mejora de la biodiversidad de los lugares donde se 
realiza. Para asegurar su sostenibilidad, es fundamental planificar y ordenar la ubicación de 
las actividades de turismo de naturaleza, su intensidad y temporalidad, de manera que no 
provoquen degradación o daños irreversibles en el medio natural y se practiquen de un 
modo compatible con la conservación de los valores naturales y con la gestión que se realice 
en cada territorio.

En este sentido, la participación de la sociedad y la estrecha colaboración y 
consolidación de los vínculos entre el sector público (administraciones turísticas y 
ambientales) y privado son absolutamente necesarias.

Bajo estas circunstancias, más allá del estricto cumplimiento de la normativa vigente, el 
sector turístico puede desarrollar iniciativas voluntarias para hacer más sostenible su 
actividad y para implicar a sus clientes con la conservación de la biodiversidad.

Un turista, así como un empresario turístico local, informado, sensibilizado y 
concienciado sobre los valores de la biodiversidad, los problemas que afronta y las 
necesidades de su conservación puede convertirse en un aliado de la misma, ya que 
conocerá tanto los posibles efectos de sus actividades en el medio como las vías para 
reducirlos y evitar que afecten negativamente al entorno.

Lo expuesto anteriormente constituye la base del modelo de turismo de naturaleza que 
plantea este Plan Sectorial: un modelo que respete el medio, contribuya a la puesta en valor 
de nuestra riqueza natural en general, y de la Red Natura 2000 en particular, y promueva un 
desarrollo socioeconómico equilibrado en entornos con altos valores ambientales.

Con este planteamiento se aspira a mejorar la posición de España como destino de 
turismo de naturaleza dinamizando un sector de carácter estratégico para la economía 
española, asegurando, en todo caso, la adecuada conservación de la biodiversidad.

Para ello, la extraordinaria biodiversidad de España debe incorporarse plenamente a la 
política de promoción turística de nuestro país, asociándose a la marca España a través de 
un producto de turismo de naturaleza sostenible y atractivo.

Implantación del modelo de turismo de naturaleza
La implantación de un modelo que garantice la puesta en valor de nuestra biodiversidad 

para el turismo de naturaleza, como fuente de ingresos y generación de empleo, al tiempo 
que se asegure su adecuada conservación y gestión, exige un enfoque planificado, 
coherente y realista.

Para este fin, se plantea como prioritario centrar el foco de atracción para el turismo de 
naturaleza en espacios protegidos, con especial énfasis en la Red Natura 2000, 
estableciendo un sistema ligado a la gestión de estos espacios que diferencie a las 
empresas que desarrollan actividades sostenibles de turismo de naturaleza en estos lugares, 
y que tenga asociado una marca, aval o garantía para los usuarios o consumidores de este 
producto turístico.

Se apuesta, así, por impulsar el turismo de naturaleza sostenible con una estrategia 
homogénea para todo el territorio nacional, lo que facilitará su promoción internacional y 
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dotará a España de una ventaja competitiva frente a otros países del entorno aprovechando 
sus reconocidos valores naturales así como su extensa red de espacios protegidos.

Con esta actuación, se facilitará que la administración turística pueda promocionar 
experiencias en aquellos espacios protegidos —especialmente de la Red Natura 2000—, 
donde además de asegurarse la conservación de sus valores naturales, se practica una 
gestión activa que orienta adecuadamente las actividades de turismo de naturaleza.

Asimismo, la intervención requiere seguir avanzando en la sostenibilidad del turismo de 
naturaleza. Para ello, se planea mejorar la forma en que se practican las diferentes 
actividades de este tipo de turismo, considerando adecuadamente los requerimientos de 
conservación de los recursos naturales.

El esfuerzo que realice el sector privado en el ejercicio de su actividad por integrar la 
conservación del medio natural debe ir acompañado de un reconocimiento y de una 
promoción por parte de las administraciones públicas, con el fin de impulsar con éxito la 
comercialización de la oferta turística comprometida con la sostenibilidad.

En este sentido, resulta crucial la formación del empresariado turístico, para que valore 
el patrimonio natural y aproveche su potencial, comunicándolo de forma atractiva y lúdica a 
través de los diversos servicios turísticos.

El impulso de este modelo y sus garantías de éxito, deben ir acompañadas de la 
consolidación de los mecanismos de gobernanza en este ámbito, reforzando el marco de 
colaboración y coordinación entre las distintas administraciones públicas y entre el sector 
público, el sector empresarial turístico y en alianza con el sector social de la conservación y 
la custodia del territorio.

III. El turismo de naturaleza en España

La interacción entre turismo y biodiversidad
La naturaleza ha sido uno de los recursos más importantes del sector turístico desde el 

comienzo de esta actividad en nuestro país.
El turismo de naturaleza se basa en el descubrimiento, conocimiento, disfrute activo, 

aprendizaje, contemplación y descanso en el medio natural. Para responder a estas 
motivaciones principales de la demanda turística, el sector privado ha desarrollado varias 
modalidades de turismo en la naturaleza.

Todas estas modalidades interaccionan con la biodiversidad al ser ésta el sustrato que 
las soporta. En todas ellas, durante su práctica, se producen ciertos impactos en el medio 
natural, dependiendo de variables como la ubicación espacial, las infraestructuras que 
demande la actividad, la temporalidad de las actividades, la intensidad de uso o volumen de 
usuarios y de las formas en las que se practiquen las actividades, etc.

Cuando el turismo de naturaleza se practica en las áreas del territorio nacional mejor 
conservadas, incluyendo las aguas jurisdiccionales, es preciso considerar con detalle estos 
impactos para evitar daños irreversibles sobre la biodiversidad.

Por ello, en algunos casos, las administraciones ambientales han desarrollado modelos 
de uso público ajustados a la capacidad de acogida y vocación de cada espacio para las 
actividades turísticas. Normalmente estos modelos se enmarcan en los instrumentos de 
planificación y gestión.

Tanto en los espacios protegidos como fuera de ellos es importante que las diferentes 
modalidades de turismo de naturaleza se desarrollen con los mínimos impactos sobre la 
biodiversidad, cuidando especialmente la forma en la que se practican las actividades, de ahí 
la conveniencia de formar al sector sobre buenas prácticas. Asimismo es importante que la 
regulación de las actividades de turismo de naturaleza considere la integración de la 
biodiversidad como elemento a proteger y poner en valor.

La necesidad de una planificación cooperativa a favor de la biodiversidad desde el turismo
El turismo de naturaleza es un sector complejo cuyo desarrollo adecuado precisa de la 

cooperación entre las administraciones que gestionan el recurso y las administraciones que 
promocionan e impulsan los servicios turísticos que lo configuran, así como de la 
colaboración con el sector privado.
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En España existe un variado contexto relacionado con el turismo de naturaleza: por 
ejemplo, para el caso del turismo activo, las administraciones turísticas han establecido 
normativas específicas para empresas y actividades (tipologías, seguros, titulaciones…).

Las administraciones ambientales también han regulado su práctica sobre la naturaleza 
a través de sistemas de autorizaciones (navegación en río, régimen de circulación con 
coches todoterreno, limitaciones temporales para la escalada, etc.).

Algunas comunidades autónomas han establecido instrumentos de planificación 
estratégica orientados fundamentalmente a la promoción del turismo diferenciando el 
producto de turismo de naturaleza de otras modalidades. Otras comunidades han optado 
bien por el modelo de planes para destinos, como los planes de dinamización turística, bien 
por el impulso de productos concretos como el turismo activo o el turismo ornitológico, 
creando sistemas de requisitos tipo club de producto.

El sector empresarial también cuenta con estructuras organizadas, se podría citar como 
ejemplo la Asociación Nacional de Empresas de Turismo Activo.

Los practicantes de las diversas actividades de turismo de naturaleza también se 
organizan en clubes, asociaciones o federaciones deportivas regidas por sus propias 
normas.

Esta diversidad de situaciones pone de manifiesto la necesidad de mejorar la 
colaboración entre las administraciones turísticas y ambientales, así como con el sector 
privado y el resto de interesados, para integrar adecuadamente la biodiversidad en la oferta 
de turismo de naturaleza, con requisitos que sirvan para protegerla, conservarla y, al mismo 
tiempo, enriquecer la experiencia turística.

En este sentido, la custodia del territorio puede contribuir a las alianzas entre los 
diferentes actores interesados de cara a avanzar en las sinergias positivas entre turismo, 
biodiversidad y conservación.

La importancia del turismo de naturaleza para el desarrollo sostenible y la conservación de la 
biodiversidad. Iniciativas para el fomento de un turismo de naturaleza sostenible

En los espacios protegidos, el turismo de naturaleza cobra especial relevancia ya que 
constituyen un marco ideal para su desarrollo.

En estos espacios existe, en ocasiones, un marco normativo adecuado para intervenir en 
cuestiones de uso público y turismo. Los gestores han diseñado una gran variedad de 
servicios —visitas guiadas, actividades de educación ambiental, recorridos autoguiados, etc.
—, algunos de los cuales son la esencia de las experiencias turísticas que ofrecen los 
empresarios privados del entorno del espacio protegido.

Dada la diversidad de actores implicados, la gestión turística en los espacios protegidos 
debería hacerse de forma participativa. Los órganos de gestión y de participación de los 
espacios no siempre incluyen al sector turístico privado en su composición ni se cuenta con 
instrumentos ad hoc para planificar y gestionar la actividad turística en estos territorios.

Para cubrir esta carencia, se dispone de herramientas como la Carta Europea de 
Turismo Sostenible en espacios protegidos (CETS), que sirven de vínculo entre las 
administraciones ambientales y el sector turístico. Este instrumento es de carácter voluntario 
y exige a los espacios protegidos que elaboren y ejecuten planes de acción concretos que 
mejoren la sostenibilidad del modelo turístico que desarrollan.

España es el país líder en espacios protegidos acreditados con este distintivo europeo. 
Un espacio diferenciado con la CETS es un destino de turismo sostenible porque dispone de 
un plan de acción a favor del turismo sostenible participado y pactado con los actores 
implicados, particularmente con el sector turístico. Este instrumento es responsabilidad del 
gestor ambiental y le facilita la concertación con el sector privado para que en el espacio 
protegido se ofrezcan auténticas experiencias de turismo de naturaleza.

El mismo enfoque se ha aplicado a los sistemas que diferencian a las reservas de la 
biosfera españolas o a los geoparques. De un modo similar al caso anterior, se acredita 
primero la reserva de la biosfera y posteriormente las empresas que voluntariamente quieren 
adherirse, siempre cumpliendo con una serie de requisitos que se traducen en beneficios 
para el empresario al ahorrar costes y ser más eficiente en el consumo de recursos, tener 
mejor información del espacio protegido para facilitarla a sus clientes, y sobre todo, mejorar 
su imagen como empresa vinculada a los objetivos del espacio protegido.
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Estos sistemas de requisitos son los que puedan usarse para impulsar la creación de un 
producto de turismo de naturaleza («Ecoturismo en España») basado en una selección de 
los mejores espacios protegidos y de las empresas mejor preparadas. El Plan Nacional e 
Integral de Turismo establece que los destinos seleccionados serán los espacios acreditados 
con la CETS, las reservas de la biosfera, los geoparques, los espacios protegidos de la Red 
Natura 2000 y espacios marinos protegidos.

El club «Ecoturismo en España» usa los sistemas de requisitos para ensamblar servicios 
turísticos de empresas que se unen para configurar una auténtica experiencia de ecoturismo 
en una selección de territorios diferenciados por su alto grado de gestión activa a favor de un 
modelo de turismo sostenible. El club propicia compartir una estrategia común de 
planificación, promoción y comercialización del producto, y una imagen para hacer visible las 
experiencias de ecoturismo en España, con una estrategia de diferenciación propia.

El «método club» sirve para organizar al tejido empresarial, para representar a los 
empresarios que se adhieren al club, prestarles asistencia técnica, velar por el cumplimiento 
de los requisitos y aprobar adhesiones de empresas, actualizar la oferta que compone el 
club y mantenerla al día, promocionarlo con fondos propios y con la ayuda de las 
administraciones públicas, y ayudar a comercializar la experiencia. El club de producto se 
basa en una cooperación público-privada que establece normas de carácter voluntario que 
diferencian territorios y empresas turísticas adheridas con el fin de promocionarlas de forma 
diferenciada. En contrapartida los empresarios deben cumplir una serie de buenas prácticas 
para hacer más sostenible su actividad turística, a la vez que más atractiva para el 
consumidor y, por tanto, económicamente más viable.

Las administraciones turísticas han usado estos sistemas y sus requisitos como fórmula 
para convertir el recurso «espacios protegidos» en un producto turístico que pueda ser 
promocionado y vendido con garantías para el turista. Se ha conseguido ensamblar servicios 
turísticos de proveedores o empresarios para configurar una auténtica experiencia de 
ecoturismo que comunica de forma atractiva el patrimonio natural.

La aplicación de estos sistemas ha logrado diferenciar hasta la fecha 30 espacios 
protegidos que ejecutan planes de acción que orientan la sostenibilidad del turismo en su 
interior y en el entorno cercano. Estos sistemas incorporan a las empresas turísticas que 
voluntariamente diferencien su oferta turística por su contribución al desarrollo sostenible, 
ofreciéndoles la oportunidad de formarse y de vincularse con el gestor del espacio, 
convirtiéndose en su aliado y en una empresa especializada para comunicar al turista las 
oportunidades de un disfrute en línea con los objetivos de conservación. Esta iniciativa ha 
sido secundada por el sector privado con cierto éxito. El turista puede disfrutar de 
experiencias de ecoturismo específicas del espacio protegido donde están ubicadas.

Entidades Locales y Grupos de Acción Local también han aplicado presupuestos para 
crear productos de turismo de naturaleza. La inmensa mayoría de los más de 350 Grupos de 
Acción Local existentes en España han prestado especial interés al turismo en la concesión 
de subvenciones en las sucesivas iniciativas de la Unión Europea para el desarrollo rural. 
Visto el desajuste entre el crecimiento de la oferta de alojamientos rurales y la demanda, han 
reorientado los criterios de concesión de subvenciones hacia la creación de oferta de 
actividades, centradas en el patrimonio cultural o natural de sus territorios, y así se han 
desarrollado numerosos proyectos de turismo de naturaleza (inventario de recursos, diseño y 
señalización de rutas, adecuación de equipamientos, formación, edición de folletos, 
promoción en ferias, etc.) en toda la geografía española.

A pesar de su importante implantación y sus valores, actualmente la Red Natura 2000 en 
España no constituye en sí misma un producto turístico de interés, por lo que se considera 
necesario avanzar en el desarrollo de sistemas con características similares a los de la 
CETS o de las reservas de la biosfera, que ofrezcan ventajas añadidas a las empresas 
turísticas ubicadas en ella, al mismo tiempo que sirven para capacitar a las empresas a 
obtener una rentabilidad sostenible por ofrecer sus actividades en estos territorios.

La comunicación innovadora de nuestro relevante patrimonio natural en clave turística
El producto ecoturismo está configurado por un conjunto de proveedores que, en el 

mejor de los casos, se han unido para configurar paquetes que se ofrecen al mercado 
aportando el valor añadido que otorga el club ecoturismo. Aunque los empresarios adheridos 
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demuestran que sus negocios son más sostenibles y están vinculados con el gestor del 
espacio, los turistas no lo perciben, ni tampoco que estos empresarios cooperen 
directamente en la conservación del espacio protegido o de sus atributos emblemáticos 
(fauna, flora, gea). La razón es que pocas veces se muestran estos valores a través de 
experiencias emocionales que estén ligadas con el patrimonio natural emblemático de cada 
espacio protegido y con las actuaciones para su conservación y recuperación. Es decir, los 
turistas no suelen disfrutar emocionalmente ni participan del patrimonio natural que visitan, 
pues a veces el consumo del producto de ecoturismo se reduce a consumos parciales de 
una serie de servicios turísticos prestados por estos empresarios certificados, pero sin 
aportarle una experiencia memorable ligada a estos servicios turísticos básicos, tan sólo la 
que el propio turista pueda disfrutar por su cuenta o pueda inferir de su propia experiencia en 
la visita al espacio protegido.

Estas circunstancias han ido cambiando mucho en España en los últimos años, sobre 
todo en el actual escenario donde las fundaciones privadas están participando cada vez más 
en acciones de conservación. Este hecho coincide con el interés creciente de una demanda 
en consumir experiencias auténticas y en contribuir a la conservación de los valores 
emblemáticos de estos espacios protegidos.

En este escenario cobra mucha importancia diseñar un proceso integral de creación de 
experiencias de ecoturismo vinculadas de forma práctica a acciones de conservación y 
restauración de la biodiversidad, de tal forma que la experiencia turística sea proporcionada 
en su esencia a través del conocimiento y el disfrute de la acción de conservación en 
primera persona, prestando las propias fundaciones especializadas en conservación los 
servicios guiados y lúdicos necesarios para conocer y disfrutar las actuaciones de 
conservación, haciendo que el turista se sienta partícipe y desee contribuir al mantenimiento 
de estas actuaciones.

España destaca por haber invertido muchos esfuerzos en conservar y recuperar sus 
especies más emblemáticas. En algunos casos, fundaciones que trabajan en conservación 
de la biodiversidad ofrecen, además, experiencias relacionadas con el ecoturismo integrando 
aspectos socioeconómicos con la preservación del medio natural.

Es el caso de la Fundación Oso Pardo que gestiona cuatro centros de interpretación y 
ofrece rutas guiadas en la cordillera Cantábrica y Pirineos. Asimismo, en el marco de un 
proyecto piloto financiado por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, ha 
creado la marca Territorio Oso para poner en valor el territorio del oso pardo. En la misma 
línea, la Fundación para la Conservación del Quebrantahuesos, la Fundación Aquila y la 
Fundación Global Nature son socios del proyecto «contribución del ecoturismo a la 
conservación» que promueve fórmulas que incorporan las acciones de conservación de la 
biodiversidad para enriquecer la experiencia del ecoturismo en España. Igualmente, SEO/
Birdlife promueve el proyecto Iberaves, consistente en la formación para ayudar a los 
empresarios de turismo a adaptar sus negocios a la demanda de turistas de naturaleza, 
formación de guías y desarrollo de la aplicación informática para móviles Iberia Birds.

Por otra parte, algunas comunidades autónomas vienen realizando esfuerzos para 
potenciar específicamente modalidades de turismo de naturaleza, mayoritariamente 
centradas en la observación de aves. Es el caso de Birding Extremadura y Birding Navarra, 
que siguen el método club de producto, Birding Euskadi, la Guía de turismo ornitológico 
editada por Turisme de Catalunya o el proyecto TRINO (Turismo Rural Interior y Ornitología) 
de Castilla y León. En esta última comunidad autónoma existe un ejemplo que vincula la 
custodia del territorio y el turismo de naturaleza donde se gestiona una finca con un albergue 
turístico cuyos ingresos van íntegramente a la conservación de entorno donde se ubica.

La promoción del turismo de naturaleza actualmente no explota todo el potencial que 
tiene la importante biodiversidad que atesora el país ni pone en valor las importantes 
iniciativas desarrolladas para conservarla. Por ello, debe basarse en comunicar la relevancia 
del patrimonio natural de España y en presentar las iniciativas del sector privado para 
ponerlo en valor a través de instrumentos de tipo voluntario que diferencian a territorios y a 
empresarios que apuestan por negocios más sostenibles y atractivos para la demanda.

Para ello son necesarias herramientas «online» y «offline» que puedan llegar a 
segmentos de la demanda ya interesados y también puedan alcanzar al público generalista 
aún poco consciente de que con sus viajes al medio natural puede contribuir a su 
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conservación. Líneas como las agencias de gestión de experiencias apuntan a mejorar la 
comunicación e interacción con el turista facilitándole la elección, preparación y disfrute de 
su viaje, y tras éste que siga conectado para fidelizarlo.

En este sentido, los portales de promoción son una buena herramienta para aglutinar la 
oferta de turismo sostenible y divulgarla, siempre con una adecuada estrategia de marketing 
previamente establecida. Actualmente, la iniciativa privada, con el apoyo de las 
administraciones públicas, aborda la creación y mantenimiento de estos portales y la 
realización de acciones concretas de marketing directo.

Se considera preciso contar con una estrategia de promoción común con una imagen de 
marca que ensalce los beneficios de disfrutar de la naturaleza y que vincule al turista 
afectivamente con la experiencia turística que disfruta. Para ello, es preciso diseñar 
herramientas que permitan poner en valor a la biodiversidad y usarla como factor 
enriquecedor de la oferta de turismo de naturaleza en España.

IV. Objetivos y acciones
Considerando lo expuesto anteriormente acerca del modelo que se persigue y las 

características y situación actual del turismo de naturaleza en España, este capítulo define 
cuatro objetivos concretos y una serie de acciones asociadas que contribuirán a su logro.

La meta principal es desarrollar un turismo de naturaleza sostenible generador de 
ingresos y empleo, que integre la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad en 
todos los eslabones de la cadena turística, de forma que se reduzcan los impactos negativos 
y se aumenten los efectos positivos, creando un producto a la altura de la relevancia del 
patrimonio natural de España, que además contribuya a su conservación.

Entre las prioridades estratégicas identificadas para las inversiones en la Red Natura 
2000, se citan, entre otras vinculadas al turismo y al empleo verde: la puesta en marcha de 
mecanismos de gestión concertada, la participación de las comunidades locales en la 
gestión y la promoción del turismo de naturaleza y de otras oportunidades de empleo.

Por ello, se plantea el Objetivo 1, que busca la configuración de un producto turístico 
caracterizado por:

Desarrollarse en lugares de la Red Natura 2000 y otros espacios protegidos que se 
consideren aptos para este tipo de turismo en donde se realice una gestión planificada y 
activa del turismo (recogida en los planes de gestión del lugar o en otros instrumentos 
específicos).

La existencia de un compromiso del gestor del espacio para fomentar, con el tejido 
empresarial local, un turismo de naturaleza sostenible —asegurando siempre su 
compatibilidad con los objetivos de conservación—.

El compromiso voluntario de las empresas turísticas y otros actores del entorno con la 
conservación de los valores naturales del espacio y con la mejora de la sostenibilidad de sus 
actividades, colaborando con el órgano gestor y yendo siempre más allá del simple 
cumplimiento de la normativa aplicable.

Un reconocimiento expreso a la sostenibilidad del turismo de naturaleza en ese espacio 
caracterizado por la colaboración entre el gestor y los empresarios locales.

Un producto turístico con esas características representará tanto un aval de 
sostenibilidad ambiental como de calidad de servicio para el turista y una garantía para la 
administración con objeto de poner en valor la biodiversidad sin amenazarla.

Como se ha visto anteriormente, hay diversas iniciativas que se basan en este concepto, 
tanto a nivel estatal como en el ámbito autonómico. Si bien estos sistemas se reconocen 
como solventes, están diseñados para su aplicación en una tipología muy concreta de 
espacios naturales protegidos y su implantación es muy fragmentada.

En consecuencia, con vistas a poner en valor la biodiversidad de España para el turismo 
de naturaleza —garantizando siempre su adecuada conservación— se busca establecer un 
sistema flexible que permite ampliar esta oferta a los espacios de la Red Natura 2000 (que 
representan más del 27% del territorio).

El Objetivo 2 se centra en la promoción del turismo de naturaleza en España, que debe 
focalizarse en aquellos espacios reconocidos por su especial compromiso con la 
sostenibilidad del turismo de naturaleza en su gestión y en las actividades empresariales.
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Además de la aproximación territorial a la sostenibilidad del turismo —a través de los 
espacios protegidos—, el Plan Sectorial busca mejorar la práctica de determinadas 
actividades de turismo de naturaleza. En consecuencia, el Objetivo 3 pretende implicar a 
todos los interesados para establecer y consolidar vínculos que conduzcan a una mejor 
consideración de la biodiversidad.

Finalmente, el Objetivo 4 busca mejorar los conocimientos, la información y la formación 
relacionados con el turismo de naturaleza. Así, se podrá conocer el estado y evolución del 
turismo de naturaleza en España, su impacto sobre la biodiversidad, la sociedad y la 
economía y se favorecerá el avance hacia los objetivos del Plan Sectorial.

La tabla siguiente recoge los objetivos mencionados y las acciones que tienen 
asociadas, que se desarrollan a continuación con mayor detalle en fichas individuales.

PLAN SECTORIAL DE TURISMO DE NATURALEZA Y BIODIVERSIDAD

OBJETIVO ACCIONES

1. Promover la configuración de 
destinos y productos de turismo de 
naturaleza sostenible.

1.1 Desarrollar un sistema de reconocimiento de la sostenibilidad del 
turismo de naturaleza en la Red Natura 2000 poniendo en valor el 
capital natural como fuente de ingresos y generador de empleo.
1.2 Impulsar iniciativas solventes relacionadas con el reconocimiento de 
la sostenibilidad del turismo de naturaleza.
1.3 Promover la confluencia de iniciativas que reconozcan la 
sostenibilidad del turismo de naturaleza en España.

2. Impulsar y promocionar un 
producto de ecoturismo en España 
que incorpore a la Red Natura 
2000.

2.1 Promocionar el turismo de naturaleza reconocido como sostenible.
2.2 Facilitar información adecuada sobre la biodiversidad española para 
la promoción del turismo de naturaleza.
2.3. Desarrollar herramientas tecnológicas para la divulgación y la 
promoción del turismo de naturaleza en España.

3. Mejorar la consideración de la 
biodiversidad en las actividades de 
turismo de naturaleza.

3.1 Identificar y desarrollar buenas prácticas en relación con la 
biodiversidad para actividades de turismo de naturaleza.
3.2 Fomentar la aplicación de buenas prácticas en relación con la 
biodiversidad en la realización de actividades de turismo de naturaleza.

4. Mejorar los conocimientos, la 
información y la formación 
relacionados con el turismo de 
naturaleza.

4.1 Obtener información sobre turismo de naturaleza y biodiversidad.
4.2 Establecer programas de formación en materia de turismo de 
naturaleza.

ACCIÓN 1.1
Desarrollar un sistema de reconocimiento de la sostenibilidad del turismo de 
naturaleza en la red natura 2000 poniendo en valor el capital natural como 

fuente de ingresos y generador de empleo
La Red Natura 2000 engloba los principales valores ambientales de España y tiene un 

gran potencial tanto para el turismo de naturaleza como para la creación de empleo y el 
crecimiento económico. Por ello, es de interés el desarrollo de un sistema de garantías que 
permita asegurar que esta actividad no comprometa su estado de conservación.

Los sistemas voluntarios de reconocimiento de la sostenibilidad del turismo en espacios 
protegidos son una herramienta que pueden permitir avanzar hacia la sostenibilidad de estas 
actividades, a través del trabajo conjunto entre el órgano gestor de cada espacio y los 
empresarios locales.

Descripción de la acción:
Diseñar e implantar un sistema que permita reconocer la sostenibilidad del turismo de 

naturaleza en la Red Natura 2000 y asegurar que esta actividad y su promoción, como 
producto turístico, no tiene efectos negativos sobre su estado de conservación.

Así, se fomentará el conocimiento de la Red, su valor para la conservación de la 
biodiversidad en España y se podrá usar a la Red Natura 2000 como sello de diferenciación 
para un turismo de naturaleza sostenible.

La adhesión al sistema debe ser voluntaria y, en todo caso, partir de la iniciativa de la 
autoridad ambiental gestora de cada lugar. Igualmente es necesario que se impliquen 
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activamente los empresarios turísticos locales, expresando su compromiso con la 
sostenibilidad ambiental de sus actividades y con la conservación del espacio.

Para la implantación del sistema, en el lugar de la Red Natura 2000 en cuestión debe 
existir una ordenación de la actividad turística (recogida en el plan de gestión del espacio o 
en algún otro instrumento de planificación específicos) y una gestión activa del uso público 
coherentes con sus objetivos de conservación.

En este sentido, el lugar deberá cumplir con unos criterios mínimos que se desarrollarán 
en el seno de la Comisión Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad. En este 
órgano de coordinación se podrían desarrollar, asimismo, orientaciones para mejorar la 
integración de la biodiversidad en las actividades de turismo de naturaleza en espacios 
protegidos.

Por su parte, los empresarios locales que quieran adherirse voluntariamente al sistema 
deberán cumplir una serie de criterios mínimos relacionados con la sostenibilidad de sus 
actividades en el espacio y su contribución a la conservación de los valores naturales.

Estos criterios irán siempre más allá del cumplimiento de la normativa aplicable.
Así, articular este sistema en cada espacio requiere del establecimiento de alguna 

fórmula de trabajo conjunto entre el órgano gestor, los empresarios locales y otros 
interesados.

El compromiso con la sostenibilidad del turismo de naturaleza, tanto por parte del gestor 
como por parte de las empresas y su colaboración mutua, será reconocido (mediante un 
sello o marca) de forma expresa e identificable por el cliente. Esta identificación servirá de 
aval respecto de la sostenibilidad de las actividades de determinada empresa en el espacio y 
supondrá una ventaja competitiva para ésta de cara a su promoción.

El funcionamiento del sistema tendrá que recogerse en un procedimiento sencillo y 
flexible, que pueda ser aplicado a las diversas situaciones de aquellos lugares de la Red 
Natura 2000 considerados aptos por su órgano gestor para implantar un modelo de turismo 
sostenible.

El diseño y configuración de este sistema requiere de la participación de las 
administraciones turísticas y ambientales —del Estado y de las comunidades autónomas— 
así como del sector privado y del tercer sector.

El desarrollo de este sistema debe tener en cuenta y tomar como base, con las 
adaptaciones precisas, la experiencia acumulada por la Carta Europea de Turismo 
Sostenible y el Club de Producto de reservas de la biosfera españolas, especialmente en 
cuanto a los requisitos para los empresarios, para facilitar su posible homologación y 
reconocimiento.

ACCIÓN 1.2
Impulsar iniciativas solventes relacionadas con el reconocimiento de la 

sostenibilidad del turismo de naturaleza
Además del sistema planteado en la acción 1.1, existen otras iniciativas relacionadas con 

el reconocimiento de la sostenibilidad del turismo de naturaleza en España (Carta Europea 
de Turismo Sostenible, Club de Producto Reservas de la Biosfera, etc.).

Su fomento y el impulso en su aplicación contribuirán a la configuración de un producto 
de turismo de naturaleza en España caracterizado por su sostenibilidad.

Descripción de la acción:
Consolidar aquellas iniciativas solventes que permitan reconocer la sostenibilidad del 

turismo de naturaleza, de modo que contribuyan a la configuración de un producto de 
turismo de naturaleza sostenible para todo el territorio de cara a su promoción en el ámbito 
internacional.

Existen diversos mecanismos que pueden ser utilizados para el apoyo a estas iniciativas.
Entre ellos, cabría citar las líneas financieras específicas para la promoción del turismo, 

líneas vinculadas al desarrollo rural o mecanismos relacionados con la promoción y difusión 
de iniciativas.
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En todo caso, el apoyo se debe centrar en aquellas iniciativas que sean reconocidas 
como solventes y que contribuyan a la creación de un producto promocionable 
internacionalmente.

ACCIÓN 1.3
Promover la confluencia de iniciativas que reconozcan la sostenibilidad del 

turismo de naturaleza en España
En este Plan Sectorial se plantea el desarrollo de un sistema de reconocimiento de la 

sostenibilidad del turismo de naturaleza en la Red Natura 2000 y se impulsa la aplicación de 
otros sistemas existentes y solventes. El objetivo último de todos estos sistemas es implantar 
un modelo de turismo sostenible en entornos naturales.

De cara a la configuración de un producto de turismo de naturaleza en España, 
homogéneo, reconocido y solvente que sea promocionable a escala internacional, es preciso 
promover la confluencia de aquellas iniciativas que trabajen en este sentido.

Descripción de la acción:
Crear un órgano que asuma funciones de coordinación, colaboración y participación para 

establecer un marco común que permita aglutinar y coordinar aquellas iniciativas que 
persigan reconocer la sostenibilidad del turismo de naturaleza, sin que se pierda el carácter 
propio de cada una de ellas.

Este órgano tendrá carácter nacional y su adscripción, composición, funcionamiento y 
funciones concretas deberán determinarse. Incluirá a los actores públicos y privados 
relevantes en materia de sostenibilidad y turismo de naturaleza entre los que estarán, la 
administración pública, estatal y autonómica, con competencias en turismo y en 
biodiversidad, sector privado y tercer sector.

Para su configuración se optará por la adaptación de algún órgano ya existente de 
manera que se evite la duplicación de tareas y se optimicen los recursos. Este órgano, 
además, ejercerá funciones de coordinación nacional relacionadas con el sistema propuesto 
en la acción 1.1.

ACCIÓN 2.1
Promocionar el turismo de naturaleza reconocido como sostenible

Los espacios que cuentan con una acreditación solvente respecto a la sostenibilidad del 
turismo de naturaleza realizado en su territorio representan un doble aval: por un lado, para 
el cliente garantiza una mayor seguridad sobre la sostenibilidad de las actividades que 
contrata y su contribución a la conservación de la biodiversidad. Por otro, a las 
administraciones públicas les asegura que la promoción del turismo en esos entornos no 
implica efectos negativos sobre su biodiversidad.

Los esfuerzos de promoción del turismo de naturaleza por parte de las administraciones 
públicas deben focalizarse en aquellos lugares y empresas que cuentan con un 
reconocimiento a la sostenibilidad de las actividades turísticas que desarrollan.

Descripción de la acción.
Los esfuerzos dedicados a la promoción del turismo de naturaleza se centrarán en los 

espacios y empresarios acreditados respecto a la sostenibilidad del turismo de naturaleza, 
priorizándolos y diferenciándolos positivamente.

En este sentido, es de interés, entre otros, el impulso del producto de Ecoturismo en 
España o el impulso de productos de turismo de naturaleza, para lo que se diseñarán y 
desarrollarán campañas específicas de promoción del turismo de naturaleza.

Se trata de impulsar acciones de promoción compartidas por las administraciones 
públicas y el sector turístico privado, acordando alianzas público-privadas entre los actores 
relacionados con el turismo de naturaleza para crear y gestionar un producto turístico 
sostenible en todas sus fases (planificación, promoción, comercialización y evaluación).
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En todo caso, para considerar adecuadamente los aspectos relacionados con la 
sostenibilidad ambiental y la biodiversidad es necesario asegurar la participación en estas 
iniciativas de los órganos estatales y autonómicos relacionados con la conservación de la 
biodiversidad y la gestión de espacios protegidos, incluida la Red Natura 2000.

ACCIÓN 2.2
Facilitar información adecuada sobre la biodiversidad española para la 

promoción del turismo de naturaleza
Para impulsar adecuadamente el turismo de naturaleza, se requiere facilitar información 

clara, comprensible y fiable acerca de la biodiversidad y transmitir mensajes adecuados para 
proyectar la imagen real de la biodiversidad en España y de las políticas desarrolladas para 
conservarla y usarla de un modo sostenible.

Descripción de la acción:
Establecer mecanismos de colaboración entre la administración turística y la 

administración ambiental para garantizar que la información sobre biodiversidad que se 
facilita en materiales de promoción turística y otros medios de difusión es acertada y para 
ofrecer una imagen actualizada tanto de la biodiversidad como de las políticas desarrolladas 
para su conservación y uso sostenible.

En este sentido, es de especial interés la utilización de tecnologías de la información y 
comunicación en la difusión. En concreto, los dispositivos móviles portátiles permiten el 
acceso a gran cantidad de información contenida en los bancos de datos sobre biodiversidad 
y servidores cartográficos mantenidos por la administración ambiental que pueden ser 
usados para el desarrollo de actividades relacionadas con el turismo de naturaleza.

Existen muchos centros de interpretación de la biodiversidad que pueden ser útiles para 
comunicar los valores de la biodiversidad pero no suelen estar integrados en rutas y 
productos turísticos. En este contexto, puede ser de interés establecer medidas para mejorar 
su funcionamiento turístico.

ACCIÓN 2.3
Desarrollar herramientas tecnológicas para la divulgación y la promoción del 

turismo de naturaleza en España
El turismo de naturaleza se promociona desde las administraciones públicas a través de 

múltiples estrategias. La relevancia del patrimonio natural de España y su biodiversidad no 
se refleja adecuadamente en las estrategias de promoción, por lo que aún hoy España no es 
identificada como un destino de turismo de naturaleza, imagen que sí que tienen algunos de 
nuestros competidores más cercanos.

Este Plan Sectorial apuesta por invertir esta situación y lograr que el patrimonio natural 
español pase a figurar como argumento influyente en la decisión de viajar a España. Así se 
podrán satisfacer las diversas motivaciones del turista: desde el que pretende descansar en 
un espacio protegido que le asegura la tranquilidad y una oferta de relax a aquellos que 
quieren disfrutar de una actividad física (senderismo, buceo, etc.) en entornos bien 
conservados, pasando por aquel turista especializado que quiere descubrir nuestra 
biodiversidad.

El portal podría ser la principal herramienta online para divulgar los destinos de turismo 
de naturaleza ya certificados por sistemas reconocidos a nivel europeo y mundial (Espacios 
protegidos con la Carta Europea de Turismo Sostenible, reservas de la biosfera, Red Natura 
2000) y para promover la oferta de experiencias de ecoturismo configuradas por estos 
destinos y las empresas turísticas más sostenibles debidamente formadas y acreditadas por 
estos sistemas.

Descripción de la acción:
Diseñar y mantener un portal «España es Naturaleza-Spain is Nature» dotado de las 

herramientas adecuadas y la información necesaria para que el turista pueda preparar su 
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viaje, disfrutar durante el mismo y contarlo tras él a través de diferentes mecanismos desde 
conexión con redes sociales, hasta interactividad del portal- para despertar el interés por 
conocer ciertos paisajes y lugares de España y para mostrar el trabajo a favor de la 
conservación de la biodiversidad.

El portal podrá incluir instrumentos innovadores para la preparación del viaje, para el 
disfrute de la experiencia y para compartir y crear opinión y fidelizar tras el viaje. Estará 
conectado con las redes sociales e integrará las mejores bases de datos e información 
adecuadamente presentada en mensajes atractivos para dar al turista argumentos 
convincentes para que nos elija como destino preferente de turismo de naturaleza.

El portal deberá estar inmerso en una estrategia de marketing global a favor del turismo 
de naturaleza y su contribución a la conservación y uso sostenible de la biodiversidad.

Para ello podría aglutinar las experiencias de conservación de la biodiversidad más 
emblemáticas con la oferta de servicios turísticos diferenciados en espacios protegidos, 
resultando así un conjunto de experiencias turísticas memorables para el turista.

ACCIÓN 3.1
Identificar y desarrollar buenas prácticas en relación con la biodiversidad para 

actividades de turismo de naturaleza
El desarrollo y aplicación de códigos voluntarios de buenas prácticas para la 

biodiversidad —tanto por parte de los que ejercen la actividad como por parte del sector que 
las oferta— tiene un importante valor de cara a la sensibilización y toma de conciencia 
ambiental.

Descripción de la acción
Elaborar, de forma participada con los interesados, manuales de buenas prácticas 

relacionados con la biodiversidad para actividades vinculadas al turismo de naturaleza.
Estos manuales sensibilizarán acerca de la importancia y el valor de la biodiversidad e 

informarán de los impactos potenciales sobre el medio, derivados de la práctica de una 
determinada actividad. Asimismo, incluirán orientaciones sencillas para mejorar la forma en 
que se practican y favorecer, de ese modo, la conservación de la biodiversidad.

Existen múltiples actividades para las que potencialmente se pueden desarrollar estos 
manuales. Cabría destacar especialmente aquellas que realizan un uso muy directo de la 
biodiversidad y para las que sería particularmente interesante trabajar en este sentido: buceo 
recreativo, actividades náuticas, escalada, barranquismo, espeleología, recolección de setas, 
observación de aves, fotografía de la naturaleza, observación de cetáceos, pesca recreativa 
continental y marítima, caza, recorridos en vehículos de motor, senderismo, cicloturismo, etc.

En relación con la biodiversidad marina, se puede destacar el Manifiesto por un Turismo 
Náutico Sostenible promovido por la Asociación Española Estaciones Náuticas.

En todo caso, la elaboración de estos manuales exige la participación de todos los 
actores involucrados —empresariales, deportivos o asociativos—. Así, se establecerán 
vínculos que fomenten sinergias positivas en favor de la biodiversidad y de las actividades 
turísticas sostenibles. Para ello, es conveniente usar como referencia manuales solventes ya 
desarrollados y reconocidos, teniendo en cuenta la proyección nacional que se busca.

Asimismo, puede ser de interés explorar los sistemas payback ligados a la conservación 
de la biodiversidad. Estas iniciativas se basan en desarrollar actividades que ejemplifiquen 
cómo el turismo de naturaleza puede contribuir a la conservación del medio natural. En este 
sentido es destacable la experiencia derivada del proyecto «Ecotourism Payback 
Experience», desarrollado por la línea de Agrupaciones Empresariales Innovadoras del 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo. En él se ponen en práctica diferentes fórmulas 
para que tanto empresarios como visitantes de los espacios naturales puedan contribuir a la 
conservación del espacio en el que desarrollan sus actividades.
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ACCIÓN 3.2
Fomentar la aplicación de buenas prácticas en relación con la biodiversidad en 

la realización de actividades de turismo de naturaleza
Las buenas prácticas en relación a la biodiversidad son una vía para la sensibilización y 

la integración ambiental en las actividades de turismo de naturaleza. Por ello, se considera 
interesante fomentar y reconocer su aplicación.

Expresar este compromiso voluntario con la biodiversidad permite diferenciar a una 
empresa o asociación por su implicación con la sostenibilidad, lo que puede ser reconocido 
por los clientes o asociados y servir de elemento de sensibilización para el resto.

Descripción de la acción:
Fomentar e incentivar la aplicación y el compromiso voluntario con las buenas prácticas 

recogidas en los manuales citados en la acción 3.1 por parte de asociaciones o empresas 
concernidas.

El compromiso con las buenas prácticas se deberá reconocer de algún modo, por 
ejemplo a través de actos públicos simbólicos como entregas de diplomas o premios e 
incluyendo a las empresas o asociaciones en listados públicos que puedan ser divulgados.

Es preciso que se cuente con algún tipo de seguimiento y verificación para confirmar que 
estas prácticas son realmente aplicadas de modo que únicamente se reconozca a aquellas 
entidades que mantienen el compromiso expresado.

ACCIÓN 4.1
Obtener información sobre turismo de naturaleza y biodiversidad

La integración de los objetivos de conservación de la biodiversidad en el turismo de 
naturaleza obliga a disponer de información suficiente y adecuada que permita conocer su 
estado, evolución y tendencias.

Descripción de la acción:
Desarrollar actuaciones para la obtención de datos e información que permita 

fundamentar y evaluar el desarrollo de iniciativas para el logro de los objetivos de este Plan 
Sectorial.

Entre otros, son de interés los trabajos demoscópicos y otros estudios que consideren el 
turismo de naturaleza y la biodiversidad y que aborden cuestiones como la demanda y su 
sensibilidad respecto a la biodiversidad, las preferencias de los clientes, las repercusiones 
socioeconómicas sobre el territorio, los efectos ambientales la repercusión sobre la 
conservación de la biodiversidad, el grado de implicación del sector privado con la 
conservación, etc.

También son necesarias medidas que permitan obtener información y datos para evaluar 
la eficacia de las iniciativas desarrolladas para promover el turismo sostenible y para avanzar 
en el conocimiento y en la innovación en relación con el turismo de naturaleza (para lo que 
puede ser interesante la creación de un think tank).

ACCIÓN 4.2
Establecer programas de formación en materia de turismo de naturaleza

La integración de los objetivos de conservación de la biodiversidad en el turismo de 
naturaleza requiere que todos los actores implicados cuenten con las capacidades precisas, 
para lo que se deben desarrollar acciones específicas de formación.

Descripción de la acción:
Desarrollar programas de formación —con distintas modalidades— en turismo de 

naturaleza —dirigidos a todos los actores interesados— centrados en crear las capacidades 
y los vínculos necesarios para implantar el modelo propuesto en este Plan Sectorial.
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Los sistemas de «formación de formadores» permitirán que las personas formadas 
gracias a estas iniciativas puedan transmitir los conocimientos adquiridos a su entorno 
próximo y aumentar el alcance y la eficacia de las iniciativas. En este sentido, se considera 
preciso buscar nuevas fórmulas para la formación del colectivo empresarial en el medio rural 
con el apoyo de las nuevas tecnologías.

También sería de interés explorar la posibilidad de revisar y mejorar la actual oferta de 
titulaciones oficiales para satisfacer las demandas actuales y prever las demandas futuras 
relacionadas con el turismo de naturaleza.
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§ 43

Real Decreto 833/2014, de 3 de octubre, por el que se establece y 
regula el Registro General de Operadores Ecológicos y se crea la 
Mesa de coordinación de la producción ecológica. [Inclusión parcial]

Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente
«BOE» núm. 252, de 17 de octubre de 2014

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2014-10522

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Foro de participación sectorial.

La Dirección General de la Industria Alimentaria convocará regularmente un foro de 
participación sectorial con asistencia de representantes de las organizaciones profesionales 
y cooperativas agrarias, organizaciones empresariales y otras organizaciones e instituciones 
de reconocida representatividad y competencia en el ámbito de la producción ecológica.

En las reuniones de este foro se abordarán temas de interés general para este sector 
dentro del ámbito de las competencias de la Dirección General de la Industria Alimentaria, y 
en particular el desarrollo del marco normativo y las medidas de fomento necesarias que 
garanticen un desarrollo sostenible de esta actividad.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 661 –



§ 44

Real Decreto 1201/2002, de 20 de noviembre, por el que se regula la 
producción integrada de productos agrícolas

Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación
«BOE» núm. 287, de 30 de noviembre de 2002

Última modificación: 6 de febrero de 2010
Referencia: BOE-A-2002-23340

La obtención por los agricultores de productos agrícolas de calidad y saludables para el 
consumidor, mediante el empleo de prácticas de cultivo que respeten el medio ambiente, 
debe ser un objetivo prioritario de la agricultura moderna.

La utilización de métodos que, teniendo en cuenta las exigencias de la sociedad, la 
rentabilidad del cultivo y la protección del medio ambiente, disminuyan el uso de productos 
químicos y permitan obtener producciones agrícolas de alta calidad, es una exigencia en la 
moder nización de la agricultura. Estos objetivos pueden alcanzarse mediante las técnicas 
de manejo integrado.

El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, mediante las Órdenes de 26 de julio 
de 1983 y de 17 de noviembre de 1989, y las diferentes Comunidades Autónomas han 
promocionado la aplicación de técnicas de cultivo que se aproximan a la lucha integrada 
mediante la creación de agrupaciones para tratamientos integrados en agricultura y otros 
tipos de agrupaciones de agricultores. La lucha contra plagas en estas agrupaciones al 
emplear prioritariamente métodos respetuosos con el medio ambiente, reduciendo el uso de 
productos químicos, ha permitido adquirir la experiencia necesaria y establecer las bases 
para la elaboración de las normas de producción que se prevén en este Real Decreto.

Las producciones agrícolas obtenidas con dichas técnicas se alinean con los principios 
generales de la producción integrada, ya que su aplicación implica un mayor respeto al 
equilibrio de los ecosistemas, reduce contaminaciones innecesarias en el aire, el agua y el 
suelo, y permite que los productos agrícolas tengan la menor cantidad posible de residuos 
químicos indeseables.

Por consiguiente, existe la necesidad de diferenciar los productos agrícolas obtenidos 
mediante sistemas de producción integrada, de garantizar sus características y de informar 
al consumidor sobre ellas, debido a su valor añadido en los mercados, lo que aconseja 
regular el uso de los distintivos -etiquetas o marcas de garantía- en los productos así 
obtenidos.

Asimismo, es preciso regular el empleo de identificaciones de garantía en los productos 
agrícolas transformados obtenidos bajo condiciones de producción integrada, cumpliendo 
para ello determinados requisitos.

En esta norma, sin perjuicio de otras disposiciones que en su caso regulen la 
producción, elaboración, comercialización, etiquetado y control de los productos vegetales, 
se establecen los requisitos generales que deben cumplir los operadores que quieran 
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acogerse a este tipo de producción y hacer uso del distintivo de garantía, y las reglas 
generales válidas para las explotaciones agrícolas correspondientes.

En este Real Decreto se regula específicamente la identificación de garantía nacional de 
producción integrada, sin perjuicio de las identificaciones de garantía que puedan 
establecerse por las Comunidades Autónomas o por entidades privadas.

En dichas condiciones generales se han tenido en cuenta los principios y directrices 
técnicas de la Organización Internacional de Lucha Biológica.

Para el establecimiento y desarrollo de este tipo de producciones se reconocen las 
agrupaciones de producción integrada en agricultura como instrumento para el impulso de la 
producción integrada.

En consecuencia, es necesario crear las bases para regular la producción integrada y la 
diferenciación de sus productos en el ámbito nacional al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.13.a de la Constitución que atribuye al Estado la competencia en materia de 
bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica ; así como regular 
la identificación de garantía nacional de producción integrada.

En la elaboración de la presente disposición han sido consultadas las Comunidades 
Autónomas y los sectores afectados.

Esta disposición ha sido sometida al procedimiento de información en materia de normas 
y reglamentaciones técnicas y de reglamentos relativos a los servicios de la sociedad de la 
información, previsto en la Directiva 98/34/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 
de junio, modificada por la Directiva 98/48/CE, así como en el Real Decreto 1337/1999, de 
31 de julio, que incorpora estas Directivas al ordenamiento jurídico español.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, con la 
aprobación del Ministro de Administraciones Públicas y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 15 de noviembre de 2002,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. El presente Real Decreto tiene por objeto:
a) El establecimiento de las normas de producción y requisitos generales que deben 

cumplir los operadores que se acojan a los sistemas de producción integrada.
b) La regulación del uso de las identificaciones de garantía que diferencien estos 

productos ante el consumidor.
c) El reconocimiento de las agrupaciones de producción integrada en agricultura para el 

fomento de dicha producción.
d) La creación de la Comisión Nacional de Producción Integrada encargada del 

asesoramiento y coordinación en materia de producción integrada.
2. Lo previsto en esta disposición será de aplicación a los productos vegetales y sus 

transformados.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de lo dispuesto en el presente Real Decreto, se entenderá por:
a) Producción integrada: los sistemas agrícolas de obtención de vegetales que utilizan al 

máximo los recursos y los mecanismos de producción naturales y aseguran a largo plazo 
una agricultura sostenible, introduciendo en ella métodos biológicos y químicos de control, y 
otras técnicas que compatibilicen las exigencias de la sociedad, la protección del medio 
ambiente y la productividad agrícola, así como las operaciones realizadas para la 
manipulación, envasado, transformación y etiquetado de productos vegetales acogidos al 
sistema.
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b) Comercialización: la venta o suministro por un operador a otro operador, incluyendo la 
puesta a disposición, el almacenamiento, la exposición para la venta o la oferta de venta de 
productos vegetales.

c) Operador: toda persona física o jurídica que obtenga, manipule, elabore, envase, 
etiquete, almacene o comercialice productos vegetales en las condiciones establecidas en la 
presente disposición.

d) Autoridad competente: el órgano designado por la Comunidad Autónoma para la 
aplicación y desarrollo, dentro de su ámbito territorial, de lo establecido en la presente 
disposición o, en su caso, por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

e) Entidades de certificación: son aquellas entidades acreditadas por la Entidad Nacional 
de Acreditación (ENAC) para realizar las funciones de control y certificación, a la que deberá 
estar sometida la producción para que los productos obtenidos puedan ser distinguidos con 
una identificación de garantía de producción integrada, de acuerdo con lo previsto en el 
capítulo III del presente Real Decreto o, en su caso, aquellas acreditadas por cualquier otro 
organismo de acreditación firmante del Acuerdo Multilateral de Reconocimiento de la 
«European Cooperation for Acreditation» (EA).

f) Etiquetado: todas las menciones, indicaciones, identificaciones de fábrica o de 
comercio, imágenes o signos que figuren en envases, documentos, letreros, etiquetas, 
anillas o collarines que acompañan o se refieran a productos contemplados en este Real 
Decreto.

g) Agrupación de producción integrada en agricultura: aquella agrupación de operadores 
constituida bajo cualquier fórmula jurídica o integrada en otra agrupación previamente 
constituida y reconocida por la autoridad competente, con el objetivo de obtener productos 
vegetales bajo requisitos de producción integrada para ser comercializados.

h) Servicios técnicos competentes: personas físicas o jurídicas que prestan servicios 
técnicos de asistencia en producción integrada y que cuentan, al menos, con un titulado 
universitario de grado medio o superior en cuyo plan de estudios de su especialidad 
académica se incluya la producción agraria o que pueda acreditar conocimientos de la 
misma por cursos específicos de postgrado.

CAPÍTULO II
Sistemas de producción integrada

Artículo 3.  Normas de producción y comercialización.
1. El sistema de producción integrada regulado en el presente Real Decreto implica que 

en la producción y comercialización de los productos mencionados en el apartado 2 del 
artículo 1 deberán cumplirse los requisitos establecidos en las normas generales de 
producción integrada del anexo I y, en su caso, las normas generales de producción 
integrada para industrias de transformación del anexo II ; así como en las normas técnicas 
específicas que para cada cultivo o grupo de cultivos se establezcan reglamentariamente.

2. Las distintas fases del proceso de producción y comercialización podrán ser 
realizadas por operadores distintos.

Los distintos operadores podrán formalizar acuerdos entre sí para la realización de 
alguna de las fases del proceso, haciendo constar expresamente en los acuerdos el 
sometimiento de las partes al sistema de control previsto en el presente Real Decreto.

Artículo 4.  Inscripción y registro de los operadores.
1. Los operadores deberán comunicar su actividad como producción integrada a las 

autoridades competentes donde radiquen las superficies de producción y sus instalaciones, 
para ser inscritos en los correspondientes registros, en forma de comunicación previa o 
declaración responsable de cumplir los requisitos que se prevén en el apartado 2.

Una vez realizada dicha comunicación o declaración, podrán operar como producción 
integrada, sin perjuicio de que la autoridad competente inscriba en dicho registro al operador 
de que se trate y le comunique posteriormente dicha inscripción.

2. Los operadores deberán estar en condiciones de producir o comercializar de acuerdo 
con los sistemas de producción integrada regulados por esta norma, lo que se acreditará con 
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una auditoría previa de los órganos o entidades de certificación, que estará a disposición de 
la autoridad competente.

3. Sin perjuicio de lo anterior, los operadores, en el plazo máximo de un mes desde que 
se les comunique la inscripción en el registro a que se refiere el párrafo segundo del 
apartado 1, deberán remitir a la autoridad competente la siguiente documentación:

a) En el caso de que sea un operador que se dedique sólo a la obtención de productos 
vegetales, una memoria descriptiva de la explotación agrícola y sus instalaciones y, en su 
caso, los centros de manipulación, que contendrá, como mínimo, las superficies y ubicación 
de las parcelas, almacenes y demás instalaciones de la explotación, antecedentes culturales 
de las parcelas, estimación del volumen de las producciones por parcelas según cultivos y la 
distribución mensual de superficies por cultivo o grupo de cultivos afines.

b) En los restantes casos de operadores, una memoria descriptiva de sus instalaciones, 
que contendrá, como mínimo, las superficies y ubicación de las instalaciones, estimación del 
volumen de los productos a comercializar, sistema específico de manipulación, elaboración y 
envasado de los productos, marcas comerciales y canales a través de los que se 
comercializa la producción amparada con la identificación de garantía.

4. La autoridad competente podrá anular la inscripción en el registro a que se refiere este 
artículo, cuando se compruebe que el operador ha incumplido las normas establecidas en 
este real decreto en relación con su actividad, sin perjuicio de las sanciones a que, en su 
caso, hubiere lugar.

Artículo 5.  Obligaciones de los operadores.
Los operadores estarán obligados a:
a) Permitir y colaborar en los controles que, de acuerdo con lo previsto en este Real 

Decreto, se realicen sobre las explotaciones o la actividad que desarrollen.
b) Disponer de los servicios técnicos competentes, responsables de dirigir y controlar el 

cumplimiento de las normas de producción integrada aplicables en el ejercicio de la actividad 
de que se trate. No obstante, los operadores que acrediten su cualificación en producción 
integrada, podrán dirigir directamente su actividad conforme a las normas de producción 
integrada.

c) Fomentar la formación en esta materia del personal a su cargo que desarrolle tareas 
de producción integrada.

d) Cumplir las normas de producción integrada y poseer un cuaderno de explotación 
donde se anoten todas las operaciones y prácticas de cultivo, en caso de operadores que se 
dediquen sólo a la obtención de productos vegetales, o un registro de las partidas donde 
pueda comprobarse el origen, uso y destino de las mismas, en el caso de los restantes 
operadores.

e) Obtener la totalidad de la producción de la variedad del producto vegetal por el 
sistema de producción integrada en unidades de cultivo claramente separadas de otras que 
no estén sometidas a las normas del presente Real Decreto.

f) Almacenar, manipular, en su caso, transformar y comercializar por separado, en el 
espacio o en el tiempo, según el caso, las producciones obtenidas bajo las correspondientes 
normas de producción integrada de otras obtenidas por métodos diferentes.

g) Adoptar las medidas adecuadas para asegurar que durante todas las fases de 
producción y comercialización no pueda haber sustitución de los productos de la producción 
integrada por otros.

h) Identificar el producto de acuerdo con normas de producción integrada en las fases de 
producción y comercialización en que intervengan.

i) Hacer buen uso de la identificación de garantía de producción integrada.
j) Notificar anualmente al órgano o entidad de certificación, y con anterioridad a la fecha 

que se determine, su programa de producción, detallándolo por parcelas ; así como, 
periódicamente, los volúmenes producidos y comercializados.

k) Adoptar medidas correctoras que resuelvan irregularidades detectadas por los 
órganos o entidades de control en la producción o comercialización.
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Artículo 6.  Control de la producción integrada.
1. El control aplicable a los operadores en el ejercicio de su actividad para verificar el 

cumplimiento de las normas sobre producción integrada del artículo 3, deberá realizarse de 
manera que se garantice que dichos operadores cumplen, al menos, las medidas 
establecidas en el anexo III del presente Real Decreto, así como los planes de control y 
protocolos para la supervisión y realización de los controles que se establezcan.

2. Los órganos o entidades que realicen los controles deberán, al menos:
a) Garantizar la objetividad e imparcialidad, así como la eficacia de los controles.
b) Guardar el debido sigilo respecto a las informaciones y datos que obtengan en el 

ejercicio de sus actividades de control.
c) Velar por la correcta concesión de uso de las identificaciones de garantía a los 

operadores.
d) Exigir a los operadores la retirada de las indicaciones de garantía a todo lote cuando 

se constaten irregularidades significativas y establecer las medidas correctoras necesarias.
e) Informar periódicamente a la autoridad competente de la relación de operadores 

sometidos a su control y de los volúmenes producidos y comercializados por cada uno de 
ellos, sin perjuicio de la actualización inmediata de dicha relación si se producen variaciones.

f) Informar, en su caso, a la autoridad competente correspondiente de las irregularidades 
comprobadas y de las medidas correctoras adoptadas, así como de las reclamaciones que 
se hayan producido.

3. Estos controles deberán efectuarse, como mínimo, una vez al año y en ellos se 
realizará un control físico de las explotaciones e instalaciones. Dichos controles podrán 
realizarse sin previo aviso.

4. En el ejercicio de este control, los órganos o entidades competentes al efecto podrán:
a) Acceder a las parcelas, locales o instalaciones, así como a los documentos a que se 

refiere el párrafo d) del artículo 5.
b) Tomar muestras y supervisar el ejercicio de la actividad.
c) Adoptar las medidas provisionales cuando detecten irregularidades en la producción o 

comercialización de los productos.
5. Cuando las fases del proceso de producción se realicen por operadores diferentes o 

cuando tengan lugar en Comunidades Autónomas distintas, los productos vegetales a que 
se refiere la presente disposición sólo podrán transportarse previa comunicación del 
operador que expide la mercancía a los órganos o entidades que participen en el control en 
las distintas fases del proceso de producción, realizándose en envases o recipientes 
diferenciados mediante sistema de transporte cuyo cierre impida la sustitución de su 
contenido e irán acompañados de un documento, que identifique al órgano o la entidad de 
control a la que está sometido el operador, en el que figuren indicaciones que permitan al 
operador receptor y a su órgano o entidad de control determinar de forma inequívoca la 
persona responsable de la producción y el producto vegetal.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación en el caso de que el órgano o 
entidad de control sea el mismo en dos fases consecutivas del proceso productivo.

Artículo 7.  Identificaciones de garantía.
1. Los productos que hayan sido elaborados según las normas de producción integrada 

establecidas en este Real Decreto podrán ser distinguidos con una identificación de garantía 
que consistirá, al menos, en la expresión «producción integrada».

2. La utilización de la identificación de garantía se concederá por el órgano o entidad 
designado al efecto en las normas que regulen dicha identificación.

3. En el etiquetado, además de la identificación de garantía, constará al menos, el 
nombre o el código del órgano o entidad que haya realizado el control, así como el número 
de registro de dicho operador o su denominación.

4. No podrá ser utilizada la expresión «producción integrada», logotipo o 
denominaciones, identificaciones, expresiones y signos que, por su semejanza con la 
identificación de garantía referida anteriormente, puedan inducir a confusión, aunque vayan 
acompañados de expresiones como «tipo» y otras análogas, distintas a las establecidas de 
acuerdo con lo previsto en los capítulos III y IV del presente Real Decreto.
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5. A los efectos de la presente norma se considerará que un producto lleva indicaciones 
referentes al sistema de producción integrada cuando por el etiquetado, la publicidad o los 
documentos comerciales, el producto se identifique por esas indicaciones o sugieran al 
comprador que dicho producto ha sido obtenido de acuerdo con las normas de producción y 
comercialización establecidas en el artículo 3.

Artículo 8.  Fomento de la producción integrada.
1. Para el fomento de la producción integrada podrán reconocerse agrupaciones de 

producción integrada en agricultura.
2. El reconocimiento de las agrupaciones de producción integrada en agricultura 

corresponde a la autoridad competente donde radique el domicilio social de la agrupación.
3. Para su reconocimiento será requisito imprescindible que dispongan de los servicios 

técnicos competentes y que en sus estatutos figure la condición expresa de que los 
operadores deberán cumplir las instrucciones técnicas que dichos servicios puedan 
establecer de acuerdo con la normativa vigente. Dichas instrucciones, salvo justificación 
expresa, deberán ser únicas para todos los asociados.

4. Con objeto de alcanzar una mayor armonización en la aplicación de las normas de 
producción integrada, estas agrupaciones podrán agruparse en uniones bajo cualquier 
fórmula jurídica. El reconocimiento de las uniones corresponderá a la autoridad competente 
donde radique la sede social de la unión.

5. A los efectos de esta disposición, cada agrupación de producción integrada en 
agricultura tendrá la consideración de un único operador.

6. Las agrupaciones de producción integrada en agricultura y sus uniones podrán recibir 
las ayudas que se establezcan reglamentariamente.

CAPÍTULO III
Identificación de garantía nacional

Artículo 9.  Identificación de garantía nacional de producción integrada.
1. La identificación de garantía nacional de producción integrada consistirá en la 

expresión «producción integrada» y el logotipo que al efecto establezca el Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación.

2. La identificación de garantía de carácter nacional podrá ser empleada en aquellos 
productos que cumplan las siguientes condiciones:

a) Que hayan sido producidos con sujeción a las condiciones establecidas en el capítulo 
II y en el anexo I, anexo II en su caso, y anexo III de este Real Decreto.

b) Que el respeto a dichas condiciones haya sido controlado en todas las fases de 
producción por una o varias entidades de certificación de las previstas en el artículo 10.

3. El uso de la identificación de garantía nacional se concederá por la entidad de 
certificación a la que corresponda controlar la fase de etiquetado.

4. Las entidades de certificación comunicarán al Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación todas aquellas concesiones que realicen para la utilización de la identificación 
de garantía nacional de producción integrada.

Artículo 10.  Entidades de certificación.
1. Para poder realizar los controles previstos en el artículo 9.2.b), las entidades de 

certificación deberán estar acreditadas por la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC) o 
cualquier otro organismo de acreditación firmante del Acuerdo Multilateral de 
Reconocimiento de la «European Cooperation for Acreditation» (EA). Será necesario para tal 
acreditación cumplir, al menos, los siguientes requisitos:

a) Cumplir con los criterios generales contenidos en las normas europeas referidas a los 
organismos de certificación y control que realizan certificaciones de productos, 
especialmente las normas EN 45.011 y EN 45.004, respectivamente.

b) Presentar el programa de control de la entidad, que deberá contener una descripción 
pormenorizada de las medidas de control y de las medidas precautorias que la entidad se 
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compromete a imponer a los operadores sujetos a su control. Dicho programa se ajustará a 
los criterios homogéneos que se establezcan reglamentariamente a propuesta de la 
Comisión Nacional de Producción Integrada.

c) Acreditar que dispone de los recursos adecuados, de personal cualificado e 
infraestructuras administrativas y técnicas, así como, en su caso, la experiencia en materia 
de control y la fiabilidad.

d) Presentar los procedimientos que la entidad de certificación propone cumplir en caso 
de irregularidades o infracciones, reclamaciones de los operadores, e información a la 
autoridad competente cuando se produzca alguno de los supuestos anteriores.

2. El operador podrá elegir la entidad de certificación que vaya a encargarse de controlar 
sus actividades de producción integrada, de entre aquellas que hayan sido acreditadas. 
Serán por cuenta del operador los gastos ocasionados por el control de sus actividades.

3. En el desarrollo de los controles, las entidades de certificación se ajustarán a lo 
dispuesto en el artículo 6 y en el anexo III del presente Real Decreto.

4. Las entidades de certificación deberán comunicar el inicio de su actividad a las 
autoridades competentes de las Comunidades Autónomas en las que vayan a operar.

5. Se podrán formalizar acuerdos entre las entidades de certificación y entidades de 
control acreditadas por ENAC o cualquier otro organismo de acreditación firmante del 
Acuerdo Multilateral de Reconocimiento de la «European Cooperation for Acreditation» (EA), 
respecto a la norma EN 45.004, para la realización de la totalidad o parte de los controles 
establecidos.

CAPÍTULO IV
Otras indentificaciones de garantía

Artículo 11.  Identificaciones de garantía de las Comunidades Autónomas.
1. Las Comunidades Autónomas podrán establecer, en el ejercicio de sus propias 

competencias, identificaciones de garantía de producción integrada, siempre que se 
garantice el respeto de lo dispuesto en el capítulo II del presente Real Decreto y, en 
concreto, se exija el cumplimiento de, al menos, los requisitos establecidos en el anexo I, en 
su caso anexo II y anexo III del presente Real Decreto.

2. Las Comunidades Autónomas que establezcan una identificación de garantía de 
producción integrada propia deberán comunicarlo al Ministerio de Agricultura Pesca y 
Alimentación.

Artículo 12.  Identificaciones de garantía privadas.
1. Las entidades u organizaciones privadas y sus asociaciones podrán establecer sus 

propias identificaciones de garantía de producción integrada, siempre que se cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Que los requisitos, procedimientos y protocolos exigibles para el uso de su 
identificación de garantía cumplan al menos lo establecido en el capítulo II del presente Real 
Decreto y, en concreto, lo exigido en el anexo I, anexo II, en su caso, y anexo III.

b) Que el cumplimiento de dichos requisitos, procedimientos y protocolos haya sido 
controlado en todas las fases de producción por una o varias entidades de certificación de 
las previstas en el artículo 10.

c) Que cumplan lo previsto en los apartados 3 y 4 del artículo 9.
2. Previamente a la utilización de las identificaciones de garantía de carácter privado, los 

requisitos, procedimientos y protocolos exigibles para su utilización deberán ser remitidos 
para su aprobación, a la autoridad competente de la Comunidad Autónoma en la que radique 
su sede social, previo informe de la Comisión Nacional de Producción Integrada.

3. Las Comunidades Autónomas comunicarán al Ministerio de Agricultura Pesca y 
Alimentación las identificaciones de garantía de producción integrada privadas cuyo sistema 
haya sido objeto de aprobación de acuerdo con lo establecido en el apartado 2 del presente 
artículo.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 44  Real Decreto 1201/2002, se regula la producción integrada de productos agrícolas

– 668 –



CAPÍTULO V
Órganos y mecanismos de coordinación

Artículo 13.  Comisión Nacional de Producción Integrada.
1. Se crea la Comisión Nacional de Producción Integrada, como órgano colegiado 

adscrito al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a través de la Dirección General 
de Agricultura, para el asesoramiento y coordinación en materia de producción integrada.

2. La Comisión Nacional de Producción Integrada tendrá la siguiente composición:
a) Presidente: el Director general de Agricultura.
b) Vicepresidente primero: el Director general de Desarrollo Rural.
c) Vicepresidente segundo: el Subdirector general de Sanidad Vegetal.
d) Vocales:
1.º Un representante de cada una de las Comunidades Autónomas que decidan 

participar en la misma.
2.º Tres funcionarios del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, de los cuales 

dos serán designados por la Secretaría General de Agricultura y uno por la Dirección 
General de Desarrollo Rural.

3.º Un representante de la Agencia Española de Seguridad Alimentaria, designado por el 
Presidente de la misma.

4.º Un representante de cada una de las organizaciones profesionales agrarias más 
representativas de

ámbito nacional y de la Confederación de Cooperativas Agrarias de España.
5.º Seis representantes de organizaciones de producción integrada de mayor 

representación entre los agricultores o de sectores productivos agrícolas en las que la 
producción integrada tenga mayor implantación, designados por la Secretaría General de 
Agricultura.

e) Actuará como Secretario, con voz y sin voto, un funcionario de la Subdirección 
General de Sanidad Vegetal designado por el Presidente.

3. En caso de ausencia, vacante o enfermedad, el Presidente será sustituido por el 
Vicepresidente primero y este, a su vez, por el Vicepresidente segundo.

4. El Presidente podrá convocar a un representante de la organización u organizaciones 
más representativas de otros sectores productivos. Dicho representante participará en la 
Comisión con voz y voto.

5. Cuando el Presidente o la Comisión lo estimen oportuno, podrá solicitarse, en relación 
con un asunto determinado, el asesoramiento de personas ajenas a la misma con 
reconocida calificación científica o técnica, así como la colaboración de entidades, 
asociaciones o agrupaciones cuyos intereses pudieran verse afectados.

Asimismo, podrán crearse grupos de trabajo de expertos en la fitosanidad de 
determinados cultivos agrícolas para colaborar en el desarrollo de las funciones de la 
Comisión.

Artículo 14.  Funciones de la Comisión.
1. La Comisión Nacional de Producción Integrada tendrá las siguientes funciones:
a) Elaborar y proponer directrices, protocolos o, en su caso, normas técnicas específicas 

de producción integrada para armonizar su aplicación, en especial las relativas a los criterios 
a considerar para el cumplimiento de los objetivos perseguidos y a los requisitos mínimos 
que deben cumplir.

b) Informar sobre las normas que se vayan a establecer sobre producción integrada, en 
especial sobre la adecuación a las normas generales del anexo I y, en su caso, del anexo II 
del presente Real Decreto y de las establecidas por las entidades privadas para la utilización 
de las identificaciones de garantía propias.

c) Elaborar un Programa Nacional de Control en el que se precisen los procedimientos 
que complementarán lo determinado en el anexo III de este Real Decreto.

d) Conocer el grado de cumplimiento de dicho programa y las incidencias producidas en 
los controles efectuados, y sus consecuencias.

e) Proponer criterios uniformes para la corrección de infracciones.
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f) Informar, en su caso, a la autoridad competente de infracciones conocidas que no 
hayan sido sancionadas.

g) Informar sobre cuantos asuntos sean de interés en relación con este Real Decreto y, 
en especial, respecto de cuantas medidas se considere puedan mejorar la regulación, la 
práctica y la promoción de la producción integrada.

2. La Comisión Nacional de Producción Integrada se regirá en todo lo no dispuesto en 
este Real Decreto y en sus propias normas de funcionamiento, por el capítulo II del Título II 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 15.  Registro General de Producción Integrada.
1. Se crea en el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, adscrito a la Dirección 

General de Agricultura, un Registro General de Producción Integrada de carácter público e 
informativo, que recogerá los datos suministrados por las Comunidades Autónomas.

2. Las Comunidades Autónomas deberán remitir anualmente a la Dirección General de 
Agricultura una relación de los volúmenes comercializados con la identificación de garantía 
de producción integrada, de los operadores registrados en su ámbito territorial, con 
indicación de los datos identificativos de éstos, así como de las entidades de certificación 
que operan en su territorio.

3. La información del Registro General de Producción Integrada estará en todo momento 
a disposición de todas las Comunidades Autónomas y de los interesados.

4. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación comunicará a la autoridad 
competente de las Comunidades Autónomas anualmente, y a su solicitud en cualquier 
momento, los datos de las inscripciones que obren en el registro.

5. La autoridad competente que tenga conocimiento de irregularidades comprobadas en 
la actuación de los operadores o de las entidades de certificación, deberá informar a las 
restantes Comunidades Autónomas afectadas y al Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación.

Disposición adicional primera.  Comercialización de la producción integrada de otros 
Estados miembros de la Unión Europea y de los países AELC, Partes contratantes en el 
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (EEE).

Los productos vegetales y sus transformados legalmente producidos y elaborados en 
otros Estados miembros de la Unión Europea y de los países AELC, Partes contratantes en 
el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (EEE), de acuerdo con una normativa 
oficial específica de producción integrada, podrán comercializarse en España bajo la 
denominación «producción integrada».

A fin de evitar confusión en los consumidores, dicha denominación deberá completarse 
con la mención expresa de la norma legal reguladora del país de origen del producto, de 
manera que permita al comprador conocer dicho origen y distinguirlo de otros productos.

Disposición adicional segunda.  Funcionamiento de la Comisión Nacional de Producción 
Integrada y del Registro General de Producción Integrada.

El funcionamiento de la Comisión Nacional de Producción Integrada y del Registro 
General de Producción Integrada, será atendido con los medios personales y materiales 
existentes en el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y no supondrá un incremento 
del gasto del Departamento.

Disposición transitoria única.  Acreditación provisional de entidades de certificación.
1. Las autoridades competentes podrán reconocer provisionalmente a entidades de 

certificación sin acreditación previa, durante el plazo máximo de dos años, o hasta que sean 
acreditadas si el plazo es menor, si se estima que responden a lo establecido en la norma 
EN 45.011.

2. Se podrán establecer prórrogas al reconocimiento provisional, mencionado en el 
apartado anterior, cuando superado el plazo máximo establecido, la entidad de acreditación 
justifique adecuadamente que no ha podido finalizar el proceso acreditativo.
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3. Las entidades de certificación reconocidas por las Comunidades Autónomas en la 
fecha de entrada en vigor del presente Real Decreto, dispondrán del plazo de dos años para 
ajustarse a lo establecido en el mismo.

Disposición final primera.  Carácter básico.
Lo dispuesto en los capítulos I, II y V, así como en los anexos, del presente Real Decreto 

tendrá carácter de normativa básica al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ade la 
Constitución, que reserva al Estado la competencia en materia de bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económica.

Disposición final segunda.  Facultades de desarrollo.
Se faculta al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación para dictar, en el ámbito de 

sus competencias, las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación del presente 
Real Decreto y, en particular, para modificar los anexos con el fin de adaptarlos a los nuevos 
conocimientos y avances técnicos y científicos o para incorporar normativa comunitaria que 
al respecto se establezca ; así como, en su caso, establecer las normas técnicas específicas 
que para cada cultivo o grupos de cultivos se precisen.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I
Normas generales de producción integrada

Estas normas generales definen las prácticas agrícolas que, bajo la dirección del 
responsable o servicio técnico competente, deben cumplir los operadores sin perjuicio de la 
observancia de otras legislaciones, especialmente las relativas al material de producción 
vegetal, fertilizantes, fitosanidad, gestión de residuos y envases, prevención de riesgos 
laborales, sanidad y medio ambiente.

Las normas técnicas específicas o protocolos que puedan establecerse para cada cultivo 
o grupo de cultivos a fin de complementar estas normas generales o para fijar intervalos, 
límites, sistemas o prácticas no definidas en éstas, responderán a recomendaciones o 
principios establecidos en normas internacionales cuando existan y en otro caso a la mejor 
técnica posible, compatible con la producción integrada, descritas en la literatura técnica o 
científica.

Asimismo, los procedimientos de toma de muestras y los métodos analíticos necesarios 
para efectuar las determinaciones que se establecen en estas normas deberán ser los 
establecidos oficialmente por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación o, en su 
defecto, los aceptados internacionalmente y las muestras se analizarán o diagnosticarán en 
laboratorios especializados reconocidos por la autoridad competente.

I. Aspectos agronómicos generales

A) Obligatorias
a) El momento y la intensidad de las operaciones culturales deben minimizar los posibles 

impactos ambientales.
b) En cultivos anuales, siempre que sea posible, deberá establecerse un programa de 

rotación de cultivos de, al menos, tres hojas. Deberá justificarse la no aplicación del 
programa.

c) En cultivos perennes, el sistema de cultivo, incluyendo el sistema de formación, debe 
respetar el estado fisiológico óptimo de las plantas.
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d) En los cultivos sin suelo deberá disponerse de instalaciones que permitan la 
recirculación de los lixiviados, salvo autorización que incluya plazos determinados para su 
plena disposición y siempre que sea agronómicamente aconsejable.

e) Los substratos inertes deberán ser adecuadamente reciclados, siempre que sea 
agronómicamente aconsejable.

f) La retirada para su reciclado o vertido controlado de plásticos de acolchado o de 
cubiertas de plástico.

B) Prohibidas
a) El abandono de restos plásticos, envases y otros residuos en el interior o lindes de la 

parcela.
b) La quema de restos vegetales, salvo cuando sea expresamente recomendada por la 

autoridad competente.

II. Suelo, preparación del terreno y laboreo

A) Obligatorias
a) Mantener y mejorar la fertilidad del suelo mediante:
1.º La definición del nivel óptimo de humus de acuerdo con las características de la 

localidad y su mantenimiento mediante las medidas adecuadas.
2.º El mantenimiento de la biodiversidad del agrosistema.
3.º La optimización de las propiedades biofísicas del suelo para evitar la compactación 

(p. e. tamaño de los agregados y estabilidad estructural, conductividad hidráulica, etc.).
4.º El mantenimiento de la protección del suelo durante el mayor tiempo posible 

mediante una cubierta vegetal cultivada o no.
5.º La mínima perturbación física o química del suelo.
b) Eliminar las malas hierbas y restos vegetales de cultivos anteriores en la forma 

adecuada y con la suficiente antelación con respecto al cultivo siguiente, pudiendo quedar 
sus restos sobre el suelo cuando no representen un riesgo de transmisión de plagas o 
enfermedades de los vegetales, o en la agricultura de conservación.

c) Las labores se realizarán respetando al máximo la estructura del suelo y, a ser posible, 
sin volteo. Se evitarán las escorrentías y los encharcamientos. Así mismo se tendrá en 
cuenta la pendiente del terreno para la adecuada conservación del suelo adaptando las 
dimensiones y características de las obras de conservación (terrazas, bancales, lomas) con 
el fin de evitar fenómenos de erosión.

B) Prohibidas
a) Desinfección del suelo mediante tratamientos químicos, salvo casos técnicamente 

justificados y autorizados por el organismo oficial correspondiente. Las autorizaciones 
podrán establecerse también para una determinada zona o región.

b) La utilización sistemática de aperos que destruyan la estructura del suelo y propicien 
la formación de suelo de labor.

III. Siembra/Plantación

A) Obligatorias
a) Emplear material vegetal procedente de productores oficialmente autorizados y, en su 

caso, certificados y con el correspondiente pasaporte fitosanitario.
b) Utilizar semillas debidamente desinfectadas cuando esta práctica pueda evitar 

enfermedades posteriores.
c) Emplear, si existen, cultivares resistente o tolerantes a alguna de las enfermedades 

importantes de la especie y adaptados a las condiciones locales.
d) En cultivos de hortícolas, la siembra o transplante se efectuará, como mínimo, una 

semana después de arrancar el cultivo precedente y realizar las labores de preparación del 
terreno.
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e) Eliminar previamente todo el material vegetal que presente síntomas de enfermedad o 
un desarrollo anormal.

f) En plantaciones de cultivos leñosos, los patrones se adaptarán a las condiciones 
edáficas y no serán sensibles a las fisiopatías habituales.

g) En parcelas establecidas de cultivos leñosos, para incorporarse al programa de 
producción integrada, se deberá controlar previamente la incidencia de virosis o problemas 
fúngicos.

h) El material de plantación, la densidad de plantación, el momento y la dosis de 
siembra, rotaciones, marco de plantación y posibilidad de asociación con otros cultivos, se 
adaptarán a las condiciones locales.

B) Prohibidas
a) Cuando se trate de cultivos bajo abrigo, la asociación de cultivos en el mismo 

invernadero, salvo que dicha asociación presente efectos agronómicamente favorables.
b) El uso de patrones, combinaciones injerto-patrón o variedades especialmente 

sensibles a determinadas enfermedades de especial incidencia o relevancia.
c) La asociación de especies diferentes de cultivos leñosos, cuando sean incompatibles 

con los requisitos de la producción integrada.

IV. Fertilización y enmiendas

A) Obligatorias
a) El suministro de nutrientes se efectuará fundamentalmente a través del suelo.
b) Para los macronutrientes se realizará y aplicará un programa de fertilización para cada 

cultivo y unidad de cultivo y un programa general de fertilización para toda la rotación 
potenciando la aportación de fertilizantes naturales y reduciendo los químicos de síntesis.

En la programación habrá de tenerse en cuenta que los fertilizantes provenientes del 
exterior (aguas, materia orgánica, fertilización directa) deben compensar las extracciones de 
las cosechas y las pérdidas técnicas.

La base para estimar las necesidades de macronutrientes, excepto el nitrógeno, será el 
análisis físico-químico del suelo, que se realizará al integrarse la parcela al sistema de 
producción integrada y, al menos, uno cada cinco años. El programa determinará las épocas 
y forma de aplicación adecuada para minimizar las perdidas por lixiviación, erosión, etc.

c) Cuando se aporte materia orgánica u otras materias con valor fertilizante, el aporte 
deberá contener la mínima cantidad de metales pesados, patógenos u otros productos 
tóxicos que sea técnicamente posible, sin exceder los límites legales establecidos. Será 
obligatorio al menos mantener el nivel de materia orgánica del suelo.

d) Respecto al nitrógeno, deberá definirse para cada cultivo y en función del tipo de 
suelo (textura y contenido en materia orgánica) la máxima cantidad de nitrógeno aplicado, y 
de forma orientativa el momento de cada aplicación, dosis y formula del fertilizante.

e) Los oligoelementos sólo se aplicarán cuando un análisis previo determine su 
insuficiencia.

f) Deberán realizarse las enmiendas necesarias siempre que el pH del suelo se aparte 
sustancialmente del valor aceptado como óptimo para el cultivo, o cuando las características 
físicas o químicas del suelo así lo aconsejen. Los purines y demás residuos semilíquidos de 
explotaciones ganaderas aportados al suelo deberán ser previamente tratados por alguno o 
varios de los sistemas conocidos.

g) Se realizará un seguimiento analítico al cultivo (hojas, frutos, etc.) para comprobar que 
el programa de fertilización adoptado es el adecuado o, en otro caso, para su corrección.

B) Prohibidas
a) Superar la cantidad máxima tolerable por hectárea y año de nitrógeno total, así como 

los límites que se fijen de metales pesados, de patógenos y de otros productos tóxicos.
b) Realizar aplicaciones de nitrógeno nítrico en los márgenes de las parcelas lindantes a 

corrientes de agua.
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V. Poda

A) Obligatorias
a) La poda se llevará a cabo con un planteamiento técnico, teniendo en cuenta los 

principios fundamentales que rigen dicha práctica, para maximizar su eficacia y rentabilidad.
b) El sistema de poda de cultivos leñosos deberá respetar el estado fisiológico óptimo de 

la planta, permitir una buena aireación y penetración de la luz y de los tratamientos, y 
mantener una adecuada relación hoja/madera.

c) El exceso de vigor se corregirá mediante prácticas culturales, además de la poda.
d) La poda en verde se realizará con instrumentos cortantes (tijeras, cuchillos, etc.).
e) En la realización de la poda se deberán desinfectar los instrumentos de corte cuando 

se cambie de parcela o variedad.

B) Prohibidas
a) Quema incontrolada de restos de poda.
b) Abandono de los restos de poda en la parcela, salvo troceado o triturado de los 

mismos, desaconsejándose su incorporación al terreno mediante labores.

VI. Riego

A) Obligatorias
a) Disponer de las características analíticas de la calidad del agua de riego (química y 

bacteriológica), al objeto de tomar decisión sobre su utilización.
b) Tomar las medidas necesarias para evitar las pérdidas de agua.
c) Se establecerán los volúmenes anuales necesarios mediante el cálculo de las 

necesidades del cultivo, basándose en datos locales de la evapotranspiración calculada 
mediante los datos de la estación meteorológica más próxima.

d) Los volúmenes máximos de cada riego se establecerán en función de la profundidad 
radicular, del estado hídrico y de las características físicas del suelo. A partir de valores de la 
conductividad intolerables que se establezcan para cada cultivo, se empleará una fracción 
de lavado complementaria a las dosis normales de riego.

e) Para la programación de los riegos se seguirán métodos técnicamente aceptados.
f) El sistema de riego deberá diseñarse para cada parcela.
g) Deberán utilizarse técnicas de riego que garanticen la mayor eficiencia en el uso del 

agua y la optimización de los recursos hídricos, y para ello se tendrá en cuenta:
1.º En el riego por gravedad o inundación, la longitud de los surcos o de los tablares y su 

pendiente máxima se establecerán en función del volumen de riego necesario y de las 
condiciones hidráulicas y de permeabilidad del terreno.

2.º En el riego a presión, el valor del coeficiente de uniformidad (CU) estará comprendido 
entre los valores establecidos en función de la separación entre emisores y la pendiente del 
terreno.

h) Deberá registrarse el agua de riego aplicada. En el caso de que dicho registro no 
fuese posible, se efectuará una estimación de la misma.

B) Prohibidas
a) Utilización de aguas residuales sin la previa depuración.
b) Utilización de aguas caracterizadas por parámetros de calidad intolerables para el 

cultivo, para el suelo o para la salud pública.

VII. Control integrado

A) Obligatorias
a) En el control de plagas y enfermedades, se antepondrán los métodos biológicos, 

biotecnológicos, culturales, físicos y genéticos a los métodos químicos.
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b) La estimación del riesgo en cada parcela se hará mediante evaluaciones de los 
niveles poblacionales, estado de desarrollo de las plagas y fauna útil, fenología del cultivo y 
condiciones climáticas. En el caso de cultivos de carácter extensivo, se podrá establecer que 
la estimación de riesgo se realice en unidades territoriales homogéneas mayores a la de 
parcela.

c) La aplicación de medidas directas de control de plagas sólo se efectuará cuando los 
niveles poblacionales o las condiciones ambientales superen los umbrales de intervención y, 
en el caso de enfermedades, cuando la estimación del riesgo lo indique.

d) En el caso de resultar necesaria una intervención química, las materias activas a 
utilizar serán seleccionadas de acuerdo con los criterios de menor peligro para humanos, 
ganado y medioambiental y que proporcione un control efectivo de la plaga, el patógeno o la 
mala hierba. En todo caso, sólo podrán utilizarse productos fitosanitarios inscritos en el 
Registro de Productos y Material Fitosanitario y aprobados expresamente para el cultivo en 
que se apliquen.

e) La presencia de residuos deberá minimizarse mediante la máxima ampliación posible 
de los plazos de seguridad.

f) Deberá protegerse la fauna auxiliar en general y en particular, al menos, dos especies 
cuya protección y aumento de sus poblaciones se considere prioritario para cada cultivo.

g) Las malas hierbas se controlarán, siempre que sea posible, con medios mecánicos, 
biológicos o aquellos que ofrezcan el menor riesgo de emisiones de CO2. En caso de que 
sea necesaria la aplicación de herbicidas, se efectuará mediante las técnicas recomendadas 
en la etiqueta del producto. Se emplearán materias activas autorizadas seleccionadas con 
los mismos criterios citados para los productos fitosanitarios.

h) En el caso de aplicaciones químicas, el aplicador deberá estar cualificado 
específicamente.

i) La maquinaria utilizada en la aplicación de productos fitosanitarios, herbicidas, 
abonados foliares, etc., deberá encontrarse en el adecuado estado de funcionamiento.

j) La maquinaria utilizada en los tratamientos fitosanitarios se someterá a revisión y 
calibrado periódico.

La revisión se efectuará de conformidad con las disposiciones vigentes en la materia, al 
menos una vez cada cuatro años en un centro oficial o reconocido y todos los años por el 
productor.

k) Los volúmenes máximos de caldo y caudal de aire en los tratamientos fitosanitarios se 
ajustarán a los parámetros precisos, teniendo en cuenta el estado fenológico del cultivo para 
obtener la máxima eficacia con la menor dosis.

l) Además de las normas aquí establecidas, en todo caso deberán tenerse en cuenta 
para todos los cultivos los «Principios de buenas prácticas fitosanitarias» establecidas por la 
Organización Europea y Mediterránea para la Protección de las Plantas (OEPP) y las 
Directivas de dicha organización sobre la buena práctica fitosanitaria específicas para cada 
cultivo cuando dichas Directivas existan.

B) Prohibidas
a) Utilización de calendarios de tratamientos.
b) Abandonar el control fitosanitario antes de la finalización del ciclo vegetativo del 

cultivo.
c) En hortícolas, utilización de herbicidas dentro del invernadero una vez implantado el 

cultivo.
d) Utilización de herbicidas residuales en suelos arenosos.
e) El empleo de productos fitosanitarios no selectivos, de larga persistencia, alta 

volatilidad, lixiviables o con otras características negativas.
f) El empleo de productos fitosanitarios en los márgenes de corrientes de agua.
g) Las aplicaciones de productos fitosanitarios en condiciones meteorológicamente 

desfavorables.
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VIII. Recolección

A) Obligatorias
a) La recolección se realizará en las fechas y condiciones adecuadas para evitar 

lesiones en los productos vegetales que reduzcan su calidad y propicien infecciones de 
patógenos causantes de podredumbre.

b) Se eliminarán los productos vegetales que presenten síntomas con presencia de 
patógenos causantes de podredumbres.

c) Los productos vegetales deberán recolectarse en un estado de madurez que permita 
alcanzar las exigencias de calidad comercial.

d) Los productos recolectados, hasta tanto no se envíen al almacén manipulador, se 
colocarán bajo techo o en condiciones que eviten la incidencia directa de los agentes 
atmosféricos y en un lugar con máxima ventilación.

e) Se tomarán muestras en el periodo de recolección y/o elaboración, para analizar la 
posible presencia de residuos de productos fitosanitarios y garantizar que se han utilizado 
exclusivamente las materias activas seleccionadas en la estrategia de protección integrada, 
y que se cumple con lo establecido en la legislación española en relación con los límites 
máximos de residuos de productos fitosanitarios.

f) Para producciones dirigidas a otros mercados distintos del nacional, deberá verificarse 
que cumplen la legislación establecida en el lugar de destino, respecto al contenido de 
residuos.

B) Prohibidas
a) Efectuar la recolección cuando los productos vegetales estén mojados, salvo 

autorización expresa de la autoridad competente fundamentada en condiciones 
meteorológicas adversas.

b) Abandonar el destrío en la parcela si su presencia representa un riesgo para la 
propagación de plagas o enfermedades de los vegetales.

IX. Tratamientos post-recolección

A) Obligatorias
a) Sólo se permitirán en cosechas destinadas a conservación prolongada o en las que 

esté técnicamente justificado. Se preferirán los métodos físicos o con productos naturales, a 
los productos de síntesis.

b) En el tratamiento con productos químicos de síntesis se utilizarán, de entre los 
autorizados, aquellos con perfil toxicológico más favorable y cuyos límites máximos de 
residuos estén armonizados a nivel comunitario.

B) Prohibidas
La utilización para el lavado de aguas no potables.

X. Conservación

A) Obligatorias
a) Métodos de conservación que mantengan una alta calidad interna y externa.
b) La calidad debe controlarse periódicamente y, específicamente, antes de la 

comercialización, teniendo en cuenta aspectos de muestreo, tipo de determinación y límites 
de residuos que garanticen la seguridad del consumidor.

c) Los registros de cada cámara deben conservarse.
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XI. Almacenamiento

A) Obligatorias
a) El almacenamiento debe realizarse con procedimientos que permitan garantizar la 

mejor calidad posible de los productos.
b) La limpieza, desinfección y lucha contra los parásitos de los lugares de 

almacenamiento de forma que no se produzca ningún tipo de contaminación de los 
productos.

c) En los almacenes deben separarse claramente los productos procedentes de cultivo 
de producción integrada del resto de productos convencionales.

B) Prohibidas
Utilización de productos químicos de síntesis para lucha de plagas y parásitos de 

almacén, salvo casos que estén justificados técnicamente y autorizados por la autoridad 
competente.

XII. Envasado

A) Obligatorias
a) Todas las máquinas, recipientes, elementos de transportes, envases provisionales y 

lugares de almacenamiento deberán reunir las condiciones siguientes:
1.a No transmitir a los productos con que entren en contacto sustancias tóxicas o que 

puedan contaminar, ni originar reacciones químicas perjudiciales.
2.a No alterar las características de composición y los caracteres organolépticos de los 

productos.
3.a La limpieza se realizará con métodos y productos autorizados, al igual que el control 

de roedores y de insectos.
b) Las operaciones de envasado deben efectuarse por series completas, separadas 

físicamente o en el tiempo de operaciones de productos convencionales.
c) Aquellos operadores que realicen envasado de productos de producción integrada y 

convencionales deberán avisar al órgano o entidad de control con antelación al inicio de las 
operaciones de los productos de producción integrada.

ANEXO II
Normas generales de producción integrada para industrias de transformación

Estas normas generales definen las prácticas de manipulación, transformación y 
envasado que, bajo la dirección de técnico competente debidamente formado, deben cumplir 
los operadores en sus instalaciones y procesos de transformación de productos vegetales y 
que deben ser consideradas en las normas técnicas específicas de cada producto 
transformado.

Los protocolos que puedan establecerse para cada producto elaborado a fin de 
complementar estas normas generales o su reglamento específico para fijar intervalos, 
límites, sistemas o prácticas no definidas en éstas, responderán a recomendaciones o 
principios establecidos en normas internacionales cuando existan y, en otro caso, a la mejor 
técnica posible, compatible con la producción integrada, descritas en la literatura técnica o 
científica.

Asimismo, los procedimientos de toma de muestras y los métodos analíticos necesarios 
para efectuar las determinaciones que se establecen en estas normas deberán ser los 
aprobados oficialmente por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación o, en su 
defecto, los aceptados internacionalmente y las muestras se analizarán o diagnosticarán en 
laboratorios especializados reconocidos por la autoridad competente.
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I. PROCESO DE TRANSPORTE DE PRODUCTOS VEGETALES, MANIPULACIÓN, 
MOLTURACIÓN Y ENVASADO

Obligatorias
Aplicación de métodos que permitan mantener intacta la integridad de producto vegetal y 

aseguren su respiración, si esta favorece la conservación de las características 
organolépticas.

1. Transporte del producto vegetal y contenedores

Obligatorias
a) Los receptáculos y contenedores de los vehículos utilizados para transportar los 

productos vegetales deberán encontrarse limpios y en condiciones adecuadas de 
mantenimiento, a fin de proteger de la contaminación, y de forma que permitan la limpieza o 
desinfección adecuadas.

b) Cuando se hayan utilizado receptáculos de vehículos o contenedores para el 
transporte de otra carga distinta que los productos vegetales o para el transporte de 
productos alimenticios distintos, deberá procederse a una limpieza eficaz entre las cargas 
para evitar el riesgo de contaminación.

2. Recepción del producto vegetal e instalaciones

Obligatorias
a) Declaración de responsabilidad del agricultor de identificación de los frutos 

procedentes de parcelas acogidas a producción integrada.
b) Registro de las partidas que entren, en el que figure: producto, cantidad, unidad de 

cultivo con tratamiento homogéneo de origen.
c) Los vehículos que lleguen a las instalaciones deberán estar en adecuadas 

condiciones de higiene y cargados exclusivamente con productos vegetales.
d) Inspección visual de las partidas de productos vegetales en la recepción, 

estableciendo un sistema de verificación de la calidad de los productos entrantes.
Existirá un registro de incidencias en caso de incumplimiento. Las partidas que no 

cumplan los requisitos anteriores deben dejar de considerarse como de producción 
integrada.

e) Toma de muestra del producto sistematizada para la realización de determinaciones 
analíticas de calidad.

f) No se deben almacenar productos químicos ni desechos en la zona de recepción de 
los productos vegetales g) Separación real, definida y señalizada de los productos vegetales 
recepcionados procedentes de la producción integrada.

h) Pulcritud permanente en las zonas de recepción.
i) Utilización de cintas transportadoras provistas de bandas de calidad alimentaria.
j) Las técnicas de acondicionamiento tenderán al mantenimiento de la calidad y 

características organolépticas del producto vegetal, así como el respeto medioambiental.
k) Las zonas de maniobra de los vehículos estarán pavimentadas, tendrán suficiente 

amplitud para la carga y descarga y con evacuación de las aguas pluviales.
l) Los muelles de descarga serán independientes y señalizados para los productos de 

producción integrada y con plataformas para adaptar su altura a la caja de los vehículos.

3. Acondicionamiento del producto vegetal, pesado, toma de muestras y 
control de calidad

Obligatorias
a) Las técnicas e instalaciones de almacenamiento tenderán al mantenimiento de la 

calidad y características organolépticas del producto vegetal.
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b) Los recipientes de evacuación de los residuos serán exclusivos para este fin y se 
limpiarán periódicamente, debiéndose establecer un plan de limpieza para ello.

c) Las técnicas e instalaciones de transformación y elaboración de productos tenderán al 
mantenimiento de la calidad y características organolépticas del producto vegetal.

d) Las partidas que se recepcionan tendrán un control de calidad, manteniéndose la 
trazabilidad mediante registros y procedimientos de toma de muestras representativas y que 
incluyan las actuaciones a tomar en las diferentes condiciones del producto específico, 
indicándose las determinaciones analíticas mínimas a realizar e índices de aceptación de las 
mismas.

4. Almacenamiento del producto vegetal e instalaciones

Obligatorias
a) Las técnicas de almacenamiento, envasado y transporte de productos vegetales 

tenderán al mantenimiento de la calidad y características organolépticas del producto 
específico.

b) La evacuación de los residuos se realizará en recipientes exclusivos para este fin, que 
se limpiarán periódicamente, debiéndose establecer un plan de limpieza para ello.

5. Proceso de transformación y elaboración del producto vegetal

Obligatorias
a) Las técnicas e instalaciones de transformación y elaboración de productos tenderán al 

mantenimiento de la calidad y características organolépticas del producto vegetal.
b) Todos los productos vegetales que se utilicen en la elaboración del producto 

transformado deberán haber cumplido las condiciones del presente Real Decreto.
c) Los tratamientos que se realicen y los coadyuvantes que se empleen, deberán estar 

autorizados e incluidos en las normas técnicas específicas correspondientes.

6. Almacenamiento, envasado y transporte de productos elaborados

Obligatorias
a) Las técnicas de almacenamiento, envasado y transporte de productos elaborados 

tenderán al mantenimiento de la calidad y características organolépticas del producto.
b) El uso de tratamientos de conservación debe adecuarse a la situación y destino del 

producto, principalmente para productos en los que se efectúe una conservación prolongada.
c) Los tratamientos de conservación deben estar autorizados. Se utilizarán métodos que 

tengan la menor toxicidad posible y preferentemente métodos físicos o con productos 
naturales, antes que de síntesis.

II. IDENTIFICACIÓN Y TRAZABILIDAD DE LA PROCEDENCIA DE LOS 
PRODUCTOS VEGETALES Y PRODUCTOS SECUNDARIOS O ELABORADOS

A) Obligatorias
a) En cada centro de recepción y/o manipulación debe existir un albarán de control de 

entrada, en el que figure el producto, cantidad, parcela de origen, unidad de cultivo con 
tratamiento homogéneo y fecha de entrada, firmado por la persona que realiza la entrega.

b) Las empresas o centros de transformación que no tengan la totalidad de la producción 
del cultivo bajo control, tendrán además que cumplir los siguientes requisitos:

1.º Debe existir un sistema documentado e implantado de identificación y trazabilidad de 
los productos para garantizar la separación, desde la explotación hasta la entrega del 
producto elaborado al cliente.
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2.º Deberá quedar claramente definido el intervalo de tiempo durante el cual se manipula 
cada tipo de producto, lo cual debe ser conocido por todo el personal implicado en el 
proceso.

3.º Las líneas de manipulación deberán ser limpiadas completamente de producto de 
origen no controlado antes de proceder a la manipulación de producto amparado por esta 
norma.

c) Los productos amparados por esta norma serán identificados y tratados en todo 
momento del proceso técnico, administrativo y de comercialización como un producto distinto 
del resto de los productos manipulados por la empresa.

B) Prohibidas
No podrán comercializarse como productos amparados por esta norma los procedentes 

de unidades de cultivo que no cumplan con lo indicado en el presente Real Decreto en toda 
su producción.

III. INSTALACIONES GENERALES

1. Características de los materiales

A) Obligatorias
a) Todos los materiales que se usen en las instalaciones deben ser aptos para uso 

alimentario, adaptándose a las distintas especificaciones y necesidades según el Código 
Alimentario Español y normativa vigente.

b) Los materiales poliméricos autorizados serán inocuos y no deberán trasmitir a los 
productos elaborados o transformados propiedades nocivas ni cambiar sus características 
organolépticas.

B) Prohibidas
Todos los especificados en el Código Alimentario Español (artículo 2.04.03) y normativa 

vigente, como el hierro cromado en las instalaciones para agua potable, el plomo y las 
soldaduras con aleaciones de estaño-plomo.

2. Características constructivas, de diseño y mantenimiento

A) Obligatorias
a) Todas las superficies en contacto directo con los productos deben ser fácilmente 

accesibles o desmontables para la comprobación de su estado de limpieza.
b) Las instalaciones estarán en buen estado de conservación mediante un adecuado 

mantenimiento.
c) La zona de extracción, envasado y de manipulación debe estar perfectamente limpia y 

construida de tal forma que permita una higiene adecuada (paredes alicatadas, desagües, 
etc.).

d) Se evitarán huecos y ventanas o se instalarán elementos que impidan la entrada de 
insectos.

e) Todas las instalaciones deben tener ventilación adecuada, natural o mecánica.
f) Los locales por donde circulen los productos deben estar suficientemente iluminados 

por medios naturales o artificiales.
g) Los tubos fluorescentes o lámparas se protegerán con medios adecuados para evitar 

la posible caída de cristales en caso de rotura y su fijación al techo o a las paredes será de 
forma que facilite su limpieza y se evite la acumulación de polvo.

h) Los sistemas de desagüe serán los adecuados.
i) En caso de existir sumideros, se dispondrá de los medios que permitan la evacuación 

de las aguas de baldeo o limpieza. Estos sumideros estarán provistos de los dispositivos 
adecuados que eviten el retroceso.
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j) Deberán existir zonas diferentes para el almacenamiento de productos y de envases 
vacíos.

k) Las zonas de almacenamiento se mantendrán ordenadas y limpias.
l) Se evitará el almacenamiento de materiales de desecho en la zona de manipulado.
m) Los productos químicos deben estar almacenados en un lugar que se pueda cerrar y 

debidamente señalizado. El acceso al lugar de almacenamiento de productos químicos así 
como la manipulación de los mismos, sólo podrá realizarse por el personal designado por la 
empresa.

n) Los productos químicos almacenados estarán correctamente etiquetados y con 
autorización para su uso en la industria alimentaria ñ) La empresa dispondrá de un 
suministro de agua potable clorada (o cualquier otro sistema de potabilización y desinfección 
autorizado por la Administración sanitaria competente) utilizada para el contacto directo con 
los productos (lavado, tratamiento, refrigeración, o la humidificación del producto) o con 
cualquier superficie en contacto con éstos.

o) Los depósitos intermedios de agua deben limpiarse y desinfectarse periódicamente.

B) Prohibidas
La utilización de equipamientos con grietas, picaduras o zonas muertas en las que se 

acumulen sustancias o productos elaborados a las que no lleguen las soluciones de 
limpieza. Asimismo no se utilizará tornillos o fileteados en las zonas en contacto con el 
producto elaborado.

IV. EQUIPOS

Obligatorias
a) Las empresas o centros de transformación deben establecer y llevar a cabo el 

mantenimiento de los equipos para asegurarse de su correcto funcionamiento y tomar las 
medidas necesarias para evitar el contacto de los productos con sustancias químicas u 
objetos extraños (protectores, bandejas, etc.).

b) La disposición de los equipos debe permitir su mantenimiento y limpieza adecuados, 
en línea con unas buenas prácticas de higiene.

c) Las superficies de trabajo se mantendrán en buen estado y se renovarán cuando sea 
necesario.

d) Las carretillas de gasoil se usarán exclusivamente fuera del almacén e) Se deben 
utilizar máquinas y herramientas en buen estado, que sean seguros y con los medios de 
protección adecuados (resguardos, dispositivos de seguridad, etc.). Además deben estar 
almacenados en un lugar adecuado.

ANEXO III
Requisitos mínimos de control para los operadores

1. La producción deberá llevarse a cabo en unidades de cultivo que estén claramente 
separadas de cualquier otra unidad de cultivo en la cual no se produzca con arreglo a las 
normas de la presente disposición. Durante los procesos de manipulación, envasado y 
etiquetado, los productos deberán estar claramente separados de los obtenidos por otros 
sistemas de producción.

2. Al iniciarse la aplicación del régimen de control, el operador deberá:
a) Hacer una descripción completa de la unidad de cultivo, de las parcelas de producción 

y, en su caso, las instalaciones donde se efectúen determinadas operaciones de 
manipulación, envasado y etiquetado.

b) Determinar todas las medidas concretas que debe adoptar en su unidad de cultivo e 
instalaciones para garantizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente disposición.

c) Documentar la fecha en que por última vez se hayan aplicado en las parcelas de 
producción productos cuya utilización sea incompatible con lo dispuesto en los protocolos o 
en las normas técnicas específicas.
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d) Asumir el compromiso del operador de realizar sus actividades de acuerdo con lo 
dispuesto en los protocolos o en las normas técnicas específicas y de aceptar, en caso de 
infracción, la aplicación de las medidas correctoras correspondientes.

El órgano o entidad de control deberá comprobar en su primera inspección que el 
operador ha realizado todo lo indicado en este punto.

3. Con anterioridad a la fecha fijada por la autoridad competente, el operador deberá 
notificar anualmente al órgano o entidad de control correspondiente su programa de 
actuación, detallándolo por parcela, en su caso.

4. El operador deberá llevar un registro mediante anotaciones y documentos que permita 
al órgano o entidad de control localizar el origen, la naturaleza y las cantidades de todas las 
materias primas adquiridas, así como conocer la utilización que se ha hecho de las mismas ; 
deberá llevarse, además, un registro de la naturaleza, las cantidades y los destinatarios de 
todos los productos agrarios vendidos. Las cantidades se globalizarán por día cuando se 
trate de ventas directas al consumidor final.

5. En las visitas de inspección se comprobará que las materias primas y medios de 
producción almacenados por los operadores se corresponde con las permitidas en 
protocolos o en las normas técnicas específicas.

6. Además de las visitas de inspección sin previo aviso, el órgano o entidad de control 
deberá efectuar, como mínimo una vez al año, un control físico de la unidad. De conformidad 
con la presente disposición podrán tomarse muestras con vistas a la búsqueda de productos 
no autorizados. En cualquier caso, dichas muestras deberán tomarse cuando exista 
presunción de que se haya utilizado un producto no autorizado.

Después de cada visita deberá levantarse un acta de inspección, que también será 
firmada, en su caso, por el responsable técnico de la explotación o instalación controlada.

7. El operador deberá permitir al órgano o entidad de control el acceso a los locales de 
almacenamiento y producción, para la inspección, y a las parcelas, así como a los registros y 
a los correspondientes justificantes y facilitará a dicha entidad toda la información necesaria 
para la inspección.

8. Los productos vegetales sólo podrán transportarse a otras unidades del proceso, tanto 
mayoristas como minoristas, en envases o recipientes diferenciados mediante un sistema de 
transporte cuyo cierre impida la sustitución de su contenido y que vayan provistos de una 
etiqueta en la que se mencionen, sin perjuicio de cualquier otra indicación exigida 
legalmente:

a) El nombre y la dirección de la persona responsable de la producción del producto o, 
en caso de mencionarse otro vendedor, una indicación que permita a la unidad receptora y al 
órgano o entidad de control de ésta, determinar de forma inequívoca quién es la persona 
responsable de la producción.

b) El nombre del producto y una referencia al sistema de producción.
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§ 45

Real Decreto 581/2001, de 1 de junio, por el que en determinadas 
zonas húmedas se prohíbe la tenencia y el uso de municiones que 
contengan plomo para el ejercicio de la caza y el tiro deportivo. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Medio Ambiente
«BOE» núm. 143, de 15 de junio de 2001
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2001-11455

[ . . . ]
Artículo 3.  Régimen sancionador.

El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 1 tendrá la consideración de infracción 
administrativa en los términos y con los efectos previstos en el Título VI de la Ley 4/1989, de 
27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales Protegidos y de la Flora y Fauna 
Silvestres.

[ . . . ]
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§ 46

Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la 
Biodiversidad. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 299, de 14 de diciembre de 2007
Última modificación: 31 de diciembre de 2020

Referencia: BOE-A-2007-21490

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley establece el régimen jurídico básico de la conservación, uso sostenible, mejora 

y restauración del patrimonio natural y de la biodiversidad, como parte del deber de 
conservar y del derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la 
persona, establecido en el artículo 45.2 de la Constitución.

Artículo 2.  Principios.
Son principios que inspiran esta ley:
a) El mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales y de los sistemas vitales 

básicos, respaldando los servicios de los ecosistemas para el bienestar humano.
b) La conservación y restauración de la biodiversidad y de la geodiversidad mediante la 

conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres. Las medidas que se 
adopten para ese fin tendrán en cuenta las exigencias económicas, sociales y culturales, así 
como las particularidades regionales y locales.

c) La utilización ordenada de los recursos para garantizar el aprovechamiento sostenible 
del patrimonio natural, en particular, de las especies y de los ecosistemas, su conservación, 
restauración y mejora y evitar la pérdida neta de biodiversidad.

d) La conservación y preservación de la variedad, singularidad y belleza de los 
ecosistemas naturales, de la diversidad geológica y del paisaje.

e) La integración de los requisitos de la conservación, uso sostenible, mejora y 
restauración del patrimonio natural y la biodiversidad en las políticas sectoriales y, en 
particular, en la toma de decisiones en el ámbito político, económico y social, así como la 
participación justa y equitativa en el reparto de beneficios que se deriven de la utilización de 
los recursos genéticos.

f) La prevalencia de la protección ambiental sobre la ordenación territorial y urbanística y 
los supuestos básicos de dicha prevalencia.

g) La precaución en las intervenciones que puedan afectar a espacios naturales o 
especies silvestres.

h) La garantía de la información a la ciudadanía y concienciación sobre la importancia de 
la biodiversidad, así como su participación en el diseño y ejecución de las políticas públicas, 
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incluida la elaboración de disposiciones de carácter general, dirigidas a la consecución de 
los objetivos de esta ley.

i) La prevención de los problemas emergentes consecuencia del cambio climático, la 
mitigación y adaptación al mismo, así como la lucha contra sus efectos adversos.

j) La contribución de los procesos de mejora en la sostenibilidad del desarrollo asociados 
a espacios naturales o seminaturales.

k) La participación de los habitantes y de los propietarios de los territorios incluidos en 
espacios protegidos en las actividades coherentes con la conservación del patrimonio natural 
y de la biodiversidad que se desarrollen en dichos espacios y en los beneficios que se 
deriven de ellas.

l) El mantenimiento y la adaptación de las poblaciones de todas las especies de aves 
que viven normalmente en estado salvaje en un nivel que corresponda en particular a las 
exigencias ecológicas, científicas y culturales, habida cuenta de las exigencias económicas y 
recreativas.

[ . . . ]
TÍTULO III

Conservación de la biodiversidad

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De la protección de las especies en relación con la caza y la pesca continental

Artículo 65.  Especies objeto de caza y pesca.
1. La caza y la pesca en aguas continentales sólo podrá realizarse sobre las especies 

que determinen las Comunidades autónomas, declaración que en ningún caso podrá afectar 
a las especies incluidas en el Listado de Especies en Régimen de Protección Especial, o a 
las prohibidas por la Unión Europea.

2. En todo caso, el ejercicio de la caza y la pesca continental se regulará de modo que 
queden garantizados la conservación y el fomento de las especies autorizadas para este 
ejercicio, a cuyos efectos la Comunidades autónomas determinarán los terrenos y las aguas 
donde puedan realizarse tales actividades, así como las fechas hábiles para cada especie.

3. Con carácter general se establecen las siguientes prohibiciones y limitaciones 
relacionadas con la actividad cinegética y acuícola en aguas continentales:

a) Quedan prohibidas la tenencia, utilización y comercialización de todos los 
procedimientos masivos o no selectivos para la captura o muerte de animales, en particular 
los enumerados en el Anexo VII, así como aquellos procedimientos que puedan causar 
localmente la desaparición, o turbar gravemente la tranquilidad de las poblaciones de una 
especie.

En particular quedan incluidas en el párrafo anterior la tenencia, utilización y 
comercialización de los procedimientos para la captura o muerte de animales y modos de 
transporte prohibidos por la Unión Europea, que se enumeran, respectivamente, en las letras 
a) y b) del anexo VII.

Siempre y cuando no exista otra solución satisfactoria alternativa esta prohibición podrá 
no ser de aplicación si se cumplen estos dos requisitos:

1.º Que concurran las circunstancias y condiciones enumeradas en el artículo 58.1(*), y
2.º que se trate de especies de animales de interés comunitario no consideradas de 

protección estricta en la normativa de la Unión Europea.
b) Queda prohibido con carácter general el ejercicio de la caza de aves durante la época 

de celo, reproducción y crianza y la caza durante el trayecto de regreso hacia los lugares de 
cría en el caso de especies migratorias.
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c) Sólo podrán ser objeto de comercialización, vivas o muertas, las especies que 
reglamentariamente se determinen, de acuerdo con los Convenios Internacionales y la 
normativa de la Unión Europea.

d) Se podrán establecer moratorias temporales o prohibiciones especiales cuando 
razones de orden biológico o sanitario lo aconsejen. En relación con las especies objeto de 
caza y pesca, cuando existan razones de orden biológico o sanitario que aconsejen el 
establecimiento de moratorias temporales o prohibiciones especiales, la Comisión Estatal del 
Patrimonio Natural y la Biodiversidad podrá elaborar informes que puedan ser utilizados por 
las Comunidades autónomas para la determinación de dichas moratorias o prohibiciones.

e) En relación con la actividad cinegética y acuícola, queda prohibida la suelta no 
autorizada y la introducción de especies alóctonas. En el caso de introducciones o sueltas 
accidentales o ilegales, no se podrá autorizar en ningún caso su aprovechamiento cinegético 
o piscícola, promoviendo las medidas apropiadas de control o erradicación.

f) Los cercados y vallados de terrenos, cuya instalación estará sujeta a autorización 
administrativa, deberán construirse de forma tal que, en la totalidad de su perímetro, no 
impidan la circulación de la fauna silvestre no cinegética y eviten los riesgos de endogamia 
en las especies cinegéticas. Las Administraciones púbicas competes establecerán la 
superficie mínima que deben tener las unidades de gestión para permitir la instalación de 
estos cercados y así garantizar la libre circulación de la fauna silvestre no cinegética y evitar 
los riesgos de endogamia en las especies cinegéticas.

Para los cercados y vallados no cinegéticos las Comunidades autónomas podrán excluir 
esta obligación por causas de sanidad animal.

g) Los métodos de captura de predadores que sean autorizados por las Comunidades 
autónomas deberán haber sido homologados en base a los criterios de selectividad y 
bienestar animal fijados por los acuerdos internacionales. La utilización de estos métodos 
sólo podrá ser autorizada, mediante una acreditación individual otorgada por la Comunidad 
autónoma. No podrán tener consideración de predador, a los efectos de este párrafo, las 
especies incluidas en el Listado de Especies Silvestres en Régimen de Protección Especial.

h) Cuando se compruebe que la gestión cinegética desarrollada en una finca afecte 
negativamente a la renovación o sostenibilidad de los recursos, las Administraciones 
Públicas competentes podrán suspender total o parcialmente la vigencia de los derechos de 
caza.

i) Las Administraciones Públicas competentes velarán por que las sueltas y 
repoblaciones con especies cinegéticas no supongan una amenaza para la conservación de 
estas u otras especies en términos genéticos o poblacionales.

j) Se prohíbe la tenencia y el uso de munición que contega plomo durante el ejercicio de 
la caza y el tiro deportivo, cuando estas actividades se ejerzan en zonas húmedas incluidas 
en la Lista del Convenio relativo a Humedales de Importancia Internacional, en las de la Red 
Natura 2000 y en las incluidas en espacios naturales protegidos.

(*) La remisión al art. 58.1 se entiende hecha al actual art.61.1.

[ . . . ]
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§ 47

Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 317, de 30 de diciembre de 2010
Última modificación: 3 de septiembre de 2018

Referencia: BOE-A-2010-20050

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 4.  Criterios de planificación en el medio marino.

1. La actuación de los poderes públicos en materia de planificación del medio marino se 
regirá por los siguientes criterios:

a) Se aplicará una gestión adaptativa de las actividades humanas siguiendo el principio 
de precaución y el enfoque ecosistémico y teniendo en cuenta el conocimiento científico, 
para garantizar que la presión conjunta de dichas actividades se mantenga en niveles 
compatibles con la consecución de un buen estado ambiental.

b) No se comprometerá la capacidad de los ecosistemas marinos de responder a los 
cambios inducidos por la actividad humana.

c) Se propiciará el aprovechamiento sostenible de los bienes y servicios marinos por las 
actuales y futuras generaciones.

d) Se garantizará la coherencia de todas las estrategias marinas de cada región marina, 
a través de la necesaria coordinación a nivel autonómico, nacional e internacional.

e) Se promoverá la conservación de la biodiversidad y los procesos ecológicos del medio 
marino a través de la Red de Áreas Marinas Protegidas de España y otros instrumentos de 
protección.

f) Se mantendrá como objetivo la minimización de la contaminación del medio marino, 
entendiendo como contaminación toda introducción directa o indirecta en el medio marino de 
sustancias o energías como consecuencia de la actividad humana, incluidas las fuentes 
sonoras submarinas, que provoquen o puedan provocar efectos nocivos, como perjuicios a 
los recursos vivos y a los ecosistemas marinos –incluida la pérdida de biodiversidad–, 
riesgos para la salud humana, obstáculos a las actividades marítimas, especialmente a la 
pesca, al turismo, a las actividades de ocio y demás usos permitidos del mar, así como 
alteraciones de la calidad de las aguas marinas que limite su utilización y una reducción de 
su valor recreativo, o en términos generales un menoscabo del uso sostenible de los bienes 
y servicios marinos, incluidos sus recursos.
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g) Se garantizará que la investigación marina orientada al aprovechamiento racional de 
los recursos y potencialidades del medio marino sea compatible con el logro del buen estado 
ambiental.

h) Las políticas sectoriales que se lleven a cabo o puedan afectar al medio marino serán 
compatibles y se adaptarán a los objetivos de las estrategias marinas.

i) Se realizarán estudios sobre la capacidad de carga de estos espacios en relación con 
las actividades humanas que se desarrollen en ellos.

2. El Gobierno podrá aprobar directrices comunes a todas las estrategias marinas con el 
fin de garantizar la coherencia de sus objetivos, en aspectos tales como:

a) La Red de Áreas Marinas Protegidas de España.
b) Los vertidos en el mar.
c) Los aprovechamientos energéticos situados en el medio marino.
d) La investigación marina y el acceso a los datos marinos.
e) La evaluación y el seguimiento de la calidad ambiental del medio marino.
f) La ordenación de las actividades que se llevan a cabo o pueden afectar al medio 

marino.
g) La mitigación de los efectos y la adaptación al cambio climático.
3. Las directrices relativas al punto a) del apartado anterior se aprobarán de conformidad 

con el procedimiento previsto en el artículo 28.d) de esta Ley. Las directrices relativas a los 
puntos b), c), d), e) y f) del apartado anterior se aprobarán a propuesta del Ministerio de 
Medio Ambiente y Medio Rural y Marino previa consulta a las Comunidades Autónomas, a la 
Conferencia Sectorial de Medio Ambiente, al Consejo Asesor de Medio Ambiente y a los 
departamentos ministeriales afectados, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades 
Autónomas de establecer normas adicionales de protección del medio ambiente en su 
territorio.

[ . . . ]
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§ 48

Real Decreto 363/2017, de 8 de abril, por el que se establece un 
marco para la ordenación del espacio marítimo. [Inclusión parcial]

Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente
«BOE» núm. 86, de 11 de abril de 2017
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2017-3950

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Ordenación del espacio marítimo

[ . . . ]
Artículo 5.  Objetivos de la ordenación del espacio marítimo.

Los objetivos de la ordenación del espacio marítimo se materializarán a través de los 
planes de ordenación del espacio marítimo, los cuales:

a) Establecerán los objetivos específicos de ordenación en cada demarcación marina, 
teniendo en cuenta los objetivos ambientales de las estrategias marinas y los objetivos de la 
planificación sectorial.

b) Tendrán en cuenta aspectos económicos, sociales y medioambientales para apoyar el 
desarrollo y el crecimiento sostenibles en los sectores marítimos, aplicando un enfoque 
ecosistémico, que promoverá la coexistencia de las actividades y usos pertinentes y el 
reparto socialmente equitativo del acceso a los usos.

c) Contribuirán al desarrollo sostenible de los sectores marítimos, entre otros, la pesca, la 
acuicultura, el turismo, el patrimonio histórico, el transporte marítimo, y los aprovechamientos 
energéticos y de materias primas en el mar, sin menoscabo de la conservación, protección y 
mejora del medio ambiente marino, incluida la resiliencia a los efectos del cambio climático.

[ . . . ]
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§ 49

Ley 5/2023, de 17 de marzo, de pesca sostenible e investigación 
pesquera

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 66, de 18 de marzo de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-7052

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
Dentro del amplio conjunto de actividades humanas que se desarrollan en la mar, la 

pesca destaca por ser garante de la seguridad alimentaria y desempeñar una función clave 
en la vertebración de las comunidades costeras. En España, la actividad pesquera, junto con 
sus operaciones vinculadas, ha desarrollado a su alrededor un conjunto de formas de vida, 
cultura, paisaje y tradiciones de gran relevancia.

Esta amplísima tradición e importancia de la actividad pesquera española, cuya flota es 
la más importante de la Unión Europea, presente desde muy antiguo en nuestros caladeros 
y en los caladeros más distantes, junto con las actividades y servicios asociados a dicha 
actividad, han venido configurando a este sector económico como un elemento notable para 
la economía nacional especialmente por su gran concentración en ciertas zonas litorales, 
donde el empleo y la actividad económica están muy vinculados a su sostenimiento y 
prosperidad.

El mantenimiento de esta actividad, como sector clave, motor económico, desde un 
enfoque ambiental, social y económicamente sostenible es esencial para asegurar no sólo el 
futuro de dichas poblaciones y su adecuada vertebración sino la provisión de bienes públicos 
asociados a estas actividades, como la fijación de población en las zonas costeras, la 
protección paisajística, la equidad interterritorial, la oferta de actividades económicas 
alternativas, el mantenimiento de la actividad pesquera, la provisión a la sociedad de 
alimentos de origen marino de manera sostenible o la salvaguarda del legado cultural, 
conciliando todo ello con la protección de la biodiversidad marina.

En efecto, la protección de la biodiversidad marina constituye un deber ineludible en 
cualquier sociedad. Tanto el Derecho de la Unión Europea como los Tratados Internacionales 
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suscritos por la Unión Europea en materia de pesca recogen obligaciones que incluyen el 
compromiso de adoptar medidas de conservación y gestión destinadas a mantener o 
restablecer los recursos marinos en niveles capaces de producir el rendimiento máximo 
sostenible, tanto en las aguas bajo jurisdicción nacional como en alta mar, y de cooperar a 
tal efecto con otros Estados, cuando los recursos marinos se encuentran en zonas marítimas 
con estatutos jurisdiccionales diferentes y de tener debidamente en cuenta otras utilizaciones 
legítimas de los mares.

La Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, hecha en Montego 
Bay el 10 de diciembre de 1982, ratificada por el Reino de España mediante instrumento de 
20 de diciembre de 1996, emplaza a los Estados para que incorporen a su ordenamiento 
interno las medidas de gestión responsable de los recursos pesqueros, tanto en sus zonas 
exclusivas como en alta mar, cooperando con terceros países y organismos internacionales 
con la finalidad de conservar y proteger los recursos vivos.

El Acuerdo de 1995 sobre Poblaciones de Peces Transzonales y las Poblaciones de 
Peces Altamente Migratorias aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas, 
estableció un moderno régimen jurídico y supuso el reconocimiento de las Organizaciones y 
Acuerdos Regionales de Pesca, que han demostrado su eficacia y adaptabilidad para 
proporcionar soluciones para garantizar una pesca sostenible, compatible con la protección y 
la preservación del medio marino, y en las que tanto nuestro país como la Unión Europea 
ejercen un decidido liderazgo.

Asimismo, en la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, 
aprobada en septiembre de 2015, se abordó la conservación y el uso sostenible de los 
océanos y se identificó la conservación y el uso sostenible de los mismos como uno de los 
diecisiete Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Del mismo modo, la Asamblea General de Naciones Unidas ha reiterado, en sus 
resoluciones anuales sobre el Programa relativo a los Océanos y al Derecho del Mar, su 
preocupación por los efectos adversos, actuales y futuros, del cambio climático en la 
sostenibilidad de la pesca y en la seguridad alimentaria, expresando una especial 
preocupación por las conclusiones expuestas por el Grupo Intergubernamental de Expertos 
sobre Cambio Climático en su informe especial sobre los océanos y la criosfera en un clima 
cambiante y alentando a los Estados Miembros a evaluar y considerar los efectos del cambio 
climático en el sector de la pesca a la hora de diseñar sus políticas.

En este sentido, en el mencionado Informe especial de 2019 sobre el océano y la 
criosfera del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC) se 
destacó que el sector de la pesca y la acuicultura es el más vulnerable a los factores 
climáticos. Las principales consecuencias, según el informe, serían entre otras una mayor 
estratificación de la capa superior del océano que alterará el oxígeno oceánico y la 
disponibilidad de nutrientes, afectando en consecuencia a las especies de peces, así como a 
la producción primaria neta. Ello conllevaría principalmente la reducción de los stocks 
pesqueros y la migración de las especies (principalmente las pelágicas) hacia aguas más 
frías a una media de 50 km/década.

También el Comité de Pesca de la FAO en su 34.ª sesión celebrada en 2021 (COFI 34), 
emitía el informe denominado «Hacer frente al cambio climático y otros asuntos relacionados 
con el medio ambiente» en el que ponía de manifiesto que cada vez más pruebas indican 
que el cambio climático y otros factores antropogénicos con efectos en los medios acuáticos, 
como el aumento de la temperatura y la basura marina, repercuten considerablemente en el 
bienestar de los ecosistemas acuáticos, lo que tiene consecuencias para la seguridad 
alimentaria y los medios de vida de las comunidades de quienes se dedican a la pesca y la 
acuicultura.

En el ámbito de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO) se ha promovido la adopción de mecanismos esenciales para la gestión de 
una pesca sostenible y responsable y para la lucha contra la pesca ilegal, no declarada y no 
reglamentada (INDNR), como son el Código de Conducta para la Pesca Responsable, las 
Directrices voluntarias para la Actuación del Estado del pabellón, el Plan de Acción 
Internacional para prevenir, desalentar y eliminar la pesca ilegal, no declarada y no 
reglamentada (PAI–INDNR); o el Acuerdo sobre Medidas del Estado Rector del Puerto, entre 
otros.
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En el ámbito nacional, con el objetivo de hacer frente a las consecuencias del cambio 
climático sobre el sector pesquero, existen estrategias como el Plan Nacional de Adaptación 
al Cambio Climático (PNACC) 2021-2030, aprobado conforme a lo establecido en el artículo 
17 de la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética, el cual 
tiene entre sus 18 ámbitos de aplicación; la pesca, la acuicultura y alimentación; las costas y 
el medio marino y la pesca continental.

Este Plan se adopta en el marco del Pacto Verde Europeo que tiene entre sus objetivos 
prioritarios el de garantizar la economía azul y reforzar el papel de los océanos y el sector 
pesquero en la lucha contra el cambio climático y en el cual se encuadra la Estrategia «De la 
granja a la mesa» con una serie de medidas aplicadas a la agricultura, ganadería y el sector 
pesquero, para garantizar una cadena alimentaria más equilibrada, a través del fomento de 
la pesca sostenible.

En este escenario internacional, la política pesquera común es un elemento esencial 
para la configuración de la regulación y la gestión pesquera española, cuya estructura 
normativa y enfoque como política pública viene determinado por los conceptos y normas 
europeos.

Siendo la actividad pesquera una de las que pueden desarrollarse en el mar, resulta 
imprescindible que su desempeño se acomode, del mismo modo, a las prescripciones 
europeas de aplicación simultánea a este medio. Así, la Directiva 2008/56/CE, de 17 de junio 
de 2008, por la que se establece un marco de acción comunitaria para la política del medio 
marino (Directiva marco sobre la estrategia marina), tiene como principal objetivo la 
consecución del Buen Estado Ambiental (BEA) de nuestros mares, configurando, a tales 
efectos, las Estrategias Marinas como instrumento de planificación del medio marino. La 
transposición de esta directiva al ordenamiento jurídico español se realizó por la Ley 
41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino, y por el Real Decreto 
957/2018, de 27 de julio, por el que se modifica el anexo I de la Ley 41/2010, de 29 de 
diciembre, de protección del medio marino.

Cabe también recordar que la competencia en materia de pesca marítima es una 
competencia de mayor alcance que la puramente de ámbito nacional y, por tanto, la pesca 
marítima en el Estado está regulada también por reglamentos comunitarios que son de 
directa aplicación en nuestro ordenamiento jurídico y que forman parte de la Política 
Pesquera Común.

A este respecto, el Reglamento (UE) 1380/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de diciembre de 2013, sobre la Política Pesquera Común, destaca en sus 
considerandos y articulado que la normativa de pesca en la Unión Europea tiene en cuenta 
parámetros ambientales y está coordinada con la legislación europea e internacional en 
materia de medio ambiente, asegurando una plena coordinación de los criterios pesqueros y 
ambientales, e incorporando la política ambiental en la propia política sectorial pesquera, que 
conforma la Política Pesquera Común.

No puede ignorarse que España tiene un patrimonio marino inigualable, con 
aproximadamente 8.000 km de costa y una superficie de aguas marinas de más de un millón 
de km2. Asimismo, nos situamos en la frontera entre el océano Atlántico y el mar 
Mediterráneo, lo cual confiere una gran complejidad y biodiversidad a nuestro medio marino.

Así, no cabe duda de que el medio marino es un ecosistema que da soporte a un 
conjunto diverso de usos y actividades humanas. Para garantizar el adecuado desarrollo de 
los mismos y su compatibilidad con la conservación del medio es preciso que los poderes 
públicos lleven a cabo una labor de ordenación. La Ordenación del Espacio Marítimo (OEM) 
es, pues, una herramienta para facilitar el desarrollo sostenible de la economía azul, 
favoreciendo su componente económica, social y ambiental. A tales efectos la Unión 
Europea aprobó la Directiva 2014/89/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
julio de 2014, por la que se establece un marco para la ordenación del espacio marítimo, 
incorporada al ordenamiento jurídico español a través del Real Decreto 363/2017, de 8 de 
abril, por el que se establece un marco para la ordenación del espacio marítimo. Por lo tanto, 
la ordenación del espacio marítimo pretende promover el desarrollo sostenible y la correcta 
utilización del espacio marítimo para diferentes usos del mar, gestionando los usos del 
espacio y los conflictos que puedan surgir en las zonas marinas. Así, el desarrollo de una 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 49  Ley de pesca sostenible e investigación pesquera

– 692 –



pesca sostenible necesariamente debe incardinarse dentro del marco descrito, como 
acontece con el resto de políticas sectoriales perfeccionadas en la mar.

Cabe asimismo recordar la importancia de la Política Marítima Integrada como elemento 
horizontal encaminado a lograr un planteamiento coherente de los asuntos marítimos y una 
mayor coordinación con el fin de potenciar el denominado crecimiento azul, del que la pesca 
forma parte.

El Reino de España, como el resto de Estados miembros de la Unión Europea, viene 
participando de forma activa en los acuerdos y foros internacionales para la conservación y 
recuperación de la sostenibilidad de los mares y de los océanos y, a través del Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación, tiene una importante responsabilidad de cara a un 
desarrollo y gestión sostenible de los recursos pesqueros.

Se requiere en estos momentos un esfuerzo para conseguir un crecimiento sostenible e 
integrador del desarrollo del sector pesquero. Debe hacerse hincapié en que, tal y como reza 
la propia Ley 41/2010, de 29 de diciembre, la prioridad es alcanzar o mantener un buen 
estado ambiental del medio marino comunitario, perseverar en su protección y conservación 
y evitar un nuevo deterioro, en el marco de una política marítima integrada y del desarrollo 
sostenible de una economía azul.

La ley afianza el objetivo de la sostenibilidad, en consonancia con el nuevo marco de 
gobernanza de los océanos internacional y europeo. Sostenibilidad entendida desde los tres 
pilares básicos de la Política Pesquera Común, la sostenibilidad ambiental, económica y 
social. En este sentido el Reglamento (UE) n.º 1380/2013, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de diciembre de 2013, establece que la regulación pesquera debe garantizar 
que las actividades de la pesca y la acuicultura contribuyen a la sostenibilidad 
medioambiental, económica y social a largo plazo, permitiendo la obtención de beneficios 
económicos, sociales y de empleo y asegurando la disponibilidad de alimentos de calidad y 
seguros para la población.

A este respecto, el artículo 130.1 de la Constitución señala que «los poderes públicos 
atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos y, en particular, 
de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin de equiparar el nivel de 
vida de todos los españoles».

Así, la ley enfatiza la función económica de la pesca de tal forma que se contribuya a la 
mejora del empleo y a una mayor eficacia en el uso de los recursos, con un aumento de la 
productividad y del nivel de vida de toda la ciudadanía y la efectiva protección del fin social 
vinculado a la actividad pesquera.

II
La Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del Estado, que ahora se deroga 

parcialmente, supuso un hito esencial en la normativa pesquera y fue pionera en muchos 
ámbitos de su regulación. No obstante, dado el tiempo transcurrido desde su aprobación y 
los novedosos instrumentos normativos introducidos desde entonces tanto en el Derecho 
internacional como de la Unión Europea (posteriormente traspuestos al ordenamiento 
jurídico nacional), resulta necesario realizar una revisión y armonización de dicho régimen en 
lo relativo a la pesca extractiva y dar respuesta a las nuevas necesidades sociales, 
económicas, ambientales y administrativas que se han ido produciendo desde entonces.

La ley presenta un nuevo enfoque en que se prima la claridad y seguridad jurídica para 
los operadores, al tiempo que se adecua su contenido a la evolución normativa acaecida 
desde 2001, manteniendo sin embargo sus elementos esenciales. Este nuevo enfoque se 
fundamenta en una decidida vocación de unificación y armonización del disperso corpus 
normativo pesquero actual, como mecanismo para asegurar plenamente los principios de 
claridad y seguridad jurídica.

Así, en la cúspide normativa se situarán tres normas de rango legal, que vengan a 
sustituir paulatinamente a la actual regulación legal y que reflejen el enfoque tripartito que 
desde hace décadas se ha adoptado en sede comunitaria: gestión, control y 
comercialización.

En primer lugar, por consiguiente, aparecerá una regulación actualizada y sistemática de 
la actividad pesquera como elemento extractivo pero lógicamente acompañado de las 
necesarias medidas de sostenibilidad, que se acompañará de un marco legal en materia de 
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investigación pesquera. Este primer bloque legal se complementará con un real decreto 
regulador de los caladeros nacionales. Ambas normas se anticipan con el fin de dar 
cumplimiento a las obligaciones contraídas en el marco del Componente 3 («Transformación 
ambiental y digital del sistema agroalimentario y pesquero») del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia aprobado, en el marco de los fondos europeos, por acuerdo del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 27 de abril de 2021, como Reforma 6 y que tiene 
como objetivos impulsar que la sostenibilidad económica y social sea también un integrante 
de peso en la gestión pesquera; garantizar y lograr una mayor seguridad jurídica para todos 
los agentes del sector pesquero; y asegurar una mayor transparencia, modernización y 
digitalización en la gestión pesquera en su conjunto.

En este sentido, las medidas contenidas en esta ley cumplirán el principio de «no causar 
daño significativo» (DNSH, por sus siglas en inglés) y la normativa europea y nacional 
aplicable, en especial, las medidas relativas a evitar fraude, corrupción y conflicto de 
intereses. Asimismo, la norma se ajusta a los principios de gestión específicos del PRTR 
establecidos en la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el 
sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, y a lo 
establecido en la Orden HFP/1031/2021, de 29 de septiembre, por la que se establece el 
procedimiento y formato de la información a proporcionar por las Entidades del Sector 
Público Estatal, Autonómico y Local para el seguimiento del cumplimiento de hitos y 
objetivos y de ejecución presupuestaria y contable de las medidas de los componentes el 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. La ayuda del Mecanismo no sustituirá, 
excepto en casos debidamente justificados, a los gastos presupuestarios nacionales 
ordinarios y respetará el principio de adicionalidad de la financiación de la Unión a que se 
hace referencia en el artículo 9.

Este primer bloque se incardina en un proceso más ambicioso de adaptación de la ley 
actual, y una vez culminado se procederá al impulso de las otras dos normas legales, 
teniendo en cuenta que la presente modificación en nada empece la aplicación efectiva, una 
vez analizado el texto con detalle, del régimen sancionador actual.

En segundo lugar, aparecerá una norma que modernice las tareas de control e 
inspección, así como el régimen sancionador, para dar cumplida respuesta a las 
necesidades que la práctica, la evolución de la regulación europea y el progreso científico y 
técnico han traído; y, en tercer lugar, una actualización del sistema legal en materia de 
comercialización y transformación, que permita hacer frente a los nuevos retos y realidades 
del sector. En esta norma se dará un tratamiento especialmente detallado a la lucha contra la 
pesca ilegal, no declarada y no reglamentada, una lacra de especial impacto contra la que 
España abandera una decidida lucha.

Esta división legal, como se ha indicado, refleja el modo de organizar la normativa en 
Derecho Europeo, en que la miríada de normas de Derecho derivado se incardinan en tres 
grandes grupos: uno destinado a la regulación de la pesca como actividad económica sujeta 
a reglas de protección (el reglamento sobre la Política Pesquera Común, que se completa 
con multitud de actos como los reglamentos anuales de TAC y cuotas, el reglamento de 
medidas técnicas o las normas singulares por caladero o arte); otro dedicado a las tareas de 
inspección y control (lo que se ha dado en llamar el reglamento de control, que se completa 
con diversas regulaciones en materia de descartes, desembarques, mecanismos de 
supervisión…); y un último grupo constituido por las normas que se refieren a los aspectos 
de comercialización, posteriores a la actividad extractiva en sentido estricto (que se 
sintetizan en el reglamento de la organización común de mercados de productos de la 
pesca, junto con otras reglas sobre trazabilidad, aspectos sanitarios y de etiquetado o 
ayudas en el marco del actual Fondo Europeo Marítimo, de Pesca y de Acuicultura).

Del mismo modo, este enfoque responde al reparto de competencias en la materia 
dentro del propio ordenamiento español. En efecto, la regulación de la pesca extractiva 
corresponde en exclusiva al Estado, lo que incluye las medidas de protección y regulación 
de la actividad, así como su corolario, el control y sanción como actividades de policía, 
mientras que la ordenación del sector y la flota, así como los aspectos de comercialización, 
se constriñen a la regulación básica, sin perjuicio de las competencias de las comunidades 
autónomas.
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En un segundo escalón normativo se situarán diversos reales decretos que conjugarán la 
necesaria flexibilidad para operar conforme a las necesidades concretas de cada caladero, 
especie y arte con el establecimiento de reglas comunes generales, horizontales y 
predecibles. En la actualidad se puede apreciar la existencia de un nutrido grupo de reales 
decretos, algunos de notable antigüedad y enfoques no coincidentes que requerirán de una 
pronta unificación. En particular, cabe destacar a este respecto la necesidad de reconfigurar 
un régimen unificado y común en materia de caladero nacional, sobre la base y en plena 
armonía con lo fijado en esta ley, que se acomete en paralelo, en cumplimiento del 
compromiso que el Reino de España ha adquirido para con las instituciones europeas en el 
marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Del mismo modo, se 
aprobarán otros reales decretos en desarrollo de la nueva ley que regulen de modo 
horizontal diversas materias enunciadas en esta norma. Junto con estos reales decretos 
comunes, procede el mantenimiento, previa depuración de los elementos que tengan 
carácter general, de los diversos reales decretos que ya disciplinan algunas materias 
singulares, bien por especies –como el atún rojo- bien por actividades –como la primera 
venta-. Esta ley contribuirá a esa vocación unificadora de la normativa pesquera al sentar 
unas bases sólidas y claras sobre las que construir ese nuevo edificio normativo.

El tercer lugar, esta ley prevé casos específicos, perfectamente justificados, en que se 
mantiene la tradicional habilitación, bien que excepcional, per saltum al Ministro de 
Agricultura, Pesca y Alimentación para dictar determinadas órdenes. Con respecto de la ley 
actualmente vigente, este proceder se constriñe a los elementos imprescindibles en los que 
se ejercen por el titular del Departamento potestades de marcado carácter técnico y 
coyuntural, con frecuencia de carácter ejecutivo y no normativo, como característicamente 
ocurre en el caso de las vedas, en que no existe una innovación del ordenamiento sino una 
aplicación de la habilitación legal a las necesidades de gestión del recurso. Comparten con 
estas órdenes de carácter no normativo el hecho de ser meros actos las resoluciones de 
diferentes órganos en materia pesquera, a las que en ocasiones la ley se refiere con el fin de 
dar una cumplida eficacia a las normas fijadas, precisando aspectos materiales, usualmente 
de vigencia temporal definida. Junto con estas habilitaciones, se reordenará tras una 
reflexión sosegada el conjunto normativo al reconducir la actual miríada de órdenes 
ministeriales a un conjunto ordenado que contenga las reglas generales en la ley, su 
desarrollo horizontal en reales decretos de vocación estructural y sus pormenores en 
órdenes de carácter mutable y particular.

En definitiva, la complejidad y amplitud de la transformación que se está planificando de 
la regulación pesquera se plantea en un horizonte temporal razonable y se inicia 
precisamente con esta ley con el fin de dar cumplimiento a los compromisos europeos, un 
pilar fundamental para la construcción jurídica del sector, que se tramita junto con el real 
decreto de caladeros como muestra de la inequívoca voluntad unificadora del paquete 
normativo propuesto. Este proyecto se completará posteriormente, por lo tanto, con la 
regulación legal del régimen de control e inspección y su correlativo sistema sancionador, 
cuya tramitación se avanzará a lo largo del año en curso y se abordará la modernización de 
la legislación en materia de comercialización. Concluido este proceso, se incluirá una 
habilitación para que, en virtud del artículo 85 de la Constitución Española, se proceda a la 
refundición y aclaración de las leyes de modo que, manteniendo su carácter diferenciado, se 
contengan en un cuerpo único que facilite su acceso y asegure su vocación de unidad 
conceptual.

El hecho de que la actividad pesquera se base en el aprovechamiento de los recursos 
pesqueros como recursos marinos vivos renovables, hace que la gestión correcta de los 
mismos adquiera una importancia preponderante sobre el resto de los aspectos de la política 
pesquera. Por ello, resulta de capital importancia asegurar que el aprovechamiento de los 
recursos se realice bajo cánones que aseguren la sostenibilidad de la actividad, como único 
medio para lograr un aprovechamiento adecuado y duradero.

Con esta ley se pretende dar respuesta a los nuevos retos de la gestión pesquera, como 
para un óptimo aprovechamiento de los recursos y de las posibilidades de pesca existentes 
manteniendo un equilibrio con la capacidad de pesca. En ese sentido, la ley en materia de 
gestión pesquera clarifica los requisitos para el acceso a los recursos pesqueros, tales como 
la vinculación de las posibilidades de pesca a un buque, la necesidad de obtener una 
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licencia, la inscripción en el registro e inclusión en el censo; redefine el Registro general de 
la flota pesquera y ordena los censos por caladeros, nacional, comunitario e internacional, en 
atención a sus características específicas y dando relevancia a las nuevas tecnologías; 
actualiza los criterios de reparto de posibilidades de pesca; clarifica la transmisión de 
posibilidades de pesca y recoge distintos mecanismos de gestión para permitir una 
utilización más eficiente y flexible de las cuotas de pesca. Por otra parte, dedica un capítulo 
a la pesca recreativa en aguas exteriores, actividad en expansión en los últimos años, que 
comparte el espacio y el recurso con la pesca profesional y que tiene por tanto un impacto 
adicional sobre el recurso pesquero objeto de regulación.

Esta ley refuerza el nexo entre ciencia y política pesquera, puesto que la mejor 
información científica disponible es clave en materia pesquera para garantizar una pesca 
sostenible. La ley recoge el apoyo decidido a la investigación oceanográfica-pesquera del 
Estado ya que es el instrumento indispensable que permitirá orientar el diseño de una 
gestión pesquera realista, adecuando la actividad pesquera a las disponibilidades existentes 
y bajo los principios de pesca sostenible y responsable.

Asimismo, la ley regula como novedad el acceso a los recursos genéticos que tengan 
consideración de recursos pesqueros, haciendo uso de las potestades que a los Estados 
miembros atribuye el artículo 15 del Convenio sobre la Diversidad Biológica y el artículo 6 del 
Protocolo de Nagoya.

Por último, mediante esta ley se pretende fortalecer la cooperación y la participación en 
la política pesquera, ya que los desafíos a los que se enfrenta la gobernanza de la pesca 
hacen imprescindible el desarrollo de una acción multinivel y concertada en el plano 
universal, regional y nacional, con la participación de todos los sectores afectados.

Cabe destacar que esta ley ha incorporado mayor densidad normativa a la norma con 
respecto de su predecesora con el fin de asegurar con mayor detalle un marco normativo 
estable y predecible para los operadores. Conjugando con cuidado la necesidad de unas 
bases normativas sostenidas en el tiempo y con rango suficiente con la evidente capacidad 
de adecuar el ordenamiento en sus detalles a la evolución sectorial y normativa, se ha 
realizado un sosegado análisis del contenido normativo que, estando ya vigente en el 
ordenamiento nacional o europeo, debe recogerse, siquiera en sus rasgos esenciales y más 
permanentes, en la ley. Se trata, por lo tanto, de incorporar el núcleo normativo propio de la 
esencia de cada institución a la ley para que, sin menoscabo de su desarrollo reglamentario 
y su ulterior concreción, queden reflejados en el cuerpo legal sus elementos definitorios y 
consustanciales. En consecuencia, cabe insistir en que no se trata de una innovación 
regulatoria, sino de un ejercicio de extracción de los rasgos propios que aseguren la 
recognoscibilidad de los respectivos institutos pesqueros, con frecuencia asentados desde 
hace años en normas de menor rango y plenamente aplicables, con el fin de asegurar un 
correcto encaje entre los diferentes estratos normativos concernidos en el sector, mejorando 
la claridad y la seguridad jurídica.

III
Para el cumplimiento de estos objetivos, la ley se estructura en cincuenta y cinco 

artículos que se distribuyen en diez títulos, ocho disposiciones adicionales, una disposición 
derogatoria única y seis disposiciones finales, con el siguiente contenido:

El título I regula una serie de disposiciones generales que comprenden el objeto, el 
ámbito de aplicación de la ley, definiciones, principios generales de la actividad pesquera y el 
principio de igualdad de oportunidades y de trato. Por último, se enumeran las medidas de 
política de pesca marítima en aguas exteriores, cuya regulación se desarrolla en los 
siguientes títulos.

El objeto de la presente ley es la regulación de la pesca marítima, que incluye los 
requisitos para el acceso a los recursos pesqueros, sus medidas de protección, uso 
sostenible, conservación, regeneración y gestión de los mismos, el fomento de la 
recopilación de datos, el conocimiento y la investigación oceanográfica pesquera de 
competencia del Estado, la regulación del acceso a los recursos genéticos que tengan la 
consideración de recursos pesqueros y la cooperación y coordinación entre el Estado y las 
comunidades autónomas.
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A este respecto, cabe destacar que la definición de actividad pesquera consiste en 
buscar recursos pesqueros, largar, calar, remolcar o halar artes de pesca, subir capturas a 
bordo, transportar, llevar a bordo, transformar a bordo, trasladar, transbordar, enjaular, 
engordar y desembarcar pescado y productos de la pesca, así como crustáceos y moluscos 
con artes y aparejos propios de la pesca. Esta definición deriva de la empleada desde hace 
décadas en la Política Pesquera Común, con la única especificación de la parte final, 
relevante a efectos internos para delimitar claramente el haz de competencias estatales y 
autonómicas, con el objeto de asegurar el pleno respeto de sus competencias. Así, se 
especifica expresamente que queda excluido el marisqueo, entendido como la captura de 
especies de crustáceos y moluscos con las artes propias del marisqueo, que compete a las 
comunidades autónomas, como ocurre con la acuicultura, ésta sí, definida autónomamente 
por la normativa europea.

El ámbito de aplicación de la ley lo constituyen las actividades pesqueras, así como 
cualquier otra actividad susceptible de afectar a los recursos pesqueros o sus hábitats, 
desarrolladas bien en aguas sometidas a soberanía o jurisdicción española, incluyendo el 
mar territorial, la zona económica exclusiva y la zona de protección pesquera del 
Mediterráneo, con excepción de las aguas interiores, de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley 10/1977, de 4 de enero, sobre mar territorial; en la Ley 15/1978, de 20 de febrero, sobre 
zona económica, y en el Real Decreto 1315/1997, de 1 de agosto, por el que se establece 
una zona de protección pesquera en el mar Mediterráneo, y el Real Decreto 236/2013, de 5 
de abril, por el que se establece la Zona Económica Exclusiva de España en el Mediterráneo 
noroccidental, o bien fuera de las aguas bajo jurisdicción española por buques españoles, de 
conformidad con lo dispuesto en los tratados, acuerdos y convenios internacionales, en la 
normativa europea, y en la legislación nacional de países terceros que pueda ser de 
aplicación.

Como dispone la Ley 41/2010, de 29 de diciembre, fuera del uso común general del mar, 
«no se admitirán sobre el medio marino más derechos de uso, explotación y 
aprovechamiento que los autorizados en virtud de la legislación sectorial aplicable, que se 
planificarán de acuerdo con la estrategia de la demarcación marina correspondiente o de 
manera que sean compatibles con ésta», como precisamente dispone la presente norma.

Cabe destacar, asimismo, que el ámbito espacial de los caladeros nacionales que 
tradicionalmente se han venido empleando en la normativa pesquera pero que por primera 
vez se recogen en una norma con rango legal es coincidente con las cinco demarcaciones 
marinas creadas por la Ley 41/2010, de 29 de diciembre, desarrollada por el Real Decreto 
363/2017, de 8 de abril. Así, el Subcaladero Cantábrico y Noroeste coincide con la 
Demarcación Marina Noratlántica, el Subcaladero del Golfo de Cádiz coincide con la 
Demarcación Marina Sudatlántica y parte de la Demarcación Marina del Estrecho y Alborán, 
el Subcaladero Mediterráneo coincide con la Demarcación Marina Levantino-Balear y parte 
de la Demarcación Marina del Estrecho y Alborán y, por último, el Subcaladero Canario 
coincide con la Demarcación Marina Canaria.

En el caso del Archipiélago Canario, la normativa pesquera de aplicación tendrá en 
cuenta el reconocimiento del Archipiélago Canario como Región Ultraperiférica en el artículo 
349 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, así como las peculiaridades del 
caladero canario, de acuerdo con el artículo 4.4 del estatuto de autonomía de Canarias.

Entre los principios generales que rigen la actividad pesquera, destacan la sostenibilidad 
desde las tres vertientes, ambiental, económica y social, el enfoque ecosistémico y el 
principio de explotación conforme a un Rendimiento Máximo Sostenible, y el enfoque integral 
e integrado del sector pesquero en el marco de la economía azul. Estos principios generales 
impregnan todo el texto legal de tal forma que cualquier actuación o medida de protección, 
conservación y gestión de los recursos pesqueros deberá ajustarse a los mismos.

Las actuaciones y medidas aplicadas en desarrollo y en virtud de la presente ley deberán 
respetar el principio de igualdad de trato y oportunidades, con el fin de evitar, en el desarrollo 
de las distintas actividades reguladas en esta ley, situaciones de discriminación de hecho por 
razón de sexo, origen racial o étnico, discapacidad, orientación sexual, identidad de género, 
características sexuales, edad, creencias o religión, o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social, o que los operadores puedan ser discriminados con motivo 
de la actividad o pesca desarrollada, teniendo en cuenta que el tratamiento diferenciado de 
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situaciones distintas no implica en ningún caso el trato discriminatorio sino un 
reconocimiento de la diversidad.

El título II regula el acceso a los recursos pesqueros. Los recursos naturales del mar 
territorial y de la Zona Económica Exclusiva, ya sean pesqueros o de otra naturaleza, son 
bienes demaniales, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 132.2 de nuestra Constitución. 
Tal consideración les dota de las tres tradicionales dimensiones que el ordenamiento se ha 
dado para su correcta protección, actualmente recogidas en el artículo 132.1 de la 
Constitución Española y en el artículo 6.a) de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas: inembargables, imprescriptibles e inalienables. 
Derivado de esto, el Poder público es el protector de su integridad y de que el uso que se les 
dé sea conforme a su naturaleza y atiende a los fines de interés general que les son propios. 
Esto es acorde con lo dispuesto también en la propia política pesquera común, y ya la propia 
Ley 3/2001, de 26 de marzo, así lo señalaba.

Los recursos pesqueros están amparados por medidas de conservación, protección y 
regeneración específicas para estos recursos reguladas en la legislación pesquera, nacional, 
europea como parte de la Política Pesquera Común, e internacional, a través de los 
Convenios, Tratados y Acuerdos Internacionales en los que el Reino de España y la Unión 
Europea son parte, en especial, de las organizaciones regionales de pesquerías.

Es preciso, pues, compatibilizar el derecho de quienes deseen pescar con las 
prescripciones que impone la regulación del demanio público. Por lo tanto, el fin social 
común que han de tener los recursos pesqueros debe conciliarse con la regulación de los 
permisos que habiliten el ejercicio ordenado de ciertas actividades, siempre que se cumplan 
los requisitos impuestos en la normativa de aplicación, para que quienes sean interesados 
puedan operar en este espacio.

La naturaleza jurídica de la autorización determina el reconocimiento de una situación 
jurídica individualizada resultante de un procedimiento administrativo de naturaleza reglada 
que faculta al particular a realizar una actividad en las condiciones y forma determinadas en 
la normativa reguladora. En este sentido, el título habilitante, la licencia de pesca, implica el 
reconocimiento de un derecho de naturaleza patrimonial no indemnizable cuando su 
privación singular se ajuste a lo establecido en la norma reguladora de su otorgamiento en 
atención a la naturaleza demanial de las posibilidades de pesca, de acuerdo con lo indicado 
tanto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, como en 
la jurisprudencia.

En este título se ordena y agrupa en un único apartado la regulación relativa a los 
requisitos previos para el acceso a los recursos, disponer de una licencia de pesca; estar en 
situación de alta en el Registro General de la Flota Pesquera; y la pertenencia a un censo 
por caladero y modalidad.

La ley contempla una nueva regulación del Registro General de la Flota Pesquera, 
adscrito al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y se establecen censos por 
caladero y modalidad, introduciéndose como novedad la ordenación de los censos por 
caladeros (distinguiendo entre nacional, comunitario e internacional) en atención a sus 
características específicas y dando relevancia a las nuevas tecnologías. Se adapta a la 
realidad el régimen de licencias y otras autorizaciones que reciben nombres distintos en 
función de su objeto: licencia de pesca, autorización especial de pesca, autorización para la 
flota pesquera exterior, ganando en sistematicidad y claridad.

El título III contiene una regulación de las medidas de conservación y uso sostenible de 
los recursos pesqueros. Estas medidas se definen como todas aquellas dirigidas a garantizar 
una explotación sostenible de los mismos desde el punto de vista ambiental y la viabilidad a 
largo plazo del sector. Se incluyen medidas tales como la limitación del volumen de capturas; 
la talla o el peso de las especies; los artes y aparejos de pesca o las vedas, en la línea de la 
regulación tradicional en esta materia.

El título IV está dedicado a las medidas de protección y regeneración de los recursos 
pesqueros, entre otras, la declaración de zonas de protección pesquera; la regulación de la 
actividad en los Espacios Marinos Protegidos; medidas preventivas respecto a actividades 
susceptibles de perjudicar a los recursos pesqueros o sus hábitats, o cualquier otra medida 
que aconseje el estado de los recursos. En este ámbito, sin duda, ocupa un papel destacado 
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la adopción de medidas conducentes a minimizar las capturas accidentales de cetáceos, 
tortugas marinas y aves en las artes de pesca.

A este respecto, cabe destacar que reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
ha venido declarando que «por pesca marítima hay que entender la regulación de la 
actividad extractiva y, como presupuesto de ella, el régimen de protección, conservación y 
mejora de los recursos pesqueros» (por todas, SSTC 147/1991; 44/1992; 57/1992; 
149/1992; 184/1996; y 38/2002). En consecuencia, la protección, conservación y 
regeneración de los recursos pesqueros es una parte consustancial a la legislación pesquera 
y, en la medida en que sus herramientas son suficientes para evitar la pérdida de 
biodiversidad, son las que han de aplicarse al caso, teniendo en cuenta que los recursos 
pesqueros, por aplicación de la disposición adicional tercera de la Ley 42/2007, de 13 de 
diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, están excluidos de dicha norma.

Este título está dedicado a las zonas de protección pesquera, las reservas marinas de 
interés pesquero, las zonas de acondicionamiento marino y las zonas de repoblación marina 
y se regula el régimen aplicable al medio marino en los Espacios Naturales Protegidos, en 
los que las limitaciones y prohibiciones se fijarán por el Gobierno, con el fin de asegurar una 
actuación coordinada y articulada entre los diferentes departamentos ministeriales y la más 
cohesionada aplicación de la normativa afectada. Debe destacarse que se trata de un 
supuesto en que concurren sobre un mismo espacio físico competencias diferentes, cuyos 
regímenes jurídicos se superponen y debe asegurarse su efectiva coordinación y la evitación 
de incongruencias en su aplicación, preservando al propio tiempo el reparto de 
competencias entre los órganos competentes implicados.

También se regula la extracción de la flora marina en aguas exteriores, que requerirá 
autorización del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, las obras, instalaciones y 
demás actividades en el mar y los vertidos en aguas exteriores que requerirán, en ambos 
casos, informe previo y preceptivo del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

En relación con las medidas de mitigación de las capturas accidentales, cabe señalar 
además que el Gobierno ha aprobado el Plan Nacional para la reducción de las capturas 
accidentales en la actividad pesquera, a propuesta del Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico y el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. El plan 
se estructura como una guía para evaluar y hacer un seguimiento del problema de las 
capturas accidentales en la flota española y proponer soluciones técnicas que permitan 
reducir o eliminar, cuando sea posible, las capturas de especies sensibles.

Las acciones contempladas en el plan deberán desarrollarse durante la próxima década, 
de modo que en 2030 se alcance un nivel de impacto de la actividad pesquera en la fauna 
sensible que no ponga en peligro a las poblaciones afectadas.

El título V se refiere a las medidas de gestión de los recursos pesqueros. Estas se 
definen como todas aquellas medidas y mecanismos dirigidos a racionalizar y ordenar la 
explotación de los recursos mediante su distribución entre el sector, y equilibrar el esfuerzo 
pesquero y el desarrollo del sector. Se incluyen, entre otras, la asignación de posibilidades 
de pesca por buques o grupos de buques, la transmisión entre buques de las posibilidades 
de pesca asignadas, o los mecanismos de optimización y flexibilización de la gestión de las 
posibilidades de pesca. Sólo pueden acceder a la actividad pesquera quienes tengan un 
buque registrado; cuenten con una licencia de pesca inherente al buque; pertenezcan a un 
censo y tengan unas posibilidades de pesca, que no pueden desvincularse de un buque.

La asignación de las posibilidades de pesca se incluye dentro de las medidas de gestión 
de los recursos pesqueros como mecanismo dirigido a racionalizar y ordenar la explotación 
de los mismos mediante su distribución entre el sector.

Un aspecto clave de la ley es la definición clara de las posibilidades de pesca como el 
volumen de capturas, esfuerzo de pesca, o tiempo de pesca o de presencia en una zona de 
pesca que se asigna a un buque o grupo de buques conforme a los criterios establecidos en 
la presente ley y en su normativa de desarrollo, de modo que se configure como un concepto 
general que abarque las diferentes modalidades en que los recursos pueden repartirse. Se 
refuerza así el vínculo entre el buque y las posibilidades de pesca, como corolario último de 
la obligación de los poderes públicos de asegurar el fin social en el empleo de tales recursos.

Asimismo, se amplían y clarifican los criterios de reparto. Se introducen criterios como el 
impacto de la actividad pesquera ejercida sobre los recursos, organismos juveniles, especies 
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accesorias, y sobre el medio ambiente y ecosistemas en general o la contribución a la 
economía local.

Respecto a la transmisión de las posibilidades de pesca, se distingue por primera vez en 
una norma con rango legal entre transmisiones temporales y transmisiones definitivas de las 
posibilidades de pesca, distinción ya consagrada en normas de inferior rango y esencial para 
la correcta gestión de la actividad pesquera. Se exigirá autorización previa del Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación en todo caso, para su transmisión total o parcial, temporal 
o definitiva, voluntaria o forzosa. De este modo, se abandona la diferenciación contenida en 
la vigente Ley 3/2001 de 26 de marzo, entre transmisiones entre buques del mismo o de 
distinto armador para ajustarse mejor a las necesidades del sector, en coherencia con el 
desarrollo reglamentario que se ha ido realizando en los sucesivos Planes de Pesca, y con el 
fin de salvaguardar las funciones que la Administración tiene encomendadas en materia de 
protección de los intereses generales y gestión de los recursos pesqueros.

Por último, en relación con la transmisión de las posibilidades de pesca, se determinarán 
reglamentariamente los requisitos que han de reunir las transmisiones de posibilidades de 
pesca de modo que se permita concretar en el marco fijado en esta ley los requisitos 
concretos que en cada pesquería sean relevantes en función de su idiosincrasia y 
necesidades.

Mediante esta ley se da respuesta asimismo a la necesidad de elevar a rango legal 
materias que hasta el momento estaban reguladas meramente en vía reglamentaria, en 
especial en lo relativo a las cuestiones de gestión pesquera. La inclusión en la ley de estas 
materias las dota de garantía y seguridad jurídica sin impedir su concreción mediante 
instrumentos de menor rango.

Se regulan así mecanismos de flexibilidad y optimización para maximizar la eficiencia en 
el reparto y en el consumo de posibilidades de pesca asignadas, como las reservas de 
posibilidades de pesca que permiten a la Administración disponer de determinadas 
posibilidades con el fin de atender finalidades de interés general, como hacer frente a 
riesgos de paralización de parte de la flota, permitir la entrada en una pesquería de buques 
que no reúnan los requisitos de actividad histórica exigidos en la misma dada la evolución de 
los recursos pesqueros o para garantizar el cumplimiento de las asignaciones de cuotas a 
España y evitar sobrepasamientos de los límites admisibles de capturas.

Se regulan los intercambios de cuotas entre España y otros Estados, que ya se vienen 
realizando en la práctica y se dotan de mayores garantías de transparencia. Finalmente 
destaca el hecho de regular la prescripción de las posibilidades de pesca.

El título VI regula la pesca recreativa en aguas exteriores, actividad que tiene un 
indudable impacto en los recursos y en la economía. La principal novedad versa sobre la 
creación de un Registro de Pesca de Recreo en el que figurarán inscritas todas aquellas 
personas físicas y embarcaciones de recreo que se encuentren autorizadas para el ejercicio 
de la pesca de recreo, así como todas aquellas personas que dispongan de una autorización 
especial, lo que permitirá un conocimiento más profundo de la dimensión e impacto de esta 
actividad y la necesaria adopción de las medidas de gestión que procedan en cada 
momento.

El título VII establece el fomento y los objetivos de la política de investigación pesquera y 
oceanográfica, a fin de compatibilizar la explotación sostenible de los recursos con el respeto 
al medio ambiente marino, incluyendo la conservación de la biodiversidad, en el marco del 
código de conducta para una pesca responsable, incluyendo, como uno de los objetivos 
novedosos de la investigación, la búsqueda de nuevos sistemas de explotación de los 
recursos pesqueros más sostenibles y respetuosos con el medio marino.

Se regula la necesidad de una planificación y programación de la investigación y la 
participación y colaboración de las organizaciones y asociaciones pesqueras profesionales y 
de recreo, los clubes y centros de buceo, las ONG y en general todos los agentes del sector 
pesquero en el cumplimiento de los objetivos de la investigación pesquera y oceanográfica.

Dedica la ley un artículo especifico al Instituto Español de Oceanografía, Centro Nacional 
del Consejo Superior de Investigaciones Científicas, como instituto científico de referencia en 
la investigación pesquera, que atenderá los objetivos de investigación oceanográfica-
pesquera al servicio de la política pesquera del Estado, ejerciendo funciones de 
investigación y de apoyo técnico-científico y de participación en foros y organismos 
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internacionales en los que esté representado el Reino de España, sin perjuicio de otras 
funciones que tenga asignadas.

El título VIII regula el acceso a los recursos genéticos que tengan la consideración de 
recursos pesqueros. Se trata de una de las principales novedades de la presente ley pues 
establece, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 71 y la disposición adicional tercera 
de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, que corresponde a la normativa específica en 
materia de pesca marítima la regulación del acceso a los recursos genéticos que tengan la 
consideración de recursos pesqueros. Se designa al Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación como autoridad competente en materia de acceso a dichos recursos.

El título IX establece los mecanismos de coordinación, cooperación y participación 
institucional en la política de pesca. Se regulan en un mismo título estos principios, que han 
de regir las relaciones con otras Administraciones Públicas, con el sector pesquero y con el 
resto de actores e instituciones relevantes en materia de pesca sostenible.

Se regulan, como instrumentos orgánicos de cooperación, la Conferencia Sectorial de 
Pesca y su grupo de trabajo, la Comisión Sectorial de Pesca, recogiendo así en la norma 
este órgano creado conforme a la Ley 40/2015, de 1 de octubre.

Por último, el título X procede a la remisión en bloque del régimen sancionador de la Ley 
3/2001, de 26 de marzo, en el Título V, Capítulos I, II y IV, cuyas disposiciones continúan 
vigentes, de aplicación a la presente ley y a las disposiciones que se dicten en desarrollo y 
aplicación de la misma, hasta tanto se adopte el nuevo marco regulador.

La disposición adicional primera crea la tasa por actividades recreativas en las Reservas 
Marinas de Interés Pesquero, con el fin de asegurar la sostenibilidad económica de estas 
figuras y fomentar la toma de conocimiento de la ciudadanía sobre su valor y aportaciones. 
La disposición adicional segunda prevé elementos procedimentales, referentes al silencio 
administrativo. La disposición adicional tercera establece la necesaria coordinación de 
políticas en el ámbito de la Administración General del Estado entre los distintos 
Departamentos ministeriales que tienen atribuidas competencias que concurren sobre un 
mismo ámbito.

La disposición derogatoria única deroga los capítulos I, II, III, IV y V del título I; el título IV 
de la Ley 3/2001, de 26 de marzo, así como su disposición adicional primera que suprime el 
Consejo Nacional Pesquero, al haber sido sustituido por la Conferencia Sectorial de Pesca, 
con la misma composición y funciones pero ya ajustada a la normativa general en materia de 
órganos de colaboración interadministrativa, así como los aspectos hasta ahora regulados 
en la Ley 3/2001, de 26 de marzo. A este respecto, procede destacar que se ha abordado 
una cuidadosa derogación parcial de la ley actual de modo que se asegure que no hay 
solapamientos entre ambos cuerpos normativos que impidan una efectiva convivencia entre 
ambas normas, ciertamente interrelacionadas. En particular, en cuanto a las definiciones se 
ha detallado aquéllas que dejan de estar vigentes ante la aprobación de la nueva ley, 
acotando su contenido y extensión de modo que se permita la aplicación conjunta sin 
disfunciones de ambos cuerpos normativos.

Asimismo, se procede a modificar la Ley 47/2015, de 21 de octubre, reguladora de la 
protección social de las personas trabajadoras del sector marítimo-pesquero, en cuanto a la 
aplicación de coeficientes reductores en la edad de jubilación como consecuencia de las 
exigencias físicas y del medio en el que se desarrolla esa actividad laboral, factores que 
causan un deterioro importante en la salud, constituyendo un riesgo en su integridad física o 
psíquica así como un deterioro físico que en muchas ocasiones va a determinar su futura 
salud. Lo cierto es que, hasta la fecha, el reconocimiento de coeficientes reductores de la 
edad de jubilación en el régimen especial del mar había dejado de lado a ciertas profesiones 
en las que el porcentaje de mujeres es significativamente mayor que el de hombres, como es 
el caso de las rederas (88 por ciento) y mariscadoras (61 por ciento). E incluso ocurre que, 
en el caso de las neskatillas y empacadoras de la costa vizcaína, el sector está constituido 
exclusivamente por mujeres. Esta exclusión, unida a la circunstancia de que el 
reconocimiento social y prestacional de estas ocupaciones ha sido históricamente menor por 
el hecho de tratarse de sectores casi totalmente femeninos, exige una respuesta legislativa.

En el caso de las rederas, neskatillas y empacadoras se trata de trabajos especialmente 
penosos, duros y con un mayor desgaste por su exigencia física o psíquica, como lo 
demuestra el nivel elevado de bajas por accidentes o enfermedades, estando también 
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sometidas a horarios ajustados al ritmo de producción o posibilidad de pesca, dándose por 
tanto los requisitos necesarios para la aplicación de un coeficiente reductor que les permita 
adelantar su edad de jubilación. En el caso de las mariscadoras a pie, se hace necesario 
equiparar su coeficiente al de los mariscadores a flote ya que se produce una discriminación 
entre ambas al darse en este colectivo las mismas condiciones de penosidad, peligrosidad e 
intensidad del trabajo desarrollado, lo que justifica el aumento del coeficiente aplicable. 
Igualmente, en este colectivo el nivel de siniestralidad y la incidencia de enfermedades 
profesionales es muy elevado, teniendo en cuenta que el trabajo se desarrolla a la 
intemperie, con el cuerpo introducido en el agua del mar y condicionado por las mareas y por 
la meteorología, coincidiendo, en el caso de mariscadoras a pie y percebeiras, los momentos 
de mayor exigencia con las épocas del año más frías y con más inclemencias 
meteorológicas. Por otra parte, realizan tareas que exigen gran destreza manual con la 
utilización de utensilios de forma completamente artesanal y en muchas ocasiones de pie, 
como en el caso de las rederas. Por último, en relación con los buceadores profesionales, 
sólo teniendo en cuenta el medio y la presión a la que están sometidos constantemente en la 
realización de su trabajo, la dureza y peligrosidad del trabajo que realizan, en un medio hostil 
al organismo humano, en el que se ven expuestos a la presión, al frío, a la humedad, que 
origina un mayor nivel de incidencia de enfermedades profesionales o accidentes laborales 
que en otras actividades, se justifica la aplicación de coeficientes reductores de la edad de 
jubilación que permitan el adelanto de la edad de jubilación. La inclusión de este colectivo en 
el Régimen Especial de Trabajadores del Mar no se produjo hasta la citada Ley 47/2015, una 
norma posterior al Real Decreto 1311/2007, de 5 de octubre, por el que se establecen 
nuevos criterios para determinar la pensión de jubilación del Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar; ello explica que el reconocimiento a este 
colectivo del coeficiente reductor no se haya producido antes.

El artículo 149.1.19.ª de la Constitución atribuye al Estado la competencia exclusiva en 
materia de pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector 
se atribuyan a las Comunidades Autónomas. A su vez el artículo 148.1.11.ª establece la 
competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas en materia de pesca en aguas 
interiores, marisqueo y acuicultura, que tienen asimismo competencias de desarrollo 
normativo y ejecución de la normativa básica del Estado en materia de ordenación del sector 
pesquero. La doctrina del Tribunal Constitucional ha dotado de contenido material a los 
títulos competenciales «pesca marítima» y «ordenación del sector pesquero», y en ese 
marco se inscribe la presente norma, que centra sus disposiciones en el ámbito de la pesca 
marítima en aguas exteriores como competencia exclusiva del Estado, sin perjuicio de la 
concurrencia de otros títulos competenciales tanto horizontales como sectoriales que 
atribuyan al Estado competencias concurrentes en función de los concretos sectores de 
actividad regulados, muy en particular en el ámbito de la investigación, que se basa 
conjuntamente en el artículo 149.1.15.ª de la Constitución. Del mismo modo, el artículo 
149.1.23.ª del texto constitucional relativo a la competencia exclusiva del Estado en la 
legislación básica de protección del medio ambiente actúa como título competencial 
concurrente en determinados artículos, habida cuenta de las conexiones del contenido de 
esta norma con la protección del medio marino.

Esta ley es coherente con los principios de buena regulación establecidos en el artículo 
129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Así, de acuerdo con los principios de necesidad y eficacia, se 
justifica esta norma en la necesidad de impulsar la sostenibilidad pesquera con el respeto a 
su importancia socioeconómica y de fomentar la cooperación en la investigación marina, 
elevando a rango de ley materias que hasta el momento estaban reguladas en vía 
reglamentaria, en especial en lo relativo a las cuestiones de gestión pesquera. Asimismo, es 
acorde con el principio de proporcionalidad al contener la regulación imprescindible para la 
consecución de los objetivos mencionados, e igualmente se ajusta al principio de seguridad 
jurídica pues se ha garantizado la coherencia del proyecto normativo con el resto del 
ordenamiento jurídico y el marco legal internacional. En cuanto al principio de transparencia, 
en la tramitación de la norma se ha procurado la participación de las partes interesadas, y 
esta identifica expresamente su propósito de clarificar los requisitos para acceder a los 
recursos pesqueros y redefinir el Registro General de la Flota Pesquera, y en definitiva 
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optimizar y hacer más transparente el régimen jurídico del acceso y la gestión de los 
recursos pesqueros. Por último, en relación con el principio de eficiencia, se ha intentado 
que la norma genere las menores cargas administrativas para la ciudadanía, fomentando un 
uso racional de los recursos públicos.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto, conforme a lo dispuesto en el Reglamento (UE) n. º 

1380/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2013, sobre la 
política pesquera común, la regulación de la pesca marítima, incluyendo:

1. Los requisitos para el acceso a los recursos pesqueros, así como el conjunto de 
medidas de protección, uso sostenible, conservación, regeneración y gestión de los mismos, 
en todo caso, sin perjuicio de las competencias exclusivas de las comunidades autónomas 
en materia de marisqueo y acuicultura, tanto dentro como fuera de aguas interiores, así 
como la pesca en aguas interiores.

2. El fomento de la recopilación de datos, el conocimiento y la investigación 
oceanográfica pesquera de competencia del Estado, en el ámbito de la política de pesca 
marítima.

3. La regulación del acceso a los recursos genéticos que tengan la consideración de 
recursos pesqueros.

4. La cooperación y coordinación entre el Estado y las comunidades autónomas con la 
finalidad de dar cumplimiento a las obligaciones de la Política Pesquera Común.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Los preceptos de esta ley son de aplicación a:
a) Las aguas sometidas a soberanía o jurisdicción española, incluyendo el mar territorial, 

la zona económica exclusiva y la zona de protección pesquera del Mediterráneo, con 
excepción de las aguas interiores, de conformidad con lo dispuesto en la normativa de la 
Unión Europea y en las normas aplicables en virtud de tratados, acuerdos o convenios 
internacionales, así como en la normativa nacional.

b) Las aguas no sometidas a soberanía o jurisdicción española, en relación con los 
buques de nacionalidad española y a las personas físicas o jurídicas de nacionalidad 
española, de conformidad con lo dispuesto en los tratados, acuerdos y convenios 
internacionales, en la normativa europea, y en la legislación nacional de países terceros que 
pueda ser de aplicación y siempre con respeto a su soberanía.

2. En todo caso, las funciones atribuidas al Estado en materia de reparto de las 
posibilidades de pesca asignadas al Reino de España, control e inspección y ejercicio de la 
potestad sancionadora, en aplicación de lo señalado en los títulos V y X, respectivamente, 
así como en la restante normativa nacional, europea e internacional; serán también de 
aplicación con independencia de las aguas en que se desarrolle la actividad.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de esta ley, se considerarán las definiciones siguientes:
1. Actividad pesquera: buscar recursos pesqueros, largar, calar, remolcar o halar artes de 

pesca, subir capturas a bordo, transportar, llevar a bordo, transformar a bordo, trasladar, 
transbordar, enjaular, engordar y desembarcar pescado y productos de la pesca, así como 
crustáceos y moluscos con artes y aparejos propios de la pesca.

2. Aguas exteriores: aguas marítimas bajo soberanía o jurisdicción española, situadas 
por fuera de las líneas de base, tal y como se contemplan en la Ley 20/1967, de 8 de abril, 
sobre extensión de jurisdicción marítima a doce millas, a efectos de pesca, y en el Real 
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Decreto 2510/1977, de 5 de agosto, de aguas jurisdiccionales, líneas de base rectas para su 
delimitación.

3. Aguas interiores: aguas marítimas bajo soberanía o jurisdicción española situadas por 
dentro de las líneas de base rectas, conforme al Real Decreto 2510/1977, de 5 de agosto, 
sobre trazado de líneas de base rectas en desarrollo de la Ley 20/1967, de 8 de abril, sobre 
extensión de las aguas jurisdiccionales españolas a doce millas, a efectos de pesca.

4. Armador: quien, teniendo o no su propiedad, lleva a cabo la explotación de un buque o 
embarcación, directamente o a través de sus dependientes, y lo dedica a la actividad 
pesquera en su propio nombre y bajo su responsabilidad.

5. Arte de pesca: todo artículo o componente de un equipo que se utiliza en la pesca 
marítima para atraer, buscar, capturar o criar recursos biológicos marinos o que flota en la 
superficie y se despliega con el objetivo de atraer, capturar o criar tales recursos biológicos 
marinos.

6. Arrecife artificial destinado a la protección pesquera: instalación, conforme a un 
proyecto, de un conjunto de elementos o módulos, constituidos por diversos materiales 
inertes, no contaminantes con el fin de favorecer la regeneración, el desarrollo o la 
protección de los hábitats y de los recursos marinos, facilitando e incrementando la 
productividad pesquera.

7. Buque auxiliar: cualquier buque o embarcación inscrito en la lista cuarta del Registro 
de Buques y Empresas Navieras del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 
que participe en labores de apoyo para la explotación comercial de los recursos pesqueros 
así como de la acuicultura, incluyendo las embarcaciones necesarias para las labores 
llevadas a cabo para la extracción de coral rojo, algas, erizos, percebes, poliquetos, navaja y 
similares, siempre y cuando dichas embarcaciones no estén equipadas para la explotación 
comercial de los recursos pesqueros.

8. Buque de pesca: cualquier buque o embarcación, con independencia de su tamaño, 
equipado o utilizado para la captura comercial de los recursos pesqueros, inscrito en la lista 
tercera del Registro de Buques y Empresas Navieras. Asimismo, a los efectos de esta ley, 
las almadrabas se considerarán equiparables a los buques de pesca en todo aquello que les 
sea de aplicación.

9. Captura accidental de especies marinas protegidas: la captura no intencionada de 
especies de mamíferos, aves y tortugas marinas, condrictios e invertebrados, incluidas en el 
Listado de Especies Silvestres en Régimen de Protección Especial, en el Catálogo Español 
de Especies Amenazadas o protegidas bajo el resto de la legislación europea o 
internacional, durante las operaciones de pesca.

10. Censo por caladero y modalidad: relación de buques de pesca que, sin perjuicio del 
cumplimiento del resto de requisitos previstos en la ley y sus disposiciones de desarrollo, 
pueden ejercer su actividad pesquera en un determinado caladero, o en una parte del 
mismo, y mediante una determinada modalidad.

11. Censo específico: relación de buques que, sin perjuicio del cumplimiento del resto de 
requisitos previstos en la ley, pueden ejercer la actividad pesquera en relación con una 
pesquería o zona concreta cuando las circunstancias específicas de la pesquería o de la 
zona así lo aconsejen.

12. Esfuerzo pesquero: la intensidad con que es ejercida la actividad pesquera, medida 
como el tiempo de actividad del mismo y otros parámetros, en particular la capacidad del 
buque, que puedan incidir en su intensidad de pesca. El esfuerzo de pesca desarrollado por 
un conjunto de buques será la suma del ejercido por cada uno de ellos.

13. Pesca marítima: el régimen de explotación y aprovechamiento sostenible de los 
recursos pesqueros, la regulación de las características y condiciones de la actividad 
pesquera, así como el conjunto de medidas de conservación, protección, regeneración de 
los recursos marinos vivos en las aguas exteriores, así como la actividad pesquera en esas 
aguas, con la exclusión del marisqueo y la acuicultura.

14. Pesca no profesional recreativa: la actividad pesquera no profesional que explota los 
recursos pesqueros con fines lúdicos o deportivos y para el consumo personal, 
prohibiéndose la venta o transacción de las capturas obtenidas.
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15. Pesca no profesional deportiva: la actividad pesquera no profesional que explota los 
recursos pesqueros con fines de competición, prohibiéndose la venta o transacción de las 
capturas obtenidas.

16. Pesquería: ejercicio de la actividad pesquera dirigida a la captura de una población, 
especie o grupo de especies en una zona o caladero determinado y con una modalidad 
determinada.

17. Posibilidades de pesca: el volumen de capturas, esfuerzo de pesca, o tiempo de 
pesca o de presencia en una zona de pesca que se asigna a un buque o grupo de buques 
conforme a los criterios establecidos en la ley y en su normativa de desarrollo.

18. Propietario de un buque: la persona física o jurídica que figura en el Sección de 
Buques del Registro de Bienes Muebles como tal, de acuerdo con el artículo 70.2 de la Ley 
14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima.

19. Recursos biológicos marinos: las especies marinas acuáticas vivas, disponibles y 
accesibles, incluidas las especies anádromas y catádromas durante su vida marina.

20. Recursos pesqueros: recursos biológicos marinos, así como sus esqueletos y demás 
productos de aquéllos, que sean objeto de aprovechamiento mediante actividad pesquera, 
de acuerdo con un enfoque ecosistémico de su gestión.

21. Zona de protección pesquera: cualquier zona marina en la que las actividades 
pesqueras están limitadas o prohibidas con el objetivo de favorecer la protección, cría y 
regeneración de los recursos pesqueros.

Artículo 4.  Principios generales.
La regulación de la actividad pesquera se rige por los siguientes principios generales:
1. La sostenibilidad biológica de los recursos marinos con objeto de garantizar una 

explotación ambientalmente sostenible de los recursos biológicos marinos y la viabilidad a 
largo plazo del sector pesquero.

2. El uso de la mejor y más reciente información científica disponible para mejorar la 
protección, la innovación, así como la productividad en mares y océanos, la economía azul 
sostenible y asegurar el uso y la ordenación sostenibles de los recursos pesqueros a largo 
plazo, adaptando la normativa estatal o autonómica presente o futura, que afecta al sector 
pesquero en cualquiera de sus modalidades a dicha información científica.

3. La sostenibilidad económica y el fomento del empleo asegurando el reconocimiento de 
la importancia de los sectores de la pesca y la acuicultura en el fomento de un trabajo digno 
y el empleo productivo en el desarrollo de las comunidades pesqueras cuyos medios de vida 
y desarrollo económico dependen de una actividad pesquera sostenible.

4. La función social de la pesca reconociendo la importancia y función de los sectores de 
la pesca y la acuicultura en su apoyo a la sostenibilidad ambiental, económica y social a 
largo plazo, así como la importante contribución a la seguridad alimentaria, la nutrición, la 
salud, los ingresos, el patrimonio y la reducción de la pobreza de las generaciones actuales y 
futuras en el marco de las competencias que corresponden a los diferentes departamentos 
ministeriales.

5. El enfoque ecosistémico, tal y como está definido en el Reglamento (UE) n.º 
1380/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2013, sobre la 
política pesquera común, con el fin de aunar la gestión de los recursos naturales y el 
ecosistema marino al desarrollo económico y social garantizando que las actividades 
pesqueras tengan un impacto negativo mínimo en el ecosistema marino y en los hábitats y 
especies marinas, y avalen que las actividades de la pesca y la acuicultura eviten la 
degradación del medio marino, preservando el buen estado ambiental en cumplimiento de la 
Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino, y demás normativa 
aplicable.

6. Serán de aplicación las normas y principios recogidos en la Ley 41/2010, de 29 de 
diciembre, de protección del medio marino, y en el Real Decreto 363/2017, de 8 de abril, por 
el que se establece un marco para la ordenación del espacio marítimo.

7. El principio de precaución con el fin de asegurar una explotación de los recursos 
pesqueros que restablezca y mantenga las poblaciones de especies capturadas por encima 
de los niveles que puedan producir el Rendimiento Máximo Sostenible.
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8. El enfoque integral e integrado del sector pesquero en el marco de la economía azul 
que asegure la coordinación intersectorial y reconozca al sector de la pesca su estrecho 
vínculo con otros sectores presentes en los océanos.

9. La adaptación y mitigación del cambio climático.
10. El ejercicio ordenado de la actividad pesquera de acuerdo con lo dispuesto en el 

Real Decreto 363/2017, de 8 de abril, por el que se establece un marco para la ordenación 
del espacio marítimo.

Artículo 5.  Igualdad de trato y oportunidades.
Las actuaciones y medidas aplicadas en desarrollo y en virtud de la presente ley deberán 

respetar el principio de igualdad de trato y oportunidades, con el fin de evitar, en el desarrollo 
de las distintas actividades reguladas en esta ley, situaciones de discriminación de hecho por 
razón de sexo, origen racial o étnico, discapacidad, orientación sexual, identidad de género, 
características sexuales, edad, creencias o religión, o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social.

Asimismo, conforme al artículo 9.2 de la Constitución Española, se promoverá la 
igualdad material, vinculada a la adopción de medidas de acción positiva que garanticen la 
igualdad real y efectiva de todas las personas que intervienen en el sector.

Artículo 6.  Medidas de la política de pesca marítima.
La política de la pesca marítima en aguas exteriores se realizará a través de:
1. La regulación de los requisitos para el acceso a los recursos pesqueros.
2. Medidas de conservación y uso sostenible de los recursos pesqueros.
3. Medidas de protección y regeneración de los recursos pesqueros.
4. Medidas de mitigación de los impactos de la pesca en las especies marinas 

protegidas.
5. Medidas de gestión de la actividad pesquera.
6. La regulación de la pesca recreativa.
7. Medidas de fomento de la investigación e innovación oceanográfica pesquera.
8. La regulación del acceso a los recursos genéticos pesqueros españoles.
9. La coordinación y la cooperación entre el Estado y las comunidades autónomas 

dirigidas al cumplimiento a las obligaciones derivadas de la Política Pesquera Común.

TÍTULO II
Acceso a los recursos pesqueros

Artículo 7.  Acceso a los recursos pesqueros.
1. Para los buques matriculados y abanderados en España, son requisitos 

indispensables, en todo caso, para el acceso a los recursos pesqueros:
a) Disponer de una licencia de pesca.
b) Estar en situación de alta en el Registro General de la Flota Pesquera.
c) Pertenecer a un censo por caladero y modalidad.
2. Los requisitos adicionales para el acceso a los recursos pesqueros se regularán con la 

finalidad de asegurar su conservación, protección y regeneración, desde un enfoque 
ecosistémico, así como su adecuada gestión desde un punto de vista de la sostenibilidad 
económica y social, conforme a lo establecido en la presente ley y en las normas 
reglamentarias que la desarrollen, previa consulta a las comunidades autónomas y al sector 
pesquero afectado, y de conformidad con lo que disponga la normativa europea y en el 
marco de la restante normativa de aplicación.

En concreto, podrá exigirse pertenecer a censos específicos, disponer de posibilidades 
de pesca, en el caso de las pesquerías a las que se refiere el artículo 32, o cualquier otra 
medida que aconseje el estado de los recursos o la situación del sector, incluida una 
autorización para la flota pesquera exterior o especial.
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3. Cuando una ley, el Derecho de la Unión o una norma internacional establezcan una 
protección específica para un determinado recurso pesquero, su aprovechamiento y acceso 
se ajustará en caso necesario para contribuir a la adecuada protección del mismo.

4. Conforme al artículo 24 de la Ley 14/2014, de 24 de julio, salvo autorización expresa 
de la Administración competente y sin perjuicio de lo previsto en el Derecho de la Unión 
Europea y en los tratados aplicables, queda prohibida la pesca por los buques extranjeros en 
el mar territorial. No se reputará paso inocente el que comporte cualquier actividad de pesca 
realizada por dichos buques en el mar territorial. Salvo autorización del Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación los buques de pabellón no español en paso por el mar 
territorial y la zona económica exclusiva española no podrán tener sus aparejos de pesca en 
estado de funcionamiento o de operatividad inmediata.

5. En el marco de la regulación europea, para los buques comunitarios se requerirá en 
todo caso licencia comunitaria y, cuando proceda, una autorización especial de pesca y las 
restantes condiciones específicas que se fijen.

Artículo 8.  Licencia de pesca.
1. La licencia de pesca es la autorización administrativa de carácter temporal, expedida 

por medios electrónicos por la Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura del 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, vinculada a un buque en situación de alta en 
la Sección 1 del Registro General de la Flota Pesquera, o a una almadraba, que habilita a un 
armador al ejercicio de la actividad de pesca marítima.

2. La licencia de pesca recogerá, al menos, los datos del armador, la persona propietaria 
del buque, el nombre, matrícula y características técnicas del buque, el caladero, la 
modalidad de pesca y el período de vigencia de la misma. En caso de cambio de armador, el 
nuevo armador deberá comunicarlo al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación a 
efectos del conocimiento de la subrogación en el uso de la licencia. En el caso de las 
almadrabas, la licencia de pesca se expedirá de acuerdo con su normativa específica.

3. La licencia es inherente al buque o almadraba y no es posible su transmisión de forma 
separada a los mismos. Podrá ser suspendida temporalmente y retirada, en todo caso, en 
los supuestos previstos en la normativa europea para garantizar el cumplimiento de las 
normas de la Política Pesquera Común.

4. La licencia tendrá una vigencia de 4 años, salvo que en la misma se indique 
expresamente otra cosa, y su renovación será automática, siempre que no hayan cambiado 
las características del buque ni se hayan producido variaciones en las condiciones que 
dieron lugar a su concesión.

5. No será obligatorio llevar la licencia a bordo del buque. En caso de que el titular 
necesitare la licencia, deberá solicitar expresamente un duplicado. Estas licencias se 
emitirán, registrarán y conservarán actualizadas por medios electrónicos en el Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación.

6. La actividad del buque o almadraba deberá ajustarse a lo dispuesto en la licencia de 
pesca. Sin embargo, cuando la situación de los recursos pesqueros lo permita, la Dirección 
General de Ordenación Pesquera y Acuicultura del Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación podrá autorizar, de forma temporal, un cambio en las condiciones del ejercicio 
de la actividad pesquera previstas en su licencia.

Esta autorización recogerá expresamente el período de vigencia, así como todos los 
datos que supongan una modificación de las condiciones de la licencia.

7. Cualquier otra actividad de naturaleza pesquera deberá contar con la autorización 
correspondiente por parte de la Administración competente.

8. Lo dispuesto en el presente artículo se entiende sin perjuicio, en su caso, de la 
correspondiente autorización sanitaria, número del Registro General Sanitario de Empresas 
Alimentarias y Alimentos y demás requisitos establecidos en la normativa vigente.

Artículo 9.  Registro General de la Flota Pesquera.
1. El Registro General de la Flota Pesquera (RGFP) será gestionado por la Dirección 

General de Ordenación Pesquera y Acuicultura del Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación y estará constituido por todos los buques de pesca y todos los buques 
auxiliares con pabellón español.
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2. Este Registro estará compuesto por:
a) Sección 1, que incluirá a los buques de pesca.
b) Sección 2, que incluirá a los buques auxiliares.
3. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a través de la Dirección General de 

Ordenación Pesquera y Acuicultura, será el responsable de la actualización y el 
mantenimiento de los datos del Registro General de la Flota Pesquera, de la gestión registral 
de los buques de la Sección 1 que faenen en aguas exteriores o en aguas exteriores e 
interiores, así como de la transmisión de los datos obrantes en el mismo a los órganos e 
instituciones de la Unión Europea, conforme a lo dispuesto en la normativa de la Unión 
Europea.

4. Las comunidades autónomas llevarán un registro de los buques de pesca que faenen 
exclusivamente en aguas interiores y de buques auxiliares, e incorporarán automáticamente 
la información recogida en sus bases de datos en el Registro General de la Flota Pesquera.

Las ayudas públicas y las transferencias de fondos nacionales a las comunidades 
autónomas para fines pesqueros y el resto de medidas de la Política Pesquera Común que 
las normas de la Unión Europea vinculen al Registro de la flota de la Unión Europea 
quedarán supeditadas al efectivo cumplimiento de las obligaciones de suministro de 
información previstas en este apartado. Ambos registros serán interoperables entre sí.

5. La baja provisional en el Registro General de la Flota Pesquera dará lugar a la 
suspensión de la licencia de pesca y demás autorizaciones concedidas conforme a lo 
dispuesto en la presente ley. Una vez se reestablezcan las condiciones que permitan volver 
a dar de alta al buque, se podrá solicitar el cambio de estado de baja provisional a alta, 
siempre y cuando se cumpla el resto de disposiciones reglamentarias aplicables.

6. El procedimiento y requisitos para llevar a cabo el alta, la baja provisional y la baja 
definitiva en el Registro General de la Flota Pesquera, así como el resto de aspectos 
relativos a su funcionamiento se establecerán por real decreto.

Artículo 10.  Censos por caladero y modalidad.
1. Todos los buques incluidos en la Sección 1 del Registro General de la Flota Pesquera 

estarán adscritos a un censo por caladero y, dentro de éste, a una modalidad de pesca.
2. En cada censo por caladero y modalidad figurarán todos los buques de pesca que, sin 

perjuicio del cumplimiento del resto de requisitos previstos en la presente ley y sus 
disposiciones de desarrollo, pueden ejercer su actividad pesquera en un determinado 
caladero, o en una parte del mismo, y mediante una determinada modalidad. Además, 
constarán todos aquellos parámetros de los buques que pueden incidir en el esfuerzo 
pesquero desarrollado por la flota. Sólo los buques incluidos en un censo por caladero y 
modalidad podrán ser provistos de una licencia de pesca.

3. Los caladeros en los que la flota española ejerce su actividad son los siguientes:
a) Caladero nacional, que incluye las aguas bajo soberanía o jurisdicción española, 

incluyendo el mar territorial, la zona económica exclusiva y la zona de protección pesquera 
del Mediterráneo.

b) Caladero comunitario, que incluye las aguas bajo soberanía o jurisdicción de los 
Estados miembros de la Unión Europea, con excepción de las aguas bajo soberanía o 
jurisdicción española.

c) Caladero internacional, que incluye las aguas que no se encuentran bajo soberanía o 
jurisdicción de ningún Estado miembro de la Unión Europea.

Cada uno de estos caladeros contará con un censo, que podrá subdividirse en 
subcaladeros o zonas de pesca, y estará organizado por modalidades de pesca, que podrán 
ser, entre otras: arrastre de fondo, cerco, palangre de superficie, artes fijas, artes menores y 
almadrabas.

4. En cuanto al caladero nacional, dentro del mismo se distinguen las siguientes zonas 
de pesca:

a) Subcaladero Cantábrico y Noroeste, que incluye las aguas del Caladero Nacional 
ubicadas en el mar Cantábrico y el océano Atlántico, delimitadas por el oeste por la frontera 
con Portugal y por el este por la frontera con Francia.
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b) Subcaladero del Golfo de Cádiz, que incluye las aguas del Caladero Nacional 
ubicadas en el Golfo de Cádiz, delimitadas por el oeste por la frontera con Portugal y por el 
este por el meridiano de punta de Tarifa, longitud 05.º 36' 39,7’’oeste.

c) Subcaladero Mediterráneo, que incluye las aguas del Caladero Nacional ubicadas en 
el mar Mediterráneo, delimitadas por el oeste por el meridiano de punta de Tarifa, incluidas 
las provincias marítimas de Algeciras, Ceuta y Melilla, en longitud 05.º 36’ 39,7’’ oeste, y por 
el este por la frontera con Francia.

d) Subcaladero Canario, que incluye las aguas del Caladero Nacional que rodean las 
islas Canarias.

5. De conformidad con la Ley 41/2010, de 29 de diciembre, los subcaladeros referidos en 
el apartado anterior tienen las siguientes correspondencias con las demarcaciones marinas 
respectivas:

a) El Subcaladero Cantábrico y Noroeste coincide con la Demarcación Marina 
Noratlántica.

b) El Subcaladero del Golfo de Cádiz coincide con la Demarcación Marina Sudatlántica y 
parte de la Demarcación Marina del Estrecho y Alborán.

c) El Subcaladero Mediterráneo coincide con la Demarcación Marina Levantino-Balear y 
parte de la Demarcación Marina del Estrecho y Alborán.

d) El Subcaladero Canario coincide con la Demarcación Marina Canaria.
6. En cuanto al caladero comunitario, todos los buques se encontrarán adscritos a una 

modalidad de pesca de entre las que se determinen en la normativa específica de desarrollo.
7. El Gobierno, previa consulta a las comunidades autónomas y entidades 

representativas del sector, desarrollará reglamentariamente los aspectos esenciales para el 
ejercicio de la actividad pesquera según modalidad de pesca y caladero; entre otros, los 
requisitos que los buques han de reunir para su inclusión en cada uno de los censos, el 
procedimiento para cambiar de censo, caladero, zona o modalidad, y, excepcionalmente, 
cuando la situación de los recursos lo permita, la posibilidad de ejercer la actividad pesquera 
en una zona distinta de las correspondientes a su censo por caladero y modalidad.

Por orden del titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación podrá 
desarrollarse en atención a las características concretas de cada caladero y de las distintas 
pesquerías.

8. En cuanto al caladero internacional, todos los buques del censo se encontrarán 
adscritos a una modalidad de pesca de entre las que se determinen en la normativa 
específica de desarrollo.

Artículo 11.  Censos específicos.
1. Complementariamente a los censos por caladero y modalidad, el Gobierno, previa 

consulta a las comunidades autónomas y entidades representativas del sector, podrá 
establecer censos específicos para el acceso a determinadas pesquerías o para el ejercicio 
de la actividad en ciertas zonas, cuando las circunstancias específicas de la pesquería o de 
la zona, tales como el estado de los recursos o la existencia de normas internacionales en la 
materia, así lo aconsejen.

2. El censo específico integrará a todos aquellos buques que, sin perjuicio del 
cumplimiento del resto de requisitos previstos en esta ley, pueden ejercer la actividad 
pesquera en relación con dicha pesquería o en dicha zona.

3. La norma de creación establecerá las condiciones para el acceso al censo específico, 
pudiéndose limitar el número de buques o la capacidad pesquera, y la permanencia en el 
mismo, así como, en su caso, los criterios de reparto de posibilidades de pesca y las normas 
específicas para el ejercicio de la actividad, que, en todo caso, se deberán ajustar a lo 
dispuesto en la presente ley.

4. Un mismo buque podrá ser incluido en varios censos específicos diferentes cuando 
concurran en el mismo las circunstancias adecuadas, siempre y cuando cumplan las 
condiciones establecidas para cada uno de ellos.
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Artículo 12.  Autorización especial de pesca.
1. Cuando las características especiales de una pesquería aconsejen limitaciones del 

esfuerzo pesquero o medidas específicas de conservación o de protección de los recursos 
pesqueros, podrá establecerse mediante orden del titular del Ministerio de Agricultura, Pesca 
y Alimentación que el ejercicio de la actividad esté condicionada a la concesión de una 
autorización especial de pesca, complementaria de la licencia de pesca y de carácter 
temporal.

2. Dicha autorización será expedida por la Dirección General de Ordenación Pesquera y 
Acuicultura, previo informe de la Dirección General de Pesca Sostenible, tendrá formato 
electrónico, y contendrá, al menos, los datos relativos a la identificación del buque, período 
de validez, zona, modalidad de pesca y, en su caso, especies autorizadas.

Cuando se trate de un conjunto de buques, podrá emitirse una autorización especial de 
pesca de forma colectiva.

Dicha autorización será necesaria, en todo caso, para el ejercicio de la actividad 
pesquera en aguas comunitarias no sometidas a la jurisdicción o soberanía españolas.

3. En todo caso, el buque deberá ajustar su actividad en relación con dicha pesquería a 
las condiciones establecidas en la autorización especial.

Artículo 13.  Autorización para la flota pesquera exterior.
1. Para el ejercicio de la actividad pesquera en aguas sometidas a la soberanía o 

jurisdicción de un tercer país, en aguas reguladas en el marco de una organización regional 
de ordenación pesquera de la que la Unión sea Parte contratante, dentro o fuera de las 
aguas de la Unión, o en alta mar, será necesaria una autorización para la flota pesquera 
exterior, expedida por la Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura, previo 
informe de la Dirección General de Pesca Sostenible, complementaria a la licencia de pesca.

2. Dicha autorización, que tendrá formato electrónico, contendrá, al menos, los datos 
relativos a la identificación del buque, periodo de validez, zona, modalidad de pesca y 
especies autorizadas.

Cuando se trate de un conjunto de buques, podrá emitirse una autorización para la flota 
pesquera exterior de forma colectiva.

3. En todo caso, el buque deberá ajustar su actividad en las aguas para las que se 
expide la autorización para la flota pesquera exterior a las condiciones establecidas en la 
misma.

TÍTULO III
Medidas de conservación y uso sostenible de los recursos pesqueros

Artículo 14.  Medidas de conservación de los recursos pesqueros.
1. El Gobierno determinará mediante real decreto, consultados el sector afectado y las 

comunidades autónomas, los criterios y condiciones para el establecimiento, con base en la 
mejor información científica, de las medidas necesarias para la conservación de los recursos 
pesqueros. El titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación desarrollará dichas 
medidas mediante orden atendiendo a las características de cada pesquería y gestionará, 
sobre la base de dicha normativa, su establecimiento. En todo caso, estos criterios, 
condiciones y medidas podrán establecerse a través de los planes de gestión.

2. Tienen la consideración de medidas de conservación todas aquéllas dirigidas a 
garantizar una explotación sostenible de los recursos pesqueros y la viabilidad a largo plazo 
de este sector, e incluyen:

a) La limitación del volumen de capturas;
b) La regulación del esfuerzo pesquero;
c) La regulación de artes;
d) La regulación de la talla o peso mínimo de las especies pesqueras o, cuando resulte 

adecuado, una combinación de ambos;
e) El establecimiento de vedas.
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Artículo 15.  Limitación del volumen de capturas.
Con base en la mejor información científica disponible, el titular del Ministerio de 

Agricultura, Pesca y Alimentación podrá adoptar, mediante orden, consultados el sector 
afectado y las comunidades autónomas, las medidas de limitación del volumen de las 
capturas que resulten necesarias respecto de determinadas especies o grupos de especies, 
por caladeros o zonas, períodos de tiempo, modalidades de pesca, por buque o grupos de 
buques, de acuerdo con los criterios que reglamentariamente se establezcan y que, en todo 
caso, no podrán tomarse en consideración en los futuros repartos de posibilidades de pesca 
que se realizaren sobre esas especies.

Artículo 16.  Regulación del esfuerzo pesquero.
Con base en la mejor información científica disponible, por orden del titular del Ministerio 

de Agricultura, Pesca y Alimentación se podrán adoptar, consultados el sector afectado y las 
comunidades autónomas, entre otras, las siguientes medidas de regulación del esfuerzo 
pesquero:

a) La limitación del número de buques en función de la incidencia de sus características 
en el esfuerzo de pesca del conjunto de la flota en una pesquería.

b) La regulación del tiempo de actividad pesquera.
c) El ajuste de la capacidad pesquera.
d) La regulación de las características de las artes de pesca, aparejos y dispositivos, en 

el marco del artículo 17.2 y con el fin de modular tal disciplina en cada caso concreto, para 
regular el esfuerzo pesquero, sobre la base de la mejor información científica disponible.

Artículo 17.  Artes de pesca.
1. La pesca marítima sólo podrá ejercerse mediante los artes, aparejos y dispositivos de 

pesca expresamente autorizados.
2. El Gobierno podrá, consultados el sector afectado y las comunidades autónomas, 

establecer las características técnicas y condiciones de empleo de las artes, aparejos y 
dispositivos de pesca autorizados para las distintas modalidades de pesca, así como las de 
su transporte y arrumaje, la prohibición de su tenencia a bordo, así como las medidas de 
mejora e innovación de las mismas que, con base en la mejor información científica 
disponible, aconseje el estado de los recursos.

3. Los artes de pesca que contengan plástico y sus residuos, tal como se definen en la 
Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, 
estarán sujetos a las disposiciones reguladas en la misma, así como al desarrollo 
reglamentario del régimen de responsabilidad ampliada del productor previsto en su artículo 
60.5.

Artículo 18.  Talla o peso de las especies.
1. Por orden del titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, consultados el 

sector afectado y las comunidades autónomas, y con base en la mejor información científica 
disponible, previo informe del Consejo Superior de Investigaciones Científicas, a través del 
Instituto Español de Oceanografía, se podrán establecer tallas o pesos mínimos pesqueras 
o, cuando resulte adecuado, una combinación de ambos, de determinadas especies, 
diferenciándose cuando sea preciso por caladeros, zonas o fondos de pesca.

2. Las especies de talla o de peso pesqueras o, cuando resulte adecuado, una 
combinación de ambos, inferior a la reglamentada no podrán retenerse a bordo, 
transbordarse, desembarcarse o descargarse, ni depositarse, debiendo devolverse 
inmediatamente al mar tras su captura, salvo normativa específica.

3. Aquellas especies en las que, de acuerdo con la normativa específica que les sea 
aplicable, exista la obligación de su desembarque, las capturas realizadas deberán 
mantenerse a bordo, declararse y desembarcarse y, en su caso, comercializarse, en las 
condiciones previstas en la misma.
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Artículo 19.  Vedas.
1. Con base en la mejor información científica disponible, por orden del titular del 

Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, consultados el sector afectado y las 
comunidades autónomas, previo informe del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, a través del Instituto Español de Oceanografía, se podrán establecer fondos 
mínimos, zonas o períodos de veda en los que se limite o se prohíba el ejercicio de las 
actividades pesqueras o la captura de determinadas especies, así como adoptar otras 
medidas que se consideren necesarias en función del estado del recurso.

2. El establecimiento de una zona de veda o de un área de fondos mínimos implicará la 
delimitación de dicha zona, la enumeración de las artes permitidas y contendrá, en su caso, 
aquellos aspectos referidos a su tiempo de vigencia o a su revisión temporal en función de la 
evaluación de su eficacia y utilidad, así como cualesquiera otras medidas que se consideren 
necesarias en función del estado del recurso.

TÍTULO IV
Medidas de protección y regeneración

Artículo 20.  Medidas de protección y regeneración de los recursos pesqueros.
1. Tienen la consideración de medidas de protección y de regeneración todas aquéllas 

que tienen por objeto la preservación de los ecosistemas marinos y la recuperación de los 
recursos pesqueros mediante la prohibición o limitación de actividades susceptibles de 
afectar a los recursos pesqueros o sus hábitats o, en su caso, a las especies marinas 
protegidas.

2. Incluyen las siguientes medidas:
a) La declaración de zonas de protección pesquera.
b) La regulación de la actividad pesquera en los Espacios Marinos Protegidos, o que 

pueda afectar a las especies marinas en régimen de protección especial, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 26.

c) Medidas preventivas respecto a actividades susceptibles de perjudicar a los recursos 
pesqueros o sus hábitats en aquellas zonas declaradas de protección pesquera.

d) Medidas encaminadas a la reducción o eliminación, cuando sea posible, de las 
capturas accidentales de especies marinas protegidas.

e) Cualquier otra medida que aconseje el estado de los recursos.

CAPÍTULO I
Zonas de protección pesquera

Artículo 21.  Declaración de zonas de protección pesquera.
1. Mediante real decreto se regularán, con carácter general, las zonas de protección 

pesquera, que se declararán por orden del titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación para favorecer la protección y regeneración o cría de los recursos pesqueros.

Dichas zonas, de acuerdo con la finalidad específica derivada de sus especiales 
características, podrán ser calificadas como:

a) Reservas marinas de interés pesquero.
b) Zonas de acondicionamiento marino.
c) Zonas de restauración de hábitats de interés para la pesca.
2. La declaración de estas zonas se realizará previo informe del Consejo Superior de 

Investigaciones Científicas, a través del Instituto Español de Oceanografía, del Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, del Ministerio de Defensa, en el caso de 
que incida sobre zonas declaradas de interés para la Defensa Nacional o zonas de 
seguridad de instalaciones militares, del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, en el caso de que afecte al servicio portuario, a la prevención de la contaminación 
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del medio marino o a la seguridad y protección marítimas, así como de las comunidades 
autónomas afectadas, sobre aspectos de su competencia.

La declaración establecerá, en todo caso, la delimitación geográfica de la zona, 
zonificación interna en su caso, la regulación de usos y el seguimiento y monitoreo a largo 
plazo de sus poblaciones.

Artículo 22.  Reservas marinas de interés pesquero.
1. Por orden del titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, consultados el 

sector afectado y las comunidades autónomas, con base en la mejor información científica 
disponible, serán declaradas reservas marinas de interés pesquero aquellas zonas que por 
sus especiales características se consideren adecuadas para la regeneración de los 
recursos pesqueros, contribuyendo a la preservación de la riqueza natural de determinadas 
zonas, la conservación de las diferentes especies marinas o la recuperación de los 
ecosistemas, la cría de especies marinas de interés pesquero o cuando exista una amenaza 
para los recursos pesqueros o un deterioro que justifique la creación de esta figura por no 
poder ser solventada por otras figuras de protección. Las medidas de protección que se 
adopten consistirán en las limitaciones o la prohibición, en su caso, del ejercicio de la 
actividad pesquera, así como cualquier otra actividad, incluyendo la navegación o el uso de 
determinadas embarcaciones excepto en la zona de servicio de los puertos de interés 
general, que pueda alterar el equilibrio natural.

2. Dentro del ámbito de una reserva marina de interés pesquero deberán delimitarse 
áreas o zonas con distintos niveles de protección y de regulación de usos, incluyendo al 
menos una zona de reserva integral definida bajo la mejor ciencia disponible y en la cual se 
prohíban todas las actividades humanas, incluida la pesca, con excepción de la investigación 
científica cuando se requiera.

3. Las reservas marinas de interés pesquero podrán integrarse en la Red de Áreas 
Marinas Protegidas prevista en el artículo 26.1 e) de la Ley 41/2010, de 29 de diciembre.

4. Bajo esta figura se podrán crear comités participativos, sin carácter decisorio, para el 
seguimiento y evaluación de la eficacia de los mismos, conforme con lo previsto en el 
artículo 54.4 de la presente ley.

Artículo 23.  Zonas de acondicionamiento marino.
1. Con el fin de favorecer la protección y reproducción de los recursos pesqueros, por 

orden del titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, consultados el sector 
afectado y las comunidades autónomas y con base en la mejor información científica 
disponible, podrán declararse zonas de acondicionamiento marino, en las cuales se 
realizarán obras o instalaciones que favorezcan esta finalidad. La declaración de estas 
zonas se hará previo cumplimiento de la legislación vigente en materia de ocupación del 
dominio público marítimo-terrestre.

2. La norma de declaración establecerá las medidas de protección de la zona, respecto 
del ejercicio o la prohibición, en su caso, de la actividad pesquera, así como de cualquier 
otra actividad que pueda perjudicar su finalidad.

3. Entre las obras o instalaciones que pueden realizarse en las zonas de 
acondicionamiento marino figuran los arrecifes artificiales destinados a la protección 
pesquera, así como otras que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 24.  Zonas de repoblación marina.
1. Con el fin de favorecer la regeneración de especies de interés pesquero, por orden del 

titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, consultados el sector afectado y 
las comunidades autónomas y con base en la mejor información científica disponible, podrán 
declararse zonas destinadas a la liberación controlada de especies en cualquier fase de su 
ciclo vital.

2. En estas zonas se establecerán normas especiales para el ejercicio de la pesca, así 
como para todas aquellas actividades que puedan tener incidencia sobre los objetivos en 
cada caso perseguidos por dichas normas especiales.
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3. Las repoblaciones que se realicen en aguas exteriores requerirán consulta al sector 
afectado, informe previo del Consejo Superior de Investigaciones Científicas, a través del 
Instituto Español de Oceanografía, y del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, así como de la comunidad autónoma correspondiente en relación con su 
incidencia en los ecosistemas marinos, las especies y espacios marinos protegidos y en los 
recursos pesqueros de las aguas interiores.

4. Las repoblaciones que se realicen en las aguas interiores requerirán consulta al sector 
afectado, informe previo del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación sobre su 
incidencia en los recursos pesqueros de las aguas exteriores y del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico, cuando puedan afectar a espacios marinos 
protegidos de su competencia o a especies marinas protegidas.

5. En todo caso, estará prohibida la importación o introducción en las aguas sujetas a 
jurisdicción o soberanía española de especies o subespecies alóctonas conforme a lo 
establecido en el artículo 54 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y 
de la Biodiversidad.

6. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación podrá impulsar la investigación 
científica para el desarrollo de programas de cría o propagación, en su hábitat natural 
potencial o donde hayan desaparecido de las especies marinas objeto de actividad 
pesquera.

Artículo 25.  Arrecifes artificiales destinados a la protección pesquera.
1. La Dirección General de Pesca Sostenible del Ministerio de Agricultura, Pesca y 

Alimentación podrá instalar o autorizar la instalación de arrecifes artificiales en aguas 
exteriores destinados a la protección pesquera, previo informe de la comunidad autónoma 
correspondiente en relación con su incidencia en los recursos pesqueros de las aguas 
interiores, especialmente en zonas de acondicionamiento marino.

2. En aquellos casos en que estos arrecifes ocupen simultáneamente aguas exteriores e 
interiores, la autorización se emitirá conjuntamente por Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación y la comunidad autónoma competente.

3. En el caso de que estos arrecifes ocupen aguas interiores, requerirán informe previo 
favorable del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación sobre su incidencia en los 
recursos pesqueros y contaminación de las aguas exteriores en relación con dichos recursos 
pesqueros y demás competencias de dicho Ministerio.

4. La autorización se emitirá previo informe preceptivo en todo caso del Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, a través del Instituto Español de Oceanografía, y del 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en el caso de que afecte al servicio 
portuario, a la prevención de la contaminación del medio marino o a la seguridad y 
protección marítimas.

5. La autorización de instalación de un arrecife artificial se emitirá previo cumplimiento de 
la legislación en materia de costas, de protección del medio marino y de protección de la 
biodiversidad.

6. La autorización de instalación de un arrecife artificial no implicará derecho preferente 
de explotación de la zona ocupada por parte del titular de la misma.

7. Por real decreto, se establecerán los requisitos mínimos que deberán cumplir los 
arrecifes debiendo en todo caso estar construidos con materiales que no produzcan 
contaminación en el medio marino. Quedan expresamente excluidos el uso de chatarras y 
otros materiales de desecho no específicamente autorizados.

8. El hundimiento de buques con el fin de instalar arrecifes artificiales estará prohibido 
con carácter general y sólo podrá realizarse de acuerdo con las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 49  Ley de pesca sostenible e investigación pesquera

– 714 –



CAPÍTULO II
Medidas de protección en los Espacios Naturales Protegidos y para las 

especies marinas protegidas

Artículo 26.  Régimen aplicable en los Espacios Naturales Protegidos y los espacios Red 
Natura 2000.

El régimen de las limitaciones o prohibiciones de la actividad pesquera en las aguas 
exteriores de los Espacios Naturales Protegidos y espacios protegidos de la Red Natura 
2000 se fijará por el Gobierno, a propuesta conjunta del Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico y el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, cada 
uno en el ámbito de sus respectivas competencias, mediante las medidas previstas en la 
presente ley y de conformidad con los criterios establecidos en la normativa ambiental, en 
particular en la disposición adicional primera de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre.

Dichas limitaciones se establecerán asegurando que no se menoscaba la consecución 
de los objetivos de conservación establecidos para el Espacio Natural Protegido o para el 
espacio protegido de la Red Natura 2000 en cuestión y serán coherentes con las medidas de 
conservación establecidas para los mismos en sus instrumentos de gestión.

Artículo 27.  Medidas para la mitigación de las capturas accidentales de especies marinas 
protegidas.

1. Cuando las características especiales de una pesquería aconsejen medidas 
específicas de conservación o protección de las especies marinas protegidas que podrían 
ser capturadas de forma accidental, con base en la mejor información científica disponible, el 
titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, previo informe del Ministerio para 
la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, consultados el sector afectado y las 
comunidades autónomas, podrá establecer mediante orden normas especiales en cuanto a 
obligaciones de información, zonas, modalidades de pesca o especies autorizadas y, en 
concreto, medidas específicas de protección y de mitigación.

En particular, cuando se constate o se sospeche motivadamente, con base en la mejor 
información científica disponible, que una determinada modalidad pesquera está teniendo un 
impacto significativo en la captura accidental de especies marinas protegidas, la Secretaría 
General de Pesca del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación adoptará medidas, 
consultados el sector afectado y las comunidades autónomas, para reducir o eliminar, 
cuando sea posible, la mortalidad de dichas especies, tales como:

a) El embarque de observadores o instalación de sistemas de observación electrónica 
para determinar el alcance del problema.

b) La obligación en el uso de dispositivos o modificación de los artes para reducción de 
la captura accidental.

c) La limitación en el uso de determinados artes en zonas sensibles o regulación de su 
uso.

d) El establecimiento de vedas temporales en zonas de alta concentración de capturas 
accidentales.

e) La fijación de protocolos de manejo de obligado cumplimiento pos captura para reducir 
la mortalidad.

f) Cualesquiera otras que contribuyan a reducir la mortalidad por pesca de las especies 
marinas protegidas.

g) La recopilación de datos de capturas accidentales de especies marinas protegidas en 
el diario de pesca electrónico por parte de todos los capitanes de embarcaciones pesqueras 
que lo tengan implantado, independientemente de su eslora o de que faenen dentro o fuera 
de las aguas estatales. Para la adecuada recopilación de datos, recibirán la correspondiente 
formación.

2. Las respectivas autorizaciones deberán incorporar las medidas a adoptar respecto de 
las especies marinas protegidas que podrían ser capturadas de forma accidental conforme a 
este artículo.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 49  Ley de pesca sostenible e investigación pesquera

– 715 –



CAPÍTULO III
Actividades susceptibles de interaccionar con los recursos pesqueros

Artículo 28.  Extracción de flora.
1. La extracción de flora marina en aguas exteriores requerirá autorización de la 

Dirección General de Pesca Sostenible del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, 
previo informe de la comunidad autónoma correspondiente en relación con su incidencia en 
los recursos pesqueros de las aguas interiores.

2. En el caso de que la extracción se realice en aguas interiores, requerirá informe previo 
favorable de la Dirección General de Pesca Sostenible del Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación sobre su incidencia en los recursos pesqueros de las aguas exteriores.

3. En ambos casos, el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico 
deberá informar en relación con los posibles impactos que las extracciones de flora marina 
pudieran causar.

4. Cuando se trate de especies de flora marina incluidas en el Listado de Especies 
Silvestres en Régimen de Protección Especial o en el Catálogo Español de Especies 
Amenazadas, la autorización de la extracción de la flora marina estará sujeta a las 
disposiciones establecidas en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, y corresponderá al 
Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico.

Artículo 29.  Obras, instalaciones y demás actividades en el mar susceptibles de 
interaccionar con los recursos pesqueros.

1. Cualquier obra o instalación, desmontable o no, que se pretenda realizar o instalar en 
aguas exteriores, así como la extracción de cualquier material no vivo, requerirá informe 
preceptivo de la Dirección General de Pesca Sostenible del Ministerio de Agricultura, Pesca 
y Alimentación, así como informe de las comunidades autónomas afectadas a los efectos de 
la protección y conservación de los recursos pesqueros en aguas interiores.

2. La autorización administrativa para la realización de actividades en aguas exteriores 
en las que, aun sin requerir obras o instalaciones de ningún tipo, concurran circunstancias de 
las que puedan derivarse efectos para los recursos pesqueros o interferencias con el normal 
desarrollo de la actividad pesquera, requerirá informe preceptivo de la Dirección General de 
Pesca Sostenible del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, y del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico.

3. En el caso de que las obras, instalaciones o actividades a las que se refieren los 
apartados anteriores se lleven a cabo en aguas interiores, excepto en las aguas 
comprendidas en la zona I de los puertos de interés general, requerirá informe previo 
favorable de la Dirección General de Pesca Sostenible del Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación sobre su incidencia en los recursos pesqueros en aguas exteriores a los 
efectos de la protección y conservación.

Artículo 30.  Vertidos susceptibles de afectar a los recursos pesqueros.
1. La autorización administrativa para toda clase de vertidos en aguas exteriores 

requerirá informe preceptivo de la Dirección General de Pesca Sostenible del Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación, así como informe de las comunidades autónomas 
afectadas a los efectos de la protección y conservación de los recursos pesqueros en aguas 
interiores.

2. En el caso de que los vertidos se lleven a cabo en aguas interiores, requerirá informe 
previo favorable del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación sobre su incidencia en 
los recursos marinos vivos en aguas exteriores a los efectos de la protección y conservación.

3. No obstante lo previsto en los apartados anteriores, la tramitación de los vertidos de 
material de dragado de los puertos de interés general se ajustará, en todo caso, a lo 
dispuesto en el artículo 64 del texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, y en el título 
IV de la Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino.

4. Los emisarios y estaciones depuradoras deberán realizar el menor impacto posible al 
medio marino y a las actividades pesqueras.
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TÍTULO V
Medidas de gestión de los recursos pesqueros

Artículo 31.  Medidas de gestión de los recursos pesqueros.
1. Tendrán la consideración de medidas de gestión de los recursos pesqueros todas 

aquellas medidas y mecanismos dirigidos a racionalizar y ordenar la explotación de los 
recursos, y a equilibrar el esfuerzo pesquero y el desarrollo del sector con base en la mejor 
información científica disponible.

2. Por real decreto se regularán las medidas de gestión de los recursos pesqueros, 
previa consulta al sector afectado y a las comunidades autónomas, en desarrollo de las 
disposiciones del presente título, y que podrá incluir las siguientes medidas, que se 
desarrollan en los siguientes artículos:

a) La asignación de posibilidades de pesca por buques o grupos de buques.
b) La transmisión entre buques de las posibilidades de pesca asignadas.
c) La gestión conjunta de las posibilidades de pesca asignadas por buques.
d) El cese de la actividad pesquera en caso de agotamiento de cuotas.
e) El cierre de las pesquerías.
f) Los mecanismos de flexibilización en la gestión de posibilidades de pesca.
g) Los mecanismos de racionalización en la gestión de posibilidades de pesca.
h) El mecanismo de optimización en la gestión de posibilidades de pesca.
i) Las reservas de posibilidades de pesca.
j) Los intercambios de posibilidades de pesca con otros Estados.
k) La gestión de las posibilidades de pesca no utilizadas.
l) Medidas específicas y singulares, cuya excepcionalidad respecto a la normativa 

general venga justificada atendiendo al estado de los recursos.
m) El seguimiento del consumo de las posibilidades de pesca por medios informáticos.
3. Esta regulación podrá desarrollarse mediante planes de gestión de pesca para 

determinadas zonas o pesquerías, aprobados por el titular del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación previa consulta al sector afectado y a las comunidades autónomas, 
que podrán incluir reglas especiales con respecto de las anteriores medidas atendiendo a las 
peculiaridades de cada pesquería.

Artículo 32.  Asignación de posibilidades de pesca.
1. Para mejorar la gestión y el control de la actividad, así como para favorecer la 

planificación empresarial y la función social de los recursos pesqueros, se podrán asignar 
posibilidades de pesca a buques o a grupos de buques, siempre que sobre la especie o 
población exista una limitación del volumen total de capturas o del esfuerzo pesquero 
máximo derivados de la normativa internacional, europea o nacional.

2. Por real decreto, consultados el sector afectado y las comunidades autónomas, se 
establecerán de forma motivada, ponderada y transparente los criterios de asignación para 
cada pesquería, con base en los cuales se determinará la cuota o porcentaje con el que 
cada buque o grupo de buques participará en la asignación de posibilidades de pesca para 
dicha pesquería.

Entre estos criterios deberán estar alguno o algunos de los siguientes:
a) La actividad pesquera desarrollada históricamente, cifrada en volumen de capturas, 

esfuerzo de pesca, tiempo o presencia en zona, en cada caso.
b) Las características técnicas del buque, así como el resto de parámetros del mismo.
c) El impacto de la actividad pesquera ejercida sobre los recursos, organismos juveniles, 

especies accesorias, y sobre el medio ambiente y ecosistemas en general, en la medida que 
se disponga de información científicamente validada, así como la selectividad de los artes 
empleados con base en la mejor información disponible.

d) Otras posibilidades de pesca asignadas al buque que optimicen la actividad del 
conjunto de la flota.

e) Las posibilidades de empleo y la calidad del mismo que se acrediten por el titular del 
buque.
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f) La contribución a la economía local.
3. Anualmente, o con la periodicidad que se determine por orden del titular del Ministerio 

de Agricultura, Pesca y Alimentación, consultados el sector afectado y las comunidades 
autónomas, se publicarán las posibilidades de pesca que corresponden a cada uno de los 
buques o grupos de buques que ejercen la pesquería para el ejercicio en cuestión, y que 
resultarán de aplicar la cuota o porcentaje correspondiente a cada buque o grupo de buques 
al total de posibilidades de pesca disponibles para dicha pesquería.

4. La asignación de posibilidades de pesca sobre una pesquería determinará el derecho 
a acceder y explotar el recurso pesquero del que se trate, de acuerdo con la cuota que en su 
caso corresponda y por el periodo de tiempo que reglamentariamente se establezca y sin 
perjuicio de las limitaciones y prohibiciones que en la misma se prevean.

5. En cuanto al reparto de las posibilidades de pesca obtenidas en virtud de un 
intercambio de los previstos en el artículo 41, se estará a lo dispuesto en el apartado 2 del 
mismo.

6. En los repartos de posibilidades de pesca y en sus modificaciones sucesivas, se 
aplicará lo establecido en este artículo.

Artículo 33.  Transmisión de posibilidades de pesca.
1. En caso de asignación individual de posibilidades de pesca a buques o almadrabas, 

éstas, previa autorización del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, se podrán 
transmitir total o parcialmente, con carácter temporal o con carácter definitivo. No cabe la 
transmisión definitiva de posibilidades de pesca asignadas por grupos de buques. La 
autorización para la transmisión de posibilidades de pesca deberá solicitarse por el armador 
del buque. En el caso de las transmisiones definitivas requerirá el consentimiento expreso de 
la persona propietaria del buque.

2. Mediante real decreto se establecerá el procedimiento para regular las transmisiones 
definitivas y temporales de posibilidades de pesca, que podrán ser totales o parciales, 
conforme a lo dispuesto en el presente artículo, sin perjuicio de su concreción mediante 
orden del titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

a) Las transmisiones definitivas requerirán autorización de la Dirección General de Pesca 
Sostenible, previo informe de la comunidad autónoma del puerto base del buque cedente. 
Podrán denegarse con base en la mejor información científica disponible y el estado de los 
recursos.

La concesión de la autorización para la transmisión definitiva de posibilidades de pesca 
estará supeditada al cumplimiento de los requisitos previstos, en su caso, para cada 
pesquería en los respectivos planes de pesca.

Estas transmisiones se reflejarán en la publicación anual del censo correspondiente al 
año siguiente a aquél en que se autorice la transmisión.

b) Las transmisiones temporales de posibilidades de pesca requerirán autorización de la 
Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura. Podrán denegarse previo informe 
de la Dirección General de Pesca Sostenible emitido con base en la mejor información 
científica disponible y el estado de los recursos.

Teniendo en cuenta las características de cada pesquería, se determinarán, en su caso, 
el porcentaje y el número máximo de campañas consecutivas en los que se podrán realizar 
las transmisiones temporales.

Estas transmisiones surtirán efectos hasta la finalización del año natural o la campaña 
anual que se estableciera al hacer la asignación de las posibilidades de pesca.

3. Por real decreto se determinarán los requisitos generales que han de reunir las 
transmisiones de posibilidades de pesca, conforme a los siguientes criterios:

a) Se limitará, de forma motivada con base en el estado de los recursos, a razones 
socioeconómicas u otras razones de tipo técnico, la transmisibilidad para buques o grupos 
de buques pertenecientes a distintas categorías o censos o que presenten condiciones 
técnicas distintas a los buques cedentes.

b) Cuando sea necesario a efectos de favorecer la libre competencia, la función social de 
la pesca y su uso racional y eficiente, se establecerá el porcentaje máximo de posibilidades 
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de pesca que pueden ser acumuladas por una empresa o grupo de empresas relacionadas 
societariamente en una misma pesquería.

c) Se podrá establecer un porcentaje mínimo de posibilidades de pesca por buque, por 
debajo del cual deba abandonar la pesquería.

d) Podrán establecerse condiciones para limitar las transmisiones conforme al siguiente 
apartado.

4. Ningún negocio jurídico podrá alterar, limitar o excluir el régimen de transmisión de las 
posibilidades de pesca de los buques en las condiciones establecidas conforme a los 
apartados 1, 2 y 3.

5. La pignoración de las posibilidades de pesca requerirá exclusivamente la 
comunicación previa por parte del armador a la Secretaría General de Pesca.

6. No surtirá efecto la prenda constituida sobre las posibilidades de pesca hasta su 
comunicación por el acreedor pignoraticio a la Secretaría General de Pesca por medios 
electrónicos.

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 1 y 2:
a) En el caso de las transmisiones voluntarias definitivas de posibilidades de pesca, el 

adquirente deberá comunicar por medios electrónicos a la Secretaría General de Pesca 
certificación de cargas de las posibilidades de pesca emitida por el Registro de Bienes 
Muebles y, en su caso, autorización del acreedor pignoraticio para que inste la transferencia.

b) En el caso de las transmisiones forzosas de las posibilidades de pesca que se 
produzcan como consecuencia de un procedimiento judicial, notarial o administrativo de 
ejecución, la transmisión de las posibilidades de pesca sólo se autorizará por el Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación cuando el adjudicatario acredite que cumple con todos los 
requisitos fijados en la normativa para poder acceder a la actividad pesquera en el concreto 
caladero y modalidad mediante reparto de posibilidades de pesca o transferencias 
definitivas.

Artículo 34.  Gestión conjunta de posibilidades de pesca asignadas por buques.
1. Para las pesquerías en que haya un reparto individual de posibilidades de pesca, se 

podrá prever en su normativa específica, con base en la mejor información científica 
disponible y el estado de los recursos, la gestión conjunta de las posibilidades de pesca por 
parte de las cofradías de pescadores, organizaciones de productores pesqueros y 
asociaciones de armadores, reconocidas al amparo de la normativa vigente, o, cuando dicha 
posibilidad se contemple expresamente, por parte de grupos de buques.

2. La gestión conjunta implicará la puesta en común de las posibilidades que 
corresponderían a los buques participantes para su explotación indistinta por parte de todos 
ellos, así como el control de las posibilidades de pesca por las entidades mencionadas en el 
apartado 1 de este artículo, dentro del ámbito geográfico y sectorial que les haya sido 
reconocido.

En este supuesto, las entidades asociativas o, en su caso, grupos de buques serán 
responsables de garantizar que todos los buques incluidos en la unidad de gestión conjunta 
ajustan su actividad a las posibilidades globales de la misma, por lo que deberán controlar el 
consumo realizado por cada uno de los buques de la entidad, sin perjuicio de la 
responsabilidad solidaria prevista en el artículo 35.3, así como comunicar fehacientemente a 
los titulares de las licencias de los buques que participan en la gestión conjunta el 
agotamiento de las posibilidades globales.

3. Una vez que la pesquería dé comienzo, durante el año en cuestión, no se permitirán 
nuevas altas de buques que se quieran acoger a la gestión conjunta ni bajas de ningún 
buque ya acogido, salvo por motivos tasados tales como el cambio de armador o siniestro.

Artículo 35.  Cese de la actividad en caso de agotamiento de las posibilidades de pesca.
1. En las pesquerías en las que las posibilidades de pesca se asignen por buque, o bien 

se hayan obtenido para uso individual, los buques deberán cesar la actividad en el momento 
en el que hayan consumido la totalidad de las posibilidades de pesca asignadas, salvo que 
por orden del titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, consultados el sector 
afectado y las comunidades autónomas, se establezca un sistema de regularización del 
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exceso de consumo de dichas posibilidades, mediante la obtención de posibilidades de 
pesca para esa pesquería en determinado plazo.

En caso de gestión conjunta, todos los buques pertenecientes a las entidades a las que 
se refiere el apartado 1 del artículo 34 deberán cesar la actividad en el momento en el que 
hayan consumido la totalidad de las posibilidades de pesca gestionadas conjuntamente. 
Asimismo, en ambos casos deberán abandonar su actividad cuando se acuerde el cierre de 
pesquería conforme a lo dispuesto en el artículo 36.

2. En las pesquerías en las que las posibilidades de pesca se asignen por censos o 
grupos de buques, o no exista reparto, todos los buques deberán cesar la actividad cuando 
se agote la cuota correspondiente al censo o grupo de buques, o bien la cuota global en 
relación con la especie o población. A tales efectos, el Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación declarará el cierre de la pesquería, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
36, sin perjuicio de que los buques que hubiesen obtenido posibilidades de pesca para su 
uso individual por cualquiera de los mecanismos previstos en la presente ley puedan 
continuar su actividad, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del presente artículo.

3. El cumplimiento de estas prohibiciones recae bajo la responsabilidad solidaria del 
armador, el patrón, y, en su caso, la entidad de gestión conjunta, conforme a lo dispuesto en 
la normativa.

4. Sin perjuicio de la posibilidad de exigir responsabilidad conforme a lo dispuesto en la 
normativa vigente, en las pesquerías en las que las posibilidades se repartan de forma 
individual, la superación de las posibilidades de pesca asignadas conllevará la deducción de 
dicho exceso de las posibilidades que se asignen en el ejercicio siguiente, de acuerdo con 
los coeficientes multiplicadores previstos en la normativa europea.

En caso de gestión conjunta, la deducción se aplicará de forma proporcional a cada 
buque que participe en la unidad de gestión, teniendo en cuenta las posibilidades asignadas 
a cada uno.

Las posibilidades deducidas se asignarán de forma preferente a aquellos buques o 
entidades de gestión conjunta que, disponiendo de posibilidades de pesca asignadas sin 
utilizar, tuvieron que abandonar la pesquería por cierre de la misma, de forma proporcional a 
las posibilidades que en cada caso hayan quedado sin utilizar.

Artículo 36.  Cierre de pesquerías.
1. La Secretaría General de Pesca podrá declarar, mediante resolución publicada en la 

página web del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, el cierre precautorio de una 
pesquería en relación con una especie, población, caladero o modalidad en cuestión, cuando 
se alcance el 90 % de consumo global de las posibilidades de pesca, o motivadamente en 
un momento previo de acuerdo con el principio de precaución, con independencia de la 
forma de asignación, en los casos en que se considere necesario según la información 
disponible y la evolución de consumo incluso aunque determinados buques todavía 
dispongan de cuota individual.

2. El cierre definitivo de la pesquería se realizará, cuando se constate que efectivamente 
se ha consumido la totalidad de posibilidades de pesca existentes para la pesquería en 
cuestión, mediante resolución de la Secretaría General de Pesca del Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación, publicada en la página web del mismo.

3. Las resoluciones previstas en los apartados 1 y 2 se publicarán, salvo que concurran 
razones motivadas que lo impidan o una regulación específica señale otro distinto, con 
antelación suficiente que en todo caso no será inferior a 24 horas.

4. Tanto el cierre precautorio como el definitivo impedirá a los buques capturar y retener 
a bordo ejemplares de la especie o población para la que se haya cerrado la pesquería a 
partir de la fecha que en los mismos se indique, pudiéndose sólo desembarcar aquellas 
cantidades capturadas y declaradas antes de la fecha de cierre, sin perjuicio de la obligación 
de abandonar la pesquería una vez agotadas las posibilidades asignadas prevista en el 
artículo siguiente, salvo las excepciones contempladas en la normativa específica.

5. Dada su especial incidencia en el estado de los recursos pesqueros, si se recurre el 
cierre de pesquerías y se solicita la suspensión de la ejecución del mismo, el silencio 
administrativo tendrá sentido negativo también en cuanto a la suspensión de la ejecución.
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Artículo 37.  Mecanismos de racionalización en la gestión de las posibilidades de pesca.
La Secretaría General de Pesca podrá establecer, consultados el sector afectado y las 

comunidades autónomas, mediante resolución publicada en el «Boletín Oficial del Estado», 
con base en la mejor información científica disponible sobre el estado de los recursos y oído 
el sector, paradas y topes máximos de captura y desembarque para todas aquellas 
pesquerías en las que existan limitaciones del volumen de capturas o de esfuerzo pesquero, 
con el objeto de racionalizar su consumo a lo largo del año o evitar el agotamiento de las 
posibilidades de pesca sobre especies accesorias que impiden continuar con la pesca de 
especies objetivo, que en todo caso deberán ser compatibles con el cumplimiento de la 
obligación de desembarque. Los topes máximos de captura previstos en el apartado anterior 
podrán establecerse, bien de manera global, bien por censo, modalidad o buque, 
dependiendo de si la cuota de la especie correspondiente ha sido previamente objeto de 
reparto, y podrán referirse a unidades temporales, porcentuales o cuantitativas.

Estos mecanismos se publicarán, salvo que concurran razones motivadas que lo impidan 
o una regulación específica señale otro mecanismo distinto, con una antelación general de 
24 horas.

Artículo 38.  Mecanismos de flexibilidad en la gestión de posibilidades de pesca.
1. Por real decreto, en atención al estado de los recursos y con base en la mejor 

información científica disponible, se regularán, consultados el sector afectado y las 
comunidades autónomas, sin perjuicio de su concreción mediante orden, los mecanismos de 
flexibilidad con la finalidad de maximizar la eficiencia del reparto de posibilidades de pesca, 
evitar sobrepasar la cuota asignada al Reino de España, facilitar el cumplimiento de la 
obligación de desembarque y garantizar la función social de los recursos pesqueros.

2. Los mecanismos de flexibilidad podrán ser los siguientes:
a) Flexibilidad interespecie: consiste en la posibilidad de imputar a la cuota 

correspondiente a la especie objetivo o principal de una pesquería, las capturas que se 
realicen sobre otra especie o población hasta un determinado porcentaje del total de cuotas 
españolas, con el fin de modular, en los términos que prevé la normativa europea, la 
obligación de desembarque.

b) De minimis: consiste en la posibilidad, cuando las pruebas científicas determinen que 
incrementar la selectividad resulta muy difícil o para evitar los costes desproporcionados que 
supondría el manejo de esas capturas no deseadas, de descartar especies o poblaciones en 
el caso de ciertas flotas y especies o grupo de especies sujetas a la obligación de 
desembarque hasta una determinada cantidad máxima, sin que por ello se imputen a las 
posibilidades de pesca asignadas, con el fin de modular, en los términos que prevé la 
normativa europea, la obligación de desembarque.

c) Flexibilidades interanuales, que pueden consistir en:
1.º La reserva de parte de las posibilidades de pesca asignadas al Reino de España en 

un ejercicio sobre una determinada especie o población, para poder utilizarlas en el ejercicio 
siguiente.

2.º La captura y desembarque de una cantidad superior a las posibilidades de pesca 
asignadas a España en un ejercicio sobre una determinada especie o población, con cargo a 
la asignación del ejercicio siguiente.

Estos mecanismos se publicarán, salvo que concurran razones motivadas que lo impidan 
o una regulación específica señale otro mecanismo distinto, con una antelación general de 
24 horas.

Artículo 39.  Mecanismo de optimización en la gestión de posibilidades de pesca.
1. Por real decreto, en atención al estado de los recursos, con base en la mejor 

información científica disponible, sin perjuicio de su concreción mediante orden, podrán 
establecerse y regularse, consultados el sector afectado y las comunidades autónomas, 
mecanismos de flexibilidad con la finalidad de optimizar la gestión de posibilidades de pesca, 
determinando los buques que pueden verse afectados, los periodos de tiempo de referencia 
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y los requisitos para participar en el mecanismo de optimización, así como el resto de 
aspectos relativos a su funcionamiento.

2. A tales efectos, tendrán la consideración de sobrantes aquellas posibilidades de pesca 
asignadas que se realicen a favor de un buque, grupo de buques o censo sobre una 
determinada especie o población y que resulten superiores al consumo que ese buque, 
grupo de buques o censo pudieran realizar, incluyendo los días de pesca asignados, de 
acuerdo con los desembarques o actividad realizados precedentemente.

3. Mediante resolución de la Secretaría General de Pesca, consultados el sector 
afectado y las comunidades autónomas, y de conformidad con los criterios establecidos en el 
real decreto a que hace referencia el apartado 1, se podrá establecer anualmente un 
mecanismo de optimización a efectos de maximizar la eficiencia en el consumo de las 
posibilidades de pesca asignadas. A través de dicho mecanismo se podrán poner a 
disposición de los buques que las requieran, en el último cuatrimestre del año, las 
posibilidades de pesca que se hayan asignado a otros buques y que resulten sobrantes para 
una especie y un censo, modalidad, buque o grupo de buques.

Estos mecanismos se publicarán, salvo que concurran razones motivadas que lo impidan 
o una regulación específica señale otro mecanismo distinto, con una antelación general de 
24 horas.

Artículo 40.  Reservas de posibilidades de pesca.
1. En aquellas pesquerías en las que se hayan asignado posibilidades de pesca 

conforme al artículo 32, el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación podrá fijar 
mediante orden reservas de posibilidades de pesca que se detraigan del montante total con 
anterioridad a la aplicación de los criterios para su asignación. Estas reservas podrán 
alcanzar de forma ordinaria hasta el 5 % de las posibilidades a repartir en la respectiva 
pesquería, si bien de forma excepcional podrán alcanzar el 10 % cuando así lo justifique la 
necesidad de la flota española de obtener posibilidades de pesca mediante intercambios con 
otros Estados miembros de la Unión Europea. Estas reservas se podrán usar con las 
siguientes finalidades:

a) Evitar que las posibles sobrepescas que durante el año en curso puedan producirse 
por determinados buques actúen en detrimento de las posibilidades disponibles para los 
buques restantes, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurran los causantes de las 
sobrepescas.

b) Hacer frente al riesgo de que la actividad de los buques de pesca pueda detenerse, 
pese a disponer de posibilidades de pesca asignadas y no consumidas, en caso de 
reducciones que afecten a especies sensibles o de estrangulamiento de importante impacto 
socioeconómico y comercial.

c) Realizar intercambios con otros Estados miembros, siempre que los mismos tengan 
por objetivo aumentar las posibilidades de pesca de poblaciones cuyo agotamiento pudiera 
llevar a cierres de pesquerías por falta de posibilidades de pesca.

d) Permitir la entrada en una pesquería de buques que no reúnan los requisitos de 
actividad histórica exigidos en la misma, cuando tal circunstancia sea consecuencia de 
reducciones en las posibilidades de pesca asignadas al Reino de España.

2. Por resolución de la Secretaría General de Pesca publicada en el «Boletín Oficial del 
Estado», se podrán incorporar las cantidades resultantes de la reserva a la cuota común a 
partir del final del primer trimestre del año, o del periodo de gestión que la normativa 
específica de la pesquería prevea, en caso de no haber sido utilizadas o cuando no se 
prevea su utilización necesaria antes de final del año en cuestión, o del periodo de gestión 
que prevea la normativa específica, por parte de la flota o flotas a las que hubiera sido 
asignada.

3. La reserva deberá justificarse por razones de interés general de eficacia de la 
pesquería, al objeto de compensar posibles sobrepescas o reducciones de cuota en 
especies sensibles de importante impacto socioeconómico y comercial.
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Artículo 41.  Intercambios de posibilidades de pesca con otros Estados.
1. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, previa consulta al sector cuando se 

trate de posibilidades de pesca repartidas individualmente, podrá intercambiar con otros 
Estados, de oficio o a solicitud de parte, las cuotas asignadas al Reino de España, tanto las 
no repartidas como las repartidas por censo, modalidad, buque o grupo de buques, 
independientemente de su forma de gestión, previa notificación a la Comisión Europea.

2. Para la asignación de las posibilidades de pesca obtenidas en un intercambio, el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación podrá establecer, además de los criterios 
previstos en el artículo 32.2, otros criterios como:

a) La aportación de cuota que realiza cada buque para llevar a cabo el intercambio.
b) El grado de dependencia económica en relación con la especie en cuestión.
c) La mejora en la selectividad de las artes de pesca empleadas.
3. La gestión de estas posibilidades dependerá de si se han repartido o no en ambos 

Estados. Cuando se trate de pesquerías no repartidas en España, se emplearán 
preferentemente para incrementar las cuotas de aquellas flotas con mayores necesidades 
fruto de la obligación de desembarque.

Artículo 42.  Gestión de las posibilidades de pesca no utilizadas.
1. Con el fin de asegurar la función social de las posibilidades de pesca y mejorar su 

gestión, la Secretaría General de Pesca podrá disponer de las posibilidades de pesca no 
utilizadas.

2. Por no utilización de las posibilidades de pesca se entiende la no captura de un 
porcentaje mínimo, que se establecerá por real decreto, de la especie o las especies 
correspondientes a dichas posibilidades de pesca, por parte de un buque o grupo de buques 
que las tiene atribuidas al inicio de cada periodo de gestión según el modelo de asignación 
establecido para las mismas en la correspondiente pesquería, durante dos periodos de 
gestión completos y consecutivos.

3. La no utilización de las posibilidades de pesca asignadas a un buque o grupo de 
buques para una determinada pesquería conllevará que dichas posibilidades pasen a 
disposición de la Administración de modo definitivo.

4. Se exceptúa lo anterior, de manera que las posibilidades pasarán a disposición de la 
Administración de modo temporal, cuando las posibilidades de pesca no se estén empleando 
debido a que el buque que las tenga asignadas está faenando en un caladero internacional 
con autorización para la flota pesquera exterior y la no utilización de dichas posibilidades 
derive de que esté faenando en otra pesquería, durante el tiempo en que se desarrolle esa 
otra actividad pesquera y hasta que solicite su retorno a la pesquería de origen.

5. Por real decreto se determinarán los casos justificados en que no se considerará que 
no se utilizan las posibilidades de pesca, de manera que la Administración no dispondrá de 
esas posibilidades, tales como fuerza mayor; cuando las posibilidades de pesca se hayan 
intercambiado para obtener otras posibilidades que vayan a emplearse; cuando se hayan 
puesto a disposición en gestión conjunta y el buque participe en esa actividad capturando 
ésas u otras especies; cuando los buques estén faenando en una organización regional de 
pesca y no sea posible que todos los buques autorizados faenen simultáneamente en sus 
aguas; por avería; o por enfermedad prolongada del patrón del buque.

6. La Administración dictará resolución para la asunción de las posibilidades de pesca no 
utilizadas, previa audiencia al armador y propietario de los buques que las tengan asignadas. 
Esta resolución conllevará la disponibilidad de las posibilidades de pesca por parte de la 
Administración, la cual podrá disponer de ellas en función de las características de cada 
pesquería y, con base en la mejor información científica disponible y el estado de los 
recursos en cada anualidad, distribuyéndolas de forma temporal de manera proporcional 
entre los buques de esa pesquería conforme a los criterios del artículo 32, con el fin de 
mantener la estabilidad relativa entre el resto de buques de su censo, destinándolas a 
intercambios de cuota con otros Estados, o utilizándolas para cubrir capturas accesorias de 
otras flotas.
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7. En los casos de reactivación de buques en situación de baja provisional se les 
asignarán las posibilidades de pesca de que disponían en el momento de iniciar dicha baja 
provisional.

Artículo 43.  Seguimiento del consumo de las posibilidades de pesca por medios 
informáticos.

La Secretaría General de Pesca podrá desarrollar herramientas informáticas para 
proporcionar información que facilite que los profesionales del sector pesquero lleven un 
mejor control de la actividad desarrollada.

TÍTULO VI
Pesca recreativa en aguas exteriores

Artículo 44.  Condiciones de ejercicio.
1. Por real decreto se regulará la pesca recreativa en aguas exteriores por razón de 

conservación, protección y gestión de los recursos pesqueros o de sus hábitats.
2. Dicha regulación incluirá entre otras las siguientes medidas específicas:
a) El establecimiento de vedas temporales o zonales.
b) La prohibición o limitación de métodos, artes o instrumentos de pesca.
c) La determinación de tiempos máximos de pesca.
d) La fijación del volumen máximo de capturas por persona, barco, período de tiempo y 

especie o grupos de especie.
e) El establecimiento de distancias mínimas respecto de los barcos de pesca profesional.
f) La obtención de una autorización especial para la captura de determinadas especies, 

conforme al apartado 4, complementaria de la licencia de pesca recreativa prevista en el 
apartado 3.

g) Las condiciones en las que se da la pesca sin muerte.
Entre esas medidas se encontrará la obligación de informar al Ministerio de Agricultura, 

Pesca y Alimentación en relación con la actividad desarrollada y las capturas realizadas. 
Dicho departamento remitirá tales datos al correspondiente órgano competente de gestión 
de los espacios naturales protegidos en que se haya desarrollado la actividad recreativa.

3. En todo caso, para llevar a cabo la pesca de recreo se exigirá una autorización 
denominada licencia de pesca recreativa que será emitida por una comunidad autónoma de 
litoral y que reglamentariamente podrá ser diferenciada en función de sus características. La 
licencia de pesca recreativa en aguas interiores emitida por una comunidad autónoma tendrá 
validez para operar tanto en aguas exteriores como en las aguas interiores del resto de 
comunidades autónomas del mismo caladero.

De la misma manera se promoverá el establecimiento de la licencia de pesca recreativa 
válida para el conjunto de un caladero.

4. Para aquellas especies pesqueras sujetas a planes o medidas de conservación y 
gestión previstas en esta ley, será necesaria, además de la licencia, una autorización 
especial del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. Los operadores registrarán y 
enviarán electrónicamente sus capturas.

5. Se crea un Registro de Pesca de Recreo en el Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación, en que se inscribirán todas aquellas personas físicas y embarcaciones de 
recreo que se encuentren autorizados para el ejercicio de la pesca de recreo, así como todas 
aquellas personas que dispongan de una autorización especial de las contempladas en el 
apartado 2.f). Las comunidades autónomas incorporarán automáticamente la información 
recogida en sus bases de datos para quienes estén autorizados a practicar pesca recreativa 
en aguas interiores, conforme a los criterios de interoperabilidad que el Ministerio determine. 
El registro se instrumentará mediante un sistema interoperable conforme a la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, y las comunidades autónomas podrán acceder al mismo para consulta.

6. Sin perjuicio del establecimiento de las medidas específicas previstas en el apartado 
2, serán automáticamente de aplicación a la pesca marítima recreativa en aguas exteriores 
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las medidas de protección, conservación y gestión de los recursos pesqueros establecidas 
para la pesca marítima profesional, salvo que la normativa específica disponga otra cosa.

7. Se establecerá por Real Decreto una lista de especies prohibidas a la pesca 
recreativa.

Artículo 45.  Pesca desde embarcación comercial.
1. El ejercicio de la pesca recreativa en aguas exteriores realizada desde embarcaciones 

dedicadas a la navegación de recreo o deportiva con finalidad comercial o lucrativa deberá 
comunicarse un mes antes de comenzar la actividad a la Secretaría General de Pesca, la 
cual determinará, en caso de ser necesario, las capturas permitidas en cómputo anual.

2. Se proporcionará a la Secretaría General de Pesca información acerca de las capturas 
efectuadas por zona y período de tiempo, de acuerdo con las condiciones que 
reglamentariamente se determinen.

3. Está prohibida la transacción o venta de las capturas obtenidas.

TÍTULO VII
Investigación pesquera y oceanográfica

Artículo 46.  Fomento de la investigación.
1. Se fomentará la investigación pesquera y oceanográfica, tanto en las aguas de 

soberanía o jurisdicción nacional como en cualesquiera otras en las que faenen las flotas 
españolas, a fin de compatibilizar la explotación sostenible de los recursos con el respeto al 
medio ambiente marino, incluyendo la conservación de la biodiversidad, en el marco del 
código de conducta para una pesca responsable.

2. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, en el ámbito de sus competencias, 
cooperará con otras administraciones e instituciones en el fomento de la investigación 
pesquera y oceanográfica, y establecerá mecanismos de colaboración con otros 
Departamentos ministeriales con competencias en la materia.

3. El fomento de la investigación se desarrollará prioritariamente a través del Instituto 
Español de Oceanografía, centro nacional del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, u otros medios propios y servicios técnicos de la Administración General del 
Estado, o bien, mediante convenios u otras formas previstas en Derecho, con otros 
organismos científicos o con universidades de ámbito nacional o internacional.

4. Los agentes activos del sector pesquero serán tenidos en cuenta en las actividades de 
planificación, programación, determinación de objetivos y desarrollo para el fomento de la 
investigación.

5. Los centros de investigación de las comunidades autónomas podrán coordinarse y 
colaborar con los servicios de la Administración General del Estado en estas labores de 
investigación y podrán ser designados para asumir funciones de representación en foros y 
organismos internacionales de la Unión Europea, así como en otros comités científicos de 
las diferentes organizaciones regionales que correspondan.

Artículo 47.  Objetivos de la investigación pesquera y oceanográfica.
La investigación pesquera y oceanográfica, en el ámbito de la política de pesca marítima, 

tiene como objetivos esenciales:
1. La evaluación periódica del estado de los recursos pesqueros de interés para las 

flotas españolas y para el medio marino.
2. El conocimiento a nivel de ecosistema de las condiciones del medio marino y de sus 

relaciones con los recursos pesqueros, así como factores climáticos.
3. El conocimiento de la biología de las especies marinas y de sus interacciones a nivel 

de ecosistema.
4. La evaluación del impacto generado en los ecosistemas marinos y la biodiversidad por 

la actividad pesquera y acuícola, incluidas las especies marinas protegidas por la legislación 
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nacional, comunitaria e internacional, así como por el resto de actividades humanas, 
incluyendo los efectos del cambio climático.

5. Disponer de los conocimientos necesarios para orientar las distintas actuaciones de la 
Administración en relación con los recursos pesqueros.

6. La búsqueda de nuevos recursos pesqueros de interés susceptibles de 
aprovechamiento.

7. La búsqueda de nuevos sistemas de explotación de los recursos pesqueros más 
sostenibles y respetuosos con el medio marino.

8. El estudio, seguimiento y evaluación de zonas de protección pesquera.
9. El estudio del impacto socioeconómico de las medidas de protección de los recursos 

pesqueros mediante el desarrollo de herramientas de modelización bioeconómicas que 
faciliten la toma de decisiones con el fin de alcanzar la sostenibilidad ambiental, social y 
económica a largo plazo de las comunidades autónomas costeras.

Artículo 48.  Planificación y programación.
1. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, en el ámbito de las competencias 

sobre pesca marítima, elaborará un programa de investigación pesquera, y establecerá los 
mecanismos de cooperación y actuación conjunta y compartida con el Ministerio de Ciencia 
e Innovación y otros organismos científicos, así como otros Departamentos competentes, y 
en particular el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, y las 
comunidades autónomas para su ejecución.

2. La investigación pesquera y oceanográfica integrará sus programas de actuación en el 
Plan Estatal de Investigación Científica y Técnica y de Innovación.

Artículo 49.  Colaboración del sector.
Las organizaciones profesionales pesqueras, así como las asociaciones de quienes 

ejerzan la pesca de recreo, clubes y centros de buceo, ONG y, en general, todos los agentes 
del sector pesquero, prestarán su colaboración para el cumplimiento de los objetivos de la 
investigación pesquera y oceanográfica, facilitando las actuaciones correspondientes a 
bordo de los buques, en los puertos y en las lonjas, aportando la información que 
corresponda.

Artículo 50.  El Instituto Español de Oceanografía.
1. El Instituto Español de Oceanografía (IEO) es un centro nacional del Consejo Superior 

de Investigaciones Científicas de carácter sectorial y multidisciplinar, al servicio de la política 
científica y tecnológica del Estado y en particular en materia de oceanografía y pesca 
marítima.

2. El Consejo Superior de Investigaciones Científicas, a través del Instituto Español de 
Oceanografía, así como otros centros de investigación de ámbito nacional y autonómico 
designados para esta materia, atenderá los objetivos de investigación oceanográfica-
pesquera al servicio de la política pesquera del Estado, ejerciendo funciones de 
investigación y de apoyo técnico-científico. Estas funciones estarán coordinadas con las que 
dicho organismo público de investigación realiza para el resto de departamentos.

3. El Consejo Superior de Investigaciones Científicas, a través del Instituto Español de 
Oceanografía, que tiene la condición de medio propio y servicio técnico de la Administración 
General del Estado y sus organismos y entidades de derecho público, tendrá la 
consideración de organismo de referencia en los foros y organismos internacionales de 
investigación oceanográfica-pesquera en los que el Reino de España esté representado, en 
coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación y, en su 
caso, en colaboración con los organismos de investigación de las comunidades autónomas. 
Todo ello sin perjuicio de las funciones que le atribuye expresamente esta ley.
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TÍTULO VIII
Acceso a recursos genéticos españoles que tengan la consideración de 
recursos pesqueros y distribución de los beneficios derivados de su utilización

Artículo 51.  Acceso a los recursos genéticos que tengan la consideración de recursos 
pesqueros.

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 71 y la disposición adicional tercera de la Ley 
42/2007, de 13 de diciembre, por real decreto se establecerá la normativa específica en 
materia de pesca marítima que contenga la regulación específica del acceso a los recursos 
genéticos españoles que tengan la consideración de recursos pesqueros.

2. Haciendo uso de las potestades que a los Estados miembros atribuyen el artículo 15 
del Convenio sobre la Diversidad Biológica y el artículo 6 del Protocolo de Nagoya, el acceso 
a los recursos genéticos españoles que tengan la consideración de recursos pesqueros 
requerirá de una autorización de acceso, como prueba de haber prestado el consentimiento 
previo informado y de haber establecido las condiciones mutuamente acordadas, del 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, sin perjuicio, en su caso, de la licencia de 
pesca, en los términos que reglamentariamente se establezcan, o de la autorización de la 
comunidad autónoma correspondiente cuando el recurso provenga de una actividad incluida 
en su ámbito competencial y sin perjuicio de cualesquiera otras autorizaciones preceptivas. 
El contenido mínimo de la autorización de acceso se ajustará a lo dispuesto en el Protocolo 
de Nagoya y sus mecanismos de desarrollo. Para la concesión de la autorización de acceso 
se tendrá en cuenta la incidencia sobre el esfuerzo pesquero y sobre la conservación de los 
recursos pesqueros en general.

3. El reparto de los beneficios derivados de su utilización se regirá por lo dispuesto en el 
Convenio sobre la Diversidad Biológica, en el Protocolo de Nagoya sobre acceso a los 
recursos genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su 
utilización y en sus instrumentos de desarrollo. Reglamentariamente se establecerán los 
mecanismos para proteger y promover los derechos de los pescadores y, en particular, 
deberán establecerse las medidas pertinentes para participar en la distribución de los 
beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos pesqueros españoles.

4. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación comunicará al punto focal nacional 
del Protocolo de Nagoya, a través del sistema estatal de información sobre acceso y 
utilización de los recursos genéticos y conocimientos tradicionales asociado en España, las 
autorizaciones de acceso emitidas, con el objetivo de dar traslado de esta información al 
Centro de Intercambio de Información previsto en el Protocolo de Nagoya. Esta 
comunicación se realizará en el plazo máximo de un mes desde que se conceda la 
autorización.

Artículo 52.  Autoridad competente.
A los efectos de lo indicado en el artículo 71 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, el 

Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación será la autoridad competente en lo relativo al 
acceso a los recursos genéticos españoles que tengan la consideración de recursos 
pesqueros, así como a la extracción de flora que tenga la consideración de recurso 
pesquero.

TÍTULO IX
Mecanismos de coordinación, cooperación y participación en la política de 

pesca

Artículo 53.  Relación entre Estado y comunidades autónomas en política de pesca.
1. Las relaciones entre el Estado y las comunidades autónomas en el ámbito de 

aplicación de la presente ley se regirán por los principios de coordinación y cooperación.
2. El Estado y las comunidades autónomas se coordinarán en materia de acuicultura, 

marisqueo y pesca en aguas interiores, con la finalidad de dar cumplimiento a las 
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obligaciones de la Política Pesquera Común y cooperarán en el ejercicio de sus respectivas 
competencias para la adecuada aplicación de la ley.

3. En el caso del Archipiélago Canario, la normativa pesquera de aplicación tendrá en 
cuenta el reconocimiento del Archipiélago Canario como Región Ultraperiférica en el artículo 
349 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, así como las peculiaridades del 
caladero canario, de acuerdo con el artículo 4.4 del Estatuto de Autonomía de Canarias.

4. La Conferencia Sectorial de Pesca es el principal órgano de cooperación entre Estado 
y comunidades autónomas en materia pesquera y tiene como objetivo impulsar y favorecer 
la colaboración entre las distintas Administraciones Públicas participantes. Su organización y 
funcionamiento se regirán por lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, y por su Reglamento interno.

5. La Comisión Sectorial de Pesca es el órgano de trabajo y apoyo de carácter general 
de la Conferencia Sectorial. Está integrada por la Secretaria General de Pesca, que la 
preside, así como por representantes de las comunidades autónomas.

Artículo 54.  Cooperación y participación pesqueras.
1. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, en el ámbito de sus competencias, 

impulsará la cooperación internacional, bilateral y multilateral, en coordinación con otros 
Departamentos.

2. En el ámbito nacional, el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación promoverá la 
participación de asociaciones representativas del sector, entidades de derecho público, 
organizaciones de productores, sindicatos, organizaciones no gubernamentales, y 
fundaciones, en la definición de la política de pesca sostenible, mediante la creación de 
mecanismos.

3. La Secretaría General de Pesca convocará periódicamente un Foro Asesor de Pesca 
en el que participarán las autoridades pesqueras y los agentes representativos del sector y 
de la sociedad civil, con el fin de llevar a cabo la consulta, elaboración, seguimiento y 
asesoramiento de la política pesquera de forma participativa, debatir las mejores prácticas, 
los nuevos casos y los avances en el ámbito de la pesca, así como el intercambio de 
información, cuya composición, funciones y funcionamiento se regulará por real decreto.

4. En el ámbito nacional la Secretaría General de Pesca podrá crear comités 
participativos de carácter consultivo en el marco de los planes de gestión de las pesquerías 
y/o de las reservas marinas de interés pesquero. Estos comités estarán compuestos por las 
administraciones competentes pesqueras, representantes del sector pesquero profesional, 
investigadores, representantes de organizaciones ambientales no gubernamentales y 
representantes de organizaciones de pesca de recreo cuando se regule dicha actividad.

5. Conforme a Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación dará 
publicidad activa a la información relevante, para general conocimiento, incluyendo, en su 
caso, representaciones gráficas.

TÍTULO X
Régimen sancionador

Artículo 55.  Régimen sancionador.
Las infracciones contra lo dispuesto en la presente ley y disposiciones de desarrollo se 

sancionarán de conformidad con lo previsto en el título V de la Ley 3/2001, de 26 de marzo, 
capítulos I, II y IV.

Disposición adicional primera.  Tasa por actividades recreativas en las Reservas Marinas 
de Interés Pesquero.

1. Fuentes normativas. Se crea la tasa por el acceso a las reservas marinas para el 
ejercicio de la pesca marítima de recreo, tanto desde tierra como desde embarcación, y 
subacuáticas de recreo en las reservas marinas gestionadas por el Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, que se regirá por la presente disposición y por las demás fuentes 
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normativas que para tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 
Tasas y Precios Públicos.

2. Hecho imponible. Constituye el hecho imponible de la tasa la expedición de la 
autorización y el acceso a las reservas marinas para la práctica de la pesca marítima de 
recreo, tanto desde tierra como desde embarcación, y de la autorización de las actividades 
subacuáticas de recreo.

3. Sujetos pasivos. Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas, así 
como las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, que soliciten la expedición de las autorizaciones que constituyen el hecho 
imponible.

4. Devengo. La tasa se devengará en el momento de la solicitud de la autorización, la 
cual no se tramitará hasta tanto no se haya acreditado el pago de la tasa que resulte exigible 
y el cumplimiento de los requisitos para la expedición de la autorización.

5. Devolución. Procederá la devolución de las tasas que se hubieran exigido, cuando no 
se realice su hecho imponible por causas no imputables al sujeto pasivo.

6. Exenciones. No se admitirá, en materia de tasas, beneficio tributario alguno, salvo a 
favor del Estado y los demás Entes públicos territoriales o institucionales o como 
consecuencia de lo establecido en los Tratados o Acuerdos Internacionales.

7. Cuantías. El establecimiento y modificación de las cuantías podrá efectuarse mediante 
orden, que deberá ir acompañada de una memoria económico–financiera en los términos 
previstos en el artículo 20.1 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, de 
acuerdo con los siguientes elementos de cuantificación:

a) Para el caso de la pesca de recreo desde tierra, se determinará el importe de la tasa 
conforme al plazo de vigencia de la autorización, de modo que la cuantía fijada para un 
periodo de un año se incremente o reduzca proporcionalmente al número de meses de 
vigencia.

b) Para el caso de la pesca de recreo desde embarcación:
1.º Eslora máxima de la embarcación: para su determinación se fijarán dos tramos de 

esloras máximas en atención a las características de las embarcaciones y su impacto sobre 
los recursos pesqueros.

2.º Plazo de vigencia de la autorización: se determinará el importe de la tasa conforme al 
plazo de vigencia de la autorización, de modo que la cuantía fijada para un periodo de un 
año se incremente o reduzca proporcionalmente al número de meses de vigencia.

3.º Lista de la embarcación: la tasa para embarcaciones de la lista 6.ª será un 25 % 
superior a la de las de lista 7.ª

c) Para el caso del buceo de recreo:
1.º Para el caso de particulares:
– El número de buceadores: para su determinación se fijarán tramos según el número 

de buceadores, que serán un mínimo de dos.
– El plazo de vigencia de la autorización: se determinará el importe de la tasa conforme 

al plazo de vigencia de la autorización, de modo que la cuantía fijada para un periodo de un 
año se incremente o reduzca proporcionalmente al número de meses de vigencia.

2.º Para el caso de entidades (centros y clubes de buceo): se determinará el importe de 
la tasa conforme al plazo de vigencia de la autorización, de modo que la cuantía fijada para 
un periodo de un año se incremente o reduzca proporcionalmente al número de meses de 
vigencia.

En ambos casos, las cuantías podrán incrementarse o reducirse en un 20 % en función 
de la intensidad del buceo con el fin de adecuarse al impacto ambiental de la actividad.

8. Pago de la tasa. El pago de la tasa se efectuará por medios electrónicos de acuerdo 
con lo dispuesto en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 
939/2005, de 29 de julio, y con la normativa reglamentaria que se dicte en desarrollo de la 
presente ley.

9. Gestión de la tasa. La gestión de la tasa se llevará a cabo por los órganos que 
determine la normativa reglamentaria que se dicte en desarrollo de la presente ley.
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10. Esta tasa únicamente se aplicará a las Reservas Marinas de Interés Pesquero 
situadas en aguas exteriores.

Disposición adicional segunda.  Silencio administrativo.
En cumplimiento de lo previsto en el artículo 24 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el vencimiento del 
plazo máximo para resolver y notificar los procedimientos previstos en esta ley legitima a la 
persona interesada para entenderla desestimada por silencio administrativo negativo.

Disposición adicional tercera.  Coordinación de políticas en el ámbito de competencias de 
la Administración General del Estado.

El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación ejercerá de manera coordinada las 
competencias que prevé esta ley con las competencias de otros departamentos ministeriales 
de la Administración General del Estado en sus respectivos ámbitos de competencia que les 
atribuyan otras disposiciones de carácter general. En particular, con el Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico en lo que respecta a la protección del patrimonio 
natural y de la biodiversidad, de acuerdo con la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, con la Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de 
protección del medio marino, y con la normativa de desarrollo de ambas, así como con la 
legislación aplicable en materia de dominio público marítimo-terrestre; con el Ministerio de 
Defensa en lo que afecte a la Defensa Nacional, con el Ministerio de Transportes, Movilidad 
y Agenda Urbana en materia de marina mercante, señalización marítima y puertos de interés 
general; con el Ministerio de Ciencia e Innovación en materia de investigación pesquera; y 
con el Instituto Social de la Marina, dependiente del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social 
y Migraciones en el ámbito de sus competencias.

Asimismo, cualquiera de las actuaciones en el medio marino que pudiera tener 
incidencia sobre la navegación, y en particular las previstas en los artículos 23.3, 25 y 29 de 
esta ley, serán coordinadas y, en todo caso, comunicadas al Instituto Hidrográfico de la 
Marina a los efectos de sus competencias en materia de cartografía náutica y avisos a 
navegantes.

Disposición adicional cuarta.  Repartos de posibilidades de pesca anteriores a la entrada 
en vigor de esta ley.

La vigencia de los repartos anteriores no se verá afectada por la entrada en vigor de esta 
ley.

Disposición adicional quinta.  Cumplimiento de normas.
Las medidas contenidas en esta ley cumplirán el principio de «no causar daño 

significativo» (DNSH, por sus siglas en inglés) y la normativa europea y nacional aplicable, 
en especial, las medidas relativas a evitar fraude, corrupción y conflicto de intereses.

Disposición adicional sexta.  Tratamiento de datos.
La información almacenada por los diferentes sistemas de información mencionados en 

la presente ley, así como su intercambio, deberá hacerse de acuerdo con las indicaciones 
del Esquema Nacional de Seguridad, el Esquema Nacional de Interoperabilidad y las 
directrices fijadas por la Oficina del Dato. Toda información no sujeta a consideraciones de 
privacidad o sometida a propiedad intelectual, propiedad industrial o secreto empresarial, 
deberá publicarse como datos abiertos de acuerdo con la normativa de reutilización de la 
información del sector público.

Disposición adicional séptima.  Para la garantía del derecho de voto de los tripulantes 
embarcados en altura y gran altura.

El Gobierno remitirá a las Cortes en el plazo de tres meses una propuesta para el 
establecimiento de un procedimiento telemático y/o electrónico que se adapte a las 
necesidades propias del personal embarcado que no puede acceder al sistema de voto por 
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correo por sus largas estancias en alta mar coincidiendo con la convocatoria o celebración 
de la jornada electoral.

Disposición adicional octava.  Convenios colectivos.
Las autoridades laborales deberán promover, mediar y favorecer la consecución de 

convenios colectivos que garanticen condiciones laborales dignas a las personas tripulantes 
en la pesca de gran altura, altura y litoral.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Se derogan los capítulos I, II, III, IV y V del título I; el título IV, el artículo 57 y la 

disposición adicional primera de la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del 
Estado.

Asimismo, quedan derogadas las siguientes definiciones del artículo 2 de la Ley 3/2001, 
de 26 de marzo: actividad pesquera, aguas interiores, arte de pesca, arrecife artificial, 
esfuerzo pesquero, pesca marítima, pesquería, posibilidades de pesca de los buques, 
recursos pesqueros, así como el resto de definiciones, en todo aquello que contradiga las 
recogidas en la presente ley.

Disposición final primera.  Título competencial.
1. La presente ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia 

de pesca marítima prevista en el artículo 149.1.19.ª de la Constitución Española.
2. El apartado 4 del artículo 7 se dicta conjuntamente al amparo de la competencia 

exclusiva del Estado en materia de pesca marítima prevista en el artículo 149.1.19.ª de la 
Constitución Española y al amparo del artículo 149.1.3.ª de la Constitución Española, que 
otorga competencia exclusiva al Estado en materia de relaciones internacionales.

3. El apartado 4 del artículo 9 se dicta al amparo de la competencia sobre legislación 
básica del Estado en materia de ordenación del sector pesquero prevista en el artículo 
149.1.19.ª de la Constitución Española.

4. El título VII se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado sobre el 
fomento y la coordinación general de la investigación científica y técnica, de acuerdo con el 
artículo 149.1.15.ª de la Constitución Española.

5. El título VIII se dicta conjuntamente por la competencia para dictar legislación básica 
sobre protección del medio ambiente conforme al artículo 149.1.23.ª y la competencia 
exclusiva atribuida al Estado en materia de comercio exterior en el artículo 149.1.10.ª de la 
Constitución Española.

6. La disposición final segunda se dicta al amparo del artículo 149.1.17.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por 
las comunidades autónomas.

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 47/2015, de 21 de octubre, reguladora 
de la protección social de las personas trabajadoras del sector marítimo-pesquero.

Se modifica la Ley 47/2015, de 21 de octubre, reguladora de la protección social de las 
personas trabajadoras del sector marítimo-pesquero, en los términos siguientes:

Uno. Se introduce una nueva disposición adicional quinta, que queda redactada como 
sigue:

«Disposición adicional quinta.  Modificación de coeficientes reductores a aplicar a 
las actividades de marisqueo, recogida de percebes y recogida de algas.

La edad mínima establecida para la percepción de la pensión de jubilación en el 
artículo 30 será reducida para las actividades de marisqueo, recogida de percebes y 
recogida de algas mediante la aplicación del siguiente coeficiente reductor: 0,15.

La cotización por contingencias profesionales se determinará de conformidad con 
el tipo más alto de los fijados en la tarifa de primas establecida en la disposición 
adicional cuarta de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, en aplicación de lo dispuesto 
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en el artículo 8 del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre, para la 
revalorización de las pensiones públicas y otras medidas urgentes en materia social, 
laboral y de empleo.»

Dos. Se introduce una nueva disposición adicional sexta, que queda redactada como 
sigue:

«Disposición adicional sexta.  Reconocimiento de coeficientes reductores para las 
actividades de rederas, neskatillas, empacadoras y buceadores profesionales.

1. La edad mínima establecida para la percepción de la pensión de jubilación en el 
artículo 30 será reducida para las siguientes actividades:

a) Rederas.
b) Neskatillas y empacadoras a las que se refiere a la disposición adicional cuarta 

de esta ley.
A dichas actividades les será de aplicación el siguiente coeficiente reductor: 0,15.
2. La edad mínima establecida para la percepción de la pensión de jubilación en el 

artículo 30 será reducida para las actividades de buceadores extractores de recursos 
marinos y buceadores con titulación profesional en actividades industriales, incluyendo 
la actividad docente para la obtención de dicha titulación.

A dichas actividades les será de aplicación el siguiente coeficiente reductor: 0,15.
3. En los supuestos contemplados en los apartados anteriores la cotización por 

contingencias profesionales se determinará de conformidad con el tipo más alto de los 
fijados en la tarifa de primas establecida en la disposición adicional cuarta de la Ley 
42/2006, de 28 de diciembre.»

Tres. Se introduce una nueva disposición adicional séptima, que queda redactada como 
sigue:

«Disposición adicional séptima.  Elaboración de un catálogo de enfermedades 
profesionales.

El Ministerio competente elaborará un Catálogo de Enfermedades Profesionales 
propias de los y las trabajadoras del mar, atendiendo de forma específica a las 
condiciones de penosidad y exposiciones a agentes físicos que sufren las personas 
que se dedican a la recogida de marisco, tanto a pie como a flote, al cultivo del 
mejillón en batea, a la recogida de percebes en la roca, así como los buceadores en 
apnea para la recolección de recursos específicos.»

Cuatro. Se introduce una nueva disposición transitoria tercera, que queda redactada 
como sigue:

«Disposición transitoria tercera.  Cotización por contingencias profesionales de 
determinados colectivos de trabajadores.

No obstante lo previsto en el apartado 3 de la disposición adicional sexta, para los 
colectivos de rederas, neskatillas y empacadoras se establece un periodo transitorio, 
hasta el año 2025, para la cotización por contingencias profesionales de conformidad 
con la tarifa de primas establecida en la disposición adicional cuarta de la Ley 
42/2006, de 28 de diciembre, en los siguientes términos:

a) Desde la entrada en vigor de dicha disposición adicional y durante el año 2023, 
se aplicará la tarifa correspondiente al código nacional de la actividad económica W.

b) Para el año 2024, se aplicará la tarifa correspondiente al código nacional de la 
actividad económica V.

c) A partir del año 2025, se aplicará lo previsto en el apartado 3 de la disposición 
adicional sexta.»
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Disposición final tercera.  Referencias al Censo de la Flota Pesquera Operativa.
Las referencias a los buques inscritos en el Censo de la Flota Pesquera Operativa 

conforme al Real Decreto 1549/2009, de 9 de octubre, sobre ordenación del sector pesquero 
y adaptación al Fondo Europeo de la Pesca, se entenderán hechas a los que faenen en 
aguas exteriores o simultaneen en aguas exteriores e interiores de la Sección 1 del Registro 
General de la Flota Pesquera.

Disposición final cuarta.  Habilitación para el desarrollo normativo.
Sin perjuicio de las habilitaciones específicas contenidas en esta ley, se habilita al 

Gobierno de la Nación para desarrollar la presente ley mediante real decreto.

Disposición final quinta.  Gestión ecosistémica de especies pesqueras amenazadas.
Reglamentariamente se establecerán los mecanismos de cooperación y colaboración 

entre el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y el Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico para la protección de la biodiversidad de especies marinas 
amenazadas sometidas a regímenes internacionales o de la Unión Europea de protección de 
la biodiversidad de los que pudieran derivarse limitaciones a la actividad pesquera, de 
acuerdo con el principio de gestión ecosistémica.

Disposición final sexta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 50

Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 176, de 23 de julio de 1992

Última modificación: 8 de diciembre de 2018
Referencia: BOE-A-1992-17363

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto establecer las bases de ordenación del sector industrial, 

así como los criterios de coordinación entre las Administraciones Públicas, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª y 13.ª de la Constitución Española.

Artículo 2.  Fines.
El objeto expresado en el artículo anterior se concretará en la consecución de los 

siguientes fines:
1. Garantía y protección del ejercicio de la libertad de empresa industrial.
2. Modernización, promoción industrial y tecnológica, innovación y mejora de la 

competitividad.
3. Seguridad y calidad industriales.
4. Responsabilidad industrial.
Asimismo, es finalidad de la presente Ley contribuir a compatibilizar la actividad industrial 

con la protección del medio ambiente.

[ . . . ]
Artículo 4.  Libertad de establecimiento.

1. Se reconoce la libertad de establecimiento para la instalación, ampliación y traslado de 
las actividades industriales.

2. No obstante, se requerirá una comunicación o una declaración responsable del 
interesado, mediante la que se manifieste, en su caso, el cumplimiento de los requisitos 
exigidos, que dispone de la documentación que así lo acredita y que se compromete a 
mantener su cumplimiento durante la vigencia de la actividad, y se facilite la información 
necesaria a la autoridad competente para el control de la actividad:

a) cuando así lo establezca una ley por razones de orden público, seguridad y salud 
pública, seguridad y salud en el trabajo o protección del medio ambiente.
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b) cuando se establezca reglamentariamente para el cumplimiento de obligaciones del 
Estado derivadas de la normativa comunitaria o de tratados y convenios internacionales.

3. La comunicación o declaración responsable habilita desde el día de su presentación 
para el desarrollo de la actividad de que se trate en todo el territorio español y con una 
duración indefinida.

4. Los requisitos de acceso a la actividad y su ejercicio en materia industrial serán 
proporcionados, no discriminatorios, trasparentes y objetivos, y estarán clara y directamente 
vinculados al interés general concreto que los justifique.

El incumplimiento de los requisitos exigidos, verificado por la autoridad competente, 
conllevará el cese automático de la actividad, salvo que pueda incoarse un expediente de 
subsanación de errores, sin perjuicio de las sanciones que pudieran derivarse de la 
gravedad de las actuaciones realizadas.

La Autoridad competente, en este caso, abrirá un expediente informativo al titular de la 
instalación, que tendrá quince días naturales a partir de la comunicación para aportar las 
evidencias o descargos correspondientes.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 15 de esta Ley, únicamente se podrá 
requerir autorización administrativa previa de la Administración competente cuando resulte 
obligado para el cumplimiento de obligaciones del Estado derivadas de la normativa 
comunitaria o de tratados y convenios internacionales.

TÍTULO II
Promoción, modernización y competitividad industriales

Artículo 5.  Programas de promoción industrial.
1. La Administración del Estado adoptará programas para favorecer la expansión, el 

desarrollo, la modernización y competitividad de la actividad industrial, mejorar el nivel 
tecnológico de las empresas y potenciar los servicios y la adecuada financiación a la 
industria, con especial atención a las empresas de pequeña y mediana dimensión.

2. En la adopción y ejecución de los programas que se señalan en el siguiente punto, se 
tendrá especialmente en cuenta la necesidad de promover un desarrollo armónico del 
conjunto del país y de reforzar su cohesión económica y social, favoreciendo el desarrollo de 
las regiones de bajo nivel de vida, en las que exista una grave situación de desempleo o 
resulten gravemente afectadas por el declive industrial o demográfico.

3. Los programas de promoción y modernización se ejecutarán por la Adminsitración del 
Estado y las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus competencias y perseguirán 
fundamentalmente los siguientes objetivos:

a) El fomento de la competitividad de las empresas industriales, mediante la mejora de la 
eficiencia y flexibilidad de los procesos de producción, distribución y comercialización, de los 
sistemas de organización y gestión, de la formación, de la calidad industrial y de la 
innovación de productos y de procesos.

b) El fomento de la innovación y del desarrollo de tecnologías propias, incorporación de 
tecnologías avanzadas, generación de infraestructuras tecnológicas de utilización colectiva y 
protección de la tecnología a través de los instrumentos de la propiedad industrial, así como 
del diseño y otros intangibles asociados a las actividades industriales.

c) La mejora de la cualificación profesional, técnica y empresarial de los recursos 
humanos, que permita la rápida adaptación de las empresas a los cambios tecnológicos, 
organizativos y gerenciales.

d) La adaptación estructural de las empresas y sectores industriales a las exigencias del 
mercado y la proyección internacional de las mismas, fomentando para ello las inversiones 
adecuadas.

e) La compatibilidad y adaptación de las actividades industriales con las exigencias 
medioambientales y de seguridad, potenciando las correspondientes medidas preventivas, 
protectoras y correctoras, así como el desarrollo e incorporación de las tecnologías 
adecuadas.
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f) La introducción de medidas que posibiliten el ahorro y la eficiencia energética, así 
como el reciclaje y reutilización de los residuos industriales.

g) El fomento de la difusión de la información agregada industrial y empresarial, así 
como de la información de las tecnologías disponibles contenida en los intrumentos de 
propiedad industrial, para su mejor conocimiento entre las empresas.

h) El fomento de la cooperación interempresarial especialmente entre las pequeñas y 
medianas empresas para la puesta en común, la utilización compartida o la demanda 
conjunta de servicios y la potenciación de asociaciones y otras entidades de carácter 
empresarial, que tengan como objetivo, la modernización e internacionalización de las 
industrias mediante la prestación de servicios vinculados al desarrollo de actividades 
industriales.

i) El fomento de las industrias de transformación de recursos naturales renovables, y 
específicamente las que utilicen como materia prima los recursos forestales.

4. En la instrumentación de los programas de promoción y modernización industriales, se 
considerará de forma integrada, el conjunto del proceso de producción, uso o consumo y 
desecho de cada bien industrial.

Artículo 6.  Medidas aplicables y procedimiento.
1. Los programas a que se refiere el artículo anterior, que se someterán, en todo caso, a 

la normativa nacional y comunitaria sobre defensa de la competencia, podrán instrumentarse 
a través de la concesión de ayudas e incentivos públicos y la adopción de las medidas 
laborales y de seguridad social específicas que reglamentariamente se determinen, 
sometiéndose a los límites y condiciones establecidos por el Derecho Comunitario.

2. Los programas o medidas que no requieran, por su naturaleza, la aprobación por el 
Consejo de Ministros serán sometidos en todo caso a la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos cuando concurra alguna de las siguientes carácterísticas:

a) Que tengan carácter plurianual y requieran la provisión de dotaciones presupuestarias 
de tal carácter.

b) Que para el desarrollo de los referidos programas y medidas se requiera la 
participación de distintos órganos de la Administración del Estado. La aprobación de planes 
y programas que incluyan medidas laborales y de seguridad social específicas requerirá la 
propuesta conjunta del Departamento competente y del de Trabajo y Seguridad Social.

c) Que así lo requiera la mejor coordinación de la política económica y el interés general.
3. Los programas relacionados con la investigación y el desarrollo tecnológico se 

coordinarán con el Plan Nacional de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico y con 
planes análogos desarrollados por distintos Departamentos o Adminsitraciones.

4. Los progrmas que contengan entre sus objetivos los de compatibilidad de las 
actividades industriales por las exigencias medioambientales, se coordinarán con las 
Administraciones competentes en esta materia.

5. Sin perjuicio de las disposiciones contenidas en la Ley General Presupuestaria, en la 
normativa reguladora de los programas de promoción y modernización industriales se podrá 
establecer la obligación de reintegrar las ayudas o subvenciones públicas en los supuestos 
de liquidación, traslado, venta o cambio de titularidad de la empresa beneficiaria, así como 
en aquellos casos en los que se hayan alcanzado los objetivos previstos y quede asegurada 
la estabilidad financiera.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4, los programas de actuación industrial 
podrán establecer, en caso de que se concedan ayudas, el compromiso del beneficiario de 
no trasladar o limitar la actividad en los plazos que dichos programas establezcan, salvo 
autorización administrativa previa.

[ . . . ]
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TÍTULO III
Seguridad y calidad industriales

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Seguridad industrial

Artículo 9.  Objeto de la seguridad.
1. La seguridad industrial tiene por objeto la prevención y limitación de riesgos, así como 

la protección contra accidentes y siniestros capaces de producir daños o perjuicios a las 
personas, flora, fauna, bienes o al medio ambiente, derivados de la actividad industrial o de 
la utilización, funcionamiento y mantenimiento de las instalaciones o equipos y de la 
producción, uso o consumo, almacenamiento o desecho de los productos industriales.

2. Las actividades de prevención y protección tendrán como finalidad limitar las causas 
que originen los riesgos, así como establecer los controles que permitan detectar o contribuir 
a evitar aquellas circunstancias que pudieran dar lugar a la aparición de riesgos y mitigar las 
consecuencias de posibles accidentes.

3. Tendrán la consideración de riesgos relacionados con la seguridad industrial los que 
puedan producir lesiones o daños a personas, flora, fauna, bienes o al medio ambiente, y en 
particular los incendios, explosiones y otros hechos susceptibles de producir quemaduras, 
intoxicaciones, envenenamiento o asfixia, electrocución, riesgos de contaminación producida 
por instalaciones industriales, perturbaciones electromagnéticas o acústicas y radiación, así 
como cualquier otro que pudiera preverse en la normativa internacional aplicable sobre 
seguridad.

4. Las actitivdades relacionadas con la seguridad e higiene en el trabajo se regirán por lo 
dispuesto en su normativa específica.

Artículo 10.  Prevención y limitación de riesgos.
1. Las instalaciones, equipos, actividades y productos industriales, así como su 

utilización y funcionamiento deberán ajustarse a los requisitos legales y reglamentarios de 
seguridad.

2. En los supuestos en que, a través de la correspondiente inspección, se apreciarán 
defectos o deficiencias que impliquen un riesgo grave e inminente de daños a las personas, 
flora, fauna, bienes o al medio ambiente, la Administración competente podrá acordar la 
paralización temporal de la actividad, total o parcial, requiriendo a los responsables para que 
corrijan las deficiencias o ajusten su funcionamiento a las normas reguladoras, sin perjuicio 
de las sanciones que pudieran imponerse por la infracción cometida y de las medidas 
previstas en la legislación laboral.

3. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán 
acordar la retirada de los productos industriales que no cumplan las condiciones 
reglamentarias, disponiendo que se corrijan los defectos en un plazo determinado. Si ello no 
fuera posible y en función de la gravedad de los riesgos, se podrá determinar su destrucción 
sin derecho a indemnización, sin perjuicio de las sanciones que sean procedentes.

Artículo 11.  Instalaciones y actividades peligrosas y contaminantes.
Las instalaciones industriales de alto riesgo potencial, contaminantes o nocivas para las 

personas, flora, fauna, bienes y medio ambiente que reglamentariamente se determinen 
deberán adecuar su actividad y la prevención de los riesgos a lo que establezcan los 
correspondientes planes de seguridad que habrán de someterse a la aprobación y revisión 
periódica de la Administración competente. En el supuesto de zonas de elevada densidad 
industrial, los planes deberán considerar el conjunto de las industrias, sus instalaciones y 
procesos productivos.

[ . . . ]
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Artículo 14.  Control Administrativo.
1. Las Administraciones Públicas competentes podrán comprobar en cualquier momento 

por sí mismas, contando con los medios y requisitos reglamentariamente exigidos, o a través 
de Organismos de Control, el cumplimiento de las disposiciones y requisitos de seguridad, 
de oficio o a instancia de parte interesada en casos de riesgo significativo para las personas, 
animales, bienes o medio ambiente.

2. Sin perjuicio de las actuaciones de inspección y control que las Comunidades 
Autónomas competentes en la materia desarrollen en su ámbito territorial, el Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo podrá promover, en colaboración con las respectivas 
Comunidades Autónomas, planes y campañas, de carácter nacional, de comprobación, 
mediante muestreo, de las condiciones de seguridad de los productos industriales, 
correspondiendo a la Administración competente en materia de industria la ejecución de los 
mismos en su territorio.

[ . . . ]
TÍTULO V

Infracciones y sanciones

[ . . . ]
Artículo 31.  Clasificación de las infracciones.

1. Son infracciones muy graves las siguientes:
a) El incumplimiento doloso de los requisitos, obligaciones o prohibiciones establecidos 

en la normativa industrial siempre que ocasionen riesgo grave o daño para las personas, la 
flora, la fauna, las cosas o el medio ambiente.

b) La reincidencia en falta grave por la que se hubiese sido sancionado en el plazo de los 
dos años anteriores a la comisión de la misma.

c) La negativa absoluta a facilitar información o prestar colaboración al personal 
inspector.

d) Las tipificadas en el apartado siguiente como infracciones graves, cuando de las 
mismas resulte un daño muy grave o se derive un peligro muy grave e inminente para las 
personas, la flora, la fauna, las cosas o el medio ambiente.

2. Son infracciones graves las siguientes:
a) La fabricación, importación, distribución, comercialización, venta, transporte, 

instalación, reparación o utilización de productos, aparatos o elementos sujetos a seguridad 
industrial sin cumplir las normas reglamentarias, cuando comporte peligro o daño grave para 
personas, flora, fauna, cosas o el medio ambiente.

b) La puesta en funcionamiento de instalaciones careciendo de la correspondiente 
autorización o inscripción registral, o sin la previa presentación de los documentos exigidos 
cuando alguno de éstos sea preceptivo de acuerdo con la correspondiente disposición legal 
o reglamentaria.

c) El ejercicio o desarrollo de actividades sin la correspondiente autorización, habilitación 
o inscripción registral, cuando ésta sea preceptiva, o transcurrido su plazo de vigencia, así 
como la modificación no autorizada por la autoridad competente de las condiciones y 
requisitos sobre los cuales se hubiera otorgado la correspondiente autorización, habilitación 
o inscripción.

d) No disponer de contratos de mantenimiento de las instalaciones con empresas 
habilitadas en los casos en que sean obligatorios.

e) La ocultación o alteración dolosa de los datos a que se refieren los artículos 22 y 23 
de esta Ley, así como la resistencia o reiterada demora en proporcionarlos siempre que 
éstas no se justifiquen debidamente.

f) La resistencia de los titulares de actividades e instalaciones industriales en permitir el 
acceso o facilitar la información requerida por las Administraciones Públicas, cuando hubiese 
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obligación legal o reglamentaria de atender tal petición de acceso o información o cuando 
ésta sea necesaria para poder ejecutar la correspondiente inspección o control de mercado.

g) El incumplimiento de los requerimientos específicos y de las medidas cautelares que 
formule la autoridad competente, cuando se produzca de modo reiterado.

h) La expedición de certificados, informes o actas cuyo contenido no se ajuste a la 
realidad de los hechos.

i) La redacción y firma de proyectos o memorias técnicas cuyo contenido no se ajuste a 
las prescripciones establecidas en la normativa aplicable.

j) Las inspecciones, ensayos o pruebas efectuadas por los Organismos de Control de 
forma incompleta o con resultados inexactos por una insuficiente constatación de los hechos 
o por la deficiente aplicación de normas técnicas.

k) La acreditación de Organismos de Control por parte de las Entidades de Acreditación 
cuando se efectúe sin verificar totalmente las condiciones y requisitos técnicos exigidos para 
el funcionamiento de aquellos o mediante valoración técnicamente inadecuada.

l) El incumplimiento de las prescripciones dictadas por la autoridad competente en 
cuestiones de seguridad relacionadas con esta ley y con las normas que la desarrollan.

m) La inadecuada conservación y mantenimiento de instalaciones si de ello puede 
resultar un peligro para las personas, la flora, la fauna, los bienes o el medio ambiente.

n) La inexactitud, falsedad u omisión en cualquier dato, o manifestación, de carácter 
esencial, sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos señalados en la declaración 
responsable o la comunicación aportada por los interesados.

ñ) La realización de la actividad sin cumplir los requisitos exigidos o sin haber realizado 
la comunicación o la declaración responsable cuando alguna de ellas sea preceptiva.

o) La falta de comunicación a la Administración Pública competente de la modificación 
de cualquier dato de carácter esencial incluido en la declaración responsable o comunicación 
previa.

p) Mantener en funcionamiento instalaciones sin haber superado favorablemente las 
inspecciones, revisiones o comprobaciones establecidas en la normativa de desarrollo de la 
presente ley.

q) El incumplimiento por negligencia grave, de los requisitos, obligaciones o 
prohibiciones establecidos en la normativa industrial siempre que se produzca riesgo para 
las personas, la flora, la fauna, las cosas o el medio ambiente, aunque sea de escasa 
entidad; y el mismo incumplimiento y comportamiento cuando, cometido con negligencia 
simple, produzcan riesgo grave para las personas, la flora, la fauna, las cosas o el medio 
ambiente.

r) La reincidencia en falta leve por la que se hubiese sido sancionado en el plazo de los 
dos años anteriores a la comisión de la misma.

3. Son infracciones leves las siguientes.
a) La fabricación, importación, comercialización, venta, transporte, instalación o 

utilización de productos, aparatos o elementos industriales sin cumplir las normas 
reglamentarias aplicables, cuando no constituya infracción grave o muy grave.

b) La no comunicación a la Administración Pública competente de los datos referidos en 
los artículos 22 y 23 de esta ley dentro de los plazos reglamentarios.

c) El incumplimiento de los requerimientos específicos o las medidas cautelares que 
formule la autoridad competente dentro del plazo concedido al efecto, siempre que se 
produzca por primera vez.

d) La falta de subsanación de las deficiencias detectadas en inspecciones y revisiones 
reglamentarias en el plazo señalado en el acta correspondiente o la falta de acreditación de 
tal subsanación ante la Administración Pública competente, siempre que dichas deficiencias 
no constituyan infracción grave o muy grave.

e) La inadecuada conservación y mantenimiento de las instalaciones, cuando no 
constituya infracción grave o muy grave.

f) La falta de colaboración con las Administraciones Públicas en el ejercicio por éstas de 
sus funciones de inspección y control derivadas de esta ley.
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g) El incumplimiento, por simple negligencia, de los requisitos, obligaciones establecidas 
en la normativa industrial siempre que se produzca riesgo para las personas, la flora, la 
fauna, las cosas o el medio ambiente y éste sea de escasa incidencia.

h) La inexactitud, falsedad u omisión en cualquier dato, o manifestación, de carácter no 
esencial, sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos señalados en la declaración 
responsable o la comunicación aportada por los interesados.

i) La falta de comunicación a la Administración Pública competente de la modificación de 
cualquier dato de carácter no esencial incluido en la declaración responsable o comunicación 
previa.

[ . . . ]
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§ 51

Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 176, de 24 de julio de 1973

Última modificación: 17 de octubre de 2014
Referencia: BOE-A-1973-1018

[ . . . ]
TÍTULO II

Acción estatal

CAPÍTULO I
Realización de estudios, recopilación de datos y protección del medio 

ambiente

Artículo quinto.  
Uno. El Ministerio de Industria realizará, con la colaboración, en su caso, del Consejo 

Superior de Investigaciones Científicas, los estudios necesarios para adecuar a las 
previsiones de los Planes de Desarrollo Económico y Social el Programa Nacional de 
Investigación Minera y el de Revalorización de la Minería, al objeto de lograr su permanente 
actualización, ajustándose a dichos programas la acción estatal en cuanto al 
aprovechamiento de los recursos objeto de esta Ley.

Dos. El Ministerio de Industria, previo informe del Instituto Geológico y Minero de España 
y oída la Organización Sindical, podrá disponer la ejecución de todos o algunos de los 
trabajos incluidos en los citados programas, previa declaración de zona reservada y en 
cualquiera de las formas establecidas en el capítulo segundo de este título. De conformidad 
con el Consejo Superior Geográfico, publicará, a las escalas que reglamentariamente se 
establezcan, los mapas geológicos, geofísicos, geoquímicos, geotécnicos, hidrogeológicos, 
metalogenéticos y cualesquiera otros que el desarrollo tecnológico requiera, que sean útiles 
a la ordenación del territorio y al aprovechamiento racional de los recursos minerales del 
país.

Tres. El Ministerio de Industria realizará los estudios oportunos para fijar las condiciones 
de protección del ambiente, que serán imperativas en el aprovechamiento de los recursos 
objeto de esta Ley y se establecerán por Decreto, a propuesta del Ministerio de Industria, 
previo informe de la Comisión Interministerial del Medio Ambiente y de la Organización 
Sindical.

[ . . . ]
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TÍTULO III
Regulación de los aprovechamientos de recursos de la sección A)

[ . . . ]
Artículo diecisiete.  

Uno. Para ejercitar el derecho al aprovechamiento de estos recursos deberá obtenerse, 
en cualquiera de los casos expuestos en el artículo anterior y previamente a la iniciación de 
los trabajos, la oportuna autorización de explotación de la Delegación Provincial 
correspondiente del Ministerio de Industria, una vez cumplidos los requisitos que disponga el 
Reglamento de esta Ley.

Dos. La Delegación Provincial, previa identificación del terreno y comprobación de su 
titularidad, otorgará, una vez clasificado el recurso mineral existente, la autorización de 
explotación, imponiendo, si proceden, las condiciones oportunas en orden a la protección del 
medio ambiente.

Tres. El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Industria, señalará por Decreto las 
condiciones técnicas que deban contener las Ordenanzas de las Corporaciones locales para 
poder otorgar las autorizaciones de explotación a que se refiere el párrafo uno de este 
artículo. Una vez aprobadas las Ordenanzas, dichas Corporaciones podrán otorgar 
autorizaciones, dando cuenta a la Delegación Provincial del Ministerio de Industria para su 
conocimiento y la vigilancia del cumplimiento de las disposiciones reglamentarias en la 
esfera de su competencia.

[ . . . ]
Artículo veinte.  

Uno. Cuando lo justifiquen superiores necesidades de interés nacional expresamente 
declaradas por el Gobierno, el Estado podrá, con independencia de las facultades 
concedidas a la Administración por la Ley de Expropiación Forzosa, aprovechar por sí mismo 
recursos de la sección A) o ceder su aprovechamiento por cualquiera de las modalidades 
que se prevén en el artículo once.

Dos. Para ello será necesario:
a) Que el aprovechamiento no se haya iniciado o esté paralizado sin autorización, que la 

explotación sea insuficiente o inadecuada a las posibilidades potenciales que el recurso 
ofrezca, o que se hubieran cometido infracciones reiteradas a las normas generales o a las 
que se hayan dictado en la autorización en orden a la seguridad laboral o a la protección del 
medio ambiente.

b) Que, elaborado el programa de explotación por el Ministerio e invitado con las 
garantías jurídicas suficientes el propietario del terreno, el poseedor legal del mismo o el 
titular de la explotación, si lo hubiere, a realizarlo por sí o por tercera persona, haya 
manifestado su renuncia a este derecho o deje de ejercitarlo en el plazo que se le señale.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Regulación de los aprovechamientos de recursos de la sección B)

[ . . . ]
Sección 1.ª Aguas minerales y termales

[ . . . ]
Sección 2.ª Yacimientos de origen no natural

[ . . . ]
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Artículo treinta y tres.  
Uno. Con la solicitud de autorización deberán presentarse, además de los documentos 

que especifique el Reglamento el proyecto de instalación, un estudio económico en el que se 
establezca el plan de inversiones a realizar y las mejoras sociales que se prevean, sobre las 
cuales será preceptivo el informe de la Organización Sindical.

Dos. La Delegación Provincial, previa comprobación sobre el terreno y transcurrido que 
sea el período de información pública, elevará el expediente, con su informe, para resolución 
de la Dirección General de Minas, la cual podrá otorgar o denegar la autorización 
imponiendo en el primero de los casos las condiciones necesarias para el aprovechamiento 
racional de los residuos y, en especial, las medidas adecuadas en orden a la protección del 
medio ambiente.

Tres. Los trabajos de aprovechamiento de residuos deberán comenzar en el plazo de un 
año desde la notificación del otorgamiento y no podrán paralizarse sin previa autorización, 
pudiendo acordarse la caducidad en caso de reincidencia en el incumplimiento de las 
obligaciones contraídas.

[ . . . ]
TÍTULO V

Regulación de los aprovechamientos de la sección C)

[ . . . ]
CAPÍTULO IV
Explotación

[ . . . ]
Sección 2.ª Concesiones directas de explotación

[ . . . ]
Artículo sesenta y seis.  

Serán de aplicación a las concesiones directas de explotación las normas contenidas en 
los artículos setenta a setenta y cuatro de esta Ley, pudiendo imponerse las condiciones que 
se consideren convenientes, y entre ellas las adecuadas a la protección del medio ambiente 
a que se refiere el párrafo uno del artículo sesenta y nueve.

Sección 3.ª Concesiones de explotación derivadas de permisos de 
investigación

[ . . . ]
Artículo sesenta y nueve.  

Uno. La Delegación Provincial elevará el expediente con su informe a la Dirección 
General de Minas, que otorgará o denegará la concesión de explotación, pudiendo imponer 
las condiciones especiales que considere convenientes, entre ellas las adecuadas a la 
protección del medio ambiente.

Dos. En caso de que se deniegue la concesión porque la investigación no haya puesto 
de manifiesto la existencia de recursos, podrá continuarse ésta hasta agotar los plazos del 
permiso correspondiente.

Tres. La Dirección General de Minas tendrá facultad para otorgar la concesión sobre una 
superficie menor que la solicitada, respetando siempre el mínimo exigible, si considera que 
el recurso descubierto no justifica la concesión total del terreno, estándose respecto a la 
superficie restante a lo que se establece en el párrafo anterior.

Cuatro. Las resoluciones a que se refieren los párrafos anteriores pondrán fin a la vía 
gubernativa y deberán dictarse por la Dirección General de Minas en el plazo de sesenta 
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días. Serán comunicadas a las Delegaciones Provinciales respectivas, que las notificarán a 
los interesados.

[ . . . ]
Artículo setenta y cuatro.  

Uno. Los titulares de concesiones de explotación notificarán a la Delegación Provincial 
del Ministerio de Industria cualquier captación de aguas que realicen como consecuencia del 
desarrollo de sus trabajos, pudiendo utilizar con fines mineros las aguas subterráneas que 
alumbren, salvo que por pertenecer a la Sección B) sean consideradas por la Administración 
como de mejor utilidad para otros fines. Asimismo podrán utilizar para otros usos las aguas 
sobrantes, ponerlas a disposición del Estado o verterlas a los cauces públicos, previas las 
autorizaciones que procedan, con atención especial a la protección del medio ambiente.

Dos. Si las labores proyectadas pudieran afectar al régimen de manantiales y 
alumbramientos de aguas de cualquier naturaleza, la Delegación Provincial, oídos los 
Organismos competentes, condicionará la aprobación de las mismas al cumplimiento de 
prescripciones especiales que garanticen la conservación de aquéllos y exigirá, en su caso, 
la fianza que reglamentariamente proceda.

Tres. Cuando se hubieran cortado aguas que alimenten manantiales, alumbramientos o 
aprovechamientos preexistentes de cualquier naturaleza, debidamente legalizados, o se 
perjudicaran los acuíferos, los titulares de la concesión estarán obligados a reponer en 
cantidad y calidad las aguas afectadas y, en todo caso, a abonar las correspondientes 
indemnizaciones por los daños y perjuicios causados, con independencia de la 
responsabilidad penal en que hubieran podido incurrir.

CAPÍTULO V
Condiciones generales

[ . . . ]
Artículo ochenta y uno.  

Todo titular o poseedor de derechos mineros reconocidos en esta Ley será responsable 
de los daños y perjuicios que ocasione con sus trabajos, así como de los producidos a 
aprovechamientos colindantes por intrusión de labores, acumulación de agua, invasión de 
gases y otras causas similares y de las infracciones que cometa de las prescripciones 
establecidas en el momento del otorgamiento para la protección del medio ambiente que se 
sancionarán en la forma que señale el Reglamento, pudiendo llegarse a la caducidad por 
causa de infracción grave.

[ . . . ]
TÍTULO XI

Cotos mineros

[ . . . ]
Artículo ciento diez.  

Uno. El Estado podrá obligar a la formación de cotos a los titulares legales de 
aprovechamientos de recursos que hayan sido declarados de interés nacional como 
resultado de los estudios previstos en el párrafo uno del artículo quinto, o cuando la falta de 
unidad de sistema en aprovechamientos colindantes o próximos de distintos titulares pueda 
afectar a la seguridad de los trabajos, integridad de la superficie, continuidad del recurso o 
protección del medio ambiente o cuando resulte así un aprovechamiento más favorable de 
los recursos.
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Dos. La propuesta de formación de cotos obligatorios se formulará ante la Dirección 
General de Minas, bien por los servicios dependientes de la misma, bien por otros 
organismos que tengan relación con asuntos mineros, o por titulares de derechos mineros 
que pretendan formar un coto de aprovechamiento más ventajoso. En los dos primeros 
casos se acompañará a la propuesta un proyecto justificativo de la conveniencia de 
formación del coto, con expresión de los auxilios que al mismo puedan otorgarse. Si se trata 
de titulares, a los documentos señalados deberá acompañarse el que justifique los medios 
económicos de que dispondrá al efecto la nueva entidad.

Tres. La Dirección General de Minas procederá, en su caso, a la tramitación del 
expediente, remitiéndolo a la Delegación Provincial correspondiente para notificación a los 
interesados, quienes podrán hacer las observaciones que estimen procedentes en un plazo 
de sesenta días. Transcurrido éste, la Delegación Provincial elevará el expediente con su 
informe a la Dirección General, que propondrá al Ministro la resolución oportuna.

Cuatro. El Ministro de Industria, después de oír al Instituto Geológico y Minero de 
España, al Consejo Superior del Departamento, a la Organización Sindical y a los 
organismos interesados, someterá la propuesta de Decreto a la aprobación del Consejo de 
Ministros.

[ . . . ]
TÍTULO XII

Establecimientos de beneficio

Artículo ciento doce.  
Uno. Para instalar un establecimiento destinado a la preparación, concentración o 

beneficio de recursos, deberá obtenerse previamente autorización de la Dirección General 
de Minas, mediante instancia presentada en la Delegación Provincial del Ministerio de 
Industria, a la que se acompañarán el proyecto de instalación y el estudio básico que haya 
servido para su elaboración.

Dos. El Reglamento de esta Ley regulará la tramitación del expediente y la intervención y 
vigilancia de la Administración, siendo preceptivo el informe del Instituto Geológico y Minero 
de España, para conseguir unos procesos adecuados de tratamiento que garanticen el 
aprovechamiento racional de los recursos, así como la utilización de los elementos técnicos 
adecuados para la protección del medio ambiente.

Tres. En cuanto a las instalaciones de transformación vinculadas funcionalmente a los 
establecimientos de beneficio, las autorizaciones pertinentes serán otorgadas por los 
Organismos de la Administración que tengan atribuida dicha facultad, de acuerdo con las 
disposiciones vigentes.

[ . . . ]
TÍTULO XIII

Competencia administrativa y sanciones

[ . . . ]
Artículo ciento veintiuno.  

1. Será infracción muy grave la comisión de una infracción grave cuando se aprecien 
circunstancias de reincidencia o de riesgo muy grave para las personas o el medio ambiente.

2. Será infracción grave cualquiera de las siguientes:
a) La realización de cualquier actividad de aprovechamiento de recursos regulados por la 

presente Ley sin su correspondiente autorización o concesión.
b) La intrusión de labores y la realización de aprovechamientos fuera del perímetro 

otorgado.
c) La no presentación del Plan de Labores en el plazo y con los contenidos 

reglamentarios.
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d) La realización de actividades reguladas en esta Ley sin la Dirección Facultativa a que 
se refiere el artículo 117.

e) La inadecuada conservación y mantenimiento de las explotaciones e instalaciones si 
de ello puede resultar un riesgo grave para las personas o el medio ambiente.

f) El incumplimiento de las obligaciones incluidas en el Plan de Restauración sin la 
autorización del órgano que lo aprobó, incluyendo la obligación de constituir y mantener la 
garantía suficiente para su cumplimiento en la cuantía y plazo fijados.

g) Las que, suponiendo un incumplimiento en materia de seguridad minera, supongan un 
riesgo para las personas o el medio ambiente.

h) La comisión de una infracción leve cuando se aprecien circunstancias de reincidencia 
o de riesgo grave para las personas o el medio ambiente.

3. Será infracción leve el incumplimiento de cualquier obligación derivada de la presente 
Ley y las disposiciones reglamentarias de aplicación, del Plan de Labores aprobado o de una 
prescripción impuesta para el cumplimiento de esta Ley por el órgano competente, siempre 
que no esté tipificada en los apartados 1 y 2 de este artículo.

4. Las infracciones a los preceptos de esta Ley, sin perjuicio de la declaración de 
caducidad o suspensión de los trabajos cuando ello proceda, se sancionarán en la forma 
siguiente:

1. Las sanciones muy graves con multas de hasta un millón de euros.
2. Las sanciones graves con multas de hasta trescientos mil euros.
3. Las sanciones leves con multas de hasta treinta mil euros.
5. Para determinar la cuantía de las sanciones se tendrán en cuenta las siguientes 

circunstancias:
a) El peligro ocasionado a las personas o el medio ambiente.
b) La importancia del daño o deterioro causado.
c) El grado de participación y el beneficio obtenido.
d) La intencionalidad en la comisión de la infracción.
e) La reincidencia, entendida como comisión en el plazo de un año de una infracción del 

mismo tipo y calificación, resuelto por sentencia firme.
6. En el ámbito de la Administración General del Estado corresponde al Consejo de 

Ministros la imposición de sanciones muy graves; al Ministro de Industria, Turismo y 
Comercio, las graves; y al Director General de Política Energética y Minas, las leves.

7. Las infracciones prescribirán al cabo de dos años de su comisión.
8. El procedimiento sancionador caducará al año de su iniciación.

[ . . . ]
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§ 52

Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos 
de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del 

espacio afectado por actividades mineras. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 143, de 13 de junio de 2009
Última modificación: 17 de agosto de 2012

Referencia: BOE-A-2009-9841

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
El presente real decreto tiene por objeto el establecimiento de medidas, procedimientos y 

orientaciones para prevenir o reducir en la medida de lo posible los efectos adversos que 
sobre el medio ambiente, en particular sobre las aguas, el aire, el suelo, la fauna, la flora y el 
paisaje, y los riesgos para la salud humana puedan producir la investigación y 
aprovechamiento de los yacimientos minerales y demás recursos geológicos, y, 
fundamentalmente, la gestión de los residuos mineros.

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Autorización del plan de restauración

Artículo 3.  Plan de restauración: requisitos generales y contenidos.
1. La entidad explotadora está obligada a tomar todas las medidas necesarias para 

prevenir o reducir en lo posible cualquier efecto negativo sobre el medio ambiente y sobre la 
salud de las personas derivado de la investigación y aprovechamiento de recursos 
minerales. Dichas medidas estarán basadas en las mejores técnicas disponibles e incluirán 
la gestión de los residuos mineros y de todas las instalaciones de residuos también con 
posterioridad a su cierre, cuando proceda, así como la prevención de accidentes graves que 
puedan ocurrir en las instalaciones, y la limitación de sus consecuencias para el medio 
ambiente y la salud humana.

2. Queda prohibido el abandono, vertido o depósito incontrolado de residuos mineros.
3. Con el fin de reducir a un mínimo durante el desarrollo de la explotación los efectos 

negativos ocasionados al medio y los riesgos de diferir la rehabilitación hasta fases más 
avanzadas de aquélla, en el plan de restauración deberán justificarse las fases de la 
rehabilitación prevista. En todo caso, los planes de restauración y explotación se coordinarán 
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de forma que los trabajos de rehabilitación se lleven tan adelantados como sea posible a 
medida que se efectúe la explotación.

Únicamente se autorizará el inicio de la rehabilitación al final de la vida de la explotación 
en casos debidamente justificados y documentados a efectos de poder llevar a cabo 
técnicamente el laboreo.

4. El plan de restauración estará estructurado tal y como se describe a continuación, y 
contendrá, como mínimo:

Parte I: Descripción detallada del entorno previsto para desarrollar las labores mineras.
Parte II: Medidas previstas para la rehabilitación del espacio natural afectado por la 

investigación y explotación de recursos minerales.
Parte III: Medidas previstas para la rehabilitación de los servicios e instalaciones anejos 

a la investigación y explotación de recursos minerales.
Parte IV: Plan de Gestión de Residuos.
Parte V: Calendario de ejecución y coste estimado de los trabajos de rehabilitación.
5. Todo plan de restauración, en el que se incluye el plan de gestión de residuos, deberá 

estar dirigido y firmado por un técnico competente con la titulación exigida por la ley.
6. Asimismo, todos los estudios técnicos de apoyo, ensayos, análisis, etc. encargados 

para la elaboración del plan de restauración y que en él se adjunten deberán ser 
desarrollados y firmados por técnicos competentes, sin perjuicio de que el técnico firmante 
del plan los haga suyos al incluirlos en la documentación presentada.

7. A los efectos de este real decreto se entenderá por:
a) Rehabilitación: el tratamiento del terreno afectado por las actividades mineras de 

forma que se devuelva el terreno a un estado satisfactorio, en particular en lo que se refiere, 
según los casos, a la calidad del suelo, la fauna, los hábitats naturales, los sistemas de agua 
dulce, el paisaje y los usos beneficiosos apropiados.

b) Entidad explotadora: aquella que realice cualquier actividad regulada en la Ley 
22/1973, de 21 de julio, de Minas.

c) Residuos mineros: aquellos residuos sólidos o aquellos lodos que quedan tras la 
investigación y aprovechamiento de un recurso geológico, tales como son los estériles de 
mina, gangas del todo uno, rechazos, subproductos abandonados y las colas de proceso e 
incluso la tierra vegetal y cobertera en determinadas condiciones, siempre que constituyan 
residuos tal y como se definen en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados.

d) Residuos mineros peligrosos: aquellos residuos mineros calificados como peligrosos 
en la legislación vigente de residuos peligrosos.

e) Residuo minero inerte: aquel que no experimente ninguna transformación física, 
química o biológica significativa. Los residuos inertes no son solubles ni combustibles, ni 
reaccionan física ni químicamente de ninguna otra manera, ni son biodegradables, ni afectan 
negativamente a otras materias con las cuales entran en contacto, de forma que puedan 
provocar la contaminación del medio ambiente o perjudicar la salud humana. La lixiviabilidad 
total, el contenido de contaminantes en ellos y la ecotoxicidad del lixiviado deberán ser 
insignificantes y, en particular, no deberán suponer riesgo para la calidad de las aguas 
superficiales ni subterráneas. Las características específicas de los residuos mineros inertes 
se desarrollan en el anexo I.

f) Suelo no contaminado: aquel que se retira de la capa superior del terreno durante la 
investigación y aprovechamiento y que, con arreglo a la legislación vigente, se considera que 
no está contaminado. Generalmente comprende la tierra vegetal y la cobertera previa al 
estéril de mina.

g) Instalación de residuos mineros: cualquier zona designada para la acumulación o el 
depósito de residuos mineros, tanto en estado sólido como líquido o en solución o 
suspensión, para plazos de las siguientes duraciones:

1.º Sin plazo alguno para las instalaciones de residuos mineros de categoría A y las 
instalaciones de residuos mineros caracterizados como peligrosos en el plan de gestión de 
residuos mineros.
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2.º Un plazo de más de seis meses para instalaciones de residuos mineros peligrosos 
generados que no estaban previstos.

3.º Un plazo superior a un año para las instalaciones de residuos mineros no inertes no 
peligrosos.

4.º Un plazo superior a tres años en el caso de las instalaciones destinadas a suelo no 
contaminado, residuos no peligrosos procedentes de labores de investigación, residuos 
mineros inertes y residuos mineros resultantes del aprovechamiento de la turba.

Se considera que forman parte de dichas instalaciones cualquier presa u otra estructura 
que sirva para contener, retener o confinar residuos mineros o tenga otra función en la 
instalación, así como, entre otras cosas, las escombreras y las balsas. Los huecos de 
explotación rellenados con residuos mineros tras el aprovechamiento del mineral con fines 
de rehabilitación o de construcción no tienen la consideración de instalaciones de residuos 
mineros, si bien están sujetos a lo dispuesto en el artículo 13.

h) Público: una o varias personas físicas o jurídicas y a las asociaciones, organizaciones 
o grupos de esas personas.

i) Público interesado: público afectado, o que pueda verse afectado por el proceso 
decisorio del presente real decreto, o que tenga un interés en el mismo. Se considerarán 
interesados en el proceso las organizaciones no gubernamentales de ámbito 
medioambiental, siempre que cumplan las disposiciones vigentes previstas que les sean de 
aplicación.

j) Escombrera: una instalación de residuos mineros construida para el depósito de 
residuos mineros sólidos en superficie.

k) Balsa: una instalación de residuos mineros natural o construida para la eliminación de 
residuos mineros de grano fino junto con cantidades diversas de agua libre, resultantes del 
tratamiento y beneficio de recursos minerales y del aclarado y reciclado del agua usada para 
dicho tratamiento y beneficio.

l) Cianuro disociable en ácido débil: al cianuro y compuestos de cianuro que se disocian 
con un ácido débil a un pH determinado.

m) Lixiviado: cualquier líquido que se filtre a través de los residuos mineros depositados 
y que proceda de una instalación de residuos mineros o esté contenido en ella, incluido el 
drenaje contaminado que pueda tener un efecto negativo sobre el medio ambiente si no se 
trata adecuadamente.

n) Cambio sustancial: todo cambio en la estructura o el funcionamiento de una 
instalación de residuos mineros que, a juicio de la autoridad competente, pueda tener 
importantes efectos negativos para la salud de las personas o para el medio ambiente.

ñ) Accidente grave: un acontecimiento en el emplazamiento ocurrido durante una 
operación que forme parte de la gestión de residuos mineros en cualquiera de los 
establecimientos a los que se aplica este real decreto, que entrañe para la salud humana o 
para el medio ambiente un peligro grave, ya sea inmediato o con el tiempo, en el propio 
emplazamiento o fuera de él.

o) Industria extractiva: todos los establecimientos y empresas que practican la extracción 
en superficie o subterránea de recursos minerales con fines comerciales, incluida la 
extracción mediante perforación o el tratamiento del materia extraído.

p) Submarina: La zona del mar y del fondo del mar que se extiende a partir de la línea de 
bajamar de mareas normales o medias hacia el mar.

q) Tratamiento: Preparación, concentración y beneficio. El proceso o la combinación de 
procesos mecánicos, físicos, biológicos, térmicos o químicos que se aplican a los recursos 
minerales, incluidos los de explotación de canteras, con el fin de extraer el mineral y que 
incluye el cambio de tamaño, la clasificación, la separación, el lixiviado y el reprocesamiento 
de residuos previamente desechados, pero excluye las operaciones de fusión, los procesos 
industriales térmicos (distintos de la incineración de piedra caliza) y los procesos 
metalúrgicos.

r) Presa: una estructura construida y diseñada para contener agua o residuos mineros en 
una balsa.

s) Mejores técnicas disponibles: las mejores técnicas disponibles tal u como se definen 
en el artículo 2, apartado 11, de la Directiva 96/61/CE.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 52  Gestión de residuos de industrias extractivas y rehabilitación del espacio afectado [parcial]

– 749 –



t) Establecimiento de beneficio: Establecimiento destinado a la preparación, 
concentración y beneficio de los recursos minerales, según lo dispuesto en el artículo 112 de 
la Ley de Minas.

u) Masa de agua receptora: las aguas superficiales, las aguas subterráneas, las aguas 
de transición y las aguas costeras, tal y como se definen respectivamente en los apartados 
1, 2, 6 y 7 del artículo 2 de la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el 
ámbito de la política de aguas.

v) Recurso mineral o mineral: un yacimiento, de origen natural, presente en la corteza 
terrestre de una sustancia orgánica o inorgánica, como combustibles energéticos, minerales 
metálicos, minerales industriales y minerales para la construcción, con la exclusión del agua.

w) Colas de proceso: residuos sólidos o lodos que quedan tras el tratamiento de los 
minerales mediante procesos de separación (por ejemplo, la trituración, el machacado, la 
clasificación por tamaño, la flotación y otras técnicas fisicoquímicas) para extraer los 
minerales valiosos de la roca menos valiosa. La expresión ‟colas de proceso" es equivalente 
a todos los efectos a la definición dada a los ‟residuos de extracción y tratamiento" en el 
artículo 3.9 de la Directiva 2006/21/CE.

[ . . . ]
Artículo 6.  Participación pública.

1. Para evitar duplicidad de procesos y documentos, cuando la realización del proyecto 
de investigación o de aprovechamiento de los recursos minerales requiera proceso de 
evaluación de impacto ambiental, el trámite de información pública incluido en ella 
comprenderá también la participación pública en relación con la autorización del plan de 
restauración, siempre que se incluyan los asuntos determinados en el apartado 3 del 
presente artículo.

2. Si para la autorización del proyecto de investigación o de aprovechamiento de 
recursos geológico-mineros no es necesaria evaluación de impacto ambiental, se deberá 
someter a la participación pública la documentación incluida en el plan de gestión de 
residuos y en el documento de política de prevención de accidentes graves, cuando proceda.

3. Una vez completada la documentación de acuerdo con lo establecido en los artículos 
anteriores, se abrirá en el procedimiento de autorización del plan de restauración un período 
de información pública, que no será inferior a 30 días para que el público interesado pueda 
participar de forma efectiva. Para la celebración de este trámite, se informará al público de 
los siguientes asuntos:

a) La solicitud de autorización del plan de restauración en el que se incluye la solicitud de 
autorización de las instalaciones de residuos mineros.

b) Cuando proceda, el hecho de que la autorización del plan de restauración mencionado 
en el párrafo a) esté sujeta a consultas con otro Estado Miembro, de acuerdo con el artículo 
45.

c) La identificación de las autoridades competentes responsables de la autorización del 
plan de restauración citado, de aquellas de las que pueda obtenerse información pertinente, 
de aquellas a las que puedan plantearse observaciones o preguntas y calendario para la 
presentación de observaciones o la formulación de preguntas.

d) Propuesta de la resolución respecto al plan de restauración y a la autorización para la 
instalación de residuos mineros.

e) Si procede, descripción de la propuesta de modificación del plan de restauración, y en 
particular, de las modificaciones que afecten a la instalación o al plan de gestión de residuos.

f) Una indicación de las fechas y los lugares en los que se facilitará la información 
pertinente, o de los medios por los que se informará.

g) La determinación de los procedimientos de participación pública.
4. El trámite de información pública será preceptivo cuando se modifiquen las 

condiciones de la autorización del plan de restauración, y en particular las relativas a la 
instalación o al plan de gestión de residuos, de acuerdo con el artículo 5.5.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 52  Gestión de residuos de industrias extractivas y rehabilitación del espacio afectado [parcial]

– 750 –



5. El público interesado tendrá derecho a expresar observaciones y opiniones a la 
autoridad competente antes de que se autorice el plan de restauración y dentro de un plazo, 
que en ningún caso podrá ser inferior a 30 días desde la publicación del acuerdo de apertura 
del período de información pública. Además, deberá ponerse a disposición del público 
interesado los principales informes y dictámenes dirigidos a la autoridad competente durante 
el trámite de participación pública, así como cualquier otra información adicional relevante 
para dictar la resolución que sólo esté disponible con posterioridad a la celebración de dicho 
trámite.

El acceso del público interesado a la información medioambiental se realizará de 
conformidad con las disposiciones de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan 
los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en 
materia de medio ambiente (incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE).

6. Los resultados de las consultas celebradas con arreglo al presente artículo serán 
tenidas debidamente en cuenta a la hora de adoptar la resolución que proceda sobre el plan 
de restauración.

7. Una vez resuelta la autorización del plan de restauración, la autoridad competente 
informará del contenido y de la motivación de la resolución al público interesado, mediante 
los procedimientos que se consideren adecuados, poniendo a su disposición copia de la 
misma.

8. En las instalaciones de residuos de categoría A:
a) El trámite de información pública será preceptivo y se llevará a cabo en una fase 

temprana de la elaboración o revisión del plan de emergencia exterior asociado a la 
instalación. A tal efecto se informará al público interesado de cualquier propuesta al respecto 
y se pondrá a su disposición la información pertinente, incluida, entre otras la relativa al 
derecho a participar en el proceso decisorio de elaboración y la relativa a la autoridad 
competente a la que puedan remitirse observaciones y preguntas.

b) En la elaboración del plan de emergencia exterior el público interesado tendrá derecho 
a expresar observaciones dentro de plazos establecidos y que, en la decisión sobre el plan 
de emergencia exterior se tengan debidamente en cuenta dichas observaciones.

9. En el marco de sus relaciones bilaterales, España, a través del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, velará por que, en los supuestos mencionados en el artículo 
45, las solicitudes también se hagan accesibles durante un período adecuado al público 
interesado del Estado Miembro potencialmente afectado de forma que éste pueda participar 
en el proceso de elaboración del plan antes de que la autoridad competente dicte la 
correspondiente resolución.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Parte IV del plan de restauración: El plan de gestión de residuos

[ . . . ]
Artículo 17.  Objetivos del plan de gestión de residuos mineros.

1. La entidad explotadora realizará un plan de gestión de residuos mineros enfocado a 
su reducción, tratamiento, recuperación y eliminación teniendo en cuenta el principio de 
desarrollo sostenible.

En el plan de gestión de residuos mineros la entidad explotadora garantizará que estos 
residuos se gestionan de un modo que no suponga peligro para la salud de las personas y 
sin utilizar procesos o métodos que puedan dañar el medio ambiente y, en particular, 
suponer riesgos para el agua, el aire, el suelo, la fauna o la flora, sin causar molestias 
debidas al ruido o los malos olores y sin afectar negativamente al paisaje ni a lugares que 
representen un interés especial.

2. Los objetivos del plan de gestión de residuos mineros serán:
a) Prevenir o reducir la producción de residuos mineros y su nocividad, en particular 

teniendo en cuenta los siguientes elementos:
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1.º La gestión de los residuos en la fase de proyecto y la elección del método de 
explotación y de preparación, concentración o beneficio del recurso mineral.

2.º Las transformaciones que puedan experimentar los residuos mineros por el aumento 
de la superficie y la exposición a la intemperie.

3.º El relleno con residuos mineros del hueco de explotación, en la medida en que ello 
sea técnica y económicamente viable en la práctica y respetuoso con el medio ambiente de 
conformidad con las normas vigentes en la materia y con los requisitos del presente real 
decreto, cuando proceda.

4.º Tras su finalización, el recubrimiento del terreno afectado por la investigación y 
aprovechamiento con la tierra vegetal original que previamente se habrá depositado en su 
propia instalación de residuos, tras su cierre, cuando esto sea viable en la práctica. Si no es 
así, se procurará la utilización de esta tierra vegetal en otro sitio.

5.º El uso de sustancias menos peligrosas para la preparación, concentración o beneficio 
de los recursos minerales.

b) Fomentar la recuperación de los residuos mineros mediante su reciclado, reutilización 
o valorización cuando ello sea respetuoso con el medio ambiente de conformidad con la 
legislación vigente y con lo dispuesto en el presente real decreto, cuando proceda.

c) Garantizar la eliminación segura a corto y largo plazo de los residuos mineros. El 
cumplimiento de este objetivo deberá tenerse en cuenta en la planificación y el desarrollo de 
las fases de explotación u operación de la instalación de residuos, cierre y clausura, y 
mantenimiento y control posterior a la clausura. A tales efectos, se deberá elegir un diseño 
que:

1.º Exija un mínimo o, si es posible, ningún mantenimiento y control posterior a la 
clausura de la instalación de residuos mineros.

2.º Prevenga o al menos minimice todo efecto negativo a largo plazo atribuible, por 
ejemplo, al desplazamiento por el aire o el agua de sustancias contaminantes precedentes 
de la instalación de residuos mineros.

3.º Garantice la estabilidad geotécnica a largo plazo de la instalación de residuos 
mineros.

Artículo 18.  Contenido del plan de gestión de residuos mineros.
1. El plan de gestión de residuos mineros incluirá, como mínimo:
a) Caracterización de los residuos mineros que se van a generar durante la investigación 

y aprovechamiento y que se van a depositar en las instalaciones, de acuerdo con los 
criterios establecidos en el anexo I del presente real decreto.

En todo caso se deberá hacer una relación de las cantidades totales estimadas de 
residuos mineros que se producirán durante la investigación y aprovechamiento.

b) Clasificación propuesta para las instalaciones de residuos mineros, de acuerdo con 
los criterios establecidos en el anexo II, y teniendo en cuenta que:

1.º Cuando se precise una instalación de residuos de categoría A, deberá incluirse un 
documento que demuestre que se va a aplicar una política de prevención de accidentes 
graves, un sistema de gestión de la seguridad para su puesta en práctica y un plan de 
emergencia interior, salvo que se trate de instalaciones de la categoría A que se incluyan en 
al ámbito de aplicación del Real Decreto 1254/1999, de 16 de julio, por el que se aprueban 
medidas de control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan 
sustancias peligrosas y posteriores modificaciones.

2.º Cuando la entidad explotadora no considere precisa una instalación de categoría A, 
deberá incluirse información suficiente que lo justifique, con indicación de los posibles 
riesgos de accidente.

c) Descripción de la actividad que genera los residuos mineros y de cualquier tratamiento 
posterior al que éstos se sometan.

d) Descripción de la forma en que el medio ambiente y la salud humana puedan verse 
afectados negativamente por el depósito de residuos mineros y de las medidas preventivas 
que se deban tomar a fin de minimizar el impacto medioambiental durante la explotación u 
operación, cierre y clausura y mantenimiento y control posterior de las instalaciones de 
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residuos, con inclusión de los aspectos mencionados en los artículos 19 y 33. Además, 
deberá realizarse una evaluación del riesgo y del impacto que el depósito de residuos 
mineros incide sobre la salud humana, si procede.

e) Los procedimientos de control y seguimiento propuestos con arreglo a los artículos 13 
y 32, cuando sea aplicable.

f) Definición del proyecto constructivo y de gestión de las instalaciones de residuos 
mineros, con especial atención a las medidas necesarias para la protección de las aguas y a 
la prevención o minimización de la contaminación del suelo y del aire, con arreglo a los 
artículos 13, 23, 24, 25, y 30.

g) El anteproyecto de cierre y clausura de las instalaciones de residuos mineros, incluido 
en el proyecto constructivo, con las disposiciones que correspondan de mantenimiento y 
control posterior a la clausura, de acuerdo con los artículos 33, 34 y 35.

h) Un estudio de las condiciones del terreno que vaya a verse afectado por las 
instalaciones de residuos.

2. El plan de gestión de residuos mineros deberá aportar suficiente información para 
permitir a la autoridad competente evaluar la capacidad de la entidad explotadora de cumplir 
los objetivos de dicho plan y sus obligaciones con arreglo al presente real decreto.

Dicho plan justificará, en particular, la manera en que la opción y el método elegidos de 
conformidad con el artículo 17.2.a) respetará los objetivos del plan de gestión de residuos tal 
y como se contemplan en dicho artículo.

Artículo 19.  Definición, contenido y estructura del proyecto constructivo de las instalaciones 
de residuos mineros.

1. Se entiende por proyecto constructivo de una instalación de residuos mineros el 
conjunto de estudios y documentos que comprenden la definición y dimensionamiento de la 
instalación, la justificación de su emplazamiento, los materiales de construcción en caso de 
ser necesarios, las posibles obras auxiliares, los estudios técnicos de apoyo necesarios, las 
medidas para la ejecución y control del proyecto, los estudios de afección al medio natural y 
las medidas correctoras y las medidas a aplicar cuando finalice la vida activa de la 
instalación a efectos de su clausura y posterior mantenimiento y control, cuando proceda.

2. El proyecto constructivo de una instalación de residuos mineros constará de los 
documentos necesarios, con la amplitud y profundidad suficientes en relación con la 
importancia de la instalación, los residuos mineros que albergue y con los riesgos 
potenciales que entrañe.

3. En todos los casos el proyecto constructivo incluirá los siguientes documentos: 
memoria, presupuesto, planos, pliego de especificaciones técnicas y anexos.

a) La memoria estará constituida por las partes que se definen en el apartado 4 de este 
artículo.

b) El presupuesto incluirá la descripción de las distintas partidas con sus precios 
unitarios, la valoración de los estudios a realizar y el coste total del proyecto.

c) Los planos del proyecto serán completos y suficientes e incluirán toda la información 
necesaria sobre los detalles que se reflejen en ellos. Se elaborarán normalizados de acuerdo 
con las normas UNE, tanto en los formatos como en las escalas utilizadas, y la distribución 
de los dibujos sobre ellos se realizará de acuerdo con las normas de dibujo técnico.

Los planos en los que se represente el terreno donde se emplazará la instalación de 
residuos mineros y otros servicios auxiliares de la explotación incorporarán las referencias 
de la cartografía oficial.

Con carácter preceptivo se incluirán los siguientes planos:
1.º Plano general de situación. Escala 1:25.000 ó 1:10.000.
2.º Plano total de la cuenca o subcuenca hidrográfica.
3.º Plano del perímetro afectado. Escala 1:5.000. Abarcará una superficie cuyo límite 

diste 500 metros como mínimo alrededor del perímetro de la instalación.
4.º Plano de la instalación y zona de influencia. Escala 1:5.000 a 1:200. La escala no 

será inferior a 1:200 y la equidistancia entre curvas de nivel será como máximo de 1 metro.
5.º Plano de cartografía geológico-geotécnica del área de la instalación y zona de 

influencia. Escala 1:2.000 a 1:200.
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6.º Planta general de la instalación y de las obras con ella relacionadas.
7.º Planta, alzado y secciones suficientes para definir con entera claridad la instalación y 

sus servicios anexos.
8.º Planos detallados de las obras de desvío de cauces existentes o interceptación del 

agua superficial.
9.º Planos detallados de los dispositivos de evacuación o desagüe de la instalación, en 

régimen normal de explotación o en periodos de emergencia durante precipitaciones 
máximas.

10.º Plano detallado de los dispositivos de impermeabilización de la instalación, si los 
hubiera.

11.º Plano de situación de los dispositivos previstos para el control y vigilancia de la 
instalación, si procediera.

12.º Planos de los accesos a lugares que se consideren precisos para la inspección y 
vigilancia de la instalación.

13.º Planos de las fases de recrecimiento de la instalación. Plantas y perfiles.
d) El pliego de especificaciones técnicas contendrá las descripciones generales de los 

trabajos a desarrollar, las características de los materiales a emplear y equipos, la forma de 
ejecución, haciendo referencia a las normas y reglamentos que se deberán cumplir en cada 
fase de la vida de la instalación de residuos mineros.

4. La memoria del proyecto constructivo de una instalación de residuos mineros constará 
de las siguientes partes:

a) Elección de emplazamiento y planificación.
b) Estudios del área elegida para la ubicación de la instalación.
c) Diseño y construcción de la instalación.
d) Explotación u operación de la instalación.
e) Seguimiento e inspecciones periódicas de la instalación.
f) Cierre y clausura de la instalación.
g) Mantenimiento y control posterior a la clausura.
h) Reutilización o eliminación de los residuos mineros depositados en la instalación.

Sección 2.ª Elección del emplazamiento para una instalación de residuos 
mineros

Artículo 20.  Elección del emplazamiento para una instalación de residuos mineros.
1. El apartado «Elección del emplazamiento para una instalación de residuos mineros» 

de la memoria del proyecto constructivo deberá identificar de forma justificada el lugar más 
adecuado para la ubicación de una instalación de residuos mineros de entre las distintas 
alternativas posibles. En cualquier caso, la elección de tal emplazamiento deberá cumplir 
con todas las restricciones legales vigentes en lo que respecta a zonas protegidas, factores 
geológicos, hidrológicos, hidrogeológicos, sísmicos y geotécnicos.

2. Dentro del conjunto de factores a contemplar en la elección del emplazamiento se 
considerarán, entre otros:

a) Descripción de afectación al medio ambiente y a la salud humana derivada de la 
elección del emplazamiento.

b) Condiciones topográficas favorables para la ubicación.
c) Distancia de la instalación de residuos mineros al establecimiento de beneficio y a la 

propia explotación.
d) Tamaño, superficie y altura de la instalación.
e) Geología de los terrenos a ocupar.
f) Hidrogeología.
g) Red de drenaje natural.
h) Disponibilidad de terrenos.

[ . . . ]
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Sección 8.ª Mantenimiento y control posterior a la clausura de una instalación 
de residuos mineros

Artículo 35.  Mantenimiento y control posterior a la clausura de una instalación de residuos 
mineros.

1. La entidad explotadora será responsable del mantenimiento, control y medidas 
correctoras en la fase posterior al cierre y clausura durante todo el tiempo que exija la 
autoridad competente, que debe ser de, al menos, treinta años para las instalaciones de 
categoría A.

Para las instalaciones no incluidas en la categoría A, la autoridad competente 
determinará en cada caso este plazo que no podrá ser inferior a cinco años para poder 
disponer de información adecuada de los procesos que pueden influir en los residuos 
mineros expuestos al medio ambiente.

2. La entidad explotadora deberá controlar tanto la estabilidad física como química de la 
instalación a fin de reducir al mínimo cualquier efecto medioambiental negativo, en particular 
en lo que se refiere a aguas superficiales y subterráneas, garantizando que todas las 
estructuras de la instalación estarán vigiladas y conservadas y que los aparatos de control y 
medición estarán siempre listos para ser usados, así como que los aliviaderos y desagües 
estén siempre limpios y sin ninguna obstrucción.

Para ello, la entidad explotadora redactará en la memoria del proyecto constructivo un 
plan de mantenimiento y control que abarcará el periodo requerido por la autoridad 
competente. Si se considera necesario, la autoridad competente requerirá al titular informe o 
dictamen de un organismo de control.

3. Tras la clausura de una instalación de residuos mineros, la entidad explotadora 
notificará a la autoridad competente sin demora cualquier suceso o circunstancia que pueda 
afectar a la estabilidad de la instalación y cualesquiera efectos medioambientales adversos 
revelados por los procedimientos de control y seguimiento. La entidad explotadora aplicará el 
plan de emergencia interior, cuando proceda, y seguirá todas las instrucciones de la 
autoridad competente sobre las medidas correctoras que deban tomarse. La entidad 
explotadora sufragará los costes de las medidas que se deban emprender.

4. En los casos y con la frecuencia que determine la autoridad competente, la entidad 
explotadora remitirá, atendiendo a los datos globales, todos los resultados del seguimiento a 
las autoridades competentes a fin de demostrar que se cumplen las condiciones de la 
autorización y de mejorar el conocimiento sobre el comportamiento de los residuos mineros y 
de la instalación.

5. Tras la autorización del proyecto de cierre y clausura de una instalación de residuos 
mineros, una vez ejecutados los trabajos de rehabilitación en él descritos, y transcurrido el 
periodo de tiempo fijado por la autoridad competente para la fase de mantenimiento y 
control, la entidad explotadora podrá solicitar la correspondiente autorización de clausura 
definitiva, previa presentación de un informe o dictamen de un organismo de control.

6. Los apartados anteriores de este artículo no serán de aplicación a los siguientes 
residuos mineros, a menos que sean depositados en una instalación de categoría A:

a) Residuos mineros inertes y suelo no contaminado procedentes de la investigación y 
aprovechamiento de recursos minerales.

b) Residuos mineros procedentes de la investigación y aprovechamiento de turba.
c) Residuos mineros no peligrosos procedentes de la investigación de recursos 

minerales, excepto cuando se trate de la investigación de evaporitas distintas del yeso y 
anhidrita.

Sección 9.ª Otros contenidos

[ . . . ]
Artículo 37.  Política de prevención de accidentes graves.

1. De acuerdo con el artículo 18.1.b, la entidad explotadora elaborará, antes de la 
autorización del plan de restauración, una política de prevención de accidentes graves que 
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aplicará en su gestión de los residuos mineros, para lo cual instaurará un sistema de gestión 
de la seguridad con arreglo a lo establecido en el artículo 38, y también pondrá en práctica 
un plan de emergencia interior, especificando las medidas que se deban tomar en el sitio 
minero en caso de accidente.

2. El documento de política de prevención de accidentes graves debe abarcar los 
objetivos y principios de actuación generales establecidos por la entidad explotadora en 
relación con el control de los riesgos de accidente grave.

Para ello, la entidad explotadora deberá determinar, en el mencionado documento, los 
riesgos de accidentes graves e incorporar al diseño, construcción, explotación, 
mantenimiento, cierre, clausura y control posterior de las instalaciones de residuos mineros, 
los aspectos necesarios para prevenir dichos accidentes y limitar sus consecuencias 
negativas para la salud humana o para el medio ambiente, incluyendo los posibles impactos 
transfronterizos.

3. La política de prevención de accidentes graves y el sistema de gestión de la seguridad 
de la entidad explotadora deben guardar proporción con los riesgos de accidentes graves 
que presente la instalación de residuos mineros.

4. La autoridad competente facilitará al público interesado, gratuitamente y de oficio por 
los procedimientos de publicidad que se establezcan, información sobre las medidas de 
seguridad y sobre la intervención necesaria en caso de accidente de una instalación de 
residuos mineros de la categoría A.

La información facilitada será revisada cada tres años y, cuando proceda, será 
actualizada. Contendrá, como mínimo:

a) Nombre de la entidad explotadora y dirección de la instalación de residuos mineros.
b) Identificación, expresando el cargo, de la persona que facilite la información.
c) Confirmación de que la instalación de residuos mineros está sujeta a las disposiciones 

reglamentarias de aplicación del presente real decreto y, si procede, de que se han 
entregado a la autoridad competente los pertinentes elementos de información y, en 
particular, los que se mencionan en el apartado 2 de este artículo.

d) Explicación clara y sucinta de la actividad o actividades llevadas a cabo en la 
instalación.

e) Nombres comunes o genéricos, o clasificación general de peligrosidad de las 
sustancias y preparados existentes en la instalación de residuos mineros que puedan dar 
lugar a un accidente grave, con mención de sus principales características peligrosas.

f) Información general sobre el carácter de los principales riesgos de accidente grave, 
incluidos sus efectos potenciales en la población y el medio ambiente próximos.

g) Información adecuada sobre cómo se deberá alertar y mantener informada a la 
población próxima y afectada en caso de accidente grave.

h) Información adecuada sobre las medidas que deberá adoptar y el comportamiento 
que deberá observar la población afectada en caso de accidente grave.

i) Confirmación de que la entidad explotadora está obligada a tomar las medidas 
adecuadas en el emplazamiento, especialmente en relación con el contacto con los servicios 
de emergencia, a fin de actuar en caso de accidente grave y reducir al mínimo sus efectos.

j) Referencia al plan de emergencia exterior elaborado para abordar cualesquiera efectos 
de un accidente fuera del emplazamiento donde ocurra. Se incluirán recomendaciones sobre 
cómo seguir toda instrucción o consigna formulada por los servicios de emergencia en el 
momento del accidente.

k) Información detallada sobre el modo de conseguir mayor información al respecto, sin 
perjuicio de los requisitos de confidencialidad que establezca la legislación vigente.

[ . . . ]
Artículo 39.  Plan de emergencia interior.

1. El Plan de emergencia interior que deberá elaborar la entidad explotadora tendrá los 
siguientes objetivos:
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a) Contener y controlar los accidentes graves y otros incidentes para reducir al mínimo 
sus efectos y, en particular, para limitar los daños a la salud de las personas y al medio 
ambiente.

b) Aplicar las medidas necesarias para proteger la salud de las personas y el medio 
ambiente de los efectos de accidentes graves y otros incidentes.

c) Comunicar la información necesaria al público y a los servicios o autoridades 
correspondientes de la zona.

d) Tomar medidas para la rehabilitación y limpieza del medio ambiente tras un accidente 
grave.

2. En caso de accidente grave la entidad explotadora facilitará inmediatamente a la 
autoridad competente toda la información necesaria para ayudar a reducir al mínimo las 
consecuencias para la salud de las personas y para evaluar y reducir al mínimo la magnitud, 
real o potencial, de los daños al medio ambiente.

Artículo 40.  Plan de emergencia exterior.
1. Cuando una instalación de residuos mineros sea clasificada como A, la autoridad 

competente elaborará un plan de emergencia exterior especificando las medidas que deban 
tomarse fuera del área de la explotación y sus instalaciones y servicios anejos en caso de 
accidente. La entidad explotadora facilitará a la autoridad competente, antes de la 
autorización del plan de restauración, la información necesaria para que ésta pueda elaborar 
ese plan.

Las instalaciones de residuos mineros que contengan residuos o sustancias o 
preparados clasificados como peligrosos según las disposiciones vigentes a tal efecto se 
excluyen del ámbito de aplicación del presente artículo por estar incluidas en al ámbito de 
aplicación del Real Decreto 1254/1999, de 16 de julio, por el que se aprueban medidas de 
control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias 
peligrosas y posteriores modificaciones.

2. En caso de accidente grave la entidad explotadora facilitará inmediatamente a la 
autoridad competente toda la información necesaria para ayudar a reducir al mínimo las 
consecuencias para la salud de las personas y para evaluar y reducir al mínimo la magnitud, 
real o potencial, de los daños al medio ambiente.

3. Los objetivos del plan de emergencia exterior serán:
a) Contener y controlar los accidentes graves y otros incidentes para reducir al mínimo 

sus efectos y, en particular, para limitar los daños a la salud de las personas y al medio 
ambiente.

b) Aplicar las medidas necesarias para proteger la salud de las personas y el medio 
ambiente de los efectos de accidentes graves y otros incidentes.

c) Comunicar la información necesaria al público y a los servicios o a las autoridades 
correspondientes de la zona.

d) Tomar medidas para la rehabilitación y limpieza del medio ambiente tras un accidente 
grave.

[ . . . ]
TÍTULO III

Inspecciones y efectos transfronterizos

[ . . . ]
Artículo 45.  Efectos transfronterizos.

1. Cuando la explotación u operación de una instalación de residuos mineros de 
categoría A pueda tener efectos adversos significativos en el medio ambiente, y provocar así 
un riesgo cualquiera para la salud humana, en otro Estado Miembro, o cuando un Estado 
Miembro que pueda verse seriamente afectado así lo solicite, la autoridad competente de la 
Comunidad Autónoma comunicará al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación los 
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datos presentados con arreglo a la autorización del plan de restauración en el mismo 
momento en que los ponga a disposición de su propio público nacional, para que éste pueda 
a su vez comunicarlo al Estado Miembro que pudiera verse afectado o que lo hubiera 
solicitado.

Además, será de aplicación, dentro del trámite de evaluación ambiental que pudiera ser 
pertinente, lo dispuesto en el artículo 11 del Real Decreto legislativo 1/2008, de 11 de enero, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de 
proyectos.

Esos datos servirán de base para las consultas que resulten necesarias en el marco de 
las relaciones bilaterales entre ambos Estados de acuerdo con los principios de reciprocidad 
e igualdad de trato.

2. En caso de accidente en una instalación de residuos mineros como la descrita en el 
apartado 1 del presente artículo, la información facilitada por la entidad explotadora a la 
autoridad competente de la Comunidad Autónoma será también remitida al Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación para que éste lo transmita al Estado Miembro que 
pudiera verse afectado, para contribuir a reducir al mínimo las consecuencias del accidente 
para la salud de las personas y para evaluar y reducir al mínimo la magnitud del daño 
medioambiental que se haya producido o que pueda producirse.

3. La petición de datos por parte de los interesados respecto a los posibles efectos 
transfronterizos de una instalación de residuos mineros se solicitará al Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación.

[ . . . ]
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§ 53

Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento sobre clasificación, envasado y etiquetado de 

preparados peligrosos. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 54, de 4 de marzo de 2003

Última modificación: 8 de noviembre de 2013
Referencia: BOE-A-2003-4376

[ . . . ]
Artículo 2.  Definiciones.

1. A efectos del presente reglamento se entenderá por:
a) «Sustancias»: los elementos químicos y sus compuestos en estado natural, o los 

obtenidos mediante cualquier procedimiento de producción, incluidos los aditivos necesarios 
para conservar la estabilidad del producto y las impurezas que resulten del procedimiento 
utilizado, excluidos los disolventes que puedan separarse sin afectar la estabilidad de la 
sustancia ni modificar su composición.

b) «Preparados»: las mezclas o soluciones compuestas por dos o más sustancias.
c) «Polímero»: una sustancia constituida por moléculas caracterizadas por la secuencia 

de uno o varios tipos de unidades monoméricas y que incluye una mayoría ponderal simple 
de moléculas que contienen al menos tres unidades monoméricas con enlaces de covalencia 
con otra unidad monomérica u otro reactante como mínimo y constituida por menos de una 
mayoría ponderal simple de moléculas del mismo peso molecular. Dichas moléculas deben 
repartirse en una distribución de pesos moleculares en la que las diferencias de peso 
molecular puedan principalmente atribuirse a diferencias en el número de unidades 
monoméricas. En el contexto de esta definición, se entenderá por «unidad monomérica» la 
forma reactada de un monómero en un polímero.

d) «Comercialización»: el suministro o la puesta a disposición de terceros del producto. A 
efectos del presente reglamento, la importación en el territorio aduanero de la Comunidad se 
considerará comercialización.

e) «Investigación y desarrollo científicos»: los experimentos científicos y los análisis e 
investigaciones químicas efectuados bajo condiciones controladas; ésta definición incluye la 
determinación de las propiedades intrínsecas, del rendimiento y de la eficacia, así como la 
investigación científica relacionada con el desarrollo de productos.

f) «Investigación y desarrollo de la producción»: el desarrollo ulterior de una sustancia 
durante el cual se prueban los ámbitos de aplicación de dicha sustancia utilizando plantas 
piloto o pruebas de producción.
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g) «Inventario Europeo de Sustancias Químicas Comerciales Existentes» (EINECS). 
Dicho inventario establece la lista definitiva de todas las sustancias químicas que en principio 
se encontraban en el mercado comunitario el 18 de septiembre de 1981.

h) «Inventario Europeo de Sustancias Químicas Notificadas» (Elincs).
2. A efectos del presente reglamento, se considerarán «peligrosas» las sustancias y los 

preparados siguientes:
a) Explosivos: las sustancias y preparados sólidos, líquidos, pastosos o gelatinosos que, 

incluso en ausencia del oxígeno del aire, pueden reaccionar de forma exotérmica con rápida 
formación de gases y que, en condiciones de ensayo determinadas, detonan, deflagran 
rápidamente o, bajo el efecto del calor, en caso de confinamiento parcial, explosionan.

b) Comburentes: las sustancias y preparados que, en contacto con otras sustancias, en 
especial con sustancias inflamables, producen una reacción fuertemente exotérmica.

c) Extremadamente inflamables: las sustancias y preparados líquidos que tengan un 
punto de inflamación extremadamente bajo y un punto de ebullición bajo, y las sustancias y 
preparados gaseosos que, a temperatura y presión ambientes, sean inflamables en contacto 
con el aire.

d) Fácilmente inflamables:
1.º Las sustancias y preparados que pueden calentarse y finalmente inflamarse en 

contacto con el aire a temperatura ambiente sin aporte de energía, o
2.º Las sustancias y preparados sólidos que pueden inflamarse fácilmente tras un breve 

contacto con una fuente de inflamación y que siguen quemándose o consumiéndose una vez 
retirada dicha fuente, o

3.º Las sustancias y preparados en estado líquido cuyo punto de inflamación es muy 
bajo, o

4.º Las sustancias y preparados que, en contacto con agua o con aire húmedo, 
desprenden gases extremadamente inflamables en cantidades peligrosas.

e) Inflamables: las sustancias y preparados líquidos cuyo punto de inflamación es bajo.
f) Muy tóxicos: las sustancias y preparados que, por inhalación, ingestión o penetración 

cutánea en muy pequeña cantidad, pueden provocar la muerte o efectos agudos o crónicos 
para la salud.

g) Tóxicos: las sustancias y preparados que, por inhalación, ingestión o penetración 
cutánea en pequeñas cantidades, provocan la muerte o efectos agudos o crónicos para la 
salud.

h) Nocivos: las sustancias y preparados que, por inhalación, ingestión o penetración 
cutánea, pueden provocar la muerte o efectos agudos o crónicos para la salud.

i) Corrosivos: las sustancias y preparados que, en contacto con tejidos vivos, pueden 
ejercer una acción destructiva de los mismos.

j) Irritantes: las sustancias y preparados no corrosivos que, por contacto breve, 
prolongado o repetido con la piel o las mucosas, pueden provocar una reacción inflamatoria.

k) Sensibilizantes: las sustancias y preparados que, por inhalación o penetración 
cutánea, pueden ocasionar una reacción de hipersensibilización, de forma que una 
exposición posterior a esa sustancia o preparado dé lugar a efectos nocivos característicos.

l) Carcinogénicos: las sustancias y preparados que, por inhalación, ingestión o 
penetración cutánea, pueden producir cáncer o aumentar su frecuencia.

m) Mutagénicos: las sustancias y preparados que, por inhalación, ingestión o 
penetración cutánea, pueden producir defectos genéticos hereditarios o aumentar su 
frecuencia.

n) Tóxicos para la reproducción: las sustancias o preparados que, por inhalación, 
ingestión o penetración cutánea, pueden producir efectos nocivos no hereditarios en la 
descendencia, o aumentar la frecuencia de éstos, o afectar de forma negativa a la función o 
a la capacidad reproductora masculina o femenina.
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ñ) Peligrosos para el medio ambiente: las sustancias o preparados que, en caso de 
contacto con el medio ambiente, constituirían o podrían constituir un peligro inmediato o 
futuro para uno o más componentes del medio ambiente.

[ . . . ]
Artículo 7.  Evaluación de los peligros para el medio ambiente.

1. Los peligros de un preparado para el medio ambiente se evaluarán según uno o varios 
de los procedimientos siguientes:

a) Un método convencional de cálculo descrito en el anexo III del presente reglamento.
b) La determinación de las propiedades peligrosas para el medio ambiente del preparado 

necesarias para una clasificación apropiada de conformidad con los criterios definidos en el 
anexo VI del Reglamento de sustancias, se llevará a cabo según los métodos establecidos 
en la parte C del anexo V del Reglamento de sustancias, a menos que, en el caso de los 
productos fitosanitarios, se acepten otros métodos reconocidos internacionalmente con 
arreglo a lo establecido en el Real Decreto 2163/1994, de 4 de noviembre. Sin perjuicio de 
los requisitos de los ensayos establecidos en el Real Decreto mencionado, las condiciones 
para la aplicación de dichos métodos de ensayo se describen en la parte C del anexo III del 
presente reglamento.

2. Cuando se establezca una propiedad ecotoxicológica mediante los métodos a que se 
refiere el apartado 1.b) de este artículo, con el fin de obtener nuevos datos, el ensayo se 
llevará a cabo según el Real Decreto 822/1993, de 28 de mayo y el Real Decreto 223/1988, 
de 14 de marzo.

Cuando se hayan comprobado peligros para el medio ambiente según los dos 
procedimientos antes citados, para clasificar el preparado se empleará el resultado de los 
métodos contemplados en el apartado 1.b) de este artículo.

3. Para aquellos preparados de composición conocida, a excepción de los contemplados 
en el Real Decreto 2163/1994, de 4 de noviembre, clasificados según el método mencionado 
en el apartado 1.b) de este artículo, se efectuará una nueva evaluación del peligro para el 
medio ambiente mediante los métodos de los apartados 1.a) o 1.b) de este artículo cuando:

a) El fabricante modifique el contenido inicial expresado en porcentaje peso/peso o 
volumen/volumen de uno o varios de los componentes peligrosos que forman parte de su 
composición, de acuerdo con el cuadro siguiente:

Intervalo de concentración inicial del componente Variación de concentración inicial del componente 
permitida

≤ 2,5 por 100 ± 30 por 100
> 2,5 ≤ 10 por 100 ± 20 por 100
> 10 ≤ 25 por 100 ± 10 por 100

> 25 ≤ 100 por 100 ± 5 por 100

b) El fabricante modifique su composición sustituyendo o añadiendo uno o varios 
componentes, ya se trate o no de componentes peligrosos con arreglo a las definiciones que 
figuran en el artículo 2.

Esta nueva evaluación será de aplicación a menos que haya justificación científica válida 
para considerar que una reevaluación del peligro no dará lugar a una modificación de la 
clasificación.

Artículo 8.  Envasado.
1. Los preparados definidos en el artículo 1.2 y los incluidos en el anexo IV en virtud del 

artículo 1.3 solamente se podrán comercializar cuando sus envases se ajusten a las 
siguientes condiciones:

a) Estarán diseñados y fabricados de forma que no sean posibles pérdidas de contenido. 
Este requisito no se aplicará cuando se prescriban dispositivos especiales de seguridad.
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b) Los materiales con los que estén fabricados los envases y los cierres no deberán ser 
atacables por el contenido ni formar con este último combinaciones peligrosas.

c) Los envases y los cierres deberán ser en todas sus partes fuertes y sólidos con el fin 
de impedir holguras y responder de manera fiable a las exigencias normales de 
manipulación.

d) Los recipientes con un sistema de cierre reutilizable habrán de estar diseñados de 
forma que pueda cerrarse el envase varias veces sin pérdida de su contenido.

2. Los recipientes que contengan preparados definidos en el apartado anterior, ofrecidos 
o vendidos al público en general, no podrán tener:

a) Una forma o una decoración gráfica que puedan atraer o excitar la curiosidad activa 
de los niños o inducir a error al consumidor.

b) Una presentación o una denominación utilizadas para los productos alimenticios, los 
alimentos para animales ni los medicamentos o productos cosméticos.

3. Los recipientes que contengan determinados preparados ofrecidos o vendidos al 
público en general e incluidos en el anexo IV del presente reglamento, deberán estar 
provistos de un cierre de seguridad para niños o llevar una indicación de peligro detectable al 
tacto, según les sean de aplicación las partes A o B respectivamente de dicho anexo.

Los dispositivos deberán cumplir las especificaciones técnicas a que hacen referencia 
las partes A y B del anexo IX del Reglamento de sustancias.

4. Se considerará que el envase de los preparados se ajusta a lo establecido en los 
apartados 1.a), 1.b) y 1.c) de este artículo, si cumple los requisitos para el transporte de 
mercancías peligrosas por ferrocarril, carretera, vía navegable interior, marítima o aérea.

[ . . . ]
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§ 54

Real Decreto 840/2015, de 21 de septiembre, por el que se aprueban 
medidas de control de los riesgos inherentes a los accidentes graves 

en los que intervengan sustancias peligrosas. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 251, de 20 de octubre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-11268

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto la prevención de accidentes graves en los que 

intervengan sustancias peligrosas, así como la limitación de sus consecuencias sobre la 
salud humana, los bienes y el medio ambiente.

[ . . . ]
Artículo 5.  Obligaciones generales del industrial.

Los industriales a cuyos establecimientos sea de aplicación este real decreto están 
obligados a:

a) Adoptar las medidas previstas en este real decreto y cuantas resulten necesarias para 
prevenir accidentes graves y limitar sus consecuencias para la salud humana, los bienes y el 
medio ambiente.

b) Colaborar con los órganos competentes de las comunidades autónomas y demostrar, 
en todo momento y, especialmente con motivo de los controles e inspecciones a que se 
refiere el artículo 21, que han tomado todas las medidas necesarias previstas en este real 
decreto.

[ . . . ]
Artículo 8.  Política de prevención de accidentes graves.

1. Los industriales de todos los establecimientos a los que sea de aplicación este real 
decreto, deberán definir e implantar correctamente su política de prevención de accidentes 
graves así como plasmarla en un documento escrito.

La puesta en práctica de esta política tendrá por objeto garantizar un alto grado de 
protección de la salud humana, el medio ambiente y los bienes y será proporcional a los 
peligros de accidente grave del establecimiento. Incluirá los objetivos generales y los 
principios de actuación del industrial, el reparto de tareas y responsabilidades de gestión así 
como el compromiso de mejorar de forma permanente el control de los riesgos de accidente 
grave y de garantizar un elevado nivel de protección.
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2. El documento que define la política de prevención de accidentes graves se mantendrá 
a disposición de los órganos competentes de las comunidades autónomas, con vistas en 
particular, a la aplicación del artículo 5 b) y del artículo 21, desde las siguientes fechas:

a) En el caso de los establecimientos nuevos, desde una fecha razonable antes de 
comenzar la construcción o la explotación, o antes de las modificaciones que den lugar a un 
cambio en el inventario de sustancias peligrosas. Todo ello, en el plazo concreto que 
determine el órgano competente de la comunidad autónoma.

b) En todos los demás casos, a partir de un año desde la fecha en que este real decreto 
se aplique al establecimiento en cuestión.

Dicho documento se mantendrá a disposición de las autoridades portuarias y capitanías 
marítimas competentes cuando los establecimientos se encuentren ubicados en el dominio 
público portuario.

3. Para los establecimientos de nivel superior, el documento que define su política de 
prevención de accidentes graves formará parte del informe de seguridad al que se refiere el 
artículo 10.

4. El apartado 1 no se aplicará si el industrial ha establecido e implantado, antes de la 
fecha de entrada en vigor de este real decreto, su política de prevención de accidentes 
graves en conformidad con el Real Decreto 1254/1999, de 16 de julio, siempre que cumpla 
con lo dispuesto en el apartado 1 y no haya cambiado.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, el industrial revisará periódicamente su 
política de prevención de accidentes graves, al menos cada cinco años, y la actualizará 
cuando sea necesario. El documento que define dicha política de prevención actualizada se 
mantendrá a disposición de los órganos competentes de la comunidad autónoma.

6. La política de prevención de accidentes graves se aplicará mediante un sistema de 
gestión de la seguridad a través de medios, estructuras y procedimientos adecuados de 
conformidad con el anexo II y, en cualquier caso, de forma proporcionada a los peligros de 
accidente grave y a la complejidad de la organización o las actividades del establecimiento.

[ . . . ]
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§ 55

Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la 
Innovación. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 131, de 2 de junio de 2011

Última modificación: 11 de enero de 2023
Referencia: BOE-A-2011-9617

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta ley establece el marco para el fomento de la investigación científica y técnica y sus 

instrumentos de coordinación general, con el fin de contribuir a la generación, difusión y 
transferencia del conocimiento para resolver los problemas esenciales de la sociedad. El 
objeto fundamental es la promoción de la investigación, el desarrollo experimental y la 
innovación como elementos sobre los que ha de asentarse el desarrollo económico 
sostenible y el bienestar social.

Artículo 2.  Objetivos generales.
Los objetivos generales de esta ley son los siguientes:
a) Fomentar la investigación científica y técnica abierta, inclusiva y responsable en todos 

los ámbitos del conocimiento, como factor esencial para desarrollar la competitividad y el 
bienestar social, mediante la creación de un entorno económico, social, cultural e 
institucional favorable al conocimiento y a la innovación.

b) Fomentar la ciencia básica o fundamental y su valor intrínseco y autosuficiente para 
generar nuevos conocimientos, reconociendo el valor de la ciencia como bien común.

c) Impulsar la ciencia abierta al servicio de la sociedad y promover iniciativas orientadas 
a facilitar el libre acceso a los datos, documentos y resultados generados por la 
investigación, desarrollar infraestructuras y plataformas abiertas, y fomentar la participación 
abierta de la sociedad civil en los procesos científicos.

d) Impulsar la transferencia de conocimiento, favoreciendo la interrelación de los agentes 
y propiciando una eficiente colaboración público-privada, así como la cooperación entre las 
distintas áreas de conocimiento y la formación de equipos transdisciplinares. La 
transferencia de conocimiento debe producirse en ambos sentidos, enriqueciendo y 
mejorando el tejido productivo y empresarial, pero también generando beneficios y ventajas 
en el ámbito público en pro del conjunto de la sociedad.

e) Fomentar la innovación en todos los sectores y en la sociedad, mediante la creación 
de entornos económicos e institucionales favorables a la innovación que estimulen la 
productividad y mejoren la competitividad en beneficio del bienestar social, la salud y las 
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condiciones de vida de las personas. Fomentar la participación ciudadana en el diseño y 
objetivos de los programas y proyectos de investigación públicos.

f) Promover la innovación pública, entendida como aquella innovación protagonizada por 
el sector público y, en particular, la capacidad de experimentar en política pública, diseñar 
intervenciones basadas en evidencias –especialmente evidencias científicas–, regular 
atendiendo al impacto normativo en innovación, desarrollar bancos de pruebas y desplegar 
una contratación pública comprometida con la incorporación de soluciones innovadoras y de 
I+D.

g) Contribuir a un desarrollo sostenible que posibilite un progreso social armónico y justo, 
sustentado a partir de los grandes retos sociales y económicos a los que la ciencia y la 
innovación han de dar respuesta.

h) Coordinar las políticas de ciencia, tecnología e innovación en la Administración 
General del Estado y entre las distintas Administraciones Públicas, mediante los 
instrumentos de planificación que garanticen el establecimiento de prioridades en la 
asignación de recursos y de objetivos e indicadores de seguimiento y evaluación.

i) Potenciar el fortalecimiento institucional de los agentes del Sistema Español de 
Ciencia, Tecnología e Innovación y la colaboración entre ellos.

j) Garantizar el acceso al Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación en 
condiciones de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y concurrencia de todas las personas 
aspirantes y contribuir a la formación continua, la cualificación y la potenciación de las 
capacidades del personal que participa en el mismo.

k) Favorecer la internacionalización de la investigación científica, el desarrollo 
tecnológico y la innovación, especialmente en el ámbito de la Unión Europea.

l) Fomentar la cooperación al desarrollo en materia de investigación científica, desarrollo 
tecnológico e innovación, orientada al progreso social y productivo, bajo el principio de 
investigación e innovación responsable.

m) Impulsar la cultura científica, tecnológica e innovadora a través de la educación, la 
formación y la divulgación en todos los sectores y en el conjunto de la sociedad, dedicando 
esfuerzos específicos para incluir a colectivos con una mayor dificultad de acceso, 
incluyendo a personas que residen en zonas despobladas o con riesgo de despoblación.

n) Promover la inclusión de la perspectiva de género como categoría transversal en la 
ciencia, la tecnología y la innovación, así como una presencia equilibrada de mujeres y 
hombres en todos los ámbitos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación.

ñ) Promover la participación activa del sector privado y la sociedad civil en materia de 
investigación, desarrollo e innovación, y el reconocimiento social de la ciencia a través de la 
formación científica de la sociedad, de la divulgación científica y tecnológica, la participación 
ciudadana en la toma de decisiones científicas, así como el reconocimiento de la actividad 
innovadora y empresarial.

o) Fomentar la innovación e investigación aplicada al desarrollo de entornos, productos, 
servicios y prestaciones que garanticen los principios de diversidad, inclusión, accesibilidad 
universal, diseño para todos y vida independiente en favor de las personas con discapacidad 
o en situación de dependencia o vulnerabilidad.

p) Promover y garantizar entornos laborales igualitarios, diversos, inclusivos y seguros 
allá donde se hace ciencia e investiga, previniendo y erradicando cualquier situación de 
discriminación directa o indirecta.

q) Promover la retención, atracción y retorno del talento científico e investigador.
r) Fomentar la carrera profesional y la movilidad profesional del conjunto del personal de 

investigación, científicos, técnicos y personal de gestión.
s) Aplicar la ciencia y la innovación como herramientas primordiales para la 

modernización de la economía española y para la corrección de la despoblación y de los 
desequilibrios territoriales.

[ . . . ]
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TÍTULO III
Impulso de la investigación científica y técnica, la innovación, la transferencia 

del conocimiento, la difusión y la cultura científica, tecnológica e innovadora

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 33.  Medidas.
1. Los agentes de financiación del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación 

impulsarán la participación activa de los agentes públicos de ejecución en el desarrollo de la 
investigación y en la implantación de la innovación para estimular la investigación de calidad 
y la generación del conocimiento y su transferencia, así como para mejorar la productividad y 
la competitividad, la sociedad del conocimiento y el bienestar social a partir de la creación de 
una cultura de la innovación, en beneficio del bienestar social, la salud y las condiciones de 
vida de las personas. Con este fin llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas:

a) Medidas para el fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación, como el 
establecimiento de mecanismos para la colaboración público-privada en proyectos estables 
de investigación científica, desarrollo e innovación, o el fomento de la generación de nuevas 
entidades basadas en el conocimiento. El personal experto en I+D+I del sector privado podrá 
participar en trabajos y proyectos de agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, 
Tecnología e Innovación dirigidos a la investigación, desarrollo experimental, transferencia 
de conocimiento o innovación.

b) Medidas para fomentar la inversión en actividades de investigación, desarrollo e 
innovación y estimular la cooperación entre las empresas y entre estas y los organismos de 
investigación, mediante fórmulas jurídicas de cooperación tales como las agrupaciones de 
interés económico y las uniones temporales de empresas en las que los colaboradores 
comparten inversión, ejecución de proyectos o explotación de los resultados de la 
investigación. Estas entidades se beneficiarán de los incentivos fiscales previstos en la 
legislación vigente, de acuerdo con los requisitos y condiciones establecidos en dicha 
legislación.

c) Medidas para la valorización del conocimiento, que incluirán la potenciación de la 
actividad de transferencia desde los agentes públicos de ejecución a través de las oficinas 
de transferencia de conocimiento, y desde los parques científicos y tecnológicos, los centros 
tecnológicos y otras estructuras dinamizadoras de la innovación, así como el fomento de la 
cooperación de los agentes públicos de ejecución con el sector privado a través de los 
instrumentos que establece el ordenamiento jurídico y, en particular, mediante la 
participación en sociedades mercantiles, con el objeto de favorecer la diversificación 
empresarial y la transformación de los resultados de la investigación científica y técnica en 
desarrollo económico y social sostenible. También se impulsarán medidas de transferencia 
del conocimiento no orientadas a la comercialización o a la explotación mercantilizada, como 
la creación de espacios públicos comunes. Del mismo modo, se promoverán iniciativas para 
establecer proyectos de colaboración entre las empresas y el sistema público de 
investigación. Asimismo, se promoverá la simplificación de los procedimientos 
administrativos para facilitar la relación equitativa y simbiótica entre el sector académico y 
empresarial.

d) Medidas para el desarrollo de la transferencia bidireccional de conocimiento, que 
incluirán la puesta de manifiesto por los agentes del sector productivo y por la sociedad civil 
de sus necesidades con el fin de contribuir a orientar las líneas y objetivos de investigación 
de los centros de investigación, de cara a alcanzar un mayor impacto socioeconómico. Para 
ello se aprovecharán estructuras como las plataformas tecnológicas y de innovación, los 
parques científicos y tecnológicos, entre otros, y herramientas digitales que permitan la 
articulación de retos, la participación ciudadana, los concursos y, en general, la mejor 
coordinación entre oferta y demanda de conocimiento.

e) Medidas que impulsen la capacitación e incorporación de recursos humanos 
especializados en ciencia, tecnología e innovación en el sector empresarial, así como la 
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articulación de un sistema de calidad en ciencia, tecnología e innovación que promueva la 
innovación entre los agentes económicos.

f) Medidas para la difusión en acceso abierto de los recursos y resultados de la 
investigación científica, el desarrollo y la innovación para su utilización por todos los agentes 
del Sistema, así como para su protección y utilización en normalización técnica 
(estandarización).

g) Medidas para el apoyo a la investigación y la innovación, tales como el 
establecimiento de los programas de información y apoyo a la gestión necesarios para la 
participación en los programas de la Unión Europea u otros programas internacionales; la 
creación de infraestructuras y estructuras de apoyo a la investigación y a la innovación; el 
impulso de los centros tecnológicos, centros de apoyo a la innovación tecnológica, parques 
científicos y tecnológicos, y cualesquiera otras entidades que desarrollen actividades 
referidas a la generación, aprovechamiento compartido y divulgación de conocimientos. Para 
ello se utilizarán instrumentos destinados al fortalecimiento y desarrollo de sus capacidades, 
a la cooperación entre ellos y con otros organismos de investigación, o la potenciación de 
sus actividades de transferencia a las empresas; o al apoyo a la investigación de frontera.

h) Medidas para el apoyo a los y las investigadores e investigadoras jóvenes.
i) Medidas para el apoyo a la Joven empresa innovadora.
j) Medidas para la inclusión de la perspectiva de género como categoría transversal en la 

ciencia, la tecnología y la innovación, y para impulsar una presencia equilibrada de mujeres y 
hombres en todos los ámbitos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación.

k) Medidas que refuercen el papel innovador de las Administraciones Públicas a través 
del impulso de la aplicación de tecnologías emergentes, especialmente a través de 
instrumentos como las aceleradoras, incubadoras y centros demostradores; los espacios de 
experimentación y diseminación; la compra pública de innovación; y los acuerdos marco de 
servicios para el desarrollo de soluciones que impliquen la introducción de tecnologías 
disruptivas en la Administración.

l) Medidas para la promoción de unidades de excelencia. La consideración como unidad 
de excelencia podrá ser acreditada por el Ministerio de Ciencia e Innovación con el objetivo 
de reconocer y reforzar las unidades de investigación de excelencia, que contribuyen a situar 
a la investigación en España en una posición de competitividad internacional tanto en el 
sector público como en el privado, bajo la forma de centros, institutos, fundaciones, 
consorcios u otras.

m) Medidas para el fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación de 
entornos, productos y servicios y prestaciones dirigidos a la creación de una sociedad 
inclusiva y accesible a las personas con discapacidad y en situación de dependencia.

n) Medidas para la promoción de la cultura científica, tecnológica y de innovación.
ñ) Medidas para asegurar entornos de investigación e innovación igualitarios, inclusivos, 

diversos y seguros, tales como la creación de un distintivo de igualdad de género en I+D+I 
para centros de investigación, universidades y centros de innovación que acrediten alcanzar 
criterios de excelencia en igualdad de género en investigación, innovación y transferencia de 
conocimiento, e integración de la dimensión de género en los proyectos de I+D+I, distintivo 
que podrá ser otorgado por el Ministerio de Ciencia e Innovación.

o) Medidas para fomentar la carrera de investigación en la empresa, la investigación 
colaborativa entre centros de investigación públicos y privados, la participación de personal 
investigador al servicio de entidades privadas en proyectos de I+D+I desarrollados por 
centros de investigación públicos, y los partenariados público-privados.

p) Medidas para fomentar la innovación en los proyectos que desarrollen las entidades 
locales en su ámbito de actividad, en especial a través de la Red Innpulso de ciudades de la 
ciencia y la innovación.

q) Medidas para el apoyo al personal de investigación que pudiera encontrarse en una 
situación de vulnerabilidad.

r) Medidas para la promoción del retorno emprendedor para la puesta en marcha de 
proyectos innovadores.

s) Medidas para fomentar los programas de investigación que desarrollan los centros de 
educación superior.

t) Medidas para el fomento de la ecoinnovación o innovación ecoeficiente.
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2. Las medidas indicadas se adecuarán a sus fines y se desarrollarán sobre la base del 
principio de neutralidad, según el cual el ámbito de aplicación de las medidas será general y 
no cabrá discriminación por razón de la adscripción de los agentes o por su forma jurídica.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Fomento y coordinación de la investigación científica y técnica en la 
Administración General del Estado

CAPÍTULO I
Gobernanza

[ . . . ]
Artículo 44.  Ejes prioritarios del Plan Estatal de Innovación.

(Suprimido)

[ . . . ]

Información relacionada

• Las referencias contenidas en la presente Ley, a la Estrategia Española de Ciencia y 
Tecnología, a la Estrategia Española de Innovación, al Plan Estatal de Investigación Científica 
y Técnica y al Plan Estatal de Innovación, se entenderán efectuadas, respectivamente, a la 
Estrategia Española de Ciencia, Tecnología e Innovación y al Plan Estatal de Investigación 
Científica y Técnica y de Innovación, según establece la disposición adicional 1 de la Ley 
17/2022, de 5 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14581

• Las referencias contenidas en la presente Ley al Centro para el Desarrollo Tecnológico e 
Industrial E.P.E., se entenderán realizadas en todo caso al Centro para el Desarrollo 
Tecnológico y la Innovación, según establece la disposición adicional 2 de la Ley 17/2022, de 
5 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14581
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§ 56

Real Decreto 1067/2015, de 27 de noviembre, por el que se crea la 
Agencia Estatal de Investigación y se aprueba su Estatuto. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas
«BOE» núm. 285, de 28 de noviembre de 2015

Última modificación: 27 de mayo de 2017
Referencia: BOE-A-2015-12889

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

Régimen presupuestario, económico-financiero, contable y de control

[ . . . ]
Artículo 38.  Control de eficacia y supervisión.

1. La Agencia estará sometida al control de eficacia y supervisión, que tiene por finalidad 
comprobar el grado de cumplimiento de los objetivos encomendados, el seguimiento del 
Contrato de gestión, del plan anual de actuación y la adecuada gestión de los recursos 
públicos asignados.

2. El control de eficacia será ejercido por el Ministerio de Economía y Competitividad, a 
través de la inspección de los servicios ministeriales, y tendrá por objeto evaluar el 
cumplimiento de los objetivos propios de la actividad específica de la Agencia, de acuerdo 
con lo establecido en el Contrato de gestión y en  el plan anual de actuación, sin perjuicio del 
control al que se refiere el artículo 37.

3. La Agencia estará sometida, igualmente, a la supervisión del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas que verificará la subsistencia de las circunstancias que justificaron 
su creación, el cumplimiento de sus fines, a la luz del grado de consecución de los objetivos 
evaluados en el control de eficacia o su sostenibilidad financiera.

[ . . . ]
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§ 57

Real Decreto 2093/2008, de 19 de diciembre, por el que se regulan 
los Centros Tecnológicos y los Centros de Apoyo a la Innovación 
Tecnológica de ámbito estatal y se crea el Registro de tales Centros. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Ciencia e Innovación
«BOE» núm. 20, de 23 de enero de 2009

Última modificación: 30 de noviembre de 2022
Referencia: BOE-A-2009-1111

[ . . . ]
Artículo 3.  Fines.

1. Los fines principales de los centros tecnológicos de ámbito estatal son contribuir a la 
generación del conocimiento tecnológico y a su aplicación para el desarrollo y fortalecimiento 
de la capacidad competitiva de las empresas en el ámbito de la tecnología y la innovación.

Los fines principales de los centros de apoyo a la innovación tecnológica de ámbito 
estatal son contribuir al fortalecimiento de la relación entre los organismos generadores de 
conocimiento y las empresas y proporcionar servicios de apoyo a la innovación empresarial.

2. Para conseguir estos fines los centros realizarán una oferta especializada de 
actividades de I+D+i y servicios tecnológicos con vocación de continuidad y abierta a la 
cooperación internacional, mediante el ejercicio de actividades tales como:

a) la realización de proyectos de investigación fundamental o industrial, desarrollo e 
innovación tecnológica propios o en cooperación con empresas, universidades y centros 
públicos de investigación u otras entidades, con el objetivo de generar y difundir 
conocimiento tecnológico;

b) la realización de proyectos de I+D+i contratados directamente por empresas u otras 
entidades de naturaleza jurídica privada, que permitan maximizar la aplicación del 
conocimiento generado por el centro;

c) la realización de servicios de asesoramiento tecnológico que no se hallen 
estandarizados, tales como: diagnósticos tecnológicos, estudios de viabilidad técnica y otros 
de similares características;

d) la atención a las necesidades tecnológicas de las entidades y empresas que lo 
requieran, prestando servicios de asistencia técnica, como la formación técnica 
especializada, la vigilancia y prospectiva tecnológica, así como difusión de información y 
otros servicios análogos vinculados a la gestión del conocimiento, la tecnología y la 
innovación. Se excluyen de esta categoría las actividades de formación, difusión y servicios 
tecnológicos estandarizados y repetitivos, como ensayos y certificación contra normas con 
dilatado periodo de vigencia;
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e) la colaboración en la transferencia de resultados de investigación entre los 
organismos públicos y privados de investigación y las empresas;

f) el fomento y desarrollo de investigación cooperativa entre empresas, especialmente 
PYMES;

g) la transferencia de tecnología al sector empresarial y la promoción en las empresas de 
la propiedad industrial e intelectual;

h) el impulso a la creación de empresas de base tecnológica y su consolidación en el 
mercado;

i) la difusión de información, conocimiento, oportunidades tecnológicas y buenas 
prácticas de interés para la mejora de la competitividad empresarial;

j) el fomento de la integración de las empresas, especialmente pequeñas y medianas, en 
redes y foros de interacción permanentes tanto nacionales como internacionales, que 
posibiliten la internacionalización, la mejora de los procesos de aprendizaje de las 
organizaciones y la participación en plataformas tecnológicas;

k) cualesquiera otras actividades cuyos resultados sean mejorar el conocimiento 
tecnológico y, a través de su aplicación, el nivel tecnológico y competitivo de las empresas y 
puedan contribuir de esta manera a la creación de empleo, a la mejora de la calidad de vida, 
al desarrollo sostenible y al crecimiento económico y social.

[ . . . ]
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§ 58

Orden ETU/296/2017, de 31 de marzo, por la que se establecen los 
plazos máximos de resolución en los procedimientos regulados en la 

Ley 24/2015, de 24 de julio, de patentes

Ministerio de Energía, Turismo y Agenda Digital
«BOE» núm. 78, de 1 de abril de 2017
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2017-3548

A los efectos de dar cumplimiento al artículo 59.3 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 
Economía Sostenible y a la disposición adicional segunda de la Ley 24/2015, de 24 de julio, 
de Patentes, la presente orden ministerial sirve para establecer los plazos máximos de 
resolución de los procedimientos regulados en la Ley de Patentes. Es oportuno recalcar, que 
de conformidad con la disposición adicional primera de la Ley de Patentes, los 
procedimientos administrativos de esa norma se rigen por su normativa específica y en lo no 
previsto en ella, por las disposiciones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de la Ley del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

El establecimiento de plazos máximos de resolución y la publicidad de los mismos 
proporcionan una necesaria seguridad jurídica para el ciudadano. El logro de la tramitación 
de procedimientos en plazos adecuados se integra en la Estrategia para una Economía 
Sostenible 2010-2020 y redundará en una mayor eficiencia del sistema. Esta medida sigue la 
tendencia general en el ámbito internacional de eliminar o reducir plazos sin que por ello 
queden afectadas ni la seguridad jurídica ni la calidad de los títulos otorgados. De esta 
manera, se materializa una promoción efectiva de la propiedad industrial que haga posible el 
cambio hacia un modelo económico basado en la productividad y en la innovación.

Es preciso resaltar la importancia que tiene el hecho de evitar dilaciones innecesarias 
dentro de estos procedimientos, ya que estas perjudican tanto a los solicitantes como a la 
sociedad. A los solicitantes, y eventualmente titulares, por no poder disponer a su debido 
tiempo de los elementos jurídicos que permitan dar adecuada protección a una invención, 
ralentizando así la puesta en marcha de los procesos de inversión e industriales para 
llevarlas a cabo. A la sociedad, en la medida en que se retrasa la divulgación del 
conocimiento y la difusión de la información tecnológica que aportan las invenciones y, por lo 
tanto, la demora en la obtención de beneficios para la industria española.

Por otro lado, el procedimiento de concesión con examen sustantivo y el procedimiento 
de oposición post-concesión previstos en la nueva Ley de Patentes, requieren un trabajo 
técnico complejo del que depende la solidez de los títulos que se concedan. Esta 
circunstancia limita las posibilidades de reducción de la duración de los procedimientos.

Por todo ello, en cumplimiento de lo dispuesto en la disposición adicional segunda de la 
referida Ley de Patentes, este Ministerio, en uso de las competencias que le están atribuidas 
en el artículo 4.1.b) y c) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, previa 
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propuesta de la Oficina Española de Patentes y Marcas, acuerda establecer los plazos 
máximos de resolución en los procedimientos regulados en la citada Ley 24/2015.

En su virtud, con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Función Pública, y de 
acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo 1.  Plazos máximos de resolución.
Los plazos máximos de resolución de los procedimientos regulados en la Ley 24/2015, 

de 24 de julio, de Patentes, serán los siguientes:
a) Procedimiento de concesión de patentes: el que resulte de añadir dieciocho meses 

desde que se publique el informe sobre el estado de la técnica en el «Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial».

b) Procedimiento de oposición: el que resulte de añadir veinte meses desde que finalice 
el plazo para la presentación de oposiciones al que se refiere el artículo 43.1 de la Ley de 
Patentes.

c) Procedimiento de concesión de certificados complementarios de protección para 
medicamentos, el de sus prórrogas, y el de los certificados complementarios de protección 
para productos fitosanitarios: el que resulte de añadir diez meses desde que se publique en 
el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial» la solicitud correspondiente si no concurriera 
ningún suspenso y de quince meses si concurriera esta circunstancia.

d) Procedimiento de revocación o limitación: tres meses si no concurriera ningún 
suspenso y seis meses si concurriera esta circunstancia.

e) Procedimiento de concesión de modelos de utilidad: si no se presentaran oposiciones, 
el que resulte de añadir tres meses desde que se publique la solicitud en el «Boletín Oficial 
de la Propiedad Industrial»; en caso contrario, el que resulte de añadir doce meses desde 
que se publique en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial» la solicitud.

f) Procedimiento de inscripción de transmisiones, licencias y otras modificaciones de 
derechos: tres meses si no concurriera ningún suspenso y seis meses si concurriera esta 
circunstancia.

g) Procedimiento de inscripción de ofrecimientos de pleno derecho: dos meses si no 
concurriera ningún suspenso y cinco meses si concurriera esta circunstancia.

h) Procedimiento de inscripción de licencias obligatorias y de pleno derecho: doce 
meses.

i) Restablecimiento de derechos: seis meses si no concurriera ningún suspenso y ocho 
meses si concurriera esta circunstancia.

j) Recurso de alzada frente a una resolución desestimada por silencio negativo: doce 
meses.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
Esta orden ministerial entrará en vigor el 1 de abril de 2017.
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§ 59

Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial 

supraautonómico

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 114, de 13 de mayo de 2015

Última modificación: 24 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2015-5288

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
España se caracteriza por ser un país con gran diversidad cultural e histórica lo cual 

tiene reflejo en el reconocimiento de un gran número de alimentos con características 
propias de calidad debidas al ámbito geográfico en que han tenido origen, 
fundamentalmente, en forma de Denominaciones de Origen Protegidas (DOP) e 
Indicaciones Geográficas Protegidas (IGP).

Las DOP e IGP pueden ser consideradas como un elemento que favorece la 
diferenciación de la producción contribuyendo al incremento de la competitividad de las 
industrias agroalimentarias, fundamentalmente a través de la valorización de estos productos 
por parte del consumidor, siendo, al mismo tiempo, un instrumento vertebrador en el 
desarrollo y sostenibilidad de los tejidos rurales y erigiéndose como una seña de promoción 
de la imagen de los productos españoles en el exterior.

El primer marco jurídico de protección de las Denominaciones de Origen españolas data 
de 1932, momento en el cual nuestro país se dotó del primer marco legal en la materia, 
Estatuto del Vino, por Decreto de 8 de septiembre, posteriormente elevado a Ley por la de 
26 de mayo de 1933 y que tenía por objeto únicamente al vino. Con posterioridad, el marco 
nacional se modificó a través de la Ley 25/1970, de 2 de diciembre, de Estatuto de la Viña, 
del Vino y de los Alcoholes, y que extendió el modelo al resto de alimentos. Finalmente, la 
Ley 24/2003, de 10 de julio, de la Viña y el Vino, supuso la última legislación nacional 
específica para el vino. Del mismo modo, cabe citar la sentencia del Tribunal Constitucional 
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(STC 112/1995) en la que, para hacer una distribución clara de competencias entre las 
Comunidades Autónomas y el Estado en esta materia, establece que «El Estado puede, sin 
duda, dictar normas válidas –con carácter básico o pleno según corresponda– allí donde las 
Comunidades Autónomas no tengan la competencia exclusiva. E igualmente puede ordenar 
las denominaciones de origen que abarquen el territorio de varias Comunidades Autónomas, 
una actuación que lógicamente sólo pueden efectuar los órganos generales del Estado».

Pero la evolución normativa en la materia no ha sido exclusiva de España, de tal forma 
que la Unión Europea se ha venido dotando desde la década de 1990, de manera progresiva 
y en constante evolución, de un marco legal que cubre el reconocimiento, protección y 
control de las DOP e IGP desde un enfoque armonizado y con elementos comunes para 
todos los Estados miembros. Este enfoque de la normativa europea, donde el papel de la 
Comisión Europea ha pasado a ser clave y protagonista, ha superado el planteamiento 
establecido en la normativa nacional.

En concreto, tras el examen llevado a cabo por la Unión Europea en los esquemas 
voluntarios reglamentados, las Directrices sobre mejores prácticas aplicables a los 
regímenes voluntarios de certificación de productos agrícolas y alimentarios y, sobre todo, el 
Reglamento (UE) n.º 1151/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de noviembre 
de 2012, sobre regímenes de calidad de los productos agrícolas y alimentarios, han venido a 
establecer el marco jurídico en el que deben encuadrarse tanto los nuevos tipos de 
etiquetado voluntario como los tradicionales derechos de la propiedad intelectual que 
vinculan la calidad al origen geográfico de los productos a través de las figuras de las DOP y 
las IGP, dando estabilidad a nivel europeo, mediante los preceptos principalmente del título II 
del citado Reglamento (UE), a estas figuras hoy protegidas también a nivel global por las 
normas de la Organización Mundial de Comercio y, en particular, por el Acuerdo sobre los 
Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) 
aprobado en la Conferencia de Marrakech, el 15 de abril de 1994, que puso fin a la Ronda 
Uruguay y creó la propia Organización Mundial de Comercio.

Por todo ello, dada la creciente intensidad en la regulación del contenido de estos 
derechos de propiedad intelectual, especialmente por la Unión Europea, la disposición 
adicional quinta consagra la indiscutible prevalencia de dicho Derecho de la Unión Europea 
cuando regula en la actualidad o lo haga en el futuro aspectos, cualesquiera que estos sean, 
de estos derechos de propiedad intelectual sin dejar ámbitos o márgenes de apreciación a 
los Estados miembros.

En la defensa del modelo común es necesaria la implicación de los operadores, 
particularmente, a través entidades encargadas de la gestión de las DOP e IGP, las cuales 
deben contar con personalidad jurídica propia independiente de la Administración, aunque 
con una relación directa de colaboración. En este sentido, la adecuada y necesaria 
colaboración en la gestión de la figura de protección puede llegar a la atribución de funciones 
públicas en las entidades de gestión por lo que en el texto se contempla la creación de 
corporaciones de derecho público. De hecho en la propia norma se crean nueve 
corporaciones de derecho público para otros tantos Consejos Reguladores que en el 
momento de adopción de esta ley, ostentan la consideración de órganos desconcentrados 
de la Administración y que han solicitado expresamente acceder a esta fórmula legal.

II
Asimismo, para garantizar el buen funcionamiento del sistema no basta con el 

reconocimiento, la gestión y defensa de la figura de protección, también debe velarse por la 
adecuada y veraz información al consumidor, así como por el respeto a la competencia leal 
entre operadores. Reflejo de esta necesidad es la inclusión de los controles específicos 
sobre DOP e IGP en el marco regulatorio comunitario general de controles oficiales de 
piensos y alimentos.

Los nuevos preceptos establecidos por normativa europea en materia de control oficial y 
por la específica para las DOP e IGP, unidos a los múltiples cambios que ha experimentado 
el sector agroalimentario, motivan la necesidad de establecer un nuevo y único marco 
normativo nacional. Por tanto el objeto de esta ley es el establecimiento de un nuevo 
régimen jurídico, complementario a la regulación europea, aplicable a las DOP e IGP, cuyo 
ámbito territorial se extienda a más de una comunidad autónoma y delimite claramente las 
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funciones de sus entidades de gestión y el ejercicio del control oficial por parte de la 
autoridad competente.

En esta regulación, es esencial la parte relativa al control del cumplimiento de los 
requisitos establecidos con carácter obligatorio para la comercialización de los productos 
amparados, pues constituye un elemento indispensable para garantizar la seguridad jurídica 
de los diferentes operadores, y para no defraudar las expectativas de los consumidores.

A estos efectos la ley regula y desarrolla las competencias que el ordenamiento jurídico 
atribuye dentro de la Administración General del Estado al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente en relación con los productos agrarios y alimentarios 
amparados por una DOP o IGP, en particular las relativas a los controles oficiales, sin 
perjuicio de las competencias que puedan tener otros Departamentos ministeriales.

La Agencia de Información y Control Alimentarios, organismo autónomo del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, realizará funciones de control oficial antes de la 
comercialización de las DOP e IGP cuyo ámbito territorial se extienda a más de una 
comunidad autónoma. Para asignarle estas nuevas funciones procede modificar la Ley 
12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena 
alimentaria, por la que se crea la Agencia de Información y Control Alimentarios con el fin de 
dotarla de nuevos fines y crear una tasa que se exigirá por la prestación de sus funciones de 
inspección y control y para lo cual habilita la normativa europea.

Asimismo, se recoge en esta ley de acuerdo con las previsiones de la normativa 
europea, la posibilidad de delegar tareas específicas relacionadas con los controles oficiales 
en organismos de control que actúen como organismos de certificación de producto, siempre 
que éstos cumplan unos determinados requisitos, relativos, fundamentalmente, a su 
competencia técnica, objetividad, y autorización expresa por parte de la autoridad 
competente.

Por otra parte respecto a la inspección y régimen sancionador, han sido revisados 
teniendo en cuenta la jurisprudencia resultante de la aplicación de la Ley 24/2003, de 10 de 
julio, de la Viña y el Vino. A este respecto destacar que en el apartado de prescripción y 
caducidad, si bien se recoge el principio de caducidad de la acción establecido en el artículo 
18.2 del Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, ampliando el plazo, se especifica que no 
será de aplicación en el caso de procedimientos sancionadores caducados que deban ser 
reiniciados. De esta forma se respetan los efectos de la caducidad y la prescripción 
establecidos en nuestro ordenamiento jurídico (Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común).

III
La ley consta de un total de seis capítulos.
El capítulo I, sobre disposiciones generales establece el objeto y el ámbito de aplicación 

de la ley, así como sus fines y las definiciones básicas necesarias para la aplicación de la 
misma.

Mediante el capítulo II sobre cooperación entre las Administraciones públicas, se 
pretende potenciar los instrumentos de cooperación entre las Administraciones públicas, a 
partir de las experiencias desarrolladas en los últimos años. Bajo el principio de la 
voluntariedad, se trata de facilitar el desarrollo conjunto de actuaciones, con la finalidad de 
lograr una utilización más eficiente de los recursos con que cuenta el sistema de control de 
las DOP e IGP, lo que sin duda redundará en mejoras para el conjunto del sector sin 
necesidad de aportar recursos adicionales.

En particular, este capítulo aborda los diferentes supuestos en que la relación 
Administración General del Estado-comunidades autónomas se hace explícita. Se parte del 
respeto al ámbito propio de cada Administración y se arbitran fórmulas de relación, tales 
como el informe previo de la Administración que pueda verse afectada por decisiones o 
actuaciones de otra Administración, los convenios de colaboración y la constitución, en su 
caso, de consorcios para la gestión de intereses comunes, singularmente en el ámbito del 
control oficial de DOP e IGP y de los procedimientos sancionadores por infracciones 
tipificadas en esta ley.
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La colaboración se extiende a aspectos de la actuación pública especialmente sensibles, 
como son los correspondientes al ejercicio de la función inspectora.

Como exponente de los impulsos de colaboración que presiden la ley, ésta ha previsto 
que se puedan crear por acuerdo de la Conferencia Sectorial de Agricultura y Desarrollo 
Rural, las comisiones y grupos que resulten necesarios para la cooperación en el ámbito de 
la DOP e IGP.

El capítulo III define el sistema de protección de DOP e IGP de ámbito estatal. Se 
definen los principios generales del sistema y se identifican los productos afectados de 
acuerdo con la normativa europea aplicable. Asimismo, se regula el contenido y alcance de 
la protección otorgada a los nombres protegidos por estar asociados a una DOP e IGP, 
señalando que la protección se extiende desde la producción a todas las fases de la 
comercialización, presentación, publicidad, etiquetado y demás documentos comerciales de 
los productos afectados.

El capítulo IV regula las entidades de gestión, denominadas Consejos Reguladores, de 
DOP e IGP cuyo ámbito territorial se extienda a más de una comunidad autónoma, que 
habrán de tener personalidad jurídica propia y contar con un órgano de gobierno, donde 
estén representados de manera paritaria todos los intereses económicos que participan en la 
obtención del producto y ser autorizadas por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente. Está prevista en la ley la posibilidad de que se constituyan como 
corporaciones de derecho público a las que se pueda atribuir el ejercicio de determinadas 
funciones públicas.

El capítulo V regula aspectos generales del sistema de control de las DOP e IGP, que 
proporciona garantías para los operadores económicos y consumidores. Así se establece de 
manera explícita que corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente la verificación del cumplimiento del pliego de condiciones antes de la 
comercialización de DOP e IGP cuyo ámbito territorial se extienda a más de una comunidad 
autónoma. Igualmente, en cumplimiento de la normativa europea, se prevé la facultad de 
delegar determinadas tareas de control en organismos de control que actúen como 
organismos de certificación de producto.

Por último, el capítulo VI, regula la inspección y el régimen sancionador aplicable en el 
ámbito de las competencias del Estado en materia de control de las DOP e IGP, tipificando 
las infracciones que quedan clasificadas como leves, graves y muy graves, y fijando la 
cuantía de las sanciones aplicables en cada caso. Se señalan, igualmente, los titulares de la 
competencia para incoar, tramitar y resolver los procedimientos sancionadores, así como las 
medidas cautelares que, en su caso, se puedan adoptar.

IV
Por otro lado, la ley, si bien deroga el título II –Sistema de protección del origen y la 

calidad de los vinos– de la Ley 24/2003, de 10 de julio, de la Viña y del Vino, así como otras 
disposiciones del mismo texto legal relacionadas con la citada materia, ya que buena parte 
de su contenido cabe considerar incompatible con el Reglamento (UE) n.º 1308/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que se crea la 
organización común de mercados agrícolas y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) 
922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 1037/2001 y (CE) n.º 1234/2007, en las disposiciones 
adicionales segunda, tercera y cuarta se mantienen con rango de ley, y con carácter básico, 
las indicaciones relativas a las características de los vinos y la regulación de los términos 
tradicionales de los vinos, de forma coherente con lo dispuesto en las normas de la Unión 
Europea sobre dichas materias, contenida en la normativa indicada y en el R(CE) n.º 
607/2009 de la Comisión, de 14 de julio, por el que se establecen determinadas 
disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) n.º 479/2008 del Consejo, en lo que atañe 
a las denominaciones de origen e indicaciones geográficas protegidas, a los términos 
tradicionales, al etiquetado y a la presentación de determinados productos vitivinícolas.

V
Este texto ha sido sometido al procedimiento previsto en la Directiva 98/34/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio, por la que se establece un procedimiento 
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de información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas, y en el Real Decreto 
1337/1999, de 31 de julio, por el que se regula la remisión de información en materia de 
normas y reglamentaciones técnicas y reglamentos relativos a los servicios de la sociedad 
de la información, que incorpora esta Directiva al ordenamiento jurídico español.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
Esta ley tiene por objeto el establecimiento del régimen jurídico, complementario al 

establecido por el Derecho de la Unión Europea, que se recoge en la disposición adicional 
quinta, aplicable a las Denominaciones de Origen Protegidas, en lo sucesivo DOP, e 
Indicaciones Geográficas Protegidas, en lo sucesivo IGP; contempladas en el artículo 10 de 
esta ley cuyo ámbito territorial se extienda a más de una comunidad autónoma, en adelante 
de ámbito territorial supraautonómico, con especial atención al control oficial antes de la 
comercialización.

Artículo 2.  Fines.
Son fines de la ley los siguientes:
a) Regular la titularidad, el uso, la gestión y la protección de las DOP e IGP vinculadas a 

un origen cuyo ámbito territorial se extiende a más de una comunidad autónoma, con 
independencia del tipo de producto amparado, así como el régimen jurídico aplicable a su 
control.

b) Garantizar la protección de las DOP e IGP como derechos de propiedad intelectual 
por los medios previstos en esta ley y, en su caso, por los previstos por el Derecho de la 
Unión Europea que se recoge en la disposición adicional quinta y en el Acuerdo sobre los 
Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC).

c) Proteger los derechos de los productores y de los consumidores, garantizando el 
cumplimiento del principio general de veracidad y justificación de la información que figure en 
el etiquetado de los productos amparados por una DOP o IGP cuyo ámbito territorial se 
extiende a más de una comunidad autónoma.

d) Favorecer la cooperación entre las Administraciones Públicas competentes.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de esta ley, se establecen las siguientes definiciones:
a) Pliego de condiciones: Documento normativo que establece los requisitos que debe 

cumplir un producto procedente de una DOP o IGP, también denominado «expediente 
técnico» para las indicaciones geográficas de bebidas espirituosas.

b) Operador: La persona física o jurídica responsable de asegurar que sus productos 
cumplen con los criterios establecidos en el pliego de condiciones antes de la 
comercialización del producto, así como con el resto de los preceptos de esta ley.

CAPÍTULO II
Cooperación entre Administraciones públicas

Artículo 4.  Principios de actuación.
1. En sus relaciones con las comunidades autónomas, la Administración General del 

Estado y los organismos públicos vinculados o dependientes de ella ajustarán sus 
actuaciones a lo previsto en los artículos 3 y 4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.
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2. En cualesquiera supuestos en los que las decisiones o las actuaciones de la 
Administración actuante puedan afectar a las competencias de otras Administraciones, 
aquélla deberá recabar informe de éstas últimas antes de resolver.

Artículo 5.  Supuestos que afecten a varias autoridades competentes.
Cuando estén afectados los territorios de varias comunidades autónomas y deban actuar 

éstas y la Administración General del Estado, las Administraciones afectadas podrán 
establecer aquellos mecanismos de colaboración y coordinación que estimen pertinentes 
para el adecuado ejercicio de las respectivas competencias, los cuales podrán prever la 
designación de un único órgano para la tramitación de los procedimientos administrativos 
correspondientes.

Artículo 6.  Convenios de colaboración.
Las Administraciones públicas competentes podrán suscribir convenios de colaboración 

y establecer para su gestión una organización común personificada en la forma prevista en 
el apartado 5 del artículo 6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

La organización común asumirá las funciones que expresamente determine el convenio 
de colaboración y podrá recibir de las Administraciones competentes la encomienda de las 
atribuciones que sean precisas para el mejor cumplimiento de las tareas propias de dichas 
Administraciones, singularmente en el ámbito del control oficial de las DOP e IGP y los 
procedimientos sancionadores por infracciones tipificadas en esta ley.

Artículo 7.  Colaboración en el ejercicio de la función inspectora.
Las Administraciones públicas y los organismos públicos vinculados o dependientes de 

ella suministrarán, cuando sean requeridos para ello y de acuerdo con la normativa aplicable 
en cada caso, la información que se les solicite por los correspondientes servicios de 
inspección, y prestarán la colaboración necesaria.

En materia de inspección y control, las Administraciones públicas competentes podrán 
solicitar el apoyo necesario de cualquier otra autoridad, así como de las Fuerzas y Cuerpos 
de seguridad estatales, autonómicos o locales.

Artículo 8.  Órganos de cooperación en materia de Denominaciones de Origen Protegidas e 
Indicaciones Geográficas Protegidas.

De conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, por Acuerdo de la Conferencia Sectorial de Agricultura y Desarrollo 
Rural se podrán crear aquellas comisiones y grupos que resulten necesarios para la 
cooperación en el ámbito de las DOP e IGP.

CAPÍTULO III
La protección de las Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones 

Geográficas Protegidas

Artículo 9.  Objetivos generales.
Son objetivos generales de las DOP e IGP, sin perjuicio de lo regulado por la normativa 

europea, los siguientes:
a) Proteger los derechos de los productores y de los consumidores, garantizando el 

cumplimiento del principio general de veracidad y justificación de la información que figure en 
el etiquetado de los productos agrarios y alimentarios amparados por una DOP o IGP.

b) Garantizar la especificidad del producto agrario o alimentario amparado por una DOP 
o IGP y su protección, manteniendo su diversidad y reputación comercial.

c) Proporcionar a los operadores un instrumento para la diferenciación de sus productos, 
como elemento adicional para contribuir a fortalecer la competencia leal y efectiva del sector.
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Artículo 10.  Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones Geográficas Protegidas.
Se consideran a los efectos de la presente ley las siguientes DOP e IGP que establece la 

normativa de la Unión Europea:
a) Las Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones Geográficas Protegidas de 

los productos vitivinícolas.
b) Las Indicaciones Geográficas de bebidas espirituosas.
c) Las Indicaciones Geográficas de vinos aromatizados, de bebidas aromatizadas a base 

de vino y de cócteles aromatizados de productos vitivinícolas.
d) Las Denominaciones de Origen Protegidas y las Indicaciones Geográficas Protegidas 

de otros productos de origen agrario o alimentario.

Artículo 11.  Denominaciones de Origen e Indicaciones Geográficas transfronterizas.
1. En el caso de las DOP o IGP cuyo ámbito territorial afecta al territorio nacional y, 

además, a otro u otros Estados miembros de la Unión Europea, la relación con la autoridad 
competente del otro u otros Estados miembros corresponderá a la Administración General 
del Estado a través del cauce correspondiente.

2. Se articularán los procedimientos de colaboración adecuados por parte de la 
Administración General del Estado y las comunidades autónomas afectadas por una 
indicación geográfica transfronteriza.

3. Para la adopción de las decisiones correspondientes, la Administración General del 
Estado consultará a las comunidades autónomas afectadas.

Artículo 12.  Titularidad, uso y gestión de los nombres protegidos por una DOP o IGP de 
ámbito territorial supraautonómico.

1. Los nombres protegidos por estar asociados con una DOP o IGP supraautonómica 
son bienes de dominio público estatal que no pueden ser objeto de apropiación individual, 
venta, enajenación o gravamen.

2. No podrá negarse el uso de los nombres protegidos a cualquier persona física o 
jurídica que cumpla los requisitos establecidos para cada DOP o IGP, salvo por sanción de 
pérdida temporal del uso del nombre protegido o por cualquier otra causa legalmente 
establecida.

Artículo 13.  Protección.
De conformidad con la protección ofrecida por la normativa de la Unión Europea:
1. Los nombres protegidos por estar asociados a una DOP o IGP no podrán utilizarse 

para la designación de otros productos comparables no amparados.
2. La protección se extenderá desde la producción a todas las fases de comercialización, 

a la presentación, a la publicidad, al etiquetado y a los documentos comerciales de los 
productos afectados. La protección se aplica contra cualquier uso indebido, imitación o 
evocación e implica la prohibición de emplear cualquier indicación falsa o falaz en cuanto a 
la procedencia, el origen geográfico, la naturaleza o las características esenciales de los 
productos en el envase o en el embalaje, en la publicidad o en los documentos relativos a 
ellos.

3. Los nombres que sean objeto de una DOP o IGP no podrán ser empleados en la 
designación, en la presentación o en la publicidad de productos de similar especie o 
servicios, a los que no les haya sido asignado el nombre y que no cumplan los requisitos de 
dicho tipo de protección o designación, aunque tales nombres vayan traducidos a otras 
lenguas o precedidos de expresiones como «tipo», «estilo », «imitación» u otros similares, ni 
aun cuando se indique el verdadero origen geográfico del producto. Tampoco podrán 
emplearse expresiones del tipo «producido en...», «con fabricación en...» u otras análogas.

4. Los nombres objeto de una DOP o IGP no podrán utilizarse como nombres de dominio 
de internet cuando su titular carezca de derechos o intereses legítimos sobre el nombre y lo 
emplee para la promoción o comercialización de productos comparables no amparados por 
ellas. A estos efectos, los nombres objeto de una DOP o IGP están protegidos frente a su 
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uso en nombres de dominio de internet que consistan, contengan o evoquen dichas DOP o 
IGP.

5. No podrán registrarse como marcas, nombres comerciales o razones sociales los 
signos que reproduzcan, imiten o evoquen una denominación protegida como DOP o IGP, 
siempre que se apliquen a los mismos productos o a productos similares, comparables o que 
puedan considerarse ingredientes o que puedan aprovecharse de la reputación de aquéllas.

6. Los operadores agrarios y alimentarios deberán introducir en las etiquetas y 
presentación de los productos acogidos a una DOP o IGP elementos suficientes para 
diferenciar de manera sencilla y clara su designación o tipo de protección y su origen 
geográfico o procedencia, y para evitar, en todo caso, la confusión en los consumidores.

7. No podrá exigirse a los operadores de una determinada DOP o IGP el uso de marcas 
en exclusiva para los productos de dicha DOP o IGP. En cualquier caso, la designación y 
presentación de los productos de dicho operador contendrá elementos identificativos 
suficientes para evitar que se induzca a error o confusión al consumidor.

8. A solicitud justificada del grupo de productores previsto en el apartado 1 del artículo 
14, se podrá regular, en los correspondientes pliegos de condiciones, la protección de los 
nombres geográficos de las subzonas y municipios, notablemente vinculados a las DOP e 
IGP, utilizados para la comercialización del producto agrario o alimentario amparado por 
tales figuras, siempre y cuando no se oponga a lo establecido en la normativa general sobre 
información alimentaria.

Artículo 14.  Reconocimiento de Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones 
Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico.

1. Todo grupo de productores de un producto determinado o un productor podrá solicitar 
el reconocimiento de una DOP o IGP, en la forma y condiciones previstas en la normativa de 
la Unión Europea.

2. El procedimiento en la fase nacional, establecido por normativa de la Unión Europea, 
corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, en el caso de 
una DOP o IGP cuyo ámbito territorial se extienda a más de una comunidad autónoma. 
Dicho procedimiento nacional será desarrollado reglamentariamente.

CAPÍTULO IV
Entidades de gestión

Artículo 15.  Composición.
La gestión de una o varias DOP o IGP podrá ser realizada por una entidad de gestión 

denominada Consejo Regulador, en el que estarán representados los operadores inscritos 
en los registros de la DOP o IGP correspondiente y que deberá disponer de la previa 
autorización del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente en los términos 
previstos reglamentariamente. Dicha entidad de gestión cumplirá, al menos, las siguientes 
condiciones:

a) Tener personalidad jurídica propia.
b) Contar con un órgano de gobierno, donde estén representados de manera paritaria 

todos los intereses económicos y sectoriales que participan de manera significativa en la 
obtención del producto protegido.

c) Contar con los medios necesarios para poder desarrollar sus funciones.
El plazo para resolver por parte del órgano competente del Ministerio de Agricultura, 

Alimentación y Medio Ambiente que se determine reglamentariamente sobre la solicitud de 
autorización será de seis meses a contar desde la presentación de la solicitud. El transcurso 
de dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa permitirá al interesado entender 
desestimada su solicitud.
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Artículo 16.  Funciones.
Serán funciones de las entidades de gestión, con carácter indicativo y no exhaustivo, las 

siguientes:
a) La promoción y la defensa del producto protegido, así como procurar una exhaustiva 

protección del nombre amparado por la DOP o IGP, registrando a tal fin las correspondientes 
marcas, nombres de dominios de internet y otros derechos de propiedad industrial que 
puedan complementar la protección prevista por la legislación en esta materia.

Ejercer las acciones judiciales o extrajudiciales a su alcance para defender el nombre 
protegido por la DOP o IGP frente a su utilización ilegítima que constituyan actos de 
competencia desleal u otros usos indebidos.

b) Proponer las modificaciones del pliego de condiciones al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente.

c) Llevar los registros de carácter interno exigidos por las normas técnicas de cada 
entidad, así como colaborar con el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
en el mantenimiento de los registros oficiales relacionados con la DOP o IGP.

d) Colaborar con el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y órganos 
competentes de las comunidades autónomas, en particular, en sus actuaciones de control 
oficial.

e) Con independencia de las denuncias que se puedan presentar ante otras autoridades 
administrativas u órganos judiciales, denunciar ante el Ministerio de Agricultura, Alimentación 
y Medio Ambiente prácticas no conformes a lo establecido en el pliego de condiciones y en 
la normativa legal vigente relacionada con el ámbito de aplicación de la presente ley, con 
independencia de las denuncias que se puedan presentar ante otras autoridades 
administrativas u órganos judiciales.

f) Calificar cada añada o cosecha en el caso de las DOP o IGP de vinos.
g) Aplicar unos estatutos que obliguen a sus miembros, entre otros, a lo siguiente:
1.º A aplicar las normas adoptadas por la entidad de gestión en materia de: notificación 

de la producción, comercialización y protección del medio ambiente;
2.º A facilitar la información solicitada por la entidad de gestión con fines estadísticos y 

seguimiento de la producción y comercialización;
3.º A someterse al régimen de control interno que, en su caso, estatutariamente se 

establezca;
4.º A responder de los incumplimientos de las obligaciones previstas en los estatutos, así 

como facilitar la supervisión de su cumplimiento; y
5.º A remitir las declaraciones o informes a que estén obligados.
Las anteriores funciones habrán de realizarse de acuerdo con la normativa nacional y 

europea, y en ningún caso se deberá facilitar o dar lugar a conductas contrarias a la 
competencia incompatibles con los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea.

Artículo 17.  Régimen jurídico.
Las entidades de gestión podrán adoptar la forma de corporación de derecho público con 

plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. A estos efectos:
a) Se relacionarán con la Administración General del Estado a efectos de esta ley a 

través del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.
b) Adquirirán personalidad jurídica desde que se constituyan sus órganos de gobierno.
c) Se regirán por el derecho privado. No obstante, sus actuaciones deberán ajustarse a 

lo dispuesto en la presente ley, a los reglamentos que la desarrollen, a la normativa europea 
que sea de aplicación, a sus estatutos y, en el ejercicio de potestades o funciones públicas, 
al Derecho administrativo.

d) Estarán integradas por los operadores inscritos en los registros oficiales de la DOP o 
IGP correspondiente.

e) Elaborarán y aprobarán unos estatutos que deberán ser sometidos, para su 
aprobación administrativa, al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y que 
deberán incluir, al menos, sus fines y funciones, organización, derechos y obligaciones de 
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los operadores que los integren, régimen económico y financiero, control interno, de existir, y 
régimen disciplinario. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente con 
carácter previo a denegar los estatutos someterá los mismos al dictamen del Consejo de 
Estado.

f) La estructura y funcionamiento deberán ser democráticos. A tales efectos podrá 
entenderse los sistemas de representación basados en el voto ponderado.

g) Realizarán cualquier otra función que, con independencia de las establecidas en la 
presente ley, les atribuya el ordenamiento jurídico, sus estatutos o resulten del pliego de 
condiciones de la DOP o IGP que sean compatibles con su naturaleza y con la normativa 
vigente.

h) Además de las funciones contempladas en el artículo 16, podrán realizar las 
siguientes que habrán de realizar de acuerdo con la normativa nacional y europea, y en 
ningún caso se deberá facilitar o dar lugar a conductas contrarias a la competencia 
incompatibles con los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea:

1.º Llevar los registros oficiales exigidos por las normas de aplicación, incluidos los 
registros de operadores.

2.º Adoptar, en los términos previstos en la Política Agrícola Común y en el marco del 
pliego de condiciones aplicable a cada DOP o IGP, para cada campaña, según criterios de 
defensa y mejora de la calidad, los límites máximos de producción y de transformación o la 
autorización de cualquier aspecto de coyuntura anual que pueda influir en estos procesos. 
Dichas decisiones se harán públicas de forma que se garantice su posibilidad de acceso a 
todos los interesados y se comunicarán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente quien, cuando proceda, comunicará a la Comisión las medidas adoptadas.

3.º Emitir certificados de producto u operador acogido a la DOP o IGP a requerimiento 
del interesado que lo solicite.

4.º Establecer los requisitos mínimos que deben cumplir las etiquetas comerciales, que 
se comunicarán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y se harán 
públicos de forma que se garantice su posibilidad de acceso a todos los interesados.

5.º Establecer los requisitos y gestionar contraetiquetas, precintos y otros marchamos de 
garantía.

6.º Realizar todas aquellas funciones que les sean expresamente asignadas por el 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente relacionadas con las DOP e IGP, 
excluido el control oficial, salvo en las condiciones previstas en el artículo 23, en relación con 
los intereses tutelados por la figura de protección.

Las resoluciones que se adopten respecto del ejercicio de estas funciones podrán ser 
objeto de impugnación en vía administrativa ante el Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente.

Artículo 18.  Financiación.
Las entidades de gestión podrán exigir contribuciones económicas a los operadores para 

financiar el coste derivado de sus normas de organización y funcionamiento.

Artículo 19.  Obligaciones de información y control.
Las entidades de gestión facilitarán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 

Ambiente la información que reglamentariamente se establezca, y se someterán a su control.

Artículo 20.  Ámbito geográfico.
Cuando el ámbito geográfico de una organización interprofesional agroalimentaria 

coincida con la zona de producción y elaboración de una DOP o IGP, y dicha organización 
interprofesional se encuentre regulada al amparo de lo dispuesto en la Ley 38/1994, de 30 
de diciembre, de organizaciones interprofesionales agroalimentarias, y esté, además, 
reconocida para el mismo producto que el de la DOP o IGP, y con el mismo requisito de 
paridad entre los diferentes subsectores, podrá establecerse, a solicitud de dicha 
Organización Interprofesional, que la representación en el órgano de gobierno de la entidad 
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de gestión, y la composición del mismo, sea la establecida en la Junta Directiva de la 
Organización Interprofesional.

CAPÍTULO V
El control de las Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones 

Geográficas Protegidas

Artículo 21.  Autocontrol.
1. Los operadores, en todas y cada una de las etapas de producción y elaboración 

deberán establecer un sistema documentado de autocontrol de las operaciones del proceso 
productivo que se realicen bajo su responsabilidad, con el fin de cumplir lo establecido en la 
legislación específica correspondiente y asegurar el cumplimiento del pliego de condiciones 
de los productos así como cualquier otra disposición que le sea de aplicación.

2. Los operadores deberán conservar la documentación referida al autocontrol durante 
un período mínimo de cinco años, debiendo ampliarse en función de la vida útil del producto.

3. Las entidades de gestión podrán establecer, en el marco del control interno, sistemas 
de consultoría y asesoramiento orientados a facilitar a los operadores el cumplimiento del 
pliego de condiciones de un producto.

Artículo 22.  El control oficial.
1. El control oficial de las DOP e IGP antes de la comercialización consistirá en la 

verificación del cumplimiento del pliego de condiciones de un producto. Afectará a todas las 
etapas y actividades que se recojan en el mismo, incluido, en su caso, la producción, la 
manipulación, la clasificación, la elaboración, la transformación, la conservación, el 
envasado, el almacenamiento, el etiquetado, la presentación y el transporte.

2. El control oficial se aplicará también a todos los productos y elementos que 
intervengan en los procesos que forman parte de la cadena: materias primas, ingredientes, 
productos semiacabados o intermedios y productos terminados; los procesos y equipos 
tecnológicos de fabricación, elaboración y tratamiento de alimentos; los medios de 
conservación y de transporte; así como en el etiquetado, presentación y publicidad de los 
alimentos.

3. El control oficial consistirá en la inspección de los locales, instalaciones y 
explotaciones relacionados con el producto amparado por la figura de DOP o IGP, en la toma 
de muestras y en su análisis, y en el examen documental. También se aplicará a la 
verificación de la planificación y ejecución de los sistemas de autocontrol y control interno y 
de sus registros documentales.

4. El control oficial se atendrá a los principios de legalidad, proporcionalidad, seguridad, 
contradicción, agilidad y simplificación administrativa.

5. El control oficial es competencia del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente. El sistema de control para cada DOP o IGP será establecido previa consulta a la 
entidad de gestión.

Artículo 23.  Delegación de tareas de control oficial.
1. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente podrá delegar 

determinadas tareas de control relacionadas con la verificación del cumplimiento del pliego 
de condiciones antes de la comercialización en uno o varios organismos de control que 
actúen como organismos de certificación de producto, de conformidad con lo establecido en 
la normativa europea sobre los controles oficiales.

2. Los organismos de control que actúen como organismos de certificación de producto 
deberán estar acreditados de conformidad con la norma UNE-EN ISO/IEC 17065:2012 o 
norma que la sustituya. En tanto obtienen la acreditación, el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente podrá conceder autorizaciones provisionales de doce meses 
para tales organismos.

3. En el caso de que los organismos de certificación conozcan irregularidades durante su 
labor de control, procederán a su denuncia ante la autoridad competente.
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4. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente podrá retirar o suspender 
la delegación si los organismos de control no están realizando correctamente las tareas que 
les han sido asignadas, en particular en los supuestos de la comisión de infracción grave o 
muy grave tipificadas en el apartado 2 del artículo 31 y en el apartado 2 del artículo 32 de 
esta ley. La delegación se retirará sin demora si el organismo de control no toma medidas 
correctoras adecuadas y oportunas.

5. Corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la 
supervisión de la labor realizada por los organismos delegados.

Artículo 24.  El control interno de las entidades de gestión.
1. Las entidades de gestión podrán establecer en sus estatutos un sistema de control 

interno destinado al seguimiento del cumplimiento de las obligaciones asumidas por los 
operadores, incluidas en el pliego de condiciones.

2. Cuando la entidad de gestión esté constituida como corporación de derecho público 
los informes derivados de la aplicación del sistema de control interno, relativos al 
incumplimiento del pliego de condiciones por parte de algún operador, podrán tener la 
consideración de solicitud de iniciación de procedimiento sancionador a petición razonada de 
otro órgano, previsto en el artículo 69, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. A tal 
efecto, la programación anual del control interno aplicado deberá ser aprobado por el 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

3. Adicionalmente a lo previsto en el apartado anterior, cuando la entidad de gestión esté 
constituida como corporación de derecho público, los hechos relativos al incumplimiento del 
pliego de condiciones por parte de algún operador constatados por el personal de la 
estructura encargada del control interno tendrán presunción de certeza y constituirán prueba 
documental pública a efectos de su valoración en el procedimiento sancionador sin perjuicio 
de las pruebas que en defensa de sus derechos o intereses pueda señalar o aportar el 
interesado. A tal efecto la estructura deberá estar acreditada de conformidad con la norma 
UNE-EN ISO/IEC 17020/2012 y comunicará al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente con regularidad y siempre que éste lo pida, los resultados de los controles 
llevados a cabo. Si los resultados de los controles revelan o hacen sospechar un 
incumplimiento, la estructura informará inmediatamente de ello a la autoridad competente.

4. Corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la 
supervisión de la aplicación del sistema de control interno por parte de las entidades de 
gestión.

El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente podrá retirar la presunción 
de certeza y consideración de prueba documental pública, prevista en el apartado tercero del 
presente artículo, si los resultados de una auditoría o de una inspección revelan que la 
estructura encargada del control interno no lo está realizando adecuadamente. Se retirará 
sin demora si la estructura encargada del control interno no toma medidas correctoras 
adecuadas y oportunas.

Artículo 25.  Obligaciones de los operadores, de las entidades de gestión y de los 
organismos de control.

1. Todos los operadores, sus entidades de gestión, así como los organismos de control 
en que se hayan delegado determinadas tareas estarán obligados a conservar la 
documentación que establezca la normativa aplicable en cada caso en condiciones que 
permitan su comprobación y por un tiempo mínimo de cinco años pudiendo superarse hasta 
el final de la vida útil del producto.

2. Los operadores estarán obligados a:
a) Cumplir con el pliego de condiciones de la DOP o IGP, así como las normas 

necesarias para su correcta aplicación.
b) Suministrar toda clase de información sobre instalaciones, productos, servicios o 

sistemas de producción o elaboración, permitiendo la directa comprobación en el marco del 
control oficial.
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c) Mostrar la documentación administrativa, industrial, mercantil y contable relativa a su 
actividad que se considere necesaria para el desarrollo de las actuaciones de control oficial.

d) Facilitar que se obtenga copia o reproducción de la referida documentación.
e) Permitir que se practique la oportuna toma de muestras o cualquier otro tipo de control 

o ensayo sobre los productos o mercancías que elaboren, distribuyan, o comercialicen, y 
sobre las materias primas, aditivos o materiales que utilicen, en el marco de control oficial.

f) Facilitar los medios materiales y humanos necesarios de que dispongan para el 
desarrollo de las actuaciones de control oficial.

g) Notificar los datos necesarios para su correspondiente inscripción en los registros 
llevados por las entidades de gestión que se puedan establecer por disposiciones de 
organización y funcionamiento de las entidades de gestión o por norma reglamentaria. 
Cuando no exista entidad de gestión, a notificar tales datos al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente.

h) Comunicar las etiquetas comerciales ante el órgano de gestión al menos quince días 
antes de su puesta en circulación. Ante tal comunicación, el órgano de gestión podrá 
presentar observaciones en el caso de haber establecido los requisitos previstos en el 
apartado 4.º de la letra h) del artículo 17 de esta ley.

i) Colaborar con las entidades de gestión y otras autoridades competentes para defender 
y promocionar la DOP o IGP y los productos amparados.

j) Contribuir económicamente a la financiación de las entidades de gestión para el 
desarrollo de las funciones que le son propias, de acuerdo en lo previsto en los artículos 18 y 
24.

3. Las entidades de gestión están obligadas a:
a) Suministrar toda la información que requieran los servicios de inspección.
b) Mostrar toda la documentación administrativa y contable relativa a su gestión que se 

considere necesaria por la inspección para el desarrollo de sus actuaciones.
c) Colaborar con los servicios de inspección de control oficial.
d) Denunciar a la autoridad competente las irregularidades que conociesen y, en 

particular, las detectadas mediante su control interno.
e) Llevar al día los libros y registros, así como realizar las declaraciones que 

reglamentariamente se establezcan.
f) Publicar los acuerdos y decisiones de carácter general.
4. Los organismos de control están obligados a:
a) Denunciar ante la autoridad competente las irregularidades encontradas en la 

realización de sus tareas de control.
b) Colaborar con la autoridad competente para el control oficial.
c) Informar de las actuaciones realizadas en las condiciones que reglamentariamente se 

establezcan, poniendo a disposición del control oficial las actuaciones realizadas en 
cumplimiento de las tareas delegadas.

d) Informar de los operadores que controlan, en desarrollo de sus funciones de 
certificación.

e) Llevar al día los libros y registros, así como realizar las declaraciones que 
reglamentariamente se establezcan.

CAPÍTULO VI
Inspección y régimen sancionador

Artículo 26.  Principios generales.
1. A los efectos de esta ley, se considerarán infracciones administrativas las que se 

tipifican en los artículos siguientes como leves, graves y muy graves.
2. El ejercicio de la potestad sancionadora en ejecución de lo dispuesto en esta ley 

corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente siendo conforme 
a lo dispuesto en el capítulo II del título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
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Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

3. Cuando los servicios del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente en 
el ejercicio de sus funciones de control oficial aprecien que pudiera existir riesgos para la 
salud de las personas, la salud animal y vegetal, incluido el material de reproducción vegetal, 
el medio ambiente o incumplimiento de la legislación en materia de calidad comercial o 
consumo, trasladarán la parte correspondiente de las actuaciones a las autoridades 
competentes.

Artículo 27.  Los inspectores como agentes de la autoridad.
1. En el ejercicio de sus funciones de control, los funcionarios que realicen las tareas de 

inspección tendrán el carácter de agente de la autoridad, con los efectos del apartado 3 del 
artículo 137 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, pudiendo solicitar el 
apoyo de cualquier autoridad, así como de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad estatales, 
autonómicas o locales.

2. Los inspectores podrán acceder directamente a las explotaciones, locales, 
instalaciones y medios de transporte, y a la documentación administrativa, industrial, 
mercantil y contable de las empresas que inspeccionen cuando lo consideren necesario en 
el curso de sus actuaciones que, en todo caso, tendrán carácter confidencial.

3. Los inspectores están obligados de modo estricto a cumplir el deber de secreto 
profesional. El incumplimiento de este deber será sancionado conforme a los preceptos de 
reglamento de régimen disciplinario correspondiente.

Artículo 28.  Acta de inspección.
1. En las actuaciones de inspección, el inspector levantará acta en la que constarán los 

datos relativos de la empresa o explotación inspeccionada y de la persona ante quien se 
realiza la inspección.

2. En el acta se harán constar además, las evidencias constatadas, las medidas que 
hubiera ordenado el inspector y todos los hechos relevantes para la inspección, en especial 
los que puedan tener incidencia en un eventual procedimiento sancionador.

3. El acta de inspección será firmada por el inspector y por el titular de la empresa o 
explotación sujeta a inspección, o por su representante legal o persona responsable y, en 
defecto de los mismos, por cualquier empleado. Se dejará copia del acta debidamente 
identificada al inspeccionado. Cuando las personas anteriormente citadas se negasen a 
intervenir en el acta, ésta será autorizada con la firma de un testigo si fuera posible, sin 
perjuicio de exigir las responsabilidades contraídas por tal negativa. El acta será autorizada 
con la firma del inspector en todo caso.

4. Las actas formalizadas de acuerdo con lo establecido en los apartados anteriores 
gozarán de presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus 
respectivos derechos puedan aportar los propios interesados.

5. Dicha acta se remitirá al órgano competente para iniciar las actuaciones, diligencias o 
procedimientos oportunos, incluido, en su caso, el procedimiento sancionador.

Artículo 29.  Medidas cautelares.
1. La autoridad competente, mediante acuerdo motivado, podrá adoptar las medidas 

cautelares que estime necesarias en relación con las infracciones graves y muy graves 
previstas en esta ley, para evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y satisfacer 
las exigencias de los intereses generales.

2. Los inspectores, por razones de urgencia y para proteger provisionalmente los 
intereses implicados, podrán inmovilizar de manera cautelar las mercancías, productos, 
envases, etiquetas, y otros elementos relacionados con alguna de las infracciones graves o 
muy graves previstas en esta ley, siempre que exista un riesgo de daño a las personas, los 
animales o el medio ambiente, o puedan suponer un posible fraude o engaño al consumidor, 
haciendo constar en el acta tanto el objeto como los motivos de la intervención.
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3. Las medidas cautelares adoptadas por los inspectores deberán ser confirmadas, 
modificadas o levantadas, en un plazo no superior a quince días, por la autoridad 
competente. Las medidas cautelares perderán su efecto si transcurrido el citado plazo, no se 
produce un pronunciamiento expreso.

4. Si se inicia un procedimiento sancionador, dichas medidas cautelares deberán ser 
confirmadas o modificadas de forma expresa por el órgano competente para resolver el 
procedimiento. No obstante, por razones de urgencia inaplazable, la confirmación o 
modificación de las citadas medidas podrá acordarse por el órgano competente para iniciar 
el procedimiento sancionador o el instructor del mismo.

5. Cuando la presunta infracción detectada fuera imputable a una entidad de gestión, o a 
un organismo de control que actúe como organismo de certificación de producto, el órgano 
competente para incoar el procedimiento sancionador podrá acordar la suspensión cautelar 
del reconocimiento de la indicada entidad de gestión o de la delegación de determinadas 
tareas en el organismo de control, proponiendo a la autoridad competente para su 
designación o reconocimiento que establezca el sistema de gestión o de control que le 
sustituya en tanto se sustancia el procedimiento sancionador.

6. En todo caso las medidas previstas en este artículo podrán ser alzadas o modificadas, 
de oficio o a instancia de parte, durante la tramitación del procedimiento por acuerdo 
motivado de la autoridad que resuelva. Dichas medidas se extinguirán con la eficacia de la 
resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

7. Si existieran gastos ocasionados por las medidas adoptadas, correrán a cargo, según 
el caso, de los operadores, los organismos de control o las entidades de gestión.

8. Las medidas cautelares deberán ajustarse en intensidad, proporcionalidad y 
necesidades a los objetivos que se pretendan garantizar, ponderando los intereses en juego, 
eligiendo las que menos perjudiquen a la libertad de circulación de bienes, de empresa o de 
otros derechos afectados.

Artículo 30.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves:
a) La no presentación de los registros o libros-registro o documentación, cuya tenencia 

en las instalaciones inspeccionadas sea preceptiva cuando fueren requeridos para su control 
en actos de inspección, siempre que se considere una omisión de carácter ocasional.

b) Las inexactitudes o errores de cantidad de carácter ocasional en los registros, los 
documentos de acompañamiento, las declaraciones o en general en la documentación que 
fuera preceptiva, cuando la diferencia entre la cantidad consignada en los mismos y la 
correcta no supere un cinco por ciento de esta última.

c) El retraso en las anotaciones de los registros, la presentación de declaraciones y en 
general la documentación que fuera preceptiva cuando no haya transcurrido más de un mes 
desde la fecha en que debió practicarse el primer asiento no reflejado o la fecha límite para 
presentar la declaración o documentación, siempre que se considere un error u omisión de 
carácter ocasional.

d) La falta de comunicación de cualquier variación que afecte a los datos suministrados 
en el momento de la inscripción en los registros oficiales, cuando no haya transcurrido más 
de un mes desde que haya acabado el plazo fijado.

e) El suministro incompleto a la Administración competente o al organismo de control, de 
información o documentación necesarias para las funciones de inspección y control.

f) La expresión en forma distinta a la indicada en el respectivo pliego de condiciones o en 
la normativa específica de indicaciones obligatorias o facultativas en el etiquetado o en la 
presentación de los productos regulados en esta ley.

g) La aplicación en forma distinta a la legalmente establecida, salvo en lo previsto en las 
infracciones graves, de tratamientos, prácticas o procesos autorizados en la elaboración o 
transformación de los productos regulados en esta ley.

h) El traslado físico de las mercancías intervenidas cautelarmente sin autorización del 
órgano competente, siempre que no se violen los precintos ni las mercancías salgan de las 
instalaciones en las que fueron intervenidas, salvo causas de fuerza mayor debidamente 
justificadas.
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i) La no presentación de etiquetas comerciales a la entidad de gestión, cuando ésta 
tenga reconocida tal función.

Artículo 31.  Infracciones graves.
1. Se consideran infracciones graves las siguientes:
a) La falta de los registros o libros-registro o documentos de acompañamiento, 

declaraciones o, en general, cualquier documentación que fuera preceptiva, así como los 
errores, inexactitudes u omisiones en ellos que afecten a las características de los productos 
o mercancías consignados.

b) Las inexactitudes o errores de cantidad en los registros, los documentos de 
acompañamiento, las declaraciones, o en general, en la documentación que fuera 
preceptiva, cuando la diferencia entre la cantidad consignada y la real supere un cinco por 
ciento.

c) El retraso en las anotaciones de los registros, en la presentación de declaraciones y 
en general de la documentación que fuera preceptiva cuando haya transcurrido más de un 
mes desde la fecha en que debió practicarse el primer asiento no reflejado o la fecha límite 
para presentar la declaración o documentación.

d) El incumplimiento de la obligación de remitir información o documentación a la 
Administración competente o al organismo de control en el plazo establecido; la aportación 
de datos falsos así como la dilación y oposición a la toma de muestras necesarias para la 
inspección.

e) La falta de etiquetas, la omisión en las mismas de indicaciones obligatorias o su 
rotulación de forma no indeleble cuando fueren preceptivas para aquellos productos 
amparados por una DOP o IGP.

f) La utilización en el etiquetado, presentación o publicidad de los productos regulados en 
esta ley, de denominaciones, indicaciones, calificaciones, expresiones o signos que no 
cumplan con lo establecido en la normativa específica de la DOP o IGP o induzcan a 
confusión salvo lo previsto en las infracciones muy graves.

g) El incumplimiento de las normas específicas de la DOP o IGP sobre características, 
prácticas de producción, elaboración, transformación, conservación, almacenamiento, 
transporte, etiquetado, envasado o presentación.

h) La tenencia de maquinaria, instalaciones o substancias prohibidas o no autorizadas en 
el pliego de condiciones cuando sea preceptiva su autorización, para la elaboración o 
almacenamiento de los productos, en las instalaciones o almacenes de las empresas 
productoras, elaboradoras o envasadoras.

i) La manipulación o disposición en cualquier forma de mercancías intervenidas 
cautelarmente sin contar con la preceptiva autorización.

j) La expedición, comercialización o circulación de productos amparados por una DOP o 
IGP o sus materias primas sin estar provistos de las contraetiquetas, precintos numerados o 
cualquier otro medio de control establecido para el tipo de protección correspondiente.

k) La producción, elaboración, envasado, etiquetado o comercialización de productos 
amparados por una DOP o IGP en establecimientos, explotaciones, parcelas, instalaciones o 
industrias no inscritas en los registros de la correspondiente DOP o IGP.

l) La existencia de productos o de materias primas necesarias para la obtención del 
producto en instalaciones inscritas sin la preceptiva documentación que recoja su origen 
como producto amparado por la DOP o IGP, o la existencia en la instalación de 
documentación que acredite unas existencias de productos o materias primas necesarias 
para su obtención, sin la contrapartida de estos productos, admitiéndose una tolerancia del 
dos por cien en más o menos, con carácter general, y del uno por cien para las 
Denominaciones de Origen Calificadas.

m) El incumplimiento de la prohibición de introducir en instalaciones inscritas en una 
DOP o IGP de productos procedentes de plantaciones o instalaciones no inscritas en la 
misma, si tal condición se encuentra reflejada en el pliego de condiciones.

2. Para los organismos de control que actúen como organismos de certificación de 
producto y sus agentes de inspección, ensayo y certificación constituirán infracciones graves 
las siguientes:
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a) La expedición de certificados o informes cuyo contenido no se ajuste a la realidad de 
los hechos.

b) La realización de controles, inspecciones, ensayos o pruebas de forma incompleta o 
con resultados inexactos por una insuficiente constatación de los hechos o por la deficiente 
aplicación de normas técnicas.

c) El retraso superior a un mes, de la información o documentación a la que estuvieran 
obligados por disposición legal.

3. En lo que respecta a las entidades de gestión, constituirá infracción grave el retraso 
superior a un mes en la presentación de las declaraciones, informaciones o documentación a 
que estuvieran obligados por disposición legal.

Artículo 32.  Infracciones muy graves.
1. Se consideran infracciones muy graves las siguientes:
a) Las coacciones, amenazas, injurias, represalias, agresiones o cualquier otra forma de 

presión a las personas responsables o a su equipo técnico encargadas de las funciones de 
inspección o vigilancia administrativa, siempre que no sean constitutivas de delitos o faltas.

b) La negativa absoluta al ejercicio de la función inspectora.
c) La negativa a suministrar información, documentación o declaraciones cuando hubiera 

sido requerido para ello por la Administración competente o por el organismo de control.
d) La utilización, cuando no se tenga derecho a ello, de indicaciones, nombres, nombres 

comerciales, marcas, símbolos o emblemas que hagan referencia a los nombres amparados 
por una DOP o IGP, o que, por su similitud fonética o gráfica con los nombres protegidos o 
con los signos o emblemas que sean característicos, puedan inducir a confusión sobre la 
naturaleza, calidad u origen geográfico de los productos agrarios y alimentarios, aunque 
vayan precedidos por los términos «tipo», «estilo», «género», «imitación», «sucedáneo» u 
otros análogos.

e) El uso de los nombres protegidos en productos a los que expresamente se les haya 
negado, así como el incumplimiento de lo preceptuado en los apartados 2 y 3 del artículo 13.

f) La indebida tenencia, negociación o utilización de documentos, etiquetas, 
contraetiquetas, precintas y otros elementos de identificación propios de la DOP o IGP, 
contemplados en el pliego de condiciones o utilizados en su control.

Exclusivamente para los supuestos de indebida tenencia o utilización de etiquetas, 
contraetiquetas, precintas y otros elementos de identificación se podrá establecer un margen 
de tolerancia de un máximo del tres por cien.

g) La producción o elaboración de los productos amparados por una DOP o IGP con 
materias primas con un origen no autorizado en el correspondiente pliego de condiciones.

h) La ausencia en las etiquetas y presentación de los productos agroalimentarios de 
DOP e IGP de los elementos suficientes para diferenciar claramente su calificación y 
procedencia, con el fin de evitar producir confusión en los consumidores, derivada de la 
utilización de una misma marca, nombre comercial o razón social en la comercialización de 
tales productos correspondientes a distintas DOP e IGP o procedentes de diferentes ámbitos 
geográficos.

2. Para los organismos de control que actúen como organismos de certificación de 
productos y sus agentes de inspección, ensayo y certificación constituirán infracciones muy 
graves las siguientes:

a) Las tipificadas en el apartado 2 del artículo 31 de esta ley cuando de las mismas 
resulte un daño muy grave o se derive un peligro muy grave e inminente para las personas, 
la flora, la fauna o el medio ambiente.

b) La falta de suministro de datos o aportación de datos falsos en las declaraciones, 
información o documentación a la que estuvieren obligados por disposición legal o hubieran 
sido requeridos para ello por la Administración competente.

3. En lo que respecta a las entidades de gestión, constituirá infracción muy grave, la 
aportación a la Administración competente de datos falsos o no suministrar, cuando hubiera 
sido requerido para ello por la administración competente, las declaraciones, información o 
documentación a la que estuvieran obligados por disposición legal.
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Artículo 33.  Responsabilidad por las infracciones.
1. Serán responsables de las infracciones quienes por acción u omisión hubieran 

participado en las mismas, aún a título de simple negligencia.
2. Salvo que la normativa europea prevea un régimen diferente, de las infracciones en 

productos envasados serán responsables las firmas o razones sociales, incluido el 
distribuidor, que figuren en la etiqueta, bien nominalmente o mediante cualquier indicación 
que permita su identificación cierta. Se exceptúan los casos en que se demuestre 
falsificación o mala conservación del producto por el tenedor siempre que se especifiquen en 
el etiquetado las condiciones de conservación.

Asimismo, será responsable solidario el elaborador, fabricante o envasador que no figure 
en la etiqueta si se prueba que conocía la infracción cometida y prestó su consentimiento.

En el caso de que se hubiesen falsificado las etiquetas, la responsabilidad corresponderá 
al falsificador y a quienes conociendo la falsificación comercialicen los productos. En el caso 
de mala conservación del producto, la responsabilidad será del causante de la misma.

3. De las infracciones en productos a granel, o envasados sin etiqueta, o cuando en la 
etiqueta no figure ninguna firma o razón social, será responsable su tenedor, excepto cuando 
se pueda identificar de manera cierta la responsabilidad de un tenedor anterior, todo ello sin 
perjuicio de la responsabilidad que corresponda al actual.

4. Cuando el cumplimiento de las obligaciones previstas en esta ley corresponda a varios 
sujetos conjuntamente, o si la infracción fuera imputable a varios y no resultara posible 
determinar el grado de participación de cada uno de ellos, todos responderán de forma 
solidaria del incumplimiento o de las infracciones que en su caso se cometan, así como de 
las sanciones que se impongan.

5. De las infracciones cometidas por las personas jurídicas, los organismos de control 
que actúen como organismo de certificación, y las entidades de gestión, responderán 
subsidiariamente los administradores o titulares de los mismos que no realizaren los actos 
necesarios que fuesen de su responsabilidad para el cumplimiento de las obligaciones 
infringidas, consintieren el incumplimiento por quienes de ellos dependan o adoptaren 
acuerdos que hicieran posible las infracciones.

6. También responderán subsidiariamente los técnicos responsables de la elaboración de 
los productos o de su control, respecto de las infracciones directamente relacionadas con su 
actividad profesional.

7. Sin perjuicio de las sanciones que procedan, los responsables de las infracciones 
quedarán obligados a indemnizar los daños y perjuicios que como consecuencia de las 
mismas se hubieran causado, que serán determinados por el órgano competente para 
imponer la sanción.

Artículo 34.  Sanciones.
1. Las infracciones leves serán sancionadas con apercibimiento o multa de hasta 

2.000,00 euros, pudiendo rebasarse este importe hasta alcanzar el valor del beneficio ilícito 
obtenido o de las mercancías o productos objeto de infracción, correspondiente al ejercicio 
económico inmediatamente anterior al de la iniciación del procedimiento sancionador.

2. Las infracciones graves serán sancionadas con multa comprendida entre 2.000,01 y 
30.000,00 euros, pudiendo rebasarse esta cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor del 
beneficio ilícito obtenido, o de las mercancías o productos objeto de infracción, 
correspondiente al ejercicio económico inmediatamente anterior al de la iniciación del 
procedimiento sancionador.

3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa comprendida entre 
30.000,01 y 300.000 euros, pudiendo rebasarse esta cantidad hasta alcanzar el décuplo del 
valor del beneficio ilícito obtenido, o de las mercancías o productos objeto de infracción, 
correspondiente al ejercicio económico inmediatamente anterior al de la iniciación del 
procedimiento sancionador.

4. Los límites mínimos de las sanciones establecidos en los apartados anteriores, podrán 
ser reducidos hasta en un cincuenta por cien, cuando de las circunstancias económicas del 
infractor se dedujera que la sanción es demasiado onerosa para él en virtud del volumen o 
valor de la mercancía afectada por la infracción y del volumen de ventas o producción y la 
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posición de la empresa infractora en el sector, no se hubieran producido graves efectos 
perjudiciales para los intereses de los consumidores y no existiera reincidencia.

5. Cuando las infracciones graves sean cometidas por operadores acogidos a DOP o 
IGP y afecten a éstas, podrá imponerse como sanción accesoria la pérdida temporal del uso 
de las mismas por un plazo máximo de tres años. Si se tratase de infracciones muy graves, 
podrá imponerse como sanción accesoria la pérdida temporal por un plazo máximo de cinco 
años.

6. Las sanciones previstas en esta ley serán compatibles con la pérdida o retirada de 
derechos económicos previstos en la normativa europea o nacional.

Artículo 35.  Medidas complementarias.
Cuando se hayan intervenido cautelarmente mercancías, productos, envases o etiquetas 

relacionados con la infracción sancionada, la autoridad a la que corresponda resolver el 
procedimiento sancionador acordará su destino. En todo caso, los gastos originados 
correrán por cuenta del infractor, incluida la indemnización que deba abonarse al propietario 
de la mercancía decomisada cuando éste no sea el infractor.

Artículo 36.  Graduación de las sanciones.
1. Para la determinación concreta de la sanción que se imponga, entre las asignadas a 

cada tipo de infracción, se tomarán en consideración los siguientes criterios:
a) La existencia de intencionalidad o de simple negligencia.
b) La concurrencia de varias infracciones que se sancionen en el mismo procedimiento.
c) La naturaleza de los perjuicios causados; en particular, el efecto perjudicial que la 

infracción haya podido producir sobre los intereses económicos de los consumidores, los 
precios, el consumo o, en su caso, el prestigio de la DOP o IGP.

d) La reincidencia, por comisión en el término de tres años de más de una infracción de 
la misma naturaleza cuando así se haya declarado por resolución firme.

e) El volumen de ventas o producción y la posición de la empresa infractora en el sector.
f) El reconocimiento de la infracción y la subsanación de la falta o de los efectos de la 

misma antes de que se resuelva el correspondiente procedimiento sancionador.
g) El volumen y valor de las mercancías o productos afectados por la infracción.
h) La cuantía del beneficio ilícito obtenido.
2. La cuantía de la sanción podrá minorarse motivadamente cuando los hechos 

constitutivos de la infracción sancionada ocasionen, al mismo tiempo, la pérdida o reintegro 
de los beneficios comunitarios o nacionales.

3. Cuando en la instrucción del correspondiente procedimiento sancionador se determine 
la cuantía del beneficio ilícito obtenido por la comisión de las infracciones, la sanción que se 
imponga en ningún caso podrá ser inferior en su cuantía al mismo.

Artículo 37.  Prescripción y caducidad.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años, y 

las leves al año, a contar desde la fecha de comisión de la infracción.
2. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años; las 

impuestas por infracciones graves a los dos años; y las impuestas por infracciones leves al 
año, a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que 
se impone la sanción.

3. Caducará la acción para perseguir infracciones cuando conocida por la Administración 
la existencia de una infracción y finalizadas las diligencias dirigidas al esclarecimiento de los 
hechos, hubiera transcurrido un año sin que la autoridad competente hubiera ordenado 
incoar ningún procedimiento en relación con la infracción. En caso de caducidad del 
procedimiento este apartado no será de aplicación.

A estos efectos, cuando exista toma de muestras, las actuaciones de la inspección se 
entenderán finalizadas después de practicado el análisis inicial.

Las solicitudes de análisis contradictorios y dirimentes que fueren necesarios, 
interrumpirán los plazos de caducidad hasta que se practiquen.
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4. El plazo máximo para resolver el procedimiento sancionador y notificar la resolución 
expresa del procedimiento sancionador por las infracciones establecidas en la presente ley 
será de diez meses.

5. La toma de muestras y análisis efectuados, así como los actos, documentos y trámites 
cuyo contenido se hubiere mantenido igual de no haber caducado el procedimiento anterior, 
podrán conservarse y surtir efectos en el nuevo procedimiento sancionador.

Artículo 38.  Órganos competentes en materia sancionadora.
Serán competentes para la imposición de sanciones los siguientes órganos en lo que 

respecta a la DOP o IGP:
a) El Director General de la Industria Alimentaria, cuando la cuantía total de la sanción 

no supere los 150.000,00 euros.
b) El Secretario General de Agricultura y Alimentación, cuando dicha cuantía exceda de 

150.000,01 euros y no supere los 500.000,00 euros.
c) El Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, cuando dicha cuantía 

exceda de 500.000,01 euros y no supere 1.000.000,00 euros.
d) El Consejo de Ministros, cuando dicha cuantía exceda de 1.000.000,01 euros.
Será competente para acordar la incoación del expediente sancionador el Director 

General de la Industria Alimentaria.

Disposición adicional primera.  Corporaciones de derecho público.
1. Se crean las siguientes corporaciones de derecho público:
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Calificada ‘‘Rioja’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Cava’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Jumilla’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Calasparra’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Idiazabal’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Jamón de Huelva’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Guijuelo’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Indicación Geográfica 

Protegida ‘‘Carne de Ávila’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Indicación Geográfica 

Protegida ‘‘Espárrago de Navarra’’».
2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones y el procedimiento para la 

creación de Consejos Reguladores como corporaciones de derecho público distintos de los 
que se crean por esta disposición adicional. La resolución de dicho procedimiento 
corresponderá al titular del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
procediéndose a su creación mediante orden ministerial que deberá ser publicada en el 
«Boletín Oficial del Estado».

3. Los órganos de gobierno de los Consejos Reguladores que existan a la entrada en 
vigor de esta ley, continuarán en sus funciones hasta la renovación de dichos órganos de 
gobierno que deberá tener lugar tras la aprobación de los estatutos regulada en la presente 
ley.

4. Todo el patrimonio, incluyendo bienes, derechos y obligaciones, así como el personal 
de los Consejos Reguladores establecidos antes de la entrada en vigor de la presente ley 
pasarán a formar parte de los Consejos Reguladores creados en aplicación de lo dispuesto 
en esta ley, subrogándose en todas las titularidades, activos o pasivos, sin solución de 
continuidad.
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Lo dispuesto en el párrafo anterior no afectará a los bienes y derechos de carácter 
patrimonial de la Administración General del Estado, que se regirán por lo dispuesto en la 
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

Disposición adicional segunda.  Indicaciones relativas a las características de los vinos.
A efectos de su protección, y sin perjuicio de las competencias que puedan tener las 

comunidades autónomas en materia de denominaciones de origen e indicaciones 
geográficas protegidas, se establecen las siguientes indicaciones relativas a las menciones 
de envejecimiento:

a) Indicaciones comunes para los vinos acogidos a una DOP o IGP correspondientes a 
la categoría 1 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) n.º 1308/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que se crea la organización 
común de mercados de los productos agrarios y por el que se derogan los Reglamentos 
(CEE) n.º 922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 1037/2001 y (CE) n.º 1234/2007:

«Noble», que podrán utilizar los vinos sometidos a un período mínimo de envejecimiento 
de dieciocho meses en total, en recipiente de madera de roble de capacidad máxima de 600 
litros o en botella.

«Añejo», que podrán utilizar los vinos sometidos a un período mínimo de envejecimiento 
de veinticuatro meses en total, en recipiente de madera de roble de capacidad máxima de 
600 litros o en botella.

«Viejo», que podrán utilizar los vinos sometidos a un período mínimo de envejecimiento 
de treinta y seis meses, cuando este envejecimiento haya tenido un carácter marcadamente 
oxidativo debido a la acción de la luz, del oxígeno, del calor o del conjunto de estos factores.

b) Además de las indicaciones reguladas en el párrafo anterior, los vinos con DOP 
correspondientes a la categoría 1 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 1308/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre, podrán utilizar las siguientes:

«Crianza», que podrán utilizar los vinos tintos con un período mínimo de envejecimiento 
de veinticuatro meses, de los que al menos seis habrán permanecido en barricas de madera 
de roble de capacidad máxima de 330 litros; y los vinos blancos y rosados con un período 
mínimo de envejecimiento de dieciocho meses, de los que al menos seis habrán 
permanecido en barricas de madera de roble de la misma capacidad máxima.

«Reserva», que podrán utilizar los vinos tintos con un período mínimo de envejecimiento 
de treinta y seis meses, de los que habrán permanecido al menos doce en barricas de 
madera de roble de capacidad máxima de 330 litros, y en botella el resto de dicho período; 
los vinos blancos y rosados con un período mínimo de envejecimiento de veinticuatro meses, 
de los que habrán permanecido al menos seis en barricas de madera de roble de la misma 
capacidad máxima, y en botella el resto de dicho período.

«Gran reserva», que podrán utilizar los vinos tintos con un período mínimo de 
envejecimiento de sesenta meses, de los que habrán permanecido al menos dieciocho en 
barricas de madera de roble de capacidad máxima de 330 litros, y en botella el resto de 
dicho período; los vinos blancos y rosados con un período mínimo de envejecimiento de 
cuarenta y ocho meses, de los que habrán permanecido al menos seis en barricas de 
madera de roble de la misma capacidad máxima, y en botella el resto de dicho período.

c) Indicaciones propias de los vinos espumosos de calidad. Podrán utilizar las siguientes 
indicaciones:

«Premium» y «reserva», que podrán utilizar los vinos espumosos de calidad definidos en 
la normativa europea y los vinos espumosos con DOP.

«Gran reserva», que podrán utilizar los vinos con DOP «Cava», con un período mínimo 
de envejecimiento de treinta meses contados desde el tiraje hasta el degüelle.

Disposición adicional tercera.  Términos tradicionales.
Se regulan a continuación los términos tradicionales que indican que el vino está acogido 

a una DOP o IGP de vinos:
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«Vino de la tierra», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a una de las 
categorías 1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 
1308/2013, de 17 de diciembre, cuando esté acogido a una IGP.

«Vino de calidad de», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a una de las 
categorías 1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 
1308/2013, de 17 de diciembre, cuando esté acogido a una DOP. Los vinos se identificarán 
mediante la mención «vino de calidad de…», seguida del nombre de la región, comarca, 
localidad o lugar determinado donde se produzcan y elaboren.

«Denominación de origen», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a una de las 
categorías 1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 
1308/2013, de 17 de diciembre, cuando esté acogido a una DOP y se cumplan además los 
siguientes requisitos:

a) El vino deberá disfrutar de un elevado prestigio en el tráfico comercial en atención a 
su origen.

b) La región, comarca o lugar a la que se refiera la denominación de origen, tendrán que 
haber sido reconocidos previamente como ámbito geográfico de un vino de calidad con 
indicación geográfica con una antelación de, al menos, cinco años.

c) La delimitación geográfica de la DOP deberá incluir exclusivamente terrenos de 
especial aptitud para el cultivo de la vid.

«Denominación de origen calificada», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a 
una de las categorías 1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento 
(UE) 1308/2013, de 17 de diciembre, cuando esté acogido a una DOP y se cumplan, 
además de los requisitos exigidos para ostentar «Denominación de Origen», los siguientes:

a) La DOP en cuestión deberá haber utilizado obligatoriamente en sus vinos el término 
tradicional «denominación de origen» durante, al menos, 10 años.

b) Los vinos deberán comercializarse exclusivamente embotellados desde bodegas 
inscritas en el órgano de gestión de la DOP y ubicadas en su zona geográfica delimitada.

c) Los exámenes analíticos y organolépticos, incluidos en la comprobación anual sobre 
la DOP, deberán realizarse de forma sistemática, por lotes homogéneos de volumen limitado.

d) Las bodegas inscritas en el órgano de gestión de la DOP, que habrán de ser 
independientes y separadas, al menos, por una vía pública de otras bodegas o locales no 
inscritos, solamente deberán tener entrada de uva procedente de viñedos inscritos o mostos 
o vinos procedentes de otras bodegas también inscritas en la misma DOP, y en ellas se 
deberá elaborar o embotellar exclusivamente vino con derecho a la misma.

e) Dentro de la zona de producción de la DOP, deberán estar delimitados 
cartográficamente, por cada término municipal, los terrenos que se consideren aptos para 
producir vinos con derecho a la denominación de origen calificada.

«Vino de pago», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a una de las categorías 
1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 1308/2013, de 17 
de diciembre, cuando esté acogido a una DOP, y se cumplan además los siguientes 
requisitos:

a) La zona geográfica de la DOP deberá ser un pago, entendiendo por tal, el paraje o 
sitio rural con características edáficas y de microclima propias que lo diferencian y distinguen 
de otros de su entorno, conocido con un nombre vinculado de forma tradicional y notoria al 
cultivo de los viñedos de los que se obtienen vinos con rasgos y cualidades singulares y 
cuya extensión máxima será limitada reglamentariamente por la Administración competente, 
de acuerdo con las características propias de cada Comunidad Autónoma, sin que pueda ser 
igual ni superior a la de ninguno de los términos municipales en cuyo territorio o territorios, si 
fueren más de uno, se ubique.

Se entiende que existe vinculación notoria con el cultivo de los viñedos, cuando el 
nombre del pago venga siendo utilizado de forma habitual en el mercado para identificar los 
vinos obtenidos en aquél durante un período mínimo de cinco años.

b) Los vinos deberán ser elaborados y embotellados por las personas físicas o jurídicas 
que, por sí mismas o por sus socios, ostenten la titularidad de los viñedos ubicados en el 
pago o con carácter excepcional y en los supuestos que la Administración competente lo 
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autorice reglamentariamente, en bodegas situadas en la proximidad del pago que, en todo 
caso, deberán estar situadas en alguno de los términos municipales por los cuales se 
extienda el vino de pago o en los colindantes.

c) Toda la uva que se destine a estos vinos deberá proceder de viñedos ubicados en el 
pago y el vino deberá elaborarse, almacenarse y, en su caso, criarse de forma separada de 
otros vinos.

d) En la elaboración de los vinos de pago se implantará un sistema de calidad integral, 
que se aplicará desde la producción de la uva hasta la puesta en el mercado de los vinos. 
Este sistema deberá cumplir, como mínimo, los requisitos establecidos para las 
Denominaciones de Origen Calificadas.

Disposición adicional cuarta.  Cava Calificado.
1. Atendiendo a las especificidades de la Denominación de Origen Protegida Cava, los 

operadores vitivinícolas acogidos a la misma que elaboren vinos amparados procedentes de 
viñedos ubicados en un paraje identificado situado en el interior de la zona geográfica 
delimitada, podrán solicitar, para el producto procedente de dicho paraje, hacer uso de la 
designación «Calificado» en el etiquetado, presentación y publicidad del mismo a condición 
de que se cumpla lo previsto en la disposición adicional tercera de esta Ley para el término 
tradicional «Denominación de Origen Calificada».

El nombre de dicho paraje podrá figurar a continuación de la expresión «Cava» junto con 
el término «Calificado», en su condición de «unidad geográfica menor» de la zona geográfica 
de la DOP «Cava».

Las condiciones específicas para el uso de esta mención serán desarrolladas en el 
pliego de condiciones de la Denominación de Origen Protegida Cava.

2. La regulación relativa a un paraje vitícola identificado contenida en el punto anterior 
podrá ser extensible a las Denominaciones de Origen Calificadas de vinos de ámbito 
territorial supraautonómico.

Los requisitos específicos de tal regulación deberán ser desarrollados en el respectivo 
pliego de condiciones.

Disposición adicional quinta.  Normativa de la Unión Europea específica.
En todo caso y en cuanto no dejen ámbitos o márgenes de apreciación a los Estados 

miembros, serán aplicables con carácter prevalente al contenido de la presente Ley, los 
Reglamentos de la Unión Europea que se mencionan a continuación junto con sus futuras 
modificaciones y Reglamentos de desarrollo así como cuantos puedan publicarse 
posteriormente por la Unión en la materia:

Reglamento (CE) n.º 110/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de enero de 
2008, relativo a la definición, designación, presentación, etiquetado y protección de las 
indicaciones geográficas de bebidas espirituosas y por el que se deroga el Reglamento 
(CEE) n.º 1576/89 del Consejo.

Reglamento (UE) n.º 1151/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de 
noviembre de 2012, sobre los regímenes de calidad de los productos agrícolas y 
alimenticios.

Reglamento (UE) n.º 1306/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
diciembre de 2013, sobre la financiación, gestión y seguimiento de la Política Agrícola 
Común, por el que se derogan los Reglamentos (CE) n.º 352/78, (CE) n.º 165/94, (CE) n.º 
2799/98, (CE) n.º 814/2000, (CE) n.º 1290/2005 y (CE) n.º 485/2008 del Consejo.

Reglamento (UE) n.º 1308/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
diciembre de 2013, por el que se crea la organización común de mercados agrícolas y por el 
que se derogan los Reglamentos (CEE) n.º 922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 1037/2001 y 
(CE) n.º 1234/2007.

Reglamento (UE) n.º 251/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero 
de 2014, sobre la definición, designación, presentación, etiquetado y protección de las 
indicaciones geográficas, de los productos vitivinícolas aromatizados, y por el que se deroga 
el Reglamento (CEE) n.º 1601/91 del Consejo.
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Disposición adicional sexta.  Uso de los términos referidos a la agricultura ecológica en 
fertilizantes, acondicionadores del suelo, nutrientes, plaguicidas y productos fitosanitarios.

Los términos que hagan referencia al método de producción ecológica en el etiquetado, 
publicidad, presentación o documentos comerciales únicamente podrán utilizarse en 
fertilizantes, acondicionadores del suelo, nutrientes, plaguicidas y productos fitosanitarios, 
cuando cumplan los requisitos establecidos en la normativa de la Unión Europea sobre 
producción ecológica. En particular, que dichos productos y sustancias se encuentren 
contemplados en los anexos I y II del Reglamento (CE) n.º 889/2008 de la Comisión de 5 de 
septiembre de 2008, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento 
(CE) n.º 834/2007 del Consejo, sobre producción y etiquetado de los productos ecológicos, 
con respecto a la producción ecológica, su etiquetado y su control.

A efectos del procedimiento sancionador seguirán siendo de aplicación los artículos 38.2, 
39.2, 39.3, 40.2, 40.3, 40.4 y 42.4 del título III de la Ley 24/2003, de 10 de julio, de la Viña y 
el Vino, de acuerdo con lo dispuesto en el punto 1 de la disposición derogatoria única.

Disposición adicional séptima.  Régimen sancionador en materia de declaraciones 
obligatorias y contratos en el sector de la leche y los productos lácteos.

(Derogada)

Disposición transitoria primera.  Adaptación de las entidades de gestión.
Los Consejos Reguladores que se crean como corporaciones de derecho público en esta 

ley deberán remitir la propuesta de sus estatutos al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente ley. Para 
estos Consejos Reguladores no resulta de aplicación la letra b) del artículo 17.

Disposición transitoria segunda.  Plazo para el ejercicio de las competencias de control 
oficial.

En el plazo de doce meses, desde la entrada en vigor de esta ley, será de plena 
aplicación el modelo establecido en el capítulo V de esta ley. Durante ese tiempo, se 
mantendrá el régimen de control, con participación de los actuales Consejos Reguladores.

Disposición transitoria tercera.  Método de cálculo de valor del producto.
Hasta que no se produzca el desarrollo reglamentario que regule un método de cálculo 

del valor de la mercancía afectada en un procedimiento sancionador, será de aplicación el 
método de cálculo establecido en el artículo 120 del Reglamento de la Ley 25/1970, de 
Estatuto de la Viña, del Vino y de los Alcoholes, aprobado por el Decreto 835/1972, de 23 de 
marzo.

Disposición transitoria cuarta.  Actuaciones previas.
En aquello no regulado por esta ley y en tanto no se promulguen las normas 

reglamentarias sobre toma y análisis de muestras y sobre actuaciones previas a la iniciación 
de procedimientos sancionadores, en dicha materia, será de aplicación, a estos exclusivos 
efectos, el Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y 
sanciones en materia de defensa del consumidor y de la protección agroalimentaria.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en esta ley, y, en particular, los artículos 2.2.f); 3 y 9 del título I, el título II y los 
artículos 38.2, 39.2, 39.3, 40.2, 40.3, 40.4 y 42.4 del título III así como las disposiciones 
adicionales tercera, quinta, sexta, octava y novena de la Ley 24/2003, de 10 de julio, de la 
Viña y del Vino. Los citados artículos del título III podrán seguir siendo de aplicación para las 
comunidades autónomas que no hayan desarrollado la materia regulada en estos artículos.

Asimismo, quedan derogados los preceptos de la Ley 25/1970, de 2 de diciembre, de 
Estatuto de la Viña, del Vino y de los Alcoholes, declarados vigentes por la disposición 
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derogatoria única de la Ley 24/2003, de 10 de julio, que contienen normas relativas a los 
Consejos Reguladores de los productos agrarios y alimentarios, con denominación de 
origen, distintos del vino, del vinagre de vino, de los vinos aromatizados, del brandy, del 
mosto y demás productos derivados de la uva.

2. Se deroga el Decreto 835/1972, de 23 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento 
de la Ley 25/1970, de 2 de diciembre.

3. Se deroga el Real Decreto 2004/1979, de 13 de julio, por el que se regula la 
Constitución de los Consejos Reguladores de las Denominaciones de Origen y el Consejo 
General del Instituto Nacional de Denominaciones de Origen.

4. Queda derogado el Real Decreto 1573/1985, de 1 de agosto, por el que se regulan las 
denominaciones genéricas y específicas de productos alimentarios.

5. Queda derogado el Real Decreto 157/1988, de 22 de febrero, por el que se establece 
la normativa a que deben ajustarse las denominaciones de origen y las denominaciones de 
origen calificadas de vinos y sus respectivos Reglamentos.

6. Queda derogado el Real Decreto 728/1988, de 8 de julio, por el que se establece la 
normativa a que deben ajustarse las denominaciones de origen, específicas y genéricas de 
productos agroalimentarios no vínicos.

Disposición final primera.  Modificación del artículo 23 y de las disposiciones adicional 
primera y final tercera de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el 
funcionamiento de la cadena alimentaria.

Uno. Se añade el siguiente apartado al artículo 23 de la Ley:
«6. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos 

años y las leves al año. El término de la prescripción se computará desde el día en 
que se hubiera cometido la infracción o, en el caso de infracciones continuadas, 
desde el que hayan cesado.»

Dos. El apartado 5 de la disposición adicional primera, quedará redactado de la siguiente 
forma:

«5. Los fines generales de la Agencia serán:
a) La gestión de los sistemas de información y control de los mercados oleícolas, 

lácteos y la de aquellos otros que se determinen reglamentariamente.
b) Desarrollar las funciones que reglamentariamente se determinen de control 

oficial antes de la comercialización de las Denominaciones de Origen Protegidas y de 
las Indicaciones Geográficas Protegidas, cuyo ámbito territorial se extienda a más de 
una Comunidad Autónoma.

c) El control del cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de agosto, 
de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria.»

Tres. Se añade una nueva letra j) al apartado 6 de la disposición adicional primera:
«j) Establecer y desarrollar el régimen del control oficial de los operadores 

acogidos a Denominaciones de Origen Protegidas o a Indicaciones Geográficas 
Protegidas, cuyos ámbitos territoriales se extiendan a más de una comunidad 
autónoma, y el de sus respectivas entidades de gestión; iniciando e instruyendo, 
conforme a su propio régimen, los procedimientos sancionadores por los 
incumplimientos a la Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico y 
formulando a las autoridades competentes las propuestas de resolución que 
correspondan.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 15 a la disposición adicional primera:
«15. Tasa por las actuaciones de inspección realizadas por la Agencia de 

Información y Control Alimentarios.
a) Establecimiento. Se crea la tasa por las actuaciones de inspección y control 

oficial que haya de realizar la Agencia de Información y Control Alimentarios en 
cumplimiento de la Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
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Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico que se 
regirá por lo dispuesto en esta ley y por las demás fuentes normativas que establece 
el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasa y Precios Públicos.

b) Hecho Imponible. Constituye el hecho imponible de esta tasa las actuaciones 
de inspección y control oficial realizadas por la Agencia en cumplimiento de lo 
dispuesto en la Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico.

c) Sujetos pasivos. Serán sujetos pasivos toda persona física o jurídica que esté 
obligada a someterse a las actuaciones de control oficial que desarrolle la Agencia 
en cumplimiento de la Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico, 
incluyendo productores, agentes operadores, entidades de gestión o aquellas otras 
que realicen actividades relativas a la calidad diferenciada regulada por dicha ley, ya 
tengan personalidad jurídica propia o carezcan de ella, así como las personas físicas 
o jurídicas a las que se refiere el apartado 4 del artículo 35 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria.

d) Devengo. El devengo de la tasa se producirá cuando los servicios de 
Inspección de la Agencia levanten acta de las inspecciones.

e) Base Imponible. La Base imponible de la tasa se calculará en base al valor de 
las ventas, excluidos los impuestos indirectos, de los productos o servicios objeto de 
control, realizadas en el año natural previo al de inicio de la inspección.

f) Cuantía de la tasa. La cuantía de la tasa se calculará aplicando a la base 
imponible un tipo del 0,15 por ciento. En el caso de los productores, agentes, 
operadores y demás entidades sujetos a actuaciones de inspección en ningún caso 
la cuantía podrá ser inferior a 50 euros sin que exceda de 1.500 euros. En las 
entidades de gestión la cuantía de la tasa tendrá una cuota fija de 1.200 euros por 
cada inspección.

g) Gestión y liquidación. La Agencia liquidará la tasa, cuya orden de pago se 
notificará al sujeto pasivo para que su ingreso se realice en los plazos establecidos 
en el apartado 2 del artículo 62 de la Ley General Tributaria. En su defecto se 
procederá a su recaudación ejecutiva, en los términos que establece el Reglamento 
General de Recaudación. Reglamentariamente se establecerá la gestión de la tasa.

h) Afectación presupuestaria. El importe de lo recaudado por esta tasa constituye 
un recurso propio de la Agencia y se ingresará en su presupuesto.»

Cinco. Se añade el siguiente párrafo a la disposición final tercera. Títulos 
competenciales:

«Constituyen legislación en materia de Hacienda general dictada al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.14.ª de la Constitución, lo dispuesto en la disposición 
adicional primera, apartado 15.f), de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas 
para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria.»

Disposición final segunda.  Títulos competenciales.
1. Esta ley se aplica en el ámbito de competencias de la Administración General del 

Estado en los términos del artículo 1, a excepción de lo dispuesto en los apartados 
siguientes.

2. Constituyen legislación básica en materia de bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica, dictada al amparo de lo dispuesto en el artículo 
149.1.13.ª de la Constitución, los artículos 11, 13.6, y las disposiciones adicionales segunda 
y tercera.

3. Constituyen legislación en materia de propiedad intelectual e industrial dictada al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la Constitución, los artículos 2.b), 13.5, 
13.7 y 32.1.h).

Disposición final tercera.  Facultad de desarrollo.
Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean precisas para la aplicación y 

desarrollo de esta ley.
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Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 60

Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 288, de 28 de noviembre de 2014

Última modificación: 27 de junio de 2024
Referencia: BOE-A-2014-12328

[ . . . ]
TÍTULO IV

La base imponible

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Reducciones en la base imponible

Artículo 23.  Reducción de las rentas procedentes de determinados activos intangibles.
1. Las rentas positivas procedentes de la cesión del derecho de uso o de explotación de 

patentes, modelos de utilidad, certificados complementarios de protección de medicamentos 
y de productos fitosanitarios, dibujos y modelos legalmente protegidos, que deriven de 
actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica, y software avanzado 
registrado que derive de actividades de investigación y desarrollo, tendrán derecho a una 
reducción en la base imponible en el porcentaje que resulte de multiplicar por un 60 por 
ciento el resultado del siguiente coeficiente:

a) En el numerador, los gastos incurridos por la entidad cedente directamente 
relacionados con la creación del activo, incluidos los derivados de la subcontratación con 
terceros no vinculados con aquella. Estos gastos se incrementarán en un 30 por ciento, sin 
que, en ningún caso, el numerador pueda superar el importe del denominador.

b) En el denominador, los gastos incurridos por la entidad cedente directamente 
relacionados con la creación del activo, incluidos los derivados de la subcontratación tanto 
con terceros no vinculados con aquella como con personas o entidades vinculadas con 
aquella y de la adquisición del activo.

En ningún caso se incluirán en el coeficiente anterior gastos financieros, amortizaciones 
de inmuebles u otros gastos no relacionados directamente con la creación del activo.

La reducción prevista en este apartado también resultará de aplicación a las rentas 
positivas procedentes de la transmisión de los activos intangibles referidos en el mismo, 
cuando dicha transmisión se realice entre entidades que no tengan la condición de 
vinculadas.
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A efectos de determinar el régimen de protección legal de los activos intangibles a que 
se refiere el párrafo primero de este apartado, se estará a lo dispuesto en la normativa 
española, de la Unión Europea e internacional en materia de propiedad industrial e 
intelectual que resulte aplicable en territorio español.

2. A efectos de aplicar esta reducción, tendrán la consideración de rentas positivas 
susceptibles de reducción, los ingresos procedentes de la cesión del derecho de uso o de 
explotación de los activos y las rentas positivas procedentes de su transmisión, que superen 
la suma de los gastos incurridos por la entidad directamente relacionados con la creación de 
los activos que no hubieran sido incorporados al valor de los activos, de las cantidades 
deducidas por aplicación del artículo 12.2 de esta Ley en relación con los activos, y de 
aquellos gastos directamente relacionados con los activos, que se hubieran integrado en la 
base imponible.

En caso de que en un período impositivo se obtengan rentas negativas y en períodos 
impositivos anteriores la entidad hubiera obtenido rentas positivas a las que hubiera aplicado 
la reducción prevista en este artículo, la renta negativa de ese período impositivo se reducirá 
en el porcentaje que resulte de la aplicación del apartado 1.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará en tanto las rentas negativas no superen 
el importe de las rentas positivas integradas en períodos impositivos anteriores aplicando la 
reducción prevista en este artículo. El exceso se integrará en su totalidad en la base 
imponible y, en tal caso, las rentas positivas obtenidas en un periodo impositivo posterior se 
integrarán en su totalidad hasta dicho importe, pudiendo aplicar al exceso el porcentaje que 
resulte de la aplicación del apartado 1.

3. Para la aplicación de la reducción prevista en el apartado 1 deberán cumplirse los 
siguientes requisitos:

a) Que el cesionario utilice los derechos de uso o de explotación en el desarrollo de una 
actividad económica y que los resultados de esa utilización no se materialicen en la entrega 
de bienes o prestación de servicios por el cesionario que generen gastos fiscalmente 
deducibles en la entidad cedente, siempre que, en este último caso, dicha entidad esté 
vinculada con el cesionario.

b) Que el cesionario no resida en un país o territorio de nula tributación o calificado como 
paraíso fiscal, salvo que esté situado en un Estado miembro de la Unión Europea y el 
contribuyente acredite que la operativa responde a motivos económicos válidos y que realice 
actividades económicas.

c) Cuando un mismo contrato de cesión incluya prestaciones accesorias de bienes o 
servicios deberá diferenciarse en dicho contrato la contraprestación correspondiente a los 
mismos.

d) Que la entidad disponga de los registros contables necesarios para poder determinar 
cada uno de los ingresos y de los gastos directos a que se refiere este artículo, 
correspondientes a los activos objeto de cesión.

4. Esta reducción deberá tenerse en cuenta a efectos de la determinación del importe de 
la cuota íntegra a que se refiere el artículo 31.1.b) de esta Ley.

5. En ningún caso darán derecho a la reducción las rentas procedentes de la cesión del 
derecho de uso o de explotación, o de la transmisión, de marcas, obras literarias, artísticas o 
científicas, incluidas las películas cinematográficas, de derechos personales susceptibles de 
cesión, como los derechos de imagen, de programas informáticos distintos de los referidos 
en el apartado 1, equipos industriales, comerciales o científicos, planos, fórmulas o 
procedimientos secretos, de derechos sobre informaciones relativas a experiencias 
industriales, comerciales o científicas, ni de cualquier otro derecho o activo distinto de los 
señalados en el apartado 1.

6. A efectos de aplicar la presente reducción, con carácter previo a la realización de las 
operaciones, el contribuyente podrá solicitar a la Administración tributaria la adopción de un 
acuerdo previo de valoración en relación con los ingresos procedentes de la cesión de los 
activos y de los gastos asociados, así como de las rentas generadas en la transmisión. 
Dicha solicitud se acompañará de una propuesta de valoración, que se fundamentará en el 
valor de mercado.

La propuesta podrá entenderse desestimada una vez transcurrido el plazo de resolución.
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Reglamentariamente se fijará el procedimiento para la resolución de los acuerdos 
previos de valoración a que se refiere este apartado.

7. Asimismo, con carácter previo a la realización de las operaciones, el contribuyente 
podrá solicitar a la Administración tributaria un acuerdo previo de calificación de los activos 
como pertenecientes a alguna de las categorías a que se refiere el apartado 1 de este 
artículo, y de valoración en relación con los ingresos procedentes de la cesión de aquellos y 
de los gastos asociados, así como de las rentas generadas en la transmisión. Dicha solicitud 
se acompañará de una propuesta de valoración, que se fundamentará en el valor de 
mercado.

La propuesta podrá entenderse desestimada una vez transcurrido el plazo de resolución.
La resolución de este acuerdo requerirá informe vinculante emitido por la Dirección 

General de Tributos, en relación con la calificación de los activos. En caso de estimarlo 
procedente, la Dirección General de Tributos podrá solicitar opinión no vinculante al 
respecto, al Ministerio de Economía, Industria y Competitividad.

Reglamentariamente se fijará el procedimiento para la resolución de los acuerdos 
previos de calificación y valoración a que se refiere este apartado.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Deuda tributaria

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Deducciones para incentivar la realización de determinadas actividades

Artículo 35.  Deducción por actividades de investigación y desarrollo e innovación 
tecnológica.

1. Deducción por actividades de investigación y desarrollo.
La realización de actividades de investigación y desarrollo dará derecho a practicar una 

deducción de la cuota íntegra, en las condiciones establecidas en este apartado.
a) Concepto de investigación y desarrollo.
Se considerará investigación a la indagación original planificada que persiga descubrir 

nuevos conocimientos y una superior comprensión en el ámbito científico y tecnológico, y 
desarrollo a la aplicación de los resultados de la investigación o de cualquier otro tipo de 
conocimiento científico para la fabricación de nuevos materiales o productos o para el diseño 
de nuevos procesos o sistemas de producción, así como para la mejora tecnológica 
sustancial de materiales, productos, procesos o sistemas preexistentes.

Se considerará también actividad de investigación y desarrollo la materialización de los 
nuevos productos o procesos en un plano, esquema o diseño, así como la creación de un 
primer prototipo no comercializable y los proyectos de demostración inicial o proyectos piloto, 
siempre que éstos no puedan convertirse o utilizarse para aplicaciones industriales o para su 
explotación comercial.

Asimismo, se considerará actividad de investigación y desarrollo el diseño y elaboración 
del muestrario para el lanzamiento de nuevos productos. A estos efectos, se entenderá 
como lanzamiento de un nuevo producto su introducción en el mercado y como nuevo 
producto, aquel cuya novedad sea esencial y no meramente formal o accidental.

También se considerará actividad de investigación y desarrollo la creación, combinación 
y configuración de software avanzado, mediante nuevos teoremas y algoritmos o sistemas 
operativos, lenguajes, interfaces y aplicaciones destinados a la elaboración de productos, 
procesos o servicios nuevos o mejorados sustancialmente. Se asimilará a este concepto el 
software destinado a facilitar el acceso a los servicios de la sociedad de la información a las 
personas con discapacidad, cuando se realice sin fin de lucro. No se incluyen las actividades 
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habituales o rutinarias relacionadas con el mantenimiento del software o sus actualizaciones 
menores.

b) Base de la deducción.
La base de la deducción estará constituida por el importe de los gastos de investigación 

y desarrollo y, en su caso, por las inversiones en elementos de inmovilizado material e 
intangible excluidos los edificios y terrenos.

Se considerarán gastos de investigación y desarrollo los realizados por el contribuyente, 
incluidas las amortizaciones de los bienes afectos a las citadas actividades, en cuanto estén 
directamente relacionados con dichas actividades y se apliquen efectivamente a la 
realización de éstas, constando específicamente individualizados por proyectos.

La base de la deducción se minorará en el importe de las subvenciones recibidas para el 
fomento de dichas actividades e imputables como ingreso en el período impositivo.

Los gastos de investigación y desarrollo que integran la base de la deducción deben 
corresponder a actividades efectuadas en España o en cualquier Estado miembro de la 
Unión Europea o del Espacio Económico Europeo.

Igualmente tendrán la consideración de gastos de investigación y desarrollo las 
cantidades pagadas para la realización de dichas actividades en España o en cualquier 
Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo, por encargo del 
contribuyente, individualmente o en colaboración con otras entidades.

Las inversiones se entenderán realizadas cuando los elementos patrimoniales sean 
puestos en condiciones de funcionamiento.

c) Porcentajes de deducción.
1.º El 25 por ciento de los gastos efectuados en el período impositivo por este concepto.
En el caso de que los gastos efectuados en la realización de actividades de investigación 

y desarrollo en el período impositivo sean mayores que la media de los efectuados en los 2 
años anteriores, se aplicará el porcentaje establecido en el párrafo anterior hasta dicha 
media, y el 42 por ciento sobre el exceso respecto de ésta. Además de la deducción que 
proceda conforme a lo dispuesto en los párrafos anteriores se practicará una deducción 
adicional del 17 por ciento del importe de los gastos de personal de la entidad 
correspondientes a investigadores cualificados adscritos en exclusiva a actividades de 
investigación y desarrollo.

2.º El 8 por ciento de las inversiones en elementos de inmovilizado material e intangible, 
excluidos los edificios y terrenos, siempre que estén afectos exclusivamente a las 
actividades de investigación y desarrollo.

Los elementos en que se materialice la inversión deberán permanecer en el patrimonio 
del contribuyente, salvo pérdidas justificadas, hasta que cumplan su finalidad específica en 
las actividades de investigación y desarrollo, excepto que su vida útil conforme al método de 
amortización, admitido en la letra a) del apartado 1 del artículo 12, que se aplique, fuese 
inferior.

2. Deducción por actividades de innovación tecnológica.
La realización de actividades de innovación tecnológica dará derecho a practicar una 

deducción de la cuota íntegra en las condiciones establecidas en este apartado.
a) Concepto de innovación tecnológica.
Se considerará innovación tecnológica la actividad cuyo resultado sea un avance 

tecnológico en la obtención de nuevos productos o procesos de producción o mejoras 
sustanciales de los ya existentes. Se considerarán nuevos aquellos productos o procesos 
cuyas características o aplicaciones, desde el punto de vista tecnológico, difieran 
sustancialmente de las existentes con anterioridad.

Esta actividad incluirá la materialización de los nuevos productos o procesos en un 
plano, esquema o diseño, la creación de un primer prototipo no comercializable, los 
proyectos de demostración inicial o proyectos piloto, incluidos los relacionados con la 
animación y los videojuegos y los muestrarios textiles, de la industria del calzado, del curtido, 
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de la marroquinería, del juguete, del mueble y de la madera, siempre que no puedan 
convertirse o utilizarse para aplicaciones industriales o para su explotación comercial.

b) Base de la deducción.
La base de la deducción estará constituida por el importe de los gastos del período en 

actividades de innovación tecnológica que correspondan a los siguientes conceptos:
1.º Actividades de diagnóstico tecnológico tendentes a la identificación, la definición y la 

orientación de soluciones tecnológicas avanzadas, con independencia de los resultados en 
que culminen.

2.º Diseño industrial e ingeniería de procesos de producción, que incluirán la concepción 
y la elaboración de los planos, dibujos y soportes destinados a definir los elementos 
descriptivos, especificaciones técnicas y características de funcionamiento necesarios para 
la fabricación, prueba, instalación y utilización de un producto, así como la elaboración de 
muestrarios textiles, de la industria del calzado, del curtido, de la marroquinería, del juguete, 
del mueble y de la madera.

3.º Adquisición de tecnología avanzada en forma de patentes, licencias, «know-how» y 
diseños. No darán derecho a la deducción las cantidades satisfechas a personas o entidades 
vinculadas al contribuyente. La base correspondiente a este concepto no podrá superar la 
cuantía de 1 millón de euros.

4.º Obtención del certificado de cumplimiento de las normas de aseguramiento de la 
calidad de la serie ISO 9000, GMP o similares, sin incluir aquellos gastos correspondientes a 
la implantación de dichas normas.

Se consideran gastos de innovación tecnológica los realizados por el contribuyente en 
cuanto estén directamente relacionados con dichas actividades, se apliquen efectivamente a 
la realización de éstas y consten específicamente individualizados por proyectos.

Los gastos de innovación tecnológica que integran la base de la deducción deben 
corresponder a actividades efectuadas en España o en cualquier Estado miembro de la 
Unión Europea o del Espacio Económico Europeo.

Igualmente, tendrán la consideración de gastos de innovación tecnológica las cantidades 
pagadas para la realización de dichas actividades en España o en cualquier Estado miembro 
de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo, por encargo del contribuyente, 
individualmente o en colaboración con otras entidades.

La base de la deducción se minorará en el importe de las subvenciones recibidas para el 
fomento de dichas actividades e imputables como ingreso en el período impositivo.

c) Porcentaje de deducción.
El 12 por ciento de los gastos efectuados en el período impositivo por este concepto.

Téngase en cuenta que, con efectos para los períodos impositivos que se inicien dentro de 
los años 2020 y 2021, el porcentaje de deducción al que se refiere la letra c) se incrementará en 
38 puntos porcentuales para los gastos efectuados en proyectos iniciados a partir del 25 de 
junio de 2020 consistentes en la realización de actividades de innovación tecnológica cuyo 
resultado sea un avance tecnológico en la obtención de nuevos procesos de producción en la 
cadena de valor de la industria de la automoción o mejoras sustanciales de los ya existentes, en 
la forma que establece el art. 7 del Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, en la redacción 
dada por la disposición final 8.1 del Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre. Ref. BOE-
A-2020-14368

3. Exclusiones.
No se considerarán actividades de investigación y desarrollo ni de innovación 

tecnológica las consistentes en:
a) Las actividades que no impliquen una novedad científica o tecnológica significativa. En 

particular, los esfuerzos rutinarios para mejorar la calidad de productos o procesos, la 
adaptación de un producto o proceso de producción ya existente a los requisitos específicos 
impuestos por un cliente, los cambios periódicos o de temporada, excepto los muestrarios 
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textiles y de la industria del calzado, del curtido, de la marroquinería, del juguete, del mueble 
y de la madera, así como las modificaciones estéticas o menores de productos ya existentes 
para diferenciarlos de otros similares.

b) Las actividades de producción industrial y provisión de servicios o de distribución de 
bienes y servicios. En particular, la planificación de la actividad productiva: la preparación y 
el inicio de la producción, incluyendo el reglaje de herramientas y aquellas otras actividades 
distintas de las descritas en la letra b) del apartado anterior; la incorporación o modificación 
de instalaciones, máquinas, equipos y sistemas para la producción que no estén afectados a 
actividades calificadas como de investigación y desarrollo o de innovación; la solución de 
problemas técnicos de procesos productivos interrumpidos; el control de calidad y la 
normalización de productos y procesos; la prospección en materia de ciencias sociales y los 
estudios de mercado; el establecimiento de redes o instalaciones para la comercialización; el 
adiestramiento y la formación del personal relacionada con dichas actividades.

c) La exploración, sondeo o prospección de minerales e hidrocarburos.
4. Aplicación e interpretación de la deducción.
a) Para la aplicación de la deducción regulada en este artículo, los contribuyentes podrán 

aportar informe motivado emitido por el Ministerio de Economía y Competitividad, o por un 
organismo adscrito a éste, relativo al cumplimiento de los requisitos científicos y tecnológicos 
exigidos en la letra a) del apartado 1 de este artículo para calificar las actividades del 
contribuyente como investigación y desarrollo, o en la letra a) de su apartado 2, para 
calificarlas como innovación, teniendo en cuenta en ambos casos lo establecido en el 
apartado 3. Dicho informe tendrá carácter vinculante para la Administración tributaria.

b) El contribuyente podrá presentar consultas sobre la interpretación y aplicación de la 
presente deducción, cuya contestación tendrá carácter vinculante para la Administración 
tributaria, en los términos previstos en los artículos 88 y 89 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.

A estos efectos, los contribuyentes podrán aportar informe motivado emitido por el 
Ministerio de Economía y Competitividad, o por un organismo adscrito a éste, relativo al 
cumplimiento de los requisitos científicos y tecnológicos exigidos en la letra a) del apartado 1 
de este artículo para calificar las actividades del contribuyente como investigación y 
desarrollo, o en la letra a) de su apartado 2, para calificarlas como innovación tecnológica, 
teniendo en cuenta en ambos casos lo establecido en el apartado 3. Dicho informe tendrá 
carácter vinculante para la Administración tributaria.

c) Igualmente, a efectos de aplicar la presente deducción, el contribuyente podrá solicitar 
a la Administración tributaria la adopción de acuerdos previos de valoración de los gastos e 
inversiones correspondientes a proyectos de investigación y desarrollo o de innovación 
tecnológica, conforme a lo previsto en el artículo 91 de la Ley General Tributaria.

A estos efectos, los contribuyentes podrán aportar informe motivado emitido por el 
Ministerio de Economía y Competitividad, o por un organismo adscrito a éste, relativo al 
cumplimiento de los requisitos científicos y tecnológicos exigidos en la letra a) del apartado 1 
de este artículo, para calificar las actividades del contribuyente como investigación y 
desarrollo, o en la letra a) de su apartado 2, para calificarlas como innovación tecnológica, 
teniendo en cuenta en ambos casos lo establecido en el apartado 3, así como a la 
identificación de los gastos e inversiones que puedan ser imputados a dichas actividades. 
Dicho informe tendrá carácter vinculante para la Administración tributaria exclusivamente en 
relación con la calificación de las actividades.

5. Desarrollo reglamentario.
Reglamentariamente se podrán concretar los supuestos de hecho que determinan la 

aplicación de las deducciones contempladas en este precepto, así como el procedimiento de 
adopción de acuerdos de valoración a que se refiere el apartado anterior.

[ . . . ]
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Artículo 39.  Normas comunes a las deducciones previstas en este capítulo.
1. Las deducciones previstas en el presente Capítulo se practicarán una vez realizadas 

las deducciones y bonificaciones de los Capítulos II y III de este Título.
Las cantidades correspondientes al período impositivo no deducidas podrán aplicarse en 

las liquidaciones de los periodos impositivos que concluyan en los 15 años inmediatos y 
sucesivos. No obstante, las cantidades correspondientes a la deducción prevista en el 
artículo 35 de esta Ley podrán aplicarse en las liquidaciones de los períodos impositivos que 
concluyan en los 18 años inmediatos y sucesivos.

El cómputo de los plazos para la aplicación de las deducciones previstas en este 
Capítulo podrá diferirse hasta el primer ejercicio en que, dentro del periodo de prescripción, 
se produzcan resultados positivos, en los siguientes casos:

a) En las entidades de nueva creación.
b) En las entidades que saneen pérdidas de ejercicios anteriores mediante la aportación 

efectiva de nuevos recursos, sin que se considere como tal la aplicación o capitalización de 
reservas.

El importe de las deducciones previstas en este Capítulo a las que se refiere este 
apartado, aplicadas en el periodo impositivo, no podrán exceder conjuntamente del 25 por 
ciento de la cuota íntegra minorada en las deducciones para evitar la doble imposición 
internacional y las bonificaciones. No obstante, el limite se elevará al 50 por ciento cuando el 
importe de las deducciones previstas en los artículos 35 y 36 de esta Ley, que corresponda a 
gastos e inversiones efectuados en el propio período impositivo, exceda del 10 por ciento de 
la cuota íntegra, minorada en las deducciones para evitar la doble imposición internacional y 
las bonificaciones.

2. No obstante, en el caso de entidades a las que resulte de aplicación el tipo de 
gravamen previsto en el apartado 1 o en el apartado 6 del artículo 29 de esta Ley, las 
deducciones por actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica a que se 
refieren los apartados 1 y 2 del artículo 35 de esta Ley, podrán, opcionalmente, quedar 
excluidas del límite establecido en el último párrafo del apartado anterior, y aplicarse con un 
descuento del 20 por ciento de su importe, en los términos establecidos en este apartado. En 
el caso de insuficiencia de cuota, se podrá solicitar su abono a la Administración tributaria a 
través de la declaración de este Impuesto, una vez finalizado el plazo a que se refiere la letra 
a) siguiente. Este abono se regirá por lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, y en su normativa de desarrollo, sin que, en ningún caso, 
se produzca el devengo del interés de demora a que se refiere el apartado 2 de dicho 
artículo 31.

El importe de la deducción aplicada o abonada, de acuerdo con lo dispuesto en este 
apartado, en el caso de las actividades de innovación tecnológica no podrá superar 
conjuntamente el importe de 1 millón de euros anuales. Asimismo, el importe de la 
deducción aplicada o abonada por las actividades de investigación y desarrollo e innovación 
tecnológica, de acuerdo con lo dispuesto en este apartado, no podrá superar conjuntamente, 
y por todos los conceptos, los 3 millones de euros anuales. Ambos límites se aplicarán a 
todo el grupo de sociedades, en el supuesto de entidades que formen parte del mismo grupo 
según los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia 
de su residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas.

Para la aplicación de lo dispuesto en este apartado, será necesario el cumplimiento de 
los siguientes requisitos:

a) Que transcurra, al menos, un año desde la finalización del período impositivo en que 
se generó la deducción, sin que la misma haya sido objeto de aplicación.

b) Que la plantilla media o, alternativamente, la plantilla media adscrita a actividades de 
investigación y desarrollo e innovación tecnológica no se vea reducida desde el final del 
período impositivo en que se generó la deducción hasta la finalización del plazo a que se 
refiere la letra c) siguiente.

c) Que se destine un importe equivalente a la deducción aplicada o abonada, a gastos 
de investigación y desarrollo e innovación tecnológica o a inversiones en elementos del 
inmovilizado material o inmovilizado intangible exclusivamente afectos a dichas actividades, 
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excluidos los inmuebles, en los 24 meses siguientes a la finalización del período impositivo 
en cuya declaración se realice la correspondiente aplicación o la solicitud de abono.

d) Que la entidad haya obtenido un informe motivado sobre la calificación de la actividad 
como investigación y desarrollo o innovación tecnológica o un acuerdo previo de valoración 
de los gastos e inversiones correspondientes a dichas actividades, en los términos 
establecidos en el apartado 4 del artículo 35 de esta Ley.

Adicionalmente, en el supuesto de que los gastos de investigación y desarrollo del 
período impositivo superen el 10 por ciento del importe neto de la cifra de negocios del 
mismo, la deducción prevista en el apartado 1 del artículo 35 de esta Ley generada en dicho 
período impositivo podrá quedar excluida del límite establecido en el último párrafo del 
apartado anterior, y aplicarse o abonarse con un descuento del 20 por ciento de su importe 
en la primera declaración que se presente transcurrido el plazo a que se refiere la letra a) 
anterior, hasta un importe adicional de 2 millones de euros.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos conllevará la regularización de las 
cantidades indebidamente aplicadas o abonadas, en la forma establecida en el artículo 125.3 
de esta Ley.

3. En el caso de insuficiencia de cuota en la aplicación de la deducción prevista en el 
apartado 2 del artículo 36 de esta Ley, se podrá solicitar su abono a la Administración 
tributaria a través de la declaración de este Impuesto. Este abono se regirá por lo dispuesto 
en el artículo 31 de la Ley General Tributaria y en su normativa de desarrollo, sin que, en 
ningún caso, se produzca el devengo del interés de demora a que se refiere el apartado 2 de 
dicho artículo 31.

4. Una misma inversión no podrá dar lugar a la aplicación de más de una deducción en 
la misma entidad salvo disposición expresa, ni podrá dar lugar a la aplicación de una 
deducción en más de una entidad.

5. Los elementos patrimoniales afectos a las deducciones previstas en los artículos 
anteriores deberán permanecer en funcionamiento durante 5 años, o 3 años, si se trata de 
bienes muebles, o durante su vida útil si fuera Inferior. En el caso de producciones 
cinematográficas y series audiovisuales, se entenderá este requisito cumplido en la medida 
que la productora mantenga el mismo porcentaje de titularidad de la obra durante el plazo de 
3 años, sin perjuicio de su facultad para comercializar total o parcialmente los derechos de 
explotación derivados de la misma a uno o más terceros.

Conjuntamente con la cuota correspondiente al período impositivo en el que se 
manifieste el incumplimiento de este requisito, se ingresará la cantidad deducida, además de 
los intereses de demora.

6. El derecho de la Administración para iniciar el procedimiento de comprobación de las 
deducciones previstas en este Capítulo aplicadas o pendientes de aplicar prescribirá a los 10 
años a contar desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo establecido para 
presentar la declaración o autoliquidación correspondiente al período impositivo en que se 
generó el derecho a su aplicación.

Transcurrido dicho plazo, el contribuyente deberá acreditar las deducciones cuya 
aplicación pretenda, mediante la exhibición de la liquidación o autoliquidación y la 
contabilidad, con acreditación de su depósito durante el citado plazo en el Registro Mercantil.

7. El contribuyente que participe en la financiación de producciones españolas de 
largometrajes, cortometrajes cinematográficos, series audiovisuales de ficción, animación o 
documental, o en la producción y exhibición de espectáculos en vivo de artes escénicas y 
musicales realizadas por otros contribuyentes, podrá aplicar las deducciones previstas en los 
apartados 1 y 3 del artículo 36 de esta ley, en las condiciones y términos en ellos señalados, 
determinándose su importe en las mismas condiciones que se hubieran aplicado al 
productor, siempre que hayan sido generadas por este último, cuando aporte cantidades 
destinadas a financiar la totalidad o parte de los costes de la producción, así como los gastos 
para la obtención de copias, publicidad y promoción a cargo del productor hasta el límite del 
30 % de los costes de producción, sin adquirir derechos de propiedad intelectual o de otra 
índole respecto de los resultados de las producciones o espectáculos, cuya propiedad 
deberá ser en todo caso del productor.
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Las cantidades para financiar costes de producción podrán aportarse en cualquier fase 
de la producción, con carácter previo o posterior al momento en que el productor incurra en 
los citados costes de producción, y hasta la obtención de los certificados a que se refiere la 
letra a’) del apartado 1 o a la letra a) del apartado 3 del artículo 36 de esta ley, según 
proceda. Las cantidades para financiar gastos para obtención de copias, publicidad y 
promoción a cargo del productor a que se refiere el apartado anterior podrán aportarse con 
carácter previo o posterior al momento en que el productor incurra en los citados gastos, 
pero nunca después del período impositivo en que el productor incurra en los mismos.

El importe máximo de la deducción generada por el productor que el contribuyente que 
participe en la financiación podrá aplicar será el resultado de multiplicar por 1,20 el importe 
de las cantidades que este último haya aportado para financiar los citados costes de 
producción o los gastos para la obtención de copias, publicidad y promoción a cargo del 
productor a que se refieren los párrafos anteriores. El exceso de deducción podrá ser 
aplicado por el productor que haya generado el derecho a la misma.

El productor y los contribuyentes que participen en la financiación de la producción 
deberán suscribir uno o más contratos de financiación, que podrán firmarse asimismo en 
cualquier fase de la producción, que contengan, entre otros, los siguientes extremos:

a) Identidad de los contribuyentes que participan en la producción y en la financiación.
b) Descripción de la producción.
c) Presupuesto de la producción con descripción detallada de los gastos y, en particular, 

de los que se vayan a realizar en territorio español. También se incluirán el presupuesto de 
los gastos para obtención de copias, publicidad y promoción a cargo del productor con 
descripción detallada de los que se vayan a realizar en territorio español.

d) Forma de financiación de la producción y de los gastos para la obtención de copias, 
publicidad y promoción a cargo del productor, especificando separadamente las cantidades 
que aporte el productor, las que aporte el contribuyente que participe en su financiación y las 
que correspondan a subvenciones y otras medidas de apoyo.

Para la aplicación de la deducción será necesario que el contribuyente que participe en 
la financiación presente el contrato de financiación y certificación del cumplimiento de los 
requisitos señalados en las letras a’) y b’) del apartado 1 o del requisito establecido en la 
letra a) del apartado 3 del artículo 36 de esta ley, según corresponda, en una comunicación a 
la Administración tributaria, suscrita tanto por el productor como por el contribuyente que 
participa en la financiación de la producción, con anterioridad a la finalización del período 
impositivo en que este último tenga derecho a aplicar la deducción.

Lo dispuesto en este apartado no resultará de aplicación cuando el contribuyente que 
participa en la financiación esté vinculado, en el sentido del artículo 18 de esta ley, con el 
contribuyente que genere el derecho a la deducción prevista en los apartados 1 y 3 del 
artículo 36 de esta ley.

La aplicación de la deducción por el contribuyente que participa en la financiación será 
incompatible, total o parcialmente, con la deducción a la que tendría derecho el productor por 
aplicación de lo dispuesto en los apartados 1 y 3 del artículo 36 de esta ley.

El importe de la deducción que aplique el contribuyente que participa en la financiación 
deberá tenerse en cuenta a los efectos de la aplicación del límite conjunto del 25 por ciento 
establecido en el apartado 1 del artículo 39 de esta ley. No obstante, dicho límite se elevará 
al 50 por ciento cuando el importe de la deducción prevista en los apartados 1 y 3 del 
artículo 36 de esta ley, que corresponda al contribuyente que participa en la financiación, sea 
igual o superior al 25 por ciento de su cuota íntegra minorada en las deducciones para evitar 
la doble imposición internacional y las bonificaciones.

[ . . . ]
CAPÍTULO XVI

Régimen de las entidades navieras en función del tonelaje

[ . . . ]
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Artículo 117.  Aplicación del régimen.
1. El régimen tributario previsto en este capítulo se aplicará de la siguiente forma:
a) Su aplicación estará condicionada a la autorización por el Ministerio de Hacienda y 

Administraciones Públicas, previa solicitud del contribuyente. Esta autorización se concederá 
por un período de 10 años a partir de la fecha que establezca la autorización, pudiéndose 
solicitar su prórroga por períodos adicionales de otros 10 años.

b) La solicitud deberá especificar el período impositivo a partir del cual vaya a surtir 
efectos y se presentará con anterioridad al inicio del mismo.

c) La solicitud deberá resolverse en el plazo máximo de 3 meses, transcurrido el cual 
podrá entenderse desestimada.

Para la concesión del régimen, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
tendrá en cuenta la existencia de una contribución efectiva a los objetivos de la política 
comunitaria de transporte marítimo, especialmente en lo relativo al nivel tecnológico de los 
buques que garantice la seguridad en la navegación y la prevención de la contaminación del 
medio ambiente y al mantenimiento del empleo comunitario tanto a bordo como en tareas 
auxiliares al transporte marítimo. A tal fin podrá recabar informe previo de los organismos 
competentes.

d) El incumplimiento de las condiciones del régimen o la renuncia a su aplicación 
impedirán formular una nueva solicitud hasta que haya transcurrido un mínimo de 5 años.

e) La Administración tributaria podrá verificar la correcta aplicación del régimen y la 
concurrencia en cada ejercicio de los requisitos exigidos para su aplicación.

2. El incumplimiento de los requisitos establecidos en el presente régimen implicará el 
cese de los efectos de la autorización correspondiente y la pérdida de la totalidad de los 
beneficios fiscales derivados de ella, debiendo ingresar, junto a la cuota del período 
impositivo en el que se produjo el incumplimiento, las cuotas íntegras correspondientes a las 
cantidades que hubieran debido ingresarse aplicando el régimen general de este Impuesto, 
en la totalidad de los períodos a los que resultó de aplicación la autorización, sin perjuicio de 
los intereses de demora, recargos y sanciones que, en su caso, resulten procedentes.

El incumplimiento de la condición establecida en el apartado 3 del artículo 113 de esta 
Ley implicará la pérdida del régimen para aquellos buques adicionales que motivaron el 
incremento a que se refiere dicho apartado, procediendo la regularización establecida en el 
párrafo anterior que corresponda exclusivamente a tales buques.

Cuando tal incremento fuere motivado por la baja de buques registrados en España o en 
otro Estado miembro de la Unión Europea, la regularización corresponderá a dichos buques 
por todos los períodos impositivos en que los mismos hubiesen estado incluidos en este 
régimen.

3. La aplicación del régimen tributario previsto en el presente capítulo será incompatible, 
para un mismo buque, con la aplicación de la disposición adicional cuarta de esta Ley.

[ . . . ]
Disposición adicional decimoséptima.  Libertad de amortización en inversiones que 
utilicen energía procedente de fuentes renovables.

1. Las inversiones en instalaciones destinadas al autoconsumo de energía eléctrica que 
utilicen energía procedente de fuentes renovables de acuerdo con lo definido en el Real 
Decreto 244/2019, de 5 de abril, por el que se regulan las condiciones administrativas, 
técnicas y económicas del autoconsumo de energía eléctrica, así como aquellas 
instalaciones para uso térmico de consumo propio que utilicen energía procedente de 
fuentes renovables, que sustituyan instalaciones que utilicen energía procedente de fuentes 
no renovables fósiles y que sean puestas a disposición del contribuyente a partir de la 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 18/2022, de 18 de octubre, por el que se aprueban 
medidas de refuerzo de la protección de los consumidores de energía y de contribución a la 
reducción del consumo de gas natural en aplicación del «Plan + seguridad para tu energía 
(+SE), así como medidas en materia de retribuciones del personal al servicio del sector 
público y de protección de las personas trabajadoras agrarias eventuales afectadas por la 
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sequía, y entren funcionamiento en 2023 y 2024, podrán ser amortizadas libremente en los 
períodos impositivos:

i) Que se inicien o concluyan en 2023, cuando la entrada en funcionamiento de los 
elementos a que se refiere este apartado se produzca en 2023.

ii) Que se inicien o concluyan en 2024, cuando la entrada en funcionamiento de los 
elementos a que se refiere este apartado se produzca en 2024.

Lo establecido en este apartado estará condicionado a que durante los 24 meses 
siguientes a la fecha de inicio del período impositivo en que los elementos adquiridos entren 
en funcionamiento, la plantilla media total de la entidad se mantenga respecto de la plantilla 
media de los doce meses anteriores.

Los edificios no podrán acogerse a la libertad de amortización regulada en esta 
disposición.

La cuantía máxima de la inversión que podrá beneficiarse del régimen de libertad de 
amortización será de 500.000 euros.

Para el cálculo de la plantilla media total de la entidad se tomarán las personas 
empleadas, en los términos que disponga la legislación laboral, teniendo en cuenta la 
jornada contratada en relación a la jornada completa.

2. A efectos de la presente disposición, se considerará energía renovable la procedente 
de fuentes renovables no fósiles, es decir, energía eólica, energía solar (solar térmica y solar 
fotovoltaica) y energía geotérmica, energía ambiente, energía mareomotriz, energía 
undimotriz y otros tipos de energía oceánica, energía hidráulica y energía procedente de 
biomasa, gases de vertedero, gases de plantas de depuración, y biogás, tal y como se 
definen en la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de 
diciembre de 2018, relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables.

En el caso de las instalaciones de producción de energía eléctrica, solo se considerará 
energía renovable aquella que proceda de instalaciones de la categoría b) del artículo 2.1 del 
Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de producción de 
energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos.

3. En el caso de instalaciones que empleen bombas de calor accionadas eléctricamente 
solo se considerará energía renovable su uso para calor a partir de un rendimiento de factor 
estacional (SCOPnet) de 2,5 de acuerdo con la Decisión 2013/114/UE de la Comisión de 1 
de marzo de 2013, por la que se establecen las directrices para el cálculo por los Estados 
miembros de la energía renovable procedente de las bombas de calor de diferentes 
tecnologías, conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de la Directiva 2009/28/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo.

En el caso de que tales bombas se usen para frío, solo se considerará que producen 
energía renovable cuando el sistema de refrigeración funcione por encima del requisito de 
eficiencia mínimo expresado como factor de rendimiento estacional primario y este sea al 
menos 1,4 (SPFplow), de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento Delegado (UE) 
2022/759 de la Comisión de 14 de diciembre de 2021 por el que se modifica el anexo VII de 
la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo con respecto a una 
metodología para calcular la cantidad de energías renovables utilizada para la refrigeración y 
los sistemas urbanos de refrigeración.

4. En el caso de sistemas de generación de energía renovable térmica (calor y frío) para 
climatización o generación de agua caliente sanitaria, únicamente se entenderá que se ha 
mejorado el consumo de energía primaria no renovable cuando se reduzca al menos un 30 
por ciento el indicador de consumo de energía primaria no renovable, o bien se consiga una 
mejora de la calificación energética de las instalaciones para obtener una clase energética 
«A» o «B», en la misma escala de calificación.

5. No podrán acogerse a la libertad de amortización a que se refiere esta disposición 
aquellas instalaciones que tengan carácter obligatorio en virtud de la normativa del Código 
Técnico de la Edificación, aprobado por el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, salvo 
que la instalación tenga una potencia nominal superior a la mínima exigida, en cuyo caso 
podrá ser objeto de la libertad de amortización aquella parte del coste de la instalación 
proporcional a la potencia instalada por encima de ese mínimo exigido.
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6. Para la aplicación de la libertad de amortización regulada en esta disposición, los 
contribuyentes deberán estar en posesión, según proceda, de la siguiente documentación 
que acredite que la inversión utiliza energía procedente de fuentes renovables:

a) En el caso de generación de energía eléctrica, la Autorización de Explotación y, en el 
caso de las instalaciones con excedentes, la acreditación de la inscripción en el Registro 
administrativo de instalaciones de producción de energía eléctrica (RAIPREE) o, en el caso 
de instalaciones de menos de 100kW, el Certificado de Instalaciones Eléctricas (CIE) de 
acuerdo con el Reglamento Electrotécnico de Baja Tensión, de conformidad con lo 
establecido en el Real Decreto 244/2019, de 5 de abril, por el que se regulan las condiciones 
administrativas, técnicas y económicas del autoconsumo de energía eléctrica.

b) En el caso de sistemas de producción de gases renovables (biogás, biometano, 
hidrógeno renovable), la acreditación de inscripción en el Registro de instalaciones de 
producción de gas procedente de fuentes renovables regulado en el artículo 19 del Real 
Decreto 376/2022, de 17 de mayo, por el que se regulan los criterios de sostenibilidad y de 
reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero de los biocarburantes, 
biolíquidos y combustibles de biomasa, así como el sistema de garantías de origen de los 
gases renovables.

c) En el caso de sistemas de generación de energía renovable térmica (calor y frío) 
industrial o de proceso, acreditación de la inscripción en registro o informe del órgano 
competente en la Comunidad Autónoma.

d) En el caso de sistemas de generación de energía renovable térmica (calor y frío) para 
climatización o generación de agua caliente sanitaria, certificado de eficiencia energética 
expedido por el técnico competente después de la realización de las inversiones, que indique 
la incorporación de estos sistemas respecto del certificado expedido antes del inicio de las 
mismas.

7. En el supuesto de que se incumpliese la obligación de mantenimiento de la plantilla en 
los términos establecidos en el apartado 1 de esta disposición, se deberá proceder a 
ingresar la cuota íntegra que hubiere correspondido a la cantidad deducida en exceso más 
los intereses de demora correspondientes. El ingreso de la cuota íntegra y de los intereses 
de demora se realizará conjuntamente con la autoliquidación correspondiente al período 
impositivo en el que se haya incumplido la obligación.

8. Las entidades a las que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 101 de esta Ley, 
les sean de aplicación los incentivos fiscales para las empresas de reducida dimensión 
previstos en el capítulo XI del título VII de esta Ley, podrán optar entre aplicar el régimen de 
libertad de amortización previsto en el artículo 102 de esta Ley o aplicar el régimen de 
libertad de amortización regulado en esta disposición.

[ . . . ]
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§ 61

Real Decreto 475/2014, de 13 de junio, sobre bonificaciones en la 
cotización a la Seguridad Social del personal investigador

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 144, de 14 de junio de 2014
Última modificación: 11 de enero de 2023

Referencia: BOE-A-2014-6276

La disposición adicional vigésima de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, 
autorizó al Gobierno para que estableciera bonificaciones en las cotizaciones a la Seguridad 
Social correspondientes al personal investigador que, con carácter exclusivo, se dedique a 
actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica, a que se refiere el artículo 
35 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

La citada ley modificó el régimen normativo de los incentivos a la investigación y el 
desarrollo e innovación tecnológica al cambiar, por un lado, la deducción por dichas 
actividades existente en el Impuesto sobre Sociedades y, por otro, al incorporar un nuevo 
incentivo de naturaleza no tributaria incompatible con el anterior, consistente en la 
bonificación en la cotización a la Seguridad Social y que fue objeto de desarrollo con el Real 
Decreto 278/2007, de 23 de febrero, sobre bonificaciones en la cotización a la Seguridad 
Social respecto del personal investigador.

El Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad 
presupuestaria y de fomento de la competitividad, derogó expresamente la disposición 
adicional vigésima de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, así como el Real Decreto 
278/2007, de 23 de febrero, y las referencias a las bonificaciones contempladas en el Real 
Decreto 1432/2003, de 21 de noviembre, por el que se regulaba la emisión por el Ministerio 
de Ciencia y Tecnología de informes motivados relativos al cumplimiento de requisitos 
científicos y tecnológicos, a efectos de la aplicación e interpretación de deducciones fiscales 
por actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica.

A pesar del contexto de restricciones presupuestarias que han afectado a la intensidad 
del apoyo público a las actuaciones en materia de Investigación, Desarrollo e Innovación 
tecnológica (en adelante I+D+i), el Gobierno ha considerado conveniente recuperar el 
incentivo no tributario de la bonificación en la cotización a la Seguridad Social respecto del 
personal investigador. Y ello porque, si bien los incentivos de naturaleza tributaria cuentan 
con una probada eficacia, la bonificación constituye una reducción inmediata en los gastos 
empresariales y favorece la contratación de personal investigador. Además, en ocasiones es 
el único incentivo con el que cuentan las empresas que no tienen suficientes beneficios y 
cuota tributaria como para que las deducciones en el pago de sus impuestos sea relevante.
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Este real decreto desarrolla, de conformidad con la disposición adicional septuagésima 
novena de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2013, el régimen normativo de las nuevas bonificaciones en las cotizaciones a la 
Seguridad Social, regulando el objeto; el ámbito de aplicación; las exclusiones; los requisitos 
de los beneficiarios; la concurrencia con otras bonificaciones y medidas de apoyo público y 
cuantía máxima de las bonificaciones; los términos en que se establece la compatibilidad de 
las bonificaciones con las deducciones fiscales por I+D+i del artículo 35 del vigente texto 
refundido de la ley del impuesto de sociedades; la aplicación, control y mantenimiento de las 
bonificaciones; la devolución de las bonificaciones en caso de incumplimiento de los 
requisitos y la financiación. Asimismo, el texto normativo incluye una disposición transitoria, 
una adicional y tres finales.

Este real decreto supone la colaboración de los siguientes órganos y entidades: la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria que controlará que se cumplen las condiciones 
que exigidas para la compatibilidad de bonificaciones con las deducciones fiscales; la 
Dirección General de Innovación y Competitividad, del Ministerio de Economía y 
Competitividad, que emitirá informes motivados vinculantes que certifiquen las condiciones 
del personal investigador; la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y la Tesorería General 
de la Seguridad Social que controlarán la correcta aplicación de las bonificaciones sobre las 
cotizaciones y la no superación del máximo de ayudas posibles y el Servicio Público de 
Empleo Estatal, que financiará las bonificaciones.

En cumplimiento de lo previsto en el artículo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 
del Gobierno, se ha oído a las asociaciones profesionales y a los sectores afectados.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Economía y Competitividad, de Hacienda y 
Administraciones Públicas y de Empleo y Seguridad Social, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 13 de junio de 
2014,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto establecer las bonificaciones en las aportaciones 

empresariales a las cuotas de la Seguridad Social por contingencias comunes en la 
contratación del personal investigador que se determina en el artículo 2, así como regular el 
procedimiento para su aplicación.

Asimismo, regula el alcance de la compatibilidad de esta bonificación en las citadas 
cuotas con la deducción a que se refiere el artículo 35 de la Ley 27/2014, de 27 de 
noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, para las empresas que se dediquen a 
actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica que sean sujetos pasivos 
de dicho impuesto.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La contratación indefinida, por empresas dedicadas a actividades de investigación y 

desarrollo e innovación tecnológica, entendiendo como tales las actividades descritas 
respectivamente en el artículo 34.1.a) y 35.2.a) de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, de personal para la realización con carácter exclusivo y por la 
totalidad de su tiempo de trabajo dará lugar, durante un máximo de tres años, a una 
bonificación del 40 por 100 sobre la cuota empresarial a la seguridad social por 
contingencias comunes.

La contratación de personas investigadoras jóvenes, entendiendo por tales aquellas que 
sean menores de 30 años, y la contratación de mujeres investigadoras dará, 
respectivamente, derecho a una bonificación adicional de un 5 por 100, siendo estas 
acumulables, en su caso, entre sí.

2. Con relación a la exclusividad y al cómputo de la totalidad del tiempo de trabajo, se 
admitirá que hasta un 15 por ciento del tiempo dedicado a tareas de formación, docencia, 
divulgación o similares, compute como dedicación exclusiva a actividades de I+D o iT».
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3. A efectos de lo establecido en este artículo, se considerarán actividades de I+D é iT 
las definidas como tales en el artículo 35 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto sobre Sociedades.

Artículo 3.  Exclusiones.
El régimen de bonificaciones regulado en este real decreto no será de aplicación en los 

siguientes supuestos:
a) Respecto de aquellos empleados que destinen únicamente parte de su jornada laboral 

a la realización de actividades de investigación, de desarrollo o de innovación tecnológica.
b) Respecto de aquellos empleados que trabajen para empresas que llevan a cabo 

proyectos de investigación, de desarrollo o de innovación tecnológica, cuya labor consista en 
actividades distintas a las señaladas como tales en el artículo 35 del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, como son las de administración, gestión de recursos, 
marketing, servicios generales y dirección, entre otras.

c) Respecto de aquellos empleados contratados por la Administración General del 
Estado y los Organismos públicos regulados en el título III y en las disposiciones adicionales 
novena y décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, las Administraciones autonómicas o las corporaciones 
locales y sus organismos públicos, así como por otros entes públicos que estén totalmente 
exentos del Impuesto sobre Sociedades.

d) Relaciones laborales de carácter especial previstas en el artículo 2 del texto refundido 
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, u otras disposiciones legales.

e) Respecto del personal contratado por empresas u organismos cuya contratación para 
actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica esté explícitamente 
subvencionada o financiada con fondos públicos, siempre que dicha financiación incluya 
también las cuotas empresariales a la Seguridad Social.

Artículo 4.  Requisitos de las empresas beneficiarias de la bonificación.
Las entidades o empresas beneficiarias de las bonificaciones previstas en este real 

decreto deberán reunir los siguientes requisitos:
a) Cumplir las condiciones exigidas con carácter general para la adquisición y 

mantenimiento de los beneficios en la cotización a la Seguridad Social en el artículo 77 de la 
Ley 13/1996 de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, y 
en el artículo 29 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y de Orden Social.

b) No haber sido excluidas del acceso a los beneficios derivados de la aplicación de los 
programas de empleo por la comisión de infracciones muy graves no prescritas, todo ello de 
conformidad con lo previsto en los artículos 46 y 46 bis del texto refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto.

Artículo 5.  Concurrencia y cuantía máxima de las bonificaciones.
Las bonificaciones aquí previstas podrán ser compatibles con aquellas a las que se 

pudiera acceder o estar disfrutando por aplicación del Programa de Fomento de Empleo u 
otras medidas incentivadoras de apoyo a la contratación, sin que en ningún caso la suma de 
las bonificaciones aplicables pueda superar el cien por cien de la cuota empresarial a la 
Seguridad Social.

Asimismo no podrán, en concurrencia con otras medidas de apoyo público establecidas 
para la misma finalidad, superar el 60 por ciento del coste salarial anual correspondiente al 
contrato que se bonifica.
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Artículo 6.  Alcance de la compatibilidad entre las bonificaciones en la cotización a la 
Seguridad Social respecto del personal investigador y la deducción en las cuotas tributarias 
del impuesto de sociedades.

1. La bonificación en la cotización que regula este real decreto será plenamente 
compatible con la aplicación del régimen de deducción por actividades de investigación y 
desarrollo e innovación tecnológica establecida en el artículo 35 del texto refundido de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, únicamente para las pequeñas y medianas empresas (en adelante, PYMES) 
intensivas en I+D+i reconocidas como tal mediante el sello oficial de «PYME innovadora» y 
que por ello figuren en el Registro que, a tal efecto, gestionará el Ministerio de Economía y 
Competitividad.

2. A efectos de este real decreto se entenderá que una PYME, según definición 
contenida en la Recomendación 2003/361/CE de la Comisión, de 6 de mayo, sobre la 
definición de microempresas, pequeñas y medianas empresas, es intensiva en I+D+i cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando haya recibido financiación pública en los últimos tres años, sin haber sufrido 
revocación por incorrecta o insuficiente ejecución de la actividad financiada, a través de:

1.º Convocatorias públicas en el marco del VI Plan Nacional de Investigación Científica, 
Desarrollo e Innovación Tecnológica o del Plan Estatal de Investigación Científica y Técnica 
y de Innovación.

2.º Ayudas para la realización de proyectos de I+D+i, del Centro para el Desarrollo 
Tecnológico Industrial.

3.º Convocatorias del 7.º Programa Marco de I+D+i o del Programa Horizonte 2020, de la 
Unión Europea.

b) Cuando haya demostrado su carácter innovador, mediante su propia actividad:
1.º Por disponer de una patente propia en explotación en un período no superior a cinco 

años anterior al ejercicio del derecho de bonificación.
2.º Por haber obtenido, en los tres años anteriores al ejercicio del derecho de 

bonificación, un informe motivado vinculante positivo a efectos de aplicación de la deducción 
a la que se refiere el artículo 35 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

c) Cuando haya demostrado su capacidad de innovación, mediante alguna de las 
siguientes certificaciones oficiales reconocidas por el Ministerio de Economía y 
Competitividad:

1.º Joven Empresa Innovadora (JEI), según la Especificación AENOR EA0043.
2.º Pequeña o microempresa innovadora, según la Especificación AENOR EA0047.
3.º Certificación conforme a la norma UNE 166.002 «Sistemas de gestión de la I+D+i».
3. Para el resto de las empresas o entidades la bonificación regulada en este real 

decreto será compatible con el referido régimen de deducción siempre que no se aplique 
sobre el mismo investigador. En tales supuestos, las empresas podrán optar por aplicar la 
bonificación en la cotización a la Seguridad Social respecto del personal a que se refiere el 
artículo 2, o una deducción por los costes de dicho personal en los proyectos en los que 
participe y en los que realice actividades a que se refiere el artículo 35 del texto refundido de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 
5 de marzo.

De acuerdo con el párrafo anterior, será compatible por una misma empresa y en un 
mismo proyecto, la aplicación de bonificaciones sobre investigadores junto con la de 
deducciones por otros investigadores por los que la empresa, en ese caso, desee deducirse.

4. La Agencia Estatal de Administración Tributaria, en ejercicio de sus facultades de 
control en materia de deducciones fiscales, podrá comprobar el cumplimiento de la condición 
de «PYME Innovadora» para acogerse al régimen a que se refiere el apartado 1 de este 
artículo.
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Artículo 7.  Aplicación de las bonificaciones.
1. Las entidades o empresas beneficiarias podrán aplicar las bonificaciones con carácter 

automático en los correspondientes documentos de cotización, sin perjuicio de su control y 
revisión en los términos establecidos en el artículo 8 por la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social y por la Tesorería General de la Seguridad Social.

2. La opción prevista en el apartado anterior supondrá la aplicación exclusiva al 
investigador del régimen escogido hasta la finalización del periodo impositivo y se entenderá 
prorrogada tácitamente en los períodos impositivos sucesivos.

3. La bonificación se aplicará, cuando suponga un cambio sobre la situación precedente:
a) En el caso de trabajadores que ya figuren en situación de alta en la empresa en la 

fecha de efectos de la aplicación de las bonificaciones en la cotización, como solicitud de 
variación de datos que deberá presentarse en el plazo establecido en el artículo 32.3.2.º del 
Reglamento General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de 
datos de trabajadores en la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 
de enero.

b) En el caso de trabajadores que causen alta a partir de la fecha de efectos de la 
aplicación de las bonificaciones en la cotización, en la solicitud de alta del respectivo 
trabajador, dentro del plazo establecido en el artículo 32.3.1.º del Reglamento General sobre 
inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la 
Seguridad Social.

La Tesorería General de la Seguridad Social remitirá al Servicio Público de Empleo 
Estatal, al menos trimestralmente, información sobre las bonificaciones practicadas, 
detallando el número de trabajadores objeto de bonificaciones, con sus respectivas bases de 
cotización y las bonificaciones aplicadas como consecuencia de lo previsto en esta norma.

Artículo 8.  Control de las bonificaciones.
1. Para el adecuado control de las bonificaciones efectuadas, las entidades o empresas 

que apliquen bonificación en las cuotas de diez o más investigadores a lo largo de tres 
meses o más en un ejercicio, deberán aportar ante la Tesorería General de la Seguridad 
Social en un plazo máximo de seis meses desde la finalización del ejercicio fiscal en el que 
se han aplicado las bonificaciones, un informe motivado vinculante emitido por la Dirección 
General de Innovación y Competitividad, del Ministerio de Economía y Competitividad 
relativo al cumplimiento en dicho período de la condición de personal investigador con 
dedicación exclusiva a actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica.

Para ello la entidad deberá presentar ante la citada Dirección General de Innovación y 
Competitividad un informe técnico de calificación de tales actividades y dedicación, de 
acuerdo con las definiciones de estos conceptos y los requisitos científicos y tecnológicos 
contemplados en el artículo 35 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, informe que deberá ser 
emitido por una entidad debidamente acreditada por la Entidad Nacional de Acreditación 
(ENAC) y de acuerdo con el formato que se aprobará por el Ministerio de Economía y 
Competitividad y que estará disponible en la sede electrónica del mismo.

Este informe tendrá carácter vinculante ante la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria y la Tesorería General de la Seguridad Social. En caso de resultar negativo con 
relación a la bonificación ya practicada pero siendo tales gastos susceptibles de deducción 
fiscal, al margen de la devolución de las mismas como establece el artículo siguiente, las 
empresas podrán aplicar el gasto a la deducción fiscal correspondiente.

2. Las entidades o empresas que se apliquen bonificaciones y que también se apliquen 
deducciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6, deberán además aportar ante la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria una memoria anual de actividades y proyectos 
ejecutados e investigadores afectados por la bonificación en el ejercicio vencido, al presentar 
su declaración del impuesto de sociedades conforme al modelo que establezca al efecto la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria. Se podrá comprobar la condición de PYME 
innovadora mediante el acceso al registro regulado en el artículo 6.

3. La Tesorería General de la Seguridad Social remitirá a la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria una relación de los investigadores cuya cotización se haya 
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bonificado, al final de cada ejercicio, para su cruce con las deducciones fiscales que se 
soliciten.

4. Corresponderá a la Agencia Estatal de Administración Tributaria controlar que se 
cumplen las condiciones exigidas para la compatibilidad de bonificaciones con las 
deducciones fiscales; a la Dirección General de Innovación y Competitividad del Ministerio 
de Economía y Competitividad emitir informes motivados vinculantes que certifiquen las 
condiciones del personal investigador y a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y a la 
Tesorería General de la Seguridad Social controlar la correcta aplicación de las 
bonificaciones sobre las cotizaciones.

Artículo 9.  Devolución de bonificaciones.
1. En los supuestos de obtención de las bonificaciones sin reunir los requisitos exigidos, 

procederá la devolución de las cantidades dejadas de ingresar por bonificación en la 
cotización a la Seguridad Social con el recargo y los intereses de demora correspondientes, 
según lo establecido en las normas recaudatorias en materia de Seguridad Social.

2. La obligación de devolución establecida en el apartado anterior se entiende sin 
perjuicio de lo previsto en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

Artículo 10.  Financiación.
Conforme a la disposición adicional septuagésima novena de la Ley 17/2012, de 27 de 

diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, las bonificaciones 
reguladas en este real decreto se financiarán con cargo a la correspondiente partida 
presupuestaria del Servicio Público de Empleo Estatal.

Disposición adicional única.  Territorios forales.
Las referencias contenidas en este real decreto a las deducciones por actividades de 

investigación y desarrollo e innovación tecnológica reguladas en la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobada por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, han de 
entenderse realizadas, respecto a los sujetos pasivos sometidos a legislación foral, a la 
deducción y procedimientos que para tales actividades se contengan en la correspondiente 
normativa foral.

Asimismo las referencias a la Agencia Estatal de Administración Tributaria en este real 
decreto deben entenderse, en estos casos, efectuadas al órgano equivalente del territorio 
foral correspondiente.

Disposición transitoria única.  Bonificación en la cotización a la Seguridad Social respecto 
del personal investigador a tiempo completo en situación de alta el 1 de enero de 2013.

1. Los sujetos pasivos o contribuyentes que tengan derecho a la bonificación regulada en 
este real decreto respecto a investigadores en situación de alta a partir del 1 de enero de 
2013, podrán ejercitar este derecho dentro de los dos meses siguientes a su entrada en 
vigor.

2. Respecto de las cuotas ingresadas correspondientes al ejercicio 2013 o a los meses 
de 2014 transcurridos antes de la entrada en vigor de este real decreto por las que se tenga 
derecho a su bonificación, se podrá solicitar a la Tesorería General de la Seguridad Social, 
hasta el 30 de diciembre de 2014, la devolución del exceso ingresado, aportando, en los 
casos que proceda, el informe motivado vinculante regulado en el artículo 8.1 del este real 
decreto. La Tesorería General de la Seguridad Social deberá dictar y notificar la resolución 
dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se hubiese completado la 
documentación que deba aportar el solicitante de la devolución. Transcurrido dicho plazo sin 
que haya recaído resolución expresa podrá entenderse desestimada dicha solicitud.

3. En el caso de haberse optado por la deducción fiscal con anterioridad a la entrada en 
vigor de este real decreto no procederá la devolución de cuotas.

4. Las cuotas ya ingresadas por las que se tenga derecho a bonificación no tendrán la 
consideración de ingresos indebidos a los efectos previstos en el artículo 44 del Reglamento 
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General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, 
de 11 de junio.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.17.ª, que 

atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de régimen económico de la 
Seguridad Social.

Disposición final segunda.  Facultades de desarrollo.
Se faculta a los Ministros de Economía y Competitividad, de Hacienda y 

Administraciones Públicas y de Empleo y Seguridad Social, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, para dictar las disposiciones que sean necesarias para la aplicación y 
desarrollo de lo establecido en este real decreto.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
1. El presente real decreto entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el presente real decreto se aplicará, 

con carácter retroactivo, al personal investigador a tiempo completo en situación de alta a 
partir del 1 de enero de 2013.
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§ 62

Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 155, de 29 de junio de 2022
Última modificación: 28 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-2022-10757

[ . . . ]
TÍTULO III

Obligaciones de servicio público y derechos y obligaciones de carácter público 
en el suministro de redes y en la prestación de servicios de comunicaciones 

electrónicas

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Derechos de los operadores y despliegue de redes públicas de 
comunicaciones electrónicas

[ . . . ]
Sección 4.ª Infraestructuras comunes y redes de comunicaciones electrónicas 

en los edificios

Artículo 55.  Infraestructuras comunes y redes de comunicaciones electrónicas en los 
edificios.

1. Mediante real decreto se desarrollará la normativa legal en materia de infraestructuras 
comunes de comunicaciones electrónicas en el interior de edificios y conjuntos inmobiliarios. 
Dicho real decreto determinará, tanto el punto de interconexión de la red interior con las 
redes públicas, como las condiciones aplicables a la propia red interior. Asimismo, regulará 
las garantías aplicables al acceso a los servicios de comunicaciones electrónicas a través de 
sistemas individuales en defecto de infraestructuras comunes de comunicaciones 
electrónicas, y el régimen de instalación de éstas en todos aquellos aspectos no previstos en 
las disposiciones con rango legal reguladoras de la materia.

2. La normativa técnica básica de edificación que regule la infraestructura de obra civil en 
el interior de los edificios y conjuntos inmobiliarios deberá tomar en consideración las 
necesidades de soporte de los sistemas y redes de comunicaciones electrónicas fijadas de 
conformidad con la normativa a que se refiere el apartado 1, previendo que la infraestructura 
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de obra civil disponga de capacidad suficiente para permitir el paso de las redes de los 
distintos operadores, de forma que se facilite la posibilidad de uso compartido de estas 
infraestructuras por aquéllos.

3. La normativa reguladora de las infraestructuras comunes de comunicaciones 
electrónicas promoverá la sostenibilidad de las edificaciones y conjuntos inmobiliarios, de 
uso residencial, industrial, terciario y dotacional, facilitando la introducción de aquellas 
tecnologías de la información y las comunicaciones y el «Internet de las Cosas» que 
favorezcan su eficiencia energética, accesibilidad y seguridad, tendiendo hacia la 
implantación progresiva en España del edificio sostenible y conectado con unidades de 
convivencia superiores y del concepto de hogar digital.

4. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital creará y mantendrá un 
inventario centralizado y actualizado de todos aquellos edificios o conjuntos inmobiliarios que 
disponen de infraestructuras comunes de telecomunicaciones instaladas. Dicho inventario 
será puesto a disposición de los operadores y de las empresas instaladoras de 
telecomunicación.

5. Los operadores podrán instalar los tramos finales de las redes fijas de comunicaciones 
electrónicas de alta y muy alta capacidad así como sus recursos asociados en los edificios, 
fincas y conjuntos inmobiliarios que estén acogidos, o deban acogerse, al régimen de 
propiedad horizontal o a los edificios que, en todo o en parte, hayan sido o sean objeto de 
arrendamiento por plazo superior a un año, salvo los que alberguen una sola vivienda, al 
objeto de que cualquier copropietario o, en su caso, arrendatario del inmueble pueda hacer 
uso de dichas redes.

En el caso de edificios en los que no exista una infraestructura común de 
comunicaciones electrónicas en el interior del edificio o conjunto inmobiliario, o la existente 
no permita instalar el correspondiente acceso a las redes fijas de comunicaciones 
electrónicas de alta y muy alta capacidad, dicha instalación podrá realizarse haciendo uso de 
los elementos comunes de la edificación. En los casos en los que no sea posible realizar la 
instalación en el interior de la edificación o finca por razones técnicas o económicas, la 
instalación podrá realizarse utilizando las fachadas de las edificaciones.

El operador que se proponga instalar los tramos finales de red y sus recursos asociados 
a que se refiere el presente apartado, deberá comunicarlo por escrito a la comunidad de 
propietarios o, en su caso, al propietario del edificio, junto con una descripción de la 
actuación que pretende realizar, antes de iniciar cualquier instalación. El formato, contenido, 
y plazos formales de presentación tanto de la comunicación escrita como de la descripción 
de actuación referidos en el presente párrafo serán determinados reglamentariamente. En 
todo caso, corresponderá al operador acreditar que la comunicación escrita ha sido 
entregada.

La instalación no podrá realizarse si en el plazo de un mes desde que la comunicación 
se produzca, la comunidad de propietarios o el propietario acredita ante el operador que 
ninguno de los copropietarios o arrendatarios del edificio está interesado en disponer de las 
infraestructuras propuestas, o afirma que va a realizar, dentro de los tres meses siguientes a 
la contestación, la instalación de una infraestructura común de comunicaciones electrónicas 
en el interior del edificio o la adaptación de la previamente existente que permita dicho 
acceso de alta o muy alta capacidad. Transcurrido el plazo de un mes antes señalado desde 
que la comunicación se produzca sin que el operador hubiera obtenido respuesta, o el plazo 
de tres meses siguientes a la contestación sin que se haya realizado la instalación de la 
infraestructura común de comunicaciones electrónicas, el operador estará habilitado para 
iniciar la instalación de los tramos finales de red y sus recursos asociados, si bien será 
necesario que el operador indique a la comunidad de propietarios o al propietario el día de 
inicio de la instalación.

El procedimiento del párrafo anterior no será aplicable al operador que se proponga 
instalar los tramos finales de redes fijas de comunicaciones electrónicas de alta y muy alta 
capacidad y sus recursos asociados en un edificio o conjunto inmobiliario en el que otro 
operador haya iniciado o instalado tramos finales de dichas redes; o en aquellos casos, sean 
edificaciones o fincas sujetas al régimen de propiedad horizontal o no, en los que se trate de 
un tramo para dar continuidad a una instalación que sea necesaria para proporcionar acceso 
a dichas redes en edificios o fincas colindantes o cercanas y no exista otra alternativa 
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económicamente eficiente y técnicamente viable que quede justificada, en cuyo caso la 
comunidad de propietarios o el propietario no podrá denegar al operador la instalación de los 
tramos finales en el edificio, ni podrá denegar la instalación del tramo de red necesario para 
dar continuidad de la red hacia los edificios o fincas colindantes. En ambos supuestos 
deberá existir, en todo caso, una comunicación previa mínima de un mes de antelación del 
operador a la comunidad de propietarios o al propietario junto con una descripción de la 
actuación que pretende realizar, antes de iniciar cualquier instalación.

En todo caso, será necesario que el operador indique a la comunidad de propietarios o al 
propietario el día de inicio de la instalación.

6. Los operadores serán responsables de cualquier daño que inflijan en las edificaciones 
o fincas como consecuencia de las actividades de instalación de las redes y recursos 
asociados a que se refiere el apartado anterior.

7. Por orden del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital se 
determinarán los aspectos técnicos que deben cumplir los operadores en la instalación de 
los recursos asociados a las redes fijas de comunicaciones electrónicas de alta y muy alta 
capacidad así como la obra civil asociada en los supuestos contemplados en el apartado 5 
de este artículo, con el objetivo de reducir molestias y cargas a los ciudadanos, optimizar la 
instalación de las redes y facilitar el despliegue de las redes por los distintos operadores.

8. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá imponer, previa 
solicitud razonable o de oficio, a los operadores y a los propietarios de los correspondientes 
cables o recursos asociados cuando estos propietarios no sean operadores, previo trámite 
de información pública, obligaciones objetivas, transparentes, proporcionadas y no 
discriminatorias relativas al acceso o utilización compartida de los tramos finales de las redes 
de acceso, incluyendo los que discurran por el interior de las edificaciones y conjuntos 
inmobiliarios, o hasta el primer punto de concentración o distribución ubicado en su exterior, 
cuando la duplicación de esta infraestructura sea económicamente ineficiente o físicamente 
inviable. Las condiciones impuestas podrán incluir normas específicas sobre el acceso a 
dichos elementos de redes y a los recursos y servicios asociados, transparencia y no 
discriminación, así como de prorrateo de los costes de acceso, los cuales, en su caso, se 
ajustarán para tener en cuenta los factores de riesgo.

Cuando la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia concluya, habida 
cuenta en su caso de las obligaciones resultantes de cualquier análisis de mercado 
pertinente, que las obligaciones impuestas en virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior no 
resuelven de modo suficiente barreras físicas o económicas importantes y no transitorias a la 
replicación subyacente a una situación existente o incipiente en el mercado que limitan 
significativamente los resultados de competitividad para los usuarios finales, podrá ampliar la 
imposición de dichas obligaciones de acceso, en condiciones justas y razonables, más allá 
del primer punto de concentración o distribución hasta un punto que considere es el más 
próximo a los usuarios finales que pueda acoger un número de conexiones de usuarios 
finales suficiente como para ser viable comercialmente para los solicitantes de acceso 
eficientes. Al determinar la extensión de la ampliación más allá del primer punto de 
concentración o de distribución, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
tendrá en cuenta en la mayor medida posible las correspondientes directrices del ORECE. Si 
ello se justifica por motivos técnicos o económicos, la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia podrá imponer unas obligaciones de acceso activas o virtuales.

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia no impondrá las obligaciones 
mencionadas en el párrafo anterior en cualquiera de los siguientes supuestos:

a) el operador sea exclusivamente mayorista y pone a disposición de cualquier operador 
unos medios de acceso a los usuarios finales alternativos, viables y similares en condiciones 
justas, no discriminatorias y razonables a una red de muy alta capacidad. La Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia podrá hacer extensiva esta exención a otros 
operadores que ofrezcan, en condiciones justas, no discriminatorias y razonables, acceso a 
una red de muy alta capacidad. Esta exención no podrá aplicarse cuando las redes públicas 
de comunicaciones electrónicas sean o hayan sido financiadas públicamente;
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b) se ponga en peligro la viabilidad económica o financiera de un nuevo despliegue de 
redes, en particular mediante proyectos locales de menor dimensión.

[ . . . ]
TÍTULO VI

La administración de las telecomunicaciones

Artículo 98.  Competencias de la Administración General del Estado y de sus organismos 
públicos.

1. Tendrán la consideración de autoridades públicas competentes específicas en materia 
de telecomunicaciones:

a) los órganos superiores y directivos del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital que, de conformidad con la estructura orgánica del departamento, 
asuman las competencias asignadas a este ministerio en materias reguladas por esta ley;

b) la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia en el ejercicio de las 
competencias que se le han asignado en materias reguladas por esta ley. En el ejercicio de 
estas competencias, tiene la consideración de autoridad nacional de reglamentación a los 
efectos del Código Europeo de Comunicaciones Electrónicas.

2. En el desarrollo de las competencias que tengan encomendadas, dichas autoridades 
cooperarán mutuamente, con los restantes órganos competentes de otros Estados miembros 
y con los organismos pertinentes de la Unión Europea, a fin de fomentar la aplicación 
coherente de la normativa comunitaria en materia de comunicaciones electrónicas y 
contribuir al desarrollo del mercado interior. Con tal fin, apoyarán activamente los objetivos 
de la Comisión y del Organismo de Reguladores Europeos de las Comunicaciones 
Electrónicas (ORECE) de promover una mayor coordinación, en particular, teniendo en 
cuenta en la medida de lo posible las recomendaciones de armonización de la Comisión 
Europea. Asimismo, colaborarán con ambas instituciones, a fin de determinar qué tipos de 
instrumentos y soluciones son los más apropiados para tratar situaciones particulares de 
mercado.

3. En el desarrollo de las competencias que tengan encomendadas, dichas autoridades, 
deberán tener en cuenta en la mayor medida posible los objetivos enunciados en el artículo 
3 y aplicarán principios reguladores objetivos, transparentes, no discriminatorios y 
proporcionados, con arreglo a los siguientes fines y criterios:

a) promover un entorno regulador previsible, garantizando un enfoque regulador 
coherente en períodos de revisión apropiados;

b) fomentar la inversión eficiente orientada al mercado y la innovación en infraestructuras 
nuevas y mejoradas, incluso asegurando que toda obligación relativa al acceso tenga 
debidamente en cuenta los riesgos en que incurren las empresas inversoras, y permitir 
diferentes modalidades de cooperación entre los inversores y las partes que soliciten el 
acceso, con el fin de diversificar el riesgo de las inversiones y velar por que se respeten la 
competencia en el mercado y el principio de no discriminación;

c) imponer obligaciones específicas únicamente cuando no exista una competencia 
efectiva y sostenible, y suprimir dichas obligaciones en cuanto se constate el cumplimiento 
de dicha condición;

d) garantizar que, en circunstancias similares, no se dispense un trato discriminatorio a 
las empresas suministradoras de redes y servicios de comunicaciones electrónicas;

e) salvaguardar la competencia en beneficio de los consumidores y promover, cuando 
sea posible, la competencia basada en las infraestructuras, especialmente mediante la 
instalación y explotación de redes de alta y muy alta capacidad;

f) tener debidamente en cuenta la variedad de condiciones en cuanto a la competencia y 
los consumidores que existen en las distintas regiones geográficas;
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g) ejercer sus responsabilidades de tal modo que se promueva la eficiencia, la 
competencia sostenible y el máximo beneficio para los usuarios finales.

[ . . . ]
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§ 63

Real Decreto 458/2011, de 1 de abril, sobre actuaciones en materia 
de espectro radioeléctrico para el desarrollo de la sociedad digital. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Industria, Turismo y Comercio
«BOE» núm. 79, de 2 de abril de 2011
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2011-5936

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene como objeto el desarrollo de lo establecido en el artículo 47 de la 

Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, así como el establecimiento de una 
serie de actuaciones en materia de espectro radioeléctrico dirigidas a impulsar el desarrollo 
de la Sociedad Digital.

En particular, el presente real decreto persigue:
a) La introducción del principio de neutralidad tecnológica en las bandas de 900 

megahercios (en adelante, MHz) y de 1.800 MHz.
b) El otorgamiento de concesiones demaniales en las referidas bandas y en las de 800 

MHz y de 2,6 gigahercios (en adelante, GHz), en las que se podrá aplicar el principio de 
neutralidad tecnológica.

c) El establecimiento de determinadas medidas en materia de espectro radioeléctrico 
dirigidas a impulsar el desarrollo de la Sociedad Digital, como la generalización de la 
neutralidad de servicios y la ampliación de las bandas de frecuencia en las que se puede 
efectuar la transferencia de títulos habilitantes o cesión de derechos de uso del dominio 
público radioeléctrico.

[ . . . ]
Artículo 4.  Banda de frecuencias de 900 MHz.

1. En aplicación del principio de neutralidad tecnológica, en la banda de frecuencias de 
900 MHz se podrán utilizar los sistemas de comunicaciones móviles digitales celulares 
públicos (GSM) y los sistemas universales de telecomunicaciones móviles (UMTS), así como 
otros sistemas terrestres capaces de prestar servicios de comunicaciones electrónicas que 
puedan coexistir con los sistemas GSM, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 de 
la Ley de Economía Sostenible.

2. Se autoriza a Telefónica Móviles de España, S.A.U. y a Vodafone España, S.A.U. a la 
explotación de la banda de 900 MHz, además de por sistemas GSM, por sistemas UMTS u 
otros sistemas terrestres capaces de prestar servicios de comunicaciones electrónicas que 
puedan coexistir con los sistemas GSM, de acuerdo con el principio de neutralidad 
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tecnológica. Esta autorización obliga al cumplimiento de las siguientes condiciones respecto 
a la banda de 900 MHz:

a) Revierten al Estado los siguientes bloques de frecuencias:
1. 2,2 MHz pareados de entre las concesiones demaniales asignadas a Telefónica 

Móviles de España, S.A.U.
2. 1 MHz pareado de la concesión demanial asignada a Vodafone España, S.A.U.
La reversión se producirá al mes a contar desde que se resuelva la licitación a que se 

refiere el apartado 7 de este artículo.
b) El 3 de febrero de 2015 revierte al Estado 1 MHz pareado de la concesión demanial 

asignada a Vodafone España, S.A.U.
c) La concesión demanial asignada a Telefónica Móviles de España, S.A.U. cuyo periodo 

de vigencia finaliza el 3 de febrero de 2015 mantiene su vigencia en solo 1 MHz pareado 
hasta la extensión del período que se determine en función de lo establecido en el apartado 
4 de este artículo.

d) Telefónica Móviles de España, S.A.U. y Vodafone España, S.A.U. sólo podrán aplicar 
el principio de neutralidad tecnológica en la banda de 900 MHz una vez que transcurra el 
plazo de tres meses a contar desde que se formalice la concesión demanial para el uso del 
bloque de 5 MHz pareados en la banda de 900 MHz a que se refiere el apartado 7 de este 
artículo.

e) El mantenimiento del equilibrio económico-financiero de las concesiones demaniales, 
alterado por la revalorización que han experimentado al autorizarse el principio de 
neutralidad tecnológica, se consigue mediante el cumplimiento por parte de Telefónica 
Móviles de España, S.A.U. y de Vodafone España, S.A.U. de la obligación de realizar, desde 
la fecha de entrada en vigor del presente real decreto y antes del 31 de diciembre de 2013, 
las inversiones en infraestructuras de comunicaciones móviles mediante sistemas UMTS u 
otros sistemas terrestres incluidos en el anexo de la Decisión de la Comisión Europea 
2009/766/CE o bien de proporcionar nueva cobertura mínima de servicio con dichas 
infraestructuras, que se señalan a continuación.

En particular, Telefónica Móviles de España, S.A.U. deberá invertir la cantidad de 80 
millones de euros en infraestructuras de comunicaciones móviles mediante sistemas UMTS 
u otros sistemas terrestres incluidos en el anexo de la Decisión de la Comisión Europea 
2009/766/CE que utilicen la banda de 900 MHz para la prestación de servicios en unidades 
poblacionales de menos de 1.000 habitantes (codificadas con el Nomenclátor INE 2010 con 
códigos de núcleo o diseminado de 11 cifras) o bien proporcionar, como mínimo, nueva 
cobertura con dichas infraestructuras en las citadas unidades a una población total superior 
a 500.000 habitantes.

Por su parte, Vodafone España, S.A.U. deberá invertir la cantidad de 160 millones de 
euros en infraestructuras de comunicaciones móviles mediante sistemas UMTS u otros 
sistemas terrestres incluidos en el anexo de la Decisión de la Comisión Europea 
2009/766/CE que utilicen la banda de 900 MHz para la prestación de servicios en unidades 
poblacionales de menos de 1.000 habitantes (codificadas con el Nomenclátor INE 2010 con 
códigos de núcleo o diseminado de 11 cifras) o bien proporcionar, como mínimo, nueva 
cobertura con dichas infraestructuras en las citadas unidades a una población total superior 
a 1.000.000 habitantes.

Telefónica Móviles de España, S.A.U. constituirá y depositará en la Caja General de 
Depósitos una garantía en alguna de las modalidades previstas en su Reglamento, aprobado 
por el Real Decreto 161/1997, de 7 de febrero, por la cuantía de 80 millones de euros y 
Vodafone España, S.A.U. constituirá y depositará en la Caja General de Depósitos una 
garantía en alguna de las modalidades previstas en su Reglamento, aprobado por el Real 
Decreto 161/1997, de 7 de febrero, por la cuantía de 160 millones de euros para responder 
económicamente del cumplimiento de la obligación de la realización de las inversiones o de 
la consecución de la nueva cobertura mínima en la cuantía, poblaciones y plazo indicados en 
los párrafos anteriores.

3. A efecto de poder reorganizar la banda de 900 MHz en bloques de 5 MHz pareados 
para hacer más efectiva y eficiente su puesta a disposición de sistemas UMTS u otros 
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sistemas terrestres capaces de prestar servicios de comunicaciones electrónicas que 
puedan coexistir con los sistemas GSM y para poder licitar concesiones demaniales para el 
uso de bloques de 5 MHz pareados en esta banda, revierte al Estado un bloque de 1 MHz 
pareado de entre las concesiones demaniales asignadas a France Telecom España, S.A. 
Ello conlleva la autorización a France Telecom España, S.A. para la aplicación del principio 
de neutralidad tecnológica en la explotación de los restantes 5 MHz de las concesiones 
demaniales de las que actualmente es titular en la banda de 900 MHz

La reversión al Estado de dicho bloque de 1 MHz pareado se producirá al mes a contar 
desde que se resuelva la licitación a que se refiere el apartado 7 de este artículo.

4. La reversión de los bloques de frecuencias establecida en los dos apartados 
anteriores se compensa mediante la extensión del período de vigencia de las concesiones 
demaniales de Telefónica Móviles de España, S.A.U., Vodafone España, S.A.U. y France 
Telecom España, S.A., pudiendo ampliarse adicionalmente dicha extensión, a solicitud del 
concesionario y a cambio de contraprestaciones económicas del operador en favor del 
Estado, hasta, como máximo, el 31 de diciembre de 2030. En ningún caso, la compensación 
podrá materializarse a través de contraprestaciones económicas o indemnizaciones del 
Estado en favor de los concesionarios.

El concesionario deberá presentar al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio su 
propuesta de extensión del período de vigencia de la concesión demanial y, 
consecuentemente, las correspondientes contraprestaciones económicas en favor del 
Estado, en el plazo de dos meses a contar desde el día en que se resuelva la subasta 
económica pública de la banda de frecuencias de 900 MHz a que se refiere el apartado 8 de 
este artículo y de la banda de frecuencias de 800 MHz a que se refiere el artículo 6.

Para la determinación de la extensión del período de vigencia de las concesiones, se 
valorarán los bloques de frecuencias revertidos o ampliados en el plazo de vigencia de la 
concesión en función del precio de mercado.

A tal efecto, el precio de mercado es el precio de un MHz para cada año que resulte de 
la media aritmética de la cantidad global recaudada en los bloques de frecuencias asignados 
en la subasta económica pública de la banda de frecuencias de 900 MHz a que se refiere el 
apartado 8 de este artículo y de la banda de frecuencias de 800 MHz a que se refiere el 
artículo 6, teniendo en cuenta la cantidad de MHz a los que afecta la modificación y el 
número de años para su uso y explotación. En este cálculo, se tendrá en cuenta que el 
precio de mercado del espectro se revaloriza en un 2 por ciento anual y se aplicará una tasa 
de descuento del 4,84 por ciento, que se corresponde con la media del coste de la deuda 
antes de impuestos de los tres operadores afectados.

Estas actuaciones se harán reflejar en las concesiones demaniales afectadas, a través 
del oportuno expediente de modificación que se iniciará de oficio y cuya resolución compete 
al Ministro de Industria, Turismo y Comercio, previa audiencia del concesionario, informe de 
la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones y, en caso de que el concesionario 
formule oposición, dictamen del Consejo de Estado. En la modificación de las concesiones 
demaniales afectadas se hará constar de manera expresa el bloque de frecuencias a cuyo 
uso habilita cada concesión demanial y los bloques de frecuencias que revierten al Estado 
en virtud de lo establecido en los apartados 2.a), 2.b) y 3 de este artículo.

5. El Secretario de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, 
mediante resolución, identificará los canales que conforman los bloques de frecuencias que 
revierten al Estado conforme a los apartados 2.a) y 3 de este artículo y podrá resolver sobre 
los ajustes o adaptaciones técnicas, incluido el cambio y agrupación de canales que 
conforman cada concesión demanial, con el objetivo de alcanzar una mayor eficiencia en el 
uso del espectro radioeléctrico o para resolver los problemas de incompatibilidad 
radioeléctrica que se pudieran producir en el uso de los bloques de frecuencias asignados. A 
estos efectos, se podrán tener en cuenta las propuestas de cambio y agrupación de canales 
que formulen los operadores afectados.

6. Se impone a los operadores que en cada momento dispongan de bloques de 
frecuencias con un ancho de banda total igual o superior a 10 MHz pareados en la banda de 
900 MHz y que estén prestando servicios de comunicaciones móviles en dicha banda 
mediante sistemas UMTS u otros sistemas terrestres incluidos en el anexo de la Decisión de 
la Comisión Europea 2009/766/CE, la obligación de ofrecer un servicio mayorista a los 
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operadores que no puedan prestar dichos servicios por carecer de frecuencias suficientes o 
por carecer totalmente de frecuencias en la banda de 900 MHz

Esta obligación se mantendrá hasta el 1 de mayo de 2015. La Comisión del Mercado de 
las Telecomunicaciones decidirá, previa realización del oportuno análisis de mercado, si 
impone la provisión de este servicio mayorista más allá del plazo fijado anteriormente.

Las condiciones en las que se ofertará el servicio mayorista serán libremente acordadas 
entre los operadores, resolviendo la Comisión del Mercado de la Telecomunicaciones los 
conflictos que surjan entre ellos.

7. Con los bloques de frecuencias que revierten al Estado en virtud de lo establecido en 
los apartados 2.a) y 3 de este artículo y junto con el bloque de 0,8 MHz pareados que 
actualmente no está asignado y se encuentra libre de uso en la banda de 900 MHz, se 
conformará un bloque de 5 MHz pareados, que se asignará mediante concurso público, que 
se convocará en el plazo de tres meses a contar desde la entrada en vigor del presente real 
decreto.

En este concurso público se aplicarán, entre otras, las siguientes condiciones:
a) Se otorgará una única concesión demanial de ámbito estatal.
b) En la explotación de este bloque de 5 MHz pareados se podrá utilizar, además de 

sistemas GSM, sistemas UMTS u otros sistemas terrestres capaces de prestar servicios de 
comunicaciones electrónicas que puedan coexistir con los sistemas GSM, de acuerdo con el 
principio de neutralidad tecnológica.

Asimismo, se autoriza la aplicación del principio de neutralidad de servicios en dicho 
bloque de frecuencias.

c) El término inicial de la concesión demanial coincide con la reversión de los bloques de 
frecuencia a que se refieren los apartados 2.a) y 3 de este artículo. La concesión demanial 
finaliza el día 31 de diciembre de 2030.

d) Telefónica Móviles de España, S.A.U. y Vodafone España, S.A.U. no podrán participar 
en dicha licitación, habida cuenta de los bloques de frecuencias que tienen asignados en la 
banda de 900 MHz, y a los efectos de contribuir a neutralizar los potenciales efectos 
distorsionadores de la competencia derivados de la introducción del principio de neutralidad 
tecnológica en esta banda así como de garantizar una mayor competencia en el mercado de 
los servicios de comunicaciones móviles.

e) El adjudicatario de la concesión demanial deberá efectuar una aportación directa al 
Tesoro Público de 126 millones de euros.

f) Adicionalmente, el adjudicatario deberá efectuar una inversión mínima de 126 millones 
de euros en infraestructuras de comunicaciones móviles mediante sistemas UMTS u otros 
sistemas terrestres incluidos en el anexo de la Decisión de la Comisión Europea 
2009/766/CE que utilicen la banda de 900 MHz para la prestación de servicios en unidades 
poblacionales de menos de 5.000 habitantes (codificadas con el Nomenclátor INE 2010 con 
códigos de núcleo o diseminado de 11 cifras). Esta inversión deberá efectuarse a partir de la 
fecha de resolución del concurso y antes del 31 de diciembre de 2013.

g) Se tomarán como criterios de valoración para la adjudicación de esta concesión 
demanial las inversiones en infraestructuras de comunicaciones móviles mediante sistemas 
UMTS u otros sistemas terrestres incluidos en el anexo de la Decisión de la Comisión 
Europea 2009/766/CE que utilicen la banda de 900 MHz que los licitadores se comprometen 
a realizar antes del 31 de diciembre de 2013, y las diferentes anualidades en las que realizar 
dichas inversiones.

h) El adjudicatario constituirá y depositará en la Caja General de Depósitos una 
garantía en alguna de las modalidades previstas en su Reglamento, aprobado por el Real 
Decreto 161/1997, de 7 de febrero, por la cuantía que resulte de la suma de la inversión 
mínima y de las inversiones adicionales que se compromete a realizar conforme a lo 
indicado en los dos párrafos anteriores, para responder económicamente del cumplimiento 
de la obligación de la realización de las inversiones.

8. Con el bloque de frecuencias que procede de la concesión demanial asignada a 
Telefónica Móviles de España, S.A.U. una vez finalizado su periodo de vigencia, que se 
produce el día el 3 de febrero de 2015, excepción hecha del bloque de 1 MHz que mantiene 
su vigencia a la que se refiere el apartado 2.c) de este artículo, junto con el bloque de 1 MHz 
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pareado de la concesión demanial asignada a Vodafone España, S.A.U. que revierte al 
Estado a que se refiere el apartado 2.b) de este artículo, se conformará un bloque de 5 MHz 
pareados y otro de 4,8 MHz pareados, que se asignarán mediante una subasta económica 
pública, que se convocará en el plazo de tres meses a contar desde la entrada en vigor del 
presente real decreto.

En esta subasta económica pública se aplicarán, entre otras, las siguientes condiciones:
a) Se otorgarán dos concesiones demaniales de ámbito estatal, una por un bloque de 5 

MHz pareados y otra por un bloque de 4,8 MHz pareados.
b) En la explotación de estos dos bloques de frecuencias se podrá utilizar, además de 

sistemas GSM, sistemas UMTS u otros sistemas terrestres capaces de prestar servicios de 
comunicaciones electrónicas que puedan coexistir con los sistemas GSM, de acuerdo con el 
principio de neutralidad tecnológica.

Asimismo, se autoriza la aplicación del principio de neutralidad de servicios en dichos 
bloques de frecuencias.

c) Las concesiones demaniales se otorgarán por un plazo de vigencia que se inicia el día 
4 de febrero de 2015 y finaliza el día 31 de diciembre de 2030.

d) La licitación se desarrollará a través del mecanismo de subasta simultánea 
ascendente de múltiples rondas.

e) El precio de salida de cada bloque de frecuencias licitado es de 169 millones de 
euros.

f) El precio final por el que se adjudique cada bloque de frecuencias será abonado al 
Tesoro Público, como mínimo, un 50 por ciento antes de la formalización de la concesión 
demanial y el porcentaje restante antes del 1 de junio de 2012.

Artículo 5.  Banda de frecuencias de 1.800 MHz.
1. En aplicación del principio de neutralidad tecnológica, en la banda de frecuencias de 

1.800 MHz se podrán utilizar los sistemas GSM y los sistemas UMTS así como otros 
sistemas terrestres capaces de prestar servicios de comunicaciones electrónicas que 
puedan coexistir con los sistemas GSM, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 de 
la Ley de Economía Sostenible.

2. Se autoriza a Telefónica Móviles de España, S.A.U., a Vodafone España, S.A.U. y a 
France Telecom España, S.A. a la explotación de la banda de 1.800 MHz, además de por 
sistemas GSM, por sistemas UMTS u otros sistemas terrestres capaces de prestar servicios 
de comunicaciones electrónicas que puedan coexistir con los sistemas GSM, de acuerdo con 
el principio de neutralidad tecnológica.

Esta autorización obliga al cumplimiento de las siguientes condiciones respecto a la 
banda de 1.800 MHz:

a) Revierte al Estado un bloque de 4,8 MHz pareados de cada una de las concesiones 
demaniales asignadas en la banda de 1.800 MHz a cada uno de los operadores citados 
(Telefónica Móviles de España, S.A.U., Vodafone España, S.A.U. y France Telecom España, 
S.A.).

La reversión se producirá a los dos meses desde que se resuelva la licitación a que se 
refiere el apartado 5 de este artículo.

b) Telefónica Móviles de España, S.A.U., Vodafone España, S.A.U. y France Telecom 
España, S.A. sólo podrán aplicar el principio de neutralidad tecnológica en la banda de 1.800 
MHz una vez que transcurra el plazo de tres meses a contar desde que se formalicen las 
concesiones demaniales otorgadas mediante licitación pública a que se refiere el apartado 5 
de este artículo.

3. El equilibrio económico-financiero de las concesiones demaniales de Telefónica 
Móviles de España, S.A.U., Vodafone España, S.A.U. y France Telecom España, S.A., 
alterado como consecuencia de los bloques de frecuencias que revierten al Estado, se 
mantiene a través de la revalorización que experimentan las concesiones al autorizarse la 
aplicación del principio de neutralidad tecnológica en esta banda y de la extensión del 
período de vigencia de las concesiones hasta el 31 de diciembre de 2030.

Estas actuaciones se harán reflejar en las concesiones demaniales afectadas, a través 
del oportuno expediente de modificación que se iniciará de oficio y cuya resolución compete 
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al Ministro de Industria, Turismo y Comercio, previa audiencia del concesionario e informe de 
la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones y, en caso de que el concesionario 
formule oposición, dictamen del Consejo de Estado. En la modificación de las concesiones 
demaniales afectadas se hará constar de manera expresa el bloque de frecuencias a cuyo 
uso habilita cada concesión demanial y los bloques de frecuencias que revierten al Estado 
en virtud de lo establecido en el apartado 2.a) de este artículo.

4. El Secretario de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, 
mediante resolución, identificará los canales que conforman los bloques de frecuencias que 
revierten al Estado conforme al apartado 2.a) de este artículo y podrá resolver sobre los 
ajustes o adaptaciones técnicas, incluido el cambio y agrupación de canales que conforman 
cada concesión demanial, con el objetivo de alcanzar una mayor eficiencia en el uso del 
espectro radioeléctrico o para resolver los problemas de incompatibilidad radioeléctrica que 
se pudieran producir en el uso de los bloques de frecuencias asignados. A estos efectos, se 
podrán tener en cuenta las propuestas de cambio y agrupación de canales que formulen los 
operadores afectados.

5. Los bloques de frecuencias que revierten al Estado en virtud de lo establecido en el 
apartado 2.a) de este artículo, junto con los dos bloques de frecuencias de 0,2 MHz 
pareados actualmente no asignados y que están disponibles en esta banda, serán asignados 
de nuevo mediante concurso público, que se convocará en el plazo de tres meses a contar 
desde la entrada en vigor del presente real decreto, en el que se establecerán, entre otras, 
las siguientes condiciones:

a) Se otorgarán tres concesiones demaniales de ámbito estatal, de las cuales dos 
asignarán, cada una de ellas, el uso de un bloque de 5 MHz pareados, y la tercera asignará 
el uso de un bloque de 4,8 MHz pareados.

b) En la explotación de estos tres bloques de frecuencias se podrá utilizar, además de 
sistemas GSM, sistemas UMTS u otros sistemas terrestres capaces de prestar servicios de 
comunicaciones electrónicas que puedan coexistir con los sistemas GSM, de acuerdo con el 
principio de neutralidad tecnológica.

Asimismo, se autoriza la aplicación del principio de neutralidad de servicios en dichos 
bloques de frecuencias.

c) El término inicial de las concesiones demaniales coincide con la reversión de los 
bloques de frecuencia a que se refiere el apartado 2.a) de este artículo. Las concesiones 
demaniales finalizan el día 31 de diciembre de 2030.

d) No podrán participar en la licitación los operadores que ya tengan asignados bloques 
de frecuencias en la banda de 1.800 MHz (Telefónica Móviles de España, S.A.U., Vodafone 
España, S.A.U. y France Telecom España, S.A.), a efecto de contribuir a neutralizar los 
potenciales efectos distorsionadores de la competencia derivados de la introducción del 
principio de neutralidad tecnológica en esta banda así como de garantizar una mayor 
competencia en el mercado de los servicios de comunicaciones móviles.

e) Por cada concesión demanial asignada, el adjudicatario deberá efectuar una 
aportación directa al Tesoro Público de 14 millones de euros.

f) Adicionalmente, por cada concesión demanial asignada, el adjudicatario deberá 
efectuar una inversión mínima de 20 millones de euros en infraestructuras de 
comunicaciones móviles que utilicen la banda de 1.800 MHz Esta inversión deberá 
efectuarse a partir de la fecha de resolución del concurso y antes del 31 de diciembre de 
2013.

g) Se tomarán como criterios de valoración para la adjudicación de estas concesiones 
demaniales las inversiones en infraestructuras de comunicaciones móviles que utilicen la 
banda de 1.800 MHz que los licitadores se comprometen a realizar antes del 31 de 
diciembre de 2013, y las diferentes anualidades en las que realizar dichas inversiones.

h) El adjudicatario de cada concesión demanial constituirá y depositará en la Caja 
General de Depósitos una garantía en alguna de las modalidades previstas en su 
Reglamento, aprobado por el Real Decreto 161/1997, de 7 de febrero, por la cuantía que 
resulte de la suma de la inversión mínima y de las inversiones adicionales que se 
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compromete a realizar conforme a lo indicado en los dos párrafos anteriores, para responder 
económicamente del cumplimiento de la obligación de la realización de las inversiones.

[ . . . ]
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§ 64

Real Decreto 2296/2004, de 10 de diciembre, por el que se aprueba 
el Reglamento sobre mercados de comunicaciones electrónicas, 

acceso a las redes y numeración. [Inclusión parcial]

Ministerio de Industria, Turismo y Comercio
«BOE» núm. 314, de 30 de diciembre de 2004

Última modificación: 11 de junio de 2009
Referencia: BOE-A-2004-21841

[ . . . ]
TITULO II

Mercados de referencia y obligaciones aplicables a los operadores con poder 
significativo en el mercado

[ . . . ]
CAPITULO III

Obligaciones aplicables a los operadores con poder significativo en mercados 
al por mayor

[ . . . ]
Artículo 10.  Obligaciones de acceso a recursos específicos de las redes y a su utilización.

1. Se podrá exigir a los operadores que hayan sido declarados con poder significativo en 
un mercado al por mayor que satisfagan las solicitudes razonables de acceso a elementos 
específicos de sus redes y a sus recursos asociados, así como las relativas a su utilización, 
entre otros casos, en aquellas situaciones en las que se considere que la denegación del 
acceso o unas condiciones no razonables de efecto análogo pueden constituir un obstáculo 
al desarrollo de un mercado competitivo sostenible a escala minorista o que no benefician a 
los usuarios finales.

En particular, se podrán imponer las siguientes obligaciones:
a) Conceder acceso a terceros a elementos y recursos específicos de sus redes, incluido 

el acceso desagregado al bucle de abonado.
b) Negociar de buena fe con las empresas que soliciten el acceso.
c) No revocar una autorización de acceso a recursos previamente concedida, en especial 

cuando resulte esencial para el suministro de sus servicios.
d) Prestar servicios específicos en régimen de venta al por mayor para su reventa a 

terceros.
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e) Conceder libre acceso a interfaces técnicas, protocolos u otras tecnologías clave que 
sean indispensables para la interoperabilidad de los servicios o de servicios de redes 
virtuales.

f) Facilitar la coubicación u otras modalidades de compartición de instalaciones, 
incluyendo conductos, edificios o mástiles.

g) Prestar determinados servicios necesarios para garantizar la interoperabilidad de 
servicios extremo a extremo ofrecidos a los usuarios, con inclusión de los recursos 
necesarios para los servicios de red inteligente o la itinerancia en redes móviles.

h) Proporcionar acceso a sistemas de apoyo operativos o a sistemas informáticos 
similares, necesarios para garantizar condiciones equitativas de competencia en la 
prestación de servicios.

i) Interconectar redes o los recursos de éstas.
Se podrán vincular a estas obligaciones condiciones en materia de equidad, racionalidad 

y oportunidad.
Las solicitudes de acceso referentes a las obligaciones anteriores sólo podrán denegarse 

sobre la base de criterios objetivos como la viabilidad técnica o la necesidad de preservar la 
integridad de la red.

2. Cuando la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones analice la conveniencia 
de imponer las obligaciones recogidas en este artículo y, en particular, al evaluar si dichas 
obligaciones resultarían coherentes con los objetivos y principios del artículo 3 de la Ley 
32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones, tendrá en cuenta, entre otros, 
los siguientes aspectos:

a) La viabilidad técnica y económica de utilizar o instalar recursos que compitan entre sí, 
a la vista del ritmo de desarrollo del mercado, tomando en cuenta la naturaleza y el tipo de 
interconexión y acceso de que se trate.

b) La posibilidad de proporcionar el acceso propuesto, en relación con la capacidad 
disponible.

c) La inversión inicial del propietario del recurso, teniendo presentes los riesgos 
incurridos al efectuarla.

d) La necesidad de salvaguardar la competencia a largo plazo.
e) Cuando proceda, los derechos pertinentes en materia de propiedad industrial e 

intelectual.
f) El suministro de servicios paneuropeos.

Artículo 11.  Obligaciones sobre control de precios y contabilidad de costes.
1. En los casos en los que el análisis del mercado ponga de manifiesto una ausencia de 

competencia efectiva, que permita a los operadores que hayan sido declarados con poder 
significativo en un mercado al por mayor mantener unos precios excesivos o la compresión 
de los precios en perjuicio de los usuarios finales, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones podrá imponer medidas de control de precios, incluyendo la obligación a 
dichos operadores a orientar los precios en función de los costes de producción de los 
servicios.

La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones velará por que los métodos de 
control de precios que imponga sirvan para fomentar la eficiencia y la competencia 
sostenible y potencie al máximo los beneficios para los consumidores.

2. Cuando la obligación de control de precios impuesta no consista en la orientación de 
los precios en función de los costes, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 
podrá tener en cuenta, entre otros aspectos, los precios existentes en mercados 
competitivos comparables.

3. Cuando a un operador se le haya impuesto la obligación de que sus precios se 
atengan al principio de orientación en función de los costes, la carga de la prueba de que los 
precios se determinan en función de los costes, incluyendo una tasa razonable de 
rendimiento de la inversión, corresponderá al operador.

En estos casos, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones determinará el 
sistema de contabilidad de costes que deberá aplicarse, y podrá precisar el formato y el 
método contable que se habrá de utilizar.
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4. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, a los efectos del cálculo del 
coste de suministro eficiente de servicios, podrá utilizar sistemas o métodos de 
contabilización distintos de los utilizados por el operador, que tendrán en cuenta una tasa 
razonable de rendimiento de las inversiones efectuadas en función del riesgo asumido por 
aquel. Además, podrá requerir en cualquier momento al operador para que justifique, sobre 
la base de dichos sistemas, los precios que aplica o pretenda aplicar y, cuando proceda, 
exigirle su modificación.

5. Cuando la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones determine la aplicación 
de un determinado sistema de contabilidad de costes, el operador deberá encargar a una 
entidad cualificada e independiente, con periodicidad anual, una auditoría que compruebe la 
aplicación de dicho sistema y presentarla a la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones antes del 31 de julio de cada año, salvo que dicho organismo decida 
llevarla a cabo por sí misma.

6. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones garantizará que los operadores a 
los que se haya impuesto la obligación de que sus precios se atengan al principio de 
orientación en función de los costes pongan a disposición del público la descripción del 
sistema de contabilidad de costes empleado. A tal efecto, determinará la forma, las fuentes o 
los medios en que se pondrá a disposición del público la siguiente información relativa a 
dicho sistema y su aplicación:

a) Descripción del sistema en la que, como mínimo, se indiquen las principales 
categorías en que se agrupan los costes y los criterios utilizados para su distribución.

b) Informe relativo a la aplicación de dicho sistema tras cada auditoría anual.

[ . . . ]
CAPITULO IV

Obligaciones aplicables a los operadores con poder significativo en mercados 
al por menor

[ . . . ]
SECCIÓN 3.ª OTRAS OBLIGACIONES APLICABLES A LOS OPERADORES CON 

PODER SIGNIFICATIVO EN MERCADOS AL POR MENOR

[ . . . ]
Artículo 19.  Obligaciones sobre control de precios.

1. En los casos y para los operadores referidos en el artículo 18, la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, para proteger los intereses de los usuarios finales 
fomentando al mismo tiempo los beneficios para los consumidores, la eficiencia y una 
competencia real y sostenible, podrá establecer obligaciones sobre control de precios, tales 
como el establecimiento de límites máximos de precios de los servicios que dichos 
operadores prestan al público, promediación geográfica de precios, control de tarifas 
individuales o medidas de orientación de las tarifas a costes o a precios de mercados 
comparables.

2. La imposición de estas obligaciones estará sujeta a lo dispuesto en el artículo 4.2, 
utilizando métodos que minimicen la intervención regulatoria.

3. Las obligaciones sobre precios impuestas en los mercados al por menor se suprimirán 
respecto de determinados mercados geográficos o de usuarios claramente identificables 
dentro del mercado principal, cuando el análisis de estos mercados ponga de manifiesto la 
existencia de competencia efectiva.

[ . . . ]
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§ 65

Real Decreto 346/2011, de 11 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento regulador de las infraestructuras comunes de 
telecomunicaciones para el acceso a los servicios de 
telecomunicación en el interior de las edificaciones. [Inclusión parcial]

Ministerio de Industria, Turismo y Comercio
«BOE» núm. 78, de 1 de abril de 2011

Última modificación: 3 de octubre de 2019
Referencia: BOE-A-2011-5834

[ . . . ]
Artículo 1.  Objeto.

1. Constituye el objeto de este reglamento el establecimiento de la normativa técnica de 
telecomunicación relativa a la infraestructura común de telecomunicaciones (ICT) para el 
acceso a los servicios de telecomunicación; las especificaciones técnicas de 
telecomunicación que se deberán incluir en la normativa técnica básica de la edificación que 
regule la infraestructura de obra civil en el interior de los edificios para garantizar la 
capacidad suficiente que permita el acceso a los servicios de telecomunicación y el paso de 
las redes de los distintos operadores y los requisitos que debe cumplir la ICT para el acceso 
a los distintos servicios de telecomunicación en el interior de los edificios.

La normativa técnica básica de edificación deberá prever, en todo caso, que la 
infraestructura de obra civil disponga de la capacidad suficiente para permitir el paso de las 
redes de los distintos operadores, de forma tal que se facilite a éstos el uso compartido de 
dicha infraestructura. En el supuesto de que la infraestructura común en el edificio fuese 
instalada o gestionada por un tercero, en tanto éste mantenga su titularidad, deberá 
respetarse el principio de que aquélla pueda ser utilizada por cualquier entidad u operador 
habilitado para la prestación de los correspondientes servicios.

2. Asimismo, este reglamento tiene por objeto favorecer y promocionar el alargamiento 
de la vida útil de las infraestructuras comunes de telecomunicación, impulsando el desarrollo 
de las tareas de mantenimiento necesarias para que las mismas permanezcan en todo 
momento en perfecto estado de funcionamiento, y apoyar la evolución de estas 
infraestructuras para permitir el desarrollo de conceptos como el de «hogar digital» que, 
afrontando el tratamiento de diferentes necesidades de los usuarios de forma integrada, 
aproximan las viviendas y las edificaciones al objetivo de aumentar su sostenibilidad y su 
accesibilidad para personas con discapacidad.

[ . . . ]
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ANEXO V
Hogar Digital

1.  Objeto.
Este anexo contiene reglas para facilitar la incorporación de las funcionalidades del 

«hogar digital» a las viviendas, apoyándose en las soluciones aplicadas en el presente 
reglamento.

Un objetivo estratégico de cualquier sociedad avanzada, hoy día, es la construcción de 
edificaciones con el mayor grado posible de integración medio-ambiental, edificaciones cada 
día más sostenibles. El reciente Código Técnico de la Edificación (CTE) incluye una serie de 
medidas con dos objetivos claros: ahorrar energía y diversificar las fuentes energéticas 
utilizadas por los edificios. Adicionalmente, hay que contemplar medidas concretas que 
ayuden a realizar un uso eficiente de la energía.

Facilitando la introducción del «hogar digital» en la vivienda se contribuye a los objetivos 
del Código Técnico de la Edificación (CTE), el Reglamento de Instalaciones Térmicas de los 
Edificios (RITE), y la Certificación Energética de Edificios de fomentar el ahorro y la 
eficiencia energética en la edificación. El «hogar digital» aporta soluciones concretas que 
permiten un uso eficiente de la energía.

Asimismo, el desarrollo de la edificación en una sociedad avanzada debe contemplar 
infraestructuras y soluciones tecnológicas que garanticen la accesibilidad universal para 
todos los colectivos que lo requieran, cumpliendo con la legislación vigente, adaptando las 
viviendas a las necesidades de las personas con discapacidad o personas mayores. Las 
necesidades de los habitantes de las viviendas evolucionan con el paso de los años, de 
forma que es necesario plantearse la incorporación a la misma de infraestructuras que 
faciliten la adaptación de las viviendas a estas necesidades.

La aportación de soluciones a estas cuestiones en la nueva vivienda, y de otras muchas 
como pueden ser la seguridad, el acceso a contenidos multimedia, el confort, el teletrabajo o 
la teleformación, etc., constituye la esencia del concepto de «hogar digital».

Para impulsar la implantación y desarrollo generalizado del concepto de «hogar digital», 
es imprescindible dotar a las administraciones competentes en materia de edificación, 
fundamentalmente Ayuntamientos y Comunidades Autónomas, de elementos de referencia 
que les permitan discernir de forma sencilla e inequívoca, si las distintas promociones que se 
acometan en su ámbito geográfico de competencias, se ajustan al citado concepto. Para 
conseguirlo se incluye una clasificación de las viviendas y edificaciones atendiendo a los 
equipamientos y tecnologías con las que se pretenden dotar las promociones. En dicha 
clasificación se establecen tres niveles de equipamiento, en función del número de servicios 
que se pretenda.

2.  Definición del «hogar digital» y sus áreas de servicios.
Se define el «hogar digital» como el lugar donde, mediante la convergencia de 

infraestructuras, equipamientos y servicios, son atendidas las necesidades de sus habitantes 
en materia de confort, seguridad, ahorro energético e integración medioambiental, 
comunicación y acceso a contenidos multimedia, teletrabajo, formación y ocio.

Para atender estas necesidades, el «hogar digital» requiere de un conjunto de 
infraestructuras y equipamientos que faciliten el acceso a muchos servicios existentes y 
faciliten la incorporación de otros que llegarán en el futuro próximo. Básicamente estas 
infraestructuras y equipamientos consisten en: una línea de acceso de banda ancha, redes 
domésticas para la interconexión de los dispositivos de la vivienda y una Pasarela 
Residencial (Función Pasarela) que es el elemento, o conjunto de elementos, que integra las 
redes domésticas y las interconecta con el exterior a través del acceso de banda ancha.

Para la interconexión de ordenadores, periféricos y dispositivos de electrónica de 
consumo que permiten la conexión a Internet se utiliza la red de datos interior de la vivienda, 
Red de Área Local (RAL). Los sensores y actuadores necesarios para la automatización de 
las distintas funciones de la vivienda se interconectan entre sí mediante las redes de 
automatización y control. La interconexión entre los dispositivos de las distintas redes se 
consigue gracias a la pasarela residencial que actúa como elemento integrador.
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Los diferentes servicios se agrupan para su descripción en grupos que se definen de una 
manera global. Estos servicios cuando se tratan de una forma individualizada tienen 
funcionalidades que suelen participar en más de uno de los grupos.

El «hogar digital» ofrece a sus habitantes servicios obtenidos gracias a las Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones en las áreas de: Comunicaciones, Eficiencia 
Energética (Diversificación y Ahorro Energético), Seguridad, Control del Entorno, Acceso 
Interactivo a Contenidos Multimedia (relativos a teleformación, ocio, teletrabajo, etc.) y Ocio y 
entretenimiento. Varias de estas funcionalidades que se mencionan están asociadas a las 
técnicas propias de la edificación (aislamientos, orientación del edificio,…) pero pueden 
conseguirse también o potenciarse con tecnologías asociadas al «hogar digital» (gracias a 
sus sistemas de automatización, gestión técnica de la energía y seguridad, etc.).

Estas áreas o grupos de servicios pueden definirse de la siguiente manera:
2.1. Comunicaciones
Servicio básico del «hogar digital» que proporciona el medio de transporte de la 

información, sea ésta en forma de voz, datos o imagen, entre el usuario y los distintos 
dispositivos/servicios, o entre distintos dispositivos que conforman el «hogar digital».

2.2. Eficiencia Energética
El «hogar digital» tiene potencial para conseguir significativos ahorros de energía en 

comparación con un hogar convencional. Siguiendo las pautas del Código Técnico de la 
Edificación, estará diseñado para una gestión inteligente de la climatización y la iluminación, 
así como del resto de las cargas de la vivienda. El control de la misma también debe llegar a 
regular el consumo de energía según el grado de ocupación de la vivienda.

2.3. Seguridad
Servicio básico de «hogar digital» que permite controlar, de forma local (hogar, inmueble 

o conjunto inmobiliario) o remota (más allá de los límites señalados en los apartados 
anteriores), cualquier zona de la vivienda y cualquier incidencia relativa a la seguridad del 
hogar, bienes, y/o de las personas, como intrusiones en la vivienda, fugas de agua o gestión 
de emergencias. Cualquiera de estos eventos se comunica mediante avisos y/o señales de 
alarma al propio usuario o a un centro proveedor de servicios. La secuencia incluida en el 
servicio contempla detección, aviso y, en su caso, actuación.

2.4. Control del entorno
Los servicios de Control del Entorno se basan en sistemas tecnológicos que permiten un 

control integrado de los diferentes sistemas que utilizan los servicios generales de una 
vivienda, proporcionando la integración necesaria para ser el medio más económico para 
satisfacer las necesidades de seguridad, eficacia energética y confort al usuario. En 
definitiva, favoreciendo que la vivienda alcance el grado máximo de:

a) Flexibilidad: Que la vivienda sea capaz de incorporar nuevos servicios en el futuro, a 
la vez que en el presente sea posible efectuar redistribuciones, sin perder el nivel de 
servicios existentes.

b) Economía: Que supone un eficaz uso y gestión de energías consumibles. Lo que 
representa importantes ahorros de disminución de costos de explotación, mantenimiento y 
simplificación en estructuras.

c) Integración de datos heterogéneos. Del control, gestión y mantenimiento de todos los 
servicios y sistemas del edificio y de sus infraestructuras, una de las más importantes, su 
cableado.

d) Confort y Seguridad para sus ocupantes, que supone ayuda, disfrute y eficacia para 
ellos.

e) Comunicación eficaz en su operación y mantenimiento. Con máxima automatización 
de la actividad. Con programación del flujo de la información.

Los Sistemas de Control General de una vivienda deben disponer de una tecnología 
avanzada que sea:

a) Fácil en su implantación y, sobre todo, en su utilización por el usuario final.
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b) Segura en lo que se refiere a su funcionamiento y eficacia.
c) Con alta capacidad de comunicación interna, tanto de visualización de estados, como 

de posibilidades de actuación para el usuario. Al tiempo que con sus entornos exteriores.
2.5. Acceso interactivo a contenidos multimedia
En el «hogar digital» se debe poder acceder de una forma interactiva a contenidos como 

archivos de texto, documentos, imágenes, páginas Web, gráficos y audio utilizados para 
proporcionar y comunicar información, generalmente a través de un sitio web. Incluye datos, 
informaciones y entretenimiento proporcionados por varios servicios a los usuarios de los 
hogares y que pueden ser entregados electrónicamente o en soportes físicos tales como CD, 
DVD, cinta magnética, libros u otras publicaciones.

2.6. Ocio y Entretenimiento
El servicio de Ocio y Entretenimiento permite a las personas disfrutar de sus ratos libres 

de forma pasiva o interactiva, mediante contenido multimedia al que se puede acceder 
desde un equipo reproductor/visualizador. Dicho contenido puede encontrarse en el hogar o 
bien ser recibido de fuentes externas, mediante una infraestructura de telecomunicaciones 
de banda ancha. El objetivo es avanzar en el desarrollo de servicios de Ocio y 
Entretenimiento en el hogar, dotados de la inteligencia necesaria para que, a partir de la 
información y la funcionalidad que brindan los dispositivos digitales multimedia y la conducta 
social del individuo, sean capaces de tomar decisiones y adelantarse a las necesidades de 
los usuarios asistiéndoles en las tareas cotidianas.

3.  Instalaciones del «hogar digital».
Las infraestructuras comunes de telecomunicación (ICT) consiguen que las tecnologías 

de la información y las comunicaciones entren en el hogar y proporcionen un soporte físico y 
lógico para la implantación de los nuevos servicios mencionados en la definición del «hogar 
digital». Las ICT incluyen un acceso de banda ancha hasta el punto de acceso al usuario 
(PAU) y una red de cableado estructurado, categoría 6 o superior, en el interior de la 
vivienda. En el proceso de conversión de las viviendas tradicionales en hogares digitales, no 
basta con dotar a las viviendas de una serie de equipamientos que proporcionen confort, 
seguridad, ahorro energético, accesibilidad, etc., resulta imprescindible que todos estos 
equipamientos estén interconectados para posibilitar su gestión y control, para aprovechar 
las sinergias que presentan y, lo mas importante si el objetivo es generalizar el uso por parte 
de toda la población, esa gestión y control debería poder efectuarse desde fuera del hogar, 
bien sea de una forma personal o a través de servicios ofrecidos por empresas 
especializadas.

Los conceptos clave que definen el «hogar digital» y su materialización en las nuevas 
viviendas son la convergencia y la integración de instalaciones, dispositivos, etc., que 
permiten llegar con facilidad a un conjunto de servicios, convergentes y accesibles desde 
cualquier lugar gracias a las facilidades que ofrecen las comunicaciones, dentro o fuera del 
hogar. Sobre esta base se crea la posibilidad de integrar diferentes infraestructuras y crear 
cada vez más servicios. El conjunto será lo que constituya el «hogar digital».

Hay que señalar que las comunicaciones son, en sí mismas y por sus prestaciones, el 
elemento que posibilita los nuevos servicios de control (dentro y fuera de casa). Aun no 
siendo un elemento suficiente constituyen un elemento imprescindible y crítico para el 
desarrollo de toda la potencialidad del «hogar digital». El acceso de las redes de los distintos 
operadores a la edificación, posibilita la existencia de líneas de banda ancha y, en 
consecuencia, la posibilidad de que estén operativos los citados servicios. Además, la 
existencia en la edificación de instalaciones internas propias, permite el desarrollo de 
servicios como la televisión digital terrestre (TDT).

Esto supone que la vivienda que pueda ser clasificada como «hogar digital» dispone, 
además de una red interna de comunicaciones con cableado estructurado (RAD), tal y como 
se recoge en el anexo II de este reglamento, de una red de gestión, control y seguridad 
(RGCS).
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Definimos la RGCS como una red de datos adicional que presta soporte a un conjunto 
de servicios específicos del «hogar digital». La RGCS puede ser parcialmente soportada por 
otros medios de transmisión además del cableado.

La interconexión entre ambos tipos de redes se consigue gracias a la pasarela 
residencial que actúa como elemento integrador, habilitando la mayoría de los servicios en el 
«hogar digital». Por tanto, se deberá dotar al «hogar digital», para considerarlo como tal, de 
las infraestructuras necesarias.

4.  Servicios del «hogar digital».
En este apartado se recogen, dentro de los grupos anteriormente definidos, los servicios 

de una forma individualizada. Se mantienen dentro del grupo que se considera que tienen 
más relación pero tienen también significación en otros.

4.1. Seguridad
a) Alarmas técnicas de incendio y/o humo
b) Alarmas técnicas de gas (si existe)
c) Alarmas técnicas de inundación (zonas húmedas)
d) Alarmas de Intrusión
e) Alarma Pánico SOS
f) Control de accesos: Vídeo – portero
g) Control de accesos: tarjetas proximidad
h) Videovigilancia
i) Teleseguridad: Central Receptora de Alarmas
4.2. Control del Entorno
a) Simulación de presencia
b) Telemonitorización
c) Telecontrol
d) Automatización y control de toldos y persianas
e) Creación de ambientes
f) Control de temperatura y climatización
g) Diagnostico y mantenimiento remoto
4.3. Eficiencia Energética
a) Gestión de dispositivos eléctricos
b) Gestión de electrodomésticos
c) Gestión del riego
d) Gestión del agua
e) Gestión circuitos eléctricos prioritarios
f) Monitorización de consumos
g) Control de consumos
h) Control de iluminación
4.4. Ocio y entretenimiento
a) Radio difusión Sonora (AM, FM, DAB)
b) Televisión digital terrestre
c) Televisión por satélite/cable
d) Vídeo bajo demanda (VOD)
e) Distribución multimedia / multiroom
f) Televisión IP
g) Música on-line
h) Juegos on-line.
4.5. Comunicaciones
a) Telefonía Básica
b) Acceso a Internet con banda ancha
c) Red de Área Doméstica (Cableado UTP Cát. 6)
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d) Telefonía IP
e) Videotelefonía
4.6. Acceso Interactivo a Contenidos Multimedia
a) Tele-asistencia básica
b) Videoconferencia
c) Tele-trabajo / Tele-educación

5.  Equipamientos y niveles del «hogar digital».
Se establece en las tablas que siguen, una referencia de los equipamientos que debe 

incluir en las viviendas para que éstas puedan ser consideradas como «hogares digitales».
Para que un hogar pueda ser clasificado como «hogar digital», ha de incluir los 

dispositivos que facilitan un número mínimo de servicios. Debe entenderse que muchos de 
los servicios serán posibles siempre que el usuario los contrate con un proveedor, como 
puede ser la línea de banda ancha.

En otros casos, su provisión vendrá dada por la exclusiva existencia de las 
infraestructuras y dispositivos adecuados, como puede ser la recepción de la TDT. Unos 
servicios serán de carácter local o podrán utilizarse desde fuera de la vivienda, siempre que 
el usuario tome o contrate las disposiciones necesarias.

Adicionalmente a las redes ya incluidas en la ICT una vivienda para ser considerada 
«hogar digital» contará con:

5.1. Red de Área Doméstica ampliada:
La Red de Área doméstica interior de la vivienda deberá tener un equipamiento superior 

de bases de acceso terminal (BAT RJ45) que las contempladas en la propia ICT. Este 
equipamiento debe incluir la pasarela residencial, elemento clave, no sólo para la 
interconexión de las redes internas del hogar con las exteriores, sino portadora de la 
inteligencia necesaria para un funcionamiento adecuado de los dispositivos que permita la 
provisión de todos los servicios.

5.2. Red de Gestión, Control y Seguridad:
Si la Pasarela Residencial lo requiere, se colocará una caja ciega con terminación de la 

Red de Gestión, Control y Seguridad junto al BAT donde se ha de conectar la pasarela.
Además se consideran las siguientes infraestructuras adicionales con el fin de garantizar 

la integración y convergencia de los servicios:
5.3. El «hogar digital» deberá de contar con la canalización y el cableado adecuado 

desde el PAU hasta el lugar donde se disponga el videoportero (normalmente punto de 
acceso y/o cocina). Concretamente, el «hogar digital» básico debe disponer de:

• Una canalización del videoportero que pase por el PAU
• Alternativamente, que exista una canalización desde el videoportero hasta el PAU.
5.4. Para facilitar la provisión de los servicios de Diversificación y Ahorro Energético 

(Eficiencia Energética) se deberá de tener en cuenta este tipo de nuevos servicios y dotar al 
«hogar digital» de las infraestructuras necesarias.

5.5. La RGCS debe estar conectada con el PAU y con los cuadros eléctricos para que su 
instalación sea sencilla. Con tal fin desde el PAU se facilitará el acceso al cuadro eléctrico 
principal de la vivienda, sitio donde se debieran de situar los contadores o los elementos 
intermedios de medida. Así, el «hogar digital» desde su concepción más básica, deberá 
contar con un conducto adicional desde el PAU hasta dicho cuadro eléctrico.

Se definen en la tabla que se recoge a continuación, los niveles del «hogar digital» (tres) 
sobre la base de los servicios implantados. Un «hogar digital», dependiendo de su nivel, 
tiene un mínimo de servicios implantados.

Cada grupo de servicios o áreas, se desglosa en los servicios propiamente dichos. En 
las siguientes columnas se muestran las infraestructuras y los dispositivos necesarios para 
que se pueda disponer del servicio. En la siguiente columna, la cuarta, «Ubicación» se trata 
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de mostrar, tanto la ubicación propiamente dicha, como si debe existir (su ubicación es obvia 
o indefinida).

Los criterios para determinar cómo se alcanza cada uno de los tres niveles de «hogar 
digital» son los siguientes:

• Para alcanzar cada uno de los tres niveles, el hogar debe disponer de un número 
mínimo de servicios y cubrir todas las áreas o grupos de servicios.

• Los servicios tienen diferentes funcionalidades que han sido ponderadas. La suma de 
las funcionalidades y ponderaciones de un servicio proporciona un baremo para la 
puntuación otorgada a dicho servicio.

• El «hogar digital básico» – y todos los demás – debe poseer todos los servicios y las 
funcionalidades descritas en la Tabla de Servicios (documento adjunto) y estar entre los 
valores señalados en la tabla que se muestra más abajo. Así por ejemplo continuando con el 
«hogar digital básico», la puntuación que debe obtener valorando los diferentes servicios, 
debe estar entre los 80 y 100 puntos.

• En estas puntuaciones se debe respetar los intervalos que cada área de servicios debe 
tener. Así, por ejemplo continuando con un «hogar digital básico», en un total de una 
puntuación de 100 puntos máxima, se ha concedido a la Seguridad un 15% de la puntuación 
total, a Control del Entorno un 25%, a Eficiencia Energética un 25%, a Ocio y 
Entretenimiento un 5%, a Comunicaciones un 15% y a Acceso Interactivo a Contenidos 
Multimedia un 15%.

• El «hogar digital básico» también puede alcanzarse con una puntuación de 80 puntos 
siempre que los mismos aparezcan con los mínimos señalados: 15 de Seguridad, 15 de 
Control del Entorno, 15 de Eficiencia Energética, 10 de Ocio y Entretenimiento, 20 de 
Comunicaciones y 5 de Acceso Interactivo a Contenidos Multimedia.

• De la misma manera se pueden evaluar los «hogares digitales medio y alto».

TABLA PUNTUACIÓN NIVELES HOGAR DIGITAL

Servicios Seguridad
Control 

del 
Entorno

Eficiencia 
Energética

Ocio y 
Entretenimiento Comunicaciones

Acceso 
Interactivo 

a 
Contenidos 
Multimedia

Puntuación 
Total

Hogar
digital alto

50 40 50 25 25 10 200
45 40 45 15 25 10 180

Hogar
digital 
medio

40 35 40 10 20 5 150

35 30 30 10 20 5 130

Hogar
digital 
básico

15 25 25 10 20 5 100

15 15 15 10 20 5 80

A continuación, se adjunta la tabla de servicios completa:
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§ 66

Real Decreto 424/2005, de 15 de abril, por el que se aprueba el 
Reglamento sobre las condiciones para la prestación de servicios de 
comunicaciones electrónicas, el servicio universal y la protección de 

los usuarios. [Inclusión parcial]

Ministerio de Industria, Turismo y Comercio
«BOE» núm. 102, de 29 de abril de 2005

Última modificación: 29 de diciembre de 2018
Referencia: BOE-A-2005-6970

[ . . . ]
TÍTULO III

Obligaciones de servicio público y de carácter público

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Servicio universal

Sección 1.ª Delimitación del servicio universal

[ . . . ]
Artículo 28.  Conexión a la red pública y acceso al servicio telefónico disponible al público.

1. La conexión a la red pública de comunicaciones electrónicas, desde una ubicación fija, 
referida en el apartado 2.a) del artículo anterior, provista a través de cualquier tecnología, 
deberá ofrecer a sus usuarios finales, de acuerdo con lo establecido en el artículo 29.1, la 
posibilidad de:

a) Conectar y utilizar los equipos terminales que sean conformes con la normativa 
aplicable y establecer comunicaciones telefónicas, y de fax de conformidad con las 
recomendaciones pertinentes de la serie T del UIT-T.

Asimismo, deberá disponer de los recursos técnicos adecuados para posibilitar la 
continuidad del servicio telefónico fijo disponible al público en situaciones de interrupción del 
suministro eléctrico por un periodo mínimo de cuatro horas. No obstante, en las conexiones 
a la red pública que se proporcionen a través de tecnologías que no permitan el suministro 
eléctrico desde las dependencias del operador, los recursos técnicos adecuados para 
garantizar la alimentación eléctrica de los equipos de terminación de red serán facilitados por 
el abonado.
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b) Establecer comunicaciones de datos a velocidad suficiente para acceder de forma 
funcional a Internet. A estos efectos y en virtud de lo establecido en el artículo 52 de la Ley 
2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, la conexión a la red deberá permitir 
comunicaciones de datos en banda ancha a una velocidad en sentido descendente de 1Mbit 
por segundo.

Dicho valor se refiere a la velocidad global de datos del enlace de usuario de acceso a la 
red, comprendiendo tanto la capacidad de transporte de datos neta que ofrece el enlace a 
cada usuario, como las taras de sincronización, control, operaciones, corrección de errores u 
otras funciones específicas del acceso. Para la tecnología ADSL esta velocidad global se 
corresponde con la de sincronización de los modems.

En relación con cada usuario el operador designado garantizará que la citada velocidad 
global de datos que debe proporcionar la conexión, promediada a lo largo de cualquier 
periodo de 24 horas, no sea inferior a un megabit por segundo.

Mediante Orden del Ministro de Industria, Turismo y Comercio se podrán establecer las 
definiciones y métodos de medida, de este parámetro relativo a la velocidad media ofrecida a 
cada usuario.

Asimismo, la conexión a la red deberá permitir que se pueda realizar sobre ella una 
prestación eficiente del servicio telefónico disponible al público, con las características 
mínimas referidas en el apartado 2 de este artículo, y de los servicios de datos, incluidos los 
de acceso a Internet, en condiciones equiparables a las ofrecidas, con carácter general, por 
el mercado. A tal efecto, el operador designado para el suministro de la conexión a la red 
deberá cumplir con alguno de los requisitos siguientes:

1.º Ofrecer a los prestadores de los citados servicios, existentes en el mercado, un tipo 
de acceso que permita realizar de forma eficiente su prestación. A tal efecto podrán 
establecerse requisitos mínimos a la conexión, considerándose en cualquier caso suficiente 
aquellos requisitos equiparables a los impuestos por la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones a los operadores con poder significativo en los mercados de acceso al 
servicio telefónico desde una ubicación fija y a servicios de datos.

2.º Asumir su prestación en las mencionadas condiciones, no siendo computable en tal 
caso el coste neto que ello le pudiera suponer a los efectos de la determinación del coste 
neto asociado al suministro de la conexión a la red.

2. El operador designado para la prestación del servicio telefónico disponible al público 
deberá satisfacer todas las solicitudes de acceso al servicio telefónico disponible al público 
sobre conexiones que posibiliten dicho acceso, de forma que permita al usuario recibir y 
efectuar llamadas telefónicas de ámbito nacional e internacional a través de números 
geográficos o no geográficos, de conformidad con lo establecido en el Plan nacional de 
numeración telefónica. Adicionalmente, deberá respetar en su prestación las condiciones de 
calidad y de asequibilidad que se establecen para el servicio telefónico disponible al público, 
respectivamente, en los artículos 34 y 35 de este reglamento.

Cuando se produzcan interrupciones de dicho servicio, por causas no atribuibles al 
abonado, el operador designado deberá compensarle de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 15 de la carta de derechos del usuario de los servicios de comunicaciones 
electrónicas, aprobada por el Real Decreto 899/2009, de 22 de mayo.

[ . . . ]
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§ 67

Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica 
y creación del registro contable de facturas en el Sector Público

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 311, de 28 de diciembre de 2013

Última modificación: 13 de junio de 2015
Referencia: BOE-A-2013-13722

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley:

PREÁMBULO
Uno de los elementos clave para mejorar la competitividad de las empresas consiste en 

reducir la morosidad de las Administraciones Públicas, ya que esto permitirá reducir sus 
necesidades de financiación y evitar los efectos negativos que ello genera sobre el empleo y 
su propia supervivencia.

Con este objetivo el informe de la Comisión para la reforma de las Administraciones 
Públicas contiene varias propuestas de reformas estructurales para erradicar la morosidad 
de las Administraciones Públicas. Esta Ley es una de estas reformas estructurales que 
impulsa el uso de la factura electrónica y crea el registro contable, lo que permitirá agilizar 
los procedimientos de pago al proveedor y dar certeza de las facturas pendientes de pago 
existentes.

Este control informatizado y sistematizado de las facturas favorecerá un seguimiento 
riguroso de la morosidad a través de un indicador, el periodo medio de pagos, que 
visualizará el volumen de deuda comercial de las Administraciones y permitirá, llegado el 
caso, aplicar los nuevos mecanismos previstos la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, en la que el control de la deuda 
comercial forma parte del principio de sostenibilidad financiera.

Para fortalecer esta necesaria protección del proveedor se facilita su relación con las 
Administraciones Públicas favoreciendo el uso de la factura electrónica y su gestión y 
tramitación telemática, en línea con la «Agenda Digital para Europa», una de las iniciativas 
que la Comisión Europea está impulsando en el marco de la estrategia «Europa 2020». 
Asimismo, esta protección se verá reforzada con un mejor control contable de las facturas 
recibidas por las Administraciones, lo cual permitirá no sólo hacer un mejor seguimiento del 
cumplimiento de los compromisos de pago de las Administraciones Públicas, sino también, 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 847 –



un mejor control del gasto público y del déficit, lo que generará una mayor confianza en las 
cuentas públicas.

Para alcanzar estos fines, esta Ley incluye medidas dirigidas a mejorar la protección de 
los proveedores, tales como el establecimiento de la obligación de presentación en un 
registro administrativo de las facturas expedidas por los servicios que presten o bienes que 
entreguen a una Administración Pública en el marco de cualquier relación jurídica; el impulso 
del uso de la factura electrónica en el sector público, con carácter obligatorio para 
determinados sujetos a partir del quince de enero de 2015; la creación obligatoria para cada 
una de las Administraciones Públicas, estatal, autonómica y local, de puntos generales de 
entrada de facturas electrónicas para que los proveedores puedan presentarlas y lleguen 
electrónicamente al órgano administrativo al que corresponda su tramitación y a la oficina 
contable competente. De este modo habría un punto general de entrada de facturas 
electrónicas por cada nivel administrativo, en total tres, salvo que las Comunidades 
Autónomas o las Entidades Locales, en aplicación del principio de eficiencia, se adhieran al 
punto general de entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado.

Por último, se apuesta además por el impulso de la facturación electrónica también en el 
sector privado, a través de la modificación de la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de 
medidas de impulso de la sociedad de la información, exigible a partir del quince de enero de 
2015.

Junto a las medidas adoptadas para proteger al proveedor y con el objetivo de seguir 
avanzando en un mejor control del gasto público, la presente Ley pone en marcha también 
unas medidas dirigidas a las Administraciones Públicas como la creación de un registro 
contable de facturas gestionado por el órgano o unidad que tenga atribuida la función 
contable; la regulación de un nuevo procedimiento de tramitación de facturas, que entrará en 
vigor a partir del 1 de enero de 2014, que mejorará el seguimiento de las mismas, y el 
fortalecimiento de los órganos de control interno al otorgarles la facultad de poder acceder a 
la documentación contable en cualquier momento.

La presente Ley consta de un total de 13 artículos, agrupados en cinco capítulos, seis 
disposiciones adicionales, tres disposiciones transitorias, una disposición derogatoria única y 
ocho disposiciones finales.

El Capítulo I concreta el objeto de la Ley y su ámbito de aplicación subjetivo. La Ley se 
aplica a las facturas emitidas por la entrega de bienes o la prestación de servicios a las 
Administraciones Públicas, entendiendo por tales los entes, organismos y entidades a que se 
refiere el artículo 3.2 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.

El Capítulo II establece la obligación de presentación de las facturas en un registro 
administrativo.

El Capítulo III se refiere al uso de la factura electrónica en el sector público, 
estableciendo el formato que debe tener. Asimismo, se crea el denominado punto general de 
entrada de facturas electrónicas, del que dispondrán cada una de las Administraciones, con 
posibilidad de celebrar convenios o adherirse al punto ya implementado por la 
Administración General del Estado para compartir su uso y que no sea necesario que cada 
Administración invierta recursos en desarrollar su propio Punto general de entrada de 
facturas electrónicas. A estos efectos se regulan las características mínimas que deben 
reunir estos puntos.

El Capítulo IV regula la creación del registro contable de facturas, un nuevo 
procedimiento para la tramitación de facturas y las actuaciones correspondientes al órgano 
competente en materia de contabilidad.

El Capítulo V recoge los efectos de la recepción de la factura, las facultades y 
obligaciones de los órganos de control interno y la colaboración con la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.

Las disposiciones adicionales primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y sexta regulan 
respectivamente el régimen, a los efectos de esta Ley, de los órganos constitucionales del 
Estado y de los órganos legislativos y de control autonómicos, el formato de la factura y la 
firma electrónica, el formato de la factura electrónica y sus efectos tributarios, el intercambio 
de información sobre deudores de las Administraciones, la adhesión al punto general de 
entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado y la publicidad de 
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la creación de los puntos generales de entrada de facturas electrónicas y el registro contable 
de facturas.

La disposición transitoria primera prevé la no aplicación de lo dispuesto en la Ley a las 
facturas ya expedidas en el momento de su entrada en vigor. No obstante, los proveedores 
que así lo consideren podrán presentar ante un registro administrativo también las facturas 
expedidas antes de la entrada en vigor de la Ley.

La disposiciones transitorias segunda y tercera prevén la firma de las facturas 
electrónicas en tanto no se desarrolle el contenido del sello electrónico avanzado y la 
intermediación entre el punto general de entrada de facturas y los órganos administrativos a 
los que corresponda la tramitación, hasta que no estén disponibles los registros contables de 
facturas respectivamente.

La disposición derogatoria deroga cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo dispuesto en la Ley.

La disposición final primera se refiere a la modificación de la Ley 29/1987, de 18 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

La disposición final segunda recoge la modificación de la Ley 56/2007, de 28 de 
diciembre, de medidas de impulso de la sociedad de la información para establecer la 
obligatoriedad de la facturación electrónica a determinadas empresas y particulares que 
acepten recibirlas o que las hayan solicitado expresamente, así como la eficacia ejecutiva de 
la factura electrónica.

La disposición final tercera se refiere a la modificación del texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público.

La disposición final cuarta se refiere a una modificación de la Ley 14/2013, de 27 de 
septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización.

La disposición final quinta determina el carácter básico de la Ley e invoca los 
artículos 149.1.6.ª, 149.1.8.ª, 149.1.13.ª, 149.1.14.ª y 149.1.18.ª de la Constitución española 
como títulos competenciales al amparo de los cuales se dicta la Ley.

Las disposiciones finales sexta, séptima y octava se refieren respectivamente al 
desarrollo reglamentario de esta Ley, la habilitación normativa y su entrada en vigor a los 
veinte días de su publicación en el Boletín Oficial del Estado, salvo el artículo 4, que entrará 
en vigor el 15 de enero de 2015, y el artículo 9 y la disposición final primera, que entrarán en 
vigor el 1 de enero de 2014.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Constituye el objeto de la presente Ley impulsar el uso de la factura electrónica, crear el 

registro contable de facturas, regular el procedimiento para su tramitación en las 
Administraciones públicas y las actuaciones de seguimiento por los órganos competentes.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación subjetivo.
1. Lo previsto en la presente Ley será de aplicación a las facturas emitidas en el marco 

de las relaciones jurídicas entre proveedores de bienes y servicios y las Administraciones 
Públicas.

2. A los efectos de lo previsto en esta Ley tendrán la consideración de Administraciones 
Públicas los entes, organismos y entidades a que se refiere el artículo 3.2 del Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 
3/2011, de 14 de noviembre, así como las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales de la Seguridad Social, en el ejercicio de su función colaboradora en la gestión 
de la Seguridad Social.
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CAPÍTULO II
Obligación de presentación de facturas ante las Administraciones Públicas

Artículo 3.  Obligación de presentación de facturas en el registro.
El proveedor que haya expedido la factura por los servicios prestados o bienes 

entregados a cualquier Administración Pública, tendrá la obligación, a efectos de lo 
dispuesto en esta Ley, de presentarla ante un registro administrativo, en los términos 
previstos en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en el plazo de 
treinta días desde la fecha de entrega efectiva de las mercancías o la prestación de 
servicios. En tanto no se cumplan los requisitos de tiempo y forma de presentación 
establecidos en esta Ley no se entenderá cumplida esta obligación de presentación de 
facturas en el registro.

CAPÍTULO III
Factura electrónica en las Administraciones Públicas

Artículo 4.  Uso de la factura electrónica en el sector público.
1. Todos los proveedores que hayan entregado bienes o prestado servicios a la 

Administración Pública podrán expedir y remitir factura electrónica. En todo caso, estarán 
obligadas al uso de la factura electrónica y a su presentación a través del punto general de 
entrada que corresponda, las entidades siguientes:

a) Sociedades anónimas;
b) Sociedades de responsabilidad limitada;
c) Personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica que carezcan de nacionalidad 

española;
d) Establecimientos permanentes y sucursales de entidades no residentes en territorio 

español en los términos que establece la normativa tributaria;
e) Uniones temporales de empresas;
f) Agrupación de interés económico, Agrupación de interés económico europea, Fondo 

de Pensiones, Fondo de capital riesgo, Fondo de inversiones, Fondo de utilización de 
activos, Fondo de regularización del mercado hipotecario, Fondo de titulización hipotecaria o 
Fondo de garantía de inversiones.

No obstante, las Administraciones Públicas podrán excluir reglamentariamente de esta 
obligación de facturación electrónica a las facturas cuyo importe sea de hasta 5.000 euros y 
a las emitidas por los proveedores a los servicios en el exterior de las Administraciones 
Públicas hasta que dichas facturas puedan satisfacer los requerimientos para su 
presentación a través del Punto general de entrada de facturas electrónicas, de acuerdo con 
la valoración del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, y los servicios en el 
exterior dispongan de los medios y sistemas apropiados para su recepción en dichos 
servicios.

2. Todos los proveedores tienen derecho a ser informados sobre el uso de la factura 
electrónica a través del órgano, organismo público o entidad que determine cada 
Administración Pública.

Artículo 5.  Formato de las facturas electrónicas y su firma electrónica.
A efectos de lo previsto en esta Ley:
1. Las facturas electrónicas que se remitan a las Administraciones Públicas deberán 

tener un formato estructurado y estar firmadas con firma electrónica avanzada basada en un 
certificado reconocido, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10.1 a) del Real Decreto 
1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regulan 
las obligaciones de facturación.
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Por Orden de la Vicepresidenta del Gobierno y Ministra de la Presidencia, a propuesta 
conjunta del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas y del Ministro de Industria, 
Energía y Turismo, se determinará el formato estructurado de la factura electrónica, oído el 
comité sectorial de Administración electrónica.

2. También se admitirá el sello electrónico avanzado basado en un certificado reconocido 
que reúna los siguientes requisitos:

a) El certificado deberá identificar a la persona jurídica o entidad sin personalidad jurídica 
que selle la factura electrónica, a través de su denominación o razón social y su número de 
identificación fiscal.

b) La solicitud del sello electrónico avanzado podrá formularse bien mediante 
comparecencia presencial de una persona física que acredite su representación, bien por 
medios electrónicos mediante el DNI electrónico y la remisión de los documentos que 
acrediten su poder de representación en formato papel o electrónico.

El sello electrónico es el conjunto de datos en forma electrónica, consignados o 
asociados con facturas electrónicas, que pueden ser utilizados por personas jurídicas y 
entidades sin personalidad jurídica para garantizar el origen y la integridad de su contenido.

Artículo 6.  Punto general de entrada de facturas electrónicas.
1. El Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades locales, dispondrán de un 

Punto general de entrada de facturas electrónicas, a través del cual se recibirán todas las 
facturas electrónicas que correspondan a entidades, entes y organismos vinculados o 
dependientes.

No obstante lo anterior, las Entidades Locales podrán adherirse a la utilización del Punto 
general de entrada de facturas electrónicas que proporcione su Diputación, Comunidad 
Autónoma o el Estado.

Asimismo, las Comunidades Autónomas podrán adherirse a la utilización del Punto 
general de entrada de facturas electrónicas que proporcione el Estado.

2. El Punto general de entrada de facturas electrónicas de una Administración 
proporcionará una solución de intermediación entre quien presenta la factura y la oficina 
contable competente para su registro.

3. El Punto general de entrada de facturas electrónicas permitirá el envío de facturas 
electrónicas en el formato que se determina en esta Ley. El proveedor o quien haya 
presentado la factura podrá consultar el estado de la tramitación de la factura.

4. Todas las facturas electrónicas que reúnan los requisitos previstos en esta Ley y su 
normativa básica de desarrollo, sin perjuicio de ulteriores requisitos que en la fase de 
conformidad deban cumplirse, serán presentadas a través del Punto general de entrada de 
facturas electrónicas, donde serán admitidas, y producirán una entrada automática en un 
registro electrónico de la Administración Pública gestora de dicho Punto general de entrada 
de facturas electrónicas, proporcionando un acuse de recibo electrónico con acreditación de 
la fecha y hora de presentación.

5. El Punto general de entrada de facturas electrónicas proporcionará un servicio 
automático de puesta a disposición o de remisión electrónica de las mismas a las oficinas 
contables competentes para su registro.

6. La Secretaría de Estado de Administraciones Públicas y la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos determinarán conjuntamente las condiciones técnicas normalizadas 
del Punto general de entrada de facturas electrónicas así como los servicios de 
interoperabilidad entre el resto de Puntos con el Punto general de entrada de facturas 
electrónicas de la Administración General del Estado.

7. Cuando una Administración Pública no disponga de Punto general de entrada de 
facturas electrónicas ni se haya adherido al de otra Administración, el proveedor tendrá 
derecho a presentar su factura en el Punto general de entrada de facturas electrónicas de la 
Administración General del Estado, quien depositará automáticamente la factura en un 
repositorio donde la Administración competente será responsable de su acceso, y de la 
gestión y tramitación de la factura.

8. Las diputaciones provinciales, cabildos y consejos insulares ofrecerán a los municipios 
con población inferior a 20.000 habitantes la colaboración y los medios técnicos necesarios 
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para posibilitar la aplicación de lo dispuesto en este artículo, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 36.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local.

Artículo 7.  Archivo y custodia de la información.
1. La responsabilidad del archivo y custodia de las facturas electrónicas corresponde al 

órgano administrativo destinatario de la misma, sin perjuicio de que pueda optar por la 
utilización del correspondiente punto general de entrada de facturas electrónicas como 
medio de archivo y custodia de dichas facturas si se adhiere al mismo.

2. Cuando el punto general de entrada de facturas electrónicas sea utilizado para archivo 
y custodia de las facturas electrónicas, su información no podrá ser empleada para la 
explotación o cesión de la información, salvo para el propio órgano administrativo al que 
corresponda la factura. Ello se entenderá sin perjuicio de las obligaciones que se puedan 
derivar de la normativa tributaria.

CAPÍTULO IV
Registro contable de facturas y procedimiento de tramitación en las 

Administraciones Públicas

Artículo 8.  Creación del registro contable de facturas.
1. Cada uno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley, dispondrán 

de un registro contable de facturas que facilite su seguimiento, cuya gestión corresponderá 
al órgano o unidad administrativa que tenga atribuida la función de contabilidad.

2. Dicho registro contable de facturas estará interrelacionado o integrado con el sistema 
de información contable.

Artículo 9.  Procedimiento para la tramitación de facturas.
1. El registro administrativo en el que se reciba la factura la remitirá inmediatamente a la 

oficina contable competente para la anotación en el registro contable de la factura.
Las facturas electrónicas presentadas en el correspondiente Punto general de entrada 

de facturas electrónicas, serán puestas a disposición o remitidas electrónicamente, mediante 
un servicio automático proporcionado por dicho Punto, al registro contable de facturas que 
corresponda en función de la oficina contable que figura en la factura. En la factura deberán 
identificarse los órganos administrativos a los que vaya dirigida de conformidad con la 
disposición adicional trigésima tercera del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre. No obstante, 
el Estado, las Comunidades Autónomas y los municipios de Madrid y Barcelona, podrán 
excluir reglamentariamente de esta obligación de anotación en el registro contable a las 
facturas en papel cuyo importe sea de hasta 5.000 euros, así como las facturas emitidas por 
los proveedores a los servicios en el exterior de cualquier Administración Pública hasta que 
dichas facturas puedan satisfacer los requerimientos para su presentación a través del Punto 
general de entrada de facturas electrónicas, de acuerdo con la valoración del Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, y los servicios en el exterior dispongan de los medios 
y sistemas apropiados para su recepción en dichos servicios.

Los registros contables de facturas se podrán conectar con distintos Puntos generales de 
entrada de facturas electrónicas y en todo caso se conectarán con el Punto general de 
entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado cuando la 
Administración correspondiente se hubiera adherido al uso del mismo.

2. La anotación de la factura en el registro contable de facturas dará lugar a la 
asignación del correspondiente código de identificación de dicha factura en el citado registro 
contable. En el caso de las facturas electrónicas dicho código será automáticamente 
asignado y comunicado inmediatamente a los Puntos generales de entrada de facturas 
electrónicas con los que esté interconectado el registro contable, pudiendo rechazarse la 
factura en esta fase solamente cuando no se cumplan los requisitos previstos en esta Ley y 
su normativa básica de desarrollo.
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3. El órgano o unidad administrativa que tenga atribuida la función de contabilidad la 
remitirá o pondrá a disposición del órgano competente para tramitar, si procede, el 
procedimiento de conformidad con la entrega del bien o la prestación del servicio realizada 
por quien expidió la factura y proceder al resto de actuaciones relativas al expediente de 
reconocimiento de la obligación, incluida, en su caso, la remisión al órgano de control 
competente a efectos de la preceptiva intervención previa.

4. Una vez reconocida la obligación por el órgano competente que corresponda, la 
tramitación contable de la propuesta u orden de pago identificará la factura o facturas que 
son objeto de la propuesta, mediante los correspondientes códigos de identificación 
asignados en el registro contable de facturas.

Artículo 10.  Actuaciones del órgano competente en materia de contabilidad.
Los órganos o unidades administrativas que tengan atribuida la función de contabilidad 

en las Administraciones Públicas:
1. Efectuarán requerimientos periódicos de actuación respecto a las facturas pendientes 

de reconocimiento de obligación, que serán dirigidos a los órganos competentes.
2. Elaborarán un informe trimestral con la relación de las facturas con respecto a los 

cuales hayan transcurrido más de tres meses desde que fueron anotadas y no se haya 
efectuado el reconocimiento de la obligación por los órganos competentes. Este informe será 
remitido dentro de los quince días siguientes a cada trimestre natural del año al órgano de 
control interno.

CAPÍTULO V
Efectos de la recepción de la factura, facultades de los órganos de control y 

colaboración con la Agencia Estatal de Administración Tributaria

Artículo 11.  Efectos de la recepción de la factura en el punto general de entrada de facturas 
electrónicas y anotación en el registro contable de facturas.

La recepción de la factura en el punto general de entrada de facturas electrónicas y su 
anotación en el registro contable de facturas tendrá únicamente los efectos que de acuerdo 
con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común se deriven de su presentación en un 
registro administrativo.

Artículo 12.  Facultades y obligaciones de los órganos de control interno.
1. La Intervención General de la Administración del Estado y los órganos de control 

equivalentes en los ámbitos autonómico y local tendrán acceso a la documentación 
justificativa, a la información que conste en el registro contable de facturas, y a la 
contabilidad en cualquier momento.

2. Anualmente, el órgano de control interno elaborará un informe en el que evaluará el 
cumplimiento de la normativa en materia de morosidad. En el caso de las Entidades Locales, 
este informe será elevado al Pleno.

3. Las Intervenciones Generales u órganos equivalentes de cada Administración 
realizarán una auditoría de sistemas anual para verificar que los correspondientes registros 
contables de facturas cumplen con las condiciones de funcionamiento previstas en esta Ley 
y su normativa de desarrollo y, en particular, que no quedan retenidas facturas presentadas 
en el Punto general de entrada de facturas electrónicas que fueran dirigidas a órganos o 
entidades de la respectiva Administración en ninguna de las fases del proceso. En este 
informe se incluirá un análisis de los tiempos medios de inscripción de facturas en el registro 
contable de facturas y del número y causas de facturas rechazadas en la fase de anotación 
en el registro contable.
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Artículo 13.  Colaboración con la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
Los registros contables de facturas remitirán a la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria, por vía telemática, aquella información sobre las facturas recibidas, para asegurar 
el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de facturación cuyo control le corresponda. 
Se habilita al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas a determinar el contenido de 
la información indicada así como el procedimiento y periodicidad de su remisión.

Disposición adicional primera.  Régimen de los órganos constitucionales del Estado y de 
los órganos legislativos y de control autonómicos.

Los órganos competentes del Congreso de los Diputados, del Senado, del Consejo 
General del Poder Judicial, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Cuentas, del 
Defensor del Pueblo, de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y de 
las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo 
adaptarán su actuación a las normas establecidas en esta Ley para las Administraciones 
Públicas.

Disposición adicional segunda.  Formato de la factura y firma electrónica.
En tanto no se apruebe la Orden ministerial prevista en el artículo 5, las facturas 

electrónicas que se remitan a las Administraciones Públicas se ajustarán al formato 
estructurado de la factura electrónica Facturae, versión 3.2, y de firma electrónica conforme 
a la especificación XMLAdvanced Electronic Signatures (XAdES).

Disposición adicional tercera.  Formato de la factura electrónica y sus efectos tributarios.
La factura electrónica prevista en esta Ley y su normativa de desarrollo será válida y 

tendrá los mismos efectos tributarios que la factura en soporte papel. En particular, podrá ser 
utilizada como justificante a efectos de permitir la deducibilidad de la operación de 
conformidad con la normativa de cada tributo y lo dispuesto en el artículo 106 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Disposición adicional cuarta.  Intercambio de información.
La Agencia Estatal de Administración Tributaria, los órganos de recaudación de la 

Comunidades Autónomas y Entidades Locales, la Tesorería General de la Seguridad Social 
y los órganos pagadores de las Administraciones públicas, incluidas en el ámbito de 
aplicación de esta Ley, de acuerdo con el procedimiento que se establezca 
reglamentariamente, intercambiarán la información sobre deudores de las Administraciones 
y los pagos a los mismos con el objeto de realizar las actuaciones de embargo o 
compensación que procedan.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria creará y administrará la plataforma 
informática para el desarrollo de los intercambios de información y las actuaciones de 
gestión recaudatoria previstas en esta disposición.

Disposición adicional quinta.  Adhesión al Punto General de Entrada de Facturas 
Electrónicas de la Administración General del Estado.

1. En cumplimiento de la obligación de establecer un punto general de entrada de 
facturas electrónicas señalada en el artículo 6 de la presente Ley, las Comunidades 
Autónomas y las Entidades Locales podrán adherirse al punto general de entrada de 
facturas electrónicas establecido por la Administración General del Estado, que les 
proporcionará las funcionalidades previstas para el citado punto respecto de las facturas 
electrónicas de los proveedores.

2. La adhesión al punto general de entrada de facturas electrónicas de la Administración 
General del Estado se realizará por medios telemáticos a través del portal electrónico 
establecido al efecto en el citado punto por la Secretaría de Estado de Administraciones 
Públicas del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

3. Este acto de adhesión, suscrito con firma electrónica avanzada por el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma o Entidad Local de que se trate, deberá dejar 
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constancia de la voluntad de dicha Comunidad o Entidad de adherirse al punto general de 
entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado y de aceptar en su 
integridad las condiciones de uso de la plataforma, determinadas por la Secretaría de Estado 
de Administraciones Públicas del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

4. Los desarrollos técnicos que, en su caso, deban implantar las Comunidades 
Autónomas y las Entidades Locales para integrar y hacer compatibles sus sistemas 
informáticos con el punto general de entrada de facturas electrónicas de la Administración 
General del Estado serán financiados con cargo a los Presupuestos de cada Comunidad 
Autónoma o Entidad Local.

5. La adhesión de las Comunidades Autónomas o Entidades Locales al punto general de 
entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado es voluntaria, si 
bien la no adhesión deberá justificarse en términos de eficiencia conforme al artículo 7 de la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera.

La adhesión al punto general entrada de facturas electrónicas de la Administración 
General del Estado podrá conllevar la repercusión de los costes económicos que se 
generen.

Disposición adicional sexta.  Publicidad de los Puntos generales de entrada de facturas 
electrónicas y de los registros contables.

1. A la creación de los Puntos generales de entrada de facturas electrónicas y de los 
registros contables se le dará publicidad.

2. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas mantendrá actualizado un 
Directorio en el que la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las 
Entidades Locales consignarán, al menos, la dirección electrónica de su Punto general de 
entrada de facturas electrónicas y el resto de información complementaria que pueda ser útil 
para que sea consultado por los proveedores.

3. Las diputaciones provinciales, cabildos y consejos insulares ofrecerán a los municipios 
con población inferior a 20.000 habitantes la colaboración y los medios técnicos necesarios 
para posibilitar la aplicación de lo previsto en esta disposición, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 36.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen 
Local.

Disposición transitoria primera.  Obligación de presentación de la factura en un registro 
administrativo.

Las obligaciones previstas en esta Ley no serán de aplicación a las facturas ya 
expedidas en el momento de su entrada en vigor.

No obstante, el proveedor que haya expedido la factura por los servicios prestados o 
bienes entregados a cualquier Administración Pública antes de la entrada en vigor de esta 
Ley podrá presentarla ante un registro administrativo, en los términos previstos en el artículo 
38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Disposición transitoria segunda.  Firma de las facturas electrónicas.
En tanto no se desarrolle el contenido del sello electrónico avanzado basado en un 

certificado electrónico reconocido, las facturas electrónicas que se presenten ante las 
Administraciones Públicas podrán garantizar su autenticidad e integridad mediante un 
certificado que resulte válido en la plataforma de validación de certificados electrónicos 
@firma del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

Disposición transitoria tercera.  Intermediación entre el punto general de entrada de 
facturas y la oficina contable competente.

Mientras no esté disponible el registro contable de facturas, el punto general de entrada 
de facturas electrónicas proporcionará una solución de intermediación, bien a través de un 
servicio automático de puesta a disposición o bien a través de su remisión electrónica, entre 
quien presenta la factura y el órgano administrativo al que corresponda su tramitación.
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Disposición derogatoria.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley. En particular, queda derogado el artículo 5 de la Ley 15/2010, 
de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Se modifica el apartado 4 del artículo 34 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, que queda redactado de la siguiente forma:

«4. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior, se establece el régimen 
de autoliquidación del impuesto con carácter obligatorio en las siguientes 
Comunidades Autónomas:

Comunidad Autónoma de Andalucía
Comunidad Autónoma de Aragón
Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
Comunidad Autónoma de las Illes Balears
Comunidad Autónoma de Canarias
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
Comunidad de Castilla y León
Comunidad Autónoma de Cataluña
Comunidad Autónoma de Galicia
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
Comunidad Valenciana»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de 
medidas de impulso de la sociedad de la información.

La Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de medidas de impulso de la sociedad de la 
información, queda modificada como sigue:

Uno. Se incluye un nuevo artículo 2 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 2 bis.  Factura electrónica en el sector privado.
A efectos de lo dispuesto en esta Ley:
1. Las empresas prestadoras de los servicios a que alude el artículo 2.2, deberán 

expedir y remitir facturas electrónicas en sus relaciones con empresas y particulares 
que acepten recibirlas o que las hayan solicitado expresamente. Este deber es 
independiente del tamaño de su plantilla o de su volumen anual de operaciones.

No obstante, las agencias de viaje, los servicios de transporte y las actividades 
de comercio al por menor sólo están obligadas a emitir facturas electrónicas en los 
términos previstos en el párrafo anterior cuando la contratación se haya llevado a 
cabo por medios electrónicos.

Las obligaciones previstas en este artículo no serán exigibles hasta el 15 de 
enero de 2015.

2. El Gobierno podrá ampliar el ámbito de aplicación de este artículo a empresas 
o entidades que no presten al público en general servicios de especial trascendencia 
económica en los casos en que se considere que deban tener una interlocución 
telemática con sus clientes o usuarios, por la naturaleza de los servicios que prestan, 
y emitan un número elevado de facturas.

3. Las facturas electrónicas deberán cumplir, en todo caso, lo dispuesto en la 
normativa específica sobre facturación.

4. Las empresas prestadoras de servicios deberán facilitar acceso a los 
programas necesarios para que los usuarios puedan leer, copiar, descargar e 
imprimir la factura electrónica de forma gratuita sin tener que acudir a otras fuentes 
para proveerse de las aplicaciones necesarias para ello.
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Deberán habilitar procedimientos sencillos y gratuitos para que los usuarios 
puedan revocar el consentimiento dado a la recepción de facturas electrónicas en 
cualquier momento.

5. El período durante el que el cliente puede consultar sus facturas por medios 
electrónicos establecido en el artículo 2.1 b) no se altera porque aquel haya resuelto 
su contrato con la empresa o revocado su consentimiento para recibir facturas 
electrónicas. Tampoco caduca por esta causa su derecho a acceder a las facturas 
emitidas con anterioridad.

6. Las empresas que, estando obligadas a ello, no ofrezcan a los usuarios la 
posibilidad de recibir facturas electrónicas o no permitan el acceso de las personas 
que han dejado de ser clientes, a sus facturas, serán sancionadas con 
apercibimiento o una multa de hasta 10.000 euros. La sanción se determinará y 
graduará conforme a los criterios establecidos en el artículo 33 de la Ley 59/2003, de 
19 de diciembre, de firma electrónica.

Idéntica sanción puede imponerse a las empresas que presten servicios al 
público en general de especial trascendencia económica que no cumplan las demás 
obligaciones previstas en el artículo 2.1.

Es competente para imponer esta sanción el Secretario de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información.»

Dos. Se incluye un nuevo artículo 2 ter con la siguiente redacción:

«Artículo 2 ter.  Eficacia ejecutiva de la factura electrónica.
1. La factura electrónica podrá pagarse mediante adeudo domiciliado si se 

incluye en la correspondiente extensión el identificador de cuenta de pago del deudor 
y en un anexo, el documento que acredite el consentimiento del deudor a que se 
refiere la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago.

2. Las facturas electrónicas llevarán aparejada ejecución si las partes así lo 
acuerdan expresamente. En ese caso, su carácter de título ejecutivo deberá figurar 
en la factura y el acuerdo firmado entre las partes por el que el deudor acepte dotar 
de eficacia ejecutiva a cada factura, en un anexo. En dicho acuerdo se hará 
referencia a la relación subyacente que haya originado la emisión de la factura.

La falta de pago de la factura que reúna estos requisitos, acreditada 
fehacientemente o, en su caso, mediante la oportuna declaración emitida por la 
entidad domiciliaria, faculta al acreedor para instar su pago mediante el ejercicio de 
una acción ejecutiva de las previstas en el artículo 517 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil.

3. En las relaciones con consumidores y usuarios, la factura electrónica no podrá 
tener eficacia ejecutiva.

4. Lo dispuesto en este artículo no será aplicable al pago de las facturas que 
tengan por destinatarios a los órganos, organismos y entidades integrantes del sector 
público.»

Disposición final tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.

Uno. Se suprime la letra f) del apartado 2 del artículo 3 del texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público.

Dos. Se suprime el apartado 2 del artículo 41 del texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público.

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 65 del texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 65.  Exigencia y efectos de la clasificación.
1. La clasificación de los empresarios como contratistas de obras o como 

contratistas de servicios de las Administraciones Públicas será exigible y surtirá 
efectos para la acreditación de su solvencia para contratar en los siguientes casos y 
términos:
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a) Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 
500.000 euros será requisito indispensable que el empresario se encuentre 
debidamente clasificado como contratista de obras de las Administraciones Públicas. 
Para dichos contratos, la clasificación del empresario en el grupo o subgrupo que en 
función del objeto del contrato corresponda, con categoría igual o superior a la 
exigida para el contrato, acreditará sus condiciones de solvencia para contratar.

Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros la 
clasificación del empresario en el grupo o subgrupo que en función del objeto del 
contrato corresponda acreditará su solvencia económica y financiera y solvencia 
técnica para contratar. En tales casos, el empresario podrá acreditar su solvencia 
indistintamente mediante su clasificación como contratista de obras en el grupo o 
subgrupo de clasificación correspondiente al contrato o bien acreditando el 
cumplimiento de los requisitos específicos de solvencia exigidos en el anuncio de 
licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y detallados en los pliegos 
del contrato. En defecto de estos, la acreditación de la solvencia se efectuará con los 
requisitos y por los medios que reglamentariamente se establezcan en función de la 
naturaleza, objeto y valor estimado del contrato, medios y requisitos que tendrán 
carácter supletorio respecto de los que en su caso figuren en los pliegos.

b) Para los contratos de servicios no será exigible la clasificación del empresario. 
En el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los 
pliegos del contrato se establecerán los criterios y requisitos mínimos de solvencia 
económica y financiera y de solvencia técnica o profesional tanto en los términos 
establecidos en los artículos 75 y 78 de la Ley como en términos de grupo o 
subgrupo de clasificación y de categoría mínima exigible, siempre que el objeto del 
contrato esté incluido en el ámbito de clasificación de alguno de los grupos o 
subgrupos de clasificación vigentes, atendiendo para ello al código CPV del contrato. 
En tales casos, el empresario podrá acreditar su solvencia indistintamente mediante 
su clasificación en el grupo o subgrupo de clasificación correspondiente al contrato o 
bien acreditando el cumplimiento de los requisitos específicos de solvencia exigidos 
en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y 
detallados en los pliegos del contrato. En defecto de estos, la acreditación de la 
solvencia se efectuará con los requisitos y por los medios que reglamentariamente se 
establezcan en función de la naturaleza, objeto y valor estimado del contrato, medios 
y requisitos que tendrán carácter supletorio respecto de los que en su caso figuren 
en los pliegos.

c) La clasificación no será exigible ni aplicable para los demás tipos de contratos. 
Para dichos contratos, los requisitos específicos de solvencia exigidos se indicarán 
en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y se 
detallarán en los pliegos del contrato. Reglamentariamente se podrán establecer los 
medios y requisitos que, en defecto de los establecidos en los pliegos, y atendiendo 
a la naturaleza, objeto y valor estimado del contrato acrediten la solvencia para poder 
ejecutar estos contratos.»

Cuatro. Se modifican los artículos 75 al 78 del texto refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público, que quedan redactados de la siguiente manera:

«Artículo 75.  Acreditación de la solvencia económica y financiera.
1. La solvencia económica y financiera del empresario deberá acreditarse por 

uno o varios de los medios siguientes, a elección del órgano de contratación:
a) Volumen anual de negocios, o bien volumen anual de negocios en el ámbito al 

que se refiera el contrato, por importe igual o superior al exigido en el anuncio de 
licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del 
contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente.

b) En los casos en que resulte apropiado, justificante de la existencia de un 
seguro de indemnización por riesgos profesionales por importe igual o superior al 
exigido en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y 
en los pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente.
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c) Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último 
ejercicio económico para el que esté vencida la obligación de aprobación de cuentas 
anuales por importe igual o superior al exigido en el anuncio de licitación o en la 
invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato o, en su 
defecto, al establecido reglamentariamente.

2. La acreditación documental de la suficiencia de la solvencia económica y 
financiera del empresario se efectuará mediante la aportación de los certificados y 
documentos que para cada caso se determinen reglamentariamente. En todo caso, 
la inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas de las 
Administraciones Públicas acreditará frente a todos los órganos de contratación del 
sector público, a tenor de lo en él reflejado y salvo prueba en contrario, las 
condiciones de solvencia económica y financiera del empresario.

3. En el anuncio de licitación o invitación a participar en el procedimiento y en los 
pliegos del contrato se especificarán los medios, de entre los recogidos en este 
artículo, admitidos para la acreditación de la solvencia económica y financiera de los 
empresarios que opten a la adjudicación del contrato, con indicación expresa del 
importe mínimo, expresado en euros, de cada uno de ellos. En su defecto, la 
acreditación de la solvencia económica y financiera se efectuará según lo dispuesto 
a tales efectos en el apartado 1 del artículo 65 de la Ley.

Artículo 76.  Solvencia técnica en los contratos de obras.
1. En los contratos de obras, la solvencia técnica del empresario deberá ser 

acreditada por uno o varios de los medios siguientes, a elección del órgano de 
contratación:

a) Relación de las obras ejecutadas en el curso de los diez últimos años, avalada 
por certificados de buena ejecución para las obras más importantes; estos 
certificados indicarán el importe, las fechas y el lugar de ejecución de las obras y se 
precisará si se realizaron según las reglas por las que se rige la profesión y se 
llevaron normalmente a buen término; en su caso, dichos certificados serán 
comunicados directamente al órgano de contratación por la autoridad competente.

A estos efectos, las obras ejecutadas por una sociedad extranjera filial del 
contratista de obras tendrán la misma consideración que las directamente ejecutadas 
por el propio contratista, siempre que este último ostente directa o indirectamente el 
control de aquélla en los términos establecidos en el artículo 42 del Código de 
Comercio. Cuando se trate de obras ejecutadas por una sociedad extranjera 
participada por el contratista sin que se cumpla dicha condición, solo se reconocerá 
como experiencia atribuible al contratista la obra ejecutada por la sociedad 
participada en la proporción de la participación de aquél en el capital social de ésta.

b) Declaración indicando los técnicos o las unidades técnicas, estén o no 
integradas en la empresa, de los que ésta disponga para la ejecución de las obras, 
especialmente los responsables del control de calidad, acompañada de los 
documentos acreditativos correspondientes.

c) Títulos académicos y profesionales del empresario y de los directivos de la 
empresa y, en particular, del responsable o responsables de las obras.

d) En los casos adecuados, indicación de las medidas de gestión medioambiental 
que el empresario podrá aplicar al ejecutar el contrato.

e) Declaración sobre la plantilla media anual de la empresa y la importancia de 
su personal directivo durante los tres últimos años, acompañada de la 
documentación justificativa correspondiente.

f) Declaración indicando la maquinaria, material y equipo técnico del que se 
dispondrá para la ejecución de las obras, a la que se adjuntará la documentación 
acreditativa pertinente.

2. En el anuncio de licitación o invitación a participar en el procedimiento y en los 
pliegos del contrato se especificarán los medios, de entre los recogidos en este 
artículo, admitidos para la acreditación de la solvencia técnica de los empresarios 
que opten a la adjudicación del contrato, con indicación expresa, en su caso, de los 
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valores mínimos exigidos para cada uno de ellos. En su defecto, la acreditación de la 
solvencia técnica se efectuará según lo dispuesto a tales efectos en el apartado 1 del 
artículo 65 de la Ley.

Artículo 77.  Solvencia técnica en los contratos de suministro.
1. En los contratos de suministro la solvencia técnica de los empresarios deberá 

acreditarse por uno o varios de los siguientes medios, a elección del órgano de 
contratación:

a) Relación de los principales suministros efectuados durante los cinco últimos 
años, indicando su importe, fechas y destinatario público o privado de los mismos. 
Los suministros efectuados se acreditarán mediante certificados expedidos o visados 
por el órgano competente, cuando el destinatario sea una entidad del sector público 
o cuando el destinatario sea un comprador privado, mediante un certificado expedido 
por éste o, a falta de este certificado, mediante una declaración del empresario.

b) Indicación del personal técnico o unidades técnicas, integradas o no en la 
empresa, de los que se disponga para la ejecución del contrato, especialmente los 
encargados del control de calidad.

c) Descripción de las instalaciones técnicas, de las medidas empleadas para 
garantizar la calidad y de los medios de estudio e investigación de la empresa.

d) Control efectuado por la entidad del sector público contratante o, en su 
nombre, por un organismo oficial competente del Estado en el cual el empresario 
está establecido, siempre que medie acuerdo de dicho organismo, cuando los 
productos a suministrar sean complejos o cuando, excepcionalmente, deban 
responder a un fin particular. Este control versará sobre la capacidad de producción 
del empresario y, si fuera necesario, sobre los medios de estudio e investigación con 
que cuenta, así como sobre las medidas empleadas para controlar la calidad.

e) Muestras, descripciones y fotografías de los productos a suministrar, cuya 
autenticidad pueda certificarse a petición de la entidad del sector público contratante.

f) Certificados expedidos por los institutos o servicios oficiales encargados del 
control de calidad, de competencia reconocida, que acrediten la conformidad de 
productos perfectamente detallada mediante referencias a determinadas 
especificaciones o normas.

2. En los contratos de suministro que requieran obras de colocación o instalación, 
la prestación de servicios o la ejecución de obras, la capacidad de los operadores 
económicos para prestar dichos servicios o ejecutar dicha instalación u obras podrá 
evaluarse teniendo en cuenta especialmente sus conocimientos técnicos, eficacia, 
experiencia y fiabilidad.

3. En el anuncio de licitación o invitación a participar en el procedimiento y en los 
pliegos del contrato se especificarán los medios, de entre los recogidos en este 
artículo, admitidos para la acreditación de la solvencia técnica de los empresarios 
que opten a la adjudicación del contrato, con indicación expresa, en su caso, de los 
valores mínimos exigidos para cada uno de ellos y, en su caso, de las normas o 
especificaciones técnicas respecto de las que se acreditará la conformidad de los 
productos. En su defecto, la acreditación de la solvencia técnica se efectuará según 
lo dispuesto a tales efectos en el apartado 1 del artículo 65 de la Ley.

Artículo 78.  Solvencia técnica o profesional en los contratos de servicios.
1. En los contratos de servicios, la solvencia técnica o profesional de los 

empresarios deberá apreciarse teniendo en cuenta sus conocimientos técnicos, 
eficacia, experiencia y fiabilidad, lo que deberá acreditarse, según el objeto del 
contrato, por uno o varios de los medios siguientes, a elección del órgano de 
contratación:

a) Una relación de los principales servicios o trabajos realizados en los últimos 
cinco años que incluya importe, fechas y el destinatario, público o privado, de los 
mismos. Los servicios o trabajos efectuados se acreditarán mediante certificados 
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expedidos o visados por el órgano competente, cuando el destinatario sea una 
entidad del sector público; cuando el destinatario sea un sujeto privado, mediante un 
certificado expedido por éste o, a falta de este certificado, mediante una declaración 
del empresario; en su caso, estos certificados serán comunicados directamente al 
órgano de contratación por la autoridad competente.

b) Indicación del personal técnico o de las unidades técnicas, integradas o no en 
la empresa, participantes en el contrato, especialmente aquéllos encargados del 
control de calidad.

c) Descripción de las instalaciones técnicas, de las medidas empleadas por el 
empresario para garantizar la calidad y de los medios de estudio e investigación de la 
empresa.

d) Cuando se trate de servicios o trabajos complejos o cuando, 
excepcionalmente, deban responder a un fin especial, un control efectuado por el 
órgano de contratación o, en nombre de éste, por un organismo oficial u homologado 
competente del Estado en que esté establecido el empresario, siempre que medie 
acuerdo de dicho organismo. El control versará sobre la capacidad técnica del 
empresario y, si fuese necesario, sobre los medios de estudio y de investigación de 
que disponga y sobre las medidas de control de la calidad.

e) Las titulaciones académicas y profesionales del empresario y del personal 
directivo de la empresa y, en particular, del personal responsable de la ejecución del 
contrato.

f) En los casos adecuados, indicación de las medidas de gestión medioambiental 
que el empresario podrá aplicar al ejecutar el contrato.

g) Declaración sobre la plantilla media anual de la empresa y la importancia de 
su personal directivo durante los tres últimos años, acompañada de la 
documentación justificativa correspondiente.

h) Declaración indicando la maquinaria, material y equipo técnico del que se 
dispondrá para la ejecución de los trabajos o prestaciones, a la que se adjuntará la 
documentación acreditativa pertinente.

i) Indicación de la parte del contrato que el empresario tiene eventualmente el 
propósito de subcontratar.

2. En el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y 
en los pliegos del contrato se especificarán los medios, de entre los recogidos en 
este artículo, admitidos para la acreditación de la solvencia técnica de los 
empresarios que opten a la adjudicación del contrato, con indicación expresa, en su 
caso, de los valores mínimos exigidos para cada uno de ellos, y en los casos en que 
resulte de aplicación, con especificación de las titulaciones académicas o 
profesionales, de los medios de estudio e investigación, de los controles de calidad, 
de los certificados de capacidad técnica, de la maquinaria, equipos e instalaciones, y 
de los certificados de gestión medioambiental exigidos. En su defecto, la acreditación 
de la solvencia técnica o profesional se efectuará según lo dispuesto a tales efectos 
en el apartado 1 del artículo 65 de la Ley.»

Cinco. Se introduce un nuevo artículo 79 bis en el texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público, con la siguiente redacción:

«Artículo 79 bis.  Concreción de los requisitos y criterios de solvencia.
La concreción de los requisitos mínimos de solvencia económica y financiera y 

de solvencia técnica o profesional exigidos para un contrato, así como de los medios 
admitidos para su acreditación, se determinará por el órgano de contratación y se 
indicará en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y 
se detallará en los pliegos, en los que se concretarán las magnitudes, parámetros o 
ratios y los umbrales o rangos de valores que determinarán la admisión o exclusión 
de los licitadores o candidatos. En su ausencia serán de aplicación los establecidos 
reglamentariamente para el tipo de contratos correspondiente, que tendrán 
igualmente carácter supletorio para los no concretados en los pliegos.
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En todo caso, la clasificación del empresario en un determinado grupo o 
subgrupo se tendrá por prueba bastante de su solvencia para los contratos cuyo 
objeto esté incluido o se corresponda con el ámbito de actividades o trabajos de 
dicho grupo o subgrupo, y cuyo importe anual medio sea igual o inferior al 
correspondiente a su categoría de clasificación en el grupo o subgrupo. A tal efecto, 
en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los 
pliegos deberá indicarse el código o códigos del Vocabulario «Común de los 
Contratos Públicos» (CPV) correspondientes al objeto del contrato, los cuales 
determinarán el grupo o subgrupo de clasificación, si lo hubiera, en que se considera 
incluido el contrato.

Reglamentariamente podrá eximirse la exigencia de acreditación de la solvencia 
económica y financiera o de la solvencia técnica o profesional para los contratos 
cuyo importe no supere un determinado umbral.»

Seis. Se añade una disposición adicional primera bis al texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público con la siguiente redacción:

«Disposición adicional primera bis.  Régimen de contratación de los órganos 
constitucionales del Estado y de los órganos legislativos y de control autonómicos.

Los órganos competentes del Congreso de los Diputados, del Senado, del 
Consejo General del Poder Judicial, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de 
Cuentas, del Defensor del Pueblo, de las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de 
Cuentas y al Defensor del Pueblo ajustarán su contratación a las normas 
establecidas en esta Ley para las Administraciones Públicas.

Asimismo, los órganos competentes de las Cortes Generales establecerán, en su 
caso, el órgano que deba conocer, en su ámbito de contratación, del recurso especial 
regulado en el Capítulo VI del Título I del Libro I de esta Ley, respetando las 
condiciones de cualificación, independencia e inamovilidad previstas en dicho 
Capítulo.»

Siete. Modificación del apartado f) de la disposición adicional decimosexta del Real 
Decreto Legislativo 3/2011, por el cual se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público:

«f) Todos los actos y manifestaciones de voluntad de los órganos administrativos 
o de las empresas licitadoras o contratistas que tengan efectos jurídicos y se emitan 
a lo largo del procedimiento de contratación deben ser autenticados mediante una 
firma electrónica avanzada reconocida de acuerdo con la Ley 59/2003, de 19 de 
diciembre, de firma electrónica. Los medios electrónicos, informáticos o telemáticos 
empleados deben poder garantizar que la firma se ajusta a las disposiciones de esta 
norma.

No obstante lo anterior, las facturas electrónicas que se emitan en los 
procedimientos de contratación se regirán en este punto por lo dispuesto en la 
Ley 25/2013 de impulso de la factura electrónica y creación del registro contable de 
facturas en el sector público.»

Ocho. Se modifica la disposición transitoria cuarta del texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público, que queda redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria cuarta.  Determinación de los casos en que es exigible la 
clasificación de las empresas y de los requisitos mínimos de solvencia.

El apartado 1 del artículo 65, en cuanto delimita el ámbito de aplicación y de 
exigibilidad de la clasificación previa, entrará en vigor conforme a lo que se 
establezca en las normas reglamentarias de desarrollo de esta Ley por las que se 
definan los grupos, subgrupos y categorías en que se clasificarán los contratos de 
obras y los contratos de servicios, continuando vigente, hasta entonces, el párrafo 
primero del apartado 1 del artículo 25 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas.
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La nueva redacción que la Ley de Impulso de la Factura Electrónica y creación 
del Registro Contable de Facturas en el Sector Público da a los artículos 75, 76, 77 y 
78 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público y el artículo 79. bis 
de dicho texto refundido entrarán en vigor conforme a lo que se establezca en las 
normas reglamentarias de desarrollo de esta Ley por las que se definan los 
requisitos, criterios y medios de acreditación que con carácter supletorio se 
establezcan para los distintos tipos de contratos.

No obstante lo anterior, no será exigible la clasificación en los contratos de obras 
cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros ni en los contratos de servicios cuyo 
valor estimado sea inferior a 200.000 euros.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a 
los emprendedores y su internacionalización.

Uno. Se modifica la letra d) de la disposición derogatoria, que queda redactada del 
siguiente modo:

«d) Las letras a) a e), ambas incluidas, del apartado Uno del artículo 5, las letras 
a) y b) del apartado Dos y el apartado Tres del Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de 
diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar 
la inversión y la creación de empleo.»

Dos. Se modifica la letra g) de la disposición final decimotercera, que queda redactada 
del siguiente modo:

«g) Lo previsto en el artículo 35, relativo al importe exigido para la cifra mínima 
del capital social desembolsado y de recursos propios computables de las 
sociedades de garantía recíproca, entrará en vigor a los 9 meses de su publicación 
en el “Boletín Oficial del Estado”.»

Disposición final quinta.  Título competencial.
La presente Ley tiene carácter básico y se dicta al amparo de los artículos 149.1.6.ª, 

149.1.8.ª, 149.1.13.ª, 149.1.14.ª y 149.1.18.ª de la Constitución española.

Disposición final sexta.  Desarrollo reglamentario.
Reglamentariamente, el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas determinará 

los requisitos técnicos y funcionales tanto del registro contable de facturas como del punto 
general de entrada de facturas electrónicas, con el fin de garantizar la integridad, seguridad 
e interoperabilidad de los distintos sistemas.

Disposición final séptima.  Habilitación normativa.
Se habilita al Gobierno, al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas y al Ministro 

de Industria, Energía y Turismo, en el ámbito de sus competencias, a dictar las disposiciones 
reglamentarias y adoptar medidas necesarias para el desarrollo, la aplicación y ejecución de 
lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final octava.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». No obstante:
a) El artículo 4, sobre obligaciones de presentación de factura electrónica, entrará en 

vigor el 15 de enero de 2015.
b) El artículo 9, sobre anotación en el registro contable de facturas, y la disposición final 

primera, por la que se modifica el apartado 4 del artículo 34 de la Ley 29/1987, de 18 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, entrará en vigor el 1 de enero de 
2014.
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§ 68

Real Decreto 806/2014, de 19 de septiembre, sobre organización e 
instrumentos operativos de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en la Administración General del Estado y sus 

Organismos Públicos

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 234, de 26 de septiembre de 2014

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2014-9741

Durante los últimos años hemos asistido a profundos cambios en la Administración en 
relación a la utilización de las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC). 
Cambios caracterizados, en una primera fase, por el uso de estas tecnologías en la 
automatización y mejora del funcionamiento de los procesos internos de la Administración, 
en el convencimiento de que el ahorro derivado de la mejora de la eficiencia se trasladaría a 
los ciudadanos. Posteriormente, por la universalización de Internet y de las tecnologías 
asociadas que ha propiciado el desarrollo de nuevos servicios y formas de relación con los 
ciudadanos y empresarios en un camino sin retorno hacia la Administración electrónica.

La confluencia de nuevas tendencias tecnológicas como son los llamados servicios en la 
nube (cloud computing), la aparición de dispositivos móviles cada vez más inteligentes, la 
generalización del uso de las redes sociales, la capacidad de análisis de grandes volúmenes 
de datos (big data) junto con la universalización del uso de Internet, han conformado un 
nuevo panorama en el que los ciudadanos han adquirido nuevos hábitos y expectativas en la 
utilización de los servicios digitales en su ocio, en su relación con las empresas y también 
con las Administraciones Públicas.

La digitalización de los servicios engloba, por una parte, a los servicios electrónicos y a 
las tecnologías de la información y las comunicaciones, que han sido la base de la 
Administración electrónica en la que España ha alcanzado un avance reseñable.

Pero la digitalización supone también afrontar nuevos retos y oportunidades. La 
confluencia de estas nuevas fuerzas tecnológicas lleva a un nuevo panorama en el que la 
Administración debe ser capaz de adaptarse de manera ágil a nuevas demandas de un 
entorno cambiante, proporcionar información y servicios digitales en cualquier momento, en 
cualquier lugar y por diferentes canales, generar nuevas formas de relación con los 
ciudadanos e innovar nuevos servicios, aprovechando las oportunidades que proporcionan 
estas tecnologías. Y todo ello debe ser provisto de manera segura, ágil y con eficacia y 
eficiencia en la utilización de los recursos disponibles.

No se trata por lo tanto de la utilización de las TIC en los procesos de la Administración, 
sino de crear las dinámicas necesarias para poder adaptar los servicios, procesos, 
operaciones y las capacidades de la Administración a una realidad que es digital y seguirá 
evolucionando previsiblemente a gran velocidad.
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La Administración debe adoptar una nueva cultura de la información y estar preparada 
para recoger, generar y tratar grandes volúmenes de información digital sobre sus 
operaciones, procesos y resultados, que podrá ser puesta convenientemente a disposición 
de ciudadanos para el impulso de la transparencia, y de empresas y agentes sociales para el 
fomento de la reutilización de la información del sector público. Asimismo, el desarrollo de 
las capacidades de análisis transversal de la información permitirá optimizar la gestión, 
mejorar la toma de decisiones y ofrecer servicios interdepartamentales de manera 
independiente a la estructura administrativa.

Por otra parte, la universalización de los servicios digitales y las nuevas formas de 
relación con los ciudadanos permiten conformar una Administración más transparente, en la 
que los ciudadanos puedan participar en la definición e incluso en el diseño de los servicios 
públicos, de forma que estos se adapten mejor a las necesidades reales de los ciudadanos 
en un nuevo modelo de gobernanza.

Todo este entorno supone un nuevo mundo de oportunidades, pero también de 
amenazas, que deben ser afrontados desde un inicio generando en la Administración las 
sinergias necesarias para aprovechar el talento de las personas que conforman aquélla, 
sumando los esfuerzos y recursos disponibles y diseñando una estrategia común para la 
transformación digital de la Administración, basada en las TIC y orientada a la generación de 
valor para los ciudadanos.

El informe elaborado por la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas 
(CORA), creada por Acuerdo de Consejo de Ministros de 26 de octubre de 2012, y 
presentado al Consejo de Ministros de 21 de junio de 2013, reconoce este papel 
fundamental de las TIC y aconseja un tratamiento singular respecto a otros servicios 
comunes a fin de obtener el máximo de eficacia y de optimización de recursos y aprovechar 
las oportunidades que supone la actuación coordinada de acuerdo a una estrategia común.

El reconocimiento del papel de las tecnologías de la información y las comunicaciones 
en la transformación de la Administración estaba ya recogido, entre otras, pero muy 
especialmente, en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a 
los Servicios Públicos, que partía del reconocimiento del insuficiente desarrollo de la 
administración electrónica, y consideraba que la causa en buena medida se debía a que las 
previsiones de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común tienen carácter facultativo. Es decir, que dejan en 
manos de las propias Administraciones determinar si los ciudadanos van a poder de modo 
efectivo, o no, relacionarse por medios electrónicos con ellas, según que éstas quieran poner 
en pie los instrumentos necesarios para esa comunicación con la Administración. Por ello 
esa ley pretendió dar el paso del «podrán» por el «deberán».

La Ley 11/2007, de 22 de junio, consagra la relación con las Administraciones Públicas 
por medios electrónicos como un derecho de los ciudadanos y como una obligación 
correlativa para tales Administraciones.

El contexto europeo, la Agenda Digital para Europa, propone también medidas legales 
para el efectivo desarrollo digital de la Unión Europea. El impulso de una administración 
digital supone también, por tanto, dar respuesta a los compromisos comunitarios 
estableciendo así un marco operativo y jurídicamente claro con el fin de eliminar la 
fragmentación y la ausencia de interoperabilidad, potenciar la ciudadanía digital y prevenir la 
ciberdelincuencia.

Un buen uso de las TIC, eficiente e integrado, resulta también imprescindible para 
cumplir con los compromisos que la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno establecen para la Administración.

A esta voluntad de constituir las TIC como herramienta de vertebración de la mejora del 
funcionamiento de las administraciones responde la creación de la Dirección de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones de la Administración General del Estado, por Real 
Decreto 695/2013, de 20 de septiembre. La Dirección se configura, de acuerdo con su norma 
de creación, como un órgano específico, al más alto nivel, para impulsar y coordinar el 
necesario proceso de racionalización y transformación de las diversas facetas de la política 
de tecnologías de la información y de las comunicaciones en todo el ámbito del Sector 
Público Administrativo Estatal. En virtud del Real Decreto 802/2014, de 19 de septiembre, 
dicho órgano se adscribe al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
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El proceso de transformación que se encomienda a la Dirección de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones supone revisar planteamientos organizativos vigentes, 
algunos de los cuales se ponen de manifiesto en el propio informe CORA, entre ellos, la 
existencia de un elevado grado de atomización y un alto nivel de independencia en la 
actuación de los agentes que intervienen en el ámbito de las TIC en la Administración 
General del Estado y sus Organismos Públicos.

Esta situación propicia una elevada autonomía en la gestión de los fondos y recursos 
TIC por parte de los diferentes órganos de la Administración Pública, siendo en cada una de 
ellos donde se toman las decisiones de gastos e inversión, lo que ha dado lugar a una 
dispersión considerable de recursos y esfuerzos en materia TIC, si bien las Subsecretarías y 
demás órganos competentes en materia de tecnologías de la información y las 
comunicaciones, a través de las unidades TIC de la Administración General del Estado y sus 
Organismos Públicos han sido capaces de atender una demanda creciente de servicios y 
unas exigencias elevadas, que han situado la oferta actual de servicios en niveles 
equivalentes o superiores a la media de la Unión Europea.

El modelo de gobernanza sobre el que se asienta este real decreto pretende superar esa 
situación, con el fin de conseguir una política TIC común a toda la Administración General 
del Estado y sus Organismos Públicos en un contexto de austeridad en el gasto público 
basado en la exigencia de eficiencia y corresponsabilidad. La Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, tiene uno de sus pilares en 
los principios de eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. Siguiendo 
el mandato de esta ley, este real decreto contiene disposiciones en materia de planificación 
de la acción TIC con implicaciones normativas, organizativas, presupuestarias y 
contractuales que se encuadran en un marco de planificación plurianual, y de programación 
y presupuestación, que ha de atender a la situación económica, a los objetivos de política 
económica y al cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera. En desarrollo de lo que dispone la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, este real 
decreto crea instrumentos para contribuir a una gestión de los recursos públicos orientada a 
la eficacia, la eficiencia, la economía y la calidad, instrumentos imprescindibles para la 
aplicación de políticas de racionalización del gasto y de mejora de la gestión del sector 
público.

La estructura de gobernanza de las TIC en la Administración General del Estado y sus 
Organismos Públicos ha tenido hasta la fecha sus pilares en los órganos colegiados de 
Administración electrónica. Por una parte, el Consejo Superior de Administración Electrónica, 
órgano máximo en materia de Administración electrónica del que han emanado las 
principales líneas y proyectos de Administración electrónica de la Administración General del 
Estado. Por otra parte, adscritas a los diferentes departamentos Ministeriales, las 
Comisiones Ministeriales de Administración electrónica (CMAEs).

Las CMAEs han permitido realizar el seguimiento y control de las diferentes inversiones 
y gastos TIC en el ámbito Ministerial pero, debido a la propia atomización de las unidades 
ministeriales, no ha sido posible desarrollar, salvo en algunos Ministerios, la labor de diseñar, 
junto a las unidades administrativas ministeriales, la estrategia digital que soporte los 
procesos administrativos sectoriales competencia de cada departamento.

En este sentido, la digitalización de la Administración supone no sólo la transformación 
de los servicios ofrecidos a medios electrónicos, utilizando para ello las capacidades que 
ofrecen las TIC, sino que apuesta por el rediseño integral de los procesos y servicios 
actuales de la Administración, permitiendo nuevos modelos de relación con los ciudadanos y 
habilitando la prestación de servicios innovadores que no serían realizables sin un necesario 
cambio cultural.

Es fundamental, por lo tanto, contar con unidades TIC ministeriales, que conozcan 
profundamente el ámbito de trabajo específico del departamento para diseñar servicios 
digitales adaptados a las necesidades de ciudadanos y empresas, aprovechando la gran 
capacitación y el conocimiento especializado del personal TIC para el desarrollo y operación 
de las aplicaciones sectoriales específicas de cada unidad de negocio. Su principal objetivo 
será impulsar el proceso de transformación digital de la Administración General del Estado y 
sus Organismos Públicos, que ha de tener por fin no sólo la automatización de los servicios, 
sino su rediseño integral, aprovechando las capacidades que permiten las nuevas 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 68  Organización e instrumentos operativos de las tecnologías de la información y comunicaciones

– 866 –



tecnologías con el fin de implantar nuevos y mejores modelos de relación con los 
ciudadanos, con servicios más eficientes que faciliten el crecimiento económico.

En este sentido, las Comisiones Ministeriales actuales deben evolucionar su papel hacia 
la elaboración del proyecto del plan de acción sectorial del departamento en materia de 
Administración digital, atendiendo de forma priorizada las propuestas y necesidades de los 
distintos órganos y organismos públicos afectados y promoviendo la compartición de los 
servicios. De esta manera, las actuales unidades ministeriales de tecnologías de la 
información y de las comunicaciones se convertirán en las unidades responsables del 
soporte y la transformación digital de los diferentes ámbitos departamentales.

Los motivos expuestos anteriormente llevan a la necesidad de rediseñar el modelo de 
gobernanza de las TIC en la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos. 
El desarrollo de este nuevo modelo se ha encomendado a un órgano de nueva creación, 
específico y al máximo nivel, la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones de la Administración General del Estado.

Para el diseño de la nueva gobernanza TIC, desde la Dirección de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones se han identificado tres objetivos básicos:

Primero, orientar las actuaciones y líneas estratégicas en las TIC de forma que tengan 
como principal objetivo satisfacer las necesidades derivadas de la estrategia global del 
Gobierno y disponer de una planificación estratégica común para toda la Administración 
General del Estado y sus Organismos Públicos.

Segundo, potenciar la Administración digital y las TIC como los instrumentos que 
permitan hacer sostenible el constante proceso de innovación y mejora en la calidad de los 
servicios ofrecidos por la administración que demandan ciudadanos y empresas, e 
incrementar la productividad de los empleados públicos.

Tercero, racionalizar el uso de los recursos informáticos de forma que se consiga una 
mayor eficiencia, proporcionando un ahorro sustancial de costes de todo tipo, y en especial 
en el resto de la actividad administrativa, como consecuencia de una mayor homogeneidad y 
simplicidad mediante el uso de herramientas comunes y servicios compartidos, objetivo de 
especial interés en un contexto de limitación presupuestaria.

En todo caso, se hace necesario favorecer el diseño de sistemas de compras que sean 
capaces de conseguir ahorros importantes, adoleciendo el proceso de contratación actual de 
falta de flexibilidad para aprovechar el estado de madurez del sector TIC español. Esta 
dispersión de las contrataciones TIC en diferentes unidades ha derivado en una gran 
diversidad de suministradores en la contratación de productos y servicios idénticos, lo que 
impacta en mayores costes de mantenimiento y evolución, por lo que es necesario 
racionalizar el proceso de contratación y dotarlo de mecanismos ágiles que favorezcan el 
aprovechamiento de economías de escala como consecuencia de la agregación de la 
demanda. En este sentido, la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones propondrá a la Dirección General de Racionalización y Centralización de la 
Contratación los contratos de suministros, obras y servicios en materia TIC que deban ser 
declarados de contratación centralizada por el titular del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas.

Asimismo, la Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, se 
encargará de alinear las inversiones TIC con los objetivos estratégicos establecidos.

El nuevo modelo de gobernanza TIC persigue centralizar las competencias y los medios 
para desempeñarlas en un único órgano administrativo en el que se integren todas las 
unidades TIC de la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos, 
articulándose su interacción con el resto de áreas de la Administración, a las que prestan sus 
servicios, mediante unos nuevos órganos colegiados que sirvan como canal ágil de 
información y puesta en común de necesidades y oportunidades de utilización de medios 
informáticos de forma racional y eficiente.

Ello supondrá, por tanto, la capacitación para la prestación de servicios compartidos TIC 
a todas las unidades de la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos y 
la definición de una estrategia común que definirá las líneas de actuación en materia TIC de 
los órganos y organismos de la Administración General del Estado y sus Organismos 
Públicos.
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A tales efectos, se crean la Comisión de Estrategia TIC y, en el ámbito departamental, 
las Comisiones Ministeriales de Administración Digital como órganos colegiados encargados 
de impulsar la transformación digital de la Administración de acuerdo a una Estrategia 
común en el ámbito de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. Asimismo, 
este real decreto deroga el Real Decreto 589/2005, de 20 de mayo, por el que se 
reestructuran los órganos colegiados responsables de la Administración electrónica, 
quedando suprimidos el Consejo Superior de Administración Electrónica y las Comisiones 
Ministeriales de Administración Electrónica. Este nuevo modelo de Gobernanza en el ámbito 
de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones se alcanzará de manera 
paulatina en un proceso que, partiendo desde la heterogeneidad y dispersión actual converja 
hacia un modelo de prestación de servicios compartidos e infraestructuras comunes de 
forma que pueda garantizarse el mantenimiento del nivel de servicio actual y la paulatina 
implementación de sinergias e incremento de eficiencia, simplificación de estructuras y, por 
tanto, mejora de la productividad de la Administración.

Para hacer efectivas estas medidas, este real decreto no sólo se aplica a la 
Administración General del Estado, sus organismos autónomos y entidades gestoras y 
servicios comunes de la Seguridad Social, sino que se prevé su aplicación a otras entidades 
públicas, cuya actuación pueda presentar una especial trascendencia en la prestación de 
servicios públicos electrónicos y en el propio desarrollo de la Administración digital.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta del Gobierno y Ministra de la Presidencia, 
y del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 19 de septiembre de 2014,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
El objeto de este real decreto es el desarrollo y ejecución de un modelo común de 

gobernanza de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) en la 
Administración General del Estado y sus Organismos Públicos.

Este modelo de Gobernanza de las TIC incluirá, en todo caso, la definición e 
implementación de una estrategia global de transformación digital que garantice el uso 
adecuado de los recursos informáticos de acuerdo a las necesidades derivadas de la 
estrategia general del Gobierno, con el fin de mejorar la prestación de los servicios públicos 
al ciudadano.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
El ámbito de aplicación de este real decreto se extiende a la Administración General del 

Estado y sus Organismos Públicos previstos en el artículo 43 de la Ley 6/1997, de 14 de 
abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

CAPÍTULO II
Órganos con competencias en materia de Administración digital

Artículo 3.  La Comisión de Estrategia TIC. Objeto, adscripción y funcionamiento.
1. La Comisión de Estrategia TIC es el órgano colegiado encargado de la definición y 

supervisión de la aplicación de la Estrategia sobre Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones de la Administración General del Estado y sus organismos públicos, 
«Estrategia TIC», que será aprobada por el Gobierno de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 9 de este Real Decreto.

2. La Comisión de Estrategia TIC se adscribe al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas a través de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas.
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3. La Comisión de Estrategia TIC actuará en pleno y por medio de su comité ejecutivo.

Artículo 4.  Funciones de la Comisión de Estrategia TIC.
1. Corresponde a la Comisión de Estrategia TIC el ejercicio de las siguientes funciones:
a) Fijar las líneas estratégicas, de acuerdo con la política establecida por el Gobierno, en 

materia de tecnologías de la información y las comunicaciones, para el impulso de la 
Administración digital en la Administración General del Estado y sus organismos públicos.

b) Aprobar la propuesta de Estrategia TIC de la Administración General del Estado y sus 
organismos públicos para su elevación al Consejo de Ministros por los titulares de los 
departamentos de Hacienda y Administraciones Públicas y de la Presidencia.

c) Informar los anteproyectos de ley, los proyectos de disposiciones reglamentarias y 
otras normas de ámbito general que le sean sometidos por los órganos proponentes cuyo 
objeto sea la regulación en materia TIC de aplicación en la Administración General del 
Estado y sus Organismos Públicos o de los recursos de carácter material y humano afectos 
a su desarrollo.

d) Definir las prioridades de inversión en materias TIC de acuerdo con los objetivos 
establecidos por el Gobierno.

e) Declarar los medios o servicios compartidos en los términos establecidos en el artículo 
10.

f) Declarar los proyectos de interés prioritario, en los términos establecidos en el artículo 
11, a propuesta de los ministerios y sus organismos públicos adscritos previo informe de la 
Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. Se considerarán 
proyectos de interés prioritario aquellos que por sus especiales características sean 
fundamentales para la mejora de la prestación de servicios al ciudadano.

g) Impulsar la colaboración y cooperación con las comunidades autónomas y las 
entidades locales para la puesta en marcha de servicios interadministrativos integrados y la 
compartición de infraestructuras técnicas y los servicios comunes que permitan la 
racionalización de los recursos TIC a todos los niveles del Estado.

h) Impulsar las actividades de cooperación de la Administración General del Estado y 
sus Organismos Públicos con la Unión Europea, con las organizaciones internacionales y, 
especialmente, con Iberoamérica, en materia de tecnologías de la información y 
Administración digital, en colaboración con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación.

i) Actuar como Observatorio de la Administración Electrónica y Transformación Digital.
2. La Comisión de Estrategia TIC elevará anualmente, a través de su Presidente, un 

informe al Consejo de Ministros, en el que se recogerá el estado de la transformación digital 
de la Administración en la Administración General del Estado y sus organismos públicos.

Artículo 5.  Composición y funcionamiento del Pleno de la Comisión de Estrategia TIC.
1. El Pleno de la Comisión de Estrategia TIC estará integrado por los titulares de las 

Secretarías de Estado de Administraciones Públicas, de Telecomunicaciones y para la 
Sociedad de la Información y de Seguridad Social, así como por los Subsecretarios o, bien, 
el titular de un órgano superior de los distintos Departamentos ministeriales y el Director de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. Será presidido por el Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas y actuará como Secretario el Director de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones.

2. Las reuniones del Pleno se celebrarán, al menos, dos veces al año por convocatoria 
de su Presidente, bien a iniciativa propia, bien cuando lo soliciten, al menos, la mitad de sus 
miembros.

3. El Presidente podrá invitar a incorporarse, con voz pero sin voto, a representantes de 
otras instituciones públicas o privadas.

4. Las funciones de asistencia y apoyo a la Comisión de Estrategia TIC y a su Comité 
Ejecutivo serán desempeñadas por la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.

5. Por acuerdo de la Comisión de Estrategia TIC se podrán constituir los grupos de 
trabajo que se requieran para el adecuado desarrollo de sus funciones.
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Artículo 6.  Composición y funcionamiento del Comité Ejecutivo de la Comisión de 
Estrategia TIC.

1. El Comité Ejecutivo de la Comisión de Estrategia TIC se constituye como el 
instrumento de la Comisión de Estrategia TIC para asegurar una actuación ágil y efectiva de 
la Estrategia TIC en la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos.

2. El Comité Ejecutivo de la Comisión de Estrategia TIC estará presidido por el Director 
de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, estará compuesto por un mínimo de 
cinco miembros, un máximo de diez miembros y su composición será determinada por la 
Comisión de Estrategia TIC.

Actuará como secretario un funcionario de la Dirección de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, que será designado por el Presidente del Comité.

3. El Comité Ejecutivo ejercerá las competencias que le atribuya expresamente el Pleno 
de la Comisión de Estrategia TIC, y deberá informar periódicamente a éste acerca de las 
decisiones y actuaciones adoptadas. En todo caso, le corresponde la aprobación de los 
Planes de Acción Departamentales regulados en el artículo 14 del presente real decreto.

4. Las reuniones del Comité Ejecutivo se celebrarán mensualmente. El Presidente podrá 
convocar al Comité con carácter extraordinario cuando resulte necesario.

5. El Presidente del Comité Ejecutivo podrá invitar a incorporarse, con voz pero sin voto, 
a los Presidentes de las Comisiones Ministeriales de Administración Digital cuando lo estime 
conveniente.

6. Podrán constituirse los grupos de trabajo que se requieran para el adecuado 
desarrollo de sus funciones.

Artículo 7.  Las Comisiones Ministeriales de Administración Digital.
1. Las Comisiones Ministeriales de Administración Digital (CMAD) son órganos 

colegiados de ámbito departamental responsables del impulso y de la coordinación interna 
en cada departamento en materia de Administración digital, y serán los órganos de enlace 
con la Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.

Las CMAD estudiarán y planificarán las necesidades funcionales de las distintas áreas 
administrativas del ministerio, valorarán las posibles vías de actuación, priorizándolas, y 
propondrán su desarrollo, todo ello evitando que se generen duplicidades, conforme al 
principio de racionalización, y promoviendo la compartición de infraestructuras y servicios 
comunes.

El ámbito de actuación de las CMAD comprende todos los órganos del departamento y a 
los organismos públicos adscritos al mismo.

2. Las CMAD estarán presididas por el Subsecretario y estarán integradas por los 
representantes, con rango mínimo de Subdirector General, de las áreas funcionales y de los 
organismos adscritos que se determine mediante orden ministerial, así como los 
responsables de las unidades ministeriales de tecnologías de la información y las 
comunicaciones.

El Presidente de la CMAD podrá delegar esta función en el titular de una unidad del 
mismo departamento, con rango mínimo de Director General.

Podrán asistir a las reuniones de la CMAD expertos de la Dirección de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, que tendrán carácter de asesores, con voz y sin voto.

3. Las CMAD desempeñarán las siguientes funciones:
a) Actuar como órgano de relación entre los departamentos ministeriales y sus 

organismos adscritos y la Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 
para asegurar la coordinación con los criterios y políticas definidas por ésta.

b) Impulsar, ejecutar y supervisar, en el ámbito del departamento, el cumplimiento de las 
directrices y el seguimiento de las pautas de actuación recogidas en la Estrategia TIC de la 
Administración General del Estado y sus Organismos Públicos aprobada por el Gobierno a 
propuesta del Comité de Estrategia TIC.

c) Elaborar el Plan de acción del departamento para la transformación digital, en 
desarrollo de los criterios establecidos por la Dirección de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones atendiendo a la Estrategia TIC de la Administración General del Estado 
y sus Organismos Públicos, aprobada por el Consejo de Ministros.
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d) Analizar las necesidades funcionales de las unidades de gestión del departamento y 
sus organismos adscritos y evaluar las distintas alternativas de solución propuestas por las 
unidades TIC, identificando las oportunidades de mejora de eficiencia que pueden aportar 
las TIC, aplicando soluciones ya desarrolladas en el ámbito del Sector Público y estimando 
costes en recursos humanos y materiales que los desarrollos TIC asociados puedan suponer

e) Impulsar la digitalización de los servicios y procedimientos del departamento con el fin 
de homogeneizarlos, simplificarlos, mejorar su calidad y facilidad de uso, así como las 
prestaciones ofrecidas a los ciudadanos y empresas, optimizando la utilización de los 
recursos TIC disponibles.

f) Colaborar con la Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en 
la identificación y la puesta a disposición común de los medios humanos, materiales y 
económicos que estén adscritos al departamento y que deban ser utilizados para la puesta 
en funcionamiento o mantenimiento de los medios o servicios compartidos.

g) Cualesquiera otras que determinen sus respectivas órdenes ministeriales reguladoras, 
de acuerdo con las peculiares necesidades de cada departamento ministerial.

4. Las CMAD analizarán los proyectos de disposiciones de carácter general de su 
departamento y elaborarán un informe en el que se expondrán y valorarán la oportunidad de 
la medida, los costes, necesidad de disponibilidad de recursos humanos y tiempos de 
desarrollo que se puedan derivar de la aprobación del proyecto desde la perspectiva de la 
utilización de medios y servicios TIC y lo remitirán a la Dirección de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones para su conocimiento y valoración.

5. En el ejercicio de sus funciones y en su ámbito de actuación ministerial, las CMAD, 
formularán propuestas de aplicación de nuevos criterios de organización o de 
funcionamiento, implantación de nuevos procedimientos o de revisión de los existentes.

Artículo 8.  El Comité de Dirección de las Tecnologías de Información y Comunicaciones.
El Comité de Dirección de las Tecnologías de Información y las Comunicaciones es un 

órgano de apoyo adscrito a la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.

Estará integrado por el responsable TIC de las subsecretarías del órgano superior al que 
corresponda la coordinación de las TIC en cada uno de los departamentos ministeriales así 
como por los responsables de aquellas unidades TIC que por su relevancia sean designados 
por el Director de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, quién lo presidirá.

Actuará como órgano de coordinación y colaboración entre la Dirección de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones y los órganos y organismos integrantes de la 
Administración General del Estado y sus Organismos Públicos a fin de establecer una acción 
coordinada, de acuerdo con las líneas estratégicas definidas por la Comisión de Estrategia 
TIC y contribuirá a definir metodologías, procesos, arquitecturas, normas y buenas prácticas 
comunes a todas las unidades TIC de la Administración General del Estado y sus 
Organismos Públicos velando por el cumplimiento de programas y proyectos, la consecución 
de los objetivos marcados y la eliminación de redundancias.

CAPÍTULO III
Modelo de gobernanza en el ámbito de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones

Artículo 9.  Estrategia en materia de tecnologías de la información y las comunicaciones.
El Gobierno, a iniciativa de la Comisión de Estrategia TIC, y a propuesta de los Ministros 

de la Presidencia, de Hacienda y Administraciones Públicas y de Industria, Energía y 
Turismo, aprobará la Estrategia en materia de tecnologías de la información y las 
comunicaciones (en adelante Estrategia TIC), así como las revisiones de la misma.

La Estrategia TIC determinará los objetivos, principios y acciones para el desarrollo de la 
administración digital y la transformación digital de la Administración General del Estado y 
sus Organismos Públicos y servirá de base para la elaboración por los distintos ministerios 
de sus planes de acción para la transformación digital.
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La Comisión de Estrategia TIC determinará el ámbito temporal de la Estrategia TIC, así 
como su periodo de revisión.

Artículo 10.  Medios y servicios compartidos.
1. Los medios y servicios TIC de la Administración General del Estado y sus Organismos 

Públicos serán declarados de uso compartido cuando, en razón de su naturaleza o del 
interés común, respondan a necesidades transversales de un número significativo de 
unidades administrativas.

A los efectos de este real decreto, se entenderá por «medios y servicios» todas las 
actividades, infraestructuras técnicas, instalaciones, aplicaciones, equipos, inmuebles, redes, 
ficheros electrónicos, licencias y demás activos que dan soporte a los sistemas de 
información.

Los activos TIC afectos a la prestación de servicios sectoriales se podrán mantener en 
sus ámbitos específicos en razón de la singularidad competencial y funcional que atienden y 
no tendrán, por tanto, la consideración de medios y servicios compartidos. La 
responsabilidad sobre la gestión de estos medios corresponderá a los departamentos 
ministeriales y organismos adscritos desarrollada a través de las respectivas unidades TIC 
con el apoyo y supervisión de la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.

2. La declaración de medios y servicios compartidos necesarios para la ejecución y 
desarrollo de la Estrategia TIC aprobada por el Gobierno, corresponderá a la Comisión de 
Estrategia TIC a propuesta de la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.

Cuando concurran razones económicas, técnicas o de oportunidad sobrevenidas, la 
Comisión de Estrategia TIC podrá autorizar al Director de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones a acordar excepciones a la declaración de medio o servicio de uso 
compartido, de las que se dará traslado a los miembros de la Comisión de Estrategia TIC.

La declaración de medio o servicio compartido habilitará a la Dirección de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones para adoptar las medidas necesarias para su 
provisión compartida, bien directamente o a través de otras unidades TIC y, en su caso, para 
disponer tanto de los medios humanos y económicos como de las infraestructuras y resto de 
activos TIC que los ministerios y unidades dependientes venían dedicando a atender dichos 
servicios, entre los que se incluyen también ficheros electrónicos y licencias.

Dada la naturaleza funcional específica y régimen competencial singular de los servicios 
de Informática presupuestaria de la Intervención General de la Administración del Estado, lo 
establecido en este apartado 2 respecto a los servicios, recursos e infraestructuras TIC 
comunes y al catálogo de servicios TIC comunes, cuando pueda afectar a los sistemas de 
funcionalidad específica de Informática presupuestaria requerirá la previa aprobación de la 
Intervención General de la Administración del Estado.

3. La utilización de los medios y servicios compartidos será de carácter obligatorio y 
sustitutivo respecto a los medios y servicios particulares empleados por las distintas 
unidades.

La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones establecerá un 
Catálogo de Servicios Comunes del que formarán parte los medios y servicios compartidos, 
así como aquellas infraestructuras técnicas o aplicaciones desarrolladas por la Dirección de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones cuya provisión de manera compartida 
facilite la aplicación de economías de escala y contribuya a la racionalización y simplificación 
de la actuación administrativa.

4. Dentro de este Catálogo figurarán servicios de administración digital orientados a 
integrar todas las relaciones de las Administraciones públicas con el ciudadano, mediante la 
provisión compartida, que le permita tener una visión integral de sus relaciones con las 
Administraciones públicas y acceso a todos los servicios on-line.

5. La provisión, explotación y gestión de los medios y servicios compartidos será 
realizada por la Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, salvo los 
que correspondan a los servicios de informática presupuestaria de la Intervención General 
de la Administración del Estado. Las eficiencias que se produzcan en estos procesos se 
dedicarán preferentemente a potenciar los servicios sectoriales.
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6. Las CMAD y las unidades TIC sectoriales velarán por el uso de los medios y servicios 
compartidos. En este sentido, cuando las necesidades puedan ser comunes a más de un 
área funcional o unidad, del mismo o de distinto ministerio, se escogerá la alternativa que 
permita compartir el servicio entre dichas áreas, salvo autorización expresa de la Dirección 
de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.

7. La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones llevará un 
registro de los costes que son imputables a cada uno de los diferentes órganos y organismos 
usuarios, sin perjuicio de las competencias de otros órganos administrativos en materia de 
control de gasto.

8. La puesta a disposición común de los medios y servicios compartidos se hará de 
acuerdo con lo previsto en la normativa que resulte aplicable en cada ámbito en materia de 
personal, organización, presupuestos y patrimonial.

Artículo 11.  Proyectos de interés prioritario.
El Comité de Estrategia TIC podrá declarar como proyectos de interés prioritario aquellos 

que tengan una singular relevancia y, especialmente, aquellos que tengan como objetivo la 
colaboración y cooperación con las comunidades autónomas y los entes que integran la 
Administración local y la Unión Europea en materia de Administración digital.

La declaración de proyecto de interés prioritario se trasladará como recomendación al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y a la Comisión de Políticas de Gasto 
para que, en su caso, sea tenida en cuenta en la elaboración de los Presupuestos Generales 
del Estado.

Artículo 12.  Unidades TIC.
1. Son unidades TIC aquellas unidades administrativas cuya función sea la provisión de 

servicios en materia de Tecnologías de la Información y Comunicaciones a sí mismas o a 
otras unidades administrativas.

Las unidades TIC, bajo la dirección de los órganos superiores o directivos a los que se 
encuentren adscritas, se configuran como instrumentos fundamentales para la 
implementación y desarrollo de la Estrategia TIC y del proceso de transformación digital de 
los ámbitos sectoriales de la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos 
bajo la coordinación y supervisión de la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.

2. Se entenderá por provisión de servicios TIC la realización de una o varias de las 
siguientes funciones:

a) Soporte, operación, implementación y/o gestión de sistemas informáticos corporativos 
o de redes de telecomunicaciones.

b) Desarrollo de aplicativos informáticos en entornos multiusuario.
c) Consultoría informática.
d) Seguridad de sistemas de información.
e) Atención técnica a usuarios.
f) Innovación en el ámbito de las TIC
g) Administración digital.
h) Conformar la voluntad de adquisición de bienes o servicios en el ámbito de las 

tecnologías de la información y las comunicaciones
i) Todas aquellas funciones no previstas expresamente en las letras anteriores, que sean 

relevantes en materia de tecnologías de la información y las comunicaciones.
3. Las unidades TIC adscritas a los departamentos ministeriales o a sus organismos 

adscritos, impulsarán, en el marco de la CMAD, la transformación digital de los servicios 
sectoriales en sus ámbitos. La Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones propondrá a los órganos competentes, las áreas administrativas que deban 
ser atendidas por las unidades TIC de manera que se adapten a las nuevas necesidades 
derivadas de la declaración de medios o servicios compartidos con el fin de mejorar la 
eficiencia y operatividad en la prestación de sus servicios. Las unidades TIC deberán llevar a 
cabo dicha transformación identificando las oportunidades que les permitan sacar el máximo 
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rendimiento a las TIC de acuerdo a las necesidades funcionales determinadas por las áreas 
administrativas a las que prestan sus servicios.

Artículo 13.  Cooperación interadministrativa.
1. La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones propondrá a la 

Secretaría de Estado de Administraciones Públicas las líneas de actuación, orientaciones 
comunes y la creación de órganos de cooperación necesarios para favorecer el intercambio 
de ideas, estándares, tecnología y proyectos orientados a garantizar la interoperabilidad y 
mejorar la eficacia y eficiencia en la prestación de los servicios públicos de las distintas 
Administraciones Públicas, que serán tratadas en la Conferencia Sectorial de 
Administraciones Públicas, en cuyo seno se establecerán.

2. La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones propondrá al 
Secretario de Estado de Administraciones Públicas la designación de los representantes de 
la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos en las comisiones o grupos 
que la Conferencia Sectorial de Administraciones Públicas cree en materia de tecnologías de 
la información y Administración digital.

CAPÍTULO IV
Actuaciones en relación con la planificación en materia de Administración 

digital

Artículo 14.  Planes de acción departamentales para la transformación digital.
1. Cada ministerio contará con un Plan de acción para la transformación digital, que 

comprenderá las actuaciones en materia de Administración digital, tecnologías de la 
información y comunicaciones a desarrollar en el conjunto del departamento y sus 
organismos públicos adscritos.

2. La propuesta del plan se elaborará de acuerdo con las directrices de la Dirección de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y las líneas estratégicas establecidas 
por el Comité de Estrategia TIC y recogerá de forma concreta los servicios que el ministerio 
tiene previsto desarrollar, especialmente los dirigidos a la prestación de servicios a 
ciudadanos y empresas, su planificación temporal, los recursos humanos, técnicos y 
financieros necesarios y los contratos que se deben realizar.

La propuesta de plan de acción departamental se remitirá por el presidente de la CMAD 
a la Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones para su estudio y 
valoración y posterior elevación a la Comisión de Estrategia de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, a efectos del informe preceptivo del Comité Ejecutivo, 
previo a su aprobación por el órgano competente en el departamento ministerial.

En el plan de acción remitido podrán excluirse los medios y servicios específicos que 
afecten a la defensa, consulta política, situaciones de crisis y seguridad del Estado y los que 
manejen información clasificada, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación reguladora de 
los secretos oficiales y en los Acuerdos internacionales.

3. Los planes de acción para la trasformación digital tendrán un alcance, al menos, de 
dos años.

Artículo 15.  Modificación de los Planes de acción departamentales para la transformación 
digital.

La modificación de los Planes de acción departamentales para la transformación digital 
deberá ser informada por la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.
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CAPÍTULO V
Actuaciones en relación con la contratación en materia de tecnologías de la 

información

Artículo 16.  Competencias para el informe técnico de la memoria y los pliegos de 
prescripciones técnicas para la contratación de tecnologías de la información.

1. La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones elaborará y 
trasladará a los órganos competentes en materia de contratación, los criterios y directrices 
para la agregación y planificación de la demanda TIC en la Administración General del 
Estado y sus Organismos Públicos para una mayor eficiencia económica y su configuración 
como cliente único frente a proveedores externos.

2. La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones informará con 
carácter preceptivo la declaración de contratación centralizada, que corresponde al Ministro 
de Hacienda y Administraciones Públicas a propuesta de la Dirección General de 
Racionalización y Centralización de la Contratación, de los contratos de suministros, obras y 
servicios en materia TIC.

Asimismo, para la contratación centralizada en materia TIC la Dirección de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones establecerá los criterios técnicos y de oportunidad y 
la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación establecerá los 
criterios de contratación administrativa y gestión económica.

La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones realizará el informe 
técnico preceptivo de la memoria y los pliegos de prescripciones técnicas de las siguientes 
contrataciones de bienes y servicios informáticos:

a) El suministro de equipos y programas para el tratamiento de la información, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 9.3 b) del texto refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.

b) Los contratos de servicios, de acuerdo con lo establecido en el artículo 10 del texto 
refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

c) Los procedimientos especiales de adopción de tipo realizados al amparo del artículo 
206 del texto refundido Ley de Contratos del Sector Público.

d) Los convenios de colaboración y encomiendas de gestión que incluyan la prestación 
de servicios en materia de tecnologías de la información, comunicaciones o Administración 
Digital en el ámbito de la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos.

3. Estarán excluidos del informe técnico a que se refiere el apartado anterior los 
contratos comprendidos en el ámbito de aplicación de la Ley 24/2011, de 1 de agosto, de 
Contratos del sector público en los ámbitos de la defensa y de la seguridad, así como los 
tramitados de conformidad con el artículo 170.f) del texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público.

La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones recibirá la 
información necesaria sobre estas contrataciones a efectos estadísticos, de inventario y 
presupuestarios necesarios para el gobierno integral de las TIC. En cualquier caso, la 
recepción de la información se manejará y custodiará de acuerdo a la clasificación 
establecida y, en su caso, con lo dispuesto en la legislación reguladora de los secretos 
oficiales y en los Acuerdos internacionales.

Artículo 17.  Tramitación telemática de los informes a la memoria y los pliegos de 
prescripciones técnicas.

1. La tramitación de los informes técnicos se regulará mediante instrucción de la 
Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y se hará procurando el 
empleo de medios telemáticos en todas las fases del procedimiento.

2. La tramitación de los informes técnicos se realizará bajo los principios de simplicidad, 
celeridad y eficacia, y se racionalizarán los trámites administrativos para lograr su máxima 
sencillez y funcionalidad.

3. El informe técnico se emitirá en el plazo máximo de diez días hábiles posteriores al día 
en que la unidad TIC registró la documentación completa del expediente de contratación.
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Si por causas justificadas el informe previsto en el apartado anterior no pudiera ser 
emitido en el plazo previsto, se comunicará telemáticamente al órgano solicitante indicando 
si puede proseguir el procedimiento de contratación o si el informe se considera 
determinante para la prosecución del procedimiento de contratación, de suscripción de 
convenio o atribución de encomienda de gestión. En el caso de que el informe se considere 
determinante se indicará en la comunicación el nuevo plazo en que será evacuado, que no 
podrá superar 5 días hábiles, transcurrido el cuál sin la emisión del informe podrá proseguir 
la tramitación del expediente.

4. Las Unidades TIC proporcionarán la información necesaria para mantener actualizado 
el sistema integral de seguimiento de contratación TIC que permita un análisis permanente 
de los contratos TIC.

Artículo 18.  Contenido del informe técnico sobre la memoria y los pliegos de prescripciones 
técnicas en materia de tecnologías de la información.

1. El informe técnico de la memoria y de los pliegos de prescripciones técnicas en 
materia de tecnologías de la información se referirá a su adecuación a los planes 
estratégicos del departamento ministerial y a las directrices dictadas por la Dirección de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, así como a la finalidad y adecuación 
tecnológica de la prestación que se propone contratar.

2. El informe técnico tendrá en cuenta los elementos de la memoria y del pliego de 
prescripciones técnicas que contengan información relevante desde el punto de vista 
tecnológico y de los criterios para la transformación digital de los servicios.

Artículo 19.  Información presupuestaria.
1. La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones tendrá 

información, en coordinación con las Comisiones Ministeriales de Administración Digital y la 
Dirección General de Presupuestos, de los recursos económicos destinados a los bienes y 
servicios TIC del conjunto de la Administración General del Estado y sus Organismos 
Públicos se informará trimestralmente a la Comisión de Estrategia TIC del estado de 
ejecución de dicho presupuesto.

2. La Dirección de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones elaborará un 
informe anual detallado y desagregado de imputación de costes TIC.

Disposición adicional primera.  Supresión de órganos.
A partir de la entrada en vigor de este real decreto quedan suprimidos el Consejo 

Superior de Administración Electrónica y las Comisiones Ministeriales de Administración 
Electrónica.

Disposición adicional segunda.  Modificación de referencias.
1. Se entenderán referidas a la Comisión de Estrategia TIC y a las Comisiones 

Ministeriales de Administración Digital todas las alusiones que en la normativa vigente se 
hagan al Consejo Superior de Administración Electrónica y a las Comisiones Ministeriales de 
Administración Electrónica, respectivamente.

2. Sin perjuicio de lo anterior, todas las referencias al Consejo Superior de 
Administración Electrónica y a las Comisiones Ministeriales de Administración Electrónica 
que subsistan en la normativa vigente en relación a las competencias de contratación de 
estos órganos colegiados, se entenderán hechas a la Dirección de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones.

3. Todos los comités técnicos, grupos de trabajo o ponencias especiales que hayan sido 
constituidos por acuerdo del Consejo Superior de Administración Electrónica o de su Comité 
Permanente quedarán asociados a la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones o a los órganos colegiados regulados en este real decreto, de acuerdo con 
sus funciones.
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Disposición adicional tercera.  Régimen jurídico de los órganos colegiados.
1. Los órganos colegiados que se regulan en este real decreto se regirán por lo 

establecido en materia de órganos colegiados en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado.

2. La Comisión de Estrategia TIC podrá aprobar las normas de régimen interno que 
estime procedentes para el mejor desarrollo de su trabajo.

Disposición adicional cuarta.  Representación del Ministerio de Defensa en los órganos 
con competencias en materia de Administración digital.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 5.1, la representación del Ministerio de 
Defensa en el Pleno de la Comisión de Estrategia TIC podrá ser asumida por el órgano 
superior de ese departamento que, de acuerdo con los reales decretos de estructura 
orgánica y de desarrollo de la misma, resulte competente en materia de Tecnologías de la 
Información y Comunicaciones.

Asimismo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 7.2, el citado órgano superior 
podrá asumir la presidencia de la Comisión Ministerial de Administración Digital del 
Ministerio de Defensa y, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 8, podrá ser el 
responsable TIC, dentro de dicho órgano superior del Ministerio de Defensa, quien 
represente al departamento en el Comité de Dirección de las Tecnologías de Información y 
Comunicaciones.

Disposición adicional quinta.  Composición inicial del Comité Ejecutivo de la Comisión de 
Estrategia TIC.

El Comité Ejecutivo de la Comisión de Estrategia TIC estará formado por los titulares de 
los siguientes órganos, en tanto que la Comisión de Estrategia TIC no establezca una 
composición diferente:

a) Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación.
b) Dirección General de Presupuestos.
c) Dirección General de Telecomunicaciones y Tecnologías de la Información.
d) Gerencia de Informática de la Seguridad Social.
e) Departamento de Informática Tributaria de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria.
f) Secretaría General de la Administración de Justicia.
g) Dirección General de la Función Pública.
h) Inspección General del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
i) Intervención General de la Administración del Estado.
j) Una Subdirección General del Centro Nacional de Inteligencia/Centro Criptológico 

Nacional.

Disposición adicional sexta.  Ámbito específico.
Lo dispuesto en el presente real decreto será de aplicación a los organismos y entidades 

públicos no encuadrables en las categorías establecidas en el artículo 43.1 de la Ley 6/1997, 
de 14 de abril, de Organización y funcionamiento de la Administración General del Estado, 
en cuanto sea compatible con su normativa específica.

Disposición transitoria primera.  Expedientes de contratación en fase de informe.
Se pospone hasta el 1 de enero de 2015 la entrada en vigor del nuevo procedimiento de 

tramitación de los informes de la memoria y de los pliegos de prescripciones técnicas.
Durante este periodo, los expedientes se seguirán tramitando por el procedimiento 

anterior, asumiendo directamente la Dirección de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones la aprobación de los expedientes que hasta el momento eran competencia 
del Consejo Superior de Administración Electrónica.
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Los expedientes que se inicien durante este periodo y los contratos adjudicados durante 
el mismo, así como los expedientes ya iniciados y los contratos adjudicados con anterioridad 
a la entrada en vigor de este real decreto se regirán de acuerdo con la normativa anterior. A 
estos efectos, se entenderá que los expedientes han sido iniciados cuando hayan sido 
remitidos a la Comisión Permanente del Consejo Superior de Administración Electrónica o a 
la correspondiente Comisión Ministerial de Administración Electrónica para su informe 
preceptivo o tramitación.

Disposición transitoria segunda.  Regulación de las Comisiones Ministeriales de 
Administración Digital.

En el plazo de cuatro meses desde la entrada en vigor de este real decreto se aprobarán 
las correspondientes órdenes ministeriales reguladoras de las Comisiones Ministeriales de 
Administración Digital. Mientras tanto, subsistirán con su actual estructura las Comisiones 
Ministeriales de Administración Electrónica vigentes, que pasarán a ejercer las funciones que 
se atribuyen en este real decreto a las nuevas Comisiones Ministeriales de Administración 
Digital.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 589/2005, de 20 de mayo, por el que se reestructuran 

los órganos colegiados responsables de la Administración electrónica, así como cuantas 
disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este real decreto.

Disposición final primera.  Facultades de desarrollo.
Se autoriza a los Ministros de Hacienda y Administraciones Públicas y de la Presidencia, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, para que adopten las medidas necesarias 
para el desarrollo y ejecución de este real decreto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 69

Orden HAP/1074/2014, de 24 de junio, por la que se regulan las 
condiciones técnicas y funcionales que debe reunir el Punto General 

de Entrada de Facturas Electrónicas. [Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas
«BOE» núm. 154, de 25 de junio de 2014
Última modificación: 12 de julio de 2016

Referencia: BOE-A-2014-6662

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Requisitos funcionales de los Puntos Generales de Entradas de Facturas 
electrónicas

Artículo 8.  Establecimiento de los Puntos Generales de Entrada de Facturas Electrónicas.
1. Las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de un punto 

general de entrada de facturas electrónicas a través del cual se recibirán todas las facturas 
electrónicas que correspondan a entidades, entes y organismos vinculados o dependientes.

2. En cumplimiento de la obligación de establecer un punto general de entrada de 
facturas electrónicas, las Comunidades Autónomas y Entidades Locales podrán adherirse al 
Punto General de Entrada de Facturas Electrónicas de la Administración General del Estado, 
de conformidad con lo dispuesto en el siguiente artículo.

3. Aquellas Comunidades Autónomas y Entidades Locales, que creen su propio punto 
general de entrada de facturas electrónicas, deberán ajustarse a lo dispuesto en esta Orden 
y justificar ante la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas, previamente a la 
realización de cualquier inversión dirigida al establecimiento de su propio punto de entrada, 
su no adhesión al Punto General de Entrada de Facturas Electrónicas de la Administración 
General del Estado, en términos de eficiencia conforme al artículo 7 de la Ley Orgánica 
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

En todo caso, se dará publicidad, en sus correspondientes Boletines oficiales de la 
creación de dichos puntos.

4. Toda factura presentada a través de los puntos generales de entrada de facturas 
autonómicos o locales producirá una entrada automática en el correspondiente registro 
electrónico de la Administración Autonómica o de la Entidad local de que se trate, 
proporcionando un acuse de recibo electrónico con acreditación de la fecha y hora de 
presentación.

[ . . . ]
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§ 70

Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y 

sobre el Patrimonio

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 285, de 29 de noviembre de 2006

Última modificación: 27 de junio de 2024
Referencia: BOE-A-2006-20764

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
Antecedentes

El Impuesto sobre la Renta de la Personas Físicas es un tributo de importancia 
fundamental para hacer efectivo el mandato del artículo 31 de la Constitución Española, que 
exige la contribución de todos «... al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su 
capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de 
igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

La idea de un impuesto personal sobre la renta de las personas físicas de carácter 
general, personal y progresivo, se introdujo en España con la reforma tributaria de 1978, si 
bien ha conocido diferentes modelos derivados de los distintos objetivos de política 
económica y social que se han articulado a través de esta figura impositiva.

El proceso se inició con la Ley 44/1978, norma que llevó hasta sus últimas 
consecuencias la idea de generalidad y comunicación entre las diferentes fuentes de renta, 
de manera que se diseñó un impuesto sintético en el que la compensación entre cualquiera 
de ellas se permitió con absoluta libertad. Con el tiempo, el diseño inicial hubo de ser 
rectificado en dos aspectos básicos: de un lado, la total libertad en la compensación de 
rentas propició que aquellas que podían realizarse con absoluta discrecionalidad, caso de 
las pérdidas patrimoniales, se utilizaran como instrumento para reducir el impuesto a 
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satisfacer por el resto de fuentes de renta. De otro, la acumulación obligatoria de las rentas 
de la unidad familiar, en un impuesto de naturaleza progresiva que considera como 
contribuyente al individuo, estuvo en el origen de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 
20 de febrero de 1989 y obligó a modificar la regulación del impuesto para adecuarlo a su 
naturaleza esencialmente individual.

Estas modificaciones se consolidaron en la posterior evolución del impuesto. Así, las 
posteriores regulaciones ya no configuraron un impuesto absolutamente sintético, sino que 
mantuvieron la diferenciación en el tratamiento fiscal de determinadas fuentes de renta, en 
especial las ganancias y pérdidas patrimoniales, respecto del resto, y al tiempo configuraron 
el impuesto con un carácter marcadamente individual, quedando la tributación conjunta 
como una opción para aquellas unidades familiares que así lo decidieran. En particular, en 
las sucesivas reformas se ha venido manteniendo una definición muy similar de las 
diferentes categorías de renta y de los supuestos de no sujeción y exención, es decir, de los 
conceptos básicos en la determinación de la renta.

Las últimas de estas reformas del IRPF, la de la Ley 40/1998 y la de la Ley 46/2002, han 
supuesto una reducción tanto de los tipos de gravamen como del número de tramos de la 
escala, al tiempo que han sustituido las deducciones en la cuota en concepto de 
circunstancias personales y familiares por reducciones en la base imponible, y han 
mantenido, en buena medida, la diversidad en el tratamiento de las distintas fórmulas del 
ahorro.

En cuanto al Impuesto sobre Sociedades, en los últimos años se ha producido una 
mayor aproximación entre las normas fiscales de cálculo de la base imponible y el resultado 
contable, manteniendo una estabilidad en los tipos nominales de gravamen e incorporando 
numerosos incentivos fiscales. Al mismo tiempo, se ha ampliado sustancialmente el ámbito 
de aplicación del régimen fiscal de las pequeñas y medianas empresas.

La creciente globalización de la economía está introduciendo una importante 
preocupación por la productividad y el crecimiento económico. Va acompañada de nuevas 
tendencias en la fiscalidad internacional, en las que se destacan la reducción de tipos 
nominales para empresas y personas físicas, la simplificación de tarifas e incentivos fiscales, 
así como la búsqueda de una disminución en la tributación del factor trabajo. Al mismo 
tiempo cabe señalar, como factores relevantes, el intento de lograr una mayor 
homogeneidad en el tratamiento fiscal del ahorro, vinculado sin duda a la creciente libertad 
de circulación de capitales, y una mayor importancia relativa de la imposición 
medioambiental.

La reforma que se aborda se inscribe en este marco. Se profundiza en la modernización 
del sistema tributario español con una visión estratégica e integral que contribuirá a la mejora 
del modelo de crecimiento y de la competitividad, planteamiento que se adecua a la realidad 
social y económica de España. Las novedades que se proponen se incorporan en el cuerpo 
normativo actual, manteniendo en lo posible la estructura de los textos actualmente vigentes 
y el contenido que se considera adecuado. Por otra parte, la reforma relativa al Impuesto 
sobre Sociedades y a los impuestos medioambientales tiene una dimensión temporal, ya que 
está prevista su implantación gradual.

II
Objetivos y aspectos relevantes de la reforma

El Gobierno fijó como principios directores de la Política Económica el crecimiento 
sostenido y equilibrado, basado en la productividad, así como la mejora del bienestar y la 
cohesión social. Para ello, sobre la base del respeto al principio de estabilidad 
presupuestaria y suficiencia financiera, se han adoptado diversas iniciativas en materia 
presupuestaria, primando las políticas de gasto con impacto en la productividad, que se 
complementan con la reforma fiscal.

En este contexto, se actúa de manera inmediata sobre la tributación de la renta de las 
personas físicas y jurídicas, y se desarrollará en un futuro próximo la tributación 
medioambiental con el objetivo de mejorar la eficiencia energética y facilitar el equilibrio 
financiero de la reforma.
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La reforma tiene como objetivos fundamentales mejorar la equidad y favorecer el 
crecimiento económico, al tiempo que persigue garantizar la suficiencia financiera para el 
conjunto de las administraciones públicas, favorecer la tributación homogénea del ahorro y 
abordar, desde la perspectiva fiscal, los problemas derivados del envejecimiento y la 
dependencia.

Sin perjuicio de la posterior descripción del contenido de la Ley, hay determinados 
aspectos de la reforma que deben ser objeto de atención prioritaria.

1) Para la mejora de la equidad, se disminuye la carga tributaria soportada por las rentas 
del trabajo, elevando sustancialmente la reducción establecida para las mismas, 
especialmente para las rentas más bajas. Se trata de dispensar un tratamiento especial a 
este tipo de rentas por los siguientes motivos: compensar, mediante una cantidad a tanto 
alzado, los gastos generales en los que incurre un trabajador; reconocer la aportación que 
esta fuente de renta hace al conjunto de la base imponible; su facilidad de control y el que se 
trata de una renta no fundada o sin respaldo patrimonial.

Como novedad, esta reducción se aplicará también a determinados trabajadores 
autónomos que, por las especiales circunstancias en que desarrollan su actividad y por estar 
sus rentas controladas, reúnen características muy cercanas a las del trabajador por cuenta 
ajena.

2) Con idéntica finalidad de mejora de la equidad, se elevan los umbrales de rentas no 
sometidas a tributación, y se recupera la igualdad en el tratamiento de las circunstancias 
personales y familiares.

Hasta 1998, el tratamiento de las mismas se llevaba a cabo mediante deducciones en la 
cuota del impuesto. Desde 1999 fueron sustituidas por un mínimo personal y familiar, 
deducible de la base imponible, cuya función era cuantificar aquella parte de la renta que, 
por destinarse a satisfacer las necesidades básicas personales y familiares del 
contribuyente, se consideraba que no debería tributar por el Impuesto.

La consecuencia de este esquema de reducción en la base imponible, cuando se vincula 
a un impuesto con tarifa progresiva, es que el beneficio para el contribuyente es 
directamente proporcional a su nivel de renta (a mayor renta, mayor beneficio) ya que el 
mínimo personal y familiar opera a través del tipo marginal de cada contribuyente. Implica, 
por tanto, aceptar que una misma necesidad, como pudiera ser la manutención de un hijo, 
tenga una distinta consideración en el impuesto en función del nivel de renta de la familia.

Para asegurar una misma disminución de la carga tributaria para todos los 
contribuyentes con igual situación familiar, con independencia de su nivel de renta, se 
configura un extenso y flexible primer tramo, en el que se computan los mínimos destinados 
a reconocer las circunstancias personales y familiares. Por tanto, estos mínimos, 
técnicamente, se gravan a tipo cero. Esta estructura supone que los contribuyentes no 
tributan por las primeras unidades monetarias que obtienen y que destinan a cubrir las 
necesidades vitales, de forma que contribuyentes con iguales circunstancias personales y 
familiares logran el mismo ahorro, con lo que se mejora la progresividad del impuesto. La 
introducción de una cuantía a la que es de aplicación un tipo cero permite alcanzar el mismo 
efecto de equidad que se produce con la aplicación de las deducciones en la cuota.

En esta consideración de las circunstancias personales y familiares cabe efectuar una 
mención a la opción por la tributación conjunta. La política de no discriminación por razón de 
género y razones de simplificación de la gestión del impuesto podrían justificar su revisión. 
No obstante, se mantiene su tratamiento actual en el impuesto para evitar numerosos 
perjudicados en los matrimonios en los que alguno de sus miembros no puede acceder al 
mercado laboral, y por tanto obtiene rendimientos sólo uno de los cónyuges, como podrían 
ser los casos de determinados pensionistas con rentas de cuantía reducida, o de 
determinadas familias numerosas.

3) Con la finalidad de favorecer el crecimiento económico, se reduce a cuatro el número 
de tramos de la tarifa, en consonancia con las tendencias actuales en los países de la 
OCDE, y se introduce una notable ampliación del primero de ellos, lo que implicará que más 
del 70 % de los contribuyentes de menores rentas vean simplificada su tributación. Por otra 
parte, por razones de incentivo al trabajo personal, se establece el tipo marginal máximo en 
el 43 %.
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Es especialmente destacable, aunque quizás no tan fácilmente perceptible como la 
reducción de tipos, la ampliación que se produce en las cuantías que delimitan todos los 
tramos de la tarifa, pues implica una reducción adicional de los tipos de gravamen 
soportados. El objetivo es una menor tributación efectiva, lo que se consigue con la 
combinación de mínimos exentos más elevados y la estructura de la tarifa, en la que el 
primer tramo se alarga y engloba, por lo general, los mínimos personales.

4) Por razones de equidad y crecimiento, se otorga un tratamiento neutral a las rentas 
derivadas del ahorro, eliminando las diferencias no justificadas que existen actualmente 
entre los distintos instrumentos en los que se materializa. Con ello, a la vez que se 
simplificará la elección de los inversores, se incrementará la neutralidad fiscal de los distintos 
productos y se favorecerá la productividad y competitividad, mejorando la posición de 
nuestro país en un entorno internacional de libre circulación de capitales y de fuerte 
competencia. De esta manera, se aborda la modernización de la tributación del ahorro, 
asignatura pendiente de las reformas precedentes.

Se evita así que las diferencias en la presión fiscal que soportan los diferentes 
instrumentos distorsionen la realidad financiera del ahorro (como la denominada rentabilidad 
financiero-fiscal que mide una rentabilidad por completo ajena a las características 
intrínsecas del producto que se pretende comercializar), ya que ello configura un marco 
tributario caracterizado por la falta de transparencia y diferencias en la tributación que se 
utilizan con el objeto de mantener cautivas determinadas inversiones.

Para ello, se establece la incorporación de todas las rentas que la Ley califica como 
procedentes del ahorro en una base única con tributación a un tipo fijo (18 %), idéntico para 
todas ellas e independiente de su plazo de generación, pues la globalización económica 
hace inútiles los intentos de fraccionar artificialmente los mercados financieros por tipos de 
activos o por plazos.

En relación con los dividendos, la jurisprudencia comunitaria obliga a otorgar un mismo 
tratamiento a los dividendos de fuente interna y a los de cualquier otro país miembro de la 
Unión Europea. En línea con las tendencias recientes, de retorno a un sistema clásico de no 
integración entre el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y el Impuesto sobre 
Sociedades, y con las reformas operadas en otros países de nuestro entorno, se ha 
simplificado su tributación mediante su incorporación a la base del ahorro y la aplicación de 
un mínimo exento que excluirá el gravamen, por este concepto, de numerosos 
contribuyentes.

5) Con el objeto de mejorar la cohesión social y de atender los problemas derivados del 
envejecimiento y la dependencia se incentivan aquellos instrumentos destinados a 
proporcionar unos ingresos complementarios de las pensiones públicas o a la cobertura de 
determinados riesgos.

En todos los países desarrollados se está registrando un proceso de envejecimiento de 
la población que, en el medio plazo, dificulta la sostenibilidad de los sistemas públicos de 
previsión social. Para hacer frente a este importante reto los países de la OCDE pusieron en 
marcha en el pasado medidas de carácter fiscal, incentivando el desarrollo de planes de 
pensiones privados de carácter complementario al sistema básico de la Seguridad Social. El 
objeto de estos regímenes es que los individuos puedan obtener, a través del sistema 
público y de su plan de pensiones privado, una prestación que permita la aproximación de 
sus rentas al último salario percibido durante su vida laboral.

Para el cumplimiento de este objetivo, el Impuesto intenta reorientar los incentivos 
fiscales a la previsión social complementaria hacia aquellos instrumentos cuyas 
percepciones se reciban de forma periódica, para lo cual se elimina la reducción del 40 por 
ciento anteriormente vigente para las retiradas del sistema del capital acumulado en forma 
de pago único. Adicionalmente, se conceden beneficios fiscales a los planes de previsión 
social empresarial y se prevé un nuevo producto de fomento del ahorro a largo plazo cuando 
se compromete la constitución de una renta vitalicia con el capital acumulado, el denominado 
plan individual de ahorro sistemático, si bien este opera de forma diferente a los demás al 
carecer de incentivo a la entrada.

Asimismo, por razones de equidad y de complementariedad con el sistema público de 
pensiones, se acotan los límites de las aportaciones. La experiencia de los últimos años 
demuestra que la media de aportación no ha superado los 2.000 euros, si bien se han 
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incentivado de forma desproporcionada, y al margen de los objetivos de la previsión social, 
aportaciones muy elevadas para determinados contribuyentes con elevada capacidad 
económica.

La consideración de las aportaciones a estos sistemas como salario diferido, la acotación 
de los límites y el respeto al contexto de neutralidad en la tributación del ahorro, justifica que 
todos los instrumentos de previsión social que cumplan con las características exigidas 
apliquen el incentivo de la reducción en la base imponible, sin distinción entre ellos. Y todo 
ello con la menor incidencia posible en la normativa financiera reguladora los planes y 
fondos de pensiones.

6) Razones de equidad y de cohesión social aconsejan otorgar una especial atención al 
problema de la dependencia en España, incentivando, por primera vez desde el punto de 
vista fiscal, la cobertura privada de esta contingencia.

De esta forma se reconoce la realidad social española, en la que se da un incremento de 
la esperanza de vida que lleva asociado un problema de envejecimiento y dependencia de 
una buena parte de los ciudadanos, existiendo además otros factores que agudizan su 
dimensión en el sector de población que precisa de una atención especial.

Se configuran dos tipos de beneficios: los dirigidos a aquellas personas que sean ya 
dependientes, para las que se prevé la posibilidad de movilizar su patrimonio inmobiliario con 
vistas a obtener unos flujos de renta que les permita disponer de recursos para paliar las 
necesidades económicas, y, por otra parte, los dirigidos a aquellas personas que quieran 
cubrir un eventual riesgo de incurrir en una situación de dependencia severa o de gran 
dependencia.

Adicionalmente, dado que la vivienda habitual constituye una importante manifestación 
del ahorro familiar, se introducen en la Ley mecanismos que permitan, en situaciones de 
dependencia severa o de gran dependencia, hacer líquida esta fuente de ahorro sin coste 
fiscal, lo que sin duda constituye un medio adicional de cobertura de esta contingencia.

7) Por razones de cohesión social, se da continuidad al apoyo fiscal a la adquisición de 
la vivienda habitual, manteniendo la base de deducción actual y homogeneizando los 
porcentajes aplicables.

8) Las medidas que se proponen deben determinar en el futuro un crecimiento 
económico que debería concretarse en una mayor recaudación. No obstante, pueden 
originar en una consideración estática una disminución de los ingresos.

En este sentido, esta Ley tiene en cuenta que las Comunidades Autónomas disponen de 
capacidad normativa, con el alcance previsto en el artículo 38 de la Ley 21/2001, de 27 de 
diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía, por lo que podrán compensar, si así lo deciden mediante el ejercicio de esa 
competencia, el efecto estático de reducción de la recaudación mencionado en el apartado 
anterior.

En el texto de la norma se respeta el actual esquema de reparto de competencias en el 
Impuesto, con la precisión efectuada respecto de la tarifa. No obstante, la negociación de un 
nuevo sistema de financiación para las Comunidades Autónomas podrá requerir, cuando el 
proceso esté concluido, una nueva regulación del título referido al gravamen autonómico y a 
las competencias normativas y gestoras atribuidas a aquellas.

9) La reforma del Impuesto sobre Sociedades será gradual, y responde a la necesidad 
de defender la posición competitiva de nuestras empresas en el ámbito comunitario, alcanzar 
una mayor coordinación fiscal con los países de nuestro entorno, simplificar la estructura del 
mismo y lograr una mayor neutralidad en su aplicación, fomentando la creación de 
empresas.

El principio de coordinación internacional exige que se tomen en consideración las 
tendencias básicas de los sistemas fiscales de nuestro entorno, más aún en el contexto de 
un Mercado Único europeo. Este principio halla su fundamento en la internacionalización de 
nuestra economía. Medidas tales como la reducción de tipos de gravamen, reducción que se 
ha ido produciendo paulatinamente en los diferentes Estados, y la simplificación de los 
incentivos fiscales son consecuencias de dicho principio.

Por lo que respecta a los incentivos fiscales, éstos han de justificarse con base en 
desequilibrios del mercado ya que el principio de neutralidad exige que la aplicación del 
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tributo no altere el comportamiento económico de los sujetos pasivos y la localización de las 
inversiones, excepto que dicha alteración tienda a superar dichos desequilibrios. En muchos 
casos, los estímulos fiscales a la inversión son poco eficaces, presentan un elevado coste 
recaudatorio, complican la liquidación y generan una falta de neutralidad en el tratamiento 
fiscal de distintos proyectos de inversión.

Por ello, la eliminación de los incentivos simplificará enormemente la aplicación del 
tributo y facilitará su gestión por parte de la Administración tributaria, satisfaciendo así el 
principio de transparencia, que exige que las normas tributarias sean inteligibles y precisas y 
que de su aplicación se derive una deuda tributaria cierta.

Los aspectos mencionados constituyen la primera fase de la reforma prevista en el 
Impuesto que se completará, en sus aspectos sustanciales, una vez se haya producido el 
desarrollo de la adecuación de la normativa contable a las Normas Internacionales de 
Contabilidad, dada su relación con el Impuesto sobre Sociedades.

10) Por razones de coherencia y de coordinación con la regulación de los Impuestos 
sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre Sociedades, se introducen una serie de 
modificaciones en la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, que además 
pretenden adecuar la normativa al derecho comunitario, y unos ajustes técnicos en la Ley del 
Impuesto sobre el Patrimonio.

Por último, con objeto de respetar las expectativas de quienes adquirieron determinados 
compromisos de inversión conforme a la legislación anterior, se mantiene el tratamiento 
fiscal actualmente vigente para determinados contratos o inversiones formalizados con 
anterioridad a la fecha de sometimiento a información pública de esta norma.

III
Contenido de la Ley

La presente Ley está estructurada en un Título preliminar, trece títulos y 108 artículos, 
junto con las correspondientes disposiciones adicionales, transitorias, derogatorias y finales.

En el Título preliminar se define como objeto del Impuesto la renta del contribuyente, 
entendiendo por tal la suma de todos sus rendimientos, ganancias y pérdidas patrimoniales e 
imputaciones de rentas. Frente a la noción anterior de considerar como objeto del Impuesto 
la renta disponible, es decir la resultante de disminuir las rentas totales obtenidas en el 
importe de las reducciones por circunstancias personales y familiares, se entiende, por las 
razones expuestas en el apartado II anterior, que la consideración de estas circunstancias en 
el momento del cálculo del Impuesto elimina las discriminaciones no deseadas que introduce 
el sistema actual. Se mantiene en sus términos actuales la consideración del Impuesto como 
parcialmente cedido a las Comunidades Autónomas, si bien ya se ha señalado que su 
configuración definitiva dependerá del nuevo sistema de financiación que se acuerde, y lo 
relativo al ámbito de aplicación.

El Título I mantiene, en términos muy similares a los actuales, los aspectos materiales 
(con la introducción de algunos supuestos nuevos de exención), personales (con alguna 
reordenación técnica), y temporales de sujeción al Impuesto.

El Título II, integrado sólo por el artículo 15, constituye el marco general de la 
determinación y cuantificación de la renta que será sometida a gravamen, estableciendo las 
reglas básicas que se desarrollarán en títulos sucesivos.

Así, el Titulo III se ocupa de la determinación de la base imponible, con un primer 
capítulo dedicado a los métodos utilizables para efectuar la misma y un segundo dividido en 
Secciones destinadas al tratamiento fiscal de las distintas fuentes de renta. Como 
novedades más significativas, cabe destacar:

En los rendimientos del trabajo, se incorporan los supuestos derivados de los nuevos 
instrumentos de previsión social, y se ubica, de nuevo, en la determinación del rendimiento 
neto la reducción por obtención de este tipo de rendimientos. Su cuantía se eleva 
sustancialmente respecto de la contenida en la regulación anterior, en especial respecto de 
las rentas más bajas, dando cumplimiento al compromiso asumido de mejora de esta fuente 
de rentas.

En los rendimientos del capital mobiliario se mantiene en lo esencial la regulación 
anterior, si bien desaparece la norma de integración de dividendos que anteriormente se 
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contenía en la ley, al optar por un sistema clásico de relación entre el impuesto societario y el 
de la renta de las personas físicas. Consecuencia de esta opción es que desaparece la 
deducción por doble imposición de dividendos y se introduce una exención para los que no 
superen en cuantía íntegra 1.500 euros.

La novedad fundamental que afecta a estos rendimientos es su incorporación a la base 
imponible del ahorro, con excepción de determinados supuestos específicos que, por su 
naturaleza, podrían encontrar acomodo también en el seno de actividades económicas, 
como son los derechos derivados de la propiedad intelectual o industrial, los arrendamientos 
de bienes muebles, negocios o minas, o los derivados de la cesión de derechos de imagen.

Tampoco se plantean modificaciones sustanciales en el tratamiento de las actividades 
económicas. No obstante, cabe destacar la introducción en el cálculo del volumen de 
exclusión del método de estimación objetiva por índices, signos o módulos, tanto en el 
referido a los ingresos como en el vinculado a las compras de bienes y servicios, no sólo del 
importe correspondiente al propio contribuyente a título individual sino también de aquellos 
importes que pudieran corresponder a las actividades económicas desarrolladas por 
determinados parientes o entidades en régimen de atribución de rentas en las que participen 
cualquiera de los mencionados con anterioridad. Asimismo cabe destacar que determinados 
contribuyentes, con estructuras de producción muy sencilla, aplicarán, cuando determinen su 
rendimiento por el método de estimación directa y cumplan con los requisitos formales que 
se establezcan reglamentariamente, una reducción equivalente a la que corresponde a los 
perceptores de rendimientos del trabajo, ya que se asemejan a ellos en cuanto a la 
dependencia del empleador.

Respetando la estructura de la normativa actualmente vigente, las imputaciones y 
atribuciones de rentas no se encuentran en este Capítulo sino que se regulan en un Título 
específico, el X, que a su contenido anterior de imputaciones de rentas (inmobiliarias, del 
régimen de transparencia fiscal internacional y de derechos de imagen) y de atribuciones de 
rentas (procedentes de los entes sin personalidad jurídica del artículo 35.4 de la Ley General 
Tributaria) incorpora, como un régimen fiscal adicional, el correspondiente a determinados 
contribuyentes que cambian su residencia a territorio español, que en la actualidad eran 
objeto de regulación en el apartado 5 del artículo 9 del texto refundido de la Ley, y un 
Capítulo relativo a la tributación de las transmisiones de valores o participaciones de 
instituciones de inversión colectiva, que anteriormente se regulaba en un título específico.

Los Capítulos IV y V de este Título contienen lo esencial de las modificaciones que se 
introducen como consecuencia de establecer una base específica para todas las categorías 
de ahorro financiero y ganancias y pérdidas patrimoniales derivadas de la transmisión de 
elementos patrimoniales, diferenciada de la derivada del resto de fuentes de renta. Así, el 
Capítulo IV establece la distinción entre una renta general, la de los rendimientos, 
imputaciones y determinadas ganancias y pérdidas que, al no estar vinculadas a una 
transmisión, se integran en la base imponible general, y la renta del ahorro, comprensiva de 
toda aquella que va a resultar sometida por el Impuesto a un tipo fijo de gravamen en la base 
imponible del ahorro.

Clasificadas las rentas en estos dos grandes bloques, el Capítulo V es el que establece 
las normas de integración y compensación para cada uno de ellos. Sigue existiendo 
incomunicación entre ambas partes de la base imponible. A su vez, también existe 
incomunicación, dentro de la renta del ahorro, entre la procedente de rendimientos y la 
derivada de ganancias y pérdidas patrimoniales, cualquiera que sea su periodo de 
generación. Por el contrario, en la base imponible general es posible una compensación 
limitada de las pérdidas patrimoniales netas.

El Título IV se refiere a la determinación de la base liquidable. Dado que las 
circunstancias personales y familiares se van a tomar en consideración en el momento del 
cálculo del Impuesto y que la reducción por rendimientos del trabajo se ha incluido en la 
determinación de los rendimientos netos, las reducciones a practicar sobre la base imponible 
general quedan limitadas a aquellas vinculadas con la atención de las situaciones de 
envejecimiento y dependencia, en los términos mencionados en el apartado anterior. 
Adicionalmente se mantiene la posibilidad de reducir las pensiones compensatorias 
satisfechas por decisión judicial, como en la actualidad.
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El Título V es el destinado a valorar y cuantificar las circunstancias personales y 
familiares que son objeto de consideración en el Impuesto. Tras un artículo de pórtico, en los 
cuatro artículos posteriores se regulan las diferentes circunstancias relativas al contribuyente 
(el mínimo personal, con el correspondiente incremento al alcanzar determinadas edades), 
descendientes (que incluye la especial consideración a los hijos menores de tres años), 
ascendientes (también con el incremento aplicable a partir de determinada edad) y 
discapacidad, tanto del contribuyente como de ascendientes y descendientes a su cargo, 
incluyendo los incrementos por asistencia a las situaciones de discapacidad de todos ellos. 
En particular es de destacar el importante esfuerzo llevado a cabo, con la elevación de los 
mínimos, para mejorar el tratamiento de las familias, especialmente de las numerosas.

El Título VI es el destinado al cálculo del impuesto correspondiente al Estado. Establece, 
en su Capítulo I, el sistema de determinación de la cuota íntegra estatal, mediante, como 
antes se ha señalado, la consideración de las circunstancias personales y familiares, 
técnicamente gravadas a tipo cero, con las especialidades, ya existentes en la actualidad, 
para los supuestos de anualidades por alimentos a favor de los hijos y gravamen de los 
residentes en el extranjero. En su Capítulo II se ocupa de la determinación de la cuota 
líquida estatal, para lo que minora la íntegra en el porcentaje correspondiente al Estado de 
las deducciones establecidas en la ley, coincidentes con las existentes en la actualidad.

El Título VII es el referido al gravamen autonómico. Se mantiene en la norma la actual 
regulación, aun cuando se es consciente de que este título deberá ser objeto de nueva 
redacción cuando se acuerde un nuevo modelo de financiación autonómica. Mientras tanto 
sólo se modifican la tarifa complementaria y el tipo de gravamen fijo correspondiente a la 
base del ahorro.

El Título VIII regula la obtención de la cuota diferencial del impuesto, manteniendo una 
regulación similar a la actual con la única excepción de la desaparición de la deducción por 
doble imposición de dividendos, paralela a la supresión de la norma de integración en la 
base imponible referida con anterioridad.

El Título IX regula la opción por la tributación conjunta. Como se indicó en el apartado 
anterior se mantiene en términos prácticamente idénticos a su regulación actual, para no 
perjudicar determinadas situaciones.

El Título X regula los regímenes especiales. Las modificaciones introducidas en el mismo 
han sido detalladas al analizar el contenido del Título III, por lo que no cabe añadir 
comentario alguno.

El Título XI regula la gestión del impuesto. Es de destacar la supresión del modelo de 
comunicación para la devolución rápida, ya que la generalización del borrador hace 
prácticamente innecesario su mantenimiento. Asimismo se modifican, como consecuencia 
de las nuevas disposiciones introducidas, determinados límites y condiciones de la 
obligación de declarar.

Los Títulos XII y XIII se refieren, con contenido muy similar a los actuales de iguales 
denominaciones, a la Responsabilidad patrimonial y régimen sancionador, y al Orden 
jurisdiccional, respectivamente.

La norma contiene una serie de disposiciones adicionales, transitorias, derogatorias y 
finales. Conviene destacar que mediante estas disposiciones se pretende respetar las 
expectativas anteriormente mencionadas de quienes adquirieron determinados compromisos 
de inversión en el ámbito de la legislación anterior.

En relación con el Impuesto sobre Sociedades, en primer lugar, se reduce en cinco 
puntos el tipo general de gravamen del 35 por ciento de forma gradual en dos años, de 
forma que a partir del año 2007 quede fijado en un 32,5 por ciento y un 30 por ciento en el 
año 2008. Igualmente en dos ejercicios se reduce en cinco puntos porcentuales el tipo de 
gravamen de las entidades dedicadas a la exploración, investigación y explotación de 
hidrocarburos, hasta situarse en un 35 por ciento en el año 2008. Asimismo, la reforma 
presta especial atención a la pequeña y mediana empresa, como elemento dinamizador de 
la actividad económica, de manera que la reducción de cinco puntos de sus tipos impositivos 
se realiza en un solo ejercicio, por lo que su tipo impositivo, para aquella parte de su base 
imponible que no supere una determinada cuantía, quedará fijado en un 25 por ciento a 
partir del ejercicio 2007, mientras que el exceso sobre la misma tributará al tipo del 30 por 
ciento a partir de ese mismo año.
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En segundo lugar, se establece que la reducción del tipo impositivo vaya acompañada de 
la progresiva eliminación de determinadas bonificaciones y deducciones que provocan 
efectos distorsionadores, manteniendo las deducciones que persiguen eliminar una doble 
imposición, logrando así una mayor equidad en el tributo. No obstante, se mantiene la 
deducción por reinversión de beneficios extraordinarios estableciendo limitaciones al objeto 
de asegurar la inversión en actividades productivas.

La mayoría de las deducciones se van reduciendo paulatinamente hasta su completa 
desaparición a partir del año 2011. Esta reducción gradual se prolonga hasta el 2014 
respecto de la bonificación por actividades exportadoras de producciones cinematográficas y 
de libros, y de las deducciones por inversiones en bienes de interés cultural, producciones 
cinematográficas y edición de libros.

Mención especial merece la deducción por actividades de investigación y desarrollo e 
innovación tecnológica, cuya aplicación se mantiene otros cinco años, conservando esta 
deducción la estructura actual si bien se reducen los porcentajes de deducción en la misma 
proporción en que se minoran los tipos de gravamen, al objeto de que las empresas puedan 
adaptar sus políticas de inversión al nuevo marco de ayudas públicas de impulso a estas 
actividades, dado que se introduce un nuevo instrumento, alternativo al fiscal, incentivador 
de estas mismas actividades, consistente en una bonificación de las cotizaciones a la 
Seguridad Social a favor del personal investigador.

Asimismo, desaparece también la deducción por inversiones para la implantación de 
empresas en el extranjero en el año 2007 dado que el Impuesto contiene otras formulas 
incentivadoras de la internacionalización de las empresas.

En definitiva, con esta Ley se logra una mayor coordinación fiscal y convergencia en el 
ámbito del Impuesto sobre Sociedades, aproximando nuestro tipo impositivo al de los países 
de nuestro entorno y reduciendo los incentivos fiscales selectivos, cada vez en más desuso. 
Además, se avanza en la reducción de las distorsiones generadas por la diversidad de tipos 
en la Unión Europea.

Con la importante reducción del tipo impositivo y la eliminación de las bonificaciones y 
deducciones se pretende que la fiscalidad no distorsione la libertad de movimiento de 
capitales, bienes y servicios, y que al lograr una mayor coordinación fiscal internacional 
mejore nuestra situación competitiva en el entorno internacional.

Por otra parte, se fija el tipo de retención o ingreso a cuenta del Impuesto sobre 
Sociedades en un 18 por ciento, en coherencia con el nuevo tipo impositivo de los 
rendimientos del ahorro en el ámbito del IRPF.

Por último, se eliminan también las deducciones por inversiones en cumplimiento de los 
programas de apoyo a los acontecimientos de excepcional interés público, reguladas en la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de 
los incentivos fiscales al mecenazgo, modificándose la deducción por gastos de propaganda 
y publicidad de dichos acontecimientos, al objeto de adecuarlos a actuaciones de 
mecenazgo.

La disposición derogatoria segunda de la Ley deroga, a partir de distintos momentos 
temporales, la deducción por inversiones para la implantación de empresas en el extranjero, 
el régimen fiscal especial de las sociedades patrimoniales, las bonificaciones por actividades 
exportadoras, y la mayoría de deducciones para incentivar la realización de determinadas 
actividades del Capítulo IV del Título VI del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades.

Por lo que se refiere a la supresión del régimen de las sociedades patrimoniales, 
conviene recordar que el mismo vino a sustituir al anterior régimen de transparencia fiscal, 
con la finalidad de evitar el diferimiento de la tributación, por parte de las personas físicas, de 
las rentas procedentes de bienes y derechos no afectos a actividades económicas mediante 
la interposición de una sociedad.

Este régimen estaba construido de forma tal que se alcanzase en sede de la sociedad 
patrimonial una tributación única equivalente a la que hubiere resultado de obtener los socios 
directamente esas rentas, todo ello en el marco de un modelo donde el Impuesto sobre 
Sociedades era un antecedente del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. La 
reforma de este último impuesto vuelve al modelo clásico de no integración de ambos 
impuestos por cuanto se unifica el tratamiento fiscal del ahorro cualquiera que sea el origen 
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del mismo, lo cual motiva una tributación autónoma de ambos impuestos no estando, por 
tanto, justificada la integración que representa el régimen de las sociedades patrimoniales.

Asimismo, la finalidad antidiferimiento de dicho régimen pierde ahora su sentido con el 
nuevo régimen de la tributación del ahorro. En definitiva, con la eliminación del régimen de 
las sociedades patrimoniales, cuando un contribuyente realice sus inversiones o lleve a cabo 
sus actividades a través de la forma societaria, la tributación será la que corresponda 
aplicando las normas generales del Impuesto sobre Sociedades sin ninguna especialidad, 
dado que la elección de la forma jurídica responderá no tanto a motivos fiscales sino 
económicos. No obstante, se regula un régimen transitorio al objeto de que estas sociedades 
puedan adoptar su disolución y liquidación sin coste fiscal.

Por otra parte, se añaden tres disposiciones adicionales al texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades que regulan las reducciones de tipos de gravamen y de 
incentivos fiscales, así como seis disposiciones transitorias. La primera de ellas regula el 
régimen transitorio de la deducción por inversiones para la implantación de empresas en el 
extranjero. La segunda contiene el régimen de las deducciones para evitar la doble 
imposición que a la entrada en vigor de esta Ley estuvieran pendientes de aplicar. La tercera 
disposición transitoria establece las normas que regulan la aplicación de las deducciones del 
Capítulo IV del Título VI que a 1 de enero de 2011, 2012 ó 2014 estuviesen pendientes de 
aplicar, así como la consolidación de las deducciones practicadas. La cuarta regula el 
régimen transitorio correspondiente a las sociedades patrimoniales que es objeto de 
derogación. La quinta fija el régimen transitorio de la bonificación por actividades 
exportadoras. Por último, la sexta regula el régimen transitorio de la disolución y liquidación 
de las sociedades patrimoniales.

En lo referente al Impuesto sobre el Patrimonio, la desaparición de las sociedades 
patrimoniales del marco normativo de la imposición personal sobre la renta de las personas 
físicas y jurídicas exige trasladar a la Ley 19/1991 los requisitos y condiciones que, 
recogidos hasta la fecha mediante remisión al artículo 75 de la Ley 43/1995, de 27 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, vienen siendo exigidos a efectos de la exención 
en el Impuesto sobre el Patrimonio de las participaciones en entidades. Se mantiene en el 60 
por cien el límite conjunto sobre las cuotas íntegras de los impuestos sobre la Renta de las 
Personas Físicas y sobre el Patrimonio, si bien operará sobre la base imponible total del 
impuesto sobre la renta, tanto la general como la del ahorro.

Respecto al Impuesto sobre la Renta de No Residentes, se introducen modificaciones en 
los tipos de gravamen, tanto en el general como en los correspondientes a los 
establecimientos permanentes y los rendimientos del ahorro, para adecuarlos a las 
modificaciones introducidas en las figuras tributarias mencionadas anteriormente.

TÍTULO PRELIMINAR
Naturaleza, objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Naturaleza del Impuesto.
El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas es un tributo de carácter personal y 

directo que grava, según los principios de igualdad, generalidad y progresividad, la renta de 
las personas físicas de acuerdo con su naturaleza y sus circunstancias personales y 
familiares.

Artículo 2.  Objeto del Impuesto.
Constituye el objeto de este Impuesto la renta del contribuyente, entendida como la 

totalidad de sus rendimientos, ganancias y pérdidas patrimoniales y las imputaciones de 
renta que se establezcan por la ley, con independencia del lugar donde se hubiesen 
producido y cualquiera que sea la residencia del pagador.
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Artículo 3.  Configuración como Impuesto cedido parcialmente a las Comunidades 
Autónomas.

1. El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas es un impuesto cedido 
parcialmente, en los términos establecidos en la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, 
de Financiación de las Comunidades Autónomas, y en las normas reguladoras de la cesión 
de tributos del Estado a las Comunidades Autónomas.

2. El alcance de las competencias normativas de las Comunidades Autónomas en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas será el previsto en el artículo 46 de la Ley 
22/2009, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de 
régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía.

3. El cálculo de la cuota líquida autonómica se efectuará de acuerdo con lo establecido 
en esta Ley y, en su caso, en la normativa dictada por la respectiva Comunidad Autónoma. 
En el caso de que las Comunidades Autónomas no hayan asumido o ejercido las 
competencias normativas sobre este impuesto, la cuota líquida se exigirá de acuerdo con el 
mínimo personal y familiar y las deducciones establecidos por el Estado.

Artículo 4.  Ámbito de aplicación.
1. El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se aplicará en todo el territorio 

español.
2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entenderá sin perjuicio de los regímenes 

tributarios forales de concierto y convenio económico en vigor, respectivamente, en los 
Territorios Históricos del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra.

3. En Canarias, Ceuta y Melilla se tendrán en cuenta las especialidades previstas en su 
normativa específica y en esta Ley.

Artículo 5.  Tratados y Convenios.
Lo establecido en esta Ley se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados y 

convenios internacionales que hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno, de 
conformidad con el artículo 96 de la Constitución Española.

TÍTULO I
Sujeción al Impuesto: aspectos materiales, personales y temporales

CAPÍTULO I
Hecho imponible y rentas exentas

Artículo 6.  Hecho imponible.
1. Constituye el hecho imponible la obtención de renta por el contribuyente.
2. Componen la renta del contribuyente:
a) Los rendimientos del trabajo.
b) Los rendimientos del capital.
c) Los rendimientos de las actividades económicas.
d) Las ganancias y pérdidas patrimoniales.
e) Las imputaciones de renta que se establezcan por ley.
3. A efectos de la determinación de la base imponible y del cálculo del Impuesto, la renta 

se clasificará en general y del ahorro.
4. No estará sujeta a este impuesto la renta que se encuentre sujeta al Impuesto sobre 

Sucesiones y Donaciones.
5. Se presumirán retribuidas, salvo prueba en contrario, las prestaciones de bienes, 

derechos o servicios susceptibles de generar rendimientos del trabajo o del capital.
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Artículo 7.  Rentas exentas.
Estarán exentas las siguientes rentas:
a) Las prestaciones públicas extraordinarias por actos de terrorismo y las pensiones 

derivadas de medallas y condecoraciones concedidas por actos de terrorismo.
b) Las ayudas de cualquier clase percibidas por los afectados por el virus de 

inmunodeficiencia humana, reguladas en el Real Decreto-Ley 9/1993, de 28 de mayo.
c) Las pensiones reconocidas en favor de aquellas personas que sufrieron lesiones o 

mutilaciones con ocasión o como consecuencia de la Guerra Civil, 1936/1939, ya sea por el 
régimen de clases pasivas del Estado o al amparo de la legislación especial dictada al 
efecto.

d) Las indemnizaciones como consecuencia de responsabilidad civil por daños 
personales, en la cuantía legal o judicialmente reconocida.

Igualmente estarán exentas las indemnizaciones por idéntico tipo de daños derivadas de 
contratos de seguro de accidentes, salvo aquellos cuyas primas hubieran podido reducir la 
base imponible o ser consideradas gasto deducible por aplicación de la regla 1.ª del 
apartado 2 del artículo 30 de esta Ley, hasta la cuantía que resulte de aplicar, para el daño 
sufrido, el sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en 
accidentes de circulación, incorporado como anexo en el texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.

e) Las indemnizaciones por despido o cese del trabajador, en la cuantía establecida con 
carácter obligatorio en el Estatuto de los Trabajadores, en su normativa de desarrollo o, en 
su caso, en la normativa reguladora de la ejecución de sentencias, sin que pueda 
considerarse como tal la establecida en virtud de convenio, pacto o contrato.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, en los supuestos de despidos 
colectivos realizados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 51 del Estatuto de los 
Trabajadores, o producidos por las causas previstas en la letra c) del artículo 52 del citado 
Estatuto, siempre que, en ambos casos, se deban a causas económicas, técnicas, 
organizativas, de producción o por fuerza mayor, quedará exenta la parte de indemnización 
percibida que no supere los límites establecidos con carácter obligatorio en el mencionado 
Estatuto para el despido improcedente.

El importe de la indemnización exenta a que se refiere esta letra tendrá como límite la 
cantidad de 180.000 euros.

f) Las prestaciones reconocidas al contribuyente por la Seguridad Social o por las 
entidades que la sustituyan como consecuencia de incapacidad permanente absoluta o gran 
invalidez.

Asimismo, las prestaciones reconocidas a los profesionales no integrados en el régimen 
especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos por las 
mutualidades de previsión social que actúen como alternativas al régimen especial de la 
Seguridad Social mencionado, siempre que se trate de prestaciones en situaciones idénticas 
a las previstas para la incapacidad permanente absoluta o gran invalidez de la Seguridad 
Social. La cuantía exenta tendrá como límite el importe de la prestación máxima que 
reconozca la Seguridad Social por el concepto que corresponda. El exceso tributará como 
rendimiento del trabajo, entendiéndose producido, en caso de concurrencia de prestaciones 
de la Seguridad Social y de las mutualidades antes citadas, en las prestaciones de estas 
últimas.

g) Las pensiones por inutilidad o incapacidad permanente del régimen de clases pasivas, 
siempre que la lesión o enfermedad que hubiera sido causa de aquéllas inhabilitara por 
completo al perceptor de la pensión para toda profesión u oficio.

h) Las prestaciones por maternidad o paternidad y las familiares no contributivas 
reguladas, respectivamente, en los Capítulos VI y VII del Título II y en el Capítulo I del título 
VI del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre y las pensiones y los haberes pasivos de 
orfandad y a favor de nietos y hermanos, menores de veintidós años o incapacitados para 
todo trabajo, percibidos de los regímenes públicos de la Seguridad Social y clases pasivas.
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Asimismo, las prestaciones reconocidas a los profesionales no integrados en el régimen 
especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos por las 
mutualidades de previsión social que actúen como alternativas al régimen especial de la 
Seguridad Social mencionado, siempre que se trate de prestaciones en situaciones idénticas 
a las previstas en el párrafo anterior por la Seguridad Social para los profesionales 
integrados en dicho régimen especial. La cuantía exenta tendrá como límite el importe de la 
prestación máxima que reconozca la Seguridad Social por el concepto que corresponda. El 
exceso tributará como rendimiento del trabajo, entendiéndose producido, en caso de 
concurrencia de prestaciones de la Seguridad Social y de las mutualidades antes citadas, en 
las prestaciones de estas últimas.

En el caso de los empleados públicos encuadrados en un régimen de Seguridad Social 
que no de derecho a percibir la prestación por maternidad o paternidad a que se refiere el 
primer párrafo de esta letra, estará exenta la retribución percibida durante los permisos por 
parto, adopción o guarda y paternidad a que se refieren las letras a), b) y c) del artículo 49 
del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre o la reconocida por la legislación específica 
que le resulte de aplicación por situaciones idénticas a las previstas anteriormente. La 
cuantía exenta de las retribuciones o prestaciones referidas en este párrafo tendrá como 
límite el importe de la prestación máxima que reconozca la Seguridad Social por el concepto 
que corresponda. El exceso tributará como rendimiento del trabajo.

Igualmente estarán exentas las demás prestaciones públicas por nacimiento, parto o 
adopción múltiple, adopción, maternidad o paternidad, hijos a cargo y orfandad.

i) Las prestaciones económicas percibidas de instituciones públicas con motivo del 
acogimiento de personas con discapacidad, mayores de 65 años o menores, sea en la 
modalidad simple, permanente o preadoptivo o las equivalentes previstas en los 
ordenamientos de las Comunidades Autónomas, incluido el acogimiento en la ejecución de 
la medida judicial de convivencia del menor con persona o familia previsto en la Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

Igualmente estarán exentas las ayudas económicas otorgadas por instituciones públicas 
a personas con discapacidad con un grado de minusvalía igual o superior al 65 por ciento o 
mayores de 65 años para financiar su estancia en residencias o centros de día, siempre que 
el resto de sus rentas no excedan del doble del indicador público de renta de efectos 
múltiples.

j) Las becas públicas, las becas concedidas por las entidades sin fines lucrativos a las 
que sea de aplicación el régimen especial regulado en el Título II de la Ley 49/2002, de 23 
de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, y las becas concedidas por las fundaciones bancarias reguladas en 
el Título II de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones 
bancarias en el desarrollo de su actividad de obra social, percibidas para cursar estudios 
reglados, tanto en España como en el extranjero, en todos los niveles y grados del sistema 
educativo, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

Asimismo estarán exentas, en los términos que reglamentariamente se establezcan, las 
becas públicas y las concedidas por las entidades sin fines lucrativos y fundaciones 
bancarias mencionadas anteriormente para investigación en el ámbito descrito por el Real 
Decreto 63/2006, de 27 de enero, por el que se aprueba el Estatuto del personal investigador 
en formación, así como las otorgadas por aquellas con fines de investigación a los 
funcionarios y demás personal al servicio de las Administraciones públicas y al personal 
docente e investigador de las universidades.

k) Las anualidades por alimentos percibidas de los padres en virtud de decisión judicial.
l) Los premios literarios, artísticos o científicos relevantes, con las condiciones que 

reglamentariamente se determinen, así como los premios «Príncipe de Asturias», en sus 
distintas modalidades, otorgados por la Fundación Príncipe de Asturias.

m) Las ayudas de contenido económico a los deportistas de alto nivel ajustadas a los 
programas de preparación establecidos por el Consejo Superior de Deportes con las 
federaciones deportivas españolas o con el Comité Olímpico Español, en las condiciones 
que se determinen reglamentariamente.
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n) Las prestaciones por desempleo reconocidas por la respectiva entidad gestora cuando 
se perciban en la modalidad de pago único establecida en el Real Decreto 1044/1985, de 19 
de junio, por el que se regula el abono de la prestación por desempleo en su modalidad de 
pago único, siempre que las cantidades percibidas se destinen a las finalidades y en los 
casos previstos en la citada norma.

Esta exención estará condicionada al mantenimiento de la acción o participación durante 
el plazo de cinco años, en el supuesto de que el contribuyente se hubiera integrado en 
sociedades laborales o cooperativas de trabajo asociado o hubiera realizado una aportación 
al capital social de una entidad mercantil, o al mantenimiento, durante idéntico plazo, de la 
actividad, en el caso del trabajador autónomo.

ñ) Los rendimientos positivos del capital mobiliario procedentes de los seguros de vida, 
depósitos y contratos financieros a través de los cuales se instrumenten los Planes de 
Ahorro a Largo Plazo a que se refiere la disposición adicional vigésima sexta de esta Ley, 
siempre que el contribuyente no efectúe disposición alguna del capital resultante del Plan 
antes de finalizar el plazo de cinco años desde su apertura.

Cualquier disposición del citado capital o el incumplimiento de cualquier otro requisito de 
los previstos en la disposición adicional vigésima sexta de esta Ley antes de la finalización 
de dicho plazo, determinará la obligación de integrar los rendimientos a que se refiere el 
párrafo anterior generados durante la vigencia del Plan en el período impositivo en el que se 
produzca tal incumplimiento.

o) Las gratificaciones extraordinarias satisfechas por el Estado español por la 
participación en misiones internacionales de paz o humanitarias, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan.

p) Los rendimientos del trabajo percibidos por trabajos efectivamente realizados en el 
extranjero, con los siguientes requisitos:

1.º Que dichos trabajos se realicen para una empresa o entidad no residente en España 
o un establecimiento permanente radicado en el extranjero en las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan. En particular, cuando la entidad destinataria de los 
trabajos esté vinculada con la entidad empleadora del trabajador o con aquella en la que 
preste sus servicios, deberán cumplirse los requisitos previstos en el apartado 5 del artículo 
16 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

2.º Que en el territorio en que se realicen los trabajos se aplique un impuesto de 
naturaleza idéntica o análoga a la de este impuesto y no se trate de un país o territorio 
considerado como paraíso fiscal. Se considerará cumplido este requisito cuando el país o 
territorio en el que se realicen los trabajos tenga suscrito con España un convenio para evitar 
la doble imposición internacional que contenga cláusula de intercambio de información.

La exención se aplicará a las retribuciones devengadas durante los días de estancia en 
el extranjero, con el límite máximo de 60.100 euros anuales. Reglamentariamente podrá 
establecerse el procedimiento para calcular el importe diario exento.

Esta exención será incompatible, para los contribuyentes destinados en el extranjero, 
con el régimen de excesos excluidos de tributación previsto en el reglamento de este 
impuesto, cualquiera que sea su importe. El contribuyente podrá optar por la aplicación del 
régimen de excesos en sustitución de esta exención.

q) Las indemnizaciones satisfechas por las Administraciones públicas por daños 
personales como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, cuando vengan 
establecidas de acuerdo con los procedimientos previstos en el Real Decreto 429/1993, de 
26 de marzo, por el que se regula el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial.

r) Las prestaciones percibidas por entierro o sepelio, con el límite del importe total de los 
gastos incurridos.

s) Las ayudas económicas reguladas en el artículo 2 de la Ley 14/2002, de 5 de junio.
t) Las derivadas de la aplicación de los instrumentos de cobertura cuando cubran 

exclusivamente el riesgo de incremento del tipo de interés variable de los préstamos 
hipotecarios destinados a la adquisición de la vivienda habitual, regulados en el artículo 
decimonoveno de la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de medidas de reforma económica.
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u) Las indemnizaciones previstas en la legislación del Estado y de las Comunidades 
Autónomas para compensar la privación de libertad en establecimientos penitenciarios como 
consecuencia de los supuestos contemplados en la Ley 46/1977, de 15 de octubre, de 
Amnistía.

v) Las rentas que se pongan de manifiesto en el momento de la constitución de rentas 
vitalicias aseguradas resultantes de los planes individuales de ahorro sistemático a que se 
refiere la disposición adicional tercera de esta Ley.

w) Los rendimientos del trabajo derivados de las prestaciones obtenidas en forma de 
renta por las personas con discapacidad correspondientes a las aportaciones a las que se 
refiere el artículo 53 de esta Ley, hasta un importe máximo anual de tres veces el indicador 
público de renta de efectos múltiples.

Igualmente estarán exentos, con el mismo límite que el señalado en el párrafo anterior, 
los rendimientos del trabajo derivados de las aportaciones a patrimonios protegidos a que se 
refiere la disposición adicional decimoctava de esta Ley.

x) Las prestaciones económicas públicas vinculadas al servicio, para cuidados en el 
entorno familiar y de asistencia personalizada que se derivan de la Ley de promoción de la 
autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia.

y) La prestación de la Seguridad Social del Ingreso Mínimo Vital, las prestaciones 
económicas establecidas por las Comunidades Autónomas en concepto de renta mínima de 
inserción para garantizar recursos económicos de subsistencia a las personas que carezcan 
de ellos, así como las demás ayudas establecidas por estas o por entidades locales para 
atender, con arreglo a su normativa, a colectivos en riesgo de exclusión social, situaciones 
de emergencia social, necesidades habitacionales de personas sin recursos o necesidades 
de alimentación, escolarización y demás necesidades básicas de menores o personas con 
discapacidad cuando ellos y las personas a su cargo, carezcan de medios económicos 
suficientes, hasta un importe máximo anual conjunto de 1,5 veces el indicador público de 
rentas de efectos múltiples.

Asimismo, estarán exentas las ayudas concedidas a las víctimas de delitos violentos a 
que se refiere la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de 
delitos violentos y contra la libertad sexual, y las ayudas previstas en la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género, y demás ayudas públicas satisfechas a víctimas de violencia de género por tal 
condición.

z) Las prestaciones y ayudas familiares percibidas de cualquiera de las Administraciones 
Públicas, ya sean vinculadas a nacimiento, adopción, acogimiento o cuidado de hijos 
menores.

CAPÍTULO II
Contribuyentes

Artículo 8.  Contribuyentes.
1. Son contribuyentes por este impuesto:
a) Las personas físicas que tengan su residencia habitual en territorio español.
b) Las personas físicas que tuviesen su residencia habitual en el extranjero por alguna 

de las circunstancias previstas en el artículo 10 de esta Ley.
2. No perderán la condición de contribuyentes por este impuesto las personas físicas de 

nacionalidad española que acrediten su nueva residencia fiscal en un país o territorio 
considerado como paraíso fiscal. Esta regla se aplicará en el período impositivo en que se 
efectúe el cambio de residencia y durante los cuatro períodos impositivos siguientes.

3. No tendrán la consideración de contribuyente las sociedades civiles no sujetas al 
Impuesto sobre Sociedades, herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades 
a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
Las rentas correspondientes a las mismas se atribuirán a los socios, herederos, comuneros 
o partícipes, respectivamente, de acuerdo con lo establecido en la Sección 2.ª del Título X 
de esta Ley.
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Artículo 9.  Contribuyentes que tienen su residencia habitual en territorio español.
1. Se entenderá que el contribuyente tiene su residencia habitual en territorio español 

cuando se dé cualquiera de las siguientes circunstancias:
a) Que permanezca más de 183 días, durante el año natural, en territorio español. Para 

determinar este período de permanencia en territorio español se computarán las ausencias 
esporádicas, salvo que el contribuyente acredite su residencia fiscal en otro país. En el 
supuesto de países o territorios considerados como paraíso fiscal, la Administración 
tributaria podrá exigir que se pruebe la permanencia en éste durante 183 días en el año 
natural.

Para determinar el período de permanencia al que se refiere el párrafo anterior, no se 
computarán las estancias temporales en España que sean consecuencia de las obligaciones 
contraídas en acuerdos de colaboración cultural o humanitaria, a título gratuito, con las 
Administraciones públicas españolas.

b) Que radique en España el núcleo principal o la base de sus actividades o intereses 
económicos, de forma directa o indirecta.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el contribuyente tiene su residencia 
habitual en territorio español cuando, de acuerdo con los criterios anteriores, resida 
habitualmente en España el cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad 
que dependan de aquél.

2. No se considerarán contribuyentes, a título de reciprocidad, los nacionales extranjeros 
que tengan su residencia habitual en España, cuando esta circunstancia fuera consecuencia 
de alguno de los supuestos establecidos en el apartado 1 del artículo 10 de esta Ley y no 
proceda la aplicación de normas específicas derivadas de los tratados internacionales en los 
que España sea parte.

Artículo 10.  Contribuyentes que tienen su residencia habitual en territorio extranjero.
1. A los efectos de esta Ley, se considerarán contribuyentes las personas de 

nacionalidad española, su cónyuge no separado legalmente e hijos menores de edad que 
tuviesen su residencia habitual en el extranjero, por su condición de:

a) Miembros de misiones diplomáticas españolas, comprendiendo tanto al jefe de la 
misión como a los miembros del personal diplomático, administrativo, técnico o de servicios 
de la misión.

b) Miembros de las oficinas consulares españolas, comprendiendo tanto al jefe de éstas 
como al funcionario o personal de servicios a ellas adscritos, con excepción de los 
vicecónsules honorarios o agentes consulares honorarios y del personal dependiente de 
ellos.

c) Titulares de cargo o empleo oficial del Estado español como miembros de las 
delegaciones y representaciones permanentes acreditadas ante organismos internacionales 
o que formen parte de delegaciones o misiones de observadores en el extranjero.

d) Funcionarios en activo que ejerzan en el extranjero cargo o empleo oficial que no 
tenga carácter diplomático o consular.

2. No será de aplicación lo dispuesto en este artículo:
a) Cuando las personas a que se refiere no sean funcionarios públicos en activo o 

titulares de cargo o empleo oficial y tuvieran su residencia habitual en el extranjero con 
anterioridad a la adquisición de cualquiera de las condiciones enumeradas en aquél.

b) En el caso de los cónyuges no separados legalmente o hijos menores de edad, 
cuando tuvieran su residencia habitual en el extranjero con anterioridad a la adquisición por 
el cónyuge, el padre o la madre, de las condiciones enumeradas en el apartado 1 de este 
artículo.

Artículo 11.  Individualización de rentas.
1. La renta se entenderá obtenida por los contribuyentes en función del origen o fuente 

de aquélla, cualquiera que sea, en su caso, el régimen económico del matrimonio.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 895 –



2. Los rendimientos del trabajo se atribuirán exclusivamente a quien haya generado el 
derecho a su percepción.

No obstante, las prestaciones a que se refiere el artículo 17.2 a) de esta Ley se atribuirán 
a las personas físicas en cuyo favor estén reconocidas.

3. Los rendimientos del capital se atribuirán a los contribuyentes que sean titulares de los 
elementos patrimoniales, bienes o derechos, de que provengan dichos rendimientos según 
las normas sobre titularidad jurídica aplicables en cada caso y en función de las pruebas 
aportadas por aquéllos o de las descubiertas por la Administración.

En su caso, serán de aplicación las normas sobre titularidad jurídica de los bienes y 
derechos contenidas en las disposiciones reguladoras del régimen económico del 
matrimonio, así como en los preceptos de la legislación civil aplicables en cada caso a las 
relaciones patrimoniales entre los miembros de la familia.

La titularidad de los bienes y derechos que conforme a las disposiciones o pactos 
reguladores del correspondiente régimen económico matrimonial, sean comunes a ambos 
cónyuges, se atribuirá por mitad a cada uno de ellos, salvo que se justifique otra cuota de 
participación.

Cuando no resulte debidamente acreditada la titularidad de los bienes o derechos, la 
Administración tributaria tendrá derecho a considerar como titular a quien figure como tal en 
un registro fiscal u otros de carácter público.

4. Los rendimientos de las actividades económicas se considerarán obtenidos por 
quienes realicen de forma habitual, personal y directa la ordenación por cuenta propia de los 
medios de producción y los recursos humanos afectos a las actividades.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que dichos requisitos concurren en quienes 
figuren como titulares de las actividades económicas.

5. Las ganancias y pérdidas patrimoniales se considerarán obtenidas por los 
contribuyentes que sean titulares de los bienes, derechos y demás elementos patrimoniales 
de que provengan según las normas sobre titularidad jurídica establecidas para los 
rendimientos del capital en el apartado 3 anterior.

Las ganancias patrimoniales no justificadas se atribuirán en función de la titularidad de 
los bienes o derechos en que se manifiesten.

Las adquisiciones de bienes y derechos que no se deriven de una transmisión previa, 
como las ganancias en el juego, se considerarán ganancias patrimoniales de la persona a 
quien corresponda el derecho a su obtención o que las haya ganado directamente.

CAPÍTULO III
Período impositivo, devengo del Impuesto e imputación temporal

Artículo 12.  Regla general.
1. El período impositivo será el año natural.
2. El Impuesto se devengará el 31 de diciembre de cada año, sin perjuicio de lo 

establecido en el artículo siguiente.

Artículo 13.  Período impositivo inferior al año natural.
1. El período impositivo será inferior al año natural cuando se produzca el fallecimiento 

del contribuyente en un día distinto al 31 de diciembre.
2. En tal supuesto el período impositivo terminará y se devengará el impuesto en la fecha 

del fallecimiento.

Artículo 14.  Imputación temporal.
1. Regla general.
Los ingresos y gastos que determinan la renta a incluir en la base del impuesto se 

imputarán al período impositivo que corresponda, de acuerdo con los siguientes criterios:
a) Los rendimientos del trabajo y del capital se imputarán al período impositivo en que 

sean exigibles por su perceptor.
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b) Los rendimientos de actividades económicas se imputarán conforme a lo dispuesto en 
la normativa reguladora del Impuesto sobre Sociedades, sin perjuicio de las especialidades 
que reglamentariamente puedan establecerse.

No obstante, las ayudas públicas para la primera instalación de jóvenes agricultores 
previstas en el Marco Nacional de Desarrollo Rural de España podrán imputarse por cuartas 
partes, en el período impositivo en el que se obtengan y en los tres siguientes.

c) Las ganancias y pérdidas patrimoniales se imputarán al período impositivo en que 
tenga lugar la alteración patrimonial.

2. Reglas especiales.
a) Cuando no se hubiera satisfecho la totalidad o parte de una renta, por encontrarse 

pendiente de resolución judicial la determinación del derecho a su percepción o su cuantía, 
los importes no satisfechos se imputarán al período impositivo en que aquélla adquiera 
firmeza.

b) Cuando por circunstancias justificadas no imputables al contribuyente, los 
rendimientos derivados del trabajo se perciban en períodos impositivos distintos a aquéllos 
en que fueron exigibles, se imputarán a éstos, practicándose, en su caso, autoliquidación 
complementaria, sin sanción ni intereses de demora ni recargo alguno. Cuando concurran 
las circunstancias previstas en el párrafo a) anterior, los rendimientos se considerarán 
exigibles en el período impositivo en que la resolución judicial adquiera firmeza.

La autoliquidación se presentará en el plazo que media entre la fecha en que se perciban 
y el final del inmediato siguiente plazo de declaraciones por el impuesto.

c) Las ganancias patrimoniales derivadas de ayudas públicas se imputarán al período 
impositivo en que tenga lugar su cobro, sin perjuicio de las opciones previstas en las letras 
g), i), j) y l) de este apartado.

d) En el caso de operaciones a plazos o con precio aplazado, el contribuyente podrá 
optar por imputar proporcionalmente las rentas obtenidas en tales operaciones, a medida 
que se hagan exigibles los cobros correspondientes. Se considerarán operaciones a plazos 
o con precio aplazado aquellas cuyo precio se perciba, total o parcialmente, mediante pagos 
sucesivos, siempre que el período transcurrido entre la entrega o la puesta a disposición y el 
vencimiento del último plazo sea superior al año.

Cuando el pago de una operación a plazos o con precio aplazado se hubiese 
instrumentado, en todo o en parte, mediante la emisión de efectos cambiarios y éstos fuesen 
transmitidos en firme antes de su vencimiento, la renta se imputará al período impositivo de 
su transmisión.

En ningún caso tendrán este tratamiento, para el transmitente, las operaciones derivadas 
de contratos de rentas vitalicias o temporales. Cuando se transmitan bienes y derechos a 
cambio de una renta vitalicia o temporal, la ganancia o pérdida patrimonial para el rentista se 
imputará al período impositivo en que se constituya la renta.

e) Las diferencias positivas o negativas que se produzcan en las cuentas representativas 
de saldos en divisas o en moneda extranjera, como consecuencia de la modificación 
experimentada en sus cotizaciones, se imputarán en el momento del cobro o del pago 
respectivo.

f) Las rentas estimadas a que se refiere el artículo 6.5 de esta Ley se imputarán al 
período impositivo en que se entiendan producidas.

g) Las ayudas públicas percibidas como compensación por los defectos estructurales de 
construcción de la vivienda habitual y destinadas a su reparación podrán imputarse por 
cuartas partes, en el periodo impositivo en el que se obtengan y en los tres siguientes.

h) Se imputará como rendimiento de capital mobiliario a que se refiere el artículo 25.3 de 
esta Ley, de cada período impositivo, la diferencia entre el valor liquidativo de los activos 
afectos a la póliza al final y al comienzo del período impositivo en aquellos contratos de 
seguros de vida en los que el tomador asuma el riesgo de la inversión. El importe imputado 
minorará el rendimiento derivado de la percepción de cantidades en estos contratos.

No resultará de aplicación esta regla especial de imputación temporal en aquellos 
contratos en los que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

A) No se otorgue al tomador la facultad de modificar las inversiones afectas a la póliza.
B) Las provisiones matemáticas se encuentren invertidas en:
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a) Acciones o participaciones de instituciones de inversión colectiva, predeterminadas en 
los contratos, siempre que se trate de instituciones de inversión colectiva adaptadas a la Ley 
35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva, o amparadas por la 
Directiva 2009/65/CEE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009.

b) Conjuntos de activos reflejados de forma separada en el balance de la entidad 
aseguradora, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

La determinación de los activos integrantes de cada uno de los distintos conjuntos de 
activos separados deberá corresponder, en todo momento, a la entidad aseguradora quien, a 
estos efectos, gozará de plena libertad para elegir los activos con sujeción, únicamente, a 
criterios generales predeterminados relativos al perfil de riesgo del conjunto de activos o a 
otras circunstancias objetivas.

La inversión de las provisiones de cada conjunto de activos deberá efectuarse en activos 
que cumplan las normas establecidas en el artículo 89 del Real Decreto 1060/2015, de 20 de 
noviembre, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y 
reaseguradoras. En ningún caso podrá tratarse de bienes inmuebles o derechos reales 
inmobiliarios.

No obstante, se entenderá que cumplen tales requisitos aquellos conjuntos de activos 
que traten de desarrollar una política de inversión caracterizada por reproducir un 
determinado índice bursátil o de renta fija representativo de algunos de los mercados 
secundarios oficiales de valores de la Unión Europea.

El tomador únicamente tendrá la facultad de elegir, entre los distintos conjuntos 
separados de activos, en cuáles debe invertir la entidad aseguradora la provisión matemática 
del seguro, pero en ningún caso podrá intervenir en la determinación de los activos 
concretos en los que, dentro de cada conjunto separado, se invierten tales provisiones.

En estos contratos, el tomador o el asegurado podrán elegir, de acuerdo con las 
especificaciones de la póliza, entre las distintas instituciones de inversión colectiva o 
conjuntos separados de activos, expresamente designados en los contratos, sin que puedan 
producirse especificaciones singulares para cada tomador o asegurado.

Las condiciones a que se refiere esta letra h) deberán cumplirse durante toda la vigencia 
del contrato.

i) Las ayudas incluidas en el ámbito de los planes estatales para el acceso por primera 
vez a la vivienda en propiedad, percibidas por los contribuyentes mediante pago único en 
concepto de Ayuda Estatal Directa a la Entrada (AEDE), podrán imputarse por cuartas partes 
en el período impositivo en el que se obtengan y en los tres siguientes.

j) Las ayudas públicas otorgadas por las Administraciones competentes a los titulares de 
bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español inscritos en el Registro general de 
bienes de interés cultural a que se refiere la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español, y destinadas exclusivamente a su conservación o rehabilitación, podrán 
imputarse por cuartas partes en el período impositivo en que se obtengan y en los tres 
siguientes, siempre que se cumplan las exigencias establecidas en dicha ley, en particular 
respecto de los deberes de visita y exposición pública de dichos bienes.

k) Las pérdidas patrimoniales derivadas de créditos vencidos y no cobrados podrán 
imputarse al período impositivo en que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

1.º Que adquiera eficacia una quita establecida en un acuerdo de refinanciación 
judicialmente homologable a los que se refiere el artículo 71 bis y la disposición adicional 
cuarta de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, o en un acuerdo extrajudicial de pagos a 
los cuales se refiere el Título X de la misma Ley.

2.º Que, encontrándose el deudor en situación de concurso, adquiera eficacia el 
convenio en el que se acuerde una quita en el importe del crédito conforme a lo dispuesto en 
el artículo 133 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, en cuyo caso la pérdida se 
computará por la cuantía de la quita.

En otro caso, que concluya el procedimiento concursal sin que se hubiera satisfecho el 
crédito salvo cuando se acuerde la conclusión del concurso por las causas a las que se 
refieren los apartados 1.º, 4.º y 5.º del artículo 176 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal.
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3.º Que se cumpla el plazo de un año desde el inicio del procedimiento judicial distinto de 
los de concurso que tenga por objeto la ejecución del crédito sin que este haya sido 
satisfecho.

Cuando el crédito fuera cobrado con posterioridad al cómputo de la pérdida patrimonial a 
que se refiere esta letra k), se imputará una ganancia patrimonial por el importe cobrado en 
el período impositivo en que se produzca dicho cobro.

l) Las ayudas públicas para la primera instalación de jóvenes agricultores previstas en el 
Marco Nacional de Desarrollo Rural de España que se destinen a la adquisición de una 
participación en el capital de empresas agrícolas societarias podrán imputarse por cuartas 
partes, en el período impositivo en el que se obtengan y en los tres siguientes.

m) Los rendimientos del trabajo en especie derivados de la entrega de acciones o 
participaciones de una empresa emergente a las que se refiere la Ley 28/2022, de 21 de 
diciembre, de fomento del ecosistema de las empresas emergentes, que, cumpliendo los 
requisitos establecidos en la letra f) del apartado 3 del artículo 42 de esta ley no estén 
exentos por superar la cuantía prevista en dicho artículo, se imputarán en el período 
impositivo en el que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

– Que el capital de la sociedad sea objeto de admisión a negociación en bolsa de 
valores o en cualquier sistema multilateral de negociación, español o extranjero.

– Que se produzca la salida del patrimonio del contribuyente de la acción o participación 
correspondiente.

No obstante, transcurrido el plazo de diez años a contar desde la entrega de las 
acciones o participaciones sin que se haya producido alguna de las circunstancias señaladas 
anteriormente, el contribuyente deberá imputar los rendimientos del trabajo a que se refiere 
esta letra correspondientes a tales acciones o participaciones, en el período impositivo en el 
que se haya cumplido el referido plazo de diez años.

3. En el supuesto de que el contribuyente pierda su condición por cambio de residencia, 
todas las rentas pendientes de imputación deberán integrarse en la base imponible 
correspondiente al último período impositivo que deba declararse por este impuesto, en las 
condiciones que se fijen reglamentariamente, practicándose, en su caso, autoliquidación 
complementaria, sin sanción ni intereses de demora ni recargo alguno.

Cuando el traslado de residencia se produzca a otro Estado miembro de la Unión 
Europea, el contribuyente podrá optar por imputar las rentas pendientes conforme a lo 
dispuesto en el párrafo anterior, o por presentar a medida en que se vayan obteniendo cada 
una de las rentas pendientes de imputación, una autoliquidación complementaria sin 
sanción, ni intereses de demora ni recargo alguno, correspondiente al último período que 
deba declararse por este Impuesto. La autoliquidación se presentará en el plazo de 
declaración del período impositivo en el que hubiera correspondido imputar dichas rentas en 
caso de no haberse producido la pérdida de la condición de contribuyente.

4. En el caso de fallecimiento del contribuyente todas las rentas pendientes de 
imputación deberán integrarse en la base imponible del último período impositivo que deba 
declararse.

TÍTULO II
Determinación de la renta sometida a gravamen

Artículo 15.  Determinación de la base imponible y liquidable.
1. La base imponible del Impuesto estará constituida por el importe de la renta del 

contribuyente y se determinará aplicando los métodos previstos en el artículo 16 de esta Ley.
2. Para la cuantificación de la base imponible se procederá, en los términos previstos en 

esta Ley, por el siguiente orden:
1.º Las rentas se calificarán y cuantificarán con arreglo a su origen. Los rendimientos 

netos se obtendrán por diferencia entre los ingresos computables y los gastos deducibles. 
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Las ganancias y pérdidas patrimoniales se determinarán, con carácter general, por diferencia 
entre los valores de transmisión y de adquisición.

2.º Se aplicarán las reducciones sobre el rendimiento íntegro o neto que, en su caso, 
correspondan para cada una de las fuentes de renta.

3.º Se procederá a la integración y compensación de las diferentes rentas según su 
origen y su clasificación como renta general o del ahorro.

El resultado de estas operaciones dará lugar a la base imponible general y del ahorro.
3. La base liquidable será el resultado de practicar en la base imponible, en los términos 

previstos en esta Ley, las reducciones por atención a situaciones de dependencia y 
envejecimiento y pensiones compensatorias, lo que dará lugar a las bases liquidables 
general y del ahorro.

4. No se someterán a tributación las rentas que no excedan del importe del mínimo 
personal y familiar que resulte de aplicación.

TÍTULO III
Determinación de la base imponible

CAPÍTULO I
Métodos de determinación

Artículo 16.  Métodos de determinación de la base imponible.
1. La cuantía de los distintos componentes de la base imponible se determinará con 

carácter general por el método de estimación directa.
2. La determinación de los rendimientos de actividades económicas se llevará a cabo en 

los términos previstos en el artículo 28 de esta Ley a través de los siguientes métodos:
a) Estimación directa, que se aplicará como método general, y que admitirá dos 

modalidades, la normal y la simplificada.
b) Estimación objetiva de rendimientos para determinadas actividades económicas, en 

los términos que reglamentariamente se establezcan.
3. El método de estimación indirecta se aplicará de conformidad con lo dispuesto en la 

Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
En la estimación indirecta de los rendimientos procedentes de actividades económicas 

se tendrán en cuenta, preferentemente, los signos, índices o módulos establecidos para la 
estimación objetiva, cuando se trate de contribuyentes que hayan renunciado a este último 
método de determinación de la base imponible.

CAPÍTULO II
Definición y determinación de la renta gravable

Sección 1.ª Rendimientos del trabajo

Artículo 17.  Rendimientos íntegros del trabajo.
1. Se considerarán rendimientos íntegros del trabajo todas las contraprestaciones o 

utilidades, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, dinerarias o en especie, que 
deriven, directa o indirectamente, del trabajo personal o de la relación laboral o estatutaria y 
no tengan el carácter de rendimientos de actividades económicas.

Se incluirán, en particular:
a) Los sueldos y salarios.
b) Las prestaciones por desempleo.
c) Las remuneraciones en concepto de gastos de representación.
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d) Las dietas y asignaciones para gastos de viaje, excepto los de locomoción y los 
normales de manutención y estancia en establecimientos de hostelería con los límites que 
reglamentariamente se establezcan.

e) Las contribuciones o aportaciones satisfechas por los promotores de planes de 
pensiones previstos en el texto refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de 
pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, o por las 
empresas promotoras previstas en la Directiva 2003/41/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa a las actividades y la supervisión de fondos de 
pensiones de empleo.

f) Las contribuciones o aportaciones satisfechas por los empresarios para hacer frente a 
los compromisos por pensiones en los términos previstos por la disposición adicional primera 
del texto refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones, y en su 
normativa de desarrollo, cuando aquellas sean imputadas a las personas a quienes se 
vinculen las prestaciones. Esta imputación fiscal tendrá carácter voluntario en los contratos 
de seguro colectivo distintos de los planes de previsión social empresarial, debiendo 
mantenerse la decisión que se adopte respecto del resto de primas que se satisfagan hasta 
la extinción del contrato de seguro. No obstante, la imputación fiscal tendrá carácter 
obligatorio en los contratos de seguro de riesgo. Cuando los contratos de seguro cubran 
conjuntamente las contingencias de jubilación y de fallecimiento o incapacidad, será 
obligatoria la imputación fiscal de la parte de las primas satisfechas que corresponda al 
capital en riesgo por fallecimiento o incapacidad, siempre que el importe de dicha parte 
exceda de 50 euros anuales. A estos efectos se considera capital en riesgo la diferencia 
entre el capital asegurado para fallecimiento o incapacidad y la provisión matemática.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, en todo caso, la imputación fiscal de 
primas de los contratos de seguro antes señalados será obligatoria por el importe que 
exceda de 100.000 euros anuales por contribuyente y respecto del mismo empresario, salvo 
en los seguros colectivos contratados a consecuencia de despidos colectivos realizados de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores.

2. En todo caso, tendrán la consideración de rendimientos del trabajo:
a) Las siguientes prestaciones:
1.ª Las pensiones y haberes pasivos percibidos de los regímenes públicos de la 

Seguridad Social y clases pasivas y demás prestaciones públicas por situaciones de 
incapacidad, jubilación, accidente, enfermedad, viudedad, o similares, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 7 de esta Ley.

2.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de mutualidades generales 
obligatorias de funcionarios, colegios de huérfanos y otras entidades similares.

3.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de planes de pensiones y las 
percibidas de los planes de pensiones regulados en la Directiva (UE) 2016/2341 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 2016, relativa a las actividades y 
la supervisión de fondos de pensiones de empleo.

Asimismo, las cantidades percibidas en los supuestos contemplados en el artículo 8.8 
del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, tendrán el mismo tratamiento 
fiscal que las prestaciones de los planes de pensiones.

4.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de contratos de seguros 
concertados con mutualidades de previsión social, cuyas aportaciones hayan podido ser, al 
menos en parte, gasto deducible para la determinación del rendimiento neto de actividades 
económicas, u objeto de reducción en la base imponible del Impuesto.

En el supuesto de prestaciones por jubilación e invalidez derivadas de dichos contratos, 
se integrarán en la base imponible en el importe de la cuantía percibida que exceda de las 
aportaciones que no hayan podido ser objeto de reducción o minoración en la base 
imponible del Impuesto, por incumplir los requisitos subjetivos previstos en el párrafo a) del 
apartado 2 del artículo 51 o en la disposición adicional novena de esta Ley.

5.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de los planes de previsión social 
empresarial.
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Asimismo, las prestaciones por jubilación e invalidez percibidas por los beneficiarios de 
contratos de seguro colectivo, distintos de los planes de previsión social empresarial, que 
instrumenten los compromisos por pensiones asumidos por las empresas, en los términos 
previstos en la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de 
los Planes y Fondos de Pensiones, y en su normativa de desarrollo, en la medida en que su 
cuantía exceda de las contribuciones imputadas fiscalmente y de las aportaciones 
directamente realizadas por el trabajador.

6.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de los planes de previsión 
asegurados.

7.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de los seguros de dependencia 
conforme a lo dispuesto en la Ley de promoción de la autonomía personal y atención a las 
personas en situación de dependencia.

b) Las cantidades que se abonen, por razón de su cargo, a los diputados españoles en el 
Parlamento Europeo, a los diputados y senadores de las Cortes Generales, a los miembros 
de las asambleas legislativas autonómicas, concejales de ayuntamiento y miembros de las 
diputaciones provinciales, cabildos insulares u otras entidades locales, con exclusión, en 
todo caso, de la parte de aquellas que dichas instituciones asignen para gastos de viaje y 
desplazamiento.

c) Los rendimientos derivados de impartir cursos, conferencias, coloquios, seminarios y 
similares.

d) Los rendimientos derivados de la elaboración de obras literarias, artísticas o 
científicas, siempre que se ceda el derecho a su explotación.

e) Las retribuciones de los administradores y miembros de los Consejos de 
Administración, de las Juntas que hagan sus veces y demás miembros de otros órganos 
representativos.

f) Las pensiones compensatorias recibidas del cónyuge y las anualidades por alimentos, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7 de esta Ley.

g) Los derechos especiales de contenido económico que se reserven los fundadores o 
promotores de una sociedad como remuneración de servicios personales.

h) Las becas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7 de esta Ley.
i) Las retribuciones percibidas por quienes colaboren en actividades humanitarias o de 

asistencia social promovidas por entidades sin ánimo de lucro.
j) Las retribuciones derivadas de relaciones laborales de carácter especial.
k) Las aportaciones realizadas al patrimonio protegido de las personas con discapacidad 

en los términos previstos en la disposición adicional decimoctava de esta Ley.
3. No obstante, cuando los rendimientos a que se refieren los párrafos c) y d) del 

apartado anterior y los derivados de la relación laboral especial de los artistas en 
espectáculos públicos y de la relación laboral especial de las personas que intervengan en 
operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios sin asumir el riesgo y ventura 
de aquéllas supongan la ordenación por cuenta propia de medios de producción y de 
recursos humanos o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o 
distribución de bienes o servicios, se calificarán como rendimientos de actividades 
económicas.

Artículo 18.  Porcentajes de reducción aplicables a determinados rendimientos del trabajo.
1. Como regla general, los rendimientos íntegros se computarán en su totalidad, salvo 

que les resulte de aplicación alguno de los porcentajes de reducción a los que se refieren los 
apartados siguientes. Dichos porcentajes no resultarán de aplicación cuando la prestación se 
perciba en forma de renta.

2. El 30 por ciento de reducción, en el caso de rendimientos íntegros distintos de los 
previstos en el artículo 17.2. a) de esta Ley que tengan un período de generación superior a 
dos años, así como aquellos que se califiquen reglamentariamente como obtenidos de forma 
notoriamente irregular en el tiempo, cuando, en ambos casos, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el párrafo siguiente, se imputen en un único período impositivo.

Tratándose de rendimientos derivados de la extinción de una relación laboral, común o 
especial, se considerará como período de generación el número de años de servicio del 
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trabajador. En caso de que estos rendimientos se cobren de forma fraccionada, el cómputo 
del período de generación deberá tener en cuenta el número de años de fraccionamiento, en 
los términos que reglamentariamente se establezcan. Estos rendimientos no se tendrán en 
cuenta a efectos de lo establecido en el párrafo siguiente.

No obstante, esta reducción no resultará de aplicación a los rendimientos que tengan un 
período de generación superior a dos años cuando, en el plazo de los cinco períodos 
impositivos anteriores a aquél en el que resulten exigibles, el contribuyente hubiera obtenido 
otros rendimientos con período de generación superior a dos años, a los que hubiera 
aplicado la reducción prevista en este apartado.

La cuantía del rendimiento íntegro a que se refiere este apartado sobre la que se 
aplicará la citada reducción no podrá superar el importe de 300.000 euros anuales.

Sin perjuicio del límite previsto en el párrafo anterior, en el caso de rendimientos del 
trabajo cuya cuantía esté comprendida entre 700.000,01 euros y 1.000.000 de euros y 
deriven de la extinción de la relación laboral, común o especial, o de la relación mercantil a 
que se refiere el artículo 17.2 e) de esta Ley, o de ambas, la cuantía del rendimiento sobre la 
que se aplicará la reducción no podrá superar el importe que resulte de minorar 300.000 
euros en la diferencia entre la cuantía del rendimiento y 700.000 euros.

Cuando la cuantía de tales rendimientos fuera igual o superior a 1.000.000 de euros, la 
cuantía de los rendimientos sobre la que se aplicará la reducción del 30 por ciento será cero.

A estos efectos, la cuantía total del rendimiento del trabajo a computar vendrá 
determinada por la suma aritmética de los rendimientos del trabajo anteriormente indicados 
procedentes de la propia empresa o de otras empresas del grupo de sociedades en las que 
concurran las circunstancias previstas en el artículo 42 del Código de Comercio, con 
independencia del período impositivo al que se impute cada rendimiento.

3. El 30 por ciento de reducción, en el caso de las prestaciones establecidas en el 
artículo 17.2.a) 1.ª y 2.ª de esta Ley que se perciban en forma de capital, siempre que hayan 
transcurrido más de dos años desde la primera aportación.

El plazo de dos años no resultará exigible en el caso de prestaciones por invalidez.
4. Las reducciones previstas en este artículo no se aplicarán a las contribuciones 

empresariales imputadas que reduzcan la base imponible, de acuerdo con lo dispuesto en 
los artículos 51, 53 y en la disposición adicional undécima de esta Ley.

Artículo 19.  Rendimiento neto del trabajo.
1. El rendimiento neto del trabajo será el resultado de disminuir el rendimiento íntegro en 

el importe de los gastos deducibles.
2. Tendrán la consideración de gastos deducibles exclusivamente los siguientes:
a) Las cotizaciones a la Seguridad Social o a mutualidades generales obligatorias de 

funcionarios.
b) Las detracciones por derechos pasivos.
c) Las cotizaciones a los colegios de huérfanos o entidades similares.
d) Las cuotas satisfechas a sindicatos y colegios profesionales, cuando la colegiación 

tenga carácter obligatorio, en la parte que corresponda a los fines esenciales de estas 
instituciones, y con el límite que reglamentariamente se establezca.

e) Los gastos de defensa jurídica derivados directamente de litigios suscitados en la 
relación del contribuyente con la persona de la que percibe los rendimientos, con el límite de 
300 euros anuales.

f) En concepto de otros gastos distintos de los anteriores, 2.000 euros anuales.
Tratándose de contribuyentes desempleados inscritos en la oficina de empleo que 

acepten un puesto de trabajo que exija el traslado de su residencia habitual a un nuevo 
municipio, en las condiciones que reglamentariamente se determinen, se incrementará dicha 
cuantía, en el periodo impositivo en el que se produzca el cambio de residencia y en el 
siguiente, en 2.000 euros anuales adicionales.

Tratándose de personas con discapacidad que obtengan rendimientos del trabajo como 
trabajadores activos, se incrementará dicha cuantía en 3.500 euros anuales. Dicho 
incremento será de 7.750 euros anuales, para las personas con discapacidad que siendo 
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trabajadores activos acrediten necesitar ayuda de terceras personas o movilidad reducida, o 
un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento.

Los gastos deducibles a que se refiere esta letra f) tendrán como límite el rendimiento 
íntegro del trabajo una vez minorado por el resto de gastos deducibles previstos en este 
apartado.

Artículo 20.  Reducción por obtención de rendimientos del trabajo.
Los contribuyentes con rendimientos netos del trabajo inferiores a 19.747,5 euros 

siempre que no tengan rentas, excluidas las exentas, distintas de las del trabajo superiores a 
6.500 euros, minorarán el rendimiento neto del trabajo en las siguientes cuantías:

a) Contribuyentes con rendimientos netos del trabajo iguales o inferiores a 14.852 euros: 
7.302 euros anuales.

b) Contribuyentes con rendimientos netos del trabajo superiores a 14.852 euros, pero 
iguales o inferiores a 17.673,52 euros: 7.302 euros menos el resultado de multiplicar por 
1,75 la diferencia entre el rendimiento del trabajo y 14.852 euros anuales.

c) Contribuyentes con rendimientos netos del trabajo comprendidos entre 17.673,52 y 
19.747,5 euros: 2.364,34 euros menos el resultado de multiplicar por 1,14 la diferencia entre 
el rendimiento del trabajo y 17.673,52 euros anuales.

A estos efectos, el rendimiento neto del trabajo será el resultante de minorar el 
rendimiento íntegro en los gastos previstos en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 19.2 de 
esta Ley.

Como consecuencia de la aplicación de la reducción prevista en este artículo, el saldo 
resultante no podrá ser negativo.

Sección 2.ª Rendimientos del capital

Artículo 21.  Definición de rendimientos del capital.
1. Tendrán la consideración de rendimientos íntegros del capital la totalidad de las 

utilidades o contraprestaciones, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, dinerarias 
o en especie, que provengan, directa o indirectamente, de elementos patrimoniales, bienes o 
derechos, cuya titularidad corresponda al contribuyente y no se hallen afectos a actividades 
económicas realizadas por éste.

No obstante, las rentas derivadas de la transmisión de la titularidad de los elementos 
patrimoniales, aun cuando exista un pacto de reserva de dominio, tributarán como ganancias 
o pérdidas patrimoniales, salvo que por esta ley se califiquen como rendimientos del capital.

2. En todo caso, se incluirán como rendimientos del capital:
a) Los provenientes de los bienes inmuebles, tanto rústicos como urbanos, que no se 

hallen afectos a actividades económicas realizadas por el contribuyente.
b) Los que provengan del capital mobiliario y, en general, de los restantes bienes o 

derechos de que sea titular el contribuyente, que no se encuentren afectos a actividades 
económicas realizadas por éste.

Subsección 1.ª Rendimientos del capital inmobiliario

Artículo 22.  Rendimientos íntegros del capital inmobiliario.
1. Tendrán la consideración de rendimientos íntegros procedentes de la titularidad de 

bienes inmuebles rústicos y urbanos o de derechos reales que recaigan sobre ellos, todos 
los que se deriven del arrendamiento o de la constitución o cesión de derechos o facultades 
de uso o disfrute sobre aquéllos, cualquiera que sea su denominación o naturaleza.

2. Se computará como rendimiento íntegro el importe que por todos los conceptos deba 
satisfacer el adquirente, cesionario, arrendatario o subarrendatario, incluido, en su caso, el 
correspondiente a todos aquellos bienes cedidos con el inmueble y excluido el Impuesto 
sobre el Valor Añadido o, en su caso, el Impuesto General Indirecto Canario.
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Artículo 23.  Gastos deducibles y reducciones.
1. Para la determinación del rendimiento neto, se deducirán de los rendimientos íntegros 

los gastos siguientes:
a) Todos los gastos necesarios para la obtención de los rendimientos. Se considerarán 

gastos necesarios para la obtención de los rendimientos, entre otros, los siguientes:
1.º Los intereses de los capitales ajenos invertidos en la adquisición o mejora del bien, 

derecho o facultad de uso y disfrute del que procedan los rendimientos, y demás gastos de 
financiación, así como los gastos de reparación y conservación del inmueble. El importe total 
a deducir por estos gastos no podrá exceder, para cada bien o derecho, de la cuantía de los 
rendimientos íntegros obtenidos. El exceso se podrá deducir en los cuatro años siguientes 
de acuerdo con lo señalado en este número 1.º

2.º Los tributos y recargos no estatales, así como las tasas y recargos estatales, 
cualquiera que sea su denominación, siempre que incidan sobre los rendimientos 
computados o sobre el bien o derecho productor de aquéllos y no tengan carácter 
sancionador.

3.º Los saldos de dudoso cobro en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente.

4.º Las cantidades devengadas por terceros como consecuencia de servicios personales.
b) Las cantidades destinadas a la amortización del inmueble y de los demás bienes 

cedidos con éste, siempre que respondan a su depreciación efectiva, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen. Tratándose de inmuebles, se entiende que la 
amortización cumple el requisito de efectividad si no excede del resultado de aplicar el 3 por 
ciento sobre el mayor de los siguientes valores: el coste de adquisición satisfecho o el valor 
catastral, sin incluir el valor del suelo.

En el supuesto de rendimientos derivados de la titularidad de un derecho o facultad de 
uso o disfrute, será igualmente deducible en concepto de depreciación, con el límite de los 
rendimientos íntegros, la parte proporcional del valor de adquisición satisfecho, en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen.

2. En los supuestos de arrendamiento de bienes inmuebles destinados a vivienda, el 
rendimiento neto positivo calculado con arreglo a lo dispuesto en el apartado anterior, se 
reducirá:

a) En un 90 por ciento cuando se hubiera formalizado por el mismo arrendador un nuevo 
contrato de arrendamiento sobre una vivienda situada en una zona de mercado residencial 
tensionado, en el que la renta inicial se hubiera rebajado en más de un 5 por ciento en 
relación con la última renta del anterior contrato de arrendamiento de la misma vivienda, una 
vez aplicada, en su caso, la cláusula de actualización anual del contrato anterior.

b) En un 70 por ciento cuando no cumpliéndose los requisitos señalados en la letra a) 
anterior, se produzca alguna de las circunstancias siguientes:

1.º Que el contribuyente hubiera alquilado por primera vez la vivienda, siempre que ésta 
se encuentre situada en una zona de mercado residencial tensionado y el arrendatario tenga 
una edad comprendida entre 18 y 35 años. Cuando existan varios arrendatarios de una 
misma vivienda, esta reducción se aplicará sobre la parte del rendimiento neto que 
proporcionalmente corresponda a los arrendatarios que cumplan los requisitos previstos en 
esta letra.

2.º Cuando el arrendatario sea una Administración Pública o entidad sin fines lucrativos a 
las que sea de aplicación el régimen especial regulado en el título II de la Ley 49/2002, de 23 
de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, que destine la vivienda al alquiler social con una renta mensual 
inferior a la establecida en el programa de ayudas al alquiler del plan estatal de vivienda, o al 
alojamiento de personas en situación de vulnerabilidad económica a que se refiere la Ley 
19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el ingreso mínimo vital, o cuando la 
vivienda esté acogida a algún programa público de vivienda o calificación en virtud del cual 
la Administración competente establezca una limitación en la renta del alquiler.
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c) En un 60 por ciento cuando, no cumpliéndose los requisitos de las letras anteriores, la 
vivienda hubiera sido objeto de una actuación de rehabilitación en los términos previstos en 
el apartado 1 del artículo 41 del Reglamento del Impuesto que hubiera finalizado en los dos 
años anteriores a la fecha de la celebración del contrato de arrendamiento.

d) En un 50 por ciento, en cualquier otro caso.
Los requisitos señalados deberán cumplirse en el momento de celebrar el contrato de 

arrendamiento, siendo la reducción aplicable mientras se sigan cumpliendo los mismos.
Estas reducciones sólo resultarán aplicables sobre los rendimientos netos positivos que 

hayan sido calculados por el contribuyente en una autoliquidación presentada antes de que 
se haya iniciado un procedimiento de verificación de datos, de comprobación limitada o de 
inspección que incluya en su objeto la comprobación de tales rendimientos.

En ningún caso resultarán de aplicación las reducciones respecto de la parte de los 
rendimientos netos positivos derivada de ingresos no incluidos o de gastos indebidamente 
deducidos en la autoliquidación del contribuyente y que se regularicen en alguno de los 
procedimientos citados en el párrafo anterior, incluso cuando esas circunstancias hayan sido 
declaradas o aceptadas por el contribuyente durante la tramitación del procedimiento. 
Tampoco resultarán de aplicación las reducciones en relación con aquellos contratos de 
arrendamiento que incumplan lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 17 de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos.

Las zonas de mercado residencial tensionado a las que podrá resultar de aplicación lo 
previsto en este apartado serán las recogidas en la resolución que, de acuerdo con lo 
dispuesto en la legislación estatal en materia de vivienda, apruebe el Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda urbana.

Téngase en cuenta que esta actualización del apartado 2, establecida por la disposición 
final 2.1 de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, Ref. BOE-A-2023-12203, produce efectos para los 
contratos de arrendamiento de vivienda celebrados a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

3. Los rendimientos netos con un período de generación superior a dos años, así como 
los que se califiquen reglamentariamente como obtenidos de forma notoriamente irregular en 
el tiempo, se reducirán en un 30 por ciento, cuando, en ambos casos, se imputen en un 
único período impositivo.

La cuantía del rendimiento neto a que se refiere este apartado sobre la que se aplicará la 
citada reducción no podrá superar el importe de 300.000 euros anuales.

Artículo 24.  Rendimiento en caso de parentesco.
Cuando el adquirente, cesionario, arrendatario o subarrendatario del bien inmueble o del 

derecho real que recaiga sobre el mismo sea el cónyuge o un pariente, incluidos los afines, 
hasta el tercer grado inclusive, del contribuyente, el rendimiento neto total no podrá ser 
inferior al que resulte de las reglas del artículo 85 de esta ley.

Subsección 2.ª Rendimientos del capital mobiliario

Artículo 25.  Rendimientos íntegros del capital mobiliario.
Tendrán la consideración de rendimientos íntegros del capital mobiliario los siguientes:
1. Rendimientos obtenidos por la participación en los fondos propios de cualquier tipo de 

entidad.
Quedan incluidos dentro de esta categoría los siguientes rendimientos, dinerarios o en 

especie:
a) Los dividendos, primas de asistencia a juntas y participaciones en los beneficios de 

cualquier tipo de entidad.
b) Los rendimientos procedentes de cualquier clase de activos, excepto la entrega de 

acciones liberadas que, estatutariamente o por decisión de los órganos sociales, faculten 
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para participar en los beneficios, ventas, operaciones, ingresos o conceptos análogos de una 
entidad por causa distinta de la remuneración del trabajo personal.

c) Los rendimientos que se deriven de la constitución o cesión de derechos o facultades 
de uso o disfrute, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, sobre los valores o 
participaciones que representen la participación en los fondos propios de la entidad.

d) Cualquier otra utilidad, distinta de las anteriores, procedente de una entidad por la 
condición de socio, accionista, asociado o partícipe.

e) La distribución de la prima de emisión de acciones o participaciones. El importe 
obtenido minorará, hasta su anulación, el valor de adquisición de las acciones o 
participaciones afectadas y el exceso que pudiera resultar tributará como rendimiento del 
capital mobiliario.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de distribución de la prima de 
emisión correspondiente a valores no admitidos a negociación en alguno de los mercados 
regulados de valores definidos en la Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a los mercados de instrumentos financieros, y 
representativos de la participación en fondos propios de sociedades o entidades, cuando la 
diferencia entre el valor de los fondos propios de las acciones o participaciones 
correspondiente al último ejercicio cerrado con anterioridad a la fecha de la distribución de la 
prima y su valor de adquisición sea positiva, el importe obtenido o el valor normal de 
mercado de los bienes o derechos recibidos se considerará rendimiento del capital mobiliario 
con el límite de la citada diferencia positiva.

A estos efectos, el valor de los fondos propios a que se refiere el párrafo anterior se 
minorará en el importe de los beneficios repartidos con anterioridad a la fecha de la 
distribución de la prima de emisión, procedentes de reservas incluidas en los citados fondos 
propios, así como en el importe de las reservas legalmente indisponibles incluidas en dichos 
fondos propios que se hubieran generado con posterioridad a la adquisición de las acciones 
o participaciones.

El exceso sobre el citado límite minorará el valor de adquisición de las acciones o 
participaciones conforme a lo dispuesto en el primer párrafo de esta letra e).

Cuando por aplicación de lo dispuesto en el párrafo segundo de esta letra e) la 
distribución de la prima de emisión hubiera determinado el cómputo como rendimiento del 
capital mobiliario de la totalidad o parte del importe obtenido o del valor normal de mercado 
de los bienes o derechos recibidos, y con posterioridad el contribuyente obtuviera dividendos 
o participaciones en beneficios conforme al artículo 25.1 a) de esta Ley procedentes de la 
misma entidad en relación con acciones o participaciones que hubieran permanecido en su 
patrimonio desde la distribución de la prima de emisión, el importe obtenido de los 
dividendos o participaciones en beneficios minorará, con el límite de los rendimientos del 
capital mobiliario previamente computados que correspondan a las citadas acciones o 
participaciones, el valor de adquisición de las mismas conforme a lo dispuesto en el primer 
párrafo de esta letra e).

2. Rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios.
Tienen esta consideración las contraprestaciones de todo tipo, cualquiera que sea su 

denominación o naturaleza, dinerarias o en especie, como los intereses y cualquier otra 
forma de retribución pactada como remuneración por tal cesión, así como las derivadas de la 
transmisión, reembolso, amortización, canje o conversión de cualquier clase de activos 
representativos de la captación y utilización de capitales ajenos.

a) En particular, tendrán esta consideración:
1.º Los rendimientos procedentes de cualquier instrumento de giro, incluso los originados 

por operaciones comerciales, a partir del momento en que se endose o transmita, salvo que 
el endoso o cesión se haga como pago de un crédito de proveedores o suministradores.

2.º La contraprestación, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, derivada de 
cuentas en toda clase de instituciones financieras, incluyendo las basadas en operaciones 
sobre activos financieros.

3.º Las rentas derivadas de operaciones de cesión temporal de activos financieros con 
pacto de recompra.
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4.º Las rentas satisfechas por una entidad financiera, como consecuencia de la 
transmisión, cesión o transferencia, total o parcial, de un crédito titularidad de aquélla.

b) En el caso de transmisión, reembolso, amortización, canje o conversión de valores, se 
computará como rendimiento la diferencia entre el valor de transmisión, reembolso, 
amortización, canje o conversión de los mismos y su valor de adquisición o suscripción.

Como valor de canje o conversión se tomará el que corresponda a los valores que se 
reciban.

Los gastos accesorios de adquisición y enajenación serán computados para la 
cuantificación del rendimiento, en tanto se justifiquen adecuadamente.

Los rendimientos negativos derivados de transmisiones de activos financieros, cuando el 
contribuyente hubiera adquirido activos financieros homogéneos dentro de los dos meses 
anteriores o posteriores a dichas transmisiones, se integrarán a medida que se transmitan 
los activos financieros que permanezcan en el patrimonio del contribuyente.

3. Rendimientos procedentes de operaciones de capitalización, de contratos de seguro 
de vida o invalidez y de rentas derivadas de la imposición de capitales.

a) Rendimientos dinerarios o en especie procedentes de operaciones de capitalización y 
de contratos de seguro de vida o invalidez, excepto cuando, con arreglo a lo previsto en el 
artículo 17.2.a) de esta Ley, deban tributar como rendimientos del trabajo.

En particular, se aplicarán a estos rendimientos de capital mobiliario las siguientes 
reglas:

1.º) Cuando se perciba un capital diferido, el rendimiento del capital mobiliario vendrá 
determinado por la diferencia entre el capital percibido y el importe de las primas satisfechas.

No obstante lo anterior, si el contrato de seguro combina la contingencia de 
supervivencia con las de fallecimiento o incapacidad y el capital percibido corresponde a la 
contingencia de supervivencia, podrá detraerse también la parte de las primas satisfechas 
que corresponda al capital en riesgo por fallecimiento o incapacidad que se haya consumido 
hasta el momento, siempre que durante toda la vigencia del contrato, el capital en riesgo sea 
igual o inferior al cinco por ciento de la provisión matemática. A estos efectos se considera 
capital en riesgo la diferencia entre el capital asegurado para fallecimiento o incapacidad y la 
provisión matemática.

2.º) En el caso de rentas vitalicias inmediatas, que no hayan sido adquiridas por 
herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, se considerará rendimiento de capital 
mobiliario el resultado de aplicar a cada anualidad los porcentajes siguientes:

40 por ciento, cuando el perceptor tenga menos de 40 años.
35 por ciento, cuando el perceptor tenga entre 40 y 49 años.
28 por ciento, cuando el perceptor tenga entre 50 y 59 años.
24 por ciento, cuando el perceptor tenga entre 60 y 65 años.
20 por ciento, cuando el perceptor tenga entre 66 y 69 años.
8 por ciento, cuando el perceptor tenga más de 70 años.
Estos porcentajes serán los correspondientes a la edad del rentista en el momento de la 

constitución de la renta y permanecerán constantes durante toda su vigencia.
3.º) Si se trata de rentas temporales inmediatas, que no hayan sido adquiridas por 

herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, se considerará rendimiento del capital 
mobiliario el resultado de aplicar a cada anualidad los porcentajes siguientes:

12 por ciento, cuando la renta tenga una duración inferior o igual a 5 años.
16 por ciento, cuando la renta tenga una duración superior a 5 e inferior o igual a 10 

años.
20 por ciento, cuando la renta tenga una duración superior a 10 e inferior o igual a 15 

años.
25 por ciento, cuando la renta tenga una duración superior a 15 años.
4.º) Cuando se perciban rentas diferidas, vitalicias o temporales, que no hayan sido 

adquiridas por herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, se considerará rendimiento 
del capital mobiliario el resultado de aplicar a cada anualidad el porcentaje que corresponda 
de los previstos en los números 2.º) y 3.º) anteriores, incrementado en la rentabilidad 
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obtenida hasta la constitución de la renta, en la forma que reglamentariamente se determine. 
Cuando las rentas hayan sido adquiridas por donación o cualquier otro negocio jurídico a 
título gratuito e inter vivos, el rendimiento del capital mobiliario será, exclusivamente, el 
resultado de aplicar a cada anualidad el porcentaje que corresponda de los previstos en los 
números 2.º) y 3.º) anteriores.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, en los términos que reglamentariamente se 
establezcan, las prestaciones por jubilación e invalidez percibidas en forma de renta por los 
beneficiarios de contratos de seguro de vida o invalidez, distintos de los establecidos en el 
artículo 17.2. a), y en los que no haya existido ningún tipo de movilización de las provisiones 
del contrato de seguro durante su vigencia, se integrarán en la base imponible del impuesto, 
en concepto de rendimientos del capital mobiliario, a partir del momento en que su cuantía 
exceda de las primas que hayan sido satisfechas en virtud del contrato o, en el caso de que 
la renta haya sido adquirida por donación o cualquier otro negocio jurídico a título gratuito e 
inter vivos, cuando excedan del valor actual actuarial de las rentas en el momento de la 
constitución de éstas. En estos casos no serán de aplicación los porcentajes previstos en los 
números 2.º) y 3.º) anteriores. Para la aplicación de este régimen será necesario que el 
contrato de seguro se haya concertado, al menos, con dos años de anterioridad a la fecha 
de jubilación.

5.º) En el caso de extinción de las rentas temporales o vitalicias, que no hayan sido 
adquiridas por herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, cuando la extinción de la 
renta tenga su origen en el ejercicio del derecho de rescate, el rendimiento del capital 
mobiliario será el resultado de sumar al importe del rescate las rentas satisfechas hasta 
dicho momento y de restar las primas satisfechas y las cuantías que, de acuerdo con los 
párrafos anteriores de este apartado, hayan tributado como rendimientos del capital 
mobiliario. Cuando las rentas hayan sido adquiridas por donación o cualquier otro negocio 
jurídico a título gratuito e inter vivos, se restará, adicionalmente, la rentabilidad acumulada 
hasta la constitución de las rentas.

6.°) Los seguros de vida o invalidez que prevean prestaciones en forma de capital y 
dicho capital se destine a la constitución de rentas vitalicias o temporales, siempre que esta 
posibilidad de conversión se recoja en el contrato de seguro, tributarán de acuerdo con lo 
establecido en el primer párrafo del número 4.° anterior. En ningún caso, resultará de 
aplicación lo dispuesto en este número cuando el capital se ponga a disposición del 
contribuyente por cualquier medio.

b) Las rentas vitalicias u otras temporales que tengan por causa la imposición de 
capitales, salvo cuando hayan sido adquiridas por herencia, legado o cualquier otro título 
sucesorio. Se considerará rendimiento del capital mobiliario el resultado de aplicar a cada 
anualidad los porcentajes previstos por los números 2.º) y 3.º) de la letra a) de este apartado 
para las rentas, vitalicias o temporales, inmediatas derivadas de contratos de seguro de vida.

4. Otros rendimientos del capital mobiliario.
Quedan incluidos en este apartado, entre otros, los siguientes rendimientos, dinerarios o 

en especie:
a) Los procedentes de la propiedad intelectual cuando el contribuyente no sea el autor y 

los procedentes de la propiedad industrial que no se encuentre afecta a actividades 
económicas realizadas por el contribuyente.

b) Los procedentes de la prestación de asistencia técnica, salvo que dicha prestación 
tenga lugar en el ámbito de una actividad económica.

c) Los procedentes del arrendamiento de bienes muebles, negocios o minas, así como 
los procedentes del subarrendamiento percibidos por el subarrendador, que no constituyan 
actividades económicas.

d) Los procedentes de la cesión del derecho a la explotación de la imagen o del 
consentimiento o autorización para su utilización, salvo que dicha cesión tenga lugar en el 
ámbito de una actividad económica.

5. No tendrá la consideración de rendimiento de capital mobiliario, sin perjuicio de su 
tributación por el concepto que corresponda, la contraprestación obtenida por el 
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contribuyente por el aplazamiento o fraccionamiento del precio de las operaciones realizadas 
en desarrollo de su actividad económica habitual.

6. En relación con los activos representativos de la captación y utilización de capitales 
ajenos a que se refiere el apartado 2 de este artículo, se estimará que no existe rendimiento 
del capital mobiliario en las transmisiones lucrativas de los mismos, por causa de muerte del 
contribuyente, ni se computará el rendimiento del capital mobiliario negativo derivado de la 
transmisión lucrativa de aquellos por actos "inter vivos".

Artículo 26.  Gastos deducibles y reducciones.
1. Para la determinación del rendimiento neto, se deducirán de los rendimientos íntegros 

exclusivamente los gastos siguientes:
a) Los gastos de administración y depósito de valores negociables. A estos efectos, se 

considerarán como gastos de administración y depósito aquellos importes que repercutan las 
empresas de servicios de inversión, entidades de crédito u otras entidades financieras que, 
de acuerdo con la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, tengan por finalidad 
retribuir la prestación derivada de la realización por cuenta de sus titulares del servicio de 
depósito de valores representados en forma de títulos o de la administración de valores 
representados en anotaciones en cuenta.

No serán deducibles las cuantías que supongan la contraprestación de una gestión 
discrecional e individualizada de carteras de inversión, en donde se produzca una 
disposición de las inversiones efectuadas por cuenta de los titulares con arreglo a los 
mandatos conferidos por éstos.

b) Cuando se trate de rendimientos derivados de la prestación de asistencia técnica, del 
arrendamiento de bienes muebles, negocios o minas o de subarrendamientos, se deducirán 
de los rendimientos íntegros los gastos necesarios para su obtención y, en su caso, el 
importe del deterioro sufrido por los bienes o derechos de que los ingresos procedan.

2. Los rendimientos netos previstos en el apartado 4 del artículo 25 de esta Ley con un 
período de generación superior a dos años o que se califiquen reglamentariamente como 
obtenidos de forma notoriamente irregular en el tiempo, se reducirán en un 30 por ciento, 
cuando, en ambos casos, se imputen en un único período impositivo.

La cuantía del rendimiento neto a que se refiere este apartado sobre la que se aplicará la 
citada reducción no podrá superar el importe de 300.000 euros anuales.

Sección 3.ª Rendimientos de actividades económicas

Artículo 27.  Rendimientos íntegros de actividades económicas.
1. Se considerarán rendimientos íntegros de actividades económicas aquellos que, 

procediendo del trabajo personal y del capital conjuntamente, o de uno solo de estos 
factores, supongan por parte del contribuyente la ordenación por cuenta propia de medios de 
producción y de recursos humanos o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la 
producción o distribución de bienes o servicios.

En particular, tienen esta consideración los rendimientos de las actividades extractivas, 
de fabricación, comercio o prestación de servicios, incluidas las de artesanía, agrícolas, 
forestales, ganaderas, pesqueras, de construcción, mineras, y el ejercicio de profesiones 
liberales, artísticas y deportivas.

No obstante, tratándose de rendimientos obtenidos por el contribuyente procedentes de 
una entidad en cuyo capital participe derivados de la realización de actividades incluidas en 
la Sección Segunda de las Tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, aprobadas 
por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, tendrán esta consideración 
cuando el contribuyente esté incluido, a tal efecto, en el régimen especial de la Seguridad 
Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos, o en una mutualidad de previsión 
social que actúe como alternativa al citado régimen especial conforme a lo previsto en la 
disposición adicional decimoquinta de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y 
supervisión de los seguros privados.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entenderá que el arrendamiento 
de inmuebles se realiza como actividad económica, únicamente cuando para la ordenación 
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de esta se utilice, al menos, una persona empleada con contrato laboral y a jornada 
completa.

Artículo 28.  Reglas generales de cálculo del rendimiento neto.
1. El rendimiento neto de las actividades económicas se determinará según las normas 

del Impuesto sobre Sociedades, sin perjuicio de las reglas especiales contenidas en este 
artículo, en el artículo 30 de esta Ley para la estimación directa, y en el artículo 31 de esta 
Ley para la estimación objetiva.

A efectos de lo dispuesto en el artículo 108 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, para determinar el importe neto de la cifra de negocios se tendrá en 
cuenta el conjunto de actividades económicas ejercidas por el contribuyente.

2. Para la determinación del rendimiento neto de las actividades económicas no se 
incluirán las ganancias o pérdidas patrimoniales derivadas de los elementos patrimoniales 
afectos a las mismas, que se cuantificarán conforme a lo previsto en la sección 4.ª de este 
capítulo.

3. La afectación de elementos patrimoniales o la desafectación de activos fijos por el 
contribuyente no constituirá alteración patrimonial, siempre que los bienes o derechos 
continúen formando parte de su patrimonio.

Se entenderá que no ha existido afectación si se llevase a cabo la enajenación de los 
bienes o derechos antes de transcurridos tres años desde ésta.

4. Se atenderá al valor normal en el mercado de los bienes o servicios objeto de la 
actividad, que el contribuyente ceda o preste a terceros de forma gratuita o destine al uso o 
consumo propio.

Asimismo, cuando medie contraprestación y ésta sea notoriamente inferior al valor 
normal en el mercado de los bienes y servicios, se atenderá a este último.

Artículo 29.  Elementos patrimoniales afectos.
1. Se considerarán elementos patrimoniales afectos a una actividad económica:
a) Los bienes inmuebles en los que se desarrolla la actividad del contribuyente.
b) Los bienes destinados a los servicios económicos y socioculturales del personal al 

servicio de la actividad. No se consideran afectos los bienes de esparcimiento y recreo o, en 
general, de uso particular del titular de la actividad económica.

c) Cualesquiera otros elementos patrimoniales que sean necesarios para la obtención de 
los respectivos rendimientos. En ningún caso tendrán esta consideración los activos 
representativos de la participación en fondos propios de una entidad y de la cesión de 
capitales a terceros.

2. Cuando se trate de elementos patrimoniales que sirvan sólo parcialmente al objeto de 
la actividad económica, la afectación se entenderá limitada a aquella parte de los mismos 
que realmente se utilice en la actividad de que se trate. En ningún caso serán susceptibles 
de afectación parcial elementos patrimoniales indivisibles.

Reglamentariamente se determinarán las condiciones en que, no obstante su utilización 
para necesidades privadas de forma accesoria y notoriamente irrelevante, determinados 
elementos patrimoniales puedan considerarse afectos a una actividad económica.

3. La consideración de elementos patrimoniales afectos lo será con independencia de 
que la titularidad de éstos, en caso de matrimonio, resulte común a ambos cónyuges.

Artículo 30.  Normas para la determinación del rendimiento neto en estimación directa.
1. La determinación de los rendimientos de actividades económicas se efectuará, con 

carácter general, por el método de estimación directa, admitiendo dos modalidades, la 
normal y la simplificada.

La modalidad simplificada se aplicará para determinadas actividades económicas cuyo 
importe neto de cifra de negocios, para el conjunto de actividades desarrolladas por el 
contribuyente, no supere los 600.000 euros en el año inmediato anterior, salvo que renuncie 
a su aplicación, en los términos que reglamentariamente se establezcan.
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En los supuestos de renuncia o exclusión de la modalidad simplificada del método de 
estimación directa, el contribuyente determinará el rendimiento neto de todas sus actividades 
económicas por la modalidad normal de este método durante los tres años siguientes, en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan.

2. Junto a las reglas generales del artículo 28 de esta Ley se tendrán en cuenta las 
siguientes especiales:

1.ª No tendrán la consideración de gasto deducible las aportaciones a mutualidades de 
previsión social del propio empresario o profesional, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 
51 de esta Ley.

No obstante, tendrán la consideración de gasto deducible las cantidades abonadas en 
virtud de contratos de seguro, concertados con mutualidades de previsión social por 
profesionales no integrados en el régimen especial de la Seguridad Social de los 
trabajadores por cuenta propia o autónomos, cuando, a efectos de dar cumplimiento a la 
obligación prevista en la disposición adicional decimoquinta de la Ley 30/1995, de 8 de 
noviembre, de ordenación y supervisión de los seguros privados, actúen como alternativas al 
régimen especial de la Seguridad Social mencionado, en la parte que tenga por objeto la 
cobertura de contingencias atendidas por dicho régimen especial, con el límite de la cuota 
máxima por contingencias comunes que esté establecida, en cada ejercicio económico, en el 
citado régimen especial.

2.ª Cuando resulte debidamente acreditado, con el oportuno contrato laboral y la 
afiliación al régimen correspondiente de la Seguridad Social, que el cónyuge o los hijos 
menores del contribuyente que convivan con él, trabajan habitualmente y con continuidad en 
las actividades económicas desarrolladas por el mismo, se deducirán, para la determinación 
de los rendimientos, las retribuciones estipuladas con cada uno de ellos, siempre que no 
sean superiores a las de mercado correspondientes a su cualificación profesional y trabajo 
desempeñado. Dichas cantidades se considerarán obtenidas por el cónyuge o los hijos 
menores en concepto de rendimientos de trabajo a todos los efectos tributarios.

3.ª Cuando el cónyuge o los hijos menores del contribuyente que convivan con él 
realicen cesiones de bienes o derechos que sirvan al objeto de la actividad económica de 
que se trate, se deducirá, para la determinación de los rendimientos del titular de la 
actividad, la contraprestación estipulada, siempre que no exceda del valor de mercado y, a 
falta de aquella, podrá deducirse la correspondiente a este último. La contraprestación o el 
valor de mercado se considerarán rendimientos del capital del cónyuge o los hijos menores a 
todos los efectos tributarios.

Lo dispuesto en esta regla no será de aplicación cuando se trate de bienes y derechos 
que sean comunes a ambos cónyuges.

4.ª Reglamentariamente podrán establecerse reglas especiales para la cuantificación de 
determinados gastos deducibles en el caso de empresarios y profesionales en estimación 
directa simplificada, incluidos los de difícil justificación. La cuantía que con arreglo a dichas 
reglas especiales se determine para el conjunto de provisiones deducibles y gastos de difícil 
justificación no podrá ser superior a 2.000 euros anuales.

5.ª Tendrán la consideración de gasto deducible para la determinación del rendimiento 
neto en estimación directa:

a) Las primas de seguro de enfermedad satisfechas por el contribuyente en la parte 
correspondiente a su propia cobertura y a la de su cónyuge e hijos menores de veinticinco 
años que convivan con él. El límite máximo de deducción será de 500 euros por cada una de 
las personas señaladas anteriormente o de 1.500 euros por cada una de ellas con 
discapacidad.

b) En los casos en que el contribuyente afecte parcialmente su vivienda habitual al 
desarrollo de la actividad económica, los gastos de suministros de dicha vivienda, tales como 
agua, gas, electricidad, telefonía e Internet, en el porcentaje resultante de aplicar el 30 por 
ciento a la proporción existente entre los metros cuadrados de la vivienda destinados a la 
actividad respecto a su superficie total, salvo que se pruebe un porcentaje superior o inferior.

c) Los gastos de manutención del propio contribuyente incurridos en el desarrollo de la 
actividad económica, siempre que se produzcan en establecimientos de restauración y 
hostelería y se abonen utilizando cualquier medio electrónico de pago, con los límites 
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cuantitativos establecidos reglamentariamente para las dietas y asignaciones para gastos 
normales de manutención de los trabajadores.

Artículo 31.  Normas para la determinación del rendimiento neto en estimación objetiva.
1. El método de estimación objetiva de rendimientos para determinadas actividades 

económicas se aplicará, en los términos que reglamentariamente se establezcan, con 
arreglo a las siguientes normas:

1.ª Los contribuyentes que reúnan las circunstancias previstas en las normas 
reguladoras de este método determinarán sus rendimientos conforme al mismo, salvo que 
renuncien a su aplicación, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

2.ª El método de estimación objetiva se aplicará conjuntamente con los regímenes 
especiales establecidos en el Impuesto sobre el Valor Añadido o en el Impuesto General 
Indirecto Canario, cuando así se determine reglamentariamente.

3.ª Este método no podrá aplicarse por los contribuyentes cuando concurra cualquiera de 
las siguientes circunstancias, en las condiciones que se establezcan reglamentariamente:

a) Que determinen el rendimiento neto de alguna actividad económica por el método de 
estimación directa.

b) Que el volumen de rendimientos íntegros en el año inmediato anterior supere 
cualquiera de los siguientes importes:

a´) Para el conjunto de sus actividades económicas, excepto las agrícolas, ganaderas y 
forestales, 150.000 euros anuales.

A estos efectos se computará la totalidad de las operaciones con independencia de que 
exista o no obligación de expedir factura de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento por 
el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, 
de 30 de noviembre.

Sin perjuicio del límite anterior, el método de estimación objetiva no podrá aplicarse 
cuando el volumen de los rendimientos íntegros del año inmediato anterior que corresponda 
a operaciones por las que estén obligados a expedir factura cuando el destinatario sea un 
empresario o profesional que actúe como tal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
2.2.a) del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, supere 75.000 
euros anuales.

b´) Para el conjunto de sus actividades agrícolas, ganaderas y forestales, 250.000 euros 
anuales.

A estos efectos, sólo se computarán las operaciones que deban anotarse en el Libro 
registro de ventas o ingresos previsto en el artículo 68.7 del Reglamento de este Impuesto.

No obstante, a efectos de lo previsto en esta letra b), deberán computarse no solo las 
operaciones correspondientes a las actividades económicas desarrolladas por el 
contribuyente, sino también las correspondientes a las desarrolladas por el cónyuge, 
descendientes y ascendientes, así como por entidades en régimen de atribución de rentas 
en las que participen cualquiera de los anteriores, en las que concurran las siguientes 
circunstancias:

– Que las actividades económicas desarrolladas sean idénticas o similares. A estos 
efectos, se entenderán que son idénticas o similares las actividades económicas clasificadas 
en el mismo grupo en el Impuesto sobre Actividades Económicas.

– Que exista una dirección común de tales actividades, compartiéndose medios 
personales o materiales.

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el volumen de 
ingresos se elevará al año.

c) Que el volumen de las compras en bienes y servicios, excluidas las adquisiciones de 
inmovilizado, en el ejercicio anterior supere la cantidad de 150.000 euros anuales. En el 
supuesto de obras o servicios subcontratados, el importe de los mismos se tendrá en cuenta 
para el cálculo de este límite.

A estos efectos, deberán computarse no solo el volumen de compras correspondientes a 
las actividades económicas desarrolladas por el contribuyente, sino también las 
correspondientes a las desarrolladas por el cónyuge, descendientes y ascendientes, así 
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como por entidades en régimen de atribución de rentas en las que participen cualquiera de 
los anteriores, en las que concurran las circunstancias señaladas en la letra b) anterior.

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el volumen de 
compras se elevará al año.

d) Que las actividades económicas sean desarrolladas, total o parcialmente, fuera del 
ámbito de aplicación del Impuesto al que se refiere el artículo 4 de esta Ley.

4.ª El ámbito de aplicación del método de estimación objetiva se fijará, entre otros 
extremos, bien por la naturaleza de las actividades y cultivos, bien por módulos objetivos 
como el volumen de operaciones, el número de trabajadores, el importe de las compras, la 
superficie de las explotaciones o los activos fijos utilizados, con los límites que se determinen 
reglamentariamente para el conjunto de actividades desarrolladas por el contribuyente y, en 
su caso, por el cónyuge, descendientes y ascendientes, así como por entidades en régimen 
de atribución de rentas en las que participen cualquiera de los anteriores.

5.ª En los supuestos de renuncia o exclusión de la estimación objetiva, el contribuyente 
determinará el rendimiento neto de todas sus actividades económicas por el método de 
estimación directa durante los tres años siguientes, en las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan.

2. El cálculo del rendimiento neto en la estimación objetiva se regulará por lo establecido 
en este artículo y las disposiciones que lo desarrollen.

Las disposiciones reglamentarias se ajustarán a las siguientes reglas:
1.ª En el cálculo del rendimiento neto de las actividades económicas en estimación 

objetiva, se utilizarán los signos, índices o módulos generales o referidos a determinados 
sectores de actividad que determine el Ministro de Economía y Hacienda, habida cuenta de 
las inversiones realizadas que sean necesarias para el desarrollo de la actividad.

2.ª La aplicación del método de estimación objetiva nunca podrá dar lugar al gravamen 
de las ganancias patrimoniales que, en su caso, pudieran producirse por las diferencias 
entre los rendimientos reales de la actividad y los derivados de la correcta aplicación de 
estos métodos.

Artículo 32.  Reducciones.
1. Los rendimientos netos con un período de generación superior a dos años, así como 

aquéllos que se califiquen reglamentariamente como obtenidos de forma notoriamente 
irregular en el tiempo, se reducirán en un 30 por ciento, cuando, en ambos casos, se 
imputen en un único período impositivo.

La cuantía del rendimiento neto a que se refiere este apartado sobre la que se aplicará la 
citada reducción no podrá superar el importe de 300.000 euros anuales.

No resultará de aplicación esta reducción a aquellos rendimientos que, aun cuando 
individualmente pudieran derivar de actuaciones desarrolladas a lo largo de un período que 
cumpliera los requisitos anteriormente indicados, procedan del ejercicio de una actividad 
económica que de forma regular o habitual obtenga este tipo de rendimientos.

2. 1.º Cuando se cumplan los requisitos previstos en el número 2.º de este apartado, los 
contribuyentes podrán reducir el rendimiento neto de las actividades económicas en 2.000 
euros.

Adicionalmente, el rendimiento neto de estas actividades económicas se minorará en las 
siguientes cuantías:

a) Cuando los rendimientos netos de actividades económicas sean inferiores a 19.747,5 
euros, siempre que no tengan rentas, excluidas las exentas, distintas de las de actividades 
económicas superiores a 6.500 euros:

a) Contribuyentes con rendimientos netos de actividades económicas iguales o 
inferiores a 14.047,5 euros: 6.498 euros anuales.

b) Contribuyentes con rendimientos netos de actividades económicas 
comprendidos entre 14.047,5 y 19.747,5 euros: 6.498 euros menos el resultado de 
multiplicar por 1,14 la diferencia entre el rendimiento de actividades económicas y 
14.047,5 euros anuales.
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b) Cuando se trate de personas con discapacidad que obtengan rendimientos netos 
derivados del ejercicio efectivo de estas actividades económicas, 3.500 euros anuales.

Dicha reducción será de 7.750 euros anuales, para las personas con discapacidad que 
ejerzan de forma efectiva estas actividades económicas y acrediten necesitar ayuda de 
terceras personas o movilidad reducida, o un grado de discapacidad igual o superior al 65 
por ciento.

2.º Para la aplicación de la reducción prevista en el número 1.º de este apartado será 
necesario el cumplimiento de los requisitos que se establezcan reglamentariamente, y en 
particular los siguientes:

a) El rendimiento neto de la actividad económica deberá determinarse con arreglo al 
método de estimación directa. No obstante, si se determina con arreglo a la modalidad 
simplificada del método de estimación directa, la reducción será incompatible con lo previsto 
en la regla 4.ª del artículo 30.2 de esta Ley.

b) La totalidad de sus entregas de bienes o prestaciones de servicios deben efectuarse a 
una única persona, física o jurídica, no vinculada en los términos del artículo 18 de la Ley 
27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, o que el contribuyente tenga 
la consideración de trabajador autónomo económicamente dependiente conforme a lo 
dispuesto en el Capítulo III del Título II de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del 
trabajo autónomo y el cliente del que dependa económicamente no sea una entidad 
vinculada en los términos del artículo 18 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

c) El conjunto de gastos deducibles correspondientes a todas sus actividades 
económicas no puede exceder del 30 por ciento de sus rendimientos íntegros declarados.

d) Deberán cumplirse durante el período impositivo todas las obligaciones formales y de 
información, control y verificación que reglamentariamente se determinen.

e) Que no perciban rendimientos del trabajo en el período impositivo. No obstante, no se 
entenderá que se incumple este requisito cuando se perciban durante el período impositivo 
prestaciones por desempleo o cualesquiera de las prestaciones previstas en la letra a) del 
artículo 17.2 de esta Ley, siempre que su importe no sea superior a 4.000 euros anuales.

f) Que al menos el 70 por ciento de los ingresos del período impositivo estén sujetos a 
retención o ingreso a cuenta.

g) Que no realice actividad económica alguna a través de entidades en régimen de 
atribución de rentas.

3.º Cuando no se cumplan los requisitos previstos en el número 2.º de este apartado, los 
contribuyentes con rentas no exentas inferiores a 12.000 euros, incluidas las de la propia 
actividad económica, podrán reducir el rendimiento neto de las actividades económicas en 
las siguientes cuantías:

a) Cuando la suma de las citadas rentas sea igual o inferior a 8.000 euros anuales: 1.620 
euros anuales.

b) Cuando la suma de las citadas rentas esté comprendida entre 8.000,01 y 12.000 
euros anuales: 1.620 euros menos el resultado de multiplicar por 0,405 la diferencia entre las 
citadas rentas y 8.000 euros anuales.

La reducción prevista en este número 3.º conjuntamente con la reducción prevista en el 
artículo 20 de esta Ley no podrá exceder de 3.700 euros.

4.º Como consecuencia de la aplicación de las reducciones previstas en este apartado, 
el saldo resultante no podrá ser negativo.

3. Los contribuyentes que inicien el ejercicio de una actividad económica y determinen el 
rendimiento neto de la misma con arreglo al método de estimación directa, podrán reducir en 
un 20 por ciento el rendimiento neto positivo declarado con arreglo a dicho método, 
minorado en su caso por las reducciones previstas en los apartados 1 y 2 anteriores, en el 
primer período impositivo en que el mismo sea positivo y en el período impositivo siguiente.

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá que se inicia una actividad 
económica cuando no se hubiera ejercido actividad económica alguna en el año anterior a la 
fecha de inicio de la misma, sin tener en consideración aquellas actividades en cuyo ejercicio 
se hubiera cesado sin haber llegado a obtener rendimientos netos positivos desde su inicio.
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Cuando con posterioridad al inicio de la actividad a que se refiere el párrafo primero 
anterior se inicie una nueva actividad sin haber cesado en el ejercicio de la primera, la 
reducción prevista en este apartado se aplicará sobre los rendimientos netos obtenidos en el 
primer período impositivo en que los mismos sean positivos y en el período impositivo 
siguiente, a contar desde el inicio de la primera actividad.

La cuantía de los rendimientos netos a que se refiere este apartado sobre la que se 
aplicará la citada reducción no podrá superar el importe de 100.000 euros anuales.

No resultará de aplicación la reducción prevista en este apartado en el período impositivo 
en el que más del 50 por ciento de los ingresos del mismo procedan de una persona o 
entidad de la que el contribuyente hubiera obtenido rendimientos del trabajo en el año 
anterior a la fecha de inicio de la actividad.

Sección 4.ª Ganancias y pérdidas patrimoniales

Artículo 33.  Concepto.
1. Son ganancias y pérdidas patrimoniales las variaciones en el valor del patrimonio del 

contribuyente que se pongan de manifiesto con ocasión de cualquier alteración en la 
composición de aquél, salvo que por esta Ley se califiquen como rendimientos.

2. Se estimará que no existe alteración en la composición del patrimonio:
a) En los supuestos de división de la cosa común.
b) En la disolución de la sociedad de gananciales o en la extinción del régimen 

económico matrimonial de participación.
c) En la disolución de comunidades de bienes o en los casos de separación de 

comuneros.
Los supuestos a que se refiere este apartado no podrán dar lugar, en ningún caso, a la 

actualización de los valores de los bienes o derechos recibidos.
3. Se estimará que no existe ganancia o pérdida patrimonial en los siguientes supuestos:
a) En reducciones del capital. Cuando la reducción de capital, cualquiera que sea su 

finalidad, dé lugar a la amortización de valores o participaciones, se considerarán 
amortizadas las adquiridas en primer lugar, y su valor de adquisición se distribuirá 
proporcionalmente entre los restantes valores homogéneos que permanezcan en el 
patrimonio del contribuyente.

Cuando la reducción de capital no afecte por igual a todos los valores o participaciones 
propiedad del contribuyente, se entenderá referida a las adquiridas en primer lugar. Cuando 
la reducción de capital tenga por finalidad la devolución de aportaciones, el importe de ésta o 
el valor normal de mercado de los bienes o derechos percibidos minorará el valor de 
adquisición de los valores o participaciones afectadas, de acuerdo con las reglas del párrafo 
anterior, hasta su anulación. El exceso que pudiera resultar se integrará como rendimiento 
del capital mobiliario procedente de la participación en los fondos propios de cualquier tipo 
de entidad, en la forma prevista para la distribución de la prima de emisión, salvo que dicha 
reducción de capital proceda de beneficios no distribuidos, en cuyo caso la totalidad de las 
cantidades percibidas por este concepto tributará de acuerdo con lo previsto en la letra a) del 
artículo 25.1 de esta Ley. A estos efectos, se considerará que las reducciones de capital, 
cualquiera que sea su finalidad, afectan en primer lugar a la parte del capital social que no 
provenga de beneficios no distribuidos, hasta su anulación.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de reducción de capital que 
tenga por finalidad la devolución de aportaciones y no proceda de beneficios no distribuidos, 
correspondiente a valores no admitidos a negociación en alguno de los mercados regulados 
de valores definidos en la Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
21 de abril de 2004, relativa a los mercados de instrumentos financieros, y representativos 
de la participación en fondos propios de sociedades o entidades, cuando la diferencia entre 
el valor de los fondos propios de las acciones o participaciones correspondiente al último 
ejercicio cerrado con anterioridad a la fecha de la reducción de capital y su valor de 
adquisición sea positiva, el importe obtenido o el valor normal de mercado de los bienes o 
derechos recibidos se considerará rendimiento del capital mobiliario con el límite de la citada 
diferencia positiva.
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A estos efectos, el valor de los fondos propios a que se refiere el párrafo anterior se 
minorará en el importe de los beneficios repartidos con anterioridad a la fecha de la 
reducción de capital, procedentes de reservas incluidas en los citados fondos propios, así 
como en el importe de las reservas legalmente indisponibles incluidas en dichos fondos 
propios que se hubieran generado con posterioridad a la adquisición de las acciones o 
participaciones.

El exceso sobre el citado límite minorará el valor de adquisición de las acciones o 
participaciones conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo de esta letra a).

Cuando por aplicación de lo dispuesto en el párrafo tercero de esta letra a) la reducción 
de capital hubiera determinado el cómputo como rendimiento del capital mobiliario de la 
totalidad o parte del importe obtenido o del valor normal de mercado de los bienes o 
derechos recibidos, y con posterioridad el contribuyente obtuviera dividendos o 
participaciones en beneficios conforme al artículo 25.1 a) de esta Ley procedentes de la 
misma entidad en relación con acciones o participaciones que hubieran permanecido en su 
patrimonio desde la reducción de capital, el importe obtenido de los dividendos o 
participaciones en beneficios minorará, con el límite de los rendimientos del capital mobiliario 
previamente computados que correspondan a las citadas acciones o participaciones, el valor 
de adquisición de las mismas conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo de esta letra a).

b) Con ocasión de transmisiones lucrativas por causa de muerte del contribuyente.
c) Con ocasión de las transmisiones lucrativas de empresas o participaciones a las que 

se refiere el apartado 6 del artículo 20 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones.

Los elementos patrimoniales que se afecten por el contribuyente a la actividad 
económica con posterioridad a su adquisición deberán haber estado afectos 
ininterrumpidamente durante, al menos, los cinco años anteriores a la fecha de la 
transmisión.

d) En la extinción del régimen económico matrimonial de separación de bienes, cuando 
por imposición legal o resolución judicial se produzcan compensaciones, dinerarias o 
mediante la adjudicación de bienes, por causa distinta de la pensión compensatoria entre 
cónyuges.

Las compensaciones a que se refiere esta letra d) no darán derecho a reducir la base 
imponible del pagador ni constituirá renta para el perceptor.

El supuesto al que se refiere esta letra d) no podrá dar lugar, en ningún caso, a las 
actualizaciones de los valores de los bienes o derechos adjudicados.

e) Con ocasión de las aportaciones a los patrimonios protegidos constituidos a favor de 
personas con discapacidad.

4. Estarán exentas del Impuesto las ganancias patrimoniales que se pongan de 
manifiesto:

a) Con ocasión de las donaciones que se efectúen a las entidades citadas en el artículo 
68.3 de esta Ley.

b) Con ocasión de la transmisión de su vivienda habitual por mayores de 65 años o por 
personas en situación de dependencia severa o de gran dependencia de conformidad con la 
Ley de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de 
dependencia.

c) Con ocasión del pago previsto en el artículo 97.3 de esta Ley y de las deudas 
tributarias a que se refiere el artículo 73 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español.

d) Con ocasión de la dación en pago de la vivienda habitual del deudor o garante del 
deudor, para la cancelación de deudas garantizadas con hipoteca que recaiga sobre la 
misma, contraídas con entidades de crédito o de cualquier otra entidad que, de manera 
profesional, realice la actividad de concesión de préstamos o créditos hipotecarios.

Asimismo estarán exentas las ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto con 
ocasión de la transmisión de la vivienda en que concurran los requisitos anteriores, realizada 
en ejecuciones hipotecarias judiciales o notariales.
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En todo caso será necesario que el propietario de la vivienda habitual no disponga de 
otros bienes o derechos en cuantía suficiente para satisfacer la totalidad de la deuda y evitar 
la enajenación de la vivienda.

5. No se computarán como pérdidas patrimoniales las siguientes:
a) Las no justificadas.
b) Las debidas al consumo.
c) Las debidas a transmisiones lucrativas por actos ínter vivos o a liberalidades.
d) Las debidas a pérdidas en el juego obtenidas en el período impositivo que excedan de 

las ganancias obtenidas en el juego en el mismo período.
En ningún caso se computarán las pérdidas derivadas de la participación en los juegos a 

los que se refiere la disposición adicional trigésima tercera de esta Ley.
e) Las derivadas de las transmisiones de elementos patrimoniales, cuando el 

transmitente vuelva a adquirirlos dentro del año siguiente a la fecha de dicha transmisión.
Esta pérdida patrimonial se integrará cuando se produzca la posterior transmisión del 

elemento patrimonial.
f) Las derivadas de las transmisiones de valores o participaciones admitidos a 

negociación en alguno de los mercados secundarios oficiales de valores definidos en la 
Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 de abril de 2004 relativa 
a los mercados de instrumentos financieros, cuando el contribuyente hubiera adquirido 
valores homogéneos dentro de los dos meses anteriores o posteriores a dichas 
transmisiones.

g) Las derivadas de las transmisiones de valores o participaciones no admitidos a 
negociación en alguno de los mercados secundarios oficiales de valores definidos en la 
Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 de abril de 2004 relativa 
a los mercados de instrumentos financieros, cuando el contribuyente hubiera adquirido 
valores homogéneos en el año anterior o posterior a dichas transmisiones.

En los casos previstos en los párrafos f) y g) anteriores, las pérdidas patrimoniales se 
integrarán a medida que se transmitan los valores o participaciones que permanezcan en el 
patrimonio del contribuyente.

Artículo 34.  Importe de las ganancias o pérdidas patrimoniales. Norma general.
1. El importe de las ganancias o pérdidas patrimoniales será:
a) En el supuesto de transmisión onerosa o lucrativa, la diferencia entre los valores de 

adquisición y transmisión de los elementos patrimoniales.
b) En los demás supuestos, el valor de mercado de los elementos patrimoniales o partes 

proporcionales, en su caso.
2. Si se hubiesen efectuado mejoras en los elementos patrimoniales transmitidos, se 

distinguirá la parte del valor de enajenación que corresponda a cada componente del mismo.

Artículo 35.  Transmisiones a título oneroso.
1. El valor de adquisición estará formado por la suma de:
a) El importe real por el que dicha adquisición se hubiera efectuado.
b) El coste de las inversiones y mejoras efectuadas en los bienes adquiridos y los gastos 

y tributos inherentes a la adquisición, excluidos los intereses, que hubieran sido satisfechos 
por el adquirente.

En las condiciones que reglamentariamente se determinen, este valor se minorará en el 
importe de las amortizaciones.

2. El valor de transmisión será el importe real por el que la enajenación se hubiese 
efectuado. De este valor se deducirán los gastos y tributos a que se refiere la letra b) del 
apartado 1 en cuanto resulten satisfechos por el transmitente.

Por importe real del valor de enajenación se tomará el efectivamente satisfecho, siempre 
que no resulte inferior al normal de mercado, en cuyo caso prevalecerá éste.
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Artículo 36.  Transmisiones a título lucrativo.
Cuando la adquisición o la transmisión hubiera sido a título lucrativo se aplicarán las 

reglas del artículo anterior, tomando por importe real de los valores respectivos aquéllos que 
resulten de la aplicación de las normas del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, sin 
que puedan exceder del valor de mercado.

No obstante, en las adquisiciones lucrativas por causa de muerte derivadas de contratos 
o pactos sucesorios con efectos de presente, el beneficiario de los mismos que transmitiera, 
antes del transcurso de cinco años desde la celebración del pacto sucesorio o del 
fallecimiento del causante, si fuera anterior, los bienes adquiridos, se subrogará en la 
posición de este, respecto al valor y fecha de adquisición de aquellos, cuando este valor 
fuera inferior al previsto en el párrafo anterior.

En las adquisiciones lucrativas, a que se refiere la letra c) del apartado 3 del artículo 33 
de esta Ley, el donatario se subrogará en la posición del donante respecto de los valores y 
fechas de adquisición de dichos bienes.

Artículo 37.  Normas específicas de valoración.
1. Cuando la alteración en el valor del patrimonio proceda:
a) De la transmisión a título oneroso de valores admitidos a negociación en alguno de los 

mercados regulados de valores definidos en la Directiva 2004/39/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a los mercados de instrumentos 
financieros, y representativos de la participación en fondos propios de sociedades o 
entidades, la ganancia o pérdida se computará por la diferencia entre su valor de adquisición 
y el valor de transmisión, determinado por su cotización en dichos mercados en la fecha en 
que se produzca aquélla o por el precio pactado cuando sea superior a la cotización.

El importe obtenido por la transmisión de derechos de suscripción procedentes de estos 
valores tendrá la consideración de ganancia patrimonial para el transmitente en el período 
impositivo en que se produzca la citada transmisión.

Cuando se trate de acciones parcialmente liberadas, su valor de adquisición será el 
importe realmente satisfecho por el contribuyente. Cuando se trate de acciones totalmente 
liberadas, el valor de adquisición tanto de éstas como de las que procedan resultará de 
repartir el coste total entre el número de títulos, tanto los antiguos como los liberados que 
correspondan.

b) De la transmisión a título oneroso de valores no admitidos a negociación en alguno de 
los mercados regulados de valores definidos en la Directiva 2004/39/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a los mercados de instrumentos 
financieros, y representativos de la participación en fondos propios de sociedades o 
entidades, la ganancia o pérdida se computará por la diferencia entre su valor de adquisición 
y el valor de transmisión.

Salvo prueba de que el importe efectivamente satisfecho se corresponde con el que 
habrían convenido partes independientes en condiciones normales de mercado, el valor de 
transmisión no podrá ser inferior al mayor de los dos siguientes:

El valor del patrimonio neto que corresponda a los valores transmitidos resultante del 
balance correspondiente al último ejercicio cerrado con anterioridad a la fecha del devengo 
del Impuesto.

El que resulte de capitalizar al tipo del 20 por ciento el promedio de los resultados de los 
tres ejercicios sociales cerrados con anterioridad a la fecha del devengo del Impuesto. A este 
último efecto, se computarán como beneficios los dividendos distribuidos y las asignaciones 
a reservas, excluidas las de regularización o de actualización de balances.

El valor de transmisión así calculado se tendrá en cuenta para determinar el valor de 
adquisición de los valores o participaciones que corresponda al adquirente.

El importe obtenido por la transmisión de derechos de suscripción procedentes de estos 
valores o participaciones tendrá la consideración de ganancia patrimonial para el 
transmitente en el período impositivo en que se produzca la citada transmisión.

Cuando se trate de acciones parcialmente liberadas, su valor de adquisición será el 
importe realmente satisfecho por el contribuyente. Cuando se trate de acciones totalmente 
liberadas, el valor de adquisición, tanto de éstas como de las que procedan, resultará de 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 919 –



repartir el coste total entre el número de títulos, tanto los antiguos como los liberados que 
correspondan.

c) De la transmisión o el reembolso a título oneroso de acciones o participaciones 
representativas del capital o patrimonio de las instituciones de inversión colectiva a las que 
se refiere el artículo 94 de esta Ley, la ganancia o pérdida patrimonial se computará por la 
diferencia entre su valor de adquisición y el valor de transmisión, determinado por el valor 
liquidativo aplicable en la fecha en que dicha transmisión o reembolso se produzca o, en su 
defecto, por el último valor liquidativo publicado. Cuando no existiera valor liquidativo se 
tomará el valor del patrimonio neto que corresponda a las acciones o participaciones 
transmitidas resultante del balance correspondiente al último ejercicio cerrado con 
anterioridad a la fecha del devengo del Impuesto.

En supuestos distintos del reembolso de participaciones, el valor de transmisión así 
calculado no podrá ser inferior al mayor de los dos siguientes:

– El precio efectivamente pactado en la transmisión.
– El valor de cotización en mercados secundarios oficiales de valores definidos en la 

Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa 
a los mercados de instrumentos financieros y, en particular, en sistemas multilaterales de 
negociación de valores previstos en el Capítulo I del Título X de la Ley 24/1988, de 28 de 
julio, del Mercado de Valores, en la fecha de la transmisión.

A los efectos de determinar el valor de adquisición, resultará de aplicación, cuando 
proceda, lo dispuesto en la letra a) de este apartado 1.

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, en el caso de transmisiones de 
participaciones en los fondos de inversión cotizados o de acciones de SICAV índice 
cotizadas, a los que se refiere el artículo 79 del Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de 
noviembre, de instituciones de inversión colectiva, aprobado por el Real Decreto 1082/2012, 
de 13 de julio, realizadas en bolsa de valores, el valor de transmisión se determinará 
conforme a lo previsto en la letra a) de este apartado.

d) De las aportaciones no dinerarias a sociedades, la ganancia o pérdida se determinará 
por la diferencia entre el valor de adquisición de los bienes o derechos aportados y la 
cantidad mayor de las siguientes:

Primera.-El valor nominal de las acciones o participaciones sociales recibidas por la 
aportación o, en su caso, la parte correspondiente del mismo. A este valor se añadirá el 
importe de las primas de emisión.

Segunda.-El valor de cotización de los títulos recibidos en el día en que se formalice la 
aportación o el inmediato anterior.

Tercera.-El valor de mercado del bien o derecho aportado.
El valor de transmisión así calculado se tendrá en cuenta para determinar el valor de 

adquisición de los títulos recibidos como consecuencia de la aportación no dineraria.
e) En los casos de separación de los socios o disolución de sociedades, se considerará 

ganancia o pérdida patrimonial, sin perjuicio de las correspondientes a la sociedad, la 
diferencia entre el valor de la cuota de liquidación social o el valor de mercado de los bienes 
recibidos y el valor de adquisición del título o participación de capital que corresponda.

En los casos de escisión, fusión o absorción de sociedades, la ganancia o pérdida 
patrimonial del contribuyente se computará por la diferencia entre el valor de adquisición de 
los títulos, derechos o valores representativos de la participación del socio y el valor de 
mercado de los títulos, numerario o derechos recibidos o el valor del mercado de los 
entregados.

f) De un traspaso, la ganancia patrimonial se computará al cedente en el importe que le 
corresponda en el traspaso.

Cuando el derecho de traspaso se haya adquirido mediante precio, éste tendrá la 
consideración de precio de adquisición.

g) De indemnizaciones o capitales asegurados por pérdidas o siniestros en elementos 
patrimoniales, se computará como ganancia o pérdida patrimonial la diferencia entre la 
cantidad percibida y la parte proporcional del valor de adquisición que corresponda al daño. 
Cuando la indemnización no fuese en metálico, se computará la diferencia entre el valor de 
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mercado de los bienes, derechos o servicios recibidos y la parte proporcional del valor de 
adquisición que corresponda al daño. Sólo se computará ganancia patrimonial cuando se 
derive un aumento en el valor del patrimonio del contribuyente.

h) De la permuta de bienes o derechos, incluido el canje de valores, la ganancia o 
pérdida patrimonial se determinará por la diferencia entre el valor de adquisición del bien o 
derecho que se cede y el mayor de los dos siguientes:

- El valor de mercado del bien o derecho entregado.
- El valor de mercado del bien o derecho que se recibe a cambio.
i) De la extinción de rentas vitalicias o temporales, la ganancia o pérdida patrimonial se 

computará, para el obligado al pago de aquéllas, por diferencia entre el valor de adquisición 
del capital recibido y la suma de las rentas efectivamente satisfechas.

j) En las transmisiones de elementos patrimoniales a cambio de una renta temporal o 
vitalicia, la ganancia o pérdida patrimonial se determinará por diferencia entre el valor actual 
financiero actuarial de la renta y el valor de adquisición de los elementos patrimoniales 
transmitidos.

k) Cuando el titular de un derecho real de goce o disfrute sobre inmuebles efectúe su 
transmisión, o cuando se produzca su extinción, para el cálculo de la ganancia o pérdida 
patrimonial el importe real a que se refiere el artículo 35.1.a) de esta ley se minorará de 
forma proporcional al tiempo durante el cual el titular no hubiese percibido rendimientos del 
capital inmobiliario.

l) En las incorporaciones de bienes o derechos que no deriven de una transmisión, se 
computará como ganancia patrimonial el valor de mercado de aquéllos.

m) En las operaciones realizadas en los mercados de futuros y opciones regulados por el 
Real Decreto 1814/1991, de 20 de diciembre, se considerará ganancia o pérdida patrimonial 
el rendimiento obtenido cuando la operación no suponga la cobertura de una operación 
principal concertada en el desarrollo de las actividades económicas realizadas por el 
contribuyente, en cuyo caso tributarán de acuerdo con lo previsto en la sección 3.ª de este 
capítulo.

n) En las transmisiones de elementos patrimoniales afectos a actividades económicas, 
se considerará como valor de adquisición el valor contable, sin perjuicio de las 
especialidades que reglamentariamente puedan establecerse respecto a las amortizaciones 
que minoren dicho valor.

2. A efectos de lo dispuesto en las letras a), b) y c) del apartado anterior, cuando existan 
valores homogéneos se considerará que los transmitidos por el contribuyente son aquéllos 
que adquirió en primer lugar.

Cuando se trate de acciones totalmente liberadas, se considerará como antigüedad de 
las mismas la que corresponda a las acciones de las cuales procedan.

3. Lo dispuesto en los párrafos d), e) y h), para el canje de valores, del apartado 1 de 
este artículo se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el capítulo VIII del título VII del 
texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

4. (Suprimido)

Artículo 38.  Ganancias excluidas de gravamen en supuestos de reinversión.
1. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales obtenidas por la 

transmisión de la vivienda habitual del contribuyente, siempre que el importe total obtenido 
por la transmisión se reinvierta en la adquisición de una nueva vivienda habitual en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen.

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total de lo percibido en la transmisión, 
únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial 
obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida.

2. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales que se pongan de 
manifiesto con ocasión de la transmisión de acciones o participaciones por las que se 
hubiera practicado la deducción prevista en el artículo 68.1 de esta Ley, siempre que el 
importe total obtenido por la transmisión de las mismas se reinvierta en la adquisición de 
acciones o participaciones de las citadas entidades en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen.
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Cuando el importe reinvertido sea inferior al total percibido en la transmisión, únicamente 
se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial obtenida que 
corresponda a la cantidad reinvertida.

No resultará de aplicación lo dispuesto en este apartado en los siguientes supuestos:
a) Cuando el contribuyente hubiera adquirido valores homogéneos en el año anterior o 

posterior a la transmisión de las acciones o participaciones. En este caso, la exención no 
procederá respecto de los valores que como consecuencia de dicha adquisición 
permanezcan en el patrimonio del contribuyente.

b) Cuando las acciones o participaciones se transmitan a su cónyuge, a cualquier 
persona unida al contribuyente por parentesco, en línea recta o colateral, por 
consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado incluido, a una entidad respecto de la 
que se produzca, con el contribuyente o con cualquiera de las personas anteriormente 
citadas, alguna de las circunstancias establecidas en el artículo 42 del Código de Comercio, 
con independencia de la residencia y de la obligación de formular cuentas anuales 
consolidadas, distinta de la propia entidad cuyas participaciones se transmiten.

3. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales que se pongan de 
manifiesto con ocasión de la transmisión de elementos patrimoniales por contribuyentes 
mayores de 65 años, siempre que el importe total obtenido por la transmisión se destine en 
el plazo de seis meses a constituir una renta vitalicia asegurada a su favor, en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen. La cantidad máxima total que a tal 
efecto podrá destinarse a constituir rentas vitalicias será de 240.000 euros.

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total de lo percibido en la transmisión, 
únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial 
obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida.

La anticipación, total o parcial, de los derechos económicos derivados de la renta vitalicia 
constituida, determinará el sometimiento a gravamen de la ganancia patrimonial 
correspondiente.

Artículo 39.  Ganancias patrimoniales no justificadas.
Tendrán la consideración de ganancias de patrimonio no justificadas los bienes o 

derechos cuya tenencia, declaración o adquisición no se corresponda con la renta o 
patrimonio declarados por el contribuyente, así como la inclusión de deudas inexistentes en 
cualquier declaración por este impuesto o por el Impuesto sobre el Patrimonio, o su registro 
en los libros o registros oficiales.

Las ganancias patrimoniales no justificadas se integrarán en la base liquidable general 
del periodo impositivo respecto del que se descubran, salvo que el contribuyente pruebe 
suficientemente que ha sido titular de los bienes o derechos correspondientes desde una 
fecha anterior a la del periodo de prescripción.

CAPÍTULO III
Reglas especiales de valoración

Artículo 40.  Estimación de rentas.
1. La valoración de las rentas estimadas a que se refiere el artículo 6.5 de esta Ley se 

efectuará por el valor normal en el mercado. Se entenderá por éste la contraprestación que 
se acordaría entre sujetos independientes, salvo prueba en contrario.

2. Si se trata de préstamos y operaciones de captación o utilización de capitales ajenos 
en general, se entenderá por valor normal en el mercado el tipo de interés legal del dinero 
que se halle en vigor el último día del período impositivo.

Artículo 41.  Operaciones vinculadas.
La valoración de las operaciones entre personas o entidades vinculadas se realizará por 

su valor normal de mercado, en los términos previstos en el artículo 16 del texto refundido de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades.
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Artículo 42.  Rentas en especie.
1. Constituyen rentas en especie la utilización, consumo u obtención, para fines 

particulares, de bienes, derechos o servicios de forma gratuita o por precio inferior al normal 
de mercado, aun cuando no supongan un gasto real para quien las conceda.

Cuando el pagador de las rentas entregue al contribuyente importes en metálico para 
que éste adquiera los bienes, derechos o servicios, la renta tendrá la consideración de 
dineraria.

2. No tendrán la consideración de rendimientos del trabajo en especie:
a) Las cantidades destinadas a la actualización, capacitación o reciclaje del personal 

empleado, cuando vengan exigidos por el desarrollo de sus actividades o las características 
de los puestos de trabajo.

b) Las primas o cuotas satisfechas por la empresa en virtud de contrato de seguro de 
accidente laboral o de responsabilidad civil del trabajador.

3. Estarán exentos los siguientes rendimientos del trabajo en especie:
a) Las entregas a empleados de productos a precios rebajados que se realicen en 

cantinas o comedores de empresa o economatos de carácter social. Tendrán la 
consideración de entrega de productos a precios rebajados que se realicen en comedores de 
empresa las fórmulas indirectas de prestación del servicio cuya cuantía no supere la 
cantidad que reglamentariamente se determine, con independencia de que el servicio se 
preste en el propio local del establecimiento de hostelería o fuera de éste, previa recogida 
por el empleado o mediante su entrega en su centro de trabajo o en el lugar elegido por 
aquel para desarrollar su trabajo en los días en que este se realice a distancia o mediante 
teletrabajo.

b) La utilización de los bienes destinados a los servicios sociales y culturales del 
personal empleado. Tendrán esta consideración, entre otros, los espacios y locales, 
debidamente homologados por la Administración pública competente, destinados por las 
empresas o empleadores a prestar el servicio de primer ciclo de educación infantil a los hijos 
de sus trabajadores, así como la contratación, directa o indirectamente, de este servicio con 
terceros debidamente autorizados, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

c) Las primas o cuotas satisfechas a entidades aseguradoras para la cobertura de 
enfermedad, cuando se cumplan los siguientes requisitos y límites:

1.º Que la cobertura de enfermedad alcance al propio trabajador, pudiendo también 
alcanzar a su cónyuge y descendientes.

2.º Que las primas o cuotas satisfechas no excedan de 500 euros anuales por cada una 
de las personas señaladas en el párrafo anterior o de 1.500 euros para cada una de ellas 
con discapacidad. El exceso sobre dicha cuantía constituirá retribución en especie.

d) La prestación del servicio de educación preescolar, infantil, primaria, secundaria 
obligatoria, bachillerato y formación profesional por centros educativos autorizados, a los 
hijos de sus empleados, con carácter gratuito o por precio inferior al normal de mercado.

e) Las cantidades satisfechas a las entidades encargadas de prestar el servicio público 
de transporte colectivo de viajeros con la finalidad de favorecer el desplazamiento de los 
empleados entre su lugar de residencia y el centro de trabajo, con el límite de 1.500 euros 
anuales para cada trabajador. También tendrán la consideración de cantidades satisfechas a 
las entidades encargadas de prestar el citado servicio público, las fórmulas indirectas de 
pago que cumplan las condiciones que se establezcan reglamentariamente.

f) En los términos que reglamentariamente se establezcan, la entrega a los trabajadores 
en activo, de forma gratuita o por precio inferior al normal de mercado, de acciones o 
participaciones de la propia empresa o de otras empresas del grupo de sociedades, en la 
parte que no exceda, para el conjunto de las entregadas a cada trabajador, de 12.000 euros 
anuales, siempre que la oferta se realice en las mismas condiciones para todos los 
trabajadores de la empresa, grupo o subgrupos de empresa.

La exención prevista en el párrafo anterior será de 50.000 euros anuales en el caso de 
entrega de acciones o participaciones concedidas a los trabajadores de una empresa 
emergente a las que se refiere la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del 
ecosistema de las empresas emergentes. En este supuesto, no será necesario que la oferta 
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se realice en las condiciones señaladas en el párrafo anterior, debiendo efectuarse la misma 
dentro de la política retributiva general de la empresa y contribuir a la participación de los 
trabajadores en esta última. En el caso de que la entrega de acciones o participaciones 
sociales a que se refiere este párrafo derive del ejercicio de opciones de compra sobre 
acciones o participaciones previamente concedidas a los trabajadores por la empresa 
emergente, los requisitos para la consideración como empresa emergente deberán 
cumplirse en el momento de la concesión de la opción.

Artículo 43.  Valoración de las rentas en especie.
1. Con carácter general, las rentas en especie se valorarán por su valor normal en el 

mercado, con las siguientes especialidades:
1.º Los siguientes rendimientos del trabajo en especie se valorarán de acuerdo con las 

siguientes normas de valoración:
a) En el caso de utilización de una vivienda que sea propiedad del pagador, el 10 por 

ciento del valor catastral.
En el caso de inmuebles localizados en municipios en los que los valores catastrales 

hayan sido revisados o modificados, o determinados mediante un procedimiento de 
valoración colectiva de carácter general, de conformidad con la normativa catastral, y hayan 
entrado en vigor en el período impositivo o en el plazo de los diez períodos impositivos 
anteriores, el 5 por ciento del valor catastral.

Si a la fecha de devengo del impuesto los inmuebles carecieran de valor catastral o éste 
no hubiera sido notificado al titular, el porcentaje será del 5 por ciento y se aplicará sobre el 
50 por ciento del mayor de los siguientes valores: el comprobado por la Administración a 
efectos de otros tributos o el precio, contraprestación o valor de la adquisición.

La valoración resultante no podrá exceder del 10 por ciento de las restantes 
contraprestaciones del trabajo.

b) En el caso de la utilización o entrega de vehículos automóviles:
En el supuesto de entrega, el coste de adquisición para el pagador, incluidos los tributos 

que graven la operación.
En el supuesto de uso, el 20 por ciento anual del coste a que se refiere el párrafo 

anterior. En caso de que el vehículo no sea propiedad del pagador, dicho porcentaje se 
aplicará sobre el valor de mercado que correspondería al vehículo si fuese nuevo.

La valoración resultante de lo previsto en el párrafo anterior se podrá reducir hasta en un 
30 por ciento cuando se trate de vehículos considerados eficientes energéticamente, en los 
términos y condiciones que se determinen reglamentariamente.

En el supuesto de uso y posterior entrega, la valoración de esta última se efectuará 
teniendo en cuenta la valoración resultante del uso anterior.

c) En los préstamos con tipos de interés inferiores al legal del dinero, la diferencia entre 
el interés pagado y el interés legal del dinero vigente en el período.

d) Por el coste para el pagador, incluidos los tributos que graven la operación, las 
siguientes rentas:

Las prestaciones en concepto de manutención, hospedaje, viajes y similares.
Las primas o cuotas satisfechas en virtud de contrato de seguro u otro similar, sin 

perjuicio de lo previsto en los párrafos e) y f) del apartado 2 del artículo anterior.
Las cantidades destinadas a satisfacer gastos de estudios y manutención del 

contribuyente o de otras personas ligadas al mismo por vínculo de parentesco, incluidos los 
afines, hasta el cuarto grado inclusive, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 2 del 
artículo anterior.

La utilización de una vivienda que no sea propiedad del pagador. La valoración 
resultante no podrá ser inferior a la que hubiera correspondido de haber aplicado lo 
dispuesto en la letra a) del número 1.º de este apartado.

e) Por su importe, las contribuciones satisfechas por los promotores de planes de 
pensiones y las contribuciones satisfechas por las empresas promotoras reguladas en la 
Directiva 2003/41/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa 
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a las actividades y la supervisión de fondos de pensiones de empleo, así como las 
cantidades satisfechas por empresarios para hacer frente a los compromisos por pensiones 
en los términos previstos por la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones y su normativa de desarrollo. Igualmente 
por su importe, las cantidades satisfechas por empresarios a los seguros de dependencia.

f) No obstante lo previsto en los párrafos anteriores, cuando el rendimiento de trabajo en 
especie sea satisfecho por empresas que tengan como actividad habitual la realización de 
las actividades que dan lugar al mismo, la valoración no podrá ser inferior al precio ofertado 
al público del bien, derecho o servicio de que se trate.

Se considerará precio ofertado al público el previsto en el artículo 60 del texto refundido 
de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, 
deduciendo los descuentos ordinarios o comunes. Se considerarán ordinarios o comunes los 
descuentos que sean ofertados a otros colectivos de similares características a los 
trabajadores de la empresa, así como los descuentos promocionales que tengan carácter 
general y se encuentren en vigor en el momento de satisfacer la retribución en especie o 
que, en otro caso, no excedan del 15 por ciento ni de 1.000 euros anuales.

En el caso de cesión del uso de vehículos considerados eficientes energéticamente, la 
valoración resultante se podrá reducir hasta en un 30 por ciento, en los términos y 
condiciones que se determinen reglamentariamente.

g) En el caso de entrega de acciones o participaciones concedidas a los trabajadores de 
una empresa emergente a las que se refiere el segundo párrafo de la letra f) del apartado 3 
del artículo 42 de esta ley, por el valor de las acciones o participaciones sociales suscritas 
por un tercero independiente en la última ampliación de capital realizada en el año anterior a 
aquel en que se entreguen las acciones o participaciones sociales. De no haberse producido 
la referida ampliación, se valorarán por el valor de mercado que tuvieran las acciones o 
participaciones sociales en el momento de la entrega al trabajador.

2.º Las ganancias patrimoniales en especie se valorarán de acuerdo con los artículos 34 
y 37 de esta Ley.

2. En los casos de rentas en especie, su valoración se realizará según las normas 
contenidas en esta Ley. A dicho valor se adicionará el ingreso a cuenta, salvo que su importe 
hubiera sido repercutido al perceptor de la renta.

CAPÍTULO IV
Clases de renta

Artículo 44.  Clases de renta.
A efectos del cálculo del Impuesto, las rentas del contribuyente se clasificarán, según 

proceda, como renta general o como renta del ahorro.

Artículo 45.  Renta general.
Formarán la renta general los rendimientos y las ganancias y pérdidas patrimoniales que 

con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente no tengan la consideración de renta del 
ahorro, así como las imputaciones de renta a que se refieren los artículos 85, 91, 92 y 95 de 
esta Ley y el Capítulo II del Título VII del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades.

Artículo 46.  Renta del ahorro.
Constituyen la renta del ahorro:
a) Los rendimientos del capital mobiliario previstos en los apartados 1, 2 y 3 del artículo 

25 de esta Ley.
No obstante, formarán parte de la renta general los rendimientos del capital mobiliario 

previstos en el apartado 2 del artículo 25 de esta Ley correspondientes al exceso del importe 
de los capitales propios cedidos a una entidad vinculada respecto del resultado de multiplicar 
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por tres los fondos propios, en la parte que corresponda a la participación del contribuyente, 
de esta última.

A efectos de computar dicho exceso, se tendrá en consideración el importe de los fondos 
propios de la entidad vinculada reflejados en el balance correspondiente al último ejercicio 
cerrado con anterioridad a la fecha de devengo del Impuesto y el porcentaje de participación 
del contribuyente existente en esta fecha.

En los supuestos en los que la vinculación no se defina en función de la relación socios o 
partícipes-entidad, el porcentaje de participación a considerar será el 25 por ciento.

b) Las ganancias y pérdidas patrimoniales que se pongan de manifiesto con ocasión de 
transmisiones de elementos patrimoniales.

CAPÍTULO V
Integración y compensación de rentas

Artículo 47.  Integración y compensación de rentas.
1. Para el cálculo de la base imponible, las cuantías positivas o negativas de las rentas 

del contribuyente se integrarán y compensarán de acuerdo con lo previsto en esta Ley.
2. Atendiendo a la clasificación de la renta, la base imponible se dividirá en dos partes:
a) La base imponible general.
b) La base imponible del ahorro.

Artículo 48.  Integración y compensación de rentas en la base imponible general.
La base imponible general será el resultado de sumar los siguientes saldos:
a) El saldo resultante de integrar y compensar entre sí, sin limitación alguna, en cada 

período impositivo, los rendimientos y las imputaciones de renta a que se refiere el artículo 
45 de esta Ley.

b) El saldo positivo resultante de integrar y compensar, exclusivamente entre sí, en cada 
período impositivo, las ganancias y pérdidas patrimoniales, excluidas las previstas en el 
artículo siguiente.

Si el resultado de la integración y compensación a que se refiere este párrafo arrojase 
saldo negativo, su importe se compensará con el saldo positivo de las rentas previstas en el 
párrafo a) de este artículo, obtenido en el mismo período impositivo, con el límite del 25 por 
ciento de dicho saldo positivo.

Si tras dicha compensación quedase saldo negativo, su importe se compensará en los 
cuatro años siguientes en el mismo orden establecido en los párrafos anteriores.

La compensación deberá efectuarse en la cuantía máxima que permita cada uno de los 
ejercicios siguientes y sin que pueda practicarse fuera del plazo de cuatro años mediante la 
acumulación a pérdidas patrimoniales de ejercicios posteriores.

Artículo 49.  Integración y compensación de rentas en la base imponible del ahorro.
1. La base imponible del ahorro estará constituida por el saldo positivo de sumar los 

siguientes saldos:
a) El saldo positivo resultante de integrar y compensar, exclusivamente entre sí, en cada 

período impositivo, los rendimientos a que se refiere el artículo 46 de esta Ley.
Si el resultado de la integración y compensación a que se refiere este párrafo arrojase 

saldo negativo, su importe se compensará con el saldo positivo de las rentas previstas en la 
letra b) de este apartado, obtenido en el mismo período impositivo, con el límite del 25 por 
ciento de dicho saldo positivo.

Si tras dicha compensación quedase saldo negativo, su importe se compensará en los 
cuatro años siguientes en el mismo orden establecido en los párrafos anteriores.

b) El saldo positivo resultante de integrar y compensar, exclusivamente entre sí, en cada 
período impositivo, las ganancias y pérdidas patrimoniales obtenidas en el mismo a que se 
refiere el artículo 46 de esta Ley.
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Si el resultado de la integración y compensación a que se refiere este párrafo arrojase 
saldo negativo, su importe se compensará con el saldo positivo de las rentas previstas en la 
letra a) de este apartado, obtenido en el mismo período impositivo, con el límite del 25 por 
ciento de dicho saldo positivo.

Si tras dicha compensación quedase saldo negativo, su importe se compensará en los 
cuatro años siguientes en el mismo orden establecido en los párrafos anteriores.

2. Las compensaciones previstas en el apartado anterior deberán efectuarse en la 
cuantía máxima que permita cada uno de los ejercicios siguientes y sin que puedan 
practicarse fuera del plazo a que se refiere el apartado anterior mediante la acumulación a 
rentas negativas de ejercicios posteriores.

TÍTULO IV
Base liquidable

Artículo 50.  Base liquidable general y del ahorro.
1. La base liquidable general estará constituida por el resultado de practicar en la base 

imponible general, exclusivamente y por este orden, las reducciones a que se refieren los 
artículos 51, 53, 54, 55 y disposición adicional undécima de esta Ley, sin que pueda resultar 
negativa como consecuencia de dichas disminuciones.

2. La base liquidable del ahorro será el resultado de disminuir la base imponible del 
ahorro en el remanente, si lo hubiera, de la reducción prevista en el artículo 55, sin que 
pueda resultar negativa como consecuencia de tal disminución.

3. Si la base liquidable general resultase negativa, su importe podrá ser compensado con 
los de las bases liquidables generales positivas que se obtengan en los cuatro años 
siguientes.

La compensación deberá efectuarse en la cuantía máxima que permita cada uno de los 
ejercicios siguientes y sin que pueda practicarse fuera del plazo a que se refiere el párrafo 
anterior mediante la acumulación a bases liquidables generales negativas de años 
posteriores.

CAPÍTULO I
Reducciones por atención a situaciones de dependencia y envejecimiento

Artículo 51.  Reducciones por aportaciones y contribuciones a sistemas de previsión social.
Podrán reducirse en la base imponible general las siguientes aportaciones y 

contribuciones a sistemas de previsión social:
1. Aportaciones y contribuciones a planes de pensiones.
1.º Las aportaciones realizadas por los partícipes a planes de pensiones, incluyendo las 

contribuciones del promotor que le hubiesen sido imputadas en concepto de rendimiento del 
trabajo.

2.º Las aportaciones realizadas por los partícipes a los planes de pensiones regulados 
en la Directiva 2003/41/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de junio de 2003, 
relativa a las actividades y la supervisión de fondos de pensiones de empleo, incluidas las 
contribuciones efectuadas por las empresas promotoras, siempre que se cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Que las contribuciones se imputen fiscalmente al partícipe a quien se vincula la 
prestación.

b) Que se transmita al partícipe de forma irrevocable el derecho a la percepción de la 
prestación futura.

c) Que se transmita al partícipe la titularidad de los recursos en que consista dicha 
contribución.
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d) Las contingencias cubiertas deberán ser las previstas en el artículo 8.6 del texto 
refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre.

2. Las aportaciones y contribuciones a mutualidades de previsión social que cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Requisitos subjetivos:
1.º Las cantidades abonadas en virtud de contratos de seguro concertados con 

mutualidades de previsión social por profesionales no integrados en alguno de los regímenes 
de la Seguridad Social, por sus cónyuges y familiares consanguíneos en primer grado, así 
como por los trabajadores de las citadas mutualidades, en la parte que tenga por objeto la 
cobertura de las contingencias previstas en el artículo 8.6 del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones siempre que no hayan tenido la 
consideración de gasto deducible para los rendimientos netos de actividades económicas, en 
los términos que prevé el segundo párrafo de la regla 1.ª del artículo 30.2 de esta Ley.

2.º Las cantidades abonadas en virtud de contratos de seguro concertados con 
mutualidades de previsión social por profesionales o empresarios individuales integrados en 
cualquiera de los regímenes de la Seguridad Social, por sus cónyuges y familiares 
consanguíneos en primer grado, así como por los trabajadores de las citadas mutualidades, 
en la parte que tenga por objeto la cobertura de las contingencias previstas en el artículo 8.6 
del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

3.º Las cantidades abonadas en virtud de contratos de seguro concertados con 
mutualidades de previsión social por trabajadores por cuenta ajena o socios trabajadores, 
incluidas las contribuciones del promotor que les hubiesen sido imputadas en concepto de 
rendimientos del trabajo, cuando se efectúen de acuerdo con lo previsto en la disposición 
adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones, con inclusión del desempleo para los citados socios trabajadores.

b) Los derechos consolidados de los mutualistas sólo podrán hacerse efectivos en los 
supuestos previstos, para los planes de pensiones, por el artículo 8.8 del texto refundido de 
la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

3. Las primas satisfechas a los planes de previsión asegurados. Los planes de previsión 
asegurados se definen como contratos de seguro que deben cumplir los siguientes 
requisitos:

a) El contribuyente deberá ser el tomador, asegurado y beneficiario. No obstante, en el 
caso de fallecimiento, podrá generar derecho a prestaciones en los términos previstos en el 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre.

b) Las contingencias cubiertas deberán ser, únicamente, las previstas en el artículo 8.6 
del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, y deberán tener como cobertura 
principal la de jubilación. Sólo se permitirá la disposición anticipada, total o parcial, en estos 
contratos en los supuestos previstos en el artículo 8.8 del citado texto refundido. En dichos 
contratos no será de aplicación lo dispuesto en los artículos 97 y 99 de la Ley 50/1980, de 8 
de octubre, de Contrato de Seguro.

c) Este tipo de seguros tendrá obligatoriamente que ofrecer una garantía de interés y 
utilizar técnicas actuariales.

d) En el condicionado de la póliza se hará constar de forma expresa y destacada que se 
trata de un plan de previsión asegurado. La denominación Plan de Previsión Asegurado y 
sus siglas quedan reservadas a los contratos de seguro que cumplan los requisitos previstos 
en esta Ley.

e) Reglamentariamente se establecerán los requisitos y condiciones para la movilización 
de la provisión matemática a otro plan de previsión asegurado.

En los aspectos no específicamente regulados en los párrafos anteriores y sus normas 
de desarrollo, el régimen financiero y fiscal de las aportaciones, contingencias y prestaciones 
de estos contratos se regirá por la normativa de los planes de pensiones, salvo los aspectos 
financiero-actuariales de las provisiones técnicas correspondientes. En particular, los 
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derechos en un plan de previsión asegurado no podrán ser objeto de embargo, traba judicial 
o administrativa hasta el momento en que se cause el derecho a la prestación o en que sean 
disponibles en los supuestos de enfermedad grave, desempleo de larga duración o por 
corresponder a primas abonadas con al menos diez años de antigüedad.

4. Las aportaciones realizadas por los trabajadores a los planes de previsión social 
empresarial regulados en la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, incluyendo las contribuciones del 
tomador. En todo caso los planes de previsión social empresarial deberán cumplir los 
siguientes requisitos:

a) Serán de aplicación a este tipo de contratos de seguro los principios de no 
discriminación, capitalización, irrevocabilidad de aportaciones y atribución de derechos 
establecidos en el número 1 del artículo 5 del Texto Refundido de la Ley de Regulación de 
los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre.

b) La póliza dispondrá las primas que, en cumplimiento del plan de previsión social, 
deberá satisfacer el tomador, las cuales serán objeto de imputación a los asegurados.

c) En el condicionado de la póliza se hará constar de forma expresa y destacada que se 
trata de un plan de previsión social empresarial. La denominación Plan de Previsión Social 
Empresarial y sus siglas quedan reservadas a los contratos de seguro que cumplan los 
requisitos previstos en esta Ley.

d) Reglamentariamente se establecerán los requisitos y condiciones para la movilización 
de la provisión matemática a otro plan de previsión social empresarial.

e) Lo dispuesto en las letras b) y c) del apartado 3 anterior.
En los aspectos no específicamente regulados en los párrafos anteriores y sus normas 

de desarrollo, resultará de aplicación lo dispuesto en el último párrafo del apartado 3 anterior.
5. Las primas satisfechas a los seguros privados que cubran exclusivamente el riesgo de 

dependencia severa o de gran dependencia conforme a lo dispuesto en la Ley de promoción 
de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia.

Igualmente, las personas que tengan con el contribuyente una relación de parentesco en 
línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, o por su cónyuge, o por aquellas 
personas que tuviesen al contribuyente a su cargo en régimen de tutela o acogimiento, 
podrán reducir en su base imponible las primas satisfechas a estos seguros privados, 
teniendo en cuenta el límite de reducción previsto en el artículo 52 de esta Ley.

El conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas que satisfagan primas 
a favor de un mismo contribuyente, incluidas las del propio contribuyente, no podrán exceder 
de 1.500 euros anuales.

Estas primas no estarán sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
El contrato de seguro deberá cumplir en todo caso lo dispuesto en las letras a) y c) del 

apartado 3 anterior.
En los aspectos no específicamente regulados en los párrafos anteriores y sus normas 

de desarrollo, resultará de aplicación lo dispuesto en el último párrafo del apartado 3 anterior.
Tratándose de seguros colectivos de dependencia efectuados de acuerdo con lo previsto 

en la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes 
y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre, como tomador del seguro figurará exclusivamente la empresa y la condición de 
asegurado y beneficiario corresponderá al trabajador. Las primas satisfechas por la empresa 
en virtud de estos contratos de seguro e imputadas al trabajador tendrán un límite de 
reducción propio e independiente de 5.000 euros anuales.

Reglamentariamente se desarrollará lo previsto en este apartado.
6. El conjunto de las aportaciones anuales máximas que pueden dar derecho a reducir la 

base imponible realizadas a los sistemas de previsión social previstos en los apartados 1, 2, 
3, 4 y 5 anteriores, incluyendo, en su caso, las que hubiesen sido imputadas por los 
promotores, no podrá exceder de las cantidades previstas en el artículo 5.3 del texto 
refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.
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Las prestaciones percibidas tributarán en su integridad sin que en ningún caso puedan 
minorarse en las cuantías correspondientes a los excesos de las aportaciones y 
contribuciones.

7. Además de las reducciones realizadas con los límites previstos en el artículo 
siguiente, los contribuyentes cuyo cónyuge no obtenga rendimientos netos del trabajo ni de 
actividades económicas, o los obtenga en cuantía inferior a 8.000 euros anuales, podrán 
reducir en la base imponible las aportaciones realizadas a los sistemas de previsión social 
previstos en este artículo de los que sea partícipe, mutualista o titular dicho cónyuge, con el 
límite máximo de 1.000 euros anuales.

Estas aportaciones no estarán sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
8. Si el contribuyente dispusiera de los derechos consolidados así como los derechos 

económicos que se derivan de los diferentes sistemas de previsión social previstos en este 
artículo, total o parcialmente, en supuestos distintos de los previstos en la normativa de 
planes y fondos de pensiones, deberá reponer las reducciones en la base imponible 
indebidamente practicadas, mediante las oportunas autoliquidaciones complementarias, con 
inclusión de los intereses de demora. Las cantidades percibidas que excedan del importe de 
las aportaciones realizadas, incluyendo, en su caso, las contribuciones imputadas por el 
promotor, tributarán como rendimiento del trabajo en el período impositivo en que se 
perciban.

9. La reducción prevista en este artículo resultará de aplicación cualquiera que sea la 
forma en que se perciba la prestación. En el caso de que la misma se perciba en forma de 
renta vitalicia asegurada, se podrán establecer mecanismos de reversión o períodos ciertos 
de prestación o fórmulas de contraseguro en caso de fallecimiento una vez constituida la 
renta vitalicia.

Artículo 52.  Límite de reducción.
1. Como límite máximo conjunto para las reducciones previstas en los apartados 1, 2, 3, 

4 y 5 del artículo 51 de esta ley, se aplicará la menor de las cantidades siguientes:
a) El 30 por 100 de la suma de los rendimientos netos del trabajo y de actividades 

económicas percibidos individualmente en el ejercicio.
b) 1.500 euros anuales.
Este límite se incrementará en los siguientes supuestos, en las cuantías que se indican:
1.º En 8.500 euros anuales, siempre que tal incremento provenga de contribuciones 

empresariales, o de aportaciones del trabajador al mismo instrumento de previsión social por 
importe igual o inferior a las cantidades que resulten del siguiente cuadro en función del 
importe anual de la contribución empresarial:

Importe anual de la contribución Aportación máxima del trabajador
Igual o inferior a 500 euros. El resultado de multiplicar la contribución empresarial por 2,5.

Entre 500,01 y 1.500 euros. 1.250 euros, más el resultado de multiplicar por 0,25 la diferencia entre la 
contribución empresarial y 500 euros.

Más de 1.500 euros. El resultado de multiplicar la contribución empresarial por 1.

No obstante, en todo caso se aplicará el multiplicador 1 cuando el trabajador obtenga en 
el ejercicio rendimientos íntegros del trabajo superiores a 60.000 euros procedentes de la 
empresa que realiza la contribución, a cuyo efecto la empresa deberá comunicar a la entidad 
gestora o aseguradora del instrumento de previsión social que no concurre esta 
circunstancia.

A estos efectos, las cantidades aportadas por la empresa que deriven de una decisión 
del trabajador tendrán la consideración de aportaciones del trabajador.

2.º En 4.250 euros anuales, siempre que tal incremento provenga de aportaciones a los 
planes de pensiones sectoriales previstos en la letra a) del apartado 1 del artículo 67 del 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, realizadas 
por trabajadores por cuenta propia o autónomos que se adhieran a dichos planes por razón 
de su actividad; aportaciones a los planes de pensiones de empleo simplificados de 
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trabajadores por cuenta propia o autónomos previstos en la letra c) del apartado 1 del 
artículo 67 del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones; o de aportaciones propias que el empresario individual o el profesional realice a 
planes de pensiones de empleo, de los que sea promotor y, además, partícipe o a 
Mutualidades de Previsión Social de las que sea mutualista, así como las que realice a 
planes de previsión social empresarial o seguros colectivos de dependencia de los que, a su 
vez, sea tomador y asegurado.

En todo caso, la cuantía máxima de reducción por aplicación de los incrementos 
previstos en los números 1.º y 2.º anteriores será de 8.500 euros anuales.

Además, 5.000 euros anuales para las primas a seguros colectivos de dependencia 
satisfechas por la empresa.

2. Los partícipes, mutualistas o asegurados que hubieran efectuado aportaciones a los 
sistemas de previsión social a que se refiere el artículo 51 de esta Ley, podrán reducir en los 
cinco ejercicios siguientes las cantidades aportadas incluyendo, en su caso, las aportaciones 
del promotor o las realizadas por la empresa que les hubiesen sido imputadas, que no 
hubieran podido ser objeto de reducción en la base imponible por insuficiencia de la misma o 
por aplicación del límite porcentual establecido en el apartado 1 anterior. Esta regla no 
resultará de aplicación a las aportaciones y contribuciones que excedan de los límites 
máximos previstos en el apartado 6 del artículo 51.

Artículo 53.  Reducciones por aportaciones y contribuciones a sistemas de previsión social 
constituidos a favor de personas con discapacidad.

1. Las aportaciones realizadas a planes de pensiones a favor de personas con 
discapacidad con un grado de minusvalía física o sensorial igual o superior al 65 por ciento, 
psíquica igual o superior al 33 por 100, así como de personas que tengan una incapacidad 
declarada judicialmente con independencia de su grado, de acuerdo con lo previsto en la 
disposición adicional décima de esta Ley, podrán ser objeto de reducción en la base 
imponible con los siguientes límites máximos:

a) Las aportaciones anuales realizadas a planes de pensiones a favor de personas con 
discapacidad con las que exista relación de parentesco o tutoría, con el límite de 10.000 
euros anuales.

Ello sin perjuicio de las aportaciones que puedan realizar a sus propios planes de 
pensiones, de acuerdo con los límites establecidos en el artículo 52 de esta ley.

b) Las aportaciones anuales realizadas por las personas con discapacidad partícipes, 
con el límite de 24.250 euros anuales.

El conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas que realicen 
aportaciones a favor de una misma persona con discapacidad, incluidas las de la propia 
persona con discapacidad, no podrá exceder de 24.250 euros anuales. A estos efectos, 
cuando concurran varias aportaciones a favor de la persona con discapacidad, habrán de ser 
objeto de reducción, en primer lugar, las aportaciones realizadas por la propia persona con 
discapacidad, y sólo si las mismas no alcanzaran el límite de 24.250 euros señalado, podrán 
ser objeto de reducción las aportaciones realizadas por otras personas a su favor en la base 
imponible de éstas, de forma proporcional, sin que, en ningún caso, el conjunto de las 
reducciones practicadas por todas las personas que realizan aportaciones a favor de una 
misma persona con discapacidad pueda exceder de 24.250 euros.

c) Las aportaciones que no hubieran podido ser objeto de reducción en la base imponible 
por insuficiencia de la misma podrán reducirse en los cinco ejercicios siguientes. Esta regla 
no resultará de aplicación a las aportaciones y contribuciones que excedan de los límites 
previstos en este apartado 1.

2. El régimen regulado en este artículo también será de aplicación a las aportaciones a 
mutualidades de previsión social, a las primas satisfechas a los planes de previsión 
asegurados, a los planes de previsión social empresarial y a los seguros de dependencia 
que cumplan los requisitos previstos en el artículo 51 y en la disposición adicional décima de 
esta ley. En tal caso, los límites establecidos en el apartado 1 anterior serán conjuntos para 
todos los sistemas de previsión social constituidos a favor de personas con discapacidad.
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3. Las aportaciones a estos sistemas de previsión social constituidos a favor de personas 
con discapacidad, realizadas por las personas a las que se refiere el apartado 1 de la 
disposición adicional décima de esta ley, no estarán sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones.

4. A los efectos de la percepción de las prestaciones y de la disposición anticipada de 
derechos consolidados o económicos en supuestos distintos de los previstos en la 
disposición adicional décima de esta Ley, se aplicará lo dispuesto en los apartados 8 y 9 del 
artículo 51 de esta Ley.

Artículo 54.  Reducciones por aportaciones a patrimonios protegidos de las personas con 
discapacidad.

1. Las aportaciones al patrimonio protegido de la persona con discapacidad efectuadas 
por las personas que tengan con el mismo una relación de parentesco en línea directa o 
colateral hasta el tercer grado inclusive, así como por el cónyuge de la persona con 
discapacidad o por aquellos que lo tuviesen a su cargo en régimen de tutela o acogimiento, 
darán derecho a reducir la base imponible del aportante, con el límite máximo de 10.000 
euros anuales.

El conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas que efectúen 
aportaciones a favor de un mismo patrimonio protegido no podrá exceder de 24.250 euros 
anuales.

A estos efectos, cuando concurran varias aportaciones a favor de un mismo patrimonio 
protegido, las reducciones correspondientes a dichas aportaciones habrán de ser minoradas 
de forma proporcional sin que, en ningún caso, el conjunto de las reducciones practicadas 
por todas las personas físicas que realicen aportaciones a favor de un mismo patrimonio 
protegido pueda exceder de 24.250 euros anuales.

2. Las aportaciones que excedan de los límites previstos en el apartado anterior darán 
derecho a reducir la base imponible de los cuatro períodos impositivos siguientes, hasta 
agotar, en su caso, en cada uno de ellos los importes máximos de reducción.

Lo dispuesto en el párrafo anterior también resultará aplicable en los supuestos en que 
no proceda la reducción por insuficiencia de base imponible.

Cuando concurran en un mismo período impositivo reducciones de la base imponible por 
aportaciones efectuadas en el ejercicio con reducciones de ejercicios anteriores pendientes 
de aplicar, se practicarán en primer lugar las reducciones procedentes de los ejercicios 
anteriores, hasta agotar los importes máximos de reducción.

3. Tratándose de aportaciones no dinerarias se tomará como importe de la aportación el 
que resulte de lo previsto en el artículo 18 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

4. No generarán el derecho a reducción las aportaciones de elementos afectos a la 
actividad que efectúen los contribuyentes de este Impuesto que realicen actividades 
económicas.

En ningún caso darán derecho a reducción las aportaciones efectuadas por la propia 
persona con discapacidad titular del patrimonio protegido.

5. La disposición de cualquier bien o derecho aportado al patrimonio protegido de la 
persona con discapacidad efectuada en el período impositivo en que se realiza la aportación 
o en los cuatro siguientes tendrá las siguientes consecuencias fiscales:

a) Si el aportante fue un contribuyente por este Impuesto, deberá reponer las 
reducciones en la base imponible indebidamente practicadas mediante la presentación de la 
oportuna autoliquidación complementaria con inclusión de los intereses de demora que 
procedan, en el plazo que medie entre la fecha en que se produzca la disposición y la 
finalización del plazo reglamentario de declaración correspondiente al período impositivo en 
que se realice dicha disposición.

b) El titular del patrimonio protegido que recibió la aportación deberá integrar en la base 
imponible la parte de la aportación recibida que hubiera dejado de integrar en el período 
impositivo en que recibió la aportación como consecuencia de la aplicación de lo dispuesto 
en la letra w) del artículo 7 de esta Ley, mediante la presentación de la oportuna 
autoliquidación complementaria con inclusión de los intereses de demora que procedan, en 
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el plazo que medie entre la fecha en que se produzca la disposición y la finalización del 
plazo reglamentario de declaración correspondiente al período impositivo en que se realice 
dicha disposición.

En los casos en que la aportación se hubiera realizado al patrimonio protegido de los 
parientes, cónyuges o personas a cargo de los trabajadores en régimen de tutela o 
acogimiento, a que se refiere el apartado 1 de este artículo, por un sujeto pasivo del 
Impuesto sobre Sociedades, la obligación descrita en el párrafo anterior deberá ser cumplida 
por dicho trabajador.

c) A los efectos de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 43 del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, el trabajador titular del patrimonio protegido deberá 
comunicar al empleador que efectuó las aportaciones, las disposiciones que se hayan 
realizado en el período impositivo.

En los casos en que la disposición se hubiera efectuado en el patrimonio protegido de 
los parientes, cónyuges o personas a cargo de los trabajadores en régimen de tutela o 
acogimiento, la comunicación a que se refiere el párrafo anterior también deberá efectuarla 
dicho trabajador.

La falta de comunicación o la realización de comunicaciones falsas, incorrectas o 
inexactas constituirá infracción tributaria leve. Esta infracción se sancionará con multa 
pecuniaria fija de 400 euros.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto en este apartado se reducirá conforme a 
lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.

A los efectos previstos en este apartado, tratándose de bienes o derechos homogéneos 
se entenderá que fueron dispuestos los aportados en primer lugar.

No se aplicará lo dispuesto en este apartado en caso de fallecimiento del titular del 
patrimonio protegido, del aportante o de los trabajadores a los que se refiere el apartado 2 
del artículo 43 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

CAPÍTULO II
Reducción por pensiones compensatorias

Artículo 55.  Reducciones por pensiones compensatorias.
Las pensiones compensatorias a favor del cónyuge y las anualidades por alimentos, con 

excepción de las fijadas en favor de los hijos del contribuyente, satisfechas ambas por 
decisión judicial, podrán ser objeto de reducción en la base imponible.

TÍTULO V
Adecuación del impuesto a las circunstancias personales y familiares del 

contribuyente

Artículo 56.  Mínimo personal y familiar.
1. El mínimo personal y familiar constituye la parte de la base liquidable que, por 

destinarse a satisfacer las necesidades básicas personales y familiares del contribuyente, no 
se somete a tributación por este Impuesto.

2. Cuando la base liquidable general sea superior al importe del mínimo personal y 
familiar, éste formará parte de la base liquidable general.

Cuando la base liquidable general sea inferior al importe del mínimo personal y familiar, 
éste formará parte de la base liquidable general por el importe de esta última y de la base 
liquidable del ahorro por el resto.

Cuando no exista base liquidable general, el mínimo personal y familiar formará parte de 
la base liquidable del ahorro.

3. El mínimo personal y familiar será el resultado de sumar el mínimo del contribuyente y 
los mínimos por descendientes, ascendientes y discapacidad a que se refieren los artículos 
57, 58, 59 y 60 de esta Ley, incrementados o disminuidos a efectos de cálculo del gravamen 
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autonómico en los importes que, de acuerdo con lo establecido en la Ley 22/2009, por el que 
se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía, hayan sido aprobados por la Comunidad Autónoma.

Artículo 57.  Mínimo del contribuyente.
1. El mínimo del contribuyente será, con carácter general, de 5.550 euros anuales.
2. Cuando el contribuyente tenga una edad superior a 65 años, el mínimo se aumentará 

en 1.150 euros anuales. Si la edad es superior a 75 años, el mínimo se aumentará 
adicionalmente en 1.400 euros anuales.

Artículo 58.  Mínimo por descendientes.
1. El mínimo por descendientes será, por cada uno de ellos menor de veinticinco años o 

con discapacidad cualquiera que sea su edad, siempre que conviva con el contribuyente y 
no tenga rentas anuales, excluidas las exentas, superiores a 8.000 euros, de:

2.400 euros anuales por el primero.
2.700 euros anuales por el segundo.
4.000 euros anuales por el tercero.
4.500 euros anuales por el cuarto y siguientes.
A estos efectos, se asimilarán a los descendientes aquellas personas vinculadas al 

contribuyente por razón de tutela y acogimiento, en los términos previstos en la legislación 
civil aplicable. Asimismo, se asimilará a la convivencia con el contribuyente, la dependencia 
respecto de este último salvo cuando resulte de aplicación lo dispuesto en los artículos 64 y 
75 de esta Ley.

2. Cuando el descendiente sea menor de tres años, el mínimo a que se refiere el 
apartado 1 anterior se aumentará en 2.800 euros anuales.

En los supuestos de adopción o acogimiento, tanto preadoptivo como permanente, dicho 
aumento se producirá, con independencia de la edad del menor, en el período impositivo en 
que se inscriba en el Registro Civil y en los dos siguientes. Cuando la inscripción no sea 
necesaria, el aumento se podrá practicar en el período impositivo en que se produzca la 
resolución judicial o administrativa correspondiente y en los dos siguientes.

Artículo 59.  Mínimo por ascendientes.
1. El mínimo por ascendientes será de 1.150 euros anuales, por cada uno de ellos mayor 

de 65 años o con discapacidad cualquiera que sea su edad que conviva con el contribuyente 
y no tenga rentas anuales, excluidas las exentas, superiores a 8.000 euros.

Entre otros casos, se considerará que conviven con el contribuyente los ascendientes 
con discapacidad que, dependiendo del mismo, sean internados en centros especializados.

2. Cuando el ascendiente sea mayor de 75 años, el mínimo a que se refiere el apartado 
1 anterior se aumentará en 1.400 euros anuales.

Artículo 60.  Mínimo por discapacidad.
El mínimo por discapacidad será la suma del mínimo por discapacidad del contribuyente 

y del mínimo por discapacidad de ascendientes y descendientes.
1. El mínimo por discapacidad del contribuyente será de 3.000 euros anuales cuando 

sea una persona con discapacidad y 9.000 euros anuales cuando sea una persona con 
discapacidad y acredite un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento.

Dicho mínimo se aumentará, en concepto de gastos de asistencia, en 3.000 euros 
anuales cuando acredite necesitar ayuda de terceras personas o movilidad reducida, o un 
grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento.

2. El mínimo por discapacidad de ascendientes o descendientes será de 3.000 euros 
anuales por cada uno de los descendientes o ascendientes que generen derecho a la 
aplicación del mínimo a que se refieren los artículos 58 y 59 de esta Ley, que sean personas 
con discapacidad, cualquiera que sea su edad. El mínimo será de 9.000 euros anuales, por 
cada uno de ellos que acrediten un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento.
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Dicho mínimo se aumentará, en concepto de gastos de asistencia, en 3.000 euros 
anuales por cada ascendiente o descendiente que acredite necesitar ayuda de terceras 
personas o movilidad reducida, o un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento.

3. A los efectos de este Impuesto, tendrán la consideración de personas con 
discapacidad los contribuyentes que acrediten, en las condiciones que reglamentariamente 
se establezcan, un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento.

En particular, se considerará acreditado un grado de discapacidad igual o superior al 33 
por ciento en el caso de los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una 
pensión de incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez y en el caso de los 
pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o retiro por 
incapacidad permanente para el servicio o inutilidad. Igualmente, se considerará acreditado 
un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento, cuando se trate de personas cuya 
incapacidad sea declarada judicialmente, aunque no alcance dicho grado.

Artículo 61.  Normas comunes para la aplicación del mínimo del contribuyente y por 
descendientes, ascendientes y discapacidad.

Para la determinación del importe de los mínimos a que se refieren los artículos 57, 58, 
59 y 60 de esta Ley, se tendrán en cuenta las siguientes normas:

1.ª Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación del mínimo por 
descendientes, ascendientes o discapacidad, respecto de los mismos ascendientes o 
descendientes, su importe se prorrateará entre ellos por partes iguales.

No obstante, cuando los contribuyentes tengan distinto grado de parentesco con el 
ascendiente o descendiente, la aplicación del mínimo corresponderá a los de grado más 
cercano, salvo que éstos no tengan rentas anuales, excluidas las exentas, superiores a 
8.000 euros, en cuyo caso corresponderá a los del siguiente grado.

2.ª No procederá la aplicación del mínimo por descendientes, ascendientes o 
discapacidad, cuando los ascendientes o descendientes que generen el derecho a los 
mismos presenten declaración por este Impuesto con rentas superiores a 1.800 euros.

3.ª La determinación de las circunstancias personales y familiares que deban tenerse en 
cuenta a efectos de lo establecido en los artículos 57, 58, 59 y 60 de esta Ley, se realizará 
atendiendo a la situación existente en la fecha de devengo del Impuesto.

4.ª No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en caso de fallecimiento de un 
descendiente o ascendiente que genere el derecho al mínimo por descendientes o 
ascendientes, la cuantía será de 2.400 euros anuales o 1.150 euros anuales por ese 
descendiente o ascendiente, respectivamente.

5.ª Para la aplicación del mínimo por ascendientes, será necesario que éstos convivan 
con el contribuyente, al menos, la mitad del período impositivo o, en el caso de fallecimiento 
del ascendiente antes de la finalización de este, la mitad del período transcurrido entre el 
inicio del período impositivo y la fecha de fallecimiento.

Artículo 61 bis.  Reducción por cuotas y aportaciones a partidos políticos.
(Suprimido)

TÍTULO VI
Cálculo del impuesto estatal

CAPÍTULO I
Determinación de la cuota íntegra estatal

Artículo 62.  Cuota íntegra estatal.
La cuota íntegra estatal será la suma de las cantidades resultantes de aplicar los tipos de 

gravamen, a los que se refieren los artículos 63 y 66 de esta Ley, a las bases liquidables 
general y del ahorro, respectivamente.
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Artículo 63.  Escala general del Impuesto.
1. La parte de la base liquidable general que exceda del importe del mínimo personal y 

familiar a que se refiere el artículo 56 de esta Ley será gravada de la siguiente forma:
1.º A la base liquidable general se le aplicarán los tipos que se indican en la siguiente 

escala:

Base liquidable
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0,00 0,00 12.450,00 9,50

12.450,00 1.182,75 7.750,00 12,00
20.200,00 2.112,75 15.000,00 15,00
35.200,00 4.362,75 24.800,00 18,50
60.000,00 8.950,75 240.000,00 22,50

300.000,00 62.950,75 En adelante 24,50

2.º La cuantía resultante se minorará en el importe derivado de aplicar a la parte de la 
base liquidable general correspondiente al mínimo personal y familiar, la escala prevista en 
el número 1.º anterior.

2. Se entenderá por tipo medio de gravamen general estatal el derivado de multiplicar 
por 100 el cociente resultante de dividir la cuota obtenida por la aplicación de lo previsto en 
el apartado anterior por la base liquidable general. El tipo medio de gravamen general estatal 
se expresará con dos decimales.

Artículo 64.  Especialidades aplicables en los supuestos de anualidades por alimentos a 
favor de los hijos.

Los contribuyentes que satisfagan anualidades por alimentos a sus hijos por decisión 
judicial sin derecho a la aplicación por estos últimos del mínimo por descendientes previsto 
en el artículo 58 de esta Ley, cuando el importe de aquéllas sea inferior a la base liquidable 
general, aplicarán la escala prevista en el número 1.º del apartado 1 del artículo 63 de esta 
Ley separadamente al importe de las anualidades por alimentos y al resto de la base 
liquidable general. La cuantía total resultante se minorará en el importe derivado de aplicar la 
escala prevista en el número 1.º del apartado 1 del artículo 63 de esta Ley, a la parte de la 
base liquidable general correspondiente al mínimo personal y familiar incrementado en 1.980 
euros anuales, sin que pueda resultar negativa como consecuencia de tal minoración.

Artículo 65.  Escala aplicable a los residentes en el extranjero.
En el caso de los contribuyentes que tuviesen su residencia habitual en el extranjero por 

concurrir alguna de las circunstancias a las que se refieren el apartado 2 del artículo 8 y el 
apartado 1 del artículo 10 de esta Ley, las escalas aplicables serán la establecida en el 
apartado 1 del artículo 63 y la siguiente:

Base liquidable
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0,00 0,00 12.450,00 9,50

12.450,00 1.182,75 7.750,00 12,00
20.200,00 2.112,75 15.000,00 15,00
35.200,00 4.362,75 24.800,00 18,50
60.000,00 8.950,75 En adelante 22,50

Artículo 66.  Tipos de gravamen del ahorro.
1. La parte de base liquidable del ahorro que exceda, en su caso, del importe del mínimo 

personal y familiar a que se refiere el artículo 56 de esta ley será gravada de la siguiente 
forma:
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1.º A la base liquidable del ahorro se le aplicarán los tipos que se indican en la siguiente 
escala:

Base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0 0 6.000 9,5

6.000,00 570 44.000 10,5
50.000,00 5.190 150.000 11,5

200.000,00 22.440 100.000 13,5
300.000,00 35.940 En adelante 14

2.º La cuantía resultante se minorará en el importe derivado de aplicar a la parte de la 
base liquidable del ahorro correspondiente al mínimo personal y familiar, la escala prevista 
en el número 1.º anterior.

2. En el caso de los contribuyentes que tuviesen su residencia habitual en el extranjero 
por concurrir alguna de las circunstancias a las que se refieren el apartado 2 del artículo 8 y 
el apartado 1 del artículo 10 de esta ley, la parte de base liquidable del ahorro que exceda, 
en su caso, del importe del mínimo personal y familiar a que se refiere el artículo 56 de esta 
ley será gravada de la siguiente forma:

1.º A la base liquidable del ahorro se le aplicarán los tipos que se indican en la siguiente 
escala:

Base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0 0 6.000 19

6.000,00 1.140 44.000 21
50.000,00 10.380 150.000 23

200.000,00 44.880 100.000 27
300.000,00 71.880 En adelante 28

2.º La cuantía resultante se minorará en el importe derivado de aplicar a la parte de la 
base liquidable del ahorro correspondiente al mínimo personal y familiar, la escala prevista 
en el número 1.º anterior.

CAPÍTULO II
Determinación de la cuota líquida estatal

Artículo 67.  Cuota líquida estatal.
1. La cuota líquida estatal del Impuesto será el resultado de disminuir la cuota íntegra 

estatal en la suma de:
a) La deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación prevista en el 

apartado 1 del artículo 68 de esta Ley.
b) El 50 por ciento del importe total de las deducciones previstas en los apartados 2, 3, 4 

y 5 del artículo 68 de esta Ley.
2. El resultado de las operaciones a que se refiere el apartado anterior no podrá ser 

negativo.

Artículo 68.  Deducciones.
1. Deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación.
1.º Los contribuyentes podrán deducirse el 50 por ciento de las cantidades satisfechas 

en el período de que se trate por la suscripción de acciones o participaciones en empresas 
de nueva o reciente creación, cuando se cumpla lo dispuesto en los números 2.º y 3.º de 
este apartado, pudiendo, además de la aportación temporal al capital, aportar sus 
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conocimientos empresariales o profesionales adecuados para el desarrollo de la entidad en 
la que invierten, en los términos que establezca el acuerdo de inversión entre el 
contribuyente y la entidad.

La base máxima de deducción será de 100.000 euros anuales y estará formada por el 
valor de adquisición de las acciones o participaciones suscritas.

No formarán parte de la base de deducción las cantidades satisfechas por la suscripción 
de acciones o participaciones cuando respecto de tales cantidades el contribuyente 
practique una deducción establecida por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de las 
competencias previstas en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

2.º La entidad cuyas acciones o participaciones se adquieran deberá cumplir los 
siguientes requisitos:

a) Revestir la forma de Sociedad Anónima, Sociedad de Responsabilidad Limitada, 
Sociedad Anónima Laboral o Sociedad de Responsabilidad Limitada Laboral, en los términos 
previstos en el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y en la Ley 44/2015, de 14 de octubre, de 
Sociedades Laborales y Participadas, y no estar admitida a negociación en ningún mercado 
organizado, tanto mercado regulado como sistemas multilaterales de negociación.

Este requisito deberá cumplirse durante todos los años de tenencia de la acción o 
participación.

b) Ejercer una actividad económica que cuente con los medios personales y materiales 
para el desarrollo de la misma. En particular, no podrá tener por actividad la gestión de un 
patrimonio mobiliario o inmobiliario a que se refiere el artículo 4.8.dos.a) de la Ley 19/1991, 
de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, en ninguno de los períodos impositivos de la 
entidad concluidos con anterioridad a la transmisión de la participación.

c) El importe de la cifra de los fondos propios de la entidad no podrá ser superior a 
400.000 euros en el inicio del período impositivo de la misma en que el contribuyente 
adquiera las acciones o participaciones.

Cuando la entidad forme parte de un grupo de sociedades en el sentido del artículo 42 
del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular 
cuentas anuales consolidadas, el importe de los fondos propios se referirá al conjunto de 
entidades pertenecientes a dicho grupo.

3.º A efectos de aplicar lo dispuesto en el apartado 1.º anterior deberán cumplirse las 
siguientes condiciones:

a) Las acciones o participaciones en la entidad deberán adquirirse por el contribuyente 
bien en el momento de la constitución de aquella o mediante ampliación de capital 
efectuada, con carácter general, en los cinco años siguientes a dicha constitución, o en los 
siete años siguientes a dicha constitución en el caso de empresas emergentes a las que se 
refiere el apartado 1 del artículo 3 de la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del 
ecosistema de las empresas emergentes, y permanecer en su patrimonio por un plazo 
superior a tres años e inferior a doce años.

b) La participación directa o indirecta del contribuyente, junto con la que posean en la 
misma entidad su cónyuge o cualquier persona unida al contribuyente por parentesco, en 
línea recta o colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado incluido, no 
puede ser, durante ningún día de los años naturales de tenencia de la participación, superior 
al 40 por ciento del capital social de la entidad o de sus derechos de voto. Lo dispuesto en 
esta letra no resultará de aplicación a los socios fundadores de una empresa emergente a 
las que se refiere la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de las 
empresas emergentes, entendidos como aquellos que figuren en la escritura pública de 
constitución de la misma.

c) Que no se trate de acciones o participaciones en una entidad a través de la cual se 
ejerza la misma actividad que se venía ejerciendo anteriormente mediante otra titularidad.

4.º Cuando el contribuyente transmita acciones o participaciones y opte por la aplicación 
de la exención prevista en el apartado 2 del artículo 38 de esta ley, únicamente formará parte 
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de la base de la deducción correspondiente a las nuevas acciones o participaciones 
suscritas la parte de la reinversión que exceda del importe total obtenido en la transmisión de 
aquellas. En ningún caso se podrá practicar deducción por las nuevas acciones o 
participaciones mientras las cantidades invertidas no superen la citada cuantía.

5.º Para la práctica de la deducción será necesario obtener una certificación expedida 
por la entidad cuyas acciones o participaciones se hayan adquirido indicando el 
cumplimiento de los requisitos señalados en el número 2.º anterior en el período impositivo 
en el que se produjo la adquisición de las mismas.

2. Deducciones en actividades económicas.
a) A los contribuyentes por este Impuesto que ejerzan actividades económicas les serán 

de aplicación los incentivos y estímulos a la inversión empresarial establecidos o que se 
establezcan en la normativa del Impuesto sobre Sociedades con igualdad de porcentajes y 
límites de deducción, con excepción de lo dispuesto en los apartados 2 y 3 del artículo 39 de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

b) Adicionalmente, los contribuyentes que cumplan los requisitos establecidos en el 
artículo 101 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades podrán deducir los rendimientos netos 
de actividades económicas del período impositivo que se inviertan en elementos nuevos del 
inmovilizado material o inversiones inmobiliarias afectos a actividades económicas 
desarrolladas por el contribuyente.

Se entenderá que los rendimientos netos de actividades económicas del período 
impositivo son objeto de inversión cuando se invierta una cuantía equivalente a la parte de la 
base liquidable general positiva del período impositivo que corresponda a tales rendimientos, 
sin que en ningún caso la misma cuantía pueda entenderse invertida en más de un activo.

La inversión en elementos patrimoniales afectos a actividades económicas deberá 
realizarse en el período impositivo en que se obtengan los rendimientos objeto de 
reinversión o en el período impositivo siguiente.

La inversión se entenderá efectuada en la fecha en que se produzca la puesta a 
disposición de los elementos patrimoniales, incluso en el supuesto de elementos 
patrimoniales que sean objeto de los contratos de arrendamiento financiero a los que se 
refiere el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 26/1988, de 29 de julio, 
sobre disciplina e intervención de las entidades de crédito. No obstante, en este último caso, 
la deducción estará condicionada, con carácter resolutorio, al ejercicio de la opción de 
compra.

La deducción se practicará en la cuota íntegra correspondiente al período impositivo en 
que se efectúe la inversión.

La base de la deducción será la cuantía invertida a que se refiere el segundo párrafo de 
esta letra b).

El porcentaje de deducción será del 5 por ciento. No obstante, el porcentaje de 
deducción será del 2,5 por ciento cuando el contribuyente hubiera practicado la reducción 
prevista en el apartado 3 del artículo 32 de esta Ley o se trate de rentas obtenidas en Ceuta 
y Melilla respecto de las que se hubiera aplicado la deducción prevista en el artículo 68.4 de 
esta Ley.

El importe de la deducción no podrá exceder de la suma de la cuota íntegra estatal y 
autonómica del período impositivo en el que se obtuvieron los rendimientos netos de 
actividades económicas señalados en el primer párrafo de esta letra b).

Los elementos patrimoniales objeto de inversión deberán permanecer en funcionamiento 
en el patrimonio del contribuyente, salvo pérdida justificada, durante un plazo de 5 años, o 
durante su vida útil de resultar inferior.

No obstante, no se perderá la deducción si se produce la transmisión de los elementos 
patrimoniales objeto de inversión antes de la finalización del plazo señalado en el párrafo 
anterior y se invierte el importe obtenido o el valor neto contable, si fuera menor, en los 
términos establecidos en este artículo.

Esta deducción es incompatible con la aplicación de la libertad de amortización, con la 
deducción por inversiones regulada en el artículo 94 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de 
modificación de los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias, y con la 
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Reserva para inversiones en Canarias regulada en el artículo 27 de la Ley 19/1994, de 6 de 
julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.

c) Los contribuyentes por este Impuesto que ejerzan actividades económicas y 
determinen su rendimiento neto por el método de estimación objetiva sólo les serán de 
aplicación los incentivos a que se refiere este apartado 2 cuando así se establezca 
reglamentariamente teniendo en cuenta las características y obligaciones formales del citado 
método.

3. Deducciones por donativos y otras aportaciones.
Los contribuyentes podrán aplicar, en este concepto:
a) Las deducciones previstas en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal 

de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
b) El 10 por ciento de las cantidades donadas a las fundaciones legalmente reconocidas 

que rindan cuentas al órgano del protectorado correspondiente, así como a las asociaciones 
declaradas de utilidad pública, no comprendidas en el párrafo anterior.

c) El 20 por ciento de las cuotas de afiliación y las aportaciones a Partidos Políticos, 
Federaciones, Coaliciones o Agrupaciones de Electores. La base máxima de esta deducción 
será de 600 euros anuales y estará constituida por las cuotas de afiliación y aportaciones 
previstas en la letra a) del apartado Dos del artículo 2 de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de 
julio, sobre financiación de los partidos políticos.

4. Deducción por rentas obtenidas en Ceuta o Melilla.
1.º Contribuyentes residentes en Ceuta o Melilla.
a) Los contribuyentes que tengan su residencia habitual y efectiva en Ceuta o Melilla se 

deducirán el 60 por ciento de la parte de la suma de las cuotas íntegras estatal y autonómica 
que proporcionalmente corresponda a las rentas computadas para la determinación de las 
bases liquidables que hubieran sido obtenidas en Ceuta o Melilla.

b) También aplicarán esta deducción los contribuyentes que mantengan su residencia 
habitual y efectiva en Ceuta o Melilla durante un plazo no inferior a tres años, en los períodos 
impositivos iniciados con posterioridad al final de ese plazo, por las rentas obtenidas fuera de 
dichas ciudades cuando, al menos, una tercera parte del patrimonio neto del contribuyente, 
determinado conforme a la normativa reguladora del Impuesto sobre el Patrimonio, esté 
situado en dichas ciudades.

La cuantía máxima de las rentas, obtenidas fuera de dichas ciudades, que puede 
acogerse a esta deducción será el importe neto de los rendimientos y ganancias y pérdidas 
patrimoniales obtenidos en dichas ciudades.

2.º Los contribuyentes que no tengan su residencia habitual y efectiva en Ceuta o Melilla, 
se deducirán el 60 por ciento de la parte de la suma de las cuotas íntegras estatal y 
autonómica que proporcionalmente corresponda a las rentas computadas para la 
determinación de las bases liquidables positivas que hubieran sido obtenidas en Ceuta o 
Melilla.

En ningún caso se aplicará esta deducción a las rentas siguientes:
– Las procedentes de Instituciones de Inversión Colectiva, salvo cuando la totalidad de 

sus activos esté invertida en Ceuta o Melilla, en las condiciones que reglamentariamente se 
determinen.

– Las rentas a las que se refieren los párrafos a), e) e i) del apartado siguiente.
3.º A los efectos previstos en esta Ley, se considerarán rentas obtenidas en Ceuta o 

Melilla las siguientes:
a) Los rendimientos del trabajo, cuando se deriven de trabajos de cualquier clase 

realizados en dichos territorios.
b) Los rendimientos que procedan de la titularidad de bienes inmuebles situados en 

Ceuta o Melilla o de derechos reales que recaigan sobre los mismos.
c) Las que procedan del ejercicio de actividades económicas efectivamente realizadas, 

en las condiciones que reglamentariamente se determinen, en Ceuta o Melilla.
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d) Las ganancias patrimoniales que procedan de bienes inmuebles radicados en Ceuta o 
Melilla.

e) Las ganancias patrimoniales que procedan de bienes muebles situados en Ceuta o 
Melilla.

f) Los rendimientos del capital mobiliario procedentes de obligaciones o préstamos, 
cuando los capitales se hallen invertidos en dichos territorios y allí generen las rentas 
correspondientes.

g) Los rendimientos del capital mobiliario procedentes del arrendamiento de bienes 
muebles, negocios o minas, en las condiciones que reglamentariamente se determinen.

h) Las rentas procedentes de sociedades que operen efectiva y materialmente en Ceuta 
o Melilla que correspondan a rentas a las que resulte de aplicación la bonificación 
establecida en el artículo 33 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en los siguientes 
supuestos:

1.º Cuando tengan su domicilio y objeto social exclusivo en dichos territorios.
2.º Cuando operen efectiva y materialmente en Ceuta o Melilla durante un plazo no 

inferior a tres años y obtengan rentas fuera de dichas ciudades, siempre que respecto de 
estas rentas tengan derecho a la aplicación de la bonificación prevista en el apartado 6 del 
artículo 33 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. A estos efectos deberán identificarse, 
en los términos que reglamentariamente se establezcan, las reservas procedentes de rentas 
a las que hubieran resultado de aplicación la bonificación establecida en el artículo 33 de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades.

i) Los rendimientos procedentes de depósitos o cuentas en toda clase de instituciones 
financieras situadas en Ceuta o Melilla.

5. Deducción por actuaciones para la protección y difusión del Patrimonio Histórico 
Español y de las ciudades, conjuntos y bienes declarados Patrimonio Mundial.

Los contribuyentes tendrán derecho a una deducción en la cuota del 15 por ciento del 
importe de las inversiones o gastos que realicen para:

a) La adquisición de bienes del Patrimonio Histórico Español, realizada fuera del territorio 
español para su introducción dentro de dicho territorio, siempre que los bienes sean 
declarados bienes de interés cultural o incluidos en el Inventario general de bienes muebles 
en el plazo de un año desde su introducción y permanezcan en territorio español y dentro del 
patrimonio del titular durante al menos cuatro años.

La base de esta deducción será la valoración efectuada por la Junta de calificación, 
valoración y exportación de bienes del patrimonio histórico español.

b) La conservación, reparación, restauración, difusión y exposición de los bienes de su 
propiedad que estén declarados de interés cultural conforme a la normativa del patrimonio 
histórico del Estado y de las comunidades autónomas, siempre y cuando se cumplan las 
exigencias establecidas en dicha normativa, en particular respecto de los deberes de visita y 
exposición pública de dichos bienes.

c) La rehabilitación de edificios, el mantenimiento y reparación de sus tejados y 
fachadas, así como la mejora de infraestructuras de su propiedad situados en el entorno que 
sea objeto de protección de las ciudades españolas o de los conjuntos arquitectónicos, 
arqueológicos, naturales o paisajísticos y de los bienes declarados Patrimonio Mundial por la 
Unesco situados en España.

6. Deducción por cuenta ahorro-empresa.
(Suprimido)
7. Deducción por alquiler de la vivienda habitual.
(Suprimido)

Artículo 69.  Límites de determinadas deducciones.
1. La base de las deducciones a que se refieren los apartados 3 y 5 del artículo 68 de 

esta Ley, no podrá exceder para cada una de ellas del 10 por ciento de la base liquidable del 
contribuyente.

2. Los límites de la deducción a que se refiere el apartado 2 del artículo 68 de esta Ley 
serán los que establezca la normativa del Impuesto sobre Sociedades para los incentivos y 
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estímulos a la inversión empresarial. Dichos límites se aplicarán sobre la cuota que resulte 
de minorar la suma de las cuotas íntegras, estatal y autonómica, en el importe total de las 
deducciones por inversión en empresas de nueva o reciente creación, prevista en el artículo 
68.1 de la misma, y por actuaciones para la protección y difusión del Patrimonio Histórico 
Español y de las ciudades, conjuntos y bienes declarados Patrimonio Mundial, prevista en el 
artículo 68.5 de esta Ley.

Artículo 70.  Comprobación de la situación patrimonial.
1. La aplicación de la deducción por inversión en empresas de nueva o reciente 

creación, requerirá que el importe comprobado del patrimonio del contribuyente al finalizar el 
período de la imposición exceda del valor que arrojase su comprobación al comienzo del 
mismo al menos en la cuantía de la inversión realizada.

2. A estos efectos, no se computarán los incrementos o disminuciones de valor 
experimentados durante el período impositivo por los elementos patrimoniales que al final del 
mismo sigan formando parte del patrimonio del contribuyente.

TÍTULO VII
Gravamen autonómico

CAPÍTULO I
Normas comunes

Artículo 71.  Normas comunes aplicables para la determinación del gravamen autonómico.
Para la determinación del gravamen autonómico se aplicarán las normas relativas a la 

sujeción al impuesto y determinación de la capacidad económica contenidas en los Títulos I, 
II, III, IV y V de esta Ley, así como las relativas a la tributación familiar y regímenes 
especiales, contenidas en los Títulos IX y X de esta Ley.

CAPÍTULO II
Residencia habitual en el territorio de una Comunidad Autónoma

Artículo 72.  Residencia habitual en el territorio de una Comunidad Autónoma.
1. A efectos de esta Ley, se considerará que los contribuyentes con residencia habitual 

en territorio español son residentes en el territorio de una Comunidad Autónoma:
1.º Cuando permanezcan en su territorio un mayor número de días del período 

impositivo.
Para determinar el período de permanencia se computarán las ausencias temporales.
Salvo prueba en contrario, se considerará que una persona física permanece en el 

territorio de una Comunidad Autónoma cuando en dicho territorio radique su vivienda 
habitual.

2.º Cuando no fuese posible determinar la permanencia a que se refiere el ordinal 1.º 
anterior, se considerarán residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma donde tengan 
su principal centro de intereses. Se considerará como tal el territorio donde obtengan la 
mayor parte de la base imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
determinada por los siguientes componentes de renta:

a) Rendimientos del trabajo, que se entenderán obtenidos donde radique el centro de 
trabajo respectivo, si existe.

b) Rendimientos del capital inmobiliario y ganancias patrimoniales derivados de bienes 
inmuebles, que se entenderán obtenidos en el lugar en que radiquen éstos.

c) Rendimientos derivados de actividades económicas, ya sean empresariales o 
profesionales, que se entenderán obtenidos donde radique el centro de gestión de cada una 
de ellas.
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3.º Cuando no pueda determinarse la residencia conforme a los criterios establecidos en 
los ordinales 1.º y 2.º anteriores, se considerarán residentes en el lugar de su última 
residencia declarada a efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

2. Las personas físicas residentes en el territorio de una Comunidad Autónoma, que 
pasasen a tener su residencia habitual en el de otra, cumplirán sus obligaciones tributarias 
de acuerdo con la nueva residencia, cuando ésta actúe como punto de conexión.

Además, cuando en virtud de lo previsto en el apartado 3 siguiente deba considerarse 
que no ha existido cambio de residencia, las personas físicas deberán presentar las 
autoliquidaciones complementarias que correspondan, con inclusión de los intereses de 
demora.

El plazo de presentación de las autoliquidaciones complementarias terminará el mismo 
día que concluya el plazo de presentación de las declaraciones por el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas correspondientes al año en que concurran las circunstancias 
que, según lo previsto en el apartado 3 siguiente, determinen que deba considerarse que no 
ha existido cambio de residencia.

3. No producirán efecto los cambios de residencia que tengan por objeto principal lograr 
una menor tributación efectiva en este impuesto.

Se presumirá, salvo que la nueva residencia se prolongue de manera continuada 
durante, al menos, tres años, que no ha existido cambio, en relación al rendimiento cedido 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, cuando concurran las siguientes 
circunstancias:

a) Que en el año en el cual se produce el cambio de residencia o en el siguiente, la base 
imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas sea superior en, al menos, 
un 50 por ciento a la del año anterior al cambio.

En caso de tributación conjunta se determinará de acuerdo con las normas de 
individualización.

b) Que en el año en el cual se produce la situación a que se refiere el párrafo a) anterior, 
su tributación efectiva por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas sea inferior a 
la que hubiese correspondido de acuerdo con la normativa aplicable en la Comunidad 
Autónoma en la que residía con anterioridad al cambio.

c) Que en el año siguiente a aquel en el cual se produce la situación a que se refiere el 
párrafo a) anterior, o en el siguiente, vuelva a tener su residencia habitual en el territorio de 
la Comunidad Autónoma en la que residió con anterioridad al cambio.

4. Las personas físicas residentes en territorio español, que no permanezcan en dicho 
territorio más de 183 días durante el año natural, se considerarán residentes en el territorio 
de la Comunidad Autónoma en que radique el núcleo principal o la base de sus actividades o 
de sus intereses económicos.

5. Las personas físicas residentes en territorio español por aplicación de la presunción 
prevista en el último párrafo del apartado 1 del artículo 9 de esta ley, se considerarán 
residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma en que residan habitualmente el 
cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad que dependan de ellas.

CAPÍTULO III
Cálculo del gravamen autonómico

Sección 1.ª Determinación de la cuota íntegra autonómica

Artículo 73.  Cuota íntegra autonómica.
La cuota íntegra autonómica del Impuesto será la suma de las cuantías resultantes de 

aplicar los tipos de gravamen, a los que se refieren los artículos 74 y 76 de esta Ley, a la 
base liquidable general y del ahorro, respectivamente.
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Artículo 74.  Escala autonómica del Impuesto.
1. La parte de la base liquidable general que exceda del importe del mínimo personal y 

familiar que resulte de los incrementos o disminuciones a que se refiere el artículo 56.3 de 
esta Ley, será gravada de la siguiente forma:

1.º A la base liquidable general se le aplicarán los tipos de la escala autonómica del 
Impuesto que, conforme a lo previsto en la Ley 22/2009, por el que se regula el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía, hayan sido aprobadas por la Comunidad Autónoma.

2.º La cuantía resultante se minorará en el importe derivado de aplicar a la parte de la 
base liquidable general correspondiente al mínimo personal y familiar que resulte de los 
incrementos o disminuciones a que se refiere el artículo 56.3 de esta Ley, la escala prevista 
en el número 1.º anterior.

2. Se entenderá por tipo medio de gravamen general autonómico, el derivado de 
multiplicar por 100 el cociente resultante de dividir la cuota obtenida por la aplicación de lo 
previsto en el apartado anterior por la base liquidable general. El tipo medio de gravamen 
general autonómico se expresará con dos decimales.

Artículo 75.  Especialidades aplicables en los supuestos de anualidades por alimentos a 
favor de los hijos.

Los contribuyentes que satisfagan anualidades por alimentos a sus hijos por decisión 
judicial sin derecho a la aplicación por estos últimos del mínimo por descendientes previsto 
en el artículo 58 de esta Ley, cuando el importe de aquéllas sea inferior a la base liquidable 
general, aplicarán la escala prevista en el número 1.º del apartado 1 del artículo anterior 
separadamente al importe de las anualidades por alimentos y al resto de la base liquidable 
general. La cuantía total resultante se minorará en el importe derivado de aplicar la escala 
prevista en el número 1.º del apartado 1 del artículo 74 de esta Ley a la parte de la base 
liquidable general correspondiente al mínimo personal y familiar que resulte de los 
incrementos o disminuciones a que se refiere el artículo 56.3 de esta Ley, incrementado en 
1.980 euros anuales, sin que pueda resultar negativa como consecuencia de tal minoración.

Artículo 76.  Tipo de gravamen del ahorro.
La parte de base liquidable del ahorro que exceda, en su caso, del importe del mínimo 

personal y familiar que resulte de los incrementos o disminuciones a que se refiere el 
artículo 56.3 de esta ley, será gravada de la siguiente forma:

1.º A la base liquidable del ahorro se le aplicarán los tipos que se indican en la siguiente 
escala:

Base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0 0 6.000 9,5

6.000,00 570 44.000 10,5
50.000,00 5.190 150.000 11,5

200.000,00 22.440 100.000 13,5
300.000,00 35.940 En adelante 14

2.º La cuantía resultante se minorará en el importe derivado de aplicar a la parte de la 
base liquidable del ahorro correspondiente al mínimo personal y familiar que resulte de los 
incrementos o disminuciones a que se refiere el artículo 56.3 de esta ley, la escala prevista 
en el número 1.º anterior.
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Sección 2.ª Determinación de la cuota líquida autonómica

Artículo 77.  Cuota líquida autonómica.
1. La cuota líquida autonómica será el resultado de disminuir la cuota íntegra autonómica 

en la suma de:
a) El 50 por ciento del importe total de las deducciones previstas en los apartados 2, 3, 4 

y 5 del artículo 68 de esta Ley, con los límites y requisitos de situación patrimonial previstos 
en sus artículos 69 y 70.

b) El importe de las deducciones establecidas por la Comunidad Autónoma en el 
ejercicio de las competencias previstas en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se 
regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

2. El resultado de las operaciones a que se refiere el apartado anterior no podrá ser 
negativo.

Artículo 78.  Tramo autonómico de la deducción por inversión en vivienda habitual.
(Suprimido)

TÍTULO VIII
Cuota diferencial

Artículo 79.  Cuota diferencial.
La cuota diferencial será el resultado de minorar la cuota líquida total del impuesto, que 

será la suma de las cuotas líquidas, estatal y autonómica, en los siguientes importes:
a) La deducción por doble imposición internacional prevista en el artículo 80 de esta Ley.
b) Las deducciones a que se refieren el artículo 91.10 y el artículo 92.4 de esta Ley.
c) Las retenciones a que se refiere el apartado 11 del artículo 99 de esta Ley.
d) Cuando el contribuyente adquiera su condición por cambio de residencia, las 

retenciones e ingresos a cuenta a que se refiere el apartado 8 del artículo 99 de esta Ley, así 
como las cuotas satisfechas del Impuesto sobre la Renta de no Residentes y devengadas 
durante el período impositivo en que se produzca el cambio de residencia.

e) Las retenciones, los ingresos a cuenta y los pagos fraccionados previstos en esta Ley 
y en sus normas reglamentarias de desarrollo.

Artículo 80.  Deducción por doble imposición internacional.
1. Cuando entre las rentas del contribuyente figuren rendimientos o ganancias 

patrimoniales obtenidos y gravados en el extranjero, se deducirá la menor de las cantidades 
siguientes:

a) El importe efectivo de lo satisfecho en el extranjero por razón de un impuesto de 
naturaleza idéntica o análoga a este impuesto o al Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes sobre dichos rendimientos o ganancias patrimoniales.

b) El resultado de aplicar el tipo medio efectivo de gravamen a la parte de base liquidable 
gravada en el extranjero.

2. A estos efectos, el tipo medio efectivo de gravamen será el resultado de multiplicar por 
100 el cociente obtenido de dividir la cuota líquida total por la base liquidable. A tal fin, se 
deberá diferenciar el tipo de gravamen que corresponda a las rentas generales y del ahorro, 
según proceda. El tipo de gravamen se expresará con dos decimales.

3. Cuando se obtengan rentas en el extranjero a través de un establecimiento 
permanente se practicará la deducción por doble imposición internacional prevista en este 
artículo, y en ningún caso resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades.
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Artículo 80 bis.  Deducción por obtención de rendimientos del trabajo o de actividades 
económicas.

(Suprimido)

Artículo 81.  Deducción por maternidad.
1. Las mujeres con hijos menores de tres años con derecho a la aplicación del mínimo 

por descendientes previsto en el artículo 58 de esta ley, que en el momento del nacimiento 
del menor perciban prestaciones contributivas o asistenciales del sistema de protección de 
desempleo, o que en dicho momento o en cualquier momento posterior estén dadas de alta 
en el régimen correspondiente de la Seguridad Social o mutualidad con un período mínimo, 
en este último caso, de 30 días cotizados, podrán minorar la cuota diferencial de este 
Impuesto hasta en 1.200 euros anuales por cada hijo menor de tres años hasta que el menor 
alcance los tres años de edad. En los supuestos de adopción o acogimiento, tanto 
preadoptivo como permanente, la deducción se podrá practicar, con independencia de la 
edad del menor, durante los tres años siguientes a la fecha de la inscripción en el Registro 
Civil.

Cuando la inscripción no sea necesaria, la deducción se podrá practicar durante los tres 
años posteriores a la fecha de la resolución judicial o administrativa que la declare.

En caso de fallecimiento de la madre, o cuando la guarda y custodia se atribuya de 
forma exclusiva al padre o, en su caso, a un tutor, siempre que cumpla los requisitos 
previstos en este artículo, este tendrá derecho a la práctica de la deducción pendiente.

2. El importe de la deducción a que se refiere el apartado 1 anterior se podrá incrementar 
hasta en 1.000 euros adicionales cuando el contribuyente que tenga derecho a la misma 
hubiera satisfecho en el período impositivo gastos de custodia del hijo menor de tres años en 
guarderías o centros de educación infantil autorizados.

En el período impositivo en que el hijo menor cumpla tres años, el incremento previsto en 
este apartado podrá resultar de aplicación respecto de los gastos incurridos con 
posterioridad al cumplimiento de dicha edad hasta el mes anterior a aquel en el que pueda 
comenzar el segundo ciclo de educación infantil.

A estos efectos se entenderán por gastos de custodia las cantidades satisfechas a 
guarderías y centros de educación infantil por la preinscripción y matrícula de dichos 
menores, la asistencia, en horario general y ampliado, y la alimentación, siempre que se 
hayan producido por meses completos y no tuvieran la consideración de rendimientos del 
trabajo en especie exentos por aplicación de lo dispuesto en las letras b) o d) del apartado 3 
del artículo 42 de esta ley.

3. La deducción prevista en el apartado 1 anterior se calculará de forma proporcional al 
número de meses del periodo impositivo posteriores al momento en el que se cumplen los 
requisitos señalados en el apartado 1 anterior, en los que la mujer tenga derecho al mínimo 
por descendientes por ese menor de tres años, siempre que durante dichos meses no se 
perciba por ninguno de los progenitores en relación con dicho descendiente el complemento 
de ayuda para la infancia previsto en la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se 
establece el ingreso mínimo vital.

Cuando tenga derecho a la deducción en relación con ese descendiente por haberse 
dado de alta en la Seguridad Social o mutualidad con posterioridad al nacimiento del menor, 
la deducción correspondiente al mes en el que se cumpla el período de cotización de 30 días 
al que se refiere el apartado 1 anterior, se incrementará en 150 euros.

El incremento de la deducción previsto en el apartado 2 anterior se calculará de forma 
proporcional al número de meses en que se cumplan de forma simultánea los requisitos de 
los apartados 1 y 2 anteriores, salvo el relativo a que sea menor de tres años en los meses a 
los que se refiere el segundo párrafo del apartado 2 anterior, y tendrá como límite el importe 
total del gasto efectivo no subvencionado satisfecho en dicho período a la guardería o centro 
educativo en relación con ese hijo.

4. Se podrá solicitar a la Agencia Estatal de Administración Tributaria el abono del 
importe de la deducción previsto en el apartado 1 anterior de forma anticipada. En estos 
supuestos, no se minorará la cuota diferencial del impuesto.
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5. Reglamentariamente se regularán el procedimiento y las condiciones para tener 
derecho a la práctica de esta deducción, los supuestos en que se pueda solicitar de forma 
anticipada su abono y las obligaciones de información a cumplir por las guarderías o centros 
infantiles.

Artículo 81 bis.  Deducciones por familia numerosa o personas con discapacidad a cargo.
1. Los contribuyentes que realicen una actividad por cuenta propia o ajena por la cual 

estén dados de alta en el régimen correspondiente de la Seguridad Social o mutualidad 
podrán minorar la cuota diferencial del impuesto en las siguientes deducciones:

a) Por cada descendiente con discapacidad con derecho a la aplicación del mínimo por 
descendientes previsto en el artículo 58 de esta Ley, hasta 1.200 euros anuales.

b) Por cada ascendiente con discapacidad con derecho a la aplicación del mínimo por 
ascendientes previsto en el artículo 59 de esta Ley, hasta 1.200 euros anuales.

c) Por ser un ascendiente, o un hermano huérfano de padre y madre, que forme parte de 
una familia numerosa conforme a la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las 
Familias Numerosas, o por ser un ascendiente separado legalmente, o sin vínculo 
matrimonial, con dos hijos sin derecho a percibir anualidades por alimentos y por los que 
tenga derecho a la totalidad del mínimo previsto en el artículo 58 de esta Ley, hasta 1.200 
euros anuales. En caso de familias numerosas de categoría especial, esta deducción se 
incrementará en un 100 por ciento. Este incremento no se tendrá en cuenta a efectos del 
límite a que se refiere el apartado 2 de este artículo.

La cuantía de la deducción a que se refiere el párrafo anterior se incrementará hasta 
en 600 euros anuales por cada uno de los hijos que formen parte de la familia numerosa que 
exceda del número mínimo de hijos exigido para que dicha familia haya adquirido la 
condición de familia numerosa de categoría general o especial, según corresponda. Este 
incremento no se tendrá en cuenta a efectos del límite a que se refiere el apartado 2 de este 
artículo.

d) Por el cónyuge no separado legalmente con discapacidad, siempre que no tenga 
rentas anuales, excluidas las exentas, superiores a 8.000 euros ni genere el derecho a las 
deducciones previstas en las letras a) y b) anteriores, hasta 1.200 euros anuales.

Asimismo podrán minorar la cuota diferencial del impuesto en las deducciones previstas 
anteriormente los contribuyentes que perciban prestaciones contributivas y asistenciales del 
sistema de protección del desempleo, pensiones abonadas por el Régimen General y los 
Regímenes especiales de la Seguridad Social o por el Régimen de Clases Pasivas del 
Estado, así como los contribuyentes que perciban prestaciones análogas a las anteriores 
reconocidas a los profesionales no integrados en el régimen especial de la Seguridad Social 
de los trabajadores por cuenta propia o autónomos por las mutualidades de previsión social 
que actúen como alternativas al régimen especial de la Seguridad Social mencionado, 
siempre que se trate de prestaciones por situaciones idénticas a las previstas para la 
correspondiente pensión de la Seguridad Social.

Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación de alguna de las 
anteriores deducciones respecto de un mismo descendiente, ascendiente o familia 
numerosa, su importe se prorrateará entre ellos por partes iguales, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 4 de este artículo.

2. Las deducciones se calcularán de forma proporcional al número de meses en que se 
cumplan de forma simultánea los requisitos previstos en el apartado 1 anterior, y tendrán 
como límite para cada una de las deducciones, en el caso de los contribuyentes a que se 
refiere el primer párrafo del apartado 1 anterior, las cotizaciones y cuotas totales a la 
Seguridad Social y Mutualidades devengadas en cada período impositivo. No obstante, si 
tuviera derecho a la deducción prevista en las letras a) o b) del apartado anterior respecto de 
varios ascendientes o descendientes con discapacidad, el citado límite se aplicará de forma 
independiente respecto de cada uno de ellos.

A efectos del cálculo de este límite se computarán las cotizaciones y cuotas por sus 
importes íntegros, sin tomar en consideración las bonificaciones que pudieran corresponder.
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3. Se podrá solicitar a la Agencia Estatal de Administración Tributaria el abono de las 
deducciones de forma anticipada. En estos supuestos, no se minorará la cuota diferencial 
del impuesto.

4. Reglamentariamente se regularán el procedimiento y las condiciones para tener 
derecho a la práctica de estas deducciones, así como los supuestos en que se pueda 
solicitar de forma anticipada su abono.

Asimismo, reglamentariamente se podrán determinar los supuestos de cesión del 
derecho a la deducción a otro contribuyente que tenga derecho a su aplicación respecto de 
un mismo descendiente, ascendiente o familia numerosa.

En este caso, a efectos del cálculo de la deducción a que se refiere el apartado 2 de este 
artículo, se tendrá en cuenta de forma conjunta, tanto el número de meses en que se 
cumplan de forma simultánea los requisitos previstos en el apartado 1 de este artículo como 
las cotizaciones y cuotas totales a la Seguridad Social y Mutualidades correspondientes a 
todos los contribuyentes que tuvieran derecho a la deducción.

Se entenderá que no existe transmisión lucrativa a efectos fiscales por esta cesión.

TÍTULO IX
Tributación familiar

Artículo 82.  Tributación conjunta.
1. Podrán tributar conjuntamente las personas que formen parte de alguna de las 

siguientes modalidades de unidad familiar:
1.ª La integrada por los cónyuges no separados legalmente y, si los hubiera:
a) Los hijos menores, con excepción de los que, con el consentimiento de los padres, 

vivan independientes de éstos.
b) Los hijos mayores de edad incapacitados judicialmente sujetos a patria potestad 

prorrogada o rehabilitada.
2.ª En los casos de separación legal, o cuando no existiera vínculo matrimonial, la 

formada por el padre o la madre y todos los hijos que convivan con uno u otro y que reúnan 
los requisitos a que se refiere la regla 1.ª de este artículo.

2. Nadie podrá formar parte de dos unidades familiares al mismo tiempo.
3. La determinación de los miembros de la unidad familiar se realizará atendiendo a la 

situación existente a 31 de diciembre de cada año.

Artículo 83.  Opción por la tributación conjunta.
1. Las personas físicas integradas en una unidad familiar podrán optar, en cualquier 

período impositivo, por tributar conjuntamente en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, con arreglo a las normas generales del impuesto y las disposiciones de 
este título, siempre que todos sus miembros sean contribuyentes por este impuesto.

La opción por la tributación conjunta no vinculará para períodos sucesivos.
2. La opción por la tributación conjunta deberá abarcar a la totalidad de los miembros de 

la unidad familiar. Si uno de ellos presenta declaración individual, los restantes deberán 
utilizar el mismo régimen.

La opción ejercitada para un período impositivo no podrá ser modificada con 
posterioridad respecto del mismo una vez finalizado el plazo reglamentario de declaración.

En caso de falta de declaración, los contribuyentes tributarán individualmente, salvo que 
manifiesten expresamente su opción en el plazo de 10 días a partir del requerimiento de la 
Administración tributaria.

Artículo 84.  Normas aplicables en la tributación conjunta.
1. En la tributación conjunta serán aplicables las reglas generales del impuesto sobre 

determinación de la renta de los contribuyentes, determinación de las bases imponible y 
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liquidable y determinación de la deuda tributaria, con las especialidades que se fijan en los 
apartados siguientes.

2. Los importes y límites cuantitativos establecidos a efectos de la tributación individual 
se aplicarán en idéntica cuantía en la tributación conjunta, sin que proceda su elevación o 
multiplicación en función del número de miembros de la unidad familiar.

No obstante:
1.º Los límites máximos de reducción en la base imponible previstos en los artículos 52, 

53 y 54 y en la disposición adicional undécima de esta Ley, serán aplicados individualmente 
por cada partícipe o mutualista integrado en la unidad familiar.

2.º En cualquiera de las modalidades de unidad familiar, se aplicará, con independencia 
del número de miembros integrados en la misma, el importe del mínimo previsto en el 
apartado 1 del artículo 57, incrementado o disminuido en su caso para el cálculo del 
gravamen autonómico en los términos previstos en el artículo 56.3 de esta Ley.

Para la cuantificación del mínimo a que se refiere el apartado 2 del artículo 57 y el 
apartado 1 del artículo 60, ambos de esta Ley, se tendrán en cuenta las circunstancias 
personales de cada uno de los cónyuges integrados en la unidad familiar.

En ningún caso procederá la aplicación de los citados mínimos por los hijos, sin perjuicio 
de la cuantía que proceda por el mínimo por descendientes y discapacidad.

3.º En la primera de las modalidades de unidad familiar del artículo 82 de esta ley, la 
base imponible, con carácter previo a las reducciones previstas en los artículos 51, 53 y 54 y 
en la disposición adicional undécima de esta Ley, se reducirá en 3.400 euros anuales. A tal 
efecto, la reducción se aplicará, en primer lugar, a la base imponible general sin que pueda 
resultar negativa como consecuencia de tal minoración. El remanente, si lo hubiera, minorará 
la base imponible del ahorro, que tampoco podrá resultar negativa.

4.º En la segunda de las modalidades de unidad familiar del artículo 82 de esta ley, la 
base imponible, con carácter previo a las reducciones previstas en los artículos 51, 53 y 54 y 
en la disposición adicional undécima de esta Ley, se reducirá en 2.150 euros anuales. A tal 
efecto, la reducción se aplicará, en primer lugar, a la base imponible general sin que pueda 
resultar negativa como consecuencia de tal minoración. El remanente, si lo hubiera, minorará 
la base imponible del ahorro, que tampoco podrá resultar negativa.

No se aplicará esta reducción cuando el contribuyente conviva con el padre o la madre 
de alguno de los hijos que forman parte de su unidad familiar.

3. En la tributación conjunta serán compensables, con arreglo a las normas generales 
del impuesto, las pérdidas patrimoniales y las bases liquidables generales negativas, 
realizadas y no compensadas por los contribuyentes componentes de la unidad familiar en 
períodos impositivos anteriores en que hayan tributado individualmente.

4. Los mismos conceptos determinados en tributación conjunta serán compensables 
exclusivamente, en caso de tributación individual posterior, por aquellos contribuyentes a 
quienes correspondan de acuerdo con las reglas sobre individualización de rentas 
contenidas en esta ley.

5. Las rentas de cualquier tipo obtenidas por las personas físicas integradas en una 
unidad familiar que hayan optado por la tributación conjunta serán gravadas 
acumuladamente.

6. Todos los miembros de la unidad familiar quedarán conjunta y solidariamente 
sometidos al impuesto, sin perjuicio del derecho a prorratear entre sí la deuda tributaria, 
según la parte de renta sujeta que corresponda a cada uno de ellos.

TÍTULO X
Regímenes especiales

Sección 1.ª Imputación de rentas inmobiliarias

Artículo 85.  Imputación de rentas inmobiliarias.
1. En el supuesto de los bienes inmuebles urbanos, calificados como tales en el artículo 

7 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por el Real Decreto 
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Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, así como en el caso de los inmuebles rústicos con 
construcciones que no resulten indispensables para el desarrollo de explotaciones agrícolas, 
ganaderas o forestales, no afectos en ambos casos a actividades económicas, ni 
generadores de rendimientos del capital, excluida la vivienda habitual y el suelo no edificado, 
tendrá la consideración de renta imputada la cantidad que resulte de aplicar el 2 por ciento al 
valor catastral, determinándose proporcionalmente al número de días que corresponda en 
cada período impositivo.

En el caso de inmuebles localizados en municipios en los que los valores catastrales 
hayan sido revisados, modificados o determinados mediante un procedimiento de valoración 
colectiva de carácter general, de conformidad con la normativa catastral, y hayan entrado en 
vigor en el período impositivo o en el plazo de los diez períodos impositivos anteriores, el 
porcentaje será el 1,1 por ciento.

Si a la fecha de devengo del impuesto el inmueble careciera de valor catastral o éste no 
hubiera sido notificado al titular, el porcentaje será del 1,1 por ciento y se aplicará sobre el 50 
por ciento del mayor de los siguientes valores: el comprobado por la Administración a 
efectos de otros tributos o el precio, contraprestación o valor de la adquisición.

Cuando se trate de inmuebles en construcción y en los supuestos en que, por razones 
urbanísticas, el inmueble no sea susceptible de uso, no se estimará renta alguna.

2. Estas rentas se imputarán a los titulares de los bienes inmuebles de acuerdo con el 
apartado 3 del artículo 11 de esta Ley.

Cuando existan derechos reales de disfrute, la renta computable a estos efectos en el 
titular del derecho será la que correspondería al propietario.

3. En los supuestos de derechos de aprovechamiento por turno de bienes inmuebles la 
imputación se efectuará al titular del derecho real, prorrateando el valor catastral en función 
de la duración anual del periodo de aprovechamiento.

Si a la fecha de devengo del impuesto los inmuebles a que se refiere este apartado 
carecieran de valor catastral, o éste no hubiera sido notificado al titular, se tomará como 
base de imputación el precio de adquisición del derecho de aprovechamiento.

No procederá la imputación de renta inmobiliaria a los titulares de derechos de 
aprovechamiento por turno de bienes inmuebles cuando su duración no exceda de dos 
semanas por año.

Sección 2.ª Régimen de atribución de rentas

Artículo 86.  Régimen de atribución de rentas.
Las rentas correspondientes a las entidades en régimen de atribución de rentas se 

atribuirán a los socios, herederos, comuneros o partícipes, respectivamente, de acuerdo con 
lo establecido en esta sección 2.ª

Artículo 87.  Entidades en régimen de atribución de rentas.
1. Tendrán la consideración de entidades en régimen de atribución de rentas aquellas a 

las que se refiere el artículo 8.3 de esta Ley y, en particular, las entidades constituidas en el 
extranjero cuya naturaleza jurídica sea idéntica o análoga a la de las entidades en atribución 
de rentas constituidas de acuerdo con las leyes españolas.

2. El régimen de atribución de rentas no será aplicable a las sociedades agrarias de 
transformación que tributarán por el Impuesto sobre Sociedades.

3. Las entidades en régimen de atribución de rentas no estarán sujetas al Impuesto 
sobre Sociedades, a excepción de lo dispuesto en el apartado 12 del artículo 15 bis de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades.

Artículo 88.  Calificación de la renta atribuida.
Las rentas de las entidades en régimen de atribución de rentas atribuidas a los socios, 

herederos, comuneros o partícipes tendrán la naturaleza derivada de la actividad o fuente de 
donde procedan para cada uno de ellos.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 950 –



Artículo 89.  Cálculo de la renta atribuible y pagos a cuenta.
1. Para el cálculo de las rentas a atribuir a cada uno de los socios, herederos, 

comuneros o partícipes, se aplicarán las siguientes reglas:
1.ª Las rentas se determinarán con arreglo a las normas de este Impuesto, y no serán 

aplicables las reducciones previstas en los artículos 23.2, 23.3, 26.2 y 32 de esta Ley, con 
las siguientes especialidades:

a) La renta atribuible se determinará de acuerdo con lo previsto en la normativa del 
Impuesto sobre Sociedades cuando todos los miembros de la entidad en régimen de 
atribución de rentas sean sujetos pasivos de dicho Impuesto o contribuyentes por el 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente.

b) La determinación de la renta atribuible a los contribuyentes del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes sin establecimiento permanente se efectuará de acuerdo con lo 
previsto en el capítulo IV del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo.

c) Para el cálculo de la renta atribuible a los miembros de la entidad en régimen de 
atribución de rentas, que sean sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades o 
contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento 
permanente o sin establecimiento permanente que no sean personas físicas, procedente de 
ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión de elementos no afectos al desarrollo 
de actividades económicas, no resultará de aplicación lo establecido en la disposición 
transitoria novena de esta Ley.

2.ª La parte de renta atribuible a los socios, herederos, comuneros o partícipes, 
contribuyentes por este Impuesto o por el Impuesto sobre Sociedades, que formen parte de 
una entidad en régimen de atribución de rentas constituida en el extranjero, se determinará 
de acuerdo con lo señalado en la regla 1.ª anterior.

3.ª Cuando la entidad en régimen de atribución de rentas obtenga rentas de fuente 
extranjera que procedan de un país con el que España no tenga suscrito un convenio para 
evitar la doble imposición con cláusula de intercambio de información, no se computarán las 
rentas negativas que excedan de las positivas obtenidas en el mismo país y procedan de la 
misma fuente. El exceso se computará en los cuatro años siguientes de acuerdo con lo 
señalado en esta regla 3.ª

2. Estarán sujetas a retención o ingreso a cuenta, con arreglo a las normas de este 
Impuesto, las rentas que se satisfagan o abonen a las entidades en régimen de atribución de 
rentas, con independencia de que todos o alguno de sus miembros sea contribuyente por 
este Impuesto, sujeto pasivo del Impuesto sobre Sociedades o contribuyente por el Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes. Dicha retención o ingreso a cuenta se deducirá en la 
imposición personal del socio, heredero, comunero o partícipe, en la misma proporción en 
que se atribuyan las rentas.

3. Las rentas se atribuirán a los socios, herederos, comuneros o partícipes según las 
normas o pactos aplicables en cada caso y, si éstos no constaran a la Administración 
tributaria en forma fehaciente, se atribuirán por partes iguales.

4. Los miembros de la entidad en régimen de atribución de rentas que sean 
contribuyentes por este Impuesto podrán practicar en su declaración las reducciones 
previstas en los artículos 23.2, 23.3, 26.2 y 32.1 de esta Ley.

5. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y los contribuyentes por el 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente, que sean 
miembros de una entidad en régimen de atribución de rentas que adquiera acciones o 
participaciones en instituciones de inversión colectiva, integrarán en su base imponible el 
importe de las rentas contabilizadas o que deban contabilizarse procedentes de las citadas 
acciones o participaciones. Asimismo, integrarán en su base imponible el importe de los 
rendimientos del capital mobiliario derivados de la cesión a terceros de capitales propios que 
se hubieran devengado a favor de la entidad en régimen de atribución de rentas.
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Artículo 90.  Obligaciones de información de las entidades en régimen de atribución de 
rentas.

1. Las entidades en régimen de atribución de rentas deberán presentar una declaración 
informativa, con el contenido que reglamentariamente se establezca, relativa a las rentas a 
atribuir a sus socios, herederos, comuneros o partícipes, residentes o no en territorio 
español.

2. La obligación de información a que se refiere el apartado anterior deberá ser cumplida 
por quien tenga la consideración de representante de la entidad en régimen de atribución de 
rentas, de acuerdo con lo previsto en el artículo 45.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, o por sus miembros contribuyentes por este Impuesto o sujetos pasivos 
por el Impuesto sobre Sociedades en el caso de las entidades constituidas en el extranjero.

3. Las entidades en régimen de atribución de rentas deberán notificar a sus socios, 
herederos, comuneros o partícipes, la renta total de la entidad y la renta atribuible a cada 
uno de ellos en los términos que reglamentariamente se establezcan.

4. El Ministro de Economía y Hacienda establecerá el modelo, así como el plazo, lugar y 
forma de presentación de la declaración informativa a que se refiere este artículo.

5. No estarán obligadas a presentar la declaración informativa a que se refiere el 
apartado 1 de este artículo, las entidades en régimen de atribución de rentas que no ejerzan 
actividades económicas y cuyas rentas no excedan de 3.000 euros anuales.

Sección 3.ª Transparencia fiscal internacional

Artículo 91.  Imputación de rentas en el régimen de transparencia fiscal internacional.
1. Los contribuyentes imputarán las rentas positivas obtenidas por una entidad no 

residente en territorio español a que se refieren los apartados 2 o 3 de este artículo cuando 
se cumplan las circunstancias siguientes:

a) Que por sí solos o conjuntamente con entidades vinculadas en el sentido del artículo 
18 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades o con otros contribuyentes unidos por vínculos 
de parentesco, incluido el cónyuge, en línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad 
hasta el segundo grado inclusive, tengan una participación igual o superior al 50 por ciento 
en el capital, los fondos propios, los resultados o los derechos de voto de la entidad no 
residente en territorio español, en la fecha del cierre del ejercicio social de esta última.

b) Que el importe satisfecho por la entidad no residente en territorio español, imputable a 
alguna de las clases de rentas previstas en el apartado 2 o 3 de este artículo por razón de 
gravamen de naturaleza idéntica o análoga al Impuesto sobre Sociedades, sea inferior al 75 
por ciento del que hubiera correspondido de acuerdo con las normas de aquel.

2. Los contribuyentes imputarán la renta total obtenida por la entidad no residente en 
territorio español, cuando esta no disponga de la correspondiente organización de medios 
materiales y personales para su obtención, incluso si las operaciones tienen carácter 
recurrente.

Se entenderá por renta total el importe de la base imponible que resulte de aplicar los 
criterios y principios establecidos en la Ley del Impuesto sobre Sociedades y en las restantes 
disposiciones relativas al Impuesto sobre Sociedades para la determinación de aquella.

Este apartado no resultará de aplicación cuando el contribuyente acredite que las 
referidas operaciones se realizan con los medios materiales y personales existentes en una 
entidad no residente en territorio español perteneciente al mismo grupo, en el sentido del 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de su residencia y de la obligación 
de formular cuentas anuales consolidadas, o bien que su constitución y operativa responde a 
motivos económicos válidos.

La aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo de este apartado prevalecerá sobre lo 
previsto en el apartado siguiente.

3. En el supuesto de no aplicarse lo establecido en el apartado anterior, se imputará 
únicamente la renta positiva que provenga de cada una de las siguientes fuentes:

a) Titularidad de bienes inmuebles rústicos y urbanos o de derechos reales que recaigan 
sobre estos, salvo que estén afectos a una actividad económica, o cedidos en uso a 
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entidades no residentes, pertenecientes al mismo grupo de sociedades de la titular en el 
sentido del artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de su residencia y de la 
obligación de formular cuentas anuales consolidadas, e igualmente estuvieren afectos a una 
actividad económica.

b) Participación en fondos propios de cualquier tipo de entidad y cesión a terceros de 
capitales propios, que tengan tal consideración con arreglo a lo dispuesto en los apartados 1 
y 2 del artículo 25 de esta Ley.

No se entenderá incluida en esta letra la renta positiva que proceda de los siguientes 
activos financieros:

1.º Los tenidos para dar cumplimiento a obligaciones legales y reglamentarias originadas 
por el ejercicio de actividades económicas.

2.º Los que incorporen derechos de crédito nacidos de relaciones contractuales 
establecidas como consecuencia del desarrollo de actividades económicas.

3.º Los tenidos como consecuencia del ejercicio de actividades de intermediación en 
mercados oficiales de valores.

4.º Los tenidos por entidades de crédito y aseguradoras como consecuencia del ejercicio 
de sus actividades, sin perjuicio de lo establecido en la letra i).

La renta positiva derivada de la cesión a terceros de capitales propios se entenderá que 
procede de la realización de actividades crediticias y financieras a que se refiere la letra i) 
cuando el cedente y el cesionario pertenezcan a un grupo de sociedades en el sentido del 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de 
formular cuentas anuales consolidadas, y los ingresos del cesionario procedan, al menos en 
el 85 por ciento, del ejercicio de actividades económicas.

c) Operaciones de capitalización y seguro, que tengan como beneficiaria a la propia 
entidad.

d) Propiedad industrial e intelectual, asistencia técnica, bienes muebles, derechos de 
imagen y arrendamiento o subarrendamiento de negocios o minas, que tengan tal 
consideración con arreglo a lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 25 de esta Ley.

No obstante, no será objeto de imputación la renta procedente de derechos de imagen 
que deba imputarse conforme a lo dispuesto en el artículo 92 de esta Ley.

e) Transmisión de los bienes y derechos referidos en las letras a), b), c) y d) anteriores 
que genere rentas.

f) Instrumentos financieros derivados, excepto los designados para cubrir un riesgo 
específicamente identificado derivado de la realización de actividades económicas.

g) Actividades de seguros, crediticias, operaciones de arrendamiento financiero y otras 
actividades financieras salvo que se trate de rentas obtenidas en el ejercicio de actividades 
económicas, sin perjuicio de lo establecido en la letra i).

h) Operaciones sobre bienes y servicios realizados con personas o entidades vinculadas 
en el sentido del artículo 18 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en las que la entidad 
no residente o establecimiento añade un valor económico escaso o nulo.

i) Actividades crediticias, financieras, aseguradoras y de prestación de servicios 
realizadas, directa o indirectamente, con personas o entidades residentes en territorio 
español y vinculadas en el sentido del artículo 18 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, 
en cuanto determinen gastos fiscalmente deducibles en dichas personas o entidades 
residentes.

No se incluirá la renta positiva prevista en esta letra cuando al menos dos tercios de los 
ingresos derivados de las actividades crediticias, financieras, aseguradoras o de prestación 
de servicios realizadas por la entidad no residente procedan de operaciones efectuadas con 
personas o entidades no vinculadas en el sentido del artículo 18 de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades.

4. No se imputarán las rentas previstas en el apartado 3 de este artículo cuando la suma 
de sus importes sea inferior al 15 por ciento de la renta total obtenida por la entidad no 
residente.

No obstante, se imputarán en todo caso las rentas a las que se refiere la letra i) del 
apartado 3 sin perjuicio de que, asimismo, sean tomadas en consideración a efectos de 
determinar la suma a la que se refiere el párrafo anterior.
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No se imputará en la base imponible del contribuyente el impuesto o impuestos de 
naturaleza idéntica o similar al Impuesto sobre Sociedades efectivamente satisfecho por la 
sociedad no residente por la parte de renta a incluir.

5. Estarán obligados a la imputación prevista en este artículo los contribuyentes 
comprendidos en la letra a) del apartado 1, que participen directamente en la entidad no 
residente o bien indirectamente a través de otra u otras entidades no residentes. En este 
último caso, el importe de la renta positiva será el correspondiente a la participación 
indirecta.

El importe de la renta positiva a imputar se determinará en proporción a la participación 
en los resultados y, en su defecto, en proporción a la participación en el capital, los fondos 
propios o los derechos de voto.

Las rentas positivas a que se refieren los apartados 2 y 3 se imputarán en la base 
imponible general, de acuerdo con lo previsto en el artículo 45 de esta Ley.

6. La imputación se realizará en el período impositivo que comprenda el día en que la 
entidad no residente en territorio español haya concluido su ejercicio social que, a estos 
efectos, no podrá entenderse de duración superior a 12 meses.

7. El importe de las rentas positivas a imputar se calculará de acuerdo con los principios 
y criterios establecidos en la Ley del Impuesto sobre Sociedades y en las restantes 
disposiciones relativas al Impuesto sobre Sociedades para la determinación de la base 
imponible.

A estos efectos se utilizará el tipo de cambio vigente al cierre del ejercicio social de la 
entidad no residente en territorio español.

En ningún caso se imputará una cantidad superior a la renta total de la entidad no 
residente.

8. No se integrarán en la base imponible los dividendos o participaciones en beneficios 
en la parte que corresponda a la renta positiva que haya sido imputada. El mismo 
tratamiento se aplicará a los dividendos a cuenta.

En caso de distribución de reservas se atenderá a la designación contenida en el 
acuerdo social, entendiéndose aplicadas las últimas cantidades abonadas a dichas reservas.

Una misma renta positiva solamente podrá ser objeto de imputación por una sola vez, 
cualquiera que sea la forma y la entidad en que se manifieste.

9. Será deducible de la cuota líquida el impuesto o gravamen efectivamente satisfecho 
en el extranjero por razón de la distribución de los dividendos o participaciones en 
beneficios, sea conforme a un convenio para evitar la doble imposición o de acuerdo con la 
legislación interna del país o territorio de que se trate, en la parte que corresponda a la renta 
positiva imputada con anterioridad en la base imponible.

Esta deducción se practicará aun cuando los impuestos correspondan a períodos 
impositivos distintos a aquel en el que se realizó la imputación.

En ningún caso se deducirán los impuestos satisfechos en países o territorios calificados 
como jurisdicciones no cooperativas.

Esta deducción no podrá exceder de la cuota íntegra que en España corresponda pagar 
por la renta positiva incluida en la base imponible.

10. Para calcular la renta derivada de la transmisión de la participación, directa o 
indirecta, se emplearán las reglas contenidas en la letra a) del apartado 2 de la disposición 
transitoria décima de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en relación a la renta positiva 
imputada en la base imponible. Los beneficios sociales a que se refiere el citado precepto 
serán los correspondientes a la renta positiva imputada.

11. Los contribuyentes a quienes sea de aplicación lo previsto en el presente artículo 
deberán presentar conjuntamente con la declaración por este Impuesto los siguientes datos 
relativos a la entidad no residente en territorio español:

a) Nombre o razón social y lugar del domicilio social.
b) Relación de administradores y lugar de su domicilio fiscal.
c) El balance, la cuenta de pérdidas y ganancias y la memoria.
d) Importe de la renta positiva que deba ser objeto de imputación en la base imponible.
e) Justificación de los impuestos satisfechos respecto de la renta positiva que deba ser 

objeto de imputación.
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12. Cuando la entidad participada resida en un país o territorio calificado como 
jurisdicción no cooperativa, se presumirá que:

a) Se cumple la circunstancia prevista en la letra b) del apartado 1.
b) Las rentas de la entidad participada reúnen las características del apartado 3 de este 

artículo.
c) La renta obtenida por la entidad participada es el 15 por ciento del valor de adquisición 

de la participación.
Las presunciones contenidas en los párrafos anteriores admitirán prueba en contrario.
13. A los efectos del presente artículo se entenderá que el grupo de sociedades a que se 

refiere el artículo 42 del Código de Comercio incluye las entidades multigrupo y asociadas en 
los términos de la legislación mercantil.

14. Lo previsto en este artículo no será de aplicación cuando la entidad no residente en 
territorio español sea residente en otro Estado miembro de la Unión Europea o que forme 
parte del Acuerdo del Espacio Económico Europeo, siempre que el contribuyente acredite 
que realiza actividades económicas o se trate de una institución de inversión colectiva 
regulada en la Directiva 2009/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 
2009, por la que se coordinan las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas 
sobre determinados organismos de inversión colectiva en valores mobiliarios, distintas de las 
previstas en el artículo 95 de esta Ley, constituida y domiciliada en algún Estado miembro de 
la Unión Europea.

Sección 4.ª Derechos de imagen

Artículo 92.  Imputación de rentas por la cesión de derechos de imagen.
1. Los contribuyentes imputarán en su base imponible del Impuesto sobre la Renta de 

las Personas Físicas la cantidad a que se refiere el apartado 3 cuando concurran las 
circunstancias siguientes:

a) Que hubieran cedido el derecho a la explotación de su imagen o hubiesen consentido 
o autorizado su utilización a otra persona o entidad, residente o no residente. A efectos de lo 
dispuesto en este párrafo, será indiferente que la cesión, consentimiento o autorización 
hubiese tenido lugar cuando la persona física no fuese contribuyente.

b) Que presten sus servicios a una persona o entidad en el ámbito de una relación 
laboral.

c) Que la persona o entidad con la que el contribuyente mantenga la relación laboral, o 
cualquier otra persona o entidad vinculada con ellas en los términos del artículo 16 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, haya obtenido, mediante actos 
concertados con personas o entidades residentes o no residentes la cesión del derecho a la 
explotación o el consentimiento o autorización para la utilización de la imagen de la persona 
física.

2. La imputación a que se refiere el apartado anterior no procederá cuando los 
rendimientos del trabajo obtenidos en el período impositivo por la persona física a que se 
refiere el párrafo primero del apartado anterior en virtud de la relación laboral no sean 
inferiores al 85 por ciento de la suma de los citados rendimientos más la total 
contraprestación a cargo de la persona o entidad a que se refiere el párrafo c) del apartado 
anterior por los actos allí señalados.

3. La cantidad a imputar será el valor de la contraprestación que haya satisfecho con 
anterioridad a la contratación de los servicios laborales de la persona física o que deba 
satisfacer la persona o entidad a que se refiere el párrafo c) del apartado 1 por los actos allí 
señalados. Dicha cantidad se incrementará en el importe del ingreso a cuenta a que se 
refiere el apartado 8 y se minorará en el valor de la contraprestación obtenida por la persona 
física como consecuencia de la cesión, consentimiento o autorización a que se refiere el 
párrafo a) del apartado 1, siempre que la misma se hubiera obtenido en un período 
impositivo en el que la persona física titular de la imagen sea contribuyente por este 
impuesto.
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4. 1.º Cuando proceda la imputación, será deducible de la cuota líquida del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente a la persona a que se refiere el 
párrafo primero del apartado 1:

a) El impuesto o impuestos de naturaleza idéntica o similar al Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas o sobre Sociedades que, satisfecho en el extranjero por la persona 
o entidad no residente primera cesionaria, corresponda a la parte de la renta neta derivada 
de la cuantía que debe incluir en su base imponible.

b) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o sobre Sociedades que, 
satisfecho en España por la persona o entidad residente primera cesionaria, corresponda a 
la parte de la renta neta derivada de la cuantía que debe incluir en su base imponible.

c) El impuesto o gravamen efectivamente satisfecho en el extranjero por razón de la 
distribución de los dividendos o participaciones en beneficios distribuidos por la primera 
cesionaria, sea conforme a un convenio para evitar la doble imposición o de acuerdo con la 
legislación interna del país o territorio de que se trate, en la parte que corresponda a la 
cuantía incluida en la base imponible.

d) El impuesto satisfecho en España, cuando la persona física no sea residente, que 
corresponda a la contraprestación obtenida por la persona física como consecuencia de la 
primera cesión del derecho a la explotación de su imagen o del consentimiento o 
autorización para su utilización.

e) El impuesto o impuestos de naturaleza idéntica o similar al Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas satisfecho en el extranjero, que corresponda a la contraprestación 
obtenida por la persona física como consecuencia de la primera cesión del derecho a la 
explotación de su imagen o del consentimiento o autorización para su utilización.

2.º Estas deducciones se practicarán aun cuando los impuestos correspondan a 
períodos impositivos distintos a aquél en el que se realizó la imputación.

En ningún caso se deducirán los impuestos satisfechos en países o territorios 
considerados como paraísos fiscales.

Estas deducciones no podrán exceder, en su conjunto, de la cuota íntegra que 
corresponda satisfacer en España por la renta imputada en la base imponible.

5. 1.º La imputación se realizará por la persona física en el período impositivo que 
corresponda a la fecha en que la persona o entidad a que se refiere el párrafo c) del 
apartado 1 efectúe el pago o satisfaga la contraprestación acordada, salvo que por dicho 
período impositivo la persona física no fuese contribuyente por este impuesto, en cuyo caso 
la inclusión deberá efectuarse en el primero o en el último período impositivo por el que deba 
tributar por este impuesto, según los casos.

2.º La imputación se efectuará en la base imponible, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 45 de esta Ley.

3.º A estos efectos se utilizará el tipo de cambio vigente al día de pago o satisfacción de 
la contraprestación acordada por parte de la persona o entidad a que se refiere el párrafo c) 
del apartado 1.

6. 1.º No se imputarán en el impuesto personal de los socios de la primera cesionaria los 
dividendos o participaciones en beneficios distribuidos por ésta en la parte que corresponda 
a la cuantía que haya sido imputada por la persona física a que se refiere el primer párrafo 
del apartado 1. El mismo tratamiento se aplicará a los dividendos a cuenta.

En caso de distribución de reservas se atenderá a la designación contenida en el 
acuerdo social, entendiéndose aplicadas las últimas cantidades abonadas a dichas reservas.

2.º Los dividendos o participaciones a que se refiere el ordinal 1.º anterior no darán 
derecho a la deducción por doble imposición internacional.

3.º Una misma cuantía sólo podrá ser objeto de imputación por una sola vez, cualquiera 
que sea la forma y la persona o entidad en que se manifieste.

7. Lo previsto en los apartados anteriores de este artículo se entenderá sin perjuicio de lo 
dispuesto en los tratados y convenios internacionales que hayan pasado a formar parte del 
ordenamiento interno y en el artículo 4 de esta ley.

8. Cuando proceda la imputación a que se refiere el apartado 1, la persona o entidad a 
que se refiere el párrafo c) del mismo deberá efectuar un ingreso a cuenta de las 
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contraprestaciones satisfechas en metálico o en especie a personas o entidades no 
residentes por los actos allí señalados.

Si la contraprestación fuese en especie, su valoración se efectuará de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 43 de esta ley, y se practicará el ingreso a cuenta sobre dicho valor.

La persona o entidad a que se refiere el párrafo c) del apartado 1 deberá presentar 
declaración del ingreso a cuenta en la forma, plazos e impresos que establezca el Ministro 
de Economía y Hacienda. Al tiempo de presentar la declaración deberá determinar su 
importe y efectuar su ingreso en el Tesoro.

Reglamentariamente se regulará el tipo de ingreso a cuenta.

Sección 5.ª Régimen especial para trabajadores desplazados

Artículo 93.  Régimen fiscal especial aplicable a los trabajadores, profesionales, 
emprendedores e inversores desplazados a territorio español.

1. Las personas físicas que adquieran su residencia fiscal en España como 
consecuencia de su desplazamiento a territorio español podrán optar por tributar por el 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes, con las reglas especiales previstas en el 
apartado 2 de este artículo, manteniendo la condición de contribuyentes por el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, durante el período impositivo en que se efectúe el 
cambio de residencia y durante los cinco períodos impositivos siguientes, cuando, en los 
términos que se establezcan reglamentariamente, se cumplan las siguientes condiciones:

a) Que no hayan sido residentes en España durante los cinco períodos impositivos 
anteriores a aquél en el que se produzca su desplazamiento a territorio español.

b) Que el desplazamiento a territorio español se produzca, ya sea en el primer año de 
aplicación del régimen o en el año anterior, como consecuencia de alguna de las siguientes 
circunstancias:

1.º Como consecuencia de un contrato de trabajo, con excepción de la relación laboral 
especial de los deportistas profesionales regulada por el Real Decreto 1006/1985, de 26 de 
junio, por el que se regula la relación laboral especial de los deportistas profesionales.

Se entenderá cumplida esta condición cuando se inicie una relación laboral, ordinaria o 
especial distinta de la anteriormente indicada, o estatutaria con un empleador en España. 
Igualmente, se entenderá cumplida esta condición cuando el desplazamiento sea ordenado 
por el empleador y exista una carta de desplazamiento de este o cuando, sin ser ordenado 
por el empleador, la actividad laboral se preste a distancia, mediante el uso exclusivo de 
medios y sistemas informáticos, telemáticos y de telecomunicación. En particular, se 
entenderá cumplida esta circunstancia en el caso de trabajadores por cuenta ajena que 
cuenten con el visado para teletrabajo de carácter internacional previsto en la Ley 14/2013, 
de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización.

2.º Como consecuencia de la adquisición de la condición de administrador de una 
entidad. En caso de que la entidad tenga la consideración de entidad patrimonial en los 
términos previstos en el artículo 5, apartado 2, de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, el 
administrador no podrá tener una participación en dicha entidad que determine su 
consideración como entidad vinculada en los términos previstos en el artículo 18 de la Ley 
27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

3.º Como consecuencia de la realización en España de una actividad económica 
calificada como actividad emprendedora, de acuerdo con el procedimiento descrito en el 
artículo 70 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, en los términos establecidos 
reglamentariamente.

4.º Como consecuencia de la realización en España de una actividad económica por 
parte de un profesional altamente cualificado que preste servicios a empresas emergentes 
en el sentido del artículo 3 de la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del 
ecosistema de empresas emergentes, o que lleve a cabo actividades de formación, 
investigación, desarrollo e innovación, percibiendo por ello una remuneración que represente 
en conjunto más del 40 % de la totalidad de los rendimientos empresariales, profesionales y 
del trabajo personal. Reglamentariamente se determinará la forma de acreditar la condición 
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de profesional altamente cualificado, así como la determinación de los requisitos para 
calificar las actividades como de formación, investigación, desarrollo e innovación.

c) Que no obtenga rentas que se calificarían como obtenidas mediante un 
establecimiento permanente situado en territorio español, salvo en el supuesto previsto en la 
letra b).3.º y 4.º de este apartado.

El contribuyente que opte por la tributación por el Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes quedará sujeto por obligación real en el Impuesto sobre el Patrimonio.

La persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública establecerá el 
procedimiento para el ejercicio de la opción mencionada en este apartado.

2. La aplicación de este régimen especial implicará, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, la determinación de la deuda tributaria del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas con arreglo a las normas establecidas en el texto refundido de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
5/2004, de 5 de marzo, para las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento 
permanente con las siguientes especialidades:

a) No resultará de aplicación lo dispuesto en los artículos 5, 6, 8, 9, 10, 11 y 14 del 
capítulo I del citado texto refundido. No obstante, estarán exentos los rendimientos del 
trabajo en especie a los que se refiere la letra a) del artículo 14.1 del citado texto refundido.

b) La totalidad de los rendimientos de actividades económicas calificadas como una 
actividad emprendedora o de los rendimientos del trabajo obtenidos por el contribuyente 
durante la aplicación del régimen especial se entenderán obtenidos en territorio español.

c) A efectos de la liquidación del impuesto, se gravarán acumuladamente las rentas 
obtenidas por el contribuyente en territorio español durante el año natural, sin que sea 
posible compensación alguna entre aquellas.

d) La base liquidable estará formada por la totalidad de las rentas a que se refiere la letra 
c) anterior, distinguiéndose entre las rentas a que se refiere el artículo 25.1.f) del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, y el resto de rentas.

e) Para la determinación de la cuota íntegra:
1.º A la base liquidable, salvo la parte de la misma correspondiente a las rentas a que se 

refiere el artículo 25.1.f) del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes, se le aplicarán los tipos que se indican en la siguiente escala:

Base liquidable
–

Euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
Hasta 600.000 euros. 24
Desde 600.000,01 euros en adelante. 47

2.º A la parte de la base liquidable correspondiente a las rentas a que se refiere el 
artículo 25.1.f) del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, 
se le aplicarán los tipos que se indican en la siguiente escala:

Base liquidable
del ahorro

–
Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
del ahorro

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0 0 6.000 19
6.000,00 1.140 44.000 21

50.000,00 10.380 150.000 23
200.000,00 44.880 100.000 27
300.000,00 71.880 En adelante 28

f) Las retenciones e ingresos a cuenta en concepto de pagos a cuenta del impuesto se 
practicarán, en los términos que se establezcan reglamentariamente, de acuerdo con la 
normativa del Impuesto sobre la Renta de no Residentes.
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No obstante, el porcentaje de retención o ingreso a cuenta sobre rendimientos del 
trabajo será el 24 por ciento. Cuando las retribuciones satisfechas por un mismo pagador de 
rendimientos del trabajo durante el año natural excedan de 600.000 euros, el porcentaje de 
retención aplicable al exceso será el 47 por ciento.

3. También podrán optar por tributar por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes, 
con las reglas especiales previstas en el apartado 2 de este artículo, manteniendo la 
condición de contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el 
cónyuge del contribuyente a que se refiere el apartado 1 anterior y sus hijos, menores de 
veinticinco años o cualquiera que sea su edad en caso de discapacidad, o en el supuesto de 
inexistencia de vínculo matrimonial, el progenitor de estos, siempre que se cumplan las 
siguientes condiciones:

a) Que se desplacen a territorio español con el contribuyente a que se refiere el apartado 
1 anterior o en un momento posterior, siempre que no hubiera finalizado el primer período 
impositivo en el que a este le resulte de aplicación el régimen especial.

b) Que adquieran su residencia fiscal en España.
c) Que cumplan las condiciones a que se refieren las letras a) y c) del apartado 1 de este 

artículo.
d) Que la suma de las bases liquidables, a que se refiere la letra d) del apartado 2 de 

este artículo, de los contribuyentes en cada uno de los períodos impositivos en los que les 
resulte de aplicación este régimen especial, sea inferior a la base liquidable del contribuyente 
a que se refiere el apartado 1 anterior.

El régimen especial resultará de aplicación durante los sucesivos períodos impositivos 
en los que, cumpliéndose tales condiciones, el mismo resulte también de aplicación al 
contribuyente previsto en el apartado 1 anterior. Reglamentariamente se establecerán los 
términos y condiciones para la aplicación del presente régimen especial.

Sección 6.ª Instituciones de inversión colectiva

Artículo 94.  Tributación de los socios o partícipes de las instituciones de inversión colectiva.
1. Los contribuyentes que sean socios o partícipes de las instituciones de inversión 

colectiva reguladas en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión 
Colectiva, imputarán, de conformidad con las normas de esta Ley, las siguientes rentas:

a) Las ganancias o pérdidas patrimoniales obtenidas como consecuencia de la 
transmisión de las acciones o participaciones o del reembolso de estas últimas. Cuando 
existan valores homogéneos, se considerará que los transmitidos o reembolsados por el 
contribuyente son aquellos que adquirió en primer lugar.

Cuando el importe obtenido como consecuencia del reembolso o transmisión de 
participaciones o acciones en instituciones de inversión colectiva se destine, de acuerdo con 
el procedimiento que reglamentariamente se establezca, a la adquisición o suscripción de 
otras acciones o participaciones en instituciones de inversión colectiva, no procederá 
computar la ganancia o pérdida patrimonial, y las nuevas acciones o participaciones 
suscritas conservarán el valor y la fecha de adquisición de las acciones o participaciones 
transmitidas o reembolsadas, en los siguientes casos:

1.º En los reembolsos de participaciones en instituciones de inversión colectiva que 
tengan la consideración de fondos de inversión.

2.º En las transmisiones de acciones de instituciones de inversión colectiva con forma 
societaria, siempre que se cumplan las dos condiciones siguientes:

Que el número de socios de la institución de inversión colectiva cuyas acciones se 
transmitan sea superior a 500.

Que el contribuyente no haya participado, en algún momento dentro de los 12 meses 
anteriores a la fecha de la transmisión, en más del 5 por ciento del capital de la institución de 
inversión colectiva.

El régimen de diferimiento previsto en el segundo párrafo de esta letra a) no resultará de 
aplicación cuando, por cualquier medio, se ponga a disposición del contribuyente el importe 
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derivado del reembolso o transmisión de las acciones o participaciones de instituciones de 
inversión colectiva. Tampoco resultará de aplicación el citado régimen de diferimiento cuando 
la transmisión o reembolso o, en su caso, la suscripción o adquisición tenga por objeto 
participaciones representativas del patrimonio de instituciones de inversión colectiva a que 
se refiere este artículo que tengan la consideración de fondos de inversión cotizados o 
acciones de las sociedades del mismo tipo conforme a lo previsto en el artículo 79 del 
Reglamento de desarrollo de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de 
inversión colectiva, aprobado por el Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio.

b) Los resultados distribuidos por las instituciones de inversión colectiva.
c) En los supuestos de reducción de capital de sociedades de inversión de capital 

variable que tenga por finalidad la devolución de aportaciones, el importe de ésta o el valor 
normal de mercado de los bienes o derechos percibidos, que se calificará como rendimiento 
del capital mobiliario de acuerdo con lo previsto en la letra a) del artículo 25.1 de esta Ley, 
con el límite de la mayor de las siguientes cuantías:

El aumento del valor liquidativo de las acciones desde su adquisición o suscripción hasta 
el momento de la reducción de capital social.

Cuando la reducción de capital proceda de beneficios no distribuidos, el importe de 
dichos beneficios. A estos efectos, se considerará que las reducciones de capital, cualquiera 
que sea su finalidad, afectan en primer lugar a la parte del capital social que provenga de 
beneficios no distribuidos, hasta su anulación.

El exceso sobre el citado límite minorará el valor de adquisición de las acciones 
afectadas, de acuerdo con las reglas del primer párrafo del artículo 33.3. a) de esta Ley, 
hasta su anulación. A su vez, el exceso que pudiera resultar se integrará como rendimiento 
del capital mobiliario procedente de la participación en los fondos propios de cualquier tipo 
de entidad, en la forma prevista para la distribución de la prima de emisión en el primer 
párrafo de la letra e) del apartado 1 del artículo 25 de esta Ley.

d) En los supuestos de distribución de la prima de emisión de acciones de sociedades de 
inversión de capital variable, la totalidad del importe obtenido, sin que resulte de aplicación la 
minoración del valor de adquisición de las acciones previsto en el artículo 25.1.e) de esta 
Ley.

2. a) El régimen previsto en el apartado 1 de este artículo será de aplicación a los socios 
o partícipes de instituciones de inversión colectiva, reguladas por la Directiva 2009/65/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, por la que se coordinan las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas sobre determinados organismos de 
inversión colectiva en valores mobiliarios, distintas de las previstas en el artículo 95 de esta 
Ley, constituidas y domiciliadas en algún Estado miembro de la Unión Europea e inscritas en 
el registro especial de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, a efectos de su 
comercialización por entidades residentes en España.

Para la aplicación de lo dispuesto en el segundo párrafo del apartado 1.a) se exigirán los 
siguientes requisitos:

1.º La adquisición, suscripción, transmisión y reembolso de acciones y participaciones de 
instituciones de inversión colectiva se realizará a través de entidades comercializadoras 
inscritas en la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

2.º En el caso de que la institución de inversión colectiva se estructure en 
compartimentos o subfondos, el número de socios y el porcentaje máximo de participación 
previstos en el apartado 1.a). 2.º anterior se entenderá referido a cada compartimento o 
subfondo comercializado.

3.º Que el reembolso o transmisión o, en su caso, la suscripción o adquisición, no tenga 
por objeto participaciones o acciones en instituciones de inversión colectiva análogas a los 
fondos de inversión cotizados o sociedades del mismo tipo previstos en el artículo 79 del 
Reglamento de desarrollo de la Ley 35/2003, cualquiera que sea el mercado regulado o el 
sistema multilateral de negociación en el que coticen y la composición del índice que 
reproduzcan, repliquen o tomen como referencia.

b) Lo dispuesto en las letras c) y d) del apartado 1 se aplicará a organismos de inversión 
colectiva equivalentes a las sociedades de inversión de capital variable que estén 
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registrados en otro Estado, con independencia de cualquier limitación que tuvieran respecto 
de grupos restringidos de inversores, en la adquisición, cesión o rescate de sus acciones; en 
todo caso resultará de aplicación a las sociedades amparadas por la Directiva 2009/65/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, por la que se coordinan las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas sobre determinados organismos de 
inversión colectiva en valores mobiliarios.

3. La determinación del número de socios y del porcentaje máximo de participación en el 
capital de las instituciones de inversión colectiva se realizará de acuerdo con el 
procedimiento que reglamentariamente se establezca. A estos efectos, la información 
relativa al número de socios, a su identidad y a su porcentaje de participación no tendrá la 
consideración de hecho relevante.

Artículo 95.  Tributación de los socios o partícipes de las instituciones de inversión colectiva 
constituidas en países o territorios considerados como paraísos fiscales.

1. Los contribuyentes que participen en instituciones de inversión colectiva constituidas 
en países o territorios considerados como paraísos fiscales, imputarán en la base imponible, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 45 de esta ley, la diferencia positiva entre el valor 
liquidativo de la participación al día de cierre del período impositivo y su valor de adquisición.

La cantidad imputada se considerará mayor valor de adquisición.
2. Los beneficios distribuidos por la institución de inversión colectiva no se imputarán y 

minorarán el valor de adquisición de la participación.
3. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que la diferencia a que se refiere el apartado 

1 es el 15 por ciento del valor de adquisición de la acción o participación.
4. La renta derivada de la transmisión o reembolso de las acciones o participaciones se 

determinará conforme a lo previsto en la letra c) del apartado 1 del artículo 37 de esta Ley, 
debiendo tomarse a estos efectos como valor de adquisición el que resulte de la aplicación 
de lo previsto en los apartados anteriores.

Sección 7.ª Ganancias patrimoniales por cambio de residencia

Artículo 95 bis.  Ganancias patrimoniales por cambio de residencia.
1. Cuando el contribuyente pierda su condición por cambio de residencia, se 

considerarán ganancias patrimoniales las diferencias positivas entre el valor de mercado de 
las acciones o participaciones de cualquier tipo de entidad cuya titularidad corresponda al 
contribuyente, y su valor de adquisición, siempre que el contribuyente hubiera tenido tal 
condición durante al menos diez de los quince períodos impositivos anteriores al último 
período impositivo que deba declararse por este impuesto, y concurra cualquiera de las 
siguientes circunstancias:

a) Que el valor de mercado de las acciones o participaciones a que se refiere el apartado 
3 de este artículo exceda, conjuntamente, de 4.000.000 de euros.

b) Cuando no se cumpla lo previsto en la letra a) anterior, que en la fecha de devengo 
del último período impositivo que deba declararse por este impuesto, el porcentaje de 
participación en la entidad sea superior al 25 por ciento, siempre que el valor de mercado de 
las acciones o participaciones en la citada entidad a que se refiere el apartado 3 de este 
artículo exceda de 1.000.000 de euros.

En este caso únicamente se aplicará lo dispuesto en este artículo a las ganancias 
patrimoniales correspondientes a las acciones o participaciones a que se refiere esta letra b).

2. Las ganancias patrimoniales formarán parte de la renta del ahorro conforme a la letra 
b) del artículo 46 de esta Ley y se imputarán al último período impositivo que deba 
declararse por este Impuesto, en las condiciones que se fijen reglamentariamente, 
practicándose, en su caso, autoliquidación complementaria, sin sanción ni intereses de 
demora ni recargo alguno.

3. Para el cómputo de la ganancia patrimonial se tomará el valor de mercado de las 
acciones o participaciones en la fecha de devengo del último período impositivo que deba 
declararse por este impuesto, determinado de acuerdo con las siguientes reglas:
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a) Los valores admitidos a negociación en alguno de los mercados regulados de valores 
definidos en la Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril 
de 2004, relativa a los mercados de instrumentos financieros, y representativos de la 
participación en fondos propios de sociedades o entidades, se valorarán por su cotización.

b) Los valores no admitidos a negociación en alguno de los mercados regulados de 
valores definidos en la Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 
de abril de 2004, relativa a los mercados de instrumentos financieros, y representativos de la 
participación en fondos propios de sociedades o entidades, se valorarán, salvo prueba de un 
valor de mercado distinto, por el mayor de los dos siguientes:

El patrimonio neto que corresponda a los valores resultante del balance correspondiente 
al último ejercicio cerrado con anterioridad a la fecha del devengo del Impuesto.

El que resulte de capitalizar al tipo del 20 por ciento el promedio de los resultados de los 
tres ejercicios sociales cerrados con anterioridad a la fecha del devengo del Impuesto. A este 
último efecto, se computarán como beneficios los dividendos distribuidos y las asignaciones 
a reservas, excluidas las de regularización o de actualización de balances.

c) Las acciones o participaciones representativas del capital o patrimonio de las 
instituciones de inversión colectiva, se valorarán por el valor liquidativo aplicable en la fecha 
de devengo del último período impositivo que deba declararse por este impuesto o, en su 
defecto, por el último valor liquidativo publicado. Cuando no existiera valor liquidativo se 
tomará el valor del patrimonio neto que corresponda a las acciones o participaciones 
resultante del balance correspondiente al último ejercicio cerrado con anterioridad a la citada 
fecha de devengo, salvo prueba de un valor de mercado distinto.

4. En las condiciones que se establezcan reglamentariamente, cuando el cambio de 
residencia se produzca como consecuencia de un desplazamiento temporal por motivos 
laborales a un país o territorio que no tenga la consideración de paraíso fiscal, o por 
cualquier otro motivo siempre que en este caso el desplazamiento temporal se produzca a 
un país o territorio que tenga suscrito con España un convenio para evitar la doble 
imposición internacional que contenga cláusula de intercambio de información, previa 
solicitud del contribuyente, se aplazará por la Administración tributaria el pago de la deuda 
tributaria que corresponda a las ganancias patrimoniales reguladas en este artículo.

En dicho aplazamiento resultará de aplicación lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, y su normativa de desarrollo, y específicamente en lo relativo 
al devengo de intereses y a la constitución de garantías para dicho aplazamiento.

A efectos de constitución de las garantías señaladas en el párrafo anterior, estas podrán 
constituirse, total o parcialmente, en tanto resulten suficientes jurídica y económicamente, 
sobre los valores a que se refiere este artículo.

El aplazamiento vencerá como máximo el 30 de junio del año siguiente a la finalización 
del plazo señalado en el párrafo siguiente.

En caso de que el obligado tributario adquiera de nuevo la condición de contribuyente 
por este impuesto en cualquier momento dentro del plazo de los cinco ejercicios siguientes al 
último que deba declararse por este impuesto sin haber transmitido la titularidad de las 
acciones o participaciones a que se refiere el apartado 1 anterior, la deuda tributaria objeto 
de aplazamiento quedará extinguida, así como los intereses que se hubiesen devengado. 
Tratándose de desplazamientos por motivos laborales, el contribuyente podrá solicitar de la 
Administración tributaria la ampliación del citado plazo de cinco ejercicios cuando existan 
circunstancias que justifiquen un desplazamiento temporal más prolongado, sin que en 
ningún caso la ampliación pueda exceder de cinco ejercicios adicionales.

La citada extinción se producirá en el momento de la presentación de la declaración 
referida al primer ejercicio en el que deba tributar por este impuesto.

En ese supuesto no procederá el reembolso de coste de las garantías que se hubiesen 
podido constituir.

5. Si el obligado tributario adquiriese de nuevo la condición de contribuyente sin haber 
transmitido la titularidad de las acciones o participaciones a que se refiere el apartado 1 
anterior, podrá solicitar la rectificación de la autoliquidación al objeto de obtener la devolución 
de las cantidades ingresadas correspondientes a las ganancias patrimoniales reguladas en 
este artículo.
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La devolución a que se refiere el párrafo anterior se regirá por lo dispuesto en el artículo 
31 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, salvo en lo concerniente al 
abono de los intereses de demora, que se devengarán desde la fecha en que se hubiese 
realizado el ingreso hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución. La solicitud de 
rectificación podrá presentarse a partir de la finalización del plazo de declaración 
correspondiente al primer período impositivo que deba declararse por este impuesto.

6. Cuando el cambio de residencia se produzca a otro Estado miembro de la Unión 
Europea, o del Espacio Económico Europeo con el que exista un efectivo intercambio de 
información tributaria, en los términos previstos en el apartado 4 de la disposición adicional 
primera de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude 
fiscal, el contribuyente podrá optar por aplicar a las ganancias patrimoniales reguladas en 
este artículo las siguientes especialidades:

a) La ganancia patrimonial únicamente deberá ser objeto de autoliquidación cuando en el 
plazo de los diez ejercicios siguientes al último que deba declararse por este impuesto se 
produzca alguna de las siguientes circunstancias:

1.º Que se transmitan inter vivos las acciones o participaciones.
2.º Que el contribuyente pierda la condición de residente en un Estado miembro de la 

Unión Europea o del Espacio Económico Europeo.
3.º Que se incumpla la obligación de comunicación a que se refiere la letra c) de este 

apartado.
La ganancia patrimonial se imputará al último período impositivo que deba declararse por 

este impuesto, practicándose, en su caso, autoliquidación complementaria, sin sanción ni 
intereses de demora ni recargo alguno.

La autoliquidación se presentará en el plazo que media entre la fecha en que se 
produzca alguna de las circunstancias referidas en esta letra a), y el final del inmediato 
siguiente plazo de declaraciones por el impuesto.

b) En el supuesto a que se refiere el número 1.º de la letra a) anterior, la cuantía de la 
ganancia patrimonial se minorará en la diferencia positiva entre el valor de mercado de las 
acciones o participaciones a que se refiere el apartado 3 anterior y su valor de transmisión.

A estos efectos el valor de transmisión se incrementará en el importe de los beneficios 
distribuidos o de cualesquiera otras percepciones que hubieran determinado una minoración 
del patrimonio neto de la entidad con posterioridad a la pérdida de la condición de 
contribuyente, salvo que tales percepciones hubieran tributado por el Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes.

c) El contribuyente deberá comunicar a la Administración tributaria, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, la opción por la aplicación de las especialidades 
previstas en este apartado, la ganancia patrimonial puesta de manifiesto, el Estado al que 
traslade su residencia, con indicación del domicilio así como las posteriores variaciones, y el 
mantenimiento de la titularidad de las acciones o participaciones.

d) En caso de que el obligado tributario adquiriese de nuevo la condición de 
contribuyente sin haberse producido alguna de las circunstancias previstas en la letra a) de 
este apartado, las previsiones de este artículo quedarán sin efecto.

7. Lo dispuesto en este artículo será igualmente de aplicación cuando el cambio de 
residencia se produzca a un país o territorio considerado como paraíso fiscal y el 
contribuyente no pierda su condición conforme al apartado 2 del artículo 8 de esta Ley.

En estos supuestos se aplicarán las siguientes especialidades:
a) Las ganancias patrimoniales se imputarán al último período impositivo en que el 

contribuyente tenga su residencia habitual en territorio español, y para su cómputo se tomará 
el valor de mercado de las acciones o participaciones a que se refiere el apartado 3 en la 
fecha de devengo de dicho período impositivo.

b) En caso de que se transmitan las acciones o participaciones en un período impositivo 
en que el contribuyente mantenga tal condición, para el cálculo de la ganancia o pérdida 
patrimonial correspondiente a la transmisión se tomará como valor de adquisición el valor de 
mercado de las acciones o participaciones que se hubiera tenido en cuenta para determinar 
la ganancia patrimonial prevista en este artículo.
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8. Tratándose de contribuyentes que hubieran optado por el régimen fiscal especial 
aplicable a los trabajadores desplazados a territorio español, el plazo de diez períodos 
impositivos a que se refiere el apartado 1 de este artículo comenzará a computarse desde el 
primer período impositivo en el que no resulte de aplicación el citado régimen especial.

TÍTULO XI
Gestión del impuesto

CAPÍTULO I
Declaraciones

Artículo 96.  Obligación de declarar.
1. Los contribuyentes estarán obligados a presentar y suscribir declaración por este 

Impuesto, con los límites y condiciones que reglamentariamente se establezcan.
2. No obstante, no tendrán que declarar los contribuyentes que obtengan rentas 

procedentes exclusivamente de las siguientes fuentes, en tributación individual o conjunta:
a) Rendimientos íntegros del trabajo, con el límite de 22.000 euros anuales.
b) Rendimientos íntegros del capital mobiliario y ganancias patrimoniales sometidos a 

retención o ingreso a cuenta, con el límite conjunto de 1.600 euros anuales.
Lo dispuesto en esta letra no será de aplicación respecto de las ganancias patrimoniales 

procedentes de transmisiones o reembolsos de acciones o participaciones de instituciones 
de inversión colectiva en las que la base de retención, conforme a lo que se establezca 
reglamentariamente, no proceda determinarla por la cuantía a integrar en la base imponible.

c) Rentas inmobiliarias imputadas en virtud del artículo 85 de esta Ley, rendimientos 
íntegros del capital mobiliario no sujetos a retención derivados de letras del Tesoro y 
subvenciones para la adquisición de viviendas de protección oficial o de precio tasado y 
demás ganancias patrimoniales derivadas de ayudas públicas, con el límite conjunto de 
1.000 euros anuales.

En ningún caso tendrán que declarar los contribuyentes que obtengan exclusivamente 
rendimientos íntegros del trabajo, de capital o de actividades económicas, así como 
ganancias patrimoniales, con el límite conjunto de 1.000 euros anuales y pérdidas 
patrimoniales de cuantía inferior a 500 euros.

No obstante lo anterior, estarán en cualquier caso obligadas a declarar todas aquellas 
personas físicas que en cualquier momento del período impositivo hubieran estado de alta, 
como trabajadores por cuenta propia, en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, o en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
del Mar.

3. El límite a que se refiere la letra a) del apartado 2 anterior será de 15.876 euros para 
los contribuyentes que perciban rendimientos íntegros del trabajo en los siguientes 
supuestos:

a) Cuando procedan de más de un pagador. No obstante, el límite será de 22.000 euros 
anuales en los siguientes supuestos:

1.º Si la suma de las cantidades percibidas del segundo y restantes pagadores, por 
orden de cuantía, no supera en su conjunto la cantidad de 1.500 euros anuales.

2.º Cuando se trate de contribuyentes cuyos únicos rendimientos del trabajo consistan en 
las prestaciones pasivas a que se refiere el artículo 17.2.a) de esta Ley y la determinación 
del tipo de retención aplicable se hubiera realizado de acuerdo con el procedimiento especial 
que reglamentariamente se establezca.

b) Cuando se perciban pensiones compensatorias del cónyuge o anualidades por 
alimentos diferentes de las previstas en el artículo 7 de esta ley.

c) Cuando el pagador de los rendimientos del trabajo no esté obligado a retener de 
acuerdo con lo previsto reglamentariamente.

d) Cuando se perciban rendimientos íntegros del trabajo sujetos a tipo fijo de retención.
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4. Estarán obligados a declarar en todo caso los contribuyentes que tengan derecho a 
deducción por doble imposición internacional o que realicen aportaciones a patrimonios 
protegidos de las personas con discapacidad, planes de pensiones, planes de previsión 
asegurados o mutualidades de previsión social, planes de previsión social empresarial y 
seguros de dependencia que reduzcan la base imponible, en las condiciones que se 
establezcan reglamentariamente.

5. Los modelos de declaración se aprobarán por la persona titular del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública, que establecerá la forma y plazos de su presentación.

A estos efectos, podrá establecerse la obligación de presentación por medios 
electrónicos siempre que la Administración tributaria asegure la atención personalizada a los 
contribuyentes que precisen de asistencia para el cumplimiento de la obligación.

6. La persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública podrá aprobar la 
utilización de modalidades simplificadas o especiales de declaración.

La declaración se efectuará en la forma y plazos que establezca la persona titular del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública.

Los contribuyentes deberán cumplimentar la totalidad de los datos que les afecten 
contenidos en las declaraciones y acompañar los documentos y justificantes que se 
establezcan.

7. Los sucesores del causante quedarán obligados a cumplir las obligaciones tributarias 
pendientes por este Impuesto, con exclusión de las sanciones, de conformidad con el 
artículo 39.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

8. Cuando los contribuyentes no tuvieran obligación de declarar, las Administraciones 
públicas no podrán exigir la aportación de declaraciones por este Impuesto al objeto de 
obtener subvenciones o cualesquiera prestaciones públicas, o en modo alguno condicionar 
éstas a la presentación de dichas declaraciones.

9. La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá modificar lo previsto en los 
apartados anteriores.

Artículo 97.  Autoliquidación.
1. Los contribuyentes, al tiempo de presentar su declaración, deberán determinar la 

deuda tributaria correspondiente e ingresarla en el lugar, forma y plazos determinados por el 
Ministro de Economía y Hacienda.

2. El ingreso del importe resultante de la autoliquidación sólo se podrá fraccionar en la 
forma que se determine en el reglamento de desarrollo de esta Ley.

3. El pago de la deuda tributaria podrá realizarse mediante entrega de bienes integrantes 
del Patrimonio Histórico Español que estén inscritos en el Inventario General de Bienes 
Muebles o en el Registro General de Bienes de Interés Cultural, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 73 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

4. Los sucesores del causante quedarán obligados a cumplir las obligaciones tributarias 
pendientes por este impuesto, con exclusión de las sanciones, de conformidad con el 
artículo 39.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

5. En el supuesto previsto en el artículo 14.4 de esta ley, los sucesores del causante 
podrán solicitar a la Administración tributaria el fraccionamiento de la parte de deuda 
tributaria correspondiente a las rentas a que se refiere dicho precepto, calculada aplicando el 
tipo regulado en el artículo 80.2 de esta ley.

La solicitud se formulará dentro del plazo reglamentario de declaración relativo al período 
impositivo del fallecimiento y se concederá en función de los períodos impositivos a los que 
correspondería imputar dichas rentas en caso de que aquél no se hubiese producido con el 
límite máximo de cuatro años en las condiciones que se determinen reglamentariamente.

6. El contribuyente casado y no separado legalmente que esté obligado a presentar 
declaración por este Impuesto y cuya autoliquidación resulte a ingresar podrá, al tiempo de 
presentar su declaración, solicitar la suspensión del ingreso de la deuda tributaria, sin 
intereses de demora, en una cuantía igual o inferior a la devolución a la que tenga derecho 
su cónyuge por este mismo Impuesto.

La solicitud de suspensión del ingreso de la deuda tributaria que cumpla todos los 
requisitos enumerados en este apartado determinará la suspensión cautelar del ingreso 
hasta tanto se reconozca por la Administración tributaria el derecho a la devolución a favor 
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del otro cónyuge. El resto de la deuda tributaria podrá fraccionarse de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 2 de este artículo.

Los requisitos para obtener la suspensión cautelar serán los siguientes:
a) El cónyuge cuya autoliquidación resulte a devolver deberá renunciar al cobro de la 

devolución hasta el importe de la deuda cuya suspensión haya sido solicitada. Asimismo, 
deberá aceptar que la cantidad a la que renuncia se aplique al pago de dicha deuda.

b) La deuda cuya suspensión se solicita y la devolución pretendida deberán 
corresponder al mismo período impositivo.

c) Ambas autoliquidaciones deberán presentarse de forma simultánea dentro del plazo 
que establezca el Ministro de Economía y Hacienda.

d) Los cónyuges no podrán estar acogidos al sistema de cuenta corriente tributaria 
regulado en el Real Decreto 1108/1999, de 25 de junio.

e) Los cónyuges deberán estar al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias en 
los términos previstos en la Orden de 28 de abril de 1986, sobre justificación del 
cumplimiento de obligaciones tributarias.

La Administración notificará a ambos cónyuges, dentro del plazo previsto en el apartado 
1 del artículo 103 de esta Ley, el acuerdo que se adopte con expresión, en su caso, de la 
deuda extinguida y de las devoluciones o ingresos adicionales que procedan.

Cuando no proceda la suspensión por no reunirse los requisitos anteriormente 
señalados, la Administración practicará liquidación provisional al contribuyente que solicitó la 
suspensión por importe de la deuda objeto de la solicitud junto con el interés de demora 
calculado desde el día siguiente a la fecha de vencimiento del plazo establecido para 
presentar la autoliquidación hasta la fecha de la liquidación.

Los efectos del reconocimiento del derecho a la devolución respecto a la deuda cuya 
suspensión se hubiera solicitado son los siguientes:

a) Si la devolución reconocida fuese igual a la deuda, ésta quedará extinguida, al igual 
que el derecho a la devolución.

b) Si la devolución reconocida fuese superior a la deuda, ésta se declarará extinguida y 
la Administración procederá a devolver la diferencia entre ambos importes de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 103 de esta Ley.

c) Si la devolución reconocida fuese inferior a la deuda, ésta se declarará extinguida en 
la parte concurrente, practicando la Administración tributaria liquidación provisional al 
contribuyente que solicitó la suspensión por importe de la diferencia, exigiéndole igualmente 
el interés de demora calculado desde el día siguiente a la fecha de vencimiento del plazo 
establecido para presentar la autoliquidación hasta la fecha de la liquidación.

Se considerará que no existe transmisión lucrativa a efectos fiscales entre los cónyuges 
por la renuncia a la devolución de uno de ellos para su aplicación al pago de la deuda del 
otro.

Reglamentariamente podrá regularse el procedimiento a que se refiere este apartado

Artículo 98.  Borrador de declaración.
1. La Administración tributaria podrá poner a disposición de los contribuyentes, a efectos 

meramente informativos, un borrador de declaración, sin perjuicio del cumplimiento de lo 
dispuesto en el apartado 1 del artículo 97 de esta Ley, siempre que obtengan rentas 
procedentes exclusivamente de las siguientes fuentes:

a. Rendimientos del trabajo.
b. Rendimientos del capital mobiliario sujetos a retención o ingreso a cuenta, así como 

los derivados de letras del Tesoro.
c. Ganancias patrimoniales sometidas a retención o ingreso a cuenta, así como las 

subvenciones para la adquisición de vivienda habitual.
d. Imputación de rentas inmobiliarias y aquellas otras fuentes de renta que establezca el 

Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con la información de la que 
pueda disponer en lo sucesivo la Administración tributaria, con los límites y condiciones 
señalados por el mismo.
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2. Cuando la Administración tributaria carezca de la información necesaria para la 
elaboración del borrador de declaración, pondrá a disposición del contribuyente los datos 
que puedan facilitarle la confección de la declaración del Impuesto.

No podrán suscribir ni confirmar el borrador de declaración los contribuyentes que se 
encuentren en alguna de las situaciones siguientes:

a) Los contribuyentes que hubieran obtenido rentas exentas con progresividad en virtud 
de convenios para evitar la doble imposición suscritos por España.

b) Los contribuyentes que compensen partidas negativas de ejercicios anteriores.
c) Los contribuyentes que pretendan regularizar situaciones tributarias procedentes de 

declaraciones anteriormente presentadas.
d) Los contribuyentes que tengan derecho a la deducción por doble imposición 

internacional y ejerciten tal derecho.
3. La Administración tributaria remitirá el borrador de declaración, de acuerdo con el 

procedimiento que se establezca por el Ministro de Economía y Hacienda.
La falta de recepción del mismo no exonerará al contribuyente del cumplimiento de su 

obligación de presentar declaración.
4. Cuando el contribuyente considere que el borrador de declaración refleja su situación 

tributaria a efectos de este impuesto, podrá suscribirlo o confirmarlo, en las condiciones que 
establezca el Ministro de Economía y Hacienda. En este supuesto, tendrá la consideración 
de declaración por este Impuesto a los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 97 de 
esta Ley.

La presentación y el ingreso que, en su caso, resulte deberá realizarse, de acuerdo con 
lo establecido en el citado artículo 97, en el lugar, forma y plazos que determine el Ministro 
de Economía y Hacienda.

5. Cuando el contribuyente considere que el borrador de declaración no refleja su 
situación tributaria a efectos de este Impuesto, deberá presentar la correspondiente 
declaración, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 97 de esta ley. No obstante, en los 
supuestos que se determinen reglamentariamente, podrá instar la rectificación del borrador.

6. El modelo de solicitud de borrador de declaración será aprobado por el Ministro de 
Economía y Hacienda, quien establecerá el plazo y el lugar de presentación, así como los 
supuestos y condiciones en los que sea posible presentar la solicitud por medios telemáticos 
o telefónicos.

CAPÍTULO II
Pagos a cuenta

Artículo 99.  Obligación de practicar pagos a cuenta.
1. En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, los pagos a cuenta que, en 

todo caso, tendrán la consideración de deuda tributaria, podrán consistir en:
a) Retenciones.
b) Ingresos a cuenta.
c) Pagos fraccionados.
2. Las entidades y las personas jurídicas, incluidas las entidades en atribución de rentas, 

que satisfagan o abonen rentas sujetas a este impuesto, estarán obligadas a practicar 
retención e ingreso a cuenta, en concepto de pago a cuenta del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas correspondiente al perceptor, en la cantidad que se determine 
reglamentariamente y a ingresar su importe en el Tesoro en los casos y en la forma que se 
establezcan. Estarán sujetos a las mismas obligaciones los contribuyentes por este impuesto 
que ejerzan actividades económicas respecto a las rentas que satisfagan o abonen en el 
ejercicio de dichas actividades, así como las personas físicas, jurídicas y demás entidades 
no residentes en territorio español, que operen en él mediante establecimiento permanente, 
o sin establecimiento permanente respecto a los rendimientos del trabajo que satisfagan, así 
como respecto de otros rendimientos sometidos a retención o ingreso a cuenta que 
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constituyan gasto deducible para la obtención de las rentas a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 24 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

Cuando una entidad, residente o no residente, satisfaga o abone rendimientos del 
trabajo a contribuyentes que presten sus servicios a una entidad residente vinculada con 
aquélla en los términos previstos en el artículo 16 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades o a un establecimiento permanente radicado en territorio español, la 
entidad o el establecimiento permanente en el que preste sus servicios el contribuyente, 
deberá efectuar la retención o el ingreso a cuenta.

Las entidades aseguradoras domiciliadas en otro Estado miembro del Espacio 
Económico Europeo que operen en España en régimen de libre prestación de servicios 
deberán practicar retención e ingreso a cuenta en relación con las operaciones que se 
realicen en España.

Los fondos de pensiones domiciliados en otro Estado miembro de la Unión Europea que 
desarrollen en España planes de pensiones de empleo sujetos a la legislación española, 
conforme a lo previsto en la Directiva 2003/41/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 3 de junio de 2003, relativa a las actividades y la supervisión de fondos de pensiones de 
empleo o, en su caso, sus entidades gestoras, deberán practicar retención e ingreso a 
cuenta en relación con las operaciones que se realicen en España.

En ningún caso estarán obligadas a practicar retención o ingreso a cuenta las misiones 
diplomáticas u oficinas consulares en España de Estados extranjeros.

3. No se someterán a retención los rendimientos derivados de las letras del Tesoro y de 
la transmisión, canje o amortización de los valores de deuda pública que con anterioridad al 
1 de enero de 1999 no estuvieran sujetas a retención. Reglamentariamente podrán 
excepcionarse de la retención o del ingreso a cuenta determinadas rentas.

Tampoco estará sujeto a retención o ingreso a cuenta el rendimiento derivado de la 
distribución de la prima de emisión de acciones o participaciones, o de la reducción de 
capital. Reglamentariamente podrá establecerse la obligación de practicar retención o 
ingreso a cuenta en estos supuestos.

4. En todo caso, los sujetos obligados a retener o a ingresar a cuenta asumirán la 
obligación de efectuar el ingreso en el Tesoro, sin que el incumplimiento de aquella 
obligación pueda excusarles de ésta.

5. El perceptor de rentas sobre las que deba retenerse a cuenta de este impuesto 
computará aquéllas por la contraprestación íntegra devengada.

Cuando la retención no se hubiera practicado o lo hubiera sido por un importe inferior al 
debido, por causa imputable exclusivamente al retenedor u obligado a ingresar a cuenta, el 
perceptor deducirá de la cuota la cantidad que debió ser retenida.

En el caso de retribuciones legalmente establecidas que hubieran sido satisfechas por el 
sector público, el perceptor sólo podrá deducir las cantidades efectivamente retenidas.

Cuando no pudiera probarse la contraprestación íntegra devengada, la Administración 
tributaria podrá computar como importe íntegro una cantidad que, una vez restada de ella la 
retención procedente, arroje la efectivamente percibida. En este caso se deducirá de la cuota 
como retención a cuenta la diferencia entre lo realmente percibido y el importe íntegro.

6. Cuando exista obligación de ingresar a cuenta, se presumirá que dicho ingreso ha 
sido efectuado. El contribuyente incluirá en la base imponible la valoración de la retribución 
en especie, conforme a las normas previstas en esta ley, y el ingreso a cuenta, salvo que le 
hubiera sido repercutido.

7. Los contribuyentes que ejerzan actividades económicas estarán obligados a efectuar 
pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
autoliquidando e ingresando su importe en las condiciones que reglamentariamente se 
determinen.

Reglamentariamente se podrá exceptuar de esta obligación a aquellos contribuyentes 
cuyos ingresos hayan estado sujetos a retención o ingreso a cuenta en el porcentaje que se 
fije al efecto.

El pago fraccionado correspondiente a las entidades en régimen de atribución de rentas, 
que ejerzan actividades económicas, se efectuará por cada uno de los socios, herederos, 
comuneros o partícipes, a los que proceda atribuir rentas de esta naturaleza, en proporción a 
su participación en el beneficio de la entidad.
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8. 1.º Cuando el contribuyente adquiera su condición por cambio de residencia, tendrán 
la consideración de pagos a cuenta de este Impuesto las retenciones e ingresos a cuenta del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes, practicadas durante el período impositivo en que 
se produzca el cambio de residencia.

2.º Los trabajadores por cuenta ajena que no sean contribuyentes por este Impuesto, 
pero que vayan a adquirir dicha condición como consecuencia de su desplazamiento a 
territorio español, podrán comunicar a la Administración tributaria dicha circunstancia, 
dejando constancia de la fecha de entrada en dicho territorio, a los exclusivos efectos de que 
el pagador de los rendimientos del trabajo les considere como contribuyentes por este 
Impuesto.

De acuerdo con el procedimiento que reglamentariamente se establezca, la 
Administración tributaria expedirá un documento acreditativo a los trabajadores por cuenta 
ajena que lo soliciten, que comunicarán al pagador de sus rendimientos del trabajo, 
residentes o con establecimiento permanente en España, y en el que conste la fecha a partir 
de la cual las retenciones e ingresos a cuenta se practicarán por este Impuesto, teniendo en 
cuenta para el cálculo del tipo de retención lo señalado en el apartado 1.º anterior.

9. Cuando en virtud de resolución judicial o administrativa se deba satisfacer una renta 
sujeta a retención o ingreso a cuenta de este impuesto, el pagador deberá practicar la misma 
sobre la cantidad íntegra que venga obligado a satisfacer y deberá ingresar su importe en el 
Tesoro, de acuerdo con lo previsto en este artículo.

10. Los contribuyentes deberán comunicar, al pagador de rendimientos sometidos a 
retención o ingreso a cuenta de los que sean perceptores, las circunstancias determinantes 
para el cálculo de la retención o ingreso a cuenta procedente, en los términos que se 
establezcan reglamentariamente.

11. Tendrán la consideración de pagos a cuenta de este Impuesto las retenciones a 
cuenta efectivamente practicadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 de la Directiva 
2003/48/CE del Consejo, de 3 de junio de 2003, en materia de fiscalidad de los rendimientos 
del ahorro en forma de pago de intereses.

Artículo 100.  Normas sobre pagos a cuenta, transmisión y obligaciones formales relativas a 
activos financieros y otros valores mobiliarios.

1. En las transmisiones o reembolsos de acciones o participaciones representativas del 
capital o patrimonio de las instituciones de inversión colectiva estarán obligadas a practicar 
retención o ingreso a cuenta por este Impuesto, en los casos y en la forma que 
reglamentariamente se establezca, las entidades gestoras, administradoras, depositarias, 
comercializadoras o cualquier otra encargada de las operaciones mencionadas, así como el 
representante designado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55.7 y la disposición 
adicional segunda de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión 
colectiva, que actúe en nombre de la gestora que opere en régimen de libre prestación de 
servicios.

Reglamentariamente podrá establecerse la obligación de efectuar pagos a cuenta a 
cargo del transmitente de acciones y participaciones de instituciones de inversión colectiva, 
con el límite del 20 por ciento de la renta obtenida en las citadas transmisiones.

En las transmisiones de derechos de suscripción, estarán obligados a retener o ingresar 
a cuenta por este Impuesto, la entidad depositaria y, en su defecto, el intermediario 
financiero o el fedatario público que haya intervenido en la transmisión.

2. A los efectos de la obligación de retener sobre los rendimientos implícitos del capital 
mobiliario, a cuenta de este Impuesto, esta retención se efectuará por las siguientes 
personas o entidades:

a) En los rendimientos obtenidos en la transmisión o reembolso de los activos financieros 
sobre los que reglamentariamente se hubiera establecido la obligación de retener, el 
retenedor será la entidad emisora o las instituciones financieras encargadas de la operación.

b) En los rendimientos obtenidos en transmisiones relativas a operaciones que no se 
documenten en títulos, así como en las transmisiones encargadas a una institución 
financiera, el retenedor será el banco, caja o entidad que actúe por cuenta del transmitente.
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c) En los casos no recogidos en los párrafos anteriores, será obligatoria la intervención 
de fedatario público que practicará la correspondiente retención.

3. Para proceder a la enajenación u obtención del reembolso de los títulos o activos con 
rendimientos implícitos que deban ser objeto de retención, habrá de acreditarse la previa 
adquisición de los mismos con intervención de los fedatarios o instituciones financieras 
mencionadas en el apartado anterior, así como el precio al que se realizó la operación.

El emisor o las instituciones financieras encargadas de la operación que, de acuerdo con 
el párrafo anterior, no deban efectuar el reembolso al tenedor del título o activo, deberán 
constituir por dicha cantidad depósito a disposición de la autoridad judicial.

4. Los fedatarios públicos que intervengan o medien en la emisión, suscripción, 
transmisión, canje, conversión, cancelación y reembolso de efectos públicos, valores o 
cualesquiera otros títulos y activos financieros, así como en operaciones relativas a derechos 
reales sobre los mismos, vendrán obligados a comunicar tales operaciones a la 
Administración tributaria presentando relación nominal de sujetos intervinientes con 
indicación de su domicilio y número de identificación fiscal, clase y número de los efectos 
públicos, valores, títulos y activos, así como del precio y fecha de la operación, en los plazos 
y de acuerdo con el modelo que determine el Ministro de Economía y Hacienda.

La misma obligación recaerá sobre las entidades y establecimientos financieros de 
crédito, las sociedades y agencias de valores, los demás intermediarios financieros y 
cualquier persona física o jurídica que se dedique con habitualidad a la intermediación y 
colocación de efectos públicos, valores o cualesquiera otros títulos de activos financieros, 
índices, futuros y opciones sobre ellos; incluso los documentos mediante anotaciones en 
cuenta, respecto de las operaciones que impliquen, directa o indirectamente, la captación o 
colocación de recursos a través de cualquier clase de valores o efectos.

Asimismo, estarán sujetas a esta obligación de información las sociedades gestoras de 
instituciones de inversión colectiva y las entidades comercializadoras respecto de las 
acciones y participaciones en dichas instituciones incluidas en sus registros de accionistas o 
partícipes.

Las obligaciones de información que establece este apartado se entenderán cumplidas 
respecto a las operaciones sometidas a retención que en él se mencionan, con la 
presentación de la relación de perceptores, ajustada al modelo oficial del resumen anual de 
retenciones correspondiente.

5. Deberá comunicarse a la Administración tributaria la emisión de certificados, 
resguardos o documentos representativos de la adquisición de metales u objetos preciosos, 
timbres de valor filatélico o piezas de valor numismático, por las personas físicas o jurídicas 
que se dediquen con habitualidad a la promoción de la inversión en dichos valores.

Lo dispuesto en los apartados 2 y 3 anteriores resultará aplicable en relación con la 
obligación de retener o de ingresar a cuenta que se establezca reglamentariamente respecto 
a las transmisiones de activos financieros de rendimiento explícito.

Artículo 101.  Importe de los pagos a cuenta.
1. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del trabajo 

derivados de relaciones laborales o estatutarias y de pensiones y haberes pasivos se 
determinará con arreglo al procedimiento que reglamentariamente se establezca.

Para determinar el porcentaje de retención o ingreso a cuenta se podrán tener en 
consideración las circunstancias personales y familiares y, en su caso, las rentas del 
cónyuge y las reducciones y deducciones, así como las retribuciones variables previsibles, 
en los términos que reglamentariamente se establezcan, y se aplicará la siguiente escala:

Base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Cuota de retención
–

Euros

Resto base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0,00 0,00 12.450,00 19,00
12.450,00 2.365,50 7.750,00 24,00
20.200,00 4.225,50 15.000,00 30,00
35.200,00 8.725,50 24.800,00 37,00
60.000,00 17.901,50 240.000,00 45,00
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Base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Cuota de retención
–

Euros

Resto base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

300.000,00 125.901,50 En adelante 47,00

A estos efectos, se presumirán retribuciones variables previsibles, como mínimo, las 
obtenidas en el año anterior, salvo que concurran circunstancias que permitan acreditar de 
manera objetiva un importe inferior.

Tratándose de atrasos que corresponda imputar a ejercicios anteriores, el porcentaje de 
retención e ingreso a cuenta será del 15 por ciento, salvo que resulte de aplicación los 
porcentajes previstos en los apartados 2 y 3 de este artículo.

Los porcentajes de retención e ingreso a cuenta previstos en este apartado se reducirán 
en un 60 por ciento cuando se trate de rendimientos obtenidos en Ceuta o Melilla que tengan 
derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.

2. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del trabajo que 
se perciban por la condición de administradores y miembros de los consejos de 
administración, de las juntas que hagan sus veces, y demás miembros de otros órganos 
representativos, será del 35 por ciento.

No obstante, en los términos que reglamentariamente se establezcan, cuando los 
rendimientos procedan de entidades con un importe neto de la cifra de negocios inferior 
a 100.000 euros, el porcentaje de retención e ingreso a cuenta será del 19 por ciento.

Los porcentajes de retención e ingreso a cuenta previstos en este apartado se reducirán 
en un 60 por ciento cuando se trate de rendimientos obtenidos en Ceuta o Melilla que tengan 
derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.

3. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del trabajo 
derivados de impartir cursos, conferencias, coloquios, seminarios y similares, o derivados de 
la elaboración de obras literarias, artísticas o científicas, siempre que se ceda el derecho a 
su explotación, será del 15 por ciento.

No obstante lo anterior, el porcentaje de retención sobre los rendimientos del trabajo 
derivados de la elaboración de obras literarias, artísticas o científicas a que se refiere el 
párrafo anterior será del 7 por ciento cuando el volumen de tales rendimientos íntegros 
correspondiente al ejercicio inmediato anterior sea inferior a 15.000 euros y represente más 
del 75 por ciento de la suma de los rendimientos íntegros de actividades económicas y del 
trabajo obtenidos por el contribuyente en dicho ejercicio. Para la aplicación de este tipo de 
retención, los contribuyentes deberán comunicar al pagador de los rendimientos la 
concurrencia de dichas circunstancias, quedando obligado el pagador a conservar la 
comunicación debidamente firmada.

Estos porcentajes se reducirán en un 60 por ciento cuando se trate de rendimientos del 
trabajo obtenidos en Ceuta y Melilla que tengan derecho a la deducción en la cuota prevista 
en el artículo 68.4 de esta ley.

4. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del capital 
mobiliario será del 19 por ciento. Dicho porcentaje será el 15 por ciento para los 
rendimientos del capital mobiliario procedentes de la propiedad intelectual cuando el 
contribuyente no sea el autor.

Este porcentaje se reducirá en un 60 por ciento cuando se trate de rendimientos que 
tengan derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley 
procedentes de las sociedades a que se refiere la letra h) del número 3.º del citado artículo.

5. Los porcentajes de las retenciones e ingresos a cuenta sobre los rendimientos 
derivados de actividades económicas serán:

a) El 15 por ciento, en el caso de los rendimientos de actividades profesionales 
establecidos en vía reglamentaria.

No obstante, se aplicará el porcentaje del 7 por ciento sobre los rendimientos de 
actividades profesionales que se establezcan reglamentariamente.

Estos porcentajes se reducirán en un 60 por ciento cuando los rendimientos tengan 
derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.
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b) El 2 por ciento en el caso de rendimientos procedentes de actividades agrícolas o 
ganaderas, salvo en el caso de las actividades ganaderas de engorde de porcino y 
avicultura, en que se aplicará el 1 por ciento.

c) El 2 por ciento en el caso de rendimientos procedentes de actividades forestales.
d) El 1 por ciento para otras actividades empresariales que determinen su rendimiento 

neto por el método de estimación objetiva, en los supuestos y condiciones que 
reglamentariamente se establezcan.

6. El porcentaje de pagos a cuenta sobre las ganancias patrimoniales derivadas de las 
transmisiones o reembolsos de acciones y participaciones de instituciones de inversión 
colectiva será del 19 por ciento.

No se aplicará retención cuando no proceda computar la ganancia patrimonial, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 94.1.a) de esta Ley.

El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre las ganancias patrimoniales 
derivadas de los aprovechamientos forestales de los vecinos en montes públicos que 
reglamentariamente se establezcan, será del 19 por 100.

El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre las ganancias patrimoniales 
derivadas de la transmisión de derechos de suscripción será el 19 por ciento.

7. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los premios que se entreguen 
como consecuencia de la participación en juegos, concursos, rifas o combinaciones 
aleatorias, estén o no vinculadas a la oferta, promoción o venta de determinados bienes, 
productos o servicios, será del 19 por ciento.

8. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos procedentes del 
arrendamiento o subarrendamiento de bienes inmuebles urbanos, cualquiera que sea su 
calificación, será del 19 por ciento.

Este porcentaje se reducirá en un 60 por ciento cuando el inmueble esté situado en 
Ceuta o Melilla en los términos previstos en el artículo 68.4 de esta Ley.

9. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos procedentes de 
la propiedad industrial, de la prestación de asistencia técnica, del arrendamiento de bienes 
muebles, negocios o minas y del subarrendamiento sobre los bienes anteriores, cualquiera 
que sea su calificación, será del 19 por ciento.

El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos procedentes de la 
propiedad intelectual, cualquiera que sea su calificación, será del 15 por ciento¸ salvo 
cuando resulte de aplicación el tipo del 7 por ciento previsto en los apartados 3 y 5 de este 
artículo. Igualmente, dicho porcentaje será del 7 por ciento cuando se trate de anticipos a 
cuenta derivados de la cesión de la explotación de derechos de autor que se vayan a 
devengar a lo largo de varios años.

10. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos procedentes de 
la cesión del derecho a la explotación del derecho de imagen, cualquiera que sea su 
calificación, será el 24 por ciento. El porcentaje de ingreso a cuenta en el supuesto previsto 
en el artículo 92.8 de esta Ley será del 19 por ciento.

11. Los porcentajes de los pagos fraccionados que deban practicar los contribuyentes 
que ejerzan actividades económicas serán los siguientes:

a) El 20 por ciento, cuando se trate de actividades que determinen el rendimiento neto 
por el método de estimación directa, en cualquiera de sus modalidades.

b) El 4 por ciento, cuando se trate de actividades que determinen el rendimiento neto por 
el método de estimación objetiva. El porcentaje será el 3 por ciento cuando se trate de 
actividades que tengan sólo una persona asalariada, y el 2 por ciento cuando no se disponga 
de personal asalariado.

c) El 2 por ciento, cuando se trate de actividades agrícolas, ganaderas, forestales o 
pesqueras, cualquiera que fuese el método de determinación del rendimiento neto.

Estos porcentajes se reducirán en un 60 por ciento para las actividades económicas que 
tengan derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.
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CAPÍTULO III
Liquidaciones provisionales

Artículo 102.  Liquidación provisional.
La Administración tributaria podrá dictar la liquidación provisional que proceda de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 101 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria.

Artículo 103.  Devolución derivada de la normativa del tributo.
1. Cuando la suma de las retenciones, ingresos a cuenta y pagos fraccionados de este 

Impuesto, así como de las cuotas del Impuesto sobre la Renta de no Residentes a que se 
refiere el párrafo d) del artículo 79 de esta Ley y, en su caso, de las deducciones previstas 
en el artículo 81 y 81 bis de esta Ley, sea superior al importe de la cuota resultante de la 
autoliquidación, la Administración tributaria practicará, si procede, liquidación provisional 
dentro de los seis meses siguientes al término del plazo establecido para la presentación de 
la declaración.

Cuando la declaración hubiera sido presentada fuera de plazo, los seis meses a que se 
refiere el párrafo anterior se computarán desde la fecha de su presentación.

2. Cuando la cuota resultante de la autoliquidación o, en su caso, de la liquidación 
provisional, sea inferior a la suma de las cantidades efectivamente retenidas y de los pagos 
a cuenta de este Impuesto realizados, así como de las cuotas del Impuesto sobre la Renta 
de no Residentes a que se refiere la letra d) del artículo 79 de esta Ley y, en su caso, de las 
deducciones previstas en el artículo 81 y 81 bis de esta Ley, la Administración tributaria 
procederá a devolver de oficio el exceso sobre la citada cuota, sin perjuicio de la práctica de 
las ulteriores liquidaciones, provisionales o definitivas, que procedan.

3. Si la liquidación provisional no se hubiera practicado en el plazo establecido en el 
apartado 1 anterior, la Administración tributaria procederá a devolver de oficio el exceso 
sobre la cuota autoliquidada, sin perjuicio de la práctica de las liquidaciones provisionales o 
definitivas ulteriores que pudieran resultar procedentes.

4. Transcurrido el plazo establecido en el apartado 1 de este artículo sin que se haya 
ordenado el pago de la devolución por causa no imputable al contribuyente, se aplicará a la 
cantidad pendiente de devolución el interés de demora en la cuantía y forma prevista en los 
artículos 26.6 y 31 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

5. El procedimiento de devolución será el previsto en los artículos 124 a 127, ambos 
inclusive, de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en su normativa de 
desarrollo.

CAPÍTULO IV
Obligaciones formales

Artículo 104.  Obligaciones formales de los contribuyentes.
1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas estarán 

obligados a conservar, durante el plazo de prescripción, los justificantes y documentos 
acreditativos de las operaciones, rentas, gastos, ingresos, reducciones y deducciones de 
cualquier tipo que deban constar en sus declaraciones.

2. A efectos de esta Ley, los contribuyentes que desarrollen actividades empresariales 
cuyo rendimiento se determine por el método de estimación directa estarán obligados a 
llevar contabilidad ajustada a lo dispuesto en el Código de Comercio.

No obstante, reglamentariamente se podrá exceptuar de esta obligación a los 
contribuyentes cuya actividad empresarial no tenga carácter mercantil de acuerdo con el 
Código de Comercio, y a aquellos contribuyentes que determinen su rendimiento neto por la 
modalidad simplificada del método de estimación directa.

3. Asimismo, los contribuyentes de este impuesto estarán obligados a llevar los libros o 
registros que reglamentariamente se establezcan.
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4. Reglamentariamente podrán establecerse obligaciones específicas de información de 
carácter patrimonial, simultáneas a la presentación de la declaración del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas o del Impuesto sobre el Patrimonio, destinadas al control de 
las rentas o de la utilización de determinados bienes y derechos de los contribuyentes.

5. Los contribuyentes de este impuesto que sean titulares del patrimonio protegido 
regulado en la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de las personas 
con discapacidad y de modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la 
Normativa Tributaria con esta finalidad, deberán presentar una declaración en la que se 
indique la composición del patrimonio, las aportaciones recibidas, las disposiciones del 
patrimonio protegido realizadas durante el periodo impositivo, incluido el gasto de dinero y el 
consumo de bienes fungibles integrados en el patrimonio protegido, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan.

Artículo 105.  Obligaciones formales del retenedor, del obligado a practicar ingresos a 
cuenta y otras obligaciones formales.

1. El sujeto obligado a retener y practicar ingresos a cuenta deberá presentar, en los 
plazos, forma y lugares que se establezcan reglamentariamente, declaración de las 
cantidades retenidas o pagos a cuenta realizados, o declaración negativa cuando no hubiera 
procedido la práctica de los mismos. Asimismo, presentará una declaración anual de 
retenciones e ingresos a cuenta con el contenido que se determine reglamentariamente.

El sujeto obligado a retener y practicar ingresos a cuenta estará obligado a conservar la 
documentación correspondiente y a expedir, en las condiciones que reglamentariamente se 
determinen, certificación acreditativa de las retenciones o ingresos a cuenta efectuados.

Los modelos de declaración correspondientes se aprobarán por el Ministro de Economía 
y Hacienda.

2. Reglamentariamente podrán establecerse obligaciones de suministro de información 
para las personas y entidades que desarrollen o se encuentren en las siguientes 
operaciones o situaciones:

a) Para las entidades prestamistas, en relación con los préstamos hipotecarios 
concedidos para la adquisición de viviendas.

b) Para las entidades que abonen rendimientos del trabajo o del capital no sometidas a 
retención.

c) Para las entidades y personas jurídicas que satisfagan premios, aun cuando tengan la 
consideración de rentas exentas a efectos del impuesto.

d) Para las entidades perceptoras de donativos que den derecho a deducción por este 
impuesto, en relación con la identidad de los donantes, así como los importes recibidos, 
cuando éstos hubieran solicitado certificación acreditativa de la donación a efectos de la 
declaración por este impuesto.

e) Para las entidades a las que se refiere el artículo 68.1 de esta Ley cuyos socios o 
accionistas hubieran solicitado la certificación prevista en el mismo.

f) Para las entidades que distribuyan prima de emisión o reduzcan capital con devolución 
de aportaciones, en relación con las distribuciones realizadas no sometidas a retención.

g) Para las entidades aseguradoras domiciliadas en otro Estado miembro del Espacio 
Económico Europeo que operen en España en régimen de libre prestación de servicios, en 
relación con las operaciones que se realicen en España.

h) Para las entidades previstas en el penúltimo párrafo del apartado 2 del artículo 99 de 
esta Ley, en relación con las operaciones que se realicen en España.

TÍTULO XII
Responsabilidad patrimonial y régimen sancionador

Artículo 106.  Responsabilidad patrimonial del contribuyente.
Las deudas tributarias y, en su caso, las sanciones tributarias, por el Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas tendrán la misma consideración que las referidas en el 
artículo 1365 del Código Civil y, en consecuencia, los bienes gananciales responderán 
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directamente frente a la Hacienda Pública por estas deudas, contraídas por uno de los 
cónyuges, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6 del artículo 84 de esta ley para el caso 
de tributación conjunta.

Artículo 107.  Infracciones y sanciones.
Las infracciones tributarias en este Impuesto se calificarán y sancionarán con arreglo a lo 

dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin perjuicio de las 
especialidades previstas en esta Ley.

TÍTULO XIII
Orden jurisdiccional

Artículo 108.  Orden jurisdiccional.
La jurisdicción contencioso-administrativa, previo agotamiento de la vía económico-

administrativa, será la única competente para dirimir las controversias de hecho y de 
derecho que se susciten entre la Administración tributaria y los contribuyentes, retenedores y 
demás obligados tributarios en relación con cualquiera de las cuestiones a que se refiere 
esta Ley.

Disposición adicional primera.  Derecho de rescate en los contratos de seguro colectivo 
que instrumentan los compromisos por pensiones asumidos por las empresas, en los 
términos previstos en la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

La renta que se ponga de manifiesto como consecuencia del ejercicio del derecho de 
rescate de los contratos de seguro colectivo que instrumenten compromisos por pensiones, 
en los términos previstos en la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, no estará sujeta al Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas del titular de los recursos económicos que en cada caso 
corresponda, en los siguientes supuestos:

a) Para la integración total o parcial de los compromisos instrumentados en la póliza en 
otro contrato de seguro que cumpla los requisitos de la citada disposición adicional primera.

b) Para la integración en otro contrato de seguro colectivo, de los derechos que 
correspondan al trabajador según el contrato de seguro original en el caso de cese de la 
relación laboral.

Los supuestos establecidos en los párrafos a) y b) anteriores no alterarán la naturaleza 
de las primas respecto de su imputación fiscal por parte de la empresa, ni el cómputo de la 
antigüedad de las primas satisfechas en el contrato de seguro original. No obstante, en el 
supuesto establecido en el párrafo b) anterior, si las primas no fueron imputadas, la empresa 
podrá deducir las mismas con ocasión de esta movilización.

Tampoco quedará sujeta al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas la renta que 
se ponga de manifiesto como consecuencia de la participación en beneficios de los contratos 
de seguro que instrumenten compromisos por pensiones de acuerdo con lo previsto en la 
disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y 
Fondos de Pensiones cuando dicha participación en beneficios se destine al aumento de las 
prestaciones aseguradas en dichos contratos.

Disposición adicional segunda.  Retribuciones en especie.
No tendrán la consideración de retribuciones en especie los préstamos con tipo de 

interés inferior al legal del dinero concertados con anterioridad al 1 de enero de 1992 y cuyo 
principal hubiese sido puesto a disposición del prestatario también con anterioridad a dicha 
fecha.
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Disposición adicional tercera.  Planes individuales de ahorro sistemático.
Los planes individuales de ahorro sistemático se configuran como contratos celebrados 

con entidades aseguradoras para constituir con los recursos aportados una renta vitalicia 
asegurada, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Los recursos aportados se instrumentarán a través de seguros individuales de vida en 
los que el contratante, asegurado y beneficiario sea el propio contribuyente.

b) La renta vitalicia se constituirá con los derechos económicos procedentes de dichos 
seguros de vida. En los contratos de renta vitalicia podrán establecerse mecanismos de 
reversión o periodos ciertos de prestación o fórmulas de contraseguro en caso de 
fallecimiento una vez constituida la renta vitalicia.

c) El límite máximo anual satisfecho en concepto de primas a este tipo de contratos será 
de 8.000 euros, y será independiente de los límites de aportaciones de sistemas de previsión 
social. Asimismo, el importe total de las primas acumuladas en estos contratos no podrá 
superar la cuantía total de 240.000 euros por contribuyente.

d) En el supuesto de disposición, total o parcial, por el contribuyente antes de la 
constitución de la renta vitalicia de los derechos económicos acumulados se tributará 
conforme a lo previsto en esta Ley en proporción a la disposición realizada. A estos efectos, 
se considerará que la cantidad recuperada, corresponde a las primas satisfechas en primer 
lugar, incluida su correspondiente rentabilidad.

En el caso de anticipación, total o parcial, de los derechos económicos derivados de la 
renta vitalicia constituida, el contribuyente deberá integrar en el período impositivo en el que 
se produzca la anticipación, la renta que estuvo exenta por aplicación de lo dispuesto en la 
letra v) del artículo 7 de esta Ley.

e) Los seguros de vida aptos para esta fórmula contractual no serán los seguros 
colectivos que instrumentan compromisos por pensiones conforme a la disposición adicional 
primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, ni 
los instrumentos de previsión social que reducen la base imponible del Impuesto.

f) En el condicionado del contrato se hará constar de forma expresa y destacada que se 
trata de un plan de ahorro individual sistemático y sus siglas quedan reservadas a los 
contratos que cumplan los requisitos previstos en esta Ley.

g) La primera prima satisfecha deberá tener una antigüedad superior a cinco años en el 
momento de la constitución de la renta vitalicia.

h) La renta vitalicia que se perciba tributará de conformidad con lo dispuesto en el 
número 2.º del artículo 25.3 a) de esta Ley.

Reglamentariamente podrán desarrollarse las condiciones para la movilización de los 
derechos económicos.

Disposición adicional cuarta.  Rentas forestales.
No se integrarán en la base imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas las subvenciones concedidas a quienes exploten fincas forestales gestionadas de 
acuerdo con planes técnicos de gestión forestal, ordenación de montes, planes dasocráticos 
o planes de repoblación forestal aprobadas por la Administración forestal competente, 
siempre que el período de producción medio, según la especie de que se trate, determinado 
en cada caso por la Administración forestal competente, sea igual o superior a 20 años.

Disposición adicional quinta.  Subvenciones de la política agraria comunitaria y ayudas 
públicas.

1. No se integrarán en la base imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas las rentas positivas que se pongan de manifiesto como consecuencia de:

a) La percepción de las siguientes ayudas de la política agraria comunitaria:
1.ª Abandono definitivo del cultivo del viñedo.
2.ª Prima al arranque de plantaciones de manzanos.
3.ª Prima al arranque de plataneras.
4.ª Abandono definitivo de la producción lechera.
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5.ª Abandono definitivo del cultivo de peras, melocotones y nectarinas.
6.ª Arranque de plantaciones de peras, melocotones y nectarinas.
7.ª Abandono definitivo del cultivo de la remolacha azucarera y de la caña de azúcar.
8.ª Ayudas a los regímenes en favor del clima y del medio ambiente (eco-regímenes).
b) La percepción de las siguientes ayudas de la política pesquera comunitaria: 

paralización definitiva de la actividad pesquera de un buque y por su transmisión para la 
constitución de sociedades mixtas en terceros países, así como por el abandono definitivo 
de la actividad pesquera.

c) La percepción de ayudas públicas que tengan por objeto reparar la destrucción, por 
incendio, inundación, hundimiento, erupción volcánica u otras causas naturales, de 
elementos patrimoniales.

d) La percepción de las ayudas al abandono de la actividad de transporte por carretera 
satisfechas por el Ministerio de Fomento a transportistas que cumplan los requisitos 
establecidos en la normativa reguladora de la concesión de dichas ayudas.

e) La percepción de indemnizaciones públicas, a causa del sacrificio obligatorio de la 
cabaña ganadera, en el marco de actuaciones destinadas a la erradicación de epidemias o 
enfermedades. Esta disposición sólo afectará a los animales destinados a la reproducción.

2. Para calcular la renta que no se integrará en la base imponible se tendrá en cuenta 
tanto el importe de las ayudas percibidas como las pérdidas patrimoniales que, en su caso, 
se produzcan en los elementos patrimoniales. Cuando el importe de estas ayudas sea 
inferior al de las pérdidas producidas en los citados elementos, podrá integrarse en la base 
imponible la diferencia negativa. Cuando no existan pérdidas, sólo se excluirá de gravamen 
el importe de las ayudas.

3. Las ayudas públicas, distintas de las previstas en el apartado 1 anterior, percibidas 
para la reparación de los daños sufridos en elementos patrimoniales por incendio, 
inundación, hundimiento u otras causas naturales, se integrarán en la base imponible en la 
parte en que excedan del coste de reparación de los mismos. En ningún caso, los costes de 
reparación, hasta el importe de la citada ayuda, serán fiscalmente deducibles ni se 
computarán como mejora.

No se integrarán en la base imponible de este Impuesto, las ayudas públicas percibidas 
para compensar el desalojo temporal o definitivo por idénticas causas de la vivienda habitual 
del contribuyente o del local en el que el titular de la actividad económica ejerciera la misma.

4. No se integrarán en la base imponible de este Impuesto las ayudas concedidas en 
virtud de lo dispuesto en el Real Decreto 920/2014, de 31 de octubre, por el que se regula la 
concesión directa de subvenciones destinadas a compensar los costes derivados de la 
recepción o acceso a los servicios de comunicación audiovisual televisiva en las 
edificaciones afectadas por la liberación del dividendo digital. Tampoco se integrarán en el 
ejercicio 2021 y siguientes las concedidas en virtud de los distintos programas establecidos 
en el Real Decreto 691/2021, de 3 de agosto, por el que se regulan las subvenciones a 
otorgar a actuaciones de rehabilitación energética en edificios existentes, en ejecución del 
Programa de rehabilitación energética para edificios existentes en municipios de reto 
demográfico (Programa PREE 5000), incluido en el Programa de regeneración y reto 
demográfico del Plan de rehabilitación y regeneración urbana del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, así como su concesión directa a las comunidades autónomas; 
el Real Decreto 737/2020, de 4 de agosto, por el que se regula el programa de ayudas para 
actuaciones de rehabilitación energética en edificios existentes y se regula la concesión 
directa de las ayudas de este programa a las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta 
y Melilla; y el Real Decreto 853/2021, de 5 de octubre, por el que se regulan los programas 
de ayuda en materia de rehabilitación residencial y vivienda social del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia; y el Real Decreto 477/2021, de 29 de junio, por el que se 
aprueba la concesión directa a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y 
Melilla de ayudas para la ejecución de diversos programas de incentivos ligados al 
autoconsumo y al almacenamiento, con fuentes de energía renovable, así como a la 
implantación de sistemas términos de energías renovables en el sector residencial, en el 
marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resilicencia.
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Disposición adicional sexta.  Beneficios fiscales especiales aplicables en actividades 
agrarias.

Los agricultores jóvenes o asalariados agrarios que determinen el rendimiento neto de su 
actividad mediante el régimen de estimación objetiva, podrán reducir el correspondiente a su 
actividad agraria en un 25 por ciento durante los períodos impositivos cerrados durante los 
cinco años siguientes a su primera instalación como titulares de una explotación prioritaria, 
realizada al amparo de lo previsto en el capítulo IV del título I de la Ley 19/1995, de 4 de 
julio, de modernización de las explotaciones agrarias, siempre que acrediten la realización 
de un plan de mejora de la explotación.

El rendimiento neto a que se refiere el párrafo anterior será el resultante exclusivamente 
de la aplicación de las normas que regulan el régimen de estimación objetiva.

Esta reducción se tendrá en cuenta a efectos de determinar la cuantía de los pagos 
fraccionados que deban efectuarse.

Disposición adicional séptima.  Tributación de determinadas rentas obtenidas por 
contribuyentes que desarrollen la actividad de transporte por autotaxi.

1. Los contribuyentes que ejerzan la actividad de transporte por autotaxis, clasificada en 
el epígrafe 721.2 de la sección primera de las tarifas del Impuesto sobre Actividades 
Económicas, que determinen su rendimiento neto por el método de estimación objetiva, 
reducirán, conforme a lo dispuesto en el apartado 2 de esta disposición adicional, las 
ganancias patrimoniales que se les produzcan como consecuencia de la transmisión de 
activos fijos intangibles, cuando esta transmisión esté motivada por incapacidad permanente, 
jubilación o cese de actividad por reestructuración del sector.

Asimismo, lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable cuando, por causas distintas 
a las señaladas en el mismo, se transmitan los activos intangibles a familiares hasta el 
segundo grado.

2. Las ganancias patrimoniales a que se refiere el apartado 1 anterior se reducirán de 
acuerdo con las siguientes reglas:

1.ª Se distinguirá la parte de la ganancia que se haya generado con anterioridad a 1 de 
enero de 2015, entendiendo como tal la parte de la ganancia patrimonial que 
proporcionalmente corresponda al número de días transcurridos entre la fecha de 
adquisición y 31 de diciembre de 2014, ambos inclusive, respecto del número total de días 
que hubiera permanecido en el patrimonio del contribuyente.

2.ª La parte de la ganancia patrimonial generada con anterioridad a 1 de enero de 2015 
se reducirá aplicando los porcentajes que figuran en la siguiente tabla, teniendo en cuenta el 
tiempo transcurrido desde la fecha de adquisición hasta 31 de diciembre de 2014:

Tiempo transcurrido desde la adquisición del activo fijo intangible hasta 
31-12-2014 Porcentaje aplicable

Más de doce años 100 por ciento.
Más de once años 87 por ciento.
Más de diez años 74 por ciento.
Más de nueve años 61 por ciento.
Más de ocho años 54 por ciento.
Más de siete años 47 por ciento.
Más de seis años 40 por ciento.
Más de cinco años 33 por ciento.
Más de cuatro años 26 por ciento.
Más de tres años 19 por ciento.
Más de dos años 12 por ciento.
Más de un año 8 por ciento.
Hasta un año 4 por ciento.

Disposición adicional octava.  Transmisiones de valores o participaciones no admitidas a 
negociación con posterioridad a una reducción de capital.

Cuando con anterioridad a la transmisión de valores o participaciones no admitidos a 
negociación en alguno de los mercados secundarios oficiales de valores españoles, se 
hubiera producido una reducción del capital instrumentada mediante una disminución del 
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valor nominal que no afecte por igual a todos los valores o participaciones en circulación del 
contribuyente, se aplicarán las reglas previstas en la sección 4.ª del Capítulo II del Título III 
de esta Ley, con las siguientes especialidades:

1.º Se considerará como valor de transmisión el que correspondería en función del valor 
nominal que resulte de la aplicación de lo previsto en el artículo 33.3. a) de esta Ley.

2.º En el caso de que el contribuyente no hubiera transmitido la totalidad de sus valores o 
participaciones, la diferencia positiva entre el valor de transmisión correspondiente al valor 
nominal de los valores o participaciones efectivamente transmitidos y el valor de transmisión, 
a que se refiere el párrafo anterior, se minorará del valor de adquisición de los restantes 
valores o participaciones homogéneos, hasta su anulación. El exceso que pudiera resultar 
tributará como ganancia patrimonial.

Disposición adicional novena.  Mutualidades de trabajadores por cuenta ajena.
Podrán reducir la base imponible general, en los términos previstos en los artículos 51 y 

52 de esta Ley, las cantidades abonadas en virtud de contratos de seguro, concertados con 
las mutualidades de previsión social que tengan establecidas los correspondientes Colegios 
Profesionales, por los mutualistas colegiados que sean trabajadores por cuenta ajena, por 
sus cónyuges y familiares consanguíneos en primer grado, así como por los trabajadores de 
las citadas mutualidades, siempre y cuando exista un acuerdo de los órganos 
correspondientes de la mutualidad que sólo permita cobrar las prestaciones cuando 
concurran las contingencias previstas en el artículo 8.6 del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

Disposición adicional décima.  Sistemas de previsión social constituidos a favor de 
personas con discapacidad.

Cuando se realicen aportaciones a planes de pensiones a favor de personas con un 
grado de minusvalía física o sensorial igual o superior al 65 por 100, psíquica igual o superior 
al 33 por 100, así como de personas que tengan una incapacidad declarada judicialmente 
con independencia de su grado, a los mismos les resultará aplicable el régimen financiero de 
los planes de pensiones, regulado en el texto refundido de la Ley de Regulación de los 
Planes y Fondos de Pensiones con las siguientes especialidades:

1. Podrán efectuar aportaciones al plan de pensiones tanto la persona con discapacidad 
partícipe como las personas que tengan con el mismo una relación de parentesco en línea 
directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, así como el cónyuge o aquellos que les 
tuviesen a su cargo en régimen de tutela o acogimiento.

En estos últimos supuestos, las personas con discapacidad habrán de ser designadas 
beneficiarias de manera única e irrevocable para cualquier contingencia.

No obstante, la contingencia de muerte de la persona con discapacidad podrá generar 
derecho a prestaciones de viudedad, orfandad o a favor de quienes hayan realizado 
aportaciones al plan de pensiones de la persona con discapacidad en proporción a la 
aportación de éstos.

2. Como límite máximo de las aportaciones, a efectos de lo previsto en el artículo 5.3 del 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, se aplicarán 
las siguientes cuantías:

a) Las aportaciones anuales máximas realizadas por las personas con discapacidad 
partícipes no podrán rebasar la cantidad de 24.250 euros.

b) Las aportaciones anuales máximas realizadas por cada partícipe a favor de personas 
con discapacidad ligadas por relación de parentesco no podrán rebasar la cantidad de 
10.000 euros. Ello sin perjuicio de las aportaciones que pueda realizar a su propio plan de 
pensiones, de acuerdo con el límite previsto en el artículo 5.3 del texto refundido de la Ley 
de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

c) Las aportaciones anuales máximas a planes de pensiones realizadas a favor de una 
persona con discapacidad, incluyendo sus propias aportaciones, no podrán rebasar la 
cantidad de 24.250 euros.
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La inobservancia de estos límites de aportación será objeto de la sanción prevista en el 
artículo 36.4 del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones. A estos efectos, cuando concurran varias aportaciones a favor de la persona con 
discapacidad, se entenderá que el límite de 24.250 euros se cubre, primero, con las 
aportaciones de la propia persona con discapacidad, y cuando éstas no superen dicho límite 
con las restantes aportaciones en proporción a su cuantía.

La aceptación de aportaciones a un plan de pensiones, a nombre de un mismo 
beneficiario con discapacidad, por encima del límite de 24.250 euros anuales, tendrá la 
consideración de infracción muy grave, en los términos previstos en el artículo 35.3.n) del 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

3. A los efectos de la percepción de las prestaciones se aplicará lo dispuesto en los 
apartados 8 y 9 del artículo 51 de esta Ley.

4. Reglamentariamente podrán establecerse especificaciones en relación con las 
contingencias por las que pueden satisfacerse las prestaciones, a las que se refiere el 
artículo 8.6 del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones.

5. Reglamentariamente se determinarán los supuestos en los que podrán hacerse 
efectivos los derechos consolidados en el plan de pensiones por parte de las personas con 
discapacidad, de acuerdo con lo previsto en el artículo 8.8 del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

6. El régimen regulado en esta disposición adicional será de aplicación a las 
aportaciones y prestaciones realizadas o percibidas de mutualidades de previsión social, de 
planes de previsión asegurados, planes de previsión social empresarial y seguros que 
cubran exclusivamente el riesgo de dependencia severa o de gran dependencia conforme a 
lo dispuesto en la Ley de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en 
situación de dependencia a favor de personas con discapacidad que cumplan los requisitos 
previstos en los anteriores apartados y los que se establezcan reglamentariamente. Los 
límites establecidos serán conjuntos para todos los sistemas de previsión social previstos en 
esta disposición.

Disposición adicional undécima.  Mutualidad de previsión social de deportistas 
profesionales.

Uno. Los deportistas profesionales y de alto nivel podrán realizar aportaciones a la 
mutualidad de previsión social a prima fija de deportistas profesionales, con las siguientes 
especialidades:

1. Ámbito subjetivo. Se considerarán deportistas profesionales los incluidos en el ámbito 
de aplicación del Real Decreto 1006/1985, de 26 de junio, por el que se regula la relación 
laboral especial de los deportistas profesionales. Se considerarán deportistas de alto nivel 
los incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto 1467/1997, de 19 de septiembre, 
sobre deportistas de alto nivel.

La condición de mutualista y asegurado recaerá, en todo caso, en el deportista 
profesional o de alto nivel.

2. Aportaciones. No podrán rebasar las aportaciones anuales la cantidad máxima que se 
establezca para los sistemas de previsión social constituidos a favor de personas con 
discapacidad, incluyendo las que hubiesen sido imputadas por los promotores en concepto 
de rendimientos del trabajo cuando se efectúen estas últimas de acuerdo con lo previsto en 
la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y 
Fondos de Pensiones.

No se admitirán aportaciones una vez que finalice la vida laboral como deportista 
profesional o se produzca la pérdida de la condición de deportista de alto nivel en los 
términos y condiciones que se establezcan reglamentariamente.

3. Contingencias. Las contingencias que pueden ser objeto de cobertura son las 
previstas para los planes de pensiones en el artículo 8.6 del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

4. Disposición de derechos consolidados. Los derechos consolidados de los mutualistas 
sólo podrán hacerse efectivos en los supuestos previstos en el artículo 8.8 del texto 
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refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, y, adicionalmente, 
una vez transcurrido un año desde que finalice la vida laboral de los deportistas 
profesionales o desde que se pierda la condición de deportistas de alto nivel.

5. Régimen fiscal:
a) Las aportaciones, directas o imputadas, que cumplan los requisitos anteriores podrán 

ser objeto de reducción en la base imponible general del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, con el límite de la suma de los rendimientos netos del trabajo y de 
actividades económicas percibidos individualmente en el ejercicio y hasta un importe máximo 
de 24.250 euros.

b) Las aportaciones que no hubieran podido ser objeto de reducción en la base 
imponible por insuficiencia de la misma o por aplicación del límite establecido en la letra a) 
podrán reducirse en los cinco ejercicios siguientes. Esta regla no resultará de aplicación a 
las aportaciones que excedan del límite máximo previsto en el número 2 de este apartado 
uno.

c) La disposición de los derechos consolidados en supuestos distintos a los 
mencionados en el apartado 4 anterior determinará la obligación para el contribuyente de 
reponer en la base imponible las reducciones indebidamente realizadas, con la práctica de 
las autoliquidaciones complementarias, que incluirán los intereses de demora. Las 
cantidades percibidas que excedan del importe de las aportaciones realizadas, incluyendo, 
en su caso, las contribuciones imputadas por el promotor, tributarán como rendimiento del 
trabajo en el período impositivo en que se perciban.

d) Las prestaciones percibidas, así como la percepción de los derechos consolidados en 
los supuestos previstos en el apartado 4 anterior, tributarán en su integridad como 
rendimientos del trabajo.

e) A los efectos de la percepción de las prestaciones se aplicará lo dispuesto en los 
apartados 8 y 9 del artículo 51 de esta Ley.

Dos. Con independencia del régimen previsto en el apartado anterior, los deportistas 
profesionales y de alto nivel, aunque hayan finalizado su vida laboral como tales o hayan 
perdido esta condición, podrán realizar aportaciones a la mutualidad de previsión social de 
deportistas profesionales.

Tales aportaciones podrán ser objeto de reducción en la base imponible del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas en la parte que tenga por objeto la cobertura de las 
contingencias previstas en el artículo 8.6 del texto refundido de la Ley de Regulación de los 
Planes y Fondos de Pensiones.

Los derechos consolidados de los mutualistas sólo podrán hacerse efectivos en los 
supuestos previstos, para los planes de pensiones, por el artículo 8.8 del texto refundido de 
la ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

Como límite máximo conjunto de reducción de estas aportaciones se aplicará el que 
establece el artículo 51.6 de esta ley.

A los efectos de la percepción de las prestaciones se aplicará lo dispuesto en los 
apartados 8 y 9 del artículo 51 de esta Ley.

Disposición adicional duodécima.  Porcentaje de compensación entre rendimientos y 
ganancias y pérdidas patrimoniales que se integran en la base imponible del ahorro en 2015, 
2016 y 2017.

El porcentaje de compensación entre los saldos a que se refieren las letras a) y b) del 
apartado 1 del artículo 49 de esta Ley en los períodos impositivos 2015, 2016 y 2017 será 
del 10, 15 y 20 por ciento, respectivamente.

Disposición adicional decimotercera.  Obligaciones de información.
1. Reglamentariamente podrán establecerse obligaciones de suministro de información a 

las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva, a las sociedades de 
inversión, a las entidades comercializadoras en territorio español de acciones o 
participaciones de instituciones de inversión colectiva domiciliadas en España o en el 
extranjero, y al representante designado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55.7 y la 
disposición adicional segunda de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de 
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Inversión Colectiva, que actúe en nombre de la gestora que opere en régimen de libre 
prestación de servicios, en relación con las operaciones sobre acciones o participaciones de 
dichas instituciones, incluida la información de que dispongan relativa al resultado de las 
operaciones de compra y venta de aquéllas.

2. Los contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o por el 
Impuesto sobre Sociedades deberán suministrar información, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, en relación con las operaciones, situaciones, cobros y 
pagos que efectúen o se deriven de la tenencia de valores o bienes relacionados, directa o 
indirectamente, con países o territorios considerados como paraísos fiscales.

3. Reglamentariamente podrán establecerse obligaciones de suministro de información 
en los siguientes supuestos:

a) A las entidades aseguradoras, respecto de los planes de previsión asegurados, planes 
de previsión social empresarial y seguros de dependencia que comercialicen, a que se 
refiere el artículo 51 de esta ley.

b) A las entidades financieras, respecto de los planes individuales de ahorro sistemático 
que comercialicen a que se refiere la disposición adicional tercera de esta Ley, o de las 
rentas vitalicias aseguradas previstas en el artículo 38.3 de esta Ley.

c) A la Seguridad Social y las mutualidades, respecto de las cotizaciones y cuotas 
devengadas en relación con sus afiliados o mutualistas.

d) Al Registro Civil, respecto de los datos de nacimientos, adopciones y fallecimientos.
e) Las entidades que comercialicen los contratos regulados en la disposición adicional 

vigésima sexta de esta Ley.
f) A las Comunidades Autónomas y al Instituto de Mayores y Servicios Sociales, respecto 

de las personas que cumplan la condición de familia numerosa y de los datos de grado de 
discapacidad de las personas con discapacidad.

g) A las Comunidades Autónomas respecto de los certificados de eficiencia energética 
registrados y las resoluciones definitivas de ayuda que hayan sido concedidas por obras de 
mejora de la eficiencia energética de viviendas, junto con la relación de números de 
referencia catastrales a los que se refieran.

4. Los bancos, cajas de ahorro, cooperativas de crédito y cuantas personas físicas o 
jurídicas se dediquen al tráfico bancario o crediticio, vendrán obligadas, en las condiciones 
que reglamentariamente se establezcan, a suministrar a la Administración tributaria la 
identificación de la totalidad de las cuentas abiertas en dichas entidades o puestas por ellas 
a disposición de terceros, con independencia de la modalidad o denominación que adopten, 
incluso cuando no se hubiese procedido a la práctica de retenciones o ingresos a cuenta. 
Este suministro comprenderá la identificación de los titulares, autorizados o cualquier 
beneficiario de dichas cuentas.

5. Las personas que, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3 y 4 de la Ley de 
protección patrimonial de las personas con discapacidad y de modificación del Código Civil, 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad, intervengan 
en la formalización de las aportaciones a los patrimonios protegidos, deberán presentar una 
declaración sobre las citadas aportaciones en los términos que reglamentariamente se 
establezcan. La declaración se efectuará en el lugar, forma y plazo que establezca el 
Ministro de Economía y Hacienda.

6. Las personas y entidades residentes en España y los establecimientos permanentes 
en territorio español de personas o entidades residentes en el extranjero, que proporcionen 
servicios para salvaguardar claves criptográficas privadas en nombre de terceros, para 
mantener, almacenar y transferir monedas virtuales, ya se preste dicho servicio con carácter 
principal o en conexión con otra actividad, vendrán obligadas a suministrar a la 
Administración Tributaria, en los términos que reglamentariamente se establezcan, 
información sobre la totalidad de las monedas virtuales que mantengan custodiadas. Este 
suministro comprenderá información sobre saldos en cada moneda virtual diferente y, en su 
caso, en dinero de curso legal, así como la identificación de los titulares, autorizados o 
beneficiarios de dichos saldos.

7. Las personas y entidades residentes en España y los establecimientos permanentes 
en territorio español de personas o entidades residentes en el extranjero, que proporcionen 
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servicios de cambio entre monedas virtuales y dinero de curso legal o entre diferentes 
monedas virtuales, o intermedien de cualquier forma en la realización de dichas operaciones, 
o proporcionen servicios para salvaguardar claves criptográficas privadas en nombre de 
terceros, para mantener, almacenar y transferir monedas virtuales, vendrán obligados, en los 
términos que reglamentariamente se establezcan, a comunicar a la Administración Tributaria 
las operaciones de adquisición, transmisión, permuta y transferencia, relativas a monedas 
virtuales, así como los cobros y pagos realizados en dichas monedas, en las que 
intervengan o medien, presentando relación nominal de sujetos intervinientes con indicación 
de su domicilio y número de identificación fiscal, clase y número de monedas virtuales, así 
como precio y fecha de la operación.

La misma obligación anterior tendrán las personas y entidades residentes en España y 
los establecimientos permanentes en territorio español de personas o entidades residentes 
en el extranjero, que realicen ofertas iniciales de nuevas monedas virtuales, respecto de las 
que entreguen a cambio de aportación de otras monedas virtuales o de dinero de curso 
legal.

Disposición adicional decimocuarta.  Captación de datos.
El Ministro de Economía y Hacienda, previo informe de la Agencia Española de 

Protección de Datos en lo que resulte procedente, propondrá al Gobierno las medidas 
precisas para asegurar la captación de datos obrantes en cualquier clase de registro público 
o registro de las Administraciones públicas, que sean precisos para la gestión y el control del 
Impuesto.

Disposición adicional decimoquinta.  Disposición de bienes que conforman el patrimonio 
personal para asistir las necesidades económicas de la vejez y de la dependencia.

No tendrán la consideración de renta las cantidades percibidas como consecuencia de 
las disposiciones que se hagan de la vivienda habitual por parte de las personas mayores de 
65 años, así como de las personas que se encuentren en situación de dependencia severa o 
de gran dependencia a que se refiere el artículo 24 de la Ley de promoción de la autonomía 
personal y atención a las personas en situación de dependencia, siempre que se lleven a 
cabo de conformidad con la regulación financiera relativa a los actos de disposición de 
bienes que conforman el patrimonio personal para asistir las necesidades económicas de la 
vejez y de la dependencia.

Disposición adicional decimosexta.  Límite financiero de aportaciones y contribuciones a 
los sistemas de previsión social.

El importe anual máximo conjunto de aportaciones y contribuciones empresariales a los 
sistemas de previsión social previstos en los apartados 1, 2, 3, 4 y 5 del artículo 51, de la 
disposición adicional novena y del apartado dos de la disposición adicional undécima de esta 
ley será de 1.500 euros anuales.

Este límite se incrementará en los siguientes supuestos, en las cuantías que se indican:
1.º En 8.500 euros anuales, siempre que tal incremento provenga de contribuciones 

empresariales, o de aportaciones del trabajador al mismo instrumento de previsión social por 
importe igual o inferior a las cantidades que resulten del siguiente cuadro en función del 
importe anual de la contribución empresarial:

Importe anual de la contribución Aportación máxima del trabajador
Igual o inferior a 500 euros. El resultado de multiplicar la contribución empresarial por 2,5.

Entre 500,01 y 1.500 euros. 1.250 euros, más el resultado de multiplicar por 0,25 la diferencia entre la 
contribución empresarial y 500 euros.

Más de 1.500 euros. El resultado de multiplicar la contribución empresarial por 1.

No obstante, en todo caso se aplicará el multiplicador 1 cuando el trabajador obtenga en 
el ejercicio rendimientos íntegros del trabajo superiores a 60.000 euros procedentes de la 
empresa que realiza la contribución, a cuyo efecto la empresa deberá comunicar a la entidad 
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gestora o aseguradora del instrumento de previsión social que no concurre esta 
circunstancia.

A estos efectos, las cantidades aportadas por la empresa que deriven de una decisión 
del trabajador tendrán la consideración de aportaciones del trabajador.

2.º En 4.250 euros anuales, siempre que tal incremento provenga de aportaciones a los 
planes de pensiones sectoriales previstos en la letra a) del apartado 1 del artículo 67 del 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, realizadas 
por trabajadores por cuenta propia o autónomos que se adhieran a dichos planes por razón 
de su actividad; aportaciones a los planes de pensiones de empleo simplificados de 
trabajadores por cuenta propia o autónomos previstos en la letra c) del apartado 1 del 
artículo 67 del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones; o de aportaciones propias que el empresario individual o el profesional realice a 
planes de pensiones de empleo, de los que sea promotor y, además, partícipe o a 
Mutualidades de Previsión Social de las que sea mutualista, así como las que realice a 
planes de previsión social empresarial o seguros colectivos de dependencia de los que, a su 
vez, sea tomador y asegurado.

En todo caso, la cuantía máxima de reducción por aplicación de los incrementos 
previstos en los números 1.º y 2.º anteriores será de 8.500 euros anuales.

Además, 5.000 euros anuales para las primas a seguros colectivos de dependencia 
satisfechas por la empresa.

Disposición adicional decimoséptima.  Remisiones normativas.
Las referencias normativas efectuadas en otras disposiciones a la Ley 18/1991, de 6 de 

junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, a la Ley 40/1998, de 9 de 
diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias, y 
al texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, se entenderán realizadas a los 
preceptos correspondientes de esta Ley.

Disposición adicional decimoctava.  Aportaciones a patrimonios protegidos.
Las aportaciones realizadas al patrimonio protegido de las personas con discapacidad, 

regulado en la Ley de protección patrimonial de las personas con discapacidad y de 
modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria 
con esta finalidad, tendrán el siguiente tratamiento fiscal para la persona con discapacidad:

a) Cuando los aportantes sean contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, tendrán la consideración de rendimientos del trabajo hasta el importe de 
10.000 euros anuales por cada aportante y 24.250 euros anuales en conjunto.

Asimismo, y con independencia de los límites indicados en el párrafo anterior, cuando los 
aportantes sean sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, tendrán la consideración 
de rendimientos del trabajo siempre que hayan sido gasto deducible en el Impuesto sobre 
Sociedades con el límite de 10.000 euros anuales.

A estos rendimientos les resultará de aplicación la exención prevista en la letra w) del 
artículo 7 de esta Ley.

Cuando las aportaciones se realicen por sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades 
a favor de los patrimonios protegidos de los parientes, cónyuges o personas a cargo de los 
empleados del aportante, únicamente tendrán la consideración de rendimiento del trabajo 
para el titular del patrimonio protegido.

Los rendimientos a que se refiere este párrafo a) no estarán sujetos a retención o 
ingreso a cuenta.

b) En el caso de aportaciones no dinerarias, la persona con discapacidad titular del 
patrimonio protegido se subrogará en la posición del aportante respecto de la fecha y el valor 
de adquisición de los bienes y derechos aportados, pero sin que, a efectos de ulteriores 
transmisiones, le resulte de aplicación lo previsto en la disposición transitoria novena de esta 
Ley.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 984 –



A la parte de la aportación no dineraria sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones se aplicará, a efectos de calcular el valor y la fecha de adquisición, lo 
establecido en el artículo 36 de esta Ley.

c) No estará sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones la parte de las 
aportaciones que tenga para el perceptor la consideración de rendimientos del trabajo.

Disposición adicional decimonovena.  Exención de las ayudas e indemnizaciones por 
privación de libertad como consecuencia de los supuestos contemplados en la Ley 46/1977, 
de 15 de octubre, de Amnistía.

1. Las personas que hubieran percibido desde el 1 de enero de 1999 hasta el 31 de 
diciembre de 2005 las indemnizaciones previstas en la legislación del Estado y de las 
Comunidades Autónomas para compensar la privación de libertad en establecimientos 
penitenciarios como consecuencia de los supuestos contemplados en la Ley 46/1977, de 15 
de octubre, de Amnistía, podrán solicitar, en la forma y plazo que se determinen, el abono de 
una ayuda cuantificada en el 15 por ciento de las cantidades que, por tal concepto, hubieran 
consignado en la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas de cada 
uno de dichos períodos impositivos.

Si las personas a que se refiere el párrafo anterior hubieran fallecido, el derecho a la 
ayuda corresponderá a sus herederos quienes podrán solicitarla.

Por Orden del Ministro de Economía y Hacienda se determinará el procedimiento, las 
condiciones para su obtención y el órgano competente para el reconocimiento y abono de 
esta ayuda.

2. Las ayudas percibidas en virtud de lo dispuesto en el apartado 1 anterior estarán 
exentas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

3. Las indemnizaciones previstas en la legislación del Estado y de las Comunidades 
Autónomas para compensar la privación de libertad en establecimientos penitenciarios como 
consecuencia de los supuestos contemplados en la Ley 46/1977, de 15 de octubre, de 
Amnistía imputables al período impositivo 2006, estarán exentas del Impuesto sobre la 
Renta de las personas Físicas en dicho período impositivo.

Disposición adicional vigésima.  Rentas exentas con progresividad.
Tienen la consideración de rentas exentas con progresividad aquellas rentas que, sin 

someterse a tributación, deben tenerse en cuenta a efectos de calcular el tipo de gravamen 
aplicable a las restantes rentas del período impositivo.

Las rentas exentas con progresividad se añadirán a la base liquidable general o del 
ahorro, según corresponda a la naturaleza de las rentas, al objeto de calcular el tipo medio 
de gravamen que corresponda para la determinación de la cuota íntegra estatal y 
autonómica.

El tipo medio de gravamen así calculado se aplicará sobre la base liquidable general o 
del ahorro, sin incluir las rentas exentas con progresividad.

Disposición adicional vigésima primera.  Pérdidas patrimoniales por créditos vencidos y 
no cobrados.

A efectos de la aplicación de la regla especial de imputación temporal prevista en la letra 
k) del artículo 14.2 de esta Ley, la circunstancia prevista en el número 3.º de la citada letra k) 
únicamente se tendrá en cuenta cuando el plazo de un año finalice a partir de 1 de enero de 
2015.

Disposición adicional vigésima segunda.  Movilización de los derechos económicos entre 
los distintos sistemas de previsión social.

Los distintos sistemas de previsión social a que se refieren los artículos 51 y 53 de esta 
Ley, podrán realizar movilizaciones de derechos económicos entre ellos.

Reglamentariamente se establecerán las condiciones bajo las cuales podrán efectuarse 
movilizaciones, sin consecuencias tributarias, de los derechos económicos entre estos 
sistemas de previsión social, atendiendo a la homogeneidad de su tratamiento fiscal y a las 
características jurídicas, técnicas y financieras de los mismos.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 985 –



Disposición adicional vigésima tercera.  Consideración de vivienda habitual a los efectos 
de determinadas exenciones.

A los efectos previstos en los artículos 7.t), 33.4.b), y 38 de esta Ley se considerará 
vivienda habitual aquella en la que el contribuyente resida durante un plazo continuado de 
tres años. No obstante, se entenderá que la vivienda tuvo aquel carácter cuando, a pesar de 
no haber transcurrido dicho plazo, concurran circunstancias que necesariamente exijan el 
cambio de vivienda, tales como celebración de matrimonio, separación matrimonial, traslado 
laboral, obtención de primer empleo o de empleo más ventajoso u otras análogas.

Cuando la vivienda hubiera sido habitada de manera efectiva y permanente por el 
contribuyente en el plazo de doce meses, contados a partir de la fecha de adquisición o 
terminación de las obras, el plazo de tres años previsto en el párrafo anterior se computará 
desde esta última fecha.

Disposición adicional vigésima cuarta.  Retenciones sobre rendimientos del trabajo 
correspondientes a enero de 2015.

Reglamentariamente podrán determinarse especialidades para determinar las 
retenciones e ingresos a cuenta a practicar sobre los rendimientos del trabajo que se 
satisfagan o abonen durante el mes de enero de 2015.

Disposición adicional vigésima quinta.  Gastos e inversiones para habituar a los 
empleados en la utilización de las nuevas tecnologías de la comunicación y de la 
información.

1. Los gastos e inversiones efectuados durante los años 2007, 2008, 2009, 2010, 2011, 
2012, 2013 y 2014 para habituar a los empleados en la utilización de las nuevas tecnologías 
de la comunicación y de la información, cuando su utilización sólo pueda realizarse fuera del 
lugar y horario de trabajo, tendrá el siguiente tratamiento fiscal:

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas: dichos gastos e inversiones tendrán la 
consideración de gastos de formación en los términos previstos en el artículo 42.2.b) de esta 
Ley.

Impuesto sobre Sociedades: dichos gastos e inversiones darán derecho a la aplicación 
de la deducción prevista en el artículo 40 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004.

2. Entre los gastos e inversiones a que se refiere esta disposición adicional se incluyen, 
entre otros, las cantidades utilizadas para proporcionar, facilitar o financiar su conexión a 
Internet, así como los derivados de la entrega, actualización o renovación gratuita, o a 
precios rebajados, o de la concesión de préstamos y ayudas económicas para la adquisición 
de los equipos y terminales necesarios para acceder a aquélla, con su software y periféricos 
asociados.

Disposición adicional vigésima sexta.  Planes de Ahorro a Largo Plazo.
1. Los Planes de Ahorro a Largo Plazo se configuran como contratos celebrados entre el 

contribuyente y una entidad aseguradora o de crédito que cumplan los siguientes requisitos:
a) Los recursos aportados al Plan de Ahorro a Largo Plazo deben instrumentarse, bien a 

través de uno o sucesivos seguros individuales de vida a que se refiere el apartado 2 de esta 
disposición adicional, denominados Seguros Individuales de Vida a Largo Plazo, o bien a 
través de depósitos y contratos financieros a que se refiere el apartado 3 de esta disposición 
adicional integrados en una Cuenta Individual de Ahorro a Largo Plazo.

Un contribuyente sólo podrá ser titular de forma simultánea de un Plan de Ahorro a Largo 
Plazo.

b) La apertura del Plan de Ahorro a Largo Plazo se producirá en el momento en que se 
satisfaga la primera prima, o se realice la primera aportación a la Cuenta Individual de 
Ahorro a Largo Plazo, según proceda, y su extinción, en el momento en que el contribuyente 
efectúe cualquier disposición o incumpla el límite de aportaciones previsto en la letra c) de 
este apartado.
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A estos efectos, en el caso de Seguros Individuales de Ahorro a Largo Plazo, no se 
considera que se efectúan disposiciones cuando llegado su vencimiento, la entidad 
aseguradora destine, por orden del contribuyente, el importe íntegro de la prestación a un 
nuevo Seguro Individual de Ahorro a Largo Plazo contratado por el contribuyente con la 
misma entidad. En estos casos, la aportación de la prestación al nuevo seguro no computará 
a efectos del límite de 5.000 euros señalado en la letra c) de este apartado, y para el 
cómputo del plazo previsto en la letra ñ) del artículo 7 de esta Ley se tomará como referencia 
la primera prima satisfecha al primer seguro por el que se instrumentó las aportaciones al 
Plan.

c) Las aportaciones al Plan de Ahorro a Largo Plazo no pueden ser superiores a 5.000 
euros anuales en ninguno de los ejercicios de vigencia del Plan.

d) La disposición por el contribuyente del capital resultante del Plan únicamente podrá 
producirse en forma de capital, por el importe total del mismo, no siendo posible que el 
contribuyente realice disposiciones parciales.

e) La entidad aseguradora o, en su caso, la entidad de crédito, deberá garantizar al 
contribuyente la percepción al vencimiento del seguro individual de vida o al vencimiento de 
cada depósito o contrato financiero de, al menos, un capital equivalente al 85 por ciento de la 
suma de las primas satisfechas o de las aportaciones efectuadas al depósito o al contrato 
financiero.

No obstante lo anterior, si la citada garantía fuera inferior al 100 por ciento, el producto 
financiero contratado deberá tener un vencimiento de al menos un año.

2. El Seguro Individual de Ahorro a Largo Plazo (SIALP) se configura como un seguro 
individual de vida distinto de los previstos en el artículo 51 de esta Ley, que no cubra 
contingencias distintas de supervivencia o fallecimiento, en el que el propio contribuyente 
sea el contratante, asegurado y beneficiario salvo en caso de fallecimiento.

En el condicionado del contrato se hará constar de forma expresa y destacada que se 
trata de un Seguro Individual de Ahorro a Largo Plazo y sus siglas (SIALP) quedan 
reservadas a los contratos celebrados a partir del 1 de enero de 2015 que cumplan los 
requisitos previstos en esta Ley.

3. La Cuenta Individual de Ahorro a Largo Plazo se configura como un contrato de 
depósito de dinero celebrado por el contribuyente con una entidad de crédito, con cargo a la 
cual se podrán constituir uno o varios depósitos de dinero, así como contratos financieros de 
los definidos en el último párrafo del apartado 1 del artículo segundo de la Orden 
EHA/3537/2005, de 10 de noviembre, por la que se desarrolla el artículo 27.4 de la Ley 
24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, en cuyas condiciones se prevea que tanto 
la aportación como la liquidación al vencimiento se efectuará en todo caso exclusivamente 
en dinero. Dichos depósitos y contratos financieros deberán contratarse por el contribuyente 
con la misma entidad de crédito en la que se haya abierto la Cuenta Individual de Ahorro a 
Largo Plazo. Los rendimientos se integrarán obligatoriamente en la Cuenta Individual y no se 
computarán a efectos del límite previsto en la letra c) del apartado 1 anterior.

La Cuenta Individual de Ahorro a Largo Plazo deberá estar identificada singularmente y 
separada de otras formas de imposición. Asimismo, los depósitos y contratos financieros 
integrados en la Cuenta deberán contener en su identificación la referencia a esta última.

En el condicionado del contrato se hará constar de forma expresa y destacada que se 
trata de una Cuenta Individual de Ahorro a Largo Plazo y sus siglas (CIALP) quedan 
reservadas a los contratos celebrados a partir del 1 de enero de 2015 que cumplan los 
requisitos previstos en esta Ley e integrarán depósitos y contratos financieros contratados a 
partir de dicha fecha.

4. Las entidades contratantes deberán informar, en particular, en los contratos, de forma 
expresa y destacada, del importe y la fecha a la que se refiere la garantía de la letra e) del 
apartado 1 de esta disposición adicional, así como de las condiciones financieras en que 
antes del vencimiento del seguro individual de vida, del depósito o del contrato financiero, se 
podrá disponer del capital resultante o realizar nuevas aportaciones.

Asimismo, las entidades contratantes deberán advertir en los contratos, de forma 
expresa y destacada, que los contribuyentes sólo pueden ser titulares de un único Plan de 
Ahorro a Largo Plazo de forma simultánea, que no pueden aportar más de 5.000 euros al 
año al mismo, ni disponer parcialmente del capital que vaya constituyéndose, así como de 
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los efectos fiscales derivados de efectuar disposiciones con anterioridad o posterioridad al 
transcurso de los cinco años desde la primera aportación.

5. Reglamentariamente podrán desarrollarse las condiciones para la movilización íntegra 
de los derechos económicos de seguros individuales de ahorro a largo plazo y de los fondos 
constituidos en cuentas individuales de ahorro a largo plazo, sin que ello implique la 
disposición de los recursos a los efectos previstos en la letra ñ) del artículo 7 de esta Ley.

6. En caso de que con anterioridad a la finalización del plazo previsto en la letra ñ) del 
artículo 7 de esta Ley se produzca cualquier disposición del capital resultante o se incumpla 
el límite de aportaciones previsto en la letra c) del apartado 1 de esta disposición, la entidad 
deberá practicar una retención o pago a cuenta del 19 por ciento sobre los rendimientos del 
capital mobiliario positivos obtenidos desde la apertura del Plan, incluidos los que pudieran 
obtenerse con motivo de la extinción del mismo.

7. Los rendimientos del capital mobiliario negativos que, en su caso, se obtengan 
durante la vigencia del Plan de Ahorro a Largo Plazo, incluidos los que pudieran obtenerse 
con motivo de la extinción del Plan, se imputarán al período impositivo en que se produzca 
dicha extinción y únicamente en la parte del importe total de dichos rendimientos negativos 
que exceda de la suma de los rendimientos del mismo Plan a los que hubiera resultado de 
aplicación la exención.

Disposición adicional vigésima séptima.  Reducción del rendimiento neto de las 
actividades económicas por mantenimiento o creación de empleo.

1. En cada uno de los períodos impositivos 2009, 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014, los 
contribuyentes que ejerzan actividades económicas cuyo importe neto de la cifra de 
negocios para el conjunto de ellas sea inferior a 5 millones de euros y tengan una plantilla 
media inferior a 25 empleados, podrán reducir en un 20 por 100 el rendimiento neto positivo 
declarado, minorado en su caso por las reducciones previstas en el artículo 32 de esta Ley, 
correspondiente a las mismas, cuando mantengan o creen empleo.

A estos efectos, se entenderá que el contribuyente mantiene o crea empleo cuando en 
cada uno de los citados períodos impositivos la plantilla media utilizada en el conjunto de sus 
actividades económicas no sea inferior a la unidad y a la plantilla media del período 
impositivo 2008.

El importe de la reducción así calculada no podrá ser superior al 50 por ciento del 
importe de las retribuciones satisfechas en el ejercicio al conjunto de sus trabajadores.

La reducción se aplicará de forma independiente en cada uno de los períodos 
impositivos en que se cumplan los requisitos.

2. Para el cálculo de la plantilla media utilizada a que se refiere el apartado 1 anterior se 
tomarán las personas empleadas, en los términos que disponga la legislación laboral, 
teniendo en cuenta la jornada contratada en relación con la jornada completa y la duración 
de dicha relación laboral respecto del número total de días del período impositivo.

No obstante, cuando el contribuyente no viniese desarrollando ninguna actividad 
económica con anterioridad a 1 de enero de 2008 e inicie su ejercicio en el período 
impositivo 2008, la plantilla media correspondiente al mismo se calculará tomando en 
consideración el tiempo transcurrido desde el inicio de la misma.

Cuando el contribuyente no viniese desarrollando ninguna actividad económica con 
anterioridad a 1 de enero de 2009 e inicie su ejercicio con posterioridad a dicha fecha, la 
plantilla media correspondiente al período impositivo 2008 será cero.

3. A efectos de determinar el importe neto de la cifra de negocios, se tendrá en 
consideración lo establecido en el apartado 3 del artículo 108 del Texto Refundido de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades.

Cuando en cualquiera de los períodos impositivos la duración de la actividad económica 
hubiese sido inferior al año, el importe neto de la cifra de negocios se elevará al año.

4. Cuando el contribuyente no viniese desarrollando ninguna actividad económica con 
anterioridad a 1 de enero de 2009 e inicie su ejercicio en 2009, 2010, 2011, 2012, 2013 
ó 2014, y la plantilla media correspondiente al período impositivo en el que se inicie la misma 
sea superior a cero e inferior a la unidad, la reducción establecida en el apartado 1 de esta 
disposición adicional se aplicará en el período impositivo de inicio de la actividad a condición 
de que en el período impositivo siguiente la plantilla media no sea inferior a la unidad.
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El incumplimiento del requisito a que se refiere el párrafo anterior motivará la no 
aplicación de la reducción en el período impositivo de inicio de su actividad económica, 
debiendo presentar una autoliquidación complementaria, con los correspondientes intereses 
de demora, en el plazo que medie entre la fecha en que se incumpla el requisito y la 
finalización del plazo reglamentario de declaración correspondiente al período impositivo en 
que se produzca dicho incumplimiento.

Disposición adicional vigésima octava.  Porcentajes de reparto de la escala del ahorro.
La escala del ahorro aplicable para la determinación de la cuota íntegra estatal y 

autonómica será la resultante de aplicar a la escala prevista en el artículo 66.2 de esta Ley el 
porcentaje de reparto entre el Estado y la Comunidad Autónoma que derive del modelo de 
financiación existente en la Comunidad Autónoma en la que el contribuyente tenga su 
residencia habitual.

Disposición adicional vigésima novena.  Deducción por obras de mejora en la vivienda.
Los contribuyentes cuya base imponible sea inferior a 71.007,20 euros anuales, podrán 

deducirse el 20 por ciento de las cantidades satisfechas desde la entrada en vigor del Real 
Decreto-ley 5/2011 hasta el 31 de diciembre de 2012 por las obras realizadas durante dicho 
período en cualquier vivienda de su propiedad o en el edificio en la que ésta se encuentre, 
siempre que tengan por objeto la mejora de la eficiencia energética, la higiene, salud y 
protección del medio ambiente, la utilización de energías renovables, la seguridad y la 
estanqueidad, y en particular la sustitución de las instalaciones de electricidad, agua, gas u 
otros suministros, o favorezcan la accesibilidad al edificio o las viviendas, en los términos 
previstos en el Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, por el que se regula el Plan 
Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012, así como por las obras de instalación de 
infraestructuras de telecomunicación realizadas durante dicho período que permitan el 
acceso a Internet y a servicios de televisión digital en la vivienda del contribuyente.

No darán derecho a practicar esta deducción las obras que se realicen en viviendas 
afectas a una actividad económica, plazas de garaje, jardines, parques, piscinas e 
instalaciones deportivas y otros elementos análogos.

La base de esta deducción estará constituida por las cantidades satisfechas, mediante 
tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, cheque nominativo o ingreso en cuentas 
en entidades de crédito, a las personas o entidades que realicen tales obras. En ningún 
caso, darán derecho a practicar esta deducción las cantidades satisfechas mediante 
entregas de dinero de curso legal.

La base máxima anual de esta deducción será de:
a) cuando la base imponible sea igual o inferior a 53.007,20 euros anuales: 6.750 euros 

anuales,
b) cuando la base imponible esté comprendida entre 53.007,20 y 71.007,20 euros 

anuales: 6.750 euros menos el resultado de multiplicar por 0,375 la diferencia entre la base 
imponible y 53.007,20 euros anuales.

Las cantidades satisfechas en el ejercicio no deducidas por exceder de la base máxima 
anual de deducción podrán deducirse, con el mismo límite, en los cuatro ejercicios 
siguientes.

A tal efecto, cuando concurran cantidades deducibles en el ejercicio con cantidades 
deducibles procedentes de ejercicios anteriores que no hayan podido ser objeto de 
deducción por exceder de la base máxima de deducción, el límite anteriormente indicado 
será único para el conjunto de tales cantidades, deduciéndose en primer lugar las cantidades 
correspondientes a años anteriores.

En ningún caso, la base acumulada de la deducción correspondiente a los períodos 
impositivos en que ésta sea de aplicación podrá exceder de 20.000 euros por vivienda. 
Cuando concurran varios propietarios con derecho a practicar la deducción respecto de una 
misma vivienda, el citado límite de 20.000 euros se distribuirá entre los copropietarios en 
función de su respectivo porcentaje de propiedad en el inmueble.
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En ningún caso darán derecho a la aplicación de esta deducción, las cantidades 
satisfechas por las que el contribuyente practique la deducción por inversión en vivienda 
habitual a que se refiere el artículo 68.1 de esta ley.

2. El importe de esta deducción se restará de la cuota íntegra estatal después de las 
deducciones previstas en los apartados 2, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 68 de esta ley.

Disposición adicional trigésima.  Libertad de amortización en elementos nuevos del activo 
material fijo.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 30.2 de la Ley del Impuesto, los 
contribuyentes de este Impuesto podrán aplicar para las inversiones realizadas hasta la 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, la libertad de amortización 
prevista en la disposición transitoria trigésimo séptima del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, con el límite del rendimiento neto positivo de la actividad 
económica a la que se hubieran afectado los elementos patrimoniales previo a la deducción 
por este concepto y, en su caso, a la minoración que deriva de lo señalado en el artículo 
30.2.4ª de esta Ley.

Cuando resulte de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 de la citada disposición 
transitoria, los límites contenidos en el mismo se aplicarán sobre el rendimiento neto positivo 
citado en el párrafo anterior.

2. Cuando a partir de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, 
se transmitan elementos patrimoniales que hubieran gozado de la libertad de amortización 
prevista en la disposición adicional undécima o en la disposición transitoria trigésimo 
séptima, ambas del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, para el cálculo 
de la ganancia o pérdida patrimonial no se minorará el valor de adquisición en el importe de 
las amortizaciones fiscalmente deducidas que excedan de las que hubieran sido fiscalmente 
deducibles de no haberse aplicado aquélla. El citado exceso tendrá, para el transmitente, la 
consideración de rendimiento íntegro de la actividad económica en el período impositivo en 
que se efectúe la transmisión.

Disposición adicional trigésima primera.  Escalas y tipos de retención aplicables en 2015.
1. En el período impositivo 2015 las escalas para la determinación de la cuota íntegra del 

impuesto serán:
a) La escala general del impuesto a que se refiere el número 1.º del apartado 1 del 

artículo 63 de esta Ley será la siguiente:

Base liquidable
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0,00 0,00 12.450,00 9,50

12.450,00 1.182,75 7.750,00 12
20.200,00 2.112,75 13.800,00 15
34.000,00 4.182,75 26.000,00 18,5
60.000,00 8.992,75 En adelante 22,5

b) La escala a que se refiere el artículo 65 de esta Ley será la establecida en la letra a) 
anterior y la siguiente:

Base liquidable
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0,00 0,00 12.450,00 10,00

12.450,00 1.245,00 7.750,00 12,50
20.200,00 2.213,75 13.800,00 15,50
34.000,00 4.352,75 26.000,00 19,50
60.000,00 9.422,75 En adelante 23,50

c) La escala del ahorro a que se refiere el número 1.º del apartado 1 del artículo 66.
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d) La escala del ahorro a que se refiere el número 1.º del apartado 2 del artículo 66 de 
esta Ley será la siguiente:

Base liquidable
del ahorro

–
Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
del ahorro

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0 0 6.000 19,5
6.000,00 1.170 44.000 21,5

50.000,00 10.630 En adelante 23,5

e) La escala del ahorro a que se refiere el número 1.º del artículo 76 de esta Ley será la 
siguiente:

Base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0 0 6.000 10

6.000,00 600 44.000 11
50.000,00 5.440 En adelante 12

f) La escala a que se refiere el número 1.º de la letra e) del apartado 2 del artículo 93 de 
esta Ley será la siguiente:

Base liquidable
–

Euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
Hasta 600.000 euros 24
Desde 600.000,01 euros en adelante 47

g) La escala a que se refiere el número 2.º de la letra e) del apartado 2 del artículo 93 de 
esta Ley será la siguiente:

Base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0 0 6.000 19,5

6.000,00 1.170 44.000 21,5
50.000,00 10.630 En adelante 23,5

2. En el período impositivo 2015, para determinar el tipo de retención o ingreso a cuenta 
a practicar sobre los rendimientos del trabajo satisfechos con anterioridad a 12 de julio a los 
que resulte de aplicación el procedimiento general de retención a que se refiere el artículo 82 
del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, la escala de retención 
a que se refiere el apartado 1 del artículo 101 de esta Ley será la siguiente:

Base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Cuota de retención
–

Euros

Resto base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0,00 0,00 12.450,00 20,00
12.450,00 2.490,00 7.750,00 25,00
20.200,00 4.427,50 13.800,00 31,00
34.000,00 8.705,50 26.000,00 39,00
60.000,00 18.845,50 En adelante 47,00

A partir de 12 de julio para calcular el tipo de retención o ingreso a cuenta aplicable a los 
rendimientos que se satisfagan o abonen a partir de dicha fecha, la escala de retención a 
tomar en consideración será la siguiente:
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Base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Cuota de retención
–

Euros

Resto base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0,00 0,00 12.450,00 19,50
12.450,00 2.427,75 7.750,00 24,50
20.200,00 4.326,5 13.800,00 30,50
34.000,00 8.535,5 26.000,00 38,00
60.000,00 18.415,5 En adelante 46,00

El tipo de retención o ingreso a cuenta se regularizará de acuerdo con la anterior escala, 
si procede, en los primeros rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a partir de 
12 de julio, de acuerdo con lo señalado en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.

No obstante, la regularización a que se refiere el párrafo anterior podrá realizarse, a 
opción del pagador, en los primeros rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a 
partir de 1 de agosto, en cuyo caso, el tipo de retención o ingreso a cuenta a practicar sobre 
los rendimientos del trabajo satisfechos con anterioridad a esta fecha se determinará 
tomando en consideración la escala de retención a que se refiere el primer párrafo de este 
apartado.

3. En el período impositivo 2015:
a) El porcentaje de retención e ingreso a cuenta aplicable a los rendimientos previstos en 

el apartado 3 del artículo 101 de esta Ley, satisfechos o abonados con anterioridad a 12 de 
julio, será el 19 por ciento. El porcentaje de retención o ingreso a cuenta aplicable a dichos 
rendimientos que se satisfagan o abonen a partir de dicha fecha, será el 15 por ciento.

b) El porcentaje de retención e ingreso a cuenta a que se refiere el primer párrafo de la 
letra a) del apartado 5 del artículo 101 de esta Ley aplicable a los rendimientos satisfechos o 
abonados con anterioridad a 12 de julio, será el 19 por ciento. No obstante, dicho porcentaje 
será el 15 por ciento cuando el volumen de rendimientos íntegros de tales actividades 
correspondiente al ejercicio inmediato anterior sea inferior a 15.000 euros y represente más 
del 75 por ciento de la suma de los rendimientos íntegros de actividades económicas y del 
trabajo obtenidos por el contribuyente en dicho ejercicio y el contribuyente hubiera 
comunicado al pagador de los rendimientos la concurrencia de dicha circunstancia, 
quedando obligado el pagador a conservar la comunicación debidamente firmada. El 
porcentaje de retención o ingreso a cuenta aplicable a los rendimientos que se satisfagan o 
abonen a partir de dicha fecha, será el 15 por ciento.

c) El porcentaje de retención e ingreso a cuenta a que se refiere el segundo párrafo de la 
letra a) del apartado 5 del artículo 101 de esta Ley aplicable a los rendimientos satisfechos o 
abonados con anterioridad a 12 de julio, será el 9 por ciento. El porcentaje de retención o 
ingreso a cuenta aplicable a los rendimientos que se satisfagan o abonen a partir de dicha 
fecha, será el 7 por ciento.

d) Los porcentajes de retención e ingreso a cuenta del 19 por ciento previstos en el 
artículo 101 de esta Ley serán el 20 por ciento cuando la obligación de retener o ingresar a 
cuenta hubiera nacido con anterioridad a 12 de julio. Cuando el nacimiento de la obligación 
de retener o ingresar a cuenta se hubiera producido a partir de dicha fecha, el porcentaje de 
retención o ingreso a cuenta será el 19,5 por ciento.

e) El porcentaje de retención del 35 por ciento previsto en el apartado 2 del artículo 101 
de esta Ley, será el 37 por ciento, el porcentaje de retención del 45 por ciento previsto en la 
letra f) del apartado 2 del artículo 93 de esta Ley será el 47 por ciento y el porcentaje del 
ingreso a cuenta a que se refiere el artículo 92.8 y del pago a cuenta del 19 por ciento 
previsto en la disposición adicional vigésima sexta, ambos de esta Ley, serán el 20 por 
ciento.

Disposición adicional trigésima segunda.  Escala autonómica aplicable a los residentes 
en Ceuta y Melilla.

La escala autonómica aplicable a los contribuyentes que tengan su residencia habitual 
en Ceuta o Melilla será la prevista en el artículo 65 de esta Ley.
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Disposición adicional trigésima tercera.  Gravamen especial sobre los premios de 
determinadas loterías y apuestas.

1. Estarán sujetos a este Impuesto mediante un gravamen especial los siguientes 
premios obtenidos por contribuyentes de este Impuesto:

a) Los premios de las loterías y apuestas organizadas por la Sociedad Estatal Loterías y 
Apuestas del Estado y por los órganos o entidades de las Comunidades Autónomas, así 
como de los sorteos organizados por la Cruz Roja Española y de las modalidades de juegos 
autorizadas a la Organización Nacional de Ciegos Españoles.

b) Los premios de las loterías, apuestas y sorteos organizados por organismos públicos 
o entidades que ejerzan actividades de carácter social o asistencial sin ánimo de lucro 
establecidos en otros Estados miembros de la Unión Europea o del Espacio Económico 
Europeo y que persigan objetivos idénticos a los de los organismos o entidades señalados 
en la letra anterior.

El gravamen especial se exigirá de forma independiente respecto de cada décimo, 
fracción o cupón de lotería o apuesta premiados.

2. Estarán exentos del gravamen especial los premios cuyo importe íntegro sea igual o 
inferior a 40.000 euros. Los premios cuyo importe íntegro sea superior a 40.000 euros se 
someterán a tributación respecto de la parte del mismo que exceda de dicho importe.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será de aplicación siempre que la cuantía del décimo, 
fracción o cupón de lotería, o de la apuesta efectuada, sea de al menos 0,50 euros. En caso 
de que fuera inferior a 0,50 euros, la cuantía máxima exenta señalada en el párrafo anterior 
se reducirá de forma proporcional.

En el supuesto de que el premio fuera de titularidad compartida, la cuantía exenta 
prevista en los párrafos anteriores se prorrateará entre los cotitulares en función de la cuota 
que les corresponda.

3. La base imponible del gravamen especial estará formada por el importe del premio 
que exceda de la cuantía exenta prevista en el apartado 2 anterior. Si el premio fuera en 
especie, la base imponible será aquella cuantía que, una vez minorada en el importe del 
ingreso a cuenta, arroje la parte del valor de mercado del premio que exceda de la cuantía 
exenta prevista en el apartado 2 anterior.

En el supuesto de que el premio fuera de titularidad compartida, la base imponible se 
prorrateará entre los cotitulares en función de la cuota que les corresponda.

4. La cuota íntegra del gravamen especial será la resultante de aplicar a la base 
imponible prevista en el apartado 3 anterior el tipo del 20 por ciento. Dicha cuota se minorará 
en el importe de las retenciones o ingresos a cuenta previstos en el apartado 6 de esta 
disposición adicional.

5. El gravamen especial se devengará en el momento en que se satisfaga o abone el 
premio obtenido.

6. Los premios previstos en esta disposición adicional estarán sujetos a retención o 
ingreso a cuenta de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 99 y 105 de esta Ley.

El porcentaje de retención o ingreso a cuenta será el 20 por ciento. La base de retención 
o ingreso a cuenta vendrá determinada por el importe de la base imponible del gravamen 
especial.

7. Los contribuyentes que hubieran obtenido los premios previstos en esta disposición 
estarán obligados a presentar una autoliquidación por este gravamen especial, determinando 
el importe de la deuda tributaria correspondiente, e ingresar su importe en el lugar, forma y 
plazos que establezca el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas.

No obstante, no existirá obligación de presentar la citada autoliquidación cuando el 
premio obtenido hubiera sido de cuantía inferior al importe exento previsto en el apartado 2 
anterior o se hubiera practicado retención o el ingreso a cuenta conforme a lo previsto en el 
apartado 6 anterior.

8. No se integrarán en la base imponible del Impuesto los premios previstos en esta 
disposición adicional. Las retenciones o ingresos a cuenta practicados conforme a lo previsto 
en la misma no minorarán la cuota líquida total del impuesto ni se tendrán en cuenta a 
efectos de lo previsto en el artículo 103 de esta Ley.
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9. Lo establecido en esta disposición adicional no resultará de aplicación a los premios 
derivados de juegos celebrados con anterioridad a 1 de enero de 2013.

Disposición adicional trigésima cuarta.  Medidas para favorecer la capitalización de 
empresas de nueva o reciente creación.

(Suprimida) 

Disposición adicional trigésima quinta.  Gravamen complementario a la cuota íntegra 
estatal para la reducción del déficit público en los ejercicios 2012, 2013 y 2014.

1. En los períodos impositivos 2012, 2013 y 2014, la cuota íntegra estatal a que se 
refiere el artículo 62 de esta Ley se incrementará en los siguientes importes:

a) El resultante de aplicar a la base liquidable general los tipos de la siguiente escala:

Base liquidable general
–

Hasta euros

Incremento en cuota íntegra 
estatal

–
Euros

Resto base liquidable general
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0 0 17.707,20 0,75
17.707,20 132,80 15.300,00 2
33.007,20 438,80 20.400,00 3
53.407,20 1.050,80 66.593,00 4
120.000,20 3.714,52 55.000,00 5
175.000,20 6.464,52 125.000,00 6
300.000,20 13.964,52 En adelante 7

La cuantía resultante se minorará en el importe derivado de aplicar a la parte de la base 
liquidable general correspondiente al mínimo personal y familiar a que se refiere el 
artículo 56 de esta Ley, la escala prevista en esta letra a).

Cuando el contribuyente satisfaga anualidades por alimentos a sus hijos por decisión 
judicial y el importe de aquéllas sea inferior a la base liquidable general, aplicará la escala 
prevista en esta letra a) separadamente al importe de las anualidades por alimentos y al 
resto de la base liquidable general. La cuantía total resultante se minorará en el importe 
derivado de aplicar la escala prevista en esta letra a) a la parte de la base liquidable general 
correspondiente al mínimo personal y familiar incrementado en 1.600 euros anuales, sin que 
el resultado de esta minoración pueda resultar negativo.

b) El resultante de aplicar a la base liquidable del ahorro, en la parte que no 
corresponda, en su caso, con el mínimo personal y familiar a que se refiere el artículo 56 de 
esta Ley, los tipos de la siguiente escala:

Base liquidable del ahorro
–

Hasta euros

Incremento en cuota íntegra 
estatal

–
Euros

Resto base liquidable del 
ahorro

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0 0 6.000 2
6.000,00 120 18.000 4
24.000,00 840 En adelante 6

2. En los períodos impositivos 2012, 2013 y 2014, la cuota de retención a que se refieren 
los apartados 1 y 2 del artículo 85 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, se incrementará en el importe resultante de aplicar a la base para calcular 
el tipo de retención los tipos previstos en la siguiente escala:

Base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Cuota de retención
–

Euros

Resto base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0 0 17.707,20 0,75
17.707,20 132,80 15.300,00 2
33.007,20 438,80 20.400,00 3
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Base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Cuota de retención
–

Euros

Resto base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

53.407,20 1.050,80 66.593,00 4
120.000,20 3.714,52 55.000,00 5
175.000,20 6.464,52 125.000,00 6
300.000,20 13.964,52 En adelante 7

La cuantía resultante se minorará en el importe derivado de aplicar al importe del mínimo 
personal y familiar para calcular el tipo de retención a que se refiere el artículo 84 del 
Reglamento del Impuesto, la escala prevista en este apartado, sin que el resultado de esta 
minoración pueda resultar negativo.

Cuando el perceptor de rendimientos del trabajo satisfaga anualidades por alimentos en 
favor de los hijos por decisión judicial, siempre que su importe sea inferior a la base para 
calcular el tipo de retención, se aplicará la escala prevista en este apartado separadamente 
al importe de dichas anualidades y al resto de la base para calcular el tipo de retención. La 
cuantía total resultante se minorará en el importe derivado de aplicar la escala prevista en 
este apartado al importe del mínimo personal y familiar para calcular el tipo de retención 
incrementado en 1.600 euros anuales, sin que el resultado de esta minoración pueda 
resultar negativo.

En ningún caso, cuando se produzcan regularizaciones en los citados períodos 
impositivos, el nuevo tipo de retención aplicable podrá ser superior al 52 por ciento. El citado 
porcentaje será el 26 por ciento cuando la totalidad de los rendimientos del trabajo se 
hubiesen obtenido en Ceuta y Melilla y se beneficien de la deducción prevista en el 
artículo 68.4 de esta Ley.

Reglamentariamente podrán modificarse las cuantías y porcentajes previstos en éste 
apartado.

3. Las retenciones e ingresos a cuenta a practicar sobre los rendimientos del trabajo que 
se satisfagan o abonen durante el mes de enero de 2012, correspondientes a dicho mes, y a 
los que resulte de aplicación el procedimiento general de retención a que se refieren los 
artículos 80.1.1.º y 82 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
deberán realizarse sin tomar en consideración lo dispuesto en el apartado 2 anterior.

En los rendimientos que se satisfagan o abonen a partir del 1 de febrero de 2012, 
siempre que no se trate de rendimientos correspondientes al mes de enero, el pagador 
deberá calcular el tipo de retención tomando en consideración lo dispuesto en el apartado 2 
anterior, practicándose la regularización del mismo, si procede, de acuerdo con lo señalado 
en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en los primeros 
rendimientos del trabajo que se satisfaga o abone.

4. En los períodos impositivos 2012, 2013 y 2014, los porcentajes de pagos a cuenta 
del 19 por ciento previstos en el artículo 101 de esta Ley y el porcentaje del ingreso a cuenta 
a que se refiere el artículo 92.8 de esta Ley, se elevan al 21 por ciento.

Asimismo, durante los períodos a que se refiere el párrafo anterior, el porcentaje de 
retención del 35 por ciento previsto en el apartado 2 del artículo 101 de esta Ley, se eleva 
al 42 por ciento.

Disposición adicional trigésima sexta.  Actividades excluidas del método de estimación 
objetiva a partir de 2016.

La Orden Ministerial por la que se desarrollen para el año 2016 el método de estimación 
objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y el régimen especial 
simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido no incluirá en su ámbito de aplicación las 
actividades incluidas en la división 3, 4 y 5 de la sección primera de las Tarifas del Impuesto 
sobre Actividades Económicas a las que sea de aplicación el artículo 101.5 d) de esta Ley en 
el período impositivo 2015, y reducirá, para el resto de actividades a las que resulte de 
aplicación dicho artículo, la cuantía de la magnitud específica para su inclusión en el método 
de estimación objetiva.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 995 –



Disposición adicional trigésima séptima.  Ganancias patrimoniales procedentes de la 
transmisión de determinados inmuebles.

Estarán exentas en un 50 por ciento las ganancias patrimoniales que se pongan de 
manifiesto con ocasión de la transmisión de inmuebles urbanos adquiridos a título oneroso a 
partir de la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 18/2012 y hasta el 31 de diciembre de 
2012.

No resultará de aplicación lo dispuesto en el párrafo anterior cuando el inmueble se 
hubiera adquirido o transmitido a su cónyuge, a cualquier persona unida al contribuyente por 
parentesco, en línea recta o colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado 
incluido, a una entidad respecto de la que se produzca, con el contribuyente o con cualquiera 
de las personas anteriormente citadas, alguna de las circunstancias establecidas en el 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de 
formular cuentas anuales consolidadas.

Cuando el inmueble transmitido fuera la vivienda habitual del contribuyente y resultara de 
aplicación lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 38 de esta Ley, se excluirá de 
tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial obtenida, una vez aplicada la 
exención prevista en esta disposición adicional, que corresponda a la cantidad reinvertida en 
los términos y condiciones previstos en dicho artículo.

Disposición adicional trigésima octava.  Aplicación de determinados incentivos fiscales.
1. Lo previsto en el apartado 3 del artículo 32 de esta Ley solamente resultará de 

aplicación a los contribuyentes que hubieran iniciado el ejercicio de una actividad económica 
a partir de 1 de enero de 2013.

2. Lo previsto en los artículos 38.2 y 68.1 de esta Ley solamente resultará de aplicación 
respecto de las acciones o participaciones suscritas a partir de la entrada en vigor de la Ley 
14/2013, de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización.

3. La deducción prevista en el artículo 37 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades a que se refiere el artículo 68.2 de esta Ley, sólo resultará de aplicación 
respecto de los rendimientos netos de actividades económicas obtenidos a partir de 1 de 
enero de 2013.

4. A efectos de la deducción por maternidad correspondiente a los períodos impositivos 
2020, 2021 y 2022, se entenderá que continúan realizando una actividad por cuenta propia o 
ajena por la cual están dadas de alta en la Seguridad Social o mutualidad las mujeres que a 
partir de 1 de enero de 2020 hubieran pasado a encontrarse en situación legal de desempleo 
como consecuencia de haber quedado suspendido el contrato de trabajo o encontrarse en 
un período de inactividad productiva de las trabajadoras fijas-discontinuas, así como las 
trabajadoras por cuenta propia perceptoras de una prestación por cese de actividad como 
consecuencia de la suspensión de la actividad económica desarrollada, pudiendo aplicar la 
deducción por maternidad por los meses en los que continúen en dicha situación y se 
cumplan el resto de requisitos establecidos en el artículo 81 de la Ley del Impuesto en su 
redacción vigente en el momento del devengo del Impuesto.

La deducción por maternidad correspondiente a los meses de 2020 y 2021 respecto de 
los que se cumpla lo dispuesto en el párrafo anterior, se practicará de forma separada en la 
declaración de este Impuesto correspondiente al período impositivo 2022 en los términos 
que se establezcan en la orden ministerial por la que se aprueban los modelos de 
declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto sobre el 
Patrimonio, ejercicio 2022, y se determinan el lugar, forma y plazos de presentación de los 
mismos. No obstante, estos importes se entenderán aplicados en el caso de que en dichos 
meses el contribuyente hubiera practicado la deducción de forma efectiva y no se hubiera 
regularizado, siempre que se ajuste a los términos y condiciones establecidos en el párrafo 
anterior. La deducción así aplicada para cada uno de estos ejercicios no podrá exceder junto 
con los pagos o deducciones practicadas en ese año del importe previsto en el apartado 1 
del artículo 81 de la Ley del Impuesto para cada año.
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Disposición adicional trigésima novena.  Compensación e integración de rentas negativas 
derivadas de deuda subordinada o de participaciones preferentes generadas con 
anterioridad a 1 de enero de 2015.

1. No obstante lo establecido en el apartado 1 del artículo 49 de esta Ley, la parte de los 
saldos negativos a que se refieren las letras a) y b) del citado apartado que procedan de 
rendimientos del capital mobiliario negativos derivados de valores de deuda subordinada o 
de participaciones preferentes emitidas en las condiciones establecidas en la Disposición 
adicional segunda de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos 
propios y obligaciones de información de los intermediarios financieros, o de rendimientos 
del capital mobiliario negativos o pérdidas patrimoniales derivados de la transmisión de 
valores recibidos por operaciones de recompra y suscripción o canje de los citados valores, 
que se hayan generado con anterioridad a 1 de enero de 2015, se podrá compensar con el 
saldo positivo a que se refieren las citadas letras b) o a), respectivamente.

Si tras dicha compensación quedase saldo negativo, su importe se podrá compensar en 
los cuatro años siguientes en la forma establecida en el párrafo anterior.

La parte del saldo negativo a que se refieren las letras a) y b) anteriormente señaladas 
correspondiente a los períodos impositivos 2010, 2011, 2012 y 2013 que se encuentre 
pendiente de compensación a 1 de enero de 2014 y proceda de las rentas previstas en el 
primer párrafo de este apartado, se podrá compensar con el saldo positivo a que se refieren 
las citadas letras b) o a), respectivamente, que se ponga de manifiesto a partir del periodo 
impositivo 2014, siempre que no hubiera finalizado el plazo de cuatro años previsto en el 
apartado 1 del artículo 49 de esta Ley.

A efectos de determinar qué parte del saldo negativo procede de las rentas señaladas en 
el párrafo primero de este apartado, cuando para su determinación se hubieran tenido en 
cuenta otras rentas de distinta naturaleza y dicho saldo negativo se hubiera compensado 
parcialmente con posterioridad, se entenderá que la compensación afectó en primer lugar a 
la parte del saldo correspondiente a las rentas de distinta naturaleza.

2. En el periodo impositivo 2014, si tras la compensación a que se refiere el apartado 1 
anterior quedase saldo negativo, su importe se podrá compensar con el saldo positivo de las 
rentas previstas en la letra b) del artículo 48 de esta Ley, hasta el importe de dicho saldo 
positivo que se corresponda con ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto con 
ocasión de transmisiones de elementos patrimoniales.

Si tras dicha compensación quedase nuevamente saldo negativo, su importe se podrá 
compensar en ejercicios posteriores con arreglo a lo dispuesto en el apartado 1 anterior.

Disposición adicional cuadragésima.  Rendimientos derivados de seguros cuyo 
beneficiario es el acreedor hipotecario.

Las rentas derivadas de la prestación por la contingencia de incapacidad cubierta en un 
seguro, cuando sea percibida por el acreedor hipotecario del contribuyente como beneficiario 
del mismo, con la obligación de amortizar total o parcialmente la deuda hipotecaria del 
contribuyente, tendrán el mismo tratamiento fiscal que el que hubiera correspondido de ser el 
beneficiario el propio contribuyente. No obstante, estas rentas en ningún caso se someterán 
a retención.

A estos efectos, el acreedor hipotecario deberá ser una entidad de crédito, u otra entidad 
que, de manera profesional realice la actividad de concesión de préstamos o créditos 
hipotecarios.

Disposición adicional cuadragésima primera.  Tripulantes de determinados buques de 
pesca.

1. Para los tripulantes de los buques de pesca que, enarbolando pabellón español estén 
inscritos en el registro de la flota pesquera comunitaria y la empresa propietaria en el 
Registro Especial de Empresas de Buques de Pesca Españoles, pesquen exclusivamente 
túnidos o especies afines fuera de las aguas de la Comunidad y a no menos de 200 millas 
náuticas de las líneas de base de los Estados miembros, tendrá la consideración de renta 
exenta el 50 por ciento de los rendimientos del trabajo personal que se hayan devengado 
con ocasión de la navegación realizada en tales buques.
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2. La baja en el registro de la flota pesquera comunitaria del buque a que se refiere el 
apartado anterior determinará la obligación de reembolsar, por la empresa propietaria del 
mismo, la ayuda efectivamente obtenida por aplicación de lo dispuesto en el apartado 
anterior en los tres años anteriores a dicha baja.

3. La aplicación efectiva de lo establecido en esta disposición adicional quedará 
condicionada a su compatibilidad con el ordenamiento comunitario.

Disposición adicional cuadragésima segunda.  Procedimiento para que los 
contribuyentes que perciben determinadas prestaciones apliquen las deducciones previstas 
en el artículo 81 bis y se les abonen de forma anticipada.

1. Los contribuyentes que perciban las prestaciones a que se refiere el sexto párrafo del 
apartado 1 del artículo 81 bis de esta Ley podrán practicar las deducciones reguladas en 
dicho apartado y percibirlas de forma anticipada en los términos previstos en el artículo 60 
bis del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con las siguientes 
especialidades:

a) A efectos del cómputo del número de meses para el cálculo del importe de la 
deducción, el requisito de percibir las citadas prestaciones se entenderá cumplido cuando 
tales prestaciones se perciban en cualquier día del mes, y no será aplicable el requisito de 
alta en el régimen correspondiente de la Seguridad Social o Mutualidad.

b) Los contribuyentes con derecho a la aplicación de estas deducciones podrán solicitar 
a la Agencia Estatal de Administración Tributaria su abono de forma anticipada por cada uno 
de los meses en que se perciban tales prestaciones.

c) No resultará de aplicación el límite previsto en el apartado 1 del artículo 60 bis del 
Reglamento del Impuesto ni, en el caso de que se hubiera cedido a su favor el derecho a la 
deducción, lo dispuesto en la letra c) del apartado 5 del artículo 60 bis del Reglamento del 
Impuesto.

2. El Servicio Público de Empleo Estatal, la Seguridad Social y las mutualidades de 
previsión social alternativas a las de la Seguridad Social y cualquier otro organismo que 
abonen las prestaciones y pensiones a que se refiere el sexto párrafo del apartado 1 del 
artículo 81 bis de esta Ley, estarán obligados a suministrar por vía electrónica a la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria durante los diez primeros días de cada mes los datos de 
las personas a las que hayan satisfecho las citadas prestaciones o pensiones durante el mes 
anterior.

El formato y contenido de la información serán los que, en cada momento, consten en la 
sede electrónica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en Internet.

3. En relación con la deducción establecida en el artículo 81 bis de esta Ley por cónyuge 
no separado legalmente con discapacidad y el incremento de la deducción previsto por cada 
uno de los hijos que excedan del número mínimo de hijos exigido para la adquisición de la 
condición de familia numerosa de categoría general o especial, se tendrán en cuenta las 
siguientes reglas especiales:

a) A efectos del cómputo del número de meses para el cálculo del importe de la 
deducción, el estado civil del contribuyente y el número de hijos que exceda del número 
mínimo de hijos exigido para que la familia haya adquirido la condición de familia numerosa 
de categoría general o especial, se determinarán de acuerdo con la situación existente el 
último día de cada mes.

b) El importe del abono mensual de la deducción de forma anticipada por cónyuge no 
separado legalmente con discapacidad será de 100 euros.

En el caso de familias numerosas, las cuantías establecidas en la letra c) del numero 1.º 
del apartado 4 del referido artículo 60 bis se incrementarán en 50 euros mensuales por cada 
uno de los hijos que formen parte de la familia numerosa, que exceda del número mínimo de 
hijos exigido para que dicha familia haya adquirido la condición de familia numerosa de 
categoría general o especial, según corresponda.

c) Para el abono anticipado de la deducción por cónyuge no separado legalmente, la 
cuantía de las rentas anuales a tomar en consideración serán las correspondientes al último 
período impositivo cuyo plazo de presentación de autoliquidación hubiera finalizado al inicio 
del ejercicio en el que se solicita su abono anticipado.
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4. Lo establecido en los apartados 1 y 3 de esta disposición adicional, así como el plazo, 
contenido y formato de la declaración informativa a que se refiere el apartado 2 de esta 
disposición adicional, podrán ser modificados reglamentariamente.

Disposición adicional cuadragésima tercera.  Exención de rentas obtenidas por el deudor 
en procedimientos concursales.

Estarán exentas de este Impuesto las rentas obtenidas por los deudores que se pongan 
de manifiesto como consecuencia de quitas y daciones en pago de deudas, establecidas en 
un convenio aprobado judicialmente conforme al procedimiento fijado en la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal, en un acuerdo de refinanciación judicialmente homologado a que se 
refiere el artículo 71 bis y la disposición adicional cuarta de dicha Ley, en un acuerdo 
extrajudicial de pagos a que se refiere el Título X o como consecuencia de exoneraciones 
del pasivo insatisfecho a que se refiere el artículo 178 bis de la misma Ley, siempre que las 
deudas no deriven del ejercicio de actividades económicas.

Disposición adicional cuadragésima cuarta.  Reglas especiales de cuantificación de 
rentas derivadas de deuda subordinada o de participaciones preferentes.

1. Los contribuyentes que perciban compensaciones a partir de 1 de enero de 2013 
como consecuencia de acuerdos celebrados con las entidades emisoras de valores de 
deuda subordinada o de participaciones preferentes emitidas en las condiciones 
establecidas en la disposición adicional segunda de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de 
coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones de información de los 
intermediarios financieros, podrán optar por aplicar a dichas compensaciones y a las rentas 
positivas o negativas que, en su caso, se hubieran generado con anterioridad derivadas de 
la recompra y suscripción o canje por otros valores, así como a las rentas obtenidas en la 
transmisión de estos últimos, el tratamiento que proceda conforme a las normas generales 
de este Impuesto, con la especialidades previstas en el apartado 2 de esta disposición 
adicional, o el siguiente tratamiento fiscal:

a) En el ejercicio en que se perciban las compensaciones derivadas del acuerdo a que 
se refiere el párrafo anterior, se computará como rendimiento del capital mobiliario la 
diferencia entre la compensación percibida y la inversión inicialmente realizada. A estos 
efectos, la citada compensación se incrementará en las cantidades que se hubieran obtenido 
previamente por la transmisión de los valores recibidos. En caso de que los valores recibidos 
en el canje no se hubieran transmitido previamente o no se hubieran entregado con motivo 
del acuerdo, la citada compensación se incrementará en la valoración de dichos valores que 
se hubiera tenido en cuenta para la cuantificación de la compensación.

b) No tendrán efectos tributarios la recompra y suscripción o canje por otros valores, ni la 
transmisión de estos últimos realizada antes o con motivo del acuerdo, debiendo practicarse, 
en su caso, autoliquidación complementaria sin sanción, ni intereses de demora, ni recargo 
alguno en el plazo comprendido entre la fecha del acuerdo y los tres meses siguientes a la 
finalización del plazo de presentación de la autoliquidación en la que se imputen las 
compensaciones a que se refiere la letra a) anterior.

En caso de que el plazo de presentación de la autoliquidación a que se refiere el párrafo 
anterior hubiera finalizado con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del Real Decreto-
ley 6/2015, la autoliquidación complementaria deberá practicarse, en su caso, en el plazo de 
tres meses desde la citada fecha.

2. Los contribuyentes que perciban en 2013 o 2014 las compensaciones previstas en el 
apartado 1 de esta disposición adicional y apliquen las normas generales del Impuesto, 
podrán minorar el rendimiento del capital mobiliario derivado de la compensación percibida 
en la parte del saldo negativo a que se refiere la letra b) del artículo 48 de esta Ley, en su 
redacción en vigor a 31 de diciembre de 2014, que proceda de pérdidas patrimoniales 
derivadas de la transmisión de acciones recibidas por las operaciones de recompra y 
suscripción o canje que no hubiese podido ser objeto de compensación en la base imponible 
general conforme al segundo párrafo de la citada letra b). El importe de dicha minoración 
reducirá el saldo pendiente de compensar en ejercicios siguientes.
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3. En todo caso se entenderán correctamente realizadas las retenciones efectivamente 
practicadas con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 6/2015 sobre las 
compensaciones a que se refiere el apartado 1 de esta disposición adicional.

4. Los titulares de deuda subordinada o participaciones preferentes cuyos contratos 
hubiesen sido declarados nulos mediante sentencia judicial, que hubiesen consignado los 
rendimientos de las mismas en su autoliquidación correspondiente al Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, podrán solicitar la rectificación de dichas autoliquidaciones y 
solicitar y, en su caso, obtener la devolución de ingresos indebidos, aunque hubiese prescrito 
el derecho a solicitar la devolución.

Cuando hubiese prescrito el derecho a solicitar la devolución, la rectificación de la 
autoliquidación a que se refiere el párrafo anterior solo afectará a los rendimientos de la 
deuda subordinada y de las participaciones preferentes, y a las retenciones que se hubieran 
podido practicar por tales rendimientos.

5. A efectos de la aplicación de lo previsto en esta disposición adicional, el contribuyente 
deberá presentar un formulario que permita identificar las autoliquidaciones afectadas, y que 
estará disponible a tal efecto en la sede electrónica de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria.

Disposición adicional cuadragésima quinta.  Tratamiento fiscal de las cantidades 
percibidas por la devolución de las cláusulas de limitación de tipos de interés de préstamos 
derivadas de acuerdos celebrados con las entidades financieras o del cumplimiento de 
sentencias o laudos arbitrales.

1. No se integrará en la base imponible de este Impuesto la devolución derivada de 
acuerdos celebrados con entidades financieras, en efectivo o a través de otras medidas de 
compensación, junto con sus correspondientes intereses indemnizatorios, de las cantidades 
previamente satisfechas a aquellas en concepto de intereses por la aplicación de cláusulas 
de limitación de tipos de interés de préstamos.

2. Las cantidades previamente satisfechas por el contribuyente objeto de la devolución 
prevista en el apartado 1 anterior, tendrán el siguiente tratamiento fiscal:

a) Cuando tales cantidades, en ejercicios anteriores, hubieran formado parte de la base 
de la deducción por inversión en vivienda habitual o de deducciones establecidas por la 
Comunidad Autónoma, se perderá el derecho a practicar la deducción en relación con las 
mismas, debiendo sumar a la cuota líquida estatal y autonómica, devengada en el ejercicio 
en el que se hubiera celebrado el acuerdo con la entidad financiera, exclusivamente las 
cantidades indebidamente deducidas en los ejercicios respecto de los que no hubiera 
prescrito el derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la 
oportuna liquidación, en los términos previstos en el artículo 59 del Reglamento del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de 
marzo, sin inclusión de intereses de demora.

No resultará de aplicación la adición prevista en el párrafo anterior respecto de la parte 
de las cantidades que se destine directamente por la entidad financiera, tras el acuerdo con 
el contribuyente afectado, a minorar el principal del préstamo.

b) Cuando tales cantidades hubieran tenido la consideración de gasto deducible en 
ejercicios anteriores respecto de los que no hubiera prescrito el derecho de la Administración 
para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación, se perderá tal 
consideración, debiendo practicarse autoliquidación complementaria correspondiente a tales 
ejercicios, sin sanción, ni intereses de demora, ni recargo alguno en el plazo comprendido 
entre la fecha del acuerdo y la finalización del siguiente plazo de presentación de 
autoliquidación por este Impuesto.

c) Cuando tales cantidades hubieran sido satisfechas por el contribuyente en ejercicios 
cuyo plazo de presentación de autoliquidación por este Impuesto no hubiera finalizado con 
anterioridad al acuerdo de devolución de las mismas celebrado con la entidad financiera, así 
como las cantidades a que se refiere el segundo párrafo de la letra a anterior, no formarán 
parte de la base de deducción por inversión en vivienda habitual ni de deducción autonómica 
alguna ni tendrán la consideración de gasto deducible.
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3. Lo dispuesto en los apartados anteriores será igualmente de aplicación cuando la 
devolución de cantidades a que se refiere el apartado 1 anterior hubiera sido consecuencia 
de la ejecución o cumplimiento de sentencias judiciales o laudos arbitrales.

Disposición adicional cuadragésima séptima.  Reducción por obtención de rendimientos 
del trabajo y determinación del tipo de retención sobre los rendimientos del trabajo en los 
períodos impositivos 2018 y 2023.

1. En el período impositivo 2018, cuando el impuesto se hubiera devengado con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018, la reducción por obtención de rendimientos del trabajo a que se refiere el 
artículo 20 de esta Ley será la prevista en la normativa vigente a 31 de diciembre de 2017.

Cuando el impuesto correspondiente al período impositivo 2018 se hubiera devengado a 
partir de la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018, la reducción por obtención de rendimientos del trabajo a que se refiere el 
artículo 20 de esta Ley será la resultante de incrementar la cuantía derivada de la aplicación 
de la normativa vigente a 31 de diciembre de 2017 en la mitad de la diferencia positiva 
resultante de minorar el importe de la reducción por obtención de rendimientos del trabajo 
aplicando la normativa vigente a 1 de enero de 2019 en la cuantía de la reducción calculada 
con arreglo a la normativa vigente a 31 de diciembre de 2017.

2. En el período impositivo 2018, para determinar el tipo de retención o ingreso a cuenta 
a practicar sobre los rendimientos del trabajo satisfechos con anterioridad a la entrada en 
vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, se aplicará la 
normativa vigente a 31 de diciembre de 2017.

A partir de la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018, para calcular el tipo de retención o ingreso a cuenta a practicar sobre los 
rendimientos que se satisfagan o abonen a partir de dicha fecha, se aplicará la normativa 
vigente a 31 de diciembre de 2017, con las siguientes especialidades:

1) El cuadro con los límites cuantitativos excluyentes de la obligación de retener a que se 
refiere el artículo 81.1 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
a tomar en consideración, salvo cuando se trate de pensiones o haberes pasivos del 
régimen de Seguridad Social y de Clases Pasivas o prestaciones o subsidios por desempleo, 
será el siguiente:

Situación del contribuyente

N.º de hijos y otros descendientes
0
–

Euros

1
–

Euros

2 o más
–

Euros
1.ª Contribuyente soltero, viudo, divorciado o separado legalmente – 15.168 16.730
2.ª Contribuyente cuyo cónyuge no obtenga rentas superiores a 1.500 
euros anuales, excluidas las exentas 14.641 15.845 17.492

3.ª Otras situaciones 12.643 13.455 14.251

En el caso de pensiones o haberes pasivos de Seguridad Social o prestaciones o 
subsidios por desempleo, el cuadro será el siguiente:

Situación del contribuyente

N.º de hijos y otros descendientes
0
–

Euros

1
–

Euros

2 o más
–

Euros
1.ª Contribuyente soltero, viudo, divorciado o separado legalmente – 15.106,5 16.451,5
2.ª Contribuyente cuyo cónyuge no obtenga rentas superiores a 1.500 
euros anuales, excluidas las exentas 14.576 15.733 17.386

3.ª Otras situaciones 13.000 13.561,5 14.184

2) La reducción por obtención de rendimientos del trabajo a que se refiere la letra d) del 
apartado 3 del artículo 83 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas a tomar en consideración será la prevista en el segundo párrafo del apartado 1 de 
esta disposición adicional.
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El tipo de retención o ingreso a cuenta se regularizará de acuerdo con lo indicado, si 
procede, en los primeros rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a partir de la 
entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, de 
acuerdo con lo señalado en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas.

No obstante, la regularización a que se refiere el párrafo anterior podrá realizarse, a 
opción del pagador, en los primeros rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a 
partir del mes siguiente a la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2018, en cuyo caso, el tipo de retención o ingreso a cuenta a practicar 
sobre los rendimientos del trabajo satisfechos con anterioridad a esta fecha se determinará 
tomando en consideración la normativa vigente a 31 de diciembre de 2017.

Reglamentariamente podrán modificarse las cuantías previstas en este apartado.
3. Las retenciones e ingresos a cuenta a practicar sobre los rendimientos del trabajo que 

se satisfagan o abonen durante el mes de enero de 2023, correspondientes a dicho mes, y a 
los que resulte de aplicación el procedimiento general de retención a que se refieren los 
artículos 80.1.1.º y 82 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
deberán realizarse con arreglo a la normativa vigente a 31 de diciembre de 2022.

En los rendimientos que se satisfagan o abonen a partir del 1 de febrero de 2023, 
siempre que no se trate de rendimientos correspondientes al mes de enero, el pagador 
deberá calcular el tipo de retención tomando en consideración la normativa vigente a partir 
de 1 de enero de 2023, practicándose la regularización del mismo, si procede, de acuerdo 
con lo señalado en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en 
los primeros rendimientos del trabajo que satisfaga o abone.

Disposición adicional cuadragésima octava.  Deducción aplicable a las unidades 
familiares formadas por residentes fiscales en Estados miembros de la Unión Europea o del 
Espacio Económico Europeo.

1. Cuando la unidad familiar a que se refiere el artículo 82.1 de esta Ley esté formada 
por contribuyentes de este Impuesto y por residentes en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo con el que exista un efectivo intercambio de 
información tributaria, en los términos previstos en el apartado 4 de la disposición adicional 
primera de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude 
fiscal, los contribuyentes por este Impuesto podrán deducir de la cuota íntegra que 
corresponde a su declaración individual, en su caso, el resultado de las siguientes 
operaciones:

1.º Se sumarán las cuotas íntegras estatal y autonómica minoradas en las deducciones 
previstas en los artículos 67 y 77 de esta Ley, de los miembros de la unidad familiar 
contribuyentes por este Impuesto junto con las cuotas del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes correspondientes a las rentas obtenidas en territorio español en ese mismo 
período impositivo por el resto de miembros de la unidad familiar.

2.º Se determinará la cuota líquida total de este Impuesto que hubiera resultado de haber 
podido optar por tributar conjuntamente con el resto de miembros de la unidad familiar, 
entendiéndose, a estos exclusivos efectos, que todos los miembros de la unidad familiar son 
contribuyentes por este Impuesto. Para dicho cálculo solamente se tendrán en cuenta, para 
cada fuente de renta, la parte de las rentas positivas de los miembros no residentes 
integrados en la unidad familiar que excedan de las rentas negativas obtenidas por estos 
últimos.

3.º Se restará a la cuantía prevista en el número 1.º anterior, la cuota a la que se refiere 
el número 2.º anterior. Cuando dicha diferencia sea negativa, la cantidad a computar será 
cero.

4.º Se deducirá de la cuota íntegra estatal y autonómica, una vez efectuadas las 
deducciones previstas en los artículos 67 y 77 de esta Ley, la cuantía prevista en el 
número 3.º anterior. A estos efectos, se minorará la cuota íntegra estatal del Impuesto en la 
proporción que representen las cuotas del Impuesto sobre la Renta de no Residentes 
respecto de la cuantía total prevista en el número 1.º del apartado 1 anterior, y el resto 
minorará la cuota íntegra estatal y autonómica por partes iguales.
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Cuando sean varios los contribuyentes de este Impuesto integrados en la unidad familiar, 
esta minoración se efectuará de forma proporcional a las respectivas cuotas íntegras, una 
vez efectuadas las deducciones previstas en los artículos 67 y 77 de esta Ley, de cada uno 
de ellos.

2. Lo dispuesto en el apartado 1 anterior no resultará de aplicación cuando alguno de los 
miembros integrados en la unidad familiar hubiera optado por tributar con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 93 de esta Ley o en el artículo 46 del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes o no disponga del número de identificación fiscal.

3. La Administración podrá requerir del contribuyente cuantos documentos justificativos 
juzgue necesarios para acreditar el cumplimiento de las condiciones que determinan la 
aplicación de esta deducción.

Cuando la documentación que se aporte para justificar la aplicación del régimen o las 
circunstancias personales o familiares que deban ser tenidas en cuenta, esté redactada en 
una lengua no oficial en territorio español, se presentará acompañada de su correspondiente 
traducción.

Disposición adicional cuadragésima novena.  Gastos deducibles de los rendimientos del 
capital inmobiliario correspondientes a alquileres de locales a determinados empresarios 
durante el período impositivo 2021.

Los arrendadores distintos de los previstos en el apartado 1 del artículo 1 del Real 
Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes de apoyo al sector turístico, 
la hostelería y el comercio y en materia tributaria, que hubieran suscrito un contrato de 
arrendamiento para uso distinto del de vivienda, de conformidad con lo previsto en el artículo 
3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, o de industria, con un 
arrendatario que destine el inmueble al desarrollo de una actividad económica clasificada en 
la división 6 o en los grupos 755, 969, 972 y 973 de la sección primera de las tarifas del 
Impuesto sobre Actividades Económicas aprobadas por el Real Decreto Legislativo 
1175/1990, de 28 de septiembre, podrán computar en 2021 para el cálculo del rendimiento 
del capital inmobiliario como gasto deducible la cuantía de la rebaja en la renta arrendaticia 
que voluntariamente hubieran acordado a partir de 14 de marzo de 2020 correspondientes a 
las mensualidades devengadas en los meses de enero, febrero y marzo de 2021.

El arrendador deberá informar separadamente en su declaración del Impuesto del 
importe del gasto deducible a que se refiere el párrafo anterior por este incentivo, 
consignando asimismo el número de identificación fiscal del arrendatario cuya renta se 
hubiese rebajado.

No será aplicable lo establecido en esta disposición, cuando la rebaja en la renta 
arrendaticia se compense con posterioridad por el arrendatario mediante incrementos en las 
rentas posteriores u otras prestaciones o cuando los arrendatarios sean una persona o 
entidad vinculada con el arrendador en el sentido del artículo 18 de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades o estén unidos con aquel por vínculos de parentesco, incluido el cónyuge, 
en línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad hasta el segundo grado inclusive.

Disposición adicional quincuagésima.  Deducción por obras de mejora de la eficiencia 
energética de viviendas.

1. Los contribuyentes podrán deducirse el 20 por ciento de las cantidades satisfechas 
desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de medidas 
urgentes para impulsar la actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de diciembre de 2024 por las obras 
realizadas durante dicho período para la reducción de la demanda de calefacción y 
refrigeración de su vivienda habitual o de cualquier otra de su titularidad que tuviera 
arrendada para su uso como vivienda en ese momento o en expectativa de alquiler, siempre 
que en este último caso, la vivienda se alquile antes de 31 de diciembre de 2025.

A estos efectos, únicamente se entenderá que se ha reducido la demanda de calefacción 
y refrigeración de la vivienda cuando se reduzca en al menos un 7 por ciento la suma de los 
indicadores de demanda de calefacción y refrigeración del certificado de eficiencia 
energética de la vivienda expedido por el técnico competente después de la realización de 
las obras, respecto del expedido antes del inicio de las mismas.
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La deducción se practicará en el período impositivo en el que se expida el certificado de 
eficiencia energética emitido después de la realización de las obras. Cuando el certificado se 
expida en un período impositivo posterior a aquél en el que se abonaron cantidades por tales 
obras, la deducción se practicará en este último tomando en consideración las cantidades 
satisfechas desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de 
medidas urgentes para impulsar la actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de diciembre de dicho 
período impositivo. En todo caso, dicho certificado deberá ser expedido antes de 1 de enero 
de 2025.

La base máxima anual de esta deducción será de 5.000 euros anuales.
2. Los contribuyentes podrán deducirse el 40 por ciento de las cantidades satisfechas 

desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de medidas 
urgentes para impulsar la actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de diciembre de 2024 por las obras 
realizadas durante dicho período para la mejora en el consumo de energía primaria no 
renovable de su vivienda habitual o de cualquier otra de su titularidad que tuviera arrendada 
para su uso como vivienda en ese momento o en expectativa de alquiler, siempre que, en 
este último caso, la vivienda se alquile antes de 31 de diciembre de 2025.

A estos efectos, únicamente se entenderá que se ha mejorado el consumo de energía 
primaria no renovable en la vivienda en la que se hubieran realizado tales obras cuando se 
reduzca en al menos un 30 por ciento el indicador de consumo de energía primaria no 
renovable, o bien, se consiga una mejora de la calificación energética de la vivienda para 
obtener una clase energética «A» o «B», en la misma escala de calificación, acreditado 
mediante certificado de eficiencia energética expedido por el técnico competente después de 
la realización de aquéllas, respecto del expedido antes del inicio de las mismas.

La deducción se practicará en el período impositivo en el que se expida el certificado de 
eficiencia energética emitido después de la realización de las obras. Cuando el certificado se 
expida en un período impositivo posterior a aquél en el que se abonaron cantidades por tales 
obras, la deducción se practicará en este último tomando en consideración las cantidades 
satisfechas desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de 
medidas urgentes para impulsar la actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de diciembre de dicho 
período impositivo. En todo caso, dicho certificado deberá ser expedido antes de 1 de enero 
de 2025.

La base máxima anual de esta deducción será de 7.500 euros anuales.
3. Los contribuyentes propietarios de viviendas ubicadas en edificios de uso 

predominante residencial en el que se hayan llevado a cabo desde la entrada en vigor del 
Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de medidas urgentes para impulsar la actividad 
de rehabilitación edificatoria en el contexto del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, hasta el 31 de diciembre de 2025 obras de rehabilitación energética, podrán 
deducirse el 60 por ciento de las cantidades satisfechas durante dicho período por tales 
obras. A estos efectos, tendrán la consideración de obras de rehabilitación energética del 
edificio aquéllas en las que se obtenga una mejora de la eficiencia energética del edificio en 
el que se ubica la vivienda, debiendo acreditarse con el certificado de eficiencia energética 
del edificio expedido por el técnico competente después de la realización de aquéllas una 
reducción del consumo de energía primaria no renovable, referida a la certificación 
energética, de un treinta por ciento como mínimo, o bien, la mejora de la calificación 
energética del edificio para obtener una clase energética «A» o «B», en la misma escala de 
calificación, respecto del expedido antes del inicio de las mismas.

Se asimilarán a viviendas las plazas de garaje y trasteros que se hubieran adquirido con 
estas.

No darán derecho a practicar esta deducción por las obras realizadas en la parte de la 
vivienda que se encuentre afecta a una actividad económica.

La deducción se practicará en los períodos impositivos 2021, 2022, 2023, 2024 y 2025 
en relación con las cantidades satisfechas en cada uno de ellos, siempre que se hubiera 
expedido, antes de la finalización del período impositivo en el que se vaya a practicar la 
deducción, el citado certificado de eficiencia energética. Cuando el certificado se expida en 
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un período impositivo posterior a aquél en el que se abonaron cantidades por tales obras, la 
deducción se practicará en este último tomando en consideración las cantidades satisfechas 
desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de medidas 
urgentes para impulsar la actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, hasta el 31 de diciembre de dicho período 
impositivo. En todo caso, dicho certificado deberá ser expedido antes de 1 de enero de 2026.

La base máxima anual de esta deducción será de 5.000 euros anuales.
Las cantidades satisfechas no deducidas por exceder de la base máxima anual de 

deducción podrán deducirse, con el mismo límite, en los cuatro ejercicios siguientes, sin que 
en ningún caso la base acumulada de la deducción pueda exceder de 15.000 euros.

4. No darán derecho a practicar las deducciones previstas en los apartados 1 y 2 
anteriores, cuando la obra se realice en las partes de las viviendas afectas a una actividad 
económica, plazas de garaje, trasteros, jardines, parques, piscinas e instalaciones deportivas 
y otros elementos análogos.

En ningún caso, una misma obra realizada en una vivienda dará derecho a las 
deducciones previstas en los apartados 1 y 2 anteriores. Tampoco tales deducciones 
resultarán de aplicación en aquellos casos en los que la mejora acreditada y las cuantías 
satisfechas correspondan a actuaciones realizadas en el conjunto del edificio y proceda la 
aplicación de la deducción recogida en el apartado 3 de esta disposición.

La base de las deducciones previstas en los apartados 1, 2 y 3 anteriores estará 
constituida por las cantidades satisfechas, mediante tarjeta de crédito o débito, transferencia 
bancaria, cheque nominativo o ingreso en cuentas en entidades de crédito, a las personas o 
entidades que realicen tales obras, así como a las personas o entidades que expidan los 
citados certificados, debiendo descontar aquellas cuantías que, en su caso, hubieran sido 
subvencionadas a través de un programa de ayudas públicas o fueran a serlo en virtud de 
resolución definitiva de la concesión de tales ayudas. En ningún caso, darán derecho a 
practicar deducción las cantidades satisfechas mediante entregas de dinero de curso legal.

A estos efectos, se considerarán como cantidades satisfechas por las obras realizadas 
aquellas necesarias para su ejecución, incluyendo los honorarios profesionales, costes de 
redacción de proyectos técnicos, dirección de obras, coste de ejecución de obras o 
instalaciones, inversión en equipos y materiales y otros gastos necesarios para su desarrollo, 
así como la emisión de los correspondientes certificados de eficiencia energética. En todo 
caso, no se considerarán en dichas cantidades los costes relativos a la instalación o 
sustitución de equipos que utilicen combustibles de origen fósil.

Tratándose de obras llevadas a cabo por una comunidad de propietarios la cuantía 
susceptible de formar la base de la deducción de cada contribuyente a que se refiere el 
apartado 3 anterior vendrá determinada por el resultado de aplicar a las cantidades 
satisfechas por la comunidad de propietarios, a las que se refiere el párrafo anterior, el 
coeficiente de participación que tuviese en la misma.

5. Los certificados de eficiencia energética previstos en los apartados anteriores deberán 
haber sido expedidos y registrados con arreglo a lo dispuesto en el Real Decreto 390/2021, 
de 1 de junio, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de la 
eficiencia energética de los edificios.

A los efectos de acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos para la práctica de 
estas deducciones serán válidos los certificados expedidos antes del inicio de las obras 
siempre que no hubiera transcurrido un plazo de dos años entre la fecha de su expedición y 
la del inicio de estas.

6. El importe de estas deducciones se restará de la cuota íntegra estatal después de las 
deducciones previstas en los apartados 1, 2, 3, 4, y 5 del artículo 68 de esta ley.

Disposición adicional quincuagésima primera.  Exención por daños personales.
Estarán exentas de este Impuesto las cantidades percibidas por los familiares de las 

víctimas del accidente del vuelo GWI9525, acaecido el 24 de marzo de 2015, en concepto de 
responsabilidad civil, así como las ayudas voluntarias satisfechas a aquéllos por la compañía 
aérea afectada o por una entidad vinculada a esta última.
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Disposición adicional quincuagésima segunda.  Productos paneuropeos de pensiones 
individuales.

A los productos paneuropeos de pensiones individuales regulados en el Reglamento 
(UE) 2019/1238 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativo a un 
producto paneuropeo de pensiones individuales, les será de aplicación en este Impuesto el 
tratamiento que corresponda a los planes de pensiones.

En particular:
a) Las aportaciones del ahorrador a los productos paneuropeos de pensiones 

individuales podrán reducir la base imponible general en los mismos términos que las 
realizadas a los planes de pensiones y se incluirán en el límite máximo conjunto previsto en 
el artículo 52 de esta ley para sistemas de previsión social.

b) Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de los productos paneuropeos de 
pensiones individuales tendrán en todo caso la consideración de rendimientos del trabajo y 
no estarán sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

c) Si el contribuyente dispusiera de los derechos de contenido económico derivados de 
las aportaciones a productos paneuropeos de pensiones individuales, total o parcialmente, 
en supuestos distintos de los previstos en la normativa de planes y fondos de pensiones, 
deberá reponer las reducciones en la base imponible indebidamente practicadas, mediante 
las oportunas autoliquidaciones complementarias, con inclusión de los intereses de demora. 
Las cantidades percibidas que excedan del importe de las aportaciones regularizadas 
tributarán como rendimiento del trabajo en el período impositivo en que se perciban.

Disposición adicional quincuagésima tercera.  Rendimientos del trabajo obtenidos por la 
gestión de fondos vinculados al emprendimiento, a la innovación y al desarrollo de la 
actividad económica.

1. Tendrán la consideración de rendimientos del trabajo los derivados directa o 
indirectamente de participaciones, acciones u otros derechos, incluidas comisiones de éxito, 
que otorguen derechos económicos especiales en alguna de las entidades relacionadas en 
el apartado 2, obtenidos por las personas administradoras, gestoras o empleadas de dichas 
entidades o de sus entidades gestoras o entidades de su grupo.

2. Las entidades a que se refiere el apartado 1 son las siguientes:
a) Fondos de Inversión Alternativa de carácter cerrado definidos en la Directiva 

2011/61/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2011, relativa a los 
gestores de fondos de inversión alternativos y por la que se modifican las Directivas 
2003/41/CE y 2009/65/CE y los Reglamentos (CE) n.º 1060/2009 y (UE) n.º 1095/2010 
incluidos en alguna de las siguientes categorías:

1.º Entidades definidas en el artículo 3 de la Ley 22/2014, de 12 de noviembre, por la que 
se regulan las entidades de capital riesgo, otras entidades de inversión colectiva de tipo 
cerrado y las sociedades gestoras de entidades de inversión colectiva de tipo cerrado, y por 
la que se modifica la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión 
Colectiva.

2.º Fondos de capital riesgo europeos regulados en el Reglamento (UE) n.º 345/2013, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 2013, sobre los fondos de capital 
riesgo europeos.

3.º Fondos de emprendimiento social europeos regulados en el Reglamento (UE) n.º 
346/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 2013, sobre los fondos de 
emprendimiento social europeos, y

4.º Fondos de inversión a largo plazo europeos regulados en el Reglamento (UE) 
2015/760 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2015, sobre los fondos de 
inversión a largo plazo europeos.

b) Otros organismos de inversión análogos a los anteriores.
3. Los rendimientos del trabajo a que se refiere el apartado 1 se integrarán en la base 

imponible en un 50 por ciento de su importe, sin que resulten de aplicación exención o 
reducción alguna, cuando se cumplan los siguientes requisitos:
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a) Los derechos económicos especiales de dichas participaciones, acciones o derechos 
estén condicionados a que los restantes inversores en la entidad a la que se refiere el 
apartado 2 anterior, obtengan una rentabilidad mínima definida en el reglamento o estatuto 
de la misma.

b) Las participaciones, acciones o derechos se mantengan durante un período mínimo 
de cinco años, salvo que se produzca su transmisión mortis causa, o que se liquiden 
anticipadamente o queden sin efecto o se pierdan total o parcialmente como consecuencia 
del cambio de entidad gestora, en cuyo caso, deberán haberse mantenido 
ininterrumpidamente hasta que se produzcan dichas circunstancias.

Lo dispuesto en esta letra será exigible, en su caso, a las entidades titulares de las 
participaciones, acciones o derechos. No será de aplicación el tratamiento previsto en este 
apartado cuando los derechos económicos especiales procedan directa o indirectamente de 
una entidad residente en un país o territorio calificado como jurisdicción no cooperativa o con 
el que no exista normativa sobre asistencia mutua en materia de intercambio de información 
tributaria en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
que sea de aplicación.

Disposición adicional quincuagésima cuarta.  Reducción en 2023 del rendimiento neto 
calculado por el método de estimación objetiva.

Los contribuyentes que determinen el rendimiento neto de sus actividades económicas 
por el método de estimación objetiva podrán reducir el rendimiento neto de módulos obtenido 
en 2023 en un 10 por 100, en la forma que se establezca en la Orden por la que se 
aprueben los signos, índices o módulos para dicho ejercicio.

Disposición adicional quincuagésima quinta.  Imputación de rentas inmobiliarias durante 
el período impositivo 2023.

El porcentaje de imputación del 1,1 por ciento previsto en el artículo 85 de esta ley 
resultará de aplicación en el caso de inmuebles localizados en municipios en los que los 
valores catastrales hayan sido revisados, modificados o determinados mediante un 
procedimiento de valoración colectiva de carácter general, de conformidad con la normativa 
catastral, siempre que hubieran entrado en vigor a partir de 1 de enero de 2012.

Disposición adicional quincuagésima sexta.  Gastos de difícil justificación en estimación 
directa simplificada durante el período impositivo 2023.

1. El porcentaje de deducción para el conjunto de las provisiones deducibles y los gastos 
de difícil justificación a que se refiere el artículo 30 del Reglamento del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas será, durante el período impositivo 2023, del 7 por ciento.

2. El porcentaje establecido en el apartado 1 anterior podrá ser modificado 
reglamentariamente.

Disposición adicional quincuagésima séptima.  Deducción por residencia habitual y 
efectiva en la isla de La Palma durante los períodos impositivos 2022, 2023 y 2024.

1. En los períodos impositivos 2022, 2023 y 2024, la deducción prevista en el número 1.º 
del apartado 4 del artículo 68 de esta ley será aplicable, en los mismos términos y 
condiciones, a los contribuyentes con residencia habitual y efectiva en la isla de La Palma, 
debiendo entenderse, a estos efectos, que las referencias realizadas a Ceuta y Melilla en 
dicho artículo, en el artículo 101 de esta ley y en su respectivo desarrollo reglamentario, lo 
son a la isla de La Palma.

2. En el período impositivo 2024, lo dispuesto en el apartado 1 anterior solamente 
resultará aplicable para determinar el tipo de retención e ingreso a cuenta a practicar sobre 
los rendimientos a los que resulte de aplicación la citada deducción que hubieran sido 
satisfechos a partir de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 4/2024, de 26 de junio, por el 
que se prorrogan determinadas medidas para afrontar las consecuencias económicas y 
sociales derivadas de los conflictos en Ucrania y Oriente Próximo y se adoptan medidas 
urgentes en materia fiscal, energética y social, o para determinar el tipo del pago fraccionado 
correspondiente a las actividades económicas que tengan derecho a la misma cuyo plazo de 
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presentación no se hubiera iniciado en el momento de la entrada en vigor de dicho Real 
Decreto-ley.

En particular, para calcular el tipo de retención o ingreso a cuenta aplicable a los 
rendimientos del trabajo a los que resulte de aplicación el procedimiento general de 
retención a que se refiere el artículo 82 del Reglamento del Impuesto, que se satisfagan o 
abonen a partir de dicha fecha, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el apartado 1 anterior, 
regularizándose, si procede, el tipo de retención o ingreso a cuenta en los primeros 
rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a partir de dicha fecha.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior podrá realizarse, a opción del pagador, en 
los primeros rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a partir del mes siguiente 
de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 4/2024, de 26 de junio, por el que se prorrogan 
determinadas medidas para afrontar las consecuencias económicas y sociales derivadas de 
los conflictos en Ucrania y Oriente Próximo y se adoptan medidas urgentes en materia fiscal, 
energética y social, en cuyo caso el tipo de retención o ingreso a cuenta a practicar sobre los 
rendimientos del trabajo satisfechos con anterioridad a esta fecha se determinará sin tomar 
en consideración lo dispuesto en el apartado 1 anterior.

Disposición adicional quincuagésima octava.  Deducción por la adquisición de vehículos 
eléctricos «enchufables» y de pila de combustible y puntos de recarga.

1. Los contribuyentes podrán deducir el 15 por ciento del valor de adquisición de un 
vehículo eléctrico nuevo, en cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Cuando el vehículo se adquiera desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 
5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de 
respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a 
la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de 
transposición de Directivas de la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales 
de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los 
progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión 
Europea, hasta el 31 de diciembre de 2024. En este caso, la deducción se practicará en el 
periodo impositivo en el que el vehículo sea matriculado.

b) Cuando se abone al vendedor desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2023, 
de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de respuesta a las 
consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción 
de la isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de transposición de Directivas 
de la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y 
conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de 
ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión Europea, hasta el 31 de diciembre de 
2024, una cantidad a cuenta para la futura adquisición del vehículo que represente, al 
menos, el 25 por ciento del valor de adquisición del mismo. En este caso, la deducción se 
practicará en el periodo impositivo en el que se abone tal cantidad, debiendo abonarse el 
resto y adquirirse el vehículo antes de que finalice el segundo período impositivo inmediato 
posterior a aquel en el que se produjo el pago de tal cantidad.

En ambos casos, la base máxima de la deducción será 20.000 euros y estará constituida 
por el valor de adquisición del vehículo, incluidos los gastos y tributos inherentes a la 
adquisición, debiendo descontar aquellas cuantías que, en su caso, hubieran sido 
subvencionadas o fueran a serlo a través de un programa de ayudas públicas.

El contribuyente podrá aplicar la deducción prevista en este apartado por una única 
compra de alguno de los vehículos referidos en el apartado 2, debiendo optar en relación a 
la misma por la aplicación de lo dispuesto en la letra a) o b) anterior.

2. Solamente darán derecho a la práctica de esta deducción los vehículos que cumplan 
los siguientes requisitos:

1.º) Los vehículos deberán pertenecer a alguna de las categorías siguientes:
a) Turismos M1: Vehículos de motor con al menos cuatro ruedas diseñados y fabricados 

para el transporte de pasajeros, que tengan, además del asiento del conductor, ocho plazas 
como máximo.
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b) Cuadriciclos ligeros L6e: Cuadriciclos ligeros cuya masa en vacío sea inferior o igual a 
425 kg, no incluida la masa de las baterías, cuya velocidad máxima por construcción sea 
inferior o igual a 45 km/h, y potencia máxima inferior o igual a 6 kW.

c) Cuadriciclos pesados L7e: Vehículos de cuatro ruedas, con una masa en orden de 
marcha (no incluido el peso de las baterías) inferior o igual a 450 kg en el caso de transporte 
de pasajeros y a 600 kg en el caso de transporte de mercancías, y que no puedan 
clasificarse como cuadriciclos ligeros.

d) Motocicletas L3e, L4e, L5e: Vehículos con dos ruedas, o con tres ruedas simétricas o 
asimétricas con respecto al eje medio longitudinal del vehículo, de más de 50 cm3 o 
velocidad mayor a 50 km/h y cuyo peso bruto vehicular no exceda de una tonelada.

2.º) Los modelos de los vehículos deberán figurar en la Base de Vehículos del IDAE, 
(http://coches.idae.es/base-datos/vehiculos-elegibles-programa-MOVES), y cumplir los 
siguientes requisitos:

a) Para los vehículos pertenecientes a la categoría M se exige la pertenencia a alguno 
de los siguientes tipos:

i. Vehículos eléctricos puros (BEV), propulsados total y exclusivamente mediante 
motores eléctricos cuya energía procede, parcial o totalmente, de la electricidad de sus 
baterías, utilizando para su recarga la energía de una fuente exterior al vehículo, por 
ejemplo, la red eléctrica.

ii. Vehículos eléctricos de autonomía extendida (EREV), propulsados total y 
exclusivamente mediante motores eléctricos cuya energía procede, parcial o totalmente, de 
la electricidad de sus baterías, utilizando para su recarga la energía de una fuente exterior al 
vehículo y que incorporan motor de combustión interna de gasolina o gasóleo para la 
recarga de las mismas.

iii. Vehículos híbridos «enchufables» (PHEV), propulsados total o parcialmente mediante 
motores de combustión interna de gasolina o gasóleo y eléctricos cuya energía procede, 
parcial o totalmente, de la electricidad de sus baterías, utilizando para su recarga la energía 
de una fuente exterior al vehículo, por ejemplo, la red eléctrica. El motor eléctrico deberá 
estar alimentado con baterías cargadas desde una fuente de energía externa.

iv. Vehículo eléctrico de células de combustible (FCV): Vehículo eléctrico que utiliza 
exclusivamente energía eléctrica procedente de una pila de combustible de hidrógeno 
embarcado.

v. Vehículo eléctrico híbrido de células de combustible (FCHV): Vehículo eléctrico de 
células de combustible que equipa, además, baterías eléctricas recargables.

b) Para los vehículos pertenecientes a la categoría L se exige:
i. Estar propulsados exclusivamente por motores eléctricos y estar homologados como 

vehículos eléctricos.
ii. Las motocicletas eléctricas nuevas (categorías L3e, L4e y L5e) susceptibles de ayuda 

han de tener baterías de litio, motor eléctrico con una potencia del motor igual o superior a 3 
kW, y una autonomía mínima de 70 km.

3.º) Los vehículos no podrán estar afectos a una actividad económica.
4.º) Deberán estar matriculados por primera vez en España a nombre del contribuyente 

antes de 31 de diciembre de 2024, en el caso de la letra a) del apartado 1 anterior, o antes 
de que finalice el segundo período impositivo inmediato posterior a aquel en el que se 
produjo el pago de la cantidad a cuenta, en el caso de la letra b) del apartado 1 anterior.

5.º) El precio de venta del vehículo adquirido no podrá superar el importe máximo 
establecido, en su caso, para cada tipo de vehículo en el Anexo III del Real Decreto 
266/2021, de 13 de abril, por el que se aprueba la concesión directa de ayudas a las 
comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla para la ejecución de programas 
de incentivos ligados a la movilidad eléctrica (MOVES III) en el marco del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia Europeo, calculado en los términos establecidos 
en dicha norma.

3. Los contribuyentes podrán deducir el 15 por ciento de las cantidades satisfechas 
desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan 
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y prorrogan determinadas medidas de respuesta a las consecuencias económicas y sociales 
de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras 
situaciones de vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión Europea en materia 
de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y 
la vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea, hasta el 31 de diciembre de 2024, para la instalación durante 
dicho período en un inmueble de su propiedad de sistemas de recarga de baterías para 
vehículos eléctricos no afectas a una actividad económica.

La base máxima anual de esta deducción será de 4.000 euros anuales y estará 
constituida por las cantidades satisfechas, mediante tarjeta de crédito o débito, transferencia 
bancaria, cheque nominativo o ingreso en cuentas en entidades de crédito, a las personas o 
entidades que realicen la instalación, debiendo descontar aquellas cuantías que, en su caso, 
hubieran sido subvencionadas a través de un programa de ayudas públicas. En ningún caso, 
darán derecho a practicar deducción las cantidades satisfechas mediante entregas de dinero 
de curso legal.

A estos efectos, se considerarán como cantidades satisfechas para la instalación de los 
sistemas de recarga las necesarias para llevarla a cabo, tales como, la inversión en equipos 
y materiales, gastos de instalación de los mismos y las obras necesarias para su desarrollo.

La deducción se practicará en el periodo impositivo en el que finalice la instalación, que 
no podrá ser posterior a 2024. Cuando la instalación finalice en un período impositivo 
posterior a aquél en el que se abonaron cantidades por tal instalación, la deducción se 
practicará en este último tomando en consideración las cantidades satisfechas desde la 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y 
prorrogan determinadas medidas de respuesta a las consecuencias económicas y sociales 
de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras 
situaciones de vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión Europea en materia 
de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y 
la vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea, hasta el 31 de diciembre de dicho período impositivo.

Para la aplicación de la deducción deberá contarse con las autorizaciones y permisos 
establecidos en la legislación vigente.

4. En caso de que con posterioridad a su adquisición o instalación se afectaran a una 
actividad económica los vehículos o los sistemas de recarga de baterías a que se refieren 
los apartados anteriores, se perderá el derecho a la deducción practicada.

5. El importe de estas deducciones se restará de la cuota íntegra estatal después de las 
deducciones previstas en los apartados 1, 2, 3, 4, y 5 del artículo 68 de esta ley.

6. Reglamentariamente se regularán las obligaciones de información a cumplir por los 
concesionarios o vendedores de los vehículos.

Disposición adicional quincuagésima novena.  Libertad de amortización en determinados 
vehículos y en nuevas infraestructuras de recarga.

1. La libertad de amortización prevista en la disposición adicional decimoctava de la Ley 
27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, resultará de aplicación a los 
contribuyentes de este impuesto que desarrollen la actividad económica a la que se afecten 
los vehículos e instalaciones de recarga, cualquiera que sea el método de determinación de 
su rendimiento neto.

2. Cuando se transmitan los vehículos o instalaciones de recarga que hubieran gozado 
de la libertad de amortización prevista en la disposición adicional decimoctava de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, para el cálculo de la ganancia o pérdida patrimonial no se 
minorará el valor de adquisición en el importe de las amortizaciones fiscalmente deducidas 
que excedan de las que hubieran sido fiscalmente deducibles de no haberse aplicado 
aquélla. El citado exceso tendrá, para el transmitente, la consideración de rendimiento 
íntegro de la actividad económica en el período impositivo en que se efectúe la transmisión, 
cualquiera que sea el método de determinación de aquél.
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Disposición transitoria primera.  Prestaciones recibidas de expedientes de regulación de 
empleo.

A las cantidades percibidas a partir del 1 de enero de 2001 por beneficiarios de contratos 
de seguro concertados para dar cumplimiento a lo establecido en la disposición transitoria 
cuarta del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones que 
instrumenten las prestaciones derivadas de expedientes de regulación de empleo, que con 
anterioridad a la celebración del contrato se hicieran efectivas con cargo a fondos internos, y 
a las cuales les resultara de aplicación la reducción establecida en el artículo 17.2.a) de la 
Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras 
Normas Tributarias, aplicarán la reducción establecida en el artículo 18.2 de esta Ley, sin 
que a estos efectos la celebración de tales contratos altere el cálculo del período de 
generación de tales prestaciones.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio aplicable a las mutualidades de 
previsión social.

1. Las prestaciones por jubilación e invalidez derivadas de contratos de seguro 
concertados con mutualidades de previsión social cuyas aportaciones, realizadas con 
anterioridad a 1 de enero de 1999, hayan sido objeto de minoración al menos en parte en la 
base imponible, deberán integrarse en la base imponible del impuesto en concepto de 
rendimientos del trabajo.

2. La integración se hará en la medida en que la cuantía percibida exceda de las 
aportaciones realizadas a la mutualidad que no hayan podido ser objeto de reducción o 
minoración en la base imponible del impuesto de acuerdo con la legislación vigente en cada 
momento y, por tanto, hayan tributado previamente.

3. Si no pudiera acreditarse la cuantía de las aportaciones que no hayan podido ser 
objeto de reducción o minoración en la base imponible, se integrará el 75 por ciento de las 
prestaciones por jubilación o invalidez percibidas.

Disposición transitoria tercera.  Contratos de arrendamiento anteriores al 9 de mayo de 
1985.

En la determinación de los rendimientos del capital inmobiliario derivados de contratos 
de arrendamiento celebrados con anterioridad al 9 de mayo de 1985, que no disfruten del 
derecho a la revisión de la renta del contrato en virtud de la aplicación de la regla 7.ª del 
apartado 11 de la disposición transitoria segunda de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
arrendamientos urbanos, se incluirá adicionalmente, como gasto deducible, mientras 
subsista esta situación y en concepto de compensación, la cantidad que corresponda a la 
amortización del inmueble.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen transitorio de los contratos de seguro de vida 
generadores de incrementos o disminuciones de patrimonio con anterioridad a 1 de enero de 
1999.

Cuando se perciba un capital diferido, a la parte del rendimiento neto total calculado de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 25 de esta Ley correspondiente a primas 
satisfechas con anterioridad a 31 de diciembre de 1994, que se hubiera generado con 
anterioridad a 20 de enero de 2006, se reducirá, en su caso, de la siguiente forma:

1.º Se determinará la parte del rendimiento neto total que corresponde a cada una de las 
primas satisfechas con anterioridad a 31 de diciembre de 1994. Para determinar la parte del 
rendimiento total obtenido que corresponde a cada prima del contrato de seguro, se 
multiplicará dicho rendimiento total por el coeficiente de ponderación que resulte del 
siguiente cociente:

En el numerador, el resultado de multiplicar la prima correspondiente por el número de 
años transcurridos desde que fue satisfecha hasta el cobro de la percepción.

En el denominador, la suma de los productos resultantes de multiplicar cada prima por el 
número de años transcurridos desde que fue satisfecha hasta el cobro de la percepción.
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2.º Para cada una de las partes del rendimiento neto total que corresponde a cada una 
de las primas satisfechas con anterioridad a 31 de diciembre de 1994, se determinará, a su 
vez, la parte de la misma que se ha generado con anterioridad a 20 de enero de 2006. Para 
determinar la parte de la misma que se ha generado con anterioridad a dicha fecha, se 
multiplicará la cuantía resultante de lo previsto en el número 1.º anterior para cada prima 
satisfecha con anterioridad a 31 de diciembre de 1994, por el coeficiente de ponderación que 
resulte del siguiente cociente:

En el numerador, el tiempo transcurrido entre el pago de la prima y el 20 de enero de 
2006.

En el denominador, el tiempo transcurrido entre el pago de la prima y la fecha de cobro 
de la prestación.

3.º Se calculará el importe total de los capitales diferidos correspondientes a los seguros 
de vida a cuyo rendimiento neto le hubiera resultado de aplicación lo establecido en esta 
disposición, obtenidos desde 1 de enero de 2015 hasta el momento de la imputación 
temporal del capital diferido.

4.º Cuando sea inferior a 400.000 euros la suma del capital diferido y la cuantía a que se 
refiere el número 3.º anterior, se determinará el importe a reducir del rendimiento neto total. 
A estos efectos, se aplicará a cada una de las partes del rendimiento neto calculadas con 
arreglo a lo dispuesto en el número 2.º anterior el porcentaje del 14,28 por ciento por cada 
año transcurrido entre el pago de la correspondiente prima y el 31 de diciembre de 1994. 
Cuando hubiesen transcurrido más de seis años entre dichas fechas, el porcentaje a aplicar 
será el 100 por ciento.

5.º Cuando sea superior a 400.000 euros la suma del capital diferido y la cuantía a que 
se refiere el número 3.º anterior, pero el resultado de lo dispuesto en el número 3.º anterior 
sea inferior a 400.000 euros, se practicará la reducción señalada en apartado 4.º anterior a 
cada una de las partes del rendimiento neto generadas con anterioridad a 20 de enero de 
2006 que proporcionalmente correspondan a la parte del capital diferido que sumado a la 
cuantía del apartado 3.º anterior no supere 400.000 euros.

6.º Cuando el resultado de lo dispuesto en el número 3.º anterior sea superior a 400.000 
euros, no se practicará reducción alguna.

Disposición transitoria quinta.  Régimen transitorio aplicable a las rentas vitalicias y 
temporales.

1. Para determinar la parte de las rentas vitalicias y temporales, inmediatas o diferidas, 
que se considera rendimiento del capital mobiliario, resultarán aplicables exclusivamente los 
porcentajes establecidos por el artículo 25.3.a), números 2.º y 3.º, de esta Ley, a las 
prestaciones en forma de renta que se perciban a partir de la entrada en vigor de esta Ley, 
cuando la constitución de las rentas se hubiera producido con anterioridad a 1 de enero de 
1999.

Dichos porcentajes resultarán aplicables en función de la edad que tuviera el perceptor 
en el momento de la constitución de la renta en el caso de rentas vitalicias o en función de la 
total duración de la renta si se trata de rentas temporales.

2. Si se acudiera al rescate de rentas vitalicias o temporales cuya constitución se hubiera 
producido con anterioridad a 1 de enero de 1999, para el cálculo del rendimiento del capital 
mobiliario producido con motivo del rescate se restará la rentabilidad obtenida hasta la fecha 
de constitución de la renta.

3. Para determinar la parte de las rentas vitalicias y temporales, inmediatas o diferidas, 
que se considera rendimiento del capital mobiliario, resultarán aplicables los porcentajes 
establecidos por el artículo 25.3.a), números 2.º y 3.º, de esta Ley, a las prestaciones en 
forma de renta que se perciban a partir de la entrada en vigor de esta Ley, cuando la 
constitución de las mismas se hubiera producido entre el 1 de enero de 1999 y el 31 de 
diciembre de 2006.

Dichos porcentajes resultarán aplicables en función de la edad que tuviera el perceptor 
en el momento de la constitución de la renta en el caso de rentas vitalicias o en función de la 
total duración de la renta si se trata de rentas temporales.
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Adicionalmente, en su caso, se añadirá la rentabilidad obtenida hasta la fecha de 
constitución de la renta a que se refiere el número 4.º del artículo 25.3 a) de esta Ley.

Disposición transitoria sexta.  Reducción por movilidad geográfica aplicable en 2015.
Los contribuyentes que hubieran tenido derecho a aplicar en 2014 la reducción prevista 

en la letra b) del apartado 2 del artículo 20 de esta Ley, en su redacción vigente a 31 de 
diciembre de 2014, como consecuencia de haber aceptado en dicho ejercicio un puesto de 
trabajo, y continúen desempeñando dicho trabajo en el período impositivo 2015, podrán 
aplicar en dicho período impositivo la reducción a que se refiere el artículo 20 de esta Ley, en 
su redacción vigente a 31 de diciembre de 2014, en lugar de la reducción prevista en el 
segundo párrafo de la letra f) del apartado 2 del artículo 19 de esta Ley.

Disposición transitoria séptima.  Partidas pendientes de compensación.
1. Las pérdidas patrimoniales a que se refiere el artículo 39.b) del texto refundido de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondientes a los períodos 
impositivos 2003, 2004, 2005 y 2006 que se encuentren pendientes de compensación a la 
fecha de entrada en vigor de esta Ley, se compensarán con el saldo de las ganancias y 
pérdidas patrimoniales a que se refiere el artículo 48 b) de esta Ley. Las pérdidas 
patrimoniales no compensadas por insuficiencia del citado saldo se compensarán con el 
saldo positivo de las rentas previstas en el artículo 48 a) de esta Ley, con el límite del 25 por 
ciento de dicho saldo positivo.

2. Las pérdidas patrimoniales a que se refiere el artículo 40 del texto refundido de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondientes a los períodos 
impositivos 2003, 2004, 2005 y 2006 que se encuentren pendientes de compensación a la 
fecha de entrada en vigor de esta Ley, se compensarán exclusivamente con el saldo de las 
ganancias y pérdidas patrimoniales a que se refiere el artículo 49.1. b) de esta Ley.

3. La base liquidable general negativa correspondiente a los períodos impositivos 2003, 
2004, 2005 y 2006 que se encuentre pendiente de compensación a la fecha de entrada en 
vigor de esta Ley, se compensará únicamente con el saldo positivo de la base liquidable 
general prevista en el artículo 50 de esta Ley.

4. Las cantidades correspondientes a la deducción por doble imposición de dividendos 
no deducidas por insuficiencia de cuota líquida, correspondientes a los períodos impositivos 
2003, 2004, 2005 y 2006, que se encuentren pendientes de compensación a la fecha de 
entrada en vigor de esta Ley, se deducirán de la cuota líquida total a que se refiere el artículo 
79 de esta Ley, en el plazo que le reste a 31 de diciembre de 2006 de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 81.3 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, según redacción vigente a dicha fecha.

5. Las pérdidas patrimoniales a que se refiere el artículo 49.1 b) de esta Ley, en su 
redacción en vigor a 31 de diciembre de 2012, correspondientes a los períodos impositivos 
2011 y 2012 que se encuentren pendientes de compensación a 1 de enero de 2013, se 
seguirán compensando con el saldo de las ganancias y pérdidas patrimoniales a que se 
refiere el artículo 49.1.b) de esta Ley.

Las pérdidas patrimoniales a que se refiere el artículo 49.1 b) de esta Ley, en su 
redacción en vigor a 31 de diciembre de 2014, correspondientes a los períodos impositivos 
2013 y 2014 que se encuentren pendientes de compensación a 1 de enero de 2015, se 
seguirán compensando con el saldo de las ganancias y pérdidas patrimoniales a que se 
refiere el artículo 49.1.b) de esta Ley.

6. Las pérdidas patrimoniales a que se refiere el artículo 48.b) de esta Ley, en su 
redacción en vigor a 31 de diciembre de 2012, correspondientes a los períodos impositivos 
2011 y 2012 que se encuentren pendientes de compensación a 1 de enero de 2013, se 
seguirán compensando en la forma prevista en la letra b) del artículo 48 de esta Ley.

La parte del saldo negativo a que se refiere el artículo 48.b) de esta Ley, en su redacción 
en vigor a 31 de diciembre de 2014, derivadas de pérdidas patrimoniales procedentes de 
transmisiones de elementos patrimoniales obtenidas en los períodos impositivos 2013 y 
2014 que se encuentren pendientes de compensación a 1 de enero de 2015, se 
compensarán con el saldo de las ganancias y pérdidas patrimoniales a que se refiere el 
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artículo 49.1.b) de esta Ley. El resto del saldo negativo anteriormente indicado, se seguirá 
compensando en la forma prevista en la letra b) del artículo 48 de esta Ley.

7. Los saldos negativos a que se refieren las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 49 
de esta Ley correspondientes a los períodos impositivos 2011, 2012, 2013 y 2014 que se 
encuentren pendientes de compensación a 1 de enero de 2015, se seguirán compensando 
en la forma prevista en tales letras conforme a la redacción del artículo 49 en vigor el 31 de 
diciembre de 2014.

Disposición transitoria octava.  Valor fiscal de las instituciones de inversión colectiva 
constituidas en países o territorios considerados como paraísos fiscales.

1. A los efectos de calcular el exceso del valor liquidativo a que hace referencia el 
artículo 95 de esta Ley, se tomará como valor de adquisición el valor liquidativo a 1 de enero 
de 1999, respecto de las participaciones y acciones que en el mismo se posean por el 
contribuyente. La diferencia entre dicho valor y el valor efectivo de adquisición no se tomará 
como valor de adquisición a los efectos de la determinación de las rentas derivadas de la 
transmisión o reembolso de las acciones o participaciones.

2. Los dividendos y participaciones en beneficios distribuidos por las instituciones de 
inversión colectiva, que procedan de beneficios obtenidos con anterioridad a 1 de enero de 
1999, se integrarán en la base imponible de los socios o partícipes de los mismos. A estos 
efectos, se entenderá que las primeras reservas distribuidas han sido dotadas con los 
primeros beneficios ganados.

Disposición transitoria novena.  Régimen transitorio aplicable a las ganancias 
patrimoniales derivadas de elementos patrimoniales adquiridos con anterioridad a 31 de 
diciembre de 1994.

1. El importe de las ganancias patrimoniales correspondientes a transmisiones de 
elementos patrimoniales no afectos a actividades económicas que hubieran sido adquiridos 
con anterioridad a 31 de diciembre de 1994, se determinará con arreglo a las siguientes 
reglas:

1.ª) En general, se calcularán, para cada elemento patrimonial, con arreglo a lo 
establecido en la Sección 4.ª, del Capítulo II, del Título III de esta Ley. De la ganancia 
patrimonial así calculada se distinguirá la parte de la misma que se haya generado con 
anterioridad a 20 de enero de 2006, entendiendo como tal la parte de la ganancia patrimonial 
que proporcionalmente corresponda al número de días transcurridos entre la fecha de 
adquisición y el 19 de enero de 2006, ambos inclusive, respecto del número total de días que 
hubiera permanecido en el patrimonio del contribuyente.

La parte de la ganancia patrimonial generada con anterioridad a 20 de enero de 2006, se 
reducirá, en su caso, de la siguiente manera:

a) Se calculará el período de permanencia en el patrimonio del contribuyente anterior a 
31 de diciembre de 1996 del elemento patrimonial.

A estos efectos, se tomará como período de permanencia en el patrimonio del 
contribuyente el número de años que medie entre la fecha de adquisición del elemento y el 
31 de diciembre de 1996, redondeado por exceso.

En el caso de derechos de suscripción se tomará como período de permanencia el que 
corresponda a los valores de los cuales procedan. Cuando no se hubieran transmitido la 
totalidad de los derechos de suscripción, se entenderá que los transmitidos correspondieron 
a los valores adquiridos en primer lugar.

Si se hubiesen efectuado mejoras en los elementos patrimoniales transmitidos se tomará 
como período de permanencia de éstas en el patrimonio del contribuyente el número de 
años que medie entre la fecha en que se hubiesen realizado y el 31 de diciembre de 1996, 
redondeado por exceso.

b) Se calculará el valor de transmisión de todos los elementos patrimoniales a cuya 
ganancia patrimonial le hubiera resultado de aplicación lo señalado en esta disposición, 
transmitidos desde 1 de enero de 2015 hasta la fecha de transmisión del elemento 
patrimonial.
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c) Cuando sea inferior a 400.000 euros la suma del valor de transmisión del elemento 
patrimonial y la cuantía a que se refiere la letra b) anterior, la parte de la ganancia 
patrimonial generada con anterioridad a 20 de enero de 2006 se reducirá en el importe 
resultante de aplicar los siguientes porcentajes por cada año de permanencia de los 
señalados en la letra a) anterior que exceda de dos:

1.º Si los elementos patrimoniales transmitidos fuesen bienes inmuebles, derechos sobre 
los mismos o valores de las entidades comprendidas en el artículo 108 de la Ley 24/1988, de 
28 de julio, del Mercado de Valores, con excepción de las acciones o participaciones 
representativas del capital social o patrimonio de las Sociedades o Fondos de Inversión 
Inmobiliaria, un 11,11 por ciento.

2.º Si los elementos patrimoniales transmitidos fuesen acciones admitidas a negociación 
en alguno de los mercados secundarios oficiales de valores definidos en la Directiva 
2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a los 
mercados de instrumentos financieros, y representativos de la participación en fondos 
propios de sociedades o entidades, con excepción de las acciones representativas del 
capital social de Sociedades de Inversión Mobiliaria e Inmobiliaria, un 25 por ciento.

3.º Para las restantes ganancias patrimoniales generadas con anterioridad a 20 de enero 
de 2006, un 14,28 por ciento.

Estará no sujeta la parte de la ganancia patrimonial generada con anterioridad a 20 de 
enero de 2006 derivada de elementos patrimoniales que a 31 de diciembre de 1996 y en 
función de lo señalado en esta letra c) tuviesen un período de permanencia, tal y como éste 
se define en la letra a), superior a diez, cinco y ocho años, respectivamente.

d) Cuando sea superior a 400.000 euros la suma del valor de transmisión del elemento 
patrimonial y la cuantía a que se refiere la letra b) anterior, pero el resultado de lo dispuesto 
en la letra b) anterior sea inferior a 400.000 euros, se practicará la reducción señalada en la 
letra c) anterior a la parte de la ganancia patrimonial generada con anterioridad a 20 de 
enero de 2006 que proporcionalmente corresponda a la parte del valor de transmisión que 
sumado a la cuantía de la letra b) anterior no supere 400.000 euros.

e) Cuando el resultado de lo dispuesto en la letra b) anterior sea superior a 400.000 
euros, no se practicará reducción alguna a la parte de la ganancia patrimonial generada con 
anterioridad a 20 de enero de 2006.

2.ª) En los casos de valores admitidos a negociación en alguno de los mercados 
regulados y de acciones o participaciones en instituciones de inversión colectiva a las que 
resulte aplicable el régimen previsto en las letras a) y c) del apartado 1 del artículo 37 de 
esta Ley, las ganancias y pérdidas patrimoniales se calcularán para cada valor, acción o 
participación de acuerdo con lo establecido en la Sección 4.ª, del Capítulo II del Título III de 
esta Ley.

Si, como consecuencia de lo dispuesto en el párrafo anterior, se obtuviera como 
resultado una ganancia patrimonial, se efectuará la reducción que proceda de las siguientes:

a) Si el valor de transmisión fuera igual o superior al que corresponda a los valores, 
acciones o participaciones a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio del año 2005, la parte 
de la ganancia patrimonial que se hubiera generado con anterioridad a 20 de enero de 2006 
se reducirá, en su caso, de acuerdo con lo previsto en la regla 1.ª) anterior. A estos efectos, 
la ganancia patrimonial generada con anterioridad a 20 de enero de 2006 será la parte de la 
ganancia patrimonial resultante de tomar como valor de transmisión el que corresponda a los 
valores, acciones o participaciones a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio del año 2005.

b) Si el valor de transmisión fuera inferior al que corresponda a los valores, acciones o 
participaciones a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio del año 2005, se entenderá que 
toda la ganancia patrimonial se ha generado con anterioridad a 20 de enero de 2006 y se 
reducirá, en su caso, de acuerdo con lo previsto en la regla 1.ª) anterior.

3.ª) Si se hubieran efectuado mejoras en los elementos patrimoniales transmitidos, se 
distinguirá la parte del valor de enajenación que corresponda a cada componente del mismo 
a efectos de la aplicación de lo dispuesto en este apartado 1.

2. A los efectos de lo establecido en esta disposición, se considerarán elementos 
patrimoniales no afectos a actividades económicas aquellos en los que la desafectación de 
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estas actividades se haya producido con más de tres años de antelación a la fecha de 
transmisión.

Disposición transitoria décima.  Sociedades transparentes y patrimoniales.
En lo que afecte a los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas será de aplicación lo establecido en las disposiciones transitorias decimoquinta, 
decimosexta y vigésima segunda del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades.

Disposición transitoria undécima.  Régimen transitorio aplicable a las prestaciones 
derivadas de los contratos de seguros colectivos que instrumentan compromisos por 
pensiones.

1. Para las prestaciones derivadas de contingencias acaecidas con anterioridad al 1 de 
enero de 2007, los beneficiarios podrán aplicar el régimen financiero y fiscal vigente a 31 de 
diciembre de 2006.

2. Para las prestaciones derivadas de contingencias acaecidas a partir de 1 de enero de 
2007 correspondientes a seguros colectivos contratados con anterioridad a 20 de enero de 
2006, podrá aplicarse el régimen fiscal vigente a 31 de diciembre de 2006. Este régimen 
será sólo aplicable a la parte de la prestación correspondiente a las primas satisfechas hasta 
31 de diciembre de 2006, así como las primas ordinarias previstas en la póliza original 
satisfechas con posterioridad a esta fecha.

No obstante los contratos de seguro colectivo que instrumentan la exteriorización de 
compromisos por pensiones pactadas en convenios colectivos de ámbito supraempresarial 
bajo la denominación «premios de jubilación» u otras, que consistan en una prestación 
pagadera por una sola vez en el momento del cese por jubilación, suscritos antes de 31 de 
diciembre de 2006, podrán aplicar el régimen fiscal previsto en este apartado 2.

3. El régimen transitorio previsto en esta disposición únicamente podrá ser de aplicación, 
en su caso, a las prestaciones percibidas en el ejercicio en el que acaezca la contingencia 
correspondiente, o en los dos ejercicios siguientes.

No obstante, en el caso de contingencias acaecidas en los ejercicios 2011 a 2014, el 
régimen transitorio solo podrá ser de aplicación, en su caso, a las prestaciones percibidas 
hasta la finalización del octavo ejercicio siguiente a aquel en el que acaeció la contingencia 
correspondiente. En el caso de contingencias acaecidas en los ejercicios 2010 o anteriores, 
el régimen transitorio solo podrá ser de aplicación, en su caso, a las prestaciones percibidas 
hasta el 31 de diciembre de 2018.

Disposición transitoria duodécima.  Régimen transitorio aplicable a los planes de 
pensiones, de mutualidades de previsión social y de planes de previsión asegurados.

1. Para las prestaciones derivadas de contingencias acaecidas con anterioridad al 1 de 
enero de 2007, los beneficiarios podrán aplicar el régimen financiero y, en su caso, aplicar la 
reducción prevista en el artículo 17 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas vigente a 31 de diciembre de 2006.

2. Para las prestaciones derivadas de contingencias acaecidas a partir del 1 de enero de 
2007, por la parte correspondiente a aportaciones realizadas hasta 31 de diciembre de 2006, 
los beneficiarios podrán aplicar el régimen financiero y, en su caso, aplicar la reducción 
prevista en el artículo 17 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas vigente a 31 de diciembre de 2006.

3. El límite previsto en el artículo 52.1.a) de esta Ley no será de aplicación a las 
cantidades aportadas con anterioridad a 1 de enero de 2007 a sistemas de previsión social y 
que a esta fecha se encuentren pendientes de reducción en la base imponible por 
insuficiencia de la misma.

4. El régimen transitorio previsto en esta disposición únicamente podrá ser de aplicación, 
en su caso, a las prestaciones percibidas en el ejercicio en el que acaezca la contingencia 
correspondiente, o en los dos ejercicios siguientes.

No obstante, en el caso de contingencias acaecidas en los ejercicios 2011 a 2014, el 
régimen transitorio solo podrá ser de aplicación, en su caso, a las prestaciones percibidas 
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hasta la finalización del octavo ejercicio siguiente a aquel en el que acaeció la contingencia 
correspondiente. En el caso de contingencias acaecidas en los ejercicios 2010 o anteriores, 
el régimen transitorio solo podrá ser de aplicación, en su caso, a las prestaciones percibidas 
hasta el 31 de diciembre de 2018.

Disposición transitoria decimotercera.  Compensaciones fiscales.
(Suprimida)

Disposición transitoria decimocuarta.  Transformación de determinados contratos de 
seguros de vida en planes individuales de ahorro sistemático.

1. Los contratos de seguro de vida formalizados con anterioridad al 1 de enero de 2007 y 
en los que el contratante, asegurado y beneficiario sea el propio contribuyente, podrán 
transformarse en planes individuales de ahorro sistemático regulados en la disposición 
adicional tercera de esta Ley, y por tanto, serán de aplicación el artículo 7.v) y la disposición 
adicional tercera de esta misma Ley, en el momento de constitución de las rentas vitalicias 
siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que el límite máximo anual satisfecho en concepto de primas durante los años de 
vigencia del contrato de seguro no haya superado los 8.000 euros, y el importe total de las 
primas acumuladas no haya superado la cuantía de 240.000 euros por contribuyente.

b) Que hubieran transcurrido más de cinco años desde la fecha de pago de la primera 
prima.

2. No podrán transformarse en planes individuales de ahorro sistemático los seguros 
colectivos que instrumenten compromisos por pensiones conforme a la disposición adicional 
primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, ni 
los instrumentos de previsión social que reducen la base imponible.

3. En el momento de la transformación se hará constar de forma expresa y destacada en 
el condicionando del contrato que se trata de un plan individual de ahorro sistemático 
regulado en la disposición adicional tercera de esta Ley.

4. Una vez realizada la transformación, en el caso de anticipación, total o parcial, de los 
derechos económicos derivados de la renta vitalicia constituida, el contribuyente deberá 
integrar en el periodo impositivo en el que se produzca la anticipación, la renta que estuvo 
exenta por aplicación de lo dispuesto en la letra v) del artículo 7 de esta Ley, sin que resulte 
aplicable la disposición transitoria decimotercera de esta Ley.

Disposición transitoria decimoquinta.  Deducción por alquiler de la vivienda habitual.
1. Podrán aplicar la deducción por alquiler de la vivienda habitual en los términos 

previstos en el apartado 2 de esta disposición, los contribuyentes que hubieran celebrado un 
contrato de arrendamiento con anterioridad a 1 de enero de 2015 por el que hubieran 
satisfecho, con anterioridad a dicha fecha, cantidades por el alquiler de su vivienda habitual.

En todo caso, resultará necesario que el contribuyente hubiera tenido derecho a la 
deducción por alquiler de la vivienda habitual en relación con las cantidades satisfechas por 
el alquiler de dicha vivienda en un período impositivo devengado con anterioridad a 1 de 
enero de 2015.

2. La deducción por alquiler de la vivienda habitual se aplicará conforme a lo dispuesto 
en los artículos 67.1, 68.7 y 77.1 de la Ley del Impuesto, en su redacción en vigor a 31 de 
diciembre de 2014.

Disposición transitoria decimosexta.  Contribuyentes con residencia habitual en el 
territorio de una Comunidad Autónoma al que no le resulte de aplicación el nuevo modelo de 
financiación autonómica.

Los contribuyentes que tengan su residencia habitual en el territorio de una Comunidad 
Autónoma al que no le resulte de aplicación el modelo de financiación previsto en la Ley 
22/2009, por el que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de 
régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, calcularán la cuota íntegra estatal y 
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autonómica de este Impuesto tomando en consideración los artículos 3, 63, 66, 67, 68, 74, 
76, 77 y 78 de esta Ley en su redacción vigente a 31 de diciembre de 2009.

Disposición transitoria decimoséptima.  Trabajadores desplazados a territorio español.
Los contribuyentes que se hubieran desplazado a territorio español con anterioridad a 1 

de enero de 2015 podrán optar por aplicar el régimen especial previsto en el artículo 93 de 
esta Ley conforme a lo dispuesto en el citado artículo, y en su caso, en la disposición 
transitoria decimoséptima, ambos de esta Ley, en su redacción en vigor a 31 de diciembre 
de 2014, aplicando los tipos de gravamen previstos en la normativa del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes en vigor en esta última fecha, sin perjuicio de lo dispuesto en 
materia de retenciones en el primer párrafo de la letra f) del artículo 93.2 de esta Ley.

La opción por la aplicación de lo dispuesto en esta disposición transitoria deberá 
realizarse en la declaración del Impuesto correspondiente al ejercicio 2015 y se mantendrá 
hasta la finalización de la aplicación del régimen especial.

Disposición transitoria decimoctava.  Deducción por inversión en vivienda habitual.
1. Podrán aplicar la deducción por inversión en vivienda habitual en los términos 

previstos en el apartado 2 de esta disposición:
a) Los contribuyentes que hubieran adquirido su vivienda habitual con anterioridad a 1 de 

enero de 2013 o satisfecho cantidades con anterioridad a dicha fecha para la construcción 
de la misma.

b) Los contribuyentes que hubieran satisfecho cantidades con anterioridad a 1 de enero 
de 2013 por obras de rehabilitación o ampliación de la vivienda habitual, siempre que las 
citadas obras estén terminadas antes de 1 de enero de 2017.

c) Los contribuyentes que hubieran satisfecho cantidades para la realización de obras e 
instalaciones de adecuación de la vivienda habitual de las personas con discapacidad con 
anterioridad a 1 de enero de 2013 siempre y cuando las citadas obras o instalaciones estén 
concluidas antes de 1 de enero de 2017.

En todo caso, resultará necesario que el contribuyente hubiera practicado la deducción 
por inversión en vivienda habitual en relación con las cantidades satisfechas para la 
adquisición o construcción de dicha vivienda en un período impositivo devengado con 
anterioridad a 1 de enero de 2013, salvo que hubiera resultado de aplicación lo dispuesto en 
el artículo 68.1.2.ª de esta Ley en su redacción vigente a 31 de diciembre de 2012.

2. La deducción por inversión en vivienda habitual se aplicará conforme a lo dispuesto en 
los artículos 67.1, 68.1, 70.1, 77.1, y 78 de la Ley del Impuesto, en su redacción en vigor a 
31 de diciembre de 2012, sin perjuicio de los porcentajes de deducción que conforme a lo 
dispuesto en la Ley 22/2009 hayan sido aprobados por la Comunidad Autónoma.

3. Los contribuyentes que por aplicación de lo establecido en esta disposición ejerciten el 
derecho a la deducción estarán obligados, en todo caso, a presentar declaración por este 
Impuesto y el importe de la deducción así calculada minorará el importe de la suma de la 
cuota íntegra estatal y autonómica del Impuesto a los efectos previstos en el apartado 2 del 
artículo 69 de esta Ley.

4. Los contribuyentes que con anterioridad a 1 de enero de 2013 hubieran depositado 
cantidades en cuentas vivienda destinadas a la primera adquisición o rehabilitación de la 
vivienda habitual, siempre que en dicha fecha no hubiera transcurrido el plazo de cuatro 
años desde la apertura de la cuenta, podrán sumar a la cuota líquida estatal y a la cuota 
líquida autonómica devengadas en el ejercicio 2012 las deducciones practicadas hasta el 
ejercicio 2011, sin intereses de demora.

 

Disposición transitoria decimonovena.  Disolución y liquidación de determinadas 
sociedades civiles.

1. Podrán acordar su disolución y liquidación, con aplicación del régimen fiscal previsto 
en esta disposición, las sociedades civiles en las que concurran las siguientes 
circunstancias:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 1018 –



a) Que con anterioridad a 1 de enero de 2016 les hubiera resultado de aplicación el 
régimen de atribución de rentas previsto en la Sección 2.ª del Título X de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas.

b) Que a partir de 1 de enero de 2016 cumplan los requisitos para adquirir la condición 
de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades.

c) Que en los seis primeros meses del ejercicio 2016 se adopte válidamente el acuerdo 
de disolución con liquidación y se realicen con posterioridad al acuerdo, dentro del plazo de 
los seis meses siguientes a su adopción, todos los actos o negocios jurídicos necesarios, 
para la extinción de la sociedad civil.

Reglamentariamente se establecerán los requisitos formales exigidos para la aplicación 
de lo dispuesto en la presente disposición.

2. La disolución con liquidación de dichas sociedades tendrá el siguiente régimen fiscal:
a) Exención del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados, concepto "operaciones societarias", hecho imponible "disolución de 
sociedades", del artículo 19.1.1.º del texto refundido del Impuesto, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre.

b) No se devengará el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza urbana con ocasión de las adjudicaciones a los socios de inmuebles de 
naturaleza urbana de los que sea titular la entidad. En la posterior transmisión de los 
mencionados inmuebles se entenderá que estos fueron adquiridos en la fecha en que lo 
fueron por la sociedad que se extinga.

c) A efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del Impuesto sobre 
Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes de los socios de la sociedad 
que se disuelve:

1.º El valor de adquisición y, en su caso, de titularidad de las acciones o participaciones 
en el capital de la sociedad que se disuelve, determinado de acuerdo con lo establecido en 
la disposición transitoria trigésima segunda de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, se 
aumentará en el importe de las deudas adjudicadas y se disminuirá en el de los créditos y 
dinero o signo que lo represente adjudicado.

2.º Si el resultado de las operaciones descritas en el párrafo anterior resultase negativo, 
dicho resultado se considerará renta o ganancia patrimonial, según que el socio sea persona 
jurídica o física, respectivamente. En este supuesto, cada uno de los restantes elementos de 
activo adjudicados distintos de los créditos, dinero o signo que lo represente, se considerará 
que tiene un valor de adquisición cero.

3.º Si el resultado de las operaciones descritas en el párrafo 1.º anterior resultase cero o 
positivo, se considerará que no existe renta o pérdida o ganancia patrimonial.

Cuando dicho resultado sea cero, cada uno de los restantes elementos de activo 
adjudicados distintos de los créditos, dinero o signo que lo represente, tendrá como valor de 
adquisición cero.

Si el resultado fuese positivo, el valor de adquisición de cada uno de los restantes 
elementos de activo adjudicados distintos de los créditos, dinero o signo que lo represente, 
será el que resulte de distribuir el resultado positivo entre ellos en función del valor de 
mercado que resulte del balance final de liquidación de la sociedad que se extingue.

4.º Los elementos adjudicados al socio, distintos de los créditos, dinero o signo que lo 
represente, se considerarán adquiridos por éste en la fecha de su adquisición por la 
sociedad.

3. Hasta la finalización del proceso de extinción de la sociedad civil, siempre que la 
misma se realice dentro del plazo indicado en la letra c) del apartado 1 de esta disposición 
transitoria, continuará aplicándose el régimen de atribución de rentas previsto en la Sección 
2.ª del Título X de esta Ley, sin que la sociedad civil llegue a adquirir la consideración de 
contribuyente del Impuesto sobre Sociedades.

En caso contrario, la sociedad civil tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto 
sobre Sociedades desde 1 de enero de 2016 y no resultará de aplicación el citado régimen 
de atribución de rentas.
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Disposición transitoria vigésima.  Gastos e inversiones para habituar a los empleados en 
la utilización de las nuevas tecnologías de la comunicación y de la información.

Sin perjuicio de lo establecido en la disposición derogatoria segunda de esta Ley, el 
artículo 40 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, prorrogará su vigencia durante los 
años 2011, 2012, 2013 y 2014 para los gastos e inversiones para habituar a los empleados 
en la utilización de las nuevas tecnologías de la comunicación y de la información.

Disposición transitoria vigésima primera.  Deducción por obras de mejora en la vivienda 
habitual satisfechas con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2011.

1. Los contribuyentes que con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 
5/2011 hayan satisfecho cantidades por las que hubieran tenido derecho a la deducción por 
obras de mejora en la vivienda habitual conforme a la redacción original de la disposición 
adicional vigésima novena de esta Ley, aplicarán la deducción en relación con tales 
cantidades conforme a la citada redacción.

2. En ningún caso, por aplicación de lo dispuesto en esta disposición, la base anual y la 
base acumulada de la deducción correspondientes al conjunto de obras de mejora podrán 
exceder de los límites establecidos en la disposición adicional vigésima novena de esta ley.

Disposición transitoria vigésima segunda.  Indemnizaciones por despido exentas.
1. Las indemnizaciones por despidos producidos desde la entrada en vigor del Real 

Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado 
laboral, y hasta el día de la entrada en vigor de la Ley, de medidas urgentes para la reforma 
del mercado laboral, estarán exentas en la cuantía que no exceda de la que hubiera 
correspondido en el caso de que éste hubiera sido declarado improcedente, cuando el 
empresario así lo reconozca en el momento de la comunicación del despido o en cualquier 
otro anterior al acto de conciliación y no se trate de extinciones de mutuo acuerdo en el 
marco de planes o sistemas colectivos de bajas incentivadas.

2. Las indemnizaciones por despido o cese consecuencia de los expedientes de 
regulación de empleo a que se refiere la disposición transitoria décima de la Ley, de medidas 
urgentes para la reforma del mercado laboral, aprobados por la autoridad competente a 
partir de 8 de marzo de 2009, estarán exentas en la cuantía que no supere cuarenta y cinco 
días de salario, por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo 
inferiores a un año hasta un máximo de cuarenta y dos mensualidades.

3. El límite previsto en el último párrafo de la letra e) del artículo 7 de esta Ley no 
resultará de aplicación a las indemnizaciones por despidos o ceses producidos con 
anterioridad a 1 de agosto de 2014. Tampoco resultará de aplicación a los despidos que se 
produzcan a partir de esta fecha cuando deriven de un expediente de regulación de empleo 
aprobado, o un despido colectivo en el que se hubiera comunicado la apertura del período 
de consultas a la autoridad laboral, con anterioridad a dicha fecha.

Disposición transitoria vigésima tercera.  Tipo de retención aplicable a los rendimientos 
de actividades profesionales y a determinados rendimientos del trabajo.

El porcentaje de retención o ingreso a cuenta aplicable a los rendimientos previstos en el 
apartado 3 y en la letra a) del apartado 5, ambos del artículo 101 de esta Ley, satisfechos o 
abonados hasta el 31 de agosto de 2012, será el previsto en dicho artículo, en su redacción 
vigente a 1 de enero de 2012.

El porcentaje de retención o ingreso a cuenta aplicable a dichos rendimientos que se 
satisfagan a abonen a partir de 1 de septiembre de 2012 será el previsto en el primer párrafo 
del apartado 4 de la disposición adicional trigésima quinta de esta Ley, salvo en el supuesto 
en el que resulte de aplicación el porcentaje del 9 por ciento previsto en el segundo párrafo 
de la letra a) del apartado 5 del artículo 101 de esta Ley.
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Disposición transitoria vigésima cuarta.  Rendimientos del trabajo en especie 
consistentes en la utilización de vivienda.

Durante el período impositivo 2013, los rendimientos del trabajo en especie derivados de 
la utilización de vivienda cuando esta no sea propiedad del pagador se podrán seguir 
valorando conforme a lo dispuesto en la letra a) del número 1.º del apartado 1 del artículo 43 
de esta Ley en su redacción en vigor a 31 de diciembre de 2012, siempre que la entidad 
empleadora ya viniera satisfaciendo los mismos en relación con dicha vivienda con 
anterioridad a 4 de octubre de 2012.

Disposición transitoria vigésima quinta.  Reducciones aplicables a determinados 
rendimientos.

1. El límite de la reducción previsto en el artículo 18.2 de esta Ley para la extinción de 
relaciones laborales o mercantiles no se aplicará a los rendimientos del trabajo que deriven 
de extinciones producidas con anterioridad a 1 de enero de 2013.

2. Los rendimientos del trabajo procedentes de indemnizaciones por extinción de la 
relación mercantil a que se refiere el artículo 17.2 e) de esta Ley con período de generación 
superior a dos años, podrán aplicar la reducción prevista en el apartado 2 del artículo 18 de 
esta Ley cuando el cociente resultante de dividir el número de años de generación, 
computados de fecha a fecha, entre el número de períodos impositivos de fraccionamiento, 
sea superior a dos, siempre que la fecha de la extinción de la relación sea anterior a 1 de 
agosto de 2014.

3. Los rendimientos distintos de los procedentes de indemnizaciones por extinción de la 
relación laboral, común o especial, o de la relación mercantil a que se refiere el artículo 17.2 
e) de esta Ley, que se vinieran percibiendo de forma fraccionada con anterioridad a 1 de 
enero de 2015 con derecho a la aplicación de la reducción prevista en los artículos 18.2, 
23.3 26.2 y 32.1 de la Ley del Impuesto en su redacción en vigor a 31 de diciembre de 2014, 
podrán seguir aplicando la reducción prevista, respectivamente, en los artículos 18.2, 23.3, 
26.2 y 32.1 de esta Ley a cada una de las fracciones que se imputen a partir de 1 de enero 
de 2015, siempre que el cociente resultante de dividir el número de años de generación, 
computados de fecha a fecha, entre el número de períodos impositivos de fraccionamiento, 
sea superior a dos.

En relación con rendimientos previstos en el párrafo anterior derivados de compromisos 
adquiridos con anterioridad a 1 de enero de 2015 que tuvieran previsto el inicio de su 
percepción de forma fraccionada en períodos impositivos que se inicien a partir de dicha 
fecha, la sustitución de la forma de percepción inicialmente acordada por su percepción en 
un único período impositivo no alterará el inicio del período de generación del rendimiento.

4. En el caso de los rendimientos del trabajo que deriven del ejercicio de opciones de 
compra sobre acciones o participaciones por los trabajadores que hubieran sido concedidas 
con anterioridad a 1 de enero de 2015 y se ejerciten transcurridos más de dos años desde 
su concesión, si, además, no se concedieron anualmente, podrán aplicar la reducción 
prevista en el apartado 2 del artículo 18 de esta Ley aun cuando en el plazo de los cinco 
períodos impositivos anteriores a aquél en el que se ejerciten, el contribuyente hubiera 
obtenido otros rendimientos con período de generación superior a dos años a los que 
hubiera aplicado la reducción prevista en dicho apartado. En este caso será de aplicación el 
límite previsto en el número 1.º de la letra b) del apartado 2 del artículo 18 de esta Ley en su 
redacción, en vigor a 31 de diciembre de 2014, a los rendimientos del trabajo derivados de 
todas las opciones de compra concedidas con anterioridad a 1 de enero de 2015.

Disposición transitoria vigésima sexta.  Régimen transitorio aplicable a la imputación de 
primas de seguros colectivos contratados con anterioridad a 1 de diciembre de 2012.

A efectos de lo dispuesto en el segundo párrafo de la letra f) del apartado 1 del artículo 
17 de esta Ley, en los seguros colectivos contratados con anterioridad a 1 de diciembre de 
2012, en los que figuren primas de importe determinado expresamente, y el importe anual de 
estas supere el límite fijado en dicho artículo, no será obligatoria la imputación por ese 
exceso.
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Disposición transitoria vigésima séptima.  Acciones o participaciones de entidades de 
nueva o reciente creación adquiridas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 
14/2013, de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización.

Los contribuyentes que obtengan ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto 
con ocasión de la transmisión de acciones o participaciones adquiridas con anterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley 14/2013 podrán aplicar la exención prevista en la disposición 
adicional trigésima cuarta de esta Ley en su redacción en vigor a 31 de diciembre de 2012, 
siempre que se cumplan los requisitos y condiciones establecidos en dicha disposición 
adicional.

Disposición transitoria vigésima octava.  Acciones o participaciones adquiridas con el 
saldo de cuentas ahorro-empresa.

No formará parte de la base de la deducción regulada en el artículo 68.1 de esta Ley el 
importe de las acciones o participaciones adquiridas con el saldo de cuentas ahorro-empresa 
en la medida en que dicho saldo hubiera sido objeto de deducción.

Disposición transitoria vigésima novena.  Transmisiones de derechos de suscripción 
anteriores a 1 de enero de 2017.

Para la determinación del valor de adquisición de los valores a que se refiere la letra a) 
del apartado 1 del artículo 37 de esta Ley, se deducirá el importe obtenido por las 
transmisiones de derechos de suscripción realizadas con anterioridad a 1 de enero de 2017, 
con excepción del importe de tales derechos que hubiera tributado como ganancia 
patrimonial. Cuando no se hubieran transmitido la totalidad de los derechos de suscripción, 
se entenderá que los transmitidos correspondieron a los valores adquiridos en primer lugar.

Disposición transitoria trigésima.  Socios de sociedades civiles que tengan la condición de 
contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades.

1. Los contribuyentes de este Impuesto que sean socios de sociedades civiles, a las que 
hubiese resultado de aplicación el régimen de atribución de rentas previsto en la Sección 2.ª 
del Título X de la esta Ley y adquieran la condición de contribuyentes del Impuesto sobre 
Sociedades, podrán seguir aplicando las deducciones en la cuota íntegra previstas en el 
artículo 68.2 de esta Ley que estuviesen pendientes de aplicación a 1 de enero de 2016 en 
los términos previstos en el artículo 69 de esta Ley, siempre que se cumplan las condiciones 
y requisitos establecidos en la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

2. En lo que afecte a los contribuyentes de este Impuesto, será de aplicación lo 
dispuesto en la disposición transitoria trigésima segunda de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades.

Disposición transitoria trigésima primera.  Requisito de antigüedad a efectos de 
tratamiento de Planes Individuales de Ahorro Sistemático de contratos de seguro 
formalizados antes de 1 de enero de 2015.

A los Planes Individuales de Ahorro Sistemático formalizados con anterioridad al 1 de 
enero de 2015, les será de aplicación el requisito de cinco años fijado en la letra g) de la 
disposición adicional tercera de esta Ley.

La transformación de un Plan Individual de Ahorro Sistemático formalizado antes de 1 de 
enero de 2015, o de un contrato de seguro de los regulados en la disposición transitoria 
decimocuarta de esta Ley, mediante la modificación del vencimiento del mismo, con la 
exclusiva finalidad de anticipar la constitución de la renta vitalicia a una fecha que cumpla 
con el requisito de antigüedad de cinco años desde el pago de la primera prima exigido por 
las citadas disposiciones, no tendrá efectos tributarios para el tomador.

Disposición transitoria trigésimo segunda.  Límites para la aplicación del método de 
estimación objetiva en los ejercicios 2016 a 2024.

Para los ejercicios 2016, 2017, 2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023 y 2024, las 
magnitudes de 150.000 y 75.000 euros a que se refiere el apartado a’) de la letra b) de la 
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norma 3.ª del apartado 1 del artículo 31 de esta ley, quedan fijadas en 250.000 y 125.000 
euros, respectivamente.

Asimismo, para dichos ejercicios, la magnitud de 150.000 euros a que se refiere la letra 
c) de la norma 3.ª del apartado 1 del artículo 31 de esta ley, queda fijada en 250.000 euros.

Disposición transitoria trigésima tercera.  Aplicación en el ejercicio 2018 de la deducción 
establecida en el artículo 81 bis.

En el período impositivo 2018, la deducción por cónyuge no separado legalmente con 
discapacidad y el incremento de la deducción previsto por cada uno de los hijos que excedan 
del número mínimo de hijos exigido para la adquisición de la condición de familia numerosa 
de categoría general o especial, se determinará tomando en consideración exclusivamente 
los meses iniciados con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018.

Disposición transitoria trigésima cuarta.  Obligación de declarar en el período 
impositivo 2018.

Cuando el impuesto correspondiente al período impositivo 2018 se hubiera devengado a 
partir de la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018, el límite de 14.000 euros establecido en el primer párrafo del apartado 3 del 
artículo 96 de esta Ley será de 12.643 euros.

Disposición transitoria trigésima quinta.  Cuantía exenta del gravamen especial sobre los 
premios de determinadas loterías y apuestas en los ejercicios 2018 y 2019.

Los premios derivados de juegos celebrados con anterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, estarán 
exentos del gravamen especial en la cuantía prevista en el apartado 2 de la disposición 
adicional trigésima tercera de esta Ley en su redacción vigente a 31 de diciembre de 2017.

Dicha cuantía será de 10.000 euros para los premios derivados de juegos celebrados en 
el período impositivo 2018 a partir de la entrada en vigor de la citada Ley, y de 20.000 euros 
para los premios derivados de juegos celebrados en el período impositivo 2019.

Disposición transitoria trigésima sexta.  Aplicación del régimen de diferimiento a 
determinadas participaciones o acciones en instituciones de inversión colectiva adquiridas 
con anterioridad a 1 de enero de 2022.

El requisito establecido en el número 3.º de la letra a) del apartado 2 del artículo 94 de 
esta Ley no será de aplicación a las participaciones o acciones en instituciones de inversión 
colectiva a que se refiere dicho número 3.º adquiridas por el contribuyente con anterioridad a 
1 de enero de 2022 y no cotizadas en bolsa de valores española, siempre que el importe del 
reembolso o transmisión no se destine a la adquisición de acciones o participaciones de 
instituciones de inversión colectiva previstas en el citado número 3º.

Disposición transitoria trigésima séptima.  Deducción por maternidad.
Cuando en el período impositivo 2022 se hubiera tenido derecho a la deducción por 

maternidad y al complemento de ayuda para la infancia previsto en la Ley 19/2021 en 
relación con el mismo descendiente, se podrá seguir practicando la deducción por 
maternidad a partir de 1 de enero de 2023, aun cuando alguno de los progenitores tuviera 
derecho al citado complemento respecto de dicho descendiente, siempre que se cumplan el 
resto de los requisitos establecidos en la normativa vigente a partir de 1 de enero de 2023.

Disposición transitoria trigésima octava.  Reducción aplicable a determinados 
arrendamientos de viviendas.

A los rendimientos netos positivos de capital inmobiliario derivados de contratos de 
arrendamiento de vivienda que se hubieran celebrado con anterioridad a la entrada en vigor 
de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, les resultará de aplicación la 
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reducción prevista en el apartado 2 del artículo 23 de esta ley en su redacción vigente a 31 
de diciembre de 2021.

Disposición derogatoria primera.  Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
1. A la entrada en vigor de esta Ley quedarán derogadas todas las disposiciones que se 

opongan a lo establecido en la misma, y en particular el Real Decreto legislativo 3/2004, de 5 
de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas.

2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, conservarán su vigencia en lo que se 
refiere a este Impuesto:

1.º La disposición adicional segunda de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes 
de inversión, recursos propios y obligaciones de información de intermediarios financieros.

2.º La Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de Cooperativas, salvo lo 
dispuesto en el artículo 32 de la misma.

3.º Las disposiciones adicionales decimosexta, decimoséptima y vigésima tercera de la 
Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

4.º Los artículos 93 y 94 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los 
aspectos fiscales del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.

5.º La Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de 
Canarias.

6.º El Real Decreto-ley 7/1994, de 20 de junio, sobre Libertad de Amortización para las 
Inversiones Generadoras de Empleo.

7.º El Real Decreto-ley 2/1995, de 17 de febrero, sobre Libertad de Amortización para las 
Inversiones Generadoras de Empleo.

8.º La disposición transitoria undécima de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

9.º El artículo 13 de la Ley 32/1999, de 8 de octubre, de solidaridad con las víctimas del 
terrorismo.

10.º Las disposiciones adicionales tercera y sexta de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, 
de medidas fiscales, administrativas y del orden social.

11.º La Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

12.º La disposición transitoria segunda de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen 
jurídico de los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

13.º Las disposiciones adicionales quinta, decimoctava, trigésima tercera, trigésima 
cuarta y trigésima séptima de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, 
administrativas y del orden social.

14.º El artículo 5.7 del Real Decreto-Ley 6/2004, de 17 de septiembre, por el que se 
adoptan medidas urgentes para reparar los daños causados por los incendios e 
inundaciones acaecidos en las Comunidades Autónomas de Aragón, Cataluña, Andalucía, 
La Rioja, Comunidad Foral de Navarra y Comunidad Valenciana.

15.º El artículo 1 del texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la 
circulación vehículos a motor aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de 
octubre.

16.º El artículo 7 del Real Decreto-ley 8/2004, de 5 de noviembre, sobre indemnizaciones 
a los participantes en operaciones internacionales de paz y seguridad.

17.º El artículo 5.7 de la Ley 2/2005, de 15 de marzo, por la que se adoptan medidas 
urgentes para reparar los daños causados por los incendios e inundaciones acaecidos en las 
Comunidades Autónomas de Aragón, Cataluña, Andalucía, La Rioja, Comunidad Foral de 
Navarra y Comunidad Valenciana.

18.º El artículo 3.7 del Real Decreto-Ley 11/2005, de 22 de julio, por el que se aprueban 
medidas urgentes en materia de incendios forestales.

3. La derogación de las disposiciones a que se refiere el apartado 1 no perjudicará los 
derechos de la Hacienda pública respecto a las obligaciones devengadas durante su 
vigencia.
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Disposición derogatoria segunda.  Impuesto sobre Sociedades.
1. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 

2007 quedan derogados el artículo 23 y el Capítulo VI del Título VII del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo.

2. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2011 quedan derogados los artículos 36, 37, apartados 4, 5 y 6 del artículo 38, apartados 2 y 
3 del artículo 39, artículos 40 y 43 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

3. (Derogado)
4. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 

2014 quedan derogados el apartado 1 del artículo 34 y los apartados 1, 3 y 7 del artículo 38 
del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

Disposición final primera.  Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de 
marzo.

1. Con efectos desde el 1 de enero de 2006, se modifica la disposición transitoria quinta 
del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que 
quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria quinta.  Régimen transitorio de los contratos de seguro de 
vida generadores de incrementos o disminuciones de patrimonio con anterioridad a 1 
de enero de 1999.

1. Cuando se perciba un capital diferido con anterioridad a 20 de enero de 2006, 
la parte de prestación correspondiente a cada una de las primas satisfechas con 
anterioridad a 31 de diciembre de 1994 se reducirá en un 14,28 por 100 por cada 
año, redondeado por exceso, que medie entre el abono de la prima y el 31 de 
diciembre de 1994, una vez calculado el rendimiento de acuerdo con lo establecido 
en los artículos 23, 24 y 94 de esta Ley, excluido lo previsto en el último párrafo del 
apartado 2.b) de este artículo 94. Cuando hubiesen transcurrido más de seis años 
entre dichas fechas, el porcentaje a aplicar será el 100 por 100.

2. Cuando se perciba un capital diferido a partir de 20 de enero de 2006, la parte 
de la prestación correspondiente a cada una de las primas satisfechas con 
anterioridad a 31 de diciembre de 1994, que se hubiera generado con anterioridad a 
20 de enero de 2006, se reducirá de acuerdo con lo previsto en el apartado 1 
anterior.

A estos efectos, para determinar la parte de la prestación que, correspondiendo a 
cada una de las primas satisfechas con anterioridad a 31 de diciembre de 1994, se 
ha generado con anterioridad a 20 de enero de 2006, se multiplicará la misma por el 
coeficiente de ponderación que resulte del siguiente cociente:

En el numerador, el tiempo transcurrido entre el pago de la prima y el 20 de 
enero de 2006.

En el denominador, el tiempo transcurrido entre el pago de la prima y la fecha de 
cobro de la prestación.»

2. Con efectos desde el 1 de enero de 2006, se modifica la disposición transitoria novena 
del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que 
quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria novena.  Ganancias patrimoniales derivadas de elementos 
adquiridos con anterioridad a 31 de diciembre de 1994.

1. El importe de las ganancias patrimoniales correspondientes a transmisiones de 
elementos patrimoniales no afectos a actividades económicas que hubieran sido 
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adquiridos con anterioridad a 31 de diciembre de 1994, se determinará con arreglo a 
las siguientes reglas:

A) Transmisiones efectuadas hasta el 19 de enero de 2006.
1.ª) Las ganancias patrimoniales se calcularán, para cada elemento patrimonial, 

con arreglo a lo establecido en la Sección 4.ª, del Capítulo I, del Título II del texto 
refundido de esta Ley.

La ganancia patrimonial calculada se reducirá de la siguiente manera:
a) Se tomará como período de permanencia en el patrimonio del contribuyente el 

número de años que medie entre la fecha de adquisición del elemento y el 31 de 
diciembre de 1996, redondeado por exceso.

En el caso de derechos de suscripción se tomará como período de permanencia 
el que corresponda a los valores de los cuales procedan.

Si se hubiesen efectuado mejoras en los elementos patrimoniales transmitidos se 
tomará como período de permanencia de éstas en el patrimonio del contribuyente el 
número de años que medie entre la fecha en que se hubiesen realizado y el 31 de 
diciembre de 1996, redondeado por exceso.

b) Si los elementos patrimoniales transmitidos fuesen bienes inmuebles, 
derechos sobre los mismos o valores de las entidades comprendidas en el artículo 
108 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, con excepción de las 
acciones o participaciones representativas del capital social o patrimonio de las 
Sociedades o Fondos de Inversión Inmobiliaria, la ganancia patrimonial se reducirá 
en un 11,11 por 100 por cada año de permanencia de los señalados en el párrafo a) 
anterior que exceda de dos.

c) Si los elementos patrimoniales transmitidos fuesen acciones admitidas a 
negociación en alguno de los mercados regulados de valores definidos en la 
Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 de abril de 2004 
relativa a los mercados de instrumentos financieros, y representativos de la 
participación en fondos propios de sociedades o entidades, con excepción de las 
acciones representativas del capital social de Sociedades de Inversión Mobiliaria e 
Inmobiliaria, la ganancia se reducirá en un 25 por 100 por cada año de permanencia 
de los señalados en el párrafo a) anterior que exceda de dos.

d) Las restantes ganancias patrimoniales se reducirán en un 14,28 por 100 por 
cada año de permanencia de los señalados en el párrafo a) anterior que exceda de 
dos.

e) Estará no sujeta la ganancia patrimonial derivada de elementos patrimoniales 
que a 31 de diciembre de 1996 y en función de lo señalado en los párrafos b), c) y d) 
anteriores tuviesen un período de permanencia, tal y como éste se define en el 
párrafo a), superior a diez, cinco y ocho años, respectivamente.

2.ª) Si se hubieran efectuado mejoras en los elementos patrimoniales 
transmitidos se distinguirá la parte del valor de enajenación que corresponda a cada 
componente del mismo a efectos de la aplicación de lo dispuesto en la regla 1.ª) 
anterior.

B) Transmisiones efectuadas a partir del 20 de enero de 2006.
1.ª) La parte de la ganancia patrimonial generada con anterioridad a 20 de enero 

de 2006 se reducirá con arreglo a lo dispuesto en la letra A) anterior. A estos efectos, 
la parte de la ganancia patrimonial generada con anterioridad a 20 de enero de 2006 
vendrá determinada por la parte de la ganancia patrimonial que proporcionalmente 
corresponda al número de días transcurridos entre la fecha de adquisición y el 19 de 
enero de 2006, ambos inclusive, respecto del número total de días que hubiera 
permanecido en el patrimonio del contribuyente.

Estará no sujeta la parte de la ganancia patrimonial generada con anterioridad a 
20 de enero de 2006 derivada de elementos patrimoniales que a 31 de diciembre de 
1996 y en función de lo señalado en los párrafos b), c) y d) de la regla 1.ª de la letra 
A) anterior, tuviesen un período de permanencia, tal y como éste se define en el 
párrafo a) de la regla 1.ª de la letra A) anterior, superior a diez, cinco y ocho años, 
respectivamente.
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2.ª) En los casos de valores admitidos a negociación en alguno de los mercados 
regulados y de acciones o participaciones en instituciones de inversión colectiva a las 
que resulte aplicable el régimen previsto en la letra a) del apartado 1 del artículo 35 
de esta Ley, las ganancias y pérdidas patrimoniales se calcularán para cada valor, 
acción o participación de acuerdo con lo establecido en la Sección 4.ª, del Capítulo I 
del Título II de esta Ley.

Si, como consecuencia de lo dispuesto en el párrafo anterior, se obtuviera como 
resultado una ganancia patrimonial, se efectuará la reducción que proceda de las 
siguientes:

a) Si el valor de transmisión fuera igual o superior al que corresponda a los 
valores, acciones o participaciones a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio del 
año 2005, la parte de la ganancia patrimonial que se hubiera generado con 
anterioridad a 20 de enero de 2006 se reducirá de acuerdo con lo previsto en la regla 
1.ª anterior. A estos efectos, la ganancia patrimonial generada con anterioridad a 20 
de enero de 2006 será la parte de la ganancia patrimonial resultante de tomar como 
valor de transmisión el que corresponda a los valores, acciones o participaciones a 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio del año 2005.

b) Si el valor de transmisión fuera inferior al que corresponda a los valores, 
acciones o participaciones a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio del año 2005, 
la ganancia patrimonial se reducirá de acuerdo con lo previsto en la letra A) anterior.

2. A los efectos de lo establecido en esta disposición, se considerarán elementos 
patrimoniales no afectos a actividades económicas aquellos en los que la 
desafectación de estas actividades se haya producido con más de tres años de 
antelación a la fecha de transmisión.»

3. Con efectos desde el 1 de enero de 2006, se añade una disposición transitoria 
decimoquinta al texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria decimoquinta.  Régimen transitorio aplicable en el 
supuesto de fallecimiento durante el período impositivo 2006.

En el supuesto de finalización del período impositivo 2006 con anterioridad a la 
entrada en vigor de la disposición final primera de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de los 
impuestos sobre sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, 
los sucesores del causante aplicarán en dicha declaración las disposiciones 
transitorias quinta y novena de esta Ley según su redacción vigente a 31 de 
diciembre de 2005.»

Disposición final segunda.  Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo y de la Ley 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.

1. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al punto 2.º de la letra e) del apartado 4 del artículo 30 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«2.º El sujeto pasivo pruebe que un importe equivalente a la depreciación del 
valor de la participación se ha integrado en la base imponible del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, en concepto de renta obtenida por las sucesivas 
personas físicas propietarias de la participación, con la ocasión de su transmisión. La 
deducción se practicará parcialmente cuando la prueba a que se refiere este párrafo 
e) tenga carácter parcial.

En este supuesto, la deducción no podrá exceder del importe resultante de 
aplicar al dividendo o a la participación en beneficios el tipo de gravamen que en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas corresponde a las ganancias 
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patrimoniales integradas en la parte especial de la base imponible o en la del ahorro, 
para el caso de transmisiones realizadas a partir de 1 de enero de 2007.»

2. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al artículo 43 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedará 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 43.  Deducción por contribuciones empresariales a planes de pensiones de 
empleo, a mutualidades de previsión social que actúen como instrumento de 
previsión social empresarial, a planes de previsión social empresarial o por 
aportaciones a patrimonios protegidos de las personas con discapacidad.

1. El sujeto pasivo podrá practicar una deducción en la cuota íntegra del 10 por 
ciento de las contribuciones empresariales imputadas a favor de los trabajadores con 
retribuciones brutas anuales inferiores a 27.000 euros, siempre que tales 
contribuciones se realicen a planes de pensiones de empleo, a planes de previsión 
social empresarial, a planes de pensiones regulados en la Directiva 2003/41/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa a las actividades y 
la supervisión de fondos de pensiones de empleo y a mutualidades de previsión 
social que actúen como instrumento de previsión social de los que sea promotor el 
sujeto pasivo.

2. Asimismo, el sujeto pasivo podrá practicar una deducción en la cuota íntegra 
del 10 por ciento de las aportaciones realizadas a favor de patrimonios protegidos de 
los trabajadores con retribuciones brutas anuales inferiores a 27.000 euros, o de sus 
parientes en línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, de sus cónyuges 
o de las personas a cargo de dichos trabajadores en régimen de tutela o acogimiento 
regulados en la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de Protección Patrimonial de las 
Personas con Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad, de acuerdo con 
las siguientes reglas:

a) Las aportaciones que generen el derecho a practicar la deducción prevista en 
este apartado no podrán exceder de 8.000 euros anuales por cada trabajador o 
persona discapacitada.

b) Las aportaciones que excedan del límite previsto en la letra anterior darán 
derecho a practicar la deducción en los cuatro períodos impositivos siguientes, hasta 
agotar, en su caso, en cada uno de ellos el importe máximo que genera el derecho a 
deducción.

Cuando concurran en un mismo período impositivo deducciones en la cuota por 
aportaciones efectuadas en el ejercicio, con deducciones pendientes de practicar de 
ejercicios anteriores se practicarán, en primer lugar, las deducciones procedentes de 
las aportaciones de los ejercicios anteriores, hasta agotar el importe máximo que 
genera el derecho a deducción.

c) Tratándose de aportaciones no dinerarias se tomará como importe de la 
aportación el que resulte de lo previsto en el artículo 18 de la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.

Estarán exentas del Impuesto sobre Sociedades las rentas positivas que se 
pongan de manifiesto con ocasión de las contribuciones empresariales a patrimonios 
protegidos.

3. Cuando se trate de trabajadores con retribuciones brutas anuales iguales o 
superiores a 27.000 euros, la deducción prevista en los apartados 1 y 2 anteriores se 
aplicará sobre la parte proporcional de las contribuciones empresariales y 
aportaciones que correspondan al importe de la retribución bruta anual reseñado en 
dichos apartados.

4. Esta deducción no se podrá aplicar respecto de las contribuciones realizadas 
al amparo del régimen transitorio establecido en las disposiciones transitorias cuarta, 
quinta y sexta del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
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Pensiones. Asimismo, no será aplicable en el caso de compromisos específicos 
asumidos con los trabajadores como consecuencia de un expediente de regulación 
de empleo.

5. Cuando se efectúen disposiciones de bienes o derechos aportados al 
patrimonio protegido de los trabajadores, de sus parientes, cónyuges o personas a 
cargo de los trabajadores en régimen de tutela o acogimiento, en los términos 
previstos en los párrafos b) y c) del apartado 5 del artículo 54 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, el sujeto pasivo que efectuó la aportación, 
en el período en que se hayan incumplido los requisitos, conjuntamente con la cuota 
correspondiente a su período impositivo, ingresará la cantidad deducida conforme a 
lo previsto en este artículo, además de los intereses de demora.»

3. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 57 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«1. Las instituciones de inversión colectiva reguladas en la Ley de instituciones 
de inversión colectiva con excepción de las sometidas al tipo general de gravamen, 
no tendrán derecho a deducción alguna de la cuota ni a la exención de rentas en la 
base imponible para evitar la doble imposición internacional.»

4. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 67 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«2. Se entenderá por sociedad dominante aquella que cumpla los requisitos 
siguientes:

a) Tener alguna de las formas jurídicas establecidas en el apartado anterior o, en 
su defecto, tener personalidad jurídica y estar sujeta y no exenta al Impuesto sobre 
Sociedades. Los establecimientos permanentes de entidades no residentes situados 
en territorio español podrán ser considerados sociedades dominantes respecto de las 
sociedades cuyas participaciones estén afectas al mismo.

b) Que tenga una participación, directa o indirecta, al menos, del 75 por ciento 
del capital social de otra u otras sociedades el primer día del período impositivo en 
que sea de aplicación este régimen de tributación.

c) Que dicha participación se mantenga durante todo el período impositivo.
El requisito de mantenimiento de la participación durante todo el período 

impositivo no será exigible en el supuesto de disolución de la entidad participada.
d) Que no sea dependiente de ninguna otra residente en territorio español, que 

reúna los requisitos para ser considerada como dominante.
e) Que no esté sometida al régimen especial de las agrupaciones de interés 

económico, españolas y europeas, y de uniones temporales de empresas.
f) Que, tratándose de establecimientos permanentes de entidades no residentes 

en territorio español, dichas entidades no sean dependientes de ninguna otra 
residente en territorio español que reúna los requisitos para ser considerada como 
dominante y residan en un país o territorio con el que España tenga suscrito un 
convenio para evitar la doble imposición internacional que contenga cláusula de 
intercambio de información.»

5. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 94 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«1. El régimen previsto en el presente capítulo se aplicará, a opción del sujeto 
pasivo de este impuesto o del contribuyente del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, a las aportaciones no dinerarias en las que concurran los 
siguientes requisitos:
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a) Que la entidad que recibe la aportación sea residente en territorio español o 
realice actividades en este por medio de un establecimiento permanente al que se 
afecten los bienes aportados.

b) Que una vez realizada la aportación, el sujeto pasivo aportante de este 
impuesto o el contribuyente del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
participe en los fondos propios de la entidad que recibe la aportación en, al menos, el 
cinco por ciento.

c) Que, en el caso de aportación de acciones o participaciones sociales por 
contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se tendrán que 
cumplir además de los requisitos señalados en los párrafos a) y b), los siguientes:

1.º Que la entidad de cuyo capital social sean representativos sea residente en 
territorio español y que a dicha entidad no le sean de aplicación el régimen especial 
de agrupaciones de interés económico, españolas o europeas, y de uniones 
temporales de empresas, previstos en esta Ley, ni tenga como actividad principal la 
gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario en los términos previstos en el 
artículo 4.Ocho.Dos de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio y no cumpla los demás requisitos establecidos en el cuarto párrafo del 
apartado 1 del artículo 116 de esta Ley.

2.º Que representen una participación de, al menos, un cinco por ciento de los 
fondos propios de la entidad.

3.º Que se posean de manera ininterrumpida por el aportante durante el año 
anterior a la fecha del documento público en que se formalice la aportación.

d) Que, en el caso de aportación de elementos patrimoniales distintos de los 
mencionados en el párrafo c) por contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, dichos elementos estén afectos a actividades económicas cuya 
contabilidad se lleve con arreglo a lo dispuesto en el Código de Comercio.»

6. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al apartado 10 del artículo 107 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«10. Para calcular la renta derivada de la transmisión de la participación, directa 
o indirecta, el valor de adquisición se incrementará en el importe de la renta positiva 
que, sin efectiva distribución, hubiese sido incluida en la base imponible de los socios 
como rentas de sus acciones o participaciones en el período de tiempo comprendido 
entre su adquisición y transmisión.

En el caso de sociedades que tengan como actividad principal la gestión de un 
patrimonio mobiliario o inmobiliario en los términos previstos en el artículo 
4.Ocho.Dos de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, el 
valor de transmisión a computar será como mínimo, el teórico resultante del último 
balance cerrado, una vez sustituido el valor contable de los activos por el valor que 
tendrían a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio o por el valor normal de mercado 
si éste fuere inferior.»

7. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 116 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«1. Podrán acogerse al régimen previsto en este capítulo las entidades cuyo 
objeto social comprenda la actividad de gestión y administración de valores 
representativos de los fondos propios de entidades no residentes en territorio 
español, mediante la correspondiente organización de medios materiales y 
personales.

Los valores o participaciones representativos de la participación en el capital de 
la entidad de tenencia de valores extranjeros deberán ser nominativos.
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Las entidades sometidas a los regímenes especiales de las agrupaciones de 
interés económico, españolas y europeas, y de uniones temporales de empresas, no 
podrán acogerse al régimen de este capítulo.

Tampoco podrán acogerse las entidades que tengan como actividad principal la 
gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario en los términos previstos en el 
artículo 4.Ocho.Dos de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio, siempre que en el mismo tiempo de al menos 90 días del ejercicio social 
más del 50 por ciento del capital social pertenezca, directa o indirectamente, a 10 o 
menos socios o a un grupo familiar, entendiéndose a estos efectos que éste está 
constituido por el cónyuge y las demás personas unidas por vínculos de parentesco, 
en línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad, hasta el cuarto grado, 
inclusive, excepto que la totalidad de los socios sean personas jurídicas que, a su 
vez, no cumplan las condiciones anteriores o cuando una persona jurídica de 
derecho público sea titular de más del 50 por ciento del capital, así como cuando los 
valores representativos de la participación de la entidad estuviesen admitidos a 
negociación en alguno de los mercados secundarios oficiales de valores previstos en 
la ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de valores.»

8. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción a la letra b) del apartado 1 del artículo 118 del texto refundido 
de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, 
de 5 de marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«b) Cuando el perceptor sea contribuyente del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, el beneficio distribuido se considerará renta general y se podrá 
aplicar la deducción por doble imposición internacional en los términos previstos en 
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, respecto de los impuestos 
pagados en el extranjero por la entidad de tenencia de valores y que correspondan a 
las rentas exentas que hayan contribuido a la formación de los beneficios 
percibidos.»

9. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al apartado 4 del artículo 123 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«4. Los partícipes o miembros de las comunidades titulares de montes vecinales 
en mano común integrarán en la base del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas las cantidades que les sean efectivamente distribuidas por la comunidad. 
Dichos ingresos tendrán el tratamiento previsto para las participaciones en beneficios 
de cualquier tipo de entidad, a que se refiere el párrafo a) del apartado 1 del artículo 
25 de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las Leyes de los impuestos sobre sociedades, sobre la Renta 
de no Residentes y sobre el Patrimonio.»

10. Con efectos a partir de 1 de enero de 2007, se da nueva redacción al apartado 6 del 
artículo 140 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedará redactado de la siguiente 
manera:

«6. El porcentaje de retención o ingreso a cuenta será el siguiente:
a) Con carácter general, el 18 por 100.
Cuando se trate de rentas procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de 

inmuebles urbanos situados en Ceuta, Melilla o sus dependencias, obtenidas por 
entidades domiciliadas en dichos territorios o que operen en ellos mediante 
establecimiento o sucursal, dicho porcentaje se dividirá por dos.

b) En el caso de rentas procedentes de la cesión del derecho a la explotación de 
la imagen o del consentimiento o autorización para su utilización, el 24 por 100.

Reglamentariamente podrán modificarse los porcentajes de retención e ingreso a 
cuenta previstos en este apartado.»
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11. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición adicional octava al texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que 
quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición adicional octava.  Tipo de gravamen en el Impuesto sobre 
Sociedades.

1. El tipo general de gravamen establecido en el apartado 1 del artículo 28 de 
esta Ley será el:

32,5 por ciento, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 
2007.

30 por ciento, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 
2008.

La referencia del tercer párrafo del apartado 7 del artículo 28 de esta ley al tipo 
de gravamen del 35 por ciento se entenderá realizada a los tipos de gravamen del 
párrafo anterior.

2. El tipo de gravamen establecido en el apartado 7 del artículo 28 de esta Ley 
será el:

37,5 por ciento, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 
2007.

35 por ciento, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 
2008.

La referencia del apartado 5 del artículo 30 de esta Ley al tipo de gravamen del 
40 por ciento se entenderá realizada a los tipos de gravamen del párrafo anterior.»

12. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al artículo 114 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedará 
redactada de la siguiente manera:

«Artículo 114.  Tipo de gravamen.
Las entidades que cumplan las previsiones previstas en el artículo 108 de esta 

Ley tributarán con arreglo a la siguiente escala, excepto si de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 28 de esta ley deban tributar a un tipo diferente del general:

a) Por la parte de base imponible comprendida entre 0 y 120.202,41 euros, al tipo 
del 25 por ciento.

b) Por la parte de base imponible restante, al tipo del 30 por ciento.
Cuando el período impositivo tenga una duración inferior al año, la parte de la 

base imponible que tributará al tipo del 25 por ciento será la resultante de aplicar a 
120.202,41 euros la proporción en la que se hallen el número de días del período 
impositivo entre 365 días, o la base imponible del período impositivo cuando esta 
fuera inferior.»

13. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición adicional novena al texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que 
quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición adicional novena.  Reducción de la bonificación de actividades 
exportadoras.

La bonificación regulada en el apartado 1 del artículo 34 de esta Ley se 
determinará multiplicando el porcentaje de bonificación establecido en dicho 
apartado por el coeficiente siguiente:

0.875, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2007.
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0.750, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2008.
0.625, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2009.
0.500, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2010.
0.375, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2011.
0.250, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2012.
0.125, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2013.
El porcentaje de bonificación que resulte se redondeará en la unidad superior.»

14. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición adicional décima al texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que 
quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición adicional décima.  Reducción de las deducciones en la cuota íntegra 
del Impuesto sobre Sociedades para incentivar la realización de determinadas 
actividades.

1. Las deducciones reguladas en los artículos 36, los apartados 4, 5 y 6 del 
artículo 38, artículos 39, 40 y 43 de esta Ley, se determinarán multiplicando los 
porcentajes de deducción establecidos en dichos artículos por el coeficiente 
siguiente:

0.8, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2007.
0.6, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2008.
0.4, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2009.
0.2, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2010.
El porcentaje de deducción que resulte se redondeará en la unidad superior.
2. Las deducciones reguladas en el artículo 35 de esta Ley, se determinarán 

multiplicando los porcentajes de deducción establecidos en dicho artículo por el 
coeficiente siguiente:

0.92, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2007.
0.85, en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2008.
El porcentaje de deducción que resulte se redondeará en la unidad inferior.
3. Para determinar la deducción establecida en el artículo 37 de esta Ley, el 

porcentaje de deducción aplicable en los períodos impositivos a que se refiere el 
apartado 1 será del 12, 9, 6 y 3 por ciento, respectivamente.

4. Las deducciones reguladas en los apartados 1, 2 y 3 del artículo 38 de esta 
Ley, se determinarán multiplicando los porcentajes de deducción fijados en dichos 
apartados por los coeficientes establecidos en la disposición adicional novena de 
esta Ley. El porcentaje de deducción que resulte se redondeará en la unidad 
superior.

15. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición transitoria decimonovena al texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria decimonovena.  Régimen transitorio en el Impuesto sobre 
Sociedades de la deducción por inversiones para la implantación de empresas en el 
extranjero.

Las deducciones en la base imponible practicadas en períodos impositivos 
iniciados antes de 1 de enero de 2007 al amparo del artículo 23 de esta Ley, se 
regularán por lo en él establecido, aun cuando la integración en la base imponible y 
demás requisitos se produzcan en períodos impositivos iniciados a partir de dicha 
fecha.»

16. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición transitoria vigésima al texto refundido de la Ley del Impuesto 
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sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que 
quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria vigésima.  Régimen transitorio en el Impuesto sobre 
Sociedades de las deducciones para evitar la doble imposición.

1. Las deducciones establecidas en el artículo 30 de esta Ley, que estuviesen 
pendientes de aplicar al comienzo del primer período impositivo que se inicie a partir 
de 1 de enero de 2007, se podrán deducir en los períodos impositivos que concluyan 
dentro del resto del plazo establecido en el referido artículo. El importe de la 
deducción se calculará teniendo en cuenta el tipo de gravamen vigente en el período 
impositivo en que esta se aplique.

2. Las deducciones que resultaron de aplicar lo establecido en los artículos 29 bis 
y 30 bis de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, y en 
los artículos 31.1.b) y 32.3 de esta Ley, que estuviesen pendientes de aplicar al 
comienzo del primer período impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2007, 
se podrán deducir en los períodos impositivos que concluyan dentro del resto del 
plazo establecido en los referidos artículos. El importe de la deducción se 
determinará teniendo en cuenta el tipo de gravamen vigente en el período impositivo 
en que esta se aplique.

3. Lo establecido en los dos apartados anteriores también será de aplicación a 
las deducciones a que se refieren los artículos 30, 31.1.b) y 32.3 de esta Ley, 
generadas en períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2007 cuando 
se apliquen en períodos impositivos posteriores en los que el tipo de gravamen sea 
diferente al vigente en el que se generaron.»

17. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición transitoria vigésima primera al texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria vigésima primera.  Régimen transitorio en el Impuesto 
sobre Sociedades de las deducciones para incentivar la realización de determinadas 
actividades pendientes de practicar.

1. Las deducciones establecidas en los artículos 36, 37, apartados 4, 5 y 6 del 
artículo 38, artículos 39, 40 y 43 de esta Ley, pendientes de aplicación al comienzo 
del primer período impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2011, podrán 
aplicarse en el plazo y con los requisitos establecidos en el capítulo IV del título VI de 
esta Ley, según redacción vigente a 31 de diciembre de 2010. Dichos requisitos son 
igualmente aplicables para consolidar las deducciones practicadas en períodos 
impositivos iniciados antes de aquella fecha.

2. Las deducciones establecidas en el artículo 35 de esta Ley, pendientes de 
aplicación al comienzo del primer período impositivo que se inicie a partir de 1 de 
enero de 2012, podrán aplicarse en el plazo y con los requisitos establecidos en el 
capítulo IV del título VI de esta Ley, según redacción vigente a 31 de diciembre de 
2011. Dichos requisitos son igualmente aplicables para consolidar las deducciones 
practicadas en períodos impositivos iniciados antes de aquella fecha.

3. Las deducciones establecidas en los apartados 1, 2 y 3 del artículo 38 de esta 
Ley, pendientes de aplicación al comienzo del primer período impositivo que se inicie 
a partir de 1 de enero de 2014, podrán aplicarse en el plazo y con los requisitos 
establecidos en el capítulo IV del título VI de esta Ley, según redacción vigente a 31 
de diciembre de 2013. Dichos requisitos son igualmente aplicables para consolidar 
las deducciones practicadas en períodos impositivos iniciados antes de aquella 
fecha.»

18. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición transitoria vigésima segunda al texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactada de la siguiente manera:
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«Disposición transitoria vigésima segunda.  Régimen transitorio de las 
sociedades patrimoniales. Tributación por el régimen general.

1. La base imponible de las sociedades patrimoniales cuyo período impositivo se 
haya iniciado dentro de 2006 y concluya en el año 2007 se determinará, en su caso, 
aplicando las normas del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, 
según redacción vigente a 31 de diciembre de 2006.

2. La integración de las rentas devengadas y no integradas en la base imponible 
de los períodos impositivos en los que la sociedad tributó en el régimen de las 
sociedades patrimoniales se realizará en la base imponible del Impuesto sobre 
Sociedades correspondiente al primer período impositivo que se inicie a partir de 1 
de enero de 2007. Las rentas que se hayan integrado en la base imponible del sujeto 
pasivo en aplicación del régimen de sociedades patrimoniales no se integrarán 
nuevamente con ocasión de su devengo.

3. Las bases imponibles negativas generadas en períodos impositivos en que 
haya sido de aplicación el régimen de las sociedades patrimoniales que estuviesen 
pendientes de compensar al comienzo del primer período impositivo que se inicie a 
partir de 1 de enero de 2007, podrán ser compensadas en las condiciones y 
requisitos establecidos en el artículo 25 de esta Ley.

4. Las deducciones por doble imposición de dividendos a que se refiere el 
artículo 81 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, generadas en 
períodos impositivos en los que haya sido de aplicación el régimen de las sociedades 
patrimoniales, que estuviesen pendientes de aplicar al comienzo del primer período 
impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2007, se podrán deducir, al 50 ó 
100 por ciento, en las condiciones y requisitos establecidos en el artículo 30 de esta 
Ley.

5. Las deducciones en la cuota íntegra a que se refiere el artículo 69.2 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, generadas en períodos 
impositivos en que haya sido de aplicación el régimen de las sociedades 
patrimoniales, que estuviesen pendientes de aplicar al comienzo del primer período 
impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2007, se podrán deducir en las 
condiciones y requisitos establecidos en el capítulo IV del título VI de esta Ley.

6. La distribución de beneficios obtenidos en ejercicios en los que haya sido de 
aplicación el régimen especial de las sociedades patrimoniales, cualquiera que sea la 
entidad que reparta los beneficios obtenidos por las sociedades patrimoniales, el 
momento en el que el reparto se realice y el régimen fiscal especial aplicable a las 
entidades en ese momento, recibirá el siguiente tratamiento:

a) Cuando el perceptor sea contribuyente del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, los dividendos y participaciones en beneficios a que se refieren las 
letras a) y b) del apartado 1 del artículo 25 de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, 
no se integrarán en la renta del período impositivo de dicho impuesto. La distribución 
del dividendo no estará sujeta a retención o ingreso a cuenta.

b) Cuando el perceptor sea un sujeto pasivo del Impuesto sobre Sociedades o un 
contribuyente del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento 
permanente, los beneficios percibidos se integrarán, en todo caso, en la base 
imponible y darán derecho a la deducción por doble imposición de dividendos en los 
términos establecidos en los apartados 1 y 4 del artículo 30 de esta Ley.

c) Cuando el perceptor sea un contribuyente del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes sin establecimiento permanente, los beneficios percibidos tendrán el 
tratamiento que les corresponda de acuerdo con lo establecido en el texto refundido 
de la Ley del Impuesto sobre no Residentes para estos contribuyentes.
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7. Las rentas obtenidas en la transmisión de la participación en sociedades que 
se correspondan con reservas procedentes de beneficios obtenidos en ejercicios en 
los que haya sido de aplicación el régimen de las sociedades patrimoniales, 
cualquiera que sea la entidad cuyas participaciones se transmiten, el momento en el 
que se realiza la transmisión y el régimen fiscal especial aplicable a las entidades en 
ese momento, recibirán el siguiente tratamiento:

a) Cuando el transmitente sea contribuyente del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, a efectos de la determinación de la ganancia o pérdida patrimonial 
se aplicará lo dispuesto en el artículo 35.1.c) del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, vigente al 31 de diciembre de 2006.

b) Cuando el transmitente sea una entidad sujeta al Impuesto sobre Sociedades, 
o un contribuyente del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con 
establecimiento permanente, en ningún caso podrá aplicar la deducción para evitar la 
doble imposición sobre plusvalías de fuente interna en los términos establecidos en 
el artículo 30 de esta Ley.

En la determinación de estas rentas, el valor de transmisión a computar será, 
como mínimo, el teórico resultante del último balance cerrado, una vez sustituido el 
valor contable de los activos no afectos por el valor que tendrían a efectos del 
Impuesto sobre el Patrimonio, o por el valor normal de mercado si fuere inferior.

Lo dispuesto en el primer párrafo también se aplicará en los supuestos a que se 
refiere el apartado 3 del artículo 30 de esta ley.

c) Cuando el transmitente sea un contribuyente del Impuesto sobre la Renta de 
no Residentes sin establecimiento permanente tendrá el tratamiento que le 
corresponda de acuerdo con lo establecido para estos contribuyentes en el texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

8. Las sociedades que tributaron en este régimen especial deberán seguir 
cumpliendo las obligaciones de información en los términos establecidos en el 
artículo 47 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real 
Decreto 1777/2004, de 30 de julio.»

19. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición transitoria vigésima tercera al texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria vigésima tercera.  Régimen transitorio de la bonificación 
por actividades exportadoras.

La bonificación establecida en el apartado 1 del artículo 34 de esta ley, aplicada 
en períodos impositivos iniciados antes de 1 de enero de 2014, según su redacción 
vigente en dichos períodos, estará condicionada al cumplimiento de los requisitos 
exigidos en dicho artículo, aun cuando la reinversión tenga lugar en un período 
impositivo iniciado a partir de esa fecha.»

20. Con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2007, 
se modifica el número primero del apartado 3 del artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales 
al mecenazgo, sin perjuicio de su aplicación en su redacción originaria para los 
acontecimientos que se hubiesen regulado en normas legales aprobadas con anterioridad a 
dicha fecha, que quedará redactado de la siguiente manera:

«Primero.-Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, los 
contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que realicen 
actividades económicas en régimen de estimación directa y los contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes que operen en territorio español mediante 
establecimiento permanente podrán deducir de la cuota íntegra del impuesto el 15 
por 100 de los gastos que, en cumplimiento de los planes y programas de 
actividades establecidos por el consorcio o por el órgano administrativo 
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correspondiente, realicen en la propaganda y publicidad de proyección plurianual que 
sirvan directamente para la promoción del respectivo acontecimiento.

El importe de esta deducción no puede exceder del 90 por 100 de las donaciones 
efectuadas al consorcio, entidades de titularidad pública o entidades a que se refiere 
el artículo 2 de esta Ley, encargadas de la realización de programas y actividades 
relacionadas con el acontecimiento. De aplicarse esta deducción, dichas donaciones 
no podrán acogerse a cualquiera de los incentivos fiscales previstos en esta Ley.

Cuando el contenido del soporte publicitario se refiera de modo esencial a la 
divulgación del acontecimiento, la base de la deducción será el importe total del 
gasto realizado. En caso contrario, la base de la deducción será el 25 por 100 de 
dicho gasto.

Esta deducción se computará conjuntamente con las reguladas en el Capítulo IV 
del Título VI del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, a los efectos establecidos en 
el artículo 44 del mismo.»

21. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición transitoria vigésima cuarta al texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria vigésimo cuarta.  Disolución y liquidación de sociedades 
patrimoniales.

1. Podrán acordar su disolución y liquidación, con aplicación del régimen fiscal 
previsto en esta disposición, las sociedades en las que concurran las siguientes 
circunstancias:

a) Que hubieran tenido la consideración de sociedades patrimoniales, de acuerdo 
con lo establecido en el Capítulo VI del Título VII de esta Ley, en todos los períodos 
impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2005 y que la mantengan hasta la 
fecha de su extinción.

b) Que en los seis primeros meses desde el inicio del primer período impositivo 
que comience a partir de 1 de enero de 2007 se adopte válidamente el acuerdo de 
disolución con liquidación y se realicen con posterioridad al acuerdo, dentro del plazo 
de los seis meses siguientes a su adopción, todos los actos o negocios jurídicos 
necesarios, según la normativa mercantil, hasta la cancelación registral de la 
sociedad en liquidación.

2. La disolución con liquidación de dichas sociedades tendrá el siguiente régimen 
fiscal:

a) Exención del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, concepto "operaciones societarias", hecho imponible "disolución de 
sociedades", del artículo 19.1.1.º del texto refundido del impuesto, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre.

b) No se devengará el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza urbana con ocasión de las adjudicaciones a los socios de inmuebles de 
naturaleza urbana. En la posterior transmisión de los mencionados inmuebles se 
entenderá que estos fueron adquiridos en la fecha en que lo fueron por la sociedad 
que se extinga.

c) A efectos del Impuesto sobre Sociedades de la sociedad que se disuelve, no 
se devengará renta alguna con ocasión de la atribución de bienes o derechos a los 
socios, personas físicas o jurídicas, residentes en territorio español.

d) A efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del Impuesto 
sobre Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes de los socios de 
la sociedad que se disuelve:

1.º El valor de adquisición y, en su caso, de titularidad de las acciones o 
participaciones en el capital de la sociedad que se disuelve, determinado de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 35.1.c) del texto refundido de la Ley del Impuesto 
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sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 
3/2004, de 5 de marzo, se aumentará en el importe de las deudas adjudicadas y se 
disminuirá en el de los créditos y dinero o signo que lo represente adjudicado.

2.º Si el resultado de las operaciones descritas en el párrafo anterior resultase 
negativo, dicho resultado se considerará renta o ganancia patrimonial, según que el 
socio sea persona jurídica o física, respectivamente, sin que resulte de aplicación lo 
establecido en la disposición transitoria novena de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.

En este supuesto, cada uno de los restantes elementos de activo adjudicados 
distintos de los créditos, dinero o signo que lo represente, se considerará que tiene 
un valor de adquisición cero.

3.º Si el resultado de las operaciones descritas en el párrafo 1.º anterior resultase 
cero o positivo, se considerará que no existe renta o pérdida o ganancia patrimonial.

Cuando dicho resultado sea cero, cada uno de los restantes elementos de activo 
adjudicados distintos de los créditos, dinero o signo que lo represente, tendrá como 
valor de adquisición cero.

Si el resultado fuese positivo, el valor de adquisición de cada uno de los 
restantes elementos de activo adjudicados distintos de los créditos, dinero o signo 
que lo represente, será el que resulte de distribuir el resultado positivo entre ellos en 
función del valor de mercado que resulte del balance final de liquidación de la 
sociedad que se extingue.

4.º Los elementos adjudicados al socio, distintos de los créditos, dinero o signo 
que lo represente, se considerarán adquiridos por éste en la fecha de su adquisición 
por la sociedad, sin que, en el cálculo del importe de las ganancias patrimoniales 
resulte de aplicación lo establecido en la disposición transitoria novena de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

3. Durante los períodos impositivos que concluyan hasta la finalización del 
proceso de disolución con liquidación, siempre que la cancelación registral se realice 
dentro del plazo indicado en el párrafo b) del apartado 1 de esta disposición 
transitoria, continuará aplicándose, tanto por las sociedades patrimoniales como por 
sus socios, la normativa vigente a 31 de diciembre de 2006, excepto el tipo de 
gravamen de la parte especial de la base imponible que será del 18 por ciento. En 
dichos periodos impositivos no será de aplicación lo establecido en la disposición 
transitoria novena de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en 
el supuesto de transmisión de acciones o participaciones de estas sociedades.

Cuando la cancelación se realice una vez sobrepasado dicho plazo, será de 
aplicación el régimen general.»

22. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al artículo 42 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedará 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 42.  Deducción por reinversión de beneficios extraordinarios.
1. Deducción en la cuota íntegra.
Se deducirá de la cuota íntegra el 12 por ciento de las rentas positivas obtenidas 

en la transmisión onerosa de los elementos patrimoniales establecidos en el 
apartado siguiente integradas en la base imponible sometida al tipo general de 
gravamen o a la escala prevista en el artículo 114 de esta Ley, a condición de 
reinversión, en los términos y requisitos de este artículo.

Esta deducción será del 7 por ciento, del 2 por ciento o del 17 por ciento cuando 
la base imponible tribute a los tipos del 25 por ciento, del 20 por ciento o del 35 por 
ciento, respectivamente.

Se entenderá que se cumple la condición de reinversión si el importe obtenido en 
la transmisión onerosa se reinvierte en los elementos patrimoniales a que se refiere 
el apartado 3 de este artículo y la renta procede de los elementos patrimoniales 
enumerados en el apartado 2 de este artículo.
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No se aplicará a esta deducción el límite a que se refiere el último párrafo del 
apartado 1 el artículo 44 de esta Ley. A efectos del cálculo de dicho límite no se 
computará esta deducción.

2. Elementos patrimoniales transmitidos.
Los elementos patrimoniales transmitidos, susceptibles de generar rentas que 

constituyan la base de la deducción prevista en este artículo, son los siguientes:
a) Los pertenecientes al inmovilizado material e inmaterial afectos a actividades 

económicas que hubiesen estado en funcionamiento al menos un año antes de la 
transmisión.

b) Valores representativos de la participación en el capital o en fondos propios de 
toda clase de entidades que otorguen una participación no inferior al 5 por ciento 
sobre su capital y que se hubieran poseído, al menos, con un año de antelación a la 
fecha de transmisión, siempre que no se trate de operaciones de disolución o 
liquidación de esas entidades. El cómputo de la participación transmitida se referirá 
al período impositivo.

A efectos de calcular el tiempo de posesión, se entenderá que los valores 
transmitidos han sido los más antiguos.

3. Elementos patrimoniales objeto de la reinversión.
Los elementos patrimoniales en los que debe reinvertirse el importe obtenido en 

la transmisión que genera la renta objeto de la deducción, son los siguientes:
a) Los pertenecientes al inmovilizado material e inmaterial afectos a actividades 

económicas cuya entrada en funcionamiento se realice dentro del plazo de 
reinversión.

b) Los valores representativos de la participación en el capital o en fondos 
propios de toda clase de entidades que otorguen una participación no inferior al 5 por 
ciento sobre el capital social de aquéllos. El cómputo de la participación adquirida se 
referirá al plazo establecido para efectuar la reinversión. Estos valores no podrán 
generar otro incentivo fiscal a nivel de base imponible o cuota íntegra. A estos 
efectos no se considerará un incentivo fiscal las correcciones de valor, las 
exenciones a que se refiere el artículo 21 de esta Ley, ni las deducciones para evitar 
la doble imposición.

La deducción por la adquisición de valores representativos de la participación en 
fondos propios de entidades no residentes en territorio español, es incompatible con 
la deducción establecida en el artículo 12.5 de esta Ley.

4. No se entenderán comprendidos en el párrafo b) de los apartados 2 y 3 de 
este artículo los valores siguientes:

a) Que no otorguen una participación en el capital social o fondos propios.
b) Sean representativos de la participación en el capital social o en los fondos 

propios de entidades no residentes en territorio español cuyas rentas no puedan 
acogerse a la exención establecida en el artículo 21 de esta Ley.

c) Sean representativos de instituciones de inversión colectiva de carácter 
financiero.

d) Sean representativos de entidades que tengan como actividad principal la 
gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario en los términos previstos en el 
artículo 4.Ocho.Dos de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio.

e) Sean representativos de entidades donde más de la mitad de su activo esté 
integrado por elementos patrimoniales que no tengan la consideración de 
inmovilizado material, inmaterial o valores no comprendidos en el párrafo b) de los 
dos apartados anteriores, con las especialidades de este apartado. Estas magnitudes 
se determinarán de acuerdo con los balances aprobados correspondientes al 
ejercicio en el que se transmita o adquiera la participación y a los dos ejercicios 
inmediatos anteriores.

5. No se entenderá realizada la reinversión cuando la adquisición se realice 
mediante operaciones realizadas entre entidades de un mismo grupo en el sentido 
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del artículo 16 de esta Ley acogidas al régimen especial establecido en el capítulo 
VIII del título VII de esta Ley. Tampoco se entenderá realizada la reinversión cuando 
la adquisición se realice a otra entidad del mismo grupo en el sentido del artículo 16 
de esta Ley, excepto que se trate de elementos de inmovilizado material nuevos.

6. Plazo para efectuar la reinversión.
a) La reinversión deberá realizarse dentro del plazo comprendido entre el año 

anterior a la fecha de la puesta a disposición del elemento patrimonial transmitido y 
los tres años posteriores, o, excepcionalmente, de acuerdo con un plan especial de 
reinversión aprobado por la Administración tributaria a propuesta del sujeto pasivo. 
Cuando se hayan realizado dos o más transmisiones en el período impositivo de 
valores representativos de la participación en el capital o en los fondos propios de 
toda clase de entidades, dicho plazo se computará desde la finalización del período 
impositivo.

La reinversión se entenderá efectuada en la fecha en que se produzca la puesta 
a disposición de los elementos patrimoniales en que se materialice.

b) Tratándose de elementos patrimoniales que sean objeto de los contratos de 
arrendamiento financiero a los que se refiere el apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre disciplina e intervención de las 
entidades de crédito, se considerará realizada la reinversión en la fecha en que se 
produzca la puesta a disposición del elemento patrimonial objeto del contrato, por un 
importe igual a su valor de contado. Los efectos de la reinversión estarán 
condicionados, con carácter resolutorio, al ejercicio de la opción de compra.

c) La deducción se practicará en la cuota íntegra correspondiente al período 
impositivo en que se efectúe la reinversión. Cuando la reinversión se haya realizado 
antes de la transmisión, la deducción se practicará en la cuota íntegra 
correspondiente al período impositivo en el que se efectúe dicha transmisión.

7. Base de la deducción.
La base de la deducción está constituida por el importe de la renta obtenida en la 

transmisión de los elementos patrimoniales a que se refiere el apartado 2 de este 
artículo, que se haya integrado en la base imponible. A los solos efectos del cálculo 
de esta base de deducción, el valor de transmisión no podrá superar el valor de 
mercado.

No formarán parte de la renta obtenida en la transmisión el importe de las 
provisiones relativas a los elementos patrimoniales o valores, en cuanto las 
dotaciones a éstas hubieran sido fiscalmente deducibles, ni las cantidades aplicadas 
a la libertad de amortización, o a la recuperación del coste del bien fiscalmente 
deducible según lo previsto en el artículo 115 de esta Ley, que deban integrarse en la 
base imponible con ocasión de la transmisión de los elementos patrimoniales que se 
acogieron a dichos regímenes.

No se incluirá en la base de la deducción la parte de la renta obtenida en la 
transmisión que haya generado el derecho a practicar la deducción por doble 
imposición.

La inclusión en la base de deducción del importe de la renta obtenida en la 
transmisión de los elementos patrimoniales cuya adquisición o utilización posterior 
genere gastos deducibles, cualquiera que sea el ejercicio en que éstos se 
devenguen, será incompatible con la deducción de dichos gastos. El sujeto pasivo 
podrá optar entre acogerse a la deducción por reinversión y la deducción de los 
mencionados gastos. En tal caso, la pérdida del derecho de esta deducción se 
regularizará en la forma establecida en el artículo 137.3 de esta Ley.

Tratándose de elementos patrimoniales a que hace referencia el párrafo a) del 
apartado 2 de este artículo la renta obtenida se corregirá, en su caso, en el importe 
de la depreciación monetaria de acuerdo con lo previsto en el apartado 10 del 
artículo 15 de esta Ley.

La reinversión de una cantidad inferior al importe obtenido en la transmisión dará 
derecho a la deducción establecida en este artículo, siendo la base de la deducción 
la parte de la renta que proporcionalmente corresponda a la cantidad reinvertida.
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8. Mantenimiento de la inversión.
a) Los elementos patrimoniales objeto de la reinversión deberán permanecer en 

funcionamiento en el patrimonio del sujeto pasivo, salvo pérdida justificada, hasta 
que se cumpla el plazo de cinco años, o de tres años si se trata de bienes muebles, 
excepto si su vida útil conforme al método de amortización de los admitidos en el 
artículo 11 de esta Ley, que se aplique, fuere inferior.

b) La transmisión de los elementos patrimoniales objeto de la reinversión antes 
de la finalización del plazo mencionado en el párrafo a) anterior determinará la 
pérdida de la deducción, excepto si el importe obtenido o el valor neto contable, si 
fuera menor, es objeto de reinversión en los términos establecidos en este artículo. 
En tal caso, la pérdida del derecho de esta deducción se regularizará en la forma 
establecida en el artículo 137.3 de esta Ley.

9. Planes especiales de reinversión.
Cuando se pruebe que, por sus características técnicas, la inversión o su entrada 

en funcionamiento deba efectuarse necesariamente en un plazo superior al previsto 
en el apartado 6 de este artículo, los sujetos pasivos podrán presentar planes 
especiales de reinversión. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para 
la presentación y aprobación de los planes especiales de reinversión.

10. Requisitos formales.
Los sujetos pasivos harán constar en la memoria de las cuentas anuales el 

importe de la renta acogida a la deducción prevista en este artículo y la fecha de la 
reinversión. Dicha mención deberá realizarse mientas no se cumpla el plazo de 
mantenimiento a que se refiere el apartado 8 de este artículo.

11. Los porcentajes de deducción del 12 y 17 por ciento establecidos en el 
apartado 1 de este artículo serán, respectivamente, del 14,5 y 19,5 por ciento, 
cualquiera que sea el período impositivo en el que se practique la deducción, para 
las rentas integradas en la base imponible de los períodos impositivos iniciados 
dentro del año 2007.

12. Tratándose de rentas integradas en la base imponible de períodos 
impositivos iniciados antes de 1 de enero de 2007, la deducción por reinversión se 
regulará por lo establecido en el artículo 42 según redacción vigente a 31 de 
diciembre de 2006, cualquiera que sea el período en el que se practique la 
deducción.»

23. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición transitoria vigésimo quinta al texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria vigésimo quinta.  Deducción por reinversión de beneficios 
extraordinarios.

Lo dispuesto en el último párrafo del apartado 3 del artículo 42 de esta Ley no 
será de aplicación a las reinversiones realizadas en los períodos impositivos 
iniciados dentro de 2007, cualquiera que sea el período impositivo en el que se 
practique la corrección de valor.»

Disposición final tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo.

1. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se añade una disposición adicional segunda al texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de 
marzo, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición adicional segunda.  Tipos de gravamen.
1. El tipo de gravamen del 35 por ciento establecido en el apartado 1 del artículo 

19 y en el apartado 1, 2.ª regla, del artículo 38 de esta Ley, será el:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 1041 –



32,5 por ciento, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 
2007.

30 por ciento, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 
2008.

2. El tipo de gravamen del 40 por ciento establecido en el apartado 1 del artículo 
19 de esta Ley, será el:

37,5 por ciento, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 
2007.

35 por ciento, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 
2008.»

2. Se da nueva redacción al artículo 14 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, 
que quedarán redactados de la siguiente manera:

«Artículo 14.  Rentas exentas.
1. Estarán exentas las siguientes rentas:
a) Las rentas mencionadas en el artículo 7 del texto refundido de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, salvo las mencionadas en la letra y), percibidas 
por personas físicas, así como las pensiones asistenciales por ancianidad 
reconocidas al amparo del Real Decreto 728/1993, de 14 de mayo, por el que se 
establecen pensiones asistenciales por ancianidad en favor de los emigrantes 
españoles.

b) Las becas y otras cantidades percibidas por personas físicas, satisfechas por 
las Administraciones públicas, en virtud de acuerdos y convenios internacionales de 
cooperación cultural, educativa y científica o en virtud del plan anual de cooperación 
internacional aprobado en Consejo de Ministros.

c) Los intereses y demás rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de 
capitales propios a que se refiere el artículo 23.2 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, así como las ganancias patrimoniales derivadas 
de bienes muebles, obtenidos sin mediación de establecimiento permanente, por 
residentes en otro Estado miembro de la Unión Europea o por establecimientos 
permanentes de dichos residentes situados en otro Estado miembro de la Unión 
Europea.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación a las ganancias 
patrimoniales derivadas de la transmisión de acciones, participaciones u otros 
derechos en una entidad en los siguientes casos:

1.º Cuando el activo de dicha entidad consista principalmente, directa o 
indirectamente, en bienes inmuebles situados en territorio español.

2.º Cuando, en algún momento, durante el período de 12 meses precedente a la 
transmisión, el contribuyente haya participado, directa o indirectamente, en al menos 
el 25 por 100 del capital o patrimonio de dicha entidad.

d) Los rendimientos derivados de la Deuda Pública, obtenidos sin mediación de 
establecimiento permanente en España.

e) Las rentas derivadas de valores emitidos en España por personas físicas o 
entidades no residentes sin mediación de establecimiento permanente, cualquiera 
que sea el lugar de residencia de las instituciones financieras que actúen como 
agentes de pago o medien en la emisión o transmisión de los valores.

No obstante, cuando el titular de los valores sea un establecimiento permanente 
en territorio español, las rentas a que se refiere el párrafo anterior quedarán sujetas a 
este impuesto y, en su caso, al sistema de retención a cuenta, que se practicará por 
la institución financiera residente que actúe como depositaria de los valores.

f) Los rendimientos de las cuentas de no residentes, que se satisfagan a 
contribuyentes por este impuesto, salvo que el pago se realice a un establecimiento 
permanente situado en territorio español, por el Banco de España, o por las 
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entidades registradas a que se refiere la normativa de transacciones económicas con 
el exterior.

g) Las rentas obtenidas en territorio español, sin mediación de establecimiento 
permanente en éste, procedentes del arrendamiento, cesión, o transmisión de 
contenedores o de buques y aeronaves a casco desnudo, utilizados en la navegación 
marítima o aérea internacional.

h) Los beneficios distribuidos por las sociedades filiales residentes en territorio 
español a sus sociedades matrices residentes en otros Estados miembros de la 
Unión Europea o a los establecimientos permanentes de estas últimas situados en 
otros Estados miembros, cuando concurran los siguientes requisitos:

1.º Que ambas sociedades estén sujetas y no exentas a alguno de los tributos 
que gravan los beneficios de las entidades jurídicas en los Estados miembros de la 
Unión Europea, mencionados en el artículo 2.c) de la Directiva 90/435/CEE del 
Consejo, de 23 de julio de 1990, relativa al régimen aplicable a las sociedades 
matrices y filiales de Estados miembros diferentes y los establecimientos 
permanentes estén sujetos y no exentos a imposición en el Estado en el que estén 
situados.

2.º Que la distribución del beneficio no sea consecuencia de la liquidación de la 
sociedad filial.

3.º Que ambas sociedades revistan alguna de las formas previstas en el anexo 
de la Directiva 90/435/CEE del Consejo, de 23 de julio de 1990, relativa al régimen 
aplicable a las sociedades matrices y filiales de Estados miembros diferentes, 
modificada por la Directiva 2003/123/CE del Consejo, de 22 de diciembre de 2003.

Tendrá la consideración de sociedad matriz aquella entidad que posea en el 
capital de otra sociedad una participación directa de, al menos, el 20 por ciento. Esta 
última entidad tendrá la consideración de sociedad filial. Dicho porcentaje será el 15 
por ciento a partir del 1 de enero de 2007 y el 10 por ciento a partir del 1 de enero de 
2009.

La mencionada participación deberá haberse mantenido de forma ininterrumpida 
durante el año anterior al día en que sea exigible el beneficio que se distribuya o, en 
su defecto, que se mantenga durante el tiempo que sea necesario para completar un 
año. En este último caso, la cuota tributaria ingresada será devuelta una vez 
cumplido dicho plazo.

La residencia se determinará con arreglo a la legislación del Estado miembro que 
corresponda, sin perjuicio de lo establecido en los convenios para evitar la doble 
imposición.

No obstante lo previsto anteriormente, el Ministro de Economía y Hacienda podrá 
declarar, a condición de reciprocidad, que lo establecido en esta letra h) sea de 
aplicación a las sociedades filiales que revistan una forma jurídica diferente de las 
previstas en el anexo de la directiva y a los dividendos distribuidos a una sociedad 
matriz que posea en el capital de una sociedad filial residente en España una 
participación directa de, al menos, el 10 por ciento, siempre que se cumplan las 
restantes condiciones establecidas en esta letra h).

Lo establecido en esta letra h) no será de aplicación cuando la mayoría de los 
derechos de voto de la sociedad matriz se posea, directa o indirectamente, por 
personas físicas o jurídicas que no residan en Estados miembros de la Unión 
Europea, excepto cuando aquella realice efectivamente una actividad empresarial 
directamente relacionada con la actividad empresarial desarrollada por la sociedad 
filial o tenga por objeto la dirección y gestión de la sociedad filial mediante la 
adecuada organización de medios materiales y personales o pruebe que se ha 
constituido por motivos económicos válidos y no para disfrutar indebidamente del 
régimen previsto en esta letra h).

i) Las rentas derivadas de las transmisiones de valores o el reembolso de 
participaciones en fondos de inversión realizados en alguno de los mercados 
secundarios oficiales de valores españoles, obtenidas por personas físicas o 
entidades no residentes sin mediación de establecimiento permanente en territorio 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 1043 –



español, que sean residentes en un Estado que tenga suscrito con España un 
convenio para evitar la doble imposición con cláusula de intercambio de información.

j) Los dividendos y participaciones en beneficios a que se refieren los párrafos a) 
y b) del apartado 1 del artículo 25 de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, obtenidos, sin 
mediación de establecimiento permanente, por personas físicas residentes en otro 
Estado miembro de la Unión Europea o en países o territorios con los que exista un 
efectivo intercambio de información tributaria de acuerdo con lo dispuesto en el 
apartado 3 de la disposición adicional primera de la Ley 36/2006, de Medidas para la 
Prevención del Fraude Fiscal, con el límite de 1.000 euros, que será aplicable sobre 
la totalidad de los rendimientos obtenidos durante el año natural.

2. En ningún caso será de aplicación lo dispuesto en las letras c), d), i) y j) del 
apartado anterior a los rendimientos y ganancias patrimoniales obtenidos a través de 
los países o territorios calificados reglamentariamente como paraísos fiscales.

Tampoco será de aplicación lo previsto en la letra h) del apartado anterior cuando 
la sociedad matriz tenga su residencia fiscal, o el establecimiento permanente esté 
situado, en un país o territorio considerado como paraíso fiscal.

3. El Ministro de Economía y Hacienda podrá declarar, a condición de 
reciprocidad, la exención de los rendimientos correspondientes a entidades de 
navegación marítima o aérea residentes en el extranjero cuyos buques o aeronaves 
toquen territorio español, aunque tengan en éste consignatarios o agentes.»

3. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 19 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, 
de 5 de marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«2. Adicionalmente, cuando las rentas obtenidas por establecimientos 
permanentes de entidades no residentes se transfieran al extranjero, será exigible 
una imposición complementaria, al tipo de gravamen del 18 por ciento, sobre las 
cuantías transferidas con cargo a las rentas del establecimiento permanente, 
incluidos los pagos a que hace referencia el artículo 18.1.a), que no hayan sido 
gastos deducibles a efectos de fijación de la base imponible del establecimiento 
permanente.

La declaración e ingreso de dicha imposición complementaria se efectuará en la 
forma y plazos establecidos para las rentas obtenidas sin mediación de 
establecimiento permanente.»

4. Se da nueva redacción a los apartados 1 y 2 del artículo 25 del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
5/2004, de 5 de marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«1. La cuota tributaria se obtendrá aplicando a la base imponible determinada 
conforme al artículo anterior, los siguientes tipos de gravamen:

a) Con carácter general, el 24 por ciento.
b) Las pensiones y demás prestaciones similares percibidas por personas físicas 

no residentes en territorio español, cualquiera que sea la persona que haya generado 
el derecho a su percepción, serán gravadas de acuerdo con la siguiente escala:

Importe anual pensión hasta
–

Euros

Cuota
–

Euros

Resto pensión hasta
–

Euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje
0 0 12.000 8

12.000 960 6.700 30
18.700 2.970 En adelante 40

c) Los rendimientos del trabajo de personas físicas no residentes en territorio 
español, siempre que no sean contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, que presten sus servicios en misiones diplomáticas y 
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representaciones consulares de España en el extranjero, cuando no proceda la 
aplicación de normas específicas derivadas de los tratados internacionales en los 
que España sea parte, se gravarán al 8 por ciento.

d) Cuando se trate de rendimientos derivados de operaciones de reaseguro, el 
1,5 por ciento.

e) El 4 por ciento en el caso de entidades de navegación marítima o aérea 
residentes en el extranjero, cuyos buques o aeronaves toquen territorio español.

f) El 18 por ciento cuando se trate de:
1.º Dividendos y otros rendimientos derivados de la participación en los fondos 

propios de una entidad.
2.º Intereses y otros rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales 

propios.
3.º Ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto con ocasión de 

transmisiones de elementos patrimoniales.
g) Los rendimientos del trabajo percibidos por personas físicas no residentes en 

territorio español en virtud de un contrato de duración determinada para trabajadores 
extranjeros de temporada, de acuerdo con lo establecido en la normativa laboral, se 
gravarán al tipo del 2 por ciento.

h) El tipo de gravamen aplicable a los cánones o regalías satisfechos por una 
sociedad residente en territorio español o por un establecimiento permanente situado 
en éste de una sociedad residente en otro Estado miembro de la Unión Europea a 
una sociedad residente en otro Estado miembro o a un establecimiento permanente 
situado en otro Estado miembro de una sociedad residente de un Estado miembro 
será del 10 por ciento cuando concurran los siguientes requisitos:

1.º Que ambas sociedades estén sujetas y no exentas a alguno de los tributos 
mencionados en el artículo 3.a).iii) de la Directiva 2003/49/CE del Consejo, de 3 de 
junio de 2003, relativa a un régimen fiscal común aplicable a los pagos de intereses y 
cánones efectuados entre sociedades asociadas de diferentes Estados miembros.

2.º Que ambas sociedades revistan alguna de las formas previstas en el anexo 
de la Directiva 2003/49/CE.

3.º Que ambas sociedades sean residentes fiscales en la Unión Europea y que, a 
efectos de un convenio para evitar la doble imposición sobre la renta concluido con 
un tercer Estado, no se consideren residentes de ese tercer Estado.

4.º Que ambas sociedades sean asociadas. A estos efectos, dos sociedades se 
considerarán asociadas cuando una posea en el capital de la otra una participación 
directa de, al menos, el 25 por ciento, o una tercera posea en el capital de cada una 
de ellas una participación directa de, al menos, el 25 por ciento.

La mencionada participación deberá haberse mantenido de forma ininterrumpida 
durante el año anterior al día en que se haya satisfecho el pago del rendimiento o, en 
su defecto, deberá mantenerse durante el tiempo que sea necesario para completar 
un año.

5.º Que, en su caso, tales cantidades sean deducibles para el establecimiento 
permanente que satisface los rendimientos en el Estado en que esté situado.

6.º Que la sociedad que reciba tales pagos lo haga en su propio beneficio y no 
como mera intermediaria o agente autorizado de otra persona o sociedad y que, 
tratándose de un establecimiento permanente, las cantidades que reciba estén 
efectivamente relacionadas con su actividad y constituyan ingreso computable a 
efectos de la determinación de su base imponible en el Estado en el que esté 
situado.

Lo establecido en este párrafo h) no será de aplicación cuando la mayoría de los 
derechos de voto de la sociedad perceptora de los rendimientos se posea, directa o 
indirectamente, por personas físicas o jurídicas que no residan en Estados miembros 
de la Unión Europea, excepto cuando aquella pruebe que se ha constituido por 
motivos económicos válidos y no para disfrutar indebidamente del régimen previsto 
en este párrafo h).
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2. Tratándose de transmisiones de bienes inmuebles situados en territorio 
español por contribuyentes que actúen sin establecimiento permanente, el adquirente 
estará obligado a retener e ingresar el 3 por ciento, o a efectuar el ingreso a cuenta 
correspondiente, de la contraprestación acordada, en concepto de pago a cuenta del 
impuesto correspondiente a aquéllos.

No procederá el ingreso a cuenta a que se refiere este apartado en los casos de 
aportación de bienes inmuebles, en la constitución o aumento de capitales de 
sociedades residentes en territorio español.

Sin perjuicio de las sanciones que pudieran corresponder por la infracción en que 
se hubiera incurrido, si la retención o el ingreso a cuenta no se hubiesen ingresado, 
los bienes transmitidos quedarán afectos al pago del importe que resulte menor entre 
dicha retención o ingreso a cuenta y el impuesto correspondiente.»

5. Se da nueva redacción al apartado 4 del artículo 31 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, 
de 5 de marzo, que quedará redactado de la siguiente manera:

«4. No procederá practicar retención o ingreso a cuenta respecto de:
a) Las rentas que estén exentas en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 o en 

un convenio para evitar la doble imposición que resulte aplicable, sin perjuicio de la 
obligación de declarar prevista en el apartado 5 de este artículo.

No obstante lo anterior, sí existirá obligación de practicar retención o ingreso a 
cuenta respecto de las rentas a las que se refiere la letra j) del apartado 1 del artículo 
14.

b) El rendimiento derivado de la distribución de la prima de emisión de acciones o 
participaciones, o de la reducción de capital. Reglamentariamente podrá 
establecerse la obligación de practicar retención o ingreso a cuenta en estos 
supuestos.

c) Las rentas satisfechas o abonadas a contribuyentes por este impuesto sin 
establecimiento permanente, cuando se acredite el pago del impuesto o la 
procedencia de exención.

d) Las rentas a que se refiere el artículo 118.1.c) del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 
de marzo.

e) Las rentas que se establezcan reglamentariamente.»
6. Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 16 del texto refundido de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, 
de 5 de marzo, que quedará redactado en los siguientes términos:

«1. Componen la renta imputable al estable_cimiento permanente los siguientes 
conceptos:

a) Los rendimientos de las actividades o explotaciones económicas desarrolladas 
por dicho establecimiento permanente.

b) Los rendimientos derivados de elementos patrimoniales afectos al 
establecimiento permanente.

c) Las ganancias o pérdidas patrimoniales derivadas de los elementos 
patrimoniales afectos al establecimiento permanente.

Se consideran elementos patrimoniales afectos al establecimiento permanente 
los vinculados funcionalmente al desarrollo de la actividad que constituye su objeto.

Los activos representativos de la participación en fondos propios de una entidad 
sólo se considerarán elementos patrimoniales afectos al establecimiento permanente 
cuando éste sea una sucursal registrada en el Registro mercantil y se cumplan los 
requisitos establecidos reglamentariamente.

A estos efectos, se considerarán elementos patrimoniales afectos los 
transmitidos dentro de los tres períodos impositivos siguientes al de la 
desafectación.»
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7. Se da nueva redacción a la disposición transitoria única del texto refundido de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
5/2004, de 5 de marzo, que quedará redactada en los siguientes términos:

«Única.  Disposiciones transitorias del texto refundido del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de 
marzo.

1. Las disposiciones transitorias segunda, quinta, novena y décima del texto 
refundido del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, serán aplicables a los contribuyentes sin 
establecimiento permanente que sean personas físicas.

2. Las modificaciones efectuadas en las disposiciones transitorias quinta y 
novena del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas por la disposición final primera de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de los 
impuestos sobre sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, 
solamente surtirán efectos en el Impuesto sobre la Renta de no Residentes desde la 
fecha de entrada en vigor de la citada disposición.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre 
el Patrimonio.

1. Se modifica el artículo 4.Cinco de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio, que quedará redactado de la siguiente manera:

«Cinco. Los derechos de contenido económico en los siguientes instrumentos:
a) Los derechos consolidados de los partícipes y los derechos económicos de los 

beneficiarios en un plan de pensiones.
b) Los derechos de contenido económico que correspondan a primas satisfechas 

a los planes de previsión asegurados definidos en el apartado 3 del artículo 51 de la 
Ley 35/2006, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio.

c) Los derechos de contenido económico que correspondan a aportaciones 
realizadas por el sujeto pasivo a los planes de previsión social empresarial regulados 
en el apartado 4 del artículo 51 de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, incluyendo las 
contribuciones del tomador.

d) Los derechos de contenido económico derivados de las primas satisfechas por 
el sujeto pasivo a los contratos de seguro colectivo, distintos de los planes de 
previsión social empresarial, que instrumenten los compromisos por pensiones 
asumidos por las empresas, en los términos previstos en la disposición adicional 
primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones, y en su normativa de desarrollo, así como los derivados de las primas 
satisfechas por los empresarios a los citados contratos de seguro colectivo.

e) Los derechos de contenido económico que correspondan a primas satisfechas 
a los seguros privados que cubran la dependencia definidos en el apartado 5 del 
artículo 51 de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la 
Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.»

2. Se modifica el artículo 4.Ocho.Dos de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto 
sobre el Patrimonio, que quedará redactado de la siguiente manera:

«Dos. La plena propiedad, la nuda propiedad y el derecho de usufructo vitalicio 
sobre las participaciones en entidades, con o sin cotización en mercados 
organizados, siempre que concurran las condiciones siguientes:
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a) Que la entidad, sea o no societaria, no tenga por actividad principal la gestión 
de un patrimonio mobiliario o inmobiliario. Se entenderá que una entidad gestiona un 
patrimonio mobiliario o inmobiliario y que, por lo tanto, no realiza una actividad 
económica cuando concurran, durante más de 90 días del ejercicio social, cualquiera 
de las condiciones siguientes:

Que más de la mitad de su activo esté constituido por valores o
Que más de la mitad de su activo no esté afecto a actividades económicas.
A los efectos previstos en esta letra:
Para determinar si existe actividad económica o si un elemento patrimonial se 

encuentra afecto a ella, se estará a lo dispuesto en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.

Tanto el valor del activo como el de los elementos patrimoniales no afectos a 
actividades económicas será el que se deduzca de la contabilidad, siempre que ésta 
refleje fielmente la verdadera situación patrimonial de la sociedad.

A efectos de determinar la parte del activo que está constituida por valores o 
elementos patrimoniales no afectos:

1.º No se computarán los valores siguientes:
Los poseídos para dar cumplimiento a obligaciones legales y reglamentarias.
Los que incorporen derechos de crédito nacidos de relaciones contractuales 

establecidas como consecuencia del desarrollo de actividades económicas.
Los poseídos por sociedades de valores como consecuencia del ejercicio de la 

actividad constitutiva de su objeto.
Los que otorguen, al menos, el cinco por ciento de los derechos de voto y se 

posean con la finalidad de dirigir y gestionar la participación siempre que, a estos 
efectos, se disponga de la correspondiente organización de medios materiales y 
personales, y la entidad participada no esté comprendida en esta letra.

2.º No se computarán como valores ni como elementos no afectos a actividades 
económicas aquellos cuyo precio de adquisición no supere el importe de los 
beneficios no distribuidos obtenidos por la entidad, siempre que dichos beneficios 
provengan de la realización de actividades económicas, con el límite del importe de 
los beneficios obtenidos tanto en el propio año como en los últimos 10 años 
anteriores. A estos efectos, se asimilan a los beneficios procedentes de actividades 
económicas los dividendos que procedan de los valores a que se refiere el último 
inciso del párrafo anterior, cuando los ingresos obtenidos por la entidad participada 
procedan, al menos en el 90 por ciento, de la realización de actividades económicas.

b) Que la participación del sujeto pasivo en el capital de la entidad sea al menos 
del 5 por 100 computado de forma individual, o del 20 por 100 conjuntamente con su 
cónyuge, ascendientes, descendientes o colaterales de segundo grado, ya tenga su 
origen el parentesco en la consanguinidad, en la afinidad o en la adopción.

c) Que el sujeto pasivo ejerza efectivamente funciones de dirección en la entidad, 
percibiendo por ello una remuneración que represente más del 50 por 100 de la 
totalidad de los rendimientos empresariales, profesionales y de trabajo personal.

A efectos del cálculo anterior, no se computarán entre los rendimientos 
empresariales, profesionales y de trabajo personal, los rendimientos de la actividad 
empresarial a que se refiere el número uno de este apartado.

Cuando la participación en la entidad sea conjunta con alguna o algunas 
personas a las que se refiere la letra anterior, las funciones de dirección y las 
remuneraciones derivadas de la misma deberán de cumplirse al menos en una de las 
personas del grupo de parentesco, sin perjuicio de que todas ellas tengan derecho a 
la exención.

La exención sólo alcanzará al valor de las participaciones, determinado conforme 
a las reglas que se establecen en el artículo 16.uno de esta Ley, en la parte que 
corresponda a la proporción existente entre los activos necesarios para el ejercicio 
de la actividad empresarial o profesional, minorados en el importe de las deudas 
derivadas de la misma, y el valor del patrimonio neto de la entidad, aplicándose estas 
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mismas reglas en la valoración de las participaciones de entidades participadas para 
determinar el valor de las de su entidad tenedora.»

3. Se modifica el artículo 31 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio, que quedará redactado de la siguiente manera:

« Artículo 31.  Límite de la cuota íntegra.
Uno. La cuota íntegra de este Impuesto conjuntamente con las cuotas del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, no podrá exceder, para los sujetos 
pasivos sometidos al impuesto por obligación personal, del 60 por 100 de la suma de 
las bases imponibles de este último. A estos efectos:

a) No se tendrá en cuenta la parte de la base imponible del ahorro derivada de 
ganancias y pérdidas patrimoniales que corresponda al saldo positivo de las 
obtenidas por las transmisiones de elementos patrimoniales adquiridos o de mejoras 
realizadas en los mismos con más de un año de antelación a la fecha de transmisión, 
ni la parte de las cuotas íntegras del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas correspondientes a dicha parte de la base imponible del ahorro.

Se sumará a la base imponible del ahorro el importe de los dividendos y 
participaciones en beneficios a los que se refiere la letra a) del apartado 6 de la 
disposición transitoria vigésima segunda del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

b) No se tendrá en cuenta la parte del Impuesto sobre el Patrimonio que 
corresponda a elementos patrimoniales que, por su naturaleza o destino, no sean 
susceptibles de producir los rendimientos gravados por la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.

c) En el supuesto de que la suma de ambas cuotas supere el límite anterior, se 
reducirá la cuota del Impuesto sobre el Patrimonio hasta alcanzar el límite indicado, 
sin que la reducción pueda exceder del 80 por 100.

Dos. Cuando los componentes de una unidad familiar hayan optado por la 
tributación conjunta en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el límite 
de las cuotas íntegras conjuntas de dicho Impuesto y de la del Impuesto sobre el 
Patrimonio, se calculará acumulando las cuotas íntegras devengadas por aquéllos en 
este último tributo. En su caso, la reducción que proceda practicar se prorrateará 
entre los sujetos pasivos en proporción a sus respectivas cuotas íntegras en el 
Impuesto sobre el Patrimonio, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior.»

Disposición final quinta.  Modificación del texto refundido de la Ley de regulación de los 
Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre.

1. Se modifica el apartado 3 del artículo 5 del texto refundido de la Ley de regulación de 
los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 
de noviembre, que quedará redactado de la siguiente manera:

«3. Las aportaciones anuales máximas a los planes de pensiones regulados en 
la presente Ley se adecuarán a lo siguiente:

a) El total de las aportaciones y contribuciones empresariales anuales máximas a 
los planes de pensiones regulados en la presente Ley no podrá exceder de 10.000 
euros. No obstante, en el caso de partícipes mayores de 50 años la cuantía anterior 
será de 12.500 euros.

b) El límite establecido en el párrafo a) anterior se aplicará individualmente a 
cada partícipe integrado en la unidad familiar.

c) Excepcionalmente, la empresa promotora podrá realizar aportaciones a un 
plan de pensiones de empleo del que sea promotor cuando sea preciso para 
garantizar las prestaciones en curso o los derechos de los partícipes de planes que 
incluyan regímenes de prestación definida para la jubilación y se haya puesto de 
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manifiesto, a través de las revisiones actuariales, la existencia de un déficit en el plan 
de pensiones.»

2. Se modifica el apartado 5 del artículo 8 del texto refundido de la Ley de regulación de 
los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 
de noviembre, que quedará redactado de la siguiente manera:

«5. Las fechas y modalidades de percepción de las prestaciones serán fijadas 
libremente por partícipe o por el beneficiario, en los términos que reglamentariamente 
se determinen, y con las limitaciones que, en su caso, se establezcan en las 
especificaciones de los planes.»

3. Se modifica el apartado 6 del artículo 8 del texto refundido de la Ley de regulación de 
los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 
de noviembre, que quedará redactado de la siguiente manera:

«6. Las contingencias por las que se satisfarán las prestaciones anteriores 
podrán ser:

a) Jubilación: para la determinación de esta contingencia se estará a lo previsto 
en el Régimen de Seguridad Social correspondiente.

Cuando no sea posible el acceso de un partícipe a la jubilación, la contingencia 
se entenderá producida a partir de la edad ordinaria de jubilación en el Régimen 
General de la Seguridad Social, en el momento en que el partícipe no ejerza o haya 
cesado en la actividad laboral o profesional, y no se encuentre cotizando para la 
contingencia de jubilación para ningún Régimen de la Seguridad Social. No obstante, 
podrá anticiparse la percepción de la prestación correspondiente a partir de los 
sesenta años de edad, en los términos que se establezcan reglamentariamente.

Los planes de pensiones podrán prever el pago de la prestación correspondiente 
a la jubilación en caso de que el partícipe, cualquiera que sea su edad, extinga su 
relación laboral y pase a situación legal de desempleo a consecuencia de expediente 
de regulación de empleo aprobado por la autoridad laboral. Reglamentariamente 
podrán establecerse condiciones para el mantenimiento o reanudación de las 
aportaciones a planes de pensiones en este supuesto.

A partir del acceso a la jubilación, el partícipe podrá seguir realizando 
aportaciones al plan de pensiones. No obstante, una vez iniciado el cobro de la 
prestación de jubilación o el cobro anticipado de la prestación correspondiente a 
jubilación, las aportaciones sólo podrán destinarse a las contingencias de 
fallecimiento y dependencia. El mismo régimen se aplicará cuando no sea posible el 
acceso a la jubilación, a las aportaciones que se realicen a partir de la edad ordinaria 
de jubilación. Reglamentariamente podrán establecerse las condiciones bajo las 
cuales podrán reanudarse las aportaciones para jubilación con motivo del alta 
posterior en un Régimen de Seguridad Social por ejercicio o reanudación de 
actividad.

Lo dispuesto en este párrafo a) se entenderá sin perjuicio de las aportaciones a 
favor de beneficiarios que realicen los promotores de los planes de pensiones del 
sistema de empleo al amparo de lo previsto en el apartado 3 del artículo 5 de esta 
Ley.

b) Incapacidad laboral total y permanente para la profesión habitual o absoluta y 
permanente para todo trabajo, y la gran invalidez, determinadas conforme al 
Régimen correspondiente de Seguridad Social.

Reglamentariamente podrá regularse el destino de las aportaciones para 
contingencias susceptibles de acaecer en las personas incursas en dichas 
situaciones.

c) Muerte del partícipe o beneficiario, que puede generar derecho a prestaciones 
de viudedad, orfandad o a favor de otros herederos o personas designadas.

d) Dependencia severa o gran dependencia del partícipe regulada en la Ley de 
promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de 
dependencia.
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A efectos de lo previsto en la disposición adicional primera de esta Ley, las 
contingencias que deberán instrumentarse en las condiciones establecidas en la 
misma serán las de jubilación, incapacidad, fallecimiento y dependencia previstas 
respectivamente en los párrafos a), b), c) y d) anteriores.

Los compromisos asumidos por las empresas con los trabajadores que extingan 
su relación laboral con aquellas y pasen a situación legal de desempleo a 
consecuencia de un expediente de regulación de empleo, que consistan en el pago 
de prestaciones con anterioridad a la jubilación, podrán ser objeto de 
instrumentación, con carácter voluntario, de acuerdo con el régimen previsto en la 
disposición adicional primera de esta Ley, en cuyo caso se someterán a la normativa 
financiera y fiscal derivada de esta.»

4. Se modifica el apartado 4 del artículo 36 del texto refundido de la Ley de regulación de 
los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 
de noviembre, que quedará redactado de la siguiente manera:

«4. La inobservancia por el partícipe del límite de aportación previsto en el 
apartado 3 del artículo 5, salvo que el exceso de tal límite sea retirado antes del día 
30 de junio del año siguiente, será sancionada con una multa equivalente al 50 por 
100 de dicho exceso, sin perjuicio de la inmediata retirada del citado exceso del plan 
o planes de pensiones correspondientes. Dicha sanción será impuesta en todo caso 
a quien realice la aportación, sea o no partícipe, si bien el partícipe quedará 
exonerado cuando se hubiera realizado sin su conocimiento.»

5. Se modifica la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de regulación 
de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 
29 de noviembre, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición adicional primera.  Protección de los compromisos por pensiones con 
los trabajadores.

Los compromisos por pensiones asumidos por las empresas, incluyendo las 
prestaciones causadas, deberán instrumentarse, desde el momento en que se inicie 
el devengo de su coste, mediante contratos de seguros, incluidos los planes de 
previsión social empresariales, a través de la formalización de un plan de pensiones 
o varios de estos instrumentos. Una vez instrumentados, la obligación y 
responsabilidad de las empresas por los referidos compromisos por pensiones se 
circunscribirán exclusivamente a las asumidas en dichos contratos de seguros y 
planes de pensiones.

A estos efectos, se entenderán por compromisos por pensiones los derivados de 
obligaciones legales o contractuales del empresario con el personal de la empresa y 
vinculados a las contingencias establecidas en el apartado 6 del artículo 8. Tales 
pensiones podrán revestir las formas establecidas en el apartado 5 del artículo 8 y 
comprenderán toda prestación que se destine a la cobertura de tales compromisos, 
cualquiera que sea su denominación.

Tienen la consideración de empresas no sólo las personas físicas y jurídicas sino 
también las comunidades de bienes y demás entidades que, aun carentes de 
personalidad jurídica, sean susceptibles de asumir con sus trabajadores los 
compromisos descritos.

Para que los contratos de seguro puedan servir a la finalidad referida en el 
párrafo primero habrán de satisfacer los siguientes requisitos:

a) Revestir la forma de seguro colectivo sobre la vida o plan de previsión social 
empresarial, en los que la condición de asegurado corresponderá al trabajador y la 
de beneficiario a las personas en cuyo favor se generen las pensiones según los 
compromisos asumidos.

b) En dichos contratos no será de aplicación lo dispuesto en los artículos 97 y 99 
de la Ley de Contrato de Seguro.

c) Los derechos de rescate y reducción del tomador sólo podrán ejercerse al 
objeto de mantener en la póliza la adecuada cobertura de sus compromisos por 
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pensiones vigentes en cada momento o a los exclusivos efectos de la integración de 
los compromisos cubiertos en dicha póliza en otro contrato de seguro, en un plan de 
previsión social empresarial o en un plan de pensiones. En este último caso, la nueva 
aseguradora o el plan de pensiones asumirá la cobertura total de los referidos 
compromisos por pensiones.

d) Deberán individualizarse las inversiones correspondientes a cada póliza en los 
términos que se establezcan reglamentariamente.

e) La cuantía del derecho de rescate no podrá ser inferior al valor de realización 
de los activos que representen la inversión de las provisiones técnicas 
correspondientes. Si existiese déficit en la cobertura de dichas provisiones, tal déficit 
no será repercutible en el derecho de rescate, salvo en los casos que 
reglamentariamente se determinen. El importe del rescate deberá ser abonado 
directamente a la nueva aseguradora o al fondo de pensiones en el que se integre el 
nuevo plan de pensiones.

Será admisible que el pago del valor del rescate se realice mediante el traspaso 
de los activos, neto de los gastos precisos para efectuar los correspondientes 
cambios de titularidad.

En los contratos de seguro cuyas primas hayan sido imputadas a los sujetos a 
los que se vinculen los compromisos por pensiones deberán preverse, de acuerdo 
con las condiciones pactadas en el compromiso, los derechos económicos de los 
sujetos en los casos en que se produzca la cesación de la relación laboral previa al 
acaecimiento de las contingencias previstas en esta normativa o se modifique el 
compromiso por pensiones vinculado a dichos sujetos.

Reglamentariamente se fijarán las condiciones que han de cumplir los contratos 
de seguro a los que se refiere esta disposición, incluidos los instrumentados entre las 
mutualidades de previsión social y sus mutualistas en su condición de tomadores del 
seguro o asegurados. En todo caso, las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente, deberán ser homogéneas, actuarial y financieramente con las 
normas aplicables a los compromisos por pensiones formalizados mediante planes 
de pensiones.

La efectividad de los compromisos por pensiones y del cobro de las prestaciones 
causadas quedarán condicionados a su formalización en los instrumentos referidos 
en el párrafo primero. En todo caso, el incumplimiento por la empresa de la 
obligación de instrumentar los compromisos por pensiones asumidos constituirá 
infracción en materia laboral de carácter muy grave, en los términos prevenidos en el 
Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

En ningún caso resultará admisible la cobertura de tales compromisos mediante 
la dotación por el empresario de fondos internos, o instrumentos similares, que 
supongan el mantenimiento por parte de éste de la titularidad de los recursos 
constituidos.»

6. Se modifica la disposición adicional cuarta del texto refundido de la Ley de regulación 
de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 
29 de noviembre, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición adicional cuarta.  Planes de pensiones y mutualidades de previsión 
social constituidos a favor de personas con discapacidad.

Podrán realizarse aportaciones a planes de pensiones a favor de personas con 
un grado de minusvalía física o sensorial igual o superior al 65 por 100, psíquica 
igual o superior al 33 por 100, así como de personas con discapacidad que tengan 
una incapacidad declarada judicialmente con independencia de su grado. A los 
mismos les resultará aplicable el régimen financiero de los planes de pensiones con 
las siguientes especialidades:

1. Podrán efectuar aportaciones al plan de pensiones tanto la propia persona con 
discapacidad partícipe como las personas que tengan con el mismo una relación de 
parentesco en línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, así como el 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 70  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

– 1052 –



cónyuge o aquellos que les tuviesen a su cargo en régimen de tutela o acogimiento. 
En estos últimos supuestos, las personas con discapacidad habrán de ser 
designadas beneficiarias de manera única e irrevocable para cualquier contingencia. 
No obstante, la contingencia de muerte de la persona con discapacidad podrá 
generar derecho a prestaciones de viudedad, orfandad o a favor de quienes hayan 
realizado aportaciones al plan de pensiones de la persona con discapacidad en 
proporción a la aportación de éstos.

2. Como límite máximo de las aportaciones, a efectos de lo previsto en el 
apartado 3 del artículo 5 de la presente Ley, se aplicarán las siguientes cuantías:

a) Las aportaciones anuales máximas realizadas por las personas con 
discapacidad partícipes, no podrán rebasar la cantidad de 24.250 euros.

b) Las aportaciones anuales máximas realizadas por cada partícipe a favor de 
personas con discapacidad ligadas por relación de parentesco no podrán rebasar la 
cantidad de 10.000 euros.

c) Las aportaciones anuales máximas a planes de pensiones realizadas a favor 
de una persona con discapacidad, incluyendo sus propias aportaciones, no podrán 
rebasar la cantidad de 24.250 euros.

La inobservancia de estos límites de aportación será objeto de la sanción 
prevista en el apartado 4 del artículo 36 de la presente Ley. A estos efectos, cuando 
concurran varias aportaciones a favor de la persona con discapacidad, se entenderá 
que el límite de 24.250 euros se cubre, primero, con las aportaciones de la propia 
persona con discapacidad, y cuando éstas no superen dicho límite, con las restantes 
aportaciones, en proporción a su cuantía.

La aceptación de aportaciones a un plan de pensiones a nombre de un mismo 
beneficiario con discapacidad, por encima del límite de 24.250 euros anuales, tendrá 
la consideración de infracción muy grave, en los términos previstos en el párrafo n) 
del apartado 3 del artículo 35 de esta Ley.

3. Las prestaciones del plan de pensiones deberán ser en forma de renta, salvo 
que, por circunstancias excepcionales, y en los términos y condiciones que 
reglamentariamente se establezcan, puedan percibirse en forma de capital.

4. Reglamentariamente podrán establecerse especificaciones en relación con las 
contingencias por las que pueden satisfacerse las prestaciones, a las que se refiere 
el apartado 6 del artículo 8 de esta Ley.

5. Reglamentariamente se determinarán los supuestos en los que podrán 
hacerse efectivos los derechos consolidados en el plan de pensiones por parte de las 
personas con discapacidad, de acuerdo con lo previsto en el apartado 8 del artículo 8 
de la presente Ley.

6. El régimen regulado en esta disposición adicional será de aplicación a las 
aportaciones y prestaciones realizadas o percibidas de mutualidades de previsión 
social, de planes de previsión social, de planes de previsión asegurados, planes de 
previsión social empresarial y seguros que cubran exclusivamente el riesgo de gran 
dependencia conforme a lo dispuesto en la Ley de promoción de la autonomía 
personal y atención a las personas en situación de dependencia a favor de personas 
con discapacidad que cumplan los requisitos previstos en los anteriores apartados y 
los que se establezcan reglamentariamente. Los límites establecidos serán conjuntos 
para todos los sistemas de previsión social en esta disposición de las mismas a favor 
de personas con discapacidad que cumplan los requisitos previstos en los anteriores 
apartados.»

7. Se modifica la disposición transitoria tercera del texto refundido de la Ley de 
regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2002, de 29 de noviembre, que quedará redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria tercera.  Aplicación del régimen sancionador.
El régimen sancionador en materia de ordenación y supervisión de los planes y 

fondos de pensiones regulado en la presente Ley será de aplicación a las 
infracciones tipificadas en la misma cometidas a partir de 10 de noviembre de 1995.»
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8. Se añade un nuevo párrafo a la disposición final segunda del Texto Refundido de la 
Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, con la siguiente redacción:

«Las Cortes Generales y las Asambleas Legislativas de las Comunidades 
Autónomas podrán promover y realizar aportaciones a planes de pensiones del 
sistema de empleo, así como a contratos de seguro colectivo de los regulados en la 
disposición adicional primera de esta Ley, en los que podrán incorporarse como 
partícipes y asegurados los miembros de las respectivas Cámaras. A estos efectos, 
la promoción de un plan de pensiones de empleo para dichos miembros, podrá 
realizarse, en su caso, como excepción a lo establecido en el artículo 4.1.a) de esta 
Ley sobre promoción de un único plan de empleo por cada promotor.»

Disposición final sexta.  Habilitación para la Ley de Presupuestos Generales del Estado.
La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá modificar, de conformidad con lo 

previsto en el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución Española:
a) La escala y los tipos del impuesto y las deducciones en la cuota.
b) Los demás límites cuantitativos y porcentajes fijos establecidos en esta Ley.

Disposición final séptima.  Habilitación normativa.
El Gobierno dictará cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 

aplicación de esta Ley.

Disposición final octava.  Entrada en vigor.
1. Esta Ley entrará en vigor el día 1 de enero de 2007. No obstante, las habilitaciones a 

la Ley de Presupuestos Generales del Estado y la disposición final primera de esta Ley 
entrarán en vigor el día siguiente al de la publicación de esta Ley en el «Boletín Oficial del 
Estado».

2. A efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, esta Ley será de 
aplicación a las rentas obtenidas a partir de 1 de enero de 2007 y a las que corresponda 
imputar a partir de la misma, con arreglo a los criterios de imputación temporal de la Ley 
18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y sus normas 
de desarrollo, Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y otras Normas Tributarias y del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de 
marzo.
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§ 71

Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 307, de 24 de diciembre de 2002
Última modificación: 20 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2002-25039

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen fiscal especial de las entidades sin fines lucrativos

CAPÍTULO I
Normas generales

[ . . . ]
Artículo 3.  Requisitos de las entidades sin fines lucrativos.

Las entidades a que se refiere el artículo anterior, que cumplan los siguientes requisitos, 
serán consideradas, a efectos de esta Ley, como entidades sin fines lucrativos:

1.° Que persigan fines de interés general, como pueden ser, entre otros, los de defensa 
de los derechos humanos, de las víctimas del terrorismo y actos violentos, los de asistencia 
social e inclusión social, cívicos, educativos, culturales, científicos, deportivos, sanitarios, 
laborales, de fortalecimiento institucional, de cooperación para el desarrollo, de promoción 
del voluntariado, de promoción de la acción social, de defensa del medio ambiente, de 
defensa de los animales, de promoción y atención a las personas en riesgo de exclusión por 
razones físicas, económicas o culturales, de promoción de los valores constitucionales y 
defensa de los principios democráticos, de fomento de la tolerancia, de fomento de la 
economía social, de desarrollo de la sociedad de la información, de investigación científica, 
desarrollo o innovación tecnológica y de transferencia de la misma hacia el tejido productivo 
como elemento impulsor de la productividad y competitividad empresarial.

2.° Que destinen, directa o indirectamente, a la realización de dichos fines al menos el 70 
por ciento de las siguientes rentas e ingresos:

a) Las rentas de las explotaciones económicas que desarrollen.
b) Las rentas derivadas de la transmisión de bienes o derechos de su titularidad. En el 

cálculo de estas rentas no se incluirán las obtenidas en la transmisión onerosa de bienes 
inmuebles en los que la entidad desarrolle la actividad propia de su objeto o finalidad 
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específica, siempre que el importe de la citada transmisión se reinvierta en bienes y 
derechos en los que concurra dicha circunstancia.

c) Los ingresos que obtengan por cualquier otro concepto, deducidos los gastos 
realizados para la obtención de tales ingresos. Los gastos realizados para la obtención de 
tales ingresos podrán estar integrados, en su caso, por la parte proporcional de los gastos 
por servicios exteriores, de los gastos de personal, de otros gastos de gestión, de los gastos 
financieros y de los tributos, en cuanto que contribuyan a la obtención de los ingresos, 
excluyendo de este cálculo los gastos realizados para el cumplimiento de los fines 
estatutarios o del objeto de la entidad sin fines lucrativos. En el cálculo de los ingresos no se 
incluirán las aportaciones o donaciones recibidas en concepto de dotación patrimonial en el 
momento de su constitución o en un momento posterior.

Las entidades sin fines lucrativos deberán destinar el resto de las rentas e ingresos a 
incrementar la dotación patrimonial o las reservas.

El plazo para el cumplimiento de este requisito será el comprendido entre el inicio del 
ejercicio en que se hayan obtenido las respectivas rentas e ingresos y los cuatro años 
siguientes al cierre de dicho ejercicio.

3.° Que la actividad realizada no consista en el desarrollo de explotaciones económicas 
ajenas a su objeto o finalidad estatutaria. Se entenderá cumplido este requisito si el importe 
neto de la cifra de negocios del ejercicio correspondiente al conjunto de las explotaciones 
económicas no exentas ajenas a su objeto o finalidad estatutaria no excede del 40 % de los 
ingresos totales de la entidad, siempre que el desarrollo de estas explotaciones económicas 
no exentas no vulnere las normas reguladoras de defensa de la competencia en relación con 
empresas que realicen la misma actividad.

A efectos de esta Ley, se considera que las entidades sin fines lucrativos desarrollan una 
explotación económica cuando realicen la ordenación por cuenta propia de medios de 
producción y de recursos humanos, o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la 
producción o distribución de bienes o servicios. El arrendamiento u otras formas de cesión 
de uso del patrimonio inmobiliario de la entidad no constituye, a estos efectos, explotación 
económica.

4.° Que los fundadores, asociados, patronos, representantes estatutarios, miembros de 
los órganos de gobierno y los cónyuges o parientes hasta el cuarto grado inclusive de 
cualquiera de ellos no sean los destinatarios principales de las actividades que se realicen 
por las entidades, ni se beneficien de condiciones especiales para utilizar sus servicios.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no se aplicará a las actividades de investigación 
científica y desarrollo tecnológico, ni a las actividades de asistencia social o deportivas a que 
se refiere el artículo 20, apartado uno, en sus números 8.° y 13.°, respectivamente, de la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, ni a las fundaciones cuya 
finalidad sea la conservación y restauración de bienes del Patrimonio Histórico Español que 
cumplan las exigencias de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, 
o de la Ley de la respectiva Comunidad Autónoma que le sea de aplicación, en particular 
respecto de los deberes de visita y exposición pública de dichos bienes.

Lo dispuesto en el primer párrafo de este número no resultará de aplicación a las 
entidades a que se refiere la letra e) del artículo anterior.

5.° Que los cargos de patrono, representante estatutario y miembro del órgano de 
gobierno sean gratuitos, sin perjuicio del derecho a ser reembolsados de los gastos 
debidamente justificados que el desempeño de su función les ocasione, sin que las 
cantidades percibidas por este concepto puedan exceder de los límites previstos en la 
normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas para ser consideradas dietas 
exceptuadas de gravamen.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no resultará de aplicación a las entidades a que se 
refiere la letra e) del artículo anterior y respetará el régimen específico establecido para 
aquellas asociaciones que, de acuerdo con la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 
reguladora del Derecho de Asociación, hayan sido declaradas de utilidad pública.

No tendrán la consideración de remuneración de los cargos, los seguros de 
responsabilidad civil contratados por la entidad sin fines lucrativos en beneficio de los 
patronos, representantes estatutarios y miembros del órgano del gobierno, siempre que solo 
cubran riesgos derivados del desempeño de tales cargos en la entidad.
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Los patronos, representantes estatutarios y miembros del órgano de gobierno podrán 
percibir de la entidad retribuciones por la prestación de servicios, incluidos los prestados en 
el marco de una relación de carácter laboral, distintos de los que implica el desempeño de 
las funciones que les corresponden como miembros del Patronato u órgano de 
representación, siempre que se cumplan las condiciones previstas en las normas por las que 
se rige la entidad. Tales personas no podrán participar en los resultados económicos de la 
entidad, ni por sí mismas, ni a través de persona o entidad interpuesta.

Lo dispuesto en este número será de aplicación igualmente a los administradores que 
representen a la entidad en las sociedades mercantiles en que participe, salvo que las 
retribuciones percibidas por la condición de administrador se reintegren a la entidad que 
representen.

En este caso, la retribución percibida por el administrador estará exenta del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, y no existirá obligación de practicar retención a 
cuenta de este impuesto.

6.° Que, en caso de disolución, su patrimonio se destine en su totalidad a alguna de las 
entidades consideradas como entidades beneficiarias del mecenazgo a los efectos previstos 
en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley, o a entidades públicas de naturaleza 
no fundacional que persigan fines de interés general, y esta circunstancia esté expresamente 
contemplada en el negocio fundacional o en los estatutos de la entidad disuelta, siendo 
aplicable a dichas entidades sin fines lucrativos lo dispuesto en la letra c) del apartado 1 del 
artículo 97 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

En ningún caso tendrán la condición de entidades sin fines lucrativos, a efectos de esta 
Ley, aquellas entidades cuyo régimen jurídico permita, en los supuestos de extinción, la 
reversión de su patrimonio al aportante del mismo o a sus herederos o legatarios, salvo que 
la reversión esté prevista en favor de alguna entidad beneficiaria del mecenazgo a los 
efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

7.° Que estén inscritas en el registro correspondiente.
8.° Que cumplan las obligaciones contables previstas en las normas por las que se rigen 

o, en su defecto, en el Código de Comercio y disposiciones complementarias.
9.° Que cumplan las obligaciones de rendición de cuentas que establezca su legislación 

específica. En ausencia de previsión legal específica, deberán rendir cuentas antes de 
transcurridos seis meses desde el cierre de su ejercicio ante el organismo público encargado 
del registro correspondiente.

10.° Que elaboren anualmente una memoria económica en la que se especifiquen los 
ingresos y gastos del ejercicio, de manera que puedan identificarse por categorías y por 
proyectos, así como el porcentaje de participación que mantengan en entidades mercantiles.

Las entidades que estén obligadas en virtud de la normativa contable que les sea de 
aplicación a la elaboración anual de una memoria deberán incluir en dicha memoria la 
información a que se refiere este número.

Reglamentariamente, se establecerán el contenido de esta memoria económica, su 
plazo de presentación y el órgano ante el que debe presentarse.

[ . . . ]
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§ 72

Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 312, de 29 de diciembre de 1992

Última modificación: 27 de junio de 2024
Referencia: BOE-A-1992-28740

[ . . . ]
Artículo 9 bis.  Acuerdo de ventas de bienes en consigna.

Uno. A los efectos de lo dispuesto en esta Ley, se entenderá por acuerdo de ventas de 
bienes en consigna aquel en el que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que los bienes sean expedidos o transportados a otro Estado miembro, por el 
vendedor, o por un tercero en su nombre y por su cuenta, con el fin de que esos bienes sean 
adquiridos en un momento posterior a su llegada por otro empresario o profesional 
habilitado, de conformidad con un acuerdo previo entre ambas partes.

b) Que el vendedor que expida o transporte los bienes no tenga la sede de su actividad 
económica o un establecimiento permanente en el Estado miembro de llegada de la 
expedición o transporte de aquellos.

c) Que el empresario o profesional que va a adquirir los bienes esté identificado a 
efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido en el Estado miembro de llegada de la 
expedición o transporte, y ese número de identificación fiscal, así como su nombre y 
apellidos, razón o denominación social completa, sean conocidos por el vendedor en el 
momento del inicio de la expedición o transporte.

d) Que el vendedor haya incluido el envío de dichos bienes tanto en el libro registro que 
se determine reglamentariamente como en la declaración recapitulativa a que se refiere el 
artículo 164, apartado uno, número 5.º, de esta Ley, en la forma que se determine 
reglamentariamente.

Dos. Cuando, en el plazo de los doce meses siguientes a la llegada de los bienes al 
Estado miembro de destino en el marco de un acuerdo de ventas de bienes en consigna, el 
empresario o profesional mencionado en la letra c) del apartado anterior, o en la letra a´) del 
segundo párrafo del apartado siguiente, adquiera el poder de disposición de los bienes, se 
entenderá que en el territorio de aplicación del Impuesto se realiza, según los casos:

a) Una entrega de bienes de las previstas en el artículo 68, apartado dos, número 1.º, 
letra A), primer párrafo, de esta Ley, por el vendedor, a la que resultará aplicable la exención 
prevista en el artículo 25 de esta Ley, o

b) una adquisición intracomunitaria de bienes de las previstas en el artículo 15, apartado 
uno, letra b), de esta Ley, por el empresario o profesional que los adquiere.
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Tres. Se entenderá que se ha producido una transferencia de bienes a la que se refiere 
el artículo 9.3.º de esta Ley cuando, en el marco de un acuerdo de ventas de bienes en 
consigna, dentro del plazo de los doce meses previsto en el apartado anterior, se incumplan 
cualquiera de las condiciones establecidas en el apartado uno anterior, en particular:

a) Cuando los bienes no hubieran sido adquiridos por el empresario o profesional al que 
iban destinados inicialmente los mismos.

b) Cuando los bienes fueran expedidos o transportados a un destino distinto del Estado 
miembro al que estaban inicialmente destinados según el acuerdo de ventas de bienes en 
consigna.

c) En el supuesto de destrucción, pérdida o robo de los bienes.
No obstante, se entenderán cumplidos los requisitos del apartado uno anterior cuando 

dentro del referido plazo:
a´) Los bienes sean adquiridos por un empresario o profesional que sustituya al referido 

en la letra c) del apartado uno anterior, con cumplimiento de los requisitos previstos en dicha 
letra.

b´) No se haya transmitido el poder de disposición de los bienes y estos sean devueltos 
al Estado miembro desde el que se expidieron o transportaron.

c´) Las circunstancias previstas en las letras a´) y b´) hayan sido incluidas por el 
vendedor en el libro registro que se determine reglamentariamente.

Cuatro. Se entenderá que se ha producido una transferencia de bienes a la que se 
refiere el artículo 9.3.º de esta Ley, en el marco de un acuerdo de ventas de bienes en 
consigna y cumpliéndose las condiciones previstas en el apartado uno anterior, al día 
siguiente de la expiración del plazo de 12 meses desde la llegada de los bienes al Estado 
miembro de destino sin que el empresario o profesional mencionado en la letra c) del 
apartado uno o en la letra a’) del segundo párrafo del apartado tres del artículo 9 bis haya 
adquirido el poder de disposición de los bienes.

Cinco. Los empresarios o profesionales que suscriban un acuerdo de ventas de bienes 
en consigna y quienes sustituyan a aquel a quien estaban inicialmente destinados los bienes 
deberán llevar un libro registro de estas operaciones en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente.

[ . . . ]
TÍTULO II

Exenciones

CAPÍTULO I
Entregas de bienes y prestaciones de servicios

Artículo 20.  Exenciones en operaciones interiores.
Uno. Estarán exentas de este impuesto las siguientes operaciones:
1.º Las prestaciones de servicios y las entregas de bienes accesorias a ellas que 

constituyan el servicio postal universal siempre que sean realizadas por el operador u 
operadores que se comprometen a prestar todo o parte del mismo.

 Esta exención no se aplicará a los servicios cuyas condiciones de prestación se 
negocien individualmente.

2.º Las prestaciones de servicios de hospitalización o asistencia sanitaria y las demás 
relacionadas directamente con las mismas realizadas por entidades de Derecho público o 
por entidades o establecimientos privados en régimen de precios autorizados o 
comunicados.

Se considerarán directamente relacionados con las de hospitalización y asistencia 
sanitaria las prestaciones de servicios de alimentación, alojamiento, quirófano, suministro de 
medicamentos y material sanitario y otros análogos prestados por clínicas, laboratorios, 
sanatorios y demás establecimientos de hospitalización y asistencia sanitaria.
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La exención no se extiende a las operaciones siguientes:
a) La entrega de medicamentos para ser consumidos fuera de los establecimientos 

mencionados en el primer párrafo de este número.
b) Los servicios de alimentación y alojamiento prestados a personas distintas de los 

destinatarios de los servicios de hospitalización y asistencia sanitaria y de sus 
acompañantes.

c) Los servicios veterinarios.
d) Los arrendamientos de bienes efectuados por las entidades a que se refiere el 

presente número.
3.º La asistencia a personas físicas por profesionales médicos o sanitarios, cualquiera 

que sea la persona destinataria de dichos servicios.
A efectos de este impuesto tendrán la condición de profesionales médicos o sanitarios 

los considerados como tales en el ordenamiento jurídico y los psicólogos, logopedas y 
ópticos, diplomados en centros oficiales o reconocidos por la Administración.

La exención comprende las prestaciones de asistencia médica, quirúrgica y sanitaria, 
relativas al diagnóstico, prevención y tratamiento de enfermedades, incluso las de análisis 
clínicos y exploraciones radiológicas.

4.º Las entregas de sangre, plasma sanguíneo y demás fluidos, tejidos y otros elementos 
del cuerpo humano efectuadas para fines médicos o de investigación o para su 
procesamiento con idénticos fines.

5.º Las prestaciones de servicios realizadas en el ámbito de sus respectivas profesiones 
por estomatólogos, odontólogos, mecánicos dentistas y protésicos dentales, así como la 
entrega, reparación y colocación de prótesis dentales y ortopedias maxilares realizadas por 
los mismos, cualquiera que sea la persona a cuyo cargo se realicen dichas operaciones.

6.º Los servicios prestados directamente a sus miembros por uniones, agrupaciones o 
entidades autónomas, incluidas las Agrupaciones de Interés Económico, constituidas 
exclusivamente por personas que ejerzan una actividad exenta o no sujeta al Impuesto que 
no origine el derecho a la deducción, cuando concurran las siguientes condiciones:

a) Que tales servicios se utilicen directa y exclusivamente en dicha actividad y sean 
necesarios para el ejercicio de la misma.

b) Que los miembros se limiten a reembolsar la parte que les corresponda en los gastos 
hechos en común.

c) Que la actividad exenta ejercida sea distinta de las señaladas en los números 16.º, 
17.º, 18.º, 19.º, 20.º, 22.º, 23.º, 26.º y 28.º del apartado Uno de este artículo.

La exención también se aplicará cuando, cumplido el requisito previsto en la letra b) 
precedente, la prorrata de deducción no exceda del 10 por ciento y el servicio no se utilice 
directa y exclusivamente en las operaciones que originen el derecho a la deducción.

La exención no alcanza a los servicios prestados por sociedades mercantiles.
7.º Las entregas de bienes y prestaciones de servicios que, para el cumplimiento de sus 

fines específicos, realice la Seguridad Social, directamente o a través de sus entidades 
gestoras o colaboradoras.

Sólo será aplicable esta exención en los casos en que quienes realicen tales 
operaciones no perciban contraprestación alguna de los adquirentes de los bienes o de los 
destinatarios de los servicios, distinta de las cotizaciones efectuadas a la Seguridad Social.

La exención no se extiende a las entregas de medicamentos o de material sanitario 
realizadas por cuenta de la Seguridad Social.

8.º Las prestaciones de servicios de asistencia social que se indican a continuación 
efectuadas por entidades de Derecho Público o entidades o establecimientos privados de 
carácter social:

a) Protección de la infancia y de la juventud. Se considerarán actividades de protección 
de la infancia y de la juventud las de rehabilitación y formación de niños y jóvenes, la de 
asistencia a lactantes, la custodia y atención a niños, la realización de cursos, excursiones, 
campamentos o viajes infantiles y juveniles y otras análogas prestadas en favor de personas 
menores de veinticinco años de edad.

b) Asistencia a la tercera edad.
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c) Educación especial y asistencia a personas con minusvalía.
d) Asistencia a minorías étnicas.
e) Asistencia a refugiados y asilados.
f) Asistencia a transeúntes.
g) Asistencia a personas con cargas familiares no compartidas.
h) Acción social comunitaria y familiar.
i) Asistencia a ex-reclusos.
j) Reinserción social y prevención de la delincuencia.
k) Asistencia a alcohólicos y toxicómanos.
l) Cooperación para el desarrollo.
La exención comprende la prestación de los servicios de alimentación, alojamiento o 

transporte accesorios de los anteriores prestados por dichos establecimientos o entidades, 
con medios propios o ajenos.

9.º La educación de la infancia y de la juventud, la guarda y custodia de niños, incluida la 
atención a niños en los centros docentes en tiempo interlectivo durante el comedor escolar o 
en aulas en servicio de guardería fuera del horario escolar, la enseñanza escolar, 
universitaria y de postgraduados, la enseñanza de idiomas y la formación y reciclaje 
profesional, realizadas por Entidades de derecho público o entidades privadas autorizadas 
para el ejercicio de dichas actividades.

La exención se extenderá a las prestaciones de servicios y entregas de bienes 
directamente relacionadas con los servicios enumerados en el párrafo anterior, efectuadas, 
con medios propios o ajenos, por las mismas empresas docentes o educativas que presten 
los mencionados servicios.

La exención no comprenderá las siguientes operaciones:
a) Los servicios relativos a la práctica del deporte, prestados por empresas distintas de 

los centros docentes.
En ningún caso, se entenderán comprendidos en esta letra los servicios prestados por 

las Asociaciones de Padres de Alumnos vinculadas a los centros docentes.
b) Las de alojamiento y alimentación prestadas por Colegios Mayores o Menores y 

residencias de estudiantes.
c) Las efectuadas por escuelas de conductores de vehículos relativas a los permisos de 

conducción de vehículos terrestres de las clases A y B y a los títulos, licencias o permisos 
necesarios para la conducción de buques o aeronaves deportivos o de recreo.

d) Las entregas de bienes efectuadas a título oneroso.
10.º Las clases a título particular prestadas por personas físicas sobre materias incluidas 

en los planes de estudios de cualquiera de los niveles y grados del sistema educativo.
No tendrán la consideración de clases prestadas a título particular, aquéllas para cuya 

realización sea necesario darse de alta en las tarifas de actividades empresariales o 
artísticas del Impuesto sobre Actividades Económicas.

11.º Las cesiones de personal realizadas en el cumplimiento de sus fines, por entidades 
religiosas inscritas en el Registro correspondiente del Ministerio de Justicia, para el 
desarrollo de las siguientes actividades:

a) Hospitalización, asistencia sanitaria y demás directamente relacionadas con las 
mismas.

b) Las de asistencia social comprendidas en el número 8. de este apartado.
c) Educación, enseñanza, formación y reciclaje profesional.
12.º Las prestaciones de servicios y las entregas de bienes accesorias a las mismas 

efectuadas directamente a sus miembros por organismos o entidades legalmente 
reconocidos que no tengan finalidad lucrativa, cuyos objetivos sean de naturaleza política, 
sindical, religiosa, patriótica, filantrópica o cívica, realizadas para la consecución de sus 
finalidades específicas, siempre que no perciban de los beneficiarios de tales operaciones 
contraprestación alguna distinta de las cotizaciones fijadas en sus estatutos.

Se entenderán incluidos en el párrafo anterior los Colegios profesionales, las Cámaras 
Oficiales, las Organizaciones patronales y las Federaciones que agrupen a los organismos o 
entidades a que se refiere este número.
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La aplicación de esta exención quedará condicionada a que no sea susceptible de 
producir distorsiones de competencia.

13º. Los servicios prestados a personas físicas que practiquen el deporte o la educación 
física, cualquiera que sea la persona o entidad a cuyo cargo se realice la prestación, siempre 
que tales servicios estén directamente relacionados con dichas prácticas y sean prestados 
por las siguientes personas o entidades:

a) Entidades de derecho público.
b) Federaciones deportivas.
c) Comité Olímpico Español.
d) Comité Paralímpico Español.
e) Entidades o establecimientos deportivos privados de carácter social.
La exención no se extiende a los espectáculos deportivos.
14.º Las prestaciones de servicios que a continuación se relacionan efectuadas por 

entidades de Derecho público o por entidades o establecimientos culturales privados de 
carácter social:

a) Las propias de bibliotecas, archivos y centros de documentación.
b) Las visitas a museos, galerías de arte, pinacotecas, monumentos, lugares históricos, 

jardines botánicos, parques zoológicos y parques naturales y otros espacios naturales 
protegidos de características similares.

c) Las representaciones teatrales, musicales, coreográficas, audiovisuales y 
cinematográficas.

d) La organización de exposiciones y manifestaciones similares.
15.º El transporte de enfermos o heridos en ambulancias o vehículos especialmente 

adaptados para ello.
16.º Las operaciones de seguro, reaseguro y capitalización.
Asimismo, los servicios de mediación, incluyendo la captación de clientes, para la 

celebración del contrato entre las partes intervinientes en la realización de las anteriores 
operaciones, con independencia de la condición del empresario o profesional que los preste.

Dentro de las operaciones de seguro se entenderán comprendidas las modalidades de 
previsión

17.º Las entregas de sellos de Correos y efectos timbrados de curso legal en España por 
importe no superior a su valor facial.

La exención no se extiende a los servicios de expedición de los referidos bienes 
prestados en nombre y por cuenta de terceros.

18.º Las siguientes operaciones financieras:
a) Los depósitos en efectivo en sus diversas formas, incluidos los depósitos en cuenta 

corriente y cuentas de ahorro, y las demás operaciones relacionadas con los mismos, 
incluidos los servicios de cobro o pago prestados por el depositario en favor del depositante.

La exención no se extiende a los servicios de gestión de cobro de créditos, letras de 
cambio, recibos y otros documentos. Tampoco se extiende la exención a los servicios 
prestados al cedente en el marco de los contratos de "factoring", con excepción de los de 
anticipo de fondos que, en su caso, se puedan prestar en estos contratos.

No se considerarán de gestión de cobro las operaciones de abono en cuenta de cheques 
o talones.

b) La transmisión de depósitos en efectivo, incluso mediante certificados de depósito o 
títulos que cumplan análoga función.

c) La concesión de créditos y préstamos en dinero, cualquiera que sea la forma en que 
se instrumente, incluso mediante efectos financieros o títulos de otra naturaleza.

d) Las demás operaciones, incluida la gestión, relativas a préstamos o créditos 
efectuadas por quienes los concedieron en todo o en parte.

La exención no alcanza a los servicios prestados a los demás prestamistas en los 
préstamos sindicados.

En todo caso, estarán exentas las operaciones de permuta financiera.
e) La transmisión de préstamos o créditos.
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f) La prestación de fianzas, avales, cauciones y demás garantías reales o personales, así 
como la emisión, aviso, confirmación y demás operaciones relativas a los créditos 
documentarios.

La exención se extiende a la gestión de garantías de préstamos o créditos efectuadas 
por quienes concedieron los préstamos o créditos garantizados o las propias garantías, pero 
no a la realizada por terceros.

g) La transmisión de garantías.
h) Las operaciones relativas a transferencias, giros, cheques, libranzas, pagarés, letras 

de cambio, tarjetas de pago o de crédito y otras órdenes de pago.
La exención se extiende a las operaciones siguientes:
a') La compensación interbancaria de cheques y talones.
b') La aceptación y la gestión de la aceptación.
c') El protesto o declaración sustitutiva y la gestión del protesto.
No se incluye en la exención el servicio de cobro de letras de cambio o demás 

documentos que se hayan recibido en gestión de cobro. Tampoco se incluyen en la exención 
los servicios prestados al cedente en el marco de los contratos de "factoring", con excepción 
de los de anticipo de fondos que, en su caso, se puedan prestar en estos contratos.

i) La transmisión de los efectos y órdenes de pago a que se refiere la letra anterior, 
incluso la transmisión de efectos descontados.

No se incluye en la exención la cesión de efectos en comisión de cobranza. Tampoco se 
incluyen en la exención los servicios prestados al cedente en el marco de los contratos de 
"factoring", con excepción de los de anticipo de fondos que, en su caso, se puedan prestar 
en estos contratos.

j) Las operaciones de compra, venta o cambio y servicios análogos que tengan por 
objeto divisas, billetes de banco y monedas que sean medios legales de pago, a excepción 
de las monedas y billetes de colección y de las piezas de oro, plata y platino.

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior se considerarán de colección las 
monedas y los billetes que no sean normalmente utilizados para su función de medio legal 
de pago o tengan un interés numismático, con excepción de las monedas de colección 
entregadas por su emisor por un importe no superior a su valor facial que estarán exentas 
del impuesto.

No se aplicará esta exención a las monedas de oro que tengan la consideración de oro 
de inversión de acuerdo con lo establecido en el número 2.º del artículo 140 de esta Ley.

k) Los servicios y operaciones, exceptuados el depósito y la gestión, relativos a 
acciones, participaciones en sociedades, obligaciones y demás valores no mencionados en 
las letras anteriores de este número, con excepción de los siguientes:

a') Los representativos de mercaderías.
b') Aquellos cuya posesión asegure de hecho o de derecho la propiedad, el uso o el 

disfrute exclusivo de la totalidad o parte de un bien inmueble, que no tengan la naturaleza de 
acciones o participaciones en sociedades.

c') Aquellos valores no admitidos a negociación en un mercado secundario oficial, 
realizadas en el mercado secundario, mediante cuya transmisión se hubiera pretendido 
eludir el pago del impuesto correspondiente a la transmisión de los inmuebles propiedad de 
las entidades a las que representen dichos valores, en los términos a que se refiere el 
artículo 108 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores.

l) La transmisión de los valores a que se refiere la letra anterior y los servicios 
relacionados con ella, incluso por causa de su emisión o amortización, con las mismas 
excepciones.

m) La mediación en las operaciones exentas descritas en las letras anteriores de este 
número y en las operaciones de igual naturaleza no realizadas en el ejercicio de actividades 
empresariales o profesionales.

La exención se extiende a los servicios de mediación en la transmisión o en la 
colocación en el mercado, de depósitos, de préstamos en efectivo o de valores, realizados 
por cuenta de sus entidades emisoras, de los titulares de los mismos o de otros 
intermediarios, incluidos los casos en que medie el aseguramiento de dichas operaciones.
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n) La gestión y depósito de las Instituciones de Inversión Colectiva, de las Entidades de 
Capital-Riesgo gestionadas por sociedades gestoras autorizadas y registradas en los 
Registros especiales administrativos, de los Fondos de Pensiones, de Regulación del 
Mercado Hipotecario, de Titulización de Activos y Colectivos de Jubilación, constituidos de 
acuerdo con su legislación específica.

ñ) (Suprimida)
19.º Las loterías, apuestas y juegos organizados por la Sociedad Estatal Loterías y 

Apuestas del Estado y la Organización Nacional de Ciegos y por los organismos 
correspondientes de las Comunidades Autónomas, así como las actividades que constituyan 
los hechos imponibles de los tributos sobre el juego y combinaciones aleatorias.

La exención no se extiende a los servicios de gestión y demás operaciones de carácter 
accesorio o complementario de las incluidas en el párrafo anterior que no constituyan el 
hecho imponible de los tributos sobre el juego, con excepción de los servicios de gestión del 
bingo.

20.º Las entregas de terrenos rústicos y demás que no tengan la condición de 
edificables, incluidas las construcciones de cualquier naturaleza en ellos enclavadas, que 
sean indispensables para el desarrollo de una explotación agraria, y los destinados 
exclusivamente a parques y jardines públicos o a superficies viales de uso público.

A estos efectos, se consideran edificables los terrenos calificados como solares por la 
Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana y demás normas urbanística, así 
como los demás terrenos aptos para la edificación por haber sido ésta autorizada por la 
correspondiente licencia administrativa.

La exención no se extiende a las entregas de los siguientes terrenos, aunque no tengan 
la condición de edificables:

a) Las de terrenos urbanizados o en curso de urbanización, excepto los destinados 
exclusivamente a parques y jardines públicos o a superficies viales de uso público.

b) Las de terrenos en los que se hallen enclavadas edificaciones en curso de 
construcción o terminadas cuando se transmitan conjuntamente con las mismas y las 
entregas de dichas edificaciones estén sujetas y no exentas al impuesto. No obstante, 
estarán exentas las entregas de terrenos no edificables en los que se hallen enclavadas 
construcciones de carácter agrario indispensables para su explotación y las de terrenos de la 
misma naturaleza en los que existan construcciones paralizadas, ruinosas o derruidas.

21.º (Suprimida)
22.ºA) Las segundas y ulteriores entregas de edificaciones, incluidos los terrenos en que 

se hallen enclavadas, cuando tengan lugar después de terminada su construcción o 
rehabilitación.

A los efectos de lo dispuesto en esta Ley, se considerará primera entrega la realizada por 
el promotor que tenga por objeto una edificación cuya construcción o rehabilitación esté 
terminada. No obstante, no tendrá la consideración de primera entrega la realizada por el 
promotor después de la utilización ininterrumpida del inmueble por un plazo igual o superior 
a dos años por su propietario o por titulares de derechos reales de goce o disfrute o en virtud 
de contratos de arrendamiento sin opción de compra, salvo que el adquirente sea quien 
utilizó la edificación durante el referido plazo. No se computarán a estos efectos los períodos 
de utilización de edificaciones por los adquirentes de los mismos en los casos de resolución 
de las operaciones en cuya virtud se efectuaron las correspondientes transmisiones.

Los terrenos en que se hallen enclavadas las edificaciones comprenderán aquéllos en 
los que se hayan realizado las obras de urbanización accesorias a las mismas. No obstante, 
tratándose de viviendas unifamiliares, los terrenos urbanizados de carácter accesorio no 
podrán exceder de 5.000 metros cuadrados.

Las transmisiones no sujetas al Impuesto en virtud de lo establecido en el número 1.º del 
artículo 7 de esta Ley no tendrán, en su caso, la consideración de primera entrega a efectos 
de lo dispuesto en este número.

La exención prevista en este número no se aplicará:
a) A las entregas de edificaciones efectuadas en el ejercicio de la opción de compra 

inherente a un contrato de arrendamiento, por empresas dedicadas habitualmente a realizar 
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operaciones de arrendamiento financiero. A estos efectos, el compromiso de ejercitar la 
opción de compra frente al arrendador se asimilará al ejercicio de la opción de compra.

Los contratos de arrendamiento financiero a que se refiere el párrafo anterior tendrán 
una duración mínima de diez años.

b) A las entregas de edificaciones para su rehabilitación por el adquirente, siempre que 
se cumplan los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

c) A las entregas de edificaciones que sean objeto de demolición con carácter previo a 
una nueva promoción urbanística.

B) A los efectos de esta ley, son obras de rehabilitación de edificaciones las que reúnan 
los siguientes requisitos:

1.º Que su objeto principal sea la reconstrucción de las mismas, entendiéndose cumplido 
este requisito cuando más del 50 por ciento del coste total del proyecto de rehabilitación se 
corresponda con obras de consolidación o tratamiento de elementos estructurales, fachadas 
o cubiertas o con obras análogas o conexas a las de rehabilitación.

2.º Que el coste total de las obras a que se refiera el proyecto exceda del 25 por ciento 
del precio de adquisición de la edificación si se hubiese efectuado aquélla durante los dos 
años inmediatamente anteriores al inicio de las obras de rehabilitación o, en otro caso, del 
valor de mercado que tuviera la edificación o parte de la misma en el momento de dicho 
inicio. A estos efectos, se descontará del precio de adquisición o del valor de mercado de la 
edificación la parte proporcional correspondiente al suelo.

Se considerarán obras análogas a las de rehabilitación las siguientes:
a) Las de adecuación estructural que proporcionen a la edificación condiciones de 

seguridad constructiva, de forma que quede garantizada su estabilidad y resistencia 
mecánica.

b) Las de refuerzo o adecuación de la cimentación así como las que afecten o consistan 
en el tratamiento de pilares o forjados.

c) Las de ampliación de la superficie construida, sobre y bajo rasante.
d) Las de reconstrucción de fachadas y patios interiores.
e) Las de instalación de elementos elevadores, incluidos los destinados a salvar barreras 

arquitectónicas para su uso por discapacitados.
Se considerarán obras conexas a las de rehabilitación las que se citan a continuación 

cuando su coste total sea inferior al derivado de las obras de consolidación o tratamiento de 
elementos estructurales, fachadas o cubiertas y, en su caso, de las obras análogas a éstas, 
siempre que estén vinculadas a ellas de forma indisociable y no consistan en el mero 
acabado u ornato de la edificación ni en el simple mantenimiento o pintura de la fachada:

a) Las obras de albañilería, fontanería y carpintería.
b) Las destinadas a la mejora y adecuación de cerramientos, instalaciones eléctricas, 

agua y climatización y protección contra incendios.
c) Las obras de rehabilitación energética.
Se considerarán obras de rehabilitación energética las destinadas a la mejora del 

comportamiento energético de las edificaciones reduciendo su demanda energética, al 
aumento del rendimiento de los sistemas e instalaciones térmicas o a la incorporación de 
equipos que utilicen fuentes de energía renovables.

23.º Los arrendamientos que tengan la consideración de servicios con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 11 de esta Ley y la constitución y transmisión de derechos reales de 
goce y disfrute, que tengan por objeto los siguientes bienes:

a) Terrenos, incluidas las construcciones inmobiliarias de carácter agrario utilizadas para 
la explotación de una finca rústica.

Se exceptúan las construcciones inmobiliarias dedicadas a actividades de ganadería 
independiente de la explotación del suelo.

b) Los edificios o partes de los mismos destinados exclusivamente a viviendas o a su 
posterior arrendamiento por entidades gestoras de programas públicos de apoyo a la 
vivienda o por sociedades acogidas al régimen especial de Entidades dedicadas al 
arrendamiento de viviendas establecido en el Impuesto sobre Sociedades. La exención se 
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extenderá a los garajes y anexos accesorios a las viviendas y los muebles, arrendados 
conjuntamente con aquéllos.

La exención no comprenderá:
a´) Los arrendamientos de terrenos para estacionamientos de vehículos.
b´) Los arrendamientos de terrenos para depósito o almacenaje de bienes, mercancías o 

productos, o para instalar en ellos elementos de una actividad empresarial.
c´) Los arrendamientos de terrenos para exposiciones o para publicidad.
d´) Los arrendamientos con opción de compra de terrenos o viviendas cuya entrega 

estuviese sujeta y no exenta al impuesto.
e´) Los arrendamientos de apartamentos o viviendas amueblados cuando el arrendador 

se obligue a la prestación de alguno de los servicios complementarios propios de la industria 
hotelera, tales como los de restaurante, limpieza, lavado de ropa u otros análogos.

f´) Los arrendamientos de edificios o parte de los mismos para ser subarrendados, con 
excepción de los realizados de acuerdo con lo dispuesto en la letra b) anterior.

g´) Los arrendamientos de edificios o parte de los mismos asimilados a viviendas de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Arrendamientos Urbanos.

h´) La constitución o transmisión de derechos reales de goce o disfrute sobre los bienes 
a que se refieren las letras a´), b´), c´), e´) y f´) anteriores.

j´) La constitución o transmisión de derechos reales de superficie.
24.º Las entregas de bienes que hayan sido utilizados por el transmitente en la 

realización de operaciones exentas del impuesto en virtud de lo establecido en este artículo, 
siempre que al sujeto pasivo no se le haya atribuido el derecho a efectuar la deducción total 
o parcial del impuesto soportado al realizar la adquisición, afectación o importación de dichos 
bienes o de sus elementos componentes.

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se considerará que al sujeto pasivo no se 
le ha atribuido el derecho a efectuar la deducción parcial de las cuotas soportadas cuando 
haya utilizado los bienes o servicios adquiridos exclusivamente en la realización de 
operaciones exentas que no originen el derecho a la deducción, aunque hubiese sido de 
aplicación la regla de prorrata.

Lo dispuesto en este número no se aplicará:
a) A las entregas de bienes de inversión que se realicen durante su período de 

regularización.
b) Cuando resulten procedentes las exenciones establecidas en los números 20.º y 22.º 

anteriores.
25.º Las entregas de bienes cuya adquisición, afectación o importación o la de sus 

elementos componentes hubiera determinado la exclusión total del derecho a deducir en 
favor del transmitente en virtud de lo dispuesto en los artículos 95 y 96 de esta Ley.

26.º Los servicios profesionales, incluidos aquéllos cuya contraprestación consista en 
derechos de autor, prestados por artistas plásticos, escritores, colaboradores literarios, 
gráficos y fotográficos de periódicos y revistas, compositores musicales, autores de obras 
teatrales y de argumento, adaptación, guión y diálogos de las obras audiovisuales, 
traductores y adaptadores.

27.º (Suprimido)
28.º Las prestaciones de servicios y las entregas de bienes realizadas por los partidos 

políticos con motivo de manifestaciones destinadas a reportarles un apoyo financiero para el 
cumplimiento de su finalidad específica y organizadas en su exclusivo beneficio.

Dos. Las exenciones relativas a los números 20.º y 22.º del apartado anterior podrán ser 
objeto de renuncia por el sujeto pasivo, en la forma y con los requisitos que se determinen 
reglamentariamente, cuando el adquirente sea un sujeto pasivo que actúe en el ejercicio de 
sus actividades empresariales o profesionales y se le atribuya el derecho a efectuar la 
deducción total o parcial del Impuesto soportado al realizar la adquisición o, cuando no 
cumpliéndose lo anterior, en función de su destino previsible, los bienes adquiridos vayan a 
ser utilizados, total o parcialmente, en la realización de operaciones, que originen el derecho 
a la deducción.
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Tres. A efectos de lo dispuesto en este artículo, se considerarán entidades o 
establecimientos de carácter social aquéllos en los que concurran los siguientes requisitos:

1.º Carecer de finalidad lucrativa y dedicar, en su caso, los beneficios eventualmente 
obtenidos al desarrollo de actividades exentas de idéntica naturaleza.

2.º Los cargos de presidente, patrono o representante legal deberán ser gratuitos y 
carecer de interés en los resultados económicos de la explotación por sí mismos o a través 
de persona interpuesta.

3.º Los socios, comuneros o partícipes de las entidades o establecimientos y sus 
cónyuges o parientes consanguíneos, hasta el segundo grado inclusive, no podrán ser 
destinatarios principales de las operaciones exentas ni gozar de condiciones especiales en 
la prestación de los servicios.

Este requisito no se aplicará cuando se trate de las prestaciones de servicios a que se 
refiere el apartado Uno, números 8.º y 13.º, de este artículo.

Las entidades que cumplan los requisitos anteriores podrán solicitar de la Administración 
tributaria su calificación como entidades o establecimientos privados de carácter social en 
las condiciones, términos y requisitos que se determinen reglamentariamente. La eficacia de 
dicha calificación, que será vinculante para la Administración, quedará subordinada, en todo 
caso, a la subsistencia de las condiciones y requisitos que, según lo dispuesto en esta Ley, 
fundamentan la exención.

Las exenciones correspondientes a los servicios prestados por entidades o 
establecimientos de carácter social que reúnan los requisitos anteriores se aplicarán con 
independencia de la obtención de la calificación a que se refiere el párrafo anterior, siempre 
que se cumplan las condiciones que resulten aplicables en cada caso.

[ . . . ]
Artículo 21.  Exenciones en las exportaciones de bienes.

Estarán exentas del impuesto, en las condiciones y con los requisitos que se establezcan 
reglamentariamente, las siguientes operaciones:

1.º Las entregas de bienes expedidos o transportados fuera de la Comunidad por el 
transmitente o por un tercero que actúe en nombre y por cuenta de éste.

2.º Las entregas de bienes expedidos o transportados fuera de la Comunidad por el 
adquirente no establecido en el territorio de aplicación del impuesto o por un tercero que 
actúe en nombre y por cuenta de él.

Se excluyen de lo dispuesto en el párrafo anterior los bienes destinados al equipamiento 
o avituallamiento de embarcaciones deportivas o de recreo, de aviones de turismo o de 
cualquier medio de transporte de uso privado.

Estarán también exentas del impuesto:
A) Las entregas de bienes a viajeros con cumplimiento de los siguientes requisitos:
a) La exención se hará efectiva mediante el reembolso del impuesto soportado en las 

adquisiciones.
b) Que los viajeros tengan su residencia habitual fuera del territorio de la Comunidad.
c) Que los bienes adquiridos salgan efectivamente del territorio de la Comunidad.
d) Que el conjunto de los bienes adquiridos no constituya una expedición comercial.
A los efectos de esta Ley, se considerará que los bienes conducidos por los viajeros no 

constituyen una expedición comercial cuando se trate de bienes adquiridos ocasionalmente, 
que se destinen al uso personal o familiar de los viajeros o a ser ofrecidos como regalos y 
que, por su naturaleza y cantidad, no pueda presumirse que sean el objeto de una actividad 
comercial.

B) Las entregas de bienes efectuadas en las tiendas libres de impuestos que, bajo 
control aduanero, existen en los puertos y aeropuertos cuando los adquirentes sean 
personas que salgan inmediatamente con destino a territorios terceros, así como las 
efectuadas a bordo de los buques o aeronaves que realicen navegaciones con destino a 
puertos o aeropuertos situados en territorios terceros.
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3.º Las prestaciones de servicios que consistan en trabajos realizados sobre bienes 
muebles adquiridos o importados para ser objeto de dichos trabajos en el territorio de 
aplicación del Impuesto y, seguidamente, expedidos o transportados fuera de la Comunidad 
por quien ha efectuado los mencionados trabajos, por el destinatario de los mismos no 
establecido en el territorio de aplicación del Impuesto, por persona distinta de las anteriores 
que ostente la condición de exportador de conformidad con lo dispuesto en la normativa 
aduanera o, bien, por otra persona que actúe en nombre y por cuenta de cualquiera de los 
anteriores.

La exención no se extiende a los trabajos de reparación o mantenimiento de 
embarcaciones deportivas o de recreo, aviones de turismo o cualquier otro medio de 
transporte de uso privado introducidos en régimen de tránsito o de importación temporal.

4.º Las entregas de bienes a Organismos reconocidos que los exporten fuera del 
territorio de la Comunidad en el marco de sus actividades humanitarias, caritativas o 
educativas, previo reconocimiento del derecho a la exención.

No obstante, cuando quien entregue los bienes a que se refiere el párrafo anterior de 
este número sea un Ente público o un establecimiento privado de carácter social, se podrá 
solicitar a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la devolución del Impuesto 
soportado que no haya podido deducirse totalmente previa justificación de su importe en el 
plazo de tres meses desde que dichas entregas se realicen.

5.º Las prestaciones de servicios, incluidas las de transporte y operaciones accesorias, 
distintas de las que gocen de exención conforme al artículo 20 de esta Ley, cuando estén 
directamente relacionadas con las exportaciones de bienes fuera del territorio de la 
Comunidad.

Se considerarán directamente relacionados con las mencionadas exportaciones los 
servicios respecto de los cuales concurran las siguientes condiciones:

a) Que se presten a quienes realicen dichas exportaciones, a los destinatarios de los 
bienes, a sus representantes aduaneros, o a los transitarios y consignatarios que actúen por 
cuenta de unos u otros.

b) Que se realicen a partir del momento en que los bienes se expidan directamente con 
destino a un punto situado fuera del territorio de la Comunidad o a un punto situado en zona 
portuaria, aeroportuaria o fronteriza para su inmediata expedición fuera de dicho territorio.

La condición a que se refiere la letra b) anterior no se exigirá en relación con los 
servicios de arrendamiento de medios de transporte, embalaje y acondicionamiento de la 
carga, reconocimiento de las mercancías por cuenta de los adquirentes y otros análogos 
cuya realización previa sea imprescindible para llevar a cabo el envío.

6.º Las prestaciones de servicios realizadas por intermediarios que actúen en nombre y 
por cuenta de terceros cuando intervengan en las operaciones exentas descritas en el 
presente artículo.

7.º Las entregas de bienes expedidos o transportados fuera de la Comunidad por quien 
ostente la condición de exportador, de conformidad con lo dispuesto en la normativa 
aduanera, distinto del transmitente o el adquirente no establecido en el territorio de 
aplicación del impuesto, o por un tercero que actúe en nombre y por cuenta del mismo.

Artículo 22.  Exenciones en las operaciones asimiladas a las exportaciones.
Estarán exentas del impuesto, en las condiciones y con los requisitos que se establezcan 

reglamentariamente, las siguientes operaciones:
Uno. Las entregas, construcciones, transformaciones, reparaciones, mantenimiento, 

fletamento, total o parcial, y arrendamiento de los buques que se indican a continuación:
1.º Los buques aptos para navegar por alta mar que se afecten a la navegación marítima 

internacional en el ejercicio de actividades comerciales de transporte remunerado de 
mercancías o pasajeros, incluidos los circuitos turísticos, o de actividades industriales o de 
pesca.

La exención no se aplicará en ningún caso a los buques destinados a actividades 
deportivas, de recreo o, en general, de uso privado.
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2.º Los buques afectos exclusivamente al salvamento, a la asistencia marítima o a la 
pesca costera.

La desafectación de un buque de las finalidades indicadas en el párrafo anterior 
producirá efectos durante un plazo mínimo de un año, excepto en los supuestos de entrega 
posterior del mismo.

3.º Los buques de guerra.
La exención descrita en el presente apartado queda condicionada a que el adquirente de 

los bienes o destinatario de los servicios indicados sea la propia Compañía que realiza las 
actividades mencionadas y utilice los buques en el desarrollo de dichas actividades o, en su 
caso, la propia entidad pública que utilice los buques en sus fines de defensa.

A los efectos de esta Ley, se considerará:
Primero. Navegación marítima internacional, la que se realice a través de las aguas 

marítimas en los siguientes supuestos:
a) La que se inicie en un puerto situado en el ámbito espacial de aplicación del Impuesto 

y termine o haga escala en otro puerto situado fuera de dicho ámbito espacial.
b) La que se inicie en un puerto situado fuera del ámbito espacial de aplicación del 

Impuesto y termine o haga escala en otro puerto situado dentro o fuera de dicho ámbito 
espacial.

c) La que se inicie y finalice en cualquier puerto, sin realizar escalas, cuando la 
permanencia en aguas situadas fuera del mar territorial del ámbito espacial de aplicación del 
Impuesto exceda de cuarenta y ocho horas.

Lo dispuesto en esta letra c) no se aplicará a los buques que realicen actividades 
comerciales de transporte remunerado de personas o mercancías.

En este concepto de navegación marítima internacional no se comprenderán las escalas 
técnicas realizadas para repostar, reparar o servicios análogos.

Segundo. Que un buque está afecto a la navegación marítima internacional, cuando sus 
recorridos en singladuras de dicha navegación representen más del 50 por ciento del total 
recorrido efectuado durante los períodos de tiempo que se indican a continuación:

a) El año natural anterior a la fecha en que se efectúen las correspondientes operaciones 
de reparación o mantenimiento, salvo lo dispuesto en la letra siguiente.

b) En los supuestos de entrega, construcción, transformación, adquisición 
intracomunitaria, importación, fletamento, total o parcial, o arrendamiento del buque o en los 
de desafectación de los fines a que se refiere el número 2.º anterior, el año natural en que se 
efectúen dichas operaciones, a menos que tuviesen lugar después del primer semestre de 
dicho año, en cuyo caso el período a considerar comprenderá ese año natural y el siguiente.

Este criterio se aplicará también en relación con las operaciones mencionadas en la letra 
anterior cuando se realicen después de las citadas en la presente letra.

A efectos de lo dispuesto en esta letra, se considerará que la construcción de un buque 
ha finalizado en el momento de su matriculación definitiva en el Registro marítimo 
correspondiente.

Si, transcurridos los períodos a que se refiere esta letra b), el buque no cumpliese los 
requisitos que determinan la afectación a la navegación marítima internacional, se 
regularizará su situación tributaria en relación con las operaciones de este apartado, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19, número 1.º

Dos. Las entregas, arrendamientos, reparaciones y mantenimiento de los objetos, 
incluidos los equipos de pesca, que se incorporen o se encuentren a bordo de los buques a 
que afectan las exenciones establecidos en el apartado anterior, siempre que se realicen 
durante los períodos en que dichos beneficios fiscales resulten de aplicación.

La exención quedará condicionada a la concurrencia de los siguientes requisitos:
1.º Que el destinatario directo de dichas operaciones sea el titular de la explotación del 

buque o, en su caso, su propietario.
2.º Que los objetos mencionados se utilicen o, en su caso, se destinen a ser utilizados 

exclusivamente en la explotación de dichos buques.
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3.º Que las operaciones a que afecten las exenciones se efectúen después de la 
matriculación definitiva de los mencionados buques en el Registro Marítimo correspondiente.

Tres. Las entregas de productos de avituallamiento para los buques que se indican a 
continuación, cuando se adquieran por los titulares de la explotación de dichos buques:

1.º Los buques a que se refieren las exenciones del apartado uno anterior, números 1.º y 
2.º, siempre que se realicen durante los períodos en que dichos beneficios fiscales resulten 
de aplicación.

No obstante, cuando se trate de buques afectos a la pesca costera, la exención no se 
extiende a las entregas de provisiones de a bordo.

2.º Los buques de guerra que realicen navegación marítima internacional, en los 
términos descritos en el apartado uno.

Cuatro. Las entregas, transformaciones, reparaciones, mantenimiento, fletamiento total o 
arrendamiento de las siguientes aeronaves:

1.º Las utilizadas exclusivamente por compañías dedicadas esencialmente a la 
navegación aérea internacional en el ejercicio de actividades comerciales de transporte 
remunerado de mercancías o pasajeros.

2.º Las utilizadas por entidades públicas en el cumplimiento de sus funciones públicas.
La exención está condicionada a que el adquirente o destinatario de los servicios 

indicados sea la propia compañía que realice las actividades mencionadas y utilice las 
aeronaves en el desarrollo de dichas actividades o, en su caso, la propia entidad pública que 
utilice las aeronaves en las funciones públicas.

A los efectos de esta Ley, se considerará:
Primero. Navegación aérea internacional, la que se realice en los siguientes supuestos:
a) La que se inicie en un aeropuerto situado en el ámbito espacial de aplicación del 

impuesto y termine o haga escala en otro aeropuerto situado fuera de dicho ámbito espacial.
b) La que se inicie en un aeropuerto situado fuera del ámbito espacial del impuesto y 

termine o haga escala en otro aeropuerto situado dentro o fuera de dicho ámbito espacial.
En este concepto de navegación aérea internacional no se comprenderán las escalas 

técnicas realizadas para repostar, reparar o servicios análogos.
Segundo. Que una compañía está dedicada esencialmente a la navegación aérea 

internacional cuando corresponda a dicha navegación más del 50 por 100 de la distancia 
total recorrida en los vuelos efectuados por todas las aeronaves utilizadas por dicha 
compañía durante los períodos de tiempo que se indican a continuación:

a) El año natural anterior a la realización de las operaciones de reparación o 
mantenimiento, salvo lo dispuesto en la letra siguiente.

b) En los supuestos de entrega, construcción, transformación, adquisición 
intracomunitaria, importación, fletamento total o arrendamiento de las aeronaves, el año 
natural en que se efectúen dichas operaciones, a menos que tuviesen lugar después del 
primer semestre de dicho año, en cuyo caso el período a considerar comprenderá ese año 
natural y el siguiente.

Este criterio se aplicará también en relación con las operaciones mencionadas en la letra 
anterior cuando se realicen después de las citadas en la presente letra.

Si al transcurrir los períodos a que se refiere esta letra b) la compañía no cumpliese los 
requisitos que determinan su dedicación a la navegación aérea internacional, se regularizará 
su situación tributaria en relación con las operaciones de este apartado de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 19, número 3.º

Cinco. Las entregas, arrendamientos, reparaciones y mantenimiento de los objetos que 
se incorporen o se encuentren a bordo de las aeronaves a que se refieren las exenciones 
establecidas en el apartado anterior.

La exención quedará condicionada a la concurrencia de los siguientes requisitos:
1.º Que el destinatario de dichas operaciones sea el titular de la explotación de la 

aeronave a que se refieran.
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2.º Que los objetos mencionados se utilicen o, en su caso, se destinen a ser utilizados en 
la explotación de dichas aeronaves y a bordo de las mismas.

3.º Que las operaciones a que se refieren las exenciones se realicen después de la 
matriculación de las mencionadas aeronaves en el Registro de Matrícula que se determine 
reglamentariamente.

Seis. Las entregas de productos de avituallamiento para las aeronaves a que se refieren 
las exenciones establecidas en el apartado cuatro, cuando sean adquiridos por las 
compañías o entidades públicas titulares de la explotación de dichas aeronaves.

Siete. Las prestaciones de servicios, distintas de las relacionadas en los apartados 
anteriores de este artículo, realizadas para atender las necesidades directas de los buques y 
de las aeronaves a los que corresponden las exenciones establecidas en los apartados uno 
y cuatro anteriores, o para atender las necesidades del cargamento de dichos buques y 
aeronaves.

Los servicios a que se refiere el párrafo anterior deberán tener por destinatarios a los 
titulares de la explotación de dichos buques o a las compañías o entidades públicas que 
utilizan dichas aeronaves.

Por excepción a lo dispuesto en el párrafo anterior, estarán exentos los servicios de 
carga, estiba, descarga, desestiba y transbordo, relacionados con las necesidades de 
cargamento de los buques contemplados en el apartado uno del artículo 22 de esta ley, 
prestados por profesionales estibadores, en nombre propio, a favor de empresas estibadoras 
y utilizados por estas en los servicios prestados, a su vez, a los titulares de la explotación de 
dichos buques.

Ocho. Las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en el marco de las 
relaciones diplomáticas y consulares, en los casos y con los requisitos que se determinen 
reglamentariamente.

Nueve. Las entregas de bienes y prestaciones de servicios destinadas a los organismos 
internacionales reconocidos por España o al personal de dichos organismos con estatuto 
diplomático, dentro de los límites y en las condiciones fijadas en los convenios 
internacionales por los que se crean tales organismos o en los acuerdos de sede que sean 
aplicables en cada caso.

En particular, se incluirán en este apartado las entregas de bienes y las prestaciones de 
servicios destinadas a la Comunidad Europea, a la Comunidad Europea de la Energía 
Atómica, al Banco Central Europeo o al Banco Europeo de Inversiones, o a los organismos 
creados por las Comunidades a los que se aplica el Protocolo del 8 de abril de 1965 sobre 
los privilegios y las inmunidades de las Comunidades Europeas, dentro de los límites y 
conforme a las condiciones de dicho Protocolo y a los acuerdos para su aplicación o a los 
acuerdos de sede, siempre que con ello no se provoquen distorsiones en la competencia.

Asimismo, se incluirán en este apartado las entregas de bienes y las prestaciones de 
servicios destinadas a la Comisión o a un órgano u organismo establecidos con arreglo al 
Derecho de la Unión, cuando la Comisión o dicho órgano u organismo adquieran dichos 
bienes o servicios en el ejercicio de las tareas que les confiere el Derecho de la Unión en 
respuesta a la pandemia de COVID-19, excepto en caso de que los bienes y servicios 
adquiridos se utilicen, inmediatamente o en una fecha posterior, para entregas ulteriores a 
título oneroso por parte de la Comisión o de dicho órgano u organismo.

Diez. Las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas para:
a) Las fuerzas de los demás Estados partes del Tratado del Atlántico Norte, en los 

términos establecidos en el Convenio entre los Estados partes de dicho Tratado relativo al 
estatuto de sus fuerzas;

b) las fuerzas armadas de cualquier Estado miembro distinto de España, para uso de 
dichas fuerzas o del personal civil a su servicio, o para el abastecimiento de sus comedores 
o cantinas, siempre que dichas fuerzas estén afectadas a un esfuerzo de defensa realizado 
para llevar a cabo una actividad de la Unión en el ámbito de la política común de seguridad y 
defensa.

Once. Las entregas de bienes y las prestaciones de servicios efectuadas con destino a 
otro Estado miembro y para:
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a) las fuerzas de cualquier Estado parte del Tratado del Atlántico Norte, distinto del 
propio Estado miembro de destino, en los términos establecidos en el Convenio entre los 
Estados partes de dicho Tratado relativo al estatuto de sus fuerzas;

b) las fuerzas armadas de cualquier Estado miembro distinto del propio Estado miembro 
de destino, para uso de dichas fuerzas o del personal civil a su servicio, o para el 
abastecimiento de sus comedores o cantinas, siempre que dichas fuerzas estén afectadas a 
un esfuerzo de defensa realizado para llevar a cabo una actividad de la Unión en el ámbito 
de la política común de seguridad y defensa.

Doce. Las entregas de oro al Banco de España.
Trece. Los transportes de viajeros y sus equipajes por vía marítima o aérea procedentes 

de o con destino a un puerto o aeropuerto situado fuera del ámbito espacial del impuesto.
Se entenderán incluidos en este apartado los transportes por vía aérea amparados por 

un único título de transporte que incluya vuelos de conexión aérea.
Catorce. Las prestaciones de transporte intracomunitario de bienes, definido en el 

artículo 72, apartado dos de esta Ley, con destino a las islas Azores o Madeira o 
procedentes de dichas islas.

Quince. Las prestaciones de servicios realizadas por intermediarios que actúen en 
nombre y por cuenta de terceros cuando intervengan en las operaciones que estén exentas 
del Impuesto en virtud de lo dispuesto en este artículo.

Dieciséis. Las operaciones exentas por aplicación de lo dispuesto en los apartados 
anteriores no comprenderán las que gocen de exención en virtud de los artículos 20, 20 bis, 
21 y 25 de esta ley.

Artículo 23.  Exenciones relativas a las situaciones de depósito temporal y otras situaciones.
Uno. Estarán exentas, en las condiciones y con los requisitos que se establezcan 

reglamentariamente, las siguientes operaciones:
1.º Las entregas de bienes que se encuentren en situación de depósito temporal, así 

como las prestaciones de servicios relacionadas directamente con las entregas de bienes 
anteriores y las realizadas mientras los bienes se mantengan en dicha situación.

2.º Las entregas de bienes que sean conducidos al mar territorial para incorporarlos a 
plataformas de perforación o de explotación para su construcción, reparación, 
mantenimiento, transformación o equipamiento o para unir dichas plataformas al continente.

La exención se extiende a las entregas de bienes destinados al avituallamiento de las 
plataformas a que se refiere el párrafo anterior.

3.º Las prestaciones de servicios relacionadas directamente con las entregas de bienes 
descritas en el número 2.º anterior, así como con las importaciones de bienes destinados a 
ser colocados en las situaciones a que se refiere este apartado.

4.º Las entregas de los bienes que se encuentren en la situación indicada en el número 
2.º precedente, así como las prestaciones de servicios realizadas mientras los bienes se 
mantengan en dicha situación.

Dos. La situación de depósito temporal, así como la colocación de los bienes en 
situación de depósito temporal mencionados en el presente artículo, se ajustarán a la 
definición, normas y requisitos establecidos por la legislación aduanera.

Tres. Las exenciones establecidas en este artículo están condicionadas, en todo caso, a 
que los bienes a que se refieren no sean utilizados ni destinados a su consumo final en las 
situaciones indicadas.

Cuatro. Las prestaciones de servicios exentas en virtud del apartado uno no 
comprenderán las que gocen de exención por los artículos 20, 21 y 22 de esta ley.

Artículo 24.  Exenciones relativas a regímenes aduaneros y fiscales.
Uno. Estarán exentas del Impuesto, en las condiciones y con los requisitos que se 

establezcan reglamentariamente, las siguientes operaciones:
1.º Las entregas de los bienes que se indican a continuación:
a) Los destinados a ser vinculados al régimen de zona franca y los que estén vinculados 

a dicho régimen.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 72  Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido [parcial]

– 1072 –



b) Los destinados a ser utilizados en los procesos efectuados al amparo de los 
regímenes aduanero y fiscal de perfeccionamiento activo, así como de los que estén 
vinculados a dichos regímenes, con excepción de la modalidad de exportación anticipada del 
perfeccionamiento activo.

c) Los que se encuentren vinculados al régimen de importación temporal con exención 
total de derechos de importación o de tránsito externo.

d) Los comprendidos en el artículo 18, apartado uno, número 2.º, que se encuentren al 
amparo del régimen fiscal de importación temporal o del régimen de tránsito interno.

e) Los destinados a ser vinculados al régimen de depósito aduanero y los que estén 
vinculados a dicho régimen.

f) Los destinados a ser vinculados a un régimen de depósito distinto del aduanero y de 
los que estén vinculados a dicho régimen.

2.º Las prestaciones de servicios relacionadas directamente con las entregas descritas 
en el número anterior.

3.º Las prestaciones de servicios relacionadas directamente con las siguientes 
operaciones y bienes:

a) Las importaciones de bienes que se vinculen al régimen de zona franca.
b) Las importaciones de bienes que se vinculen al régimen de tránsito externo.
c) Las importaciones de los bienes comprendidos en el artículo 18, apartado uno, 

número 2.º, que se coloquen al amparo del régimen fiscal de importación temporal o del 
tránsito interno.

d) Las importaciones de bienes que se vinculen a los regímenes aduanero y fiscal de 
perfeccionamiento activo.

e) Las importaciones de bienes que se vinculen al régimen de depósito aduanero.
f) Las importaciones de bienes que se vinculen al régimen de importación temporal con 

exención total.
g) Las importaciones de bienes que se vinculen a un régimen de depósito distinto del 

aduanero exentas conforme el artículo 65 de esta ley.
h) Los bienes vinculados a los regímenes descritos en las letras a), b), c), d), e) y g) 

anteriores.
Dos. Los regímenes a que se refiere el apartado anterior son los definidos en la 

legislación aduanera y su vinculación y permanencia en ellos se ajustarán a las normas y 
requisitos establecidos en dicha legislación.

El régimen fiscal de perfeccionamiento activo se autorizará respecto de los bienes que 
quedan excluidos del régimen aduanero de la misma denominación, con sujeción, en lo 
demás, a las mismas normas que regulan el mencionado régimen aduanero.

El régimen fiscal de importación temporal se autorizará respecto de los bienes 
procedentes de los territorios comprendidos en el artículo 3, apartado dos, número 1.º, letra 
b), de esta ley, cuya importación temporal se beneficie de exención total de derechos de 
importación o se beneficiaría de dicha exención si los bienes procediesen de terceros 
países.

A los efectos de esta ley, el régimen de depósito distinto de los aduaneros será el 
definido en el apartado quinto del Anexo de la misma.

Tres. Las exenciones descritas en el apartado uno se aplicarán mientras los bienes a 
que se refieren permanezcan vinculados a los regímenes indicados.

Cuatro. Las exenciones relativas a los regímenes aduaneros y fiscales están 
condicionadas, en todo caso, a que los bienes a que se refieren no sean utilizados ni 
destinados a su consumo final durante la vigencia de los mismos, sin perjuicio de los bienes 
incorporados a los procesos de transformación que se realicen al amparo de los regímenes 
aduanero y fiscal de perfeccionamiento activo.

Cinco. Las prestaciones de servicios exentas por aplicación del apartado uno no 
comprenderán las que gocen de exención en virtud del artículo 20 de esta ley.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 72  Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido [parcial]

– 1073 –



§ 73

Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 312, de 29 de diciembre de 1992

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-1992-28741

[ . . . ]
TÍTULO I

Impuestos especiales de fabricación

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

Impuesto sobre Hidrocarburos

[ . . . ]
Artículo 52.  Devoluciones.

Se reconocerá el derecho a la devolución de las cuotas satisfechas por el impuesto, en 
las condiciones que se establezcan reglamentariamente, además de en los supuestos 
contemplados en el artículo 10, en los siguientes:

a) El consumo, directo o indirecto, de productos objeto del impuesto a los que sean de 
aplicación los tipos establecidos en su tarifa 1.ª, excepto el gas natural, en usos distintos a 
los de combustible y carburante, por los titulares de explotaciones industriales.

b) El avituallamiento de gasóleo a embarcaciones que realicen navegación distinta de la 
privada de recreo. La devolución queda condicionada a que el gasóleo suministrado lleve 
incorporados los trazadores y marcadores exigidos reglamentariamente para la aplicación 
del tipo reducido.

c) La utilización de productos objeto del impuesto en proyectos piloto para el desarrollo 
tecnológico de productos menos contaminantes, en particular, de los combustibles y 
carburantes obtenidos a partir de recursos renovables.

d) La devolución a fábrica o depósito fiscal de productos objeto del impuesto que 
accidentalmente hayan resultado mezclados con otros o contaminados.

[ . . . ]
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§ 74

Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 

Locales. [Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda
«BOE» núm. 59, de 9 de marzo de 2004

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2004-4214

[ . . . ]
TÍTULO I

Recursos de las haciendas locales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Tributos

[ . . . ]
Sección 3.ª Tasas

Subsección 1.ª Hecho imponible

Artículo 20.  Hecho imponible.
1. Las entidades locales, en los términos previstos en esta ley, podrán establecer tasas 

por la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público local, así como 
por la prestación de servicios públicos o la realización de actividades administrativas de 
competencia local que se refieran, afecten o beneficien de modo particular a los sujetos 
pasivos.

En todo caso, tendrán la consideración de tasas las prestaciones patrimoniales que 
establezcan las entidades locales por:

A) La utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público local.
B) La prestación de un servicio público o la realización de una actividad administrativa en 

régimen de derecho público de competencia local que se refiera, afecte o beneficie de modo 
particular al sujeto pasivo, cuando se produzca cualquiera de las circunstancias siguientes:

a) Que no sean de solicitud o recepción voluntaria para los administrados. A estos 
efectos no se considerará voluntaria la solicitud o la recepción por parte de los 
administrados:
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Cuando venga impuesta por disposiciones legales o reglamentarias.
Cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean imprescindibles para la vida 

privada o social del solicitante.
b) Que no se presten o realicen por el sector privado, esté o no establecida su reserva a 

favor del sector público conforme a la normativa vigente.
2. Se entenderá que la actividad administrativa o servicio afecta o se refiere al sujeto 

pasivo cuando haya sido motivado directa o indirectamente por este en razón de que sus 
actuaciones u omisiones obliguen a las entidades locales a realizar de oficio actividades o a 
prestar servicios por razones de seguridad, salubridad, de abastecimiento de la población o 
de orden urbanístico, o cualesquiera otras.

3. Conforme a lo previsto en el apartado 1 anterior, las entidades locales podrán 
establecer tasas por cualquier supuesto de utilización privativa o aprovechamiento especial 
del dominio público local, y en particular por los siguientes:

a) Sacas de arena y de otros materiales de construcción en terrenos de dominio público 
local.

b) Construcción en terrenos de uso público local de pozos de nieve o de cisternas o 
aljibes donde se recojan las aguas pluviales.

c) Balnearios y otros disfrutes de aguas que no consistan en el uso común de las 
públicas.

d) Vertido y desagüe de canalones y otras instalaciones análogas en terrenos de uso 
público local.

e) Ocupación del subsuelo de terrenos de uso público local.
f) Apertura de zanjas, calicatas y calas en terrenos de uso público local, inclusive 

carreteras, caminos y demás vías públicas locales, para la instalación y reparación de 
cañerías, conducciones y otras instalaciones, así como cualquier remoción de pavimento o 
aceras en la vía pública.

g) Ocupación de terrenos de uso público local con mercancías, materiales de 
construcción, escombros, vallas, puntales, asnillas, andamios y otras instalaciones análogas.

h) Entradas de vehículos a través de las aceras y reservas de vía pública para 
aparcamiento exclusivo, parada de vehículos, carga y descarga de mercancías de cualquier 
clase.

i) Instalación de rejas de pisos, lucernarios, respiraderos, puertas de entrada, bocas de 
carga o elementos análogos que ocupen el suelo o subsuelo de toda clase de vías públicas 
locales, para dar luces, ventilación, acceso de personas o entrada de artículos a sótanos o 
semisótanos.

j) Ocupación del vuelo de toda clase de vías públicas locales con elementos 
constructivos cerrados, terrazas, miradores, balcones, marquesinas, toldos, paravientos y 
otras instalaciones semejantes, voladizas sobre la vía pública o que sobresalgan de la línea 
de fachada.

k) Tendidos, tuberías y galerías para las conducciones de energía eléctrica, agua, gas o 
cualquier otro fluido incluidos los postes para líneas, cables, palomillas, cajas de amarre, de 
distribución o de registro, transformadores, rieles, básculas, aparatos para venta automática 
y otros análogos que se establezcan sobre vías públicas u otros terrenos de dominio público 
local o vuelen sobre ellos.

l) Ocupación de terrenos de uso público local con mesas, sillas, tribunas, tablados y otros 
elementos análogos, con finalidad lucrativa.

m) Instalación de quioscos en la vía pública.
n) Instalación de puestos, barracas, casetas de venta, espectáculos, atracciones o 

recreo, situados en terrenos de uso público local así como industrias callejeras y ambulantes 
y rodaje cinematográfico.

ñ) Portadas, escaparates y vitrinas.
o) Rodaje y arrastre de vehículos que no se encuentren gravados por el Impuesto sobre 

Vehículos de Tracción Mecánica.
p) Tránsito de ganados sobre vías públicas o terrenos de dominio público local.
q) Muros de contención o sostenimiento de tierras, edificaciones o cercas, ya sean 

definitivas o provisionales, en vías públicas locales.
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r) Depósitos y aparatos distribuidores de combustible y, en general, de cualquier artículo 
o mercancía, en terrenos de uso público local.

s) Instalación de anuncios ocupando terrenos de dominio público local.
t) Construcción en carreteras, caminos y demás vías públicas locales de atarjeas y pasos 

sobre cunetas y en terraplenes para vehículos de cualquier clase, así como para el paso del 
ganado.

u) Estacionamiento de vehículos de tracción mecánica en las vías de los municipios 
dentro de las zonas que a tal efecto se determinen y con las limitaciones que pudieran 
establecerse.

4. Conforme a lo previsto en el apartado 1 anterior, las entidades locales podrán 
establecer tasas por cualquier supuesto de prestación de servicios o de realización de 
actividades administrativas de competencia local, y en particular por los siguientes:

a) Documentos que expidan o de que entiendan las Administraciones o autoridades 
locales, a instancia de parte.

b) Autorización para utilizar en placas, patentes y otros distintivos análogos el escudo de 
la entidad local.

c) Otorgamiento de licencias o autorizaciones administrativas de autotaxis y demás 
vehículos de alquiler.

d) Guardería rural.
e) Voz pública.
f) Vigilancia especial de los establecimientos que lo soliciten.
g) Servicios de competencia local que especialmente sean motivados por la celebración 

de espectáculos públicos, grandes transportes, pasos de caravana y cualesquiera otras 
actividades que exijan la prestación de dichos servicios especiales.

h) Otorgamiento de las licencias urbanísticas exigidas por la legislación del suelo y 
ordenación urbana o realización de las actividades administrativas de control en los 
supuestos en los que la exigencia de licencia fuera sustituida por la presentación de 
declaración responsable o comunicación previa.

i) Otorgamiento de las licencias de apertura de establecimientos o realización de las 
actividades administrativas de control en los supuestos en los que la exigencia de licencia 
fuera sustituida por la presentación de declaración responsable o comunicación previa.

j) Inspección de vehículos, calderas de vapor, motores, transformadores, ascensores, 
montacargas y otros aparatos e instalaciones análogas de establecimientos industriales y 
comerciales.

k) Servicios de prevención y extinción de incendios, de prevención de ruinas, 
construcciones y derribos, salvamentos y, en general, de protección de personas y bienes, 
comprendiéndose también el mantenimiento del servicio y la cesión del uso de maquinaria y 
equipo adscritos a estos servicios, tales como escalas, cubas, motobombas, barcas, 
etcétera.

l) Servicios de inspección sanitaria así como los de análisis químicos, bacteriológicos y 
cualesquiera otros de naturaleza análoga y, en general, servicios de laboratorios o de 
cualquier otro establecimiento de sanidad e higiene de las entidades locales.

m) Servicios de sanidad preventiva, desinfectación, desinsectación, desratización y 
destrucción de cualquier clase de materias y productos contaminantes o propagadores de 
gérmenes nocivos para la salud pública prestados a domicilio o por encargo.

n) Asistencias y estancias en hospitales, clínicas o sanatorios médicos quirúrgicos, 
psiquiátricos y especiales, dispensarios, centros de recuperación y rehabilitación, 
ambulancias sanitarias y otros servicios análogos, y demás establecimientos benéfico-
asistenciales de las entidades locales, incluso cuando los gastos deban sufragarse por otras 
entidades de cualquier naturaleza.

ñ) Asistencias y estancias en hogares y residencias de ancianos, guarderías infantiles, 
albergues y otros establecimientos de naturaleza análoga.

o) Casas de baños, duchas, piscinas, instalaciones deportivas y otros servicios análogos.
p) Cementerios locales, conducción de cadáveres y otros servicios fúnebres de carácter 

local.
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q) Colocación de tuberías, hilos conductores y cables en postes o en galerías de servicio 
de la titularidad de entidades locales.

r) Servicios de alcantarillado, así como de tratamiento y depuración de aguas residuales, 
incluida la vigilancia especial de alcantarillas particulares.

s) Recogida de residuos sólidos urbanos, tratamiento y eliminación de estos, monda de 
pozos negros y limpieza en calles particulares.

t) Distribución de agua, gas, electricidad y otros abastecimientos públicos incluidos los 
derechos de enganche de líneas y colocación y utilización de contadores e instalaciones 
análogas, cuando tales servicios o suministros sean prestados por entidades locales.

u) Servicio de matadero, lonjas y mercados, así como el acarreo de carnes si hubiera de 
utilizarse de un modo obligatorio ; y servicios de inspección en materia de abastos, incluida 
la utilización de medios de pesar y medir.

v) Enseñanzas especiales en establecimientos docentes de las entidades locales.
w) Visitas a museos, exposiciones, bibliotecas, monumentos históricos o artísticos, 

parques zoológicos u otros centros o lugares análogos.
x) Utilización de columnas, carteles y otras instalaciones locales análogas para la 

exhibición de anuncios.
y) Enarenado de vías públicas a solicitud de los particulares.
z) Realización de actividades singulares de regulación y control del tráfico urbano, 

tendentes a facilitar la circulación de vehículos y distintas a las habituales de señalización y 
ordenación del tráfico por la Policía Municipal.

5. Los Ayuntamientos podrán establecer una tasa para la celebración de los matrimonios 
en forma civil.

6. Las contraprestaciones económicas establecidas coactivamente que se perciban por 
la prestación de los servicios públicos a que se refiere el apartado 4 de este artículo, 
realizada de forma directa mediante personificación privada o mediante gestión indirecta, 
tendrán la condición de prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario conforme 
a lo previsto en el artículo 31.3 de la Constitución.

En concreto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación de obras o la 
prestación de servicios, en régimen de concesión, sociedades de economía mixta, entidades 
públicas empresariales, sociedades de capital íntegramente público y demás fórmulas de 
Derecho privado.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Contratos del Sector 
Público, las contraprestaciones económicas a que se refiere este apartado se regularán 
mediante ordenanza. Durante el procedimiento de aprobación de dicha ordenanza las 
entidades locales solicitarán informe preceptivo de aquellas Administraciones Públicas a las 
que el ordenamiento jurídico les atribuyera alguna facultad de intervención sobre las mismas.

[ . . . ]
TÍTULO II

Recursos de los municipios

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Tributos propios

[ . . . ]
Subsección 2.ª Impuesto sobre Bienes Inmuebles

[ . . . ]
Artículo 62.  Exenciones.

1. Estarán exentos los siguientes inmuebles:
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a) Los que sean propiedad del Estado, de las comunidades autónomas o de las 
entidades locales que estén directamente afectos a la seguridad ciudadana y a los servicios 
educativos y penitenciarios, así como los del Estado afectos a la defensa nacional.

b) Los bienes comunales y los montes vecinales en mano común.
c) Los de la Iglesia Católica, en los términos previstos en el Acuerdo entre el Estado 

Español y la Santa Sede sobre Asuntos Económicos, de 3 de enero de 1979, y los de las 
asociaciones confesionales no católicas legalmente reconocidas, en los términos 
establecidos en los respectivos acuerdos de cooperación suscritos en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 16 de la Constitución.

d) Los de la Cruz Roja Española.
e) Los inmuebles a los que sea de aplicación la exención en virtud de convenios 

internacionales en vigor y, a condición de reciprocidad, los de los Gobiernos extranjeros 
destinados a su representación diplomática, consular, o a sus organismos oficiales.

f) La superficie de los montes poblados con especies de crecimiento lento 
reglamentariamente determinadas, cuyo principal aprovechamiento sea la madera o el 
corcho, siempre que la densidad del arbolado sea la propia o normal de la especie de que se 
trate.

g) Los terrenos ocupados por las líneas de ferrocarriles y los edificios enclavados en los 
mismos terrenos, que estén dedicados a estaciones, almacenes o a cualquier otro servicio 
indispensable para la explotación de dichas líneas. No están exentos, por consiguiente, los 
establecimientos de hostelería, espectáculos, comerciales y de esparcimiento, las casas 
destinadas a viviendas de los empleados, las oficinas de la dirección ni las instalaciones 
fabriles.

2. Asimismo, previa solicitud, estarán exentos:
a) Los bienes inmuebles que se destinen a la enseñanza por centros docentes acogidos, 

total o parcialmente, al régimen de concierto educativo, en cuanto a la superficie afectada a 
la enseñanza concertada.

Esta exención deberá ser compensada por la Administración competente.
b) Los declarados expresa e individualizadamente monumento o jardín histórico de 

interés cultural, mediante real decreto en la forma establecida por el artículo 9 de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, e inscritos en el registro general a 
que se refiere su artículo 12 como integrantes del Patrimonio Histórico Español, así como los 
comprendidos en las disposiciones adicionales primera, segunda y quinta de dicha Ley.

Esta exención no alcanzará a cualesquiera clases de bienes urbanos ubicados dentro 
del perímetro delimitativo de las zonas arqueológicas y sitios y conjuntos históricos, 
globalmente integrados en ellos, sino, exclusivamente, a los que reúnan las siguientes 
condiciones:

En zonas arqueológicas, los incluidos como objeto de especial protección en el 
instrumento de planeamiento urbanístico a que se refiere el artículo 20 de la Ley 16/1985, de 
25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

En sitios o conjuntos históricos, los que cuenten con una antigüedad igual o superior a 
cincuenta años y estén incluidos en el catálogo previsto en el Real Decreto 2159/1978, de 23 
de junio, por el que se aprueba el Reglamento de planeamiento para el desarrollo y 
aplicación de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, como objeto de 
protección integral en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley 16/1985, de 25 de 
junio.

No estarán exentos los bienes inmuebles a que se refiere esta letra b) cuando estén 
afectos a explotaciones económicas, salvo que les resulte de aplicación alguno de los 
supuestos de exención previstos en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, o que la sujeción 
al impuesto a título de contribuyente recaiga sobre el Estado, las Comunidades Autónomas o 
las entidades locales, o sobre organismos autónomos del Estado o entidades de derecho 
público de análogo carácter de las Comunidades Autónomas y de las entidades locales.

c) La superficie de los montes en que se realicen repoblaciones forestales o 
regeneración de masas arboladas sujetas a proyectos de ordenación o planes técnicos 
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aprobados por la Administración forestal. Esta exención tendrá una duración de 15 años, 
contados a partir del período impositivo siguiente a aquel en que se realice su solicitud.

3. Las ordenanzas fiscales podrán regular una exención a favor de los bienes de que 
sean titulares los centros sanitarios de titularidad pública, siempre que estén directamente 
afectados al cumplimiento de los fines específicos de los referidos centros. La regulación de 
los restantes aspectos sustantivos y formales de esta exención se establecerá en la 
ordenanza fiscal.

4. Los ayuntamientos podrán establecer, en razón de criterios de eficiencia y economía 
en la gestión recaudatoria del tributo, la exención de los inmuebles rústicos y urbanos cuya 
cuota líquida no supere la cuantía que se determine mediante ordenanza fiscal, a cuyo 
efecto podrá tomarse en consideración, para los primeros, la cuota agrupada que resulte de 
lo previsto en el apartado 2 del artículo 77 de esta ley.

[ . . . ]
Subsección 3.ª Impuesto sobre Actividades Económicas

[ . . . ]
Artículo 88.  Bonificaciones obligatorias y potestativas.

1. Sobre la cuota del impuesto se aplicarán, en todo caso, las siguientes bonificaciones:
a) Las cooperativas, así como las uniones, federaciones y confederaciones de aquéllas y 

las sociedades agrarias de transformación tendrán la bonificación prevista en la Ley 20/1990, 
de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas.

b) Una bonificación del 50 por ciento de la cuota correspondiente, para quienes inicien el 
ejercicio de cualquier actividad profesional, durante los cinco años de actividad siguientes a 
la conclusión del segundo período impositivo de desarrollo de aquélla. El período de 
aplicación de la bonificación caducará transcurridos cinco años desde la finalización de la 
exención prevista en el artículo 82.1.b) de esta ley.

2. Cuando las ordenanzas fiscales así lo establezcan, se aplicarán las siguientes 
bonificaciones:

a) Una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota correspondiente, para quienes 
inicien el ejercicio de cualquier actividad empresarial y tributen por cuota municipal, durante 
los cinco años de actividad siguientes a la conclusión del segundo período impositivo de 
desarrollo de aquélla.

La aplicación de la bonificación requerirá que la actividad económica no se haya ejercido 
anteriormente bajo otra titularidad. Se entenderá que la actividad se ha ejercido 
anteriormente bajo otra titularidad, entre otros, en los supuestos de fusión, escisión o 
aportación de ramas de actividad.

El período de aplicación de la bonificación caducará transcurridos cinco años desde la 
finalización de la exención prevista en el párrafo b) del apartado 1 del artículo 82 de esta ley.

La bonificación se aplicará a la cuota tributaria, integrada por la cuota de tarifa 
ponderada por el coeficiente establecido en el artículo 86 y modificada, en su caso, por el 
coeficiente establecido en el artículo 87 de esta ley. En el supuesto de que resultase 
aplicable la bonificación a que alude el párrafo a) del apartado 1 anterior, la bonificación 
prevista en este párrafo se aplicará a la cuota resultante de aplicar la bonificación del citado 
párrafo a) del apartado 1.

b) Una bonificación por creación de empleo de hasta el 50 por ciento de la cuota 
correspondiente, para los sujetos pasivos que tributen por cuota municipal y que hayan 
incrementado el promedio de su plantilla de trabajadores con contrato indefinido durante el 
período impositivo inmediato anterior al de la aplicación de la bonificación, en relación con el 
período anterior a aquél.

La ordenanza fiscal podrá establecer diferentes porcentajes de bonificación, sin exceder 
el límite máximo fijado en el párrafo anterior, en función de cuál sea el incremento medio de 
la plantilla de trabajadores con contrato indefinido.
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La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones 
a que se refieren el apartado 1 de este artículo y el párrafo a) anterior.

c) Una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota correspondiente para los sujetos 
pasivos que tributen por cuota municipal y que:

Utilicen o produzcan energía a partir de instalaciones para el aprovechamiento de 
energías renovables o sistemas de cogeneración.

A estos efectos, se considerarán instalaciones para el aprovechamiento de las energías 
renovables las contempladas y definidas como tales en el Plan de Fomento de las Energías 
Renovables. Se considerarán sistemas de cogeneración los equipos e instalaciones que 
permitan la producción conjunta de electricidad y energía térmica útil.

Realicen sus actividades industriales, desde el inicio de su actividad o por traslado 
posterior, en locales o instalaciones alejadas de las zonas más pobladas del término 
municipal.

Establezcan un plan de transporte para sus trabajadores que tenga por objeto reducir el 
consumo de energía y las emisiones causadas por el desplazamiento al lugar del puesto de 
trabajo y fomentar el empleo de los medios de transporte más eficientes, como el transporte 
colectivo o el compartido.

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones 
a que se refieren el apartado 1 de este artículo y los párrafos a) y b) anteriores.

d) Una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota correspondiente para los 
sujetos pasivos que tributen por cuota municipal y tengan una renta o rendimiento neto de la 
actividad económica negativos o inferiores a la cantidad que determine la ordenanza fiscal, 
la cual podrá fijar diferentes porcentajes de bonificación y límites en función de cuál sea la 
división, agrupación o grupo de las tarifas del impuesto en que se clasifique la actividad 
económica realizada.

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones 
a que se refieren el apartado 1 de este artículo y los párrafos anteriores de este apartado.

e) Una bonificación de hasta el 95 por ciento de la cuota correspondiente para los 
sujetos pasivos que tributen por cuota municipal y que desarrollen actividades económicas 
que sean declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias 
sociales, culturales, histórico artísticas o de fomento del empleo que justifiquen tal 
declaración. Corresponderá dicha declaración al Pleno de la Corporación y se acordará, 
previa solicitud del sujeto pasivo, por voto favorable de la mayoría simple de sus miembros.

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones 
a que se refieren el apartado 1 de este artículo y los párrafos anteriores de este apartado.

f) Una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota correspondiente para los sujetos 
pasivos que tributen por cuota municipal y que hayan instalado puntos de recarga para 
vehículos eléctricos en los locales afectos a la actividad económica. La aplicación de esta 
bonificación estará condicionada a que las instalaciones dispongan de la correspondiente 
homologación por la Administración competente.

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones 
a que se refieren el apartado 1 de este artículo y los párrafos anteriores de este apartado.

3. La ordenanza fiscal correspondiente especificará los restantes aspectos sustantivos y 
formales a que se refiere el apartado anterior. Entre otras materias, la ordenanza fiscal 
determinará si todas o algunas de las citadas bonificaciones son o no aplicables 
simultáneamente.

[ . . . ]
Subsección 4.ª Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica

[ . . . ]
Artículo 95.  Cuota.

1. El Impuesto se exigirá con arreglo al siguiente cuadro de tarifas:
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Potencia y clase de vehículo
Cuota

–
Euros

A) Turismos:  
De menos de ocho caballos fiscales 12,62
De 8 hasta 11,99 caballos fiscales 34,08
De 12 hasta 15,99 caballos fiscales 71,94
De 16 hasta 19,99 caballos fiscales 89,61
De 20 caballos fiscales en adelante 112,00
B) Autobuses:  
De menos de 21 plazas 83,30
De 21 a 50 plazas 118,64
De más de 50 plazas 148,30
C) Camiones:  
De menos de 1.000 kilogramos de carga útil 42,28
De 1.000 a 2.999 kilogramos de carga útil 83,30
De más de 2.999 a 9.999 kilogramos de carga útil 118,64
De más de 9.999 kilogramos de carga útil 148,30
D) Tractores:  
De menos de 16 caballos fiscales 17,67
De 16 a 25 caballos fiscales 27,77
De más de 25 caballos fiscales 83,30
E) Remolques y semirremolques arrastrados por vehículos de tracción mecánica:  
De menos de 1.000 y más de 750 kilogramos de carga útil 17,67
De 1.000 a 2.999 kilogramos de carga útil 27,77
De más de 2.999 kilogramos de carga útil 83,30
F) Vehículos:  
Ciclomotores 4,42
Motocicletas hasta 125 centímetros cúbicos 4,42
Motocicletas de más de 125 hasta 250 centímetros cúbicos 7,57
Motocicletas de más de 250 hasta 500 centímetros cúbicos 15,15
Motocicletas de más de 500 hasta 1.000 centímetros cúbicos 30,29
Motocicletas de más de 1.000 centímetros cúbicos 60,58

2. El cuadro de cuotas podrá ser modificado por la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado.

3. Reglamentariamente se determinará el concepto de las diversas clases de vehículos y 
las reglas para la aplicación de las tarifas.

4. Los ayuntamientos podrán incrementar las cuotas fijadas en el apartado 1 de este 
artículo mediante la aplicación sobre ellas de un coeficiente, el cual no podrá ser superior a 
2.

Los ayuntamientos podrán fijar un coeficiente para cada una de las clases de vehículos 
previstas en el cuadro de tarifas recogido en el apartado 1 de este artículo, el cual podrá ser, 
a su vez, diferente para cada uno de los tramos fijados en cada clase de vehículo, sin 
exceder en ningún caso el límite máximo fijado en el párrafo anterior.

5. En el caso de que los ayuntamientos no hagan uso de la facultad a que se refiere el 
apartado anterior, el impuesto se exigirá con arreglo a las cuotas del cuadro de tarifas.

6. Las ordenanzas fiscales podrán regular, sobre la cuota del impuesto, incrementada o 
no por la aplicación del coeficiente, las siguientes bonificaciones:

a) Una bonificación de hasta el 75 por ciento en función de la clase de carburante que 
consuma el vehículo, en razón a la incidencia de la combustión de dicho carburante en el 
medio ambiente.

b) Una bonificación de hasta el 75 por ciento en función de las características de los 
motores de los vehículos y su incidencia en el medio ambiente.

c) Una bonificación de hasta el 100 por cien para los vehículos históricos o aquellos que 
tengan una antigüedad mínima de veinticinco años, contados a partir de la fecha de su 
fabricación o, si ésta no se conociera, tomando como tal la de su primera matriculación o, en 
su defecto, la fecha en que el correspondiente tipo o variante se dejó de fabricar.

La regulación de los restantes aspectos sustantivos y formales de las bonificaciones a 
que se refieren los párrafos anteriores se establecerá en la ordenanza fiscal.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 74  Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales [parcial]

– 1082 –



Disposición adicional decimosexta.  Inversión financieramente sostenible.
A los efectos de lo dispuesto en la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, 

de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, se entenderá por 
inversión financieramente sostenible la que cumpla todos los requisitos siguientes:

1. Que la inversión se realice, en todo caso, por Entidades Locales que se encuentren al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social.

A) Además, deberá tener reflejo presupuestario en los siguientes grupos de programas 
recogidos en el anexo I de la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se 
aprueba la estructura de los presupuestos de la Entidades Locales:

160. Alcantarillado.
161. Abastecimiento domiciliario de agua potable.
162. Recogida, eliminación y tratamiento de residuos.
165. Alumbrado público.
172. Protección y mejora del medio ambiente.
412. Mejora de las estructuras agropecuarias y de los sistemas productivos.
422. Industria.
425. Energía.
431. Comercio.
432. Información y promoción turística.
441. Transporte de viajeros.
442. Infraestructuras del transporte.
452. Recursos hidráulicos.
463. Investigación científica, técnica y aplicada.
491. Sociedad de la información.
492. Gestión del conocimiento.
B) La inversión podrá tener reflejo presupuestario en alguno de los grupos de programas 

siguientes:
132. Seguridad y Orden Público.
133. Ordenación del tráfico y del estacionamiento.
135. Protección civil.
136. Servicio de prevención y extinción de incendios.
152. Vivienda.
153. Vías públicas.
171. Parques y jardines.
231. Asistencia social primaria.
321. Creación de Centros docentes de enseñanza infantil y primaria.
323. Funcionamiento de centros docentes de enseñanza infantil y primaria y educación 

especial.
332. Bibliotecas y Archivos.
333. Equipamientos culturales y museos.
336. Protección del Patrimonio Histórico-Artístico.
342. Instalaciones deportivas.
453. Carreteras.
454. Caminos vecinales.
933. Gestión del patrimonio, en el que se podrán incluir las aplicadas a la rehabilitación, 

reparación y mejora de infraestructuras e inmuebles propiedad de la entidad local afectos al 
servicio público incluyendo las actuaciones de adaptación de infraestructuras que permitan la 
accesibilidad universal para personas con discapacidad y personas mayores.

Cuando exista gasto de inversión en estos últimos grupos de programas, y se incurra en 
un gasto de inversión en el conjunto de grupos de programas citados en este apartado 
superior a 15 millones de euros o al 40 % del gasto no financiero total de la entidad local 
respectiva y suponga incremento de los capítulos 1 o 2 del estado de gastos vinculado a los 
proyectos de inversión se requerirá autorización previa de la Secretaría General de 
Financiación Autonómica y Local, del Ministerio de Hacienda y Función Pública.
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2. Quedan excluidas tanto las inversiones que tengan una vida útil inferior a cinco años 
como las que se refieran a mobiliario y enseres, salvo que se destinen a la prestación de 
servicios asociados a los grupos de programas recogidos en el apartado anterior. También 
quedan excluidas las inversiones en vehículos, salvo que se destinen a la prestación de los 
servicios públicos de recogida, eliminación y tratamiento de residuos, seguridad y orden 
público, protección civil, prevención y extinción de incendios, y de transporte de viajeros.

3. El gasto que se realice deberá ser imputable al capítulo 6 del estado de gastos del 
presupuesto general de la Corporación Local.

De forma excepcional podrán incluirse también indemnizaciones o compensaciones por 
rescisión de relaciones contractuales, imputables en otros capítulos del presupuesto de la 
Corporación Local, siempre que las mismas tengan carácter complementario y se deriven 
directamente de actuaciones de reorganización de medios o procesos asociados a la 
inversión acometida.

En el caso de las Diputaciones Provinciales, Consejos y Cabildos insulares podrán incluir 
gasto imputable también en el capítulo 6 y 7 del estado de gastos de sus presupuestos 
generales destinadas a financiar inversiones que cumplan lo previsto en esta disposición. y 
se asignen a municipios que:

a) Cumplan con lo previsto en la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, 
de 27 de abril,

b) o bien, no cumpliendo lo previsto en la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 
2/2012, de 27 de abril, la inversión no conlleve gastos de mantenimiento y así quede 
acreditado en su Plan económico-financiero convenientemente aprobado.

4. Que la inversión permita durante su ejecución, mantenimiento y liquidación, dar 
cumplimiento a los objetivos de estabilidad presupuestaria, y deuda pública por parte de la 
Corporación Local. A tal fin se valorará, el gasto de mantenimiento, los posibles ingresos o la 
reducción de gastos que genere la inversión durante su vida útil.

5. La iniciación del correspondiente expediente de gasto y el reconocimiento de la 
totalidad de las obligaciones económicas derivadas de la inversión ejecutada se deberá 
realizar por parte de la Corporación Local antes de la finalización del ejercicio de aplicación 
de la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

No obstante, en el supuesto de que un proyecto de inversión no pueda ejecutarse 
íntegramente en 2014, la parte restante del gasto comprometido en 2014 se podrá reconocer 
en el ejercicio 2015 financiándose con cargo al remanente de tesorería de 2014 que quedará 
afectado a ese fin por ese importe restante y la entidad local no podrá incurrir en déficit al 
final del ejercicio 2015.

6. El expediente de gasto que se tramite incorporará una memoria económica específica, 
suscrita por el presidente de la Corporación Local, o la persona de la Corporación Local en 
quien delegue, en la que se contendrá la proyección de los efectos presupuestarios y 
económicos que podrían derivarse de la inversión en el horizonte de su vida útil. El órgano 
interventor de la Corporación Local informará acerca de la consistencia y soporte de las 
proyecciones presupuestarias que contenga la memoria económica de la inversión en 
relación con los criterios establecidos en los apartados anteriores.

Anualmente, junto con la liquidación del presupuesto, se dará cuenta al pleno de la 
Corporación Local del grado de cumplimiento de los criterios previstos en los apartados 
anteriores y se hará público en su portal web.

7. Sin perjuicio de los efectos que puedan derivarse de la aplicación de la normativa de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, si el informe del interventor de la 
Corporación Local al que se refiere el apartado anterior fuera desfavorable, el interventor lo 
remitirá al órgano competente de la Administración pública que tenga atribuida la tutela 
financiera de la Corporación Local.

8. El interventor de la Corporación Local informará al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones públicas de las inversiones ejecutadas en aplicación de lo previsto en esta 
disposición.

[ . . . ]
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§ 75

Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Recaudación. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 210, de 2 de septiembre de 2005

Última modificación: 31 de enero de 2024
Referencia: BOE-A-2005-14803

[ . . . ]
TÍTULO II
La deuda

CAPÍTULO I
Extinción de la deuda

[ . . . ]
Sección 3.ª Baja provisional por insolvencia

Artículo 61.  Concepto de deudor fallido y de crédito incobrable.
1. Se considerarán fallidos aquellos obligados al pago respecto de los cuales se ignore la 

existencia de bienes o derechos embargables o realizables para el cobro del débito. En 
particular, se estimará que no existen bienes o derechos embargables cuando los poseídos 
por el obligado al pago no hubiesen sido adjudicados a la Hacienda pública de conformidad 
con lo que se establece en el artículo 109. Asimismo, se considerará fallido por insolvencia 
parcial el deudor cuyo patrimonio embargable o realizable conocido tan solo alcance a cubrir 
una parte de la deuda.

La declaración de fallido podrá referirse a la insolvencia total o parcial del deudor.
Son créditos incobrables aquellos que no han podido hacerse efectivos en el 

procedimiento de apremio por resultar fallidos los obligados al pago.
El concepto de incobrable se aplicará a los créditos y el de fallido a los obligados al 

pago.
2. Una vez declarados fallidos los deudores principales y los responsables solidarios, la 

acción de cobro se dirigirá frente al responsable subsidiario.
Si no existieran responsables subsidiarios o, si existiendo, estos resultan fallidos, el 

crédito será declarado incobrable por el órgano de recaudación.
3. Sin perjuicio de lo que establece la normativa presupuestaria y atendiendo a criterios 

de eficiencia en la utilización de los recursos disponibles, se determinarán por el Director del 
Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria las 
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actuaciones concretas que deberán realizarse a efectos de justificar la declaración de crédito 
incobrable.

[ . . . ]
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§ 76

Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 240, de 5 de octubre de 2011
Última modificación: 23 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2011-15623

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales. La política de salud pública

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Principios generales de la salud pública

Artículo 3.  De los principios generales de acción en salud pública.
Las Administraciones públicas y los sujetos privados, en sus actuaciones de salud 

pública y acciones sobre la salud colectiva, estarán sujetos a los siguientes principios:
a) Principio de equidad. Las políticas, planes y programas que tengan impacto en la 

salud de la población promoverán la disminución de las desigualdades sociales en salud e 
incorporarán acciones sobre sus condicionantes sociales, incluyendo objetivos específicos al 
respecto. Se considerará la equidad en todos los informes públicos que tengan un impacto 
significativo en la salud de la población. Igualmente, las actuaciones en materia de salud 
pública incorporarán la perspectiva de género y prestarán atención específica a las 
necesidades de las personas con discapacidad.

b) Principio de salud en todas las políticas. Las actuaciones de salud pública tendrán en 
cuenta las políticas de carácter no sanitario que influyen en la salud de la población, 
promoviendo las que favorezcan los entornos saludables y disuadiendo, en su caso, de 
aquellas que supongan riesgos para la salud.

Asimismo, las políticas públicas que incidan sobre la salud valorarán esta circunstancia 
conciliando sus objetivos con la protección y mejora de la salud.

c) Principio de pertinencia. Las actuaciones de salud pública atenderán a la magnitud de 
los problemas de salud que pretenden corregir, justificando su necesidad de acuerdo con los 
criterios de proporcionalidad, eficiencia y sostenibilidad.

d) Principio de precaución. La existencia de indicios fundados de una posible afectación 
grave de la salud de la población, aun cuando hubiera incertidumbre científica sobre el 
carácter del riesgo, determinará la cesación, prohibición o limitación de la actividad sobre la 
que concurran.
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e) Principio de evaluación. Las actuaciones de salud pública deben evaluarse en su 
funcionamiento y resultados, con una periodicidad acorde al carácter de la acción 
implantada.

f) Principio de transparencia. Las actuaciones de salud pública deberán ser 
transparentes. La información sobre las mismas deberá ser clara, sencilla y comprensible 
para el conjunto de los ciudadanos.

g) Principio de integralidad. Las actuaciones de salud pública deberán organizarse y 
desarrollarse dentro de la concepción integral del sistema sanitario.

h) Principio de seguridad. Las actuaciones en materia de salud pública se llevarán a 
cabo previa constatación de su seguridad en términos de salud.

[ . . . ]
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§ 77

Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema 
Nacional de Salud. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 128, de 29 de mayo de 2003
Última modificación: 30 de marzo de 2021

Referencia: BOE-A-2003-10715

CAPÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 8.  Cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud.

1. La cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud es el conjunto de 
técnicas, tecnologías o procedimientos, entendiendo por tales cada uno de los métodos, 
actividades y recursos basados en el conocimiento y experimentación científica, mediante 
los que se hacen efectivas las prestaciones sanitarias.

2. La cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud se articulará en torno a 
las siguientes modalidades:

a) Cartera común básica de servicios asistenciales del Sistema Nacional de Salud a la 
que se refiere el artículo 8 bis.

b) Cartera común suplementaria del Sistema Nacional de Salud a la que se refiere el 
artículo 8 ter.

c) Cartera común de servicios accesorios del Sistema Nacional de Salud a la que se 
refiere el artículo 8 quáter.

3. En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se acordará la 
cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud, que se aprobará mediante Real 
Decreto.

4. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad realizará anualmente una 
evaluación de los costes de aplicación de la cartera común de servicios del Sistema Nacional 
de Salud.

[ . . . ]
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CAPÍTULO IV
De la investigación

Sección 1.ª La investigación en salud

Artículo 44.  Principios.
Es responsabilidad del Estado en materia de investigación en salud, y sin perjuicio de las 

competencias de las comunidades autónomas:
a) Establecer las medidas para que la investigación científica y la innovación contribuyan 

a mejorar de manera significativa y sostenible las intervenciones y procedimientos 
preventivos, diagnósticos, terapéuticos y rehabilitadores.

b) Garantizar que la actividad investigadora y de transferencia de resultados a la práctica 
clínica se desarrolla y se sustenta científicamente de manera demostrable.

c) Garantizar la observancia y el cumplimiento de los derechos, la protección de la salud 
y la garantía de la seguridad de la sociedad, los pacientes y los profesionales involucrados 
en la actividad de investigación.

d) Incorporar la actividad científica en el ámbito sanitario en el Espacio Europeo de 
Investigación.

e) Facilitar que en toda la estructura asistencial del Sistema Nacional de Salud se 
puedan llevar a cabo iniciativas de investigación clínica y básica, fomentando el desarrollo de 
la metodología científica y de la medicina basada en la evidencia.

f) Promover que la investigación en salud atienda las especificidades de mujeres y 
hombres.

[ . . . ]
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§ 78

Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 102, de 29 de abril de 1986
Última modificación: 23 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-1986-10499

[ . . . ]
TÍTULO VII

Transparencia y sostenibilidad del gasto sanitario

Artículo ciento seis.  Seguimiento de la sostenibilidad del gasto farmacéutico y sanitario de 
las Comunidades Autónomas.

Las Comunidades Autónomas remitirán periódicamente al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, para su seguimiento y publicación a través de la Central de 
Información Económico-Financiera de las Administraciones Públicas, de acuerdo con lo que 
se prevea en la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las 
obligaciones de suministro de información previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, con el principio de transparencia previsto en el artículo 6 de la Ley Orgánica 2/2012, de 
27 de abril:

a) Los datos relativos a su gasto farmacéutico hospitalario, su gasto en productos 
farmacéuticos y sanitarios por recetas médicas u orden de dispensación y su gasto en 
productos sanitarios sin receta médica u orden de dispensación, de acuerdo con lo previsto 
en esta Ley.

b) Datos relativos al gasto en inversiones reales en el ámbito sanitario, especialmente en 
relación a equipos de alta tecnología sanitaria de uso hospitalario, así como otros datos 
significativos en relación al gasto sanitario.

c) Las medidas adoptadas, así como su grado de avance, para mejorar la eficiencia y 
sostenibilidad del sistema sanitario.

Artículo ciento siete.  Delimitación del gasto farmacéutico.
A los efectos previstos en este Título, se entiende por gasto farmacéutico la suma del 

gasto en productos farmacéuticos y sanitarios, derivado de la expedición de la receta oficial 
u orden de dispensación del Sistema Nacional de Salud en oficinas de farmacia, y del gasto 
farmacéutico hospitalario por suministro de medicamentos a hospitales del Sistema Nacional 
de Salud.
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Artículo ciento ocho.  Delimitación del gasto farmacéutico hospitalario.
Se entiende por gasto farmacéutico hospitalario el gasto devengado por las unidades 

clasificadas como Administración Pública en términos de contabilidad nacional derivado de 
medicamentos financiados con fondos públicos en los hospitales y centros de atención 
sanitaria y sociosanitaria del Sistema Nacional de Salud.

Artículo ciento nueve.  Delimitación del gasto en productos farmacéuticos y sanitarios por 
recetas médicas u orden de dispensación.

Se entiende por gasto en productos farmacéuticos y sanitarios por recetas médicas u 
orden de dispensación el gasto devengado por las unidades clasificadas como 
Administración Pública en términos de contabilidad nacional derivado de medicamentos y/o 
productos sanitarios que, financiados con fondos públicos, se dispensen en oficinas de 
farmacia a través de receta oficial u orden de dispensación del Sistema Nacional de Salud 
en territorio nacional.

Artículo ciento diez.  Delimitación del gasto en productos sanitarios sin receta médica u 
orden de dispensación.

Se entiende por gasto en productos sanitarios sin receta médica u orden de 
dispensación el gasto devengado por las unidades clasificadas como Administración Pública 
en términos de contabilidad nacional derivado de la adquisición de los productos previstos en 
el artículo 2, apartado 1, letras a) a e) del Real Decreto 1591/2009, de 16 de octubre, por el 
que se regulan los productos sanitarios, siempre que no tengan la condición de bienes de 
capital o de naturaleza inventariable, por quedar los mismos registrados en los gastos o 
presupuestos de capital de las correspondientes entidades, ni hayan sido dispensados en 
oficinas de farmacia a través de receta oficial u orden de dispensación del Sistema Nacional 
de Salud.

Artículo ciento once.  Medidas para mejorar la eficiencia y sostenibilidad del sistema 
sanitario.

Por Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, que se 
publicará en el «Boletín Oficial del Estado», se aprobará un conjunto de medidas que 
contribuyan a mejorar la sostenibilidad y eficiencia del gasto farmacéutico y sanitario para 
que puedan ser adoptadas por aquellas Comunidades Autónomas que así lo consideren.

Artículo ciento doce.  Incumplimiento de la obligación de remisión de información.
Sin perjuicio de la posible responsabilidad personal que corresponda, el incumplimiento 

de las obligaciones de remisión de información a las que se refiere este título, en lo referido 
a los plazos establecidos, al correcto contenido e idoneidad de los datos requeridos o al 
modo de envío, dará lugar a un requerimiento de cumplimiento.

El requerimiento de cumplimiento indicará el plazo, no superior a quince días naturales, 
para atender la obligación incumplida con apercibimiento de que transcurrido el mencionado 
plazo se procederá a dar publicidad al incumplimiento y a la adopción de las medidas 
automáticas de corrección previstas en el artículo 20 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de conformidad con lo establecido en el artículo 27.7 de la mencionada Ley.

Artículo ciento trece.  Creación del instrumento de apoyo a la sostenibilidad del gasto 
farmacéutico y sanitario.

1. Se crea un instrumento de apoyo a la sostenibilidad del gasto farmacéutico y sanitario 
de las Comunidades Autónomas, con vigencia durante 2015, salvo que por Acuerdo de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos se decida prorrogar este plazo.

2. Para adherirse a este instrumento la Comunidad Autónoma adoptará un Acuerdo de 
Consejo de Gobierno en el que conste su voluntad de adhesión a este instrumento y su 
compromiso de cumplir con lo previsto en este título.
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Artículo ciento catorce.  Límites de gasto sanitario.
1. Cuando una Comunidad Autónoma se haya adherido a este instrumento la variación 

interanual, a ejercicio cerrado, del gasto farmacéutico, tanto hospitalario como en productos 
farmacéuticos y sanitarios por recetas médicas u orden de dispensación, y del gasto en 
productos sanitarios sin receta médica u orden de dispensación no podrá ser superior a la 
tasa de referencia de crecimiento del Producto Interior Bruto de medio plazo de la economía 
española prevista en el artículo 12.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de acuerdo 
con el último informe elaborado por el Ministerio de Economía y Competitividad y publicado 
en la Central de Información Económico-Financiera de las Administraciones Públicas.

2. Publicada, a cierre del ejercicio, la información referida al gasto farmacéutico 
hospitalario, al gasto en productos farmacéuticos y sanitarios por recetas médicas u orden 
de dispensación, y al gasto en productos sanitarios sin receta médica u orden de 
dispensación a la que se refieren los artículos 107 a 110, la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos evaluará el grado de cumplimiento de lo previsto en el apartado 1.

Anualmente en el Consejo interterritorial del Sistema Nacional de Salud se informará 
sobre el grado de cumplimiento previsto en el párrafo anterior.

Artículo ciento quince.  Consecuencias de la superación del límite de gasto farmacéutico o 
del gasto en productos sanitarios.

Cuando el gasto farmacéutico o el gasto en productos sanitarios sin receta médica u 
orden de dispensación de una Comunidad Autónoma adherida a este instrumento supere el 
límite previsto en el artículo 114:

a) La Comunidad Autónoma no podrá aprobar la cartera de servicios complementaria de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 8 quinquies.tres de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de 
cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud y no podrán prestar servicios distintos de 
la cartera común de servicios del sistema nacional de salud.

b) El acceso de la Comunidad Autónoma al reparto de recursos económicos que en 
materia sanitaria se realice por parte de la Administración General del Estado, estará sujeto 
al informe previsto en el artículo 20.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

c) La Comunidad Autónoma deberá aplicar las medidas de mejora de la eficiencia y 
sostenibilidad del sistema sanitario que sean acordadas por la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos.

Artículo ciento dieciséis.  Transparencia y sostenibilidad del gasto sanitario estatal.
1. El Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, la Mutualidad General de Funcionarios 

Civiles del Estado, las Instituciones penitenciarias y la Mutualidad General Judicial deberán 
calcular y hacer público a través de la Central de Información Económico-Financiera de las 
Administraciones Públicas, dependiente del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, su gasto farmacéutico hospitalario, su gasto en productos farmacéuticos y 
sanitarios por recetas médicas u orden de dispensación y el gasto en productos sanitarios 
sin receta médica u orden de dispensación, de acuerdo con la delimitación definida en los 
artículos 108 a 110 de esta Ley.

2. La variación interanual del gasto farmacéutico, tanto hospitalario como en productos 
farmacéuticos y sanitarios por recetas médicas u orden de dispensación extrahospitalario, y 
del gasto en productos sanitarios sin receta médica u orden de dispensación no 
farmacéuticos del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, la Mutualidad General de 
Funcionarios Civiles del Estado y la Mutualidad General Judicial, no podrá ser superior a la 
tasa de referencia de crecimiento del Producto Interior Bruto de medio plazo de la economía 
española prevista en el artículo 12.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

3. Cuando alguno de los sujetos citados en el apartado 2 supere el límite del gasto 
farmacéutico o el gasto en productos sanitarios sin receta médica u orden de dispensación 
previsto en el citado apartado 2, aplicará las medidas de mejora de la eficiencia y 
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sostenibilidad del sistema sanitario que sean acordadas por la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos.

[ . . . ]
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§ 79

Real Decreto 1723/2012, de 28 de diciembre, por el que se regulan 
las actividades de obtención, utilización clínica y coordinación 
territorial de los órganos humanos destinados al trasplante y se 

establecen requisitos de calidad y seguridad

Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad
«BOE» núm. 313, de 29 de diciembre de 2012

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2012-15715

El trasplante de órganos, que salva la vida o mejora la salud de decenas de miles de 
pacientes anualmente, presenta una serie de rasgos distintivos de cualquier otro tratamiento, 
por lo que requiere unos principios, una regulación y una organización específicos. Valgan 
como ejemplo de dichos atributos la escasez de órganos, cuya disponibilidad se basa en la 
solidaridad y en una rigurosa sistematización del proceso de obtención, el deterioro o la 
muerte de los pacientes en lista de espera, la reducida probabilidad de recibir un órgano en 
determinadas circunstancias, la urgente toma de decisiones en situaciones críticas, la 
distancia geográfica que debe salvarse para llevar el órgano desde el donante al receptor 
más apropiado, o los riesgos inherentes al mismo, ya que desde el punto de vista teórico, la 
simple transmisión de material biológico de un individuo a otro conlleva cierto riesgo.

La Ley 30/1979, de 27 de octubre, sobre extracción y trasplante de órganos establecía 
los requisitos para la cesión, extracción, conservación, intercambio y trasplante de órganos 
humanos con fines terapéuticos, y fue desarrollada por el Real Decreto 426/1980, de 22 de 
febrero, por el que se desarrolla la Ley 30/1979, de 27 de octubre, sobre extracción y 
trasplante de órganos, que regulaba las condiciones del personal y los centros sanitarios y 
los principios éticos que debían seguirse en la donación en muerte encefálica y el trasplante 
de órganos. Los progresos científicos y técnicos llevaron a una derogación de dicho 
desarrollo por el Real Decreto 2070/1999, de 30 de diciembre, por el que se regulan las 
actividades de obtención y utilización clínica de órganos humanos y la coordinación territorial 
en materia de donación y trasplante de órganos y tejidos, el cual incorporaba novedades 
como la donación tras la muerte por parada cardiorrespiratoria, con implicaciones en la 
preservación, los avances tecnológicos en el diagnóstico de la muerte encefálica o el 
funcionamiento de las organizaciones estatales y autonómicas dedicadas a la coordinación, 
el rápido intercambio de información y la supervisión y evaluación de las actividades, habida 
cuenta de la creciente complejidad organizativa.

La Directiva 2010/53/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 2010, 
sobre normas de calidad y seguridad de los órganos humanos destinados al trasplante, 
dispone requisitos mínimos que deben aplicarse a la donación, evaluación, caracterización, 
obtención, preservación, transporte y trasplante de órganos humanos destinados a 
trasplante, con el fin de garantizar altos niveles de calidad y seguridad de dichos órganos. 
Entre los mismos se incluyen la designación de autoridades competentes, el establecimiento 
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de criterios nacionales de autorización de centros, el desarrollo de un marco de calidad y 
seguridad que comprenda los protocolos necesarios para el desarrollo efectivo del proceso, 
la cualificación de los profesionales implicados y la aplicación de programas de formación 
específicos. La mencionada directiva asimismo impone requisitos de trazabilidad y el 
desarrollo de un sistema para la notificación y gestión de eventos y reacciones adversas 
graves, dispone los datos mínimos que deben recabarse para la evaluación de donantes y 
órganos y obliga al establecimiento de sistemas de información y a la realización de informes 
periódicos de actividad. Entre sus fundamentos éticos destacan los relacionados con la 
voluntariedad y la gratuidad, el consentimiento, la protección del donante vivo y la protección 
de datos personales.

La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, en su artículo 40, apartado 8, 
asigna a la Administración General del Estado competencias para la reglamentación sobre 
acreditación, homologación, autorización y registro de centros o servicios, de acuerdo con lo 
establecido en la legislación sobre trasplante de órganos, y en el apartado 13 del mismo 
artículo, competencias para el establecimiento de sistemas de información sanitaria y la 
realización de estadísticas de interés general supracomunitario.

La Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y 
de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica, refuerza y 
completa lo establecido en la Ley 14/1986, de 25 de abril, en cuanto a los derechos de los 
pacientes, siendo de particular importancia lo relativo a su voluntad y consentimiento y a la 
confidencialidad, en línea con el régimen sentado por la Ley orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, que califica como especialmente 
protegidos los datos relativos a la salud. La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y 
calidad del Sistema Nacional de Salud, establece acciones de coordinación y cooperación 
entre las Administraciones públicas sanitarias, basadas en los principios de equidad y 
calidad, conjugando la incorporación de innovaciones con la seguridad, la efectividad y la 
participación ciudadana. Asimismo, habida cuenta del impacto de la formación y cualificación 
de los profesionales que participan en el sistema, es necesario citar la Ley 44/2003, de 21 de 
noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias, marco para la altísima 
especialización necesaria para la ejecución de las tareas de la coordinación de trasplantes y 
la obtención y el trasplante de los órganos. Por otra parte, es oportuno citar la Ley 26/2011, 
de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, que introdujo requisitos en relación con los formatos 
adecuados en la información que se proporciona al paciente y la asistencia y el apoyo en la 
prestación de consentimiento de las personas con discapacidad.

El progreso científico y técnico de los años recientes, la mejora de la capacidad 
diagnóstica y la publicación de nuevas guías internacionales sobre los criterios que se 
aplican al diagnóstico de muerte, deben tenerse en cuenta en este real decreto. Entre los 
avances destaca el de los alotrasplantes vascularizados de tejidos compuestos, cuya 
escasez e imposibilidad de almacenamiento asimila su proceso de obtención y trasplante al 
de los órganos. Por tal motivo, lo aquí dispuesto se considera, a todos los efectos, aplicable 
a los alotrasplantes vascularizados de tejidos compuestos. La reciente expansión en nuestro 
país del trasplante de órganos de donante vivo, con la puesta en marcha de programas de 
donación y trasplante entre personas no relacionadas afectiva o genéticamente exige un 
tratamiento legal concreto que viene reforzado por lo dispuesto en la Directiva 2010/53/UE 
en relación con la protección del donante vivo. No debe omitirse la expansión de la donación 
de personas fallecidas tras la muerte por parada cardiorrespiratoria, según la terminología 
del Real Decreto 2070/1999, de 30 de diciembre, que estableció las bases para el desarrollo 
de este tipo de donación en España, tomando como referencia el Documento de consenso 
español sobre donación de órganos en asistolia elaborado en 1995. En los dos últimos años, 
se ha llevado a cabo una actualización de dicho documento de consenso en el que se 
abordan aspectos ético-legales, terminológicos, procedimentales y técnicos. El Documento 
de consenso español sobre donación en asistolia de 2012 sustenta las actualizaciones que 
en este sentido se incluyen en el presente real decreto.

La Directiva 2010/53/UE, de 7 de julio de 2010, antes citada reconoce de forma explícita 
la labor del coordinador de trasplantes en el desarrollo efectivo del proceso de obtención y 
en la garantía de la calidad y seguridad de los órganos destinados al trasplante. Pilar 
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fundamental de nuestro modelo, este real decreto reconoce la unidad asistencial de 
coordinación de trasplantes y adjudica explícitamente las actividades propias de este grupo 
profesional en el proceso de obtención y utilización clínica de órganos. Asimismo, el real 
decreto dispone los elementos que permiten la provisión de órganos seguros y de calidad, 
destacando la obligación de desarrollar un Programa marco de calidad y seguridad que 
actúe como elemento integrador de las actividades realizadas en todos los centros de 
obtención y de trasplante del Estado, y un conjunto de sistemas que organice el flujo y 
almacenamiento de la información que la actividad genera y que debe constituirse en 
elemento de cohesión y de mejora. Cabe también destacar que, por primera vez en nuestro 
país, tras el reconocimiento de su necesidad a lo largo de los últimos años, se establece una 
relación expresa y graduada de actividades y prácticas sancionables en el proceso objeto de 
esta norma.

En la redacción de este real decreto, que incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 2010/53/UE, de 7 de julio de 2010, se han tenido en cuenta la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea y el Convenio del Consejo de Europa para la protección 
de los derechos humanos y la dignidad del ser humano respecto de las aplicaciones de la 
biología y la medicina, suscrito en Oviedo el día 4 de abril de 1997, y que entró en vigor en 
España el 1 de enero de 2000, así como la Convención Internacional sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad, de obligado cumplimiento en nuestro país desde el 3 de 
mayo de 2008. Con respecto al ordenamiento jurídico interno, se respeta lo establecido en la 
Ley 30/1979, de 27 de octubre, la Ley 14/1986, de 25 de abril, la Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, la Ley 16/2003, de 28 de mayo, y el 
Título VI de la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública. Por último, desde el 
punto de vista organizativo, se ha tenido en cuenta lo dispuesto en el Real Decreto 
1277/2003, de 10 de octubre, por el que se establecen las bases generales sobre 
autorización de centros, servicios y establecimientos sanitarios, el Real Decreto 1825/2009, 
de 27 de noviembre, por el que se aprueba el Estatuto de la Organización Nacional de 
Trasplantes, y el Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el que se establecen las 
normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la evaluación, el 
procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de células y tejidos 
humanos y se aprueban las normas de coordinación y funcionamiento para su uso en 
humanos, modificado por el Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes 
para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y 
seguridad de sus prestaciones.

El real decreto se ordena en treinta y cuatro artículos estructurados en nueve capítulos, 
cuatro disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria, 
cuatro disposiciones finales y tres anexos. El capítulo I trata de las disposiciones generales, 
el capítulo II, del respeto y la protección al donante y al receptor, el capítulo III, de la 
obtención de los órganos, el capítulo IV, de su asignación, transporte e intercambio, el 
capítulo V, del trasplante de los órganos, el capítulo VI de su calidad y seguridad, el capítulo 
VII, de las autoridades y la coordinación de actividades relacionadas con la obtención y el 
trasplante de órganos, el capítulo VIII, de los sistemas de información, y el capítulo IX, de la 
inspección, supervisión y medidas cautelares y de las infracciones y sanciones. Las 
disposiciones adicionales tratan, sucesivamente, del transporte de material potencialmente 
peligroso, la evaluación y acreditación de centros y servicios, la aplicación del real decreto a 
las ciudades de Ceuta y Melilla, y de la red sanitaria militar. La disposición transitoria se 
refiere a la pervivencia de las autorizaciones sanitarias para los centros de obtención y 
trasplante de órganos. La disposición derogatoria deroga el Real Decreto 2070/1999, de 30 
de diciembre, por el que se regulan las actividades de obtención y utilización clínica de 
órganos humanos y la coordinación territorial en materia de donación y trasplante de 
órganos y tejidos. Las disposiciones finales regulan el título competencial y el carácter de 
básico de la norma, la incorporación de derecho de la Unión Europea, la habilitación para el 
desarrollo normativo y la entrada en vigor del real decreto. Finalmente, los tres anexos 
comprenden respectivamente requisitos técnicos relacionados con el diagnóstico y 
certificación de la muerte para la obtención de órganos de donantes fallecidos, la 
autorización de los centros de trasplante de órganos y la caracterización de los donantes y 
los órganos humanos.
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 149.1.16.ª de la Constitución, este real 
decreto se dicta de acuerdo con la competencia que ostenta el Estado para regular las bases 
y coordinación general de la sanidad y la sanidad exterior.

En el proceso de elaboración de esta norma se ha consultado a las comunidades 
autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, y a los organismos públicos y privados en trámite 
de información y de audiencia, incluyendo asociaciones de pacientes y sociedades 
profesionales y científicas. Asimismo, se ha sometido al Pleno del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud y a su Comité consultivo, y han emitido informe preceptivo el 
Consejo General del Poder Judicial y la Agencia Española de Protección de Datos.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, con la 
aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Publicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 28 
de diciembre de 2012,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1.  Objeto.
El presente real decreto tiene por objeto regular las actividades relacionadas con la 

obtención y utilización clínica de órganos humanos y establecer requisitos relacionados con 
la calidad y la seguridad de los mismos, con el fin de garantizar un alto nivel de protección de 
la salud humana y reducir en lo posible la pérdida de los órganos disponibles.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Este real decreto se aplica a la donación, la evaluación, la caracterización, la 

extracción, la preparación, la asignación, el transporte y el trasplante y su seguimiento, así 
como el intercambio de órganos humanos con otros países.

2. Lo establecido será de aplicación cuando los órganos se vayan a utilizar con finalidad 
terapéutica, es decir, con el propósito de favorecer la salud o las condiciones de vida de su 
receptor, sin perjuicio de las investigaciones que puedan realizarse adicionalmente.

3. Quedan excluidos del ámbito de este real decreto:
a) los órganos, cuando su extracción tenga como finalidad exclusiva la realización de 

estudios o análisis clínicos, u otros fines diagnósticos o terapéuticos;
b) la sangre y sus derivados;
c) los tejidos y células y sus derivados, a excepción de los tejidos compuestos 

vascularizados;
d) los gametos;
e) los embriones y fetos humanos;
f) el pelo, las uñas, la placenta y otros productos humanos de desecho;
g) la realización de autopsias clínicas, conforme a lo establecido en la Ley 29/1980, de 

21 de junio, de autopsias clínicas, y en el Real Decreto 2230/1982, de 18 de junio, sobre 
autopsias clínicas;

h) la donación del propio cuerpo para su utilización en estudios, docencia o 
investigación;

i) el xenotrasplante.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de este real decreto, se entenderá por:
1. Autoridad competente: cada una de las administraciones sanitarias responsables de la 

aplicación de lo dispuesto en este real decreto.
2. Autorización sanitaria: resolución administrativa que, según los requerimientos 

establecidos, faculta a un centro sanitario para la obtención o el trasplante de órganos.
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3. Caracterización del donante: proceso de recogida de la información necesaria para 
evaluar la idoneidad del donante, con el fin de realizar un adecuado análisis riesgo-beneficio, 
minimizar los riesgos para el donante y para el receptor y optimizar la asignación de 
órganos.

4. Caracterización del órgano: proceso de recogida de la información necesaria para 
evaluar la idoneidad del órgano, con objeto de permitir un adecuado análisis riesgo-
beneficio, minimizar los riesgos para el donante y para el receptor y optimizar la asignación 
del órgano.

5. Centro de obtención de órganos de donante fallecido: centro sanitario que, cumpliendo 
los requisitos establecidos, posee la autorización correspondiente para el desarrollo de la 
actividad de obtención de órganos de donantes fallecidos.

6. Centro de obtención de órganos de donante vivo: centro sanitario que, cumpliendo los 
requisitos establecidos, posee la autorización correspondiente para el desarrollo de la 
actividad de obtención de órganos de donantes vivos.

7. Centro de trasplante de órganos: centro sanitario que, cumpliendo los requisitos 
establecidos, posee la autorización correspondiente para el desarrollo de la actividad de 
trasplante de órganos.

8. Certificación de muerte: acto médico en virtud del cual se deja constancia escrita del 
diagnóstico de la muerte de un individuo, bien sea por criterios neurológicos (muerte 
encefálica) o por criterios circulatorios y respiratorios. Esta constancia escrita no sustituye la 
posterior y preceptiva cumplimentación del certificado médico de la defunción, establecida en 
la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.

9. Coordinación hospitalaria de trasplantes: unidad asistencial que tiene como finalidad la 
organización y optimización de la obtención y utilización clínica de órganos humanos. El 
personal del equipo de coordinación podrá pertenecer a la plantilla de cualquier Servicio 
sanitario del hospital, y dispondrá de la cualificación o la formación y competencias 
adecuadas para la realización de las tareas de coordinación, que siempre se realizarán por 
un médico o por personal de enfermería bajo su supervisión.

10. Desestimación: estado definitivo del órgano que, una vez obtenido, no se utiliza para 
trasplante, bien porque se elimine o porque se destine a usos diferentes.

11. Diagnóstico de la muerte: proceso por el que se confirma el cese irreversible de las 
funciones circulatoria y respiratoria o de las funciones encefálicas, de conformidad con los 
criterios establecidos en este real decreto.

12. Donación: cesión de los órganos para su posterior trasplante en humanos.
13. Donante fallecido: persona difunta de la que se pretende obtener órganos para su 

ulterior trasplante y que, de acuerdo con los requisitos establecidos en este real decreto, no 
hubiera dejado constancia expresa de su oposición.

14. Donante vivo: persona viva de la que, cumpliendo los requisitos aquí establecidos, se 
pretende obtener aquellos órganos, o parte de los mismos, cuya obtención sea compatible 
con la vida y cuya función pueda ser compensada por el organismo del donante de forma 
adecuada y suficientemente segura.

15. Evaluación: proceso de análisis y toma de decisiones por el que se determina la 
idoneidad de un donante y de sus órganos para trasplante.

16. Evento adverso grave: cualquier incidencia no deseada o imprevista vinculada a 
cualquier etapa del proceso desde la donación hasta el trasplante, cuya consecuencia pueda 
ser la transmisión o la prolongación de una enfermedad, la hospitalización o su prolongación, 
la discapacidad o la invalidez, o la muerte.

17. Obtención: proceso por el que los órganos donados quedan disponibles para su 
trasplante en uno o varios receptores, y que se extiende desde la donación hasta la 
extracción quirúrgica de los órganos y su preparación.

18. Organización europea de intercambio de órganos: organización supranacional sin 
ánimo de lucro, dedicada al intercambio nacional y transfronterizo de órganos, en la que la 
mayoría de sus integrantes son estados miembros de la Unión Europea.

19. Órgano: aquella parte diferenciada del cuerpo humano constituida por diversos 
tejidos que mantiene su estructura, vascularización y capacidad para desarrollar funciones 
fisiológicas con un grado importante de autonomía y suficiencia. Son, en este sentido, 
órganos: los riñones, el corazón, los pulmones, el hígado, el páncreas, el intestino y cuantos 
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otros con similar criterio puedan ser obtenidos y trasplantados de acuerdo con los avances 
científicos y técnicos. Se considera asimismo órgano, la parte de éste cuya función sea la de 
ser utilizada en el cuerpo humano con la misma finalidad que el órgano completo, 
manteniendo los requisitos de estructura y vascularización. A efectos de este real decreto, 
también se consideran órganos los tejidos compuestos vascularizados.

20. Preparación: conjunto de procedimientos a que se somete un órgano para que llegue 
al receptor en condiciones de trasplantarlo.

21. Preservación: utilización de agentes o procedimientos químicos, físicos o de otro tipo 
con la finalidad de detener o retrasar el deterioro que sufren los órganos, desde el 
fallecimiento hasta el trasplante en el caso de la donación tras la muerte diagnosticada por 
criterios circulatorios y respiratorios, o desde su extracción hasta su trasplante, en el caso de 
la donación tras la muerte diagnosticada por criterios neurológicos o de la donación de vivo.

22. Protocolo: instrucciones escritas en las que se describen los pasos de un proceso 
específico, incluidos los materiales y métodos que deben utilizarse y el resultado final que 
espera obtenerse.

23. Reacción adversa grave: respuesta no intencionada en el donante vivo o en el 
receptor, incluyendo una enfermedad transmisible, que pueda asociarse a cualquier etapa 
desde la donación al trasplante, y que cause o prolongue una enfermedad o una 
hospitalización, genere discapacidad o invalidez, sea potencialmente mortal o produzca la 
muerte.

24. Receptor: persona que recibe el trasplante de uno o varios órganos con fines 
terapéuticos.

25. Trasplante: proceso destinado a restaurar determinadas funciones del cuerpo 
humano mediante la sustitución de un órgano enfermo, o su función, por otro procedente de 
un donante vivo o de un donante fallecido.

26. Trazabilidad: capacidad para localizar e identificar el órgano en cualquier etapa 
desde la donación hasta su trasplante o su desestimación incluyendo la capacidad de:

a) Identificar al donante y el centro de obtención.
b) Identificar a los receptores en los centros de trasplante.
c) Localizar e identificar toda la información no personal relativa a los productos y 

materiales que han entrado en contacto con dicho órgano y que puedan afectar a la calidad y 
seguridad del mismo.

CAPÍTULO II
Del respeto y la protección al donante y al receptor

Artículo 4.  Principios fundamentales que rigen la obtención y la utilización clínica de los 
órganos humanos.

1. En la obtención y la utilización de órganos humanos se deberán respetar los derechos 
fundamentales de la persona y los postulados éticos que se aplican a la práctica clínica y a 
la investigación biomédica.

2. Se respetarán los principios de voluntariedad, altruismo, confidencialidad, ausencia de 
ánimo de lucro y gratuidad, de forma que no sea posible obtener compensación económica 
ni de ningún otro tipo por la donación de ninguna parte del cuerpo humano.

3. La selección y el acceso al trasplante de los posibles receptores se regirán por el 
principio de equidad.

4. Se adoptarán medidas de seguridad y calidad con el fin de reducir las pérdidas de 
órganos, minimizar los posibles riesgos, tratar de asegurar las máximas posibilidades de 
éxito del trasplante y mejorar la eficiencia del proceso de obtención y trasplante de órganos.

Artículo 5.  Confidencialidad y protección de datos personales.
1. No podrá divulgarse información alguna que permita la identificación del donante y del 

receptor de órganos humanos. De este principio se exceptúan aquellos casos en que un 
individuo, de forma pública, libre y voluntaria, se identifique como donante o como receptor. 
Aun cuando dicho extremo ocurra, se deberá respetar lo dispuesto en el apartado siguiente.
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2. Ni los donantes ni sus familiares podrán conocer la identidad del receptor o la de sus 
familiares y viceversa. Se evitará cualquier difusión de información que pueda relacionar 
directamente la obtención y el ulterior trasplante.

Esta limitación no es aplicable a los directamente interesados en el trasplante de 
órganos de donante vivo entre personas relacionadas genéticamente, por parentesco o por 
amistad íntima.

3. La información relativa a donantes y receptores de órganos humanos será recogida, 
tratada y custodiada en la más estricta confidencialidad, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 10.3 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de datos de carácter personal, y la Ley 41/2002, 
de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica.

4. El deber de confidencialidad no impedirá la adopción de medidas preventivas cuando 
se sospeche la existencia de riesgos para la salud individual o colectiva en los términos 
previstos en los artículos 26 y 28 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, o en su caso, conforme a 
lo que establecen la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas especiales en materia 
de salud pública, y el artículo 16 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre.

Artículo 6.  Educación, promoción y publicidad.
1. Las autoridades competentes promoverán la información y educación de la población 

en materia de donación y trasplante, de los beneficios que proporcionan a las personas que 
los necesitan, así como de las condiciones, requisitos y garantías que suponen.

2. La promoción de la donación de órganos humanos se realizará siempre de forma 
general y señalando su carácter voluntario, altruista y desinteresado.

3. La promoción y publicidad de los centros y actividades a los que se refiere este real 
decreto estarán sometidas a la inspección y control por las autoridades competentes 
conforme establece el artículo 30.1 de la Ley 14/1986, de 25 de abril.

4. Se prohíbe la publicidad de la donación de órganos en beneficio de personas 
concretas, de centros sanitarios, o de instituciones, fundaciones o empresas determinadas. 
Asimismo, se prohíbe expresamente la publicidad engañosa que induzca a error sobre la 
obtención y la utilización clínica de órganos humanos, de acuerdo con los conocimientos 
disponibles.

Artículo 7.  Gratuidad de las donaciones.
1. No se podrá percibir gratificación alguna por la donación de órganos humanos por el 

donante, ni por cualquier otra persona física o jurídica. Tampoco se podrán ofrecer o 
entregar beneficios pecuniarios o de cualquier otro tipo en relación con la asignación de uno 
o varios órganos para trasplante, así como solicitarlos o aceptarlos.

2. La realización de los procedimientos médicos relacionados con la obtención no será, 
en ningún caso, gravosa para el donante vivo ni para la familia del fallecido. El principio de 
gratuidad no impedirá a los donantes vivos el resarcimiento de los gastos y la pérdida de 
ingresos directamente relacionados con la donación. Cuando dicha restitución resulte 
procedente, habrá de efectuarse necesariamente a través de los mecanismos que se 
puedan prever a tal efecto por las administraciones competentes.

3. Se prohíbe hacer cualquier publicidad sobre la necesidad de un órgano o sobre su 
disponibilidad, ofreciendo o buscando algún tipo de gratificación o remuneración.

4. No se exigirá al receptor precio alguno por el órgano trasplantado.

CAPÍTULO III
De la obtención de los órganos

Artículo 8.  Requisitos para la obtención de órganos de donante vivo.
1. La obtención de órganos procedentes de donantes vivos para su ulterior trasplante 

podrá realizarse si se cumplen los siguientes requisitos:
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a) El donante debe ser mayor de edad, gozar de plenas facultades mentales y de un 
estado de salud adecuado.

b) Debe tratarse de un órgano, o parte de él, cuya obtención sea compatible con la vida y 
cuya función pueda ser compensada por el organismo del donante de forma adecuada y 
suficientemente segura.

c) El donante habrá de ser informado previamente de las consecuencias de su decisión, 
de los riesgos, para sí mismo o para el receptor, así como de las posibles 
contraindicaciones, y de la forma de proceder prevista por el centro ante la contingencia de 
que una vez se hubiera extraído el órgano, no fuera posible su trasplante en el receptor al 
que iba destinado. El donante debe otorgar su consentimiento de forma expresa, libre, 
consciente y desinteresada. La información y el consentimiento deberán efectuarse en 
formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio de diseño para todos, de 
manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad.

d) El donante no deberá padecer o presentar deficiencias psíquicas, enfermedad mental 
o cualquier otra condición por la que no pueda otorgar su consentimiento en la forma 
indicada. Tampoco podrá realizarse la obtención de órganos de menores de edad, aun con el 
consentimiento de los padres o tutores.

e) El destino del órgano obtenido será su trasplante a una persona determinada con el 
propósito de mejorar sustancialmente su pronóstico vital o sus condiciones de vida.

2. No se obtendrán ni se utilizarán órganos de donantes vivos si no se esperan 
suficientes posibilidades de éxito del trasplante, si existen sospechas de que se altera el libre 
consentimiento del donante a que se refiere este artículo, o cuando por cualquier 
circunstancia pudiera considerarse que media condicionamiento económico, social, 
psicológico o de cualquier otro tipo.

En cualquier caso, para proceder a la obtención, será preceptivo disponer de un informe 
del Comité de Ética correspondiente.

3. Los donantes vivos se seleccionarán sobre la base de su salud y sus antecedentes 
clínicos. El estado de salud físico y mental del donante deberá ser acreditado por un médico 
cualificado distinto de aquéllos que vayan a efectuar la extracción y el trasplante, que 
informará sobre los riesgos inherentes a la intervención, las consecuencias previsibles de 
orden somático o psicológico, las repercusiones que pueda suponer en su vida personal, 
familiar o profesional, así como de los beneficios que se esperan del trasplante y los riesgos 
potenciales para el receptor. En este sentido, debe trasladarse al donante vivo la importancia 
que reviste la transmisión de sus antecedentes personales. A la luz del resultado de este 
examen, se podrá excluir a cualquier persona cuando la obtención pueda suponer un riesgo 
inaceptable para su salud, o el trasplante del órgano obtenido para la del receptor.

Los anteriores extremos se acreditarán mediante un certificado médico que hará 
necesariamente referencia al estado de salud, a la información facilitada y a la respuesta y 
motivaciones libremente expresadas por el donante y, en su caso, a cualquier indicio de 
presión externa al mismo. El certificado incluirá la relación nominal de otros profesionales 
que puedan haber colaborado en tales tareas con el médico que certifica.

4. Para proceder a la obtención de órganos de donante vivo, se precisará la 
presentación, ante el Juzgado de Primera Instancia de la localidad donde ha de realizarse la 
extracción o el trasplante, a elección del promotor, de una solicitud del donante o 
comunicación del Director del centro sanitario en que vaya a efectuarse, o la persona en 
quien delegue, en la que se expresarán las circunstancias personales y familiares del 
donante, el objeto de la donación, el centro sanitario en que ha de efectuarse la extracción, 
la identidad del médico responsable del trasplante y se acompañará el certificado médico 
sobre la salud mental y física del donante.

El donante deberá otorgar su consentimiento expreso ante el Juez durante la 
comparecencia a celebrar en el expediente de Jurisdicción Voluntaria que se tramite, tras las 
explicaciones del médico que ha de efectuar la extracción y en presencia del médico al que 
se refiere el apartado 3 de este artículo, el médico responsable del trasplante y la persona a 
la que corresponda dar la conformidad para la intervención, conforme al documento de 
autorización para la extracción de órganos concedida.

5. El documento de cesión del órgano donde se manifiesta la conformidad del donante 
será extendido por el Juez y firmado por el donante, el médico que ha de ejecutar la 
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extracción y los demás asistentes. Si alguno de los anteriores dudara de que el 
consentimiento para la obtención se hubiese otorgado de forma expresa, libre, consciente y 
desinteresada, podrá oponerse eficazmente a la donación. De dicho documento de cesión se 
facilitará copia al donante. En ningún caso podrá efectuarse la obtención de órganos sin la 
firma previa de este documento.

6. Entre la firma del documento de cesión del órgano y la extracción del mismo deberán 
transcurrir al menos veinticuatro horas, pudiendo el donante revocar su consentimiento en 
cualquier momento antes de la intervención sin sujeción a formalidad alguna. Dicha 
revocación no podrá dar lugar a ningún tipo de indemnización.

7. La obtención de órganos procedentes de donantes vivos sólo podrá realizarse en los 
centros sanitarios expresamente autorizados para ello, debiendo informar del procedimiento 
a la autoridad competente responsable con anterioridad a su realización.

8. No obstante lo dispuesto en el artículo 7, deberá proporcionarse al donante vivo 
asistencia sanitaria para su restablecimiento y se facilitará su seguimiento clínico en relación 
con la obtención del órgano.

Artículo 9.  Requisitos para la obtención de órganos de donante fallecido.
1. La obtención de órganos de donantes fallecidos con fines terapéuticos podrá 

realizarse si se cumplen los requisitos siguientes:
a) Que la persona fallecida de la que se pretende obtener órganos, no haya dejado 

constancia expresa de su oposición a que después de su muerte se realice la obtención de 
órganos. Dicha oposición, así como su conformidad si la desea expresar, podrá referirse a 
todo tipo de órganos o solamente a alguno de ellos y será respetada.

En el caso de que se trate de menores de edad o personas incapacitadas, la oposición 
podrá hacerse constar por quienes hubieran ostentado en vida de aquéllos su 
representación legal, conforme a lo establecido en la legislación civil.

b) Siempre que se pretenda proceder a la obtención de órganos de donantes fallecidos 
en un centro autorizado, el responsable de la coordinación hospitalaria de trasplantes, o la 
persona en quien delegue, deberá realizar las siguientes comprobaciones pertinentes sobre 
la voluntad del fallecido:

1.º Investigar si el donante hizo patente su voluntad a alguno de sus familiares, o a los 
profesionales que le han atendido en el centro sanitario, a través de las anotaciones que los 
mismos hayan podido realizar en la historia clínica, o en los medios previstos en la 
legislación vigente.

2.º Examinar la documentación y pertenencias personales que el difunto llevaba consigo.
Siempre que las circunstancias no lo impidan, se deberá facilitar a los familiares 

presentes en el centro sanitario información sobre la necesidad, naturaleza y circunstancias 
de la obtención, restauración, conservación o prácticas de sanidad mortuoria.

2. La obtención de órganos de fallecidos sólo podrá hacerse previo diagnóstico y 
certificación de la muerte realizados con arreglo a lo establecido en este real decreto y en 
particular en el anexo I, las exigencias éticas, los avances científicos en la materia y la 
práctica médica generalmente aceptada.

Los profesionales que diagnostiquen y certifiquen la muerte deberán ser médicos con la 
cualificación adecuada para esta finalidad, distintos de aquéllos que hayan de intervenir en la 
extracción o el trasplante y no estarán sujetos a las instrucciones de estos últimos.

La muerte del individuo podrá certificarse tras la confirmación del cese irreversible de las 
funciones circulatoria y respiratoria o del cese irreversible de las funciones encefálicas. Será 
registrada como hora de fallecimiento del paciente la hora en que se completó el diagnóstico 
de la muerte.

3. El cese irreversible de las funciones circulatoria y respiratoria se reconocerá mediante 
un examen clínico adecuado tras un período apropiado de observación. Los criterios 
diagnósticos clínicos, los períodos de observación, así como las pruebas confirmatorias que 
se requieran según las circunstancias médicas, se ajustarán a los protocolos incluidos en el 
anexo I.
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En el supuesto expresado en el párrafo anterior, y a efectos de la certificación de muerte 
y de la obtención de órganos, será exigible la existencia de un certificado de muerte 
extendido por un médico diferente de aquel que interviene en la extracción o el trasplante.

4. El cese irreversible de las funciones encefálicas, esto es, la constatación de coma 
arreactivo de etiología estructural conocida y carácter irreversible, se reconocerá mediante 
un examen clínico adecuado tras un período apropiado de observación. Los criterios 
diagnósticos clínicos, los períodos de observación, así como las pruebas confirmatorias que 
se requieran según las circunstancias médicas, se ajustarán a los protocolos incluidos en el 
anexo I.

En el supuesto expresado en el párrafo anterior, y a efectos de la certificación de muerte 
y de la obtención de órganos, será exigible la existencia de un certificado de muerte firmado 
por tres médicos, entre los que debe figurar un neurólogo o neurocirujano y el Jefe de 
Servicio de la unidad médica donde se encuentre ingresado, o su sustituto. En ningún caso 
dichos facultativos podrán formar parte del equipo extractor o trasplantador de los órganos.

5. En los casos de muerte accidental, así como cuando medie una investigación judicial, 
antes de efectuarse la obtención de órganos deberá recabarse la autorización del juez que 
corresponda, el cual, previo informe del médico forense, deberá concederla siempre que no 
se obstaculice el resultado de la instrucción de las diligencias penales.

En los casos de muerte diagnosticada por criterios circulatorios y respiratorios que 
requieran autorización judicial, para proceder con las maniobras de mantenimiento de 
viabilidad de los órganos y con las maniobras de preservación, se actuará de conformidad 
con lo establecido en el anexo I.

La solicitud de la obtención de órganos deberá acompañarse del certificado de muerte 
referido en los apartados 3 ó 4 de este artículo, según se trate, junto con un informe médico 
explicativo de las circunstancias personales y de ingreso en el hospital, y una hoja 
acreditativa, firmada por el responsable de la coordinación hospitalaria de trasplantes o la 
persona en quien delegue, de que el médico o médicos que firman el certificado de muerte 
son distintos del que va a realizar la extracción de órganos y/o el trasplante.

6. Por parte del responsable de la coordinación hospitalaria de trasplantes o persona en 
quien delegue, según lo determinado en la autorización del centro, se deberá extender un 
documento en el que se haga constancia expresa de:

a) Que se han realizado las comprobaciones sobre la voluntad del fallecido, o de las 
personas que ostenten su representación legal.

b) Que se ha facilitado a los familiares la información necesaria acerca del proceso de 
obtención, siempre que las circunstancias objetivas no lo hayan impedido, haciendo constar 
esta última situación si ocurriera.

c) Que se ha comprobado y certificado la muerte y se adjunta al documento de 
autorización dicho certificado de muerte.

d) En las situaciones de fallecimiento contempladas en el apartado 5, que se cuenta con 
la autorización del juez que corresponda.

e) Que el centro hospitalario donde se va a realizar la obtención está autorizado para ello 
y que dicha autorización está en vigor.

f) Los órganos para los que no se autoriza la obtención, teniendo en cuenta las 
restricciones que puede haber establecido el donante.

g) El nombre, apellidos y cualificación profesional de los médicos que han certificado la 
muerte, y que ninguno de estos facultativos forma parte del equipo extractor o trasplantador.

7. Los donantes fallecidos se caracterizarán adecuadamente, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 21.

8. Una vez se haya procedido a la restauración del cuerpo del donante fallecido después 
de la obtención, se deberá permitir el acceso o visita de sus familiares y allegados, si así se 
solicitara.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 79  Actividades de obtención y utilización clínica de órganos destinados al trasplante

– 1104 –



Artículo 10.  Centros de obtención de órganos de donante vivo: requisitos generales y 
procedimientos para su autorización sanitaria.

1. La obtención de órganos procedentes de donantes vivos para su ulterior trasplante 
sólo podrá realizarse en los centros sanitarios expresamente autorizados por la autoridad 
competente de la comunidad autónoma correspondiente.

2. Para poder ser autorizados, los centros donde se realizan estas actividades deberán 
reunir, al menos, los siguientes requisitos:

a) Estar autorizado como centro de obtención de órganos procedentes de donantes 
fallecidos y como centro de trasplante del órgano para el que se solicita la autorización de 
obtención de donante vivo.

b) Disponer de suficiente personal médico y de enfermería con cualificación y acreditada 
experiencia para la correcta evaluación y selección del donante y la realización de la 
obtención.

c) Disponer de las instalaciones y materiales necesarios para la correcta realización de 
las obtenciones, de conformidad con los estándares aceptados en esta materia y con las 
mejores prácticas médicas.

d) Disponer de los servicios sanitarios, incluyendo laboratorios y técnicas de imagen, 
necesarios para garantizar el adecuado estudio preoperatorio del donante y el correcto 
tratamiento de las eventuales complicaciones que puedan surgir en el mismo. Estos 
servicios sanitarios contarán con personal cualificado y con instalaciones y equipos 
apropiados.

e) Disponer de protocolos que aseguren la adecuada evaluación y selección del donante, 
la transmisión de información relativa al donante y al receptor cuando la obtención y el 
trasplante no se efectúen en el mismo centro, el proceso de la obtención y el seguimiento 
postoperatorio inmediato y a largo plazo, así como otros protocolos a los que se refiere el 
artículo 25.

f) Disponer de un registro de acceso restringido y confidencial, con sus correspondientes 
claves alfanuméricas, donde se recogerán los datos necesarios que permitan garantizar la 
trazabilidad.

g) Garantizar el registro de la información relativa a los donantes vivos y su seguimiento 
clínico, de acuerdo con lo establecido en el artículo 31, sin perjuicio de las disposiciones 
sobre protección de datos personales y secreto estadístico.

h) Cumplir con los requisitos establecidos en materia de confidencialidad y protección de 
datos personales, promoción y publicidad y gratuidad de las donaciones.

3. Sin detrimento de la normativa específica de cada comunidad autónoma, el 
procedimiento para la concesión, renovación y extinción de la autorización a los centros para 
la realización de la obtención de donante vivo se ajustará a lo consignado en el artículo 11 
sobre autorización a los centros de obtención de órganos de donantes fallecidos.

La autorización determinará la persona a quien, además del responsable de la unidad 
médica en que haya de realizarse el trasplante, corresponde dar la conformidad para cada 
intervención.

4. La autorización de los centros para obtener órganos humanos podrá ser revocada o 
suspendida como consecuencia de las actuaciones de inspección y control por parte de las 
autoridades competentes según lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 14/1986, de 25 de 
abril.

Artículo 11.  Centros de obtención de órganos de donante fallecido: requisitos y 
procedimiento para su autorización sanitaria.

1. La obtención de órganos de donantes fallecidos sólo podrá realizarse en centros 
sanitarios que hayan sido expresamente autorizados para ello por la autoridad competente 
de la correspondiente comunidad autónoma.

2. Para poder ser autorizados, los centros de obtención de órganos de donantes 
fallecidos deberán reunir, al menos, los siguientes requisitos:

a) Disponer de una organización y un régimen de funcionamiento que permita asegurar 
la realización de la obtención de forma satisfactoria.
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b) Disponer de una unidad de coordinación hospitalaria de trasplantes, dotada del 
personal y los medios adecuados, que será responsable de coordinar el proceso de 
obtención, incluyendo la donación así como la supervisión y validación de la selección y 
evaluación de los donantes.

c) Garantizar la disponibilidad del personal médico cualificado y los medios técnicos que 
permitan comprobar la muerte ajustándose a lo indicado en el artículo 9 y en el anexo I.

d) Garantizar la disponibilidad de personal médico y de enfermería debidamente 
cualificado, así como de los servicios sanitarios y medios técnicos suficientes para la 
correcta selección, evaluación, caracterización y mantenimiento del donante.

e) Garantizar la disponibilidad de los servicios sanitarios adecuados, incluyendo 
laboratorios y técnicas de imagen, para la realización de aquellas determinaciones que se 
consideren en cada momento necesarias y que permitan una adecuada evaluación clínica 
del donante. Estos servicios contarán con personal cualificado y con instalaciones y equipos 
apropiados.

f) Garantizar la disponibilidad de las instalaciones y materiales necesarios para la 
correcta realización de las obtenciones, de conformidad con los estándares aceptados en 
esta materia y con las mejores prácticas médicas.

g) Disponer de los protocolos a los que se refiere el artículo 25, con el fin de garantizar la 
calidad y la seguridad de todo el proceso.

h) Disponer de un registro de acceso restringido y confidencial, con sus correspondientes 
claves alfanuméricas, donde se recogerán los datos necesarios que permitan garantizar la 
trazabilidad, así como vincular la trazabilidad de los tejidos y células obtenidos de los 
donantes a los que se refiere este artículo.

i) Disponer de un archivo de sueros del donante durante un período mínimo de diez 
años, al objeto de hacer, si son necesarios, controles biológicos.

j) Garantizar la disponibilidad del personal, instalaciones y servicios adecuados para la 
restauración del cuerpo de la persona fallecida, una vez realizada la obtención.

k) Cumplir con los requisitos establecidos en materia de confidencialidad y protección de 
datos personales, promoción y publicidad y gratuidad de las donaciones.

3. Sin perjuicio de la normativa específica de cada comunidad autónoma, la solicitud 
para la autorización deberá contener como mínimo:

a) El nombre del o de los responsables del proceso de obtención, que incluirá al 
responsable de la coordinación hospitalaria de trasplantes.

b) Una memoria con la descripción detallada de los medios humanos y materiales y los 
protocolos que tiene el centro a su disposición, de acuerdo con los requisitos exigidos en el 
apartado 2 de este artículo.

4. Sin perjuicio de la normativa específica de cada comunidad autónoma, la autorización 
deberá contener, como mínimo:

a) La actividad para la que se autoriza al centro.
b) El nombre del o de los responsables del proceso de obtención.
c) Su duración, según el periodo de vigencia que determine la autoridad competente.
5. Al término del periodo de vigencia de la autorización se podrá proceder a su 

renovación previa constatación de que persisten las condiciones que dieron lugar a su 
concesión. En ningún caso se entenderá prorrogada automáticamente.

6. Cualquier tipo de modificación sustancial que se produzca en las condiciones, 
estructura, responsables o funcionamiento del centro deberá ser notificada a la autoridad 
competente y podrá dar lugar a la revisión de la autorización sanitaria, e incluso a su 
extinción, aun cuando no hubiera vencido el período de vigencia.

7. Las comunidades autónomas notificarán al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad las decisiones que adopten en relación a la autorización de los centros de 
obtención de órganos de donantes fallecidos que se regula en la presente disposición y que 
deban figurar en el Registro General de Centros, Servicios y Establecimientos Sanitarios y 
en el registro al que se refiere el artículo 30.

8. Los centros de obtención de órganos deberán proporcionar a la autoridad competente 
de la comunidad autónoma toda la información que les sea solicitada en relación con la 
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actividad autorizada, de conformidad con las disposiciones de la Unión Europea y nacionales 
sobre la protección de datos personales y el secreto estadístico.

9. La autorización de los centros para obtener órganos humanos podrá ser revocada o 
suspendida como consecuencia de las actuaciones de inspección y control por parte de las 
autoridades competentes según lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 14/1986, de 25 de 
abril.

10. Excepcionalmente, en aquellas situaciones en que sea factible y necesaria la 
obtención de órganos de un donante fallecido en un centro sanitario no autorizado para 
dicha actividad, se podrá conceder una autorización puntual y de carácter extraordinario para 
proceder a dicha obtención cuando concurran las siguientes circunstancias:

a) El responsable del centro sanitario no autorizado, o en quien éste delegue, accede a 
la realización de dicho procedimiento.

b) Un centro autorizado para la obtención de órganos de donante fallecido asume, con el 
conocimiento y el visto bueno del responsable de dicho centro, o en quien este delegue, la 
tutela para la ejecución del proceso de obtención de órganos en el centro no autorizado en 
que se encuentra el posible donante.

c) Dicha tutela se ejerce a través de la coordinación hospitalaria de trasplantes del centro 
autorizado.

d) Se cumplen todos y cada uno de los requisitos establecidos en el presente artículo 
para la autorización de centros para la obtención de órganos de donante fallecido, y en caso 
de que el centro no autorizado no cumpla con alguno de dichos requisitos, su cumplimiento 
se garantiza por el centro cuya coordinación hospitalaria de trasplantes ejerce la tutela.

e) Se conoce la voluntad favorable del posible donante con respecto a la donación de 
órganos o, en su ausencia, que no hay objeción a la misma.

f) Se garantiza el cumplimiento de todos los requisitos dispuestos en el presente real 
decreto y, en particular, los relativos al proceso de obtención de órganos de donante 
fallecido, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9.

g) Se cuenta con el visto bueno preceptivo del coordinador autonómico de trasplantes, 
quien ha de verificar el cumplimiento de todo lo anterior y, con posterioridad a la obtención, 
pondrá en conocimiento de la autoridad competente de la comunidad autónoma la 
realización de dicha obtención de conformidad con los requisitos aquí dispuestos y el 
resultado de la misma.

Artículo 12.  Preparación de los órganos humanos.
1. El personal del centro de obtención utilizará las técnicas y los medios adecuados para 

que cada órgano llegue a su receptor en las mejores condiciones posibles, de acuerdo con 
los protocolos relativos a la preservación, empaquetado y etiquetado a los que hace 
referencia el artículo 25.

2. Cuando el órgano deba trasladarse a un centro de trasplante diferente del centro de 
obtención, se acompañará obligatoriamente de la siguiente documentación:

a) Un etiquetado exterior, que tendrá un formato común al menos cuando el transporte 
del órgano se efectúe entre comunidades autónomas o desde España a otros países, y en el 
que, en todos los casos, figurará lo siguiente:

1.º Una indicación de que se traslada un órgano humano, especificando el tipo de 
órgano, y si procede, su ubicación anatómica derecha o izquierda, con la advertencia 
«ÓRGANO HUMANO PARA TRASPLANTE. MANIPULAR CON CUIDADO».

2.º Procedencia y destino del órgano: centro de obtención y centro de trasplante 
involucrados, con el nombre de los responsables del envío y la recepción, y las direcciones y 
números de teléfonos de los centros mencionados.

3.º Día y hora de salida del centro de obtención.
4.º Recomendaciones de transporte, con instrucciones para mantener el contenedor a 

una temperatura adecuada y en una posición apropiada.
b) Un informe sobre las características del donante y del órgano, su extracción y las 

soluciones de preservación utilizadas.
c) Los estudios realizados y sus resultados.
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3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, cuando el órgano se envíe a 
otro país de la Unión Europea, la documentación relativa a las características del donante y 
del órgano cumplirá con los procedimientos que la Comisión Europea establezca al efecto.

CAPÍTULO IV
De la asignación, el transporte y el intercambio de los órganos

Artículo 13.  Asignación de los órganos humanos.
1. La asignación de los órganos se realizará por criterios clínicos, de equidad, calidad, 

seguridad y eficiencia. En los criterios de asignación se contemplarán aquellas situaciones 
en que exista riesgo vital inmediato.

2. Los criterios de asignación se actualizarán cuando se considere apropiado obtener 
una mejora en los resultados clínicos, la equidad, la calidad, la seguridad, o la eficiencia.

3. Sin perjuicio de lo anterior, se procurará por todos los medios optimizar cada 
donación, favorecer la utilización clínica de los órganos y reducir las pérdidas de los mismos.

Artículo 14.  Transporte de los órganos humanos.
1. El transporte de los órganos desde el centro de obtención hasta el centro de trasplante 

se efectuará en las condiciones adecuadas, según las características de cada órgano y lo 
dispuesto en el artículo 12.

2. Las organizaciones, los organismos o las empresas que participen en el transporte de 
órganos dispondrán de protocolos adecuados para garantizar la integridad del órgano 
durante el transporte, así como su realización en un tiempo adecuado.

3. Sin perjuicio de los criterios clínicos o de urgencia específicos de cada caso, el 
transporte se organizará de conformidad con criterios de calidad, seguridad y eficiencia.

Artículo 15.  Intercambio de órganos humanos con otros países.
1. En España, la entrada o salida de órganos humanos para trasplante será objeto de 

autorización previa por parte del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, a 
través de la Organización Nacional de Trasplantes.

2. La Organización Nacional de Trasplantes podrá autorizar la entrada en España de 
órganos humanos para trasplante procedentes de otros países, si se dan las siguientes 
condiciones:

a) La salida del órgano se efectúa bajo la supervisión de la autoridad competente del 
país del que procede el órgano, o de quien reciba la delegación de la misma, incluyendo una 
organización europea de intercambio de órganos.

b) Existe receptor adecuado en España.
c) Cuando el órgano proceda de un estado miembro de la Unión Europea, la salida se 

efectúa respetando los procedimientos comunitarios que se establezcan relativos a la 
caracterización de donantes y órganos, la trazabilidad y la notificación y gestión de 
reacciones y eventos adversos graves.

d) Cuando el órgano proceda de terceros países, se cumplen unos requisitos éticos y de 
calidad y seguridad equivalentes a los establecidos en este real decreto, incluyendo la 
trazabilidad de los órganos.

3. La Organización Nacional de Trasplantes podrá autorizar la salida desde España de 
órganos humanos para trasplante con destino a otros países, si se dan las siguientes 
condiciones:

a) Existe receptor adecuado en el país de destino.
b) La entrada del órgano se efectúa bajo la supervisión de la autoridad competente del 

país de destino, o de quien reciba la delegación de la misma, incluyendo una organización 
europea de intercambio de órganos.

c) Cuando el órgano se destine a un estado miembro de la Unión Europea, la entrada se 
efectúa respetando los procedimientos comunitarios que se establezcan relativos a la 
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caracterización del donante y del órgano, la trazabilidad y la notificación y gestión de 
reacciones y eventos adversos graves.

d) Cuando el órgano se destine a terceros países, se cumplen unos requisitos éticos y de 
calidad y seguridad equivalentes a los establecidos en este real decreto, incluyendo la 
trazabilidad de los órganos.

4. El intercambio de órganos humanos para trasplante con otros países podrá llevarse a 
cabo en el marco de acuerdos de colaboración entre España y aquéllos.

Artículo 16.  Competencias de autorización y supervisión del intercambio internacional de 
órganos humanos.

Las competencias del Estado en esta materia podrán ser objeto, en su caso, de 
encomienda de gestión en los términos previstos en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

CAPÍTULO V
Del trasplante de los órganos

Artículo 17.  Requisitos para el trasplante de órganos humanos.
1. El trasplante de órganos humanos sólo se podrá efectuar en centros autorizados para 

ello, con el consentimiento previo y escrito del receptor o sus representantes legales, 
conforme prevé el artículo 9 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, previa información de 
los riesgos y beneficios que la intervención supone, así como de los estudios que sean 
técnicamente apropiados al tipo de trasplante del que se trate en cada caso.

2. El documento en el que se haga constar el consentimiento informado del receptor 
comprenderá: nombre del centro de trasplante y nombre del receptor y, en su caso, el de los 
representantes que autorizan el trasplante. El documento tendrá que ser firmado por el 
médico que informó al receptor y por éste mismo o sus representantes.

El documento quedará archivado en la historia clínica del paciente y se facilitará copia 
del mismo al interesado.

3. Antes de proceder al trasplante de un órgano, se verificará que:
a) Se ha completado y registrado la caracterización del órgano y el donante.
b) Se han respetado los requisitos de preparación y transporte del órgano.
4. El responsable de la unidad médica en la que haya de realizarse el trasplante sólo 

podrá dar su conformidad si, tras evaluar la información relativa a la caracterización del 
donante y del órgano con arreglo al anexo III y la situación del receptor, existen perspectivas 
fundadas de mejorar sustancialmente el pronóstico vital o las condiciones de vida del 
receptor y si se han realizado entre donante y receptor los estudios que sean técnicamente 
apropiados al tipo de trasplante que en cada caso se trate. En el caso de que no estuvieran 
disponibles todos los datos mínimos que figuran en el apartado A del anexo III y, si con 
arreglo al análisis riesgo-beneficio de cada caso particular, incluyendo las urgencias vitales, 
los beneficios esperados para el receptor son superiores a los riesgos que entrañan los 
datos incompletos, se podrá considerar el trasplante del órgano en cuestión.

5. Con objeto de mantener la trazabilidad, en la historia clínica del receptor se recogerán 
los datos necesarios que permitan identificar al donante, al órgano y al centro de obtención 
hospitalario del que procede el órgano trasplantado, con las correspondientes claves 
alfanuméricas que garanticen la protección de datos y la confidencialidad.

Artículo 18.  Centros de trasplante de órganos humanos: requisitos generales para su 
autorización sanitaria.

1. El trasplante de órganos humanos sólo podrá realizarse en aquellos centros sanitarios 
que dispongan de autorización específica de la autoridad competente de la correspondiente 
comunidad autónoma.
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2. Para poder ser autorizados, los centros trasplantadores de órganos humanos deberán 
reunir al menos los siguientes requisitos generales:

a) Estar autorizado como centro de obtención de órganos de donantes fallecidos y 
acreditar una actividad suficiente como para garantizar la viabilidad y calidad del programa 
de trasplante.

b) Disponer de una organización sanitaria y un régimen de funcionamiento adecuado 
para realizar la intervención que se solicita.

c) Disponer de la unidad médica y quirúrgica correspondiente con el personal sanitario 
suficiente y con demostrada experiencia en el tipo de trasplante del que se trate.

d) Garantizar la disponibilidad de facultativos especialistas con experiencia probada en el 
diagnóstico y tratamiento de las complicaciones del trasplante a desarrollar.

e) Disponer de una unidad de coordinación hospitalaria de trasplantes.
f) Disponer de las instalaciones y materiales necesarios para la adecuada realización del 

proceso de trasplante, tanto en el preoperatorio, como en la intervención y en el 
postoperatorio, de conformidad con los estándares aceptados en esta materia y con las 
mejores prácticas médicas.

g) Disponer de los servicios sanitarios, incluyendo laboratorios y técnicas de imagen, 
necesarios para garantizar la realización del trasplante, el seguimiento clínico adecuado del 
receptor y el correcto tratamiento de las eventuales complicaciones que la práctica de este 
trasplante precise. Estos servicios sanitarios contarán con personal cualificado y con 
instalaciones y equipos apropiados.

h) Disponer de un servicio de anatomía patológica con los medios técnicos y humanos 
necesarios para el estudio de complicaciones asociadas al trasplante y poder realizar los 
posibles estudios post-mortem.

i) Disponer de un laboratorio de microbiología donde se puedan efectuar los controles de 
las complicaciones infecciosas que presenten los pacientes.

j) Garantizar la disponibilidad de un laboratorio de inmunología y una unidad de 
histocompatibilidad con los medios técnicos y humanos necesarios para garantizar la 
correcta realización de los estudios inmunológicos necesarios para la monitorización pre y 
postrasplante.

k) Disponer de una Comisión de Trasplante y de aquellos protocolos que aseguren la 
adecuada selección de los receptores, el proceso de trasplante y el seguimiento 
postoperatorio inmediato y a largo plazo, y que garanticen la calidad y la seguridad de todo 
el procedimiento terapéutico, así como de aquellos otros protocolos a los que hace 
referencia el artículo 25.

l) Disponer de un registro, de acceso restringido y confidencial, con sus correspondientes 
claves alfanuméricas, donde constarán los trasplantes realizados con los datos precisos para 
garantizar la trazabilidad.

m) Garantizar el registro de la información que permita evaluar la actividad de los 
trasplantes realizados en el centro, así como los resultados obtenidos, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 31 y sin perjuicio de las disposiciones sobre protección de datos 
personales y secreto estadístico.

n) Adecuar en todo momento la actuación y los medios de las unidades médicas 
implicadas en los diferentes tipos de trasplante a los progresos científicos, siguiendo 
protocolos diagnósticos y terapéuticos actualizados.

o) Cumplir con los requisitos establecidos en materia de confidencialidad y protección de 
datos personales, promoción y publicidad y gratuidad de las donaciones.

Artículo 19.  Centros de trasplante de órganos humanos: requisitos específicos para su 
autorización sanitaria.

Además de los requisitos generales establecidos en el artículo anterior, los centros de 
trasplante de órganos humanos deberán reunir los requisitos específicos mínimos que 
figuran en el anexo II, para las modalidades que en el mismo se detallan.
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Artículo 20.  Procedimiento para la concesión, renovación y extinción de la autorización 
sanitaria a los centros de trasplante de órganos humanos.

1. El trasplante de órganos humanos habrá de realizarse en centros sanitarios que hayan 
sido autorizados específicamente para cada una de sus modalidades por la autoridad 
competente de la comunidad autónoma correspondiente.

2. Sin perjuicio de la normativa específica establecida en cada comunidad autónoma, la 
solicitud de la autorización deberá contener, al menos:

a) El tipo de trasplante a realizar.
b) La relación de médicos responsables del equipo de trasplante, así como la 

documentación que acredite su cualificación.
c) Una memoria con la descripción detallada de los medios humanos y materiales y los 

protocolos de que dispone el centro, de acuerdo con los requisitos exigidos para realizar la 
actividad correspondiente.

3. Sin perjuicio de la normativa específica de cada comunidad autónoma, la autorización 
deberá contener, como mínimo:

a) El tipo de trasplante para el que se autoriza el centro.
b) El nombre del o de los responsables del equipo de trasplante.
c) Su duración, según el periodo de vigencia que determine la autoridad competente.
4. Al término del periodo de vigencia de la autorización, se podrá proceder a su 

renovación previa constatación de que persisten las condiciones que dieron lugar a su 
concesión. En ningún caso se entenderá prorrogada automáticamente.

5. Cualquier tipo de modificación sustancial que se produzca en las condiciones, 
estructura, responsables o funcionamiento del centro deberá ser notificada a la autoridad 
competente y podrá dar lugar a la revisión de la autorización sanitaria, e incluso a su 
extinción, aun cuando no hubiera vencido el período de vigencia.

6. La autoridad competente de la comunidad autónoma, a la vista de los resultados 
obtenidos en los trasplantes realizados por el centro, podrá revocar las autorizaciones 
concedidas.

7. Las comunidades autónomas notificarán al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad las decisiones que adopten en relación con los centros trasplantadores de órganos 
humanos que se regulan en la presente disposición y que deban figurar en el Registro 
General de Centros, Servicios y Establecimientos Sanitarios y en el registro al que se refiere 
el artículo 30.

8. Los centros de trasplante de órganos humanos deberán proporcionar a la autoridad 
competente de la comunidad autónoma toda la información que les sea solicitada en relación 
con la actividad para la que hayan sido autorizados.

9. Las distintas modalidades de trasplante de órganos que existen o pudieran aparecer 
como fruto del desarrollo científico-técnico podrán ser contempladas en las siguientes tres 
situaciones:

a) Modalidades expresamente reguladas por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales 
e Igualdad, según lo establecido en el artículo 19 y el anexo II, en los que se desarrollan los 
requisitos técnicos y condiciones mínimas que han de cumplir los centros y servicios que 
vayan a realizarlas: la autoridad competente de la comunidad autónoma que corresponda, 
una vez comprobado el cumplimiento de dichas condiciones y requisitos, podrá, de acuerdo 
a su propio criterio, conceder la autorización.

b) Modalidades para las que no existe regulación expresa por parte del Ministerio de 
Sanidad Servicios Sociales e Igualdad ni normativa propia de la comunidad autónoma 
correspondiente: la autoridad competente de la comunidad autónoma que corresponda 
podrá autorizar a un determinado centro y servicio para el desarrollo de cada procedimiento 
individualmente considerado, previo informe de la Comisión de Trasplantes del Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.

c) Modalidades para las que existe una regulación expresa por parte del Ministerio de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad en la que se prohíbe su iniciación o se suspende su 
desarrollo: dicha prohibición o suspensión será dictada por el Ministerio de Sanidad, 
Servicios Sociales e Igualdad, oídas o a propuesta de las entidades o sociedades de 
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carácter científico que sean pertinentes en cada caso, y en consideración a especiales 
circunstancias de riesgo para los pacientes.

Las autoridades competentes de las comunidades autónomas no otorgarán o retirarán 
las autorizaciones que pudieran haber otorgado a los centros y servicios en dichas 
modalidades expresamente prohibidas o suspendidas.

10. La autorización de los centros para obtener órganos humanos podrá ser revocada o 
suspendida como consecuencia de las actuaciones de inspección y control por parte de las 
autoridades competentes según lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 14/1986, de 25 de 
abril.

CAPÍTULO VI
De la calidad y la seguridad de los órganos

Artículo 21.  Caracterización de los donantes y los órganos humanos.
1. Todos los órganos obtenidos y sus donantes han de estar adecuadamente 

caracterizados antes del trasplante.
Para cada donación debe recogerse el conjunto de datos mínimos especificado en el 

apartado A del anexo III. Asimismo, a decisión del equipo médico responsable y teniendo en 
cuenta la disponibilidad de los datos y las circunstancias particulares de cada caso, también 
se deben recabar los datos complementarios especificados en el apartado B del citado 
anexo.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, si con arreglo al análisis 
riesgo-beneficio de cada caso particular, incluyendo las urgencias vitales, los beneficios 
esperados para el receptor son superiores a los riesgos que entrañan los datos incompletos, 
un órgano podrá ser considerado para el trasplante aun cuando no estén disponibles todos 
los datos mínimos que figuran en el apartado A del anexo.

3. Con el fin de cumplir los requisitos de calidad y seguridad dispuestos en este real 
decreto, el equipo médico responsable:

a) Procurará obtener toda la información necesaria de los donantes vivos, y a tal efecto 
facilitará a estos últimos la información que necesiten para comprender las consecuencias 
de la donación.

b) En caso de que se trate de un donante fallecido, procurará obtener la información 
necesaria, siempre que sea posible y oportuno, de los familiares o de otras personas.

c) En cualquier caso, se esforzará por que todas las partes a las que se solicita 
información sean conscientes de la importancia que reviste una pronta transmisión de la 
misma.

4. Los análisis necesarios para la caracterización del órgano y del donante los realizarán 
laboratorios dotados de personal cualificado y de instalaciones y equipos apropiados.

5. Los centros de obtención y de trasplante, incluyendo los laboratorios y otros 
departamentos que puedan participar en la caracterización de los órganos y de los donantes, 
dispondrán de protocolos adecuados para garantizar la oportuna transmisión de la 
información relativa a la caracterización.

6. Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, cuando el órgano se envíe a otro país 
de la Unión Europea, se enviará, como mínimo, la información incluida en el anexo III de 
este real decreto, y se actuará de conformidad con los procedimientos que la Comisión 
Europea establezca al efecto. Asimismo, cuando el órgano se reciba de otro país de la Unión 
Europea, se verificará la recepción de dicha información de conformidad con los mismos 
procedimientos.

Artículo 22.  Trazabilidad de los órganos humanos.
1. Con el fin de proteger la salud de donantes vivos y receptores, se garantizará la 

trazabilidad de todos los órganos obtenidos, asignados, trasplantados o desestimados en 
España.
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2. Se implementará un sistema de identificación de donantes y receptores que permita 
identificar cada donación y cada uno de los órganos y receptores asociados a ella. Dicho 
sistema cumplirá los requisitos relativos a la confidencialidad y seguridad de los datos que 
establezca la normativa vigente en materia de protección de datos de carácter personal.

3. Sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas en esta materia, los 
centros de obtención y los centros de trasplante, junto con la Organización Nacional de 
Trasplantes, conservarán los datos necesarios para garantizar la trazabilidad y la información 
sobre la caracterización de los órganos y de los donantes.

4. Los datos necesarios para una completa trazabilidad se conservarán como mínimo 30 
años después de la donación, pudiendo almacenarse en formato electrónico.

5. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, cuando exista intercambio de 
órganos entre España y otro estado miembro, la información necesaria para garantizar la 
trazabilidad se transmitirá de conformidad con los procedimientos que, al efecto, establezca 
la Comisión Europea.

Artículo 23.  Sistema de notificación y gestión de reacciones y eventos adversos graves.
1. Sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas, y en cooperación 

con las mismas, la Organización Nacional de Trasplantes implementará un sistema estatal 
para notificar, investigar, registrar y transmitir la información pertinente y necesaria sobre los 
eventos adversos graves y las reacciones adversas graves.

2. A través del Programa marco de calidad y seguridad se establecerán protocolos para 
la oportuna notificación y la gestión de reacciones o eventos adversos graves.

3. Los centros de obtención y trasplante dispondrán de protocolos para la notificación 
oportuna de cualquier reacción o evento adverso grave a las autoridades competentes 
implicadas y, a través de las mismas, al centro de obtención o al centro de trasplante 
correspondientes. Dichos protocolos asimismo especificarán los procedimientos para la 
notificación, a las autoridades competentes implicadas, de las medidas de gestión 
relacionadas con las reacciones o eventos adversos graves.

4. Cuando exista intercambio de órganos entre España y otro estado miembro, la 
notificación de las reacciones y eventos adversos graves se llevará a cabo de conformidad 
con los procedimientos que la Comisión Europea establezca al efecto.

5. El Programa marco de calidad y seguridad y los protocolos a los que se refiere el 
apartado 3 del presente artículo especificarán los procedimientos para garantizar la 
interconexión entre el sistema de notificación y gestión establecido en este artículo y el 
dispuesto en el artículo 34 del Real Decreto 1301/2006, de 10 de noviembre, por el que se 
establecen las normas de calidad y seguridad para la donación, la obtención, la evaluación, 
el procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de células y tejidos 
humanos y se aprueban las normas de coordinación y funcionamiento para su uso en 
humanos.

Artículo 24.  Formación del personal sanitario.
Todo el personal sanitario implicado directamente en cualquier etapa desde la donación 

hasta el trasplante o la desestimación de los órganos, contará con la cualificación adecuada 
para realizar sus tareas y recibirá la formación apropiada.

Artículo 25.  Programa marco de calidad y seguridad.
1. La Organización Nacional de Trasplantes, en cooperación con las comunidades 

autónomas, establecerá un Programa marco de calidad y seguridad que comprenda todas 
las etapas desde la donación hasta el trasplante de los órganos o su desestimación, y que 
contemple, al menos, la adopción y aplicación de protocolos para:

a) La verificación de la identidad del donante.
b) La verificación del cumplimiento de los requisitos de consentimiento para la obtención 

de órganos.
c) La comprobación de que se ha completado la caracterización del órgano y del 

donante, así como la transmisión de dicha información.
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d) La obtención de los órganos, incluyendo su preparación, según se define en el artículo 
3, así como la verificación de los requisitos de preparación de los órganos.

e) El transporte de órganos, así como la verificación de sus requisitos.
f) Asegurar la trazabilidad.
g) La notificación exacta, rápida y verificable y la gestión de reacciones y eventos 

adversos graves.
Los protocolos contemplados en las letras f) y g) especificarán las responsabilidades de 

los centros de obtención, los centros de trasplante y las autoridades competentes, y cuando 
sea de aplicación, las asignadas a las organizaciones europeas de intercambio de órganos.

2. El contenido de los protocolos de que deben disponer los centros de obtención y de 
trasplante para su autorización, según lo especificado en los artículos 10, 11, y 18, habrá de 
estar en consonancia con los protocolos que se desarrollen en el Programa marco de calidad 
y seguridad, al que se refiere el apartado 1 de este artículo.

3. Mediante el Programa marco de calidad y seguridad se garantizará que el personal 
sanitario directamente implicado en cualquier etapa, desde la donación hasta el trasplante o 
la desestimación, cuente con la cualificación o la formación y competencias adecuadas. 
Dicho Programa incluirá el diseño de programas específicos de formación de dicho personal, 
según se refiere en el artículo 24.

CAPÍTULO VII
De las autoridades y la coordinación de actividades relacionadas con la 

obtención y el trasplante de órganos

Artículo 26.  Autoridades competentes.
A efectos de este real decreto, son autoridades competentes el Ministerio de Sanidad, 

Servicios Sociales e Igualdad y las comunidades autónomas, cada una de ellas en el ámbito 
de actuación propio de sus respectivas competencias.

Artículo 27.  Organización Nacional de Trasplantes.
Las competencias del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad en materia de 

obtención y trasplante corresponden a la Organización Nacional de Trasplantes, que ejercerá 
las funciones que le son atribuidas en su Estatuto, regulado por el Real Decreto 1825/2009, 
de 27 de noviembre, por el que se aprueba el Estatuto de la Organización Nacional de 
Trasplantes. Dichas funciones, entre otras, incluyen la coordinación de la obtención, 
distribución nacional e intercambio internacional de órganos, tejidos y células para su 
trasplante.

Artículo 28.  Unidades autonómicas, sectoriales y hospitalarias de coordinación de 
trasplantes.

1. Las comunidades autónomas establecerán unidades de coordinación autonómica de 
trasplantes, dirigidas por un coordinador autonómico, nombrado por la autoridad competente 
en cada caso. Estas unidades colaborarán en el cumplimiento de los objetivos generales que 
fije la Comisión Permanente de Trasplantes del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional 
de Salud.

Corresponde a las comunidades autónomas dotar de la infraestructura y medios a las 
unidades autonómicas para el adecuado desarrollo de sus funciones.

2. En aquellas comunidades que se considere necesario se podrán establecer unidades 
de coordinación sectorial.

3. Se establecerán unidades de coordinación hospitalaria, dotadas de personal 
cualificado y de la infraestructura y los medios necesarios, en todos los centros autorizados 
para la obtención y trasplante de órganos.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 79  Actividades de obtención y utilización clínica de órganos destinados al trasplante

– 1114 –



Artículo 29.  Comisión Permanente de Trasplantes del Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud.

La Comisión de Trasplantes del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 
que se rige de conformidad con lo establecido en la disposición adicional primera del Real 
Decreto 1825/2009, de 27 de noviembre, es el órgano encargado de la coordinación 
interterritorial y el asesoramiento del Sistema Nacional de Salud en materia de donación y 
trasplante de órganos, tejidos y células.

CAPÍTULO VIII
De los sistemas de información

Artículo 30.  Registro de centros de obtención y centros de trasplante.
1. La Organización Nacional de Trasplantes, sin perjuicio de las competencias de registro 

de las comunidades autónomas, desarrollará y mantendrá un registro de centros de 
obtención y de trasplante donde se especificará, para cada uno de ellos, las actividades 
concretas para las cuales está autorizado. La relación de centros autorizados será accesible 
al público.

2. En el ámbito de sus competencias, las coordinaciones autonómicas de trasplantes 
deberán comunicar en tiempo real a la Organización Nacional de Trasplantes la información 
relativa a la autorización sanitaria de los centros de obtención y de trasplante. Dicha 
información incluirá al menos el nombre del centro, su dirección postal, el nombre de los 
responsables del proceso de obtención y de los responsables de los equipos de trasplante, y 
sus datos de contacto, así como las actividades para las que se ha concedido la 
autorización. Asimismo ha de comunicarse cualquier modificación sustancial de la 
autorización.

3. La Organización Nacional de Trasplantes proporcionará información del registro de 
centros de obtención y de trasplante o de los requisitos nacionales de autorización de dichos 
centros, a petición de la Comisión Europea o de otro estado miembro de la Unión Europea.

Artículo 31.  Sistemas de información.
1. Sin menoscabo de los convenios que pudieran establecerse con las asociaciones 

profesionales y científicas pertinentes ni de los sistemas que pudieran implementar las 
comunidades autónomas a tales efectos, y en cooperación con las mismas, será función de 
la Organización Nacional de Trasplantes desarrollar y mantener los sistemas de información 
estatal en los que se registren y custodien los datos relativos a:

a) Los donantes y los órganos y su caracterización.
b) La trazabilidad de los órganos desde la donación hasta el trasplante o la 

desestimación y viceversa.
c) Las características y los movimientos de los pacientes incluidos en lista de espera 

para trasplante.
d) Las características y datos de seguimiento de los pacientes trasplantados.
e) Las características y datos de seguimiento de los donantes vivos.
f) La notificación y las medidas de gestión de los eventos y reacciones adversas graves.
2. Para cada uno de los apartados anteriores, la Organización Nacional de Trasplantes 

definirá, en cooperación con las comunidades autónomas, los datos mínimos que habrán de 
proporcionarse al sistema estatal para todo donante, órgano, paciente en lista de espera o 
receptor.

3. Estos sistemas de información estatal recibirán el suministro de los datos desde los 
centros de obtención o los centros de trasplante, según corresponda, bien directamente o 
bien a través de los sistemas autonómicos disponibles. La Organización Nacional de 
Trasplantes definirá, en cooperación con las comunidades autónomas, los procedimientos 
que permitan la integración estatal de la información.

4. Los sistemas de información estatal mencionados permitirán la realización de análisis 
estadísticos periódicos.
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5. Con los datos incluidos en los sistemas, y sin perjuicio de otros informes que puedan 
llevarse a cabo, la Organización Nacional de Trasplantes elaborará informes anuales de la 
actividad desarrollada por los centros de obtención y de trasplante de todo el territorio 
nacional, incluyendo los datos agregados de donantes vivos y fallecidos y el número y tipo 
de órganos obtenidos y trasplantados o desestimados. Estos informes, que en ningún caso 
contendrán datos personales de donantes o de receptores, se difundirán a la red de 
coordinación de trasplantes y a los equipos trasplantadores y estarán accesibles al público.

6. Los sistemas de información estatal se podrán utilizar como sistemas de información 
autonómica u hospitalaria en lo que a sus propios datos respecta, cuando la comunidad 
autónoma o el hospital correspondiente así lo requieran.

7. El acceso a cualquiera de los datos contenidos en los sistemas de información 
quedará restringido a las personas autorizadas en los centros, en las unidades de 
coordinación autonómica o en la Organización Nacional de Trasplantes.

Todos los sistemas de información, a nivel hospitalario, autonómico o estatal cumplirán 
con lo establecido en la normativa vigente sobre protección de datos personales, 
confidencialidad y secreto estadístico.

CAPÍTULO IX
De la inspección, supervisión y medidas cautelares y de las infracciones y 

sanciones

Artículo 32.  Inspección, supervisión de actividades y medidas cautelares.
1. Será función de cada comunidad autónoma la inspección o supervisión a intervalos 

regulares de las unidades de coordinación de trasplantes, los centros de obtención y los 
centros de trasplante. A este fin, las unidades y centros deberán proporcionar toda la 
información en la forma y modo en que sea solicitada en relación con la actividad para la que 
hayan sido autorizados.

2. Si se detectase una actuación o situación irregular que pudiera comprometer la salud 
y/o la seguridad de los pacientes, se procederá a adoptar las medidas preventivas y 
cautelares a que se refieren los artículos 5.4, 10.4, 11.9 y 20.10 de este real decreto, y a 
notificarlo inmediatamente a la unidad de coordinación autonómica correspondiente y a la 
Organización Nacional de Trasplantes, a fin de adoptar las medidas pertinentes.

Artículo 33.  Infracciones.
1. Tendrán la consideración de infracciones conforme a lo dispuesto en este real decreto, 

las previstas en el Capítulo VI del Título I de la Ley 14/1986, de 25 de abril, y en el Título VII 
de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en el Título VI de la Ley 33/2011, de 4 de 
octubre, General de Salud Pública, y las acciones u omisiones específicas que se definen en 
el presente artículo, que podrán ser muy graves, graves y leves.

a) Infracciones muy graves:
1.º La realización de cualquier actividad regulada en este real decreto sin respetar el 

principio de confidencialidad, siempre que éste sea exigible.
2.º La realización de cualquier actividad regulada en este real decreto sin respetar los 

principios de voluntariedad, altruismo, ausencia de ánimo de lucro o gratuidad.
3.º La publicidad sobre la necesidad o la disponibilidad de un órgano, ofreciendo o 

solicitando algún tipo de gratificación o remuneración.
4.º La obtención de órganos de donante vivo en ausencia de cumplimiento de cualquiera 

de los requisitos previos establecidos en el presente real decreto, en particular los relativos a 
la mayoría de edad, facultades mentales, estado de salud y consentimiento.

5.º La obtención de órganos de donante fallecido en ausencia cualquiera de los 
requisitos previos establecidos en el presente real decreto, en particular los relativos a la 
investigación sobre la voluntad del fallecido respecto a la donación de órganos y el 
diagnóstico y la certificación de la muerte.

6.º La obtención o el trasplante de órganos en un centro que no disponga de la 
preceptiva autorización de la autoridad competente.
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7.º El incumplimiento de los requisitos de trazabilidad.
8.º La entrada o salida de órganos en España sin la preceptiva autorización, de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 15 de este real decreto.
9.º La obstrucción o el impedimento de la labor inspectora.
b) Infracciones graves:
1.º La publicidad sobre la necesidad de órganos en beneficio de personas concretas, de 

centros sanitarios o instituciones, fundaciones o empresas determinadas, así como la 
publicidad engañosa que induzca a error sobre la obtención y la utilización clínica de 
órganos humanos.

2.º El incumplimiento del deber de disponer de personal cualificado, instalaciones y 
equipos apropiados para la realización de las actividades reguladas por este real decreto.

3.º El incumplimiento del deber de notificación a que se refiere el artículo 23 del presente 
real decreto cuando exista riesgo para la salud de los otros receptores.

4.º La resistencia a facilitar datos a la autoridad competente en relación con los 
requerimientos exigidos para su autorización sanitaria.

c) Infracciones leves:
1.º El incumplimiento de los requisitos de etiquetado y transporte de órganos humanos.
2.º El incumplimiento de los requisitos establecidos en lo relativo a sistemas de 

información.
3.º El incumplimiento de los requisitos, obligaciones o prohibiciones establecidos en este 

real decreto o en las disposiciones que lo desarrollen, cuando no constituyan falta grave o 
muy grave.

2. Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los tres años y 
las leves en el plazo de un año. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la 
infracción se hubiera cometido.

3. La prescripción se interrumpirá desde la fecha de notificación del acuerdo de iniciación 
del procedimiento disciplinario. El plazo de prescripción vuelve a correr si el procedimiento 
permanece paralizado durante seis meses por causa no imputable a la persona sujeta al 
expediente sancionador.

Artículo 34.  Sanciones.
1. Las acciones u omisiones constitutivas de infracción, de acuerdo con lo establecido en 

el artículo 33, podrán ser objeto de la sanción administrativa prevista en el número 3 del 
presente artículo, previa instrucción del oportuno procedimiento sancionador, sin perjuicio de 
las responsabilidades penales, civiles o de otro tipo que pudieran concurrir.

En los supuestos en que las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, se pasará 
el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá de seguir el procedimiento 
sancionador mientras la autoridad judicial no dicte resolución firme que ponga fin al 
procedimiento.

De no haberse estimado la existencia de delito, se continuará el expediente sancionador 
tomando como base los hechos que los Tribunales hayan considerado probados.

2. El procedimiento sancionador será el previsto en el artículo 60 del título VI de la Ley 
33/2011, de 4 de octubre. La incoación, tramitación y resolución de los expedientes 
sancionadores corresponderá a la Administración competente por razón del territorio y la 
materia.

3. Las infracciones a que se refiere el artículo 33 serán sancionadas con multa de 
acuerdo con la graduación establecida en el artículo 58 de la Ley 33/2011, de 4 de octubre, 
el artículo 45 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en el artículo 36 de la Ley 
14/1986, de 25 de abril.

4. Las sanciones serán independientes de las que puedan imponerse por otras 
autoridades competentes, estatales o autonómicas, en base a fundamentos distintos a los de 
infracción de la normativa sanitaria.
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Disposición adicional primera.  Transporte de material potencialmente peligroso.
En el transporte de órganos potencialmente infecciosos o que necesiten sustancias 

peligrosas para su conservación, se observarán las disposiciones contenidas en las 
reglamentaciones nacionales e internacionales sobre transporte de mercancías peligrosas.

Disposición adicional segunda.  Evaluación y acreditación de centros y servicios.
En el ejercicio de las competencias establecidas en el artículo 70.2.d) de la Ley 14/1986, 

de 25 de abril, la Organización Nacional de Trasplantes –previo acuerdo de la Comisión 
permanente de trasplantes del Consejo Interterritorial– y a demanda de las diferentes 
autoridades competentes de las comunidades autónomas y servicios de salud, podrá actuar 
como entidad técnica para la evaluación y acreditación de los centros y servicios 
autorizados.

Disposición adicional tercera.  Ciudades de Ceuta y Melilla.
Las referencias que en este real decreto se hacen a las comunidades autónomas, se 

entenderán hechas a las ciudades de Ceuta y Melilla.

Disposición adicional cuarta.  Red sanitaria militar.
Con respecto a los centros sanitarios pertenecientes a la red sanitaria militar, las 

competencias previstas en este real decreto serán ejercidas por la Inspección General de 
Sanidad de la Defensa.

Sin perjuicio de lo anterior y en relación con lo establecido en este real decreto, se podrá 
actuar de conformidad con los acuerdos que pudieran celebrarse entre el Ministerio de 
Defensa y el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad o las comunidades 
autónomas donde se ubiquen los hospitales de la red sanitaria militar.

Disposición transitoria única.  Pervivencia de la autorización sanitaria para los centros de 
obtención y trasplante de órganos humanos.

Los centros que tuvieran concedida la autorización para las modalidades actualmente 
existentes de obtención y trasplante de órganos humanos no precisarán nueva autorización, 
según las normas que contiene el presente real decreto, hasta que finalice el período de 
vigencia de su autorización actual.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

previsto en este real decreto, y en particular, el Real Decreto 2070/1999, de 30 de diciembre, 
por el que se regulan las actividades de obtención y utilización clínica de órganos humanos y 
la coordinación territorial en materia de donación y trasplante de órganos y tejidos.

Disposición final primera.  Carácter básico.
Sin perjuicio de su posible incidencia en el ámbito de los derechos de la personalidad, 

este real decreto que se dicta al amparo del artículo 149.1.16.ª de la Constitución Española, 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación general 
de la sanidad, tiene carácter de norma básica, excepto el artículo 15 que se dicta al amparo 
de la competencia exclusiva del Estado en materia de sanidad exterior.

Disposición final segunda.  Incorporación de derecho de la UE.
Mediante este real decreto se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 

2010/53/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 2010, sobre normas de 
calidad y seguridad de los órganos humanos destinados al trasplante.

Disposición final tercera.  Desarrollo normativo y actualizaciones de los anexos.
Se habilita a la Ministra de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad para dictar las 

disposiciones necesarias para la aplicación y el desarrollo de este real decreto, así como 
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para la modificación de sus anexos, con el fin de adecuarlos al avance de los conocimientos 
científicos y técnicos o para adaptarlos a la normativa de la Unión Europea.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I
Protocolos de diagnóstico y certificación de la muerte para la obtención de 

órganos de donantes fallecidos

1. Diagnóstico y certificación de muerte
El diagnóstico y certificación de la muerte de una persona se basará en la confirmación 

del cese irreversible de las funciones circulatoria y respiratoria o de las funciones encefálicas 
(muerte encefálica), conforme establece el artículo 9 del presente real decreto.

2. Diagnóstico de muerte por criterios neurológicos (muerte encefálica)
1. Condiciones diagnósticas.
Coma de etiología conocida y de carácter irreversible. Debe haber evidencia clínica o por 

neuroimagen de lesión destructiva en el sistema nervioso central compatible con la situación 
de muerte encefálica.

2. Exploración clínica neurológica.
a) El diagnóstico de muerte encefálica exige siempre la realización de una exploración 

neurológica que debe ser sistemática, completa y extremadamente rigurosa.
b) Inmediatamente antes de iniciar la exploración clínica neurológica, hay que comprobar 

si el paciente presenta:
1.º Estabilidad hemodinámica.
2.º Oxigenación y ventilación adecuadas.
3.º Temperatura corporal superior a 32ºC, y en niños de hasta 24 meses de edad, 

superior a 35ºC. Sin embargo, con el fin de mantener la estabilidad clínica durante la 
exploración, se recomienda una temperatura corporal superior a 35ºC en todos los casos.

4.º Ausencia de alteraciones metabólicas y endocrinológicas, que pudieran ser 
causantes del coma.

5.º Ausencia de sustancias o fármacos depresores del sistema nervioso central, que 
pudieran ser causantes del coma.

6.º Ausencia de bloqueantes neuromusculares.
c) Los hallazgos fundamentales en la exploración neurológica son los siguientes:
1.º Coma arreactivo, sin ningún tipo de respuesta motora o vegetativa al estímulo 

algésico producido en el territorio de los nervios craneales; no deben existir posturas de 
descerebración ni de decorticación.

2.º Ausencia de reflejos troncoencefálicos (fotomotor, corneal, oculocefálicos, 
oculovestibulares, nauseoso y tusígeno).

3.º Ausencia de respuesta al Test de Atropina. Tras la administración intravenosa de 0,04 
mg/Kg de sulfato de atropina no debe existir un incremento superior al 10% de la frecuencia 
cardíaca basal.

4.º Apnea, demostrada mediante el «test de apnea», comprobando que no existen 
movimientos respiratorios torácicos ni abdominales cuando la PCO2 en sangre arterial sea 
superior a 60 mm de Hg.

d) La presencia de actividad motora de origen espinal espontánea o inducida, no invalida 
el diagnóstico de la muerte encefálica.
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e) Condiciones que dificultan el diagnóstico clínico de muerte encefálica. Determinadas 
situaciones clínicas pueden dificultar o complicar el diagnóstico clínico de muerte encefálica, 
al impedir que la exploración neurológica sea realizada de una forma completa o con la 
necesaria seguridad. Tales condiciones son:

1.º Pacientes con graves destrozos del macizo craneofacial o cualquier otra circunstancia 
que impida la exploración de los reflejos troncoencefálicos.

2.º Intolerancia al test de apnea.
3.º Hipotermia (temperatura corporal inferior o igual a 32 ºC).
4.º Intoxicación o tratamiento previo con dosis elevadas de fármacos o sustancias 

depresoras del sistema nervioso central.
3. Período de observación.
El período de observación debe valorarse individualmente, teniendo en cuenta el tipo y 

gravedad de la lesión causante, así como las pruebas instrumentales realizadas.
Siempre que el diagnóstico sea exclusivamente clínico, se recomienda repetir la 

exploración neurológica según los siguientes períodos:
a) A las seis horas en los casos de lesión destructiva conocida.
b) A las veinticuatro horas en los casos de encefalopatía anóxica.
c) Si se sospecha o existe uso de fármacos o sustancias depresoras del sistema 

nervioso central, el período de observación debe prolongarse, a criterio médico, de acuerdo 
a la vida media de los fármacos o sustancias presentes y a las condiciones clínicas y 
biológicas generales del paciente.

Los períodos de observación reseñados pueden acortarse o incluso omitirse a criterio 
médico, de acuerdo con las pruebas instrumentales de soporte diagnóstico realizadas (ver 
apartado 4).

4. Pruebas instrumentales de soporte diagnóstico.
a) Desde un punto de vista científico, no son obligatorias, excluyendo las siguientes 

situaciones:
1.º Las referidas en el apartado 2.e.
2.º Ausencia de lesión destructiva cerebral demostrable por evidencia clínica o por 

neuroimagen.
3.º Cuando la lesión causal sea primariamente infratentorial.
Sin embargo, con el fin de complementar el diagnóstico y acortar el período de 

observación, sería recomendable la realización de alguna prueba instrumental.
En el caso particular de que la etiología causante del coma sea de localización 

infratentorial, la prueba instrumental a realizar debe demostrar la existencia de lesión 
irreversible de los hemisferios cerebrales (electroencefalograma o prueba de flujo sanguíneo 
cerebral).

b) El número y tipo de test diagnósticos instrumentales a utilizar debe valorarse de forma 
individual, atendiendo a las características particulares de cada caso y a las aportaciones 
diagnósticas de las técnicas empleadas. Las pruebas instrumentales diagnósticas son de 
dos tipos:

1.º Pruebas que evalúan la función neuronal:
a) Electroencefalografía.
b) Potenciales evocados.
2.º Pruebas que evalúan el flujo sanguíneo cerebral:
a) Arteriografía cerebral de los 4 vasos.
b) Angiografía cerebral por sustracción digital (arterial o venosa).
c) Angiografía cerebral mediante Tomografía Computerizada multicorte, con o sin estudio 

de perfusión cerebral.
d) Angiografía cerebral mediante Resonancia Magnética Nuclear.
e) Angiogammagrafía cerebral con radiofármacos capaces de atravesar la barrera 

hematoencefálica intacta.
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f) Sonografía doppler transcraneal.
Para el diagnóstico de muerte encefálica y si así lo permiten los avances científicos y 

técnicos en la materia, se podrá utilizar cualquier otra prueba instrumental no incluida en la 
relación previa, siempre que acredite absoluta garantía diagnóstica.

5. Diagnóstico de muerte encefálica no complicado.
Ante un coma de causa conocida, y una vez excluida la existencia de situaciones que 

pudieran dificultar el diagnóstico clínico (apartado 2.e), un paciente que presente una 
exploración clínica de muerte encefálica y una prueba instrumental de soporte diagnóstico 
concluyente, puede ser diagnosticado de muerte encefálica, sin ser preciso esperar el 
período de observación a que hace referencia el apartado 3.

6. Diagnóstico de muerte encefálica en situaciones especiales.
En aquellas condiciones clínicas en las que existen circunstancias que dificultan o 

complican el diagnóstico clínico (apartado 2.e), cuando no haya lesión destructiva cerebral 
demostrable por evidencia clínica o por neuroimagen y cuando exista una lesión causal que 
sea primariamente infratentorial, además de la exploración neurológica deberá realizarse, al 
menos, una prueba instrumental de soporte diagnóstico confirmatoria.

7. Recién nacidos, lactantes y niños.
a) El diagnóstico clínico de muerte encefálica en recién nacidos, lactantes y niños se 

basa en los mismos criterios que en los adultos, aunque con algunas peculiaridades.
La exploración neurológica en neonatos y lactantes pequeños debe incluir los reflejos de 

succión y búsqueda. En neonatos, especialmente los pretérmino, la exploración clínica debe 
repetirse varias veces, ya que algunos reflejos del tronco pueden no haberse desarrollado o 
ser de incipiente aparición, lo que hace a estos reflejos muy vulnerables. A su vez, en los 
niños de hasta 24 meses de edad, la exploración clínica para el diagnóstico de muerte 
encefálica se realizará previa comprobación de que se cumple la exigencia de temperatura 
corporal especificada en el apartado 2.b.

b) Cuando se utilicen pruebas instrumentales de soporte diagnóstico en los niños, se 
tendrán en cuenta las peculiaridades técnicas de los mismos. Por tanto, las pruebas deberán 
ajustarse a la edad, a las condiciones clínicas y a los estándares y recomendaciones 
internacionales de las diferentes sociedades científicas.

c) El período de observación recomendado varía con la edad y con las pruebas 
instrumentales realizadas:

1.º Neonatos pretérmino: aunque no existen guías internacionalmente aceptadas, se 
recomienda un periodo de observación de 48 horas. Este periodo de observación podrá 
acortarse a criterio médico, de acuerdo con las pruebas instrumentales de soporte 
diagnóstico realizadas, y podrá omitirse si se realiza una prueba diagnóstica que muestre, de 
forma inequívoca, ausencia de flujo sanguíneo cerebral.

2.º Neonatos (desde la 37 semana de gestación hasta los 30 días de edad): 24 horas. 
Este periodo de observación podrá acortarse a criterio médico, de acuerdo con las pruebas 
instrumentales de soporte diagnóstico realizadas y podrá omitirse si se realiza una prueba 
diagnóstica que muestre, de forma inequívoca, ausencia de flujo sanguíneo cerebral.

3.º Niños de más de 30 días hasta 24 meses de edad: 12 horas. Este periodo de 
observación podrá acortarse a criterio médico, de acuerdo con las pruebas instrumentales de 
soporte diagnóstico realizadas y podrá omitirse si se realiza una prueba diagnóstica que 
muestre, de forma inequívoca, ausencia de flujo sanguíneo cerebral.

3. Diagnóstico de muerte por criterios circulatorios y respiratorios
1. Diagnóstico:
a) El diagnóstico de muerte por criterios circulatorios y respiratorios se basará en la 

constatación de forma inequívoca de ausencia de circulación y de ausencia de respiración 
espontánea, ambas cosas durante un período no inferior a cinco minutos.
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b) Como requisito previo al diagnóstico y certificación de la muerte por criterios 
circulatorios y respiratorios, deberá verificarse que se cumple una de las siguientes 
condiciones:

1.º Se han aplicado, durante un periodo de tiempo adecuado, maniobras de reanimación 
cardiopulmonar avanzada, que han resultado infructuosas. Dicho período, así como las 
maniobras a aplicar, se ajustarán dependiendo de la edad y circunstancias que provocaron la 
parada circulatoria y respiratoria. En todo momento deberá seguirse lo especificado en los 
protocolos de reanimación cardiopulmonar avanzada que periódicamente publican las 
sociedades científicas competentes. En los casos de temperatura corporal inferior o igual a 
32ºC se deberá recalentar el cuerpo antes de poder establecer la irreversibilidad del cese de 
las funciones circulatoria y respiratoria y por lo tanto el diagnóstico de muerte.

2.º No se considera indicada la realización de maniobras de reanimación cardiopulmonar 
en base a razones médica y éticamente justificables, de acuerdo con las recomendaciones 
publicadas por las sociedades científicas competentes.

c) La ausencia de circulación se demostrará mediante la presencia de al menos uno de 
los siguientes hallazgos:

1.º Asistolia en un trazado electrocardiográfico continuo.
2.º Ausencia de flujo sanguíneo en la monitorización invasiva de la presión arterial.
3.º Ausencia de flujo aórtico en un ecocardiograma.
Si así lo permiten los avances científicos y técnicos en la materia, podrá utilizarse 

cualquier otra prueba instrumental que acredite absoluta garantía diagnóstica.
2. Maniobras de mantenimiento de viabilidad y preservación:
a) Para iniciar el procedimiento de preservación será necesario que el equipo médico 

responsable del paciente haya dejado constancia escrita de la muerte, especificando la hora 
del fallecimiento.

b) En los casos en que sea necesaria la autorización judicial según lo especificado en el 
artículo 9.5 del presente real decreto, se procederá como sigue:

1.º En los supuestos contemplados en el párrafo 1.º del apartado 1.b), se podrán 
reanudar las maniobras de mantenimiento de flujo sanguíneo a los órganos y se realizará la 
oportuna comunicación al juzgado de instrucción sobre la existencia de un potencial 
donante.

Tras la respuesta favorable del juzgado o bien transcurridos quince minutos sin que éste 
haya notificado limitación alguna para su práctica, podrán iniciarse las maniobras de 
preservación. Previo al inicio de dichas maniobras, se procederá a la extracción de una 
muestra de sangre de 20 cc y si fuera posible, de 20 cc de orina y 20 cc de jugos gástricos 
(según el protocolo adjunto de cadena de custodia), que quedarán a disposición del juzgado 
de instrucción, así como cualquier otra muestra o dato que fuesen requeridos por éste. 
Posteriormente se procederá a iniciar las maniobras de preservación.

2.º En los supuestos contemplados en el párrafo 2.º del apartado 1.b) y antes del inicio 
del procedimiento, se comunicará al juzgado de instrucción la existencia de un potencial 
donante, informándole de las circunstancias del caso y se actuará individualmente, de 
acuerdo con las directrices establecidas por el citado juzgado.

3.º En los dos casos anteriores, se podrá proceder a la obtención de órganos, una vez 
obtenida la correspondiente autorización judicial, según lo establecido en el artículo 9.5 de 
este real decreto.

Cadena de custodia:
Nombre y número de historia clínica del donante
Juzgado número...................... Ciudad
Número de expediente judicial
Identificación del equipo de trasplante:
Coordinador de trasplante don/doña
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Cirujano doctor/a don/doña
Cirujano doctor/a don/doña
DUE don/doña
DUE don/doña
Toma de muestras realizadas:
Sangre: Lugar de extracción....................................... Volumen
Orina: Sí/no.............................. Volumen
Motivo de la ausencia de extracción
Contenido gástrico: Sí/no............................................ Volumen
Motivo de la ausencia de extracción
Cadena de custodia:
Toma de muestras: Día.................... Hora....................
Muestras envasadas y etiquetadas por..........................................
(Coordinador/a de Trasplantes).
Tipo, sello y número de precinto:
Número de historia clínica..........................................................
(Lacre/tinta).
Condiciones de almacenaje:.................................................
(Refrigeración/congelación).
Recepción en juzgado:
Día................... Hora......................
Transporte efectuado por don/doña................................................................................
(Persona nombrada por el Coordinador/a)
Recepcionado en el juzgado por don/doña....................................................................

Firma Coordinador/a Firma Juzgado Firma delegada por el Coordinador/a

ANEXO II
Requisitos específicos para la autorización de los centros de trasplante de 

órganos
1. Los requisitos específicos para la autorización de los centros de trasplante de órganos 

de donante fallecido serán los siguientes:
a) Para la realización de trasplantes renales: disponer de una unidad de nefrología, y de 

urología y/o de cirugía general y digestiva y/o cirugía vascular con personal suficiente, 
cualificado y con demostrada experiencia para garantizar la correcta realización de estos 
trasplantes y el adecuado seguimiento, diagnóstico y tratamiento de las eventuales 
complicaciones de estos pacientes.

b) Para la realización de trasplantes cardíacos: disponer de una unidad de cardiología y 
cirugía cardíaca con personal suficiente, cualificado y con demostrada experiencia en cirugía 
cardiaca que precise circulación extracorpórea y la disponibilidad de una unidad de 
hemodinámica con la experiencia necesaria en técnicas de cardiología invasiva para 
garantizar la correcta realización de estos trasplantes y el adecuado seguimiento y 
tratamiento de las eventuales complicaciones de estos pacientes.

c) Para la realización de trasplantes pulmonares: disponer de una unidad de neumología 
y cirugía torácica con personal suficiente, cualificado y con demostrada experiencia en 
cirugía pulmonar y la disponibilidad de realización de pruebas de función respiratoria 
necesarias para garantizar la correcta realización de estos trasplantes y el adecuado 
seguimiento diagnóstico y tratamiento de las eventuales complicaciones de estos pacientes.

d) Para la realización de trasplantes de corazón-pulmón: los centros deberán cumplir los 
requisitos especificados para la realización de trasplantes cardíacos y pulmonares.

e) Para la realización de trasplantes hepáticos: disponer de una unidad de 
gastroenterología-hepatología y de cirugía general y digestiva con personal suficiente, 
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cualificado y con demostrada experiencia en cirugía hepatobiliar para garantizar la correcta 
realización de estos trasplantes y el adecuado seguimiento, diagnóstico y tratamiento de las 
eventuales complicaciones de estos pacientes.

f) Para la realización de trasplantes pancreáticos: disponer de una unidad de 
endocrinología y de cirugía general y digestiva o de urología con personal suficiente, 
cualificado y con demostrada experiencia en cirugía hepatobilio-pancreática para garantizar 
la correcta realización de estos trasplantes y el adecuado seguimiento, diagnóstico y 
tratamiento de las eventuales complicaciones de estos pacientes.

g) Para la realización de trasplantes intestinales: disponer de una unidad de 
gastroenterología y de cirugía general y digestiva con personal suficiente, cualificado y con 
demostrada experiencia en cirugía intestinal para garantizar la correcta realización de estos 
trasplantes y el adecuado seguimiento, diagnóstico y tratamiento de las eventuales 
complicaciones de estos pacientes.

2. Para la realización de cualquier trasplante de órganos de donante vivo será 
imprescindible que el centro esté autorizado para el trasplante del órgano correspondiente 
de donante fallecido y demuestre experiencia acreditada en su realización.

3. Para la realización de cualquier otro trasplante múltiple de órganos sólidos será 
imprescindible estar autorizado como centro de trasplante de cada órgano a trasplantar.

4. Para el caso de trasplantes infantiles será necesario disponer de una autorización 
específica del centro, en la que se tendrá en cuenta, además de los requisitos específicos 
para la realización del trasplante de cada tipo de órgano, la disponibilidad de medios 
adecuados y del personal con la experiencia suficiente para ello.

ANEXO III
Caracterización de los donantes y los órganos humanos

Apartado A. Conjunto de datos mínimos
Datos mínimos: Información para la caracterización de los órganos y los donantes que 

ha de ser recabada para cada donación, de conformidad con el artículo 21, apartado 1, 
segundo párrafo, y sin perjuicio del artículo 21, apartado 2.

Conjunto de datos mínimos
Centro de obtención y otros datos generales.
Tipo de donante.
Tipo de órgano.
Grupo sanguíneo.
Fecha de nacimiento o edad estimada.
Sexo.
Causa del fallecimiento.
Fecha y hora del fallecimiento.
Fecha y hora de clampaje.
Peso.
Altura.
Historial de abuso de drogas por vía intravenosa.
Historial de neoplasia maligna.
Historial de otras enfermedades transmisibles.
Pruebas de VHB, VHC, VIH.
Información básica para evaluar la función del órgano donado.

Apartado B. Conjunto de datos complementarios
Datos complementarios: Información que, a decisión del equipo médico responsable y 

teniendo en cuenta la disponibilidad de los datos y las circunstancias particulares de cada 
caso, se debe recabar además de los datos mínimos que figuran en el apartado A, de 
conformidad con el artículo 21, apartado 1, párrafo 2.
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Conjunto de datos complementarios
Datos generales:
Información de contacto del centro de obtención, necesaria para la coordinación, la 

asignación y la trazabilidad de los órganos de los donantes a los receptores y viceversa.
Datos del donante:
Datos demográficos, incluyendo la procedencia del donante, y datos antropométricos 

necesarios para garantizar una compatibilidad adecuada entre el donante / órgano y el 
receptor.

Antecedentes del donante:
Cualquier antecedente que pueda afectar a la idoneidad de los órganos para el 

trasplante o conllevar riesgo de transmisión de enfermedades.
Datos físicos y clínicos:
Datos procedentes de la exploración clínica relativos al mantenimiento del posible 

donante, así como cualquier hallazgo que revele afecciones que no se hubieran detectado 
en la historia clínica del donante y que pudieran afectar a la idoneidad de los órganos para el 
trasplante o implicar un riesgo de transmisión de enfermedades.

Parámetros de laboratorio:
Datos necesarios para la evaluación funcional de los órganos y para la detección de 

enfermedades potencialmente transmisibles y de otras posibles contraindicaciones para la 
donación de órganos.

Pruebas de imagen:
Exploraciones de imagen necesarias para la evaluación del estado anatómico o funcional 

de los órganos para el trasplante.
Tratamiento:
Tratamientos administrados al donante que puedan influir en el estado funcional de los 

órganos y en su idoneidad para la donación, en particular, el uso de antibióticos, el soporte 
inotrópico o la terapia transfusional.

Otros:
Información anatomopatológica relevante, previa o posterior a la obtención.
Descripción macroscópica del órgano e histopatológica, en caso de biopsia.
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§ 80

Real Decreto-ley 9/2011, de 19 de agosto, de medidas para la mejora 
de la calidad y cohesión del sistema nacional de salud, de 
contribución a la consolidación fiscal, y de elevación del importe 

máximo de los avales del Estado para 2011

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 200, de 20 de agosto de 2011
Última modificación: 30 de octubre de 2013

Referencia: BOE-A-2011-14021

I
El presente Real Decreto-ley tiene como finalidad primordial continuar y reforzar las 

medidas fiscales y presupuestarias que el Gobierno ha puesto en marcha para la 
consecución de los objetivos de reducción de déficit público, prioridad ineludible de la política 
económica del gobierno. En el actual situación de incertidumbre en los mercados 
internacionales, tiene una especial relevancia que las instituciones españolas reafirmen su 
compromiso con este objetivo. En este contexto, este Real Decreto-ley introduce, entre 
otras, medidas que persiguen tanto una reducción del gasto público, a través de la 
racionalización del gasto sanitario, como una mejora de los ingresos fiscales, a través del 
Impuesto sobre Sociedades.

II
El actual contexto económico en que nos movemos, hace necesario que las políticas 

públicas se orienten más que nunca hacia escenarios de austeridad y racionalidad del gasto, 
que permitan el mantenimiento de un adecuado nivel de los servicios públicos sin 
menoscabo de sus componentes de equidad y calidad.

El sector sanitario público, como eje esencial del estado del bienestar y motor relevante 
del desarrollo económico y social de nuestro país supone un componente muy importante 
del gasto público.

Estas dos circunstancias apuntadas, la coyuntura económica y el uso intensivo de 
recursos que requiere el mantenimiento de nuestro Sistema Nacional de Salud, están 
provocando tensiones financieras en el mismo que es preciso abordar en aras a la 
sostenibilidad del sistema.

En este Real Decreto-ley se concretan una serie de medidas de austeridad en la 
prestación farmacéutica que pretenden aliviar la tensión financiera de los servicios de salud, 
junto con otras medidas tendentes a mejorar la equidad, la cohesión y la calidad del sistema, 
como son la optimización de la aplicación de las nuevas tecnologías en los sistemas de 
información sanitaria y la mejora de la coordinación de la atención sociosanitaria.

Además, en su disposición adicional segunda se modifica la Ley 44/2003, de 21 de 
noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias, para acomodar la misma al nuevo 
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espacio europeo de educación superior y a la revisión del modelo de formación sanitaria 
especializada.

III
En el año 2010 el Pleno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, a la 

vista del crecimiento continuado y sostenido del gasto en medicamentos con cargo a la 
prestación farmacéutica del propio Sistema, y de las dificultades de financiación derivadas 
de la crisis económica y financiera y de la consiguiente reducción de los ingresos fiscales, 
aprobó por unanimidad en su sesión extraordinaria del día 18 de marzo un acuerdo en el que 
se establecían un conjunto de acciones y medidas para promover la calidad, la equidad, la 
cohesión y la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud, y en el que se incluían un 
conjunto de acciones y medidas que promovieran la búsqueda de mayor eficiencia en el 
gasto sanitario así como mayor calidad, equidad y cohesión en el Sistema Nacional de 
Salud.

Fruto de ese acuerdo, el Real Decreto-ley 4/2010, de 26 de marzo, de racionalización del 
gasto farmacéutico con cargo al Sistema Nacional de Salud perseguía el objetivo urgente de 
modificar la financiación pública de los medicamentos y productos sanitarios prevista en la 
Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los medicamentos y productos 
sanitarios, con la finalidad última de establecer medidas de racionalización y control del 
gasto sanitario que posibilitaran, en el ámbito farmacéutico, una reducción inmediata del 
gasto que asegurara la necesaria sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud manteniendo 
las premisas de universalidad y alta calidad en sus prestaciones.

Por su parte, en el Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan 
medidas extraordinarias para la reducción del déficit público se establecieron medidas 
complementarias a las ya adoptadas anteriormente en el marco de la prestación 
farmacéutica por las que, manteniendo el esfuerzo de austeridad en el gasto farmacéutico ya 
apuntado en el Real Decreto- ley 4/2010, de 26 de marzo, se realizaron ajustes adicionales 
que permitieron la reducción de la factura farmacéutica pública a través de deducciones en 
los medicamentos y revisión de precios de los productos sanitarios no afectados por el Real 
Decreto- ley citado, así como, en el mismo contexto de control de gasto, facilitar la 
adecuación de los envases de los medicamentos a la duración estandarizada de los 
tratamientos y la dispensación de medicamentos en unidosis.

Conviene resaltar que, gracias a esas medidas emprendidas, en el año 2010, y por 
primera vez en la historia del Sistema Nacional de Salud, el gasto farmacéutico a través de 
receta oficial ha descendido respecto del producido en el año anterior, habiéndose cerrado 
con un decrecimiento del 2,36 %, confirmándose la tendencia a la moderación que comenzó 
a apreciarse en abril de 2004, cuando el incremento interanual se situaba en el 11,02 %, tras 
una subida del 12,15 % en 2003.

Esta moderación en el crecimiento del gasto farmacéutico se ha manifestado tanto en el 
gasto medio por receta, que ha decrecido un 4,79 % con respecto a 2009, como en el 
número de recetas facturadas, que se ha incrementado un 2,56 %, por debajo del 4,94 % del 
año pasado.

No obstante, pese a la reducción del gasto farmacéutico conseguida, casi todas las 
Comunidades Autónomas están adoptando medidas complementarias a las adoptadas por el 
Gobierno de España, medidas que podrían crear situaciones de desigualdad en la prestación 
farmacéutica e, incluso, atentar contra la equidad del Sistema Nacional de Salud y contra las 
competencias que, en esta materia, ostenta el Gobierno de España.

Por lo tanto es deber inexcusable y urgente del Gobierno seguir avanzando en las 
medidas y actuaciones acordadas en el Pleno del Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud de 18 de marzo de 2010 para promover la calidad, la equidad, la cohesión 
y la sostenibilidad del Sistema. Las nuevas medidas se han de añadir a las que ya se venían 
implementando, y deben ayudar a controlar y racionalizar el gasto sanitario de las 
Comunidades Autónomas para así poder mantener las prestaciones sanitarias en las 
condiciones de universalidad, calidad y equidad que las caracteriza.

Se prevé por ello modificar la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de 
los medicamentos y productos sanitarios, en el convencimiento de que las medidas 
introducidas permitirán ampliar el margen de mejora en la calidad de la prestación 
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farmacéutica, lo que debe ser entendido, en el marco de la eficiencia en el gasto público, 
como la necesidad de emplear mejor los recursos de los que se dispone en el ámbito 
médico- sanitario. Ello necesariamente ayudará a garantizar la suficiencia financiera de la 
que el sistema sanitario público está tan necesitado. Las reformas previstas se entienden 
coherentes con un modelo sanitario descentralizado que pretende luchar frente a la 
desigualdad buscando la equidad, de manera que se haga una política de cohesión sólida 
que deje de lado las desigualdades que puedan existir.

Así, la modificación del artículo 2.6, del artículo 82.2.a) de la Ley 29/2006, de 26 de julio, 
y del artículo 24.3.a) del Real Decreto 1345/2007, de 11 de octubre (prevista en el artículo 2 
del presente Real Decreto-ley), deriva de la posibilidad que la citada Ley 29/2006 otorga a 
las farmacias de los hospitales de dispensar los medicamentos que exigen particular 
vigilancia, supervisión y control del equipo multidisciplinar de atención a la salud. Por ello, y 
en la línea de dar mayor cohesión al Sistema evitando discriminaciones que se puedan dar 
en función del lugar de residencia de los pacientes tributarios de tales tratamientos, se 
atribuye específicamente a la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios la 
capacidad de identificar estos medicamentos, así como, en el ámbito del Sistema Nacional 
de Salud, al Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad la de limitar la dispensación de 
medicamentos en los servicios de farmacia hospitalarios.

Respecto a la modificación del artículo 3.6 de la Ley 29/2006, de 26 de julio, se produce 
para incrementar del 5 al 10% los descuentos que los distribuidores pueden realizar a las 
farmacias en los medicamentos no genéricos, dado que el conjunto de medidas adoptadas 
en este Real Decreto- ley requieren eliminar el tratamiento diferenciado que, a este respecto, 
se establecía para medicamentos genéricos y no genéricos.

En cuanto al artículo 19 de la Ley 29/2006, de 26 de julio, se añade un nuevo apartado 
noveno que permite fomentar medidas de uso racional de los medicamentos a través de la 
adecuación del contenido de los envases de los medicamentos a la duración del tratamiento 
y de acuerdo con lo que marca la práctica clínica, lo que en último término ha de redundar en 
una mejora de la eficiencia en el ámbito del gasto farmacéutico.

En idéntico sentido hay que comprender la modificación del artículo 84.1, en cuanto que 
promoviendo el correcto cumplimiento terapéutico por parte de los pacientes se mejora el 
uso racional de los medicamentos y, en consecuencia, la eficacia y eficiencia de los mismos. 
Este último tema tiene una especial importancia en el caso de los pacientes crónicos, 
polimedicados e institucionalizados.

Por su parte, la modificación del artículo 85 se propone generalizar la prescripción por 
principio activo como medio de, sin merma en la calidad de la prestación farmacéutica, 
introducir criterios de responsabilidad en la administración adecuada de los recursos 
económicos de los que dispone el sistema sanitario. Se establece para ello que la 
prescripción de los medicamentos y de los productos sanitarios se realizará por su principio 
activo o su denominación genérica respectivamente, salvo cuando existan causas de 
necesidad terapéutica que justifiquen la prescripción por marca, o cuando se trate de 
medicamentos que pertenezcan a agrupaciones integradas exclusivamente por un 
medicamento y sus licencias al mismo precio. No obstante, cuando, por excepción, la 
prescripción se hubiera realizado por la denominación comercial del medicamento o 
producto sanitario, se dispensará el producto prescrito si es el de menor precio de la 
agrupación correspondiente; de lo contrario, se dispensará el de menor precio de la misma. 
Esta medida conlleva la dispensación del medicamento o producto sanitario de precio menor 
lo que supone un ahorro importante para el Sistema Nacional de Salud, siendo la Dirección 
General de Farmacia y Productos Sanitarios del Ministerio de Sanidad, Política Social e 
Igualdad la que debe determinar las agrupaciones homogéneas de medicamentos y 
productos sanitarios que faciliten la identificación de la presentación de precio menor. A tal 
efecto, además, se añade a la Ley 29/2006, de 26 de julio, una nueva disposición adicional 
decimocuarta que facilita la publicación de dicha información, lo que se lleva a efecto 
teniendo en cuenta el procedimiento establecido en la disposición transitoria segunda del 
presente Real Decreto-ley.

También con el objeto de reforzar la racionalidad en el ámbito de las decisiones sobre 
financiación de medicamentos que, garantizando un mejor aprovechamiento de los recursos 
económicos, permita aplicar criterios efectivamente selectivos que ayuden a la sostenibilidad 
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del sistema sanitario público, se incorporan mejoras en la redacción del artículo 89. Así hay 
que entender, a título de ejemplo, la introducción de criterios de comparación de precios en 
alternativas terapéuticas que facultará la adopción de decisiones de financiación de 
medicamentos. Para mejorar y dar cauce a la participación de las comunidades autónomas 
en las decisiones de fijación de precio de la Comisión Interministerial de Precios de los 
Medicamentos, se modifica el apartado 3 del artículo 90, introduciendo los informes que 
elabore el Comité de coste-efectividad de los medicamentos y productos sanitarios, que 
estará integrado por expertos designados por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional 
de Salud, a propuesta de las Comunidades Autónomas, de las Mutualidades de funcionarios 
y del propio Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad.

En cuanto al artículo 93, en su nueva redacción se aclara el concepto de lo que debe 
entenderse por conjunto del sistema de precios de referencia, a efectos de evitar 
discrepancias interpretativas provocadas por la indefinición inicial del concepto, lo que llevó 
en su momento a la aplicación de distintos criterios jurisprudenciales. En este mismo sentido, 
y para mantener la uniformidad, se aplica el mismo concepto cuando se trate de 
incorporaciones de medicamentos a conjuntos ya creados. Se prevé, además, que la 
determinación de los nuevos conjuntos y sus precios de referencia y la revisión de éstos se 
realice por la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios, lo que dota de mayor 
agilidad al sistema, permitiendo que se realicen las modificaciones en el mismo según se 
van produciendo, lo que se ve favorecido por las propias aplicaciones informáticas que 
sirven para llevarlo a la práctica, y se extiende la creación de conjuntos a los medicamentos 
de ámbito hospitalario. Lo mismo cabe decir respecto de las novedades en materia de 
innovación galénica, facilitando, además, la incorporación de las misma al sistema de 
precios de referencia cuando se financie un genérico o biosimilar con la misma composición 
cualitativa y cuantitativa en principio activo e idéntica forma farmacéutica.

La obligación establecida en el apartado segundo para que los medicamentos afectados 
por el sistema de precios de referencia se ajusten al precio de referencia, no pudiendo 
superar el del conjunto correspondiente, se basa, asimismo, en supuestos de eficiencia en la 
gestión de la prestación farmacéutica que garantice la sostenibilidad del sistema sanitario 
público. La modificación del apartado cuarto se justifica, por su parte, por la modificación 
operada en el artículo 85, que establece la prescripción y dispensación por principio activo, 
debiendo permitir, en estas circunstancias, que las marcas puedan competir con los 
genéricos en igualdad de condiciones.

Igualmente, la supresión de la gradualidad se estima necesaria para que la rebaja de los 
precios de los medicamentos afectados por el sistema de precios de referencia se lleve a 
efecto de manera inmediata sin aplicar periodo transitorio a los medicamentos que se vieran 
más afectados. Se produce, así, un mayor control del gasto farmacéutico.

Se incorpora, además, un nuevo apartado undécimo como cauce para mejorar la 
prestación farmacéutica, en el que se establece una alternativa eficaz al sistema de precios 
de referencia como mecanismo para controlar el gasto y racionalizar aquellos grupos de 
medicamentos y productos sanitarios que sean de alto consumo.

Se añade también un apartado duodécimo a este artículo 93 para evitar el gravamen 
añadido que supondría aplicar las deducciones recogidas en los artículos 8, 9 y 10 del Real 
Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, a las presentaciones de medicamentos que resulten 
afectados por lo establecido en este artículo. Y finalmente se introduce un nuevo apartado 
decimotercero para reforzar la obligación de información anual a la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos que, de las resoluciones adoptadas en el ámbito del 
sistema de precios de referencia, debe dar la Dirección General de Farmacia y Productos 
Sanitarios del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, como mecanismo de 
seguimiento del sistema en su conjunto.

En orden a evitar desabastecimientos y posibilitar actuaciones de control e inspección de 
las Administraciones sanitarias, se añaden tres nuevas infracciones muy graves numeradas 
como 21.ª, 22.ª, y 23.ª en la letra c) del apartado 2 del artículo 101, para sancionar el 
desabastecimiento de los medicamentos por parte del titular de autorización de 
comercialización, la distribución fuera del territorio nacional de medicamentos para los que 
existan problemas de desabastecimiento con repercusión asistencial, la realización, por 
parte de una oficina de farmacia, de actividades de distribución de medicamentos a otras 
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oficinas de farmacia, almacenes mayoristas, o bien envíos de medicamentos fuera del 
territorio nacional, así como una nueva infracción grave en la letra b), numerada como 33ª, 
para tipificar la aportación u ocultación, por parte de las entidades o personas responsables, 
de datos, documentos o información que no resulten veraces o que den lugar a conclusiones 
inexactas.

Se modifica la disposición adicional décima para incorporar a las Mutualidades de 
funcionarios en el Consejo Rector de la Agencia Española de Medicamentos y Productos 
Sanitarios y contemplando a dichas Mutualidades entre los destinatarios de la información 
sobre medicamentos, a que se refiere dicha disposición.

Se incorpora una nueva disposición adicional decimocuarta, habilitando a la Dirección 
General de Farmacia y Productos Sanitarios para la publicación de las agrupaciones 
homogéneas de medicamentos y productos sanitarios y la relación informativa de los precios 
menores, especificando el contenido de dichas agrupaciones y su actualización, todo ello 
para la aplicación de los supuestos de dispensación y sustitución contemplados en los 
artículos 85 y 86 de la Ley 29/2006, de 26 de julio.

Se introduce una nueva disposición transitoria décima que, en tanto no se desarrolle 
reglamentariamente el sistema de identificación de cada una de las unidades de los 
medicamentos previsto en el artículo 87, permitirá conocer al Ministerio de Sanidad, Política 
Social e Igualdad los movimientos de los medicamentos en el mercado farmacéutico, con el 
fin de garantizar el adecuado suministro de medicamentos a la población y adoptar en su 
caso las medidas necesarias en caso de posibles desabastecimientos.

Asimismo, el presente Real Decreto-ley modifica diversas normas, por resultar necesario 
para conseguir los objetivos previstos en el mismo. Este mecanismo ya fue empleado en el 
Real Decreto-ley 4/2010, de 26 de marzo, de racionalización del gasto farmacéutico con 
cargo al Sistema Nacional de Salud, convalidado el 14 de abril de 2010 por el Congreso de 
los Diputados.

Así, se modifica, como se señala más arriba, el Real Decreto 1345/2007, de 11 de 
octubre, por el que se regula el procedimiento de autorización, registro y condiciones de 
dispensación de los medicamentos de uso humano fabricados industrialmente.

Por su parte, el artículo tercero establece una medida de apoyo a la viabilidad de las 
oficinas de farmacia que garantice la continuidad del servicio asistencial que prestan. 
Especialmente en los núcleos rurales, las oficinas de farmacia juegan un papel de primera 
magnitud en la salud de la población y, en la actual coyuntura económica, la viabilidad de 
algunas de ellas está comprometida. Por eso se propone una modificación del Real Decreto 
823/2008, de 16 de mayo, que establece los márgenes, deducciones y descuentos 
correspondientes a la distribución y dispensación de medicamentos de uso humano, 
introduciendo un índice corrector de los márgenes para las citadas oficinas de farmacia, 
inversamente proporcional a su facturación con cargo a fondos públicos. Esta medida, que 
se circunscribe a las oficinas de farmacia que cumplan determinados requisitos, contribuye a 
la viabilidad de las mismas y, por lo tanto, la continuidad en la prestación de sus servicios en 
núcleos poblacionales singulares.

Además se modifica el artículo 10 del Real Decreto-ley 8/2010 de 20 de mayo, por el que 
se adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, con objeto de 
aplicar la deducción del 15 % a aquellos medicamentos que, por carecer de genérico o 
biosimilar en España, no se han incorporado al sistema de precios de referencia, habiendo 
transcurrido un lapso de tiempo prudencial para amortizar las inversiones realizadas por el 
laboratorio para poner el medicamento en el mercado. Se establece en la disposición 
adicional primera la obligación de acreditación de la protección de patente de producto en 
todos los Estados miembros de la Unión Europea, para los medicamentos que puedan ser 
excluidos de la mencionada deducción del 15 %.

En otro orden, incorpora el texto tres disposiciones transitorias para regular, por un lado, 
los efectos de las innovaciones galénicas de interés terapéutico ya declaradas en el 
momento de entrada en vigor el presente Real Decreto-ley, por otro, regular la publicación de 
la información de las agrupaciones homogéneas a que se refiere la disposición adicional 
decimocuarta de la Ley 29/2006, de 26 de julio, así como la bajada voluntaria de los precios 
de los medicamentos y productos sanitarios en función de los precios menores de las citadas 
agrupaciones y la coexistencia de los precios y la devolución de existencias de los que se 
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vieran afectados por estas reducciones, en orden a evitar desabastecimientos de las mismas 
y garantizar el suministro a los usuarios del Sistema Nacional de Salud y, finalmente, 
establecer el periodo de vigencia de la información de precios menores actualizada según lo 
acordado el 21 de junio de 2011 por la Comisión Permanente de Farmacia del Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, conforme a lo previsto en la Orden 
SPI/3052/2010, de 26 de noviembre, por la que se determinan los conjuntos de 
medicamentos, y sus precios de referencia, y por la que se regulan determinados aspectos 
del sistema de precios de referencia.

IV
En el capítulo II del Título I se abordan medidas relativas al sistema de información 

sanitaria, tendentes a culminar las actuaciones que actualmente se están desarrollando de 
manera coordinada entre todas las administraciones sanitarias. Los proyectos concretos que 
en la actualidad están siendo objeto de implementación son la tarjeta sanitaria, la historia 
clínica digital y la receta electrónica.

Para todos ellos en esta norma se establece un marco temporal en el cual todos los 
proyectos deberán estar operativos e interoperables en todo el territorio, lo que supondrá un 
avance esencial en la cohesión del Sistema Nacional de Salud.

V
El texto normativo, en el capítulo III del mismo Título I, incorpora también previsiones 

para la mejora de la calidad de la atención a las personas que reciben servicios sanitarios y 
de atención social, instando al Gobierno a que en el plazo de seis meses elabore, en 
cooperación con las comunidades autónomas, con las Mutualidades de funcionarios y con la 
colaboración de las organizaciones ciudadanas, los profesionales y las empresas del sector, 
una estrategia de coordinación de la atención sociosanitaria.

VI
Lo regulado en el Título I de este Real Decreto-ley se ampara en la competencia 

exclusiva del Estado en materia de bases y coordinación general de la sanidad, legislación 
sobre productos farmacéuticos y de régimen económico de la Seguridad Social, y se atiene, 
además, a la normativa europea en la materia contenida, en concreto, en la Directiva 
89/105/CEE del Consejo, de 21 de diciembre, relativa a la transparencia de las medidas que 
regulan la fijación de precios de los medicamentos para uso humano y su inclusión en el 
ámbito de los sistemas nacionales del seguro de enfermedad, ajustándose a los principios 
de transparencia y de no discriminación, y respondiendo a los requisitos y reglas de 
interpretación establecidos por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia 
de 2 de abril de 2009 (TJCE/2009/77).

La normativa comunitaria parte de la premisa de que la ordenación de precios de los 
medicamentos y la organización de los sistemas de Seguridad Social es una competencia 
reservada a los Estados miembros, sin que quepa una regulación directa de la materia por la 
Unión Europea. Ello no obstante, al ejercer su competencia nacional los Estados miembros 
han de respetar dos principios comunitarios básicos: el principio de no discriminación y el 
principio de transparencia. En virtud del primero, será ilegítimo favorecer los productos 
farmacéuticos nacionales frente a los procedentes de otros Estados miembros. En virtud del 
segundo, las decisiones en materia de fijación de precios deben ser motivadas, y adoptadas 
en función de criterios objetivos y verificables. La Directiva 89/105/CEE contiene las pautas 
normativas que garantizan el principio de transparencia de las medidas que regulan la 
fijación de precios de los medicamentos para uso humano.

VII
La necesidad de consolidar las finanzas públicas como objetivo imprescindible para 

asegurar la estabilidad de nuestra economía y favorecer la recuperación y el empleo 
aconseja la adopción de medidas tributarias que refuercen los ingresos públicos.
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En lo que se refiere al Impuesto sobre Sociedades, las medidas que cabe adoptar, que 
se regulan en el artículo 9 del presente Real Decreto-ley, deben ir dirigidas a las más 
grandes empresas, por considerarse que aquéllas que presentan beneficios tienen en estos 
momentos una mayor capacidad económica para realizar una aportación temporal adicional 
que contribuya a las sostenibilidad de nuestras finanzas públicas. Debe destacarse que, en 
ningún caso, las medidas propuestas suponen incrementos impositivos, sino cambios en la 
periodificación de los ingresos tributarios para anticipar la recaudación del tributo y favorecer 
el cumplimiento de los objetivos de reducción del déficit público en el corto plazo.

Para ello, se modifica el régimen legal del Impuesto sobre Sociedades para elevar el 
porcentaje de cálculo de los pagos fraccionados que deben realizar las grandes empresas 
que facturan más de veinte millones de euros, aunque de hecho dicha elevación es más 
notable en el caso de aquellas cuya cifra de negocios anual supera la cifra de sesenta 
millones de euros.

Con el mismo propósito, y siempre en relación con las más grandes empresas, se 
establecen límites de aplicación temporal a la compensación de bases imponibles negativas 
procedentes de ejercicios anteriores, distinguiendo nuevamente entre las empresas con 
facturación superior a los veinte y sesenta millones de euros.

Debe subrayarse que de modo correlativo se extiende el plazo máximo para la 
compensación de bases imponibles negativas de quince a dieciocho años, lo que garantiza 
el efecto meramente temporal de esta medida tributaria. También es preciso mencionar que 
esta ampliación del plazo para la compensación de bases negativas es una medida de la 
que se beneficiarán todo tipo de entidades, incluidas las Empresas de Reducida Dimensión.

Adicionalmente, se establece un límite, también de aplicación temporal, a la deducción 
del fondo de comercio financiero, que durante tres años podrá deducirse a un ritmo inferior al 
habitual pero que, dada la redacción legal, no impedirá la deducción definitiva de esas 
cantidades en un momento posterior.

Se trata, en definitiva, de normas que sólo afectan con carácter temporal a las entidades 
jurídicas más grandes y que presentan beneficios quienes, como se ha justificado 
anteriormente, tienen capacidad para colaborar especialmente en el levantamiento de las 
cargas públicas y la consecución de los objetivos de déficit público que nuestro país tiene 
comprometidos.

En cuanto a la figura jurídica a través de la cual se aprueba esta medida, debe 
destacarse que se adoptan modificaciones que no afectan de modo sustancial a la 
obligación de contribuir, ya que únicamente implican una diferente periodificación temporal 
en la producción de los ingresos públicos.

Por otra parte, en la Disposición transitoria cuarta de este Real Decreto-ley, se adopta 
una medida que tiene carácter temporal, como las que se incorporan también en el ámbito 
de la imposición directa, y se encamina a ofrecer una ventaja fiscal para las adquisiciones de 
viviendas que se realicen durante lo que resta de este año 2011. Así, con vigencia exclusiva 
hasta el 31 de diciembre de 2011 las entregas de inmuebles destinados a vivienda se 
beneficiarán de la tributación al tipo superreducido del 4% en lugar del 8% habitual.

Se trata de una medida de política fiscal que incide sobre una situación concreta y que 
persigue obtener efectos sensibles durante el período sobre el que desplegará su vigencia, 
sin vocación de afectar con carácter permanente la estructura de tipos impositivos del 
Impuesto sobre el Valor Añadido.

VIII
Por otra parte, el 7 de junio de 2010 se constituyó en Luxemburgo la Facilidad Europea 

de Estabilización Financiera («FEEF»), una sociedad anónima cuyo objeto social es prestar 
apoyo a la estabilidad de los Estados miembros de la zona del euro, en forma de acuerdos 
de servicio de préstamo y de préstamos realizados al amparo de aquéllos.

A fin de poder dar cumplimiento a los compromisos financieros contraídos por el Reino 
de España con arreglo al Acuerdo Marco de la Facilidad Europea de Estabilización 
Financiera, se autorizó a la Administración General del Estado, mediante el Real Decreto-ley 
9/2010, de 28 de mayo, a otorgar avales por importe de hasta 53.900 millones de euros para 
garantizar las obligaciones económicas exigibles a la Facilidad Europea de Estabilización 
Financiera, derivadas de las emisiones de instrumentos financieros, de la concertación de 
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operaciones de préstamo y crédito, así como de cualesquiera otras operaciones de 
financiación que realice dicha sociedad. De acuerdo con la citada autorización, la Ley 
39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2011, 
reservó en su artículo 49 Dos, 53.900 millones de euros como importe máximo de los avales 
a otorgar por el Estado durante el ejercicio 2011 para la indicada finalidad.

No obstante, con posterioridad, los Jefes de Estado y de Gobierno de la zona del euro, 
en sus cumbres de 11 de marzo y de 21 de julio de 2011, han alcanzado varios acuerdos 
destinados a incrementar la capacidad de la FEEF para combatir el contagio financiero. 
Asimismo, los Jefes de Estado y de Gobierno de la zona del euro han anunciado su 
intención de recurrir a la FEEF como vehículo financiero de un nuevo programa para Grecia, 
y se han comprometido a poner en marcha los procedimientos necesarios para la aplicación 
de estas decisiones lo antes posible.

Como consecuencia de lo anterior, y con objeto de hacer efectiva la capacidad de 
préstamo aprobada de la FEEF, es necesario incrementar el compromiso asumido por los 
Estados que son accionistas de la misma. En el caso de España, este nuevo compromiso, 
asciende hasta un máximo de 92.543.560.000 euros, lo cual requiere la modificación de la 
vigente Ley de Presupuestos Generales del Estado con el fin de incrementar el límite de 
avales a otorgar en garantía de las obligaciones económicas de la FEEF. A esta finalidad 
responde la regulación de la Disposición final primera de este Real Decreto-ley.

IX
Las medidas que se aplican en el Título I del presente Real Decreto-ley tienen como 

objetivo, al margen de dotar de una mayor cohesión al Sistema Nacional de Salud, el 
asegurar la viabilidad y sostenibilidad económica del mismo, lo que hace necesario que se 
apliquen con la mayor urgencia posible, coadyuvando con ello a las actuaciones ya 
emprendidas en el año anterior en materia de racionalización y control del gasto en el ámbito 
de la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud, que tan buenos resultados han 
mostrado hasta la fecha. Es por ello que, en el actual contexto económico, las medidas 
ahora acordadas, para ser realmente eficaces, deben ser llevadas a la práctica mediante una 
actuación normativa inmediata. En tal sentido, el Tribunal Constitucional considera lícita la 
utilización de un Real Decreto- ley en aquellos casos en que las coyunturas económicas 
exijan una rápida respuesta, correspondiendo al Gobierno la decisión sobre la concurrencia 
de este presupuesto de hecho habilitante. La acción normativa contenida en el Título I de 
este Real Decreto- ley tiene un objetivo unitario, como es lograr la sostenibilidad del Sistema 
Nacional de Salud, acercándose al concepto de suficiencia financiera necesaria para ello 
que, en último término facilite la viabilidad de la asistencia sanitaria pública acorde a los 
principios de cohesión que deben regir en un sistema descentralizado como el nuestro. Es 
por ello que la importancia del objetivo hace preciso que deba alcanzarse en su integridad en 
un plazo más breve que el propio de la tramitación parlamentaria de un proyecto de ley, 
sujeto al correspondiente plazo de elaboración y aprobación.

En lo que se refiere a las medidas fiscales que se contienen en el artículo 9 del presente 
Real Decreto-ley, cabe señalar que la situación económica y la evolución de los ingresos 
públicos, así como su influencia en el comportamiento de los mercados, y la necesidad de 
garantizar el cumplimiento por parte de España de sus compromisos en materia de déficit 
público, hace imprescindible la adopción de medidas inmediatas y urgentes que refuercen 
dichos ingresos públicos.

Por lo que respecta a lo dispuesto en la Disposición final primera de este Real Decreto-
ley, la financiación del nuevo programa griego, junto con la situación de los mercados de la 
zona del euro, exigen de los Estados miembros que son accionistas de la FEEF una 
actuación rápida, decidida y coordinada. El mencionado incremento del límite de avales a 
otorgar en garantía de las obligaciones económicas de la FEEF, conforme a lo expuesto 
anteriormente, constituye un requisito ineludible para que dicha sociedad pueda acometer 
los nuevos objetivos y funciones que se le han encomendado.

Concurren por tanto en este Real Decreto-ley, las circunstancias de extraordinaria y 
urgente necesidad establecidas en el artículo 86 de la Constitución.

En virtud de todo ello, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Vicepresidenta del Gobierno de Asuntos 
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Económicos y Ministra de Economía y Hacienda y de la Ministra de Sanidad, Política Social 
e Igualdad, y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 19 de 
agosto de 2011,

DISPONGO:

TÍTULO I
Medidas para la mejora de la calidad, la equidad, la cohesión y la sostenibilidad 

del Sistema Nacional de Salud

CAPÍTULO I
Medidas relativas a la prestación farmacéutica

Artículo 1.  Modificación de la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los 
medicamentos y productos sanitarios.

Se modifica la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los 
medicamentos y productos sanitarios, en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 6 del artículo 2 que tendrá la siguiente redacción:
«6. La custodia, conservación y dispensación de medicamentos de uso humano 

corresponderá exclusivamente:
a) A las oficinas de farmacia abiertas al público, legalmente autorizadas.
b) A los servicios de farmacia de los hospitales, de los centros de salud y de las 

estructuras de atención primaria del Sistema Nacional de Salud para su aplicación 
dentro de dichas instituciones o para los medicamentos que exijan una particular 
vigilancia, supervisión y control del equipo multidisciplinar de atención a la salud, de 
conformidad con la calificación otorgada por la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios para tales medicamentos.

c) En el ámbito del Sistema Nacional de Salud, además de los medicamentos 
especificados en el punto b) de este apartado, corresponderá a los servicios de 
farmacia de los hospitales, la custodia, conservación y dispensación de los 
medicamentos de uso humano en los que el Ministerio de Sanidad, Política Social e 
Igualdad acuerde establecer reservas singulares, limitando su dispensación sin 
necesidad de visado a los pacientes no hospitalizados.»

Dos. Se modifica el apartado 6 del artículo 3, que tendrá la siguiente redacción:
«6. A efectos de garantizar la independencia de las decisiones relacionadas con 

la prescripción, dispensación, y administración de medicamentos respecto de 
intereses comerciales se prohíbe el ofrecimiento directo o indirecto de cualquier tipo 
de incentivo, bonificaciones, descuentos, primas u obsequios, por parte de quien 
tenga intereses directos o indirectos en la producción, fabricación y comercialización 
de medicamentos a los profesionales sanitarios implicados en el ciclo de 
prescripción, dispensación y administración de medicamentos o a sus parientes y 
personas de convivencia. Esta prohibición será asimismo de aplicación cuando el 
ofrecimiento se realice a profesionales sanitarios que prescriban productos 
sanitarios. Se exceptúan de la anterior prohibición los descuentos por pronto pago o 
por volumen de compras, que realicen los distribuidores a las oficinas de farmacia. 
Estos podrán alcanzar hasta un máximo de un 10% para los medicamentos 
financiados con cargo al Sistema Nacional de Salud, siempre que no se incentive la 
compra de un producto frente al de sus competidores y queden reflejados en la 
correspondiente factura.»

Tres. Se modifica el artículo 19, al que se añade un apartado 9, que tendrá la siguiente 
redacción:
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«9. En orden a asegurar el uso racional de los medicamentos la Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios adoptará cuantas medidas sean 
necesarias para adecuar el contenido de todos los envases de los nuevos 
medicamentos autorizados a la duración de los tratamientos en la práctica clínica. 
Igualmente realizará una revisión, a los mismos efectos, de los medicamentos ya 
autorizados en el plazo de un año, dando cuenta semestralmente al Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.»

Cuatro. Se modifica el apartado 2.a) del artículo 82, que tendrá la siguiente redacción:
«2. Para contribuir al uso racional de los medicamentos las unidades o servicios 

de farmacia hospitalaria realizarán las siguientes funciones:
a) Garantizar y asumir la responsabilidad técnica de la adquisición, calidad, 

correcta conservación, cobertura de las necesidades, custodia, preparación de 
fórmulas magistrales o preparados oficinales y dispensación de los medicamentos 
precisos para las actividades intrahospitalarias y de aquellos otros para tratamientos 
extrahospitalarios, conforme a lo establecido en el apartado 6 del artículo 2 de esta 
Ley.»

Cinco. Se modifica el apartado 1 del artículo 84, que tendrá la siguiente redacción:
«1. En las oficinas de farmacia, los farmacéuticos, como responsables de la 

dispensación de medicamentos a los ciudadanos, velarán por el cumplimiento de las 
pautas establecidas por el médico responsable del paciente en la prescripción, y 
cooperarán con él en el seguimiento del tratamiento a través de los procedimientos 
de atención farmacéutica, contribuyendo a asegurar su eficacia y seguridad. 
Asimismo participarán en la realización del conjunto de actividades destinadas a la 
utilización racional de los medicamentos, en particular a través de la dispensación 
informada al paciente. Una vez dispensado el medicamento podrán facilitar sistemas 
personalizados de dosificación a los pacientes que lo soliciten, en orden a mejorar el 
cumplimiento terapéutico, en los tratamientos y con las condiciones y requisitos que 
establezcan las administraciones sanitarias competentes.»

Seis. Se modifica el artículo 85, que tendrá la siguiente redacción:
«1. La prescripción, indicación o autorización de dispensación de los 

medicamentos se realizará por principio activo, en la receta médica oficial u orden de 
dispensación, del Sistema Nacional de Salud.

Asimismo, en los productos sanitarios para pacientes no hospitalizados que 
requieran para su dispensación en oficina de farmacia receta médica oficial u orden 
de dispensación, del Sistema Nacional de Salud, la prescripción, indicación o 
autorización de dispensación se realizará por denominación genérica por tipo de 
producto y por las características que lo definan, especificando su tamaño y 
contenido.

En ambos casos, el farmacéutico dispensará la presentación del medicamento o 
del producto sanitario que tenga menor precio, de acuerdo con las agrupaciones 
homogéneas que determine la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios 
del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad.

No obstante cuando por excepción a la norma general la prescripción, indicación 
o autorización de dispensación se hubiera realizado identificando el medicamento o 
el producto sanitario respectivamente, por su denominación comercial, no tratándose 
de los supuestos previstos en el punto 2 de este artículo, el farmacéutico dispensará 
dicho medicamento o producto si es el de menor precio de la correspondiente 
agrupación, y si no lo fuera dispensará el que tenga menor precio de la misma.

2. No obstante, cuando las necesidades terapéuticas lo justifiquen, así como 
cuando los medicamentos pertenezcan a agrupaciones integradas exclusivamente 
por un medicamento y sus licencias, al mismo precio que el medicamento de 
referencia, la prescripción, indicación o autorización de dispensación se podrá 
realizar identificando el medicamento o, en su caso, el producto sanitario por su 
denominación comercial.»
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Siete. Se modifican los apartados 1 y 6 del artículo 89, los cuales tendrán la siguiente 
redacción:

«1. Una vez autorizado y registrado un medicamento, el Ministerio de Sanidad, 
Política Social e Igualdad mediante resolución motivada decidirá, con carácter previo 
a su puesta en el mercado, la inclusión o no del mismo en la prestación farmacéutica 
del Sistema Nacional de Salud. En caso de inclusión se decidirá también la 
modalidad de dicha inclusión.

Del mismo modo se procederá cuando se produzca una modificación de la 
autorización que afecte al contenido de la prestación farmacéutica, con carácter 
previo a la puesta en el mercado del producto modificado, bien por afectar la 
modificación a las indicaciones del medicamento, bien porque, sin afectarlas, la 
Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios así lo acuerde por 
razones de interés público o defensa de la salud o seguridad de las personas.

La inclusión de medicamentos en la financiación del Sistema Nacional de Salud 
se posibilita mediante la financiación selectiva y no indiscriminada teniendo en 
cuenta criterios generales, objetivos y publicados y concretamente los siguientes:

a) Gravedad, duración y secuelas de las distintas patologías para las que 
resulten indicados.

b) Necesidades específicas de ciertos colectivos.
c) Valor terapéutico y social del medicamento y beneficio clínico incremental del 

mismo teniendo en cuenta su relación coste- efectividad.
d) Racionalización del gasto público destinado a prestación farmacéutica, e 

impacto presupuestario en el Sistema Nacional de Salud
e) Existencia de medicamentos u otras alternativas terapéuticas para las mismas 

afecciones a menor precio o inferior coste de tratamiento.
f) Grado de innovación del medicamento.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 24, el Ministerio de Sanidad, Política 

Social e Igualdad, para asegurar el uso racional de los medicamentos podrá someter, 
de oficio o a solicitud de las Comunidades Autónomas interesadas, a reservas 
singulares las condiciones específicas de prescripción, dispensación y financiación 
de los mismos en el Sistema Nacional de Salud.»

«6. Los productos sanitarios que vayan a ser incluidos en la prestación 
farmacéutica del Sistema Nacional de Salud y que se dispensen, a través de receta 
oficial, en territorio nacional, seguirán los criterios indicados para los medicamentos. 
En todo caso, deberán cumplir con las especificaciones y prestaciones técnicas 
contrastadas que hubiera previamente determinado el Ministerio de Sanidad, Política 
Social e Igualdad, teniendo en cuenta criterios generales, objetivos y publicados y en 
concreto los siguientes:

a) Gravedad, duración y secuelas de las distintas patologías para las que 
resulten indicadas.

b) Necesidades específicas de ciertos colectivos.
c) Valor diagnóstico, de control, de tratamiento, prevención, alivio o 

compensación de una discapacidad.
d) Valor social del producto sanitario y beneficio clínico incremental del mismo 

teniendo en cuenta su relación coste- efectividad.
e) Existencia de productos sanitarios u otras alternativas terapéuticas para las 

mismas afecciones a menor precio o inferior coste de tratamiento.»
Ocho. Se modifica el apartado 3 del artículo 90, que tendrá la siguiente redacción:

«3. La Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos tendrá en 
consideración los informes de evaluación que elabore la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, así como los informes que pueda elaborar el 
Comité de Coste- Efectividad de los Medicamentos y Productos Sanitarios. Dicho 
Comité, presidido por la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios del 
Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, estará integrado por expertos 
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designados por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, a propuesta 
de las Comunidades Autónomas, de las Mutualidades de funcionarios y del 
Ministerio. Las reglas de organización y funcionamiento del citado Comité serán 
establecidas por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.»

Nueve. Se modifica el artículo 93, que tendrá la siguiente redacción:

«Artículo 93.  El Sistema de Precios de Referencia.
1. La financiación pública de medicamentos estará sometida al sistema de 

precios de referencia.
El precio de referencia será la cuantía máxima con la que se financiarán las 

presentaciones de medicamentos incluidas en cada uno de los conjuntos que se 
determinen, siempre que se prescriban y dispensen con cargo a fondos públicos.

2. Se entiende por conjunto la totalidad de las presentaciones de medicamentos 
financiadas que tengan el mismo principio activo e idéntica vía de administración 
entre las que existirá incluida en la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de 
Salud, al menos, una presentación de medicamento genérico o de medicamento 
biosimilar. Las presentaciones indicadas para tratamientos en pediatría, así como las 
correspondientes a medicamentos de ámbito hospitalario, constituirán conjuntos 
independientes. Podrán crearse conjuntos desde el momento en que hayan 
transcurrido diez años desde la fecha de la autorización inicial de comercialización 
del medicamento de referencia en España, u once en el caso de haber sido 
autorizada una nueva indicación.

El precio de referencia será, para cada conjunto, el coste/tratamiento/día menor 
de las presentaciones de medicamentos en él agrupadas por cada vía de 
administración, calculados según la dosis diaria definida. Podrán fijarse umbrales 
mínimos para estos precios, en ningún caso inferiores a 1,00 euro de precio 
industrial.

Los medicamentos no podrán superar el precio de referencia del conjunto al que 
pertenezcan.

3. La determinación de los conjuntos y sus precios de referencia, así como la 
revisión de los precios de referencia de los conjuntos ya determinados se realizará, a 
la mayor brevedad posible, cuando concurran los requisitos previstos en la normativa 
para la determinación de un nuevo conjunto o revisión de los existentes, y como 
mínimo una vez al año.

Las presentaciones de medicamentos que se autoricen y que, por sus 
características, puedan incluirse en uno de los conjuntos existentes, quedarán 
integradas en los mismos, desde el momento en que se resuelva su inclusión en la 
prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud, formulándose la oportuna 
declaración expresa para dejar constancia de dicha integración.

4. La dispensación de las recetas oficiales y órdenes de dispensación del 
Sistema Nacional de Salud de los medicamentos afectados por el sistema de precios 
de referencia se realizará conforme a lo dispuesto en el artículo 85.1

5. El titular del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad podrá prever los 
supuestos, requisitos y procedimientos en los que determinadas innovaciones 
galénicas que se consideren de interés por añadir mejoras en la utilidad terapéutica, 
puedan quedar excluidas del sistema de precios de referencia durante cinco años. La 
innovación galénica se integrará en el conjunto de referencia, transcurridos los cinco 
años o desde el momento en que se resuelva la inclusión en la prestación 
farmacéutica del Sistema Nacional de Salud de un medicamento genérico o de un 
medicamento biosimilar, con la misma composición cualitativa y cuantitativa en 
principio activo e idéntica forma farmacéutica.

6. Corresponderá al titular de la Dirección General de Farmacia y Productos 
Sanitarios del Ministerio de Sanidad Política Social e Igualdad, mediante resolución 
motivada, el dictado de los actos siguientes:

a) La determinación de los nuevos conjuntos y sus precios de referencia, la 
revisión de los mismos y la activación de los conjuntos declarados inactivos, una vez 
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desaparezcan las causas que originaron su inactivación, así como la fijación del 
umbral mínimo para el precio de referencia, estableciendo cuanto resulte necesario a 
efectos de la aplicación de la fórmula de cálculo del precio de referencia, previo 
informe favorable de la Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos.

b) La declaración expresa de integración en uno de los conjuntos existentes, de 
las presentaciones de medicamentos en las que se resuelva la inclusión en la 
prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud, cuando por sus 
características puedan incluirse en el mismo.

c) La supresión de los conjuntos ya determinados cuando dejen de existir las 
causas que motivaron su creación.

d) La declaración expresa de la integración de las innovaciones galénicas en el 
conjunto de referencia, una vez transcurridos los cinco años o desde el momento en 
que se resuelva la inclusión en la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de 
Salud de un medicamento genérico o de un medicamento biosimilar, con la misma 
composición cualitativa y cuantitativa en principio activo e idéntica forma 
farmacéutica.

e) La autorización de la reducción voluntaria del precio industrial máximo sin 
cambio de Código Nacional, cuando así se considere, en los medicamentos que 
estuvieran afectados por el sistema de precios de referencia, tanto en relación con la 
creación de los conjuntos como en la revisión del precio de los mismos, 
estableciendo los plazos para la correspondiente reducción. Asimismo podrá 
establecer plazos de coexistencia de los precios y devolución de existencias, de las 
presentaciones de medicamentos afectadas por las reducciones de precios en 
aplicación de lo dispuesto en este artículo.

7. El titular de la referida Dirección General, a efectos informativos, publicará a 
partir de la creación del correspondiente conjunto la relación de medicamentos con 
declaración de innovación galénica y las fechas de los plazos de exclusión de los 
mismos del sistema de precios de referencia.

8. Para la aplicación del sistema de precios de referencia y demás cuestiones 
reguladas en esta disposición, todas las notificaciones que la Dirección General de 
Farmacia y Productos Sanitarios deba efectuar a los laboratorios, distribuidores, 
representantes de las oficinas de farmacia y demás interesados, así como las 
actuaciones de éstos ante aquella se realizarán, de acuerdo con el artículo 27.6 de la 
Ley 11/2007, de 22 de junio de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios 
Públicos, obligatoriamente a través de medios electrónicos, a la sede electrónica del 
Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad (sede.msps.gob.es).

9. Las resoluciones de la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios 
a que se refiere este artículo serán comunicadas periódicamente al Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud y a la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos, sin perjuicio de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» de las resoluciones contenidas en los apartados 6.a) y c) y en el apartado 7 
de este artículo.

10. Las resoluciones de la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios 
a que se refiere este artículo, serán recurribles en alzada conforme a lo previsto por 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y por la Ley 6/1997, de 14 de abril.

11. El Gobierno fijará motivadamente los criterios y el procedimiento para 
determinar el grupo de medicamentos que podrán quedar excluidos del sistema de 
precios de referencia, siendo éste sustituido por el sistema de precio seleccionado; 
para ello se tendrá en cuenta el consumo de estos medicamentos y /o su impacto 
presupuestario en el Sistema Nacional de Salud. La aplicación del sistema de precio 
seleccionado podrá extenderse, asimismo, a otros grupos de medicamentos respecto 
de los que, no formando parte del sistema de precios de referencia, estén 
financiadas varias presentaciones con igual composición, forma farmacéutica, vía de 
administración y dosificación, y a los productos sanitarios para pacientes no 
hospitalizados que requieran para su dispensación en oficina de farmacia receta 
médica oficial u orden de dispensación, de los que estén financiadas varias 
presentaciones con las mismas características, tipo, tamaño y contenido, y estén 
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clasificados conforme a los grupos relacionados en los anexos I y II del Real Decreto 
9/1996, de 15 de enero, por el que se regula la selección de los efectos y accesorios, 
su financiación con fondos de la Seguridad Social, o fondos estatales afectos a la 
sanidad y su régimen de suministro y dispensación a pacientes no hospitalizados.

El Real Decreto que se dicte al efecto regulará el procedimiento para la selección 
de las presentaciones de dichos medicamentos y productos sanitarios, así como para 
la determinación de su precio, y para la fijación del plazo durante el cual se 
mantendrá vigente el mismo. El referido procedimiento respetará los principios de 
libre competencia y transparencia.

Los laboratorios titulares de la autorización de comercialización de las 
presentaciones de los medicamentos y las empresas ofertantes de las 
presentaciones de los productos sanitarios que resulten finalmente seleccionadas 
deberán asumir el compromiso de garantizar su adecuado abastecimiento mediante 
declaración expresa al efecto. Las presentaciones que no resulten seleccionadas, 
quedarán temporalmente excluidas de la prestación farmacéutica del Sistema 
Nacional de Salud durante el plazo en que se mantenga vigente el sistema de precio 
seleccionado.

12. En cualquier caso, las presentaciones de los medicamentos que resulten 
afectadas por lo regulado en este artículo quedarán exentas, a partir de dicho 
momento, de la aplicación de las deducciones reguladas en los artículos 8, 9 y 10 del 
Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas 
extraordinarias para la reducción del déficit público.

13. El Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, anualmente, informará a 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos sobre la aplicación y 
resultados del procedimiento de determinación y revisión de conjuntos y precios de 
referencia.»

Diez. Se modifica el apartado 2 del artículo 101, en la letra b) añadiendo una nueva 
infracción en el número 33 y renumerando la 33ª como 34ª, y en la letra c) añadiendo tres 
nuevas infracciones en los números 21, 22 y 23, renumerando la 21ª como 24ª. Los nuevos 
números 33 de la letra b) y 21, 22, y 23 de la letra c) tendrán la siguiente redacción:

«b) Infracciones graves:
33.ª Aportar u ocultar las entidades o personas responsables, datos, 

declaraciones o cualquier información que estén obligados a suministrar a las 
administraciones sanitarias competentes de forma que no resulten veraces o den 
lugar a conclusiones inexactas, con la finalidad de obtener con ello algún beneficio, 
ya sea económico o de cualquier otra índole.»

«c) Infracciones muy graves:
21.ª Cesar el suministro de un medicamento por parte del titular de autorización 

de comercialización, en el caso en el que concurran razones de salud o de interés 
sanitario, como en el supuesto de originarse laguna terapéutica, ya sea en el 
mercado en general o en la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud.

22.ª Distribuir fuera del territorio nacional medicamentos para los que existan 
problemas de desabastecimiento con repercusión asistencial.

23.ª Realizar, por parte de una oficina de farmacia, actividades de distribución de 
medicamentos a oficinas de farmacia, almacenes mayoristas, o bien envíos de 
medicamentos fuera del territorio nacional.»

Once. Se modifica la disposición adicional décima, que tendrá la siguiente redacción:

«Disposición adicional décima.  Participación de las Comunidades Autónomas y 
de las mutualidades de funcionarios en los procedimientos de decisión en materia de 
medicamentos y productos sanitarios.

Las Comunidades Autónomas y las Mutualidades de funcionarios participarán en 
los términos establecidos reglamentariamente, en el Consejo Rector de la Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios, como órgano colegiado de 
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dirección del organismo. Asimismo, la Agencia contará con la colaboración de 
expertos independientes de reconocido prestigio científico propuestos por las 
Comunidades Autónomas.

El Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad facilitará un informe a todas 
las Comunidades Autónomas y a las Mutualidades de funcionarios, en cada reunión 
de la Comisión Permanente de Farmacia del Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud, identificando el nombre de los medicamentos y productos 
sanitarios que hayan sido autorizados por la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios desde la última reunión del Consejo, así como el precio de 
aquellos medicamentos y productos sanitarios que hayan sido incluidos en la 
financiación del Sistema Nacional de Salud.»

Doce. Se añade una disposición adicional decimocuarta, que tendrá la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional decimocuarta.  Información de los precios menores de las 
agrupaciones homogéneas de medicamentos y productos sanitarios.

1. A efectos de aplicar los supuestos de dispensación y sustitución establecidos 
en los artículos 85 y 86 respectivamente de esta Ley, la Dirección General de 
Farmacia y Productos Sanitarios del Ministerio de Sanidad, Política Social e 
Igualdad, publicará en su página web, junto al Nomenclátor de productos 
farmacéuticos del Sistema Nacional de Salud, la información relativa a las 
agrupaciones homogéneas de las presentaciones de los medicamentos y de los 
productos sanitarios para pacientes no hospitalizados que requieran para su 
dispensación receta medica oficial u orden de dispensación.

La citada Dirección General podrá establecer plazos para la solicitud de bajada 
voluntaria de los precios de los medicamentos y productos sanitarios en función del 
precio menor de cada agrupación, y en su caso el mantenimiento del código nacional 
correspondiente de los mismos, así como determinar si fuera necesario los plazos de 
coexistencia de los precios y devolución de existencias de los productos afectados, 
incorporando una vez finalizados estos, la información actualizada de los precios 
menores de cada agrupación en el Nomenclátor de productos farmacéuticos del 
Sistema Nacional de Salud.

2. En cada agrupación homogénea de medicamentos se integrarán las 
presentaciones de los medicamentos financiadas con el/los mismo/s principio/s 
activo/s en cuanto a dosis, contenido, forma farmacéutica o agrupación de forma 
farmacéutica, y vía de administración, que puedan ser objeto de intercambio en su 
dispensación.

Se diferenciarán las agrupaciones homogéneas de medicamentos integradas 
exclusivamente por un medicamento y sus licencias con el mismo precio que el 
medicamento de referencia.

3. Asimismo, en cada agrupación homogénea de productos sanitarios se 
integrarán, siempre que sea posible, las presentaciones financiadas que, teniendo 
las mismas características, tipo, tamaño y contenido, y estando clasificadas conforme 
a los grupos relacionados en los anexos I y II del Real Decreto 9/1996, de 15 de 
enero, por el que se regula la selección de los efectos y accesorios, su financiación 
con fondos de la Seguridad Social, o fondos estatales afectos a la sanidad y su 
régimen de suministro y dispensación a pacientes no hospitalizados, puedan ser 
objeto de intercambio en su dispensación.

4. Si las variaciones experimentadas en los precios de los medicamentos o 
productos sanitarios así lo aconsejaran, y previo acuerdo de la Comisión Permanente 
de Farmacia del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, la 
mencionada Dirección General podrá actualizar la información de los precios 
menores, afectando en su caso dicha actualización a todas las agrupaciones, o a las 
agrupaciones que se estimen pertinentes, así como incorporar nuevas agrupaciones, 
y establecer plazos de coexistencia de los precios y devolución de existencias, de las 
presentaciones de medicamentos y productos sanitarios que hubieran reducido 
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voluntariamente su precio en función del precio menor de cada agrupación, 
pudiéndose autorizar que dicha reducción se realice sin cambio del código nacional.

A efectos informativos las actualizaciones de la información de precios menores 
se incorporarán en el Nomenclátor de productos farmacéuticos del Sistema Nacional 
de Salud, finalizados los plazos que en su caso se hubieran establecido.»

Trece. Se añade una disposición transitoria décima, que tendrá la siguiente redacción:

«Disposición transitoria décima.  Régimen transitorio para la identificación 
automática de cada unidad de medicamento a lo largo de su recorrido.

En tanto no se fije reglamentariamente el mecanismo que permita la 
identificación automática de cada unidad de medicamento a lo largo de su recorrido, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 87 de esta Ley, los laboratorios 
farmacéuticos, y los almacenes mayoristas deberán comunicar puntualmente al 
Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad en los términos que establezca el 
Ministerio mediante resolución, los datos del lote y del número de unidades vendidas 
o suministradas, así como las que sean objeto de devolución, en territorio nacional, 
especificando el destinatario, tanto se trate de oficinas de farmacia o servicios de 
farmacia o de otros almacenes mayoristas.»

Artículo 2.  Modificación del Real Decreto 1345/2007, de 11 de octubre, por el que se regula 
el procedimiento de autorización, registro y condiciones de dispensación de los 
medicamentos de uso humano fabricados industrialmente.

Se modifica el apartado 3, a) del artículo 24 del Real Decreto 1345/2007 de 11 de 
octubre por el que se regula el procedimiento de autorización, registro y condiciones de 
dispensación de los medicamentos de uso humano fabricados industrialmente, que tendrá la 
siguiente redacción:

«3. Los medicamentos se someterán a prescripción médica restringida cuando:
a) Se trate de medicamentos que exigen particular vigilancia, supervisión y 

control del equipo multidisciplinar de atención a la salud, los cuales a causa de sus 
características farmacológicas o por su novedad, o por motivos de salud pública, se 
reserven para tratamientos que solo pueden utilizarse o seguirse en medio 
hospitalario o centros asistenciales autorizados (Medicamentos de Uso 
Hospitalario).»

Artículo 3.  Modificación del Real Decreto 823/2008, de 16 de mayo, por el que se 
establecen los márgenes, deducciones y descuentos correspondientes a la distribución y 
dispensación de medicamentos de uso humano.

Se modifica el artículo 2 del Real Decreto 823/2008, de 16 de mayo, por el que se 
establecen los márgenes, deducciones y descuentos correspondientes a la distribución y 
dispensación de medicamentos de uso humano, al que se añade un nuevo apartado 8, 
reenumerando el 8 como 9. El apartado 8 tendrá la siguiente redacción:

«8. Con el objeto de garantizar la accesibilidad y calidad en el servicio, así como 
la adecuada atención farmacéutica a los usuarios del Sistema Nacional de Salud, a 
las oficinas de farmacia que resulten exentas de la escala de deducciones regulada 
en el apartado 5 de este artículo, les será de aplicación a su favor un índice corrector 
de los márgenes de las oficinas de farmacia correspondiente a las recetas u órdenes 
de dispensación de medicamentos de uso humano fabricados industrialmente 
dispensados con cargo a fondos públicos, conforme a la siguiente escala:

Diferencial Porcentaje FijoDe a
0,01 2.750,00 7,25%  

2.750,01 5.500,00 7,75% 199,38
5.500,01 8.250,00 8,25% 412,50
8.250,01 10.466,66 8,75% 639,37
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Diferencial Porcentaje FijoDe a
10.466,67 12.500,00  833,33

Para la aplicación del tramo correspondiente de la mencionada escala se tendrá 
en cuenta la cuantía de la diferencia entre 12.500 euros, y el importe de la 
facturación mensual correspondiente a las recetas u órdenes de dispensación de 
medicamentos de uso humano fabricados industrialmente dispensados con cargo a 
fondos públicos. Dicha facturación mensual se calculará en términos de precio de 
venta al público incrementado con el impuesto sobre el valor añadido (IVA). Por lo 
que se refiere a las presentaciones de medicamentos con precio industrial superior a 
91,63 euros y a efectos de dicha facturación mensual, se excluirá de dicho cómputo 
la cantidad que, calculada en términos de precio de venta al público con IVA incluido, 
exceda del citado precio industrial.

A la diferencia entre dicha cuantía y el tramo inferior que corresponda de la 
mencionada escala, se aplicará el porcentaje señalado en la misma, y a la cantidad 
resultante se añadirá el importe fijo especificado en cada tramo de la escala. En 
ningún caso el importe derivado de la aplicación del índice corrector de los márgenes 
podrá superar, a favor de la farmacia, los 833,33 euros mensuales.

Tales oficinas de farmacia deberán cumplir, además, los siguientes requisitos:
a) Que estén ubicadas en núcleos de población aislados o socialmente 

deprimidos y que sus ventas anuales totales en términos de precio de venta al 
público incrementado con el impuesto sobre el valor añadido (IVA), no superen los 
200.000 euros en el ejercicio económico correspondiente al año natural anterior.

b) Que hayan permanecido abiertas al público al menos durante el periodo 
equivalente a once meses dentro del año natural anterior a la aplicación del índice 
corrector de los márgenes.

Quedan exceptuados supuestos de cierres temporales forzosos no debidos a 
sanción administrativa o inhabilitación profesional debidamente autorizados por las 
administraciones sanitarias competentes.

c) Que no hayan sido objeto de sanción administrativa o inhabilitación profesional 
ni estén excluidas de su concertación.

d) Que participen en los programas de atención farmacéutica y en la realización 
del conjunto de actividades destinadas a la utilización racional de los medicamentos 
que establezca la Administración sanitaria correspondiente.

La decisión sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos, así como la 
resolución de las incidencias que se produzcan al efecto, corresponderá a las 
distintas administraciones sanitarias competentes en materia de ordenación 
farmacéutica, que establecerán el procedimiento para su aplicación. De todo ello se 
dará audiencia previa a la Mutualidad de Funcionarios de la Administración Civil del 
Estado (MUFACE), a la Mutualidad General Judicial (MUGEJU), al Instituto Social de 
las Fuerzas Armadas (ISFAS) y, en su caso, al Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria.

La cuantía derivada de la aplicación del índice corrector de los márgenes 
correspondiente a las administraciones sanitarias del Sistema Nacional de Salud, 
incluyendo la Mutualidad de Funcionarios de la Administración Civil del Estado 
(MUFACE), la Mutualidad General Judicial (MUGEJU) y el Instituto Social de las 
Fuerzas Armadas (ISFAS) será la que resulte de aplicar el porcentaje que representa 
cada una de ellas en la facturación mensual de cada oficina de farmacia, 
consideradas conjuntamente. El procedimiento de gestión de dicha información se 
ajustará a las reglas establecidas respecto de los informes relativos a la aplicación de 
la escala conjunta de deducciones.»
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Artículo 4.  Modificación del Real Decreto Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan 
medidas extraordinarias para la reducción del déficit público.

Se modifica el artículo 10 del Real Decreto Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se 
adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, que tendrá la siguiente 
redacción:

«Artículo 10.  Excepciones a la aplicación de las deducciones.
Las deducciones previstas en los artículos 8 y 9 no serán de aplicación a los 

medicamentos genéricos así como a los medicamentos que se encuentran afectados 
por la aplicación del sistema de precios de referencia, con la salvedad hecha en el 
párrafo tercero del apartado uno del artículo 8.

En el caso de medicamentos huérfanos, las deducciones contempladas en los 
artículos 8 y 9, serán del 4 por ciento.

Por otra parte en el caso de los medicamentos de uso humano fabricados 
industrialmente, respecto de los que no exista genérico o biosimilar autorizado en 
España, incluidos los de uso hospitalario, para los que hayan transcurrido diez años 
desde la fecha en que se hubiese adoptado la decisión de financiar con fondos 
públicos, u once en el caso de haber sido autorizada una nueva indicación, las 
deducciones contempladas en los artículos 8 y 9, serán del 15 por ciento, salvo en 
los medicamentos que cuenten con protección de patente de producto en todos los 
Estados miembros de la Unión Europea que, sin estar sujetos a regimenes 
excepcionales o transitorios en materia de propiedad industrial, hubiesen incorporado 
a su ordenamiento jurídico la legislación comunitaria correspondiente, y siempre que 
esta circunstancia se acredite por el titular de la autorización de comercialización.»

CAPÍTULO II
Medidas relativas al sistema de información sanitaria

Artículo 5.  Tarjeta Sanitaria.
A fin de articular de forma homogénea las previsiones del artículo 57 de la Ley de 

Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud en lo referente a la tarjeta sanitaria 
individual, el Gobierno en coordinación con las comunidades autónomas en el plazo de 6 
meses desde la entrada en vigor del presente Real Decreto-ley, establecerá el formato único 
y común de tarjeta sanitaria válido para todo el Sistema Nacional de Salud.

Artículo 6.  Historia Clínica Digital.
De acuerdo con lo expresado en el artículo 56 de la Ley de Cohesión y Calidad del 

Sistema Nacional de Salud y su desarrollo reglamentario en relación al conjunto mínimo de 
datos de los informes clínicos del Sistema Nacional de Salud y a los efectos de hacer 
efectivo tanto al interesado como a los profesionales que participan en la asistencia, un 
acceso adecuado a la historia clínica en todo el Sistema Nacional de Salud en los términos 
previstos por el ordenamiento jurídico, las administraciones sanitarias establecerán de 
manera generalizada la conexión e intercambio de información con el Sistema de Historia 
Clínica Digital del SNS, antes del 1 de enero de 2013.

Artículo 7.  Receta electrónica.
Las administraciones sanitarias en su ámbito de competencia, adoptarán las medidas 

precisas para que el aplicativo de la receta electrónica esté implantado y sea interoperable 
en todo el Sistema Nacional de Salud, antes del 1 de enero de 2013.
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CAPÍTULO III
Medidas relativas a la coordinación de la atención sociosanitaria

Artículo 8.  Elaboración de la Estrategia de Coordinación de la Atención Sociosanitaria.
A fin incidir en la mejora de la calidad de la atención a las personas que reciben servicios 

sanitarios y de atención social, el Gobierno a través del Ministerio de Sanidad, Política Social 
e Igualdad, con la participación de las Mutualidades de funcionarios, en cooperación con las 
Comunidades Autónomas y con respeto a su ámbito competencial, elaborará una Estrategia 
de Coordinación de la Atención Sociosanitaria, que contará con la colaboración de las 
organizaciones ciudadanas, los profesionales y las empresas del sector.

La Estrategia incorporará objetivos de coordinación de los servicios sanitarios y de 
atención social, objetivos de mejora de la calidad y la eficiencia y objetivos ligados al impulso 
de la innovación en este ámbito y de generación de empleo.

La Estrategia estará elaborada antes de seis meses a partir de la entrada en vigor del 
presente Real Decreto Ley, tendrá una duración de cinco años y establecerá mecanismos de 
evaluación bienal que permitan su seguimiento, la valoración de resultados y la eventual 
incorporación de nuevas medidas.

TÍTULO II
Medidas fiscales

Artículo 9.  Modificaciones relativas al Impuesto sobre Sociedades.
Primero.–Con efectos exclusivamente para los períodos impositivos que se inicien dentro 

de los años 2011, 2012 y 2013, se introducen las siguientes modificaciones en el régimen 
legal del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 
de marzo:

Uno. El porcentaje a que se refiere el apartado 4 del artículo 45 del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, para la modalidad prevista en el apartado 3 de dicho 
artículo, será:

a) Tratándose de sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones, calculado conforme a lo 
dispuesto en el artículo 121 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido, no haya superado la cantidad de 6.010.121,04 euros durante los doce meses 
anteriores a la fecha en que se inicien los períodos impositivos dentro del año 2012, 2013 o 
2014, según corresponda, el resultado de multiplicar por cinco séptimos el tipo de gravamen 
redondeado por defecto.

b) Tratándose de sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones, calculado conforme a lo 
dispuesto en el artículo 121 de la Ley 37/1992, haya superado la cantidad de 6.010.121,04 
euros durante los doce meses anteriores a la fecha en que se inicien los períodos 
impositivos dentro del año 2012, 2013 o 2014:

– El resultado de multiplicar por cinco séptimos el tipo de gravamen redondeado por 
defecto, cuando en esos doce meses el importe neto de la cifra de negocios sea inferior a 
diez millones de euros.

– El resultado de multiplicar por quince veinteavos el tipo de gravamen redondeado por 
exceso, cuando en esos doce meses el importe neto de la cifra de negocios sea al menos 
diez millones de euros pero inferior a veinte millones de euros.

– El resultado de multiplicar por diecisiete veinteavos el tipo de gravamen redondeado 
por exceso, cuando en esos doce meses el importe neto de la cifra de negocios sea al 
menos veinte millones de euros pero inferior a sesenta millones de euros.

– El resultado de multiplicar por diecinueve veinteavos el tipo de gravamen redondeado 
por exceso, cuando en esos doce meses el importe neto de la cifra de negocios sea al 
menos sesenta millones de euros.

Estarán obligados a la modalidad a que se refiere el apartado 3 del artículo 45 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, los sujetos pasivos cuyo volumen de 
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operaciones, calculado conforme a lo dispuesto en el artículo 121 de la Ley 37/1992, haya 
superado la cantidad de 6.010.121,04 euros durante los doce meses anteriores a la fecha en 
que se inicien los períodos impositivos dentro del año 2012, 2013 o 2014.

Dos. Para los sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones, calculado conforme a lo 
dispuesto en el artículo 121 de la Ley 37/1992, haya superado la cantidad de 6.010.121,04 
euros durante los doce meses anteriores a la fecha en que se inicien los períodos 
impositivos dentro del año 2012 ó 2013, en la compensación de bases imponibles negativas 
a que se refiere el artículo 25 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades 
se tendrán en consideración las siguientes especialidades:

– La compensación de bases imponibles negativas está limitada al 50 por ciento de la 
base imponible previa a dicha compensación, cuando en esos doce meses el importe neto 
de la cifra de negocios sea al menos veinte millones de euros pero inferior a sesenta 
millones de euros.

– La compensación de bases imponibles negativas está limitada al 25 por ciento de la 
base imponible previa a dicha compensación, cuando en esos doce meses el importe neto 
de la cifra de negocios sea al menos sesenta millones de euros.

Lo previsto en este apartado no será de aplicación a los pagos fraccionados cuyo plazo 
de declaración haya vencido a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley

Tres. La deducción de la diferencia a que se refiere el apartado 5 del artículo 12 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, que se deduzca de la base imponible en 
los períodos impositivos iniciados dentro del año 2011, 2012, 2013, 2014 o 2015, está sujeta 
al límite anual máximo de la centésima parte de su importe.

Segundo.–Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero 
de 2012, se introducen las siguientes modificaciones en el texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 25, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«1. Las bases imponibles negativas que hayan sido objeto de liquidación o 
autoliquidación podrán ser compensadas con las rentas positivas de los períodos 
impositivos que concluyan en los 18 años inmediatos y sucesivos.»

Dos. Se añade la disposición transitoria trigésimo quinta, que queda redactada de la 
siguiente forma:

«Disposición transitoria trigésimo quinta.  Bases imponibles negativas pendientes 
de compensar.

El plazo de dieciocho años para la compensación de bases imponibles negativas 
establecido en el artículo 25 de esta Ley, será también de aplicación a las bases 
imponibles negativas que estuviesen pendientes de compensar al inicio del primer 
período impositivo que hubiera comenzado a partir de 1 de enero de 2012.»

Disposición adicional primera.  Acreditación de la protección de patente de producto en 
los medicamentos afectados por las deducciones establecidas en el artículo 4.

Los titulares de la autorización de comercialización de los medicamentos afectados por 
lo establecido en el artículo cuatro de este Real Decreto ley, que cuenten con protección de 
patente de producto en todos los Estados miembros de la Unión Europea que, sin estar 
sujetos a regimenes excepcionales o transitorios en materia de propiedad industrial, 
hubiesen incorporado a su ordenamiento jurídico la legislación comunitaria correspondiente, 
deberán acreditar ante la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios del 
Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad en el plazo de 15 días contados a partir de 
la entrada en vigor de este Real Decreto Ley esta circunstancia mediante declaración 
responsable. La Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios podrá solicitar a los 
titulares de la autorización de comercialización de los medicamentos afectados certificación 
expresa emitida por la autoridad competente en cada uno de los estados miembros.
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Asimismo, esta declaración responsable se presentará antes del 1 de febrero de cada 
año para los medicamentos que pudieran verse afectados en el transcurso del año por las 
deducciones establecidas en el referido el artículo 4 de este Real Decreto-ley.

Los titulares de la autorización de comercialización de los medicamentos afectados por 
lo establecido en el artículo cuatro de este Real Decreto- ley deberán informar a la Dirección 
General de Farmacia y Productos Sanitarios, con antelación suficiente, del vencimiento de la 
patente de producto en cualquiera de los Estados miembros a que se refiere esta 
disposición.

En cumplimiento de lo indicado en la disposición final cuarta del Real Decreto-ley 8/2010, 
de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit 
público, la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios publicará la relación de los 
medicamentos que resulten afectados por las deducciones establecidas en el artículo cuarto 
del presente Real Decreto-ley, junto al Nomenclátor de productos farmacéuticos del Sistema 
Nacional de Salud.

Disposición adicional segunda.  Modificación de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de 
ordenación de las profesiones sanitarias.

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 22 de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre de 
acuerdo con la siguiente redacción:

«2. El Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, previo informe del 
Ministerio de Educación y de la Comisión de Recursos Humanos del Sistema 
Nacional de Salud, establecerá las normas que regularán la convocatoria anual que 
consistirá en una prueba o conjunto de pruebas, que evaluará conocimientos 
teóricos, prácticos y, en su caso, habilidades clínicas, comunicativas y méritos 
académicos y profesionales de los aspirantes.

Las pruebas serán específicas para las distintas titulaciones o, en su caso, 
grupos de éstas, según los diversos graduados universitarios que pueden acceder a 
las plazas en formación de las especialidades en ciencias de la salud objeto de 
selección mediante dichas pruebas. Asimismo, podrán establecerse pruebas 
específicas por especialidades troncales.».

Dos. Se añade una disposición adicional undécima a la Ley 44/2003, de 21 de 
noviembre con la siguiente redacción:

«Las referencias que en esta ley se hacen a los licenciados y diplomados 
sanitarios se entenderán realizadas también a los graduados universitarios, de 
acuerdo con la normativa de ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales»

Disposición transitoria primera.  Innovaciones galénicas de interés terapéutico declaradas 
en el momento de entrada en vigor del presente Real Decreto-ley.

Las presentaciones de medicamentos cuya innovación galénica de interés terapéutico 
hubiera sido declarada conforme a lo dispuesto en la normativa anterior a la entrada en vigor 
del presente Real Decreto-ley seguirán siendo válidas y continuarán produciendo efectos 
conforme a la normativa en virtud de la cual la innovación galénica fue declarada.

Disposición transitoria segunda.  Información de las agrupaciones homogéneas de las 
presentaciones de medicamentos y de los productos sanitarios, reducciones voluntarias de 
precios sin modificación del Código Nacional y coexistencia de los precios y devolución de 
existencias de medicamentos y productos sanitarios.

1. En desarrollo de lo dispuesto en la disposición adicional decimocuarta de la Ley 
29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los medicamentos y productos 
sanitarios, la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios del Ministerio de 
Sanidad, Política Social e Igualdad publicará en la página web del Ministerio, la información 
de las nuevas agrupaciones homogéneas de las presentaciones de los medicamentos y de 
los productos sanitarios para pacientes no hospitalizados que requieran para su 
dispensación receta médica oficial u orden de dispensación, junto con el precio vigente de 
cada presentación.
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2. A partir del día siguiente a la referida publicación, los medicamentos y los referidos 
productos sanitarios podrán acogerse en el plazo de siete días a la reducción voluntaria de 
su precio, sin cambio de Código Nacional, para adaptarse a las previsiones contenidas en el 
presente Real Decreto-ley sobre la dispensación de medicamentos y productos sanitarios.

3. Tras efectuar las pertinentes comprobaciones, la Dirección General de Farmacia y 
Productos Sanitarios publicará en la página web del Ministerio de Sanidad, Política Social e 
Igualdad, la información actualizada de los precios menores de las nuevas agrupaciones 
homogéneas a que se refiere esta disposición.

La información actualizada de los precios menores de las nuevas agrupaciones 
homogéneas se incorporará en el Nomenclátor de productos farmacéuticos del Sistema 
Nacional de Salud, una vez finalizados los plazos que se relacionan en los puntos 4 y 5:

4. En relación con las presentaciones de medicamentos que los laboratorios decidan 
rebajar su precio, para adecuarlas a lo dispuesto en el artículo 85 de la Ley 29/2006, de 26 
de julio, según la redacción dada en el presente Real Decreto- ley, se aplicarán las 
siguientes reglas:

a) Las presentaciones se suministrarán por los laboratorios al nuevo precio a partir del 
día siguiente a aquel en que se publique la información actualizada de los precios menores 
de las agrupaciones a que se refiere el punto 3 de esta disposición.

b) Las existencias de las presentaciones que obren en poder de los almacenes 
mayoristas, podrán seguir comercializándose al precio anterior a esta reducción en el plazo 
de los diez días naturales siguientes a aquel en que se publique la información actualizada 
de los precios menores de las agrupaciones a que se refiere el punto 3 de esta disposición.

c) Las existencias de las presentaciones que obren en poder de las oficinas de farmacia, 
podrán seguir comercializándose al precio anterior a esta reducción en el plazo de los veinte 
días naturales siguientes a aquel en que se publique la información actualizada de los 
precios menores de las agrupaciones a que se refiere el punto 3 de esta disposición.

En caso necesario, el plazo será ampliado, por razón de exigencias de gestión de la 
prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud, hasta hacer coincidir su finalización 
con el último día natural del mes correspondiente. En este último supuesto el periodo en que 
resulte ampliado el plazo inicial se repartirá a partes iguales entre los almacenes y las 
oficinas de farmacia, salvo cuando ello no fuera posible, en cuyo caso la mitad más un día 
de dicho periodo le corresponderá a las oficinas de farmacia.

Al amparo de lo previsto en el artículo 6.2.5 del Real Decreto 726/1982, de 17 de marzo, 
por el que se regula la caducidad y devoluciones de las especialidades farmacéuticas a los 
laboratorios farmacéuticos, los almacenes mayoristas y las oficinas de farmacia, sin coste 
adicional alguno para ellas, podrán devolver a los laboratorios farmacéuticos, a partir del día 
siguiente a la finalización del plazo contemplado en el presente apartado y conforme a lo 
establecido en el artículo 8 del citado Real Decreto, las existencias de las presentaciones 
con precio en el embalaje anterior a las rebajas de precio producidas al amparo de lo 
establecido en el punto 2 de esta disposición.

d) La información actualizada de los precios menores de las agrupaciones homogéneas 
de las presentaciones de los medicamentos establecida en el punto tres, se aplicará en la 
dispensación de las recetas y órdenes de dispensación con cargo a fondos públicos 
correspondiente al primer día del mes siguiente a expirar el plazo contemplado en el 
apartado c) del punto 4, integrándose en el correspondiente Nomenclátor de productos 
farmacéuticos del Sistema Nacional de Salud.

5. Respecto de las presentaciones de productos sanitarios que los fabricantes decidan 
rebajar su precio para adecuarlas a lo dispuesto en el artículo 85 de la Ley 29/2006, de 26 
de julio, según la redacción dada en el presente Real Decreto-ley, se aplicarán las siguientes 
reglas:

a) Las presentaciones se suministrarán por las empresas ofertantes al nuevo precio en el 
plazo de los veinte días naturales siguientes a aquel en que se publique la información 
actualizada de los precios menores de las agrupaciones a conforme a lo dispuesto en el 
punto 3 de esta disposición, pudiéndose suministrar con nuevos cartonajes, o bien 
reetiquetando los actuales con etiquetas adhesivas no removibles.
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b) Las existencias de las presentaciones que obren en poder de los almacenes 
mayoristas, podrán seguir comercializándose al precio anterior a esta reducción en el plazo 
de los treinta días naturales siguientes a aquel en que se publique la información actualizada 
de los precios menores de las agrupaciones a que se refiere el punto 3 de esta disposición.

c) Las existencias de las presentaciones que obren en poder de las oficinas de farmacia, 
podrán seguir comercializándose al precio anterior a esta reducción en el plazo de los 
cuarenta días naturales siguientes a aquel en que se publique la información actualizada de 
los precios menores de las agrupaciones a que se refiere el punto 3 de esta disposición.

En caso necesario, el plazo será ampliado, por razón de exigencias de gestión de la 
prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud, hasta hacer coincidir su finalización 
con el último día natural del mes correspondiente. En este último supuesto el periodo en que 
resulte ampliado el plazo inicial se repartirá a partes iguales entre los almacenes y las 
oficinas de farmacia, salvo cuando ello no fuera posible, en cuyo caso la mitad más un día 
de dicho periodo le corresponderá a las oficinas de farmacia.

A efectos de devoluciones se aplicará a los productos sanitarios lo dispuesto en el 
artículo 6.2.5 del Real Decreto 726/1982, de 17 de marzo, por el que se regula la caducidad 
y devoluciones de las especialidades farmacéuticas a los laboratorios farmacéuticos. En 
consecuencia, los almacenes mayoristas y las oficinas de farmacia, sin coste adicional 
alguno para ellas, podrán devolver a los fabricantes de productos sanitarios, a partir de la 
finalización del plazo previsto en el presente apartado y conforme a lo establecido en el 
artículo 8 del citado Real Decreto, las existencias de las presentaciones con precio en el 
embalaje anterior a las rebajas de precio producidas al amparo de lo establecido en el punto 
2 de esta disposición.

d) La información actualizada de los precios menores de las agrupaciones homogéneas 
de las presentaciones de los productos sanitarios establecida en el punto tres de esta 
disposición se aplicará en la dispensación de las recetas y órdenes de dispensación con 
cargo a fondos públicos correspondiente al primer día del mes siguiente a expirar el plazo 
contemplado en el apartado c) del punto 5, integrándose en el correspondiente Nomenclátor 
de productos farmacéuticos del Sistema Nacional de Salud.

Disposición transitoria tercera.  Vigencia de la actualización de la información de precios 
menores acordada el 21 de junio de 2011 por la Comisión Permanente de Farmacia del 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.

La información de precios menores actualizada según lo acordado el 21 de junio de 2011 
por la Comisión Permanente de Farmacia del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud, en aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Orden 
SPI/3052/2010 de 26 de noviembre, por la que se determinan los conjuntos de 
medicamentos y sus precios de referencia y por la que se regulan determinados aspectos 
del sistema de precios de referencia, se mantendrá vigente en tanto la Dirección General de 
Farmacia y Productos Sanitarios del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, no 
proceda a integrar la información actualizada de los precios menores de las nuevas 
agrupaciones homogéneas en el Nomenclátor de productos farmacéuticos del Sistema 
Nacional de Salud, conforme a lo dispuesto en el presente Real Decreto-ley.

Disposición transitoria cuarta.  Tipo impositivo aplicable del Impuesto sobre el Valor 
Añadido a las entregas de viviendas.

Con efectos desde la entrada en vigor de este Real Decreto-ley y vigencia 
exclusivamente hasta el 31 de diciembre de 2012, se aplicará el tipo reducido del 4 por 
ciento del Impuesto sobre el Valor Añadido a las entregas de bienes a las que se refiere el 
número 7.º del apartado uno.1, del artículo 91 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en el presente Real Decreto-ley.
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Disposición final primera.  Modificación de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2011.

Los apartados Uno y Dos del Artículo 49 de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2011, relativo al importe de los avales del 
Estado, quedan redactados en los siguientes términos:

«Uno. El importe máximo de los avales a otorgar por el Estado durante el 
ejercicio del año 2011 no podrá exceder de 115.543.560 miles de euros.

Dos. Dentro del total señalado en el apartado anterior, se reservan los siguientes 
importes:

a) 22.000.000 miles de euros para garantizar, de acuerdo con lo establecido en la 
disposición adicional vigésima primera, apartado 9, de la Ley 54/1997, de 27 de 
noviembre, del Sector Eléctrico, las obligaciones económicas exigibles al Fondo de 
Titulización del Déficit del Sistema Eléctrico, derivadas de las emisiones de 
instrumentos financieros que realice dicho Fondo con cargo a los derechos de cobro 
que constituyan el activo del mismo.

b) 92.543.560 miles de euros para garantizar las obligaciones económicas 
exigibles a la sociedad denominada ‘‘Facilidad Europea de Estabilización 
Financiera’’, derivadas de las emisiones de instrumentos financieros, de la 
concertación de operaciones de préstamo y crédito, así como de cualesquiera otras 
operaciones de financiación que realice dicha sociedad de acuerdo con lo 
establecido en el Real Decreto-ley 9/2010, de 28 de mayo, por el que se autoriza a la 
Administración General del Estado al otorgamiento de avales a determinadas 
operaciones de financiación en el marco del Mecanismo Europeo de Estabilización 
Financiera de los Estados miembros de la Zona del Euro.

c) 500.000 miles de euros para garantizar las obligaciones derivadas de 
operaciones de financiación concertadas por empresas, válidamente constituidas en 
España, que acometan inversiones en España para el desarrollo e industrialización 
del vehículo eléctrico o baterías para los mismos.

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos determinará el 
procedimiento de concesión de avales, los requisitos que deberán concurrir para la 
concesión del mismo y las condiciones a que quedará sujeta la efectividad de los 
avales otorgados.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
Este Real Decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.14.ª, 16.ª y 

17.ª de la Constitución.

Disposición final tercera.  Facultades de desarrollo.
1. Se autoriza al Gobierno y a las Ministras de Economía y Hacienda y de Sanidad, 

Política Social e Igualdad, en el ámbito de sus respectivas competencias, para dictar las 
disposiciones y adoptar las medidas necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
establecido en el presente Real Decreto-ley.

2. Las modificaciones que, a partir de la entrada en vigor del presente Real Decreto- ley, 
puedan realizarse respecto a lo dispuesto en sus artículos 2, 3 y 4 podrán efectuarse 
reglamentariamente con arreglo a la normativa específica de aplicación.

3. Las comunidades autónomas adoptarán, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, las medidas necesarias para la efectividad de lo previsto en el Capítulo II del 
Título I de este Real Decreto-ley.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado», con las siguientes excepciones:
1. El artículo 1 punto seis en lo referente a los medicamentos entrará en vigor el primer 

día del mes en el que sea aplicable en la dispensación de las recetas y ordenes de 
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dispensación con cargo a fondos públicos, el Nomenclátor de productos farmacéuticos del 
Sistema Nacional de Salud, que integre la información actualizada de los precios menores 
de las nuevas agrupaciones homogéneas de medicamentos, conforme a lo establecido en la 
Disposición transitoria segunda.

En lo referente a los productos sanitarios, entrará en vigor el primer día del mes en el 
que sea aplicable en la dispensación de las recetas y ordenes de dispensación con cargo a 
fondos públicos, el Nomenclátor de productos farmacéuticos del Sistema Nacional de Salud, 
que integre la información actualizada de los precios menores de las agrupaciones 
homogéneas de productos sanitarios, conforme a lo establecido en la Disposición transitoria 
segunda.

2. El artículo 3 entrará en vigor el 1 de enero de 2012.
3. El artículo 4 será de aplicación, en los medicamentos que se dispensen por las 

oficinas de farmacia o bien que su compra se formalice por los servicios de farmacia 
hospitalarios, de los centros de salud y de las estructuras de atención primaria, con cargo a 
fondos públicos del Sistema Nacional de Salud, incluidos los regimenes especiales de la 
Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE), del Instituto Social de las 
Fuerzas Armadas (ISFAS) y de la Mutualidad General Judicial (MUGEJU), a partir del primer 
día del mes siguiente a aquel en que se efectúe la publicación de los medicamentos 
afectados, junto al Nomenclátor de productos farmacéuticos del Sistema Nacional de Salud, 
de acuerdo con lo previsto en la Disposición adicional primera del presente Real Decreto-ley.
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§ 81

Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para 
garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar 

la calidad y seguridad de sus prestaciones. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 98, de 24 de abril de 2012
Última modificación: 1 de julio de 2017

Referencia: BOE-A-2012-5403

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Medidas de cohesión y de garantía financiera del Sistema Nacional de Salud

Artículo 3.  Fondo de Garantía Asistencial.
1. Se crea el Fondo de Garantía Asistencial, con carácter extrapresupuestario, con el 

objeto de garantizar la cohesión y equidad en el Sistema Nacional de Salud, mediante la 
cobertura de los desplazamientos entre comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y 
Melilla de personas que gozan de la condición de asegurado o de beneficiario del mismo en 
el Sistema Nacional de Salud.

2. El Fondo de Garantía Asistencial estará destinado a la compensación entre las 
comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla por las actuaciones que sus servicios 
de salud realicen en el marco de la aplicación de la cartera común básica de servicios 
asistenciales y de la suplementaria a las personas que gocen de la condición de asegurado 
o de beneficiario del mismo en el Sistema Nacional de Salud en sus desplazamientos 
temporales.

3. Con el fin de realizar una adecuada gestión y seguimiento del Fondo de Garantía 
Asistencial, se procederá a establecer los mecanismos de reconocimiento de estas personas 
en el sistema de información de tarjeta sanitaria individual del Sistema Nacional de Salud.

4. La determinación del importe a liquidar a cada servicio de salud se establecerá 
mediante disposición reglamentaria al efecto.

5. El importe de las cuantías a liquidar vendrá determinado por las siguientes 
modalidades de desplazamiento:

a) Desplazamiento de corta duración (inferior a un mes), que se abonarán siguiendo las 
tarifas nacionales que se establezcan en concepto de atención sanitaria de atención 
primaria, incluyendo la prestación por cartera suplementaria que corresponda.

b) Desplazamientos de larga duración (igual o superior a un mes), que se abonarán de 
acuerdo a la cápita mensual utilizada para los cálculos estadísticos de contabilidad sanitaria 
del sistema de cuentas de salud, con dos posibilidades de aplicación:

1.ª Para la cartera común básica de servicios asistenciales completa.
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2.ª Para la cartera común básica de servicios asistenciales parcial, referida a asistencia 
en nivel primario o especializado.

CAPÍTULO IV
Medidas sobre la prestación farmacéutica

[ . . . ]
Artículo 6.  Medidas relativas a la atención farmacéutica en los hospitales, en los centros de 
asistencia social y en los centros psiquiátricos.

1. Será obligatorio el establecimiento de un servicio de farmacia hospitalaria propio en:
a) Todos los hospitales que tengan cien o más camas.
b) Los centros de asistencia social que tengan cien camas o más en régimen de 

asistidos.
c) Los centros psiquiátricos que tengan cien camas o más.
2. No obstante lo anterior, la consejería responsable en materia de prestación 

farmacéutica de cada comunidad autónoma podrá establecer acuerdos o convenios con  los 
centros mencionados en el apartado anterior eximiéndoles de dicha exigencia, siempre y 
cuando dispongan de un depósito de medicamentos vinculado al servicio de farmacia 
hospitalaria del hospital de la red pública que sea el de referencia en el área o zona sanitaria 
de influencia correspondiente.

3. Asimismo, los centros hospitalarios, los centros de asistencia social que presten 
asistencia sanitaria específica y los centros psiquiátricos que no cuenten con un servicio de 
farmacia hospitalaria propio y que no estén obligados a tenerlo dispondrán de un depósito, 
que estará vinculado a un servicio de farmacia del área sanitaria y bajo la responsabilidad 
del jefe del servicio, en el caso de los hospitales del sector público, y a una oficina de 
farmacia establecida en la misma zona farmacéutica o a un servicio de farmacia hospitalaria, 
en el supuesto de que se trate de un hospital del sector privado.

Artículo 7.  Manipulación y adecuación de preparaciones de medicamentos.
1. Con el fin de mejorar la eficacia en el uso de los medicamentos en el ámbito 

hospitalario, las comunidades autónomas podrán acreditar a los servicios de farmacia 
hospitalaria de su territorio para que en los mismos se puedan llevar a cabo operaciones de 
fraccionamiento, personalización de dosis y otras operaciones de remanipulación y 
transformación de medicamentos.

2. La acreditación prevista en el apartado anterior se efectuará de modo que se garantice 
el cumplimiento de las guías técnicas de buena práctica aplicables al caso por los servicios 
de farmacia hospitalaria donde se vayan a efectuar las operaciones señaladas.

3. Las guías de manipulación, fraccionamiento y dosificación personalizada se 
elaborarán bajo la tutela de la Dirección General de Cartera Básica de Servicios del Sistema 
Nacional de Salud y Farmacia, recabando al efecto la colaboración de la Agencia Española 
de Medicamentos y Productos Sanitarios y de expertos de reconocido prestigio.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Régimen de los españoles residentes en el exterior.

1. El derecho a la protección de la salud de los españoles residentes en el exterior se 
regirá por lo dispuesto en la Ley 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto de la ciudadanía 
española en el exterior y su normativa de desarrollo.

2. Los trabajadores por cuenta ajena españoles de origen residentes en Estados no 
miembros de la Unión Europea, de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo y de Suiza que se desplacen temporalmente a España tendrán derecho 
a la asistencia sanitaria en España con cargo a fondos públicos, a través del Sistema 
Nacional de Salud cuando, de acuerdo con las disposiciones de Seguridad Social española, 
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las del Estado de procedencia o de las normas o Convenios internacionales de Seguridad 
Social establecidos al efecto, no tuvieran prevista esta cobertura.

Disposición adicional segunda.  De la fijación de importes máximos de financiación.
1. En materia de dietoterápicos, la fijación de importes máximos de financiación se 

atendrá a lo recogido en el Real Decreto 1205/2010, de 24 de septiembre, por el que se fijan 
las bases para la inclusión de los alimentos dietéticos para usos médicos especiales en la 
prestación con productos dietéticos del Sistema Nacional de Salud y para el establecimiento 
de sus importes máximos de financiación.

2. El Consejo de Ministros aprobará, en el plazo de 6 meses a contar desde la entrada 
en vigor de este real decreto-ley, un real decreto para la regulación de la cartera 
suplementaria de prestación ortoprotésica del Sistema Nacional de Salud y para el 
establecimiento de sus importes máximos de financiación.

3. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad elaborará, en el plazo de 6 
meses a contar desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, una orden ministerial 
recogiendo los acuerdos del pleno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 
sobre transporte sanitario no urgente, sujeto a prescripción facultativa, por razones clínicas.

Disposición adicional tercera.  Cesión de información tributaria.
La administración tributaria facilitará, dentro de cada ejercicio, al órgano de la 

administración pública responsable del reconocimiento y control de la condición de 
asegurado o de beneficiario del mismo, los datos relativos a sus niveles de renta en cuanto 
sean necesarios para determinar el porcentaje de participación en el pago de las 
prestaciones de la cartera común de servicios sujetas a aportación.

En el tratamiento de estos datos la administración cesionaria deberá respetar la 
normativa sobre protección de datos de carácter personal.

Disposición adicional cuarta.  Medidas de eficiencia en el ámbito del Sistema Nacional de 
Salud.

1. El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud fomentará las actuaciones 
conjuntas de los servicios de salud de las comunidades autónomas para la adquisición de 
cualquier producto que por sus características sea susceptible de un mecanismo de compra 
conjunta y centralizado. Asimismo, los servicios de salud de las comunidades autónomas 
fomentarán la implantación de modelos de servicios compartidos mediante el 
establecimiento de un solo proveedor del servicio para una red de centros, en cuestiones 
tales como radiodiagnóstico, laboratorio de análisis clínicos, farmacia hospitalaria, así como 
el desempeño de especialidades médicas que precisen una población grande para ser 
autosuficientes o padezcan dificultades para encontrar profesionales.

2. Las comunidades autónomas adoptarán las medidas oportunas para que los centros 
de ellas dependientes elaboren a lo largo de 2012, en el caso de que no lo hayan hecho ya, 
un plan de medidas de ahorro energético que deberá ser aprobado por el órgano 
competente antes del 31 de diciembre de 2013.

3. En un plazo de seis meses a contar desde la fecha de entrada en vigor de este real 
decreto-ley, el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad aprobará las medidas 
legislativas necesarias para garantizar la adecuación de los envases a las pautas y tiempos 
de tratamiento habituales de acuerdo a los criterios de buena práctica médica.

[ . . . ]
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§ 82

Real Decreto 1192/2012, de 3 de agosto, por el que se regula la 
condición de asegurado y de beneficiario a efectos de la asistencia 
sanitaria en España, con cargo a fondos públicos, a través del 

Sistema Nacional de Salud

Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad
«BOE» núm. 186, de 4 de agosto de 2012
Última modificación: 30 de julio de 2018

Referencia: BOE-A-2012-10477

Todos los españoles, así como los ciudadanos extranjeros que tengan establecida su 
residencia en el territorio nacional, son titulares del derecho a la protección de la salud y a la 
atención sanitaria de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.2 de la Ley 14/1986, de 
25 de abril, General de Sanidad, quedando establecido así el carácter de universalidad del 
derecho a la atención sanitaria en España.

La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, 
así como la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, a través de su 
disposición adicional sexta, complementaron la Ley 14/1986, de 25 de abril, contemplando la 
progresiva extensión del derecho de acceso a la asistencia sanitaria pública a todos los 
españoles residentes en territorio nacional a los que no pudiera serles reconocido en 
aplicación de otras normas del ordenamiento jurídico.

La citada Ley 16/2003, de 28 de mayo, estableció entre los principios informadores 
contenidos en su artículo 2 el de la financiación pública del Sistema Nacional de Salud de 
acuerdo con el vigente sistema de financiación autonómica plasmado, en sus términos 
fundamentales, en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con Estatuto de 
Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

Así pues, ambos principios, el de universalidad y el de financiación pública, configuran 
nuestro Sistema Nacional de Salud.

La validez de nuestro modelo se traduce en un alto nivel de protección de la salud 
individual y colectiva, avalado por diferentes indicadores de impacto en la mejora de la salud, 
en la esperanza de vida y en la satisfacción de la ciudadanía. Por ello, es necesario no sólo 
mantener el modelo sino también reforzar su sostenibilidad de manera que sea posible 
salvaguardar dicho nivel de protección frente a las diferentes amenazas que pudieran 
quebrantarlo.

La regulación establecida por la normativa europea en relación con el sistema de 
reconocimiento mutuo de los derechos a las prestaciones sanitarias y sociales entre Estados 
miembros, que utiliza el concepto de aseguramiento como mecanismo de reconocimiento de 
esos derechos a efectos de garantizar el acceso a las prestaciones en los países de la Unión 
Europea y la liquidación de costes entre los mismos, ha hecho necesario recordar dicho 
concepto, ya existente en nuestro Sistema Nacional de Salud, de modo que dicho acceso se 
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garantice dentro de unas normas claras respecto a los derechos que asisten a las personas 
en las diferentes situaciones en las que pueden encontrarse.

El Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la 
sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus 
prestaciones ha permitido, mediante la modificación de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, 
superar un vacío normativo que ponía en riesgo la sostenibilidad del Sistema Nacional de 
Salud, completando el marco normativo vigente y estableciendo un régimen jurídico más 
adecuado que permite definir los supuestos de acceso al derecho a la asistencia sanitaria 
pública, a través de las figuras del asegurado y del beneficiario, y regular un mecanismo de 
reconocimiento de dicha condición que resulte de aplicación tanto a los españoles como a 
los ciudadanos de otras nacionalidades.

De conformidad con la habilitación para el desarrollo reglamentario contenida en la 
disposición final segunda del citado real decreto-ley, así como de la previsión contenida en el 
artículo 3.3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, resulta preciso proceder al desarrollo 
reglamentario de dicha norma.

Este real decreto procede, por tanto, a regular la condición de persona asegurada y de 
beneficiaria de ésta a efectos del derecho a la asistencia sanitaria en España, con cargo a 
fondos públicos, a través del Sistema Nacional de Salud.

Junto a ello, mediante la presente norma se establece el procedimiento para el 
reconocimiento de la condición de persona asegurada y beneficiaria por parte del Instituto 
Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, del Instituto Social de la Marina, regulándose 
igualmente el control y la extinción de dicha condición a efectos del derecho a la asistencia 
sanitaria pública.

Así, de conformidad con lo establecido en este real decreto y en las normas legales 
antedichas, todas las personas que ostenten la condición de aseguradas o de beneficiarias 
tendrán garantizada la asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos públicos, a través 
del Sistema Nacional de Salud, la cual se hará efectiva por las administraciones sanitarias 
competentes mediante la expedición de la tarjeta sanitaria individual.

Esta regulación se completa con siete disposiciones adicionales que regulan supuestos 
especiales de prestación de asistencia sanitaria como son los relativos a los españoles de 
origen retornados y residentes en el exterior desplazados temporalmente a España, a la 
aplicación de reglamentos comunitarios y convenios internacionales, al convenio especial de 
prestación de asistencia sanitaria, a los solicitantes de protección internacional, a las 
víctimas de trata de seres humanos en periodo de restablecimiento y reflexión y a las 
personas con discapacidad. Por último, la disposición adicional séptima recoge las 
particularidades de los regímenes especiales de Seguridad Social de funcionarios públicos, 
civiles y militares, gestionados por las mutualidades administrativas a quienes corresponde 
el reconocimiento de la condición de mutualista o de beneficiario de su colectivo protegido, 
conforme a su normativa especial.

Por otro lado, se procede a modificar el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre 
entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de 
la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo, a fin de incluir en el mismo un nuevo artículo 9 bis en aras de regular la 
comprobación del mantenimiento de las condiciones que permiten gozar a dichos 
ciudadanos del derecho de residencia, en línea con lo señalado por el artículo 14 de la 
Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

Finalmente, esta norma procede a derogar expresamente varias disposiciones 
normativas, entre las que se encuentra el Real Decreto 1088/1989, de 8 de septiembre, por 
el que se extiende la cobertura de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social a las 
personas sin recursos económicos suficientes, el Decreto 1075/1970, de 9 de abril, sobre 
asistencia sanitaria a los trabajadores españoles emigrantes y a los familiares de los mismos 
residentes en territorio nacional y su normativa de desarrollo y el Decreto 2766/1967, de 16 
de noviembre, por el que se dictan normas sobre prestaciones de asistencia sanitaria y 
ordenación de los servicios médicos en el Régimen General de la Seguridad Social, salvo el 
apartado dos de su artículo sexto, que mantiene su vigencia.

En el proceso de elaboración de este real decreto han sido consultadas las comunidades 
autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, la Federación Española de Municipios y 
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Provincias, las organizaciones sindicales y empresariales más representativas y el Consejo 
de Consumidores y Usuarios. Asimismo, ha emitido su informe preceptivo la Agencia 
Española de Protección de Datos, la Comisión Interministerial de Extranjería y el Foro para 
la integración social de los inmigrantes, habiendo sido informado por la Comisión 
interministerial para el estudio de los asuntos con trascendencia presupuestaria para el 
equilibrio financiero del Sistema Nacional de Salud o implicaciones económicas 
significativas, por el Comité Consultivo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud y por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, con la 
aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 3 de 
agosto de 2012,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto la regulación de la condición de asegurado y de 

beneficiario del mismo a efectos de la asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos 
públicos, a través del Sistema Nacional de Salud, así como la regulación del reconocimiento, 
control y extinción de dicha condición.

Artículo 2.  De la condición de asegurado.
(Derogado).

Artículo 3.  De la condición de beneficiario de una persona asegurada.
(Derogado).

Artículo 4.  Reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiario.
(Derogado).

Artículo 5.  Reconocimiento de oficio de la condición de asegurado o de beneficiario.
(Derogado).

Artículo 6.  Reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiario previa solicitud 
del interesado.

(Derogado).

Artículo 7.  De la extinción de la condición de asegurado o de beneficiario.
(Derogado).

Artículo 8.  Comunicación y control de las circunstancias modificativas o extintivas de la 
condición de asegurado o de beneficiario.

(Derogado).

Artículo 9.  Protección de datos de carácter personal y cesión de datos.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 bis de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, 

el Instituto Nacional de la Seguridad Social y, en su caso, el Instituto Social de la Marina 
podrán recabar de los órganos de las administraciones públicas que resulten competentes 
en cada caso los datos necesarios para poder verificar que concurren los requisitos exigidos 
para ostentar la condición de persona asegurada o beneficiaria, así como, en los términos 
previstos por el artículo 94 ter de la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional 
de los medicamentos y productos sanitarios, aquellos datos que resulten precisos para 
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determinar el nivel de aportación de cada una de ellas a la prestación farmacéutica. La 
comunicación de tales datos no requerirá del consentimiento de los interesados.

Del mismo modo, el Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, el Instituto 
Social de la Marina comunicarán diariamente al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad, sin necesidad de recabar el consentimiento del interesado, los datos relativos al 
reconocimiento, variación y extinción de la condición de persona asegurada o beneficiaria, 
así como la participación que corresponda a las mismas en la prestación farmacéutica y su 
límite de aportación, en su caso. El citado departamento ministerial comunicará, a su vez y 
con la misma frecuencia, estos datos al Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y a los 
servicios públicos de salud correspondientes al domicilio donde los interesados estén 
empadronados en orden a hacer efectivo el acceso a las prestaciones de asistencia sanitaria 
pública mediante la expedición de la tarjeta sanitaria individual.

Disposición adicional primera.  Asistencia sanitaria para españoles de origen retornados y 
residentes en el exterior desplazados temporalmente a España y para los familiares de los 
anteriores que se establezcan con ellos o les acompañen.

La asistencia sanitaria, a través del Sistema Nacional de Salud, para los españoles de 
origen residentes en el exterior que retornen a España, así como para sus familiares que se 
establezcan con ellos, y la asistencia sanitaria para los trabajadores por cuenta ajena y por 
cuenta propia y pensionistas, españoles de origen, residentes en el exterior, en sus 
desplazamientos temporales a España, así como para los familiares que les acompañen, se 
regirá por lo dispuesto en la Ley 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto de la ciudadanía 
española en el exterior, y en el Real Decreto 8/2008, de 11 de enero, por el que se regula la 
prestación por razón de necesidad a favor de los españoles residentes en el exterior y 
retornados, cuando, de acuerdo con las disposiciones de Seguridad Social española, las del 
Estado de procedencia o las normas o Convenios internacionales de Seguridad Social 
establecidos al efecto, no tuvieran prevista esta cobertura.

Disposición adicional segunda.  Asistencia sanitaria en aplicación de reglamentos 
comunitarios y convenios internacionales.

1. Las personas con derecho a asistencia sanitaria en aplicación de los reglamentos 
comunitarios de coordinación de sistemas de Seguridad Social o de los convenios bilaterales 
que comprendan la prestación de asistencia sanitaria, tendrán acceso a la misma, siempre 
que residan en territorio español o durante sus desplazamientos temporales a España, en la 
forma, extensión y condiciones establecidos en las disposiciones comunitarias o bilaterales 
indicadas.

2. En ningún caso tendrán la consideración de extranjeros no registrados ni autorizados 
como residentes en España a los efectos previstos en el artículo 3 ter de la Ley 16/2003, de 
28 de mayo, los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea, del Espacio 
Económico Europeo o de Suiza que se encuentren en la situación de estancia inferior a tres 
meses regulada en el artículo 6 del Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, 
libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión 
Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.

Disposición adicional tercera.  Convenio especial de prestación de asistencia sanitaria.
A efectos de lo dispuesto en el artículo 3.5 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, podrán 

obtener la prestación de asistencia sanitaria mediante el pago de la correspondiente 
contraprestación o cuota derivada de la suscripción de un convenio especial aquellas 
personas que, no teniendo la condición de aseguradas o beneficiarias, no tengan acceso a 
un sistema de protección sanitaria pública por cualquier otro título.

Disposición adicional cuarta.  Prestación de asistencia sanitaria para solicitantes de 
protección internacional.

Las personas solicitantes de protección internacional cuya permanencia en España haya 
sido autorizada por este motivo recibirán, mientras permanezcan en esta situación, 
asistencia sanitaria con la extensión prevista en la cartera común básica de servicios 
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asistenciales del Sistema Nacional de Salud regulada en el artículo 8 bis de la Ley 16/2003, 
de 28 de mayo.

Asimismo, se proporcionará la atención necesaria, médica o de otro tipo, a los 
solicitantes de protección internacional con necesidades especiales.

Disposición adicional quinta.  Prestación de asistencia sanitaria para víctimas de trata de 
seres humanos en periodo de restablecimiento y reflexión.

Las víctimas de trata de seres humanos cuya estancia temporal en España haya sido 
autorizada durante el período de restablecimiento y reflexión recibirán, mientras 
permanezcan en esta situación, asistencia sanitaria con la extensión prevista en la cartera 
común básica de servicios asistenciales del Sistema Nacional de Salud regulada en el 
artículo 8 bis de la Ley 16/2003, de 28 de mayo.

Asimismo, se proporcionará la atención necesaria, médica o de otro tipo, a las víctimas 
de trata de seres humanos con necesidades especiales.

Disposición adicional sexta.  Asistencia sanitaria a las personas con discapacidad.
En relación con la asistencia sanitaria a las personas con discapacidad seguirá siendo 

de aplicación lo dispuesto en la Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de los 
minusválidos y el Real Decreto 383/1984, de 1 de febrero, por el que se establece y regula el 
sistema especial de prestaciones sociales y económicas previsto en la citada ley.

Disposición adicional séptima.  Regímenes especiales de funcionarios.
1. Las personas que ostentan la condición de mutualista o beneficiario de los regímenes 

especiales de la Seguridad Social gestionados por la Mutualidad General de Funcionarios 
Civiles del Estado, el Instituto Social de las Fuerzas Armadas y la Mutualidad General 
Judicial, mantienen el régimen de cobertura obligatoria de la prestación sanitaria conforme a 
la normativa especial reguladora de cada Mutualidad que, asimismo, determina su respectivo 
colectivo protegido, incluidos los funcionarios que hayan ingresado en cualquier 
administración pública con posterioridad a 1 de enero de 2011 en cuerpos que formen parte 
del campo de aplicación del mutualismo. Estos funcionarios mantendrán la condición de 
mutualistas cuando pasen a la situación de pensionistas.

2. El reconocimiento y control de la condición de mutualista o beneficiario corresponde a 
cada mutualidad, conforme a su normativa específica, así como a su respectiva estructura 
organizativa.

3. Las mutualidades y el Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, el 
Instituto Social de la Marina, establecerán los mecanismos de colaboración y coordinación 
necesarios para evitar la duplicidad de derechos propios o derivados cuando éstos sean 
incompatibles, así como para asegurar el acceso al sistema sanitario público al colectivo 
mutualista que haya optado por esa modalidad de asistencia sanitaria.

Disposición adicional octava.  Asistencia sanitaria pública en supuestos especiales.
1. Los extranjeros menores de dieciocho años no registrados ni autorizados como 

residentes en España a los que se refiere el artículo 3 ter de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, 
tendrán derecho a la asistencia sanitaria pública por el Sistema Nacional de Salud con la 
misma extensión reconocida a las personas que ostentan la condición de aseguradas, 
siendo el tipo de aportación del usuario para las prestaciones de la cartera de servicios del 
Sistema Nacional de Salud que la exijan el correspondiente a los asegurados en activo.

2. Las mujeres extranjeras embarazadas no registradas ni autorizadas como residentes 
en España a las que se refiere el artículo 3 ter de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, tendrán 
derecho a que el Sistema Nacional de Salud les proporcione la asistencia al embarazo, parto 
y postparto con la misma extensión reconocida a las personas que ostentan la condición de 
aseguradas, siendo el tipo de aportación de la usuaria para las prestaciones de la cartera de 
servicios del Sistema Nacional de Salud que la exijan el correspondiente a los asegurados 
en activo.
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Disposición adicional novena.  Identificación personal y gestión de datos clínicos de las 
personas que no tengan la condición de aseguradas ni de beneficiarias del Sistema Nacional 
de Salud.

A los solos efectos de la necesaria identificación personal y gestión de sus datos 
clínicos, a las personas que no tengan la condición de aseguradas ni de beneficiarias del 
Sistema Nacional de Salud conforme a lo dispuesto en los artículos 2 y 3, pero reciban 
asistencia sanitaria por el Sistema Nacional de Salud, se les asignará un código de 
identificación personal (CIP-SNS) que será único y común para todos los servicios de salud 
del Sistema Nacional de Salud y que quedará permanentemente asociado a su información 
clínica.

Disposición adicional décima.  Personal de los Montepíos de las Administraciones 
Públicas de Navarra.

A efectos de la asistencia sanitaria con cargo al Sistema Nacional de Salud, los 
funcionarios en activo al servicio de la Diputación Foral, Ayuntamientos, Concejos y 
Entidades Administrativas de Navarra así como los pensionistas encuadrados en los 
Montepíos de las Administraciones Públicas de Navarra, se entenderán incluidos 
respectivamente en los párrafos 1.º y 2.º del artículo 2.1.a) de este real decreto.

Asimismo, los familiares de unos y otros, que se encuentren en alguno de los supuestos 
y cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 3, tendrán la condición de 
beneficiarios de aquellos a efectos de la asistencia sanitaria con cargo al Sistema Nacional 
de Salud.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio de acceso a la asistencia sanitaria en 
España.

Las personas que, con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 16/2012, 
de 20 de abril, tuvieran acceso a la asistencia sanitaria en España y no se encuentren 
comprendidas en alguno de los supuestos del artículo 5.1 de este real decreto, o no sean 
beneficiarias suyas, o no estén aseguradas en aplicación de reglamentos comunitarios o 
convenios bilaterales, podrán seguir accediendo a la misma hasta el día 31 de agosto de 
2012 sin necesidad de acreditar la condición de aseguradas o de beneficiarias de éstas en 
los términos previstos en este real decreto.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a 

este real decreto y, en particular, las siguientes:
a) Decreto 2766/1967, de 16 de noviembre, por el que se dictan normas sobre 

prestaciones de asistencia sanitaria y ordenación de los servicios médicos en el Régimen 
General de la Seguridad Social, salvo el apartado dos de su artículo sexto que se mantiene 
vigente.

b) Decreto 1075/1970, de 9 de abril, sobre asistencia sanitaria a los trabajadores 
españoles emigrantes y a los familiares de los mismos residentes en territorio nacional, y su 
normativa de desarrollo.

c) Real Decreto 1088/1989, de 8 de septiembre, por el que se extiende la cobertura de la 
asistencia sanitaria de la Seguridad Social a las personas sin recursos económicos 
suficientes.

d) Orden de 13 de noviembre de 1989, de desarrollo del Real Decreto 1088/1989, de 8 
de septiembre, de la extensión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social a las 
personas sin recursos económicos suficientes.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en las reglas 16.ª y 17.ª del artículo 

149.1 de la Constitución Española que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en 
materia de bases y coordinación general de la sanidad y de régimen económico de la 
Seguridad Social, respectivamente. Se exceptúa de lo anterior la disposición final segunda, 
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por la que se incorpora al derecho español el artículo 14 de la Directiva 2004/38/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa al derecho de los 
ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir libremente en el 
territorio de los Estados miembros.

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, 
sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados 
miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo.

Se introduce un nuevo artículo 9 bis en el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, 
sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados 
miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo, con la siguiente redacción:

«Artículo 9 bis.  Mantenimiento del derecho de residencia.
1. Los ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros 

Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo y los miembros de 
sus familias gozarán del derecho de residencia establecido en los artículos 7, 8 y 9 
mientras cumplan las condiciones en ellos previstas.

En casos específicos en los que existan dudas razonables en cuanto al 
cumplimiento, por parte de un ciudadano de algún Estado miembro de la Unión 
Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo 
o de los miembros de su familia, de las condiciones establecidas en los artículos 7, 8 
y 9, los órganos competentes podrán comprobar si se cumplen dichas condiciones. 
Dicha comprobación no se llevará a cabo sistemáticamente.

2. El recurso a la asistencia social en España de un ciudadano de algún Estado 
miembro de la Unión Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo o de un miembro de su familia no tendrá por consecuencia 
automática una medida de expulsión.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores y sin perjuicio de las 
disposiciones del Capítulo VI de este real decreto, en ningún caso podrá adoptarse 
una medida de expulsión contra ciudadanos de los Estados miembros de la Unión 
Europea o de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo o miembros de su familia si:

a) son trabajadores por cuenta ajena o por cuenta propia; o,
b) han entrado en territorio español para buscar trabajo. En este caso, no podrán 

ser expulsados mientras puedan demostrar que siguen buscando empleo y que 
tienen posibilidades reales de ser contratados.»

Disposición final tercera.  Facultades de desarrollo y aplicación.
Se faculta a las personas titulares de los Ministerios de Sanidad, Servicios Sociales e 

Igualdad y de Empleo y Seguridad Social para dictar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación de lo previsto en 
este real decreto, sin perjuicio de lo establecido en la disposición final segunda del Real 
Decreto 240/2007, de 16 de febrero.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 82  Condición de asegurado y beneficiario a efectos de asistencia sanitaria en España

– 1160 –



§ 83

Real Decreto 640/2014, de 25 de julio, por el que se regula el 
Registro Estatal de Profesionales Sanitarios

Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad
«BOE» núm. 197, de 14 de agosto de 2014

Última modificación: 20 de julio de 2022
Referencia: BOE-A-2014-8712

La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, 
regula en su artículo 53 el sistema de información sanitaria del Sistema Nacional de Salud y 
dispone que este contendrá información, entre otros aspectos, sobre los recursos humanos.

La Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias, prevé 
en su artículo 5.2 la existencia de registros públicos de profesionales como un instrumento 
de garantía para los profesionales y para los pacientes.

La Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los 
servicios de salud, recoge en su artículo 16 la obligación para los servicios de salud de las 
comunidades autónomas de establecer registros de personal, en los que se inscribirán a 
quienes presten servicios en sus respectivos centros e instituciones sanitarias.

El Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la 
sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus 
prestaciones, introdujo una disposición adicional décima en la Ley 16/2003, de 28 de mayo, 
creando el Registro Estatal de Profesionales Sanitarios.

La Ley 3/2014, de 27 de marzo, por la que se modifica el texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, contiene diversas 
modificaciones de las leyes sanitarias dirigidas a configurar el marco legal de este registro.

El Real Decreto 81/2014, de 7 de febrero, por el que se establecen normas para 
garantizar la asistencia sanitaria transfronteriza, y por el que se modifica el Real 
Decreto 1718/2010, de 17 de diciembre, sobre receta médica y órdenes de dispensación, 
transpone en nuestro ordenamiento jurídico la Directiva 2011/24/UE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 9 de marzo de 2011, relativa a la aplicación de los derechos de los 
pacientes en la asistencia sanitaria transfronteriza y regula el intercambio de información 
sobre profesionales sanitarios entre las autoridades competentes de los Estados miembros 
de la Unión Europea refiriéndose al registro en su artículo 19.

La creación de este registro tiene como finalidad facilitar la adecuada planificación de los 
recursos humanos sanitarios de todo el Estado y la coordinación de las políticas sanitarias 
en materia de recursos humanos en el Sistema Nacional de Salud. A su vez, la integración 
del registro en el sistema de información sanitaria del Sistema Nacional de Salud facilitará el 
cumplimiento de estos fines.
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El carácter público de determinados datos del registro contribuirá a generar mayor 
seguridad y confianza en los profesionales de nuestro sistema de salud. Su soporte digital 
facilitará, además, la accesibilidad a los datos que contenga.

Casi todas las comunidades autónomas han regulado sus registros de profesionales 
sanitarios basándose en el Acuerdo del Pleno del Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud sobre los registros de profesionales sanitarios de 14 de marzo de 2007. 
Es necesario coordinar la información contenida en estos registros y determinar el 
procedimiento de incorporación de los datos al registro estatal. De la misma forma, deben 
establecerse los mecanismos de integración de la información que obra en los registros de 
otras entidades como los colegios profesionales, consejos autonómicos y consejos 
generales de los mismos, centros sanitarios privados o entidades de seguro que operan en 
el ramo de la enfermedad.

En el ánimo de conseguir la colaboración con estas entidades, se contempla la 
posibilidad de que se puedan suscribir los instrumentos jurídicos que resulten precisos para 
el funcionamiento y desarrollo del registro regulado en este real decreto.

Este real decreto se ha sometido a informe de los Ministerios de Defensa, de Hacienda y 
Administraciones Públicas, de Justicia, de Empleo y Seguridad Social y del Ministerio del 
Interior, de la Agencia Española de Protección de Datos, de las comunidades autónomas, de 
las ciudades de Ceuta y Melilla, de la Federación Española de Municipios y Provincias, de 
los Consejos Generales de las organizaciones colegiales de profesionales sanitarios, así 
como de las organizaciones empresariales y sindicales del ámbito sanitario. Asimismo, ha 
sido informado por la Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud, por el 
Comité Consultivo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud y por el Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, con la 
aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 25 
de julio de 2014,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto regular el Registro Estatal de Profesionales Sanitarios, 

en adelante registro, creado por el Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad 
y seguridad de sus prestaciones, en el que se incorporarán los datos de los profesionales 
sanitarios a los que se refiere el artículo 4.

Artículo 2.  Naturaleza y finalidad del registro.
El registro tiene naturaleza administrativa y estará integrado en el sistema de información 

sanitaria del Sistema Nacional de Salud previsto en el artículo 53 de la Ley 16/2003, de 28 
de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, y tendrá por finalidad:

a) Facilitar la adecuada planificación de las necesidades de profesionales sanitarios del 
Estado.

b) Coordinar las políticas de recursos humanos en el ámbito del Sistema Nacional de 
Salud.

Artículo 3.  Órganos competentes.
1. El registro estará adscrito a la Dirección General de Ordenación Profesional del 

Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, que será el órgano encargado de su 
organización y gestión, así como de la incorporación de los datos de los profesionales 
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sanitarios al registro y de requerir estos datos, cuando proceda, a los organismos, entidades 
y corporaciones a los que se refiere el artículo 6.

Asimismo, esta Dirección General será la encargada de elaborar un informe anual, que 
se hará público, con los datos más relevantes de los profesionales sanitarios y será también 
la responsable de adoptar las medidas que garanticen la confidencialidad, seguridad e 
integridad de los datos contenidos en el registro.

2. La Dirección General de Ordenación Profesional será el órgano competente para 
instruir los procedimientos sancionadores incoados por infracciones relativas al registro, 
previstas en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, cuya sanción 
corresponderá a la persona titular de la Secretaría General de Sanidad y Consumo.

CAPÍTULO II
Características del registro

Artículo 4.  Profesionales cuyos datos están sujetos a incorporación.
1. En el registro se incorporarán los datos de los siguientes profesionales sanitarios, 

siempre que ejerzan su actividad en el territorio nacional:
a) Los profesionales sanitarios con título universitario de la rama de ciencias de la salud 

o con título de especialista en ciencias de la salud, a que se refiere la Ley 44/2003, de 21 de 
noviembre.

b) Los profesionales del área sanitaria de formación profesional a que se refiere la Ley 
44/2003, de 21 de noviembre.

c) Los profesionales sanitarios a que se refiere la disposición adicional séptima de la Ley 
33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública.

2. En el registro podrán incorporarse voluntariamente los datos de los profesionales 
mencionados en el apartado anterior que, no ejerciendo su actividad en el territorio nacional, 
cumplan los siguientes requisitos:

a) Ser nacional de un Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el 
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o estar en posesión de una autorización de 
residencia y trabajo en vigor en España.

b) No encontrarse inhabilitado o suspendido para el ejercicio profesional.

Artículo 5.  Contenido del registro.
Se incorporarán al registro los siguientes datos de los profesionales sanitarios a que se 

refiere el artículo 4:
a) Número de incorporación al registro.
b) Nombre y apellidos.
c) Número del Documento Nacional de Identidad (DNI) o Tarjeta de Identidad del 

Extranjero (TIE).
d) Fecha de nacimiento.
e) Sexo.
f) Nacionalidad.
g) Medio preferente o lugar a efectos de comunicaciones.
h) Titulación.
i) Especialidad en Ciencias de la Salud.
j) Diploma en Áreas de Capacitación Específica.
k) Diploma de Acreditación y Diploma de Acreditación Avanzada.
l) Situación profesional.
m) Ejercicio profesional.
n) Lugar de ejercicio.
o) Categoría profesional.
p) Función.
q) Desarrollo profesional.
r) Colegiación profesional.
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s) Cobertura de responsabilidad civil en cada uno de los ámbitos de ejercicio profesional.
t) Suspensión o inhabilitación para el ejercicio profesional.
u) (Suprimido).
v) Resoluciones de acceso parcial a una actividad profesional.
La definición y contenido de estos datos se recoge en el anexo I.

Artículo 6.  Organismos, entidades y corporaciones obligados a comunicar los datos.
1. Están obligados a comunicar al registro los datos a que se refiere el artículo anterior, 

en los términos del anexo II, los siguientes organismos, entidades y corporaciones:
a) El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte en cuanto a los datos que figuren en el 

Registro Nacional de Titulados Universitarios Oficiales, el Registro de Títulos Académicos y 
Profesionales no universitarios, el Registro Central de Títulos y el Registro Nacional de 
Especialistas en Ciencias de la Salud.

b) El Ministerio de Defensa, respecto a los profesionales de la sanidad militar, incluidos 
en sus registros de personal.

c) Los demás Departamentos ministeriales y los organismos públicos vinculados o 
dependientes de estos y, en particular, el Ministerio de Justicia, el Ministerio del Interior, el 
Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social y el Ministerio de Sanidad, Consumo y 
Bienestar Social, respecto a los y las profesionales sanitarios incluidos/as en sus registros de 
personal.

d) Las consejerías de las comunidades autónomas y los organismos públicos vinculados 
o dependientes de estas respecto a los profesionales sanitarios incluidos en sus registros de 
personal.

e) Las consejerías de sanidad de las comunidades autónomas y los organismos públicos 
vinculados o dependientes de estas, y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, en cuanto a 
los datos de sus registros de Diplomas de Acreditación y Diplomas de Acreditación 
Avanzada.

f) Las entidades que integran la administración local respecto a los profesionales 
sanitarios incluidos en sus registros de personal.

g) Los colegios profesionales, consejos autonómicos y consejos generales del ámbito 
sanitario, en cuanto a los profesionales colegiados incluidos en sus registros.

h) Los centros sanitarios privados inscritos en el Registro general de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios previsto en el Real Decreto 1277/2003, de 10 de octubre, por el 
que se establecen las bases generales sobre autorización de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios, respecto de sus registros de profesionales sanitarios.

i) Las entidades de seguro que operen en el ramo de enfermedad a que se refiere el 
artículo 43 de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, respecto de sus registros de 
profesionales sanitarios, únicamente respecto a aquellos profesionales sanitarios vinculados 
a las entidades de seguro en virtud de una relación laboral.

j) Las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad 
Social, respecto de los profesionales sanitarios incluidos en sus registros de personal.

k) Los servicios de prevención de riesgos laborales que no sean propios de las 
administraciones públicas, respecto de los profesionales sanitarios incluidos en sus registros 
de personal.

l) Los juzgados y tribunales, respecto a los datos necesarios que contengan las 
sentencias de inhabilitación o suspensión para el ejercicio profesional que devenguen firmes 
desde la entrada en vigor de este real decreto.

2. La obligación de remitir estos datos recae sobre los organismos, entidades y 
corporaciones obligados, y no sobre el profesional sanitario quien, no obstante, podrá 
comunicar directamente los datos a que se refiere el artículo 7.2 para que se proceda a su 
incorporación en el registro.
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Artículo 7.  Incorporación al registro de los datos de los profesionales sanitarios.
1. Los organismos, entidades y corporaciones a los que se refiere el artículo 6 deberán 

comunicar al registro los datos que incorporen a sus respectivos registros en el plazo 
máximo de siete días desde que los anoten.

2. Para la incorporación de los datos de un nuevo profesional al registro se requerirá la 
recepción por este, al menos, de los datos previstos en los párrafos b), c), h), g) y t) del 
artículo 5 y, cuando corresponda, también de los previstos en los párrafos i), l), m), r) y s). La 
incorporación conllevará la asignación al profesional de un número de incorporación único 
previsto en el párrafo a) de dicho artículo 5.

3. La incorporación se comunicará al profesional titular de los datos, preferentemente por 
medios electrónicos, indicándole que podrá ejercer el derecho de acceso, rectificación, 
cancelación y oposición de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.

4. Los profesionales sanitarios podrán comunicar directamente los datos a que se refiere 
el apartado 2 para su incorporación en el registro.

Artículo 8.  Modificación de los datos de los profesionales sanitarios incorporados al 
registro.

1. Los organismos, entidades y corporaciones a los que se refiere el artículo 6 deberán 
comunicar al registro las modificaciones que se produzcan en los datos que obren en sus 
respectivos registros en el plazo máximo de siete días desde que los anoten.

2. La modificación de los datos en el registro podrá ser consultada por los profesionales 
sanitarios titulares de estos utilizando medios electrónicos.

Artículo 9.  Comprobación de los datos.
1. Cada uno de los organismos, entidades y corporaciones a que se refiere el artículo 6 

comprobará la veracidad de los datos que obren en su poder y que estén obligados a 
comunicar, antes de remitirlos al registro. También comprobarán la veracidad de las 
modificaciones de los datos que se produzcan, antes de comunicarlas al registro.

2. Antes de su incorporación al registro el órgano encargado de este procederá a 
contrastar los datos mediante el cruce y la depuración de la información.

3. Cuando existan dudas sobre la veracidad de los datos, o cuando estos puedan 
resultar erróneos, no se procederá a su incorporación al registro, comunicándose a los 
órganos, entidades o corporaciones afectadas y a los profesionales, en su caso.

Artículo 10.  Certificación de la información del registro.
1. El órgano administrativo responsable del registro podrá emitir certificados sobre los 

datos de un profesional sanitario incorporado al registro a petición del titular de estos. En 
todo caso, podrá emitir certificados sobre los datos de los profesionales que tengan carácter 
público a instancia de cualquier persona que lo solicite.

2. Los certificados podrán ser expedidos, en soporte papel o mediante técnicas 
electrónicas, en el plazo máximo de veinte días desde su solicitud.

3. Los certificados emitidos tendrán carácter informativo. En caso de disconformidad con 
los datos contenidos en los mismos, el profesional sanitario titular de los datos podrá ejercer 
el derecho de rectificación, cancelación u oposición de conformidad con lo previsto en el 
artículo 17.

CAPÍTULO III
Acceso, comunicación e intercambio de la información

Artículo 11.  Comunicaciones al registro.
1. El registro se implementará en soporte digital. Su diseño y estructura permitirán la 

comunicación electrónica con los registros de los organismos, entidades y corporaciones a 
los que se refiere el artículo 6, y facilitará que su consulta se realice por medios electrónicos.
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2. Las comunicaciones de los organismos, entidades y corporaciones a que se refiere el 
artículo 6 con el registro se realizarán únicamente utilizando medios electrónicos.

3. Las comunicaciones de los profesionales sanitarios con el registro se realizarán, 
preferentemente, utilizando medios electrónicos, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

Artículo 12.  Características de la cesión de datos.
1. La cesión de datos deberá hacerse con las garantías y en las condiciones 

establecidas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal y en las demás disposiciones reguladoras de la materia.

2. El soporte, formato y otras características de la transferencia de datos se 
determinarán por orden de la persona titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad, previo acuerdo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 53.3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo.

Artículo 13.  Medidas de seguridad.
1. Se implantarán en el registro las medidas de seguridad que correspondan, de 

conformidad con el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, aprobado por Real 
Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, y, en particular, con respecto a los datos de carácter 
personal contenidos en el mismo.

2. El sistema de información del registro cumplirá las medidas de seguridad 
correspondientes al Esquema Nacional de Seguridad previsto en la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, y en el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional 
de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica.

3. Para el acceso al registro, excepto a la parte que tiene carácter público, será 
necesario utilizar mecanismos de identificación y autenticación que permitan cumplir las 
medidas de seguridad establecidas en la legislación vigente.

Artículo 14.  Datos de carácter público.
1. Tendrán carácter público los siguientes datos: nombre y apellidos, titulación, 

especialidad, lugar de ejercicio, categoría y función del profesional, Diploma de Área de 
Capacitación Específica y Diplomas de Acreditación y Acreditación Avanzada, si los hubiere, 
y las fechas de obtención y revalidación de cada uno de ellos.

2. Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado anterior los datos de los profesionales 
sanitarios dependientes del Ministerio de Defensa, del Ministerio del Interior y del Ministerio 
de Justicia, así como de otras entidades u organismos cuando se pueda poner en riesgo la 
seguridad pública o la seguridad personal de dichos profesionales. En estos casos, se 
utilizarán, como alternativa, códigos que permitan su salvaguarda.

Artículo 15.  Acceso al registro.
1. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad garantizará el libre acceso a 

los datos del registro que tengan carácter público.
2. El acceso a los datos que no tengan carácter público únicamente podrá realizarse 

para el cumplimiento de los fines previstos en el artículo 2, por parte de las administraciones 
públicas sanitarias que tengan la competencia vinculada a esas finalidades, en los términos 
que se acuerden en el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. No obstante, 
cada uno de los organismos, entidades y corporaciones a que se refiere el artículo 6 tendrá 
acceso a los datos que haya suministrado.

3. Los datos del registro serán accesibles por vía electrónica.

Artículo 16.  Intercambio de información en el ámbito de la Unión Europea.
El intercambio de información sobre profesionales sanitarios, a efectos de la asistencia 

sanitaria transfronteriza, se llevará a cabo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 
del Real Decreto 81/2014, de 7 de febrero, por el que se establecen normas para garantizar 
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la asistencia sanitaria transfronteriza, y por el que se modifica el Real Decreto 1718/2010, de 
17 de diciembre, sobre receta médica y órdenes de dispensación.

Artículo 17.  Protección de datos.
1. Los datos que obran en el registro se utilizarán para los fines previstos en este real 

decreto.
2. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad adoptará las medidas 

necesarias para garantizar su utilización para estos fines, además de los estadísticos, 
científicos, históricos y sanitarios, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, y su normativa de desarrollo.

3. Los profesionales sanitarios titulares de los datos podrán ejercitar los derechos de 
acceso, rectificación, cancelación y oposición en los términos establecidos en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y su normativa de desarrollo. Cuando los datos no 
procedan del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, las solicitudes para el 
ejercicio de estos derechos se trasladarán al órgano o entidad del que proceda la 
información, para su tramitación, comunicando al interesado este traslado.

Disposición adicional primera.  Puesta en funcionamiento del registro.
1. En el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto, se 

aprobará la orden que determine el soporte, formato y otras características de la 
transferencia de datos a que se refiere el artículo 12.2.

2. Los organismos, entidades y corporaciones a que se refiere el artículo 6 deberán 
comunicar, en la forma prevista en el artículo 11, todos los datos a los que estén obligados 
en el plazo máximo de nueve meses desde la entrada en vigor de la orden a que se refiere el 
apartado anterior.

3. Para incorporar por primera vez los datos de un profesional sanitario al registro se 
deberán haber recibido, al menos, los datos previstos en los párrafos b), c), h), g) y t) del 
artículo 5 y, cuando corresponda, los previstos en los párrafos i), l), m), r) y s). La 
incorporación conllevará la asignación al profesional de un número de incorporación único 
previsto en el párrafo a) de dicho artículo 5. Esta incorporación se comunicará al profesional 
titular de los datos de acuerdo con lo previsto en el artículo 7.

4. Recibidos los datos, el registro estará operativo en el plazo de 12 meses desde la 
entrada en vigor de la orden a que se refiere el artículo 12.2.

5. La puesta en funcionamiento del registro no supondrá incremento de las dotaciones 
presupuestarias ni de gastos en materia de personal.

Disposición adicional segunda.  Profesiones sanitarias de nueva declaración.
1. Los datos de los profesionales sanitarios pertenecientes a profesiones que se 

declaren formalmente como profesión sanitaria, titulada y regulada, con posterioridad a la 
entrada en vigor de este real decreto, se incorporarán en el registro desde el momento de su 
declaración.

2. A tal efecto, los organismos, entidades y corporaciones a los que se refiere el artículo 
6 deberán comunicar al órgano encargado del registro los datos relativos a los profesionales 
que ejerzan la nueva profesión sanitaria, en el plazo máximo de dos meses desde la 
declaración formal de la profesión sanitaria.

Disposición adicional tercera.  Instrumentos de colaboración.
Se podrán suscribir cuantos instrumentos jurídicos pudieran resultar precisos para el 

funcionamiento y desarrollo del registro con los Consejos Generales de Colegios 
Profesionales y con otras entidades competentes, que no supondrán incremento de las 
dotaciones presupuestarias existentes.
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Disposición adicional cuarta.  Registros de Consejos Generales de Colegios 
Profesionales.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5.2 de la Ley 44/2003, de 21 de 
noviembre, el Gobierno regulará los criterios generales y requisitos mínimos de los registros 
de los Consejos Generales de Colegios de las profesiones sanitarias dentro de los principios 
generales que determine el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.

Disposición adicional quinta.  Consulta de datos referentes a las sentencias de 
inhabilitación o suspensión para el ejercicio profesional.

El órgano encargado del registro podrá consultar los datos referentes a las sentencias de 
inhabilitación o suspensión para el ejercicio profesional contenidas en las inscripciones de 
los registros integrados en el Sistema de Registros Administrativos de Apoyo a la 
Administración de Justicia, salvo que se trate de información reservada a los órganos 
judiciales. Para ello, el órgano encargado del registro solicitará al órgano competente del 
Ministerio de Justicia los datos necesarios del profesional sanitario de que se trate, en cada 
caso.

Disposición final primera.  Título competencial.
1. Los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 12, 14, 15, 16 y 17, las disposiciones adicionales, la 

disposición final segunda y los anexos I y II se dictan al amparo de lo establecido en 
el artículo 149.1.16.ª de la Constitución Española que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva en materia de bases y coordinación general de la sanidad.

2. El resto de los artículos se dictan al amparo de la potestad de autoorganización de la 
Administración General del Estado.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo normativo.
Se faculta a la persona titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad 

para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de lo establecido en 
este real decreto, así como para modificar, delimitar o concretar el contenido de sus anexos.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO I
Definición y contenido de los datos de los profesionales sanitarios a que se 

refiere el artículo 5
a) Número de incorporación al registro: código único para cada profesional inscrito que 

será generado por el propio registro cuando se formalice la incorporación.
b) Nombre y apellidos: aquellos con los que el profesional figure en su Documento 

Nacional de Identidad, Tarjeta de Identidad del Extranjero o Pasaporte.
c) Número del Documento Nacional de Identidad (DNI) o Tarjeta de Identidad del 

Extranjero (TIE): el que figure en el documento correspondiente.
d) Fecha de nacimiento: la que figure en el Documento Nacional de Identidad, Tarjeta de 

Identidad del Extranjero o Pasaporte del profesional.
e) Sexo: el que figure en el Documento Nacional de Identidad, Tarjeta de Identidad del 

Extranjero o Pasaporte.
f) Nacionalidad: la que acredite el profesional a través de Documento Nacional de 

Identidad, Tarjeta de Identidad del Extranjero o Pasaporte.
g) Medio preferente o lugar a efectos de comunicaciones: el que conste en los registros 

de los organismos, entidades y corporaciones.
h) Titulación: en el caso de que se trate de titulados en España, denominación del título 

oficial (universitario o de formación profesional) para el ejercicio de una profesión sanitaria, 
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Universidad o Centro Educativo y fecha de obtención. Si el título inicial se obtuvo fuera de 
España (tanto UE como países terceros) figurará el país de obtención del mismo, la 
denominación del título español reconocido u homologado y la fecha de homologación o 
reconocimiento en España, así como la autoridad competente.

– Habilitaciones: se indicará el tipo de habilitación, fecha de resolución y autoridad 
competente.

– Especialistas en formación: se indicará la especialidad, la fecha de incorporación y el 
centro/unidad docente acreditada de la Formación Sanitaria Especializada.

– Acreditación para la indicación, uso y autorización de dispensación de medicamentos y 
productos sanitarios de uso humano en el ámbito de los cuidados generales: Se indicará la 
fecha de la resolución prevista en el apartado 1 del artículo 8 del Real Decreto 954/2015, de 
23 de octubre.

– Acreditación periódica de la titulación: Se indicará la fecha de la acreditación de la 
competencia profesional de la titulación que habilite para el ejercicio de la profesión sanitaria.

i) Especialidad en Ciencias de la Salud:
– Especialistas titulados en España: constará la denominación oficial de la especialidad, 

así como la fecha de obtención, centro/unidad docente y vía de acceso.
– En el caso de homologación o reconocimiento de un título de especialista obtenido 

fuera de España (tanto de la UE como países terceros): figurará la especialidad que se 
reconoce, el país de obtención y la fecha de homologación/reconocimiento en España y 
autoridad competente.

– Especialistas en formación en un Área de Capacitación Específica: se indicará el área, 
la fecha de incorporación y el centro/unidad docente acreditada de la Formación Sanitaria 
Especializada.

– Acreditación para la indicación, uso y autorización de dispensación de medicamentos y 
productos sanitarios de uso humano en el ámbito de los cuidados especializados: Se 
indicará la fecha de la resolución prevista en el apartado 1 del artículo 8 del Real Decreto 
954/2015, de 23 de octubre.

– Acreditación periódica de la especialidad: Se indicará la fecha de la acreditación de la 
competencia profesional del título de especialista del que disponga el profesional.

j) Diploma en Áreas de Capacitación Específica: denominación del diploma oficial, así 
como el centro/unidad docente, la fecha de obtención, y, en su caso, revalidación. En el caso 
de reconocimiento de un Diploma de Área de Capacitación Específica obtenido fuera de 
España (tanto UE como países terceros) figurará el país de obtención y la fecha de 
reconocimiento en España.

k) Diploma de Acreditación y Diploma de Acreditación Avanzada: denominación del 
Diploma oficial y la fecha de obtención, y, en su caso, revalidación, así como la autoridad 
competente.

l) Situación profesional: se indicará si el profesional está en activo con contrato fijo/
Indefinido, temporal, o autónomo y si la jornada de trabajo es a tiempo completo o parcial. Si 
el profesional no está en activo, se indicará si está en desempleo, jubilación u otras 
situaciones.

En todo caso, se deberá comunicar el tipo de actividad que se desarrolla o se pueda 
desarrollar de acuerdo con su titulación:

– Profesional sanitario con título universitario de la rama de ciencias de la salud o título 
de especialista en ciencias de la salud.

– Profesional del área sanitaria de formación profesional.
m) Ejercicio profesional: para cada situación profesional indicada en el apartado previo 

se indicará el tipo de vinculación laboral, es decir, si el profesional es autónomo o trabaja por 
cuenta ajena. En este caso se indicará si trabaja para una entidad pública (servicio de salud 
u otras administraciones públicas) o para una entidad privada.

n) Lugar de ejercicio: Dirección postal del lugar o lugares donde se prestan los servicios 
profesionales.
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Cuando el servicio profesional se preste en centros inscritos en el Registro general de 
centros, servicios y establecimientos sanitarios previsto en el Real Decreto 1277/2003, de 10 
de octubre, la dirección postal será el código del centro que figure en este.

o) Categoría Profesional: para los profesionales del Sistema Nacional de Salud, 
denominación de la categoría, grupo de titulación o de clasificación (A1 a C2) y plaza o 
puesto de trabajo que ocupa en el Sistema Nacional de Salud.

p) Función:
– Asistencial: cuando la función principal del profesional sea la atención directa a los 

pacientes.
– No asistencial: cuando la función principal del profesional sea la gestión, investigación, 

administración o docencia, siempre que para desarrollar estas funciones se requiera el título 
de profesional sanitario.

– Sin actividad sanitaria: cuando el trabajo que desempeña el profesional no requiere el 
título de profesional sanitario estando en posesión del mismo.

q) Desarrollo profesional: para los profesionales del Sistema Nacional de Salud, carrera 
profesional: nivel o grado, fecha del acuerdo de reconocimiento, organización/autoridad que 
lo expide.

r) Colegiación profesional: colegio provincial o autonómico, número de colegiado, fecha 
de colegiación y, en su caso, fecha de baja.

s) Cobertura de responsabilidad civil en cada uno de los ámbitos de ejercicio profesional:
– Profesionales de ejercicio privado (autónomo o por cuenta ajena): la certificación del 

seguro de responsabilidad, aval o garantía financiera que cubra las indemnizaciones que se 
puedan derivar de un eventual daño a las personas causado con ocasión de la prestación de 
la asistencia o servicio sanitario, así como su periodo de validez.

– Profesionales de ejercicio público: justificación de la aplicación del régimen de 
responsabilidad previsto en el Título X de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, o, en 
su caso, certificación del seguro de responsabilidad, aval o garantía financiera suscrito por la 
entidad pública que cubra la responsabilidad civil del servicio público de salud y sus 
trabajadores.

t) Suspensión o inhabilitación para el ejercicio profesional: si el profesional ha sido 
suspendido o inhabilitado por la entidad titular donde presta sus servicios, por el consejo o 
colegio profesional, o por el juzgado o tribunal de justicia, correspondientes:

– La fecha desde la que comienza la suspensión o inhabilitación, y su periodo de 
duración, de las sentencias firmes de inhabilitación o suspensión para el ejercicio 
profesional.

– Copia de las resoluciones sancionadoras de las administraciones públicas que afecten 
a la situación de suspensión o inhabilitación de los profesionales sanitarios para el ejercicio 
profesional, cuando estas se adopten o sean efectivas desde la fecha de entrada en vigor de 
este real decreto.

– Copia de las resoluciones sancionadoras de las corporaciones colegiales que 
suspendan o inhabiliten para el ejercicio profesional impuestas por ellas, cuando una ley 
estatal establezca para este ejercicio la obligación de estar colegiado, siempre que se 
adopten o sean efectivas desde la fecha de entrada en vigor de este real decreto.

u) (Suprimida).
v) Resoluciones de acceso parcial a una actividad profesional.
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ANEXO II
Datos que deben remitir cada una de los organismos, entidades y 

corporaciones a que refiere el artículo 6

Dato Profesional sanitario dependiente de un empleador con personalidad 
jurídica pública

Profesional sanitario dependiente de un empleador con personalidad 
jurídica privada

a) Número de incorporación al 
registro. – Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. – Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

b) Nombre y apellidos.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las comunidades autónomas (CCAA) y entidades 
dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

c) Número del Documento 
Nacional de Identidad (DNI) o 
Tarjeta de Identidad del 
Extranjero (TIE).

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

d) Fecha de nacimiento.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

e) Sexo.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

f) Nacionalidad.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

g) Medio preferente o lugar a 
efectos de comunicaciones.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

h) Titulación.

– Ministerio de Educación, y Formación Profesional.
– Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades.
– Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social.
– Órgano competente de la comunidad autónoma correspondiente.

– Ministerio de Educación y Formación Profesional.
– Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades.
– Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social.
– Órgano competente de la comunidad autónoma correspondiente.

i) Especialidad en Ciencias de 
la Salud.

– Ministerio de Educación y Formación Profesional.
– Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades.
– Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social.
– Órgano competente de la comunidad autónoma correspondiente.

– Ministerio de Educación y Formación Profesional.
– Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades.
– Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social.
– Órgano competente de la comunidad autónoma correspondiente.

j) Diploma en Áreas de 
Capacitación Específica. – Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. – Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

k) Diploma de Acreditación y 
Diploma de Acreditación 
Avanzada.

– Consejerías de Salud de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.

– Consejerías de Salud de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.

l) Situación profesional.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

m) Ejercicio profesional.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

n) Lugar de ejercicio.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

o) Categoría profesional.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

 

p) Función.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.

q) Desarrollo profesional.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

 

r) Colegiación profesional. – Consejos y colegios profesionales. – Consejos y colegios profesionales.

s) Cobertura de responsabilidad 
civil en cada uno de los ámbitos 
de ejercicio profesional.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.

– Centros sanitarios privados y entidades de seguro.
– Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social.
– Servicios de prevención de riesgos laborales.
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Dato Profesional sanitario dependiente de un empleador con personalidad 
jurídica pública

Profesional sanitario dependiente de un empleador con personalidad 
jurídica privada

t) Suspensión o inhabilitación 
para el ejercicio profesional.

– Ministerios y entidades dependientes.
– Consejerías de las CCAA y entidades dependientes.
– INGESA.
– Entidades que integran la administración local.
– Consejos y colegios profesionales.
– Juzgados y Tribunales.

– Consejos y colegios profesionales.
– Juzgados y Tribunales.

u) (Suprimida).   
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§ 84

Real Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de julio, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley de garantías y uso racional de los 

medicamentos y productos sanitarios. [Inclusión parcial]

Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad
«BOE» núm. 177, de 25 de julio de 2015
Última modificación: 29 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-2015-8343

[ . . . ]
TÍTULO VI

Del registro de laboratorios farmacéuticos y del registro de fabricantes, 
importadores o distribuidores de principios activos

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Del uso racional de medicamentos en las oficinas de farmacia

[ . . . ]
Artículo 87.  Prescripción de medicamentos y productos sanitarios.

1. La prescripción de medicamentos y productos sanitarios en el Sistema Nacional de 
Salud se efectuará en la forma más apropiada para el beneficio de los pacientes, a la vez 
que se protege la sostenibilidad del sistema.

2. En el Sistema Nacional de Salud, las prescripciones de medicamentos incluidos en el 
sistema de precios de referencia o de agrupaciones homogéneas no incluidas en el mismo, 
se efectuarán de acuerdo con el siguiente esquema:

a) Para procesos agudos, la prescripción se hará, de forma general, por principio activo.
b) Para los procesos crónicos, la primera prescripción, correspondiente a la instauración 

del primer tratamiento, se hará, de forma general, por principio activo.
c) Para los procesos crónicos cuya prescripción se corresponda con la continuidad de 

tratamiento, podrá realizarse por denominación comercial, siempre y cuando ésta se 
encuentre incluida en el sistema de precios de referencia o sea la de menor precio dentro de 
su agrupación homogénea.

3. No obstante, la prescripción por denominación comercial de medicamentos será 
posible siempre y cuando se respete el principio de mayor eficiencia para el sistema y en el 
caso de los medicamentos considerados como no sustituibles.
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4. Cuando la prescripción se realice por principio activo, el farmacéutico dispensará el 
medicamento de precio más bajo de su agrupación homogénea.

5. En todo caso, la prescripción de un medicamento para su utilización en condiciones 
diferentes a las establecidas en su ficha técnica deberá ser autorizada, previamente, por la 
comisión responsable de los protocolos terapéuticos u órgano colegiado equivalente en cada 
comunidad autónoma.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

De la financiación pública de los medicamentos y productos sanitarios

[ . . . ]
Artículo 92.  Procedimiento para la financiación pública.

1. Para la financiación pública de los medicamentos y productos sanitarios será 
necesaria su inclusión en la prestación farmacéutica mediante la correspondiente resolución 
expresa de la unidad responsable del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 
estableciendo las condiciones de financiación y precio en el ámbito del Sistema Nacional de 
Salud.

Del mismo modo se procederá cuando se produzca una modificación de la autorización 
que afecte al contenido de la prestación farmacéutica, con carácter previo a la puesta en el 
mercado del producto modificado, bien por afectar la modificación a las indicaciones del 
medicamento, bien porque, sin afectarlas, la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios así lo acuerde por razones de interés público o defensa de la salud o 
seguridad de las personas.

La inclusión de medicamentos en la financiación del Sistema Nacional de Salud se 
posibilita mediante la financiación selectiva y no indiscriminada teniendo en cuenta criterios 
generales, objetivos y publicados y, concretamente, los siguientes:

a) Gravedad, duración y secuelas de las distintas patologías para las que resulten 
indicados.

b) Necesidades específicas de ciertos colectivos.
c) Valor terapéutico y social del medicamento y beneficio clínico incremental del mismo 

teniendo en cuenta su relación coste-efectividad.
d) Racionalización del gasto público destinado a prestación farmacéutica e impacto 

presupuestario en el Sistema Nacional de Salud.
e) Existencia de medicamentos u otras alternativas terapéuticas para las mismas 

afecciones a menor precio o inferior coste de tratamiento.
f) Grado de innovación del medicamento.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 24, y con objeto de garantizar el uso racional 

de los medicamentos y productos sanitarios, el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad podrá someter a reservas singulares las condiciones específicas de prescripción, 
dispensación y financiación de los mismos en el Sistema Nacional de Salud, de oficio o a 
propuesta de las comunidades autónomas en la Comisión Permanente de Farmacia del 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.

Con el fin de garantizar el derecho de todas las personas que gocen de la condición de 
asegurado y beneficiario en el Sistema de un acceso a la prestación farmacéutica en 
condiciones de igualdad en todo el Sistema Nacional de Salud, las comunidades autónomas 
no podrán establecer, de forma unilateral, reservas singulares específicas de prescripción, 
dispensación y financiación de fármacos o productos sanitarios.

No obstante lo anterior, en el seno de la Comisión Permanente de Farmacia del Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud podrá decidirse la excepción motivada por una 
o varias comunidades autónomas en razón de sus propias particularidades.

2. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad revisará los grupos, 
subgrupos, categorías y/o clases de medicamentos cuya financiación no se estime necesaria 
para cubrir las necesidades sanitarias básicas de la población española. En todo caso, no se 
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incluirán en la prestación farmacéutica medicamentos no sujetos a prescripción médica, 
medicamentos que no se utilicen para el tratamiento de una patología claramente 
determinada, ni los productos de utilización cosmética, dietéticos, aguas minerales, elixires, 
dentífricos y otros productos similares.

Tampoco se financiarán los medicamentos indicados en el tratamiento de síndromes y/o 
síntomas de gravedad menor, ni aquellos que, aun habiendo sido autorizados de acuerdo a 
la normativa vigente en su momento, no respondan a las necesidades terapéuticas actuales, 
entendiendo por tal un balance beneficio/riesgo desfavorable en las enfermedades para las 
que estén indicados.

3. La decisión de excluir, total o parcialmente, o someter a condiciones especiales de 
financiación, los medicamentos ya incluidos en la prestación farmacéutica del Sistema 
Nacional de Salud, se hará con los criterios establecidos en los apartados anteriores y 
teniendo en cuenta el precio o el coste del tratamiento de los medicamentos comparables 
existentes en el mercado y las orientaciones del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional 
de Salud.

4. De forma equivalente se procederá en el caso de los productos sanitarios que vayan a 
ser incluidos en la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud y que se 
dispensen, a través de receta oficial, en territorio nacional.

5. El Gobierno revisará periódicamente y actualizará la relación de los medicamentos y 
productos sanitarios incluidos en la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud, 
de acuerdo con la evolución de los criterios de uso racional, los conocimientos científicos, la 
aparición de nuevos medicamentos de mayor utilidad terapéutica o la aparición de efectos 
adversos que hagan variar la relación beneficio/riesgo y los criterios incluidos en los 
apartados anteriores.

6. Los productos sanitarios que vayan a ser incluidos en la prestación farmacéutica del 
Sistema Nacional de Salud y que se dispensen, a través de receta oficial, en territorio 
nacional, seguirán los criterios indicados para los medicamentos. En todo caso, deberán 
cumplir con las especificaciones y prestaciones técnicas contrastadas que hubiera 
previamente determinado el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, teniendo 
en cuenta criterios generales, objetivos y publicados y en concreto los siguientes:

a) Gravedad, duración y secuelas de las distintas patologías para las que resulten 
indicadas.

b) Necesidades específicas de ciertos colectivos.
c) Valor diagnóstico, de control, de tratamiento, prevención, alivio o compensación de 

una discapacidad.
d) Valor social del producto sanitario y beneficio clínico incremental del mismo teniendo 

en cuenta su relación coste-efectividad.
e) Existencia de productos sanitarios u otras alternativas terapéuticas para las mismas 

afecciones a menor precio o inferior coste de tratamiento.
7. Reglamentariamente se desarrollará el procedimiento de la incorporación a la 

prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud de los medicamentos que, según lo 
dispuesto en el artículo 14, lleven las siglas EFG en razón de su intercambiabilidad.

8. Para la decisión de financiación de nuevos medicamentos, además del 
correspondiente análisis coste-efectividad y de impacto presupuestario, se tendrá en cuenta 
el componente de innovación, para avances terapéuticos indiscutibles por modificar el curso 
de la enfermedad o mejorar el curso de la misma, el pronóstico y el resultado terapéutico de 
la intervención y su contribución a la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud si, para un 
mismo resultado en salud, contribuye positivamente al Producto Interior Bruto.

[ . . . ]
Artículo 100.  Fomento de la competencia y la competitividad.

1. Para la consecución de los fines de eficiencia y sostenibilidad de la prestación 
farmacéutica del Sistema Nacional de Salud se implementarán las medidas administrativas y 
regulatorias que en cada ejercicio presupuestario se consideren apropiadas para estimular la 
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competencia entre proveedores de insumos farmacéuticos, redundando en descensos de 
precios unitarios.

2. Toda actuación limitativa de la competencia se considerará contraria a los principios 
de eficiencia y sostenibilidad y será perseguida de oficio por los órganos competentes.

[ . . . ]
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§ 85

Real Decreto 1275/2011, de 16 de septiembre, por el que se crea la 
Agencia estatal "Agencia Española de Medicamentos y Productos 

Sanitarios" y se aprueba su Estatuto

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 229, de 23 de septiembre de 2011

Última modificación: 13 de abril de 2022
Referencia: BOE-A-2011-15044

I
Los medicamentos y los productos sanitarios han contribuido de manera decisiva en la 

prevención, tratamiento y diagnóstico de la enfermedad humana, favoreciendo la mejora de 
la esperanza y la calidad de vida de la población.

En el campo de la sanidad animal, los medicamentos y la regulación de su uso han 
supuesto también importantes avances en la lucha contra las enfermedades animales, la 
prevención de las zoonosis y la protección de la población ante el consumo de alimentos y 
uso de productos de origen animal.

La ordenación y regulación de los medicamentos y de los productos sanitarios en 
general ha sido y es una necesidad universalmente percibida por la sociedad, que ha ido 
avanzando progresivamente en su nivel de exigencia desde la mera calidad, en un principio, 
hasta extenderse después a aspectos de eficacia, seguridad o información sobre estos 
productos. La necesidad de asegurar el acceso a los medicamentos y productos sanitarios, 
su uso racional, así como el respeto al medio ambiente, son otras de las necesidades 
actuales en el campo de los medicamentos de uso humano y veterinario y de los productos 
sanitarios.

De ahí el principio de intervención pública sobre estos productos, que incluye el 
sometimiento a autorización previa y registro de la producción y comercialización de los 
medicamentos de uso humano y veterinario, a los que la misma intervención pública otorga 
su reconocimiento legal como tales, frente al resto que considera ilegales, siendo la Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios el órgano que, en nombre de la 
Administración General del Estado, se encarga del ejercicio de tal competencia.

La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios desarrolla un amplio 
abanico de actuaciones en defensa de la salud pública, respondiendo a la demanda de los 
ciudadanos sobre las garantías de los medicamentos y productos sanitarios comercializados, 
y asegurando que responden a un adecuado perfil beneficio-riesgo, de modo que sus 
riesgos o reacciones adversas estén justificados por el beneficio o eficacia obtenidos en su 
uso para el diagnóstico, prevención o tratamiento de las enfermedades. A estas actividades 
se suman también las garantías exigidas de calidad y seguridad en el ámbito de los 
cosméticos y productos de higiene personal. Por último, y ante la demanda de la sociedad 
de un acceso rápido a los nuevos medicamentos y productos sanitarios, la Agencia tiene 
como compromiso apoyar la investigación y la innovación, así como la colaboración con los 
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sectores e instituciones del ámbito público y privado, con el fin de que la disponibilidad de 
nuevos tratamientos y herramientas diagnósticas se produzca de forma ágil y con el mayor 
nivel de seguridad posible para los ciudadanos.

El acceso a nuevos y costosos productos, el aumento de la población y su 
envejecimiento o la cronificación de numerosas patologías son, entre otros, factores de 
elevado impacto en la determinación de necesidades sanitarias, y tienen que tenerse en 
cuenta a la hora de asegurar la sostenibilidad de la prestación sanitaria con un elevado nivel 
de calidad, a través de un marco riguroso de seguridad y eficiencia de los medicamentos. En 
este sentido, la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los medicamentos 
y productos sanitarios, encomienda a la Agencia la realización de los informes de utilidad 
terapéutica de los medicamentos.

En sus actuaciones, la Agencia se basa en el conocimiento científico más avanzado y 
riguroso y sigue principios de objetividad, independencia y transparencia, de modo que los 
datos y criterios en los que la Agencia fundamenta sus decisiones puedan ser conocidos por 
los ciudadanos, profesionales sanitarios, investigadores y el sector industrial, actuando con 
total independencia respecto de la industria farmacéutica.

España participa a través de la Agencia en la Red de Agencias Europeas de 
Medicamentos, en un modelo en el que las evaluaciones, inspecciones y demás actuaciones 
técnicas o científicas se realizan por los equipos de las agencias nacionales, en un marco de 
cooperación gestionado por la Agencia Europea de Medicamentos (EMA), organismo de la 
Unión Europea que aúna los recursos de todas las Agencias nacionales europeas. Por ello, 
independientemente de que existan diversos procedimientos de autorización y supervisión 
de los medicamentos en la Unión Europea, todos ellos responden a idénticos criterios 
técnicos y científicos que han sido adoptados en el seno de la EMA y de la Red de Agencias 
Europeas.

En el ámbito del control de la calidad de los medicamentos, los Laboratorios Oficiales de 
Control de la Agencia forman parte de la Red Europea de Laboratorios Oficiales de Control, 
lo que significa que su competencia técnica está acreditada para que los resultados 
obtenidos sean reconocidos por el resto de las agencias y autoridades sanitarias europeas. 
Bajo la coordinación del Departamento europeo de calidad de medicamentos (EDQM), los 
Laboratorios Oficiales de Control de la Agencia participan en el control de calidad de los 
medicamentos autorizados por la Comisión Europea según el Reglamento (CE) n.º 726/2004 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, por el que se establecen 
procedimientos comunitarios para la autorización y el control de los medicamentos de uso 
humano y veterinario y por el que se crea la Agencia Europea de Medicamentos, e 
igualmente participan en el proceso de establecer materiales de referencia europeos.

También en el campo de los productos sanitarios y cosméticos la Agencia actúa con 
arreglo a la normativa y directrices técnicas de la Unión Europea.

La tarea especializada y compleja que desarrolla la Agencia, y la inmediatez con que 
debe asumir las decisiones europeas, desborda el marco de la misma como organismo 
autónomo y necesita de una fórmula de gestión mucho más flexible y ágil para resolver 
problemas de naturaleza técnico-presupuestaria, económico-financiera y de gestión de 
personal, fórmula que únicamente ofrece la técnica organizativa de la Agencia estatal, y que 
regula la Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales para la mejora de los servicios 
públicos.

II
Se dispone la transformación en Agencia estatal, según la tipología antes señalada, del 

organismo autónomo al que con anterioridad se denominó Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios.

Ello se justifica por la idea de que a la actividad administrativa está vinculada, además de 
por el principio de legalidad, por el de eficacia, debiendo adecuarse aquélla a la gestión por 
objetivos y a la calidad como forma ordinaria de la prestación de los servicios públicos. Ésta 
es una vieja aspiración de la Administración española que de una forma sintética se apunta 
en la exposición de motivos de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado (LOFAGE), y que encuentra su 
encaje definitivo diez años después con la promulgación de la Ley 28/2006, de 18 de julio, la 
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cual contiene, además de una clara exposición de principios y fines al respecto, la fórmula 
organizativa a la que deberán adaptarse en lo sucesivo tanto los organismos públicos 
existentes, como los que hayan de crearse en el futuro.

En el intervalo de los diez años transcurridos entre una y otra norma legislativa, y 
concretamente en abril de 1999, se pone en marcha la Agencia del Medicamento como un 
organismo autónomo de los previstos en el artículo 43.1.a) de la LOFAGE, creada por la Ley 
66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, con 
Estatuto aprobado por Real Decreto 520/1999, de 26 de marzo, al que se encarga la gestión 
de la intervención estatal en torno al medicamento. Posteriormente, la Ley 16/2003, de 28 de 
mayo, de cohesión y calidad del sistema nacional de salud, le añadió las competencias en 
materia de productos sanitarios, cosméticos, productos de higiene y biocidas de uso clínico y 
personal así como competencias residuales en materia de medicamentos.

La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios nació con una clara 
vocación de incorporar a esta gestión los principios antes señalados de calidad y eficacia y, 
por su proximidad en el tiempo, vino a constituirse en precursora de la dinámica de 
desarrollo generada por la vigente Ley 28/2006, de 18 de julio, al amparo de la cual y con la 
autorización presupuestaria contenida en el apartado dos de la disposición adicional 
vigésima sexta de la Ley 39/2010, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2011, se transforma mediante el presente real decreto en Agencia 
estatal, por entender que en esta tipología de organismo público es donde mejor encajan sus 
objetivos y actividades, así como la forma de conseguir su efectiva realización.

III
Este real decreto consta de un preámbulo, un artículo único, cinco disposiciones 

adicionales, cuatro disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y dos 
disposiciones finales.

El Estatuto de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios que se 
incorpora a continuación del presente real decreto se estructura en cincuenta y tres artículos 
agrupados en ocho capítulos.

El primero de los capítulos trata de la naturaleza y régimen jurídico, principios de 
actuación y rango y eficacia de los actos de la Agencia.

El capítulo segundo establece el objeto y competencias de la Agencia así como el 
ejercicio de la potestad sancionadora.

El capítulo tercero, dividido en seis secciones, describe y regula los órganos y estructura 
de la Agencia, distinguiendo entre órganos de Gobierno: Presidente, Vicepresidente y 
Consejo Rector y sus respectivas competencias y, el órgano ejecutivo de Dirección, que con 
carácter unipersonal, asume la representación legal de la Agencia, y cuyos actos y 
resoluciones ponen fin a la vía administrativa. Recoge la sección tercera de este capítulo la 
constitución y régimen de la nueva Comisión de Control, así como sus funciones, para pasar 
a la sección cuarta en la que se encuadran los órganos de asesoramiento y coordinación, 
con gran importancia y peso en las resoluciones de la Agencia, dado el elevado grado de 
especialización que se alcanza en las materias sobre la que ésta trata y decide, la sección 
quinta, por su parte, enumera y describe la estructura administrativa que encabezan la 
Secretaría General y las jefaturas de Departamento, para cerrar el capítulo con una sección 
sexta relativa a la Red de Expertos.

El capítulo cuarto recoge en su contenido el régimen de personal de la Agencia, la 
ordenación de los puestos de trabajo, con especial mención al personal directivo y el 
régimen retributivo, vinculando el complemento de productividad a un sistema de evaluación 
del desempeño del puesto de trabajo y a la consecución de resultados u objetivos colectivos 
o de la Unidad.

El capítulo quinto trata del Contrato de gestión y del Plan de Acción Anual, informe de 
actividad y cuentas anuales.

El capítulo sexto trata del régimen patrimonial y de contratación de la Agencia que será 
el general de todo el sector público, posibilitando su participación en sociedades mercantiles 
o fundaciones, pudiendo ser titular de encomienda de gestión en los términos que establezca 
la legislación vigente.
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El capítulo séptimo se refiere a la asistencia jurídica de la Agencia y el capítulo octavo 
recoge el régimen económico-financiero, presupuestario, y de contabilidad y control, también 
muy próximo y con carácter similar al genérico de todo el sector público.

IV
Este real decreto prevé la supresión del organismo autónomo Agencia Española de 

Medicamentos y Productos Sanitarios, sucediéndole en todos sus bienes, derechos y 
obligaciones, la nueva Agencia estatal que se crea con idéntica denominación. 
Específicamente y en tal sentido, se prevé la integración del personal estatutario, laboral y 
funcionario del extinguido organismo autónomo en la nueva Agencia estatal, sin alteración 
de sus condiciones de trabajo y respeto de los derechos consolidados.

Asimismo, se mantiene el funcionamiento de la Agencia y de sus titulares hasta la 
constitución de los nuevos órganos, y nombramiento de los titulares de los mismos.

Por otra parte y en el caso de que no coincida la aprobación del presente real decreto 
con el comienzo o fin del ejercicio presupuestario, se prevé que la nueva Agencia mantenga 
el año de su creación y con carácter transitorio, el régimen presupuestario anterior, con las 
modificaciones de crédito correspondientes.

El real decreto trata de dar respuesta a las aspiraciones de modernidad y racionalización 
de las organizaciones públicas, con la conversión de la Agencia Española de Medicamentos 
y Productos Sanitarios en Agencia estatal, dotándola de una nueva estructura organizativa 
que permitirá incrementar las garantías de salud pública a la sociedad mediante una gestión 
más eficaz, de mayor calidad y trasparencia, con un mejor funcionamiento interno y con un 
aumento de la capacidad de generar ingresos.

Este nuevo esquema está basado en el establecido en la Ley 28/2006, cuyo artículo 7 
distingue entre órganos de gobierno, órganos ejecutivos y órganos de control. En relación 
con esta última categoría, destaca por su importancia la Comisión de Control, que se 
constituirá en el seno del Consejo Rector y que habrá de informarle acerca de la ejecución 
del Contrato de gestión y de todos aquellos aspectos relativos a la gestión económico – 
financiera que deba conocer el propio Consejo Rector y que se detalla en el Estatuto. Otras 
novedades destacables dignas de mención son el reconocimiento a la Agencia de una mayor 
autonomía en la ordenación de los recursos humanos, la implantación de un sistema de 
control financiero permanente y mediante auditorías públicas, la exigencia de una 
contabilidad analítica y el establecimiento de compromisos exigibles en un Contrato de 
gestión cuyo seguimiento se efectuará a través de los correspondientes sistemas de 
contabilidad de gestión.

En la tramitación de este real decreto se ha consultado, entre otros, a las Comunidades 
Autónomas y a las Ciudades de Ceuta y Melilla, y se ha obtenido el informe del Consejo de 
Consumidores y Usuarios, regulado por el Real Decreto 894/2005, de 22 de julio.

Por lo que, en su virtud, a iniciativa de las Ministras de Sanidad, Política Social e 
Igualdad, y de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, y a propuesta conjunta de la 
Ministra de Economía y Hacienda, y del Ministro de Política Territorial y Administración 
Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 16 de septiembre de 2011,

DISPONGO:

Artículo único.  Creación de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios 
como Agencia estatal.

El presente real decreto tiene por objeto la creación de la Agencia estatal denominada 
Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios para cuyo fin se aprueba su 
nuevo Estatuto, cuyo texto se incorpora a continuación.

Disposición adicional primera.  Supresión del organismo autónomo Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios.

1. Queda suprimido el organismo autónomo Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios.
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2. A partir de la entrada en vigor del presente real decreto, la Agencia estatal que se crea 
quedará subrogada en la totalidad de bienes, derechos y obligaciones del organismo 
autónomo suprimido y le sucederá en todas sus competencias y funciones.

3. Las menciones que la normativa vigente haga al organismo autónomo Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios, se entenderán hechas a la nueva 
Agencia estatal que se crea.

Disposición adicional segunda.  Integración del personal en la nueva Agencia estatal.
El personal funcionario que preste sus servicios en el organismo autónomo que se 

suprime, pasará a integrarse en la nueva Agencia estatal que se crea en situación de 
servicio activo en el cuerpo o escala de procedencia, conservando la antigüedad y grado que 
tuviera consolidado y con los mismos derechos y obligaciones que tuvieran en el momento 
de la integración.

El personal estatutario que preste sus servicios en el organismo autónomo que se 
suprime, seguirá prestando servicios en la nueva Agencia estatal en las mismas condiciones 
que tuviera en el momento de su integración.

Igualmente, la nueva Agencia estatal se subrogará en los contratos de trabajo 
concertados con el personal sujeto a derecho laboral, que pasará a integrarse en la plantilla 
de aquella en los mismos grupos, categorías y áreas de trabajo a que estuvieran adscritos, 
con los mismos derechos y obligaciones que tuvieran en el momento de la integración.

Disposición adicional tercera.  Constitución efectiva de la Agencia estatal.
La constitución de la Agencia estatal Agencia Española de Medicamentos y Productos 

Sanitarios, se producirá con la celebración de la reunión constitutiva de su Consejo Rector, 
que tendrá lugar en el plazo de cuatro meses desde la entrada en vigor de este real decreto.

Disposición adicional cuarta.  Ciudades con Estatuto de Autonomía.
Las referencias que en el Estatuto se efectúan a las Comunidades Autónomas, se 

entenderán hechas también a las Ciudades de Ceuta y Melilla, con el alcance previsto en 
sus respectivos Estatutos de Autonomía y Reales Decretos de traspaso de funciones y 
servicios.

Disposición adicional quinta.  Real Farmacopea Española.
Las menciones realizadas en el articulado del Real Decreto 294/1995, de 24 de febrero, 

por el que se regula la Real Farmacopea Española, el formulario nacional y los órganos 
consultivos del Ministerio de Sanidad y Consumo en esta materia, a la Comisión Nacional de 
la Real Farmacopea Española, se entienden realizadas al Comité de la Farmacopea y el 
Formulario Nacional creado por el Estatuto que aprueba el presente real decreto.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio del Consejo Rector, de la Dirección, 
del personal directivo y de los Comités Técnicos.

1. Hasta tanto se produzca la constitución del Consejo Rector, continuará en el ejercicio 
de sus funciones el Consejo Asesor del organismo autónomo Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios.

2. No obstante lo señalado en la disposición adicional segunda, hasta tanto se proceda 
al nombramiento de la persona titular de la Dirección de la Agencia conforme a las 
previsiones del artículo 14 del Estatuto, el titular de la Dirección del organismo autónomo que 
se transforma asumirá las funciones que la Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias 
estatales para la mejora de los Servicios Públicos y el propio Estatuto encomiendan al 
órgano ejecutivo de la Agencia estatal que se constituye.

3. Asimismo, los titulares de los órganos y unidades administrativas del organismo 
autónomo Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios, continuarán 
transitoriamente en el desempeño de sus funciones hasta tanto se produzca el 
nombramiento del personal directivo de la nueva Agencia estatal.
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4. Los Comités Técnicos ya constituidos en el marco del organismo autónomo Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios subsistirán transitoriamente hasta que 
sean sustituidos por los creados en el marco de la nueva Agencia estatal. En el plazo 
máximo de los seis meses siguientes al día de la constitución del Consejo Rector, los nuevos 
Comités Técnicos deberán encontrarse operativos.

Disposición transitoria segunda.  Régimen presupuestario aplicable a la Agencia estatal 
Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios durante el ejercicio 2011.

Durante el ejercicio 2011 se mantendrá el régimen presupuestario y de modificaciones de 
crédito correspondiente al organismo autónomo suprimido.

La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios rendirá las cuentas 
anuales del ejercicio 2011 integrando en las mismas la gestión desarrollada por el organismo 
autónomo suprimido durante dicho ejercicio.

Disposición transitoria tercera.  Contrato de gestión.
1. Hasta tanto se apruebe el Contrato de gestión mediante orden ministerial conjunta de 

los ministerios de adscripción, de Economía y Hacienda, y de Política Territorial y 
Administración Pública, la actuación de la Agencia se desarrollará conforme a los criterios y 
directrices establecidos en el plan inicial de actuación que se incorpora a la memoria a la que 
se refiere el artículo 3 de la Ley 28/2006, de 18 de julio.

2. En el plazo de tres meses contando desde la fecha de constitución del Consejo Rector 
de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios, y una vez nombrada la 
Dirección de la misma, el Consejo Rector aprobará la propuesta de Contrato de gestión.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42.2 del Estatuto, relativo a la duración del 
Contrato de gestión, la vigencia del primero que se celebre comenzará a partir de la fecha de 
entrada en vigor de la orden ministerial conjunta.

4. En tanto se apruebe el Contrato de gestión, será de aplicación el régimen vigente de 
determinación y aprobación por el Ministerio de Economía y Hacienda de la productividad del 
personal funcionario.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen retributivo del personal estatutario.
A efectos de lo previsto en el apartado 3 del artículo 39 y 41 del presente Estatuto, y en 

tanto se desarrolle lo previsto en la disposición adicional tercera de la Ley 55/2003, de 16 de 
diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud, el personal 
estatutario que ocupe puestos de trabajo de la Agencia Estatal de medicamentos y 
productos sanitarios, percibirá las retribuciones correspondientes a dicho puesto de trabajo, 
así como el resto de las retribuciones básicas y complementarias propias del régimen 
retributivo aplicable al personal funcionario de la Agencia.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogados:
a) El Real Decreto 520/1999, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto del 

organismo autónomo Agencia Española del Medicamento.
b) Los artículos del 7 a 23 del Real Decreto 294/1995, de 24 de febrero, por el que se 

regula la Real Farmacopea Española, el formulario nacional y los órganos consultivos del 
Ministerio de Sanidad y Consumo en esta materia.

c) El artículo 10 del Real Decreto 1087/2003, de 29 de agosto, por el que se establece la 
estructura orgánica del Ministerio de Sanidad y Consumo.

d) La Orden PRE/962/2010, de 15 de abril, por la que se regula el Comité de 
disponibilidad de medicamentos veterinarios.

e) La Orden PRE/162/2011, de 28 de enero, por la que se desarrolla la composición, 
funciones y funcionamiento del Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia 
de medicamentos veterinarios.

2. Igualmente quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo establecido en el presente real decreto.
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Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se autoriza a la persona titular del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad para 

que dicte cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo previsto 
en este real decreto, a excepción de aquellas relacionadas con los medicamentos 
veterinarios, cuyo dictado corresponderá, de forma conjunta, a las personas titulares del 
Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad y del Ministerio de Medio Ambiente, y Medio 
Rural y Marino.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ESTATUTO DE LA AGENCIA ESPAÑOLA DE MEDICAMENTOS Y PRODUCTOS 
SANITARIOS

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Naturaleza jurídica y adscripción orgánica.
1. La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios es un Organismo 

Público de los previstos en el artículo 43.1.c) de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, y regulado por la 
Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales para la mejora de los servicios públicos.

2. La Agencia tiene personalidad jurídica diferenciada respecto de la del Estado, 
patrimonio y tesorería propios y autonomía funcional y de gestión, dentro de los límites 
establecidos por la Ley 28/2006, de 18 de julio, y por el presente Estatuto.

3. La Agencia se adscribe al Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad a través de 
la Secretaría General de Sanidad, sin perjuicio de las facultades de tutela ejercidas desde la 
Secretaría General de Medio Rural del Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y 
Marino, en lo que respecta a los medicamentos veterinarios.

Artículo 2.  Régimen jurídico.
1. La Agencia se regirá por lo dispuesto en la Ley 28/2006, de 18 de julio, por lo 

establecido en el presente Estatuto y por las normas aplicables a las entidades de Derecho 
Público adscritas a la Administración General del Estado.

2. En el ejercicio de sus potestades públicas le será de aplicación la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

3. En el ejercicio de sus competencias en relación con los medicamentos de uso humano 
y veterinario, productos sanitarios, cosméticos y productos de higiene personal, la Agencia 
se regirá por la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, la Ley 8/2003, de 24 de 
abril, de Sanidad Animal, la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema 
Nacional de Salud, la Ley 29/2006, de 26 de julio, de Garantías y uso racional de los 
medicamentos y productos sanitarios y las normas que las desarrollen, así como por el 
derecho comunitario vigente en la materia.

4. La Agencia conservará el régimen fiscal del organismo autónomo Agencia Española 
de Medicamentos y Productos Sanitarios, por lo que estará exenta del Impuesto sobre 
Sociedades, de acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional décima de la Ley 
28/2006, de 18 de julio, y en el artículo 9.1 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.
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Artículo 3.  Principios de actuación y confidencialidad.
La Agencia actuará en el marco de la política del Ministerio de Sanidad, Política Social e 

Igualdad, y respecto de los medicamentos veterinarios, conjuntamente en el del Ministerio de 
Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, basando sus decisiones en el conocimiento técnico 
y científico, con garantías de objetividad y transparencia y, con total independencia respecto 
de la industria.

La Agencia implantará un modelo de gestión destinado a la prestación de los servicios 
de su competencia con la máxima eficacia y calidad, utilizando las tecnologías de la 
información y la comunicación y orientado a la obtención de objetivos claros y evaluables 
que permitan constatar la responsabilidad de quienes los ejecutan.

La Agencia mantendrá estricta confidencialidad de los datos contenidos en los 
expedientes relativos a los productos regulados y que se consideren sujetos a secreto 
industrial, sin perjuicio de su transmisión a la red de Agencias europeas de medicamentos o 
a la Agencia Europea de Medicamentos, y a las autoridades comunitarias, o autoridades 
sanitarias de terceros Estados, con los que España tenga suscritos acuerdo o convenios, 
siempre que exista causa justificada y el receptor garantice la confidencialidad.

Artículo 4.  Eficacia de sus actos y resoluciones.
1. Para el ejercicio de sus competencias y el desarrollo de sus potestades, la Agencia 

dictará los actos y resoluciones necesarios, los cuales podrán adoptar las formas siguientes:
a) Resoluciones del Consejo Rector.
b) Resoluciones, instrucciones y procedimientos de actuación del Director de la Agencia.
c) Resoluciones de la Jefatura del Centro Nacional de Certificación de Productos 

Sanitarios.
2. Estos tres tipos de actos dictados en el ejercicio de sus competencias o por 

delegación o avocación agotarán la vía administrativa, excepto en lo referido a la materia 
tributaria, recurrible en vía económico-administrativa, sin perjuicio, en los tres casos, del 
posterior acceso a la jurisdicción contencioso-administrativa.

3. Las reclamaciones previas a la vía judicial civil o laboral serán resueltas por el Director 
de la Agencia, al que también corresponderá la resolución de los procedimientos de 
responsabilidad patrimonial derivadas de las actuaciones de la Agencia de conformidad con 
el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

4. El resto de los actos y resoluciones de la Agencia, serán susceptibles de recurso de 
alzada ante el superior jerárquico.

Artículo 5.  Sede institucional.
La Agencia tendrá su sede en la Villa de Madrid.

CAPÍTULO II
Objeto y competencias

Artículo 6.  Objeto de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios.
El objeto de la Agencia es el de garantizar que tanto los medicamentos de uso humano 

como los de uso veterinario y los productos sanitarios, cosméticos y productos de higiene 
personal cumplan con estrictos criterios de calidad, seguridad, eficacia y correcta 
información con arreglo a la normativa vigente sobre dichas materias en el ámbito estatal y 
de la Unión Europea.

Artículo 7.  Competencias de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios.
Serán competencias de la Agencia las siguientes:
1. Evaluar, autorizar, modificar, renovar, restringir, suspender o revocar la autorización de 

comercialización de los medicamentos de uso humano y veterinario elaborados 
industrialmente.
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2. Resolver sobre la atribución de la condición de medicamento, producto sanitario, 
cosmético u otros productos dentro del ámbito de competencias de la Agencia.

3. Realizar la inscripción de autorizaciones y el mantenimiento y actualización de las 
mismas en el Registro de Medicamentos, así como asignar el Código Nacional a los 
medicamentos de uso humano y veterinario. Asimismo se procederá, de oficio, a la 
incorporación al Registro de Medicamentos de las autorizaciones otorgadas por la Comisión 
Europea conforme al Reglamento (CE) n.º 726/2004/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 31 de marzo de 2004, por el que se establecen procedimientos comunitarios 
para la autorización y el control de los medicamentos de uso humano y veterinario y por el 
que se crea la Agencia Europea de Medicamentos, y de las incidencias con trascendencia 
jurídica derivadas de las mismas.

4. Promover la existencia, pervivencia o rehabilitación de medicamentos de uso humano, 
veterinario y productos sanitarios por causa de interés sanitario o de elevado interés 
terapéutico.

5. Limitar o someter a reservas los requisitos de prescripción y dispensación de los 
medicamentos de uso humano y veterinario, sin perjuicio de las facultades que, en este 
ámbito, le corresponden a la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios respecto 
de la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud.

6. Autorizar, modificar, suspender o revocar los ensayos clínicos de medicamentos de 
uso humano y veterinario y de productos sanitarios. Autorizar la importación de 
medicamentos no autorizados en España para su utilización en el ámbito de los ensayos 
clínicos.

7. Autorizar el acceso individualizado a medicamentos en investigación, las 
autorizaciones temporales de uso, la importación de medicamentos para uso humano y 
veterinario no autorizados en España, y elaborar las recomendaciones de uso de los 
medicamentos utilizados en condiciones distintas a las autorizadas, con la participación de la 
Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios en los procesos correspondientes.

8. Ejercer las competencias correspondientes al Ministerio de Sanidad, Política Social e 
Igualdad sobre la importación, exportación y el comercio intracomunitario de medicamentos y 
sus materias primas, productos sanitarios, cosméticos, productos de higiene personal, y 
biocidas de uso clínico y personal, emitiendo, en su caso, los certificados necesarios para la 
autorización por la Aduana de su importación, exportación o de cualquier otro destino 
aduanero.

9. Actuar, en su caso, como la Autoridad Nacional Competente en España, en 
representación del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, a efectos de la 
participación española en la red de Agencias europeas de medicamentos y la Agencia 
Europea de Medicamentos así como en los grupos correspondientes europeos de productos 
sanitarios y cosméticos.

10. Promover la información sobre los medicamentos de uso humano destinada a los 
profesionales sanitarios y al público en general así como autorizar la elaboración y 
distribución de muestras gratuitas.

11. Elaborar informes de utilidad terapéutica de los medicamentos, en el marco del 
artículo 90.3 de la Ley 29/2006, de 26 de julio, o a solicitud de la Dirección General de 
Farmacia y Productos Sanitarios.

12. Ejercer las funciones correspondientes a los Laboratorios Oficiales de Control de 
Medicamentos.

13. Someter a autorización previa, cuando sea necesario en interés de la salud pública 
en el caso de los productos biológicos, cada lote de fabricación de producto terminado y 
condicionar su comercialización a su conformidad, o los materiales de origen, productos 
intermedios y gráneles y condicionar a su conformidad su empleo en la fabricación.

14. Participar en la evaluación y control de medicamentos de uso humano y veterinario y 
productos sanitarios que autorice la Unión Europea, así como en las actividades que en este 
ámbito desarrollen la Unión Europea, el Consejo de Europa y otras organizaciones 
internacionales.

15. Identificar, evaluar y gestionar los riesgos derivados de los medicamentos 
autorizados, así como coordinar el Sistema Español de Farmacovigilancia de medicamentos 
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de uso humano y veterinario, y participar en las correspondientes redes europeas. Actuar 
como centro nacional de referencia en materia de farmacovigilancia.

16. Evaluar y gestionar los riesgos derivados de problemas de calidad de los 
medicamentos autorizados en España.

17. Promover la realización de estudios farmacoepidemiológicos y de 
farmacoepizootiología, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa sobre farmacovigilancia. 
Coordinar la evaluación y gestión de los estudios posautorización vinculados a la 
autorización de medicamentos incluidos en el Plan de Gestión de Riesgos.

18. Establecer y publicar las directrices técnicas de obligado cumplimiento en materia de 
calidad de los medicamentos, en particular las Denominaciones Oficiales Españolas (DOE) y 
la Real Farmacopea Española así como participar en la elaboración de las monografías de la 
Farmacopea Europea en su versión en español.

19. Elaborar y publicar el Formulario Nacional
20. Otorgar, modificar, restringir, suspender y revocar la autorización de la actividad de 

los laboratorios farmacéuticos de medicamentos de uso humano y veterinario y mantener 
debidamente actualizado el Registro de laboratorios farmacéuticos.

21. Verificar mediante inspecciones el cumplimiento de las normas de correcta 
fabricación, de las normas de buena práctica clínica, de las normas de buena práctica de 
farmacovigilancia, de las normas de buenas prácticas de laboratorio, y de las buenas 
prácticas de distribución en el ámbito de las competencias de la Administración General del 
Estado.

22. Mantener y publicar el catálogo de almacenes mayoristas de medicamentos.
23. Establecer, en coordinación con las comunidades autónomas, programas de 

inspección y control de medicamentos de uso humano y veterinario, de los productos 
sanitarios, cosméticos, productos de higiene personal y biocidas de uso clínico y personal y 
llevar a cabo las actividades que correspondan a la Administración General del Estado en 
este ámbito.

24. La adopción de medidas cautelares y el ejercicio de la potestad sancionadora en el 
ámbito de las competencias de la Agencia.

25. Realizar las actuaciones periciales y de asesoramiento que soliciten las autoridades 
judiciales.

26. Desarrollar las funciones de control en materia de medicamentos y otros productos 
del ámbito de competencia de la Agencia incluyendo las relativas a ilegales o falsificados.

27. Desarrollar las funciones y responsabilidades estatales de inspección y control en 
materia de tráfico y uso lícitos de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

28. Determinar la calificación y clasificación de los productos sanitarios y controlar sus 
características, prestaciones o funcionamiento, en conformidad con la normativa vigente, 
pudiendo limitar, restringir, prohibir, o someter a condiciones especiales su introducción en el 
mercado, puesta en servicio, distribución, utilización, dispensación o venta, así como 
actualizar sus registros unificados nacionales.

29. Evaluar la idoneidad sanitaria y su conformidad con la normativa vigente de 
cosméticos, productos de higiene personal y biocidas de uso clínico y personal, 
estableciendo dicha conformidad o autorizando su comercialización según proceda. 
Modificar, restringir, suspender, renovar y revocar las certificaciones y autorizaciones de 
cosméticos, productos de higiene personal y biocidas de uso clínico y personal, pudiendo 
limitar, restringir, prohibir o someter a condiciones especiales su puesta en mercado, puesta 
en servicio, distribución, utilización, dispensación o venta, así como actualizar sus registros 
unificados nacionales.

30. Actuar como Organismo Notificado, evaluando la conformidad de los productos 
sanitarios, realizando las auditorías de los sistemas de calidad, certificando las normas 
específicas de dichos sistemas y emitiendo los certificados CE con vistas a la colocación del 
marcado CE en dichos productos, en los términos que establezca la designación efectuada 
por el Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, así como autorizar las entidades 
colaboradoras en la certificación de los productos sanitarios.

31. Autorizar, suspender o limitar la utilización excepcional de productos sanitarios por 
razones de interés sanitario.
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32. Planificar, desarrollar y gestionar los sistemas españoles de vigilancia de los 
productos sanitarios y de los cosméticos actuando como centro de referencia nacional en las 
correspondientes redes europeas.

33. Desarrollar la actividad inspectora y el control de los productos sanitarios, 
cosméticos, productos de higiene personal y biocidas de uso clínico y personal en lo que 
corresponde a la Administración General del Estado.

34. Otorgar, modificar, restringir, renovar o revocar las autorizaciones de actividades de 
las empresas fabricantes, importadoras, agrupadoras y esterilizadoras de productos 
sanitarios, cosméticos, productos de higiene personal y biocidas de uso clínico y personal. 
Todo ello con la excepción de las autorizaciones de actividades de fabricación de productos 
sanitarios a medida.

35. Adoptar o proponer las medidas necesarias para garantizar el adecuado suministro y 
abastecimiento de medicamentos en el ámbito de las competencias de la Administración 
General del Estado.

36. Mantener un depósito estratégico de medicamentos y productos sanitarios para 
emergencias, catástrofes y cooperación internacional, coordinando el suministro de vacunas, 
medicamentos y productos sanitarios para campañas sanitarias cuya adquisición y 
distribución conjunta se decida por las distintas Administraciones sanitarias.

37. Organizar, coordinar e impartir docencia, promover y realizar proyectos de 
investigación y proporcionar asesoría científica y técnica, en todos los campos que le son 
propios.

38. Proponer la elaboración de proyectos de disposiciones generales, directrices 
técnicas, circulares e instrucciones en el ámbito de sus competencias.

39. Percibir y gestionar las tasas y demás ingresos correspondientes a la actividad de la 
Agencia, conforme a la Ley General Tributaria y demás normativa aplicable.

40. Coordinar el funcionamiento de las Áreas y Dependencias de Sanidad y, Política 
Social en las actividades de sanidad exterior para la realización de los controles previstos en 
el derecho de la Unión Europea o nacional referidos a medicamentos y sus materias primas, 
productos sanitarios, cosméticos, productos de higiene personal, y biocidas de uso clínico y 
personal, cuando se importen o exporten, con independencia de su destino aduanero para 
todos los productos y del carácter comercial o no de la expedición así como en las 
actividades de inspección farmacéutica. Coordinar asimismo sus actividades en materia de 
tráfico ilícito de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, en sus contenidos técnico-
analíticos.

41. Cooperar con países terceros, en especial con Iberoamérica en el ámbito del 
conocimiento científico y regulatorio en materia de medicamentos, productos sanitarios y 
otros productos competencia de la Agencia.

42. Cualesquiera otras que le asignen las disposiciones legales y reglamentarias.

Artículo 8.  Del ejercicio de las potestades de la Agencia.
1. A la Agencia, dentro del ámbito de sus competencias, le corresponde el ejercicio de 

las potestades administrativas precisas para el cumplimiento de sus fines, en los términos 
establecidos en el presente Estatuto, y de acuerdo con la legislación aplicable.

El ejercicio de la potestad sancionadora se iniciará siempre de oficio por resolución del 
Director de la Agencia, bien por propia iniciativa o como consecuencia de petición razonada 
de los Órganos de Gobierno, o de otros órganos o denuncia de terceros.

También corresponderá al Director de la Agencia la competencia para la imposición de 
las sanciones derivadas de los expedientes sancionadores por él iniciados.

2. En todo lo no previsto en la normativa específica que sea de aplicación se estará a lo 
dispuesto por el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y que desarrolla el 
Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del 
procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora.
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CAPÍTULO III
Órganos y estructura de la Agencia

Sección 1.ª Órganos de Gobierno

Artículo 9.  Órganos de Gobierno.
Son órganos de Gobierno de la Agencia los siguientes:
a) El Presidente.
b) El Vicepresidente.
c) El Consejo Rector.

Artículo 10.  El Presidente.
1. La presidencia de la Agencia será desempeñada por la persona titular de la Secretaria 

General de Sanidad del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad.
2. Corresponde al Presidente:
a) Ostentar la representación del Consejo Rector y dirigir y presidir sus sesiones.
b) Convocar las sesiones del mismo y fijar el orden del día.
c) Velar por la consecución de los objetivos asignados a la Agencia.
d) Ostentar la representación institucional de la Agencia, sin perjuicio de las funciones de 

representación legal que corresponden al Director.
e) Elevar al Consejo Rector la propuesta para el nombramiento o el cese del Director de 

la Agencia.
f) Informar al Congreso y al Senado sobre la gestión de la Agencia cuando fuere 

requerido para ello, de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 
28/2006, de 18 de julio.

g) Informar a los Ministerios de Sanidad, Política Social e Igualdad, de Medio Ambiente y 
Medio Rural y Marino, de Política Territorial y Administración Publica, y de Economía y 
Hacienda acerca de la ejecución y cumplimiento de los objetivos fijados en el Contrato de 
gestión.

h) Dar cuenta al Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, del Informe anual de 
actividad aprobado por el Consejo Rector, para su posterior remisión a las Cortes Generales.

i) Ejercer las demás facultades y funciones que le atribuyan el presente Estatuto, el 
Consejo Rector y las disposiciones vigentes.

j) Velar por el cumplimiento del presente Estatuto y de sus normas de desarrollo, así 
como ejercer la superior dirección de la Agencia.

3. En caso de ausencia, vacante o enfermedad, el Presidente de la Agencia será 
sustituido en el ejercicio de sus funciones por el Vicepresidente de la misma.

Artículo 11.  El Vicepresidente.
La Vicepresidencia de la Agencia será desempeñada por la persona titular de la 

Secretaría General de Medio Rural del Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y 
Marino, quien velará por la consecución de los objetivos de la Agencia y, en particular, en lo 
que respecta a los medicamentos veterinarios.

Artículo 12.  El Consejo Rector.
1. El Consejo Rector de la Agencia es el órgano colegiado de gobierno de esta Agencia 

estatal.
2. La composición del Consejo Rector es la siguiente:
a) Presidente de la Agencia.
b) Vicepresidente de la Agencia.
c) Vocales de la Administración General del Estado: el titular de la Secretaría General 

Técnica de Sanidad, el titular de la Dirección de la Agencia y el titular de la Jefatura del 
Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios, así como un vocal en 
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representación de la Dirección General de Salud Pública, de la Dirección General de Cartera 
Común de Servicios del Sistema Nacional de Salud y Farmacia; un vocal de la Dirección 
General de la Función Pública del Ministerio de Hacienda y Función Pública; un vocal de la 
Dirección General correspondiente del Ministerio de Hacienda; un vocal de la Dirección 
General de Sanidad de la Producción Agraria del Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación; un vocal de la Dirección del Instituto de Salud Carlos III del Ministerio de 
Ciencia e Innovación; y un vocal de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y 
Mediana Empresa del Ministerio de Industria, Comercio y Turismo; todos ellos, con rango al 
menos de Subdirector General.

d) Las Mutualidades de funcionarios estarán representadas por un vocal, que será 
nombrado por un periodo de dos años y con carácter rotatorio, por la persona titular del 
Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, a propuesta de la Comisión para la 
Coordinación de la participación de la Administración General del Estado en el Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.

e) Las comunidades autónomas estarán representadas por tres vocales, que serán 
nombrados por un periodo de dos años, y con carácter rotatorio por la persona titular del 
Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, a propuesta del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud.

f) Dos expertos de reconocido prestigio en el ámbito de las Ciencias de la Salud 
designados por la Presidencia de la Agencia, que se renovarán cada dos años.

g) Un representante de los trabajadores designado por el conjunto de las centrales 
sindicales más representativas en el ámbito de la propia Administración General del Estado.

h) Un representante de los consumidores y usuarios designado por el Consejo de 
Consumidores y Usuarios.

i) Actuará como secretario del Consejo Rector, con voz y sin voto, el Secretario General 
de la Agencia.

3. La designación de los miembros del Consejo Rector se ajustará al principio de 
presencia equilibrada de mujeres y hombres.

Artículo 13.  Competencias y régimen jurídico del Consejo Rector.
1. Son atribuciones del Consejo Rector:
a) La aprobación de la propuesta de Contrato de gestión.
b) La aprobación de los objetivos y planes de acciones anuales y plurianuales y de los 

criterios de medición del cumplimiento de dichos objetivos, así como del grado de eficiencia 
en la gestión conforme a lo establecido en el Contrato de gestión.

c) La aprobación del anteproyecto anual de presupuesto de la Agencia y la contracción 
de obligaciones de carácter plurianual, dentro de los límites establecidos en el Contrato de 
gestión.

d) El control de la gestión del Director de la Agencia, y la exigencia de las 
responsabilidades oportunas.

e) El seguimiento, la supervisión y el control superiores de la actuación de la Agencia.
f) La aprobación del informe general de actividad, valorando los resultados obtenidos y 

consignando las deficiencias observadas.
g) La aprobación de las cuentas anuales y, en su caso, la distribución del resultado del 

ejercicio de acuerdo con la legislación presupuestaria.
h) Establecer, en los términos que disponga la legislación vigente, los criterios de 

selección del personal laboral, y aprobar el proyecto de oferta de empleo público, a integrar 
en la Oferta de Empleo Público estatal.

i) La aprobación de la relación de puestos de trabajo de la Agencia, que incluirá la 
totalidad de los empleados públicos de la misma, dentro del marco de actuación que en 
materia de recursos humanos se establezca en el Contrato de gestión.

j) El nombramiento y cese del Director de la Agencia, a propuesta de su Presidente.
k) El nombramiento de los titulares de la Comisión de Control y resto de Comités 

integrados en la Agencia.
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l) El nombramiento y cese del personal directivo, a propuesta de la persona titular de la 
Dirección de la Agencia, así como el nombramiento y cese de la persona titular de la 
Jefatura del Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios.

m) Las demás que se le atribuyan por la Ley 28/2006, de 18 de julio, en el presente 
Estatuto o en otras disposiciones.

2. El Consejo Rector podrá realizar delegaciones concretas de actuación en el Director 
de la Agencia, en relación con las funciones asignadas en el apartado anterior, que por su 
naturaleza, contenido y trascendencia, sean susceptibles de delegación. En estos supuestos 
el Director dará cuenta al Consejo Rector de las actuaciones llevadas a cabo en virtud de 
tales delegaciones, una vez concluidas las mismas. Quedan excluidas de la posibilidad de 
delegación la elaboración de la oferta anual de empleo y la aprobación de la relación de 
puestos de trabajo.

3. El Consejo Rector se reunirá al menos una vez cada seis meses en sesión ordinaria, y 
de forma extraordinaria cuando así lo determine su Presidente o lo solicite la mitad más uno 
de sus miembros.

4. En lo no previsto en la Ley 28/2006, de 18 de julio, y en el presente Estatuto, el 
Consejo Rector se regirá por lo dispuesto en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, relativo al funcionamiento de los órganos colegiados en la Administración.

Sección 2.ª Órgano Ejecutivo

Artículo 14.  El Director.
1. El Director de la Agencia es el órgano unipersonal con carácter ejecutivo de la misma, 

y responsable de su dirección, gestión y coordinación de actuaciones.
Será nombrado por el Consejo Rector, a propuesta de su Presidente, atendiendo a 

criterios de competencia profesional y experiencia entre personal funcionario o estatutario 
del grupo A, subgrupo A1 de cualquiera de las Administraciones Públicas. Corresponderá 
igualmente al Consejo Rector su cese, a propuesta de su Presidente.

El Director tendrá la consideración de Alto Cargo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 3.2.e) de la Ley 5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses 
de los miembros del Gobierno de la Nación y de los Altos Cargos de la Administración 
General del Estado y sus disposiciones de desarrollo.

2. Como órgano ejecutivo de la Agencia, corresponden al Director de la misma, las 
siguientes funciones:

a) Ostentar la representación legal de la Agencia.
b) Programar, dirigir y coordinar las actividades que sean necesarias para el desarrollo 

de las funciones de la Agencia.
c) Ejercer la dirección de los servicios de la Agencia y de su personal, en los términos 

previstos en las disposiciones legales vigentes.
d) Elaborar y proponer al Consejo Rector la propuesta de Contrato de gestión para su 

aprobación y posterior remisión a los Ministerios de Sanidad, Política Social e Igualdad, de 
Política Territorial y Administración Publica y de Economía y Hacienda.

e) Elaborar y proponer al Consejo Rector el anteproyecto de presupuesto de la Agencia.
f) Suscribir toda clase de actos, convenios, contratos y encomiendas en nombre de la 

Agencia.
g) Coordinar la elaboración de proyectos de disposiciones generales, directrices 

técnicas, circulares e instrucciones.
h) Aprobar los gastos y ordenar los pagos.
i) Aprobar la enajenación de bienes muebles y valores, o la compra de cualquiera de los 

bienes propios de la Agencia. En el supuesto de adquisición de bienes inmuebles o de 
derechos sobre los mismos, se requerirán previamente acuerdo del Consejo Rector e 
informe favorable del Ministerio de Economía y Hacienda.

j) Ejercer la iniciativa para la autorización de variaciones presupuestarias y determinar el 
destino de los remanentes de crédito que resulten de la liquidación del ejercicio 
presupuestario, conforme a lo establecido en el apartado 3.b) y 4, respectivamente, del 
artículo 27 de la Ley 28/2006, de 18 de julio.
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k) Aprobar los incrementos de gasto financiados con remanentes de crédito del ejercicio 
anterior, en los términos que establece el artículo 27.4 de la Ley 28/2006, de 18 de julio.

l) Formular y rendir las cuentas de la Agencia al Tribunal de Cuentas, a través de la 
Intervención General de la Administración del Estado, una vez aprobadas por el Consejo 
Rector.

m) Elaborar y presentar al Consejo Rector el informe general de actividad de la Agencia 
con carácter anual.

n) Proponer al Consejo Rector, para su aprobación, el nombramiento y cese del personal 
directivo de la Agencia, la relación de puestos de trabajo de la misma, así como resolver las 
convocatorias de provisión de puestos de trabajo del personal funcionario y contratar al 
personal laboral.

o) Proponer al Consejo Rector el número y cuantía de las tasas a aplicar por la Agencia 
en relación con los servicios prestados por la misma, como proyecto para una tramitación 
posterior conforme a la normativa vigente.

p) Coordinar las relaciones con la Agencia Europea de Medicamentos y otras 
instituciones europeas, con las demás entidades y organismos similares de los Estados 
miembros de la Unión Europea, terceros países y organismos internacionales, en 
colaboración con el órgano competente en materia de relaciones internacionales del 
Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, y de acuerdo con las directrices 
establecidas por éste.

q) Definir la Política de calidad de la Agencia y liderar la implantación de sistemas de 
gestión de calidad mediante el compromiso e implicación activa en la consecución de los 
objetivos de la Agencia.

r) Velar por la política de transparencia de la Agencia y coordinar sus actividades de 
comunicación, actuando como máximo portavoz de la Agencia. Proponer el Plan de 
Comunicación Externa de la Agencia al pleno del Consejo Rector.

s) Dirigir las relaciones con las principales autoridades, organismos y colectivos de 
ciudadanos interesados en las actividades de la Agencia.

t) Coordinar y tutelar las Áreas y Dependencias de Sanidad y Política Social de las 
Delegaciones del Gobierno en materia de medicamentos, productos sanitarios, cosméticos y 
productos de higiene personal sin perjuicio de la tutela funcional técnica propia de cada 
Departamento,

u) Desempeñar cuantas otras funciones se le atribuyan por norma legal o reglamentaria, 
cuantas facultades y competencias le delegue el Consejo Rector.

3. El Director de la Agencia podrá formalizar las encomiendas de gestión que resulten 
necesarias para la realización de actividades de carácter material, técnico o de servicios en 
el marco del artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

4. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, el Director de la Agencia será sustituido 
por el Secretario General de la misma, y en su defecto por uno de los jefes de 
Departamento, según orden de antigüedad en el desempeño del cargo.

Sección 3.ª Comisión de Control

Articulo 15.  Composición y funcionamiento.
1. El Consejo Rector, a propuesta de su Presidente, designará a tres de sus miembros, 

que no tengan responsabilidades de gestión en la Agencia y con conocimientos y 
experiencia en gestión, presupuestación, y control interno o de la actividad económica-
financiera, para formar la Comisión de Control.

El interventor delegado en la Agencia y el asesor jurídico de la misma, podrán asistir a 
las reuniones de la Comisión de Control con voz y sin voto.

2. En la reunión constitutiva de la Comisión de Control, ésta elegirá Presidente a uno de 
sus miembros, actuando como secretario de la misma también con voz y sin voto, el 
Secretario General de la Agencia.

3. La Comisión de Control se reunirá al menos, una vez al trimestre.
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Artículo 16.  Funciones de la Comisión de Control.
Corresponde a la Comisión de Control:
1. Informar al Consejo Rector sobre la ejecución del Contrato de gestión.
2. Informar al Consejo Rector sobre la ejecución del presupuesto y sobre las 

modificaciones presupuestarias que, en su caso, sean aprobadas por el Director.
3. Conocer e informar al Consejo Rector sobre informes de control de la gestión 

económico-financiera emitidos por el Tribunal de Cuentas y la Intervención General de la 
Administración del Estado.

4. Conocer la información económica-presupuestaria que la Agencia estatal, por su 
pertenencia al sector público estatal debe elaborar, y remitir a los órganos competentes, en 
cumplimiento de las obligaciones recogidas en la normativa vigente, velando por tanto por el 
cumplimento de dichas obligaciones.

5. Informar al Consejo Rector sobre cuantas cuestiones o asuntos este le solicite.

Sección 4.ª Órganos complementarios

Artículo 17.  Órganos de asesoramiento y coordinación.
1. Como órganos de asesoramiento y coordinación, la Agencia y su Consejo Rector 

contarán con un grupo de Comités Técnicos, además de una Red de Expertos Externos.
2. A tal efecto, se relacionan los Comités Técnicos adscritos a la Agencia y desarrollados 

normativamente:
a) El Comité de Medicamentos de Uso Humano.
b) El Comité de Seguridad de Medicamentos de Uso Humano.
c) El Comité de Medicamentos Veterinarios.
d) El Comité de Seguridad de Medicamentos Veterinarios.
e) El Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos de 

Uso Humano.
f) El Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos 

Veterinarios.
g) El Comité de disponibilidad de Medicamentos Veterinarios.
h) El Comité de la Farmacopea y el Formulario Nacional.
i) El Comité Técnico de Inspección.
j) El Comité de Coordinación de Servicios Farmacéuticos Periféricos.
k) El Comité de Productos Sanitarios.

Artículo 18.  El Comité de Medicamentos de Uso Humano.
1. El Comité de Medicamentos de Uso Humano (CMH) es el órgano colegiado de la 

Agencia que representa los intereses de la sociedad y vela por la transparencia, objetividad y 
rigor científico de las decisiones de la Agencia, en materia de comercialización de 
medicamentos.

2. Son funciones del Comité de Medicamentos de Uso Humano:
a) Velar por la eficiencia y transparencia en los procedimientos de autorización de 

medicamentos humanos
b) Informar preceptivamente los procedimientos de autorización, modificación relevante, 

suspensión o revocación de medicamentos de uso humano llevados a cabo desde la 
Agencia, por cualquiera de los procedimientos en vigencia.

c) Con carácter facultativo, a solicitud del Director de la Agencia emitirá, informes sobre 
los procedimientos relacionados con los medicamentos humanos

d) Coordinar los comités y grupos de trabajo en los procedimientos de evaluación y 
utilidad terapéutica de los medicamentos de uso humano.

3. Los informes emitidos por el Comité de Medicamentos de Uso Humano serán 
preceptivos en los supuestos en que así se establezca, pero en ningún caso tendrán 
carácter vinculante.
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4. El Comité de Medicamentos de Uso Humano estará compuesto por los siguientes 
miembros:

a) Diez vocales por razón de su cargo:
1.º El Director de la Agencia.
2.º El Jefe de Departamento de Medicamentos de uso humano de la Agencia.
3.º El Jefe de la División de Gestión de Procedimientos del Departamento de 

Medicamentos de Uso Humano.
4.º El Jefe de la División de Farmacología y Evaluación Clínica del Departamento de 

Medicamentos de Uso Humano.
5.º El Jefe de la División de Química y Tecnología Farmacéutica del Departamento de 

Medicamentos de Uso Humano.
6.º El Jefe de la División de Productos Biológicos y Biotecnología del Departamento de 

Medicamentos de Uso Humano.
7.º El Jefe de la División de Farmacoepidemiología y Farmacovigilancia del 

Departamento de Medicamentos de Uso Humano.
8.º El representante de la Agencia en el Comité de Medicamentos Humanos de la 

Agencia Europea de Medicamentos (EMA).
9.º Un representante de la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios del 

Ministerio de Sanidad, Política Social, e Igualdad.
10. Un representante nombrado por la Dirección General de Industria del Ministerio de 

Industria, Turismo y Comercio.
b) Doce vocales nombrados por el Consejo Rector, por un periodo de cuatro años, uno 

en representación de las organizaciones de consumidores y usuarios y once de entre 
miembros de reconocido prestigio y dedicación al ámbito de las ciencias y las técnicas 
relacionadas con el medicamento y la terapéutica, designados a propuesta de:

1.º Uno por la Asociación empresarial de la Industria Farmacéutica.
2.º Uno por el Consejo General de Colegios Oficiales de Médicos.
3.º Uno por el Consejo General de Colegios Oficiales de Farmacéuticos.
4.º Ocho por la Dirección de la Agencia.
c) Un vocal nombrado por el Consejo Rector de la Agencia Española de Medicamentos y 

Productos Sanitarios, a propuesta de la persona titular de la Dirección de la Agencia, por un 
periodo de dos años, en representación de los intereses de los pacientes.

5. El Presidente y Vicepresidente del Comité de Medicamentos de Uso Humano serán 
designados por el Consejo Rector de la Agencia de entre los ocho vocales designados a 
propuesta del Director de la Agencia. Actuará como Secretario del Comité de Medicamentos 
de Uso Humano, el Jefe de Departamento de Medicamentos de Uso Humano de la Agencia.

Artículo 19.  El Comité de Seguridad de Medicamentos de Uso Humano.
1. El Comité de Seguridad de Medicamentos de Uso Humano es el órgano colegiado 

para el asesoramiento técnico y científico en materia de seguridad de los medicamentos de 
uso humano.

2. En caso de que el Comité de Seguridad de Medicamentos de Uso Humano informe 
sobre una modificación, suspensión o revocación, dará audiencia al interesado.

3. Son funciones del Comité de Seguridad de Medicamentos de Uso Humano:
a) Proponer a la Agencia la realización de los estudios e investigaciones que estime 

necesarios para el mejor ejercicio de la farmacovigilancia de medicamentos de uso humano.
b) Asesorar a la Agencia en el ejercicio de la función de coordinación que a ésta le 

compete, respecto a la planificación, evaluación y desarrollo del Sistema Español de 
Farmacovigilancia en lo relativo a los medicamentos de uso humano.

c) Informar preceptivamente en el procedimiento de suspensión o revocación de una 
autorización de comercialización de medicamentos de uso humano en los supuestos 
contemplados en la normativa vigente en materia de farmacovigilancia de medicamentos de 
uso humano.
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d) Prestar asesoramiento técnico a los representantes españoles en el Comité Europeo 
de Evaluación de Riesgos en farmacovigilancia.

e) Con carácter facultativo, a solicitud del Director de la Agencia, informar sobre los 
estudios posautorización, informes periódicos de seguridad y planes de gestión de riesgos, 
así como de los medicamentos que deben de estar sujetos a especial control médico por 
razones de seguridad.

f) Elaborar las recomendaciones de uso descritas en el artículo 13, apartado 2 del Real 
Decreto 1015/2009, de 19 de junio, por el que se regula la disponibilidad de medicamentos 
en situaciones especiales.

g) Recomendar la realización de estudios encaminados a evaluar el impacto de las 
medidas tomadas para minimizar los riesgos de los medicamentos.

4. Los informes emitidos por el Comité de Seguridad de Medicamentos de Uso Humano 
serán preceptivos en los supuestos en que así se establezca, pero en ningún caso tendrán 
carácter vinculante.

5. El Comité estará compuesto por los siguientes miembros:
a) Cinco vocales por razón de su cargo:
1.º El titular de la Dirección de la Agencia.
2.º El Jefe de Departamento de Medicamentos de Uso Humano de la Agencia.
3.º El Jefe de División de Farmacoepidemiología y Farmacovigilancia del Departamento 

de Medicamentos de Uso Humano de la Agencia.
4.º Un representante de la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios del 

Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad.
5.º El Presidente del Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de 

Medicamentos de Uso Humano.
b) Cinco vocales de las Administraciones Sanitarias de Comunidades Autónomas, 

elegidos entre profesionales de reconocido prestigio en el ámbito de la medicina y de la 
farmacia a propuesta del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, y 
designados por el Ministro de Sanidad, Política Social e Igualdad por un periodo de cuatro 
años.

c) Seis vocales de libre designación, seleccionados entre profesionales y expertos con 
conocimientos ampliamente reconocidos en materia de farmacovigilancia, 
farmacoepidemiología, evaluación y control de medicamentos y diversas áreas de la 
medicina, a propuesta del Director de la Agencia y designados por el Consejo Rector de la 
Agencia, por un periodo de cuatro años.

d) Un vocal nombrado por el Consejo Rector de la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios, a propuesta de la persona titular de la Dirección de la Agencia, por un 
periodo de dos años, en representación de los intereses de los pacientes.

6. El Presidente y el Vicepresidente del Comité de Seguridad de Medicamentos de Uso 
Humano serán designados por el Consejo Rector de la Agencia de entre los seis vocales 
designados a propuesta del Director de la Agencia. Actuará como Secretario del Comité de 
Seguridad de Medicamentos de Uso Humano, el Jefe de Departamento de Medicamentos de 
Uso Humano de la Agencia.

Artículo 20.  El Comité de Medicamentos Veterinarios.
1. El Comité de Medicamentos Veterinarios es el órgano colegiado competente para el 

asesoramiento técnico y científico en todo lo relativo a las actividades de evaluación y 
autorización de medicamentos veterinarios, garantizando la objetividad e imparcialidad en la 
actuación administrativa.

2. Son funciones del Comité de Medicamentos Veterinarios:
a) Emitir informe preceptivo en los procedimientos de autorización, revocación o 

suspensión de medicamentos veterinarios que contengan nuevas entidades químicas, 
biológicas o radiofarmacéuticas.

b) Con carácter facultativo, a solicitud del Director de la Agencia, emitirá informe en los 
procedimientos de autorización de expedientes abreviados, en los de modificación de la 
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autorización de comercialización, así como en cualquier otro relacionado con la autorización 
de medicamentos veterinarios.

c) Prestar asesoramiento técnico a los representantes españoles en el Comité de 
Medicamentos Veterinarios así como en los grupos de trabajo y reuniones relacionadas con 
la evaluación de medicamentos veterinarios que se celebren en la Unión Europea.

d) Informar preceptivamente en el procedimiento de suspensión o revocación de una 
autorización de comercialización, en los supuestos previstos en la Ley 29/2006, de 26 de 
julio.

e) Prestar asesoramiento técnico a los representantes españoles en los grupos de 
trabajo que se celebren en la Unión Europea.

3. Los informes emitidos por el Comité de Medicamentos Veterinarios serán preceptivos 
en los supuestos en que así se establezca, y no tendrán carácter vinculante, salvo aquellos 
emitidos por razones de salud pública y sanidad animal.

4. El Comité de Medicamentos Veterinarios estará compuesto por los siguientes 
miembros:

a) Cinco vocales por razón de su cargo:
1.º La persona titular de la Dirección de la Agencia.
2.º El Jefe de Departamento de Medicamentos Veterinarios de la Agencia.
3.º Un representante de la Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición, del 

Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad.
4.º El Subdirector General de Sanidad de la producción primaria del Ministerio de Medio 

Ambiente, y Medio Rural y Marino.
5.º Un representante nombrado por la Dirección General de Industria del Ministerio de 

Industria, Turismo y Comercio.
b) Doce vocales nombrados por el Consejo Rector, por un periodo de cuatro años, uno 

en representación de las organizaciones de consumidores y usuarios y los otros once entre 
expertos de reconocido prestigio y dedicación al ámbito de las ciencias y las técnicas 
relacionadas con el medicamento veterinario, a propuesta de:

1.º Uno por la Asociación empresarial de la Industria Farmacéutica Veterinaria.
2.º Uno por el Consejo General de Colegios Oficiales de Veterinarios.
3.º Uno por el Consejo General de Colegios Oficiales de Farmacéuticos.
4.º Ocho por el Consejo Rector de la Agencia Española de Medicamentos y Productos 

Sanitarios, a propuesta de la persona titular de la Dirección de la Agencia, previa 
conformidad de la persona titular de la Secretaría General de Agricultura y Alimentación del 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

5. El Presidente y el Vicepresidente del Comité de Medicamentos Veterinarios será 
designado por el Consejo Rector de entre los ocho vocales señalados en el párrafo anterior. 
Actuará como Secretario del Comité de Evaluación de Medicamentos Veterinarios el Jefe del 
Departamento de Medicamentos Veterinarios.

Artículo 21.  El Comité de Seguridad de Medicamentos Veterinarios.
1. El Comité de Seguridad de Medicamentos Veterinarios es el órgano colegiado de la 

Agencia para el asesoramiento técnico y científico en materia de seguridad de los 
medicamentos veterinarios.

2. En caso de que el Comité de Seguridad de Medicamentos Veterinarios informe sobre 
una modificación, suspensión o revocación, dará audiencia al interesado.

3. Son funciones del Comité de Seguridad de Medicamentos Veterinarios:
a) Proponer a la Agencia la realización de los estudios e investigaciones que estime 

necesarios para el mejor ejercicio de la farmacovigilancia de medicamentos veterinarios.
b) Asesorar a la Agencia en el ejercicio de la función de coordinación que a ésta le 

compete, respecto a la planificación y desarrollo del Sistema Español de Farmacovigilancia 
en lo referente al medicamento veterinario.

c) Informar preceptivamente en el procedimiento de suspensión o revocación de una 
autorización de comercialización de medicamentos veterinarios, en los supuestos previstos 
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en la Ley 29/2006, de 26 de julio, recabando a estos efectos la información oportuna de la 
Administración competente en materia de sanidad veterinaria.

d) Prestar asesoramiento técnico a los representantes españoles en los grupos de 
trabajo y reuniones en materia de farmacovigilancia veterinaria que se celebren en la Unión 
Europea.

e) Con carácter facultativo, a solicitud del Director de la Agencia, colaborar en la 
evaluación de los estudios e Informes Periódicos de Seguridad.

4. Los informes emitidos por el Comité de Seguridad de Medicamentos Veterinarios 
serán preceptivos en los supuestos en que así se establezca, pero en ningún caso tendrán 
carácter vinculante.

5. El Comité de Seguridad de Medicamentos Veterinarios estará compuesto por los 
siguientes miembros:

a) Tres vocales por razón de su cargo:
1.º El Director de la Agencia.
2.º El Jefe del Departamento de Medicamentos Veterinarios de la Agencia.
3.º El Subdirector General de Sanidad de la producción primaria del Ministerio de Medio 

Ambiente, y Medio Rural y Marino.
b) Seis vocales representantes de las comunidades autónomas, designados por el titular 

del Departamento de Sanidad, Política Social e Igualdad, por un periodo de cuatro años, a 
propuesta de la Conferencia Sectorial de Agricultura y Desarrollo Rural.

c) Seis vocales de libre designación, seleccionados entre profesionales y expertos con 
conocimientos ampliamente reconocidos en materia de farmacovigilancia, ejercicio clínico de 
la veterinaria, evaluación y control de medicamentos veterinarios, designados por el Consejo 
Rector de la Agencia, por un periodo de cuatro años, a propuesta del Director de la Agencia, 
previa conformidad del titular de la Secretaría General de Medio Rural del Ministerio de 
Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino.

6. El Presidente y el Vicepresidente del Comité de Seguridad de Medicamentos 
Veterinarios serán designados por el Consejo Rector de la Agencia de entre los seis vocales 
designados a propuesta del Director de la Agencia. Actuará como Secretario del Comité de 
Seguridad de Medicamentos Veterinarios, el Jefe de Departamento de Medicamentos 
Veterinarios de la Agencia.

Artículo 22.  El Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de 
Medicamentos de Uso Humano.

1. El Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos de 
Uso Humano es un órgano de coordinación, cuyo objetivo es promover la operatividad y la 
calidad del trabajo realizado por el Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos 
de Uso Humano.

2. Son funciones del Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de 
Medicamentos de Uso Humano:

a) Armonizar los procedimientos necesarios para garantizar la homogeneidad en el 
tratamiento y evaluación de los datos recogidos en las notificaciones de sospechas de 
reacciones adversas a medicamentos por los Centros Autonómicos de Farmacovigilancia.

b) La discusión y debate científico de las señales de reacciones adversas de los 
medicamentos de uso humano notificadas mediante los sistemas previstos.

c) Garantizar la aplicación de los mismos métodos de trabajo e idénticos criterios de 
codificación, registro y evaluación de las notificaciones de sospechas de reacciones 
adversas a medicamentos.

d) Someter a consideración de la Secretaría del Comité de Seguridad de Medicamentos 
de Uso Humano aquellas señales que, por su relevancia y consistencia, se considere deban 
trasladarse a éste.

3. El Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos de 
Uso Humano estará compuesto por los siguientes miembros:
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a) Cuatro vocales en razón de su cargo:
1.º El Jefe de la división de Farmacoepidemiología y Farmacovigilancia del 

Departamento de Medicamentos de Uso Humano.
2.º El responsable de la Unidad de Coordinación del Sistema Español de 

Farmacovigilancia de Medicamentos de Uso Humano de la División de 
Farmacoepidemiología y Farmacovigilancia del Departamento de Medicamentos de Uso 
Humano.

3.º Un vocal de la Inspección General de Sanidad de la Defensa –Jefatura de Apoyo y 
Ordenación Farmacéutica.

4.º El Presidente, y en su ausencia el Secretario, del Comité Técnico de Inspección.
b) Diecisiete vocales representando cada uno a un Centro Autonómico de 

Farmacovigilancia y designado por el responsable del mismo en cada Comunidad 
Autónoma.

4. El Presidente y el Vicepresidente del Comité Técnico del Sistema Español de 
Farmacovigilancia de Medicamentos de Uso Humano serán elegidos, por sus miembros, de 
entre los representantes de las Comunidades Autónomas. Actuará como Secretario del 
Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos de Uso 
Humano el responsable de la Unidad de Coordinación del SEFV de la División de 
Farmacoepidemiología y Farmacovigilancia.

Artículo 23.  El Comité de Coordinación de Estudios Posautorización.
(Suprimido).

Artículo 24.  El Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de 
Medicamentos Veterinarios.

1. El Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos 
Veterinarios es el órgano colegiado de la Agencia que tiene por objetivo unificar los criterios 
de funcionamiento y evaluar las señales a medicamentos veterinarios detectadas por el 
Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos Veterinarios.

2. Son funciones del Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de 
Medicamentos Veterinarios:

a) Evaluar las señales correspondientes a medicamentos veterinarios detectadas por el 
Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos Veterinarios, garantizando el 
mantenimiento de idénticos criterios de codificación y de evaluación de acuerdo con las 
Buenas Prácticas de Farmacovigilancia del Sistema Español de Farmacovigilancia de 
Medicamentos Veterinarios, y aquellas otras regulaciones que vaya desarrollando y 
aprobando el propio Comité.

b) Coordinar las actividades de las distintas administraciones intervinientes en el Sistema 
Español de Farmacovigilancia de Medicamentos Veterinarios.

c) Someter a la Agencia las propuestas relacionadas con los efectos adversos de los 
Medicamentos de Uso Veterinario.

d) Informar al Departamento de Medicamentos Veterinarios sobre las actividades en 
materia de farmacovigilancia veterinaria de las comunidades autónomas.

e) Velar para que las administraciones intervinientes en el Sistema Español de 
Farmacovigilancia de Medicamentos Veterinarios adopten las recomendaciones nacionales e 
internacionales que se dicten sobre farmacovigilancia veterinaria.

f) Elaborar y aprobar las Buenas Prácticas de Farmacovigilancia de Medicamentos 
Veterinarios así como todas aquellas actuaciones que se estimen necesarias para el 
funcionamiento del Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos Veterinarios.

g) Facilitar y promover los trabajos de difusión del programa de notificación espontánea 
de reacciones adversas con Medicamentos Veterinarios, con el fin de armonizar y aumentar 
los niveles de participación de los profesionales sanitarios.
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3. Los informes emitidos por el Comité Técnico del Sistema Español de 
Farmacovigilancia de Medicamentos Veterinarios serán preceptivos en los supuestos en que 
así se establezca, pero en ningún caso tendrán carácter vinculante.

4. El Comité Técnico del Sistema Español de Farmacovigilancia de Medicamentos 
Veterinarios estará compuesto por los siguientes miembros:

1.º El Jefe del Departamento de Medicamentos Veterinarios de la Agencia.
2.º El Subdirector General de Sanidad de la Producción Primaria del Ministerio de Medio 

Ambiente, y Medio Rural y Marino.
3.º Un responsable en materia de Farmacovigilancia Veterinaria de cada Comunidad 

Autónoma y de la ciudad de Ceuta y de la ciudad de Melilla.
4.º La persona titular de la presidencia del Comité de seguridad de Medicamentos 

Veterinarios
5.º El responsable de Farmacovigilancia Veterinaria del Departamento de Medicamentos 

Veterinarios de la Agencia.
6.º El responsable de la coordinación de las bases de datos de Farmacovigilancia 

Veterinaria del Departamento de Medicamentos Veterinarios de la Agencia.
5. El Presidente y el Vicepresidente del Comité Técnico del Sistema Español de 

Farmacovigilancia de Medicamentos Veterinarios serán designados por el Consejo Rector de 
la Agencia de entre los vocales. Actuará como Secretario del Comité de Seguridad de 
Medicamentos Veterinarios, el Jefe de Departamento de Medicamentos Veterinarios de la 
Agencia.

Artículo 25.  El Comité de Disponibilidad de Medicamentos Veterinarios.
1. El Comité de Disponibilidad de Medicamentos Veterinarios es el órgano colegiado, 

adscrito a la Agencia, que tiene por objetivo promocionar y favorecer la disponibilidad de 
medicamentos veterinarios para todas las especies ganaderas de producción de alimentos y 
animales de compañía donde se produzca un vacío terapéutico y/o que por ser mercados 
reducidos no se dispongan de medicamentos para tratar determinadas enfermedades, 
mediante acciones tendentes a favorecer, impulsar y apoyar la investigación, 
experimentación, desarrollo, registro y comercialización de los mismos.

2. Son funciones del Comité de Disponibilidad de Medicamentos Veterinarios:
a) Identificar los problemas de la disponibilidad de Medicamentos Veterinarios en las 

diferentes especies de ganado e indicaciones terapéuticas.
b) Valorar la disponibilidad de Medicamentos Veterinarios por especies y su problemática 

específica.
c) Elaborar recomendaciones, propuestas e iniciativas relacionadas con la disponibilidad 

de Medicamentos Veterinarios.
d) Informar y asesorar sobre la disponibilidad de Medicamentos Veterinarios por 

especies de destino, estableciendo para cada una de ellas las necesidades mínimas 
imprescindibles para el mantenimiento de un estado sanitario aceptable.

e) En el caso de medicamentos inmunológicos, delimitar un listado de indicaciones o 
enfermedades que puedan ser categorizadas como usos menores para determinadas 
especies en España, en función de su especificidad, carácter de emergentes, baja incidencia 
en el censo ganadero por especies o respecto de las cuales no existe interés económico en 
el desarrollo de medicamentos veterinarios.

f) Valorar los vacíos terapéuticos existentes en cada especie de destino, estableciendo a 
su vez un orden de prioridades para cada especie, previo análisis de las causas de dichos 
vacíos.

g) Elaborar informes sobre la necesidad de establecer Límites Máximos de Residuos en 
una especie para determinadas sustancias farmacológicamente activas.

h) Realizar estudios de posibles alternativas terapéuticas compatibles con la salud 
pública o la seguridad alimentaria y los periodos de producción de cada una de las especies.

i) Llevar a cabo análisis y previsiones de riesgo sobre la falta de disponibilidad de 
medicamentos.

j) Informar sobre los consumos y administraciones de medicamentos mediante la 
prescripción excepcional por vacío terapéutico, por especies.
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k) Proponer posibles medidas técnicas en cuanto a los requisitos de los expedientes de 
registro de medicamentos destinados a estas especies acordes con la normativa 
comunitaria.

l) Asesorar y participar en la elaboración de medidas técnico-administrativas dentro del 
ámbito de la Unión Europea.

m) Informar en el caso de importaciones de medicamentos por vacío terapéutico.
n) Realizar una evaluación e informe anual de la situación existente.
ñ) El resto de funciones o actividades que se puedan derivar de la disponibilidad de 

Medicamentos Veterinarios.
3. Los informes emitidos por el Comité de Disponibilidad de Medicamentos Veterinarios 

serán preceptivos en los supuestos en que así se establezca, pero en ningún caso tendrán 
carácter vinculante.

4. El Comité de Disponibilidad de Medicamentos veterinarios estará compuesto por los 
siguientes miembros:

a) Cuatro vocales por razón de su cargo:
1.º El Jefe del Departamento de Medicamentos Veterinarios de la Agencia.
2.º El Subdirector General de Sanidad de la Producción Primaria del Ministerio de Medio 

Ambiente, y Medio Rural y Marino.
3.º El Subdirector General de Investigación Agraria y Alimentaria del Instituto Nacional de 

Investigación Agraria (INIA).
4.º El Subdirector General de Gestión de Riesgos Alimentarios de la Agencia Española 

de Seguridad Alimentaria y Nutrición.
b) Cinco vocales representantes de las comunidades autónomas, designados por la 

persona titular del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, a propuesta de la 
Conferencia Sectorial de Agricultura y Desarrollo Rural.

c) Dos vocales por la Asociación empresarial de la Industria Farmacéutica Veterinaria.
d) Un vocal por el Consejo General de Colegios Oficiales de Veterinarios.
e) Un vocal por el Consejo General de Colegios Oficiales de. Farmacéuticos.
f) Seis vocales por parte del sector ganadero, de los sectores de especies menores o 

usos menores, designados por el titular del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, 
a propuesta del titular de la Secretaría General de Medio Rural del Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y Marino: uno del sector de la acuicultura, uno de la apicultura, uno 
de la avicultura de puesta, uno de la cunicultura, uno del sector ovino-caprino y uno del 
ámbito de los animales de compañía.

g) Un vocal en representación de la Plataforma Tecnológica Española de Sanidad Animal 
(Vet+i), nombrado por el titular del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, a 
propuesta de la misma.

h) Cinco vocales de libre designación, seleccionados entre profesionales y expertos con 
conocimientos ampliamente reconocidos en materia de medicamentos y en sanidad animal, 
designados por el Consejo Rector de la Agencia, a propuesta del Director de la Agencia, 
previa conformidad del titular de la Secretaría General de Medio Rural del Ministerio de 
Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino.

5. El Presidente y el Vicepresidente del Comité de Disponibilidad de Medicamentos 
Veterinarios serán designados por el Consejo Rector de la Agencia de entre los cinco 
vocales designados a propuesta del Director de la Agencia. Actuará como Secretario del 
Comité de Seguridad de Medicamentos Veterinarios, el Jefe de Departamento de 
Medicamentos Veterinarios de la Agencia.

Artículo 26.  El Comité de la Farmacopea y el Formulario Nacional.
1. El Comité de la Farmacopea y el Formulario Nacional es el órgano colegiado de la 

Agencia que tiene por objeto promover y supervisar los trabajos desarrollados por la 
Farmacopea y el Formulario Nacional.

2. Son funciones del Comité de la Farmacopea y el Formulario Nacional:
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a) Informar, con carácter preceptivo y no vinculante, las sucesivas ediciones de la Real 
Farmacopea Española y del Formulario Nacional, así como sus adiciones y correcciones, y 
proponer las fechas de su entrada en vigor.

b) Aprobar la propuesta de listado de nuevas monografías y otros textos a incluir en la 
Real Farmacopea Española y el Formulario Nacional.

c) Establecer las prioridades en la elaboración de las nuevas monografías o la revisión 
de las antiguas.

d) Asesorar a la Delegación Española en la Comisión de la Farmacopea Europea.
e) Velar por que la elaboración de las monografías de la Real Farmacopea Española y 

del Formulario Nacional responda a los criterios de transparencia informativa, calidad, 
objetividad y rapidez, así como que tenga en consideración lo establecido en otras 
Farmacopeas o Formularios internacionales con vistas a una armonización internacional.

f) Recabar la colaboración eventual de asesores con conocimientos destacados en 
materias específicas.

g) Proponer al Director de la Agencia la realización de estudios e investigaciones que 
estime necesarios para el mejor cumplimiento de la finalidad de la Farmacopea y del 
Formulario Nacional.

3. Los informes emitidos por el Comité de la Farmacopea y el Formulario Nacional serán 
preceptivos en los supuestos en que así se establezca, pero en ningún caso tendrán 
carácter vinculante.

4. El Comité de la Farmacopea y el Formulario Nacional estará compuesto por los 
siguientes miembros:

a) Cinco vocales por razón de su cargo:
1.º El Director de la Agencia.
2.º El Jefe del Departamento de Medicamentos de Uso Humano
3.º El Jefe del Departamento de Inspección y Control de Medicamentos
4.º El Jefe del Departamento de Medicamentos Veterinarios.
5.º El Director del Instituto Nacional de Toxicología.
b) Ocho vocales nombrados por el titular del Departamento de Sanidad, Política Social e 

Igualdad, por un periodo de cuatro años, a propuesta del Consejo Rector en representación 
de los siguientes colectivos o instituciones:

1.º Un académico de la Real Academia de Farmacia.
2.º El Presidente del Consejo General de Colegios Oficiales de Farmacéuticos o persona 

en quien delegue.
3.º El Presidente del Consejo General de Colegios Oficiales de Veterinarios o persona en 

quien delegue.
4.º El Presidente del Consejo General de Médicos o persona en quien delegue.
5.º Un Oficial General Farmacéutico de la Inspección General de Sanidad del Ministerio 

de Defensa.
6.º Un vocal procedente de las organizaciones privadas representantes de los 

laboratorios farmacéuticos.
7.º Un vocal procedente de las organizaciones privadas representantes de la industria 

elaboradora de materias primas farmacéuticas.
8.º Un vocal representante de las organizaciones privadas del ámbito profesional de la 

industria elaboradora de medicamentos veterinarios.
En los tres últimos casos, los máximos responsables de la organización privada más 

representativa en cada ámbito propondrán el nombramiento de los vocales en cuestión.
c) Seis vocales de libre designación, seleccionados entre profesionales y expertos con 

conocimientos ampliamente reconocidos en materia de farmacopea y control de calidad de 
medicamentos, designados por el Consejo Rector de la Agencia, por un periodo de cuatro 
años, a propuesta del Director de la Agencia.

5. El Presidente y el Vicepresidente del Comité de la Farmacopea y el Formulario 
Nacional serán designados por el Consejo Rector de la Agencia de entre los seis vocales 
designados a propuesta del Director de la Agencia. Actuará como Secretario de la Comisión 
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y de los Comités, con voz, pero sin voto, el responsable de la Unidad de Farmacopea y 
Formulario Nacional de la Agencia.

Artículo 27.  El Comité Técnico de Inspección.
1. El Comité Técnico de Inspección es el órgano coordinador en materia de Inspección y 

control de medicamentos, productos sanitarios, cosméticos y productos de higiene personal, 
y el encargado de garantizar la homogeneidad de criterios y actuaciones de los Servicios de 
inspección y control de la Agencia y de los órganos competentes de las comunidades 
autónomas.

2. El Comité Técnico de Inspección forma parte integrante de la Agencia como órgano 
colegiado orientado al desarrollo de las funciones y actividades necesarias para la 
coordinación y armonización de criterios y exigencias en materia de inspección y control 
entre la Agencia y las comunidades autónomas.

3. El Comité Técnico de Inspección estará compuesto por los titulares del Departamento 
de Inspección y Control de Medicamentos y del Departamento de Productos Sanitarios de la 
Agencia, así como por técnicos responsables de los servicios de inspección de la Agencia, y 
de cada una de las comunidades autónomas, además de los técnicos específicos 
responsables del área de control para todas las actividades propias de su ámbito.

4. El Presidente y el Vicepresidente del Comité Técnico de Inspección serán elegidos de 
entre los representantes de las Comunidades Autónomas y de la Agencia por un periodo de 
2 años. Por causas excepcionales y cuando no se presente ningún candidato, podrá 
ocuparse este cargo de forma consecutiva por un periodo máximo de 4 años.

5. Son funciones del Comité Técnico de Inspección las siguientes:
a) Promover la armonización de criterios en actuaciones de inspección y control sobre 

medicamentos, productos sanitarios, cosméticos y productos de higiene personal en el 
ámbito de sus competencias.

b) Elaborar documentos que recojan los principios básicos de los sistemas de garantía 
de calidad de los servicios de inspección para el desarrollo de las actividades inspectoras.

c) Analizar la legislación vigente nacional y comunitaria con el fin de incorporar a los 
procedimientos de inspección los aspectos que procedan.

d) Recoger, conocer y analizar los documentos e informes procedentes de los 
Organismos Internacionales de Inspección y Control Farmacéutico y promover la adopción 
de las correspondientes directrices para su general aplicación.

e) Promover el estudio, análisis y propuesta de directrices de materias técnicas 
específicas de fabricación, conservación, distribución y dispensación de medicamentos, 
productos sanitarios, cosméticos y productos de higiene personal.

f) Establecer protocolos para la gestión coordinada de alertas de medicamentos, 
productos sanitarios y cosméticos.

g) Participar en la elaboración de la propuesta de medicamentos a incluir en el Programa 
Anual de Control de Medicamentos y aprobar la distribución de la toma de muestras de dicho 
programa.

h) Aprobar los Planes Coordinados de Inspección de comunidades autónomas y Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios propuestos por los Grupos técnicos de 
trabajo.

i) Elaborar programas coordinados de inspección de productos sanitarios, cosméticos y 
productos de higiene personal y aprobar su aplicación.

j) Promover y apoyar la realización de Jornadas de Inspección Farmacéutica.
k) Aprobar los Programas de Formación de los inspectores.
l) Aprobar la creación y disolución de los Grupos Técnicos de trabajo, definir su ámbito 

de actuación y aprobar sus Normas de funcionamiento.
m) Elegir al Presidente y Vicepresidente del Comité Técnico de Inspección.
n) Aprobar el Reglamento del Comité y sus modificaciones.
o) Aprobar el resumen anual de las actividades del Comité.
p) Cualquier otra función que se le encomiende dentro de su ámbito competencial.
6. El funcionamiento del Comité Técnico de Inspección se dotará con cargo a los créditos 

generales de la Agencia.
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Artículo 28.  El Comité de Coordinación de Servicios Farmacéuticos Periféricos.
1. El Comité de Coordinación de Servicios Farmacéuticos Periféricos es el órgano 

coordinador encargado de promover criterios y actuaciones homogéneos por parte de los 
servicios farmacéuticos periféricos con dependencia funcional de la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios.

2. El Comité de Coordinación de Servicios Farmacéuticos Periféricos forma parte 
integrante de la Agencia como órgano colegiado orientado al desarrollo de las funciones y 
actividades necesarias para la coordinación y armonización de criterios y exigencias en 
materia de comercio exterior referidas a medicamentos y sus materias primas, productos 
sanitarios, cosméticos y productos de higiene personal, así como en las actividades de 
inspección farmacéutica y las actividades en materia de tráfico ilícito de sustancias 
estupefacientes y psicotrópicas, en sus contenidos técnico-analíticos.

3. El Comité de Coordinación de Servicios Farmacéuticos Periféricos estará compuesto 
por los titulares de los Departamentos de Medicamentos de Uso Humano, y de Inspección y 
Control de Medicamentos y de Productos Sanitarios de la Agencia, así como por técnicos de 
dichos Servicios Farmacéuticos Periféricos y por técnicos específicos de los departamentos 
mencionados con responsabilidad en las materias objeto de coordinación.

4. El Presidente y el Vicepresidente del Comité de Coordinación de Servicios 
Farmacéuticos Periféricos serán elegidos de entre los representantes de los Servicios 
Farmacéuticos Periféricos y de la Agencia por un periodo de 2 años. Por causas 
excepcionales y cuando no se presente ningún candidato, podrá ocuparse este cargo de 
forma consecutiva por un periodo máximo de 4 años.

5. Son funciones del Comité de Coordinación de Servicios Farmacéuticos Periféricos, las 
siguientes:

a) Promover la armonización de criterios, establecer protocolos y favorecer un desarrollo 
eficiente de las actuaciones de inspección y control de comercio exterior sobre 
medicamentos, productos sanitarios, cosméticos y productos de higiene personal.

b) Facilitar el desarrollo de las actuaciones de la inspección farmacéutica sobre 
medicamentos, productos sanitarios, cosméticos y productos de higiene personal, 
elaborando en su caso los correspondientes protocolos, de acuerdo con los estándares de 
calidad que sean aplicables.

c) Favorecer el intercambio de información y la armonización de exigencias y criterios en 
el análisis de sustancias estupefacientes y psicotrópicas en la red de laboratorios de los 
servicios farmacéuticos periféricos.

d) Elaborar y aprobar los documentos que recojan los principios básicos de los sistemas 
de garantía de calidad de la red de laboratorios de análisis de sustancias estupefacientes y 
psicotrópicas de los servicios farmacéuticos periféricos así como los procedimientos 
específicos correspondientes.

e) Conocer y analizar los documentos e informes procedentes de los Organismos 
Internacionales en materia de medicamentos, productos sanitarios, cosméticos y productos 
de higiene personal, así como los relativos a los análisis de sustancias estupefacientes y 
psicotrópicas.

f) Aprobar la creación y disolución de los Grupos Técnicos de trabajo, definir su ámbito 
de actuación y aprobar sus normas de funcionamiento.

g) Elegir al Presidente y Vicepresidente del Comité de Coordinación de Servicios 
Farmacéuticos Periféricos.

h) Aprobar el Reglamento del Comité y sus modificaciones.
i) Aprobar el resumen anual de las actividades del Comité.
j) Cualquier otra función que se le encomiende dentro de su ámbito competencial.
6. El funcionamiento del Comité de Coordinación de Servicios Farmacéuticos Periféricos 

se dotará con cargo a los créditos generales de la Agencia.

Artículo 28 bis.  El Comité de Productos Sanitarios.
1. El Comité de Productos Sanitarios es el órgano colegiado para el asesoramiento 

técnico, científico y clínico en materia de seguridad, eficacia y calidad de productos 
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sanitarios en todos los procedimientos desarrollados por la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios en calidad de autoridad competente.

2. Son funciones del Comité de Productos Sanitarios:
a) Proponer a la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios la 

realización de los estudios e investigaciones que estime necesarios en relación con los 
productos sanitarios.

b) Asesorar a la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios en los 
aspectos relacionados con la seguridad, la eficacia clínica, el funcionamiento, la calidad, la 
información y el correcto uso de los productos sanitarios.

c) Asesorar a la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios en el 
ejercicio de la función de evaluación de los incidentes adversos que a esta le compete en el 
marco del Sistema de Vigilancia de productos sanitarios, así como en la evaluación de los 
riesgos que puedan presentar los productos sanitarios comercializados.

d) Prestar asesoramiento técnico a los representantes españoles en los grupos de 
trabajo y reuniones en materia de productos sanitarios que se celebren en la Unión Europea 
y otros organismos internacionales.

e) Informar sobre métodos de ensayo y normas técnicas.
f) Asesorar acerca de las medidas a adoptar encaminadas a la salvaguardia de la salud 

pública y la protección de los pacientes y usuarios en materia de productos sanitarios, así 
como en las recomendaciones a emitir para la protección de la salud de la población, la 
utilización segura de los productos y el seguimiento y tratamiento de los pacientes.

g) Informar sobre cualquier otra cuestión en materia de productos sanitarios.
3. El Comité de Productos Sanitarios estará constituido por los siguientes vocales:
a) Cuatro vocales por razón de su cargo:
1.º La persona titular de la Dirección de la Agencia Española de Medicamentos y 

Productos Sanitarios o persona en quien delegue.
2.º La persona que ostente la jefatura del Departamento de Productos Sanitarios de la 

Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios.
3.º La persona responsable del Área de vigilancia y control del mercado del 

Departamento de Productos Sanitarios de la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios.

4.º La persona que presida el Comité Técnico de Inspección.
b) Cinco vocales en representación de:
1.º El Ministerio de Sanidad.
2.º El Ministerio de Consumo
3.º El Instituto de Salud Carlos III, a propuesta de su máximo órgano de dirección.
4.º El Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, a propuesta de su máximo 

órgano de dirección.
5.º El Consejo Superior de Investigaciones Científicas, a propuesta de su máximo órgano 

de dirección.
c) Cuatro vocales de libre designación, seleccionados entre profesionales y expertos con 

conocimientos ampliamente reconocidos en materia de productos sanitarios, designados por 
el Consejo Rector de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios, a 
propuesta de la persona titular de la Dirección de la Agencia, por un periodo de cuatro años.

d) Un vocal nombrado por la por el Consejo Rector de la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, a propuesta de la persona titular de la Dirección de la 
Agencia, por un periodo de dos años, en representación de los intereses de los pacientes.

En la designación de las vocalías se atenderá al principio de presencia equilibrada entre 
mujeres y hombres, salvo por razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas.

4. En virtud de lo dispuesto en el artículo 29.3, el Comité podrá requerir la colaboración 
de cuantos expertos considere oportunos.

5. Actuará como Presidente la persona titular de la Dirección de la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, o persona a quien designe esta como sustituta, y 
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como Secretario uno de los vocales de la Agencia Española de Medicamentos y Productos 
Sanitarios. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, la presidencia del Comité 
corresponderá a la persona que ostente la jefatura del Departamento de Productos 
Sanitarios de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios.

6. El Comité de Productos Sanitarios llevará a cabo las reuniones que sus funciones de 
asesoramiento requieran, en respuesta a las necesidades de la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, funcionando en Pleno o en Comisiones conforme a la 
normativa que establezca su Reglamento de Funcionamiento Interno.

Igualmente, podrá celebrar sus reuniones a distancia y emitir los informes y adoptar 
decisiones por procedimiento escrito, sin necesidad de recurrir a la reunión presencial de sus 
miembros.

Artículo 28 ter.  Comité Técnico del Área de Certificación.
(Suprimido)

Artículo 29.  Normas comunes en el funcionamiento de los Comités.
1. En defecto de disposiciones específicas del presente Estatuto, los Comités ajustarán 

su actuación, en lo que les sea de aplicación, a las disposiciones del capítulo II del título II de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

2. Los Comités elaborarán su reglamento interno y sus procedimientos de actuación y 
funcionamiento. Anualmente presentarán una memoria de sus actividades y aprobarán el 
programa de actuaciones del ejercicio siguiente.

3. Los Comités podrán requerir la colaboración de cuantos expertos consideren 
oportunos, sin perjuicio de lo que se establezca sobre su composición, al objeto de discutir 
aquellos aspectos que, por su especialización, lo hicieran necesario.

4. En caso que así se solicite, la adopción de informes se podrá realizar mediante 
procedimiento escrito, sin necesidad de que los miembros de los Comités se reúnan 
presencialmente.

5. El funcionamiento de los Comités será atendido con los medios personales, técnicos y 
presupuestarios asignados a la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios.

Sección 5.ª Estructura administrativa

Artículo 30.  Estructura administrativa.
1. Del Director de la Agencia dependerán directamente las siguientes unidades:
a) La Secretaría General.
b) El Departamento de Medicamentos de Uso Humano,
c) El Departamento de Medicamentos Veterinarios.
d) El Departamento de Inspección y Control de Medicamentos
e) El Departamento de Productos Sanitarios.
2. Existirá una Intervención Delegada de la Intervención General de la Administración del 

Estado adscrita al Director de la Agencia
3. Se adscribe a la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios el Centro 

Nacional de Certificación de Productos Sanitarios como unidad con nivel orgánico de 
Subdirección General. Sin perjuicio de las especialidades recogidas en este Estatuto, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 95.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, para la 
determinación de los servicios comunes.

Artículo 31.  La Secretaría General.
A la Secretaría General de la Agencia le corresponderá entre otras el ejercicio de las 

siguientes funciones:
1. La selección del personal laboral, así como la gestión y formación de los recursos 

humanos bajo la supervisión del Director y siguiendo los criterios y directrices del Consejo 
Rector.
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2. La tramitación de los expedientes de contratación para adquisición de bienes y 
servicios, así como la habilitación del material, y de manera especial, la gestión y dotación 
de medios informáticos, además del análisis y diseño previo de los sistemas de información 
necesarios para el ejercicio de las funciones de la Agencia.

3. La gestión de los ingresos y gastos, la realización de los cobros y pagos, y la gestión 
de la tesorería de la Agencia, así como la propuesta de establecimiento y modificación de las 
tasas derivadas del ejercicio de las competencias que correspondan a la Agencia, y la 
aplicación de las tasas y de las sanciones derivadas de la actuación inspectora de la 
Agencia.

4. La formación y mantenimiento actualizado de los inventarios de los bienes muebles e 
inmuebles, tanto propios como adscritos, así como la custodia de estos últimos y la 
tramitación de los expedientes de adquisición, arrendamiento, adscripción y/o descripción.

5. La publicación de las autorizaciones de comercialización de los medicamentos de uso 
humano y veterinario, así como las suspensiones, revocaciones o anulaciones de las 
mismas, y el seguimiento de las consecuencias jurídicas de estos actos formales.

6. La edición de los repertorios oficiales de información, las memorias anuales y 
cualesquiera otras publicaciones de la Agencia.

7. La instrucción de los procedimientos sancionadores en el ámbito de las competencias 
del organismo y las relaciones con los Tribunales de Justicia.

8. La seguridad, régimen interior, asuntos generales, y la coordinación e inspección de 
las unidades, instalaciones y servicios de la Agencia.

9. La planificación y ejecución de la política de riesgos laborales, así como el servicio 
médico de empresa y la seguridad e higiene en el trabajo.

10. Ejercer la secretaría del Consejo Rector y de la Comisión de Control de la Agencia.
11. Ejercer cuando le sean delegadas por el Director las funciones a que se refieren las 

letras f), g) e i) del apartado 2 del artículo 14 del presente Estatuto.
12. Gestionar los asuntos horizontales que no se correspondan con competencias 

específicamente atribuidas a otras unidades de la Agencia, así como cualesquiera otras que 
le sean atribuidas por normas legales o reglamentarias.

Articulo 32.  El Departamento de Medicamentos de Uso Humano.
Al Departamento de Medicamentos de Uso Humano, corresponderá la gestión de las 

siguientes funciones, siempre referidas al ámbito de los medicamentos de uso humano:
1. Evaluar, autorizar, modificar, renovar, restringir, suspender o revocar la autorización de 

comercialización de los medicamentos de uso humano elaborados industrialmente y los 
medicamentos especiales.

2. Autorizar, modificar, suspender o revocar los ensayos clínicos de medicamentos de 
uso humano.

3. Autorizar el acceso individualizado a medicamentos en investigación, las 
autorizaciones temporales de uso y los medicamentos extranjeros así como establecer las 
recomendaciones de uso de los medicamentos utilizados en condiciones distintas de las 
autorizadas, con la participación de la Dirección General de Farmacia y Productos 
Sanitarios, en los procesos correspondientes.

4. Establecer y publicar las Denominaciones Oficiales Españolas (DOE).
5. Gestionar las actividades de la Real Farmacopea Española y las requeridas en 

relación con la Comisión de la Farmacopea Europea, en relación con la elaboración de 
monografías de principios activos y excipientes, métodos analíticos y establecimiento de 
materiales de referencia.

6. Gestionar y mantener actualizado el Registro de Medicamentos de Uso Humano.
7. Elaborar y promover la distribución de información sobre los medicamentos de uso 

humano destinada a los profesionales sanitarios, a otras autoridades sanitarias y a la 
sociedad en general, en el marco de las actividades de promoción del uso racional de los 
medicamentos.

8. Realizar y promover estudios de utilización de los medicamentos en España.
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9. Identificar, evaluar y gestionar los riesgos derivados de los medicamentos autorizados. 
Coordinar el Sistema Español de Farmacovigilancia y actuar como centro de referencia 
nacional en materia de farmacovigilancia y en las correspondientes redes europeas.

10. Promover, realizar y coordinar estudios farmacoepidemiológicos, de acuerdo con lo 
dispuesto en la normativa sobre farmacovigilancia.

11. Clasificar y coordinar la evaluación de los estudios posautorización promovidos por 
parte de la industria u otros organismos o profesionales sanitarios. Evaluar los estudios 
posautorización vinculados a la autorización de los medicamentos y/o incluidos en el plan de 
gestión de riesgos.

12. Determinar los medicamentos de especial control médico por razones de seguridad y 
definir los programas de seguimiento que habrán de cumplir.

13. Elaborar los informes de utilidad terapéutica de los medicamentos.
14. Promover, ejecutar, coordinar y supervisar las actividades de liberación de lotes de 

productos biológicos de uso humano, así como el examen de las materias primas, los 
productos intermedios y otros componentes de los medicamentos durante el proceso de 
autorización.

15. Mantener un depósito estatal estratégico de medicamentos y productos sanitarios 
para emergencias y catástrofes así como para cooperación internacional y coordinar el 
suministro de vacunas, medicamentos y productos sanitarios para campañas sanitarias, de 
forma conjunta con las distintas administraciones.

16. Desempeñar las funciones asignadas a la Agencia en materia de comercio exterior 
de los medicamentos de uso humano autorizados, incluyendo, en su caso, la emisión de los 
certificados necesarios para la autorización de su importación o exportación por Aduana.

17. Gestionar el resto de competencias asignadas en el artículo 7 a la Agencia, 
relacionadas con los medicamentos de uso humano y que no estén explícitamente 
asignadas a otros Departamentos.

Artículo 33.  El Departamento de Medicamentos Veterinarios.
Al Departamento de Medicamentos Veterinarios corresponderá el ejercicio de las 

siguientes funciones, siempre referidas al ámbito de los medicamentos veterinarios:
1. Evaluar, autorizar, modificar, renovar, restringir, suspender o revocar la autorización de 

comercialización de los medicamentos veterinarios elaborados industrialmente.
2. Autorizar, modificar, suspender o revocar los ensayos clínicos y productos en fase de 

investigación clínica en medicamentos veterinarios.
3. Autorizar medicamentos con autorización temporal de uso.
4. Promover la disponibilidad de medicamentos veterinarios para todas las especies 

ganaderas.
5. Inscribir, mantener y actualizar el Registro de Medicamentos Veterinarios elaborados 

industrialmente.
6. Desempeñar las funciones asignadas a la Agencia en materia de comercio exterior de 

los medicamentos veterinarios autorizados, importación de medicamentos veterinarios no 
registrados por vacío terapéutico, importación de principios activos y comercio paralelo 
intracomunitario, incluyendo, en su caso, la emisión de los certificados necesarios para la 
autorización de su exportación por Aduana.

7. Gestionar las autorizaciones excepcionales de uso por vacío terapéutico.
8. Identificar, evaluar y gestionar los riesgos derivados de los medicamentos veterinarios. 

Coordinar el Sistema Español de Farmacovigilancia Veterinaria y actuar como centro de 
referencia nacional en materia de farmacovigilancia veterinaria y en las correspondientes 
redes europeas.

9. Realizar y promover estudios de utilización de los medicamentos en España, en 
relación con las actividades de farmacovigilancia y farmacoepizootiología, utilidad 
terapéutica y promoción del uso correcto de los medicamentos.

10. Promover, coordinar y supervisar la realización de estudios farmacoepizootiológicos 
por parte de la industria u otros organismos o profesionales. Coordinar la evaluación y 
gestión de los estudios post-autorización vinculados a la autorización de los medicamentos 
veterinarios y/o incluidos en el plan de gestión de riesgos.
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11. Evaluar y comunicar los riesgos derivados de problemas de calidad de los 
medicamentos veterinarios autorizados en España.

12. Desarrollar las funciones relativas al establecimiento de limitaciones restricciones y 
condiciones de prescripción de los medicamentos veterinarios. 13. Gestionar el resto de 
competencias asignadas en el artículo 7 a la Agencia, relacionadas con los medicamentos 
veterinarios y que no estén explícitamente asignadas a otros Departamentos.

14. Promover, ejecutar, coordinar y supervisar las actividades de liberación de lotes de 
productos biológicos, así como el examen de las materias primas, los productos intermedios 
y otros componentes de los medicamentos durante el proceso de autorización.

Artículo 34.  El Departamento de Inspección y Control de Medicamentos.
Al Departamento de Inspección y Control de Medicamentos corresponderá en el ámbito 

de los medicamentos de uso humano y veterinario el ejercicio de las siguientes funciones:
1. Otorgar, modificar, restringir, suspender y revocar la autorización de la actividad de los 

laboratorios farmacéuticos de medicamentos de uso humano y veterinario y mantener el 
Registro de laboratorios farmacéuticos.

2. Verificar, mediante inspecciones, el cumplimiento de las normas de correcta 
fabricación, normas de buena práctica clínica, de las normas de buena práctica de 
farmacovigilancia, de las de buenas prácticas de laboratorio y de las buenas prácticas de 
distribución en el ámbito de competencias de la Administración General del Estado.

3. Autorizar la importación y exportación y el comercio intracomunitario de medicamentos 
no registrados, que vayan a ser posteriormente comercializados en un Estado miembro de la 
Unión Europea o en un tercer país, incluyendo, en su caso, la emisión de los certificados 
necesarios para la autorización de su importación o exportación por Aduana.

4. Mantener y publicar el catálogo de almacenes mayoristas de medicamentos
5. Evaluar y gestionar los riesgos derivados de problemas de calidad de los 

medicamentos autorizados en España
6. Gestionar los problemas de suministro de medicamentos en lo que corresponda a la 

Administración General del Estado.
7. Desarrollar las funciones y responsabilidades estatales de inspección y control en 

materia de tráfico y uso lícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.
8. Desarrollar las funciones de control en materia de medicamentos incluyendo las 

competencias relativas a ilegales y falsificados, que corresponden al ámbito de competencia 
de la Agencia.

9. Elaborar y publicar el Formulario Nacional.
10. Coordinar el funcionamiento de las Áreas y Dependencias de Sanidad y Política 

Social en las actividades de sanidad exterior y las actividades de inspección farmacéutica en 
lo correspondiente a los medicamentos y sus materias primas, así como en las actividades 
relativas al tráfico ilícito de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, en sus contenidos 
técnico-analíticos.

11. Asumir el resto de competencias de gestión y coordinación asignadas en el artículo 7 
a la Agencia, en relación con la inspección y el control de medicamentos, y que no estén 
explícitamente asignadas a otros Departamentos.

Artículo 35.  El Departamento de Productos Sanitarios.
Al Departamento de Productos Sanitarios corresponderá el ejercicio de las siguientes 

funciones:
1. Determinar la calificación y clasificación de los productos sanitarios y controlar sus 

características, prestaciones o funcionamiento, en conformidad con la normativa vigente, 
pudiendo limitar, restringir, prohibir, o someter a condiciones especiales su introducción en el 
mercado, puesta en servicio, distribución, utilización, dispensación o venta, así como 
actualizar sus registros unificados nacionales.

2. Evaluar la idoneidad sanitaria y su conformidad con la normativa vigente de 
cosméticos, productos de higiene personal y biocidas de uso clínico y personal, 
estableciendo dicha conformidad o autorizando su comercialización según proceda, así 
como actualizar sus registros unificados nacionales. Modificar, restringir, suspender, renovar 
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y revocar las certificaciones y autorizaciones de cosméticos, productos de higiene personal y 
biocidas de uso clínico y personal, pudiendo limitar, restringir, prohibir o someter a 
condiciones especiales su puesta en mercado, puesta en servicio, distribución, utilización, 
dispensación o venta.

3. Otorgar, modificar, restringir, suspender, renovar o revocar las autorizaciones de 
actividades de las empresas fabricantes, importadoras, agrupadoras y esterilizadoras de 
productos sanitarios, cosméticos y productos de higiene personal. Todo ello con la excepción 
de las actividades de fabricación de productos sanitarios a medida.

4. Autorizar, modificar, suspender o revocar las investigaciones clínicas con productos 
sanitarios.

5. Autorizar, suspender o limitar la utilización excepcional de productos sanitarios por 
razones de interés sanitario.

6. Planificar, desarrollar y gestionar los Sistemas de Vigilancia de los productos sanitarios 
y de los cosméticos, actuando como centro de referencia nacional en las correspondientes 
redes europeas.

7. Desempeñar las funciones asignadas a la Agencia en materia de comercio exterior de 
los productos sanitarios, cosméticos, productos de higiene personal, y biocidas de uso 
clínico y personal, incluyendo, en su caso, la emisión de los certificados necesarios para la 
autorización de su importación o exportación por Aduana.

8. Desarrollar la actividad inspectora y el control de los productos sanitarios, cosméticos, 
productos de higiene personal y biocidas de uso clínico y personal, incluyendo las funciones 
relativas a los productos ilegales y falsificados, en lo que corresponde a la Administración 
General del Estado.

9. Coordinar el funcionamiento de las Áreas y Dependencias de Sanidad, Política Social 
en las actividades de sanidad exterior y en las actividades de inspección farmacéutica en lo 
correspondiente a los productos sanitarios, cosméticos, productos de higiene personal y 
biocidas de uso clínico y personal.

10. Gestionar el resto de competencias asignadas en el artículo 7 a la Agencia, en 
cuanto a las competencias relacionadas con los productos sanitarios, cosméticos, productos 
de higiene personal y biocidas de uso clínico y personal y que no estén explícitamente 
asignadas a otros Departamentos.

Artículo 35 bis.  El Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios.
1. Al Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios le corresponderá el 

ejercicio de las siguientes funciones:
a) Actuar como Organismo Notificado, evaluando la conformidad de los productos 

sanitarios y realizando las auditorias de los sistemas de calidad de los fabricantes, 
proveedores y/o subcontratistas que sean necesarias.

b) Certificar las normas de los sistemas de calidad y otras normas específicas del sector 
de productos sanitarios.

c) Emitir, modificar, restringir, suspender, renovar y revocar los certificados CE con vistas 
a la colocación del marcado CE en los productos sanitarios, en los términos que establezca 
la designación efectuada por el Ministerio de Sanidad.

d) Emitir, modificar, restringir, suspender, renovar y revocar los certificados de sistemas 
de calidad y otras normas específicas del sector de productos sanitarios.

e) Autorizar las entidades colaboradoras en la certificación de productos sanitarios.
2. El Comité Técnico del Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios es el 

órgano colegiado para el asesoramiento técnico, científico y clínico en materia de seguridad, 
eficacia y calidad en los procedimientos de evaluación de la conformidad de productos 
sanitarios y en la certificación de los sistemas de gestión de calidad, garantizando la 
imparcialidad y transparencia en las decisiones adoptadas.

3. Son funciones del Comité Técnico del Centro Nacional de Certificación de Productos 
Sanitarios:

a) Asesorar al Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios en los aspectos 
relacionados con la seguridad, la eficacia clínica y la calidad en los procedimientos de 
evaluación de la conformidad de productos sanitarios y en la certificación de los sistemas de 
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gestión de calidad, así como en las áreas técnicas y tecnologías aplicables a los productos 
sanitarios.

b) Velar por el respeto del principio de imparcialidad y transparencia en las actuaciones 
de certificación de productos sanitarios y de sistemas de gestión de calidad que se lleven a 
cabo.

c) Prestar asesoramiento técnico a los representantes españoles en los grupos de 
trabajo y reuniones en materia de certificación de productos sanitarios que se celebren en la 
Unión Europea y otros organismos internacionales.

d) Emitir informes sobre los procedimientos de certificación "CE" de los productos 
sanitarios o de certificación de los sistemas de gestión de calidad a solicitud de la Jefatura 
del Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios.

e) Informar al Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios sobre métodos 
de ensayo, normas técnicas y estado del arte de la técnica en materia de certificación de 
productos sanitarios o de los sistemas de gestión de calidad.

f) Informar al Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios sobre cualquier 
otra cuestión en materia de certificación de productos sanitarios o de los sistemas de gestión 
de calidad.

4. El Comité Técnico del Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios estará 
constituido por los siguientes vocales:

a) La persona titular de la jefatura del Centro Nacional de Certificación de Productos 
Sanitarios.

b) Dos técnicos del Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios.
c) Un representante nombrado por la Dirección General de Cartera Común de Servicios 

del Sistema Nacional de Salud y Farmacia del Ministerio de Sanidad.
d) Un representante nombrado por la Dirección General de Consumo del Ministerio 

Consumo.
e) Un representante de la Subdirección General de Calidad y Seguridad Industrial de la 

Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa del Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo.

f) Un representante del Centro de Investigación Biomédica en Red, del Instituto de Salud 
Carlos III, a propuesta de su máximo órgano de dirección.

g) Un representante de la Sociedad Española de Cirugía Ortopédica y Traumatología, a 
propuesta de su máximo órgano de dirección.

h) Un representante del grupo de trabajo de productos sanitarios de la Sociedad 
Española de Farmacia Hospitalaria, a propuesta de su máximo órgano de dirección.

i) Un representante de la Federación Española de Empresas de Tecnología Sanitaria, a 
propuesta de su máximo órgano de dirección.

j) Un vocal nombrado por el Consejo Rector de la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios, a propuesta de su presidente, por un periodo de dos años, en 
representación de los intereses de los pacientes.

En la designación de las vocalías se atenderá al principio de presencia equilibrada entre 
mujeres y hombres, salvo por razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas.

Actuará como Presidente la persona titular de la Jefatura del Centro Nacional de 
Certificación de Productos Sanitarios, o la persona a la que esta designe como tal y como 
Secretario uno de los dos técnicos designados por el Centro Nacional de Certificación de 
Productos Sanitarios para formar parte del Comité Técnico. En caso de vacante, ausencia o 
enfermedad, la presidencia del Comité corresponderá al Secretario, desempeñando la 
Secretaría el segundo de los técnicos designados como vocales por el Centro Nacional de 
Certificación de Productos Sanitarios.

El Comité podrá requerir la colaboración de cuantos expertos considere oportunos.
El Comité Técnico del Centro Nacional de Certificación de Productos Sanitarios llevará a 

cabo las reuniones presenciales o telemáticas que sus funciones de asesoramiento 
requieran. Igualmente, podrá celebrar sus reuniones a distancia y emitir los informes y 
adoptar decisiones por procedimiento escrito, sin necesidad de recurrir a la reunión 
presencial de sus miembros. Los informes emitidos por el Comité Técnico del Centro 
Nacional de Certificación de Productos Sanitarios no tendrán carácter vinculante.
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Artículo 36.  Independencia, transparencia de las actuaciones y deber de confidencialidad 
de la información.

1. Todo el personal al servicio de la Agencia se regirá en sus actividades por los 
principios contenidos en los artículos 52 a 54 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 
Básico del Empleado Público. Adicionalmente, tanto el personal de la Agencia como los 
expertos y miembros de sus comités deberán respetar los Códigos de Conducta 
establecidos por la Red Europea de Autoridades Competentes, por la Agencia Europea de 
Medicamentos, y por la propia Agencia.

2. Las actuaciones de la Agencia se regirán por el principio de transparencia. Serán de 
acceso público las autorizaciones de medicamentos, sus modificaciones, suspensiones y 
revocaciones, cuando sean firmes, y las autorizaciones de los laboratorios farmacéuticos. 
Asimismo, será público el informe de evaluación de medicamentos, previa supresión de 
cualquier información comercial de carácter confidencial.

3. Todo el personal al servicio de la Agencia, así como, los expertos y miembros de 
Comités mantendrán la confidencialidad, incluso después de haber cesado en sus funciones, 
sobre los datos contenidos en los expedientes relativos a los medicamentos, productos 
sanitarios, cosméticos, productos de higiene personal, que conozcan en el desempeño de 
sus tareas y sin que pueda hacerse un uso indebido de la información obtenida conforme a 
lo establecido en el ordenamiento jurídico.

4. La pertenencia al Consejo Rector y a los Comités regulados en el presente Estatuto 
será incompatible con cualquier clase de intereses personales derivados de la fabricación, 
comercialización, representación, distribución o venta de medicamentos de uso humano y 
veterinario, productos sanitarios, cosméticos, productos de higiene personal.

5. Sin perjuicio de las obligaciones de cooperación con las autoridades sanitarias de los 
Estados miembros de la Unión Europea o con la Agencia Europea de Medicamentos, los 
miembros de los Comités, así como quienes participen en sus reuniones o grupos de trabajo, 
guardarán secreto de las deliberaciones, así como de todos los datos o informaciones de las 
que tuviesen conocimiento en el ejercicio de sus funciones.

6. Cada miembro de los órganos colegiados de la Agencia deberá realizar una 
declaración de conflictos de intereses y actualizarla, en caso de cambio, al menos una vez al 
año. Asimismo, los expertos externos u observadores invitados a participar en las sesiones 
de los Comités, o en las Comisiones asesoras, deberán presentar a la Secretaría de cada 
Comité o en su caso a la Secretaria General de la Agencia, una declaración previa de 
conflictos de intereses.

En tanto que los afectados por esta obligación tengan la consideración de personal al 
servicio de la Administración General del Estado o sean altos cargos, se remitirá copia de 
dicha declaración a la Oficina de Conflictos de Intereses.

7. La declaración de conflictos de intereses que ha de ser realizada por el personal 
directivo, por los miembros de los órganos colegiados de la Agencia y por los expertos u 
observadores invitados a participar en las sesiones de los Comités o en las Comisiones 
Asesoras se referirá únicamente a la persona que la realiza y habrá de incluir los siguientes 
extremos: la realización de alguna actividad para una compañía en relación con un producto 
determinado o grupo de productos, la concurrencia de intereses económicos en una 
compañía farmacéutica, la propiedad de la patente de un producto y el beneficio personal 
que se derive de la recepción de becas o fondos de otro tipo de la industria farmacéutica por 
parte de la obligación en la que esa persona trabaja.

Sección 6.ª Red de Expertos

Artículo 37.  Red de Expertos.
1. La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios designará una red de 

expertos en medicamentos, productos sanitarios y en otras materias de interés para la 
Agencia, para el asesoramiento científico y clínico en materia de seguridad, eficacia y 
calidad de dichos productos, así como para la realización de los estudios e investigaciones 
que sean precisos para mejorar su conocimiento y sus garantías sanitarias.
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2. Se velará por que la red cuente con representación de las distintas áreas de 
conocimiento y experiencia necesarios para acometer las funciones de asesoría científico-
técnica, investigación, evaluación y estudios previstas.

3. Se mantendrá una relación actualizada de expertos que será accesible al público.

CAPÍTULO IV
Régimen del personal de la Agencia

Artículo 38.  Del personal al servicio de la Agencia.
1. El personal al servicio de la Agencia podrá ser funcionario o laboral y, en su caso, 

estatutario.
2. El personal funcionario y el personal estatutario se regirán por las normas reguladoras 

del régimen jurídico de los funcionarios públicos de la Administración General del Estado, 
con las especialidades previstas en la Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales 
para la mejora de los servicios públicos y en el presente Estatuto. Además, para el personal 
estatutario serán de aplicación, cuando la naturaleza o contenido del acto a adoptar así lo 
exija, las previsiones contenidas en la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco 
del personal estatutario de los servicios de salud, y sus normas de desarrollo sin perjuicio de 
lo dispuesto en la disposición transitoria cuarta del real decreto por el que se aprueba este 
Estatuto.

3. El personal laboral se regirá por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores y demás 
legislación laboral, por la norma convencional que le sea de aplicación, y también por los 
preceptos que así lo dispongan tanto de la Ley 28/2006, de 18 de julio, como de la Ley 
7/2007, de 12 de abril.

4. Los puestos de trabajo podrán ser provistos, según los distintos procedimientos de 
selección y provisión que figuran en los artículos 19 y 20 de la Ley 28/2006, de 18 de julio, 
por personal de la Administración General del Estado o, en su caso, de otras 
administraciones públicas, de ser necesario, por su particular naturaleza y funciones en los 
términos que establezca el Contrato de gestión. A tal efecto, las relaciones de puesto de 
trabajo se elaborarán posibilitando esta provisión y de acuerdo con dicho Contrato de 
gestión.

Artículo 39.  De la ordenación de los puestos de trabajo.
1. La relación de puestos de trabajo de la Agencia determinará los elementos básicos de 

los mismos de acuerdo con lo previsto en los artículos 74 y concordantes de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, y en el artículo 15 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto.

2. Con carácter general, los puestos de trabajo serán ocupados por personal funcionario. 
A tal efecto, las relaciones de puesto de trabajo determinarán aquellos puestos que también 
podrán ser ocupados por personal laboral, debiendo respetarse, en todo caso, lo previsto en 
los artículos 9.2 de la Ley 7/2007, y 15 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto.

3. Asimismo, las relaciones de puesto de trabajo establecerán los puestos que podrán 
ser ocupados por personal estatutario o por personal funcionario de otras Administraciones 
Públicas.

4. La relación de puestos de trabajo será elaborada por el Director de la Agencia y 
aprobada por su Consejo Rector, dentro del marco de actuación en materia de recursos 
humanos que se establezca en el Contrato de gestión, y su contenido se ajustará a los 
principios establecidos en el artículo 15 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, con 
determinación de la forma de provisión de los puestos de trabajo.

5. El personal que preste sus servicios en la Agencia verá reconocido su derecho a la 
promoción dentro de una carrera profesional evaluable, en el marco de lo dispuesto en la 
Ley 7/2007, de 12 de abril.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 85  Estatuto de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios

– 1211 –



Artículo 40.  Del Personal Directivo.
1. Se considerará personal directivo de la Agencia, el que ocupe la jefatura de las 

unidades enumeradas en el artículo 30.1 y 30.3 de este Estatuto.
2. El personal directivo de la Agencia será nombrado y cesado en su puesto de trabajo 

por el Consejo Rector, a propuesta de la persona titular de la Dirección, atendiendo a 
criterios de idoneidad, competencias, experiencia profesional e igualdad entre mujeres y 
hombres, entre funcionarios de Grupo A, subgrupo A1, de los recogidos en el artículo 76 del 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre.

Sin perjuicio de lo anterior, el titular de la Jefatura del Centro Nacional de Certificación de 
Productos Sanitarios será nombrado y cesado en su puesto de trabajo por el Consejo 
Rector, a propuesta de la persona titular de la Dirección, previo informe favorable de la 
Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa.

3. El personal directivo de la Agencia permanecerá en la situación de servicio activo en 
su respectivo cuerpo o escala, debiendo mantener la confidencialidad, incluso después de 
haber cesado en sus funciones, sobre los datos contenidos en los expedientes a los que 
tenga acceso por razón de su cargo y sin que pueda hacer un uso indebido de la información 
obtenida conforme a lo establecido en el ordenamiento jurídico.

4. Al personal directivo de la Agencia le será de aplicación la legislación de 
incompatibilidades prevista para el personal funcionario al servicio de la Administración 
General del Estado.

En todo caso, este personal desempeñará su cargo con dedicación exclusiva y no podrá 
ejercer actividad pública o privada alguna, salvo las contempladas como actividades 
exceptuadas del régimen de incompatibilidades en el artículo 19 de la Ley 53/1984, de 26 de 
diciembre.

5. La evaluación del personal directivo se realizará con arreglo a criterios de eficacia, 
eficiencia, cumplimiento de la legalidad, responsabilidad por su gestión y control de 
resultados en relación con los objetivos que se fijen en su Contrato de gestión, quedando 
vinculadas a dicha evaluación las retribuciones por productividad de dicho personal.

6. Asimismo, el personal directivo de la Agencia, en el momento de su nombramiento, 
deberá realizar una declaración de conflicto de intereses, que deberá actualizar en caso de 
cambio de situación, y de cualquier forma, al menos una vez al año. En tanto que los 
afectados por esta obligación tengan la consideración de personal al servicio de la 
Administración General del Estado o sean altos cargos, se remitirá copia de dicha 
declaración a la Oficina de Conflictos de Intereses.

Artículo 41.  Del régimen retributivo.
1. Los conceptos retributivos del personal funcionario y estatutario de la Agencia son los 

establecidos en la regulación para la función Pública de la Administración General del 
Estado, y sus cuantías serán las que figuren en las correspondiente relaciones de puestos 
de trabajo, en el marco del Contrato de gestión, respetando en todo caso los límites 
cuantitativos establecidos en las leyes anuales de Presupuestos Generales del Estado.

2. Las condiciones retributivas del personal laboral son las determinadas en el convenio 
colectivo aplicable y en el respectivo contrato de trabajo, y sus cuantías se fijarán de acuerdo 
con lo establecido en el Contrato de gestión.

3. Las indemnizaciones a percibir con motivo de los gastos de desplazamiento y demás 
costes individuales surgidos como consecuencia de la prestación de servicios, lo serán 
siempre de acuerdo con lo establecido por el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre 
indemnizaciones por razón del servicio.

4. La cuantía de la masa salarial destinada al complemento de productividad del 
personal funcionario, o concepto equivalente para el personal laboral, estará en todo caso 
vinculada al grado de cumplimiento de los objetivos fijados en el Contrato de gestión.

5. Para la asignación del complemento de productividad, se tendrá en cuenta el 
resultado de la evaluación del desempeño en el puesto de trabajo, y en su caso, el 
rendimiento del conjunto de la Unidad o colectivos en que aquél se integra. Todo ello de 
acuerdo con el sistema objetivo que se establezca.
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CAPÍTULO V
El Contrato de gestión y el Plan de Acción Anual

Artículo 42.  El Contrato de gestión.
1. La Agencia elaborará su propuesta de Contrato de gestión con el contenido y dentro 

de los plazos previstos en los artículos 13 y 14 de Ley 28/2006, de 18 de julio, para su 
aprobación por orden conjunta de los Ministerios de Sanidad, Política Social e Igualdad, de 
Política Territorial y Administración Pública, y de Economía y Hacienda.

2. El Contrato de gestión tendrá una vigencia de dos años para el inicial y de cuatro para 
los sucesivos, y su comienzo y finalización coincidirán con los de los ejercicios 
presupuestarios correspondientes.

El Contrato de gestión se aprobará en el plazo máximo de tres meses a contar desde su 
presentación. Agotado este plazo sin que dicha aprobación se haya producido, mantendrá su 
vigencia el Contrato de gestión anterior.

3. El Director de la Agencia elaborará la propuesta de Contrato de gestión que, tras su 
debate y posible modificación será aprobada por el Consejo Rector y presentada por su 
Presidente a los titulares de los Ministerios de Sanidad, Política Social e Igualdad, de Política 
Territorial y Administración Pública, y de Economía y Hacienda.

4. El Consejo Rector de la Agencia, a través de su Presidente, informará a los Ministerios 
de Sanidad, Política Social e Igualdad, de Política Territorial y Administración Pública, y de 
Economía y Hacienda, acerca de la ejecución y cumplimiento de los objetivos previstos en el 
Contrato de gestión con la periodicidad que se determine en la orden de aprobación de dicho 
Contrato.

5. El contenido del Contrato de gestión se ajustará a lo dispuesto en el artículo 13.2 de la 
Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales para la mejora de los servicios públicos.

Artículo 43.  Plan de Acción Anual, informe de actividades y cuentas anuales.
1. El Director de la Agencia deberá elaborar y proponer su aprobación al Consejo Rector 

del Plan de Acción Anual, el informe general de actividad y las cuentas anuales, dentro de 
los plazos establecidos en el artículo 15 de la Ley 28/2006, de 18 de julio.

2. La documentación a que se refiere el punto anterior estará disponible en la página 
Web de la Agencia.

CAPÍTULO VI
Régimen patrimonial y de contratación

Artículo 44.  Régimen patrimonial.
1. Para el cumplimiento de sus fines, la Agencia, estará dotada de un patrimonio propio, 

distinto al de la Administración General del Estado, integrado por el conjunto de bienes y 
derechos de los que es titular.

2. La gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como los de 
aquellos del Patrimonio del Estado que se le adscriban para el cumplimiento de sus fines, se 
ajustarán a lo establecido para los organismos públicos en la Ley 33/2003, de 3 de 
noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas.

3. La Agencia formará y mantendrá actualizado el inventario de sus bienes y derechos, 
así como de los que le hayan sido adscritos para el cumplimiento de sus fines, con 
excepción de los de carácter fungible, de la forma establecida en la Ley 33/2003, de 3 de 
noviembre.

4. La enajenación de sus propios bienes muebles y valores por parte de la Agencia 
requerirá el previo acuerdo del Consejo Rector.

Artículo 45.  Régimen jurídico de los bienes propios.
La Agencia puede adquirir toda clase de bienes y derechos por cualquiera de los modos 

admitidos en el ordenamiento jurídico.
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La adquisición de bienes inmuebles o de derechos sobre los mismos requerirá el previo 
informe favorable del Ministerio de Economía y Hacienda.

Artículo 46.  Régimen jurídico de los bienes adscritos.
La adscripción y desadscripción de bienes por parte de la Administración General del 

Estado se regirá por la legislación reguladora del patrimonio de las administraciones 
públicas, conservando aquéllos su calificación y titularidad jurídica originaria y 
correspondiendo a la Agencia el ejercicio de las competencias demaniales, así como la 
vigilancia, protección jurídica, defensa, administración, conservación, mantenimiento y 
demás actuaciones que requiera el correcto uso y utilización de los mismos y cuantas 
prerrogativas referentes al dominio público y a los bienes patrimoniales del Estado se 
encuentren legalmente establecidas.

Artículo 47.  Participación en sociedades mercantiles o fundaciones.
1. Para el mejor cumplimiento de sus fines la Agencia podrá crear o participar en 

sociedades mercantiles o fundaciones, cuyo objeto sea acorde con los fines de la Agencia.
2. La aprobación de la propuesta de creación o participación deberá ser sometida al 

Consejo Rector, y en todo caso deberá obtenerse la autorización prevista en el artículo 169 
de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, o en el artículo 45 de la Ley 50/2002, de 26 de 
diciembre, de Fundaciones, según se trate de mercantiles estatales o de fundaciones del 
sector público estatal.

Artículo 48.  Régimen de Contratación.
1. La Agencia ajustará su actividad contractual a las normas que rigen la contratación del 

sector público.
2. El Director será el órgano de contratación de la Agencia, pudiendo delegar la 

celebración de contratos en el Secretario General.
3. La Agencia podrá ser titular de la encomienda de gestión prevista en el artículo 15 de 

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para la realización de trabajos y tareas incardinadas en 
el ámbito de sus competencias.

CAPÍTULO VII
De la Asistencia Jurídica a la Agencia

Artículo 49.  Asistencia Jurídica.
De conformidad con lo previsto en la disposición adicional cuarta de la Ley 28/2006, de 

18 de julio, el asesoramiento jurídico de la Agencia será desempeñado por la Abogacía del 
Estado en el Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, sin perjuicio de que en el 
marco de lo que establezca el Contrato de gestión y en función de las necesidades de la 
Agencia, se pueda acordar la firma de un Convenio de asistencia jurídica en los términos del 
artículo 14 del Reglamento del Servicio Jurídico del Estado, aprobado por Real Decreto 
997/2001, de 25 de julio, e incluso, el establecimiento de una Abogacía del Estado 
permanente en la propia Agencia.

CAPÍTULO VIII
Régimen económico-financiero, presupuestario, de contabilidad y de control

Artículo 50.  Recursos económicos y su gestión.
1. Constituyen los recursos económicos de la Agencia:
a) Las transferencias consignadas en los Presupuestos Generales del Estado.
b) Las tasas que, de acuerdo con las leyes, le corresponde recaudar.
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c) Los ingresos propios que perciba como contraprestación por las actividades que 
realice en virtud de contratos, convenios, o disposición legal para otras entidades publicas, 
privadas o persona físicas.

d) Los ingresos procedentes del ejercicio de la potestad sancionadora a que se refiere el 
artículo 8 del presente Estatuto, así como su recaudación.

e) Los ingresos procedentes de la enajenación de los bienes y valores que constituyen 
su patrimonio.

f) El rendimiento procedente de sus bienes y derechos patrimoniales
g) Las aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados y otras aportaciones a 

titulo gratuito de entidades privadas y de particulares, siempre que no comprometan su 
neutralidad e independencia.

h) Los ingresos recibidos de personas físicas o jurídicas como consecuencia del 
patrocinio de actividades o instalaciones

i) Los demás ingresos de derecho público o privado que está autorizada a percibir.
j) Cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.
2. Los recursos que se deriven de los apartados c), g), h), e i) del apartado anterior, y no 

se contemplen inicialmente en el presupuesto de la Agencia, se podrán destinar a financiar 
mayores gastos por acuerdo del Director, siempre que existan garantías suficientes de su 
efectividad, con excepción de lo previsto en el artículo 51.3 respecto de los gastos de 
personal.

3. Son ingresos de derecho privado los demás que perciba la Agencia por la prestación 
de servicios o la realización de actividades que le son propias siempre que no tengan la 
naturaleza de tasas o precios públicos con arreglo a la legislación general.

4. La Agencia, asume la gestión y la recaudación de los ingresos de derecho público que 
tenga afectados, y en particular, la gestión y recaudación en periodo voluntario de las 
sanciones impuestas por la Agencia.

5. La Agencia podrá utilizar para obtener la efectividad de sus débitos con naturaleza de 
derecho público, el procedimiento administrativo de apremio, siempre que dichos débitos se 
encuentren en periodo ejecutivo. La Agencia podrá convenir con la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria la gestión recaudatoria de sus ingresos de derecho público en la 
forma prevista por el Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 
939/2005, de 29 de julio.

Artículo 51.  Régimen presupuestario y económico-financiero.
1. El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y 

control de la Agencia será el establecido para las Agencias estatales en la Ley 28/2006, de 
18 de julio, y en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

2. El Ministerio de Economía y Hacienda establecerá la estructura del presupuesto de la 
Agencia así como la documentación que se debe acompañar al mismo.

3. El presupuesto de gastos de la Agencia tiene carácter estimativo para la distribución 
de los créditos en categorías económicas, con excepción de los correspondientes a gastos 
de personal que en todo caso tienen carácter limitativo y vinculante por su cuantía total, y de 
las subvenciones nominativas y las atenciones protocolarias y representativas que tendrán 
carácter limitativo y vinculante cualquiera que sea el nivel de clasificación económica al que 
se establezcan. El presupuesto de la Agencia deberá ser equilibrado.

4. El Consejo Rector aprobará anualmente el anteproyecto de presupuesto de la Agencia 
conforme a lo dispuesto en el Contrato de gestión y con la estructura que señale el Ministerio 
de Economía y Hacienda y lo remitirá al Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad 
para su examen y traslado al Ministerio de Economía y Hacienda. Una vez analizado por 
este último se incorporará al Anteproyecto de Presupuestos Generales del Estado para su 
aprobación por el Consejo de Ministros y remisión a las Cortes Generales, consolidándose 
con el de las restantes entidades que integran el sector público estatal.

5. La ejecución del presupuesto de la Agencia corresponde a su Director, el cual remitirá 
a la Comisión de Control, mensualmente, un estado de ejecución presupuestaria.

6. Los remanentes de tesorería que resulten de la liquidación del ejercicio presupuestario 
no afectados a la financiación del presupuesto del ejercicio siguiente, podrán aplicarse al 
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presupuesto de ingresos y destinarse a financiar el incremento de gastos por acuerdo del 
Director de la Agencia, dando cuenta a la Comisión de Control. En cualquier caso, los 
créditos destinados a incentivos al rendimiento se determinarán de acuerdo con lo que se 
establezca en el Contrato de gestión.

El déficit derivado del incumplimiento de la estimación de ingresos anuales se 
compensará en la forma que se prevea en el Contrato de gestión.

7. El Director podrá autorizar las variaciones presupuestarias que no afecten los gastos 
de personal o a la cuantía global del presupuesto. Igualmente podrá autorizar la variación de 
la cuantía global en el supuesto contemplado en el artículo 50.2 de este Estatuto. De estas 
variaciones se informará inmediatamente a la Comisión de Control y se dará cuenta a la 
Dirección General de Presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda para su toma de 
razón.

8. La Agencia podrá disponer de cuentas bancarias de gestión para todo tipo de ingresos 
y pagos en el Banco de España y en la banca comercial.

Artículo 52.  Contabilidad.
1. La Agencia deberá aplicar los principios contables públicos previstos en el artículo 122 

de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, así como el desarrollo de los principios y las normas 
establecidas en el Plan General de Contabilidad Pública, para lo cual contará con un sistema 
de información económico-financiera y presupuestaria que tenga por objeto mostrar, a través 
de estados e informes, la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, de los 
resultados y de la ejecución del presupuesto, y proporcione información de los costes de su 
actividad que sea suficiente para una correcta y eficiente toma de decisiones.

2. Asimismo, la Agencia contará con un sistema de contabilidad de gestión que permita 
efectuar el seguimiento del cumplimiento de los compromisos asumidos en el Contrato de 
gestión.

3. La Intervención General de la Administración del Estado establecerá los requisitos 
funcionales y, en su caso, los procedimientos informáticos que debe observar la Agencia 
para cumplir lo dispuesto en los dos apartados anteriores.

4. Las cuentas anuales de la Agencia se formularán por el Director en el plazo de tres 
meses desde el cierre del ejercicio económico. Una vez auditadas por la Intervención 
General de la Administración del Estado, serán sometidas al Consejo Rector, para su 
aprobación antes del 30 de junio del año siguiente al que se refieren.

5. Una vez aprobadas por el Consejo Rector, el Director, rendirá las cuentas anuales al 
Tribunal de Cuentas, por conducto de la Intervención General de la Administración del 
Estado.

Artículo 53.  Control de la gestión económico-financiera.
1. El control externo de la gestión económico-financiera de la Agencia corresponde al 

Tribunal de Cuentas de acuerdo con su normativa específica.
2. El control interno de la gestión económico-financiera de la Agencia corresponde a la 

Intervención General de la Administración del Estado, y se realizará bajo las modalidades de 
control financiero permanente y de auditoría pública, en las condiciones y en los términos 
establecidos en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre. El control financiero permanente se 
realizará por la Intervención Delegada en la Agencia, bajo la dependencia funcional de la 
Intervención General de la Administración del Estado.

3. Sin perjuicio de los controles establecidos en los apartados anteriores, la Agencia 
estará sometida a un control de eficacia que será ejercido a través del seguimiento del 
Contrato de gestión por el Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, que tendrá por 
finalidad comprobar el grado de cumplimiento de los objetivos y la adecuada utilización de 
los recursos asignados.
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§ 86

Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 310, de 27 de diciembre de 2013

Última modificación: 27 de junio de 2024
Referencia: BOE-A-2013-13645

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 4.  Planificación eléctrica.

1. La planificación eléctrica tendrá por objeto prever las necesidades del sistema 
eléctrico para garantizar el suministro de energía a largo plazo, así como definir las 
necesidades de inversión en nuevas instalaciones de transporte de energía eléctrica, todo 
ello bajo los principios de transparencia y de mínimo coste para el conjunto del sistema.

Únicamente tendrá carácter vinculante la planificación de la red de transporte con las 
características técnicas que en la misma se definen.

2. La planificación eléctrica será realizada por la Administración General del Estado, con 
la participación de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, requerirá 
informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y trámite de audiencia. 
Será sometida al Congreso de los Diputados, de acuerdo con lo previsto en su Reglamento, 
con carácter previo a su aprobación por el Gobierno, y abarcará periodos de seis años.

3. Dicha Planificación incluirá los siguientes aspectos:
a) Con carácter indicativo, varios escenarios sobre la evolución futura de la demanda 

eléctrica incluyendo un análisis de sensibilidad en relación con la posible evolución de la 
demanda ante cambios en los principales parámetros y variables que la determinan y un 
análisis de los criterios que conducen a la selección de un escenario como el más probable. 
Sobre el escenario seleccionado se analizarán los recursos necesarios para satisfacerla y 
sobre las necesidades de nueva potencia, todo ello en términos que fomenten un adecuado 
equilibrio entre la eficiencia del sistema, la seguridad de suministro y la protección del medio 
ambiente.

b) Estimación de la capacidad mínima que debe ser instalada para cubrir la demanda 
prevista bajo criterios de seguridad del suministro y competitividad, diversificación 
energética, mejora de la eficiencia y protección del medio ambiente.

c) Previsiones relativas a las instalaciones de transporte y distribución de acuerdo con la 
previsión de la demanda de energía eléctrica, que resulten óptimas conforme al análisis de 
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coste y beneficio de las distintas opciones o niveles de adecuación del sistema para atender 
dicha demanda garantizando la seguridad de suministro.

d) El establecimiento de las líneas de actuación en materia de calidad del servicio, 
tendentes a la consecución de los objetivos de calidad.

e) Las actuaciones sobre la demanda que optimicen la gestión de los recursos y 
fomenten la mejora del servicio prestado a los usuarios, así como la eficiencia y ahorro 
energéticos.

f) La evolución de las condiciones del mercado de producción para la consecución de la 
garantía de suministro.

g) Los criterios de protección medioambiental que deben condicionar las actividades de 
suministro de energía eléctrica, con el fin de minimizar el impacto ambiental producido por 
dichas actividades.

4. Los planes de desarrollo de la red de transporte, que se deberán incluir en la 
planificación eléctrica, recogerán las líneas de transporte y subestaciones previstas, 
abarcarán periodos de seis años e incluirán criterios y mecanismos de flexibilidad en cuanto 
a su implementación temporal para adaptarse a la evolución real de la demanda de 
electricidad, sin perjuicio de su revisión periódica cuando los parámetros y variables que 
sirvieron de base para su elaboración hubieran variado.

Excepcionalmente, por acuerdo del Consejo de Ministros, previo trámite de audiencia, 
informes de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y de las Comunidades 
Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla afectadas y oído el operador del sistema, se podrá 
proceder a la modificación de aspectos puntuales de los planes de desarrollo cuando se 
produjera alguna de las siguientes situaciones:

a) De acuerdo a los criterios de planificación establecidos, se haya presentado un hecho 
imprevisto que pudiera afectar de manera significativa a la garantía y seguridad de 
suministro.

b) Surjan nuevos suministros cuya alimentación por motivos técnicos únicamente pueda 
realizarse desde la red de transporte y ésta no pudiera realizarse bajo la planificación de la 
red de transporte vigente.

c) Concurran razones de eficiencia económica del sistema.
d) La construcción de determinadas instalaciones en la red de transporte resulte crítica 

para la transición energética y la electrificación de la economía y estas no estuvieran 
contempladas en el instrumento de planificación vigente.

Estas actuaciones podrán ser propuestas por el operador del sistema y gestor de la red 
de transporte motivando su carácter excepcional.

El Ministro de Industria, Energía y Turismo, a propuesta del operador del sistema y 
previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, podrá aprobar 
las adaptaciones de carácter técnico necesarias para la realización de los planes de 
desarrollo incluidos en la planificación eléctrica.

La planificación de la red de transporte de energía eléctrica, incluyendo las eventuales 
revisiones que pudieran realizarse, se llevará a cabo sujetándose al principio de 
sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico previsto en el artículo 14 y, en 
todo caso, teniendo en cuenta los límites de inversión anual que se establezcan 
reglamentariamente.

5. Sin perjuicio de lo previsto en los apartados anteriores, el Gobierno podrá aprobar, con 
carácter indicativo, planes relativos al aprovechamiento energético de las fuentes de energía 
renovables y de eficiencia energética en el sector eléctrico, al objeto de favorecer el 
cumplimiento de los objetivos que pudieran establecerse para España en estas materias, 
derivados de la pertenencia a la Unión Europea.

6. La planificación eléctrica podrá incluir un anexo, de carácter no vinculante, con 
aquellas instalaciones de la red de transporte que se estime necesario poner en servicio 
durante los años posteriores al horizonte de la planificación. La inclusión de una instalación 
en este anexo servirá solamente a los efectos de iniciar los trámites administrativos 
pertinentes de la referida instalación. Antes de dictar las resoluciones que corresponda podrá 
acordarse la suspensión en los procedimientos administrativos relativos a las instalaciones 
objeto de este apartado hasta la inclusión de las mismas en la planificación eléctrica 
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vinculante. El contenido del citado anexo podrá ser modificado bajo los mismos supuestos 
contemplados en el apartado 4 de este artículo y atendiendo a los procedimientos allí 
previstos.

7. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia realizará un seguimiento de 
los planes de inversión de los gestores de red de transporte, y presentará un informe anual 
al Ministerio para la Transición Ecológica con la evaluación de dichos planes en lo que se 
refiere a su adecuación al plan de desarrollo de la red en el ámbito comunitario mencionado 
en el artículo 8, apartado 3, letra b) del Reglamento (CE) n.º 714/2009, pudiendo incluir 
recomendaciones para su modificación.

[ . . . ]
TÍTULO II

Ordenación del suministro

[ . . . ]
Artículo 10.  Actividades en los sistemas eléctricos de los territorios no peninsulares.

1. Las actividades para el suministro de energía eléctrica que se desarrollen en los 
sistemas eléctricos de los territorios no peninsulares podrán ser objeto de una 
reglamentación singular que atenderá a las especificidades derivadas de su ubicación 
territorial y de su carácter aislado, previo informe de las Comunidades Autónomas o 
Ciudades de Ceuta y Melilla afectadas.

2. Dicha reglamentación desarrollará, al menos, los siguientes mecanismos:
a) La planificación de las infraestructuras de la red de transporte de energía eléctrica 

basada en criterios de análisis coste/beneficio, en relación con el resto de actividades 
destinadas al suministro, y en los términos previstos en el artículo 4.

b) El establecimiento de un régimen retributivo para la actividad de producción en los 
términos previstos en el artículo 14.

c) El fomento de energías renovables cuando sean técnicamente asumibles y supongan 
una reducción de costes del sistema en los términos previstos en el artículo 14.

d) La integración de los sistemas no peninsulares en el mercado peninsular, cuando 
exista una interconexión con la península de capacidad comercial suficiente, y hasta 
entonces, la aplicación de criterios técnicos y de mercado para el despacho de la energía.

e) El establecimiento de incentivos económicos al operador del sistema para que, 
manteniendo la seguridad, se reduzca progresivamente el coste de generación en los 
sistemas no peninsulares.

f) La incorporación de señales de precios eficientes al consumidor para que pueda 
modular su demanda.

[ . . . ]
Artículo 12 bis.  Comunidades de energías renovables.

1. Los socios o miembros de las Comunidades de energías renovables tendrán los 
derechos y obligaciones de los sujetos del sector eléctrico previstos en esta ley y en su 
normativa de desarrollo

2. Los consumidores finales, incluidos los consumidores domésticos, tienen derecho a 
participar en una comunidad de energías renovables a la vez que mantienen sus derechos u 
obligaciones como consumidores finales, y sin estar sujetos a condiciones injustificadas o 
discriminatorias, o a procedimientos que les impidan participar en una comunidad de 
energías renovables, siempre que, en el caso de las empresas privadas, su participación no 
constituya su principal actividad comercial o profesional.

3. Las comunidades de energías renovables, en los términos previstos en la normativa 
sectorial de aplicación, tienen derecho a:

a) producir, consumir, almacenar y vender energías renovables, en particular mediante 
contratos de compra de electricidad renovable;
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b) compartir, en el seno de la comunidad de energías renovables, la energía renovable 
que produzcan las unidades de producción propiedad de dicha comunidad de energías 
renovables, a condición de cumplir los demás requisitos establecidos en este artículo y de 
mantener los derechos y obligaciones de los miembros de la comunidad de energías 
renovables en su condición de consumidores;

c) acceder a todos los mercados de la energía adecuados tanto directamente como 
mediante agregación de manera no discriminatoria.

4. Al objeto de fomentar y facilitar el desarrollo de las comunidades de energías 
renovables, las administraciones públicas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, 
garantizarán que:

a) se eliminen los obstáculos reglamentarios y administrativos injustificados a las 
comunidades de energías renovables;

b) las comunidades de energías renovables que suministren energía o proporcionen 
servicios de agregación u otros servicios energéticos comerciales estén sujetas a las 
disposiciones aplicables a tales actividades;

c) el gestor de la red de distribución correspondiente coopere con las comunidades de 
energías renovables para facilitar, en el seno de las comunidades de energías renovables, 
las transferencias de energía;

d) las comunidades de energías renovables estén sujetas a procedimientos justos, 
proporcionados y transparentes, incluidos los procedimientos de registro y de concesión de 
licencias, y a tarifas de la red que reflejen los costes, así como a los pertinentes cargos, 
gravámenes e impuestos, garantizando que contribuyen, de forma adecuada, justa y 
equilibrada, al reparto del coste global del sistema;

e) las comunidades de energías renovables no recibirán un trato discriminatorio en lo 
que atañe a sus actividades, derechos y obligaciones en su condición de clientes finales, 
productores, suministradores, u otros participantes en el mercado;

f) la participación en las comunidades de energías renovables será accesible a todos los 
consumidores, incluidos los de hogares con ingresos bajos o vulnerables;

g) estén disponibles instrumentos para facilitar el acceso a la financiación y la 
información;

h) se proporcione apoyo reglamentario y de refuerzo de capacidades a las autoridades 
públicas para propiciar y crear comunidades de energías renovables, así como para ayudar 
a las autoridades a participar directamente; y

i) estén en vigor normas destinadas a garantizar el trato equitativo y no discriminatorio de 
los consumidores que participen en la comunidad de energías renovables.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa comunitaria en materia de ayudas de 
estado, al diseñar los sistemas de apoyo, se tendrán en cuenta las particularidades de las 
comunidades de energías renovables, a fin de que estas puedan competir por el apoyo en 
pie de igualdad con otros participantes en el mercado.

Artículo 12 ter.  Comunidades ciudadanas de energía.
1. En los términos en los que reglamentariamente se establezca, se establecerá un 

marco jurídico favorable para las comunidades ciudadanas de energía que garantice que:
a) la participación en una comunidad ciudadana de energía sea abierta y voluntaria,
b) los socios o miembros de una comunidad ciudadana de energía tengan derecho a 

abandonar la comunidad,
c) los socios o miembros de una comunidad ciudadana de energía no pierdan sus 

derechos y obligaciones como consumidores finales de energía eléctrica,
d) Puedan acceder a todos los mercados organizados de producción de energía eléctrica 

directamente o a través de la agregación de forma no discriminatoria.
e) Tengan garantizado un trato no discriminatorio y proporcionado en relación con el 

ejercicio de sus actividades, derechos y obligaciones como clientes finales, generadores, 
suministradores, o participantes en el mercado que presten servicios de agregación;

f) Estén sujetas a procedimientos y tasas, incluidos el registro y la concesión de 
licencias, equitativos, proporcionales y transparentes, así como a unas tarifas de acceso a la 
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red transparentes y no discriminatorias, que reflejen los costes de conformidad con el 
artículo 18 del Reglamento (UE) 2019/943, y que garanticen que contribuyan de manera 
adecuada y equilibrada al reparto general de los costes del sistema.

g) Puedan actuar como representantes de los consumidores para la realización del 
autoconsumo colectivo, siempre que estos otorguen las correspondientes autorizaciones.

Reglamentariamente se establecerán los requisitos aplicables a las comunidades 
ciudadanas de energía que permitan el acceso a la actividad, sus derechos y obligaciones, 
así como los derechos y obligaciones de sus socios o miembros.

TÍTULO III
Sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico

Artículo 13.  Sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico.
1. Las actuaciones de las Administraciones Públicas y demás sujetos comprendidos en 

el ámbito de aplicación de esta ley estarán sujetas al principio de sostenibilidad económica y 
financiera del sistema eléctrico.

Se entenderá por sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico la 
capacidad para satisfacer la totalidad de los costes del mismo, conforme a lo establecido en 
esta ley y en su normativa de desarrollo.

2. Los costes del sistema serán financiados mediante los ingresos del sistema eléctrico 
que comprenderán:

a) Los peajes de acceso a las redes de transporte y distribución satisfechos por los 
consumidores y los productores y los agentes por las exportaciones de energía a países no 
comunitarios, destinados a cubrir la retribución del transporte y la distribución,

b) los cargos que se establezcan para el pago de las otras partidas de costes que no 
sean cubiertas por otros ingresos, según se encuentran definidos en el artículo 16,

c) cualquier mecanismo financiero establecido normativamente,
d) las partidas provenientes de los Presupuestos Generales del Estado destinadas a 

cubrir, entre otros, las cuantías que se determinen correspondientes a los costes del régimen 
retributivo específico para el fomento de la actividad de generación a partir de fuentes de 
energía renovables y al extracoste de la actividad de producción en los sistemas eléctricos 
en los territorios no peninsulares con régimen retributivo adicional y,

e) Cualquier otro ingreso atribuido expresamente por una norma de rango legal o 
reglamentario.

3. Los costes del sistema eléctrico, que se determinarán de acuerdo con lo dispuesto en 
la presente ley y sus normas de desarrollo, serán los siguientes:

a) Retribución de las actividades de transporte y distribución.
b) Régimen retributivo específico de la actividad de generación a partir de fuentes de 

energía renovables, cogeneración de alta eficiencia y residuos.
c) Retribución del extracoste de la actividad de producción en los sistemas eléctricos en 

los territorios no peninsulares con régimen retributivo adicional.
d) Retribución asociada a la aplicación de mecanismos de capacidad, en su caso,
e) Retribución asociada a los mecanismos que se desarrollen en aplicación del artículo 

25.1, en su caso.
f) Compensación asociada a la moratoria nuclear de acuerdo con la disposición adicional 

octava de la Ley 40/1994, de 30 de diciembre, de Ordenación del Sistema Eléctrico 
Nacional.

g) Dotación del fondo para la financiación del Plan General de Residuos Radiactivos.
h) Tasa de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y del Ministerio de 

Industria, Energía y Turismo.
i) Imputación de la diferencia de pérdidas asociada al cierre de energía en el mercado de 

producción, en su caso.
j) Anualidades correspondientes a los déficit del sistema eléctrico, con sus 

correspondientes intereses y ajustes.
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k) Medidas de gestión de la demanda, en el caso en que así sean reconocidos conforme 
a lo establecido en el artículo 49.

l) Gestión técnica y económica del sistema en caso de desajuste entre los ingresos y la 
retribución de estas actividades conforme a lo establecido en el artículo 14.11, y el importe 
recaudado a través de los precios regulados que cobran a los agentes.

m) Cualquier otro coste atribuido expresamente por una norma con rango legal cuyo fin 
responda exclusivamente a la normativa del sector eléctrico.

n) Los gastos ocasionados por las cuentas gestionadas por el organismo encargado de 
las liquidaciones para realizar la liquidación de los costes regulados del sector eléctrico, 
salvo en los casos en que esté previsto que tales costes sean deducidos de los saldos que 
existan en la cuenta en favor de los titulares del derecho de que se trate. Los gastos 
ocasionados por la cuenta específica relativa al superávit de ingresos serán deducidos del 
saldo existente en dicha cuenta.

4. Los ingresos del sistema serán suficientes para satisfacer la totalidad de los costes del 
sistema eléctrico.

5. Toda medida normativa en relación con el sector eléctrico que suponga un incremento 
de costes para el sistema eléctrico o una reducción de ingresos deberá incorporar una 
reducción equivalente de otras partidas de costes o un incremento equivalente de ingresos 
que asegure el equilibrio del sistema.

6. Con carácter anual, por orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo previo 
acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, y previo informe 
de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, se aprobará una previsión de la 
evolución de las diferentes partidas de ingresos y costes del sistema eléctrico para los seis 
siguientes años.

Artículo 14.  Retribución de las actividades.
1. Las actividades destinadas al suministro de energía eléctrica serán retribuidas en la 

forma dispuesta en la presente ley con cargo a los ingresos del sistema eléctrico definidos 
en el artículo 13, a los derivados de la participación en el mercado de producción, así como a 
los ingresos provenientes de la aplicación de lo dispuesto en la presente ley y su normativa 
de desarrollo.

Los ingresos del sistema eléctrico serán destinados a pagar exclusivamente la 
retribución propia de las actividades destinadas al suministro eléctrico y el resto de costes 
del sistema definidos en el artículo 13, sin que puedan destinarse a otros fines.

2. La retribución de las actividades se establecerá con criterios objetivos, transparentes y 
no discriminatorios que incentiven la mejora de la eficacia de la gestión, la eficiencia 
económica y técnica de dichas actividades y la calidad del suministro eléctrico.

3. Para el cálculo de la retribución de las actividades de transporte, distribución, gestión 
técnica y económica del sistema, y producción en los sistemas eléctricos de los territorios no 
peninsulares con régimen retributivo adicional se considerarán los costes necesarios para 
realizar la actividad por una empresa eficiente y bien gestionada, mediante la aplicación de 
criterios homogéneos en todo el territorio español, sin perjuicio de las especificidades 
previstas para los territorios no peninsulares. Estos regímenes económicos permitirán la 
obtención de una retribución adecuada a la de una actividad de bajo riesgo.

4. Los parámetros de retribución de las actividades de transporte, distribución, 
producción a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración de alta eficiencia y 
residuos con régimen retributivo específico y producción en los sistemas eléctricos no 
peninsulares con régimen retributivo adicional, se fijarán teniendo en cuenta la situación 
cíclica de la economía, de la demanda eléctrica y la rentabilidad adecuada para estas 
actividades por periodos regulatorios que tendrán una vigencia de seis años, salvo que una 
norma de derecho comunitario europeo establezca una vigencia del periodo regulatorio 
distinta.

Estos parámetros retributivos podrán revisarse para cada periodo regulatorio. Si no se 
llevara a cabo esta revisión antes del comienzo del periodo regulatorio se entenderán 
prorrogados para todo el periodo regulatorio siguiente, excepto en el caso del régimen 
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retributivo específico cuya revisión podrá realizarse hasta el 28 de febrero del primer año de 
cada periodo regulatorio.

Para las actividades de transporte y distribución las tasas de retribución financiera 
aplicables serán fijadas, para cada periodo regulatorio, por la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia.

No obstante lo anterior, para cada periodo regulatorio se establecerá por ley el límite 
máximo de las tasas de retribución financiera aplicables a las actividades de transporte y 
distribución. Este límite máximo estará referenciado al rendimiento de las Obligaciones del 
Estado a diez años en el mercado secundario entre titulares de cuentas no segregados de 
los veinticuatro meses previos al mes de mayo del año anterior al inicio del nuevo periodo 
regulatorio incrementado con un diferencial adecuado que se determinará para cada periodo 
regulatorio. Si al comienzo de un periodo regulatorio no se llevase a cabo la determinación 
del límite máximo se entenderá prorrogado el límite máximo fijado para el periodo regulatorio 
anterior. Si este último no existiera, el límite máximo para el nuevo periodo tomará el valor de 
la tasa de retribución financiera del periodo anterior.

Para las actividades de producción en los sistemas eléctricos no peninsulares con 
régimen retributivo adicional podrá modificarse la tasa de retribución financiera aplicable a 
dichas actividades antes del inicio de cada periodo regulatorio. La tasa de retribución 
financiera establecida estará referenciada al rendimiento de las Obligaciones del Estado a 
diez años en el mercado secundario de los veinticuatro meses previos al mes de mayo del 
anterior al del inicio incrementado con un diferencial adecuado que se determinará, por Ley, 
para cada periodo regulatorio. Si al comienzo de un periodo regulatorio no se llevase a cabo 
la determinación de la tasa de retribución financiera, se entenderá prorrogada la fijada para 
el periodo regulatorio anterior.

En el caso de las instalaciones de producción a partir de fuentes de energía renovables, 
cogeneración de alta eficiencia y residuos con régimen retributivo específico la modificación 
de los parámetros de retribución se realizará de acuerdo con los siguientes criterios:

1.º En la revisión que corresponda a cada periodo regulatorio se podrán modificar todos 
los parámetros retributivos y, entre ellos el valor sobre el que girará la rentabilidad razonable 
en lo que reste de vida regulatoria de las instalaciones tipo que se fijará legalmente.

En ningún caso, una vez reconocida la vida útil regulatoria o el valor estándar de la 
inversión inicial de una instalación, se podrán revisar dichos valores.

2.º Cada tres años se revisarán las estimaciones de ingresos por la venta de la energía 
generada, valorada al precio del mercado de producción, en función de la evolución de los 
precios del mercado y las previsiones de horas de funcionamiento.

Asimismo, se podrán ajustar los parámetros retributivos en función de las desviaciones 
del precio del mercado respecto de las estimaciones realizadas para el semiperiodo 
regulatorio anterior. El método de ajuste se establecerá reglamentariamente y será de 
aplicación en lo que reste de vida útil de la instalación.

3.º Al menos anualmente se actualizarán los valores de retribución a la operación para 
aquellas tecnologías cuyos costes de explotación dependan esencialmente del precio del 
combustible.

5. La retribución de la actividad de producción incorporará los siguientes conceptos:
a) La energía eléctrica negociada a través de los mercados diario e intradiario. La 

energía eléctrica negociada a través de los mercados diario y subastas intradiarias se 
retribuirá sobre la base del precio resultante del equilibrio entre la oferta y la demanda de 
energía eléctrica ofertada en los mismos, resultante de los mecanismos que se establezcan.

La energía eléctrica negociada a través de los mercados de contratación bilateral o física 
o a plazo que se retribuirá sobre la base del precio de las operaciones contratadas en firme 
en los mencionados mercados.

Este concepto retributivo se definirá considerando las pérdidas incurridas en las redes y 
los costes derivados de las alteraciones del régimen normal de funcionamiento del sistema 
de ofertas.

b) Los servicios de ajuste, incluyendo los servicios de no frecuencia y servicios de 
balance del sistema, necesarios para garantizar un suministro adecuado al consumidor.
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La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia determinará qué servicios del 
sistema se consideran de no frecuencia y de balance, así como su régimen retributivo, 
diferenciándose aquellos que tengan carácter obligatorio de aquellos potestativos.

Por su parte, el Ministerio para la Transición Ecológica determinará qué servicios de 
ajuste, excluyendo los de balance y los de no frecuencia, son necesarios para mantener la 
seguridad, continuidad y calidad de suministro.

c) En su caso, la retribución en concepto de mecanismo de capacidad, que se 
establecerá por orden del Ministerio para la Transición Ecológica, que permita dotar al 
sistema de un margen de cobertura adecuado e incentive la disponibilidad de potencia 
gestionable.

d) En su caso, la retribución adicional a que hace referencia el apartado 6 para la 
actividad de producción de energía eléctrica desarrollada en los sistemas eléctricos de los 
territorios no peninsulares.

e) En su caso, la retribución específica a que hace referencia el apartado 7 para la 
producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración de 
alta eficiencia y residuos.

6. El Gobierno podrá determinar un concepto retributivo adicional para cubrir la diferencia 
entre los costes de inversión y explotación de la actividad de producción de energía eléctrica 
desarrollada en los sistemas eléctricos de los territorios no peninsulares y los ingresos de 
dicha actividad de producción tomando como referencia la estructura de precios prevista en 
los párrafos a), b) y c) del apartado 5. El concepto retributivo adicional se basará en los 
siguientes principios:

a) Se tendrán en consideración exclusivamente los extracostes específicos de estos 
sistemas eléctricos asociados a su ubicación territorial y, en su caso, a su carácter aislado.

b) Para la determinación de los costes de inversión y explotación de la actividad de 
producción de energía eléctrica se considerará una instalación tipo, a lo largo de su vida útil 
regulatoria y en referencia a la actividad realizada por una empresa eficiente y bien 
gestionada.

c) Al efecto de permitir una retribución adecuada a la de una actividad de bajo riesgo, la 
tasa de retribución financiera de la inversión neta reconocida estará referenciada al 
rendimiento de las Obligaciones del Estado a diez años en el mercado secundario 
incrementado con un diferencial adecuado.

7. Excepcionalmente, el Gobierno podrá establecer un régimen retributivo específico 
para fomentar la producción a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración de alta 
eficiencia y residuos, cuando exista una obligación de cumplimiento de objetivos energéticos 
derivados de Directivas u otras normas de Derecho de la Unión Europea o cuando su 
introducción suponga una reducción del coste energético y de la dependencia energética 
exterior, en los términos establecidos a continuación:

a) El otorgamiento de este régimen retributivo específico se establecerá mediante 
procedimientos de concurrencia competitiva.

Este régimen retributivo, adicional a la retribución por la venta de la energía generada 
valorada al precio del mercado de producción, estará compuesto por un término por unidad 
de potencia instalada que cubra, cuando proceda, los costes de inversión para cada 
instalación tipo que no pueden ser recuperados por la venta de la energía en el mercado, y 
un término a la operación que cubra, en su caso, la diferencia entre los costes de explotación 
y los ingresos por la participación en el mercado de producción de dicha instalación tipo.

Este régimen retributivo será compatible con la sostenibilidad económica del sistema 
eléctrico de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13 y estará limitado, en todo caso, a los 
objetivos de potencia que se establezcan en la planificación en materia de energías 
renovables y de ahorro y eficiencia.

b) Para el cálculo de dicha retribución específica se considerarán, para una instalación 
tipo, a lo largo de su vida útil regulatoria y en referencia a la actividad realizada por una 
empresa eficiente y bien gestionada, los valores que resulten de considerar:

 i. Los ingresos estándar por la venta de la energía generada valorada al precio del 
mercado de producción.
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 ii. Los costes estándar de explotación.
iii. El valor estándar de la inversión inicial.
A estos efectos, en ningún caso se tendrán en consideración los costes o inversiones 

que vengan determinados por normas o actos administrativos que no sean de aplicación en 
todo el territorio español. Del mismo modo, sólo se tendrán en cuenta aquellos costes e 
inversiones que respondan exclusivamente a la actividad de producción de energía eléctrica.

Como consecuencia de las singulares características de los sistemas eléctricos de los 
territorios no peninsulares, podrán definirse excepcionalmente instalaciones tipo específicas 
para cada uno de ellos.

El régimen retributivo no sobrepasará el nivel mínimo necesario para cubrir los costes 
que permitan competir a las instalaciones de producción a partir de fuentes de energía 
renovables, cogeneración de alta eficiencia y residuos en nivel de igualdad con el resto de 
tecnologías en el mercado y que permita obtener una rentabilidad razonable referida a la 
instalación tipo en cada caso aplicable. Esta rentabilidad razonable girará, antes de 
impuestos, sobre el rendimiento medio en el mercado secundario de las Obligaciones del 
Estado a diez años aplicando el diferencial adecuado.

Excepcionalmente el régimen retributivo podrá incorporar además un incentivo a la 
inversión y a la ejecución en un plazo determinado cuando su instalación suponga una 
reducción significativa de los costes en los sistemas de los territorios no peninsulares.

c) El valor de la inversión inicial se determinará mediante el procedimiento de 
concurrencia competitiva para otorgar el régimen retributivo adicional a cada instalación.

La retribución adicional a la del mercado, que pudiera corresponder a cada instalación 
será la que resulte de aplicar lo dispuesto en los apartados anteriores considerando como 
valor estándar de la inversión inicial el que resulte en el procedimiento de concurrencia 
competitiva.

d) La energía eléctrica imputable a la utilización de un combustible en una instalación de 
generación que utilice como energía primaria alguna de las energías renovables no 
consumibles no será objeto de régimen retributivo específico, salvo en el caso de 
instalaciones híbridas entre fuentes de energía renovables no consumibles y consumibles, 
en cuyo caso la energía eléctrica imputable a la utilización de la fuente de energía renovable 
consumible sí podrá ser objeto de régimen retributivo específico.

A estos efectos, por orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo se publicará la 
metodología para el cálculo de la energía eléctrica imputable a los combustibles utilizados.

e) El régimen retributivo específico devendrá inaplicable si como consecuencia de una 
inspección o de cualquier otro medio válido en derecho, quedase constatado que con 
anterioridad al plazo límite reglamentariamente establecido la instalación hubiera incumplido 
alguno de los siguientes requisitos:

i. Estar totalmente finalizada. A estos efectos, se considerará que una instalación está 
totalmente finalizada si cuenta con todos los elementos, equipos e infraestructuras que son 
necesarios para producir energía y verterla al sistema eléctrico, incluyendo, cuando 
corresponda, los sistemas de almacenamiento.

ii. Que sus características técnicas coincidan con las características técnicas 
proyectadas para la instalación en el momento del otorgamiento del derecho a la percepción 
del régimen retributivo específico.

En aquellos casos en que la característica técnica que haya sido modificada sea la 
potencia de la instalación, siempre y cuando dicha circunstancia constara en la inscripción 
en el registro de instalaciones de producción de energía eléctrica con anterioridad al 
vencimiento del plazo límite reglamentariamente establecido, el cumplimiento del requisito 
del párrafo ii de éste apartado e) solo será exigible para la parte de la instalación 
correspondiente a la potencia inscrita. En dichos casos, la instalación únicamente tendrá 
derecho a la percepción del régimen retributivo específico correspondiente a dicha potencia 
inscrita en el registro y a la fracción de la energía imputable a la misma.

En las disposiciones en las que se establezcan los mecanismos de asignación de los 
regímenes retributivos específicos podrá eximirse a nuevas instalaciones que cumplan 
determinados requisitos del cumplimiento de lo previsto en el párrafo ii de éste apartado e).
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La potencia o energía imputable a cualquier parte de una instalación con derecho a la 
percepción del régimen retributivo específico, que no estuviera instalada y en funcionamiento 
con anterioridad al plazo límite reglamentariamente establecido, no tendrá derecho al 
régimen retributivo específico, sin perjuicio del régimen retributivo que se establezca 
reglamentariamente por el Gobierno para las modificaciones de las instalaciones.

Las circunstancias recogidas en este apartado e) y la consiguiente inaplicación o 
modificación, según corresponda, del régimen retributivo específico aplicable a las distintas 
instalaciones serán declaradas por la Dirección General de Política Energética y Minas 
previa la tramitación de un procedimiento que garantizará, en todo caso, la audiencia al 
interesado. El plazo máximo para resolver este procedimiento y notificar su resolución será 
de seis meses.

7 bis. Adicionalmente al régimen retributivo específico previsto en el apartado anterior, al 
objeto de favorecer la previsibilidad y estabilidad en los ingresos y financiación de las nuevas 
instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovable 
que se construyan, el Gobierno desarrollará reglamentariamente otro marco retributivo para 
la generación de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovable, basado en el 
reconocimiento a largo plazo de un precio fijo por la energía.

El referido marco retributivo se otorgará mediante procedimientos de concurrencia 
competitiva en los que el producto a subastar será la energía eléctrica, la potencia instalada 
o una combinación de ambas y la variable sobre la que se ofertará será el precio de 
retribución de dicha energía. Asimismo, siempre que se garantice su adecuación a los 
objetivos perseguidos, podrán incluirse en los procedimientos de concurrencia competitiva 
otros criterios de adjudicación no económicos hasta un máximo del 30 por ciento de la 
ponderación, los cuales podrán ser relativos, entre otros, a la contribución a la resiliencia, a 
la sostenibilidad medioambiental, a la innovación, al impacto socioeconómico del proyecto o 
a otros aspectos que mejoren la integración de las fuentes de energía renovables en el 
sistema eléctrico.

En los procedimientos de concurrencia competitiva, que deberán estar orientados a la 
eficiencia en costes, se podrá distinguir entre distintas tecnologías de generación en función 
de sus características técnicas, tamaño, niveles de gestionabilidad, criterios de localización, 
madurez tecnológica y aquellos otros que garanticen la transición hacia una economía 
descarbonizada, así como tener en cuenta las particularidades de las comunidades de 
energías renovables para que estas puedan competir por el acceso al marco retributivo en 
nivel de igualdad con otros participantes, todo ello de acuerdo con la normativa comunitaria.

En el caso de instalaciones de pequeña magnitud y proyectos de demostración se les 
podrá eximir del procedimiento de concurrencia competitiva para el otorgamiento de los 
referidos marcos retributivos de acuerdo con lo que se desarrolle reglamentariamente. En 
estos casos, se podrá utilizar como referencia retributiva el resultado de dichos 
procedimientos, garantizándose la orientación a la eficiencia en costes.

8. Las metodologías de retribución de las actividades de transporte y distribución se 
establecerán atendiendo a los costes necesarios para construir, operar y mantener las 
instalaciones de acuerdo al principio de realización de la actividad al menor coste para el 
sistema eléctrico según lo dispuesto en el artículo 1.1.

8.bis. Las metodologías de retribución de las actividades de transporte y de distribución 
deberán contemplar incentivos económicos, que podrán tener signo positivo o negativo, para 
la mejora de la disponibilidad de las instalaciones, para garantizar el nivel de endeudamiento 
adecuado a fin de disponer de una estructura de deuda sostenible y otros objetivos.

9. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia establecerá el régimen 
económico de los derechos por acometidas, enganches, verificación de las instalaciones, 
actuaciones sobre los equipos de control y medida, alquiler de aparatos de medida, 
realización de estudios de conexión y acceso a las redes y demás actuaciones necesarias 
para atender los requerimientos de los usuarios.

Los pagos por derechos por acometidas, enganches, verificación y actuaciones sobre los 
equipos de control y medida derivados de decisiones de los usuarios, alquiler de aparatos de 
medida y realización de estudios de conexión y de acceso a las redes serán realizados por 
los sujetos del sistema a los titulares o gestores de la red en los términos que se establezcan 
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reglamentariamente. En ningún caso dichos pagos tendrán consideración de peajes o 
cargos.

10. Sin perjuicio de lo establecido en relación con la comercialización de referencia, la 
retribución a la actividad de comercialización será la que libremente se pacte entre las 
partes.

Los consumidores y los titulares de instalaciones de almacenamiento, ya sea 
directamente o a través de su comercializador o de un agregador independiente, podrán 
obtener los ingresos que correspondan, por su participación, en su caso, en los servicios 
incluidos en el mercado de producción de acuerdo a lo que reglamentariamente se 
determine.

11. La retribución del operador del mercado se establecerá de acuerdo con la 
metodología que determine el Gobierno, salvo aquellos aspectos retributivos cuya 
aprobación se atribuya al regulador nacional de conformidad con las normas de derecho 
comunitario europeo, en función de los servicios que efectivamente presten y será financiada 
con base en los precios que éstos cobren a los agentes y sujetos del sistema, 
respectivamente.

La retribución del operador del mercado y los precios que deben cobrar serán fijados 
anualmente por el Ministerio para la Transición Ecológica. La retribución podrá incorporar 
incentivos, que podrán tener signo positivo o negativo, a la reducción de costes y a otros 
objetivos.

12. Corresponderá a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia la 
aprobación la retribución para cada año de las empresas titulares de instalaciones de 
transporte y distribución de conformidad con lo previsto en la Ley 3/2013, de 4 de junio.

Artículo 15.  Criterios de redes y criterios de funcionamiento de las instalaciones de 
producción sujetas a retribución regulada.

1. El Gobierno establecerá los criterios generales de redes y los criterios de 
funcionamiento de las instalaciones de producción de energía eléctrica sujetas a retribución 
regulada. Las metodologías retributivas que se establezcan con cargo a los ingresos del 
sistema eléctrico tendrán únicamente en consideración los costes derivados de aplicación de 
dichos criterios.

A estos efectos se tendrán en cuenta las mejores prácticas en las actividades de 
transporte, distribución y producción, los índices de calidad establecidos en la normativa 
estatal y los niveles de protección medio ambiental derivados de la normativa estatal y 
europea.

Los criterios previstos en este apartado serán los utilizados en la planificación de la red 
de transporte.

2. Las empresas titulares de activos de redes y de instalaciones de producción de 
energía eléctrica sujetas a retribución regulada a las que se apliquen, en alguna de sus 
áreas, normativas específicas sobre redes o instalaciones de producción que supongan unos 
mayores costes en la actividad que desempeñen, podrán establecer convenios u otros 
mecanismos con las Administraciones Públicas para cubrir el sobrecoste ocasionado. En 
ningún caso el sobrecoste causado por estas normas formará parte de la inversión o de los 
costes de explotación reconocidos a estas empresas para el cálculo de la retribución, no 
pudiendo por tanto ser sufragado a través de los ingresos del sistema eléctrico.

3. Reglamentariamente por el Gobierno se establecerán los términos en los que, 
excepcionalmente y con carácter temporal, se podrá autorizar el sobrecoste asumido con 
cargo a los ingresos del sistema eléctrico derivado de los cambios de combustible en las 
instalaciones de producción de los sistemas eléctricos de los territorios no peninsulares, que 
no se justifiquen por razones técnicas y que sean imprescindibles para garantizar el 
suministro en dichos territorios.

Artículo 16.  Peajes de acceso a las redes y cargos asociados a los costes del sistema.
1. El Ministerio para la Transición Ecológica, previo Acuerdo de la Comisión Delegada 

del Gobierno para Asuntos Económicos, dictará las disposiciones necesarias para el 
establecimiento de los cargos necesarios que se establecerán de acuerdo con la 
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metodología prevista en el presente artículo para cubrir los costes de las actividades del 
sistema que correspondan.

El Gobierno, previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, 
establecerá la metodología de cálculo de los cargos que deberán satisfacer los 
consumidores y, en su caso, los productores de energía eléctrica, y que cubrirán los costes 
del sistema que se determinen, sin perjuicio de lo dispuesto para los peajes de transporte y 
distribución.

2. En el marco de las orientaciones de política energética adoptadas por el Ministerio 
para la Transición Ecológica, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
establecerá, mediante circular, la metodología, para el establecimiento de los peajes de 
acceso a las redes de transporte y distribución que deberán satisfacer los usuarios de las 
mismas.

3. Los peajes y cargos serán únicos en todo el territorio nacional y no incluirán ningún 
tipo de impuestos.

4. En caso de que las actividades o instalaciones destinadas al suministro eléctrico 
fueran gravadas, directa o indirectamente, con tributos propios de las Comunidades 
Autónomas o recargos sobre tributos estatales, en el peaje de acceso o cargo que 
corresponda podrá incluirse un suplemento territorial que cubrirá la totalidad del sobrecoste 
provocado por ese tributo o recargo y que deberá ser abonado por los consumidores 
ubicados en el ámbito territorial de la respectiva Comunidad Autónoma.

En el caso de que los tributos sean de carácter local, salvo los contemplados en el 
artículo 59 del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, en el peaje de acceso o cargo que 
corresponda se podrá incluir un suplemento territorial que cubra la totalidad del sobrecoste 
provocado.

Por orden del titular del Ministerio de Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad, 
a propuesta conjunta de los titulares de los Ministerios para la Transición Ecológica y de 
Hacienda, se determinarán, previo Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos, los concretos tributos y recargos que serán considerados a efectos de 
la aplicación de los citados suplementos territoriales, así como los mecanismos necesarios 
para la gestión y liquidación de tales suplementos.

5. Con carácter general, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19, los peajes de 
acceso a las redes y los cargos a los que se refieren los apartados 1 y 2 del presente artículo 
se establecerán anualmente, respectivamente, por la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia y por el Ministerio para la Transición Ecológica, con base en las 
estimaciones realizadas. Dichos cargos y peajes de acceso podrán revisarse asimismo 
cuando se produzcan circunstancias que afecten de modo relevante a los costes regulados o 
a los parámetros utilizados para su cálculo.

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia aprobará los peajes mediante 
resolución que se publicará en el Boletín Oficial del Estado. El Ministerio aprobará los cargos 
por orden del titular del Ministerio para la Transición Ecológica, previo acuerdo de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

6. Las empresas que realicen las actividades con retribución regulada facilitarán a la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y al Ministerio para la Transición 
Ecológica cuanta información sea necesaria para la determinación de los peajes de acceso a 
las redes de transporte y distribución, y los cargos necesarios para cubrir otros costes.

7. Las empresas comercializadoras deberán desglosar en sus facturas a los 
consumidores finales la cuantía correspondiente a los peajes y cargos.

Artículo 17.  Precios voluntarios para el pequeño consumidor y tarifas de último recurso.
1. Los precios voluntarios para el pequeño consumidor, que serán únicos en todo el 

territorio español, serán los precios máximos que podrán cobrar los comercializadores que, a 
tenor de lo previsto en el párrafo f) del artículo 6, asuman las obligaciones de suministro de 
referencia, a aquellos consumidores que, de acuerdo con la normativa vigente, cumplan los 
requisitos para que les resulten de aplicación.

Dichos precios se fijarán de forma que en su cálculo se respete el principio de suficiencia 
de ingresos, aditividad y no ocasionen distorsiones de la competencia en el mercado.
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2. Los precios voluntarios para el pequeño consumidor tendrán en cuenta las 
especialidades a las que se refiere el artículo 16.2 que correspondan. Para su cálculo, se 
incluirán de forma aditiva en su estructura los siguientes conceptos:

a) El coste de producción de energía eléctrica, que se determinará con arreglo a 
mecanismos de mercado en los términos que se desarrollen reglamentariamente.

b) Los peajes de acceso y cargos que correspondan.
c) Los costes de comercialización que correspondan.
3. Se definen las tarifas de último recurso como aquellos precios de aplicación a 

categorías concretas de consumidores de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley y su 
normativa de desarrollo.

Dichas tarifas de último recurso resultarán de aplicación:
a) A los consumidores que tengan la condición de vulnerables, y
b) aquellos que, sin cumplir los requisitos para la aplicación del precio voluntario para el 

pequeño consumidor, transitoriamente no dispongan de un contrato de suministro en vigor 
con un comercializador en mercado libre.

Las tarifas de último recurso serán únicas en todo el territorio nacional y en su fijación se 
podrán incorporar descuentos o recargos sobre los precios voluntarios para el pequeño 
consumidor, según se determine para cada categoría de consumidores. Las tarifas de último 
recurso serán los precios que podrán cobrar los comercializadores que, a tenor de lo previsto 
en el párrafo f) del artículo 6, asuman las obligaciones de suministro de referencia, a 
aquellos consumidores que, de acuerdo con la normativa vigente, cumplan los requisitos que 
les resulten de aplicación.

4. El Gobierno establecerá la metodología de cálculo de los precios voluntarios para el 
pequeño consumidor y de las tarifas de último recurso. Por orden del Ministro de Industria, 
Energía y Turismo, previo Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, se dictarán las disposiciones necesarias para el establecimiento de estos 
precios voluntarios para el pequeño consumidor y tarifas de último recurso.

5. Sobre los precios voluntarios para el pequeño consumidor y las tarifas de último 
recurso para cada categoría de consumo se aplicarán los correspondientes impuestos.

6. En caso de que las actividades o instalaciones destinadas al suministro eléctrico 
fueran gravadas, directa o indirectamente, con tributos propios de las Comunidades 
Autónomas o recargos sobre tributos estatales, en los precios voluntarios para el pequeño 
consumidor o las tarifas de último recurso podrá incluirse un suplemento territorial que 
cubrirá la totalidad del sobrecoste provocado por ese tributo o recargo y que deberá ser 
abonado por los consumidores ubicados en el ámbito territorial de la respectiva Comunidad 
Autónoma.

En el caso de que los tributos sean de carácter local, salvo los contemplados en el 
artículo 59 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en los precios voluntarios para el pequeño 
consumidor o la tarifa de último recurso se podrá incluir un suplemento territorial que cubra la 
totalidad del sobrecoste provocado.

Por orden del titular del Ministerio de Presidencia, a propuesta conjunta de los titulares 
de los Ministerios de Industria, Energía y Turismo y de Hacienda y Administraciones Públicas 
y previo Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, se 
determinarán los concretos tributos y recargos que serán considerados a efectos de la 
aplicación de los citados suplementos territoriales, así como los mecanismos necesarios 
para su gestión y liquidación.

7. Con el fin de que exista la mayor transparencia en los precios del suministro de 
energía eléctrica, se desglosarán en la facturación al usuario los diferentes conceptos en la 
forma que reglamentariamente se determine, al menos el coste de la energía, los peajes de 
acceso a las redes de transporte y distribución y cargos que correspondan, y los tributos que 
graven el consumo de electricidad, así como los suplementos territoriales cuando 
correspondan. En la facturación de aquellos usuarios acogidos a tarifas de último recurso, se 
incluirá, en su caso, el importe del bono social minorando el precio voluntario para el 
pequeño consumidor o el recargo sobre dicho precio en el caso de la tarifa de último recurso 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 86  Ley del Sector Eléctrico [parcial]

– 1229 –



para aquellos consumidores que transitoriamente no dispongan de un contrato de suministro 
en vigor con un comercializador en mercado libre.

Artículo 18.  Cobro y liquidación de los peajes, cargos, precios y retribuciones reguladas.
1. Los peajes de acceso a las redes de transporte y distribución y los precios o cargos 

por otros servicios regulados destinados al suministro de energía eléctrica serán recaudados 
por las empresas distribuidoras y, en su caso, por el operador del sistema, debiendo dar a 
las cantidades ingresadas la aplicación que proceda de acuerdo con el procedimiento 
general de liquidaciones previsto en la presente ley y en su normativa de desarrollo.

A estos efectos, los ingresos por peajes o cargos serán los que hubieran debido ser 
facturados por aplicación de la normativa que los establezca, con independencia de su 
efectiva facturación y cobro por parte de los sujetos obligados a su recaudación.

2. El Gobierno establecerá reglamentariamente el procedimiento general de 
liquidaciones para el reparto de los fondos ingresados por los distribuidores y el transportista, 
así como de las restantes partidas de ingresos, entre quienes realicen las actividades 
incluidas en el sistema, atendiendo a la retribución que les corresponda de conformidad con 
la presente Ley.

Las liquidaciones de ingresos y costes del sistema eléctrico se realizarán mensualmente 
por el órgano encargado de las mismas a cuenta de la liquidación de cierre de cada año, que 
se efectuará con anterioridad al 1 de diciembre del año siguiente al que corresponde 
considerando las partidas de ingresos incorporadas al sistema de liquidaciones hasta dicha 
fecha provenientes de cualquier mecanismo financiero establecido normativamente y de los 
Presupuestos Generales del Estado, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 13.

Cualquier ingreso o coste que se incorpore una vez realizada la liquidación de cierre de 
un ejercicio, tendrá la consideración de ingreso o coste liquidable del sistema del ejercicio en 
que se produzca.

Con carácter general, en las actividades con retribución regulada que correspondan a 
una partida de costes del sistema eléctrico, el cobro de dicha retribución se realizará con 
cargo a las liquidaciones del ejercicio para el que se hayan establecido, aplicándose a todas 
las actividades con igual distribución en el cobro. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de 
regularizaciones que pudieran realizarse con posterioridad a las liquidaciones de cada 
ejercicio o del destino establecido para aquellas partidas de ingresos provenientes de los 
Presupuestos Generales del Estado o de mecanismos financieros de acuerdo con lo 
establecido normativamente.

3. Los sujetos a los que se refiere el artículo 6 se adherirán a las condiciones que 
establezcan el operador del mercado y el operador del sistema para la realización de las 
operaciones de liquidación y pago de la energía que correspondan. Tales condiciones serán 
públicas, transparentes y objetivas y serán aprobadas por el Ministerio de Industria, Energía 
y Turismo.

4. En el supuesto de que los sujetos del sistema eléctrico a los que corresponda efectuar 
pagos por liquidaciones, de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, no 
cumplieran con su obligación de ingresar en plazo las cantidades que les correspondan, el 
órgano encargado de realizar las liquidaciones les requerirá, inmediatamente después de 
transcurrido el plazo para efectuar el pago, para que procedan al ingreso de los importes 
correspondientes.

En estos casos, cuando el incumplimiento de la obligación de ingreso corresponda a una 
empresa perteneciente a un grupo de sociedades que tuviera derechos de cobro en la 
misma liquidación, se priorizará el reparto de las cantidades no ingresadas de acuerdo con 
las siguientes reglas:

a) Se imputarán en primer lugar las cuantías incumplidas realizando una minoración a 
los sujetos con derechos de cobro del mismo grupo de sociedades y,

b) las cantidades restantes se repartirán entre el resto de sujetos no pertenecientes a 
dicho grupo.

Sin perjuicio de lo anterior, a partir del día siguiente al de la finalización del período 
establecido para el pago comenzarán a devengarse, sin necesidad de requerimiento previo, 
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intereses de demora que serán equivalentes al interés legal del dinero incrementado en 150 
puntos básicos.

5. La liquidación de las obligaciones de pago o, en su caso, de los derechos de cobro 
que resulten de la aplicación y su normativa de desarrollo de acuerdo con el procedimiento 
general de liquidaciones, tendrán la consideración de ingreso o coste liquidable del sistema, 
según corresponda.

Artículo 19.  Desajustes temporales entre ingresos y costes del sistema.
1. Se entenderá que se producen desajustes temporales entre ingresos y costes del 

sistema eléctrico si como resultado de las liquidaciones de cierre del sistema eléctrico en un 
ejercicio resultara un déficit o superávit de ingresos.

2. En caso de que se produjera un desajuste por déficit de ingresos en un ejercicio, su 
cuantía no podrá superar el 2 por ciento de los ingresos estimados del sistema para dicho 
ejercicio.

Adicionalmente, la deuda acumulada por desajustes de ejercicios anteriores no podrá 
superar el 5 por ciento de los ingresos estimados del sistema para dicho ejercicio.

Los peajes, en su caso, o cargos que correspondan se revisarán al menos en un total 
equivalente a la cuantía en que se sobrepasen los citados límites.

3. La parte del desajuste que, sin sobrepasar los citados límites, no se compense por 
subida de peajes y cargos será financiada por los sujetos del sistema de liquidación de forma 
proporcional a la retribución que les corresponda por la actividad que realicen.

Asimismo, si en las liquidaciones mensuales a cuenta de la de cierre de cada ejercicio 
aparecieran desviaciones transitorias entre los ingresos y costes, dichas desviaciones serán 
soportadas por los sujetos del sistema de liquidación de forma proporcional a la retribución 
que les corresponda en cada liquidación mensual.

A estos efectos se considerarán sujetos del sistema de liquidaciones a aquellos que 
reciben la liquidación de su retribución con cargo a las diferentes partidas de costes del 
sistema, tanto directamente como a través del operador del sistema o de los distribuidores.

Estos sujetos tendrán derecho a recuperar las aportaciones por desajuste que se deriven 
de la liquidación de cierre, en las liquidaciones correspondientes a los cinco años siguientes 
al ejercicio en que se hubiera producido dicho desajuste temporal. Las cantidades aportadas 
por este concepto serán devueltas reconociéndose un tipo de interés en condiciones 
equivalentes a las del mercado que se fijará en la orden prevista en el artículo 16.

4. Los superávit de ingresos que pudieran resultar de las liquidaciones del sistema 
eléctrico en cada ejercicio serán considerados ingresos liquidables del sistema del ejercicio 
en curso. Siempre que existan desajustes de años anteriores estos ingresos se destinarán a 
la reducción de las cantidades pendientes de devolución correspondientes a los mismos.

5. En todo caso, mientras las partidas de costes del sistema eléctrico reflejen pagos que 
correspondan a deudas pendientes de años anteriores, los cargos no podrán ser revisados a 
la baja.

Artículo 20.  Contabilidad e información.
1. Las entidades que desarrollen alguna o algunas de las actividades a que se refiere el 

artículo 1.2 de la presente ley llevarán su contabilidad de acuerdo con lo establecido en el 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley de Sociedades de Capital, aun cuando no tuvieran tal carácter.

El Gobierno regulará las adaptaciones que fueran necesarias para el supuesto de que el 
titular de la actividad no sea una sociedad anónima.

En cualquier caso, las empresas habrán de tener en su sede central a disposición del 
público una copia de sus cuentas anuales.

2. Sin perjuicio de la aplicación de las normas generales de contabilidad a las empresas 
que realicen actividades a que se refiere el artículo 1.2 de esta ley o a las sociedades que 
ejerzan control sobre las mismas, el Gobierno podrá establecer para las mismas las 
especialidades contables y de publicación de cuentas que se consideren adecuadas, de tal 
forma que se reflejen con nitidez los activos, pasivos, ingresos y gastos de las actividades 
eléctricas y las transacciones realizadas entre sociedades de un mismo grupo.
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Entre las especialidades contables a establecer por el Gobierno para las empresas que 
realicen actividades eléctricas se concederá especial atención a la inclusión en las cuentas 
anuales de la información relativa a las actuaciones empresariales con incidencia sobre el 
medio ambiente, con el objetivo de integrar progresivamente los criterios de preservación del 
entorno en los procesos de decisión económica de las empresas.

En el caso de las sociedades que tengan por objeto la realización de las actividades con 
retribución regulada, de acuerdo con lo dispuesto en la presente ley, llevarán en su 
contabilidad cuentas separadas que diferencien entre los activos, pasivos, ingresos y costes 
imputables estrictamente a cada una de dichas actividades, a fin de evitar discriminaciones, 
subvenciones entre actividades distintas y distorsiones de la competencia.

Los comercializadores de referencia llevarán en su contabilidad interna cuentas 
separadas de la citada actividad de suministro de referencia del resto de actividades.

Las sociedades que desarrollen actividades eléctricas diferentes a las establecidas en el 
artículo 8.2 llevarán cuentas separadas de la actividad de producción, de comercialización, 
de aquellas otras no eléctricas que realicen en el territorio español y de todas aquellas otras 
que realicen en el exterior.

Los productores con retribución regulada o regímenes económicos específicos llevarán 
en su contabilidad interna cuentas separadas de las actividades eléctricas y de aquellas que 
no lo sean, así como de la actividad de producción a mercado libre, con retribución regulada 
o con regímenes específicos.

Red Eléctrica de España, S.A.U. deberá llevar cuentas separadas de la actividad de 
transporte, de la operación del sistema peninsular, y de la operación del sistema en los 
sistemas no peninsulares.

El Operador del mercado deberá llevar cuentas separadas de la actividad de operación 
del mercado y del resto de actividades que realice de forma accesoria.

3. Las entidades deberán explicar en la memoria de las cuentas anuales los servicios 
prestados y los costes repercutidos por otras entidades del grupo y partes vinculadas, así 
como los criterios aplicados por el grupo de sociedades en el reparto de costes respecto a 
las otras entidades del grupo que realicen actividades eléctricas diferentes. Además, 
deberán informar en la memoria de las cuentas anuales sobre los criterios de asignación e 
imputación de los activos, pasivos, gastos e ingresos entre cada una de las actividades para 
las que se les exige llevar contabilidad separada, así como de las reglas de amortización 
aplicadas y vidas útiles de los activos.

Los criterios deberán ser explícitos y concretos, de tal manera que exista una clara 
correspondencia entre dichos criterios y los valores obtenidos en la contabilidad separada 
por actividades.

Estos criterios deberán mantenerse y no se modificarán, salvo circunstancias 
excepcionales. Las modificaciones y su justificación deberán ser explicadas en la memoria 
anual al correspondiente ejercicio.

Se incluirá también en la memoria de las cuentas anuales, información sobre las 
operaciones realizadas con las empresas de su mismo grupo empresarial en las condiciones 
que reglamentariamente se establezcan.

Asimismo, se incluirá un balance y cuenta de pérdidas y ganancias separado por 
actividades, segregando los activos, pasivos, gastos e ingresos de cada una de las 
actividades que la sociedad realice, para las que se le exige llevar contabilidad separada, así 
como, de forma agregada, para el resto de actividades que pueda realizar de forma 
accesoria.

4. Las empresas deberán facilitar al Ministerio de Industria, Energía y Turismo y a la 
Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia la información que les sea 
requerida de su contabilidad separada por actividades y dentro de éstas, en su caso, 
separada por tecnología o instalaciones concretas, así como de las operaciones realizadas 
con las empresas de su mismo grupo empresarial y otras partes vinculadas.

Asimismo, las empresas deberán proporcionarles la información que les sea requerida, 
en especial en relación con sus estados financieros, que deberá ser verificada mediante 
auditorías externas a la propia empresa que habrán de realizarse de conformidad con lo 
dispuesto en el Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas.
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Cuando estas entidades formen parte de un mismo grupo empresarial, la obligación de 
información se extenderá, asimismo, a la sociedad que ejerza el control de la que realiza 
actividades eléctricas siempre que actúe en algún sector energético y a aquellas otras 
sociedades del grupo que lleven a cabo operaciones con la que realiza actividades en el 
sistema eléctrico.

Reglamentariamente se podrán establecer excepciones a la obligación de auditar las 
cuentas para las empresas de pequeño o mediano tamaño.

5. Deberá incluirse información en las cuentas anuales, relativa a las actuaciones 
empresariales que se materialicen en proyectos de ahorro, eficiencia energética y de 
reducción del impacto medioambiental para los que se produzca la deducción por 
inversiones prevista en la presente ley.

6. Además de lo dispuesto en los apartados anteriores, los sujetos que realicen 
cualquiera de las actividades con retribución regulada de acuerdo a lo dispuesto en la 
presente ley y sus normas de desarrollo, deberán facilitar al Ministerio de Industria, Energía y 
Turismo y a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, información relativa a 
las condiciones que determinaron el otorgamiento de estas retribuciones, así como la 
información relativa a los costes que sea necesaria para el adecuado establecimiento y 
revisión de los mismos. Los márgenes añadidos por las operaciones intragrupo deberán ser 
transparentes, explicitados y cuantificados en la información que se reporte.

7. Los sujetos definidos en el artículo 6 estarán obligados a comunicar la información que 
afecte a la formación de los precios en los mercados organizados del Mercado Ibérico de 
Electricidad.

8. En los contratos que celebre la Administración General del Estado o sus organismos o 
entes públicos para el control, análisis, consultoría o auditoría en una actividad del sector 
eléctrico se establecerá un régimen de incompatibilidades para las empresas adjudicatarias 
así como para las empresas del grupo a las que éstas pertenezcan, durante la ejecución del 
contrato antes mencionado y como máximo durante los tres años siguientes a su extinción, 
en sus relaciones contractuales directas o indirectas con empresas que desempeñen:

a) La misma actividad relacionada con el objeto del contrato adjudicado.
b) Otras actividades del sector eléctrico con retribución regulada en las que pudiera ser 

relevante la información sobre materia retributiva a la que hubieran tenido acceso con 
ocasión del contrato.

Asimismo, se establecerá que las empresas adjudicatarias antes señaladas serán 
responsables de la calidad del trabajo realizado durante la ejecución del contrato y durante 
los tres años posteriores a la conclusión del mismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el texto 
refundido de la Ley de Contratos del Sector Público aprobado por Real Decreto Legislativo 
3/2011, de 14 de noviembre.

No obstante lo anterior, de forma motivada podrán exceptuarse o limitarse las 
incompatibilidades anteriores en los referidos contratos.

En ningún caso, las empresas adjudicatarias, así como las restantes empresas del 
mismo grupo a que pertenezcan, podrán intervenir en cualesquiera litigios que se sustancien 
contra la Administración General del Estado, sus organismos o entes públicos al servicio de 
las restantes partes litigantes, siempre que dichos litigios guarden relación con la misma 
actividad que hubiera sido objeto de contratación. Queda a salvo su eventual intervención a 
propuesta de la propia representación letrada de la Administración General del Estado, de 
sus organismos o de sus entes públicos.

A estos efectos, se considerará que existe grupo de sociedades cuando concurra alguno 
de los casos establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio.

9. Las sociedades que realizan actividades reguladas no podrán otorgar préstamos, 
prestar garantías ni avalar préstamos de otras sociedades del grupo o partes vinculadas que 
realicen actividades liberalizadas u otras actividades ajenas al sector eléctrico español. Se 
excluyen los préstamos a sociedades del mismo grupo que tengan por objeto una gestión 
centralizada de la tesorería, sin que se dediquen a actividades liberalizadas u otras 
actividades ajenas al sector eléctrico español.

[ . . . ]
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TÍTULO VIII
Suministro de energía eléctrica

CAPÍTULO I
Suministro a los usuarios y gestión de la demanda eléctrica

[ . . . ]
Artículo 50.  Planes de ahorro y eficiencia energética.

1. La Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla, en el ámbito de sus respectivas competencias territoriales, podrán, mediante 
planes de ahorro y eficiencia energética, establecer las normas y principios básicos para 
potenciar las acciones encaminadas a la consecución de los siguientes fines:

a) Optimizar los rendimientos de los procesos de transformación de la energía, 
inherentes a sistemas productivos o de consumo.

b) Analizar y controlar el desarrollo de proyectos de creación de plantas industriales de 
gran consumo de energía, según criterios de rentabilidad energética a nivel nacional.

c) Mejorar el rendimiento o sustituir el tipo de combustible en empresas o sectores de 
alto consumo energético, a tenor de los intereses a nivel nacional.

d) Mejorar la eficiencia energética de las medianas y grandes empresas de todos los 
sectores.

e) Renovar los sistemas energéticos del parque de edificios residenciales y comerciales, 
para incrementar el ahorro de energía eléctrica y mejorar la eficiencia energética en las 
instalaciones térmicas, de climatización, ventilación, iluminación, ascensores y otras que 
utilicen energía eléctrica.

2. Cuando dichos planes de ahorro y eficiencia energética establezcan acciones 
incentivadas con fondos públicos, las citadas Administraciones Públicas podrán exigir a las 
personas físicas o jurídicas participantes la presentación de una auditoría energética de los 
resultados obtenidos.

3. Por real decreto del Consejo de Ministros se regularán los términos y condiciones en 
los que los comercializadores de energía eléctrica podrán acceder a determinada 
información relativa al consumo y la potencia demandada de los consumidores con la 
finalidad de que puedan ofrecerles actuaciones tendentes a favorecer la gestión de 
demanda, optimizar la contratación, u otro tipo de medidas de eficiencia energética, bien 
directamente, o bien a través de empresas de servicios energéticos, respetando en todo 
caso la protección de datos de carácter personal.

[ . . . ]
TÍTULO IX

Autorizaciones, expropiación y servidumbres

Artículo 53.  Autorización de instalaciones de transporte, distribución, producción y líneas 
directas.

1. Para la puesta en funcionamiento de nuevas instalaciones de transporte, distribución, 
producción, líneas directas, así como para infraestructuras eléctricas de las estaciones de 
recarga de vehículos eléctricos de potencia superior a 3.000 kW, contempladas en la 
presente ley o modificación de las existentes se requerirá de las siguientes autorizaciones 
administrativas:

a) Autorización administrativa previa, que se tramitará con el anteproyecto de la 
instalación como documento técnico y, en su caso, conjuntamente con la evaluación de 
impacto ambiental, según lo dispuesto en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental, y otorgará a la empresa autorizada el derecho a realizar una instalación concreta 
en determinadas condiciones.
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La autorización administrativa de instalaciones de generación no podrá ser otorgada si 
su titular no ha obtenido previamente los permisos de acceso y conexión a las redes de 
transporte o distribución correspondientes.

b) Autorización administrativa de construcción, que permite al titular realizar la 
construcción de la instalación cumpliendo los requisitos técnicos exigibles.

Para solicitarla, el titular presentará un proyecto de ejecución junto con una declaración 
responsable que acredite el cumplimiento de la normativa que le sea de aplicación.

Para su resolución se deberán analizar los condicionados exclusivamente técnicos de 
aquellas Administraciones Públicas, organismos o empresas que presten servicios públicos 
o de interés económico general, únicamente en lo relativo a bienes y derechos de su 
propiedad que se encuentren afectados por la instalación.

La tramitación y resolución de autorizaciones definidas en los párrafos a) y b) del 
apartado 1 del presente artículo podrán efectuarse de manera consecutiva, coetánea o 
conjunta.

c) Autorización de explotación, que permite, una vez ejecutado el proyecto, poner en 
tensión las instalaciones y proceder a su explotación.

Las acometidas podrán requerir las autorizaciones administrativas previstas en este 
apartado en los términos que reglamentariamente se establezcan por las Administraciones 
Públicas en el ámbito de sus respectivas competencias.

En el caso de instalaciones móviles de la red de transporte o red de distribución que 
deban implantarse transitoriamente por un periodo inferior a dos años y que se conecten a 
dichas redes, con carácter previo a la autorización de explotación, requerirán de una 
autorización administrativa de construcción que recibirá el nombre de autorización de 
implantación, quedando eximidas de la autorización administrativa previa. La autorización de 
implantación se regirá por lo dispuesto en el anexo, pudiendo este anexo ser modificado 
reglamentariamente.

Las autorizaciones administrativas de instalaciones de generación se podrán otorgar por 
una potencia instalada superior a la capacidad de acceso que figure en el permiso de 
acceso. La capacidad de acceso será la potencia activa máxima que se le permite verter a la 
red a una instalación de generación de electricidad. Si las autorizaciones administrativas 
emitidas afectasen a instalaciones existentes con régimen retributivo específico, las 
modificaciones de las mismas deberán ser comunicadas para su inscripción en el registro de 
régimen retributivo específico y la diferenciación a efectos retributivos de la generación 
derivada de dichas modificaciones.

2. La Administración Pública competente podrá establecer que determinados tipos de 
modificaciones no sustanciales de las instalaciones de transporte, distribución y producción, 
líneas directas, así como las infraestructuras eléctricas de las estaciones de recarga de 
vehículos eléctricos de potencia superior a 3.000 kW no queden sometidas a las 
autorizaciones administrativas previas previstas en los apartados 1.a) y b).

Reglamentariamente se establecerán, a estos efectos, qué criterios se utilizarán para 
considerar una determinada modificación como no sustancial, los cuales deberán 
fundamentarse en las características técnicas de la modificación proyectada.

En todo caso, las modificaciones consideradas como no sustanciales deberán obtener la 
autorización de explotación a la que se refiere el apartado 1. c), previa acreditación del 
cumplimiento de las condiciones de seguridad de las instalaciones y del equipo asociado.

3. Reglamentariamente se podrá eximir a determinadas instalaciones de producción de 
hasta 500 kW de potencia instalada del régimen de autorizaciones previsto en los apartados 
1.a) y 1.b) del presente artículo.

Asimismo, reglamentariamente el Gobierno podrá eximir a determinadas instalaciones 
eléctricas cuyo objeto sea la investigación y el desarrollo tecnológico del régimen de 
autorizaciones previsto en los apartados 1.a) y 1.b) del presente artículo. En todo caso para 
que un proyecto pueda resultar eximido de la autorización administrativa previa, ese 
proyecto concreto deberá estar exento de la obtención de declaración de impacto ambiental.

Para que un proyecto sea considerados de I+D+i a los efectos del párrafo anterior, este 
deberá estar sujeto a una convocatoria estatal europea o nacional específica que así lo 
refleje, o bien deberá contar con un reconocimiento expreso a tal efecto dictado por la 
Secretaría de Estado de Energía.
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4. Para la autorización de instalaciones de transporte, distribución, producción y líneas 
directas de energía eléctrica el promotor de la misma deberá acreditar suficientemente los 
siguientes extremos:

a) Las condiciones técnicas y de seguridad de las instalaciones y del equipo asociado.
b) El adecuado cumplimiento de las condiciones de protección del medio ambiente.
c) Las características del emplazamiento de la instalación.
d) Su capacidad legal, técnica y económico-financiera para la realización del proyecto.
5. La transmisión y cierre definitivo de las instalaciones de transporte, distribución, 

producción y líneas directas, así como el cierre temporal de las instalaciones de producción 
requerirán autorización administrativa previa en los términos establecidos en esta ley y en 
sus disposiciones de desarrollo. El titular de la instalación tendrá la obligación de proceder al 
desmantelamiento de la misma tras el cierre definitivo, salvo que la autorización 
administrativa de cierre definitivo permita lo contrario.

En todo caso, el cierre definitivo de instalaciones de generación requerirá el informe del 
operador del sistema en el que se consignarán las posibles afecciones del cierre a la 
seguridad de suministro y en el que se deberá pronunciar motivadamente si éste resulta 
posible sin poner en riesgo la seguridad de suministro.

La administración autorizante deberá dictar y notificar la resolución sobre las solicitudes 
de autorización en el plazo de seis meses. Si transcurrido este plazo la administración no se 
hubiese pronunciado y simultáneamente se hubieran cumplido al menos tres meses desde la 
emisión por parte del operador del sistema de informe favorable al cierre de la instalación, el 
solicitante podrá proceder al cierre de la misma. Lo anterior se realizará sin perjuicio de las 
obligaciones de desmantelamiento que posteriormente pudieran imponerse por parte de la 
administración competente para la autorización.

6. Los procedimientos administrativos de autorización tendrán carácter reglado y 
respetarán los principios de objetividad, proporcionalidad, transparencia, igualdad y no 
discriminación, sin que, en ningún caso, pueda supeditarse el otorgamiento de la 
autorización al pago de costes o al cumplimiento de requisitos no vinculados al desarrollo de 
cada actividad.

Las autorizaciones administrativas a que se refiere este artículo serán otorgadas por la 
Administración competente, sin perjuicio de las concesiones y autorizaciones que sean 
necesarias de acuerdo con otras disposiciones que resulten aplicables y en especial las 
relativas a la ordenación del territorio y al medio ambiente.

7. La Administración Pública competente únicamente podrá denegar la autorización 
cuando no se cumplan los requisitos previstos en la normativa aplicable o cuando tenga una 
incidencia negativa en el funcionamiento del sistema.

8. No obstante lo previsto en el párrafo tercero del apartado 5 del presente artículo, en 
las instalaciones cuya autorización sea competencia de la Administración General del 
Estado, el plazo máximo para dictar y notificar la resolución sobre las solicitudes de 
autorización será de un año.

El vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa legitimará al 
interesado para entenderla desestimada por silencio administrativo de acuerdo con el 
artículo 43.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

9. Las instalaciones de producción, transporte, distribución de energía eléctrica y líneas 
directas, las destinadas a su recepción por los usuarios, los equipos de consumo, así como 
los elementos técnicos y materiales para las instalaciones eléctricas deberán ajustarse a las 
correspondientes normas técnicas de seguridad y calidad industriales, de conformidad a lo 
previsto en la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, y demás normativa que resulte de 
aplicación.

10. El incumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos en las autorizaciones 
o la variación sustancial de los presupuestos que determinaron su otorgamiento podrán dar 
lugar a su revocación, previa audiencia del interesado.

Artículo 54.  Utilidad pública.
1. Se declaran de utilidad pública las instalaciones eléctricas de generación, transporte, 

distribución de energía eléctrica, así como las infraestructuras eléctricas de las estaciones de 
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recarga de vehículos eléctricos de potencia superior a 3.000 kW, a los efectos de 
expropiación forzosa de los bienes y derechos necesarios para su establecimiento y de la 
imposición y ejercicio de la servidumbre de paso.

2. Dicha declaración de utilidad pública se extiende a los efectos de la expropiación 
forzosa de instalaciones eléctricas y de sus emplazamientos cuando por razones de 
eficiencia energética, tecnológicas, o medioambientales sea oportuna su sustitución por 
nuevas instalaciones o la realización de modificaciones sustanciales en las mismas.

[ . . . ]
TÍTULO X

Régimen de inspecciones, infracciones y sanciones

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Infracciones y sanciones

[ . . . ]
Artículo 64.  Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves:
1. La realización de actividades incompatibles infringiendo los requisitos de separación 

jurídica, funcional y de gestión, así como el incumplimiento por los sujetos obligados a ello 
de los criterios de separación, todo ello de acuerdo con lo establecido en esta ley y en su 
normativa de desarrollo.

2. El incumplimiento de las obligaciones de contabilidad exigibles de acuerdo con la 
presente ley. Se entenderá comprendido en dicha infracción el incumplimiento, por parte de 
los sujetos obligados a ello, de la obligación de llevar cuentas separadas conforme a lo 
dispuesto en el artículo 20 y en sus normas de desarrollo.

3. La aplicación irregular de precios, cargos, tarifas de los regulados en la presente ley o 
en las disposiciones de desarrollo de la misma, de manera que se produzca una alteración 
en el precio que sea superior al 15 por ciento y que, al tiempo, exceda de 300.000 euros.

El incumplimiento de las obligaciones resultantes del sistema de cargos, precios, tarifas, 
tarifas de último recurso o de los criterios de recaudación, cuando suponga un perjuicio 
grave para el sistema eléctrico. En particular se entenderá como incumplimiento de dichas 
obligaciones la falta de abono de los precios o cargos conforme a lo que reglamentariamente 
se determine, por parte del comercializador en los términos del apartado d) del artículo 46.1 
de esta ley, la falta o retraso en el pago de las cantidades a que dé lugar el procedimiento de 
las liquidaciones de los artículos 18 y 19 de esta ley y su normativa de desarrollo, y la 
declaración indebida de ingresos y costes.

4. La aplicación irregular de precios y peajes de acceso a las redes de los regulados en 
la presente ley o en las disposiciones de desarrollo dictadas por la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, de manera que se produzca una alteración en el precio que sea 
superior al 15 por ciento y que, al tiempo, exceda de 300.000 euros, así como el 
incumplimiento de las obligaciones resultantes del sistema de peajes, o de sus criterios de 
recaudación, cuando suponga un perjuicio grave para el sistema eléctrico. En particular se 
entenderá como incumplimiento de dichas obligaciones la falta de abono del peaje de 
acceso a las redes de transporte y distribución por parte del comercializador en los términos 
del apartado d) del artículo 46.1 de esta ley.

5. La falta de comunicación al Ministerio de Industria, Energía y Turismo o el 
incumplimiento de las condiciones u obligaciones establecidas, en el supuesto de la toma de 
participaciones en sociedades, en los términos previstos en la disposición adicional novena 
de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.
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6. El incumplimiento de las restricciones impuestas en el artículo 34.1 del Real Decreto-
ley 6/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en 
Mercados de Bienes y Servicios.

7. El incumplimiento de las limitaciones que se establezcan en cuanto a la participación 
en el accionariado de Red Eléctrica de España, S.A. o del Operador del Mercado Ibérico de 
la Energía-Polo Español, así como la falta de comunicación definida en el artículo 31.2 de 
cualquier circunstancia que pudiera afectar al cumplimiento de los requisitos establecidos 
para la sociedad certificada como Gestor de la red de transporte.

8. El incumplimiento de resoluciones jurídicamente vinculantes o de requerimientos 
impartidos por la Administración competente, incluida la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia, o por el operador del sistema en el ámbito de sus funciones, cuando de 
ello resulte un perjuicio relevante para el funcionamiento del sistema.

9. El incumplimiento reiterado de las obligaciones de información establecidas en el 
apartado 6 del artículo 65.

10. La inexactitud o falsedad en cualquier dato, manifestación o documento que se 
presente a la Administración, así como su no presentación en forma y plazo, al objeto de la 
determinación o percepción del régimen retributivo de las actividades con retribución 
regulada, siempre que esto suponga un impacto en los costes del sistema que exceda del 5 
por ciento de la retribución regulada anual del sujeto.

11. La resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones inspectoras que 
hayan sido acordadas en cada caso por la Administración Pública competente, incluida la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

12. Las acciones u omisiones que supongan incumplimiento de las medidas establecidas 
en aplicación de lo previsto en el artículo 7 por quienes realizan alguna de las actividades en 
ella reguladas.

13. El incumplimiento por parte de los obligados a ello por la normativa vigente de las 
obligaciones de preservar y gestionar el acceso a la información que tenga carácter de 
confidencial.

14. El incumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa de aplicación para 
tener derecho a la percepción del régimen retributivo de las actividades con retribución 
regulada, a menos que expresamente se hubiera tipificado como grave.

15. La realización de actividades incluidas en el ámbito de aplicación de la presente ley o 
la construcción, puesta en funcionamiento, modificación, transmisión, cierre temporal o cierre 
definitivo de instalaciones afectas a las mismas, sin la necesaria concesión, autorización 
administrativa, declaración responsable, comunicación o inscripción en el registro 
correspondiente cuando proceda, así como el incumplimiento del contenido, prescripciones y 
condiciones de las mismas cuando se ponga en riesgo la garantía de suministro o se genere 
un peligro o daño grave para las personas, los bienes o el medio ambiente.

16. El incumplimiento, por parte del titular de las instalaciones, de su obligación de 
mantenerlas en adecuadas condiciones de conservación e idoneidad técnica, siguiendo, en 
su caso, las instrucciones impartidas por la Administración Pública competente, por el 
operador del sistema y por el gestor de la red de transporte o por los gestores de las redes 
de distribución, o encargados de la lectura según corresponda, en virtud de lo establecido en 
la normativa de aplicación, cuando dicho incumplimiento ponga en riesgo la garantía de 
suministro o se genere un peligro o daño grave para las personas, los bienes o el medio 
ambiente.

17. La utilización de instrumentos, aparatos o elementos que pongan en riesgo la 
seguridad sin cumplir las normas y las obligaciones técnicas que deban reunir los aparatos e 
instalaciones afectos a las actividades objeto de la presente ley cuando comporten peligro o 
daño grave para personas, bienes o para el medio ambiente.

18. El incumplimiento por parte de los responsables del punto de medida de la obligación 
de disponer de los equipos de medida y control y demás dispositivos que 
reglamentariamente se hayan establecido, de forma que se impida o altere la correcta 
medición y facturación, o cuando dicho incumplimiento comporte peligro o daño grave para 
personas, bienes o para el medio ambiente; así como la negativa u obstrucción al acceso de 
los encargados de la lectura, verificadores u organismos autorizados por la administración 
competente para la realización de la lectura, o verificación de los equipos.
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19. El incumplimiento por parte de los obligados a ello de la normativa vigente relativa a 
la instalación de los equipos de medida, concentradores y demás dispositivos de tratamiento 
de la información y comunicación necesarios para el correcto funcionamiento del sistema de 
medidas, así como el incumplimiento de los criterios de seguridad y de privacidad que se 
establezcan reglamentariamente.

20. El incumplimiento reiterado por parte de los obligados a ello por la normativa vigente 
de la realización de los procesos de alta o modificación de fronteras, lectura y tratamiento de 
las medidas e intercambios de la información, así como de la remisión de la información o, 
en su caso, su puesta a disposición a los destinatarios a los que están obligados a 
remitírsela en los términos, en el plazo y forma establecidos reglamentariamente.

21. La inexactitud o falseamiento de la información relativa a la medida remitida por parte 
de los obligados a ello por la normativa vigente, cuando de ello se derive un incremento 
significativo de los costes del sistema o una minoración significativa de los ingresos del 
mismo.

22. El incumplimiento continuado, por parte de los obligados a ello de conformidad con la 
normativa vigente, de su obligación de gestionar las verificaciones de los equipos de medida.

23. Cualquier manipulación de los equipos de medida o de las instalaciones o la no 
disposición de los dispositivos necesarios, tendentes a alterar la medición de las cantidades 
suministradas o consumidas o de cualquiera de los conceptos que sirven de base para la 
facturación de la energía suministrada o consumida.

24. El incumplimiento por parte del Operador del Mercado de las funciones a que se 
refieren los párrafos e) y f) del artículo 29.2, en los términos previstos en la presente ley y su 
normativa de desarrollo, cuando de este hecho se derive perjuicio para el sistema o los 
demás sujetos.

25. El incumplimiento por parte del Operador del Sistema de las funciones a que se 
refieren los párrafos k), l), r) y u) del artículo 30.2, en los términos previstos en la presente 
ley y su normativa de desarrollo, cuando de este hecho se derive perjuicio para el sistema o 
los demás sujetos.

26. La denegación o alteración injustificadas del permiso de conexión a un punto de la 
red. Se considerará que la denegación es injustificada cuando no obedezca a lo previsto en 
la presente ley y en las normas de desarrollo aprobadas por el Gobierno.

27. La denegación o alteración injustificadas del permiso de acceso a un punto de la red. 
Se considerará que la denegación es injustificada cuando no obedezca a lo previsto en la 
presente ley y en las normas de desarrollo aprobadas por el Gobierno.

28. El establecimiento de otros mecanismos diferentes de los previstos en el artículo 33 
para el otorgamiento de los permisos de conexión y acceso o para la priorización en el 
otorgamiento de los mismos.

29. El otorgamiento de permisos de acceso o de permisos de conexión cuando no se 
disponga de la capacidad necesaria de acuerdo con las condiciones y criterios establecidos 
reglamentariamente por el Gobierno.

30. El incumplimiento reiterado de los índices objetivos de calidad del servicio y la no 
elaboración de las actuaciones que impulsen la mejora de la calidad del servicio establecidas 
en el artículo 51.

31. La interrupción o suspensión del suministro sin que medien los requisitos legal o 
reglamentariamente establecidos o fuera de los supuestos previstos legal o 
reglamentariamente.

32. La negativa a suministrar energía eléctrica a nuevos usuarios, sin que existan 
razones que lo justifiquen de acuerdo con lo previsto en la presente ley y su normativa de 
desarrollo.

33. El incumplimiento por parte de las empresas distribuidoras o transportistas de su 
obligación de realizar las acometidas y la conexión de nuevos suministros o ampliación de 
los existentes que se les planteen en las zonas en que operan, cuando así resulte exigible 
de conformidad con la normativa de aplicación.

34. El incumplimiento por parte de las empresas distribuidoras de la función que les 
asigna el párrafo l) del artículo 40.2, en los términos previstos en la presente ley y su 
normativa de desarrollo, cuando de este hecho se derive un perjuicio económico para los 
sujetos afectados.
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35. El incumplimiento por parte de los distribuidores, de los comercializadores o de los 
gestores de cargas de los requisitos de capacidad legal, técnica y económica establecidos 
en la presente ley y su normativa de desarrollo.

36. La no formalización de los contratos de suministro y acceso a redes por parte de los 
sujetos obligados a ello de acuerdo a la normativa en vigor.

37. La reducción, sin autorización, de la capacidad de producción o de suministro de 
energía eléctrica, incluyendo el incumplimiento reiterado de las obligaciones de 
disponibilidad por las unidades de producción.

38. Cualquier manipulación tendente a alterar el precio de la energía eléctrica por parte 
de cualquier sujeto, así como la inexactitud o falsedad de carácter esencial, en cualquier 
dato, manifestación o documento que suponga una alteración del mercado de producción.

38 bis. Cualquier manipulación tendente a alterar el precio de la energía eléctrica por 
parte de cualquier sujeto, así como la inexactitud o falsedad de carácter esencial, en 
cualquier dato, manifestación o documento que suponga una alteración del despacho de 
producción en los sistemas eléctricos en territorios no peninsulares.

39. La no presentación de ofertas de compra o venta, de manera reiterada por los 
sujetos obligados a ello en el mercado de producción.

40. Cualquier otra actuación en el suministro o consumo de energía eléctrica que 
suponga una alteración porcentual de la realidad de lo suministrado o consumido superior al 
15 por ciento y que, a la par, exceda de 300.000 euros.

41. Cualquier actuación tendente a la alteración o falseamiento del resultado de las 
pruebas o inspecciones realizadas sobre las instalaciones de producción.

42. El incumplimiento por parte de los agentes que actúen como representantes de la 
prohibición de actuar simultáneamente por cuenta propia y por cuenta ajena.

43. El incumplimiento de alguno de los requisitos técnicos de aplicación a las distintas 
modalidades de autoconsumo cuando se produjeran perturbaciones que afecten a la calidad 
de suministro en el ámbito de la red a la que están conectados.

44. El incumplimiento de la prohibición establecida en el artículo 20.8.
45. El incumplimiento por parte de los gestores de la red de distribución de las 

obligaciones establecidas en el ejercicio de su función, a menos que expresamente se 
hubiera tipificado como grave.

46. El incumplimiento por parte de los operadores dominantes de las restricciones 
impuestas en la normativa vigente.

47. Dejar de ingresar dentro de los plazos legal o reglamentariamente establecidos las 
cuantías que correspondan al reparto del coste del bono social y de la cuantía definidos en el 
artículo 45.4, cuando la cantidad anual a aportar sea superior a 5 millones de euros.

48. El falseamiento u ocultación de datos sobre número de clientes o energía eléctrica 
suministrada o de cualquier otra información que se solicite por la Administración a efectos 
de la aplicación del mecanismo de financiación del bono social y de la cuantía definidos en el 
artículo 45.4.

49. Imponer injustificadamente condiciones, dificultades o retrasos en relación con la 
tramitación de las solicitudes, o con la aplicación del bono social, cuando se cause un grave 
daño a los intereses generales.

50. La comisión reiterada de tres o más infracciones tipificadas como graves en el 
artículo 65 de esta ley.

51. El incumplimiento de la obligación de remitir en plazo a la Dirección General de 
Política Energética y Minas la información necesaria para determinar el importe de la ayuda 
del Bono Social Térmico y proceder a su pago, el envío incompleto de la misma, así como el 
incumplimiento de las obligaciones de información a los consumidores relativas al Bono 
Social Térmico.

52. Imponer injustificadamente condiciones, dificultades o retrasos en relación con la 
tramitación de los contratos de acceso en las modalidades de autoconsumo, o de los 
contratos de suministro de energía en las modalidades de autoconsumo, cuando se cause 
un grave daño a los intereses generales, así como el no disponer del servicio de servicio de 
atención a los titulares de instalaciones de autoconsumo.

53. El Incumplimiento reiterado, por parte de los distribuidores de energía eléctrica, de 
los plazos de respuesta previstos en la normativa sectorial, imponer injustificadamente 
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condiciones, dificultades o retrasos en relación con la tramitación de los permisos de acceso 
y conexión, y entronque y conexión de las nuevas instalaciones a la red de los 
consumidores, en particular de los puntos de recarga de vehículos eléctricos y sus 
infraestructuras asociadas, cuando se cause un grave daño a los intereses generales.

Artículo 65.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
1. El incumplimiento por parte de los sujetos obligados de conformidad con lo dispuesto 

en esta ley y en sus normas de desarrollo de su obligación de realizar auditorías externas en 
los supuestos en que así venga exigido.

2. La aplicación irregular de precios, cargos, tarifas de los regulados en la presente ley o 
en las disposiciones de desarrollo de la misma, de manera que se produzca una alteración 
en el precio que sea superior al 10 por ciento y que, al tiempo, exceda de 30.000 euros.

El incumplimiento de las obligaciones resultantes del sistema de cargos, precios, tarifas, 
tarifas de último recurso, o de los criterios de recaudación, cuando no suponga un perjuicio 
grave para el sistema eléctrico. En particular se entenderá como incumplimiento de dichas 
obligaciones la falta de abono de los precios o cargos conforme a lo que reglamentariamente 
se determine, por parte del comercializador en los términos del apartado d) del artículo 46.1 
de esta ley, la falta o retraso en el pago de las cantidades a que dé lugar el procedimiento de 
las liquidaciones de los artículos 18 y 19 de esta ley y su normativa de desarrollo, y la 
declaración indebida de ingresos y costes.

3. La aplicación irregular de precios y peajes de acceso a las redes de los regulados en 
la presente ley o en las disposiciones de desarrollo dictadas por la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, de manera que se produzca una alteración en el precio que sea 
superior al 10 por ciento y que, al tiempo, exceda de 30.000 euros. En particular, se 
considerará infracción grave el incumplimiento por parte del distribuidor de lo dispuesto en el 
apartado c) del artículo 44.1 cuando se superen dichas cantidades.

El incumplimiento de las obligaciones resultantes del sistema de peajes, o de sus 
criterios de recaudación, cuando no suponga un perjuicio grave para el sistema eléctrico. En 
particular se entenderá como incumplimiento de dichas obligaciones la falta de abono del 
peaje de acceso a las redes de transporte y distribución por parte del comercializador en los 
términos del párrafo d) del artículo 46.1 de esta ley.

4. El incumplimiento de resoluciones jurídicamente vinculantes o de requerimientos 
impartidos por la Administración Pública competente, incluida la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, o por el operador del sistema en el ámbito de sus funciones, 
cuando no resulte perjuicio relevante para el funcionamiento del sistema.

5. El incumplimiento de las disposiciones contenidas en los Reglamentos de la Unión 
Europea que afecten al sector eléctrico, salvo que expresamente estén tipificadas como muy 
grave.

6. El incumplimiento de cuantas obligaciones de remisión de información se deriven de la 
aplicación de la normativa vigente o resulten del previo requerimiento por parte de la 
Administración Pública, incluida la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, o 
del Operador del Sistema o del Operador del mercado, en el ámbito de sus funciones. 
Asimismo, se considerará infracción grave el incumplimiento por parte de los sujetos del 
sistema de sus obligaciones de información o comunicación a otros sujetos del sistema. 
También se considerará infracción grave la no remisión de la información en la forma y plazo 
que resulte exigible. Todo ello cuando no hubiera sido expresamente tipificado como muy 
grave.

7. La inexactitud o falsedad en cualquier dato, manifestación o documento que se 
presente a la Administración, así como su no presentación en forma y plazo, al objeto de la 
determinación o percepción del régimen retributivo de las actividades con retribución 
regulada, que suponga un impacto en los costes del sistema que se encuentre entre el 1 y el 
5 por ciento de la retribución regulada anual del sujeto.

8. Los incumplimientos tipificados en los apartados 15, 16 y 17 del artículo 64 cuando no 
concurran las circunstancias de riesgo de garantía del suministro o peligro o daño grave para 
las personas, bienes o medio ambiente.
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9. El incumplimiento de las medidas de seguridad, aun cuando no supongan peligro 
manifiesto para los bienes.

10. El incumplimiento por parte de los responsables del punto de medida de la obligación 
de disponer de los equipos de medida y control y demás dispositivos que 
reglamentariamente se hayan establecido cuando no se impida la correcta facturación de las 
energías suministradas o consumidas, o cuando dicho incumplimiento no comporte peligro o 
daño grave para personas, bienes o para el medio ambiente.

11. El incumplimiento por parte de los obligados a ello por la normativa vigente de la 
realización de los procesos de alta o modificación de fronteras, lectura y tratamiento de las 
medidas e intercambios de la información, así como de la remisión de la información o, en su 
caso, su puesta a disposición a los destinatarios a los que están obligados a remitírsela en 
los términos, en el plazo y forma establecidos reglamentariamente.

12. El incumplimiento, por parte de los obligados a ello de conformidad con la normativa 
vigente, de su obligación de gestionar las verificaciones de los equipos de medida, cuando 
no hubiera sido tipificado como infracción muy grave.

13. El incumplimiento por parte del Operador del Mercado de las funciones y 
obligaciones que le corresponden de acuerdo con lo establecido en el artículo 29.2 y su 
normativa de desarrollo, a menos que expresamente se hubiera tipificado como muy grave.

14. El incumplimiento por parte del Operador del Sistema, del transportista, de los 
distribuidores y de los gestores de la red de distribución de las funciones y obligaciones que 
les corresponden de acuerdo con lo establecido en la presente ley y su normativa de 
desarrollo, a menos que expresamente se hubiera tipificado como muy grave.

15. El incumplimiento por parte del Operador del Sistema de la obligación de remisión de 
información que resulte necesaria para la determinación de la retribución de otros agentes, o 
la existencia de errores de carácter esencial en dicha información.

16. La no comunicación de la información necesaria o en su caso, de parámetros no 
autorizados previamente, al operador del sistema por parte de los sujetos obligados a ello 
para la correcta gestión del despacho de generación en los sistemas aislados.

17. El incumplimiento por parte de los sujetos obligados a ello de conformidad con la 
normativa vigente, de los índices de calidad del servicio a que se refiere el artículo 51.2 o de 
las condiciones de calidad y continuidad del servicio.

18. El incumplimiento reiterado por parte de la empresa suministradora de aplicar los 
descuentos correspondientes a los consumidores afectados por interrupciones en las 
condiciones previstas en la normativa de aplicación.

19. El retraso injustificado en el comienzo de la prestación del servicio a nuevos 
usuarios.

20. Cualquier otra actuación en el suministro o consumo de energía eléctrica, que 
suponga una alteración porcentual de la realidad de lo suministrado o consumido superior al 
10 por ciento y que, a la par, exceda de 30.000 euros.

21. El incumplimiento, por parte de los distribuidores o comercializadores, de las 
obligaciones de mantener una base de datos de todos los puntos de suministro conectados a 
sus redes y a las redes de transporte de su zona, de permitir el acceso a la misma, así como 
de dotarse de los sistemas informáticos necesarios que permitan la consulta de los datos del 
registro de puntos de suministro y la recepción y validación informática de solicitudes y 
comunicaciones con los consumidores y comercializadores de energía.

22. El incumplimiento reiterado e injustificado de los plazos y contenidos establecidos 
para las comunicaciones con cualquiera de los sujetos que deben intervenir en el cambio de 
suministrador o en la realización de modificaciones de las condiciones de los contratos.

23. El incumplimiento reiterado por parte de los comercializadores de los requisitos 
establecidos para la formalización de contratos de suministro de energía eléctrica, así como 
de las condiciones de contratación y de apoderamiento con los clientes.

24. La creación de confusión en la información y en la presentación de la marca e 
imagen de marca de las empresas distribuidoras y las empresas comercializadoras de 
referencia que formen parte de un grupo de sociedades que desarrolle actividades reguladas 
y libres en los términos previstos en la presente ley, respecto a la identidad propia de las 
filiales de su mismo grupo que realicen actividades de comercialización.
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25. El incumplimiento por parte de las empresas distribuidoras y comercializadoras de 
electricidad de las obligaciones de mantenimiento y correcto funcionamiento de un servicio 
de atención a las quejas, reclamaciones, incidencias en relación al servicio contratado u 
ofertado, solicitudes de información sobre los aspectos relativos a la contratación y 
suministro o comunicaciones, que incluya un servicio de atención telefónica y número de 
teléfono, ambos gratuitos, así como de la aplicación de cualquiera de las medidas de 
protección al consumidor de acuerdo con lo establecido en la presente ley y su normativa de 
desarrollo, en especial las relativas a los consumidores vulnerables.

26. El incumplimiento por parte de los distribuidores, o de los comercializadores o de los 
gestores de cargas de sus obligaciones y de los requisitos que la normativa en vigor 
determine para ejercer la actividad, a menos que expresamente se hubiera tipificado como 
muy grave o como leve.

27. El incumplimiento de las obligaciones de disponibilidad de unidades de producción 
en cada período de programación.

28. La no presentación de ofertas de compra o venta por los sujetos obligados a ello en 
el mercado de producción.

29. El incumplimiento por parte de los agentes que actúen como representantes de las 
obligaciones establecidas en esta ley y en su normativa de desarrollo, a menos que 
expresamente se hubiera tipificado como muy grave.

30. El incumplimiento por parte de los gestores de cargas de las obligaciones reguladas 
en la presente ley y su normativa de desarrollo en relación con la reventa de energía 
eléctrica.

31. Cualquier infracción por manipulación de mercado también en fase de tentativa, uso 
de información privilegiada o falta de difusión de información privilegiada, conforme a lo 
establecido en el Reglamento (UE) n.º 1227/2011, de 25 de octubre de 2011, sobre la 
integridad y la transparencia del mercado mayorista de la energía o en la normativa de 
desarrollo del mismo.

32. El incumplimiento por parte de los sujetos calificados y participantes de los requisitos 
establecidos para las subastas reguladas de energía eléctrica previstas en la normativa 
correspondiente.

33. La manipulación del precio de los servicios de ajuste por parte de un agente del 
mercado mediante la realización de ofertas a precios excesivos, que resulten dispares de 
forma no justificada de los precios ofertados por el mismo en otros segmentos del mercado 
de producción.

34. La presentación de ofertas con valores anormales o desproporcionados con el objeto 
de alterar indebidamente el despacho de las unidades de generación o la casación del 
mercado.

35. (Derogado)
36. El incumplimiento por parte de los distribuidores o de los comercializadores de su 

obligación de poner en práctica los programas de gestión de la demanda aprobados por la 
Administración.

37. Dejar de ingresar dentro de los plazos legal o reglamentariamente establecidos las 
cuantías que correspondan al reparto del coste del bono social y de la cuantía definidos en el 
artículo 45.4, cuando la cantidad anual a aportar sea superior a 500.000 euros e inferior o 
igual a 5 millones de euros.

38. La comunicación de datos inexactos sobre número de clientes o energía eléctrica 
suministrada o de cualquier otra información que se solicite por la Administración a efectos 
de la aplicación del mecanismo de financiación del bono social y de la cuantía definidos en el 
artículo 45.4, cuando suponga un beneficio para el infractor.

39. El retraso en la comunicación de los datos sobre número de clientes o energía 
eléctrica suministrada o de cualquier otra información que se solicite por la Administración, 
que impida la determinación o fijación de los porcentajes de financiación del bono social y de 
la cuantía definidos en el artículo 45.4.

40. Imponer injustificadamente condiciones, dificultades o retrasos en relación con la 
tramitación de las solicitudes, o con la aplicación del bono social, cuando se cause un grave 
perjuicio a los consumidores.
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41. El incumplimiento del plazo máximo para comunicar al solicitante del bono social el 
resultado de las comprobaciones efectuadas para su aplicación, así como la omisión, en su 
caso, de la razón de la denegación.

42. La comisión reiterada de tres o más infracciones tipificadas como leves en el artículo 
66 de esta Ley.

43. El incumplimiento por parte de los comercializadores de las obligaciones 
establecidas en la normativa relativas a prácticas de contratación y relación con los clientes.

44. Imponer injustificadamente condiciones, dificultades o retrasos en relación con la 
tramitación de los contratos de acceso en las modalidades de autoconsumo, o de los 
contratos de suministro de energía en las modalidades de autoconsumo, cuando se cause 
un grave perjuicio a los consumidores, así como el mal funcionamiento reiterado del servicio 
de atención a los titulares de instalaciones de autoconsumo.

45. El incumplimiento reiterado, por parte de los distribuidores de energía eléctrica, de 
los plazos de respuesta previstos en la normativa sectorial, imponer injustificadamente 
condiciones, dificultades o retrasos en relación con la tramitación de los permisos de acceso 
y conexión, y entronque y conexión de las nuevas instalaciones a la red de los 
consumidores, en particular de los puntos de recarga de vehículos eléctricos y sus 
infraestructuras asociadas, cuando se cause un grave perjuicio a los consumidores.

[ . . . ]
Artículo 67.  Sanciones.

1. Las infracciones establecidas en el capítulo I de este título serán sancionadas del 
modo siguiente:

a) Por la comisión de las infracciones muy graves se impondrá al infractor multa por 
importe no inferior a 6.000.001 euros ni superior a 60.000.000 de euros.

b) Por la comisión de infracciones graves se impondrá al infractor multa por importe no 
inferior a 600.001 euros ni superior a 6.000.000 euros.

c) Por la comisión de infracciones leves se impondrá al infractor una multa por importe de 
hasta 600.000 euros.

2. En cualquier caso la cuantía de la sanción no podrá superar el 10 por ciento del 
importe neto anual de la cifra de negocios del sujeto infractor, o el 10 por ciento del importe 
neto anual de la cifra de negocios consolidada de la sociedad matriz del grupo al que 
pertenezca dicha empresa, según los casos.

En los casos en los cuales la infracción esté relacionada con el autoconsumo, la sanción 
máxima será la mayor de entre las dos cuantías siguientes: el 10 % de la facturación anual 
por consumo de energía eléctrica o el 10 % de la facturación por la energía vertida a la red.

3. Si, en razón de las circunstancias concurrentes, se apreciara una cualificada 
disminución de la culpabilidad del infractor o de la antijuridicidad del hecho, o si atendida la 
situación económica del infractor, en razón de su patrimonio, de sus ingresos, de sus cargas 
familiares y de las demás circunstancias personales que resulten acreditadas, la sanción 
resultase manifiestamente desproporcionada, el órgano sancionador podrá determinar la 
cuantía de la sanción aplicando la escala correspondiente a la clase o clases de infracciones 
que precedan en gravedad a aquella en que se integra la considerada en el caso de que se 
trate.

4. En todo caso, la cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los límites 
indicados, se graduará teniendo en cuenta los siguientes criterios:

a) El peligro resultante de la infracción para la vida y salud de las personas, la seguridad 
de las cosas y el medio ambiente.

b) La importancia del daño o deterioro causado.
c) Los perjuicios producidos en la continuidad y regularidad del suministro.
d) El grado de participación en la acción u omisión tipificada como infracción y el 

beneficio obtenido de la misma.
e) La intencionalidad en la comisión de la infracción y la reiteración en la misma.
f) La reincidencia por comisión en el término de un año de más de una infracción de la 

misma entidad cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa.
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g) El impacto en la sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico.
h) Cualquier otra circunstancia que pueda incidir en el mayor o menor grado de 

reprobabilidad de la infracción.
5. A los efectos de esta ley se considerará que un incumplimiento es reiterado cuando 

dentro del año inmediatamente anterior a su comisión el sujeto hubiera sido sancionado 
mediante resolución firme en vía administrativa con arreglo a la misma infracción.

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Ocupación del dominio público marítimo terrestre para 
líneas aéreas de alta tensión.

A los efectos a los que se refiere en el artículo 32 de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de 
Costas, excepcionalmente y por razones de utilidad pública debidamente acreditadas, el 
Consejo de Ministros, a propuesta conjunta de los Ministerios de Fomento, de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente y de Industria, Energía y Turismo, tomando en consideración 
los valores medioambientales y paisajísticos, podrá autorizar el tendido aéreo de líneas 
eléctricas de alta tensión en el dominio público marítimo-terrestre, siempre que no se 
localicen en tramos de costa que constituyan playa u otros ámbitos de especial protección.

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima.  Plan Renove instalaciones de cogeneración y residuos.

En el marco normativo que determine el sistema de obligaciones de eficiencia energética 
derivado de la aplicación de la Directiva 2012/27/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 25 de octubre de 2012, y con la finalidad de contribuir al objetivo nacional de eficiencia 
energética del artículo 3.1, se desarrollarán programas de renovación de instalaciones de 
cogeneración y residuos.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 86  Ley del Sector Eléctrico [parcial]

– 1245 –



§ 87

Ley 15/2012, de 27 de diciembre, de medidas fiscales para la 
sostenibilidad energética

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 312, de 28 de diciembre de 2012

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2012-15649

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
La presente Ley tiene como objetivo armonizar nuestro sistema fiscal con un uso más 

eficiente y respetuoso con el medioambiente y la sostenibilidad, valores que inspiran esta 
reforma de la fiscalidad, y como tal en línea con los principios básicos que rigen la política 
fiscal, energética, y por supuesto ambiental de la Unión Europea.

En la sociedad actual, la incidencia, cada vez mayor de la producción y el consumo de 
energía en la sostenibilidad ambiental requiere de un marco normativo y regulatorio que 
garantice a todos los agentes el adecuado funcionamiento del modelo energético que, 
además, contribuya a preservar nuestro rico patrimonio ambiental.

El fundamento básico de esta Ley se residencia en el artículo 45 de la Constitución, 
precepto en el que la protección de nuestro medio ambiente se configura como uno de los 
principios rectores de las políticas sociales y económicas. Por ello, uno de los ejes de esta 
reforma tributaria será la internalización de los costes medioambientales derivados de la 
producción de la energía eléctrica y del almacenamiento del combustible nuclear gastado o 
de los residuos radiactivos. De esta forma, la Ley ha de servir de estímulo para mejorar 
nuestros niveles de eficiencia energética a la vez que permiten asegurar una mejor gestión 
de los recursos naturales y seguir avanzando en el nuevo modelo de desarrollo sostenible, 
tanto desde el punto de vista económico y social, como medioambiental.

La presente reforma contribuye además a la integración de las políticas 
medioambientales en nuestro sistema tributario, en el cual tienen cabida tanto tributos 
específicamente ambientales, como la posibilidad de incorporar el elemento ambiental en 
otros tributos ya existentes.
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Los valores y objetivos que informan la presente Ley tienen vocación transversal y por lo 
tanto deben ser un eje básico de la coherencia de las medidas sectoriales, especialmente 
cuando inciden en un sector de tanto impacto económico y ambiental para el país como es el 
sector energético.

A tal fin, mediante esta Ley se regulan tres nuevos impuestos: el impuesto sobre el valor 
de la producción de la energía eléctrica, el impuesto sobre la producción de combustible 
nuclear gastado y residuos radiactivos resultantes de la generación de energía 
nucleoeléctrica y el impuesto sobre el almacenamiento de combustible nuclear gastado y 
residuos radiactivos en instalaciones centralizadas; se crea un canon por utilización de las 
aguas continentales para la producción de energía eléctrica; se modifican los tipos 
impositivos establecidos para el gas natural y el carbón, suprimiéndose además las 
exenciones previstas para los productos energéticos utilizados en la producción de energía 
eléctrica y en la cogeneración de electricidad y calor útil.

II
En este sentido y con el fin también de favorecer el equilibrio presupuestario, se 

establece en el Título I de esta Ley, un impuesto sobre el valor de la producción de la 
energía eléctrica, de carácter directo y naturaleza real, que grava la realización de 
actividades de producción e incorporación al sistema eléctrico de energía eléctrica en el 
sistema eléctrico español.

Este impuesto gravará la capacidad económica de los productores de energía eléctrica 
cuyas instalaciones originan importantes inversiones en las redes de transporte y distribución 
de energía eléctrica para poder evacuar la energía que vierten a las mismas, y comportan, 
por sí o como resultas de la propia existencia y desarrollo de las tales redes, indudables 
efectos medioambientales, así como la generación de muy relevantes costes necesarios 
para el mantenimiento de la garantía de suministro. El impuesto se aplicará a la producción 
de todas las instalaciones de generación.

III
El Título II de esta Ley contiene la regulación de los otros dos nuevos impuestos a los 

que se ha hecho referencia: el impuesto sobre la producción de combustible nuclear gastado 
y residuos radiactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica y el impuesto 
sobre la actividad de almacenamiento de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos 
en instalaciones centralizadas.

La generación de energía eléctrica mediante la utilización de energía nuclear supone la 
asunción por parte de la sociedad de una serie de cargas y servidumbres, debido a las 
peculiaridades inherentes a este tipo de energía, cuyo impacto económico es difícil de 
evaluar. La sociedad ha de hacerse cargo de una serie de responsabilidades derivadas de 
los aspectos específicos que inciden en dicha generación, tales como la gestión de los 
residuos radiactivos generados y el uso de materiales que pueden ser utilizados para fines 
no pacíficos.

Aunque en el Plan General de Residuos Radiactivos se prevén las necesidades de 
financiación, basadas en las mejores estimaciones disponibles, la valoración del coste total 
del desmantelamiento de las centrales nucleares y la gestión definitiva de los residuos 
radiactivos mantienen un alto grado de incertidumbre que, en última instancia, se trasladaría 
a la sociedad, tras el cese de la explotación de las centrales nucleares particularmente en lo 
que se refiere a la gestión definitiva del combustible nuclear gastado y de los residuos de 
alta actividad, ya que los desarrollos tecnológicos pueden condicionar la forma en la que 
finalmente se lleve a cabo dicha gestión y, en consecuencia, los costes asociados a la 
misma.

Asimismo, dada la larga vida de determinados residuos radiactivos, que trasciende a 
generaciones, tras la gestión definitiva de éstos será necesario el establecimiento de las 
medidas necesarias para evitar que cualquier agente externo pueda provocar su dispersión 
en el medio ambiente u otro tipo de efecto no deseado, lo que exigirá una supervisión 
institucional a largo plazo de la que deberá hacerse cargo el Estado. Así se contempla en el 
artículo 38 bis de la Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre Energía Nuclear, en la que se dispone 
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que el Estado asuma la titularidad de los residuos radiactivos una vez se haya procedido a 
su almacenamiento definitivo y, asimismo, que asuma la vigilancia que, en su caso, pudiera 
requerirse tras la clausura de una instalación nuclear una vez haya transcurrido el periodo de 
tiempo que se establezca en la correspondiente declaración de clausura.

Otra de las características que singulariza a la industria nucleoeléctrica la constituye el 
uso y generación de unos materiales que han de estar sometidos a un estricto control para 
evitar su utilización con fines no pacíficos o cualquier otro tipo de acto malintencionado sobre 
los mismos, lo que obliga a España, en su condición de Parte del Tratado sobre la no 
proliferación de armas nucleares (hecho en Londres, Moscú y Washington el 1 de julio de 
1968 y ratificado por España el 13 de octubre de 1987) y de la Convención sobre la 
protección física de los materiales nucleares (hecha en Viena y Nueva York el 3 de marzo de 
1980, firmada por España el 7 de abril de 1986 y ratificada, como Estado miembro de 
EURATOM, el 6 de septiembre de 1991) a hacer frente a las responsabilidades que de ello 
se deriva y, en consecuencia, a la aplicación de los recursos correspondientes.

Asimismo, el Estado debe aportar los recursos necesarios para mantener operativos los 
planes de emergencia nuclear existentes en cada una de las provincias en las que existen 
instalaciones nucleares.

A la vista de lo anterior, se considera adecuado el establecimiento de un gravamen sobre 
la producción de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos en las centrales 
nucleares, así como sobre su almacenamiento en instalaciones centralizadas, al objeto de 
compensar a la sociedad por las cargas que debe soportar como consecuencia de dicha 
generación.

IV
La imposición sobre hidrocarburos además de ser una fuente relevante de ingresos 

tributarios constituye un potente instrumento al servicio de la política de protección del medio 
ambiente plenamente asentado en nuestro ordenamiento jurídico.

Si bien los combustibles líquidos destinados principalmente al transporte por carretera o 
al sector residencial, han venido contribuyendo a estos objetivos a través de sus tipos 
actuales del Impuesto sobre Hidrocarburos, el gas natural ha venido disfrutando de un tipo 
impositivo igual a cero, permitido temporalmente por el artículo 15.1.g) de la Directiva 
2003/96/CE del Consejo, de 27 de octubre de 2003, por la que se reestructura el régimen 
comunitario de imposición de los productos energéticos y de la electricidad.

La inminencia del final del periodo indicado en la Directiva 2003/96/CE, el incremento en 
las cuotas nacionales de consumo de gas natural que se ha producido durante estos años, 
así como, la coherencia en el tratamiento de las diferentes fuentes de energía, aconsejan 
aplicar niveles de imposición estrictamente positivos para aquellos usos del gas natural que 
se encuentran regulados a tipo cero, por lo que en el Título III de esta Ley, mediante la 
modificación de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales (BOE de 29 
de diciembre), se establece un tipo positivo al gas natural utilizado como carburante en 
motores estacionarios, así como, al gas natural destinado a usos distintos a los de 
carburante.

No obstante, para mantener la competitividad del sector industrial, al amparo de lo 
establecido en la normativa comunitaria citada que permite diferenciar para un mismo 
producto el nivel nacional de imposición en determinadas circunstancias o condiciones 
estables, respetando los niveles mínimos comunitarios de imposición y las normas del 
mercado interior y de competencia, se establece una imposición reducida al gas natural para 
usos profesionales siempre que no se utilice en procesos de generación y cogeneración 
eléctrica.

De otro lado, la Ley revisa el tratamiento fiscal aplicable a los diferentes productos 
energéticos utilizados para la producción de electricidad. Las actividades de generación de 
electricidad a partir de combustibles fósiles constituyen grandes focos de emisión de gases 
de efecto invernadero, por lo que desde un punto de vista fiscal, se ha llegado a la 
consideración de que esta forma de generación de electricidad ha de ser gravada de forma 
más acorde, en relación con las externalidades que produce.

Bajo estas premisas, se suprimen determinadas exenciones previstas en el artículo 
51.2.c) y 79.3.a) de la Ley 38/1992, ello, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 
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14.1.a) de la Directiva 2003/96/CE, que permite a los Estados miembros para tales fines 
someter a gravamen a los productos energéticos utilizados para producir electricidad, y, con 
el artículo 15.1.c) de la citada Directiva por lo que se refiere a la generación combinada de 
calor y electricidad.

En este mismo sentido, para dar un tratamiento análogo a la producción de electricidad a 
partir de fuentes de energía fósil, se eleva el tipo de gravamen sobre el carbón, y al mismo 
tiempo, se crean tipos específicos que gravan los fuelóleos y los gasóleos destinados a la 
producción de energía eléctrica o a la cogeneración de electricidad y calor útil.

V
Finalmente, en el Título IV de esta ley se modifica el texto refundido de la Ley de Aguas 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio.
En particular, dicho Título regula el régimen económico-financiero de la utilización del 

dominio público hidráulico. Así, dispone que las Administraciones públicas competentes, en 
virtud del principio de recuperación de costes y teniendo en cuenta proyecciones 
económicas a largo plazo, establecerán los oportunos mecanismos para repercutir los costes 
de los servicios relacionados con la gestión del agua, incluyendo los costes ambientales y 
del recurso, en los diferentes usuarios finales.

El citado texto refundido de la Ley de Aguas en sus artículos 112 a 114 contempla cuatro 
exacciones distintas vinculadas al agua: el canon de utilización de bienes de dominio 
público, el canon de vertido que grava los vertidos al dominio público hidráulico, el canon de 
regulación que grava el beneficio particular obtenido por obras de regulación hechas por el 
Estado y la tarifa de utilización del agua que grava los beneficios particulares obtenidos por 
obras del Estado distintas de las de regulación.

En particular, el artículo 112 del texto refundido de la Ley de Aguas establece que el 
canon de utilización se aplica sólo a la ocupación, utilización y aprovechamiento del dominio 
público hidráulico definido en los apartados b) y c) del artículo 2 de la misma ley, es decir a la 
utilización de los cauces de corrientes naturales, continuas o discontinuas y de los lechos de 
los lagos y lagunas y los de los embalses superficiales en cauces públicos. Queda así fuera 
de la definición de este canon el uso de las aguas continentales a que se refiere el apartado 
a) del mismo artículo 2 del texto refundido de la Ley de Aguas.

Esta realidad que es una anomalía respecto al régimen común de los bienes de dominio 
público ha perdurado por razones históricas si bien hoy carece de razonabilidad económica, 
al menos en cuanto a un uso puramente industrial y en régimen de mercado como es el de 
producción de energía eléctrica.

Actualmente, la calidad general de las aguas continentales españolas hace necesaria su 
protección a fin de salvaguardar uno de los recursos naturales necesarios para la sociedad. 
En este sentido deben reforzarse las políticas de protección del dominio público hidráulico. A 
tal fin, se hace necesaria la obtención de recursos que deben ser aportados por quienes 
obtienen un beneficio de su utilización privativa o aprovechamiento especial para la 
producción de energía eléctrica.

El objeto de esta modificación por tanto, es establecer un nuevo canon a los bienes de 
dominio público descritos en el apartado a) del artículo 2 de la misma ley, es decir, a la 
utilización o aprovechamiento de las aguas continentales para su explotación hidroeléctrica.

TÍTULO I
Impuesto sobre el valor de la producción de la energía eléctrica

Artículo 1.  Naturaleza.
El impuesto sobre el valor de la producción de la energía eléctrica es un tributo de 

carácter directo y naturaleza real que grava la realización de actividades de producción e 
incorporación al sistema eléctrico de energía eléctrica, medida en barras de central, a través 
de cada una de las instalaciones indicadas en el artículo 4 de esta Ley.
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Artículo 2.  Ámbito territorial.
1. El impuesto se aplicará en todo el territorio español.
2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entenderá sin perjuicio de los regímenes 

tributarios forales de concierto y convenio económico en vigor, respectivamente, en los 
Territorios del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 3.  Tratados y convenios.
Lo establecido en esta ley se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados y 

convenios internacionales que hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno, de 
conformidad con el artículo 96 de la Constitución Española.

Artículo 4.  Hecho imponible.
1. Constituye el hecho imponible la producción e incorporación al sistema eléctrico de 

energía eléctrica medida en barras de central, incluidos el sistema eléctrico peninsular y los 
territorios insulares y extrapeninsulares, en cualquiera de las instalaciones a las que se 
refiere el Título IV de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico.

2. La producción en barras de central, a efectos de esta Ley, se corresponderá con la 
energía medida en bornes de alternador minorada en los consumos auxiliares en generación 
y en las pérdidas hasta el punto de conexión a la red.

3. Respecto a los conceptos y términos con sustantividad propia que aparecen en la Ley, 
salvo los definidos en ella, se estará a lo dispuesto en la normativa del sector eléctrico de 
carácter estatal.

Artículo 5.  Contribuyentes.
Son contribuyentes del impuesto las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 

refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria que realicen 
las actividades señaladas en el artículo 4.

Artículo 6.  Base imponible.
1. La base imponible del impuesto estará constituida por el importe total que corresponda 

percibir al contribuyente por la producción e incorporación al sistema eléctrico de energía 
eléctrica, medida en barras de central, por cada instalación, en el período impositivo.

A estos efectos, en el cálculo del importe total se considerarán las retribuciones previstas 
en todos los regímenes económicos que se deriven de lo establecido en la Ley 24/2013, de 
26 de diciembre, del Sector Eléctrico, en el período impositivo correspondiente, así como las 
previstas en el régimen económico específico para el caso de actividades de producción e 
incorporación al sistema eléctrico de energía eléctrica en los territorios insulares y 
extrapeninsulares.

Cuando se realicen operaciones entre personas o entidades vinculadas, conforme a lo 
dispuesto en la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, la 
retribución no podrá ser inferior al valor de mercado. Se entenderá por valor de mercado 
aquel que se habría acordado por personas o entidades independientes en condiciones que 
respeten el principio de libre competencia. A estos efectos, para la determinación del valor 
de mercado se aplicará cualquiera de los métodos recogidos en la Ley 27/2014, de 27 de 
noviembre.

2. La base imponible definida en el apartado anterior se determinará para cada 
instalación en la que se realicen las actividades señaladas en el artículo 4 de esta Ley.

Artículo 7.  Período impositivo y devengo.
1. El período impositivo coincidirá con el año natural, salvo en el supuesto de cese del 

contribuyente en el ejercicio de la actividad en la instalación, en cuyo caso finalizará el día en 
que se entienda producido dicho cese.

2. El impuesto se devengará el último día del período impositivo.
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Artículo 8.  Tipo de gravamen.
El Impuesto se exigirá al tipo del 7 por ciento.

Artículo 9.  Cuota íntegra.
La cuota íntegra es la cantidad resultante de aplicar a la base imponible el tipo de 

gravamen.

Artículo 10.  Liquidación y pago.
1. Los contribuyentes estarán obligados a autoliquidar el impuesto e ingresar la cuota 

dentro del mes de noviembre posterior al de devengo del impuesto, de acuerdo con las 
normas y modelos que establezca el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. A 
estos efectos deberán tenerse en cuenta las medidas definitivas de la producción eléctrica.

2. Entre el día 1 y el 20 de los meses de mayo, septiembre, noviembre y febrero del año 
siguiente, los contribuyentes que realicen el hecho imponible deberán efectuar un pago 
fraccionado correspondiente al período de los tres, seis, nueve o doce meses de cada año 
natural, de acuerdo con las normas y modelos que establezca el Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas.

3. Los pagos fraccionados se calcularán en función del valor de la producción de energía 
eléctrica en barras de central realizada desde el inicio del período impositivo hasta la 
finalización de los tres, seis, nueve o doce meses a que se refiere el apartado anterior, 
aplicándose el tipo impositivo previsto en el artículo 8 de esta Ley y deduciendo el importe de 
los pagos fraccionados previamente realizados.

A estos efectos, se tomará como valor de la producción el importe total que corresponda 
percibir por el contribuyente, por la producción e incorporación al sistema eléctrico de 
energía eléctrica medida en barras de central, por cada instalación en el correspondiente 
período.

No obstante, cuando el valor de la producción incluidas todas las instalaciones, no 
supere 500.000 euros en el año natural anterior, los contribuyentes estarán obligados a 
efectuar exclusivamente el pago fraccionado cuyo plazo de liquidación está comprendido 
entre el día 1 y 20 del mes de noviembre.

Tratándose de contribuyentes que hubieran desarrollado la actividad por un plazo inferior 
al año natural durante el año anterior, el valor de la producción se elevará al año.

4. En caso de inicio de la actividad con posterioridad a 1 de enero, los pagos 
fraccionados a cuenta de la liquidación correspondiente al período impositivo que esté en 
curso, se realizarán, en su caso, en el plazo de liquidación correspondiente al trimestre en el 
que el valor de la producción calculado desde el inicio del período impositivo supere los 
500.000 euros, incluidas todas las instalaciones.

5. Si el importe total que corresponda percibir al contribuyente no resultara conocido en 
el momento de la realización de los pagos fraccionados, el contribuyente deberá fijarlo 
provisionalmente en función de la última liquidación provisional realizada por el operador del 
sistema y, en su caso, por la Comisión Nacional de Energía, con anterioridad al inicio del 
plazo de realización del pago correspondiente.

Artículo 11.  Infracciones y sanciones.
Las infracciones tributarias relativas al presente impuesto serán calificadas y 

sancionadas de conformidad con lo previsto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.
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TÍTULO II
Impuestos sobre la producción de combustible nuclear gastado y residuos 
radiactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica y el 
almacenamiento de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos en 

instalaciones centralizadas

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 12.  Naturaleza.
El impuesto sobre la producción de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos 

resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica y el impuesto sobre el 
almacenamiento de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos en instalaciones 
centralizadas son tributos de carácter directo y naturaleza real, que gravan las actividades 
que, integrando su respectivo hecho imponible, se definen en los artículos 15 y 19 de esta 
Ley.

Artículo 13.  Ámbito territorial.
1. Los impuestos se aplicarán en todo el territorio español.
2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entenderá sin perjuicio de los regímenes 

tributarios forales de concierto y convenio económico en vigor, respectivamente, en los 
Territorios del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 14.  Tratados y Convenios.
Lo establecido en esta Ley se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados y 

convenios internacionales que hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno, de 
conformidad con el artículo 96 de la Constitución Española.

CAPÍTULO II
Impuesto sobre la producción de combustible nuclear gastado y residuos 

radiactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica

Artículo 15.  Hecho imponible.
1. Constituye el hecho imponible, en los términos que se previenen en los artículos 

siguientes:
a) La producción de combustible nuclear gastado resultante de cada reactor nuclear.
b) La producción de residuos radiactivos resultantes de la generación de energía 

nucleoeléctrica.
2. A efectos de lo dispuesto en la letra a) del apartado anterior, tiene la consideración de 

combustible nuclear gastado el combustible nuclear irradiado cuando es extraído 
definitivamente del reactor.

En el caso en el que el combustible nuclear gastado extraído del reactor se reintroduzca 
con posterioridad en dicho reactor, habiéndose producido el hecho imponible recogido en la 
letra a) de este artículo en una extracción anterior, no dará lugar a un nuevo hecho imponible 
la ulterior extracción.

Artículo 16.  Contribuyentes.
1. Son contribuyentes las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el 

artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que realicen 
cualquiera de las actividades señaladas en el artículo anterior.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 87  Ley de medidas fiscales para la sostenibilidad energética

– 1252 –



2. Serán responsables solidarios de la deuda tributaria del impuesto los propietarios de 
las instalaciones nucleares que generen el hecho imponible cuando no coincidan con 
quienes las exploten.

Artículo 16 bis.  Infracciones y sanciones.
Las infracciones tributarias relativas a los presentes impuestos serán calificadas y 

sancionadas de conformidad con lo previsto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.

CAPÍTULO III
Combustible nuclear gastado

Artículo 17.  Base imponible.
1. Constituye la base imponible los kilogramos de metal pesado contenidos en el 

combustible nuclear gastado, entendiéndose como metal pesado el uranio y el plutonio 
contenidos en el mismo.

2. La base imponible, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.1.a) anterior, se 
determinará para cada reactor nuclear del que se extraiga el combustible nuclear gastado.

3. En los supuestos de cese definitivo de la explotación, la base imponible 
correspondiente a la extracción definitiva de todo el combustible de un reactor estará 
constituida por la media aritmética del peso del metal pesado contenido en el combustible 
nuclear extraído definitivamente del reactor en las cuatro paradas de recarga anteriores.

Artículo 17 bis.  Tipo impositivo y cuota tributaria.
La cuota tributaria será el resultado de aplicar a la base imponible el tipo impositivo de 

2.190 euros por kilogramo de metal pesado.

Artículo 17 ter.  Período impositivo y devengo.
1. El período impositivo coincidirá con el ciclo de operación de cada reactor, existiendo, 

para cada contribuyente, tantos periodos impositivos como reactores. Se entenderá por ciclo 
de operación el periodo de tiempo que transcurre entre dos paradas de recarga sucesivas 
del reactor. Asimismo, se considerará que el ciclo de operación se inicia en la fecha en que 
se produce la conexión a la red eléctrica tras una parada de recarga, y finaliza cuando se 
vuelve a conectar tras la parada de recarga siguiente.

2. En el supuesto de cese del contribuyente en el desarrollo de la actividad que 
constituye el hecho imponible a que se refiere el artículo 15.1.a), el período impositivo 
finalizará en el día en que se entiende producido dicho cese.

3. El impuesto se devengará el último día del período impositivo.

Artículo 17 quáter.  Liquidación y pago.
1. Los contribuyentes estarán obligados a autoliquidar el impuesto e ingresar la cuota 

dentro de los veinte primeros días naturales del mes siguiente a la conclusión de cada 
período impositivo, de acuerdo con las normas y modelos que establezca el Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas.

2. En los primeros 20 días naturales de los meses de junio y diciembre los 
contribuyentes deberán efectuar un pago fraccionado a cuenta de la liquidación 
correspondiente a cada periodo impositivo que esté en curso el día 1 de cada uno de los 
meses indicados, de acuerdo con las normas y modelos que establezca el Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas.

3. La base para calcular el pago fraccionado estará constituida por los kilogramos de 
metal pesado que se estime contenga el combustible nuclear gastado a extraer 
definitivamente del reactor a la finalización del correspondiente periodo impositivo en curso, 
multiplicado por el siguiente cociente:
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– en el numerador, el número de días transcurridos entre la fecha de inicio del periodo 
impositivo en curso y el día anterior al inicio de cada uno de los periodos de ingreso del pago 
fraccionado;

– en el denominador, el número de días previstos de duración del periodo impositivo en 
curso.

La cuantía del pago fraccionado será el resultado de aplicar a la base prevista en el 
párrafo anterior el tipo impositivo establecido en el artículo 17 bis y deducir los pagos 
fraccionados efectuados correspondientes al periodo impositivo.

CAPÍTULO IV
Residuos radiactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica

Artículo 18.  Base imponible.
1. Constituye la base imponible los metros cúbicos de residuos radiactivos de media, 

baja y muy baja actividad producidos, que han sido acondicionados para su almacenamiento 
con carácter temporal en el propio emplazamiento de la instalación.

2. La base imponible definida en este artículo se determinará para cada instalación en la 
que se realicen las actividades que constituyen el hecho imponible de este impuesto.

Artículo 18 bis.  Tipo impositivo y cuota tributaria.
La cuota tributaria será el resultado de aplicar a la base imponible los siguientes tipos 

impositivos:
a) Para residuos radiactivos de baja y media actividad, 6.000 euros por metro cúbico.
b) Para residuos radiactivos de muy baja actividad, 1.000 euros por metro cúbico.

Artículo 18 ter.  Período impositivo y devengo.
1. El periodo impositivo coincidirá con el año natural.
2. En el supuesto de cese del contribuyente en el desarrollo de la actividad que 

constituye el hecho imponible a que se refiere el artículo 15.1.b), el período impositivo 
finalizará en el día en que se entiende producido dicho cese.

3. El impuesto se devengará el último día del período impositivo.

Artículo 18 quáter.  Liquidación y pago.
1. Los contribuyentes estarán obligados a autoliquidar el impuesto e ingresar la cuota 

dentro de los veinte primeros días naturales del mes siguiente a la conclusión del período 
impositivo, de acuerdo con las normas y modelos que establezca el Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas.

2. En los primeros 20 días naturales de los meses de junio y diciembre los 
contribuyentes deberán efectuar un pago fraccionado a cuenta de la liquidación 
correspondiente al periodo impositivo que esté en curso el día 1 de cada uno de los meses 
indicados, de acuerdo con las normas y modelos que establezca el Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas.

3. El importe de los pagos fraccionados se calculará en función de las magnitudes 
determinantes de la base imponible que correspondan a cada período de pago fraccionado 
de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo, y aplicando el correspondiente 
tipo impositivo del artículo 18 bis.

CAPÍTULO V
Impuesto sobre el almacenamiento de combustible nuclear gastado y residuos 

radiactivos en instalaciones centralizadas
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Artículo 19.  Hecho imponible.
Constituye el hecho imponible del impuesto la actividad de almacenamiento de 

combustible nuclear gastado y de residuos radiactivos en una instalación centralizada.
A los efectos de este impuesto, se entenderá como almacenamiento de combustible 

nuclear gastado y residuos radiactivos a toda actividad consistente en la inmovilización 
temporal o definitiva de los mismos, con independencia de la forma en que se realice, y 
como instalación centralizada a aquella que pueda almacenar estos materiales procedentes 
de diversas instalaciones u orígenes.

Artículo 20.  Exenciones.
Estará exento del impuesto el almacenamiento de residuos radiactivos procedentes de 

actividades médicas o científicas, así como de residuos radiactivos procedentes de 
incidentes excepcionales en instalaciones industriales no sujetas a la reglamentación nuclear 
que sean calificados como tales por el Consejo de Seguridad Nuclear o detectados en 
dichas instalaciones, y gestionados en el marco de los acuerdos a que hace referencia el 
artículo 11.2 del Real Decreto 229/2006, de 24 de febrero, sobre el control de fuentes 
radiactivas encapsuladas de alta actividad y fuentes huérfanas.

Téngase en cuenta que la referencia que se hace al artículo 11.2 del Real Decreto 
229/2006, de 24 de febrero, artículo derogado por la disposición derogatoria única del Real 
Decreto 451/2020, de 10 de marzo, se entenderá hecha al artículo 5 de este Real Decreto, 
según establece la disposición final segunda del mismo. Ref. BOE-A-2020-4667

Artículo 21.  Contribuyentes.
Son contribuyentes del impuesto las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 

refiere el apartado 4 del artículo 35 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, que sean titulares de las instalaciones en las que se realicen las actividades 
señaladas en el artículo 19.

Artículo 22.  Base imponible.
1. Constituye la base imponible del impuesto sobre el almacenamiento de combustible 

nuclear gastado y residuos radiactivos en instalaciones centralizadas:
a) La diferencia entre el peso del metal pesado contenido en el combustible nuclear 

gastado almacenado a la finalización y al inicio del período impositivo, expresado en 
kilogramos.

b) La diferencia entre el volumen de residuos radiactivos de alta actividad, distintos del 
combustible nuclear gastado, o de media actividad y vida larga, almacenados a la 
finalización y al inicio del período impositivo, expresado en metros cúbicos.

c) El volumen de residuos radiactivos de media actividad no incluidos en el apartado b), y 
de baja o muy baja actividad, introducidos en la instalación para su almacenamiento durante 
el período impositivo, expresado en metros cúbicos.

2. La base imponible definida en este artículo se determinará para cada instalación en la 
que se realicen las actividades que constituyen el hecho imponible de este impuesto.

Artículo 23.  Base liquidable en el almacenamiento centralizado de residuos de media, baja 
y muy baja actividad.

1. En el almacenamiento centralizado de residuos de media, baja y muy baja actividad, a 
que se refiere el apartado 1.c) del artículo 22, la base liquidable se obtendrá por aplicación a 
la base imponible de un coeficiente multiplicador K de reducción, de acuerdo con la siguiente 
expresión:
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BL = K × BI
En la que:
BL: Base liquidable.
BI: Base imponible.
2. El coeficiente K se obtendrá por la aplicación de la siguiente fórmula,

En la que:
VNC: Volumen de residuos no compactables ni incinerables introducidos para su 

almacenamiento definitivo.
VC: Volumen de residuos compactables introducidos para su almacenamiento definitivo.
fC: Factor de reducción de volumen por compactación.
VSI: Volumen de residuos sólidos que se someten a tratamiento de incineración previo al 

almacenamiento definitivo.
fSI: Factor de reducción de volumen por incineración de residuos sólidos.
VLI: Volumen de residuos líquidos que se someten a tratamiento de incineración previo al 

almacenamiento definitivo.
fLI: Factor de reducción de volumen por incineración de residuos líquidos.
VMX: Volumen de residuos que se someten a tratamiento mixto de compactación e 

incineración previo al almacenamiento definitivo.
fMX: Factor de reducción de volumen por tratamiento mixto de compactación e 

incineración.
3. Los factores de reducción tomarán los valores siguientes:
 

Artículo 24.  Tipo impositivo y cuota tributaria.
1. La cuota tributaria será el resultado de aplicar a la base imponible, o a la base 

liquidable de acuerdo con lo establecido en el artículo 23, los siguientes tipos impositivos:
a) En el almacenamiento de combustible gastado a que se refiere el apartado 1.a) del 

artículo 22, el tipo será de 70 euros por kilogramo de metal pesado.
b) En el almacenamiento de residuos radiactivos a que se refiere el apartado 1.b) del 

artículo 22, el tipo será de 30.000 euros por metro cúbico de residuo radiactivo.
c) En el almacenamiento de residuos radiactivos a que se refiere el apartado 1.c) del 

artículo 22:
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1.º Para residuos radiactivos de baja y media actividad, el tipo será de 10.000 euros por 
metro cúbico.

2.º Para residuos radiactivos de muy baja actividad, el tipo será de 2.000 euros por metro 
cúbico.

Artículo 25.  Período impositivo y devengo.
1. El período impositivo coincidirá con el año natural, salvo en el supuesto de cese del 

contribuyente en el desarrollo de las actividades que constituye el hecho imponible a que se 
refiere el artículo 19, en cuyo caso finalizará en el día en que se entienda producido dicho 
cese.

2. El impuesto se devengará el último día del período impositivo.

Artículo 26.  Liquidación y pago.
1. Los contribuyentes estarán obligados a autoliquidar el impuesto e ingresar la cuota 

resultante en el plazo de los primeros 20 días naturales siguientes al devengo del impuesto, 
de acuerdo con las normas y modelos que establezca el Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas.

2. En los primeros 20 días naturales de los meses de abril, julio y octubre, los 
contribuyentes que realicen el hecho imponible establecido en el artículo 19 deberán 
efectuar un pago fraccionado a cuenta de la liquidación correspondiente al período 
impositivo en curso, de acuerdo con las normas y modelos que establezca el Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas.

El importe de los pagos fraccionados se calculará en función de las magnitudes 
determinantes de la base imponible que correspondan al trimestre natural anterior al inicio 
del plazo de realización de cada uno de los pagos fraccionados, y aplicando el tipo 
impositivo a que se refiere el artículo 24 de la Ley.

Artículo 27.  Infracciones y sanciones.
Las infracciones tributarias relativas a este impuesto serán calificadas y sancionadas de 

conformidad con lo previsto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

TÍTULO III
Modificación de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales

Artículo 28.  Modificación de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales.
Se modifica la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, en los 

siguientes términos:
Uno. Se añade un apartado 14 en el artículo 7, con la siguiente redacción:

«14. No obstante lo establecido en los apartados anteriores de este artículo, 
cuando la salida del gas natural de las instalaciones consideradas fábricas o 
depósitos fiscales se produzca en el marco de un contrato de suministro de gas 
natural efectuado a título oneroso, el devengo del impuesto sobre hidrocarburos se 
producirá en el momento en que resulte exigible la parte del precio correspondiente 
al gas natural suministrado en cada período de facturación. Lo anterior no será de 
aplicación cuando el destino del gas natural sea otra fábrica o depósito fiscal.

Para la aplicación de lo previsto en el apartado 1 de este artículo, en relación con 
los suministros de gas natural distintos de aquellos a los que se refiere el párrafo 
anterior, los sujetos pasivos podrán considerar que el conjunto del gas natural 
suministrado durante períodos de hasta sesenta días consecutivos, ha salido de 
fábrica o depósito fiscal el primer día del mes natural siguiente a la conclusión del 
referido período.»

Dos. Se modifica el apartado 3 del artículo 8, en los siguientes términos:
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«3. Son sujetos pasivos, en calidad de sustitutos del contribuyente, los 
representantes fiscales a que se refiere el apartado 28 del artículo 4 de esta Ley.

También son sujetos pasivos, en calidad de sustitutos del contribuyente, quienes 
realicen los suministros de gas natural a título oneroso en el supuesto previsto en el 
párrafo primero del apartado 14 del artículo 7 de esta Ley.»

Tres. Se modifica la Tarifa 1.ª del apartado 1 del artículo 50 y el apartado 3 del mismo 
artículo de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, que quedan 
redactados de la siguiente forma:

«Tarifa 1.ª:
Epígrafe 1.1 Gasolinas con plomo: 433,79 euros por 1.000 litros de tipo general y 

24 euros por 1.000 litros de tipo especial.
Epígrafe 1.2.1 Gasolinas sin plomo de 98 I.O. o de octanaje superior: 431,92 

euros por 1.000 litros de tipo general y 24 euros por 1.000 litros de tipo especial.
Epígrafe 1.2.2 Las demás gasolinas sin plomo: 400,69 euros por 1.000 litros de 

tipo general y 24 euros por 1.000 litros de tipo especial.
Epígrafe 1.3 Gasóleos para uso general: 307 euros por 1.000 litros de tipo 

general y 24 euros por 1.000 litros de tipo especial.
Epígrafe 1.4 Gasóleos utilizables como carburantes en los usos previstos en el 

apartado 2 del artículo 54 y, en general, como combustible, con exclusión de los del 
epígrafe 1.16: 78,71 euros por 1.000 litros de tipo general y 6 euros por 1.000 litros 
de tipo especial.

Epígrafe 1.5 Fuelóleos, con exclusión de los del epígrafe 1.17: 14 euros por 
tonelada de tipo general y 1 euro por tonelada de tipo especial.

Epígrafe 1.6 GLP para uso general: 57,47 euros por tonelada.
Epígrafe 1.8 GLP destinados a usos distintos a los de carburante: 15 euros por 

tonelada.
Epígrafe 1.9 Gas natural para uso general: 1,15 euros por gigajulio.
Epígrafe 1.10 Gas natural destinado a usos distintos a los de carburante, así 

como el gas natural destinado al uso como carburante en motores estacionarios: 
0,65 euros por gigajulio.

No obstante, se establece un tipo reducido de 0,15 euros por gigajulio para el gas 
natural destinado a usos con fines profesionales siempre y cuando no se utilice en 
procesos de generación y cogeneración eléctrica.

Epígrafe 1.11 Queroseno para uso general: 306 euros por 1.000 litros de tipo 
general y 24 euros por 1.000 litros de tipo especial.

Epígrafe 1.12 Queroseno destinado a usos distintos de los de carburante: 78,71 
euros por 1.000 litros.

Epígrafe 1.13 Bioetanol y biometanol para uso como carburante:
a) Bioetanol y biometanol mezclado con gasolinas sin plomo de 98 I.O. o de 

octanaje superior: 431,92 euros por 1.000 litros de tipo general y 24 euros por 1.000 
litros de tipo especial.

b) Bioetanol y biometanol, mezclado con las demás gasolinas sin plomo o sin 
mezclar: 400,69 euros por 1.000 litros de tipo general y 24 euros por 1.000 litros de 
tipo especial.

Epígrafe 1.14 Biodiesel para uso como carburante: 307 euros por 1.000 litros de 
tipo general y 24 euros por 1.000 litros de tipo especial.

Epígrafe 1.15 Biodiesel para uso como carburante en los usos previstos en el 
apartado 2 del artículo 54 y, en general, como combustible, y biometanol para uso 
como combustible: 78,71 euros por 1.000 litros de tipo general y 6 euros por 1.000 
litros de tipo especial.

Epígrafe 1.16 Gasóleos destinados a la producción de energía eléctrica o a la 
cogeneración de energía eléctrica y de calor en instalaciones cuya actividad de 
producción quede comprendida en el ámbito de aplicación de la Ley 54/1997, de 27 
de noviembre, del Sector Eléctrico: 29,15 euros por 1.000 litros.
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Epígrafe 1.17 Fuelóleos destinados a la producción de energía eléctrica o a la 
cogeneración de energía eléctrica y de calor en instalaciones cuya actividad de 
producción quede comprendida en el ámbito de aplicación de la Ley 54/1997, de 27 
de noviembre, del Sector Eléctrico: 12,00 euros por tonelada.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 7 del artículo 8, la aplicación de 
los tipos reducidos fijados para los epígrafes 1.4, 1.12, 1.15, 1.16 y 2.10 queda 
condicionada al cumplimiento de las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente en cuanto a la adición de trazadores y marcadores, así como a 
la utilización realmente dada a los productos. Tales condiciones podrán comprender 
el empleo de medios de pago específicos.»

Cuatro. Se suprime el artículo 51.2.c) y el artículo 51.4 queda redactado de la siguiente 
forma:

«4. La fabricación e importación de los productos clasificados en el código NC 
2705 que se destinen a la producción de electricidad en centrales eléctricas o a la 
producción de electricidad o a la cogeneración de electricidad y calor en centrales 
combinadas o a su autoconsumo en las instalaciones donde se hayan generado. A 
los efectos de la aplicación de esta exención se consideran:

1.º Central eléctrica: La instalación cuya actividad de producción de energía 
eléctrica queda comprendida en el ámbito de aplicación de la Ley 54/1997, de 27 de 
noviembre, del Sector Eléctrico, y cuyo establecimiento y funcionamiento hayan sido 
autorizados con arreglo a lo establecido en el Capítulo I del Título IV de dicha Ley.

2.º Central combinada: La instalación cuya actividad de producción de 
electricidad o de cogeneración de energía eléctrica y calor útil para su posterior 
aprovechamiento energético queda comprendida en el ámbito de aplicación de la Ley 
54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, y cuyo establecimiento y 
funcionamiento hayan sido autorizadas con arreglo a lo establecido en el Capítulo II 
del Título IV de dicha Ley.»

Cinco. Se modifica el apartado 4, que queda redactado de la siguiente forma, y se 
suprime el apartado 5, ambos del artículo 52 bis:

«4. La base de la devolución estará constituida por el volumen de gasóleo que 
haya sido adquirido por el interesado y destinado a su utilización como carburante en 
los vehículos mencionados en el apartado 2 anterior. La base así determinada se 
expresará en miles de litros.

Para la aplicación del tipo autonómico de la devolución, la base de la devolución 
estará constituida por el volumen de gasóleo que haya sido adquirido por el 
interesado en el territorio de la Comunidad Autónoma que lo haya establecido y haya 
sido destinado a su utilización como carburante en los vehículos mencionados en el 
apartado 2 anterior. La base así determinada se expresará en miles de litros.»

Seis. Se modifica la letra b) del apartado Uno del artículo 52 ter, en los siguientes 
términos:

«b) El importe de las cuotas a devolver será igual al resultado de aplicar el tipo 
de 78,71 euros por 1.000 litros sobre una base constituida por el volumen de gasóleo 
efectivamente empleado en la agricultura, incluida la horticultura, ganadería y 
silvicultura durante el período indicado, expresado en miles de litros.»

Siete. Se introduce un apartado 5 en el artículo 54, de modo que el actual apartado 5 
pasa a ser el 6, quedando redactados de la siguiente forma:

«5. La utilización del gasóleo con la aplicación del tipo previsto en el epígrafe 
1.16 de la tarifa 1.ª del impuesto y la utilización del fuelóleo con la aplicación del tipo 
previsto en el epígrafe 1.17 de la tarifa 1.ª del impuesto, estarán limitadas a los usos 
previstos por estos epígrafes.

6. Las prohibiciones y limitaciones establecidas en este artículo se extienden a 
los productos cuya utilización resulte equivalente a la de los aceites minerales 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 87  Ley de medidas fiscales para la sostenibilidad energética

– 1259 –



comprendidos en la tarifa 1.ª del impuesto, de acuerdo con lo establecido en el 
apartado 1 anterior.»

Ocho. Se introduce una letra d) en el apartado 2 del artículo 55 y se modifica la letra e) 
del apartado 4 del mismo artículo, con la siguiente redacción:

«Artículo 55.  2.
d) Los que utilicen gasóleo con aplicación del tipo previsto en el epígrafe 1.16 de 

la tarifa 1.ª del impuesto o fuelóleo con aplicación del tipo previsto en el epígrafe 1.17 
de la tarifa 1.ª del impuesto en usos distintos a los regulados por estos epígrafes y no 
estén incluidos en los apartados anteriores.»

«Artículo 55.  4.
e) En los supuestos contemplados en los párrafos a) y d) del apartado 2 anterior, 

la sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 600 euros.»
Nueve. Se suprime el artículo 79.3.a).
Diez. El artículo 84 queda redactado como sigue:

«Artículo 84.  Tipo de gravamen.
El impuesto se exigirá al tipo de 0,65 euros por gigajulio.»

TÍTULO IV
Modificación del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real 

Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio

Artículo 29.  Modificación del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio.

Se modifica el texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2001, de 20 de julio, al que se añade un artículo 112 bis con el siguiente contenido:

«Artículo 112 bis.  Canon por utilización de las aguas continentales para la 
producción de energía eléctrica.

1. La utilización y aprovechamiento de los bienes de dominio público a que se 
refiere el párrafo a) del artículo 2 de la presente ley, para la producción de energía 
eléctrica en barras de central, estarán gravadas con una tasa denominada canon por 
utilización de las aguas continentales para la producción de energía eléctrica, 
destinada a la protección y mejora del dominio público hidráulico.

2. El devengo del canon se producirá con el otorgamiento inicial y el 
mantenimiento anual de la concesión hidroeléctrica y será exigible en la cuantía que 
corresponda y en los plazos que se señalen en las condiciones de dicha concesión o 
autorización.

3. Serán contribuyentes del canon los concesionarios o, en su caso, quienes se 
subroguen en lugar de aquéllos.

4. La base imponible de la exacción se determinará por el Organismo de cuenca 
y será el valor económico de la energía hidroeléctrica producida, y medida en barras 
de central, en cada período impositivo anual por el concesionario mediante la 
utilización y aprovechamiento del dominio público hidráulico.

5. El tipo de gravamen anual será del 22 por ciento del valor de la base imponible 
y la cuota íntegra será la cantidad resultante de aplicar a la base imponible el tipo de 
gravamen.

6. Estarán exentos del pago de este canon los aprovechamientos hidroeléctricos 
explotados directamente por la Administración competente para la gestión del 
dominio público hidráulico.
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7. El canon se reducirá en un 90 por ciento para las instalaciones hidroeléctricas 
de potencia igual o inferior a 50 MW, y para las instalaciones de producción de 
energía eléctrica de tecnología hidráulica de bombeo y potencia superior a 50 MW, y 
en la forma que reglamentariamente se determine para aquellas producciones o 
instalaciones que se deban incentivar por motivos de política energética general.

8. La gestión y recaudación del canon corresponderá al Organismo de cuenca 
competente o bien a la Administración Tributaria del Estado, en virtud de convenio 
con aquél.

En caso de celebrarse el convenio con la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, ésta recibirá del Organismo de cuenca los datos y censos pertinentes que 
faciliten su gestión, e informará periódicamente a éste en la forma que se determine 
por vía reglamentaria. A estos efectos, la Comisión Nacional de Energía y el 
Operador del Sistema eléctrico estarán obligados a suministrar al Organismo de 
cuenca o a la Administración Tributaria cuantos datos e informes sean necesarios de 
acuerdo con el artículo 94 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre.

El 2 por ciento del canon recaudado será considerado un ingreso del Organismo 
de cuenca, y el 98 por ciento restante será ingresado en el Tesoro Público por el 
organismo recaudador.»

Disposición adicional primera.  Hechos imponibles regulados en esta Ley gravados por las 
Comunidades Autónomas.

1. En la medida en que los tributos que establece esta Ley recaigan sobre hechos 
imponibles gravados por las Comunidades Autónomas y esto produzca una disminución de 
sus ingresos, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 6.2 de la Ley Orgánica 8/1980, de 
22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será únicamente de aplicación respecto de 
aquellos tributos propios de las Comunidades Autónomas establecidos en una Ley aprobada 
con anterioridad al 28 de septiembre de 2012.

Disposición adicional segunda.  Costes del sistema eléctrico.
1. En las Leyes de Presupuestos Generales del Estado de cada año se destinará a 

financiar los costes del sistema eléctrico previstos en la Ley del Sector Eléctrico, referidos a 
fomento de energías renovables, un importe equivalente a la suma de la estimación de la 
recaudación anual derivada de los tributos incluidos en la Ley de medidas fiscales para la 
sostenibilidad energética.

2. Las aportaciones señaladas en el apartado anterior se realizarán mediante 
libramientos mensuales por un importe máximo de la cifra de recaudación efectiva por dichos 
tributos y cánones, en el mes inmediato anterior, según certificación de los órganos 
competentes del Ministerio de Hacienda.

La aportación que haya de realizarse en función de la recaudación del mes de diciembre 
se efectuará con cargo al presupuesto del ejercicio siguiente.

Disposición transitoria primera.  Adaptación de las concesiones hidroeléctricas.
(Derogada)

Disposición transitoria segunda.  Pagos fraccionados durante 2013.
Para el periodo impositivo iniciado el 1 de enero de 2013 y a los solos efectos de 

determinar si los contribuyentes que realicen el hecho imponible deben realizar pagos 
fraccionados en los términos que establece el artículo 10, se computará como valor de la 
producción anual, incluidas todas las instalaciones, el valor que hubiera correspondido a la 
producción realizada en el año 2012.

Tratándose de contribuyentes que hubieran desarrollado la actividad por un plazo inferior 
al año natural durante el año 2012, el valor de la producción se elevará al año.

Si el importe total que corresponda percibir al contribuyente no resultara conocido en el 
momento de la realización de los pagos fraccionados, aquel deberá fijarlo provisionalmente 
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en función de la última liquidación provisional realizada por el operador del sistema y, en su 
caso, por la Comisión Nacional de Energía.

Disposición transitoria tercera.  Cálculo de la base imponible y de los pagos fraccionados.
No obstante lo dispuesto en el artículo 17 de esta Ley, en aquellos periodos impositivos 

en que se extraigan definitivamente elementos combustibles introducidos en el reactor con 
anterioridad al 1 de enero de 2013, para el cálculo de la base imponible del impuesto sobre 
la producción de combustible nuclear gastado correspondiente a dichos elementos, se 
multiplicarán los kilogramos del metal pesado contenidos en los mismos por el siguiente 
cociente:

– En el numerador, el número de días transcurridos desde el 1 de enero de 2013 hasta el 
día de finalización del periodo impositivo.

– En el denominador, el número de días transcurridos entre la fecha de conexión a la red 
eléctrica tras la última parada de recarga efectuada con anterioridad al 1 de enero de 2013 y 
el día de finalización del periodo impositivo.

Asimismo, a los efectos de dichos periodos impositivos, para el cálculo de los pagos 
fraccionados establecidos en el artículo 17 quáter se considerarán los kilogramos de metal 
pesado que resulten del cálculo anterior.

Esta disposición transitoria tercera no será de aplicación en el caso de que un reactor no 
contuviese combustible nuclear durante el año 2013.

Disposición transitoria cuarta.  Periodo impositivo.
A los efectos de lo establecido en el artículo 17 ter, y con efectos exclusivos para el 

primer periodo impositivo, se considerará como fecha de inicio del ciclo de operación de 
cada reactor el día 1 de enero de 2013, excepto en el caso de que un reactor no contuviese 
combustible nuclear en dicha fecha, en cuyo caso se iniciará cuando se produzca la primera 
conexión a la red posterior a dicha fecha.

Disposición transitoria quinta.  Plazo de presentación de la autoliquidación del Impuesto.
Los contribuyentes por el Impuesto sobre la producción de combustible nuclear gastado 

y residuos radiactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica que a la 
entrada en vigor de esta Ley hayan concluido su período impositivo deberán presentar la 
autoliquidación del mismo en los 20 primeros días naturales del mes de enero de 2014.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a la 

presente Ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector 
Eléctrico.

La Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, queda modificada como sigue:
Uno. Se modifica el apartado 2 en el artículo 15, que queda redactado como sigue:

«2. Los costes de las actividades reguladas, incluyendo entre ellos los costes 
permanentes de funcionamiento del sistema y los costes de diversificación y 
seguridad de abastecimiento, serán financiados mediante los ingresos recaudados 
por peajes de acceso a las redes de transporte y distribución satisfechos por los 
consumidores y los productores, así como por las partidas provenientes de los 
Presupuestos Generales del Estado.»

Dos. Se añade un apartado 7 en el artículo 30, con la siguiente redacción:
«7. La energía eléctrica imputable a la utilización de un combustible en una 

instalación de generación que utilice como energía primaria alguna de las energías 
renovables no consumibles, no será objeto de régimen económico primado, salvo en 
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el caso de instalaciones híbridas entre fuentes de energía renovables no 
consumibles y consumibles, en cuyo caso la energía eléctrica imputable a la 
utilización de la fuente de energía renovable consumible sí podrá ser objeto de 
régimen económico primado.

A estos efectos, por orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo se 
publicará la metodología para el cálculo de la energía eléctrica imputable a los 
combustibles utilizados.»

Tres. El párrafo tercero del apartado 9.Primero.f de la disposición adicional sexta se 
modifica en los siguientes términos:

«No obstante, cuando se trate de sujetos pasivos sustitutos del contribuyente en 
los que no concurran las circunstancias a que se refiere el apartado 3.1 del artículo 
71 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por Real Decreto 
1624/1992, de 29 de diciembre, el ingreso de las tasas devengadas durante cada 
uno de los trimestres naturales del año se hará efectivo, respectivamente, antes del 
día 10 de los meses de mayo, septiembre, noviembre y febrero o, en su caso, del día 
hábil inmediatamente posterior.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
La presente ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia de 

Hacienda General prevista en el artículo 149.1.14.ª de la Constitución Española, salvo lo 
dispuesto en el título IV que se dicta al amparo del artículo 149.1.22.ª de la Constitución que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación, ordenación y 
concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas discurran por más 
de una Comunidad Autónoma.

Disposición final tercera.  Habilitación normativa y desarrollo reglamentario.
1. Se habilita al Gobierno para que, en el ámbito de sus competencias, dicte las 

disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.
2. En particular, se autoriza al Gobierno para modificar la forma de pago establecida en 

el artículo 29 de esta Ley.

Disposición final cuarta.  Habilitaciones a la Ley de Presupuestos Generales del Estado.
La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá modificar, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 134.7 de la Constitución Española, los tipos impositivos y los pagos 
fraccionados que se establecen en esta Ley.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el 1 de enero de 2013.
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§ 88

Ley 12/2011, de 27 de mayo, sobre responsabilidad civil por daños 
nucleares o producidos por materiales radiactivos. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 127, de 28 de mayo de 2011
Última modificación: 9 de mayo de 2023

Referencia: BOE-A-2011-9279

[ . . . ]
TÍTULO II

Responsabilidad civil por daños producidos en accidentes que involucren 
materiales radiactivos que no sean sustancias nucleares

[ . . . ]
Artículo 23.  Responsabilidad por daños al medio ambiente.

La responsabilidad por los daños medioambientales contemplados en el artículo 
3.2.c).4.º causados por un accidente que produzca la liberación de radiaciones ionizantes en 
el que se vean involucrados materiales radiactivos que no sean sustancias nucleares se 
regirá por lo establecido en la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad 
Medioambiental.

[ . . . ]
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§ 89

Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a la 
productividad. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 277, de 19 de noviembre de 2005
Última modificación: 29 de diciembre de 2006

Referencia: BOE-A-2005-19005

[ . . . ]
Disposición adicional décima.  Plan de Acción de Ahorro y Eficiencia Energética.

El Gobierno, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, 
presentará ante el Congreso de los Diputados un Plan de Acción de Ahorro y Eficiencia 
Energética para los próximos años, con la colaboración de las Comunidades Autónomas, en 
el que se contemplarán medidas y acciones dirigidas a incentivar la reducción del consumo 
energético en los principales sectores consumidores y el desarrollo de actividades en fuentes 
de energía renovables y de cogeneración.

[ . . . ]
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§ 90

Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 241, de 8 de octubre de 1998
Última modificación: 27 de junio de 2024

Referencia: BOE-A-1998-23284

TITULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 4.  Planificación en materia de hidrocarburos.

1. La planificación en materia de hidrocarburos tendrá carácter indicativo, salvo en lo que 
se refiere a las instalaciones integrantes de la red básica de gas natural, a la red de 
transporte secundario, a la determinación de la capacidad de regasificación total de gas 
natural licuado necesaria para abastecer el sistema gasista, a las instalaciones de 
almacenamiento de reservas estratégicas de hidrocarburos líquidos y de almacenamiento 
básico de gas natural, a las instalaciones de transporte secundario y a la determinación de 
criterios generales para el establecimiento de instalaciones de suministro de productos 
petrolíferos al por menor, teniendo en estos casos carácter obligatorio para la garantía de 
suministro de hidrocarburos.

Para el reconocimiento de la retribución de instalaciones de gas natural sujetas a 
planificación obligatoria, será requisito indispensable que hayan sido incluidas en la 
planificación a que se refiere el párrafo anterior.

2. La planificación en materia de hidrocarburos, será realizada por el Gobierno con la 
participación de las Comunidades Autónomas y será presentada al Congreso de los 
Diputados.

3. Dicha planificación deberá referirse, al menos, a los siguientes aspectos:
a) Previsión de la demanda de productos derivados del petróleo y de gas natural a lo 

largo del período contemplado.
b) Estimación de los abastecimientos de productos petrolíferos necesarios para cubrir la 

demanda prevista bajo criterios de calidad, seguridad del suministro, diversificación 
energética, mejora de la eficiencia y protección del medio ambiente.

c) Previsiones relativas a las instalaciones de transporte y almacenamiento de productos 
petrolíferos de acuerdo con la previsión de su demanda, con especial atención de las 
instalaciones de almacenamiento de reservas estratégicas.

d) Previsiones de desarrollo de la red básica de transporte de gas natural y de la 
capacidad de regasificación total de gas natural licuado necesaria para abastecer el sistema 
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gasista, con el fin de atender la demanda con criterios de optimización de la infraestructura 
gasista en todo el territorio nacional.

e) Definición de las zonas de gasificación prioritaria, expansión de las redes y etapas de 
su ejecución, con el fin de asegurar un desarrollo homogéneo del sistema gasista en todo el 
territorio nacional.

f) Previsiones relativas a instalaciones de transporte y almacenamiento de combustibles 
gaseosos, así como de las plantas de recepción y regasificación de gas natural licuado, con 
el fin de garantizar la estabilidad del sistema gasista y la regularidad y continuidad de los 
suministros de gases combustibles.

g) Establecimiento de criterios generales para determinar un número mínimo de 
instalaciones de suministro de productos petrolíferos al por menor en función de la densidad, 
distribución y características de la población y, en su caso, la densidad de circulación de 
vehículos.

h) Los criterios de protección medioambiental que deben informar las actividades objeto 
de la presente Ley.

4. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia supervisará los planes de 
inversión de los gestores de red de transporte, evaluando dichos planes, en particular en lo 
referente a su adecuación al plan de desarrollo de la red en el ámbito comunitario 
mencionado en el artículo 8, apartado 3, letra b) del Reglamento (CE) n.º 714/2009, 
pudiendo incluir recomendaciones para su modificación.

[ . . . ]
Artículo 6.  Otras autorizaciones.

1. Las autorizaciones, permisos y concesiones objeto de la presente Ley lo serán sin 
perjuicio de aquellas otras autorizaciones que los trabajos, construcciones e instalaciones 
necesarios para el desarrollo objeto de las mismas pudieran requerir por razones fiscales, de 
ordenación del territorio y urbanismo, de protección del medio ambiente, de protección de los 
recursos marinos vivos, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad 
para personas y bienes.

2. En lo referente a la seguridad y calidad industriales de los elementos técnicos y 
materiales para las instalaciones objeto de la presente Ley, se estará a lo dispuesto en la 
Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, y demás disposiciones aplicables en la materia.

3. Cuando los trabajos, construcciones e instalaciones objeto de la presente Ley estén 
ubicadas o tengan que realizarse dentro de las zonas e instalaciones de interés para la 
defensa nacional, se requerirá autorización del Ministerio de Defensa, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 8/1975, de 12 de marzo, de zonas e instalaciones de interés para la 
defensa nacional, y su normativa de desarrollo.

[ . . . ]
TITULO III

Ordenación del mercado de productos derivados del petróleo

CAPITULO I
Disposiciones generales

Artículo 37.  Régimen de las actividades.
1. Las actividades de refino de crudo de petróleo, el transporte, almacenamiento, 

distribución y venta de productos derivados del petróleo, incluidos los gases licuados del 
petróleo, podrán ser realizadas libremente en los términos previstos en la presente Ley, sin 
perjuicio de las obligaciones que puedan derivarse de otras disposiciones, de la 
correspondiente legislación sectorial y, en especial, de las fiscales, de las relativas a la 
ordenación del territorio y al medio ambiente y de protección de los consumidores y usuarios.
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2. Las actividades de importación, exportación e intercambio intracomunitario de crudo 
de petróleo y productos petrolíferos se realizará sin más requisitos que los que se deriven de 
la aplicación de la normativa comunitaria, sin perjuicio de la normativa fiscal aplicable.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Hidrocarburos líquidos

Artículo 39.  Refino.
1. La construcción, puesta en explotación o cierre de las instalaciones de refino, estará 

sometida al régimen de autorización administrativa previa en los términos establecidos en la 
presente Ley y en sus disposiciones de desarrollo.

La autorización administrativa de cierre de una instalación de refino podrá imponer a su 
titular la obligación de proceder a su desmantelamiento.

La transmisión o modificación sustancial de estas instalaciones deberá ser comunicada a 
la autoridad concedente de la autorización original.

2. Para la obtención de tales autorizaciones, los solicitantes deberán acreditar los 
siguientes extremos:

a) Las condiciones técnicas y de seguridad de las instalaciones propuestas.
b) El adecuado cumplimiento de las condiciones de protección del medio ambiente.
c) La adecuación del emplazamiento de la instalación al régimen de ordenación del 

territorio.
3. Las autorizaciones a que se refiere el presente artículo tendrán carácter reglado y 

serán otorgadas por el Ministerio de Industria y Energía, de acuerdo con los principios de 
objetividad, transparencia y no discriminación.

[ . . . ]
CAPITULO III

Gases licuados del petróleo

[ . . . ]
Artículo 46 bis.  Instalaciones de GLP a granel.

1. Requerirán autorización administrativa previa, en los términos establecidos en la 
presente Ley y en sus disposiciones de desarrollo, la construcción, modificación, explotación 
y cierre de las instalaciones de almacenamiento y distribución de GLP a granel, y las 
canalizaciones necesarias para el suministro desde los almacenamientos anteriores hasta 
los consumidores finales.

La transmisión de estas instalaciones deberá ser autorizada por la administración 
competente.

La autorización administrativa de cierre de una instalación podrá imponer a su titular la 
obligación de proceder a su desmantelamiento.

2. Podrán realizarse libremente, sin más requisitos que los relativos al cumplimiento de 
las disposiciones técnicas, de seguridad y medioambientales las siguientes instalaciones:

a) Las que se relacionan en el apartado anterior cuando su objeto sea el consumo 
propio, no pudiendo suministrar a terceros.

b) Las de almacenamiento, distribución y suministro de GLP de un usuario o de los 
usuarios de un mismo bloque de viviendas.

3. No requerirán autorización administrativa los proyectos de instalaciones necesarias 
para la defensa nacional consideradas de interés militar, conforme a la Ley 8/1975, de 12 de 
marzo, de zonas e instalaciones de interés para la defensa nacional, y su normativa de 
desarrollo.
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4. Los solicitantes de autorizaciones para instalaciones de gas relacionadas en el 
apartado 1 deberán acreditar suficientemente el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Las condiciones técnicas y de seguridad de las instalaciones propuestas.
b) El adecuado cumplimiento de las condiciones de protección del medio ambiente.
c) La adecuación del emplazamiento de la instalación al régimen de ordenación del 

territorio.
d) Su capacidad legal, técnica y económico-financiera para la realización del proyecto.
5. Las autorizaciones a que se refiere el apartado 1 de este artículo serán otorgadas por 

la Administración competente, sin perjuicio de las concesiones y autorizaciones que sean 
necesarias, de acuerdo con otras disposiciones que resulten aplicables, la correspondiente 
legislación sectorial y, en especial, las relativas a la ordenación del territorio y al medio 
ambiente, valorándose la conveniencia de diseñar y construir las instalaciones compatibles 
para la distribución de gas natural.

El procedimiento de autorización incluirá el trámite de información pública y la forma de 
resolución en el supuesto de concurrencia de dos o más solicitudes de autorización.

Otorgada la autorización y a los efectos de garantizar el cumplimiento de sus 
obligaciones, el titular deberá constituir una garantía del dos por ciento del presupuesto de 
las instalaciones.

La falta de resolución expresa de las solicitudes de autorización a que se refiere este 
artículo, tendrá efectos desestimatorios. En todo caso, podrá interponerse recurso ordinario 
ante la autoridad administrativa correspondiente.

6. Las autorizaciones de instalaciones de distribución contendrán todos los requisitos 
que deban ser observados en su construcción y explotación, la delimitación de la zona en la 
que se debe prestar el suministro, los compromisos de expansión de la red en dicha zona 
que debe asumir la empresa solicitante y, en su caso, el plazo para la ejecución de dichas 
instalaciones y su caracterización.

7. El incumplimiento de las condiciones, requisitos establecidos en las autorizaciones o 
la variación sustancial de los presupuestos que determinaron su otorgamiento podrán dar 
lugar a su revocación.

La Administración competente denegará la autorización cuando no se cumplan los 
requisitos previstos legalmente o la empresa no garantice la capacidad legal, técnica y 
económica necesarias para acometer la actividad propuesta.

8. Los titulares de las instalaciones de distribución de GLP a granel deberán solicitar a la 
Administración concedente de la autorización la correspondiente autorización para 
transformar las mismas para su utilización con gas natural, debiendo cumplir las condiciones 
técnicas de seguridad que sean de aplicación, sometiéndose en todo a las disposiciones 
normativas vigentes para las instalaciones de distribución de gas natural.

9. Reglamentariamente, se regularán las obligaciones y derechos de los titulares de las 
instalaciones, así como las de los consumidores y comercializadores de GLP a granel. 
Asimismo, se definirá el contenido mínimo de los contratos entre los usuarios y los 
propietarios de las instalaciones.

10. El titular de instalaciones o en su caso los usuarios, serán responsables de que sus 
instalaciones cumplan las condiciones técnicas y de seguridad que reglamentariamente 
resulten exigibles así como de su correcto mantenimiento.

[ . . . ]
TITULO IV

Ordenación del suministro de gases combustibles por canalización

[ . . . ]
Artículo 54.  Régimen de actividades.

1. Las actividades de fabricación, regasificación, almacenamiento, transporte, 
distribución y comercialización de combustibles gaseosos podrán ser realizadas libremente 
en los términos previstos en este Título, sin perjuicio de las obligaciones que puedan 
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derivarse de otras disposiciones, y en especial de las fiscales y de las relativas a la 
ordenación del territorio y al medio ambiente y a la defensa de los consumidores y usuarios.

Son combustibles gaseosos a los efectos de este Título:
a) El gas natural y sus especialidades gas natural licuado y gas natural comprimido.
b) Los gases combustibles manufacturados o sintéticos, donde se puede distinguir entre:
1.º Mezclas de gas natural, butano o propano con aire.
2.º El biogás y/o cualquier otro gas obtenido a partir de la biomasa.
3.º Cualquier otro tipo de gas combustible manufacturado o sintético o mezcla de gas 

combustible con aire.
2. Las actividades de importación, exportación e intercambios comunitarios de 

combustibles gaseosos se realizarán sin más requisitos que los que deriven de la normativa 
comunitaria.

3. Las normas establecidas en la presente Ley en relación con el gas natural serán 
también de aplicación, de manera no discriminatoria, al biogás y al gas obtenido a partir de la 
biomasa u otros tipos de gas siempre y cuando resulte técnicamente posible y seguro 
inyectar tales gases en la red de gas natural y transportarlos por ella.

A estos efectos, se establecerán los requisitos de composición de estos gases al objeto 
de garantizar la seguridad de las personas, instalaciones y equipos de consumo así como la 
correcta conservación de los mismos.

[ . . . ]
CAPITULO II

Sistema de gas natural

[ . . . ]
Artículo 62.  Contabilidad e información.

1. Las entidades que desarrollen alguna o algunas de las actividades, a que se refiere el 
artículo 58, a excepción de los consumidores, de la presente Ley, llevarán su contabilidad de 
acuerdo con el Capítulo VII de la Ley de Sociedades Anónimas, aun cuando no tuvieran tal 
carácter.

El Gobierno regulará las adaptaciones que fueran necesarias para el supuesto de que el 
titular de la actividad no sea una sociedad anónima.

En cualquier caso, las empresas habrán de tener en su sede central, a disposición del 
público, una copia de sus cuentas anuales.

2. Sin perjuicio de la aplicación de las normas generales de contabilidad, a las empresas 
que realicen actividades a que se refiere el artículo 58 de la presente Ley o a las sociedades 
que ejerzan control sobre las mismas, el Gobierno podrá establecer para las mismas las 
especialidades contables y de publicación de cuentas que se consideren adecuadas, del tal 
forma que se reflejen con nitidez los ingresos y gastos de las actividades gasistas y las 
transacciones realizadas entre sociedades de un mismo grupo, con objeto de evitar 
discriminaciones, subvenciones entre actividades distintas y distorsiones de la competencia.

En el caso de las sociedades que tengan por objeto la realización de actividades 
reguladas, de acuerdo con el artículo 60.1 de la presente Ley, llevarán en su contabilidad 
cuentas separadas para cada una de ellas que diferencien entre los ingresos y los gastos 
estrictamente imputables a cada una de dichas actividades. Asimismo, los gestores de red 
independientes llevarán en su contabilidad cuentas separadas para cada empresa 
gestionada, diferenciando los ingresos y gastos imputables a dicha gestión.

El Gestor técnico del sistema gasista, así como las empresas que realicen el suministro 
de último recurso, deberán llevar cuentas separadas que recojan los gastos e ingresos 
estrictamente imputables a dichas actividades.

Las sociedades que realicen actividades gasistas no reguladas llevarán cuentas 
separadas de la actividad de producción, de comercialización, de aquellas otras actividades 
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no gasistas que realicen en el territorio español y de todas aquellas otras que realicen en el 
exterior.

3. Las entidades deberán explicar en la memoria de las cuentas anuales los criterios 
aplicados en el reparto de costes respecto a las otras entidades del grupo que realicen 
actividades gasistas diferentes. Además, deberán informar en la memoria sobre los criterios 
de asignación e imputación de los activos, pasivos, gastos e ingresos, así como de las reglas 
de amortización aplicadas.

Estos criterios deberán mantenerse y no se modificarán, salvo circunstancias 
excepcionales. Las modificaciones y su justificación deberán ser explicadas en la memoria 
de las cuentas anuales del ejercicio en el que tengan lugar.

Se incluirá también en la memoria de las cuentas anuales, información sobre las 
operaciones realizadas con las empresas de su mismo grupo empresarial, en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan.

4. Las entidades que actúen en el sistema gasista deberán proporcionar a la 
Administración competente la información que les sea requerida, en especial en relación con 
los contratos de abastecimiento y suministro de gas que hubieran suscrito y con sus cuentas 
anuales que habrán de auditarse de conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto 
Legislativo 1/2011, de 1 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Auditoría de Cuentas y las disposiciones que la desarrollan. La auditoria verificará en 
particular que se respeta la obligación de evitar discriminaciones y subvenciones cruzadas 
entre actividades reguladas, y entre éstas y las actividades liberalizadas.

Cuando estas entidades formen parte de un mismo grupo empresarial, la obligación de 
información se extenderá, asimismo, a la sociedad que ejerza el control de la que realiza 
actividades gasistas siempre que actúe en algún sector energético y a aquellas otras 
sociedades del grupo que lleven a cabo operaciones con la que realiza actividades en el 
sistema gasista.

También deberán proporcionar a la Administración competente todo tipo de información 
sobre sus actividades, inversiones, calidad de suministro, medido según los estándares 
indicados por la Administración, mercados servidos y previstos con el máximo detalle, 
precios soportados y repercutidos, así como, cualquier otra información que la 
Administración competente crea oportuna para el ejercicio de sus funciones.

5. Las entidades proporcionarán en su memoria de las cuentas anuales información 
sobre las actividades realizadas en materia de ahorro y eficiencia energética y de protección 
del medio ambiente.

6. Las sociedades que realizan actividades reguladas no podrán otorgar préstamos, 
prestar garantías ni avalar préstamos de otras sociedades del grupo o partes vinculadas que 
realicen actividades liberalizadas u otras actividades ajenas al sector de gas natural español. 
Se excluyen los préstamos a sociedades del mismo grupo que tengan por objeto una gestión 
centralizada de la tesorería, sin que se dediquen a actividades liberalizadas u otras 
actividades ajenas al sector de gas natural español.

[ . . . ]
CAPITULO IV

Regasificación, transporte y almacenamiento de gas natural

[ . . . ]
Artículo 67.  Autorizaciones administrativas.

1. Requieren autorización administrativa previa, en los términos establecidos en esta Ley 
y en sus disposiciones de desarrollo, la construcción, explotación, modificación, y cierre de 
las instalaciones de la red básica y redes de transporte reseñadas en el artículo 59, sin 
perjuicio del régimen jurídico aplicable a los almacenamientos subterráneos de acuerdo con 
el Título II de la presente Ley.

La transmisión de estas instalaciones deberá ser autorizada por la Administración 
competente.
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La autorización administrativa de cierre de una instalación podrá imponer a su titular la 
obligación de proceder a su desmantelamiento.

Las autorizaciones de construcción y explotación de los gasoductos de transporte objeto 
de planificación obligatoria, de acuerdo con el artículo 4 de la presente Ley, deberán ser 
otorgadas mediante un procedimiento que asegure la concurrencia, promovido y resuelto por 
la autoridad competente cuando se trate de gasoductos de transporte secundario. En el caso 
de las instalaciones que formen parte de la red troncal, la construcción y la explotación de 
las instalaciones serán autorizadas de forma directa a la empresa titular de la mayor parte de 
las instalaciones de la red troncal. En el caso de otros gasoductos de transporte 
competencia de la Administración General del Estado, podrán adjudicarse a los titulares de 
las instalaciones a las que se conecten.

2. Los solicitantes de autorizaciones para instalaciones de gas relacionadas en el 
apartado 1 de este artículo deberán acreditar suficientemente los siguientes requisitos:

a) Las condiciones técnicas y de seguridad de las instalaciones propuestas.
b) El adecuado cumplimiento de las condiciones de protección del medio ambiente.
c) La adecuación del emplazamiento de la instalación al régimen de ordenación del 

territorio.
d) Su capacidad legal, técnica y económico-financiera para la realización del proyecto.
3. Las autorizaciones a que se refiere el apartado 1 de este artículo serán otorgadas por 

la Administración competente, sin perjuicio de las concesiones y autorizaciones sobre 
protección del dominio público que sean necesarias, de acuerdo con otras disposiciones que 
resulten aplicables, la correspondiente legislación sectorial y en especial las relativas a la 
ordenación del territorio, urbanismo y al medio ambiente.

El procedimiento y otorgamiento de la autorización incluirá el trámite de información 
pública.

Otorgada autorización y a los efectos de garantizar el cumplimiento de sus obligaciones, 
el titular deberá constituir una garantía en torno a un 2 por 100 del presupuesto de las 
instalaciones.

La autorización en ningún caso se entenderá concedida en régimen de monopolio ni 
concederá derechos exclusivos.

La falta de resolución expresa de las solicitudes de autorización a que se refiere el 
presente artículo, tendrá efectos desestimatorios. En todo caso, podrá interponerse recurso 
ordinario ante la autoridad administrativa correspondiente.

4. Las autorizaciones de instalación de transporte contendrán todos los requisitos que 
deban ser observados en su construcción y explotación.

Cuando las instalaciones autorizadas hayan de conectarse a instalaciones ya existentes 
de distinto titular, éste, o en su caso el gestor de red de transporte o el gestor de red 
independiente correspondiente, deberá permitir la conexión en las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan.

5. El incumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos en las autorizaciones o 
la variación sustancial de los presupuestos que determinaron su otorgamiento podrán dar 
lugar a su revocación.

La Administración competente denegará la autorización cuando no se cumplan los 
requisitos previstos legalmente o la empresa no garantice la capacidad legal, técnica y 
económica necesarias para acometer la actividad propuesta.

[ . . . ]
CAPITULO V

Distribución de combustibles gaseosos por canalización

[ . . . ]
Artículo 73.  Autorización de instalaciones de distribución de gas natural.

1. Se consideran instalaciones de distribución de gas natural los gasoductos con presión 
máxima de diseño igual o inferior a 16 bares y aquellos otros que, con independencia de su 
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presión máxima de diseño, tengan por objeto conducir el gas a un único consumidor, 
partiendo de un gasoducto de la red básica de transporte secundario.

Asimismo, tendrán también la consideración de instalaciones de distribución las plantas 
satélites de gas natural licuado que alimenten a una red de distribución.

Igualmente, tendrán la consideración de instalaciones de distribución las instalaciones de 
conexión entre la red de transporte y distribución en los términos y condiciones que 
reglamentariamente se determinen.

2. Estarán sujetas a autorización administrativa previa, en los términos establecidos en 
esta Ley y en sus disposiciones de desarrollo, la construcción, modificación, explotación y 
cierre de las instalaciones de distribución de gas natural con independencia de su destino o 
uso.

La transmisión de estas instalaciones deberá ser autorizada por la Administración 
competente.

La autorización administrativa de cierre de una instalación podrá imponer a su titular la 
obligación de proceder a su desmantelamiento.

3. Los solicitantes de autorizaciones para instalaciones de gas relacionadas en el 
apartado anterior deberán acreditar suficientemente el cumplimiento de los siguientes 
requisitos:

a) Las condiciones técnicas y de seguridad de las instalaciones propuestas.
b) El adecuado cumplimiento de las condiciones de protección del medio ambiente.
c) La adecuación del emplazamiento de la instalación al régimen de ordenación del 

territorio.
d) Su capacidad legal, técnica y económico-financiera para la realización del proyecto.
4. Las autorizaciones a que se refiere el apartado 2 serán otorgadas por la 

Administración competente, sin perjuicio de las concesiones y autorizaciones que sean 
necesarias, de acuerdo con otras disposiciones que resulten aplicables, la correspondiente 
legislación sectorial y, en especial, las relativas a la ordenación del territorio y al medio 
ambiente.

El procedimiento de autorización incluirá el trámite de información pública y la forma de 
resolución en el supuesto de concurrencia de dos o más solicitudes de autorización.

Otorgada la autorización y a los efectos de garantizar el cumplimiento de sus 
obligaciones, el titular deberá constituir una garantía del dos por ciento del presupuesto de 
las instalaciones.

La autorización en ningún caso se concederá con derechos exclusivos de uso.
La falta de resolución expresa de las solicitudes de autorización a que se refiere este 

artículo, tendrá efectos desestimatorios. En todo caso, podrá interponerse recurso ordinario 
ante la autoridad administrativa correspondiente.

5. Las autorizaciones de instalaciones de distribución contendrán todos los requisitos 
que deban ser observados en su construcción y explotación, la delimitación de la zona en la 
que se debe prestar el suministro, los compromisos de expansión de la red en dicha zona 
que debe asumir la empresa solicitante y, en su caso, el plazo para la ejecución de dichas 
instalaciones y su caracterización.

Cuando las instalaciones autorizadas hayan de conectarse a instalaciones ya existentes 
de distinto titular, éste deberá permitir la conexión en las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan.

6. El incumplimiento de las condiciones, requisitos establecidos en las autorizaciones o 
la variación sustancial de los presupuestos que determinaron su otorgamiento podrán dar 
lugar a su revocación.

La Administración competente denegará la autorización cuando no se cumplan los 
requisitos previstos legalmente o la empresa no garantice la capacidad legal, técnica y 
económica necesarias para acometer la actividad propuesta.

7. Las autorizaciones de construcción y explotación de instalaciones de distribución 
deberán ser otorgadas preferentemente a la empresa distribuidora de la zona. En caso de no 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 90  Ley del sector de hidrocarburos [parcial]

– 1273 –



existir distribuidor en la zona, se atenderá a los principios de monopolio natural del 
transporte y la distribución, red única y de realización al menor coste para el sistema gasista.

[ . . . ]
CAPITULO VI

Comercialización de combustibles gaseosos

[ . . . ]
Artículo 84.  Programas de gestión de la demanda.

1. Los distribuidores y comercializadores, en coordinación con los diversos agentes que 
actúan sobre la demanda, podrán desarrollar programas de actuación que, mediante una 
adecuada gestión de la demanda gasista, mejoren el servicio prestado a los usuarios y la 
eficiencia y ahorro energéticos.

2. Sin perjuicio de lo anterior, las Administraciones públicas podrán adoptar medidas que 
incentiven la mejora del servicio a los usuarios y la eficiencia y el ahorro energético, 
directamente o a través de agentes económicos cuyo objeto sea el ahorro y la introducción 
de la mayor eficiencia en el uso final del gas natural.

Artículo 85.  Planes de ahorro y eficiencia energética.
La Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de 

sus respectivas competencias territoriales, podrán, mediante planes de ahorro y eficiencia 
energética, establecer las normas y principios básicos para potenciar las acciones 
encaminadas a la consecución de la optimización de los rendimientos de los procesos de 
transformación de la energía, inherentes a sistemas productivos o de consumo.

Cuando dichos planes de ahorro y eficiencia energética establezcan acciones 
incentivadas con fondos públicos, las citadas Administraciones podrán exigir a las personas 
físicas o jurídicas participantes la presentación de una auditoría energética de los resultados 
obtenidos.

Por real decreto del Consejo de Ministros se regularán los términos y condiciones en los 
que los comercializadores de gas natural podrán acceder a determinada información relativa 
al consumo de los consumidores con la finalidad de que puedan ofrecerles actuaciones 
tendentes a favorecer la gestión de demanda u otro tipo de medidas de eficiencia energética, 
bien directamente, o bien a través de empresas de servicios energéticos, respetando en todo 
caso la protección de datos de carácter personal.

[ . . . ]
Artículo 89.  Normas técnicas y de seguridad de las instalaciones.

1. Las instalaciones de producción, regasificación, almacenamiento, transporte y 
distribución de combustibles gaseosos, instalaciones receptoras de los usuarios, los equipos 
de consumo, así como los elementos técnicos y materiales para las instalaciones de 
combustibles gaseosos deberán ajustarse a las correspondientes normas técnicas de 
seguridad y calidad industriales, de conformidad a lo previsto en la Ley 21/1992, de 16 de 
julio, de industria, sin perjuicio de lo previsto en la normativa autonómica correspondiente.

2. Las reglamentaciones técnicas en la materia tendrán por objeto:
a) Proteger a las personas y la integridad y funcionalidad de los bienes que puedan 

resultar afectados por las instalaciones.
b) Conseguir la necesaria regularidad en los suministros.
c) Establecer reglas de normalización para facilitar la inspección de las instalaciones, 

impedir una excesiva diversificación del material y unificar las condiciones del suministro.
d) Obtener la mayor racionalidad y aprovechamiento económico de las instalaciones.
e) Incrementar la fiabilidad de las instalaciones y la mejora de la calidad de los 

suministros de gas.
f) Proteger el medio ambiente y los derechos e intereses de consumidores y usuarios.
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g) Conseguir los niveles adecuados de eficiencia en el uso del gas.
3. Sin perjuicio de las restantes autorizaciones reguladas en el presente Título y a los 

efectos previstos en el presente artículo, la construcción, ampliación o modificación de 
instalaciones de gas requerirá la correspondiente autorización administrativa en los términos 
que reglamentariamente se disponga.

Las ampliaciones de las redes de distribución, dentro de cada zona autorizada, podrán 
ser objeto de una autorización conjunta para todas las proyectadas en el año.

[ . . . ]
TITULO VI

Infracciones y sanciones

[ . . . ]
Artículo 109.  Infracciones muy graves.

1. Son infracciones muy graves:
a) La realización de actividades incluidas en el ámbito de aplicación de la presente Ley o 

la construcción, ampliación, explotación o modificación de instalaciones afectas a las mismas 
sin la necesaria concesión, autorización administrativa, declaración responsable, 
comunicación o inscripción en el Registro correspondiente cuando proceda o el 
incumplimiento del contenido, prescripciones y condiciones de las mismas cuando se ponga 
en peligro manifiesto a las personas o los bienes o el medio ambiente.

b) La utilización de instrumentos, aparatos o elementos sujetos a seguridad industrial sin 
cumplir las normas y las obligaciones técnicas que por razones de seguridad deban reunir 
los aparatos e instalaciones afectos a las actividades objeto de la presente Ley cuando 
comporten peligro o daño grave para personas, bienes o para el medio ambiente.

c) Cualquier manipulación fraudulenta tendente a alterar el precio o la calidad de los 
productos petrolíferos o de los gases combustibles o la medición de las cantidades 
suministradas.

d) La negativa a admitir inspecciones o verificaciones reglamentarias o acordadas en 
cada caso por la administración competente, incluida la CNE, o la obstrucción a su práctica.

e) La aplicación irregular de precios, tarifas o peajes de los regulados en la presente Ley 
o en las disposiciones de desarrollo de la misma, de manera que se produzca una alteración 
en el precio superior al l5 % y siempre que la misma suponga una alteración superior a 
300.000 euros.

f) El incumplimiento reiterado de las obligaciones resultantes de la aplicación del sistema 
tarifario o de los criterios de recaudación. Se entenderán como incumplimiento de las 
obligaciones del sistema tarifario la falta o retraso en el pago de las cantidades a que den 
lugar las liquidaciones de las actividades reguladas o en el ingreso de las cuotas con 
destinos específicos, la declaración indebida de ingresos y costes y las declaraciones 
efectuadas fuera del plazo establecido.

g) El incumplimiento de las decisiones jurídicamente vinculantes y requerimientos 
efectuados por la Administración competente, incluida la Comisión Nacional de Energía, o 
por el Gestor Técnico del Sistema en el ámbito de sus funciones, cuando resulte perjuicio 
relevante para el funcionamiento del sistema.

h) La realización de actividades incompatibles, así como el incumplimiento por parte de 
los sujetos obligados a ello de la obligación de separación patrimonial, separación funcional 
y de llevar cuentas separadas de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley y en sus 
normas de desarrollo.

i) La falta de comunicación al Ministerio de Industria, Energía y Turismo o el 
incumplimiento de las condiciones u obligaciones establecidas, en el supuesto de la toma de 
participaciones en sociedades, en los términos previstos en la disposición adicional novena 
de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.
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j) El incumplimiento reiterado de cuantas obligaciones de remisión de información se 
deriven de la aplicación de la normativa vigente o resulten del previo requerimiento por parte 
de la administración incluida la CNE, o del Gestor Técnico del Sistema.

k) La negativa a suministrar gases por canalización o GLP envasado a consumidores en 
régimen de tarifa o precios regulados conforme a los títulos III y IV de esta Ley y 
disposiciones de desarrollo.

l) El incumplimiento reiterado por parte de los sujetos obligados a ello, de conformidad 
con la normativa vigente, de las condiciones de calidad y continuidad del servicio.

m) El incumplimiento de las obligaciones legal o reglamentariamente establecidas sobre 
existencias mínimas de seguridad, conforme a los títulos III y IV, cuando supongan una 
alteración significativa del citado régimen de existencias mínimas.

n) El incumplimiento de las obligaciones legal y reglamentariamente establecidas, 
conforme al Título IV de la Ley, sobre diversificación de suministros, cuando suponga una 
alteración significativa del citado régimen de diversificación.

o) Las acciones u omisiones que supongan incumplimiento de las medidas establecidas 
por el Gobierno en aplicación de lo previsto en la presente Ley sobre situaciones de 
emergencia o escasez de suministros en los títulos III y IV por quienes realizan actividades 
reguladas en la presente Ley y tengan incidencia apreciable en el citado suministro.

p) La interrupción o suspensión injustificada de la actividad que se venga realizando 
mediante concesión o autorización administrativa, cuando de ello resulte perjuicio relevante 
para el funcionamiento del sistema.

q) El incumplimiento de las obligaciones de contabilidad exigibles de acuerdo con la 
presente Ley. Se entenderá comprendida en dicho incumplimiento la existencia en la 
documentación contable de vicios o irregularidades esenciales que impidan conocer la 
situación patrimonial y financiera de la entidad.

r) La denegación o alteración injustificada del acceso de terceros a instalaciones de red 
en los supuestos que la presente Ley y sus normas de desarrollo regulan.

s) El incumplimiento por parte de los titulares de las instalaciones de su obligación de 
mantener las instalaciones en adecuadas condiciones de conservación e idoneidad técnica, 
siguiendo en su caso, las instrucciones impartidas por la administración competente, cuando 
dicho incumplimiento ponga en peligro manifiesto a las personas, los bienes o al medio 
ambiente.

t) El incumplimiento por parte del distribuidor de su obligación de realizar visitas de 
inspección a las instalaciones receptoras existentes con la periodicidad definida por la 
normativa vigente.

u) El incumplimiento, por parte de los titulares de instalaciones, de efectuar el cálculo del 
balance físico del gas que pasa por sus instalaciones en la forma y con la periodicidad que 
resulte necesaria para el adecuado funcionamiento del sistema.

v) El incumplimiento, por parte del gestor técnico del sistema, de las obligaciones 
establecidas en el artículo 64, apartados 1 y 3, letras f), i), o) y p) de esta Ley.

w) El incumplimiento de las normas de gestión técnica del sistema, cuando ello afecte a 
la continuidad y seguridad del suministro de gas natural.

x) El incumplimiento continuado, por parte de los titulares de instalaciones, de su 
obligación de gestionar la verificación de sus equipos de medida, del volumen y 
características del gas, y de las instalaciones de puntos de suministro conectadas a sus 
redes, utilizando para ello los servicios de una entidad acreditada para tal fin.

y) La interrupción o suspensión del suministro sin que medien los requisitos legal o 
reglamentariamente establecidos o fuera de los supuestos previstos.

z) El incumplimiento de las obligaciones económicas en caso de desbalance derivadas 
de la regulación establecida por las Normas de Gestión Técnica del sistema.

aa) El incumplimiento de las obligaciones que se establezcan relacionadas con el logro 
de los objetivos anuales de contenido mínimo de biocarburantes y otros combustibles 
renovables.

ab) El incumplimiento por parte del operador del mercado organizado de gas de la 
funciones a que se refieren los párrafos c) y d) del artículo 65 ter.1, en los términos previstos 
en la presente Ley y su normativa de desarrollo, cuando de este hecho se derive perjuicio 
para el sistema o los demás sujetos.
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ac) El incumplimiento, de forma reiterada, por parte de los gestores de red 
independientes o de los propietarios de las instalaciones cuya gestión les hayan cedido, de 
las obligaciones establecidas en el artículo 63 quáter de la presente Ley.

ad) El incumplimiento de la obligación de suministro domiciliario de GLP envasado.
ae) El incumplimiento de las limitaciones que se establezcan en cuanto a la participación 

en el accionariado de ENAGAS, S.A. así como la falta de comunicación definida en el 
artículo 63 bis.2 de cualquier circunstancia que pueda afectar al cumplimiento de los 
requisitos establecidos para las empresas certificadas como Gestores de la red de 
transporte.

af) El incumplimiento reiterado por parte de los sujetos del sistema de sus obligaciones 
de información o comunicación a otros sujetos del sistema, así como la no remisión de forma 
reiterada de la información en la forma y plazo que resulte exigible.

ag) La inexactitud o falsedad en cualquier dato, manifestación o documento que se 
presente a la Administración Pública, así como su no presentación en forma y plazo, al 
objeto de la determinación o percepción del régimen retributivo de las actividades con 
retribución regulada, siempre que esto suponga un impacto en los costes del sistema que 
exceda del 5 por ciento de la retribución regulada anual del sujeto.

ah) La resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones inspectoras que 
hayan sido acordadas en cada caso por la Administración Pública competente, incluida la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, y la Corporación de Reservas 
Estratégicas de Productos Petrolíferos.

ai) El incumplimiento por parte de los obligados a ello por la normativa vigente de las 
obligaciones de preservar la medidas establecidas en aplicación de lo previsto en el artículo 
101 por quienes realizan alguna de las actividades en ella regulada.

aj) El incumplimiento por parte de los obligados a ello por la normativa vigente de las 
obligaciones de preservar y gestionar el acceso a la información que tenga carácter de 
confidencial.

ak) El incumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa de aplicación para 
tener derecho a la percepción del régimen retributivo de las actividades con retribución 
regulada, a menos que expresamente se hubiera tipificado como grave.

al) El incumplimiento por parte de los responsables del punto de medida de la obligación 
de disponer de los equipos de medida y control y demás dispositivos que 
reglamentariamente se hayan establecido, de forma que se impida o altere la correcta 
medición y facturación, o cuando dicho incumplimiento comporte peligro o daño grave para 
personas, bienes o para el medio ambiente; así como la negativa u obstrucción al acceso de 
los encargados de la lectura, verificadores u organismos autorizados por la Administración 
Pública competente para la realización de la lectura, o verificación de los equipos.

am) El incumplimiento por parte de los obligados a ello de la normativa vigente relativa a 
la instalación de los equipos de medida, y demás dispositivos de tratamiento de la 
información y comunicación necesarios para el correcto funcionamiento del sistema de 
medidas, así como el incumplimiento de los criterios de seguridad y de privacidad que se 
establezcan reglamentariamente.

an) El incumplimiento reiterado por parte de los obligados a ello por la normativa vigente 
de la realización de los procesos de alta, lectura y tratamiento de las medidas e intercambios 
de la información, así como de la remisión de la información o, en su caso, su puesta a 
disposición a los destinatarios a los que están obligados a remitírsela en los términos, en el 
plazo y forma establecidos reglamentariamente.

añ) La inexactitud o falseamiento de la información relativa a la medida remitida por parte 
de los obligados a ello por la normativa vigente, cuando de ello se derive un incremento 
significativo de los costes del sistema o una minoración significativa de los ingresos del 
mismo.

ao) El incumplimiento continuado, por parte de los obligados a ello de conformidad con la 
normativa vigente, de su obligación de gestionar las verificaciones de los equipos de medida.

ap) Cualquier manipulación de los equipos de medida o de las instalaciones o la no 
disposición de los dispositivos necesarios, tendentes a alterar la medición de las cantidades 
suministradas o consumidas o de cualquiera de los conceptos que sirven de base para la 
facturación de la energía suministrada o consumida.
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aq) La denegación o alteración injustificadas del permiso de conexión a un punto de la 
red. Se considerará que la denegación es injustificada cuando no obedezca a lo previsto en 
la presente Ley y en las normas de desarrollo aprobadas por el Gobierno.

ar) El establecimiento de otros mecanismos diferentes de los previstos en esta Ley y en 
las normas de desarrollo aprobadas por el Gobierno para el otorgamiento de los permisos de 
conexión y acceso o para la priorización en el otorgamiento de los mismos.

as) El otorgamiento de permisos de acceso o de permisos de conexión cuando no se 
disponga de la capacidad necesaria de acuerdo con las condiciones y criterios establecidos 
reglamentariamente por el Gobierno.

at) El incumplimiento de las limitaciones establecidas en cuanto a la participación en el 
accionariado del operador del mercado organizado de gas previstas en el artículo 65 ter.2 de 
la presente Ley.

au) El incumplimiento por parte de las empresas distribuidoras o transportistas de su 
obligación de realizar las acometidas y la conexión de nuevos suministros o ampliación de 
los existentes que se les planteen en las zonas en que operan, cuando así resulte exigible 
de conformidad con la normativa de aplicación.

av) El incumplimiento por parte de las empresas distribuidoras o de las empresas 
comercializadoras de aplicar las medidas adecuadas de protección al consumidor, en los 
términos previstos en la presente Ley y su normativa de desarrollo, cuando de este hecho se 
derive un perjuicio económico para los sujetos afectados.

aw) El incumplimiento por parte de los distribuidores, de los comercializadores de los 
requisitos de capacidad legal, técnica y económica establecidos en la presente Ley y su 
normativa de desarrollo.

ax) La no formalización de los contratos de suministro y acceso a redes por parte de los 
sujetos obligados a ello de acuerdo a la normativa en vigor.

ay) Cualquier otra actuación en el suministro o consumo de gas natural que suponga una 
alteración porcentual de la realidad de lo suministrado o consumido superior al 15 por ciento 
y que, a la par, exceda de 300.000 euros.

az) El incumplimiento por parte de los distribuidores de las obligaciones establecidas en 
el ejercicio de su función, a menos que expresamente se hubiera tipificado como grave.

ba) El incumplimiento por parte de los operadores dominantes de las restricciones 
impuestas en la normativa vigente.

bb) La inexactitud, falsedad u omisión en cualquier dato o manifestación, de carácter 
esencial, sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos señalados en la declaración 
responsable o la comunicación aportada por los interesados.

bc) Ejercer la actividad de empresa instaladora de gas o de instalador de gas sin la 
correspondiente autorización administrativa o carné de instalador de acuerdo a la normativa 
vigente cuando suponga un riesgo para la seguridad de las personas o bienes.

bd) No instalar o manipular indebidamente los dispositivos de medición fiscal de los 
hidrocarburos producidos en concesiones de explotación de hidrocarburos.

be) El incumplimiento de las limitaciones y obligaciones impuestas en los artículos 43.1 y 
43 bis.1.

bf) El acaparamiento y utilización sustancialmente inferior de la capacidad de las 
instalaciones fijas de almacenamiento y transporte de productos petrolíferos que, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 41 de la presente Ley, deban permitir el acceso de terceros.

2. Igualmente, serán infracciones muy graves las infracciones graves del artículo 
siguiente cuando durante los tres años anteriores a su comisión hubiera sido impuesta al 
infractor sanción firme por el mismo tipo de infracción.

[ . . . ]
Artículo 112.  Graduación de sanciones.

Para la determinación de las correspondientes sanciones se tendrán en cuenta las 
siguientes circunstancias:

a) El peligro resultante de la infracción para la vida y salud de las personas, la seguridad 
de las cosas y el medio ambiente.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 90  Ley del sector de hidrocarburos [parcial]

– 1278 –



b) La importancia del daño o deterioro causado.
c) Los perjuicios producidos en la continuidad y regularidad del suministro a usuarios.
d) El grado de participación y el beneficio obtenido.
e) La intencionalidad o reiteración en la comisión de la infracción.
f) La reiteración por comisión en el término de un año de más de una infracción de la 

misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme.

[ . . . ]
Artículo 114.  Multas coercitivas.

Para asegurar el cumplimiento de las resoluciones o requerimientos de información que 
dicten, el Ministerio de Industria, Energía y Turismo o la Comisión Nacional de los Mercados 
y de la Competencia podrán imponer multas coercitivas por importe diario de 100 hasta 
10.000 euros, en los términos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

El importe de las multas se fijará atendiendo a los siguientes criterios:
a) El peligro resultante de la infracción para la vida y salud de las personas, la seguridad 

de las cosas y el medio ambiente.
b) La importancia del daño o deterioro causado.
c) Los perjuicios producidos en la continuidad y regularidad del suministro.
d) Los perjuicios económicos causados.
Las multas coercitivas serán independientes de las sanciones que puedan imponerse y 

compatibles con ellas.
El importe de las multas coercitivas previstas en esta disposición se ingresará en el 

Tesoro Público.

[ . . . ]
Undécima.  Comisión Nacional de Energía.

Primero. (Derogado).
Segundo. (Derogado).
Tercero. (Derogado).
Cuarto. (Derogado).
Quinto. (Derogado).
Sexto. Objetivos generales y relación de la Comisión Nacional de Energía con la Agencia 

de Cooperación de los Reguladores de la Energía y con los Organismos Reguladores del 
resto de los Estados miembros de la Unión Europea.

1. En el ejercicio de las funciones especificadas en la presente Ley, y en colaboración 
con otras autoridades reguladoras nacionales o los órganos equivalentes de las 
Comunidades Autónomas, y sin perjuicio de las competencias de éstos, la Comisión 
Nacional de Energía tomará todas las medidas razonables para contribuir a lograr los 
siguientes objetivos:

a) Promover el funcionamiento competitivo del sector de energético para garantizar la 
efectiva disponibilidad y prestación de unos servicios competitivos y de calidad, en lo que se 
refiere al suministro de la electricidad y de los hidrocarburos tanto líquidos como gaseosos, 
en beneficio del conjunto del mercado y de los consumidores y usuarios.

b) Promover, en cooperación con la Agencia de Cooperación de los Reguladores de la 
Energía, las autoridades reguladoras de los demás Estados miembros y la Comisión 
Europea, un mercado interior de electricidad y del gas natural competitivo, seguro y 
sostenible ambientalmente, y abrir el mercado de manera efectiva a todos los clientes y 
suministradores comunitarios, así como garantizar las condiciones adecuadas para que las 
redes de electricidad y gas funcionen de modo eficaz y fiable, teniendo en cuenta objetivos a 
largo plazo.
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c) Desarrollar mercados regionales competitivos y que funcionen adecuadamente en el 
ámbito del mercado de la Unión Europea, con el fin de lograr el objetivo mencionado en el 
párrafo b).

d) Eliminar las restricciones al comercio de la electricidad y del gas natural entre Estados 
miembros, incluyendo en este objetivo el desarrollo de la capacidad de transporte 
transfronterizo adecuada para satisfacer la demanda y reforzar la integración de los 
mercados nacionales que pueda facilitar el flujo de la electricidad y del gas natural a través 
del mercado interior de la Unión Europea.

e) Contribuir a lograr, de la manera más rentable, el desarrollo de redes no 
discriminatorias seguras, eficientes y fiables, orientadas a los consumidores y fomentar la 
adecuación de la red, y, en consonancia con los objetivos generales de la política energética, 
la eficiencia energética, así como la integración de la producción a gran escala y a pequeña 
escala de la electricidad y del gas a partir de fuentes de energía renovables y la producción 
distribuida en las redes tanto de transporte como de distribución.

f) Facilitar el acceso a la red de nuevas capacidades de producción, en particular, 
suprimiendo las trabas que pudieran impedir el acceso a nuevos agentes del mercado y de 
electricidad y gas procedentes de fuentes de energía renovables.

g) Asegurar que se dan a los gestores y usuarios de redes los incentivos adecuados 
tanto a corto como a largo plazo para aumentar la eficiencia de las prestaciones de la red y 
fomentar la integración del mercado.

h) Contribuir a garantizar un alto nivel de servicio, la protección de los consumidores de 
energía, especialmente los clientes vulnerables, y la compatibilidad de los procesos de 
intercambio de datos necesarios para que los clientes cambien de suministrador.

2. La Comisión Nacional de Energía nombrará a un representante entre los miembros del 
Consejo y a un sustituto entre su personal directivo, a efectos de contacto y representación 
en el seno del Consejo de Reguladores de la Agencia de Cooperación de los Reguladores 
de la Energía, según lo previsto en el artículo 14, apartado 1, del Reglamento (CE) n.º 
713/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, por el que se crea 
la Agencia de Cooperación de los Reguladores de la Energía.

3. La Comisión Nacional de Energía fomentará el contacto, la colaboración en cuestiones 
transfronterizas, la coordinación regular y periódica con la Agencia de Cooperación de los 
Reguladores de la Energía, con la Comisión Europea y con los Organismos Reguladores de 
los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados.

4. Sin perjuicio de sus competencias específicas, la Comisión Nacional de Energía 
cooperará con el resto de Organismos Reguladores de los Estados miembros de la Unión 
Europea, con el fin de:

a) Promover la aplicación de medidas operativas, a fin de permitir una gestión óptima de 
la red, y fomentar los intercambios conjuntos de gas y electricidad y la asignación de 
capacidad transfronteriza, así como para permitir un nivel adecuado de capacidad de 
interconexión, incluso mediante nuevas interconexiones, en una región y entre regiones, de 
manera que pueda darse una competencia efectiva y mejorarse la seguridad del suministro, 
sin que haya discriminación entre empresas de suministro de diferentes Estados miembros.

b) Coordinar el desarrollo de todos los códigos de red para los gestores de red de 
transporte pertinentes y otros agentes del mercado.

c) Coordinar el desarrollo de las normas que rigen la gestión de la congestión.
5. La Comisión Nacional de Energía podrá establecer acuerdos de cooperación con el 

resto de Organismos Reguladores de los Estados miembros con el fin de fomentar la 
cooperación en el ámbito de la regulación.

6. La Comisión Nacional de Energía comunicará al Ministerio de Industria, Energía y 
Turismo los nombramientos a los que se refiere el apartado 2. Asimismo informará a dicho 
Ministerio sobre el desarrollo de las actuaciones que se lleven a cabo en aplicación de los 
apartados 3 y 4 de forma que se permita realizar un seguimiento actualizado de las mismas 
y remitirá copia de los acuerdos a que se refiere el apartado 5.

7. La Comisión Nacional de Energía deberá cumplir y poner en práctica las decisiones 
pertinentes y jurídicamente vinculantes de la Agencia y la Comisión Europea. La Comisión 
Nacional de Energía podrá solicitar un dictamen de la Agencia de Cooperación de los 
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Reguladores de la Energía sobre la compatibilidad de cualquier decisión adoptada por un 
Organismo Regulador con las directrices mencionadas en las Directivas 2009/72/CE y 
2009/73/CE o en el Reglamento (CE) n.º 715/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 13 de julio de 2009 sobre las condiciones de acceso a las redes de transporte de gas 
natural y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1775/2005.

8. La Comisión Nacional de Energía remitirá la memoria anual de actividades que incluya 
las cuentas anuales, la situación organizativa y la información relativa al personal y las 
actividades realizadas por la Comisión, con los objetivos perseguidos y los resultados 
alcanzados al Ministerio de Industria, Energía y Turismo. Asimismo, informará anualmente 
de sus actividades y del cumplimiento de sus obligaciones a la Agencia de Cooperación de 
los Reguladores de la Energía y a la Comisión Europea.

[ . . . ]
Decimosexta.  Biocombustibles y biocarburantes.

1. Se consideran biocarburantes los productos que a continuación se relacionan y que se 
destinen a su uso con fines de combustión en cualquier tipo de motor, directamente o 
mezclados con carburantes convencionales:

a) El bioetanol: alcohol etílico producido a partir de productos agrícolas o de origen 
vegetal, ya se utilice como tal o previa modificación o transformación química.

b) El biometanol: alcohol metílico, obtenido a partir de productos de origen agrícola o 
vegetal, ya se utilice como tal o previa modificación o transformación química.

c) El biodiesel: ester metílico producido a partir de aceite vegetal o animal.
d) Los aceites vegetales.
e) Todos aquellos productos que se determine.
2. La distribución y venta de estos productos se regirá por lo dispuesto en el Título III de 

la misma, tanto si se utilizan como carburantes como si se emplean mediante combustión 
con fines de producción de calor.

3. Se establecen los siguientes objetivos anuales de biocarburantes y otros combustibles 
renovables con fines de transporte, que expresan contenidos energéticos mínimos en 
relación al de gasolinas y gasóleos comercializados con fines de transporte:

 2008 2009 2010
Contenido de biocarburantes... 1,9 % 3,4  % 5,83 %

El objetivo anual que se fija para el año 2008 tendrá carácter de indicativo, mientras que 
los objetivos establecidos para 2009 y 2010 serán obligatorios.

El Gobierno podrá modificar los objetivos establecidos en la tabla anterior, así como 
establecer objetivos adicionales.

Se habilita al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, previo informe de la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, a dictar las disposiciones necesarias para 
regular un mecanismo de fomento de la incorporación de biocarburantes y otros 
combustibles renovables, destinado a lograr el cumplimiento de los objetivos establecidos en 
la presente Disposición Adicional. En particular, este mecanismo podrá incluir la 
cuantificación de las obligaciones, indicando los tipos de producto con que se deberá cumplir 
la obligación, los sujetos obligados, un sistema de certificación que permita la supervisión y 
control de las obligaciones, así como mecanismos de flexibilidad que favorezcan la máxima 
eficiencia en el logro de los objetivos.

[ . . . ]
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§ 91

Real Decreto 390/2021, de 1 de junio, por el que se aprueba el 
procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética 

de los edificios

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 131, de 2 de junio de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-9176

La aprobación de la Directiva (UE) 2018/844 del Parlamento europeo y del Consejo, de 
30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva 2010/31/UE relativa a la eficiencia 
energética de los edificios y la Directiva 2012/27/UE relativa a la eficiencia energética, hace 
necesaria la transposición a nuestro ordenamiento jurídico de las modificaciones que 
incorpora, especialmente en lo relativo a la introducción de nuevas definiciones y revisión de 
las existentes, la modificación de las bases de datos para el registro de los certificados de 
eficiencia energética, que permitirán la recopilación de datos sobre consumo de energía 
medido o calculado de los edificios, así como la vinculación de incentivos financieros para la 
mejora de la eficiencia energética al ahorro de energía previsto o logrado.

Asimismo, la Comisión Europea ha publicado el Pacto Verde Europeo (COM/2019/640) 
que tiene como objetivo transformar a la UE en una sociedad justa y próspera, con una 
economía moderna, eficiente en recursos y competitiva, sin emisiones netas de gases de 
efecto invernadero en 2050 y desacoplando el crecimiento económico del uso de recursos. 
El Pacto Verde Europeo prevé como actuación clave la «Oleada de renovación» en el sector 
de la construcción, donde la certificación energética de los edificios adquiere un papel 
relevante.

Inicialmente, la Directiva 2002/91/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de 
diciembre de 2002, relativa a la eficiencia energética de los edificios, estableció exigencias 
relativas a la certificación energética de edificios que se transpusieron por Real Decreto 
47/2007, de 19 de enero, por el que se aprueba el Procedimiento básico para la certificación 
de eficiencia energética de edificios de nueva construcción. Posteriormente, fue modificada 
mediante la Directiva 2010/31/UE, de 19 de mayo de 2010, relativa a la eficiencia energética 
de los edificios, transpuesta parcialmente por Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, por el 
que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de 
los edificios en lo relativo a la certificación de eficiencia energética de edificios refundiendo el 
Real Decreto 47/2007, de 19 de enero, con la incorporación del Procedimiento básico para la 
certificación de eficiencia energética de edificios existentes.

El Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, estableció la obligación de poner a disposición 
de los compradores o usuarios de los edificios un certificado de eficiencia energética que 
incluyese información objetiva sobre dicha eficiencia energética y valores de referencia, con 
el fin de que los propietarios o arrendatarios del edificio o parte del mismo pudiesen 
comparar y evaluar la misma. Los requisitos mínimos de eficiencia energética de los edificios 
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o partes de los mismos no se incluían en este real decreto, ya que los mismos se establecen 
en el Código Técnico de la Edificación, aprobado por el Real Decreto 314/2006, de 17 de 
marzo. Como ya se recogió en el citado real decreto, la obligación de suministrar esta 
información a los compradores o a los usuarios buscaba facilitar el conocimiento de la 
eficiencia energética de cada edificio y su posible comparación con otros edificios de la 
misma zona, favoreciendo, por tanto, la promoción de edificios de alta eficiencia energética y 
las inversiones en ahorro de energía. Además, este real decreto contribuyó a informar de las 
emisiones de CO2 por el uso de la energía proveniente de fuentes emisoras en el sector 
residencial, lo que podría facilitar la adopción de medidas para reducir dichas emisiones y 
mejorar la calificación energética de los edificios.

En este real decreto se determinaba el Procedimiento básico que debía cumplir la 
metodología de cálculo de la calificación de eficiencia energética, considerando aquellos 
factores que más incidencia tenían en su consumo energético, así como las condiciones 
técnicas y administrativas para las certificaciones de eficiencia energética de los edificios.

Asimismo, mediante la disposición adicional segunda se incorporaba la exigencia de la 
citada Directiva 2010/31/UE, de 19 de mayo que obligaba a que, a partir del 31 de diciembre 
de 2020, los edificios que se construyesen fueran de consumo de energía casi nulo, en los 
términos que reglamentariamente se fijasen en cada momento a través del Código Técnico 
de la Edificación, plazo que, en el caso de los edificios públicos, se adelantó dos años.

También se reguló la utilización del distintivo común en todo el territorio nacional 
denominado etiqueta de eficiencia energética, garantizando en todo caso las especificidades 
que fueran precisas en las distintas comunidades autónomas.

Por otra parte, se encomendó a la Comisión asesora para la certificación de eficiencia 
energética de edificios el apoyo a los ministerios competentes para velar por el 
mantenimiento y actualización del Procedimiento básico de certificación de eficiencia 
energética de edificios.

La Comisión asesora para la certificación de eficiencia energética de edificios, creada 
por el artículo 14 del Procedimiento básico para la certificación de eficiencia energética de 
edificios de nueva construcción, aprobado por el Real Decreto 47/2007, de 19 de enero, por 
el que se aprueba el Procedimiento básico para la certificación de eficiencia energética de 
edificios de nueva construcción, continuará existiendo, quedando regulados su objeto, 
funciones, composición y organización en los artículos 18, 19 y 20 del presente real decreto.

Por último, se concretó un régimen sancionador con infracciones y sanciones, de 
acuerdo con lo previsto en la legislación vigente en materia de protección de los 
consumidores y usuarios, y en materia de certificación de la eficiencia energética de los 
edificios.

Como resultado de la experiencia acumulada en la implementación del citado Real 
Decreto 235/2013, de 5 de abril, se considera necesario incorporar algunas modificaciones 
para la mejora del procedimiento para la certificación de la eficiencia energética de los 
edificios, entre otras, la actualización del contenido de la certificación de eficiencia 
energética, el incremento de la calidad de la misma y el establecimiento de la obligación para 
las empresas inmobiliarias de mostrar el certificado de eficiencia energética de los inmuebles 
que alquilen o vendan.

Atendiendo a la amplitud, extensión y alcance de las modificaciones que contiene la 
propuesta normativa, se ha considerado necesaria la elaboración de un nuevo real decreto 
que deroga el Real Decreto 235/2013, de 5 de abril.

Asimismo, se modifica el Real Decreto 56/2016, de 12 de febrero, por el que se 
transpone la Directiva 2012/27/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre 
de 2012, relativa a la eficiencia energética, en lo referente a auditorías energéticas, 
acreditación de proveedores de servicios y auditores energéticos y promoción de la 
eficiencia del suministro de energía, para incluir específicamente la necesaria inspección de 
las auditorías energéticas realizadas por auditores internos y para modificar el contenido del 
modelo de comunicación relativo a la realización de una auditoría energética, incluyendo 
mayor detalle en la información de la empresa, de sus consumos energéticos, de los ahorros 
identificados y de las medidas implementadas como resultado de las auditorías energéticas 
realizadas previamente.
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Finalmente, se modifica el Real Decreto 178/2021, de 23 de marzo, por el que se 
modifica el Real Decreto 1027/2007, de 20 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Instalaciones Térmicas en los Edificios. Concretamente se modifica el apartado treinta y uno 
de su artículo único para corregir un error de nomenclatura, que podría dar lugar a 
problemas de interpretación a la hora de aplicarlo.

El contenido de este real decreto se ajusta a los principios de buena regulación 
contemplados en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Así, de acuerdo con los principios 
de necesidad y eficacia, esta norma se justifica en la necesidad de transponer al 
ordenamiento jurídico español la Directiva (UE) 2018/844, de 30 de mayo de 2018, siendo la 
manera más eficaz de llevar a cabo dicha transposición la aprobación de este real decreto. 
Se cumple el principio de proporcionalidad ya que la regulación se limita al mínimo 
imprescindible para el cumplimiento por parte del Reino de España de la citada Directiva y la 
consecución de los objetivos del Plan Nacional Integrado de Energía y Clima. A fin de 
garantizar el principio de seguridad jurídica, la iniciativa normativa se ejerce de manera 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea, para 
generar un marco normativo estable, predecible, integrado, claro y de certidumbre, que 
facilita su conocimiento, comprensión y aplicación y, en consecuencia, la actuación y toma 
de decisiones de las personas y empresas. Conforme al principio de transparencia, además 
de la consulta pública previa y la audiencia e información públicas requeridas en el artículo 
26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, y en la Ley 27/2006, de 18 de julio, 
por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de 
acceso a la justicia en materia de medio ambiente, durante la tramitación de esta norma han 
sido consultadas las comunidades autónomas, así como las entidades representativas de los 
sectores afectados.

Finalmente, en aplicación del principio de eficiencia, se limitan las cargas administrativas 
a las imprescindibles para la consecución de los fines descritos, siempre dentro del marco 
del ordenamiento jurídico nacional y de la Unión Europea.

La apertura del trámite de consulta pública previa fue comunicada por la Dirección 
General de Política Energética y Minas al organismo responsable en la materia de cada una 
de las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla. Posteriormente, la apertura 
del trámite de información pública fue comunicada a todos los miembros de la Comisión 
asesora para la certificación de eficiencia energética de edificios.

Asimismo, el proyecto normativo y su grado de avance han sido presentados en las 
reuniones de la Comisión asesora para la certificación de eficiencia energética de edificios 
celebradas durante la tramitación del mismo.

Este real decreto ha sido sometido al procedimiento previsto en la Directiva (UE) 
2015/1535 del Parlamento Europeo y del Consejo de 9 de septiembre de 2015 por la que se 
establece un procedimiento de información en materia de reglamentaciones técnicas y de 
reglas relativas a los servicios de la sociedad de la información, así como a lo dispuesto en 
el Real Decreto 1337/1999, de 31 de julio por el que se regula la remisión de información en 
materia de normas y reglamentaciones técnicas y reglamentos relativos a los servicios de la 
sociedad de la información.

El fundamento legal de la regulación de la certificación de eficiencia energética de los 
edificios se encuentra por un lado, en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, así como, por otro lado y en 
particular para los edificios existentes, en el artículo 83.3 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 
Economía Sostenible, en el que se establece que los certificados de eficiencia energética 
para estos edificios se obtendrán de acuerdo con el procedimiento básico que se establezca 
reglamentariamente, para ser puestos a disposición de los compradores o usuarios de esos 
edificios cuando los mismos se vendan o arrienden. De la misma manera, en la disposición 
final quincuagésima primera de esta misma ley se autorizaba al Gobierno para la 
aprobación, en el plazo de seis meses, del procedimiento básico de certificación energética 
en edificios existentes establecida en el artículo 83, determinando que en dicho desarrollo 
reglamentario se incorporarían, como mínimo, los supuestos de excepción y los sistemas de 
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certificación previstos en los artículos 4 y 7, respectivamente, de la Directiva 2002/91/CE, de 
16 de diciembre de 2002.

Este real decreto se dicta en virtud de las competencias estatales en materia de bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica, legislación básica sobre 
protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las comunidades 
autónomas de establecer normas adicionales de protección, así como bases del régimen 
minero y energético, previstas en el artículo 149.1 reglas 13.ª, 23.ª y 25.ª de la Constitución 
Española.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Cuarta del Gobierno y Ministra para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico, y del Ministro de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana, con la aprobación previa de la Ministra de Política Territorial y Función 
Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 1 de junio de 2021,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. Constituye el objeto de este real decreto el establecimiento de las condiciones 

técnicas y administrativas que deben regir la realización de las certificaciones de eficiencia 
energética de los edificios y la correcta transmisión de los resultados obtenidos en este 
proceso de certificación energética a los usuarios y propietarios de los mismos.

Asimismo, se establecen las condiciones técnicas y administrativas para la aprobación 
de la metodología de cálculo de su calificación de eficiencia energética, considerando 
aquellos factores que más incidencia tienen en el consumo de energía de los edificios, así 
como para la aprobación de la etiqueta de eficiencia energética como distintivo común en 
todo el territorio nacional.

2. La finalidad de la aprobación de dicho Procedimiento básico es la promoción de la 
eficiencia energética en los edificios, así como, que la energía que estos utilicen sea cubierta 
mayoritariamente por energía procedente de fuentes renovables, con la consiguiente 
reducción de las emisiones de CO2 en el sector de la edificación.

Artículo 2.  Definiciones.
A efectos del Procedimiento básico regulado en este real decreto se establecen las 

siguientes definiciones:
a) Calificación de la eficiencia energética de un edificio o parte del mismo: expresión de 

la eficiencia energética de un edificio o parte del mismo que se determina de acuerdo con la 
metodología de cálculo establecida en el documento reconocido correspondiente al 
Procedimiento básico y se expresa con indicadores energéticos mediante la etiqueta de 
eficiencia energética.

b) Certificación de eficiencia energética de proyecto: proceso por el que se valora la 
calificación de la eficiencia energética de edificios de nueva construcción o, en su caso, de 
reformas y ampliaciones realizadas en edificios existentes, a partir de las características 
especificadas en el proyecto y que conduce a la expedición del certificado de eficiencia 
energética de proyecto.

c) Certificación de eficiencia energética de obra terminada: proceso por el que se valora 
la calificación de la eficiencia energética de los edificios de nueva construcción o, en su 
caso, de las reformas y ampliaciones realizadas en edificios existentes, a partir de las 
características efectivas del edificio u obra terminada, permitiendo la comparación con la 
calificación obtenida en la certificación de eficiencia energética de proyecto, y que conduce a 
la expedición del certificado de eficiencia energética de obra terminada.

d) Certificación de eficiencia energética de edificio existente o de parte del mismo: 
proceso por el que se valora la calificación de eficiencia energética obtenida con los datos 
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calculados o medidos del edificio existente o de parte del mismo, y que conduce a la 
expedición del certificado de eficiencia energética del edificio existente.

e) Certificado de eficiencia energética de proyecto: documentación suscrita por el técnico 
competente como resultado del proceso de certificación, que contiene información sobre las 
características energéticas, la calificación de eficiencia energética del proyecto de ejecución 
y las recomendaciones de posibles intervenciones técnicamente viables e individualizadas 
en cada edificio o parte del mismo, para la mejora de los niveles óptimos o rentables de 
eficiencia energética.

f) Certificado de eficiencia energética de obra terminada: documentación suscrita por el 
técnico competente como resultado del proceso de certificación, que contiene información 
sobre las características energéticas, la calificación de eficiencia energética y las 
recomendaciones de posibles intervenciones, técnicamente viables e individualizadas en 
cada edificio o parte del mismo, para la mejora de los niveles óptimos o rentables de 
eficiencia energética de un edificio de nueva construcción o, en su caso, de una reforma o de 
una ampliación realizada en un edificio existente, y que permite la comparación de la 
calificación obtenida en la certificación de eficiencia energética de proyecto con la obtenida 
una vez finalizadas las obras.

g) Certificado de eficiencia energética de edificio existente: documentación suscrita por el 
técnico competente que contiene información sobre las características energéticas, la 
calificación de eficiencia energética y las recomendaciones de posibles intervenciones, 
técnicamente viables e individualizadas en cada edificio o parte del mismo para la mejora de 
los niveles óptimos o rentables de la eficiencia energética de un edificio existente o parte del 
mismo.

h) Edificio: construcción techada con paredes en la que se emplea energía para 
acondicionar el ambiente interior.

i) Eficiencia energética de un edificio: consumo de energía, calculado o medido, que se 
estima necesario para satisfacer la demanda energética del edificio en unas condiciones 
normalizadas de funcionamiento y ocupación, que incluirá, entre otras cosas, la energía 
consumida en la calefacción, la refrigeración, la ventilación, la producción de agua caliente 
sanitaria y la iluminación.

j) Elemento de un edificio: a los efectos de este real decreto, se define como instalación 
técnica del edificio o elemento de la envolvente del edificio.

k) Energía primaria: energía procedente de fuentes renovables y no renovables que no 
ha sufrido ningún proceso de conversión o transformación.

l) Energía procedente de fuentes renovables: la energía procedente de fuentes 
renovables no fósiles, es decir, energía eólica, energía solar (solar térmica y solar 
fotovoltaica) y energía geotérmica, energía ambiente, energía mareomotriz, energía 
undimotriz y otros tipos de energía oceánica, energía hidráulica y energía procedente de 
biomasa, gases de vertedero, gases de plantas de depuración, y biogás.

m) Energía ambiente: la energía térmica presente de manera natural y la energía 
acumulada en un ambiente confinado, que puede almacenarse en el aire ambiente (excluido 
el aire de salida) o en las aguas superficiales o residuales

n) Espacio habitable: espacio formado por uno o varios recintos habitables contiguos con 
el mismo uso y condiciones térmicas equivalentes agrupados a efectos de cálculo 
energético.

ñ) Etiqueta de eficiencia energética: distintivo público que acredita la existencia de un 
certificado de eficiencia energética del edificio, que ha sido registrado y que recoge el nivel 
de calificación de eficiencia energética obtenida por el edificio o parte del mismo.

o) Envolvente térmica del edificio: conjunto de elementos compuesto por los 
cerramientos exteriores y, en su caso, particiones interiores del edificio o parte del mismo, 
incluyendo sus puentes térmicos, determinado de acuerdo con los criterios fijados en el 
Código Técnico de la Edificación.

p) Instalación técnica del edificio: equipos técnicos destinados a calefacción y 
refrigeración de espacios, ventilación, producción de agua caliente sanitaria o iluminación 
integrada de un edificio, automatización y control de edificios, generación de electricidad in 
situ, o una combinación de los mismos, incluidas las instalaciones que utilicen energía 
procedente de fuentes renovables, de un edificio o de una parte de este.
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q) Instalación térmica del edificio: Se considera instalación térmica la instalación fija de 
climatización (calefacción, refrigeración y ventilación) destinada a atender la demanda de 
bienestar térmico e higiene de las personas, y/o la instalación destinada a la producción de 
agua caliente sanitaria (ACS), incluidas las interconexiones a redes urbanas de calefacción 
y/o refrigeración y los sistemas de automatización y control.

r) Parte de un edificio: unidad, planta, vivienda o apartamento en un edificio, o locales 
destinados a uso independiente o de titularidad jurídica diferente, diseñados o modificados 
para su utilización independiente.

s) Recinto habitable: recinto interior destinado al uso de personas cuya densidad de 
ocupación y tiempo de estancia exigen unas condiciones acústicas, térmicas y de salubridad 
adecuadas.

t) Superficie útil: superficie del suelo delimitado por el perímetro definido por la cara 
interior de los cerramientos externos de un edificio o de partes de un edificio, incluyendo la 
mitad de la superficie del suelo de sus espacios exteriores de uso privativo cubiertos, medida 
sobre la proyección horizontal de su cubierta.

No se considerará superficie útil la superficie ocupada en planta por cerramientos 
interiores fijos, por los elementos estructurales verticales, y por las canalizaciones o 
conductos con sección horizontal superior a los 100 centímetros cuadrados y la superficie 
del suelo cuya altura libre sea inferior a 1,5 metros.

Tampoco se considerará superficie útil la ocupada por los espacios exteriores no 
cubiertos.

u) Técnico competente: técnico que esté en posesión de cualquiera de las titulaciones 
académicas y profesionales habilitantes para la redacción de cualquiera de los proyectos de 
edificación o para la dirección de obras y dirección de ejecución de obras de edificación, 
según lo establecido en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, 
o para la suscripción de certificados de eficiencia energética. Asimismo, se consideran 
competentes los técnicos que estén en posesión de alguna titulación universitaria que cuente 
con la habilitación para el ejercicio de las profesiones reguladas descritas en este apartado, 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 12.9 del Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, 
por el que se establece la ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales.

A los efectos de acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos para ser considerado 
técnico competente, se aceptarán los documentos procedentes de otro Estado miembro de 
los que se desprenda que se cumplen tales requisitos, en los términos previstos en el 
artículo 17.2 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades 
de servicios y su ejercicio.

v) Técnico ayudante del proceso de certificación energética de edificios: técnico que esté 
en posesión de un título de formación profesional, entre cuyas competencias se encuentran 
la colaboración como ayudante del técnico competente en el proceso de certificación 
energética de edificios. Asimismo, un técnico competente podrá también actuar como técnico 
ayudante.

Los técnicos ayudantes del proceso de certificación podrán colaborar en el proceso de 
certificación energética de edificios, en función de su formación y titulación, tanto para la 
toma de datos, el empleo de herramientas y programas informáticos reconocidos para la 
calificación energética, o la definición de medidas de mejora de la eficiencia energética, 
como para gestionar los trámites administrativos y la documentación relacionada con los 
procesos de inspección y certificación energética.

w) Sistema de automatización y control de edificios: se define como aquel sistema que 
incluya todos los productos, programas informáticos y servicios de ingeniería que puedan 
apoyar el funcionamiento eficiente energéticamente, económico y seguro de las 
instalaciones técnicas del edificio mediante controles automatizados y facilitando su gestión 
manual de dichas instalaciones técnicas del edificio.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. Este Procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los 

edificios será de aplicación a:
a) Edificios de nueva construcción.
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b) Edificios o partes de edificios existentes que se vendan o alquilen a un nuevo 
arrendatario.

c) Edificios o partes de edificios pertenecientes u ocupados por una Administración 
Pública, entendiendo por esta última la definida en el artículo 2.3 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con una 
superficie útil total superior a 250 m2.

d) Edificios o partes de edificios en los que se realicen reformas o ampliaciones que 
cumplan alguno de los siguientes supuestos:

1.º Sustitución, instalación o renovación de las instalaciones térmicas tal que necesite la 
realización o modificación de un proyecto de instalaciones térmicas, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 15 del Reglamento de Instalaciones Térmicas en los Edificios, 
aprobado por el Real Decreto 1027/2007, de 20 de julio.

2.º Intervención en más del 25 % de la superficie total de la envolvente térmica final del 
edificio.

3.º Ampliación en la que se incremente más de un 10 % la superficie o el volumen 
construido de la unidad o unidades de uso sobre las que se intervenga, cuando la superficie 
útil total ampliada supere los 50 m2.

e) Edificios o partes de edificios con una superficie útil total superior a 500 m2 destinados 
a los siguientes usos:

1.º Administrativo.
2.º Sanitario.
3.º Comercial: tiendas, supermercados, grandes almacenes, centros comerciales y 

similares.
4.º Residencial público: hoteles, hostales, residencias, pensiones, apartamentos 

turísticos y similares.
5.º Docente.
6.º Cultural: teatros, cines, museos, auditorios, centros de congresos, salas de 

exposiciones, bibliotecas y similares.
7.º Actividades recreativas: Casinos, salones recreativos, salas de fiesta, discotecas y 

similares.
8.º Restauración: bares, restaurantes, cafeterías y similares.
9.º Transporte de personas: estaciones, aeropuertos y similares.
10.º Deportivos: gimnasios, polideportivos y similares.
11.º Lugares de culto, de usos religiosos y similares.
f) Edificios que tengan que realizar obligatoriamente la Inspección Técnica del Edificio o 

inspección equivalente.
2. Se excluyen del ámbito de aplicación:
a) Edificios protegidos oficialmente por ser parte de un entorno declarado o en razón de 

su particular valor arquitectónico o histórico, siempre que cualquier actuación de mejora de la 
eficiencia energética alterase de manera inaceptable su carácter o aspecto, siendo la 
autoridad que dicta la protección oficial quien determine los elementos inalterables.

b) Construcciones provisionales con un plazo previsto de utilización igual o inferior a dos 
años.

c) Edificios industriales, de la defensa y agrícolas no residenciales, o partes de los 
mismos, de baja demanda energética. Aquellas zonas que no requieran garantizar unas 
condiciones térmicas de confort, como las destinadas a talleres y procesos industriales, se 
considerarán de baja demanda energética.

d) Edificios independientes, es decir, que no estén en contacto con otros edificios y con 
una superficie útil total inferior a 50 m2.

e) Edificios que se compren para su demolición o para la realización de las reformas 
definidas en el apartado d) del artículo 3.1. Estos edificios estarán exentos de la obtención 
del certificado de eficiencia energética de edificio existente de acuerdo con el artículo 10, sin 
perjuicio, en su caso, del cumplimiento del artículo 9 una vez se vaya a acometer la reforma, 
según lo referido en el apartado d) del artículo 3.1.
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Para hacer efectiva la exclusión recogida en este apartado f), el propietario del edificio o 
de parte del edificio, según corresponda, realizará una declaración responsable ante el 
órgano competente de la comunidad autónoma en materia de certificación energética de 
edificios. No obstante, el órgano competente de la comunidad autónoma podrá regular un 
procedimiento más exigente.

CAPÍTULO II
Condiciones técnicas y administrativas para la certificación de la eficiencia 

energética de los edificios

Artículo 4.  Documentos reconocidos para la certificación de eficiencia energética.
1. Los documentos reconocidos para la certificación de eficiencia energética son 

aquellos documentos de carácter técnico elaborados para facilitar el cumplimiento del 
Procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los edificios que 
cuentan con el reconocimiento conjunto del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico y del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.

2. Los documentos reconocidos para la certificación de eficiencia energética podrán 
consistir en lo siguiente:

a) Procedimientos de cálculo para la calificación de eficiencia energética. Estos 
procedimientos podrán ser simplificados o generales, y para optimizar la calidad de los 
certificados quedará limitado el uso de los mismos según su ámbito de aplicación en sus 
correspondientes documentos reconocidos.

b) Especificaciones y guías técnicas o comentarios sobre la aplicación técnico-
administrativa de la certificación de eficiencia energética.

c) Modelos de etiqueta de eficiencia energética del edificio, de informe de evaluación 
energética del edificio (en formato XML) y de certificados en formato físico o digital que 
especifiquen la información que debe aportarse en cada caso.

d) Cualquier otro documento que facilite la aplicación de la certificación de eficiencia 
energética, excluidos los que se refieran a la utilización de un producto o sistema particular o 
bajo patente.

3. El Registro general de documentos reconocidos para la certificación de eficiencia 
energética queda adscrito al Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, a 
través de la Secretaria de Estado de Energía.

Artículo 5.  Calificación de la eficiencia energética de un edificio.
1. Los procedimientos para la calificación de eficiencia energética de un edificio deben 

corresponderse con documentos reconocidos y estar inscritos en el Registro general al que 
se refiere el artículo 4.

En el proceso de calificación energética, se deberá utilizar la última versión del 
documento reconocido inscrita en el citado Registro general, salvo en los casos recogidos en 
el artículo 9.4.

2. Cuando se utilicen componentes, estrategias, equipos y/o sistemas que no estén 
incluidos en los procedimientos disponibles, para su consideración en la calificación 
energética se hará uso del procedimiento establecido en el documento informativo de 
«Aceptación de soluciones singulares y capacidades adicionales a los procedimientos 
generales y simplificados de calificación de eficiencia energética de edificios», disponible en 
el Registro general al que se hace referencia en el artículo 4.

Artículo 6.  Certificación de la eficiencia energética de un edificio.
1. El promotor o propietario del edificio o de parte del mismo, ya sea de nueva 

construcción o existente, será el responsable de encargar la realización de la certificación de 
eficiencia energética del edificio, o de su parte, en los casos que venga obligado por este 
real decreto. También será responsable de conservar la correspondiente documentación. La 
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obligación de obtener un certificado de eficiencia energética no aplicará en caso de disponer 
ya de un certificado en vigor.

2. Para las partes de un edificio, como viviendas, o para los locales destinados a uso 
independiente o de titularidad jurídica diferente situados en un mismo edificio, la certificación 
de eficiencia energética se basará, como mínimo, en una certificación única de todo el 
edificio o, alternativamente, en la de una o varias viviendas o locales representativos del 
mismo edificio con las mismas características energéticas.

Los locales destinados a uso independiente que no estén definidos en el proyecto del 
edificio, para ser utilizados posteriormente se deben certificar antes de la apertura del local. 
En el caso de que el uso del local tenga carácter industrial no será obligatoria la certificación.

Para el cálculo de los indicadores de eficiencia energética se tomarán en consideración 
únicamente los espacios habitables del edificio.

3. La certificación de viviendas unifamiliares podrá basarse en la evaluación de otro 
edificio representativo de diseño y tamaño similares y con una eficiencia energética real 
similar, si el técnico competente que expide el certificado de eficiencia energética puede 
garantizar tal correspondencia.

4. El certificado de eficiencia energética no supondrá en ningún caso la acreditación del 
cumplimiento de ningún otro requisito exigible al edificio. Éste deberá cumplir previamente 
con los requisitos mínimos de eficiencia energética que fije la normativa vigente en el 
momento de su construcción.

5. Durante el proceso de certificación, el técnico competente realizará al menos una 
visita al inmueble, con una antelación máxima de tres meses antes de la emisión del 
certificado, para realizar las tomas de datos, pruebas y comprobaciones necesarias para la 
correcta realización del certificado de eficiencia energética del edificio o de la parte del 
mismo.

6. El certificado de eficiencia energética del edificio, junto con el informe de evaluación 
energética del edificio en formato electrónico (XML) deben presentarse, por el promotor, 
propietario, o la persona autorizada por los mismos, al órgano competente de la comunidad 
autónoma en materia de certificación energética de edificios, para el registro de estas 
certificaciones en su ámbito territorial. Para que el certificado de eficiencia energética del 
edificio tenga validez legal tiene que estar debidamente registrado. El plazo para la 
presentación del certificado será el establecido por la comunidad autónoma o las ciudades 
de Ceuta y Melilla donde se ubique el edificio, o en su defecto, de un mes a contar desde su 
fecha de emisión.

El citado registro permitirá realizar las labores de control técnico y administrativo e 
inspección recogidas en los artículos 11 y 12. Asimismo, el órgano competente de la 
comunidad autónoma en materia de certificación energética de edificios podrá poner a 
disposición del público registros actualizados periódicamente de técnicos competentes o de 
empresas que ofrezcan los servicios de expertos de este tipo y servirá de acceso a la 
información sobre los certificados a los ciudadanos. Estos registros deberán incluir mención 
expresa de que la calificación energética podrá realizarse por técnicos competentes o 
empresas incluidas en los registros de los respectivos órganos competentes de otras 
comunidades autónomas.

7. Las bases de datos en las que se registran los certificados de eficiencia energética 
deben permitir la recopilación de datos sobre consumo de energía medido o calculado, 
cumplimentándose estos campos cuando se registre un certificado desde la entrada en vigor 
de lo dispuesto en el presente real decreto.

Estos datos estarán disponibles, previa solicitud, para el propietario del edificio. Los 
datos agregados y anonimizados cumpliendo con los requisitos de protección de datos 
nacionales y de la Unión Europea estarán disponibles para uso estadístico y de 
investigación.

8. Los certificados de eficiencia energética estarán a disposición de las autoridades 
competentes en materia de eficiencia energética, de edificación o de cualquier otra con 
competencia sobre la materia que así lo exijan por inspección o cualquier otro requerimiento, 
bien incorporados al Libro del edificio, en el caso de que su existencia sea preceptiva, o en 
poder del propietario del edificio o de la parte del mismo, o del presidente de la comunidad 
de propietarios.
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Asimismo, la empresa mantenedora de las instalaciones térmicas del edificio, definida en 
el Reglamento de Instalaciones Térmicas en los Edificios, el auditor energético o el 
proveedor de servicios energéticos del edificio, definidos en el artículo 1 del Real Decreto 
56/2016, de 12 de febrero, por el que se transpone la Directiva 2012/27/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, relativa a la eficiencia energética, en lo 
referente a auditorías energéticas, acreditación de proveedores de servicios y auditores 
energéticos y promoción de la eficiencia del suministro de energía, podrán solicitar una copia 
del certificado de eficiencia energética.

Artículo 7.  Registro Administrativo Centralizado de informes de evaluación energética de 
los edificios en formato electrónico (XML).

Con objeto de que los ministerios competentes en materia de eficiencia energética de los 
edificios puedan disponer de información estadística sobre el estado de calificación 
energética del parque edificatorio, se crea, en el Ministerio para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico el Registro Administrativo Centralizado de informes de evaluación 
energética de los edificios en formato electrónico (XML).

Artículo 8.  Contenido de la Certificación de eficiencia energética.
1. La certificación de eficiencia energética se compone de los siguientes elementos:
a) Documento específico Certificado de Eficiencia Energética del edificio.
b) Etiqueta de Eficiencia Energética.
c) Informe de evaluación energética del edificio en formato electrónico (XML).
d) Documentos o ficheros digitales necesarios para la evaluación del edificio en los 

procedimientos de cálculo utilizados.
e) Anexos y cálculos justificativos que pudieran ser necesarios para la correcta 

interpretación de la evaluación energética del edificio.
f) Recomendaciones de uso para el usuario.
Los modelos oficiales de los elementos a), b) y c) serán publicados como documentos 

reconocidos.
2. En particular, el Certificado de Eficiencia Energética del edificio o de la parte del 

mismo referido en el apartado a) contendrá como mínimo la siguiente información:
a) Identificación del edificio o de la parte del mismo que se certifica, incluyendo su 

referencia catastral y, en su caso, la existencia de circunstancias especiales de catalogación 
arquitectónica.

b) Indicación del procedimiento reconocido al que se refiere el artículo 5 utilizado para 
obtener la calificación de eficiencia energética.

c) Indicación de la normativa sobre ahorro y eficiencia energética de aplicación en el 
momento de su construcción.

d) Descripción de las características energéticas del edificio: envolvente térmica, 
instalaciones técnicas, condiciones normales de funcionamiento y ocupación, condiciones de 
confort y demás datos utilizados para obtener la calificación de eficiencia energética del 
edificio.

e) Calificación de eficiencia energética del edificio expresada de acuerdo al documento 
reconocido de Calificación de la eficiencia energética de los edificios.

f) Recomendaciones de posibles intervenciones para la mejora de los niveles óptimos o 
rentables de la eficiencia energética de un edificio o de una parte de este. Las 
recomendaciones incluidas en el certificado de eficiencia energética podrán abordar, entre 
otras:

1.º Las intervenciones recomendadas para la mejora de la envolvente, teniendo en 
consideración, en su caso, el nivel de protección arquitectónica del edificio.

2.º Las medidas de mejora de las instalaciones técnicas del edificio incluyendo, si 
procede, la recomendación de sustitución de equipos abastecidos por combustibles fósiles 
por alternativas más sostenibles. Asimismo, se podrán incluir medidas que disminuyan las 
pérdidas térmicas en las redes de distribución de los fluidos caloportadores.

3.º La incorporación de sistemas de automatización y control.
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4.º La secuencia temporal más adecuada para la realización de las medidas propuestas.
Las recomendaciones incluidas en el certificado de eficiencia energética serán 

técnicamente viables e incluirán una estimación de los plazos de recuperación de la 
inversión, así como también podrán incluir estimaciones sobre las mejoras en las 
condiciones de confort, salud y bienestar.

No será necesaria su inclusión cuando no exista ningún potencial razonable para una 
mejora de los niveles óptimos o rentables de la eficiencia energética, siendo necesario, en 
este caso, incorporar una justificación técnica de la inexistencia de potencial de mejora.

Contendrá información dirigida al propietario, al promotor, al arrendatario, a la empresa 
mantenedora, al auditor energético o al proveedor de servicios energéticos sobre la relación 
coste-eficacia de las recomendaciones formuladas en el certificado. La evaluación de esa 
relación se efectuará sobre la base de una serie de criterios estándares, tales como la 
evaluación del ahorro energético, los precios subyacentes de la energía y una previsión de 
costes preliminar. Por otro lado, informará de las actuaciones que se hayan de emprender 
para llevar a la práctica las recomendaciones. Asimismo, se podrá facilitar al propietario o 
arrendatario información sobre otros temas conexos, como auditorías energéticas o 
incentivos de carácter financiero o de otro tipo y posibilidad de financiación. Para ello se 
podrán aplicar los criterios correspondientes del Reglamento Delegado (UE) n.º 244/2012 de 
la Comisión, de 16 de enero de 2012, que complementa la Directiva 2010/31/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a la eficiencia energética de los edificios, 
estableciendo un marco metodológico comparativo para calcular los niveles óptimos de 
rentabilidad de los requisitos mínimos de eficiencia energética de los edificios y de sus 
elementos. Dicho reglamento permite calcular los niveles óptimos de rentabilidad de los 
requisitos mínimos de eficiencia energética de los edificios y de sus elementos.

g) Fecha de la visita al inmueble y descripción de las pruebas y comprobaciones llevadas 
a cabo por el técnico competente durante la fase de calificación energética.

Artículo 9.  Certificación de la eficiencia energética de proyecto y de obra terminada.
1. La certificación de eficiencia energética de los edificios incluidos en los artículos 3.1.a) 

y 3.1.d), constará de dos fases: la certificación de eficiencia energética de proyecto y la 
certificación de eficiencia energética de obra terminada. Ambos certificados serán suscritos 
por un técnico competente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.u).

2. El certificado de eficiencia energética de proyecto se obtiene a partir de las 
características especificadas en el proyecto de ejecución y quedará incorporado al mismo.

3. El certificado de eficiencia energética de obra terminada se obtiene a partir de las 
características efectivas del edificio terminado o, en su caso, de la reforma o ampliación 
realizada en un edificio existente, lo que permite la comparación con la calificación 
alcanzada en el certificado de eficiencia energética de proyecto.

4. En aquellos casos en los que entre la obtención del certificado de eficiencia energética 
de proyecto y el de obra terminada se produzca un cambio en el documento reconocido que 
recoge las condiciones técnicas de los procedimientos para la evaluación de la eficiencia 
energética de los edificios, se podrá utilizar la misma versión del documento reconocido que 
la utilizada en la elaboración del certificado de eficiencia energética de proyecto, para facilitar 
su comparación con el certificado de eficiencia energética de obra terminada y garantizar 
que las modificaciones introducidas en el cambio del procedimiento no deriven en una 
modificación en la calificación que pudiera suponer un perjuicio para los agentes afectados.

5. En el supuesto de que en el certificado de edificio de obra terminada no se alcanzase 
la misma calificación del certificado de proyecto, el técnico competente adjuntará una 
justificación motivada de dicha variación al certificado de obra terminada.

Artículo 10.  Certificación de eficiencia energética de un edificio existente.
La certificación de eficiencia energética de los edificios incluidos en los artículos 3.1.b), 

3.1.c), 3.1.e) y 3.1.f) consta de una única fase: certificación de la eficiencia energética de 
edificio existente. Este certificado será suscrito por un técnico competente, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 2.u).
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Artículo 11.  Control de los certificados de eficiencia energética.
1. El órgano competente de la comunidad autónoma en materia de certificación 

energética de edificios establecerá y aplicará un sistema de control independiente de los 
certificados de eficiencia energética.

2. El control se realizará mediante métodos de muestreo en base a los certificados de 
eficiencia energética expedidos anualmente y comprenderá al menos las siguientes 
actuaciones u otras equivalentes:

a) Comprobación de la validez de los datos de base del edificio utilizados para expedir el 
certificado de eficiencia energética y los resultados consignados en este.

b) Comprobación completa de los datos de base del edificio utilizados para expedir el 
certificado de eficiencia energética, comprobación completa de los resultados consignados 
en el certificado, incluidas las recomendaciones de mejora formuladas, y visita in situ del 
edificio, con el fin de comprobar la correspondencia entre las especificaciones que constan 
en el certificado de eficiencia energética y el edificio certificado.

3. La ejecución del control se realizará por el órgano competente de la comunidad 
autónoma directamente o por agentes independientes autorizados para este fin. Los agentes 
autorizados serán organismos o entidades de control que cumplan los requisitos técnicos 
establecidos en el Real Decreto 410/2010, de 31 de marzo, por el que se desarrollan los 
requisitos exigibles a las entidades de control de calidad de la edificación y a los laboratorios 
de ensayos para el control de calidad de la edificación, para el ejercicio de su actividad en el 
campo reglamentario de la edificación, así como las entidades de control habilitadas para el 
campo reglamentario de las instalaciones térmicas, o técnicos competentes independientes.

4. Cuando la calificación de eficiencia energética resultante de este control externo sea 
diferente a la obtenida inicialmente, como resultado de diferencias con las especificaciones 
previstas, se le comunicará al promotor o propietario, en su caso, las razones que la motivan 
y un plazo determinado para su subsanación o presentación de alegaciones en caso de 
discrepancia. En el caso de no resolverse las discrepancias, el promotor o propietario deberá 
proceder a la obtención de un nuevo certificado de eficiencia energética y su 
correspondiente registro, sin perjuicio de los recursos que sean procedentes.

Artículo 12.  Inspección.
El órgano competente de la comunidad autónoma en materia de certificación energética 

de edificios correspondiente dispondrá cuantas inspecciones sean necesarias con el fin de 
comprobar y vigilar el cumplimiento de la obligación de certificación de eficiencia energética 
de edificios.

Artículo 13.  Validez, renovación y actualización del certificado de eficiencia energética.
1. El certificado de eficiencia energética tendrá una validez máxima de diez años, 

excepto cuando la calificación energética sea G, cuya validez máxima será de cinco años.
2. El órgano competente de la comunidad autónoma en materia de certificación 

energética de edificios correspondiente establecerá las condiciones específicas para 
proceder a su renovación o actualización.

3. El propietario del edificio será responsable de la renovación o actualización del 
certificado de eficiencia energética conforme a las condiciones que establezca el órgano 
competente de la comunidad autónoma. El propietario podrá proceder voluntariamente a su 
actualización, cuando considere que existen variaciones en aspectos del edificio que puedan 
modificar el certificado de eficiencia energética o de parámetros utilizados en el 
procedimiento de cálculo de la calificación de la eficiencia energética del edificio.

Artículo 14.  Incentivos financieros para la mejora de la eficiencia energética en la reforma 
de edificios.

En cualquier tipo de reforma de edificios, o de parte de los mismos, las administraciones 
públicas vincularán los incentivos financieros para la mejora de la eficiencia energética al 
ahorro de energía previsto o logrado, mediante la comparación de los certificados de 
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eficiencia energética expedidos antes y después de la reforma o, alternativamente, mediante 
uno o varios de los criterios siguientes:

a) La eficiencia energética de los equipos o materiales utilizados para la reforma, en 
cuyo caso, los equipos o materiales utilizados para la reforma serán instalados por un 
instalador con el nivel pertinente de certificación o cualificación.

b) Los valores estándar para el cálculo del ahorro de energía en los edificios.
c) Los resultados de una auditoría energética.
d) Los resultados de otro método pertinente, transparente y proporcionado que muestre 

la mejora en la eficiencia energética.

CAPÍTULO III
Etiqueta de eficiencia energética

Artículo 15.  Etiqueta de eficiencia energética.
1. La obtención del certificado de eficiencia energética y su registro otorgará el derecho 

de utilización, durante el periodo de validez del mismo, de la etiqueta de eficiencia 
energética, cuyos contenidos se recogen en el documento reconocido correspondiente a la 
etiqueta de eficiencia energética, disponible en el Registro general al que se refiere el 
artículo 4.

2. La etiqueta de eficiencia energética se incluirá en toda oferta, promoción y publicidad 
dirigida a la venta o arrendamiento del edificio o de parte del mismo. Deberá figurar siempre 
en la etiqueta de eficiencia energética, de forma clara e inequívoca, si se refiere al certificado 
de eficiencia energética de proyecto, de obra terminada o de edificio existente.

3. Se prohíbe la exhibición de etiquetas, marcas, símbolos o inscripciones que se 
refieran a la certificación de eficiencia energética de un edificio que no cumplan los requisitos 
previstos en este real decreto y que puedan inducir a error o confusión.

4. A los efectos de lo anteriormente establecido, en ningún caso se autorizará el registro 
de la etiqueta de eficiencia energética como marca.

Artículo 16.  Obligación de exhibir la etiqueta de eficiencia energética en edificios.
1. Todos los edificios o partes de los mismos a los que se refieren los artículos 3.1.c) y 

3.1.e), exhibirán la etiqueta de eficiencia energética de forma obligatoria, en lugar destacado 
y bien visible por el público. La citada etiqueta se debe corresponder con el certificado de 
eficiencia energética debidamente registrado en el órgano competente de la comunidad 
autónoma en materia de certificación energética de edificios.

2. Para el resto de los casos la exhibición pública de la etiqueta de eficiencia energética 
será voluntaria, y de acuerdo con lo que establezca el órgano competente de la comunidad 
autónoma.

Artículo 17.  Obligación relativa al certificado de eficiencia energética.
1. Para edificios nuevos y reformas o ampliaciones de edificios existentes, cuando se 

proceda a la venta o alquiler antes de la finalización de la obra, el vendedor o arrendador 
facilitará la etiqueta de eficiencia energética de proyecto. Asimismo, facilitará el certificado de 
eficiencia energética de obra terminada cuando se finalice la obra y éste se expida.

2. Cuando el edificio existente sea objeto de contrato de compraventa de la totalidad o 
de parte del edificio, según corresponda, una copia del certificado de eficiencia energética 
debidamente registrado y la etiqueta de eficiencia energética se anexará al contrato de 
compraventa. Cuando el objeto del contrato sea el arrendamiento de la totalidad o de parte 
del edificio, según corresponda, una copia de la etiqueta de eficiencia energética se anexará 
al contrato de arrendamiento y se entregará al arrendatario una copia del documento de 
Recomendaciones de uso para el usuario.

3. Toda persona física o jurídica que publique o permita la publicación de información 
sobre la venta o alquiler de un edificio o de parte del mismo, ya sea en agencias 
inmobiliarias, vallas publicitarias, páginas web, portales inmobiliarios, catálogos, prensa o 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 91  Certificación de la eficiencia energética de los edificios

– 1294 –



similares, estará obligada a incluir la información relativa a su calificación de eficiencia 
energética, de acuerdo con lo dispuesto en el correspondiente documento reconocido.

CAPÍTULO IV
Comisión asesora para la certificación de eficiencia energética de edificios

Artículo 18.  Objeto y funciones.
1. La Comisión asesora para la certificación de eficiencia energética de edificios, órgano 

colegiado de carácter permanente, dependerá orgánicamente de la Secretaria de Estado de 
Energía del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico.

2. Corresponde a esta Comisión:
a) Velar por el mantenimiento y actualización del Procedimiento básico de certificación 

de eficiencia energética de edificios.
b) Analizar los resultados obtenidos en la aplicación práctica de la certificación de 

eficiencia energética de los edificios, proponiendo medidas y criterios para su correcta 
interpretación y aplicación.

c) Recibir las propuestas y comentarios que formulen las distintas administraciones 
públicas, agentes del sector y usuarios y proceder a su estudio y consideración.

d) Estudiar las actuaciones internacionales en la materia, y especialmente las de la 
Unión Europea, proponiendo las correspondientes acciones.

e) Establecer los requisitos que deben cumplir los documentos reconocidos para su 
aprobación, las condiciones para la validación de los procedimientos de cálculo generales y 
simplificados, y el mecanismo a seguir para su reconocimiento conjunto por el Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico y el Ministerio de Transportes, Movilidad 
y Agenda Urbana.

f) Evaluar y proponer a la Secretaria de Estado de Energía la inclusión en el Registro 
general de documentos reconocidos de aquellos que cumplan con los requisitos establecidos 
para su aprobación.

g) Fomentar la colaboración entre las administraciones públicas para la eficiente 
aplicación del procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los 
edificios.

h) Efectuar un seguimiento del cumplimiento de lo establecido en este real decreto, 
especialmente a lo dispuesto en los artículos 11 y 12, sin perjuicio de las funciones atribuidas 
al órgano competente de la comunidad autónoma.

i) Informar los proyectos normativos de la Administración General del Estado en materia 
de certificación de eficiencia energética en edificios que le sean presentados a tal fin.

Artículo 19.  Composición.
1. La Comisión asesora estará compuesta por el Presidente, dos Vicepresidentes, los 

Vocales y el Secretario.
2. Será Presidente el titular de la Secretaría de Estado de Energía, que será sustituido 

en caso de ausencia, vacante o enfermedad por el Vicepresidente primero, y en ausencia de 
este, por el Vicepresidente segundo.

3. Será Vicepresidente primero el titular de la Dirección General de Agenda Urbana y 
Arquitectura del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, y será 
Vicepresidente segundo un representante del Instituto para la Diversificación y Ahorro de la 
Energía.

4. Serán Vocales de la Comisión los representantes designados por cada una de las 
siguientes entidades.

a) En representación de la Administración General del Estado:
1.º Un representante de la Secretaría de Estado de Energía del Ministerio para la 

Transición Ecológica y el Reto Demográfico.
2.º Un representante de la Dirección General de Política Energética y Minas, del 

Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 91  Certificación de la eficiencia energética de los edificios

– 1295 –



3.º Dos representantes de la Dirección General de Agenda Urbana y Arquitectura, del 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.

4.º Un representante de la Dirección General del Patrimonio del Estado, del Ministerio de 
Hacienda.

5.º Un representante del Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE).
6.º Un representante del Instituto de Ciencias de la Construcción Eduardo Torroja, del 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas, del Ministerio de Ciencia e Innovación
7.º Un representante de la Oficina Española del Cambio Climático, del Ministerio para la 

Transición Ecológica y el Reto Demográfico.
8.º Un representante de la Dirección General de Consumo, del Ministerio de Consumo.
b) En representación de las comunidades autónomas y las entidades locales:
1.º Un vocal por parte de cada uno de los órganos competentes en materia de 

certificación energética de las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla, 
que voluntariamente hubieran aceptado su participación en este órgano.

2.º Un vocal propuesto por la asociación de entidades locales de ámbito estatal con 
mayor implantación.

c) En representación de los agentes del sector y usuarios:
1.º Un vocal del Consejo Superior de los Colegios de Arquitectos de España.
2.º Un vocal del Consejo General de Colegios Oficiales de Aparejadores y Arquitectos 

técnicos.
3.º Un vocal del Consejo General de Colegios Oficiales de Ingenieros Industriales.
4.º Un vocal del Consejo General de la Ingeniería Técnica Industrial.
5.º Un vocal en representación de la Unión Profesional de Colegios de Ingenieros 

(UPCI).
6.º Un vocal en representación del Instituto de Ingenieros Técnicos de España (INITE).
7.º Hasta nueve representantes de las organizaciones de ámbito nacional con mayor 

implantación, de los sectores afectados y de los usuarios relacionados con la certificación 
energética, según lo establecido en el apartado siguiente.

5. Las organizaciones representativas de los sectores afectados y usuarios podrán 
solicitar su participación al Presidente de la Comisión asesora. La Comisión determinará en 
el Reglamento de régimen interior el procedimiento y los requisitos para su admisión, que 
deberá contar con la opinión favorable del Pleno.

6. Actuará como Secretario, con voz y voto, el vocal representante de la Secretaría de 
Estado de Energía del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico.

Artículo 20.  Régimen de funcionamiento.
1. La Comisión asesora funcionará en Pleno, en Comisión permanente y en grupos de 

trabajo.
2. La Comisión conocerá en Pleno aquellos asuntos que, después de haber sido objeto 

de consideración por la Comisión permanente y los Grupos de trabajo específicos, en su 
caso, estime el Presidente que deban serlo en razón de su importancia. Corresponderá al 
Pleno la aprobación del Reglamento de régimen interior, así como la información de los 
proyectos normativos de la Administración General del Estado en materia de certificación de 
eficiencia energética en edificios. El Pleno se reunirá como mínimo una vez al año, por 
convocatoria de su Presidente, o por petición de, al menos, una cuarta parte de sus 
miembros.

3. La Comisión permanente ejercerá las competencias que el Pleno le delegue, 
excluyendo en todo caso de la delegación la aprobación del Reglamento de régimen interior 
y la información de proyectos normativos. Asimismo, la Comisión ejecutará sus acuerdos y 
coordinará los grupos de trabajo específicos. Estará compuesta por el Presidente, los dos 
Vicepresidentes y el Secretario. Además de los anteriores, y previa convocatoria del 
Presidente, asistirán a sus reuniones los vocales representantes del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico, del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana, del Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE), cuatro 
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representantes de las comunidades autónomas elegidos en el Pleno y los directamente 
afectados por la naturaleza de los asuntos a tratar.

4. Los grupos de trabajo se constituirán para analizar aquellos asuntos específicos que el 
Pleno les delegue, relacionados con las funciones de la Comisión asesora. Podrán participar 
además de los miembros de la Comisión asesora representantes de la Administración, de los 
sectores interesados, así como expertos en la materia. Serán designados por acuerdo de la 
Comisión asesora, bajo la coordinación de un miembro de la misma.

5. El funcionamiento de la Comisión asesora será atendido con los medios de personal y 
de material de la Secretaria de Estado de Energía y no supondrá incremento alguno de 
gasto público.

6. Para su adecuado funcionamiento, en lo no particularmente previsto en el Reglamento 
de régimen interior, se aplicarán las previsiones que sobre órganos colegiados figuran en la 
sección 3.ª del capítulo II, del título preliminar, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 21.  Infracciones y sanciones.
El incumplimiento de los preceptos contenidos en este real decreto podrá ser sancionado 

de acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional duodécima del texto refundido de la 
Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 
de octubre.

Asimismo, el incumplimiento de los preceptos contenidos en este real decreto que 
constituyan infracciones en materia de defensa de los consumidores y usuarios de acuerdo 
con lo establecido en los apartados f) y n) del artículo 49.1 del texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, podrá ser sancionado de 
acuerdo con lo establecido en el capítulo II del título IV del texto refundido citado.

Disposición adicional primera.  Certificaciones de edificios pertenecientes u ocupados por 
las administraciones públicas.

Para los edificios pertenecientes u ocupados por una administración pública, los 
certificados, a los que se refieren los artículos 9 y 10, de este real decreto, podrán realizarse 
por técnicos competentes de cualquiera de los servicios de esas administraciones públicas.

Disposición adicional segunda.  Edificios de consumo de energía casi nulo.
1. Los requisitos mínimos que deben satisfacer los edificios de consumo de energía casi 

nulo serán los que en cada momento se determinen en el Código Técnico de la Edificación.
2. Los edificios nuevos que vayan a estar ocupados y sean de titularidad pública deben 

ser edificios de consumo de energía casi nulo.

Disposición adicional tercera.  Adaptación de las bases de datos de registro de los 
certificados de eficiencia energética.

En un plazo de doce meses desde la entrada en vigor de este real decreto, el órgano 
competente de cada comunidad autónoma adaptará la base de datos para los certificados de 
eficiencia energética de acuerdo con lo regulado en el apartado séptimo del artículo 6.

Disposición adicional cuarta.  Registro general de documentos reconocidos para la 
certificación de eficiencia energética.

Los documentos reconocidos con base en el Real Decreto 47/2007, de 19 de enero, y en 
el Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, quedan incorporados automáticamente al Registro 
general de documentos reconocidos para la certificación de eficiencia energética, sin 
perjuicio de que, en caso de que necesitaran cualquier adaptación a lo establecido en el 
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nuevo procedimiento básico que se aprueba en este real decreto, se inicie de oficio su 
actualización.

Disposición adicional quinta.  Envío de información para el Registro Administrativo 
Centralizado de informes de evaluación energética de los edificios en formato electrónico 
(XML).

El órgano competente en materia de certificación energética de edificios de la comunidad 
autónoma remitirá un extracto de la información recogida en el informe de evaluación 
energética del edificio en formato electrónico (XML) a la Dirección General de Política 
Energética y Minas del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, en el 
plazo máximo de tres meses, a efectos de proceder con la correspondiente inscripción en el 
registro administrativo de informes de evaluación energética de los edificios en formato 
electrónico (XML) a que se refiere el artículo 7.

Por resolución del Director General de Política Energética y Minas se desarrollarán el 
procedimiento, contenido y formato de remisión. La primera remisión de información se 
realizará en el plazo máximo de seis meses desde que se publique en el «Boletín Oficial del 
Estado» la citada resolución.

Asimismo, el citado órgano competente facilitará anualmente una estadística de los 
certificados registrados y de las inspecciones realizadas y sus resultados, dentro de su 
ámbito territorial, al Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico y al 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.

Disposición adicional sexta.  Uso de lenguaje no sexista.
La referencias que en el texto de este real decreto se hacen a los usuarios y propietarios, 

técnico competente, los técnicos, técnico ayudante, el promotor, el propietario, el 
arrendatario, expertos, ciudadanos, presidente de la comunidad de propietarios, proveedores 
de servicios, Secretaria de Estado de Energía, Presidente, Vicepresidentes, Vocales, 
Secretario, será Presidente, el titular de, será Vicepresidente, serán Vocales, los 
representantes, un representante, Director General de Política Energética y Minas, actuará 
como Secretario, el vocal representante deben entenderse hechas respectivamente a 
personas físicas o jurídicas usuarias y propietarias, personal técnico competente, el personal 
técnico, personal técnico ayudante, la persona física o jurídica promotora, propietaria, o 
arrendataria, personal experto, ciudadanía, presidencia de la comunidad de propietarios, 
personas físicas o jurídicas proveedoras de servicios, Secretaría de Estado de Energía, 
Presidencia, Vicepresidencia, Vocalías, Secretaría, desempeñará la Presidencia, la persona 
titular de, desempeñará la Vicepresidencia, desempeñarán las Vocalías, las personas 
representantes, una persona en representación, Dirección General de Política Energética y 
Minas, desempeñará la Secretaría, la vocalía representante.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Queda derogado el Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el 

procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los edificios.
2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a lo establecido en el presente real decreto.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 56/2016, de 12 de febrero, por el 
que se transpone la Directiva 2012/27/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 
octubre de 2012, relativa a la eficiencia energética, en lo referente a auditorías energéticas, 
acreditación de proveedores de servicios y auditores energéticos y promoción de la 
eficiencia del suministro de energía.

El Real Decreto 56/2016, de 12 de febrero, por el que se transpone la Directiva 
2012/27/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, relativa a la 
eficiencia energética, en lo referente a auditorías energéticas, acreditación de proveedores 
de servicios y auditores energéticos y promoción de la eficiencia del suministro de energía 
queda modificado como sigue:
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Uno. Se modifica el apartado primero del artículo 5 que queda redactado como sigue:
«1. El órgano de la comunidad autónoma o de las ciudades de Ceuta o Melilla 

competente en materia de eficiencia energética llevará a cabo, establecerá y aplicará 
un sistema de inspección de la realización de las auditorías energéticas 
independiente que garantice y compruebe su calidad, para lo cual podrá realizar 
cuantas inspecciones considere necesarias con el fin de vigilar el cumplimiento de la 
obligación de realización de auditorías energéticas, en aquellas empresas a las que 
le sea de aplicación este real decreto, así como garantizar y comprobar su calidad. 
En particular, el sistema de inspección, deberá tomar en consideración las auditorías 
realizadas por auditores internos, para garantizar su calidad.»

Dos. Se modifica el primer punto del apartado b) del artículo 7 que queda redactado 
como sigue:

«b) Acreditar una cualificación técnica adecuada.
i. En el caso de una persona física, acredita dicha cualificación cumplir alguna de 

las siguientes condiciones:
1.ª Estar en posesión de una titulación universitaria u otras licenciaturas, grados 

o másteres universitarios en los que se impartan conocimientos en materia 
energética.

2.ª Tener los conocimientos teóricos y prácticos sobre energía, entendiendo que 
poseen dichos conocimientos las personas que acrediten alguna de las siguientes 
situaciones:

1.ª) Disponer de un título de formación profesional o un certificado de 
profesionalidad incluido en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales 
cuyo ámbito competencial incluya materias relativas a la energía.

2.ª) Tener reconocida una competencia profesional adquirida por experiencia 
laboral, de acuerdo con lo estipulado en el Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio, 
de reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por experiencia 
laboral, en materia de energía, en los términos previstos en el artículo 19 del citado 
real decreto.»

Tres. Se modifica el apartado b) del primer punto del artículo 8 que queda redactado 
como sigue:

«b) Tener los conocimientos teóricos y prácticos sobre las auditorías energéticas, 
entendiendo que poseen dichos conocimientos las personas que acrediten alguna de 
las siguientes situaciones:

1.ª Disponer de un título de formación profesional o un certificado de 
profesionalidad incluido en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales 
cuyo ámbito competencial incluya materias relativas a las auditorías energéticas.

2.ª Tener reconocida una competencia profesional adquirida por experiencia 
laboral, de acuerdo con lo estipulado en el Real Decreto 1224/2009, de 17 de julio, 
en materia de auditorías energéticas, en los términos previstos en el artículo 19 del 
citado Real Decreto.

En cualquiera de las anteriores situaciones a las que se refiere el párrafo b), 
haber recibido y superado un curso teórico y práctico de conocimientos específicos 
de auditorías energéticas, impartido por una entidad reconocida por el órgano 
competente de la comunidad autónoma, con el contenido indicado en el anexo V. La 
realización de este curso, tendrá eficacia en todo el territorio nacional, sin necesidad 
de trámites o requisitos adicionales.»

Cuatro. Se modifica el anexo I Modelo de comunicación relativo a la realización de una 
auditoría energética, que queda redactado como sigue:
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«ANEXO I
Modelo de comunicación relativo a la realización de una auditoría energética

D./D.ª.………………………...........………………………………………………………
…………………………………………......……, mayor de edad, con documento 
nacional de identidad número ………….........……….., en nombre y representación de 
…………………………………………………………………………………………, con 
domicilio social en ……………….............................……………………………, NIF ……
…………, CNAE ……………, teléfono de contacto ………………… y correo 
electrónico ………………………..

Declaro bajo mi responsabilidad, a efectos de cumplir lo establecido en el Real 
Decreto 56/2016, de 12 de febrero, por el que se transpone la Directiva 2012/27/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, relativa a la 
eficiencia energética, en lo referente a auditorías energéticas, acreditación de 
proveedores de servicios y auditores energéticos y promoción de la eficiencia del 
suministro de energía, que D./D.ª ………………...........………………………………, 
con DNI/NIE ……..……...., actuando como auditor: (externo/ interno), cumple los 
requisitos para el ejercicio de la actividad profesional de auditor energético en virtud 
de: (estar en posesión de una titulación ……….........................…… / tener los 
conocimientos teóricos y prácticos sobre las auditorías energéticas), ha realizado 
para la empresa …………………………………, con fecha …………….., una auditoría 
energética en sus instalaciones de …………………………., y que la auditoría 
realizada:

a) Cumple todos los requisitos establecidos en el artículo 3 del Real Decreto 
56/2016, de 12 de febrero.

b) Que refleja la siguiente información:
1. Consumo de energía final (kWh/año) …………………………….
Con el siguiente desglose:
– energía eléctrica (kWh/año),
– energía térmica (kWh/año),
– transporte (kWh/año)
2. Ahorro estimado de energía final (kWh/año) ……………………
Con el siguiente desglose:
– energía eléctrica (kWh/año), ……………………..
– energía térmica (kWh/año), ………………………
– transporte (kWh/año) …………..........……………
3. Emisiones de CO2 evitadas (tCO2 e/año) …………………..
4. Inversión estimada para acometer las mejoras señaladas en la auditoría (€) …

…………………………………………………….
5. Periodo de retorno de la inversión (años) ………………………
6. Ahorro de energía final correspondiente a las mejoras implementadas 

derivadas de las auditorías energéticas previas (kWh/año): ………………….
Con el siguiente desglose para cada medida implantada:
i. Información general:
– Denominación de la medida implantada: …………
– Descripción de la medida: ………………….....……
– Fecha de implantación: ………………….........……
ii. Datos económicos:
– Inversión total (€) ……………………..
– En el caso de haber recibido cualquier tipo de ayuda de una administración 

pública, indicar:
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• denominación del programa de ayuda: ….............................……
• cuantía recibida (€): …………………….....................................…
iii. Datos energéticos:
– Ahorro anual de energía final (kWh/año): ……………
Con el siguiente desglose:
– energía eléctrica (kWh/año), ………………………
– energía térmica (kWh/año), ………………………
– transporte (kWh/año) ………………………
7. Porcentaje que supone el consumo asociado a esta instalación respecto al 

consumo total de energía final de la empresa en el territorio nacional [%] ……………
c) Que se dispone de la documentación que acredita el cumplimiento de los 

citados requisitos, y que se compromete a conservarlos y ponerlos a disposición de 
la autoridad competente para su inspección, de acuerdo con el artículo 5 del Real 
Decreto 56/2016, de 12 de febrero.

En …………………… a …… de ………………………… de ………
Firma»

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto 178/2021, de 23 de marzo, por 
el que se modifica el Real Decreto 1027/2007, de 20 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Instalaciones Térmicas en los Edificios.

Se modifica el punto treinta y uno del artículo único del Real Decreto 178/2021, de 23 de 
marzo, por el que se modifica el Real Decreto 1027/2007, de 20 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de Instalaciones Térmicas en los Edificios, que queda redactado del 
siguiente modo:

«Treinta y uno. Se modifica la IT 1.2.4.1.2.1 que queda redactada del siguiente 
modo:

«IT 1.2.4.1.2.1 Requisitos mínimos de rendimientos energéticos de los 
generadores de calor.

1. Los requisitos mínimos serán los establecidos según el apartado 1 de la IT 
1.2.4.1.1 Criterios generales.

En el proyecto o memoria técnica se indicarán las prestaciones energéticas de 
los generadores de calor. Además, deberá indicarse la información que aparece en la 
ficha de producto, exigida por los reglamentos de etiquetado energético que apliquen 
a cada tipo de generador de calor.

2. Quedan excluidos de cumplir con los requisitos mínimos del punto 1 las 
calderas y aparatos de calefacción local alimentadas por combustibles cuya 
naturaleza corresponda a recuperaciones de efluentes, subproductos o residuos, 
biomasa no leñosa, gases residuales, y siempre que las emisiones producidas por 
los gases de combustión cumplan la normativa ambiental aplicable.

En el caso de que se utilice como combustible huesos de aceituna o cáscaras de 
frutos secos, el rendimiento mínimo exigido será del 80 % a plena carga, salvo para 
aparatos de calefacción local cerrados y cocinas, que será del 65 %. En estos casos, 
solo se deberá indicar el rendimiento instantáneo de la caldera o aparato de 
calefacción local para el 100 por ciento de la potencia útil nominal, para uno de los 
biocombustibles sólidos anteriores que se prevé se utilizará en su alimentación o, en 
su caso, la mezcla de biocombustibles. Solo se podrán usar esos materiales (huesos 
de aceituna o cáscaras) u otros similares de la industria agroalimentaria si proceden 
de tratamientos mecánicos en dicha industria que no alteren su composición y si la 
combustión se lleva a cabo mediante métodos que no dañen la salud humana y el 
medio ambiente.

3. Queda prohibida la instalación de calderas y calentadores a gas, en ambos 
casos de hasta 70 kW y de tipo B de acuerdo con las definiciones dadas en la norma 
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UNE-EN 1749:2021, salvo si se sitúan en locales que cumplen los requisitos 
establecidos para las salas de máquinas, o en el caso de calentadores si se sitúan 
en una zona exterior definida de acuerdo con la norma UNE 60670-6:2014. Esta 
prohibición no afecta a los aparatos tipo B3x.

4. El control del sistema se basará en sonda exterior de compensación de 
temperatura o termostato modulante, de forma que modifique la temperatura de ida a 
emisores adaptándolos a la demanda.

5. Los emisores de calefacción deberán estar calculados para una temperatura 
máxima de entrada al emisor de 60 ºC.

6. Las bombas de calor deberán cumplir, además, los siguientes requisitos:
a) La temperatura del agua a la salida de las plantas deberá ser mantenida 

constante al variar la carga, salvo excepciones que se justificarán.
b) Se procurará que la potencia máxima en los equipos se obtenga con el salto 

máximo de temperaturas de entrada y salida establecido por el fabricante, de modo 
que el caudal del fluido caloportador sea mínimo para dicha potencia máxima. Esta 
situación se puede mantener en carga parcial si se disponen de bombas de caudal 
variable que permitan regular el caudal para el salto térmico.»

Disposición final tercera.  Obtención del certificado y obligación de exhibir la etiqueta de 
eficiencia energética.

Las obligaciones de obtener el certificado a las que se refieren los artículos 3.1.c), 3.1.d, 
3.1.e) y 3.1 f) y de exhibir la etiqueta de eficiencia energética, a la que se refiere el artículo 
16.1, deben cumplirse antes de doce meses desde la entrada en vigor de este real decreto.

Disposición final cuarta.  Incorporación de derecho de la Unión Europea.
Mediante este real decreto se incorpora al derecho español la regulación de la 

certificación de eficiencia energética de edificios prevista en la Directiva (UE) 2018/844 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la 
Directiva 2010/31/UE relativa a la eficiencia energética de los edificios y la Directiva 
2012/27/UE relativa a la eficiencia energética.

Disposición final quinta.  Titulo competencial.
Este real decreto tiene carácter básico y se dicta al amparo de la competencia que las 

reglas, 13.ª, 23.ª y 25.ª del artículo 149.1 de la Constitución Española, atribuyen al Estado en 
materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, 
protección del medio ambiente y bases del régimen minero y energético.

Disposición final sexta.  Revisión de la figura del técnico competente.
En el plazo de dieciocho meses desde la entrada en vigor del presente real decreto se 

llevará a cabo una modificación del mismo para adecuar la figura del técnico competente a 
un modelo basado en los conocimientos y las cualificaciones profesionales necesarias para 
la elaboración de los certificados de eficiencia energética.

Disposición final séptima.  Desarrollo y aplicación.
Por la Ministra para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico y el Ministro de 

Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se dictarán conjunta o separadamente, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, las disposiciones que exijan el desarrollo y 
aplicación de este real decreto.

Disposición final octava.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 92

Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 296, de 11 de diciembre de 2013

Última modificación: 14 de junio de 2023
Referencia: BOE-A-2013-12913

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO
La evaluación ambiental resulta indispensable para la protección del medio ambiente. 

Facilita la incorporación de los criterios de sostenibilidad en la toma de decisiones 
estratégicas, a través de la evaluación de los planes y programas. Y a través de la 
evaluación de proyectos, garantiza una adecuada prevención de los impactos ambientales 
concretos que se puedan generar, al tiempo que establece mecanismos eficaces de 
corrección o compensación.

La evaluación ambiental es un instrumento plenamente consolidado que acompaña al 
desarrollo, asegurando que éste sea sostenible e integrador. En el ámbito internacional, 
mediante el Convenio sobre evaluación del impacto en el medio ambiente, en un contexto 
transfronterizo, de 25 de febrero de 1991, conocido como Convenio de Espoo y ratificado por 
nuestro país el 1 de septiembre de 1992 y su Protocolo sobre evaluación ambiental 
estratégica, ratificado el 24 de junio de 2009. En el derecho comunitario, por la Directiva 
2001/42/CE, de 27 de junio, sobre evaluación de las repercusiones de determinados planes 
y programas en el medio ambiente, y por la Directiva 2011/92/UE, de 13 de diciembre, de 
evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el 
medio ambiente, que la presente ley transpone al ordenamiento interno.

Merece una mención especial el hecho de que en España ya es plenamente aplicable el 
Convenio Europeo del Paisaje, ratificado el 26 de noviembre de 2007, por lo que deberá 
aplicarse tanto en la evaluación de impacto ambiental como en la evaluación ambiental 
estratégica.

La presente reforma se hace en sintonía con los principios que animan la revisión de la 
normativa comunitaria sobre la evaluación ambiental de proyectos. Además, teniendo en 
cuenta esta circunstancia se prevén los mecanismos necesarios para una adaptación rápida 
de los contenidos técnicos que resulten de la futura reforma europea.
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La ley reúne en un único texto el régimen jurídico de la evaluación de planes, programas 
y proyectos, y establece un conjunto de disposiciones comunes que aproximan y facilitan la 
aplicación de ambas regulaciones.

Esta ley parte de la experiencia acumulada en los veinticinco años de aplicación, en 
España, de la evaluación ambiental. Durante este tiempo, la consideración de los impactos 
ambientales de los proyectos, primero, y de los planes y programas, después, se ha 
revelado como una herramienta útil para asegurar la sostenibilidad del desarrollo económico. 
No obstante, en este amplio periodo, también se han apreciado importantes disfunciones y 
carencias técnicas que importa corregir sin dilación. Son ejemplo de estas insuficiencias, la 
tardanza en la emisión de algunas declaraciones de impacto ambiental, o la diversidad de 
normativas (en ocasiones sin justificación medioambiental) que pueden llegar a desvirtuar 
los efectos preventivos del procedimiento de evaluación ambiental.

Las mejoras técnicas que incorpora el presente texto legal se asientan en la mayor 
experiencia adquirida y en la mejor conciencia de dónde y cómo se suelen producir los 
impactos y el mejor modo de mitigarlos.

En España, la eficacia de la evaluación ambiental exige establecer un procedimiento que 
sea común en todo el territorio nacional, sin perjuicio de la facultad constitucional de que las 
comunidades autónomas disponen para establecer normas adicionales de protección.

En esta línea, cabe citar el detallado informe del Consejo Económico y Social de 2012 
titulado «Desarrollo autonómico, competitividad y cohesión social. Medio Ambiente», en el 
que se expone, a propósito de la evaluación de impacto ambiental, que en ocasiones una 
misma actividad puede regirse por umbrales de impacto más o menos severos, o incluso, 
estar sometida a una evaluación en algunas comunidades y excluida en otras. El informe 
propone que «en el marco de la Conferencia Sectorial sobre Medio Ambiente, se debería 
impulsar la armonización de los procedimientos administrativos autonómicos actualmente en 
vigor, con el fin de simplificar los trámites, reducir las cargas administrativas que soportan las 
empresas, y evitar diferencias injustificadas en los niveles de exigencia medioambiental de 
las Comunidades Autónomas».

La necesidad de una coordinación vertical efectiva entre los diferentes niveles de 
gobierno ha sido puesta de manifiesto en diferentes lugares: por la OCDE («Sustainability in 
Impact Assessments. A review of Impact Assessment Systems in selected OECD countries 
and the European Commission, de 2012»), o por la Comisión Europea («Industrial 
Perfomance Scoreboard and Member’s States»). Este último informe señala que la 
proliferación de distintas regulaciones es un obstáculo a la mejora de la productividad, 
advertencias que deben ponerse en relación con el lugar que ocupa España, el puesto 44, 
en la clasificación del Banco Mundial de países según su facilidad para hacer negocios 
(«Doing Business, 2012»).

De acuerdo con estas premisas, la presente ley pretende ser un instrumento eficaz para 
la protección medioambiental. Para alcanzar este objetivo primordial, se propone simplificar 
el procedimiento de evaluación ambiental, incrementar la seguridad jurídica de los 
operadores, y en íntima relación con este último fin, lograr la concertación de la normativa 
sobre evaluación ambiental en todo el territorio nacional.

Mediante este proyecto, como anteriormente se anunció, se unifican en una sola norma 
dos disposiciones: la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de 
determinados planes y programas en el medio ambiente y el Real Decreto Legislativo 
1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Evaluación de 
Impacto Ambiental de proyectos y modificaciones posteriores al citado texto refundido.

La ley establece un esquema similar para ambos procedimientos –evaluación ambiental 
estratégica y evaluación de impacto ambiental– y unifica la terminología. Además, estos 
procedimientos se regulan de manera exhaustiva, lo cual aporta dos ventajas: por una parte 
puede servir de acicate para que las comunidades autónomas los adopten en su ámbito de 
competencias, sin más modificaciones que las estrictamente necesarias para atender a sus 
peculiaridades, y por otra parte, hace que el desarrollo reglamentario de la ley no resulte 
imprescindible.

Asimismo, esta ley incrementa la seguridad jurídica de los promotores. El 
establecimiento de unos principios a los que debe someterse la evaluación ambiental y el 
llamamiento a la cooperación en el marco de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente 
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determinará el desarrollo de una legislación homogénea en todo el territorio nacional, que 
permitirá a los promotores conocer de antemano cuáles serán las exigencias legales de 
carácter medioambiental requeridas para la tramitación de un plan, un programa o un 
proyecto, con independencia del lugar donde pretenda desarrollarlo. De acuerdo con estos 
principios, debe subrayarse que todos los anexos que se incorporan a la ley son legislación 
básica y por tanto, de aplicación general.

El legislador consciente de la importancia que tiene la concertación de los 
procedimientos de evaluación ambiental que existen en nuestro país, introduce un novedoso 
mecanismo de entrada en vigor, previsto en su disposición derogatoria y su disposición final 
décima, para lo que afecta a sus aspectos de legislación básica y respecto de las 
Comunidades Autónomas que dispongan de normativa propia sobre evaluación ambiental. 
Así, se otorga un plazo de un año para que las Comunidades Autónomas puedan adaptar su 
normativa a esta ley. No obstante, si antes de que finalice ese plazo cualquier Comunidad 
Autónoma ajusta su normativa, entrará en vigor en ese momento. En todo caso, aunque no 
hayan hecho la oportuna adaptación esta ley se aplicará, como legislación básica, en el 
plazo de un año desde su entrada en vigor.

Por último, la existencia de un marco jurídico común –con las especificidades 
estrictamente necesarias en cada comunidad autónoma– evitará procesos de 
deslocalización.

En materia de medio ambiente, la regulación básica estatal y la autonómica de desarrollo 
deben asegurar, por imperativo del artículo 45 de la Constitución, la protección y 
preservación del medio ambiente, para lo cual un marco básico y común es absolutamente 
indispensable.

La presente ley se asienta en la competencia exclusiva del Estado en materia de 
legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las 
comunidades autónomas de establecer normas adicionales de protección (artículo 149.1.23.ª 
de la Constitución).

II
La ley consta de 64 artículos distribuidos en tres títulos: el título I contiene los principios y 

disposiciones generales, el título II las disposiciones reguladoras de los procedimientos de 
evaluación ambiental y, por último, el título III regula el seguimiento y el régimen 
sancionador.

El título I establece los principios y las disposiciones de carácter general, aplicables tanto 
a la evaluación ambiental estratégica como a la evaluación de impacto ambiental.

Los principios contemplados en la ley no se establecen ex novo, sino que preexisten en 
los ordenamientos comunitario y nacional. Sin embargo, se ha considerado conveniente su 
inclusión explícita en la norma con la finalidad de que estén muy presentes, así resumidos y 
compilados, en el momento de adoptar decisiones sobre evaluación ambiental y en especial 
para que las comunidades autónomas los tengan en consideración si deciden hacer uso de 
la habilitación constitucional que les permite adoptar normas adicionales de protección en 
materia de medio ambiente.

Los mencionados principios son el de protección y mejora del medio ambiente; acción 
preventiva y cautelar: prevención y corrección y compensación de los impactos sobre el 
medio ambiente; quien contamina paga; racionalización; simplificación y concertación de 
procedimientos de evaluación ambiental; cooperación y coordinación entre la Administración 
General del Estado y las comunidades autónomas, proporcionalidad entre los efectos sobre 
el medio ambiente de los planes, programas y proyectos y el tipo de procedimiento de 
evaluación al que, en su caso, deban someterse, colaboración activa de los distintos órganos 
administrativos que intervienen en el procedimiento de evaluación, facilitando la información 
necesaria que se les requiera, participación pública, desarrollo sostenible e integración de 
los aspectos ambientales en la toma de decisiones.

Para que la legislación sobre evaluación ambiental venga inspirada en estos principios y 
para conseguir un alto grado de homogeneidad entre las normas aplicables en las distintas 
partes del territorio nacional, la ley realiza un llamamiento a la cooperación en el marco de la 
Conferencia Sectorial de Medio Ambiente, en la que se analizarán y propondrán las 
modificaciones normativas necesarias para cumplir con la ley y, en particular, para impulsar 
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los cambios normativos y reformas necesarias que podrán consistir en la modificación, 
derogación o refundición de la normativa autonómica existente, o la remisión a esta ley, con 
las salvedades que exijan sus particularidades organizativas. En su seno, podrán constituirse 
grupos de trabajo de carácter técnico que elaboren guías metodológicas de evaluación 
ambiental que permitan la estandarización de estos procedimientos.

Este título I regula también las cuestiones generales como el objeto y finalidad de la 
norma; las definiciones; el ámbito de aplicación; los supuestos excluidos de la evaluación 
ambiental y los proyectos exceptuables; el mandato general de someter a evaluación 
ambiental los planes, programas y proyectos incluidos en el ámbito de aplicación; la 
consecuencia jurídica de la falta de emisión de las declaraciones e informes ambientales y 
otras cuestiones como la determinación del órgano ambiental; la relación entre 
administraciones; la relación entre la evaluación estratégica y la de impacto ambiental; la 
relación entre ésta y la autorización ambiental integrada contenida en la Ley 16/2002, de 1 
de julio, de prevención y control integrados de la contaminación; la confidencialidad y la 
capacidad técnica y responsabilidad del autor de los estudios y documentos ambientales.

En materia de relaciones entre administraciones y como consecuencia de la 
consideración de la evaluación ambiental como un procedimiento instrumental respecto del 
procedimiento sustantivo, se ha considerado necesario establecer que el órgano sustantivo 
informe al órgano ambiental de cualquier incidencia que se produzca durante la tramitación 
del procedimiento de adopción, aprobación o autorización de un plan, programa o proyecto 
que tenga relevancia a los efectos de la tramitación de los procedimientos de evaluación 
ambiental, singularmente aquellas que supongan el archivo o la caducidad del procedimiento 
sustantivo. De este modo se evita que el órgano ambiental continúe con una tramitación 
innecesaria.

La obligación principal que establece la ley es la de someter a una adecuada evaluación 
ambiental todo plan, programa o proyecto que pueda tener efectos significativos sobre el 
medio ambiente, antes de su adopción, aprobación o autorización, o bien, si procede, en el 
caso de proyectos, antes de la presentación de una declaración responsable o de una 
comunicación previa a las que se refiere el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

La consecuencia jurídica derivada del incumplimiento de esta obligación, expresamente 
señalada en la propia ley, es que carecerán de validez los actos de adopción, aprobación o 
autorización de los planes, programas y proyectos, o en su caso, cuando proceda la 
declaración responsable o la comunicación previa relativa a un proyecto que, estando 
incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley no se hayan sometido a evaluación 
ambiental, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, puedan corresponder.

Este aspecto preventivo, esencial e inherente a la ley, viene reforzado por la mención 
expresa de las consecuencias jurídicas de la falta de pronunciamiento en los procedimientos 
ambientales –en coherencia con el derecho y la jurisprudencia comunitarios y nacionales–. 
De acuerdo con esta regulación, la falta de emisión de la declaración ambiental estratégica, 
del informe ambiental estratégico, de la declaración de impacto ambiental o del informe de 
impacto ambiental, en los plazos legalmente establecidos, en ningún caso podrá entenderse 
que equivale a una evaluación ambiental favorable.

Las definiciones se han establecido con el nivel de detalle necesario y suficiente para 
clarificar los conceptos del articulado. A fin de facilitar su utilización, se han dividido en tres 
apartados: definiciones generales, definiciones a los efectos de la evaluación ambiental 
estratégica y definiciones a los efectos de la evaluación de impacto ambiental.

Como novedad, cabe destacar que por primera vez se define la naturaleza jurídica tanto 
de los procedimientos ambientales como de los pronunciamientos ambientales, de acuerdo 
con la jurisprudencia consolidada al respecto durante los años de vigencia de esta 
legislación.

Por lo que se refiere a los primeros, la evaluación ambiental estratégica y la evaluación 
de impacto ambiental se califican como «procedimiento administrativo instrumental» con 
respecto al procedimiento sustantivo y sectorial de aprobación o adopción de los planes y 
programas o de la autorización de los proyectos.
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Por su parte, los pronunciamientos ambientales, es decir, la declaración ambiental 
estratégica, el informe ambiental estratégico, la declaración de impacto ambiental y el 
informe de impacto ambiental, tienen la naturaleza jurídica de un informe preceptivo y 
determinante. El carácter determinante de los pronunciamientos ambientales se manifiesta 
en una doble vertiente, formal y material. Desde el punto de vista formal o procedimental, el 
carácter determinante de los pronunciamientos ambientales implica que no es posible 
continuar con la tramitación del procedimiento sustantivo en tanto éste no se evacue.

Desde el punto de vista material, esto es, en cuanto a la vinculación de su contenido 
para el órgano que resuelve, el carácter determinante de un informe supone, conforme a la 
reciente jurisprudencia, que el informe resulta necesario para que el órgano competente para 
resolver pueda formarse criterio sobre las cuestiones a las que el propio informe se refiere.

Este carácter determinante se materializa en el mecanismo previsto en esta ley para la 
resolución de discrepancias, de manera que el órgano sustantivo está determinado por el 
condicionado de los pronunciamientos ambientales, pudiendo apartarse motivadamente solo 
en el ámbito de sus competencias y planteando la correspondiente discrepancia ante el 
Consejo de Ministros o el Consejo de Gobierno de la comunidad autónoma correspondiente, 
o en su caso, el que dicha comunidad haya determinado.

Los pronunciamientos ambientales en sí mismos no serán recurribles, si bien sí lo serán, 
como no puede ser de otra manera si se quiere evitar la indefensión, los pronunciamientos 
del órgano sustantivo en virtud de los cuales se aprueben o adopten los planes o programas 
o se autoricen los proyectos, en los que se incorporan los pronunciamientos ambientales.

Una de las piezas esenciales de la evaluación ambiental es la consulta a las 
administraciones públicas afectadas. Para evitar demoras que no tienen justificación desde 
el punto de vista ambiental y conseguir que el procedimiento sea eficaz, la falta de 
pronunciamiento de las administraciones públicas afectadas no puede, en modo alguno, 
ralentizar, y menos aún paralizar el procedimiento, que podrá continuar siempre y cuando el 
órgano ambiental disponga de los elementos de juicio suficientes para realizar la evaluación 
ambiental.

En el caso de que las administraciones públicas afectadas no emitieran sus informes, o 
si éstos no resultaran suficientes, la ley prevé que el órgano ambiental requiera al titular del 
órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el 
plazo de diez días, contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al órgano 
competente la entrega del correspondiente informe en el plazo de diez días, sin perjuicio de 
las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora y de la posibilidad 
que tiene el promotor de reclamar a la Administración competente la emisión del informe, a 
través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

También resulta destacable que tanto para la evaluación ambiental estratégica como 
para la de impacto ambiental se diseñan dos procedimientos: el ordinario y el simplificado. 
La terminología empleada está muy extendida y consolidada en las comunidades autónomas 
y pone el acento en la naturaleza esencialmente procedimental de la norma. Los motivos 
que han llevado a establecer esta distinción se encuentran en las propias directivas 
comunitarias, que obligan a realizar una evaluación ambiental con carácter previo de todo 
plan, programa o proyecto «que puedan tener efectos significativos sobre el medio 
ambiente».

Para determinados tipos de planes, programas o proyectos las directivas establecen la 
presunción iuris et de iure de que, en todo caso, tendrán efectos significativos sobre el medio 
ambiente y, por tanto, deben ser evaluados antes de su aprobación, adopción o autorización, 
de acuerdo con el procedimiento ordinario. Para los restantes planes, programas y 
proyectos, cada Estado miembro deberá realizar un análisis, bien caso a caso, bien 
mediante umbrales o bien combinando ambas técnicas, para determinar si tienen efectos 
significativos sobre el medio ambiente. Este análisis es lo que se ha denominado 
procedimiento de evaluación simplificado y si concluyese que el plan, programa o proyecto 
tiene efectos significativos sobre el medio ambiente, deberá realizarse una evaluación 
ordinaria.

De esta forma, se garantiza el correcto cumplimiento de las directivas comunitarias, de 
acuerdo con la interpretación efectuada por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.
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Por lo que respecta a los plazos máximos, se establecen los siguientes: evaluación 
estratégica ordinaria: veintidós meses, prorrogable por dos meses más por razones 
justificadas debidamente motivadas; evaluación ambiental estratégica simplificada: cuatro 
meses; evaluación de impacto ambiental ordinaria: cuatro meses, prorrogable por dos meses 
más por razones justificadas debidamente motivadas; y evaluación de impacto ambiental 
simplificada: tres meses.

Sobre el ámbito de aplicación de la ley no se han introducido modificaciones sustanciales 
en relación con las leyes que ahora se derogan, ya que este ámbito viene claramente 
delimitado en las directivas comunitarias, por lo que no se ha hecho más que mantener la 
transposición que de ellas se hizo. No obstante, se han incorporado en el ámbito de 
aplicación de esta ley, por cuestiones de técnica normativa, determinados epígrafes de los 
anexos I y II del texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero. Asimismo, se ha incluido la 
posibilidad de que los proyectos sujetos a evaluación de impacto ambiental simplificada se 
sometan al procedimiento ordinario cuando así lo solicite el promotor. En materia de 
competencias y coordinación administrativa, la ley trata de clarificar algunas actuaciones 
administrativas compartidas previstas en la normativa anterior.

Sobre la relación entre la evaluación ambiental estratégica y la de impacto ambiental 
debe señalarse que, de conformidad con las directivas comunitarias, la primera no excluye a 
la segunda, de forma que se mantiene la anterior regulación. Igualmente se mantiene el 
artículo relativo a la relación entre la evaluación de impacto ambiental y la autorización 
ambiental integrada, ya que esta regulación está contenida en la Ley 16/2002, de 1 de julio, 
de prevención y control integrados de la contaminación.

Como novedad, se incluye la regulación de la confidencialidad que deben mantener las 
administraciones públicas en relación con determinada documentación aportada por el 
promotor. De esta manera, se solucionarán muchos problemas que se plantean ante 
solicitudes de acceso a documentos de procedimientos aún no finalizados al aplicar la Ley 
27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.

Finalmente, se incluye la exigencia de que los documentos que presenten los 
promotores durante la evaluación ambiental sean realizados por personas que posean la 
capacidad técnica suficiente, lo que permitirá mantener un elevado nivel de calidad técnica 
de dichos documentos.

El título II está dedicado, en capítulos separados, a la evaluación ambiental estratégica y 
a la evaluación de impacto ambiental, estableciendo una regulación de carácter básico, 
aplicable, por tanto, a todo el territorio del Estado con las salvedades establecidas en la 
disposición final octava, que determina los artículos que no tienen carácter básico.

Con independencia de que el órgano sustantivo pueda resolver, de conformidad con la 
legislación sectorial, la inadmisión meramente formal de la solicitud de adopción, aprobación 
o autorización del plan, programa o proyecto si el promotor no hubiese presentado el 
expediente completo, la ley regula también un trámite de inadmisión de carácter sustantivo o 
material, que tiene como finalidad que los promotores conozcan, desde una fase muy 
preliminar del procedimiento, que existen fundadas razones para entender que el plan, 
programa o proyecto no podrá contar con una declaración ambiental favorable, por razones 
ambientales, o cuando los estudios ambientales no reúnen condiciones de calidad 
suficientes apreciadas, o cuando se hubiese inadmitido o se hubiere dictado una declaración 
ambiental desfavorable en un plan, programa o proyecto análogo al presentado. Esta 
resolución de inadmisión declarada por el órgano ambiental afecta exclusivamente a la 
solicitud de inicio de la evaluación ambiental –tanto estratégica como de impacto, y tanto 
ordinaria como simplificada– y se dicta sin perjuicio de lo que resuelva el órgano sustantivo, 
de conformidad con la legislación sectorial, sobre la solicitud de adopción, aprobación o 
autorización del plan, programa o proyecto.

Aunque las directivas comunitarias no obligan a ello, pero con la previsión de que en 
breve será un mandato comunitario, y en todo caso por entender que es una referencia 
ineludible, la ley introduce la obligación de tener en consideración el cambio climático, para 
lo cual, como no puede ser de otro modo, deberán utilizarse las informaciones y las técnicas 
que estén disponibles en cada momento.
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El capítulo I de este título II contiene las disposiciones relativas a la evaluación ambiental 
estratégica, regulando los procedimientos ordinario y simplificado antes aludidos y, 
precisando algunas cuestiones de la Ley 9/2006, de 28 de abril, que habían resultado de 
difícil interpretación.

Este capítulo I se divide en dos secciones dedicadas, respectivamente, a la evaluación 
ambiental estratégica ordinaria y simplificada.

En la sección 1.ª se ha tratado de sistematizar el procedimiento ordinario, siguiendo un 
orden cronológico que facilite a los promotores la aplicación de esta ley.

Asimismo, se ha tratado de asimilar la terminología de la evaluación ambiental 
estratégica con la empleada en la evaluación de impacto ambiental, más antigua y ya 
consolidada en nuestro ordenamiento jurídico.

De esta manera, el informe de sostenibilidad ambiental que regulaba la Ley 9/2006, de 
28 de abril, pasa ahora a denominarse estudio ambiental estratégico, mientras que la 
memoria ambiental pasa a ser, en virtud de esta ley, la declaración ambiental estratégica, a 
semejanza, respectivamente, del estudio de impacto ambiental y la declaración de impacto 
ambiental.

Las consultas a las administraciones afectadas resultan fundamentales para la 
determinación del alcance y contenido que debe tener el estudio ambiental estratégico y por 
este motivo se conforman con carácter obligatorio en la directiva comunitaria de evaluación 
ambiental de planes y programas, y como no puede ser de otra manera, en la propia ley. 
Para lograr una correcta integración de los aspectos ambientales en la planificación, la 
norma ordena que las sucesivas versiones de un plan o programa –borrador, versión inicial y 
propuesta final– incorporen el contenido del documento ambiental previo correspondiente –
documento inicial estratégico, estudio ambiental estratégico y declaración ambiental 
estratégica–.

El procedimiento ordinario de evaluación ambiental estratégica finaliza con la declaración 
ambiental estratégica, pronunciamiento del órgano ambiental que, como ya se ha apuntado, 
tiene la naturaleza jurídica de un informe preceptivo y determinante, no será objeto de 
recurso y deberá publicarse en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

Concluye esta sección con la regulación, ex novo y en paralelo con la que se establece 
para la evaluación de impacto ambiental, de la vigencia de la declaración ambiental 
estratégica y del procedimiento para la modificación de la misma, y con la resolución de 
discrepancias, que se atribuye, en el ámbito de la Administración General del Estado al 
Consejo de Ministros, y en el ámbito de las comunidades autónomas al Consejo de Gobierno 
o al órgano que ellas determinen.

La sección 2.ª regula el procedimiento simplificado de evaluación ambiental estratégica, 
que incluye como novedad la previa admisión a trámite, continúa con las consultas a las 
administraciones afectadas y concluye con un informe ambiental estratégico, que puede 
determinar bien que el plan o programa tiene efectos significativos sobre el medio ambiente, 
y por tanto debe someterse a una evaluación estratégica ordinaria, o bien que el plan o 
programa no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente y, por tanto, puede 
adoptarse o aprobarse en los términos que el propio informe establezca.

Para el caso de que en el informe ambiental estratégico se haya concluido que es 
preciso realizar una evaluación ambiental estratégica ordinaria, se regula expresamente y 
por primera vez que se conservarán las actuaciones realizadas en el procedimiento 
simplificado.

El capítulo II de este título II regula la evaluación de impacto ambiental de proyectos con 
un mayor grado de detalle de lo que lo hacía la anterior ley, aportando una mayor seguridad 
jurídica. Podrá ser, al igual que la estratégica, ordinaria o simplificada.

La sección 1.ª regula el procedimiento ordinario de evaluación de impacto ambiental, que 
se aplica a los proyectos enumerados en el anexo I, incluyendo algunas novedades a la vista 
de la experiencia adquirida y de los problemas diagnosticados.

El procedimiento propiamente dicho se inicia cuando el órgano sustantivo remite al 
órgano ambiental el expediente completo, que incluye el proyecto, el estudio de impacto 
ambiental y el resultado de la información pública y de las consultas a las administraciones 
públicas afectadas y a las personas interesadas. No obstante, con carácter previo al 
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procedimiento, deben efectuarse una serie de trámites, algunos obligatorios y otros de 
carácter potestativo. El primero de estos trámites previos es la determinación del alcance del 
estudio de impacto ambiental que, como novedad en esta ley, tendrá carácter voluntario para 
el promotor, como se contempla en la Directiva 2011/92/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 13 de diciembre.

A continuación, y una vez que el promotor ha elaborado el estudio de impacto ambiental, 
el órgano sustantivo debe realizar, en esta ocasión con carácter obligatorio, los trámites de 
información pública y de consultas a las administraciones afectadas y a las personas 
interesadas. La ley establece, por primera vez, que tendrán carácter preceptivo, el informe 
del órgano con competencias en materia de medio ambiente de la comunidad autónoma, el 
informe del organismo de cuenca, el informe sobre patrimonio cultural y, en su caso, el 
informe sobre dominio público marítimo terrestre.

La evaluación de impacto ambiental ordinaria propiamente dicha se desarrolla en tres 
fases: inicio, análisis técnico y declaración de impacto ambiental.

Admitido el expediente y después de su análisis técnico el procedimiento finaliza con la 
resolución por la que se formula la declaración de impacto ambiental, que determinará si 
procede o no la realización del proyecto a los efectos ambientales y, en su caso, las 
condiciones ambientales en las que puede desarrollarse, las medidas correctoras de los 
efectos ambientales negativos y, si proceden, las medidas compensatorias de los citados 
efectos ambientales negativos. Además, el contenido mínimo de la declaración de impacto 
ambiental se regula con mayor detalle y se prevé no solo su publicación en diarios oficiales 
sino también en la sede electrónica del órgano ambiental.

Como ya se ha afirmado de los restantes pronunciamientos ambientales, la declaración 
de impacto ambiental tiene la naturaleza jurídica de un informe preceptivo y determinante, no 
será recurrible y deberá ser objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o diario 
oficial correspondiente. Concluye esta sección con la regulación de la vigencia de la 
declaración de impacto y del procedimiento para la modificación de la misma, y con la 
resolución de discrepancias, que se atribuye al Consejo de Ministros o al Consejo de 
Gobierno de la comunidad autónoma o al órgano que ésta haya determinado.

La vigencia de las declaraciones de impacto ambiental ha sido uno de los elementos de 
la normativa anterior cuya aplicación, sin duda, ha generado mayores dificultades. Para 
solventar esta situación se considera que las fechas relevantes son la de publicación de la 
declaración de impacto ambiental para iniciar el cómputo del plazo de su vigencia y la fecha 
de inicio de la ejecución del proyecto para su finalización. Se prevé, asimismo, la posibilidad 
de prórroga de la vigencia de la declaración de impacto ambiental por un plazo adicional.

Finalmente, se regula, por primera vez, la modificación del condicionado ambiental de 
una declaración de impacto ambiental, a solicitud del promotor, cuando concurran 
determinadas circunstancias.

La sección 2.ª del capítulo II regula la evaluación de impacto ambiental simplificada, a la 
que se someterán los proyectos comprendidos en el anexo II, y los proyectos que no 
estando incluidos en el anexo I ni en el anexo II puedan afectar directa o indirectamente a los 
espacios Red Natura 2000.

Trámite esencial de este procedimiento, como en los restantes, es el de consultas, que 
obligatoriamente deberán efectuarse a las administraciones afectadas, y como novedad, 
también obligatoriamente se consultará a las personas interesadas.

El órgano ambiental, teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas, 
resolverá mediante la emisión del informe de impacto ambiental, que deberá publicarse 
cuando el órgano ambiental determine que el proyecto no debe someterse al procedimiento 
ordinario de evaluación de impacto ambiental.

Es destacable que la ley indica, expresamente y por primera vez, que si el procedimiento 
simplificado concluye con la necesidad de someter el proyecto a procedimiento ordinario se 
conservarán las actuaciones realizadas, por lo que no será necesario realizar nuevas 
consultas si el promotor decide solicitar a la administración que determine el alcance y 
contenido del estudio de impacto ambiental.

El capítulo III regula las consultas transfronterizas, que deberán efectuarse tanto cuando 
un plan, programa o proyecto que vaya a ser ejecutado en España pueda tener efectos 
significativos sobre el medio ambiente en otro Estado miembro de la Unión Europea o de 
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otro Estado al que España tenga obligación de consultar en virtud de instrumentos 
internacionales, como cuando se dé la situación inversa, es decir, cuando un plan, programa 
o proyecto que se vaya a ejecutar en otro Estado pueda tener efectos significativos sobre el 
medio ambiente en España.

III
El título III regula, en tres capítulos separados, el seguimiento de los planes y programas 

y de las declaraciones de impacto ambiental, que se atribuyen al órgano sustantivo, el 
régimen sancionador y el procedimiento sancionador, incorporando mejoras técnicas para 
superar algunas deficiencias de la anterior ley.

Sobre el régimen y el procedimiento sancionador (capítulos II y III), esta ley regula 
medidas de carácter provisional, como aquellas imprescindibles que se aplican con 
anterioridad a la iniciación del procedimiento sancionador, con los límites y condiciones 
establecidos en el artículo 72 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Asimismo, se 
clarifica la regulación de la previsión relativa a la reparación e indemnización de daños en 
consonancia con la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental.

IV
La parte final se integra por quince disposiciones adicionales, dos disposiciones 

transitorias, una disposición derogatoria y once disposiciones finales. Las disposiciones 
adicionales versan sobre: proyectos sometidos a declaración responsable; o comunicación 
previa; planes y programas cofinanciados por la Unión Europea; obligaciones de 
información; relación de la evaluación ambiental con otras normas; concurrencia y jerarquía 
de planes o programas; infraestructuras de titularidad estatal; evaluación ambiental de los 
proyectos estatales que puedan afectar a espacios Red Natura 2000; bancos de 
conservación de la naturaleza; certificado de no afección a la Red Natura 2000; operaciones 
periódicas, acumulación de procedimientos de evaluación de impacto ambiental; aplicación 
supletoria de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y tramitación 
electrónica.

Los bancos de conservación de la naturaleza son un mecanismo voluntario que permite 
compensar, reparar o restaurar las pérdidas netas de valores naturales, que serán objeto de 
desarrollo reglamentario por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

Los créditos generados en los bancos de conservación de la naturaleza serán inscritos 
en un registro oficial dependiente del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente y podrán ser comercializados en condiciones de libre mercado directamente a: 
entidades que los requieran en el ámbito de cualquier actividad que produzca una pérdida 
neta inevitable e irreparable de valores naturales –especialmente en el caso de medidas 
compensatorias de impacto ambiental, reparadoras complementarias y reparadoras 
compensatorias de daño medioambiental–; entidades sin ánimo de lucro; y las propias 
Administraciones públicas.

La disposición final primera tiene como finalidad la modificación parcial del régimen 
sancionador incluido en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la 
Biodiversidad.

La ley se acompaña de seis anexos: el primero y el segundo contienen la relación de 
proyectos que deben someterse, respectivamente, a una evaluación de impacto ambiental 
ordinaria o simplificada. En buena medida, se han mantenido los grupos y categorías de 
proyectos de la normativa hasta ahora vigente, si bien se han introducido mejoras técnicas y 
se han incorporado nuevas tipologías de proyectos para evaluar el uso de nuevas técnicas, 
como la fractura hidráulica. Asimismo, se han adecuado al contenido de la Directiva los 
proyectos contemplados en los anexos, de manera que se sometan a evaluación de impacto 
ambiental ordinaria aquellos proyectos que realmente puedan tener impactos significativos 
sobre el medio ambiente. El tercer anexo contiene los criterios en virtud de los cuales el 
órgano ambiental debe determinar si un proyecto del anexo II ha de someterse a una 
evaluación ambiental ordinaria. El cuarto anexo detalla el contenido del estudio ambiental 
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estratégico; el quinto contiene los criterios para determinar si un plan o programa debe 
someterse a evaluación ambiental estratégica ordinaria. Por último, el anexo VI detalla el 
contenido del estudio de impacto ambiental y los criterios técnicos para la interpretación de 
los anexos I y II.

Finalmente la Ley introduce una serie de modificaciones relativas a los trasvases 
intercuencas, en general, y particularmente, al funcionamiento del trasvase Tajo-Segura, de 
este modo, se adaptan las normas específicas sobre el trasvase Tajo-Segura a la legislación 
general de aguas nacida en España a partir de 1985. Y se otorga seguridad jurídica al 
sistema general.

Además de seguridad jurídica, se establece un mecanismo de seguridad y estabilidad 
técnica al ordenar al Gobierno la actualización mediante real decreto de las magnitudes 
determinantes de la regla de explotación del trasvase. Ello resulta necesario para adecuar de 
forma flexible estas magnitudes a las variaciones hidrológicas observadas en los últimos 
años y para disponer de instrumentos ágiles de adaptación a posibles efectos de alteración 
hidrológica como los inducidos por el cambio climático.

Dotar de una excesiva rigidez al sistema en estos aspectos operativos puede dar lugar a 
efectos no deseados que el mecanismo previsto permite obviar.

Se deberá afrontar la modificación, en profundidad, de la legislación de Aguas que 
deberá establecer, entre otras cosas, un nuevo régimen de cesión de derechos, que le dote 
de mayor eficacia en el futuro. En este momento se modifica parcialmente el artículo 72 del 
Texto Refundido de la Ley de Aguas, con el objetivo de flexibilizar su régimen jurídico sin 
perjuicio de la regulación específica de cada uno de los trasvases.

Asimismo, resulta necesario que, en el futuro próximo, la regulación de los trasvases 
entre ámbitos territoriales de distintos planes hidrológicos de cuenca se incorporen al Plan 
Hidrológico Nacional, tal y como dispone el propio Texto Refundido de la Ley de Aguas. Y en 
ese contexto, la próxima Ley del Plan Hidrológico Nacional deberá integrar, armonizar y 
actualizar en un único bloque normativo, las disposiciones relativas a todos los trasvases 
intercuencas, que se encuentran dispersas en diferentes normas.

Se deroga la Disposición adicional primera de la Ley 11/2005, de 22 de julio, por su 
manifiesta inviabilidad técnica, porque el intercambio de caudales no es posible, dado que 
las redes de distribución de los recursos trasvasados y los no convencionales no se 
superponen ni proporcionan la cobertura necesaria para el intercambio de agua. Por otra 
parte, el régimen jurídico de los recursos trasvasados y los no convencionales es 
completamente distinto, no admitiendo el cambio de toma ordinario previsto para las 
concesiones en la legislación de aguas. Además, el régimen económico es también distinto, 
con diferencias de costes muy notorias, que impiden la mera sustitución de un recurso por 
otro.

TÍTULO I
Principios y disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. Esta ley establece las bases que deben regir la evaluación ambiental de los planes, 

programas y proyectos que puedan tener efectos significativos sobre el medio ambiente, 
garantizando en todo el territorio del Estado un elevado nivel de protección ambiental, con el 
fin de promover un desarrollo sostenible, mediante:

a) La integración de los aspectos medioambientales en la elaboración y en la adopción, 
aprobación o autorización de los planes, programas y proyectos;

b) el análisis y la selección de las alternativas que resulten ambientalmente viables;
c) el establecimiento de las medidas que permitan prevenir, corregir y, en su caso, 

compensar los efectos adversos sobre el medio ambiente;
d) el establecimiento de las medidas de vigilancia, seguimiento y sanción necesarias 

para cumplir con las finalidades de esta ley.
2. Asimismo, esta ley establece los principios que informarán el procedimiento de 

evaluación ambiental de los planes, programas y proyectos que puedan tener efectos 
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significativos sobre el medio ambiente, así como el régimen de cooperación entre la 
Administración General del Estado y las comunidades autónomas a través de la Conferencia 
Sectorial de Medio Ambiente.

Artículo 2.  Principios de la evaluación ambiental.
Los procedimientos de evaluación ambiental se sujetarán a los siguientes principios:
a) Protección y mejora del medio ambiente.
b) Precaución y acción cautelar.
c) Acción preventiva, corrección y compensación de los impactos sobre el medio 

ambiente.
d) Quien contamina paga.
e) Racionalización, simplificación y concertación de los procedimientos de evaluación 

ambiental.
f) Cooperación y coordinación entre la Administración General del Estado y las 

Comunidades Autónomas.
g) Proporcionalidad entre los efectos sobre el medio ambiente de los planes, programas 

y proyectos, y el tipo de procedimiento de evaluación al que en su caso deban someterse.
h) Colaboración activa de los distintos órganos administrativos que intervienen en el 

procedimiento de evaluación, facilitando la información necesaria que se les requiera.
i) Participación pública.
j) Desarrollo sostenible.
k) Integración de los aspectos ambientales en la toma de decisiones.
l) Actuación de acuerdo al mejor conocimiento científico posible.

Artículo 3.  Actuación y relaciones entre Administraciones Públicas.
1. Las Administraciones Públicas ajustarán sus actuaciones en materia de evaluación 

ambiental a los principios de lealtad institucional, coordinación, información mutua, 
cooperación, colaboración y coherencia.

En particular, las Administraciones que puedan estar interesadas en el plan, programa o 
proyecto debido a sus responsabilidades medioambientales específicas o a sus 
competencias autonómicas o locales serán consultadas sobre la información proporcionada 
por el promotor y sobre la solicitud de adopción, aprobación o autorización del plan, 
programa o proyecto.

De conformidad con los principios de racionalización y agilidad de los procedimientos 
administrativos y de cooperación, colaboración y coordinación, las Administraciones Públicas 
consultadas emitirán los informes que correspondan con la máxima diligencia posible y, en 
todo caso, dentro de los plazos establecidos al efecto.

Cuando corresponda a la Administración General del Estado formular la declaración 
ambiental estratégica o la declaración de impacto ambiental, o bien emitir el informe 
ambiental estratégico o el informe de impacto ambiental regulados en esta ley, se consultará 
preceptivamente al órgano que ostente las competencias en materia de medio ambiente de 
la comunidad autónoma afectada por el plan, programa o proyecto.

2. Las Administraciones Públicas garantizarán que el órgano ambiental y el órgano 
sustantivo ejerzan las funciones derivadas de la presente ley de manera objetiva, y aplicarán 
en su organización una adecuada separación de las funciones que puedan dar lugar a un 
conflicto de intereses cuando el órgano ambiental sea simultáneamente el órgano sustantivo 
o el promotor del plan, programa o proyecto.

3. Cuando el órgano sustantivo sea simultáneamente el promotor del plan, programa o 
proyecto, el órgano sustantivo realizará las actuaciones atribuidas al promotor en esta ley.

4. El órgano sustantivo informará al órgano ambiental de cualquier incidencia que se 
produzca durante la tramitación del procedimiento administrativo sustantivo de adopción, 
aprobación o autorización de un plan, programa o proyecto que tenga relevancia a los 
efectos de la tramitación de la evaluación ambiental, singularmente aquellas que supongan 
el archivo o la caducidad del procedimiento sustantivo.
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Artículo 4.  Cooperación en el marco de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente.
1. La Conferencia Sectorial de Medio Ambiente analizará y propondrá las modificaciones 

normativas necesarias para cumplir con los principios recogidos en este título y establecer 
un procedimiento de evaluación ambiental homogéneo en todo el territorio nacional.

2. En particular, la Conferencia Sectorial impulsará los cambios normativos y reformas 
necesarias que podrán consistir en la modificación, derogación o refundición de la normativa 
autonómica existente, o la remisión a esta ley, con las salvedades que exijan sus 
particularidades organizativas.

3. La Conferencia Sectorial podrá establecer mecanismos para garantizar que las 
Administraciones públicas afectadas emitan en plazo los informes previstos en esta ley.

4. En el seno de la Conferencia Sectorial podrán constituirse grupos de trabajo de 
carácter técnico que elaboren guías metodológicas de evaluación ambiental que permitan la 
estandarización de estos procedimientos.

Artículo 5.  Definiciones.
1. A los efectos de esta ley se entenderá por:
a) “Evaluación ambiental”: proceso a través del cual se analizan los efectos significativos 

que tienen o pueden tener los planes, programas y proyectos, antes de su adopción, 
aprobación o autorización sobre el medio ambiente, incluyendo en dicho análisis los efectos 
de aquellos sobre los siguientes factores: la población, la salud humana, la flora, la fauna, la 
biodiversidad, la geodiversidad, la tierra, el suelo, el subsuelo, el aire, el agua, el clima, el 
cambio climático, el paisaje, los bienes materiales, incluido el patrimonio cultural, y la 
interacción entre todos los factores mencionados.

La evaluación ambiental incluye tanto la evaluación ambiental estratégica, que procede 
respecto de los planes o programas, como la evaluación de impacto ambiental, que procede 
respecto de los proyectos. En ambos casos la evaluación ambiental podrá ser ordinaria o 
simplificada y tendrá carácter instrumental respecto del procedimiento administrativo de 
aprobación o de adopción de planes y programas, así como respecto del de autorización de 
proyectos o, en su caso, respecto de la actividad administrativa de control de los proyectos 
sometidos a declaración responsable o comunicación previa.

b) “Impacto o efecto significativo”: alteración de carácter permanente o de larga duración 
de uno o varios factores mencionados en la letra a).

En el caso de espacios Red Natura 2000: efectos apreciables que pueden empeorar los 
parámetros que definen el estado de conservación de los hábitats o especies objeto de 
conservación en el lugar o, en su caso, las posibilidades de su restablecimiento.

c) “Documento de alcance”: pronunciamiento del órgano ambiental dirigido al promotor 
que tiene por objeto delimitar sobre el contenido, la amplitud, nivel de detalle y grado de 
especificación que debe tener el estudio ambiental estratégico y el estudio de impacto 
ambiental.

d) “Órgano sustantivo”: órgano de la Administración pública que ostenta las 
competencias para adoptar o aprobar un plan o programa, para autorizar un proyecto, o para 
controlar la actividad de los proyectos sujetos a declaración responsable o comunicación 
previa, salvo que el proyecto consista en diferentes actuaciones en materias cuya 
competencia la ostenten distintos órganos de la Administración pública estatal, autonómica o 
local, en cuyo caso, se considerará órgano sustantivo aquel que ostente las competencias 
sobre la actividad a cuya finalidad se orienta el proyecto, con prioridad sobre los órganos que 
ostentan competencias sobre actividades instrumentales o complementarias respecto a 
aquella.

e) “Órgano ambiental”: órgano de la Administración pública que elabora, en su caso, el 
documento de alcance, que realiza el análisis técnico de los expedientes de evaluación 
ambiental y formula las declaraciones ambientales estratégicas, los informes ambientales 
estratégicos, las declaraciones de impacto ambiental, y los informes de impacto ambiental.

f) “Público”: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, 
organizaciones o grupos, constituidos con arreglo a la normativa que les sea de aplicación 
que no reúnan los requisitos para ser considerados como personas interesadas.

g) “Personas interesadas”: se consideran personas interesadas a los efectos de esta ley:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 92  Ley de evaluación ambiental

– 1314 –



1.º Todas aquellas en quienes concurran cualquiera de las circunstancias previstas en el 
artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

2.º Cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que, de conformidad con la Ley 
27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (incorpora las 
Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE), cumplan los siguientes requisitos:

i) Que tengan, entre los fines acreditados en sus estatutos la protección del medio 
ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular, y que tales fines puedan 
resultar afectados por la evaluación ambiental.

ii) Que lleven, al menos, dos años legalmente constituidas y vengan ejerciendo, de modo 
activo, las actividades necesarias para alcanzar los fines previstos en sus estatutos.

iii) Que según sus estatutos, desarrollen su actividad en un ámbito territorial que resulte 
afectado por el plan, programa o proyecto que deba someterse a evaluación ambiental.

h) “Administraciones Públicas afectadas”: aquellas Administraciones Públicas que tienen 
competencias específicas en las siguientes materias: población, salud humana, 
biodiversidad, geodiversidad, fauna, flora, suelo, subsuelo, agua, aire, ruido, factores 
climáticos, paisaje, bienes materiales, patrimonio cultural, ordenación del territorio y 
urbanismo.

i) “Patrimonio cultural”: concepto que incluye todas las acepciones de este tipo de 
patrimonio, tales como histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico, industrial e 
inmaterial.

j) “Medidas compensatorias Red Natura 2000”: las medidas específicas definidas y 
reguladas en el artículo 3, apartados 24 y 46, de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.

k) “Medidas compensatorias”: medidas excepcionales que se aplican ante impactos 
residuales.

l) “Análisis técnico del expediente”: análisis cuya finalidad es deducir los efectos 
esperados de los planes, programas y proyectos sobre los diferentes factores objeto de la 
evaluación ambiental, y proponer las medidas más adecuadas para su prevención, 
corrección o compensación, así como sus respectivos seguimientos.

Se analizará, en particular, la calidad, completitud y suficiencia del estudio de impacto 
ambiental, en su caso, su conformidad con el documento de alcance, y cómo se ha tenido en 
consideración el resultado del trámite de información pública, de las consultas a las 
Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas y, en su caso, el resultado 
de las consultas transfronterizas.

2. A los efectos de la evaluación ambiental estratégica regulada en esta ley, se 
entenderá por:

a) “Promotor”: cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que pretende 
elaborar un plan o programa de los contemplados en el ámbito de aplicación de esta ley, 
independientemente considerado de la Administración que en su momento sea la 
competente para su adopción o aprobación.

b) “Planes y programas”: el conjunto de estrategias, directrices y propuestas destinadas 
a satisfacer necesidades sociales, no ejecutables directamente, sino a través de su 
desarrollo por medio de uno o varios proyectos.

c) “Estudio ambiental estratégico”: estudio elaborado por el promotor que, siendo parte 
integrante del plan o programa, identifica, describe y analiza los posibles efectos 
significativos sobre el medio ambiente derivados o que puedan derivarse de la aplicación del 
plan o programa, así como unas alternativas razonables, técnica y ambientalmente viables, 
que tengan en cuenta los objetivos y el ámbito territorial de aplicación del plan o programa, 
con el fin de prevenir o corregir los efectos adversos sobre el medio ambiente de la 
aplicación del plan o programa.

d) “Declaración Ambiental Estratégica”: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que finaliza la evaluación ambiental estratégica ordinaria y que se 
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pronuncia sobre la integración de los aspectos ambientales en la propuesta final del plan o 
programa.

e) “Informe Ambiental Estratégico”: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que finaliza la evaluación ambiental estratégica simplificada.

f) “Modificaciones menores”: cambios en las características de los planes o programas ya 
adoptados o aprobados que no constituyen variaciones fundamentales de las estrategias, 
directrices y propuestas o de su cronología pero que producen diferencias en los efectos 
previstos o en la zona de influencia.

3. A los efectos de la evaluación de impacto ambiental de proyectos regulada en esta ley 
y sin perjuicio de las definiciones contenidas en la normativa sobre instalaciones nucleares y 
radiactivas, se entenderá por:

a) “Promotor”: cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que pretende realizar 
un proyecto de los comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley, con independencia 
de la Administración que sea la competente para su autorización.

b) “Proyecto”: cualquier actuación prevista que consista en:
1.º la ejecución, explotación, desmantelamiento o demolición de una obra, una 

construcción, o instalación, o bien
2.º cualquier intervención en el medio natural o en el paisaje, incluidas las destinadas a 

la explotación o al aprovechamiento de los recursos naturales o del suelo y del subsuelo, así 
como de las aguas continentales o marinas.

c) “Estudio de impacto ambiental”: documento elaborado por el promotor que acompaña 
al proyecto e identifica, describe, cuantifica y analiza los posibles efectos significativos sobre 
el medio ambiente derivados o que puedan derivarse del proyecto, así como la 
vulnerabilidad del proyecto ante riesgos de accidentes graves o de catástrofes, el riesgo de 
que se produzcan dichos accidentes graves o catástrofes y el obligatorio análisis de los 
probables efectos adversos significativos en el medio ambiente en caso de ocurrencia. 
También analiza las diversas alternativas razonables, técnica y ambientalmente viables, y 
determina las medidas necesarias para prevenir, corregir y, en su caso, compensar, los 
efectos adversos sobre el medio ambiente.

d) “Declaración de Impacto Ambiental”: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que finaliza la evaluación de impacto ambiental ordinaria, que evalúa la 
integración de los aspectos ambientales en el proyecto y determina las condiciones que 
deben establecerse para la adecuada protección del medio ambiente y de los recursos 
naturales durante la ejecución y la explotación y, en su caso, el cese, el desmantelamiento o 
demolición del proyecto.

e) “Informe de Impacto Ambiental”: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que finaliza la evaluación de impacto ambiental simplificada.

f) “Vulnerabilidad del proyecto”: características físicas de un proyecto que pueden incidir 
en los posibles efectos adversos significativos que sobre el medio ambiente se puedan 
producir como consecuencia de un accidente grave o una catástrofe.

g) “Accidente grave”: suceso, como una emisión, un incendio o una explosión de gran 
magnitud, que resulte de un proceso no controlado durante la ejecución, explotación, 
desmantelamiento o demolición de un proyecto, que suponga un peligro grave, ya sea 
inmediato o diferido, para las personas o el medio ambiente.

h) “Catástrofe”: suceso de origen natural, como inundaciones, subida del nivel del mar o 
terremotos, ajeno al proyecto que produce gran destrucción o daño sobre las personas o el 
medio ambiente.

Artículo 6.  Ámbito de aplicación de la evaluación ambiental estratégica.
1. Serán objeto de una evaluación ambiental estratégica ordinaria los planes y 

programas, así como sus modificaciones, que se adopten o aprueben por una 
Administración pública y cuya elaboración y aprobación venga exigida por una disposición 
legal o reglamentaria o por acuerdo del Consejo de Ministros o del Consejo de Gobierno de 
una comunidad autónoma, cuando:
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a) Establezcan el marco para la futura autorización de proyectos legalmente sometidos a 
evaluación de impacto ambiental y se refieran a la agricultura, ganadería, silvicultura, 
acuicultura, pesca, energía, minería, industria, transporte, gestión de residuos, gestión de 
recursos hídricos, ocupación del dominio público marítimo terrestre, utilización del medio 
marino, telecomunicaciones, turismo, ordenación del territorio urbano y rural, o del uso del 
suelo; o bien,

b) Requieran una evaluación por afectar a espacios Red Natura 2000 en los términos 
previstos en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la 
Biodiversidad.

c) Los comprendidos en el apartado 2 cuando así lo decida caso por caso el órgano 
ambiental en el informe ambiental estratégico de acuerdo con los criterios del anexo V.

d) Los planes y programas incluidos en el apartado 2, cuando así lo determine el órgano 
ambiental, a solicitud del promotor.

2. Serán objeto de una evaluación ambiental estratégica simplificada:
a) Las modificaciones menores de los planes y programas mencionados en el apartado 

anterior.
b) Los planes y programas mencionados en el apartado anterior que establezcan el uso, 

a nivel municipal, de zonas de reducida extensión.
c) Los planes y programas que, estableciendo un marco para la autorización en el futuro 

de proyectos, no cumplan los demás requisitos mencionados en el apartado anterior.

Artículo 7.  Ámbito de aplicación de la evaluación de impacto ambiental.
1. Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria los siguientes 

proyectos:
a) Los comprendidos en el anexo I, así como los proyectos que, presentándose 

fraccionados, alcancen los umbrales del anexo I mediante la acumulación de las magnitudes 
o dimensiones de cada uno de los proyectos considerados.

b) Los comprendidos en el apartado 2, cuando así lo decida caso por caso el órgano 
ambiental, en el informe de impacto ambiental de acuerdo con los criterios del anexo III.

c) Cualquier modificación de las características de un proyecto consignado en el anexo I 
o en el anexo II, cuando dicha modificación cumple, por sí sola, los umbrales establecidos en 
el anexo I.

d) Los proyectos incluidos en el apartado 2, cuando así lo solicite el promotor.
2. Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada:
a) Los proyectos comprendidos en el anexo II.
b) Los proyectos no incluidos ni en el anexo I ni el anexo II que puedan afectar de forma 

apreciable, directa o indirectamente, a Espacios Protegidos Red Natura 2000.
c) Cualquier modificación de las características de un proyecto del anexo I o del anexo II, 

distinta de las modificaciones descritas en el artículo 7.1.c) ya autorizados, ejecutados o en 
proceso de ejecución, que pueda tener efectos adversos significativos sobre el medio 
ambiente. Se entenderá que esta modificación puede tener efectos adversos significativos 
sobre el medio ambiente cuando suponga:

1.º Un incremento significativo de las emisiones a la atmósfera.
2.º Un incremento significativo de los vertidos a cauces públicos o al litoral.
3.º Incremento significativo de la generación de residuos.
4.º Un incremento significativo en la utilización de recursos naturales.
5.º Una afección a Espacios Protegidos Red Natura 2000.
6.º Una afección significativa al patrimonio cultural.
d) Los proyectos que, presentándose fraccionados, alcancen los umbrales del anexo II 

mediante la acumulación de las magnitudes o dimensiones de cada uno de los proyectos 
considerados.

e) Los proyectos del anexo I que sirven exclusiva o principalmente para desarrollar o 
ensayar nuevos métodos o productos, siempre que la duración del proyecto no sea superior 
a dos años.
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Artículo 8.  Supuestos excluidos de evaluación ambiental y proyectos excluibles.
1. No serán objeto de evaluación ambiental estratégica los siguientes planes y 

programas:
a) Los que tengan como único objeto la defensa nacional o la protección civil en casos 

de emergencia.
b) Los de tipo financiero o presupuestario.
2. El órgano sustantivo podrá determinar, caso por caso, que la evaluación de impacto 

ambiental no se aplicará a los proyectos o partes de proyectos que tengan como único 
objetivo la defensa y a los proyectos que tengan como único objetivo la respuesta a casos de 
emergencia civil, cuando tal aplicación pudiera tener repercusiones negativas sobre tales 
objetivos.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 49, el Consejo de Ministros, en el ámbito de 
la Administración General del Estado, o en su caso, el órgano que determine la legislación 
de cada comunidad autónoma, en su respectivo ámbito de competencias, podrán, a 
propuesta del órgano sustantivo, en supuestos excepcionales y mediante acuerdo motivado, 
excluir un proyecto determinado de la evaluación de impacto ambiental, cuando su 
aplicación pueda tener efectos perjudiciales para la finalidad del proyecto o aquellos 
proyectos que consistan en obras de reparación o mejora de infraestructuras críticas, 
definidas en la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se establecen medidas para la 
protección de las infraestructuras críticas, que hayan sido dañadas como consecuencia de 
acontecimientos catastróficos o cuyo refuerzo sea necesario para garantizar la seguridad 
nacional.

4. En los casos previstos en el apartado anterior, a propuesta del órgano sustantivo, el 
Consejo de Ministros en el ámbito de la Administración General del Estado o, en su caso, el 
órgano que determine la legislación de cada comunidad autónoma en su respectivo ámbito 
de competencias, decidirá en el acuerdo de exclusión si procede someter el proyecto a otra 
forma alternativa de evaluación que cumpla los principios y objetivos de esta ley, que 
realizará el órgano sustantivo.

El órgano sustantivo publicará el acuerdo de exclusión y los motivos que lo justifican en 
el “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente. Adicionalmente, pondrá a 
disposición del público la información relativa a la decisión de exclusión y los motivos que la 
justifican, y el examen sobre las formas alternativas de evaluación del proyecto excluido.

El órgano sustantivo comunicará la información prevista en el párrafo anterior a la 
Comisión Europea, con carácter previo a la autorización del proyecto.

5. Las posibilidades de exclusión reguladas en este artículo no eximirán al promotor de 
efectuar una evaluación de las repercusiones sobre los espacios Red Natura 2000, cuando 
se trate de planes, programas y proyectos que, sin tener relación directa con la gestión del 
lugar o sin ser necesarios para la misma, puedan afectar de forma apreciable a las especies 
o hábitats de los citados espacios, ya sea individualmente o en combinación con otros 
planes, programas o proyectos.

Para ello, el promotor elaborará un informe de repercusiones sobre los hábitats y 
especies objetivo de conservación de los espacios afectados, incluyendo las medidas 
preventivas, correctoras y compensatorias Red Natura 2000 adecuadas para su 
mantenimiento en un estado de conservación favorable, y un esquema de seguimiento 
ambiental, y el órgano sustantivo consultará preceptivamente al órgano competente en la 
gestión de los espacios Red Natura 2000 afectados, para remitir posteriormente el informe 
junto con la consulta al órgano ambiental, al objeto de que éste determine, a la vista del 
expediente, si el plan, programa o proyecto causará un perjuicio a la integridad de algún 
espacio Red Natura 2000. En caso afirmativo se sustanciará el procedimiento regulado por 
los apartados 4 a 7 del artículo 46 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad. La aprobación del proyecto incluirá expresamente las medidas 
y el programa de seguimiento ambiental adoptados.

En casos de fuerza mayor, reacción ante catástrofes o accidentes graves, parte o todas 
las actuaciones señaladas en el párrafo anterior podrán realizarse a posteriori, justificándose 
dichas circunstancias en la aprobación del proyecto.
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Artículo 9.  Obligaciones generales.
1. Los planes y los programas incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley deberán 

someterse a una evaluación ambiental antes de su adopción o aprobación. Asimismo, los 
proyectos incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley que puedan tener efectos 
significativos en el medio ambiente, en virtud, entre otras cosas, de su naturaleza, 
dimensiones o localización, deberán someterse a una evaluación ambiental antes de su 
autorización, o bien, si procede, en el caso de proyectos, antes de la presentación de una 
declaración responsable o de una comunicación previa a las que se refiere el artículo 69 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Carecerán de validez los actos de adopción, aprobación o autorización de los planes, 
programas y proyectos que, estando incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley no se 
hayan sometido a evaluación ambiental, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, 
puedan corresponder.

No se realizará la evaluación de impacto ambiental regulada en el título II de los 
proyectos incluidos en el artículo 7 de esta ley que se encuentren parcial o totalmente 
ejecutados sin haberse sometido previamente al procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental.

2. Cuando el acceso a una actividad o a su ejercicio exija una declaración responsable o 
una comunicación previa y de acuerdo con esta ley, requiera una evaluación de impacto 
ambiental, la declaración responsable o la comunicación previa no podrán presentarse ante 
el órgano sustantivo antes de la publicación en el “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial 
correspondiente de la declaración de impacto ambiental o del informe de impacto ambiental. 
Sólo con posterioridad a dicha publicación, el órgano sustantivo, mediante resolución, 
admitirá la declaración responsable o comunicación previa.

La declaración responsable o la comunicación previa relativa a un proyecto carecerá de 
validez y eficacia a todos los efectos si debiendo haber sido sometido a una evaluación 
ambiental no lo hubiese sido, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, procedan.

3. Con el fin de garantizar la participación efectiva, los trámites de información pública, y 
de consulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas 
regulados en esta ley, se efectuarán por vía electrónica y mediante anuncios públicos u otros 
medios apropiados que garanticen la máxima difusión a la ciudadanía dentro de los 
municipios afectados y los colindantes.

Las Administraciones Públicas, dentro del trámite de información pública, adoptarán las 
medidas necesarias para garantizar que la información pertinente sea accesible 
electrónicamente por parte del público, a través de, al menos, un portal central o de puntos 
de acceso sencillo, en el nivel de la administración territorial correspondiente.

4. Cuando las personas interesadas que deban ser consultadas sean desconocidas, la 
notificación se hará por medio de un anuncio publicado en el “Boletín Oficial del Estado” o 
diario oficial correspondiente.

Adicionalmente, en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental de proyectos, 
se publicarán anuncios en el tablón de edictos, y en su caso, en la página web de los 
Ayuntamientos afectados. El plazo de exposición será de treinta días hábiles. Transcurrido el 
plazo de consulta, el Ayuntamiento remitirá al órgano sustantivo o, en su caso, al órgano 
ambiental, un certificado de exposición pública en el que haga constar el lugar y periodo en 
que ha estado expuesta la documentación ambiental.

5. Las Administraciones Públicas garantizarán que los órganos ambientales disponen de 
conocimientos para examinar los estudios y documentos ambientales estratégicos, y los 
estudios y documentos de impacto ambiental, y que, de ser necesario pueden solicitar 
informes a organismos científicos, académicos u otros que posean dichos conocimientos.

Artículo 10.  Falta de emisión de las declaraciones e informes ambientales.
La falta de emisión de la declaración ambiental estratégica, del informe ambiental 

estratégico, de la declaración de impacto ambiental o del informe de impacto ambiental, en 
los plazos legalmente establecidos, en ningún caso podrá entenderse que equivale a una 
evaluación ambiental favorable.
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Artículo 11.  Determinación del órgano ambiental y del órgano sustantivo.
1. Corresponde al órgano del Ministerio competente en materia de medio ambiente que 

se determine reglamentariamente, ejercer las funciones atribuidas por esta ley al órgano 
ambiental cuando se trate de la evaluación ambiental de planes, programas o proyectos que 
deban ser adoptados, aprobados o autorizados por la Administración General del Estado y 
los organismos públicos vinculados o dependientes de ella, o que sean objeto de declaración 
responsable o comunicación previa ante esta administración.

2. Las funciones atribuidas por esta ley al órgano ambiental y al órgano sustantivo, en 
cuanto a la tramitación de los distintos procedimientos, corresponderán a los órganos que 
determine la legislación de cada comunidad autónoma cuando se trate de la evaluación 
ambiental de planes, programas o proyectos que deban ser adoptados, aprobados o 
autorizados por las comunidades autónomas o que sean objeto de declaración responsable 
o comunicación previa ante las mismas.

3. En el caso de planes, programas y proyectos cuya adopción, aprobación o 
autorización corresponda a las entidades locales, las funciones atribuidas por esta ley al 
órgano ambiental y al órgano sustantivo corresponderán al órgano de la Administración 
autonómica o local que determine la legislación autonómica.

Artículo 12.  Resolución de discrepancias.
1. En el supuesto de que existan discrepancias entre el órgano sustantivo y el órgano 

ambiental sobre el contenido de la declaración ambiental estratégica, de la declaración de 
impacto ambiental, o en su caso, del informe ambiental estratégico, o del informe de impacto 
ambiental resolverá según la Administración que haya tramitado el expediente, el Consejo de 
Ministros o el Consejo de Gobierno u órgano que la comunidad autónoma determine.

2. El órgano sustantivo trasladará al órgano ambiental escrito fundado donde manifieste 
las razones que motivan la discrepancia junto con toda la documentación, incluyendo 
cuantos informes y documentos estime oportunos, en el plazo máximo de treinta días hábiles 
desde la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente de la 
declaración ambiental estratégica, de la declaración de impacto ambiental, o en su caso, del 
informe ambiental estratégico, o del informe de impacto ambiental.

3. Recibido el escrito de discrepancias, el órgano ambiental deberá pronunciarse en un 
plazo máximo de treinta días hábiles. Si el órgano ambiental no se pronunciase en el citado 
plazo, se entenderá que mantiene su criterio respecto del contenido de la declaración 
ambiental estratégica, de la declaración de impacto ambiental, o en su caso, del informe 
ambiental estratégico, o del informe de impacto ambiental formulado.

4. El órgano sustantivo elevará la discrepancia al órgano competente para su resolución, 
quien se pronunciará en un plazo máximo de sesenta días hábiles contados desde su 
recepción. En tanto no se pronuncie el órgano que debe resolver la discrepancia, se 
considerará que la declaración ambiental estratégica, la declaración de impacto ambiental, o 
en su caso, el informe ambiental estratégico, o el informe de impacto ambiental mantienen 
su eficacia.

5. El acuerdo por el que se resuelve la discrepancia se publicará en el «Boletín Oficial 
del Estado» o diario oficial correspondiente.

Artículo 13.  Relación entre la evaluación ambiental estratégica y la evaluación de impacto 
ambiental.

1. La evaluación ambiental estratégica de un plan o programa no excluye la evaluación 
de impacto ambiental de los proyectos que de ellos se deriven.

2. El órgano ambiental podrá acordar motivadamente, en aras del principio de eficacia, la 
incorporación de trámites y de actos administrativos del procedimiento de evaluación 
ambiental estratégico en otros procedimientos de evaluación ambiental, siempre y cuando no 
haya transcurrido el plazo establecido en el plan o programa o, en su defecto, el de cuatro 
años desde la publicación de la declaración ambiental estratégica y no se hayan producido 
alteraciones de las circunstancias tenidas en cuenta en la evaluación ambiental estratégica.
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Artículo 14.  Relación entre la evaluación de impacto ambiental y la autorización ambiental 
integrada.

Las comunidades autónomas dispondrán lo necesario para incluir las actuaciones en 
materia de evaluación de impacto ambiental, cuando así sea exigible, en el procedimiento de 
otorgamiento y modificación de la autorización ambiental integrada.

Artículo 15.  Confidencialidad.
1. Las Administraciones Públicas que intervienen en los procedimientos de evaluación 

ambiental deberán respetar la confidencialidad de las informaciones aportadas por el 
promotor que, de conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de las personas físicas, tengan dicho carácter, teniendo en cuenta, en 
todo caso, la protección del interés público, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 27/2006, 
de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (incorpora las 
Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE).

2. El promotor deberá indicar qué parte de la información contenida en la documentación 
presentada considera que debería gozar de confidencialidad. La Administración competente 
decidirá sobre la información que, según la legislación vigente, esté exceptuada del secreto 
comercial o industrial, incluida la propiedad intelectual, y sobre la información amparada por 
la confidencialidad.

Artículo 16.  Capacidad técnica y responsabilidad del autor de los estudios y documentos 
ambientales.

1. El promotor garantizará que el documento inicial estratégico, el estudio ambiental 
estratégico y el documento ambiental estratégico, en el caso de la evaluación ambiental 
estratégica, y el documento inicial, el estudio de impacto ambiental y el documento 
ambiental, en el caso de la evaluación de impacto ambiental, han sido realizados por 
personas que posean la capacidad técnica suficiente de conformidad con las normas sobre 
cualificaciones profesionales y de la educación superior, y tendrán la calidad y exhaustividad 
necesarias para cumplir las exigencias de esta ley. Para ello, los estudios y documentos 
ambientales mencionados deberán identificar a su autor o autores indicando su titulación y, 
en su caso, profesión regulada. Además, deberá constar la fecha de conclusión y firma del 
autor.

2. Los autores de los citados documentos serán responsables del contenido y fiabilidad 
de los estudios y documentos ambientales citados en el apartado anterior, excepto en lo que 
se refiere a los datos recibidos de la Administración de forma fehaciente.

TÍTULO II
Evaluación ambiental

CAPÍTULO I
Evaluación ambiental estratégica

Sección 1.ª Procedimiento de la evaluación ambiental estratégica ordinaria 
para la formulación de la declaración ambiental estratégica

Artículo 17.  Trámites y plazos de la evaluación ambiental estratégica ordinaria.
1. La evaluación ambiental estratégica ordinaria constará de los siguientes trámites:
a) Solicitud de inicio.
b) Consultas previas y determinación del alcance del estudio ambiental estratégico.
c) Elaboración del estudio ambiental estratégico.
d) Información pública y consultas a las Administraciones públicas afectadas y personas 

interesadas.
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e) Análisis técnico del expediente.
f) Declaración ambiental estratégica.
2. El órgano ambiental dispondrá de un plazo máximo de dos meses, contados desde la 

recepción de la solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica ordinaria, 
acompañada del borrador del plan o programa y de un documento inicial estratégico, para 
realizar las consultas previstas en el artículo 19.1 y elaborar un documento de alcance del 
estudio ambiental estratégico regulado en el artículo 19.2.

3. El plazo máximo para la elaboración del estudio ambiental estratégico, y para la 
realización de la información pública y de las consultas previstas en los artículos 20, 21, 22 y 
23 será de nueve meses desde la notificación al promotor del documento de alcance.

4. Para el análisis técnico del expediente y la formulación de la declaración ambiental 
estratégica, el órgano ambiental dispondrá de un plazo de cuatro meses, desde la recepción 
del expediente completo, de acuerdo con los artículos 24 y 25.

Artículo 18.  Solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica ordinaria.
1. Dentro del procedimiento sustantivo de adopción o aprobación del plan o programa el 

promotor presentará ante el órgano sustantivo, junto con la documentación exigida por la 
legislación sectorial, una solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica ordinaria, 
acompañada del borrador del plan o programa y de un documento inicial estratégico que 
contendrá, al menos, la siguiente información:

a) Los objetivos de la planificación.
b) El alcance y contenido del plan o programa propuesto y de sus alternativas 

razonables, técnica y ambientalmente viables.
c) El desarrollo previsible del plan o programa.
d) Los potenciales impactos ambientales tomando en consideración el cambio climático.
e) Las incidencias previsibles sobre los planes sectoriales y territoriales concurrentes.
2. Si el órgano sustantivo comprobara que la solicitud de inicio no incluye los 

documentos señalados en el apartado anterior requerirá al promotor para que, en un plazo 
de diez días hábiles, acompañe los documentos preceptivos, con los efectos previstos en el 
artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Asimismo, el órgano sustantivo comprobará que la documentación presentada de 
conformidad con la legislación sectorial cumple los requisitos en ella exigidos.

3. Una vez realizadas las comprobaciones anteriores, el órgano sustantivo remitirá al 
órgano ambiental la solicitud de inicio y los documentos que la deben acompañar.

4. En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud de inicio de la 
evaluación ambiental estratégica ordinaria, el órgano ambiental podrá resolver su inadmisión 
por algunas de las siguientes razones:

a) Si estimara de modo inequívoco que el plan o programa es manifiestamente inviable 
por razones ambientales.

b) Si estimara que el documento inicial estratégico no reúne condiciones de calidad 
suficientes.

c) Si ya hubiese inadmitido o ya hubiese dictado una declaración ambiental estratégica 
desfavorable en un plan o programa sustancialmente análogo al presentado.

Con carácter previo a la adopción de la resolución por la que se acuerde la inadmisión, el 
órgano ambiental dará audiencia al promotor, informando de ello al órgano sustantivo, por un 
plazo de diez días hábiles que suspende el previsto para declarar la inadmisión.

La resolución de inadmisión justificará las razones por las que se aprecia, y frente a la 
misma podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial, en su caso.
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Artículo 19.  Consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas, y elaboración del documento de alcance del estudio ambiental estratégico.

1. El órgano ambiental someterá el borrador del plan o programa y el documento inicial 
estratégico a consultas de las Administraciones públicas afectadas y de las personas 
interesadas, que se pronunciarán en el plazo de treinta días hábiles desde su recepción.

Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronunciamiento, el procedimiento 
continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes para elaborar el 
documento de alcance del estudio ambiental estratégico. En este caso, no se tendrán en 
cuenta los pronunciamientos antes referidos que se reciban posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes, bien porque no se 
hubiesen recibido los informes de las Administraciones públicas competentes que resulten 
relevantes, o bien porque, habiéndose recibido, éstos resultasen insuficientes para decidir, 
requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría 
que emitir el informe, para que, en el plazo de diez días hábiles, contados a partir de la 
recepción del requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del correspondiente 
informe en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de las responsabilidades en que 
pudiera incurrir el responsable de la demora. El requerimiento efectuado se comunicará al 
órgano sustantivo y al promotor, y suspende el plazo previsto en el artículo 17.2.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 13 julio 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

2. Recibidas las contestaciones a las consultas, el órgano ambiental elaborará y remitirá 
al promotor y al órgano sustantivo, el documento de alcance del estudio ambiental 
estratégico, junto con las contestaciones recibidas a las consultas realizadas.

3. El documento de alcance del estudio ambiental estratégico se pondrá a disposición del 
público a través de la sede electrónica del órgano ambiental y del órgano sustantivo.

Artículo 20.  Estudio ambiental estratégico.
1. Teniendo en cuenta el documento de alcance, el promotor elaborará el estudio 

ambiental estratégico, en el que se identificarán, describirán y evaluarán los posibles efectos 
significativos en el medio ambiente de la aplicación del plan o programa, así como unas 
alternativas razonables técnica y ambientalmente viables, que tengan en cuenta los objetivos 
y el ámbito de aplicación geográfico del plan o programa.

2. El estudio ambiental estratégico se considerará parte integrante del plan o programa y 
contendrá, como mínimo, la información contenida en el anexo IV, así como aquella que se 
considere razonablemente necesaria para asegurar su calidad. A estos efectos, se tendrán 
en cuenta los siguientes extremos:

a) Los conocimientos y métodos de evaluación existentes.
b) El contenido y nivel de detalle del plan o programa.
c) La fase del proceso de decisión en que se encuentra.
d) La medida en que la evaluación de determinados aspectos necesita ser 

complementada en otras fases de dicho proceso, para evitar su repetición.
3. Para la elaboración del estudio ambiental estratégico se podrá utilizar la información 

pertinente disponible que se haya obtenido en la elaboración de los planes y programas 
promovidos por la misma o por otras Administraciones públicas.

Artículo 21.  Versión inicial del plan o programa e información pública.
1. El promotor elaborará la versión inicial del plan o programa teniendo en cuenta el 

estudio ambiental estratégico, y presentará ambos documentos ante el órgano sustantivo.
2. El órgano sustantivo someterá dicha versión inicial del plan o programa, acompañado 

del estudio ambiental estratégico, a información pública previo anuncio en el «Boletín Oficial 
del Estado» o diario oficial correspondiente y, en su caso, en su sede electrónica. La 
información pública será, como mínimo, de cuarenta y cinco días hábiles.
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La información pública podrá realizarla el promotor en lugar del órgano sustantivo 
cuando, de acuerdo con la legislación sectorial, corresponda al promotor la tramitación 
administrativa del plan o programa.

3. La documentación sometida a información pública incluirá, asimismo, un resumen no 
técnico del estudio ambiental estratégico.

4. El órgano sustantivo adoptará las medidas necesarias para garantizar que la 
documentación que debe someterse a información pública tenga la máxima difusión entre el 
público, utilizando los medios electrónicos y otros medios de comunicación.

Artículo 22.  Consulta a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas.

1. Simultáneamente al trámite de información pública, el órgano sustantivo someterá la 
versión inicial del plan o programa, acompañado del estudio ambiental estratégico, a 
consulta de las Administraciones Públicas afectadas y de las personas interesadas que 
hubieran sido previamente consultadas de conformidad con el artículo 19.

Estas consultas podrá realizarlas el promotor en lugar del órgano sustantivo cuando, de 
acuerdo con la legislación sectorial, corresponda al promotor la tramitación administrativa del 
plan o programa.

La consulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas se 
realizará por medios electrónicos o cualesquiera otros, siempre que se acredite la realización 
de la consulta.

2. Las Administraciones públicas afectadas, y las personas interesadas dispondrán de un 
plazo mínimo de treinta días hábiles desde que se les somete la versión inicial del plan o 
programa, acompañado del estudio ambiental estratégico para emitir los informes y 
alegaciones que estimen pertinentes.

Artículo 23.  Propuesta final de plan o programa.
Tomando en consideración las alegaciones formuladas en los trámites de información 

pública y de consultas, incluyendo, en su caso, las consultas transfronterizas, el promotor 
modificará, de ser preciso, el estudio ambiental estratégico, y elaborará la propuesta final del 
plan o programa.

No se tendrán en cuenta los informes o alegaciones recibidos fuera de los plazos 
establecidos en los artículos 21 y 22.

Artículo 24.  Análisis técnico del expediente.
1. El órgano sustantivo remitirá al órgano ambiental el expediente de evaluación 

ambiental estratégica completo, integrado por:
a) La propuesta final de plan o programa.
b) El estudio ambiental estratégico.
c) El resultado de la información pública y de las consultas, incluyendo en su caso las 

consultas transfronterizas así como su consideración.
d) Un documento resumen en el que el promotor describa la integración en la propuesta 

final del plan o programa de los aspectos ambientales, del estudio ambiental estratégico y de 
su adecuación al documento de alcance, del resultado de las consultas realizadas y cómo 
éstas se han tomado en consideración.

2. El órgano ambiental realizará un análisis técnico del expediente, y un análisis de los 
impactos significativos de la aplicación del plan o programa en el medio ambiente, que 
tomará en consideración el cambio climático.

3. Si durante el análisis técnico del expediente de evaluación ambiental estratégica el 
órgano ambiental estimara que la información pública o las consultas no se han realizado 
conforme a lo establecido en esta ley, requerirá al órgano sustantivo para que subsane el 
expediente de evaluación ambiental estratégica en el plazo máximo de tres meses. En estos 
casos se suspenderá el cómputo del plazo para la formulación de la declaración ambiental 
estratégica.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 92  Ley de evaluación ambiental

– 1324 –



Si transcurridos tres meses el órgano sustantivo no hubiera remitido el expediente 
subsanado, o si una vez presentado fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por 
finalizada la evaluación ambiental estratégica ordinaria, notificando al promotor y al órgano 
sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los 
recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial en su caso.

4. Si durante el análisis técnico del expediente de evaluación ambiental estratégica el 
órgano ambiental concluyera que es necesaria información adicional para formular la 
declaración ambiental estratégica solicitará al promotor la información que sea 
imprescindible, informando de ello al órgano sustantivo, que complete el expediente. Esta 
solicitud suspende el plazo para la formulación de la declaración ambiental estratégica.

Si transcurridos tres meses el promotor no hubiera remitido la documentación adicional 
solicitada, o si una vez presentada ésta fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por 
finalizada la evaluación ambiental estratégica ordinaria, notificando al promotor y al órgano 
sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los 
recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial, en su caso.

5. El órgano ambiental continuará con el procedimiento siempre que disponga de los 
elementos de juicio suficientes para realizar la evaluación ambiental estratégica.

Si en el expediente de evaluación ambiental estratégica no constara alguno de los 
informes de las Administraciones públicas afectadas, consultadas conforme a lo previsto en 
el artículo 22, y el órgano ambiental no dispusiera de elementos de juicio suficientes para 
realizar la evaluación ambiental estratégica, requerirá personalmente al titular del órgano 
jerárquicamente superior de aquel que tendría que emitir el informe para que, en el plazo de 
diez días, contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al órgano competente 
la entrega del correspondiente informe en el plazo de diez días, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora. El requerimiento 
efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor, y suspende el plazo para la 
formulación de la declaración de impacto ambiental.

Si transcurrido el plazo de diez días el órgano ambiental no hubiese recibido el informe, 
comunicará al órgano sustantivo y al promotor la imposibilidad de continuar el procedimiento.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe a través del procedimiento previsto en el artículo 29 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, de Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 25.  Declaración ambiental estratégica.
1. El órgano ambiental, una vez finalizado el análisis técnico del expediente formulará la 

declaración ambiental estratégica, en el plazo de cuatro meses contados desde la recepción 
del expediente completo.

2. La declaración ambiental estratégica tendrá la naturaleza de informe preceptivo, 
determinante y contendrá una exposición de los hechos que resuma los principales hitos del 
procedimiento incluyendo los resultados de la información pública, de las consultas, en su 
caso, los de las consultas transfronterizas, así como de las determinaciones, medidas o 
condiciones finales que deban incorporarse en el plan o programa que finalmente se 
apruebe o adopte.

3. La declaración ambiental estratégica se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» o 
diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles siguientes a partir de su 
formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

4. Contra la declaración ambiental estratégica no procederá recurso alguno sin perjuicio 
de los que, en su caso, procedan en vía judicial frente a la disposición de carácter general 
que hubiese aprobado el plan o programa, o bien de los que procedan en vía administrativa 
o judicial frente al acto, en su caso, de adopción o aprobación del plan o programa.

Artículo 26.  Publicidad de la adopción o aprobación del plan o programa.
1. El promotor incorporará el contenido de la declaración ambiental estratégica en el plan 

o programa y, de acuerdo con lo previsto en la legislación sectorial, lo someterá a la 
adopción o aprobación del órgano sustantivo.
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2. En el plazo de diez días hábiles desde la adopción o aprobación del plan o programa, 
el órgano sustantivo remitirá para su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o diario 
oficial correspondiente la siguiente documentación:

a) La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o programa, y una referencia a la 
dirección electrónica en la que el órgano sustantivo pondrá a disposición del público el 
contenido íntegro de dicho plan o programa.

b) Un extracto que incluya los siguientes aspectos:
1.º De qué manera se han integrado en el plan o programa los aspectos ambientales.
2.º Cómo se ha tomado en consideración en el plan o programa el estudio ambiental 

estratégico, los resultados de la información pública y de las consultas, incluyendo en su 
caso las consultas transfronterizas y la declaración ambiental estratégica, así como, cuando 
proceda, las discrepancias que hayan podido surgir en el proceso.

3.º Las razones de la elección de la alternativa seleccionada, en relación con las 
alternativas consideradas.

c) Las medidas adoptadas para el seguimiento de los efectos en el medio ambiente de la 
aplicación del plan o programa.

Artículo 27.  Vigencia de la declaración ambiental estratégica.
1. La declaración ambiental estratégica perderá su vigencia y cesará en la producción de 

los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial del Estado» o 
diario oficial correspondiente, no se hubiera procedido a la adopción o aprobación del plan o 
programa en el plazo máximo de dos años desde su publicación. En tales casos, el promotor 
deberá iniciar nuevamente el trámite de evaluación ambiental estratégica del plan o 
programa, salvo que se acuerde la prórroga de la vigencia de la declaración ambiental 
estratégica en los términos previstos en los siguientes apartados.

2. El promotor podrá solicitar la prórroga de la vigencia de la declaración ambiental 
estratégica antes de que transcurra el plazo previsto en el apartado anterior. La solicitud 
formulada por el promotor suspenderá el plazo de dos años del apartado anterior.

3. A la vista de tal solicitud, el órgano ambiental podrá acordar la prórroga de la vigencia 
de la declaración ambiental estratégica en caso de que no se hayan producido cambios 
sustanciales en los elementos esenciales que sirvieron de base para realizar la evaluación 
ambiental estratégica, ampliando su vigencia por dos años adicionales. Transcurrido este 
plazo sin que se hubiera procedido a la aprobación del plan o programa, el promotor deberá 
iniciar nuevamente el procedimiento de evaluación ambiental estratégica.

4. El órgano ambiental resolverá sobre la solicitud de prórroga en un plazo de seis 
meses contados desde la fecha de presentación de dicha solicitud. Previamente, el órgano 
ambiental solicitará informe a las Administraciones públicas afectadas por razón de la 
materia en relación con los elementos esenciales que sirvieron de base para realizar la 
evaluación ambiental estratégica. Estas Administraciones deberán pronunciarse en el plazo 
de dos meses, que podrá ampliarse, por razones debidamente justificadas, por un mes más.

5. Transcurrido el plazo de seis meses sin que el órgano ambiental haya notificado la 
prórroga de la vigencia de la declaración ambiental estratégica se entenderá estimada la 
solicitud de prórroga.

Artículo 28.  Modificación de la declaración ambiental estratégica.
1. La declaración ambiental estratégica de un plan o programa aprobado podrá 

modificarse cuando concurran circunstancias que determinen la incorrección de la 
declaración ambiental estratégica, incluidas las que surjan durante el procedimiento de 
evaluación de impacto ambiental, tanto por hechos o circunstancias de acaecimiento 
posterior a esta última como por hechos o circunstancias anteriores que, en su momento, no 
fueron o no pudieron ser objeto de la adecuada valoración.

2. El procedimiento de modificación de la declaración ambiental estratégica podrá 
iniciarse de oficio o a solicitud del promotor.

El órgano ambiental iniciará dicho procedimiento de oficio, bien por propia iniciativa o a 
petición razonada del órgano sustantivo, o por denuncia, mediante acuerdo.
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En el caso de que se haya recibido petición razonada o denuncia, el órgano ambiental 
deberá pronunciarse sobre la procedencia de acordar el inicio del procedimiento en el plazo 
de veinte días hábiles desde la recepción de la petición o de la denuncia.

3. En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud del promotor de 
inicio de la modificación de la declaración ambiental estratégica, el órgano ambiental podrá 
resolver motivadamente su inadmisión. Frente a esta resolución podrán, en su caso, 
interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa o judicial, en su 
caso.

4. El órgano ambiental consultará, por el plazo mínimo de treinta días hábiles, al 
promotor, al órgano sustantivo y a las Administraciones Públicas afectadas y personas 
interesadas previamente consultadas de acuerdo con el artículo 22, al objeto de que emitan 
los informes y formulen cuantas alegaciones estimen oportunas y aporten cuantos 
documentos estimen precisos. La consulta se realizará por medios electrónicos o 
cualesquiera otros, siempre que se acredite la realización de la consulta.

Transcurrido el plazo sin que se hayan recibido los informes y alegaciones de las 
Administraciones públicas afectadas, y de las personas interesadas, el procedimiento de 
modificación continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes 
para ello. En este caso, no se tendrán en cuenta los informes y alegaciones que se reciban 
posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes para continuar con el 
procedimiento de modificación, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las 
Administraciones públicas afectadas, o bien porque habiéndose recibido estos resultasen 
insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente 
superior de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el plazo de diez días hábiles 
contados a partir del requerimiento, ordene al órgano competente la remisión de los informes 
en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el 
responsable de la demora. El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y 
al promotor y suspende el plazo previsto para que el órgano ambiental se pronuncie sobre la 
modificación de la declaración ambiental estratégica.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la formulación 
de los informes, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 
13 de julio, de Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

5. El órgano ambiental, en un plazo de dos meses contados desde el inicio del 
procedimiento, resolverá sobre la modificación de la declaración ambiental estratégica que 
en su día se formuló.

6. La decisión del órgano ambiental sobre la modificación tendrá carácter determinante y 
no recurrible sin perjuicio de los recursos en vía administrativa o judicial que, en su caso, 
procedan frente a los actos o disposiciones que, posterior y consecuentemente, puedan 
dictarse. Tal decisión se notificará al promotor y al órgano sustantivo y deberá ser remitida 
para su publicación en el plazo de quince días hábiles al «Boletín Oficial del Estado» o diario 
oficial correspondiente, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano 
ambiental.

Sección 2.ª Procedimiento de evaluación ambiental estratégica simplificada 
para la emisión del informe ambiental estratégico

Artículo 29.  Solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica simplificada.
1. Dentro del procedimiento sustantivo de adopción o aprobación del plan o programa, el 

promotor presentará ante el órgano sustantivo, junto con la documentación exigida por la 
legislación sectorial, una solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica 
simplificada, acompañada del borrador del plan o programa y de un documento ambiental 
estratégico que contendrá, al menos, la siguiente información:

a) Los objetivos de la planificación.
b) El alcance y contenido del plan propuesto y de sus alternativas razonables, técnica y 

ambientalmente viables.
c) El desarrollo previsible del plan o programa.
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d) Una caracterización de la situación del medio ambiente antes del desarrollo del plan o 
programa en el ámbito territorial afectado.

e) Los efectos ambientales previsibles y, si procede, su cuantificación.
f) Los efectos previsibles sobre los planes sectoriales y territoriales concurrentes.
g) La motivación de la aplicación del procedimiento de evaluación ambiental estratégica 

simplificada.
h) Un resumen de los motivos de la selección de las alternativas contempladas.
i) Las medidas previstas para prevenir, reducir y, en la medida de lo posible, corregir 

cualquier efecto negativo relevante en el medio ambiente de la aplicación del plan o 
programa, tomando en consideración el cambio climático.

j) Una descripción de las medidas previstas para el seguimiento ambiental del plan.
2. Si el órgano sustantivo comprobara que la solicitud de inicio no incluye los 

documentos señalados en el apartado anterior, requerirá al promotor para que, en un plazo 
de diez días hábiles, los aporte, con los efectos previstos en el artículo 71 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

Asimismo, el órgano sustantivo comprobará que la documentación presentada de 
conformidad con la legislación sectorial cumple los requisitos en ella exigidos.

3. Una vez realizadas las comprobaciones anteriores, el órgano sustantivo remitirá al 
órgano ambiental la solicitud de inicio y los documentos que la deben acompañar.

4. En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud de inicio de la 
evaluación ambiental estratégica simplificada, el órgano ambiental podrá resolver su 
inadmisión por algunas de las siguientes razones:

a) Si estimara de modo inequívoco que el plan o programa es manifiestamente inviable 
por razones ambientales.

b) Si estimara que el documento ambiental estratégico no reúne condiciones de calidad 
suficientes.

Con carácter previo a la adopción de la resolución por la que se acuerde la inadmisión, el 
órgano ambiental dará audiencia al promotor, informando de ello al órgano sustantivo, por un 
plazo de diez días que suspende el previsto para declarar la inadmisión.

La resolución de inadmisión justificará las razones por las que se aprecia, y frente a la 
misma podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial en su caso.

Artículo 30.  Consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas.

1. El órgano ambiental consultará a las Administraciones públicas afectadas y a las 
personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental estratégico y el 
borrador del plan o programa.

2. Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas consultadas 
deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días hábiles desde la recepción de la 
solicitud de informe. Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronunciamiento, el 
procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes 
para formular el informe ambiental estratégico. En este caso, no se tendrán en cuenta los 
pronunciamientos antes referidos que se reciban posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes, bien porque no se 
hubiesen recibido los informes de las Administraciones públicas afectadas que resulten 
relevantes, o bien porque habiéndose recibido éstos resultasen insuficientes para decidir, 
requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría 
que emitir el informe, para que en el plazo de diez días hábiles, contados a partir de la 
recepción del requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del correspondiente 
informe en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de las responsabilidades en que 
pudiera incurrir el responsable de la demora. El requerimiento efectuado se comunicará al 
órgano sustantivo y al promotor y suspende el plazo.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 13 julio 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
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Artículo 31.  Informe ambiental estratégico.
1. El órgano ambiental formulará el informe ambiental estratégico en el plazo de tres 

meses contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos que la 
deben acompañar.

2. El órgano ambiental, teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas y de 
conformidad con los criterios establecidos en el anexo V, resolverá mediante la emisión del 
informe ambiental estratégico, que podrá determinar que:

a) El plan o programa debe someterse a una evaluación ambiental estratégica ordinaria 
porque puedan tener efectos significativos sobre el medio ambiente. En este caso el órgano 
ambiental elaborará el documento de alcance del estudio ambiental estratégico, teniendo en 
cuenta el resultado de las consultas realizadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 
30, y no será preciso realizar las consultas reguladas en el artículo 19.

Esta decisión se notificará al promotor junto con el documento de alcance y el resultado 
de las consultas realizadas para que elabore el estudio ambiental estratégico y continúe con 
la tramitación prevista en los artículos 21 y siguientes.

b) El plan o programa no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente, en los 
términos establecidos en el informe ambiental estratégico.

3. El informe de impacto ambiental se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» o diario 
oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles siguientes a partir de su 
formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1 letra b) el informe ambiental estratégico 
perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez 
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, no se hubiera 
procedido a la aprobación del plan o programa en el plazo máximo de cuatro años desde su 
publicación. En tales casos, el promotor deberá iniciar nuevamente el procedimiento de 
evaluación ambiental estratégica simplificada del plan o programa.

5. El informe ambiental estratégico no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los 
que, en su caso, procedan en vía judicial frente a la disposición de carácter general que 
hubiese aprobado el plan o programa, o bien, sin perjuicio de los que procedan en vía 
administrativa frente al acto, en su caso, de aprobación del plan o programa.

Artículo 32.  Publicidad de la adopción o aprobación del plan o programa.
En el plazo de diez días hábiles desde la aprobación del plan o programa, el órgano 

sustantivo remitirá para su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente la siguiente documentación:

a) La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o programa aprobado, y una 
referencia a la dirección electrónica en la que el órgano sustantivo pondrá a disposición del 
público el contenido íntegro de dicho plan o programa.

b) Una referencia al “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente en el que 
se ha publicado el informe ambiental estratégico.

CAPÍTULO II
Evaluación de impacto ambiental de proyectos

Sección 1.ª Procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria para 
la formulación de la declaración de impacto ambiental

Artículo 33.  Trámites y plazos de la evaluación de impacto ambiental ordinaria.
1. La evaluación de impacto ambiental ordinaria constará de los siguientes trámites:
a) Elaboración del estudio de impacto ambiental por el promotor.
b) Sometimiento del proyecto y del estudio de impacto ambiental a información pública y 

consultas a las Administraciones Públicas afectadas y personas interesadas, por el órgano 
sustantivo.
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c) Análisis técnico del expediente por el órgano ambiental.
d) Formulación de la declaración de impacto ambiental por el órgano ambiental.
e) Integración del contenido de la declaración de impacto ambiental en la autorización 

del proyecto por el órgano sustantivo.
2. Con carácter potestativo, el promotor podrá solicitar, de conformidad con el artículo 34, 

que el órgano ambiental elabore el documento de alcance del estudio de impacto ambiental. 
El plazo máximo para su elaboración es de dos meses.

3. Con carácter obligatorio, el órgano sustantivo, dentro del procedimiento sustantivo de 
autorización del proyecto, realizará los trámites de información pública y de consultas a las 
Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas.

Los trámites de información pública y de consultas tendrán una vigencia de un año 
desde su finalización. Transcurrido este plazo sin que el órgano sustantivo haya dado 
traslado del expediente al órgano ambiental, de conformidad con el artículo 39.4, para la 
evaluación de impacto ambiental ordinaria, el órgano sustantivo declarará la caducidad de 
los citados trámites.

4. El análisis técnico del expediente de impacto ambiental y la formulación de la 
declaración de impacto ambiental se realizarán en el plazo de cuatro meses, contados desde 
la recepción completa del expediente de impacto ambiental.

Artículo 34.  Actuaciones previas: consultas a las Administraciones públicas afectadas y a 
las personas interesadas y elaboración del documento de alcance del estudio de impacto 
ambiental.

1. Con anterioridad al inicio del procedimiento de evaluación de impacto ambiental 
ordinaria, el promotor podrá solicitar al órgano ambiental que elabore un documento de 
alcance del estudio de impacto ambiental. El plazo máximo para la elaboración del 
documento de alcance es de dos meses contados desde la recepción de la solicitud del 
documento de alcance.

2. Para ello, el promotor presentará ante el órgano sustantivo una solicitud de 
determinación del alcance del estudio de impacto ambiental, acompañada del documento 
inicial del proyecto, que contendrá, como mínimo, la siguiente información:

a) La definición y las características específicas del proyecto, incluida su ubicación, 
viabilidad técnica y su probable impacto sobre el medio ambiente, así como un análisis 
preliminar de los efectos previsibles sobre los factores ambientales derivados de la 
vulnerabilidad del proyecto ante riesgos de accidentes graves o de catástrofes.

b) Las principales alternativas que se consideran y un análisis de los potenciales 
impactos de cada una de ellas.

c) Un diagnóstico territorial y del medio ambiente afectado por el proyecto.
El órgano sustantivo, una vez comprobada formalmente la adecuación de la 

documentación presentada, la remitirá, en el plazo de diez días hábiles, al órgano ambiental 
para que elabore el documento de alcance del estudio de impacto ambiental.

Si la documentación inicial presentada por el promotor junto con la solicitud careciera de 
la información exigible o fuera insuficiente para poder efectuar las consultas a las 
Administraciones Públicas afectadas, se requerirá al promotor para que en el plazo 
improrrogable de diez días, subsane la falta de información o acompañe la documentación 
necesaria, con indicación de que si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su 
solicitud.

3. Para la elaboración del documento de alcance del estudio de impacto ambiental, el 
órgano ambiental consultará a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas.

4. Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas consultadas 
deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días hábiles desde la recepción de la 
documentación.

Transcurrido este plazo sin que se hayan recibido estos pronunciamientos, el 
procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes 
para elaborar el documento de alcance del estudio de impacto ambiental. En este caso, no 
se tendrán en cuenta los pronunciamientos antes referidos que se reciban posteriormente.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 92  Ley de evaluación ambiental

– 1330 –



Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes, bien porque no se 
hubiesen recibido los informes de las Administraciones públicas afectadas que resulten 
relevantes, o bien porque habiéndose recibido estos resultasen insuficientes para decidir, 
requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría 
que emitir el informe, para que en el plazo de diez días hábiles, contados a partir de la 
recepción del requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del correspondiente 
informe en dicho plazo, sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el 
responsable de la demora.

El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor, y 
suspende el plazo previsto para la elaboración del documento de alcance.

Si transcurrido el plazo de diez días hábiles otorgado al efecto, el órgano ambiental no 
ha recibido los informes de las Administraciones públicas afectadas que resulten relevantes 
para la determinación del alcance del estudio de impacto ambiental, el órgano ambiental 
elaborará el documento de alcance haciendo constar la ausencia de los informes solicitados 
para conocimiento del promotor y del órgano sustantivo.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 9/1998, de 13 de 
julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

5. Recibidas las contestaciones a las consultas, el órgano ambiental elaborará y remitirá 
al promotor y al órgano sustantivo el documento de alcance del estudio de impacto 
ambiental, junto con las contestaciones recibidas a las consultas realizadas dentro del plazo 
establecido en el artículo 33.2.a).

El documento de alcance del estudio de impacto ambiental será válido durante el plazo 
de dos años a partir del día siguiente al de su notificación al promotor. Perderá su validez 
una vez que transcurra dicho plazo sin que se haya presentado ante el órgano sustantivo el 
estudio de impacto ambiental para iniciar el procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental ordinaria.

6. Cuando el proyecto debe someterse a una evaluación de impacto ambiental ordinaria 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 47.2.a) el órgano ambiental tendrá en cuenta el 
resultado de las consultas realizadas conforme al artículo 46 y no será preciso realizar 
nuevas consultas para la elaboración del documento de alcance del estudio de impacto 
ambiental.

Artículo 35.  Estudio de impacto ambiental.
1. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 34.6, el promotor elaborará el estudio de 

impacto ambiental que contendrá, al menos, la siguiente información en los términos 
desarrollados en el anexo VI:

a) Descripción general del proyecto que incluya información sobre su ubicación, diseño, 
dimensiones y otras características pertinentes del proyecto; y previsiones en el tiempo 
sobre la utilización del suelo y de otros recursos naturales. Estimación de los tipos y 
cantidades de residuos generados y emisiones de materia o energía resultantes.

b) Descripción de las diversas alternativas razonables estudiadas que tengan relación 
con el proyecto y sus características específicas, incluida la alternativa cero, o de no 
realización del proyecto, y una justificación de las principales razones de la solución 
adoptada, teniendo en cuenta los efectos del proyecto sobre el medio ambiente.

c) Identificación, descripción, análisis y, si procede, cuantificación de los posibles efectos 
significativos directos o indirectos, secundarios, acumulativos y sinérgicos del proyecto sobre 
los siguientes factores: la población, la salud humana, la flora, la fauna, la biodiversidad, la 
geodiversidad, el suelo, el subsuelo, el aire, el agua, el medio marino, el clima, el cambio 
climático, el paisaje, los bienes materiales, el patrimonio cultural, y la interacción entre todos 
los factores mencionados, durante las fases de ejecución, explotación y en su caso durante 
la demolición o abandono del proyecto.

Se incluirá un apartado específico para la evaluación de las repercusiones del proyecto 
sobre espacios Red Natura 2000 teniendo en cuenta los objetivos de conservación de cada 
lugar, que incluya los referidos impactos, las correspondientes medidas preventivas, 
correctoras y compensatorias Red Natura 2000 y su seguimiento.
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Cuando se compruebe la existencia de un perjuicio a la integridad de la Red Natura 
2000, el promotor justificará documentalmente la inexistencia de alternativas, y la 
concurrencia de las razones imperiosas de interés público de primer orden mencionadas en 
el artículo 46, apartados 5, 6 y 7, de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad.

Cuando el proyecto pueda causar a largo plazo una modificación hidromorfológica en 
una masa de agua superficial o una alteración del nivel en una masa de agua subterránea 
que puedan impedir que alcance el buen estado o potencial, o que pueda suponer un 
deterioro de su estado o potencial, se incluirá un apartado específico para la evaluación de 
sus repercusiones a largo plazo sobre los elementos de calidad que definen el estado o 
potencial de las masas de agua afectadas.

d) Se incluirá un apartado específico que incluya la identificación, descripción, análisis y 
si procede, cuantificación de los efectos esperados sobre los factores enumerados en la letra 
c), derivados de la vulnerabilidad del proyecto ante riesgos de accidentes graves o de 
catástrofes, sobre el riesgo de que se produzcan dichos accidentes o catástrofes, y sobre los 
probables efectos adversos significativos sobre el medio ambiente, en caso de ocurrencia de 
los mismos, o bien informe justificativo sobre la no aplicación de este apartado al proyecto.

Para realizar los estudios mencionados en este apartado, el promotor incluirá la 
información relevante obtenida a través de las evaluaciones de riesgo realizadas de 
conformidad con las normas que sean de aplicación al proyecto.

e) Medidas que permitan prevenir, corregir y, en su caso, compensar los posibles efectos 
adversos significativos sobre el medio ambiente y el paisaje.

f) Programa de vigilancia ambiental.
g) Resumen no técnico del estudio de impacto ambiental y conclusiones en términos 

fácilmente comprensibles.
2. Cuando el órgano ambiental haya elaborado el documento de alcance de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 34, el promotor elaborará el estudio de impacto ambiental 
ajustándose a la información requerida en dicho documento.

3. Con el fin de evitar la duplicidad de evaluaciones, el promotor al elaborar el estudio de 
impacto ambiental, tendrá en cuenta los resultados disponibles de otras evaluaciones 
pertinentes en virtud de la legislación comunitaria o nacional.

A estos efectos, la Administración pondrá a disposición del promotor que así lo solicite 
los informes y cualquier otra documentación que obre en su poder cuando resulte de utilidad 
para la realización del estudio de impacto ambiental.

4. El estudio de impacto ambiental perderá su validez si en el plazo de un año desde la 
fecha de su conclusión no se hubiera presentado ante el órgano sustantivo para la 
realización de la información pública y de las consultas.

Artículo 36.  Información pública del proyecto y del estudio de impacto ambiental.
1. El promotor presentará el proyecto y el estudio de impacto ambiental ante el órgano 

sustantivo, que los someterá a información pública durante un plazo no inferior a treinta días 
hábiles, previo anuncio en el “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial que corresponda y en 
su sede electrónica.

Esta información pública se llevará a cabo en una fase del procedimiento sustantivo de 
autorización del proyecto en la que estén abiertas todas las opciones relativas a la 
determinación del contenido, la extensión y la definición del proyecto.

En el caso de proyectos que deban ser autorizados por la Administración General del 
Estado y que además requieran una autorización ambiental integrada según lo dispuesto en 
el texto refundido de la Ley de prevención y control integrados de la contaminación, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, el órgano sustantivo 
realizará la información pública a la que se refiere este artículo.

Cuando se trate de proyectos sometidos a declaración responsable o comunicación 
previa, incumbirá al órgano ambiental la realización de la información pública.

2. En el anuncio del inicio de la información pública el órgano sustantivo, o en su caso el 
órgano ambiental, incluirá un resumen del procedimiento de autorización del proyecto, que 
contendrá, como mínimo, la siguiente información:
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a) Indicación de que el proyecto está sujeto a evaluación de impacto ambiental ordinaria, 
así como de que, en su caso, puede resultar de aplicación lo previsto en el capítulo III de 
este título en materia de consultas transfronterizas.

b) Identificación del órgano competente para autorizar el proyecto o, en el caso de 
proyectos sometidos a declaración responsable o comunicación previa, identificación del 
órgano ante el que deba presentarse la mencionada declaración o comunicación previa; 
identificación de aquellos órganos de los que pueda obtenerse información pertinente y de 
aquellos a los que puedan presentarse alegaciones, así como del plazo disponible para su 
presentación.

3. El órgano sustantivo, o en su caso el órgano ambiental, adoptará las medidas 
necesarias para garantizar que la documentación que debe someterse a información pública 
tenga la máxima difusión entre el público, utilizando los medios electrónicos y otros medios 
de comunicación.

Artículo 37.  Consulta a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas.

1. Simultáneamente al trámite de información pública, el órgano sustantivo consultará a 
las Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas sobre los posibles 
efectos significativos del proyecto, que incluirán el análisis de los probables efectos adversos 
significativos sobre el medio ambiente derivados de la vulnerabilidad del proyecto ante 
riesgos de accidentes graves o de catástrofes que incidan en el proyecto.

Cuando se trate de proyectos sometidos a declaración responsable o comunicación 
previa, corresponderá al órgano ambiental realizar la consulta a las Administraciones 
Públicas afectadas y a las personas interesadas.

2. El órgano sustantivo deberá solicitar con carácter preceptivo los siguientes informes, 
que deberán estar debidamente motivados:

a) Informe del órgano con competencias en materia de medio ambiente de la comunidad 
autónoma en donde se ubique territorialmente el proyecto.

b) Informe sobre el patrimonio cultural, cuando proceda.
c) Informe de los órganos con competencias en materia de planificación hidrológica y de 

dominio público hidráulico, y en materia de calidad de las aguas, cuando proceda.
d) Informe sobre dominio público marítimo-terrestre, y las estrategias marinas cuando 

proceda, de acuerdo con la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas y la Ley 41/2010, de 29 
de diciembre, de protección del medio marino respectivamente.

e) Informe preliminar del órgano con competencias en materia de impacto radiológico, 
cuando proceda.

f) Informe de los órganos con competencias en materia de prevención y gestión de 
riesgos derivados de accidentes graves o catástrofes, en su caso.

g) Informe sobre la compatibilidad del proyecto con la planificación hidrológica o de la 
planificación de la Demarcación marina, cuando proceda.

h) Informe del Ministerio de Defensa en el caso de que el proyecto incida sobre zonas 
declaradas de interés para la Defensa Nacional y terrenos, edificaciones e instalaciones, 
incluidas sus zonas de protección, afectos a la Defensa Nacional. El informe tendrá carácter 
vinculante en lo que afecte a la Defensa Nacional.

i) Informe de los órganos con competencias en materia de salud pública, cuando 
proceda.

Las comunidades autónomas, en el ámbito de sus competencias, podrán establecer el 
carácter preceptivo de cualquier otro informe distinto de los anteriormente mencionados.

3. Las consultas se realizarán mediante una notificación que contendrá, como mínimo, la 
siguiente información:

a) El estudio de impacto ambiental, o el lugar o lugares en los que puede ser consultado.
b) El órgano al que se deben remitir los informes y alegaciones.
c) Toda la documentación relevante sobre el proyecto a efectos de la evaluación 

ambiental que obre en poder del órgano sustantivo.
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La consulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas se 
realizará por medios electrónicos y mediante anuncios o cualesquiera otros medios, siempre 
que se acredite la realización de la consulta.

4. Las Administraciones Públicas afectadas y las personas interesadas dispondrán de un 
plazo máximo de treinta días hábiles desde la recepción de la notificación para emitir los 
informes y formular las alegaciones que estimen pertinentes.

5. El órgano sustantivo pondrá a disposición de las Administraciones Públicas afectadas 
y de las personas interesadas aquella otra información distinta de la prevista en el apartado 
3 que sólo pueda obtenerse una vez expirado el período de información pública a que se 
refiere el artículo 36 y que resulte relevante a los efectos de la decisión sobre la ejecución 
del proyecto.

Artículo 38.  Modificación del proyecto o del estudio de impacto ambiental y nuevo trámite 
de información pública y de consultas.

1. En el plazo máximo de treinta días hábiles desde la finalización de los trámites de 
información pública y de consultas a las Administraciones Públicas afectadas y a las 
personas interesadas, el órgano sustantivo remitirá al promotor los informes y alegaciones 
recibidas para su consideración en la redacción, en su caso, de la nueva versión del 
proyecto y en el estudio de impacto ambiental.

2. Si, como consecuencia del trámite de información pública y de consultas a las 
Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas, el promotor incorporare 
en el proyecto o en el estudio de impacto ambiental modificaciones que supongan efectos 
ambientales significativos distintos de los previstos originalmente, se realizará un nuevo 
trámite de información pública y consultas en los términos previstos en los artículos 36 y 37, 
que en todo caso, será previo a la formulación de la declaración de impacto ambiental.

3. No se tendrán en cuenta los informes o alegaciones recibidos fuera de los plazos 
establecidos en los artículos 36 y 37.

Artículo 39.  Evaluación de impacto ambiental ordinaria.
1. Dentro del procedimiento sustantivo de autorización del proyecto, el promotor 

presentará ante el órgano sustantivo, junto con la documentación exigida por la legislación 
sectorial, una solicitud de evaluación de impacto ambiental ordinaria, acompañada de la 
siguiente documentación, que constituirá el contenido mínimo del expediente de evaluación 
de impacto ambiental:

a) El documento técnico del proyecto.
b) El estudio de impacto ambiental.
c) Las alegaciones e informes recibidos en los trámites de información pública y de 

consultas a las Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas en virtud 
del artículo 37, y en su caso, de los artículos 34 y 38.2.

2. Si el órgano sustantivo comprobara que la solicitud de evaluación de impacto 
ambiental ordinaria no incluye los documentos señalados en el apartado anterior, requerirá al 
promotor para que, en un plazo de diez días hábiles, acompañe los documentos preceptivos, 
con los efectos previstos en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Con relación al 
estudio de impacto ambiental, documento básico para la realización de la evaluación de 
impacto ambiental, se constatará que en el mismo se han incluido los apartados específicos 
contemplados en el artículo 35.1.

Asimismo, el órgano sustantivo comprobará que la documentación presentada cumple 
los requisitos exigidos por la legislación sectorial.

3. Una vez realizadas las comprobaciones anteriores, el órgano sustantivo remitirá al 
órgano ambiental la solicitud de evaluación de impacto ambiental ordinaria y los documentos 
que la deben acompañar.

4. En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud de inicio de la 
evaluación de impacto ambiental ordinaria el órgano ambiental podrá resolver su inadmisión 
por alguna de las siguientes razones:
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a) Si estimara de modo inequívoco que el proyecto es manifiestamente inviable por 
razones ambientales.

b) Si estimara que el estudio de impacto ambiental no reúne condiciones de calidad 
suficientes.

c) Si ya hubiese inadmitido o ya hubiese dictado una declaración de impacto ambiental 
desfavorable en un proyecto sustantivamente análogo al presentado.

Con carácter previo a la adopción de la resolución por la que se acuerde la inadmisión, el 
órgano ambiental dará audiencia al promotor, informando de ello al órgano sustantivo, por un 
plazo de diez días hábiles que suspende el previsto para declarar la inadmisión.

La resolución de inadmisión justificará las razones por las que se aprecia, y frente a la 
misma podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial en su caso.

Artículo 40.  Análisis técnico del expediente.
1. El órgano ambiental realizará un análisis formal del expediente de evaluación de 

impacto ambiental y comprobará que está completo.
Si de este análisis resulta que no constan en el expediente los informes previstos en el 

apartado 37.2, o que la información pública o las consultas a las Administraciones Públicas 
afectadas y a las personas interesadas no se han realizado conforme a lo establecido en 
esta ley, o que el estudio de impacto ambiental elaborado por el promotor resulta incompleto 
por omisión de alguno de los apartados específicos contemplados en el artículo 35.1, el 
órgano ambiental requerirá al órgano sustantivo para que subsane el expediente en el plazo 
de tres meses, quedando suspendido el plazo para la formulación de la declaración de 
impacto ambiental.

Si transcurridos tres meses, el órgano sustantivo no hubiera remitido la información 
solicitada, o si una vez presentado el expediente siguiera estando incompleto, el órgano 
ambiental dará por finalizada la evaluación de impacto ambiental ordinaria, notificando al 
promotor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán 
interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial en su caso.

2. Una vez completado formalmente el expediente, el órgano ambiental efectuará el 
análisis técnico del expediente.

Si durante este análisis comprobase que alguno de los informes preceptivos a los que se 
refiere el artículo 37.2 o los apartados específicos contemplados en el artículo 35.1, no 
resulta suficiente para disponer de los elementos de juicio necesarios para poder realizar la 
evaluación de impacto ambiental, el órgano ambiental se dirigirá al órgano sustantivo para 
que se completen los informes.

Si transcurridos dos meses el órgano sustantivo no hubiera remitido los informes 
solicitados o, si una vez presentados, su contenido sigue resultando insuficiente, el órgano 
ambiental requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior de aquél 
que tendría que emitir el informe para que, en el plazo de diez días, contados a partir de la 
recepción del requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del informe solicitado 
en el plazo de diez días, sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el 
responsable de la demora. El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y 
al promotor, y suspenderá el plazo para la formulación de la declaración de impacto 
ambiental.

Si transcurrido el plazo de diez días el órgano ambiental no hubiese recibido el informe, 
el órgano ambiental comunicará al órgano sustantivo y al promotor la imposibilidad de 
continuar el procedimiento, dando por finalizada la evaluación de impacto ambiental 
ordinaria, notificando al promotor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. Contra 
esta resolución podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía 
administrativa y judicial, en su caso.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe a través del procedimiento previsto en el artículo 29 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

3. Asimismo, si durante el análisis técnico del expediente el órgano ambiental apreciara:
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a) que es necesaria información adicional relativa al estudio de impacto ambiental o, en 
su caso, que el contenido del estudio de impacto ambiental no es acorde con la información 
requerida en el documento de alcance; o bien

b) que el promotor no ha tenido debidamente en cuenta las alegaciones recibidas 
durante los trámites de información pública y consultas, requerirá al promotor, informando de 
ello al órgano sustantivo, para que complete la información que resulte imprescindible para la 
formulación de la declaración de impacto ambiental.

Si transcurridos tres meses, el promotor no hubiera remitido la información requerida o, 
una vez presentada, esta siguiera siendo insuficiente, el órgano ambiental dará por finalizada 
la evaluación de impacto ambiental ordinaria, notificando al promotor y al órgano sustantivo 
la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los recursos 
legalmente procedentes en vía administrativa y judicial, en su caso. El plazo de tres meses 
previsto en este párrafo se podrá ampliar en casos excepcionales, debidamente motivados, 
a instancias del órgano sustantivo, y por un tiempo que no exceda de la mitad de dicho 
plazo.

4. Durante el análisis técnico del expediente el órgano ambiental podrá recabar, en 
cualquier momento, ya sea directamente o a través del órgano sustantivo, el informe de 
organismos científicos o académicos que resulten necesarios para disponer de los 
elementos de juicio suficientes para poder realizar la evaluación de impacto ambiental. Estos 
organismos deberán pronunciarse en el plazo de treinta días hábiles desde la recepción de 
la solicitud. El órgano ambiental trasladará copia de los informes recibidos al órgano 
sustantivo.

Si transcurrido el plazo de treinta días hábiles el órgano ambiental no ha recibido los 
informes solicitados dará por finalizada la evaluación de impacto ambiental ordinaria, 
notificando al promotor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. Contra esta 
resolución podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial, en su caso.

5. Si el órgano ambiental considera necesario que las Administraciones Públicas 
afectadas y las personas interesadas se pronuncien sobre la nueva información recibida en 
virtud de los apartados 3 y 4, requerirá al órgano sustantivo para que realice una nueva 
consulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas, que 
deberán pronunciarse en el plazo máximo de treinta días hábiles desde la recepción de la 
documentación, quedando suspendido el plazo para la formulación de la declaración de 
impacto ambiental.

Transcurrido el plazo de treinta días hábiles, el procedimiento continuará si el órgano 
ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes para formular la declaración de impacto 
ambiental. En caso contrario, el órgano ambiental comunicará al órgano sustantivo y al 
promotor la imposibilidad de continuar el procedimiento, dando por finalizada la evaluación 
de impacto ambiental ordinaria, notificando al promotor y al órgano sustantivo la resolución 
de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los recursos legalmente 
procedentes en vía administrativa y judicial, en su caso.

El plazo de treinta días previsto en el párrafo anterior se podrá ampliar en casos 
excepcionales, debidamente motivados, a instancias del órgano sustantivo, y por un tiempo 
que no exceda de la mitad de dicho plazo.

Artículo 41.  Declaración de impacto ambiental.
1. El órgano ambiental, una vez finalizado el análisis técnico del expediente de 

evaluación de impacto ambiental, formulará la declaración de impacto ambiental.
2. La declaración de impacto ambiental tendrá la naturaleza de informe preceptivo y 

determinante, que concluirá sobre los efectos significativos del proyecto en el medio 
ambiente y, en su caso, establecerá las condiciones en las que puede desarrollarse para la 
adecuada protección de los factores enumerados en el artículo 35.1 c) durante la ejecución y 
la explotación y, en su caso, el cese, el desmantelamiento o demolición del proyecto, así 
como, en su caso, las medidas preventivas, correctoras y compensatorias. La declaración de 
impacto ambiental incluirá, al menos, el siguiente contenido:
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a) La identificación del promotor del proyecto y del órgano sustantivo, y la descripción del 
proyecto.

b) El resumen del resultado del trámite de información pública y de las consultas a las 
Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas, y cómo se han tenido en 
consideración.

c) El resumen del análisis técnico realizado por el órgano ambiental.
d) Si proceden, las condiciones que deban establecerse y las medidas que permitan 

prevenir, corregir y, en su caso, compensar los efectos adversos sobre el medio ambiente.
e) En su caso, la conclusión de la evaluación de las repercusiones sobre la Red Natura 

2000. Cuando se compruebe la existencia de un perjuicio a la integridad de la Red Natura 
2000, se incluirá una referencia a la justificación documental efectuada por el promotor de 
acuerdo con el artículo 35.1.c), segundo párrafo y, cuando procedan, las medidas 
compensatorias Red Natura 2000 que deban establecerse en caso de concurrir las 
circunstancias previstas en el artículo 46 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.

f) El programa de vigilancia ambiental.
g) Si procede, la creación de una comisión de seguimiento.
h) En caso de operaciones periódicas, la motivación de la decisión y el plazo a que se 

refiere la disposición adicional décima.
i) En el caso de proyectos que vayan a causar a largo plazo una modificación 

hidromorfológica en una masa de agua superficial o una alteración del nivel en una masa de 
agua subterránea, se determinará si de la evaluación practicada se ha deducido que ello 
impedirá que alcance el buen estado o potencial, o que ello supondrá un deterioro de su 
estado o potencial de la masa de agua afectada. En caso afirmativo, la declaración incluirá 
además:

1.º Relación de todas las medidas factibles, que se hayan deducido de la evaluación, 
para paliar los efectos adversos del proyecto sobre el estado o potencial de las masas de 
agua afectadas.

2.º Referencia a la conformidad de la unidad competente en planificación hidrológica del 
organismo de cuenca con la evaluación practicada y medidas mitigadoras señaladas.

3. La declaración de impacto ambiental, se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» o 
diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles siguientes a partir de su 
formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

4. La declaración de impacto ambiental no será objeto de recurso sin perjuicio de los 
que, en su caso procedan en vía administrativa y judicial frente al acto por el que se autoriza 
el proyecto.

Artículo 42.  Autorización del proyecto y publicidad.
1. El órgano sustantivo deberá tener debidamente en cuenta, en el procedimiento de 

autorización del proyecto, que deberá resolverse en un plazo razonable, la evaluación de 
impacto ambiental efectuada, incluidos los resultados de las consultas.

2. La autorización del proyecto incluirá, como mínimo, la siguiente información contenida 
en la declaración de impacto ambiental:

a) La conclusión sobre los efectos significativos del proyecto en el medio ambiente, 
teniendo en cuenta la declaración de impacto ambiental.

b) Las condiciones ambientales establecidas, así como una descripción de las 
características del proyecto y las medidas previstas para prevenir, corregir y, si fuera posible, 
compensar los efectos adversos significativos en el medio ambiente, así como, en su caso, 
medidas de seguimiento y el órgano encargado del mismo.

3. La decisión de denegar una autorización indicará las principales razones de la 
denegación.

4. El órgano sustantivo, en el plazo más breve posible y en todo caso antes de los quince 
días hábiles desde que adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, remitirá al 
“Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente, para su publicación, un extracto 
del contenido de dicha decisión que contendrá, al menos, la siguiente información:
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a) El contenido de la decisión y las condiciones que eventualmente la acompañen.
b) Los principales motivos y consideraciones en los que se basa la decisión, incluida la 

información recabada de conformidad con los artículos 36 y 37 y, si procede, 34 y 38.2, y 
cómo esa información se ha incorporado o considerado, en particular, las observaciones 
recibidas del Estado miembro afectado a las que se refiere el artículo 49.

Asimismo, publicará en su sede electrónica una referencia al “Boletín Oficial del Estado” 
o diario oficial correspondiente en el que se publicó la declaración de impacto ambiental y el 
extracto sobre la decisión de autorizar o denegar el proyecto.

5. La información a que se refiere el apartado anterior será enviada a los Estados 
miembros que hayan sido consultados según el capítulo III de este título, relativo a las 
consultas transfronterizas.

Artículo 43.  Vigencia de la declaración de impacto ambiental.
1. La declaración de impacto ambiental del proyecto o actividad perderá su vigencia y 

cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el “Boletín 
Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente, no se hubiera comenzado la ejecución del 
proyecto o actividad en el plazo de cuatro años. En tales casos, el promotor deberá iniciar 
nuevamente el trámite de evaluación de impacto ambiental del proyecto, salvo que se 
acuerde la prórroga de la vigencia de la declaración de impacto ambiental en los términos 
previstos en los siguientes apartados.

En defecto de regulación específica, se entenderá por inicio de la ejecución del proyecto 
cuando, una vez obtenidas todas las autorizaciones que sean exigibles, hayan comenzado 
materialmente las obras o el montaje de las instalaciones necesarias para la ejecución del 
proyecto o actividad y así conste a la Administración.

A los efectos previstos en este apartado, el promotor de cualquier proyecto o actividad 
sometido a evaluación de impacto ambiental deberá comunicar al órgano ambiental la fecha 
de comienzo de la ejecución de dicho proyecto o actividad.

En el caso de que un procedimiento judicial afecte, directa o indirectamente, a la 
ejecución de un proyecto que cuente con Declaración de Impacto Ambiental, el transcurso 
del plazo de vigencia de la misma quedará en suspenso desde su inicio y hasta el momento 
en que el procedimiento cuente con sentencia judicial firme.

2. El promotor podrá solicitar la prórroga de la vigencia de la declaración de impacto 
ambiental antes de que transcurra el plazo previsto en el apartado anterior. La solicitud 
formulada por el promotor suspenderá el plazo de vigencia de cuatro años.

3. Presentada la solicitud, el órgano ambiental podrá acordar la prórroga de la vigencia 
de la declaración de impacto ambiental en caso de que no se hayan producido cambios 
sustanciales en los elementos esenciales que sirvieron para realizar la evaluación de 
impacto ambiental, ampliando su vigencia por dos años adicionales. Transcurrido este plazo 
sin que se haya comenzado la ejecución del proyecto o actividad el promotor deberá iniciar 
nuevamente el procedimiento de evaluación de impacto ambiental del proyecto.

4. El órgano ambiental resolverá sobre la solicitud de prórroga en un plazo de tres meses 
contados desde la fecha de presentación de dicha solicitud. El órgano ambiental solicitará 
informe a las Administraciones públicas afectadas por razón de la materia en relación con los 
elementos esenciales que sirvieron para realizar la evaluación de impacto ambiental. Estas 
Administraciones deberán pronunciarse en el plazo de treinta días, que podrá ampliarse por 
quince días más, por razones debidamente justificadas, periodo durante el cual el plazo de 
resolución de la solicitud permanecerá suspendido.

5. Transcurrido el plazo sin que el órgano ambiental haya resuelto sobre la prórroga de la 
vigencia de la declaración de impacto ambiental se entenderá desestimada la solicitud de 
prórroga.

Artículo 44.  Modificación de las condiciones de la declaración de impacto ambiental.
1. Las condiciones de la declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando 

concurra alguna de las siguientes circunstancias:
a) La entrada en vigor de nueva normativa que incida sustancialmente en el 

cumplimiento de las condiciones establecidas en la declaración de impacto ambiental.
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b) Cuando la declaración de impacto ambiental establezca condiciones cuyo 
cumplimiento se haga imposible o innecesario porque la utilización de las nuevas y mejores 
técnicas disponibles en el momento de formular la solicitud de modificación permiten una 
mejor y más adecuada protección del medio ambiente, respecto del proyecto o actuación 
inicialmente sometido a evaluación de impacto ambiental.

c) Cuando durante el seguimiento del cumplimiento de la declaración de impacto 
ambiental se detecte que las medidas preventivas, correctoras o compensatorias son 
insuficientes, innecesarias o ineficaces.

2. El procedimiento de modificación de las condiciones de la declaración de impacto 
ambiental podrá iniciarse de oficio o a solicitud del promotor.

El órgano ambiental iniciará dicho procedimiento de oficio, bien por propia iniciativa o a 
petición razonada del órgano sustantivo, o por denuncia, mediante acuerdo.

3. En el caso de que se haya recibido petición razonada o denuncia, el órgano ambiental 
solicitará informe al promotor con copia al órgano sustantivo sobre la petición. El órgano 
sustantivo elaborará un informe con las observaciones que considere oportunas sobre el 
informe del promotor.

El órgano ambiental deberá pronunciarse sobre la procedencia de acordar el inicio del 
procedimiento en el plazo de veinte días hábiles desde la recepción del informe del órgano 
sustantivo.

En el caso de que el órgano ambiental acuerde el inicio del procedimiento de 
modificación de condiciones, éste solicitará al promotor, o en su caso a la persona que haya 
presentado la denuncia, a través del órgano sustantivo, la presentación de la documentación 
para realizar la consulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las personas 
interesadas previamente consultadas. Si el promotor no la aportase en el plazo de treinta 
días hábiles, el órgano ambiental proseguirá con las actuaciones.

4. En el caso de que se inicie el procedimiento a petición del promotor, en el plazo de 
veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud del promotor de inicio de la 
modificación de condiciones de la declaración de impacto ambiental, el órgano ambiental 
podrá resolver motivadamente su inadmisión comunicando esta resolución al órgano 
sustantivo. Frente a esta resolución, podrán interponerse los recursos legalmente 
procedentes en vía administrativa o judicial, en su caso.

5. Para poder resolver sobre la solicitud de modificación de la declaración de impacto 
ambiental, el órgano ambiental consultará a las administraciones públicas afectadas y 
personas interesadas previamente consultadas. Las Administraciones públicas afectadas y 
las personas interesadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de treinta días.

Transcurrido el plazo sin que se hayan recibido informes o alegaciones, el procedimiento 
de modificación continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes 
para ello. En este caso, no se tendrán en cuenta los informes o alegaciones que se reciban 
posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes para continuar con el 
procedimiento de modificación, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las 
Administraciones públicas afectadas que resulten relevantes, o bien porque, habiéndose 
recibido, estos resultasen insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del 
órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el 
plazo de diez días contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al órgano 
competente la entrega del correspondiente informe en el plazo de diez días, sin perjuicio de 
las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora. El requerimiento 
efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor, y suspende el plazo para la 
formulación de la declaración de impacto ambiental.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, de Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

6. El plazo máximo de emisión y notificación de la resolución de la modificación de la 
declaración de impacto ambiental será de treinta días, contados desde la recepción de los 
informes solicitados a las administraciones afectadas por razón de la materia. Esta 
resolución deberá publicarse en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente.
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7. A los efectos previstos en este artículo, el promotor de cualquier proyecto o actividad 
sometido a evaluación de impacto ambiental deberá comunicar al órgano ambiental la fecha 
de comienzo de la ejecución de la modificación de la condición establecida en relación con 
dicho proyecto o actividad.

Sección 2.ª Evaluación de impacto ambiental simplificada

Artículo 45.  Solicitud de inicio de la evaluación de impacto ambiental simplificada.
1. Dentro del procedimiento sustantivo de autorización del proyecto, el promotor 

presentará ante el órgano sustantivo, junto con la documentación exigida por la legislación 
sectorial, una solicitud de inicio de la evaluación de impacto ambiental simplificada, 
acompañada del documento ambiental con el siguiente contenido:

a) La motivación de la aplicación del procedimiento de evaluación de impacto ambiental 
simplificada.

b) La definición, características y ubicación del proyecto, en particular:
1.º una descripción de las características físicas del proyecto en sus tres fases: 

construcción, funcionamiento y cese;
2.º una descripción de la ubicación del proyecto, en particular por lo que respecta al 

carácter sensible medioambientalmente de las áreas geográficas que puedan verse 
afectadas.

c) Una exposición de las principales alternativas estudiadas, incluida la alternativa cero, y 
una justificación de las principales razones de la solución adoptada, teniendo en cuenta los 
efectos ambientales.

d) Una descripción de los aspectos medioambientales que puedan verse afectados de 
manera significativa por el proyecto.

e) Una descripción y evaluación de todos los posibles efectos significativos del proyecto 
en el medio ambiente, que sean consecuencia de:

1.º las emisiones y los desechos previstos y la generación de residuos;
2.º el uso de los recursos naturales, en particular el suelo, la tierra, el agua y la 

biodiversidad.
Se describirán y analizarán, en particular, los posibles efectos directos o indirectos, 

acumulativos y sinérgicos del proyecto sobre la población, la salud humana, la flora, la fauna, 
la biodiversidad, el suelo, el aire, el agua, el medio marino, el clima, el cambio climático, el 
paisaje, los bienes materiales, incluido el patrimonio cultural, y la interacción entre todos los 
factores mencionados, durante las fases de ejecución, explotación y, en su caso, durante la 
demolición o abandono del proyecto.

Cuando el proyecto pueda afectar directa o indirectamente a los espacios Red Natura 
2000, se incluirá un apartado específico para la evaluación de sus repercusiones en el lugar, 
teniendo en cuenta los objetivos de conservación del espacio.

En los supuestos previstos en el artículo 7.2.b), se describirán y analizarán, 
exclusivamente, las repercusiones en el lugar, teniendo en cuenta los objetivos de 
conservación del espacio Red Natura 2000.

Cuando el proyecto pueda causar a largo plazo una modificación hidromorfológica en 
una masa de agua superficial o una alteración del nivel en una masa de agua subterránea 
que puedan impedir que alcance el buen estado o potencial, o que puedan suponer un 
deterioro de su estado o potencial, se incluirá un apartado específico para la evaluación de 
sus repercusiones a largo plazo sobre los elementos de calidad que definen el estado o 
potencial de las masas de agua afectadas.

f) Se incluirá un apartado específico que incluya la identificación, descripción, análisis y 
si procede, cuantificación de los efectos esperados sobre los factores enumerados en la letra 
e), derivados de la vulnerabilidad del proyecto ante riesgos de accidentes graves o de 
catástrofes, sobre el riesgo de que se produzcan dichos accidentes o catástrofes, y sobre los 
probables efectos adversos significativos sobre el medio ambiente, en caso de ocurrencia de 
los mismos, o bien informe justificativo sobre la no aplicación de este apartado al proyecto.
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El promotor podrá utilizar la información relevante obtenida a través de las evaluaciones 
de riesgo realizadas de conformidad con otras normas, como la normativa relativa al control 
de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias 
peligrosas, así como la normativa que regula la seguridad nuclear de las instalaciones 
nucleares.

g) Las medidas que permitan prevenir, reducir y compensar y, en la medida de lo posible, 
corregir, cualquier efecto negativo relevante en el medio ambiente de la ejecución del 
proyecto.

h) La forma de realizar el seguimiento que garantice el cumplimiento de las indicaciones 
y medidas protectoras y correctoras contenidas en el documento ambiental.

Los criterios del anexo III se tendrán en cuenta, si procede, al compilar la información 
con arreglo a este apartado.

El promotor tendrá en cuenta, en su caso, los resultados disponibles de otras 
evaluaciones pertinentes de los efectos en el medio ambiente que se realicen de acuerdo 
con otras normas. El promotor podrá proporcionar asimismo una descripción de cualquier 
característica del proyecto y medidas previstas para prevenir lo que de otro modo podrían 
haber sido efectos adversos significativos para el medio ambiente.

2. Si el órgano sustantivo comprobara que la solicitud de inicio no incluye los 
documentos señalados en el apartado anterior requerirá al promotor para que, en un plazo 
de diez días hábiles, acompañe los documentos preceptivos, con los efectos previstos en el 
artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas. Con relación al documento ambiental elaborado por el 
promotor, documento básico para la realización de la evaluación de impacto ambiental 
simplificada, se constatará que en el mismo se han incluido los apartados específicos 
contemplados en el artículo 45.1.

Asimismo, el órgano sustantivo comprobará que el proyecto y la documentación 
presentada de conformidad con la legislación sectorial cumplen los requisitos en ella 
exigidos.

3. Una vez realizadas las comprobaciones anteriores, el órgano sustantivo remitirá al 
órgano ambiental la solicitud de inicio y los documentos que la deben acompañar.

4. En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud de inicio de la 
evaluación de impacto ambiental simplificada, el órgano ambiental podrá resolver su 
inadmisión por algunas de las siguientes razones:

a) Si estimara de modo inequívoco que el proyecto es manifiestamente inviable por 
razones ambientales.

b) Si estimara que el documento ambiental no reúne condiciones de calidad suficientes.
Con carácter previo a la adopción de la resolución por la que se acuerde la inadmisión, el 

órgano ambiental dará audiencia al promotor, informando de ello al órgano sustantivo, por un 
plazo de diez días hábiles que suspende el previsto para declarar la inadmisión.

La resolución de inadmisión justificará las razones por las que se aprecia, y frente a la 
misma podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial, en su caso.

Artículo 46.  Consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas 
interesadas.

1. El órgano ambiental consultará a las Administraciones públicas afectadas y a las 
personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental del proyecto al que 
se refiere el artículo anterior.

2. Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas consultadas 
deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días desde la recepción de la solicitud 
de informe.

Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronunciamiento, el procedimiento 
continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes para formular el 
informe de impacto ambiental. En este caso, no se tendrán en cuenta los pronunciamientos 
antes referidos que se reciban posteriormente.
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3. Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes bien porque no se 
hubiesen recibido los informes de las Administraciones públicas afectadas que resulten 
relevantes, o bien porque, habiéndose recibido, estos resultasen insuficientes para decidir, 
requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría 
que emitir el informe, para que en el plazo de diez días, contados a partir de la recepción del 
requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del correspondiente informe en el 
plazo de diez días, sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el 
responsable de la demora.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 13 julio, 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 47.  Informe de impacto ambiental.
1. El órgano ambiental formulará el informe de impacto ambiental en el plazo de tres 

meses contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos que la 
deben acompañar.

2. El órgano ambiental, teniendo en cuenta la información facilitada por el promotor, el 
resultado de las consultas realizadas y, en su caso, los resultados de verificaciones 
preliminares o evaluaciones de los efectos medioambientales realizadas de acuerdo con otra 
legislación, resolverá mediante la emisión del informe de impacto ambiental, que podrá 
determinar de forma motivada de acuerdo con los criterios del anexo III que:

a) El proyecto debe someterse a una evaluación de impacto ambiental ordinaria porque 
podría tener efectos significativos sobre el medio ambiente. En este caso, el promotor 
elaborará el estudio de impacto ambiental conforme al artículo 35.

Para ello, el promotor podrá solicitar al órgano ambiental el documento de alcance del 
estudio de impacto ambiental en los términos del artículo 34.

b) El proyecto no tiene efectos adversos significativos sobre el medio ambiente, en los 
términos establecidos en el informe de impacto ambiental, que indicará al menos, las 
características del proyecto y las medidas previstas para prevenir lo que, de otro modo, 
podrían haber sido efectos adversos significativos para el medio ambiente.

c) No es posible dictar una resolución fundada sobre los posibles efectos adversos del 
proyecto sobre el medio ambiente, al no disponer el órgano ambiental de elementos de juicio 
suficientes, procediéndose a la terminación del procedimiento con archivo de actuaciones.

3. El informe de impacto ambiental se publicará en el “Boletín Oficial del Estado” o diario 
oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles siguientes a partir de su 
formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

4. En el supuesto previsto en el apartado 2.b) el informe de impacto ambiental perderá 
su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicado 
en el “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente, no se hubiera procedido a la 
autorización del proyecto en el plazo máximo de cuatro años desde su publicación, salvo que 
se acuerde la prórroga de la vigencia del informe de impacto ambiental en los términos 
previstos en los siguientes apartados.

5. El informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los 
que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de 
autorización del proyecto.

6. El promotor podrá solicitar la prórroga de la vigencia del informe de impacto ambiental 
antes de que transcurra el plazo de cuatro años previsto en el apartado 4. La solicitud 
formulada por el promotor suspenderá este plazo.

7. Presentada la solicitud, el órgano ambiental podrá acordar la prórroga de la vigencia 
del informe de impacto ambiental en caso de que no se hayan producido cambios 
sustanciales en los elementos esenciales que sirvieron para realizar la evaluación de 
impacto ambiental simplificada, ampliando su vigencia por dos años adicionales. 
Transcurrido este plazo sin que se haya comenzado la ejecución del proyecto o actividad, el 
promotor deberá iniciar nuevamente el procedimiento de evaluación de impacto ambiental 
del proyecto.
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8. El órgano ambiental resolverá sobre la solicitud de prórroga en un plazo de tres meses 
contados desde la fecha de presentación de dicha solicitud. Previamente, el órgano 
ambiental solicitará informe a las Administraciones Públicas afectadas por razón de la 
materia en relación con los elementos esenciales que sirvieron para realizar la evaluación de 
impacto ambiental simplificada. Estas Administraciones deberán pronunciarse en el plazo de 
treinta días, que podrá ampliarse, por razones debidamente justificadas, por quince días 
más, periodo durante el cual el plazo de resolución de la solicitud permanecerá suspendido.

9. Transcurrido el plazo sin que el órgano ambiental haya resuelto sobre la prórroga de la 
vigencia del informe de impacto ambiental, se entenderá desestimada la solicitud de 
prórroga.

Artículo 48.  Autorización del proyecto y publicidad.
1. El órgano sustantivo deberá tener debidamente en cuenta, en el procedimiento de 

autorización del proyecto, la evaluación de impacto ambiental efectuada, incluidos los 
resultados de las consultas.

2. La decisión de concesión de la autorización incluirá, como mínimo, la siguiente 
información:

a) La conclusión del informe de impacto ambiental sobre los efectos significativos del 
proyecto en el medio ambiente.

b) Las condiciones ambientales establecidas en el informe de impacto ambiental, así 
como una descripción de las características del proyecto y las medidas previstas para 
prevenir, corregir y compensar y, si fuera posible, contrarrestar efectos adversos 
significativos en el medio ambiente, así como, en su caso, medidas de seguimiento y el 
órgano encargado del mismo.

3. La decisión de denegar una autorización indicará las principales razones de la 
denegación.

4. En el supuesto previsto en artículo 47.2.b), en el plazo más breve posible y, en todo 
caso, en los diez días hábiles desde que adopte la decisión de autorizar o denegar el 
proyecto, se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente, para 
su publicación, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo, publicará en su sede electrónica el contenido de la decisión y las condiciones 
que eventualmente la acompañen, los principales motivos y consideraciones en los que se 
basa la decisión, incluida la información recabada de conformidad con el artículo 46, y cómo 
esa información se ha incorporado o considerado, en particular, las observaciones recibidas 
del Estado miembro afectado a las se refiere el artículo 49, y una referencia al “Boletín 
Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente en el que se publicó el informe de impacto 
ambiental.

5. La información a que se refiere el apartado anterior será enviada a los Estados 
miembros que hayan sido consultados según el capítulo III de este título, relativo a las 
consultas transfronterizas.

CAPÍTULO III
Consultas transfronterizas

Artículo 49.  Consultas a otros Estados en los procedimientos de evaluación ambiental.
1. Cuando la ejecución en España de un plan, un programa o un proyecto pueda tener 

efectos significativos sobre el medio ambiente de otro Estado miembro de la Unión Europea 
o de otro Estado al que España tenga obligación de consultar en virtud de instrumentos 
internacionales, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación notificará a dicho 
Estado la existencia del plan, programa o proyecto, y el procedimiento de adopción, 
aprobación o autorización a que está sujeto, otorgándole un plazo de treinta días para que 
se pronuncie sobre su intención de participar en el procedimiento de evaluación ambiental.

El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación realizará la notificación a instancias 
del órgano sustantivo o a solicitud del Estado que pueda ser afectado.
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2. La notificación a la que se refiere el apartado anterior se realizará lo antes posible y, a 
más tardar, cuando se inicie el trámite de información pública. Cuando el procedimiento de 
evaluación ambiental incluya el trámite de determinación del documento de alcance del 
estudio ambiental estratégico o del estudio de impacto ambiental, la notificación podrá 
realizarse durante este trámite y a instancias del órgano ambiental.

3. La notificación al Estado que pueda ser afectado irá acompañada de la siguiente 
documentación:

a) Un resumen del procedimiento de adopción, aprobación o autorización a que está 
sujeto el plan, programa o proyecto, incluyendo la evaluación ambiental, y la fase del 
procedimiento en que se realizarán las consultas transfronterizas. Incluirá información sobre 
la naturaleza de las decisiones posibles que puedan tomarse.

b) La versión inicial del plan o programa y la parte del estudio ambiental estratégico 
relativa a los posibles efectos transfronterizos, en el caso de planes o programas, o el 
proyecto y la parte del estudio de impacto ambiental relativa a los posibles efectos 
transfronterizos, en el caso de proyectos.

c) Cuando la notificación se realice en el trámite de determinación del documento de 
alcance del estudio ambiental estratégico o del estudio de impacto ambiental, incluirá el 
documento inicial del plan, programa o proyecto en lugar de la documentación señalada en 
la letra b).

4. Si el Estado afectado manifestara su intención de participar en el procedimiento de 
evaluación ambiental, el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, en 
colaboración con el órgano ambiental y el órgano sustantivo, y teniendo en cuenta los 
acuerdos bilaterales o multilaterales firmados por España al efecto:

a) Fijará un calendario para la realización de las consultas transfronterizas y las medidas 
que deban ser adoptadas para garantizar que las autoridades públicas afectadas y el público 
interesado de dicho Estado puedan participar efectivamente en el procedimiento de 
evaluación ambiental, incluyendo qué documentos han de ser traducidos. Se adoptarán las 
medidas necesarias para que tengan la oportunidad de expresar su opinión sobre la 
información proporcionada por el promotor y sobre la solicitud de autorización del proyecto.

b) Remitirá la versión inicial del plan o programa y la parte del estudio ambiental 
estratégico relativa a los posibles efectos transfronterizos, en el caso de planes o programas, 
o el proyecto y la parte del estudio de impacto ambiental relativa a los posibles efectos 
transfronterizos, en el caso de proyectos, cuando esta documentación no se hubiera ya 
remitido. Se podrán poner a disposición los principales informes y dictámenes realizados por 
los órganos competentes.

El plazo para la realización de las consultas previstas en este apartado no podrá ser 
superior a tres meses.

5. Las observaciones formuladas por las autoridades ambientales y el público interesado 
del Estado afectado se tendrán en cuenta en la formulación de la declaración ambiental 
estratégica o en la formulación de la declaración de impacto ambiental.

6. Los plazos previstos en esta ley para la evaluación ambiental de los planes, 
programas y proyectos se suspenderán en tanto no hayan finalizado las consultas 
transfronterizas.

7. El órgano ambiental remitirá al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
para su traslado al Estado afectado, la resolución por la que se formula la declaración 
ambiental estratégica del plan o programa, o la declaración de impacto ambiental del 
proyecto.

Asimismo, el órgano sustantivo remitirá al Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, para su traslado al Estado afectado, el plan o programa aprobado o el proyecto 
autorizado.

8. Cuando la competencia para la adopción, aprobación o autorización de un plan, 
programa o proyecto corresponda a una Comunidad Autónoma, ésta realizará todos los 
trámites previstos en este artículo a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación, informando de ello al Ministerio competente en materia de medio 
ambiente.
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9. El Estado a través de acuerdos internacionales específicos podrá constituir un 
organismo común sobre la base de una representación equitativa para facilitar la 
cooperación necesaria en los proyectos con potencial impacto transfronterizo.

Artículo 50.  Consultas de otros Estados en sus procedimientos de evaluación ambiental.
1. Cuando un Estado notifique que un plan, programa o proyecto previsto en su territorio 

puede tener efectos ambientales significativos en España, el Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación informará al otro Estado, previa consulta al Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente sobre la voluntad de participar o no en la 
evaluación ambiental correspondiente.

Asimismo, cuando el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente o una 
comunidad autónoma considere que la ejecución de un plan, programa o proyecto de otro 
Estado pueda tener efectos significativos sobre el medio ambiente español, solicitará a dicho 
Estado, a través del Ministerio de Asuntos y Exteriores y de Cooperación que se le notifique 
de la existencia del plan, programa o proyecto, y el procedimiento de adopción, aprobación o 
autorización a que está sujeto, para poder valorar la voluntad de participar o no en la 
evaluación ambiental correspondiente.

2. Una vez manifestada la voluntad de participar en la evaluación ambiental, el Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación en colaboración con el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, y teniendo en cuenta los acuerdos bilaterales o 
multilaterales firmados por España al efecto, solicitará la información relevante del plan, 
programa o proyecto y de sus posibles efectos significativos transfronterizos sobre el medio 
ambiente.

Cuando las consultas a las administraciones públicas afectadas y el público interesado 
no estén reguladas en otra ley o en acuerdos bilaterales o multilaterales firmados por 
España al efecto, éstas se llevarán a cabo por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente, en los términos referidos en los artículos 36 y 38.

3. Una vez realizadas las consultas a las administraciones públicas afectadas y al 
público interesado y realizado el análisis técnico del expediente, el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente remitirá al Estado de origen, a través del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación, un informe sobre los siguientes aspectos:

a) El resultado de las consultas a las administraciones públicas afectadas y al público 
interesado.

b) Las conclusiones sobre los impactos transfronterizos del proyecto, las alternativas 
estudiadas, las medidas preventivas, correctoras y, si proceden, de seguimiento, así como la 
forma en que éstas se han de tener en cuenta en el plan, programa o proyecto.

4. Cuando se reciba la decisión final del plan, programa o proyecto, el Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la hará pública en su sede electrónica.

TÍTULO III
Seguimiento y régimen sancionador

CAPÍTULO I
Seguimiento

Artículo 51.  Seguimiento de las declaraciones ambientales estratégicas y de los informes 
ambientales estratégicos.

1. Los órganos sustantivos o los órganos que, en su caso, designen las comunidades 
autónomas respecto de los planes o programas que no sean de competencia estatal, 
deberán realizar un seguimiento de los efectos en el medio ambiente de su aplicación o 
ejecución para, entre otras cosas, identificar con prontitud los efectos adversos no previstos 
y permitir llevar a cabo las medidas adecuadas para evitarlos.
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A estos efectos, el promotor remitirá al órgano sustantivo, en los términos establecidos 
en la declaración ambiental estratégica o en el informe ambiental estratégico, un informe de 
seguimiento sobre el cumplimiento de la declaración ambiental estratégica o del informe 
ambiental estratégico. El informe de seguimiento incluirá un listado de comprobación de las 
medidas previstas en el programa de vigilancia ambiental. El programa de vigilancia 
ambiental y el listado de comprobación se harán públicos en la sede electrónica del órgano 
sustantivo.

2. El órgano ambiental participará en el seguimiento de dichos planes o programas. Para 
ello, el órgano ambiental podrá recabar información y realizar las comprobaciones que 
considere necesarias.

3. Las declaraciones ambientales estratégicas y los informes ambientales estratégicos 
de planes y programas de competencia estatal, podrán establecer, a propuesta del órgano 
sustantivo y con el acuerdo expreso de la comunidad autónoma, que el seguimiento de 
determinadas condiciones, criterios o indicadores ambientales sea realizado por el órgano 
competente de la comunidad autónoma.

4. Para evitar duplicidades podrán utilizarse mecanismos de seguimiento ya existentes.

Artículo 52.  Seguimiento de las declaraciones de impacto ambiental y de los informes de 
impacto ambiental.

1. Corresponde al órgano sustantivo o a los órganos que, en su caso, designen las 
comunidades autónomas respecto de los proyectos que no sean de competencia estatal, el 
seguimiento del cumplimiento de la declaración de impacto ambiental o del informe de 
impacto ambiental.

2. La declaración de impacto ambiental o el informe de impacto ambiental podrá definir, 
en caso necesario, los requisitos de seguimiento para el cumplimiento de las condiciones 
establecidas en los mismos, así como el tipo de parámetros que deben ser objeto de 
seguimiento y la duración del seguimiento, que serán proporcionados en relación con la 
naturaleza, ubicación y dimensiones del proyecto y con la importancia de su impacto en el 
medio ambiente.

A estos efectos, el promotor remitirá al órgano sustantivo, en caso de que así se haya 
determinado en la declaración de impacto ambiental o el informe de impacto ambiental y en 
los términos establecidos en las citadas resoluciones, un informe de seguimiento sobre el 
cumplimiento de las condiciones, o de las medidas preventivas, correctoras y 
compensatorias establecidas en la declaración de impacto ambiental.

El informe de seguimiento incluirá un listado de comprobación de las medidas previstas 
en el programa de vigilancia ambiental. El programa de vigilancia ambiental y el listado de 
comprobación se harán públicos en la sede electrónica del órgano sustantivo y previamente, 
se comunicará al órgano ambiental su publicación en la sede electrónica.

3. El promotor está obligado a permitir a los funcionarios que ostenten la condición de 
autoridad pública el acceso a las instalaciones y lugares vinculados a la ejecución del 
proyecto, de acuerdo con las garantías previstas en el artículo 18 de la Constitución. 
Asimismo, el promotor estará obligado a prestarles la colaboración necesaria para su 
desarrollo, facilitando cuanta información y documentación les sea requerida a tal efecto.

4. Las declaraciones de impacto ambiental y los informes de impacto ambiental de 
proyectos de competencia estatal, salvo los proyectos sujetos a la normativa de energía 
nuclear y los destinados a la producción de explosivos, podrán establecer, a propuesta del 
órgano sustantivo y con el acuerdo expreso de la comunidad autónoma, que el seguimiento 
de determinadas condiciones, medidas preventivas, correctoras y compensatorias sea 
realizado por el órgano competente de la comunidad autónoma.

5. El órgano ambiental podrá realizar comprobaciones y recabar información, para 
verificar el cumplimiento del condicionado de la declaración de impacto ambiental o del 
informe de impacto ambiental, así como evaluar el grado de implementación, los resultados, 
la eficacia y la eficiencia de las evaluaciones de impacto ambiental realizadas, permitir una 
mejora continua del método basada en la retroalimentación y elaborar estadísticas.

6. Para evitar duplicidades podrán utilizarse mecanismos de seguimiento ya existentes.
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CAPÍTULO II
Régimen sancionador

Artículo 53.  Potestad sancionadora.
La potestad sancionadora corresponderá al órgano sustantivo en los proyectos privados 

que deban ser autorizados por la Administración General del Estado y a los órganos que 
determinen las comunidades autónomas en su ámbito de competencia.

Artículo 54.  Sujetos responsables de las infracciones.
1. Podrán ser sancionados por los hechos constitutivos de las infracciones 

administrativas reguladas en este capítulo los promotores de proyectos que tengan la 
condición de persona física o jurídica privada que resulten responsables de los mismos.

2. En el caso de que el cumplimiento de una obligación legal corresponda a varias 
personas conjuntamente, responderán de forma solidaria de las infracciones que, en su 
caso, se cometan y de las sanciones que se impongan.

Artículo 55.  Infracciones en materia de evaluación de impacto ambiental.
1. Sin perjuicio de las infracciones que, en su caso, puedan establecer las comunidades 

autónomas, las infracciones en materia de evaluación de impacto ambiental en el caso de 
proyectos privados llevados a cabo por persona física o jurídica privada se clasifican en muy 
graves, graves y leves.

2. Es infracción muy grave el inicio de la ejecución de un proyecto, incluidos los sujetos a 
declaración responsable o comunicación previa, sometido a evaluación de impacto ambiental 
ordinaria sin haber obtenido previamente la correspondiente declaración de impacto 
ambiental.

3. Son infracciones graves:
a) El inicio de la ejecución de un proyecto, incluidos los sujetos a declaración 

responsable o comunicación previa, sometido a evaluación de impacto ambiental 
simplificada sin haber obtenido previamente el informe de impacto ambiental.

b) La ocultación de datos, su falseamiento o manipulación maliciosa en el procedimiento 
de evaluación.

c) El incumplimiento de las condiciones ambientales, de las medidas correctoras o 
compensatorias establecidas en la declaración de impacto ambiental e incluidas en la 
resolución que aprueba o autoriza finalmente el proyecto, o el incumplimiento de las 
condiciones ambientales establecidas en el informe ambiental, e incluidas en la resolución 
que aprueba o autoriza finalmente el proyecto o, en su caso, en la declaración responsable o 
comunicación previa del proyecto.

d) El incumplimiento del requerimiento acordado por la Administración para la 
suspensión de la ejecución del proyecto.

4. Es infracción leve el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones o requisitos 
contenidos en esta Ley, cuando no esté tipificado como muy grave o grave.

5. En el caso de que un mismo infractor cometa diversas acciones susceptibles de ser 
consideradas como varias infracciones se impondrán tantas sanciones como infracciones se 
hubieran cometido. En el caso en que unos mismos hechos pudieran ser constitutivos de 
diversas infracciones, se impondrá la sanción correspondiente a la infracción más grave en 
su mitad superior. En el caso en que unos hechos fueran constitutivos de una infracción 
calificable como medio o instrumento para asegurar la comisión de otros hechos también 
constitutivos de infracción de modo que estos deriven necesariamente de aquellos, se 
impondrá la sanción más grave en su mitad superior.

6. Las infracciones prescribirán en los siguientes plazos, que se computarán desde el día 
de la comisión de la infracción:

a) Las infracciones muy graves a los tres años.
b) Las infracciones graves a los dos años.
c) Las infracciones leves al año.
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Artículo 56.  Sanciones correspondientes a las infracciones en materia de evaluación de 
impacto ambiental.

1. Las infracciones tipificadas en el artículo anterior darán lugar a la imposición de las 
siguientes sanciones:

a) En el caso de infracción muy grave: multa desde 240.401 hasta 2.404.000 euros.
b) En el caso de infracciones graves: multa desde 24.001 hasta 240.400 euros.
c) En el caso de infracciones leves: multa de hasta 24.000 euros.
2. Las sanciones prescribirán en los siguientes plazos que se computarán desde el día 

siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción:
a) Las sanciones muy graves a los tres años.
b) Las sanciones graves a los dos años.
c) Las sanciones leves al año.
Las sanciones se impondrán atendiendo a las circunstancias del responsable, grado de 

culpa, reiteración, participación y beneficio obtenido y grado del daño causado al medio 
ambiente o del peligro en que se haya expuesto la salud de las personas, debiendo ser 
efectivas, disuasorias y proporcionadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 29 
de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, la imposición de una sanción con 
carácter firme por la comisión de infracción muy grave conllevará la prohibición de contratar 
establecida en el artículo 60.1.c) del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público aprobada por Real Decreto Legislativo 3/2011 de 14 de noviembre o norma que, en 
su caso, la sustituya.

4. Si las conductas sancionadas hubieran causado daños o perjuicios a la Administración 
Pública o al medio ambiente, carentes de previsión específica en la legislación sectorial, la 
resolución del procedimiento declarará:

a) La exigencia al infractor de la reposición a su estado originario de la situación alterada 
por la infracción.

A este respecto, cuando la comisión de una infracción de las previstas en esta norma 
produjera un daño medioambiental, se procederá de conformidad con lo establecido en la 
Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental o la normativa que, en 
su caso, se dicte a tal fin. O bien,

b) La indemnización por los daños y perjuicio causados, cuando su cuantía haya 
quedado determinada durante el procedimiento.

5. Lo establecido en el presente artículo se entiende sin perjuicio de las competencias de 
las comunidades autónomas en la materia.

Artículo 57.  Concurrencia de sanciones.
1. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 

administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y 
fundamento.

2. Cuando el supuesto hecho infractor pudiera ser constitutivo de delito o falta, se dará 
traslado del tanto de culpa al Ministerio Fiscal, suspendiéndose desde ese mismo momento 
la tramitación del procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no hubiera dictado 
resolución firme que ponga fin al procedimiento o tenga lugar el sobreseimiento o el archivo 
de las actuaciones o se produzca la devolución del expediente por el Ministerio Fiscal. De no 
haberse apreciado la existencia de delito o falta, el órgano administrativo competente 
continuará el expediente sancionador. Los hechos declarados probados en la resolución 
judicial firme vincularán al órgano administrativo.
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CAPÍTULO III
Procedimiento sancionador

Artículo 58.  Iniciación.
1. Los procedimientos sancionadores se iniciarán siempre de oficio, por acuerdo del 

órgano competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, 
petición razonada de otros órganos o denuncia.

2. Con anterioridad a la iniciación del procedimiento, se podrán realizar actuaciones 
previas con objeto de determinar con carácter preliminar si concurren circunstancias que 
justifiquen tal iniciación. En especial, estas actuaciones se orientarán a determinar, con la 
mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, 
la identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y las 
circunstancias relevantes que concurran en unos y otros.

3. Las actuaciones previas podrán ser realizadas tanto por el órgano sustantivo a quien 
competa el seguimiento como por el ambiental a quien competa la inspección en la materia.

4. El acuerdo de iniciación de los procedimientos sancionadores se formalizará con el 
contenido mínimo siguiente:

a) Identificación de la persona o personas físicas o jurídicas privadas presuntamente 
responsables.

b) Los hechos sucintamente expuestos que motivan la incoación del procedimiento, su 
posible calificación y las sanciones que pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte 
de la instrucción.

c) Instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación del 
régimen de recusación de los mismos.

d) Órgano competente para la resolución del expediente y norma que le atribuya tal 
competencia.

e) Medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano competente 
para iniciar el procedimiento sancionador, sin perjuicio de las que se puedan adoptar durante 
el mismo de conformidad con el artículo siguiente.

f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento y 
de los plazos para su ejercicio.

5. El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor, con traslado de cuantas 
actuaciones existan al respecto, y se notificará al denunciante, en su caso, y a los 
interesados, entendiendo en todo caso por tal al inculpado.

Artículo 59.  Medidas de carácter provisional.
1. El órgano competente para la instrucción del procedimiento sancionador, en los casos 

de urgencia y para la protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar las 
medidas provisionales imprescindibles con anterioridad a la iniciación del procedimiento 
sancionador, con los límites y condiciones establecidos en el artículo 72 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, y demás normativa aplicable.

2. Una vez iniciado el procedimiento sancionador, el órgano competente para resolver, 
de oficio o a requerimiento del órgano ambiental, podrá en cualquier momento y mediante 
acuerdo motivado, acordar la suspensión de la ejecución del proyecto y adoptar otras 
medidas de carácter provisional que aseguren la eficacia de la resolución final que pudiera 
recaer.

Artículo 60.  Instrucción.
1. Los interesados dispondrán de un plazo de quince días para aportar cuantas 

alegaciones, documentos o informaciones estimen convenientes y, en su caso, proponer 
prueba concretando los medios de que pretendan valerse. En la notificación de la iniciación 
del procedimiento se indicará a los interesados dicho plazo.

2. Cursada la notificación a que se refiere el punto anterior, el instructor del 
procedimiento realizará de oficio cuantas actuaciones resulten necesarias para el examen de 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 92  Ley de evaluación ambiental

– 1349 –



los hechos, recabando los datos e informaciones que sean relevantes para determinar, en su 
caso, la existencia de responsabilidades susceptibles de sanción.

3. Si como consecuencia de la instrucción del procedimiento resultase modificada la 
determinación inicial de los hechos, de su posible calificación, de las sanciones imponibles o 
de las responsabilidades susceptibles de sanción, se notificará todo ello al inculpado en la 
propuesta de resolución debiendo concederse plazo de quince días para la formulación de 
alegaciones al respecto.

Artículo 61.  Prueba.
1. Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo establecido para ello, el órgano 

instructor podrá acordar la apertura de un período de prueba, de conformidad con lo previsto 
en los artículos 80 y siguientes y 137.4 de la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por un plazo no 
superior a treinta días ni inferior a diez días.

2. Los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce la condición de 
autoridad, y que se formalicen en documento público observando los requisitos legales 
pertinentes, tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los 
respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los propios administrados.

Artículo 62.  Propuesta de resolución.
Concluida, en su caso, la prueba, el órgano instructor del procedimiento formulará 

propuesta de resolución en la que se fijarán de forma motivada los hechos, especificándose 
los que se consideren probados y su exacta calificación jurídica, se determinará la infracción 
que, en su caso, aquéllos constituyan y la persona o personas que resulten responsables, 
especificándose la sanción que propone que se imponga y las medidas provisionales que se 
hubieran adoptado, en su caso, por el órgano competente para iniciar el procedimiento o por 
el instructor del mismo; o bien se propondrá la declaración de no existencia de infracción o 
responsabilidad.

Artículo 63.  Audiencia.
1. La propuesta de resolución se notificará a los interesados, indicándoles la puesta de 

manifiesto del procedimiento. A la notificación se acompañará una relación de los 
documentos obrantes en el procedimiento a fin de que los interesados puedan obtener las 
copias de los que estimen convenientes, concediéndoseles un plazo de quince días para 
formular alegaciones y presentar los documentos e informaciones que estimen pertinentes 
ante el instructor del procedimiento.

2. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni 
sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas, en su 
caso, por el interesado.

3. La propuesta de resolución se cursará inmediatamente al órgano competente para 
resolver el procedimiento, junto con todos los documentos, alegaciones e informaciones que 
obren en el mismo.

Artículo 64.  Resolución.
1. Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver podrá decidir, mediante 

acuerdo motivado, la realización de las actuaciones complementarias indispensables para 
resolver el procedimiento.

El acuerdo de realización de actuaciones complementarias se notificará a los 
interesados, concediéndoseles un plazo de siete días para formular las alegaciones que 
tengan por pertinentes. Las actuaciones complementarias deberán practicarse en un plazo 
no superior a quince días. El plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta 
la terminación de las actuaciones complementarias. No tendrán la consideración de 
actuaciones complementarias los informes que preceden inmediatamente a la resolución 
final del procedimiento.

2. El órgano competente dictará resolución que será motivada y decidirá todas las 
cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas del procedimiento.
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La resolución se adoptará en el plazo de un mes desde la recepción de la propuesta de 
resolución y los documentos, alegaciones e informaciones obrantes en el procedimiento.

3. En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en la fase 
de instrucción del procedimiento, salvo los que resulten, en su caso, de la aplicación de lo 
previsto en el número 1 de este artículo, con independencia de su diferente valoración 
jurídica. No obstante y solo cuando el órgano competente para resolver considere que la 
infracción reviste mayor gravedad que la determinada en la propuesta de resolución, se 
notificará al inculpado para que aporte cuantas alegaciones estime convenientes, 
concediéndosele un plazo de quince días.

4. Las resoluciones de los procedimientos sancionadores, además de contener los 
elementos previstos en el artículo 89.3 de la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, incluirán la valoración 
de las pruebas practicadas, y especialmente de aquellas que constituyan los fundamentos 
básicos de la decisión fijarán los hechos y, en su caso, la persona o personas responsables, 
la infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones que se imponen, o bien la 
declaración de no existencia de infracción o responsabilidad.

5. Las resoluciones se notificarán a los interesados. Si el procedimiento se hubiese 
iniciado como consecuencia de orden superior o petición razonada, la resolución se 
comunicará también al órgano administrativo autor de aquélla.

6. Se declarará la caducidad del expediente sancionador si transcurrido el plazo de un 
año desde que se dictó el acuerdo de iniciación no se hubiese notificado la resolución.

Disposición adicional primera.  Evaluación de proyectos sujetos a declaración responsable 
o comunicación previa.

1. Los procedimientos de evaluación de impacto ambiental regulados en esta ley serán 
de aplicación a los proyectos que, estando incluidos en su ámbito de aplicación, no requieran 
una autorización sino una declaración responsable o comunicación previa previstas en el 
artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa autonómica, cuando corresponda a la 
Administración General del Estado formular la declaración de impacto ambiental o emitir el 
informe de impacto ambiental, las funciones atribuidas al órgano sustantivo deberá 
realizarlas el órgano ambiental.

3. Las obligaciones de publicación de la autorización del proyecto se entenderán 
cumplidas con la publicación de la declaración de impacto ambiental o del informe de 
impacto ambiental.

4. En estos casos, contra la declaración de impacto ambiental y el informe de impacto 
ambiental se podrán interponer los recursos que, en su caso, procedan en vía administrativa 
o judicial.

Disposición adicional segunda.  Planes y programas cofinanciados por la Unión Europea.
La evaluación ambiental de planes y programas cofinanciados por la Unión Europea se 

realizará de conformidad con lo previsto en la normativa comunitaria que le resulte de 
aplicación.

Disposición adicional tercera.  Obligaciones de información.
1. De conformidad con el artículo 12.2 de la Directiva 2011/92/UE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la evaluación de las 
repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente, el 
Ministerio que ostente las competencias en materia de medio ambiente remitirá a la 
Comisión Europea, cada seis años contados a partir del 16 de mayo de 2017, información 
sobre:

a) El número de proyectos que se hayan sometido a una evaluación de impacto 
ambiental y su desglose por categorías de proyectos previstas en los anexos I y II.

b) El número de proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental simplificada.
c) La duración media del proceso de evaluación de impacto ambiental.
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d) Las estimaciones generales sobre el coste medio directo de las evaluaciones de 
impacto ambiental, incluido el impacto derivado de la aplicación de esta ley a las PYME.

A estos efectos, y con el fin de disponer de información actualizada, las comunidades 
autónomas remitirán al Ministerio que ostente las competencias en materia de medio 
ambiente, la información referida en relación con los proyectos sometidos a evaluación de 
impacto ambiental en su ámbito de competencias antes del 31 de diciembre de cada año.

2. Asimismo las Administraciones Públicas proporcionarán al Ministerio que ostente las 
competencias en materia de medio ambiente cualquier otra información que resulte 
necesaria para el cumplimiento de otras obligaciones de información derivadas del derecho 
internacional y comunitario.

Disposición adicional cuarta.  Relación de la evaluación ambiental con otras normas.
Para aquellos planes, programas o proyectos para los que existe obligación de efectuar 

una evaluación ambiental en virtud de esta ley y en virtud de otras normas, las 
Administraciones públicas competentes establecerán procedimientos coordinados o 
conjuntos con el objeto de evitar la duplicación de las evaluaciones.

Disposición adicional quinta.  Concurrencia y jerarquía de planes o programas.
1. Cuando exista una concurrencia de planes o programas promovidos por diferentes 

Administraciones públicas, éstas deberán adoptar las medidas necesarias con el fin de que 
puedan complementarse y para evitar que se produzca una duplicidad de evaluaciones, 
asegurando que todos los efectos ambientales significativos de cada uno son 
convenientemente evaluados.

2. Cuando los planes y programas se estructuren en distintos ámbitos jerárquicos de 
decisión de una misma Administración pública, la evaluación ambiental en cada uno de ellos 
deberá realizarse teniendo en cuenta la fase del proceso de decisión en la que se encuentra 
el plan o programa, para evitar la duplicidad de evaluaciones.

Disposición adicional sexta.  Infraestructuras de titularidad estatal.
A los efectos de lo previsto en la disposición adicional cuarta, sobre concurrencia y 

jerarquía de planes o programas, no deberán someterse a un nuevo procedimiento de 
evaluación como consecuencia de la elaboración y aprobación de un plan de ordenación 
urbanística o territorial, las infraestructuras de titularidad estatal en cuya planificación 
sectorial se haya realizado la evaluación ambiental conforme a lo dispuesto en esta ley.

En tales casos, la Administración pública competente para la aprobación del plan de 
ordenación urbanística o territorial podrá exigir que se tengan en cuenta los aspectos no 
específicamente considerados en la primera evaluación ambiental.

Disposición adicional séptima.  Evaluación ambiental de los planes, programas y 
proyectos que puedan afectar a espacios de la Red Natura 2000.

1. La evaluación de los planes, programas y proyectos que, sin tener relación directa con 
la gestión de un espacio Red Natura 2000 o sin ser necesario para la misma, puedan afectar 
de forma apreciable a los citados lugares ya sea individualmente o en combinación con otros 
planes, programas o proyectos, se someterá, dentro de los procedimientos previstos en la 
presente ley, a una adecuada evaluación de sus repercusiones en el lugar teniendo en 
cuenta los objetivos de conservación de dicho lugar, conforme a lo dispuesto en la Ley 
42/2007, de 13 de diciembre, de Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.

Para acreditar que un plan, programa o proyecto tiene relación directa con la gestión de 
un espacio Red Natura 2000 o es necesario para su gestión, el promotor podrá señalar el 
correspondiente apartado del plan de gestión en el que conste dicha circunstancia, o bien 
solicitar informe al órgano competente para la gestión de dicho espacio.

Así mismo, para acreditar que un plan, programa o proyecto no es susceptible de causar 
efectos adversos apreciables sobre un espacio Red Natura 2000, el promotor podrá señalar 
el correspondiente apartado del plan de gestión en el que conste expresamente, como 
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actividad permitida, el objeto de dicho plan, programa o proyecto, o bien solicitar informe al 
órgano competente para la gestión de dicho espacio.

En los supuestos previstos en los dos párrafos anteriores, no será necesario someter el 
plan, programa o proyecto a evaluación ambiental.

2. En el supuesto de planes, programas y proyectos competencia de la Administración 
General del Estado, a la vista de las conclusiones de la evaluación ambiental sobre los 
espacios Red Natura 2000, y supeditado a lo dispuesto en el artículo 46 de la Ley 42/2007, 
de 13 de diciembre, de Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, el Ministerio competente en 
materia de medio ambiente fijará y supervisará las medidas compensatorias necesarias para 
garantizar la coherencia global de la Red Natura 2000. Para su definición, se solicitará 
preceptivamente informe al órgano competente de las comunidades autónomas afectadas, 
que dispondrán de un plazo de treinta días hábiles para su evacuación, transcurrido el cual 
sin que se hubiera recibido el informe, se podrán proseguir las actuaciones.

3. La remisión, en su caso, de la información a la Comisión Europea sobre las medidas 
compensatorias Red Natura 2000 que se hayan adoptado se llevará a cabo por el Ministerio 
competente en materia de medio ambiente a través del procedimiento establecido 
reglamentariamente.

Disposición adicional octava.  Bancos de conservación de la naturaleza.
1. Los bancos de conservación de la naturaleza son un conjunto de títulos ambientales o 

créditos de conservación otorgados por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente y, en su caso, por las comunidades autónomas, que representan valores naturales 
creados o mejorados específicamente.

2. Los bancos de conservación de la naturaleza se crearán por resolución del Ministerio 
de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y, en su caso, de las comunidades 
autónomas. En dicha resolución se describirán las actuaciones, identificando las fincas en 
las que se realiza, con indicación de su referencia catastral y, en su caso, del número de 
finca registral; asimismo constará la atribución del número de créditos que la dirección 
general del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente competente en materia 
de medio natural otorgue, o el órgano que al efecto determine la correspondiente comunidad 
autónoma, a los titulares de los terrenos, de acuerdo con los criterios técnicos que se 
establezcan en la resolución por la que se crea cada banco de conservación.

3. Los titulares de los terrenos afectados por los bancos deberán conservar los valores 
naturales creados o mejorados, debiendo estos terrenos solo destinarse a usos que sean 
compatibles con los citados valores naturales, de acuerdo con lo que disponga la resolución 
de creación de cada banco de conservación de la naturaleza.

Esta limitación del dominio se hará constar en el Registro de la Propiedad en la 
inscripción de la finca o fincas en las que se haya realizado la mejora o creación de activos 
naturales. A tal efecto, será título suficiente para practicar esta inscripción el certificado 
administrativo de que la actuación de creación o mejora del activo natural está registrada en 
el correspondiente banco de conservación de la naturaleza.

4. Los créditos de conservación podrán constituir las medidas compensatorias o 
complementarias previstas en la legislación de evaluación ambiental, responsabilidad medio 
ambiental o sobre patrimonio natural y biodiversidad, con el objetivo de que los efectos 
negativos ocasionados a un valor natural sean equilibrados por los efectos positivos 
generados sobre el mismo o semejante valor natural, en el mismo o lugar diferente.

5. Los créditos otorgados para cada banco se podrán transmitir en régimen de libre 
mercado y serán propuestos por cada Administración otorgante, para su inscripción en un 
Registro público compartido y único en todo el territorio nacional, dependiente del Ministerio 
de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

6. Las infracciones de la normativa reguladora de los bancos de conservación de la 
naturaleza serán sancionadas de acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora del 
Patrimonio Natural y Biodiversidad.

7. El régimen general, organización, funcionamiento y criterios técnicos de los bancos de 
conservación de la naturaleza se desarrollarán reglamentariamente.
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Disposición adicional novena.  Certificaciones sobre evaluaciones ambientales.
A los efectos de lo previsto en la normativa europea sobre fondos comunitarios, el 

órgano ambiental de la Administración General del Estado será la autoridad competente para 
la emisión de la certificación de no afección a la Red Natura 2000 de los proyectos cuya 
autorización corresponda a la Administración General del Estado y en cuya evaluación de 
impacto ambiental, cuando ésta sea preceptiva, se haya determinado que no existen 
afecciones a espacios Red Natura 2000.

A los mismos efectos, el órgano ambiental de la Administración General del Estado 
solamente emitirá certificaciones sobre la inclusión de un proyecto en el ámbito de aplicación 
de la ley cuando se trate de proyectos que se hayan sometido a evaluación de impacto 
ambiental y cuenten con un pronunciamiento ambiental.

Disposición adicional décima.  Operaciones periódicas.
1. En el caso de proyectos sometidos a evaluación ambiental que consistan en 

actuaciones con plazo de duración total inferior a un año que sean susceptibles de repetirse 
periódicamente en años sucesivos en idénticas condiciones a través de proyectos que 
hubiera de autorizar el mismo órgano sustantivo con idéntico promotor, el órgano ambiental 
podrá establecer en la declaración de impacto ambiental que la misma podrá extender sus 
efectos para tales proyectos por un número de años no superior a cuatro, y teniendo en 
cuenta los impactos de carácter acumulativo.

2. En estos casos, será preceptiva la formulación de una solicitud previa por parte del 
órgano sustantivo, a petición del promotor, cuando remita el expediente, advirtiendo de esta 
posibilidad y justificando la identidad entre las operaciones que periódicamente se repetirán 
en el número de años no superior al previsto en el apartado anterior.

El estudio de impacto ambiental contemplará las actuaciones periódicas en un escenario 
no superior a cuatro años, y el promotor elaborará un plan de seguimiento especial, en el 
que se incluirán las medidas que permitan la ejecución del proyecto durante un número de 
años no superior a cuatro. El estudio de impacto ambiental identificará adecuadamente y 
evaluará los impactos de carácter acumulativo.

3. En caso de alteración de las circunstancias determinantes de la declaración de 
impacto ambiental favorable, el órgano ambiental resolverá que la declaración de impacto 
ambiental ha decaído en su vigencia y carece de los efectos que le son propios.

Disposición adicional undécima.  Acumulación de procedimientos de evaluación de 
impacto ambiental.

Con carácter general cada procedimiento de evaluación de impacto ambiental deberá 
referirse a un único proyecto. No obstante, el órgano ambiental, podrá acordar la 
acumulación de procedimientos cuando concurran las circunstancias señaladas en el artículo 
73 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Disposición adicional duodécima.  Régimen supletorio.
En todo lo no previsto en esta ley se aplicará, cuando proceda, la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Disposición adicional decimotercera.  Tramitación electrónica.
Los trámites regulados en esta ley se realizarán por vía electrónica en las sedes 

electrónicas que a tal efecto habiliten las administraciones públicas competentes, en los 
términos establecidos en el Título III de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico 
de los ciudadanos a los Servicios Públicos.
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Disposición adicional decimocuarta.  Registros para la identificación de las personas 
interesadas.

1. Con el fin de identificar a las personas interesadas que deban ser consultadas según 
lo dispuesto en esta ley, las Administraciones Públicas podrán crear registros para la 
inscripción de las personas físicas o jurídicas que acrediten la condición de persona 
interesada.

2. En virtud de los principios de información mutua, cooperación y colaboración, las 
Administraciones Públicas establecerán los mecanismos más eficaces para un efectivo 
intercambio de información sobre las personas interesadas que se hayan identificado, en 
particular, a través de la interconexión de los registros que se creen.

Disposición adicional decimoquinta.  Reglas de explotación del Trasvase Tajo-Segura.
1. En función de las existencias conjuntas en Entrepeñas y Buendía a comienzos de 

cada mes, se establecen los siguientes niveles mensuales con arreglo a los que se acordará 
la realización de los trasvases, con un máximo anual total de 650 hm3 en cada año 
hidrológico (600 para el Segura y 50 para el Guadiana).

Nivel 1. Se dará cuando las existencias conjuntas en Entrepeñas y Buendía sean iguales 
o mayores que 1.500 hm3, o cuando las aportaciones conjuntas entrantes a estos embalses 
en los últimos doce meses sean iguales o mayores que 1.000 hm3. En este caso el órgano 
competente autorizará un trasvase mensual de 68 hm3, hasta el máximo anual antes 
referido.

Nivel 2. Se dará cuando las existencias conjuntas de Entrepeñas y Buendía sean 
inferiores a 1.500 hm3, sin llegar a los volúmenes previstos en el Nivel 3, y las aportaciones 
conjuntas registradas en los últimos doce meses sean inferiores a 1.000 hm3. En este caso 
el órgano competente autorizará un trasvase mensual de 38 hm3, hasta el máximo anual 
antes referido.

Nivel 3. De situaciones hidrológicas excepcionales, se dará cuando las existencias 
conjuntas en Entrepeñas y Buendía no superen, a comienzos de cada mes, los valores que 
se determinen por el Plan hidrológico del Tajo vigente. El Gobierno, mediante el real decreto 
previsto posteriormente en este apartado, establecerá para el nivel 3 el trasvase máximo 
mensual que el órgano competente podrá autorizar discrecionalmente y de forma motivada, 
así como los valores mensuales antes referidos, definitorios del nivel 3, con el objetivo único 
que se indica posteriormente.

Nivel 4. Se dará esta situación cuando las existencias conjuntas en Entrepeñas y 
Buendía sean inferiores a 400 hm3, en cuyo caso no cabe aprobar trasvase alguno.

Con el único objetivo de dotar de mayor estabilidad interanual a los suministros, 
minimizando la presentación de situaciones hidrológicas excepcionales a las que se refiere 
el nivel 3, sin modificar en ningún caso el máximo anual de agua trasvasable, a propuesta 
justificada del Ministerio competente en materia de aguas, y previo informe favorable de la 
Comisión Central de Explotación del Acueducto Tajo-Segura, podrán modificarse, mediante 
real decreto, tanto el volumen de existencias y el de aportaciones acumuladas contemplados 
en el nivel 1, como los volúmenes de trasvase mensual correspondientes a los niveles 1, 2, 3 
y los volúmenes de existencias para cada mes correspondientes al nivel 3. Asimismo, en 
este real decreto se definirán los criterios de predicción de aportaciones para la aplicación de 
la regla en horizontes plurimensuales.

A efectos de favorecer el desarrollo de los municipios ribereños, se explotará el sistema 
de forma que el volumen de trasvase ya autorizado y pendiente de aplicación se mantenga 
preferentemente en los embalses de cabecera, antes que en otros almacenamientos en 
tránsito o destino, siempre que tal explotación sea compatible con una gestión racional e 
integrada del sistema conjunto.

Salvo en situaciones catastróficas o de extrema necesidad debidamente motivadas, que 
impidan el envío de agua, si no se hubieran trasvasado en el plazo autorizado los volúmenes 
aprobados previstos en los niveles 1 y 2, se podrán transferir en los tres meses siguientes al 
fin del periodo de autorización, salvo que se produzca un cambio de nivel.

Los recursos cuyo trasvase haya sido ya autorizado podrán ser utilizados por sus 
usuarios a lo largo del año hidrológico, hasta el final del mismo. En el caso de que al término 
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del año hidrológico exista en la cuenca receptora algún volumen disponible de agua 
trasvasada, será objeto de una nueva distribución, considerándose como recurso 
aprovechable para los usos del trasvase a que correspondan en el año hidrológico siguiente.

Los volúmenes cuyo trasvase haya sido autorizado se distribuirán entre abastecimientos 
y regadíos, en la proporción de un 25 por ciento para abastecimiento y el 75 por ciento 
restante para regadío, hasta el máximo de sus dotaciones anuales, y asegurando siempre al 
menos 7,5 hm3/mes para los abastecimientos urbanos.

2. La Comisión Central de Explotación del Acueducto Tajo-Segura autorizará los 
trasvases cuando concurran las condiciones hidrológicas de los Niveles 1 y 2, y el Ministro 
que tenga atribuidas las competencias en materia de agua, previo informe de esta Comisión, 
cuando concurran las condiciones del Nivel 3. En el caso de los niveles 1 y 2 la autorización 
de los trasvases se efectuará preferentemente por semestres, mientras que en el caso del 
nivel 3 se realizará preferentemente por trimestres, salvo que el órgano competente justifique 
en cualquiera de los niveles la utilización de plazos distintos.

3. Con carácter previo a la primera reunión del año hidrológico de la Comisión Central de 
Explotación del Acueducto Tajo-Segura, y en todo caso, antes de la primera autorización del 
trasvase, exclusivamente en los niveles 1 y 2, la Dirección General del Agua elaborará, para 
su consideración por la Comisión Central de Explotación a efectos de las autorizaciones, un 
informe justificativo de las necesidades hídricas en las zonas y abastecimientos afectos al 
trasvase Tajo-Segura, que se referirá, para las zonas regables, a los cultivos planificados y, 
para los abastecimientos, a las demandas estimadas, así como a las posibilidades de 
regulación existentes para tales caudales.

Este informe se elaborará por la Dirección General del Agua a partir de la información de 
la planificación hidrológica, y deberá actualizarse semestralmente, de acuerdo con lo 
dispuesto en el Reglamento de Planificación Hidrológica, sobre seguimiento de los planes 
hidrológicos.

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad, diferida por el plazo de un año según establece el 
Fundamento Jurídico 5, por Sentencia TC 13/2015, de 5 de febrero. Ref. BOE-A-2015-2259.

Disposición adicional decimosexta.  Evaluaciones en ejecución de sentencia firme.
1. Cuando, como consecuencia de sentencia firme, deba efectuarse la evaluación de los 

posibles efectos significativos sobre el medio ambiente de un proyecto parcial o totalmente 
realizado, dicha evaluación se llevará a cabo a través de los procedimientos previstos en el 
título II, con las especificidades previstas en esta disposición.

2. La evaluación se fundamentará en los principios mencionados en el artículo 2, 
sustituyendo cuando proceda, el de acción preventiva y cautelar por el de compensación y 
reversión de impactos causados, y se efectuará mediante los análisis prospectivos o 
retrospectivos que procedan, teniendo en cuenta la realidad física existente.

3. El documento ambiental y el estudio de impacto ambiental tendrán el contenido 
establecido en la ley, y adicionalmente deberán:

a) Diferenciar, en la descripción general del proyecto, la parte del mismo ya realizada y la 
no realizada. Además, en el análisis de las diversas alternativas se examinará, en todo caso, 
la reposición a su estado originario de la situación alterada.

b) Diferenciar, en la caracterización y valoración de los efectos del proyecto sobre los 
factores que integran el medio ambiente, los correspondientes a la parte realizada, mediante 
un análisis retrospectivo, y los de la parte aún no realizada, mediante un análisis prospectivo 
equivalente al de una evaluación de impacto ambiental.

c) Incluir medidas de protección del medio ambiente, que permitan corregir, compensar o 
revertir impactos causados por los elementos del proyecto ya realizados, incluida la 
eliminación de elementos del proyecto causantes de impactos severos y críticos; y prevenir, 
corregir y compensar los impactos previstos para los elementos del proyecto aún no 
realizados.
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d) Diferenciar, en el programa de vigilancia ambiental, las medidas correspondientes a 
los elementos del proyecto realizados de los no realizados.

4. El análisis técnico del expediente se efectuará teniendo en cuenta lo siguiente:
a) Respecto de la parte no realizada del proyecto se efectuará una evaluación 

prospectiva de acuerdo con los principios de la evaluación de impacto ambiental, para 
prevenir, mitigar o compensar los impactos adversos significativos previstos.

b) Respecto de la parte ya realizada del proyecto, se valorará especialmente la 
idoneidad de las medidas previstas para:

1.º Compensar los impactos significativos que han sido causados hasta el momento 
sobre los elementos del medio ambiente que han recibido dichos impactos.

2.º Corregir a futuro cuando ello sea posible, y compensar cuando lo anterior resulte 
imposible o, cuando aun siendo posible, se prevea un impacto residual, los impactos 
significativos causados por elementos ya ejecutados del proyecto que no resulten críticos.

3.º Sustituir los elementos del proyecto que causan impactos severos o críticos por 
nuevos elementos alternativos que no los causen, determinando en estos casos la 
reposición a su estado originario de la situación alterada.

5. La declaración de impacto o el informe de impacto ambiental incluirán los contenidos 
previstos en la ley, y concluirán diferenciando los impactos asociados a la parte del proyecto 
realizada y no realizada. En su caso, definirá las medidas correctoras, compensatorias o de 
reversión de los impactos asociados a la parte del proyecto realizada, junto con su 
correspondiente programa de vigilancia ambiental.

Disposición adicional decimoséptima.  Instalaciones militares.
Cualquier actuación administrativa medioambiental o de otra índole de las comunidades 

autónomas o de las entidades locales que dimane de la presente ley que incida sobre zonas 
declaradas de interés para la Defensa Nacional y terrenos, edificaciones e instalaciones, 
incluidas sus zonas de protección, afectos a la Defensa Nacional, necesitará el informe 
preceptivo del Ministerio de Defensa, que tendrá carácter vinculante en lo que afecte a la 
Defensa Nacional.

Disposición adicional decimoctava.  Instalaciones nucleares y radioactivas.
De acuerdo con lo establecido en la Ley 15/1980, de 22 de abril, de creación del Consejo 

de Seguridad Nuclear (CSN), en el caso de proyectos que deban ser autorizados según el 
Reglamento sobre Instalaciones Nucleares y Radiactivas, aprobado por el Real Decreto 
1836/1999, de 3 de diciembre, el Consejo de Seguridad Nuclear será el órgano encargado 
de realizar la evaluación del impacto radiológico ambiental y del programa de vigilancia 
radiológica ambiental, así como la supervisión de este último, aplicando la normativa vigente 
sobre seguridad nuclear y protección radiológica.

En la evaluación de impacto ambiental ordinaria de proyectos que deban ser autorizados 
por la Administración General del Estado y que además estén sujetos al Reglamento sobre 
Instalaciones Nucleares y Radiactivas, aprobado por el Real Decreto 1836/1999, de 3 de 
diciembre, el órgano sustantivo realizará la información pública a la que se refiere el artículo 
36 incluyendo un resumen de las características fundamentales del proyecto, la declaración 
de impacto ambiental se formulará una vez que el Consejo de Seguridad Nuclear informe 
sobre los datos aportados por el promotor, de acuerdo con el Anexo VI, debiendo arbitrarse 
para ello la oportuna coordinación entre el Ministerio competente en materia de medio 
ambiente y el Consejo de Seguridad Nuclear dentro del respeto a sus respectivas 
competencias.

En la evaluación de impacto ambiental simplificada de proyectos que deban ser 
autorizados por la Administración General del Estado y que además estén sujetos al 
Reglamento sobre Instalaciones Nucleares y Radiactivas, aprobado por el Real Decreto 
1836/1999, de 3 de diciembre, el informe para valorar el impacto radiológico en operación 
normal y en caso de accidente, se realizará de acuerdo con la reglamentación aplicable a 
este tipo de instalaciones y con la que adicionalmente establezca, previa consulta al Consejo 
de Estado, en los supuestos previstos en la normativa aplicable, el Consejo de Seguridad 
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Nuclear siempre que la misma abarque la regulación de los procedimientos para asegurar la 
evaluación ambiental integral de todos los factores mencionados en el artículo 5.1 a).

La declaración de impacto ambiental y el informe ambiental se formularán de acuerdo 
con la evaluación de impacto radiológico ambiental que corresponde realizar al Consejo de 
Seguridad Nuclear de acuerdo con su normativa específica.

Disposición adicional decimonovena.  Priorización de expedientes de proyectos de 
generación eléctrica a partir de fuentes renovables.

En la tramitación de los procedimientos de evaluación ambiental de proyectos de 
generación eléctrica a partir de fuentes renovables, se priorizará el despacho de los 
expedientes que correspondan a proyectos ubicados en zonas de sensibilidad baja y 
moderada, según la «Zonificación ambiental para la implantación de energías renovables», 
elaborada por el Ministerio de Transición Ecológica y el Reto Demográfico.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio.
1. Esta ley se aplica a todos los planes, programas y proyectos cuya evaluación 

ambiental estratégica o evaluación de impacto ambiental se inicie a partir del día de la 
entrada en vigor de la presente ley.

2. La regulación de la vigencia de las declaraciones de impacto ambiental se aplica a 
todas aquéllas que se publiquen con posterioridad a la entrada en vigor de esta ley.

3. Las declaraciones de impacto ambiental publicadas con anterioridad a la entrada en 
vigor de esta Ley perderán su vigencia y cesarán en la producción de los efectos que le son 
propios si no se hubiera comenzado la ejecución de los proyectos o actividades en el plazo 
máximo de seis años desde la entrada en vigor de esta Ley. En tales casos, el promotor 
deberá iniciar nuevamente el trámite de evaluación de impacto ambiental del proyecto 
conforme a lo establecido en esta Ley.

4. La regulación de la modificación de las declaraciones ambientales estratégicas y de 
las condiciones de las declaraciones de impacto ambiental se aplica a todas aquéllas 
formuladas antes de la entrada en vigor de esta ley.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de la modificación de la Ley 
10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional.

La aplicación de la Disposición adicional tercera de la Ley 10/2001, de 5 de julio, 
reguladora del Plan Hidrológico Nacional, se escalonará en el tiempo conforme a las 
siguientes prescripciones:

1. La implantación del nuevo nivel de referencia de 400 hectómetros cúbicos para la 
definición de excedentes trasvasables en la cabecera del Tajo seguirá un régimen transitorio 
de forma que este nuevo nivel se alcance a lo sumo en cinco años conforme al siguiente 
procedimiento.

2. En la fecha de entrada en vigor del nuevo plan hidrológico del Tajo, elaborado 
conforme a la Directiva Marco del Agua, el nivel se elevará 32 hectómetros cúbicos, y se irá 
elevando en escalones adicionales de 32 hectómetros cúbicos el día 1 de enero de cada año 
sucesivo, hasta alcanzar los 400 hectómetros cúbicos finales. Igualmente, la curva de 
definición de situaciones hidrológicas excepcionales vigente se irá elevando de forma 
escalonada y simultánea a sus correspondientes niveles de referencia, hasta alcanzar la 
curva final.

3. Si en el inicio o en cualquier momento del período transitorio se alcanzase un nivel de 
existencias embalsadas de 900 hectómetros cúbicos, tanto el nuevo nivel de referencia de 
400 hectómetros cúbicos como la curva de condiciones excepcionales entrarían en vigor de 
forma inmediata.

4. La Comisión Central de Explotación del Acueducto Tajo-Segura velará por la 
aplicación de estos criterios y resolverá las incidencias que pudieran plantearse en el 
período de transición.
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Se declara la inconstitucionalidad y nulidad, diferida por el plazo de un año según establece el 
Fundamento Jurídico 5, por Sentencia TC 13/2015, de 5 de febrero. Ref. BOE-A-2015-2259.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a 

la presente ley y, en particular, las siguientes:
a) La Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados planes 

y programas en el medio ambiente.
b) El texto Refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero.
c) El Real Decreto 1131/1988, de 30 de septiembre, por el que se aprueba el 

Reglamento para la ejecución del Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de 
Evaluación de Impacto Ambiental.

2. La derogación de las normas previstas en el apartado anterior, en su condición de 
normativa básica y respecto de las Comunidades Autónomas se producirá, en todo caso, en 
el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente ley. No obstante, si antes de que 
concluya este plazo, las Comunidades Autónomas aprueban nuevos textos normativos 
adaptados a esta ley, la derogación prevista en el apartado anterior se producirá en el 
momento en que las nuevas normas autonómicas entren en vigor.

3. Queda derogada la Disposición adicional primera de la Ley 11/2005, de 22 de junio, 
por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio de 2001, del Plan Hidrológico Nacional.

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 3, diferida por el plazo de un año según 
establece el Fundamento Jurídico 5, por Sentencia TC 13/2015, de 5 de febrero. Ref. BOE-
A-2015-2259.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.

Uno. Se modifica la letra a) del apartado 1 del artículo 76 del siguiente modo:
«a) La utilización de productos químicos o de sustancias biológicas, la realización 

de vertidos, tanto líquidos como sólidos, el derrame de residuos, así como el 
depósito de elementos sólidos para rellenos, que alteren o supongan un riesgo de 
alteración de las condiciones de los ecosistemas con daño para los valores en ellos 
contenidos.»

Dos. Se añaden dos nuevas letras s) y t) en el apartado 1 del artículo 76 con la siguiente 
redacción:

«s) El incumplimiento de las obligaciones y prohibiciones establecidas en las 
normas reguladoras y en los instrumentos de gestión, incluidos los planes, de los 
espacios naturales protegidos y espacios protegidos Red Natura 2000.»

«t) El suministro o almacenamiento de combustible mediante el fondeo 
permanente de buques-tanque en las aguas comprendidas dentro de los espacios 
naturales protegidos y de los espacios protegidos Red Natura 2000, la recepción de 
dicho combustible así como el abastecimiento de combustible a los referidos buques-
tanque.

Se considerará que el fondeo es permanente aunque haya eventuales períodos 
de ausencia del buque o se sustituya o reemplace el mismo por otro de la misma 
compañía, armador o grupo, siempre que la finalidad del fondeo sea el 
almacenamiento para el suministro de combustible.»
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Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 76, que queda redactado del siguiente modo:
«2. Las infracciones recogidas en el apartado anterior se calificarán del siguiente 

modo:
a) Como muy graves, las recogidas en los apartados a), b), c), d), e), f), s) y t) si 

los daños superan los 100.000 euros; cualquiera de las otras, si los daños superan 
los 200.000 euros; y la reincidencia cuando se cometa una infracción grave del 
mismo tipo que la que motivó una sanción anterior en el plazo de los dos años 
siguientes a la notificación de ésta, siempre que la resolución sancionadora haya 
adquirido firmeza en vía administrativa.

b) Como graves, las recogidas en los apartados a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), 
l), m), n), s) y t) cuando no tengan la consideración de muy graves; y la reincidencia 
cuando se cometa una infracción leve del mismo tipo que la que motivó una sanción 
anterior en el plazo de los dos años siguientes a la notificación de ésta, siempre que 
la resolución sancionadora haya adquirido firmeza en vía administrativa.

c) Como leves, las recogidas en los apartados o), p), q) y r).»
Cuatro. Se modifican los apartados 2 y 6 del artículo 77, quedando redactados en los 

siguientes términos:
«2. En la imposición de las sanciones se deberá guardar la debida adecuación 

entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, 
teniendo en cuenta los siguientes criterios: la magnitud del riesgo que supone la 
conducta infractora y su repercusión; la cuantía, en su caso, de los daños 
ocasionados; su trascendencia por lo que respecta a la seguridad de las personas o 
bienes protegidos por esta Ley; las circunstancias del responsable; el grado de 
intencionalidad apreciable en el infractor o infractores; y, en su caso, el beneficio 
ilícitamente obtenido como consecuencia de la conducta infractora, así como la 
irreversibilidad de los daños o deterioros producidos.»

«6. En el ámbito de la Administración General del Estado, la cuantía de cada una 
de dichas multas coercitivas no excederá de 3.000 euros.»

Cinco. Se suprime el apartado 4 del artículo 77.
Seis. Se añade un nuevo artículo 80, con la siguiente redacción:

«Serán sancionadas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que 
resulten responsables de las acciones u omisiones constitutivas de las infracciones 
administrativas tipificadas en la presente ley, incluidos, en su caso, los promotores de 
la actividad infractora, los empresarios que la ejecutan, los técnicos directores de la 
misma, así como cualquier otro sujeto que intervenga, por acción u omisión, o cuya 
participación resulte imprescindible para la comisión de la infracción.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 52/1980, de 16 de octubre, de régimen 
económico de la explotación del acueducto Tajo-Segura.

Se modifica el último párrafo de la Disposición adicional primera que pasa a tener la 
siguiente redacción:

«Por el contrario, si se producen menores pérdidas, los recursos adicionales 
generados se distribuirán en un setenta por ciento para regadío, en proporción a las 
referidas zonas regables, mientras que el treinta por ciento restante se asignará para 
abastecimientos de la provincia de Almería.»

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad, diferida por el plazo de un año según establece el 
Fundamento Jurídico 5, por Sentencia TC 13/2015, de 5 de febrero. Ref. BOE-A-2015-2259.
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Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan 
Hidrológico Nacional:.

Uno. Se modifica la disposición adicional tercera, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«En cuanto a las transferencias de agua aprobadas desde la cabecera del Tajo, 
se considerarán aguas excedentarias todas aquellas existencias embalsadas en el 
conjunto de Entrepeñas-Buendía que superen los 400 hm3. Por debajo de esta cifra 
no se podrán efectuar trasvases en ningún caso.

Este volumen mínimo podrá revisarse en el futuro conforme a las variaciones 
efectivas que experimenten las demandas de la cuenca del Tajo, de acuerdo con los 
principios de eficiencia y sostenibilidad, de forma que se garantice en todo caso su 
carácter preferente, y se asegure que las transferencias desde cabecera nunca 
puedan suponer un límite o impedimento para el desarrollo natural de dicha cuenca.»

Dos. Se introduce una nueva disposición adicional decimoquinta, con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional decimoquinta.  
Se llevarán a cabo con carácter de urgencia, y de acuerdo con criterios de 

viabilidad, las obras previstas en el Anexo al Plan Hidrológico Nacional que aún no 
hayan sido ejecutadas y que permitan a Castilla-La Mancha utilizar la infraestructura 
del trasvase Tajo-Segura, así como los recursos correspondientes que tenga 
asignados y reservados.»

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad, diferida por el plazo de un año según establece el 
Fundamento Jurídico 5, por Sentencia TC 13/2015, de 5 de febrero. Ref. BOE-A-2015-2259.

Disposición final cuarta.  Modificación del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas.

Se modifica el artículo 72 que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 72.  Infraestructuras de conexión intercuencas.
1. La Dirección General del Agua podrá autorizar la cesión de derechos, a que se 

refiere esta sección, que implique el uso de infraestructuras que interconectan 
territorios de distintos Planes Hidrológicos de cuenca, esta autorización conlleva la 
de uso de las infraestructuras de interconexión. Se entenderán desestimadas las 
solicitudes de cesión una vez transcurridos los plazos previstos sin haberse 
notificado la resolución administrativa.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 69.3, el régimen económico-
financiero aplicable a estas transacciones será el establecido en las normas 
singulares que regulen el régimen de explotación de las correspondientes 
infraestructuras.

3. La autorización de las cesiones que regula el presente artículo no podrán 
alterar lo establecido en las reglas de explotación de cada uno de los trasvases.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 11/2005, de 22 de junio, por la que se 
modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional.

Se modifica el apartado 1 de la disposición adicional sexta que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«1. En aplicación del principio de transparencia, y para una completa información 
pública y seguridad jurídica de todos los afectados, el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente publicará y actualizará la información relativa a las 
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transferencias ordinarias entre distintas demarcaciones hidrográficas en los términos 
siguientes:

En la demarcación receptora, se establecerán unos valores de referencia para 
los consumos mensuales de las aguas trasvasadas por usos y zonas de riego. Los 
suministros a estas demandas no superarán los valores de referencia fijados, 
admitiéndose desviaciones ocasionales respecto a estos valores siempre que la 
media interanual de desviaciones no supere el total anual señalado.

Con respeto al principio de preferencia de la cuenca cedente y a las 
determinaciones de la planificación hidrológica, se establecerán unos valores 
mensuales de referencia de los desembalses en la demarcación cedente para 
satisfacer sus requerimientos propios. Los desembalses mensuales no superarán los 
valores de referencia fijados, admitiéndose desviaciones ocasionales respecto a 
estos valores siempre que la media interanual de desviaciones no supere el total 
anual señalado.

Previo informe de la Dirección General del Agua, y en un plazo máximo de 3 
meses, mediante real decreto se definirán los valores mensuales de los consumos de 
referencia de aguas trasvasadas por usos y zonas de riego en la demarcación de 
destino y sus porcentajes admisibles de desviación máxima ocasional, así como los 
valores mensuales de desembalses de referencia en la demarcación de origen, sus 
porcentajes admisibles de desviación máxima ocasional, y cuantas circunstancias 
específicas deban ser consideradas para su completa definición. Para ello se 
considerará la información hidrológica disponible y se respetarán las determinaciones 
de la planificación hidrológica de las diferentes demarcaciones.

La Dirección General del Agua supervisará tanto los suministros mensuales a los 
usos y zonas de riego del trasvase como los desembalses de referencia, pudiendo 
solicitar al efecto las comprobaciones y justificaciones que estime oportunas, así 
como ordenar la ejecución de los medios técnicos que se requieran para ello.

Mediante real decreto se determinarán la periodicidad de la actualización de 
datos y su intervalo temporal, los formatos de presentación, el alcance mínimo de los 
valores históricos, y los datos estadísticos que habrán de incorporarse.»

Disposición final sexta.  Incorporación del Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta ley se incorporan al ordenamiento jurídico español la Directiva 

2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio, relativa a la evaluación 
de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente, y la Directiva 
2011/92/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre, relativa a la 
evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el 
medio ambiente.

Disposición final séptima.  Relaciones de la evaluación ambiental con la legislación 
sectorial.

1. En el plazo de un año, las normas sectoriales reguladoras de la tramitación y de la 
adopción o aprobación de los planes y programas contendrán las disposiciones necesarias 
para garantizar que aquéllos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley se 
sometan a una evaluación ambiental estratégica antes de su adopción o aprobación.

2. Las normas sectoriales reguladoras de la tramitación y de la adopción o aprobación de 
los planes, programas y proyectos deberán establecer plazos para las actuaciones que la 
presente ley atribuye al órgano sustantivo o al promotor. Esta adaptación normativa deberá 
realizarse en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición final octava.  Títulos competenciales.
1. Esta ley, incluidos sus anexos, se dicta al amparo del artículo 149.1.23.ª de la 

Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la legislación básica de 
protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las comunidades 
autónomas de establecer normas adicionales de protección.
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2. No tienen carácter básico y por tanto sólo serán de aplicación a la Administración 
General del Estado y a sus organismos públicos:

a) Los siguientes preceptos: el artículo 3, apartado 1, párrafo cuarto; el artículo 8, 
apartados 3 y 4; el artículo 11, apartado 1; el artículo 18, apartado 4, los dos últimos 
párrafos; el artículo 19, apartado primero, segundo párrafo, última oración; el artículo 23, 
párrafo segundo; el artículo 27, apartado 2 y el apartado 3, última oración; el artículo 28, 
apartado 4, segundo párrafo, última oración; el artículo 29, apartado 4, los dos últimos 
párrafos; el artículo 30, apartado 2, primer párrafo, última oración; el artículo 34, apartado 4, 
párrafo segundo, última oración; el artículo 39 apartado 4, los dos últimos párrafos; el 
artículo 43, apartado 2 y el apartado 3, última oración; el artículo 44, apartado 5, párrafo 
segundo, última oración; el artículo 45, apartado 4, los dos últimos párrafos; el artículo 46, 
apartado 2, segundo párrafo, última oración; el título III, capítulo III; la disposición adicional 
sexta, párrafo primero; la disposición adicional séptima, los apartados 2 y 3 y la disposición 
adicional novena.

b) Los plazos establecidos en los artículos 12, 17, 18, 19, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 
32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47 y en la disposición adicional 
décima.

3. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores, se dictan al amparo del 
artículo 149.1.18.ª de la Constitución, que regula las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las 
especialidades derivadas de la organización propia de las comunidades autónomas: el 
artículo 9, apartado 3; el artículo 12, apartados 2, 3 y apartado 4, primera oración; el artículo 
19, apartado 1, tercer párrafo; el artículo 21, apartado 4, tercer párrafo; el artículo 22, 
apartado 1, tercer párrafo; el artículo 24, apartado 4, última oración; el artículo 24, apartado 
5, segundo párrafo; el artículo 27, apartado 4, segunda oración; el artículo 28, apartado 4, 
primer párrafo, última oración y el tercer párrafo; el artículo 30, apartado 2, segundo párrafo; 
el artículo 34, apartado 4, tercer párrafo; el artículo 36, apartado 3; el artículo 37, apartado 3, 
segundo párrafo; el artículo 40, apartado 2, párrafos tercero y cuarto, apartado 3, segundo 
párrafo, apartado 4 y apartado 5, segundo párrafo; el artículo 43 apartado 3, segunda 
oración; el artículo 44, apartado 5, tercer párrafo y el artículo 46, apartado 3, primer párrafo.

4. La disposición adicional octava se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 
149.1.6.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la 
legislación mercantil y al amparo del artículo 149.1.23.ª, que atribuyen al Estado la 
competencia exclusiva para dictar la legislación básica en materia de protección del medio 
ambiente.

El segundo párrafo del apartado 3 de la disposición adicional octava se ampara en la 
competencia que el artículo 149.1.8.ª de la Constitución otorga al Estado en materia de 
ordenación de los registros e instrumentos públicos.

5. La disposición adicional decimoquinta, las disposiciones finales segunda, tercera, 
cuarta y quinta, y la disposición transitoria segunda se dictan al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.22.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre 
la legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando 
las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las 
instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecta a otra Comunidad o el transporte 
de energía salga de su ámbito territorial.

6. La disposición adicional decimosexta se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 
149.1.6.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la 
legislación procesal y al amparo del artículo 149.1.23.ª, que atribuye al Estado la 
competencia exclusiva para dictar la legislación básica en materia de protección del medio 
ambiente.

Disposición final novena.  Autorización de desarrollo.
1. En el ámbito de competencias del Estado y para los procedimientos de evaluación 

ambiental estratégica y de evaluación de impacto ambiental en los que sea competente la 
Administración General del Estado, el Gobierno dictará cuantas disposiciones sean 
necesarias para la ejecución y desarrollo de lo establecido en esta ley.
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2. Asimismo, se autoriza al Gobierno para modificar los anexos con el fin de adaptarlos a 
la normativa vigente, a la evolución científica y técnica, y a lo que dispongan las normas 
internacionales y el Derecho de la Unión Europea.

3. También se autoriza al Gobierno para actualizar el anexo VI, en aquellos aspectos de 
carácter técnico o de naturaleza coyuntural y cambiante, con el fin de adaptarlo al progreso 
técnico, científico y económico.

Disposición final décima.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».

Disposición final undécima.  Entrada en vigor en relación con la normativa autonómica de 
desarrollo.

(Suprimida)

ANEXO I
Proyectos sometidos a la evaluación ambiental ordinaria regulada en el título II, 

capítulo II, sección 1.ª
Grupo 1. Agricultura, silvicultura, acuicultura y ganadería.
a) Instalaciones destinadas a la cría intensiva de ganado que dispongan de más de:
1.º 55.000 plazas para pollos.
2.º 40.000 plazas para gallinas ponedoras.
3.º 2.000 plazas para cerdos de cebo.
4.º 750 plazas para cerdas reproductoras o de cría.
5.º 750 plazas de vacuno de leche y 1.100 plazas para vacuno de cebo.
b) Transformación de áreas sin cultivar o áreas naturales o seminaturales para la 

explotación agrícola sobre una superficie mayor de 50 ha.
c) Proyectos de gestión de recursos hídricos para la agricultura, incluida la 

transformación en regadío y la mejora o consolidación del regadío, que afecten a más de 
100 ha.

Grupo 2. Industria extractiva.
a) Explotaciones y frentes de una misma autorización o concesión a cielo abierto de 

yacimientos minerales y demás recursos geológicos de las secciones A, B, C y D cuyo 
aprovechamiento está regulado por la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas, y normativa 
complementaria, cuando se dé alguna de las circunstancias siguientes:

1.º Explotaciones en las que la superficie de terreno afectado supere las 25 ha.
2.º Explotaciones que tengan un movimiento total de tierras superior a 200.000 metros 

cúbicos anuales.
3.º Explotaciones que se realicen por debajo del nivel freático, tomando como nivel de 

referencia el más elevado entre las oscilaciones anuales, o que pueden suponer una 
disminución de la recarga de acuíferos superficiales o profundos.

4.º Explotaciones de depósitos ligados a la dinámica actual: Fluvial, fluvio-glacial, litoral o 
eólica. Aquellos otros depósitos y turberas que por su contenido en flora fósil puedan tener 
interés científico para la reconstrucción palinológica y paleoclimática. Extracción de turba, 
cuando la superficie del terreno de extracción supere las 150 ha.

5.º Explotaciones visibles desde autopistas, autovías, carreteras nacionales y 
comarcales, espacios naturales protegidos, núcleos urbanos superiores a 1.000 habitantes o 
situadas a distancias inferiores a 2 km de tales núcleos.

6.º Explotaciones de sustancias que puedan sufrir alteraciones por oxidación, 
hidratación, etc., y que induzcan, en límites superiores a los incluidos en las legislaciones 
vigentes, a acidez, toxicidad u otros parámetros en concentraciones tales que supongan 
riesgo para la salud humana o el medio ambiente, como las menas con sulfuros, 
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explotaciones de combustibles sólidos, explotaciones que requieran tratamiento por 
lixiviación in situ y minerales radiactivos.

7.º Extracciones que, aun no cumpliendo ninguna de las condiciones anteriores, se 
sitúen a menos de 5 km de los límites del área que se prevea afectar por el laboreo y las 
instalaciones anexas de cualquier explotación o concesión minera a cielo abierto existente.

b) Minería subterránea en las explotaciones en las que se dé alguna de las 
circunstancias siguientes:

1.º Que su paragénesis pueda, por oxidación, hidratación o disolución, producir aguas 
ácidas o alcalinas que den lugar a cambios en el pH o liberen iones metálicos o no metálicos 
que supongan una alteración del medio natural.

2.º Que exploten minerales radiactivos.
3.º Aquéllas cuyos minados se encuentren a menos de 1 km (medido en plano) de 

distancia de núcleos urbanos, que puedan inducir riesgos por subsidencia.
4.º Que se realicen por debajo del nivel freático, tomando como nivel de referencia el 

más elevado entre las oscilaciones anuales, o que pueden suponer una disminución de la 
recarga de acuíferos superficiales o profundos; aquéllas que se desarrollen a una distancia 
inferior a 500 metros de cursos fluviales continuos o aquellas que puedan afectar a las zonas 
protegidas designadas de acuerdo con el anexo IV de la Directiva 2000/60/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2020, por la que se establece un 
marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas.

c) Extracción o almacenamiento subterráneo de petróleo y gas natural con fines 
comerciales cuando:

1.º La cantidad de producción sea superior a 500 toneladas por día en el caso del 
petróleo y de 500.000 metros cúbicos por día en el caso del gas.

2.º Se realicen en medio marino.
d) Los proyectos consistentes en la realización de perforaciones para la exploración, 

investigación o explotación de hidrocarburos, almacenamiento de CO2, almacenamiento de 
gas y geotermia de media y alta entalpía, que requieran la utilización de técnicas de 
fracturación hidráulica. No se incluyen en este apartado las perforaciones de sondeos de 
investigación que tengan por objeto la toma de testigos previos a proyectos de perforación 
que requieran la utilización de técnicas de fracturación hidráulica.

En todos los apartados de este grupo se incluyen las estructuras e instalaciones 
(incluidas las de residuos mineros) necesarias para la extracción, tratamiento, 
almacenamiento, aprovechamiento y transporte de mineral, así como para la gestión de los 
residuos mineros y restauración del espacio afectado por la actividad minera.

Grupo 3. Industria energética.
a) Refinerías de petróleo bruto (con la exclusión de las empresas que produzcan 

únicamente lubricantes a partir de petróleo bruto), así como las instalaciones de gasificación 
y de licuefacción de, al menos, 500 t de carbón o de pizarra bituminosa al día.

b) Centrales térmicas y otras instalaciones de combustión de una potencia térmica de, al 
menos, 300 MW.

c) Centrales nucleares y otros reactores nucleares, incluidos el desmantelamiento o 
clausura definitiva de tales centrales y reactores (con exclusión de las instalaciones de 
investigación para la producción y transformación de materiales fisionables y fértiles, cuya 
potencia máxima no supere 1 kW de carga térmica continua).

d) Instalación de reproceso de combustibles nucleares irradiados.
e) Instalaciones diseñadas para:
1.º La producción o enriquecimiento de combustible nuclear.
2.º El tratamiento o reprocesado de combustible nuclear irradiado o de residuos 

radiactivos de alta actividad.
3.º El depósito final del combustible nuclear gastado.
4.º Exclusivamente el depósito final de residuos radiactivos.
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5.º Exclusivamente el almacenamiento (proyectado para un período superior a diez años) 
de combustibles nucleares irradiados o de residuos radiactivos en un lugar distinto del de 
producción.

f) Tuberías con un diámetro de más de 800 mm y una longitud superior a 40 km para el 
transporte de:

1.º Gas, petróleo o productos químicos, incluyendo instalaciones de compresión.
2.º Flujos de dióxido de carbono con fines de almacenamiento geológico, incluidas las 

estaciones de bombeo asociadas.
g) Construcción de líneas eléctricas con un voltaje igual o superior a 220 kV y una 

longitud superior a 15 km, salvo que discurran íntegramente en subterráneo por suelo 
urbanizado, así como sus subestaciones asociadas. A estos efectos, las líneas aéreas de 
contacto de las infraestructuras ferroviarias no tienen la consideración de líneas de 
transmisión de energía eléctrica

h) Instalaciones para el almacenamiento de petróleo o productos petroquímicos o 
químicos con una capacidad de, al menos, 200.000 t.

i) Instalaciones para la utilización de la fuerza del viento para la producción de energía 
(parques eólicos) que tengan cincuenta o más aerogeneradores, o que tengan más de 30 
MW, o que se encuentren a menos de 2 km de otro parque eólico en funcionamiento, en 
construcción, con autorización administrativa o con declaración de impacto ambiental.

j) Instalaciones para la producción de energía eléctrica a partir de la energía solar, que 
no se ubiquen en cubiertas y tejados y que ocupen más de 100 ha de superficie.

k) Instalaciones para generación de energía hidroeléctrica que afecten a masas de agua 
naturales o muy modificadas captando o retornando caudales o interrumpiendo la 
continuidad longitudinal de los cauces, incluidas centrales reversibles y la rehabilitación de 
antiguas centrales.

l) Instalaciones de almacenamiento energético stand-alone con tecnología distinta a la 
electroquímica.

Grupo 4. Industria siderúrgica y del mineral. Producción y elaboración de metales.
a) Instalaciones para la producción de metales en bruto no ferrosos a partir de minerales, 

de concentrados o de materias primas secundarias mediante procesos metalúrgicos, 
químicos o electrolíticos.

b) Plantas integradas para la fundición inicial del hierro colado y del acero.
c) Instalaciones para la elaboración de metales ferrosos en las que se realice alguna de 

las siguientes actividades:
1.º Laminado en caliente con una capacidad superior a 20 t de acero en bruto por hora.
2.º Forjado con martillos cuya energía de impacto sea superior a 50 kJ por martillo y 

cuando la potencia térmica utilizada sea superior a 20 MW.
3.º Aplicación de capas protectoras de metal fundido con una capacidad de tratamiento 

de más de 2 t de acero bruto por hora.
d) Fundiciones de metales ferrosos con una capacidad de producción de más de 20 t por 

día.
e) Instalaciones para la fundición (incluida la aleación) de metales no ferrosos, con 

excepción de metales preciosos, incluidos los productos de recuperación (refinado, restos de 
fundición, etc.), con una capacidad de fusión de más de 4 t para el plomo y el cadmio o 20 t 
para todos los demás metales, por día.

f) Instalaciones para el tratamiento de la superficie de metales y materiales plásticos por 
proceso electrolítico o químico, cuando el volumen de las cubetas o de las líneas completas 
destinadas al tratamiento empleadas sea superior a 30 metros cúbicos.

g) Instalaciones de calcinación y de sinterizado de minerales metálicos, con capacidad 
superior a 5.000 t por año de mineral procesado.

h) Producción de cemento, cal y óxido de magnesio:
1.º Fabricación de cemento por molienda con una capacidad de producción superior a 

500 t diarias.
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2.º Fabricación de clínker en hornos rotatorios con una capacidad de producción superior 
a 500 t diarias, o en hornos de otro tipo con una capacidad de producción superior a 50 t por 
día.

3.º Producción de cal en hornos con una capacidad de producción superior a 50 t diarias.
4.º Producción de óxido de magnesio en hornos con una capacidad de producción 

superior a 50 t diarias.
i) Instalaciones para la fabricación de vidrio, incluida la fibra de vidrio, con una capacidad 

de fusión superior a 20 t por día.
j) Instalaciones para la fundición de sustancias minerales, incluida la producción de fibras 

minerales, con una capacidad de fundición superior a 20 t por día.
k) Instalaciones para la fabricación de productos cerámicos mediante horneado, en 

particular, tejas, ladrillos, ladrillos refractarios, azulejos, gres o porcelana, con una capacidad 
de producción superior a 75 t por día y una capacidad de horneado de más de 4 metros 
cúbicos y más de 300 kg por metro cúbico de densidad de carga por horno.

l) Instalaciones para la extracción de amianto, así como el tratamiento y la 
transformación de amianto y de productos que contengan amianto: para los productos de 
amianto-cemento, con una producción anual de más de 20.000 toneladas de productos 
acabados; para los materiales de fricción, con una producción anual de más de 50 toneladas 
de productos acabados; para los demás usos del amianto, una utilización anual de más de 
200 toneladas.

Grupo 5. Industria química, petroquímica, textil y papelera.
a) Instalaciones para la producción a escala industrial de sustancias mediante 

transformación química o biológica, de los productos o grupos de productos siguientes:
1.º Productos químicos orgánicos:
i. Hidrocarburos simples (lineales o cíclicos, saturados o insaturados, alifáticos o 

aromáticos).
ii. Hidrocarburos oxigenados, tales como alcoholes, aldehídos, cetonas, ácidos 

orgánicos, ésteres y mezclas de ésteres acetatos, éteres, peróxidos, resinas epoxi.
iii. Hidrocarburos sulfurados.
iv. Hidrocarburos nitrogenados, en particular, aminas, amidas, compuestos nitrosos, 

nítricos o nitratos, nitrilos, cianatos e isocianatos.
v. Hidrocarburos fosforados.
vi. Hidrocarburos halogenados.
vii. Compuestos orgánicos metálicos.
viii. Materias plásticas (polímeros, fibras sintéticas, fibras a base de celulosa).
ix. Cauchos sintéticos.
x. Colorantes y pigmentos.
xi. Tensioactivos y agentes de superficie.
2.º Productos químicos inorgánicos:
i. Gases y, en particular, el amoniaco, el cloro o el cloruro de hidrógeno, el flúor o fluoruro 

de hidrógeno, los óxidos de carbono, los compuestos de azufre, los óxidos del nitrógeno, el 
hidrógeno, el dióxido de azufre, el dicloruro de carbonilo.

ii. Ácidos y, en particular, el ácido crómico, el ácido fluorhídrico, el ácido fosfórico, el 
ácido nítrico, el ácido clorhídrico, el ácido sulfúrico, el ácido sulfúrico fumante, los ácidos 
sulfurados.

iii. Bases y, en particular, el hidróxido de amonio, el hidróxido potásico, el hidróxido 
sódico.

iv. Sales como el cloruro de amonio, el clorato potásico, el carbonato potásico (potasa), 
el carbonato sódico (sosa), los perboratos, el nitrato argéntico.

v. No metales, óxidos metálicos u otros compuestos inorgánicos como el carburo de 
calcio, el silicio, el carburo de silicio.

3.º Fertilizantes a base de fósforo, nitrógeno o potasio (fertilizantes simples o 
compuestos).

4.º Productos fitosanitarios y de biocidas.
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5.º Productos farmacéuticos mediante un proceso químico o biológico.
6.º Productos explosivos.
b) Plantas para el tratamiento previo (operaciones tales como el lavado, blanqueo, 

mercerización) o para el teñido de fibras o productos textiles cuando la capacidad de 
tratamiento supere las 10 t diarias.

c) Las plantas para el curtido de pieles y cueros cuando la capacidad de tratamiento 
supere las 12 t de productos acabados por día.

d) Plantas industriales para:
1.º La producción de pasta de papel a partir de madera o de otras materias fibrosas 

similares.
2.º La producción de papel y cartón, con una capacidad de producción superior a 200 t 

diarias.
e) Instalaciones de producción y tratamiento de celulosa con una capacidad de 

producción superior a 20 t diarias.
Grupo 6. Proyectos de infraestructuras.
a) Carreteras:
1.º Construcción de autopistas, autovías y carreteras multicarril de nuevo trazado.
2.º Ampliación o acondicionamiento de carreteras convencionales existentes que 

impliquen su transformación en autopistas, autovías o carreteras multicarril, de tal manera 
que el tramo de carretera ampliado y/o acondicionado alcance o supere los 10 km, en una 
longitud continuada.

b) Ferrocarriles:
1.º Construcción de nuevas líneas de ferrocarril de más de 5 km.
2.º Ampliación del número de vías de una línea de ferrocarril existente en una longitud 

continuada de más de 10 km.
c) Proyectos de aeropuertos, según la definición del artículo 39 de la Ley 48/1960, de 21 

de julio, sobre Navegación Aérea, con pistas de despegue y aterrizaje de una longitud igual o 
superior a 2.100 metros.

d) Construcción de puertos comerciales, pesqueros o deportivos que admitan barcos de 
arqueo superior a 1.350 t.

e) Muelles para carga y descarga conectados a tierra y puertos exteriores (con exclusión 
de los muelles para transbordadores) que admitan barcos de arqueo superior a 1.350 t, 
excepto que se ubiquen en zona I, de acuerdo con la Delimitación de los Espacios y Usos 
Portuarios regulados en el artículo 69, letra a), del texto refundido de la Ley de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de 
septiembre.

f) Construcción de vías navegables, reguladas en la Decisión n.º 661/2010/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 2010, sobre las orientaciones de la 
Unión para el desarrollo de la red transeuropea de transporte; y puertos de navegación 
interior que permitan el paso de barcos de arqueo superior a 1.350 t.

Grupo 7. Proyectos de ingeniería hidráulica y de gestión del agua.
a) Se incluyen:
1.º Grandes presas según se definen en el artículo 4 del Real Decreto 264/2021, de 13 

de abril, por el que se aprueban las normas técnicas de seguridad para las presas y sus 
embalses.

2.º Presas y otras instalaciones destinadas a retener el agua o almacenarla de forma 
permanente, cuando el volumen nuevo o adicional de agua almacenada sea superior a 10 
hectómetros cúbicos, o que supongan una inundación nueva o adicional de más de 100 ha.

3.º Nuevas presas o azudes que ocupen modifiquen, supongan embalsamiento o alteren 
el régimen de caudales en más de un 5 % cualquier mes, en espacios naturales protegidos 
incluyendo, las reservas fluviales, las masas de agua en estado muy bueno, las áreas 
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críticas para la conservación de especies protegidas o hábitats catalogados como en peligro 
de desaparición.

b) Proyectos de recarga artificial de acuíferos cuando el volumen de agua aportada sea 
igual o superior a 10 hectómetros cúbicos y proyectos para la extracción de aguas 
subterráneas si el volumen anual de agua extraída es igual o superior a 10 hectómetros 
cúbicos.

c) Proyectos para el trasvase de recursos hídricos entre cuencas fluviales, excluidos los 
trasvases de agua de consumo humano por tubería, en cualquiera de los siguientes casos:

1.º Que el trasvase tenga por objeto evitar la posible escasez de agua y el volumen de 
agua trasvasada sea superior a 100 hectómetros cúbicos al año.

2.º Que el flujo medio plurianual de la cuenca de la extracción supere los 2.000 
hectómetros cúbicos al año y el volumen de agua trasvasada supere el 5 % de dicho flujo.

d) Plantas de tratamiento de aguas residuales cuya capacidad sea superior a 150.000 
habitantes-equivalentes.

Grupo 8. Proyectos de tratamiento y gestión de residuos.
a) Instalaciones de incineración de residuos peligrosos definidos en el artículo 2.añ) de la 

Ley 7/2022, 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, así 
como el depósito de seguridad o tratamiento químico

b) Instalaciones de incineración de residuos no peligrosos definidos en el artículo 2.an) 
de la Ley 7/2022, de 8 de abril, o de eliminación de dichos residuos mediante tratamiento 
físico-químico con una capacidad superior a 100 t diarias.

c) Vertederos de residuos no peligrosos que reciban más de 10 t por día o que tengan 
una capacidad total de más de 25.000 t, excluidos los vertederos de residuos inertes.

Grupo 9. Otros proyectos.
a) Los siguientes proyectos cuando se desarrollen en espacios protegidos de la Red 

Natura 2000, en espacios naturales protegidos, en humedales de importancia internacional 
(Ramsar), en sitios naturales de la Lista del Patrimonio Mundial, en áreas o zonas protegidas 
de los Convenios para la protección del medio ambiente marino del Atlántico del Nordeste 
(OSPAR) o para la protección del medio marino y de la región costera del Mediterráneo 
(ZEPIM) y en zonas núcleo de Reservas de la Biosfera de la UNESCO.

No se entienden incluidos los proyectos expresamente permitidos en la zonificación y 
normativa reguladora del espacio. Para acreditar que un proyecto no es susceptible de 
causar efectos adversos apreciables sobre uno de estos espacios, el promotor podrá solicitar 
informe al órgano competente para la gestión de dicho espacio.

1.º Transformación de áreas sin cultivar o áreas naturales o seminaturales para la 
explotación agrícola sobre una superficie mayor de 10 ha.

2.º Concentraciones parcelarias.
3.º Proyectos de gestión de recursos hídricos para la agricultura que supongan la 

transformación en regadío, consolidación o mejora de más de 10 ha.
4.º Proyectos de avenamiento o drenaje de terrenos de más de 10 ha.
5.º Repoblación forestal con especies alóctonas, que caractericen la vegetación 

preexistente, separándose de la dinámica vegetal natural o cambiando el tipo de 
funcionalidad o uso del suelo, sobre superficies superiores a 10 ha.

6.º Tala de vegetación forestal para cambiar en tipo de funcionalidad o uso del suelo en 
superficies superiores a 10 ha.

7.º Instalaciones de vertederos de residuos no peligrosos no incluidos en el grupo 8 de 
este anexo I, así como de residuos inertes o materiales de extracción de origen fluvial, 
terrestre o marino que ocupen más de 1 ha de superficie.

8.º Dragados fluviales y en aguas de transición cuando el volumen extraído sea superior 
a 20.000 metros cúbicos anuales, y dragados marinos cuando el volumen extraído sea 
superior a 20.000 metros cúbicos anuales.

9.º Tuberías para el transporte de productos químicos, de gas y petróleo, con un 
diámetro de más de 800 mm y una longitud superior a 10 km, así como, tuberías para el 
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transporte de flujos de dióxido de carbono con fines de almacenamiento geológico, incluidas 
las estaciones de bombeo asociadas.

10.º Líneas eléctricas con una longitud superior a 3 km, excluidas las que atraviesen 
zonas urbanizadas.

11.º Parques eólicos.
12.º Construcción de aeródromos, según la definición establecida en la Ley 48/1960, de 

21 de julio, sobre Navegación Aérea, excepto los aeródromos destinados exclusivamente a 
uso sanitario y de emergencias o a la prevención y extinción de incendios.

13.º Proyectos que requieran la urbanización del suelo para polígonos industriales o usos 
residenciales que ocupen más de 5 ha; Construcción de centros comerciales y 
aparcamientos, fuera de suelo urbanizable y que en superficie ocupen más de 1 ha; 
Instalaciones hoteleras en suelo no urbanizable.

14.º Pistas de esquí, remontes y teleféricos y construcciones asociadas.
15.º Parques temáticos.
16.º Instalaciones de conducción de agua a larga distancia con un diámetro de más de 

800 mm y una longitud superior a 10 km.
17.º Explotaciones y frentes de una misma autorización o concesión a cielo abierto de 

yacimientos minerales y demás recursos geológicos de las secciones A, B, C y D cuyo 
aprovechamiento está regulado por la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas, y normativa 
complementaria.

18.º Construcción de carreteras convencionales de nuevo trazado.
19.º Extracción o almacenamiento subterráneo de petróleo y gas natural.
20.º Instalaciones para la producción de energía eléctrica a partir de la energía solar 

destinada a su venta que ocupen una superficie de más de 10 ha.
21.º Proyectos para recuperación de tierras al mar. Quedan excluidas las obras 

realizadas en la zona de servicio de los puertos, salvo que cumplan alguno de los criterios 
generales 1, 2 o 4.a).

b) Cualquier proyecto que suponga un cambio de uso del suelo en una superficie igual o 
superior a 100 ha.

c) Emplazamientos de almacenamiento de conformidad con la Ley 40/2010, de 29 de 
diciembre, de almacenamiento geológico de dióxido de carbono.

d) Instalaciones para la captura de flujos de dióxido de carbono con fines de 
almacenamiento geológico de conformidad con la Ley 40/2010, de 29 de diciembre, de 
almacenamiento geológico de dióxido de carbono, procedente de instalaciones incluidas en 
este anexo, o cuando la captura total anual de dióxido de carbono sea igual o superior a 1,5 
Mt.

ANEXO II
Proyectos sometidos a la evaluación ambiental simplificada regulada en el 

título II, capítulo II, sección 2.ª
Grupo 1. Agricultura, silvicultura, acuicultura y ganadería.
a) Proyectos de concentración parcelaria.
b) Repoblación forestal con especies alóctonas, que caracterizan la vegetación 

preexistente, separándose de la dinámica vegetal natural o cambiando el tipo de 
funcionalidad o uso del suelo, siempre que tengan 25 o más hectáreas, así como por debajo 
de esta superficie cuando cumplan los criterios generales 1 o 2, o utilicen especies alóctonas 
a escala local y su empleo no haya sido previamente autorizado en Planes de Ordenación de 
Recursos Forestales sometidos a evaluación ambiental estratégica.

Tala o destrucción masiva de vegetación forestal para cambiar el tipo de funcionalidad o 
uso del suelo de 10 o más hectáreas, así como las comprendidas entre 1 y 10 h, que 
cumplan los criterios generales 1 o 2, o que supongan la eliminación de arbolado en más de 
1 ha, se desarrollen en zonas con niveles erosión hídrica >10 t/ha*año (Inventario Nacional 
de Erosión de Suelos, INES) o se realicen en zonas en que la vegetación natural o 
seminatural ocupe menos del 5 % de la superficie (círculo de 1 km de radio).

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 92  Ley de evaluación ambiental

– 1370 –



c) Proyectos de transformación, ampliación o consolidación de regadíos de 10 o más 
hectáreas; así como los comprendidos entre 1 ha y 10 ha que cumplan alguno de los 
criterios generales, o que ocupen cauces o humedales permanentes o estacionales 
representados en el mapa Instituto Geográfico Nacional (IGN) a escala 1:25.000, o se 
desarrollen en zonas con niveles de erosión hídrica >10 t/ha*año (Inventario Nacional de 
Erosión de Suelos, INES).

Proyectos de mejora o modernización de regadíos comprendidos entre 10 y 100 ha que 
cumplan alguno de los criterios generales, o que ocupen cauces o humedales permanentes 
o estacionales representados en el mapa IGN a escala 1:25.000, o se desarrollen en zonas 
con niveles de erosión hídrica >10 t/ha*año (INES), o no dispongan de barreras al paso de la 
fauna acuática en la toma o a la caída de la fauna terrestre a la red de canales.

Avenamiento o drenaje de terrenos de 1 o más hectáreas; así como los inferiores a esta 
superficie que se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias: criterios generales 
1 o 2, o afecten a terrenos ocupados por vegetación natural, afecten a cauces o humedales 
permanentes o estacionales representados en el mapa IGN a escala 1:25.000 o contemplen 
drenajes a menos de 100 m de cauces o humedales.

d) Proyectos para destinar áreas incultas o con vegetación natural o seminatural a la 
explotación agrícola de 10 o más hectáreas, así como las comprendidas entre 1 y 10 
hectáreas que cumplan los criterios generales 1 o 2, o que supongan la eliminación de 
arbolado en más de 1 ha, o que ocupen cauces o humedales permanentes o estacionales 
representados en el mapa IGN a escala 1:25.000, o se desarrollen en zonas con niveles de 
erosión hídrica >10 t/ha*año (INES), o se realicen en zonas en que la vegetación natural o 
seminatural ocupe menos del 5% de la superficie (círculo de 1 km de radio).

e) Instalaciones para la acuicultura intensiva que tenga una capacidad de producción 
superior a 500 t/año.

f) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas 
por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento 
jurídico la Directiva 95/58/CE, relativa a la protección de animales en las explotaciones 
ganaderas, que superen las siguientes capacidades:

1.º 2.000 plazas para ganado ovino y caprino.
2.º 300 plazas para vacuno de leche.
3.º 600 plazas para vacuno de cebo.
4.º 20.000 plazas para conejos.
Grupo 2. Industrias de productos alimenticios.
a) Instalaciones industriales para la elaboración de grasas y aceites vegetales y 

animales.
b) Instalaciones industriales para el envasado y enlatado de productos animales y 

vegetales.
c) Instalaciones industriales para fabricación de productos lácteos.
d) Instalaciones industriales para la fabricación de cerveza y malta.
e) Instalaciones industriales para la elaboración de confituras y almíbares.
f) Instalaciones para el sacrificio, despiece o descuartizamiento de animales.
g) Instalaciones industriales para la fabricación de féculas.
h) Instalaciones industriales para la fabricación de harina de pescado y aceite de 

pescado.
i) Fábricas de azúcar.
Grupo 3. Perforaciones, dragados y otras instalaciones mineras e industriales.
a) Perforaciones profundas, con excepción de las perforaciones para investigar la 

estabilidad o la estratigrafía de los suelos y el subsuelo, en particular:
1.º Perforaciones geotérmicas excepto las de muy baja entalpía cuando no afecten a 

masas de agua.
2.º Perforaciones para el almacenamiento de residuos radiactivos.
3.º Perforaciones para el abastecimiento de aguas.
4.º Perforaciones petrolíferas o gasísticas de exploración o investigación.
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b) Instalaciones en el exterior y en el interior para la gasificación del carbón y pizarras 
bituminosas no incluidas en el anexo I.

c) Exploración mediante sísmica marina excepto proyectos de investigación con fines 
científicos.

d) Extracción de materiales mediante dragados en dominio público marítimo-terrestre, 
incluyendo el dominio público portuario. Quedan excluidos los dragados cuyo objeto sea 
mantener las condiciones hidrodinámicas o de navegabilidad y que a su vez estén sujetos a 
informe de compatibilidad con la estrategia marina conforme al Real Decreto 79/2019, de 22 
de febrero, por el que se regula el informe de compatibilidad y se establecen los criterios de 
compatibilidad con las estrategias marinas; así como aquellos dragados de mantenimiento o 
primer establecimiento que se ejecuten dentro de las zonas de aguas de los puertos y que, 
no incurriendo en ninguno de los supuestos del artículo 7.2.c) de esta ley, dadas sus 
características y de las masas de agua donde se desarrollan, no puedan provocar el 
deterioro del estado potencial ecológico de las mismas.

e) Instalaciones para la captura de flujos de dióxido de carbono con fines de 
almacenamiento geológico de conformidad con la Ley 40/2010, de 29 de diciembre, de 
almacenamiento geológico de dióxido de carbono, procedente de instalaciones no incluidas 
en el anexo I.

f) Explotaciones a cielo abierto de yacimientos minerales y demás recursos geológicos 
de las secciones A, B, C y D reguladas por la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas. Se 
incluyen las instalaciones (incluidas las de residuos mineros) necesarias para la extracción, 
tratamiento, almacenamiento, aprovechamiento y transporte del mineral, así como para la 
gestión de residuos mineros y restauración del espacio afectado por la actividad minera 
(proyectos no incluidos en el anexo I).

g) Instalaciones industriales en el exterior para la extracción de carbón, petróleo, gas 
natural, minerales y pizarras bituminosas (proyectos no incluidos en el anexo I).

h) Explotaciones subterráneas de yacimientos minerales y demás recursos geológicos 
de las secciones A, B, C y D reguladas por la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas. Se 
incluyen las superficies, estructuras e instalaciones (incluidas las de residuos mineros) 
necesarias para la extracción, tratamiento, almacenamiento, aprovechamiento y transporte 
del mineral, así como para la gestión de los residuos mineros y restauración del espacio 
afectado por la actividad minera (proyectos no incluidos en el anexo I).

i) Proyectos de investigación minera cuando incluyan alguno de los siguientes trabajos: 
apertura de un frente piloto, la constitución de una instalación de residuos mineros o la 
ejecución de galerías de investigación minera.

Grupo 4. Industria energética.
a) Instalaciones industriales para la producción de electricidad, vapor y agua caliente 

(proyectos no incluidos en el anexo I).
b) Construcción de líneas eléctricas (proyectos no incluidos en el anexo I) con un voltaje 

igual o superior a 15 kV, que tengan una longitud superior a 3 km, incluidas sus 
subestaciones asociadas, así como por debajo de los anteriores umbrales cuando cumplan 
los criterios generales 1 o 2, o no incluyan las medidas preventivas establecidas en el Real 
Decreto 1432/2008, de 29 de agosto, por el que se establecen medidas para la protección de 
la avifauna contra la colisión y la electrocución en líneas eléctricas de alta tensión, o 
discurran a menos de 200 m de población o de 100 m de viviendas aisladas en alguna parte 
de su recorrido, salvo que discurran íntegramente en subterráneo por suelo urbanizado.

c) Repotenciación de líneas de transmisión de energía eléctrica existentes cuando 
cumplan los criterios generales 1 o 2.

d) Fabricación industrial de briquetas de hulla y de lignito.
e) Instalaciones para generación de energía hidroeléctrica diferentes a las contempladas 

en el anexo I. Se exceptúan las turbinas que se instalen en el interior de tuberías o canales 
preexistentes que no supongan ocupación adicional de terrenos ni alteraciones del caudal o 
profundidad en las masas de agua con que dichas conducciones o canales estén 
conectadas.
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f) Instalaciones industriales para el transporte de vapor y agua caliente, de oleoductos y 
gasoductos, y tuberías para el transporte de flujos de dióxido de carbono con fines de 
almacenamiento geológico (proyectos no incluidos en el anexo I).

g) Instalaciones para el reprocesado y almacenamiento de residuos radiactivos (no 
incluidas en el anexo I).

h) Instalaciones para la utilización de la fuerza del viento para la producción de energía 
(parques eólicos) no incluidos en el anexo I.

i) Instalaciones para la producción de energía en medio marino y en aguas de transición.
j) Instalaciones para la producción de energía eléctrica a partir de la energía solar no 

incluidas en el anexo I, ni instaladas sobre cubiertas o tejados de edificios, así como, las que 
ocupen una superficie inferior a 5 ha salvo que cumplan los criterios generales 1 o 2.

k) Almacenamiento para uso industrial de gas natural sobre el terreno.
l) Almacenamiento subterráneo para uso industrial de gases combustibles.
m) Almacenamiento sobre el terreno para uso industrial de combustibles fósiles no 

incluidos en el anexo I.
n) Almacenamiento energético stand-alone a través de baterías electroquímicas o con 

cualquier tecnología de carácter hibridado con instalaciones de energía eléctrica.
Grupo 5. Industria siderúrgica y del mineral. Producción y elaboración de equipos de 

transporte y metales
a) Hornos de coque (destilación seca del carbón).
b) Instalaciones para la fabricación de fibras minerales artificiales.
c) Astilleros.
d) Instalaciones para la construcción y reparación de aeronaves.
e) Fabricación de material ferroviario.
f) Fabricación y montaje de vehículos de motor y fabricación de motores para vehículos.
g) Embutido de fondo mediante explosivos.
h) Instalaciones para la producción de lingotes de hierro o de acero (fusión primaria o 

secundaria), incluidas las instalaciones de fundición continua.
i) Instalaciones para la elaboración de metales ferrosos, no incluidas en el anexo I, 

mediante:
1.º Laminado en caliente.
2.º Forjado con martillos.
3.º Aplicación de capas protectoras de metal fundido.
j) Fundiciones de metales ferrosos no incluidos en el anexo I.
k) Instalaciones para la fundición (incluida la aleación) de metales no ferrosos, con 

excepción de metales preciosos, incluidos los productos de recuperación (refinado, restos de 
fundición, etc.) no incluidas en el anexo I.

l) Instalaciones para el tratamiento de la superficie de metales y materiales plásticos por 
proceso electrolítico o químico no incluidas en el anexo I.

m) Instalaciones de calcinación y de sinterizado de minerales metálicos no incluidas en 
el anexo I.

n) Instalaciones para la fabricación de cemento no incluidas en el anexo I.
o) Instalaciones para la producción de amianto y para la fabricación de productos a base 

de amianto (proyectos no incluidos en el anexo I).
p) Instalaciones para la fabricación de vidrio, incluida la fibra de vidrio, no incluidas en el 

anexo I.
q) Instalaciones para la fundición de sustancias minerales, incluida la producción de 

fibras minerales, no incluidas en el anexo I.
r) Instalaciones para la fabricación de productos cerámicos mediante horneado, en 

particular tejas, ladrillos, ladrillos refractarios, azulejos, gres o porcelana no incluidos en el 
anexo I.

Grupo 6. Industria química, petroquímica, textil y papelera.
a) Instalaciones industriales de tratamiento de productos intermedios y producción de 

productos químicos.
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b) Instalaciones industriales para la producción de pesticidas y productos farmacéuticos, 
pinturas y barnices, elastómeros y peróxidos.

c) Instalaciones industriales de almacenamiento de productos petrolíferos, petroquímicos 
y químicos.

d) Instalaciones industriales para la fabricación y tratamiento de productos a base de 
elastómeros.

e) Instalaciones industriales para la producción de papel y cartón (proyectos no incluidos 
en el anexo I).

f) Plantas para el tratamiento previo (operaciones tales como el lavado, blanqueo, 
mercerización) o para el teñido de fibras o productos textiles, no incluidas en el anexo I.

g) Plantas para el curtido de pieles y cueros, no incluidas en el anexo I.
h) Instalaciones de producción y tratamiento de celulosa, no incluidas en el anexo I.
i) Instalaciones industriales para la producción de hidrógeno electrolítico, fotoelectrolítico 

o fotocatalítico a partir de fuentes renovables.
Grupo 7. Proyectos de infraestructuras.
a) Proyectos de zonas industriales.
b) Proyectos de urbanizaciones, incluida la construcción de centros comerciales y 

aparcamientos.
c) Proyectos ferroviarios:
1.º Construcción de líneas ferroviarias (proyectos no incluidos en el anexo I) y de 

estaciones de trasbordo intermodal de viajeros y de terminales intermodales de mercancías.
2.º Modificación de trazado de planta de líneas ferroviarias que excedan de la zona de 

protección ferroviaria.
3.º Soterramiento de tramos de líneas ferroviarias.
4.º Electrificación de líneas ferroviarias no electrificadas e implantación de cerramiento 

en línea de ferrocarril.
5.º Ampliación del número de vías de una línea de ferrocarril existente o instalación de 

tercer hilo o carril (proyectos no incluidos en el anexo I), cuando se desarrolle en zonas de 
protección acústica especial.

d) Proyectos de aeródromos, según la definición de la Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre 
Navegación Aérea, (no incluidos en el anexo I), así como cualquier modificación en la 
operación de los aeródromos que figuran en el anexo I o anexo II, que puedan tener efectos 
significativos para el medio ambiente. Quedan exceptuados los aeródromos destinados, 
exclusivamente, a uso sanitario y de emergencias o a la prevención y extinción de incendios, 
salvo que cumplan los criterios generales 1 o 2.

e) Obras de alimentación artificial de playas cuyo volumen de aportación de arena 
supere los 500.000 metros cúbicos y aquellas de volumen inferior situadas a menos de 500 
m de zonas con presencia de comunidades de fanerógamas marinas o que cumplan alguno 
de los criterios generales 1, 2 o 4.a).

f) Tranvías, metros aéreos y subterráneos, líneas suspendidas o líneas similares de un 
determinado tipo, que sirvan exclusiva o principalmente para el transporte de pasajeros.

g) Construcción de vías navegables tierra adentro (no incluidas en el anexo I).
h) Obras costeras destinadas a combatir la erosión y obras marítimas que puedan alterar 

la costa, por ejemplo, por la construcción de diques, malecones, espigones y otras obras de 
defensa contra el mar. Quedan excluidos el mantenimiento y la reconstrucción de tales obras 
y las obras realizadas en la zona de servicio de los puertos, salvo que cumplan alguno de los 
criterios generales 1, 2 o 4.a).

i) Ampliación de carreteras convencionales existentes, que impliquen su transformación 
en autopistas, autovías o carreteras multicarril, no incluidas en el anexo I y construcción de 
carreteras convencionales de nuevo trazado, no incluidas en el anexo I.

j) Construcción de puertos, incluidos los puertos pesqueros y deportivos (proyectos no 
incluidos en el anexo I). Quedan excluidas las obras realizadas en la zona de servicio de los 
puertos, salvo que puedan generar alteraciones en la costa por afección a la dinámica litoral 
o cumpla los criterios generales 1, 2 o 4.a).

Grupo 8. Proyectos de ingeniería hidráulica y de gestión del agua.
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a) Proyectos de recarga artificial de acuíferos no incluidos en el anexo I.
Proyectos de extracción de aguas subterráneas de más de un 1 % del recurso disponible 

del acuífero correspondiente que no se encuentren incluidos en el anexo I.
Las definiciones del apartado anterior deben entenderse en el contexto establecido por el 

Reglamento de la Planificación Hidrológica, aprobado por Real Decreto 907/2007, de 6 de 
julio, por la instrucción de planificación hidrológica, aprobada por Orden ARM/2656/2008, de 
10 de septiembre, y modificado por el Real Decreto 1159/2021, 28 de diciembre, y por el 
Plan Hidrológico de la demarcación correspondiente vigente, normas de transposición 
nacional de la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre 
de 2000, por la que se establece un marco comunitario en el ámbito de la política de aguas.

b) Proyectos de obras para el trasvase de recursos hídricos entre cuencas fluviales, no 
incluidos en el anexo I.

c) Obras de encauzamiento, proyectos de defensa de cauces y márgenes, y dragados 
fluviales no incluidos en el anexo I, cuando la modificación de las características físicas de la 
masa de agua pueda provocar el deterioro del estado o potencial ecológico de la misma o de 
otras aguas abajo, o cuando cumplan los criterios generales 1 o 2.

d) Plantas de tratamiento de aguas residuales cuya capacidad esté comprendida entre 
los 10.000 y los 150.000 habitantes-equivalentes, así como las de menor capacidad cuando 
cumplan alguno de los criterios generales 1, 2 o 4.a) y c).

e) Instalaciones de desalación o desalobración de agua con un volumen nuevo o 
adicional superior a 3.000 metros cúbicos al día.

f) Instalaciones de conducción de agua a larga distancia no incluidas en el anexo I, 
situadas en suelo no urbano y que tengan una longitud superior a 10 km, así como aquellas 
por debajo de este umbral cuando cumplan los criterios generales 1 o 2.

g) Presas y azudes incluidos sus recrecimientos y vaciados o dragados de los embalses, 
excepto actuaciones de mantenimiento que no se desarrollen en espacios protegidos, y que 
puedan modificar el régimen ordinario de caudales.

Balsas y otras instalaciones destinadas a retener o a almacenar agua con capacidad 
igual o superior a 200.000 metros cúbicos, así como las comprendidas entre 200.000 y 5.000 
metros cúbicos, que cumplan alguno de los criterios generales 1, 2 o 3. Demolición o puesta 
fuera de servicio de las presas del apartado 1.º (grandes presas) y presas destinadas a 
retener el agua o almacenarla, permanente, cuando el volumen de agua almacenada sea 
superior a 10 hectómetros cúbicos o que supongan una inundación de más de 100 ha.

Grupo 9. Otros proyectos.
a) Pistas permanentes de carreras y de pruebas para vehículos motorizados.
b) Instalaciones de eliminación o valorización de residuos no incluidas en el anexo I, 

excepto la eliminación o valorización de residuos propios no peligrosos en el lugar de 
producción.

c) Lugares para depositar lodos.
d) Almacenamiento de chatarra, incluidos vehículos desechados.
e) Instalaciones o bancos de prueba de motores, turbinas o reactores.
f) Instalaciones para la recuperación o destrucción de sustancias explosivas.
g) Pistas de esquí, remontes, teleféricos y construcciones asociadas (proyectos no 

incluidos en el anexo I).
h) Campamentos permanentes para tiendas de campaña o caravanas.
i) Parques temáticos (proyectos no incluidos en el anexo I).
j) Proyectos para recuperación de tierras al mar quedando excluidas las obras en la zona 

de servicio de los puertos, salvo que cumplan alguno de los criterios 1, 2 o 4.a).
k) Urbanizaciones turísticas y complejos hoteleros fuera de las zonas urbanas, y 

construcciones asociadas.
l) Cualquier proyecto que suponga un cambio de uso del suelo en una superficie igual o 

superior a 50 ha o igual o superior a 10 ha si cumple los criterios generales 1 o 2.
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ANEXO III
Criterios para determinar si un proyecto del anexo II se somete a evaluación 

ambiental ordinaria o simplificada
Apartado A: Criterios mencionados en el artículo 47.2 para determinar si un proyecto del 

anexo II debe someterse a evaluación de impacto ambiental ordinaria.
1. Características de los proyectos: Las características de los proyectos deberán 

considerarse, en particular, desde el punto de vista de:
a) Las dimensiones y el diseño del conjunto del proyecto.
b) La acumulación con otros proyectos, existentes y/o aprobados.
c) La utilización de recursos naturales, en particular la tierra, el suelo, el agua y la 

biodiversidad.
d) La generación de residuos.
e) La contaminación y otras perturbaciones.
f) Los riesgos de accidentes graves y/o catástrofes relevantes para el proyecto en 

cuestión, incluidos los provocados por el cambio climático, de conformidad con los 
conocimientos científicos.

g) Los riesgos para la salud humana (por ejemplo, debido a la contaminación del agua, 
del aire, o la contaminación electromagnética).

2. Ubicación de los proyectos: la sensibilidad medioambiental de las áreas geográficas, 
que puedan verse afectadas por los proyectos, deberá considerarse teniendo en cuenta los 
principios de sostenibilidad, en particular:

a) El uso presente y aprobado del suelo.
b) La abundancia relativa, la disponibilidad, la calidad y la capacidad regenerativa de los 

recursos naturales de la zona y su subsuelo (incluidos el suelo, la tierra, el agua y la 
biodiversidad).

c) La capacidad de absorción del medio natural, con especial atención a las áreas 
siguientes:

1.º Humedales, zonas ribereñas, desembocaduras de ríos.
2.º Zonas costeras y medio marino.
3.º Áreas de montaña y de bosque.
4.º Reservas naturales y parques.
5.º Áreas clasificadas o protegidas por la legislación del Estado o de las comunidades 

autónomas; lugares Red Natura 2000.
6.º Áreas en las que se han rebasado ya los objetivos de calidad medioambiental 

establecidos en la legislación aplicable, y pertinentes para el proyecto, o en las que se 
considere que se ha producido un incumplimiento de dichas normas de calidad 
medioambientales.

7.º Áreas de gran densidad demográfica.
8.º Paisajes y lugares con significación histórica, cultural y/o arqueológica.
9.º Áreas con potencial afección al patrimonio cultural.
10.º Masas de agua superficiales y subterráneas contempladas en la planificación 

hidrológica y sus respectivos objetivos ambientales
3. Características del potencial impacto: los potenciales efectos significativos de los 

proyectos en el medio ambiente, deben considerarse en relación con los criterios 
establecidos en los apartados 1 y 2, y teniendo presente el impacto del proyecto sobre los 
factores señalados en el artículo 45, apartado 1.e), teniendo en cuenta:

a) La magnitud y el alcance espacial del impacto (por ejemplo, área geográfica y tamaño 
de la población que pueda verse afectada).

b) La naturaleza del impacto.
c) El carácter transfronterizo del impacto.
d) La intensidad y complejidad del impacto.
e) La probabilidad del impacto.
f) El inicio previsto y duración, frecuencia y reversibilidad del impacto.
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g) La acumulación del impacto con los impactos de otros proyectos existentes y/o 
aprobados.

h) La posibilidad de reducir el impacto de manera eficaz.
Apartado B: Criterios generales para sometimiento a evaluación ambiental simplificada 

de proyectos situados por debajo de los umbrales establecidos en el anexo II:
1. Proyectos en espacios protegidos Red Natura 2000, en espacios naturales protegidos, 

en humedales de importancia internacional (Ramsar), en sitios naturales de la Lista del 
Patrimonio Mundial, en áreas o zonas protegidas de los Convenios para la protección del 
medio ambiente marino del Atlántico del Nordeste (OSPAR) o para la protección del medio 
marino y de la región costera del Mediterráneo (ZEPIM) y en zonas núcleo o tampón de 
Reservas de la Biosfera de la UNESCO. No se entienden incluidos los proyectos 
expresamente permitidos por la zonificación y normativa reguladora del espacio, así como 
los proyectos no susceptibles de causar efectos adversos apreciables, de acuerdo con el 
informe emitido por el órgano competente para la gestión de dicho espacio.

2. Proyectos solapados con elementos de infraestructura verde formalmente declarados 
por su papel como corredores o conectores ecológicos, áreas críticas de los planes de 
recuperación o conservación de especies amenazadas u otras áreas importantes para la 
conservación de especies en régimen de protección especial, hábitats de interés 
comunitario, que presenten un estado de conservación desfavorable en la unidad 
biogeográfica, o áreas declaradas por las autoridades competentes para la protección de 
especies objeto de pesca o marisqueo, excepto aquellos proyectos respecto de los que el 
órgano competente para la gestión del espacio informe que no son susceptibles de causar 
efectos adversos.

3. Proyectos que, en fase de explotación, tomen agua a partir de:
a) Masas de agua superficial formalmente declaradas de mal estado/potencial ecológico, 

o con buen estado/potencial ecológico, cuando la extracción de agua supere el 5 % del 
caudal medio en el punto de toma en un mes determinado, calculado a partir de una serie 
representativa de acuerdo con los criterios de la Instrucción de Planificación Hidrológica.

b) Masas de agua subterránea en mal estado cuantitativo, o en buen estado cuantitativo, 
cuando la extracción anual supere el 1 % de los recursos disponibles.

c) Zonas protegidas por la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el 
ámbito de la política de aguas, Directiva Marco del Agua, y en el Real Decreto Legislativo 
1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas: 
perímetros de protección de captaciones para consumo humano, de aguas minerales y 
termales, zonas para protección de hábitats o especies, de especies económicamente 
significativas, reservas hidrológicas y humedales de importancia internacional Ramsar o 
incluidos en el Inventario Español de Zonas Húmedas [apartados 2 (a, b, c, g y h) y 3 (a y c) 
del artículo 24 del Reglamento de la Planificación Hidrológica, aprobado por el Real Decreto 
907/2007, de julio].

4. Proyectos que, en fase de explotación, viertan agua y puedan causar contaminación 
difusa o puntual, incluyendo retornos, sobre:

a) Masas de agua superficial que no alcanzan el buen estado/potencial ecológico o 
químico.

b) Masas de agua subterránea con mal estado químico.
c) Zonas protegidas por la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el 
ámbito de la política de aguas, Directiva Marco del Agua, y en el texto refundido de la Ley de 
Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio: Perímetros de 
protección de captaciones para consumo humano, de aguas minerales y termales, zonas 
para protección de hábitats o especies, de especies económicamente significativas, baño, 
zonas vulnerables a la contaminación por nitratos de origen agrario, zonas sensibles, 
reservas hidrológicas y humedales de importancia internacional Ramsar o incluidos en el 
Inventario Español de zonas Húmedas [apartados 2 (a, b, c, d, e, f, g y h) y 3 (a y c) del 
artículo 24 del Reglamento de la Planificación Hidrológica].
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ANEXO IV
Contenido del estudio ambiental estratégico

La información que deberá contener el estudio ambiental estratégico previsto en el 
artículo 20 será, como mínimo, la siguiente:

1. Un esbozo del contenido, objetivos principales del plan o programa y relaciones con 
otros planes y programas pertinentes;

2. Los aspectos relevantes de la situación actual del medio ambiente y su probable 
evolución en caso de no aplicación del plan o programa;

3. Las características medioambientales de las zonas que puedan verse afectadas de 
manera significativa y su evolución teniendo en cuenta el cambio climático esperado en el 
plazo de vigencia del plan o programa;

4. Cualquier problema medioambiental existente que sea relevante para el plan o 
programa, incluyendo en particular los problemas relacionados con cualquier zona de 
especial importancia medioambiental, como las zonas designadas de conformidad con la 
legislación aplicable sobre espacios naturales y especies protegidas y los espacios 
protegidos de la Red Natura 2000;

5. Los objetivos de protección medioambiental fijados en los ámbitos internacional, 
comunitario o nacional que guarden relación con el plan o programa y la manera en que 
tales objetivos y cualquier aspecto medioambiental se han tenido en cuenta durante su 
elaboración;

6. Los probables efectos significativos en el medio ambiente, incluidos aspectos como la 
biodiversidad, la población, la salud humana, la fauna, la flora, la tierra, el agua, el aire, los 
factores climáticos, su incidencia en el cambio climático, en particular una evaluación 
adecuada de la huella de carbono asociada al plan o programa, los bienes materiales, el 
patrimonio cultural, el paisaje y la interrelación entre estos factores. Estos efectos deben 
comprender los efectos secundarios, acumulativos, sinérgicos, a corto, medio y largo plazo, 
permanentes y temporales, positivos y negativos;

7. Las medidas previstas para prevenir, reducir y, en la medida de lo posible, compensar 
cualquier efecto negativo importante en el medio ambiente de la aplicación del plan o 
programa, incluyendo aquellas para mitigar su incidencia sobre el cambio climático y permitir 
su adaptación al mismo;

8. Un resumen de los motivos de la selección de las alternativas contempladas y una 
descripción de la manera en que se realizó la evaluación, incluidas las dificultades, como 
deficiencias técnicas o falta de conocimientos y experiencia que pudieran haberse 
encontrado a la hora de recabar la información requerida;

9. Un programa de vigilancia ambiental en el que se describan las medidas previstas 
para el seguimiento;

10. Un resumen de carácter no técnico de la información facilitada en virtud de los 
epígrafes precedentes.

ANEXO V
Criterios mencionados en el artículo 31 para determinar si un plan o programa 

debe someterse a evaluación ambiental estratégica ordinaria
1. Las características de los planes y programas, considerando en particular:
a) La medida en que el plan o programa establece un marco para proyectos y otras 

actividades, bien en relación con la ubicación, naturaleza, dimensiones, y condiciones de 
funcionamiento o bien en relación con la asignación de recursos.

b) La medida en que el plan o programa influye en otros planes o programas, incluidos 
los que estén jerarquizados.

c) La pertinencia del plan o programa para la integración de consideraciones 
ambientales, con el objeto, en particular, de promover el desarrollo sostenible.

d) Problemas ambientales significativos relacionados con el plan o programa.
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e) La pertinencia del plan o programa para la implantación de la legislación comunitaria o 
nacional en materia de medio ambiente como, entre otros, los planes o programas 
relacionados con la gestión de residuos o la protección de los recursos hídricos.

2. Las características de los efectos y del área probablemente afectada, considerando en 
particular:

a) La probabilidad, duración, frecuencia y reversibilidad de los efectos.
b) El carácter acumulativo de los efectos.
c) El carácter transfronterizo de los efectos.
d) Los riesgos para la salud humana o el medio ambiente (debidos, por ejemplo, a 

accidentes).
e) La magnitud y el alcance espacial de los efectos (área geográfica y tamaño de la 

población que puedan verse afectadas).
f) El valor y la vulnerabilidad del área probablemente afectada a causa de:
1.º Las características naturales especiales.
2.º Los efectos en el patrimonio cultural.
3.º La superación de valores límite o de objetivos de calidad ambiental.
4.º La explotación intensiva del suelo.
5.º Los efectos en áreas o paisajes con rango de protección reconocido en los ámbitos 

nacional, comunitario o internacional.

ANEXO VI
Estudio de impacto ambiental, conceptos técnicos y especificaciones relativas 

a las obras, instalaciones o actividades comprendidas en los anexos I y II
Parte A: Estudio de impacto ambiental:
El estudio de impacto ambiental, al que se refiere el artículo 35, deberá incluir la 

información detallada en los epígrafes que se desarrollan a continuación:
1. Objeto y descripción del proyecto.
a) Una descripción de la ubicación del proyecto.
b) Una descripción de las características físicas del conjunto del proyecto, incluidas, 

cuando proceda, los requisitos de las obras de demolición que se impongan, y de las 
necesidades en cuanto al uso de la tierra, durante las fases de construcción y de 
explotación.

c) Descripción de los materiales a utilizar, suelo y tierra a ocupar, y otros recursos 
naturales cuya eliminación o afectación se considere necesaria para la ejecución del 
proyecto, y descripción de las principales características de la fase de explotación del 
proyecto (en particular cualquier proceso de producción), con indicaciones, por ejemplo, 
sobre la demanda de energía y la energía utilizada, la naturaleza y cantidad de materiales y 
recursos naturales utilizados (incluidos el agua, la tierra, el suelo y la biodiversidad).

d) Descripción, en su caso, de los tipos, cantidades y composición de los residuos 
producidos durante las fases de construcción, explotación y, en su caso, demolición, así 
como la previsión de los vertidos y emisiones que se puedan dar (por ejemplo, la 
contaminación del agua, del aire, del suelo y del subsuelo), o cualquier otro elemento 
derivado de la actuación, como la peligrosidad sísmica natural, o la peligrosidad sísmica 
inducida por el proyecto, tanto sean de tipo temporal, durante la realización de la obra, o 
permanentes, cuando ya esté realizada y en operación, en especial, ruidos, vibraciones, 
olores, emisiones luminosas, calor, radiación, emisiones de partículas, etc.

En el caso de proyectos que estén sujetos al Reglamento sobre instalaciones nucleares 
y radiactivas, aprobado por el Real Decreto 1836/1999, de 3 de diciembre, el promotor 
deberá incluir en el estudio de impacto ambiental, una previsión de los tipos, cantidades y 
composición de los residuos que se producirán durante las fases de construcción, 
explotación y desmantelamiento, y de los vertidos y emisiones radiactivas que se puedan dar 
en operación normal, incidentes operacionales y accidentes; así como la declaración del 
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cumplimiento del criterio ALARA (As Low As Reasonably Achievable) de acuerdo con las 
normas básicas de protección radiológica para estas situaciones.

e) Las tecnologías y las sustancias utilizadas.
2. Examen de alternativas del proyecto que resulten ambientalmente más adecuadas, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.1.b) que sean técnicamente viables, y 
justificación de la solución adoptada.

a) Un examen multicriterio, estudiado por el promotor, de las distintas alternativas que 
resulten ambientalmente más adecuadas, y sean relevantes para el proyecto, incluida la 
alternativa cero, o de no actuación, y que sean técnicamente viables para el proyecto 
propuesto y sus características específicas; y una justificación de la solución propuesta, 
incluida una comparación de los efectos medioambientales, que tendrá en cuenta diversos 
criterios, como el económico y el funcional, y entre los que se incluirá una comparación de 
los efectos medioambientales. La selección de la mejor alternativa deberá estar soportada 
por un análisis global multicriterio, donde se tenga en cuenta, no sólo aspectos económicos, 
sino también los de carácter social y ambiental.

b) Una descripción de las exigencias previsibles en el tiempo, en orden a la utilización 
del suelo y otros recursos naturales, para cada alternativa examinada.

c) Respecto a la alternativa 0, o de no actuación, se realizará una descripción de los 
aspectos pertinentes de la situación actual del medio ambiente (hipótesis de referencia), y 
una presentación de su evolución probable en caso de no realización del proyecto, en la 
medida en que los cambios naturales con respecto a la hipótesis de referencia puedan 
evaluarse mediante un esfuerzo razonable, de acuerdo a la disponibilidad de información 
medioambiental y los conocimientos científicos.

3. Inventario ambiental, y descripción de los procesos e interacciones ecológicas o 
ambientales claves.

a) Estudio del estado del lugar y de sus condiciones ambientales, antes de la realización 
de las obras, así como de los tipos existentes de ocupación del suelo y aprovechamientos de 
otros recursos naturales, teniendo en cuenta las actividades preexistentes.

b) Descripción, censo, inventario, cuantificación y, en su caso, cartografía, de todos los 
factores definidos en el artículo 35, apartado 1, letra c), que puedan verse afectados por el 
proyecto: la población, la salud humana, la biodiversidad (por ejemplo, la fauna y la flora), la 
tierra (por ejemplo, ocupación del terreno), la geodiversidad, el suelo (por ejemplo, materia 
orgánica, erosión, compactación y sellado), el subsuelo, el agua (por ejemplo, 
modificaciones hidromorfológicas, cantidad y calidad), el medio marino, el aire, el clima (por 
ejemplo, emisiones de gases de efecto invernadero, impactos significativos para la 
adaptación), el cambio climático, los bienes materiales, el patrimonio cultural, así como los 
aspectos arquitectónicos y arqueológicos, el paisaje en los términos del Convenio Europeo 
del Paisaje, y la interacción entre todos los factores mencionados.

En su caso, para las masas de agua afectadas se establecerá: su naturaleza, 
caracterización del estado, presiones, impactos y objetivos ambientales asignados por la 
planificación hidrológica.

c) Descripción de las interacciones ecológicas claves, y su justificación.
d) Delimitación y descripción cartografiada del territorio afectado por el proyecto, para 

cada uno de los aspectos ambientales definidos.
e) Estudio comparativo de la situación ambiental actual, con la actuación derivada del 

proyecto objeto de la evaluación, para cada alternativa examinada.
f) Las descripciones y estudios anteriores se harán de forma sucinta, en la medida en 

que fueran precisas para la comprensión de los posibles efectos del proyecto sobre el medio 
ambiente.

4. Identificación y valoración de impactos, tanto en la solución propuesta, como en sus 
alternativas.

a) Se incluirá la identificación, cuantificación y valoración de los efectos significativos 
previsibles, de las actividades proyectadas sobre los aspectos ambientales indicados en el 
apartado 3 para cada alternativa examinada. En su caso, se incluirán las modelizaciones 
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necesarias para completar el inventario ambiental, e identificar y valorar los impactos del 
proyecto.

b) Necesariamente, la identificación de los impactos ambientales derivará del estudio de 
las interacciones, entre las acciones derivadas del proyecto y las características específicas 
de los aspectos ambientales afectados en cada caso concreto. Entre las acciones a estudiar 
figurarán las siguientes:

1.º La construcción y existencia del proyecto, incluidas, cuando proceda, las obras de 
demolición.

2.º El uso de recursos naturales, en particular la tierra, el suelo, el agua y la biodiversidad 
(recursos naturales), teniendo en cuenta, en la medida de lo posible, la disponibilidad 
sostenible de tales recursos.

3.º La emisión de contaminantes, ruido, vibración, luz, calor y radiación, la creación de 
molestias y la eliminación y recuperación de residuos.

4.º Los riesgos para la salud humana, el patrimonio cultural o el medio ambiente 
(debidos, por ejemplo, a accidentes o catástrofes).

5.º La acumulación de los efectos del proyecto con otros proyectos, existentes y/o 
aprobados, teniendo en cuenta los problemas medioambientales existentes relacionados con 
zonas de importancia medioambiental especial, que podrían verse afectadas o el uso de los 
recursos naturales.

6.º El impacto del proyecto en el clima (por ejemplo, la naturaleza y magnitud de las 
emisiones de gases de efecto invernadero, y la vulnerabilidad del proyecto con respecto al 
cambio climático).

La descripción de los posibles efectos significativos con respecto a los factores 
mencionados en el artículo 35.1, debe abarcar los efectos directos y los efectos indirectos, 
secundarios, acumulativos, transfronterizos, a corto, medio y largo plazo, permanentes y 
temporales, positivos y negativos del proyecto. Esta descripción, debe tener en cuenta los 
objetivos de protección medioambiental establecidos a nivel de la Unión o de los Estados 
miembros, y significativos para el proyecto.

En su caso, se deberán estudiar las repercusiones del proyecto sobre los diferentes 
elementos de calidad que definen el estado o potencial de las masas de agua afectadas.

La descripción de los métodos de previsión o de los datos utilizados para definir y 
evaluar los efectos significativos en el medio ambiente, incluidos detalles sobre dificultades 
(por ejemplo, deficiencias técnicas o falta de conocimientos) a las que se ha tenido que 
hacer frente al recopilar la información, y las principales incertidumbres que conllevan.

c) La cuantificación de los efectos significativos de un plan, programa o proyecto sobre el 
medio ambiente consistirá en la identificación y descripción, mediante datos mensurables, de 
las variaciones previstas de los hábitats y de las especies afectadas, como consecuencia del 
desarrollo del plan o programa, o por la ejecución del proyecto. Se medirán en particular las 
variaciones previstas en:

1.º Superficie del hábitat o tamaño de la población afectada, directa o indirectamente, a 
través de las cadenas tróficas, o de los vectores ambientales, en concreto, flujos de agua, 
residuos, energía o atmosféricos, suelo, ribera del mar y de las rías. Para ello se utilizarán 
unidades biofísicas del hábitat o especie afectadas.

2.º La intensidad del impacto con indicadores cuantitativos y cualitativos. En caso de no 
encontrar un indicador adecuado al efecto, podrá diseñarse una escala que represente, en 
términos de porcentaje, las variaciones de calidad experimentadas por los hábitats y 
especies afectados.

3.º La duración, la frecuencia y la reversibilidad de los efectos que el impacto ocasionará 
sobre el hábitat y especies.

4.º La abundancia o número de individuos, su densidad o la extensión de su zona de 
presencia.

5.º La diversidad ecológica medida, al menos, como número de especies, o como 
descripción de su abundancia relativa.

6.º La rareza de la especie o del hábitat (evaluada en el plano local, regional y superior, 
incluido el plano comunitario), así como su grado de amenaza.
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7.º La variación y cambios que vayan a experimentar, entre otros, los siguientes 
parámetros del hábitat y especie afectado: el estado de conservación, el estado ecológico 
cuantitativo, la integridad física, y la estructura y función.

d) Valoración. Se indicarán los impactos ambientales compatibles, moderados, severos y 
críticos que se prevean, como consecuencia de la ejecución del proyecto. Se jerarquizarán 
los impactos ambientales, identificados y valorados, para conocer su importancia relativa.

5. Establecimiento de medidas preventivas, correctoras y compensatorias para reducir, 
eliminar o compensar los efectos ambientales significativos.

Se describirán las medidas previstas para prevenir, corregir y, en su caso, compensar, 
los efectos adversos significativos de las distintas alternativas del proyecto sobre el medio 
ambiente, tanto en lo referente a su diseño y ubicación, como en cuanto a la explotación, 
desmantelamiento o demolición. En particular, se definirán las medidas necesarias para 
paliar los efectos adversos sobre el estado o potencial de las masas de agua afectadas.

Las medidas compensatorias consistirán, siempre que sea posible, en acciones de 
restauración, o de la misma naturaleza y efecto contrario al de la acción emprendida.

El presupuesto del proyecto incluirá estas medidas con el mismo nivel de detalle que el 
resto del proyecto, en un apartado específico, que se incorporará al estudio de impacto 
ambiental.

6. Programa de vigilancia y seguimiento ambiental.
El programa de vigilancia ambiental establecerá un sistema que garantice el 

cumplimiento de las indicaciones y de las medidas previstas para prevenir, corregir y, en su 
caso, compensar, contenidas en el estudio de impacto ambiental, tanto en la fase de 
ejecución como en la de explotación, desmantelamiento o demolición. Este programa 
atenderá a la vigilancia, durante la fase de obras, y al seguimiento, durante la fase de 
explotación del proyecto. El presupuesto del proyecto incluirá la vigilancia y seguimiento 
ambiental, en fase de obras y fase de explotación, en apartado específico, el cual se 
incorporará al estudio de impacto ambiental.

Los objetivos del programa de vigilancia y seguimiento ambiental son los siguientes:
a) Vigilancia ambiental durante la fase de obras:
1.º Detectar y corregir desviaciones, con relevancia ambiental, respecto a lo proyectado 

en el proyecto de construcción.
2.º Supervisar la correcta ejecución de las medidas ambientales.
3.º Determinar la necesidad de suprimir, modificar o introducir nuevas medidas.
4.º Seguimiento de la evolución de los elementos ambientales relevantes.
b) Seguimiento ambiental durante la fase de explotación. El estudio de impacto 

ambiental justificará la extensión temporal de esta fase, considerando la relevancia 
ambiental de los efectos adversos previstos:

1.º Verificar la correcta evolución de las medidas aplicadas en la fase de obras.
2.º Seguimiento de la respuesta y evolución ambiental del entorno a la implantación de la 

actividad.
3.º Diseñar los mecanismos de actuación ante la aparición de efectos inesperados o el 

mal funcionamiento de las medidas correctoras previstas.
7. Vulnerabilidad del proyecto.
Una descripción de los efectos adversos significativos del proyecto en el medio ambiente 

a consecuencia de la vulnerabilidad del proyecto ante el riesgo de accidentes graves y/o 
catástrofes relevantes, en relación con el proyecto en cuestión. Para este objetivo, podrá 
utilizarse la información relevante disponible y obtenida a través de las evaluaciones de 
riesgo realizadas de conformidad con otras normas, como la normativa relativa al control de 
los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas 
(SEVESO), así como la normativa que regula la seguridad nuclear de las instalaciones 
nucleares. En su caso, la descripción debe incluir las medidas previstas para prevenir y 
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mitigar el efecto adverso significativo de tales acontecimientos en el medio ambiente, y 
detalles sobre la preparación y respuesta propuesta a tales emergencias.

8. Evaluación ambiental de repercusiones en espacios de la Red Natura 2000.
El apartado de evaluación de repercusiones del proyecto sobre la Red Natura 2000 

incluirá, de manera diferenciada para cada una de las alternativas del proyecto 
consideradas, lo siguiente:

a) Identificación de los espacios afectados, y para cada uno identificación de los hábitats, 
especies y demás objetivos de conservación afectados por el proyecto, junto con la 
descripción de sus requerimientos ecológicos más probablemente afectados por el proyecto 
y la información disponible cuantitativa, cualitativa y cartográfica descriptiva de su estado de 
conservación a escala del conjunto espacio.

b) Identificación, caracterización y cuantificación de los impactos del proyecto sobre el 
estado de conservación de los hábitats y especies por los que se ha designado el lugar, 
sobre el resto de los objetivos de conservación especificados en el correspondiente plan de 
gestión, y en su caso sobre la conectividad con otros espacios y sobre los demás elementos 
que otorgan particular importancia al espacio en el contexto de la Red y contribuyen a su 
coherencia. La evaluación de estos impactos se apoyará en información real y actual sobre 
los hábitats y especies objeto de conservación en el lugar.

c) Medidas preventivas y correctoras destinadas a mitigar los impactos, y medidas 
compensatorias destinadas a compensar el impacto residual, evitando con ello un deterioro 
neto del conjunto de variables que definen el estado de conservación en el conjunto del lugar 
de los hábitats o las especies afectados por el proyecto.

d) Especificidades del seguimiento de los impactos y medidas contemplados.
9. Resumen no técnico de la información facilitada en virtud de los epígrafes 

precedentes.
El documento de síntesis no debe exceder de veinticinco páginas, y se redactará en 

términos asequibles a la comprensión general.
10. Lista de referencias bibliográficas consultadas para la elaboración de los estudios y 

análisis y listado de la normativa ambiental aplicable al proyecto.
Parte B. Conceptos técnicos:
a) Efecto directo: Aquel que tiene una incidencia inmediata en algún aspecto ambiental.
b) Efecto indirecto o secundario: Aquel que supone incidencia inmediata respecto a la 

interdependencia, o, en general, respecto a la relación de un sector ambiental con otro.
c) Efecto acumulativo: Aquel que al prolongarse en el tiempo la acción del agente 

inductor, incrementa progresivamente su gravedad, al carecerse de mecanismos de 
eliminación con efectividad temporal similar a la del incremento del agente causante del 
daño.

d) Efecto sinérgico: Aquel que se produce cuando, el efecto conjunto de la presencia 
simultánea de varios agentes, supone una incidencia ambiental mayor que el efecto suma de 
las incidencias individuales contempladas aisladamente.

Asimismo, se incluye en este tipo aquel efecto cuyo modo de acción induce en el tiempo 
la aparición de otros nuevos.

e) Efecto permanente: Aquel que supone una alteración indefinida en el tiempo de 
factores de acción predominante en la estructura o en la función de los sistemas de 
relaciones ecológicas o ambientales presentes en el lugar.

f) Efecto temporal: Aquel que supone alteración no permanente en el tiempo, con un 
plazo temporal de manifestación que puede estimarse o determinarse.

g) Efecto a corto, medio y largo plazo: Aquel cuya incidencia puede manifestarse, 
respectivamente, dentro del tiempo comprendido en un ciclo anual, antes de cinco años, o 
en un periodo superior.

h) Impacto ambiental compatible: Aquel cuya recuperación es inmediata tras el cese de 
la actividad, y no precisa medidas preventivas o correctoras.
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i) Impacto ambiental moderado: Aquel cuya recuperación no precisa medidas 
preventivas o correctoras intensivas, y en el que la consecución de las condiciones 
ambientales iniciales requiere cierto tiempo.

j) Impacto ambiental severo: Aquel en el que la recuperación de las condiciones del 
medio exige medidas preventivas o correctoras, y en el que, aun con esas medidas, aquella 
recuperación precisa un período de tiempo dilatado.

k) Impacto ambiental crítico: Aquel cuya magnitud es superior al umbral aceptable. Con 
él se produce una pérdida permanente de la calidad de las condiciones ambientales, sin 
posible recuperación, incluso con la adopción de medidas protectoras o correctoras.

l) Impacto residual: Pérdidas o alteraciones de los valores naturales cuantificadas en 
número, superficie, calidad, estructura y función, que no pueden ser evitadas ni reparadas, 
una vez aplicadas in situ todas las posibles medidas de prevención y corrección.

m) Peligrosidad sísmica: Probabilidad de que el valor de un cierto parámetro que mide el 
movimiento del suelo (intensidad, aceleración, etc.) sea superado en un determinado período 
de tiempo.

n) Fraccionamiento de proyectos: Mecanismo artificioso de división de un proyecto con el 
objetivo de evitar la evaluación de impacto ambiental ordinaria en el caso de que la suma de 
las magnitudes supere los umbrales establecidos en el anexo I.

Parte C. Especificaciones relativas a las obras, instalaciones o actividades comprendidas 
en los anexos I y II:

a) Refinerías de petróleo bruto (con la exclusión de las empresas que produzcan 
únicamente lubricantes a partir de petróleo bruto), así como las instalaciones de gasificación 
y de licuefacción de, al menos, 500 toneladas de carbón de esquistos bituminosos al día.

b) Centrales térmicas y otras instalaciones de combustión con potencia térmica de, al 
menos, 300 MW, así como centrales nucleares y otros reactores nucleares (con exclusión de 
las instalaciones de investigación para la producción y transformación de materias 
fisionables y fértiles en las que la potencia máxima no pase de 1 KW de duración 
permanente térmica).

Las centrales nucleares y otros reactores nucleares dejan de considerarse como tales 
instalaciones cuando la totalidad del combustible nuclear, y de los otros elementos 
radiactivamente contaminados, haya sido retirada de modo definitivo del lugar de la 
instalación.

c) Instalaciones destinadas exclusivamente al almacenamiento permanente, o a eliminar 
definitivamente residuos radiactivos: A los efectos de la presente ley, se entenderá por 
almacenamiento permanente de residuos radiactivos, cualquiera que sea su duración 
temporal, aquel que esté específicamente concebido para dicha actividad, y que se halle 
fuera del ámbito de la instalación nuclear o radiactiva que produce dichos residuos.

d) Instalaciones químicas integradas: A los efectos de la presente ley, se entenderá por 
instalaciones químicas integradas aquellas instalaciones para la fabricación a escala 
industrial de sustancias mediante transformación química, en las que se encuentran 
yuxtapuestas varias unidades vinculadas funcionalmente entre sí, y que se utilizan para la 
producción de productos químicos orgánicos básicos, de productos químicos inorgánicos 
básicos, de fertilizantes a base de fósforo, nitrógeno o potasio (fertilizantes simples o 
compuestos), de productos fitosanitarios básicos y de biocidas, de productos farmacéuticos 
básicos mediante un proceso químico o biológico y de explosivos.

Cuando la instalación química integrada pretenda ubicarse en una localización 
determinada en la que no hubiera un conjunto de plantas químicas preexistentes, quedará 
sujeta a la presente ley, sea cual fuere el producto químico objeto de su fabricación.

Cuando la instalación química integrada pretenda ubicarse en una localización 
determinada en la que ya exista un conjunto de plantas químicas, quedará sujeta a la 
presente ley si las sustancias o mezclas químicas de su proceso de fabricación se clasifican 
como peligrosas de acuerdo con el Reglamento (CE) n.º 1272/2008 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, sobre clasificación, etiquetado y envasado de 
sustancias y mezclas (CLP). En la evaluación de impacto se deberá tener en cuenta lo 
establecido en el Reglamento (CE) n.º 1907/2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
18 de diciembre de 2006, relativo al registro, la evaluación, la autorización y la restricción de 
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las sustancias y preparados químicos (REACH), por el que se crea la Agencia Europea de 
Sustancias y Preparados Químicos.

e) Construcción de autopistas, autovías, carreteras multicarril, carreteras convencionales 
y variantes de población. A los efectos de esta ley, se aplicarán los artículos 2 y 4 de la Ley 
37/2015, de 29 de septiembre, de Carreteras.

f) Aeropuertos con pistas de despegue y aterrizaje de una longitud mayor o igual a 2.100 
metros: A los efectos de esta ley, se entenderá por aeropuerto la definición contenida en la 
Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea, y en el Convenio de Chicago de 1944, 
relativo a la creación de la Organización de la Aviación Civil Internacional (anexo 14). En 
este sentido, se entiende por aeropuerto el área definida de tierra o agua (que incluye todas 
sus edificaciones, instalaciones y equipos), destinada total o parcialmente a la llegada, salida 
y movimiento en superficie de aeronaves.

g) Puertos comerciales: Vías navegables y puertos de navegación interior que permitan 
el acceso a barcos superiores a 1.350 toneladas y puertos deportivos.

En relación a las vías navegables y puertos de navegación interior, que permitan el 
acceso a barcos superiores a 1.350 toneladas, se entenderá que permitan el acceso a 
barcos superiores a 1.350 toneladas de arqueo.

h) Instalaciones de eliminación de residuos peligrosos por incineración, tratamiento 
químico o almacenamiento en tierra. A los efectos de la presente ley, se entenderá 
tratamiento químico, referido a tratamiento físico-químico, y por almacenamiento en tierra, se 
entenderá depósito de seguridad en tierra.

Se considerarán incluidas las operaciones de eliminación D3, D5, D8, D9, D10, D12 del 
anexo I de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados.

i) Terrenos incultos y áreas seminaturales: A los efectos de la presente ley, se entienden 
incluidos en esta denominación los terrenos que nunca han sido cultivados, o aquellos que 
habiéndolo sido, han sufrido un abandono de dicha actividad, y que cumplan las condiciones 
y plazos que determine la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, y que ha permitido 
que hayan sido poblados por vegetación forestal leñosa.

j) Extracción a cielo abierto de hulla, lignito u otros yacimientos minerales: A los efectos 
de la presente ley, se entenderá por extracción a cielo abierto aquellas tareas o actividades 
de aprovechamiento o explotación de los yacimientos minerales, y demás recursos 
geológicos, que necesariamente requieran la aplicación de técnica minera y no se realicen 
mediante labores subterráneas. Se considera necesaria la aplicación de técnica minera en 
los casos en que se deban utilizar explosivos, formar cortas, tajos o bancos de 3 metros o 
más altura, o el empleo de cualquier clase de maquinaria.

k) Cambio de uso del suelo: A los efectos de la presente ley, se entenderá por cambio de 
uso del suelo, la transformación de cualquier uso de suelo rural entre sí (agrícola, ganadero, 
forestal, cinegético o cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos 
naturales), cuando suponga una alteración sustancial de la cubierta vegetal, o la 
transformación del uso de suelo rural en suelo urbanizable.

l) Consolidación y mejora de regadíos: A los efectos de la presente ley, se entenderá por 
consolidación de regadíos las acciones que afectan a regadíos infradotados de agua, bien 
por falta de agua, bien por pérdidas excesivas en las conducciones, y que tienen como fin 
completar las necesidades de agua de los cultivos existentes. Se consideran acciones de 
mejora de regadíos las que afectan a la superficie regada suficientemente dotada, o muy 
dotada, de agua, sobre las que se consideran oportunas actuaciones que supongan mejoras 
tendentes al ahorro de agua, o mejoras socioeconómicas de las explotaciones.

m) Valor medio trimestral: Se entenderá por valor medio trimestral, teniendo en cuenta 
los días de producción efectiva, el período de 90 días consecutivos de máxima producción.

n) Valor medio anual: Se entenderá por valor medio anual la media de los valores medios 
diarios, a lo largo de un año natural.

ñ) Instalación hotelera: A los efectos de esta ley, se considerarán como instalaciones 
hoteleras aquellos alojamientos turísticos habilitados para el público.

o) Transmisión de energía eléctrica: incluye la actividad (transporte), las instalaciones 
(red interconectada de alta y media tensión) y el fin (suministro a clientes finales o 
distribuidores). En este concepto se incluyen las subestaciones.
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Información relacionada

• Véase la Sentencia del TC 53/2017, de 11 de mayo. Ref. BOE-A-2017-6849, declarando que 
no son inconstitucionales, si se interpretan en los términos establecidos en el correspondiente 
fundamento jurídico que se indica, los siguientes preceptos: el artículo 33.2 (fundamento 
jurídico 6); los artículos 18.4, 29.4, 39.4 y 45.4 (fundamento jurídico 7); el artículo 34.1 
(fundamento jurídico 8); el artículo 50.1 (fundamento jurídico 16).
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§ 93

Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de 
acceso a la información, de participación pública y de acceso a la 
justicia en materia de medio ambiente (incorpora las Directivas 

2003/4/CE y 2003/35/CE)

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 171, de 19 de julio de 2006
Última modificación: 26 de enero de 2008

Referencia: BOE-A-2006-13010

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El artículo 45 de la Constitución configura el medio ambiente como un bien jurídico de 

cuyo disfrute son titulares todos los ciudadanos y cuya conservación es una obligación que 
comparten los poderes públicos y la sociedad en su conjunto. Todos tienen el derecho a 
exigir a los poderes públicos que adopten las medidas necesarias para garantizar la 
adecuada protección del medio ambiente, para disfrutar del derecho a vivir en un medio 
ambiente sano. Correlativamente, impone a todos la obligación de preservar y respetar ese 
mismo medio ambiente. Para que los ciudadanos, individual o colectivamente, puedan 
participar en esa tarea de protección de forma real y efectiva, resulta necesario disponer de 
los medios instrumentales adecuados, cobrando hoy especial significación la participación en 
el proceso de toma de decisiones públicas. Pues la participación, que con carácter general 
consagra el artículo 9.2 de la Constitución, y para el ámbito administrativo el artículo 105, 
garantiza el funcionamiento democrático de las sociedades e introduce mayor transparencia 
en la gestión de los asuntos públicos.

La definición jurídica de esta participación y su instrumentación a través de herramientas 
legales que la hagan realmente efectiva constituyen en la actualidad uno de los terrenos en 
los que con mayor intensidad ha progresado el Derecho medioambiental internacional y, por 
extensión, el Derecho Comunitario y el de los Estados que integran la Unión Europea. En 
esta línea, debe destacarse el Convenio de la Comisión Económica para Europa de 
Naciones Unidas sobre acceso a la información, la participación del público en la toma de 
decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, hecho en Aarhus el 25 de 
junio de 1998. Conocido como Convenio de Aarhus, parte del siguiente postulado: para que 
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los ciudadanos puedan disfrutar del derecho a un medio ambiente saludable y cumplir el 
deber de respetarlo y protegerlo, deben tener acceso a la información medioambiental 
relevante, deben estar legitimados para participar en los procesos de toma de decisiones de 
carácter ambiental y deben tener acceso a la justicia cuando tales derechos les sean 
negados. Estos derechos constituyen los tres pilares sobre los que se asienta el Convenio 
de Aarhus:

- El pilar de acceso a la información medioambiental desempeña un papel esencial en la 
concienciación y educación ambiental de la sociedad, constituyendo un instrumento 
indispensable para poder intervenir con conocimiento de causa en los asuntos públicos. Se 
divide en dos partes: el derecho a buscar y obtener información que esté en poder de las 
autoridades públicas, y el derecho a recibir información ambientalmente relevante por parte 
de las autoridades públicas, que deben recogerla y hacerla pública sin necesidad de que 
medie una petición previa.

- El pilar de participación del público en el proceso de toma de decisiones, que se 
extiende a tres ámbitos de actuación pública: la autorización de determinadas actividades, la 
aprobación de planes y programas y la elaboración de disposiciones de carácter general de 
rango legal o reglamentario.

- El tercer y último pilar del Convenio de Aarhus está constituido por el derecho de 
acceso a la justicia y tiene por objeto garantizar el acceso de los ciudadanos a los tribunales 
para revisar las decisiones que potencialmente hayan podido violar los derechos que en 
materia de democracia ambiental les reconoce el propio Convenio. Se pretende así asegurar 
y fortalecer, a través de la garantía que dispensa la tutela judicial, la efectividad de los 
derechos que el Convenio de Aarhus reconoce a todos y, por ende, la propia ejecución del 
Convenio. Finalmente, se introduce una previsión que habilitaría al público a entablar 
procedimientos administrativos o judiciales para impugnar cualquier acción u omisión 
imputable, bien a otro particular, bien a una autoridad pública, que constituya una 
vulneración de la legislación ambiental nacional.

España ratificó el Convenio de Aarhus en diciembre de 2004, entrando en vigor el 31 de 
marzo de 2005. La propia Unión Europea, al igual que todos los Estados miembros, también 
firmó este Convenio, si bien condicionó su ratificación a la adecuación previa del derecho 
comunitario a las estipulaciones contenidas en aquél, lo que efectivamente ya se ha 
producido: en efecto, la tarea legislativa emprendida por la Unión Europea ha dado como 
resultado un proyecto de Reglamento comunitario por el que se regula la aplicación del 
Convenio al funcionamiento de las Instituciones comunitarias, y dos Directivas a través de 
las cuales se incorporan de manera armonizada para el conjunto de la Unión las 
obligaciones correspondientes a los pilares de acceso a la información y de participación en 
los asuntos ambientales. Se trata de la Directiva 2003/4/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 28 de enero de 2003, sobre el acceso del público a la información ambiental y 
por la que se deroga la Directiva 90/313/CEE, del Consejo, y de la Directiva 2003/35/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, por la que se establecen 
medidas para la participación del público en determinados planes y programas relacionados 
con el medio ambiente y por la que se modifican, en lo que se refiere a la participación 
pública y el acceso a la justicia, las Directivas 85/337/CEE y 96/61/CE. En consecuencia, el 
objeto de esta Ley es definir un marco jurídico que a la vez responda a los compromisos 
asumidos con la ratificación del Convenio y lleve a cabo la transposición de dichas Directivas 
al ordenamiento interno.

La Ley se estructura en cuatro Títulos. El primero se ocupa de las disposiciones 
generales, identificando como objeto de la norma el reconocimiento de los derechos de 
acceso a la información, de participación y de acceso a la justicia, derechos que, a fin de 
facilitar su ejercicio, aparecen catalogados de forma sistemática con independencia de que 
su regulación concreta se recoja en esta Ley o en la normativa sectorial. En este primer 
Título se recogen igualmente aquellas definiciones necesarias para la mejor comprensión y 
aplicación de la Ley. Destaca la distinción legal entre los conceptos de «público» en general, 
referido al conjunto de los ciudadanos y de sus asociaciones y agrupaciones, y el de 
«persona interesada», que refuerza el mismo concepto ya recogido en la legislación 
administrativa con la atribución de esta condición, en todo caso, a aquellas personas 
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jurídicas sin ánimo de lucro que se dedican a la protección y defensa del medio ambiente y 
que acrediten el cumplimiento de unos requisitos mínimos, dirigidos a perfilar una actuación 
rigurosa en este ámbito.

El Título II contiene la regulación específica del derecho de acceso a la información 
ambiental, en su doble faceta de suministro activo y pasivo de información. En la primera 
vertiente, se obliga a las Administraciones Públicas a informar a los ciudadanos sobre los 
derechos que les reconoce la Ley y a ayudarles en la búsqueda de la información, al tiempo 
que se impone la obligación de elaborar listas de las autoridades públicas que poseen 
información ambiental, que deberán ser públicamente accesibles con el fin de que los 
ciudadanos puedan localizar la información que precisan con la mayor facilidad. Se amplía 
considerablemente el tipo de información objeto de difusión, identificando unos mínimos de 
obligado cumplimiento en función de su importancia y de su urgencia. Además, para evitar y 
prevenir daños en caso de amenaza inminente para la salud humana o el medio ambiente, 
deberá difundirse la información que permita adoptar las medidas necesarias para paliar o 
prevenir el daño. En cuanto a la segunda vertiente, la Ley pretende superar algunas de las 
dificultades detectadas en la práctica anterior, de forma que la obligación de suministrar la 
información no deriva del ejercicio de una competencia sustantiva sino del hecho de que la 
información solicitada obre en poder de la autoridad a la que se ha dirigido la solicitud, o del 
de otro sujeto en su nombre. Se reduce el plazo de contestación a un mes y sólo podrá 
ampliarse cuando el volumen y la complejidad de la información lo justifiquen. También la 
regulación de las excepciones a la obligación de facilitar la información ambiental supone un 
avance notable, puesto que la denegación no opera automáticamente, sino que la autoridad 
pública deberá ponderar en cada caso los intereses públicos en presencia, y justificar la 
negativa a suministrar la información solicitada. Y, en todo caso, los motivos de excepción 
deberán interpretarse de manera restrictiva.

El Título III de la Ley se ocupa del derecho de participación pública en los asuntos de 
carácter ambiental en relación con la elaboración, revisión o modificación de determinados 
planes, programas y disposiciones de carácter general. La regulación de las demás 
modalidades de participación previstas en el Convenio y en la legislación comunitaria 
(procedimientos administrativos que deben tramitarse para la concesión de autorizaciones 
ambientales integradas, para evaluar el impacto ambiental de ciertos proyectos, para llevar a 
cabo la evaluación ambiental estratégica de determinados planes y programas o para 
elaborar y aprobar los planes y programas previstos en la legislación de aguas) se difiere a 
la legislación sectorial correspondiente. Este Título se cierra con un artículo a través del cual 
se regulan las funciones y la composición del Consejo Asesor de Medio Ambiente.

Al ser un ámbito de competencia compartida con las Comunidades Autónomas, la Ley no 
regula procedimiento alguno, sino que se limita a establecer el deber general de promover la 
participación real y efectiva del público; serán las Administraciones públicas las que, al 
establecer y tramitar los correspondientes procedimientos, habrán de velar por el 
cumplimiento de una serie de garantías reconocidas tanto por la legislación comunitaria 
como por el Convenio de Aarhus, que la Ley enuncia como principios informadores de la 
actuación pública en esta materia: hacer públicamente accesible la información relevante 
sobre el plan, programa o disposición normativa; informar del derecho a participar y de la 
forma en la que lo pueden hacer; reconocer el derecho a formular observaciones y 
comentarios en aquellas fases iniciales del procedimiento en las que estén aún abiertas 
todas las opciones de la decisión que haya de adoptarse; justificar la decisión finalmente 
adoptada y la forma en la que se ha desarrollado el trámite de participación. En ambos 
casos, corresponderá a cada Administración determinar qué miembros del público tienen la 
condición de persona interesada y pueden, por consiguiente, participar en tales 
procedimientos. La Ley establece que se entenderá que tienen en todo caso tal condición las 
personas jurídicas sin ánimo de lucro que se dediquen a la protección del medio ambiente y 
cumplan los demás requisitos previstos por la Ley en su artículo 23. Estas garantías en 
materia de participación serán de aplicación, según dispone el artículo 17, en relación con 
aquellos planes y programas previstos en la Directiva 2003/35/CE. En cuanto a los 
procedimientos de elaboración de disposiciones reglamentarias, el artículo 18 incorpora una 
lista abierta en la que se enumeran las materias en cuya regulación deberán observarse los 
principios y garantías que en materia de participación establece la Ley. Se excluyen, no 
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obstante, las normas que tengan como único objetivo la defensa nacional o la protección 
civil, las que persiguen exclusivamente la aprobación de planes y programas y las que 
supongan modificaciones no sustanciales de normas ya existentes.

El Título IV y último de la Ley se ocupa del acceso a la justicia y a la tutela administrativa 
y tiene por objeto asegurar y fortalecer, a través de la garantía que dispensa la tutela judicial 
y administrativa, la efectividad de los derechos de información y participación. Así, el artículo 
20 reconoce el derecho a recurrir en vía administrativa o contencioso-administrativa 
cualquier acto u omisión imputable a una autoridad pública que suponga una vulneración de 
estos derechos. Estos recursos se rigen por el régimen general; no obstante, el artículo 21 
regula un tipo de reclamación específica para las vulneraciones cometidas por sujetos 
privados sometidos por la Ley a los deberes de suministrar información medioambiental. 
Asimismo, la Ley incorpora la previsión del artículo 9.3 del Convenio de Aarhus e introduce 
una especie de acción popular cuyo ejercicio corresponde a las personas jurídicas sin ánimo 
de lucro dedicadas a la protección del medio ambiente, que se hubieran constituido 
legalmente al menos dos años antes del ejercicio de la acción y desarrollen su actividad en 
el ámbito territorial afectado por el acto u omisión impugnados. Se consagra definitivamente, 
de esta manera, una legitimación legal para tutelar un interés difuso como es la protección 
del medio ambiente a favor de aquellas organizaciones cuyo objeto social es, precisamente, 
la tutela de los recursos naturales.

Dentro de la parte final, destacan las modificaciones operadas, respectivamente, en el 
Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental, y 
en la Ley 16/2002, de 1 de julio, sobre Prevención y Control Integrados de la Contaminación. 
Ambas traen causa de la Directiva 2003/35, cuya transposición es abordada por las 
disposiciones finales primera y segunda de la Ley con el objeto de adecuar ambas normas a 
las reglas sobre participación previstas en el Convenio de Aarhus y asumidas por el 
legislador comunitario a través de la mencionada Directiva.

Por último, los títulos competenciales se recogen en la disposición final tercera. Así, esta 
Ley se dicta, en su mayor parte, al amparo del artículo 149.1.23.ª de la Constitución, si bien 
es preciso invocar el artículo 149.1.14.ª de la Constitución en relación con las tasas y precios 
que corresponda satisfacer a los solicitantes de información ambiental en el ámbito de la 
Administración General del Estado, el artículo 149.1.18.ª, en lo relativo a recursos en vía 
administrativa que puedan presentarse por vulneración de los derechos de información y 
participación reconocidos en la Ley, y el artículo 149.1.6.ª, por lo que respecta a la acción 
popular en materia de medio ambiente.

Atendiendo a la distribución de competencias en materia de medio ambiente, y al 
amparo de la competencia que el artículo 149.1.23.ª de la Constitución atribuye al Estado, la 
Ley se limita a establecer aquellas garantías y principios que deben ser observados por 
todas las autoridades públicas ante las que pretendan ejercerse los derechos de acceso a la 
información, participación y acceso a la justicia en materia de medio ambiente, sin entrar a 
regular el procedimiento para su ejercicio. Pues en la medida en que se reconocen derechos 
que contribuyen a hacer efectivos los derechos, pero también los deberes, proclamados en 
el artículo 45 de la Constitución, constituyen una herramienta decisiva para reforzar la 
participación de la sociedad civil en el proceso político de toma de decisiones, ya que la 
implantación de un modelo de desarrollo sostenible depende, en buena medida, de la 
efectiva participación de la sociedad civil en el proceso político decisorio, de manera que 
durante el debate se hayan tenido en cuenta las informaciones y aportaciones que haya 
podido realizar cualquier persona interesada y en el resultado final sean palpables y 
tangibles las preocupaciones y consideraciones de carácter medioambiental.

Esta idea, expresamente recogida en la Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo, cuyo principio número 10 establece que la mejor manera de 
gestionar los asuntos ambientales es contar con la participación de todos los ciudadanos, 
encuentra su razón de ser última en la necesidad de avanzar hacia la transformación del 
modelo de desarrollo, basada en planteamientos democráticos que postulan la participación 
activa, real y efectiva de la sociedad civil como única vía para, en primer lugar, legitimar las 
decisiones que se hayan de adoptar y, en segundo lugar, garantizar su acierto y eficacia en 
el terreno práctico.
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TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
1. Esta Ley tiene por objeto regular los siguientes derechos:
a) A acceder a la información ambiental que obre en poder de las autoridades públicas o 

en el de otros sujetos que la posean en su nombre.
b) A participar en los procedimientos para la toma de decisiones sobre asuntos que 

incidan directa o indirectamente en el medio ambiente, y cuya elaboración o aprobación 
corresponda a las Administraciones Públicas.

c) A instar la revisión administrativa y judicial de los actos y omisiones imputables a 
cualquiera de las autoridades públicas que supongan vulneraciones de la normativa 
medioambiental

2. Esta ley garantiza igualmente la difusión y puesta a disposición del público de la 
información ambiental, de manera paulatina y con el grado de amplitud, de sistemática y de 
tecnología lo más amplia posible.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de esta Ley se entenderá por:
1. Público: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, organizaciones 

y grupos constituidos con arreglo a la normativa que les sea de aplicación.
2. Personas interesadas:
a) Toda persona física o jurídica en la que concurra cualquiera de las circunstancias 

previstas en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

b) Cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que cumplan los requisitos 
establecidos en el artículo 23 de esta Ley.

3. Información ambiental: toda información en forma escrita, visual, sonora, electrónica o 
en cualquier otra forma que verse sobre las siguientes cuestiones:

a) El estado de los elementos del medio ambiente, como el aire y la atmósfera, el agua, 
el suelo, la tierra, los paisajes y espacios naturales, incluidos los humedales y las zonas 
marinas y costeras, la diversidad biológica y sus componentes, incluidos los organismos 
modificados genéticamente; y la interacción entre estos elementos.

b) Los factores, tales como sustancias, energía, ruido, radiaciones o residuos, incluidos 
los residuos radiactivos, emisiones, vertidos y otras liberaciones en el medio ambiente, que 
afecten o puedan afectar a los elementos del medio ambiente citados en la letra a).

c) Las medidas, incluidas las medidas administrativas, como políticas, normas, planes, 
programas, acuerdos en materia de medio ambiente y actividades que afecten o puedan 
afectar a los elementos y factores citados en las letras a) y b), así como las actividades o las 
medidas destinadas a proteger estos elementos.

d) Los informes sobre la ejecución de la legislación medioambiental.
e) Los análisis de la relación coste-beneficio y otros análisis y supuestos de carácter 

económico utilizados en la toma de decisiones relativas a las medidas y actividades citadas 
en la letra c), y

f) El estado de la salud y seguridad de las personas, incluida, en su caso, la 
contaminación de la cadena alimentaria, condiciones de vida humana, bienes del patrimonio 
histórico, cultural y artístico y construcciones, cuando se vean o puedan verse afectados por 
el estado de los elementos del medio ambiente citados en la letra a) o, a través de esos 
elementos, por cualquiera de los extremos citados en las letras b) y c).

4. Autoridades públicas:
1. Tendrán la condición de autoridad pública a los efectos de esta Ley:
a) El Gobierno de la Nación y los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas.
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b) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas, las Entidades que integran la Administración local y las Entidades de Derecho 
Público que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, a las Comunidades 
Autónomas o a las Entidades locales.

c) Los órganos públicos consultivos.
d) Las Corporaciones de derecho público y demás personas físicas o jurídicas cuando 

ejerzan, con arreglo a la legislación vigente, funciones públicas, incluidos Notarios y 
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles.

2. Tendrán la condición de autoridad pública, a los solos efectos de lo previsto en los 
Títulos I y II de esta Ley, las personas físicas o jurídicas cuando asuman responsabilidades 
públicas, ejerzan funciones públicas o presten servicios públicos relacionados con el medio 
ambiente bajo la autoridad de cualquiera de las entidades, órganos o instituciones previstos 
en el apartado anterior.

3. Quedan excluidos del concepto de autoridad pública las entidades, órganos o 
instituciones cuando actúen en el ejercicio de funciones legislativas o judiciales. En todo 
caso, cuando actúen en el ejercicio de funciones legislativas o judiciales, quedan excluidos 
del ámbito de aplicación de esta Ley las Cortes Generales, las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas, el Tribunal Constitucional, los juzgados y tribunales que integran 
el Poder Judicial, el Tribunal de Cuentas u órganos de fiscalización externa de las 
Comunidades Autónomas.

5. Información que obra en poder de las autoridades públicas: información ambiental que 
dichas autoridades posean y haya sido recibida o elaborada por ellas.

6. Información poseída en nombre de las autoridades públicas: información ambiental 
que obra físicamente en poder de una persona jurídica o física en nombre de una autoridad 
pública.

7. Solicitante: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, 
organizaciones y grupos, que solicite información ambiental, requisito suficiente para 
adquirir, a efectos de lo establecido en el Título II, la condición de interesado.

Artículo 3.  Derechos en materia de medio ambiente.
Para hacer efectivos el derecho a un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la 

persona y el deber de conservarlo, todos podrán ejercer los siguientes derechos en sus 
relaciones con las autoridades públicas, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y con lo 
establecido en el artículo 7 del Código Civil:

1) En relación con el acceso a la información:
a) A acceder a la información ambiental que obre en poder de las autoridades públicas o 

en el de otros sujetos en su nombre, sin que para ello estén obligados a declarar un interés 
determinado, cualquiera que sea su nacionalidad, domicilio o sede.

b) A ser informados de los derechos que le otorga la presente ley y a ser asesorados 
para su correcto ejercicio.

c) A ser asistidos en su búsqueda de información.
d) A recibir la información que soliciten en los plazos máximos establecidos en el artículo 

10.
e) A recibir la información ambiental solicitada en la forma o formato elegidos, en los 

términos previstos en el artículo 11.
f) A conocer los motivos por los cuales no se les facilita la información, total o 

parcialmente, y también aquellos por los cuales no se les facilita dicha información en la 
forma o formato solicitados.

g) A conocer el listado de las tasas y precios que, en su caso, sean exigibles para la 
recepción de la información solicitada, así como las circunstancias en las que se puede 
exigir o dispensar el pago.

2) En relación con la participación pública:
a) A participar de manera efectiva y real en la elaboración, modificación y revisión de 

aquellos planes, programas y disposiciones de carácter general relacionados con el medio 
ambiente incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley.
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b) A acceder con antelación suficiente a la información relevante relativa a los referidos 
planes, programas y disposiciones de carácter general.

c) A formular alegaciones y observaciones cuando estén aún abiertas todas las opciones 
y antes de que se adopte la decisión sobre los mencionados planes, programas o 
disposiciones de carácter general y a que sean tenidas debidamente en cuenta por la 
Administración Pública correspondiente.

d) A que se haga público el resultado definitivo del procedimiento en el que ha 
participado y se informe de los motivos y consideraciones en los que se basa la decisión 
adoptada, incluyendo la información relativa al proceso de participación pública.

e) A participar de manera efectiva y real, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación 
aplicable, en los procedimientos administrativos tramitados para el otorgamiento de las 
autorizaciones reguladas en la legislación sobre prevención y control integrado de la 
contaminación, para la concesión de los títulos administrativos regulados en la legislación en 
materia de organismos modificados genéticamente, y para la emisión de las declaraciones 
de impacto ambiental reguladas en la legislación sobre evaluación de impacto ambiental, así 
como en los procesos planificadores previstos en la legislación de aguas y en la legislación 
sobre evaluación de los efectos de los planes y programas en el medio ambiente.

3) En relación con el acceso a la justicia y a la tutela administrativa:
a) A recurrir los actos y omisiones imputables a las autoridades públicas que 

contravengan los derechos que esta Ley reconoce en materia de información y de 
participación pública.

b) A ejercer la acción popular para recurrir los actos y omisiones imputables a las 
autoridades públicas que constituyan vulneraciones de la legislación ambiental en los 
términos previstos en esta Ley.

4) Cualquier otro que reconozca la Constitución o las leyes.

Artículo 4.  Colaboración interadministrativa.
Las Administraciones Públicas establecerán los mecanismos más eficaces para un 

efectivo ejercicio de los derechos reconocidos en esta Ley. A tal efecto, ajustarán sus 
actuaciones a los principios de información mutua, cooperación y colaboración.

TÍTULO II
Derecho de acceso a la información ambiental

CAPÍTULO I
Obligaciones de las autoridades públicas en materia de información ambiental

Artículo 5.  Obligaciones generales en materia de información ambiental.
1. Las Administraciones públicas deberán realizar las siguientes actuaciones:
a) Informar al público de manera adecuada sobre los derechos que les otorga la 

presente Ley, así como de las vías para ejercitar tales derechos.
b) Facilitar información para su correcto ejercicio, así como consejo y asesoramiento en 

la medida en que resulte posible.
c) Elaborar listas de autoridades públicas en atención a la información ambiental que 

obre en su poder, las cuales se harán públicamente accesibles. A tal efecto, existirá al 
menos una lista unificada de autoridades públicas por cada Comunidad Autónoma.

d) Garantizar que su personal asista al público cuando trate de acceder a la información 
ambiental.

e) Fomentar el uso de tecnologías de la información y de las telecomunicaciones para 
facilitar el acceso a la información.

f) Garantizar el principio de agilidad en la tramitación y resolución de las solicitudes de 
información ambiental.
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2. Las autoridades públicas velarán porque, en la medida de sus posibilidades, la 
información recogida por ellas o la recogida en su nombre esté actualizada y sea precisa y 
susceptible de comparación.

3. Las autoridades públicas adoptarán cuantas medidas sean necesarias para hacer 
efectivo el ejercicio del derecho de acceso a la información ambiental y, entre ellas, al menos 
alguna de las que se señala a continuación:

a) Designación de unidades responsables de información ambiental.
b) Creación y mantenimiento de medios de consulta de la información solicitada.
c) Creación de registros o listas de la información ambiental que obre en poder de las 

autoridades públicas o puntos de información, con indicaciones claras sobre dónde puede 
encontrarse dicha información.

CAPÍTULO II
Difusión por las autoridades públicas de la información ambiental

Artículo 6.  Obligaciones específicas en materia de difusión de información ambiental.
1. Las autoridades públicas adoptarán las medidas oportunas para asegurar la paulatina 

difusión de la información ambiental y su puesta a disposición del público de la manera más 
amplia y sistemática posible.

2. Las autoridades públicas organizarán y actualizarán la información ambiental 
relevante para sus funciones que obre en su poder o en el de otra entidad en su nombre con 
vistas a su difusión activa y sistemática al público, particularmente por medio de las 
tecnologías de la información y las telecomunicaciones siempre que pueda disponerse de las 
mismas.

3. Las autoridades públicas adoptarán las medidas necesarias para garantizar que la 
información ambiental se haga disponible paulatinamente en bases de datos electrónicas de 
fácil acceso al público a través de redes públicas de telecomunicaciones.

4. Las obligaciones relativas a la difusión de la información ambiental por medio de las 
tecnologías de la información y de las telecomunicaciones se entenderán cumplidas creando 
enlaces con direcciones electrónicas a través de las cuales pueda accederse a dicha 
información.

5. La Administración General del Estado deberá mantener actualizado un catálogo de 
normas y de resoluciones judiciales sobre aspectos claves de la Ley y lo hará públicamente 
accesible de la manera más amplia y sistemática posible.

Artículo 7.  Contenido mínimo de la información objeto de difusión.
La información que se difunda será actualizada, si procede, e incluirá, como mínimo, los 

siguientes extremos:
1. Los textos de tratados, convenios y acuerdos internacionales y los textos legislativos 

comunitarios, estatales, autonómicos o locales sobre el medio ambiente o relacionados con 
la materia.

2. Las políticas, programas y planes relativos al medio ambiente, así como sus 
evaluaciones ambientales cuando proceda.

3. Los informes sobre los avances registrados en materia de aplicación de los elementos 
enumerados en los apartados 1 y 2 de este artículo cuando éstos hayan sido elaborados en 
formato electrónico o mantenidos en dicho formato por las autoridades públicas.

4. Los informes sobre el estado del medio ambiente contemplados en el artículo 8.
5. Los datos o resúmenes de los datos derivados del seguimiento de las actividades que 

afecten o puedan afectar al medio ambiente.
6. Las autorizaciones con un efecto significativo sobre el medio ambiente y los acuerdos 

en materia de medio ambiente. En su defecto, la referencia al lugar donde se puede solicitar 
o encontrar la información de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5.

7. Los estudios sobre el impacto ambiental y evaluaciones del riesgo relativos a los 
elementos del medio ambiente mencionados en el artículo 2.3.a). En su defecto, una 
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referencia al lugar donde se puede solicitar o encontrar la información de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 5.

Artículo 8.  Informes sobre el estado del medio ambiente.
Las Administraciones públicas elaborarán y publicarán, como mínimo, cada año un 

informe de coyuntura sobre el estado del medio ambiente y cada cuatro años un informe 
completo. Estos informes serán de ámbito nacional y autonómico y, en su caso, local e 
incluirán datos sobre la calidad del medio ambiente y las presiones que éste sufra, así como 
un sumario no técnico que sea comprensible para el público.

Artículo 9.  Amenaza inminente para la salud humana o el medio ambiente.
1. En caso de amenaza inminente para la salud humana o para el medio ambiente 

ocasionada por actividades humanas o por causas naturales, las Administraciones públicas 
difundirán inmediatamente y sin demora toda la información que obre en poder de las 
autoridades públicas o en el de otros sujetos en su nombre, de forma que permita al público 
que pueda resultar afectado adoptar las medidas necesarias para prevenir o limitar los daños 
que pudieran derivarse de dicha amenaza.

La información se diferenciará por razón de sexo cuando éste sea un factor significativo 
para la salud humana.

Lo anterior se entenderá sin perjuicio de cualquier obligación específica de informar 
derivada de la legislación vigente.

2. De conformidad con lo previsto en el artículo 13, lo dispuesto en este artículo no será 
de aplicación cuando concurran causas de defensa nacional o seguridad pública.

CAPÍTULO III
Acceso a la información ambiental previa solicitud

Artículo 10.  Solicitudes de información ambiental.
1. Las solicitudes de información ambiental deberán dirigirse a la autoridad pública 

competente para resolverlas y se tramitarán de acuerdo con los procedimientos que se 
establezcan al efecto.

Se entenderá por autoridad pública competente para resolver una solicitud de 
información ambiental, aquella en cuyo poder obra la información solicitada, directamente o 
a través de otros sujetos que la posean en su nombre.

2. Tales procedimientos deberán respetar, al menos, las garantías que se indican a 
continuación:

a) Cuando una solicitud de información ambiental esté formulada de manera imprecisa, 
la autoridad pública pedirá al solicitante que la concrete y le asistirá para concretar su 
petición de información lo antes posible y, a más tardar, antes de que expire el plazo 
establecido en el apartado 2.c).1.º

b) Cuando la autoridad pública no posea la información requerida remitirá la solicitud a la 
que la posea y dará cuenta de ello al solicitante.

Cuando ello no sea posible, deberá informar directamente al solicitante sobre la 
autoridad pública a la que, según su conocimiento, ha de dirigirse para solicitar dicha 
información.

c) La autoridad pública competente para resolver facilitará la información ambiental 
solicitada o comunicará al solicitante los motivos de la negativa a facilitarla, teniendo en 
cuenta el calendario especificado por el solicitante, lo antes posible y, a más tardar, en los 
plazos que se indican a continuación:

1.º En el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud en el registro de la 
autoridad pública competente para resolverla, con carácter general.

2.º En el plazo de dos meses desde la recepción de la solicitud en el registro de la 
autoridad pública competente para resolverla, si el volumen y la complejidad de la 
información son tales que resulta imposible cumplir el plazo antes indicado. En este 
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supuesto deberá informarse al solicitante, en el plazo máximo de un mes, de toda ampliación 
de aquél, así como de las razones que lo justifican.

En el caso de comunicar una negativa a facilitar la información, la notificación será por 
escrito o electrónicamente, si la solicitud se ha hecho por escrito o si su autor así lo solicita. 
La notificación también informará sobre el procedimiento de recurso previsto de conformidad 
con el artículo 20.

Artículo 11.  Forma o formato de la información.
1. Cuando se solicite que la información ambiental sea suministrada en una forma o 

formato determinados, la autoridad pública competente para resolver deberá satisfacer la 
solicitud a menos que concurra cualquiera de las circunstancias que se indican a 
continuación:

a) Que la información ya haya sido difundida, de conformidad con lo dispuesto en el 
Capítulo I de este Título, en otra forma o formato al que el solicitante pueda acceder 
fácilmente. En este caso, la autoridad pública competente informará al solicitante de dónde 
puede acceder a dicha información o se le remitirá en el formato disponible.

b) Que la autoridad pública considere razonable poner a disposición del solicitante la 
información en otra forma o formato y lo justifique adecuadamente.

2. A estos efectos, las autoridades públicas procurarán conservar la información 
ambiental que obre en su poder, o en el de otros sujetos en su nombre, en formas o formatos 
de fácil reproducción y acceso mediante telecomunicaciones informáticas o por otros medios 
electrónicos.

3. Cuando la autoridad pública resuelva no facilitar la información, parcial o totalmente, 
en la forma o formato solicitados, deberá comunicar al solicitante los motivos de dicha 
negativa en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud en el registro de la 
autoridad pública competente para resolver, haciéndole saber la forma o formatos en que, en 
su caso, se podría facilitar la información solicitada e indicando los recursos que procedan 
contra dicha negativa en los términos previstos en el artículo 20.

Artículo 12.  Método utilizado en la obtención de la información.
En la contestación a las solicitudes sobre la información ambiental relativa a las 

cuestiones a las que se refiere el artículo 2.3.b), las autoridades públicas deberán informar, 
si así se solicita y siempre que esté disponible, del lugar donde se puede encontrar 
información sobre los siguientes extremos:

a) El método de medición, incluido el método de análisis, de muestreo y de tratamiento 
previo de las muestras, utilizado para obtención de dicha información, o

b) La referencia al procedimiento normalizado empleado.

CAPÍTULO IV
Excepciones

Artículo 13.  Excepciones a la obligación de facilitar la información ambiental.
1. Las autoridades públicas podrán denegar las solicitudes de información ambiental 

cuando concurra cualquiera de las circunstancias que se indican a continuación:
a) Que la información solicitada a la autoridad pública no obre en poder de ésta o en el 

de otra entidad en su nombre, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10.2.b).
b) Que la solicitud sea manifiestamente irrazonable.
c) Que la solicitud esté formulada de manera excesivamente general, teniendo en cuenta 

lo dispuesto en el artículo 10.2.a).
d) Que la solicitud se refiera a material en curso de elaboración o a documentos o datos 

inconclusos. Por estos últimos se entenderán aquellos sobre los que la autoridad pública 
esté trabajando activamente. Si la denegación se basa en este motivo, la autoridad pública 
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competente deberá mencionar en la denegación la autoridad que está preparando el material 
e informar al solicitante acerca del tiempo previsto para terminar su elaboración.

e) Que la solicitud se refiera a comunicaciones internas, teniendo en cuenta el interés 
público atendido por la revelación.

2. Las solicitudes de información ambiental podrán denegarse si la revelación de la 
información solicitada puede afectar negativamente a cualquiera de los extremos que se 
enumeran a continuación:

a) A la confidencialidad de los procedimientos de las autoridades públicas, cuando tal 
confidencialidad esté prevista en una norma con rango de Ley.

b) A las relaciones internacionales, a la defensa nacional o a la seguridad pública.
c) A causas o asuntos sujetos a procedimiento judicial o en trámite ante los tribunales, al 

derecho de tutela judicial efectiva o a la capacidad para realizar una investigación de índole 
penal o disciplinaria. Cuando la causa o asunto estén sujetos a procedimiento judicial o en 
trámite ante los tribunales, deberá, en todo caso, identificarse el órgano judicial ante el que 
se tramita.

d) A la confidencialidad de datos de carácter comercial e industrial, cuando dicha 
confidencialidad esté prevista en una norma con rango de Ley o en la normativa comunitaria, 
a fin de proteger intereses económicos legítimos, incluido el interés público de mantener la 
confidencialidad estadística y el secreto fiscal.

e) A los derechos de propiedad intelectual e industrial. Se exceptúan los supuestos en 
los que el titular haya consentido en su divulgación.

f) Al carácter confidencial de los datos personales, tal y como se regulan en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, 
siempre y cuando la persona interesada a quien conciernan no haya consentido en su 
tratamiento o revelación.

g) A los intereses o a la protección de un tercero que haya facilitado voluntariamente la 
información solicitada sin estar obligado a ello por la legislación vigente. Se exceptúan los 
supuestos en los que la persona hubiese consentido su divulgación.

h) A la protección del medio ambiente al que se refiere la información solicitada. En 
particular, la que se refiera a la localización de las especies amenazadas o a la de sus 
lugares de reproducción.

3. Las excepciones previstas en los apartados anteriores se podrán aplicar en relación 
con las obligaciones de difusión contempladas en el capítulo II de este Título.

4. Los motivos de denegación mencionados en este artículo deberán interpretarse de 
manera restrictiva. Para ello, se ponderará en cada caso concreto el interés público atendido 
con la divulgación de una información con el interés atendido con su denegación.

5. Las autoridades públicas no podrán en ningún caso ampararse en los motivos 
previstos en el apartado 2, letras a), d), f), g) y h) de este artículo, para denegar una solicitud 
de información relativa a emisiones en el medio ambiente.

6. La negativa a facilitar la totalidad o parte de la información solicitada se notificará al 
solicitante indicando los motivos de la denegación en los plazos contemplados en el artículo 
10.2.c).

Artículo 14.  Suministro parcial de la información.
La información ambiental solicitada que obre en poder de las autoridades públicas o en 

el de otro sujeto en su nombre se pondrá parcialmente a disposición del solicitante cuando 
sea posible separar del texto de la información solicitada la información a que se refiere el 
artículo 13, apartados 1.d), 1.e) y 2.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 93  Ley de derechos de acceso a información, participación pública y acceso a la justicia

– 1397 –



CAPÍTULO V
Ingresos de derecho público y privado

Artículo 15.  Ingresos de derecho público y privado.
1. Las autoridades públicas elaborarán, publicarán y pondrán a disposición de los 

solicitantes de información ambiental el listado de las tasas y precios públicos y privados que 
sean de aplicación a tales solicitudes, así como los supuestos en los que no proceda pago 
alguno.

2. El acceso a cualesquiera listas o registros públicos creados y mantenidos tal como se 
indica en el artículo 5 apartado 1.c) y apartado 3.c) serán gratuitos, así como el examen in 
situ de la información solicitada.

TÍTULO III
Derecho de participación pública en asuntos de carácter medioambiental

Artículo 16.  Participación del público en la elaboración de determinados planes, programas 
y disposiciones de carácter general relacionados con el medio ambiente.

1. Para promover una participación real y efectiva del público en la elaboración, 
modificación y revisión de los planes, programas y disposiciones de carácter general 
relacionados con el medio ambiente a los que se refieren los artículos 17 y 18 de esta Ley, 
las Administraciones Públicas, al establecer o tramitar los procedimientos que resulten de 
aplicación, velarán porque, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del presente 
artículo:

a) Se informe al público, mediante avisos públicos u otros medios apropiados, como los 
electrónicos, cuando se disponga de ellos, sobre cualesquiera propuestas de planes, 
programas o disposiciones de carácter general, o, en su caso, de su modificación o de su 
revisión, y porque la información pertinente sobre dichas propuestas sea inteligible y se 
ponga a disposición del público, incluida la relativa al derecho a la participación en los 
procesos decisorios y a la Administración pública competente a la que se pueden presentar 
comentarios o formular alegaciones.

b) El público tenga derecho a expresar observaciones y opiniones cuando estén abiertas 
todas las posibilidades, antes de que se adopten decisiones sobre el plan, programa o 
disposición de carácter general.

c) Al adoptar esas decisiones sean debidamente tenidos en cuenta los resultados de la 
participación pública.

d) Una vez examinadas las observaciones y opiniones expresadas por el público, se 
informará al público de las decisiones adoptadas y de los motivos y consideraciones en los 
que se basen dichas decisiones, incluyendo la información relativa al proceso de 
participación pública.

2. Las Administraciones públicas competentes determinarán, con antelación suficiente 
para que pueda participar de manera efectiva en el proceso, qué miembros del público 
tienen la condición de persona interesada para participar en los procedimientos a los que se 
refiere el apartado anterior. Se entenderá que tienen esa condición, en todo caso, las 
personas físicas o jurídicas a las que se refiere el artículo 2.2 de esta Ley.

3. Lo previsto en este artículo no sustituye en ningún caso cualquier otra disposición que 
amplíe los derechos reconocidos en esta Ley.

Artículo 17.  Planes y programas relacionados con el medio ambiente.
1. Las Administraciones públicas asegurarán que se observan las garantías en materia 

de participación establecidas en el artículo 16 de esta Ley en relación con la elaboración, 
modificación y revisión de los planes y programas que versen sobre las materias siguientes:

a) Residuos.
b) Pilas y acumuladores.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 93  Ley de derechos de acceso a información, participación pública y acceso a la justicia

– 1398 –



c) Nitratos.
d) Envases y residuos de envases.
e) Calidad del aire.
f) Aquellas otras materias que establezca la normativa autonómica.
2. La participación del público en planes y programas en materia de aguas, así como en 

aquellos otros afectados por la legislación sobre evaluación de los efectos de los planes y 
programas en el medio ambiente, se ajustará a lo dispuesto en su legislación específica.

3. Quedan excluidos en todo caso del ámbito de aplicación de esta Ley los planes y 
programas que tengan como único objetivo la defensa nacional o la protección civil en casos 
de emergencia.

Artículo 18.  Normas relacionadas con el medio ambiente.
1. Las Administraciones públicas asegurarán que se observen las garantías en materia 

de participación establecidas en el artículo 16 de esta Ley en relación con la elaboración, 
modificación y revisión de las disposiciones de carácter general que versen sobre las 
materias siguientes:

a) Protección de las aguas.
b) Protección contra el ruido.
c) Protección de los suelos.
d) Contaminación atmosférica.
e) Ordenación del territorio rural y urbano y utilización de los suelos.
f) Conservación de la naturaleza, diversidad biológica.
g) Montes y aprovechamientos forestales.
h) Gestión de los residuos.
i) Productos químicos, incluidos los biocidas y los plaguicidas.
j) Biotecnología.
k) Otras emisiones, vertidos y liberación de sustancias en el medio ambiente.
l) Evaluación de impacto medioambiental.
m) Acceso a la información, participación pública en la toma de decisiones y acceso a la 

justicia en materia de medio ambiente.
n) Aquellas otras materias que establezca la normativa autonómica.
2. La participación en la elaboración, modificación y revisión de las normas cuyo objeto 

exclusivo sea la prevención de riesgos laborales se ajustará a lo dispuesto en su normativa 
específica.

3. Lo dispuesto en este Título no será de aplicación a:
a) Los procedimientos administrativos de elaboración de disposiciones de carácter 

general que tengan por objeto la regulación de materias relacionadas exclusivamente con la 
defensa nacional, con la seguridad pública, con la protección civil en casos de emergencia o 
con el salvamento de la vida humana en el mar.

b) Las modificaciones de las disposiciones de carácter general que no resulten 
sustanciales por su carácter organizativo, procedimental o análogo, siempre que no 
impliquen una reducción de las medidas de protección del medio ambiente.

c) Los procedimientos de elaboración de disposiciones de carácter general que tengan 
por único objeto la aprobación de planes o programas, que se ajustarán a lo establecido en 
su normativa específica.

Artículo 19.  Consejo Asesor de Medio Ambiente.
1. El Consejo Asesor de Medio Ambiente, adscrito a efectos administrativos al Ministerio 

de Medio Ambiente, es un órgano colegiado que tiene por objeto la participación y el 
seguimiento de las políticas ambientales generales orientadas al desarrollo sostenible.

2. Corresponden al Consejo Asesor las siguientes funciones:
a) Emitir informe sobre los anteproyectos de ley y proyectos de reglamento con 

incidencia ambiental y, en especial, sobre las cuestiones que han de ostentar la condición de 
normativa básica.
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b) Asesorar sobre los planes y programas de ámbito estatal que la presidencia del 
Consejo le proponga en razón a la importancia de su incidencia sobre el medio ambiente.

c) Emitir informes y efectuar propuestas en materia medioambiental, a iniciativa propia o 
a petición de los departamentos ministeriales que así lo soliciten a la presidencia del 
Consejo.

Las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las entidades que integran la 
Administración local podrán, igualmente, solicitar a la presidencia del Consejo que éste emita 
informes sobre materias de su competencia relativas al medio ambiente.

d) Proponer medidas que incentiven la creación de empleo ligado a actividades 
relacionadas con la protección del medio ambiente, así como la participación ciudadana en 
la solución de los problemas ambientales.

e) Proponer medidas de educación ambiental que tengan como objetivo informar, 
orientar y sensibilizar a la sociedad de los valores ecológicos y medioambientales.

f) Proponer las medidas que considere oportunas para el mejor cumplimiento de los 
acuerdos internacionales en materia de medio ambiente y desarrollo sostenible, valorando la 
efectividad de las normas y programas en vigor y proponiendo, en su caso, las oportunas 
modificaciones.

g) Impulsar la coordinación entre la iniciativa pública y privada en materia de medio 
ambiente.

h) Fomentar la colaboración con órganos similares creados por las Comunidades 
Autónomas.

3. El Consejo Asesor de Medio Ambiente estará presidido por el Ministro de Medio 
Ambiente y lo integrarán los siguientes miembros:

a) Una persona en representación de cada una de las organizaciones no 
gubernamentales cuyo objeto es la defensa del medio ambiente y el desarrollo sostenible, 
que se enumeran en el anexo.

b) Una persona en representación de cada una de las organizaciones sindicales más 
representativas, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 
11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical.

c) Dos personas en representación de las organizaciones empresariales más 
representativas, designados por ellas en proporción a su representatividad, de acuerdo con 
lo establecido en la disposición adicional sexta del texto refundido de Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

d) Dos personas en representación de las organizaciones de consumidores y usuarios, 
designados a iniciativa del Consejo de Consumidores y Usuarios.

e) Tres personas en representación de las organizaciones profesionales agrarias más 
representativas en el ámbito estatal.

f) Una persona en representación de la Federación Nacional de Cofradías de 
Pescadores.

Para cada uno de los miembros del Consejo Asesor se designará un suplente. Actuará 
como suplente del Presidente el Subsecretario de Medio Ambiente. Actuará como 
Secretario, con voz y sin voto, un funcionario del Ministerio de Medio Ambiente.

4. Los miembros del Consejo Asesor y sus suplentes serán nombrados por el Ministro de 
Medio Ambiente, a propuesta, en su caso, de las entidades y organizaciones referidas en el 
apartado 3. El nombramiento de los miembros electivos del Consejo y de los suplentes será 
por un período de dos años, que podrá ser renovado por períodos iguales.

Los miembros del Consejo Asesor cesarán a propuesta de las organizaciones o 
entidades que propusieron su nombramiento.

5. El Gobierno desarrollará mediante Real Decreto la estructura y funciones del Consejo 
Asesor de Medio Ambiente.

TÍTULO IV
Acceso a la justicia y a la tutela administrativa en asuntos medioambientales
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Artículo 20.  Recursos.
El público que considere que un acto o, en su caso, una omisión imputable a una 

autoridad pública ha vulnerado los derechos que le reconoce esta Ley en materia de 
información y participación pública podrá interponer los recursos administrativos regulados 
en el Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás normativa 
aplicable y, en su caso, el recurso contencioso-administrativo previsto en la Ley 29/1998, de 
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 21.  Reclamaciones y ejecución forzosa.
1. El público que considere que un acto u omisión imputable a cualquiera de las 

personas a las que se refiere el artículo 2.4.2 ha vulnerado los derechos que le reconoce 
esta Ley podrá interponer directamente una reclamación ante la Administración Pública bajo 
cuya autoridad ejerce su actividad. La Administración competente deberá dictar y notificar la 
resolución correspondiente, la cual agotará la vía administrativa y será directamente 
ejecutiva, en el plazo que determine la normativa autonómica, o la disposición adicional 
décima, según proceda.

2. En caso de incumplimiento de la resolución, la Administración Pública requerirá a la 
persona objeto de la reclamación, de oficio o a instancia del solicitante, para que la cumpla 
en sus propios términos. Si el requerimiento fuera desatendido, la Administración Pública 
podrá acordar la imposición de multas coercitivas por el importe que determine la normativa 
autonómica, o la disposición adicional décima, según proceda.

3. La cuantía de las multas coercitivas a que hace referencia el apartado anterior se 
calculará atendiendo al interés público de la pretensión ejercitada.

Artículo 22.  Acción popular en asuntos medioambientales.
Los actos y, en su caso, las omisiones imputables a las autoridades públicas que 

vulneren las normas relacionadas con el medio ambiente enumeradas en el artículo 18.1 
podrán ser recurridas por cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que reúnan los 
requisitos establecidos en el artículo 23 a través de los procedimientos de recurso regulados 
en el Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como a través del 
recurso contencioso-administrativo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Se exceptúan los actos y omisiones imputables a las autoridades públicas enumeradas 
en el artículo 2.4.2.

Artículo 23.  Legitimación.
1. Están legitimadas para ejercer la acción popular regulada en el artículo 22 

cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que acrediten el cumplimiento de los 
siguientes requisitos:

a) Que tengan entre los fines acreditados en sus estatutos la protección del medio 
ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular.

b) Que se hubieran constituido legalmente al menos dos años antes del ejercicio de la 
acción y que vengan ejerciendo de modo activo las actividades necesarias para alcanzar los 
fines previstos en sus estatutos.

c) Que según sus estatutos desarrollen su actividad en un ámbito territorial que resulte 
afectado por la actuación, o en su caso, omisión administrativa.

2. Las personas jurídicas sin ánimo de lucro a las que se refiere el apartado anterior 
tendrán derecho a la asistencia jurídica gratuita en los términos previstos en la Ley 1/1996, 
de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.
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Disposición adicional primera.  Tasa por suministro de información ambiental para la 
Administración General del Estado y sus Organismos Públicos.

1. Se crea la tasa por el suministro de información ambiental que se regirá por la 
presente Ley y por las demás fuentes normativas que para las tasas se establecen en el 
artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos.

2. Constituye el hecho imponible de la tasa la reproducción y envío de documentos por la 
Administración General del Estado o por sus Organismos Públicos, en cualquier soporte 
material, con información ambiental disponible en fondos documentales de la Administración 
General del Estado, cuando la solicitud de dicha actividad no sea voluntaria o no se preste o 
realice por el sector privado.

No estarán sujetos a la tasa el examen in situ de la información solicitada y el acceso a 
cualquier lista o registro creado y mantenido en los términos previstos en el artículo 5.3.c) de 
esta Ley.

3. La tasa se devengará en el momento de la solicitud del suministro de la información 
ambiental, la cual no se tramitará hasta tanto no se haya acreditado el abono que resultare 
exigible.

Cuando en el momento de la solicitud la cuantía exigible no pueda determinarse, se 
exigirá un depósito previo que tendrá carácter estimativo a reserva de la liquidación que se 
practique, sin perjuicio de la devolución del depósito constituido en los supuestos previstos 
en el apartado siguiente.

4. Procederá la devolución del importe de la tasa o del depósito previo constituido, 
cuando no se realice el hecho imponible por causas no imputables al sujeto pasivo.

5. Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas así como las entidades 
a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
que soliciten el suministro de la información ambiental que constituye el hecho imponible.

6. Exenciones.
a) Exenciones subjetivas.
Estarán exentos del pago de la tasa los suministros de información ambiental realizados 

entre entidades y órganos pertenecientes a la Administración General del Estado, así como 
los efectuados a entidades y órganos de otras Administraciones Públicas, excepción hecha 
de las entidades que integran la Administración corporativa.

b) Exenciones objetivas.
Estarán exentos del pago de la tasa:
1.º Las entregas de copias de menos de 20 páginas de formato DIN A4.
2.º El envío de información por vía telemática.
7. Cuantías.
a) Se consideran elementos de cuantificación del importe de la tasa los siguientes:
1.º El coste de los materiales utilizados como soporte de la información a suministrar.
2.º El coste del envío de la información solicitada.
b) El establecimiento y modificación de las cuantías resultantes de la aplicación de los 

elementos de cuantificación anteriores podrá efectuarse mediante Orden Ministerial que 
deberá ir acompañada de una Memoria económico-financiera en los términos previstos en el 
artículo 20.1 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos.

8. El pago de la tasa se realizará mediante ingreso en efectivo en entidad de depósito 
autorizada por el Ministerio de Economía y Hacienda, siéndole aplicable lo dispuesto en el 
Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

La gestión de la tasa en período voluntario se llevará a cabo por los órganos que 
determine la normativa reglamentaria que se dicte en desarrollo de la presente Ley.

Disposición adicional segunda.  Tasa por suministro de información ambiental para la 
Administración Local.

Las Entidades Locales podrán establecer tasas por el suministro de información 
ambiental, que se regirán por lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
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marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, y, en lo que se refiere a su hecho imponible y supuestos de no sujeción y exención, 
por lo previsto en la disposición adicional primera de esta Ley. Todo ello sin perjuicio de las 
de los regímenes financieros forales de los Territorios Históricos del País Vasco y Navarra.

Disposición adicional tercera.  Precios privados.
1. Cuando las autoridades públicas divulguen información ambiental a título comercial se 

podrá percibir un precio conforme a valores de mercado, siempre que ello sea necesario 
para asegurar la continuidad de los trabajos de recopilación y publicación de dicha 
información.

2. Tales precios podrán ser igualmente percibidos por Entidades u Organismos públicos 
que actúen según normas de derecho privado al amparo de lo previsto en el artículo 2.c) de 
la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos.

Disposición adicional cuarta.  Procedimiento aplicable a la Administración General del 
Estado.

La Administración General del Estado podrá reservarse la facultad de resolver las 
solicitudes de información ambiental que reciban las autoridades públicas a las que se 
refiere el artículo 2.4.2 cuando tales personas asuman responsabilidades públicas, ejerzan 
funciones públicas o presten servicios públicos relacionados con el medio ambiente bajo su 
autoridad.

Disposición adicional quinta.  Planes y programas relacionados con el medio ambiente de 
competencia de la Administración General del Estado.

La elaboración, modificación y revisión de los planes y programas previstos en el artículo 
17 de la presente Ley que sean competencia de la Administración General del Estado o de 
sus organismos públicos se someterán en su tramitación al procedimiento regulado por la 
Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados planes y 
programas en el medio ambiente.

Disposición adicional sexta.  Colaboración interadministrativa.
El Gobierno, en el marco de los programas del Ministerio de Administraciones Públicas 

para el fomento de las tecnologías de información y comunicación, propondrá en el plazo de 
seis meses fórmulas de colaboración entre administraciones que faciliten la aplicación de la 
Ley.

Disposición adicional séptima.  Convenio de colaboración para la constitución de puntos 
de información digitalizada.

A fin de cumplir con las obligaciones en materia de información ambiental establecidas 
en esta Ley, la Administración General del Estado podrá promover la celebración de 
convenios de colaboración con el sector empresarial y con otras organizaciones para 
establecer puntos de información digitalizada.

Disposición adicional octava.  Información sobre la aplicación de la Ley en materia de 
acceso a la información ambiental.

Las Administraciones Públicas elaborarán y publicarán información periódica de carácter 
estadístico sobre las solicitudes de información ambiental recibidas, así como información 
sobre la experiencia adquirida en la aplicación de esta Ley, garantizando en todo caso la 
confidencialidad de los solicitantes.

Para este cometido, así como para el adecuado cumplimiento de las obligaciones 
internacionales del Estado, las diferentes Administraciones Públicas colaborarán e 
intercambiarán la información que resulte necesaria.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 93  Ley de derechos de acceso a información, participación pública y acceso a la justicia

– 1403 –



Disposición adicional novena.  Registros telemáticos.
Los registros telemáticos de la Administración General del Estado deberán incluir entre 

sus procedimientos telemáticos los relativos a la resolución de solicitudes de información 
ambiental.

Disposición adicional décima.  Reclamaciones administrativas planteadas ante la 
Administración General del Estado al amparo del artículo 21.

1. La Administración General del Estado deberá dictar y notificar la resolución 
correspondiente a la reclamación a la que se refiere el artículo 21 en el plazo máximo de tres 
meses.

2. En el ámbito de la Administración General del Estado, el importe de las multas 
coercitivas a las que se refiere el artículo 21 no excederá de 6.000 euros por cada día que 
transcurra sin cumplir.

Disposición adicional undécima.  Plan de formación en el marco de la Administración 
General del Estado.

La Administración General del Estado pondrá en marcha, en un plazo de seis meses 
desde la entrada en vigor de esta Ley, un Plan de Formación específico tendente a 
sensibilizar al personal a su servicio respecto de los derechos y las obligaciones previstos en 
esta Ley.

Disposición adicional duodécima.  Difusión de información ambiental por operadores 
económicos.

Las Administraciones Públicas promoverán que los operadores económicos, cuando no 
estén legalmente obligados a ello, informen periódicamente al público sobre aquellas de sus 
actividades o productos que tengan o puedan tener efectos significativos sobre el medio 
ambiente.

Disposición transitoria única.  Difusión de la información ambiental disponible en soporte 
electrónico, en fecha previa a la entrada en vigor de la presente Ley.

La información a la que se refiere el artículo 7 deberá incluir los datos recogidos desde el 
14 de febrero de 2003. Los datos anteriores a dicha fecha sólo se incluirán cuando ya 
existieran en forma electrónica.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogada la Ley 38/1995, de 12 de diciembre, sobre el derecho de acceso a la 

información en materia de medio ambiente, así como cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango contradigan o se opongan a lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de 
junio, de Evaluación de Impacto Ambiental.

(Derogada)

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 16/2002, de 1 de julio, sobre Prevención 
y Control Integrados de la Contaminación.

La Ley 16/2002, de 1 de julio, sobre Prevención y Control Integrados de la 
Contaminación, se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se añaden las siguientes definiciones al artículo 3:
«o) Público: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, 

organizaciones y grupos constituidos con arreglo a la normativa que les sea de 
aplicación.

p) Personas interesadas:
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a) Todos aquellos en quienes concurran cualquiera de las circunstancias 
previstas en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

b) Cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que cumplan los siguientes 
requisitos:

1.º Que tenga entre los fines acreditados en sus estatutos la protección del medio 
ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular, y que tales fines 
puedan resultar afectados por la toma de una decisión sobre la concesión o 
actualización de la Autorización Ambiental Integrada o de sus condiciones.

2.º Que lleve dos años legalmente constituida y venga ejerciendo de modo activo 
las actividades necesarias para alcanzar los fines previstos en sus estatutos.

3.º Que según sus estatutos desarrolle su actividad en un ámbito territorial que 
resulte afectado por la instalación para la que se solicita la autorización ambiental 
integrada.»

Dos. El artículo 14 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 14.  Tramitación.
En todos aquellos aspectos no regulados en esta Ley, el procedimiento para 

otorgar la autorización ambiental integrada se ajustará a lo establecido en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

Las Administraciones Públicas promoverán la participación real y efectiva de las 
personas interesadas en los procedimientos para la concesión de la Autorización 
Ambiental Integrada de nuevas instalaciones o aquellas que realicen cualquier 
cambio sustancial en la instalación y en los procedimientos para la renovación o 
modificación de la Autorización Ambiental Integrada de una instalación con arreglo a 
lo dispuesto en los artículos 25 y 26.

Las Administraciones Públicas garantizarán que la participación a la que se 
refiere el apartado anterior tenga lugar desde las fases iniciales de los respectivos 
procedimientos. A tal efecto, serán aplicables a tales procedimientos las previsiones 
en materia de participación establecidas en el Anejo 5.»

Tres. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 23:
«4. Las Comunidades Autónomas harán públicas las resoluciones administrativas 

mediante las que se hubieran otorgado o modificado las autorizaciones ambientales 
integradas y pondrán a disposición del público la siguiente información:

a) El contenido de la decisión, incluidas una copia de la Autorización Ambiental 
Integrada y de cualesquiera condiciones y actualizaciones posteriores.

b) Una memoria en la que se recojan los principales motivos y consideraciones 
en los que se basa la resolución administrativa, con indicación de los motivos y 
consideraciones en los que se basa tal decisión, incluyendo la información relativa al 
proceso de participación pública.»

Cuatro. El artículo 27 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 27.  Actividades con efectos transfronterizos.
1. Cuando se estime que el funcionamiento de la instalación para la que se 

solicita la autorización ambiental integrada pudiera tener efectos negativos 
significativos sobre el medio ambiente de otro Estado miembro de la Unión Europea, 
o cuando un Estado miembro que pueda verse significativamente afectado lo solicite, 
el órgano competente de la Comunidad Autónoma, a través del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, comunicará a dicho Estado la posibilidad de abrir un 
periodo de consultas bilaterales para estudiar tales efectos, así como las medidas 
que, en su caso, puedan acordarse para suprimirlos o reducirlos. Con tal finalidad y 
con anterioridad a la resolución de la solicitud, se facilitará al Estado miembro en 
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cuestión una copia de la solicitud y cuanta información resulte relevante con arreglo a 
lo establecido en el anejo 5.

2. Si el Estado miembro manifestara su voluntad de abrir dicho periodo de 
consultas, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, previa consulta al 
órgano competente de la Comunidad Autónoma, negociará con las autoridades 
competentes de dicho Estado el calendario razonable de reuniones y trámites a que 
deberán ajustarse las consultas y las medidas que deban ser adoptadas para 
garantizar que las autoridades ambientales y las personas interesadas de dicho 
Estado, en la medida en la que pueda resultar significativamente afectado, tengan 
ocasión de manifestar su opinión sobre la instalación para la que se solicita la 
autorización ambiental integrada.

3. La delegación del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación 
responsable de la negociación incluirá, al menos, un representante de la Comunidad 
Autónoma competente para resolver la solicitud de autorización.

4. El procedimiento de consulta transfronteriza se iniciará mediante comunicación 
del órgano competente de la Comunidad Autónoma dirigida al Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, acompañada de la documentación a la que se refiere el 
apartado 1. Igualmente se acompañará una memoria sucinta en la que se expondrá 
de manera motivada los fundamentos de hecho y de derecho que justifican la 
necesidad de poner en conocimiento de otro Estado miembro la solicitud de 
autorización ambiental de que se trate y en la que se identifiquen los representantes 
de la Comunidad Autónoma competente que, en su caso, hayan de integrarse en la 
delegación del citado ministerio.

5. Si la apertura del periodo de consultas transfronterizas hubiera sido promovida 
por la autoridad del Estado miembro susceptible de ser afectado por el 
funcionamiento de la instalación para la que se solicita la autorización ambiental 
integrada, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación lo pondrá en 
conocimiento del órgano competente de la Comunidad Autónoma y le solicitará la 
remisión de la documentación a que se refiere el apartado anterior, a fin de iniciar el 
procedimiento de consulta transfronteriza.

6. Los plazos previstos en la normativa reguladora del procedimiento de 
concesión de la autorización ambiental integrada quedarán suspendidos hasta que 
concluya el procedimiento de consultas transfronterizas. Los resultados de las 
consultas deberán ser tenidos debidamente en cuenta por el órgano competente de 
la Comunidad Autónoma a la hora de resolver la solicitud de autorización ambiental 
integrada, la cual será formalmente comunicada por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores y Cooperación a las autoridades del Estado Miembro que hubieran 
participado en las consultas transfronterizas.

7. Cuando un Estado miembro de la Unión Europea comunique que en su 
territorio se ha solicitado una autorización ambiental integrada para una instalación 
cuyo funcionamiento puede tener efectos negativos significativos sobre el medio 
ambiente en el Estado español, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación 
lo pondrá en conocimiento del Ministerio de Medio Ambiente, el cual, con la 
participación de los órganos competentes de las Comunidades Autónomas 
afectadas, actuará como órgano ambiental en las consultas bilaterales que se hagan 
para estudiar tales efectos, así como las medidas que, en su caso, puedan acordarse 
para suprimirlos o reducirlos.

El Ministerio de Medio Ambiente garantizará que las Administraciones públicas 
afectadas y las personas interesadas son consultados de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 14 y en el Anejo V. A estos efectos, definirá los términos en los que se 
evacuará el trámite de consultas en colaboración con los órganos competentes de 
las comunidades autónomas afectadas por la instalación para la que se solicita la 
autorización ambiental integrada en otro Estado miembro de la Unión Europea.»

Cinco. La disposición transitoria segunda queda redactada del siguiente modo:
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«Disposición Transitoria segunda.  
A los procedimientos de autorización ya iniciados antes de la entrada en vigor de 

esta Ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la legislación aplicable, 
en los términos establecidos en el artículo 3.d).

En estos casos, y sin perjuicio del régimen previsto en esta Ley para las 
modificaciones sustanciales, una vez otorgada las autorizaciones serán renovadas 
en los plazos previstos en la legislación sectorial aplicable y en todo caso, al cabo de 
cinco años, cumpliendo con lo establecido en esta Ley para las instalaciones 
existentes.»

Seis. Las categorías 4.1 y 9.3 del anejo 1 quedan redactadas del siguiente modo:
«Categoría 4.1:
Instalaciones químicas para la fabricación de productos químicos orgánicos de 

base, en particular:
b) hidrocarburos oxigenados, tales como alcoholes, aldehídos, cetonas, ácidos 

orgánicos, ésteres, acetatos, éteres, peróxidos, resinas epóxi;
Categoría 9.3:
Instalaciones destinadas a la cría intensiva de aves de corral o de cerdos que 

dispongan de más de:
a) 40.000 plazas si se trata de gallinas ponedoras o del número equivalente para 

otras orientaciones productivas de aves.
b) 2.000 plazas para cerdos de cebo de más de 30 kg.
c) 2.500 plazas para cerdos de cebo de más de 20 kg.
750 plazas para cerdas reproductoras.
530 plazas para cerdas en ciclo cerrado.
d) En el caso de explotaciones mixtas, en las que coexistan animales de los 

apartados b) y c) de esta Categoría 9.3, el número de animales para determinar la 
inclusión de la instalación en este Anejo se determinará de acuerdo con las 
equivalencias en Unidad Ganadera Mayor (UGM) de los distintos tipos de ganado 
porcino, recogidas en el Anexo I del Real Decreto 324/2000, de 3 de marzo, por el 
que se establecen normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas.»

Siete. Se añade un nuevo anejo 5:
«Anejo 5: Participación del público en la toma de decisiones.
1. El órgano competente de la Comunidad Autónoma informará al público en 

aquellas fases iniciales del procedimiento, siempre previas a la toma de una decisión 
o, como muy tarde, en cuanto sea razonablemente posible facilitar la información 
sobre los siguientes extremos:

a) La solicitud de la Autorización Ambiental Integrada o, en su caso, de la 
renovación o modificación del contenido de aquella, de conformidad con lo dispuesto 
en el apartado 4 del artículo 16.

b) En su caso, el hecho de que la resolución de la solicitud está sujeta a una 
evaluación de impacto ambiental, nacional o transfronteriza, o a consultas entre los 
Estados miembros de conformidad con lo previsto en el artículo 27.

c) La identificación de los órganos competentes para resolver, de aquellos de los 
que pueda obtenerse información pertinente y de aquellos a los que puedan remitirse 
observaciones o formularse preguntas, con expresa indicación del plazo del que se 
dispone para ello.

d) La naturaleza jurídica de la resolución de la solicitud o, en su caso, de la 
propuesta de resolución.

e) En su caso, los detalles relativos a la renovación o modificación de la 
Autorización Ambiental Integrada.

f) Las fechas y el lugar o lugares en los que se facilitará la información pertinente, 
así como los medios empleados para ello.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 93  Ley de derechos de acceso a información, participación pública y acceso a la justicia

– 1407 –



g) Las modalidades de participación del público y de consulta al público definidas 
con arreglo al apartado 5.

2. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas asegurarán que, 
dentro de unos plazos adecuados, se pongan a disposición de las personas 
interesadas los siguientes datos:

a) De conformidad con la legislación nacional, los principales informes y 
dictámenes remitidos a la autoridad o autoridades competentes en el momento en 
que deba informarse a las personas interesadas conforme a lo previsto en el 
apartado 1.

b) De conformidad con lo dispuesto en la legislación reguladora de los derechos 
de acceso a la información y de participación pública en materia de medio ambiente, 
toda información distinta a la referida en el punto 1 que resulte pertinente para la 
resolver la solicitud, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8, y que sólo pueda 
obtenerse una vez expirado el período de información a las personas interesadas 
regulado en el apartado 1.

3. Las personas interesadas tendrán derecho a poner de manifiesto al órgano 
competente cuantas observaciones y opiniones considere oportunas antes de que se 
resuelva la solicitud.

4. Los resultados de las consultas celebradas con arreglo al presente anexo 
deberán ser tenidos en cuenta debidamente por el órgano competente a la hora de 
resolver la solicitud.

5. El órgano competente de la Comunidad Autónoma para otorgar la autorización 
ambiental integrada determinará las modalidades de información al público y de 
consulta a las personas interesadas. En todo caso, se establecerán plazos 
razonables para las distintas fases que concedan tiempo suficiente para informar al 
público y para que las personas interesadas se preparen y participen efectivamente 
en el proceso de toma de decisiones sobre medio ambiente con arreglo a lo 
dispuesto en el presente anexo.»

Disposición final tercera.  Título Competencial.
Esta Ley tiene carácter de legislación básica al amparo de lo dispuesto en el artículo 

149.1.23.ª de la Constitución. Se exceptúan de lo anterior los siguientes artículos:
1. El artículo 19 y las disposiciones adicionales tercera, cuarta, quinta, séptima y octava, 

que serán únicamente de aplicación a la Administración General del Estado y sus 
Organismos Públicos.

2. El artículo 15 y las disposiciones adicionales primera y segunda, que se dictan al 
amparo del artículo 149.1.14.ª de la Constitución.

3. Las disposiciones de los artículos 20 a 23, que en lo relativo a recursos en vía 
administrativa se dictan al amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución y en lo relativo a 
recursos en vía contencioso-administrativa al amparo del artículo 149.1.6.ª de la 
Constitución.

Disposición final cuarta.  Incorporación de derecho de la Unión Europea.
Por medio de la presente Ley se desarrollan determinados derechos y obligaciones 

reconocidos en el Convenio sobre acceso a la información, la participación del público en la 
toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, hecho en Aarhus, 
Dinamarca, el 25 de junio de 1998; y se adapta el ordenamiento jurídico vigente a las 
disposiciones contenidas en la Directiva 2003/4/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 28 de enero de 2003, relativa al acceso del público a la información ambiental y en la 
Directiva 2003/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, por la 
que se establecen medidas para la participación del público en la elaboración de 
determinados planes y programas relacionados con el medio ambiente y por la que se 
modifican, en lo que se refiere a la participación del público y el acceso a la justicia, las 
Directivas 85/337/CEE y 96/61/CE del Consejo.
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Disposición final quinta.  Texto refundido de evaluación de impacto ambiental.
El Gobierno elaborará y aprobará en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de 

esta Ley un texto refundido en el que se regularice, aclare y armonice las disposiciones 
legales vigentes en materia de evaluación de impacto ambiental.

Disposición final sexta.  Desarrollo reglamentario del artículo 16 en el ámbito de la 
Administración General del Estado.

El Gobierno, en el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, 
aprobará un reglamento que desarrolle los contenidos regulados en los artículos 16, relativos 
a la participación del público en los procedimientos de elaboración de normas que versen 
sobre las materias a las que se refiere el artículo 18 y que sean competencia de la 
Administración General del Estado.

Disposición final séptima.  Autorización de desarrollo.
El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, dictará cuantas disposiciones sean 

necesarias para la ejecución y desarrollo de lo establecido en esta Ley.

Disposición final octava.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado», salvo el título IV y la disposición adicional primera que entrarán en vigor 
tres meses después de dicha publicación.

ANEXO
Organizaciones no gubernamentales que integran el consejo asesor de medio 

ambiente
Amigos de la Tierra.
Ecologistas en Acción.
Greenpeace España.
Sociedad Española de Ornitología SEO/Birdlife.
WWF/Asociación de Defensa de la Naturaleza (ADENA).
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§ 94

Real Decreto 163/2014, de 14 de marzo, por el que se crea el 
registro de huella de carbono, compensación y proyectos de 

absorción de dióxido de carbono

Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente
«BOE» núm. 77, de 29 de marzo de 2014

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2014-3379

La Decisión 406/2009/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2009, 
sobre el esfuerzo de los Estados miembros para reducir sus emisiones de gases de efecto 
invernadero a fin de cumplir los compromisos adquiridos por la Comunidad hasta 2020, 
señala que los esfuerzos para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) en 
los sectores afectados por el régimen comunitario de comercio de derechos de emisión no 
serán suficientes para hacer frente a los compromisos globales asumidos por la Comunidad 
hasta el año 2020. Por ello, la reducción sustantiva de las emisiones en otros sectores de la 
economía es necesaria. Así, los estados miembros deberán establecer políticas y medidas 
adicionales a fin de reducir las emisiones de los sectores denominados difusos, 
comprometiéndose a disminuir sus emisiones en dichos sectores en un 10 por ciento 
respecto a 2005 en 2020.

En el reparto de los esfuerzos realizados por Estado miembro, España debe reducir sus 
emisiones en un 10 por ciento respecto a 2005. Este nuevo objetivo representa un reto ante 
el cual se deben establecer nuevas medidas que permitan su cumplimiento, entre las que se 
encuentran las recogidas en un buen número de normas de ámbito nacional, de entre las 
que destaca la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

Así, dentro del mencionado contexto de reducción de emisiones, el presente real decreto 
contribuirá a incentivar acciones para la mejora de las absorciones por los sumideros de 
carbono, de manera que las reducciones y absorciones que se lleven a cabo en éstos 
ámbitos tengan reflejo en el Inventario Nacional de Gases de Efecto Invernadero de España, 
facilitando el cumplimiento de los compromisos internacionales y comunitarios asumidos por 
España en materia de cambio climático.

Además, este real decreto, mediante la creación del registro de huella de carbono, 
compensación y proyectos de absorción de CO2, persigue sensibilizar e incentivar a la 
sociedad en su conjunto en la lucha contra el cambio climático con el fin de lograr una 
economía baja en carbono, dando respuesta al compromiso creciente que tanto entidades 
públicas como privadas han venido mostrando en los últimos años en relación con la 
reducción de emisiones de GEI. Para ello, se establecen una serie de medidas destinadas a 
facilitar y fomentar el cálculo de la huella de carbono, su reducción y compensación 
mediante absorciones de CO2.

La participación en el registro es de carácter voluntario, estando dirigido a personas 
físicas o jurídicas públicas o privadas y trabajadores autónomos que deseen participar en el 
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mismo. Se ha tratado de facilitar su participación a las pequeñas y medianas empresas 
(PYMES) en consideración a su posible limitación de recursos y a la importancia que las 
mismas tienen en el tejido empresarial nacional.

En lo que concierne a la estructura de esta norma, este real decreto cuenta con diez 
artículos, divididos en tres capítulos, dos disposiciones adicionales, tres disposiciones finales 
y un anexo.

El capítulo I describe el objetivo y finalidad del presente real decreto, que es la creación 
del registro de huella de carbono, compensación, y proyectos de absorción de dióxido de 
carbono. Incluye la creación de un registro con tres secciones en el que se inscriben los 
esfuerzos realizados en estos ámbitos. Asimismo, se detalla, entre otras cuestiones el papel 
de los documentos técnicos, quién se puede inscribir en el registro, la difusión que se hará 
de la información y la coordinación y seguimiento con las comunidades autónomas.

El capítulo II establece el registro de huella de carbono, compensación y proyectos de 
absorción de CO2. Se establece el marco y consideraciones necesarias para cada una de las 
secciones que integran el registro, que son, sección de huella de carbono y de compromisos 
de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, sección de proyectos de 
absorción de dióxido de carbono y sección de compensación de huella de carbono.

El capítulo III del real decreto regula la inscripción, actualización y baja en el registro de 
huella de carbono, compensación y proyectos de absorción de dióxido de carbono. Se 
exponen los datos, documentación y tramitación necesarios para llevar a cabo la inscripción 
en cada una de las tres secciones del registro.

En la disposición adicional primera se precisan aspectos de la gestión del registro.
En la disposición adicional segunda se informa de la coordinación con el Registro de la 

Propiedad.
En la disposición final primera se informa de que se llevará a cabo la adecuación de los 

documentos de apoyo para la inscripción en el registro.
En su disposición final segunda, el real decreto enuncia que los títulos competenciales 

que amparan esta norma son los previstos en los artículos 149.1.23.ª y 149.1.13.ª de la 
Constitución Española. En primer lugar, la finalidad ambiental de la norma permite invocar el 
artículo 149.1.23.ª, que reserva al Estado la competencia exclusiva para dictar la legislación 
básica sobre protección del medio ambiente. Así, la contribución a la lucha contra el cambio 
climático se produce mediante una serie de medidas para el fomento del cálculo de la huella 
de carbono, su reducción y compensación por absorciones de dióxido de carbono, 
reduciendo las emisiones a la atmósfera, y potenciando los sumideros de carbono existentes 
en nuestro territorio. Los instrumentos previstos se complementan con los establecidos en 
algunas comunidades autónomas en el ejercicio de sus competencias, permitiendo la 
existencia de registros en sus respectivos territorios y buscando la compatibilidad entre los 
mismos. El resultado de estas medidas tendrá un efecto sobre el inventario de gases de 
efecto invernadero, permitiendo el cumplimiento de los compromisos internacionales 
asumidos por el Estado.

En segundo lugar, las medidas propuestas, al incidir en las decisiones empresariales en 
el largo plazo favoreciendo un desarrollo económico sostenible, permite invocar el artículo 
149.1.13.ª en virtud del cual el Estado está habilitado sobre las bases y la coordinación de la 
planificación general de la actividad económica. Estas medidas pretenden intensificar la 
sensibilización de las empresas en la lucha contra el cambio climático y se configuran como 
un punto de arranque para un cambio de cultura empresarial orientado a la asunción de 
responsabilidades medioambientales basadas en la iniciativa propia, apoyadas por el 
reconocimiento de los esfuerzos llevados a cabo por las empresas.

El presente real decreto se alinea con el requisito de la Directiva 2012/27/UE y el real 
decreto que lo transponga, relativa a la eficiencia energética y en lo referente a auditorías 
energéticas, dado que la información requerida a las empresas afectadas puede servir 
directamente para la evaluación de la huella de carbono de la organización.

Se elaborarán documentos de apoyo para facilitar la medición de la huella de carbono y 
de las absorciones, los cuales se mantendrán permanentemente actualizados por la Oficina 
Española de Cambio Climático en la página institucional del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, conforme a los criterios técnicos suministrados por las 
mejores técnicas disponibles.
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En la elaboración de este real decreto han sido consultados los interesados y las 
comunidades autónomas en el Consejo Nacional del Clima, en su reunión del día 27 de 
diciembre de 2012.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, 
con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 14 de marzo de 2014,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. Este real decreto tiene por objeto la creación del registro de huella de carbono, 

compensación y proyectos de absorción de dióxido de carbono. La creación del referido 
registro contribuirá a la reducción a nivel nacional de las emisiones de gases de efecto 
invernadero, a incrementar las absorciones por los sumideros de carbono en el territorio 
nacional y a facilitar de esta manera el cumplimiento de los compromisos internacionales 
asumidos por España en materia de cambio climático.

2. A efectos de este real decreto se entenderá por:
a) Huella de carbono de organización, la totalidad de gases de efecto invernadero (GEI) 

provenientes por efecto directo o indirecto de la actividad de dicha organización.
b) Absorciones de dióxido de carbono (CO2), el secuestro de CO2 de la atmósfera por 

parte de sumideros biológicos.
c) Sumideros biológicos, los formados por biomasa viva como depósito de CO2, 

excluyendo de la contabilización la materia orgánica muerta.
d) Compensación, la adquisición de una determinada cantidad de CO2 equivalente 

procedente de las absorciones de CO2 generadas en los proyectos inscritos en la sección 
del registro señalada en el artículo 3.1.b o procedente de proyectos de reducción de 
emisiones de gases de efecto invernadero realizadas por un tercero y reconocidas por el 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

3. La medición de absorciones se efectuará de acuerdo con los documentos de apoyo 
que serán publicados por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, y que 
contendrán las cuestiones de detalles metodológicos del cálculo de las absorciones de los 
proyectos de absorción de CO2. Asimismo, se elaborarán y publicarán documentos de apoyo 
que faciliten el cálculo de la huella de carbono.

Artículo 2.  Estructura del registro.
El registro administrativo, de carácter público, dependiente del Ministerio de Agricultura, 

Alimentación y Medio Ambiente, a través de la Oficina Española de Cambio Climático, 
cuenta con las siguientes secciones:

a) Una sección de huella de carbono y de compromisos de reducción de emisiones de 
gases de efecto invernadero.

b) Una sección de proyectos de absorción de CO2.
c) Una sección de compensación de huella de carbono.

Artículo 3.  Sujetos inscribibles.
1. Podrán inscribirse en el registro:
a) Las personas jurídicas o trabajadores autónomos que desarrollen una actividad 

económica y sean generadoras de emisiones de gases de efecto invernadero, con actividad 
en el territorio nacional que, de forma voluntaria, calculen su huella de carbono, realicen 
actividades dirigidas a su reducción y/o compensen sus emisiones, en cuyo caso, podrán 
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solicitar su inscripción en la sección de huella de carbono y de compromisos de reducción de 
emisiones de gases de efecto invernadero y/o en la sección de compensación de huella de 
carbono desarrollados en el capítulo II.

b) Las personas físicas o jurídicas que, voluntariamente realicen y sean titulares de 
proyectos de absorción de CO2 situados en cualquier punto del territorio nacional, que 
podrán solicitar su inscripción en la sección de proyectos de absorción de dióxido de carbono 
desarrollado en el capítulo II.

2. A los titulares inscritos en la sección del registro a que se refiere el artículo 2, apartado 
1.a), se les otorgará un documento de reconocimiento de su inscripción, y se les permitirá la 
utilización de un sello de titularidad del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente. El sello reflejará gráficamente la participación en las secciones a) o c) del artículo 
2, apartado 1 para un periodo de cálculo concreto.

El Ministerio de Agricultura Alimentación y Medio Ambiente procederá a su actualización 
si se producen cambios en las inscripciones de dicho período.

Artículo 4.  Difusión.
1. La Oficina Española de Cambio Climático dará publicidad de la información relevante 

contenida en el registro en las secciones a), b) y c) a través de la página web del Ministerio 
de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, teniendo en cuenta lo dispuesto en el 
artículo 11.2 c) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal.

2. La información referida en el apartado anterior incluirá nombre de los titulares 
inscritos, las huellas de carbono, los compromisos de reducción, y el sello obtenido, así 
como, las absorciones de carbono por proyecto de absorción distinguiendo entre 
absorciones de carbono ya utilizadas en compensación y absorciones de carbono 
disponibles.

3. Anualmente, la Oficina Española de Cambio Climático publicará un informe de síntesis 
sobre el estado de las inscripciones y otra información relevante del registro creado en este 
real decreto.

Artículo 5.  Coordinación y seguimiento con las comunidades autónomas.
1. La coordinación y seguimiento correspondiente al objeto de este real decreto se 

llevará a cabo a través de los grupos de trabajo de la Comisión de Coordinación de Políticas 
de Cambio Climático.

CAPÍTULO II
Actos inscribibles en el Registro de huella de carbono y proyectos de 

absorción

Artículo 6.  Actos sujetos a inscripción de la Sección a) «Sección de huella de carbono y de 
compromisos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero».

1. En esta sección a) se inscribirán tanto las huellas de carbono de organización como 
los compromisos de reducción de las emisiones de GEI asociados a las mismas.

2. Contendrá como mínimo los siguientes campos:
a) Nombre del titular inscrito o razón o denominación social y datos de contacto 

(dirección, correo electrónico y teléfono).
b) Descripción de la actividad o proceso productivo y definición de un indicador 

cuantitativo para dicha actividad, con el fin de su uso en el cálculo de ratios de emisiones.
c) Información relativa a la huella de carbono: Dato de la huella de carbono, periodo de 

cálculo (doce meses), límites operativos y límites de la organización para los que se realiza 
el cálculo así como, entidad de verificación en su caso.

d) La referencia al plan de reducción de emisiones y de los informes de seguimiento de 
dicho plan, junto con su identificación.
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e) Información respecto a la compensación, si es el caso, según se establece en el 
artículo 8, de la cantidad compensada, tipo de compensación y proyecto con el que 
compensa.

f) Sello obtenido según el artículo 3.2.
3. La inscripción se llevará a cabo, como mínimo, para las emisiones de gases de efecto 

invernadero directas, denominadas de «alcance 1» y para las emisiones indirectas 
asociadas a las emisiones de la generación de electricidad adquirida y consumida por la 
organización, denominada «alcance 2» de la huella de carbono de la organización. La 
inscripción de las restantes emisiones indirectas, denominadas de «alcance 3», será 
voluntaria. La Oficina Española de Cambio Climático proporcionará en su página web una 
herramienta y unos documentos de apoyo que faciliten el cálculo de la huella de carbono de 
organización en sus alcances 1 y 2, así como unos documentos de apoyo para el cálculo y 
elaboración de un plan de reducción.

4. Para la inscripción en esta sección, según establece el artículo 9.4.a).2.º, se 
reconocerán las verificaciones realizadas por entidades acreditadas para la ISO 14064, ISO 
14069: 2013, ISO 14067, GHG Protocol, PAS 2050 o similar, así como entidades 
operacionales designadas (EOD) o entidades independientes acreditadas (AIE) por 
Naciones Unidas en el marco de los mecanismos de flexibilidad del Protocolo de Kioto y 
otras entidades que puedan ser reconocidas a estos efectos.

Artículo 7.  Actos sujetos a inscripción de la Sección b) «Sección de proyectos de absorción 
de dióxido de carbono».

1. En esta sección b) se inscribirán las absorciones de CO2 generadas en territorio 
nacional en proyectos de actividades relacionadas con el uso de la tierra, cambio de uso de 
la tierra y selvicultura que supongan el aumento del carbono almacenado.

2. Contendrá como mínimo los siguientes campos:
a) Código de identificación del proyecto en el registro.
b) Datos del titular del proyecto: Nombre y datos de contacto (dirección, correo 

electrónico y teléfono).
c) Información del proyecto: Tipo de proyecto, localización, superficie, referencia catastral 

y datos registrales de la finca, así como las absorciones netas estimadas para el periodo de 
duración del proyecto.

d) Absorciones disponibles para compensación.
e) Absorciones cedidas para compensación e información sobre la organización u 

organizaciones que han adquirido dichas absorciones para compensación.
3. El cálculo de las absorciones de CO2 generadas por los proyectos se realizará en 

base a las directrices y orientaciones sobre buenas prácticas del Grupo Intergubernamental 
de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC) que se utilicen para la elaboración del 
Inventario Nacional de gases de efecto invernadero. Se considerará la biomasa viva como 
depósito de CO2, excluyendo de la contabilización la materia orgánica muerta. Se utilizarán 
datos específicos de crecimiento para cada especie forestal y región de España. La Oficina 
Española de Cambio Climático facilitará en su página web una herramienta y unos 
documentos de apoyo que deberán ser utilizados para el cálculo de las absorciones de CO2. 
Estos documentos serán actualizados conforme se puedan ir adoptando metodologías de 
cálculo reconocidas.

4. La inscripción del proyecto de absorción tendrá una validez de cinco años. 
Transcurrido como máximo dicho plazo, o cada vez que se cedan absorciones para 
compensación, deberá aportarse documentación actualizada, que permita ratificar que se 
siguen cumpliendo las condiciones iniciales de inscripción del proyecto. En caso de haberse 
dado variaciones, como incendios, alto índice de marras, etc, éstas deberán ser notificadas 
con la mayor brevedad posible utilizando el formulario de actualización incluido en el anexo.
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Artículo 8.  Actos sujetos a inscripción de la Sección c) «Sección de compensación de 
huella de carbono».

1. En esta sección c) se inscribirán las compensaciones de huellas de carbono inscritas 
en la sección a) provenientes de los proyectos de absorción de dióxido de carbono inscritos 
en la sección b) o de proyectos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero 
realizadas por un tercero reconocidas por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente.

2. La compensación no será válida a los efectos del cumplimiento de la obligación anual 
de entrega de derechos de emisión de gases de efecto invernadero establecida por el 
artículo 27 de la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio de 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero.

3. Esta sección contendrá como mínimo los siguientes campos:
a) Código de identificación de la compensación.
b) Datos del titular que compensa: Nombre o razón o denominación social, datos de 

contacto (dirección, correo electrónico y teléfono), y código del registro de huella de carbono 
y de compromisos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero.

c) Información sobre la compensación: Tipo de proyecto con el que se compensa 
(proyecto de absorción de CO2 y/o de reducción de emisiones GEI), cantidad de emisiones 
de gases de efecto invernadero compensadas, periodo para el que se compensan las 
emisiones, y proporción de emisiones que se compensan respecto al total de la huella de 
carbono.

CAPÍTULO III
Inscripción, actualización y baja en el registro de huella de carbono, 

compensación y proyectos de absorción de dióxido de carbono

Artículo 9.  Inscripción en el registro de huella de carbono, compensación y proyectos de 
absorción, actualización y baja.

1. Los titulares que deseen inscribirse en alguna de las secciones del registro deberán 
remitir la solicitud de inscripción correspondiente del anexo debidamente cumplimentada. La 
actualización de la información inscrita en el registro se solicitará también mediante el 
formulario correspondiente del anexo.

2. Las solicitudes se dirigirán a la Oficina Española de Cambio Climático y se 
presentarán directamente en la Oficina Española de Cambio Climático o en cualquiera de los 
lugares previstos en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en 
adelante, LRJ-PAC). Asimismo, se admitirá la presentación por vía electrónica de las 
solicitudes, a través de la sede electrónica del Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente, donde se facilitarán los modelos de solicitud y la información de detalle.

3. Las solicitudes correspondientes a las secciones del registro establecidas en el 
artículo 2 apartado 1 a) y b), podrán dirigirse también a la comunidad autónoma donde se 
encuentre la sede social del titular en el caso del apartado a) o donde esté ubicado el 
proyecto de absorción en el caso del apartado b), siempre y cuando la comunidad autónoma 
haya establecido un mecanismo de recepción y evaluación de solicitudes.

4. La solicitud deberá ir acompañada, como mínimo, de:
a) En el caso de solicitud de inscripción o actualización en la sección a):
1.º La herramienta empleada para realizar los cálculos mencionados en el artículo 6 

apartado 3 debidamente cumplimentada, si ésta ha sido utilizada para el cálculo, y en su 
defecto, documento resumen de los cálculos, que incluya los factores de emisión utilizados y 
datos de actividad.

2.º Certificado de verificación emitido por entidades acreditadas según establece el 
artículo 6. 4 para las huellas de carbono en alcance 3 y para las huellas de carbono en 
alcance 1+2 de las organizaciones no consideradas PYMES según la Recomendación 
2003/361/CE de la Comisión, de 6 de mayo de 2003, sobre la definición de microempresas, 
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pequeñas y medianas empresas, o aquellas que siendo PYMES tienen emisiones de 
proceso que no cuenten con un sistema de cálculo simplificado publicado por la Oficina 
Española de Cambio Climático.

3.º El plan de reducción de la huella de carbono, y los informes de seguimiento de dicho 
plan, si los hubiera.

b) En el caso de solicitud de inscripción o actualización en la sección b):
1.º La herramienta empleada para realizar los cálculos mencionados en el artículo 7, 

apartado 3 cumplimentada con los datos del proyecto.
2.º Croquis de la parcela y del área de actuación del proyecto en ésta, en archivo 

informático con formato shape (*.shp).
3.º Documento acreditativo del uso del suelo de la parcela a 31 de diciembre de 1989 y 

del uso previo al proyecto.
4.º Documento acreditativo de que el proyecto se ha puesto en marcha.
5.º Documentos acreditativos de que se cumple con la legislación aplicable a dicho 

proyecto.
6.º Sistema de aseguramiento de la permanencia del proyecto en el tiempo.
7.º Certificación del Registro de la Propiedad u otro documento acreditativo de que el 

solicitante posee los derechos sobre las absorciones generadas en la parcela.
8.º Documentos acreditativos de la situación del proyecto si han transcurrido cinco años 

sin que se hayan realizado cesiones de las absorciones generadas o desde la última 
actualización de información.

c) En el caso de solicitud de inscripción en la sección c):
1.º Documento acreditativo de que se han adquirido las absorciones de CO2 al proyecto 

de absorción o en su caso al proyecto de reducción realizado por un tercero y reconocido por 
el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente reflejado en la solicitud y en las 
cantidades indicadas en la solicitud.

2.º Documento acreditativo de que el proyecto de absorción mediante el que se 
compensa sigue cumpliendo las condiciones iniciales de inscripción, en su caso.

5. Si la solicitud no reúne los requisitos exigidos, se requerirá al solicitante para que, en 
el plazo de diez días hábiles, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con 
advertencia de que si no lo hiciera se le tendrá por desistido de la solicitud, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 71 de la LRJ-PAC. En el plazo de treinta días a partir de la 
recepción de la solicitud de inscripción o de actualización, la Oficina Española de Cambio 
Climático o el órgano competente de la comunidad autónoma resolverá y notificará sobre la 
inscripción o actualización de la huella de carbono y de los compromisos de reducción del 
solicitante. Dicha resolución estará basada en la comprobación de la veracidad de los datos 
y documentos aportados o solicitados posteriormente por la Oficina Española de Cambio 
Climático o la comunidad autónoma y en la completitud de la información facilitada para la 
inscripción.

Transcurrido este plazo sin que se haya resuelto y notificado el correspondiente acto 
administrativo, se entenderá estimada la solicitud.

6. La baja en el registro podrá ser solicitada a instancia del interesado mediante 
comunicado escrito a la Oficina Española de Cambio Climático o al órgano competente de la 
comunidad autónoma si ésta ha habilitado una vía para la recepción y evaluación de 
solicitudes, que en el plazo máximo de 30 días procederá a su ejecución. Así mismo, la 
Oficina Española de Cambio Climático o el órgano competente de la comunidad autónoma si 
ésta ha habilitado una vía para la recepción y evaluación de solicitudes podrá dar de baja 
una inscripción en el registro en caso de determinarse falta de veracidad en la información 
facilitada o un uso indebido del sello obtenido en base al artículo 3, previo procedimiento 
administrativo que en todo caso, garantizará la audiencia del interesado y la aportación de 
cuantas pruebas estime pertinentes, conforme a lo establecido en la LRJ-PAC.

Estas resoluciones no pondrán fin a la vía administrativa, pudiéndose interponer contra 
las mismas recurso de alzada ante el Secretario de Estado de Medio Ambiente.
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Artículo 10.  Consideración de la Huella de Carbono en la contratación pública.
A efectos de lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 

Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, el órgano de 
contratación podrá incluir entre las consideraciones de tipo medioambiental que se 
establezcan en el procedimiento de contratación, las relativas a la huella de carbono, que 
podrán acreditarse mediante certificados equivalentes u otros medios de prueba de medidas 
equivalentes de gestión medioambiental.

Disposición adicional primera.  Gestión del registro.
Las inscripciones en el Registro serán gratuitas, y la creación del mismo no supondrá 

aumento del gasto, ni requerirá incremento de dotaciones, ni de retribuciones, ni de otros 
gastos de personal. Se facilitarán sistemas de comunicación por vía electrónica para la 
resolución de dudas sobre la inscripción en el registro.

Disposición adicional segunda.  Coordinación con el Registro de la Propiedad.
1. Los titulares registrales del dominio u otros derechos reales de uso y disfrute podrán 

hacer constar en el Registro de la Propiedad la inscripción en la sección b) del Registro 
creado mediante el presente real decreto, de aquellos proyectos de absorción de CO2 
generados en territorio nacional relacionados con el uso de la tierra, cambio de uso de la 
tierra y selvicultura que radiquen en una finca registral determinada.

2. La constancia en el Registro de la Propiedad se realizará mediante nota al margen en 
el folio abierto a la finca o fincas afectadas, y se practicará en virtud de certificación expedida 
por el registro de huella de carbono, compensación y proyectos de absorción. Dicha nota 
caducará y deberá ser cancelada por caducidad transcurridos 5 años desde la fecha de la 
inscripción del proyecto en el registro de huella de carbono. También se cancelará dicha nota 
marginal mediante certificación acreditativa de la baja del proyecto en el registro 
administrativo.

Disposición final primera.  Adecuación de las herramientas y de los documentos de apoyo.
La Oficina Española de Cambio Climático adecuará las herramientas y los documentos 

de apoyo previa consulta a la Comisión de Coordinación de Políticas de Cambio Climático, 
de forma que estén permanentemente actualizados en la página web del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

Disposición final segunda.  Títulos competenciales.
Este real decreto se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.23.ª y 

149.1.13.ª de la Constitución Española, por los que corresponde al Estado, respectivamente, 
la legislación básica sobre protección del medio ambiente y la competencia sobre las bases 
y la coordinación de la planificación general de la actividad económica, todo ello sin perjuicio 
de las facultades de las comunidades autónomas de establecer normas adicionales de 
protección.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor a los dos meses de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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ANEXO

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 94  Registro huella de carbono, compensación y proyectos absorción de dióxido de carbono

– 1418 –



CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 94  Registro huella de carbono, compensación y proyectos absorción de dióxido de carbono

– 1419 –



CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 94  Registro huella de carbono, compensación y proyectos absorción de dióxido de carbono

– 1420 –



CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 94  Registro huella de carbono, compensación y proyectos absorción de dióxido de carbono

– 1421 –



CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 94  Registro huella de carbono, compensación y proyectos absorción de dióxido de carbono

– 1422 –



CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 94  Registro huella de carbono, compensación y proyectos absorción de dióxido de carbono

– 1423 –



CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 94  Registro huella de carbono, compensación y proyectos absorción de dióxido de carbono

– 1424 –



CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 94  Registro huella de carbono, compensación y proyectos absorción de dióxido de carbono

– 1425 –



§ 95

Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 159, de 4 de julio de 2007

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2007-12946

TÍTULO I
De la defensa de la competencia

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De las concentraciones económicas

[ . . . ]
Artículo 10.  Criterios de valoración sustantiva.

1. La Comisión Nacional de la Competencia valorará las concentraciones económicas 
atendiendo a la posible obstaculización del mantenimiento de una competencia efectiva en 
todo o en parte del mercado nacional.

En concreto, la Comisión Nacional de la Competencia adoptará su decisión atendiendo, 
entre otros, a los siguientes elementos:

a) la estructura de todos los mercados relevantes,
b) la posición en los mercados de las empresas afectadas, su fortaleza económica y 

financiera,
c) la competencia real o potencial de empresas situadas dentro o fuera del territorio 

nacional,
d) las posibilidades de elección de proveedores y consumidores, su acceso a las fuentes 

de suministro o a los mercados,
e) la existencia de barreras para el acceso a dichos mercados,
f) la evolución de la oferta y de la demanda de los productos y servicios de que se trate,
g) el poder de negociación de la demanda o de la oferta y su capacidad para compensar 

la posición en el mercado de las empresas afectadas,
h) las eficiencias económicas derivadas de la operación de concentración y, en particular, 

la contribución que la concentración pueda aportar a la mejora de los sistemas de 
producción o comercialización así como a la competitividad empresarial, y la medida en que 
dichas eficiencias sean trasladadas a los consumidores intermedios y finales, en concreto, 
en la forma de una mayor o mejor oferta y de menores precios.
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2. En la medida en que la creación de una empresa en participación sujeta al control de 
concentraciones tenga por objeto o efecto coordinar el comportamiento competitivo de 
empresas que continúen siendo independientes, dicha coordinación se valorará en función 
de lo establecido en los artículos 1 y 2 de la presente Ley.

3. En su caso, en la valoración de una concentración económica podrán entenderse 
comprendidas determinadas restricciones a la competencia accesorias, directamente 
vinculadas a la operación y necesarias para su realización.

4. El Consejo de Ministros, a efectos de lo previsto en el artículo 60 de esta Ley, podrá 
valorar las concentraciones económicas atendiendo a criterios de interés general distintos de 
la defensa de la competencia.

En particular, se entenderá como tales los siguientes:
a) defensa y seguridad nacional,
b) protección de la seguridad o salud públicas,
c) libre circulación de bienes y servicios dentro del territorio nacional,
d) protección del medio ambiente,
e) promoción de la investigación y el desarrollo tecnológicos,
f) garantía de un adecuado mantenimiento de los objetivos de la regulación sectorial.

[ . . . ]
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§ 96

Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 177, de 25 de julio de 2015
Última modificación: 4 de julio de 2018

Referencia: BOE-A-2015-8328

[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  Tramitación preferente de solicitudes.

A propuesta de la Oficina Española de Patentes y mediante orden del Ministro de 
Industria, Energía y Turismo se podrá disponer la tramitación preferente de solicitudes de 
patentes y modelos de utilidad relativas a tecnologías relacionadas con los objetivos de 
sostenibilidad establecidos en la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 1428 –



§ 97

Ley 3/2000, de 7 de enero, de régimen jurídico de la protección de 
las obtenciones vegetales. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 8, de 10 de enero de 2000

Última modificación: 31 de diciembre de 2020
Referencia: BOE-A-2000-414

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1
La existencia de un sistema de protección del derecho de los obtentores de variedades 

vegetales tiene un impacto positivo en la economía nacional en general y en el sector 
agrícola en particular, que se concreta en el estímulo de la investigación y el consecuente 
incremento de los recursos privados destinados a esta actividad, lo que facilitará el acceso 
de los agricultores a las nuevas tecnologías, mejorará la productividad de las explotaciones 
y, en definitiva, provocará un aumento de la competitividad de nuestros productos y de la 
renta de los agricultores.

Hasta ahora, el sistema de protección de los obtentores se encontraba recogido en el 
Convenio Internacional para la protección de las obtenciones vegetales de 2 de diciembre de 
1961, aprobado en el seno de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones 
Vegetales (UPOV), suscrito y ratificado por el Reino de España, y en la Ley 12/1975, de 12 
de marzo, de protección de obtenciones vegetales inspirada en gran medida en aquél.

2
Las razones que justifican la aprobación de un nuevo marco jurídico nacional de 

protección de los obtentores obedece a dos razones fundamentales:
En primer lugar, resulta necesario adaptar la normativa nacional a un marco jurídico 

internacional cambiante. Por un lado el Convenio internacional de la UPOV ha sido revisado 
en sucesivas ocasiones; las reformas introducidas por los Convenios de 10 de noviembre de 
1972 y el 23 de octubre de 1978 fueron incorporadas al ordenamiento jurídico nacional, sin 
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embargo, el Convenio de 19 de marzo de 1991 introdujo novedades que resulta preciso 
contemplar en la legislación nacional.

Por otro lado, la Unión Europea se ha dotado de un sistema de protección propio 
mediante el Reglamento (CE) 2100/94, del Consejo, de 27 de julio, relativo a la protección 
comunitaria de las obtenciones vegetales.

No obstante, el artículo 3 de este Reglamento (CE) reconoce el derecho de los Estados 
miembros de la Unión Europea a "conceder derechos de propiedad nacionales sobre las 
variedades vegetales", aunque prohíbe expresamente la doble titularidad de derechos, 
nacionales y comunitarios. El Estado español opta por el establecimiento de un sistema de 
protección propio, aunque armonizado con la normativa comunitaria; en este sentido, debe 
tenerse en cuenta que el derecho comunitario remite a la legislación nacional todas las 
cuestiones que pueden suscitarse con motivo de las acciones judiciales por infracciones a tal 
derecho.

En segundo lugar, los recientes avances en materia de biotecnología y la ingeniería 
genética, que han acelerado los procesos de obtención de variedades y la experiencia 
adquirida en los últimos veinte años, hacen necesario y, por supuesto, conveniente proceder 
a modificar la legislación vigente para ponerla en línea con todos los países industrializados 
no sólo de la Unión Europea, sino de otros continentes.

3
La presente Ley tiene como objetivos fundamentales, aparte de la adaptación a la 

normativa internacional, reforzar la protección de los obtentores y mejorar el funcionamiento 
de la Administración pública en el ejercicio de las funciones relativas a la materia regulada 
por esta Ley.

El reforzamiento de los derechos de los obtentores se logrará mediante una regulación 
más precisa y técnicamente perfecta de las facultades que les confiere el título de obtención 
vegetal, así como la ampliación de la duración de la protección para todas las especies 
vegetales, lo que incentivará la investigación en este campo. Concretamente, las principales 
novedades de esta Ley son las siguientes:

En primer lugar, define con mayor precisión las facultades de los obtentores relativas a la 
explotación de sus variedades protegidas, determinando con claridad las actuaciones de 
terceros relacionadas con su variedad que requieren su autorización y reforzando las 
acciones para perseguir a aquellos que prescindan de ella.

En segundo lugar, define con claridad la denominada "excepción del agricultor", que se 
refiere a aquellos supuestos en los que los agricultores podrán utilizar el material vegetal 
producido en sus propias fincas para su uso en las mismas, sin necesidad de autorización 
del obtentor de la variedad utilizada o de realizar contribución económica al mismo.

Además de la excepción del agricultor, se clarifican algunas excepciones al derecho del 
obtentor que antes estaban poco definidas. La más importante quizás es la del posible uso 
de las variedades protegidas como material para la creación de nuevas variedades, evitando 
así cualquier tipo de limitación a la investigación en este campo. El concepto de variedad 
esencialmente derivada juega sin duda un papel importante en lo que se refiere a la 
delimitación del derecho de los obtentores y resolverá situaciones que en el pasado 
presentaron problemas de atribución de la propiedad de variedades.

En tercer lugar, se aumenta la duración de la protección para todas las especies 
vegetales, lo que constituye un mayor estímulo de cara a la investigación en la obtención de 
nuevas variedades y un alineamiento con lo regulado en otros países para dichos períodos.

En cuarto lugar, se introduce en nuestra legislación la posibilidad de poder comercializar 
en España las variedades vegetales antes de solicitar la protección, circunstancia que 
permite a los obtentores conocer por un lado, los resultados prácticos y el valor productivo 
de dicha variedad antes de acometer unos gastos que, en el caso de variedades de 
resultados mediocres, no resultarían compensados, y por otro, la respuesta de los 
agricultores ante la oferta de las nuevas variedades antes de someterse al sistema de 
protección.

La mejora del funcionamiento de los órganos que intervienen en el ejercicio de estas 
funciones se trata de lograr describiendo con mayor simplicidad y precisión sus funciones y 
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los procedimientos a que debe sujetarse su actuación. En general, la Ley mejora el 
funcionamiento de los órganos colegiados que intervienen, al darles un contenido mucho 
más técnico, jurídico y científico, que el que tenían hasta ahora con un elevado índice de 
participación representativa de agentes económicos.

4
Desde otro punto de vista, esta Ley permite una mayor colaboración internacional, no 

sólo con otros Estados miembros de la Unión Europea, sino con terceros países, al 
flexibilizar los sistemas de establecimiento de la cooperación en este campo.

Además, debe señalarse que se aprovecha esta Ley para incorporar al ordenamiento 
jurídico interno el artículo 12 de la Directiva 98/44/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, relativa a la protección jurídica de las invenciones biotecnológicas, en lo referente a 
la concesión de licencias obligatorias por dependencia.

Finalmente, en el caso de variedades que contengan o estén constituidas por 
organismos modificados genéticamente, se aplicará la Ley 15/1994, de 3 de junio, por la que 
se establece el régimen jurídico de la utilización confinada, liberación voluntaria y 
comercialización de organismos modificados a fin de prevenir los riesgos para la salud 
humana y para el medio ambiente, en lo que se refiere a la realización del examen técnico.

La presente Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.9.a de la Constitución, que reserva 
al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación sobre propiedad intelectual e 
industrial y del artículo 149.1.1.a que reserva al Estado la regulación de las condiciones 
básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y 
en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

[ . . . ]
TÍTULO I

Derecho material

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Derechos de obtentor

[ . . . ]
Artículo 17.  Limitaciones por interés público.

1. El ejercicio del derecho de obtentor sólo podrá limitarse por razones de interés 
público, que deberán ser acordadas por Real Decreto acordado por el Consejo de Ministros 
a propuesta del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación.

2. Se considerará que existen motivos de interés público:
a) Cuando la iniciación, el incremento a la generalización de la explotación de la variedad 

protegida, o la mejora de las condiciones en que tal explotación se realiza, sean de 
primordial importancia para la salud pública o para la defensa nacional o para el medio 
ambiente.

b) Cuando la falta de explotación o la insuficiencia en calidad o en cantidad de la 
explotación realizada, implique graves perjuicios para el desarrollo económico o tecnológico 
del país.

c) Cuando las necesidades de abastecimiento nacional así lo exijan.
3. Cuando las limitaciones a que se refieren los apartados anteriores, tengan por efecto 

permitir a un tercero realizar cualquiera de los actos para los que se requiera la autorización 
del obtentor, el Gobierno deberá adoptar las medidas necesarias para que los obtentores 
reciban una compensación económica equitativa.
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4. También podrá limitarse el ejercicio del derecho del obtentor cuando las variedades 
objeto del derecho contengan organismos modificados genéticamente, sin necesidad de 
acudir al régimen previsto en el número 1 de este artículo, siendo de aplicación lo previsto en 
la Ley 15/1994, de 3 de junio, por la que se establecen el régimen jurídico de la utilización 
confinada, liberación voluntaria y comercialización de organismos modificados 
genéticamente, a fin de prevenir los riesgos para la salud humana o animal y para el medio 
ambiente.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Procedimiento

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Tramitación de la solicitud

[ . . . ]
Artículo 40.  Examen técnico.

1. Una vez realizados con resultado positivo los exámenes a que se refiere el artículo 
anterior, la variedad será sometida a un examen técnico cuya finalidad será:

a) Comprobar que la variedad pertenece al taxón botánico descrito.
b) Determinar que es distinta, homogénea y estable de acuerdo con lo dispuesto en los 

artículos 7, 8 y 9 respectivamente.
c) Establecer una descripción oficial de la variedad.
2. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación establecerá, para cada especie o 

grupo de especies, las normas precisas para la realización del examen técnico entre las que, 
al menos, se detallarán:

a) El material vegetal que el obtentor debe entregar para poder realizar las 
observaciones pertinentes.

b) Las características en cuanto a la calidad del mencionado material.
c) Las fechas y lugares donde debe ser depositado el mismo.
d) La duración de los exámenes que, al menos, será de dos años o campañas, salvo que 

circunstancias especiales aconsejen lo contrario así como otros detalles sobre la realización 
de los mismos.

3. El examen técnico será realizado bajo la responsabilidad del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, que podrá llevarlo a cabo directamente o mediante acuerdo con las 
Comunidades Autónomas u otras instituciones españolas o extranjeras que desarrollen 
tareas similares.

4. En los casos en que se determine, se podrán utilizar los resultados de los exámenes 
técnicos realizados en otro país con el que España mantenga acuerdos sobre la protección 
de derechos de obtentor y siempre y cuando técnicamente sea posible con las debidas 
garantías.

5. En aquellos casos en que la realización del examen técnico entrañe dificultades, el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación podrá acordar que se tengan en cuenta los 
resultados de los ensayos de cultivo o de otros ensayos ya efectuados por el obtentor.

6. En el caso que se trate de una variedad que contenga, o constituya un organismo 
genéticamente modificado, se aplicará lo establecido en la normativa específica, referente a 
la utilización confinada, liberación voluntaria y comercialización de organismos modificados 
genéticamente, a fin de prevenir los riesgos para la salud humana y para el medio ambiente.

[ . . . ]
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§ 98

Ley 44/2015, de 14 de octubre, de Sociedades Laborales y 
Participadas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 247, de 15 de octubre de 2015

Última modificación: 5 de mayo de 2021
Referencia: BOE-A-2015-11071

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
Las sociedades laborales, nacidas en los años setenta como método de autoempleo 

colectivo por parte de los trabajadores, logran el reconocimiento constitucional en el 
artículo 129.2 de la Constitución Española de 1978, que ordena a los poderes públicos la 
promoción de las diversas formas de participación en la empresa y el establecimiento de las 
medidas que faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de 
producción.

La Ley 4/1997, de 24 de marzo, de sociedades laborales, introdujo un importante avance 
en su regulación y permitió un gran desarrollo de esta fórmula societaria, como se puede 
constatar a la vista de la creación de numerosas empresas y puestos de trabajo que se han 
generado al amparo de dicha norma. No obstante, dado el tiempo transcurrido desde su 
promulgación comienza a evidenciarse la necesidad de actualizar su marco normativo con el 
objetivo de dar un nuevo impulso a las sociedades laborales por su condición de empresas 
participadas por los socios trabajadores y abiertas a la integración como socios de los demás 
trabajadores de la empresa.

Las sociedades laborales son sociedades de capital por su forma y por tanto les son 
aplicables las normas relativas a las sociedades anónimas y limitadas. Desde la aprobación 
de la Ley de sociedades laborales de 1997, han sido numerosas las reformas legislativas 
que han afectado a este sector, entre otras: la Ley 22/2003, de 9 de julio, concursal; la 
Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales; la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre 
modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, o el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.
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Esta situación exige una adecuación de la ley de sociedades laborales al nuevo marco 
normativo y una sistematización de sus normas más acorde con la establecida en la ley de 
sociedades de capital, que ha integrado en un mismo texto la regulación de la sociedad 
anónima y de la sociedad de responsabilidad limitada, al reconocer que la distinción principal 
entre las sociedades de capital no es tanto por su forma como por su condición o no de 
sociedad cotizada. Un claro ejemplo de ello es la sociedad laboral donde las coincidencias 
entre sociedades anónimas laborales y sociedades laborales de responsabilidad limitada 
aconsejan ofrecer en muchos casos soluciones jurídicas comunes.

Pero las sociedades laborales también son por sus fines y principios orientadores, 
entidades de la economía social, como señala explícitamente la Ley 5/2011, de 29 de marzo, 
de economía social, y por tanto, deben ser acreedoras de sus políticas de promoción, entre 
las que figura el mandato a los poderes públicos de crear un entorno que fomente el 
desarrollo de iniciativas económicas y sociales en el marco de la economía social. Con este 
objetivo, la disposición adicional séptima de esta ley ordenaba al Gobierno que remitiera a 
las Cortes un proyecto de ley que actualizase y revisase la Ley 4/1997, de 24 de marzo, de 
Sociedades Laborales.

II
El concepto de participación de los trabajadores en la empresa ha ido creciendo en 

importancia en los últimos tiempos, donde encontramos claros ejemplos en el ámbito 
europeo que demandan esta fórmula societaria.

La Recomendación del Consejo, de 27 de julio de 1992, relativa al fomento de la 
participación de los trabajadores en los beneficios y los resultados de la empresa (incluida la 
participación en el capital), invitaba a los estados miembros a reconocer los posibles 
beneficios de una utilización más extendida, a nivel individual o colectivo, de una amplia 
variedad de fórmulas de participación de los trabajadores por cuenta ajena en los beneficios 
y los resultados de la empresa, tales como la participación en beneficios, el accionariado o 
fórmulas mixtas; y a tener en cuenta, en este contexto, el papel y la responsabilidad de los 
interlocutores sociales, de conformidad con las legislaciones y prácticas nacionales.

También recomendaba garantizar que las estructuras jurídicas permitieran la introducción 
de las fórmulas de participación, que se considerara la posibilidad de conceder estímulos 
tales como incentivos fiscales u otras ventajas financieras, para fomentar la introducción de 
determinadas fórmulas de participación; y que se fomentara la utilización de fórmulas de 
participación facilitando el suministro de información adecuada a todas las partes que 
pudieran estar interesadas.

En este sentido, destaca también el Dictamen del Comité Económico y Social Europeo 
sobre el tema «Participación financiera de los trabajadores en Europa», de 21 de octubre 
de 2010, que establece que la participación financiera de los trabajadores representa una 
posibilidad de hacer participar más y mejor a las empresas y a los trabajadores, así como a 
la sociedad en su conjunto, en el éxito de la creciente europeización de la actividad 
económica.

El objetivo del dictamen era animar a Europa a elaborar un marco de referencia que 
fomente la conexión social y económica de Europa, agilizando la aplicación de la 
participación financiera de los trabajadores en distintos niveles.

En base a este dictamen, el Comité Económico y Social Europeo pide que se adopte una 
nueva recomendación del Consejo relativa al fomento de la participación de los trabajadores 
en los beneficios y los resultados de la empresa y se presenten propuestas sobre el modo de 
afrontar los obstáculos a los proyectos transfronterizos.

Además, y en línea con la estrategia «Europa 2020», la participación financiera de los 
trabajadores puede constituir uno de los mecanismos para fortalecer la competitividad de las 
Pymes europeas, ya que aumenta la identificación con ellas y la vinculación de sus 
trabajadores cualificados -tanto en los buenos como en los malos tiempos- Así, la 
participación financiera de los trabajadores también contribuirá a garantizar un futuro 
sostenible.

De esta manera se da a los trabajadores la posibilidad de aumentar a largo plazo su 
patrimonio de manera sencilla, lo cual permite añadir recursos complementarios para vivir 
después de dejar de trabajar. Los trabajadores a los que se permite participar en los 
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resultados de la empresa sienten que se les tiene más en cuenta por su contribución a los 
resultados obtenidos por la empresa.

Sin perjuicio de otras formas de codecisión e intervención en las decisiones de la 
empresa, las participaciones en el capital pueden -en función de cómo se desarrollen- llevar 
a una participación en la toma de decisiones, por ejemplo, mediante el derecho de voto de 
los accionistas. En el caso de participación en forma de acciones, el derecho de voto de los 
accionistas, tanto individual como colectivo, puede ejercerse, por ejemplo, mediante una 
sociedad de participación financiera.

En esta línea cabe destacar que las sociedades laborales en España, en sintonía con las 
recomendaciones europeas, responden al modelo de empresa participada mayoritariamente. 
Son unos de los máximos exponentes de la participación de los trabajadores en las 
empresas en nuestro país, encontrándose a la vanguardia en relación a la regulación de este 
tipo de entidades en los restantes países de nuestro entorno.

III
La nueva regulación no solo actualiza, moderniza y mejora el contenido de la 

Ley 4/1997, de 24 de marzo, como consecuencia de las últimas reformas del derecho de 
sociedades, sino que en cumplimiento de la previsión contenida en la Ley 5/2011, de 
economía social, refuerza la naturaleza, función y caracterización de la sociedad laboral 
como entidad de la economía social, poniendo en valor sus especificidades.

Mejora su régimen jurídico con los objetivos de fomentar la participación de los 
trabajadores en las empresas, facilitando su acceso a la condición de socio, al tiempo que se 
incorporan nuevas medidas para asegurar el control de la sociedad por parte de los 
trabajadores, aumentar la utilidad de las sociedades laborales y su preferencia por parte de 
los emprendedores. Pretende fortalecer su vertiente empresarial y consolidar el carácter 
estable y no coyuntural de este modelo empresarial. Prepara su contenido a los cambios que 
se producirán en torno al documento único electrónico y reestructura el articulado eliminando 
preceptos superfluos e incorporando otros necesarios.

El capítulo I establece el régimen societario, y regula en un único artículo el concepto de 
sociedad laboral y los rasgos esenciales que la caracterizan, entre los que se encuentra la 
necesidad de poseer la mayoría del capital social, exigiendo además que ningún socio 
pueda tener acciones o participaciones que representen más de la tercera parte del capital 
social. Por otro lado, se amplían las excepciones a estas exigencias entre las que cabe 
destacar la posibilidad de constituir sociedades laborales con dos socios, siempre que 
ambos sean trabajadores y tengan distribuida de forma igualitaria su participación en la 
sociedad. Asimismo, se flexibiliza el marco de contratación de trabajadores no socios y los 
plazos de adaptación en los supuestos de transgresión de los límites de capital y 
contratación de trabajadores no socios exigidos para no perder la condición de sociedad 
laboral.

Los artículos 2 y 4 mantienen la competencia administrativa para la calificación de las 
sociedades laborales en los mismos términos recogidos en la Ley 4/1997, de 24 de marzo; 
no obstante se simplifica la documentación necesaria para su constitución en los supuestos 
de sociedades preexistentes y se incorpora la necesidad de armonización y colaboración 
entre los distintos registros administrativos estatal y autonómicos y el Registro Mercantil que 
intervienen en la creación de las sociedades laborales, posibilitando la implantación de 
medios electrónicos y telemáticos para obtener la calificación e inscripción. Además, se 
reducen las obligaciones administrativas de las sociedades laborales suprimiendo la 
exigencia de comunicar periódicamente al registro administrativo las transmisiones de 
acciones o participaciones, limitándola a los casos en los que se alteren los límites exigidos 
para obtener la calificación de laboral.

El artículo 5 mantiene la dualidad de las clases de acciones y participaciones hasta 
ahora existentes: laboral y general, en función de que su propietario sea o no socio 
trabajador y, con el fin de facilitar la gestión y transmisión de las mismas, se exige que sean 
de igual valor nominal y que confieran los mismos derechos, lo que permite evitar posibles 
divergencias entre la propiedad del capital y el control efectivo de la sociedad.

El artículo 6 determina un nuevo sistema más ágil en caso de transmisión voluntaria de 
acciones y participaciones tanto de la clase general como de la laboral, simplificando el 
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complejo sistema de adquisición preferente regulado anteriormente, lo que comporta una 
reducción de plazos y del colectivo con derechos de preferencia ya que se suprime el 
derecho que ostentaban los trabajadores de duración determinada.

El artículo 7 regula la valoración de las acciones y participaciones, a los efectos de 
transmisión y amortización, permitiendo que la valoración de las mismas pueda referirse a un 
sistema previsto estatutariamente, aunque no tendrá efectos retroactivos.

El artículo 9 regula la transmisión de acciones y participaciones en los supuestos de 
extinción de la relación laboral, ampliando los casos en los que pueden establecerse normas 
especiales e incorpora como novedad que en los supuestos de embargo de acciones o 
participaciones de la sociedad o de ejecución en prenda sobre las mismas, las notificaciones 
previstas en el artículo 109 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, se hagan también a los trabajadores no 
socios con contrato por tiempo indefinido.

El artículo 12 regula de forma novedosa la adquisición por la sociedad de sus propias 
acciones y participaciones, dirigida a facilitar su transmisión en el plazo máximo de tres años 
a los trabajadores con contrato por tiempo indefinido. Además la ley incorpora por primera 
vez la posibilidad de que la sociedad facilite asistencia financiera a los trabajadores para la 
adquisición de capital social.

El artículo 13 regula el órgano de administración, y el artículo 14, referente a la reserva 
especial, amplía los fines a los que se puede destinar ya que además de compensar 
pérdidas, podrá aplicarse a la adquisición de autocartera por parte de la sociedad con el 
objeto de facilitar su posterior enajenación por los trabajadores, todo ello en línea con uno de 
los objetivos principales de la ley que es la articulación de mecanismos para procurar el 
acceso de los trabajadores a la condición de socios.

Además, la obligación de dotación de dicha reserva se limita hasta que alcance una 
cuantía de al menos una cifra superior al doble del capital social.

El artículo 15 regula la pérdida de la calificación de la sociedad como laboral, y el 
artículo 16 establece los supuestos de separación y exclusión de socios no regulados hasta 
la fecha.

El capítulo II, regula los beneficios fiscales, exigiendo ya como único requisito para gozar 
de los mismos la calificación de «laboral» de la sociedad.

El capítulo III regula las sociedades participadas por los trabajadores, definiendo por 
primera vez en nuestro país dicho concepto, considerando como tales no solo a las propias 
sociedades laborales, sino a cualesquiera otras sociedades en las que los socios 
trabajadores posean capital social y derechos de voto. Establece además los principios a los 
que se someten, y el posible reconocimiento que se pueda desarrollar en relación a estas 
sociedades.

Por último, la ley cuenta con seis disposiciones adicionales, que establecen como 
novedades la colaboración y armonización entre el registro administrativo estatal, los 
autonómicos y el mercantil, y las medidas de fomento para la constitución de sociedades 
laborales y la creación de empleo. La Ley incluye también dos disposiciones transitorias, una 
derogatoria, que afecta a la totalidad de la Ley 4/1997, de 24 de marzo, de Sociedades 
Laborales, a la disposición adicional cuadragésima séptima de la Ley 27/2011, de 1 de 
agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social, 
así como a cualquier otra disposición de igual o inferior rango que se oponga a lo previsto en 
la presente ley, y seis disposiciones finales.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Sociedades participadas por los trabajadores

Artículo 18.  Fundamento y principios.
1. Los poderes públicos promoverán la constitución y desarrollo de las sociedades 

participadas por los trabajadores.
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2. La participación de los trabajadores en los resultados y en la toma de decisiones de 
las sociedades contribuye al aumento de la autonomía del trabajador en su lugar de trabajo, 
y fomenta la colaboración en la estrategia futura de la empresa.

3. Las sociedades participadas por los trabajadores se someten a los siguientes 
principios:

a) Promoción del acceso de los trabajadores al capital social y/o a los resultados de la 
empresa.

b) Fomento de la participación de los trabajadores en la toma de decisiones de la 
sociedad.

c) Promoción de la solidaridad interna y con la sociedad que favorezca el compromiso 
con el desarrollo local, la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, la cohesión 
social, la inserción de personas en riesgo de exclusión social, la generación de empleo 
estable y de calidad, la conciliación de la vida personal, familiar y laboral y la sostenibilidad.

[ . . . ]
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§ 99

Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación empresarial. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 101, de 28 de abril de 2015
Última modificación: 18 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2015-4607

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
La función última del sistema financiero y su aportación más definitiva a la actividad 

económica consiste en la canalización eficiente de recursos desde los agentes con 
capacidad de ahorro hacia aquellos que necesitan financiación. Esta transmisión del ahorro 
hacia la inversión se puede producir de manera intermediada a través de entidades 
bancarias, o bien a través del acceso directo a los mercados de capitales, que relacionan 
inversores y demandantes de financiación. El correcto funcionamiento y la adecuada 
regulación de ambos canales son dos de los parámetros determinantes del crecimiento 
económico y la creación de empleo.

Las empresas españolas han sido tradicionalmente muy dependientes de la financiación 
bancaria, tanto para sus necesidades de inversión como para su operativa corriente. Esta 
dependencia es todavía más acusada en el caso de las empresas de menor dimensión, cuyo 
volumen dificulta enormemente el acceso directo a los mercados. A su vez, las pymes 
constituyen el porcentaje mayoritario del tejido empresarial español y son, en su conjunto, el 
principal empleador del país, por lo que una restricción en el acceso al crédito bancario, 
derivada de problemas inicialmente de índole estrictamente financiera, tiene un impacto muy 
significativo en el conjunto de la economía. La función de la pyme en una economía 
desarrollada como la nuestra no se agota en su contribución al crecimiento de la renta 
nacional, al consumo o a la generación de empleo, sino que también se manifiesta sobre el 
bienestar y la estabilidad social y económica del país.

Los efectos de esta fuerte bancarización se han dejado notar en la economía española 
en los últimos años. Durante la última etapa de expansión, el crédito a las empresas no 
financieras y los hogares creció a tasas que triplicaban el crecimiento económico. Desde el 
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año 2009 se ha producido, sin embargo, una muy acusada reducción del crédito, que se ha 
intensificado en los años 2012 y 2013. Esta restricción en volumen de crédito se ha 
acompañado de un paralelo incremento en su coste. Este contexto es, de nuevo, 
especialmente acusado para las pymes, debido fundamentalmente a la existencia de menor 
información sobre su solvencia, lo que dificulta y encarece la necesaria labor de valoración 
del riesgo previa a la financiación.

Por todo lo anterior, se hace necesario poner en marcha un giro estratégico de la 
normativa, partiendo de un análisis estricto de sus efectos sobre las diversas fuentes de 
financiación de la economía española. Para ello se articulan un conjunto de medidas con una 
doble finalidad. La primera pretende hacer más accesible y flexible la financiación bancaria a 
las pymes, y parte de la convicción de la necesidad de potenciar la recuperación del crédito 
bancario, dada su vital importancia en nuestro sistema financiero. La segunda pretende 
avanzar en el desarrollo de medios alternativos de financiación, sentando las bases 
regulatorias necesarias para fortalecer las fuentes de financiación corporativa directa o 
financiación no bancaria en España.

II
El título I incorpora dos novedades destinadas a favorecer la financiación bancaria de las 

pymes. La primera de ellas, recogida en el capítulo I, establece la obligación de las 
entidades de crédito de notificar a las pymes, por escrito y con antelación suficiente, su 
decisión de cancelar o reducir significativamente el flujo de financiación que les haya venido 
concediendo. De esta manera, la pyme dispondrá de tiempo suficiente para encontrar 
nuevas vías de financiación o para ajustar su gestión de tesorería, de forma que tal 
interrupción o reducción de la fuente de crédito no genere sorpresivos problemas de liquidez 
que dificulten o incluso imposibiliten cualquier reajuste. Este preaviso se acompaña de la 
obligación de la entidad de crédito de facilitar a la pyme, en un formato estandarizado según 
los criterios del Banco de España, información sobre su situación financiera e historial de 
pagos. De este modo, la pyme podrá iniciar la búsqueda de fuentes alternativas de 
financiación con mayor facilidad, haciendo el uso que mejor corresponda de su información 
financiera. Con esta misma finalidad de atajar, al menos parcialmente, el problema de 
asimetría informativa que dificulta y encarece el acceso de las pymes a la financiación, 
también se incluye en este capítulo I la obligación de las entidades de poner a disposición de 
las pymes un informe de su calificación crediticia, basado en la metodología común y 
modelos que a estos efectos elaborará el Banco de España. Este informe debiera 
convertirse en una herramienta eficaz para la valoración del riesgo de las pymes españolas 
en términos comparables y fidedignos, basados en la combinación de una información 
financiera de calidad, aportada por las entidades, y una adecuada y estandarizada 
metodología, elaborada por el supervisor.

También se pretende facilitar el acceso de las pymes al crédito bancario mediante la 
reforma del régimen jurídico de las sociedades de garantía recíproca. En este sentido, la Ley 
modifica el funcionamiento del reaval que la Compañía Española de Reafianzamiento presta 
a estas sociedades, al explicitar que dicho reaval se activará ante el primer incumplimiento 
de la sociedad de garantía recíproca. Se pretende así garantizar que las entidades de crédito 
valoren adecuadamente el reaval proporcionado por la Compañía Española de 
Reafianzamiento, lo que debería reflejarse en una mejora en las condiciones del crédito 
ofrecido a las pymes. Adicionalmente, se hace extensivo el régimen de idoneidad de 
administradores y directivos de las entidades de crédito a las sociedades de garantía 
recíproca, en respuesta a las actuales demandas de potenciar y mejorar el gobierno 
corporativo de las entidades que operan en los mercados financieros. La inclusión de 
estrictos criterios de honorabilidad, experiencia y buen gobierno contribuirá a incrementar el 
nivel de profesionalización en estas entidades. Por otra parte, se reducen las cargas 
administrativas al eliminarse la obligación de que las relaciones entre las sociedades de 
garantía recíproca y el socio, en cuyo favor se hubiese otorgado una garantía, se formalicen 
en escritura pública o póliza intervenida.

El título II recoge el nuevo régimen jurídico de los establecimientos financieros de 
crédito, que viene motivado por la reciente aprobación de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito que, a su vez, incorpora la 
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normativa europea en materia de solvencia de las entidades de crédito. En adaptación a esta 
nueva regulación, los establecimientos financieros de crédito pierden su condición de 
entidades de crédito pero mantienen intacta su inclusión dentro del perímetro de supervisión 
y estricta regulación financieras. Este título no sólo aclara y regulariza su régimen jurídico, 
sino que lo moderniza y lo adapta a las actuales exigencias de los mercados financieros, de 
forma que se aprovecha esta ocasión para fomentar el desarrollo de este canal de 
financiación, muy relevante en especial para la financiación del consumo minorista. El 
conjunto de esta nueva regulación está basado en el mantenimiento general, y a todos los 
efectos, del régimen jurídico previamente aplicable a estos establecimientos, con las 
singularidades oportunas que se determinan en esta Ley.

Por otra parte, un instrumento que ha favorecido históricamente el crecimiento de la 
financiación ha sido la titulización, que permite transformar un conjunto de activos financieros 
poco líquidos en instrumentos negociables y líquidos que generan flujos de caja de 
periodicidad fija. En la etapa de crecimiento económico, las titulizaciones crecieron en 
España a un ritmo superior al de otros países de su entorno, llegando a situar a nuestro país 
como uno de los grandes emisores de este tipo de valores en Europa. El estallido de la crisis 
financiera internacional en 2007 supuso la práctica interrupción del uso de este instrumento 
de financiación, cuyo régimen jurídico conviene ahora revisar en aras a su revitalización.

La reforma del régimen de las titulizaciones, contenida en el título III, se articula en torno 
a tres ejes que, en línea con las tendencias internacionales, incrementarán la transparencia, 
calidad y simplicidad de las titulizaciones en España. En primer lugar, ante la enorme 
dispersión normativa existente en el régimen jurídico español de las titulizaciones, esta Ley 
opera su necesaria refundición, para garantizar la coherencia y sistemática de todos los 
preceptos que disciplinan esta materia, aportando mayor claridad y seguridad jurídica al 
marco regulatorio. En este sentido, cabe destacar que se unifican en una única categoría 
legal los, hasta ahora, denominados fondos de titulización de activos y fondos de titulización 
hipotecaria. No obstante, los fondos de titulización hipotecaria existentes en el momento de 
entrada en vigor de la Ley cohabitarán con los nuevos fondos de titulización de activos hasta 
que se extingan progresivamente. El segundo eje rector de esta Ley pretende aproximar 
nuestro régimen jurídico al de otras jurisdicciones europeas más avanzadas en la materia. 
Con esta finalidad se flexibiliza la operativa de estos instrumentos, y se suprimen aquellos 
obstáculos que impiden replicar en España determinadas estrategias innovadoras de 
titulización de probado éxito y utilidad en países de nuestro entorno. Por último, se fortalecen 
sustantivamente las exigencias en materia de transparencia y protección del inversor, en 
línea con las mejores prácticas internacionales, y se especifican las funciones que deben 
cumplir las sociedades gestoras que, en todo caso, incluirán la administración y gestión de 
los activos agrupados en los fondos de titulización, sin perjuicio de la repercusión al fondo de 
titulización de los gastos que correspondan, de acuerdo con lo previsto en la escritura de 
constitución.

III
Un sistema económico plenamente desarrollado y avanzado requiere de unos mercados 

de capitales que, desde unas bases sólidas y estables, encaucen eficazmente la oferta de 
fondos hacia el tejido productivo y hacia la economía real. El desarrollo de estos 
mecanismos de financiación directa fomentará una mayor diversificación de las fuentes de 
financiación de las empresas españolas. De esta forma, se evitaría que, en el futuro, las 
tensiones en los mercados interbancarios repercutan de manera tan intensa en la capacidad 
de financiación de las empresas españolas, reduciendo la vulnerabilidad de nuestra 
economía a las crisis crediticias.

Con esta finalidad, se recogen en el título IV una serie de mejoras en el acceso de las 
empresas a los mercados de capitales. En primer lugar, introduce reformas en la 
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, para favorecer el tránsito de las 
sociedades desde un sistema multilateral de negociación a un mercado secundario oficial. 
Tras varios años de actividad en un sistema multilateral de negociación, algunas empresas 
podrían considerar, dentro de su estrategia de expansión, pasar a cotizar en un mercado 
secundario oficial para aumentar sus posibilidades de financiación. Por este motivo, se 
facilita este tránsito, mediante la reducción de algunos requisitos por un periodo transitorio 
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de dos años. Esta previsión se complementa con la obligación de que aquellas empresas 
que alcancen un volumen de capitalización más elevado soliciten la admisión a negociación 
en un mercado regulado. De este modo, se garantiza que las empresas cuya evolución en 
un sistema multilateral de negociación les dota ya de una capitalización significativa, con el 
efecto equivalente en los mercados, queden automáticamente vinculadas por las exigencias 
propias de los mercados oficiales, como por ejemplo, la aplicación de la normativa de 
gobierno corporativo.

El segundo bloque de reformas para facilitar el acceso a los mercados de capitales atañe 
a la emisión de obligaciones. Mediante reformas en el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y en 
la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, se facilita la financiación a través de 
emisiones de renta fija, eliminando las disfunciones que la actual regulación presenta 
respecto al funcionamiento actual de los mercados de capitales, al proceder, en gran 
medida, de la Ley de 17 de julio de 1951 sobre régimen jurídico de las Sociedades 
Anónimas. Entre otras reformas, se elimina el límite a las emisiones vigente hasta ahora, por 
el que las sociedades anónimas y las sociedades comanditarias por acciones no podían 
emitir obligaciones más allá de sus recursos propios. Por otra parte, se elimina la prohibición 
a las sociedades de responsabilidad limitada de emitir obligaciones, si bien se introducen 
una serie de salvaguardias para evitar un endeudamiento excesivo. Además, se racionaliza 
la exigencia de constitución de un sindicato de obligacionistas, que hasta ahora era 
obligatoria para toda sociedad emisora establecida en España. Así, la reforma determina que 
la constitución del sindicato en los términos establecidos en el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, será 
preceptiva en aquellas situaciones en las que sea necesario para asegurar una adecuada 
protección del inversor español.

El título V establece por primera vez un régimen jurídico para las plataformas de 
financiación participativa, dando cobertura a las actividades comúnmente denominadas 
como «crowdfunding». Estas plataformas, que constituyen un novedoso mecanismo de 
desintermediación financiera desarrollado sobre la base de las nuevas tecnologías, han 
crecido de manera muy significativa en los últimos años. El «crowdfunding» es un fenómeno 
con diversas manifestaciones, si bien sólo se pretende regular aquí las figuras en las que 
prime el componente financiero de la actividad o, dicho de otro modo, en las que el inversor 
espera recibir una remuneración dineraria por su participación, dejando por tanto fuera del 
ámbito de esta norma al «crowdfunding» instrumentado mediante compraventas o 
donaciones.

Las plataformas de financiación participativa ponen en contacto a promotores de 
proyectos que demandan fondos mediante la emisión de valores y participaciones sociales o 
mediante la solicitud de préstamos, con inversores u ofertantes de fondos que buscan en la 
inversión un rendimiento. En dicha actividad sobresalen dos características, como son la 
participación masiva de inversores que financian con cantidades reducidas pequeños 
proyectos de alto potencial y el carácter arriesgado de dicha inversión. Si bien podría 
pensarse que son pequeños inversores los que financian por acumulación proyectos en 
estas plataformas, las experiencias internacionales apuntan a que los inversores 
profesionales, aquí denominados inversores acreditados, apuestan también por los 
proyectos de financiación participativa, prestando las plataformas que los publican un útil 
servicio de filtrado de proyectos potencialmente viables.

En el título V se aborda este fenómeno desde una triple dimensión. Primero, se 
establece el régimen jurídico de las entidades denominadas plataformas de financiación 
participativa. Segundo, se regula y reserva su actividad a las entidades autorizadas, en aras 
de fortalecer el desarrollo de este sector y, al tiempo, salvaguardar la necesaria estabilidad 
financiera, concurriendo, por tanto, los principios de necesidad y proporcionalidad a que se 
refiere el artículo 5 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de unidad de mercado. 
Tercero, y finalmente, se clarifican las normas aplicables a los agentes que utilicen este 
nuevo canal de financiación. El objetivo consiste, por un lado, en aclarar la regulación que ya 
hoy debiera resultar aplicable, y, por otro, en ajustar la misma en aras del difícil equilibrio 
entre una regulación que potencie esta actividad y a la vez garantice un adecuado nivel de 
protección del inversor.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 99  Ley de fomento de la financiación empresarial [parcial]

– 1441 –



En relación con el régimen jurídico de las plataformas de financiación participativa, se 
establecen unos requisitos de autorización y registro ante la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores. En cuanto a su actividad operativa, la regulación se asienta sobre el objetivo de 
asegurar la neutralidad de las plataformas de financiación participativa en su relación entre 
inversores y promotores. Debe destacarse además, la prohibición de ofrecer servicios como 
el asesoramiento financiero, que acercaría las plataformas a otro tipo de entidades ya 
reguladas y supervisadas. Finalmente la Ley no hace sino recordar la prohibición de tomar 
fondos destinados a realizar pagos en nombre propio por cuenta de clientes, sin contar con 
la preceptiva autorización de entidad de pago. En suma se pretende minimizar el riesgo al 
que se enfrentan los inversores y los promotores frente a la plataforma.

En todo caso, debe quedar claro que la inversión en estos proyectos es intrínsecamente 
arriesgada tanto porque el promotor puede ser incapaz de devolver o remunerar los fondos 
recibidos, como por el hecho de que la plataforma, en su papel de intermediador y sin 
perjuicio de la diligencia que se le debe exigir, no garantiza en ningún momento la solvencia 
o viabilidad del promotor. Con todo, y dado que no resulta posible eliminar el riesgo que 
tienen los inversores frente a los promotores, la norma proporciona a los primeros 
herramientas para poder, al menos, mitigar y gestionar dichos riesgos. En este sentido, se 
establecen medidas como los límites al volumen que cada proyecto puede captar a través de 
una plataforma de financiación participativa, los límites a la inversión máxima que un inversor 
no acreditado puede realizar y las obligaciones de información para que toda decisión de 
inversión haya podido ser debidamente razonada. Adicionalmente, como ocurre con los 
servicios de inversión prestados en relación con instrumentos financieros complejos, se 
exigirá que, sin perjuicio de la correspondiente firma del inversor, se requiera una expresión 
del mismo por la que manifieste que ha sido debidamente advertido de los riesgos. De esta 
forma se asegura la concurrencia de una voluntad consciente y bien informada sobre la 
decisión de invertir fondos en unos activos arriesgados, pero a la vez con alto potencial de 
rendimiento.

Por último, debe recordarse que las plataformas de financiación participativa abren un 
nuevo canal por el que los promotores, algunas veces con la consideración de consumidor, 
pueden solicitar financiación. Considerando que parte de la financiación al consumo podría 
canalizarse a través de este nuevo fenómeno, resulta oportuno ajustar y clarificar la 
normativa aplicable asegurando un nivel equivalente de protección, que a la vez tenga en 
cuenta la singularidad que implica solicitar financiación a una gran cantidad de inversores. 
Finalmente, debe decirse que el legislador no puede volver la vista al hecho cierto de que las 
nuevas tecnologías permiten que las personas físicas y jurídicas residentes en un territorio 
inviertan en el extranjero. Por ello, esta Ley no impide a los inversores y promotores situados 
en España acceder a plataformas que presten servicios fuera del territorio nacional, pero sí 
clarifica los términos en que puede producirse esta comercialización pasiva sin quedar 
sometida al régimen de esta Ley.

Finalmente, el título VI recoge una modificación de las facultades de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores al objeto de profundizar en su independencia funcional y 
reforzar sus competencias supervisoras, en aras del mejor desempeño de su mandato de 
velar por la transparencia de los mercados de valores, la correcta formación de los precios 
en los mismos y la protección de los inversores. A estos efectos, se le conceden nuevas 
facultades, como la capacidad de emplear novedosos instrumentos de supervisión y de 
dictar guías técnicas, que si bien carecen de carácter vinculante directo, se configuran como 
un instrumento de gran ayuda para orientar al sector sobre la mejor forma de cumplir con 
una legislación financiera cada vez más compleja y prolija. Asimismo recibe las 
competencias completas de autorización y revocación de entidades que operan en los 
mercados de valores y de imposición de infracciones muy graves, que hasta ahora 
correspondían al Ministro de Economía y Competitividad.

Entre las disposiciones finales, conviene hacer mención particular a la quinta, que 
modifica la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del 
comercio y de determinados servicios. Con la aprobación de dicha Ley se han agilizado y 
disminuido los plazos de inicio de las actividades y se ha facilitado la dinamización de la 
iniciativa empresarial en el ámbito del comercio interior, al eliminar las licencias municipales 
previas de apertura, instalación, funcionamiento, cambios de titularidad y de determinadas 
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obras de acondicionamiento que afectaban al inicio y ejercicio de la actividad comercial y a la 
prestación de determinados servicios previstos en el anexo de la misma, realizados a través 
de establecimientos permanentes cuya superficie de exposición y venta al público no supere 
los 750 m², y sustituirlas por declaraciones responsables o comunicaciones previas que 
habilitan desde el momento de su presentación para el ejercicio inmediato de la actividad, sin 
que sea necesario esperar pronunciamiento administrativo alguno.

Desde su entrada en vigor, se ha valorado positivamente el impacto del nivel de 
implantación de las medidas de la Ley en la apertura de nuevos establecimientos y se han 
llevado a cabo medidas para su efectiva aplicación.

Para dar cumplimiento a la disposición final decimotercera de la referida Ley 12/2012, 
de 26 de diciembre, respetando lo dispuesto en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, con el impulso de los precitados mecanismos de colaboración y 
cooperación interadministrativa, y mediante esta Ley, se establece un régimen sancionador 
propio para hacer posible el ejercicio de la potestad sancionadora por parte de la 
Administración Pública en caso de incumplimiento de lo establecido en el título I de la 
Ley 12/2012, de 26 de diciembre. De esta forma, se aporta el marco sancionador básico a 
respetar por las Administraciones Públicas, se contribuye a clarificar la delimitación de 
responsabilidades, y se garantiza la necesaria seguridad jurídica de los operadores, que 
deben conocer por anticipado las consecuencias de sus potenciales incumplimientos.

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen jurídico de los establecimientos financieros de crédito

[ . . . ]
Artículo 7.  Régimen jurídico.

1. Los establecimientos financieros de crédito se regirán por lo dispuesto en este título y 
su normativa de desarrollo y, para todo lo no previsto en la citada normativa, su régimen 
jurídico será el previsto para las entidades de crédito.

2. En especial se aplicará a los establecimientos financieros de crédito la regulación 
sobre participaciones significativas, idoneidad e incompatibilidades de altos cargos, gobierno 
corporativo y solvencia contenida en la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades de crédito, y su normativa de desarrollo, así como la 
normativa de transparencia, mercado hipotecario, régimen concursal y prevención del 
blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo prevista para las entidades de crédito.

3. En todo caso, resultará de aplicación a los establecimientos financieros de crédito lo 
dispuesto en la disposición adicional tercera de la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre 
modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, sobre el régimen aplicable a las 
operaciones de cesión global o parcial de activos y pasivos entre entidades de crédito.

[ . . . ]
TÍTULO III

Régimen jurídico de las titulizaciones

CAPÍTULO I
Los fondos de titulización

[ . . . ]
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Artículo 21.  Fondos de titulización abiertos.
1. Se considerarán fondos de titulización abiertos aquellos para los que su escritura de 

constitución prevea que su activo, su pasivo o ambos puedan modificarse después de la 
constitución del fondo en algunas de las formas siguientes:

a) Modificación del pasivo cuando esté prevista tanto la emisión sucesiva de valores, 
como la concertación de nuevos créditos.

b) Ampliación y sustitución del activo en cualquier momento durante la vida del fondo, en 
los términos previstos en la escritura de constitución.

c) Realización de una «gestión activa». Se entiende por gestión activa aquella que, 
prevista en la escritura de constitución, permite la modificación de los elementos 
patrimoniales del activo del fondo con el fin de maximizar la rentabilidad, garantizar la calidad 
de los activos, llevar a cabo un tratamiento adecuado del riesgo o mantener las condiciones 
establecidas en la escritura de constitución del fondo. No se presumirá como gestión activa 
la mera sustitución de activos amortizados o liquidados que se produce en los fondos 
abiertos ni la venta de inmuebles u otros activos adjudicados o dados en pago de los 
derechos de crédito adquiridos por el fondo de titulización. La política de gestión activa 
deberá regularse en la escritura de constitución de forma detallada y, en su caso, deberá 
figurar en el folleto de emisión.

2. La escritura pública de constitución de un fondo abierto deberá prever expresamente 
su carácter abierto y especificar cuáles de las características señaladas concurren en él.

3. A los fondos abiertos les resultará de aplicación lo previsto en los apartados 2 y 3 del 
artículo anterior.

[ . . . ]
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§ 100

Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de 
mercado. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 295, de 10 de diciembre de 2013
Última modificación: 29 de septiembre de 2022

Referencia: BOE-A-2013-12888

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Garantías al libre establecimiento y circulación

[ . . . ]
Artículo 17.  Instrumentación del principio de necesidad y proporcionalidad.

1. Se podrá establecer la exigencia de una autorización siempre que concurran los 
principios de necesidad y proporcionalidad, que habrán de motivarse suficientemente en la 
ley que establezca dicho régimen. Asimismo, los requisitos para la obtención de dicha 
autorización deberán ser coherentes con las razones que justifican su exigencia. Cuando el 
régimen de autorización se exija por norma comunitaria o tratado internacional, las 
autorizaciones podrán estar previstas en una norma de rango inferior a la Ley. Se 
considerará que concurren los principios de necesidad y proporcionalidad para la exigencia 
de una autorización:

a) Cuando esté justificado por razones de orden público, seguridad pública, salud pública 
o protección del medio ambiente en el lugar concreto donde se realiza la actividad, y estas 
razones no puedan salvaguardarse mediante la presentación de una declaración 
responsable o de una comunicación.

b) Respecto a las instalaciones, bienes o infraestructuras físicas necesarias para el 
ejercicio de actividades económicas, cuando sean susceptibles de generar daños sobre el 
medio ambiente y el entorno urbano, la seguridad o la salud pública y el patrimonio histórico-
artístico, y estas razones no puedan salvaguardarse mediante la presentación de una 
declaración responsable o de una comunicación.

c) Cuando por la escasez de recursos naturales, la utilización de dominio público, la 
existencia de inequívocos impedimentos técnicos o en función de la existencia de servicios 
públicos sometidos a tarifas reguladas, el número de operadores económicos del mercado 
sea limitado.

d) Cuando así lo disponga la normativa de la Unión Europea o tratados y convenios 
internacionales, incluyendo la aplicación, en su caso, del principio de precaución.
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Las inscripciones en registros con carácter habilitante que no sean realizadas de oficio 
por las autoridades competentes tendrán a todos los efectos el carácter de autorización.

2. Se considerará que concurren los principios de necesidad y proporcionalidad para 
exigir la presentación de una declaración responsable para el acceso a una actividad 
económica o su ejercicio, o para las instalaciones o infraestructuras físicas para el ejercicio 
de actividades económicas, cuando en la normativa se exija el cumplimiento de requisitos 
justificados por alguna razón imperiosa de interés general y sean proporcionados.

3. Las autoridades competentes podrán exigir la presentación de una comunicación 
cuando, por alguna razón imperiosa de interés general tales autoridades precisen conocer el 
número de operadores económicos, las instalaciones o las infraestructuras físicas en el 
mercado.

4. Las autoridades competentes velarán por minimizar las cargas administrativas 
soportadas por los operadores económicos, de manera que, una vez aplicado el principio de 
necesidad y proporcionalidad de acuerdo con los apartados anteriores, elegirán un único 
medio de intervención, bien sea la presentación de una comunicación, de una declaración 
responsable o la solicitud de una autorización.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Supervisión de los operadores económicos

Artículo 21.  Autoridad competente en la supervisión de los operadores.
1. Las autoridades competentes supervisarán el ejercicio de las actividades económicas 

garantizando la libertad de establecimiento y la libre circulación y el cumplimiento de los 
principios recogidos en esta Ley.

2. Cuando la competencia de supervisión y control no sea estatal:
a) Las autoridades de origen serán las competentes para la supervisión y control de los 

operadores respecto al cumplimiento de los requisitos de acceso a la actividad económica.
b) Las autoridades de destino serán las competentes para la supervisión y control del 

ejercicio de la actividad económica.
c) (Anulada).
3. En caso de que, como consecuencia del control realizado por la autoridad de destino, 

se detectara el incumplimiento de requisitos de acceso a la actividad de operadores o de 
normas de producción o requisitos del producto, se comunicará a la autoridad de origen para 
que ésta adopte las medidas oportunas, incluidas las sancionadoras que correspondan.

[ . . . ]
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§ 101

Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de 
liberalización del comercio y de determinados servicios. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 311, de 27 de diciembre de 2012
Última modificación: 29 de septiembre de 2022

Referencia: BOE-A-2012-15595

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
El comercio interior viene sufriendo varios años consecutivos fuertes caídas en el 

consumo. En este contexto es más necesario que nunca, por un lado, reducir las cargas 
administrativas que dificulten el comercio y, por otro, dinamizar el sector permitiendo un 
régimen más flexible de aperturas.

La estructura comercial en España se caracteriza por una mayoritaria presencia de 
pequeñas y medianas empresas, expuestas, por su mayor vulnerabilidad, a los efectos de la 
actual crisis económica que se ha reflejado en un importante descenso de las cifras de 
ventas y cierre de establecimientos comerciales.

No obstante, el comercio minorista es, al mismo tiempo, un ámbito especialmente 
dinamizador de la actividad económica y del empleo y, por ello, para favorecer la 
recuperación económica en el actual contexto resulta fundamental la adopción de medidas 
que faciliten la actividad y eliminen obstáculos que impiden el desarrollo de la iniciativa 
empresarial en este ámbito.

Las cargas administrativas constituyen algunos de estos obstáculos que no son 
necesarias ni proporcionadas y cuyos objetivos pueden alcanzarse mediante procedimientos 
de control que no retrasen ni paralicen el desarrollo de la actividad. Especialmente gravosas 
resultan determinadas licencias cuyos procedimientos impiden el ejercicio de la actividad 
hasta mucho tiempo después de haber acometido las inversiones iniciales.

En atención a los datos de la OCDE España es, de hecho, el segundo país de Europa 
donde más trámites es necesario realizar para crear una empresa. Resulta, por lo tanto, 
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necesario sustituir en lo posible estas cargas administrativas por otros procedimientos de 
control menos gravosos, garantizando en todo caso el cumplimiento de la normativa vigente.

La Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su 
adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, 
modificó el artículo 84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local, al objeto de someter los actos de control preventivo de ámbito municipal a sus 
principios cuando se trate del acceso y ejercicio de actividades de servicios. Posteriormente, 
la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, incorporó a la citada Ley 7/1985, de 
2 de abril, los artículos 84 bis y 84 ter, estableciendo con carácter general la inexigibilidad de 
licencia u otros medios de control preventivos para el ejercicio de actividades, salvo que 
resultase necesario para la protección de la salud o seguridad públicas, el medioambiente o 
el patrimonio histórico-artístico, o cuando requiriesen de un uso privativo y ocupación del 
dominio público pero, en todo caso, condicionando su exigibilidad a un juicio de necesidad y 
proporcionalidad.

No obstante, a pesar del impulso de reducción de cargas y licencias de estas reformas 
en el ámbito del comercio minorista, el marco normativo sigue siendo muy complejo y poco 
claro y sigue existiendo una enorme dispersión normativa y de procedimientos, 
especialmente gravosa para las PYMES en general y para las microempresas, en particular, 
que soportan un coste considerable en comparación con la dimensión de su actividad. La 
realidad concreta del sector comercial minorista pone de manifiesto, por tanto, que es 
necesario hacer un mayor esfuerzo en la remoción de los obstáculos administrativos que 
existen en la actualidad para ejercer determinadas actividades, estableciendo las bases e 
instando a las Comunidades Autónomas y Entidades Locales a una adaptación de su 
normativa que redunde en un beneficio real para las PYMES en el inicio y ejercicio de la 
actividad.

Mediante esta Ley se avanza un paso más eliminando todos los supuestos de 
autorización o licencia municipal previa, motivados en la protección del medio ambiente, de 
la seguridad o de la salud públicas, ligados a establecimientos comerciales y otros que se 
detallan en el anexo con una superficie de hasta 300 metros cuadrados. Se considera, tras 
realizar el juicio de necesidad y proporcionalidad, que no son necesarios controles previos 
por tratarse de actividades que, por su naturaleza, por las instalaciones que requieren y por 
la dimensión del establecimiento, no tienen un impacto susceptible de control a través de la 
técnica autorizatoria, la cual se sustituye por un régimen de control ex post basado en una 
declaración responsable. La flexibilización se extiende también más allá del ámbito de 
aplicación de la reforma de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, y afecta también a todas las obras 
ligadas al acondicionamiento de estos locales que no requieran de la redacción de un 
proyecto de obra de conformidad con la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de 
la Edificación. De esta manera, se podrá iniciar la ejecución de obras e instalaciones y el 
ejercicio de la actividad comercial y de servicios con la presentación de una declaración 
responsable o comunicación previa, según el caso, en la que el empresario declara cumplir 
los requisitos exigidos por la normativa vigente y disponer de los documentos que se exijan, 
además de estar en posesión del justificante del pago del tributo correspondiente cuando 
sea preceptivo.

Ello contribuirá a la dinamización de la actividad en beneficio del crecimiento económico 
y del empleo, en línea acorde con los objetivos de reducción de las cargas administrativas, la 
mejora del entorno empresarial, en especial para las PYMES, y la promoción del espíritu 
empresarial de la Estrategia Europa 2020.

El control administrativo pasará a realizarse a posteriori aplicándose el régimen 
sancionador vigente en materia de comercio interior, ordenación del suelo y urbanismo, 
protección de la salud, del medio ambiente y del patrimonio histórico artístico, de tal forma 
que este mecanismo no suponga un menoscabo de las garantías en la prestación del 
servicio hacia los consumidores ni de las obligaciones de cumplimiento de la normativa 
sectorial autonómica o municipal aplicable.

La sustitución de la licencia por otros actos de control ex post no supondrá en ningún 
caso merma alguna de los ingresos fiscales de los Ayuntamientos o de los organismos que 
expidieran con anterioridad las licencias previas de apertura. Por el contrario, en la medida 
que se agilice la apertura de nuevos establecimientos, podrá registrarse un incremento de la 
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recaudación obtenida por este concepto al facilitarse la apertura de más y nuevos comercios. 
Esta Ley modifica el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, con este fin.

Las medidas previstas en esta Ley se dirigen sobre todo a las pequeñas y medianas 
empresas comerciales y de servicios complementarios que constituyen más del 90 por ciento 
de las empresas que desarrollan su actividad en estos sectores, normalmente en 
establecimientos cuya superficie útil de exposición y venta al público no supera los 300 
metros cuadrados, superficie que da cabida a la mayoría de las actividades recogidas en el 
anexo de esta Ley. Por ello se considera que, a través de esta Ley, se promoverá la apertura 
de nuevos locales y la generación de empleo en este sector.

Esta Ley se fundamenta en el derecho a la propiedad privada del artículo 33.1 de la 
Constitución española y a la libertad de empresa de su artículo 38, así como en los principios 
de libertad de establecimiento, libre circulación de bienes y libre prestación de servicios del 
artículo 139.2, que propugnan la unidad de mercado.

Es importante destacar que la reforma que se introduce responde a la finalidad positiva 
de adoptar unos fines y orientaciones generales en el plano de la reactivación económica, 
estableciendo un mínimo común denominador para todo el Estado que garantice a las 
empresas un marco de seguridad jurídica y de unidad normativa en todo el territorio. Todo 
ello, sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, 
puedan regular un régimen de mayor alcance en la eliminación de cualquier tipo de control 
previo.

Las medidas que se recogen en esta Ley constituyen preceptos de regulación concreta y 
específica. No obstante, ello no es óbice para considerar estas como auténticas medidas de 
ordenación general de la economía, como ha resaltado de modo reiterado la jurisprudencia 
constitucional, puesto que la acción normativa adoptada posee una incidencia directa y 
significativa sobre la actividad económica general.

Adicionalmente, las medidas contenidas en esta Ley, facilitan la gestión administrativa y 
la eliminación de cargas, aspecto que incide también sobre el procedimiento administrativo 
común (Art. 149.1.18.ª CE).

De conformidad con las medidas previstas en esta Ley, en orden a la supresión de 
licencias, y por aplicación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, cualquier norma, 
disposición o acto, adoptado por cualquier órgano de las administraciones autonómicas o 
locales que contravenga o dificulte la aplicación de este régimen, podrá ser declarado nulo 
de pleno derecho, sin perjuicio de la exigencia, en su caso, de la correspondiente 
responsabilidad patrimonial a la administración pública incumplidora.

La eliminación de licencias de apertura y actividad se consagra en un total de cinco 
artículos, en los que se regula el objeto, ámbito de aplicación, inexigibilidad de licencias 
municipales previas a la apertura de establecimiento, régimen de declaración responsable y 
sujeción al régimen general de control.

II
El Título II añade un nuevo mecanismo de apoyo a la exportación a los ya existentes en 

el ordenamiento jurídico español. El mecanismo aprobado por este Título pretende 
desarrollar las capacidades del Ministerio de Defensa en materia de gestión de programas 
de material de defensa con destino a la exportación.

La inexistencia, hasta este momento, de mecanismos que permitieran una participación 
más activa del Ministerio de Defensa en la gestión de programas destinados a la exportación 
ha supuesto una desventaja competitiva para nuestra base industrial y tecnológica, la cual se 
ha visto obligada a competir en el mercado internacional en desigualdad de condiciones 
contra ofertas procedentes de bases industriales extranjeras que gozaban de un respaldo 
mucho más proactivo y eficaz ofrecido por sus Gobiernos de origen.

Las medidas que se aplican en esta Ley tienen como objetivo fundamental afrontar las 
carencias advertidas en esta etapa crucial para el sector español industrial de la defensa, 
caracterizada por la contracción del gasto español en este sector esencial de la actividad 
económica del país, el aumento de la demanda internacional de material de defensa, la 
creciente competencia internacional en los procesos de adjudicación de grandes programas 
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por ciertas potencias emergentes, y la existencia de un interés declarado y actual, por parte 
de las mismas, en que sea el Gobierno español su único interlocutor en procesos de 
adquisición de material de defensa que, teniendo en cuenta su envergadura, no admiten 
demora.

Estas medidas permitirán dotar al Gobierno español de instrumentos eficaces, 
duraderos, flexibles y adaptables a las necesidades de la demanda internacional.

Las disposiciones contenidas en esta Ley adaptan al ordenamiento jurídico español 
instituciones tradicionales en el derecho comparado relativas a la gestión de programas de 
material de defensa con destino a la exportación, dotando al Ministerio de Defensa de 
instrumentos eficaces, flexibles y adaptables a las necesidades de la demanda internacional 
para cada caso y evitando la responsabilidad patrimonial de la Hacienda Pública española 
por razón de obligaciones que por su naturaleza únicamente deben corresponder o bien a 
los contratistas o bien a los Gobiernos adquirentes.

La puesta en marcha de este mecanismo oscila sobre dos relaciones jurídicas; una 
horizontal, de Gobierno a Gobierno, entre el Gobierno solicitante y el Gobierno español, y 
una vertical, entre el Gobierno español (por medio del Ministerio de Defensa) y una o más 
empresas suministradoras.

La relación horizontal se asienta sobre la celebración de un contrato entre el Gobierno de 
España y otro Gobierno extranjero, tal y como se prevé en el artículo 7.1.g) de la Ley 
24/2011, de 1 de agosto, de contratos del sector público en los ámbitos de la defensa y de la 
seguridad. En virtud de dicho contrato, el Gobierno extranjero solicita al Gobierno de España 
que realice todas las actividades de gestión precisas para que un determinado material o 
tecnología de defensa le sean transmitidos por un contratista español. El negocio jurídico del 
mandato inherente a dicho contrato tiene las ventajas de que el bien suministrado no se 
integra en el patrimonio de las administraciones públicas, de que no se modifica la normativa 
vigente en materia de control del comercio exterior de material de defensa y que permite 
transmitir de manera directa entre los contratistas y el Gobierno extranjero las 
responsabilidades y riesgos derivados de los contratos.

Por su parte, la relación vertical se desarrolla mediante las actividades que, en virtud del 
encargo anterior, realizará el Ministerio de Defensa en el tráfico jurídico interno aplicando los 
mecanismos vigentes de contratación administrativa del sector público, así como el régimen 
de control de la gestión económico-financiera y el régimen sancionador previstos en la 
normativa presupuestaria.

Atendiendo a que la contratación no se realiza con cargo a fondos públicos, se prevé la 
apertura de cuentas de situación de fondos del Gobierno extranjero de las que únicamente el 
Gobierno español está habilitado para extraer los mismos. Simultáneamente, se articulan 
disposiciones especiales para regular todas aquellas ocasiones en las que la normativa 
general de contratación del sector público contempla un flujo de fondos entre una 
administración pública y un contratista, de modo que los flujos de fondos que operan en esta 
relación no se vinculen con la Hacienda Pública, sino con la cuenta de situación de fondos 
en la que se depositan las cantidades adelantadas por el Gobierno extranjero para costear 
los programas.

Como elemento de cierre, siguiendo el ejemplo del derecho comparado, se ha 
considerado pertinente prever el rembolso de los costes en los que incurra el Ministerio de 
Defensa con cargo a la cuenta de situación de fondos del programa que se gestione con 
destino a la exportación, de tal modo que el apoyo prestado se realice sin coste ni beneficio 
para el Ministerio de Defensa.

III
Este contenido además se completa con tres disposiciones adicionales. En la primera, se 

dispone, de una parte, la elaboración de modelos de comunicación previa y declaración 
responsable tipo con objeto de que faciliten la cooperación administrativa y, de otra, el 
desarrollo de una ordenanza tipo en materia de licencias municipales. En la segunda de las 
disposiciones adicionales se otorga habilitación a las entidades de colaboración privadas 
para la comprobación de los requisitos de los declarantes. En la Tercera se dispone la 
aplicación de la presente Ley a las instalaciones de redes públicas de comunicaciones 
electrónicas. Se introduce también una disposición transitoria, en la que se fija el régimen 
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aplicable a los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de esta Ley, y una 
disposición derogatoria.

Además, se recogen catorce disposiciones finales que tienen por objeto modificar la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales para que la reforma que se emprende en materia de 
licencias no perjudique el régimen fiscal de las primeras; modificar la Disposición transitoria 
segunda de la Ley 18/2009, de 23 de noviembre, por la que se modifica el Texto Articulado 
de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, en materia sancionadora, de manera que, 
ante la imposibilidad de cumplir con el plazo originalmente establecido que expira el 25 de 
mayo de 2012, se amplíe hasta el 25 de mayo de 2014 el plazo máximo del que puedan 
disponer las administraciones locales para efectuar las notificaciones en la Dirección 
Electrónica Vial o, en su caso, en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico, asegurando así, 
durante ese tiempo, la validez de las notificaciones que sigan practicando hasta que 
dispongan de los medios técnicos y presupuestarios necesarios para su adhesión al nuevo 
sistema; también se modifica el Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad 
y seguridad de sus prestaciones, al haberse detectado un error material en la redacción 
dada por su artículo 5 al artículo 2 del Real Decreto 823/2008, de 16 de mayo, por el que se 
establecen los márgenes, deducciones y descuentos correspondientes a la distribución y 
dispensación de medicamentos de uso humano, que resulta necesario corregir de inmediato, 
dado que el contenido de la escala incorporada en el mismo hace inviable la aplicación 
efectiva del régimen de bonificaciones previsto para las oficinas de farmacia; por otra parte, 
se modifica la Disposición adicional primera del Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, 
por el que se introducen diversas medidas tributarias y administrativas dirigidas a la 
reducción del déficit público, reguladora de la declaración tributaria especial, con objeto de 
determinar el valor a efectos fiscales de los bienes o derechos que hayan sido objeto de 
declaración, al tiempo que se introducen ciertas cautelas con la finalidad de evitar 
situaciones de desimposición. Se modifican además la Disposición final segunda de la Ley 
26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los 
derechos de las personas con discapacidad, a efectos de la elaboración de un texto 
refundido, la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo y la Ley 
34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad. También se permite que el Gobierno 
pueda ampliar el catálogo de las actividades comerciales y servicios, a los efectos de la 
inexigibilidad de las licencias, así como el umbral de superficie previsto en el Título I de esta 
Ley; se salvaguarda, asimismo, la competencia de las Comunidades Autónomas para 
ampliar dicho catálogo y umbral; se dispone que el Gobierno deberá, en todo caso, revisar 
los mismos en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la Ley; se habilita al Gobierno 
para que dicte las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación del Título II de 
esta Ley; se identifica los Títulos competenciales que atribuyen al Estado la competencia 
para dictar el mismo; y se determina que su entrada en vigor se producirá el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». Por último, se introduce un anexo en el 
que se identifican las agrupaciones y grupos de actividades afectados del Real Decreto 
1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del 
Impuesto sobre Actividades Económicas.

[ . . . ]
TÍTULO III

Régimen sancionador por incumplimiento de las medidas para el inicio y 
ejercicio de la actividad comercial y de determinados servicios

[ . . . ]
Artículo 21.  Infracciones graves.

Tendrán la consideración de infracciones graves:
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a) El inicio o desarrollo de las actividades comerciales y de prestación de servicios a los 
que se refiere esta Ley sin la presentación de la correspondiente declaración responsable o 
comunicación previa, salvo que la normativa correspondiente autorice expresamente a 
presentar la declaración responsable o la comunicación previa dentro de un plazo posterior 
al inicio o desarrollo de las actividades comerciales y de prestación de servicios.

b) La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, o 
manifestación contenida en la declaración responsable o comunicación previa a las que se 
refiere esta Ley. Se considerará esencial, en todo caso, la información relativa a la titularidad 
de la actividad, naturaleza de la misma, el cumplimiento de las obligaciones relativas a la 
adopción de las medidas de seguridad en el ejercicio de la actividad, incluidas las relativas a 
la protección del medio ambiente y aquellas obligaciones que afecten a la salud de los 
consumidores y usuarios.

c) No estar en posesión de la documentación o el proyecto a los que hace referencia la 
declaración responsable o la comunicación previa, o bien la falsedad, inexactitud u omisión 
en el contenido de los mismos.

d) La falta de firma por técnico competente de los proyectos a los que se refiere el 
artículo 4.3.

e) La obstaculización del ejercicio de las funciones inspectoras por parte de la autoridad 
competente.

[ . . . ]
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§ 102

Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 283, de 24 de noviembre de 2009
Última modificación: 12 de noviembre de 2020

Referencia: BOE-A-2009-18731

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
El sector servicios es el sector más importante, tanto de la economía europea como de la 

española, en términos económicos y de empleo y el que ha experimentado un mayor 
desarrollo en los últimos años. A esta expansión ha contribuido, sin duda, el Tratado de la 
Comunidad Europea, que consagra, ya en 1957, tanto la libertad de establecimiento como la 
libertad de circulación de servicios dentro de la Comunidad.

Sin embargo, tras cinco décadas de vigencia del Tratado, los avances en estas 
libertades han sido insuficientes para alcanzar un auténtico mercado único de servicios que 
permita a los prestadores, en particular a las pequeñas y medianas empresas, extender sus 
operaciones más allá de sus fronteras nacionales y beneficiarse plenamente del mercado 
interior y que al mismo tiempo ofrezca a los consumidores mayor transparencia e 
información, proporcionándoles más posibilidades de elección y unos servicios de calidad a 
precios más bajos. La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, en adelante la Directiva, 
aprobada en el marco de la estrategia de Lisboa, responde a esta situación, al establecer 
una serie de principios de aplicación general para la normativa reguladora del acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio dentro de la Unión Europea.

En efecto, el sector servicios por sus características está sometido a una regulación 
compleja tanto en España como en el resto de países de la Unión Europea. En ocasiones, 
esta regulación puede resultar obsoleta o inadecuada y dar lugar a distorsiones en el 
funcionamiento de los mercados de servicios como son la falta de competencia, las 
ineficiencias en la asignación de los recursos o la estrechez de los mercados. En España, 
dada la importancia del sector servicios, estas distorsiones generan efectos negativos en el 
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conjunto de la economía, contribuyendo al diferencial de inflación con los países de nuestro 
entorno, limitando el avance de la productividad, el crecimiento, la creación de empleo y, en 
definitiva, la mejora del bienestar económico.

Por ello, esta Ley, al incorporar al ordenamiento jurídico la Directiva, adopta un enfoque 
ambicioso intensificando la aplicación de sus principios, si bien establece expresamente que 
los servicios no económicos de interés general quedan excluidos de su ámbito de aplicación. 
El fin es impulsar la mejora de la regulación del sector servicios, reduciendo las trabas 
injustificadas o desproporcionadas al ejercicio de una actividad de servicios y 
proporcionando un entorno más favorable y transparente a los agentes económicos que 
incentive la creación de empresas y genere ganancias en eficiencia, productividad y empleo 
en las actividades de servicios, además del incremento de la variedad y calidad de los 
servicios disponibles para empresas y ciudadanos. Así, la Ley establece como régimen 
general el de la libertad de acceso a las actividades de servicios y su libre ejercicio en todo el 
territorio español y regula como excepcionales los supuestos que permiten imponer 
restricciones a estas actividades.

El objeto de esta Ley es, pues, establecer las disposiciones y principios necesarios para 
garantizar el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio realizadas en territorio 
español por prestadores establecidos en España o en cualquier otro Estado miembro de la 
Unión Europea, simplificando los procedimientos y fomentando al mismo tiempo un nivel 
elevado de calidad en los servicios, promoviendo un marco regulatorio transparente, 
predecible y favorable para la actividad económica, impulsando la modernización de las 
Administraciones Públicas para responder a las necesidades de empresas y consumidores y 
garantizando una mejor protección de los derechos de los consumidores y usuarios de 
servicios.

Ahora bien, es importante destacar que para la mejora del marco regulador del sector 
servicios no basta con el establecimiento, mediante esta Ley, de las disposiciones y los 
principios generales que deben regir la regulación actual y futura de las actividades de 
servicios. Por el contrario, será necesario llevar a cabo un ejercicio de evaluación de la 
normativa reguladora del acceso a las actividades de servicios y su ejercicio conforme a los 
principios y criterios que esta Ley establece y, en su caso, modificar o derogar esta 
normativa.

II
La Ley consta de un total de 32 artículos, agrupados en seis capítulos, seis disposiciones 

adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y seis disposiciones 
finales.

El capítulo I – «Disposiciones Generales»– concreta el objeto de la Ley, su ámbito de 
aplicación y define algunos conceptos que son importantes para su comprensión.

La Ley se aplica a los servicios que son ofrecidos o prestados en territorio español por 
prestadores establecidos en España o en cualquier otro Estado miembro de la Unión 
Europea. De esta forma, esta Ley no se aplica a normas que deban ser respetadas por la 
sociedad en su conjunto, ya sean prestadores o particulares, como por ejemplo, la normativa 
en materia de Derecho penal o las normas de comportamiento en la circulación. Es decir, la 
Ley no interfiere con los requisitos o con la normativa que tienen que ser respetados por los 
prestadores en el ejercicio de su actividad económica al igual que por los particulares en su 
capacidad privada.

En el mismo sentido, esta Ley no afecta a las disposiciones legales o reglamentarias en 
materia de empleo y condiciones de trabajo, incluida la seguridad y salud en el trabajo, ni a 
las cláusulas contenidas en convenios colectivos o en contratos individuales de trabajo ni al 
ejercicio de derechos colectivos en el ámbito laboral, como el derecho a negociar, celebrar y 
aplicar convenios colectivos y a emprender acciones de conflicto colectivo.

Es importante destacar que la Ley se refiere únicamente a las actividades de servicios 
por cuenta propia que se realizan a cambio de una contraprestación económica. Los 
servicios no económicos de interés general, que se realizan en ausencia de dicha 
contrapartida económica, no están cubiertos por las disposiciones del Tratado de la 
Comunidad Europea relativas al mercado interior, por lo que no están incluidos en el ámbito 
de aplicación de la Directiva y consiguientemente tampoco en el de esta Ley. Por otro lado, 
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esta Ley no afecta a los requisitos que rigen el acceso a los fondos públicos, incluidas las 
condiciones contractuales específicas y las normas de calidad que han de respetarse como 
condición para percibirlos.

No se aplica esta Ley, siguiendo la Directiva, a los servicios financieros; los servicios y 
redes de comunicaciones electrónicas; los servicios en el ámbito del transporte, incluidos los 
servicios portuarios; los servicios de las empresas de trabajo temporal; los servicios 
sanitarios; los servicios audiovisuales, incluidos los servicios cinematográficos y la 
radiodifusión; las actividades de juego, incluidas las loterías; los servicios sociales relativos a 
la vivienda social, la atención a la infancia y el apoyo a familias y personas temporal o 
permanentemente necesitadas, proporcionados directa o indirectamente por las 
Administraciones Públicas; y los servicios de seguridad privada.

Además, cabe señalar que la Directiva tampoco se aplica a las actividades que 
supongan el ejercicio de la autoridad pública. En nuestro ordenamiento jurídico ello implica 
que los actos realizados por fedatarios públicos, así como por los registradores de la 
propiedad y mercantiles, quedan fuera de su ámbito de aplicación. La Ley tampoco se aplica 
al ámbito tributario.

Por otro lado, conviene señalar que esta Ley no se aplicará a aquellos aspectos 
concretos relacionados con el acceso de una actividad de servicios o su ejercicio regidos por 
otros instrumentos comunitarios.

Por último, en este capítulo I se definen los conceptos necesarios a efectos de la 
aplicación de esta Ley: «servicio», «prestador», «destinatario», «Estado miembro de 
establecimiento», «establecimiento», «establecimiento físico», «autorización», «requisito», 
«declaración responsable», «régimen de autorización», «razón imperiosa de interés 
general», «autoridad competente», «profesión regulada», «comunicación comercial».

Los dos siguientes capítulos abarcan la regulación de la prestación de servicios en sus 
dos modalidades: con establecimiento y sin establecimiento.

Así, las disposiciones del capítulo II –«Libertad de establecimiento de los prestadores de 
servicios»– son de aplicación a todos los casos en que un prestador quiera establecerse en 
España. En primer lugar, el capítulo consagra el principio de libertad de establecimiento 
según el cual los prestadores de servicios españoles o de cualquier otro Estado miembro o 
los legalmente residentes en España podrán establecerse libremente en territorio español 
para ejercer una actividad de servicios de acuerdo con lo establecido en esta Ley. Una vez 
establecidos, los prestadores de servicios podrán ejercer su actividad en todo el territorio 
nacional, sin perjuicio de que para la apertura de un establecimiento físico en otra parte del 
territorio se pueda requerir una autorización.

Los regímenes de autorización son uno de los trámites más comúnmente aplicados a los 
prestadores de servicios, constituyendo una restricción a la libertad de establecimiento. La 
Ley establece un principio general según el cual el acceso a una actividad de servicios y su 
ejercicio no estarán sujetos a un régimen de autorización. Únicamente podrán mantenerse 
regímenes de autorización previa cuando no sean discriminatorios, estén justificados por una 
razón imperiosa de interés general y sean proporcionados. En particular, se considerará que 
no está justificada una autorización cuando sea suficiente una comunicación o una 
declaración responsable del prestador, para facilitar, si es necesario, el control de la 
actividad.

Los procedimientos y trámites para la obtención de las autorizaciones deberán ser claros 
y darse a conocer con antelación. Se aplicará el silencio administrativo positivo a estos 
procedimientos salvo en los casos en los que esté debidamente justificado por una razón 
imperiosa de interés general.

A continuación la Ley se refiere a las limitaciones temporales y territoriales de las 
comunicaciones, declaraciones responsables o autorizaciones. En general, se concederán 
por tiempo indefinido y tendrán efecto en todo el territorio español, lo que no afectará a la 
posibilidad de las autoridades competentes de revocar las autorizaciones o de suspender la 
actividad cuando dejen de cumplirse las condiciones que dieron lugar a la obtención de la 
autorización. Con ello se promueve un efecto positivo para la actividad económica, por 
cuanto las limitaciones a la eficacia territorial de las comunicaciones, declaraciones 
responsables y autorizaciones, suponen una carga adicional para los prestadores que limita 
su movilidad geográfica y crecimiento. Sólo podrá limitarse el número de autorizaciones 
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cuando esté justificado por la escasez de recursos naturales o físicos o por limitaciones de 
las capacidades técnicas a utilizar en el desarrollo de la actividad. En estos casos habrá que 
seguir un procedimiento concurrencial que garantice la imparcialidad y transparencia.

Además de las condiciones anteriores, la Ley impone también obligaciones específicas 
en cuanto a los principios que deben cumplir los requisitos que regulen el acceso a las 
actividades de servicios y el ejercicio de las mismas para garantizar que éstos resulten 
menos gravosos y más predecibles para los prestadores de servicios y dispone que las 
Administraciones Públicas no podrán exigir requisitos, controles o garantías con finalidad 
equivalente a la de aquellos a los que ya esté sometido el prestador en otro Estado miembro.

Lo anterior se complementa con la enumeración de una serie de requisitos prohibidos, a 
cuyo cumplimiento por tanto no puede supeditarse en ningún caso el acceso a una actividad 
de servicios o su ejercicio. Se trata de requisitos discriminatorios o excesivamente 
restrictivos que deben ser eliminados y no ser reintroducidos en el futuro.

Por último, el capítulo II recoge determinados requisitos que constituyen obstáculos 
graves a la libertad de establecimiento, por lo que deben ser de aplicación excepcional y 
sujetos a una evaluación previa que demuestre su justificación para el supuesto concreto de 
que se trate. La exigencia de estos requisitos sólo podrá justificarse cuando no sean 
discriminatorios, estén justificados por una razón imperiosa de interés general y sean 
proporcionados.

El capítulo III –«Libre prestación de servicios para prestadores de otro Estado 
miembro»– suprime los obstáculos que se oponen a la libre circulación de los servicios por 
parte de los prestadores sin establecimiento en territorio español.

En primer lugar, el capítulo establece el principio de libre prestación de servicios en 
territorio español para los prestadores establecidos en cualquier otro Estado miembro. 
También se enumeran determinados requisitos cuya imposición se prohíbe expresamente 
por sus efectos marcadamente restrictivos sobre la libre prestación de servicios. Como 
excepción, se establece que se pueda supeditar el acceso de estos prestadores a una 
actividad de servicios o su ejercicio temporal en territorio español al cumplimiento de 
requisitos cuando éstos no sean discriminatorios por razón de la nacionalidad o domicilio 
social, estén justificados por razones de orden público, de seguridad pública, de salud 
pública o de protección del medio ambiente y sean proporcionados.

Cabe señalar que lo anterior no será de aplicación a actividades concretas en 
determinados sectores regulados (postal, energético o de aguas, entre otros) en los que 
existen obligaciones de servicio público y en los que parece conveniente que los prestadores 
de servicios establecidos en otros Estados miembros de la Unión Europea (en lo sucesivo 
«Estados miembros») cumplan con los mismos requisitos aplicables a los establecidos en 
España; ni a las materias reguladas en Directivas comunitarias que contienen normas más 
específicas sobre la prestación transfronteriza de servicios, como la Directiva 77/249/CEE 
del Consejo de las Comunidades Europeas, de 22 de marzo de 1977, dirigida a facilitar el 
ejercicio efectivo de la libre prestación de servicios por los abogados y el título II de la 
Directiva 2005/36/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, 
relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales.

Asimismo, conviene destacar que también se exceptúan las materias que abarca la 
Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, 
sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de 
servicios, de manera que a los trabajadores desplazados a otro Estado miembro les son de 
aplicación las condiciones de empleo y trabajo establecidas en el Estado miembro en cuyo 
territorio se realiza el trabajo. Estas condiciones se refieren, entre otras, a períodos máximos 
de trabajo y mínimos de descanso, cuantía del salario mínimo o a salud y seguridad en el 
trabajo.

El principio de libre prestación de servicios no será obstáculo para que la prestación 
realizada en territorio español se ajuste a lo dispuesto en la normativa española sobre 
protección de datos, sobre el desplazamiento de nacionales de terceros países, sobre la 
exigencia de intervención de un notario, o sobre los derechos de propiedad intelectual, como 
tales, incluidos los de autor y afines. Estas materias, si bien son específicamente 
enumeradas en la Directiva, no constituyen actividades de servicios, ni regulan 
específicamente el acceso o ejercicio de actividades de servicios, por lo que no se considera 
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necesaria su mención explícita en el articulado de esta Ley, al no estar incluidas en su 
ámbito de aplicación.

La Ley también contempla excepciones al principio de libre prestación de servicios de 
aplicación en casos individuales y por motivos relativos a la seguridad de los servicios.

El capítulo IV –«Simplificación administrativa»– incluye varios preceptos dirigidos a la 
simplificación de los procedimientos.

En concreto, las Administraciones Públicas deberán eliminar los procedimientos y 
trámites que no sean necesarios o sustituirlos por alternativas que resulten menos gravosas 
para los prestadores. De igual manera, deberán aceptar los documentos emitidos por una 
autoridad competente de otro Estado miembro de los que se desprenda que un requisito 
exigido en cuestión está cumplido, sin poder exigir la presentación de documentos originales, 
copias compulsadas o traducciones juradas, salvo en los casos previstos por la normativa 
comunitaria o justificados por motivos de orden público y seguridad. Además, todos los 
procedimientos y trámites podrán realizarse a distancia y por medios electrónicos, lo que 
reducirá la carga que los procedimientos suponen tanto para los prestadores de servicios 
como para las autoridades públicas.

Adicionalmente se pone en marcha un sistema de una ventanilla única a través del cual 
los prestadores podrán llevar a cabo en un único punto, por vía electrónica y a distancia, 
todos los procedimientos y trámites necesarios para el acceso a las actividades de servicios 
y su ejercicio.

El capítulo V –«Política de calidad de los servicios»– incluye las líneas de actuación en 
torno a las cuales las Administraciones Públicas fomentarán un alto nivel de calidad de los 
servicios así como las obligaciones de los prestadores, tanto respecto a la información que 
deben proveer como en materia de reclamaciones.

Como medida para reforzar la protección de los consumidores y la seguridad en el 
desempeño de las actividades de servicios, se establece la posibilidad de exigir la 
contratación de seguros profesionales de responsabilidad civil o garantías equivalentes para 
servicios que presenten riesgos concretos para la salud o la seguridad de los destinatarios o 
de un tercero.

Por otra parte, para favorecer el acceso a la información a los destinatarios de los 
servicios, se suprimen las prohibiciones totales de realizar comunicaciones comerciales en el 
caso de las profesiones reguladas y se exige que las limitaciones que se impongan no sean 
discriminatorias, estén justificadas por una razón imperiosa de interés general y sean 
proporcionadas.

Para finalizar, el capítulo mejora la calidad y la oferta de los servicios ofrecidos al 
eliminar las restricciones no justificadas en materia de actividades multidisciplinares, de 
modo que no se podrá obligar a los prestadores de servicios al ejercicio de una única 
actividad de forma exclusiva, bien sea a través de la imposición de requisitos que obliguen a 
ejercer de forma exclusiva una actividad específica o que restrinjan el ejercicio conjunto o en 
asociación de distintas actividades.

El capítulo VI –«Cooperación administrativa para el control efectivo de los prestadores»– 
está dirigido a facilitar una cooperación eficaz con las autoridades de los Estados miembros. 
Esta cooperación es muy importante en la medida en que el refuerzo de la confianza en el 
marco jurídico y en la supervisión de otros Estados miembros es necesaria para la 
eliminación de trabas a la libre prestación de servicios.

Así, este capítulo contiene obligaciones generales de cooperación, entre las que 
destacan: la cooperación debe realizarse de manera directa entre autoridades competentes; 
la configuración de la estructura del sistema de cooperación; y la capacidad de consulta de 
las autoridades competentes de otros Estados miembros a los registros en los que están 
inscritos prestadores de servicios.

Para que la cooperación entre las autoridades competentes de los Estados miembros 
sea efectiva, es necesario que los prestadores faciliten a sus autoridades toda la información 
necesaria para la supervisión del cumplimiento de la normativa nacional, para lo cual la Ley 
incluye una serie de obligaciones de información de los prestadores.

Con el fin de garantizar una supervisión eficaz y una protección adecuada de los 
destinatarios de los servicios, la Ley incluye un mecanismo de alerta mediante el cual si las 
autoridades competentes tienen conocimiento de actos o circunstancias de carácter grave 
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relativos a una actividad o a un prestador de servicios que puedan ocasionar perjuicios 
graves, informarán inmediatamente a todos los Estados miembros y a la Comisión Europea.

El capítulo se cierra con la obligación de las autoridades competentes españolas, a 
solicitud motivada de las autoridades competentes de otros Estados miembros, de 
comunicar las medidas disciplinarias y sanciones administrativas firmes en vía administrativa 
que se hayan adoptado por cualquier autoridad competente española, incluidos los colegios 
profesionales, respecto al prestador y que guarden relación directa con su actividad 
comercial o profesional, respetando las normas sobre protección de datos personales. 
También se comunicarán las condenas penales y declaraciones de concurso culpable que se 
hayan dictado respecto al prestador y que guarden relación directa con su actividad 
comercial o profesional.

La Disposición adicional primera establece un sistema electrónico de intercambio de 
información entre las Administraciones Públicas que garantiza el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en esta Ley. La Disposición adicional segunda permite ampliar el 
alcance futuro de la ventanilla única. Mediante la Disposición adicional tercera se establece 
el Comité para la mejora de la regulación de las actividades de servicios como órgano de 
cooperación multilateral destinado a facilitar la coordinación y el seguimiento de las 
actividades que lleven a cabo las Administraciones Públicas en el proceso de transposición. 
La Disposición adicional cuarta se refiere al sistema de notificación a la Comisión Europea 
de proyectos de normas que puedan estar afectados por la Directiva. La Disposición 
adicional quinta contiene el régimen de infracciones y sanciones aplicable al incumplimiento 
de las obligaciones de información de los prestadores de servicios y la Disposición adicional 
sexta aclara las referencias al IVA en la Comunidad Autónoma de Canarias y en las 
Ciudades de Ceuta y Melilla.

La Disposición transitoria aclara el régimen aplicable a los procedimientos de 
autorización iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley. La Disposición 
derogatoria deja sin vigor cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a la 
misma y especifica la vigencia de las disposiciones vigentes incompatibles con los 
capítulos II y III, el artículo 17.1 del capítulo IV y los artículos 24 y 25 del capítulo V.

Tal y como expresa la Disposición final primera, esta Ley tiene carácter básico y se dicta 
al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.1ª, 13.ª y 18.ª de la Constitución Española. 
Según se expresa en la Disposición final segunda, mediante esta Ley se incorpora 
parcialmente al Derecho español la Directiva. La Disposición final tercera contiene las 
habilitaciones necesarias para el desarrollo y aplicación de la Ley. Por otro lado, la 
Disposición final cuarta establece que las Administraciones Públicas competentes que 
incumplan lo dispuesto en esta Ley, dando lugar a que el Reino de España sea sancionado 
por las instituciones europeas, asumirán, en la parte que les sea imputable, las 
responsabilidades que de tal incumplimiento se hubieren derivado.

Asimismo, la Disposición final quinta detalla el procedimiento de adaptación de la 
normativa vigente para la Administración General del Estado y especifica la forma de 
comunicación del resto de las Administraciones y autoridades públicas a fin de informar a la 
Comisión Europea sobre las disposiciones que incorporan al Derecho interno la Directiva 
2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a 
los servicios en el mercado interior.

Por último, en virtud de la Disposición final sexta, la Ley entrará en vigor en el plazo de 
treinta días a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Estado, 
excepto lo previsto en materia de ventanilla única y cooperación administrativa que entrará 
en vigor el 27 de diciembre de 2009.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 3.  Definiciones.

A los efectos de esta Ley se entenderá por:
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1. «Servicio»: cualquier actividad económica por cuenta propia, prestada normalmente a 
cambio de una remuneración, contemplada en el artículo 50 del Tratado de la Comunidad 
Europea.

2. «Prestador»: cualquier persona física con la nacionalidad de cualquier Estado 
miembro, o residente legal en España, o cualquier persona jurídica o entidad constituida de 
conformidad con la legislación de un Estado miembro, cuya sede social o centro de actividad 
principal se encuentre dentro de la Unión Europea, que ofrezca o preste un servicio.

3. «Destinatario»: cualquier persona física o jurídica, que utilice o desee utilizar un 
servicio.

4. «Estado miembro de establecimiento»: el Estado miembro en cuyo territorio tenga su 
establecimiento el prestador del servicio.

5. «Establecimiento»: el acceso a una actividad económica no asalariada y su ejercicio, 
así como la constitución y gestión de empresas y especialmente de sociedades, en las 
condiciones fijadas por la legislación, por una duración indeterminada, en particular por 
medio de una infraestructura estable.

6. «Establecimiento físico»: cualquier infraestructura estable a partir de la cual se lleva a 
cabo efectivamente una prestación de servicios.

7. «Autorización»: cualquier acto expreso o tácito de la autoridad competente que se 
exija, con carácter previo, para el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio.

8. «Requisito»: cualquier obligación, prohibición, condición o límite al acceso al ejercicio 
de una actividad de servicios previstos en el ordenamiento jurídico o derivados de la 
jurisprudencia o de las prácticas administrativas o establecidos en las normas de los colegios 
profesionales.

9. «Declaración responsable»: el documento suscrito por la persona titular de una 
actividad empresarial o profesional en el que declara, bajo su responsabilidad, que cumple 
con los requisitos establecidos en la normativa vigente, que dispone de la documentación 
que así lo acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante la vigencia de 
la actividad.

10. «Régimen de autorización»: cualquier sistema previsto en el ordenamiento jurídico o 
en las normas de los colegios profesionales que contenga el procedimiento, los requisitos y 
autorizaciones necesarios para el acceso o ejercicio de una actividad de servicios.

11. «Razón imperiosa de interés general»: razón definida e interpretada la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, limitadas las siguientes: el orden 
público, la seguridad pública, la protección civil, la salud pública, la preservación del 
equilibrio financiero del régimen de seguridad social, la protección de los derechos, la 
seguridad y la salud de los consumidores, de los destinatarios de servicios y de los 
trabajadores, las exigencias de la buena fe en las transacciones comerciales, la lucha contra 
el fraude, la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la sanidad animal, la 
propiedad intelectual e industrial, la conservación del patrimonio histórico y artístico nacional 
y los objetivos de la política social y cultural.

12. «Autoridad competente»: cualquier organismo o entidad que lleve a cabo la 
regulación, ordenación o control de las actividades de servicios, o cuya actuación afecte al 
acceso a una actividad de servicios o a su ejercicio, y, en particular, las autoridades 
administrativas estatales, autonómicas o locales y los colegios profesionales y, en su caso, 
consejos generales y autonómicos de colegios profesionales.

13. «Profesión regulada»: la actividad o conjunto de actividades profesionales, cuyo 
acceso, ejercicio o una de las modalidades de ejercicio estén subordinados de manera 
directa o indirecta, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias, a la posesión de 
determinadas cualificaciones profesionales.

14. «Comunicación comercial»: cualquier forma de comunicación destinada a 
promocionar, directa o indirectamente, bienes, servicios o la imagen de una empresa, 
organización o persona con una actividad comercial, industrial o artesanal o que ejerza una 
profesión regulada. No se consideran comunicaciones comerciales:

a) Los datos que permiten acceder directamente a la actividad de dicha empresa, 
organización o persona y, concretamente, el nombre de dominio o la dirección de correo 
electrónico.
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b) La información relativa a los bienes, servicios o a la imagen de dicha empresa, 
organización o persona, elaborada de forma independiente, especialmente cuando se 
facilitan sin contrapartida económica.

CAPÍTULO II
Libertad de establecimiento de los prestadores de servicios

[ . . . ]
Artículo 5.  Regímenes de autorización.

La normativa reguladora del acceso a una actividad de servicios o del ejercicio de la 
misma no podrá imponer a los prestadores un régimen de autorización, salvo 
excepcionalmente y siempre que concurran las siguientes condiciones, que habrán de 
motivarse suficientemente en la ley que establezca dicho régimen.

a) No discriminación: que el régimen de autorización no resulte discriminatorio ni directa 
ni indirectamente en función de la nacionalidad o de que el establecimiento se encuentre o 
no en el territorio de la autoridad competente o, por lo que se refiere a sociedades, por razón 
del lugar de ubicación del domicilio social;

b) Necesidad: que el régimen de autorización esté justificado por razones de orden 
público, seguridad pública, salud pública, protección del medio ambiente, o cuando la 
escasez de recursos naturales o la existencia de inequívocos impedimentos técnicos limiten 
el número de operadores económicos del mercado.

c) Proporcionalidad: que dicho régimen sea el instrumento más adecuado para 
garantizar la consecución del objetivo que se persigue porque no existen otras medidas 
menos restrictivas que permitan obtener el mismo resultado, en particular cuando un control 
a posteriori se produjese demasiado tarde para ser realmente eficaz. Así, en ningún caso, el 
acceso a una actividad de servicios o su ejercicio se sujetarán a un régimen de autorización 
cuando sea suficiente una comunicación o una declaración responsable del prestador 
mediante la que se manifieste, en su caso, el cumplimiento de los requisitos exigidos y se 
facilite la información necesaria a la autoridad competente para el control de la actividad.

[ . . . ]
Artículo 7.  Limitaciones temporales y territoriales.

1. Con carácter general la realización de una comunicación o una declaración 
responsable o el otorgamiento de una autorización permitirá acceder a una actividad de 
servicios y ejercerla por tiempo indefinido. Sólo se podrá limitar la duración cuando:

a) La declaración responsable o la autorización se renueve automáticamente o sólo esté 
sujeta al cumplimiento continuo de los requisitos;

b) el número de autorizaciones disponibles sea limitado de acuerdo con el siguiente 
artículo o;

c) pueda justificarse la limitación de la duración de la autorización o de los efectos de la 
comunicación o la declaración responsable por la existencia de una razón imperiosa de 
interés general.

A los efectos previstos en este apartado, no tiene la consideración de limitación temporal 
el plazo máximo que se pueda imponer al prestador para iniciar su actividad a contar desde 
el otorgamiento de la autorización o desde la realización de la comunicación o la declaración 
responsable.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no afectará a la posibilidad de las autoridades 
competentes de revocar la autorización, en especial cuando dejen de cumplirse las 
condiciones para la concesión de la autorización.

Asimismo, cuando el acceso a la actividad o su ejercicio esté condicionado a la 
realización de una comunicación o de una declaración responsable por parte del prestador, 
la comprobación por parte de la administración pública de la inexactitud o falsedad en 
cualquier dato, manifestación o documento, de carácter esencial, que se hubiere aportado o 
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del incumplimiento de los requisitos señalados en la legislación vigente determinará la 
imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad desde el momento en que 
se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o 
administrativas a que hubiera lugar.

3. La realización de una comunicación o una declaración responsable o el otorgamiento 
de una autorización permitirá al prestador acceder a la actividad de servicios y ejercerla en la 
totalidad del territorio español, incluso mediante el establecimiento de sucursales.

Los medios de intervención que se apliquen a los establecimientos físicos respetarán las 
siguientes condiciones:

a) Podrá exigirse una autorización para cada establecimiento físico cuando sea 
susceptible de generar daños sobre el medio ambiente y el entorno urbano, la seguridad o la 
salud pública y el patrimonio histórico-artístico, evaluándose este riesgo de acuerdo con las 
características de las instalaciones.

b) Podrá exigirse una declaración responsable para cada establecimiento físico cuando 
en la normativa se exija el cumplimiento de requisitos justificados por una razón imperiosa de 
interés general.

c) Podrá exigirse una comunicación cuando, por razones imperiosas de interés general, 
éstas deban mantener un control sobre el número o características de las instalaciones o de 
infraestructuras físicas en el mercado.

El medio de intervención deberá resultar proporcionado y no discriminatorio. Cuando el 
prestador de servicios ya esté establecido en España y ejerza legalmente la actividad, estas 
autorizaciones o declaraciones responsables no podrán contemplar requisitos que no estén 
ligados específicamente al establecimiento físico a partir del cual pretende llevar a cabo 
dicha actividad.

Artículo 8.  Limitación del número de autorizaciones.
1. Sólo podrá limitarse el número de autorizaciones cuando esté justificado por la 

escasez de recursos naturales o inequívocos impedimentos técnicos.
2. Cuando el número de autorizaciones para realizar una determinada actividad de 

servicios esté limitado:
a) El procedimiento de concesión por las Administraciones Públicas garantizará el 

cumplimiento de los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad, transparencia y 
concurrencia competitiva. En dicho procedimiento, las Administraciones Públicas podrán 
tener en cuenta consideraciones en materia de salud pública, objetivos de política social, de 
salud y seguridad de los trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia, de protección del 
medio ambiente, de conservación del patrimonio cultural y cualquier otra razón imperiosa de 
interés general, siempre que estos criterios estén contemplados en las bases reguladoras de 
la concesión de las autorizaciones y guarden relación con el objeto de la concesión.

b) La autorización que se conceda tendrá una duración limitada y proporcionada 
atendiendo a las características de la prestación del servicio y no dará lugar a un 
procedimiento de renovación automática ni conllevará, una vez extinguida la autorización, 
ningún tipo de ventaja para el prestador cesante o para personas especialmente vinculadas 
con él.

[ . . . ]
CAPITULO III

Libre prestación de servicios para prestadores de otro Estado miembro

Artículo 12.  Libre prestación de servicios.
1. Los prestadores establecidos en cualquier otro Estado miembro podrán prestar 

servicios en territorio español en régimen de libre prestación sin más limitaciones que las 
establecidas de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

2. En ningún caso, el ejercicio de una actividad de servicios por estos prestadores en 
territorio español podrá ser restringido mediante:
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a) La obligación de que el prestador esté establecido en el territorio español.
b) La obligación de que el prestador obtenga una autorización concedida por autoridades 

españolas, o deba inscribirse en un registro o en un colegio o asociación profesional 
españoles.

c) La prohibición de que el prestador se procure en el territorio nacional cierta forma o 
tipo de infraestructura, incluida una oficina o un gabinete, necesaria para llevar a cabo las 
correspondientes prestaciones.

d) Exigencias que impidan o limiten la prestación de servicios como trabajador 
autónomo.

e) La obligación de que el prestador obtenga de las autoridades españolas un 
documento de identificación específico.

f) La exigencia de requisitos sobre el uso de determinados equipos y material que formen 
parte integrante de la prestación del servicio, salvo por motivos de salud y seguridad en el 
trabajo.

g) Las restricciones contempladas en el artículo 16 de esta Ley.
3. Excepcionalmente, podrá supeditarse el acceso de estos prestadores a una actividad 

de servicios o su ejercicio temporal en territorio español al cumplimiento de los requisitos que 
en cada caso determine la legislación sectorial aplicable, únicamente cuando estén 
justificados por razones de orden público, de seguridad pública, de salud pública o de 
protección del medio ambiente; y sean, de conformidad con el artículo 5 de esta Ley, 
proporcionados y no discriminatorios y de forma suficientemente motivada.

La concurrencia de estas condiciones deberá ser notificada a la Comisión Europea 
según lo dispuesto en la Disposición adicional cuarta y deberá estar suficientemente 
motivada en la normativa que establezca tales requisitos.

[ . . . ]
CAPITULO VI

Cooperación administrativa para el control efectivo de los prestadores

[ . . . ]
Artículo 31.  Mecanismo de alerta.

Si las autoridades competentes tuviesen conocimiento de actos o circunstancias 
específicos de carácter grave relativos a una actividad o a un prestador de servicios que 
puedan ocasionar perjuicios graves para la salud o la seguridad de las personas o el medio 
ambiente en cualquier parte del territorio de la Unión Europea, informarán inmediatamente a 
los Estados miembros y a la Comisión Europea a través del punto de contacto.

[ . . . ]
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§ 103

Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 287, de 30 de noviembre de 2007

Última modificación: 29 de junio de 2023
Referencia: BOE-A-2007-20555

[ . . . ]
LIBRO CUARTO

Viajes combinados y servicios de viaje vinculados

[ . . . ]
TÍTULO II

Viajes combinados

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Modificaciones del contrato antes del inicio del viaje combinado

[ . . . ]
Artículo 158.  Modificación del precio.

1. Después de la celebración del contrato, los precios únicamente podrán incrementarse 
si en el mismo se reserva expresamente esa posibilidad y se establece que el viajero tiene 
derecho a una reducción del precio conforme al apartado 4. En tal caso, el contrato indicará 
el modo en que han de calcularse las revisiones del precio.

El incremento de los precios solo será posible como consecuencia directa de cambios 
en:

a) el precio del transporte de pasajeros derivado del coste del combustible o de otras 
fuentes de energía,

b) el nivel de los impuestos o tasas sobre los servicios de viaje incluidos en el contrato, 
exigidos por terceros que no están directamente involucrados en la ejecución del viaje 
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combinado, incluidas las tasas, impuestos y recargos turísticos, de aterrizaje y de embarque 
o desembarque en puertos y aeropuertos, o

c) los tipos de cambio de divisa aplicables al viaje combinado.
2. Si el aumento de precio mencionado en el apartado anterior excede del ocho por 

ciento del precio total del viaje combinado, se aplicará lo dispuesto en los apartados del 2 al 
5 del artículo 159.

3. Con independencia de su cuantía, solo será posible un aumento de precio si el 
organizador o, en su caso, el minorista lo notifican al viajero de forma clara y compresible, 
con una justificación de este incremento, y le proporcionan su cálculo en un soporte 
duradero a más tardar veinte días naturales antes del inicio del viaje combinado.

4. Si el contrato estipula la posibilidad de aumentar los precios, el viajero tendrá derecho 
a una reducción del precio correspondiente a toda disminución de los costes a los que se 
hace referencia en las letras a), b) y c) del apartado 1 que se produzca en el periodo 
comprendido entre la celebración del contrato y el inicio del viaje combinado.

5. Cuando se produzca una disminución del precio, el organizador y, en su caso, el 
minorista tendrán derecho a deducir los gastos administrativos reales del reembolso debido 
al viajero. Si el viajero lo solicita, el organizador y, en su caso, el minorista deberá aportar la 
prueba de estos gastos administrativos.

[ . . . ]
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§ 104

Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia 
de las entidades aseguradoras y reaseguradoras. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 168, de 15 de julio de 2015
Última modificación: 4 de julio de 2022

Referencia: BOE-A-2015-7897

[ . . . ]
Artículo 79 bis.  Política de implicación.

Las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida y las entidades 
reaseguradoras que cubran obligaciones de seguros de vida, deberán desarrollar y poner en 
conocimiento del público una política de implicación en la que se describa cómo se implica la 
entidad como accionista en su estrategia de inversión en sociedades cuyas acciones estén 
admitidas a negociación en un mercado regulado que esté situado u opere en un Estado 
miembro, en la forma y con el contenido que se determine reglamentariamente.

Artículo 79 ter.  Estrategia de inversión.
Las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida y las entidades 

reaseguradoras que cubran obligaciones de seguros de vida, deberán poner en 
conocimiento del público, en la forma y con el contenido que se determine 
reglamentariamente, información relativa a cómo los elementos principales de su estrategia 
de inversión en sociedades cuyas acciones estén admitidas a negociación en un mercado 
regulado que esté situado u opere en un Estado miembro, son coherentes con el perfil y la 
duración de sus pasivos, en particular sus pasivos a largo plazo, y a la manera en que 
contribuyen al rendimiento a medio y largo plazo de sus activos.

[ . . . ]
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TÍTULO V
Supervisión de grupos de entidades aseguradoras y reaseguradoras

CAPÍTULO I
Disposiciones generales sobre grupos

Artículo 131.  Definiciones y normas sobre la supervisión de grupos de entidades 
aseguradoras y reaseguradoras.

1. A efectos de lo dispuesto en este título, se entenderá por:
a) Entidad matriz: La definida como tal en el artículo 9, así como cualquier entidad que, a 

juicio de las autoridades de supervisión, ejerza de manera efectiva una influencia dominante 
en otra entidad.

b) Entidad filial: La definida como tal en el artículo 9, así como cualquier entidad sobre la 
que, a juicio de las autoridades de supervisión, una entidad matriz ejerza de manera efectiva 
una influencia dominante.

c) Participación: La definida como tal en el artículo 9, así como la posesión, directa o 
indirecta, de derechos de voto o de capital en una entidad sobre la que, a juicio de las 
autoridades de supervisión, se ejerce de manera efectiva una influencia notable.

d) Entidad participante: Una entidad matriz u otra entidad que posea una participación, o 
bien toda entidad vinculada a otra por hallarse sujetas a una dirección única o porque sus 
órganos de administración, de dirección o de control, se compongan mayoritariamente de las 
mismas personas.

e) Entidad vinculada: Una entidad que sea filial u otra entidad en la que se posea una 
participación o que esté vinculada a otra por hallarse sujetas a una dirección única o porque 
sus órganos de administración, de dirección o de control, se compongan mayoritariamente 
de las mismas personas.

f) Grupo: Todo conjunto de entidades que:
1.º Esté integrado por una entidad participante, sus filiales y las entidades en las que la 

participante o sus filiales posean una participación, así como las entidades vinculadas entre 
sí por hallarse sujetas a una dirección única o porque sus órganos de administración, de 
dirección o de control, se compongan mayoritariamente de las mismas personas; o

2.º se base en un reconocimiento, contractual o de otro tipo, de vínculos financieros 
sólidos y sostenibles entre esas entidades, que puede incluir mutuas y mutualidades de 
previsión social, siempre que:

i. Una de esas entidades, que será considerada la entidad matriz, ejerza efectivamente, 
mediante coordinación centralizada, una influencia dominante en las decisiones, incluidas las 
decisiones financieras, de todas las entidades que forman parte del grupo, que se 
considerarán entidades filiales;

ii. el establecimiento y disolución de dicha relación, a los efectos del presente título, 
estén sometidos a la autorización del supervisor del grupo; y

iii. en el caso de tratarse de grupos de mutuas o de mutualidades de previsión social, se 
ajusten a lo que se determine reglamentariamente.

g) Supervisor de grupo: La autoridad de supervisión responsable de la supervisión de 
grupo, determinada con arreglo a lo dispuesto en el artículo 134.

h) Colegio de supervisores: Estructura permanente y flexible de cooperación y 
coordinación, para facilitar la toma de decisiones relativas a la supervisión de un grupo.

i) Sociedad de cartera de seguros: una entidad matriz cuya actividad principal consista 
en adquirir y poseer participaciones en filiales que sean exclusiva o principalmente entidades 
aseguradoras o reaseguradoras, incluyendo entidades domiciliadas en terceros países 
cuando en este caso al menos una de las filiales esté domiciliada en la Unión Europea, y que 
no sea una sociedad financiera mixta de cartera.

j) Sociedad mixta de cartera de seguros: Una entidad matriz, distinta de una entidad 
aseguradora, de una entidad aseguradora de un tercer país, de una entidad reaseguradora, 
de una entidad reaseguradora de un tercer país, de una sociedad de cartera de seguros o de 
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una sociedad financiera mixta de cartera entre cuyas filiales haya al menos una entidad 
aseguradora o reaseguradora.

k) Sociedad financiera mixta de cartera: La definida como tal en el artículo 2.7 de la 
Ley 5/2005, de 22 de abril, de supervisión de los conglomerados financieros y por la que se 
modifican otras leyes del sector financiero.

l) Operaciones intragrupo: todas las operaciones que relacionan directa o indirectamente 
a una entidad aseguradora con otras entidades del mismo grupo o con cualquier persona 
física o jurídica estrechamente vinculada a las entidades de ese grupo para el cumplimiento 
de una obligación, sea o no contractual, y tenga o no por objeto un pago.

m) Entidades reguladas: Las definidas como tales en el artículo 2.3 de la Ley 5/2005, 
de 22 de abril, de supervisión de los conglomerados financieros y por la que se modifican 
otras leyes del sector financiero.

2. Las disposiciones de esta Ley sobre la supervisión de grupos de entidades 
aseguradoras y reaseguradoras se aplicarán sin perjuicio de las obligaciones que se derivan 
de las normas de supervisión para las entidades consideradas individualmente.

[ . . . ]
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§ 105

Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia 
de entidades de crédito. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 156, de 27 de junio de 2014
Última modificación: 29 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-2014-6726

TÍTULO I
De las entidades de crédito

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Gobierno corporativo y política de remuneraciones

[ . . . ]
Artículo 33.  Requisitos generales de la política de remuneraciones.

1. La política de remuneraciones de las categorías de personal a las que se refiere el 
artículo 32.1 se determinará de conformidad con los siguientes requisitos generales:

a) Promoverá y será compatible con una gestión adecuada y eficaz de los riesgos, y no 
ofrecerá incentivos para asumir riesgos que rebasen el nivel tolerado por la entidad.

b) Será compatible con la estrategia empresarial, los objetivos, los valores y los intereses 
a largo plazo de la entidad e incluirá medidas para evitar los conflictos de intereses.

c) El personal que ejerza funciones de control dentro de la entidad de crédito será 
independiente de las unidades de negocio que supervise, contará con la autoridad necesaria 
para desempeñar su cometido y será remunerado en función de la consecución de los 
objetivos relacionados con sus funciones, con independencia de los resultados de las áreas 
de negocio que controle.

d) La remuneración de los altos directivos encargados de la gestión de riesgos y con 
funciones de cumplimiento será supervisada directamente por el comité de remuneraciones.

e) Distinguirá de forma clara entre los criterios para el establecimiento de:
1.º La remuneración fija, que deberá reflejar principalmente la experiencia profesional 

pertinente y la responsabilidad en la organización según lo estipulado en la descripción de 
funciones como parte de las condiciones de trabajo, y

2.º La remuneración variable, que deberá reflejar un rendimiento sostenible y adaptado al 
riesgo, así como un rendimiento superior al requerido para cumplir lo estipulado en la 
descripción de funciones como parte de las condiciones de trabajo.
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f) Deberá ser una política de remuneración no discriminatoria en cuanto al género, 
entendida como aquella basada en la igualdad de retribución entre trabajadores y 
trabajadoras para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor.

2. El consejo de administración de la entidad adoptará y revisará periódicamente los 
requisitos generales de la política de remuneración y será responsable de la supervisión de 
su aplicación.

Adicionalmente, la política de remuneración será objeto, al menos una vez al año, de una 
evaluación interna central e independiente, al objeto de comprobar si se cumplen las pautas 
y los procedimientos de remuneración adoptados por el consejo de administración en su 
función de supervisión.

3. La política de remuneraciones de los miembros del consejo de administración de las 
entidades de crédito se someterá a la aprobación de la junta de accionistas, asamblea 
general u órgano equivalente, en los mismos términos que se establezcan para las 
sociedades cotizadas en la legislación mercantil.

Artículo 34.  Elementos variables de la remuneración.
1. La fijación de los componentes variables de la remuneración de las categorías de 

personal a las que se refiere el artículo 32.1 deberá atenerse a los siguientes principios:
a) Cuando la remuneración esté vinculada a los resultados, su importe total se basará en 

una evaluación en la que se combinen los resultados del individuo, valorados conforme a 
criterios tanto financieros como no financieros, de la unidad de negocio afectada, y los 
resultados globales de la entidad de crédito.

b) La evaluación de los resultados se inscribirá en un marco plurianual para garantizar 
que el proceso de evaluación se asienta en los resultados a largo plazo, y que el pago 
efectivo de los componentes de la remuneración basados en resultados se escalona a lo 
largo de un período que tenga en cuenta el ciclo económico subyacente de la entidad de 
crédito y sus riesgos empresariales.

c) El total de la remuneración variable no limitará la capacidad de la entidad para reforzar 
la solidez de su base de capital.

d) La remuneración variable garantizada no es compatible con una gestión sana de los 
riesgos ni con el principio de recompensar el rendimiento, y no formará parte de posibles 
planes de remuneración.

e) La remuneración variable garantizada tendrá carácter excepcional, sólo se efectuará 
cuando se contrate personal nuevo y la entidad posea una base de capital sana y sólida y se 
limitará al primer año de empleo.

f) En la remuneración total, los componentes fijos y los componentes variables estarán 
debidamente equilibrados. El componente fijo constituirá una parte suficientemente elevada 
de la remuneración total, de modo que pueda aplicarse una política plenamente flexible en lo 
que se refiere a los componentes variables de la remuneración, hasta el punto de ser posible 
no pagar estos componentes.

g) Las entidades establecerán los ratios apropiados entre los componentes fijos y los 
variables de la remuneración total, aplicando los siguientes principios:

1.º El componente variable no será superior al cien por cien del componente fijo de la 
remuneración total de cada individuo.

2.º No obstante, la Junta General de Accionistas de la entidad podrá aprobar un nivel 
superior al previsto en el número anterior, siempre que no sea superior al doscientos por 
ciento del componente fijo. La aprobación del nivel más elevado de remuneración variable se 
realizará de acuerdo con el siguiente procedimiento:

i) La Junta General de Accionistas de la entidad tomará su decisión sobre la base de una 
recomendación pormenorizada del consejo de administración u órgano equivalente que 
exponga los motivos y el alcance de la decisión e incluya el número de personas afectadas y 
sus cargos, así como el efecto previsto sobre el mantenimiento por la entidad de una base 
sólida de capital.

ii) La Junta General de Accionistas de la entidad adoptará su decisión por una mayoría 
de al menos dos tercios, siempre que estén presentes o representados en la votación al 
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menos la mitad de las acciones o derechos equivalentes con derecho a voto. De no ser 
posible el quórum anterior, el acuerdo se adoptará por una mayoría de, al menos, tres 
cuartos del capital social presente o representado con derecho a voto.

iii) El consejo de administración u órgano equivalente comunicará a todos los accionistas 
con antelación suficiente el asunto que se someterá a aprobación.

iv) El consejo de administración u órgano equivalente comunicará inmediatamente al 
Banco de España la recomendación dirigida a la Junta General de Accionistas, incluido el 
nivel más alto del componente variable de la remuneración propuesto y su justificación, y 
acreditará que ese nivel no afecta a las obligaciones de la entidad previstas en la normativa 
de solvencia, y habida cuenta en particular de las obligaciones de recursos propios de la 
entidad.

v) El consejo de administración u órgano equivalente comunicará inmediatamente al 
Banco de España la decisión adoptada al respecto por la Junta General de Accionistas, 
incluido el porcentaje máximo más alto del componente variable de la remuneración 
aprobado. El Banco de España utilizará la información recibida para comparar las prácticas 
de las entidades en dicha materia, y facilitará esta información a la Autoridad Bancaria 
Europea.

vi) En su caso, el personal directamente afectado por la aplicación de niveles máximos 
más altos de remuneración variable no podrá ejercer, ni directa ni indirectamente, los 
derechos de voto que pudiera tener como accionista de la entidad y sus acciones se 
deducirán del capital social para el cómputo de la mayoría de votos que en cada caso sea 
necesaria en los acuerdos que se refieran a la aplicación de niveles máximos más altos de 
remuneración variable.

Las menciones efectuadas en esta letra a los accionistas se aplicarán igualmente a los 
miembros de las Asambleas generales de las cajas de ahorros y cooperativas de crédito.

3.º El Banco de España podrá autorizar a las entidades a aplicar un tipo de descuento 
teórico, de acuerdo con la orientación que publique la Autoridad Bancaria Europea, a un 25 
por ciento de la remuneración variable total, siempre que se abone mediante instrumentos 
diferidos por un plazo de cinco o más años. El Banco de España podrá establecer un 
porcentaje máximo inferior.

h) Los pagos por resolución anticipada de un contrato se basarán en los resultados 
obtenidos en el transcurso del tiempo y no recompensarán malos resultados o conductas 
indebidas. El Banco de España podrá definir los supuestos que puedan conducir a una 
reducción de la cuantía de los citados pagos por resolución anticipada.

i) Los paquetes de remuneración relativos a compensaciones o pagos por abandono de 
contratos laborales anteriores se adaptarán a los intereses de la entidad a largo plazo, para 
lo cual incluirán disposiciones en materia de retenciones, aplazamiento, rendimiento y 
recuperaciones.

j) Al evaluar los resultados con vistas a calcular los componentes variables de la 
remuneración, se efectuará un ajuste por todos los tipos de riesgos actuales y futuros, y se 
tendrá en cuenta el coste del capital y la liquidez necesarios.

k) La asignación de los componentes variables de remuneración en la entidad tendrá 
igualmente en cuenta todos los tipos de riesgos actuales y futuros.

l) Una parte sustancial, y en todo caso al menos el 50 por ciento de cualquier elemento 
de remuneración variable, ya sea diferido o no diferido, se fijará alcanzando un adecuado 
equilibrio entre:

1.º Acciones o, en función de la forma jurídica de la entidad de que se trate, títulos de 
propiedad equivalentes; o instrumentos vinculados a acciones o, en función de la forma 
jurídica de que se trate, instrumentos no pecuniarios equivalentes, y,

2.º cuando sea posible, otros instrumentos que pueda determinar el Banco de España, 
en el sentido del artículo 52 o del artículo 63 del Reglamento (UE) n.º 575/2013, de 26 de 
junio, u otros instrumentos que puedan ser convertidos en su totalidad en instrumentos de 
capital de nivel 1 ordinario, o capaces de absorber pérdidas, que reflejen de manera 
adecuada en cada caso la calificación crediticia de la entidad de crédito en cuanto empresa 
en funcionamiento y resulten adecuados a efectos de remuneración variable.
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Los instrumentos mencionados en este apartado estarán sometidos a una política de 
retención adecuada concebida para que los incentivos estén en consonancia con los 
intereses a largo plazo de la entidad de crédito. El Banco de España podrá imponer 
restricciones al diseño o a los tipos de estos instrumentos e incluso prohibir algunos de ellos.

Lo dispuesto en esta letra será aplicable tanto a la parte del componente variable de 
remuneración diferida de acuerdo con la letra m) como a la parte del componente variable de 
remuneración no diferida.

m) Una parte sustancial, y en todo caso al menos el 40 por ciento del elemento de 
remuneración variable se diferirá durante un periodo no inferior a entre cuatro y cinco años y 
se adaptará correctamente a la naturaleza de los negocios, sus riesgos y las actividades del 
miembro del personal correspondiente. En el caso de los miembros del consejo de 
administración u órgano equivalente y de la alta dirección de entidades importantes por 
razón de su tamaño, su organización interna y por la naturaleza, dimensión y complejidad de 
sus actividades, el período de diferimiento no será inferior a cinco años.

No se percibirá la remuneración pagadera en virtud de las disposiciones de diferimiento 
más rápidamente que de manera proporcional. En el caso de un elemento de remuneración 
variable de una cuantía especialmente elevada, se diferirá como mínimo el 60 por ciento. La 
duración del periodo de aplazamiento se determinará teniendo en cuenta el ciclo económico, 
la naturaleza del negocio, sus riesgos y las actividades del miembro del personal de que se 
trate.

n) La remuneración variable, incluida la parte diferida, se pagará o se consolidará 
únicamente si resulta sostenible de acuerdo con la situación financiera de la entidad en su 
conjunto, y si se justifica sobre la base de los resultados de la entidad, de la unidad de 
negocio y de la persona de que se trate.

Sin perjuicio de la aplicación de los principios generales del derecho en materia 
contractual y laboral, la remuneración variable total se reducirá de forma considerable 
cuando la entidad obtenga unos resultados financieros poco brillantes o negativos, teniendo 
en cuenta tanto la remuneración actual como las reducciones en los pagos de cantidades 
previamente devengadas, en su caso, a través de cláusulas de reducción de la 
remuneración o de recuperación de retribuciones ya satisfechas.

Hasta el cien por cien de la remuneración variable total estará sometida a cláusulas de 
reducción de la remuneración o de recuperación de las remuneraciones ya satisfechas. Las 
entidades establecerán criterios específicos para la aplicación de las cláusulas de reducción 
de la remuneración o de recuperación de las remuneraciones ya satisfechas. En dichos 
criterios se recogerán, en particular, situaciones en las que el empleado haya participado o 
sea responsable de conductas que hubieran generado importantes pérdidas para la entidad 
y en las que incumpla las oportunas exigencias de idoneidad y corrección.

ñ) La política de pensiones será compatible con la estrategia empresarial, los objetivos, 
los valores y los intereses a largo plazo de la entidad.

Si el empleado abandona la entidad antes de su jubilación, la entidad conservará en su 
poder los beneficios discrecionales de pensión por un período de cinco años en forma de 
instrumentos como los mencionados en la letra l). Si un empleado alcanza la edad de 
jubilación, se le abonarán los beneficios discrecionales de pensión en forma de instrumentos 
como los mencionados en la letra l), con sujeción a un período de retención de cinco años.

o) No se podrán utilizar estrategias personales de cobertura o seguros relacionados con 
la remuneración y la responsabilidad que menoscaben los efectos de alineación con la 
gestión sana de los riesgos que fomentan sus sistemas de remuneración.

p) La remuneración variable no se abonará mediante instrumentos o métodos que 
faciliten el incumplimiento de la normativa de ordenación y disciplina.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, los requisitos establecidos en sus letras l) y 
m) y en el segundo párrafo de la letra ñ), no se aplicarán a:

a) las entidades que no tengan la consideración de “entidad grande” de acuerdo con el 
artículo 4.1.146) del Reglamento (UE) n.º 575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo 
de 26 de junio de 2013, y cuyo valor de activos sea, en promedio y de forma individual, 
conforme a esta ley y al Reglamento (UE) n.º 575/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 26 de junio de 2013, sea igual o inferior a 5.000 millones de euros durante el 
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período de cuatro años inmediatamente anterior al ejercicio en curso, o desde su creación si 
tuviera una antigüedad inferior a cuatro años

b) el personal cuya remuneración variable anual no exceda de 50.000 euros y no 
represente más de un tercio de su remuneración anual total.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2.a), el Banco de España, mediante circular, 
podrá reducir el umbral indicado en dicho apartado cuando la naturaleza, escala y 
complejidad de las actividades de la entidad, su organización interna o, en su caso, las 
características del grupo al que pertenezca así lo justifiquen.

4. No obstante lo dispuesto en el apartado 2.b), el Banco de España podrá decidir, 
mediante circular, que el personal que tenga derecho a una remuneración anual variable 
inferior al umbral y al porcentaje a que se refiere dicha letra no esté sujeto a la excepción 
contemplada en la misma debido a las especificidades del mercado español en términos de 
prácticas de remuneración o debido a la naturaleza de la responsabilidad y al perfil 
profesional de dicho personal.

[ . . . ]
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§ 106

Ley 22/2014, de 12 de noviembre, por la que se regulan las 
entidades de capital-riesgo, otras entidades de inversión colectiva de 
tipo cerrado y las sociedades gestoras de entidades de inversión 
colectiva de tipo cerrado, y por la que se modifica la Ley 35/2003, de 
4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 275, de 13 de noviembre de 2014

Última modificación: 18 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-2014-11714

[ . . . ]
TÍTULO II

Sociedades gestoras de entidades de inversión colectiva de tipo cerrado

CAPÍTULO I
Acceso a la actividad

[ . . . ]
Artículo 46.  Resolución de la autorización.

1. La resolución de la autorización de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, que 
en todo caso habrá de ser motivada, deberá notificarse dentro de los tres meses siguientes a 
la presentación de la solicitud o al día en que se complete la documentación exigible.

Se podrá prolongar este plazo en tres meses mediante resolución motivada cuando se 
considere necesario debido a las circunstancias específicas del caso y se notifique 
previamente a la SGEIC. Si transcurre dicho plazo sin que se dicte resolución expresa, podrá 
entenderse estimada la solicitud por silencio administrativo, con los efectos previstos en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

2. Las resoluciones dictadas por la Comisión Nacional del Mercado de Valores en 
ejercicio de la potestad de autorización que le atribuye este artículo pondrán fin a la vía 
administrativa.
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3. La Comisión Nacional del Mercado de Valores informará a la Autoridad Europea de 
Valores y Mercados, con periodicidad trimestral, de las autorizaciones concedidas o 
revocadas con arreglo a este título.

[ . . . ]
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§ 107

Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 161, de 3 de julio de 2010

Última modificación: 2 de agosto de 2024
Referencia: BOE-A-2010-10544

[ . . . ]
TÍTULO VI

La administración de la sociedad

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Los administradores

[ . . . ]
Artículo 217.  Remuneración de los administradores.

1. El cargo de administrador es gratuito, a menos que los estatutos sociales establezcan 
lo contrario determinando el sistema de remuneración.

2. El sistema de remuneración establecido determinará el concepto o conceptos 
retributivos a percibir por los administradores en su condición de tales y que podrán consistir, 
entre otros, en uno o varios de los siguientes:

a) una asignación fija,
b) dietas de asistencia,
c) participación en beneficios,
d) retribución variable con indicadores o parámetros generales de referencia,
e) remuneración en acciones o vinculada a su evolución,
f) indemnizaciones por cese, siempre y cuando el cese no estuviese motivado por el 

incumplimiento de las funciones de administrador y
g) los sistemas de ahorro o previsión que se consideren oportunos.
3. El importe máximo de la remuneración anual del conjunto de los administradores en 

su condición de tales deberá ser aprobado por la junta general y permanecerá vigente en 
tanto no se apruebe su modificación. Salvo que la junta general determine otra cosa, la 
distribución de la retribución entre los distintos administradores se establecerá por acuerdo 
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de éstos y, en el caso del consejo de administración, por decisión del mismo, que deberá 
tomar en consideración las funciones y responsabilidades atribuidas a cada consejero.

4. La remuneración de los administradores deberá en todo caso guardar una proporción 
razonable con la importancia de la sociedad, la situación económica que tuviera en cada 
momento y los estándares de mercado de empresas comparables. El sistema de 
remuneración establecido deberá estar orientado a promover la rentabilidad y sostenibilidad 
a largo plazo de la sociedad e incorporar las cautelas necesarias para evitar la asunción 
excesiva de riesgos y la recompensa de resultados desfavorables.

[ . . . ]
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§ 108

Circular 6/2015, de 17 de noviembre, del Banco de España, a las 
cajas de ahorros y fundaciones bancarias, sobre determinados 
aspectos de los informes de remuneraciones y gobierno corporativo 
de las cajas de ahorros que no emitan valores admitidos a 
negociación en mercados oficiales de valores y sobre las 
obligaciones de las fundaciones bancarias derivadas de sus 

participaciones en entidades de crédito

Banco de España
«BOE» núm. 278, de 20 de noviembre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-12529

La aprobación de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones 
bancarias (en adelante, la Ley 26/2013), supuso un cambio radical en el régimen jurídico de 
las cajas de ahorros. Este cambio venía a culminar un proceso normativo que tenía como 
objetivos primordiales hacer retornar a dichas instituciones a sus valores clásicos (carácter 
social y arraigo territorial) y profesionalizar su gestión.

Entre las medidas encaminadas a la consecución de los citados objetivos, la Ley 
26/2013 obliga a las cajas de ahorros que excedan los límites de actuación fijados (en 
términos territoriales o de volumen de negocio) a transformarse en fundaciones, o ordinarias 
o bancarias, perdiendo su condición de entidades de crédito. Adicionalmente, la mencionada 
ley sujeta a aquellas fundaciones bancarias que superen determinados límites de 
participación en entidades de crédito a un régimen regulatorio y supervisor que es más 
exigente en función del grado de participación en ellas.

De modo especial, la Ley 26/2013 establece la obligación de que las fundaciones 
bancarias que posean una participación del 30 % en el capital de una entidad de crédito 
hayan de remitir al Banco de España, para su aprobación, un protocolo de gestión de su 
participación financiera y un plan financiero anual. Adicionalmente, aquellas fundaciones 
bancarias que dispongan de una participación igual o superior al 50 % en una entidad de 
crédito, o cualquier otra menor que les permita su control, deberán reforzar el aludido plan 
financiero incorporando a él un plan de diversificación de inversiones y de gestión de 
riesgos, y deberán constituir un fondo de reserva para hacer frente a las posibles 
necesidades de recursos propios de la entidad participada o, como alternativa a este último, 
un plan de desinversión en la entidad de crédito, hasta reducirla por debajo de los límites 
señalados. En este sentido, el Real Decreto 877/2015, de desarrollo de la Ley 26/2013, de 
27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones bancarias, por el que se regula el fondo 
de reserva que deben constituir determinadas fundaciones bancarias; se modifica el Real 
Decreto 1517/2011, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla el 
texto refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
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1/2011, de 1 de julio; y se modifica el Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones 
de inversión colectiva (en adelante, el Real Decreto 877/2015), ha venido a completar el 
desarrollo normativo respecto a la forma de calcular y determinar el fondo de reserva.

La presente circular cumple con los mandatos recibidos por el Banco de España:
a) La adaptación, para las cajas de ahorros que no emitan valores admitidos a 

negociación en mercados oficiales de valores (artículo 31 de la Ley 26/2013), de los modelos 
e impresos establecidos en las circulares de la CNMV 4/2013, de 12 de junio, que establece 
los modelos de informe anual de remuneraciones de los consejeros de sociedades anónimas 
cotizadas y de los miembros del consejo de administración y de la comisión de control de las 
cajas de ahorros que emitan valores admitidos a negociación en mercados oficiales de 
valores, y 5/2013, de 12 de junio, que establece los modelos de informe anual de gobierno 
corporativo de las sociedades anónimas cotizadas, de las cajas de ahorros y de otras 
entidades que emitan valores admitidos a negociación en mercados oficiales de valores, que 
se incluyen como anejos 1 y 2 de esta circular.

b) La determinación del contenido mínimo y otros aspectos relacionados con las 
obligaciones derivadas de la elaboración del protocolo de gestión y del plan financiero 
(artículos 43 y 44 de la Ley 26/2013).

c) La determinación de la reducción de valor que se aplicará a los activos en los que 
debe mantenerse invertido el fondo de reserva en función de la liquidez y de la pérdida de 
valor estimada que se pudiera producir en el momento de la venta o permuta (artículo 5 del 
Real Decreto 877/2015).

En consecuencia, en uso de las facultades que tiene conferidas, el Consejo de Gobierno 
del Banco de España, a propuesta de la Comisión Ejecutiva, y de acuerdo con el Consejo de 
Estado, ha aprobado la presente circular, que contiene las siguientes normas:

TÍTULO I
Cajas de ahorros

Norma primera.  Informe de gobierno corporativo.
1. Las cajas de ahorros que no emitan valores admitidos a negociación en mercados 

oficiales de valores remitirán anualmente al Banco de España, acompañando una copia de 
los documentos en que conste, el informe anual de gobierno corporativo al que se refiere el 
artículo 31 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones 
bancarias (en adelante, la Ley 26/2013), que deberá ofrecer, teniendo en cuenta la 
naturaleza jurídica de dichas entidades, una explicación detallada de la estructura del 
sistema de gobierno de la entidad y de su funcionamiento en la práctica.

El contenido del informe se ajustará a lo dispuesto en el artículo 31.2 de la mencionada 
ley y en su normativa de desarrollo, debiendo acomodarse al modelo incluido en el anejo 1 
de esta circular y a las instrucciones de cumplimentación contenidas en el citado anejo.

2. La remisión al Banco de España de dicho informe deberá producirse dentro de los 
cuatro primeros meses del ejercicio siguiente al que se refiera el informe, y en todo caso no 
más tarde de la fecha en que se publique oficialmente la convocatoria de la asamblea 
general ordinaria para la aprobación de las cuentas anuales correspondientes al mismo 
ejercicio que el del citado informe.

En el caso de las cajas de ahorros que, a tenor de lo establecido en el artículo 14.1 de la 
citada ley, no estén obligadas a publicar dicha convocatoria en el «Boletín Oficial del 
Registro Mercantil», la indicada remisión no podrá tener lugar más tarde de la fecha en que 
se publique en la página web de la entidad o se comunique individualmente a los consejeros 
generales.

Norma segunda.  Informe sobre remuneraciones.
1. Las cajas de ahorros que no emitan valores admitidos a negociación en mercados 

oficiales de valores remitirán anualmente al Banco de España, acompañando una copia de 
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los documentos en que conste, el informe anual sobre remuneraciones de los miembros del 
consejo de administración y de la comisión de control al que se refiere el artículo 31 de la 
Ley 26/2013, que deberá recoger, de manera completa, clara y comprensible, la política de 
remuneraciones de la entidad que se hubiera aprobado para el ejercicio económico de 
referencia, así como la que, en su caso, se hubiera previsto para años futuros. Este informe 
incluirá también un resumen global del modo en que se aplicó dicha política durante el 
ejercicio de referencia y detallará las retribuciones individuales devengadas por cada uno de 
los consejeros y miembros de la comisión de control.

En todo caso, el contenido del informe se ajustará a lo dispuesto en el artículo 31.3 de la 
citada ley y en su normativa de desarrollo, debiendo acomodarse al modelo incluido en el 
anejo 2 de esta circular y a las instrucciones de cumplimentación contenidas en el citado 
anejo.

2. La remisión al Banco de España de dicho informe deberá producirse dentro de los 
cuatro primeros meses del ejercicio siguiente al que se refiera el informe, y en todo caso no 
más tarde de la fecha en que se publique oficialmente la convocatoria de la asamblea 
general ordinaria para la aprobación de las cuentas anuales correspondientes al mismo 
ejercicio que el del citado informe.

En el caso de las cajas de ahorros que, a tenor de lo establecido en el artículo 14.1 de la 
ley, no estén obligadas a publicar dicha convocatoria en el «Boletín Oficial del Registro 
Mercantil», la indicada remisión no podrá tener lugar más tarde de la fecha en que se 
publique en la página web de la entidad o se comunique individualmente a los consejeros 
generales.

TÍTULO II
Fundaciones bancarias

CAPÍTULO I
Protocolo de gestión

Norma tercera.  Contenido del protocolo de gestión.
El protocolo de gestión que, de conformidad con lo previsto en el artículo 43 de la Ley 

26/2013, deben elaborar las fundaciones bancarias que de forma individual o conjunta 
posean una participación igual o superior al 30 % del capital en una entidad de crédito o que 
les permita ejercer el control por resultar de aplicación cualquiera de los criterios 
establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio contendrá, al menos, los siguientes 
extremos:

a) Los criterios básicos de carácter estratégico que rigen la gestión por parte de la 
fundación bancaria de su participación en la entidad de crédito participada. Específicamente, 
deberá incluir información detallada sobre:

i) La finalidad de la participación en la entidad de crédito y las sinergias o ventajas que, 
en relación con la obra social de la fundación, ofrece la referida participación frente a otras 
alternativas de inversión.

ii) La política que se aplicará en relación con la distribución de resultados de la entidad 
participada (reparto de dividendos, incremento de recursos propios, etc.).

iii) Los posibles acuerdos con otros accionistas. En su caso, se detallarán cuantos pactos 
parasociales hubiera suscrito en particular los que supongan la limitación de los derechos de 
voto. Se especificarán, asimismo, las limitaciones de este tipo que tengan carácter 
estatutario.

iv) Cuando varias fundaciones bancarias mantengan una participación en una misma 
entidad de crédito y no resulte aplicable la norma decimosexta de esta circular, el protocolo 
de gestión deberá incluir una mención expresa de que no existe actuación concertada entre 
ellas. En particular, en los casos en que las fundaciones provengan de la transformación de 
cajas de ahorros que hubieran suscrito en el pasado un acuerdo para la realización conjunta 
de su actividad financiera a través de la propia entidad de crédito participada o de otra que 
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hubiera resultado absorbida por ella, las fundaciones bancarias deberán incluir en sus 
respectivos protocolos de gestión una mención expresa de que dicho acuerdo no sigue 
vigente.

b) La descripción de las relaciones entre el patronato de la fundación bancaria y los 
órganos de gobierno de la entidad de crédito participada, especificando al menos:

i) Los criterios que, sin perjuicio de lo exigido por la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, y por su normativa de 
desarrollo, aplicará la fundación en la elección de las personas que propondrá como 
consejeros de la entidad de crédito, con indicación de los requisitos que les exigirá en 
términos de honorabilidad, experiencia e incompatibilidades.

ii) Los miembros del patronato que además ostenten la condición de miembros del 
órgano de gobierno de la entidad de crédito participada, por haberse acogido al período 
transitorio previsto en la disposición transitoria segunda de la Ley 26/2013. Asimismo, 
deberá incluirse una previsión del momento en el que cumplirán el régimen de 
incompatibilidades previsto en el artículo 40.3 de la citada ley.

iii) Los mecanismos establecidos para prevenir posibles conflictos de interés que puedan 
derivarse de la compatibilidad de los cargos de patrono y miembro del órgano de gobierno 
de la entidad de crédito participada durante el período transitorio previsto en la disposición 
transitoria segunda de la Ley 26/2013.

iv) Los acuerdos y mecanismos establecidos con la entidad de crédito participada para 
asegurar una comunicación fluida y el intercambio de la información necesaria para el 
correcto cumplimiento de las obligaciones legales aplicables a la fundación bancaria.

c) La descripción de los criterios generales para la realización de operaciones entre la 
fundación bancaria y la entidad participada, así como de los mecanismos previstos para 
evitar posibles conflictos de interés, con descripción, al menos, de los siguientes extremos:

i) Protocolos especiales que se hayan adoptado para la formalización de operaciones 
entre la fundación bancaria o las sociedades controladas por ella y la entidad de crédito 
participada o las sociedades de su grupo.

ii) Procedimientos establecidos por la fundación, siempre que los hubiera, que regulen la 
concertación de operaciones entre los patronos (o sus familiares) y la entidad de crédito 
participada.

iii) Respecto de las operaciones indicadas en los dos subapartados anteriores, 
indicación, en su caso, de la necesidad de aprobación por mayoría reforzada de los 
miembros del patronato o de cualquier otro órgano colegiado o comité de la fundación 
bancaria, y de los criterios exigidos para su tramitación y formalización por la fundación.

iv) Procedimientos establecidos, siempre que existieran, para el seguimiento y control 
individualizado de las operaciones citadas en los subapartados anteriores y de sus 
posteriores modificaciones, así como la información periódica que recibirá el patronato sobre 
las citadas operaciones.

v) Siempre que existieran, medidas adoptadas para asegurar que las operaciones a las 
que se refiere esta letra c) se realizan en condiciones de mercado.

vi) Indicación de la forma, lugar y periodicidad con los que, en su caso, la fundación 
bancaria hará pública información sobre las operaciones a las que se refiere esta letra c), y 
sobre sus eventuales modificaciones.

Norma cuarta.  Remisión al Banco de España.
1. El protocolo de gestión se elaborará por el patronato de la fundación bancaria y se 

remitirá al Banco de España en el plazo máximo de dos meses desde la constitución de la 
fundación bancaria. Cualquier modificación que se efectúe en el protocolo de gestión se 
remitirá en el plazo de un mes desde su correspondiente aprobación por el patronato. En el 
escrito que acompañe al nuevo protocolo se detallarán todas las modificaciones introducidas 
y se incluirá una explicación de las razones que, en opinión de la fundación, las justifican o 
motivan.

En todo caso, durante el primer cuatrimestre de cada año las fundaciones bancarias 
deberán enviar un escrito al Banco de España mediante el que ratifiquen la plena vigencia 
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del último protocolo remitido. En dicho escrito se identificará el protocolo que se ratifica y se 
especificará la fecha en que se remitió al Banco de España.

2. En el caso de las fundaciones bancarias que, de acuerdo con la norma decimosexta, 
actúen de forma concertada, el protocolo se remitirá al Banco de España en los plazos y 
condiciones referidos en el apartado anterior, y deberá ser aprobado por los patronatos de 
todas ellas. En el escrito de presentación se especificará la fecha de aprobación por cada 
uno de los patronatos.

Este protocolo se sujetará al régimen de modificación y confirmación previsto en el 
apartado anterior.

Norma quinta.  Valoración por el Banco de España.
1. En el plazo de un mes desde la recepción del protocolo de gestión o de su 

modificación, el Banco de España remitirá un escrito a la fundación en el que se pronunciará 
sobre la aprobación del protocolo presentado, una vez realizada la valoración prevista en el 
artículo 43.1 de la Ley 26/2013, atendiendo a la posible influencia de la fundación bancaria 
sobre la gestión sana y prudente de la entidad de crédito.

2. El Banco de España podrá requerir cuanta información considere necesaria para 
efectuar dicha valoración. La falta de pronunciamiento en el plazo establecido implicará la 
aprobación del protocolo de gestión.

3. En caso de que el Banco de España no aprobara el protocolo de gestión, el 
correspondiente escrito detallará los motivos en que se funda esa decisión y podrá contener 
los cambios que han de realizarse en el protocolo.

En el plazo de dos meses desde la recepción por la fundación del escrito del Banco de 
España denegando la aprobación, el patronato de esta habrá de remitir un nuevo protocolo 
de gestión para su aprobación.

CAPÍTULO II
Plan financiero

Sección primera. Normas comunes

Norma sexta.  Contenido del plan financiero.
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 44.1 de la Ley 26/2013, las fundaciones 

bancarias a las que se refiere el artículo 43.1 deberán aprobar un plan financiero en el que 
determinen la manera en que harán frente a las posibles necesidades de capital en que 
pudiera incurrir la entidad de crédito participada y los criterios básicos de su estrategia de 
inversión en entidades financieras.

2. A tal efecto, las fundaciones bancarias recabarán de las entidades de crédito 
participadas la información relevante que resulte necesaria.

3. Las fundaciones bancarias incluirán, como parte esencial del plan financiero, sus 
estimaciones sobre las necesidades de recursos propios de la entidad de crédito participada 
en distintos escenarios, especificando sus estimaciones tanto sobre los recursos propios 
adicionales a los existentes que serían necesarios como sobre la composición que aquellos 
habrían de tener (capital de nivel 1 ordinario o adicional y capital de nivel 2), de conformidad 
con los requisitos de distribución establecidos en el Reglamento (UE) n.º 575/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los requisitos prudenciales 
de las entidades de crédito y las empresas de inversión, y por el que se modifica el 
Reglamento (UE) n.º 648/2012.

4. El plan financiero detallará la forma en que la fundación haría frente a las necesidades 
de recursos propios de la entidad de crédito estimadas para los distintos escenarios 
contemplados, en caso de que se materializaran. Asimismo, valorará la suficiencia de las 
medidas emprendidas o planeadas por la entidad de crédito y determinará, en su caso, las 
posibles medidas adicionales que la fundación bancaria estime necesarias.

5. En el supuesto de que en el plan financiero se prevean medidas adicionales que 
impliquen la aportación de recursos por la fundación, se especificarán:
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a) Los medios patrimoniales de libre e inmediata disposición con los que cuente la 
fundación para afrontar dichas necesidades.

b) Los medios patrimoniales propios en los que no se den las condiciones de la letra a) 
anterior.

c) En caso de que la fundación hubiera de recurrir a otras fuentes de financiación, 
habrán de especificarse:

i) Los mercados concretos a los que previsiblemente se acudiría, acompañando, para 
cada uno de ellos, un análisis de su fiabilidad que incluya, al menos, la evaluación de las 
condiciones de acceso y de la profundidad del mercado.

ii) El posible coste de la financiación, acompañando un plan de amortización previsible 
que evidencie la capacidad de la fundación para generar recursos suficientes para afrontar 
los pagos correspondientes, considerando la política de dividendos comunicada por la 
entidad o, en su caso, estimada motivadamente por la fundación bancaria. Dicho plan se 
establecerá bajo criterios de prudencia financiera y teniendo en cuenta cualquier 
compromiso ya asumido o que se prevea asumir.

6. Cuando, a la vista de las estimaciones de las necesidades de recursos propios de la 
entidad participada, la fundación considere necesaria la adopción de medidas de 
desinversión en ella a fin de disminuir la carga de sus obligaciones financieras derivadas de 
su participación, el plan financiero deberá incluir una descripción pormenorizada de las 
medidas consideradas.

7. En caso de que la fundación bancaria tenga constancia o anticipe razonablemente que 
la entidad de crédito participada contempla ya posibles medidas de ampliación de capital, el 
plan financiero deberá describir los recursos que, en su caso, utilizaría para afrontarla.

8. El plan financiero especificará los principios generales que rigen la estrategia de 
inversión en entidades de crédito por parte de la fundación, tanto en lo que se refiere a la 
potencial participación en otras entidades como en lo relativo a las políticas de gestión del 
riesgo derivado de dichas participaciones, incluyendo los criterios asumidos para su 
diversificación. Asimismo, especificará los mecanismos por los que se han establecido, y 
pueden modificarse dichos principios.

Adicionalmente, recogerá información sobre los procedimientos establecidos para la 
adopción, tras el correspondiente análisis de oportunidad que examine tanto la 
compatibilidad de las diferentes inversiones como sus posibles sinergias, de decisiones 
relativas a las participaciones de la fundación en entidades de crédito, así como para su 
control y seguimiento.

9. El plan financiero incluirá, necesariamente, información sobre el tipo de cartera que 
pretenda constituir la fundación y el objetivo de aquella. Indicará, igualmente, si se han fijado 
límites a la inversión, ya sea con carácter absoluto o supeditado al cumplimiento de 
determinadas condiciones. También explicitará el horizonte temporal previsto para las 
inversiones.

Norma séptima.  Plazo de presentación del plan financiero.
Las fundaciones bancarias que posean una participación igual o superior al 30 % del 

capital en una entidad de crédito, o que les permita ejercer el control por resultar aplicable 
cualquiera de los criterios del artículo 42 del Código de Comercio, deberán presentar el plan 
financiero inicial en el plazo de tres meses desde su constitución como fundaciones 
bancarias.

Posteriormente deberán remitir el plan financiero anualmente, dentro del primer 
cuatrimestre siguiente al cierre del ejercicio social.

Norma octava.  Valoración del plan financiero por el Banco de España.
1. En el plazo de dos meses desde la recepción del plan financiero, el Banco de España 

remitirá un escrito a la fundación en el que se pronunciará sobre la aprobación del plan 
presentado, una vez realizada la valoración prevista en el artículo 44.2 de la Ley 26/2013, 
atendiendo a la posible influencia de la fundación bancaria sobre la gestión sana y prudente 
de la entidad de crédito.
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2. El Banco de España podrá requerir cuanta información considere necesaria para 
efectuar dicha valoración. La falta de pronunciamiento en el plazo establecido implicará la 
aprobación del plan financiero.

A los efectos de valorar la suficiencia de las estimaciones efectuadas por la fundación 
bancaria en relación con las necesidades de recursos propios de la entidad de crédito 
participada, el Banco de España tomará en consideración los datos incluidos en los últimos 
estados de declaración de recursos propios a nivel consolidado de la entidad de crédito y el 
último informe de autoevaluación de capital (IAC) elaborado por esta.

3. En caso de que el Banco de España considere inadecuado el plan financiero o estime 
necesaria su modificación para la aprobación, lo pondrá en conocimiento del patronato de la 
fundación motivando su decisión. Asimismo, el Banco de España podrá requerir de la 
fundación la elaboración de un nuevo plan financiero en aquellos casos en que se hayan 
producido modificaciones sustanciales en las variables que hayan servido de base para su 
preparación.

En estos supuestos, el patronato de la fundación bancaria habrá de remitir al Banco de 
España un nuevo plan financiero en el plazo máximo de dos meses desde la recepción del 
correspondiente escrito de requerimiento.

4. En todo caso, de conformidad con lo establecido en el artículo 44.5 de la Ley 26/2013, 
cuando la fundación bancaria no elabore o no cumpla el plan financiero o, a juicio del Banco 
de España, este resulte insuficiente para garantizar la gestión sana y prudente de la entidad 
de crédito participada y la capacidad de esta de cumplir de forma duradera con las normas 
de ordenación y disciplina que le sean aplicables, el Banco de España requerirá a la 
fundación bancaria la presentación y puesta en marcha de un programa de desinversión en 
la entidad de crédito e impondrá la obligación de no incrementar su participación a niveles 
que le permitan ejercer el control, entendido este en los términos establecidos en el artículo 
42 del Código de Comercio.

Sección segunda. Plan financiero reforzado

Norma novena.  Ámbito de aplicación.
Las fundaciones bancarias a las que se refiere el artículo 44.3 de la Ley 26/2013, 

deberán elaborar y presentar al Banco de España un plan financiero reforzado. En tales 
supuestos, el plan financiero descrito en la sección anterior deberá ir acompañado de:

– Un plan de diversificación de inversiones y de gestión de riesgos.
– La constitución de un fondo de reserva de acuerdo con los criterios establecidos en el 

Real Decreto 877/2015 de desarrollo de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de 
ahorros y fundaciones bancarias, por el que se regula el fondo de reserva que deben 
constituir determinadas fundaciones bancarias; se modifica el Real Decreto 1517/2011, de 
31 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla el texto refundido de la 
Ley de Auditoría de Cuentas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio; 
y se modifica el Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento de desarrollo de la ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión 
colectiva (en adelante el Real Decreto 877/2015).

– Cualquier otra medida que, en cada caso, el Banco de España considere necesaria 
para garantizar la gestión sana y prudente de la entidad de crédito participada y su 
capacidad de cumplir de forma duradera con las normas de ordenación y disciplina que le 
resulten de aplicación.

Norma décima.  Plan de diversificación de inversiones y de gestión de riesgos.
El plan de diversificación de inversiones y de gestión de riesgos al que se refiere la 

norma anterior deberá incluir los compromisos para que la inversión en activos emitidos por 
una misma contraparte, diferentes de aquellos que presenten una elevada liquidez y calidad 
crediticia, respete los siguientes límites:

i. La inversión en activos emitidos por una misma contraparte, distinta de la entidad de 
crédito participada, no podrá superar el 10 % del patrimonio neto total de la fundación.
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ii. La inversión en activos emitidos por sociedades de un mismo sector de actividad, 
distinto del sector bancario, según las definiciones incluidas en la Clasificación Nacional de 
Actividades Económicas, no podrá superar el 40 % del patrimonio neto total de la fundación.

A los efectos de esta norma, se entenderá por activos que presenten una elevada 
liquidez y calidad crediticia los referidos en el apartado 2 de la norma duodécima.

Norma undécima.  Constitución del fondo de reserva.
1. Las fundaciones bancarias a las que se refiere el artículo 2 del Real Decreto 877/2015 

deberán constituir un fondo de reserva en los términos establecidos en él, que permita hacer 
frente a posibles necesidades de recursos propios de la entidad de crédito participada que 
no puedan ser cubiertas con otros recursos y que, a juicio del Banco de España, pudieran 
poner en peligro el cumplimiento de sus obligaciones en materia de solvencia.

2. En todo caso, hasta que el fondo de reserva alcance el importe mínimo objetivo que 
resulte de la aplicación de los criterios establecidos en el artículo 4 del Real Decreto 
877/2015, las fundaciones bancarias deberán destinar al fondo de reserva, al menos, un 50 
% de los importes recibidos de las entidades de crédito participadas en concepto de reparto 
de dividendos en efectivo.

3. Las fundaciones bancarias deberán incluir en el plan financiero anual información 
detallada sobre el cumplimiento de sus obligaciones en relación con la constitución del fondo 
de reserva, identificando con precisión los activos y fondos propios afectos a él.

4. Cuando, considerando los ingresos y compromisos previstos por la fundación, al 
elaborar el plan financiero inicial se haga evidente la imposibilidad de alcanzar el importe 
mínimo objetivo del fondo de reserva en el plazo establecido en el artículo 6 del Real 
Decreto 877/2015, el referido plan deberá incluir necesariamente el programa de 
desinversión al que se refiere la norma decimocuarta.

Norma duodécima.  Composición del fondo de reserva.
1. El fondo de reserva deberá constituirse con fondos propios de la fundación, tales 

como los excedentes positivos del ejercicio, las reservas disponibles y la dotación 
fundacional.

Asimismo, el fondo de reserva deberá invertirse en activos que tengan la consideración 
de instrumentos financieros de elevada liquidez y calidad crediticia, que deberán estar en 
todo momento perfectamente identificados y disponibles para su uso por la fundación. El 
fondo de reserva deberá alcanzar el importe mínimo objetivo calculado según el artículo 4 
del Real Decreto 877/2015, aplicando los criterios establecidos en esta norma.

2. A los efectos de esta circular, tendrán la consideración de instrumentos financieros de 
elevada liquidez y calidad crediticia los citados en los artículos 197 y 198 del Reglamento 
(UE) n.º 575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los 
requisitos prudenciales de las entidades de crédito y las empresas de inversión, y por el que 
se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 [en adelante el Reglamento (UE) 575/2013], 
debiendo entenderse que la letra a) del apartado 1 del artículo 197 incluye todos los 
depósitos de efectivo en entidades de crédito o instrumentos asimilados al efectivo 
mantenidos por la fundación.

3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 del Real Decreto 877/2015, el valor 
de los instrumentos financieros en que se invierta el fondo de reserva deberá ajustarse, en 
función de la liquidez y de la pérdida de valor estimada que pudiera producirse si fuera 
necesaria su venta o permuta con carácter previo a su aportación a la entidad de crédito 
participada, mediante la aplicación de las siguientes reducciones de valor:

Instrumentos de elevada liquidez y calidad crediticia Porcentajes de reducción
Art. 197.1, letras a), b) y g) 0
Art. 197.1, letras c), d), e) y h) 5
Art. 197.1, letra f) y apartados 4 y 5 10
Art. 198.1, letras a) y b) 15
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No obstante, a las participaciones en empresas a las que no afecten las limitaciones 
establecidas en el apartado 5 siguiente, que, directa o indirectamente, superen el 10 % del 
capital de la propia empresa, se les aplicará un porcentaje de reducción del 33 %. Este 
porcentaje se aplicará a cada una de las participaciones que cumplan estos requisitos y que 
formen parte de los instrumentos financieros en que se invierta el fondo de reserva.

4. Los instrumentos financieros en que se invierta el fondo de reserva podrán ser 
propiedad directa de la fundación bancaria o mantenerse en el balance de una entidad 
tenedora, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en el apartado 1 del artículo 5 
del Real Decreto 877/2015.

5. Entre los activos en que se invierta el fondo de reserva no podrán incluirse:
a) Las participaciones directas o indirectas en entidades de crédito.
b) Los activos emitidos por la entidad de crédito participada, con excepción de los 

depósitos.
c) Las participaciones en instituciones de inversión colectiva cuya política de inversión 

establezca inversiones mínimas del 25 % del patrimonio en entidades de crédito.
6. De los activos en los que se invierta el fondo de reserva se deducirá cualquier 

financiación recibida de la entidad de crédito participada o de cualquiera de las empresas 
que compongan su grupo.

Norma decimotercera.  Uso del fondo de reserva.
1. La fundación bancaria deberá hacer uso del fondo de reserva para atender las 

necesidades de solvencia de la entidad de crédito participada que no puedan ser cubiertas 
con otros recursos. Se entenderá que la entidad de crédito participada tiene necesidades de 
solvencia cuando incumpla los requerimientos relativos a fondos propios exigidos por la 
normativa aplicable o cuando haya sufrido una disminución significativa de los recursos 
propios que, a juicio del Banco de España, pudiera poner en peligro el cumplimiento de la 
normativa de solvencia.

2. En los casos en que, por haberse utilizado el fondo de reserva en los términos 
indicados en el apartado anterior, o por haberse incrementado su importe mínimo objetivo, la 
dotación del fondo quede por debajo del aludido importe, la fundación bancaria deberá 
remitir al Banco de España una modificación del plan financiero que, considerando el nuevo 
importe mínimo objetivo del fondo que resulte de la situación de la entidad de crédito 
participada, incluya un nuevo calendario de dotaciones a dicho fondo hasta alcanzar el 
citado importe, calculado con arreglo a lo indicado en el artículo 4 del Real Decreto 
877/2015.

3. La fundación bancaria podrá disponer totalmente del fondo de reserva, desafectando 
los activos que lo constituyen, en aquellos supuestos en que dejen de concurrir las 
circunstancias que, de conformidad con lo establecido en la norma novena, obligan a la 
presentación del plan financiero reforzado.

Asimismo, cuando, una vez constituido en su integridad el fondo de reserva que 
corresponda, su importe mínimo objetivo se reduzca por modificación de las variables que lo 
determinan, la fundación bancaria podrá disponer parcialmente, por el importe de la citada 
reducción y previa comunicación al Banco de España, de los recursos del fondo.

Norma decimocuarta.  Programa de desinversión.
1. La constitución del fondo de reserva al que aluden las normas anteriores no será 

necesaria en aquellos casos en que, en su lugar, se incorpore al plan de diversificación de 
inversiones un programa de desinversión en el que se especifiquen de manera detallada las 
medidas que se han de adoptar e implantar por la fundación bancaria para reducir su 
participación en la entidad de crédito por debajo de los niveles a los que se refiere el artículo 
44.3 de la Ley 26/2013, en el plazo máximo de cinco años. El programa de desinversión 
tendrá carácter reservado.

2. El plan financiero que contemple por primera vez el programa de desinversión deberá 
especificar el calendario de cumplimiento con el plazo máximo establecido en el apartado 
anterior, detallando los hitos parciales de desinversión en dicho período. Los planes 
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financieros siguientes deberán incluir información pormenorizada sobre el cumplimiento 
parcial del programa de desinversión.

3. En caso de cualquier incumplimiento del programa de desinversión, y sin perjuicio de 
lo previsto en el artículo 47 de la Ley 26/2013, las fundaciones bancarias deberán informar 
inmediatamente al Banco de España. Este podrá exigirles la presentación, en el plazo 
máximo de veinte días, de una modificación del plan financiero reforzado que incluya la 
constitución de un fondo de reserva, que deberá dotarse, hasta alcanzar el importe mínimo 
objetivo requerido, en el plazo que restaría para alcanzar el importe mínimo objetivo del 
fondo de reserva, en caso de que la constitución de dicho fondo hubiera sido la decisión 
inicialmente adoptada por la fundación.

Norma decimoquinta.  Otras medidas adicionales.
El Banco de España podrá requerir a las fundaciones bancarias a las que se refiere el 

artículo 44.3 de la Ley 26/2013, la inclusión en el plan financiero de cualquier otra medida 
que considere necesaria para garantizar la gestión sana y prudente de la entidad de crédito 
participada y la capacidad de esta de cumplir de forma duradera con las normas de 
ordenación y disciplina que le sean aplicables.

CAPÍTULO III
Fundaciones que actúen de forma concertada

Norma decimosexta.  Actuación concertada.
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 43.2 de la Ley 26/2013, a los efectos 

señalados en este título, se considerará como una única participación la de todas las 
fundaciones que actúen de forma concertada en una misma entidad de crédito, por lo que 
dichas fundaciones deberán elaborar, de forma conjunta entre ellas, un único protocolo de 
gestión y un único plan financiero. A tal fin, designarán la que haya de asumir los deberes 
que se deriven de las relaciones con el Banco de España contempladas en este título.

2. A los efectos de la presente norma, se entenderá por actuación concertada entre 
distintas fundaciones con participación en una misma entidad de crédito la existencia entre 
ellas de acuerdos o pactos estatutarios o parasociales, ya sean expresos o tácitos, verbales 
o escritos, que, aun permitiendo la emisión ocasional de votos contrapuestos en aspectos 
concretos de la gestión de la entidad participada, supongan la asunción de criterios comunes 
básicos de carácter estratégico sobre su dirección.

3. En los supuestos de actuación concertada, tanto el protocolo de gestión como el plan 
financiero deberán ser aprobados por cada uno de los patronatos de las respectivas 
fundaciones y deberán tener en cuenta las siguientes particularidades:

i) En relación con el protocolo de gestión, el detalle de la gestión individual de la 
participación por cada una de las fundaciones, en especial en lo relativo a la finalidad de la 
participación.

En todo caso, el protocolo incluirá información detallada acerca de los procedimientos 
por los que las fundaciones concertadas adoptarán las decisiones relativas a la gestión 
conjunta de su participación en la entidad de crédito.

ii) En relación con el plan financiero, el importe mínimo objetivo del fondo de reserva se 
calculará de forma global conforme a las reglas establecidas en el artículo 4 del Real 
Decreto 877/2015 como si se tratara de una única fundación, y se repartirán los importes que 
se han de cubrir por cada una de las fundaciones que actúen concertadamente en 
proporción a su participación en la entidad de crédito.

El plan financiero deberá incluir una descripción del modo en que cada una de las 
fundaciones participará en su ejecución, en especial en lo relativo a los medios patrimoniales 
con que cuente cada una de ellas.

iii) En el supuesto contemplado en el apartado 6 de la norma sexta, la desinversión en la 
entidad de crédito participada deberá realizarse en la proporción que hubieran reflejado en el 
plan financiero las fundaciones bancarias afectadas o, en caso de falta de acuerdo entre 
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ellas, en proporción al porcentaje de participación de cada fundación bancaria en la entidad 
de crédito participada.

CAPÍTULO IV
Colaboración con el mecanismo único de supervisión

Norma decimoséptima.  Información periódica.
En caso de que la entidad de crédito participada por una o varias fundaciones bancarias 

tenga la consideración de entidad significativa, a los efectos del Reglamento 1024/2013 del 
Consejo, de 15 de octubre de 2013, que encomienda al Banco Central Europeo tareas 
específicas respecto de políticas relacionadas con la supervisión prudencial de las entidades 
de crédito, el Banco de España deberá poner inmediatamente en conocimiento del equipo 
conjunto de supervisión responsable de la entidad de crédito participada cualquier hecho o 
circunstancia que conozca de la fundación o fundaciones bancarias que pudiera afectar a la 
gestión sana y prudente de la citada entidad de crédito, incluyendo, en particular, la 
valoración del protocolo de gestión, del plan financiero y del grado de cumplimiento del fondo 
de reserva o del programa de desinversión.

Disposición transitoria primera.  Actualización del protocolo de gestión.
Las fundaciones bancarias que estén obligadas a elaborar un protocolo de gestión 

dispondrán de tres meses desde la entrada en vigor de esta circular para adaptar su 
protocolo al contenido mínimo establecido en ella y remitirlo al Banco de España para su 
aprobación.

Disposición transitoria segunda.  Actualización del plan financiero.
Las fundaciones bancarias que estén obligadas a presentar un plan financiero o un plan 

financiero reforzado dispondrán de tres meses desde la entrada en vigor de esta circular 
para actualizar el ya presentado y remitirlo al Banco de España para su aprobación.

Disposición transitoria tercera.  Acreditación del cumplimiento de las restricciones 
establecidas en la disposición transitoria segunda de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de 
cajas de ahorros y fundaciones bancarias.

En el plazo de un mes desde la entrada en vigor de esta circular, las fundaciones 
bancarias deberán acreditar ante el Banco de España el cumplimiento de las restricciones 
establecidas en la disposición transitoria segunda de la Ley 26/2013, para la compatibilidad 
temporal del cargo de patrono de la fundación bancaria y de miembro del órgano de 
gobierno de la entidad de crédito participada.

Disposición final.  Entrada en vigor.
La presente circular entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

MODELO ANEJO 1
INFORME ANUAL DE GOBIERNO CORPORATIVO DE LAS CAJAS DE 
AHORROS QUE NO EMITAN VALORES ADMITIDOS A NEGOCIACIÓN EN 

MERCADOS OFICIALES DE VALORES

DATOS IDENTIFICATIVOS DE LA CAJA

FECHA DEL FIN DEL EJERCICIO DE REFERENCIA  
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CIF

Denominación social:

Domicilio social:

INFORME ANUAL DE GOBIERNO CORPORATIVO DE LAS CAJAS DE 
AHORROS QUE NO EMITAN VALORES ADMITIDOS A NEGOCIACIÓN EN 

MERCADOS OFICIALES DE VALORES

A ESTRUCTURA Y FUNCIONAMIENTO DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO

A.1  Asamblea general.
A.1.1 Identifique a los consejeros generales de la asamblea general e indique el grupo al 

que pertenece cada uno de ellos:

Ver adenda.  
A.1.2 Detalle la composición de la asamblea general en función del grupo al que 

pertenecen los distintos representantes:

Grupo al que pertenecen Número de miembros de la 
asamblea general % sobre el total

Entidades locales   
Impositores   
Personas o entidades fundadoras   
Empleados   
Entidades representativas de intereses colectivos   
Otros   
Total  100%

A.1.3 Detalle las funciones de la asamblea general.
A.1.4 Indique si existe reglamento de la asamblea general. En caso afirmativo, realice 

una descripción de su contenido:

Sí □ No □
A.1.4.bis Identifique a los miembros de la asamblea general e indique el grupo al que 

pertenece cada uno de los consejeros generales:

CONSEJEROS GENERALES

NIF Nombre del consejero general Grupo al que pertenece Fecha de nombramiento
    
    
    

A.1.5 Indique las normas relativas al sistema de elección, nombramiento, aceptación y 
revocación de los consejeros generales.

A.1.6 Indique las normas relativas a la constitución y quórum de asistencia de la 
asamblea general.

A.1.7 Explique el régimen de adopción de acuerdos en la asamblea general.
A.1.8 Explique las reglas relativas a la convocatoria de las reuniones de la asamblea 

general y especifique los supuestos en los que los consejeros generales podrán solicitar la 
convocatoria de la asamblea general.

A.1.9 Indique los datos de asistencia a las asambleas generales celebradas en el 
ejercicio y los del ejercicio anterior:
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Fecha asamblea general Datos de asistencia
% de presencia física % voto a distancia Total

    

A.1.10 Detalle la relación de acuerdos adoptados durante el ejercicio en las asambleas 
generales.

A.1.11 Identifique la información que se facilita a los consejeros generales con motivo de 
las reuniones de la asamblea general. Detalle los sistemas previstos para el acceso a dicha 
información.

A.1.12 Detalle los sistemas internos establecidos para el control del cumplimiento de los 
acuerdos adoptados en la asamblea general.

A.1.13 Indique la dirección y modo de acceso al contenido de gobierno corporativo en su 
página web.

A.2  Consejo de administración.
A.2.1 Complete el siguiente cuadro con los miembros del consejo:

NIF Nombre Cargo en el consejo ¿Independiente?
    

Número total  

Indique los ceses que se hayan producido durante el período en el consejo de 
administración:

NIF Nombre Fecha de baja
   

Identifique, en su caso, a los miembros del consejo que no ostentan la condición de 
consejeros generales:

NIF Nombre
  

A.2.2 Complete el siguiente cuadro con la información relativa al número de mujeres que 
integran el consejo de administración, sus comisiones y la comisión de control, así como el 
carácter de tales consejeras y la evolución de la composición en los últimos cuatro ejercicios:

 Número de consejeras Número de consejeras 
ejecutivas

Ejercicio t Número % Ejercicio t-1 Número % Ejercicio t-2 Número % Ejercicio t-3 Número % Ejercicio t Número %
Consejo de administración      
Comisión de control      
Comisión ejecutiva      
Comité de auditoría      
Comité de riesgos      
Comisión de nombramientos y retribuciones      
Comisión de inversiones      
Comisión de obra social      

A.2.3 Explique las medidas que, en su caso, se hubiesen adoptado para procurar incluir 
en el consejo de administración a un número de mujeres que permita alcanzar una presencia 
equilibrada de mujeres y hombres.

A.2.4 Explique las medidas que, en su caso, hubiese convenido la comisión de 
nombramientos para que, al proveerse nuevas vacantes, los procedimientos de selección no 
adolezcan de sesgos implícitos que obstaculicen la selección de consejeras, y la caja 
busque deliberadamente, entre los consejeros generales, a mujeres que reúnan el perfil 
profesional requerido:
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Explicación de las medidas
 

Cuando, a pesar de las medidas que, en su caso, se hayan adoptado, sea escaso o nulo 
el número de mujeres en el consejo de administración, explique los motivos que lo 
justifiquen:

Explicación de los motivos
 

A.2.5 Detalle brevemente las funciones del consejo de administración, distinguiendo 
entre las propias y las que han sido delegadas por la asamblea general:

Funciones propias  
Funciones delegadas por la asamblea general  

Indique las funciones indelegables del consejo de administración:

Funciones indelegables  

A.2.6 Detalle las funciones asignadas estatutariamente a los miembros del consejo de 
administración.

A.2.7 Indique, en caso de que existan, las facultades que tienen delegadas los miembros 
del consejo y el director general:

NIF Nombre Breve descripción
   

NIF Nombre Breve descripción
   

A.2.8 Indique las normas relativas al sistema de elección, nombramiento, aceptación, 
reelección, cese y revocación de los miembros del consejo. Detalle los órganos 
competentes, los trámites que se han de seguir y los criterios que se deben emplear en cada 
uno de los procedimientos.

A.2.9 ¿Se exigen mayorías reforzadas, distintas de las legales, en algún tipo de 
decisión?

Sí □ No □
En su caso, describa las diferencias:
A.2.10 Detalle los sistemas internos establecidos para el control del cumplimiento de los 

acuerdos adoptados en el consejo.
A.2.11 Indique si existe reglamento del consejo de administración. En caso afirmativo, 

describa su contenido:

Sí □ No □

Ver adenda.  
A.2.12 Explique las reglas relativas a la convocatoria de las reuniones del consejo.
A.2.13 Determine los supuestos en los que los miembros del consejo podrán solicitar la 

convocatoria de las reuniones del consejo.
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A.2.14 Indique el número de reuniones que ha mantenido el consejo de administración 
durante el ejercicio. Asimismo, señale, en su caso, las veces que se ha reunido el consejo 
sin la asistencia de su presidente.

Número de reuniones del consejo  
Número de reuniones del consejo sin la asistencia del presidente  

A.2.15 Identifique la información que se facilita a los miembros del consejo con motivo de 
las reuniones del consejo de administración. Detalle los sistemas previstos para el acceso a 
dicha información.

A.2.16 Identifique al presidente y vicepresidente/s ejecutivos, en su caso, y al director 
general y asimilados:

NIF Nombre Cargo
   

A.2.17 Explique si existen requisitos específicos, distintos de los relativos a los miembros 
del consejo, para ser nombrado presidente del consejo.

Sí □ No □

Descripción de los requisitos
 

A.2.18 Indique si el presidente del consejo tiene voto de calidad.

Sí □ No □

Materias en las que existe voto de calidad
 

A.2.19 Indique si las cuentas anuales individuales y consolidadas que se presentan para 
su formulación al consejo están previamente certificadas:

Sí □ No □
Identifique, en su caso, a la/s persona/s que ha/n certificado las cuentas anuales 

individuales y consolidadas de la entidad, para su formulación por el consejo.

NIF Nombre Cargo
   

A.2.20 Indique si existen mecanismos establecidos por el consejo de administración para 
evitar que las cuentas individuales y consolidadas por él formuladas se presenten en la 
asamblea general con salvedades en el informe de auditoría:

Sí □ No □

Explicación de los mecanismos
 

A.2.21 Indique y explique, si los hubiera, los mecanismos establecidos por la caja para 
preservar la independencia del auditor externo, de los analistas financieros, de los bancos de 
inversión y de las agencias de calificación de riesgo crediticio.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 108  Circular 6/2015, sobre aspectos de los informes de remuneraciones y gobierno corporativo 

– 1491 –



Sí □ No □

Explicación de los mecanismos
 

A.2.22 Indique si la firma de auditoría realiza otros trabajos para la caja y/o su grupo 
distintos de los de auditoría, y en ese caso declare el importe de los honorarios recibidos por 
dichos trabajos y el porcentaje que supone sobre los honorarios facturados a la caja y/o su 
grupo.

Sí □ No □

 Caja Grupo Total
Importe de otros trabajos distintos de los de auditoría (miles de euros)    
Importe de trabajos distintos de los de auditoría/ importe total facturado por la 
firma de auditoría (en %)    

A.2.23 Indique el número de ejercicios que la firma actual de auditoría lleva de forma 
ininterrumpida realizando la auditoría de las cuentas anuales de la caja y/o su grupo. 
Asimismo, indique el porcentaje que representa el número de ejercicios auditados por la 
actual firma de auditoría sobre el número total de ejercicios en los que las cuentas anuales 
han sido auditadas:

 Caja Grupo
Número de ejercicios ininterrumpidos   

 Caja Grupo
Número de ejercicios auditados por la firma actual de auditoría   
Número de ejercicios en que la entidad ha sido auditada (en %)   

A.2.24 ¿Existe comisión ejecutiva? En caso afirmativo, indique sus miembros:

Sí □ No □

COMISIÓN EJECUTIVA

NIF Nombre Cargo
   

A.2.25 Indique, en su caso, las funciones delegadas y estatutarias que desarrolla la 
comisión ejecutiva.

A.2.26 En caso de que exista comisión ejecutiva, explique el grado de delegación y de 
autonomía de la que dispone en el ejercicio de sus funciones, para la adopción de acuerdos 
sobre la administración y la gestión de la entidad.

A.2.27 Indique, en su caso, si la composición de la comisión ejecutiva refleja la del 
consejo.

Sí □ No □

En caso negativo, explique la composición de su comisión ejecutiva
 

A.2.28 ¿Existe comité de auditoría o sus funciones han sido asumidas por la comisión de 
control? En el primer caso, indique sus miembros:
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COMITÉ DE AUDITORÍA

NIF Nombre Cargo
   
   
   

A.2.29 Describa, en su caso, las funciones de apoyo al consejo de administración que 
realiza el comité de auditoría.

A.2.30 ¿Existe comité de riesgos? En su caso, indique sus miembros:

COMITÉ DE RIESGOS

NIF Nombre Cargo
   
   
   

A.2.31 Describa, en su caso, las funciones de apoyo al consejo de administración que 
realiza el comité de riesgos.

A.2.32 Indique los miembros de la comisión de retribuciones y nombramientos:

COMISIÓN DE RETRIBUCIONES Y NOMBRAMIENTOS

NIF Nombre Cargo
   
   

A.2.33 Describa las funciones de apoyo al consejo de administración que realiza la 
comisión de retribuciones y nombramientos.

A.2.34 Indique los miembros de la comisión de inversiones:

COMISIÓN DE INVERSIONES

NIF Nombre Cargo
   
   

A.2.35 Describa las funciones de apoyo al consejo de administración que realiza la 
comisión de inversiones.

A.2.36 Indique, en su caso, la existencia de reglamentos de las comisiones del consejo, 
el lugar en que están disponibles para su consulta y las modificaciones que se hayan 
realizado durante el ejercicio. A su vez, se indicará si de forma voluntaria se ha elaborado 
algún informe anual sobre las actividades de cada comisión.

A.2.37 ¿Existe/n órgano/s específico/s que tiene/n asignada la competencia para decidir 
la toma de participaciones empresariales? En caso afirmativo, indíquelos:

Sí □ No □

Órgano/s que tiene/n asignada la competencia para decidir la toma de participaciones 
empresariales Observaciones

  

A.2.38 En su caso, indique qué exigencias procedimentales o de información están 
previstas para llegar a acuerdos que impliquen la toma de participaciones empresariales.
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A.2.39 Indique el número de reuniones que han mantenido en el ejercicio los siguientes 
órganos:

Número de reuniones de la comisión ejecutiva o delegada  
Número de reuniones de la comisión de retribuciones y nombramientos  
Número de reuniones de la comisión de inversiones  
Número de reuniones del comité de auditoría  
Número de reuniones del comité de riesgos  
Número de reuniones de la comisión de obra social  

A.2.40 Indique, en su caso, los demás órganos delegados o de apoyo creados por la 
caja:

ÓRGANO -------

NIF Nombre Cargo
   

Detalle las normas relativas al sistema de elección, nombramiento, aceptación y 
revocación de cargos de cada uno de los órganos e indique las funciones de estos órganos.

A.2.41 Indique si el consejo de administración ha procedido durante el ejercicio a realizar 
una evaluación de su actividad:

Sí □ No □
En su caso, explique en qué medida la autoevaluación ha dado lugar a cambios 

importantes en su organización interna y sobre los procedimientos aplicables a sus 
actividades:

Descripción de las modificaciones
 

A.2.42 Explique, de forma detallada, los acuerdos entre la caja de ahorros y sus cargos 
de administración y dirección o empleados que dispongan de indemnizaciones cuando estos 
dimitan o sean despedidos de forma improcedente, o si la relación laboral llega a su fin.

A.2.43 Indique los miembros de la comisión de obra social:

COMISIÓN DE OBRA SOCIAL

NIF Nombre Cargo
   
   
   

A.2.44 Describa las funciones que realiza la comisión de obra social.

A.3  Comisión de control.
A.3.1 Complete el siguiente cuadro sobre los miembros de la comisión de control:

COMISIÓN DE CONTROL

NIF Nombre Cargo ¿Independiente?
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Número de miembros  

A.3.2 ¿Ha asumido la comisión de control la función del comité de auditoría?

Sí □ No □
Detalle las funciones de la comisión de control:

Funciones
 

A.3.3 Realice una descripción de las reglas de organización y funcionamiento, así como 
de las responsabilidades que tiene atribuidas la comisión de control.

A.3.4 Detalle el sistema, en su caso, creado para que la comisión de control conozca los 
acuerdos adoptados por los distintos órganos de administración, a fin de poder realizar su 
labor fiscalizadora y de veto.

A.3.5 Indique el número de reuniones que ha mantenido la comisión de control durante el 
ejercicio.

Número de reuniones de la comisión de control  

A.3.6 Identifique la información que se facilita a los comisionados con motivo de las 
reuniones de la comisión de control. Detalle los sistemas previstos para el acceso a dicha 
información.

A.3.7 Explique las normas relativas al sistema de elección, nombramiento, aceptación y 
revocación de los miembros de la comisión de control.

A.3.8 Detalle los sistemas internos establecidos para el control del cumplimiento de los 
acuerdos adoptados por la comisión de control.

A.3.9 Explique las reglas relativas a la convocatoria de las reuniones de la comisión de 
control.

A.3.10 Determine los supuestos en los que los comisionados podrán solicitar la 
convocatoria de las reuniones de la comisión de control para tratar asuntos que estimen 
oportunos.

A.3.11 Explique el régimen de adopción de acuerdos en la comisión de control, 
señalando, al menos, las normas relativas a la constitución y quórum de asistencia.

Adopción de acuerdos
Descripción del acuerdo Quórum Tipo de mayoría

   

B REMUNERACIONES PERCIBIDAS

B.1 Indique de forma agregada la remuneración percibida por los miembros del consejo 
de administración, la comisión de control, la comisión de retribuciones y nombramientos, la 
comisión de inversiones, la comisión de obra social y la comisión ejecutiva:

Remuneración percibida (miles de euros)  

B.2 Indique de forma agregada las remuneraciones percibidas por los miembros de los 
órganos de gobierno y por el personal directivo en representación de la caja en sociedades 
cotizadas o en otras entidades en las que tenga una presencia o representación significativa:

Remuneración percibida (miles de euros)  
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B.3 Indique las remuneraciones percibidas por el personal directivo de la entidad, así 
como por los miembros del consejo de administración y de la comisión de control, por la 
prestación de servicios a la caja o a las entidades por ella controladas:

Remuneración percibida (miles de euros)  

C OPERACIONES DE CRÉDITO, AVAL O GARANTÍA

C.1 Detalle las operaciones de crédito, aval o garantía efectuadas, ya sea directamente, 
indirectamente o a través de entidades dotadas, adscritas o participadas, en favor de los 
miembros del consejo de administración, familiares de primer grado o con empresas o 
entidades que controlen según el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores. Indique las condiciones, incluidas las financieras, de estas operaciones.

Nombre del miembro 
del consejo

CIF de la caja o entidad dotada, 
adscrita o participada

Denominación social de la caja o entidad 
dotada, adscrita o participada

Naturaleza de la 
operación

Importe (miles de 
euros) Condiciones

      

C.2 Detalle las operaciones de crédito, aval o garantía efectuadas, ya sea directamente, 
indirectamente o a través de entidades dotadas, adscritas o participadas, en favor de los 
miembros de la comisión de control, familiares de primer grado o con empresas o entidades 
que controlen según el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores. 
Indique las condiciones, incluidas las financieras, de estas operaciones.

Nombre del 
comisionado

CIF de la caja o entidad dotada, 
adscrita o participada

Denominación social de la caja o entidad 
dotada, adscrita o participada

Naturaleza de la 
operación

Importe (miles de 
euros) Condiciones

      

C.3 Detalle las operaciones de crédito, aval o garantía efectuadas, ya sea directamente, 
indirectamente o a través de entidades dotadas, adscritas o participadas, en favor de los 
grupos políticos que tengan representación en las corporaciones locales y asambleas 
legislativas autonómicas que hayan participado en el proceso electoral de la caja de ahorros.

Nombre de los grupos 
políticos

CIF de la caja o entidad dotada, 
adscrita o participada

Denominación social de la caja o entidad 
dotada, adscrita o participada

Naturaleza de la 
operación

Importe (miles de 
euros) Condiciones

      

C.4 Indique, en su caso, la situación actual de los créditos a grupos políticos que tengan 
representación en las corporaciones locales y asambleas legislativas autonómicas que 
hayan participado en el proceso electoral de la caja de ahorros.

D DETALLE LAS OPERACIONES CREDITICIAS CON INSTITUCIONES U ORGANISMOS PÚBLICOS QUE HAYAN DESIGNADO A CONSEJEROS GENERALES

Institución u organismo público Nombre de los consejeros generales designados Naturaleza de la operación Importe (miles de euros)
    

E OPERACIONES VINCULADAS Y OPERACIONES INTRAGRUPO

E.1 Detalle las operaciones significativas realizadas por la entidad con los miembros del 
consejo de administración:

NIF Nombre Naturaleza de la operación Importe (miles de euros)
    

E.2 Detalle las operaciones significativas realizadas por la entidad con los miembros de 
la comisión de control:
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NIF Nombre Naturaleza de la operación Importe (miles de euros)
    

E.3 Detalle las operaciones significativas realizadas por la entidad con su personal 
directivo:

NIF Nombre Naturaleza de la operación Importe (miles de euros)
    

E.4 Detalle las operaciones significativas realizadas por la entidad con administradores y 
directivos de sociedades y entidades del grupo del que la entidad forma parte:

NIF Nombre CIF de la entidad del grupo Denominación social de la entidad del grupo Naturaleza de la operación Importe (miles de euros)
      

E.5 Detalle las operaciones significativas realizadas con otras sociedades, personas o 
entidades del grupo:

CIF Denominación social de la entidad, sociedad 
o persona del grupo

Breve descripción de la 
operación

Importe (miles de 
euros)

    

E.6 Indique el importe de las operaciones realizadas con otras partes vinculadas:

F CONFLICTOS DE INTERESES

F.1 Indique si los miembros de los órganos de gobierno han comunicado la existencia de 
conflictos de intereses con la función social de la caja.

Sí □ No □

Nombre o denominación social del consejero general, vocal del 
consejo, comisionado de la comisión de control o cuotapartícipes

Descripción de la situación de 
conflicto de interés

  

G ESTRUCTURA DEL NEGOCIO DEL GRUPO

G.1 Describa la estructura del negocio del grupo, concretando el papel que desempeña 
cada una de las entidades en el conjunto de los servicios prestados a los clientes.

Estructura del negocio del grupo
 

Servicios prestados a los clientes

CIF de la entidad del grupo Nombre de la entidad del 
grupo

Papel que desempeña en el conjunto de 
los servicios prestados

   

G.2 Indique la distribución geográfica de la red de oficinas:

Comunidad autónoma Número de sucursales
  

Total  
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G.3 Identifique, en su caso, a los miembros de los órganos rectores que asumen cargos 
de administración o dirección en entidades que formen parte del grupo de la caja:

NIF Nombre del miembro del 
órgano rector

CIF de la entidad del 
grupo

Denominación social de la entidad 
del grupo Cargo

     

H INFORME ANUAL ELABORADO POR LA COMISIÓN DE INVERSIONES DE LA ENTIDAD A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 28 DE LA LEY 26/2013, DE 27 DE DICIEMBRE, 
DE CAJAS DE AHORROS Y FUNDACIONES BANCARIAS

H.1 Complete el siguiente cuadro sobre las adquisiciones o ventas de participaciones 
significativas de sociedades cotizadas efectuadas por la caja de ahorros durante el ejercicio, 
ya sea directamente o a través de entidades de su mismo grupo.

Importe (miles 
de euros)

Inversión o 
desinversión

Fecha de ejecución 
de la operación

Entidad objeto de la 
inversión o 

desinversión
CIF

Participación directa e 
indirecta de la caja tras la 

operación

Fecha de emisión del informe y pronunciamiento de la 
comisión de inversiones sobre la viabilidad financiera y 

adecuación a los presupuestos y planes estratégicos 
de la entidad

       

H.2 Complete el siguiente cuadro sobre las inversiones y desinversiones en proyectos 
empresariales con presencia en la gestión o en sus órganos de gobierno, efectuadas por la 
caja de ahorros durante el ejercicio, ya sea directamente o a través de entidades de su 
mismo grupo.

Importe (miles 
de euros)

Inversión o 
desinversión

Fecha de ejecución 
de la operación

Entidad objeto de la 
inversión o 

desinversión
CIF

Participación directa e 
indirecta de la caja tras la 

operación

Fecha de emisión del informe y pronunciamiento de la 
comisión de inversiones sobre la viabilidad financiera y 

adecuación a los presupuestos y planes estratégicos 
de la entidad

       

H.3 Detalle el número de informes emitidos por la comisión de inversiones durante el 
ejercicio.

Número de informes emitidos  
  

H.4 Indique la fecha de aprobación del informe anual de la comisión de inversiones.

Fecha del informe  
  

I SISTEMAS DE CONTROL DE RIESGO

I.1 Explique el alcance del sistema de gestión de riesgos de la caja.

 

I.2 Identifique los órganos de la caja responsables de la elaboración y ejecución del 
sistema de gestión de riesgos.

 

I.3 Señale los principales riesgos que pueden afectar a la consecución de los objetivos 
de negocio.
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I.4 Identifique si la caja cuenta con un nivel de tolerancia al riesgo.

 

I.5 Indique qué riesgos se han materializado durante el ejercicio.

 

I.6 Explique los planes de respuesta y supervisión para los principales riesgos de la caja.

 

J OTRAS INFORMACIONES DE INTERÉS

Si existe algún aspecto relevante en materia de gobierno corporativo en la entidad o en 
las entidades del grupo y que no se haya recogido en el resto de apartados del presente 
informe, que sea necesario incluir para recoger una información más completa y razonada 
sobre la estructura y prácticas de gobierno en la entidad o su grupo, detállelo brevemente.

Dentro de este apartado también podrá incluirse cualquier otra información, aclaración o 
matiz, relacionados con los anteriores apartados del informe, en la medida en que sean 
relevantes y no reiterativos.

La entidad podrá indicar si se ha adherido voluntariamente a otros códigos de principios 
éticos o de buenas prácticas, internacionales, sectoriales o de otro ámbito. En su caso, 
identificará el código en cuestión y la fecha de adhesión.

_______________________________________________________________________
Este informe anual de gobierno corporativo ha sido aprobado por el consejo de 

administración de la caja, en su sesión de fecha _________.
Indique los miembros del consejo que hayan votado en contra o que se hayan abstenido 

en relación con la aprobación del presente informe.

Abstención/voto contrario NIF del vocal del consejo Nombre del vocal del consejo
   

INSTRUCCIONES PARA LA CUMPLIMENTACIÓN DEL INFORME ANUAL DE 
GOBIERNO CORPORATIVO DE LAS CAJAS DE AHORROS QUE NO EMITAN 
VALORES ADMITIDOS A NEGOCIACIÓN EN MERCADOS OFICIALES DE 

VALORES
A efectos de este informe, los campos que correspondan a NIF o CIF deberán ser 

cumplimentados, pero no serán objeto de difusión pública.
La información solicitada en el modelo, salvo que se indique otra cosa, es a la fecha de 

cierre del ejercicio al que se refiere el informe.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, aunque un miembro del consejo de 

administración, comisionado de la comisión de control o personal directivo no haya 
desarrollado su actividad durante el período completo sujeto a información, la remuneración 
que haya percibido será incluida en el epígrafe correspondiente.

También se tendrán que detallar las operaciones significativas con miembros del consejo 
de administración, comisionados de la comisión de control o personal directivo, aunque no 
tengan tal condición en la fecha de cierre del ejercicio.

Toda la información que haya que facilitar en el informe y no esté bajo el control de la 
caja se facilitará en función del conocimiento que tenga esta, en función de las 
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comunicaciones que se le hayan realizado en cumplimiento de las disposiciones vigentes y 
de la información que conste en los registros públicos.

A los efectos de lo previsto en esta circular, se considerarán:
● Entidades dotadas: Las fundaciones de la propia caja o la dotación de patrimonios sin 

personalidad jurídica, como ocurrirá en los consorcios en los que participe la caja.
● Entidades adscritas: Aquellas entidades respecto de las cuales se haya realizado un 

acto administrativo expreso de adscripción a la caja.
● Entidades participadas: Las entidades dependientes, multigrupo y asociadas, de 

acuerdo con lo establecido en la norma cuadragésima sexta, sección tercera, capítulo 
tercero, título I, de la Circular del Banco de España 4/2004, de 22 de diciembre.

● Entidades locales territoriales:
a) El municipio.
b) La provincia.
c) La isla en los archipiélagos balear y canario.
Gozan, asimismo, de la condición de entidades locales:
a) Las entidades de ámbito territorial inferior al municipal, instituidas o reconocidas por 

las Comunidades Autónomas, conforme al artículo 45 de Ley de Bases del Régimen Local.
b) Las comarcas u otras entidades que agrupen varios municipios instituidas por las 

Comunidades Autónomas de conformidad con la Ley de Bases del Régimen Local y los 
correspondientes estatutos de autonomía.

c) Las áreas metropolitanas.
d) Las mancomunidades de municipios.

A.1 ASAMBLEA GENERAL

A.1.1 Fecha de nombramiento: Se indicará la fecha del primer nombramiento del último 
período ininterrumpido de permanencia del consejero en la asamblea.

A.1.2 Otros: Si existe algún grupo adicional a los indicados que tiene representación en 
la asamblea, identifíquelo en el cuadro.

A.1.9 Porcentaje de presencia física: Se indicará el porcentaje, respecto del total, de 
miembros de la asamblea general que han acudido a la reunión.

Porcentaje de voto a distancia: En caso de que exista la posibilidad de ejercer el voto 
en la asamblea general por medios telemáticos u otros procedimientos para el ejercicio del 
voto a distancia, se indicará el porcentaje, respecto del total, de miembros de la asamblea 
general que han ejercido el voto por estos medios.

A.1.13 Modo de acceso a la página web: Se entenderá la ruta concreta a la página web 
donde esté alojada la información sobre gobierno corporativo y sobre las asambleas 
generales.

A.2 CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN

A.2.2 Número de consejeras ejecutivas: Se indicará el número de mujeres que son 
vocales del consejo de administración de la caja y tienen funciones ejecutivas.

A.2.16 Ejecutivos: Se entenderá por tales quienes poseen funciones ejecutivas o 
directivas en la entidad y, en todo caso, quienes mantengan una relación contractual laboral, 
mercantil o de otra índole con la entidad, distinta de su condición de miembro del consejo, 
siempre que se les haya otorgado poderes amplios y estables en virtud de los cuales 
ejerciten funciones ejecutivas o directivas. Igualmente, se consideran ejecutivos quienes 
posean las mismas funciones o capacidades en algunas de las filiales del grupo.

A.2.19 Se entenderá que las cuentas anuales individuales y consolidadas están 
«certificadas» cuando se presenten al consejo de administración con una declaración 
suscrita bajo su responsabilidad por las personas certificantes declarando que dichas 
cuentas muestran en todos los aspectos significativos la imagen fiel de su situación 
financiero-patrimonial al cierre del ejercicio, así como de los resultados de sus operaciones y 
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de los cambios habidos en su situación financiera durante el ejercicio, y contienen la 
información necesaria y suficiente para su comprensión adecuada, de conformidad con la 
normativa aplicable.

A.2.40 Órgano__: En su caso, se deberán relacionar de forma separada los demás 
órganos delegados o de apoyo creados por la caja.

B REMUNERACIONES PERCIBIDAS

B.1 Remuneraciones percibidas: Computarán, en todo caso, tanto las dietas por 
asistencia a los citados órganos como los sueldos que se perciban por el desempeño de sus 
funciones, las remuneraciones análogas a las anteriores y las obligaciones contraídas en 
materia de pensiones o de pago de primas de seguro de vida.

La remuneración total incluirá también remuneraciones percibidas a través de otras 
personas distintas a las citadas, es decir, cualquier transacción entre la caja y una tercera 
persona cuando el propósito de la transacción sea remunerar o compensar a un miembro del 
consejo de administración o comisionado de la comisión de control por su actuación como tal 
en la caja.

Aunque un miembro del consejo de administración o comisionado de la comisión de 
control no haya desarrollado su actividad durante el período completo sujeto a información, 
la remuneración que haya percibido será incluida en el epígrafe B.1 del informe.

B.2 En este apartado no se incluirán las remuneraciones que hayan sido reintegradas a 
la caja.

Presencia o representación significativa: Se entenderá que la caja tiene una 
presencia o representación significativa en una entidad cuando esta pertenezca a su mismo 
grupo o la caja ostente el 20% o más de su capital.

B.3 La remuneración total incluirá también remuneraciones percibidas a través de otras 
personas distintas a las citadas, es decir, cualquier transacción entre la caja y una tercera 
persona cuando el propósito de la transacción sea remunerar o compensar al personal 
directivo, miembro del consejo de administración o de la comisión de control por la 
prestación de servicios a la caja o a las entidades por ella controladas por la misma.

Ejercicios incompletos: Aunque un directivo, un miembro del consejo de administración o 
de la comisión de control no haya desarrollado su actividad durante el período completo 
sujeto a información, la remuneración que haya percibido será incluida en el epígrafe C.3 del 
informe.

C OPERACIONES DE CRÉDITO, AVAL O GARANTÍA

C.1, C.2, C.3 Condiciones: Se incluirán el tipo de interés, el plazo y otras condiciones 
relevantes.

C.3, C.4 En estos apartados se incluirán las operaciones con grupos políticos que tengan 
representación en las corporaciones locales y asambleas legislativas que hayan designado, 
al menos, a un representante en la asamblea general de la caja de ahorros.

E OPERACIONES VINCULADAS Y OPERACIONES INTRAGRUPO

Tendrán la consideración de significativas las operaciones que la tengan de conformidad 
con la Orden EHA/3050/2004, de 15 de septiembre, sobre la información de las operaciones 
vinculadas que deben suministrar las sociedades emisoras de valores admitidos a 
negociación en mercados secundarios oficiales.

Tendrán la consideración de operaciones intragrupo aquellas operaciones que relacionen 
directa o indirectamente a una entidad con otras del mismo grupo, entendiendo este de 
conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Ley 24/1988, del Mercado de Valores, 
para el cumplimiento de una obligación, sea o no contractual, y tenga o no por objeto un 
pago.

En todo lo no dispuesto en el presente anejo en cuanto a definiciones, criterios y tipo de 
agregación respecto a la información sobre operaciones vinculadas, se aplicará, con carácter 
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supletorio, lo previsto en la Orden EHA/3050/2004, de 15 de septiembre, sobre la 
información de las operaciones vinculadas que deben suministrar las sociedades emisoras 
de valores admitidos a negociación en mercados secundarios oficiales, y en su desarrollo 
normativo.

G ESTRUCTURA DEL NEGOCIO DEL GRUPO

G.3 Se entenderá que ostentan cargos de administración o dirección en una entidad sus 
administradores o miembros de sus órganos colegiados de administración y aquellas 
personas que desarrollen en la entidad, de hecho o de derecho, funciones de alta dirección 
bajo la dependencia directa de su órgano de administración o de comisiones ejecutivas o de 
miembros del consejo ejecutivos o directores generales de ella, incluidos los apoderados que 
no restrinjan el ámbito de su representación a áreas o materias específicas o ajenas a la 
actividad que constituye el objeto de la entidad.

I SISTEMAS DE CONTROL DE RIESGO

I.1 En este apartado se tendrá que explicar cuál de las siguientes opciones refleja el 
alcance de su sistema de gestión de riesgos:

1. El sistema de gestión de riesgos funciona de forma integral, continua, consolidando 
dicha gestión por área o unidad de negocio o actividad, filiales, zonas geográficas y áreas de 
soporte (como, por ejemplo, recursos humanos, marketing o control de gestión) a nivel 
corporativo.

2. El sistema de gestión de riesgos está implantado a nivel corporativo o de grupo, pero 
no en el ámbito de las áreas de negocio o actividad, filiales, zonas geográficas y áreas de 
soporte (como por ejemplo recursos humanos, marketing o control de gestión) a nivel 
corporativo.

3. El sistema de gestión de riesgos existe a nivel de área de negocio o proyectos 
concretos pero no consolida información a nivel corporativo o de grupo.

4. La caja no cuenta con un sistema de gestión de riesgos formalmente definido.
I.4 Se identificará si la caja cuenta con un nivel de tolerancia al riesgo (nivel de riesgo 

aceptable) establecido a nivel corporativo. En su caso, se explicará el proceso de evaluación 
de riesgos establecido (identificación, definición de tolerancias y escalas de valoración), 
indicando en función de qué criterios realiza la evaluación de los principales riesgos y quién 
interviene en ella.

I.5 En este apartado se tendrá que indicar qué riesgos se han materializado durante el 
ejercicio, describiendo de forma clara y concisa las circunstancias que lo han motivado, la 
forma en que han impactado en los resultados de la caja y en su capacidad de generación 
de valor y si han funcionado los sistemas de respuesta/ control establecidos.

J OTRAS INFORMACIONES DE INTERÉS

Si existe algún aspecto relevante en materia de gobierno corporativo en la entidad o en 
las entidades del grupo y que no se haya recogido en el resto de apartados del presente 
informe, que sea necesario incluir para recoger una información más completa y razonada 
sobre la estructura y prácticas de gobierno en la entidad o su grupo, detállelo brevemente.
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MODELO ANEJO 2
INFORME ANUAL SOBRE REMUNERACIONES DE LOS MIEMBROS DEL 
CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN Y DE LA COMISIÓN DE CONTROL DE LAS 
CAJAS DE AHORROS QUE NO EMITAN VALORES ADMITIDOS A 

NEGOCIACIÓN EN MERCADOS OFICIALES DE VALORES

DATOS IDENTIFICATIVOS DE LA CAJA

FECHA DEL FIN DEL EJERCICIO DE REFERENCIA  

CIF

Denominación social:

Domicilio social:

INFORME ANUAL SOBRE REMUNERACIONES DE LOS MIEMBROS DEL 
CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN Y DE LA COMISIÓN DE CONTROL DE LAS 
CAJAS DE AHORROS QUE NO EMITAN VALORES ADMITIDOS A 

NEGOCIACIÓN EN MERCADOS OFICIALES DE VALORES

A POLÍTICA DE REMUNERACIONES DE LA CAJA PARA EL EJERCICIO EN CURSO

A.1 Explique la política de remuneraciones de la caja. Dentro de este epígrafe se incluirá 
información sobre:

– Principios y fundamentos generales de la política de remuneraciones.
– Cambios más significativos realizados en la política de remuneraciones respecto a la 

aplicada durante el ejercicio anterior.
– Criterios utilizados para establecer la política de remuneración de la caja.
– Importancia relativa de los conceptos retributivos variables respecto a los fijos y 

criterios seguidos para determinar los distintos componentes del paquete retributivo de los 
miembros del consejo de administración y comisionados de la comisión de control (mix 
retributivo).

Explique la política de remuneraciones
 

A.2 Información sobre los trabajos preparatorios y el proceso de toma de decisiones que 
se haya seguido para determinar la política de remuneración y el papel desempeñado, en su 
caso, por la comisión de retribuciones y otros órganos de control en la configuración de la 
política de remuneraciones. Esta información incluirá, en su caso, el mandato dado a la 
comisión de retribuciones, su composición y la identidad de los asesores externos cuyos 
servicios se hayan utilizado para definir la política retributiva.

Explique el proceso para determinar la política de remuneraciones
 

A.3 Indique el importe y la naturaleza de los componentes fijos, con desglose, en su 
caso, de las retribuciones por el desempeño de funciones de la alta dirección, de la 
remuneración adicional como presidente o miembro de alguna comisión del consejo, de las 
dietas por participación en el consejo, sus comisiones y la comisión de control u otras 
retribuciones fijas, así como una estimación de la retribución fija anual a la que den origen. 
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Identifique otros beneficios que no sean satisfechos en efectivo y los parámetros 
fundamentales por los que se otorgan.

Explique los componentes fijos de la remuneración
 

A.4 Explique el importe, la naturaleza y las principales características de los 
componentes variables de los sistemas retributivos. En particular:

– Identifique cada uno de los planes retributivos de los que los miembros del consejo de 
administración y comisionados de la comisión de control sean beneficiarios, su alcance, su 
fecha de aprobación, fecha de implantación período de vigencia, así como sus principales 
características.

– Indique cualquier remuneración en concepto de participación en beneficios o primas, y 
la razón por la que se otorgaron.

– Explique los parámetros fundamentales y el fundamento de cualquier sistema de 
primas anules (bonus).

– El fundamento de dichos sistemas de retribución variable o planes, los criterios de 
evaluación del desempeño elegidos, así como los componentes y métodos de evaluación 
para determinar si se han cumplido o no dichos criterios de evaluación y una estimación del 
importe absoluto de las retribuciones variables a las que daría origen el plan retributivo 
vigente, en función del grado de cumplimiento de las hipótesis u objetivos que tome como 
referencia.

– En su caso, se informará sobre los períodos de diferimiento o aplazamiento de pago 
que se hayan establecido.

Explique los componentes variables de los sistemas retributivos
 

A.5 Explique las principales características de los sistemas de ahorros a largo plazo, 
incluyendo jubilación y cualquier otra prestación de supervivencia, financiados parcial o 
totalmente por la caja, ya sean dotados interna o externamente, con una estimación de su 
importe o coste anual equivalente, indicando el tipo de plan, si es de aportación o prestación 
definida, las condiciones de consolidación de los derechos económicos a favor de los 
miembros del consejo de administración y comisionados de la comisión de control, y su 
compatibilidad con cualquier tipo de indemnización por resolución anticipada o terminación 
de la relación contractual entre la caja y el miembro del consejo de administración o 
comisionado de la comisión de control.

Indique también las aportaciones, a favor del miembro del consejo de administración o 
comisionado de la comisión de control, a planes de pensiones de aportación definida; o el 
aumento de derechos consolidados del miembro del consejo de administración o 
comisionado de la comisión de control, cuando se trate de aportaciones a planes de 
prestación definida.

Explique los sistemas de ahorro a largo plazo
 

A.6 Indique cualesquiera indemnizaciones pactadas o pagadas en caso de terminación 
de las funciones como miembro del consejo de administración o comisionado de la comisión 
de control.

Explique las indemnizaciones
 

A.7 Indique las condiciones que deberán respetar los contratos de los miembros del 
consejo de administración o comisionados de la comisión de control que ejerzan funciones 
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de alta dirección. Entre otras, se informará sobre la duración, los límites a las cuantías de 
indemnización, las cláusulas de permanencia, los plazos de preaviso, así como el pago 
como sustitución del citado plazo de preaviso y cualesquiera otras cláusulas relativas a 
primas de contratación e indemnizaciones o blindajes por resolución anticipada o 
terminación de la relación contractual entre la caja y el miembro del consejo de 
administración o comisionado de la comisión de control. Se han de incluir, entre otros, los 
pactos o acuerdos de no concurrencia, exclusividad, permanencia o fidelización y no 
competencia postcontractual.

Explique las condiciones de los contratos de los miembros del consejo de administración o 
comisionados de la comisión de control que ejerzan funciones de alta dirección

 

A.8 Explique cualquier remuneración suplementaria devengada a los miembros del 
consejo de administración o comisionados de la comisión de control, como contraprestación 
por los servicios prestados distintos de los inherentes a su cargo.

Explique las remuneraciones suplementarias
 

A.9 Indique cualquier retribución en forma de anticipos, créditos y garantías concedidos, 
con indicación del tipo de interés, sus características esenciales y los importes 
eventualmente devueltos, así como las obligaciones asumidas por cuenta de ellos a título de 
garantía.

Explique los anticipos, créditos y garantías concedidos
 

A.10 Explique las principales características de las remuneraciones en especie.

Explique las remuneraciones en especie
 

A.11 Indique las remuneraciones devengadas por los miembros del consejo de 
administración o comisionados de la comisión de control, en virtud de los pagos que realice 
la caja a una tercera entidad en la cual presta servicios el miembro del consejo de 
administración o comisionado de la comisión de control, cuando dichos pagos tengan como 
fin remunerar los servicios de este en la sociedad.

Explique las remuneraciones devengadas en virtud de los pagos que realice la caja a una tercera 
entidad

 

A.12 Cualquier otro concepto retributivo distinto de los anteriores, cualesquiera que sean 
su naturaleza o la entidad del grupo que lo satisfaga, especialmente cuando tenga la 
consideración de operación vinculada o su emisión distorsione la imagen fiel de las 
remuneraciones totales devengadas por los miembros del consejo de administración o 
comisionados de la comisión de control.

Explique los otros conceptos retributivos
 

A.13 Explique las acciones adoptadas por la caja en relación con el sistema de 
remuneración para reducir la exposición a riesgos excesivos y ajustarlo a los objetivos, 
valores e intereses a largo plazo de la caja, lo que incluirá, en su caso, una referencia a: 
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medidas previstas para garantizar que en la política de remuneración se atiende a los 
resultados a largo plazo de la caja, medidas que establezcan un equilibrio adecuado entre 
los componentes fijos y variables de la remuneración, medidas adoptadas en relación con 
aquellas categorías de personal cuyas actividades profesionales tengan una repercusión 
material en el perfil de riesgos de la caja, fórmulas o cláusulas de recobro para poder 
reclamar la devolución de los componentes variables de la remuneración basados en los 
resultados cuando tales componentes se hayan pagado atendiendo a unos datos cuya 
inexactitud haya quedado después demostrada de forma manifiesta, y medidas previstas 
para evitar conflictos de intereses, en su caso.

Explique las acciones adoptadas para reducir los riesgos
 

B POLÍTICA DE REMUNERACIONES PREVISTA PARA EJERCICIOS FUTUROS

B.1 Realice una previsión general de la política de remuneraciones para ejercicios 
futuros que describa dicha política con respecto a: componentes fijos y dietas y retribuciones 
de carácter variable, relación entre la remuneración y los resultados, sistemas de previsión, 
condiciones de los contratos de los miembros del consejo de administración y comisionados 
de la comisión de control, con funciones ejecutivas, y previsión de cambios más significativos 
de la política retributiva con respecto a ejercicios precedentes.

Previsión general de la política de remuneraciones
 

B.2 Explique el proceso de toma de decisiones para la configuración de la política de 
remuneraciones prevista para los ejercicios futuros, y el papel desempeñado, en su caso, 
por la comisión de retribuciones.

Explique el proceso de tomas de decisiones para la configuración de la política de remuneraciones
 

B.3 Explique los incentivos creados por la caja en el sistema de remuneración para 
reducir la exposición a riesgos excesivos y ajustarlo a los objetivos, valores e intereses a 
largo plazo de la caja.

Explique los incentivos creados para reducir riesgos
 

C RESUMEN GLOBAL DE CÓMO SE APLICÓ LA POLÍTICA DE RETRIBUCIONES DURANTE EL EJERCICIO CERRADO

C.1 Explique de forma resumida las principales características de la estructura y 
conceptos retributivos de la política de remuneraciones aplicada durante el ejercicio cerrado, 
que da lugar al detalle de las retribuciones individuales devengadas por cada uno de los 
miembros del consejo de administración y comisionados de la comisión de control, que se 
reflejan en la sección D del presente informe, así como un resumen de las decisiones 
tomadas por el consejo y por la comisión de control para la aplicación de dichos conceptos.

Explique la estructura y conceptos retributivos de la política de retribuciones aplicada durante el 
ejercicio

 

D DETALLE DE LAS RETRIBUCIONES INDIVIDUALES DEVENGADAS POR CADA UNO DE LOS MIEMBROS DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN
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D.1 Complete los siguientes cuadros respecto a la remuneración individualizada de cada 
uno de los miembros del consejo de administración (incluyendo la retribución por sus 
funciones ejecutivas) devengada durante el ejercicio.

a) Retribuciones devengadas en la caja objeto del presente informe:
i) Retribución en metálico (en miles de euros)

Nombre/tipología/
período de devengo 

ejercicio t
Sueldo Remuneración 

fija Dietas
Retribución 

variable a corto 
plazo

Retribución 
variable a largo 

plazo

Remuneración por 
pertenencia a 

comisiones del 
consejo

Indemnización Otros 
conceptos

Total 
ejercicio t

Total 
ejercicio t-1

Miembro del 
consejo 1           

Miembro del 
consejo 2           

ii) Sistemas de ahorro a largo plazo

Nombre / período de devengo total en ejercicios Aportación del ejercicio por parte de la caja (miles de euros) Importe de los fondos acumulados (miles de euros)
Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1

Miembro del consejo 1     

iii) Otros beneficios (en miles de euros)

Retribución en forma de anticipos, créditos concedidos
Nombre Tipo de interés de la operación Características esenciales de la operación Importes eventualmente devueltos

Miembro del consejo 1    
Miembro del consejo 2    

Nombre Primas de seguros de vida Garantías constituidas por la caja a favor de los 
miembros del consejo

Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1
Miembro del consejo 1   
Miembro del consejo 2   

b) Retribuciones devengadas por los miembros del consejo de la caja por su 
pertenencia a consejos en otras sociedades del grupo:

i) Retribución en metálico (en miles de euros)

Nombre/ tipología/ 
período de 

devengo ejercicio t
Sueldo Remuneración 

fija Dietas
Retribución 

variable a corto 
plazo

Retribución 
variable a largo 

plazo

Remuneración por 
pertenencia a 

comisiones del 
consejo

Indemnizaciones Otros 
conceptos

Total 
ejercicio t

Total 
ejercicio t-1

Miembro del 
consejo 1           

Miembro del 
consejo 2           

ii) Sistemas de ahorro a largo plazo

Nombre/período de devengo total en ejercicios Aportación del ejercicio por parte de la sociedad (miles de euros) Importe de los fondos acumulados (miles de euros)
Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1

Miembro del consejo 1     

iii) Otros beneficios (en miles de euros)

Nombre Retribución en forma de anticipos, créditos concedidos
Tipo de interés de la operación Características esenciales de la operación Importes eventualmente devueltos

Miembro del consejo 1    
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Nombre Primas de seguros de vida Garantías constituidas por la sociedad a favor de los miembros del consejo
Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1

Miembro del consejo 1     
Miembro del consejo 2     

c) Resumen de las retribuciones (en miles de euros):
Se deberán incluir en el resumen los importes correspondientes a todos los conceptos 

retributivos incluidos en el presente informe que hayan sido devengados por el miembro del 
consejo de administración, en la caja o en su grupo, en miles de euros.

En el caso de los sistemas de ahorro a largo plazo, se incluirán las aportaciones o 
dotaciones realizadas a este tipo de sistemas:

Nombre Total retribución de la caja Total retribución del grupo Total ejercicio t Total ejercicio t-1 Aportación / dotación realizada a sistemas de ahorro 
durante el ejercicio

Miembro del consejo 1      
Miembro del consejo 2      
Total      

D.2 Complete los siguientes cuadros respecto a la remuneración individualizada de cada 
uno de los comisionados de la comisión de control (incluyendo la retribución percibida por el 
ejercicio de funciones ejecutivas) devengada durante el ejercicio.

a) Retribuciones devengadas en la caja objeto del presente informe:
i) Retribución en metálico (en miles de euros)

Nombre/ tipología/ período 
de devengo ejercicio t Sueldo Remuneración fija Dietas Retribución variable 

a corto plazo
Retribución variable 

a largo plazo Indemnización Otros 
conceptos

Total ejercicio 
t

Total ejercicio 
t-1

Comisionado 1          
Comisionado 2          

ii) Sistemas de ahorro a largo plazo

Nombre/ período de devengo total en ejercicios Aportación del ejercicio por parte de la caja (miles de euros) Importe de los fondos acumulados (miles de euros)
Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1

Comisionado de la comisión de control 1     

iii) Otros beneficios (en miles de euros)

Nombre Retribución en forma de anticipos, créditos concedidos
Tipo de interés de la operación Características esenciales de la operación Importes eventualmente devueltos

Comisionado de la comisión de control 1    
Comisionado de la comisión de control 2    

Nombre Primas de seguros de vida Garantías constituidas por la caja a favor de los comisionados de la comisión de control
Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1

Comisionado de la comisión de control 1     
Comisionado de la comisión de control 2     

b) Retribuciones devengadas por los comisionados de la comisión de control de la 
caja por su pertenencia a consejos en otras sociedades del grupo:

i) Retribución en metálico (en miles de de euros)

Nombre/ tipología/ 
período de 

devengo ejercicio t
Sueldo Remuneración 

fija Dietas
Retribución 

variable a corto 
plazo

Retribución 
variable a largo 

plazo

Remuneración por 
pertenencia a 

comisiones del 
consejo

Indemnizaciones Otros 
conceptos

Total 
ejercicio t

Total 
ejercicio t-1

Miembro del 
consejo 1           
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Nombre/ tipología/ 
período de 

devengo ejercicio t
Sueldo Remuneración 

fija Dietas
Retribución 

variable a corto 
plazo

Retribución 
variable a largo 

plazo

Remuneración por 
pertenencia a 

comisiones del 
consejo

Indemnizaciones Otros 
conceptos

Total 
ejercicio t

Total 
ejercicio t-1

Miembro del 
consejo 2           

ii) Sistemas de ahorro a largo plazo

Nombre/ período de devengo total en ejercicios Aportación del ejercicio por parte de la sociedad (miles €) Importe de los fondos acumulados (miles €)
Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1

Comisionado de la comisión de control 1     

iii) Otros beneficios (en miles de euros)

Nombre Retribución en forma de anticipos, créditos concedidos
Tipo de interés de la operación Características esenciales de la operación Importes eventualmente devueltos

Comisionado de la comisión de control 1    

Nombre Primas de seguros de vida Garantías constituidas por la sociedad a favor de los comisionados de la comisión de control
Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1

Comisionado de la comisión de control 1     

c) Resumen de las retribuciones (en miles de euros):
Se deberán incluir en el resumen los importes correspondientes a todos los conceptos 

retributivos incluidos en el presente informe que hayan sido devengadas por el comisionado 
de la comisión de control en la caja o en su grupo, en miles de euros.

Nombre Total retribución de la caja Total retribución del 
grupo Total ejercicio t Total ejercicio t-1 Aportación / dotación realizada a 

sistemas de ahorro durante el ejercicio
Comisionado de la comisión de control 1      
Comisionado de la comisión de control 2      
Total      

D.3 Informe sobre la relación entre la retribución obtenida por los miembros del consejo 
de administración y comisionados de la comisión de control y los resultados u otras medidas 
de rendimiento de la caja, explicando, en su caso, cómo las variaciones en el rendimiento de 
la caja han podido influir en la variación de las remuneraciones de los miembros del consejo 
de administración y comisionados de la comisión de control.

D.4 Informe del resultado de la votación consultiva de la asamblea general al informe 
anual sobre remuneraciones del ejercicio anterior, indicando el número de votos negativos 
que, en su caso, se hayan emitido:

 Número % sobre el total
Votos emitidos   

 Número % sobre emitidos
Votos negativos   
Votos a favor   
Abstenciones   

E OTRAS INFORMACIONES DE INTERÉS

Si existe algún aspecto relevante en materia de remuneración de los miembros del 
consejo de administración o comisionados de la comisión de control que no se haya podido 
recoger en el resto de apartados del presente informe, pero que sea necesario incluir para 
recoger una información más completa y razonada sobre la estructura y prácticas retributivas 
de la caja en relación con sus miembros del consejo de administración o comisionados de la 
comisión de control, detállelo brevemente.
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_______________________________________________________________________
Este informe anual de remuneraciones ha sido aprobado por el consejo de 

administración de la caja, en su sesión de fecha _________.
Indique si ha habido miembros del consejo que hayan votado en contra o que se hayan 

abstenido en relación con la aprobación del presente informe.

Sí □ No □

Nombre o denominación social del miembro del consejo de administración que no ha votado a favor de la 
aprobación del presente informe

Motivos (en contra, abstención, no 
asistencia) Explique los motivos

   

INSTRUCCIONES PARA LA CUMPLIMENTACIÓN DEL INFORME ANUAL SOBRE 
REMUNERACIONES DE LOS MIEMBROS DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN 
Y DE LA COMISIÓN DE CONTROL DE LAS CAJAS DE AHORROS QUE NO 
EMITAN VALORES ADMITIDOS A NEGOCIACIÓN EN MERCADOS OFICIALES 

DE VALORES

Cuestiones generales.  
La información relativa a personas físicas o jurídicas de forma individualizada deberá ser 

cumplimentada mediante los correspondientes NIF, CIF o código similar, cuando proceda, sin 
perjuicio de su consideración como información de carácter no público a los efectos de la 
difusión del informe anual sobre remuneraciones objeto de la presente circular, así como del 
sometimiento, en el caso de las personas físicas, a la normativa de protección de datos de 
carácter personal.

Cuando las métricas para medir objetivos o rendimientos de tipo financiero o de 
valoración de instrumentos no utilicen criterios establecidos en las Normas Internacionales 
de Información Financiera, la caja deberá explicar cómo los mide y cómo se calculan a partir 
de la información financiera auditada.

Aunque un miembro del consejo de administración o comisionado de la comisión de 
control no haya desarrollado su actividad como tal durante el período completo sujeto a 
información, la remuneración que hubiese devengado será incluida en el informe, con 
indicación de las fechas concretas de inicio y finalización del ejercicio de su cargo.

La remuneración de un miembro del consejo de administración o comisionado de la 
comisión de control incluirá también, en su caso, remuneraciones percibidas a través de 
otras personas distintas al miembro del consejo de administración o comisionado de la 
comisión de control, es decir, cualquier transacción entre la entidad y una tercera persona 
cuando el propósito de la transacción sea remunerar o compensar al miembro del consejo de 
administración o comisionado de la comisión de control por su actuación como tal en la caja.

Aspectos concretos.  
A efectos de cumplimentar el informe anual sobre remuneraciones de los miembros del 

consejo de administración o comisionado de la comisión de control, se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones:

Sueldo: Importe de las retribuciones que no sean de carácter variable y que haya 
devengado el miembro del consejo o comisionado de la comisión de control, por sus labores 
ejecutivas.

Remuneración fija: Importe de la compensación en metálico, con una periodicidad de 
pago preestablecida, sea o no consolidable en el tiempo y devengada por el miembro del 
consejo de administración o comisionado de la comisión de control, por su pertenencia al 
consejo o comisión de control, con independencia de la asistencia efectiva del miembro del 
consejo de administración o comisionado de la comisión de control a las reuniones del 
órgano de gobierno.

Dietas: Importe total de las dietas por asistencia a las reuniones del consejo, en su caso, 
de las comisiones delegadas y de la comisión de control.
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Retribución variable a corto plazo: Importe variable ligado al desempeño o a la 
consecución de una serie de objetivos (cuantitativos o cualitativos) individuales o de grupo, 
en un período de devengo igual o inferior a un ejercicio.

A efectos de la presente circular, se entenderá que el miembro del consejo o 
comisionado de la comisión de control ha devengado la retribución variable a corto plazo en 
la fecha de finalización del período de devengo. El período de devengo es el plazo de tiempo 
durante el cual se mide el desempeño del miembro del consejo o comisionado de la 
comisión de control a efectos de determinar su remuneración variable a corto plazo, con 
independencia del modo o plazo estipulados para el pago de dicha remuneración o de si el 
pago queda sometido a diferimiento, retención, cláusulas malus de ajuste ex-post o 
cláusulas de recuperación de las remuneraciones ya satisfechas (clawback).

Retribución variable a largo plazo: Importe variable ligado al desempeño o a la 
consecución de una serie de objetivos (cuantitativos o cualitativos) individuales o de grupo, 
en un período de devengo superior a un ejercicio.

A efectos de la presente circular, se entenderá que el miembro del consejo o 
comisionado de la comisión de control ha devengado la retribución variable a largo plazo en 
la fecha de finalización del período de devengo. El período de devengo es el plazo de tiempo 
durante el cual se mide el desempeño del miembro del consejo o comisionado de la 
comisión de control a efectos de determinar su remuneración variable a largo plazo, con 
independencia del modo o plazo estipulados para el pago de dicha remuneración o de si el 
pago queda sometido a diferimiento, retención, cláusulas malus de ajuste ex-post o 
cláusulas de recuperación de las remuneraciones ya satisfechas (clawback).

Remuneración por pertenencia a comisiones del consejo: Importe de otros 
conceptos distintos a las dietas, de los que sean beneficiarios los miembros del consejo de 
administración por su pertenencia a comisiones delegadas o consultivas del consejo, con 
independencia de la asistencia efectiva del miembro del consejo de administración a las 
reuniones de las referidas comisiones.

Indemnizaciones: Cualquier retribución devengada por el miembro del consejo de 
administración o comisionado de la comisión de control derivada de la extinción de la 
relación que le vincule con la caja.

Otros: Importe total de las restantes retribuciones devengadas en el ejercicio y que no 
hayan sido contempladas en los conceptos previos o en cualquiera de los siguientes 
apartados, incluyendo las remuneraciones en especie.

La remuneración en especie se valorara por el coste para la sociedad de la utilización, 
consumo u obtención de los bienes, derechos o servicios por parte del miembro del consejo 
de administración o comisionado de la comisión de control.

Sistemas de ahorro a largo plazo: Deberá informarse de todos los planes de ahorro a 
largo plazo, incluyendo jubilación y cualquier otra prestación de supervivencia, financiados 
parcial o totalmente por la caja, ya sean dotados interna o externamente.

Aportaciones realizadas durante el ejercicio: Se deberá computar el valor más alto 
entre los siguientes: i) los fondos aportados durante el ejercicio a cualquier vehículo de 
inversión, asegurador o financiero que dé cobertura al plan (independientemente de si el 
beneficiario de las posibles prestaciones es la compañía o el propio administrador), y ii) la 
variación anual en el valor actual actuarial del sistema de ahorro a largo plazo a favor del 
miembro del consejo de administración o comisionado de la comisión de control, ajustada 
proporcionalmente a los ejercicios de servicio efectivamente acreditados en el ejercicio 
respecto de los requeridos para el pago.

Importe de los fondos acumulados: Importe de los fondos acumulados en cualquier 
vehículo de inversión, asegurador o financiero que dé cobertura al sistema 
(independientemente de si el beneficiario de las posibles prestaciones es la caja o el propio 
administrador) y, en todo caso, que no podrá ser inferior al valor actual actuarial de la 
obligación devengada a favor del administrador ajustada proporcionalmente a los ejercicios 
de servicio efectivamente acreditados en el ejercicio respecto de los requeridos para el pago.

Anticipos: Importe del pago o entrega, con anterioridad a la fecha que se hubiera 
establecido para su percepción por parte del miembro del consejo de administración o 
comisionado de la comisión de control, de importes correspondientes a cualesquiera de los 
conceptos retributivos incluidos en el presente informe.
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Créditos concedidos: Créditos o préstamos concedidos por la caja al miembro del 
consejo de administración o comisionado de la comisión de control, en concepto retributivo, 
independientemente de que estos devenguen intereses o no.

Garantías constituidas por la caja a favor de los miembros del consejo de 
administración o comisionado de la comisión de control: Cualquier obligación de 
contenido económico asumida por la caja a favor del miembro del consejo de administración 
o comisionado de la comisión de control, en concepto retributivo.

Sociedades del grupo: A los efectos de esta circular, se estará a la definición de grupo 
de sociedades establecida en el artículo 42 del código de comercio.

A POLÍTICA DE REMUNERACIONES DE LA CAJA PARA EL EJERCICIO EN CURSO

A.9 En este apartado únicamente se incluirá información sobre aquellas operaciones que 
supongan condiciones ajenas a las habituales o a las del mercado.
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§ 109

Orden ECC/2575/2015, de 30 de noviembre, por la que se determina 
el contenido, la estructura y los requisitos de publicación del informe 
anual de gobierno corporativo, y se establecen las obligaciones de 

contabilidad, de las fundaciones bancarias

Ministerio de Economía y Competitividad
«BOE» núm. 290, de 4 de diciembre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-13141

La Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones bancarias, 
modificó profundamente el régimen de las cajas de ahorros y concluyó un proceso llevado a 
cabo en los últimos años por el cual se exigió a determinadas cajas traspasar su actividad 
financiera a una entidad bancaria y mantener únicamente la actividad fundacional, en aras 
de una mayor profesionalización en el ejercicio de sus actividades.

En este marco, la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, tuvo a bien introducir disposiciones 
que reforzasen el gobierno corporativo de las cajas de ahorros y de las fundaciones 
bancarias e incrementasen la transparencia en su funcionamiento.

Hubo dos elementos en los que se vio necesario incidir de manera especial para mejorar 
el funcionamiento de las cajas de ahorros y las fundaciones bancarias: el primero de ellos es 
el gobierno corporativo, a cuyos efectos la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, contiene un 
conjunto de normas que regulan la constitución y el funcionamiento de los órganos de 
gobierno de aquellas entidades, procurando una vuelta al modelo tradicional de las cajas de 
ahorros como entidades de tamaño reducido y vinculadas al territorio de origen. El segundo 
de ellos es la transparencia, para lo cual se exige que las fundaciones bancarias, al igual que 
las cajas de ahorros, elaboren un informe anual en el que se recoja su gobierno corporativo y 
su política de remuneraciones, todo ello bajo el entendimiento de que de esta manera se 
asegura un adecuado funcionamiento de estas entidades, y por extensión, de los mercados 
financieros.

En particular, la creación de las fundaciones bancarias requiere que se dicten las normas 
que regulen su funcionamiento y organización e, igualmente, y este es el objeto de esta 
orden ministerial, que se desarrolle una normativa de gobierno corporativo y de publicación 
de remuneraciones que sea de aplicación a las fundaciones bancarias. De esta manera se 
cumple el mandato previsto en el artículo 48 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, que 
exige a las fundaciones bancarias que hagan público anualmente un informe de gobierno 
corporativo.

Fruto de lo anterior, el artículo 48 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, prescribe el 
contenido que deberá tener el informe de gobierno corporativo de las fundaciones bancarias, 
habilitando al Ministro de Economía y Competitividad a dar formato y concretar su contenido 
y las obligaciones de elaboración y publicación. En todo caso, es importante destacar que 
este artículo hace alusión al «contenido mínimo» que en todo caso tendrá el informe, por lo 
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que no impide que en él se recojan otros aspectos conexos que sin ser mencionados 
expresamente tengan relevancia desde la perspectiva del bueno gobierno corporativo.

Por otro lado, debido a la naturaleza especial de este tipo de entidades, como entidad a 
un tiempo de carácter fundacional y de relevancia financiera, es necesario adaptar la 
normativa de contabilidad para tener en cuenta sus peculiaridades, tal y como exige el 
artículo 46 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, que habilita al Ministro de Economía y 
Competitividad, o al Banco de España con la habilitación expresa del Ministro, para 
desarrollar las normas y modelos a que deberá ajustarse la contabilidad de las fundaciones 
bancarias.

Con el fin de recoger estos mandatos, la orden ministerial se ha estructurado en tres 
capítulos: en el primero se fijan el objeto y el ámbito de aplicación, el segundo contiene las 
normas aplicables al informe anual de gobierno corporativo, y el tercero está dedicado a las 
normas de contabilidad aplicables a las fundaciones bancarias.

Además, esta orden ministerial incluye un anexo en el que se diseña, por medio de 
tablas, el formato en el que deberá ser presentado el informe anual de gobierno corporativo y 
se incluyen unas instrucciones y definiciones que pretenden facilitar y homogeneizar los 
trabajos de elaboración del informe.

En el capítulo I, como hemos señalado, se incluye el objeto y el ámbito de aplicación de 
la orden ministerial, remitiendo a la definición de fundación bancaria prevista en la 
Ley 26/2013, de 27 de diciembre, y recogiendo los mandatos de desarrollo normativo que 
esta norma prevé.

El capítulo II se divide en tres secciones. En la sección primera se introduce el principio 
de transparencia informativa, que obliga a que el informe anual de gobierno corporativo se 
elabore con información íntegra y relevante, para poder obtener una visión adecuada de la 
situación de la fundación bancaria. Además, se atribuye al patronato, en cuanto máximo 
órgano de dirección de la fundación, la responsabilidad última en la elaboración del informe 
anual.

La sección segunda describe con mayor concreción el contenido del informe anual, de 
acuerdo con la estructura prevista en el artículo 48 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre.

En primer lugar habrá de aportarse información relativa a la estructura, composición y 
funcionamiento de los órganos de gobierno de las fundaciones bancarias, lo que afecta 
también al director general, personal directivo y miembros de las comisiones delegadas del 
patronato. La información que se recopile bajo este epígrafe aportará una doble visión, 
estática y dinámica, de la forma en que está organizada y funciona la fundación bancaria.

También se solicita información sobre la política de nombramientos de la fundación 
bancaria, tanto en la propia fundación bancaria como en la entidad bancaria en que participe, 
con el fin de conocer cómo garantiza la fundación bancaria que las personas que integran 
sus órganos de gobierno son las más adecuadas.

Bajo un tercer epígrafe se demanda información sobre la política de inversión de la 
fundación bancaria en la entidad de crédito participada, aspecto de enorme interés para 
conocer el funcionamiento de la fundación bancaria y de la entidad de crédito participada, 
pues clarifica las interrelaciones entre ambas entidades y permite detectar cómo afectan las 
necesidades de la fundación bancaria a la gestión de la entidad de crédito.

Posteriormente, de manera paralela a lo previsto en el punto anterior, se exige 
información sobre la política de inversión de la fundación bancaria en otras entidades.

Otro elemento importante del informe anual de gobierno corporativo lo constituye la 
información sobre remuneraciones, que es regulada de forma extensa también en esta 
segunda sección.

Dado que la política de remuneraciones es un aspecto íntimamente conectado con el 
buen gobierno corporativo de las instituciones, la orden ministerial actúa con un elevado 
nivel de detalle. La información solicitada a este respecto deberá reflejar de manera 
completa los ingresos percibidos por el personal de los órganos de gobierno en el ejercicio 
de sus funciones.

Comprende este epígrafe, además, la información relativa al reembolso de los gastos en 
que hayan incurrido los patronos en el ejercicio de sus funciones. Desde luego, en este caso 
no se puede hablar de una remuneración, pues la función del patrono, tal y como prescribe 
la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, no puede ser remunerada. Pero desde la perspectiva de 
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buen gobierno corporativo resulta importante lograr toda la transparencia posible sobre este 
punto y conocer las magnitudes de estos reembolsos, dada la confusión que en algunas 
ocasiones se ha producido entre los conceptos de remuneración y de gasto reembolsable y 
la posibilidad de que tal confusión redunde en un menoscabo de los estándares de buen 
gobierno corporativo. En esta línea, se debe aclarar que toda mención a remuneraciones de 
los patronos que se haga en la orden ministerial, se refiere a aquellas que puedan percibir 
por la prestación excepcional de servicios distintos a los que les corresponden como 
miembros del patronato.

Asimismo se solicita, por su potencialidad para generar prácticas no deseadas, 
información de las operaciones que la fundación bancaria haya podido celebrar con partes 
que tengan una vinculación especial con ella, y de las situaciones susceptibles de originar 
conflictos de intereses y los mecanismos para resolverlos.

Por último dentro de esta sección, se requiere que se aporte información suficiente 
respecto a la actividad fundacional de la fundación bancaria, que será la que constituya el 
núcleo esencial de sus actuaciones.

La sección tercera regula el procedimiento de presentación del informe de gobierno 
corporativo, indicándose el plazo para ello y las obligaciones de publicidad que le serán 
aplicables, todo ello partiendo del principio de que los informes de gobierno corporativo son 
verdaderamente útiles si gozan de una adecuada difusión que garantice su conocimiento por 
el público.

En cuanto al capítulo III, en él se determina el alcance de la habilitación al Banco de 
España para el desarrollo de las normas y modelos de información financiera de las 
fundaciones bancarias. Estas normas y modelos, además de atender a la imagen fiel de la 
fundación y permitir su comparabilidad, han de ser útiles como instrumento para 
proporcionar información relevante al supervisor de la entidad de crédito en la que la 
fundación participa. Así, al objeto de obtener una imagen fiel y comparable, los modelos de 
los estados financieros de carácter público se presentarán con un formato y una periodicidad 
determinados por el Banco de España y los datos contenidos en dichos modelos deberán 
ser utilizados en las comunicaciones de la entidad. Se tendrá en cuenta también que las 
fundaciones operan en el contexto del mercado interior único, de modo que las normas y 
modelos elaborados por el Banco de España deberán ajustarse a las directrices dictadas por 
la Unión Europea. Por otro lado, con el fin de facilitar la labor de supervisión, la información 
financiera deberá presentarse en estados financieros de carácter público y reservado.

Finalmente, en el anexo se incluye el formato conforme al cual deberá presentarse la 
información relativa al gobierno corporativo de las fundaciones bancarias, optándose por 
replicar el modelo de tablas utilizado en la elaboración de otros informes de gobierno 
corporativo, pues es de fácil cumplimiento, aporta la claridad y uniformidad necesarias, y se 
atiene a una estructura de informe ya conocida por el sector financiero.

Adicionalmente, la disposición final primera modifica la Orden ECC/461/2013, de 20 de 
marzo, por la que se determina el contenido y la estructura del informe anual de gobierno 
corporativo, del informe anual sobre remuneraciones y de otros instrumentos de información 
de las sociedades anónimas cotizadas, de las cajas de ahorros y de otras entidades que 
emitan valores admitidos a negociación en mercados oficiales de valores. Esta modificación 
tiene por objeto habilitar a la Comisión Nacional del Mercado de Valores para que actualice 
el contenido y estructura de estos informes a la reciente Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por 
la que se modifica la Ley de Sociedades de Capital para la mejora del gobierno corporativo y 
el nuevo Código de buen gobierno de las sociedades cotizadas, aprobado por Acuerdo del 
Consejo de dicho organismo el pasado día 18 de febrero.

En su virtud, y de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Las fundaciones bancarias harán público, con carácter anual, un informe de gobierno 

corporativo, cuyo contenido, estructura y requisitos de publicación se ajustarán a lo 
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dispuesto en la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones 
bancarias y en esta orden ministerial.

2. Esta orden tiene por objeto:
a) Determinar el contenido mínimo, la estructura y los requisitos de publicación del 

informe anual de gobierno corporativo de las fundaciones bancarias, en desarrollo de lo 
dispuesto en el artículo 48.1 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre.

b) Desarrollar las normas y modelos a que deberá sujetarse la contabilidad de las 
fundaciones bancarias, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 46 de la 
Ley 26/2013, de 27 de diciembre.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
Esta orden será de aplicación a las fundaciones bancarias previstas en el título II de la 

Ley 26/2013, de 27 de diciembre.

CAPÍTULO II
Informe anual de gobierno corporativo

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 3.  Principio de transparencia informativa.
La información que se incluirá en el informe anual de gobierno corporativo de las 

fundaciones bancarias habrá de ser clara, íntegra y veraz, sin que pueda contener 
información que induzca a error o confusión.

Artículo 4.  Responsabilidad del informe anual de gobierno corporativo.
1. El patronato de la fundación bancaria es el órgano responsable de la elaboración, 

remisión, publicación y del contenido del informe anual de gobierno corporativo.
2. El patronato aprobará y remitirá al protectorado competente el informe anual de 

gobierno corporativo acompañado de la certificación expedida por el secretario con el visto 
bueno del presidente.

Sección 2.ª Contenido y estructura del informe anual de gobierno corporativo

Artículo 5.  Contenido y estructura del informe anual de gobierno corporativo.
1. El informe anual de gobierno corporativo de las fundaciones bancarias tendrá el 

contenido mínimo previsto en esta sección, y se estructurará en los siguientes epígrafes:
a) Estructura, composición y funcionamiento de los órganos de gobierno.
b) Determinación de la política de nombramientos.
c) Política de inversión en la entidad de crédito participada.
d) Otras inversiones: actuaciones y política seguida.
e) Política de remuneraciones y gastos reembolsados.
f) Operaciones vinculadas.
g) Política de conflictos de intereses.
h) Actividad de la obra social desarrollada.
2. La información que debe incluir el informe anual de gobierno corporativo será la 

correspondiente a los hechos acaecidos en el ejercicio económico inmediatamente anterior 
al de su remisión al protectorado.

3. El informe anual de gobierno corporativo se ajustará al formato establecido en el 
anexo de esta orden.
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Artículo 6.  Estructura, composición y funcionamiento de los órganos de gobierno.
El informe anual de gobierno corporativo incluirá un epígrafe titulado «Estructura, 

composición y funcionamiento de los órganos de gobierno», que contendrá, al menos, la 
siguiente información:

1. Datos identificativos de la fundación bancaria y fecha de fin del ejercicio de referencia.
2. Estructura de los órganos de gobierno.
a) Órganos existentes, competencias y funciones que les corresponden, especificando si 

las ejercen o no por delegación y el carácter vinculante o consultivo de sus acuerdos.
b) Enumeración de las competencias que sean indelegables.
c) Existencia o no de reglamentos del patronato y de las comisiones u otros órganos de 

gobierno, así como indicación del lugar en el que, en su caso, están disponibles para su 
consulta. También se indicarán las modificaciones que se realicen sobre los mismos.

3. Composición de los órganos de gobierno.
a) Número de patronos y justificación de su proporcionalidad en relación con el volumen 

de activos de la fundación bancaria.
b) Identificación de los patronos e identificación del grupo al que pertenece cada uno de 

ellos. En el caso de patronos que sean personas jurídicas, se incluirá la identidad de las 
personas físicas que los representen.

c) Identificación de los patronos que estén incursos en el supuesto previsto en la 
disposición transitoria segunda de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre.

d) Justificación detallada y razonada, en relación con cada uno de los patronos, del 
cumplimiento de los requisitos necesarios para pertenecer al grupo correspondiente.

En el caso de los patronos que pertenezcan al grupo previsto en el artículo 39.3.c) de la 
Ley 26/2013, de 27 de diciembre, se identificará la aportación significativa a la que hace 
referencia el último párrafo del apartado 3 de dicho artículo.

e) Identidad del presidente, del director general, del secretario del patronato, con expresa 
mención de su condición o no de patrono y con una descripción detallada y razonada de su 
experiencia profesional a los efectos del desempeño de sus funciones.

f) Composición de las comisiones delegadas y de las demás comisiones y órganos 
delegados o de apoyo del patronato.

4. Funcionamiento.
a) Normas relativas a la constitución de los órganos de gobierno, quórum de asistencia, 

fijación del orden del día, régimen de adopción de acuerdos, información a facilitar a sus 
miembros y sistemas previstos para el acceso de cada uno de ellos a dicha información.

b) Periodicidad de las reuniones y reglas relativas a su convocatoria, junto con la 
referencia a los supuestos en los que sus miembros pueden solicitar la convocatoria de las 
reuniones para tratar asuntos que estimen oportunos. Se indicará el número de reuniones 
que han sido convocadas y celebradas.

c) Sistemas internos establecidos, en su caso, para el control del cumplimiento de los 
acuerdos adoptados por los órganos de gobierno.

Artículo 7.  Determinación de la política de nombramientos.
El informe anual de gobierno corporativo incluirá un epígrafe titulado «Determinación de 

la política de nombramientos» que contendrá al menos la siguiente información:
1. Descripción del procedimiento de nombramiento aplicable al patronato de la fundación 

bancaria y demás órganos de gobierno.
2. Descripción de las medidas y procesos implementados, en su caso, para asegurar que 

las personas designadas en los órganos de gobierno de la fundación bancaria observan los 
requisitos exigidos por la ley para desempeñar sus funciones.

3. Identificación, en su caso, de órganos o comisiones específicas que se hayan creado 
para ejercer las funciones relacionadas con la política de nombramientos.
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Artículo 8.  Política de inversión en la entidad de crédito participada.
El informe anual de gobierno corporativo incluirá un epígrafe titulado «Política de 

inversión en la entidad de crédito participada» que contendrá, al menos, la siguiente 
información:

1. Objetivos de la política de inversión en la entidad de crédito participada y criterios que 
rigen la gestión por parte de la fundación bancaria de su participación en aquella.

2. Información sobre las operaciones de adquisición y transmisión de acciones de la 
entidad de crédito participada y sobre cualquier otra operación que pueda alterar los 
derechos de voto de la fundación bancaria en la entidad de crédito participada.

3. Política mantenida por la fundación bancaria en relación con la distribución de 
resultados por parte de la entidad participada, incluyendo el reparto de dividendos y el 
incremento de recursos propios, y manera en que se ha ejercido el derecho de voto sobre 
estos asuntos.

4. Información, en su caso, sobre la política de acuerdos de la fundación bancaria con 
otros accionistas de la entidad de crédito participada.

Asimismo se informará sobre los acuerdos celebrados con terceros que le obliguen a 
adoptar, mediante el ejercicio concertado de los derechos de voto de que disponga, una 
política común en lo que se refiere a la gestión de la entidad de crédito participada o que 
tengan por objeto influir de manera relevante en ella.

Artículo 9.  Otras inversiones: actuaciones y política seguida.
El informe anual de gobierno corporativo incluirá un epígrafe titulado «Otras inversiones: 

actuaciones y política seguida» que contendrá, al menos, la siguiente información:
1. Política de inversión seguida, la manera en que ha sido aplicada y sus resultados, en 

su caso, en cada una de las sociedades distintas a la entidad de crédito participada, 
especificando si se ha ejercido el derecho de voto en las juntas generales de las sociedades 
y, en ese caso, el sentido en el que se ha ejercido.

2. Órganos que en su caso tengan atribuida la competencia para la adquisición, 
enajenación y otros actos de disposición de participaciones empresariales.

3. Información sobre las operaciones de adquisición y transmisión de acciones de las 
sociedades participadas.

4. Política mantenida por la fundación bancaria en relación con la distribución de 
resultados de las sociedades participadas, incluyendo el reparto de dividendos y el 
incremento de recursos propios, y la manera en que se ha ejercido el derecho de voto sobre 
estos asuntos.

Artículo 10.  Política de remuneraciones y gastos reembolsados.
El informe anual de gobierno corporativo tendrá un epígrafe titulado «Política de 

remuneraciones y gastos reembolsados» que contendrá, al menos, la siguiente información:
1. Información sobre la política de reembolso de los gastos en que incurran los patronos 

en el ejercicio de su función, lo que incluye su participación en las comisiones y órganos 
delegados o apoderados del patronato, así como sobre los gastos efectivos reembolsados, 
conforme a lo establecido en el artículo 11.

2. Información sobre la política de remuneraciones y, en particular, sobre las 
remuneraciones percibidas por los patronos, en su caso, por la prestación de servicios 
distintos de los que les corresponden como miembros del patronato, conforme a lo 
establecido en el artículo 12.

En este supuesto, se deberá informar sobre la fecha, términos y condiciones en que se 
adoptó el acuerdo del protectorado previsto en el artículo 40.4 de la Ley 26/2013, de 27 de 
diciembre, autorizando la remuneración.

3. Remuneraciones percibidas por el director general, el secretario del patronato, así 
como por el personal directivo, conforme a lo establecido en el artículo 12.

4. A los efectos de lo dispuesto en este artículo se incluirá información sobre la 
remuneración otorgada a cualquier persona que haya ostentado las funciones previstas en 
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los apartados anteriores durante el ejercicio económico correspondiente, con independencia 
del hecho de que su mandato hubiese terminado antes de la finalización de dicho ejercicio o 
de la fecha de remisión del informe anual de gobierno corporativo al protectorado. También 
se incluirá información sobre toda remuneración otorgada durante el ejercicio económico 
correspondiente a las personas que ejercieron anteriormente aquellas funciones, incluidas 
las devengadas o satisfechas en materia de pensiones o de pago de primas de seguros de 
vida.

Artículo 11.  Información sobre los gastos reembolsados.
La información sobre gastos reembolsados a que se refiere el artículo 10.1 se 

especificará, al menos, de la siguiente manera:
1. Información sobre la política de reembolso de los gastos a los patronos como 

consecuencia del ejercicio de su cargo, incluidas las reglas y condiciones de reembolso, 
gastos que son considerados reembolsables, medios de pago utilizados para hacer los 
reembolsos, y límites máximos establecidos por la fundación bancaria, así como el 
procedimiento y el órgano competente para aprobarlos.

2. Información sobre la cifra global anual de los gastos reembolsados al patronato y su 
variación con respecto a los tres ejercicios inmediatamente anteriores.

3. La información prevista en el apartado anterior se desglosará en los siguientes 
conceptos:

a) Gastos reembolsables para viajes.
b) Gastos reembolsables para manutención.
c) Gastos reembolsables protocolarios, de conformidad con los usos habituales, sociales 

y de cortesía.

Artículo 12.  Información sobre remuneraciones.
La información sobre remuneraciones a que se refiere el artículo 10.2 y 3 se detallará, al 

menos, de la siguiente manera:
1. Información sobre el procedimiento de determinación y aprobación de la política de 

remuneraciones, con indicación de los órganos intervinientes.
2. Información de la política de remuneraciones para el ejercicio en curso, que 

comprenderá, al menos, la siguiente información:
a) Importe de los componentes fijos y dietas, así como de los conceptos retributivos de 

carácter variable, con los criterios del desempeño elegidos para su diseño y métodos 
previstos para determinar el cumplimiento de los criterios y los períodos de diferimiento o 
aplazamiento de pago que se hayan establecido. Igualmente se señalará el porcentaje que 
los conceptos retributivos variables representan respecto a los fijos, tanto individual como 
globalmente.

Este apartado incluirá, en caso de que existan:
1.º Las retribuciones fijas.
2.º Las dietas de asistencia.
3.º Cualquier remuneración en concepto de participación en beneficios o primas de la 

entidad de crédito participada, y la razón por la que se otorgaron.
4.º Opciones sobre acciones o cualquier otro instrumento referenciado al valor de la 

acción de la entidad bancaria participada.
5.º Parámetros esenciales y fundamento de cualquier sistema de primas anuales o 

bonus, y de otros beneficios no satisfechos en efectivo.
6.º Una estimación del importe absoluto de las retribuciones variables a las que dará 

origen el plan retributivo propuesto en función del grado de cumplimiento de las hipótesis u 
objetivos que tome como referencia.

7.º Las aportaciones a su favor a planes de pensiones de aportación definida o el 
aumento de derechos consolidados cuando se trate de aportaciones a planes de prestación 
definida. En estos casos, se informará además sobre los derechos acumulados.
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8.º Cualesquiera indemnizaciones devengadas o satisfechas en caso de terminación de 
sus mandatos o funciones.

9.º Cualquier retribución en forma de anticipos, créditos y garantías concedidos, con 
indicación del tipo de interés, sus características esenciales y los importes eventualmente 
devueltos, así como las obligaciones conexas a título de garantía.

10. Las remuneraciones en especie.
11. Las remuneraciones que, en su caso, se perciban de la entidad de crédito 

participada, o de la sociedad a través de las cuales la fundación bancaria mantenga directa o 
indirectamente la participación en la entidad de crédito en cuestión, detallándose los 
conceptos en virtud de los cuales se perciben.

12. Cualquier otro concepto retributivo distinto de los anteriores, con independencia de 
su naturaleza o la entidad del grupo que lo satisfaga, especialmente cuando tenga la 
consideración de operación vinculada o su omisión distorsione la imagen fiel de las 
remuneraciones totales devengadas o sea percibido por los patronos.

b) Principales características de los sistemas de previsión con una estimación de su 
importe o coste anual equivalente.

c) Cambios más significativos de la política retributiva respecto a la aplicada durante el 
ejercicio anterior.

d) Información sobre las acciones adoptadas por la fundación bancaria en relación con el 
sistema de remuneración para evitar que se asuman riesgos excesivos y ajustarlo a los 
objetivos, valores e intereses a largo plazo de la fundación.

e) Información suficiente sobre los plazos fijados para la disponibilidad de las acciones 
de la entidad de crédito participada tras la adquisición de su plena propiedad.

3. Política de remuneraciones prevista para los tres ejercicios siguientes. Deberá 
realizarse una previsión general de la política de remuneraciones para los tres ejercicios 
siguientes que describa dicha política con, al menos, este alcance:

a) Información sobre los conceptos retributivos y, en especial, sobre:
1.º Componentes fijos y dietas y retribuciones de carácter variable.
2.º Relación entre la remuneración y los resultados.
3.º Sistemas de previsión.
b) Previsión de los cambios más significativos de la política retributiva con respecto a 

ejercicios precedentes que incluirá información sobre:
1.º Procedimiento de determinación y aprobación de la política de remuneraciones 

prevista para los ejercicios siguientes.
2.º Incentivos creados por la fundación bancaria en el sistema de remuneración para 

reducir la exposición a riesgos excesivos y ajustarlo a los objetivos, valores e intereses a 
largo plazo de la fundación bancaria.

4. Detalle de las retribuciones devengadas durante el ejercicio anterior. Dentro de este 
epígrafe se contendrá, al menos, el desglose individualizado de la remuneración de las 
personas comprendidas en el artículo 10.2 y 3, de acuerdo con lo previsto en el apartado 
2.a) de este artículo.

5. Resumen global de la política de retribuciones del ejercicio anterior.

Artículo 13.  Operaciones vinculadas.
El informe anual de gobierno corporativo incluirá un epígrafe titulado «Operaciones 

vinculadas», que contendrá, al menos, la siguiente información:
1. El órgano competente y el procedimiento para la aprobación de las operaciones 

significativas con partes vinculadas o con entidades intragrupo.
2. Información sobre las operaciones significativas realizadas con partes vinculadas o 

con entidades intragrupo, desglosada en operaciones realizadas por la fundación bancaria 
con:

a) Los patronos de la fundación, sus cónyuges o sus familiares próximos.
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b) Los grupos a los que se refiere el artículo 39.3 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, 
que cuenten con representación en el patronato.

c) Los miembros de las comisiones delegadas y los órganos delegados o apoderados del 
patronato.

d) El director general, el secretario general, los titulares de cualquier otro órgano directivo 
o administrativo y el personal directivo de la fundación bancaria.

e) La entidad de crédito participada o los miembros del consejo de administración de 
aquella.

f) Las entidades o sociedades que formen parte del mismo grupo que la fundación 
bancaria o los miembros de los órganos de administración, dirección o patronatos de 
aquellas.

g) Las entidades o sociedades distintas de las previstas en el párrafo anterior que formen 
parte del grupo al que pertenece la entidad bancaria participada por la fundación, o los 
miembros de sus órganos de administración, dirección o patronatos.

h) Otras partes vinculadas.
3. Información sobre las operaciones significativas realizadas con partes vinculadas o 

con entidades intragrupo, desglosada en operaciones realizadas por los patronos de la 
fundación, sus cónyuges o sus familiares próximos con:

a) La entidad de crédito participada o los miembros del consejo de administración de 
aquella.

b) Las entidades o sociedades que formen parte del mismo grupo que la fundación 
bancaria o los miembros de los órganos de administración, dirección o patronatos de 
aquellas.

c) Las entidades o sociedades distintas de las previstas en el párrafo anterior que formen 
parte del grupo al que pertenece la entidad bancaria participada por la fundación, o los 
miembros de sus órganos de administración, dirección o patronatos.

d) Otras partes vinculadas.
4. La información prevista en los apartados anteriores versará, al menos, sobre los 

siguientes elementos:
a) El tipo y la naturaleza de las operaciones efectuadas.
b) Las partes que han intervenido en la operación vinculada.
c) Su cuantificación.
d) Las condiciones y plazos de pago.
e) Las garantías otorgadas y recibidas y las partes vinculadas que, en su caso, hubiesen 

intervenido en ellas.
f) Cualquier otro aspecto relevante de las operaciones que permita una adecuada 

interpretación de la operación efectuada.
La información podrá presentarse de forma agregada en el caso de que afecte a partidas 

de contenido similar.
5. La información distinguirá, por un lado, las operaciones realizadas desde el inicio del 

ejercicio económico hasta la fecha de cierre del período al que se refiere el informe a 
presentar por la fundación bancaria y, por otro lado, las realizadas con anterioridad al inicio 
del ejercicio económico aún no extinguidas.

6. En todo caso, se informará de cualquier operación intragrupo realizada con 
sociedades establecidas en países o territorios que tengan la consideración de paraíso 
fiscal.

Artículo 14.  Política de conflictos de intereses.
El informe anual de gobierno corporativo tendrá un epígrafe titulado «Política de 

conflictos de intereses» que contendrá, al menos, la siguiente información:
1. Conflictos de intereses que hayan afectado a la fundación bancaria y a las siguientes 

personas:
a) Los patronos, sus cónyuges o sus familiares próximos.
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b) Cualesquiera sociedades o entidades en las que el patrono ostente directa o 
indirectamente una participación social significativa, y las sociedades o entidades en las que 
el patrono ejerza personalmente o mediante representación un cargo de administración o de 
dirección o de las que perciba remuneraciones por cualquier causa.

c) Las entidades o personas pertenecientes a alguno de los grupos previstos en el 
artículo 39.3 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, que cuenten con representación en el 
patronato.

d) El director general, el secretario y los directivos de la fundación bancaria.
e) Los miembros de las comisiones delegadas y los órganos delegados o apoderados 

del patrono.
2. Procedimientos para detectar y resolver los posibles conflictos de intereses que 

puedan afectar a la fundación bancaria o su grupo, y las personas y entidades previstas en 
el apartado anterior.

3. Procedimientos de decisión especiales establecidos, en su caso, para la concertación 
de operaciones entre los patronos, sus cónyuges o sus familiares próximos, el director 
general, el secretario o el personal directivo de la fundación bancaria, y la entidad de crédito 
participada.

4. Procedimientos y órganos establecidos, en su caso, por la fundación bancaria para 
detectar y resolver los posibles conflictos de intereses con la entidad de crédito participada.

Artículo 15.  Actividad de la obra social desarrollada.
El informe anual de gobierno corporativo tendrá un epígrafe titulado «Actividad de la obra 

social desarrollada» que contendrá, al menos, la siguiente información:
1. Un resumen del plan de actuación correspondiente al ejercicio al que se refiere el 

informe anual de gobierno corporativo, así como al ejercicio anterior, indicando, al menos, el 
presupuesto asignado y su liquidación por programas, y la procedencia de los recursos 
disponibles. Se informará igualmente sobre los posibles desfases de la ejecución del 
presupuesto en cada programa específico desarrollado.

2. Información sobre la existencia, en su caso, de una comisión delegada con 
competencias específicas relacionadas con la obra social y las actividades conexas, su 
composición, las competencias atribuidas y la forma de designación de sus miembros.

3. En el supuesto de que la fundación bancaria desarrolle actividades económicas cuyo 
objeto esté relacionado con su actividad principal o sean complementarias o accesorias de 
esta, un resumen de estas actividades económicas.

Sección 3.ª Requisitos de remisión y publicación

Artículo 16.  Obligaciones de remisión del informe anual de gobierno corporativo.
1. El patronato remitirá el informe anual de gobierno corporativo al protectorado 

competente por vía telemática a través del sistema que este determine.
2. El plazo máximo para remitir el informe anual de gobierno corporativo al protectorado 

será de cuatro meses desde la finalización del ejercicio económico.

Artículo 17.  Obligaciones de publicación del informe anual de gobierno corporativo.
1. Los informes de gobierno corporativo serán objeto de publicación en la página web de 

la fundación bancaria.
La publicación se realizará en un lugar de la página visible, de fácil acceso y claramente 

señalizado. La publicación deberá mantenerse en la página durante un plazo no inferior a 
cinco años.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la fundación bancaria adoptará 
las medidas necesarias para garantizar que el informe de gobierno corporativo sea accesible 
al público, quien podrá consultarlo durante un plazo no inferior a cinco años.

3. La publicación se realizará de manera inmediata, y en todo caso en un plazo no 
superior a diez días a la remisión al protectorado.
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En el caso de que se produzca subsanación de deficiencias, será publicado el nuevo 
informe con un resumen de las correcciones efectuadas.

CAPÍTULO III
Normas y modelos de información financiera aplicables a las fundaciones 

bancarias

Artículo 18.  Normas y modelos de información financiera.
1. Las normas y modelos de la información financiera de las fundaciones bancarias a 

que se refiere el artículo 46.3 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, se ajustarán a lo 
dispuesto en este capítulo.

2. Las fundaciones bancarias aplicarán las normas de adaptación del Plan General de 
Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos con las particularidades que determine el 
Banco de España.

Artículo 19.  Información financiera.
La información financiera a que se refiere el artículo anterior podrá ser:
a) De carácter público, como información a terceros de la imagen fiel del patrimonio, de 

la situación financiera y de las variaciones originadas en el patrimonio neto durante el 
ejercicio, así como de la actividad desarrollada, de conformidad con las disposiciones 
legales.

b) De carácter reservado, como información al Banco de España, con objeto de que este 
pueda cumplir sus funciones recogidas en el artículo 46 de la Ley 26/2013, de 27 de 
diciembre, y en la normativa de solvencia y de elaboración de estadísticas de carácter 
monetario, financiero o económico.

Artículo 20.  Fijación de las obligaciones contables.
1. Las normas y modelos de la información financiera de las fundaciones bancarias 

dispondrán lo siguiente:
a) La forma, frecuencia y plazo de la publicación de los estados de carácter público.
b) La forma, frecuencia y plazo de rendición de los estados reservados, sin perjuicio de 

que pueda requerir individualmente a las entidades cuanta información adicional precise en 
el cumplimiento de sus funciones.

c) Las correlaciones entre los estados públicos y los reservados.
2. En el desarrollo de las normas y modelos de la información financiera de las 

fundaciones bancarias se aplicarán criterios de publicidad homogéneos para todas las 
fundaciones bancarias.

3. Las normas y modelos de la información financiera de las fundaciones bancarias se 
basarán en los principios y normas de contabilidad generalmente aceptados para las 
fundaciones y para las entidades de crédito.

4. Para el establecimiento y modificación de las señaladas normas y modelos, con la 
excepción de los estados contables reservados, será preceptivo el informe previo del 
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.

Artículo 21.  Modelos de los estados financieros de carácter público.
1. Los modelos de los estados financieros de carácter público serán de uso obligatorio 

por las fundaciones bancarias en sus cuentas anuales.
2. Los datos publicados por las entidades en sus memorias, revistas, folletos, boletines o 

anuncios, sea cual sea el medio de comunicación utilizado, deberán corresponderse con los 
que se contienen en los estados públicos y reservados.
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Disposición adicional primera.  Ámbito temporal del informe anual de gobierno corporativo.
El informe anual de gobierno corporativo que deberán presentar las fundaciones 

bancarias respecto al ejercicio económico en el que se hayan creado, transformado o 
extinguido se referirá al período de tiempo durante el cual ostenten su condición de 
fundación bancaria.

Disposición adicional segunda.  Informe de gobierno corporativo correspondiente al 
ejercicio 2014.

Las fundaciones bancarias constituidas en 2014 deberán aprobar y remitir un informe de 
gobierno corporativo respecto a la actividad que hubieran desarrollado durante el ejercicio 
del año 2014 antes del 31 de diciembre de 2015.

Disposición final primera.  Modificación de la Orden ECC/461/2013, de 20 de marzo, por la 
que se determinan el contenido y la estructura del informe anual de gobierno corporativo, del 
informe anual sobre remuneraciones y de otros instrumentos de información de las 
sociedades anónimas cotizadas, de las cajas de ahorros y de otras entidades que emitan 
valores admitidos a negociación en mercados oficiales de valores.

La disposición final segunda de la Orden ECC/461/2013, de 20 de marzo, por la que se 
determinan el contenido y la estructura del informe anual de gobierno corporativo, del 
informe anual sobre remuneraciones y de otros instrumentos de información de las 
sociedades anónimas cotizadas, de las cajas de ahorros y de otras entidades que emitan 
valores admitidos a negociación en mercados oficiales de valores, queda redactada como 
sigue:

«Disposición final segunda.  Habilitación a la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores.

La Comisión Nacional del Mercado de Valores queda habilitada para detallar 
mediante Circular el contenido y estructura de los informes de gobierno corporativo y 
de remuneraciones de conformidad con lo previsto en el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2012, de 2 de 
julio, y en esta orden ministerial, a cuyos efectos podrá establecer modelos o 
impresos con arreglo a los cuales las diferentes entidades deberán hacer públicos los 
mismos.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
Esta orden se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.6.ª, 11.ª y 13.ª de la 

Constitución Española que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre legislación 
mercantil; las bases de la ordenación de crédito, banca y seguros; y las bases y coordinación 
de la planificación general de la actividad económica, respectivamente.

Disposición final tercera.  Habilitación normativa.
Se habilita al Banco de España para desarrollar mediante circular las normas y modelos 

de la información financiera aplicables a las fundaciones bancarias a que se refiere el 
artículo 46.3 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, en los términos previstos en el capítulo 
III de esta orden.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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ANEXO
Modelo de Informe Anual de Gobierno Corporativo de las Fundaciones 

Bancarias

INFORME ANUAL DE GOBIERNO CORPORATIVO DE LAS FUNDACIONES BANCARIAS
A. ESTRUCTURA, COMPOSICIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LOS ÓRGANOS DE 

GOBIERNO.
A.1 Órganos existentes y competencias.
A.1.1 Indique los órganos existentes en la fundación bancaria y su origen legal o 

estatutario:

Órgano Origen legal/estatutario

A.1.2. Describa las competencias y funciones de los distintos órganos de la fundación 
bancaria que sean indelegables y las competencias y funciones delegadas en favor de otras 
personas u órganos así como los apoderamientos. Complete los siguientes cuadros:
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Competencia o función indelegable
Órgano Competencia o función indelegable

Competencia o función delegable
Órgano Competencia o función delegable Persona u órgano en que se delega

A.2 Estructura, composición y funcionamiento del patronato.
A.2.1 Indique si el patronato está dotado de un reglamento e informe sobre sus 

modificaciones:

Reglamento (SÍ/NO, fecha
de aprobación)

Modificación (SÍ/NO, fecha
de la modificación)

Lugar en que está disponible
para su consulta

A.2.2 Indique el número de patronos y justifique su proporcionalidad en relación con el 
volumen de activos:

Número total de patronos
Volumen de activos de la fundación
Proporción número de patronos/Volumen de activos

Justificación de la proporcionalidad en relación con el volumen de activos

A.2.3 Identifique a los patronos y determine el grupo al que pertenecen:

Identidad de los patronos
Nombre del patrono NIF o CIF Persona física que, en su caso, lo representa Fecha del nombramiento

Composición del patronato en función del grupo al 
que pertenecen los patronos

Número de patronos % sobre el total
Fundadores.
Entidades representativas de intereses colectivos.
Personas que hayan aportado recursos de manera 
significativa.
Personas independientes de reconocido prestigio.
Personas con conocimientos y experiencia 
específicos en materia financiera.

A.2.4 Justifique la pertenencia de cada uno de los patronos al grupo correspondiente:

Justificación de la pertenencia
Nombre o denominación

del patrono Grupo al que pertenece Justificación de su pertenencia al grupo

A.2.5 Indique los ceses que se hayan producido durante el periodo en el patronato:

Nombre Fecha de baja Motivo del cese
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A.2.6 Indique el número de patronos representantes de administraciones públicas y 
entidades y corporaciones de derecho público expresado en términos absolutos y como 
porcentaje sobre el total de patronos:

Patronos representantes de administraciones públicas y entidades y corporaciones de derecho 
público

Número.
% sobre el total.

A.2.7 Incluya una relación de los patronos que incurran en el supuesto previsto en la 
disposición transitoria segunda de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre:

Nombres de 
los patronos

Entidad bancaria en 
la que desempeñan 

su cargo

Cargo desempeñado 
en la entidad 

bancaria

Fecha en la que se estima que dejará de 
incurrirse en lo dispuesto en la 

disposición transitoria segunda de la Ley 
26/2013, de 27 de diciembre

A.2.8 Indique la identidad del presidente, del vicepresidente, en su caso, del director 
general y del secretario del patronato, y, en su caso, del vicesecretario, junto con una 
descripción detallada y razonada, de su experiencia profesional a los efectos del desempeño 
de sus funciones:

Existencia: SÍ/NO 
(marque con x) Nombre NIF o 

CIF

Descripción de su 
experiencia 
profesional

Fechade 
aceptación del 

cargoSÍ NO
Presidente.
Vicepresidente.
Director general.
Secretario.
Vicesecretario.

A.2.9 Indique si el secretario ostenta la condición de patrono o no:

Secretario
SÍ ostenta la condición de patrono NO ostenta la condición de patrono

A.2.10 Complete la siguiente información reflejando las normas relativas al 
funcionamiento del patronato:

Reglas de funcionamiento
Constitución del patronato.
Quórum de asistencia.
Fijación del orden del día.
Régimen de adopción de acuerdos.
Información a facilitar a los patronos.
Sistemas de acceso a la información por parte de los patronos.

A.2.11 Informe sobre la periodicidad y reglas de convocatoria de las reuniones del 
patronato, así como sobre los supuestos en que los patronos pueden solicitar su 
convocatoria mediante la siguiente tabla:

Reglas relativas a la periodicidad y convocatoria de las reuniones
Periodicidad.
Convocatoria.
Derecho de los patronos a solicitar la convocatoria de las reuniones.
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A.2.12 Indique el número de reuniones que han sido convocadas:

Reuniones convocadas

A.2.13 En su caso, informe sobre los sistemas internos de control del cumplimiento de 
acuerdos del patronato:

Sistemas internos de control del cumplimiento de acuerdos

A.3 Estructura, composición y funcionamiento de otros órganos y comisiones.

OTROS ÓRGANOS O COMISIONES
Indique, solo en el caso de que formen parte de la estructura organizativa de la 

fundación bancaria, los demás órganos de gobierno o apoyo al patronato y su composición:

[nombre del órgano o de la comisión]
A.3.1 Nombre de la comisión u órgano:
A.3.2 Indique si está dotada de un reglamento e informe sobre sus modificaciones:

Reglamento (SÍ/NO, fecha de 
aprobación)

Modificación (SÍ/NO, fecha de la 
modificación)

Lugar en que está disponible para 
su consulta

A.3.3 Identifique a sus miembros:

Nombre Cargo que ostenta dentro de 
la comisión

Cargo que ostenta en otros órganos de 
la fundación bancaria

Grupo al que 
representa

A.3.4 Indique, en su caso, si su composición refleja la participación en el patronato de los 
diferentes miembros en función del grupo al que representan:

Explicación de su composición

En caso negativo, explique sus reglas de composición:

Reglas de composición

A.3.5 Describa las competencias y funciones que le corresponden, especificando si las 
ejerce o no por delegación, e indique el carácter vinculante o consultivo de sus acuerdos:

Competencias y funciones propias Competencias y funciones por delegación

Carácter de sus acuerdos
Vinculantes
Consultivos
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A.3.6 Complete la siguiente información reflejando las normas relativas a su 
funcionamiento

Reglas de funcionamiento
Constitución del órgano.
Quórum de asistencia.
Fijación del orden del día.
Régimen de adopción de acuerdos.
Información a facilitar a los miembros.
Sistemas de acceso a la información por parte de los miembros.

A.3.7 Informe sobre la periodicidad y reglas de convocatoria de sus reuniones, así como 
sobre los supuestos en que los miembros pueden solicitar su convocatoria mediante la 
siguiente tabla:

Reglas relativas a la periodicidad y convocatoria de las reuniones
Periodicidad.
Convocatoria.
Derecho de los miembros a solicitar la convocatoria de las reuniones.

A.3.8 Indique el número de reuniones que han sido convocadas, y de entre ellas, el 
número que lo han sido a solicitud de uno o varios de sus miembros:

Total A solicitud de uno o varios miembros
Reuniones convocadas.

A.3.9 En su caso, información sobre los sistemas internos de control del cumplimiento de 
acuerdos:

Sistemas internos de control del cumplimiento de acuerdos

B. DETERMINACIÓN DE LA POLÍTICA DE NOMBRAMIENTOS.
B.1 Explique la política de nombramientos aplicable a los órganos de gobierno de la 

fundación bancaria:

Política de nombramientos de la fundación bancaria

B.2 Explique las medidas y procesos implementados para asegurar que las personas 
designadas en los órganos de gobierno de la fundación bancaria observan los requisitos 
exigidos por la ley para desempeñar sus funciones:

Medidas y procesos implementados para asegurar que los miembros de los órganos de gobierno 
cumplen los requisitos exigidos por la ley y desempeñan sus funciones en el mejor interés de la 

fundación bancaria

B.3 Identificación, en su caso, de órganos o comisiones específicas que se hayan creado 
para ejercer las funciones relacionadas con la política de nombramientos:

Órganos Funciones

C. POLÍTICA DE INVERSIÓN EN LA ENTIDAD DE CRÉDITO PARTICIPADA
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C.1 Explique resumidamente cuáles son los objetivos de la política de inversión en la 
entidad de crédito participada y los criterios que rigen la gestión por parte de la fundación 
bancaria de su participación en aquella:

Política de inversión en la entidad de crédito participada

C.2 Indique las operaciones de adquisición y transmisión de acciones de la entidad de 
crédito participada que haya realizado la fundación bancaria o cualquier otra operación 
realizada que haya alterado los derechos de voto de la fundación bancaria en la entidad de 
crédito participada:

Operación realizada Modo en que se han alterado los derechos de voto

C.3 Explique la política mantenida por la fundación bancaria en relación con la 
distribución de resultados por parte de la entidad participada, incluyendo el reparto de 
dividendos y el incremento de recursos propios, y la manera en que se ha ejercido el 
derecho de voto sobre estos asuntos:

Entidad 
participada

Política mantenida en relación con la distribución de resultados y forma en que se ha ejercido 
el derecho de voto.
Política mantenida sobre reparto de dividendos, resultados y forma en que se ha ejercido el 
derecho de voto.
Política mantenida sobre incremento de recursos propios, resultados y forma en que se ha 
ejercido el derecho de voto.

C.4 Explique la política de acuerdos de la fundación bancaria con otros accionistas de la 
entidad de crédito participada.

Política de acuerdos de la fundación bancaria con otros accionistas de la entidad de crédito 
participada

C.5 Explique los acuerdos celebrados con terceros que le obliguen a adoptar, mediante 
el ejercicio concertado de los derechos de voto de que disponga, una política común 
duradera en lo que se refiere a la gestión de la entidad de crédito participada o que tenga por 
objeto influir de manera relevante en ella:

Acuerdo 
adoptado

Entidad con quien se firma
el acuerdo

Contenido del acuerdo con mención al ejercicio 
concertado del derecho de voto

D. OTRAS INVERSIONES: ACTUACIONES Y POLITICA SEGUIDA
D.1 Explique cuál es la política de inversión seguida, la manera en que ha sido aplicada 

y sus resultados en cada una de las sociedades distintas a la entidad de crédito participada, 
especificando además si se ha ejercido el derecho de voto en las juntas generales de las 
sociedades y, en ese caso, el sentido en el que se ha ejercido:

Política de inversión Ejercicio y sentido
del derecho de voto

Explicación
del comportamiento

[Nombre de la sociedad 1].
[Nombre de la sociedad 2].
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D.2 Explique cuáles son los órganos que en su caso tienen atribuida la competencia para 
decidir la adquisición, enajenación y otros actos de disposición de participaciones 
empresariales:

Órganos con competencia para decidir sobre las participaciones empresariales

D.3 Explique las operaciones de adquisición y transmisión de acciones de las 
sociedades participadas:

Operación realizada

D.4 Explique la política mantenida por la fundación bancaria en relación con la 
distribución de resultados de las sociedades participadas, incluyendo el reparto de 
dividendos y el incremento de recursos propios, y la manera en que se ha ejercido, en su 
caso, el derecho de voto sobre estos asuntos:

Política de distribución de resultados Ejercicio del derecho de voto
Sociedad 1
Sociedad 2

E. POLITICA DE REMUNERACIONES Y GASTOS REEMBOLSADOS DE LA 
FUNDACIÓN BANCARIA

E.1 Detalle de los gastos reembolsados a los patronos por los cargos ocasionados en el 
ejercicio de sus funciones.

E.1.1 Explique de forma resumida cuál es la política para reembolso de los gastos a los 
patronos como consecuencia del ejercicio de su cargo, señalando las reglas y condiciones 
de reembolso, los gastos que son considerados como reembolsables, los medios de pago 
utilizados para hacer los reembolsos, los límites máximos establecidos por la fundación 
bancarias y el procedimiento y órganos competentes para aprobarlos:

Política para reembolso de los gastos a los patronos

E.1.2 Complete el siguiente cuadro para cada uno de los patronos:
Gastos reembolsados a los patronos por los cargos ocasionados en el ejercicio de sus 

funciones:

Nombre/ 
Tipología/ 
periodo de 
devengo 

ejercicio t

Gastos 
reembolsables 

por viajes

Gastos 
reembolsables 

por 
manutención

Gastos 
reembolsables 
protocolarios

Total 
ejercicio 

t

Valor 
ejercicio 

t - 
ejercicio 

t-1

Valor 
ejercicio 

t - 
ejercicio 

t-2

Valor 
ejercicio 

t- 
ejercicio 

t-3
Total.

E. 2 Política de remuneraciones de la fundación bancaria para el ejercicio en curso.
E.2.1 Identifique a los patronos que prestan a la fundación bancaria servicios distintos de 

los que les corresponden como miembros del patronato, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 40.4 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, y describa resumidamente dichos 
servicios:
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Nombre del 
patrono

Descripción de los servicios distintos de los que implica el desempeño de las 
funciones que les corresponden como miembros del patronato

E.2.2 Informe sobre la fecha, términos y condiciones en que se adoptó el acuerdo del 
protectorado autorizando la remuneración, según lo previsto en el artículo 40.4 de la Ley 
26/2013, de 27 de diciembre:

Fecha del acuerdo Términos y condiciones

E.2.3 Explique la política de remuneraciones de la fundación bancaria. Dentro de este 
epígrafe se incluirá información sobre:

– Principios y fundamentos generales de la política de remuneraciones.
– Cambios más significativos realizados en la política de remuneraciones respecto a la 

aplicada durante el ejercicio anterior.
– Criterios utilizados para establecer la política de remuneración de la fundación 

bancaria.
– Porcentaje que los conceptos retributivos variables representan respecto a los fijos, 

tanto individual como globalmente.
– Criterios seguidos para determinar los distintos componentes del paquete retributivo de 

los miembros del patronato, director general, secretario del patronato, personal directivo y 
miembros de las comisiones delegadas u otros órganos delegados o apoderados.

Política de remuneraciones

E.2.4 Información sobre el procedimiento de determinación y aprobación de la política de 
remuneración:

Proceso para determinar la política de remuneraciones

E.2.5 Indique el importe y la naturaleza de las retribuciones fijas, con desglose, en su 
caso, de las retribuciones del personal directivo y de las dietas de asistencia:

Componentes fijos de la remuneración

E.2.6 Explique el importe, la naturaleza y las principales características de los 
componentes variables de los sistemas retributivos.

En particular:
– Identifique cada uno de los planes retributivos de los que sean beneficiarios los 

miembros del patronato, director general, secretario del patronato, personal directivo y 
miembros de las comisiones delegadas u otros órganos delegados o apoderados, su 
alcance, su fecha de aprobación, fecha de implantación, periodo de vigencia así como sus 
principales características.

– Indique cualquier remuneración en concepto de participación en beneficios o primas, y 
la razón por la que se otorgaron.

– Opciones sobre acciones o cualquier otro instrumento referenciado al valor de la 
acción de la entidad bancaria en que participa la fundación bancaria.

– Explique los parámetros esenciales y fundamento de cualquier sistema de primas 
anuales (bonus).

– El fundamento de dichos sistemas de retribución variable o planes, los criterios de 
evaluación del desempeño elegidos, así como los componentes y métodos de evaluación 
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para determinar si se han cumplido o no dichos criterios de evaluación y una estimación del 
importe absoluto de las retribuciones variables a las que daría origen el plan retributivo 
vigente, en función del grado de cumplimiento de las hipótesis u objetivos que tome como 
referencia.

– En su caso, se informará sobre los periodos de diferimiento o aplazamiento de pago 
que se hayan establecido.

Componentes variables de los sistemas retributivos

E.2.7 Explique las principales características de los sistemas de ahorro a largo plazo, 
incluyendo jubilación y cualquier otra prestación de supervivencia, financiados parcial o 
totalmente por la fundación bancaria, ya sean dotados interna o externamente, con una 
estimación de su importe o coste anual equivalente, indicando el tipo de plan, si es de 
aportación o prestación definida, las condiciones de consolidación de los derechos 
económicos a favor de los miembros del patronato, director general, secretario del patronato, 
personal directivo y miembros de las comisiones delegadas u otros órganos delegados o 
apoderados, y su compatibilidad con cualquier tipo de indemnización por resolución 
anticipada o terminación de la relación contractual entre la fundación bancaria y el miembro 
del patronato de administración o comisionado de la comisión de control.

Indique también las aportaciones a favor de los miembros del patronato, director general, 
secretario del patronato, personal directivo y miembros de las comisiones delegadas u otros 
órganos delegados o apoderados, a planes de pensiones de aportación definida; o el 
aumento de derechos consolidados, cuando se trate de aportaciones a planes de prestación 
definida:

Sistemas de ahorro a largo plazo

E.2.8 Indique cualesquiera indemnizaciones pactadas o pagadas en caso de terminación 
de las funciones como miembro del patronato, director general, secretario del patronato, 
personal directivo y miembros de las comisiones delegadas u otros órganos delegados o 
apoderados:

Indemnizaciones pactadas o pagadas

E.2.9 Indique cualquier retribución en forma de anticipos, créditos y garantías 
concedidos, con indicación del tipo de interés, sus características esenciales y los importes 
eventualmente devueltos, así como las obligaciones conexas a título de garantía:

Anticipos, créditos y garantías concedidos

E.2.10 Explique las principales características de las remuneraciones en especie:

Remuneraciones en especie

E.2.11 Las remuneraciones que, en su caso, se perciban de la entidad de crédito 
participada o de la sociedad a través de las cuales la fundación bancaria mantenga directa o 
indirectamente la participación en la entidad de crédito en cuestión, detallándose los 
conceptos en virtud de los cuales se perciben:
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Remuneraciones que se perciban de la entidad de crédito participada

E.2.12 Cualquier otro concepto retributivo distinto de los anteriores, con independencia 
de su naturaleza o la entidad del grupo que lo satisfaga, especialmente cuando tenga la 
consideración de operación vinculada o su emisión distorsione la imagen fiel de las 
remuneraciones totales devengadas o sea percibido por los miembros del patronato, director 
general, secretario del patronato, personal directivo y miembros de las comisiones delegadas 
u otros órganos delegados o apoderados del patronato:

Otros conceptos retributivos

E.2.13 Explique las acciones adoptadas por la fundación bancaria en relación con el 
sistema de remuneración para reducir la exposición a riesgos excesivos y ajustarlo a los 
objetivos, valores e intereses a largo plazo de la fundación bancaria:

Acciones adoptadas para reducir los riesgos

E.3 Política de remuneraciones prevista para los tres ejercicios siguientes.
E.3.1 Realice una previsión general de la política de remuneraciones para los tres 

ejercicios siguientes que describa dicha política con respecto a: componentes fijos y dietas y 
retribuciones de carácter variable, relación entre la remuneración y los resultados, sistemas 
de previsión, de los miembros del patronato, director general, secretario del patronato, 
personal directivo y miembros de las comisiones delegadas u otros órganos delegados o 
apoderados del patronato, con funciones ejecutivas, y previsión de cambios más 
significativos de la política retributiva con respecto a ejercicios precedentes:

Previsión general de la política de remuneraciones

E.3.2 Explique el proceso de adopción de decisiones para la configuración de la política 
de remuneraciones prevista para los tres ejercicios siguientes:

Proceso de decisión para la configuración de la política de remuneraciones

E.3.3 Explique los incentivos creados por la fundación bancaria en el sistema de 
remuneración para reducir la exposición a riesgos excesivos y ajustarlo a los objetivos, 
valores e intereses a largo plazo de la fundación bancaria:

Incentivos creados para reducir riesgos

E.4 Detalle de las retribuciones individuales devengadas por los patronos, director 
general, secretario del patronato, personal directivo y miembros de las comisiones delegadas 
u otros órganos delegados o apoderados.

Complete los siguientes cuadros respecto a la remuneración individualizada de cada uno 
de los patronos, director general, secretario del patronato, personal directivo y miembros de 
las comisiones delegadas u otros órganos delegados o apoderados devengada durante el 
ejercicio.

a) Retribuciones devengadas en la fundación bancaria objeto del presente informe:
i) Retribución en metálico (en miles de €):
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Nombre/
Tipología/
periodo 

de 
devengo 

ejercicio t

Sueldo Retribución 
fija Dietas

Retribución 
variable a 

corto plazo

Retribución 
variable a 

largo plazo
Indemnización Otros 

conceptos

Total 
ejercicio 

t

Total 
ejercicio 

t-1

Miembro 
del 
patronato 
1.
Miembro 
del 
patronato 
2.
…

Director General
…

Personal directivo
…

Miembros de las Comisiones Delegadas
…

ii) Sistemas de ahorro a largo plazo:

Nombre/período de 
devengo total en 

ejercicios

Aportación del ejercicio por parte de la 
fundación bancaria (miles €)

Importe de los fondos 
acumulados (miles €)

Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1
Miembro del patronato 1
…

Director General
…

Personal directivo
…

Miembros de las Comisiones Delegadas
…

iii) Otros beneficios (en miles de €):

Retribución en forma de anticipos, créditos concedidos

Nombre Tipo de interés de la 
operación

Características esenciales de 
la operación

Importes eventualmente 
devueltos

Miembro del 
patronato 1.
Miembro del 
patronato 2.

Director General
…

Personal directivo
…
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Miembros de las Comisiones Delegadas
…

Nombre Primas de seguros de vida Garantías constituidas por la fundación bancaria a 
favor de los miembros del patronato

Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1
Miembro del 
patronato 1.
Miembro del 
patronato 2.

Director General
…

Personal directivo
…

Miembros de las Comisiones Delegadas
…

b) Retribuciones devengadas por los patronos, director general, secretario del patronato, 
personal directivo y miembros de las comisiones delegadas u otros órganos delegados o 
apoderados del patronato de la fundación bancaria por su pertenencia a consejos de otras 
sociedades del grupo:

i) Retribución en metálico (en miles de €):

Nombre/
Tipología/
periodo 

de 
devengo 

ejercicio t

Sueldo Retribución 
fija Dietas

Retribución 
variable a 

corto plazo

Retribución 
variable a 

largo plazo
Indemnización Otros 

conceptos

Total 
ejercicio 

t

Total 
ejercicio 

t-1

Miembro 
del 
patronato 
1.
Miembro 
del 
patronato 
2.
…

Director General
…

Personal directivo
…

Miembros de las Comisiones Delegadas
…

ii) Sistemas de retribución basados en acciones:

Nombre/periodo de devengo ejercicio t Retribuciones basadas en acciones
Patrono 1.
Patrono 2.
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Director General
…

Personal directivo
…

Miembros de las Comisiones Delegadas
…

iii) Sistemas de ahorro a largo plazo:

Nombre/período de 
devengo total en ejercicios

Aportación del ejercicio por parte de 
la sociedad (miles €)

Importe de los fondos 
acumulados (miles €)

Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1
Miembro del patronato 1.
Miembro del patronato 2.

Director General
…

Personal directivo
…

Miembros de las Comisiones Delegadas
…

iv) Otros beneficios (en miles de €):

Nombre
Retribución en forma de anticipos, créditos concedidos

Tipo de interés de la 
operación

Características esenciales 
de la operación

Importes eventualmente 
devueltos

Miembro del patronato 1.
Miembro del patronato 2.
Director General.
…
Personal directivo
...
Miembro del patronato 1.
Miembro del patronato 2.

Nombre Primas de seguros de vida Garantías constituidas por la fundación bancaria a 
favor de los miembros del patronato

Ejercicio t Ejercicio t-1 Ejercicio t Ejercicio t-1
Miembro del 
patronato 1.
Miembro del 
patronato 2.

Director General
…

Personal directivo
…

Miembros de las Comisiones Delegadas
…

E.5 Resumen global de las retribuciones (en miles de €):
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E.5.1 Resumen global de las retribuciones:
Se deberán incluir en el resumen los importes correspondientes a todos los conceptos 

retributivos incluidos en el presente informe que hayan sido devengadas por los miembros 
del patronato, director general, secretario del patronato, personal directivo y miembros de las 
comisiones delegadas u otros órganos delegados o apoderado del patronato en la fundación 
bancaria o en su grupo, así como la cifra global de la retribuciones del resto del personal de 
la fundación, en miles de euros:

Nombre
Total Retribución 
de la fundación 

bancaria

Total 
retribución 

grupo

Total 
ejercicio t

Total 
ejercicio 

t-1

Aportación /dotación 
realizada a sistemas 
de ahorro durante el 

ejercicio
Miembro del 
patronato 1.
Miembro del 
patronato 2.
Total:

Director General
…
Total:

Personal directivo
…
Total:

Miembros de las Comisiones Delegadas
…
Total:

Resto del personal
Total:

E.5.2 Informe del resultado de la votación del patronato relativa a la aprobación de la 
política de remuneraciones del ejercicio en curso y de la ejecución de la política de 
remuneraciones del ejercicio anterior:

Número % sobre el total
Votos emitidos

Número % sobre emitidos
Votos en contra
Votos a favor
Abstenciones

F OPERACIONES VINCULADAS
F.1 Indique el órgano competente y el procedimiento para la aprobación de las 

operaciones significativas con partes vinculadas o con entidades intragrupo:

Aprobación de las operaciones con partes vinculadas que sean significativas
Órgano competente.
Procedimiento.

F.2 Detalle las operaciones significativas realizadas por la fundación bancaria con:
a) Los patronos de la fundación, sus cónyuges o sus familiares próximos.
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b) Los grupos a los que se refiere el artículo 39.3 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, 
de cajas de ahorros y fundaciones bancarias, que cuenten con representación en el 
patronato.

c) Los miembros de las comisiones delegadas y los órganos delegados o apoderados del 
patronato.

d) El director general, el secretario general, los titulares de cualquier otro órgano directivo 
o administrativo y el personal directivo de la fundación bancaria.

e) La entidad de crédito participada o los miembros de su consejo de administración.
f) Las entidades o sociedades que formen parte del mismo grupo que la fundación 

bancaria o los miembros de los órganos de administración, dirección o patronatos de 
aquellas.

g) Las entidades o sociedades distintas de las previstas en el párrafo anterior que formen 
parte del grupo al que pertenece la entidad bancaria participada por la fundación o los 
miembros de los órganos de administración, dirección o patronato de aquellas.

h) Otras partes vinculadas.

Explique las operaciones significativas realizadas con partes vinculadas o con entidades intragrupo 
(realizadas durante el ejercicio económico a que se refiere el informe)

Nombre de la operación:
[…]

Nombre de la operación:
Tipo y naturaleza.
Partes intervinientes.
Cuantía.
Condiciones y plazos de pago.
Garantías otorgadas y recibidas.
Otra información relevante.
….

Explique las operaciones significativas realizadas con partes vinculadas o con entidades intragrupo 
(realizadas con anterioridad al ejercicio económico y aún no extinguidas)

Nombre de la operación:
Nombre de la operación:

Tipo y naturaleza.
Partes intervinientes.
Cuantía.
Metodología de precios.
Condiciones y plazos de pago.
Garantías otorgadas y recibidas.
Otra información relevante.
….

F.3 Detalle las operaciones significativas realizadas por los patronos de la fundación 
bancaria, sus cónyuges o sus familiares próximos, con:

a) La entidad de crédito participada o los miembros de su consejo de administración.
b) Las entidades o sociedades que formen parte del mismo grupo que la fundación 

bancaria o los miembros de los órganos de administración, dirección o patronatos de 
aquellas.

c) Las entidades o sociedades distintas de las previstas en el párrafo anterior que formen 
parte del grupo al que pertenece la entidad bancaria participada por la fundación o los 
miembros de los órganos de administración, dirección o patronato de aquellas.

d) Otras partes vinculadas.

Explique las operaciones significativas realizadas con partes vinculadas o con entidades intragrupo 
(realizadas durante el ejercicio económico a que se refiere el informe)

Nombre de la operación:
[…]

Nombre de la operación:
Tipo y naturaleza.
Partes intervinientes.
Cuantía.
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Explique las operaciones significativas realizadas con partes vinculadas o con entidades intragrupo 
(realizadas durante el ejercicio económico a que se refiere el informe)

Nombre de la operación:
[…]

Nombre de la operación:
Condiciones y plazos de pago.
Garantías otorgadas y recibidas.
Otra información relevante.
….

Explique las operaciones significativas realizadas con partes vinculadas o con entidades intragrupo 
(realizadas con anterioridad al ejercicio económico y aún no extinguidas)

Nombre de la operación:
Nombre de la operación:

Tipo y naturaleza.
Partes intervinientes.
Cuantía.
Condiciones y plazos de pago.
Garantías otorgadas y recibidas.
Otra información relevante.
….

F.4 Identifique aquellas operaciones significativas con partes vinculadas o intragrupo 
realizadas con sociedades establecidas en países o territorios que tengan la consideración 
de paraíso fiscal:

Operaciones significativas con partes vinculadas o con entidades intragrupo realizadas con 
sociedades establecidas en paraísos fiscales

Nombre de la operación:
Nombre de la operación:

Tipo y naturaleza.
Partes intervinientes.
País o territorio que tenga la consideración de paraíso fiscal.
Cuantía.
Condiciones y plazos de pago.
Garantías otorgadas y recibidas.
Otra información relevante.
….

G. POLÍTICA DE CONFLICTOS DE INTERESES
G.1 Describa los conflictos de intereses existentes en el ejercicio entre la fundación 

bancaria y los patronos, sus cónyuges o sus familiares próximos:

Nombre del patrono de la fundación bancaria o de su 
familiar

Descripción de la situación de conflicto de 
interés

G.2 Describa los conflictos de intereses entre la fundación bancaria y cualesquiera 
sociedades o entidades en las que el patrono ostente directa o indirectamente una 
participación social significativa, y las sociedades o entidades en las que el patrono ejerza 
personalmente o mediante representación un cargo de administración o de dirección o de las 
que perciba remuneraciones por cualquier causa:

Nombre de la sociedad o entidad CIF Descripción de la situación de conflicto de interés

G.3 Conflictos de intereses entre la fundación bancaria y las entidades o personas 
pertenecientes a alguno de los grupos previstos en el artículo 39.3 de la Ley 26/2013, de 27 
de diciembre, que cuenten con representación en el patronato:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 109  Contenido, estructura y requisitos de publicación del informe anual de gobierno corporativo

– 1540 –



Nombre del grupo de los previstos en el artículo 39.3 de 
la Ley 26/2013 CIF Descripción de la situación de conflicto 

de interés

G.4 Conflictos de intereses entre la fundación bancaria y el director general, el secretario 
y los directivos de la fundación bancaria:

Nombre y cargo NIF o CIF Descripción de la situación de conflicto de interés

G.5 Conflictos de intereses entre la fundación bancaria y los miembros de las comisiones 
delegadas y los órganos delegados o apoderados del patronato:

Nombre de los miembros de las comisiones delegadas 
y los órganos delegados o apoderados NIF o CIF Descripción de la situación de 

conflicto de interés

G.6 Explique resumidamente cuáles son los procedimientos para detectar y resolver los 
posibles conflictos de intereses que puedan afectar a la fundación bancaria o su grupo, y a 
las siguientes personas y entidades:

a) Los patronos, sus cónyuges o sus familiares próximos.
b) Cualesquiera sociedades o entidades en las que el patrono ostente directa o 

indirectamente una participación social significativa; y las sociedades o entidades en las que 
el patrono ejerza personalmente o mediante representación un cargo de administración o de 
dirección o de las que perciba remuneraciones por cualquier causa.

c) Los grupos previstos en el artículo 39.3 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, que 
cuenten con representación en el patronato.

b) El director general, el secretario y los directivos de la fundación bancaria.
c) Los miembros de las comisiones delegadas y los órganos delegados o apoderados del 

patrono.

Explique los procedimientos para detectar y resolver los conflictos de interés con determinados 
miembros de la fundación bancaria

G.7 Explique resumidamente si existen procedimientos de decisión especiales o 
agravados para la concertación de operaciones entre los patronos, sus cónyuges o sus 
familiares próximos, el director general, el secretario o el personal directivo de la fundación 
bancaria, y la entidad de crédito participada:

Procedimientos de decisión especiales o agravados para la concertación de operaciones

G.8 Explique resumidamente cuáles son los procedimientos y órganos establecidos, en 
su caso, por la fundación bancaria para detectar y resolver los posibles conflictos de 
intereses con la entidad de crédito participada:

Procedimientos y órganos establecidos para detectar y resolver conflictos de intereses

H. ACTIVIDAD DE LA OBRA SOCIAL DESARROLLADA
H.1 Indique si existe una comisión delegada con competencias específicas relacionadas 

con la obra social y las actividades conexas:
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Sí □ No □
H.2 Informe acerca de las competencias de la comisión de obra social y su composición:

Comisión relacionada con la obra social
Competencias específicas relacionadas con la obra social y las actividades conexas.
Composición.
Forma de designación de sus miembros.

H.3 Resuma el plan de actuación correspondiente al ejercicio al que se refiere el informe 
anual de gobierno corporativo, indicando el presupuesto asignado, la procedencia de los 
recursos disponibles y los convenios que, en su caso, estaban previstos con otras entidades 
para estos fines, así como los posibles desfases que se hayan producido en la ejecución del 
presupuesto en cada programa específico desarrollado:

Plan de actuación del ejercicio anterior al corriente
Presupuesto asignado.
Procedencia de los recursos asignados.
Convenios con otras entidades.
Desfases en la ejecución del presupuesto en cada programa específico desarrollado.

H.4 Resumen del plan de actuación del ejercicio inmediatamente anterior al que se 
refiere el informe anual de gobierno corporativo y de su cumplimiento, indicando el 
presupuesto asignado y su liquidación, la procedencia de los recursos disponibles y los 
convenios que, en su caso, se hubiesen llevado a cabo con otras entidades para estos fines:

Plan de actuación del ejercicio anterior al que se refiere el IAGC

Presupuesto. Asignado.
Liquidado.

Procedencia de los recursos asignados.
Convenios con otras entidades.

H.5 Resumen de las actividades económicas que desarrolle la fundación cuyo objeto 
esté relacionado con los fines fundacionales o sean complementarias o accesorias de las 
mismas:

Actividades económicas complementarias

Actividad Nombre de la actividad
Descripción

H.6 Resumen de cualesquiera otras actividades económicas que desarrolle la fundación, 
ya sea directamente o a través de la participación en sociedades:

Actividades económicas no complementarias

Actividad A Nombre de la actividad
Descripción

I. OTRAS INFORMACIONES DE INTERÉS
Si existe algún aspecto relevante en materia de gobierno corporativo en la fundación 

bancaria o en las entidades del grupo y que no se haya recogido en el resto de apartados del 
presente informe, que sea necesario incluir para recoger una información más completa y 
razonada sobre la estructura y prácticas de gobierno en la fundación bancaria o su grupo, 
detállelos brevemente.

Dentro de este apartado también podrá incluirse cualquier otra información, aclaración o 
matiz, relacionados con los anteriores apartados del informe en la medida en que sean 
relevantes y no reiterativos.
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La fundación bancaria podrá indicar si se ha adherido voluntariamente a otros códigos de 
principios éticos o de buenas prácticas, internacionales, sectoriales o de otro ámbito. En su 
caso, identificará el código en cuestión y la fecha de adhesión.

Este Informe Anual de Gobierno Corporativo ha sido aprobado por el patronato de la 
fundación bancaria, en su sesión de fecha _________.

Indique los patronos que hayan votado en contra o se hayan abstenido en relación con la 
aprobación del presente informe.

Abstención / voto contrario NIF o CIF del patrono Nombre del patrono

Instrucciones para la cumplimentación del Informe Anual de Gobierno Corporativo de 
las Fundaciones Bancarias

Cuestiones generales
La información relativa a personas físicas o jurídicas de forma individualizada, deberá ser 

cumplimentada mediante los correspondientes NIF, CIF o código similar cuando proceda, sin 
perjuicio de su consideración como información de carácter no público a los efectos de la 
difusión del informe anual de remuneraciones objeto de la presente orden ministerial, así 
como del sometimiento, en el caso de las personas físicas, a la normativa de protección de 
datos de carácter personal.

Cuando los parámetros para medir objetivos o rendimientos de tipo financiero o de 
valoración de instrumentos no utilicen criterios establecidos en las Normas Internacionales 
de Información Financiera, la fundación bancaria deberá explicar cómo los mide y cómo se 
calculan a partir de la información financiera auditada.

Aunque los miembros del patronato, director general, secretario del patronato, personal 
directivo y miembros de las comisiones delegadas u otros órganos delegados o apoderados 
del patronato en la fundación bancaria, no hayan desarrollado su actividad como tal durante 
el período completo sujeto a información, la remuneración que hubiese devengado será 
incluida en el informe con indicación de las fechas concretas de inicio y finalización del 
ejercicio de su cargo.

La remuneración de los miembros del patronato, director general, secretario del 
patronato, personal directivo y miembros de las comisiones delegadas u otros órganos 
delegados o apoderados del patronato en la fundación bancaria incluirá también, en su caso, 
remuneraciones percibidas a través de otras personas distintas de aquellas, es decir, 
cualquier transacción entre la entidad y una tercera persona cuando el propósito de la 
transacción sea remunerar o compensar a cualquiera de los miembros anteriores, por su 
actuación como tal en la fundación bancaria.

Definiciones
Para aumentar la utilidad y uniformidad de la información a continuación se incluye un 

glosario de términos cuyas definiciones deberán ser respetadas:
Anticipos: Importe del pago o entrega, con anterioridad a la fecha que se hubiera 

establecido para su percepción, de importes correspondientes a cualquiera de los conceptos 
retributivos incluidos en el presente informe.

Aportaciones realizadas durante el ejercicio: Se deberá computar el valor más alto entre 
los siguientes: (i) los fondos aportados durante el ejercicio a cualquier vehículo de inversión, 
asegurador o financiero que dé cobertura al plan (independientemente de si el beneficiario 
de las posibles prestaciones es la compañía o el propio administrador) y (ii) la variación 
anual en el valor actual actuarial del sistema de ahorro a largo plazo, ajustada 
proporcionalmente a los ejercicios de servicio efectivamente acreditados en el ejercicio 
respecto de los requeridos para el pago.

Créditos concedidos: créditos o préstamos concedidos por la fundación bancaria, en 
concepto retributivo, independientemente de que éstos devenguen intereses o no.

Dietas: importe total de las dietas por asistencia a órganos de gobierno.
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Error: incluye a efectos del presente documento cualquier acto accidental o intencionado 
por el que se omite o se presenta información incorrecta, de modo que la información 
financiera no se presenta de acuerdo con las normas de preparación aplicables a la entidad.

Familiares próximos: los que guarden con los patronos grado de parentesco de 
consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo.

Importe de los fondos acumulados: importe de los fondos acumulados en cualquier 
vehículo de inversión, asegurador o financiero que dé cobertura al sistema 
(independientemente de si el beneficiario de las posibles prestaciones es la fundación 
bancaria o el propio administrador) y, en todo caso, no podrá ser inferior al valor actual 
actuarial de la obligación devengada a favor del administrador ajustada proporcionalmente a 
los ejercicios de servicio efectivamente acreditados en el ejercicio respecto de los requeridos 
para el pago.

Indemnizaciones: cualquier retribución devengada derivada de la extinción de la relación 
que le vincule con la fundación bancaria.

Operaciones vinculadas: las operaciones vinculadas en los términos previstos en la 
Orden EHA/3050/2004, de 15 de septiembre, sobre la información de las operaciones 
vinculadas que deben suministrar las sociedades emisoras de valores admitidos a 
negociación en mercados secundarios oficiales.

Operaciones intragrupo: las operaciones intragrupo en los términos previstos en la Orden 
EHA/3050/2004, de 15 de septiembre.

Operaciones significativas: las operaciones significativas en los términos previstos en la 
Orden EHA/3050/2004, de 15 de septiembre.

Países o territorios que tengan la consideración de paraíso fiscal: los previstos en el Real 
Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el que se determinan los países o territorios a que se 
refieren los artículos 2.º, apartado 3, número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de 
Medidas Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1991.

Personal directivo: aquellas personas que desarrollen en la fundación bancaria, de hecho 
o de derecho, funciones de alta dirección bajo la dependencia directa del patronato o de sus 
comisiones y órganos delegados y a aquellas personas vinculadas por un contrato de trabajo 
de alta dirección sujeto al Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto, por el que se regula la 
relación laboral de carácter especial del personal de alta dirección.

Remuneración en especie: la remuneración en especie se valorara por el coste para la 
sociedad de la utilización, consumo u obtención, de los bienes, derechos o servicios por 
parte del miembro del patronato de administración o comisionado de la comisión de control.

Retribución fija: importe de la compensación en metálico, con una periodicidad de pago 
preestablecida, ya sea o no consolidable en el tiempo y devengada, con independencia de la 
asistencia efectiva a las reuniones del órgano de gobierno.

Retribución variable a corto plazo: importe variable ligado al desempeño o la 
consecución de una serie de objetivos (cuantitativos o cualitativos) individuales o de grupo, 
en un periodo de devengo igual o inferior a un ejercicio. A efectos de la presente orden 
ministerial, se entenderá que se ha devengado la retribución variable a corto plazo en la 
fecha de finalización del período de devengo. El período de devengo es el plazo de tiempo 
durante el cual se mide el desempeño a efectos de determinar su remuneración variable a 
corto plazo, con independencia del modo o plazo estipulados para el pago de dicha 
remuneración o si el pago queda sometido a diferimiento, retención, cláusulas «malus» de 
ajuste ex-post o cláusulas de recuperación de las remuneraciones ya satisfechas 
(«clawback»).

Retribución variable a largo plazo: importe variable ligado al desempeño o la 
consecución de una serie de objetivos (cuantitativos o cualitativos) individuales o de grupo, 
en un periodo de devengo superior a un ejercicio. A efectos de la presente orden ministerial, 
se entenderá que se ha devengado la retribución variable a largo plazo en la fecha de 
finalización del período de devengo. El período de devengo es el plazo de tiempo durante el 
cual se mide el desempeño a efectos de determinar su remuneración variable a largo plazo, 
con independencia del modo o plazo estipulados para el pago de dicha remuneración o si el 
pago queda sometido a diferimiento, retención, cláusulas «malus» de ajuste ex-post o 
cláusulas de recuperación de las remuneraciones ya satisfechas («clawback»).
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Riesgo: la posibilidad de que un hecho ocurra y afecte adversamente a la fiabilidad de la 
información financiera.

Sistemas de ahorro a largo plazo: deberá informarse de todos los planes de ahorro a 
largo plazo, incluyendo jubilación y cualquier otra prestación de supervivencia, financiados 
parcial o totalmente por la fundación bancaria, ya sean dotados interna o externamente.

Sociedades del grupo: a los efectos de esta orden ministerial, se estará a la definición de 
grupo de sociedades establecida en el artículo 42 del Código de Comercio.

Sueldo: importe de las retribuciones que no sean de carácter variable y que haya 
devengado, por sus labores ejecutivas.
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§ 110

Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y 
protección del cliente de servicios bancarios

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 261, de 29 de octubre de 2011

Última modificación: 27 de julio de 2020
Referencia: BOE-A-2011-17015

I
La transparencia en el funcionamiento de los mercados ha supuesto históricamente uno 

de los objetivos más perseguidos por el ordenamiento jurídico de cualquier sector 
económico. La correcta asignación de los recursos no puede producirse de manera 
auténtica, ni es factible garantizar plenamente la competencia, si no existe un marco 
adecuado de protección para los clientes que, limitando los efectos de la asimetría de 
información, les permita adoptar sus decisiones económicas de la forma más conveniente.

Dentro del sector financiero, y dejando a un lado la protección derivada de la existencia 
de fondos de garantía de depósitos e inversores, la defensa de la clientela ha pivotado 
tradicionalmente sobre dos ejes. De un lado, la normativa prudencial y de solvencia de las 
entidades de crédito, aunque orientada en primer término a la estabilidad de los mercados, 
tiene un efecto directo y muy valioso sobre la protección de los clientes. En este sentido, las 
entidades están sometidas a un estatuto profesional de los más exigentes que se prevén en 
todo el ordenamiento jurídico, lo que favorece rotundamente su solidez y fiabilidad dentro del 
tráfico financiero.

Por otro lado, la legislación financiera cuenta también con un sistema especial de 
protección directa del cliente. Al margen de la protección de los usuarios de servicios de 
inversión y de seguro, que poseen regulaciones muy completas y sistemáticas, y más allá de 
la defensa general de los consumidores, la protección del cliente de servicios bancarios trata 
de paliar los efectos que produce la desventaja informativa, fomentando la transparencia en 
las relaciones entidad-cliente a lo largo de todo el tracto de la negociación bancaria.

Esta normativa de transparencia se ha venido desplegando en España a través del 
desarrollo del artículo 48.2 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención 
de las Entidades de Crédito. Este precepto, con la expresa finalidad de proteger los legítimos 
intereses de la clientela de las entidades de crédito, y sin perjuicio de la libertad de 
contratación, dotó a la Ministra de Economía y Hacienda de la facultad de dictar las normas 
necesarias para tutelar las citadas relaciones entre las entidades de crédito y su clientela y 
conducirlas a la máxima transparencia.

El primer desarrollo reglamentario que vino a dar contenido a la mencionada regulación 
tuvo lugar hace ya más de dos décadas. La Orden de 12 de diciembre de 1989, sobre tipos 
de interés y comisiones, normas de actuación, información a clientes y publicidad de las 
entidades de crédito es, desde entonces, el marco general de la regulación de las cuestiones 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 1546 –



esenciales sobre el tráfico financiero minorista como son, por ejemplo, las comisiones, los 
tipos de interés o las comunicaciones con el cliente. Poco después, se hizo uso de la misma 
potestad reglamentaria para abordar la regulación del préstamo hipotecario, servicio 
bancario minorista por excelencia. En este sentido, con el objetivo de facilitar al cliente la 
perfecta comprensión e implicaciones financieras del contrato de préstamo hipotecario, a 
mediados de los noventa entró en vigor la Orden de 5 de mayo de 1994 sobre transparencia 
de las condiciones financieras de los préstamos hipotecarios.

Desde entonces la legislación financiera de transparencia ha seguido avanzando en 
determinadas áreas sectoriales. Es el caso de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos 
de crédito al consumo, dedicada a este servicio bancario específico; la Ley 2/2009, de 31 de 
marzo, por la que se regula la contratación con los consumidores de préstamos o créditos 
hipotecarios y de servicios de intermediación para la celebración de contratos de préstamo o 
crédito, que extiende el régimen de transparencia a otros intermediarios financieros 
diferentes de las entidades de crédito; y en el rango reglamentario, la Orden EHA/1608/2010, 
de 14 de junio, sobre transparencia de las condiciones y requisitos de información aplicables 
a los servicios de pago, y la Orden EHA/1718/2010, de 11 de junio, de regulación y control 
de la publicidad de los servicios y productos bancarios.

En este punto se observa claramente como la normativa común o general de 
transparencia española (Órdenes ministeriales de 1989 y 1994 y Circular 8/1990 del Banco 
de España que las desarrolla) ha quedado injustificablemente obsoleta. De un lado, debido a 
los referidos avances de la regulación sectorial acometidos en áreas como el crédito al 
consumo, los servicios de pago o la publicidad. Y, de otro, a causa de la enorme 
transformación que la comercialización de servicios bancarios ha experimentado desde los 
primeros años noventa hasta la actualidad. Transformación estrechamente vinculada a 
circunstancias como la enorme expansión del crédito, especialmente hipotecario, al aumento 
y completa generalización del acceso minorista a los servicios bancarios, la aparición de 
nuevos instrumentos financieros de creciente complejidad, la difusión del empleo de las 
nuevas tecnologías en las relaciones con los clientes y, no cabe duda, debido también a la 
profunda crisis del sector financiero durante los años más recientes.

II
Dentro de los antecedentes anteriores, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 

Sostenible, trató de llevar a cabo un avance sustancial en materia de transparencia bancaria. 
Sus aportaciones y novedades se articulan en un doble sentido. Por un lado, se ha 
introducido en nuestro ordenamiento un nuevo enfoque de intervención regulatoria que, a 
pesar de su relevancia en el debate internacional, aún resultaba ajeno a nuestro Derecho. 
Se trata del fomento de la responsabilidad en el préstamo. Para ello, la citada ley ha 
establecido no solo la obligatoriedad de llevar a cabo una adecuada evaluación de la 
solvencia de los clientes (práctica, por otro lado, completamente extendida entre las 
entidades de crédito españolas), sino también la necesidad de fomentar activamente todo un 
elenco de prácticas, dirigidas a garantizar la concesión responsable de los préstamos.

Y por otro lado, la citada ley ha facultado expresamente a la Ministra de Economía y 
Hacienda, concediéndole un plazo de seis meses, para aprobar las normas necesarias para 
garantizar el adecuado nivel de protección de los usuarios de servicios financieros en sus 
relaciones con las entidades de crédito.

La presente orden viene, por tanto, en uso y cumplimiento de la anterior habilitación a 
cumplir un triple objetivo. De un lado, concentrar en un único texto la normativa básica de 
transparencia de modo que, de manera sistemática e ilustrativa, la propia codificación de la 
materia mejore por sí misma su claridad y accesibilidad para el ciudadano, superando la 
actual dispersión normativa.

En segundo lugar, la norma trata de actualizar el conjunto de las previsiones relativas a 
la protección del cliente bancario, al objeto de racionalizar, mejorar y aumentar donde 
resultaba imprescindible, las obligaciones de transparencia y conducta de las entidades de 
crédito. De este modo, en línea con las reformas acometidas en buena parte del Derecho 
comparado, nuestro país mejora las exigencias en materias tales como información relativa a 
tipos de interés y comisiones, comunicaciones con el cliente, información (pre)contractual, 
servicios financieros vinculados, etc. La orden incluye, asimismo, una mención expresa al 
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asesoramiento, con el fin de garantizar que la prestación de este servicio bancario se realice 
siempre en mejor interés del cliente, y valorando adecuadamente su situación y el conjunto 
de servicios disponibles en el mercado. De este modo, se distingue tal servicio de la directa 
comercialización por parte de las entidades de sus propios productos, actividad esta 
sometida al régimen general de transparencia y explicaciones adecuadas. Finalmente, se 
reconocen de manera definitiva los medios electrónicos como mecanismos a todos los 
efectos equiparables al tradicional soporte papel, en la relación de las entidades de crédito 
con sus clientes.

Y, finalmente, la norma desarrolla los principios generales previstos en la Ley de 
Economía Sostenible en lo que se refiere al préstamo responsable, de modo que se 
introducen las obligaciones correspondientes para que el sector financiero español, en 
beneficio de los clientes y de la estabilidad del mercado, mejore los niveles prudenciales en 
la concesión de este tipo de operaciones. A estos efectos, se ha diseñado un sistema 
basado en la evaluación de la solvencia, que tiene como objetivo la valoración del riesgo de 
impago a efectos de la posible concesión de un préstamo y cuyo desarrollo no debiera, en 
ningún caso, suponer una barrera de acceso al crédito a la población, sino un estímulo legal 
al comportamiento más sano y prudente de entidades y clientes.

Adicionalmente, la norma aborda otras áreas también sustanciales entre las que cabe 
destacar las tres siguientes. En primer lugar, se aborda el desarrollo específico de la 
normativa de transparencia del préstamo hipotecario para la adquisición de vivienda a 
efectos de sustituir la regulación anterior, de 1994. El nuevo sistema de transparencia, en 
línea con la normativa ya aprobada de crédito al consumo y con la normativa proyectada en 
el ámbito europeo, se diseña sobre una serie de requerimientos de información unificada 
tanto de carácter precontractual como contractual. Se añaden adicionalmente, otras 
herramientas más específicas, como la difusión a una Guía informativa adaptada a este 
producto que permitirá profundizar en la necesaria educación financiera de los clientes. 
También se refuerza específicamente la transparencia en lo que se refiere a determinados 
servicios: las cláusulas suelo o techo y los instrumentos financieros de cobertura del tipo de 
interés. La existencia de ambos servicios vinculada a los préstamos hipotecarios ya estaba 
prevista en el ordenamiento, y esta orden no viene sino a reforzar al máximo las obligaciones 
de transparencia y difusión de información relevante, que el cliente debe ponderar antes de 
su contratación. En el mismo marco, y en lo que se refiere a la hipoteca inversa, la orden 
viene a ejecutar el desarrollo de lo previsto en la disposición adicional primera de la Ley 
41/2007, de 7 de diciembre, por la que se modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de 
Regulación del Mercado Hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y financiero, de 
regulación de las hipotecas inversas y el seguro de dependencia y por la que se establece 
determinada norma tributaria.

Y, finalmente, la norma también regula los que serán tipos de interés oficiales conforme a 
la habilitación incluida en el ya mencionado artículo 48.2 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, 
sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito. La modificación responde en 
este punto a la necesidad de adaptar los tipos de referencia a una integración de los 
mercados a escala europea y nacional cada vez mayor y a la necesidad de aumentar las 
alternativas de elección de tipos, al tiempo que se ajustan estos al coste real de obtención de 
recursos por las entidades de crédito.

La presente orden se dicta en uso de las habilitaciones expresamente conferidas al 
Ministro de Economía y Hacienda en los artículos 29.2 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 
Economía Sostenible, 48.2 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención 
de las Entidades de Crédito, y en la disposición adicional primera de la Ley 41/2007, de 7 de 
diciembre, por la que se modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado 
Hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y financiero, de regulación de las 
hipotecas inversas y el seguro de dependencia y por la que se establece determinada norma 
tributaria.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:
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TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente orden ministerial tiene por objeto garantizar el adecuado nivel de protección 

de los clientes de productos y servicios bancarios de entidades de crédito, mediante la 
implantación de normas de conducta y medidas de transparencia en la prestación de 
servicios financieros bancarios.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente orden será de aplicación a los servicios bancarios dirigidos o prestados a 

clientes, o clientes potenciales, en territorio español por establecimientos financieros de 
crédito y entidades de crédito españolas, extranjeras o domiciliadas en otro Estado miembro 
de la Unión Europea que operen, en su caso, mediante sucursales, agente, intermediario o 
en régimen de libre prestación de servicios en relación con productos y servicios bancarios.

Se entenderá, a estos efectos, por clientes y clientes potenciales a las personas físicas. 
Asimismo, cuando a lo largo del articulado de la Orden se haga referencia a entidades o 
entidades de crédito, se entenderán incluidas todas las mencionadas en el párrafo anterior.

Las disposiciones previstas en las secciones 1.ª a 7.ª del capítulo II del título III serán 
aplicables a prestamistas inmobiliarios, a intermediarios de crédito inmobiliario y sus 
representantes designados, tal como se definen en el artículo 4 de la Ley 5/2019, de 15 de 
marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario.

Asimismo, a los efectos de esta orden se entenderá por servicios bancarios aquellos que 
comprenden los servicios de caja, la captación de fondos reembolsables, especialmente 
depósitos, la concesión de crédito y préstamo, los servicios de pago y las demás actividades 
incluidas en el anexo de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y 
solvencia de entidades de crédito apartados 7 a 13.

2. Quedan excluidos del ámbito de esta orden ministerial los servicios, operaciones y 
actividades comprendidos en el ámbito del texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, de la Ley 35/2003, de 4 
de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, del texto refundido de la Ley de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
6/2004, de 29 de octubre, del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y 
Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, y 
en el Libro Segundo del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por 
el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión 
Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros 
privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales.

3. Será de aplicación a las entidades aseguradoras lo previsto en el capítulo II bis del 
título III.

4. Cuando el cliente actúe en el ámbito de su actividad profesional o empresarial, las 
partes podrán acordar que no se aplique total o parcialmente lo previsto en esta orden, con 
la excepción de lo establecido en el capítulo II del título III.

Artículo 3.  Comisiones.
1. Las comisiones percibidas por servicios prestados por las entidades de crédito serán 

las que se fijen libremente entre dichas entidades y los clientes.
Sólo podrán percibirse comisiones o repercutirse gastos por servicios solicitados en firme 

o aceptados expresamente por un cliente y siempre que respondan a servicios 
efectivamente prestados o gastos habidos.

2. Las entidades de crédito deberán poner a disposición de los clientes, debidamente 
actualizadas, las comisiones habitualmente percibidas por los servicios que prestan con 
mayor frecuencia, así como los gastos repercutidos en dichos servicios, todo ello en un 
formato unificado, conforme a los términos específicos que determinará el Banco de España.
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Esta información incluirá, en todo caso, de manera sencilla y que facilite la comparación 
entre entidades, los conceptos que devengan comisión, la periodicidad con que se aplican y 
el importe de las mismas de manera desagregada por periodo en que se apliquen.

Esta información estará disponible en todos los establecimientos comerciales de las 
entidades de crédito, en sus páginas electrónicas y en la página electrónica del Banco de 
España, y deberá estar a disposición de los clientes, en cualquier momento y gratuitamente.

3. Inmediatamente antes de que un servicio bancario vaya a ser prestado a un cliente a 
través de un medio de comunicación a distancia o de un cajero automático o de un 
dispositivo similar, se deberá indicar, mediante un mensaje claro, perfectamente perceptible 
y gratuito, la comisión aplicable por cualquier concepto y los gastos a repercutir. Una vez 
proporcionada dicha información, se ofrecerá al cliente, de forma igualmente gratuita, la 
posibilidad de desistir de la operación solicitada.

Cuando el servicio bancario vaya a ser prestado a través de un cajero automático o de 
un dispositivo similar y la entidad emisora del medio de pago sea diferente de la titular de 
aquel, se podrá sustituir la información prevista en el párrafo anterior por el valor máximo de 
la comisión y demás gastos adicionales a que pueda quedar sujeta la operación solicitada. 
En este supuesto, deberá informarse de que el importe finalmente cargado podrá ser inferior, 
dependiendo, en su caso, de las condiciones estipuladas en el contrato celebrado entre el 
cliente y la entidad emisora del medio de pago.

4. En servicios bancarios prestados a través de un medio de comunicación a distancia o 
de un cajero automático o de un dispositivo similar, en lugar visible, figurará un número de 
teléfono para incidencias, al que se podrá acudir en el caso de que se produzcan problemas 
en la prestación de los servicios.

Artículo 4.  Tipos de interés.
1. Los tipos de interés aplicables a los servicios bancarios, en operaciones tanto de 

depósitos como de crédito o préstamo, serán los que se fijen libremente entre las entidades 
de crédito que los prestan y los clientes, cualquiera que sea la modalidad y plazo de la 
operación.

2. Las entidades de crédito deberán poner a disposición de los clientes, debidamente 
actualizados, los tipos de interés habitualmente aplicados a los servicios que prestan con 
mayor frecuencia, en un formato unificado, conforme a los términos específicos que 
determinará el Banco de España.

Esta información incluirá, en todo caso, de manera sencilla y que facilite la comparación 
entre entidades, la tasa anual equivalente (TAE) u otra expresión equivalente de la 
operación. A estos efectos, se entenderá como tasa anual equivalente aquella que iguala en 
cualquier fecha el valor actual de los efectivos recibidos y entregados a lo largo de la 
operación, por todos los conceptos, incluido el saldo remanente a su término, con las 
excepciones e indicaciones que determine el Banco de España, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 31 y en los anexos de esta orden. La fórmula utilizada para obtener la citada 
información deberá hacerse explícita, ya sea directamente o por referencia al Boletín Oficial 
del Estado en que se hubiera publicado la normativa en que se contenga.

Esta información unificada estará disponible en todos los establecimientos comerciales 
de las entidades de crédito, en sus páginas electrónicas y en la página electrónica del Banco 
de España, y deberá estar a disposición de los clientes en cualquier momento y 
gratuitamente.

3. Las entidades que permitan descubiertos tácitos en las cuentas de depósito o 
excedidos tácitos en las de crédito deberán publicar, en la forma y con las indicaciones que 
establezca el Banco de España, las comisiones, tipos de interés o recargos aplicables a 
esos supuestos. Esos tipos serán de obligada aplicación a todas las operaciones de esa 
naturaleza que no tuvieran fijados contractualmente otros inferiores. En particular, las 
entidades harán constar separadamente los tipos aplicables a los descubiertos tácitos a los 
que se refiere el artículo 20 de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al 
consumo.
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Artículo 5.  Publicidad.
Toda la publicidad de las entidades de crédito referida a los servicios bancarios deberá 

ser clara, objetiva y no engañosa, conforme a lo previsto en la Orden EHA/1718/2010, de 11 
de junio, de regulación y control de la publicidad de los servicios y productos bancarios y en 
la Circular 6/2010, de 28 de septiembre, del Banco de España, a entidades de crédito y 
entidades de pago, sobre publicidad de los servicios y productos bancarios.

Artículo 6.  Información precontractual.
Las entidades de crédito deberán facilitar de forma gratuita al cliente de servicios 

bancarios toda la información precontractual que sea legalmente exigible para adoptar una 
decisión informada sobre un servicio bancario y comparar ofertas similares. Esta información 
deberá ser clara, oportuna y suficiente, objetiva y no engañosa y habrá de entregarse con la 
debida antelación en función del tipo de contrato u oferta y, en todo caso, antes de que el 
cliente quede vinculado por dicho contrato u oferta.

Artículo 7.  Información contractual.
1. Las entidades de crédito deberán entregar al cliente el correspondiente ejemplar del 

documento contractual en que se formalice el servicio recibido.
2. Las entidades de crédito deberán conservar el documento contractual y poner a 

disposición del cliente copia del mismo siempre que éste lo solicite.
En las operaciones formalizadas en documento notarial se estará, en cuanto a la 

obtención de copias por los clientes, a lo dispuesto en la normativa notarial.
3. Los documentos contractuales relativos a servicios bancarios de captación de fondos 

reembolsables, especialmente depósitos, y de concesión de crédito y préstamo deberán 
recoger de forma explícita y clara los siguientes extremos:

a) El tipo de interés nominal, la TAE u otra expresión equivalente del coste o 
remuneración total efectivos en términos de intereses anuales, conforme a lo que a estos 
efectos establezca el Banco de España teniendo en cuenta, en su caso, el valor pecuniario 
de toda remuneración en especie.

b) La periodicidad con que se producirá el devengo de intereses, las fechas de devengo 
y liquidación de los mismos, la fórmula o métodos utilizados para obtener, a partir del tipo de 
interés nominal o de los otros factores del coste o la remuneración que resulten pertinentes, 
el importe de los intereses devengados y, en general, cualquier otro dato necesario para el 
cálculo de dicho importe.

c) Las comisiones y gastos repercutibles que sean de aplicación, con indicación concreta 
de su concepto, cuantía, fechas de devengo y liquidación, así como, en general, cualquier 
otro dato necesario para el cálculo del importe de tales conceptos.

d) La duración del depósito o préstamo o crédito y, en su caso, la condiciones para su 
prórroga.

e) Las normas relativas a las fechas valor aplicables.
f) Los derechos y obligaciones que correspondan a la entidad de crédito para la 

modificación del tipo de interés pactado, o para la modificación de las comisiones o gastos 
repercutibles aplicados; y los derechos de que, en su caso, goce el cliente cuando se 
produzca tal modificación.

g) Los derechos y obligaciones del cliente en cuanto a la cancelación del depósito o 
préstamo o al reembolso anticipado del mismo y el coste total que el uso de tales facultades 
supondrían.

h) Las consecuencias para el cliente del incumplimiento de sus obligaciones, 
especialmente, del impago en caso de crédito o préstamo.

i) Los demás que establezca el Banco de España.
Menciones análogas, en la medida que proceda, deberán figurar, conforme a las 

precisiones que pueda establecer el Banco de España, en el resto de contratos sujetos a la 
presente orden.
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Artículo 8.  Comunicaciones al cliente.
1. Toda comunicación de las entidades de crédito, en los términos previstos por la 

normativa correspondiente, referida a cualquiera de los servicios bancarios previstos en esta 
orden deberá:

a) reflejar de manera clara y fiel los términos en que se desarrollan los servicios;
b) no destacar ningún beneficio potencial del servicio ocultando expresamente los 

riesgos inherentes al mismo;
c) resultar suficiente para que el destinatario más habitual de la misma comprenda 

adecuadamente los términos esenciales del servicio, y;
d) no omitir ni desnaturalizar ninguna información relevante.
2. Cuando una entidad de crédito tenga el derecho de modificar unilateralmente 

cualquier término de un contrato de servicio bancario deberá comunicar al cliente, con una 
antelación no inferior a un mes, siempre que la duración inicial del contrato exceda de este 
plazo, los términos exactos de tal modificación o prórroga y los derechos de que, en su caso, 
goce el cliente en relación con las mismas. En los supuestos de modificaciones de límites o 
capacidad de disposición de nuevas cantidades, cuando se haya dado previamente la 
circunstancia de un incumplimiento de obligaciones por parte del cliente, la comunicación se 
producirá con una antelación no inferior a diez días.

No obstante, las modificaciones que fuesen más favorables para el cliente podrán 
aplicarse inmediatamente.

3. Las entidades de crédito facilitarán a sus clientes en cada liquidación de intereses o 
comisiones que practiquen por sus servicios, un documento de liquidación en el que se 
expresarán con claridad y exactitud:

a) El tipo de interés nominal aplicado en el periodo ya devengado y, en su caso, el que 
se vaya a aplicar en el periodo que se inicia.

b) Las comisiones aplicadas, con indicación concreta de su concepto, base y período de 
devengo.

c) Cualquier otro gasto incluido en la liquidación.
d) Los impuestos retenidos.
e) Y, en general, cuantos antecedentes sean precisos para que el cliente pueda 

comprobar la liquidación efectuada y calcular el coste del servicio.
El Banco de España podrá establecer modelos normalizados de liquidaciones. 

Asimismo, en los casos que establezca el Banco de España, deberá igualmente reflejarse el 
coste o rendimiento efectivo remanentes de la operación, conforme a las indicaciones que 
aquel establezca.

4. Las entidades de crédito remitirán a sus clientes anualmente, durante el mes de enero 
de cada año, una comunicación en la que, de manera completa y detallada, se recoja la 
información prevista en esta orden sobre comisiones y gastos devengados y tipos de interés 
efectivamente aplicados a cada servicio bancario prestado al cliente durante el año anterior. 
A estos efectos, el Banco de España establecerá un documento unificado para efectuar este 
tipo de comunicaciones que, en todo caso, tendrá en cuenta las diferentes prácticas 
comerciales de cada entidad.

5. Las entidades de crédito deberán facilitar la información que permita a los herederos 
de un cliente, una vez acreditada tal condición, conocer su situación patrimonial en la entidad 
de crédito al tiempo del fallecimiento del causante.

Artículo 9.  Explicaciones adecuadas.
Las entidades de crédito deberán facilitar a todo cliente explicaciones adecuadas y 

suficientes para comprender los términos esenciales de todo servicio bancario ofertado y 
adoptar una decisión informada, teniendo en cuenta sus necesidades y su situación 
financiera.

Estas explicaciones comprenderán la aclaración del contenido de la información y 
comunicaciones a las que se refiere esta orden, así como una indicación sobre las 
consecuencias que la celebración de un contrato de servicios bancarios pueda tener para el 
cliente.
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Artículo 10.  Asesoramiento en materia bancaria.
Cuando las entidades de crédito y los clientes decidan suscribir un contrato de servicio 

bancario de asesoramiento deberán informar expresamente a los clientes de esta 
circunstancia y, salvo que el servicio sea gratuito y así se le haga saber al cliente, habrán de 
recibir una remuneración independiente por este concepto. La prestación de este servicio 
estará sometida al régimen de transparencia previsto en esta orden ministerial e implicará la 
obligación de las entidades de actuar en el mejor interés del cliente, basándose en un 
análisis objetivo y suficientemente amplio de los servicios bancarios disponibles en el 
mercado, y considerando tanto la situación personal y financiera del cliente, como sus 
preferencias y objetivos.

A los efectos del presente artículo se entenderá por asesoramiento toda recomendación 
personalizada que la entidad haga para un cliente concreto respecto a uno o más servicios 
bancarios disponibles en el mercado.

Artículo 11.  Requisitos de forma e información resaltada.
1. Toda la información, documentación y comunicaciones dirigidas a los clientes de 

servicios bancarios previstas en esta orden se realizarán en papel, formato electrónico o en 
otro soporte duradero, y estarán redactadas en términos fácilmente comprensibles, de 
manera claramente legible, en castellano o en cualquiera de las demás lenguas españolas 
oficiales de las respectivas Comunidades Autónomas en las que se preste el servicio o en 
cualquier otra lengua acordada entre las partes.

2. Con la finalidad de destacar a los clientes los elementos esenciales de la información 
a la que se refieren los artículos 3 a 6 y 33 quinquies, el Banco de España podrá exigir el 
empleo de un formato o tipo de letra o comunicación especialmente resaltada.

Artículo 12.  Servicios bancarios vinculados.
Las entidades de crédito que comercialicen servicios bancarios vinculados a la 

contratación de otro servicio, financiero o no, deberán informar al cliente, de manera expresa 
y comprensible, sobre la posibilidad o no de contratar cada servicio de manera 
independiente y en qué condiciones.

En caso de que solo resulte posible la contratación del servicio bancario vinculado a la 
contratación de otros en las condiciones ofertadas, se informará al cliente, en la forma 
prevista en el artículo 11, de la parte del coste total que corresponde a cada uno de los 
servicios, en la medida en que este coste esté disponible para la entidad, y de los efectos 
que su no contratación individual o cancelación anticipada produciría sobre el coste total de 
los servicios bancarios.

Artículo 13.  Deber de diligencia en ejecución de órdenes y corrección de errores.
En todos los servicios bancarios, y con independencia de aplicar puntualmente las 

normas sobre disponibilidad de fondos y de valoración correspondientes, las entidades 
pondrán los medios necesarios para ejecutar las órdenes de los clientes sin demoras ni 
retrasos, empleando para ello la máxima diligencia.

Igual diligencia será exigible en la corrección de los errores detectados, sea por la 
entidad o sus clientes, así como en la comunicación del resultado de las solicitudes de 
contratación de operaciones que planteen los clientes.

Artículo 14.  Régimen sancionador.
1. Lo previsto en esta orden tendrá la condición de normativa de ordenación y disciplina, 

conforme a lo previsto en los artículos 1.5 y 48.2 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, y 29.2 de 
la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, y su incumplimiento se sancionará 
de acuerdo con lo previsto por la propia Ley 26/1988, de 29 de julio.

El incumplimiento de lo previsto en esta orden se sancionará con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 18 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a distancia de 
servicios financieros destinados a los consumidores, en los casos en los que la misma les 
resulte de aplicación.
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2. El régimen específico establecido en la presente orden se aplicará sin perjuicio de la 
legislación general sobre consumidores y usuarios.

TÍTULO II
Depósitos

Artículo 15.  Depósitos a la vista.
1. Sin perjuicio de lo establecido en la Orden EHA/1608/2010, de 14 de junio, sobre 

transparencia de las condiciones y requisitos de información aplicables a los servicios de 
pago, las entidades de crédito deberán comunicar gratuitamente al cliente, al menos 
mensualmente, el extracto de todos los movimientos producidos en su cuenta corriente, si 
los hubiera, con información relativa a la fecha, concepto e importe de la operación.

En todo caso, se deberá proporcionar al cliente una copia de la información relativa a 
cualquier operación realizada a través de cualquier depósito a la vista.

2. Las entidades de crédito deberán colaborar activamente e intercambiar toda la 
información que resulte necesaria, entre sí y con el propio cliente, al objeto de facilitar el 
traslado eficaz y ágil a otra entidad de crédito de las operaciones financieras más habituales 
que empleen como soporte un depósito a la vista, tales como domiciliaciones periódicas, 
órdenes permanentes de transferencia y transferencias periódicas recibidas.

Artículo 16.  Depósitos a plazo con garantía del principal.
(Sin contenido).

Artículo 17.  Publicidad y documentación contractual.
1. La publicidad realizada por las entidades de crédito para la comercialización de 

depósitos deberá incluir una referencia al Fondo de Garantía de Depósitos al que se 
encuentra adherida la entidad, cuando este sea diferente de los previstos en el Real Decreto 
2606/1996, de 20 de diciembre, sobre Fondos de Garantía de Depósitos de Entidades de 
Crédito.

2. Los documentos contractuales relativos a servicios bancarios de depósito deberán 
incluir una referencia al Fondo de Garantía de Depósitos al que se encuentra adherida la 
entidad, indicando, cuando este sea diferente de los previstos en el Real Decreto 2606/1996, 
de 20 de diciembre, sobre Fondos de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito, su 
denominación debidamente traducida, su domicilio y, en su caso, la de su página electrónica.

TÍTULO III
Créditos, préstamos y servicios de pago

CAPÍTULO I
Préstamo responsable

Artículo 18.  Evaluación de la solvencia en el préstamo responsable.
1. Las entidades, antes de que se celebre cualquier contrato de crédito o préstamo, 

deberán evaluar la capacidad del cliente para cumplir con las obligaciones derivadas del 
mismo, sobre la base de la información suficiente obtenida por medios adecuados a tal fin, 
entre ellos, la información facilitada por el propio cliente a solicitud de la entidad.

A estos efectos, las entidades deberán contar con procedimientos internos 
específicamente desarrollados para llevar a cabo la evaluación de solvencia mencionada en 
el párrafo anterior. Estos procedimientos serán revisados periódicamente por las propias 
entidades, que mantendrán registros actualizados de dichas revisiones.
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2. Los procedimientos a los que se refiere el apartado anterior, además de ajustarse a la 
normativa específica sobre gestión de riesgos y control interno que resulte aplicable a las 
entidades, deberán contemplar, al menos, los siguientes aspectos:

a) La adecuada evaluación de la situación de empleo, ingresos, patrimonial y financiera 
del cliente, para lo cual:

1.º Se exigirá cuanta documentación sea adecuada para evaluar la variabilidad de los 
ingresos del cliente.

2.º Se consultará el historial crediticio del cliente, para lo cual se podrá acudir a la Central 
de Información de Riesgos del Banco de España, así como a los sistemas de información 
crediticia a los que se refiere el artículo 20 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, con los requisitos y 
garantías previstos en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 
la Directiva 95/46/CE, en la citada Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y su normativa 
de desarrollo.

3.º Se tendrá en cuenta el nivel previsible de ingresos a percibir tras la jubilación, en el 
caso de que se prevea que una parte sustancial del crédito o préstamo se continúe 
reembolsando una vez finalizada la vida laboral.

b) La valoración de la capacidad del cliente y de los garantes de cumplir con sus 
obligaciones de pago derivadas del crédito o préstamo, para lo que se tendrán en cuenta, 
además de sus ingresos, sus activos en propiedad, sus ahorros, sus obligaciones derivadas 
de otras deudas o compromisos, sus gastos fijos y la existencia de otras posibles garantías.

c) En el caso de créditos o préstamos a tipo de interés variable, y de otros en los que el 
valor de las cuotas pueda variar significativamente a lo largo de la vida de la operación, se 
deberá valorar cómo afectaría esta circunstancia a la capacidad del cliente de cumplir con 
sus obligaciones teniendo en cuenta lo regulado en las letras a) y b) anteriores.

d) En el caso de créditos o préstamos hipotecarios o con otras garantías reales, la 
valoración prudente de tales garantías mediante procedimientos que eviten influencias o 
conflictos de interés que puedan menoscabar la calidad de la valoración.

e) En el caso de créditos a los que se refiere el artículo 33 bis se valorará, en particular, 
si el cliente dispone de capacidad económica suficiente para satisfacer sus obligaciones a lo 
largo de la vida de la operación sin incurrir en sobreendeudamiento. A tal fin, el importe 
anual de las cuotas a pagar por el crédito al que se refiere el artículo 33 bis tendrá por 
objetivo amortizar una cuantía mínima anual del 25 % del límite del crédito concedido. Para 
la valoración de la capacidad económica prevista en esta letra se utilizarán cuotas 
calculadas en doce plazos mensuales iguales con arreglo al sistema de amortización de 
cuota constante, sin perjuicio de que contractualmente pueda pactarse cualquier otra forma 
de cálculo de las mismas.

Para ampliar el límite del crédito referido en el artículo 33 bis, la entidad deberá 
actualizar previamente la información financiera de que disponga sobre el cliente y evaluar 
nuevamente su solvencia con arreglo a lo previsto en este apartado.

3. En el supuesto de créditos o préstamos con garantía real, los criterios para determinar 
la concesión o no del crédito o préstamo, la cuantía máxima del mismo y las características 
de su tipo de interés y de su sistema de amortización deben fundamentarse, 
preferentemente, en la capacidad estimada del cliente para hacer frente a sus obligaciones 
de pago previstas a lo largo de la vida del crédito o préstamo, y no exclusivamente en el 
valor esperado de la garantía.

4. En el caso de suscripción de seguros de amortización de créditos o préstamos, tal 
suscripción no podrá sustituir, en ningún caso, la necesaria y completa evaluación de la 
solvencia del cliente y de su capacidad para cumplir con sus obligaciones de pago por sus 
propios medios.

5. En el supuesto de que una entidad rechace la concesión de un crédito o préstamo por 
considerar insuficiente la solvencia del cliente basándose en la consulta a los ficheros a los 
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que se refiere el párrafo 2.º del apartado 2.a), la entidad informará al cliente del resultado de 
dicha consulta.

6. La evaluación de la solvencia prevista en este artículo se realizará sin perjuicio de la 
libertad de contratación que, en sus aspectos sustantivos y con las limitaciones que pudieran 
emanar de otras disposiciones legales, deba presidir las relaciones entre las entidades y los 
clientes y, en ningún caso afectará a su plena validez y eficacia, ni implicará el traslado a las 
entidades de la responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones de los clientes.

CAPÍTULO II
Normas relativas a los créditos y préstamos inmobiliarios regulados por la Ley 

5/2019, de 15 de marzo

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 19.  Ámbito de aplicación.
1. Este capítulo será de aplicación a las actividades realizadas por cualquier prestamista, 

intermediario de crédito o su representante que opere en España dirigidas o relacionadas 
con el diseño, el proceso de comercialización, la concesión, la gestión y el cumplimiento de 
los contratos de préstamo inmobiliario regulados en el artículo 2 de la Ley 5/2019, de 15 de 
marzo, reguladora de los contratos de préstamo inmobiliario.

2. El Banco de España podrá adaptar las exigencias de información contenidas en el 
presente capítulo para su aplicación a otro tipo de préstamos diferentes de los previstos en 
el apartado 1 y que queden fuera del ámbito de aplicación de la Ley 16/2011, de 24 de junio, 
de contratos de crédito al consumo.

Sección 2.ª Información Precontractual

Artículo 20.  Guía de Acceso al Préstamo Hipotecario.
1. El Banco de España elaborará una «Guía de Acceso al Préstamo Hipotecario», con la 

finalidad de que quienes demanden servicios bancarios de préstamo hipotecario dispongan, 
con carácter previo a la formalización de los mismos, de información adecuada para adoptar 
sus decisiones de financiación.

2. La guía estará disponible en todos los establecimientos comerciales de las entidades 
de crédito, en sus páginas electrónicas y en la página electrónica del Banco de España, y 
deberá hallarse a disposición de los clientes, en cualquier momento y gratuitamente.

Artículo 21.  Ficha de información precontractual.
1. Los prestamistas, intermediarios de crédito y sus representantes designados, en su 

caso, deberán proporcionar información general, clara y suficiente sobre los préstamos que 
ofertan a los potenciales prestatarios que la soliciten, con el contenido previsto en el artículo 
9 de la Ley 5/2019, de 15 de marzo. Esta información, que será gratuita y tendrá carácter 
orientativo, se facilitará mediante la ficha de información precontractual (FIPRE) que figura 
en el anexo I.

2. La ficha de información precontractual estará a disposición de los prestatarios o 
potenciales prestatarios, de forma gratuita, en todos los canales de comercialización 
utilizados por los prestamistas, intermediarios de crédito o sus representantes.

Artículo 22.  Ficha de advertencias estandarizadas.
El prestamista, intermediario de crédito o su representante designado, en su caso, 

deberá entregar al prestatario o potencial prestatario, y, en su caso, a toda persona física 
que sea fiadora o garante del préstamo, con una antelación mínima de diez días naturales 
respecto al momento de la firma del contrato de préstamo, la ficha de advertencias 
estandarizadas (FiAE) que figura en el anexo II.
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Artículo 23.  Oferta vinculante.
(Sin contenido).

Artículo 24.  Información adicional sobre instrumentos de cobertura del riesgo de tipo de 
interés.

1. En relación con cualquier sistema de cobertura de tipo interés que se comercialice 
vinculado a un préstamo concedido por la propia entidad y, especialmente, aquellos a los 
que se refiere la obligación establecida para las entidades de crédito en el artículo 19.2 de la 
Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de medidas de reforma económica, se informará al cliente 
de:

a) La naturaleza del instrumento de cobertura, si se trata de un límite al alza del tipo de 
interés, o si se trata de otro tipo de instrumento de cobertura ya sea porque el límite al alza 
vaya acompañado de un límite a la baja, o por cualquier otra característica, en cuyo caso se 
indicará expresamente que el producto no se limita a proteger al cliente frente al alza de 
tipos.

b) Su duración y, en su caso, las condiciones para su prórroga o renovación.
c) En función de la naturaleza del instrumento, si fuera el caso:
1.º la obligatoriedad del pago de una prima, y su importe;
2.º las potenciales liquidaciones periódicas del instrumento, producto o sistema de 

cobertura, teniendo en cuenta diversos escenarios de tipos de interés que respondan a la 
evolución histórica del tipo de referencia, destacando la posibilidad de que las mismas 
pueden ser negativas;

3.º la metodología de cálculo del coste asociado a una cancelación anticipada, con 
referencia a distintos escenarios de tipos de interés que respondan a la evolución histórica 
del tipo de referencia.

d) Y Otras características del instrumento, producto o sistema de cobertura que pudiera 
establecer el Banco de España.

2. La información a la que se refiere el apartado anterior se recogerá en un anexo a la 
Ficha de Información Personalizada.

3. No será necesario, a efectos de la aplicación de lo previsto en este artículo, que en la 
contratación del sistema de cobertura se produzca una vinculación expresa y formal con el 
préstamo, siendo suficiente que las partes reconozcan expresamente en dicha contratación 
que el sistema de cobertura se contrata con esa finalidad respecto de aquel.

Dicha finalidad no podrá observarse, en ningún caso, cuando el importe nocional de la 
cobertura supere al del préstamo que pretende cubrir. Por el contrario, sí será posible 
observarla aun cuando el plazo del sistema de cobertura sea superior al del préstamo, 
siempre que este sea renovable y su no renovación suponga la cancelación del sistema de 
cobertura sin coste para el cliente.

Artículo 25.  Información adicional sobre cláusulas suelo y techo.
(Sin contenido).

Sección 3.ª Tipos de interés

Artículo 26.  Tipos de interés variable.
1. En el caso de préstamos concedidos a tipo de interés variable, las entidades de 

crédito únicamente podrán utilizar como índices o tipos de referencia aquellos que cumplan 
las siguientes condiciones:

a) Que se hayan calculado a coste de mercado y no sean susceptibles de influencia por 
la propia entidad en virtud de acuerdos o prácticas conscientemente paralelas con otras 
entidades.

b) Y que los datos que sirvan de base al índice o tipo sean agregados de acuerdo con un 
procedimiento matemático objetivo.
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2. En el caso de préstamos concedidos a tipo de interés variable, el prestamista, 
intermediario de crédito inmobiliario o representante designado, en su caso, deberá entregar 
al prestatario o potencial prestatario, y, en su caso, a toda persona física que sea fiadora o 
garante del préstamo, con una antelación mínima de diez días naturales respecto al 
momento de la firma del contrato, el documento separado indicado en el artículo 14.1.c) de 
la Ley 5/2019, de 15 de marzo, en el que se hará una referencia especial a las cuotas 
periódicas a satisfacer por el cliente en diferentes escenarios de evolución de los tipos de 
interés y las posibilidades de cobertura frente a tales variaciones, y todo ello teniendo 
además en cuenta el uso o no de índices oficiales de referencia.

A estos efectos, se presentarán al menos tres cuotas de amortización, calculadas 
mediante el empleo de los niveles máximos, medios y mínimos que el índice de referencia 
utilizado en la ficha europea de información normalizada (FEIN) haya presentado durante los 
últimos veinte años o el plazo máximo disponible si es menor. Si el tipo de interés aplicable 
inicialmente al préstamo se correspondiera con el nivel máximo o mínimo durante los últimos 
veinte años, se tomará como referencia para el cálculo dicho nivel incrementado o 
disminuido, según el caso, en un cincuenta por ciento.

Artículo 27.  Tipos de interés oficiales.
1. A efectos de su aplicación por las entidades, en los términos previstos en esta orden 

ministerial, se consideran tipos de interés oficiales los siguientes índices de referencia:
a) Tipo medio de los préstamos hipotecarios a más de tres años, para adquisición de 

vivienda libre, concedidos por las entidades de crédito en España.
b) Tipo medio de los préstamos a la vivienda entre uno y cinco años concedidos por las 

entidades de crédito en la zona euro.
c) Tipo de rendimiento interno en el mercado secundario de la deuda pública de plazo 

entre dos y seis años.
d) Euribor a una semana, un mes, tres meses, seis meses y un año.
e) Permuta de intereses/Interest Rate Swap (IRS) al plazo de cinco años.
f) Tipo de interés de referencia basado en el Euro short-term rate (€STR).
g) Cualquier otro índice establecido al efecto expresamente mediante resolución de la 

Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional.
2. Los tipos de interés oficiales se publicarán mensualmente por el Banco de España en 

el “Boletín Oficial del Estado” y estarán también disponibles en su página electrónica.

Artículo 28.  Índices y tipos de referencia aplicables para el cálculo del valor de mercado en 
la compensación por riesgo de tipo de interés.

1. A los efectos del cálculo del valor de mercado de los préstamos hipotecarios y la 
consiguiente compensación por riesgo de tipo de interés a los que se refiere el artículo 9.2 
de la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, por la que se modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, 
de Regulación del Mercado Hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y financiero, 
de regulación de las hipotecas inversas y el seguro de dependencia y por la que se 
establece determinada norma tributaria, así como del cálculo de la pérdida financiera 
señalada en el artículo 23.8 de la Ley 5/2019, de 15 de marzo, se considerarán índices o 
tipos de interés de referencia, los tipos Interest Rate Swap (IRS) a los plazos de 2, 3, 4, 5, 7, 
10, 15, 20 y 30 años que publicará el Banco de España y a los que se añadirá un diferencial. 
Este diferencial se fijará como la diferencia existente, en el momento de contratación de la 
operación, entre el tipo de interés de la operación y el IRS al plazo que más se aproxime, en 
ese momento, hasta la siguiente fecha de revisión del tipo de interés o hasta la fecha de su 
vencimiento.

2. Se aplicará el tipo de interés de referencia de los anteriores que más se aproxime al 
plazo del préstamo que reste desde la cancelación anticipada hasta la próxima fecha de 
revisión del tipo de interés o hasta la fecha de su vencimiento. El diferencial así calculado se 
incorporará al documento contractual en todos aquellos préstamos sujetos a la Ley 5/2019, 
de 15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario.

3. La forma de cálculo de los índices y tipos anteriores se determinará mediante circular 
del Banco de España.
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Sección 4.ª Documento contractual y acto de otorgamiento

Artículo 29.  Documentación contractual.
Los documentos contractuales y las escrituras públicas en las que se formalicen los 

préstamos contendrán, debidamente separadas de las restantes, cláusulas financieras cuyo 
contenido mínimo se ajustará a la información personalizada prevista en la Ficha de 
Información Personalizada. Las demás cláusulas de tales documentos contractuales no 
podrán, en perjuicio del cliente, desvirtuar el contenido de aquellas.

En particular, con las peculiaridades previstas en los siguientes apartados, se fijará el 
tipo de interés aplicable, así como la obligación de notificar al cliente las variaciones 
experimentadas en ese tipo de interés.

Artículo 30.  Acto de otorgamiento.
1. En materia de elección de notario se estará a lo dispuesto en el Reglamento Notarial 

aprobado por Decreto de 2 de junio de 1944 y demás disposiciones aplicables.
2. El cliente tendrá derecho a examinar el proyecto de escritura pública de formalización 

del préstamo hipotecario en el despacho del notario al menos durante los tres días hábiles 
anteriores a su otorgamiento. El cliente podrá renunciar expresamente, ante el notario 
autorizante, al señalado plazo siempre que el acto de otorgamiento de la escritura pública 
tenga lugar en la propia notaría.

3. En su condición de funcionarios públicos y derivado de su deber genérico de control 
de legalidad de los actos y negocios que autorizan, los notarios denegarán la autorización 
del préstamo cuando el mismo no cumpla lo previsto en esta orden y la legalidad vigente. 
Asimismo, los notarios informarán al cliente del valor y alcance de las obligaciones que 
asume y, en cualquier caso, deberá:

a) Comprobar si el cliente ha recibido adecuadamente y con la suficiente antelación la 
Ficha de Información Personalizada y, en su caso, si existen discrepancias entre las 
condiciones de la oferta vinculante y el documento contractual finalmente suscrito, e informar 
al cliente tanto de la obligación de la entidad de poner a su disposición la Ficha de 
Información Personalizada, como de aceptar finalmente las condiciones ofrecidas al cliente 
en la oferta vinculante dentro del plazo de su vigencia.

b) En el caso de préstamos a tipo de interés variable, comprobar si el cliente ha recibido 
la información prevista en los artículos 24, 25 y 26, y advertirle expresamente cuando se dé 
alguna de las siguientes circunstancias:

1.º Que el tipo de interés de referencia pactado no sea uno de los oficiales a los que se 
refiere el artículo 27.

2.º Que el tipo de interés aplicable durante el período inicial sea inferior al que resultaría 
teóricamente de aplicar en dicho período inicial el tipo de interés variable pactado para 
períodos posteriores.

3.º Que se hubieran establecido límites a la variación del tipo de interés, como cláusulas 
suelo o techo. En particular, el notario consignará en la escritura esa circunstancia, 
advirtiendo expresamente de ello al cliente e informándole, en todo caso, sobre:

i) Los efectos de estos límites ante la variación del tipo de interés de referencia.
ii) Las diferencias entre los límites al alza y a la baja y, de manera especial, si se ha 

establecido únicamente un límite máximo a la bajada del tipo de interés.
c) Informar al cliente de cualquier aumento relevante que pudiera producirse en las 

cuotas como consecuencia de la aplicación de las cláusulas financieras pactadas. En 
particular deberá advertir de los efectos que la existencia, en su caso, de períodos de 
carencia tendría en el importe de las cuotas una vez finalizados tales períodos; así mismo, 
advertirá de la previsible evolución de las mismas cuando se hubieran pactado cuotas 
crecientes o cuando se hubiera previsto la posibilidad de interrumpir o posponer la 
amortización del préstamo.

d) Informar al cliente de la eventual obligación de satisfacer a la entidad ciertas 
cantidades en concepto de compensación por desistimiento o por riesgo de tipo de interés 
en los términos previstos en los artículos 8 y 9 de la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, por la 
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que se modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario y 
otras normas del sistema hipotecario y financiero, de regulación de las hipotecas inversas y 
el seguro de dependencia y por la que se establece determinada norma tributaria.

e) En el caso de que el préstamo no esté denominado en euros, advertir al cliente sobre 
el riesgo de fluctuación del tipo de cambio.

f) Comprobar que ninguna de las cláusulas no financieras del contrato implican para el 
cliente comisiones o gastos que debieran haberse incluido en las cláusulas financieras.

g) En el caso de hipoteca inversa deberá verificar la existencia del correspondiente 
asesoramiento independiente. En caso de que la formalización de la hipoteca inversa se 
realice en contra de la recomendación realizada por el asesoramiento independiente, se 
deberá advertir de este extremo al cliente.

h) Informar al cliente de los costes exactos de su intervención.
4. La decisión del funcionario por la que deniegue la autorización del préstamo o la 

inscripción de alguna de sus cláusulas deberá efectuarse mediante escrito motivado, 
ordenado en hechos y fundamentos de derecho. Dicha decisión será recurrible ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado en los plazos y forma previsto para el 
recurso de alzada.

Sección 5.ª Préstamos en moneda extranjera

Artículo 31.  Información a remitir.
1. Los prestamistas de préstamos inmobiliarios en moneda extranjera deberán 

suministrar la información a la que se refiere el artículo 20.3 de la Ley 5/2019 de 15 de 
marzo, junto con el documento de liquidación previsto en el artículo 7 del Real Decreto 
309/2019, de 26 de abril, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 5/2019, de 15 de 
marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario y se adoptan otras medidas en 
materia financiera.

Dicha información se facilitará a elección del prestatario, o bien en la moneda en que el 
prestatario perciba la mayor parte de los ingresos, o bien en la moneda en que tenga la 
mayoría de los activos con los que ha de reembolsar el préstamo, según lo indicado en el 
momento en que se realizó la evaluación de la solvencia más reciente relativa al contrato de 
préstamo, o bien en euros.

2. En caso de que las liquidaciones se realicen en periodos superiores al trimestre, la 
información relativa al préstamo inmobiliario en moneda extranjera a la que se refiere el 
apartado anterior se desvinculará del documento de liquidación y deberá suministrarse al 
prestatario dentro de los veinte días siguientes a la finalización de cada trimestre natural.

Sección 6.ª Conocimientos y competencia aplicables al personal al servicio del 
prestamista de crédito inmobiliario, intermediario de crédito inmobiliario o 

representante designado

Artículo 32.  Ámbito subjetivo.
1. El personal señalado en los artículos 16.1 y 16.4 de la Ley 5/2019, de 15 de marzo, 

incluidas las personas físicas registradas como prestamistas, intermediarios de crédito o 
representantes designados, deberán reunir y mantener en todo momento los conocimientos 
y competencia necesarios y actualizados de conformidad con lo previsto en esta sección, 
cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica que le una con el prestamista, el 
intermediario de crédito o el representante designado.

2. Las personas que desempeñen funciones de apoyo que no tengan relación con el 
proceso de comercialización o contratación de préstamos inmobiliarios y, en particular, el 
personal de administración o contabilidad de préstamos, de recursos humanos, de 
tecnologías de la información y las telecomunicaciones no se encontrarán sujetas a lo 
previsto en el apartado primero.

Artículo 32 bis.  Materias.
1. Los requisitos de conocimientos y competencia incluirán las siguientes materias:
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a) Un conocimiento adecuado de los préstamos inmobiliarios, incluidas cualesquiera 
implicaciones fiscales generales y gastos en que vaya a incurrir el cliente en el contexto de 
las operaciones, y de los servicios accesorios que se ofrezcan junto con ellos, especialmente 
de los seguros accesorios al préstamo hipotecario.

b) Un conocimiento adecuado de los riesgos asociados a los productos de préstamo que 
ofrece al potencial prestatario, incluyendo en el caso de préstamos a tipo variable, los 
posibles efectos de los cambios de los tipos de interés en la cuota y en los casos de los 
préstamos en divisa, de los efectos de las posibles variaciones del tipo de cambio.

c) Un conocimiento adecuado de la legislación relativa a los contratos de préstamo 
inmobiliario ofrecidos a los potenciales prestatarios, en particular en lo que respecta a la 
protección del prestatario.

d) Un conocimiento y una comprensión adecuados del proceso de adquisición de bienes 
inmuebles.

e) Un conocimiento adecuado que le permita hacer una estimación de los costes y 
gastos totales en los que va a incurrir el cliente en el contexto de las operaciones de 
préstamo y servicios que ofrece al potencial prestatario.

f) Un conocimiento adecuado de la tasación de las garantías.
g) Un conocimiento adecuado del derecho de elección de notario, del funcionamiento de 

las notarías, y de la organización y del funcionamiento de los registros de propiedad.
h) Un conocimiento adecuado del mercado de préstamos inmobiliarios, en particular de 

la evolución de los precios de las viviendas y de la evolución de los tipos de interés, para 
poder evaluar la conveniencia de la operación.

i) Un conocimiento adecuado de las normas deontológicas del sector.
j) Un conocimiento adecuado del proceso de evaluación de la solvencia de los 

potenciales prestatarios o, si ha lugar, competencia en la evaluación de la solvencia de 
estos, haciendo especial énfasis en los conocimientos necesarios para valorar 
adecuadamente los informes de riesgo que emite la Central de Información de Riesgos del 
Banco de España.

k) Un nivel adecuado de competencias en materia financiera y económica, incluyendo un 
conocimiento sobre el efecto de las cifras económicas y acontecimientos nacionales e 
internacionales en los tipos de interés y el mercado inmobiliario.

l) Un conocimiento adecuado que permita identificar correctamente a las personas del 
mercado objetivo para las que se ha diseñado el préstamo inmobiliario.

m) Un conocimiento adecuado que permita diseñar préstamos inmobiliarios.
2. Para la concreción de los conocimientos y competencia sobre las materias recogidas 

en el apartado anterior se tendrán en cuenta las Directrices que, en su caso, haya publicado 
la Autoridad Bancaria Europea.

Artículo 32 ter.  Tipos de formación.
1. Todo el personal que se señala en el artículo 32 que informe o comercialice préstamos 

inmobiliarios directamente al prestatario o potencial prestatario deberá acreditar que posee 
conocimientos y competencia sobre las materias previstas en el artículo anterior, excepto la 
letra m), mediante la superación de módulos de formación con un mínimo de 50 horas.

2. El personal incluido en el artículo 32 que tenga la condición de directivo o adopte la 
decisión de concesión de préstamos inmobiliarios deberá acreditar que posee los 
conocimientos y competencia sobre la totalidad de las materias recogidas en el artículo 
anterior mediante la superación de módulos de formación con un mínimo de 50 horas.

3. El personal incluido en el artículo 32 que decida, se ocupe o participe en la 
elaboración o diseño de los sistemas de valoración del riesgo de crédito o diseñe y 
desarrolle productos de préstamo inmobiliario deberá acreditar que posee los conocimientos 
y competencia sobre todas las materias recogidas en el artículo anterior mediante la 
superación de módulos de formación con un mínimo de 50 horas.

4. El personal incluido en el artículo 32 que facilite asesoramiento sobre préstamos 
inmobiliarios, entendiendo por tal lo establecido en el artículo 4.20) de la Ley 5/2019, de 15 
de marzo, deberá acreditar que tiene los conocimientos y competencia sobre la totalidad de 
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las materias previstas en el artículo anterior, con una especial incidencia en las letras a), b), 
h), l) y m), mediante la superación de módulos de formación con un mínimo de 65 horas.

5. Los requisitos mínimos exigibles al personal de conformidad con lo previsto en las 
letras c), d) y g) del artículo anterior podrán entenderse cumplidos cuando se cuente con una 
titulación de grado o máster en ciencias jurídicas.

Los requisitos mínimos exigibles al personal de conformidad con lo previsto en la letra k) 
del artículo anterior podrán entenderse cumplidos cuando cuente con una titulación de grado 
o máster en Economía o Administración y Dirección de Empresas, o estén acreditados para 
prestar asesoramiento en materia de inversión de conformidad con lo previsto en el artículo 
220 sexies del texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, y su normativa de desarrollo, con la 
correspondiente formación continuada actualizada.

6. La experiencia profesional consistente en la actividad laboral en ámbitos relacionados 
con la preparación, distribución, intermediación o concesión de productos de préstamo 
inmobiliario durante un mínimo de cinco años podrá equipararse a un máximo del 20 por 
ciento del tiempo exigible para la formación al que se refieren los apartados anteriores. Dicha 
equiparación deberá reflejarse expresamente en la certificación a que se refiere el artículo 32 
quáter.

7. Una vez acreditados los conocimientos y competencia a los que se refieren los 
apartados anteriores, el personal incluido en el artículo 32 deberá recibir anualmente 
módulos de formación continuada, de contenido tanto teórico como práctico, que tendrán un 
mínimo de 10 horas para el personal y directivo al que se alude en los apartados 1 a 3 y 15 
horas para el personal del apartado 4.

Artículo 32 quáter.  Impartición y certificación de la formación.
1. La formación a la que se refiere el artículo anterior podrá ser impartida por el propio 

prestamista, intermediario de crédito o representante designado o mediante convenios con 
entidades o empresas formadoras o universidades, pudiendo realizarse de manera 
presencial o a distancia.

2. La acreditación de que el personal al servicio de los prestamistas, intermediarios de 
crédito o los representantes designados tienen los conocimientos y competencia exigibles de 
conformidad con lo previsto en este artículo será realizada por las entidades o empresas 
certificadoras, reconocidas expresamente por el Banco de España.

3. Las entidades o empresas certificadoras deberán establecer un sistema de 
acreditación objetivo, evaluando tanto el conocimiento teórico como práctico, orientado a los 
objetivos y necesidades de cada uno de los grupos de personal señalados en el artículo 
anterior.

En ningún caso, la actividad de formación y la de certificación podrá realizarse por la 
misma entidad o empresa.

4. Sin perjuicio de los previsto en el apartado anterior, el Banco de España podrá 
publicar un listado de títulos o certificaciones, emitidos por universidades públicas o privadas 
o por entidades o empresas certificadoras que, de ser poseídos por el personal incluido en el 
artículo 32, acreditará los requisitos mínimos de conocimientos y competencia aplicables de 
conformidad con lo previsto en el artículo 32 ter.

Artículo 32 quinquies.  Políticas y procedimientos internos sobre conocimientos y 
competencia.

1. Los prestamistas, intermediarios de crédito y representantes designados deberán 
establecer y aplicar políticas y procedimientos que aseguren los siguientes objetivos:

a) Conocer y evaluar la cualificación del personal a su servicio en todo momento.
b) Elaborar un plan de formación inicial y continuada, llevando a cabo una revisión, al 

menos anual, de la evolución y las necesidades del personal, en la que se tenga en 
consideración la adecuación de los recursos puestos a disposición éstos para la realización 
de los diferentes módulos formativos y los nuevos desarrollos normativos que afecten 
contenidos mínimos del artículo 32 bis.
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c) Establecer los requisitos organizativos y las responsabilidades necesarias para 
asegurar el flujo adecuado de información interna respecto de la ejecución de los planes y 
sus resultados y, en particular, las personas certificadas, en función de los tipos de formación 
y actividades, conforme a lo indicado en los artículos anteriores.

d) Garantizar que todo el personal directivo y los miembros de los órganos de 
administración poseen la cualificación para prestar asesoramiento.

e) Garantizar que cuando el personal a su servicio no haya adquirido los conocimientos y 
competencia necesarios para la prestación de los servicios, no pueda prestarlos.

2. Los miembros del órgano de administración o, en su defecto, la persona física 
prestamista o intermediaria de crédito inmobiliario serán responsables del establecimiento y 
la aplicación de estas políticas y procedimientos. La unidad de cumplimiento normativo, 
unidad equivalente o en su defecto el órgano de administración o persona física prestamista 
o intermediaria de crédito inmobiliario será responsable del control de la aplicación de los 
procedimientos.

3. Al objeto de verificar el cumplimiento de las medidas previstas en esta sección, los 
prestamistas, los intermediarios de crédito y representantes designados pondrán a 
disposición de la autoridad competente para su supervisión conforme a lo previsto en los 
artículos 33 y 43 de la Ley 5/2019, de 15 de marzo, la totalidad de la información a que hace 
referencia el apartado 1.

Sección 7.ª Prácticas de ventas vinculadas

Artículo 32 sexies.  Vinculaciones con el préstamo inmobiliario.
En aplicación de lo previsto en el artículo 17.4 de la Ley 5/2019, de 15 de marzo, el 

prestamista podrá vincular el préstamo a la apertura o el mantenimiento de una cuenta de 
pago o de ahorro, por parte del prestatario, su cónyuge, pareja de hecho, o un pariente por 
consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado de parentesco, siempre que dicha cuenta 
tenga como única finalidad acumular capital para efectuar reembolsos del préstamo, pagar 
intereses del mismo o agrupar recursos para obtener el préstamo u ofrecer una seguridad 
adicional para el prestamista en caso de impago.

CAPÍTULO II BIS
Hipoteca inversa

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 32 septies.  Ámbito de aplicación.
Las hipotecas inversas comercializadas en España conforme a lo previsto en la 

disposición adicional primera de la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, por la que se modifica la 
Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario y otras normas del 
sistema hipotecario y financiero, de regulación de las hipotecas inversas y el seguro de 
dependencia y por la que se establece determinada norma tributaria se regirán por este 
capítulo, así como por lo previsto en el título I, el artículo 24 y las secciones 3.ª y 4.ª del 
capítulo II del título III.

Sección 2.ª Información precontractual

Artículo 32 octies.  Guía de acceso a la hipoteca inversa.
El Banco de España y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 

elaborará conjuntamente una «Guía de Acceso a la Hipoteca Inversa» en términos 
adaptados y análogos a los previstos en la disposición adicional tercera de la Ley 5/2019, de 
15 de marzo.
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Artículo 32 novies.  Ficha de información precontractual.
1. Las entidades deberán proporcionar a los clientes que soliciten cualquiera de estos 

servicios, información clara y suficiente sobre los préstamos que ofertan. Esta información, 
que será gratuita y tendrá carácter orientativo, se facilitará mediante la ficha de información 
precontractual (FIPRE) que figura en el anexo III.

2. La ficha de información precontractual estará a disposición de los clientes de 
préstamos, de forma gratuita, en todos los canales de comercialización utilizados por la 
entidad.

Artículo 32 decies.  Ficha de información personalizada.
1. Las entidades, una vez que el cliente haya facilitado la información que se precise 

sobre sus necesidades de financiación, su situación financiera y sus preferencias, 
proporcionarán a este la información personalizada que resulte necesaria para dar respuesta 
a su demanda de crédito, de forma que le permita comparar los préstamos disponibles en el 
mercado, valorar sus implicaciones y adoptar una decisión fundada sobre si debe o no 
suscribir el contrato. Esta información se facilitará mediante la ficha de información 
personalizada (FIPER) que figura en el anexo IV.

2. La ficha de información personalizada se entregará a todos los clientes de préstamos, 
de forma gratuita, con la debida antelación y, en todo caso, antes de que el cliente quede 
vinculado por cualquier contrato u oferta.

3. Toda información adicional que la entidad facilite al cliente figurará en un documento 
separado, que deberá adjuntarse a la ficha de información personalizada.

Artículo 32 undecies.  Oferta vinculante.
1. Una vez el cliente y la entidad hayan mostrado su voluntad de contratar un 

determinado servicio bancario de préstamo hipotecario, se disponga de la tasación 
correspondiente del inmueble y se hayan efectuado las oportunas comprobaciones sobre su 
situación registral y sobre la capacidad financiera del cliente, este podrá solicitar a la entidad 
la entrega de una oferta vinculante.

2. La oferta vinculante se facilitará mediante una ficha de información personalizada 
como la que figura en el anexo IV en la que, adicionalmente, se especificará lo siguiente:

a) Que se trata de una oferta vinculante.
b) El plazo de vigencia de dicha oferta.
3. Toda información adicional que la entidad facilite al cliente en la oferta vinculante 

figurará en un documento separado, que deberá adjuntarse a la ficha de información 
personalizada.

4. Si la oferta vinculante se hace al mismo tiempo que se entrega la ficha de información 
personalizada y coincide íntegramente en cuanto a su contenido, podrá facilitarse al cliente 
en un único documento.

5. Salvo que medien circunstancias extraordinarias o no imputables a la entidad, la oferta 
vinculante tendrá un plazo de validez no inferior a catorce días naturales desde su fecha de 
entrega.

Artículo 32 duocecies.  Información adicional sobre cláusulas suelo y techo.
En el caso de préstamos en que se hubieran establecido límites a la variación del tipo de 

interés, como cláusulas suelo o techo, se recogerá en un anexo a la ficha de información 
personalizada, el tipo de interés mínimo y máximo a aplicar y la cuota de amortización 
máxima y mínima.

Sección 3.ª Tasa anual equivalente

Artículo 32 terdecies.  Cálculo de la tasa anual equivalente.
1. La tasa anual equivalente, que iguala, sobre una base anual, al valor actual de todos 

los compromisos (disposiciones de crédito, reembolsos y gastos) existentes o futuros, 
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asumidos por la entidad y por el cliente, se calculará de acuerdo con la fórmula matemática 
que figura en el anexo V.

2. Para calcular la tasa anual equivalente se determinará el coste total del préstamo para 
el cliente, exceptuando los gastos que este tendría que pagar por el incumplimiento de 
alguna de sus obligaciones con arreglo al contrato de crédito.

Cuando sea obligatorio abrir una cuenta para obtener el préstamo, los costes de 
mantenimiento de dicha cuenta, los costes relativos a la utilización de un medio de pago que 
permita efectuar operaciones de pago y de disposición de crédito, así como otros costes 
relativos a las operaciones de pago, se incluirán en el coste total del crédito para el cliente, 
salvo que los costes de dicha cuenta se hayan especificado de forma clara y por separado 
en el contrato de préstamo o cualquier otro contrato suscrito con el cliente.

3. El cálculo de la tasa anual equivalente se realizará partiendo del supuesto de que el 
contrato de préstamo estará vigente durante el período de tiempo acordado y que la entidad 
y el cliente cumplirán sus obligaciones en las condiciones y en los plazos que se hayan 
acordado en el contrato.

4. En los contratos de préstamo que contengan cláusulas que permitan modificaciones 
del tipo de interés y, en su caso, de los gastos incluidos en la tasa anual equivalente que no 
sean cuantificables en el momento del cálculo, la tasa anual equivalente se calculará 
partiendo del supuesto de que el tipo de interés y los demás gastos se computarán al nivel 
fijado en el momento de la firma del contrato.

CAPÍTULO III
Normas relativas a los créditos al consumo

Artículo 33.  Normativa de transparencia de los créditos al consumo.
La transparencia de los servicios bancarios de crédito al consumo celebrados por los 

clientes se rige por lo previsto en la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al 
consumo. Asimismo, en lo no previsto por la citada Ley 16/2011, de 24 de junio, les resultará 
aplicable lo establecido en el título I y en el capítulo I del título III de esta orden.

CAPÍTULO III BIS
Normas relativas a los créditos al consumo de duración indefinida

Artículo 33 bis.  Ámbito de aplicación.
Este capítulo será de aplicación al crédito al consumo con interés de duración indefinida 

o de duración definida prorrogable de forma automática concedido a personas físicas en el 
que el crédito dispuesto no se satisface en su totalidad al final del período de liquidación 
pactado (crédito revolvente o revolving), sin perjuicio de lo previsto en el artículo 33.

Artículo 33 ter.  Información precontractual.
1. Cuando el contrato prevea la posibilidad de obtener el crédito señalado en el artículo 

33 bis, adicionalmente a la obligación de suministrar al cliente la información normalizada 
europea con el contenido, formato y en los términos previstos en la Ley 16/2011, de 24 de 
junio, la entidad facilitará al cliente, en documento separado, que podrá adjuntarse a dicha 
información normalizada:

a) una mención clara a la modalidad de pago establecida, señalando expresamente el 
término «revolving».

b) si el contrato prevé la capitalización de cantidades vencidas, exigibles y no 
satisfechas.

c) si el cliente o la entidad tienen la facultad de modificar la modalidad de pago 
establecida, así como las condiciones para su ejercicio.

d) un ejemplo representativo de crédito con dos o más alternativas de financiación 
determinadas en función de la cuota mínima que pueda establecerse para el reembolso del 
crédito con arreglo al contrato.
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La información señalada en este apartado será proporcionará al cliente con la debida 
antelación a la suscripción del contrato.

2. Con antelación a la firma del contrato, la entidad proporcionará al cliente la asistencia 
señalada en el artículo 11 de la Ley 16/2011, de 24 de junio.

3. Sin perjuicio de la sujeción de la publicidad realizada en vías públicas, lugares abiertos 
al público y, en particular, en centros comerciales al cumplimiento de la normativa reguladora 
de la publicidad sobre productos y servicios bancarios, la entidad extremará la diligencia en 
el cumplimiento de la obligación de asistencia previa a la formalización del contrato cuando 
el crédito se promocione u ofrezca a la clientela en estos casos, facilitando en ese momento 
explicaciones adecuadas de forma individualizada para que el potencial cliente pueda 
evaluar si el contrato de crédito, y en especial la modalidad de pago propuesta, se ajusta a 
sus intereses, a sus necesidades y a su situación financiera.

Artículo 33 quáter.  Derecho de desistimiento.
El cliente podrá ejercer el derecho de desistimiento del contrato de crédito señalado en el 

artículo 33 bis en los términos previstos en el artículo 28 de la Ley 16/2011, de 24 de junio, 
en cuyo caso dejará sin efecto el contrato de crédito celebrado.

Artículo 33 quinquies.  Información periódica a suministrar al cliente.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8, en el caso de disposición de crédito 

señalado en el artículo 33 bis la entidad deberá suministrar al cliente con periodicidad al 
menos trimestral la siguiente información:

a) El importe del crédito dispuesto, para lo que la entidad deberá tener en cuenta las 
posibles cuotas devengadas y los intereses generados pendientes de liquidación;

b) El tipo deudor.
c) La modalidad de pago establecida, señalando expresamente el término «revolving» e 

indicando la cuota fijada en ese momento para la amortización del crédito.
d) La fecha estimada en la que el cliente terminará de pagar el crédito dispuesto, 

teniendo en cuenta la cuota de amortización establecida en ese momento. En particular, se 
comunicará al cliente:

1.º la fecha en la que el cliente terminaría de pagar el crédito dispuesto si no se 
realizasen más disposiciones ni se modificase ningún otro elemento del contrato; y

2.º la cuantía total, desglosando principal e intereses, que acabaría pagando el cliente 
por el crédito dispuesto si no se realizasen más disposiciones ni se modificase la cuota.

La entidad advertirá de que la estimación realizada corresponde al crédito dispuesto en 
una fecha de referencia, teniendo en cuenta la cuota de amortización y el tipo deudor 
establecidos en ese momento.

2. Cuando coexistan en el periodo de liquidación distintas modalidades de pago 
mediante las cuales se estén reembolsando las disposiciones efectuadas bajo un mismo 
límite de crédito, la entidad facilitará la información señalada en el apartado 1 de forma 
desglosada para cada modalidad de pago acordada conforme a lo previsto en el contrato.

En el supuesto señalado en el párrafo anterior, el documento de liquidación que deben 
facilitar las entidades al prestatario con arreglo a lo previsto en el artículo 8.3 recogerá la 
información requerida en la normativa aplicable de forma desglosada para cada modalidad 
de pago establecida en el periodo de liquidación, de forma que este pueda verificar y 
comprender adecuadamente la liquidación efectuada.

3. Cuando con posterioridad a la contratación del crédito señalado en el artículo 33 bis la 
cuantía de la cuota de amortización sea inferior al porcentaje establecido en el artículo 
18.2.e), la entidad añadirá la siguiente información a la señalada en el apartado 1:

a) Ejemplos de escenarios sobre el posible ahorro que representaría aumentar el importe 
de la cuota por encima de la establecida en ese momento. En particular, se comunicará al 
cliente la fecha en la que terminaría de pagar el crédito dispuesto y la cuantía total que 
acabaría pagando en el caso de aumentar un 20, un 50 y un 100 por cien la cuota actual.
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b) El importe de la cuota mensual que permitiría liquidar toda la deuda en el plazo de un 
año.

Artículo 33 sexies.  Información adicional.
1. Cuando el cliente así lo solicite, la entidad le facilitará en el plazo máximo de 5 días 

hábiles la siguiente información en relación con el crédito señalado en el artículo 33 bis:
a) Cualquiera de los extremos señalados en el artículo anterior.
b) Las cantidades abonadas y la deuda pendiente. La entidad facilitará al cliente un 

detalle lo más completo posible del crédito dispuesto, a fin de que pueda verificar la 
corrección del importe adeudado o reclamado y su composición. Salvo que el cliente indique 
otra cosa, la información incluirá las fechas, importes y conceptos de los pagos efectuados, y 
desglosará la cantidad pendiente de pago en concepto de principal, intereses acumulados y 
comisiones devengadas por distintos conceptos.

c) El cuadro de amortización; la entidad advertirá claramente que el cuadro de 
amortización se elabora para el saldo dispuesto, en una fecha de referencia y con la cuota 
establecida en ese momento.

2. Cuando se amplíe el límite del crédito señalado en el artículo 33 bis, la entidad deberá 
comunicar al cliente de forma individualizada, con una antelación mínima de 1 mes:

a) El nuevo límite.
b) La cuantía de la deuda acumulada hasta ese momento.
c) La nueva cuota que deberá pagar, en su caso.
d) La información prevista en el artículo 33 quinquies.2, en su caso.
No obstante, no será necesario realizar esta comunicación cuando la entidad autorice 

excepcionalmente y de forma unilateral disposiciones del crédito referido en el artículo 33 bis 
por encima del límite del crédito concedido, siempre que sea por un importe inferior al 25 % 
de dicho límite y que el importe dispuesto por encima del límite se incluya en su totalidad en 
la cuota correspondiente a la siguiente liquidación del crédito, sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Ley 16/2011, de 24 de junio, en relación con los excedidos tácitos.

3. Cuando haya transcurrido más de un año entre el momento de la contratación y el de 
la activación del crédito a que se refiere el artículo 33 bis, la información normalizada 
europea y el ejemplo representativo de crédito señalados en el artículo 33 ter.1 se 
suministrarán al cliente de nuevo en el momento de su activación.

Artículo 33 septies.  Requisitos de forma y entrega de la información.
La información señalada en los artículos 33 quinquies y 33 sexies se redactará en los 

términos previstos en el artículo 11.
La entidad suministrará dicha información en papel u otro soporte duradero, de 

conformidad con lo que se acuerde contractualmente entre la entidad y el cliente. A estos 
efectos, se considerará duradero todo soporte que permita al cliente al que se transmite 
información personalizada conservarla, recuperarla fácilmente durante un período de tiempo 
adaptado a los fines de dicha información y reproducirla de forma idéntica a la información 
recibida.

Artículo 33 octies.  Gastos de información.
1. La entidad no podrá cobrar al cliente por el suministro de la información indicada en 

los artículos 33 ter, 33 quinquies y 33 sexies.2 y 3.
2. La información adicional prevista en el artículo 33 sexies.1 se facilitará de forma 

gratuita una única vez al mes, siempre que no se reciba en ese mismo mes junto con la 
información señalada en los artículos 33 ter, 33 quinquies y 33 sexies.2 y 3.

3. La entidad y el cliente podrán acordar que se cobren gastos por la comunicación de la 
información prevista en este capítulo en supuestos distintos de los previstos en los apartados 
1 y 2.
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Cuando la entidad pueda cobrar gastos en concepto de información con arreglo a lo 
dispuesto en este apartado, serán razonables y acordes con los costes efectivamente 
soportados por la entidad.

CAPÍTULO IV
Normas relativas a los servicios de pago

Artículo 34.  Normativa de transparencia de los servicios de pago.
La transparencia de las condiciones de contratación y los requisitos de información 

exigibles en la prestación de servicios de pago a los clientes se rige por lo previsto en la 
Orden de la Ministra de Economía y Empresa de 26 de diciembre de 2019, sobre 
transparencia de las condiciones y requisitos de información aplicables a los servicios de 
pago y por la que se modifica la Orden ECO/734/2004, de 11 de marzo, sobre los 
departamentos y servicios de atención al cliente y el defensor del cliente de las entidades 
financieras, y la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del 
cliente de servicios bancarios.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio del Mibor.
1. El Mibor continuará siendo considerado tipo de interés oficial exclusivamente a los 

efectos de su aplicación en los préstamos hipotecarios formalizados con anterioridad al 1 de 
enero de 2000, conforme a lo previsto en el artículo 32 de la Ley 46/1998, de 17 de 
diciembre, sobre introducción del euro.

2. El Banco de España publicará el Mibor mensualmente en su sede electrónica y en el 
«Boletín Oficial del Estado». Para la publicación de este índice continuará vigente la actual 
definición del Mibor establecida en la Circular 5/2012, de 27 de junio, del Banco de España, 
a entidades de crédito y proveedores de servicios de pago, sobre transparencia de los 
servicios bancarios y responsabilidad en la concesión de préstamos.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en la presente orden ministerial.
En particular, quedan derogadas:
a) La Orden de 12 de diciembre de 1989, sobre tipos de interés y comisiones, normas de 

actuación, información a clientes y publicidad de las entidades de crédito.
b) La Orden de 5 de mayo de 1994 sobre transparencia de las condiciones financieras 

de los préstamos hipotecarios.
c) La Orden PRE/1019/2003, de 24 de abril, sobre transparencia de los precios de los 

servicios bancarios prestados mediante cajeros automáticos.
d) La Orden de 27 de octubre de 1962 por la que se regula provisionalmente la 

tramitación de los expedientes y asuntos en materia de banca oficial y privada y cajas de 
ahorro.

Sin perjuicio de lo previsto en la disposición final quinta, la norma a la que se refiere la 
letra d) anterior quedará derogada el día siguiente al de la publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado» de esta orden.

Disposición final primera.  Referencias a la normativa de transparencia en la Ley 2/2009, 
de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con los consumidores de préstamos o 
créditos hipotecarios y de servicios de intermediación para la celebración de contratos de 
préstamo o crédito.

1. Conforme a lo previsto en la disposición adicional única de la Ley 2/2009, de 31 de 
marzo, por la que se regula la contratación con los consumidores de préstamos o créditos 
hipotecarios y de servicios de intermediación para la celebración de contratos de préstamo o 
crédito, las citas de esa ley a la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de las 
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condiciones financieras de los préstamos hipotecarios, se entenderán realizadas a esta 
orden ministerial.

2. Del mismo modo, se entenderán referidas a esta orden ministerial cualesquiera citas 
realizadas en el ordenamiento jurídico a la normativa de transparencia de entidades de 
crédito y, en particular, a las órdenes a las que se refiere la disposición derogatoria única.

Disposición final segunda.  Modificación de la Orden EHA/1608/2010, de 14 de junio, 
sobre transparencia de las condiciones y requisitos de información aplicables a los servicios 
de pago.

El artículo 4.2 de la Orden EHA/1608/2010, de 14 de junio, sobre transparencia de las 
condiciones y requisitos de información aplicables a los servicios de pago, queda redactado 
como sigue:

«2. Cuando, a efectos de la utilización de un instrumento de pago determinado, el 
proveedor de servicios de pago o un tercero exija el pago de un gasto adicional, 
informará de ello al usuario de servicios de pago antes de iniciarse la operación de 
pago, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4.3 de la Orden EHA/2899/2011, de 
transparencia y protección del cliente de servicios bancarios».

Disposición final tercera.  Facultades de desarrollo.
1. Se habilita al Banco de España para dictar las normas precisas para el desarrollo y 

ejecución de esta orden.
2. En particular, se habilita al Banco de España para establecer:
a) La definición y proceso de determinación de los tipos de interés oficiales señalados en 

el artículo 27.
b) Los criterios y elementos que deberán tenerse en cuenta para la formulación del 

ejemplo representativo señalado en el artículo 33 ter.1.d).
c) Los criterios y elementos que deberán tenerse en cuenta para la formulación de los 

ejemplos de escenarios señalados en el artículo 33 quinquies.3.a).
3. Los criterios y elementos a los que se refieren las letras b) y c) del apartado anterior 

deberán fijarse por el Banco de España en el plazo de nueve meses desde la publicación de 
la Orden ETD/699/2020, de 24 de julio, de regulación del crédito revolvente y por la que se 
modifica la Orden ECO/697/2004, de 11 de marzo, sobre la Central de Información de 
Riesgos, la Orden EHA/1718/2010, de 11 de junio, de regulación y control de la publicidad de 
los servicios y productos bancarios y la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de 
transparencia y protección del cliente de servicios bancarios.

Disposición final cuarta.  Título competencial.
Esta orden ministerial se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.6.ª, 11.ª y 

13.ª de la Constitución Española que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre 
legislación mercantil, bases de la ordenación del crédito, banca y seguro, y bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica, respectivamente.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
1. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado siguiente, la presente orden entrará en vigor 

a los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
2. Lo previsto en el capítulo II del título III, a excepción de la sección 3.ª, entrará en vigor 

a los nueves meses de la publicación de esta orden en el «Boletín Oficial del Estado». 
Asimismo, la previsión a la que se refiere el apartado 4 del artículo 8 comenzará a aplicarse 
en 2014 sobre los servicios prestados el año anterior.
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ANEXO I
FICHA DE INFORMACIÓN PRECONTRACTUAL (FIPRE)

El texto del presente modelo se reproducirá tal cual en las Fichas de Información 
Precontractual que se elaboren para cada producto o servicio. Las indicaciones entre 
corchetes se sustituirán por la información correspondiente. En la parte B se dan 
instrucciones sobre como cumplimentar cada FIPRE.

Cuando se indique «si ha lugar», la entidad de crédito cumplimentará la casilla si la 
información es pertinente para el contrato de préstamo. Si la información no es pertinente, la 
entidad suprimirá los datos correspondientes o la sección entera. En este último caso, la 
numeración de las secciones se adaptará en consecuencia.

La información que a continuación se indica, se facilitará en un sólo documento. Se 
utilizarán caracteres tipográficos claramente legibles. Cuando se trate de elementos de 
información que deban resaltarse, se empleará negrita, sombreado o caracteres de mayor 
tamaño.

Parte A

Modelo de FIPRE

(Texto introductorio) 
El presente documento se extiende el [fecha corriente] en respuesta a su solicitud de información, y no conlleva para [nombre de la entidad] la obligación de concederle un préstamo. La 
información incorporada tiene carácter meramente orientativo.
Se ha elaborado en las condiciones actuales del mercado. La oferta personalizada posterior puede diferir en función de la variación de dichas condiciones o como resultado de la 
obtención de la información sobre sus preferencias y condiciones financieras.
1. ENTIDAD DE CRÉDITO
● Identidad / Nombre comercial.
● Domicilio social
● Número de teléfono.
● Correo electrónico.
● Dirección de página electrónica.
● Autoridad de supervisión: [Identidad de la autoridad de supervisión y dirección de su página electrónica.]
● Persona de contacto: [Datos completos de la persona de contacto.]
● Datos de contacto del servicio de atención al cliente.
2. CARACTERÍSTICAS DEL PRÉSTAMO 
● Importe máximo del préstamo disponible en relación con el valor del bien inmueble.
● Finalidad.
● Tipo de préstamo.
● (Si ha lugar) Préstamo en divisa.
● Plazo de amortización.
●(Si ha lugar) Este préstamo requiere de la aportación de una garantía hipotecaria.
●(Si ha lugar) Este préstamo requiere de la aportación de una garantía pignoraticia.
●(Si ha lugar) Este préstamo requiere de garantes personales.
● (Si ha lugar) El prestatario tiene la opción de poder dar en pago el inmueble hipotecado en garantía del préstamo, con carácter liberatorio de la totalidad de la deuda derivada del 
mismo.
● Ejemplo representativo.
● Reembolso del préstamo.
●(Si ha lugar) El incumplimiento de los términos y condiciones del contrato de préstamo no garantiza el reembolso de su importe total en virtud del contrato;
● Consecuencias del incumplimiento del contrato de préstamo.
3. TIPO DE INTERÉS 
● Clase y nivel del tipo de interés aplicable:
○ Fijo.
○ Variable (expresado en tipo de interés de referencia + diferencial).
○ Variable limitado (expresando el tipo de interés mínimo y máximo y el tipo de interés de referencia + diferencial).
● En caso de que durante el plazo de amortización se modifique la clase de tipo de interés se deberá reflejar el plazo en que se aplicará cada tipo.
4. VINCULACIONES Y GASTOS PREPARATORIOS 
● (Si ha lugar) Listado de productos o servicios vinculados al contrato de préstamo.
● (Si ha lugar) Listado de productos o servicios combinados con contrato de préstamo.
● Gastos preparatorios.
5. TASA ANUAL EQUIVALENTE Y COSTE TOTAL DEL PRÉSTAMO 
La TAE es el coste total del préstamo expresado en forma de porcentaje anual. La TAE sirve para ayudarle a comparar las diferentes ofertas.
● La TAE aplicable a su préstamo es [TAE]. Comprende:
○ Tipo de interés.
○ Otros componentes de la TAE.
○ Coste total del préstamo en términos absolutos.
○ El cálculo de la TAE y del coste total del préstamo se basan en los siguientes supuestos:
▪ Importe.
▪ Tipo de interés.
▪ Otros supuestos.
6. AMORTIZACIÓN ANTICIPADA 
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● (Si ha lugar) Compensación por desistimiento.
● (Si ha lugar) Compensación por riesgo de tipo de interés.

Parte B

Instrucciones para cumplimentar la FIPRE
Sección «1. ENTIDAD DE CRÉDITO».
1. La identidad, el número de teléfono, el domicilio social y la dirección de página 

electrónica de la entidad de crédito, serán los que correspondan a la sede social de esta. Se 
indicará la autoridad competente para la supervisión de los servicios bancarios de préstamo 
hipotecario y los datos de contacto del servicio de atención al cliente de la entidad.

2. La información sobre la persona de contacto es facultativa.
3. De conformidad con el artículo 7 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre 

comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores, si la 
operación se ofrece a distancia, la entidad indicará, en su caso, el nombre y la dirección 
geográfica de su representante en el Estado miembro de residencia del cliente. En estos 
supuestos, la indicación del número de teléfono, la dirección de correo electrónico y la 
dirección de página electrónica del representante de la entidad es facultativa.

4. De conformidad con el artículo 7 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, si la operación se 
ofrece a distancia, la entidad indicará el nombre del Registro Mercantil en el que está 
inscrita, así como su número de inscripción u otro medio equivalente de identificación en ese 
registro.

Sección «2. CARACTERÍSTICAS PRINCIPALES DEL PRÉSTAMO».
1. El “importe máximo de préstamo disponible en relación con el valor del bien inmueble” 

representará el ratio préstamo-valor de tasación. Este ratio irá acompañado de un ejemplo 
significativo, en valor absoluto, del importe máximo que puede tomarse en préstamo para un 
determinado valor de un bien inmueble.

2. En “finalidad”, se consignará la finalidad para la que se concede el préstamo, por 
ejemplo, adquisición de vivienda habitual, segunda residencia, rehabilitación u obtención de 
financiación para otros fines.

3. En la descripción de la clase de préstamo se indicará claramente de qué forma se 
reembolsarán el capital y los intereses durante la vigencia del préstamo (esto es, reembolsos 
constantes, crecientes o decrecientes).

4. Si se tratara de un préstamo en moneda extranjera se consignará expresamente, y se 
advertirá con claridad que, como consecuencia de esta circunstancia, la cuota mensual 
puede variar. Adicionalmente, se incluirá información sobre la fórmula utilizada para calcular 
los diferenciales de tipo de cambio y la periodicidad de su ajuste.

Si existiera algún límite al alza o a la baja del tipo de cambio o cualquier otro tipo de 
instrumento de que limite la variabilidad del mismo y cuya contratación sea un requisito para 
obtener el préstamo en las condiciones indicadas, deberá especificarse de forma destacada 
en esta sección.

Se advertirá que los pagos que periódicamente van a tener que realizar en concepto de 
amortización e intereses, han de ser obligatoriamente en la divisa en la que está formalizada 
la operación, que por ello es necesario realizar las correspondientes operaciones de compra 
de la divisa del préstamo y que, por tanto, el contravalor de dichos pagos en euros irá 
variando, al alza o a la baja, en función de la cotización de la divisa de financiación.

5. En “ejemplo representativo”, se consignará un ejemplo representativo del importe total 
del préstamo, del coste total del préstamo para el prestatario, del importe total adeudado por 
el prestatario y de la TAE.

6. En “reembolso del crédito”, se consignará la gama de las diversas opciones existentes 
para reembolsar el préstamo al prestamista (incluyendo el número, la periodicidad y el 
importe de las cuotas de reembolso).

7. En “consecuencias del incumplimiento del contrato de préstamo”, se consignará una 
advertencia general sobre las posibles consecuencias de no cumplir los compromisos 
asociados al contrato de préstamo.
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Sección “3. TIPO DE INTERÉS”.
1. En esta sección se explicará si el tipo de interés es fijo, variable o variable limitado y, 

en su caso, los periodos en los que el tipo aplicado consistirá en cada una de estas clases. 
Se señalará también la periodicidad de las revisiones del tipo variable y variable limitado.

2. El nivel del tipo de interés variable y variable limitado se expresará como un índice de 
referencia más un diferencial, si fuera el caso.

3. En caso de utilizarse un índice de referencia tal como se define en el artículo 3.1.3), 
del Reglamento (UE) 2016/1011 del Parlamento Europeo y del Consejo, se indicará su 
nombre y el de su administrador, así como las posibles implicaciones para el prestatario.

4. Se especificará de forma destacada la existencia de límites al alza (techos) del tipo de 
interés variable o de cualquier otro tipo de instrumento que limite la variabilidad del tipo de 
interés.

 Sección «4. VINCULACIONES Y GASTOS PREPARATORIOS».
1. En esta sección se incluirán todos aquellos productos o servicios que han de ser 

contratados conjuntamente con el préstamo para poder obtenerlo en las condiciones 
ofrecidas.

También se incluirán cualquier requisito que habrá de cumplirse para obtener el 
préstamo en las condiciones indicadas, tales como ser menor de una determinada edad o 
pertenecer a un determinado grupo de la población.

2. También se indicarán los gastos preparatorios de la operación, tales como 
comprobación de la situación registral del inmueble, u otros que se considerarán a cargo del 
cliente aun cuando el préstamo no llegue a otorgarse.

En particular, deberá indicarse si resulta exigible la tasación del inmueble y a cargo de 
quién serán los gastos de la misma. También se indicará que la entidad está obligada a 
aceptar cualquier tasación aportada por el cliente, siempre que esté certificada por un 
tasador homologado y no haya caducado, no pudiendo cargar ningún gasto adicional por las 
comprobaciones que, en su caso, realice sobre dicha tasación.

3. En los préstamos cuya finalidad sea la adquisición de vivienda deberá hacerse constar 
el derecho que asiste al cliente para designar, de mutuo acuerdo con la entidad de crédito, la 
persona o entidad que vaya a llevar a cabo la tasación del inmueble, la que se vaya a 
encargar de la gestión administrativa de la operación (gestoría), así como de la entidad 
aseguradora que, en su caso, vaya a cubrir las contingencias que la entidad exija para la 
formalización del préstamo.

Sección «5. TASA ANUAL EQUIVALENTE Y COSTE TOTAL DEL PRÉSTAMO».
1. El cálculo de ambas variables se basará en un ejemplo representativo elaborado por 

la entidad en función de lo que se considera un préstamo habitual en el mercado.
2. Dentro del concepto de «coste total del préstamo» se incluyen todos los gastos, 

incluidos los intereses, las comisiones, los impuestos y cualquier otro tipo de gastos que el 
cliente deba pagar en relación con el contrato de préstamo y que sean conocidos por la 
entidad, con excepción de los gastos de notaría. El coste de todos los servicios accesorios 
relacionados con el contrato de préstamo, en particular las primas de seguro, se incluye 
asimismo en este concepto si la obtención del préstamo en las condiciones ofrecidas está 
condicionada a la prestación de tales servicios.

Sección «6. AMORTIZACIÓN ANTICIPADA».
Si la amortización anticipada del préstamo, total o parcial, conlleva la exigencia de 

compensación a la entidad deberá reflejarse en términos de porcentaje sobre el capital 
amortizado.

ANEXO II

Ficha de advertencias estandarizadas (FiAE)
El texto del modelo recogido en este anexo se reproducirá tal cual en la FiAE. Las 

indicaciones entre corchetes se sustituirán por la información correspondiente.
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Cuando se indique “si ha lugar”, el prestamista facilitará la información requerida si esta 
es pertinente para el contrato de préstamo. Si la información no es pertinente, el prestamista 
suprimirá los datos correspondientes o la advertencia entera. En caso de que se suprima la 
advertencia, la numeración de la FiAE se adaptará en consecuencia.

La información que a continuación se indica se facilitará en un solo documento. Se 
utilizarán caracteres tipográficos claramente legibles. Cuando se trate de elementos de 
información que deban resaltarse, se emplearán negrita, sombreado o caracteres de mayor 
tamaño.

FICHA DE ADVERTENCIAS ESTANDARIZADAS (FiAE)
El presente documento se extiende por [denominación del prestamista] en [población] 

para [nombre del potencial deudor], a [fecha del día].
Se ha elaborado basándose en el contenido de la ficha europea de información 

normalizada (FEIN) y el proyecto de contrato de préstamo, cuyos contenidos son 
concordantes.

Se informa al deudor de la existencia de las siguientes cláusulas o elementos relevantes 
en el contrato de préstamo que se entrega junto con esta FiAE.

1. (Si ha lugar) El tipo de interés aplicable al préstamo se fija utilizando el siguiente 
índice o tipo de interés oficial de referencia [el que corresponda de entre los recogidos en el 
artículo 27.1 de la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre];

2. (Si ha lugar) El préstamo está denominado en moneda extranjera ([la divisa 
correspondiente]), lo que supone que el prestatario asume los riesgos derivados del tipo de 
cambio de la divisa. Como consecuencia de ello:

(i) los pagos que periódicamente van a tener que realizar en concepto de amortización e 
intereses, han de ser obligatoriamente en [la divisa correspondiente];

(ii) es necesario realizar las correspondientes operaciones de compra de la [divisa 
correspondiente];

(iii) el contravalor de dichos pagos irá variando, al alza o a la baja, en función de la 
cotización de [la divisa correspondiente].

3. El deudor asume el pago de los siguientes gastos asociados a la concesión del 
préstamo:

(i) los gastos de tasación del inmueble.
(ii) el coste de aquellas copias de la escritura del préstamo hipotecario que solicite 

expresamente.
(iii) (si ha lugar) [enumeración de otros gastos de constitución]
4. (Si ha lugar) El préstamo no limita al alza la variación del tipo de interés (no tiene 

techo), lo que puede llegar a suponer que el deudor tenga que asumir la totalidad de las 
subidas del índice utilizado como referencia.

5. El prestatario perderá el derecho al plazo y se producirá el vencimiento anticipado del 
contrato si concurren conjuntamente los siguientes requisitos:

a) Que el prestatario se encuentre en mora en el pago de una parte del capital del 
préstamo o de los intereses.

b) Que la cuantía de las cuotas vencidas y no satisfechas equivalgan al menos:
i. Al tres por ciento de la cuantía del capital concedido, si la mora se produjera dentro de 

la primera mitad de la duración del préstamo. Se considerará cumplido este requisito cuando 
las cuotas vencidas y no satisfechas equivalgan al impago de doce plazos mensuales o un 
número de cuotas tal que suponga que el deudor ha incumplido su obligación por un plazo al 
menos equivalente a doce meses.

ii. Al siete por ciento de la cuantía del capital concedido, si la mora se produjera dentro 
de la segunda mitad de la duración del préstamo. Se considerará cumplido este requisito 
cuando las cuotas vencidas y no satisfechas equivalgan al impago de quince plazos 
mensuales o un número de cuotas tal que suponga que el deudor ha incumplido su 
obligación por un plazo al menos equivalente a quince meses.
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c) Que el prestamista haya requerido el pago al prestatario concediéndole un plazo de al 
menos un mes para su cumplimiento y advirtiéndole de que, de no ser atendido, reclamará el 
reembolso total adeudado del préstamo.

6. (Si ha lugar) El vencimiento anticipado del préstamo al que se refiere el número 
anterior puede suponer que el deudor tenga que asumir los gastos derivados de la ejecución 
del préstamo.

7. (Si ha lugar) Se está contratando un instrumento de cobertura del riesgo de tipo de 
interés ligado al préstamo, lo que puede suponer la asunción de mayores costes para el 
deudor.

ANEXO III
FICHA DE INFORMACIÓN PRECONTRACTUAL (FIPRE) PARA HIPOTECAS 

INVERSAS
El texto del presente modelo se reproducirá tal cual en las Fichas de Información 

Precontractual que se elaboren para cada producto o servicio. Las indicaciones entre 
corchetes se sustituirán por la información correspondiente. En la parte B se dan 
instrucciones sobre como cumplimentar cada FIPRE.

Cuando se indique «si ha lugar», la entidad cumplimentará la casilla si la información es 
pertinente para el contrato de hipoteca inversa. Si la información no es pertinente, la entidad 
suprimirá los datos correspondientes o la sección entera. En este último caso, la numeración 
de las secciones se adaptará en consecuencia.

La información que a continuación se indica, se facilitará en un sólo documento. Se 
utilizarán caracteres tipográficos claramente legibles. Cuando se trate de elementos de 
información que deban resaltarse, se empleará negrita, sombreado o caracteres de mayor 
tamaño.

Parte A

Modelo de FIPRE de hipotecas inversas

(Texto introductorio) 
El presente documento se extiende el [fecha corriente] en respuesta a su solicitud de información, y no conlleva para [nombre de la entidad] la obligación de concederle la hipoteca 
inversa. La información incorporada tiene carácter meramente orientativo.
Se ha elaborado basándose en las condiciones actuales del mercado. La oferta personalizada posterior puede diferir en función de la variación de dichas condiciones o como resultado 
de la obtención de la información sobre sus preferencias y condiciones financieras.
1. ENTIDAD
● Identidad / Nombre comercial.
● Domicilio social.
● Número de teléfono.
● Correo electrónico.
● Dirección de página electrónica.
● Autoridad de supervisión: [Identidad de la autoridad de supervisión y dirección de su página electrónica.]
● Persona de contacto: [Datos completos de la persona de contacto.]
● Datos de contacto del servicio de atención al cliente.
2. CARACTERÍSTICAS DEL PRÉSTAMO ASOCIADO A LA HIPOTECA INVERSA 
● Importe máximo del préstamo disponible en relación con el valor del bien inmueble.
● (Si ha lugar) Importe a reembolsar del préstamo en divisa.
● Bienes hipotecables y caracteres que han de reunir.
● Tipo de hipoteca en función de su vencimiento:
○ [Duración] o Vitalicia.
○ Otras.
3. TIPO DE INTERÉS 
● Clase y nivel del tipo de interés aplicable R Fijo:
○ Variable (expresado en tipo de interés de referencia + diferencial).
○ Variable limitado (expresando el tipo de interés mínimo y máximo y el tipo de interés de referencia + diferencial).
● En caso de que durante el plazo de amortización se modifique la clase de tipo de interés se deberá reflejar el plazo en que se aplicará cada tipo.
4. REQUISITOS Y VINCULACIONES 
● Condiciones de edad o dependencia requeridas de solicitante y beneficiarios
● Listado de productos o servicios vinculados para obtener el préstamo en las condiciones ofrecidas.
5. ABONO AL CLIENTE, TASA ANUAL EQUIVALENTE Y COSTE TOTAL DE LA HIPOTECA INVERSA 
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● Modalidad de abono al cliente
● Importe del abono.
La TAE es el coste total de la hipoteca inversa expresado en forma de porcentaje anual. La TAE sirve para ayudarle a comparar las diferentes ofertas.
● La TAE aplicable a su hipoteca inversa es [TAE]. Comprende:
○ Tipo de interés.
○ Otros componentes de la TAE.
○ Coste de la hipoteca inversa en términos absolutos.
● El cálculo del abono al cliente, la TAE y el coste total de la hipoteca inversa se basan en los siguientes supuestos:
○ Importe.
○ Tipo de interés.
○ (Si ha lugar) Supuestos actuariales (esperanza de vida, etc.)
○ Otros supuestos.
6. CANCELACIÓN DEL PRÉSTAMO Y AMORTIZACIÓN ANTICIPADA 
● Forma de cancelar el préstamo por el cliente o sus herederos.
● Para el caso de amortización anticipada:
○ (Si ha lugar) Compensación por desisitmiento.
○ (Si ha lugar) Compensación por riesgo de tipo de interés
7. DERECHO A ASESORAMIENTO INDEPENDIENTE Y A OFERTA VINCULANTE 
● El solicitante tiene derecho a recibir asesoramiento independiente y una oferta vinculante conforme a lo dispuesto en la Orden EHA/2899/2011, de transparencia y protección del cliente 
de servicios bancarios.

Parte B

Instrucciones para cumplimentar la FIPRE para hipotecas inversas
Sección «1. ENTIDAD».
1. La identidad, el número de teléfono, el domicilio social y la dirección de página 

electrónica de la entidad, serán los que correspondan a la sede social de ésta. Se indicará la 
autoridad competente para la supervisión de los servicios de hipoteca inversa y los datos de 
contacto del servicio de atención al cliente de la entidad.

2. La información sobre la persona de contacto es facultativa.
3. De conformidad con el artículo 7 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre 

comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores, si la 
operación se ofrece a distancia, la entidad indicará, en su caso, el nombre y la dirección 
geográfica de su representante en el Estado miembro de residencia del cliente. En estos 
supuestos, la indicación del número de teléfono, la dirección de correo electrónico y la 
dirección de página electrónica del representante de la entidad es facultativa.

4. De conformidad con el artículo 7 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, si la operación se 
ofrece a distancia, la entidad indicará el nombre del Registro Mercantil en el que está 
inscrito, así como su número de inscripción u otro medio equivalente de identificación en ese 
registro.

Sección «2. CARACTERÍSTICAS PRINCIPALES DE LA HIPOTECA INVERSA».
1. El «importe máximo de préstamo disponible en relación con el valor del bien 

inmueble» representará el ratio préstamo-valor de tasación. Este ratio irá acompañado de un 
ejemplo significativo, en valor absoluto, del importe máximo que puede tomarse en préstamo 
para un determinado valor de un bien inmueble.

2. En «bien hipotecable y caracteres que ha de reunir», se consignará el tipo de bien que 
puede servir como garantía hipotecaria del préstamo y sus requisitos para servir como dicha 
garantía.

4. En la descripción del «tipo de hipoteca inversa en función de su vencimiento», se 
especificará si se trata de una hipoteca inversa vitalicia o con límite temporal. En este último 
caso, se consignará la duración de la misma en años, desde la fecha en la que se firma el 
contrato hasta la fecha en la que ha de reembolsarse el préstamo asociado a la misma.

5. Si las cantidades percibidas por el deudor/beneficiario o la cantidad a reembolsar a 
vencimiento son en una moneda distinta del euro se consignará expresamente este hecho, y 
se advertirá con claridad que, como consecuencia de esta circunstancia, dichas cantidades o 
la deuda total pueden variar. Adicionalmente, el cliente incluirá información sobre la fórmula 
utilizada para calcular los diferenciales de tipo de cambio y la periodicidad de su ajuste.

Si existiera algún límite al alza o a la baja del tipo de cambio o cualquier otro tipo de 
instrumento que limite la variabilidad del mismo y cuya contratación sea un requisito para 
obtener la hipoteca inversa en las condiciones indicadas, deberá especificarse de forma 
destacada en esta sección.
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Sección «3. TIPO DE INTERÉS».
1. En esta sección se explicará si el tipo de interés es fijo, variable o variable limitado y, 

en su caso, los periodos en los que el tipo aplicado consistirá en cada una de estas clases. 
Se señalará también la periodicidad de las revisiones del tipo variable y variable limitado.

2. El nivel del tipo de interés variable y variable limitado se expresará como un índice de 
referencia más un diferencial, si fuera el caso.

3. Se especificará de forma destacada la existencia de límites a la baja (suelos) o al alza 
(techos) del tipo de interés variable limitado o de cualquier otro tipo de instrumento que limite 
la variabilidad del tipo de interés.

Sección «4. REQUISITOS Y VINCULACIONES».
1. En esta sección se incluirán todos aquellos productos o servicios que han de ser 

contratados conjuntamente con el préstamo para poder obtenerlo en las condiciones 
ofrecidas.

2. También se incluirán cualquier requisito que habrá de cumplirse para obtener el 
préstamo en las condiciones indicadas, tales como las condiciones de edad o dependencia 
de solicitante y beneficiarios.

Sección «5. ABONO AL CLIENTE, TASA ANUAL EQUIVALENTE Y COSTE TOTAL DE 
LA HIPOTECA INVERSA».

1. En la descripción de la «modalidad de abono del deudor» se indicará claramente si se 
percibirán disposiciones únicas o periódicas, y en este último caso, con qué periodicidad 
(mensual, trimestral, anual, etc.). También se indicará su forma de cálculo y la posibilidad de 
realizar disposiciones extraordinarias. Adicionalmente se especificará si los abonos son 
constantes, crecientes o decrecientes.

2. En el concepto «abono al deudor» se consignará el importe de dicho abono. Si el 
abono no es constante se ofrecerá un intervalo que comprenderá desde la disposición más 
próxima a la fecha de la FIPRE a la más alejada.

3. El cálculo del abono al deudor, de la TAE y del coste total de la hipoteca inversa se 
basará en un ejemplo representativo elaborado por la entidad en función de lo que se 
considera una hipoteca inversa habitual en el mercado.

4. Dentro del concepto de «coste total de la hipoteca inversa» se incluyen todos los 
gastos, incluidos los intereses, las comisiones, los impuestos y cualquier otro tipo de gastos 
que el cliente deba pagar en relación con el contrato de hipoteca inversa y que sean 
conocidos por la entidad, con excepción de los gastos de notaría. El coste de los servicios 
accesorios relacionados con el contrato de préstamo, en particular las primas de seguro, se 
incluye asimismo en este concepto si la obtención del préstamo en las condiciones ofrecidas 
está condicionada a la prestación de tales servicios.

Sección «6. CANCELACIÓN DEL PRÉSTAMO Y AMORTIZACIÓN ANTICIPADA».
Si la amortización anticipada del préstamo, total o parcial, conlleva la exigencia de 

compensación a la entidad deberá reflejarse en términos de porcentaje sobre el capital 
amortizado.

Sección «7. DERECHO A ASESORAMIENTO INDEPENDIENTE Y A OFERTA 
VINCULANTE».

Se consignará expresamente en esta sección los derechos que asisten al solicitante de 
obtener el asesoramiento independiente, la oferta vinculante y la información personalizada 
conforme a lo previsto en esta orden.
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ANEXO IV
FICHA DE INFORMACIÓN PERSONALIZADA (FIPER) PARA HIPOTECAS 

INVERSAS
El texto del presente modelo se reproducirá tal cual en las Fichas de Información 

Personalizada (FIPER). Las indicaciones entre corchetes se sustituirán por la información 
correspondiente. En la parte B se dan instrucciones sobre como cumplimentar la FIPER.

Cuando se indique «si ha lugar», la entidad cumplimentará la casilla si la información es 
pertinente para el contrato de préstamo. Si la información no es pertinente, la entidad 
suprimirá los datos correspondientes o la sección entera. En este último caso, la numeración 
de las secciones se adaptará en consecuencia.

La información que a continuación se indica, se facilitará en un sólo documento. Se 
utilizarán caracteres tipográficos claramente legibles. Cuando se trate de elementos de 
información que deban resaltarse, se empleará negrita, sombreado o caracteres de mayor 
tamaño.

Parte A

Modelo de FIPER para hipotecas inversas

(Texto introductorio) 
El presente documento se extiende el [fecha corriente] en respuesta a su solicitud de información, y no conlleva para [nombre de la entidad] la obligación de concederle una hipoteca 
inversa.
Se ha elaborado basándose en la información que usted, [nombre del cliente], ha facilitado hasta la fecha, así como en las actuales condiciones del mercado financiero. La información 
que sigue será válida hasta el [fecha de validez]. Después de esa fecha, puede variar con arreglo a las condiciones del mercado.
1. ENTIDAD
● Identidad / Nombre comercial.
● Domicilio social.
● Número de teléfono.
● Correo electrónico.
● Dirección de página electrónica.
● Autoridad de supervisión: [Identidad de la autoridad de supervisión y dirección de su página web].
● Persona de contacto: [Datos completos de la persona de contacto].
2. CARACTERÍSTICAS DEL PRÉSTAMO ASOCIADO A LA HIPOTECA INVERSA
● Importe total a reembolsar y clase de tipo de interés:
○ (Si ha lugar) El tipo de interés es variable / variable limitado, con lo que el importe total a reembolsar puede variar:
▪ Importe a reembolsar calculado en diferentes escenarios de tipo de interés.
▪ [Fecha en la que se fija el tipo de interés para el cálculo del importe total a reembolsar definitivo].
○ (Si ha lugar) El importe a reembolsar no se expresa en [moneda nacional]:
▪ El tipo de cambio utilizado para la conversión del reembolso en [moneda del préstamo a [moneda nacional] será el publicado por el [nombre del organismo encargado de la publicación 
del tipo de cambio] el [fecha].
● (Si ha lugar) [Fecha de reembolso]
● Importe máximo de préstamo disponible en relación con el valor del bien inmueble.
● Bien hipotecable y caracteres que ha de reunir
● (Si ha lugar) Garantía.
3. TIPO DE INTERÉS 
La TAE es el coste total del préstamo expresado en forma de porcentaje anual. La TAE sirve para ayudarle a comparar las diferentes ofertas.
● La TAE aplicable a su préstamo es [TAE]. Comprende:
○ El tipo de interés [valor en porcentaje o en tipo de referencia más diferencial si se tratase de un tipo variable o variable limitado]
○ [Otros componentes de la TAE]
4. ABONO AL BENEFICIARIO 
● [Periodicidad del abono]
● [Importe] [moneda]
● (Si ha lugar) la siguiente tabla muestra el importe que se recibe [periodicidad]
[Fecha inicio – Fecha fin Abono 1] Abono 1
[Fecha inicio – Fecha fin Abono 2] Abono 2
… …
● Usted dispone de la posibilidad de destinar total o parcialmente las disposiciones periódicas que pueda obtener como consecuencia de la hipoteca inversa a la contratación de un plan 
de previsión asegurado en los términos indicados en la disposición adicional cuarta de la Ley 41/2007, de 7 de diciembre.
5. REQUISITOS, VINCULACIONES Y OTROS COSTES 
Si desea beneficiarse de las condiciones de la hipoteca inversa descritas en la presente ficha, debe cumplir los requisitos y obligaciones que, a continuación, se indican.
● Requisitos
● Obligaciones
● (Si ha lugar) Observe que las condiciones de la hipoteca inversa, incluido el tipo de interés aplicable, pueden variar en caso de incumplimiento de las citadas obligaciones.
● Además del reembolso del principal del préstamo y los intereses del préstamo, esta hipoteca inversa conlleva los siguientes costes:
○ Costes que deben abonarse una sola vez.
○ Costes que deben abonarse periódicamente.
● Asegúrese de que tiene conocimiento de todos los demás tributos y costes (p.ej., gastos notariales) conexos a la hipoteca inversa.
6. CANCELACIÓN DEL PRÉSTAMO Y AMORTIZACIÓN ANTICIPADA 
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● Forma en la que se puede cancelar el préstamo por el cliente o sus herederos.
Si decide amortizar el préstamo anticipadamente, consúltenos a fin de determinar el nivel exacto de la compensación en ese momento.
● Este préstamo puede amortizarse anticipadamente, total o parcialmente:
○ [Condiciones]
○ [Procedimiento]
● (Si ha lugar) Compensación por desistimiento.
7. DISPONIBILIDAD DEL BIEN HIPOTECADO 
● Disponibilidad del bien hipotecado, con especial referencia a las situaciones de enajenación y arrendamiento. Requisitos que pudieran exigirse para llevar a cabo estas operaciones.
(SI HA LUGAR) 8. DERECHO DE SUBROGACIÓN 
Si lo desea puede llevarse a a otra entidad de crédito (subrogar) su hipoteca inversa aún sin el consentimiento de [nombre de la entidad].
9. DERECHO A ASESORAMIENTO INDEPENDIENTE Y A OFERTA VINCULANTE 
● Usted tiene derecho a recibir asesoramiento independiente y una oferta vinculante conforme a lo dispuesto en la Orden EHA/2899/2011, de transparencia y protección del cliente de 
servicios bancarios.
10. DEPARTAMENTO DE ATENCIÓN AL CLIENTE 
● Departamento de Atención al Cliente: nombre, dirección geográfica, número de teléfono, correo electrónico, persona de contacto y sus datos de contacto.
● (Si ha lugar) Defensor del cliente: nombre, dirección geográfica, número de teléfono, correo electrónico, persona de contacto y sus datos de contacto.
11. SERVICIO DE RECLAMACIONES DEL BANCO DE ESPAÑA O DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGUROS Y FONDOS DE PENSIONES 
En caso de desacuerdo con el departamento de atención al cliente de la entidad, o transcurridos dos meses sin respuesta del mismo, puede dirigir una reclamación (o, siempre que lo 
desee, formular una consulta o queja) al:
● Servicio de Reclamaciones del Banco de España (91.338.65.30):
○ Por escrito dirigido al Servicio de Reclamaciones C/ Alcalá, 48, 28014 Madrid.
○ Por vía electrónica en la página http://www.bde.es
● Servicio de Reclamaciones de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones (91 339 70 00):
○ Por escrito dirigido al Servicio de Reclamaciones Paseo de la Castellana 44, 28046 Madrid.
○ Por vía electrónica en la página https://www.sededgsfp.gob.es
12. INCUMPLIMIENTO DE LOS COMPROMISOS VINCULADOS AL PRÉSTAMO: CONSECUENCIAS PARA EL CLIENTE 
● [Tipos de incumplimiento]
● [Consecuencias financieras y/o jurídicas]
Si usted o sus herederos prevén dificultades para efectuar el reembolso del préstamo póngase en contacto con nosotros a la mayor brevedad posible para estudiar posibles soluciones.
(SI HA LUGAR) 13. INFORMACIÓN ADICIONAL, EN EL CASO DE VENTAS A DISTANCIA 
● (Si ha lugar) La legislación escogida por la entidad como base para el establecimiento de relaciones con usted con anterioridad a la celebración del contrato de crédito es [legislación 
aplicable].
● La información y documentación contractual se facilitarán en [lengua]. Con su consentimiento, durante la vigencia del contrato de préstamo, nos comunicaremos con usted en [lengua o 
lenguas].
14. RIESGOS Y ADVERTENCIAS 
Le rogamos tome nota de los riesgos que conlleva un préstamo hipotecario.
● (Si ha lugar) Puede usted perder su vivienda o el uso de la misma en caso de que [circunstancias contractuales que la ocasionarían].
● (Si ha lugar) Responde usted ante [nombre de la entidad] del pago de la hipoteca inversa no solo con su vivienda sino con todos sus bienes presentes y futuros.
● Tiene usted derecho a examinar el proyecto de documento contractual en el despacho del notario autorizante, con la antelación de 3 días hábiles previos a su formalización ante el 
mismo.
● (Si ha lugar) Debe tener en cuenta el hecho de que los abonos que percibirá no son vitalicios sino que tienen un límite temporal que es [fecha de último abono].
● (Si ha lugar) Debe tener en cuenta el hecho de que el tipo de interés de este préstamo no permanece fijo durante todo su período de vigencia.
● (Si ha lugar) Debe tener en cuenta el hecho de que el tipo de interés de este préstamo, a pesar de ser variable, nunca se beneficiará de descensos del tipo de interés de referencia por 
debajo del [límite mínimo del tipo de interés variable limitado].
● (Si ha lugar) El presente préstamo no se expresa en euros. Tenga en cuenta que el importe en euros que necesitará para reembolsar el préstamo variará en función del tipo de cambio 
de [moneda del préstamo/euro].
● Al margen de lo recogido en la presente ficha, tendrá que pagar otros tributos y gastos (si ha lugar), p.ej., gastos notariales.

Parte B

Instrucciones para cumplimentar la FIPER para hipotecas inversas
La FIPER se cumplimentará como sigue:
Sección «TEXTO INTRODUCTORIO».
1. La fecha de validez figurará debidamente destacada.
Sección «1. ENTIDAD».
1. La identidad, el número de teléfono, el domicilio social y la dirección de la página 

electrónica de la entidad serán los que correspondan a la sede social de ésta. Se indicará la 
autoridad competente para la supervisión de los servicios de hipoteca inversa.

2. La información sobre la persona de contacto es facultativa.
3. De conformidad con el artículo 7 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre 

comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores, si la 
operación se ofrece a distancia, la entidad indicará, en su caso, el nombre y la dirección 
geográfica de su representante en el Estado miembro de residencia del cliente. En estos 
supuestos, la indicación del número de teléfono, la dirección de correo electrónico y la 
dirección de página web del representante de la entidad es facultativa.

4. De conformidad con el artículo 7 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre 
comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores, si la 
operación se ofrece a distancia, la entidad indicará el nombre del Registro Mercantil en el 
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que está inscrito, así como su número de inscripción u otro medio equivalente de 
identificación en ese registro.

Sección «2. CARACTERÍSTICAS PRINCIPALES DEL PRÉSTAMO ASOCIADO A LA 
HIPOTECA INVERSA».

1. El «importe total a reembolsar» será igual a la suma del importe del préstamo y el 
coste total del mismo. Dentro de este concepto se incluyen todos los gastos, incluidos los 
intereses, las comisiones, los impuestos y cualquier otro tipo de gastos que el cliente deba 
pagar en relación con el contrato de préstamo y que sean conocidos por la entidad, con 
excepción de los gastos de notaría. El coste de los servicios accesorios relacionados con el 
contrato de préstamo, en particular las primas de seguro, se incluye asimismo en este 
concepto si la obtención del préstamo en las condiciones ofrecidas está condicionada a la 
celebración de estos contratos de servicios.

Si se tratase de un préstamo en divisa o a tipo de interés variable, se calculará el importe 
total a reembolsar con el supuesto de que el tipo de interés o de cambio se mantiene 
constante durante todo el período al nivel de la fecha más próxima a la de la emisión de la 
FIPER

2. En esta sección se explicará si el tipo de interés es fijo, variable o variable limitado. Se 
señalará también la fecha en la que se fijarán los tipos de interés que darán lugar al importe 
total de reembolso definitivo. Asimismo, se explicará la fórmula utilizada para calcular el tipo 
de interés. La entidad indicará además dónde hallar información adicional sobre los índices o 
los tipos utilizados en la fórmula. El nivel del tipo de interés variable y variable limitado se 
expresará como un índice de referencia más un diferencial, si fuera el caso. Se especificará 
de forma destacada la existencia de límites a la baja (suelos) o al alza (techos) del tipo de 
interés variable limitado, o de cualquier otro tipo de instrumento que limite la variabilidad del 
tipo de interés.

Si la moneda del préstamo es diferente de la moneda nacional, la entidad incluirá 
información sobre la fórmula utilizada para calcular los diferenciales de tipo de cambio y la 
periodicidad de su ajuste.

3. Si el tipo de interés aplicable fuera variable o variable limitado, la entidad incluirá 
ejemplos numéricos que indiquen claramente de qué modo los cambios en el pertinente tipo 
de interés de referencia afectarán al importe total a reembolsar. Estos ejemplos de variación 
del tipo de interés serán realistas y simétricos, y ofrecerán siempre información sobre los 
efectos de supuestos desfavorables. En particular, se incluirá la siguiente información y sus 
efectos sobre la cuota hipotecaria:

a) variación experimentada por el tipo de interés de referencia durante los últimos dos 
años en términos de la diferencia entre el valor máximo y el mínimo alcanzado en dicho 
período;

b) valores máximo y mínimo alcanzados por dicho tipo durante los últimos quince años, o 
el plazo máximo disponible si es menor, y las fechas en que tales valores se alcanzaron;

c) el importe total a reembolsar que resultaría de calcularla con dichos tipos mínimo y 
máximo o, si los hubiera, con los límites a la baja y/o al alza que se establecieran para el 
préstamo.

4. Si la moneda del préstamo no es el euro, la entidad incluirá ejemplos numéricos que 
indiquen claramente de qué modo los cambios en el pertinente tipo de cambio afectarán al 
importe de las cuotas. Estos ejemplos de variación del tipo de cambio serán realistas y 
simétricos, y ofrecerán siempre información sobre los efectos de supuestos desfavorables. 
En particular, se incluirá la siguiente información y sus efectos sobre la cuota hipotecaria:

a) variación experimentada por el tipo de cambio de referencia durante los últimos dos 
años en términos de la diferencia entre el valor máximo y el mínimo alcanzado en dicho 
período;

b) valores máximo y mínimo alcanzados por dicho tipo durante los últimos quince años y 
las fechas en que tales valores se alcanzaron;

c) el importe de la cuota que resultaría de calcularla con dichos tipos mínimo y máximo o, 
si los hubiera, con los límites a la baja y/o al alza que se establecieran para el préstamo.
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5. El «importe máximo de préstamo disponible en relación con el valor del bien 
inmueble» representará el ratio préstamo-valor de tasación. Este ratio irá acompañado de un 
ejemplo significativo en valor absoluto del importe máximo que puede tomarse en préstamo 
para un determinado valor de un bien inmueble.

Sección «3. TIPO DE INTERÉS».
Además del tipo de interés, se especificarán todos los restantes costes que entran en la 

TAE.
Sección «4. ABONO AL BENEFICIARIO».
1. En esta sección se indicará la periodicidad con la que se recibe el abono del acreedor 

por cada período y su importe.
2. Si los pagos al deudor son variables, se deberá incluir en esta sección una tabla en la 

que se establezcan las cuantías que se reciben en cada período y las fechas de inicio y fin 
de dichos períodos.

Sección «5. REQUISITOS, VINCULACIONES Y OTROS COSTES».
1. En esta sección, la entidad indicará las vinculaciones pertinentes, tales como la 

obligatoriedad de contratar cualquier servicio con la misma entidad o con otra. Por cada 
obligación, la entidad especificará frente a quién se asume y en qué plazo debe satisfacerse.

2. La entidad enumerará también cada coste por categoría, indicando su importe, a quién 
ha de abonarse y en qué momento. Si se desconoce el importe, la entidad facilitará una 
posible horquilla o indicará cómo va a calcularse.

3. También se incluirá en esta sección cualquier requisito que habrá de cumplirse para 
obtener el préstamo en las condiciones indicadas, tales como las condiciones de edad o 
dependencia de solicitante y beneficiarios.

Sección «6. CANCELACIÓN DEL PRÉSTAMO Y AMORTIZACIÓN ANTICIPADA».
1. La entidad indicará en qué condiciones puede amortizarse total o parcialmente el 

préstamo. Asimismo, indicará qué trámites debe realizar el cliente para solicitar la 
amortización anticipada.

2. Si la amortización anticipada conlleva compensación para la entidad, esta indicará el 
importe como porcentaje del capital amortizado o en caso de que dependa de otros factores 
se indicará la forma de cálculo de la compensación. La entidad facilitará al menos dos 
ejemplos ilustrativos con el fin de mostrar al cliente el importe de los gastos de amortización 
anticipada según distintas hipótesis posibles.

Sección «7. DISPONIBILIDAD DEL BIEN HIPOTECADO».
En esta sección se consignará la disponibilidad del bien hipotecado del deudor, en 

particular, si éste puede ser enajenado o arrendado, las comunicaciones que el deudor 
estuviera obligado a realizar a la entidad al respecto y la variación de las condiciones 
contractuales que supondría.

Sección «8. DERECHO DE SUBROGACIÓN».
La entidad informará al cliente de su capacidad unilateral para subrogar su préstamo 

hipotecario conforme a lo previsto en la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre Subrogación y 
Modificación de Préstamos Hipotecarios.

Sección «9. DERECHO A ASESORAMIENTO INDEPENDIENTE Y A OFERTA 
VINCULANTE».

La entidad informará al cliente de su derecho a recibir asesoramiento independiente 
teniendo en cuenta la situación financiera del mismo y los riesgos económicos derivados de 
la suscripción de este producto conforme a lo dispuesto en la disposición adicional primera 
de la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, por la que se modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, 
de Regulación del Mercado Hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y financiero, 
de regulación de las hipotecas inversas y el seguro de dependencia y por la que se 
establece determinada norma tributaria, y al artículo 32 de la presente orden. 
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Adicionalmente, se le informará de su derecho a recibir una oferta vinculante que la entidad 
deberá entregarle obligatoriamente.

Sección «10. DEPARTAMENTO DE ATENCIÓN AL CLIENTE».
La información sobre las personas de contacto es facultativa.
Sección «11. SERVICIO DE RECLAMACIONES DEL BANCO DE ESPAÑA O DE LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGUROS Y FONDOS DE PENSIONES».
Sección «12. INCUMPLIMIENTO DE LOS COMPROMISOS VINCULADOS AL 

PRÉSTAMO: CONSECUENCIAS PARA EL CLIENTE».
1. Si el incumplimiento de alguna de las obligaciones que incumben al cliente o sus 

herederos en relación con el préstamo puede acarrearle consecuencias financieras o 
jurídicas, la entidad describirá en esta sección los diferentes supuestos (p.ej., tipos de interés 
de demora, incumplimiento de las vinculaciones especificadas en la Sección 7).

2. La entidad especificará de forma clara y fácilmente comprensible las sanciones o las 
consecuencias a que puede dar lugar cada uno de estos supuestos. Se expresarán de forma 
destacada las consecuencias graves, especialmente, los efectos de la ejecución hipotecaria.

Sección «13. INFORMACIÓN ADICIONAL, EN EL CASO DE VENTAS A DISTANCIA».
Cuando proceda, en la presente sección se incluirá una cláusula que estipule la 

legislación aplicable al contrato de préstamo y la jurisdicción competente.
Sección «14. RIESGOS Y ADVERTENCIAS».
Se indicarán de forma destacada todas las advertencias señaladas.

ANEXO V
CÁLCULO DE LA TASA ANUAL EQUIVALENTE

I. Ecuación de base que traduce la equivalencia de las disposiciones de crédito, por una 
parte, y de los reembolsos y pagos de gastos, por otra

La ecuación de base, que define la tasa anual equivalente (TAE), expresa la equivalencia 
anual entre, por un lado, la suma de los valores actualizados de las disposiciones de crédito 
y, por otro, la suma de los valores actualizados de los importes de los reembolsos y pagos 
de gastos, es decir:

donde:
– X es la TAE,
– m es el número de orden de la última disposición de crédito,
– k es el número de orden de una operación de disposición de crédito, por lo que 1 ≤ k ≤ 

m,
– Ck es el importe de la disposición de crédito número k,
– tk es el intervalo de tiempo, expresado en años y fracciones de año, entre la fecha de la 

primera operación de disposición de crédito y la fecha de cada una de las disposiciones 
siguientes, de modo que t1 = 0,

– m’ es el número de orden del último reembolso o pago de gastos,
– l es el número de orden de un reembolso o pago de gastos,
– D1 es el importe de un reembolso o pago de gastos,
– sl es el intervalo de tiempo, expresado en años y fracciones de año, entre la fecha de 

la primera disposición de crédito y la de cada reembolso o pago de gastos.
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Observaciones:
a) Las sumas abonadas por cada una de las partes en diferentes momentos no son 

necesariamente iguales ni se abonan necesariamente a intervalos iguales.
b) La fecha inicial es la de la primera disposición de fondos.
c) Los intervalos entre las fechas utilizadas en los cálculos se expresarán en años o 

fracciones de año. Un año tiene 365 días (en el caso de los años bisiestos, 366), 52 
semanas o doce meses normalizados. Un mes normalizado tiene 30,41666 días (es decir, 
365/12), con independencia de que el año sea bisiesto o no.

d) El resultado del cálculo se expresará con una precisión de un decimal como mínimo. 
Si la cifra del decimal siguiente es superior o igual a 5, el primer decimal se redondeará a la 
cifra superior.

e) Se puede reformular la ecuación utilizando solamente un sumatorio y empleando la 
noción de flujos (Ak), que serán positivos o negativos, es decir, respectivamente pagados o 
percibidos en los períodos 1 a k, expresados en años, a saber:

II. Supuestos adicionales para calcular la tasa anual equivalente
a) si el contrato de crédito da al consumidor libertad de disposición de los fondos, se 

considerará que el consumidor ha dispuesto del importe total del crédito inmediata y 
totalmente;

b) si el contrato de crédito dispone diferentes formas de disposición de fondos con 
diferentes gastos o tipos de interés, se considerará que se dispone del importe total del 
crédito al tipo de interés y con los gastos más elevados aplicados a la categoría de 
transacción más comúnmente utilizada en ese tipo de contrato de crédito;

c) si el contrato de crédito da al consumidor libertad de disposición de fondos en general, 
pero impone, entre las diferentes formas de disposición de fondos, una limitación respecto 
del importe y del período de tiempo, se considerará que del el importe del crédito se ha 
dispuesto en la fecha más temprana prevista en el acuerdo y con arreglo a dichos límites de 
disposición de fondos;

d) si no se ha fijado un calendario de reembolsos, se presumirá:
1.º que el crédito se concede por un período de veinte años, y
2.º que el crédito se devolverá en 240 cuotas mensuales iguales;
e) si se ha fijado un calendario de reembolsos, pero el importe de los mismos es flexible, 

se considerará que el importe de cada reembolso es el más bajo de los previstos en el 
contrato;

f) salvo indicación en contrario, cuando el contrato de crédito estipule varias fechas de 
reembolso, el crédito se concederá y los reembolsos se efectuarán en la fecha más 
temprana de las previstas en el contrato;

g) si todavía no se ha acordado el importe máximo aplicable al crédito, se presumirá que 
es de 180000 euros;

h) en el caso de un préstamo puente, se considerará que se ha dispuesto del importe del 
crédito en su totalidad y por toda la duración del contrato de crédito. Si la duración del 
contrato de crédito no se conoce, la tasa anual equivalente se calculará basándose en el 
supuesto de que la duración del crédito es de 3 meses;

i) si se ofrecen por un período o importe limitados diferentes tipos de interés y gastos, se 
considerará que el tipo de interés y los gastos son los más elevados durante toda la vigencia 
del contrato de crédito;

j) para los contratos de crédito respecto de los que se haya convenido un tipo de interés 
en relación con el periodo inicial, al final del cual se determinará un nuevo tipo de interés, 
que se ajustará periódicamente con arreglo a un indicador convenido, el cálculo de la tasa 
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anual equivalente partirá del supuesto de que, al final del periodo del tipo de interés fijado, el 
tipo de interés es el mismo que el vigente en el momento de calcularse la tasa anual 
equivalente, en función del valor del indicador convenido en ese momento.
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§ 111

Circular 5/2012, de 27 de junio, del Banco de España, a entidades de 
crédito y proveedores de servicios de pago, sobre transparencia de 
los servicios bancarios y responsabilidad en la concesión de 

préstamos. [Inclusión parcial]

Banco de España
«BOE» núm. 161, de 6 de julio de 2012
Última modificación: 6 de abril de 2022

Referencia: BOE-A-2012-9058

[ . . . ]
ANEJO 6

Principios generales aplicables para la concesión de préstamos responsables
Las políticas, métodos y procedimientos de estudio y concesión de préstamos o créditos 

a la clientela, a que se refiere la norma duodécima de esta Circular, deberán respetar estos 
principios e incluir al menos los aspectos que se detallan más abajo. Su concreta aplicación 
individual deberá realizarse bajo una regla de proporcionalidad allí donde sea adecuado 
atendiendo a las características de la operación, en especial a su importe, complejidad e 
importancia para el cliente, así como al grado de conocimiento del cliente en función de la 
relación comercial que se haya mantenido con él a lo largo del tiempo:

1. Unos criterios de concesión de operaciones, así como de cuantía máxima de las 
mismas, que estén vinculados con la capacidad del prestatario para cumplir, en tiempo y 
forma, con las obligaciones financieras asumidas. Dicha capacidad se estimará bajo el 
supuesto de la utilización de las fuentes de renta habituales del prestatario, sin depender de 
avalistas, fiadores o activos ofrecidos en garantía, que deberán ser siempre considerados 
como una segunda y excepcional vía de recobro para cuando haya fallado la primera. Las 
entidades deberán disponer de información fiable y actualizada sobre las referidas fuentes 
de renta habituales de sus clientes, al menos en el momento de concesión o renovación de 
la operación o en caso de modificación de alguna de sus condiciones esenciales.

2. Unos métodos de fijación de planes de pago realistas respecto de la financiación 
concedida, con vencimientos usualmente periódicos y relacionados con las fuentes primarias 
de generación de ingresos del prestatario y, en su caso, con la vida útil de la garantía. Los 
planes de amortización deberán observar una relación máxima entre el servicio de sus 
deudas, incluidos todos los pagos recurrentes para atender sus créditos en la entidad y para 
otras deudas preexistentes declaradas por el interesado o de las que la entidad pueda tener 
conocimiento por otras vías, y la renta recurrente disponible del prestatario que la entidad 
pueda evidenciar como procedente de sus fuentes de generación de ingresos más 
habituales. En ningún caso la renta disponible resultante tras atender el servicio de sus 
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deudas podrá suponer una limitación notoria para cubrir decorosamente los gastos de vida 
familiares del prestatario.

3. Sin perjuicio de lo indicado en los apartados previos, una política de concesión de 
préstamos que establezca, cuando se disponga de garantías reales, una prudente relación 
entre el importe del préstamo o crédito, y sus potenciales ampliaciones, y el valor de la 
garantía, sin tener en cuenta, especialmente en el caso de inmuebles, potenciales 
revalorizaciones de la misma. La indicada relación deberá considerar adecuadamente los 
riesgos subyacentes que se aprecien en las garantías, derivados de aspectos tales como el 
tipo de propiedad, su finalidad o posible uso, su potencial depreciación o el área geográfica 
en que esta se ubique, y deberá ser tanto más exigente cuanto menos lo sea la fijada entre 
el servicio de la deuda y las fuentes de generación de ingresos. En cualquier caso, el 
incremento de la prudencia en la referida relación entre el importe del préstamo o crédito y el 
valor de la garantía no eximirá ni, en ningún caso, podrá excusar la relajación de la completa 
evaluación de la solvencia del deudor en los términos indicados en el apartado 1 anterior.

Adicionalmente, se establecerán procedimientos que eviten prácticas encaminadas a la 
elusión de la relación establecida entre el importe del préstamo o crédito y el valor de la 
garantía, a través de la concesión de préstamos personales adicionales o complementarios u 
otras técnicas similares.

Cuando se trate de préstamos destinados a la adquisición de bienes, una prudente 
relación entre el importe y el valor del bien asegurará normalmente un pago inicial sustancial 
para la compra obtenido de las fuentes de ingresos propias del prestatario. Dicho pago inicial 
habrá de ser tanto mayor cuanto menor sea el arraigo, enraizamiento o utilidad del bien en la 
satisfacción de las necesidades básicas del cliente (así, un inmueble de segunda residencia 
debería exigir un pago inicial superior al de otro que vaya a constituir la residencia habitual). 
Del mismo modo, cuando se cuente con otro tipo de garantías, en especial avales o seguros, 
ello no supondrá debilitamiento alguno en el adecuado respeto de los principios establecidos 
anteriormente ni en el efectivo control y seguimiento de los riesgos asumidos.

4. Una política de oferta y comercialización de operaciones que tome en consideración la 
situación personal y financiera, así como las necesidades e intereses de los clientes, 
evitando técnicas de venta que ocasionen que estos puedan llegar a suscribir préstamos o 
créditos que no se adapten a sus deseos o necesidades y, por tanto, les resulten inútiles. A 
tal efecto, la selección de los productos ofertados y la exposición de sus características 
habrán de ser completas. En consecuencia, no deberían citarse exclusivamente las 
características favorables o las ventajas económicas inmediatas o en el corto plazo con 
ocultación de otras más relevantes para el cliente o que adolezcan de inconvenientes en el 
medio o largo plazo.

La aludida política deberá, asimismo, incluir unos criterios de remuneración de las 
personas encargadas de la comercialización de estas operaciones, ya se trate de empleados 
o de intermediarios ajenos a la entidad, que incentiven el cumplimiento de estos principios y 
que, en consecuencia, no estimulen el mero incremento incondicionado del volumen de 
operaciones.

5. Adecuados procedimientos de gestión y valoración de garantías que aseguren la 
efectividad legal y económica de estas y el mantenimiento en el tiempo de la relación, para el 
conjunto de su cartera, a que alude el apartado anterior.

En particular, para los préstamos que cuenten con garantías inmobiliarias, la entidad 
deberá contar con una política que persiga la calidad de las valoraciones y que incluya 
procedimientos de selección y relación con los profesionales que se encarguen de las 
tasaciones, que aseguren de manera continuada su independencia y profesionalidad, y que 
contemplen la revisión apropiada de la calidad de esas valoraciones. En especial, se deberá 
evitar que los factores u objetivos comerciales de la entidad influyan, por cualquier vía, en la 
actividad de los tasadores.

En el caso de que la entidad deba aceptar, conforme a lo previsto en el artículo 3 bis I) 
de la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario, la tasación 
aportada por el cliente, ello no la eximirá de realizar, a su cargo, las comprobaciones que 
sean apropiadas para verificar la existencia y el valor sostenible de la garantía.

Sin perjuicio de la información precontractual exigida en el apartado 14 del anexo II de la 
Orden, antes de la contratación de créditos o préstamos cuya garantía hipotecaria recaiga 
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sobre el local de negocio donde se ejerza la actividad que constituya el medio de vida del 
prestatario deberá indicarse con claridad si la garantía se limita al valor del bien hipotecado 
de conformidad con lo que establece el artículo 140 de la Ley Hipotecaria (texto refundido 
aprobado por Decreto de 8 de febrero de 1946), o se extiende a los demás bienes presentes 
y futuros del patrimonio del deudor.

6. En el supuesto de concesión de préstamos o créditos en moneda extranjera, unos 
protocolos de información adecuada sobre los riesgos que los mismos suponen para el 
cliente. La información debe ser suficiente para que los prestatarios puedan tomar 
decisiones fundadas y prudentes, y comprender al menos los efectos en las cuotas de una 
fuerte depreciación del euro y de un aumento del tipo de interés extranjero. Adicionalmente, 
las entidades deberán contar con una política de concesión de este tipo de préstamos que 
atienda primordialmente a la estructura de reembolso de los préstamos y a la capacidad de 
los prestatarios para resistir perturbaciones adversas de los tipos de cambio y del tipo de 
interés extranjero, por lo que deberán establecer reglas de concesión más estrictas en 
cuanto a la relación exigida entre los pagos previstos para hacer frente a la deuda y la renta 
del prestatario, y entre el importe del préstamo y el valor, en su caso, de la garantía.

Deberán aplicarse criterios análogos, referidos exclusivamente a las potenciales 
variaciones en los tipos de interés, en el caso de préstamos en euros con tipos de interés 
variables, tanto por lo que se refiere a la información que se ha de facilitar a los prestatarios 
como respecto a las relaciones entre los pagos previstos para hacer frente a la deuda y la 
renta del prestatario o el valor de la garantía.

La información sobre la evolución de los tipos de interés, allí donde la entidad haya 
establecido suelos a sus descensos, se activará también, con las oportunas explicaciones 
sobre su potencial comportamiento, cuando tales suelos comiencen a aplicarse.

7. Una política sobre la inclusión de cláusulas contractuales y sobre el ofrecimiento de 
productos financieros de cobertura de los riesgos de elevación de los tipos de interés y de 
cambio, que incluya procedimientos para resaltar, del modo que mejor reclame la atención 
del cliente, cualquier estipulación cuyos objetivos o funciones sean diferentes al mero 
establecimiento de límites superiores o techos a la variación de los citados tipos.

Cuando concurran esos objetivos o funciones diferentes o cuando el producto adopte un 
grado de complejidad que dificulte su comprensión, será esencial que la entidad extreme la 
diligencia en las explicaciones que se han de facilitar al cliente al que se ofrezcan, con el fin 
de que este pueda comprender las características del producto y de que sea capaz de 
adoptar una decisión informada y evaluar, de acuerdo con sus conocimientos y experiencia, 
la adecuación del producto ofrecido a sus intereses. A tal fin, recabarán del cliente la 
información adecuada a sus necesidades y su situación financiera y ajustarán la información 
que le suministren a los datos así recabados. En el caso de que los productos de cobertura 
concertados con el cliente supongan el potencial pago por aquel de cantidades diferentes a 
una mera prima por la existencia del límite superior ya citado (como, por ejemplo, en el caso 
de swaps de intereses u otros derivados que contemplen tales pagos), la entidad deberá 
alertar al cliente de tales abonos tan pronto como tenga conocimiento de que pueden 
producirse con arreglo a lo pactado (y periódicamente mientras concurra tal circunstancia), 
así como de las posibilidades de que, conforme a lo establecido en el contrato, disponga el 
cliente para resolver anticipadamente el contrato de cobertura y de los pagos o pérdidas que 
dicha cancelación pueden ocasionarle.

8. Unas reglas que definan las circunstancias y situaciones en las que la entidad 
permitiría, en su caso, excepcionalmente, operaciones de préstamo o crédito en condiciones 
fuera de los límites y condiciones generales aprobados.

9. En el caso de incumplimiento de sus obligaciones de pago por parte del prestatario, y 
antes de abordar acciones como la exigencia del total del préstamo o crédito o el recurso a 
los tribunales, la entidad deberá advertir al prestatario de las potenciales consecuencias, en 
términos de coste por intereses moratorios u otros gastos, que supondría el mantenimiento 
del impago, y de las posibilidades y consecuencias que tendría sobre sus intereses y bienes 
la potencial ejecución de la deuda.

10. Una política de renegociación de deudas aprobada por el máximo órgano de 
gobierno, que considere, para acceder a la renegociación de las condiciones inicialmente 
pactadas, al menos, los siguientes elementos: a) una experiencia mínima en la relación con 
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el prestatario; b) una experiencia de cumplimientos del prestatario durante un período 
suficientemente amplio, o un importe de amortización del principal prestado que sea 
equivalente, y c) un límite a la frecuencia de renegociación durante un número 
suficientemente amplio de años.

Al menos en aquellas situaciones en que la renegociación de las condiciones del 
contrato implique un incremento significativo del importe total o del plazo de devolución del 
préstamo o crédito, o en las que la depreciación de la garantía lo haga aconsejable, la 
entidad deberá reevaluar la solvencia del deudor.

11. Cuando la concesión del préstamo se vincule, de hecho o como requisito para 
aquella, a la suscripción por el deudor de otros servicios, bancarios o no, la entidad deberá 
informar adecuadamente al prestatario de los costes propios de cada uno de esos servicios, 
y, en el caso de que los mismos fueran prestados por terceros ajenos al grupo de la entidad 
y esta no dispusiera de información exacta sobre su coste, al menos de una estimación 
plausible de aquellos costes.

Adicionalmente, en los casos en que la concesión del préstamo o crédito hipotecario se 
vincule con la comercialización de productos de protección de pagos (tales como seguros 
que cubran dichos pagos en contingencias como el desempleo o la incapacidad temporal del 
prestatario), la entidad deberá contar con procedimientos que aseguren que los productos 
ofertados puedan proteger efectivamente al deudor, teniendo en cuenta sus circunstancias y 
características personales.

12. En los supuestos en que la concesión de préstamos a constructores o promotores 
inmobiliarios prevea una posterior subrogación de los adquirentes de las viviendas en el 
préstamo, la inclusión en el correspondiente contrato de la obligación de los indicados 
constructores o promotores de entregar a los clientes información personalizada sobre el 
servicio ofrecido por la entidad, recogida en el artículo 19.3 de la Orden EHA/2899/2011, no 
eximirá a la entidad de asegurarse, antes de aceptar la aludida subrogación, mediante los 
procedimientos apropiados, de que el cliente está adecuadamente informado sobre las 
características del préstamo.

13. Asimismo, las referidas políticas, métodos y procedimientos deberán detallar:
a) Las responsabilidades y facultades delegadas de los diferentes órganos y personas 

encargadas de la concesión, formalización, seguimiento, valoración y control de las 
operaciones.

b) Los requisitos que deberán reunir los estudios y análisis de las operaciones que se 
han de realizar antes de su concesión y durante su vigencia.

c) La documentación mínima que deben tener las operaciones para su concesión y 
durante su vigencia. Dicha documentación incluirá, al menos: los contratos firmados con los 
clientes y, en su caso, garantes, debidamente verificados para comprobar que no presentan 
defectos jurídicos que puedan perjudicar la recuperación de la operación; la información 
necesaria para poder determinar el valor razonable de las garantías que se hubiesen 
recibido, incluyendo las oportunas tasaciones, que se deberán actualizar con la frecuencia 
mínima apropiada y siempre que existan indicios de que puede haber un deterioro de su 
valor; e información económico-financiera que permita analizar la solvencia y capacidad de 
pago de los clientes y garantes.

En la obtención y conservación de la documentación recibida de los clientes, se pondrá 
especial cuidado en respetar la protección de los datos personales en los términos 
legalmente exigibles, y, en caso de que se deniegue la operación, además de esa especial 
atención, se cancelarán todos aquellos otros que no sean útiles como potenciales 
antecedentes de la denegación.

[ . . . ]
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§ 112

Orden ECC/2502/2012, de 16 de noviembre, por la que se regula el 
procedimiento de presentación de reclamaciones ante los servicios 
de reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de 

Pensiones

Ministerio de Economía y Competitividad
«BOE» núm. 281, de 22 de noviembre de 2012

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2012-14363

El artículo 31 y la disposición final undécima de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 
Economía Sostenible han venido a modificar el régimen español de atención de las 
reclamaciones en el sector financiero, con la finalidad expresa de proteger los derechos de 
los clientes en cada uno de los tres ámbitos de actividad financiera: banca, valores y 
seguros.

Conforme a la redacción del artículo 30 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de 
Medidas de Reforma del Sistema Financiero, se han concebido los servicios de 
reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones como los órganos más adecuados 
para ejercer un labor de atención y solución de las quejas, reclamaciones y consultas que 
pueden interponer los clientes financieros. Su actuación habrá de ajustarse a los principios 
de independencia, transparencia, contradicción, eficacia, legalidad, libertad y representación.

La presente norma habrá de mejorar la eficacia del funcionamiento de los servicios de 
reclamaciones y, con ellos, fomentar la aplicación efectiva de la normativa de protección del 
usuario de servicios financieros y las buenas prácticas en el sector financiero, al tiempo que 
se aumenta el nivel de seguridad jurídica en las relaciones entre entidades y clientes.

La orden regula los extremos fundamentales del procedimiento de tramitación de las 
quejas, reclamaciones y consultas ante los tres servicios de reclamaciones en cumplimiento 
del mandato previsto en el artículo 30.3 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas 
de Reforma del Sistema Financiero.

En su virtud, con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas, y de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo 1.  Objeto.
Esta orden ministerial tiene por objeto establecer el procedimiento aplicable a la 

presentación de consultas, quejas y reclamaciones ante los servicios de reclamaciones del 
Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones, en adelante servicios de reclamaciones, conforme a lo 
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previsto en el artículo 30.3 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma 
del Sistema Financiero.

Artículo 2.  Definiciones.
1. A los efectos previstos en esta orden, tendrán la consideración de quejas las 

presentadas por los usuarios de servicios financieros por las demoras, desatenciones o 
cualquier otro tipo de actuación deficiente que se observe en el funcionamiento de las 
entidades financieras contra las que se formula la queja.

2. Tendrán la consideración de reclamaciones las presentadas por los usuarios de 
servicios financieros que pongan de manifiesto, con la pretensión de obtener la restitución de 
su interés o derecho, hechos concretos referidos a acciones u omisiones de las entidades 
financieras reclamadas que supongan para quien las formula un perjuicio para sus intereses 
o derechos y que deriven de presuntos incumplimientos por las entidades reclamadas, de la 
normativa de transparencia y protección de la clientela o de las buenas prácticas y usos 
financieros.

3. Tendrán la consideración de consultas las solicitudes de asesoramiento e información 
relativas a cuestiones de interés general sobre los derechos de los usuarios de servicios 
financieros en materia de transparencia y protección de la clientela, o sobre los cauces 
legales para el ejercicio de tales derechos.

4. Tendrán la consideración de buenas prácticas aquellas que, sin venir impuestas por la 
normativa contractual o de supervisión ni constituir un uso financiero, son razonablemente 
exigibles para la gestión responsable, diligente y respetuosa con la clientela de los negocios 
financieros.

5. Se consideran normas de transparencia y protección de la clientela aquellas que 
contienen preceptos específicos referidos a las entidades supervisadas señaladas 
anteriormente y, que con la finalidad de proteger los legítimos intereses de los clientes, 
establecen un conjunto de obligaciones específicas aplicables a las relaciones contractuales 
entre unos y otros, exigen la comunicación de las condiciones básicas de las operaciones y 
regulan determinados aspectos de su publicidad, normas de actuación e información.

Artículo 3.  Legitimación para formular quejas o reclamaciones y consultas por los usuarios 
de servicios financieros.

1. Podrán presentar quejas o reclamaciones y formular consultas, personalmente o 
mediante representación, todas las personas físicas o jurídicas, españolas o extranjeras, que 
estén debidamente identificadas, en su condición de usuarios de los servicios financieros 
prestados por cualquiera de las entidades supervisadas por el Banco de España, la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones, y siempre que se refieran a sus intereses y derechos legalmente reconocidos, o 
se trate de una consulta sobre sus derechos en materia de transparencia y protección de la 
clientela y cauces legales existentes para su ejercicio.

2. Están legitimados para presentar quejas o reclamaciones y formular consultas en su 
condición de usuarios de servicios financieros las personas o entidades que actúen en 
defensa de los intereses particulares de sus clientes, partícipes o inversores, los tomadores 
de seguros, asegurados, beneficiarios, terceros perjudicados o derechohabientes de 
cualquiera de ellos, así como los partícipes y beneficiarios de planes de pensiones.

3. Igualmente, podrán presentar quejas o reclamaciones y formular consultas las 
asociaciones y organizaciones representativas de legítimos intereses colectivos de los 
usuarios de servicios financieros, siempre que tales intereses resulten afectados y aquéllas 
estén legalmente habilitadas para su defensa y protección y reúnan los requisitos 
establecidos en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, o, en su caso, en la legislación autonómica en 
materia de defensa de los consumidores.

4. También estarán legitimadas para formular consultas las oficinas y servicios de 
información y atención al cliente a que se refiere el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 
de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.
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5. Cuando las quejas o reclamaciones impliquen tratamiento o comunicación de datos 
personales de los usuarios, se requerirá que conste la conformidad expresa de éstos.

Artículo 4.  Competencia de los servicios de reclamaciones.
1. Cualquier reclamación o queja podrá ser presentada indistintamente ante cualquiera 

de los tres servicios de reclamaciones, con independencia de su contenido. En caso de que 
el servicio de reclamaciones que recibe la reclamación o queja no resulte competente para 
su tramitación, se encargará de remitirla inmediatamente al servicio de reclamaciones 
competente.

2. Cuando una queja, reclamación o consulta corresponda, por razón de su contenido, al 
ámbito de competencia de dos o más servicios de reclamaciones, el expediente se tramitará 
por el servicio de reclamaciones que corresponda en atención a la naturaleza jurídica de la 
entidad reclamada. En estos casos, el servicio de reclamaciones al que corresponda tramitar 
el expediente solicitará informe a los otros servicios de reclamaciones sobre los asuntos que 
correspondan a sus ámbitos de competencias, integrando tales informes en el informe final 
que se dicte.

Asimismo, los servicios de reclamaciones podrán alcanzar acuerdos entre sí para 
articular la asistencia que pudieran recabarse en el ejercicio de sus competencias, con el fin 
de armonizar y mejorar las prácticas en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 5.  Presentación de quejas o reclamaciones.
1. La presentación de quejas o reclamaciones se podrá efectuar por los siguientes 

medios:
a) En soporte papel.
b) Por medios electrónicos, a través de los registros electrónicos habilitados a tal efecto 

en el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y en la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, en los términos previstos en la normativa 
aplicable.

2. La presentación de quejas o reclamaciones se podrá efectuar conforme al formulario 
que a tal efecto desarrollarán los servicios de reclamaciones y que contendrá, como mínimo, 
la información establecida en el artículo 6.

Las entidades financieras pondrán a disposición de los usuarios de servicios financieros 
dicho formulario, tanto a solicitud de los mismos, como de oficio, en el momento de tramitar 
la reclamación o queja que estos hubieran planteado ante el departamento o servicio de 
atención al cliente o, en su caso, al defensor del cliente o partícipe de la entidad contra la 
que se reclame.

3. De todas las reclamaciones o quejas presentadas, sea cual fuere la forma y lugar de 
presentación, se dejará constancia formal en el correspondiente servicio de reclamaciones 
que las reciba, con independencia de los servicios a los que la reclamación o queja se 
refiera.

4. La interposición de las reclamaciones o quejas formuladas al amparo de esta orden no 
paralizará la resolución y tramitación de los correspondientes procedimientos. No obstante, 
se suspenderán o interrumpirán los plazos establecidos para el ejercicio de acciones o 
derechos que, de conformidad con la normativa reguladora, puedan ejercitar quienes figuren 
en ellos como interesados.

Asimismo, la utilización por los usuarios de servicios financieros de los servicios de 
reclamaciones para atender sus quejas o reclamaciones se entiende sin perjuicio de la 
utilización de otros sistemas de protección previstos en la legislación vigente, en especial, en 
la normativa arbitral y de consumo.

Artículo 6.  Contenido de la reclamación o queja.
1. Las reclamaciones o quejas deberán contener:
a) Los datos identificativos del reclamante, nombre y apellidos, o denominación social en 

el caso de personas jurídicas, domicilio a efectos de notificaciones y número de identificación 
de las personas físicas o entidades, o, en su caso, datos del registro público de la entidad de 
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que se trate. Si se presenta por medio de representante, se acreditará la representación por 
cualquier medio admitido en derecho.

b) La identificación de la entidad reclamada, así como de la oficina o sucursal a que se 
refiere en su caso la reclamación o queja.

c) El motivo de la reclamación o queja que se presente en relación con sus intereses y 
derechos legalmente reconocidos, haciendo constar expresamente que aquella no se 
encuentra pendiente de resolución o litigio ante órganos administrativos, arbitrales o 
jurisdiccionales. En ningún caso, podrán alegarse hechos distintos de los aducidos en la 
reclamación o queja previa ante el departamento o servicio de atención al cliente o, en su 
caso, defensor del cliente o partícipe de la entidad contra la que se reclame, con excepción 
de los hechos relacionados que se hubieran producido con posterioridad a su sustanciación.

d) Acreditar que ha transcurrido el plazo de dos meses desde la fecha de presentación 
de la reclamación o queja ante el departamento o servicio de atención al cliente o, en su 
caso, defensor del cliente o partícipe sin que haya sido resuelta, o que ha sido denegada la 
admisión o desestimada, total o parcialmente, su petición.

e) Lugar, fecha y firma.
2. Junto a las reclamaciones o quejas se deberá acompañar cuanta documentación 

resulte imprescindible para resolver las cuestiones planteadas con motivo de la reclamación 
o queja, sin perjuicio de que el servicio de reclamaciones recabe de la entidad reclamada la 
documentación que deba obrar en su poder en relación con aquéllas.

3. Las reclamaciones o quejas que se presenten por medios electrónicos en los registros 
electrónicos a que se refiere el artículo 5, deberán cumplir los requisitos establecidos en la 
normativa vigente relativa al acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.

Artículo 7.  Reclamación o queja previa ante el departamento o servicio de atención al 
cliente o, en su caso, al defensor del cliente o partícipe.

1. Para la admisión y tramitación de reclamaciones o quejas ante el servicio de 
reclamaciones correspondiente será imprescindible acreditar haberlas formulado 
previamente al departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, al defensor del 
cliente o partícipe de la entidad contra la que se reclame.

2. Denegada la admisión de las reclamaciones o quejas, o desestimada total o 
parcialmente su petición, o transcurrido el plazo de dos meses desde la fecha de su 
presentación en el servicio de atención al cliente o, en su caso, defensor del cliente o 
partícipe de la entidad contra la que se reclame, sin que haya sido resuelta, el interesado 
podrá presentar su reclamación o queja indistintamente ante cualquiera de los servicios de 
reclamaciones, con independencia de su contenido, en los términos establecidos en el 
artículo anterior.

3. Recibidas las reclamaciones o quejas por el servicio de reclamaciones al que 
corresponda su conocimiento por razón de la materia, verificará la concurrencia de las 
circunstancias previstas en los apartados anteriores, y si se cumplen los requisitos 
necesarios, se procederá a la apertura de un expediente por cada reclamación o queja, en el 
que se incluirán todas las actuaciones relacionadas con esta; en caso contrario, se requerirá 
al reclamante para completar la información en el plazo de diez días hábiles a contar desde 
la fecha en que el reclamante reciba la notificación, especificándose de forma clara cuál es la 
información que falta para completar la reclamación o queja, con apercibimiento de que, si 
no la completase, se le tendrá por desistido.

4. No será preciso para la admisión y tramitación de reclamaciones o quejas ante el 
servicio de reclamaciones correspondiente acreditar haberlas formulado previamente al 
departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, al defensor del cliente o 
partícipe, cuando tengan por objeto la demora o incumplimiento de una decisión del 
departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, del defensor del cliente o 
partícipe de la entidad, en sentido favorable al cliente, que hubiera versado sobre el objeto 
de la queja o reclamación.
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Artículo 8.  Acumulación de expedientes.
1. Podrá acordarse la acumulación de expedientes, para su tramitación conjunta, en los 

siguientes casos:
a) Cuando se trate de reclamaciones o quejas presentadas por distintas personas, y se 

refieran a la misma entidad financiera, que guarden una identidad sustancial o una íntima 
conexión en los hechos o problemas puestos de manifiesto.

b) Cuando se trate de reclamaciones o quejas formuladas por una misma persona 
referidas a cuestiones que guarden una identidad sustancial o una íntima conexión, y que no 
consistan en una mera reiteración.

2. La acumulación de expedientes no afectará a la mención individualizada de las 
reclamaciones o quejas en el resumen estadístico que ha de contener la memoria anual a 
que se refiere el artículo 30.4 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de 
Reforma del Sistema Financiero.

Artículo 9.  Reclamaciones y quejas colectivas.
1. Podrá presentarse una única reclamación o queja conjunta por parte de distintos 

reclamantes cuando éstos se vean afectados por conductas que tengan un contenido y 
fundamento idéntico o sustancialmente similar, de la misma entidad.

2. La presentación de reclamaciones o quejas colectivas se realizará a través de un 
único representante.

3. La reclamación o queja colectiva deberá contener todos los elementos establecidos en 
el artículo 6.

4. Los servicios de reclamaciones deberán tramitar las reclamaciones o quejas colectivas 
como un único expediente y pronunciarse sobre éstas en una única resolución.

Artículo 10.  Supuestos y procedimiento de inadmisión de reclamaciones o quejas.
1. Serán causas de inadmisión por falta de competencia por parte de los servicios de 

reclamaciones o quejas:
a) Cuando se pretenda tramitar como reclamaciones o quejas reguladas en este 

procedimiento recursos o acciones distintas cuyo conocimiento sea competencia de los 
órganos administrativos, arbitrales o judiciales, o aquéllos se encuentren pendientes de litigio 
ante estos órganos.

b) Cuando en la reclamación o queja se planteen controversias sobre determinados 
hechos cuya prueba únicamente pueda ser realizada en vía judicial.

c) Cuando se planteen controversias sobre la cuantificación económica de los daños y 
perjuicios que eventualmente haya podido ocasionar a los usuarios de los servicios 
financieros la actuación, incluso sancionable, de las entidades sometidas a supervisión, o 
sobre cualquier otra valoración económica.

d) Cuando la reclamación o queja se fundamente en una controversia cuya resolución 
requiera necesariamente la valoración de expertos con conocimientos especializados en una 
materia técnica ajena a la normativa de transparencia y protección de la clientela o a las 
buenas prácticas y usos financieros.

2. Tampoco se admitirán las reclamaciones o quejas:
a) Cuando se advierta carencia de fundamento o inexistencia de pretensión por omitirse 

datos esenciales para la tramitación, incluidos los supuestos en que no se concrete el motivo 
de las reclamaciones o quejas, o no se acredite que ha transcurrido el plazo de dos meses 
desde la fecha de presentación ante el departamento o servicio de atención al cliente o, en 
su caso, defensor del cliente o partícipe de la entidad contra la que se reclame sin que haya 
sido resuelta la reclamación o queja, o que ha sido denegada la admisión o desestimada, 
total o parcialmente su petición, salvo que tenga por objeto la demora o el incumplimiento de 
una decisión del departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, del defensor 
del cliente o partícipe de la entidad, en sentido favorable al cliente, que hubiera versado 
sobre el objeto de la queja o reclamación
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b) Cuando los hechos, razones y solicitud en que se concreten las cuestiones objeto de 
las reclamaciones o quejas no se refieran a operaciones concretas o sean distintos de los 
aducidos ante el departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, defensor del 
cliente o partícipe de la entidad contra la que se reclame.

c) Cuando se articulen como reclamaciones o quejas, las consultas sobre derechos en 
materia de transparencia y protección a la clientela, así como sobre los cauces legales 
existentes para su ejercicio, sin perjuicio de que se acuerde su tramitación como tal consulta, 
de lo que se informará al interesado.

d) Cuando se formulen reclamaciones o quejas que reiteren otras anteriores resueltas y 
que tengan un contenido y fundamento idéntico o sustancialmente similar, respecto del 
mismo sujeto y en méritos de idéntico objeto.

e) Cuando se presenten ante el servicio de reclamaciones de la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones, reclamaciones o quejas en relación con contratos de 
grandes riesgos, seguros colectivos o planes de pensiones que instrumenten compromisos 
por pensiones de las empresas con sus trabajadores o beneficiarios, que no se refieran a la 
condición de usuario de servicios financieros de las entidades aseguradoras o de entidades 
gestoras de fondos de pensiones.

f) Cuando haya transcurrido el plazo de prescripción de acciones o derechos que de 
conformidad con lo previsto en los contratos o en la normativa reguladora que resulte de 
aplicación pueda ejercitar quien presente o aquel en cuya representación se presente la 
reclamación o queja de que se trate y en todo caso cuando haya transcurrido un plazo de 6 
años desde la producción de los hechos sin que se haya presentado la reclamación o queja.

3. Cuando no sean admisibles a trámite las reclamaciones o quejas, por alguna de las 
causas indicadas en este artículo, se pondrá de manifiesto al interesado en informe 
motivado, dándole un plazo de diez días hábiles para alegar en su caso. Cuando el 
interesado hubiera contestado y se mantengan las causas de inadmisión, se le comunicará 
la decisión final adoptada.

4. Cuando se tuviera conocimiento de la tramitación simultánea de reclamaciones o 
quejas y de un procedimiento administrativo, arbitral o judicial sobre la misma materia, 
deberá abstenerse de tramitar la primera, y se decretará sin más el archivo del expediente, 
previa comunicación al interesado.

Artículo 11.  Tramitación de las reclamaciones.
1. Una vez se proceda a la apertura de expediente por cada una de las reclamaciones o 

se acuerde la acumulación de expedientes, en el plazo de diez días hábiles, se informará al 
interesado de que su tramitación se entiende sin perjuicio de las acciones que le asisten 
para hacer valer sus derechos y de los plazos y cauces para su ejercicio, así como que no 
paralizará la resolución y tramitación de los correspondientes procedimientos y que su 
terminación en el informe final del servicio de reclamaciones no tiene carácter vinculante ni la 
consideración de acto administrativo recurrible.

Dentro de dicho plazo, igualmente, se remitirá a la entidad contra la que se dirija una 
copia de las reclamaciones y de los documentos aportados, para que en el plazo de quince 
días hábiles presente al servicio de reclamaciones las alegaciones y documentación que 
tenga por conveniente, sin perjuicio de que se pueda recabar directamente de las entidades 
reclamadas la información precisa para un adecuado conocimiento de la reclamación 
presentada. Los servicios de reclamaciones remitirán copia de las anteriores alegaciones y 
documentación al reclamante. El traslado de esta información podrá, no obstante, ser 
ejecutado directamente por las entidades reclamadas, si así lo determinan los servicios de 
reclamaciones correspondientes.

El reclamante podrá pronunciarse sobre las alegaciones de la entidad en el plazo de 
quince días hábiles.

Todos los requerimientos que se formulen a la entidad deberán ser cumplimentados en el 
plazo de quince días hábiles, transcurridos los cuales sin contestación se tendrán por 
incumplidos a los efectos de continuar la tramitación del expediente.

2. El reclamante y la entidad reclamada podrán acceder a las actuaciones incorporadas 
al expediente.
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3. En el caso en el que se plantee en la reclamación controversia entre las alegaciones 
formuladas por el reclamante y la entidad, corresponderá a esta última fundamentar sus 
alegaciones de acuerdo con la información de que disponga.

4. Transcurrido el plazo sin que la entidad reclamada hubiera formulado contestación, o 
transcurrido el plazo establecido en el apartado uno para que los interesados muestren su 
posible disconformidad, se emitirá el informe que dará por terminado el expediente.

5. Los servicios de reclamaciones podrán entrar a conocer, de oficio, sobre conductas 
que hubieran resultado acreditadas en el expediente aunque no hubieran sido el objeto de la 
reclamación, previa petición de alegaciones a la entidad

Artículo 12.  Terminación de los expedientes de reclamaciones.
1. El expediente deberá concluir con un informe en el plazo máximo de cuatro meses, a 

contar desde la fecha de presentación de la reclamación en el servicio de reclamaciones 
competente. Si ello no fuese posible, deberán hacerse constar expresamente en el informe 
final las causas que lo han impedido.

2. La falta de emisión del informe en dicho plazo no implicará la aceptación del motivo de 
las reclamaciones. Transcurrido dicho plazo sin haberse emitido informe final, se comunicará 
al interesado esta circunstancia, sin perjuicio de la obligación de concluir el expediente 
dirigiéndose en todo caso por escrito al reclamante expresando su criterio mediante el 
informe correspondiente.

3. El expediente concluirá con un informe, que será motivado, y deberá contener unas 
conclusiones claras en las que se haga constar si de lo actuado se desprende 
quebrantamiento de normas de transparencia y protección y si la entidad se ha ajustado o no 
a las buenas prácticas y usos financieros. En todo caso, el informe final deberá pronunciarse 
sobre todas las cuestiones que planteen las reclamaciones.

4. El informe será notificado a los interesados y a la entidad reclamada en el plazo de 
diez días hábiles a contar desde su fecha de emisión.

5. En el informe final no existe obligación de aplicar criterios manifestados en informes 
evacuados con anterioridad en resolución de reclamaciones por motivos similares, si bien 
deberá motivar el cambio de criterio.

6. El informe final del servicio de reclamaciones no tiene carácter vinculante y no tendrá 
la consideración de acto administrativo recurrible.

7. Los servicios de reclamaciones deberán conservar toda la información relativa a los 
expedientes tramitados durante un periodo mínimo de 6 años.

Artículo 13.  Tramitación de las quejas.
1. Salvo lo previsto en este artículo, la tramitación de las quejas estará sujeta, a lo 

establecido en los artículos 11 y 12.
2. El plazo establecido en el primer párrafo del artículo 11.1 será de cinco días hábiles y 

los previstos en el segundo, tercer y cuarto párrafo de ese mismo artículo serán de diez días 
hábiles.

3. A los efectos de este artículo, el expediente deberá concluir con un informe en el plazo 
máximo de tres meses, desde la fecha de presentación de las quejas al servicio de 
reclamaciones competente.

No obstante lo anterior, si la queja tuviera por objeto la demora o incumplimiento de una 
decisión del departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, del defensor del 
cliente o partícipe de la entidad contra la que se reclame el expediente deberá concluir con 
un informe en un plazo máximo de un mes y medio.

4. El informe al que hace referencia el artículo 12.4 será notificado a los interesados y a 
la entidad reclamada en el plazo de cinco días hábiles a contar desde su fecha de emisión.

Artículo 14.  Actuaciones complementarias.
1. Si el informe emitido en el expediente de reclamación fuera desfavorable a la entidad 

reclamada, ésta deberá comunicar expresamente, en el plazo de un mes desde la 
notificación del informe, la aceptación o no de los presupuestos y criterios manifestados en el 
mismo, así como aportar la justificación documental de haber rectificado su situación con el 
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reclamante, en su caso. En el supuesto de incumplimiento de este deber se entenderá que la 
entidad no ha aceptado lo impuesto en el informe.

Una vez recibida esta comunicación o transcurrido dicho plazo, se procederá al archivo 
de las reclamaciones. El archivo decretado se entenderá sin perjuicio de las 
responsabilidades administrativas o de otro orden en que haya podido incurrir la entidad.

Si la rectificación se produjese en cualquier momento anterior a la emisión del informe 
final y fuera a satisfacción del reclamante, deberá también justificarse documentalmente, 
salvo que existiese desistimiento expreso del interesado. En tales casos se procederá al 
archivo de la reclamación sin más trámite, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 18.

Además, en caso de allanamiento, sin perjuicio de las responsabilidades disciplinarias o 
de otro orden que correspondan, el servicio de reclamaciones podrá formular a la entidad las 
indicaciones que estime pertinentes.

2. Si de las actuaciones practicadas así se dedujese, se remitirán a los servicios de 
supervisión correspondientes aquellos expedientes en los que se aprecien indicios de 
incumplimiento o quebrantamiento graves o reiterados de normas de transparencia y 
protección de la clientela.

3. El servicio de reclamaciones informará al centro directivo del Ministerio de Economía y 
Competitividad competente en la materia, siempre que este le requiera y, al menos 
semestralmente, sobre la marcha del correspondiente servicio, incluyendo información sobre 
las reclamaciones y quejas recibidas y expedientes tramitados, así como sobre las consultas 
atendidas.

Artículo 15.  Desistimiento.
Los interesados podrán desistir de las reclamaciones en cualquier momento. El 

desistimiento dará lugar a la finalización inmediata del procedimiento en lo que a la relación 
con el interesado se refiere, sin perjuicio de la posibilidad de que el servicio de 
reclamaciones competente acuerde su prosecución por entender la existencia de un interés 
general en las cuestiones planteadas.

Además, en caso de desistimiento de los interesados, sin perjuicio de las 
responsabilidades disciplinarias o de otro orden que correspondan, el servicio de 
reclamaciones podrá formular a la entidad las indicaciones que estime pertinentes.

Artículo 16.  Consultas.
1. Cualquier consulta podrá ser presentada indistintamente ante cualquiera de los 

servicios de reclamaciones, con independencia de su contenido, del Banco de España, de la 
Comisión Nacional de Mercado de Valores o de la Dirección General de Seguros y Fondos 
de Pensiones, o en sus delegaciones.

En estos casos, una vez presentada será remitida al servicio de reclamaciones 
competente para su tramitación.

2. La presentación de consultas en cualquiera de los lugares previstos en el apartado 1 
se podrá efectuar por los siguientes medios:

a) En soporte papel.
b) Por medios electrónicos, a través de los registros electrónicos habilitados a tal efecto 

en el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y en la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, en los términos previstos en la normativa 
aplicable.

3. Si se presentan por medio de representante, se acreditará la representación por 
cualquier medio admitido en derecho.

4. En las consultas se hará constar:
a) Nombre y apellidos o razón social y número de identificación de la persona o entidad a 

que se refiera la cuestión planteada, así como el domicilio a efectos de notificaciones.
b) Los antecedentes y las circunstancias concurrentes.
c) Las dudas que le suscite la normativa aplicable.
d) Los demás datos y elementos que puedan contribuir a la formación de opinión por 

parte del servicio de reclamaciones competente.
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e) El lugar, fecha y firma de las partes.
5. En ningún caso las consultas pueden referirse a una concreta operación con una 

entidad determinada, sin perjuicio de poder plantearse la oportuna reclamación. Tampoco 
podrán referirse a las condiciones materiales de las operaciones siempre que se ajusten a 
las normas de transparencia y protección de la clientela, ni a los contratos de seguro por 
grandes riesgos.

6. Si la solicitud no reúne los requisitos señalados en los apartados 3 y 4 se requerirá al 
interesado para que, en un plazo de diez días hábiles, subsane la falta o acompañe los 
datos, elementos y documentos precisos, con indicación de que, si así no lo hiciera, su 
escrito será archivado sin más trámites.

7. El servicio de reclamaciones competente archivará sin más el expediente, con 
notificación al interesado, de las consultas que no cumplan los requisitos establecidos en los 
apartados 3 y 4 y no sean subsanadas previo requerimiento al efecto, así como aquellas que 
no sean admisibles de conformidad con lo establecido en el apartado 5.

8. La presentación de una consulta no interrumpirá los plazos establecidos en el 
ordenamiento para el ejercicio de los derechos ni suspenderá la tramitación de los 
procedimientos. Se informará de dicha circunstancia al interesado una vez recibida la 
consulta por el servicio de reclamaciones.

Artículo 17.  Contestación de las consultas.
1. El servicio de reclamaciones competente contestará a la cuestión planteada, 

precisando en sus conclusiones los derechos del solicitante en materia de transparencia y 
protección a la clientela, así como sobre los cauces legales existentes para su ejercicio.

2. El plazo máximo de contestación será de un mes desde la fecha de presentación de la 
consulta en el servicio de reclamaciones competente. La falta de contestación en dicho plazo 
no implicará la aceptación de los criterios expresados por los usuarios de servicios 
financieros en la consulta.

3. La contestación a la consulta tendrá carácter informativo, y no tendrá efectos 
vinculantes en relación a personas, actividades o supuestos contemplados en la consulta.

Artículo 18.  Conductas sancionables.
Si la tramitación de los expedientes de reclamaciones o quejas revela datos que puedan 

constituir indicios de conductas sancionables, en particular, cuando se dedujese el 
quebrantamiento grave o reiterado de normas de transparencia o protección a la clientela, o 
se detecten indicios de conductas delictivas, o de infracciones tributarias, de consumo o 
competencia, o de otra naturaleza, el servicio de reclamaciones pondrá los hechos en 
conocimiento del departamento u organismo competente en la materia a los efectos 
oportunos.

Disposición adicional primera.  Servicio de reclamaciones de la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones.

1. El servicio de reclamaciones de la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones como órgano administrativo depende orgánicamente del Director General de 
Seguros a través de la Subdirección General de Seguros y Política Legislativa, actuando en 
el ejercicio de sus funciones de acuerdo con los principios previstos en el artículo 30.1 de la 
Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero.

El titular del servicio de reclamaciones de la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones será nombrado atendiendo a criterios de competencia profesional y experiencia 
en la protección de los derechos de los usuarios de servicios financieros referidas al ámbito 
asegurador y de los planes y fondos de pensiones.

2. Corresponde al servicio de reclamaciones de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones en el ejercicio de la competencia de protección administrativa en el 
ámbito de los seguros privados, las siguientes funciones:

a) Atender las consultas, quejas y reclamaciones previstas en la Ley de Reforma del 
Sistema Financiero Ley 44/2002, de 22 de noviembre.
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b) La asistencia en la supervisión sobre conductas de mercado de las entidades sujetas 
a supervisión de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.

c) El fomento de iniciativas en materia de educación financiera y la elaboración de 
estudios en materias relacionadas con la protección de los asegurados, la transparencia y 
las mejores prácticas en el mercado.

d) Las demás funciones de protección a los asegurados, beneficiarios, terceros 
perjudicados y partícipes en planes de pensiones que se le encomienden.

3. El Director General de Seguros y Fondos de Pensiones, en el marco de lo dispuesto 
en el artículo 21 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, podrá dictar las 
instrucciones necesarias para la organización y funcionamiento del servicio de 
reclamaciones de la propia Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.

Disposición adicional segunda.  Remisión de alegaciones en las reclamaciones ante el 
servicio de reclamaciones de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.

En las reclamaciones tramitadas ante el servicio de reclamaciones de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, el traslado de la información al reclamante 
previsto en el párrafo segundo del artículo 11.1 será ejecutado directamente por las 
entidades reclamadas.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en la presente orden ministerial.

Disposición final primera.  Régimen supletorio.
En lo no previsto expresamente en esta orden y en las normas que la desarrollen, será 

de aplicación a las actuaciones de los servicios de reclamaciones la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Disposición final segunda.  Facultades de desarrollo.
Se habilita al Banco de España y a la Comisión Nacional del Mercado de Valores para 

dictar las normas precisas, en el ámbito de sus competencias, para el desarrollo y ejecución 
de esta Orden.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 113

Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes 
para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de 

servicios y su ejercicio. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 308, de 23 de diciembre de 2009
Última modificación: 23 de diciembre de 2014

Referencia: BOE-A-2009-20725

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Proyectos que deban someterse a evaluación de impacto 
ambiental.

Cuando, de acuerdo con esta Ley, se exija una declaración responsable o una 
comunicación para el acceso a una actividad o su ejercicio y una evaluación de impacto 
ambiental, conforme al Texto Refundido de la Ley de Impacto Ambiental de proyectos, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, o a la normativa autonómica 
de desarrollo, la declaración responsable o la comunicación no podrá presentarse hasta 
haber llevado a cabo dicha evaluación de impacto ambiental y, en todo caso, deberá 
disponerse de la documentación que así lo acredite.

[ . . . ]
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§ 114

Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 234, de 30 de septiembre de 2015

Última modificación: 2 de agosto de 2024
Referencia: BOE-A-2015-10440

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Planificación, proyecto y construcción de infraestructuras ferroviarias 
integrantes de la Red Ferroviaria de Interés General

Artículo 5.  Planificación de infraestructuras ferroviarias integrantes de la Red Ferroviaria de 
Interés General.

1. El Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana hará pública la estrategia 
indicativa del desarrollo, mantenimiento y renovación de la Red Ferroviaria de Interés 
General destinada a satisfacer las necesidades futuras de movilidad. Esta estrategia, que 
cubrirá un período temporal de, al menos, cinco años, será renovable, establecerá un marco 
general de prioridades y financiero y estará basada en la eficiencia económica y social y en 
la financiación sostenible del sistema ferroviario, y tendrá en cuenta, en su caso, las 
necesidades globales de la Unión Europea. Se establecerá tras la tramitación del 
procedimiento en el que, en los términos que se establezcan reglamentariamente, se dará 
audiencia a las administraciones públicas autonómicas y locales afectadas y a los demás 
interesados.

La estrategia deberá realizarse desde una perspectiva intermodal para garantizar la 
optimización de los recursos invertidos y su asignación eficiente entre modos de transporte 
que proporcionen una cobertura adecuada de transporte público en todo el territorio.

No obstante, dicha intermodalidad debe tener en cuenta el déficit histórico en la inversión 
en líneas de ferrocarril convencional y su uso compatible con las mercancías, así como el 
papel esencial que el ferrocarril convencional juega en la vertebración de la España vaciada.

Por razones de interés general, y en tanto se alcancen los objetivos de neutralidad 
climática que establece el “Plan Nacional Integrado de Energía y Clima 2021-2030” en el 
horizonte 2050, se garantizará el mantenimiento y la mejora de las infraestructuras 
existentes que se encuentren afectas al servicio ferroviario, así como la modernización de 
las líneas de tren convencional, se mejorará la inversión en cercanías ferroviarias y, en su 
caso, la construcción de nuevas infraestructuras de comunicación con el fin de garantizar la 
accesibilidad y conectividad territorial.

Reglamentariamente se delimitarán los supuestos en que, por razones de interés general 
y social, podrán aprobarse inversiones no previstas en la estrategia indicativa, así como la 
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revisión de la misma. En estos casos, será preceptivo el informe del Consejo Asesor de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.

2. Corresponde al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, oídos el 
Consejo Asesor de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, los administradores de 
infraestructuras y las comunidades autónomas afectadas, la planificación y el 
establecimiento o la modificación de las líneas ferroviarias o los tramos de las mismas, de 
estaciones de transporte de viajeros y de terminales de transporte de mercancías, 
integrantes de la Red Ferroviaria de Interés General.

3. Para el establecimiento de una línea o tramo, estación de transporte de viajeros o 
terminal de transporte de mercancías integrante de la Red Ferroviaria de Interés General, o 
su modificación significativa desde el punto de vista del trazado o de sus condiciones 
funcionales o de explotación, será precisa la aprobación, por el Ministerio de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana, de un estudio informativo, con arreglo a lo previsto en esta ley y 
a la normativa reglamentaria que la desarrolle.

El estudio informativo comprende el análisis y la definición, tanto en aspectos 
geográficos, que tendrán en cuenta entre otros aspectos la integración de la infraestructura 
en el territorio especialmente en su paso por núcleos urbanos, como funcionales y de 
explotación, de las opciones de una actuación determinada y, en su caso, de la selección de 
la alternativa más recomendable como solución propuesta, teniendo en cuenta la 
funcionalidad presente y futura de las infraestructuras entre los criterios a considerar para 
esta selección. En su caso, el estudio informativo incluirá el estudio de impacto ambiental de 
las opciones planteadas con el contenido previsto en la legislación ambiental y constituirá el 
documento básico a efectos de la correspondiente evaluación ambiental prevista en la 
legislación ambiental.

Previamente a la tramitación del Estudio Informativo prevista en el apartado 4 de este 
artículo, se realizará un estudio de viabilidad que incluya un análisis previo de alternativas, 
considerando también aquellas de tipo estratégico y la alternativa de mantener la situación 
existente, así como un estudio de la demanda y un análisis coste-beneficio, todo ello como 
ayuda a la toma de decisiones sobre la ejecución de la actuación desde el punto de vista 
socioeconómico. El estudio de viabilidad será informado por el Consejo Asesor de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. Reglamentariamente se determinará el contenido 
de dicho estudio.

Sin perjuicio de lo que pueda establecer la legislación ambiental, no será preceptiva la 
redacción de un estudio informativo cuando se trate de obras de reposición, de 
conservación, de acondicionamiento de trazado, de ensanches de plataforma o de 
desdoblamientos de vía sobre la misma, electrificación, señalización y, en general de 
aquellas que no supongan una modificación sustancial del trazado de las líneas existentes. A 
tales efectos, se entenderá por trazado de una línea o tramo de línea una franja de terreno 
cuyas dimensiones se determinarán reglamentariamente. Tampoco será preceptiva la 
redacción de un estudio informativo para el establecimiento de estaciones de transporte de 
viajeros de cercanías y apeaderos y terminales de transporte de mercancías de reducido 
tamaño según se determine reglamentariamente.

4. Para su tramitación, el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana remitirá 
el estudio informativo correspondiente a las comunidades autónomas y entidades locales 
afectadas, con objeto de que, durante el plazo de un mes, examinen y, en su caso, informen 
si la solución propuesta es la más adecuada para el interés general y para los intereses que 
representan. Transcurrido dicho plazo sin que dichas administraciones públicas informen al 
respecto, se entenderá que están conformes con la solución propuesta.

En el caso de que alguna de dichas administraciones manifestara disconformidad, 
necesariamente motivada, en relación a estudios informativos sobre elementos no incluidos 
en el planeamiento urbanístico vigente de los núcleos de población a los que afecten, el 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana abrirá un período de consultas con 
ella por un período no inferior a dos meses. De mantenerse la discrepancia, el expediente 
será elevado al Consejo de Ministros que decidirá acerca de la ejecución del proyecto a que 
se refiere el estudio informativo y, en su caso, acordará la modificación o revisión del 
planeamiento afectado, que deberá acomodarse a las determinaciones del proyecto en el 
plazo de un año desde su aprobación.
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5. Con carácter simultáneo al trámite de informe a que se refiere el apartado anterior, el 
estudio informativo se someterá, en la forma prevista en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, a un trámite de 
información pública durante un período de treinta días hábiles. Las observaciones realizadas 
en este trámite deberán versar exclusivamente sobre la concepción global del trazado 
proyectado. La tramitación del expediente de información pública corresponde al Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.

El trámite de información pública citado en el párrafo anterior, y con ese mismo plazo, 
servirá para que las empresas ferroviarias y los administradores de infraestructuras 
ferroviarias puedan emitir informe acerca de la concepción global del trazado proyectado y 
de los aspectos funcionales o de explotación incluidos en el estudio informativo.

Para el trámite de información pública, además de la documentación completa necesaria 
para el cumplimiento de sus objetivos, se hará público un documento no técnico que, con 
lenguaje accesible e imágenes, sirva para que la población general pueda conocer la 
actuación a desarrollar, así como facilitar la presentación de alegaciones, en su caso. Si la 
actuación se desarrolla en una Comunidad Autónoma que cuente con una lengua cooficial, 
este documento no técnico será publicado en castellano y en la otra lengua oficial 
correspondiente.

6. Una vez concluidos los plazos de audiencia e información pública, el Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana remitirá el expediente completo, que incluirá el 
estudio informativo y el resultado de los trámites de audiencia e información pública, al 
Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, a los efectos previstos en la 
legislación ambiental.

7. Completada la tramitación prevista en el apartado anterior corresponderá al Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana el acto formal de aprobación del estudio 
informativo, que supondrá la inclusión de la futura línea o tramo, estación de transporte de 
viajeros o terminal de transporte de mercancías, en la Red Ferroviaria de Interés General, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 4.2.

Con ocasión de las revisiones de los instrumentos de planeamiento urbanístico, o en los 
casos en que se apruebe un tipo de instrumento distinto al anteriormente vigente, se 
incluirán los elementos contenidos en los estudios informativos aprobados definitivamente 
con anterioridad. Para tal fin, los estudios informativos incluirán una propuesta de la banda 
de reserva de la previsible ocupación de la infraestructura, estación de transporte de viajeros 
o terminal de transporte de mercancías, y de sus zonas de dominio público en su caso.

A los solos efectos de la ocupación temporal de los terrenos para la toma de datos y 
realización de prospecciones necesarias para la elaboración de los proyectos, la aprobación 
de los estudios informativos implicará la declaración de utilidad pública y la necesidad de 
ocupación temporal de dichos terrenos.

8. Transcurridos diez años desde la aprobación formal de un estudio informativo sin que 
se haya iniciado la ejecución de las obras correspondientes dejará de tener efecto lo 
dispuesto en el apartado anterior.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Régimen jurídico de los administradores generales de infraestructuras 
ferroviarias

[ . . . ]
Artículo 25.  Aportaciones económicas del Estado. Convenios y programas de actividad.

1. En el marco de lo establecido en la legislación comunitaria y nacional, los 
administradores generales de infraestructuras ferroviarias podrán recibir aportaciones 
económicas del Estado que sean acordes al ejercicio sostenible de las funciones que tienen 
atribuidas, en particular respecto de la construcción, mantenimiento, conservación, 
reposición o mejora de las infraestructuras, así como también en relación a la magnitud de la 
infraestructura y a sus necesidades financieras, especialmente para hacer frente a nuevas 
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inversiones. Dichas aportaciones tendrán en consideración los costes necesarios para 
realizar la actividad por una empresa eficiente y bien gestionada.

Sin perjuicio de lo anterior, el Gobierno podrá acordar que las inversiones que sea 
necesario acometer puedan realizarse por medios distintos a la financiación estatal directa, a 
través de los medios de colaboración público-privada establecidos en el ordenamiento 
jurídico vigente.

2. El Ministerio de Fomento y el administrador de infraestructura ferroviaria, previo 
informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas que tendrá carácter 
vinculante, suscribirán un convenio, por un período no inferior a cinco años, que incluirá en 
su objeto las diferentes infraestructuras e instalaciones de servicio que administre y que se 
ajustará a los principios y parámetros básicos que se indican en el anexo II. El convenio 
señalará los objetivos y fines a alcanzar y propondrá la cuantía de las aportaciones a realizar 
por el Estado, con arreglo a lo previsto en el apartado anterior. El conjunto de medidas 
incluidas dentro del convenio debe garantizar la sostenibilidad económica de las 
infraestructuras ferroviarias. Las condiciones del convenio y la estructura de los pagos a 
realizar en virtud del mismo en concepto de financiación al administrador de infraestructuras 
deberán fijarse para toda la duración del convenio desde el momento de su suscripción.

Previamente a su adopción, el Ministerio de Fomento remitirá el convenio a las empresas 
ferroviarias y resto de candidatos, con objeto de que, durante el plazo de un mes, examinen 
y, en su caso, informen dicho convenio. El convenio será publicado en el «Boletín Oficial del 
Estado» en el plazo de un mes desde su suscripción.

La Intervención General de la Administración del Estado emitirá un informe de control 
financiero sobre el grado de ejecución de las previsiones económicas del convenio, en el que 
se recoja su opinión técnica sobre la liquidación de las aportaciones a efectuar por el Estado. 
El Ministerio de Fomento realizará el control técnico sobre la ejecución del mismo.

3. Asimismo, se adoptarán por el Gobierno las medidas necesarias para asegurar que, 
en circunstancias empresariales normales y a lo largo de un período no superior a cinco 
años, la contabilidad de pérdidas y ganancias de los administradores generales de 
infraestructuras ferroviarias refleje como mínimo una situación de equilibrio entre, por una 
parte, los ingresos procedentes de los cánones por acceso a las infraestructuras ferroviarias 
y por utilización de instalaciones de servicio, los precios privados por la prestación de 
servicios en dichas instalaciones, los excedentes de otras actividades comerciales, los 
ingresos no reembolsables de origen privado y la financiación estatal incluyendo, en su caso, 
los anticipos abonados por el Estado, y, por otra, los gastos de infraestructura e instalaciones 
de servicio.

En aquellos segmentos en los que el transporte ferroviario sea competitivo con otros 
modos de transporte, el Gobierno podrá exigir a los administradores de infraestructuras que 
equilibren sus cuentas sin financiación estatal.

4. En el marco de la política general del Gobierno, y de acuerdo con la estrategia 
indicativa del desarrollo, mantenimiento y renovación de la infraestructura ferroviaria, los 
administradores generales de infraestructuras deberán aprobar un programa de actividad 
que incluirá planes de inversión y financiación.

Dicho programa irá orientado a garantizar un uso, suministro y desarrollo óptimo y 
eficiente de la infraestructura, asegurando al mismo tiempo el equilibrio financiero, y preverá 
los medios necesarios para lograr tales objetivos. Los administradores de infraestructuras 
ferroviarias, remitirán el borrador del programa al Ministerio de Fomento, Agencia Estatal de 
Seguridad Ferroviaria, empresas ferroviarias y resto de candidatos, Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia, y demás interesados, de forma previa a su aprobación, con 
el fin de garantizar que estos actores tengan acceso a la información pertinente que les 
pudiera concernir y asimismo de que dispongan de la oportunidad de formular alegaciones 
sobre el contenido del programa de actividad relativo a las condiciones de acceso y 
utilización de los diferentes servicios relacionados con las infraestructuras ferroviarias, y a la 
naturaleza, el suministro y el desarrollo de los mismos, antes de su aprobación, así como a 
la previsión de las actualizaciones de los cánones previstas, de conformidad con el 
artículo 100.1.

Dicho programa se actualizará anualmente y contendrá todas las actuaciones 
relacionadas con el establecimiento de infraestructuras ferroviarias de la Red Ferroviaria de 
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Interés General, o cualquier modificación de las mismas desde el punto de vista del trazado 
o de sus condiciones funcionales o de explotación, previstas para los cinco años siguientes.

5. Los administradores generales de infraestructuras ferroviarias adoptarán las medidas 
necesarias para garantizar la coherencia entre el convenio y el programa de actividad 
respectivamente previstos en los apartados anteriores procediendo, en caso de ser 
necesario, a reprogramar las inversiones previstas para acomodarlas a la capacidad de 
financiación existente en cada momento.

6. Los administradores generales de infraestructuras ferroviarias llevarán un registro de 
todos los activos que administren, que se utilizará para determinar la financiación necesaria 
para la reparación o sustitución de los mismos y que incluirá información detallada sobre el 
gasto en la renovación y modernización de la infraestructura.

Asimismo, los administradores de infraestructuras ferroviarias someterán a la aprobación 
del Ministerio de Fomento, un método de asignación de costes a las diferentes categorías de 
servicios ofrecidos a las empresas ferroviarias. Este método se actualizará periódicamente 
para incluir las mejores prácticas contables internacionales.

Dicho método de asignación de costes y sus actualizaciones serán previamente 
informados por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia y por el Consejo Nacional de Transportes 
Terrestres.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Cánones ferroviarios y precios derivados de la utilización de infraestructura 
ferroviaria e instalaciones de servicio

[ . . . ]
Artículo 97.  Cánones de acceso mínimo a las líneas ferroviarias integrantes de la Red 
Ferroviaria de Interés General y de acceso a infraestructuras que conecten con instalaciones 
de servicio.

1. Presupuesto de hecho.
Constituye el presupuesto de hecho de cada uno de los cánones contemplados en este 

artículo la utilización de las líneas ferroviarias integrantes de la Red Ferroviaria de Interés 
General y del resto de elementos de la infraestructura ferroviaria, así como la prestación de 
servicios inherentes a dicha utilización, en las modalidades siguientes:

a) Canon por los servicios de acceso y gestión de capacidad (modalidad A): por los 
siguientes servicios del paquete de acceso mínimo: tramitación de las solicitudes de 
capacidad de infraestructura ferroviaria, puesta a disposición de la capacidad concedida, 
control del tren, incluida señalización, regulación, expedición, así como comunicación y 
suministro de información sobre circulación ferroviaria y por cualquier otra información 
necesaria para introducir o explotar el servicio para el que se ha concedido capacidad.

b) Canon por utilización de las líneas ferroviarias y otros elementos relacionados con las 
mismas (modalidad B): por la acción y efecto de utilizar la infraestructura ferroviaria, 
incluidas bifurcaciones y desvíos de red.

c) Canon por utilización de las instalaciones de transformación y distribución de la 
energía eléctrica de tracción (modalidad C): por la acción y efecto de utilizar las instalaciones 
de alimentación eléctrica para la corriente de tracción, cuando estén disponibles.

2. Obligados al pago.
Tendrán la consideración de obligados al pago del canon:
a) En la modalidad A, las empresas ferroviarias que sean adjudicatarias de capacidad 

para circular por la Red Ferroviaria de Interés General, así como cualquiera de los sujetos 
mencionados en el artículo 34 que, sin tener la consideración de empresas ferroviarias, 
obtengan adjudicación de capacidad.

b) En la modalidad B, las empresas ferroviarias que utilicen las líneas ferroviarias.
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c) En la modalidad C, las empresas ferroviarias que utilicen las instalaciones de 
electrificación.

3. Período impositivo, exigibilidad y pago.
El periodo impositivo coincide con el mes natural.
El devengo se produce el último día del período impositivo.
Los servicios de la Modalidad A se imputarán al período impositivo en el que se utilice o 

se hubiera podido utilizar la capacidad concedida, la Modalidad B en el período en que se 
utilice la línea ferroviaria o el elemento correspondiente de la infraestructura ferroviaria y la 
Modalidad C en el período en que se utilicen las instalaciones de electrificación.

La liquidación de las modalidades de este canon se notificará al obligado al pago y su 
pago se efectuará en el plazo de veinte días hábiles desde aquel en que se produzca la 
notificación.

4. Base de cálculo.
La base de cálculo de este canon serán los trenes kilómetros y, en su caso, las plazas 

tren kilómetro, distinguiendo por cada modalidad del canon, tipo de línea, tipo de servicio y 
tipo de tracción.

El tren kilómetro es la unidad de medida equivalente a la adjudicación de la capacidad a 
un tren a lo largo de un kilómetro o a la utilización de la línea ferroviaria por un tren a lo largo 
de un kilómetro.

La plaza tren kilómetro es la unidad de medida equivalente a un asiento de tren, que 
recorre un kilómetro.

5. Cuota.
1.º La cuota íntegra se obtendrá de aplicar a la base de cálculo una cuantía unitaria 

determinada por los administradores de infraestructuras y publicada en la declaración sobre 
la red, de conformidad con los métodos de cálculo de los costes unitarios directos 
contemplados en la norma correspondiente de la Unión Europea, distinguiendo por cada 
modalidad de canon.

a) Canon por adjudicación de capacidad (Modalidad A):
La cuota íntegra se determinará en función de cada tren kilómetro adjudicado, 

distinguiendo por tipo de línea afectada y tipo de servicio de acuerdo con la definición que 
contenga la declaración sobre la red.

Mediante esta modalidad se repercutirán los costes del proceso de adjudicación de 
capacidad, los de gestión del tráfico, seguridad en la circulación y los de reposición de las 
instalaciones de seguridad y control del tráfico, directamente imputables a la explotación del 
servicio ferroviario.

b) Canon por utilización de las líneas ferroviarias y otros elementos relacionados con las 
mismas (Modalidad B):

La cuota íntegra se determinará en función de los trenes kilómetro circulados 
distinguiendo por tipo de línea y tipo de servicio de acuerdo con la definición que contenga la 
declaración sobre la red.

Mediante esta modalidad se repercutirán los costes de mantenimiento y conservación de 
la infraestructura ferroviaria y sus costes de reposición, directamente imputables a la 
explotación del servicio ferroviario.

Este canon no gravará la utilización de las instalaciones de transformación y distribución 
de la energía eléctrica de tracción.

c) Canon por utilización de las instalaciones de transformación y distribución de la 
energía eléctrica de tracción (Modalidad C):

La cuota íntegra se determinará en función de los trenes kilómetro circulados por líneas 
ferroviarias electrificadas distinguiendo por tipo de línea, tipo de servicio y tipo de tracción de 
acuerdo con la definición que contenga la declaración sobre la red.

Mediante esta modalidad se repercutirán los costes de mantenimiento y conservación de 
las instalaciones de electrificación y sus costes de reposición, directamente imputables a la 
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explotación del servicio ferroviario. Tendrán la consideración de instalaciones de 
electrificación las subestaciones, incluyendo los edificios técnicos, la catenaria, las 
subestaciones móviles y cualquier otra instalación, equipo o elemento necesario para el 
proceso de transformación y distribución de la energía necesario para el proceso de 
transformación y distribución de la energía.

2.º Los costes directamente imputables a la explotación del servicio ferroviario podrán 
modularse por los administradores de infraestructuras ferroviarias tomando en consideración 
los distintos grados de desgaste de las infraestructuras con arreglo a uno o varios de los 
parámetros siguientes:

a) Longitud del tren y/o número de vehículos del tren;
b) masa del tren;
c) tipo de vehículo, en particular su masa no suspendida;
d) velocidad del tren;
e) potencia de tracción de la unidad motriz;
f) peso por eje y/o número de ejes;
g) número registrado de planos en las ruedas o uso efectivo de equipos de protección 

contra deslizamientos;
h) rigidez longitudinal de los vehículos y fuerzas horizontales que impactan en la vía;
i) potencia eléctrica consumida y medida o comportamiento dinámico de los pantógrafos 

o patines de contacto como parámetro para fijar los cánones por el desgaste del hilo de 
contacto o del carril electrificado;

j) parámetros de vía, en particular los radios;
k) cualquier otro parámetro relacionado con el coste, cuando el administrador de 

infraestructuras pueda demostrar al organismo regulador que los valores de tal parámetro, 
incluida su variación, cuando proceda, se miden y registran de manera objetiva.

Para la determinación de la cuantía unitaria de la cuota íntegra los administradores 
generales de infraestructuras ferroviarias elaborarán un modelo de costes único, que permita 
obtener de manera sistemática, transparente y no discriminatoria los costes imputables a los 
distintos servicios prestados por dichas entidades. El modelo de costes habrá de ser 
sometido a informe previo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia a 
quien corresponderá la posterior supervisión de la correcta aplicación del modelo de costes.

3.º La cuota líquida será el resultado de añadir a la cuota íntegra, además de las 
cuantías recogidas en los tres puntos siguientes, un recargo que permita recuperar hasta el 
total de los costes asumidos por el administrador de infraestructuras. Los recargos estarán 
basados en principios eficientes, transparentes y no discriminatorios siempre que el mercado 
pueda aceptarlo sin dejar de garantizar la competitividad óptima de los segmentos de 
mercado ferroviario.

No obstante, los administradores de infraestructuras podrán establecer además una 
distinción entre segmentos de mercado en función de las mercancías o viajeros 
transportados.

El importe máximo a recuperar mediante esta adición será suma de los gastos 
financieros, los costes de reposición correspondientes a la plataforma, túneles, puentes, vía, 
edificios y medios utilizados para el mantenimiento y conservación, así como los necesarios 
para un desarrollo razonable de estas infraestructuras y todos aquellos costes que permitan 
a los administradores de infraestructuras ferroviarias lograr la sostenibilidad económica de 
las infraestructuras que administran.

No obstante, la cuantía de los cánones no debe excluir la utilización de las 
infraestructuras por parte de segmentos del mercado que puedan pagar al menos el coste 
directamente imputable a la explotación del servicio ferroviario, más un índice de rentabilidad 
que pueda asumir el mercado.

Antes de aprobar el cobro de un recargo, los administradores de infraestructuras 
evaluarán la importancia del mismo en el segmento de mercado del que se trate, 
considerando las parejas de criterios enumeradas en el siguiente párrafo que sean 
pertinentes.
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Cuando el administrador de infraestructuras ferroviarias defina una lista de los 
segmentos de mercado de cara a introducir recargos en el sistema de cánones tendrá en 
cuenta las siguientes parejas de características:

a) Servicios de transporte de viajeros frente a servicios de transporte de mercancías.
b) Trenes que transportan mercancías peligrosas frente a trenes que transportan otras 

mercancías.
c) Servicios nacionales frente a servicios internacionales.
d) Transporte combinado frente a trenes directos.
e) Servicios de transporte de viajeros urbanos o regionales frente a servicios de 

transporte de viajeros interurbanos.
f) Trenes bloque frente a trenes por vagones completos.
g) Servicios ferroviarios regulares frente a servicios ocasionales.
Los administradores de infraestructuras ferroviarias podrán establecer además una 

distinción entre segmentos de mercado en función de las mercancías o viajeros 
transportados.

La lista de segmentos del mercado definidos por los administradores de infraestructura 
incluirá al menos los tres segmentos siguientes: servicios de mercancías, servicios de 
viajeros en el marco de un contrato de servicio público, y otros servicios de viajeros.

Deberán definirse también los segmentos de mercado en los que las empresas 
ferroviarias no operen en el momento de fijarse los cánones, pero en los que durante el 
período de validez del sistema de cánones podrían prestar sus servicios. El administrador de 
infraestructuras ferroviarias no deberá incluir recargos en el sistema de cánones de estos 
segmentos de mercado.

La lista de segmentos de mercado se revisará por los administradores de 
infraestructuras, al menos, cada cinco años y se publicará en la declaración sobre la red. La 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia controlará dicha lista de acuerdo con 
las funciones reconocidas para este organismo.

Cuando el administrador de infraestructuras pretenda modificar los elementos esenciales 
de este recargo, lo hará público con una antelación de al menos tres meses respecto a la 
fecha límite para la publicación de la declaración sobre la red.

4.º La cuota líquida también podrá incluir una adición por cancelación de reserva en 
concepto de capacidad que, habiéndose adjudicado, no se utilice, incentivando la utilización 
eficiente de la capacidad. Esta adición será obligatoria en aquellos casos en que los 
solicitantes de capacidad dejen de utilizar las franjas asignadas o parte de las mismas de 
forma sistemática, salvo causa de fuerza mayor.

Los administradores de infraestructuras podrán establecer umbrales mínimos por debajo 
de los cuales podrá no aplicarse esta adición. Asimismo, los administradores de 
infraestructuras aprobarán las cuantías de acuerdo con las cuales se calculará esta adición, 
publicándolas en la declaración sobre la red, aplicándose a la diferencia entre el número de 
trenes kilómetro adjudicados y el número de trenes kilómetro utilizados, por tipo de línea y 
tipo de servicio.

De igual forma, los administradores de infraestructuras publicarán en la declaración 
sobre la red los criterios que determinarán la no utilización de la capacidad previamente 
adjudicada. Estos criterios serán supervisados por la Comisión Nacional de Competencia y 
los Mercados de acuerdo con las funciones que tiene atribuidas.

Para los servicios de viajeros, esta adición será aplicable por cada tren kilómetro de 
diferencia entre la capacidad adjudicada y la utilizada en un mes, por tipo de línea y tipo de 
servicio, cuando dicha diferencia sea superior al porcentaje de la capacidad adjudicada 
establecido por los administradores de infraestructuras y publicado en la declaración sobre la 
red, y en cuanto exceda de dicho porcentaje.

Para los servicios de mercancías, esta adición será aplicable por cada tren kilómetro de 
diferencia entre la capacidad adjudicada y la utilizada en un mes por tipo de línea, cuando la 
diferencia sea superior al porcentaje de la capacidad adjudicada establecido por los 
administradores de infraestructura y publicado en la declaración sobre la red, y en cuanto 
exceda de dicho porcentaje.
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En el caso de trenes en que el candidato solicitante de la capacidad no sea la empresa 
ferroviaria que utiliza esta, la adición se liquidará al candidato solicitante.

El administrador de infraestructuras ferroviarias podrá revisar los porcentajes de 
diferencias mínimas entre capacidad adjudicada y utilizada, en base a su evolución y con el 
objeto de que continúen siendo un elemento incentivador del uso eficiente de la red 
ferroviaria. Los porcentajes se actualizarán por los administradores de infraestructuras, 
publicándose en la declaración sobre la red.

5.º La cuota líquida podrá también incluir una adición que refleje la escasez de capacidad 
de un determinado tramo identificable de la infraestructura durante períodos de congestión, 
previa declaración de dicha infraestructura como congestionada de conformidad con el 
procedimiento reglamentariamente establecido.

Para la determinación de esta adición, se considerará el incremento de los costes del 
proceso de adjudicación de capacidad de gestión de tráfico, seguridad en la circulación y de 
reposición de las instalaciones de seguridad y control de tráfico, comparándolos con los que 
resultarían si no existiese esta escasez de capacidad.

El administrador de infraestructuras dejará de aplicar esta adición si no ha elaborado y 
presentado un plan de aumento de capacidad de infraestructura o no logra hacer avanzar las 
medidas definidas en este plan.

No obstante, el administrador de infraestructuras podrá seguir aplicando la adición en 
estos casos, con la debida aprobación de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, cuando el plan de aumento de capacidad no pueda realizarse por razones 
ajenas a su control o cuando las opciones posibles no sean viables desde el punto de vista 
económico o financiero.

6.º Podrá asimismo incluirse una adición por los costes medioambientales causados por 
la explotación del tren, en función de la magnitud del efecto causado. No obstante, un canon 
por costes medioambientales que dé lugar al aumento de la cifra global de ingresos del 
administrador de infraestructuras solo estará autorizado si dicho gravamen se aplica también 
al transporte de mercancías por carretera, de conformidad con el Derecho de la Unión 
Europea.

El establecimiento de esta adición cuando esté relacionada con los costes de los efectos 
del ruido tendrá en cuenta el acondicionamiento de los vagones con la tecnología de frenado 
de bajo ruido más viable desde el punto de vista económico.

Los administradores de infraestructuras conservarán la información necesaria de forma 
que se pueda determinar tanto el origen de esta adición como su aplicación. Los 
administradores de infraestructura remitirán esta información a la Comisión Europea, cuando 
esta lo solicite.

6. Bonificaciones o descuentos.
1.º Bonificaciones temporales para incentivar el crecimiento del transporte ferroviario.
Con la finalidad de incentivar la explotación eficaz de la red ferroviaria y fomentar nuevos 

servicios de transporte ferroviario, el administrador de infraestructuras ferroviarias podrá 
introducir una bonificación en los cánones de acceso mínimo a las líneas ferroviarias 
integrantes de la Red Ferroviaria de Interés General y de acceso a infraestructuras que 
conecten con instalaciones de servicio, para los aumentos de tráfico anuales, según el tipo 
de línea y tipo de servicio. La aplicación de dicha bonificación se realizará con base en el 
tráfico de referencia que el administrador de infraestructuras determine de acuerdo con la 
situación preexistente o su previsible evolución, y se calculará en proporción a la 
contribución de la empresa ferroviaria a este incremento de tráfico.

2.º Bonificación para incentivar la implantación del sistema ERTMS.
Podrán introducirse bonificaciones en los cánones regulados en este artículo para 

incentivar la implantación en los trenes del sistema ERTMS. Estas bonificaciones no tendrán 
impacto en los ingresos del administrador de infraestructuras ferroviarias.

Estas bonificaciones afectarán exclusivamente al ámbito que se determine de 
conformidad con el Derecho de la Unión Europea.

3.º Bonificación temporal para fomentar el aprovechamiento de la capacidad disponible 
de las infraestructuras.
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Los administradores de infraestructuras podrán introducir una bonificación en los 
cánones regulados en este artículo, aplicable a determinadas franjas horarias disponibles en 
un tramo o tramos de la infraestructura ferroviaria considerablemente infrautilizadas. La 
determinación de dicha bonificación se determinará por los siguientes criterios:

Se determinarán las franjas horarias bonificadas. Dichas franjas podrán abarcar una 
línea o un tramo de la misma o bien determinarse como un conjunto de franjas horarias que 
abarquen una línea o un tramo de la misma, varias líneas o tramos de las mismas o un área 
geográfica determinada mediante tramos de líneas ferroviarias.

Se determinará el intervalo temporal dentro del periodo de vigencia del horario de 
servicio durante el cual estará vigente la bonificación.

Se relacionará el tráfico en las franjas bonificadas con la bonificación establecida para el 
canon. El tráfico podrá determinarse mediante los trenes-kilómetro, número de frecuencias, 
número de pasajeros o número de pasajeros-kilómetro. Se podrán establecer bonificaciones 
distintas dentro del mismo intervalo temporal y para distintos volúmenes de tráfico.

Una vez publicada la bonificación, las empresas ferroviarias podrán presentar el volumen 
de tráfico que se comprometen a efectuar en el periodo determinado por el administrador.

En función del volumen del tráfico, se determinará el canon total del periodo temporal a 
abonar por el operador, aplicando la bonificación que le corresponde.

El canon resultante del periodo completo deberá ser abonado por el operador 
mensualmente durante el plazo de vigencia de la bonificación en partes iguales.

Únicamente será objeto de devolución la parte del canon correspondiente a aquellos 
tráficos no realizados por debajo del tráfico comprometido por la empresa ferroviaria cuando 
dicha bajada de tráfico no sea imputable a la empresa ferroviaria.

El administrador podrá establecer que, en caso de que la empresa ferroviaria realice 
tráficos superiores al tráfico comprometido, dichos tráficos sean bonificados con un 
porcentaje de la bonificación prevista.

4.º Las bonificaciones recogidas por los números 1.º, 2.º y 3.º de este apartado, se 
aplicarán de forma similar a servicios similares y de forma no discriminatoria a cualquier 
empresa ferroviaria.

[ . . . ]
Disposición adicional duodécima.  Sostenibilidad financiera de ADIF-Alta Velocidad.

1. ADIF-Alta Velocidad, de conformidad con el principio de sostenibilidad financiera, 
garantizará que la ratio de cobertura de los costes de producción con ingresos por ventas, tal 
y como aparecen configurados en la normativa reguladora de la contabilidad nacional, 
permitan su clasificación como unidad pública incluida dentro del sector «Sociedades no 
Financieras».

2. La presupuestación y ejecución de las inversiones se ajustará en el tiempo y en la 
cuantía de modo que en ningún caso podrán acometerse inversiones que pongan en riesgo 
la consideración de ADIF-Alta Velocidad como sociedad no financiera a efectos de 
contabilidad nacional.

3. Cualquier desviación en la ejecución de los Presupuestos de Explotación y de Capital 
de la entidad que suponga una caída de la ratio que ponga en riesgo la calificación de ADIF-
Alta Velocidad como sociedad no financiera conllevará la reprogramación de las inversiones 
en curso hasta que la ratio alcanzada elimine dicho riesgo.

4. Los contratos, los convenios de colaboración, así como cualquier otra actuación de 
ADIF-Alta Velocidad que afecten a los gastos deberán valorar sus repercusiones y efectos 
en la ratio, y supeditarse su ejecución de forma estricta al cumplimiento del valor mínimo de 
referencia para cumplir su clasificación como sociedad no financiera a efectos de 
contabilidad nacional.

5. A tal fin, trimestralmente informará al Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas de la evolución de estas magnitudes y de la ratio existente y la previsión de su 
evolución. Si a la vista de la información remitida, el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas apreciara la existencia de riesgos que afectaran al cumplimiento 
del ratio de cobertura exigido lo pondrá en conocimiento de ADIF-Alta Velocidad a efectos de 
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que se adopten las medidas oportunas, informando de esta circunstancia a la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

6. Con independencia de lo indicado anteriormente ADIF-Alta Velocidad estará obligada 
a facilitar a la Intervención General de la Administración del Estado cuanta información le 
sea solicitada por dicho Centro Directivo para contrastar el cumplimiento de los ratios de 
cobertura de gastos e informar, en los términos que procedan, a las autoridades de la 
Comisión Europea.

7. Las actuaciones que afecten a sus ingresos presentes o futuros, deberán orientarse a 
la cobertura de los costes cumpliendo con el principio de sostenibilidad.

[ . . . ]
Disposición adicional decimonovena bis.  Traspaso de infraestructuras ferroviarias.

A efectos de lo previsto en el apartado 3 del artículo 4 de esta ley, se considerará que no 
concurren los motivos de interés general que hayan amparado la inclusión de una 
determinada infraestructura ferroviaria o estación de transportes de viajeros en la Red 
Ferroviaria de Interés General, cuando dichos elementos se utilicen de forma exclusiva para 
la prestación de servicios ferroviarios de titularidad y competencia exclusiva de una 
comunidad autónoma o su explotación conjunta con el resto de la Red no sea necesaria para 
el correcto funcionamiento del sistema común de transporte.

En tal caso, a petición de la comunidad autónoma, procederá la exclusión de los 
elementos del catálogo de la Red Ferroviaria de Interés General y el traspaso de los mismos 
a la comunidad autónoma según lo dispuesto en el citado artículo 4 de esta ley.

El acuerdo de traspaso contendrá, en todo caso, la referencia a las dotaciones 
económicas a transferir para asegurar el buen estado y adecuación de todos los elementos a 
la prestación correcta de los servicios de transporte ferroviario en el momento del traspaso.

[ . . . ]
Disposición adicional vigesimotercera.  Exenciones fiscales respecto del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

El régimen aplicable a los Administradores Generales de Infraestructuras Ferroviarias y a 
RENFE-Operadora respecto del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, en cuanto a todas sus modalidades, será el previsto en el artículo 
45.I.A).a) del Texto Refundido de la Ley del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 
septiembre.

Disposición adicional vigesimocuarta.  Aplicación del Decreto 140/1960, de 4 de febrero, 
por el que se convalida la tasa por informes y otras actuaciones a las tramitaciones instadas 
ante los Administradores Generales de Infraestructuras Ferroviarias.

La prestación de informes técnicos, expedición de certificados y demás actuaciones 
facultativas enumeradas en el artículo cuarto del Decreto 140/1960, de 4 de febrero, por el 
que se convalida la tasa por informes y otras actuaciones que deban realizarse en las 
tramitaciones instadas ante los Administradores generales de Infraestructuras Ferroviarias 
estarán sujetas a esta tasa por informes y otras actuaciones.

El administrador general de infraestructuras ferroviarias que realice la prestación de 
servicios gestionará la tasa e ingresará en su patrimonio el producto de la recaudación.

La liquidación de la tasa se notificará al sujeto pasivo y su pago se efectuará en el plazo 
de veinte días hábiles desde que se produzca la notificación.

Disposición adicional vigesimoquinta.  Asignación provisional de capacidad.
A instancia de las administraciones competentes, y en el marco del derecho de la Unión 

Europea que regula la adjudicación de contratos de servicio público y la liberalización de los 
servicios de transporte ferroviario, los administradores de las infraestructuras ferroviarias 
vendrán obligados a realizar una reserva provisional de la capacidad de infraestructura 
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necesaria para la ejecución de cada contrato de servicio público, previamente a su 
preceptiva licitación.

Disposición adicional vigesimosexta.  Estudio de ancho de vía.
El Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana deberá realizar un estudio 

sobre el ancho de vía de la red, con el objeto de definir una estrategia global de explotación 
a medio y largo plazo para toda la Red Ferroviaria de Interés General (RFIG).

Este documento se elaborará a los meros efectos de la evaluación y mejor toma de 
decisiones en el futuro, conociendo las opciones para cada tramo, así como los escenarios 
de implantación.

Disposición adicional vigesimoséptima.  Cobertura de telecomunicaciones en la red 
ferroviaria.

El Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, el Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital y los administradores de infraestructuras ferroviarias 
cooperarán con las empresas ferroviarias y los operadores de servicios de 
telecomunicaciones para fomentar que los usuarios puedan acceder en las mejores 
condiciones posibles a los servicios de telecomunicaciones de voz y datos a lo largo del 
recorrido de las principales infraestructuras ferroviarias.

Disposición adicional vigesimoctava.  Explotación de las estaciones de transporte de 
viajeros destinadas a la prestación de servicios ferroviarios sujetos a obligaciones de servicio 
público.

El Administrador de Infraestructuras, previo acuerdo con el adjudicatario de la prestación 
de servicios de transporte ferroviario sujetos a obligaciones de servicio público, podrá 
adjudicar directamente la explotación de estaciones de transporte de viajeros o de parte de 
sus instalaciones de servicio destinadas, con carácter exclusivo, a la prestación de tales 
servicios de transporte, siempre y cuando dicha explotación sea necesaria para su efectiva 
prestación. Así mismo, también podrá adjudicar directamente la explotación de aquellas 
estaciones en las que, además de los trenes sujetos a obligaciones de servicio público, se 
realicen otros servicios de transporte cuyo único prestador sea el adjudicatario de las 
obligaciones de dicho servicio público.

En el supuesto de adjudicar la explotación de instalaciones de servicio al operador 
ferroviario autorizado para la prestación de servicios ferroviarios sujetos a obligaciones de 
servicio público, éste deberá cumplir con las obligaciones que establece el artículo 42.3 de 
esta ley.

[ . . . ]
Disposición transitoria novena.  Aplicación de las limitaciones a la propiedad en el caso de 
planeamientos en tramitación.

Lo dispuesto en el tercer párrafo del apartado 2 del artículo 13 respecto a la reducción de 
la zona de dominio público y en el cuarto párrafo del apartado 2 del artículo 15 respecto a la 
reducción de la línea límite de la edificación no será de aplicación cuando el cambio de 
clasificación del suelo de no urbanizable a urbanizable ya esté previsto en los proyectos de 
Planes Generales de Ordenación Urbana o de Normas Subsidiarias del Planeamiento 
Municipal, así como sus modificaciones o revisiones, que, en el momento de entrada en 
vigor de la presente disposición transitoria, habiendo cumplido los trámites exigidos por la 
legislación aplicable, estuvieran ya aprobados inicialmente.

Disposición transitoria décima.  Estudios informativos aprobados con anterioridad al 1 de 
octubre de 2015.

Los estudios informativos aprobados con anterioridad al 1 de octubre de 2015 no tendrán 
los efectos previstos en el artículo 5.7, a partir del 1 de octubre de 2025, si no se ha iniciado 
la ejecución de las obras correspondientes con anterioridad a esa fecha.
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Disposición transitoria undécima.  Estudios informativos en tramitación.
En aquellos casos en los que el estudio informativo al que se refiere el artículo 5 de la 

presente ley se encuentre en redacción o tramitación a la fecha de entrada en vigor de esta 
disposición transitoria, no será preceptiva la redacción de estudio previo de viabilidad 
previsto en el citado artículo.

[ . . . ]
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§ 115

Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de carreteras. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 234, de 30 de septiembre de 2015

Última modificación: 2 de agosto de 2023
Referencia: BOE-A-2015-10439

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Es objeto de la presente ley la ordenación y gestión de la Red de Carreteras del 

Estado y sus correspondientes zonas de dominio público y protección.
2. La política de carreteras tiene las siguientes finalidades:
a) Facilitar el ejercicio los derechos de libre circulación de las personas físicas y jurídicas.
b) Ofrecer la infraestructura necesaria para el transporte de personas o bienes.
c) Promover el crecimiento económico y social equilibrado y sostenible.
d) Conseguir una oferta de infraestructuras de carreteras y servicios asociados a las 

mismas de calidad, seguras y eficientes, con una asignación de recursos adecuada.
e) Impulsar la investigación, el desarrollo y la innovación tecnológica, así como su 

difusión.
f) Colaborar en la protección del medio ambiente.
g) Fomentar el desarrollo de servicios avanzados a la movilidad y el transporte por 

carretera.
h) Promover la coordinación con otras redes de infraestructuras y modalidades de 

transporte.
i) Colaborar en los objetivos de cohesión y equilibrio territorial.
3. El dominio público regulado en la presente ley está constituido por:
a) La Red de Carreteras del Estado, su Viario Anexo y los terrenos ocupados por ambos.
b) Sus elementos funcionales, así como las construcciones e instalaciones en ellos 

existentes.
c) La zona contigua a las carreteras del Estado y a sus elementos funcionales definida 

como zona de dominio público en esta ley, así como cualquier otra zona de titularidad del 
Estado afecta a dichas carreteras.

Artículo 2.  Definiciones.
1. A los efectos de la aplicación de la presente ley se estará a los conceptos y clases de 

carreteras siguientes y a las definiciones que figuran en el anexo I.
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2. Se consideran carreteras las vías de dominio y uso público proyectadas, construidas y 
señalizadas fundamentalmente para la circulación de vehículos automóviles.

3. Por sus características, las carreteras se clasifican en autopistas, autovías, carreteras 
multicarril y carreteras convencionales.

a) Son autopistas las carreteras que están especialmente proyectadas, construidas y 
señalizadas como tales para la exclusiva circulación de automóviles, con las siguientes 
características:

– No tener acceso a las mismas las propiedades colindantes.
– No cruzar, ni ser cruzadas a nivel, por ninguna otra vía de comunicación o servidumbre 

de paso.
– Constar de distintas calzadas para cada sentido de circulación, separadas entre sí, 

salvo en puntos singulares o con carácter temporal, por una franja de terreno no destinada a 
la circulación o, en casos excepcionales, por otros medios.

b) Son autovías las carreteras que no reuniendo todos los requisitos de las autopistas, 
tienen calzadas separadas para cada sentido de la circulación y limitación de accesos a y 
desde las propiedades colindantes, y carecen de cruces a nivel.

c) Son carreteras multicarril las que, sin ser autopistas o autovías, tienen al menos dos 
carriles destinados a la circulación para cada sentido, con separación o delimitación de los 
mismos, pudiendo tener accesos o cruces a nivel.

En el cómputo de carriles de estas carreteras no se tendrán en cuenta los carriles 
adicionales, los de espera, los de trenzado, ni los de cambio de velocidad.

d) Son carreteras convencionales las que no reúnen las características propias de las 
autopistas, ni las de las autovías, ni las de las carreteras multicarril.

4. La Administración General del Estado, con participación de las comunidades 
autónomas, entes locales y sectores afectados, podrá establecer dentro la clasificación 
prevista en el apartado anterior, distintas categorías en función de normas de calidad, 
servicios incluidos o características del servicio viario que presten.

5. El cambio de clase y categoría de una carretera requiere:
a) El cumplimiento de las condiciones establecidas para cada clase y categoría de 

carretera, previa aprobación y realización en su caso de las obras correspondientes.
b) Su integración dentro de alguna de las redes de carreteras existentes en territorio 

español.
c) La expresa clasificación y categorización por el órgano competente, previa 

participación de las administraciones afectadas por el cambio.
La competencia del cambio de categorización de las carreteras del Estado corresponde 

al Ministerio de Fomento.
6. No tendrán la consideración de carreteras ni de elemento funcional de éstas:
a) los caminos de servicio, entendiendo por tales las vías construidas para facilitar el 

acceso a las propiedades colindantes o, en general, como elementos auxiliares o 
complementarios de las actividades específicas de los titulares de dichas propiedades.

b) las vías forestales y las vías pecuarias clasificadas como tales por su legislación 
específica.

c) Los viales y caminos de competencia estatal que forman parte del Viario Anexo a la 
Red de Carreteras del Estado, en los que no será de aplicación obligatoria con carácter 
general la normativa técnica de carreteras del Ministerio de Fomento, si bien, en tanto dicho 
Viario Anexo sea de titularidad estatal, estará sujeto a las determinaciones de la presente 
ley, siendo su gestión competencia del Ministerio de Fomento.

7. Los caminos de servicio de los que sean titulares personas físicas o jurídicas, públicas 
o privadas, deberán abrirse al uso público cuando lo exija el interés general. En este caso se 
aplicará, si procede, la Ley de Expropiación Forzosa.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Planificación, proyecto, construcción y explotación de carreteras

[ . . . ]
Sección 2.ª Programación, estudios y proyectos de carreteras

Artículo 9.  Principios generales.
1. La elaboración y aprobación de programas, estudios y proyectos de carreteras deberá 

perseguir las finalidades generales establecidas para la política de carreteras así como el 
cumplimiento de las previsiones establecidas en la planificación estratégica que le fuera 
aplicable en cada momento.

2. En todo caso, la elaboración, aprobación y modificación de programas, de estudios o 
de proyectos de carreteras requerirán:

a) Identificación de las necesidades, desde una perspectiva intermodal y atendiendo a la 
complementariedad y sustitución entre modos de transporte.

b) Justificación de las finalidades, objetivos, criterios y prioridades previstas en la 
presente ley o sus instrumentos de desarrollo y ejecución que se atienden en el mismo.

c) Análisis de alternativas y coste–beneficio de la actuación con indicación de los 
sectores y organizaciones que puedan verse favorecidas por la actuación.

d) Análisis de alternativas de ejecución, financiación y explotación de los elementos 
comprendidos en dicho instrumento.

e) Análisis de impacto ambiental, de sostenibilidad económica y territorial de la 
actuación. Esta evaluación deberá cumplir las condiciones que en su caso estuvieran 
previstas en su legislación específica.

3. El Ministerio de Fomento someterá todos los programas, estudios y proyectos que 
desarrolle dentro de un mismo ámbito de actuación a análisis homogéneos de tipo 
multicriterio que permitan la priorización de actuaciones de naturaleza similar en el marco de 
los diferentes programas de actuación.

El Consejo Asesor de Fomento informará todos los programas y los grandes estudios y 
proyectos de especial relevancia.

4. El Ministerio de Fomento promoverá la participación y colaboración de la iniciativa 
privada en la planificación, programación, construcción y explotación de carreteras y de sus 
elementos funcionales, para lo que someterá las propuestas a valoración del Consejo Asesor 
de Fomento.

Artículo 10.  Programas de carreteras.
1. Los programas de carreteras son el instrumento técnico y jurídico de la política viaria 

en parte de una red de carreteras y deben contener las previsiones, objetivos y prioridades 
en relación con aquellos tramos de carreteras y sus elementos funcionales a los que se 
refieran.

Corresponde al Ministerio de Fomento promover y aprobar los programas de carreteras 
que afecten a las carreteras y elementos funcionales de las mismas de su titularidad, de 
acuerdo con la programación presupuestaria general del Estado.

2. Los programas de carreteras deberán ser objeto de difusión general de su contenido a 
través de medios accesibles telemáticamente, así como mediante publicación en el Boletín 
Oficial correspondiente de las determinaciones que sean vinculantes para los particulares.

3. La vigencia de los programas será definida en los mismos, debiendo revisarse cuando 
se cumplan las condiciones previstas al efecto en ellos o cuando sobrevengan circunstancias 
que impidan su cumplimiento.

4. Los programas de carreteras del Estado contendrán:
a) La determinación de las necesidades, fines y objetivos a alcanzar, de acuerdo con los 

principios generales establecidos en el artículo 9 y la prevalencia para la consecución de 
estos objetivos.

b) La determinación de la parte de la red estatal a la que afectan los programas.
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c) La definición de los criterios generales aplicables a la programación, proyección, 
construcción, conservación y explotación de las carreteras y de sus elementos funcionales 
incluidos en el programa.

d) La determinación de los medios económicos, financieros y organizativos necesarios 
para el desarrollo y ejecución del programa.

e) El análisis de impacto ambiental, de seguridad, de sostenibilidad y territorial del 
programa. Esta evaluación deberá cumplir las condiciones que en su caso estuvieran 
previstas en su legislación específica.

f) La definición de los criterios para la revisión del programa.
5. Los programas tendrán la documentación que se establezca en la normativa de 

desarrollo.
6. El procedimiento de elaboración, aprobación y revisión se realizará de acuerdo con lo 

que se establezca reglamentariamente. En todo caso dicho procedimiento deberá 
contemplar la audiencia de los organismos y de las administraciones territoriales afectadas 
durante un plazo mínimo de un mes, transcurrido el cual sin que se hayan formulado 
observaciones, se entenderá cumplimentado el trámite y podrán proseguir las actuaciones.

[ . . . ]
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Información relacionada

Véanse los siguientes Reales Decretos sobre cambio de titularidad de determinados tramos 
de carretera y consiguiente modificación de la Red de Carreteras del Estado:

• Real Decreto 1064/2015, de 20 de noviembre, sobre cambio de titularidad a favor del 
Ministerio de Fomento del tramo de la carretera AS-19, entre el p.k. 0+000 y el p.k. 4+515, 
además del denominado enlace de Lloreda, entre la Autovía GJ-81 y la carretera autonómica 
AS-19, en los términos municipales de Gijón y Carreño (Asturias) y consiguiente modificación 
de la Red de Carreteras del Estado. Ref. BOE-A-2015-13116

• Real Decreto 871/2017, de 22 de septiembre, sobre cambio de titularidad de varios tramos de 
carreteras del Estado, en Avilés, a favor del Principado de Asturias, y consiguiente 
modificación de la Red de Carreteras del Estado. Ref. BOE-A-2017-11765

• Real Decreto 978/2017, de 3 de noviembre, sobre cambio de titularidad de varios tramos de 
carreteras del estado a favor de la ciudad de Melilla, y consiguiente modificación de la Red de 
Carreteras del Estado. Ref. BOE-A-2017-14082

• Real Decreto 979/2017, de 3 de noviembre, sobre cambio de titularidad de un tramo de la 
carretera estatal N-126 a favor de la Comunidad Autónoma de La Rioja, y consiguiente 
modificación de la Red de Carreteras del Estado. Ref. BOE-A-2017-14083

• Real Decreto 1390/2018, de 19 de noviembre, sobre cambio de titularidad de un tramo de 
carretera del Estado, en la provincia de Ourense, a favor de la Comunidad Autónoma de 
Galicia, y consiguiente modificación de la Red de Carreteras del Estado. Ref. BOE-
A-2018-17036

• Real Decreto 1410/2018, de 23 de noviembre, sobre cambio de titularidad del tramo de la 
carretera del Estado N-634 sobre el puente «Emilio Llamedo Olivera», en el río Sella 
(Asturias), a favor del Principado de Asturias, y consiguiente modificación de la Red de 
Carreteras del Estado. Ref. BOE-A-2018-17037

• Real Decreto 334/2019, de 26 de abril, sobre cambio de titularidad de la carretera EX-100, de 
Cáceres a Badajoz, a favor del Ministerio de Fomento, y consiguiente modificación de la Red 
de Carreteras del Estado. Ref. BOE-A-2019-7260

• Real Decreto 442/2020, de 3 de marzo, sobre cambio de titularidad de un tramo de la 
carretera del Estado N-354, en Ceuta, a favor de la ciudad de Ceuta, y consiguiente 
modificación de la Red de Carreteras del Estado. Ref. BOE-A-2020-5072

• Real Decreto 52/2021, de 26 de enero, sobre el cambio de titularidad del tramo de la Autovía 
del Noroeste RM-15 comprendido entre los puntos kilométricos 0+000 y 2+400 a favor del 
Estado y consiguiente modificación de la Red de Carreteras del Estado. Ref. BOE-
A-2021-3349

• Real Decreto 1094/2021, de 7 de diciembre, sobre cambio de titularidad de un tramo de la 
carretera del Estado N-630A a favor de la Junta de Extremadura, y consiguiente modificación 
de la Red de Carreteras del Estado. Ref. BOE-A-2021-20865

• Real Decreto 88/2022, de 25 de enero, sobre el cambio de titularidad de un tramo de la 
carretera nacional N-420 a favor del Ayuntamiento de Puertollano y de varios viales de 
titularidad municipal a favor del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, y 
consiguiente modificación de la Red de Carreteras del Estado. Ref. BOE-A-2022-1441
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§ 116

Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 182, de 31 de julio de 1987
Última modificación: 29 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-1987-17803

[ . . . ]
TÍTULO I

Disposiciones comunes a los diferentes modos de transporte terrestre

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

La inspección del transporte terrestre

[ . . . ]
Artículo 33.  

1. El personal de los Servicios de Inspección del Transporte Terrestre tendrá, en el 
ejercicio de sus funciones, la consideración de autoridad.

2. Los hechos constatados por el personal referido en el apartado anterior tendrán valor 
probatorio cuando se formalice en documento público, observando los requisitos legales 
pertinentes, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus respectivos derechos o 
intereses puedan señalar o aportar los propios administrados.

3. Los titulares de los servicios y actividades a los que se refiere la presente ley, los 
titulares de empresas en cuyas instalaciones se realicen actividades de transporte terrestre o 
relacionadas con el mismo, así como quienes ocupen la posición de cargador o remitente, 
mero expedidor o destinatario o consignatario en un transporte de mercancías, los usuarios 
de un transporte de viajeros y, en general, las personas afectadas por sus preceptos vendrán 
obligadas a facilitar al personal de la Inspección del Transporte Terrestre, en el ejercicio de 
sus funciones, la inspección de sus vehículos e instalaciones y el examen de los 
documentos, libros de contabilidad, facturas, títulos de transporte y datos estadísticos que 
estén obligados a llevar, así como cualquier otra información relativa a las condiciones de 
prestación de los servicios realizados que resulte necesaria para verificar el cumplimiento de 
las obligaciones contenidas en la legislación de transportes. Dicha obligación alcanzará, en 
todo caso, a todos aquellos libros, documentos de gestión, control o estadísticas cuya 
cumplimentación o llevanza obligatoria venga establecida por la normativa económica, fiscal, 
social y laboral o medioambiental que resulte de aplicación a los sujetos anteriormente 
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señalados. Por cuanto se refiere a los usuarios del transporte de viajeros, estarán obligados 
a identificarse a requerimiento del personal de la inspección cuando éste se encuentre 
realizando sus funciones en relación con el servicio utilizado por aquéllos.

A tal efecto, los servicios de inspección podrán recabar la documentación precisa para el 
mejor cumplimiento de su función en la propia empresa o bien requerir la presentación de 
dicha documentación en las oficinas públicas correspondientes, así como, en su caso, la 
comparecencia del empresario o su representante, en los términos establecidos en la 
legislación de procedimiento administrativo, ante las oficinas públicas cuando sea requerido 
para ello. A tales efectos, en las inspecciones llevadas a cabo en carretera, el conductor 
tendrá la consideración de representante de la empresa en relación con la documentación 
que existe obligación de llevar a bordo del vehículo y la información que le sea requerida 
respecto del servicio realizado.

Cuando la documentación que se solicite sea la acreditativa del cumplimiento de las 
obligaciones relativas a los tiempos de conducción y descanso de los conductores, la 
empresa no podrá excusarse de aportarla por la ausencia del empresario o la persona 
responsable de su llevanza o custodia.

La exigencia a que se refiere este punto únicamente podrá ser realizada en la medida en 
que resulte necesaria para verificar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en la 
legislación de transporte terrestre.

4. Los miembros de la Inspección del Transporte Terrestre y los agentes de las unidades 
o destacamentos de las fuerzas que legalmente tienen atribuida la vigilancia del mismo, 
cuando existan indicios fundados de exceso de peso, manipulación o funcionamiento 
inadecuado imputable al transportista del aparato de control de los tiempos de conducción y 
descanso o del limitador de velocidad u otros instrumentos de control que exista obligación 
de llevar instalados en los vehículos, podrán ordenar su traslado hasta la báscula de pesaje, 
taller autorizado o zona de control que resulte más adecuada para su examen, siempre que 
no suponga un recorrido de ida superior a 30 kilómetros. No obstante, cuando los 
mencionados lugares se encuentren situados en el mismo sentido de la marcha que siga el 
vehículo, no existirá limitación en relación con la distancia a recorrer.

El conductor del vehículo así requerido vendrá obligado a conducirlo, acompañado por 
los miembros de la Inspección del Transporte Terrestre o los agentes de las unidades o 
destacamentos de las fuerzas intervinientes, hasta los lugares citados, así como a facilitar 
las operaciones de pesaje y verificación, corriendo los gastos de éstas, en caso de 
producirse, por cuenta del denunciado, si se acredita la infracción, y, en caso contrario, de la 
Administración actuante.

5. Si, en su actuación, el personal de los Servicios de Inspección del Transporte Terrestre 
descubriese hechos que pudiesen ser constitutivos de infracción de la normativa reguladora 
de otros sectores, especialmente en lo referente al ámbito laboral, fiscal y de seguridad vial, 
lo pondrá en conocimiento de los órganos competentes en función de la materia de que se 
trate.

Similares actuaciones a las previstas en el apartado anterior deberán realizar los 
órganos de cualquier sector de la actividad administrativa que tengan conocimiento de 
infracciones de las normas de ordenación de los transportes terrestres.

Con objeto de conseguir la coordinación requerida para dar cumplimiento a lo dispuesto 
en el presente apartado, los órganos que ostenten competencias sobre cada una de las 
distintas materias afectadas deberán prestarse la asistencia activa y cooperación que resulte 
necesaria al efecto.

6. El Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana podrá encargar a 
organismos públicos y a sociedades mercantiles estatales que tengan la condición de medio 
propio instrumental y servicio técnico de la Administración General del Estado y de sus 
organismos y entidades de derecho público, la ejecución de actuaciones propias de la 
Inspección en cuanto a la comprobación del cumplimiento de las condiciones y requisitos 
técnicos o especializados que afecten a la ordenación del transporte terrestre.

[ . . . ]
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CAPÍTULO I
Conceptos y clases

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Los ferrocarriles de transporte público

Artículos 152 a 165.  
(Derogados)

[ . . . ]
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§ 117

Real Decreto 97/2014, de 14 de febrero, por el que se regulan las 
operaciones de transporte de mercancías peligrosas por carretera en 

territorio español. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 50, de 27 de febrero de 2014

Última modificación: 12 de noviembre de 2022
Referencia: BOE-A-2014-2110

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Normas de actuación en caso de avería o accidente

Artículo 20.  Actuación y comunicación.
1. En caso de que, un vehículo que transporte mercancías peligrosas, a causa de una 

avería o accidente, no pueda continuar su marcha, se actuará de la siguiente forma:
a) Actuación de los miembros de la tripulación: Los miembros de la tripulación tomarán 

inmediatamente las medidas que se determinen en las instrucciones escritas según el ADR y 
adoptarán aquellas otras que figuran en la legislación vigente. Seguidamente se procederá a 
informar de la avería o accidente al teléfono de emergencia que corresponda, de acuerdo 
con la relación que, a tal efecto, se publica, con carácter periódico, en el «Boletín Oficial del 
Estado» mediante Resolución de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias del 
Ministerio del Interior. Posteriormente, y siempre que sea posible, se comunicará también a 
la empresa transportista y a la empresa expedidora, identificadas como tales en la carta de 
porte o documentos de transporte.

b) En caso de imposibilidad de actuación de los miembros de la tripulación: En este 
supuesto, la autoridad o su agente mas cercano o el servicio de intervención que ha recibido 
la información inicial del hecho (Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil, Fuerzas y 
Cuerpos de seguridad, Bomberos, Cruz Roja, etc.), se asegurará, a través de los 
mecanismos y protocolos establecidos, de que sean informados los responsables en materia 
de tráfico y seguridad vial, y el Centro de Coordinación Operativa designado en el 
correspondiente plan de la Comunidad Autónoma o, en su defecto, las Delegaciones/
Subdelegaciones del Gobierno de la provincia en la que el suceso se produzca, llamando a 
los números de teléfono que se publican, con carácter periódico, en el Boletín Oficial del 
Estado mediante Resolución de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias del 
Ministerio del Interior, para que, en cada caso, se adopten las medidas de prevención o 
protección que resulten más adecuadas, contando para ello con lo dispuesto en las fichas de 
intervención de los servicios operativos en situaciones de emergencia provocadas por 
accidentes en el transporte de mercancías peligrosas por carretera y ferrocarril.
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2. La comunicación a que se refieren los apartados anteriores se efectuará por el medio 
más rápido posible e incluirá, los siguientes datos:

a) Localización del suceso.
b) Estado del vehículo implicado y características del suceso.
c) Datos sobre las mercancías peligrosas transportadas.
d) Existencia de víctimas.
e) Condiciones meteorológicas.
f) Otras circunstancias que se consideren de interés para valorar los posibles efectos del 

suceso sobre la seguridad de las personas, los bienes o el medio ambiente y las 
posibilidades de intervención preventiva.

[ . . . ]
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§ 118

Real Decreto 662/2012, de 13 de abril, por el que se establece el 
marco para la implantación de los sistemas inteligentes de transporte 
(SIT) en el sector del transporte por carretera y para las interfaces 

con otros modos de transporte. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 90, de 14 de abril de 2012
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2012-5043

[ . . . ]
ANEXO II

Principios para la implantación de los sistemas inteligentes de transporte (SIT)
La implantación de los sistemas inteligentes de transporte (SIT) se llevará a cabo de 

acuerdo con los siguientes principios:
1. Eficacia: contribuir de forma tangible a superar los principales retos que ha de afrontar 

el transporte por carretera.
2. Rentabilidad: optimizar la relación entre los costes y los resultados obtenidos respecto 

del logro de objetivos.
3. Proporcionalidad: fijar, si procede, distintos niveles alcanzables de calidad y de 

implantación de los servicios, teniendo en cuenta las especificidades regionales, nacionales 
y europeas.

4. Apoyar la continuidad de los servicios: asegurar unos servicios ininterrumpidos, en 
particular en la red transeuropea y, cuando sea posible, en sus fronteras exteriores. La 
continuidad debe garantizarse en un nivel adaptado a las características de las redes de 
transporte que conectan países entre sí y ciudades con zona rurales.

5. Facilitar la interoperabilidad: garantizar que los sistemas y los procesos empresariales 
en que aquellos se basan tengan la capacidad de intercambiar datos y compartir información 
y comportamientos y conocimientos para hacer posible una prestación efectiva de los 
servicios de los sistemas inteligentes de transporte (SIT).

6. Apoyar la retrocompatibilidad: garantizar, cuando proceda, la capacidad de los 
sistemas inteligentes de transporte (SIT) de funcionar con los sistemas existentes que 
comparten las mismas funciones, sin obstaculizar el desarrollo de las nuevas tecnologías.

7. Respetar las características de la infraestructura y la red nacionales existentes: tener 
en cuenta las diferencias inherentes a las características de las redes de transporte, en 
particular la dimensión de los volúmenes de tráfico y las condiciones meteorológicas de la 
red viaria.
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8. Fomentar la igualdad de acceso: no imponer obstáculos ni discriminaciones al acceso 
de los usuarios vulnerables de la red viaria a las aplicaciones y servicios de los sistemas 
inteligentes de transporte (SIT).

9. Fomentar la madurez: demostrar, previa oportuna evaluación del riesgo, la solidez de 
los sistemas inteligentes de transporte (SIT) innovadores, mediante un nivel suficiente de 
desarrollo técnico y explotación operativo.

10. Proporcionar horarios y posicionamiento de calidad: utilizar infraestructuras basadas 
en satélites o cualquier otra tecnología que proporcione un nivel equivalente de precisión, a 
efectos del uso de aplicaciones y servicios de los sistemas inteligentes de transporte (SIT) 
que requieren servicios horarios y de posicionamiento en todo el mundo, continuados, fiables 
y garantizados.

11. Facilitar la intermodalidad: tener en cuenta la coordinación de los diversos modos de 
transporte, cuando proceda, al implantar los sistemas inteligentes de transporte (SIT).

12. Respetar la coherencia: tener en cuenta las normas, políticas y actuaciones de la 
Unión Europea existentes que guardan relación con el ámbito de los sistemas inteligentes de 
transporte (SIT), en particular en materia de normalización.
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§ 119

Real Decreto 929/2020, de 27 de octubre, sobre seguridad 
operacional e interoperabilidad ferroviarias. [Inclusión parcial]

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 286, de 29 de octubre de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-13115

[ . . . ]
TÍTULO I

Régimen de seguridad operacional sobre la red ferroviaria de interés general

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Desarrollo y gestión de la seguridad ferroviaria

Artículo 10.  Indicadores Comunes de Seguridad, Métodos Comunes de Seguridad y 
Objetivos Comunes de Seguridad.

1. Para facilitar la evaluación de la consecución de los Objetivos Comunes de Seguridad 
y asegurar el seguimiento de la evolución general de la seguridad ferroviaria a nivel de la 
Unión Europea, la Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria recogerá información sobre los 
Indicadores Comunes de Seguridad mediante la realización de informes anuales de 
conformidad con el artículo 8. Los Indicadores Comunes de Seguridad están recogidos en el 
anexo IV.

2. La Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria propondrá sin demora la introducción de 
los cambios necesarios en las normas nacionales tras la adopción de los Métodos Comunes 
de Seguridad y sus modificaciones por parte de las instituciones de la Unión Europea.

3. Se introducirán las modificaciones necesarias en las normas nacionales a fin de 
cumplir, como mínimo, los Objetivos Comunes de Seguridad de acuerdo con los calendarios 
de aplicación asignados por las instituciones de la Unión Europea. Dichas modificaciones se 
tendrán en cuenta en los planes anuales de seguridad. La Agencia Estatal de Seguridad 
Ferroviaria notificará dichas normas a la Comisión, de conformidad con lo establecido 
artículo 12 de este real decreto.

[ . . . ]
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ANEXO I
Definiciones

1. «Accidente»: un suceso repentino, no deseado ni intencionado, o una cadena de 
sucesos de ese tipo, de consecuencias perjudiciales. Los accidentes se dividen en las 
siguientes categorías: colisiones, descarrilamientos, accidentes en pasos a nivel, daños 
causados a personas por material rodante en movimiento, incendios y otros;

2. «Accidente grave»: cualquier colisión o descarrilamiento de trenes con el resultado de 
al menos una víctima mortal o de cinco o más heridos graves o grandes daños al material 
rodante, a la infraestructura o al medio ambiente, y cualquier otro accidente de iguales 
consecuencias que tenga un efecto evidente en la normativa de seguridad ferroviaria o la 
gestión de la seguridad; por «grandes daños» se entenderán aquellos daños cuyo coste 
pueda evaluar inmediatamente el organismo de investigación en al menos un total de dos 
millones de euros;

3. «Acondicionamiento»: a efectos de este real decreto, término equivalente a la 
definición de «mejora de líneas ferroviarias» presente en este anexo;

4. «Acreditación»: declaración por un organismo nacional de acreditación de que un 
organismo de evaluación de la conformidad cumple los requisitos fijados con arreglo a 
normas armonizadas y, cuando proceda, otros requisitos adicionales, incluidos los 
establecidos en los esquemas sectoriales pertinentes, para ejercer actividades específicas 
de evaluación de la conformidad;

5. «Administrador de infraestructuras»: todo organismo o empresa responsable de la 
explotación, mantenimiento y renovación de las infraestructuras ferroviarias en una red, e 
igualmente responsable de participar en su desarrollo conforme a las normas que establezca 
el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana dentro del marco de su política 
general en materia de desarrollo y financiación de infraestructuras;

6. «Agencia Ferroviaria de la Unión Europea»: organismo europeo con competencias en 
seguridad operacional e interoperabilidad ferroviarias, regulado por el Reglamento (UE) 
2016/796 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016, relativo a la 
Agencia Ferroviaria de la Unión Europea y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 
881/2004;

7. «Alcance de la operación»: Clasificación de la explotación que realiza una empresa 
ferroviaria, en función de su número de viajeros y/o el volumen de mercancías y el tamaño 
estimado de dicha empresa en cuanto a número de trabajadores empleados en el sector 
ferroviario (a saber, micro, pequeña, mediana o gran empresa);

8. «Ámbito de operación»: tramos o líneas de la Red Ferroviaria de Interés General en 
las que una empresa ferroviaria pretende operar y que puede abarcar además una o varias 
redes pertenecientes a otros Estados miembros de la Unión Europea;

9. «Aplicación específica»: parte de un subsistema utilizada en una instalación particular 
obtenida mediante la configuración de una aplicación genérica;

10. «Aplicación genérica»: parte de un subsistema con funciones específicas asociado a 
un contexto general operacional desarrollado sobre la base de criterios de estandarización y 
parametrización de sus propios elementos con el fin de ser utilizado en diferentes 
aplicaciones reales. La combinación de aplicaciones genéricas puede dar lugar a otra 
aplicación genérica;

11. «Área de uso de un vehículo»: conjunto de tramos o líneas de la Red Ferroviaria de 
Interés General o de las redes pertenecientes a otros Estados miembros de la Unión 
Europea en las que se prevé usar un vehículo;

12. «Auditoría»: Proceso metódico, independiente y documentado que permite, mediante 
observaciones factuales y entrevistas, determinar de manera objetiva en qué medida se 
cumplen los criterios fijados para la misma;

13. «Autoridad nacional de seguridad»: organismo nacional encargado de las funciones 
relativas a la seguridad ferroviaria para garantizar un régimen unificado de seguridad; en la 
Red Ferroviaria de Interés General lo es la Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria;

14. «Autorización de tipo de vehículo»: la decisión emitida por la entidad responsable de 
la autorización (la Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria, la Agencia Ferroviaria de la 
Unión Europea u otro autoridad nacional de seguridad de otro Estado miembro) basada en 
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una garantía razonable de que el solicitante y las entidades que intervienen en el diseño, la 
fabricación, la verificación y la validación del tipo de vehículo han cumplido sus obligaciones 
y responsabilidades con vistas a garantizar su conformidad con los requisitos esenciales de 
la legislación aplicable, lo que permite que un vehículo fabricado con arreglo a dicho diseño 
pueda ser puesto en el mercado y utilizado de forma segura en el área de uso de 
conformidad con las condiciones de uso del vehículo y demás limitaciones, cuando proceda, 
especificadas en la autorización;

15. «Autorización de puesta en el mercado de vehículos»: la decisión emitida por la 
entidad responsable de la autorización (la Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria o la 
Agencia Ferroviaria de la Unión Europea) basada en una garantía razonable de que el 
solicitante y las entidades que intervienen en el diseño, la fabricación, la verificación y la 
validación del vehículo han cumplido sus respectivas obligaciones y responsabilidades a fin 
de garantizar su conformidad con los requisitos esenciales de la legislación aplicable o de 
garantizar la conformidad con el tipo autorizado, lo que permite que el vehículo pueda ser 
puesto en el mercado y utilizado de forma segura en el área de uso de conformidad con las 
condiciones de uso y demás limitaciones, cuando proceda, especificadas en la autorización 
del vehículo y en la autorización de tipo de vehículo;

16. «Cadena de custodia»: Procedimiento controlado que se aplica a la prueba biológica 
realizada, desde su extracción hasta su análisis, que tiene por fin no viciar el manejo de la 
misma evitando alteraciones, sustituciones, contaminaciones o destrucciones. También es 
aplicable a los datos registrados en los registradores jurídicos de los vehículos ferroviarios.;

17. «Cargador»: empresa que carga mercancías embaladas, pequeños contenedores o 
cisternas portátiles en o sobre un vagón o un contenedor, o carga un contenedor, un 
contenedor para graneles, un contenedor de gas de elementos múltiples, un contenedor 
cisterna o una cisterna portátil sobre un vagón;

18. «Caso específico»: toda parte del sistema ferroviario que requiera disposiciones 
particulares en las Especificaciones Técnicas de Interoperabilidad, temporales o 
permanentes, por exigencias geográficas, topográficas, de entorno urbano o de 
compatibilidad con el sistema existente, en especial los casos de las líneas y redes 
ferroviarias aisladas del resto de la Red Ferroviaria de Interés General y del resto de la red 
de la Unión Europea, el gálibo, el ancho de vía o el espacio entre las vías, así como de los 
vehículos destinados a un uso estrictamente local, regional o histórico y de los vehículos 
procedentes de terceros países no pertenecientes a la Unión Europea o con destino a los 
mismos;

19. «Causas»: acciones, omisiones, sucesos o condiciones, o su combinación, que 
hayan provocado un accidente o incidente;

20. «Componente de interoperabilidad»: todo componente elemental, grupo de 
componentes, subconjunto o conjunto completo de materiales incorporados, o destinados a 
ser incorporados, en un subsistema, de los que dependa directa o indirectamente la 
interoperabilidad del sistema ferroviario, lo que incluye no solo objetos materiales, sino 
también inmateriales. Los componentes de interoperabilidad de cada subsistema son 
designados en cada Especificación Técnica de Interoperabilidad. Se consideran «críticos 
desde el punto de vista de la seguridad», aquellos componentes para los que un único fallo 
tiene un riesgo potencial verosímil de provocar directamente un accidente grave;

21. «Cruce entre andenes»: intersecciones al mismo nivel entre un ferrocarril y los 
itinerarios expresamente dispuestos en estaciones y apeaderos para el acceso peatonal a 
los andenes;

22. «Empresa ferroviaria»: entidad, según se define en el artículo 48 de la Ley 38/2015, 
de 29 de septiembre, cuya actividad principal consista en prestar servicios de transporte de 
mercancías y/o viajeros por ferrocarril, debiendo ser dicha empresa en todo caso quien 
aporte la tracción, incluidas las empresas que aportan únicamente la tracción;

23. «Encargado de la investigación»: la persona encargada de la organización, la 
realización y el control de una investigación sobre un accidente o incidente ferroviario;

24. «Entrada en servicio»: conjunto de operaciones por las que un subsistema pasa a 
estar en servicio operativo;

25. «Entidad contratante»: entidad pública o privada que encargue el proyecto y/o la 
construcción, la renovación, la rehabilitación o la mejora de un subsistema o línea;
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26. «Entidad encargada del mantenimiento»: una entidad encargada del mantenimiento 
de un vehículo, registrada como tal en el Registro Especial Ferroviario y que asume la 
responsabilidad de las siguientes funciones de mantenimiento: gestión, desarrollo del 
mantenimiento, gestión del mantenimiento de la flota, y ejecución del mantenimiento;

27. «Entidad ferroviaria»: a los efectos de este real decreto, equivale indistintamente a 
empresa ferroviaria o administrador de infraestructuras;

28. «ERTMS»: «European Rail Traffic Management System», sistema europeo de 
gestión del tráfico ferroviario, formado por todo el equipamiento a bordo y en tierra 
necesarios para supervisar y controlar en tiempo real la operación de los trenes, de acuerdo 
con las condiciones del tráfico y en base a un nivel de aplicación apropiado. El sistema 
estándar ERTMS está constituido por los dos componentes técnicos ETCS y GSM-R;

29. «Especificación europea»: especificación que pertenece a una de las siguientes 
categorías:

i. Una especificación técnica común tal y como se define en el anexo VIII de la Directiva 
2014/25/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la 
contratación por entidades que operan en los sectores del agua, la energía, los transportes y 
los servicios postales y por la que se deroga la Directiva 2004/17/CE,

ii. Un documento de idoneidad técnica europeo a que se refiere el artículo 60 de la 
Directiva 2014/25/UE, de 26 de febrero de 2014,

iii. una norma europea, tal y como se definen en el punto b), apartado 1 del artículo 2 del 
Reglamento (UE) n.º 1025/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 
2012, sobre la normalización europea, por el que se modifican las Directivas 89/686/CEE y 
93/15/CEE del Consejo y las Directivas 94/9/CE, 94/25/CE, 95/16/CE, 97/23/CE, 98/34/CE, 
2004/22/CE, 2007/23/CE, 2009/23/CE y 2009/105/CE del Parlamento Europeo y del Consejo 
y por el que se deroga la Decisión 87/95/CEE del Consejo y la Decisión n º 1673/2006/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo;

30. «Especificación técnica»: documento que prescribe los requisitos técnicos que debe 
cumplir un producto, subsistema, proceso o servicio;

31. «Especificación técnica de interoperabilidad»: especificación adoptada de la que es 
objeto cada subsistema o parte de subsistema, con vistas a satisfacer los requisitos 
esenciales y garantizar la interoperabilidad del sistema ferroviario de la Unión Europea;

32. «Estado de funcionamiento nominal»: modo normal de funcionamiento y las 
condiciones previsibles de degradación (incluido el desgaste) dentro del intervalo de valores 
y las condiciones de uso especificados en el expediente técnico y de mantenimiento. Abarca 
todas las condiciones en las que el subsistema está destinado a funcionar y sus limitaciones 
técnicas;

33. «ETCS»: «European Train Control System», sistema europeo de control de trenes, 
que dentro del sistema ERTMS, se encarga de proporcionar protección al tren frente a la 
sobre velocidad y el rebase, en función de la capacidad y el equipamiento de la línea;

34. «Evaluación de la conformidad»: proceso por el que se demuestra que se han 
cumplido los requisitos especificados para un producto, proceso, servicio, subsistema, 
persona u organismo;

35. «Expedidor»: empresa que expide mercancías para sí misma o para un tercero;
36. «Descargador»: empresa que retira un contenedor, un contenedor para graneles, un 

contenedor de gas de elementos múltiples, un contenedor cisterna o una cisterna portátil de 
un vagón, o cualquier empresa que descarga mercancías embaladas, pequeños 
contenedores o cisternas portátiles de un vagón o de un contenedor, o cualquier empresa 
que descarga mercancías de una cisterna (vagón cisterna, cisterna desmontable, cisterna 
portátil o contenedor cisterna), o de un vagón batería o un contenedor de gas de elementos 
múltiples, o de un vagón, de un gran contenedor o de un pequeño contenedor para el 
transporte a granel o de un contenedor para graneles;

37. «Descargador de cisternas»: empresa que descarga mercancías de una cisterna 
(incluido un vagón cisterna, un vagón con cisternas desmontables, una cisterna portátil o un 
contenedor cisterna), un vagón, gran contenedor o pequeño contenedor para transporte a 
granel, o de un vagón batería o contenedor de gas de elementos múltiples;
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38. «Destinatario»: cualquier persona física o jurídica que reciba mercancías en virtud de 
un contrato de transporte; si el transporte se efectúa sin contrato de transporte, se 
considerará que el destinatario es cualquier persona física o jurídica que se haga cargo de 
las mercancías a su llegada;

39. «Fabricante»: persona física o jurídica que fabrica un producto en forma de 
componente de interoperabilidad, de subsistema o de vehículo, o que lo manda diseñar o 
fabricar y lo comercializa con su nombre o marca comercial;

40. «Ferrocarril ligero»: sistema de transporte ferroviario urbano o suburbano, con una 
resistencia a las colisiones de C-III o C-IV (de conformidad con la norma UNE-EN 
15227:2008+A1:2011) y una solidez máxima del vehículo de 800 kN (fuerza de compresión 
longitudinal en la zona de acoplamiento); los sistemas de ferrocarril ligero pueden disponer 
de su propia plataforma segregada o bien compartirla con el tráfico rodado, y normalmente 
sus vehículos no son intercambiables con los vehículos del tráfico ferroviario de viajeros o de 
mercancías de larga distancia;

41. «GSM-R»: «Global System for Mobile Communications–Railway», sistema global 
para comunicaciones móviles ferroviarias (voz y datos), que dentro del sistema ERTMS 
asegura las comunicaciones (voz y datos) entre vehículos e instalaciones fijas;

42. «Incidente»: cualquier suceso, distinto de un accidente o un accidente grave, que 
afecte o pueda afectar a la seguridad de las operaciones ferroviarias;

43. «Indicadores Comunes de Seguridad»: variables estadísticas establecidas a nivel 
europeo para un seguimiento armonizado de la evolución de la seguridad;

44. «Interoperabilidad»: la capacidad del sistema ferroviario para permitir la circulación 
segura e ininterrumpida de trenes que cumplan las prestaciones requeridas;

45. «Inspección»: Examen o reconocimiento de una actividad o situación en un 
determinado instante o durante una parte del periodo de tiempo en el que aquella es 
realizada;

46. «Instrucción Ferroviaria»: Conjunto de especificaciones técnicas que completan a las 
Especificaciones Técnicas de Interoperabilidad y que incluyen, entre otras, las exigencias a 
nivel nacional necesarias para cubrir los requisitos esenciales definidos en el anexo XI y que 
debe cumplir todo subsistema de carácter estructural para poder obtener la autorización de 
entrada en servicio;

47. «Investigación»: proceso efectuado sobre las causas de los accidentes e incidentes 
acaecidos, con vistas a prevenir en el futuro otros accidentes e incidentes. La investigación 
incluye la recogida y análisis de información, la adopción de conclusiones, incluida la 
determinación de las causas y, llegado el caso, la elaboración de recomendaciones en 
materia de seguridad;

48. «Llenador de cisternas»: empresa que carga mercancías en una cisterna (incluido un 
vagón cisterna, un vagón con cisternas desmontables, una cisterna portátil o un contenedor 
cisterna) o en un vagón, en un gran contenedor o en un pequeño contenedor para transporte 
a granel, o en un vagón batería o contenedor de gas de elementos múltiples;

49. «Línea»: según se define en el anexo I de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre;
50. «Medio aceptable de conformidad»: dictámenes no vinculantes emitidos por un 

organismo, entidad u órgano competente de cualquiera de los Estados miembros de la Unión 
Europea al objeto de determinar maneras de establecer la conformidad con los requisitos 
esenciales, en tanto se produce la revisión de una Especificación Técnica de 
Interoperabilidad a consecuencia de haberse constatado deficiencias en la misma;

51. «Medio nacional aceptable de conformidad»: dictámenes no vinculantes emitidos por 
un organismo, entidad u órgano competente de cualquiera de los Estados miembros de la 
Unión Europea al objeto de determinar maneras de establecer la conformidad con las 
respectivas normas nacionales;

52. «Mejora de las líneas ferroviarias»: trabajos de modificación de gran calado en los 
subsistemas estructurales fijos de las líneas existentes que mejoran su rendimiento general. 
Este término es equivalente, para dichos subsistemas, a la definición de «rehabilitación» del 
presente anexo;

53. «Métodos Comunes de Seguridad»: los métodos que describen la evaluación de los 
niveles de seguridad, así como la consecución de los objetivos de seguridad y el 
cumplimiento de otros requisitos de seguridad;

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 119  Seguridad operacional e interoperabilidad ferroviarias [parcial]

– 1628 –



54. «Método Común de Seguridad para la evaluación y valoración del riesgo»: Método 
Común de Seguridad establecido mediante el Reglamento de Ejecución (UE) n.º 402/2013 
de la Comisión de 30 de abril de 2013 relativo a la adopción de un método común de 
seguridad para la evaluación y valoración del riesgo y por el que se deroga el Reglamento 
(CE) n.º 352/2009;

55. «Método Común de Seguridad para la vigilancia»: Método Común de Seguridad 
establecido mediante el Reglamento (UE) n.º 1078/2012, de 16 de noviembre de 2012, sobre 
un método común de seguridad en materia de vigilancia que deberán aplicar las empresas 
ferroviarias y los administradores de infraestructuras que hayan obtenido un certificado de 
seguridad o una autorización de seguridad, así como las entidades encargadas del 
mantenimiento;

56. «Norma armonizada»: una norma europea, tal y como se definen en el punto c), 
apartado 1 del artículo 2 del Reglamento (UE) n.º 1025/2012, de 25 de octubre de 2012;

57. «Normas nacionales»: todas las normas vinculantes adoptadas en España, 
independientemente del organismo que las haya promulgado, que contengan requisitos de 
seguridad o requisitos técnicos ferroviarios, distintos de los establecidos por la Unión 
Europea o por normas internacionales y que sean aplicables dentro de España, a las 
empresas ferroviarias, a los administradores de infraestructuras o a terceros;

58. «Objetivos Comunes de Seguridad»: los niveles de seguridad mínimos que debe 
alcanzar el sistema ferroviario en su conjunto, y siempre que sea factible, las diversas partes 
del sistema (como el sistema ferroviario convencional, el sistema ferroviario de alta 
velocidad, los túneles ferroviarios de gran longitud o las líneas utilizadas exclusivamente 
para el transporte de mercancías);

59. «Organismo de evaluación de la conformidad»: organismo al que se ha notificado o 
designado, previa su solicitud, para que se encargue de actividades de evaluación de la 
conformidad, tales como calibrados, pruebas, certificaciones e inspecciones; se clasifican en 
«organismo notificado» tras una notificación por España a la Unión Europea; como 
«organismo designado» tras una designación por España a la Unión Europea;

60. «Organismo evaluador de seguridad»: persona, organización o entidad 
independiente y competente, interna o externa, que procede a una investigación que le 
permita emitir un juicio, basado en pruebas, sobre la idoneidad de un sistema para cumplir 
sus requisitos de seguridad, de conformidad con lo establecido en el Reglamento de 
Ejecución (UE) n.º 402/2013 de la Comisión, de 30 de abril de 2013 relativo a la adopción de 
un Método Común de Seguridad para la evaluación y valoración del riesgo y por el que se 
deroga el Reglamento (CE) n.º 352/2009;

61. «Organismo nacional de acreditación»: organismo de un Estado miembro con 
potestad pública para llevar a cabo acreditaciones;

62. «Parámetro básico»: toda condición reglamentaria, técnica u operativa importante 
desde el punto de vista de la interoperabilidad y especificada en las Especificaciones 
Técnicas de Interoperabilidad pertinentes;

63. «Persona con discapacidad y persona con movilidad reducida»: persona con un 
impedimento físico, mental, intelectual o sensorial de carácter permanente o temporal que, 
en presencia de determinados obstáculos, no tiene facultades para la utilización plena y 
efectiva de los medios de transporte en condiciones de igualdad con respecto a otros 
viajeros, o bien cuya movilidad en relación con dicha utilización se ha reducido por razones 
de edad;

64. «Poseedor»: la persona física o jurídica que explote un vehículo, como medio de 
transporte, bien sea de su propiedad o tenga derecho a utilizarlo por cualquier otro título, y 
que esté registrada como tal en el Registro Especial Ferroviario;

65. «Producto»: producto obtenido mediante un proceso de fabricación que incluya 
componentes de interoperabilidad y subsistemas;

66. «Proyecto en avanzado estado de desarrollo»: todo proyecto cuya fase de 
planificación/construcción esté tan adelantada que una modificación del pliego de 
prescripciones técnicas podría comprometer la viabilidad del proyecto tal como fue planeado;

67. «Puesta en el mercado»: primera puesta a disposición en el mercado de la Unión 
Europea en estado de funcionamiento nominal, de un componente de interoperabilidad, de 
un subsistema o de un vehículo;
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68. «Red ferroviaria»: líneas, estaciones, terminales y todo tipo de equipamiento fijo 
necesario para garantizar la seguridad y la continuidad en las operaciones del sistema. A los 
efectos de este real decreto se corresponde con la Red Ferroviaria de Interés General según 
define el artículo 4 de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre;

69. «Registro Especial Ferroviario»: Registro en el que deberán inscribirse, de oficio, los 
datos relativos a las entidades y las personas físicas y jurídicas cuya actividad esté vinculada 
al sector ferroviario y requieran para su ejercicio de la pertinente licencia, autorización, 
certificado o habilitación o bien así lo establezca expresamente algún precepto legal o 
reglamentario, definido en el artículo 61 de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre;

70. «Registro Europeo de Vehículos»: Registro de vehículos ferroviarios autorizados 
para circular por la red ferroviaria europea, que integrará los diferentes registros nacionales, 
y cuyas especificaciones están establecidas por la Decisión de Ejecución (UE) 2018/1614;

71. «Rehabilitación»: los trabajos de modificación sustancial de un subsistema o de una 
parte del mismo que conlleven un cambio en el expediente técnico que acompaña a la 
declaración «CE» de verificación, si existe tal expediente, y, en todo caso, aquellos que 
mejoren el rendimiento global del subsistema (ver también «mejora de las líneas 
ferroviarias»);

72. «Requisitos esenciales»: el conjunto de condiciones descritas en el anexo XI que 
debe satisfacer el sistema ferroviario de la Red Ferroviaria de Interés General, los 
subsistemas y los componentes de la interoperabilidad, interfaces incluidas;

73. «Renovación»: los trabajos importantes de sustitución de un subsistema o de una 
parte del mismo que no afecten al rendimiento global del subsistema;

74. «Representante autorizado»: toda persona física o jurídica establecida en la Unión 
Europea que haya recibido un mandato por escrito de un fabricante o una entidad 
contratante para actuar en nombre de dicho fabricante o entidad contratante en relación con 
determinadas tareas;

75. «Sala de recurso»: sala creada en virtud del artículo 55 del Reglamento (UE) 
2016/796 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016;

76. «Serie»: cierto número de vehículos idénticos de un tipo de diseño;
77. «Sistema de gestión de la seguridad»: la organización, las medidas y los 

procedimientos establecidos por un administrador de infraestructuras o una empresa 
ferroviaria para garantizar la gestión de sus operaciones en condiciones de seguridad;

78. «Sistema ferroviario»: elementos recogidos en el anexo II, es decir la Red Ferroviaria 
de Interés General y los vehículos que por ella circulan, así como los subsistemas de 
carácter funcional;

79. «Solicitante»: persona física o jurídica que solicita una autorización, ya sea una 
empresa ferroviaria, un administrador de infraestructuras o bien otras personas físicas o 
jurídicas, como el fabricante, el propietario o el poseedor. A los efectos del artículo 87, 
solicitante hace referencia a una entidad contratante, un fabricante o sus representantes 
autorizados. A los efectos del artículo 113, solicitante hace referencia a una persona física o 
jurídica que solicite a la Agencia Ferroviaria de la Unión Europea una decisión de aprobación 
de las soluciones técnicas previstas para los proyectos de equipos del Sistema de Gestión 
del Tráfico Ferroviario Europeo (en lo sucesivo «ERTMS») en vía;

80. «Soluciones innovadoras»: Cualquier parte de un proyecto en la que al menos una 
fase de su ciclo de vida no está cubierta por una norma, las reglas de la buena práctica 
profesional o un sistema de referencia;

81. «Subsistemas»: partes estructurales o funcionales en que se divide el sistema 
ferroviario, tal como se indica en el anexo X; Los subsistemas de carácter estructural son: 
infraestructura, energía, control-mando y señalización en tierra, control-mando y señalización 
a bordo y material rodante. Los subsistemas de carácter funcional son: explotación y gestión 
del tráfico, mantenimiento y aplicaciones telemáticas para servicios de viajeros y de 
transporte de mercancías;

82. «Subsistema fijo»: se refiere a los subsistemas de infraestructura, energía y control-
mando y señalización en tierra;

83. «Subsistema móvil»: subsistema de material rodante y el subsistema de control-
mando y señalización a bordo;
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84. «Supervisión»: evaluación realizada, o dirigida por la Agencia Estatal de Seguridad 
Ferroviaria, bien del desempeño total o parcial de las actividades de una organización o 
parte de ella, o bien del funcionamiento de una parte del sistema ferroviario, en materia de 
seguridad operacional y/o interoperabilidad ferroviaria. En particular incluye las actividades 
de supervisión que deben aplicarse a las empresas ferroviarias, administradores de 
infraestructuras y entidades encargadas de mantenimiento en cumplimiento del Reglamento 
Delegado (UE) 2018/761 de la Comisión, de 16 de febrero de 2018, por el que se establecen 
Métodos Comunes de Seguridad para la supervisión por las autoridades nacionales de 
seguridad tras la expedición de un certificado de seguridad único o una autorización de 
seguridad con arreglo a la Directiva (UE) 2016/798 del Parlamento Europeo y del Consejo y 
por el que se deroga el Reglamento (UE) n.º 1077/2012 de la Comisión;

85. «Sustitución en el marco de una operación de mantenimiento»: sustitución de 
componentes por piezas de función y prestaciones similares, en el marco de una operación 
de mantenimiento preventivo o correctivo;

86. «Transportista»: empresa que efectúa el transporte en virtud de un contrato de 
transporte;

87. «Tipo»: aquel en el que se definen las características básicas de diseño de un 
vehículo comprendido en un certificado de examen de tipo o de diseño descrito en el módulo 
de verificación pertinente;

88. «Tipo de operación»: se refiere al transporte de viajeros, incluidos o no los servicios 
de alta velocidad, el transporte de mercancías, incluidos o no los servicios de mercancías 
peligrosas, y los servicios únicamente de maniobras;

89. «Titular de carretera o camino»: todo aquel organismo, ente o, incluso, persona física 
o jurídica, titular de una carretera o camino que cruza el ferrocarril;

90. «Tren-tranvía»: vehículo diseñado para su uso combinado en infraestructuras de 
sistemas ferroviarios ligeros e infraestructuras de sistemas ferroviarios pesados;

91. «Vehículo»: vehículo ferroviario apto para circular con ruedas por líneas ferroviarias; 
con o sin tracción; un vehículo está compuesto por uno o más subsistemas estructurales y 
funcionales;

92. «Vehículo histórico»: aquel que, contando con una antigüedad igual o superior a 30 
años, tenga una relevancia socio cultural suficientemente acreditada mediante 
documentación oficial, inventario o antecedentes históricos, constructivos u operativos, que 
haya circulado por una de las redes o instalaciones ferroviarias del territorio nacional, 
efectuando servicios de transporte ferroviario, funciones auxiliares del mismo o labores de 
mantenimiento y que figure como tal en el Registro Especial Ferroviario;

93. «Ventanilla única»: tal y como se define en el artículo 12 del Reglamento (UE) 
2016/796, de 11 de mayo de 2016;

94. «Vigilancia»: Evaluación realizada por, o en nombre de, la misma organización que 
realiza la actividad, bien del desempeño total o parcial de las actividades de una 
organización o parte de ella, o bien del funcionamiento de una parte de su actividad, en 
materia de seguridad operacional y/o interoperabilidad ferroviaria. En particular incluye las 
actividades de vigilancia que deben aplicar las empresas ferroviarias, administradores de 
infraestructuras y entidades encargadas del mantenimiento en cumplimiento del Reglamento 
(UE) n º 1078/2012 de la Comisión, de 16 de noviembre.

[ . . . ]
ANEXO IV

Indicadores Comunes de Seguridad
La Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria notificará anualmente a la Agencia 

Ferroviaria de la Unión Europea los Indicadores Comunes de Seguridad (ICS).
Si se descubrieran nuevos hechos o errores después de la presentación del informe, la 

Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria modificará o corregirá los indicadores de un año 
concreto en cuanto se presente la primera oportunidad y, a más tardar, con ocasión del 
siguiente informe anual.
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Las definiciones comunes para los ICS y los métodos de cálculo de las repercusiones 
económicas de los accidentes figuran en el apéndice.

1. Indicadores relativos a accidentes
1.1 Número total y relativo (en relación con los kilómetros-tren) de accidentes 

significativos y desglose según los tipos siguientes:
– Colisión de tren con un vehículo ferroviario,
– Colisión de tren con un obstáculo dentro del gálibo de libre paso,
– descarrilamiento de tren,
– accidente en paso a nivel, incluidos los accidentes que afecten a peatones en pasos a 

nivel, y desglose adicional en función de los cinco tipos de pasos a nivel definidos en el 
apartado 6.2,

– accidente causado a personas con implicación de material rodante en movimiento, a 
excepción de suicidios e intentos de suicidio,

– Incendio en el material rodante,
– otros.
Se informará de cada accidente significativo con arreglo al tipo de accidente primario, 

aun si las consecuencias del accidente secundario fueran más graves (por ejemplo, un 
descarrilamiento seguido de un incendio).

1.2 Número total y relativo (en relación con los kilómetros-tren) de heridos graves y 
víctimas mortales por tipo de accidente, desglosado en las siguientes categorías:

– Viajero (también en relación con el número total de kilómetros-viajero y de kilómetros-
tren de viajeros),

– empleado o contratista,
– usuario de paso a nivel,
– intruso,
– otra persona que se halla en un andén,
– otra persona que no se halla en un andén.

2. Indicadores relativos a mercancías peligrosas
Número total y relativo (en relación con los kilómetros-tren) de accidentes que afecten al 

transporte de mercancías peligrosas por ferrocarril, desglosado en las siguientes categorías:
– accidente en que esté implicado al menos un vehículo ferroviario que transporte 

mercancías peligrosas, tal como se definen en el apéndice,
– número de estos accidentes en que se produzcan escapes de sustancias peligrosas.

3. Indicadores relativos a suicidios
Número total y relativo (en relación con los kilómetros-tren) de suicidios e intentos de 

suicidio.

4. Indicadores relativos a los precursores de accidentes
Número total y relativo (en relación con los kilómetros-tren) de precursores de accidentes 

y desglose en los tipos siguientes de precursor:
– Rotura de carril,
– deformación u otra desalineación relevante de la vía,
– fallo de la señalización,
– señal rebasada en situación de peligro (sobrepasando el punto de peligro),
– señal rebasada en situación de peligro (sin sobrepasar el punto de peligro),
– rueda rota de material rodante en servicio,
– eje roto de material rodante en servicio.
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Todos los precursores deberán ser notificados, ya den lugar o no a accidentes. (Un 
precursor que dé lugar a un accidente significativo se notificará también en los indicadores 
sobre precursores; un precursor que no dé lugar a un accidente significativo solo se 
notificará en los indicadores sobre precursores).

5. Indicadores para calcular las repercusiones económicas de los accidentes
Total en euros y relativo (en relación con los kilómetros-tren) del:
– Número de muertos y heridos graves multiplicado por el valor de prevención de 

víctimas,
– coste de los daños medioambientales,
– coste de los daños materiales en material rodante o infraestructura,
– coste de los retrasos como consecuencia de accidentes.
La Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria notificará a la Agencia Ferroviaria de la 

Unión Europea las repercusiones económicas de los accidentes significativos.
El valor de prevención de víctimas es el valor que la sociedad atribuye a la prevención de 

una víctima y, como tal, no constituirá una referencia para la compensación entre las partes 
implicadas en accidentes.

6. Indicadores relativos a la seguridad técnica de la infraestructura y su aplicación
6.1 Porcentaje de vías en servicio con sistemas de protección de trenes y porcentaje de 

kilómetros-tren realizados con sistemas embarcados de protección de trenes que 
proporcionan:

– Aviso,
– aviso y parada automática,
– aviso y parada automática y supervisión discreta de la velocidad,
– aviso y parada automática y supervisión continua de la velocidad.
6.2 Número de pasos a nivel (total, por kilómetro de línea y kilómetro de vía) según los 

cinco tipos siguientes:
a) paso a nivel pasivo;
b) paso a nivel activo:
1.º Manual,
2.º automático con aviso del lado del usuario,
3.º automático con protección del lado del usuario,
4.º protección del lado de la vía.

APÉNDICE

Definiciones comunes para los ICS y métodos de cálculo de las repercusiones 
económicas de los accidentes

1. Indicadores relativos a accidentes
1.1 «accidente significativo»: cualquier accidente en que esté implicado como mínimo un 

vehículo ferroviario en movimiento, con al menos un muerto o herido grave, o se produzcan 
graves daños en el material, la vía férrea u otras instalaciones o entornos, o interrupciones 
graves del tráfico, excluyendo los accidentes en talleres, almacenes y depósitos;

1.2 «daños graves en el material, la vía férrea u otras instalaciones o entornos»: daños 
equivalentes o superiores a 150 000 EUR;

1.3 «interrupciones graves del tráfico»: suspensión de los servicios ferroviarios en una 
línea ferroviaria principal por un período mínimo de seis horas;

1.4 «tren»: uno o varios vehículos ferroviarios tirados por una o varias locomotoras o 
vehículos automotores, o un vehículo automotor que circula en solitario, con un número 
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determinado o una denominación específica desde un punto fijo inicial a un punto fijo 
terminal, incluida una máquina ligera, es decir, una locomotora que circula por sí sola;

1.5 «colisión de tren con un vehículo ferroviario»: choque frontal, alcance por detrás o 
colisión lateral entre una parte de un tren y una parte de otro tren o vehículo ferroviario, o 
con material rodante de maniobras;

1.6 «colisión de tren con un obstáculo dentro del gálibo de libre paso»: colisión entre una 
parte de un tren y objetos fijos o temporalmente presentes en la vía férrea o cerca de esta 
(excepto en los pasos a nivel si el objeto ha sido perdido por un vehículo de carretera o un 
usuario del paso), incluida una colisión con las líneas aéreas de contacto;

1.7 «descarrilamiento de tren»: toda situación en la cual se sale de los carriles al menos 
una rueda de un tren;

1.8 «accidente en paso a nivel»: todo accidente en un paso a nivel en el que está 
implicado al menos un vehículo ferroviario y uno o varios vehículos de carretera, otros 
usuarios del paso, como peatones, u otros objetos temporalmente presentes en la vía férrea 
o cerca de esta, si han sido perdidos por un vehículo de carretera o un usuario del paso;

1.9 «accidente causado a personas con implicación de material rodante en movimiento»: 
accidente causado a una o varias personas que son alcanzadas por un vehículo ferroviario o 
una parte del mismo, o por un objeto unido al vehículo o que se ha desprendido del mismo, 
incluidas las personas que caen de vehículos ferroviarios, así como las personas que caen o 
son alcanzadas por objetos sueltos cuando viajan a bordo de un vehículo;

1.10 «incendio en material rodante»: incendio o explosión que se produce en un vehículo 
ferroviario (incluida su carga) durante el trayecto entre la estación de salida y el destino, 
incluso si está parado en la estación de salida, la de destino o las paradas intermedias, así 
como durante las operaciones de formación de trenes;

1.11 «otro (accidente)»: todo accidente distinto de una colisión de un tren con un 
vehículo ferroviario, colisión de un tren con un obstáculo dentro del gálibo de libre paso, 
descarrilamiento de tren, accidente en paso a nivel, accidente causado a personas con 
implicación de material rodante en movimiento o incendio en material rodante;

1.12 «viajero»: cualquier persona, con excepción del personal de servicio en el tren, que 
realiza un viaje por ferrocarril, incluido, solamente a efectos de estadísticas de accidentes, 
cualquier viajero que intenta embarcar en un tren en movimiento o desembarcar de él;

1.13 «empleado o contratista»: cualquier persona cuya actividad profesional está 
vinculada con el ferrocarril y que está de servicio en el momento del accidente, incluidos el 
personal de los contratistas, los contratistas autónomos, el personal de servicio en el tren y 
las personas encargadas del material rodante y de las infraestructuras;

1.14 «usuario de paso a nivel»: cualquier persona que utiliza un paso a nivel para cruzar 
una línea ferroviaria en cualquier medio de transporte o a pie;

1.15 «intruso»: cualquier persona, a excepción de un usuario de paso a nivel, que se 
halla en una instalación ferroviaria pese a estar prohibida su presencia;

1.16 «otra persona que se halla en un andén»: cualquier persona que se halla en un 
andén que no pueda definirse como «viajero», «empleado o contratista», «usuario de paso a 
nivel», «otra persona que no se halla en un andén» o «intruso»;

1.17 «otra persona que no se halla en un andén»: cualquier persona que no se halla en 
un andén que no pueda definirse como «viajero», «empleado o contratista», «usuario de 
paso a nivel», «otra persona que se halla en un andén» o «intruso»;

1.18 «muerte (persona muerta)»: cualquier persona fallecida inmediatamente o en los 30 
días siguientes de resultas de un accidente, excluidos los suicidios;

1.19 «herido grave (persona gravemente herida)»: cualquier herido que ha estado 
hospitalizado más de 24 horas de resultas de un accidente, excluidos los intentos de 
suicidio.

2. Indicadores relativos a mercancías peligrosas
2.1 «accidente que afecta al transporte de mercancías peligrosas»: cualquier accidente o 

incidente sujeto a declaración de conformidad con el apartado 1.8.5 del Reglamento 
RID/ADR;

2.2 «mercancías peligrosas»: materias y artículos cuyo transporte por ferrocarril está 
prohibido por el RID o se autoriza únicamente en determinadas condiciones fijadas en él.
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3. Indicadores relativos a suicidios
3.1 «suicidio»: acto de lesión deliberada contra uno mismo con resultado de muerte, 

registrado y clasificado como tal por la autoridad nacional competente;
3.2 «intento de suicidio»: acto de lesión deliberada contra uno mismo con resultado de 

herido grave.

4. Indicadores relativos a los precursores de accidentes
4.1 «rotura de carril»: cualquier carril separado en una o varias piezas, o cualquier carril 

del que se desprende una pieza de metal, causando una falla de más de 50 mm de longitud 
y de más de 10 mm de profundidad en la superficie de rodadura;

4.2 «deformación u otra desalineación relevante de la vía»: cualquier fallo relacionado 
con la continuidad y la geometría de la vía que requiere dejar fuera de servicio la vía o una 
restricción inmediata de la velocidad permitida;

4.3 «fallo de la señalización»: cualquier fallo técnico del sistema de señalización (de la 
infraestructura o del material rodante), que da lugar a informaciones de señalización menos 
restrictivas que las solicitadas;

4.4 «señal rebasada en situación de peligro (sobrepasando el punto de peligro)»: 
cualquier situación en que una parte cualquiera de un tren rebasa su autorización de 
movimiento y sobrepasa el punto de peligro;

4.5 «señal rebasada en situación de peligro (sin sobrepasar el punto de peligro)»: 
cualquier situación en que una parte cualquiera de un tren rebasa su autorización de 
movimiento, pero no sobrepasa el punto de peligro.

Se entenderá por movimiento no autorizado a efectos de lo dispuesto en los apartados 
4.4 y 4.5 el hecho de rebasar:

– Una señal luminosa en la vía o un semáforo en posición de peligro u ordenando parada 
si no está en servicio el sistema de protección de trenes,

– el fin de una autorización de movimiento relacionada con la seguridad o de un punto de 
parada, señalado por un sistema de protección de trenes,

– un punto comunicado mediante autorización verbal o escrita que figure en la normativa,
– carteles de parada (no se incluyen los topes) o señales manuales.
No se incluyen los casos en que un vehículo sin máquina motriz o un tren sin personal 

de a bordo rebasa una señal en posición de peligro. Tampoco se incluyen los casos en que, 
por cualquier motivo, la señal no pasa a la posición de peligro con tiempo suficiente para que 
el maquinista pueda parar el tren antes de la señal.

La Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria podrá informar por separado sobre los 
cuatro supuestos de movimiento no autorizado enumerados en los guiones del presente 
apartado y deben notificar al menos un indicador global que contenga datos sobre los cuatro 
supuestos.

4.6 «rueda rota de material rodante en servicio»: ruptura que afecta a la rueda, creando 
un riesgo de accidente (descarrilamiento o colisión);

4.7 «eje roto de material rodante en servicio»: ruptura que afecta al eje, creando un 
riesgo de accidente (descarrilamiento o colisión).

5. Metodologías comunes para calcular las repercusiones económicas de los accidentes
5.1 El valor de prevención de víctimas se compone de los elementos siguientes:
1. Valor de seguridad per se: valores de voluntad de pago basados en estudios de 

preferencia declarada realizados en los Estados miembros de la Unión Europea en los que 
se aplican;

2. costes económicos directos e indirectos: valores de coste evaluados en los Estados 
miembros de la Unión Europea y compuestos de:

– Costes médicos y de rehabilitación,
– costes jurídicos y de policía, investigaciones privadas en caso de colisión, servicios de 

emergencia y costes administrativos del seguro,
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– pérdidas de producción: valor para la sociedad de los bienes y servicios que podrían 
haber sido producidos por la persona de no haber ocurrido el accidente.

Al calcular los costes de las víctimas, los muertos y los heridos graves se considerarán 
por separado (valor de prevención de víctimas distinto para muertos y heridos graves).

5.2 Principios comunes para evaluar el valor de la seguridad en sí y los costes 
económicos directos o indirectos:

En lo que se refiere al valor de la seguridad en sí, se evaluará la pertinencia de las 
estimaciones disponibles en función de las consideraciones siguientes:

– Las estimaciones deberán referirse a un sistema de valoración de la reducción del 
riesgo de mortalidad en el sector del transporte y ajustarse a un enfoque basado en la 
voluntad de pago, siguiendo métodos de preferencia declarada,

– la muestra de los consultados a efectos de estos valores será representativa de la 
población afectada. En particular, la muestra deberá reflejar la edad, ingresos y otras 
características socioeconómicas y/o demográficas pertinentes de la población,

– método para obtener los valores de voluntad de pago: el estudio se concebirá de tal 
modo que las preguntas resulten claras y significativas para los consultados.

Los costes económicos directos e indirectos se evaluarán en función de los costes reales 
asumidos por la sociedad.

5.3 Definiciones.
5.3.1 «Coste de los daños medioambientales»: costes que han de sufragar las empresas 

ferroviarias o los administradores de infraestructuras, en función de su experiencia, para 
restablecer el estado en que se encontraba la zona afectada antes del accidente ferroviario.

5.3.2 «Coste de los daños materiales en material rodante o infraestructura»: coste de 
provisión de nuevo material rodante o infraestructura, con las mismas funcionalidades y los 
mismos parámetros técnicos que el material dañado de forma irreversible, y coste de 
restablecimiento del estado en que se encontraba el material rodante o la infraestructura 
reparable antes del accidente, estimados por las empresas ferroviarias y los administradores 
de infraestructuras en función de su experiencia, incluidos los gastos relacionados con el 
arrendamiento de material rodante como consecuencia de la indisponibilidad de los 
vehículos dañados.

5.3.3 «Coste de los retrasos como consecuencia de accidentes»: valor monetario de los 
retrasos sufridos por los usuarios del transporte ferroviario (viajeros y clientes del transporte 
de mercancías) como consecuencia de los accidentes, calculado con arreglo al modelo 
siguiente:

VT = valor monetario del tiempo de transporte ahorrado Valor del tiempo para el viajero 
de un tren (una hora).

VTP = [VT de los viajeros por motivos profesionales] * [porcentaje medio anual de 
viajeros por motivos profesionales] + [VT de los viajeros por motivos no profesionales] * 
[Porcentaje medio anual de viajeros por motivos no profesionales].

VTP se mide en euros por viajero por hora.
«Viajero por motivos profesionales»: viajero que se desplaza en conexión con sus 

actividades profesionales, excluyendo los desplazamientos diarios al trabajo.
Valor del tiempo para un tren de mercancías (una hora).
VTF = [VT de los trenes de mercancías] * [(km-tonelada) / (km-tren)] VTF se mide en 

euros por tonelada de mercancías por hora.
Media de las toneladas de mercancías transportadas por ferrocarril en un año = (km-

tonelada) / (km-tren).
CM = Coste de 1 minuto de retraso de un tren.
Tren de viajeros.
CMP = K1 * (VTP/60) * [(km-viajero) / (km-tren)].
Media del número de viajeros ferroviarios en un año = (km-viajero) / (km-tren).
Tren de mercancías.
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CMF = K2 * (VTF/60).
Los factores K1 y K2 se sitúan entre el valor del tiempo y el valor del retraso, estimado 

según estudios de preferencia declarada, para tener en cuenta que el tiempo perdido como 
consecuencia de los retrasos se percibe claramente de forma más negativa que el tiempo 
normal de transporte.

Coste de los retrasos de un accidente = CMP * (minutos de retraso de los trenes de 
viajeros) + CMF * (minutos de retraso de los trenes de mercancías).

Ámbito de aplicación del modelo.
El coste de los retrasos ha de calcularse para todos los accidentes significativos del 

siguiente modo:
– Retrasos reales en las líneas ferroviarias en las que se han producido accidentes, 

medidos en la estación terminal,
– retrasos reales o, de no ser posible, retrasos estimados en las demás líneas afectadas.

6. Indicadores relativos a la seguridad técnica de la infraestructura y su aplicación
6.1 «Sistema de protección de trenes»: sistema que ayuda a garantizar el respeto de las 

señales y de las limitaciones de velocidad.
6.2 «Sistemas embarcados»: sistemas que ayudan al maquinista a respetar la 

señalización en tierra y en cabina, señalizando y, en consecuencia, protegiendo los puntos 
de peligro y refuerzan el respeto de las limitaciones de velocidad. Los sistemas de protección 
embarcados se describen como sigue:

a) Aviso: proporciona aviso automático al maquinista.
b) Aviso y parada automática: proporciona aviso automático al maquinista y parada 

automática al pasar una señal en posición de peligro.
c) Aviso y parada automática y supervisión discreta de la velocidad: proporciona 

protección de los puntos de peligro, entendiéndose por «supervisión discreta de la 
velocidad» la supervisión de la velocidad en determinados puntos al aproximarse a una 
señal.

d) Aviso y parada automática y supervisión continua de la velocidad: proporciona 
protección de los puntos de peligro y supervisión continua de los límites de velocidad de la 
línea, entendiéndose por «supervisión continua de la velocidad» la indicación continua de la 
velocidad máxima permitida en todos los tramos de la línea y la garantía de su respeto.

El tipo d) se considera un sistema de protección automática de trenes.
6.3 «Paso a nivel»: cualquier intersección a nivel entre una carretera o camino y un 

ferrocarril, reconocida por el administrador de infraestructuras y abierta a usuarios públicos o 
privados. Se excluyen los cruces entre andenes dentro de las estaciones, así como los 
pasos por encima de las vías reservadas al uso de los empleados.

6.4 «Carretera»: a efectos de las estadísticas de accidentes ferroviarios, toda carretera, 
calle o autopista pública o privada, incluyendo los viales peatonales y los carriles para 
bicicletas adyacentes.

6.5 «Camino»: cualquier vía, distinta de una carretera, prevista para el paso de 
personas, animales, vehículos o maquinaria.

6.6 «Paso a nivel pasivo»: paso a nivel sin ningún sistema de aviso o de protección 
instalados que indique cuando no es seguro para el usuario cruzar el paso.

6.7 «Paso a nivel activo»: paso a nivel en que se protege a los usuarios del paso o se les 
avisa de que un tren se aproxima, mediante la activación de dispositivos, que indican cuando 
no es seguro cruzar el paso.

La protección mediante el uso de dispositivos físicos incluye:
– Semibarreras o barreras completas,
– portones o cadenas.
Aviso mediante equipos fijos en los pasos a nivel.
– Dispositivos visibles: luces,
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– dispositivos audibles: campanas, bocinas, claxon, etc.
Los pasos a nivel activos se clasifican del modo siguiente:
a) Manual: paso a nivel en el que la protección o el aviso automáticos del lado del 

usuario son activados de forma manual por personal ferroviario.
b) Automático con aviso automático del lado del usuario: paso a nivel en el que el aviso 

del lado del usuario es activado por el tren que se aproxima o como consecuencia del 
establecimiento de un itinerario que afecte al paso.

c) Automático con protección del lado del usuario: paso a nivel en el que la protección 
del lado del usuario es activada por el tren que se aproxima o como consecuencia del 
establecimiento de un itinerario que afecte al paso. Quedan comprendidos en esta definición 
los pasos a nivel que disponen tanto de protección como de aviso del lado del usuario.

d) Con protección del lado de la vía: paso a nivel en el que una señal u otro sistema de 
protección de los trenes solo permite pasar al tren normalmente tras comprobar que el paso 
a nivel está completamente protegido por el lado del usuario y está libre de obstáculos.

7. Definiciones de las bases de escala
7.1 «Km-tren»: unidad de medida que representa el desplazamiento de un tren en un 

kilómetro. La distancia usada es la distancia realmente recorrida, si se conoce; en caso 
contrario, deberá usarse la distancia normal de la red entre el origen y el destino. Solo se 
tendrá en cuenta la distancia en el territorio nacional del país declarante.

7.2 «Km-viajero»: unidad de medida que representa el transporte ferroviario de un viajero 
a una distancia de un kilómetro. Solo se tendrá en cuenta la distancia en el territorio nacional 
del país declarante.

7.3 «Kilómetro de línea»: la longitud en kilómetros de la red ferroviaria a cuyo ámbito de 
aplicación se refiere este real decreto. En las líneas ferroviarias de vías múltiples solo se 
tendrá en cuenta la distancia entre origen y destino.

7.4 «Kilómetro de vía»: la longitud en kilómetros de la red ferroviaria a cuyo ámbito de 
aplicación se refiere este real decreto. En las líneas ferroviarias de vías múltiples se tendrá 
en cuenta cada una de las vías.

[ . . . ]
ANEXO XI

Requisitos esenciales

1. Requisitos generales
1.1 Seguridad.
1.1.1 El diseño, la construcción o la fabricación, el mantenimiento y la vigilancia de los 

componentes críticos para la seguridad y, en especial, de los elementos que intervienen en 
la circulación de los trenes, deben garantizar la seguridad en el nivel que corresponde a los 
objetivos fijados para la red, incluso en situaciones degradadas definidas.

1.1.2 Los parámetros del contacto rueda-carril deben cumplir los criterios de estabilidad 
de rodadura necesarios para garantizar una circulación totalmente segura a la velocidad 
máxima autorizada. Los parámetros de los equipos de frenado deben garantizar que es 
posible parar, en la distancia de frenado establecida, a la velocidad máxima autorizada.

1.1.3 Los componentes utilizados deben resistir los esfuerzos normales o excepcionales 
especificados durante su período de servicio. Aplicando los medios adecuados deben 
limitarse las repercusiones de sus fallos fortuitos en la seguridad.

1.1.4 En el diseño de las instalaciones fijas y del material rodante, así como en la 
elección de los materiales utilizados, hay que tener en cuenta el objetivo de limitar la 
generación, propagación y efectos del fuego y el humo en caso de incendio.

1.1.5 Los dispositivos destinados a ser manipulados por los usuarios deben diseñarse de 
tal modo que no pongan en peligro su manejo seguro o la salud y la seguridad de los 
usuarios en caso de una posible utilización no conforme con los letreros de instrucciones.
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1.2 Fiabilidad y disponibilidad. La vigilancia y el mantenimiento de los elementos fijos y 
móviles que intervienen en la circulación de los trenes deben organizarse, llevarse a cabo y 
cuantificarse de manera que quede asegurado su funcionamiento en las condiciones 
previstas.

1.3 Salud.
1.3.1 Ni en los trenes ni en las infraestructuras ferroviarias deben utilizarse materiales 

que por su modo de utilización puedan constituir un riesgo para la salud.
1.3.2 En la elección, instalación y utilización de este material debe tenerse en cuenta el 

objetivo de limitar la emisión de humos o gases nocivos y peligrosos, especialmente en caso 
de incendio.

1.4 Protección del medio ambiente.
1.4.1 En la concepción del sistema ferroviario deben evaluarse y tenerse en cuenta las 

repercusiones de su implantación y explotación sobre el medio ambiente, de conformidad 
con el Derecho de la Unión Europea y la normativa interna española que resulte de 
aplicación en la materia.

1.4.2 Los materiales utilizados en trenes e infraestructuras deben evitar la emisión de 
humos o gases nocivos y peligrosos para el medio ambiente, especialmente en caso de 
incendio.

1.4.3 El material rodante y los sistemas de alimentación de energía deben concebirse y 
fabricarse de modo que sean compatibles desde el punto de vista electromagnético con las 
instalaciones, los equipos y las redes públicas o privadas con las que pudieran interferir.

1.4.4 El diseño y la explotación del sistema ferroviario no deben dar lugar a la generación 
de un nivel de ruido inadmisible:

– En las zonas cercanas a infraestructuras ferroviarias, según se define en el artículo 3, 
apartado 3, de la Directiva 2012/34/UE, y

– en la cabina del maquinista.
1.4.5 La explotación del sistema ferroviario no debe provocar en el suelo un nivel de 

vibraciones inadmisible para las actividades y el medio por el que discurra, en las 
proximidades de la infraestructura y en estado normal de mantenimiento.

1.5 Compatibilidad técnica. Las características técnicas de las infraestructuras y de las 
instalaciones fijas deben ser compatibles entre sí y con las de los trenes que vayan a circular 
por el sistema ferroviario. Este requisito incluye la integración segura del subsistema del 
vehículo en la infraestructura.

En caso de que, en algunas partes de la red, resulte difícil ajustarse a dichas 
características, podrían aplicarse soluciones temporales que garanticen la compatibilidad 
futura.

1.6 Accesibilidad.
1.6.1 Los subsistemas «infraestructura» y «material rodante» deben ser accesibles a 

personas con discapacidad y a personas con movilidad reducida para garantizar un acceso 
en igualdad de condiciones con los demás mediante la prevención o retirada de barreras y 
mediante otras medidas adecuadas. Se incluirán el diseño, la construcción, la renovación, la 
rehabilitación, el mantenimiento y la explotación de las partes pertinentes de los subsistemas 
a los que tiene acceso el público.

1.6.2 Los subsistemas «operaciones» y «aplicaciones telemáticas para servicios de 
viajeros» deben ofrecer la funcionalidad necesaria para facilitar el acceso a personas con 
discapacidad y a personas con movilidad reducida para garantizar un acceso en igualdad de 
condiciones con los demás mediante la prevención o retirada de barreras y mediante otras 
medidas adecuadas.

2. Requisitos específicos de cada subsistema
2.1 Infraestructura.
2.1.1 Seguridad. Se tomarán medidas adecuadas para evitar el acceso o la irrupción 

indeseables en las instalaciones.
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Asimismo, deben adoptarse medidas que limiten el peligro para las personas, en 
especial en el momento del paso de los trenes por las estaciones.

Las infraestructuras a que tiene acceso el público deben concebirse y construirse de 
modo que se limiten los riesgos para la seguridad de las personas (estabilidad, incendio, 
accesos, evacuación, andén, etc.).

Deberán tomarse disposiciones apropiadas para tener en cuenta las condiciones 
especiales de seguridad en los túneles y viaductos de gran longitud.

2.1.2 Accesibilidad. Los subsistemas de la infraestructura a los que tenga acceso el 
público deberán ser accesibles a personas con discapacidad y a personas con movilidad 
reducida de acuerdo con el apartado 1.6.

2.2 Energía.
2.2.1 Seguridad. El funcionamiento de las instalaciones de alimentación de energía no 

debe poner en peligro la seguridad de los trenes ni de las personas (usuarios, personal de 
explotación, habitantes del entorno y terceros).

2.2.2 Protección del medio ambiente. El funcionamiento de las instalaciones de 
alimentación de energía eléctrica o térmica no debe afectar al medio ambiente por encima de 
los límites especificados.

2.2.3 Compatibilidad técnica. Los sistemas de alimentación de energía eléctrica/térmica 
utilizados deben:

– Permitir que los trenes desarrollen las prestaciones especificadas,
– en el caso de la electricidad, ser compatibles con los dispositivos de captación 

instalados en los trenes.
2.3 Control-mando y señalización.
2.3.1 Seguridad. Las instalaciones y operaciones de control-mando y señalización que 

se utilicen deben permitir que los trenes circulen con un nivel de seguridad que corresponda 
a los objetivos fijados para la red. Los sistemas de control-mando y señalización deben 
seguir permitiendo que circulen en condiciones plenamente seguras los trenes autorizados a 
circular en condiciones degradadas.

2.3.2 Compatibilidad técnica. Toda nueva infraestructura y todo nuevo material rodante, 
construidos o desarrollados después de la adopción de sistemas de control-mando y 
señalización compatibles deberán estar adaptados a la utilización de dichos sistemas.

Los equipos de control-mando y de señalización instalados en los puestos de conducción 
de los trenes deberán permitir una explotación normal, en las condiciones especificadas, en 
el sistema ferroviario.

2.4 Material rodante.
2.4.1 Seguridad. Las estructuras del material rodante y de las conexiones entre 

vehículos deben estar diseñadas de manera que protejan los espacios en que se hallen los 
viajeros y los puestos de conducción en caso de colisión o descarrilamiento.

Los equipos eléctricos no deben poner en peligro la seguridad del funcionamiento de las 
instalaciones de control-mando y señalización.

Las técnicas de frenado y los esfuerzos ejercidos deben ser compatibles con el diseño 
de las vías, las obras de ingeniería y los sistemas de señalización.

Deben tomarse medidas en materia de acceso a los componentes bajo tensión eléctrica 
para que no peligre la seguridad de las personas.

Deben existir dispositivos que, en caso de peligro, permitan a los viajeros advertir al 
conductor y al personal del tren y ponerse en contacto con los mismos.

Deberá garantizarse la seguridad de los pasajeros que embarquen y desembarquen de 
los trenes. Las puertas de acceso deben estar dotadas de un sistema de cierre y apertura 
que garantice la seguridad de los viajeros.

Deben existir salidas de emergencia y estas deben estar señalizadas.
Deberán tomarse disposiciones apropiadas para tener en cuenta las condiciones 

especiales de seguridad en los túneles de gran longitud.
A bordo de los trenes deberá existir un sistema de iluminación de emergencia con 

intensidad y autonomía suficientes.
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Los trenes deben llevar un sistema de sonorización que permita que el personal del tren 
pueda dirigir mensajes a los viajeros.

Deberá facilitarse a los pasajeros información fácilmente comprensible y exhaustiva 
sobre las normas que les sean aplicables, tanto en las estaciones como en los trenes.

2.4.2 Fiabilidad y disponibilidad.El diseño de los equipos vitales, de rodadura, tracción y 
frenado, así como de control-mando, debe permitir, en una situación degradada definida, la 
continuación del trayecto sin consecuencias nefastas para los equipos que sigan 
funcionando.

2.4.3 Compatibilidad técnica. Los equipos eléctricos deben ser compatibles con el 
funcionamiento de las instalaciones de control-mando y señalización.

En caso de tracción eléctrica, las características de los dispositivos de captación de 
corriente deberán permitir la circulación de los trenes con los sistemas de alimentación de 
energía del sistema ferroviario.

Las características del material rodante deberán permitirle circular en todas las líneas en 
que esté prevista su explotación, teniendo en cuenta las correspondientes condiciones 
climáticas.

2.4.4 Control. Los trenes deberán ir equipados de un aparato registrador. Los datos 
recogidos por dicho aparato y el tratamiento de la información serán objeto de armonización.

2.4.5 Accesibilidad. Los subsistemas del material rodante a los que tenga acceso el 
público deberán ser accesibles a personas con discapacidad y a personas con movilidad 
reducida de acuerdo con el apartado 1.6.

2.5 Mantenimiento.
2.5.1 Salud y seguridad. Las instalaciones técnicas y los procedimientos utilizados en los 

centros deben garantizar una explotación segura del subsistema de que se trate y no 
constituir una amenaza para la salud y la seguridad.

2.5.2 Protección del medio ambiente. Las instalaciones técnicas y los procedimientos 
utilizados en los centros de mantenimiento no deben rebasar los niveles de nocividad 
admisibles para el medio circundante.

2.5.3 Compatibilidad técnica. Las instalaciones de mantenimiento en que se trate el 
material rodante deberán permitir que se lleven a cabo las operaciones de seguridad, higiene 
y comodidad en todos los materiales para los que hayan sido diseñadas.

2.6 Explotación y gestión del tráfico.
2.6.1 Seguridad. La coherencia de las normas de explotación de las redes, así como la 

cualificación de los maquinistas y del personal de tren y de los centros de control, deben 
garantizar una explotación segura, teniendo en cuenta los diferentes requisitos de los 
servicios transfronterizos y nacionales.

Las operaciones y periodicidad del mantenimiento, la formación y cualificación del 
personal que realiza este trabajo y del personal de los centros de control, así como el 
sistema de aseguramiento de la calidad establecido por los operadores correspondientes en 
los centros de control y mantenimiento deben garantizar un alto nivel de seguridad.

2.6.2 Fiabilidad y disponibilidad. Las operaciones y periodicidad del mantenimiento, la 
formación y cualificación del personal que realiza este trabajo y el personal de los centros de 
control, así como el sistema de aseguramiento de la calidad establecido por los operadores 
correspondientes en los centros de control y mantenimiento deben garantizar un alto nivel de 
fiabilidad y disponibilidad del sistema.

2.6.3 Compatibilidad técnica. La coherencia de las normas de explotación de las redes, 
así como la cualificación de los maquinistas, del personal de tren y de los encargados de la 
gestión de la circulación, deben garantizar la eficacia de la explotación en el sistema 
ferroviario convencional, teniendo en cuenta los diferentes requisitos de los servicios 
nacionales y transfronterizos.

2.6.4 Accesibilidad. Deben adoptarse medidas adecuadas para garantizar que las 
normas operativas prevén la funcionalidad necesaria para garantizar la accesibilidad a 
personas con discapacidad y a personas con movilidad reducida.

2.7 Aplicaciones telemáticas al servicio de los viajeros y del transporte de mercancías.
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2.7.1 Compatibilidad técnica. Los requisitos esenciales en los ámbitos de las 
aplicaciones telemáticas que garantizan un mínimo de calidad de servicio a los viajeros y a 
los clientes del sector de transporte de mercancías se refieren, en especial, a la 
compatibilidad técnica.

Para estas aplicaciones telemáticas se garantizará:
– Que las bases de datos, los programas informáticos y los protocolos de comunicación 

de datos se desarrollen de forma que aseguren al máximo posible los intercambios de datos 
tanto entre aplicaciones diferentes como entre operadores distintos, con exclusión de los 
datos comerciales confidenciales,

– un acceso fácil a la información por parte de los usuarios.
2.7.2 Fiabilidad y disponibilidad. Los modos de utilización, gestión, actualización y 

mantenimiento de dichas bases de datos, programas informáticos y protocolos de 
comunicaciones de datos garantizarán la eficacia de dichos sistemas y la calidad del 
servicio.

2.7.3 Salud.Las interfaces de dichos sistemas con los usuarios deberán respetar las 
normas mínimas en cuanto a ergonomía y protección de la salud.

2.7.4 Seguridad. Deberán garantizarse niveles de integridad y fiabilidad suficientes para 
el almacenamiento o la transmisión de información relacionada con la seguridad.

2.7.5 Accesibilidad. Deben adoptarse medidas adecuadas para garantizar que los 
subsistemas de las aplicaciones telemáticas para servicios de viajeros prevén la 
funcionalidad necesaria para garantizar la accesibilidad a personas con discapacidad y a 
personas con movilidad reducida.

[ . . . ]
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§ 120

Real Decreto 1256/2003, de 3 de octubre, por el que se determinan 
las autoridades competentes de la Administración General del Estado 
en materia de transporte de mercancías peligrosas y se regula la 
comisión para la coordinación de dicho transporte. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 243, de 10 de octubre de 2003

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2003-18743

Artículo 1.  Departamentos ministeriales competentes.
En los acuerdos y normas internacionales referentes al transporte de mercancías 

peligrosas en los que España sea parte, y en los reglamentos nacionales sobre los 
diferentes modos de transporte de dichas mercancías, la expresión «autoridad competente» 
se entenderá referida, en el ámbito de la Administración General del Estado, a los siguientes 
departamentos ministeriales:

a) El Ministerio de Asuntos Exteriores, en lo que se refiere:
1.º A la autorización para el tránsito de explosivos por el territorio nacional, así como por 

las aguas y el espacio aéreo en que España ejerza soberanía, derechos soberanos o 
jurisdicción, de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento de Explosivos, aprobado por 
el Real Decreto 230/1998, de 16 de febrero.

2.º Al ejercicio de la representación de España ante organismos internacionales en 
materia de transporte de mercancías peligrosas, en coordinación con los demás 
departamentos ministeriales competentes, y a la acreditación de los representantes 
españoles ante los citados organismos.

3.º A la tramitación de cualquier modificación del Código marítimo internacional de 
mercancías peligrosas (Código IMDG), del Acuerdo Europeo sobre transporte de mercancías 
peligrosas por carretera (ADR) y del Reglamento relativo al transporte internacional por 
ferrocarril de mercancías peligrosas (RID), apéndice B del Convenio internacional relativo a 
los transportes internacionales por ferrocarril (COTIF), así como de cualesquiera otros 
acuerdos relacionados con ellos.

b) El Ministerio del Interior, en lo que concierne:
1.º A la normativa de tráfico y circulación de vehículos, conducción y acompañamiento, 

formación y declaración de aptitud de conductores y expedición de las correspondientes 
autorizaciones administrativas que habilitan para la conducción de vehículos que transportan 
mercancías peligrosas.

2.º Al uso de las infraestructuras de la red viaria y carreteras, con la fijación de itinerarios 
si fuese necesario, por donde discurra el transporte de mercancías peligrosas, 
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coordinándolos previamente con los organismos competentes en materia de tráfico en el 
ámbito de las comunidades autónomas que tienen asumida esta competencia.

3.º Al control y vigilancia, sin perjuicio de los que en materia de sus respectivas 
competencias realicen los departamentos a que se hace referencia en este artículo y, en 
general, en todo lo referente a la seguridad de la circulación vial.

4.º A la preparación de normas o directrices que tengan por objeto la previsión, 
prevención, planificación y actuación en emergencias en casos de accidente, así como, en 
su caso, la coordinación y apoyo en las actuaciones en emergencias.

5.º A todo aquello que las disposiciones vigentes encomiendan a este ministerio.
c) El Ministerio de Fomento, en lo que se refiere:
1.º A la ordenación del transporte de mercancías peligrosas, la normativa sobre la 

documentación o carta de porte y sobre distintivos, etiquetas y paneles, estiba y 
acondicionamiento de la carga, así como el control y vigilancia de su cumplimiento en 
coordinación con el Ministerio del Interior; en materia de autorizaciones para dedicarse a 
efectuar transporte.

2.º A los consejeros de seguridad para el transporte de mercancías peligrosas.
3.º Al uso de las infraestructuras a cargo del departamento por donde discurra el 

transporte de mercancías peligrosas.
4.º Al almacenamiento, carga y descarga en la zona de servicios de los puertos y 

aeropuertos.
5.º A las aprobaciones y dispensas en materia de transporte de mercancías peligrosas 

por vía aérea y marítima, de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento nacional sobre 
el transporte sin riesgos de mercancías peligrosas por vía aérea, en la normativa que regula 
el transporte aéreo internacional y en el Código marítimo internacional de mercancías 
peligrosas (Código IMDG) de la Organización Marítima Internacional.

6.º A los efectos señalados en el capítulo 1.5 del anejo A del Acuerdo Europeo sobre 
transportes de mercancías peligrosas por carretera (ADR), para convenir con las autoridades 
competentes de las partes contratantes las correspondientes excepciones temporales a los 
anejos del mencionado acuerdo, para autorizar determinadas operaciones de transporte y 
para efectuar las excepciones respecto del capítulo citado en el ámbito nacional.

7.º A los efectos señalados en el artículo 5. 2 de la reglas uniformes relativas al contrato 
de transporte internacional por ferrocarril de mercancías (CIM), del apéndice B del Convenio 
internacional relativo a los transportes internacionales por ferrocarril (COTIF).

8.º A todo aquello que las disposiciones vigentes encomiendan a este ministerio.
d) El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, en lo relativo:
1.º A las condiciones en que se efectúe el transporte y circulación de productos y 

materias de origen animal, de materias contumaces, repugnantes o que puedan 
considerarse peligrosas para la sanidad animal, de productos zoosanitarios, salvo los 
medicamentos veterinarios, y de piensos, mezclas, aditivos, materias primas y sustancias y 
productos empleados en la alimentación animal.

2.º A los productos fitosanitarios, fertilizantes y otros medios de producción agrícola 
considerados peligrosos.

e) El Ministerio de Sanidad y Consumo, en lo que se refiere:
1.º A la determinación de las mercancías que, considerándose peligrosas para la salud 

humana, no se hallen incluidas en reglamentos específicos.
2.º A la normativa sobre clasificación, envasado y etiquetado de sustancias y preparados 

peligrosos.
f) El Ministerio de Medio Ambiente, en lo que concierne a la determinación de las 

mercancías que, considerándose peligrosas para el medio ambiente, no se hallen incluidas 
en reglamentos específicos.

g) El Ministerio de Economía, respecto de las condiciones en que se efectúe el 
transporte y circulación de los hidrocarburos, explosivos, cartuchería y pirotecnia y materias 
y productos radiactivos que, considerándose peligrosos por motivos de seguridad, no se 
hallen incluidos en reglamentos específicos.
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h) El Ministerio de Ciencia y Tecnología, en lo que se refiere:
1.º A la determinación de las mercancías que, considerándose peligrosas por motivos de 

seguridad, no se hallen incluidas en reglamentos específicos y no sean competencia 
explícita de otros departamentos.

2.º A la fijación de las características de las unidades dedicadas al transporte de 
mercancías peligrosas, previo informe favorable del Ministerio de Fomento, en lo que afecte 
a la ordenación del transporte de mercancías peligrosas.

3.º A la normativa técnica sobre la inspección de vehículos y unidades de transporte y 
sobre carga y descarga.

4.º A las certificaciones internacionales de autorización especial de unidades de 
transporte en los modos terrestre, marítimo y aéreo.

5.º A la normativa técnica para la aprobación de tipo y asignación de contraseñas 
correspondientes para el registro de las unidades de transporte, grandes recipientes a 
granel, envases y embalajes.

6.º A todo aquello que las disposiciones vigentes encomiendan a este ministerio.

[ . . . ]
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§ 121

Orden FOM/734/2007, de 20 de marzo, por la que se desarrolla el 
Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres 
en materia de autorizaciones de transporte de mercancías por 

carretera. [Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 75, de 28 de marzo de 2007
Última modificación: 20 de febrero de 2019

Referencia: BOE-A-2007-6514

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen de las autorizaciones de transporte público

[ . . . ]
Artículo 13.  Cumplimiento y acreditación del requisito de honorabilidad.

1. Se entenderá que poseen el requisito de honorabilidad las personas en quienes no 
concurra ninguna de las circunstancias siguientes:

a) Haber sido condenadas, por sentencia firme, por delitos dolosos con pena igual o 
superior a seis meses, en tanto no se haya extinguido la responsabilidad penal.

b) Haber sido condenadas, por sentencia firme, a las penas de inhabilitación o 
suspensión, salvo que se hubieran impuesto como accesorias y la profesión de transportista 
no tuviera relación directa con el delito cometido, durante el tiempo por el que se hubiere 
impuesto la pena.

c) Haber sido sancionadas, mediante resolución que ponga fin a la vía administrativa, por 
la comisión de infracciones en materia de transporte que, con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 38 del ROTT, conlleven la pérdida de este requisito.

d) Incumplimiento muy grave y reiterado de las normas fiscales, laborales, de Seguridad 
Social, seguridad vial o medio ambiente.

2. Cuando el titular de la autorización fuera una persona jurídica, el cumplimiento del 
requisito de honorabilidad habrá de acreditarse en relación con cada una de las personas 
que, de forma efectiva y permanente, dirijan la empresa.

3. El cumplimiento de la condición señalada en la letra c) del número 1 se comprobará 
por el órgano competente, mediante la oportuna consulta realizada al efecto al Registro 
General de Transportistas y de Empresas de Actividades Auxiliares y Complementarias del 
Transporte.

4. El cumplimiento del resto de las condiciones que determinan el requisito de 
honorabilidad se acreditará mediante una declaración responsable del titular de la 
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autorización de no hallarse incurso en ninguna de las circunstancias señaladas en el 
apartado 1.

No obstante, el órgano administrativo competente podrá exigir la presentación de una 
certificación de la inexistencia de responsabilidades penales que conlleven la pérdida del 
requisito de honorabilidad, expedida por el Registro General de Penados y Rebeldes a favor 
del solicitante, o documento equivalente expedido por su Estado de origen cuando el titular 
de la autorización fuera extranjero.

No se exigirá, sin embargo, la presentación de la documentación señalada en este 
apartado, cuando el órgano competente tuviera conocimiento del cumplimiento de los 
extremos a que la misma está referida a través del Registro General de Transportistas y de 
Empresas de Actividades Auxiliares y Complementarias del Transporte.

[ . . . ]
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§ 122

Real Decreto 412/2001, de 20 de abril, por el que se regulan diversos 
aspectos relacionados con el transporte de mercancías peligrosas 

por ferrocarril. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 110, de 8 de mayo de 2001

Última modificación: 13 de febrero de 2007
Referencia: BOE-A-2001-8796

[ . . . ]
CAPITULO IV

Normas de actuación en caso de avería o accidente

Artículo 15.  Medidas a adoptar por el maquinista o cualquier persona.
En caso de inmovilización, por accidente o avería, de un convoy ferroviario que 

transporte mercancías peligrosas se actuará de la siguiente forma:
a) El maquinista o su ayudante adoptarán inmediatamente las medidas que se 

determinen en las fichas de seguridad, facilitadas por el expedidor, para cada materia, clase 
de materia transportada, procediendo seguidamente, bien directamente o a través del 
órgano que con esta finalidad hubiera establecido la empresa ferroviaria, a informar de la 
avería o accidente al teléfono de emergencia que corresponda, de acuerdo a la relación, que 
a tal efecto será publicada, con carácter periódico, en el «Boletín Oficial del Estado», 
mediante Resolución de la Dirección General de Protección Civil.

b) Actuación de terceros: en caso de imposibilidad de actuación del maquinista o su 
ayudante, para la aplicación de medidas de prevención protección, cualquier persona que 
advierta el anormal estado de un transporte de mercancías peligrosas se abstendrá de 
actuar sobre la mercancía y facilitará información inicial del hecho a la autoridad o su agente 
más cercano por el medio más rápido que tenga a su alcance. Asimismo, procurará alertar 
del peligro existente a quienes puedan resultar afectados e, igualmente, auxiliar, en su caso, 
a las víctimas.

En este supuesto la autoridad o su agente más cercano, que ha recibido la información 
inicial del hecho, se asegurará de que sean informados inmediatamente los responsables de 
activar los planes especiales de protección civil ante el riesgo de accidentes en los 
transportes de mercancías peligrosas por carretera y ferrocarril para que, en cada caso, 
según corresponda, se adopten las medidas de prevención o protección que resulten más 
adecuadas.

c) Forma de comunicación: la comunicación en caso de avería o accidente se efectuará 
por el medio más rápido posible e incluirá los siguientes aspectos:

1. Localización del suceso.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 1648 –



2. Estado del convoy ferroviario empleado y características del suceso.
3. Datos sobre las mercancías peligrosas transportadas.
4. Existencia de víctimas.
5. Condiciones meteorológicas y otras circunstancias que se consideren de interés para 

valorar los posibles efectos del suceso sobre la seguridad de las personas, los bienes o el 
medio ambiente y las posibilidades de intervención preventiva.

[ . . . ]
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§ 123

Real Decreto 1566/1999, de 8 de octubre, sobre los consejeros de 
seguridad para el transporte de mercancías peligrosas por carretera, 

por ferrocarril o por vía navegable. [Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 251, de 20 de octubre de 1999
Última modificación: 27 de febrero de 2014

Referencia: BOE-A-1999-20640

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Las empresas que transporten mercancías peligrosas por ferrocarril o por vía navegable 

o que sean responsables de las operaciones de carga o descarga vinculadas a dicho 
transporte deberán designar, de acuerdo con lo establecido en este real decreto, en función 
del modo de transporte y de las mercancías transportadas, al menos un consejero de 
seguridad encargado de contribuir a la prevención de los riesgos para las personas, los 
bienes o el medio ambiente inherentes a dichas actividades.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del consejero de seguridad

[ . . . ]
Artículo 8.  Partes de accidentes.

1. El consejero, una vez reunidos los datos pertinentes, deberá redactar un parte de 
accidente, destinado a la dirección de la empresa, cuando se haya producido un accidente 
en el curso de una operación de transporte o de carga o descarga de mercancías peligrosas 
y del mismo se deriven perjuicios a las personas, a los bienes o al medio ambiente.

2. Los informes de los Consejeros de Seguridad, en caso de accidente o incidente, en 
las maniobras de transporte, carga o descarga, según las condiciones que estipula el ADR, 
serán remitidos, por la dirección de la empresa, en un plazo no superior a treinta días 
naturales, a la Dirección General de Transportes por Carretera o a la Dirección General de 
Ferrocarriles en su caso, al Ayuntamiento del término municipal donde se hubiera producido 
el suceso y al órgano competente de la comunidad autónoma en cuyo territorio hubiera 
tenido lugar el accidente. Todo ello sin perjuicio de una posterior ampliación de este informe.
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3. El parte de accidente no sustituirá a los informes que la empresa deba cumplimentar 
de conformidad con las normas reguladoras del transporte de mercancías peligrosas o 
cualquier otra legislación internacional, comunitaria, nacional, autonómica o local.

4. Por Orden del Ministro de Fomento podrá determinarse el contenido mínimo de los 
partes de accidentes.

[ . . . ]
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§ 124

Real Decreto 1812/1994, de 2 de septiembre, por el que se aprueba 
el Reglamento General de Carreteras. [Inclusión parcial]

Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente
«BOE» núm. 228, de 23 de septiembre de 1994

Última modificación: 10 de enero de 2010
Referencia: BOE-A-1994-20934

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen jurídico de las carreteras

CAPÍTULO I
Estudios de carreteras

[ . . . ]
Artículo 23.  Estudio de planeamiento.

El estudio de planeamiento constará de memoria con sus anexos, y planos, que 
comprenderán:

a) La exposición y delimitación del objeto del estudio.
b) La recopilación de datos referentes a la estructura socioeconómica, ordenación 

territorial, medio ambiente, seguridad vial y demanda del transporte y su evolución.
c) El análisis de la situación actual en relación con la estructura socioeconómica, 

ordenación territorial y oferta y demanda vial y de transporte en la zona de estudio.
d) Las previsiones y repercusiones socioeconómicas y de demanda de transporte en un 

determinado año horizonte.
e) Los esquemas viales posibles, su comparación y selección de los más 

recomendables.
f) La incidencia de dichos esquemas sobre el planeamiento territorial o urbanístico en 

vigor en el ámbito objeto del estudio.

[ . . . ]
Artículo 25.  Estudio informativo.

1. El estudio informativo constará de memoria con sus anexos, y planos, que 
comprenderán:

a) El objeto del estudio y exposición de las circunstancias que justifiquen la declaración 
de interés general de las carreteras y la concepción global de su trazado.
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b) La definición en líneas generales, tanto geográficas como funcionales, de todas las 
opciones de trazado estudiadas.

c) El estudio de impacto ambiental de las diferentes opciones, en los casos en que sea 
preceptivo el procedimiento de evaluación de impacto ambiental. En los restantes casos, un 
análisis ambiental de las alternativas y las correspondientes medidas correctoras y 
protectoras necesarias.

d) El análisis de las ventajas, inconvenientes y costes de cada una de las opciones y su 
repercusión en los diversos aspectos del transporte y en la ordenación territorial y 
urbanística, teniendo en cuenta en los costes el de los terrenos, servicios y derechos 
afectados en cada caso, así como los costes ambientales y de siniestralidad.

e) La selección de la opción más recomendable.
2. Será preceptiva la redacción de un estudio informativo cuando se trate de las 

siguientes obras:
a) Autopistas, autovías y vías rápidas que supongan nuevo trazado.
b) Nuevas carreteras.
c) Variantes no incluidas en el planeamiento urbanístico vigente de los núcleos de 

población afectados.

Artículo 26.  Anteproyecto.
El anteproyecto constará de los siguientes documentos:
a) Memoria, en la que se expondrán las necesidades a satisfacer, incluyendo los 

posibles elementos funcionales de la carretera, los factores sociales, técnicos, 
medioambientales, territoriales, económicos y administrativos que se tienen en cuenta para 
plantear el problema a resolver, y la justificación de la solución que se propone desde los 
puntos de vista técnico, económico, medioambientales y de seguridad vial, así como los 
datos básicos correspondientes con justificación de los precios compuestos adoptados.

b) Anexos a la memoria, entre los que deberán figurar los datos geológicos, geotécnicos, 
hidrológicos, territoriales y ambientales en que se ha basado la elección, así como los 
criterios de valoración de la obra y de los terrenos, derechos y servicios afectados.

c) Las condiciones establecidas en la declaración de impacto ambiental, en los casos en 
que sea preceptiva, o, en defecto de estudio informativo, el estudio de impacto ambiental de 
las diferentes opciones, de acuerdo con la legislación específica aplicable. En los restantes 
casos las medidas correctoras y protectoras derivadas del análisis ambiental.

d) Planos generales de trazado a escala no menor de 1/5.000, y de definición general de 
las obras de paso y desagüe, secciones-tipo, y obras accesorias y complementarias.

e) Presupuesto, que comprenda mediciones aproximadas y valoraciones.
f) Un estudio relativo a la posible descomposición del anteproyecto en proyectos 

parciales.
g) Los estudios económicos y administrativos sobre el régimen de utilización de la 

carretera, y las tarifas que hubieren de aplicarse en el supuesto de que la obra vaya a ser 
objeto de explotación retribuida.

[ . . . ]
Artículo 31.  Evaluación del impacto ambiental.

1. Los proyectos de autopistas y autovías que supongan un nuevo trazado, así como los 
de nuevas carreteras, deberán incluir la correspondiente evaluación de impacto ambiental de 
acuerdo con la normativa aplicable al efecto (artículo 9).

2. Las actuaciones no incluidas en el planeamiento urbanístico vigente que modifiquen el 
trazado de la carretera preexistente en una longitud acumulada de más de 10 kilómetros, 
incluirán asimismo la correspondiente evaluación de impacto ambiental.

3. Aquellas actuaciones con reserva en el planeamiento urbano vigente, en las que no 
sea exigible el procedimiento de evaluación de impacto ambiental, contendrán un análisis 
ambiental de la única opción reservada y el correspondiente proyecto de medidas 
correctoras. Una síntesis suficiente de los impactos ambientales y de las medidas 
correctoras se hará pública.
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4. En los supuestos de actuaciones derivadas de un estudio informativo en el que se 
hubiese incluido la correspondiente declaración de impacto ambiental, no será preceptiva la 
realización de una nueva declaración.

[ . . . ]
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§ 125

Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes 

Terrestres. [Inclusión parcial]

Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones
«BOE» núm. 241, de 8 de octubre de 1990

Última modificación: 3 de julio de 2024
Referencia: BOE-A-1990-24442

[ . . . ]
TÍTULO II

Disposiciones de aplicación general a los transportes por carretera y a las 
actividades auxiliares y complementarias de los mismos

CAPÍTULO I
Condiciones previas de carácter personal para el ejercicio de la actividad

[ . . . ]
Artículo 37.  

1. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 42.1 y 43.1.c) de la LOTT, como 
regla general las autorizaciones se domiciliarán en el lugar en que, conforme a los datos 
obrantes en los registros de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, se encuentre el 
domicilio fiscal de la empresa.

No obstante, cuando la empresa pretenda que la autorización se domicilie en un lugar 
distinto, deberá acreditar documentalmente los siguientes extremos:

a) Que su actividad principal no es la de transporte.
b) Que la explotación de su actividad de transporte se desarrolla principalmente en ese 

lugar, en el que cuenta con un establecimiento de cuyo uso dispone en virtud de cualquier 
título jurídicamente válido.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, las autorizaciones de transporte 
interurbano en vehículos de turismo se domiciliarán en el lugar en que se encuentre 
domiciliada la licencia que habilita a su titular para realizar transporte urbano con el vehículo 
de que se trate.

Las autorizaciones de arrendamiento de vehículos con conductor se domiciliarán en el 
lugar en que lo esté el vehículo a que hayan de referirse.

3. El cambio del domicilio de la empresa habrá de ser puntualmente comunicado al 
órgano competente para el otorgamiento de la autorización, quedando condicionada la 
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modificación de esta a que se acrediten idénticos requisitos a los señalados en este 
artículo en relación con el nuevo domicilio.

[ . . . ]
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§ 126

Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 182, de 31 de julio de 1987
Última modificación: 29 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-1987-17803

[ . . . ]
TÍTULO II

Disposiciones de aplicación general a los transportes por carretera y a las 
actividades auxiliares y complementarias de los mismos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Colaboración con la Administración y cooperación entre empresas

[ . . . ]
Sección primera. Los transportes publicos regulares permanentes de viajeros 

de uso general

[ . . . ]
Artículo 74.  

1. En la adjudicación del contrato únicamente podrán tenerse en cuenta variantes o 
mejoras ofrecidas por los licitadores cuando tal posibilidad se hubiese previsto expresamente 
en el pliego.

Los criterios señalados a tal efecto en el pliego deberán estar relacionados, en todo 
caso, con el régimen económico y tarifario, la seguridad, la eficacia o la calidad y frecuencia 
del servicio objeto del contrato y tendrán especialmente en cuenta factores ambientales y la 
mejor integración con la red de servicios públicos de transporte de viajeros que vertebran el 
territorio. En la determinación de los criterios de adjudicación se dará preponderancia a 
aquéllos que puedan valorarse mediante cifras o porcentajes obtenidos a través de la mera 
aplicación de fórmulas establecidas en el propio pliego.

2. El adjudicatario del contrato deberá ser, en todo caso, titular de la autorización de 
transporte público de viajeros regulada en el artículo 42.

3. Cuando el objeto de un nuevo contrato sea la gestión de un servicio que ya se venía 
prestando con anterioridad, se adjudicará al anterior contratista siempre que éste hubiese 
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cumplido satisfactoriamente el anterior contrato y que la valoración atribuida a su oferta sea 
la misma que la mejor del resto de las presentadas.

4. En cualquier caso, deberán desestimarse las ofertas que establezcan condiciones 
desproporcionadas o anormales, técnicamente inadecuadas, o que no garanticen 
debidamente la continuidad del servicio o su prestación en las condiciones precisas.

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Conceptos y clases

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Los ferrocarriles de transporte público

Artículos 152 a 165.  
(Derogados)

[ . . . ]
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§ 127

Ley 9/2010, de 14 de abril, por la que se regula la prestación de 
servicios de tránsito aéreo, se establecen las obligaciones de los 
proveedores civiles de dichos servicios y se fijan determinadas 
condiciones laborales para los controladores civiles de tránsito aéreo. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 15 de abril de 2010

Última modificación: 20 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2010-5983

[ . . . ]
Artículo 2.  Garantía en la prestación de servicios de tránsito aéreo.

1. El proveedor civil de servicios de tránsito aéreo designado para un bloque específico 
de espacio aéreo está obligado a garantizar la prestación segura, eficaz, continuada y 
sostenible económica y financieramente de dichos servicios, que no podrá ser reducida o 
suspendida sin la previa autorización de la autoridad competente.

La obligación establecida en el párrafo anterior comprende, asimismo, la obligación de 
asegurar la adecuada coordinación técnica y operativa con otros proveedores de servicios 
de transito aéreo y la puesta a disposición de dichos proveedores de la información 
necesaria para identificar los movimientos de las aeronaves en el espacio aéreo bajo su 
responsabilidad.

2. Corresponde en exclusiva al proveedor civil de servicios de tránsito aéreo la 
organización, planificación, dirección, gestión, supervisión y control de la prestación de 
dichos servicios.

A tal efecto, dicho proveedor civil de servicios queda facultado para adoptar las medidas 
que en cada caso resulten necesarias y, entre otras, las siguientes:

a) Determinar la configuración operativa conforme a la demanda de tráfico y a los 
condicionantes técnicos y meteorológicos concurrentes.

b) Determinar las instalaciones, servicios técnicos y personal necesario para la adecuada 
prestación de servicios de tránsito aéreo, respetándose las reglas y criterios de seguridad 
establecidos al efecto por la Autoridad competente.

c) Determinar su organización directiva mediante la identificación y valoración adecuada 
de los puestos directivos encargados de las funciones de seguridad, calidad, protección y 
recursos financieros y humanos.

d) Efectuar la selección y formación de unidad y continuada de los controladores de 
tránsito aéreo.

e) Organizar los turnos, horarios y descansos del personal.
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f) Vigilar y controlar el trabajo realizado por su personal e imponer las sanciones 
adecuadas en caso de incumplimiento, de acuerdo con la normativa aplicable.

3. Las facultades enumeradas en el presente artículo son indisponibles para el proveedor 
civil de servicios de tránsito aéreo. En este sentido, ningún puesto de trabajo u órgano podrá 
tener atribuida o desempeñar ninguna función que limite o menoscabe el ejercicio de dichas 
facultades, sin perjuicio de las atribuciones inherentes a las licencias de controlador de 
tránsito aéreo de conformidad con lo establecido en el Real Decreto 1516/2009, de 2 de 
octubre, por el que se regula la licencia comunitaria de controlador de tránsito aéreo.

La disposición de forma voluntaria por parte del proveedor de servicios de estas 
facultades determinará la revocación de la designación obtenida de conformidad con lo 
dispuesto en el apartado 2 del artículo 1.

[ . . . ]
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§ 128

Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 162, de 8 de julio de 2003

Última modificación: 2 de agosto de 2024
Referencia: BOE-A-2003-13616

[ . . . ]
TÍTULO II

Gestión en materia de seguridad operacional

CAPÍTULO I
Programa Estatal de Seguridad Operacional para la Aviación Civil

Artículo 11.  Programa Estatal de Seguridad Operacional para la Aviación Civil.
1. Para mejorar con carácter preventivo los niveles de seguridad operacional se aprobará 

un Programa de Seguridad Operacional para la Aviación Civil, de conformidad con los 
requisitos adoptados en virtud del Convenio sobre Aviación Civil Internacional y de acuerdo 
con las directrices de la Unión Europea.

El Programa Estatal de Seguridad Operacional del Estado establecerá la política y 
objetivos de seguridad aérea del Estado, mediante la gestión de los riesgos, el 
afianzamiento, la promoción de la seguridad y el establecimiento de los indicadores de 
seguridad para su evaluación.

Especialmente, el Programa permitirá la recopilación, el intercambio y el análisis de la 
información sobre seguridad operacional y su gestión integrada.

La información sobre seguridad operacional facilitada voluntariamente en la que no se 
aprecie dolo o negligencia grave no podrá utilizarse como medio de prueba válido para 
cualquier tipo de procedimiento administrativo, ni podrá revelarse al público, salvo lo 
dispuesto en el artículo 19, con el fin de asegurar la continua disponibilidad para poder tomar 
medidas preventivas adecuadas y oportunas.

2. El Consejo de Ministros, a propuesta conjunta de los Ministros de Fomento y Defensa, 
en el ámbito de sus competencias, aprobará el Programa Estatal de Seguridad Operacional 
para la Aviación Civil y acordará su revisión en los términos que se determinen 
reglamentariamente y designará el órgano superior responsable de impulsarlo. Corresponde 
a la Agencia Estatal de Seguridad Aérea la iniciativa en la elaboración del Programa, para su 
elevación a los órganos competentes del Ministerio de Fomento.

Para la aprobación del Programa Estatal de Seguridad Operacional se deberá tener en 
cuenta como principio básico la protección sobre la información de Seguridad Operacional 
con el fin de que esta no se utilice de forma inapropiada.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 1661 –



Antes de su aprobación, el Ministro de Fomento comparecerá ante la Comisión 
competente del Congreso de los Diputados para informar de las líneas generales de la 
propuesta que se prevé elevar al Consejo de Ministros.

Reglamentariamente se establecerán los órganos, organismos públicos, entes, 
entidades, y sujetos, públicos y privados, obligados por el Programa Estatal de Seguridad 
Operacional para la Aviación Civil, y el alcance de sus obligaciones, así como las funciones 
que corresponden al órgano superior responsable de impulsarlo.

3. En todo caso, quedarán obligados por el Programa los organismos, órganos, entes y 
entidades, del sector público civil y militar, con competencias en materia de control o 
supervisión sobre la seguridad operacional de la aviación civil o que incidan en ella, 
debiendo concretarse reglamentariamente los mecanismos de coordinación entre ellos.

Así mismo, se integra en el Programa la Autoridad Administrativa Independiente para la 
Investigación Técnica de Accidentes e Incidentes ferroviarios, marítimos y de aviación civil 
de acuerdo con el régimen jurídico establecido en su ley de creación, en especial en relación 
con el régimen de la información de la investigación, al que no resultará aplicable lo 
dispuesto en los artículos 18 y 19 de esta ley.

4. Entre las obligaciones de los proveedores de servicios y productos aeronáuticos, 
públicos o privados, vinculados por el Programa de conformidad con lo previsto en el 
apartado 2, se incluirán, en todo caso, el suministro de la información que se les requiera y el 
establecimiento, de acuerdo con la normativa vigente, de sistemas de gestión de seguridad 
operacional en sus organizaciones. Si así lo prevé la normativa comunitaria, dichos sistemas 
podrán integrarse con otros sistemas de calidad, seguridad aeroportuaria, salud ocupacional 
y seguridad individual, y protección del medio ambiente.

Dichos sistemas deberán identificar amenazas para la seguridad, aplicar las medidas 
preventivas para mantener un nivel aceptable de seguridad y mejorar dicho nivel, así como 
garantizar en todo momento la confidencialidad de la información que pueda llevar a 
identificar datos de carácter privado del personal implicado, en los términos previstos 
reglamentariamente conforme a la normativa OACI. En el marco de dichos sistemas, los 
proveedores de servicios y productos aeronáuticos acordarán con los organismos, órganos, 
entes y entidades del sector público a que se refiere el primer párrafo del apartado 3 
objetivos de mejora del nivel de seguridad operacional cuyo cumplimiento se supervisará 
permanentemente y evaluará de manera periódica.

Entre otros, quedan vinculados al Programa los proveedores de servicios de navegación 
aérea para la aviación civil, los gestores de aeródromos civiles de uso público, los 
operadores de transporte aéreo por avión o helicóptero, las escuelas de formación en vuelo, 
las organizaciones aprobadas de mantenimiento de aeronaves y los operadores de trabajos 
aéreos cuya vinculación al Programa se considere relevante para la seguridad operacional 
de la aviación civil.

Los proveedores de servicios y productos aeronáuticos vinculados al Programa que, 
conforme a la legislación aplicable, no estén obligados a disponer de sistemas de gestión de 
la seguridad operacional deberán implantar mecanismos equivalentes que contribuyan a 
alcanzar los objetivos del Programa, en los términos que se establezcan en él y en el 
reglamento de desarrollo de este título.

5. La Agencia Estatal de Seguridad Aérea es la entidad competente para coordinar la 
implantación y ejecución del Programa, así como para el seguimiento del cumplimiento de 
los objetivos de seguridad operacional fijados en él, sin que esto altere las competencias que 
la normativa vigente atribuye a las autoridades nacionales de supervisión y al resto de los 
organismos, órganos, entes y entidades a que se refiere el apartado 3, primer párrafo.

Los organismos, órganos, entes y entidades del sector público a que se refiere el primer 
párrafo del apartado 3, incluida la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, son responsables de 
la definición, ejecución y gestión del Programa en el ámbito de sus respectivas 
competencias.

En el primer semestre de cada año la Agencia Estatal de Seguridad Aérea elevará al 
Secretario de Estado de Transportes una memoria anual sobre el grado de implantación y 
ejecución del Programa Estatal de Seguridad Operacional para la Aviación Civil y el nivel de 
cumplimiento en el ejercicio anterior de los objetivos fijados en él. El Ministerio de Fomento 
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remitirá esta memoria anual a las Comisiones competentes del Congreso de los Diputados y 
del Senado.

[ . . . ]
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§ 129

Real Decreto 1133/2010, de 10 de septiembre, por el que se regula la 
provisión del servicio de información de vuelo de aeródromos (AFIS). 

[Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 232, de 24 de septiembre de 2010
Última modificación: 20 de septiembre de 2022

Referencia: BOE-A-2010-14625

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Provisión de servicios AFIS

[ . . . ]
Artículo 16.  Responsabilidades del proveedor designado AFIS.

El proveedor designado AFIS es responsable de garantizar la prestación del servicio 
conforme a lo previsto en el artículo 2 de la Ley 9/2010, de 14 de abril, y en las condiciones 
que se hayan determinado en la designación como aeródromo AFIS y, además, de:

a) Mantener en todo momento los requisitos que le habilitan para la prestación de los 
servicios AFIS en un determinado aeródromo de uso público o aeropuerto, comunicando al 
gestor del aeródromo, a la Dirección General de Aviación Civil y a la Agencia Estatal de 
Seguridad Aérea cualquier incidencia que afecte a dicha designación o a la certificación, 
según corresponda.

b) Establecer la coordinación necesaria con el gestor del aeródromo para garantizar que 
las operaciones se realizan dentro de las condiciones de la designación.

c) Garantizar la prestación segura, eficaz, continuada y sostenible económica y 
financieramente de los servicios AFIS.

d) Asegurar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el Manual de 
dependencia AFIS del aeródromo y, en particular, la coordinación con el resto de 
dependencias de transito aéreo según se establezca en las cartas de acuerdo entre 
dependencias ATS que se hubiesen establecido.

e) Asegurar la instrucción continua de su personal y garantizar que éste cumple, en todo 
momento, los requisitos exigidos.

f) Comunicar, a través del gestor del aeródromo o según determine el Manual de la 
dependencia AFIS, las incidencias que afecten a la prestación del servicio AFIS en el 
aeródromo para su publicación por el Servicio de Información Aeronáutica (AIS).

f) Garantizar la continuidad del servicio prestado y, en su caso, facilitar la transferencia 
de la función en caso de cambio de proveedor designado para la prestación de servicios de 
tránsito aéreo.
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h) Asegurar que se han publicado los procedimientos operacionales y las maniobras 
adecuadas antes de proceder al inicio de la provisión del servicio y que se disponen de las 
cartas de acuerdo que garanticen la adecuada coordinación técnica y operativa con otros 
proveedores de servicios de tránsito aéreo.

i) Implementar el plan para la implantación, seguimiento y valoración de la eficacia de las 
medidas de mitigación identificadas en la fase ‘mitigación del riesgo» del estudio aeronáutico 
de seguridad del aeródromo en el que actúa como proveedor designado, así como nombrar 
un responsable del plan dentro de su organización.

[ . . . ]
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§ 130

Real Decreto 515/2020, de 12 de mayo, por el que se regula el 
procedimiento de certificación de proveedores civiles de servicios y 
funciones de gestión del tránsito aéreo y de navegación aérea y su 

control normativo. [Inclusión parcial]

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 134, de 13 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-4961

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Inicio de la prestación de servicios de tránsito aéreo por el 
proveedor designado y cambio de proveedor designado para la prestación de dichos 
servicios.

1. La emisión del informe favorable de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea para la 
efectiva prestación de servicios por el proveedor de servicios de tránsito aéreo designado, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 1 de la Ley 9/2010, de 14 de abril, por el que se 
regula la prestación de servicios de tránsito aéreo, se establecen las obligaciones de los 
proveedores civiles de dichos servicios y se fijan determinadas condiciones laborales para 
los controladores civiles de tránsito aéreo, estará condicionada al cumplimiento de los 
requisitos técnicos y operativos establecidos en la resolución de designación y a la 
aplicación del plan de transición, bajo la supervisión de la Agencia Estatal de Seguridad 
Aérea.

2. El nuevo proveedor de servicios de tránsito aéreo designado deberá establecer un 
plan de transición que incluya criterios medibles tanto para monitorizar su evolución como 
para dar por finalizada la fase de transición e iniciar la prestación ordinaria del servicio. Entre 
estos criterios, definidos por el proveedor designado, deberán incluirse los asociados a la 
formación del personal, la eliminación de medidas de afluencia, en caso de que haya sido 
necesario regular el volumen de tráfico durante la fase de transición, o la reducción total del 
número de incidencias técnicas u operativas asociadas a la fase de puesta en operación.

3. El plan de transición deberá realizarse conforme a las directrices que establezca la 
Agencia Estatal de Seguridad Aérea.

4. En el supuesto de cambio de proveedor designado y hasta la efectiva prestación de 
servicios de tránsito aéreo por el nuevo proveedor designado, el proveedor que va a ser 
sustituido es el responsable de la prestación segura, eficaz, continuada y sostenible 
económica y financieramente de dichos servicios conforme a lo previsto en la Ley 9/2010, de 
14 de abril, así como del cumplimiento del resto de las disposiciones que resulten de 
aplicación.
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Además, el proveedor de servicios de tránsito aéreo que va a ser sustituido, será 
responsable de:

a) acordar con el nuevo proveedor de servicios el plan de transición que cubra los 
requisitos necesarios para que este pueda preparar la efectiva prestación del servicio, en 
particular, la formación de su personal y la instalación o retirada de equipos, si ello fuese 
necesario;

b) acordar y permitir al nuevo proveedor el acceso a las instalaciones para la realización 
de las tareas identificadas en el plan de transición, con objeto de cumplir los requisitos en él 
contenidos;

c) acordar y permitir la colaboración de su personal con el nuevo proveedor;
d) proporcionar al nuevo proveedor información detallada sobre las instalaciones y 

equipos a transferir; y
e) proporcionar al nuevo proveedor la documentación que pudiera afectar a la seguridad 

de las operaciones tras la sustitución en la prestación del servicio considerándose relevante 
a estos efectos, al menos, la documentación de mantenimiento, los manuales relativos a los 
equipos que se transfieran y la documentación asociada a las incidencias sobre seguridad 
ocurridas en los últimos seis meses de operación.

[ . . . ]
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§ 131

Real Decreto 184/2008, de 8 de febrero, por el que se aprueba el 
Estatuto de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 39, de 14 de febrero de 2008
Última modificación: 8 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2008-2595

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 10.  Ejercicio de la potestad sancionadora y adopción de medidas extraordinarias.

1. Los procedimientos sancionadores por las infracciones administrativas tipificadas en la 
Ley 21/2003, de 7 de julio; en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, 
cuando la Agencia sea el órgano sustantivo; así como en la Ley 37/2003, de 17 de 
noviembre, del Ruido, cuando de acuerdo a lo previsto en el artículo anterior corresponda a 
la Agencia el ejercicio de la potestad sancionadora, se iniciarán siempre de oficio por 
acuerdo de la persona que ostente la dirección de la Agencia, bien por propia iniciativa, o 
como consecuencia de orden superior, petición razonada de otros órganos o denuncia.

Asimismo, corresponde a la persona titular de la dirección de la Agencia la competencia 
para la imposición de las sanciones previstas en las citadas normas.

2. La instrucción de los procedimientos sancionadores derivados de las infracciones del 
apartado 1, corresponderá a las personas que ostenten las direcciones de la Agencia que 
tengan atribuida la competencia sustantiva sobre dicha materia.

3. Corresponde al Director de la Agencia la adopción de las medidas extraordinarias 
previstas en el artículo 30 de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad aérea, así como las 
medidas reguladas en el artículo 63 del mismo texto legal.

[ . . . ]
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§ 132

Real Decreto 1161/1999, de 2 de julio, por el que se regula la 
prestación de los servicios aeroportuarios de asistencia en tierra. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 168, de 15 de julio de 1999
Última modificación: 6 de febrero de 2002

Referencia: BOE-A-1999-15529

[ . . . ]
Artículo 5.  Infraestructuras de gestión centralizada.

1. Corresponde a AENA la gestión de las infraestructuras aeroportuarias, tales como la 
clasificación del equipaje, limpieza de escarcha, depuración de aguas o distribución de 
combustible, que sirvan para proporcionar servicio de asistencia en tierra y cuya 
complejidad, coste o impacto en el medio ambiente no permitan su división o su duplicación. 
AENA podrá exigir a los agentes de asistencia en tierra y a usuarios que practiquen la 
autoasistencia la utilización de dichas infraestructuras.

2. Los agentes de asistencia en tierra y los usuarios que practiquen la autoasistencia no 
podrán utilizar equipos, sistemas o elementos para el suministro de servicios de asistencia 
en tierra alternativos o sustitutivos de las infraestructuras a las que se refiere este artículo.

3. AENA gestionará las infraestructuras reservadas de forma transparente, objetiva y no 
discriminatoria, facilitando el acceso a las mismas de los agentes de asistencia y de los 
usuarios que practiquen la autoasistencia.

[ . . . ]
Artículo 10.  Condiciones y obligaciones exigidas a los agentes y usuarios.

1. Para obtener una autorización que habilite para la prestación de servicios de 
asistencia en tierra o de autoasistencia, los interesados deberán cumplir las siguientes 
condiciones generales:

a) Los agentes de asistencia en tierra a terceros deberán estar al corriente del 
cumplimiento de las obligaciones tributarias y de Seguridad Social impuestas por las 
disposiciones vigentes.

b) No haber sido condenado, por sentencia firme, a las penas de inhabilitación o 
suspensión, salvo las impuestas por hechos que no tuvieran relación directa con la actividad 
aeroportuaria, hasta tanto no se haya extinguido la responsabilidad penal.

c) Para los agentes de asistencia en tierra a terceros, no haber sido declarados en 
quiebra, en concurso de acreedores o insolvente fallido en cualquier procedimiento.
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d) No haber sido sancionados, mediante resolución firme que ponga fin a la vía 
administrativa, por infracciones muy graves en materia de protección de las personas, 
instalaciones, aeronaves y equipos o de seguridad aeroportuaria.

e) No haber sido sancionados por infracciones muy graves o graves, mediante 
resolución firme que ponga fin a la vía administrativa, en aplicación de la Ley 8/1988, de 7 de 
abril, sobre Infracciones y sanciones del orden social.

2. Para ejercer la actividad, los agentes y usuarios autorizados deberán cumplir, además, 
las siguientes obligaciones:

a) Disponer de un centro de explotación con capacidad operativa adecuada a la actividad 
que desarrollan.

b) Tener suscrita una póliza de seguro de responsabilidad civil que cubra los riesgos 
derivados de la actividad desarrollada, hasta un importe que se determinará para cada 
aeropuerto, en función del volumen de los servicios a prestar, con un mínimo de 500.000.000 
de pesetas.

c) Ejercer su actividad de acuerdo con las normas de seguridad aeroportuaria, de 
protección de las personas, instalaciones, equipos y aeronaves y con la reglamentación 
técnica sobre seguridad del transporte aéreo.

d) Adecuar su contabilidad al principio de separación contable al que se refiere el artículo 
15.

e) Respetar las normas de funcionamiento del aeropuerto en el que presten servicios.
f) Cumplir las normas de protección del medio ambiente, así como la legislación social 

aplicable.

[ . . . ]
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§ 133

Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 180, de 25 de julio de 2014
Última modificación: 8 de julio de 2020

Referencia: BOE-A-2014-7877

[ . . . ]
TÍTULO I

De la ordenación administrativa de la navegación

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del régimen de estancia en aguas interiores marítimas y en puerto

Artículo 7.  Entrada en puerto.
1. Todos los buques podrán entrar en los puertos españoles abiertos a la navegación 

marítima nacional e internacional, con sujeción en todo caso a las prescripciones contenidas 
en esta ley y a las demás de la legislación portuaria, de seguridad, de aduanas, de 
extranjería e inmigración, de policía, de sanidad, medioambiental y pesquera, así como a las 
condiciones operativas establecidas.

2. La entrada de buques en los puertos españoles se podrá prohibir o condicionar por 
razones de emergencia o riesgos específicos para la salud pública, la seguridad de la 
navegación, la protección de los tráficos y las instalaciones portuarias, la represión de la 
pesca ilegal o la sostenibilidad ambiental, de acuerdo con lo previsto en la normativa 
aplicable.

3. La autorización para entrar en puerto se concederá por la Administración portuaria, a 
solicitud de los armadores, navieros, capitanes o consignatarios, y quedará siempre 
supeditada al cumplimiento de la legislación y demás normativa a que se refieren los 
apartados anteriores.

[ . . . ]
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§ 134

Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la 

Marina Mercante. [Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 253, de 20 de octubre de 2011

Última modificación: 2 de agosto de 2024
Referencia: BOE-A-2011-16467

[ . . . ]
LIBRO PRIMERO

Sistema portuario de titularidad estatal

TÍTULO I
Organización y Gestión

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Administración portuaria estatal

[ . . . ]
Artículo 19.  Recursos económicos de Puertos del Estado.

1. Los recursos económicos de Puertos del Estado estarán integrados por:
a) Los productos y rentas de su patrimonio, así como los ingresos procedentes de la 

enajenación de sus activos.
b) El cuatro por ciento de los ingresos devengados por las Autoridades Portuarias en 

concepto de tasas, que, a efectos contables, se considerará gasto de explotación para éstas 
y se liquidará con periodicidad trimestral.

En el caso de las Autoridades Portuarias situadas en los archipiélagos de Baleares y 
Canarias, y en Ceuta, Melilla y Sevilla, este porcentaje de aportación se establece en el dos 
por ciento.

c) Los ingresos generados por el ejercicio de sus actividades.
d) Las aportaciones recibidas del Fondo de Compensación Interportuario.
e) Los que pudieran asignarse en los Presupuestos Generales del Estado o en los de 

otras Administraciones públicas.
f) Las ayudas y subvenciones, cualquiera que sea su procedencia.
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g) Los procedentes de créditos, préstamos y demás operaciones financieras que pueda 
concertar.

h) Las donaciones, legados y otras aportaciones de particulares y entidades privadas.
i) Cualquier otro que sea atribuido por el ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a Puertos del Estado la gestión y administración de los recursos que se 

relacionan en el apartado anterior, en un marco de autonomía de gestión, con criterios de 
eficacia, eficiencia y sostenibilidad ambiental, debiéndose ajustarse a los principios 
establecidos en esta ley.

[ . . . ]
Sección 2.ª Autoridades Portuarias

[ . . . ]
Artículo 27.  Recursos económicos de las Autoridades Portuarias.

1. Los recursos económicos de las Autoridades Portuarias estarán integrados por:
a) Los productos y rentas de su patrimonio, así como los ingresos procedentes de la 

enajenación de sus activos.
b) Las tasas portuarias, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 19.1.b) y 241 bis 

de esta ley.
c) Los ingresos que tengan el carácter de recursos de derecho privado obtenidos en el 

ejercicio de sus funciones.
d) Las aportaciones recibidas del Fondo de Compensación Interportuario.
e) Los que pudieran asignarse en los Presupuestos Generales del Estado o en los de 

otras Administraciones públicas.
f) Las ayudas y subvenciones, cualquiera que sea su procedencia.
g) Los procedentes de los créditos, préstamos y demás operaciones financieras que 

puedan concertar.
h) El producto de la aplicación del régimen sancionador.
i) Las donaciones, legados y otras aportaciones de particulares y entidades privadas.
j) Cualquier otro que les sea atribuido por el ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a las Autoridades Portuarias la gestión y administración de los recursos 

que se relacionan en el apartado anterior, en un marco de autonomía de gestión, con 
criterios de eficacia, eficiencia y sostenibilidad ambiental, debiendo ajustarse a los principios 
establecidos en esta ley.

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen presupuestario, tributario, patrimonial, de funcionamiento y control

[ . . . ]
CAPITULO V

Régimen patrimonial

[ . . . ]
Artículo 44.  Desafectación de bienes de dominio público adscritos a las Autoridades 
Portuarias.

1. Los bienes de dominio público portuario que resulten innecesarios para el 
cumplimiento de fines de este carácter podrán ser desafectados por el Ministro de Fomento, 
a propuesta de Puertos del Estado, previa declaración de innecesariedad por el Consejo de 
Administración de la Autoridad Portuaria e informe de la Dirección General de Sostenibilidad 
de la Costa y del Mar sobre las características físicas de dichos bienes, a efectos de la 
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protección y defensa del dominio público marítimo-terrestre. Los bienes desafectados se 
incorporarán al patrimonio de la Autoridad Portuaria, quien podrá proceder a su enajenación, 
permuta o, en su caso, cesión gratuita previa comunicación a la Dirección General de 
Patrimonio del Estado. Cuando el valor venal del bien, determinado mediante tasación 
independiente, sea superior a 3.000.000 de euros y no exceda de 18.000.000 de euros, su 
enajenación y las condiciones de la misma deberán ser autorizadas, además, por Puertos 
del Estado, y por el Gobierno cuando sobrepase esta última cantidad.

Sólo se admitirá la cesión gratuita de los bienes desafectados a favor de las 
Administraciones públicas y para fines de utilidad pública o interés social. Si los bienes 
cedidos no fueran destinados al uso previsto, o dejaren de serlo posteriormente, se 
considerará resuelta la cesión y revertirán aquéllos a la Autoridad Portuaria, teniendo 
derecho a percibir el valor de los detrimentos o deterioros experimentados. La cesión deberá 
ser autorizada por Puertos del Estado, previo informe de la Dirección General de Patrimonio 
del Estado que tendrá carácter vinculante y se entenderá en sentido favorable si transcurre 
el plazo de un mes sin que sea emitido de forma expresa. Se exceptúa el caso de que el 
valor del bien exceda de 18.000.000 de euros, en cuyo caso deberá ser autorizada por el 
Gobierno.

En el caso de que los bienes declarados innecesarios conserven las características 
naturales de bienes de dominio público marítimo-terrestre, de los definidos en el artículo 3 de 
la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, se declarará por el Ministro de Fomento su 
incorporación automática al uso propio del dominio público marítimo-terrestre regulado por 
dicha Ley.

Sin embargo, cuando deban adoptarse medidas medioambientales correctoras sobre los 
referidos bienes, las mismas se acordarán entre el Ministerio de Medio Ambiente, y Medio 
Rural y Marino y el Ministerio de Fomento, y se incorporarán a la orden del Ministro de 
Fomento. En el caso de que dichas medidas resulten necesarias como consecuencia de los 
efectos que haya producido la gestión portuaria sobre el dominio público desafectado, la 
incorporación de dichos bienes no se entenderá efectuada hasta que la Autoridad Portuaria 
haya ejecutado las mismas. En otro caso la orden precisará la participación de cada 
departamento ministerial en la ejecución de estas medidas.

La orden del Ministro de Fomento que acuerde la desafectación conllevará la 
rectificación de la delimitación de la zona de servicio del puerto contenida en la Delimitación 
de Espacios y Usos Portuarios y se comunicará al Ministerio de Medio Ambiente, y Medio 
Rural y Marino a los efectos previstos en el párrafo anterior.

2. Los Consejos de Administración de las Autoridades Portuarias y el Consejo Rector de 
Puertos del Estado, sin necesidad de expresa declaración de desafectación del servicio, 
podrán acordar el desguace y, en su caso, la enajenación de materiales inservibles y de 
instalaciones no fijas, así como la enajenación de bienes muebles de cualquier naturaleza.

3. El producto obtenido de las enajenaciones se destinará a la financiación de las 
adquisiciones de inmovilizado previstas en el plan de inversiones.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Régimen de los recursos humanos

[ . . . ]
Artículo 48.  Retribuciones del personal.

1. Las Autoridades Portuarias y Puertos del Estado propondrán, para el conjunto del 
sistema portuario, los criterios generales de las retribuciones de los directores y del personal 
técnico no sometido a convenio, así como los criterios generales que regirán la negociación 
colectiva del personal sujeto a convenio, con arreglo a lo dispuesto en las correspondientes 
leyes de presupuestos para el personal del sector público estatal.

2. La masa salarial agregada anual será aprobada por los órganos competentes con 
arreglo a lo que se establezca en las leyes presupuestarias para el personal al servicio del 
sector público estatal, incluyendo, en su caso, las dotaciones que pudieran derivarse de la 
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modificación del contenido de los puestos de trabajo, las variaciones en las estructuras de 
personal de los organismos públicos portuarios, la modificación de las condiciones de 
trabajo, así como del grado de consecución de objetivos y la evolución de los ratios de 
gestión del sistema, que también serán asignadas de forma agregada para todo el sistema.

3. Las Autoridades Portuarias y Puertos del Estado negociarán un convenio colectivo 
que regule las relaciones laborales del personal no directivo ni técnico del conjunto del 
sistema portuario. En el ámbito de cada organismo público portuario se negociará un 
acuerdo de empresa, en materia de productividad y otros aspectos específicos que le sean 
asignados por el convenio colectivo. Este acuerdo tendrá carácter normativo y su vigencia 
será, como máximo, la del convenio colectivo.

4. Las masas salariales para cada organismo público portuario se acordarán, dentro del 
agregado del sistema, en el correspondiente Plan de Empresa, a través de la aplicación del 
convenio colectivo, y la aprobación del acuerdo de empresa correspondiente al ejercicio en 
curso, tomando en consideración, especialmente para los conceptos variables de 
rendimiento y productividad, la evolución de sus ratios de gestión, en particular los 
correspondientes al importe neto de la cifra de negocios y los resultados del ejercicio sobre 
plantilla media, así como a la adopción de sistemas de gestión y administración de la entidad 
que conduzcan a la consecución de los objetivos fijados en los instrumentos de planificación 
y, en especial, la reducción sostenible de los costes y consiguiente mejora de sus resultados 
de explotación.

[ . . . ]
TÍTULO III

Régimen de planificación y construcción de los puertos de interés general

CAPÍTULO I
Planificación

[ . . . ]
Artículo 55.  Plan de Empresa de la Autoridad Portuaria.

1. El proyecto de Plan de Empresa será elaborado anualmente por la Autoridad 
Portuaria, de acuerdo con los objetivos definidos, en su caso, en los instrumentos de 
planificación plurianual que deberán ajustarse a la política económica del Gobierno. Dicho 
plan deberá contener, como mínimo: un diagnóstico de situación, las previsiones de tráfico 
portuario, las previsiones económico-financieras, los objetivos de gestión, los objetivos e 
indicadores de sostenibilidad ambiental del puerto, la estructura de personal y oferta de 
empleo, la evolución de los ratios de gestión, la programación financiera, la programación de 
inversiones públicas, la estimación de inversiones privadas, el objetivo anual de rentabilidad, 
los coeficientes correctores de las tasas que correspondan con arreglo a los supuestos 
expresados en los artículos 163 a 168 de la presente ley y las bonificaciones a las tasas, en 
su caso, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley.

2. La programación de inversiones públicas incluirá las inversiones materiales, 
inmateriales y financieras que tengan anualidad en el año a que se refiere el Plan de 
Empresa o en el período asociado al plan de actuación plurianual considerado, con el 
correspondiente reparto de anualidades que requiera el proyecto.

3. Deberán realizarse los correspondientes estudios de rentabilidad económico-
financiera y, en su caso, la evaluación de impacto ambiental, en aquellas actuaciones 
incluidas en la programación de inversiones públicas que sean relevantes, siguiendo para 
ello los criterios establecidos en la legislación vigente y en las directrices que establezca 
Puertos del Estado.

4. El proyecto de Plan de Empresa irá acompañado por una memoria de sostenibilidad 
que se llevará a cabo de acuerdo con la metodología que será aprobada, junto con los 
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indicadores de sostenibilidad ambientales, por Puertos del Estado, previa audiencia a las 
Autoridades Portuarias.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Prestación de servicios

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Servicios portuarios

Sección 1.ª Concepto y régimen de prestación de los servicios portuarios

[ . . . ]
Artículo 113.  Pliegos de Prescripciones Particulares de los servicios portuarios.

1. Las Autoridades Portuarias habrán de aprobar los Pliegos de Prescripciones 
Particulares de los servicios portuarios, oído el Comité de Servicios Portuarios, y previa 
audiencia de las organizaciones sindicales más representativas y representativas del servicio 
correspondiente y de las asociaciones de operadores y usuarios más representativas cuyos 
fines guarden relación directa con el objeto del correspondiente pliego. Para ello, las 
Autoridades Portuarias remitirán el proyecto de Pliego junto con el expediente completo a 
Puertos del Estado con el objeto de que emita informe vinculante con anterioridad a su 
aprobación definitiva.

Previamente, Puertos del Estado recabará informe de la Dirección General de Marina 
Mercante sobre los proyectos de Pliegos de Prescripciones Particulares de los servicios 
portuarios de practicaje, remolque portuario y amarre y desamarre de buques, en lo que se 
refiere a la seguridad marítima, teniendo en este ámbito carácter vinculante. Este informe 
deberá emitirse en el plazo de un mes desde la recepción de la documentación 
correspondiente, entendiéndose en sentido favorable si no fuera remitido en dicho plazo.

2. Las Autoridades Portuarias podrán modificar los Pliegos de Prescripciones 
Particulares por razones objetivas motivadas, entre otras causas, por la evolución de las 
características de la demanda en el puerto, la evolución tecnológica, los desajustes 
observados en las condiciones de seguridad, calidad, continuidad y regularidad en la 
prestación del servicio, los cambios normativos y nuevas exigencias asociadas a las 
obligaciones de servicio público. La modificación de los Pliegos de Prescripciones 
Particulares estará sujeta a idénticos trámites que los seguidos para su aprobación.

3. Los citados Pliegos podrán ser de aplicación en diferentes zonas de un puerto, en 
toda su zona de servicio o, en su caso, en más de un puerto gestionado por la misma 
Autoridad Portuaria.

4. Dichos Pliegos regularán, entre otras, las siguientes materias:
a) Objeto y ámbito geográfico del servicio portuario.
b) Requisitos de acceso a la prestación del servicio, los cuales deberán ser no 

discriminatorios, objetivos, adecuados y proporcionados para garantizar la adecuada 
prestación del servicio, la explotación portuaria en condiciones de eficiencia y seguridad, el 
comportamiento competitivo de los prestadores y la protección de los usuarios y del interés 
general.

c) Condiciones de solvencia económico-financiera, técnica o profesional para hacer 
frente a las obligaciones resultantes del servicio.

d) Condiciones técnicas, ambientales y de seguridad de prestación del servicio y, en su 
caso, de las instalaciones y equipamiento asociados al mismo, incluyendo niveles mínimos 
de productividad, rendimiento y de calidad.

e) Obligaciones de servicio público, de necesaria aceptación por parte de los prestadores 
del servicio, en especial, las relativas a la continuidad y regularidad del servicio, y las de 
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cooperación con la Autoridad Portuaria en materia de seguridad, salvamento, lucha contra la 
contaminación, protección del medio ambiente, emergencias y extinción de incendios.

f) Criterios para la consideración de una inversión como significativa, en su caso.
g) Medios humanos mínimos y su cualificación, así como los medios materiales mínimos 

y sus características. Los medios humanos y materiales serán los estrictamente necesarios 
para realizar las operaciones unitarias normalmente esperadas en el puerto, tanto las más 
simples como las más complejas, objeto del servicio en condiciones de seguridad, calidad, 
continuidad y regularidad en función de las características de la demanda, de forma tal que 
no alteren las condiciones de competencia, sin perjuicio de las exigencias para hacer frente 
a las obligaciones de servicio público en las condiciones establecidas en esta ley. Los 
Pliegos de Prescripciones Particulares del servicio no podrán exigir un mayor número de 
medios humanos y materiales que los necesarios para las operaciones unitarias señaladas 
con el objeto de no impedir que un número suficiente de operadores puedan concurrir al 
mercado, sin perjuicio de los que pudieran ser exigidos para hacer frente a las obligaciones 
de servicio público.

h) Estructura tarifaria y tarifas máximas, así como los criterios para su actualización, 
revisión y, en su caso, fijación. La estructura tarifaria deberá incluir los criterios de 
actualización y de revisión en función del volumen global de la demanda, estructura de 
costes y otras circunstancias relacionadas con las características del servicio, cuando 
proceda. No serán admisibles sobrecostes o costes diferenciados para los usuarios en 
función del día u hora en que tiene lugar la prestación. En el caso del servicio de 
manipulación de mercancías en autopistas del mar, la determinación de las tarifas máximas 
deberá tomar como referencia los costes de la alternativa terrestre a ese tráfico.

i) Tarifas que los prestadores podrán percibir, en su caso, cuando intervengan en 
servicios de emergencia, extinción de incendios, salvamento o lucha contra la 
contaminación.

j) Para los servicios de recepción de desechos generados por buques, las tarifas que las 
Autoridades Portuarias abonarán al titular de la licencia por los volúmenes efectivamente 
descargados de cada tipo de desechos y residuo y, en su caso, los criterios para el reparto 
entre los prestadores del servicio autorizados de las cantidades recaudadas por la Autoridad 
Portuaria asociadas a la tarifa fija que se cobra a los buques no exentos que atraquen sin 
hacer uso del servicio. Estos criterios deberán ser equitativos y no discriminatorios. Las 
tarifas establecidas para este servicio deberán depender, entre otros conceptos, de las 
cantidades recaudadas a través de la tarifa fija y de los criterios de distribución adoptados 
para las mismas.

k) Obligaciones de suministro de información a la Autoridad Portuaria.
l) Garantías.
m) Penalizaciones.
n) Causas de extinción de la licencia, entre las que deberán figurar, además de las 

previstas en el artículo 119 de esta ley, las relativas al incumplimiento de las obligaciones de 
servicio público, de los requerimientos de seguridad para la prestación del servicio y de las 
obligaciones de protección del medio ambiente que procedan.

ñ) Obligaciones de protección medioambiental y de contribución a la sostenibilidad.
o) Plazo de duración de la licencia.
p) Criterios de distribución de las obligaciones de servicio público entre los prestadores 

del servicio, que deberán ser objetivos, transparentes, proporcionales, equitativos y no 
discriminatorios, entre los que se deberá tomar en consideración la cuota de mercado en 
cada uno de ellos.

q) Criterios para la valoración de compensaciones económicas a aplicar a los titulares de 
licencias de autoprestación e integración de servicios, así como para su posterior distribución 
entre los prestadores de servicios abiertos al uso general.

5. Los Pliegos de Prescripciones Particulares, así como los acuerdos de aprobación y 
modificación deberán ser publicados en el Boletín Oficial del Estado y se encontrarán a 
disposición de los interesados en las oficinas de las Autoridades Portuarias en formato físico 
y electrónico.
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6. En el supuesto de que la Autoridad Portuaria participe en la sociedad titular de la 
licencia para la prestación del servicio, la aprobación del Pliego de Prescripciones 
Particulares del mismo corresponderá a Puertos del Estado.

7. Los Pliegos de Prescripciones Particulares no contendrán exigencias técnicas para la 
prestación de los servicios que alteren injustificadamente las condiciones de competencia ni 
ningún otro tipo de cláusula que suponga, en la práctica, la imposibilidad de que un número 
suficiente de operadores concurran al mercado.

8. Los Pliegos de Prescripciones Particulares regularán la responsabilidad del prestador 
frente a sus trabajadores y frente a terceros, y prescribirán la inclusión de las siguientes 
cláusulas en las licencias de prestación:

a) La Autoridad Portuaria no responderá en ningún caso de las obligaciones de cualquier 
naturaleza que correspondan al prestador del servicio frente a sus trabajadores, 
especialmente las que se refieran a relaciones laborales, salario, prevención de riesgos o 
seguridad social.

b) Será obligación del prestador indemnizar todos los daños y perjuicios que se causen a 
terceros como consecuencia de la prestación del servicio objeto de la licencia. Cuando tales 
daños y perjuicios hayan sido ocasionados como consecuencia inmediata y directa de una 
orden de la Administración, será ésta responsable dentro de los límites señalados en las 
leyes.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Régimen económico

CAPÍTULO I
Principios y compensación y asistencia interportuarias

Artículo 156.  Autofinanciación del sistema portuario.
1. El régimen económico de los puertos de titularidad estatal deberá responder al 

principio de autosuficiencia económica del sistema portuario en su conjunto y de cada una 
de las Autoridades Portuarias en un marco de autonomía de gestión económico-financiera 
de los organismos públicos portuarios.

2. Los ingresos por las actividades ordinarias del sistema portuario estatal y de cada una 
de las Autoridades Portuarias deberán cubrir, al menos, los siguientes conceptos:

a) Los gastos de explotación, los gastos financieros y otros necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones.

b) Las cargas fiscales.
c) La depreciación de sus bienes e instalaciones.
d) Un rendimiento razonable sobre el activo no corriente neto medio del ejercicio, 

excluyendo el inmovilizado en curso, los activos por impuestos diferidos y los deudores 
comerciales no corrientes, que permita hacer frente a las necesidades de las nuevas 
inversiones y a la devolución de los empréstitos emitidos y de los préstamos recibidos.

3. Para garantizar la autosuficiencia económica del sistema portuario y de cada una de 
las Autoridades Portuarias, Puertos del Estado acordará con cada Autoridad Portuaria, en 
los respectivos Planes de Empresa, en la forma prevista en el artículo 52 de esta ley, los 
objetivos de rentabilidad anual, el rendimiento sobre el activo no corriente neto medio 
considerado como razonable y demás objetivos de gestión, atendiendo a la previsible 
evolución de la demanda, a las necesidades inversoras de cada Autoridad Portuaria 
derivadas de la misma, a sus características físicas y condiciones específicas, en particular 
las derivadas de la insularidad, especial aislamiento y ultraperifericidad, y a su posición 
competitiva, teniendo en cuenta el objetivo de rentabilidad anual fijado para el conjunto del 
sistema portuario.

El objetivo de rentabilidad anual para el conjunto del sistema portuario se establece en el 
2,5 por ciento y podrá ser revisado en la Ley de Presupuestos Generales del Estado o en 
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otra que se apruebe a estos efectos, en función de criterios de política económica y de 
transporte, de la evolución de los costes logísticos y portuarios, de las necesidades 
inversoras del sistema, de la previsible evolución de la demanda y de sostenibilidad de la 
actividad portuaria.

[ . . . ]
Artículo 159.  Fondo de Compensación Interportuario.

1. El Fondo de Compensación Interportuario constituye el instrumento de redistribución 
de recursos del sistema portuario estatal. Será administrado por Puertos del Estado de 
conformidad con los acuerdos adoptados por el Comité de Distribución del Fondo, y se 
dotará anualmente en el presupuesto de explotación individual de dicho Organismo Público.

2. Las Autoridades Portuarias y Puertos del Estado realizarán aportaciones al Fondo de 
Compensación Interportuario conforme a los criterios y límites establecidos en esta ley. 
Dichas aportaciones tendrán la consideración de gasto no reintegrable.

3. La cuantía anual de la aportación de cada Autoridad Portuaria al Fondo de 
Compensación Interportuario se determinará por agregación de los siguientes importes 
correspondientes al ejercicio anterior:

a) El 80 por ciento de los ingresos devengados por la tasa de ayudas a la navegación 
asociados a la cuantía básica (A) correspondiente a las embarcaciones a las que por sus 
características les sea de aplicación la tasa del buque.

b) Hasta el 12 por ciento y no menos del 4 por ciento del resultado del ejercicio, 
excluyendo las amortizaciones del inmovilizado, el resultado por enajenaciones y bajas del 
activo no corriente, los ingresos por incorporación al activo de gastos financieros, el traspaso 
a resultados de subvenciones de capital y otros resultados que tengan el carácter de 
extraordinarios, la cantidad correspondiente al Fondo de Compensación aportada y recibida 
y los ingresos por la tasa de ayudas a la navegación siempre que el valor resultante sea 
positivo.

El porcentaje a aplicar correspondiente al párrafo b) será fijado anualmente por el Comité 
de Distribución del Fondo, a propuesta de Puertos del Estado, en función, entre otras, de las 
necesidades financieras globales de las Autoridades Portuarias y de Puertos del Estado 
motivadas por la diferente situación competitiva en que se encuentran las Autoridades 
Portuarias, sobre la base de no discriminación de tratamiento entre las mismas. Dicho 
porcentaje se reducirá un 50 por ciento para las Autoridades Portuarias del Archipiélago 
Canario, Balear y de Ceuta, Melilla y Sevilla.

4. La cuantía de la aportación anual de Puertos del Estado se determinará por su 
Consejo Rector en función de las disponibilidades y previsiones presupuestarias de dicho 
Organismo Público y de las necesidades del Fondo de Compensación Interportuario.

5. La distribución del Fondo de Compensación Interportuario entre Puertos del Estado y 
las Autoridades Portuarias se aprobará por el Comité de Distribución del Fondo atendiendo a 
los criterios siguientes:

a) Las aportaciones establecidas en el apartado 3.a) de este artículo, se distribuirán 
entre todas las Autoridades Portuarias en función del número de faros y otras ayudas a la 
navegación marítima operativas que cada una de ellas tenga asignada.

b) Las aportaciones previstas en los apartados 3.b) y 4 tendrán carácter finalista y su 
aplicación estará condicionada a su ejecución efectiva o, en su caso, al cumplimiento del 
correspondiente plan de saneamiento, destinándose, entre otras, a financiar:

1.º Inversiones en infraestructuras portuarias y en señalización marítima, así como sus 
gastos de reparación y mantenimiento.

2.º Los gastos asociados a la implantación de planes de saneamiento.
3.º Actuaciones medioambientales y de seguridad que favorezcan un marco de 

desarrollo sostenible y seguro de la actividad portuaria.
4.º Actuaciones o programas de investigación, desarrollo e innovación de interés 

portuario.
5.º Daños físicos o situaciones económicas excepcionales o no previstos.
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Asimismo, dichas aportaciones se destinarán a compensar los menores ingresos 
estructurales de las Autoridades Portuarias de Ceuta, Melilla, Baleares y de las Islas 
Canarias, las cuales soportan reducciones y bonificaciones de las tasas derivadas de sus 
condiciones de insularidad, especial aislamiento y ultraperifericidad.

Las cantidades a recibir por estas compensaciones se sujetarán a los dos siguientes 
criterios:

En primer lugar, el volumen total de estas compensaciones será la aportación mínima al 
Fondo de Compensación Interportuario establecida en el apartado 3,b) de este artículo.

Y, en segundo lugar, se distribuirán de forma proporcional a las cantidades que se han 
dejado de percibir como consecuencia de la aplicación a las tasas del buque, pasaje y 
mercancía de los coeficientes reductores por concepto de interinsularidad y de las 
bonificaciones por insularidad, especial aislamiento y ultraperifericidad, correspondientes al 
año inmediatamente anterior a la fecha de celebración del Plan de Empresa.

El importe a recibir por cada Autoridad Portuaria no podrá ser superior al importe de las 
reducciones y bonificaciones efectivamente practicadas en dicho año correspondientes a las 
tasas señaladas en el párrafo anterior por los conceptos citados en el mismo, y nunca 
superior al importe que le permitiera alcanzar la rentabilidad anual objetivo del sistema 
portuario correspondiente a ese año, calculados los ingresos por tasas de utilización con 
coeficientes correctores de valor uno. Las cantidades que no pudieran ser distribuidas por 
este concepto podrán ser distribuidas de acuerdo con el resto de criterios del Fondo de 
Compensación Interportuario.

Las Autoridades Portuarias cuya rentabilidad de cualesquiera de los 5 ejercicios 
inmediatamente anteriores al año en que se acuerde el Plan de Empresa, calculados los 
ingresos por tasas de utilización con coeficientes correctores de valor uno, supere la 
rentabilidad anual objetivo del sistema portuario, no recibirán cantidad alguna del Fondo de 
Compensación Interportuario por los supuestos 1 al 5 de la letra b) del apartado 5, así como 
tampoco las compensaciones a las Autoridades Portuarias de Ceuta, Melilla, Baleares y 
Canarias por sus condiciones de insularidad, especial aislamiento y ultraperifericidad, 
excepto que se encuentre debidamente formalizado a través de un protocolo, acuerdo o 
norma de alcance nacional.

A efectos contables, las aportaciones al Fondo de Compensación Interportuario tendrán 
la consideración de gasto de explotación en el ejercicio y las percepciones de dicho fondo la 
de ingreso en ese mismo ejercicio.

El Comité de Distribución del Fondo de Compensación Interportuario decidirá el destino 
de las cantidades asignadas anualmente que no fueran consumidas, pudiendo acordar el 
mantenimiento en el Fondo para su asignación en el siguiente ejercicio.

6. El Comité de Distribución del Fondo de Compensación Interportuario tendrá la 
siguiente composición:

a) El Presidente, que será el Presidente de Puertos del Estado.
b) Los vocales, que serán los Presidentes de cada una de las Autoridades Portuarias.
c) Un Secretario, que será el del Consejo Rector de Puertos del Estado.
Los acuerdos del Comité, sobre la base de las propuestas presentadas por Puertos del 

Estado, serán adoptados por mayoría simple de los asistentes, correspondiendo al 
Presidente el voto de calidad en caso de empate.

7. El balance entre aportaciones y percepciones del Fondo de Compensación 
Interportuario se hará efectivo proporcionalmente a cuenta con carácter trimestral, sin 
perjuicio de la correspondiente liquidación a la finalización del ejercicio en función de la 
justificación o no del cumplimiento de las actuaciones asociadas al mismo.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen económico de la utilización del dominio público y de la prestación de 
los servicios portuarios

[ . . . ]
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Artículo 165.  Bonificaciones.
Se admite la posibilidad de bonificaciones en las tasas portuarias en los supuestos y con 

los límites establecidos en esta ley, con el objeto de promover la competitividad y 
sostenibilidad económica y ambiental de la actividad portuaria y del sistema de transporte. 
La aplicación a una tasa de más de una bonificación de las previstas en esta ley se realizará 
de forma sucesiva y multiplicativa. A estos efectos, la cuota íntegra se multiplicará, 
sucesivamente, por los coeficientes reductores correspondientes, entendiéndose por 
coeficiente reductor la unidad menos el valor de la bonificación en tanto por uno.

[ . . . ]
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§ 135

Real Decreto 210/2004, de 6 de febrero, por el que se establece un 
sistema de seguimiento y de información sobre el tráfico marítimo. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 39, de 14 de febrero de 2004

Última modificación: 11 de noviembre de 2015
Referencia: BOE-A-2004-2752

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Seguimiento de los buques peligrosos e intervención en caso de problemas y 
accidentes en el mar

Artículo 16.  Transmisión de la información relativa a determinados buques.
1. Serán considerados como un riesgo potencial para la navegación o una amenaza para 

la seguridad marítima, la seguridad de la vida humana en el mar o para la integridad del 
medio ambiente marino los buques que se encuentren en alguno de los supuestos que a 
continuación se indican:

a) Los que, en el transcurso de su travesía, se hayan visto involucrados en incidentes o 
accidentes descritos en el artículo 17, hayan incumplido las obligaciones de notificación e 
información impuestas por este real decreto o hayan incumplido las reglas aplicables en los 
sistemas de organización del tráfico y los STM bajo responsabilidad de la Administración 
marítima española.

b) Aquellos respecto de los cuales se haya probado o se presuma que han efectuado 
vertidos voluntarios de hidrocarburos o que hayan cometido infracciones al Convenio 
MARPOL en aguas marítimas españolas.

c) Aquellos a los que se haya denegado el acceso a uno o más puertos de algún Estado 
miembro de la Unión Europea, que hayan sido objeto de un informe o notificación por un 
Estado miembro de conformidad con el apartado 1 del anexo I del Reglamento por el que se 
regulan las inspecciones de buques extranjeros en puertos españoles, aprobado por el Real 
Decreto 91/2003, de 24 de enero.

d) Los que no tengan en vigor las pólizas de seguro o la garantía financiera, o no lo 
hayan notificado, o carezcan de ellas, según lo dispuesto en la normativa comunitaria 
europea y en la normativa internacional.

e) Aquellos que, según comuniquen los prácticos o la Administración portuaria 
competente, presenten aparentes anomalías que puedan comprometer la seguridad de la 
navegación o suponer un riesgo para el medio ambiente marino.
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2. Las estaciones costeras españolas que tengan información relevante sobre los 
buques citados en el apartado 1 la comunicarán a las estaciones costeras competentes de 
los demás Estados miembros de la Unión Europea situados a lo largo del itinerario previsto 
del buque.

3. La Administración marítima transmitirá a la Administración portuaria competente y, en 
su caso, al organismo designado por aquélla la información recibida de otros Estados 
miembros respecto de buques que se encuentren en las circunstancias previstas en el 
apartado 1.

4. La Administración marítima, teniendo en cuenta los inspectores disponibles, llevará a 
cabo, de oficio o a petición de otro Estado miembro, las inspecciones o verificaciones 
oportunas e informarán a todos los Estados miembros interesados de los resultados de 
aquéllas.

Artículo 17.  Notificación de incidentes y accidentes en el mar.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en las normas internacionales y con objeto de prevenir o 

reducir riesgos significativos para la seguridad marítima, la seguridad de la vida humana en 
el mar o el medio ambiente marino, la Administración marítima efectuará el seguimiento y 
adoptará las medidas adecuadas para que los capitanes de los buques, que naveguen por la 
zona SAR bajo su responsabilidad o por la zona económica exclusiva, comuniquen 
inmediatamente a las estaciones costeras de otros Estados miembros de la Unión Europea, 
que se encuentren situadas en dicha zona geográfica, los extremos siguientes:

a) Cualquier incidente o accidente que afecte a la seguridad del buque, tales como 
abordajes, varadas, daños, fallos o averías, inundaciones o corrimientos de la carga, o 
cualquier defecto en el casco o fallo estructural.

b) Cualquier incidente o accidente que comprometa la seguridad de la navegación, tales 
como los fallos que puedan afectar a la maniobrabilidad o navegabilidad del buque, y los 
defectos de los sistemas de propulsión o aparatos de gobierno, de la instalación de 
producción de electricidad o de los equipos de navegación o comunicación.

c) Cualquier situación que pueda desembocar en una contaminación de las aguas o del 
litoral de un Estado miembro, tales como vertidos o riesgo de vertidos de productos 
contaminantes en el mar.

d) Cualquier mancha de materiales contaminantes o contenedores o bultos a la deriva 
observados en el mar.

2. El mensaje de aviso deberá incluir al menos la identidad del buque, su posición, el 
puerto de origen y el de destino, la dirección en la que pueda obtenerse información sobre 
mercancías peligrosas y contaminantes transportadas a bordo, el número de personas a 
bordo, detalles del accidente o del incidente y cualquier información pertinente mencionada 
en la Resolución A.851 (20) de la OMI.

[ . . . ]
Artículo 19.  Medidas relativas a los incidentes o accidentes en el mar.

1. La Administración marítima adoptará, en caso de incidente o accidente en el mar, las 
medidas apropiadas, de conformidad con las normas internacionales, para garantizar la 
seguridad marítima y de la vida humana en el mar y la protección del medio ambiente marino 
y costero.

2. Cuando la Administración marítima considere que, en caso de accidente o incidente 
de un buque de los previstos en el artículo 17, sea necesario alejar, reducir o eliminar un 
peligro grave e inminente que amenace al litoral o a los intereses de la zona costera 
afectada, a la seguridad de los demás buques, de sus tripulaciones, de los pasajeros o de 
las personas en tierra, o proteger el medio marino, podrá adoptar, entre otras, las medidas 
siguientes:

a) Restringir los movimientos del buque o imponerle un rumbo determinado. Esta 
exigencia no afecta a la responsabilidad del capitán en lo que respecta al gobierno seguro de 
su buque.
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b) Emplazar al capitán del buque a que ponga fin al riesgo para el medio ambiente o 
para la seguridad marítima.

c) Embarcar en el buque un equipo de evaluación con la misión de determinar el grado 
de riesgo, ayudar al capitán a remediar la situación y mantener informada a la estación 
costera competente.

d) Ordenar al capitán del buque a dirigirse a un lugar de refugio en caso de peligro 
inminente, o imponer el practicaje o el remolque del buque a costa del operador o de la 
empresa naviera.

3. El operador, la empresa naviera, el capitán del buque y el propietario de las 
mercancías peligrosas o contaminantes transportadas a bordo deberán prestar toda la 
cooperación que, con respeto al ordenamiento jurídico nacional e internacional, le sea 
requerida por la Administración marítima con la finalidad de reducir al mínimo las 
consecuencias de un incidente o accidente en el mar.

A tal efecto transmitirán a las autoridades competentes, si éstas así lo requiriesen, la 
información contemplada en el artículo 12.

4. El capitán de un buque al que se apliquen las disposiciones del Código IGS informará 
a la empresa naviera, con base en dicho código, de cualquier incidente o accidente a los que 
se refiere el apartado 1 del artículo 17. En cuanto haya sido informada de tal situación, la 
empresa deberá ponerse en comunicación con la estación costera competente y ponerse a 
su disposición en la medida necesaria.

5. Las autoridades españolas, de conformidad con el ordenamiento jurídico interno, 
tendrán en cuenta las disposiciones aplicables de las Directrices de la OMI sobre el trato 
justo a la tripulación en el caso de accidentes marítimos en aguas en las que España ejerza 
soberanía, derechos soberanos o jurisdicción.

[ . . . ]
Artículo 21.  Planes de acogida de buques necesitados de asistencia.

1. La Administración marítima elaborará planes para la acogida de buques necesitados 
de asistencia con el fin de evitar o minimizar los riesgos que presenten dichos buques 
cuando se encuentren en aguas en las que España ejerza soberanía, derechos soberanos o 
jurisdicción, especialmente cuando se vean amenazadas la vida humana en la mar y la 
integridad del medio ambiente marino.

El Director General de la Marina Mercante participará en la elaboración de dichos planes.
2. Los planes mencionados en el apartado 1 anterior se elaborarán previa consulta de 

los sectores afectados, e informe, que no será determinante, de Puertos del Estado y con 
fundamento en las Resoluciones A. 949 (23) y A. 950 (23) de la OMI. Los citados planes 
incluirán, como mínimo, la siguiente información:

a) Identidad de los órganos u organismos encargados de recibir y dar curso a las alertas,
b) identidad de la autoridad competente de evaluar la situación, y tomar una decisión de 

admisión o de rechazo de un buque necesitado de asistencia en el lugar de refugio 
establecido;

c) información sobre el litoral español y todos aquellos elementos que permitan efectuar 
una evaluación previa y una adopción rápida de decisiones en relación con el lugar de 
refugio para un buque, con inclusión de los factores ambientales, económicos y sociales, así 
como de las condiciones naturales;

d) procedimientos de evaluación para la admisión o rechazo de un buque necesitado de 
asistencia en un lugar de refugio;

e) medios e instalaciones adecuados para asistencia, salvamento y lucha contra la 
contaminación;

f) procedimientos de coordinación y decisión internacionales;
g) procedimientos de garantía financiera y responsabilidad establecidos respecto de los 

buques acogidos en un lugar de refugio.
3. La Administración marítima española publicará el nombre y dirección de contacto del 

Director General de la Marina Mercante así como los órganos u organismos designados para 
recibir y atender las alertas.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 135  Sistema de seguimiento y de información sobre el tráfico marítimo [parcial]

– 1684 –



4. La citada Administración notificará a las de los Estados miembros vecinos, previa 
petición de éstos, la información pertinente sobre los planes de acogida.

5. La Administración marítima, al seguir los procedimientos establecidos en los planes de 
acogida de buques necesitados de asistencia, se ocupará de que la información pertinente 
se facilite a las partes implicadas en las operaciones.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Medidas complementarias

[ . . . ]
Artículo 27.  Medidas de policía administrativa.

La Administración marítima podrá denegar la entrada en puerto de aquellos buques que 
falseen, no trasmitan o transmitan de forma incorrecta o incompleta la información regulada 
en este real decreto, cuando ello comprometa gravemente la seguridad de la navegación 
marítima o suponga un peligro grave para el medio ambiente marino.

[ . . . ]
ANEXO IV

Medidas que pueden adoptarse en caso de amenaza para la seguridad marítima 
y el medio ambiente

(En aplicación del artículo 19, apartado 1)
Cuando, a raíz de un incidente o de circunstancias como las descritas en el artículo 17 

que involucren a un buque, la Administración marítima considere que, de conformidad con el 
derecho internacional, sea necesario evitar, reducir o eliminar una amenaza grave e 
inminente que pese sobre su litoral o intereses anejos, la seguridad de los demás buques y 
de sus tripulaciones y pasajeros o de las personas en tierra, o que se debe de proteger el 
medio marino podrá, entre otras cosas:

a) Restringir los movimientos del buque u ordenarle que siga un rumbo determinado, sin 
que esta decisión afecte a la responsabilidad del capitán en lo que respecta al gobierno 
seguro de su buque.

b) Emplazar al capitán del buque a que ponga fin a la amenaza para el medio ambiente o 
la seguridad marítima.

c) Enviar a bordo del buque a un equipo de evaluación con la misión de determinar el 
grado de riesgo, de ayudar al capitán a remediar la situación y de mantener informada a la 
estación costera competente.

d) Ordenar al capitán dirigirse a un lugar de refugio en caso de peligro inminente, o 
imponer el practicaje o el remolque del buque a costa del operador o de la empresa naviera.

e) Cualesquiera otras medidas que la Administración marítima considere necesarias para 
salvaguardar la vida humana en la mar y la protección y lucha contra la contaminación del 
medio marino.

En el caso de que el buque esté siendo remolcado en virtud de un acuerdo de remolque 
o salvamento, las medidas adoptadas por la Administración marítima según lo dispuesto en 
las letras a) y d) podrán aplicarse asimismo a las empresas de asistencia, salvamento y 
remolque involucradas.
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§ 136

Real Decreto 393/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento general de Practicaje, de conformidad con lo establecido 
en la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente
«BOE» núm. 66, de 16 de marzo de 1996

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1996-6171

[ . . . ]
CAPITULO II

Del Servicio Portuario de Practicaje Portuario

Artículo 5.  Gestión del servicio portuario de practicaje en los puertos que dependan de la 
Administración General del Estado.

1. El servicio de practicaje se ejercerá, en los puertos que dependan de la Administración 
General del Estado, por la Autoridad Portuaria correspondiente, a través de contratos con 
terceros o bien por gestión directa (artículo 102.3).

2. La sustitución de la actual gestión indirecta del servicio de practicaje por su gestión 
directa estará justificada por la existencia en la indirecta de problemas graves y reiterados de 
gestión o de calidad en el servicio, y deberá ser autorizada, a propuesta de la Autoridad 
Portuaria, por Puertos del Estado, oídos el Consejo de Navegación y Puerto y la 
organización que, en el ámbito estatal, ostente la representación profesional de los prácticos 
(artículo 102.4).

3. Los contratos que se celebren por la Autoridad Portuaria para la prestación por gestión 
indirecta del servicio de practicaje estarán sujetos al ordenamiento privado, excepto en lo 
que se refiere a los aspectos que garanticen la publicidad y concurrencia en su preparación y 
adjudicación, que se ajustarán a los criterios que dicte Puertos del Estado y, en su defecto, a 
los contenidos en la legislación de contratos del Estado relativos al contrato de gestión de 
servicios públicos, para los actos preparatorios (artículo 67.1, segundo párrafo).

4. La gestión directa del servicio de practicaje por las Autoridades Portuarias se regirá 
por las normas de Derecho privado, conforme dispone el artículo 66.4 de la Ley de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante.

Artículo 6.  Condiciones de prestación y desarrollo del servicio portuario de practicaje en los 
puertos que dependan de la Administración General del Estado.

1. La Autoridad Portuaria, como titular del servicio de practicaje, establecerá las 
condiciones de prestación de éste, las tarifas aplicables a los usuarios, el control de su 
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prestación y la competencia sancionadora en los términos previstos en la Ley de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, en este Reglamento, en los pliegos de condiciones 
generales para la prestación del servicio y en el contrato correspondiente (artículo 102.5, 
párrafo primero).

Igualmente, la Autoridad Portuaria determinará el número de prácticos necesarios para la 
prestación del servicio de practicaje, a fin de velar por la seguridad marítima, de la 
navegación y por la ordenación del tráfico dentro de las aguas portuarias, oídas la Capitanía 
Marítima, el Consejo de Navegación y Puerto y la organización que en el ámbito estatal 
ostente la representación profesional de los prácticos.

2. En el supuesto de que el servicio de practicaje se preste de forma indirecta, la 
Administración Portuaria establecerá las condiciones técnicas, económicas y de calidad con 
las que el servicio debe ser prestado, las tarifas máximas aplicables, que se determinarán 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante, y el número de prácticos provistos de la oportuna habilitación otorgada por la 
Administración marítima que sean necesarios para la eficiente prestación del servicio.

3. Cuando el servicio de practicaje se preste de modo directo, el establecimiento de las 
tarifas del servicio se realizará conforme a lo dispuesto en el artículo 70 de la Ley de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante. Las condiciones técnicas y económicas del servicio 
deberán ser hechas públicas por la Autoridad Portuaria. La determinación del número de 
prácticos necesarios para la prestación del servicio, que asimismo deberán estar 
debidamente habilitados por la Administración marítima, se efectuará a través de la 
aprobación de las estructuras de personal de la Autoridad Portuaria.

Artículo 7.  Límites geográficos de prestación del servicio portuario de practicaje.
En los puertos de competencia de la Administración General del Estado, los límites 

geográficos de la prestación del servicio de practicaje y las zonas de espera de los buques y 
de embarque y desembarque de los prácticos serán fijados por la Autoridad Portuaria dentro 
de su ámbito territorial de competencia señalado en el artículo 38 de la Ley de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, previo informe vinculante de la Capitanía Marítima en lo que 
afecta a la seguridad marítima y de la navegación, oída la corporación de prácticos, y serán 
incorporados al reglamento de servicio y policía de cada puerto. Hasta tanto no se fijen 
dichos límites, éstos estarán constituidos por el límite exterior de la zona II de las aguas 
portuarias.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de la disponibilidad del 
servicio de practicaje en todo momento, a requerimiento del respectivo Capitán Marítimo, 
para su intervención por razones de seguridad marítima o emergencia en otras aguas 
situadas en zonas en las que España ejerza soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, 
conforme establecen los artículos 6.1.d) y 88.3.e) de la Ley de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante y el artículo 22 de este Reglamento.

Artículo 8.  Obligatoriedad del servicio portuario de practicaje.
La determinación por la Dirección General de la Marina Mercante de la necesidad de la 

existencia en un puerto del servicio de practicaje supondrá la obligatoriedad de su utilización 
para la entrada y salida de puerto de todos los buques, con un arqueo igual o superior a 500 
G.T., así como para las maniobras náuticas que estos buques precisen efectuar dentro del 
puerto, salvedad de las espiadas que no exijan el desatraque del buque o la utilización de 
remolcadores.

A los buques a que se refiere el artículo 71 de la Ley de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante les serán de aplicación, en su caso, las exenciones en materia de tarifas, 
como contraprestación por el servicio de practicaje, establecidas en el artículo citado.

Artículo 9.  Excepciones a la obligatoriedad de utilización del servicio portuario de practicaje.
1. La Dirección General de la Marina Mercante podrá establecer excepciones a la 

obligatoriedad de utilización del servicio de practicaje en un puerto o grupo de puertos 
determinado.
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2. A los efectos señalados en el apartado anterior, la Dirección General de la Marina 
Mercante podrá facultar a determinados capitanes y patrones de buque para la no utilización 
del servicio portuario de practicaje en puertos, buques y zonas de atraque concretos.

Dicha exención, que tendrá carácter temporal, se otorgará mediante resolución 
motivada, teniendo en cuenta los conocimientos específicos que sobre el puerto posea el 
capitán o patrón del buque, la frecuencia de entradas y salidas en puertos concretos en los 
últimos doce meses, el tipo y características técnicas del buque, la existencia y tipo de 
medios de ayuda a la maniobra de los buques, la intensidad y clase del tráfico marítimo, el 
tipo de mercancías transportadas, la dificultad de los canales de entrada o salida, el sistema 
de balizamiento y demás medios técnicos en materia de seguridad marítima con que cuente 
dicho puerto, así como los demás aspectos exigidos por la normativa establecida al efecto 
por la Organización Marítima Internacional (OMI).

Los capitanes y patrones exentos deberán, en todo caso, notificar al Capitán Marítimo y 
a la Autoridad Portuaria la entrada y salida del buque del puerto.

3. Los Capitanes Marítimos, por razones de urgencia y mediante resolución motivada, 
podrán suspender el ejercicio de la referida exención, o proponer a la Dirección General de 
la Marina Mercante su suspensión, por razones de seguridad marítima.

4. En relación con las maniobras que tengan como finalidad el fondeo en la zona II de los 
puertos, la Dirección General de la Marina Mercante podrá acordar para determinados 
buques la exención de la obligatoriedad del servicio de practicaje, siempre que las aguas de 
dicha zona estén dentro de los límites de prestación de dicho servicio.

5. Quedan exceptuados de la obligatoriedad de utilización del servicio de practicaje los 
buques de guerra nacionales cuando concurran circunstancias en las que la utilización de 
dicho servicio implique pérdida de confidencialidad o restricción de movimientos en el 
cumplimiento de sus misiones. En este supuesto, el comandante del buque o de la 
Agrupación Naval lo comunicará al Capitán Marítimo.

Artículo 10.  Concurrencia de circunstancias especiales de seguridad.
No obstante lo dispuesto en los dos artículos anteriores, el Capitán Marítimo, con 

carácter excepcional y mediante resolución motivada, podrá declarar obligatoria la utilización 
del servicio de practicaje portuario para cualquier tipo de buque cuando existan 
circunstancias que pongan en peligro la seguridad marítima o de la navegación, con 
excepción de lo prevenido en el apartado 5 del artículo anterior. Esta obligatoriedad se 
extenderá por todo el tiempo en que tales circunstancias subsistan.

CAPITULO III
De la actividad privada de practicaje

Artículo 11.  Practicaje privado.
1. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 5.1 de este Reglamento, en tanto existan las 

corporaciones de prácticos, la Autoridad Portuaria mediante resolución motivada, oídas la 
Capitanía Marítima y la corporación de prácticos o la entidad que la sustituya, podrá 
autorizar la realización de las actividades de practicaje a los operadores privados que así lo 
soliciten en relación con los buques operados por los mismos, en los supuestos siguientes, 
referidos todos ellos a la fecha de entrada en vigor de este Reglamento:

a) Puertos de nueva creación.
b) Puertos, atracaderos particulares o terminales en régimen de concesión situados fuera 

de los límites geográficos de prestación del servicio portuario de practicaje, así como en 
aquellos en los que las actividades de practicaje se vinieran prestando por prácticos 
amarradores con sujeción al régimen que estableció el Decreto 1018/1968, de 11 de mayo.

c) Puertos que no cuenten con servicio portuario de practicaje.
d) Aquellas otras situaciones excepcionales de análogas características a las anteriores.
2. Para la autorización de las actividades privadas de practicaje la Autoridad Portuaria 

deberá tener en cuenta los siguientes criterios:
a) Características de los puertos, de los terminales, de los buques a ellos dirigidos y de 

las cargas que transporten los citados buques.
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b) Volumen de tráfico total en el puerto y en los terminales en relación con el número de 
prácticos integrantes de la corporación o entidad que la sustituya y que pudiera verse 
afectada.

c) Repercusión sobre el equilibrio económico del servicio de practicaje realizado por la 
corporación de prácticos o entidad que la sustituya y los criterios para el mantenimiento de 
dicho equilibrio.

En el caso de que lo previsto en este apartado implique una repercusión sobre el 
equilibrio económico del servicio portuario de practicaje realizado por las corporaciones o 
entidades que las sustituyan, se procederá a la modificación de las tarifas percibidas por 
estas últimas, de forma que se compense dicho desequilibrio.

3. Las personas que materialmente realicen dicha actividad de practicaje deberán contar 
con la correspondiente habilitación expedida por la Dirección General de la Marina Mercante.

Dichos prácticos no formarán parte de la corporación de prácticos del puerto o de la 
entidad que la sustituya, aunque les será de aplicación todo lo dispuesto en este 
Reglamento.

4. Los titulares de concesiones de terminales a los que se autorice la actividad privada 
de practicaje, deberán incorporar al personal que preste dicha actividad a sus plantillas y 
asumirán, en su ámbito respectivo, idénticas obligaciones y responsabilidades que las que la 
Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante y este Reglamento establecen para las 
corporaciones de prácticos.

CAPITULO IV
De los prácticos

Artículo 12.  Requisitos de titulación y profesionales.
1. Los prácticos de puerto que realicen las funciones de practicaje deberán tener la 

adecuada cualificación profesional, debidamente constatada en los términos establecidos en 
este Reglamento para cada puerto o grupo de puertos por la Administración marítima 
(artículo 102.2).

2. En todo caso, en los puertos de competencia de la Administración General del Estado 
en que se haya determinado la necesidad de la existencia de practicaje, los aspirantes a 
prácticos deberán estar en posesión del título profesional de Capitán de la Marina Mercante 
y acreditar, al menos, dos años de mando en buques mayores de 1.000 G.T. dentro de los 
últimos diez años de actividad profesional que precedan inmediatamente a la convocatoria.

3. En los puertos dependientes de las Comunidades Autónomas en los que la Dirección 
General de la Marina Mercante haya determinado la necesidad de la existencia de practicaje, 
los aspirantes a prácticos deberán estar en posesión del título profesional de Capitán de la 
Marina Mercante o de Piloto de Primera de la Marina Mercante, según fije el citado centro 
directivo teniendo en cuenta las circunstancias concurrentes, y acreditar, en cualquier caso, 
al menos dos años de mando en buques mayores de 1.000 G.T. dentro de los últimos diez 
años de actividad profesional que precedan inmediatamente a la convocatoria.

4. Para el cómputo de los años de mando exigidos en este artículo se tendrán en cuenta 
los períodos de enrole y desenrole como capitán o piloto de primera de la marina mercante, 
con mando en buque.

Artículo 13.  Pruebas para el reconocimiento de la capacitación como práctico.
1. El Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente, oída la Organización 

que en el ámbito estatal ostente la representación de los prácticos, determinará los 
conocimientos generales y las pruebas precisas para el reconocimiento de la capacitación 
para prestar los servicios portuarios de practicaje, que en todo caso comprenderán 
conocimientos de carácter teórico y un período de prácticas que se desarrollará conforme a 
lo que se dispone en este Reglamento.

2. La Dirección General de la Marina Mercante, una vez determinadas las pruebas 
teóricas y prácticas, en su caso, así como los conocimientos a que se refiere el apartado 
anterior, aprobará el programa de materias a que habrán de ajustarse los ejercicios para el 
acceso a la actividad de práctico en un puerto o grupo de puertos determinado, y convocará 
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y realizará las pruebas pertinentes para acreditar la capacitación de los aspirantes para 
prestar los servicios portuarios de practicaje, de conformidad con lo establecido en este 
Reglamento y en las disposiciones dictadas para su ejecución.

Artículo 14.  Período de prácticas y habilitación.
1. Una vez realizadas las correspondientes pruebas, la Dirección General de la Marina 

Mercante expedirá certificación facultando a las personas que hubiesen superado las 
mismas para la realización del período de prácticas en un puerto o grupo de puertos 
determinado.

A continuación, la Autoridad Portuaria autorizará la realización del período de prácticas a 
las personas a que se refiere el párrafo anterior que se consideren necesarias para el 
desarrollo del servicio, oída la corporación de prácticos o entidad que la sustituya, si 
existiera. Este período de prácticas tendrá una duración máxima de seis meses.

2. Las prácticas se realizarán bajo la supervisión y responsabilidad de la corporación de 
prácticos o entidad que la sustituya, designándose por ésta un práctico tutor que dirigirá la 
realización de dichas prácticas. De no existir dicha corporación o entidad, corresponderá a la 
Autoridad Portuaria la designación del tutor así como la responsabilidad y la supervisión del 
período de prácticas.

3. La evaluación del período de prácticas se hará por la Capitanía Marítima 
correspondiente, a la vista de los informes remitidos por la corporación de prácticos si la 
hubiera y por la Autoridad Portuaria.

4. Finalizado el período de prácticas y acreditada la oportuna idoneidad, la Dirección 
General de la Marina Mercante procederá a expedir la correspondiente habilitación para el 
ejercicio del servicio de practicaje en dicho puerto o grupo de puertos.

En caso contrario, se procederá a realizar un nuevo período de prácticas entre las 
personas a que se refiere el apartado 1 de este artículo.

5. Quienes no superen el período de prácticas no tendrán derecho alguno en relación 
con otras pruebas que se pudieran convocar posteriormente en el mismo o en otro puerto o 
grupo de puertos.

Artículo 15.  Nombramiento como práctico de un puerto o grupo de puertos determinado.
Las respectivas Autoridades Portuarias procederán al nombramiento como prácticos 

entre las personas debidamente habilitadas, conforme a lo establecido en el artículo anterior, 
para prestar los servicios de practicaje en un puerto o grupo de puertos determinado.

Artículo 16.  Habilitación temporal como prácticos.
1. Con carácter excepcional, cuando por el incremento del tráfico de buques o por otras 

causas de reconocida urgencia, el número de prácticos de un puerto o grupo de puertos no 
pudiera atender eficientemente el servicio portuario de practicaje, la Autoridad Portuaria, 
oída la corporación de prácticos o entidad que la sustituya si la hubiera, podrá autorizar la 
prestación temporal del servicio de practicaje a prácticos previamente habilitados por la 
Dirección General de la Marina Mercante, de conformidad con lo establecido en el artículo 
14.4 de este Reglamento.

De no existir prácticos previamente habilitados, la Dirección General de la Marina 
Mercante, mediante resolución motivada, podrá habilitar temporalmente a prácticos que 
estén prestando sus servicios en otros puertos para que provisionalmente puedan atender el 
servicio en el puerto que carezca de suficiente número de efectivos, previo informe de la 
Autoridad Portuaria de la que aquéllos dependan.

2. En el caso de que no se pudiera disponer de los prácticos a que se refiere el apartado 
anterior, la Dirección General de la Marina Mercante podrá proceder a la habilitación 
temporal de profesionales de reconocida experiencia que cuenten con los requisitos de 
titulación y de experiencia profesional exigidos para ese puerto, por un período de tiempo 
que en ningún caso podrá ser superior al término durante el cual subsista la razón o causa 
que determine la adopción de esta medida.
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3. En los supuestos de habilitación temporal a que se refiere este artículo, la Dirección 
General de la Marina Mercante fijará previamente la duración del período de prácticas en 
función de las circunstancias que concurran en cada puerto o grupo de puertos.

4. Las habilitaciones temporales para prestar el servicio de practicaje en un puerto se 
computarán, en todo caso, a los efectos del cumplimiento del período de prácticas a que se 
refiere el artículo 14.1, pero no constituirán mérito o preferencia alguna en las pruebas de 
acceso que se convoquen para satisfacer necesidades de prácticos que se produzcan en 
dicho puerto.

Artículo 17.  Formación permanente, reciclaje y reconocimientos médicos.
1. Los prácticos, como requisitos para mantener su capacitación como prácticos de un 

puerto o grupo de puertos determinado, deberán superar las pruebas de suficiencia y los 
reconocimientos médicos periódicos que se establezcan para comprobar en todo momento 
su debida cualificación técnica y aptitud física.

A estos efectos, la Dirección General de la Marina Mercante, oída la organización que en 
el ámbito estatal ostente la representación profesional de los prácticos, determinará las 
condiciones de formación permanente y de reciclaje de los prácticos, a cuyo fin establecerá 
las pruebas y cursos de formación que sean necesarios, acordará su realización y fijará la 
periodicidad de los reconocimientos médicos a que han de someterse los prácticos para 
mantener y acreditar su debida capacitación.

2. La falta de realización de los cursos que determine la Dirección General de la Marina 
Mercante conllevará la suspensión de la habilitación del práctico hasta que aquéllos sean 
realizados.

La falta de superación de los cursos supondrá la imposibilidad de realizar las tareas de 
practicaje relacionadas con aquellas materias que hayan sido objeto del curso hasta tanto 
este no sea superado.

3. En el caso de que los prácticos no se sometieran a los reconocimientos médicos 
establecidos o que de éstos se comprobase una falta de aptitud física o psíquica para la 
realización de las tareas del practicaje, se procederá a acordar la suspensión o la pérdida de 
la habilitación como práctico.

La suspensión de la habilitación procederá en los supuestos de incapacidad física o 
psíquica no definitiva o reversible.

La pérdida de la habilitación sólo procederá en los casos de incapacidad física o psíquica 
permanente, lo que conllevará la revocación del nombramiento como práctico por la 
Autoridad Portuaria.

4. La Dirección General de la Marina Mercante, mediante resolución motivada, podrá 
suspender cautelarmente la habilitación de un práctico por exigencias de seguridad en el 
servicio de practicaje, previa la incoación del oportuno expediente para comprobar la aptitud 
física o psíquica para la prestación del servicio y hasta que recaiga resolución definitiva 
sobre el mismo.

5. Las circunstancias previstas en los apartados 2 al 4 anteriores serán comunicadas por 
la Dirección General de la Marina Mercante a la Autoridad Portuaria correspondiente.

Artículo 18.  Incompatibilidades.
La prestación del servicio portuario de practicaje en un puerto o grupo de puertos 

determinado será incompatible con la participación de los prácticos, por sí mismos o a través 
de personas físicas o jurídicas interpuestas, en el capital o en la gestión de empresas 
concesionarias o autorizadas para la prestación del servicio portuario de remolques 
gestionado en forma indirecta en el correspondiente puerto o grupo de puertos.

Artículo 19.  Régimen laboral de los trabajadores del servicio portuario de practicaje.
Se consideran aplicables al servicio de practicaje por lo que se refiere a los trabajadores 

que intervengan en él, y en especial a efectos del régimen de jornada de trabajo, las reglas 
que, en cuanto a prolongación de trabajo efectivo con tiempo de permanencia o 
disponibilidad, estén previstas en la normativa sobre jornada laboral en transportes (artículo 
102.6).
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La Dirección General de la Marina Mercante establecerá las especialidades que sean 
necesarias, por razones de seguridad marítima y de la navegación, en relación con los 
tiempos máximos de trabajo efectivo continuo y los períodos mínimos de descanso de los 
prácticos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20.1.d) de este Reglamento.

CAPITULO V
De la ordenación del servicio portuario de practicaje en relación con la 

seguridad marítima

Artículo 20.  Condiciones técnicas de prestación del servicio portuario de practicaje por 
razones de seguridad marítima.

1. La Dirección General de la Marina Mercante aprobará las condiciones técnicas 
mínimas, por razones de seguridad marítima, con que debe ser prestado el servicio de 
practicaje en cada puerto, así como el programa para su implantación. Dicha aprobación se 
realizará a propuesta de la Capitanía Marítima, oída la Autoridad Portuaria competente, así 
como el Consejo de Navegación y Puerto, o, en su caso, de Navegación, y la organización 
que en el ámbito estatal ostente la representación profesional de los prácticos.

Estas condiciones técnicas se referirán a los siguientes aspectos:
a) Los dispositivos técnicos mínimos que garanticen la disponibilidad en tierra por parte 

de los prácticos de los medios de comunicación y radioeléctricos adecuados.
b) Las características y condiciones técnicas mínimas de las embarcaciones del servicio 

de practicaje, así como de sus equipos de radiocomunicaciones y de sus tripulaciones.
c) Los medios y los procedimientos de comunicación de los prácticos con los capitanes y 

patrones, así como con las Capitanías Marítimas respecto de los acaecimientos a que se 
refiere el artículo 23.

d) Los tiempos máximos de trabajo efectivo continuo de los prácticos y sus períodos 
mínimos de descanso, por razones de seguridad marítima.

2. Las condiciones técnicas mínimas de prestación del servicio de practicaje por razones 
de seguridad marítima y el programa para su implantación, deberán cumplirse por los 
prácticos, corporaciones de prácticos o entidades que las sustituyan, sin perjuicio de 
cualesquiera otras condiciones de prestación del servicio que puedan establecer las 
Autoridades Portuarias en función de las características específicas de cada puerto, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 6.

Artículo 21.  Discrepancias profesionales entre prácticos y Autoridades Portuarias.
Corresponde a las Capitanías Marítimas la resolución de las discrepancias profesionales 

surgidas entre los prácticos y las Autoridades Portuarias sobre la posibilidad de realizar en 
condiciones aceptables, desde la perspectiva de la seguridad marítima, las operaciones de 
practicaje o sobre las condiciones de su realización.

La Capitanía Marítima, oídas la Autoridad Portuaria y la corporación de prácticos o 
entidad que la sustituya, resolverá de forma motivada las discrepancias en el plazo más 
breve posible, atendiendo a las condiciones técnicas de prestación del servicio aprobadas 
conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 22.  Disponibilidad de los servicios portuarios de practicaje y remolque por razones 
de seguridad marítima.

1. Los servicios de practicaje y de remolque portuarios estarán en todo momento a 
disposición de los respectivos capitanes marítimos, por razones de emergencia o de 
seguridad marítima, en aguas situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, 
derechos soberanos o jurisdicción, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.1.d) y 
88.3.e) de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.

A tal fin, cuando el capitán marítimo tenga noticia de la existencia de una situación de 
emergencia, siniestro o suceso de contaminación marítima, podrá requerir a los prácticos 
que presten el servicio de practicaje que se pongan a su disposición para realizar, en 
colaboración con los respectivos servicios de remolque y de amarre portuarios, las tareas 
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necesarias de prevención de accidentes, de rescate, salvamento, lucha contra la 
contaminación o cualesquiera otras que el capitán marítimo considere necesarias para 
solventar o resolver la situación de emergencia, el suceso o el siniestro acaecido, 
comunicándolo a los organismos competentes en materia portuaria y al centro de control de 
emergencias a que se refiere el artículo 12 del Real Decreto 145/1989, de 20 de enero.

La utilización de estos servicios dará derecho, en su caso, a la percepción de la 
correspondiente compensación económica por los costes adicionales en que aquéllos 
hubieran incurrido.

2. En las situaciones previstas en el apartado anterior, los prácticos, así como las 
entidades que presten el servicio de remolque y amarre portuarios, estarán sujetos a las 
instrucciones que dicte la Administración marítima, el centro de control de emergencias y, en 
su caso, los Comités de emergencia interadministrativos que se puedan activar para 
supuestos concretos. Dichas instrucciones se podrán activar a través del Centro Nacional de 
Coordinación y Salvamento Marítimo y de los Centros Regionales y Locales 
correspondientes adscritos a la Sociedad Estatal de Salvamento y de Seguridad Marítima.

Artículo 23.  Comunicación de acaecimientos en relación con la seguridad marítima.
Los prácticos deberán dar cuenta de forma inmediata a la Capitanía Marítima de 

cualquier suceso o acaecimiento que se produzca con motivo de la prestación del servicio 
portuario de practicaje y que afecte, o pudiera afectar, a la seguridad marítima, la seguridad 
de la vida humana en la mar o el medio ambiente marino, incluyendo las deficiencias 
observadas y las anomalías detectadas en los buques durante las maniobras de entrada y 
salida del puerto o en las maniobras náuticas dentro de éste que puedan ser relevantes a 
aquellos efectos.

Asimismo, darán cuenta de dichas incidencias a las Autoridades Portuarias.

CAPITULO VI
De la responsabilidad derivada de la prestación del servicio portuario de 

practicaje

Artículo 24.  Responsabilidad civil.
1. La responsabilidad civil en que pudieran incurrir los prácticos o las Autoridades 

Portuarias en la gestión del servicio de practicaje no podrá superar, en caso de siniestro, la 
cuantía de dos mil pesetas por unidad de arqueo bruto del buque para el que prestan el 
servicio, con un tope máximo de cien millones de pesetas.

A tal efecto, se entenderá por arqueo bruto el definido en los convenios internacionales 
suscritos por España y en las normas reglamentarias nacionales que resulten aplicables 
(artículo 104).

2. Sin perjuicio de la responsabilidad civil que para el capitán o naviero se establece en 
el artículo 618 del Código de Comercio, el práctico será el responsable de los daños 
causados al propio buque o a terceros, con el límite señalado en el apartado anterior, 
producidos por inexactitud, error u omisión en el asesoramiento de la derrota conveniente de 
la nave y de los rumbos o maniobras náuticas precisos para velar por la seguridad de la 
navegación.

En todo caso, si el capitán se negase a seguir las indicaciones del práctico y, como 
consecuencia de ello, se produjesen daños al buque o a terceros, no alcanzará 
responsabilidad al práctico.

3. Cuando el práctico considere arriesgada una maniobra por razones de calado, mal 
tiempo o cualquiera otra causa, podrá desaconsejar su realización justificando su decisión 
ante la Autoridad Portuaria, quedando la reanudación de la maniobra y la continuación del 
servicio de practicaje a resultas de la decisión de aquélla, que deberá respetar, en todo caso, 
las condiciones técnicas de prestación del servicio por razones de seguridad marítima que 
se aprueben conforme a lo dispuesto en el artículo 20.

Si el práctico, por razones de seguridad marítima, no estuviera de acuerdo con la 
resolución adoptada por la Autoridad Portuaria, la discrepancia se resolverá por el capitán 
marítimo conforme a lo dispuesto en el artículo 21.
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CAPITULO VII
De las infracciones y sanciones relativas al practicaje

Artículo 25.  Concepto y clasificación de las infracciones.
1. Constituyen infracciones administrativas en el ámbito de la marina mercante y en el 

portuario estatal las acciones u omisiones tipificadas y sancionadas en la Ley de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante (artículo 113.1).

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves, con sujeción a los 
criterios que se indican en los artículos siguientes (artículo 113.2).

3. El cuadro de infracciones establecido en la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante en relación con el practicaje, se entiende completado con las especificaciones 
introducidas por este Reglamento que, sin constituir nuevas infracciones, ni alterar la 
naturaleza de las que la Ley determina, contribuyen a la más correcta identificación de las 
conductas tipificadas por aquélla.

Artículo 26.  Infracciones leves.
Son infracciones leves las acciones u omisiones que, no teniendo la consideración de 

infracción grave o muy grave, por su trascendencia o por la importancia de los daños 
ocasionados, estén tipificadas en alguno de los siguientes supuestos (artículo 114):

a) Se entienden comprendidas en el artículo 114.2.a):
1.º El incumplimiento de los pliegos de cláusulas de los servicios que las Autoridades 

Portuarias puedan establecer en cada puerto para la prestación del servicio portuario de 
practicaje, de conformidad con lo establecido en la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante y en este Reglamento.

2.º La prestación incompleta o inadecuada del servicio de practicaje portuario.
3.º La facturación de los servicios de practicaje portuarios prestados incumpliendo las 

tarifas máximas aprobadas o estableciendo recargos o cargas por conceptos adicionales no 
autorizados.

b) Se entiende comprendida en el artículo 114.2.c) la información incorrecta o deficiente 
suministrada a la Autoridad Portuaria en lo que se refiere a los servicios de practicaje 
prestados, o a la información económica necesaria para la adecuada determinación de las 
tarifas.

c) Se entiende comprendida en el artículo 114.2.a) y e) el incumplimiento de los límites 
geográficos de prestación del servicio portuario de practicaje en lo que se refiere a las zonas 
de embarque y desembarque de los prácticos.

d) Se entiende comprendido en el artículo 114.2.d) y 2.e) el incumplimiento de la 
incompatibilidad establecida en el artículo 18 de este Reglamento.

e) Se entiende comprendido en el artículo 114.4.f) el incumplimiento del deber de 
notificación a que se refiere el artículo 9.2, último párrafo, de este Reglamento.

Artículo 27.  Infracciones graves.
Son infracciones graves las acciones u omisiones tipificadas en el artículo anterior, 

cuando supongan lesión a alguna persona que motive baja por incapacidad laboral no 
superior a siete días, o daños o perjuicios superiores a las doscientas mil pesetas e 
inferiores a un millón de pesetas, las que pongan en peligro la seguridad del buque o de la 
navegación, la reincidencia en cualquiera de las faltas tipificadas como leves antes del plazo 
establecido para su prescripción y, en todo caso, las siguientes (artículo 115):

a) Se entiende comprendida en el artículo 115.1.h) la omisión por el capitán de solicitar el 
servicio de practicaje que resulte obligatorio según las disposiciones vigentes.

b) Se entiende comprendida en el artículo 115.2.m):
1.º El incumplimiento por los prácticos de las condiciones técnicas mínimas de prestación 

del servicio de practicaje por razones de seguridad marítima determinadas por la Dirección 
General de la Marina Mercante y del programa para su implantación a que se refiere el 
artículo 20 de este Reglamento.
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2.º El ejercicio de la actividad de practicaje por parte de los prácticos sin haber superado 
los cursos de formación permanente o de reciclaje, en aquellos aspectos relacionados con la 
materia objeto de los cursos.

3.º El ejercicio de la actividad de practicaje careciendo de la preceptiva habilitación en 
vigor otorgada por la Administración marítima o teniéndola suspendida.

4.º La utilización inadecuada por los capitanes y patrones de los buques de la exención 
para el servicio de practicaje para un puerto, buque y zonas de atraque concretas, a que se 
refiere el artículo 9.

5.º El incumplimiento de los límites geográficos de prestación del servicio de practicaje 
cuando se ponga en peligro la seguridad del buque o de la navegación.

6.º La falta de prestación del servicio de practicaje en los casos en que éste sea 
obligatorio.

c) Se considerarán comprendidas en los supuestos contemplados en el artículo 115.3.e):
1.º El incumplimiento por los prácticos de las instrucciones y resoluciones de las 

Capitanías Marítimas en materias relativas a la seguridad de la vida humana en la mar y de 
la navegación, sobre maniobras de los buques en los puertos, radas u otras aguas marítimas 
no portuarias.

2.º El incumplimiento, por parte de los operadores a quienes se les haya autorizado la 
realización de actividades de practicaje, a quienes se refiere el artículo 11 de este 
Reglamento, de las instrucciones que sobre seguridad marítima dicten las Capitanías 
Marítimas en relación con el practicaje.

3.º El incumplimiento por las empresas titulares de la actividad que realice el buque o por 
los capitanes de los buques, de las instrucciones y reglas que sobre navegación y seguridad 
marítima dicten las Capitanías Marítimas en relación con el practicaje.

d) Se entiende comprendida en el artículo 115.3.ñ) el incumplimiento del deber de 
facilitar la información sobre acaecimientos relativos a la seguridad marítima a que se refiere 
el artículo 23 de este Reglamento o hacerlo de manera incorrecta.

Artículo 28.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves las acciones u omisiones tipificadas en los anteriores 

artículos cuando ocasionen lesión a alguna persona que motive baja por incapacidad laboral 
superior a siete días, o daños o perjuicios superiores al millón de pesetas, las que pongan en 
peligro la seguridad del buque o de la navegación, la reincidencia en cualquiera de las faltas 
tipificadas como graves antes del plazo establecido para su prescripción y, en todo caso, las 
siguientes (artículo 116):

a) Se entenderán comprendidas en el artículo 116.2.j) las acciones u omisiones del 
práctico de servicio mientras se halle en estado de ebriedad o bajo la influencia de

sustancias psicotrópicas, drogas tóxicas o estupefacientes a consecuencia de lo cual se 
pueda alterar su capacidad para desempeñar sus funciones.

b) Se entenderán comprendidos en el artículo 116.2.l):
1.º El incumplimiento por los prácticos del deber de ponerse a disposición del capitán 

marítimo en los casos a que se refiere el artículo 22 de este Reglamento.
2.º El incumplimiento de los límites geográficos de prestación del servicio de practicaje 

cuando suponga un grave peligro para la seguridad del buque y de la navegación.
3.º La falta de prestación del servicio de practicaje, cuando éste sea obligatorio, y 

suponga un grave riesgo para la seguridad de las vidas humanas y para la navegación.

Artículo 29.  Responsables de las infracciones.
Serán responsables de la infracción, conforme a lo dispuesto en el artículo 118 de la Ley 

de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, las personas físicas o jurídicas siguientes:
a) La corporación de prácticos, o entidad que la sustituya, será directamente responsable 

por la comisión de las infracciones cometidas en el ámbito portuario de competencia estatal 
tipificadas en el artículo 26, a excepción de la señalada en el párrafo d) de dicho artículo, sin 
perjuicio de su repercusión sobre los prácticos miembros de la corporación, o entidad que la 
sustituya, que hubieran cometido la infracción, de conformidad con lo preceptuado en el 
apartado dos.4 de la disposición transitoria segunda de la Ley de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante.
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b) Los titulares de actividades privadas de practicaje en los términos establecidos en el 
artículo 11.

c) El naviero y solidariamente el consignatario del buque y, en su defecto, el capitán de 
éste, por la infracción tipificada en el artículo 27.a).

d) El práctico será directamente responsable por las infracciones tipificadas en los 
artículos 26.d), 27 y 28, con las excepciones siguientes:

1.ª La persona física o jurídica titular de la actividad empresarial que realicen los buques 
civiles no mercantes, o la empresa naviera titular de los mercantes, y subsidiariamente sus 
capitanes o patrones, en las infracciones por incumplimiento de las instrucciones sobre 
navegación y seguridad marítima que dicten las Capitanías Marítimas en relación con el 
practicaje, de conformidad con lo señalado en el artículo 118.2.a) y b) de la Ley de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante.

2.ª Los titulares de las autorizaciones para la realización de actividades privadas de 
practicaje, en las infracciones por incumplimiento de las instrucciones y reglas que sobre 
navegación y seguridad marítima dicten las Capitanías Marítimas en relación con el 
practicaje, a tenor de lo previsto en el artículo 118.2.c) de la Ley de Puertos del Estado y de 
la Marina Mercante.

3.ª El capitán o patrón del buque por el incumplimiento del deber de facilitar la 
información que deba ser suministrada a la Autoridad marítima o hacerlo de manera 
incorrecta o deficiente, y los capitanes o patrones exceptuados del servicio de practicaje 
para un puerto, buque y zona de atraque concreta, por la utilización inadecuada de dicha 
habilitación y por la omisión de la notificación al capitán marítimo y a la Autoridad Portuaria 
de las entradas y salidas del buque, de acuerdo con el artículo 118.2.c) de la Ley de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante.

4.ª La persona que realice la tarea de practicaje sin la preceptiva habilitación o 
teniéndola suspendida, a tenor de lo dispuesto en el artículo 118.2.c) de la Ley de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante.

Artículo 30.  Responsabilidad de los prácticos integrados en la Corporación.
1. No obstante lo señalado en el párrafo a) del artículo anterior, la Autoridad Portuaria, a 

propuesta de la Corporación de Prácticos o de la Autoridad marítima en el ámbito de sus 
competencias, podrá sancionar a los prácticos integrados en dicha Corporación por 
incumplimiento de las condiciones de prestación del servicio establecidas por la Autoridad 
Portuaria y recogidas en los pliegos o reglamentos correspondientes, de acuerdo con lo 
previsto en el Título IV de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante y en este 
Reglamento (disposición transitoria segunda.dos.5).

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior y cuando exista un procedimiento 
sancionador iniciado contra la Corporación de Prácticos, ésta podrá proponer que se 
sancione a los prácticos por el incumplimiento de las condiciones de prestación del servicio y 
la Autoridad Portuaria, previa ponderación de los fundamentos alegados por la Corporación, 
adoptará de forma motivada bien la resolución de continuar el procedimiento sancionador 
contra la Corporación, bien la de sobreseimiento del procedimiento seguido contra aquélla 
por inexistencia de responsabilidad de la Corporación de Prácticos, con el archivo de las 
actuaciones realizadas, y el acuerdo simultáneo de iniciación de expediente sancionador al 
práctico responsable de la conducta infractora.

3. Asimismo procederá la sanción a los prácticos, por incumplimiento de las condiciones 
de prestación del servicio, por parte de la Autoridad Portuaria, a propuesta de la Corporación 
de Prácticos aun cuando no se hubiera iniciado procedimiento contra la Corporación.

Artículo 31.  Sanciones.
1. Las acciones u omisiones que sean constitutivas de infracción serán sancionadas 

según las disposiciones contenidas en la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante 
(artículo 119.1).

2. El cuadro de sanciones establecidas en la Ley en relación con el servicio de practicaje 
se entiende completado con las especificaciones introducidas en este Reglamento que, sin 
constituir nuevas sanciones, ni alterar los límites de las que la Ley establece, contribuyen a 
la más precisa determinación de las sanciones correspondientes.
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3. En los supuestos de infracción grave o muy grave por reincidencia en faltas leves o 
graves, respectivamente, antes del plazo previsto para su prescripción, la multa se obtendrá 
por la suma de las establecidas para cada una de éstas (artículo 120.4).

4. Las infracciones serán sancionadas con las siguientes multas:
A) Infracciones leves tipificadas en el artículo 26:
1.º Epígrafes a), b), c), y d): hasta 1.000.000 de pesetas.
2.º Epígrafe e): hasta 250.000 pesetas.
B) Infracciones graves, tipificadas en el artículo 27:
1.º Epígrafe a): de 1.000.000 a 5.000.000 de pesetas.
2.º Epígrafe b): de 1.000.000 a 2.000.000 de pesetas.
3.º Epígrafe c): de 1.000.000 a 5.000.000 de pesetas.
4.º Epígrafe d): de 1.000.000 a 2.000.000 de pesetas.
C) Infracciones muy graves tipificadas en el artículo 28:
1.º Epígrafe a): de 5.000.000 a 15.000.000 de pesetas.
2.º Epígrafe b): de 5.000.000 a 20.000.000 de pesetas.
5. Los criterios de graduación de la cuantía de las multas serán los establecidos en el 

artículo 122 de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.

Artículo 32.  Sanciones accesorias.
1. En los supuestos de infracciones graves o muy graves contra la seguridad marítima 

cometidas por el práctico de servicio, se podrá declarar por el Director general de la Marina 
Mercante para las graves, y por el Ministro de Obras Públicas, Transportes y Medio 
Ambiente, a propuesta de la Dirección General de la Marina Mercante, para las muy graves, 
la suspensión del título profesional del práctico de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Infracciones graves: suspensión por un período no superior a un año.
b) Infracciones muy graves: suspensión por un período entre uno y cinco años (artículo 

120.10).

Artículo 33.  Medidas de carácter provisional.
El órgano competente para resolver un procedimiento sancionador podrá acordar la 

suspensión cautelar de la habilitación del práctico por exigencias de seguridad en el servicio 
de practicaje, hasta que recaiga resolución definitiva sobre el mismo, al amparo de lo 
determinado en el artículo 102.8.e) de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, 
en relación con los artículos 72 y 136 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y del 
artículo 15 del Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, 
aprobado por el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

La suspensión cautelar de la habilitación a que se refiere el párrafo anterior, así como la 
suspensión del título profesional del práctico que se pueda imponer como sanción accesoria 
al amparo de lo dispuesto en el artículo 32, se pondrán en conocimiento inmediato de la 
Autoridad Portuaria correspondiente.

Artículo 34.  Procedimiento.
1. Las infracciones previstas en la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante 

con las especificaciones establecidas en este Reglamento serán sancionadas previa 
instrucción del oportuno expediente administrativo en la forma establecida en la legislación 
del procedimiento administrativo (artículo 125.3, párrafo segundo).

De conformidad con ello, el procedimiento para la imposición de las sanciones 
administrativas establecidas en este Reglamento se adecuará a los principios del 
procedimiento sancionador recogidos en los artículos 134 a 138 de la Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y se 
regirá por el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, 
aprobado por el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, así como por el Reglamento del 
procedimiento sancionador de las infracciones en el ámbito de la Marina Civil establecidas 
en la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, 
aprobado por el Real Decreto 1772/1994, de 5 de agosto, por el que se adecuan 
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determinados procedimientos administrativos en materia de transporte y carreteras a la Ley 
primeramente citada.

2. Los demás aspectos relativos a la potestad sancionadora de la Administración 
Marítima y de las Autoridades Portuarias en relación con el servicio de practicaje no 
desarrollados por este Reglamento, se regularán por lo dispuesto en la Ley de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante.

Disposición adicional primera.  Pruebas de suficiencia para los prácticos que opten por 
cambiar de puerto.

El tiempo de servicio prestado como práctico de puerto se computará como tiempo de 
mando a efectos de optar a las pruebas de suficiencia para realizar el servicio portuario de 
practicaje en otro puerto.

La Dirección General de la Marina Mercante, oída la organización que en el ámbito 
estatal represente profesionalmente a los prácticos, establecerá las exenciones de aquellas 
pruebas que valoren conocimientos o aptitudes ya acreditados por los prácticos, cuando 
éstos pretendan hacer efectiva la posibilidad de cambiar de puerto.

Disposición adicional segunda.  Especificidades técnicas del servicio de practicaje 
portuario.

1. La Dirección General de la Marina Mercante determinará los distintivos de 
identificación de los prácticos, de las tripulaciones y de las embarcaciones afectas al servicio 
de practicaje.

2. Las Autoridades Portuarias determinarán los sistemas y procedimientos para solicitar 
la prestación del servicio de practicaje, la documentación que deben llevar los Prácticos al 
abordar un buque y las demás condiciones para la adecuada prestación del servicio de 
practicaje.

Disposición adicional tercera.  Asistencia a la navegación.
1. Con independencia de las prescripciones referentes al servicio de practicaje portuario, 

el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente, a través de la Dirección 
General de la Marina Mercante, y en virtud de lo dispuesto en los apartados 1 a 4 del artículo 
74, y en los apartados 1 y 7 del artículo 86, ambos de la Ley de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante, podrá establecer áreas de asistencia a la navegación en aguas situadas 
en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, fuera de 
las zonas de servicio de los puertos, por razones de seguridad de la navegación y de la vida 
humana en la mar, de ordenación del tráfico marítimo, o como medida precautoria para evitar 
la contaminación del medio ambiente marino, a fin de salvaguardar las zonas marítimas 
sensibles desde el punto de vista medioambiental, así como los sistemas económicos y 
sociales de las costas, de acuerdo con las prescripciones del derecho internacional.

Asimismo, se determinarán los buques para los que la asistencia en dichas áreas será 
obligatoria y, en su caso, las exenciones a la obligatoriedad de su utilización.

2. Las personas que presten el servicio de asistencia a la navegación en las zonas a que 
se refiere el apartado anterior, tendrán los requisitos de titulación y profesionales expresados 
en el apartado 2 del artículo 12 de este Reglamento.

Los aspirantes deberán superar las pruebas que al efecto se establezcan por la 
Dirección General de la Marina Mercante teniendo en cuenta las especifidades técnicas 
derivadas de los ámbitos geográficos de actuación, e igualmente se someterán a los cursos 
de formación permanente y de reciclaje y a los reconocimientos médicos a que se refiere 
este Reglamento.

3. La Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima creada por el artículo 89 de la Ley 
de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, será la entidad especializada encargada de 
la prestación de este servicio, correspondiendo a la Dirección General de la Marina Mercante 
la fijación del número de personas necesarias para la ejecución de estas actividades en las 
distintas áreas, el otorgamiento de las oportunas habilitaciones y su nombramiento, así como 
la determinación de las condiciones técnicas de prestación del servicio, que incluirán las 
relativas al uso de instrumentos y medios precisos marítimos, aéreos o terrestres, la fijación 
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de los procedimientos y dispositivos técnicos con que deben contar y el establecimiento de 
unos tiempos de trabajo y descanso adecuados para una óptima prestación del servicio.

Disposición adicional cuarta.  Requisitos profesionales y de titulación.
Los requisitos profesionales y de titulación mínimos establecidos en los apartados 2 y 3 

del artículo 12 podrán ser modificados por Orden del Ministro de Obras Públicas, 
Transportes y Medio Ambiente, atendidas las circunstancias concurrentes en la prestación 
del servicio de practicaje y las condiciones de seguridad marítima y de la navegación, bien 
globalmente para todo el sistema portuario, bien de forma individual para un puerto o un 
grupo de puertos en concreto, a propuesta de la Dirección General de la Marina Mercante y 
oídas, según los casos, el ente público Puertos del Estado o las Autoridades Portuarias y las 
Corporaciones de Prácticos.

Disposición adicional quinta.  Servicio de practicaje portuario en puertos de las 
Comunidades Autónomas.

Las competencias y funciones que la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante 
y este Reglamento atribuyen a las Autoridades Portuarias en relación con el servicio de 
practicaje portuario en los puertos de interés general, se ejercerán, en los puertos de 
competencia de las Comunidades Autónomas, por la Administración portuaria de la que 
dependan, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 102.7 de aquella Ley.

Disposición adicional sexta.  Límite de arqueo de los buques.
El límite de arqueo de los buques establecido en el artículo 8, que determina la 

obligatoriedad de la utilización del servicio portuario de practicaje, podrá ser modificado por 
Orden del Ministro de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente, atendida la evolución 
técnica en la prestación de ese servicio, el desarrollo de las infraestructuras portuarias y de 
los sistemas de navegación y de control de la seguridad del tráfico marítimo.

Disposición transitoria primera.  Prácticos de atraques otorgados en concesión.
Los prácticos amarradores de atraques otorgados a particulares en régimen de 

concesión cuyo nombramiento haya sido efectuado con anterioridad a la entrada en vigor de 
este Reglamento, se considerarán habilitados para la prestación de las actividades a que se 
refiere el artículo 11.

Disposición transitoria segunda.  Prácticos con nombramiento anterior a la Ley de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante.

1. Los prácticos de puerto que hayan accedido al puesto de trabajo por concurso o 
concurso-oposición y estén prestando sus servicios como prácticos en puertos de 
competencia estatal a la entrada en vigor de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante, continuarán prestándolos como prácticos del puerto correspondiente, integrados 
en las actuales Corporaciones de Prácticos o, en su caso, en las entidades que sustituyan a 
éstas en sus actuales funciones, conservando todos los derechos adquiridos que les confiere 
la regulación del servicio vigente con anterioridad a la aprobación de la mencionada Ley 
(disposición transitoria segunda.uno.1, primer párrafo).

2. En todo caso, los prácticos a que se refiere el apartado anterior quedarán sujetos a lo 
establecido en este Reglamento, con la salvedad de lo dispuesto en su artículo 12 y podrán 
continuar prestando el servicio de practicaje en el puerto en el que estuvieran adscritos aún 
cuando no estén en posesión de la titulación y requisitos profesionales exigidos en dicho 
precepto.

Disposición transitoria tercera.  Prácticos con habilitación provisional.
Hasta tanto se convoquen por la Dirección General de la Marina Mercante las pruebas 

de acceso a que se refiere el artículo 13.2, los prácticos que tengan habilitación provisional y 
vinieren prestando servicios de practicaje portuario a la entrada en vigor de este 
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Reglamento, continuarán prestándolos como prácticos del puerto correspondiente con 
sujeción a lo dispuesto en este Reglamento.

En dichas pruebas se tendrá en cuenta la idoneidad demostrada por los prácticos con 
habilitación provisional durante la prestación de su servicio.

Disposición transitoria cuarta.  Situación de las actuales Corporaciones de Prácticos.
1. Las Autoridades Portuarias, mientras existan prácticos con las condiciones a las que 

se refiere el apartado uno, 1, de la disposición transitoria segunda de la Ley de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, deberán contratar los servicios de practicaje con las 
respectivas Corporaciones de Prácticos o, en su caso, con las entidades que las sustituyan 
(disposición transitoria segunda.dos.1).

2. En el caso en que durante la vigencia del contrato de prestación del servicio portuario 
de practicaje con la Corporación, sea necesaria la incorporación de nuevos prácticos, se 
estará a lo establecido en los apartados dos.2 y 3 de la disposición transitoria segunda de la 
Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.

Disposición transitoria quinta.  Reglamentos particulares de practicaje.
En tanto no se dicten las disposiciones específicas en aplicación de lo dispuesto en este 

Reglamento, continuarán vigentes las actuales regulaciones del servicio portuario de 
practicaje particulares de cada puerto, en cuanto no se opongan a aquél.

Disposición transitoria sexta.  Aplicación del régimen de incompatibilidades.
El régimen de incompatibilidades a que se refiere el artículo 18 será exigible una vez que 

haya trascurrido un año a partir de la fecha de entrada en vigor de este Reglamento.

Disposición transitoria séptima.  Tasa parafiscal «Sexto de Practicaje».
1. A partir del momento de la aplicación del sistema tarifario a que se refiere el artículo 

103 de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, queda sin vigor la tasa 
parafiscal denominada «Sexto de Practicaje» (disposición transitoria segunda.seis).

2. Se entenderá que está en aplicación el sistema tarifario al que se refiere el apartado 
anterior, en el supuesto de que los servicios de practicaje se presten de forma indirecta, 
cuando las respectivas Autoridades Portuarias establezcan las tarifas máximas a las que se 
refiere el artículo 72.1 de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.
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§ 137

Real Decreto 145/1989, de 20 de enero, por el que se aprueba el 
Reglamento Nacional de Admisión, Manipulación y Almacenamiento 

de Mercancías Peligrosas en los Puertos. [Inclusión parcial]

Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno
«BOE» núm. 37, de 13 de febrero de 1989

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1989-3496

[ . . . ]
TÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO I-3.

Atribuciones de las autoridades portuarias

[ . . . ]
Artículo 5.  Prohibición.

El Director del puerto correspondiente prohibirá, mediante resolución motivada, el 
tránsito de mercancías peligrosas en las zonas terrestres portuarias si considera que la 
presencia de las mismas, por sus condiciones la de su envase o contenedor, el modo de 
transporte o situaciones circunstanciales de la zona portuaria, pueden suponer un peligro 
para la salud o integridad de las personas, de las propiedades o degradación del medio 
ambiente. En los mismos terminos compete al Capitán del puerto el movimiento en el puerto 
de los buques que transporten mercancías peligrosas. No obstante cuanto antecede, se hará 
todo lo posible para asistir a un buque en situación de emergencia y, en particular, cuando 
esten en peligro la vida de los tripulantes.

[ . . . ]
CAPÍTULO I-4

Admisión y notificación

[ . . . ]
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Artículo 14.  Informes anexos a la solicitud.
La solicitud de admisión se presentará por cuadruplicado y cuyo destino será: un 

ejemplar para el Director del puerto, otro para el Capitán del puerto, otro para el Operador 
del muelle y el cuarto para el Capitán del buque si las mercancías llegan por vía terrestre. La 
solicitud irá acompañada de los informes que a continuación se indican:

14.1 Admisión por vía terrestre (Mercancías peligrosas envasadas o sólidas a granel).
14.1.1 Nombre y dirección del cargador solicitante, expresando la fecha y hora prevista 

para el embarque, y modo de transporte por el que la mercancía llega al puerto.
14.1.2 Declaración o nota de mercancías peligrosas (apéndices I y V).
14.1.3 Instrucciones de emergencia (apéndice IV).
14.1.4 Cuando se trate de la clase I (explosivos), la información incluirá: Clase, división, 

grupo de compatibilidad y contenido neto de materia explosiva. En este caso debe 
presentarse la documentación a que haga referencia la legislación en vigor.

14.1.5 Cantidad, número y tipo de bultos, en su caso, de la mercancía que se va a 
embarcar, expresando si esta envasada o a granel. En el caso de estar envasada, debe 
señalarse si el envase responde a las exigencias del Código IMDG.

14.1.6 Nombre, nacionalidad y características del buque en que ha de cargarse y si este 
dispone del correspondiente certificado de cumplimiento prescrito en la regla 54, capítulo II-2 
del SEVIMAR.

14.1.7 Duración que prevé para la carga.
14.2. Admisión por vía marítima (Mercancías peligrosas envasadas o sólidas a granel).
14.2.1 Nombre y señas del solicitante o consignatario de la mercancía.
14.2.2 Nombre, nacionalidad, puerto de registro del buque y día y hora prevista de 

llegada, eslora, manga, calado y distintivo de llamada.
14.2.3 Declaración o nota de mercancías peligrosas.
14.2.4 Instrucciones de emergencia.
14.2.5 Cuando se trate de la clase I (explosivos) la información incluirá: Clase, división, 

grupo de compatibilidad y contenido neto de la materia explosiva.
14.2.6 Cantidad, número y tipo de bultos, en su caso, de la mercancía que se va a 

descargar expresando si esta envasada o a granel. En el caso de estar envasada debe 
señalarse y si los envases responden a la exigencias del Código IMDG.

14.2.7 Nombre de los agentes que realizarán la descarga.
14.2.8 Número y clase de vehículos que se utilizarán para el transporte específicando 

que cumple las reglas del TPC o del TPF y, en su caso, las exigencias del Reglamento de 
Explosivos, si procede.

14.2.9 A la llegada del buque entregará plano de estiba o situación a bordo de las 
mercancías peligrosas, indicando cantidad o, en su caso, número de bultos que continuarán 
a bordo.

14.3. Admisión al objeto de carga/descarga a granel de hidrocarburos, gases licuados y 
productos químicos.

14.3.1 Nombre, nacionalidad, puerto de Registro, eslora total, manga, calado y distintivo 
de llamada del buque.

14.3.2 Nombre y señas de la Entidad o agente receptor.
14.3.3 Muelle, pantalán o monoboya donde prevé atracar o amarrar.
14.3.4 Día y hora de llegada estimada.
14.3.5 Cantidad y naturaleza del producto químico, gas o hidrocarburo que transporte o 

vaya a cargar.
14.3.6 Si el buque dispone de los certificados de aptitud que acrediten cumplir los 

requisitos que fijan los Códigos correspondientes de la OMI.
14.3.7 Si tiene alguna avería en el casco, máquinas o equipos que puedan afectar la 

maniobrabilidad del buque, y por tanto la seguridad de otros buques de su entorno, el medio 
ambiente, o que represente peligro para las personas, propiedades e instalaciones de las 
proximidades.
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14.3.8 Procedimiento que se proyecta utilizar para la manipulación de la mercancía.

[ . . . ]
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§ 138

Real Decreto 376/2022, de 17 de mayo, por el que se regulan los 
criterios de sostenibilidad y de reducción de las emisiones de gases 
de efecto invernadero de los biocarburantes, biolíquidos y 
combustibles de biomasa, así como el sistema de garantías de origen 

de los gases renovables. [Inclusión parcial]

Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico
«BOE» núm. 118, de 18 de mayo de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-8121

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Constituye el objeto de este real decreto la transposición parcial de la Directiva (UE) 

2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, relativa al 
fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables, y en particular:

a) La regulación de los criterios de sostenibilidad y de reducción de las emisiones de 
gases de efecto invernadero para los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa 
requeridos para poder optar a una ayuda financiera al consumo de dichos combustibles y 
para poder ser computados en el cálculo de los objetivos comunitarios y nacionales en 
materia de energías renovables.

b) La regulación de la forma de verificación del cumplimiento de los criterios 
mencionados en el apartado a).

c) La regulación de los requisitos de eficiencia energética, así como la forma de 
acreditación de su cumplimiento, exigidos a las instalaciones de generación de energía 
eléctrica para poder optar a una ayuda financiera al consumo de combustibles de biomasa y 
para poder ser computados en el cálculo de los objetivos comunitarios y nacionales en 
materia de energías renovables.

d) La configuración del valor doble de determinados biocarburantes y biogás con fines de 
transporte, para demostrar el cumplimiento de las obligaciones de venta o consumo de 
biocarburantes y otros combustibles renovables con fines de transporte y el objetivo 
establecido para la utilización de la energía procedente de fuentes renovables en todas las 
formas de transporte.

e) Regulación de los objetivos de venta o consumo de biocarburantes y biogás con fines 
de transporte para el periodo 2023-2026, objetivos de biocarburantes avanzados y biogás 
para el transporte procedentes de las materias primas enumeradas en la parte A del anexo I, 
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así como del límite de la contribución de los biocarburantes producidos a partir de cultivos 
alimentarios y forrajeros al cumplimiento de los objetivos establecidos a partir del año 2023.

f) La regulación de un sistema de garantías de origen del gas procedente de fuentes 
renovables.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de lo establecido en este real decreto, se entenderá por:
1. «Biocarburantes»: los combustibles líquidos destinados al transporte y producidos a 

partir de biomasa;
2. «Biocarburantes avanzados»: los biocarburantes producidos a partir de las materias 

primas enumeradas en el anexo I, parte A;
3. «Biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa con bajo riesgo de cambio 

indirecto del uso de la tierra»: los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa 
cuyas materias primas hayan sido producidas en el marco de regímenes que eviten los 
efectos de desplazamiento de los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa 
producidos a partir de cultivos alimentarios y forrajeros mediante la mejora de las prácticas 
agrícolas, así como mediante la plantación de cultivos en zonas que no estaban destinadas 
previamente a tal fin, y que hayan sido producidos de acuerdo con los criterios de 
sostenibilidad establecidos en el capítulo I del título I para los biocarburantes, biolíquidos y 
combustibles de biomasa;

4. «Biogás»: los combustibles gaseosos producidos a partir de biomasa;
5. «Biolíquidos»: los combustibles líquidos destinados a usos energéticos distintos del 

transporte, entre ellos la producción de electricidad y de calor y frío a partir de biomasa;
6. «Biomasa»: la fracción biodegradable de los productos, residuos y desechos de origen 

biológico procedentes de actividades agrarias, incluidas las sustancias de origen vegetal y 
de origen animal, de la silvicultura y de las industrias conexas, incluidas la pesca y la 
acuicultura, así como la fracción biodegradable de los residuos, incluidos los residuos 
industriales y municipales de origen biológico.

Esta definición se aplicará sin perjuicio de lo que a sus efectos establece el artículo 2.2 
del Reglamento de emisiones industriales y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de 
prevención y control integrados de la contaminación, aprobado por el Real Decreto 
815/2013, de 18 de octubre, para aquellas instalaciones que se encuentran dentro de su 
ámbito de aplicación;

7. «Biomasa agrícola»: la biomasa producida en la agricultura;
8. «Biomasa forestal»: la biomasa producida a partir del aprovechamiento de especies 

forestales;
9. «Biorresiduo»: biorresiduo tal como se define en la Ley 7/2022, de 8 de abril, de 

residuos y suelos contaminados para una economía circular;
10. «Carburantes líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico»: los 

combustibles líquidos o gaseosos que se utilizan en el sector del transporte distintos de los 
biocarburantes y el biogás, y cuyo contenido energético procede de fuentes renovables 
distintas de la biomasa;

11. «Cogeneración de alta eficiencia»: cogeneración de alta eficiencia tal como se define 
en el artículo 2 del Real Decreto 616/2007, de 11 de mayo, sobre fomento de la 
cogeneración;

12. «Combustibles de biomasa»: los combustibles gaseosos o sólidos producidos a partir 
de biomasa;

13. «Combustibles de carbono reciclado»: los combustibles líquidos y gaseosos 
producidos a partir de flujos de residuos líquidos o sólidos de origen no renovable que no 
son adecuados para la valorización de materiales con arreglo al artículo 8 de la Ley 7/2022, 
de 8 de abril, o a partir de gases residuales de proceso y gases de escape de origen no 
renovable producidos como consecuencia inevitable e involuntaria del proceso de 
producción en instalaciones industriales;

14. «Cultivos alimentarios y forrajeros»: cultivos ricos en almidón, cultivos azucareros o 
cultivos oleaginosos producidos en suelos agrícolas como cultivo principal, excluidos los 
desechos, los residuos o los materiales lignocelulósicos y los cultivos intermedios (como los 
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cultivos intercalados y los cultivos de cobertura), siempre que la utilización de dichos cultivos 
intermedios no provoque un incremento de la demanda de terrenos;

15. «Cultivos ricos en almidón»: los cultivos que incluyen, principalmente, cereales (con 
independencia de si se aprovechan solo los granos o la planta entera como en el maíz 
verde), los cultivos de tubérculos y raíces (como la patata, el tupinambo, el boniato, la yuca y 
el ñame), y los cultivos de cormos (como la malanga y la colocasia);

16. «Desecho»: sustancia que no es el producto final que un proceso de producción 
pretende obtener directamente; no es un objetivo primario del proceso de producción y el 
proceso no ha sido modificado de forma deliberada para producirlo;

17. «Desechos agrícolas, de la acuicultura, pesqueros y forestales»: los desechos 
directamente generados por la agricultura, la acuicultura, la pesca y la explotación forestal, 
sin que se incluyan los desechos procedentes de industrias conexas o de la transformación;

18. Emisiones de gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida: todas las 
emisiones netas de CO2, CH4 y N2O que puedan atribuirse al combustible (incluidos todos 
sus componentes mezclados) o a la energía suministrada. Se incluyen todas las etapas 
pertinentes desde la extracción o el cultivo, incluidos los cambios de uso del suelo, el 
transporte y la distribución, la producción y la combustión, con independencia del lugar 
donde se hayan producido las emisiones;

19. Emisiones de gases de efecto invernadero por unidad de energía: la masa total de 
emisiones de gases de efecto invernadero en equivalentes de CO2 asociada al combustible 
o a la energía suministrada, dividida por el contenido total de energía del combustible o de la 
energía suministrada (para el combustible, expresado como su poder calorífico inferior);

20. «Energía procedente de fuentes renovables» o «Energía renovable»: la energía 
procedente de fuentes renovables no fósiles, es decir, energía eólica, energía solar (solar 
térmica y solar fotovoltaica) y energía geotérmica, energía ambiente, energía mareomotriz, 
energía undimotriz y otros tipos de energía oceánica, energía hidráulica y energía 
procedente de biomasa, gases de vertedero, gases de plantas de depuración, y biogás;

21. «Garantías de origen del gas procedente de fuentes renovables»: acreditación, en 
formato electrónico, expedida a solicitud del interesado, que asegura que se ha producido 
una determinada cantidad de gas (medida en unidades de energía) a partir de fuentes 
renovables, en un periodo temporal determinado;

22. «Gas procedente de fuentes renovables» o «Gas renovable»: gas combustible 
procedente de fuentes renovables, aplicable al hidrógeno renovable, al biogás y a cualquier 
otro gas de origen renovable que se determine por resolución de la persona titular de la 
Secretaria de Estado de Energía;

23. «Instrumento financiero»: un instrumento financiero tal como se define en el artículo 
2.29 del Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 18 
de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión, 
por el que se modifican los Reglamentos (UE) n.º 1296/2013, (UE) n.º 1301/2013, (UE) n.º 
1303/2013, (UE) n.º 1304/2013, (UE) n.º 1309/2013, (UE) n.º 1316/2013, (UE) n.º 223/2014 y 
(UE) n.º 283/2014 y la Decisión n.º 541/2014/UE y por el que se deroga el Reglamento (UE, 
Euratom) n.º 966/2012;

24. «Materias celulósicas no alimentarias»: las materias primas que se componen 
principalmente de celulosa y hemicelulosa y cuyo contenido de lignina es inferior al de los 
materiales lignocelulósicos, incluyendo los desechos de cultivos para alimentos y piensos 
(como la paja, los tallos, las envolturas y las cáscaras), los cultivos de hierbas energéticos 
con bajo contenido de almidón (como el ballico, el pasto varilla, el pasto elefante, la caña 
común), los cultivos de cobertura antes y después de los cultivos principales, los cultivos de 
pasto, los desechos industriales, incluidos los procedentes de cultivos para alimentos y 
piensos una vez extraídos los aceites vegetales, los azúcares, los almidones y las proteínas, 
y la materia procedente de biorresiduos, entendiéndose por cultivos de pasto y cultivos de 
cobertura los pastos temporales, sembrados por un período corto, que comprenden una 
mezcla de hierba y leguminosas con bajo contenido de almidón para servir de forraje para 
ganado y mejorar la fertilidad del suelo a fin de obtener un mayor rendimiento de los 
principales cultivos herbáceos;
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25. «Materiales lignocelulósicos»: las materias compuestas de lignina, celulosa y 
hemicelulosa, como la biomasa procedente de los montes, los cultivos energéticos leñosos y 
los desechos y residuos industriales del sector forestal;

26. «Obligación de utilizar energías renovables» un sistema de apoyo que obliga a los 
productores de energía a incluir en su producción una determinada cuota de energía 
procedente de fuentes renovables, a los proveedores de energía a incluir en su oferta una 
determinada cuota de energía procedente de fuentes renovables o a los consumidores de 
energía a incluir en su consumo una determinada cuota de energía procedente de fuentes 
renovables, incluidos los sistemas en los cuales esas obligaciones pueden cumplirse 
mediante el uso de certificados verdes;

27. «Regeneración forestal»: el restablecimiento natural o artificial de la masa forestal, 
tras la retirada de la masa anterior debido a la corta o por causas naturales, incluidos los 
incendios y las tormentas;

28. «Residuo»: un residuo tal como se define en la Ley 7/2022, de 8 de abril, con 
exclusión de las sustancias que hayan sido modificadas o contaminadas de forma 
intencionada para ajustarlas a la presente definición;

29. «Sistema de apoyo»: cualquier instrumento, sistema o mecanismo aplicado por un 
Estado miembro o un grupo de Estados miembros, que promueve el uso de energía 
procedente de fuentes renovables mediante la reducción del coste de esta energía, 
aumentando su precio de venta o incrementando, mediante una obligación de utilizar 
energías renovables u otras medidas, el volumen de energía renovable adquirida, 
incluyendo, sin limitarse a estos, las ayudas a la inversión, las exenciones o desgravaciones 
fiscales, las devoluciones de impuestos, los sistemas de apoyo a la obligación de utilizar 
energías renovables incluidos los que emplean los certificados verdes, y los sistemas de 
apoyo directo a los precios, incluidas las tarifas reguladas y las primas determinadas según 
escalas variables o fijas;

30. «Valor por defecto»: el valor derivado de un valor típico mediante la aplicación de 
factores predeterminados y que, en determinadas circunstancias especificadas en este real 
decreto, puede utilizarse en lugar de un valor real;

31. «Valor real»: la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero en 
algunas fases o en todas las fases de un proceso de producción específico de 
biocarburantes, biolíquidos o combustibles de biomasa, calculada según los métodos 
establecidos en el anexo II, parte C, y en el anexo III, parte B;

32. «Valor típico»: la estimación de las emisiones de gases de efecto invernadero y de la 
reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero en un proceso particular de 
producción de biocarburantes, biolíquidos o combustibles de biomasa, que sea 
representativo del consumo de la Unión Europea;

33. «Zona de aprovisionamiento»: el área geográfica definida de la que son originarias 
las materias primas de biomasa forestal, de las que se dispone de información fiable e 
independiente y donde las condiciones son suficientemente homogéneas para evaluar las 
características de la biomasa forestal desde los puntos de vista del riesgo para la 
sostenibilidad y de la legalidad.
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TÍTULO I
Sostenibilidad y reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero de 
los biocarburantes, biolíquidos, combustibles de biomasa y carburantes 
líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico, y eficiencia energética 

de las instalaciones eléctricas

CAPÍTULO I
Criterios de sostenibilidad y de reducción de las emisiones de gases de efecto 

invernadero

Artículo 3.  Finalidad de la verificación de la sostenibilidad y la reducción de las emisiones 
de gases de efecto invernadero.

1. La energía procedente de biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa se 
tendrá en cuenta para los fines contemplados en este apartado únicamente si estos cumplen 
los criterios de sostenibilidad y de reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero establecidos en este capítulo, independientemente del origen geográfico de la 
biomasa; estos fines son los siguientes:

a) Evaluar el cumplimiento de los objetivos obligatorios mínimos de venta o consumo de 
biocarburantes y biogás con fines de transporte establecidos en el marco del mecanismo de 
fomento del uso de biocarburantes a los que se refiere la disposición adicional decimosexta 
de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, y su normativa de 
desarrollo.

b) Evaluar el cumplimiento de las obligaciones y objetivos en materia de energías 
renovables establecidas en la normativa nacional y comunitaria.

c) Optar a ayudas financieras al consumo de biocarburantes, biolíquidos y combustibles 
de biomasa.

A los efectos previstos en este título, se considerará que la calefacción y refrigeración 
incluyen tanto la calefacción y refrigeración urbana, como el consumo en la industria, los 
hogares, los servicios, la agricultura, la silvicultura y la pesca, con fines de calefacción, 
refrigeración y procesos.

2. Los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa producidos a partir de 
residuos o desechos, con excepción de los desechos agrícolas, de la acuicultura, pesqueros 
y forestales, únicamente han de cumplir los criterios de reducción de las emisiones de gases 
de efecto invernadero establecidos en el artículo 7 para que se tengan en cuenta para los 
fines contemplados en el apartado anterior. Este párrafo también será de aplicación a los 
residuos y desechos que se transforman primero en un producto antes de ser transformados 
en biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa.

No obstante lo anterior, la electricidad, la calefacción y la refrigeración producidas a partir 
de residuos sólidos municipales no estarán sujetas a los criterios de reducción de las 
emisiones de gases de efecto invernadero establecidos en el artículo 7.

3. Los combustibles de biomasa empleados en las siguientes instalaciones que 
produzcan electricidad, calefacción y refrigeración o combustibles no tendrán que cumplir los 
criterios de sostenibilidad y de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero 
establecidos en este capítulo para tenerlos en cuenta para los fines contemplados en el 
apartado 1:

a) En el caso de los combustibles sólidos derivados de biomasa, instalaciones con una 
potencia térmica nominal total inferior a 20 MW. A estos efectos, solo se considerará la 
potencia térmica nominal de los dispositivos de combustión que utilicen combustibles de 
biomasa.

b) En el caso de los combustibles gaseosos derivados de biomasa, instalaciones con 
una potencia térmica nominal total inferior a 2 MW.

4. Para los fines expresados en el apartado 1, y sin perjuicio de lo dispuesto en el Real 
Decreto 1085/2015, de 4 de diciembre, de fomento de los Biocarburantes, no se dejarán de 
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tener en cuenta, por otros motivos de sostenibilidad, los biocarburantes y biolíquidos con 
fines de transporte obtenidos de conformidad con lo dispuesto en este capítulo.

5. No podrán optar a ayudas financieras los residuos de biomasa que puedan contener 
compuestos organohalogenados o metales pesados como consecuencia de algún tipo de 
tratamiento con sustancias protectoras de la madera o de revestimiento y que incluye, en 
particular, los residuos de madera procedentes de residuos de la construcción y derribos, 
que se utilicen como combustible principal en las instalaciones de producción de energía 
eléctrica definidas en los grupos b.6, b.7 y b.8 del artículo 2 del Real Decreto 413/2014, de 6 
de junio, por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica a partir de 
fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos.

Artículo 4.  Criterios de sostenibilidad aplicables a la biomasa agrícola.
1. Podrán ser considerados para los fines contemplados en el artículo 3.1 los 

biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa procedentes de residuos y desechos 
no forestales sino de terrenos agrícolas, únicamente cuando los operadores o las 
autoridades nacionales hayan puesto en marcha planes de supervisión o de gestión para 
abordar las repercusiones negativas en la calidad del suelo y en el carbono del suelo. La 
información sobre el modo en que se supervisan y gestionan dichas repercusiones se 
comunicará con arreglo a lo dispuesto en el artículo 8.2.

Se considerará que cumplen los requisitos exigidos en el párrafo anterior, los residuos y 
desechos procedentes de materias primas cultivadas en España originadas en superficies 
acogidas a las ayudas de la Política Agraria Común y, a partir de 2023, que cumplan, al 
menos, una de estas condiciones:

a) Que estén originadas en superficies acogidas a los requisitos de Condicionalidad 
Reforzada de la Política Agraria Común.

b) Que estén originadas en superficies acogidas a medidas ambientales en el marco de 
las intervenciones sectoriales de la Política Agraria Común, siempre que contribuyan de 
manera positiva al incremento de carbono orgánico del suelo y esta componente sea tenida 
en cuenta en el marco de seguimiento que aplique a dichas ayudas.

Asimismo, los residuos y desechos procedentes de cultivos leñosos procedentes de 
España estarán exceptuados de cumplir lo dispuesto en el primer párrafo de este apartado.

2. Únicamente podrán ser considerados para los fines contemplados en el artículo 3.1, 
los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa producidos a partir de biomasa 
agrícola que no se fabriquen con materias primas procedentes de tierras de elevado valor en 
cuanto a biodiversidad, es decir, tierras que a partir de enero de 2008 o más tarde 
pertenecieran a una de las siguientes categorías, con independencia de que sigan 
encontrándose en la misma situación:

a) Bosques primarios y otras superficies boscosas, a saber, los bosques y otras 
superficies boscosas de especies nativas, cuando no hay signos visibles claros de actividad 
humana y los procesos ecológicos no están perturbados significativamente.

b) Bosques con una rica biodiversidad y otras superficies boscosas que sean ricas en 
especies y no estén degradadas o que hayan sido clasificadas de gran riqueza desde el 
punto de vista de la biodiversidad por la autoridad competente correspondiente, a menos que 
se demuestre que la producción de esas materias primas no ha interferido con esos fines de 
protección de la naturaleza.

c) Las siguientes zonas, a menos que se demuestre que la producción de esas materias 
primas no ha interferido con esos fines de protección de la naturaleza:

1.º Las zonas designadas legal o reglamentariamente con fines de protección de la 
naturaleza.

En el caso de materias primas cultivadas en España, tendrán esta consideración los 
espacios naturales protegidos previstos en los capítulos II, III y IV, del título II de la Ley 
42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. También tendrán 
esta consideración las zonas incluidas en el Inventario de Espacios Naturales Protegidos, la 
Red Natura 2000 y Áreas Protegidas por instrumentos internacionales.
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2.º Las zonas designadas para la protección de las especies o los ecosistemas raros, 
amenazados o en peligro, reconocidos por acuerdos internacionales o incluidos en listas o 
catálogos elaboradas por la administración o por organizaciones intergubernamentales o la 
Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza, a condición de que estas zonas 
hayan sido reconocidas por la Comisión Europea o por la administración nacional.

En el caso de materias primas cultivadas en España, tendrán esta consideración las 
zonas designadas para la protección de las especies, que incluyen las áreas donde estén 
presentes las especies amenazadas protegidas legalmente conforme al Real Decreto 
139/2011, de 4 de febrero, para el desarrollo del Listado de Especies Silvestres en Régimen 
de Protección Especial y del Catálogo Español de Especies Amenazadas, así como las 
áreas identificadas en los planes de recuperación para la conservación de las especies 
amenazadas incluidas en los Catálogos autonómicos de especies amenazadas, sin perjuicio 
de que puedan incorporarse nuevas figuras en el futuro.

d) Prados y pastizales con una rica biodiversidad y una extensión superior a una 
hectárea, que sean:

1.º Prados y pastizales naturales, es decir, aquellos que seguirían siéndolo de no haber 
intervención humana y que conservan la composición en especies naturales y las 
características y procesos ecológicos.

2.º Prados y pastizales no naturales, es decir, aquellos que dejarían de serlo de no haber 
intervención humana, que son ricos en especies y no están degradados, y que han sido 
clasificados de gran riqueza desde el punto de vista de la biodiversidad por la Comisión 
Europea o las autoridades nacionales, salvo que se demuestre que es necesaria la 
explotación de las materias primas para preservar su condición de prados y pastizales con 
una rica biodiversidad.

A los efectos previstos en este apartado, para las materias primas cultivadas en el 
territorio nacional se podrá considerar la cartografía de detalle disponible en las 
comunidades autónomas, el Mapa Forestal de España, el Mapa de cultivos y 
aprovechamientos de España, el Sistema de Información Geográfica de Parcelas Agrícolas 
(SIGPAC), el Sistema de Ocupación del Suelo de España (SIOSE) o la información 
disponible en el Inventario Nacional de emisiones y absorciones de gases de efecto 
invernadero y de contaminantes atmosféricos.

3. Para poder ser considerados para los fines contemplados en el artículo 3.1, los 
biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa producidos a partir de biomasa 
agrícola no se podrán fabricar a partir de materias primas procedentes de tierras con 
elevadas reservas de carbono, es decir, tierras que en enero de 2008 pertenecían a alguna 
de las siguientes categorías, pero que ya no se encuentran en dicha situación.

a) Humedales, es decir, tierras cubiertas de agua o saturadas por agua 
permanentemente o durante una parte importante del año.

Para las materias primas cultivadas en España dicha información podrá recogerse en el 
Inventario Español de Zonas Húmedas.

b) Zonas arboladas continuas, es decir, tierras con una extensión superior a una 
hectárea, con árboles de una altura superior a cinco metros y una cubierta de copas superior 
al 30 por ciento, o con árboles que pueden alcanzar dichos límites in situ.

c) Tierras con una extensión superior a una hectárea, con árboles de una altura superior 
a cinco metros y una cubierta de copas de entre el 10 por ciento y el 30 por ciento, o con 
árboles que pueden alcanzar dichos límites in situ, salvo si se aportan pruebas de que las 
reservas de carbono de la zona en cuestión antes y después de la conversión son tales que, 
cuando se aplica la metodología contemplada en la parte C del anexo II, se cumplen las 
condiciones establecidas en el artículo 7.

Lo dispuesto en este apartado no será de aplicación si, en el momento de obtener las 
materias primas, las tierras pertenecían a la misma categoría que en enero de 2008. 
Tampoco será de aplicación a las materias primas cultivadas en España originadas en 
superficies pertenecientes a alguna de las citadas categorías, si los instrumentos de gestión 
aplicables lo consideran autorizable porque la producción de esas materias primas no ha 
interferido con la protección de la naturaleza.
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A los efectos previstos en este apartado, para las materias primas cultivadas en el 
territorio nacional se podrá considerar la cartografía de detalle disponible en las 
comunidades autónomas, el Mapa Forestal de España, el Mapa de cultivos y 
aprovechamientos de España, el Sistema de Información Geográfica de Parcelas Agrícolas 
(SIGPAC), el Sistema de Ocupación del Suelo de España (SIOSE) o la información 
disponible en el Inventario Nacional de emisiones y absorciones de gases de efecto 
invernadero y de contaminantes atmosféricos, teniendo en cuenta lo recogido en el 
Inventario de Espacios Naturales Protegidos, Red Natura 2000 y Áreas Protegidas por 
instrumentos internacionales.

4. Para poder ser considerados para los fines contemplados en el artículo 3.1, los 
biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa producidos a partir de biomasa 
agrícola no podrán provenir de materias primas producidas en tierras que, en enero de 2008, 
fueran turberas, a no ser que se aporten pruebas de que el cultivo y la recolección de estas 
materias primas no implican el drenaje de suelos no drenados con anterioridad.

Para las materias primas cultivadas en el territorio nacional se podrá considerar aplicable 
lo recogido en el Inventario Español de Zonas Húmedas.

Artículo 5.  Criterios en materia de producción sostenible aplicables a la biomasa forestal.
Para poder ser considerados para los fines contemplados en el artículo 3.1, los 

biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa producidos a partir de biomasa 
forestal deberán cumplir los siguientes criterios para reducir al mínimo el riesgo de utilizar 
biomasa forestal derivada de una producción no sostenible:

a) El país en el que se haya recolectado la biomasa forestal contará con normas de 
ámbito nacional o subnacional aplicables en el área de aprovechamiento, así como con 
sistemas de supervisión y garantía del cumplimento que aseguren:

1.º La legalidad de las operaciones de aprovechamiento;
2.º La regeneración forestal de las zonas aprovechadas;
3.º Que se protegen las zonas designadas por la normativa internacional o nacional o por 

la autoridad competente con fines de protección de la naturaleza, en particular en humedales 
y turberas;

4.º Que el aprovechamiento se lleva a cabo teniendo en cuenta el mantenimiento de la 
calidad de los suelos y la biodiversidad con el fin de reducir al mínimo las repercusiones 
negativas; y

5.º Que el aprovechamiento mantiene o mejora la capacidad de producción a largo plazo 
del bosque.

b) Cuando no se disponga de las pruebas a que se refiere la letra a) del presente 
apartado, los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa producidos a partir de 
biomasa forestal se tendrán en cuenta para los fines contemplados en el artículo 3.1, si 
existen sistemas de gestión a nivel forestal en la zona de aprovisionamiento que garanticen:

1.º La legalidad de las operaciones de aprovechamiento;
2.º La regeneración forestal de las zonas aprovechadas;
3.º Que se protegen las zonas designadas por la normativa internacional o nacional o por 

la autoridad competente con fines de protección de la naturaleza, en particular en humedales 
y turberas, a menos que se demuestre que la producción de la materia prima no interfiere 
con los fines de protección de la naturaleza;

4.º Que el aprovechamiento se lleva a cabo teniendo en cuenta el mantenimiento de la 
calidad de los suelos y la biodiversidad con el fin de reducir al mínimo las repercusiones 
negativas;

5.º Que el aprovechamiento mantiene o mejora la capacidad de producción a largo plazo 
del bosque.

A estos efectos, la biomasa forestal recolectada en España cumplirá el criterio 
establecido en el apartado a), siempre que cuente con las autorizaciones y permisos que 
resulten de aplicación de acuerdo con la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes y su 
normativa de desarrollo nacional y autonómica.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 138  Criterios de sostenibilidad y reducción de emisiones de gases de efecto invernadero [parcial]

– 1711 –



Artículo 6.  Criterios en materia de uso de la tierra, cambio de uso de la tierra y silvicultura 
aplicables a la biomasa forestal.

Los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa producidos a partir de 
biomasa forestal que se tengan en cuenta para los fines contemplados en el artículo 3.1 
cumplirán los siguientes criterios en materia de uso de la tierra, cambio de uso de la tierra y 
silvicultura (en adelante, «UTCUTS»):

a) El país u organización regional de integración económica de origen de la biomasa 
forestal es Parte en el Acuerdo de París y:

1.º Ha presentado una contribución determinada a nivel nacional ante la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático que incluye las emisiones y 
absorciones procedentes de la agricultura, la silvicultura y el uso de la tierra, y que garantiza 
que los cambios en las reservas de carbono vinculados a la explotación de la biomasa se 
contabilizan a los efectos del compromiso del país de reducir o limitar las emisiones de 
gases de efecto invernadero según lo dispuesto en su contribución determinada a nivel 
nacional, o

2.º Dispone de normas de ámbito nacional o subnacional, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 5 del Acuerdo de París, aplicables en el área de aprovechamiento, 
para conservar y reforzar las reservas y los sumideros de carbono, y aporta pruebas de que 
las emisiones de UTCUTS del sector agrícola no superan las absorciones.

b) Cuando no se disponga de las pruebas a que se refiere el apartado a), los 
biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa obtenidos de la biomasa forestal 
deberán tenerse en cuenta para los fines contemplados en el artículo 3.1, si existen sistemas 
de gestión a nivel forestal en la zona de aprovisionamiento que garanticen que las fuentes y 
los sumideros de carbono del bosque se conservan o se refuerzan a largo plazo.

A estos efectos, la biomasa forestal recolectada en España cumple con los criterios en 
materia de UTCUTS recogidos en el apartado a).

Artículo 7.  Criterios en materia de reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero.

1. La reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero derivada del uso de 
biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa requerida para poder tenerlos en 
cuenta para los fines contemplados en el artículo 3.1, será la siguiente:

a) Del 50 por ciento como mínimo en el caso de los biocarburantes, del biogás 
consumido en el sector del transporte y de los biolíquidos producidos en instalaciones en 
funcionamiento el 5 de octubre de 2015 o con anterioridad a dicha fecha;

b) Del 60 por ciento como mínimo en el caso de los biocarburantes, del biogás 
consumido en el sector del transporte y de los biolíquidos producidos en instalaciones que 
hayan entrado en funcionamiento desde el 6 de octubre de 2015 hasta el 31 de diciembre de 
2020;

c) Del 65 por ciento como mínimo en el caso de los biocarburantes, del biogás 
consumido en el sector del transporte y de los biolíquidos producidos en instalaciones que 
hayan entrado en funcionamiento a partir del 1 de enero de 2021;

d) Del 70 por ciento como mínimo en el caso de la producción de electricidad, 
calefacción y refrigeración a partir de combustibles de biomasa empleados en instalaciones 
que hayan entrado en funcionamiento desde el 1 de enero de 2021 hasta el 31 de diciembre 
de 2025, y del 80 por ciento en el caso de las instalaciones que hayan entrado en 
funcionamiento a partir del 1 de enero de 2026.

A estos efectos, se considerará que una instalación está en funcionamiento cuando se 
inicie la producción física de biocarburantes, biogás consumido en el sector del transporte y 
biolíquidos, y la producción física de calefacción y refrigeración y electricidad a partir de 
combustibles de biomasa.

2. La reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero derivada de la 
utilización de combustibles líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico para el 
transporte será de un 70 por ciento como mínimo a partir del 1 de enero de 2021.
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3. La reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero derivada del uso de 
biocarburantes, biogás consumido en el sector del transporte, biolíquidos y combustibles de 
biomasa utilizados en instalaciones que producen calefacción, refrigeración y electricidad se 
calculará conforme a lo dispuesto en el artículo 10.

CAPÍTULO II
Verificación del cumplimiento de los criterios de sostenibilidad y de reducción 

de las emisiones de gases de efecto invernadero

Artículo 8.  Verificación del cumplimiento de los criterios de sostenibilidad y de reducción de 
las emisiones de gases de efecto invernadero.

1. Para que los biocarburantes, biolíquidos, combustibles de biomasa u otros 
combustibles que puedan contabilizarse para los fines contemplados en el artículo 3.1 
puedan tenerse en cuenta para dichos fines, los agentes económicos deberán demostrar el 
cumplimiento de los criterios de sostenibilidad y de reducción de las emisiones de gases de 
efecto invernadero del capítulo I de este título que les resulten de aplicación mediante alguna 
de estas formas, o una combinación de estas:

a) Acogiéndose a un sistema voluntario reconocido por la Comisión Europea para este 
fin.

b) Acogiéndose a un régimen nacional que haya sido objeto de una decisión favorable de 
la Comisión Europea.

c) Acogiéndose, en los casos para los que esté previsto, al sistema nacional de 
verificación de la sostenibilidad regulado en este real decreto y en su normativa de 
desarrollo.

Los procedimientos incluidos en los sistemas y regímenes citados en los apartados 
anteriores tratarán de minimizar la carga administrativa. Asimismo, evitarán introducir 
requisitos desproporcionados a los sujetos de pequeño tamaño.

2. Los agentes económicos deberán presentar información fiable sobre el cumplimiento 
de los criterios relativos a la sostenibilidad y a la reducción de las emisiones de gases de 
efecto invernadero establecidos en el capítulo I de este título y, si se les solicita, deberán 
aportar los datos utilizados para elaborar la información. Dicha información deberá haber 
sido debidamente auditada de forma independiente. Para el cumplimiento de lo dispuesto en 
los artículos 5.a) y 6.a), podrá emplearse la auditoría de primera o de segunda parte hasta el 
primer punto de acopio de la biomasa forestal. La auditoría verificará que los sistemas 
utilizados por los agentes económicos sean exactos, fiables y estén protegidos contra el 
fraude, incluyendo una verificación que garantice que no se haya modificado ni desechado 
de forma intencionada ningún material para que la partida o parte de ella se convierta en 
residuo o desecho. Evaluará la frecuencia y la metodología de muestreo, así como la solidez 
de los datos.

Las obligaciones establecidas en este apartado se aplicarán tanto si los biocarburantes, 
biolíquidos, combustibles de biomasa, carburantes líquidos y gaseosos renovables de origen 
no biológico o combustibles de carbono reciclado se producen en la Unión Europea como si 
se importan. La información sobre el origen geográfico y el tipo de las materias primas de los 
biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa de cada proveedor de combustible se 
pondrá a disposición de los consumidores en los sitios web de los operadores, los 
proveedores o las autoridades competentes pertinentes y deberá actualizarse con 
periodicidad anual, en la forma que se establezca por orden de la persona titular del 
Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico.

3. Cuando un agente económico aporte pruebas o datos obtenidos en el marco de un 
sistema voluntario o de un sistema nacional de verificación de la sostenibilidad que hayan 
sido objeto de una decisión favorable de la Comisión Europea, en el ámbito que comprenda 
dicha decisión, no se obligará al proveedor a proporcionar otras pruebas del cumplimiento de 
los criterios de sostenibilidad y de reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero establecidos en el capítulo I de este título.
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Los organismos de certificación que realicen auditorías bajo un esquema voluntario 
deberán estar debidamente acreditados por una entidad nacional de acreditación o 
reconocidos por una autoridad nacional competente en el ámbito de la Directiva (UE) 
2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, o en el 
ámbito específico de un esquema voluntario. La acreditación deberá ser realizada de 
acuerdo con el Reglamento (CE) 765/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de 
julio de 2008, por el que se establecen los requisitos de acreditación y vigilancia del mercado 
relativos a la comercialización de los productos y por el que se deroga el Reglamento (CEE) 
n.º 339/93. Alternativamente a dicha acreditación o reconocimiento, los esquemas 
voluntarios podrán utilizar un sistema de supervisión independiente que cubra el ámbito de la 
Directiva (UE) 2018/2001, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 
2018, o el ámbito específico del esquema voluntario.

Los organismos de certificación presentarán, a petición de las autoridades competentes, 
toda la información pertinente necesaria para supervisar su funcionamiento, en particular la 
fecha, hora y lugar exactos de las auditorías. Cuando se detecten problemas de no 
conformidad, las autoridades competentes informarán sin demora al régimen voluntario.

[ . . . ]
Artículo 10.  Cálculo del efecto de los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de 
biomasa en las emisiones de gases de efecto invernadero.

1. A los efectos del artículo 7, la reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero resultante del uso de biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa se 
calculará de alguno de los siguientes modos:

a) Si se establece un valor por defecto para la reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero para el proceso de producción en el anexo II, parte A o B, respecto a los 
biocarburantes y biolíquidos y, en el anexo III, parte A, respecto a los combustibles de 
biomasa, si el valor de el para los biocarburantes o biolíquidos calculado de conformidad con 
el anexo II, parte C, punto 7, y para los combustibles de biomasa calculado de conformidad 
con el anexo III, parte B, punto 7, es igual o menor de cero, utilizando este valor por defecto;

b) Utilizando un valor real calculado de conformidad con la metodología establecida en el 
anexo II, parte C, para los biocarburantes y biolíquidos, y en el anexo III, parte B, para los 
combustibles de biomasa;

c) Utilizando un valor calculado correspondiente a la suma de los factores de las 
fórmulas enunciadas en el anexo II, parte C, punto 1, para lo que los valores por defecto 
desagregados del anexo II, partes D o E, pueden utilizarse para algunos factores, y usando 
valores reales calculados de conformidad con el método establecido en el anexo II, parte C, 
para todos los demás factores;

d) Utilizando un valor calculado como suma de los factores de las fórmulas enunciadas 
en el anexo III, parte B, punto 1, para lo que se pueden utilizar los valores por defecto 
desagregados del anexo III, parte C, para algunos factores, y valores reales calculados de 
conformidad con el método establecido en el anexo III, parte B, para todos los demás 
factores.

2. Como alternativa a los valores reales de las emisiones en la etapa de cultivo de 
materias primas agrícolas, podrán utilizarse, en lugar de los valores por defecto 
desagregados para el cultivo establecidos en el anexo II, partes D o E, para los 
biocarburantes y los biolíquidos, y en el anexo III, parte C, para los combustibles de 
biomasa, los valores promedio, correspondientes a un área geográfica determinada 
clasificada en el nivel NUTS 2, en la nomenclatura común de unidades territoriales 
estadísticas (en lo sucesivo, «NUTS»), o en un nivel NUTS más desagregado de 
conformidad con el Reglamento (CE) n.º 1059/2003 del Parlamento Europeo y del Consejo 
de 26 de mayo de 2003, que incluyan en los informes que los Estados miembros presenten a 
la Comisión Europea.

En el caso de los territorios situados fuera de la Unión Europea, podrán enviarse a la 
Comisión Europea informes equivalentes a los citados, elaborados por los organismos 
competentes.
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Los informes mencionados en los dos párrafos anteriores podrán utilizarse según lo 
previsto siempre y cuando la Comisión Europea haya decidido, mediante actos de ejecución, 
que contienen datos exactos a los efectos de las mediciones de las emisiones de gases de 
efecto invernadero asociadas al cultivo de materias primas de la biomasa agrícola 
producidas en las zonas incluidas en dichos informes a efectos del artículo 7.

CAPÍTULO III
Acreditación de la verificación de la sostenibilidad y de reducción de las 
emisiones de gases de efecto invernadero de los biocarburantes, biolíquidos y 
biogás a efectos de los objetivos de venta y consumo con fines de transporte

Artículo 11.  Elementos para acreditar la verificación de la sostenibilidad y de los requisitos 
de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero de los biocarburantes, biolíquidos 
y biogás con fines de transporte.

1. El Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico es la entidad de 
certificación responsable de la expedición de certificados de consumo y venta de 
biocarburantes, según lo dispuesto en la Orden ITC/2877/2008, de 9 de octubre, por la que 
se establece un mecanismo de fomento del uso de biocarburantes y otros combustibles 
renovables con fines de transporte.

2. Los agentes económicos integrados en la cadena de producción y comercialización de 
biocarburantes y biolíquidos y biogás con fines de transporte, son los detallados en el 
artículo 12.

3. Los sujetos obligados a presentar información para los fines contemplados en el 
artículo 3.1.a) y 3.1.b) son los agentes económicos descritos en el artículo 13.

4. Las entidades de verificación de la sostenibilidad son las encargadas de realizar el 
informe de verificación de la sostenibilidad de los biocarburantes y biolíquidos y biogás con 
fines de transporte a que hace referencia el artículo 14.1.c). Dichas entidades deberán estar 
acreditadas, para realizar dicha actividad, como entidad de certificación de producto 
conforme a la norma UNE-EN ISO/IEC 17065 y según ISO 14065 cuando realice auditorías 
sobre valores reales de emisiones de gases de efecto invernadero. También deberán estar 
acreditados o reconocidos para cubrir el ámbito de aplicación de la Directiva (UE) 
2018/2001, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, o el ámbito 
específico en el que actúen. Dicha acreditación deberá haber sido concedida por la Entidad 
Nacional de Acreditación (ENAC) o por otro organismo nacional de acreditación de los 
establecidos en el Reglamento (CE) 765/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo de 9 
de julio de 2008, por el que se establecen los requisitos de acreditación y vigilancia del 
mercado relativos a la comercialización de los productos y por el que se deroga el 
Reglamento (CEE) n.º 339/93, siempre que el organismo que las haya otorgado se haya 
sometido con éxito al sistema de evaluación por pares previsto en dicho reglamento. Dicha 
entidad también podrá ser un organismo de certificación que actúa, a los efectos de la 
certificación a realizar, al amparo de un sistema voluntario reconocido por la Comisión 
Europea a estos efectos o sistema nacional objeto de una decisión favorable de la Comisión 
Europea. Las entidades de verificación deberán figurar en el listado previsto en el artículo 12 
de la Orden TEC/1420/2018, de 27 de diciembre, por la que se desarrollan los aspectos de 
detalle del Sistema Nacional de Verificación de la Sostenibilidad y de la emisión del informe 
de verificación de la sostenibilidad regulados en el Real Decreto 1597/2011, de 4 de 
noviembre, por el que se regulan los criterios de sostenibilidad de los biocarburantes y 
biolíquidos, el Sistema Nacional de Verificación de la Sostenibilidad y el doble valor de 
algunos biocarburantes a efectos de su cómputo.

5. El sistema nacional de verificación de la sostenibilidad es el previsto en la Orden 
TEC/1420/2018, de 27 de diciembre o regulación que la sustituya de acuerdo con lo 
dispuesto en la disposición final novena.
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Artículo 12.  Agentes económicos integrados en la cadena de producción y comercialización 
de biocarburantes, biolíquidos y biogás con fines de transporte.

Los agentes económicos integrados en la cadena de producción y comercialización de 
biocarburantes, biolíquidos y biogás con fines de transporte hasta el consumidor final, cuyas 
instalaciones y productos estarán sujetos a inspección y control de verificación del 
cumplimiento de los criterios de sostenibilidad y de reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero de los biocarburantes, biolíquidos y biogás con fines de transporte, 
debiendo remitir la información o documentación que, en su caso, se determine, serán los 
siguientes:

1. Agricultores, organizaciones de productores, cooperativas y otras figuras asociativas 
de productores de materias primas vegetales para la producción de biocarburantes, 
biolíquidos y biogás con fines de transporte.

2. Recogedores, transformadores y comercializadores de materias primas para la 
producción de biocarburantes, biolíquidos y biogás con fines de transporte, así como los 
productores de aceites de cocina usados, con excepción de los hogares.

3. Gestores de residuos utilizados como materias primas en la producción de 
biocarburantes, biolíquidos y biogás con fines de transporte

4. Productores y comercializadores de biocarburantes, biolíquidos y biogás con fines de 
transporte.

5. Titulares de instalaciones de logística o de mezcla de productos petrolíferos, 
biocarburantes o biolíquidos y biogás con fines de transporte.

6. Sujetos obligados a la venta o consumo de biocarburantes y biogás con fines de 
transporte, establecidos en la normativa vigente.

Artículo 13.  Sujetos obligados a presentar información para los fines contemplados en el 
artículo 3.1.a) y 3.1.b).

Los sujetos obligados a presentar información para los fines contemplados en el artículo 
3.1 son los siguientes:

a) Los sujetos obligados a la venta o consumo de biocarburantes y biogás con fines de 
transporte, a los que se refiere el artículo 12.6, para los fines contemplados en el artículo 
3.1.a) y 3.1.b).

b) Los agentes económicos, del artículo anterior, que pongan a disposición del 
consumidor final biolíquidos que deban demostrar que cumplen los criterios de sostenibilidad 
para el fin contemplado en el artículo 3.1.b).

Artículo 14.  Información a presentar en relación con la verificación de la sostenibilidad y la 
reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero de los biocarburantes, 
biolíquidos y biogás con fines de transporte, para los fines contemplados en el artículo 3.1.a) 
y 3.1.b).

1. Los sujetos establecidos en el artículo 13 deberán presentar, en la medida en que 
existan obligaciones u objetivos de venta o consumo, a la Entidad de Certificación, al menos 
la siguiente información y documentación, con la periodicidad y forma que se determine, 
según lo dispuesto en la disposición adicional cuarta:

a) Identificación de la partida, el tipo de biocarburante, biolíquido y biogás con fines de 
transporte de que se trata, su volumen, las materias primas utilizadas y los países de primer 
origen tanto de estas últimas como del propio biocarburante, biolíquido o biogás.

b) Para cada una de las partidas, se indicará si el cumplimiento de los criterios de 
sostenibilidad y de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero se ampara en un 
régimen voluntario reconocido por la Comisión Europea, un régimen nacional objeto de 
decisión favorable por la Comisión Europea, indicando en ambos casos su denominación, o, 
en su caso, en el sistema nacional previsto en la Orden TEC/1420/2018, de 27 de diciembre.

c) Un informe de verificación de la sostenibilidad, emitido por una entidad de verificación 
de las definidas en el artículo 11, en el que conste que todos y cada uno de los agentes 
económicos del sistema han aplicado el sistema de balance de masa del artículo 9, que 
permite la trazabilidad del producto y que se ha cumplido:
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1.º El requisito de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, indicando 
para cada partida el porcentaje de reducción conseguido, y las cantidades de biocarburantes 
y biolíquidos y biogás con fines de transporte en unidades de energía correspondientes a 
cada categoría del grupo de materias primas enumeradas en la parte A del anexo I.

Se indicará si se han utilizado para el cumplimiento de este requisito los valores por 
defecto, parciales o globales, recogidos en los anexos II y III o los valores que figuran en los 
informes mencionados en el artículo 10.2. Igualmente, se mencionará el tipo de proceso de 
fabricación utilizado para aquellos biocarburantes y biogás con fines de transporte para los 
cuales existe más de un valor por defecto o más de un valor por defecto desagregado en los 
anexos II y III, así como cuando se emplee un valor real para las emisiones.

Con excepción de los biocarburantes y biolíquidos y biogás con fines de transporte 
obtenidos a partir de desechos o residuos, se indicará, si se ha utilizado en el cálculo de los 
gases de efecto invernadero a que se refiere el punto 1 de la parte C del anexo II y el punto 
1 de la parte B del anexo III:

i. La prima recogida en los puntos 7 y 8 de la parte C del anexo II y el punto 1 de la parte 
B del anexo III.

ii. El factor de reducción de emisiones debido a la acumulación de carbono en el suelo 
gracias a una mejora de la gestión agrícola a que se refiere los puntos 1 y 6 de la parte C del 
anexo II y el punto 1 de la parte B del anexo III.

2.º Los requisitos relativos al uso de la tierra recogidos en el capítulo I de este título.
En caso de que el biocarburante o biolíquido o biogás con fines de transporte se hubiera 

producido a partir de desechos o residuos, con excepción de los desechos agrícolas, de la 
acuicultura, pesqueros y forestales, no se deberán incluir los requisitos del apartado 2.º, 
circunstancia que se indicará expresamente en el informe.

2. Con el fin de permitir la trazabilidad de toda esta información a lo largo de la cadena 
de producción, todos los agentes económicos deberán disponer de un sistema auditable 
para las pruebas relacionadas con los informes que hagan o en que se basen que permita 
demostrar, en su caso, el cumplimiento de los criterios de sostenibilidad y de reducción de 
emisiones GEI mencionados en el capítulo I de este título, debiendo mantener dichas 
pruebas durante un período mínimo de cinco años.

3. La Dirección General de Política Energética y Minas podrá solicitar a todos los 
agentes económicos del artículo 12 información para demostrar que los biocarburantes, 
biolíquidos y biogás con fines de transporte cumplen los criterios de sostenibilidad y de 
reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, así como exigir a los agentes 
económicos pertinentes que introduzcan en la base de datos de la Unión Europea que se 
cree según lo previsto en el artículo 28 de la Directiva (UE) 2018/2001, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre, información exacta relativa a las transacciones 
realizadas y a las características de sostenibilidad, incluyendo las emisiones de gases de 
efecto invernadero en su ciclo de vida.

4. La Dirección General de Política Energética y Minas, transmitirá la información 
contemplada en este artículo de forma agregada a la Comisión Europea, para su 
publicación, de forma resumida y protegiendo la confidencialidad de la información comercial 
sensible, en la plataforma de notificación electrónica a que se refiere el artículo 28 del 
Reglamento (UE) 2018/1999, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 
2018, sobre la gobernanza de la Unión de la Energía y de la Acción por el Clima, y por el que 
se modifican los Reglamentos (CE) n.° 663/2009 y (CE) n.° 715/2009 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, las Directivas 94/22/CE, 98/70/CE, 2009/31/CE, 2009/73/CE, 
2010/31/UE, 2012/27/UE y 2013/30/UE del Parlamento Europeo y del Consejo y las 
Directivas 2009/119/CE y (UE) 2015/652 del Consejo, y se deroga el Reglamento (UE) n.° 
525/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo.

5. Para que los biocarburantes y biolíquidos y combustibles de biomasa vendidos o 
consumidos se tengan en cuenta para los fines contemplados en artículo 3.1.c), los agentes 
económicos obligados en cada caso, deberán presentar a la autoridad competente, la 
información que se determine en la normativa correspondiente.
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Artículo 15.  Inspección del cumplimiento de los requisitos de sostenibilidad y de reducción 
de emisiones de gases de efecto invernadero de los biocarburantes y biolíquidos y biogás 
con fines de transporte por los agentes económicos del sistema y del funcionamiento de las 
entidades de verificación y los organismos de certificación que realicen auditorías 
independientes con arreglo a un régimen voluntario.

1. El Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, y la Comisión 
Europea, a instancias del Gobierno de la Nación o por iniciativa propia, podrán, en cualquier 
momento, inspeccionar el cumplimiento de los criterios de sostenibilidad y de reducción de 
emisiones de gases de efecto invernadero recogidos en capítulo I de este título, la correcta 
aplicación del sistema de balance de masa y la veracidad de la información aportada por los 
agentes económicos, solicitando, en su caso, cuanta información sea necesaria, para 
verificar si los biocarburantes y biolíquidos y biogás con fines de transporte se pueden tener 
en cuenta para los fines contemplados en el artículo 3.1.a) y 3.1.b).

Asimismo, supervisarán el funcionamiento de los organismos de certificación que 
realicen auditorías independientes con arreglo a un régimen voluntario o al sistema nacional 
de verificación de la sostenibilidad y podrán supervisar el funcionamiento de las entidades de 
verificación.

Los organismos de certificación presentarán, a petición de estos o la entidad que se 
determine, toda la información pertinente necesaria para supervisar su funcionamiento, en 
particular la fecha, hora y lugar exactos de las auditorías. Cuando se detecten problemas de 
no conformidad, el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico informará 
sin demora al régimen voluntario.

2. En el caso de los agentes económicos que se hayan acogido a un sistema voluntario 
reconocido por la Comisión Europea o a un sistema nacional de verificación de la 
sostenibilidad que haya sido objeto de una decisión favorable de la Comisión Europea, la 
citada inspección sólo tendrá por objeto comprobar la realización de dicha certificación, sin 
tener que inspeccionarse el cumplimiento de los criterios de sostenibilidad y de reducción de 
las emisiones de gases de efecto invernadero cubiertos por dichos sistemas voluntario.

3. Según lo previsto en el artículo 14.3 los agentes económicos deberán disponer de un 
sistema auditable de las pruebas relacionadas con las declaraciones que hagan o en las que 
se basen, manteniendo cualquier prueba durante un mínimo de cinco años, y adoptar las 
medidas necesarias para garantizar un nivel adecuado de auditoría independiente de la 
información que presenten y demostrar, en caso de que sea requerido, que la han llevado a 
cabo.

4. En caso de comprobarse la inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en 
cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a la los informes o 
declaraciones responsables, así como el incumplimiento de los requisitos exigidos en este 
real decreto, para aquellos biocarburantes y biolíquidos y biogás con fines de transporte que 
se destinen a los fines recogidos en el artículo 3.1 del mismo real decreto, será de 
aplicación, con los efectos y sanciones que procedan, una vez incoado el correspondiente 
expediente sancionador, el título VI de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, sin perjuicio de la 
responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar.

CAPÍTULO IV
Biocarburantes y biogás con fines de transporte de doble cómputo

Artículo 16.  Biocarburantes y biogás con fines de transporte de doble cómputo.
1. Para demostrar el cumplimiento de las obligaciones de venta o consumo de 

biocarburantes y biogás con fines de transporte y el objetivo establecido para la utilización de 
la energía procedente de fuentes renovables en todas las formas de transporte, se podrá 
considerar que los biocarburantes y biogás para el transporte producidos a partir de las 
materias primas enumeradas en el anexo I equivalen al doble de su contenido en energía.

Por orden de la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico se publicará el listado de las materias primas que podrán ser empleadas en la 
fabricación de biocarburantes o biogás con fines de transporte a efectos de los objetivos 
citados, indicando para cada una de ellas la fecha a partir de la cual será efectiva dicha 
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consideración, el factor de cómputo, si dichas materias primas computan o no a efectos de 
los límites y objetivos recogidos en el artículo 2.3 bis y 2.4, respectivamente, del Real 
Decreto 1085/2015, de 4 de diciembre, y si están incluidos en lo previsto en el artículo 3.2 de 
este real decreto.

Los biocarburantes y biogás para el transporte producidos a partir de las materias primas 
enumeradas en el citado anexo I no se contabilizarán a efectos del límite establecido en el 
artículo 2.3 bis y 2.3 quater del Real Decreto 1085/2015, de 4 de diciembre, si así lo prevé la 
resolución citada en el párrafo anterior.

Los biocarburantes y biogás producidos a partir de las materias primas enumeradas en 
el anexo IV, parte B están sujetas a los límites previstos en el artículo 2.3 ter del real decreto 
citado en el párrafo anterior.

2. Cuando los biocarburantes y el biogás para el transporte se produzcan sólo 
parcialmente a partir de alguna de las sustancias o materiales mencionados en el apartado 
anterior, solo se aplicará la doble contabilización a la parte física del biocarburante fabricado 
a partir de dichas sustancias o materiales.

3. Para la certificación de los biocarburantes a efectos de lo dispuesto en este artículo, 
las materias primas y el biocarburante y biogás correspondiente deberán ir acompañados de 
la información y documentación que demuestre su procedencia y origen, en la forma y con la 
periodicidad que la entidad de certificación establezca. Asimismo, se podrán establecer 
aquellos otros requisitos que se estimen procedentes, en su caso, a los efectos de definir las 
medidas de control del doble cómputo, para reducir al mínimo el riesgo de que una misma 
partida se declare más de una vez o de que se modifiquen o se descarten de forma 
intencionada materias primas con el fin de quedar incluidas en el anexo I. Asimismo, la 
entidad de certificación podrá definir qué se entiende por uso del aceite.

CAPÍTULO V
Requisitos de eficiencia energética aplicables a las instalaciones de generación 

de energía eléctrica

Artículo 17.  Eficiencia energética en instalaciones de generación de energía eléctrica.
1. La electricidad obtenida a partir de combustibles de biomasa se tendrá en cuenta para 

los fines expresados en el artículo 3.1 cuando se cumplan uno o varios de los requisitos 
siguientes:

a) Que se produzca en instalaciones con una potencia térmica nominal total inferior a 50 
MW;

b) En el caso de las instalaciones con una potencia térmica nominal total de entre 50 y 
100 MW, que se produzca utilizando tecnología de cogeneración de alta eficiencia, o, para 
instalaciones únicamente eléctricas, que alcancen los niveles de eficiencia energética 
asociados a las mejores técnicas disponibles (NEEA-MTD), tal como se definen en la 
Decisión de Ejecución (UE) 2017/1442 de la Comisión, de 31 de julio de 2017, por la que se 
establecen las conclusiones sobre las mejores técnicas disponibles (MTD) conforme a la 
Directiva 2010/75/UE del Parlamento Europeo y del Consejo para las grandes instalaciones 
de combustión;

c) En el caso de las instalaciones con una potencia térmica nominal total superior a 100 
MW, que se produzca utilizando tecnología de cogeneración de alta eficiencia, o, para 
instalaciones únicamente eléctricas, que alcancen una eficiencia eléctrica neta de un 36 por 
ciento como mínimo;

d) Que utilicen la captura y almacenamiento de CO2 de biomasa.

Asimismo, para que las instalaciones únicamente eléctricas puedan tenerse en cuenta 
para los fines expresados en el artículo 3.1, estas deberán cumplir las siguientes 
condiciones:

i) Que no utilicen combustibles fósiles como combustible principal.
ii) Que no exista un potencial rentable para aplicar la cogeneración de alta eficiencia 

según la evaluación efectuada en virtud del artículo 121 bis del Real Decreto 1955/2000, de 
1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, 
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comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía 
eléctrica.

2. Para los fines expresados en el artículo 3.1.b), lo dispuesto en el presente artículo 
será aplicable únicamente a las instalaciones que se pongan en funcionamiento o que se 
transformen para utilizar combustibles de biomasa después del 25 de diciembre de 2021.

Para los fines expresados en el artículo 3.1.c), lo dispuesto en el presente artículo se 
entenderá sin perjuicio de las ayudas financieras concedidas en virtud de sistemas de apoyo 
de conformidad con el artículo 4 de la Directiva (UE) 2018/2001, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 11 de diciembre, aprobados a más tardar el 25 de diciembre de 2021.

Artículo 18.  Verificación de la eficiencia energética en instalaciones de generación de 
energía eléctrica.

1. Las instalaciones de generación de energía eléctrica a las que resulte de aplicación el 
artículo 17 deberán acreditar el cumplimiento de los criterios establecidos en el primer 
párrafo de su apartado 1 después de la entrada en funcionamiento de la unidad.

2. Aquellas instalaciones de potencia térmica nominal total igual o superior a 50 MW que 
no utilicen tecnología de cogeneración de alta eficiencia, ni la captura y almacenamiento de 
CO2 de biomasa, deberán acreditar que alcanzan la eficiencia eléctrica neta establecida en 
el artículo 17.1, apartados b) y c), por medio de un ensayo de rendimiento a plena carga. 
Dicho ensayo se realizará con arreglo a normas EN o, si no se dispone de normas EN, 
aplicando normas ISO u otras normas nacionales o internacionales que garanticen la 
obtención de datos de calidad científica equivalente.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en los casos en que la Autorización 
Ambiental Integrada de la planta establezca una metodología para la realización de dicho 
ensayo en su adaptación a las Mejores Técnicas Disponibles, el cumplimiento de la 
eficiencia eléctrica neta se acreditará de acuerdo con esta metodología.

El referido ensayo deberá asimismo repetirse después de cada modificación que pueda 
afectar significativamente a la eficiencia eléctrica neta de la instalación.

TÍTULO II
Garantías de origen del gas procedente de fuentes renovables

Artículo 19.  Sistema de garantías de origen del gas procedente de fuentes renovables.
1. Con el objeto de fomentar la producción de gas de fuentes renovables y poder 

demostrar ante los consumidores finales que una cantidad determinada de energía se ha 
obtenido a partir de dichas fuentes, se establece la creación de un sistema de garantías de 
origen aplicable a los gases renovables.

El sistema de garantías de origen es el instrumento a través del cual se asegura la 
publicidad y permanente gestión y actualización de la titularidad y control de las garantías de 
origen generadas a partir gas procedente de fuentes renovables, según se definen en el 
apartado tercero.

Este sistema de garantías de origen contará con un Registro de instalaciones de 
producción de gas procedente de fuentes renovables, que incluirá información sobre la 
titularidad, situación, tipología, capacidad y fechas de puesta en marcha de las instalaciones, 
entre otros, así como un listado de los sujetos titulares de las mismas.

2. El Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico será la Entidad 
Responsable para el desarrollo y gestión del sistema de garantías de origen de gas 
procedente de fuentes renovables, ejerciendo sus funciones bajo los principios de 
transparencia, objetividad, eficiencia en la gestión y no discriminación entre los sujetos 
afectados. La Entidad Responsable establecerá un sistema de anotaciones en cuenta, 
accesible desde su página web, con la información correspondiente al sistema de garantías 
de origen de gas renovable.

3. Las garantías de origen deberán ser expedidas bajo las siguientes condiciones:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 138  Criterios de sostenibilidad y reducción de emisiones de gases de efecto invernadero [parcial]

– 1720 –



a) Serán expedidas al productor de gas procedente de fuentes renovables, cuya 
instalación deberá estar previamente inscrita a solicitud del productor en el Registro de 
instalaciones de producción de gas procedente de fuentes renovables que se habilite a tal 
efecto por la Entidad Responsable. Podrán ser gestionadas tanto por el titular de la 
instalación como por un tercero actuando en su nombre siempre que ostente poder de 
representación suficiente.

b) La garantía de origen corresponderá a un volumen estándar de 1 MWh. Como 
máximo se expedirá una garantía de origen por cada unidad de energía producida, 
evitándose en todo caso el doble cómputo.

c) Deberán ser válidas para todo el gas renovable producido, incluyendo el gas 
renovable no inyectado en red vendido a terceros y el autoconsumido. Las garantías de 
origen expedidas para gas renovable autoconsumido serán autocanceladas y por tanto no 
serán susceptibles de transferencia.

d) Serán válidas por un periodo máximo de 12 meses desde la fecha de producción de la 
unidad de energía correspondiente. Transcurrido un periodo de 18 meses desde la 
producción de la unidad de energía, todas las garantías de origen que no hayan sido 
redimidas expirarán.

e) En las cuentas de anotaciones abiertas en el sistema se asentarán los movimientos 
producidos por operaciones de expedición, transferencia, importación, exportación y 
cancelación de garantías de origen, reflejándose en las mismas, igualmente, la constitución, 
transmisión y cancelación de derechos de garantía u otros que determinen la inmovilización 
de los saldos correspondientes.

f) Serán exportables a otros Estados miembros de la Unión Europea. Así mismo, la 
Entidad responsable deberá reconocer las garantías de origen emitidas por otros Estados 
miembros de la Unión Europea siempre que estas hayan sido expedidas cumpliendo los 
requisitos exigidos por la Directiva (UE) 2018/2001, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de diciembre de 2018.

g) Contarán con un número de identificación único.
4. Las garantías de origen deberán especificar, al menos, lo siguiente:
a) La naturaleza del gas renovable.
b) La fuente o fuentes energéticas –incluyendo, si así se trata, de algún punto de la red 

eléctrica– o materias primas utilizadas para la producción del gas procedente de fuentes 
renovables, las fechas de inicio y finalización de su producción, así como el país expedidor.

c) El proceso o tecnología utilizada en la producción del gas procedente de fuentes 
renovables.

d) Datos de la instalación donde se ha producido el gas procedente de fuentes 
renovables, incluyendo, al menos, un número de identificación único de la instalación según 
conste en el Registro de instalaciones de producción de gas procedente de fuentes 
renovables, ubicación, tecnología y capacidad de la instalación, si la unidad de energía se ha 
beneficiado de un sistema de apoyo nacional y el tipo de sistema de apoyo, así como la 
fecha en la que la instalación comenzó a funcionar.

e) Número de identificación único del productor de gas procedente de fuentes renovables 
según conste en el Registro de instalaciones de producción de gas procedente de fuentes 
renovables.

f) Datos relativos a la logística de comercialización del gas renovable, distinguiéndose al 
menos entre gas inyectado en red y gas comercializado vía logística fuera de la red.

g) Cualquier otra información que pudiese ser determinada por la Entidad Responsable, 
como aquella relativa a la huella de carbono del proceso de obtención del gas.

5. A efectos de contabilidad para el valor de mercado de la garantía de origen se deberá 
velar por que los sistemas de apoyo que se establezcan tengan en cuenta el valor de 
mercado de la garantía de origen correspondiente.

6. Por orden de la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y 
consulta a los agentes interesados, se deberá aprobar un procedimiento de gestión que 
deberá incluir al menos:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 138  Criterios de sostenibilidad y reducción de emisiones de gases de efecto invernadero [parcial]

– 1721 –



a) Procedimiento de alta de las instalaciones de producción.
b) Definición del certificado, incluyendo caducidad, revocación y redención.
c) Derechos y obligaciones de los tenedores de las garantías de origen, incluyendo, en 

su caso, la obligación de presentar garantías.
d) Procedimiento de comunicación con entidades de negociación, con entidades 

responsables de la gestión de garantías de origen de electricidad y de terceros países.
e) Procedimiento de supervisión de las instalaciones de producción.
f) En el caso del gas procedente de fuentes renovables no inyectado en el sistema 

gasista, procedimiento de medición de la energía producida, así como verificación e 
inspección de las mediciones.

g) Gestión de reclamaciones.
h) Composición y funcionamiento del Comité de Productores de gas procedente de 

fuentes renovables.
i) Mecanismo de modificación del Procedimiento de gestión.
7. La Entidad Responsable constituirá un Comité de Sujetos del sistema de garantías de 

origen del gas procedente de fuentes renovables, que tendrá por objeto conocer y ser 
informado del funcionamiento y de la gestión del sistema de garantías de origen del gas 
procedente de fuentes renovables realizada por la Entidad Responsable, así como la 
elaboración y canalización de propuestas que puedan redundar en el mejor funcionamiento 
del mismo.

a) El Comité de Sujetos del sistema de garantías de origen del gas procedente de 
fuentes renovables estará formado por representantes de la Entidad Responsable y de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, así como por representantes de los 
productores, transportistas, distribuidores y comercializadores de gas renovable. Su 
composición será determinada de acuerdo a lo establecido en el Procedimiento de gestión. 
Adicionalmente podrá invitar a representantes con voz pero sin voto de cada uno de los 
siguientes grupos: asociaciones de consumidores industriales, consumidores directos, 
CORES y asociaciones relevantes relacionadas con el sector.

b) El Comité de Sujetos del sistema de garantías de origen del gas procedente de 
fuentes renovables aprobará su reglamento interno de funcionamiento, en el que establecerá 
la periodicidad de las sesiones, procedimientos de convocatoria, normativa de código de 
conducta, procedimiento de adopción de acuerdos y la periodicidad para la renovación de 
sus miembros.

c) La condición de miembro del Comité de Sujetos no será remunerada.
d) El Presidente y Vicepresidente de este órgano serán elegidos de entre sus miembros 

titulares. Las funciones del cargo de Secretario serán desempeñadas permanentemente por 
la Entidad Responsable del sistema de garantías de origen.

8. La declaración como gas procedente de fuentes renovables del gas que no tenga tal 
naturaleza, la falsedad en el volumen producido y/o inyectado o cualquier otra acción que 
produzca los mismos efectos anteriores, tendrá la consideración de infracción muy grave, 
conforme con lo dispuesto en el artículo 109.1.c) de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, 
pudiendo suponer la inhabilitación del comercializador.

Disposición adicional primera.  Tratamiento de la biomasa en relación con la notificación y 
seguimiento de las emisiones de gases de efecto invernadero en el marco del Régimen de 
Comercio de Derechos de Emisión de la Unión Europea.

1. Cuando la biomasa sea consumida en una instalación u operador aéreo que se 
encuentre en el ámbito de aplicación de la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el 
régimen del comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero, el tratamiento 
de la biomasa en relación con la notificación y el seguimiento de las emisiones de gases de 
efecto invernadero se regirá por lo dispuesto en el Reglamento de Ejecución (UE) 2018/2066 
de la Comisión, de 19 de diciembre de 2018, sobre el seguimiento y la notificación de las 
emisiones de gases de efecto invernadero en aplicación de la Directiva 2003/87/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo y por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 601/2012 
de la Comisión, así como en lo establecido en relación con la aplicación progresiva de lo 
dispuesto en su artículo 38.
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2. A los efectos previstos en el artículo 38.5 de dicho reglamento resultará de aplicación 
lo dispuesto a continuación:

a) Se considerará que los biocombustibles, biolíquidos y combustibles de biomasa 
utilizados para la combustión cumplen con los criterios de sostenibilidad establecidos en el 
artículo 29, apartados 2 a 7, de la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de diciembre, cuando cumplan con lo dispuesto en los artículos 4 a 6 de este 
real decreto.

b) Se considerará que los biocombustibles, biolíquidos y combustibles de biomasa 
utilizados para la combustión cumplen con los criterios de reducción de las emisiones de 
gases de efecto invernadero establecidos en el citado artículo 29.10, cuando cumplan con lo 
dispuesto en el artículo 7 de este real decreto. Lo dispuesto en el artículo 7 se aplicará a las 
instalaciones tal como se definen en el artículo 2 de la Ley 1/2005, de 9 de marzo.

c) El cumplimiento de los criterios establecidos en el artículo 29, apartados 2 a 7 y 10, de 
la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre, se 
evaluará de conformidad con los artículos 8 a 10 de este real decreto.

d) Para el cumplimiento de esta disposición adicional, en el caso de los operadores 
aéreos que se encuentren en el ámbito de aplicación de la Ley 1/2005, de 9 de marzo, 
«biocombustibles» se definen como los combustibles líquidos destinados al transporte 
producidos a partir de biomasa.

Disposición adicional segunda.  Designación de la Entidad Responsable del sistema de 
garantías de origen del gas procedente de fuentes renovables.

1. Se designa al Gestor Técnico del Sistema como Entidad Responsable del sistema de 
garantías de origen del gas procedente de fuentes renovables, mientras el Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico no disponga de los medios humanos y 
materiales para ejercer sus funciones. Esta designación implicará a asunción de la totalidad 
de las acciones y funciones que se establecen para dicha entidad en el artículo 19.

2. El ejercicio, por parte del Gestor Técnico del Sistema Gasista, de las funciones de 
Entidad Responsable del sistema de garantías de origen del gas procedente de fuentes 
renovables se ajustará a los principios de transparencia, objetividad e independencia 
consignados en el artículo 64.1 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre.

3. En el plazo de tres meses a partir de la entrada en vigor de este real decreto, el 
Gestor Técnico del Sistema como Entidad Responsable, presentará a la Secretaría de 
Estado de Energía una propuesta de Procedimiento de gestión.

4. En el plazo de seis meses a partir de la aprobación del Procedimiento de gestión, el 
Gestor Técnico del Sistema como Entidad Responsable deberá poner en funcionamiento el 
sistema de garantías de origen del gas procedente de fuentes renovables y el Registro de 
instalaciones de producción de gas procedente de fuentes renovables.

5. El Gestor Técnico del Sistema presentará anualmente ante el Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico un informe de cumplimiento de la actividad de 
expedición de garantías de origen del gas procedente de fuentes renovables. Este informe 
deberá demostrar el cumplimiento de los principios a los que se hace referencia en el 
apartado 2.

6. La función atribuida al Gestor Técnico del Sistema como Entidad Responsable del 
sistema de garantías de origen del gas procedente de fuentes renovables será retribuida 
conforme a la Circular 1/2020, de 9 de enero, de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, por la que se establece la metodología de retribución del gestor técnico del 
sistema gasista.

7. El Gestor Técnico del Sistema en calidad de Entidad Responsable del sistema de 
garantías de origen del gas procedente de fuentes renovables dará pleno acceso al 
Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico y a la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia tanto al Registro de instalaciones de producción de gas 
procedente de fuentes renovables como al sistema de garantías de origen del gas 
procedente de fuentes renovables.

8. Por orden de la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico se podrá asumir de nuevo, o encomendar a un tercero, la gestión del sistema 
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de garantías de origen, una vez se disponga de los medios humanos y materiales para ello. 
En este caso, se podrá solicitar a la entonces Entidad Responsable, la cesión de los 
recursos informáticos necesarios para llevar a cabo las funciones correspondientes.

Disposición adicional tercera.  Funciones de inspección de la Corporación de Reservas 
Estratégicas de Productos Petrolíferos.

1. Se incluyen entre las funciones de la Corporación de Reservas Estratégicas de 
Productos Petrolíferos, las previstas en el artículo 14 de la Orden ITC/2877/2008, de 9 de 
octubre, y en el artículo 15 de este real decreto, que serán financiadas mediante la cuota a 
que se refiere el artículo 25.1 del Real Decreto 1716/2004, de 23 de julio, por el que se 
regula la obligación de mantenimiento de existencias mínimas de seguridad, la 
diversificación de abastecimiento de gas natural y la corporación de reservas estratégicas de 
productos petrolíferos.

2. Por orden de la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico se podrá poner fin a las actuaciones de la citada Corporación en relación con 
las funciones anteriormente descritas, pudiendo designar, en su caso, a una nueva entidad 
responsable en base a criterios de transparencia, igualdad, independencia y eficiencia.

Disposición adicional cuarta.  Habilitación para el desarrollo de aspectos relacionados con 
los biocarburantes, biolíquidos, biogás u otros combustibles con fines de transporte.

La persona titular de la Secretaría de Estado de Energía podrá determinar por 
resolución, que se publicará en la página web del Ministerio para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico, los siguientes elementos:

a) El procedimiento detallado de remisión de la información en relación con los criterios 
de sostenibilidad y de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero y su 
verificación.

b) El formato y el contenido de los documentos justificativos para demostrar el 
cumplimiento de los criterios de sostenibilidad y de reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero mencionados en el capítulo I del título I.

c) Los procedimientos de funcionamiento del sistema, entendidos estos como los 
mecanismos que articulan el intercambio de información entre las distintas entidades y 
agentes del sistema de verificación de la sostenibilidad.

d) La modificación del periodo para la aplicación de la prima de 29 g CO2 eq/MJ, 
recogida en el anexo II.C.8 y en el anexo III.C.8.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, por el que se regulan 

los criterios de sostenibilidad de los biocarburantes y biolíquidos, el Sistema Nacional de 
Verificación de la Sostenibilidad y el doble valor de algunos biocarburantes a efectos de su 
cómputo, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 
establecido en el presente real decreto.

[ . . . ]
Disposición final sexta.  Salvaguardia del rango de ciertas disposiciones reglamentarias.

Las modificaciones que, con posterioridad a la entrada en vigor de este real decreto, 
puedan realizarse respecto a la Orden TED/1161/2020, de 4 de diciembre, podrán efectuarse 
por normas con rango de orden ministerial.

Disposición final séptima.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.13.ª y 25.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado competencia exclusiva sobre las bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica y las bases del régimen 
minero y energético.
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Disposición final octava.  Incorporación de normas del Derecho de la Unión Europea.
Mediante este real decreto se incorpora parcialmente al ordenamiento jurídico nacional la 

Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 
2018, relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables.

Disposición final novena.  Facultades de desarrollo y aplicación.
1. Se habilita a la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 

Demográfico para desarrollar lo previsto en este real decreto y, en particular:
a) La exigencia del cumplimiento de los requisitos de sostenibilidad y de reducción de 

emisiones de gases de efecto invernadero en el ámbito de los usos térmicos.
b) La metodología de cálculo de emisiones de gases de efecto invernadero derivado del 

uso de los carburantes líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico y de los 
combustibles de carbono reciclado para el transporte, así como los umbrales mínimos 
adecuados para la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero aplicables a 
estos últimos, conforme a lo que se prevea en la normativa europea al respecto.

c) Los aspectos de detalle del sistema nacional de verificación de la sostenibilidad con 
fines de transporte y las directrices para la realización del informe de verificación de la 
sostenibilidad previsto en el artículo 14.1.c), así como para la realización de las auditorías 
correspondientes.

d) La información que, en su caso, han de presentar los sujetos de los artículos 12 y 13 
en relación con los criterios de sostenibilidad y de reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero y su verificación.

e) La aplicación del sistema del balance de masa por los agentes de la cadena de 
custodia acogidos al sistema nacional y, en particular, la definición de partida, el periodo para 
la realización de inventario, los emplazamientos donde se debe aplicar, la forma de 
implementación para cada agente económico y las reglas de agregación y asignación de las 
características de sostenibilidad y de reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero, teniendo en cuenta las características propias del sistema de distribución de 
carburantes en España y los requisitos establecidos en este real decreto.

f) La información y documentación necesarias para validar de manera inequívoca la 
procedencia y origen de las materias primas y carburantes de doble cómputo, así como para 
aquellas que están sujetas a alguna limitación de las previstas en el Real Decreto 
1085/2015, de 4 de diciembre, así como las reglas y procedimientos y medidas de control a 
implementar a efectos de evitar los eventuales riesgos de fraude.

g) La forma de aplicación de los objetivos y límites de venta o consumo de 
biocarburantes y biogás con fines de transporte previstos en el artículo 2 del Real Decreto 
1085/2015, de 4 de diciembre, en virtud de lo dispuesto en la Orden ITC/2877/2008, de 9 de 
octubre.

h) El procedimiento para incorporar al mecanismo de fomento de los biocarburantes 
cualquier nueva materia prima o biocarburante a efectos del cumplimiento de los objetivos de 
venta o consumo de biocarburantes y biogás en el transporte y, en particular, de aquellas 
nuevas materias primas susceptibles de computar doble que, por su complejidad, requieren 
de una mayor concreción en su definición, así como de un análisis específico previo a su 
inclusión en alguna de las letras previstas en la parte A del anexo I.

i) La fecha a partir de la cual podrán computarse a efectos del objetivo de venta o 
consumo de biocarburantes y biogás con fines de transporte, en su caso, los carburantes 
líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico (también cuando estos se utilicen 
como productor intermedio para la producción de combustibles convencionales), los 
combustibles de carbono reciclado y los combustibles sostenibles suministrados en los 
sectores aéreo y marítimo a efectos del cumplimiento de los objetivos de venta o consumo 
de biocarburantes y biogás con fines de transporte. Estos deberán acogerse a lo previsto en 
el capítulo III del título I. Asimismo, podrá determinarse que, a efectos de dichos objetivos, la 
cuota suministrada en los dos sectores citados, a excepción de los combustibles producidos 
a partir de cultivos alimentarios y forrajeros, equivale a 1,2 veces su contenido energético.

j) Las instrucciones necesarias para el funcionamiento del sistema de garantías de 
origen del gas procedente de fuentes renovables.
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2. Se habilita a la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico para modificar los anexos por razones de carácter técnico o para su adaptación 
a lo previsto en la normativa de la Unión Europea que pueda incidir en su contenido.

3. Las circulares e instrucciones de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia en relación con el mecanismo de fomento del uso de biocarburantes y otros 
combustibles renovables con fines de transporte continuarán siendo de aplicación en tanto 
en cuanto no sean sustituidas.

Disposición final décima.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I

Parte A

Materias primas para la producción de biogás para el transporte y biocarburantes avanzados 
de doble cómputo

Las materias primas para la producción de biogás para el transporte y los biocarburantes 
avanzados cuya contribución a efectos del cumplimiento de las obligaciones de venta o 
consumo de biocarburantes y biogás con fines de transporte y el objetivo establecido para la 
utilización de la energía procedente de fuentes renovables en todas las formas de transporte 
puede considerarse dos veces su contenido energético son los siguientes:

a) Algas cultivadas en estanques terrestres o fotobiorreactores;
b) Fracción de biomasa de residuos municipales mezclados, pero no de residuos 

domésticos separados sujetos a los objetivos de reciclado establecidos en el artículo 26.1.a), 
de la Ley 7/2022, de 8 de abril;

c) Biorresiduos según la definición del artículo 2.9;
d) Fracción de biomasa de residuos industriales no apta para su uso en la cadena 

alimentaria humana o animal, incluido material procedente de la venta al detalle o al por 
mayor y de la industria agroalimentaria o de la pesca y la acuicultura, con exclusión de las 
materias primas que figuran en la parte B de este anexo;

e) Paja;
f) Estiércol animal y lodos de depuración;
g) Efluentes de molinos de aceite de palma y racimos de palma vacíos de la fruta;
h) Alquitrán de aceite de resina;
i) Glicerol en bruto;
j) Bagazo;
k) Orujo de uva y lías de vino;
l) Cáscaras de frutos secos;
m) Envolturas;
n) Residuos de mazorca limpios de granos de maíz;
o) Fracción de biomasa de residuos y desechos de la silvicultura y de las industrias 

basadas en los bosques, a saber, cortezas, ramas, aclareos precomerciales, hojas, agujas, 
copas de árboles, serrín, virutas, lejía negra, lejía marrón, lodos de fibra, lignina y aceite de 
resina;

p) Otras materias celulósicas no alimentarias;
q) Otros materiales lignocelulósicos a excepción de las trozas de aserrío y las trozas 

para chapa.
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Parte B

Materias primas para la producción de biocarburantes y biogás para el transporte de doble 
cómputo limitadas

Las materias primas para la producción de biocarburantes y el biogás para el transporte, 
cuya contribución a efectos del cumplimiento de las obligaciones de venta o consumo de 
biocarburantes y biogás con fines de transporte y el objetivo establecido para la utilización de 
la energía procedente de fuentes renovables en todas las formas de transporte, está limitada 
y podrá considerarse dos veces su contenido energético son las siguientes:

a) Aceite de cocina usado.
b) Grasas animales clasificadas en las categorías 1 y 2 con arreglo al Reglamento (CE) 

n.º 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que 
se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos 
derivados no destinados al consumo humano y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 
1774/2002.

ANEXO II
Normas para calcular el impacto de los biocarburantes, biolíquidos y los 
combustibles fósiles de referencia en las emisiones de gases de efecto 

invernadero

A. Valores típicos y valores por defecto para los biocarburantes producidos sin emisiones 
netas de carbono debidas a cambios en el uso del suelo

Proceso de producción del biocarburante Reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero. Valores típicos

Reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero. Valores por defecto

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera convencional). 67 % 59 %

Etanol de remolacha azucarera (con biogás procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera convencional). 77 % 73 %

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de cogeneración (*)). 73 % 68 %

Etanol de remolacha azucarera (con biogás procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de cogeneración (*)). 79 % 76 %

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de cogeneración (*)). 58 % 47 %

Etanol de remolacha azucarera (con biogás procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de cogeneración (*)). 71 % 64 %

Etanol de maíz (gas natural como combustible de proceso en caldera convencional). 48 % 40 %
Etanol de maíz (gas natural como combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)). 55 % 48 %

Etanol de maíz (lignito como combustible de proceso en instalaciones de cogeneración (*)). 40 % 28 %
Etanol de maíz (desechos forestales como combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)). 69 % 68 %

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas natural como combustible de proceso en 
caldera convencional). 47 % 38 %

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas natural como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*)). 53 % 46 %

Etanol de otros cereales distintos del maíz (lignito como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*)). 37 % 24 %

Etanol de otros cereales distintos del maíz (desechos forestales como combustible de 
proceso en instalaciones de cogeneración (*)). 67 % 67 %

Etanol de caña de azúcar. 70 % 70 %
Parte del etil-terc-butil-éter (ETBE) procedente de fuentes renovables. Iguales a los del proceso utilizado de producción del etanol.
Parte del terc-amil-etil-éter (TAEE) procedente de fuentes renovables. Iguales a los del proceso utilizado de producción del etanol.
Biodiésel de colza. 52 % 47 %
Biodiésel de girasol. 57 % 52 %
Biodiésel de soja. 55 % 50 %
Biodiésel de aceite de palma (estanque abierto para efluentes). 33 % 20 %
Biodiésel de aceite de palma (proceso con captura de metano en la almazara). 51 % 45 %
Biodiésel de aceite de cocina usado. 88 % 84 %
Biodiésel procedente de grasas animales fundidas (**). 84 % 78 %
Aceite vegetal hidrotratado de colza. 51 % 47 %
Aceite vegetal hidrotratado de girasol. 58 % 54 %
Aceite vegetal hidrotratado de soja. 55 % 51 %
Aceite vegetal hidrotratado de palma (estanque abierto para efluentes). 34 % 22 %

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 138  Criterios de sostenibilidad y reducción de emisiones de gases de efecto invernadero [parcial]

– 1727 –



Proceso de producción del biocarburante Reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero. Valores típicos

Reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero. Valores por defecto

Aceite vegetal hidrotratado de palma (proceso con captura de metano en la almazara). 53 % 49 %
Aceite hidrotratado de cocina usado. 87 % 83 %
Aceite hidrotratado procedente de grasas animales fundidas (**). 83 % 77 %
Aceite vegetal puro de colza. 59 % 57 %
Aceite vegetal puro de girasol. 65 % 64 %
Aceite vegetal puro de soja. 63 % 61 %
Aceite vegetal puro de palma (estanque abierto para efluentes). 40 % 30 %
Aceite vegetal puro de palma (proceso con captura de metano en la almazara). 59 % 57 %
Aceite puro de cocina usado. 98 % 98 %

(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo son válidos si todo el calor del proceso lo suministra la cogeneración.
(**) Se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de subproductos animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 

(CE) n.º 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los 
productos derivados no destinados al consumo humano y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1774/2002, para los que no se consideran las emisiones relacionadas con la 
higienización como parte del procesamiento.

B. Valores típicos y valores por defecto estimados para los futuros biocarburantes que no se 
encontraban o solo se encontraban en cantidades insignificantes en el mercado en 2016, 

producidos sin emisiones netas de carbono debidas a cambios en el uso del suelo

Proceso de producción del biocarburante Reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero, valores típicos

Reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero, valores por 

defecto
Etanol de paja de trigo. 85 % 83 %
Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de residuos de madera en instalaciones independientes. 83 % 83 %
Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de madera cultivada en instalaciones independientes. 82 % 82 %
Gasolina Fischer-Tropsch procedente de residuos de madera en instalaciones independientes. 83 % 83 %
Gasolina Fischer-Tropsch procedente de madera cultivada en instalaciones independientes. 82 % 82 %
Dimetil-éter (DME) procedente de residuos de madera en instalaciones independientes. 84 % 84 %
Dimetil-éter (DME) procedente de madera cultivada en instalaciones independientes. 83 % 83 %
Metanol de residuos de madera en instalaciones independientes. 84 % 84 %
Metanol de madera cultivada en instalaciones independientes. 83 % 83 %
Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de la gasificación de lejía negra integrada en fábricas de papel. 89 % 89 %
Gasolina Fischer-Tropsch procedente de la gasificación de lejía negra integrada en fábricas de papel. 89 % 89 %
Dimetil-éter (DME) procedente de la gasificación de lejía negra integrada en fábricas de papel. 89 % 89 %
Metanol procedente de la gasificación de lejía negra integrada en fábricas de papel. 89 % 89 %
Parte del metil-terc-butil-éter (MTBE) procedente de fuentes renovables. Iguales a los del proceso de producción de metanol utilizado.

C. Metodología
1. Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la producción y el uso 

de combustibles para transporte, biocarburantes y biolíquidos se calcularán con las fórmulas 
siguientes:

a) Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la producción y el uso 
de biocarburantes se calcularán con la fórmula siguiente:

E = eec + el + ep + etd + eu – esca – eccs – eccr

Siendo:
E = las emisiones totales procedentes del uso del combustible.
eec = las emisiones procedentes de la extracción o del cultivo de las materias primas.
el = las emisiones anualizadas procedentes de las modificaciones en las reservas de 

carbono causadas por el cambio en el uso de la tierra.
ep = las emisiones procedentes de la transformación.
etd = las emisiones procedentes del transporte y la distribución.
eu = las emisiones procedentes del combustible durante su consumo.
esca = la reducción de emisiones derivada de la acumulación de carbono en el suelo 

mediante una mejora de la gestión agrícola.
eccs = la reducción de emisiones derivada de la captura y el almacenamiento geológico 

del CO2.
eccr = la reducción de emisiones derivada de la captura y sustitución del CO2.
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No se tendrán en cuenta las emisiones procedentes de la fabricación de maquinaria y 
equipos.

b) Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la producción y el uso 
de biolíquidos se calcularán del mismo modo que las de los biocarburantes (E), pero con la 
extensión necesaria para incluir la conversión energética en la electricidad y/o el calor y la 
refrigeración producidos, con las fórmulas siguientes:

i) En el caso de las instalaciones energéticas que produzcan solamente calor:

ii) En el caso de las instalaciones energéticas que produzcan solamente electricidad:

Siendo:
ECh,el = las emisiones totales de gases de efecto invernadero del producto energético 

final,
E = las emisiones totales de gases de efecto invernadero del biolíquido antes de la 

conversión final,
ηel = la eficiencia eléctrica, definida como la electricidad producida anualmente dividida 

por la aportación anual de biolíquido, sobre la base de su contenido energético,ηel
ηh = la eficiencia térmica, definida como la producción anual de calor útil dividida por la 

aportación anual de biolíquido, sobre la base de su contenido energético.
iii) En el caso de electricidad o energía mecánica procedentes de instalaciones 

energéticas que produzcan calor útil junto con electricidad y/o energía mecánica:

iv) En el caso del calor útil procedente de instalaciones energéticas que produzcan calor 
junto con electricidad y/o energía mecánica:

Siendo:
ECh,el = las emisiones totales de gases de efecto invernadero del producto energético 

final,
E = las emisiones totales de gases de efecto invernadero del biolíquido antes de la 

conversión final,
ηel = la eficiencia eléctrica, definida como la electricidad producida anualmente dividida 

por la aportación anual de combustible, sobre la base de su contenido energético,
ηh = la eficiencia térmica, definida como la producción anual de calor útil dividida por la 

aportación anual de combustible, sobre la base de su contenido energético,
Cel = la fracción de exergía en la electricidad y/o la energía mecánica, fijada en el 100 %
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(Cel = 1),
Ch = la eficiencia de Carnot (fracción de exergía en el calor útil).

La eficiencia de Carnot Ch, para el calor útil a diferentes temperaturas, se define como:

Siendo:
Th = la temperatura, medida en temperatura absoluta (kelvin) del calor útil en el punto de 

entrega,
T0 = la temperatura del ambiente, fijada a 273,15 kelvin (igual a 0 °C).

Si el calor excedentario se exporta para la calefacción de edificios a una temperatura 
inferior a 150 °C (423,15 kelvin), Ch puede definirse de forma alternativa del modo siguiente:

Ch = eficiencia de Carnot en calor a 150 °C (423,15 kelvin), que es 0,3546

A efectos de ese cálculo, se entenderá por:
a) «Cogeneración»: la generación simultánea de energía térmica y eléctrica y/o 

mecánica en un solo proceso;
b) «Calor útil»: el calor generado para satisfacer una demanda económicamente 

justificable de calor a efectos de calefacción y refrigeración;
c) «Demanda económicamente justificable»: la demanda que no supera las necesidades 

de calor o refrigeración y que, en otro caso, sería satisfecha en condiciones de mercado.
2. Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de biocarburantes y 

biolíquidos se expresarán del modo siguiente:
a) Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de biocarburantes, E, se 

expresarán en gramos equivalentes de CO2 por MJ de combustible, g CO2eq/MJ;
b) Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de biolíquidos, EC, se 

expresarán en gramos equivalentes de CO2 por MJ de producto energético final (calor o 
electricidad), g CO2eq/MJ.

Cuando la calefacción y la refrigeración se cogeneren con electricidad, las emisiones se 
repartirán entre el calor y la electricidad, según lo expuesto en el punto 1, letra b), con 
independencia de que el calor se use realmente para calefacción o para refrigeración(1).

(1) El calor o el calor residual se utilizan para generar refrigeración (aire o agua enfriados) mediante enfriadores 
de absorción. Por tanto, procede calcular únicamente las emisiones asociadas al calor producido por MJ de calor, 
con independencia de que el uso final del calor sea la calefacción efectiva o la refrigeración mediante enfriadores de 
absorción.

Cuando las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la extracción o del 
cultivo de las materias primas eec se expresen en unidades de g CO2eq/tonelada seca de 
materia prima, la conversión en gramos equivalentes de CO2 por MJ de combustible (g 
CO2eq/MJ) se calculará con la fórmula siguiente(2):

(2) La fórmula para el cálculo de las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la extracción o 
del cultivo de materias primas eec describe casos en los que las materias primas se transforman en biocarburantes 
en un único paso. En el caso de cadenas de suministro más complejas es necesario aplicar ajustes para calcular las 
emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la extracción o del cultivo de materias primas eec para 
productos intermedios.
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Siendo:

Factor combustible materia primaa = [Relación MJ de materia prima necesarios para obtener 
1 MJ de combustible]

Las emisiones por tonelada seca de materia prima se calcularán con la fórmula 
siguiente:

3. La reducción de emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de 
biocarburantes y bioliquidos se calculará como sigue:

a) Reducción de emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de 
biocarburantes:

REDUCCIÓN = (EF(t) – EB )/EF(t)

Siendo:
EB: las emisiones totales procedentes de biocarburante
EF(t): las emisiones totales procedentes del combustible fósil de referencia para el 

transporte
b) Reducción de emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la 

generación de calor y refrigeración, y electricidad a partir de biolíquidos:

REDUCCIÓN = (ECF(h&c,el,) – ECB(h&c,el)/ECF (h&c,el),
Siendo:
– ECB(h&c,el,) = las emisiones totales procedentes del calor o la electricidad;
– ECF(h&c,el) = las emisiones totales del combustible fósil de referencia para el calor útil 

o la electricidad.
4. Los gases de efecto invernadero que se tendrán en cuenta a efectos del punto 1 serán 

CO2, N2O y CH4. Con el fin de calcular la equivalencia en CO2, estos gases se valorarán del 
siguiente modo:

– CO2: 1.
– N2O: 298.
– CH4: 25.
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5. Las emisiones procedentes de la extracción o del cultivo de las materias primas, eec, 
incluirán las emisiones procedentes del proceso de extracción o el cultivo propiamente dicho; 
de la recogida, el secado y el almacenamiento de las materias primas; de los residuos y 
pérdidas, y de la producción de sustancias químicas o productos utilizados en la extracción o 
el cultivo. Se excluirá la captura de CO2 en el cultivo de las materias primas. Como 
alternativa a la utilización de valores reales, podrán obtenerse estimaciones de las emisiones 
procedentes del cultivo de biomasa agrícola a partir de medias regionales de las emisiones 
en el cultivo incluidas en los informes a que se refiere el artículo 31.4 de la Directiva (UE) 
2018/2001, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre, o de la información 
sobre los valores por defecto desagregados para las emisiones en el cultivo que figuran en el 
presente anexo. En ausencia de información pertinente en dichos informes, se permitirá 
calcular medias basadas en prácticas agrícolas locales sobre la base, por ejemplo, de datos 
de un grupo de explotaciones, como alternativa a la utilización de valores reales.

6. A efectos del cálculo a que se refiere el punto 1, letra a), la reducción de emisiones de 
gases de efecto invernadero debida a la mejora de la gestión agrícola, esca (como la 
reducción o supresión de la labranza, sistemas mejorados de rotación de cultivos, uso de 
cultivos de cobertura, incluida la gestión de los desechos de los cultivos, y el uso de 
enmiendas orgánicas del suelo, tales como el compost o el digestato de la fermentación del 
estiércol), solo se considerará si se facilitan pruebas convincentes y verificables de que el 
contenido de carbono del suelo ha aumentado, o cabe esperar que haya aumentado, en el 
período en el que se han cultivado las materias primas consideradas, teniendo a la vez en 
cuenta las emisiones cuando tales prácticas llevan a un mayor uso de abonos y herbicidas 
(3).

(3) Dichas pruebas pueden consistir en mediciones del carbono en suelo, compuestas, por ejemplo, de una 
primera medición con anterioridad al cultivo y otras posteriores a intervalos regulares de varios años. En tal caso, 
antes de que se disponga de la segunda medición, el aumento del carbono en suelo se calcularía atendiendo a 
experimentos representativos o a modelos de suelo. A partir de la segunda medición, las mediciones constituirían la 
base para determinar la existencia de un aumento del carbono en suelo y de su magnitud.

7. Las emisiones anualizadas procedentes de las modificaciones en las reservas de 
carbono causadas por un cambio del uso de la tierra, el, se calcularán dividiendo las 
emisiones totales por igual a lo largo de 20 años. Para el cálculo de esas emisiones, se 
aplicará la siguiente fórmula:

el = (CSR – CSA) × 3,664 × 1/20 × 1/P –eB (4)

(4) Al dividir el peso molecular del CO2 (44,010 g/mol) por el peso atómico del carbono (12,011 g/mol) se obtiene 
un cociente de 3,664.

Siendo:
el: emisiones anualizadas de gases de efecto invernadero procedentes de las 

modificaciones en las reservas de carbono causadas por el cambio de uso de la tierra 
[expresadas como masa equivalente (gramos) de CO2 por unidad de energía producida por 
biocarburantes o biolíquidos (megajulios)]. Las «tierras de cultivo»(5) y las tierras usadas para 
«cultivos vivaces» (6) se considerarán un único uso de la tierra;

(5) Tierras de cultivo definidas por el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático.
(6) Los cultivos vivaces se definen como cultivos multianuales cuyo tallo, por lo general, no se recoge 

anualmente, como el monte bajo de rotación corta y la palmera de aceite.
CSR: reservas de carbono por unidad de superficie asociadas al uso de la tierra de 

referencia [expresadas como masa de carbono (toneladas) por unidad de superficie, 
incluidos tanto el suelo como la vegetación]. El uso de la tierra de referencia será el uso de la 
tierra en enero de 2008, o bien 20 años antes de que se obtuvieran las materias primas, si 
esta fecha es posterior
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CSA: reservas de carbono por unidad de superficie asociadas al uso real de la tierra 
[expresadas como masa de carbono (toneladas) por unidad de superficie, incluidos tanto el 
suelo como la vegetación]. En los casos en que las reservas de carbono se acumulen 
durante un período superior a un año, el valor de CSA será el de las reservas estimadas por 
unidad de superficie después de 20 años, o cuando el cultivo alcance su madurez, si esta 
fecha es anterior;

P: productividad de los cultivos (medida como la energía producida por los 
biocarburantes y biolíquidos por unidad de superficie al año),

eB: prima de 29 g CO2eq/MJ para el biocarburante o biolíquido si la biomasa se obtiene 
de tierras degradadas restauradas según las condiciones establecidas en el punto 8.

8. La prima de 29 g CO2eq/MJ se asignará siempre que se demuestre que la tierra:

a) No era explotada con fines agrícolas ni con otros fines en enero de 2008
b) Se define como tierras gravemente degradadas, incluidas las tierras anteriormente 

explotadas con fines agrícolas.
La prima de 29 g CO2eq/MJ se aplicará durante un período máximo de 20 años a partir 

de la fecha de la reconversión de la tierra en explotación agrícola, siempre que se garantice 
un crecimiento regular de las reservas de carbono así como una reducción importante de la 
erosión para las tierras incluidas en la categoría b).

9. Se entenderá por «tierras gravemente degradadas» las tierras que, durante un 
período de tiempo considerable, se hayan salinizado de manera importante o hayan 
presentado un contenido de materias orgánicas significativamente bajo y hayan sido 
gravemente erosionadas.

10. La Comisión Europea revisará, a más tardar el 31 de diciembre de 2020, las 
directrices para calcular las reservas de carbono en suelo(7) basándose en las Directrices de 
2006 del IPCC para los inventarios nacionales de gases de efecto invernadero, volumen 4, y 
de acuerdo con el Reglamento (UE) n.o 525/2013 y con el Reglamento (UE) 2018/841 del 
Parlamento Europeo y del Consejo (8). Dichas directrices servirán de base para calcular las 
reservas de carbono en suelo a estos efectos.

(7) Decisión 2010/335/UE de la Comisión, de 10 de junio de 2010, sobre directrices para calcular las reservas de 
carbono en suelo a efectos del anexo V de la Directiva 2009/28/CE (DO L 151 de 17.6.2010, p. 19).

(8) Reglamento (UE) 2018/841 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, sobre la 
inclusión de las emisiones y absorciones de gases de efecto invernadero resultantes del uso de la tierra, el cambio 
de uso de la tierra y la silvicultura en el marco de actuación en materia de clima y energía hasta 2030, y por el que 
se modifican el Reglamento (UE) n.o 525/2013 y la Decisión n.o 529/2013/UE (DO L 156 de 19.6.2018, p. 1).

11. Las emisiones procedentes de la transformación,, incluirán las emisiones 
procedentes de la transformación propiamente dicha, de los residuos y pérdidas, y de la 
producción de sustancias químicas o productos utilizados en transformación con inclusión de 
las emisiones de CO2 correspondientes al contenido de carbono de los insumos fósiles, se 
produzca o no la combustión de estas durante el proceso.

Para calcular el consumo de electricidad no producida en la instalación de producción de 
combustible, se considerará que la intensidad de las emisiones de gases de efecto 
invernadero procedentes de la producción y distribución de esa electricidad es igual a la 
intensidad media de las emisiones procedentes de la producción y distribución de 
electricidad en una región determinada. Como excepción a esta regla, los productores 
podrán utilizar un valor medio para la electricidad producida en una determinada instalación 
de producción de electricidad, si dicha instalación no está conectada a la red eléctrica.

Las emisiones procedentes de la transformación incluirán las emisiones procedentes del 
secado de productos y materiales intermedios, cuando proceda.

12. Las emisiones procedentes del transporte y la distribución,, incluirán las emisiones 
procedentes del transporte de materias primas y semiacabadas y del almacenamiento y la 
distribución de materias acabadas. Las emisiones procedentes del transporte y la 
distribución que deben tenerse en cuenta en el punto 5 no estarán cubiertas por el presente 
punto.
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13. Las emisiones del combustible durante su consumo,, se considerarán nulas para los 
biocarburantes y biolíquidos.

Las emisiones de gases de efecto invernadero distintos del CO2 (N2O y CH4) del 
combustible durante su consumo se incluirán en el factor correspondiente a los biolíquidos.

14. La reducción de emisiones derivada de la captura y almacenamiento geológico del 
CO2, eccs, que no se haya contabilizado ya en ep, se limitará a las emisiones evitadas 
gracias a la captura y el almacenamiento del CO2 emitido, relacionado directamente con la 
extracción, el transporte, la transformación y la distribución del combustible, siempre y 
cuando se almacene de conformidad con la Directiva 2009/31/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo. (9)

(9) Directiva 2009/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2009, relativa al 
almacenamiento geológico de dióxido de carbono y por la que se modifican la Directiva 85/337/CEE del Consejo, las 
Directivas 2000/60/CE, 2001/80/CE, 2004/35/CE, 2006/12/CE, 2008/1/CE y el Reglamento (CE) n.o 1013/2006 del 
Parlamento Europeo y del Consejo (DO L 140 de 5.6.2009, p. 114).

15. La reducción de emisiones derivada de la captura y sustitución del CO2, eccr estará 
directamente relacionada con la producción del biocarburante o biolíquido de donde 
proceden, y se limitará a las emisiones evitadas gracias a la captura del CO2 cuyo carbono 
proviene de la biomasa y se utiliza para sustituir el CO2 de origen fósil en la producción de 
productos y servicios comerciales.

16. Cuando una unidad de cogeneración - que suministre calor y/o electricidad a un 
proceso de producción del combustible cuyas emisiones se estén calculando - produzca 
electricidad excedentaria y/o calor útil excedentario, las emisiones de gases de efecto 
invernadero se repartirán entre la electricidad y el calor útil en función de la temperatura del 
calor (que refleja la utilidad de este). La porción útil del calor se obtiene al multiplicar su 
contenido energético por el factor de eficiencia de Carnot, Ch, que se calcula como sigue:

Siendo:
Th= temperatura, medida en temperatura absoluta (kelvin) del calor útil en el punto de 

entrega,
To= temperatura del ambiente, fijada a 273,15 kelvin (igual a 0 °C).

Si el calor excedentario se exporta para la calefacción de edificios a una temperatura 
inferior a 150 °C (423,15 kelvin), Ch puede definirse de forma alternativa del modo siguiente:

Ch = eficiencia de Carnot en calor a 150 °C (423,15 kelvin), que es 0,3546
A efectos de ese cálculo, se utilizarán las eficiencias reales, definidas como la 

producción anual de energía mecánica, electricidad y calor dividida, respectivamente, por la 
aportación anual de energía.

A efectos de ese cálculo, se entenderá por:
a) «Cogeneración»: la generación simultánea en un proceso de energía térmica y 

eléctrica y/o mecánica;
b) «Calor útil»: el calor generado para satisfacer una demanda económicamente 

justificable de calor a efectos de calefacción o refrigeración;
c) «Demanda económicamente justificable»: la demanda que no supera las necesidades 

de calor o refrigeración y que, en otro caso, sería satisfecha en condiciones de mercado.
17. Si en un proceso de producción de combustible se produce, de manera combinada, 

el combustible cuyas emisiones se están calculando y uno o más productos diferentes 
(«coproductos»), las emisiones de gases de efecto invernadero se repartirán entre el 
combustible o su producto intermedio y los coproductos, proporcionalmente a su contenido 
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energético (determinado por el valor calorífico inferior en el caso de los coproductos distintos 
de la electricidad y el calor). La intensidad de gases de efecto invernadero del calor útil o la 
electricidad excedentarios es la misma que la del calor o la electricidad suministrados al 
proceso de producción de combustible, y viene determinada por el cálculo de la intensidad 
de gases de efecto invernadero de todos los insumos y emisiones, incluidas las materias 
primas y las emisiones de CH4 y N2O, desde y hacia la unidad de cogeneración, caldera u 
otro aparato que suministre calor o electricidad al proceso de producción de combustible. En 
caso de cogeneración de electricidad y calor, el cálculo se efectuará de conformidad con el 
punto 16.

18. A efectos del cálculo mencionado en el punto 17, las emisiones que deben repartirse 
serán eec + el + esca + las fracciones de ep`, etd` y ecrr` que intervienen hasta la fase del 
proceso en que se produce un coproducto, incluida dicha fase. Si se han asignado emisiones 
a coproductos en una fase anterior del proceso en el ciclo de vida, se utilizará a dichos 
efectos la fracción de esas emisiones asignadas al producto combustible intermedio en esa 
última fase, en lugar del total de las emisiones.

En el caso de los biocarburantes y biolíquidos, todos los coproductos se tendrán en 
cuenta a efectos de ese cálculo. No se asignarán emisiones a los residuos y desechos. A 
efectos del cálculo, se considerará que los coproductos con un contenido energético 
negativo tienen un contenido energético nulo.

Se considerará que los residuos y desechos, incluidas las copas de árboles y ramas, la 
paja, las cortezas, peladuras y cáscaras de frutos secos, así como los desechos de la 
transformación, incluidos la glicerina en crudo (no refinada) y el bagazo, son materiales sin 
emisiones de gases de efecto invernadero en el ciclo de vida hasta su recogida, 
independientemente de si son transformados en productos intermedios antes de su 
transformación en producto final.

En el caso de los combustibles producidos en refinerías, distintos de la combinación de 
plantas de transformación con calderas o unidades de cogeneración que suministran calor 
y/o electricidad a la planta de transformación, la unidad de análisis a efectos del cálculo 
mencionado en el punto 17 será la refinería.

19. En lo que respecta a los biocarburantes, a efectos del cálculo mencionado en el 
punto 3, el valor del combustible fósil de referencia será EF(t) 94 g CO2eq/MJ.

Para los biolíquidos utilizados en la producción de electricidad, a efectos del cálculo 
mencionado en el punto 3, el valor del combustible fósil de referencia ECF(e) será 183 g 
CO2eq/MJ.

Para los biolíquidos utilizados en la producción de calor útil, así como en la producción 
de calefacción y/o refrigeración, a efectos del cálculo mencionado en el punto 3, el valor del 
combustible fósil de referencia ECF(h&c)) será 80 g CO2eq/MJ.

D. Valores por defecto desagregados para los biocarburantes y biolíquidos

Valores por defecto desagregados para el cultivo: «eec», tal como se define en la parte C del 
presente anexo, incluidas las emisiones de N2O de los suelos

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de remolacha azucarera. 9,6 9,6
Etanol de maíz. 25,5 25,5
Etanol de otros cereales distintos del maíz. 27,0 27,0
Etanol de caña de azúcar. 17,1 17,1
Parte del ETBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

(**) Se aplica únicamente a los biocarburantes producidos por los subproductos animales 
clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento (CE) n.º 
1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte de los residuos no se 
toman en consideración.
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Parte del TAEE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

Biodiésel de colza. 32,0 32,0
Biodiésel de girasol. 26,1 26,1
Biodiésel de soja. 21,2 21,2
Biodiésel de aceite de palma. 26,0 26,0
Biodiésel de aceite de cocina usado. 0 0
Biodiésel procedente de grasas animales 
fundidas (**). 0 0

Aceite vegetal hidrotratado de colza. 33,4 33,4
Aceite vegetal hidrotratado de girasol. 26,9 26,9
Aceite vegetal hidrotratado de soja. 22,1 22,1
Aceite vegetal hidrotratado de palma. 27,3 27,3
Aceite hidrotratado de cocina usado. 0 0
Aceite hidrotratado procedente de grasas 
animales fundidas (**). 0 0

Aceite vegetal puro de colza. 33,4 33,4
Aceite vegetal puro de girasol. 27,2 27,2
Aceite vegetal puro de soja. 22,2 22,2
Aceite vegetal puro de palma. 27,1 27,1
Aceite puro de cocina usado. 0 0

(**) Se aplica únicamente a los biocarburantes producidos por los subproductos animales 
clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento (CE) n.º 
1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte de los residuos no se 
toman en consideración.

Valores por defecto desagregados para el cultivo: «eec», exclusivamente para las emisiones 
de N2O de los suelos (ya incluidos en los valores desagregados para las emisiones de los 

cultivos en el cuadro «eec»)

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por de fecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de remolacha azucarera. 4,9 4,9
Etanol de maíz. 13,7 13,7
Etanol de otros cereales distintos del maíz. 14,1 14,1
Etanol de caña de azúcar. 2,1 2,1
Parte del ETBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

Parte del TAEE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

Biodiésel de colza. 17,6 17,6
Biodiésel de girasol. 12,2 12,2
Biodiésel de soja. 13,4 13,4
Biodiésel de aceite de palma. 16,5 16,5
Biodiésel de aceite de cocina usado. 0 0
Biodiésel de grasas animales fundidas (**). 0 0
Aceite hidrotratado vegetal de colza. 18,0 18,0
Aceite hidrotratado vegetal de girasol. 12,5 12,5
Aceite hidrotratado vegetal de soja. 13,7 13,7
Aceite hidrotratado vegetal de palma. 16,9 16,9
Aceite hidrotratado de cocina usado. 0 0
Aceite hidrotratado procedente de grasas 
animales fundidas (**). 0 0

Aceite vegetal puro de colza. 17,6 17,6
Aceite vegetal puro de girasol. 12,2 12,2
Aceite vegetal puro de soja. 13,4 13,4
Aceite vegetal puro de palma. 16,5 16,5

(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos por los subproductos 
animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte de los residuos 
no se toman en consideración.
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por de fecto
(g CO2eq/MJ)

Aceite puro de cocina usado. 0 0
(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos por los subproductos 

animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte de los residuos 
no se toman en consideración.

Valores por defecto desagregados para transformación: «ep» tal como se define en la parte 
C del presente anexo

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera 
convencional).

18,8 26,3

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera 
convencional).

9,7 13,6

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

13,2 18,5

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

7,6 10,6

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

27,4 38,3

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

15,7 22,0

Etanol de maíz (gas natural como combustible 
de proceso en caldera convencional). 20,8 29,1

Etanol de maíz (gas natural como combustible 
de proceso en instalaciones de cogeneración 
(*)).

14,8 20,8

Etanol de maíz (lignito como combustible de 
proceso en instalaciones de cogeneración (*)). 28,6 40,1

Etanol de maíz (desechos forestales como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

1,8 2,6

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas 
natural como combustible de proceso en 
caldera convencional).

21,0 29,3

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas 
natural como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*)).

15,1 21,1

Etanol de otros cereales distintos del maíz 
(lignito como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*)).

30,3 42,5

(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo 
son válidos si todo el calor del proceso lo suministra la cogeneración.

(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 
animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de otros cereales distintos del maíz 
(desechos forestales como combustible de 
proceso en instalaciones de cogeneración (*)).

1,5 2,2

Etanol de caña de azúcar. 1,3 1,8
Parte del ETBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

Parte del TAEE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

Biodiésel de colza. 11,7 16,3
Biodiésel de girasol. 11,8 16,5
Biodiésel de soja. 12,1 16,9
Biodiésel de aceite de palma (estanque abierto 
para efluen tes). 30,4 42,6

Biodiésel de aceite de palma (proceso con 
captura de me tano en la almazara). 13,2 18,5

Biodiésel de aceite de cocina usado. 9,3 13,0
Biodiésel procedente de grasas animales 
fundidas (**). 13,6 19,1

Aceite vegetal hidrotratado de colza. 10,7 15,0
Aceite vegetal hidrotratado de girasol. 10,5 14,7
Aceite vegetal hidrotratado de soja. 10,9 15,2
Aceite vegetal hidrotratado de palma (estanque 
abierto para efluentes). 27,8 38,9

Aceite vegetal hidrotratado de palma (proceso 
con captura de metano en la almazara). 9,7 13,6

Aceite hidrotratado de cocina usado. 10,2 14,3
Aceite hidrotratado procedente de grasas 
animales fundidas (**). 14,5 20,3

Aceite vegetal puro de colza. 3,7 5,2
Aceite vegetal puro de girasol. 3,8 5,4
Aceite vegetal puro de soja. 4,2 5,9
Aceite vegetal puro de palma (estanque abierto 
para efluentes). 22,6 31,7

Aceite vegetal puro de palma (proceso con 
captura de me tano en la almazara). 4,7 6,5

Aceite puro de cocina usado. 0,6 0,8
(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo 

son válidos si todo el calor del proceso lo suministra la cogeneración.
(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 

animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.

Valores por defecto desagregados exclusivamente para la extracción de aceites (ya incluidos 
en los valores desagregados para las emisiones de la transformación en el cuadro «ep»)

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Biodiésel de colza. 3,0 4,2
Biodiésel de girasol. 2,9 4,0
Biodiésel de soja. 3,2 4,4
Biodiésel de aceite de palma (estanque abierto 
para efluentes). 20,9 29,2

Biodiésel de aceite de palma (proceso con 
captura de me tano en la almazara). 3,7 5,1

Biodiésel de aceite de cocina usado. 0 0
(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 

animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Biodiésel procedente de grasas animales 
fundidas (**). 4,3 6,1

Aceite vegetal hidrotratado de colza. 3,1 4,4
Aceite vegetal hidrotratado de girasol. 3,0 4,1
Aceite vegetal hidrotratado de soja. 3,3 4,6
Aceite vegetal hidrotratado de palma (estanque 
abierto para efluentes). 21,9 30,7

Aceite vegetal hidrotratado de palma (proceso 
con captura de metano en la almazara). 3,8 5,4

Aceite hidrotratado de cocina usado. 0 0
Aceite hidrotratado procedente de grasas 
animales fundi das (**). 4,3 6,0

Aceite vegetal puro de colza. 3,1 4,4
Aceite vegetal puro de girasol. 3,0 4,2
Aceite vegetal puro de soja. 3,4 4,7
Aceite vegetal puro de palma (estanque abierto 
para efluentes). 21,8 30,5

Aceite vegetal puro de palma (proceso con 
captura de metano en la almazara). 3,8 5,3

Aceite puro de cocina usado. 0 0
(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 

animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.

Valores por defecto desagregados para transporte y distribución: «etd» tal como se define en 
la parte C del presente anexo

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera 
convencional).

2,3 2,3

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera 
convencional).

2,3 2,3

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

2,3 2,3

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

2,3 2,3

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

2,3 2,3

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

2,3 2,3

(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo 
son válidos si todo el calor del proceso lo suministra la cogeneración.

(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 
animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de maíz (gas natural como combustible 
de proceso en instalaciones de cogeneración 
(*)).

2,2 2,2

Etanol de maíz (gas natural como combustible 
de proceso en caldera convencional). 2,2 2,2

Etanol de maíz (lignito como combustible de 
proceso en instalaciones de cogeneración (*)). 2,2 2,2

Etanol de maíz (desechos forestales como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

2,2 2,2

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas 
natural como combustible de proceso en 
caldera convencional).

2,2 2,2

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas 
natural como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*)).

2,2 2,2

Etanol de otros cereales distintos del maíz 
(lignito como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*)).

2,2 2,2

Etanol de otros cereales distintos del maíz 
(desechos forestales como combustible de 
proceso en instalaciones de cogeneración (*)).

2,2 2,2

Etanol de caña de azúcar. 9,7 9,7
Parte del ETBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

Parte del TAEE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

Biodiésel de colza. 1,8 1,8
Biodiésel de girasol. 2,1 2,1
Biodiésel de soja. 8,9 8,9
Biodiésel de aceite de palma (estanque abierto 
para efluentes). 6,9 6,9

Biodiésel de aceite de palma (proceso con 
captura de me tano en la almazara). 6,9 6,9

Biodiésel de aceite de cocina usado. 1,9 1,9
Biodiésel procedente de grasas animales 
fundidas (**). 1,6 1,6

Aceite vegetal hidrotratado de colza. 1,7 1,7
Aceite vegetal hidrotratado de girasol. 2,0 2,0
Aceite vegetal hidrotratado de soja. 9,2 9,2
Aceite vegetal hidrotratado de palma (estanque 
abierto para efluentes). 7,0 7,0

Aceite vegetal hidrotratado de palma (proceso 
con captura de metano en la almazara). 7,0 7,0

Aceite hidrotratado de cocina usado. 1,7 1,7
Aceite hidrotratado procedente de grasas 
animales fundidas (**). 1,5 1,5

Aceite vegetal puro de colza. 1,4 1,4
Aceite vegetal puro de girasol. 1,7 1,7
Aceite vegetal puro de soja. 8,8 8,8
Aceite vegetal puro de palma (estanque abierto 
para efluentes). 6,7 6,7

Aceite vegetal puro de palma (proceso con 
captura de me tano en la almazara). 6,7 6,7

Aceite puro de cocina usado. 1,4 1,4
(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo 

son válidos si todo el calor del proceso lo suministra la cogeneración.
(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 

animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.
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Valores por defecto desagregados exclusivamente para transporte y distribución de 
combustible final. Si bien ya están incluidos en el cuadro de «emisiones del transporte y la 
distribución etd» tal como se definen en la parte C del presente anexo, los valores que 
figuran a continuación son útiles si un operador económico quiere declarar exclusivamente 

las emisiones reales del transporte correspondientes al transporte de cultivos o de aceites

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera 
convencional)

1,6 1,6

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera 
convencional)

1,6 1,6

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*))

1,6 1,6

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*))

1,6 1,6

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*))

1,6 1,6

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*))

1,6 1,6

Etanol de maíz (gas natural como combustible 
de proceso en caldera convencional) 1,6 1,6

Etanol de maíz (gas natural como combustible 
de proceso en instalaciones de cogeneración 
(*))

1,6 1,6

Etanol de maíz (lignito como combustible de 
proceso en instalaciones de cogeneración (*)) 1,6 1,6

Etanol de maíz (desechos forestales como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*))

1,6 1,6

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas 
natural como combustible de proceso en 
caldera convencional)

1,6 1,6

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas 
natural como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*))

1,6 1,6

Etanol de otros cereales distintos del maíz 
(lignito como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*))

1,6 1,6

Etanol de otros cereales distintos del maíz 
(desechos forestales como combustible de 
proceso en instalaciones de cogeneración (*))

1,6 1,6

Etanol de caña de azúcar 6,0 6,0
Parte del etil-terc-butil-éter (ETBE) procedente 
de fuentes renovables

Se considerarán iguales a los del proceso 
utilizado de producción del etanol.

Parte del terc-amil-etil-éter (TAEE) procedente 
de fuentes renovables

Se considerarán iguales a los del proceso 
utilizado de producción del etanol.

Biodiésel de colza 1,3 1,3
(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo 

son válidos si todo el calor del proceso lo suministra la cogeneración.
(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 

animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Biodiésel de girasol 1,3 1,3
Biodiésel de soja 1,3 1,3
Biodiésel de aceite de palma (estanque abierto 
para efluentes) 1,3 1,3

Biodiésel de aceite de palma (proceso con 
captura de me tano en la almazara) 1,3 1,3

Biodiésel de aceite de cocina usado 1,3 1,3
Biodiésel procedente de grasas animales 
fundidas (**) 1,3 1,3

Aceite vegetal hidrotratado de colza 1,2 1,2
Aceite vegetal hidrotratado de girasol 1,2 1,2
Aceite vegetal hidrotratado de soja 1,2 1,2
Aceite vegetal hidrotratado de palma (estanque 
abierto para efluentes) 1,2 1,2

Aceite vegetal hidrotratado de palma (proceso 
con captura de metano en la almazara) 1,2 1,2

Aceite hidrotratado de cocina usado 1,2 1,2
Aceite hidrotratado procedente de grasas 
animales fundi das (**) 1,2 1,2

Aceite vegetal puro de colza 0,8 0,8
Aceite vegetal puro de girasol 0,8 0,8
Aceite vegetal puro de soja 0,8 0,8
Aceite vegetal puro de palma (estanque abierto 
para efluentes) 0,8 0,8

Aceite vegetal puro de palma (proceso con 
captura de metano en la almazara) 0,8 0,8

Aceite puro de cocina usado 0,8 0,8
(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo 

son válidos si todo el calor del proceso lo suministra la cogeneración.
(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 

animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.

Total para cultivo, transformación, transporte y distribución

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera 
convencional).

30,7 38,2

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en caldera 
convencional).

21,6 25,5

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

25,1 30,4

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, gas natural como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

19,5 22,5

(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo 
son válidos si todo el calor de proceso lo suministra la cogeneración.

(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 
animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de remolacha azucarera (sin biogás 
procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

39,3 50,2

Etanol de remolacha azucarera (con biogás 
procedente de desechos, lignito como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

27,6 33,9

Etanol de maíz (gas natural como combustible 
de proceso en caldera convencional). 48,5 56,8

Etanol de maíz (gas natural como combustible 
de proceso en instalaciones de cogeneración 
(*)).

42,5 48,5

Etanol de maíz (lignito como combustible de 
proceso en instalaciones de cogeneración (*)). 56,3 67,8

Etanol de maíz (desechos forestales como 
combustible de proceso en instalaciones de 
cogeneración (*)).

29,5 30,3

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas 
natural como combustible de proceso en 
caldera convencional).

50,2 58,5

Etanol de otros cereales distintos del maíz (gas 
natural como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*)).

44,3 50,3

Etanol de otros cereales distintos del maíz 
(lignito como combustible de proceso en 
instalaciones de cogeneración (*)).

59,5 71,7

Etanol de otros cereales distintos del maíz 
(desechos forestales como combustible de 
proceso en instalaciones de cogeneración (*)).

30,7 31,4

Etanol de caña de azúcar. 28,1 28,6
Parte del ETBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

Parte del TAEE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso utilizado de producción 
del etanol.

Biodiésel de colza. 45,5 50,1
Biodiésel de girasol. 40,0 44,7
Biodiésel de soja. 42,2 47,0
Biodiésel de aceite de palma (estanque abierto 
para efluentes). 63,3 75,5

Biodiésel de aceite de palma (proceso con 
captura de metano en la almazara). 46,1 51,4

Biodiésel de aceite de cocina usado. 11,2 14,9
Biodiésel procedente de grasas animales 
fundidas (**). 15,2 20,7

Aceite vegetal hidrotratado de colza. 45,8 50,1
Aceite vegetal hidrotratado de girasol. 39,4 43,6
Aceite vegetal hidrotratado de soja. 42,2 46,5
Aceite vegetal hidrotratado de palma (estanque 
abierto para efluentes). 62,1 73,2

Aceite vegetal hidrotratado de palma (proceso 
con captura de metano en la almazara). 44,0 47,9

Aceite hidrotratado de cocina usado. 11,9 16,0
Aceite hidrotratado procedente de grasas 
animales fundidas (**). 16,0 21,8

Aceite vegetal puro de colza. 38,5 40,0
Aceite vegetal puro de girasol. 32,7 34,3
Aceite vegetal puro de soja. 35,2 36,9
Aceite vegetal puro de palma (estanque abierto 
para efluentes). 56,4 65,5

(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo 
son válidos si todo el calor de proceso lo suministra la cogeneración.

(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 
animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Aceite vegetal puro de palma (proceso con 
captura de metano en la almazara). 38,5 40,3

Aceite puro de cocina usado. 2,0 2,2
(*) Los valores por defecto de los procesos que utilizan instalaciones de cogeneración solo 

son válidos si todo el calor de proceso lo suministra la cogeneración.
(**) Nota: se aplica únicamente a los biocarburantes producidos a partir de los subproductos 

animales clasificados como material de las categorías 1 y 2 de conformidad con el Reglamento 
(CE) n.o 1069/2009 cuyas emisiones relacionadas con la higienización como parte del 
procesamiento no se toman en consideración.

E. Valores por defecto desagregados estimados para los futuros biocarburantes y biolíquidos 
que no se encontraban o solo se encontraban en cantidades insignificantes en el mercado 

en 2016

Valores por defecto desagregados para el cultivo: «eec» tal como se define en la parte C del 
presente anexo, incluidas las emisiones de N2O (en particular, el astillado de residuos de 

madera o de madera cultivada)

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de paja de trigo. 1,8 1,8
Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

3,3 3,3

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

8,2 8,2

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

3,3 3,3

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

8,2 8,2

Dimetil-éter (DME) procedente de residuos de 
madera en instalaciones independientes. 3,1 3,1

Dimetil-éter (DME) procedente de madera 
cultivada en instalaciones independientes. 7,6 7,6

Metanol de residuos de madera en 
instalaciones independientes. 3,1 3,1

Metanol de madera cultivada en instalaciones 
independientes. 7,6 7,6

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

2,5 2,5

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

2,5 2,5

Dimetil-éter (DME) procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

2,5 2,5

Metanol procedente de la gasificación de lejía 
negra integrada en fábricas de papel. 2,5 2,5

Parte del MTBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso de producción de 
metanol utilizado.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 138  Criterios de sostenibilidad y reducción de emisiones de gases de efecto invernadero [parcial]

– 1744 –



Valores por defecto desagregados para las emisiones de N2O de los suelos (incluidos en los 
valores por defecto desagregados para las emisiones de los cultivos en el cuadro «eec»)

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de paja de trigo. 0 0
Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

0 0

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

4,4 4,4

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

0 0

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

4,4 4,4

Dimetil-éter (DME) procedente de residuos de 
madera en instalaciones independientes. 0 0

Dimetil-éter (DME) procedente de madera 
cultivada en instalaciones independientes. 4,1 4,1

Metanol de residuos de madera en 
instalaciones indepen dientes. 0 0

Metanol de madera cultivada en instalaciones 
independientes. 4,1 4,1

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

0 0

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

0 0

Dimetil-éter (DME) procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

0 0

Metanol procedente de la gasificación de lejía 
negra integrada en fábricas de papel. 0 0

Parte del MTBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso de producción de 
metanol utilizado.

Valores por defecto desagregados para transformación: «ep» tal como se define en la parte 
C del presente anexo

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por de fecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de paja de trigo. 4,8 6,8
Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

0,1 0,1

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

0,1 0,1

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de ma dera en instalaciones 
independientes.

0,1 0,1

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

0,1 0,1

Dimetil-éter (DME) procedente de residuos de 
madera en instalaciones independientes. 0 0

Dimetil-éter (DME) procedente de madera 
cultivada en instalaciones independientes. 0 0
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por de fecto
(g CO2eq/MJ)

Metanol de residuos de madera en 
instalaciones independientes. 0 0

Metanol de madera cultivada en instalaciones 
independien tes. 0 0

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

0 0

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

0 0

Dimetil-éter (DME) procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

0 0

Metanol procedente de la gasificación de lejía 
negra integrada en fábricas de papel. 0 0

Parte del MTBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso de producción de 
metanol utilizado.

Valores por defecto desagregados para transporte y distribución: «etd» tal como se define en 
la parte C del presente anexo

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de paja de trigo. 7,1 7,1
Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

12,2 12,2

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

8,4 8,4

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

12,2 12,2

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

8,4 8,4

Dimetil-éter (DME) procedente de residuos de 
madera en instalaciones independientes. 12,1 12,1

Dimetil-éter (DME) procedente de madera 
cultivada en instalaciones independientes. 8,6 8,6

Metanol de residuos de madera en 
instalaciones independientes. 12,1 12,1

Metanol de madera cultivada en instalaciones 
independientes. 8,6 8,6

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

7,7 7,7

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

7,9 7,9

Dimetil-éter (DME) procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

7,7 7,7

Metanol procedente de la gasificación de lejía 
negra integrada en fábricas de papel. 7,9 7,9

Parte del MTBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso de producción de 
metanol utilizado.
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Valores por defecto desagregados exclusivamente para transporte y distribución de 
combustible final. Si bien ya están incluidos en el cuadro «emisiones del transporte y la 
distribución, etd» tal como se definen en la parte C del presente anexo, los valores que 
figuran a continuación son útiles si un operador económico quiere declarar exclusivamente 

las emisiones reales del transporte correspondientes al transporte de materias primas

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de paja de trigo. 1,6 1,6
Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

1,2 1,2

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

1,2 1,2

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

1,2 1,2

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

1,2 1,2

Dimetil-éter (DME) procedente de residuos de 
madera en instalaciones independientes. 2,0 2,0

Dimetil-éter (DME) procedente de madera 
cultivada en instalaciones independientes. 2,0 2,0

Metanol de residuos de madera en 
instalaciones independientes. 2,0 2,0

Metanol de madera cultivada en instalaciones 
independientes. 2,0 2,0

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

2,0 2,0

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

2,0 2,0

Dimetil-éter (DME) procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

2,0 2,0

Metanol procedente de la gasificación de lejía 
negra integrada en fábricas de papel. 2,0 2,0

Parte del MTBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso de producción de 
metanol utilizado.

Total para cultivo, transformación, transporte y distribución

Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Etanol de paja de trigo. 13,7 15,7
Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

15,6 15,6

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

16,7 16,7

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
residuos de madera en instalaciones 
independientes.

15,6 15,6

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de 
madera cultivada en instalaciones 
independientes.

16,7 16,7

Dimetil-éter (DME) procedente de residuos de 
madera en instalaciones independientes. 15,2 15,2
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Proceso de producción de los 
biocarburantes y biolíquidos

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores típicos (g 
CO2eq/MJ)

Emisiones de gases 
de efecto invernadero, 

valores por defecto
(g CO2eq/MJ)

Dimetil-éter (DME) procedente de madera 
cultivada en instalaciones independientes. 16,2 16,2

Metanol de residuos de madera en 
instalaciones independientes. 15,2 15,2

Metanol de madera cultivada en instalaciones 
independientes. 16,2 16,2

Gasóleo Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

10,2 10,2

Gasolina Fischer-Tropsch procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

10,4 10,4

Dimetil-éter (DME) procedente de la 
gasificación de lejía negra integrada en fábricas 
de papel.

10,2 10,2

Metanol procedente de la gasificación de lejía 
negra inte grada en fábricas de papel. 10,4 10,4

Parte del MTBE procedente de fuentes 
renovables.

Iguales a los del proceso de producción de 
metanol utilizado.

ANEXO III
Normas para calcular el impacto de los combustibles de biomasa y los 
combustibles fósiles de referencia en las emisiones de gases de efecto 

invernadero

A. Valores típicos y valores por defecto de la reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero en caso de combustibles de biomasa producidos sin emisiones netas de 

carbono debidas a cambios en el uso del suelo

Astillas de madera

Sistema de producción de combustibles de biomasa Distancia de transporte

Reducción de emisiones de 
gases de efecto invernadero, 

valores típicos

Reducción de emisiones de 
gases de efecto invernadero, 

valores por defecto
Calor Electricidad Calor Electricidad

Astillas de madera de desechos forestales.

1 a 500 km. 93 % 89 % 91 % 87 %
500 a 2 500 km. 89 % 84 % 87 % 81 %
2 500 a 10 000 km. 82 % 73 % 78 % 67 %
Más de 10 000 km. 67 % 51 % 60 % 41 %

Astillas de madera de monte bajo de rotación corta (eucalipto). 2 500 a 10 000 km. 77 % 65 % 73 % 60 %

Astillas de madera de monte bajo de rotación corta (álamo - con fertilización).

1 a 500 km. 89 % 83 % 87 % 81 %
500 a 2 500 km. 85 % 78 % 84 % 76 %
2 500 a 10 000 km. 78 % 67 % 74 % 62 %
Más de 10 000 km. 63 % 45 % 57 % 35 %

Astillas de madera de monte bajo de rotación corta (álamo - sin fertilización).

1 a 500 km. 91 % 87 % 90 % 85 %
500 a 2 500 km. 88 % 82 % 86 % 79 %
2 500 a 10 000 km. 80 % 70 % 77 % 65 %
Más de 10 000 km. 65 % 48 % 59 % 39 %

Astillas de madera de tronco.

1 a 500 km. 93 % 89 % 92 % 88 %
500 a 2 500 km. 90 % 85 % 88 % 82 %
2 500 a 10 000 km. 82 % 73 % 79 % 68 %
Más de 10 000 km. 67 % 51 % 61 % 42 %

Astillas de madera de desechos industriales.

1 a 500 km. 94 % 92 % 93 % 90 %
500 a 2 500 km. 91 % 87 % 90 % 85 %
2 500 a 10 000 km. 83 % 75 % 80 % 71 %
Más de 10 000 km. 69 % 54 % 63 % 44 %

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 138  Criterios de sostenibilidad y reducción de emisiones de gases de efecto invernadero [parcial]

– 1748 –



Pellets de madera (*)

Sistema de producción de combustibles de biomasa Distancia de transporte

Reducción de emisiones de 
gases de efecto invernadero, 

valores típicos

Reducción de emisiones de 
gases de efecto invernadero, 

valores por defecto
Calor Electricidad Calor Electricidad

Briquetas o pellets de madera procedentes de desechos forestales.

Caso 1.

1 a 500 km. 58 % 37 % 49 % 24 %
500 a 2 500 km. 58 % 37 % 49 % 25 %
2 500 a 10 000 km. 55 % 34 % 47 % 21 %
Más de 10 000 km. 50 % 26 % 40 % 11 %

Caso 2a.

1 a 500 km. 77 % 66 % 72 % 59 %
500 a 2 500 km. 77 % 66 % 72 % 59 %
2 500 a 10 000 km. 75 % 62 % 70 % 55 %
Más de 10 000 km. 69 % 54 % 63 % 45 %

Caso 3a.

1 a 500 km. 92 % 88 % 90 % 85 %
500 a 2 500 km. 92 % 88 % 90 % 86 %
2 500 a 10 000 km. 90 % 85 % 88 % 81 %
Más de 10 000 km. 84 % 76 % 81 % 72 %

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de 
rotación corta (eucalipto).

Caso 1. 2 500 a 10 000 km. 52 % 28 % 43 % 15 %
Caso 2a. 2 500 a 10 000 km. 70 % 56 % 66 % 49 %
Caso 3a. 2 500 a 10 000 km. 85 % 78 % 83 % 75 %

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de 
rotación corta (álamo - con fertilización).

Caso 1.
1 a 500 km. 54 % 32 % 46 % 20 %
500 a 10 000 km. 52 % 29 % 44 % 16 %
Más de 10 000 km. 47 % 21 % 37 % 7 %

Caso 2a.
1 a 500 km. 73 % 60 % 69 % 54 %
500 a 10 000 km. 71 % 57 % 67 % 50 %
Más de 10 000 km. 66 % 49 % 60 % 41 %

Caso 3a.
1 a 500 km. 88 % 82 % 87 % 81 %
500 a 10 000 km. 86 % 79 % 84 % 77 %
Más de 10 000 km. 80 % 71 % 78 % 67 %

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de 
rotación corta (álamo - sin fertilización).

Caso 1.
1 a 500 km. 56 % 35 % 48 % 23 %
500 a 10 000 km. 54 % 32 % 46 % 20 %
Más de 10 000 km. 49 % 24 % 40 % 10 %

Caso 2a.
1 a 500 km. 76 % 64 % 72 % 58 %
500 a 10 000 km. 74 % 61 % 69 % 54 %
Más de 10 000 km. 68 % 53 % 63 % 45 %

Caso 3a.
1 a 500 km. 91 % 86 % 90 % 85 %
500 a 10 000 km. 89 % 83 % 87 % 81 %
Más de 10 000 km. 83 % 75 % 81 % 71 %

Madera de tronco.

Caso 1.

1 a 500 km. 57 % 37 % 49 % 24 %
500 a 2 500 km. 58 % 37 % 49 % 25 %
2 500 a 10 000 km. 55 % 34 % 47 % 21 %
Más de 10 000 km. 50 % 26 % 40 % 11 %

Caso 2a.

1 a 500 km. 77 % 66 % 73 % 60 %
500 a 2 500 km. 77 % 66 % 73 % 60 %
2 500 a 10 000 km. 75 % 63 % 70 % 56 %
Más de 10 000 km. 70 % 55 % 64 % 46 %

Caso 3a.

1 a 500 km. 92 % 88 % 91 % 86 %
500 a 2 500 km. 92 % 88 % 91 % 87 %
2 500 a 10 000 km. 90 % 85 % 88 % 83 %
Más de 10 000 km. 84 % 77 % 82 % 73 %

Briquetas o pellets de madera procedentes de desechos de la 
industria maderera.

Caso 1

1 a 500 km. 75 % 62 % 69 % 55 %
500 a 2 500 km. 75 % 62 % 70 % 55 %
2 500 a 10 000 km. 72 % 59 % 67 % 51 %
Más de 10 000 km. 67 % 51 % 61 % 42 %

Caso 2a

1 a 500 km. 87 % 80 % 84 % 76 %
500 a 2 500 km. 87 % 80 % 84 % 77 %
2 500 a 10 000 km. 85 % 77 % 82 % 73 %
Más de 10 000 km. 79 % 69 % 75 % 63 %

Caso 3a

1 a 500 km. 95 % 93 % 94 % 91 %
500 a 2 500 km. 95 % 93 % 94 % 92 %
2 500 a 10 000 km. 93 % 90 % 92 % 88 %
Más de 10 000 km. 88 % 82 % 85 % 78 %

(*) El caso 1 engloba los procesos en los que para obtener el calor necesario para la producción de pellets de madera se utiliza una caldera de gas natural. La electricidad para la 
instalación de producción procede de la red.

El caso 2a engloba los procesos en los que para obtener el calor necesario para la producción se utiliza una caldera de astillas de madera alimentada con astillas desecadas. La 
electricidad para la instalación de producción procede de la red.

El caso 3a engloba los procesos en los que para generar tanto el calor como la electricidad de la instalación de producción de pellets se utiliza una caldera de cogeneración 
alimentada con astillas desecadas.
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Procesos agrícolas

Sistema de producción de combustibles de biomasa Distancia de transporte

Reducción de emisiones de
gases de efecto invernadero,

valores típicos

Reducción de emisiones de
gases de efecto invernadero,

valores por defecto
Calor Electricidad Calor Electricidad

Desechos agrícolas con una densidad < 0,2 t/m 3 (*).

1 a 500 km. 95 % 92 % 93 % 90 %
500 a 2 500 km. 89 % 83 % 86 % 80 %
2 500 a 10 000 km. 77 % 66 % 73 % 60 %
Más de 10 000 km. 57 % 36 % 48 % 23 %

Desechos agrícolas con una densidad > 0,2 t/m 3 (**).

1 a 500 km. 95 % 92 % 93 % 90 %
500 a 2 500 km. 93 % 89 % 92 % 87 %
2 500 a 10 000 km. 88 % 82 % 85 % 78 %
Más de 10 000 km. 78 % 68 % 74 % 61 %

Gránulos de paja.
1 a 500 km. 88 % 82 % 85 % 78 %
500 a 10 000 km. 86 % 79 % 83 % 74 %
Más de 10 000 km. 80 % 70 % 76 % 64 %

Briquetas de bagazo. 500 a 10 000 km. 93 % 89 % 91 % 87 %
Más de 10 000 km. 87 % 81 % 85 % 77 %

Harina de palmiste. Más de 10 000 km. 20 % -18 % 11 % -33 %
Harina de palmiste (sin emisiones de CH4 procedentes de la almazara). Más de 10 000 km. 46 % 20 % 42 % 14 %

(*) Este grupo de materiales engloba los desechos agrícolas de baja densidad aparente y engloba materiales como las balas de paja, cáscaras de avena, cascarillas de arroz y 
balas de bagazo de caña de azúcar (la lista no es exhaustiva).

(**) En el grupo de desechos agrícolas de mayor densidad aparente están materiales tales como los restos de mazorcas de maíz, cáscaras de frutos secos, cáscaras de soja, 
cáscaras de palmiste (la lista no es exhaustiva).

Biogás para electricidad (*)

Sistema de producción de biogás Opción tecnológica

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores típicos

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores por defecto

Estiércol húmedo (1).

Caso 1. Digestato en abierto (2). 146 % 94 %
Digestato en cerrado (3). 246 % 240 %

Caso 2. Digestato en abierto. 136 % 85 %
Digestato en cerrado. 227 % 219 %

Caso 3. Digestato en abierto. 142 % 86 %
Digestato en cerrado. 243 % 235 %

Maíz, toda la planta (4).

Caso 1. Digestato en abierto. 36 % 21 %
Digestato en cerrado. 59 % 53 %

Caso 2. Digestato en abierto. 34 % 18 %
Digestato en cerrado. 55 % 47 %

Caso 3. Digestato en abierto. 28 % 10 %
Digestato en cerrado. 52 % 43 %

Biorresiduos.

Caso 1. Digestato en abierto. 47 % 26 %
Digestato en cerrado. 84 % 78 %

Caso 2. Digestato en abierto. 43 % 21 %
Digestato en cerrado. 77 % 68 %

Caso 3. Digestato en abierto. 38 % 14 %
Digestato en cerrado. 76 % 66 %

(1) En los valores relativos a la producción de biogás a partir de estiércol se incluye la emisión negativa derivada de la reducción de emisiones lograda gracias a la gestión del 
estiércol bruto. El valor de esca considerado es igual a – 45 g CO2 eq/MJ para estiércol utilizado en digestión anaeróbica.

(2) El almacenamiento de digestato en abierto conlleva emisiones adicionales de CH4 y N2O. La magnitud de esas emisiones varía en función de las condiciones ambientales, los 
tipos de sustrato y la eficiencia de la digestión.

(3) El almacenamiento en cerrado significa que el digestato resultante del proceso de digestión se almacena en un tanque hermético y se da por supuesto que el biogás adicional 
liberado durante el almacenamiento se recupera para la producción adicional de electricidad o biometano. En ese proceso no se incluyen emisiones de gases de efecto invernadero.

(4) Por “maíz, toda la planta” hay que entender el maíz cosechado para forraje y ensilado para su conservación.
(*) El caso 1 alude a procesos en los que la electricidad y el calor necesarios para el proceso se obtienen del propio motor de cogeneración.
El caso 2 alude a procesos en los que la electricidad necesaria para el proceso se obtiene de la red, y el calor del propio motor de cogeneración. En algunos Estados miembros los 

operadores no pueden optar a subvenciones para la producción bruta, por lo que el caso 1 será el más habitual.
El caso 3 alude a procesos en los que la electricidad necesaria para el proceso se obtiene de la red, y el calor de una caldera de biogás. Este caso es el de algunas instalaciones 

en las que el motor de cogeneración no se encuentra in situ y el biogás se vende (sin enriquecerlo para convertirlo en biometano).
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Biogás para electricidad – Mezcla de estiércol y maíz

Sistema de producción de biogás Opción tecnológica

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores típicos

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores por defecto

Estiércol – Maíz.
80 % - 20 %.

Caso 1. Digestato en abierto. 72 % 45 %
Digestato en cerrado. 120 % 114 %

Caso 2. Digestato en abierto. 67 % 40 %
Digestato en cerrado. 111 % 103 %

Caso 3. Digestato en abierto. 65 % 35 %
Digestato en cerrado. 114 % 106 %

Estiércol – Maíz.
70 % - 30 %.

Caso 1. Digestato en abierto. 60 % 37 %
Digestato en cerrado. 100 % 94 %

Caso 2. Digestato en abierto. 57 % 32 %
Digestato en cerrado. 93 % 85 %

Caso 3. Digestato en abierto. 53 % 27 %
Digestato en cerrado. 94 % 85 %

Estiércol – Maíz.
60 % - 40 %.

Caso 1. Digestato en abierto. 53 % 32 %
Digestato en cerrado. 88 % 82 %

Caso 2. Digestato en abierto. 50 % 28 %
Digestato en cerrado. 82 % 73 %

Caso 3. Digestato en abierto. 46 % 22 %
Digestato en cerrado. 81 % 72 %

Biometano para el transporte (*)

Sistema de producción de biometano Opciones tecnológicas

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores típicos

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores por defecto

Estiércol húmedo.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 117 % 72 %
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 133 % 94 %
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 190 % 179 %
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. 206 % 202 %

Maíz, toda la planta.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 35 % 17 %
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 51 % 39 %
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 52 % 41 %
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. 68 % 63 %

Biorresiduos.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 43 % 20 %
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 59 % 42 %
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 70 % 58 %
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. 86 % 80 %

(*) La reducción de emisiones de gases de efecto invernadero correspondiente al biometano alude únicamente al biometano comprimido en relación con el combustible fósil de 
referencia para el transporte de 94 g CO2 eq/MJ.

Biometano – Mezcla de estiércol y maíz (*)

Sistema de producción de biometano Opciones tecnológicas

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores típicos

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores por defecto

Estiércol – Maíz.
80 % - 20 %.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos 
(1). 62 % 35 %

Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos 
(2). 78 % 57 %

Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 97 % 86 %
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. 113 % 108 %
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Sistema de producción de biometano Opciones tecnológicas

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores típicos

Reducción de emisiones 
de

gases de efecto 
invernadero,

valores por defecto

Estiércol – Maíz.
70 % - 30 %.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 53 % 29 %
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 69 % 51 %
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 83 % 71 %
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. 99 % 94 %

Estiércol – Maíz.
60 % - 40 %.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 48 % 25 %
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 64 % 48 %
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 74 % 62 %
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. 90 % 84 %

(*) La reducción de emisiones de gases de efecto invernadero correspondiente al biometano alude únicamente al biometano comprimido en relación con el combustible fósil de 
referencia para el transporte de 94 g CO2eq/MJ.

(1) Esta categoría comprende las siguientes categorías de tecnologías para el enriquecimiento del biogás a biometano: adsorción por cambio de presión (PSA), depuración por agua 
a presión (PWS), membranas, técnicas criogénicas y depuración física orgánica (OPS). Incluye una emisión de 0,03 MJ CH4/MJ biometano para la emisión de metano en los gases 
desprendidos.

(2) Esta categoría comprende las siguientes categorías de tecnologías para el enriquecimiento del biogás a biometano: depuración por agua a presión (PWS) cuando el agua es 
reciclada, adsorción por cambio de presión (PSA), depuración química, depuración física orgánica (OPS), membranas y enriquecimiento criogénico. En esta categoría no se consideran 
las emisiones de metano (el metano de los gases desprendidos, caso de haberlo, es objeto de combustión).

B. Metodología
1. Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la producción y el uso 

de combustibles de biomasa se calcularán con las fórmulas siguientes:
a) Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la producción y el uso 

de combustibles de biomasa antes de su conversión en electricidad, calefacción y 
refrigeración, se calcularán con la fórmula siguiente:

Siendo:
E = las emisiones totales procedentes de la producción del combustible antes de la 

conversión energética;
eec = las emisiones procedentes de la extracción o del cultivo de las materias primas
el = las emisiones anualizadas procedentes de las modificaciones en las reservas de 

carbono causadas por el cambio en el uso de la tierra;
ep = las emisiones procedentes de la transformación;
etd = las emisiones procedentes del transporte y la distribución;
eu = las emisiones procedentes del combustible durante su consumo;
esca = la reducción de emisiones derivada de la acumulación de carbono
en el suelo mediante una mejora de la gestión agrícola;
eccs = la reducción de emisiones derivada de la captura y almacenamiento geológico del 

CO2; y
eccr = la reducción de emisiones derivada de la captura y sustitución del CO2.

No se tendrán en cuenta las emisiones procedentes de la fabricación de maquinaria y 
equipos.

b) En caso de codigestión de diferentes sustratos en una instalación de biogás para la 
producción de biogás o biometano, los valores típicos y los valores por defecto de las 
emisiones de gases de efecto invernadero se calcularán con la fórmula siguiente:

Siendo:
E = emisiones de gases de efecto invernadero por MJ de biogás o biometano producido 

mediante codigestión de la mezcla de sustratos definida
Sn = parte correspondiente a la materia prima n en el contenido energético
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En = emisión en g CO2 /MJ para el proceso n de acuerdo con lo dispuesto en la parte D 
del presente anexo (*)

(*) En el caso del estiércol animal usado como sustrato, se añade una prima de 45 g CO2 eq/MJ para estiércol 
(-54 kg CO2 eq/t de materia fresca) en concepto de mejora de la gestión agrícola y del estiércol.

Siendo:
Pn = rendimiento energético [MJ] por kg de materia prima húmeda n (**)
Wn = factor de ponderación del sustrato n definido como:

(**) Para calcular los valores típicos y los valores por defecto se usarán los siguientes valores de Pn:
P(Maíz): 4,16 [MJ biogás /kg maíz húmedo con 65 % de humedad]
P(Estiércol): 0,50 [MJ biogás /kg estiércol húmedo con 90 % de humedad]
P(Biorresiduos) 3,41 [MJ biogás /kg biorresiduos húmedos con 76 % de humedad]

Siendo:
In = aportación anual en el digestor del sustrato n [tonelada de materia fresca]
AMn = humedad media anual del sustrato n [kg de agua/kg de materia fresca]
SMn = humedad estándar del sustrato n (***).
 

(***) Se usarán los siguientes valores de humedad estándar del sustrato SMn:
 
SM(Maíz): 0,65 [kg agua/kg materia fresca]
SM(Estiércol): 0,90 [kg agua/kg materia fresca]
SM(Biorresiduos): 0,76 [kg agua/kg materia fresca]

c) En caso de codigestión de n sustratos en una instalación de biogás para la producción 
de electricidad o biometano, las emisiones reales de gases de efecto invernadero 
procedentes de biogás y biometano se calcularán con la fórmula siguiente:

Siendo:
E = emisiones totales procedentes de la producción del biogás o el biometano antes de 

la conversión energética;
Sn = parte correspondiente a la materia prima n como fracción de la aportación total en el 

digestor
eec,n = las emisiones procedentes de la extracción o del cultivo de la materia prima n;
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etd,materia prima,n = las emisiones procedentes del transporte de la materia prima n al 
digestor;

el,n = las emisiones anualizadas procedentes de las modificaciones en las reservas de 
carbono causadas por el cambio en el uso de la tierra, para la materia prima n;

esca = la reducción de emisiones derivada de una mejora de la gestión agrícola de la 
materia prima n*;

(*) En el caso de esca se aplicará una prima de 45 g CO2 eq/MJ de estiércol por mejoras en la gestión agrícola y 
del estiércol, cuando el estiércol animal se use como sustrato para la producción de biogás y biometano.

ep = las emisiones procedentes de la transformación;
etd,producto = las emisiones procedentes del transporte y la distribución de biogás y/o 

biometano;
eu = las emisiones procedentes del combustible cuando se utiliza, es decir, los gases de 

efecto invernadero emitidos durante la combustión;
eccs = la reducción de emisiones derivada de la captura y almacenamiento geológico de 

CO2; y
eccr = la reducción de emisiones derivada de la captura y sustitución de CO2.

d) Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la utilización de 
combustibles de biomasa en la producción de electricidad, calefacción y refrigeración, 
incluida la conversión energética en la electricidad y/o calefacción y refrigeración producida, 
se calcularán con las fórmulas siguientes:

i) En el caso de las instalaciones energéticas que produzcan solamente calor:

ii) En el caso de las instalaciones energéticas que produzcan solamente electricidad:

Donde:
ECh,el = las emisiones totales de gases de efecto invernadero del producto energético 

final,
E = las emisiones totales de gases de efecto invernadero del combustible antes de la 

conversión final,
ηel = la eficiencia eléctrica, definida como la electricidad producida anualmente dividida 

por la aportación anual de combustible, sobre la base de su contenido energético.
η h = la eficiencia térmica, definida como la producción anual de calor útil dividida por la 

aportación anual de combustible, sobre la base de su contenido energético.
iii) En el caso de electricidad o energía mecánica procedentes de instalaciones 

energéticas que produzcan calor útil junto con electricidad y/o energía mecánica:
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iv) En el caso del calor útil procedente de instalaciones energéticas que produzcan calor 
junto con electricidad y/o energía mecánica:

Siendo:
ECh,el = las emisiones totales de gases de efecto invernadero del producto energético 

final,
E = las emisiones totales de gases de efecto invernadero del combustible antes de la 

conversión final,
ηel = la eficiencia eléctrica, definida como la electricidad producida anualmente dividida 

por la aportación anual de energía, sobre la base de su contenido energético,
ηh = la eficiencia térmica, definida como la producción anual de calor útil dividida por la 

aportación anual de energía, sobre la base de su contenido energético,
Cel = la fracción de exergía en la electricidad y/o la energía mecánica, fijada en el 100 % 

(C el = 1),
Ch = la eficiencia de Carnot (fracción de exergía en el calor útil).

La eficiencia de Carnot C h, para el calor útil a diferentes temperaturas, se define como:

Siendo:
Th = la temperatura, medida en temperatura absoluta (kelvin), del calor útil en el punto de 

entrega,
T0 = la temperatura del ambiente, fijada a 273,15 kelvin (igual a 0 °C).
Si el calor excedentario se exporta para la calefacción de edificios a una temperatura 

inferior a 150 °C (423,15 kelvin), Ch puede definirse de forma alternativa del modo siguiente:

Ch = eficiencia de Carnot en calor a 150 °C (423,15 kelvin), que es 0,3546

A efectos de ese cálculo, se entenderá por:
i) «Cogeneración»: la generación simultánea de energía térmica y eléctrica y/o mecánica 

en un solo proceso;
ii) «Calor útil»: el calor generado para satisfacer una demanda económicamente 

justificable de calor a efectos de calefacción o refrigeración;
iii) «Demanda económicamente justificable»: la demanda que no supera las necesidades 

de calor o refrigeración y que, en otro caso, sería satisfecha en condiciones de mercado.
2. Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de combustibles de 

biomasa se expresarán del modo siguiente:
a) Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de combustibles de 

biomasa, E, se expresarán en gramos equivalentes de CO2 por MJ de combustible de 
biomasa, g CO2 eq/MJ;

b) Las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la calefacción o la 
electricidad, producida a partir de combustibles de biomasa, EC, se expresarán en gramos 
equivalentes de CO2 por MJ del producto energético final (calor o electricidad), g CO2 eq/MJ.
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Cuando la calefacción y la refrigeración se cogeneren con electricidad, las emisiones se 
repartirán entre el calor y la electricidad [según lo expuesto en el punto 1, letra d)], con 
independencia de que el calor se use realmente para calefacción o para refrigeración.(1)

(1) El calor o el calor residual se utilizan para generar refrigeración (aire o agua enfriados) mediante enfriadores 
de absorción. Por tanto, procede calcular únicamente las emisiones asociadas al calor producido por MJ de calor, 
con independencia de que el uso final del calor sea la calefacción efectiva o la refrigeración mediante enfriadores de 
absorción.

Cuando las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la extracción o del 
cultivo de las materias primas eec se expresen en unidades de g CO2 eq/tonelada seca de 
materia prima, la conversión en gramos equivalentes de CO2 por MJ de combustible (g CO2 
eq/MJ) se calculará con la fórmula siguiente(2):

(2) La fórmula para el cálculo de las emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la extracción o 
del cultivo de materias primas eec describe casos en los que las materias primas se transforman en biocarburantes 
en un único paso. En el caso de cadenas de suministro más complejas es necesario aplicar ajustes para calcular las 
emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la extracción o del cultivo de materias primas eec para 
productos intermedios.

Siendo:

Las emisiones por tonelada seca de materia prima se calcularán con la fórmula 
siguiente:

3. La reducción de emisiones de gases de efecto invernadero procedente de 
combustibles de biomasa se calculará como sigue:

a) Reducción de emisiones de gases de efecto invernadero procedente de combustibles 
de biomasa utilizados como combustible para el transporte:

Siendo:
EB) = las emisiones totales procedentes de combustibles de biomasa
usados como combustible para el transporte; y
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EF(t) = las emisiones totales del combustible fósil de referencia para el transporte.

b) Reducción de emisiones de gases de efecto invernadero procedente de la calefacción 
y refrigeración, y electricidad generada a partir de combustibles de biomasa:

Siendo:
ECB(h&c,el) = las emisiones totales procedentes del calor o la electricidad;
ECF(h&c,el) = las emisiones totales del combustible fósil de referencia para el calor útil o la 

electricidad.
4. Los gases de efecto invernadero que se tendrán en cuenta a efectos del punto 1 serán 

CO2, N2O y CH4. Con el fin de calcular la equivalencia en CO2, estos gases se valorarán del 
siguiente modo:

CO2: 1
N2O: 298
CH4: 25

5. Las emisiones procedentes de la extracción, recolección o cultivo de las materias 
primas, eec, incluirán las emisiones procedentes del proceso de extracción, recolección o 
cultivo propiamente dicho; de la recogida, el secado y el almacenamiento de las materias 
primas; de los residuos y pérdidas, y de la producción de sustancias químicas o productos 
utilizados en la extracción o el cultivo. Se excluirá la captura de CO2 en el cultivo de las 
materias primas. Como alternativa a la utilización de valores reales, podrán obtenerse 
estimaciones de las emisiones procedentes del cultivo de biomasa agrícola a partir de 
medias regionales de las emisiones en el cultivo incluidas en los informes a que se refiere el 
artículo 10.2, o de la información sobre los valores por defecto desagregados para las 
emisiones en el cultivo que figuran en el presente anexo. En ausencia de información 
pertinente en dichos informes, se permitirá calcular medias basadas en prácticas agrícolas 
locales sobre la base, por ejemplo, de datos de un grupo de explotaciones, como alternativa 
a la utilización de valores reales.

Las estimaciones de las emisiones procedentes del cultivo y cosecha de biomasa 
forestal podrán elaborarse a partir de medias de tales emisiones calculadas para zonas 
geográficas a nivel nacional, como alternativa a la utilización de valores reales.

6. A efectos del cálculo a que se refiere el punto 1, letra a), la reducción de emisiones 
debida a la mejora de la gestión agrícola esca (como la reducción o supresión de la labranza, 
sistemas mejorados de rotación de cultivos, uso de cultivos de cobertura, incluida la gestión 
de los desechos de los cultivos, y el uso de enmiendas orgánicas del suelo, tales como el 
compost o el digestato de la fermentación del estiércol), solo se considerará si se facilitan 
pruebas convincentes y verificables de que el contenido de carbono del suelo ha aumentado, 
o cabe esperar que haya aumentado, en el período en el que se han cultivado las materias 
primas consideradas, teniendo a la vez en cuenta las emisiones cuando tales prácticas 
llevan a un mayor uso de abonos y herbicidas.(3)

(3) Dichas pruebas pueden consistir en mediciones del carbono en suelo, compuestas, por ejemplo, de una 
primera medición con anterioridad al cultivo y otras posteriores a intervalos regulares de varios años. En tal caso, 
antes de que se disponga de la segunda medición, el aumento del carbono en suelo se calcularía atendiendo a 
experimentos representativos o a modelos de suelo. A partir de la segunda medición, las mediciones constituirían la 
base para determinar la existencia de un aumento del carbono en suelo y de su magnitud.

7. Las emisiones anualizadas procedentes de las modificaciones en las reservas de 
carbono causadas por un cambio del uso de la tierra, el, se calcularán dividiendo las 
emisiones totales por igual a lo largo de 20 años. Para el cálculo de esas emisiones, se 
aplicará la siguiente fórmula:

(4) Al dividir el peso molecular del CO2 (44,010 g/mol) por el peso atómico del carbono (12,011 g/mol) se obtiene 
un cociente de 3,664.

Siendo:
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el = emisiones anualizadas de gases de efecto invernadero procedentes de las 
modificaciones en las reservas de carbono causadas por el cambio de uso de la tierra 
(expresadas como masa equivalente de CO2 por unidad de energía producida por 
combustibles de biomasa). Las «tierras de cultivo»(5) y las tierras usadas para «cultivos 
vivaces»(6) se considerarán un único uso de la tierra;

(5) Tierras de cultivo definidas por el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático.
(6) Los cultivos vivaces se definen como cultivos multianuales cuyo tallo, por lo general, no se recoge 

anualmente, como el monte bajo de rotación corta y la palmera de aceite.

CSR = reservas de carbono por unidad de superficie asociadas al uso de la tierra de 
referencia [expresadas como masa de carbono (toneladas) por unidad de superficie, 
incluidos tanto el suelo como la vegetación]. El uso de la tierra de referencia será el uso de la 
tierra en enero de 2008, o bien 20 años antes de que se obtuvieran las materias primas, si 
esta fecha es posterior;

CSA = reservas de carbono por unidad de superficie asociadas al uso real de la tierra 
[expresadas como masa de carbono (toneladas) por unidad de superficie, incluidos tanto el 
suelo como la vegetación]. En los casos en que las reservas de carbono se acumulen 
durante un período superior a un año, el valor de CS A será el de las reservas estimadas por 
unidad de superficie después de 20 años, o cuando el cultivo alcance su madurez, si esta 
fecha es anterior;

P = productividad de los cultivos (medida como la energía producida por los 
combustibles de biomasa por unidad de superficie al año); y

eB = prima de 29 g CO2 eq/MJ para el combustible de biomasa si la biomasa se obtiene 
de tierras degradadas restauradas según las condiciones establecidas en el punto 8.

8. La prima de 29 g CO2 eq/MJ se asignará siempre que se demuestre que la tierra:

a) No era explotada con fines agrícolas en enero de 2008 ni con otros fines; y
b) Se define como tierras gravemente degradadas, incluidas las tierras anteriormente 

explotadas con fines agrícolas.
La prima de 29 g CO2 eq/MJ se aplicará durante un período máximo de 20 años a partir 

de la fecha de la reconversión de la tierra en explotación agrícola, siempre que se garantice 
un crecimiento regular de las reservas de carbono así como una reducción importante de la 
erosión para las tierras incluidas en la categoría b).

9. Se entenderá por «tierras gravemente degradadas» las tierras que, durante un 
período de tiempo considerable, se hayan salinizado de manera importante o hayan 
presentado un contenido de materias orgánicas significativamente bajo y hayan sido 
gravemente erosionadas.

10. De acuerdo con el anexo II.C.10, la Decisión 2010/335/UE de la Comisión(7), que 
establece las directrices para calcular las reservas de carbono en suelo, elaboradas a partir 
de las Directrices de 2006 del IPCC para los inventarios nacionales de gases de efecto 
invernadero, volumen 4, y de acuerdo con los Reglamentos (UE) n. o 525/2013 y (UE) 
2018/841 servirán de base para el cálculo de las reservas de carbono en suelo.

(7) Decisión 2010/335/UE de la Comisión, de 10 de junio de 2010, sobre directrices para calcular las reservas de 
carbono en suelo a efectos del anexo V de la Directiva 2009/28/CE (DO L 151 de 17.6.2010, p. 19).

11. Las emisiones procedentes de la transformación, ep, incluirán las emisiones 
procedentes de la transformación propiamente dicha, de los residuos y pérdidas, y de la 
producción de sustancias químicas o productos utilizados en transformación con inclusión de 
las emisiones de CO2 correspondientes al contenido de carbono de los insumos fósiles, se 
produzca o no la combustión de estas durante el proceso.

Para calcular el consumo de electricidad no producida en la instalación de producción de 
combustibles de biomasa sólidos o gaseosos, se considerará que la intensidad de las 
emisiones de gases de efecto invernadero procedentes de la producción y distribución de 
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esa electricidad es igual a la intensidad media de las emisiones procedentes de la 
producción y distribución de electricidad en una región determinada. Como excepción a esta 
regla, los productores podrán utilizar un valor medio para la electricidad producida en una 
determinada instalación de producción de electricidad, si dicha instalación no está conectada 
a la red eléctrica.

Las emisiones procedentes de la transformación incluirán las emisiones procedentes del 
secado de productos y materiales intermedios, cuando proceda.

12. Las emisiones procedentes del transporte y la distribución, etd, incluirán las 
emisiones procedentes del transporte de materias primas y semiacabadas y del 
almacenamiento y la distribución de materias acabadas. Las emisiones procedentes del 
transporte y la distribución que deben tenerse en cuenta en el punto 5 no estarán cubiertas 
por el presente punto.

13. Las emisiones de CO2 procedentes del combustible durante su consumo, eu, se 
considerarán nulas para los combustibles de biomasa. Las emisiones de gases de efecto 
invernadero distintos del CO2 (CH4 y N2O) procedentes del combustible durante su consumo 
se incluirán en el factor eu.

14. La reducción de emisiones derivada de la captura y almacenamiento geológico del 
CO2, eccs, que no se haya contabilizado ya en ep, se limitará a las emisiones evitadas 
gracias a la captura y el almacenamiento del CO2 emitido, relacionado directamente con la 
extracción, el transporte, la transformación y la distribución del combustible de biomasa, 
siempre y cuando se almacene de conformidad con la Directiva 2009/31/CE.

15. La reducción de emisiones derivada de la captura y sustitución del CO2, eccr estará 
directamente relacionada con la producción de combustible de biomasa de donde proceden, 
y se limitará a las emisiones evitadas gracias a la captura del CO2 cuyo carbono proviene de 
la biomasa y se utiliza para sustituir el CO2 de origen fósil en la producción de productos y 
servicios comerciales.

16. Cuando una unidad de cogeneración –que suministra calor y/o electricidad a un 
proceso de producción de combustible de biomasa cuyas emisiones se estén calculando– 
produzca electricidad excedentaria y/o calor útil excedentario, las emisiones de gases de 
efecto invernadero se repartirán entre la electricidad y el calor útil en función de la 
temperatura del calor (que refleja la utilidad del este). La porción útil del calor se obtiene al 
multiplicar su contenido energético por el factor de eficiencia de Carnot, Ch, que se calcula 
como sigue:

Siendo:
Th = temperatura, medida en temperatura absoluta (kelvin) del calor útil en el punto de 

entrega;
T0 = temperatura del ambiente, fijada a 273,15 kelvin (igual a 0 oC).

Si el calor excedentario se exporta para la calefacción de edificios a una temperatura 
inferior a 150 oC (423,15 kelvin), C h puede definirse de forma alternativa del modo siguiente:

Ch = eficiencia de Carnot en calor a 150 oC (423,15 kelvin), que es 0,3546

A efectos de ese cálculo, se utilizarán las eficiencias reales, definidas como la 
producción anual de energía mecánica, electricidad y calor dividida, respectivamente, por la 
aportación anual de energía.

A efectos de ese cálculo, se entenderá por:
a) «Cogeneración»: la generación simultánea en un proceso de energía térmica y 

eléctrica y/o mecánica;
b) «Calor útil»: el calor generado para satisfacer una demanda económicamente 

justificable de calor a efectos de calefacción o refrigeración;
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c) «Demanda económicamente justificable»: la demanda que no supera las necesidades 
de calor o refrigeración y que, en otro caso, sería satisfecha en condiciones de mercado.

17. Si en un proceso de producción de combustible de biomasa se produce, de manera 
combinada, el combustible cuyas emisiones se están calculando y uno o más productos 
diferentes («coproductos»), las emisiones de gases de efecto invernadero se repartirán entre 
el combustible o su producto intermedio y los coproductos, proporcionalmente a su contenido 
energético (determinado por el valor calorífico inferior en el caso de los coproductos distintos 
de la electricidad y el calor). La intensidad de gases de efecto invernadero del calor útil o la 
electricidad excedentarios es la misma que la del calor o la electricidad suministrados al 
proceso de producción de combustible de biomasa, y viene determinada por el cálculo de la 
intensidad de gases de efecto invernadero de todos los insumos y emisiones, incluidas las 
materias primas y las emisiones de CH4 y N2O, desde y hacia la unidad de cogeneración, 
caldera u otro aparato que suministre calor o electricidad al proceso de producción del 
combustible de biomasa. En caso de cogeneración de electricidad y calor, el cálculo se 
efectuará de conformidad con el punto 16.

18. A efectos del cálculo mencionado en el punto 17, las emisiones que deben repartirse 
serán eec + el + esca + las fracciones de ep, etd, eccs, y eccr que intervienen hasta la fase del 
proceso en que se produce un coproducto, incluida dicha fase. Si se han asignado emisiones 
a coproductos en una fase anterior del proceso en el ciclo de vida, se utilizará a dichos 
efectos la fracción de esas emisiones asignadas al producto combustible intermedio en esa 
última fase, en lugar del total de las emisiones.

En el caso del biogás y el biometano, todos los coproductos se tendrán en cuenta a 
efectos de ese cálculo. No se asignarán emisiones a los residuos y desechos. A efectos del 
cálculo, se considerará que los coproductos con un contenido energético negativo tienen un 
contenido energético nulo.

Se considerará que los residuos y desechos, incluidas las copas de árboles y ramas, la 
paja, las cortezas, peladuras y cáscaras de frutos secos, así como los desechos de la 
transformación, incluidos la glicerina en crudo (no refinada) y el bagazo, son materiales sin 
emisiones de gases de efecto invernadero en el ciclo de vida hasta su recogida, 
independientemente de si son transformados en productos intermedios antes de su 
transformación en producto final.

En el caso de los combustibles de biomasa producidos en refinerías, distintos de la 
combinación de plantas de transformación con calderas o unidades de cogeneración que 
suministran calor y/o electricidad a la planta de transformación, la unidad de análisis a 
efectos del cálculo mencionado en el punto 17 será la refinería.

19. Para los combustibles de biomasa utilizados en la producción de electricidad, a 
efectos del cálculo mencionado en el punto 3, el valor del combustible fósil de referencia 
ECF(el) será 183 g CO2 eq/MJ de electricidad o 212 g CO2 eq/MJ de electricidad para las 
regiones ultraperiféricas.

Para los combustibles de biomasa utilizados para el calor útil, y en la producción de 
calefacción y/o refrigeración, a efectos del cálculo mencionado en el punto 3, el valor del 
combustible fósil de referencia EC F(h) será 80 g CO2 eq/MJ de calor.

Para los combustibles de biomasa utilizados en la producción de calor útil, en caso de 
que pueda demostrarse una sustitución física directa del carbón, a efectos del cálculo 
mencionado en el punto 3, el valor del combustible fósil de referencia ECF(h) será 124 g CO2 
eq/MJ de calor.

Para los combustibles de biomasa utilizados como combustible de transporte, a efectos 
del cálculo mencionado en el punto 3, el valor del combustible fósil de referencia ECF(t) será 
94 g CO2 eq/MJ.

C. Valores por defecto desagregados para los combustibles de biomasa
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D. Valores típicos y valores por defecto para los procesos de los combustibles de biomasa

Sistema de producción de combustibles de biomasa Distancia de transporte

Emisiones de gases de
efecto invernadero, 

valores típicos (g CO2 
eq/MJ)

Emisiones de gases de
efecto invernadero, 

valores por defecto (g 
CO2 eq/ MJ)

Astillas de madera de desechos forestales.

1 a 500 km. 5 6
500 a 2 500 km. 7 9
2 500 a 10 000 km. 12 15
Más de 10 000 km. 22 27

Astillas de madera de monte bajo de ro tación corta (eucalipto). 2 500 a 10 000 km. 16 18

Astillas de madera de monte bajo de rotación corta (álamo - con fertilización).

1 a 500 km. 8 9
500 a 2 500 km. 10 11
2 500 a 10 000 km. 15 18
Más de 10 000 km. 25 30

Astillas de madera de monte bajo de rotación corta (álamo - sin fertilización).

1 a 500 km. 6 7
500 a 2 500 km. 8 10
2 500 a 10 000 km. 14 16
Más de 10 000 km. 24 28

Astillas de madera de tronco.

1 a 500 km. 5 6
500 a 2 500 km. 7 8
2 500 a 10 000 km. 12 15
Más de 10 000 km. 22 27

Astillas de madera de desechos industriales.

1 a 500 km. 4 5
500 a 2 500 km. 6 7
2 500 a 10 000 km. 11 13
Más de 10 000 km. 21 25

Briquetas o pellets de madera procedentes de desechos forestales (caso 1).

1 a 500 km. 29 35
500 a 2 500 km. 29 35
2 500 a 10 000 km. 30 36
Más de 10 000 km. 34 41

Briquetas o pellets de madera procedentes de desechos forestales (caso 2a).

1 a 500 km. 16 19
500 a 2 500 km. 16 19
2 500 a 10 000 km. 17 21
Más de 10 000 km. 21 25

Briquetas o pellets de madera procedentes de desechos forestales (caso 3a).

1 a 500 km. 6 7
500 a 2 500 km. 6 7
2 500 a 10 000 km. 7 8
Más de 10 000 km. 11 13

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de rotación corta (eucalipto - caso 1). 2 500 a 10 000 km. 33 39
Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de rotación corta (eucalipto - caso 2a). 2 500 a 10 000 km. 20 23
Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de rotación corta (eucalipto - caso 3a). 2 500 a 10 000 km. 10 11

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de rotación corta (álamo - con fertilización - 
caso 1).

1 a 500 km. 31 37
500 a 10 000 km. 32 38
Más de 10 000 km. 36 43

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de rotación corta (álamo - con fertilización - 
caso 2a).

1 a 500 km. 18 21
500 a 10 000 km. 20 23
Más de 10 000 km. 23 27

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de rotación corta (álamo - con fertilización - 
caso 3a).

1 a 500 km. 8 9
500 a 10 000 km. 10 11
Más de 10 000 km. 13 15

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de rotación corta (álamo - sin fertilización - 
caso 1).

1 a 500 km. 30 35
500 a 10 000 km. 31 37
Más de 10 000 km. 35 41

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de rotación corta (álamo - sin fertilización - 
caso 2a).

1 a 500 km. 16 19
500 a 10 000 km. 18 21
Más de 10 000 km. 21 25

Briquetas o pellets de madera procedentes de monte bajo de rotación corta (álamo - sin fertilización - 
caso 3a).

1 a 500 km. 6 7
500 a 10 000 km. 8 9
Más de 10 000 km. 11 13

Briquetas o pellets de madera de tronco (caso 1).

1 a 500 km. 29 35
500 a 2 500 km. 29 34
2 500 a 10 000 km. 30 36
Más de 10 000 km. 34 41

Briquetas o pellets de madera de tronco (caso 2a).

1 a 500 km. 16 18
500 a 2 500 km. 15 18
2 500 a 10 000 km. 17 20
Más de 10 000 km. 21 25

Briquetas o pellets de madera de tronco (caso 3a).

1 a 500 km. 5 6
500 a 2 500 km. 5 6
2 500 a 10 000 km. 7 8
Más de 10 000 km. 11 12

Briquetas o pellets de madera procedentes de desechos de la industria maderera (caso 1).

1 a 500 km. 17 21
500 a 2 500 km. 17 21
2 500 a 10 000 km. 19 23
Más de 10 000 km. 22 27
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Sistema de producción de combustibles de biomasa Distancia de transporte

Emisiones de gases de
efecto invernadero, 

valores típicos (g CO2 
eq/MJ)

Emisiones de gases de
efecto invernadero, 

valores por defecto (g 
CO2 eq/ MJ)

Briquetas o pellets de madera procedentes de desechos de la industria maderera (caso 2a).

1 a 500 km. 9 11
500 a 2 500 km. 9 11
2 500 a 10 000 km. 10 13
Más de 10 000 km. 14 17

Briquetas o pellets de madera procedentes de desechos de la industria maderera (caso 3a).

1 a 500 km. 3 4
500 a 2 500 km. 3 4
2 500 a 10 000. 5 6
Más de 10 000 km. 8 10

El caso 1 engloba los procesos en los que para obtener el calor de proceso necesario 
para la producción de pellets de madera se utiliza una caldera de gas natural. La electricidad 
necesaria es adquirida de la red.

El caso 2a engloba los procesos en los que para obtener el calor de proceso necesario 
para la producción de pellets de madera se utiliza una caldera de astillas de madera. La 
electricidad necesaria es adquirida de la red.

El caso 3a engloba los procesos en los que para generar tanto el calor como la 
electricidad de la instalación de producción de pellets se utiliza una caldera de cogeneración 
alimentada con astillas de madera.

Sistema de producción de combustibles de biomasa Distancia de transporte

Emisiones de 
gases de

efecto 
invernadero, 

valores típicos 
(g CO2 eq/MJ)

Emisiones de 
gases de

efecto 
invernadero, 
valores por 

defecto (g CO2 
eq/MJ)

Desechos agrícolas con una densidad < 0,2 t/m3(1).

1 a 500 km. 4 4
500 a 2 500 km. 8 9
2 500 a 10 000 km. 15 18
Más de 10 000 km. 29 35

Desechos agrícolas con una densidad > 0,2 t/m3(2).

1 a 500 km. 4 4
500 a 2 500 km. 5 6
2 500 a 10 000 km. 8 10
Más de 10 000 km. 15 18

Gránulos de paja.
1 a 500 km. 8 10
500 a 10 000 km. 10 12
Más de 10 000 km. 14 16

Briquetas de bagazo. 500 a 10 000 km. 5 6
Más de 10 000 km. 9 10

Harina de palmiste. Más de 10 000 km. 54 61
Harina de palmiste (sin emisiones de CH4 procedentes de la almazara). Más de 10 000 km. 37 40

(1) Este grupo de materiales engloba los desechos agrícolas de baja densidad aparente engloba materiales como las balas de paja, cáscaras de avena, cascarillas de arroz y balas 
de bagazo de caña de azúcar (la lista no es exhaustiva

(2) En el grupo de desechos agrícolas de mayor densidad aparente están materiales tales como los restos de mazorcas de maíz, cáscaras de frutos secos, cáscaras de soja, 
cáscaras de palmiste (la lista no es exhaustiva).
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Valores típicos y valores por defecto - biogás para electricidad

Sistema de producción de biogás Opción tecnológica

Valores 
típicos

Valores 
por 

defecto
Emision

es de 
gases de

efecto 
invernad

ero
(g CO2 
eq/MJ)

Emision
es de 

gases de
efecto 

invernad
ero

(g CO2 
eq/MJ)

Biogás para electricidad procedente 
de estiércol húmedo.

Caso 1. Digestato en abierto(1). -28 3
Digestato en cerrado(2). -88 -84

Caso 2. Digestato en abierto. -23 10
Digestato en cerrado. -84 -78

Caso 3. Digestato en abierto. -28 9
Digestato en cerrado. -94 -89

Biogás para electricidad procedente 
del maíz, toda la planta.

Caso 1. Digestato en abierto. 38 47
Digestato en cerrado. 24 28

Caso 2. Digestato en abierto. 43 54
Digestato en cerrado. 29 35

Caso 3. Digestato en abierto. 47 59
Digestato en cerrado. 32 38

Biogás para electricidad procedente 
de biorresiduos.

Caso 1. Digestato en abierto. 31 44
Digestato en cerrado. 9 13

Caso 2. Digestato en abierto. 37 52
Digestato en cerrado. 15 21

Caso 3. Digestato en abierto. 41 57
Digestato en cerrado. 16 22

(1) El almacenamiento en abierto del digestato comporta emisiones adicionales de metano que varían 
según la climatología, el sustrato y la eficiencia de la digestión. En estos cálculos, los valores se consideran 
equivalentes a 0,05 MJ CH4 / MJ biogás para el estiércol, 0,035 MJ CH4 / MJ biogás para el maíz y 0,01 MJ 
CH4 / MJ biogás para los biorresiduos.

(2) El almacenamiento en cerrado significa que el digestato resultante del proceso de digestión se 
almacena en un tanque hermético y se da por supuesto que el biogás adicional liberado durante el 
almacenamiento se recupera para la producción adicional de electricidad o biometano

Valores típicos y valores por defecto para biometano

Sistema de producción de biometano Opción tecnológica

Emisiones de 
gases de efecto 

invernadero, 
valores típicos 
(g CO2 eq/MJ)

Emisiones de 
gases de efecto 

invernadero, 
valores por 

defecto (g CO2 
eq/MJ)

Biometano de estiércol húmedo.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos (1). -20 22
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos (2). -35 1
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. -88 -79
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. -103 -100

Biometano de maíz, toda la planta.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 58 73
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 43 52
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 41 51
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. 26 30

(1) Esta categoría comprende las siguientes categorías de tecnologías para el enriquecimiento del biogás a biometano: adsorción por cambio de presión (PSA), depuración por agua 
a presión (PWS), membranas, técnicas criogénicas y depuración física orgánica (OPS). Incluye una emisión de 0,03 MJ CH4 / MJ biometano para la emisión de metano en los gases 
desprendidos.

(2) Esta categoría comprende las siguientes categorías de tecnologías para el enriquecimiento del biogás a biometano: depuración por agua a presión (PWS) cuando el agua es 
reciclada, adsorción por cambio de presión (PSA), depuración química, depuración física orgánica (OPS), membranas y enriquecimiento criogénico. En esta categoría no se consideran 
las emisiones de metano (el metano de los gases desprendidos, caso de haberlo, es objeto de combustión).
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Sistema de producción de biometano Opción tecnológica

Emisiones de 
gases de efecto 

invernadero, 
valores típicos 
(g CO2 eq/MJ)

Emisiones de 
gases de efecto 

invernadero, 
valores por 

defecto (g CO2 
eq/MJ)

Biometano de biorresiduos.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 51 71
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 36 50
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 25 35
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. 10 14

(1) Esta categoría comprende las siguientes categorías de tecnologías para el enriquecimiento del biogás a biometano: adsorción por cambio de presión (PSA), depuración por agua 
a presión (PWS), membranas, técnicas criogénicas y depuración física orgánica (OPS). Incluye una emisión de 0,03 MJ CH4 / MJ biometano para la emisión de metano en los gases 
desprendidos.

(2) Esta categoría comprende las siguientes categorías de tecnologías para el enriquecimiento del biogás a biometano: depuración por agua a presión (PWS) cuando el agua es 
reciclada, adsorción por cambio de presión (PSA), depuración química, depuración física orgánica (OPS), membranas y enriquecimiento criogénico. En esta categoría no se consideran 
las emisiones de metano (el metano de los gases desprendidos, caso de haberlo, es objeto de combustión).

Valores típicos y valores por defecto - biogás para electricidad - mezcla de estiércol y maíz: emisiones de gases de 
efecto invernadero, porcentajes sobre la base de la masa en fresco

Sistema de producción de biogás Opciones tecnológicas

Emisiones de 
gases de

efecto 
invernadero, 

valores típicos 
(g CO2 eq/MJ)

Emisiones de 
gases de efecto 

invernadero, 
valores por 

defecto (g CO2 
eq/MJ)

Estiércol – Maíz.
80 % - 20 %.

Caso 1. Digestato en abierto. 17 33
Digestato en cerrado. -12 -9

Caso 2. Digestato en abierto. 22 40
Digestato en cerrado. -7 -2

Caso 3. Digestato en abierto. 23 43
Digestato en cerrado. -9 -4

Estiércol – Maíz.
70 % - 30 %.

Caso 1. Digestato en abierto. 24 37
Digestato en cerrado. 0 3

Caso 2. Digestato en abierto. 29 45
Digestato en cerrado. 4 10

Caso 3. Digestato en abierto. 31 48
Digestato en cerrado. 4 10

Estiércol – Maíz.
60 % - 40 %.

Caso 1. Digestato en abierto. 28 40
Digestato en cerrado. 7 11

Caso 2. Digestato en abierto. 33 47
Digestato en cerrado. 12 18

Caso 3. Digestato en abierto. 36 52
Digestato en cerrado. 12 18

Observaciones:
El caso 1 alude a procesos en los que la electricidad y el calor necesarios para el 

proceso se obtienen del propio motor de cogeneración.
El caso 2 alude a procesos en los que la electricidad necesaria para el proceso se 

obtiene de la red, y el calor del propio motor de cogeneración. En algunos Estados miembros 
los operadores no pueden optar a subvenciones para la producción bruta, por lo que el caso 
1 será el más habitual.

El caso 3 alude a procesos en los que la electricidad necesaria para el proceso se 
obtiene de la red, y el calor de una caldera de biogás. Este caso es el de algunas 
instalaciones en las que el motor de cogeneración no se encuentra in situ y el biogás se 
vende (sin enriquecerlo para convertirlo en biometano).

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 138  Criterios de sostenibilidad y reducción de emisiones de gases de efecto invernadero [parcial]

– 1770 –



Valores típicos y valores por defecto - biometano - mezcla de estiércol y maíz: emisiones de gases de efecto 
invernadero, porcentajes sobre la base de la masa en fresco

Sistema de producción de biometano Opciones tecnológicas Valores típicos Valores por 
defecto

(g CO2 eq/MJ) (g CO2 eq/MJ)

Estiércol – Maíz.
80 % - 20 %.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 32 57
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 17 36
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. -1 9
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. -16 -12

Estiércol – Maíz.
70 % - 30 %.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 41 62
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 26 41
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 13 22
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. -2 1

Estiércol – Maíz.
60 % - 40 %.

Digestato en abierto, sin combustión de los gases desprendidos. 46 66
Digestato en abierto, con combustión de los gases desprendidos. 31 45
Digestato en cerrado, sin combustión de los gases desprendidos. 22 31
Digestato en cerrado, con combustión de los gases desprendidos. 7 10

En el caso de biometano usado en forma de biometano comprimido como combustible 
para el transporte, debe añadirse un valor de 3,3 g CO2 eq/MJ (biometano) a los valores 
típicos y de 4,6 g CO2 eq/MJ (biometano) a los valores por defecto.

ANEXO IV
Emisiones resultantes del cambio indirecto del uso de la tierra

Parte A

Emisiones estimadas provisionales de las materias primas de biocarburantes, biolíquidos y 
combustibles de biomasa, resultantes del cambio indirecto del uso de la tierra (g CO2 eq/MJ)

(1)

Grupo de materias primas Media(2) Intervalo interpercentil derivado del análisis de
sensibilidad(3)

Cereales y otros cultivos ricos en almidón. 12 8 a 16
Azúcares. 13 4 a 17
Oleaginosas. 55 33 a 66

(1) Los valores medios aquí comunicados representan una media ponderada de los valores de materias primas 
modelados individualmente. La magnitud de los valores que se incluyen en el anexo es sensible a la serie de 
hipótesis de trabajo (como el tratamiento de los coproductos, la evolución de las cosechas, las reservas de carbono 
y el desplazamiento de otras materias) utilizadas en los modelos económicos empleados para su cálculo. Si bien no 
es posible calibrar plenamente el grado de incertidumbre asociado a dichos cálculos, se realizó un análisis de 
sensibilidad de dichos resultados basado en una variación aleatoria de los parámetros clave, denominado «análisis 
Monte Carlo».

(2) Los valores medios aquí incluidos representan una media ponderada de los valores de materias primas 
modelados individualmente.

(3) La serie aquí incluida refleja el 90 % de los resultados utilizando los valores de los percentiles cinco y 
noventa y cinco resultantes del análisis. El percentil cinco sugiere un valor por debajo del cual se realizaron el 5 % 
de las observaciones (sea saber, el 5 % de los datos totales usados mostraron resultados inferiores a 8,4 y 33 g 
CO2 eq/MJ). El percentil noventa y cinco sugiere un valor por debajo del cual se realizaron el 95 % de las 
observaciones (a saber, el 5 % de los datos totales usados mostraron resultados inferiores a 16, 17 y 66 g CO2 
eq/MJ).
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Parte B
Biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa para los que las emisiones 

estimadas resultantes del cambio indirecto del uso de la tierra se consideran cero
Se considerará que las emisiones estimadas resultantes del cambio indirecto del uso de 

la tierra equivalen a cero en el caso de los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de 
biomasa producidos a partir de las siguientes categorías de materias primas:

1) Materias primas no incluidas en la parte A del presente anexo.
2) Materias primas cuya producción haya llevado a un cambio directo del uso de la tierra, 

es decir, a un cambio de una de las siguientes categorías de cobertura del suelo 
establecidas por el IPCC: tierras forestales, pastizales, humedales, asentamientos y otras 
tierras, a tierras de cultivo o cultivos vivaces(4). En tal caso, deberá haberse calculado un 
valor el (emisiones resultantes del cambio directo del uso de la tierra), de conformidad con el 
anexo I, parte C, punto 7.

(4) Los cultivos vivaces se definen como cultivos multianuales cuyo tallo, por lo general, no se recoge 
anualmente, como el monte bajo de rotación corta y la palmera de aceite.
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§ 139

Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
«BOE» núm. 255, de 24 de octubre de 2015

Última modificación: 2 de agosto de 2024
Referencia: BOE-A-2015-11430

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES

TÍTULO I
De la relación individual de trabajo

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Modificación, suspensión y extinción del contrato de trabajo

Sección 1.ª Movilidad funcional y geográfica

[ . . . ]
Artículo 47.  Reducción de jornada o suspensión del contrato por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor.

1. La empresa podrá reducir temporalmente la jornada de trabajo de las personas 
trabajadoras o suspender temporalmente los contratos de trabajo, por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción de carácter temporal, con arreglo a lo previsto en 
este artículo y al procedimiento que se determine reglamentariamente.

2. A efectos de lo previsto en este artículo, se entiende que concurren causas 
económicas cuando de los resultados de la empresa se desprenda una situación económica 
negativa, en casos tales como la existencia de pérdidas actuales o previstas, o la 
disminución persistente de su nivel de ingresos ordinarios o ventas. En todo caso, se 
entenderá que la disminución es persistente si durante dos trimestres consecutivos el nivel 
de ingresos ordinarios o ventas de cada trimestre es inferior al registrado en el mismo 
trimestre del año anterior.

Se entiende que concurren causas técnicas cuando se produzcan cambios, entre otros, 
en el ámbito de los medios o instrumentos de producción; causas organizativas cuando se 
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produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del 
personal o en el modo de organizar la producción; y causas productivas cuando se 
produzcan cambios, entre otros, en la demanda de los productos o servicios que la empresa 
pretende colocar en el mercado.

3. El procedimiento, que será aplicable cualquiera que sea el número de personas 
trabajadoras de la empresa y el número de personas afectadas por la reducción o por la 
suspensión, se iniciará mediante comunicación a la autoridad laboral competente y la 
apertura simultánea de un periodo de consultas con la representación legal de las personas 
trabajadoras de duración no superior a quince días.

En el supuesto de empresas de menos de cincuenta personas de plantilla, la duración 
del periodo de consultas no será superior a siete días.

La consulta se llevará a cabo en una única comisión negociadora, si bien, de existir 
varios centros de trabajo, quedará circunscrita a los centros afectados por el procedimiento. 
La comisión negociadora estará integrada por un máximo de trece miembros en 
representación de cada una de las partes.

La intervención como interlocutores ante la dirección de la empresa en el procedimiento 
de consultas corresponderá a los sujetos indicados en el artículo 41.4, en el orden y 
condiciones señalados en el mismo.

La comisión representativa de las personas trabajadoras deberá quedar constituida con 
carácter previo a la comunicación empresarial de apertura del periodo de consultas. A estos 
efectos, la dirección de la empresa deberá comunicar de manera fehaciente a las personas 
trabajadoras o a sus representantes su intención de iniciar el procedimiento. El plazo 
máximo para la constitución de la comisión representativa será de cinco días desde la fecha 
de la referida comunicación, salvo que alguno de los centros de trabajo que vaya a estar 
afectado por el procedimiento no cuente con representantes legales de los trabajadores, en 
cuyo caso el plazo será de diez días.

Transcurrido el plazo máximo para la constitución de la comisión representativa, la 
dirección de la empresa podrá comunicar formalmente a la representación de las personas 
trabajadoras y a la autoridad laboral el inicio del periodo de consultas. La falta de 
constitución de la comisión representativa no impedirá el inicio y transcurso del periodo de 
consultas, y su constitución con posterioridad al inicio del mismo no comportará, en ningún 
caso, la ampliación de su duración.

La autoridad laboral recabará informe preceptivo de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social sobre los extremos de dicha comunicación y sobre el desarrollo del periodo 
de consultas. El informe deberá ser evacuado en el improrrogable plazo de quince días 
desde la notificación a la autoridad laboral de la finalización del periodo de consultas y 
quedará incorporado al procedimiento.

Cuando el periodo de consultas finalice con acuerdo se presumirá que concurren las 
causas justificativas a que alude el apartado 1 y solo podrá ser impugnado ante la 
jurisdicción social por la existencia de fraude, dolo, coacción o abuso de derecho en su 
conclusión.

Durante el periodo de consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con vistas a la 
consecución de un acuerdo. Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los 
representantes legales de los trabajadores o, en su caso, de la mayoría de miembros de la 
comisión representativa de las personas trabajadoras siempre que, en ambos casos, 
representen a la mayoría de las personas trabajadoras del centro o centros de trabajo 
afectados.

La empresa y la representación de las personas trabajadoras podrán acordar en 
cualquier momento la sustitución del periodo de consultas por el procedimiento de mediación 
o arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de la empresa, que deberá desarrollarse 
dentro del plazo máximo señalado para dicho periodo.

Tras la finalización del periodo de consultas, la empresa notificará a las personas 
trabajadoras y a la autoridad laboral su decisión sobre la reducción de jornada o la 
suspensión de contratos, que deberá incluir el periodo dentro del cual se va a llevar a cabo la 
aplicación de estas medidas.

La decisión empresarial surtirá efectos a partir de la fecha de su comunicación a la 
autoridad laboral, salvo que en ella se contemple una posterior.
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Si en el plazo de quince días desde la fecha de la última reunión celebrada en el periodo 
de consultas, la empresa no hubiera comunicado a los representantes de los trabajadores y 
a la autoridad laboral su decisión sobre la suspensión de contratos o reducción temporal de 
jornada, se producirá la caducidad del procedimiento en los términos que 
reglamentariamente se establezcan.

La decisión empresarial podrá ser impugnada por la autoridad laboral a petición de la 
entidad gestora de la prestación por desempleo cuando aquella pudiera tener por objeto la 
obtención indebida de las prestaciones por parte de las personas trabajadoras, por 
inexistencia de la causa motivadora de la situación legal de desempleo.

Contra las decisiones a que se refiere el presente apartado podrá reclamar la persona 
trabajadora ante la jurisdicción social que declarará la medida justificada o injustificada. En 
este último caso, la sentencia declarará la inmediata reanudación del contrato de trabajo y 
condenará a la empresa al pago de los salarios dejados de percibir por la persona 
trabajadora hasta la fecha de la reanudación del contrato o, en su caso, al abono de las 
diferencias que procedan respecto del importe recibido en concepto de prestaciones por 
desempleo durante el periodo de suspensión, sin perjuicio del reintegro que proceda realizar 
por el empresario del importe de dichas prestaciones a la entidad gestora del pago de las 
mismas, así como del ingreso de las diferencias de cotización a la Seguridad Social. Cuando 
la decisión empresarial afecte a un número de personas igual o superior a los umbrales 
previstos en el artículo 51.1 se podrá reclamar en conflicto colectivo, sin perjuicio de la 
acción individual. La interposición del conflicto colectivo paralizará la tramitación de las 
acciones individuales iniciadas, hasta su resolución.

4. En cualquier momento durante la vigencia de la medida de reducción de jornada o 
suspensión de contratos basada en causas económicas, organizativas, técnicas o de 
producción, la empresa podrá comunicar a la representación de las personas trabajadoras 
con la que hubiera desarrollado el periodo de consultas una propuesta de prórroga de la 
medida. La necesidad de esta prórroga deberá ser tratada en un periodo de consultas de 
duración máxima de cinco días, y la decisión empresarial será comunicada a la autoridad 
laboral en un plazo de siete días, surtiendo efectos desde el día siguiente a la finalización del 
periodo inicial de reducción de jornada o suspensión de la relación laboral.

Salvo en los plazos señalados, resultarán de aplicación a este periodo de consultas las 
previsiones recogidas en el apartado 3.

5. Las empresas podrán aplicar la reducción de la jornada de trabajo o la suspensión de 
los contratos de trabajo por causa derivada de fuerza mayor temporal, previo procedimiento 
tramitado conforme a lo dispuesto en este apartado, en el artículo 51.7 y en sus 
disposiciones reglamentarias de aplicación.

El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa dirigida a la autoridad 
laboral competente, acompañada de los medios de prueba que estime necesarios, y 
simultánea comunicación a la representación legal de las personas trabajadoras.

La existencia de fuerza mayor temporal como causa motivadora de la suspensión o 
reducción de jornada de los contratos de trabajo, deberá ser constatada por la autoridad 
laboral, cualquiera que sea el número de personas trabajadoras afectadas.

La autoridad laboral solicitará informe preceptivo de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social antes de dictar resolución. Este informe deberá pronunciarse sobre la 
concurrencia de la fuerza mayor.

La resolución de la autoridad laboral se dictará, previas las actuaciones e informes 
indispensables, en el plazo de cinco días desde la solicitud, y deberá limitarse, en su caso, a 
constatar la existencia de la fuerza mayor alegada por la empresa, correspondiendo a esta la 
decisión sobre la reducción de las jornadas de trabajo o suspensión de los contratos de 
trabajo. La resolución surtirá efectos desde la fecha del hecho causante de la fuerza mayor, 
y hasta la fecha determinada en la misma resolución.

Si no se emite resolución expresa en el plazo indicado, se entenderá autorizado el 
expediente de regulación temporal de empleo.

En el supuesto de que se mantenga la fuerza mayor a la finalización del período 
determinado en la resolución del expediente, se deberá solicitar una nueva autorización.

6. La fuerza mayor temporal podrá estar determinada por impedimentos o limitaciones en 
la actividad normalizada de la empresa que sean consecuencia de decisiones adoptadas por 
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la autoridad pública competente, incluidas aquellas orientadas a la protección de la salud 
pública.

Será de aplicación el procedimiento previsto para los expedientes por causa de fuerza 
mayor temporal a que se refiere el apartado anterior, con las siguientes particularidades:

a) La solicitud de informe por parte de la autoridad laboral a la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social no será preceptiva.

b) La empresa deberá justificar, en la documentación remitida junto con la solicitud, la 
existencia de las concretas limitaciones o del impedimento a su actividad como 
consecuencia de la decisión de la autoridad competente.

c) La autoridad laboral autorizará el expediente si se entienden justificadas las 
limitaciones o impedimento referidos.

7. Serán normas comunes aplicables a los expedientes de regulación temporal de 
empleo por causas económicas, técnicas, organizativas y de producción, y a los que estén 
basados en una causa de fuerza mayor temporal, las siguientes:

a) La reducción de jornada podrá ser de entre un diez y un setenta por ciento y 
computarse sobre la base de la jornada diaria, semanal, mensual o anual.

En la medida en que ello sea viable, se priorizará la adopción de medidas de reducción 
de jornada frente a las de suspensión de contratos.

b) La empresa junto con la notificación, comunicación o solicitud, según proceda, a la 
autoridad laboral sobre su decisión de reducir la jornada de trabajo o suspender los contratos 
de trabajo, a que se refieren los apartados 3, 4, 5 y 6, comunicará, a través de los 
procedimientos automatizados que se establezcan:

1.º El período dentro del cual se va a llevar a cabo la aplicación de la suspensión del 
contrato o la reducción de jornada.

2.º La identificación de las personas trabajadoras incluidas en el expediente de 
regulación temporal de empleo.

3.º El tipo de medida a aplicar respecto de cada una de las personas trabajadoras y el 
porcentaje máximo de reducción de jornada o el número máximo de días de suspensión de 
contrato a aplicar.

c) Durante el periodo de aplicación del expediente, la empresa podrá desafectar y afectar 
a las personas trabajadoras en función de las alteraciones de las circunstancias señaladas 
como causa justificativa de las medidas, informando previamente de ello a la representación 
legal de las personas trabajadoras y previa comunicación a la entidad gestora de las 
prestaciones sociales y, conforme a los plazos establecidos reglamentariamente, a la 
Tesorería General de la Seguridad Social, a través de los procedimientos automatizados que 
establezcan dichas entidades.

d) Dentro del periodo de aplicación del expediente no podrán realizarse horas 
extraordinarias, establecerse nuevas externalizaciones de actividad ni concertarse nuevas 
contrataciones laborales. Esta prohibición no resultará de aplicación en el supuesto en que 
las personas en suspensión contractual o reducción de jornada que presten servicios en el 
centro de trabajo afectado por nuevas contrataciones o externalizaciones no puedan, por 
formación, capacitación u otras razones objetivas y justificadas, desarrollar las funciones 
encomendadas a aquellas, previa información al respecto por parte de la empresa a la 
representación legal de las personas trabajadoras.

Las empresas que desarrollen las acciones formativas a las que se refiere la disposición 
adicional vigesimoquinta, a favor de las personas afectadas por el expediente de regulación 
temporal de empleo, tendrán derecho a un incremento de crédito para la financiación de 
acciones en el ámbito de la formación programada, en los términos previstos en el artículo 
9.7 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación 
Profesional para el empleo en el ámbito laboral.

e) Los beneficios en materia de cotización vinculados a los expedientes de regulación 
temporal de empleo, de carácter voluntario para la empresa, estarán condicionados, 
asimismo, al mantenimiento en el empleo de las personas trabajadoras afectadas con el 
contenido y requisitos previstos en el apartado 10 de la disposición adicional cuadragésima 
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cuarta del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

f) La prestación a percibir por las personas trabajadoras se regirá por lo establecido en el 
artículo 267 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social y sus normas de 
desarrollo.

Artículo 47 bis.  Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo.
1. El Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo es un instrumento de 

flexibilidad y estabilización del empleo que, una vez activado por el Consejo de Ministros, 
permitirá a las empresas la solicitud de medidas de reducción de jornada y suspensión de 
contratos de trabajo.

Este Mecanismo RED tendrá dos modalidades:
a) Cíclica, cuando se aprecie una coyuntura macroeconómica general que aconseje la 

adopción de instrumentos adicionales de estabilización, con una duración máxima de un 
año.

b) Sectorial, cuando en un determinado sector o sectores de actividad se aprecien 
cambios permanentes que generen necesidades de recualificación y de procesos de 
transición profesional de las personas trabajadoras, con una duración máxima inicial de un 
año y la posibilidad de dos prórrogas de seis meses cada una.

2. La activación del Mecanismo se realizará a propuesta conjunta de las personas 
titulares de los Ministerios de Trabajo y Economía Social, de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, y de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, previo informe de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

En el ámbito de la modalidad sectorial, las organizaciones sindicales y empresariales 
más representativas a nivel estatal podrán solicitar a los Ministerios referidos la convocatoria 
de la Comisión tripartita del Mecanismo RED. Esta Comisión deberá reunirse en el plazo de 
quince días desde dicha solicitud y analizará la existencia de los cambios referidos en el 
apartado 1.b), así como la necesidad, en su caso, de elevar una solicitud de activación del 
Mecanismo RED sectorial al Consejo de Ministros.

En todo caso, con carácter previo a su elevación al Consejo de Ministros, resultará 
imprescindible informar a las organizaciones sindicales y empresariales más representativas 
a nivel estatal.

La decisión y las consideraciones que se incorporen al Acuerdo del Consejo de Ministros 
no serán por sí mismas causas para la adopción en el ámbito empresarial de las medidas 
previstas en esta norma en relación con el empleo o las condiciones de trabajo.

3. Una vez activado el Mecanismo, las empresas podrán solicitar voluntariamente a la 
autoridad laboral la reducción de la jornada o la suspensión de los contratos de trabajo, 
mientras esté activado el Mecanismo, en cualquiera de sus centros de trabajo y en los 
términos previstos en este artículo.

El procedimiento se iniciará mediante solicitud por parte de la empresa dirigida a la 
autoridad laboral competente y comunicación simultánea a la representación de las personas 
trabajadoras, y se tramitará de acuerdo con lo previsto en el artículo 47.5, previo desarrollo 
de un periodo de consultas en los términos regulados en el 47.3, con las particularidades 
recogidas en este artículo.

En el caso de la modalidad sectorial, además, la solicitud deberá ir acompañada de un 
plan de recualificación de las personas afectadas.

4. La autoridad laboral deberá remitir el contenido de la solicitud empresarial a la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social y recabar informe preceptivo de esta sobre la 
concurrencia de los requisitos correspondientes. Este informe será evacuado en el 
improrrogable plazo de siete días desde la notificación de inicio por parte de la empresa a la 
autoridad laboral.

La autoridad laboral procederá a dictar resolución en el plazo de siete días naturales a 
partir de la comunicación de la conclusión del periodo de consultas. Si transcurrido dicho 
plazo no hubiera recaído pronunciamiento expreso, se entenderá autorizada la medida, 
siempre dentro de los límites legal y reglamentariamente establecidos.
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Cuando el período de consultas concluya con acuerdo, la autoridad laboral autorizará la 
aplicación del mecanismo, pudiendo la empresa proceder a las reducciones de jornada o 
suspensiones de contrato en las condiciones acordadas.

Cuando el período de consultas concluya sin acuerdo, la autoridad laboral dictará 
resolución estimando o desestimando la solicitud empresarial. La autoridad laboral estimará 
la solicitud en caso de entender que de la documentación aportada se deduce que la 
situación cíclica o sectorial temporal concurre en la empresa en los términos previstos en 
este artículo.

5. Serán normas comunes aplicables a las dos modalidades del Mecanismo RED, las 
siguientes:

a) Las previsiones recogidas en el artículo 47.4 y 7.
b) Las personas trabajadoras cubiertas por un Mecanismo RED se beneficiarán de las 

medidas en materia de protección social previstas en la disposición adicional cuadragésima 
primera del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, y tendrán la 
consideración de colectivo prioritario para el acceso a las iniciativas de formación del sistema 
de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral.

c) La Inspección de Trabajo y Seguridad Social y el Servicio Público de Empleo Estatal 
colaborarán para el desarrollo de actuaciones efectivas de control de la aplicación del 
Mecanismo, mediante la programación de actuaciones periódicas y de ejecución continuada.

Asimismo, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social tendrá acceso a los datos 
incorporados mediante procedimientos automatizados y aplicaciones que le permitan 
conocer los extremos relativos a la aplicación de los Mecanismos, las condiciones especiales 
en materia de cotización a la Seguridad Social para las empresas y prestaciones 
correspondientes, con el objetivo de desarrollar las debidas actuaciones de control.

6. Se constituirá como fondo sin personalidad jurídica, adscrito al Ministerio de Trabajo y 
Economía Social, un Fondo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo, que tendrá 
como finalidad atender a las necesidades futuras de financiación derivadas de la modalidad 
cíclica y sectorial del Mecanismo RED en materia de prestaciones y exenciones a las 
empresas del pago de las cotizaciones a la Seguridad Social, incluidos los costes asociados 
a la formación, en la forma y condiciones previstas en su normativa de desarrollo.

Serán recursos de este Fondo los excedentes de ingresos que financian las prestaciones 
por desempleo en su nivel contributivo y asistencial, las aportaciones que se consignen en 
los Presupuestos Generales del Estado, las aportaciones procedentes de los instrumentos 
de financiación de la Unión Europea orientados al cumplimiento del objeto y fines del Fondo, 
así como los rendimientos de cualquier naturaleza que genere el Fondo.

[ . . . ]
Artículo 48 bis.  

1. Las personas trabajadoras tendrán derecho a un permiso parental, para el cuidado de 
hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año, hasta el momento en que el menor 
cumpla ocho años.

Este permiso, que tendrá una duración no superior a ocho semanas, continuas o 
discontinuas, podrá disfrutarse a tiempo completo, o en régimen de jornada a tiempo parcial 
conforme a lo establecido reglamentariamente.

2. Este permiso constituye un derecho individual de las personas trabajadoras, hombres 
o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio.

Corresponderá a la persona trabajadora especificar la fecha de inicio y fin del disfrute o, 
en su caso, de los períodos de disfrute, debiendo comunicarlo a la empresa con una 
antelación de diez días o la concretada por los convenios colectivos, salvo fuerza mayor, 
teniendo en cuenta la situación de aquella y las necesidades organizativas de la empresa.

En caso de que dos o más personas trabajadoras generasen este derecho por el mismo 
sujeto causante o en otros supuestos definidos por los convenios colectivos en los que el 
disfrute del permiso parental en el período solicitado altere seriamente el correcto 
funcionamiento de la empresa, ésta podrá aplazar la concesión del permiso por un período 
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razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute 
igual de flexible.

[ . . . ]
TÍTULO II

De los derechos de representación colectiva y de reunión de los trabajadores 
en la empresa

CAPÍTULO I
Del derecho de representación colectiva

[ . . . ]
Artículo 64.  Derechos de información y consulta y competencias.

1. El comité de empresa tendrá derecho a ser informado y consultado por el empresario 
sobre aquellas cuestiones que puedan afectar a los trabajadores, así como sobre la situación 
de la empresa y la evolución del empleo en la misma, en los términos previstos en este 
artículo.

Se entiende por información la transmisión de datos por el empresario al comité de 
empresa, a fin de que este tenga conocimiento de una cuestión determinada y pueda 
proceder a su examen. Por consulta se entiende el intercambio de opiniones y la apertura de 
un diálogo entre el empresario y el comité de empresa sobre una cuestión determinada, 
incluyendo, en su caso, la emisión de informe previo por parte del mismo.

En la definición o aplicación de los procedimientos de información y consulta, el 
empresario y el comité de empresa actuarán con espíritu de cooperación, en cumplimiento 
de sus derechos y obligaciones recíprocas, teniendo en cuenta tanto los intereses de la 
empresa como los de los trabajadores.

2. El comité de empresa tendrá derecho a ser informado trimestralmente:
a) Sobre la evolución general del sector económico a que pertenece la empresa.
b) Sobre la situación económica de la empresa y la evolución reciente y probable de sus 

actividades, incluidas las actuaciones medioambientales que tengan repercusión directa en 
el empleo, así como sobre la producción y ventas, incluido el programa de producción.

c) Sobre las previsiones del empresario de celebración de nuevos contratos, con 
indicación del número de estos y de las modalidades y tipos que serán utilizados, incluidos 
los contratos a tiempo parcial, la realización de horas complementarias por los trabajadores 
contratados a tiempo parcial y de los supuestos de subcontratación.

d) De las estadísticas sobre el índice de absentismo y las causas, los accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales y sus consecuencias, los índices de siniestralidad, los 
estudios periódicos o especiales del medio ambiente laboral y los mecanismos de 
prevención que se utilicen.

3. También tendrá derecho a recibir información, al menos anualmente, relativa a la 
aplicación en la empresa del derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres 
y hombres, en la que deberá incluirse el registro previsto en el artículo 28.2 y los datos sobre 
la proporción de mujeres y hombres en los diferentes niveles profesionales, así como, en su 
caso, sobre las medidas que se hubieran adoptado para fomentar la igualdad entre mujeres 
y hombres en la empresa y, de haberse establecido un plan de igualdad, sobre la aplicación 
del mismo.

4. El comité de empresa, con la periodicidad que proceda en cada caso, tendrá derecho 
a:

a) Conocer el balance, la cuenta de resultados, la memoria y, en el caso de que la 
empresa revista la forma de sociedad por acciones o participaciones, los demás documentos 
que se den a conocer a los socios, y en las mismas condiciones que a estos.

b) Conocer los modelos de contrato de trabajo escrito que se utilicen en la empresa así 
como los documentos relativos a la terminación de la relación laboral.
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c) Ser informado de todas las sanciones impuestas por faltas muy graves.
d) Ser informado por la empresa de los parámetros, reglas e instrucciones en los que se 

basan los algoritmos o sistemas de inteligencia artificial que afectan a la toma de decisiones 
que pueden incidir en las condiciones de trabajo, el acceso y mantenimiento del empleo, 
incluida la elaboración de perfiles.

Asimismo, el comité de empresa tendrá derecho a recibir la copia básica de los contratos 
así como la notificación de las prórrogas y de las denuncias correspondientes a los mismos 
en el plazo de diez días siguientes a que tuvieran lugar.

5. El comité de empresa tendrá derecho a ser informado y consultado sobre la situación 
y estructura del empleo en la empresa o en el centro de trabajo, así como a ser informado 
trimestralmente sobre la evolución probable del mismo, incluyendo la consulta cuando se 
prevean cambios al respecto.

Asimismo, tendrá derecho a ser informado y consultado sobre todas las decisiones de la 
empresa que pudieran provocar cambios relevantes en cuanto a la organización del trabajo y 
a los contratos de trabajo en la empresa. Igualmente tendrá derecho a ser informado y 
consultado sobre la adopción de eventuales medidas preventivas, especialmente en caso de 
riesgo para el empleo.

El comité de empresa tendrá derecho a emitir informe, con carácter previo a la ejecución 
por parte del empresario de las decisiones adoptadas por este, sobre las siguientes 
cuestiones:

a) Las reestructuraciones de plantilla y ceses totales o parciales, definitivos o 
temporales, de aquella.

b) Las reducciones de jornada.
c) El traslado total o parcial de las instalaciones.
d) Los procesos de fusión, absorción o modificación del estatus jurídico de la empresa 

que impliquen cualquier incidencia que pueda afectar al volumen de empleo.
e) Los planes de formación profesional en la empresa.
f) La implantación y revisión de sistemas de organización y control del trabajo, estudios 

de tiempos, establecimiento de sistemas de primas e incentivos y valoración de puestos de 
trabajo.

6. La información se deberá facilitar por el empresario al comité de empresa, sin perjuicio 
de lo establecido específicamente en cada caso, en un momento, de una manera y con un 
contenido apropiados, que permitan a los representantes de los trabajadores proceder a su 
examen adecuado y preparar, en su caso, la consulta y el informe.

La consulta deberá realizarse, salvo que expresamente esté establecida otra cosa, en un 
momento y con un contenido apropiados, en el nivel de dirección y representación 
correspondiente de la empresa, y de tal manera que permita a los representantes de los 
trabajadores, sobre la base de la información recibida, reunirse con el empresario, obtener 
una respuesta justificada a su eventual informe y poder contrastar sus puntos de vista u 
opiniones con objeto, en su caso, de poder llegar a un acuerdo sobre las cuestiones 
indicadas en el apartado 5, y ello sin perjuicio de las facultades que se reconocen al 
empresario al respecto en relación con cada una de dichas cuestiones. En todo caso, la 
consulta deberá permitir que el criterio del comité pueda ser conocido por el empresario a la 
hora de adoptar o de ejecutar las decisiones.

Los informes que deba emitir el comité de empresa tendrán que elaborarse en el plazo 
máximo de quince días desde que hayan sido solicitados y remitidas las informaciones 
correspondientes.

7. El comité de empresa tendrá también las siguientes competencias:
a) Ejercer una labor:
1.º De vigilancia en el cumplimiento de las normas vigentes en materia laboral, de 

seguridad social y de empleo, así como del resto de los pactos, condiciones y usos de 
empresa en vigor, formulando, en su caso, las acciones legales oportunas ante el 
empresario y los organismos o tribunales competentes.

2.º De vigilancia y control de las condiciones de seguridad y salud en el desarrollo del 
trabajo en la empresa, con las particularidades previstas en este orden por el artículo 19.
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3.º De vigilancia del respeto y aplicación del principio de igualdad de trato y de 
oportunidades entre mujeres y hombres, especialmente en materia salarial.

b) Participar, como se determine por convenio colectivo, en la gestión de obras sociales 
establecidas en la empresa en beneficio de los trabajadores o de sus familiares.

c) Colaborar con la dirección de la empresa para conseguir el establecimiento de 
cuantas medidas procuren el mantenimiento y el incremento de la productividad, así como la 
sostenibilidad ambiental de la empresa, si así está pactado en los convenios colectivos.

d) Colaborar con la dirección de la empresa en el establecimiento y puesta en marcha de 
medidas de conciliación.

e) Informar a sus representados en todos los temas y cuestiones señalados en este 
artículo en cuanto directa o indirectamente tengan o puedan tener repercusión en las 
relaciones laborales.

8. Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá sin perjuicio de las disposiciones 
específicas previstas en otros artículos de esta ley o en otras normas legales o 
reglamentarias.

9. Respetando lo establecido legal o reglamentariamente, en los convenios colectivos se 
podrán establecer disposiciones específicas relativas al contenido y a las modalidades de 
ejercicio de los derechos de información y consulta previstos en este artículo, así como al 
nivel de representación más adecuado para ejercerlos.

[ . . . ]
Disposición adicional decimosexta.  Aplicación del despido por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción en el sector público.

(Derogada)

[ . . . ]
Disposición adicional vigesimocuarta.  Compromiso de reducción de la tasa de 
temporalidad.

1. El Gobierno efectuará una evaluación de los resultados obtenidos por las medidas 
previstas en el Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la 
reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado 
de trabajo, mediante el análisis de los datos de contratación temporal e indefinida en enero 
del año 2025, procediendo a la publicación oficial, a estos efectos, de la tasa de 
temporalidad general y por sectores.

Dicha evaluación deberá repetirse cada dos años.
2. En el caso de que los resultados de la evaluación anterior demuestren que no se 

avanza en la reducción de la tasa de temporalidad, ya sea en la general o en la de los 
diferentes sectores, el Gobierno elevará a la mesa de diálogo social una propuesta de 
medidas adicionales que permitan la consecución de dicho objetivo, general o sectorial, para 
su discusión y eventual acuerdo con los interlocutores sociales.

Disposición adicional vigesimoquinta.  Acciones formativas en los expedientes de 
regulación temporal de empleo regulados en los artículos 47 y 47 bis.

Durante las reducciones de jornada de trabajo o suspensiones de contratos de trabajo a 
las que se refieren los artículos 47 y 47 bis, las empresas podrán desarrollar acciones 
formativas para cada una de las personas afectadas, que tendrán como objetivo la mejora de 
las competencias profesionales y la empleabilidad de las personas trabajadoras.

A través de estas acciones se priorizará el desarrollo de acciones formativas dirigidas a 
atender las necesidades formativas reales de las empresas y los trabajadores incluyendo las 
vinculadas a la adquisición de competencias digitales, así como aquellas que permitan 
recualificar a las personas trabajadoras, aunque no tengan relación directa con la actividad 
desarrollada en la empresa.

Las acciones formativas se desarrollarán a través de cualquiera de los tipos de 
formación previstos en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la 
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Formación Profesional y en la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el 
sistema de formación profesional, de acuerdo con los requisitos y procedimientos 
establecidos en dichas normas, o a través de cualquier otro sistema de formación 
acreditada.

Las acciones formativas deberán desarrollarse durante la aplicación de la reducción de 
la jornada o suspensión del contrato, en el ámbito de un expediente de regulación temporal 
de empleo, o en tiempo de trabajo. En cualquier caso, deberán respetarse los descansos 
legalmente establecidos y el derecho a la conciliación de la vida laboral, personal y familiar.

[ . . . ]
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§ 140

Ley 3/2023, de 28 de febrero, de Empleo. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 51, de 1 de marzo de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-5365

TÍTULO I
La política de empleo

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 5.  Principios rectores de la política de empleo.

Son principios rectores de la política de empleo:
a) Los principios de igualdad y no discriminación en el acceso y consolidación del 

empleo y desarrollo profesional por motivo de edad, sexo, discapacidad, salud, orientación 
sexual, identidad de género, expresión de género, características sexuales, nacionalidad, 
origen racial o étnico, religión o creencias, opinión política, afiliación sindical, así como por 
razón de lengua, dentro del Estado español o cualquier otra condición o circunstancia 
personal, familiar o social favoreciendo de esta manera la cohesión social. Tales principios 
regirán, en particular, el diseño y ejecución de las políticas de empleo, la garantía y 
cumplimiento de los servicios garantizados y compromisos reconocidos en esta ley, así como 
el acceso a los servicios de empleo, básicos y complementarios, y otros programas o 
actuaciones orientados a la inserción, permanencia o progresión en el mercado de trabajo.

b) El principio de transparencia en el funcionamiento del mercado de trabajo, a cuyos 
efectos deberán difundirse, a través del Sistema Público Integrado de Información de los 
Servicios de Empleo, las políticas de empleo diseñadas, en los diferentes niveles, por las 
Administraciones competentes en la materia, los servicios de empleo, básicos y 
complementarios, prestados, así como las ofertas y demandas de empleo gestionadas.

c) Los principios de colaboración institucional y coordinación entre la Agencia Española 
de Empleo, los Servicios Públicos de Empleo Autonómicos y las demás Administraciones 
públicas con competencias en la materia, en el marco de la Estrategia Española de Apoyo 
Activo al Empleo y la Estrategia coordinada para el empleo de la Unión Europea, 
promoviendo la cohesión y el equilibrio territorial y garantizando la igualdad de acceso a las 
políticas activas de empleo a cualquier persona en todo el Estado.

d) Los principios de adaptación, acompañamiento y activación, a fin de promover una 
atención personalizada adecuada a las necesidades de las personas y empresas usuarias 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

– 1783 –



de los servicios públicos de empleo, así como la activación laboral de la población en edad 
de trabajar.

e) Los principios de eficacia y eficiencia en el diseño y ejecución de las políticas de 
empleo, así como en la prestación de los servicios de empleo, básicos y complementarios, a 
las personas demandantes y personas, empresas u otras entidades empleadoras usuarias, a 
cuyos efectos se establecerán las correspondientes herramientas de seguimiento y control 
de calidad.

f) El principio de adecuación a las características del territorio, teniendo en cuenta la 
realidad del mercado de trabajo, las peculiaridades locales y sectoriales y los actores 
socioeconómicos.

Estos principios informarán, a su vez, todas las actuaciones de las entidades 
colaboradoras de los servicios públicos de empleo.

[ . . . ]
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§ 141

Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas 
urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 163, de 5 de julio de 2014

Última modificación: 13 de noviembre de 2015
Referencia: BOE-A-2014-7064

TÍTULO I
Medidas de impulso de la actividad económica

CAPÍTULO I
Financiación de la actividad económica

[ . . . ]
Artículo 3.  Cancelación de las operaciones de préstamo formalizadas por las entidades 
locales con el Fondo para la Financiación de los Pagos a Proveedores.

1. Como excepción a lo dispuesto en la disposición final trigésima primera de la 
Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, 
durante el año 2014 las entidades locales podrán concertar nuevas operaciones de 
endeudamiento para cancelar parcial o totalmente su deuda pendiente con el Fondo para la 
Financiación de los Pagos a Proveedores siempre que se cumplan todos los requisitos 
siguientes:

a) La nueva operación de endeudamiento a suscribir tenga, como máximo, el mismo 
período de amortización que reste para la cancelación completa de las operaciones de 
crédito que la Entidad Local tenga suscritas con el mencionado Fondo. Los planes de ajuste 
aprobados y que posibilitaron la formalización de las operaciones que se cancelan 
mantendrán su vigencia hasta la total amortización de la nueva operación de 
endeudamiento, sin perjuicio de lo establecido en los apartados 4 y 5 esta disposición.

b) Con la nueva operación de endeudamiento se genere una disminución de la carga 
financiera que suponga un ahorro financiero.

c) Esta operación de endeudamiento no podrá incorporar la garantía de la participación 
en tributos del Estado ni podrán subrogarse las entidades de crédito que concierten estas 
nuevas operaciones en los derechos que correspondan al Fondo para la Financiación de los 
Pagos a Proveedores.

d) Esta operación deberá destinarse en su totalidad a la amortización anticipada total o 
parcial de los préstamos formalizados con el Fondo para la Financiación de los Pagos a 
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Proveedores, cumpliendo con los requisitos y condiciones establecidos en los contratos 
suscritos por las entidades locales con el citado Fondo.

2. Para la formalización de las nuevas operaciones de endeudamiento citadas será 
preciso solicitar autorización del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

A estos efectos a la solicitud se adjuntará la siguiente documentación:
a) El acuerdo del órgano competente de la corporación local, con los requisitos de 

quórum y votaciones establecidos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local.

b) El informe del interventor de la entidad local en el que se certifique el ahorro financiero 
anual que se producirá como consecuencia de la suscripción de la nueva operación de 
endeudamiento.

3. Si el período medio de pago a proveedores, calculado por la entidad local de acuerdo 
con la metodología básica establecida, supera el plazo máximo establecido en la normativa 
sobre la morosidad, el ahorro financiero generado como consecuencia de la suscripción de 
la nueva operación de endeudamiento autorizada deberá destinarse a reducir su deuda 
comercial y, en consecuencia, el período medio de pago a proveedores, siendo esta una de 
las medidas que, en su caso, tendrá que incluir en el plan de tesorería al que se refiere la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera.

4. Si la entidad local hubiere cumplido en el ejercicio 2013 con el límite de deuda 
establecido en los artículos 51 y 53 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, con el 
objetivo de estabilidad presupuestaria y con la regla de gasto, y su período medio de pago a 
proveedores, calculado por la entidad local de acuerdo con la metodología básica 
establecida, no excede del plazo máximo establecido en la normativa sobre la morosidad, 
podrá formalizar la nueva operación. Si la entidad local cancela totalmente los préstamos 
formalizados con el Fondo para la Financiación de los Pagos a proveedores quedará sin 
vigencia el plan de ajuste aprobado y que posibilitó su concertación. Si no se cancelaran 
totalmente dichos préstamos los planes de ajuste mantendrán su vigencia y el procedimiento 
de seguimiento de su ejecución al que estuvieren sujetos.

5. Si la entidad local no hubiere cumplido en el ejercicio 2013 alguno de los límites o 
reglas citadas en el apartado 4 anterior, podrá formalizar la nueva operación de 
endeudamiento, pero el plan de ajuste aprobado mantendrá su vigencia aun cuando se 
cancelen totalmente los préstamos formalizados con el Fondo para la Financiación de los 
Pagos a proveedores.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 4 y 5 anteriores, si la entidad local 
hubiere presentado en el ejercicio 2013 ahorro neto negativo o endeudamiento superior al 75 
por ciento de sus ingresos corrientes liquidados en el ejercicio inmediato anterior, en los 
términos definidos en la disposición final trigésima primera de la Ley 17/2012, de 27 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, la entidad local, 
mediante acuerdo de su Pleno, deberá aprobar un plan de saneamiento financiero o de 
reducción de deuda para corregir, en un plazo máximo de cinco años, el signo del ahorro 
neto o el volumen de endeudamiento, respectivamente. Por lo que se refiere a este último 
deberá corregirse hasta el límite antes citado, en el caso de que dicho volumen se encuentre 
comprendido entre aquel porcentaje y el fijado en el artículo 53 del Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo. En los restantes supuestos de endeudamiento excesivo, el plan de reducción de 
deuda deberá corregir el nivel de deuda, como máximo, al porcentaje fijado en el último 
precepto citado.

Los citados planes deberán comunicarse al Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, junto con la solicitud de autorización a la que se refiere el apartado 2 de la 
presente disposición.

El interventor de la entidad local deberá emitir un informe anual del cumplimiento de 
estos planes, y presentarlo al Pleno de la corporación local para su conocimiento, y deberá, 
además, remitirlo al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
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En el caso de que se produzca un incumplimiento de los citados planes, la entidad local 
no podrá concertar operaciones de endeudamiento a largo plazo para financiar cualquier 
modalidad de inversión. Además, por parte del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas se podrán proponer medidas extraordinarias que deberán adoptar las entidades 
locales afectadas. En el caso de que por éstas no se adopten dichas medidas se podrán 
aplicar las medidas coercitivas y de cumplimiento forzoso establecidas en los artículos 25 y 
26 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera.

7. La nueva operación de endeudamiento que se suscriba, de acuerdo con lo previsto en 
los apartados anteriores, en el plazo de treinta días a contar desde la fecha de su 
formalización, se comunicara al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y en el 
artículo 17 de la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las 
obligaciones de suministro de información previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

[ . . . ]
TÍTULO II

Infraestructuras y transporte

CAPÍTULO I
Aviación civil

Sección 1.ª Disposiciones generales en materia de regulación aeroportuaria

Artículo 16.  Finalidad y objeto.
El establecimiento del marco jurídico aplicable a la red de aeropuertos de interés general 

de Aena, S.A., tiene por finalidad garantizar por razones de interés general, la movilidad de 
los ciudadanos y la cohesión económica, social y territorial, asegurando la accesibilidad, 
suficiencia e idoneidad de las infraestructuras aeroportuarias, la sostenibilidad económica de 
la red de aeropuertos, así como su gestión eficiente, al menor coste posible, y la continuidad 
y adecuada prestación de los servicios aeroportuarios básicos, en términos de calidad, 
regularidad y seguridad, al tiempo que se garantiza la existencia de una red de 
infraestructuras suficiente para el transporte aéreo.

Con este objeto, se regula:
a) La obligación de mantenimiento de la red de aeropuertos de interés general.
b) La fijación de los niveles de calidad del servicio y de los estándares de capacidad de 

las infraestructuras aeroportuarias integradas en la red, así como el régimen de las 
condiciones mínimas de servicio de dichas infraestructuras, el régimen de inversiones, y los 
ingresos máximos por pasajero, que reconocerán solamente los costes que sean eficientes, 
no discriminatorios y objetivos, a través del Documento de Regulación Aeroportuaria 
(DORA).

c) El procedimiento para la aprobación y modificación de la cuantía de las tarifas 
aeroportuarias y las condiciones de transparencia y consulta para su fijación.

d) La supervisión y el control del cumplimiento de lo dispuesto en los apartados 
anteriores así como el régimen sancionador aplicable.

[ . . . ]
Artículo 20.  Competencias, deber de colaboración y financiación.

1. Corresponde al Consejo de Ministros, aprobar el Documento de Regulación 
Aeroportuaria (DORA), así como autorizar la enajenación o cierre de las infraestructuras e 
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instalaciones aeroportuarias de la red de aeropuertos de interés general por valor igual o 
superior a 20 millones de euros.

2. Corresponde al Secretario de Estado de Infraestructuras, Transporte y Vivienda 
autorizar la enajenación o cierre de las infraestructuras e instalaciones aeroportuarias de la 
red de aeropuertos de interés general por valor inferior a 20 millones de euros y realizar el 
seguimiento del Documento de Regulación Aeroportuaria (DORA), a través de la Dirección 
General de Aviación Civil.

3. El Ministerio de Fomento, a través de la Dirección General de Aviación Civil, elaborará 
el Documento de Regulación Aeroportuaria (DORA) y realizará el seguimiento de la gestión 
aeroportuaria de Aena, S.A., entre otros, al objeto de disponer de toda la información 
necesaria para la elaboración de dicho Documento.

4. Corresponde a la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, informar el Documento de 
Regulación Aeroportuaria (DORA) y sus modificaciones en relación con lo previsto en el 
artículo 29.1 letras a), números 2.º y 3.º, c), d), números 1.º a 3.º, ambos inclusive, f), 
números 2.º a 7.º, ambos inclusive, e i), y supervisar el cumplimiento de dicho Documento en 
relación con tales apartados, así como aplicar el régimen de infracciones y sanciones 
previsto en la sección 4ª en el ámbito de sus competencias.

5. Corresponde a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia informar el 
Documento de Regulación Aeroportuaria (DORA) y sus modificaciones, en relación con lo 
previsto en el artículo 29.1, letras b), d), y f) a j), prestando atención a que la propuesta de 
DORA garantice la sostenibilidad de la red; supervisar el procedimiento de consulta y 
transparencia llevado a cabo por Aena, S.A., conforme a lo previsto en este capítulo, velar 
porque las tarifas aeroportuarias se apliquen de forma no discriminatoria y resolver los 
recursos que puedan plantear las compañías aéreas u otros usuarios frente a las decisiones 
de Aena, S.A., sobre el sistema o nivel de las de tarifas aeroportuarias y su modificación, y 
aplicar el régimen de infracciones y sanciones previsto por el incumplimiento de las 
obligaciones impuestas en las materias sobre las que extiende sus competencias.

6. Aena, S.A., está obligada a colaborar en el ejercicio de estas competencias aportando 
cuanta información le sea requerida al efecto.

7. La Agencia Estatal de Seguridad Aérea, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia y la Dirección General de Aviación Civil financiarán las actividades reguladas 
en este artículo mediante las tasas que se establezcan legalmente. El coste de las tasas que 
esté obligada a abonar Aena, S.A., por este concepto formará parte del ingreso regulado 
requerido (IRR), a que se refiere el anexo VIII.

Sección 2.ª Regulación aeroportuaria

Artículo 21.  Servicio de interés económico general.
La red de aeropuertos de interés general gestionada por Aena, S.A., se configura como 

servicio de interés económico general que garantiza en todo el territorio nacional la movilidad 
de los ciudadanos y la cohesión económica, social y territorial. La red de aeropuertos de 
interés general de Aena, S.A., asimismo, garantiza las necesidades del transporte aéreo en 
el territorio del Estado.

Como servicio de interés económico general, en la gestión de la red de aeropuertos de 
interés general, Aena, S.A., está obligada a asegurar en los términos previstos en este 
capítulo el mantenimiento de la red, la accesibilidad, suficiencia e idoneidad de las 
infraestructuras aeroportuarias, la sostenibilidad económica de la red, así como la 
continuidad en la prestación de los servicios aeroportuarios básicos, de interés general, en 
condiciones adecuadas de calidad, regularidad y seguridad.

Artículo 22.  Garantías para el mantenimiento de la red de aeropuertos de interés general.
Sin perjuicio de la obtención de las autorizaciones previstas en el artículo 9.1 de la Ley 

21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea, por razones de interés general, Aena, S.A., no 
podrá cerrar o enajenar, total o parcialmente, cualquiera de las instalaciones o 
infraestructuras aeroportuarias necesarias para mantener la prestación del servicio 
aeroportuario en cualquier aeropuerto de la red de aeropuertos de interés general, salvo 
autorización expresa del Consejo de Ministros, previo informe de la Comisión Delegada del 
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Gobierno para Asuntos Económicos (CDGAE) en el caso de aquellas instalaciones o 
infraestructuras aeroportuarias por valor igual o superior a 20 millones de euros o previa 
autorización del Secretario de Estado de Infraestructuras, Transporte y Vivienda para 
aquéllas cuyo valor sea inferior a 20 millones de euros: En ambos casos será preceptivo el 
informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

Reglamentariamente se podrá desarrollar el procedimiento mediante el cual se 
instrumentaría el posible cierre o venta de cualquiera de las instalaciones o infraestructuras 
aeroportuarias. Dicho desarrollo reglamentario podrá contemplar asimismo las transferencias 
al Estado por las plusvalías generadas durante el proceso de enajenación.

La venta de las anteriores instalaciones o infraestructuras sin dicha autorización será 
nula de pleno derecho.

La autorización prevista en este artículo sólo podrá concederse cuando la enajenación o 
cierre propuesto por Aena, S.A., permita el mantenimiento de una red de aeropuertos de 
interés general suficiente para garantizar los objetivos de interés general previstos que, 
conforme a lo previsto en este capítulo, le son exigibles como servicio de interés económico 
general, y no afecte a la sostenibilidad económica de la red.

[ . . . ]
Disposición transitoria cuarta.  Normas transitorias en relación con las tarifas hasta la 
aplicación del primer Documento de Regulación Aeroportuaria (DORA).

1. La cuantía de las tarifas aeroportuarias de Aena, S.A., a la entrada en vigor de este 
real decreto-ley será la establecida en los artículos 68 y 72 a 90, ambos inclusive, de la Ley 
21/2003, de 7 de julio. Su actualización, hasta la aplicación del primer Documento de 
Regulación Aeroportuaria, se ajustará a lo previsto en esta disposición.

2. La actualización de las tarifas, en la que deberá tenerse en cuenta las bonificaciones 
previstas por razones de interés general, se realizará, con sujeción al procedimiento de 
consulta previsto en el artículo 98 de la Ley 21/2003, de 7 de julio, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 92 de la citada Ley 21/2003, de 7 de julio, aplicando los límites de incremento 
máximo de cuantías de las tarifas aeroportuarias establecidos en la disposición transitoria 
sexta, apartado 1. A estos efectos se consideran bonificaciones previstas por razones de 
interés general las establecidas en la Ley 21/2003, de 7 de julio, y demás legislación 
aplicable, así como en la orden a que se refiere el artículo 32 de este real decreto-ley.

En el procedimiento de consulta las partes están obligadas a suministrarse la 
información prevista en el artículo 35.

3. Recibida la propuesta de modificación o actualización de las prestaciones 
patrimoniales públicas, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia supervisará 
el procedimiento de consulta y transparencia y el cumplimiento de lo previsto en el apartado 
2. Del mismo modo, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia deberá 
comprobar, de oficio y, en su caso, en la resolución de los recursos que planteen las 
asociaciones representativas de usuarios, si la propuesta resulta justificada, de acuerdo con 
las previsiones contenidas en los planes directores, las demandas de tráfico, los 
requerimientos y necesidades de las compañías usuarias de los aeropuertos y los 
adecuados estándares de calidad, así como si responde a los criterios de no discriminación, 
objetividad y transparencia y si garantiza la sostenibilidad de la red.

A los efectos de lo dispuesto en este párrafo anterior, la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia tendrá acceso a toda la información necesaria y, en especial, a 
la información a que se refiere el apartado 3 y a los acuerdos sobre el nivel de servicios que 
se hayan podido alcanzar.

En el caso de inadmisión de la propuesta cuando ésta se haya efectuado prescindiendo 
del procedimiento contemplado en el artículo 98 de la Ley 21/2003, de 7 de julio, se 
concederá al gestor aeroportuario un plazo para subsanar las deficiencias detectadas, 
transcurrido el cual sin que se hayan subsanado o manteniéndose las condiciones de 
inadmisión de la propuesta, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia remitirá 
la propuesta de modificación tarifaria que proceda aplicando lo dispuesto en el apartado 2, 
debidamente justificada y en la que consten las irregularidades identificadas, al órgano 
competente para su incorporación al anteproyecto de ley que corresponda.
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En la supervisión de que las propuestas de modificación o actualización de las tarifas 
aeroportuarias presentadas por el gestor aeroportuario se ajustan a lo previsto en el 
apartado 2, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia remitirá al órgano 
competente para su inclusión en el anteproyecto de ley que corresponda, las propuestas del 
gestor aeroportuario que cumplan con dichos criterios.

En otro caso, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia comunicará al 
gestor aeroportuario la modificación tarifaria revisada o, en su caso, los criterios que habría 
de seguir para que la propuesta garantice el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo 
anterior y el plazo para presentar la nueva propuesta ajustada a dichos criterios. Recibida la 
comunicación del gestor aeroportuario o transcurrido el plazo concedido al efecto sin haberla 
obtenido, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia remitirá la modificación 
tarifaria revisada que proceda al órgano competente para su inclusión en el anteproyecto de 
ley que corresponda. En la propuesta de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia se hará constar de forma clara y precisa la modificación tarifaria propuesta por 
dicha Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia así como el punto de vista del 
gestor aeroportuario.

Del acuerdo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia sobre la 
propuesta, que deberá adoptarse en el plazo máximo de cuatro meses, se dará traslado a 
Aena, S.A., a las organizaciones o asociaciones representativas de usuarios y al órgano 
competente para su inclusión en el anteproyecto de ley que corresponda.

4. La Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada año podrá modificar o 
actualizar las tarifas aeroportuarias de Aena, S.A.

En todo caso, el Ministerio de Fomento incorporará al proyecto de ley que corresponda la 
propuesta de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia sobre la actualización 
o modificación de las tarifas de Aena, S.A., en sus estrictos términos.

Durante la tramitación parlamentaria de dicho proyecto de ley, Aena, S.A., hará un 
seguimiento de las enmiendas presentadas que afecten a la modificación o actualización de 
sus tarifas y dará traslado de aquéllas que se produzcan a las asociaciones representativas 
de usuarios, así como a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

[ . . . ]
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§ 142

Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración social. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 10, de 12 de enero de 2000
Última modificación: 9 de mayo de 2023

Referencia: BOE-A-2000-544

[ . . . ]
TÍTULO I

Derechos y libertades de los extranjeros

CAPÍTULO I
Derechos y libertades de los extranjeros

Artículo 3.  Derechos de los extranjeros e interpretación de las normas.
1. Los extranjeros gozarán en España de los derechos y libertades reconocidos en el 

Título I de la Constitución en los términos establecidos en los Tratados internacionales, en 
esta Ley y en las que regulen el ejercicio de cada uno de ellos. Como criterio interpretativo 
general, se entenderá que los extranjeros ejercitan los derechos que les reconoce esta Ley 
en condiciones de igualdad con los españoles.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales de los extranjeros serán 
interpretadas de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los 
tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias vigentes en España, sin que 
pueda alegarse la profesión de creencias religiosas o convicciones ideológicas o culturales 
de signo diverso para justificar la realización de actos o conductas contrarios a las mismas.

[ . . . ]
Artículo 9.  Derecho a la educación.

1. Los extranjeros menores de dieciséis años tienen el derecho y el deber a la 
educación, que incluye el acceso a una enseñanza básica, gratuita y obligatoria. Los 
extranjeros menores de dieciocho años también tienen derecho a la enseñanza 
posobligatoria.

Este derecho incluye la obtención de la titulación académica correspondiente y el acceso 
al sistema público de becas y ayudas en las mismas condiciones que los españoles.

En caso de alcanzar la edad de dieciocho años en el transcurso del curso escolar, 
conservarán ese derecho hasta su finalización.
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2. Los extranjeros mayores de dieciocho años que se hallen en España tienen derecho a 
la educación de acuerdo con lo establecido en la legislación educativa. En todo caso, los 
extranjeros residentes mayores de dieciocho años tienen el derecho a acceder a las demás 
etapas educativas posobligatorias, a la obtención de las titulaciones correspondientes, y al 
sistema público de becas en las mismas condiciones que los españoles.

3. Los poderes públicos promoverán que los extranjeros puedan recibir enseñanzas para 
su mejor integración social.

4. Los extranjeros residentes que tengan en España menores a su cargo en edad de 
escolarización obligatoria, deberán acreditar dicha escolarización, mediante informe emitido 
por las autoridades autonómicas competentes, en las solicitudes de renovación de su 
autorización o en su solicitud de residencia de larga duración.

Artículo 10.  Derecho al trabajo y a la Seguridad Social.
1. Los extranjeros residentes que reúnan los requisitos previstos en esta Ley Orgánica y 

en las disposiciones que la desarrollen tienen derecho a ejercer una actividad remunerada 
por cuenta propia o ajena, así como a acceder al sistema de la Seguridad Social, de 
conformidad con la legislación vigente.

2. Los extranjeros podrán acceder al empleo público en los términos previstos en la Ley 
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.

[ . . . ]
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§ 143

Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las 

personas con discapacidad y de su inclusión social

Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad
«BOE» núm. 289, de 3 de diciembre de 2013

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2013-12632

Las personas con discapacidad conforman un grupo vulnerable y numeroso al que el 
modo en que se estructura y funciona la sociedad ha mantenido habitualmente en conocidas 
condiciones de exclusión. Este hecho ha comportado la restricción de sus derechos básicos 
y libertades condicionando u obstaculizando su desarrollo personal, así como el disfrute de 
los recursos y servicios disponibles para toda la población y la posibilidad de contribuir con 
sus capacidades al progreso de la sociedad.

El anhelo de una vida plena y la necesidad de realización personal mueven a todas las 
personas, pero esas aspiraciones no pueden ser satisfechas si se hallan restringidos o 
ignorados los derechos a la libertad, la igualdad y la dignidad. Este es el caso en que se 
encuentran aún hoy mujeres y hombres con discapacidad, quienes, a pesar de los 
innegables progresos sociales alcanzados, ven limitados esos derechos en el acceso o uso 
de entornos, procesos o servicios que o bien no han sido concebidos teniendo en cuenta sus 
necesidades específicas o bien se revelan expresamente restrictivos a su participación en 
ellos.

Existe, pues, un variado y profuso conjunto de impedimentos que privan a las personas 
con discapacidad del pleno ejercicio de sus derechos y los efectos de estos obstáculos se 
materializan en una situación de exclusión social, que debe ser inexcusablemente abordada 
por los poderes públicos.

El impulso de las medidas que promuevan la igualdad de oportunidades suprimiendo los 
inconvenientes que se oponen a la presencia integral de las personas con discapacidad 
concierne a todos los ciudadanos, organizaciones y entidades, pero, en primer lugar, al 
legislador, que ha de recoger las necesidades detectadas y proponer las soluciones y las 
líneas generales de acción más adecuadas. Como ya se ha demostrado con anterioridad, es 
necesario que el marco normativo y las acciones públicas en materia de discapacidad 
intervengan en la organización social y en sus expresiones materiales o relacionales que con 
sus estructuras y actuaciones segregadoras postergan o apartan a las personas con 
discapacidad de la vida social ordinaria, todo ello con el objetivo último de que éstas puedan 
ser partícipes, como sujetos activos titulares de derechos, de una vida en iguales 
condiciones que el resto de los ciudadanos.

En este sentido, la Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de las personas con 
discapacidad, fue la primera ley aprobada en España dirigida a regular la atención y los 
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apoyos a las personas con discapacidad y sus familias, en el marco de los artículos 9, 10, 14 
y 49 de la Constitución, y supuso un avance relevante para la época.

La Ley 13/1982, de 7 de abril, participaba ya de la idea de que el amparo especial y las 
medidas de equiparación para garantizar los derechos de las personas con discapacidad 
debía basarse en apoyos complementarios, ayudas técnicas y servicios especializados que 
les permitieran llevar una vida normal en su entorno. Estableció un sistema de prestaciones 
económicas y servicios, medidas de integración laboral, de accesibilidad y subsidios 
económicos, y una serie de principios que posteriormente se incorporaron a las leyes de 
sanidad, educación y empleo.

Posteriormente, la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, supuso un 
renovado impulso a las políticas de equiparación de las personas con discapacidad, 
centrándose especialmente en dos estrategias de intervención: la lucha contra la 
discriminación y la accesibilidad universal.

La propia Ley 51/2003, de 2 de diciembre, preveía el establecimiento de un régimen de 
infracciones y sanciones que se hizo realidad con la aprobación de la Ley 49/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se establece el régimen de infracciones y sanciones en materia de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con 
discapacidad.

Asimismo, y aunque no es objeto de la tarea de refundición de esta norma, es necesario 
destacar en la configuración del marco legislativo de los derechos de las personas con 
discapacidad, la Ley 27/2007, de 23 de octubre, por la que se reconocen las lenguas de 
signos españolas y se regulan los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas 
sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas, que reconoce el derecho de libre opción de 
las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas al aprendizaje, conocimiento y 
uso de las lenguas de signos españolas, y a los distintos medios de apoyo a la comunicación 
oral, lo que constituye un factor esencial para su inclusión social.

Finalmente, es imprescindible hacer referencia a la Convención Internacional sobre los 
derechos de las personas con discapacidad, aprobada el 13 de diciembre de 2006 por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU), ratificada por España el 3 de diciembre 
de 2007 y que entró en vigor el 3 de mayo de 2008. La Convención supone la consagración 
del enfoque de derechos de las personas con discapacidad, de modo que considera a las 
personas con discapacidad como sujetos titulares de derechos y los poderes públicos están 
obligados a garantizar que el ejercicio de esos derechos sea pleno y efectivo.

La labor de refundición, regularizando, aclarando y armonizando las tres leyes citadas, 
que es mandato de la disposición final segunda de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de 
adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los derechos de las personas con 
discapacidad, en la redacción dada por la disposición final quinta de la Ley 12/2012, de 26 
de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados 
servicios, resulta necesaria dadas las modificaciones que han experimentado en estos años, 
así como el sustancial cambio del marco normativo de los derechos de las personas con 
discapacidad. Esta tarea ha tenido como referente principal la mencionada Convención 
Internacional. Por ello, además de revisar los principios que informan la ley conforme a lo 
previsto en la Convención, en su estructura se dedica un título específico a determinados 
derechos de las personas con discapacidad. También se reconoce expresamente que el 
ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad se realizará de acuerdo con el 
principio de libertad en la toma de decisiones.

En la elaboración de este texto refundido han sido consultadas las comunidades 
autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, y se ha sometido al informe previo y preceptivo 
del Consejo Nacional de la Discapacidad. Se ha dado audiencia a los sectores afectados y 
se ha sometido a informe previo de la Agencia Española de Protección de Datos.

Esta norma se dicta en aplicación de lo previsto en la disposición final segunda de la Ley 
26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los 
derechos de las personas con discapacidad.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 29 de noviembre de 2013,
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DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación del Texto Refundido de la Ley General de derechos de las 
personas con discapacidad y de su inclusión social.

Se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con 
discapacidad y de su inclusión social, que se inserta a continuación.

Disposición adicional única.  Remisiones normativas.
Las referencias normativas efectuadas en otras disposiciones a la Ley 13/1982, de 7 de 

abril, de integración social de las personas con discapacidad, a la Ley 51/2003, de 2 de 
diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las 
personas con discapacidad, o a la Ley 49/2007, de 26 de diciembre, de infracciones y 
sanciones en materia de igualdad de oportunidades no discriminación y accesibilidad 
universal de las personas con discapacidad, se entenderán efectuadas a los preceptos 
correspondientes del texto refundido que se aprueba.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en el texto refundido de la Ley general de derechos de las personas con 
discapacidad y de su inclusión social, y en particular, por integrarse en dicho texto refundido:

a) La Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de las personas con discapacidad.
b) La Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad.
c) La Ley 49/2007, de 26 de diciembre, por la que se establece el régimen de 

infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
El presente real decreto legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto, definiciones y principios

Artículo 1.  Objeto de esta ley.
Esta ley tiene por objeto:
a) Garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato, así como el ejercicio 

real y efectivo de derechos por parte de las personas con discapacidad en igualdad de 
condiciones respecto del resto de ciudadanos y ciudadanas, a través de la promoción de la 
autonomía personal, de la accesibilidad universal, del acceso al empleo, de la inclusión en la 
comunidad y la vida independiente y de la erradicación de toda forma de discriminación, 
conforme a los artículos 9.2, 10, 14 y 49 de la Constitución Española y a la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y los tratados y 
acuerdos internacionales ratificados por España.

b) Establecer el régimen de infracciones y sanciones que garantizan las condiciones 
básicas en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal 
de las personas con discapacidad.
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Artículo 2.  Definiciones.
A efectos de esta ley se entiende por:
a) Discapacidad: es una situación que resulta de la interacción entre las personas con 

deficiencias previsiblemente permanentes y cualquier tipo de barreras que limiten o impidan 
su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

b) Igualdad de oportunidades: es la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, 
por motivo de o por razón de discapacidad, incluida cualquier distinción, exclusión o 
restricción que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el 
reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones por las personas con 
discapacidad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos 
político, económico, social, laboral, cultural, civil o de otro tipo. Asimismo, se entiende por 
igualdad de oportunidades la adopción de medidas de acción positiva.

c) Discriminación directa: es la situación en que se encuentra una persona con 
discapacidad cuando es tratada de manera menos favorable que otra en situación análoga 
por motivo de o por razón de su discapacidad.

d) Discriminación indirecta: existe cuando una disposición legal o reglamentaria, una 
cláusula convencional o contractual, un pacto individual, una decisión unilateral o un criterio 
o práctica, o bien un entorno, producto o servicio, aparentemente neutros, puedan ocasionar 
una desventaja particular a una persona respecto de otras por motivo de o por razón de 
discapacidad, siempre que objetivamente no respondan a una finalidad legítima y que los 
medios para la consecución de esta finalidad no sean adecuados y necesarios.

e) Discriminación por asociación: existe cuando una persona o grupo en que se integra 
es objeto de un trato discriminatorio debido a su relación con otra por motivo o por razón de 
discapacidad.

f) Acoso: es toda conducta no deseada relacionada con la discapacidad de una persona, 
que tenga como objetivo o consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno 
intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.

g) Medidas de acción positiva: son aquellas de carácter específico consistentes en evitar 
o compensar las desventajas derivadas de la discapacidad y destinadas a acelerar o lograr 
la igualdad de hecho de las personas con discapacidad y su participación plena en los 
ámbitos de la vida política, económica, social, educativa, laboral y cultural, atendiendo a los 
diferentes tipos y grados de discapacidad.

h) Vida independiente: es la situación en la que la persona con discapacidad ejerce el 
poder de decisión sobre su propia existencia y participa activamente en la vida de su 
comunidad, conforme al derecho al libre desarrollo de la personalidad.

i) Normalización: es el principio en virtud del cual las personas con discapacidad deben 
poder llevar una vida en igualdad de condiciones, accediendo a los mismos lugares, ámbitos, 
bienes y servicios que están a disposición de cualquier otra persona.

j) Inclusión social: es el principio en virtud del cual la sociedad promueve valores 
compartidos orientados al bien común y a la cohesión social, permitiendo que todas las 
personas con discapacidad tengan las oportunidades y recursos necesarios para participar 
plenamente en la vida política, económica, social, educativa, laboral y cultural, y para 
disfrutar de unas condiciones de vida en igualdad con los demás.

k) Accesibilidad universal: es la condición que deben cumplir los entornos, procesos, 
bienes, productos y servicios, así como los objetos, instrumentos, herramientas y 
dispositivos para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas en 
condiciones de seguridad y comodidad y de la forma más autónoma y natural posible. En la 
accesibilidad universal está incluida la accesibilidad cognitiva para permitir la fácil 
comprensión, la comunicación e interacción a todas las personas. La accesibilidad cognitiva 
se despliega y hace efectiva a través de la lectura fácil, sistemas alternativos y aumentativos 
de comunicación, pictogramas y otros medios humanos y tecnológicos disponibles para tal 
fin. Presupone la estrategia de «diseño universal o diseño para todas las personas», y se 
entiende sin perjuicio de los ajustes razonables que deban adoptarse.

l) Diseño universal o diseño para todas las personas: es la actividad por la que se 
conciben o proyectan desde el origen, y siempre que ello sea posible, entornos, procesos, 
bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, programas, dispositivos o herramientas, 
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de tal forma que puedan ser utilizados por todas las personas, en la mayor extensión 
posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El «diseño universal o diseño 
para todas las personas» no excluirá los productos de apoyo para grupos particulares de 
personas con discapacidad, cuando lo necesiten.

m) Ajustes razonables: son las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas 
del ambiente físico, social y actitudinal a las necesidades específicas de las personas con 
discapacidad que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se 
requieran en un caso particular de manera eficaz y práctica, para facilitar la accesibilidad y la 
participación y para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en 
igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos.

n) Diálogo civil: es el principio en virtud del cual las organizaciones representativas de 
personas con discapacidad y de sus familias participan, en los términos que establecen las 
leyes y demás disposiciones normativas, en la elaboración, ejecución, seguimiento y 
evaluación de las políticas oficiales que se desarrollan en la esfera de las personas con 
discapacidad, las cuales garantizarán, en todo caso, el derecho de los niños y las niñas con 
discapacidad a expresar su opinión libremente sobre todas las cuestiones que les afecten y 
a recibir asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese 
derecho.

o) Transversalidad de las políticas en materia de discapacidad: es el principio en virtud 
del cual las actuaciones que desarrollan las Administraciones Públicas no se limitan 
únicamente a planes, programas y acciones específicos, pensados exclusivamente para 
estas personas, sino que comprenden las políticas y líneas de acción de carácter general en 
cualquiera de los ámbitos de actuación pública, en donde se tendrán en cuenta las 
necesidades y demandas de las personas con discapacidad.

Artículo 3.  Principios.
Los principios de esta ley serán:
a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de 

tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas.
b) La vida independiente.
c) La no discriminación.
d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como 

parte de la diversidad y la condición humanas.
e) La igualdad de oportunidades.
f) La igualdad entre mujeres y hombres.
g) La normalización.
h) La accesibilidad universal.
i) Diseño universal o diseño para todas las personas.
j) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad.
k) El diálogo civil.
l) El respeto al desarrollo de la personalidad de las personas con discapacidad, y, en 

especial, de las niñas y los niños con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad.
m) La transversalidad de las políticas en materia de discapacidad.

CAPÍTULO II
Ámbito de aplicación

Artículo 4.  Titulares de los derechos.
1. Son personas con discapacidad aquellas que presentan deficiencias físicas, mentales, 

intelectuales o sensoriales, previsiblemente permanentes que, al interactuar con diversas 
barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 
condiciones con los demás.

Las disposiciones normativas de los poderes y las Administraciones públicas, las 
resoluciones, actos, comunicaciones y manifestaciones de estas y de sus autoridades y 
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agentes, cuando actúen en calidad de tales, utilizarán los términos “persona con 
discapacidad” o “personas con discapacidad” para denominarlas.

2. Además de lo establecido en el apartado anterior, a los efectos de esta ley, tendrán la 
consideración de personas con discapacidad aquellas a quienes se les haya reconocido un 
grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento.

Sin perjuicio de lo anterior, a los efectos de la sección 1.ª del capítulo V y del capítulo VIII 
del título I, así como del título II, se considerará que presentan una discapacidad en grado 
igual o superior al 33 por ciento las personas pensionistas de la Seguridad Social que tengan 
reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran 
invalidez y las personas pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión 
de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.

3. El reconocimiento del grado de discapacidad deberá ser efectuado por el órgano 
competente en los términos desarrollados reglamentariamente.

La acreditación del grado de discapacidad se realizará en los términos establecidos 
reglamentariamente y tendrá validez en todo el territorio nacional.

4. A efectos del reconocimiento del derecho a los servicios de prevención de deficiencias 
y de intensificación de discapacidades se asimilan a dicha situación los estados previos, 
entendidos como procesos en evolución que puedan llegar a ocasionar una limitación en la 
actividad.

5. Los servicios, prestaciones y demás beneficios previstos en esta ley se otorgarán a los 
extranjeros de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, en los tratados 
internacionales y en los convenios que se establezcan con el país de origen. Para los 
menores extranjeros se estará además a lo dispuesto en las leyes de protección de los 
derechos de los menores vigentes, tanto en el ámbito estatal como en el autonómico, así 
como en los tratados internacionales.

6. El Gobierno extenderá la aplicación de las prestaciones económicas previstas en esta 
ley a los españoles residentes en el extranjero, siempre que carezcan de protección 
equiparable en el país de residencia, en la forma y con los requisitos que 
reglamentariamente se determinen.

Artículo 5.  Ámbito de aplicación en materia de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal.

Las medidas específicas para garantizar la igualdad de oportunidades, la no 
discriminación y la accesibilidad universal, conforme a lo estipulado en la letra k) del artículo 
2, se aplicarán, además de a los derechos regulados en el título I, en los ámbitos siguientes:

a) Telecomunicaciones y sociedad de la información.
b) Espacios públicos urbanizados, infraestructuras y edificación.
c) Transportes.
d) Bienes y servicios a disposición del público.
e) Relaciones con las administraciones públicas, incluido el acceso a las prestaciones 

públicas y a las resoluciones administrativas de aquellas.
f) Administración de justicia.
g) Participación en la vida pública y en los procesos electorales.
h) Patrimonio cultural, de conformidad con lo previsto en la legislación de patrimonio 

histórico, siempre con el propósito de conciliar los valores de protección patrimonial y de 
acceso, goce y disfrute por parte de las personas con discapacidad.

i) Empleo.

CAPÍTULO III
Autonomía de las personas con discapacidad

Artículo 6.  Respeto a la autonomía de las personas con discapacidad.
1. El ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad se realizará de acuerdo 

con el principio de libertad en la toma de decisiones.
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2. Las personas con discapacidad tienen derecho a la libre toma de decisiones, para lo 
cual la información y el consentimiento deberán efectuarse en formatos adecuados y de 
acuerdo con las circunstancias personales, siguiendo las reglas marcadas por el principio de 
diseño universal o diseño para todas las personas, de manera que les resulten accesibles y 
comprensibles.

En todo caso, se deberá tener en cuenta las circunstancias personales del individuo, su 
capacidad para tomar el tipo de decisión en concreto y asegurar la prestación de apoyo para 
la toma de decisiones.

TÍTULO I
Derechos y obligaciones

Artículo 7.  Derecho a la igualdad.
1. Las personas con discapacidad tienen los mismos derechos que los demás 

ciudadanos conforme a nuestro ordenamiento jurídico.
2. Para hacer efectivo este derecho a la igualdad, las administraciones públicas 

promoverán las medidas necesarias para que el ejercicio en igualdad de condiciones de los 
derechos de las personas con discapacidad sea real y efectivo en todos los ámbitos de la 
vida.

3. Las administraciones públicas protegerán de forma especialmente intensa los 
derechos de las personas con discapacidad en materia de igualdad entre mujeres y 
hombres, salud, empleo, protección social, educación, tutela judicial efectiva, movilidad, 
comunicación, información y acceso a la cultura, al deporte, al ocio así como de participación 
en los asuntos públicos, en los términos previstos en este Título y demás normativa que sea 
de aplicación.

4. Asimismo, las administraciones públicas protegerán de manera singularmente intensa 
a aquellas personas o grupo de personas especialmente vulnerables a la discriminación 
múltiple como las niñas, niños y mujeres con discapacidad, mayores con discapacidad, 
mujeres con discapacidad víctimas de violencia de género, personas con pluridiscapacidad u 
otras personas con discapacidad integrantes de minorías.

CAPÍTULO I
Sistema de prestaciones sociales y económicas

Artículo 8.  Sistema especial de prestaciones sociales y económicas para las personas con 
discapacidad.

1. La acción protectora del sistema especial de prestaciones sociales y económicas para 
las personas con discapacidad que por no desarrollar una actividad laboral, no están 
incluidos en el campo de aplicación del Sistema de la Seguridad Social, comprenderá:

a) Asistencia sanitaria y prestación farmacéutica.
b) Subsidio de movilidad y compensación por gastos de transporte.
c) Recuperación profesional.
d) Rehabilitación y habilitación profesionales.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9, la asistencia sanitaria y la prestación 

farmacéutica previstas en la letra a) del apartado anterior tendrán la extensión, duración y 
condiciones que se prevean reglamentariamente.

3. Las personas beneficiarias de los subsidios de garantía de ingresos mínimos y por 
ayuda de tercera persona, continuarán con el derecho a la percepción de los mismos de 
acuerdo con lo establecido en la disposición transitoria única.

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 143  Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad

– 1799 –



Artículo 9.  Prestación farmacéutica del sistema especial de prestaciones sociales y 
económicas para las personas con discapacidad.

Los beneficiarios del sistema especial de prestaciones asistenciales y económicas 
previsto en este capítulo estarán exentos de aportación por el consumo de especialidades 
farmacéuticas.

CAPÍTULO II
Derecho a la protección de la salud

Artículo 10.  Derecho a la protección de la salud.
1. Las personas con discapacidad tienen derecho a la protección de la salud, incluyendo 

la prevención de la enfermedad y la protección, promoción y recuperación de la salud, sin 
discriminación por motivo o por razón de discapacidad, prestando especial atención a la 
salud mental y a la salud sexual y reproductiva.

2. Las actuaciones de las administraciones públicas y de los sujetos privados prestarán 
atención específica a las necesidades de las personas con discapacidad, conforme a la 
legislación sanitaria general y sectorial vigente.

3. Las administraciones públicas desarrollarán las actuaciones necesarias para la 
coordinación de la atención de carácter social y de carácter sanitario, de forma efectiva y 
eficiente, dirigida a las personas que por problemas de salud asociados a su discapacidad 
tienen necesidad simultánea o sucesiva de ambos sistemas de atención, y promoverán las 
medidas necesarias para favorecer el acceso de las personas con discapacidad a los 
servicios y prestaciones relacionadas con su salud en condiciones de igualdad con el resto 
de ciudadanos.

Artículo 11.  Prevención de deficiencias y de intensificación de discapacidades.
1. La prevención de deficiencias y de intensificación de discapacidades constituye un 

derecho y un deber de todo ciudadano y de la sociedad en su conjunto y formará parte de 
las obligaciones prioritarias del Estado en el campo de la salud pública y de los servicios 
sociales. La prevención de deficiencias y de intensificación de discapacidades atenderá a la 
diversidad de las personas con discapacidad, dando un tratamiento diferenciado según las 
necesidades específicas de cada persona.

2. Las administraciones públicas competentes promoverán planes de prevención de 
deficiencias y de intensificación de discapacidades, teniendo asimismo en cuenta lo previsto 
en el artículo 21 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de dependencia.

3. En dichos planes se concederá especial importancia a los servicios de orientación y 
planificación familiar, consejo genético, atención prenatal y perinatal, detección y diagnóstico 
precoz y asistencia pediátrica, incluida la salud mental infanto-juvenil, asistencia geriátrica, 
así como a la seguridad y salud en el trabajo, a la seguridad en el tráfico vial, al control 
higiénico y sanitario de los alimentos y a la contaminación ambiental.

Se contemplarán de modo específico las acciones destinadas a las zonas rurales.

Artículo 12.  Equipos multiprofesionales de atención a la discapacidad.
1. Los equipos multiprofesionales de atención a la discapacidad de cada ámbito sectorial 

deberán contar con la formación especializada correspondiente y serán competentes, en su 
ámbito territorial, para prestar una atención interdisciplinaria a cada persona con 
discapacidad que lo necesite, para garantizar su inclusión y participación plena en la 
sociedad en igualdad de condiciones con los demás.

2. Los equipos multiprofesionales de calificación y reconocimiento del grado de 
discapacidad son los órganos encargados de valorar y calificar las situaciones de 
discapacidad, para su reconocimiento oficial por el órgano administrativo competente.

3. Son funciones de los equipos multiprofesionales de calificación y reconocimiento del 
grado de discapacidad:
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a) Emitir un dictamen técnico normalizado sobre las deficiencias, las limitaciones para 
realizar actividades y las barreras en la participación social, recogiendo las capacidades y 
habilidades para las que la persona necesita apoyos.

b) La orientación para la habilitación y rehabilitación, con pleno respeto a la autonomía 
de la persona con discapacidad, proponiendo las necesidades, aptitudes y posibilidades de 
recuperación, así como el seguimiento y revisión.

c) La valoración y calificación de la situación de discapacidad, determinando el tipo y 
grado de discapacidad en relación con los beneficios, derechos económicos y servicios 
previstos en la legislación, sin perjuicio del reconocimiento del derecho que corresponda 
efectuar al órgano administrativo competente.

d) La valoración y calificación de la situación de discapacidad será revisable en la forma 
que reglamentariamente se determine. La valoración y calificación definitivas solo se 
realizará cuando la persona haya alcanzado su máxima rehabilitación o cuando la deficiencia 
sea presumiblemente definitiva, lo que no impedirá valoraciones previas para obtener 
determinados beneficios.

4. Las calificaciones y valoraciones de los equipos multiprofesionales de calificación y 
reconocimiento del grado de discapacidad responderán a criterios técnicos unificados, 
basados en la evidencia disponible, y tendrán validez ante cualquier organismo público y en 
todo el territorio del Estado.

CAPÍTULO III
De la atención integral

Artículo 13.  Atención integral.
1. Se entiende por atención integral los procesos o cualquier otra medida de intervención 

dirigidos a que las personas con discapacidad adquieran su máximo nivel de desarrollo y 
autonomía personal, y a lograr y mantener su máxima independencia, capacidad física, 
mental y social, y su inclusión y participación plena en todos los aspectos de la vida, así 
como la obtención de un empleo adecuado.

2. Los programas de atención integral podrán comprender:
a) Habilitación o rehabilitación médico-funcional.
b) Atención, tratamiento y orientación psicológica.
c) Educación.
d) Apoyo para la actividad profesional.
3. Estos programas deberán comenzar en la etapa más temprana posible y basarse en 

una evaluación multidisciplinar de las necesidades y capacidades de la persona con 
discapacidad, así como de las oportunidades del entorno, considerando las adaptaciones o 
adecuaciones oportunas y los apoyos a la toma de decisiones y a la promoción de la 
autonomía personal.

4. Las administraciones públicas velarán por el mantenimiento de unos servicios de 
atención adecuados, mediante la coordinación de los recursos y servicios de habilitación y 
rehabilitación en los ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los servicios sociales, con 
el fin de garantizar a las personas con discapacidad una oferta de servicios y programas 
próxima, en el entorno en el que se desarrolle su vida, suficiente y diversificada, tanto en 
zonas rurales como urbanas.

Artículo 14.  Habilitación o rehabilitación médico-funcional.
1. La habilitación o rehabilitación médico-funcional tiene como objetivo conseguir la 

máxima funcionalidad de las capacidades físicas, sensoriales, mentales o intelectuales. Este 
proceso se inicia con la detección e identificación de las deficiencias y necesidades 
psicosociales de cada persona y continuará hasta la consecución y mantenimiento del 
máximo desarrollo y autonomía personal posible.

2. A estos efectos, toda persona que presente alguna deficiencia en sus estructuras o 
funciones corporales o psicosociales, de la que se derive o pueda derivarse una limitación en 
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la actividad calificada como discapacidad según lo dispuesto en esta ley, tendrá derecho a 
beneficiarse de los procesos de habilitación o rehabilitación médico - funcional necesarios 
para mejorar y alcanzar la máxima autonomía personal posible y poder lograr con los apoyos 
necesarios su desarrollo personal y participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad 
de condiciones con las demás.

3. El proceso habilitador o rehabilitador que se inicie en servicios específicos se 
desarrollará en intima conexión con los centros de intervención en donde deba continuarse y 
proseguirá, si fuera necesario, como tratamiento domiciliario o bien en el entorno en el que la 
persona con discapacidad desarrolla su vida, con los recursos comunitarios existentes.

4. Los programas de habilitación y rehabilitación se complementarán con el suministro, la 
adaptación, conservación y renovación de tecnologías de apoyo, prótesis y órtesis, 
dispositivos, vehículos, y otros elementos auxiliares para las personas con discapacidad 
cuyas circunstancias personales lo aconsejen.

Artículo 15.  Atención, tratamiento y orientación psicológica.
1. La atención, el tratamiento y la orientación psicológica estarán presentes durante las 

distintas fases del proceso interdisciplinar habilitador o rehabilitador e irán encaminadas a 
lograr de la persona con discapacidad la máxima autonomía y el pleno desarrollo de su 
personalidad, así como el apoyo a su entorno familiar más inmediato.

2. La atención, el tratamiento y orientación psicológica se basarán en las características 
personales de la persona con discapacidad, sus motivaciones e intereses así como los 
factores familiares y sociales que puedan condicionarle, y estarán dirigidos a potenciar al 
máximo el uso de sus capacidades y su autonomía personal, teniendo en cuenta su proyecto 
singular de vida.

3. La atención, el tratamiento y la orientación psicológica formarán parte de los apoyos a 
la autonomía personal y deberán estar coordinados con el resto de los tratamientos 
funcionales y, en todo caso, se facilitarán desde la detección de la deficiencia, o desde el 
momento en que se inicie un proceso patológico o concurra una circunstancia sobrevenida 
que pueda desembocar en una limitación en la actividad.

Artículo 16.  Educación.
La educación inclusiva formará parte del proceso de atención integral de las personas 

con discapacidad y será impartida mediante los apoyos y ajustes que se reconocen en el 
capítulo IV de este título y en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

Artículo 17.  Apoyo para la actividad profesional.
1. Las personas con discapacidad en edad laboral tendrán derecho a beneficiarse de 

programas de rehabilitación vocacional y profesional, mantenimiento del empleo y 
reincorporación al trabajo.

2. Los procesos de apoyo para la actividad profesional comprenderán, entre otras, las 
siguientes prestaciones:

a) Los procesos de habilitación o rehabilitación médico-funcional.
b) La orientación profesional.
c) La formación, readaptación o recualificación profesional.
3. En los procesos de apoyo para la actividad profesional, la habilitación o rehabilitación 

médico-funcional, regulada en el artículo 14, comprenderá tanto el desarrollo de las 
capacidades como la utilización de productos y tecnologías de apoyo y dispositivos 
necesarios para el mejor desempeño de un puesto de trabajo en igualdad de condiciones 
con los demás.

4. La orientación profesional será prestada por los correspondientes servicios, teniendo 
en cuenta las capacidades reales de la persona con discapacidad, determinadas conforme a 
los informes de los equipos multiprofesionales de calificación y reconocimiento del grado de 
discapacidad. Asimismo se tomará en consideración la formación efectivamente recibida y 
por recibir, y las posibilidades de empleo existentes en cada caso, así como la atención a 
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sus motivaciones, aptitudes y preferencias profesionales. Comprenderá asimismo los apoyos 
necesarios para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo.

5. La formación, readaptación o recualificación profesional que podrá comprender en su 
caso, una preformación general básica, promoverá la adquisición de experiencia laboral en 
el mercado de trabajo y se impartirá de acuerdo con el itinerario personal y la orientación 
profesional prestada con anterioridad, conforme a la decisión tomada por la persona con 
discapacidad, y siguiendo los criterios establecidos en el artículo 15.

6. Las actividades formativas podrán impartirse, además de en los centros de formación 
dedicados a ello, en las empresas, siendo necesario en este último supuesto, la 
formalización de un contrato para la formación y el aprendizaje, cuyo contenido básico se 
ajustará a lo dispuesto en el artículo 11 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, y sus normas 
de desarrollo.

7. Los procesos de apoyo para la actividad profesional a que se refiere este artículo 
podrán ser complementados, en su caso, con otras medidas adicionales que faciliten al 
beneficiario el logro del máximo nivel de desarrollo personal y favorezcan su plena inclusión 
y participación en la vida social.

CAPÍTULO IV
Derecho a la educación

Artículo 18.  Contenido del derecho.
1. Las personas con discapacidad tienen derecho a una educación inclusiva, de calidad y 

gratuita, en igualdad de condiciones con las demás.
2. Corresponde a las administraciones educativas asegurar un sistema educativo 

inclusivo en todos los niveles educativos así como la enseñanza a lo largo de la vida y 
garantizar un puesto escolar a los alumnos con discapacidad en la educación básica, 
prestando atención a la diversidad de necesidades educativas del alumnado con 
discapacidad, mediante la regulación de apoyos y ajustes razonables para la atención de 
quienes precisen una atención especial de aprendizaje o de inclusión.

3. La escolarización de este alumnado en centros de educación especial o unidades 
sustitutorias de los mismos sólo se llevará a cabo cuando excepcionalmente sus 
necesidades no puedan ser atendidas en el marco de las medidas de atención a la 
diversidad de los centros ordinarios y tomando en consideración la opinión de los padres o 
tutores legales.

Artículo 19.  Gratuidad de la enseñanza.
Las personas con discapacidad, en su etapa educativa, tendrán derecho a la gratuidad 

de la enseñanza, en los centros ordinarios y en los centros especiales, de acuerdo con lo 
que disponen la Constitución y las leyes que la desarrollan.

Artículo 20.  Garantías adicionales.
Con el fin de garantizar el derecho a una educación inclusiva de las personas con 

discapacidad y sin perjuicio de las medidas previstas en la normativa en materia de 
educación, se establecen las siguientes garantías adicionales:

a) Los centros de educación especial crearán las condiciones necesarias para facilitar la 
conexión con los centros ordinarios, y la inclusión de sus alumnos en el sistema educativo 
ordinario.

b) Los hospitales infantiles, de rehabilitación y aquellos que tengan servicios pediátricos 
permanentes, ya sean de titularidad pública o privada que regularmente ocupen al menos la 
mitad de sus camas con pacientes cuya estancia y atención sanitaria sean financiadas con 
cargo a recursos públicos, deberán contar con una sección pedagógica para prevenir y evitar 
la marginación del proceso educativo de los alumnos de edad escolar ingresados en dichos 
hospitales.
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c) Las personas que cursen estudios universitarios, cuya discapacidad les dificulte 
gravemente la adaptación al régimen de convocatorias establecido con carácter general, 
podrán solicitar y las universidades habrán de conceder, de acuerdo con lo que dispongan 
sus correspondientes normas de permanencia que, en todo caso, deberán tener en cuenta la 
situación de las personas con discapacidad que cursen estudios en la universidad, la 
ampliación del número de las mismas en la medida que compense su dificultad, sin mengua 
del nivel exigido. Las pruebas se adaptarán, en su caso, a las características de la 
discapacidad que presente el interesado.

d) Se realizarán programas de sensibilización, información y formación continua de los 
equipos directivos, el profesorado y los profesionales de la educación, dirigida a su 
especialización en la atención a las necesidades educativas especiales del alumnado con 
discapacidad, de modo que puedan contar con los conocimientos y herramientas necesarias 
para ello.

Artículo 21.  Valoración de las necesidades educativas.
1. Son funciones específicas de los servicios de orientación educativa apoyar a los 

centros docentes en el proceso hacia la inclusión y, especialmente, en las funciones de 
orientación, evaluación e intervención educativa, contribuyendo a la dinamización 
pedagógica, a la calidad y la innovación educativa.

2. A efectos de la participación en el control y gestión de los centros docentes previsto en 
la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del derecho a la educación, y en la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de educación, se tendrá en cuenta la especialidad de esta 
ley en lo que se refiere a los servicios de orientación educativa.

CAPÍTULO V
Derecho a la vida independiente

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 22.  Accesibilidad.
1. Las personas con discapacidad tienen derecho a vivir de forma independiente y a 

participar plenamente en todos los aspectos de la vida. Para ello, los poderes públicos 
adoptarán las medidas pertinentes para asegurar la accesibilidad universal, en igualdad de 
condiciones con las demás personas, en los entornos, procesos, bienes, productos y 
servicios, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las 
tecnologías de la información y las comunicaciones, así como los medios de comunicación 
social y en otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas 
urbanas como rurales.

2. En el ámbito del empleo, las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación 
a las que se refiere este capítulo serán de aplicación con carácter supletorio respecto a lo 
previsto en la legislación laboral.

Artículo 23.  Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación.
1. El Gobierno, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las comunidades 

autónomas y a las entidades locales, regulará las condiciones básicas de accesibilidad y no 
discriminación que garanticen los mismos niveles de igualdad de oportunidades a todas las 
personas con discapacidad.

Toda referencia a accesibilidad y a accesibilidad universal en esta ley, se entiende que 
incluye la accesibilidad cognitiva, conforme a lo estipulado en la letra k) del artículo 2.

Dicha regulación será gradual en el tiempo y en el alcance y contenido de las 
obligaciones impuestas, y abarcará todos los ámbitos y áreas de las enumeradas en el 
artículo 5.

2. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación establecerán, para cada 
ámbito o área, medidas concretas para prevenir o suprimir discriminaciones, y para 
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compensar desventajas o dificultades. Se incluirán disposiciones sobre, al menos, los 
siguientes aspectos:

a) Exigencias de accesibilidad de los edificios y entornos, de los instrumentos, equipos y 
tecnologías, y de los bienes y productos utilizados en el sector o área. En particular, la 
supresión de barreras a las instalaciones y la adaptación de equipos e instrumentos, así 
como la apropiada señalización en los mismos.

b) Condiciones más favorables en el acceso, participación y utilización de los recursos 
de cada ámbito o área y condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas.

c) Apoyos complementarios, tales como ayudas económicas, productos y tecnologías de 
apoyo, servicios o tratamientos especializados, otros servicios personales, así como otras 
formas de apoyo personal o animal. En particular, ayudas y servicios auxiliares para la 
comunicación, como sistemas aumentativos y alternativos, braille, lectura fácil, pictogramas, 
dispositivos multimedia de fácil acceso, sistemas de apoyo a la comunicación oral y lengua 
de signos, sistemas de comunicación táctil y otros dispositivos que permitan la 
comunicación.

d) La adopción de normas internas en las empresas o centros que promuevan y 
estimulen la eliminación de desventajas o situaciones generales de discriminación a las 
personas con discapacidad, incluidos los ajustes razonables.

e) Planes y calendario para la implantación de las exigencias de accesibilidad y para el 
establecimiento de las condiciones más favorables y de no discriminación.

f) Recursos humanos y materiales para la promoción de la accesibilidad y la no 
discriminación en el ámbito de que se trate.

3. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación se establecerán teniendo 
en cuenta los diferentes tipos y grados de discapacidad que deberán orientar tanto el diseño 
inicial como los ajustes razonables de los entornos, productos y servicios de cada ámbito de 
aplicación de la ley.

Artículo 24.  Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en el ámbito de los 
productos y servicios relacionados con la sociedad de la información y medios de 
comunicación social.

1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y 
utilización de las tecnologías, productos y servicios relacionados con la sociedad de la 
información y de cualquier medio de comunicación social serán exigibles en los plazos y 
términos establecidos reglamentariamente.

No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles para todas 
estas tecnologías, productos y servicios, de acuerdo con las condiciones y plazos máximos 
previstos en la disposición adicional tercera.1.

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá 
realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a dichos bienes o servicios que se 
consideren más relevantes desde el punto de vista de la no discriminación y accesibilidad 
universal.

Artículo 25.  Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en el ámbito de los 
espacios públicos urbanizados y edificación.

1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las personas con 
discapacidad para el acceso y utilización de los espacios públicos urbanizados y 
edificaciones serán exigibles en los plazos y términos establecidos reglamentariamente.

No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles para todos 
los espacios públicos urbanizados y edificaciones, de acuerdo con las condiciones y plazos 
máximos previstos en la disposición adicional tercera.1.

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá 
realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a los espacios públicos urbanizados y 
edificaciones, en lo que se considere más relevante desde el punto de vista de la no 
discriminación y de la accesibilidad universal.
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Artículo 26.  Normativa técnica de edificación.
1. Las normas técnicas sobre edificación incluirán previsiones relativas a las condiciones 

mínimas que deberán reunir los edificios de cualquier tipo para permitir la accesibilidad de 
las personas con discapacidad.

2. Todas estas normas deberán ser recogidas en la fase de redacción de los proyectos 
básicos, de ejecución y parciales, denegándose los visados oficiales correspondientes, bien 
de colegios profesionales o de oficinas de supervisión de las administraciones públicas 
competentes, a aquellos que no las cumplan.

Artículo 27.  Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en el ámbito de los 
medios de transporte.

1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las personas con 
discapacidad para el acceso y utilización de los medios de transporte serán exigibles en los 
plazos y términos establecidos reglamentariamente.

No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles para todas 
las infraestructuras y material de transporte, de acuerdo con las condiciones y plazos 
máximos previstos en la disposición adicional tercera.1.

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá 
realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a los diferentes medios de transporte, 
en lo que se considere más relevante desde el punto de vista de la no discriminación y de la 
accesibilidad universal.

Artículo 28.  Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en el ámbito de las 
relaciones con las administraciones públicas.

1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación que deberán reunir las 
oficinas públicas, dispositivos y servicios de atención al ciudadano y aquellos de 
participación en los asuntos públicos, incluidos los relativos a la Administración de Justicia y 
a la participación en la vida política y los procesos electorales serán exigibles en los plazos y 
términos establecidos reglamentariamente.

No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles para todos 
los entornos, productos, servicios, disposiciones, criterios o prácticas administrativas, de 
acuerdo con las condiciones y plazos máximos previstos en la disposición adicional 
tercera.1.

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá 
realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad de aquellos entornos o sistemas que se 
consideren más relevantes desde el punto de vista de la no discriminación y la accesibilidad 
universal.

Artículo 29.  Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y 
utilización de los bienes y servicios a disposición del público.

1. Todas las personas físicas o jurídicas que, en el sector público o en el privado, 
suministren bienes o servicios disponibles para el público, ofrecidos fuera del ámbito de la 
vida privada y familiar, estarán obligadas, en sus actividades y en las transacciones 
consiguientes, al cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades de las personas 
con discapacidad, evitando discriminaciones, directas o indirectas, por motivo de o por razón 
de discapacidad.

2. Lo previsto en el apartado anterior no afecta a la libertad de contratación, incluida la 
libertad de la persona de elegir a la otra parte contratante, siempre y cuando dicha elección 
no venga determinada por su discapacidad.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, serán admisibles las diferencias 
de trato en el acceso a bienes y servicios cuando estén justificadas por un propósito legítimo 
y los medios para lograrlo sean adecuados, proporcionados y necesarios.

4. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y 
utilización de los bienes y servicios a disposición del público por las personas con 
discapacidad serán exigibles en los plazos y términos establecidos reglamentariamente.
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No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles para todos 
los bienes y servicios, de acuerdo con las condiciones y plazos máximos previstos en la 
disposición adicional tercera.2.

5. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá 
realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a bienes o servicios que se consideren 
más relevantes desde el punto de vista de la no discriminación y accesibilidad universal.

Artículo 29 bis.  Condiciones básicas de accesibilidad cognitiva.
1. Las condiciones básicas de accesibilidad cognitiva son el conjunto sistemático, 

integral y coherente de exigencias, requisitos, normas, parámetros y pautas que se 
consideran precisos para asegurar la comprensión, la comunicación y la interacción de todas 
las personas con todos los entornos, productos, bienes y servicios, así como de los procesos 
y procedimientos.

2. Estas condiciones básicas, que serán objeto de desarrollo normativo específico, se 
extenderán a todos los ámbitos a los que se refiere el artículo 5 de esta ley, por resultar 
precisas para promover el desarrollo humano y la máxima autonomía individual de todas las 
personas.

3. Estas condiciones básicas serán exigibles en los plazos y términos que se 
establezcan reglamentariamente.

4. Estas condiciones básicas de accesibilidad cognitiva, quedan encuadradas en el 
marco de la accesibilidad universal, conforme a lo estipulado en la letra k) del artículo 2 de 
esta ley.

Sección 2.ª Medidas de acción positiva

Artículo 30.  Medidas para facilitar el estacionamiento de vehículos.
Los ayuntamientos adoptarán las medidas adecuadas para facilitar el estacionamiento 

de los vehículos automóviles pertenecientes a personas con problemas graves de movilidad, 
por razón de su discapacidad.

Artículo 31.  Subsidio de movilidad y compensación por gastos de transporte.
Las personas con discapacidad con dificultades para utilizar transportes colectivos, que 

reúnan los requisitos establecidos reglamentariamente, tendrán derecho a la percepción de 
un subsidio de movilidad y compensación por gastos de transporte, cuya cuantía se fijará 
anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 32.  Reserva de viviendas para personas con discapacidad y condiciones de 
accesibilidad.

1. En los proyectos de viviendas protegidas, se programará un mínimo de un cuatro por 
ciento con las características constructivas y de diseño adecuadas que garanticen el acceso 
y desenvolvimiento cómodo y seguro de las personas con discapacidad.

Las viviendas objeto de la reserva prevista en este artículo destinadas al alquiler, podrán 
adjudicarse a personas con discapacidad individualmente consideradas, unidades familiares 
con alguna persona con discapacidad o a entidades sin ánimo de lucro del sector de la 
discapacidad, siempre que en este último supuesto se destinen por esas entidades a la 
promoción de la inclusión social de las personas con discapacidad y de la vida autónoma, 
como viviendas asistidas, viviendas compartidas, viviendas de apoyo o a proyectos de vida 
independiente de personas con discapacidad.

2. La obligación establecida en el apartado anterior alcanzará, igualmente, a los 
proyectos de viviendas de cualquier otro carácter que se construyan, promuevan o 
subvencionen por las administraciones públicas y demás entidades dependientes o 
vinculadas al sector público. Las administraciones públicas competentes dictarán las 
disposiciones reglamentarias para garantizar la instalación de ascensores con capacidad 
para transportar simultáneamente una silla de ruedas de tipo normalizado y una persona sin 
discapacidad.
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3. Las administraciones públicas, dictarán las normas técnicas básicas necesarias para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en los dos apartados anteriores.

4. Cuando el proyecto se refiera a un conjunto de edificios e instalaciones que 
constituyan un complejo arquitectónico, éste se proyectará y construirá en condiciones que 
permitan, en todo caso, la accesibilidad de las personas con discapacidad a los diferentes 
inmuebles e instalaciones complementarias.

Artículo 33.  Concepto de rehabilitación de la vivienda.
Se considerará rehabilitación de la vivienda, a efectos de la obtención de subvenciones y 

préstamos con subvención de intereses, las reformas que las personas con discapacidad o 
las unidades familiares o de convivencia con algún miembro con discapacidad tengan que 
realizar en su vivienda habitual y permanente para que ésta resulte accesible.

Artículo 34.  Otras medidas públicas de accesibilidad.
1. Las administraciones públicas habilitarán en sus presupuestos las consignaciones 

necesarias para la financiación de las adaptaciones en los inmuebles que de ellos dependan.
2. Al mismo tiempo, fomentarán la adaptación de los inmuebles de titularidad privada, 

mediante el establecimiento de ayudas, exenciones y subvenciones.
3. Además, las administraciones competentes en materia de urbanismo deberán 

considerar, y en su caso incluir, la necesidad de esas adaptaciones anticipadas, en los 
planes municipales de ordenación urbana que formulen o aprueben.

4. Los ayuntamientos deberán prever planes municipales de actuación, al objeto de 
adaptar las vías públicas, parques y jardines, a las normas aprobadas con carácter general, 
viniendo obligados a destinar un porcentaje de su presupuesto a dichos fines.

CAPÍTULO VI
Derecho al trabajo

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 35.  Garantías del derecho al trabajo.
1. Las personas con discapacidad tienen derecho al trabajo, en condiciones que 

garanticen la aplicación de los principios de igualdad de trato y no discriminación.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4, a los efectos del presente capítulo VI y del 

ejercicio del derecho al trabajo de las personas con discapacidad, tendrán la consideración 
de personas con discapacidad las personas pensionistas de la Seguridad Social que tengan 
reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran 
invalidez, y las personas pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión 
de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.

2. La garantía y efectividad de los derechos a la igualdad de trato y de oportunidades de 
las personas con discapacidad se regirá por lo establecido en este capítulo y en su 
normativa específica en el acceso al empleo, así como en el acceso a la actividad por cuenta 
propia y al ejercicio profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y de 
despido, en la promoción profesional, la formación profesional ocupacional y continua, la 
formación para el empleo, y en la afiliación y la participación en las organizaciones sindicales 
y empresariales o la incorporación y participación en cualquier organización cuyos miembros 
desempeñen una profesión concreta.

3. Existirá discriminación directa cuando una persona con discapacidad sea tratada de 
manera menos favorable que otra en situación análoga por motivo de su discapacidad.

4. Existirá discriminación indirecta cuando una disposición legal o reglamentaria, una 
cláusula convencional o contractual, un pacto individual o una decisión unilateral del 
empresario, aparentemente neutros, puedan ocasionar una desventaja particular a las 
personas con discapacidad respecto de otras personas, siempre que objetivamente no 
respondan a una finalidad legítima y que los medios para la consecución de esta finalidad no 
sean adecuados y necesarios, o salvo que el empresario venga obligado a adoptar medidas 
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adecuadas, en función de las necesidades de cada situación concreta y de acuerdo con el 
artículo 40, para eliminar las desventajas que supone esa disposición, cláusula, pacto o 
decisión.

5. Se entenderán nulos y sin efecto los preceptos reglamentarios, las cláusulas de los 
convenios colectivos, los pactos individuales y las decisiones unilaterales del empresario que 
den lugar a situaciones de discriminación directa o indirecta desfavorables por razón de 
discapacidad, en los ámbitos del empleo, en materia de retribuciones, jornada y demás 
condiciones de trabajo.

6. El acoso por razón de discapacidad, en los términos definidos en la letra f) del artículo 
2, se considera en todo caso acto discriminatorio.

7. Se considerará igualmente discriminación toda orden de discriminar a personas por 
motivo o por razón de su discapacidad.

Artículo 36.  Igualdad de trato.
Se entiende por igualdad de trato la ausencia de toda discriminación directa o indirecta 

por motivo o por razón de discapacidad, en el empleo, en la formación y la promoción 
profesionales y en las condiciones de trabajo.

Artículo 37.  Tipos de empleo de las personas con discapacidad.
1. Será finalidad de la política de empleo aumentar las tasas de actividad y de ocupación 

e inserción laboral de las personas con discapacidad, así como mejorar la calidad del 
empleo y dignificar sus condiciones de trabajo, combatiendo activamente su discriminación. 
Para ello, las administraciones públicas competentes fomentarán sus oportunidades de 
empleo y promoción profesional en el mercado laboral, y promoverán los apoyos necesarios 
para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo.

2. Las personas con discapacidad pueden ejercer su derecho al trabajo a través de los 
siguientes tipos de empleo:

a) Empleo ordinario, en las empresas y en las administraciones públicas, incluido los 
servicios de empleo con apoyo.

b) Empleo protegido, en centros especiales de empleo y en enclaves laborales.
c) Empleo autónomo.
3. El acceso al empleo público se regirá por lo dispuesto en la normativa reguladora de la 

materia.

Artículo 38.  Orientación, colocación y registro de trabajadores con discapacidad para su 
inclusión laboral.

1. Corresponde a los servicios públicos de empleo, bien directamente o bien a través de 
entidades colaboradoras, y a las agencias de colocación debidamente autorizadas, la 
orientación y colocación en igualdad de condiciones de las personas con discapacidad que 
se encuentren en situación de búsqueda de empleo.

2. A los efectos de aplicación de beneficios que esta ley y sus normas de desarrollo 
reconozcan tanto a las personas trabajadoras con discapacidad como a las empresas que 
los empleen, se incluirá en el Sistema Público Integrado de Información de los Servicios de 
Empleo con el consentimiento previo de dichas personas trabajadoras una referencia a su 
tipo y grado de discapacidad, de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 
de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, y el 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 
95/46/CE.

3. Para garantizar la eficaz aplicación de lo dispuesto en los dos apartados anteriores y 
lograr la adecuación entre las condiciones personales de la persona con discapacidad y las 
características del puesto de trabajo, se establecerá, reglamentariamente, la coordinación 
entre los servicios públicos de empleo y las agencias de colocación debidamente 
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autorizadas y los equipos multiprofesionales de calificación y reconocimiento del grado de 
discapacidad previstos en esta ley.

Artículo 39.  Ayudas a la generación de empleo de las personas con discapacidad.
1. Se fomentará el empleo de las personas con discapacidad mediante el 

establecimiento de ayudas que faciliten su inclusión laboral.
2. Estas ayudas podrán consistir en subvenciones o préstamos para la contratación, la 

adaptación de los puestos de trabajo, la eliminación de todo tipo de barreras que dificulten su 
acceso, movilidad, comunicación o comprensión en los centros de producción, la posibilidad 
de establecerse como trabajadores autónomos, bonificaciones en las cuotas de la Seguridad 
Social y cuantas otras se consideran adecuadas para promover la colocación de las 
personas con discapacidad, especialmente la promoción de cooperativas y otras entidades 
de la economía social.

Sección 2.ª Empleo ordinario

Artículo 40.  Adopción de medidas para prevenir o compensar las desventajas ocasionadas 
por la discapacidad como garantía de la plena igualdad en el trabajo.

1. Para garantizar la plena igualdad en el trabajo, el principio de igualdad de trato no 
impedirá que se mantengan o adopten medidas específicas destinadas a prevenir o 
compensar las desventajas ocasionadas por motivo de o por razón de discapacidad.

2. Los empresarios están obligados a adoptar las medidas adecuadas para la adaptación 
del puesto de trabajo y la accesibilidad de la empresa, en función de las necesidades de 
cada situación concreta, con el fin de permitir a las personas con discapacidad acceder al 
empleo, desempeñar su trabajo, progresar profesionalmente y acceder a la formación, salvo 
que esas medidas supongan una carga excesiva para el empresario.

Para determinar si una carga es excesiva se tendrá en cuenta si es paliada en grado 
suficiente mediante las medidas, ayudas o subvenciones públicas para personas con 
discapacidad, así como los costes financieros y de otro tipo que las medidas impliquen y el 
tamaño y el volumen de negocios total de la organización o empresa.

Artículo 41.  Servicios de empleo con apoyo.
Los servicios de empleo con apoyo son el conjunto de acciones de orientación y 

acompañamiento individualizado en el puesto de trabajo, que tienen por objeto facilitar la 
adaptación social y laboral de personas trabajadoras con discapacidad con especiales 
dificultades de inclusión laboral en empresas del mercado ordinario de trabajo en 
condiciones similares al resto de los trabajadores que desempeñan puestos equivalentes. 
Los servicios de empleo con apoyo se regularán por su normativa reglamentaria.

Artículo 42.  Cuota de reserva de puestos de trabajo para personas con discapacidad.
1. Las empresas públicas y privadas que empleen a un número de 50 o más 

trabajadores vendrán obligadas a que de entre ellos, al menos, el 2 por 100 sean 
trabajadores con discapacidad. El cómputo mencionado anteriormente se realizará sobre la 
plantilla total de la empresa correspondiente, cualquiera que sea el número de centros de 
trabajo de aquélla y cualquiera que sea la forma de contratación laboral que vincule a los 
trabajadores de la empresa. Igualmente se entenderá que estarán incluidos en dicho 
cómputo los trabajadores con discapacidad que se encuentren en cada momento prestando 
servicios en las empresas públicas o privadas, en virtud de los contratos de puesta a 
disposición que las mismas hayan celebrado con empresas de trabajo temporal.

De manera excepcional, las empresas públicas y privadas podrán quedar exentas de 
esta obligación, de forma parcial o total, bien a través de acuerdos recogidos en la 
negociación colectiva sectorial de ámbito estatal y, en su defecto, de ámbito inferior, a tenor 
de lo dispuesto en el artículo 83. 2 y 3, del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, bien por 
opción voluntaria del empresario, debidamente comunicada a la autoridad laboral, y siempre 
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que en ambos supuestos se apliquen las medidas alternativas que se determinen 
reglamentariamente.

2. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo para ser cubierto por personas 
con discapacidad, en los términos establecidos en la normativa reguladora de la materia.

Sección 3.ª Empleo protegido

Artículo 43.  Centros especiales de empleo para la inclusión laboral de las personas con 
discapacidad.

1. Los centros especiales de empleo son aquellos cuyo objetivo principal es el de realizar 
una actividad productiva de bienes o de servicios, participando regularmente en las 
operaciones del mercado, y tienen como finalidad el asegurar un empleo remunerado para 
las personas con discapacidad; a la vez que son un medio de inclusión del mayor número de 
estas personas en el régimen de empleo ordinario. Igualmente, los centros especiales de 
empleo deberán prestar, a través de las unidades de apoyo, los servicios de ajuste personal 
y social que requieran las personas trabajadoras con discapacidad, según sus circunstancias 
y conforme a lo que se determine reglamentariamente.

2. La plantilla de los centros especiales de empleo estará constituida por el mayor 
número de personas trabajadoras con discapacidad que permita la naturaleza del proceso 
productivo y, en todo caso, por el 70 por 100 de aquélla. A estos efectos no se contemplará 
el personal sin discapacidad dedicado a la prestación de servicios de ajuste personal y 
social.

Se entenderán por servicios de ajuste personal y social los que permitan ayudar a 
superar las barreras, obstáculos o dificultades que las personas trabajadoras con 
discapacidad de los centros especiales de empleo tengan en el proceso de incorporación a 
un puesto de trabajo, así como en la permanencia y progresión en el mismo. Igualmente se 
encontrarán comprendidos aquellos dirigidos a la inclusión social, cultural y deportiva.

3. La relación laboral de los trabajadores con discapacidad que presten sus servicios en 
los centros especiales de empleo es de carácter especial, conforme al artículo 2.1.g) de 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, y se rige por su normativa específica.

4. Tendrán la consideración de Centros Especiales de Empleo de iniciativa social 
aquellos que cumpliendo los requisitos que se establecen en los apartados 1.º y 2.º de este 
artículo son promovidos y participados en más de un 50 por ciento, directa o indirectamente, 
por una o varias entidades, ya sean públicas o privadas, que no tengan ánimo de lucro o que 
tengan reconocido su carácter social en sus Estatutos, ya sean asociaciones, fundaciones, 
corporaciones de derecho público, cooperativas de iniciativa social u otras entidades de la 
economía social, así como también aquellos cuya titularidad corresponde a sociedades 
mercantiles en las que la mayoría de su capital social sea propiedad de alguna de las 
entidades señaladas anteriormente, ya sea de forma directa o bien indirecta a través del 
concepto de sociedad dominante regulado en el artículo 42 del Código de Comercio, y 
siempre que en todos los casos en sus Estatutos o en acuerdo social se obliguen a la 
reinversión íntegra de sus beneficios para creación de oportunidades de empleo para 
personas con discapacidad y la mejora continua de su competitividad y de su actividad de 
economía social, teniendo en todo caso la facultad de optar por reinvertirlos en el propio 
centro especial de empleo o en otros centros especiales de empleo de iniciativa social.

Artículo 44.  Compensación económica para los centros especiales de empleo para la 
inclusión laboral de las personas con discapacidad.

1. En atención a las especiales características que concurren en los centros especiales 
de empleo y para que éstos puedan cumplir la función social requerida, las administraciones 
públicas podrán, en la forma que reglamentariamente se determine, establecer 
compensaciones económicas, destinadas a los centros, para ayudar a la viabilidad de los 
mismos, estableciendo para ello, además, los mecanismos de control que se estimen 
pertinentes.
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2. Los criterios para establecer dichas compensaciones económicas serán que estos 
centros especiales de empleo reúnan las condiciones de utilidad pública y de 
imprescindibilidad y que carezcan de ánimo de lucro.

Artículo 45.  Creación de centros especiales de empleo para la inclusión laboral de las 
personas con discapacidad.

1. Los centros especiales de empleo podrán ser creados tanto por organismos públicos y 
privados como por las empresas, siempre con sujeción a las normas legales, reglamentarias 
y convencionales que regulen las condiciones de trabajo.

2. Las administraciones públicas, dentro del ámbito de sus competencias y a través del 
estudio de necesidades sectoriales, promoverán la creación y puesta en marcha de centros 
especiales de empleo, sea directamente o en colaboración con otros organismos o 
entidades, a la vez que fomentarán la creación de puestos de trabajo para personas con 
discapacidad mediante la adopción de las medidas necesarias para la consecución de tales 
finalidades. Asimismo, vigilarán, de forma periódica y rigurosa, que las personas con 
discapacidad sean empleadas en condiciones de trabajo adecuadas.

Artículo 46.  Enclaves laborales.
Para facilitar la transición al empleo ordinario de las personas trabajadoras con 

discapacidad con especiales dificultades para el acceso al mismo, se pueden constituir 
enclaves laborales, cuyas características y condiciones se establecen reglamentariamente.

Sección 4.ª Empleo autónomo

Artículo 47.  Empleo autónomo.
Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán políticas 

de fomento del trabajo autónomo de personas con discapacidad dirigidas al establecimiento 
y desarrollo de iniciativas económicas y profesionales por cuenta propia, o a través de 
entidades de la economía social, de acuerdo con la normativa reguladora de la materia.

CAPÍTULO VII
Derecho a la protección social

Artículo 48.  Derecho a la protección social.
Las personas con discapacidad y sus familias tienen derecho a unos servicios y 

prestaciones sociales que atiendan con garantías de suficiencia y sostenibilidad sus 
necesidades, dirigidos al desarrollo de su personalidad y su inclusión en la comunidad, 
incrementando su calidad de vida y bienestar social.

Artículo 49.  Criterios de aplicación de la protección social.
1. Los servicios sociales para personas con discapacidad y sus familias podrán ser 

prestados tanto por las administraciones públicas como por entidades sin ánimo de lucro a 
través de los cauces y mediante los recursos humanos, financieros y técnicos necesarios.

En todo caso, las administraciones públicas desarrollarán las actuaciones necesarias 
para la coordinación de la atención de carácter social y de carácter sanitario, de forma 
efectiva y eficiente, conforme a lo establecido en el artículo 10.

2. La prestación de los servicios sociales respetará al máximo la permanencia de las 
personas con discapacidad en su medio familiar y en su entorno geográfico, teniendo en 
cuenta las barreras específicas de quienes habiten en zonas rurales.

3. Se promoverá la participación de las propias personas con discapacidad en las tareas 
comunes de convivencia, de dirección y de control de los servicios sociales.
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Artículo 50.  Contenido del derecho a la protección social.
1. Las personas con discapacidad y sus familias tienen derecho a los servicios sociales 

de apoyo familiar, de prevención de deficiencias y de intensificación de discapacidades, de 
promoción de la autonomía personal, de información y orientación, de atención domiciliaria, 
de residencias, de apoyo en su entorno, servicios residenciales, de actividades culturales, 
deportivas, ocupación del ocio y del tiempo libre.

2. Además, y como complemento de las medidas específicamente previstas en esta ley, 
la legislación autonómica podrá prever servicios y prestaciones económicas para las 
personas con discapacidad y sus familias que se encuentren en situación de necesidad y 
que carezcan de los recursos indispensables para hacer frente a la misma.

Artículo 51.  Clases de servicios sociales.
1. El servicio de apoyo familiar tendrá como objetivo la orientación e información a las 

familias, el apoyo emocional, su capacitación y formación para atender a la estimulación, 
maduración y desarrollo físico, psíquico e intelectual de los niños y niñas con discapacidad, y 
a las personas con discapacidad y para la adecuación del entorno familiar y próximo a las 
necesidades de todos ellos.

2. Los servicios de orientación e información deben facilitar a las personas con 
discapacidad y a sus familias el conocimiento de las prestaciones y servicios a su alcance, 
así como las condiciones de acceso a los mismos.

3. Los servicios de prevención de deficiencias y de intensificación de discapacidades y 
promoción de la autonomía personal tienen como finalidad prevenir la aparición o la 
intensificación de discapacidades y de sus consecuencias, mediante actuaciones de 
promoción de condiciones de vida saludables, apoyo en el entorno y programas específicos 
de carácter preventivo.

4. Los servicios de atención domiciliaria tendrán como cometido la prestación de 
atenciones de carácter personal y doméstico, así como la prestación habilitadora o 
rehabilitadora tal y como ya dispone el artículo 14, todo ello sólo para aquellas personas con 
discapacidad cuyas situaciones lo requieran.

5. Los servicios de vivienda, ya sean servicios de atención residencial, viviendas 
tuteladas, u otros alojamientos de apoyo para la inclusión, tienen como objetivo promover la 
autonomía y la vida independiente de las personas con discapacidad a través de la 
convivencia, así como favorecer su inclusión social.

Asimismo, deberán atender a las necesidades básicas de aquellas personas con 
discapacidad que se encuentren en una situación de especial vulnerabilidad, como en los 
casos en que carezcan de hogar o familia, o cuando existan graves problemas para 
garantizar una adecuada convivencia familiar.

6. Los servicios de centro de día y de noche ofrecen una atención integral durante el 
periodo diurno o nocturno a las personas con discapacidad, con el objetivo de mejorar o 
mantener el mejor nivel posible de autonomía personal y apoyar a las familias.

7. Los servicios de residencias, centros de día y de noche, y viviendas tuteladas podrán 
ser promovidos por las administraciones públicas, por las propias personas con discapacidad 
y por sus familias, así como por sus organizaciones representativas. En la promoción de 
residencias, centros de día y viviendas tuteladas, realizados por las propias personas con 
discapacidad y por sus familias, así como por sus organizaciones representativas, éstas 
gozarán de la protección prioritaria por parte de las administraciones públicas.

La planificación de estos servicios atenderá a la proximidad al entorno en el que 
desarrollan su vida las personas con discapacidad.

8. Las actividades deportivas, culturales, de ocio y tiempo libre se desarrollarán, siempre 
que sea posible, de acuerdo con el principio de accesibilidad universal en las instalaciones y 
con los medios ordinarios puestos al servicio de la ciudadanía. Sólo cuando la especificidad 
y la necesidad de apoyos lo requieran, podrá establecerse, de forma subsidiaria o 
complementaria, servicios y actividades específicas.

9. Sin perjuicio de la aplicación de las medidas previstas con carácter general en esta 
ley, cuando la especificidad y la necesidad de apoyos lo hicieran necesario, la persona con 
discapacidad tendrá derecho a residir o ser atendida en un establecimiento especializado.
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Artículo 52.  Centros ocupacionales.
1. Los centros ocupacionales tienen como finalidad asegurar los servicios de terapia 

ocupacional y de ajuste personal y social a las personas con discapacidad con el objeto de 
lograr su máximo desarrollo personal y, en los casos en los que fuera posible, facilitar su 
capacitación y preparación para el acceso al empleo. Igualmente prestarán estos servicios a 
aquellos trabajadores con discapacidad que habiendo desarrollado una actividad laboral 
específica no hayan conseguido una adaptación satisfactoria o hayan sufrido un 
empeoramiento en su situación que haga aconsejable su integración en un centro 
ocupacional.

2. Las administraciones públicas, de acuerdo a sus competencias, dictarán las normas 
específicas correspondientes, estableciendo las condiciones de todo tipo que deberán reunir 
los centros ocupacionales para que sea autorizada su creación y funcionamiento.

Su creación y sostenimiento serán competencia tanto de dichas administraciones 
públicas como de las instituciones o personas jurídicas privadas sin ánimo de lucro, 
atendiendo estas últimas, en todo caso, a las normas que para su creación y funcionamiento 
se dicten de acuerdo a lo dispuesto en el párrafo anterior.

CAPÍTULO VIII
Derecho de participación en los asuntos públicos

Artículo 53.  Derecho de participación en la vida política.
Las personas con discapacidad podrán ejercer el derecho de participación en la vida 

política y en los procesos electorales en igualdad de condiciones que el resto de los 
ciudadanos conforme a la normativa en vigor. Para ello, las administraciones públicas 
pondrán a su disposición los medios y recursos que precisen.

Artículo 54.  Derecho de participación en la vida pública.
1. Las personas con discapacidad podrán participar plena y efectivamente en la toma de 

decisiones públicas que les afecten, en igualdad de condiciones con los demás ciudadanos. 
Para ello, las administraciones públicas pondrán a su disposición los medios y recursos que 
precisen.

2. Las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas, y sus familias, a través 
de sus organizaciones representativas, participarán en la preparación, elaboración y 
adopción de las decisiones y, en su caso, de las normas y estrategias que les conciernen, 
siendo obligación de las administraciones públicas en la esfera de sus respectivas 
competencias promover las condiciones para asegurar que esta participación sea real y 
efectiva. De igual modo, se promoverá su presencia permanente en los órganos de las 
administraciones públicas, de carácter participativo y consultivo, cuyas funciones estén 
directamente relacionadas con materias que tengan incidencia en esferas de interés 
preferente para personas con discapacidad y sus familias.

3. Las administraciones públicas promoverán y facilitarán el desarrollo de las 
asociaciones y demás entidades en que se agrupan las personas con discapacidad y sus 
familias. Asimismo, ofrecerán apoyo financiero y técnico para el desarrollo de sus 
actividades y podrán establecer convenios para el desarrollo de programas de interés social.

Artículo 55.  Consejo Nacional de la Discapacidad.
El Consejo Nacional de la Discapacidad es el órgano colegiado interministerial, de 

carácter consultivo, en el que se institucionaliza la colaboración del movimiento asociativo de 
las personas con discapacidad y sus familias y la Administración General del Estado, para la 
definición y coordinación de las políticas públicas que garanticen los derechos de las 
personas con discapacidad. Su composición y funciones se establecerán 
reglamentariamente.

En particular, corresponderá al Consejo Nacional de la Discapacidad la promoción de la 
igualdad de oportunidades y no discriminación de las personas con discapacidad.
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Artículo 56.  Oficina de Atención a la Discapacidad.
La Oficina de Atención a la Discapacidad es el órgano del Consejo Nacional de la 

Discapacidad, de carácter permanente y especializado, encargado de promover la igualdad 
de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con 
discapacidad.

Con la Oficina de Atención a la Discapacidad colaborarán las organizaciones, entidades 
y asociaciones de utilidad pública más representativas de las personas con discapacidad y 
sus familias.

CAPÍTULO IX
Obligaciones de los poderes públicos

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 57.  Prestación de servicios.
1. Los poderes públicos garantizarán la prevención, los cuidados médicos y psicológicos, 

los apoyos adecuados, la educación, la orientación, la inclusión social y laboral, el acceso a 
la cultura y al ocio, la garantía de unos derechos económicos, sociales y de protección 
jurídica mínimos y la Seguridad Social.

2. Para la consecución de estos objetivos participarán, en sus correspondientes ámbitos 
competenciales, las administraciones públicas, los interlocutores sociales y las asociaciones 
y personas jurídico-privadas.

Artículo 58.  Financiación.
La financiación de las distintas prestaciones, subsidios, atenciones y servicios 

contenidos en esta ley se efectuará con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, y a 
los de las comunidades autónomas y entidades locales, de acuerdo con las competencias 
que les correspondan respectivamente. En dichos presupuestos deberán consignarse las 
dotaciones correspondientes conforme a la legislación vigente.

Artículo 59.  Toma de conciencia social.
1. Los poderes públicos desarrollarán y promoverán actividades de información, 

campañas de toma de conciencia, acciones formativas y cuantas otras sean necesarias para 
la promoción de la igualdad de oportunidades y la no discriminación, en colaboración con las 
organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus familias.

2. En concreto, los poderes públicos promoverán la puesta en marcha y el 
mantenimiento de campañas para la toma de conciencia de la sociedad, accesibles para las 
personas con discapacidad, especialmente en los ámbitos socio-sanitario, educativo y 
profesional, fomentando el reconocimiento y respeto de los derechos y la dignidad de las 
personas con discapacidad, para que ésta en su conjunto, colabore en su plena inclusión en 
la vida social.

Sección 2.ª Del personal de los distintos servicios de atención a las personas 
con discapacidad

Artículo 60.  Personal especializado.
1. La atención y prestación de los servicios que requieran las personas con discapacidad 

en su proceso de desarrollo personal e inclusión deberán estar orientadas, dirigidas y 
realizadas por personal especializado.

2. Este proceso, por la variedad, amplitud y complejidad de las funciones que abarca 
exige el concurso de especialistas de distintos ámbitos que deberán actuar conjuntamente 
como equipo multiprofesional.
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Artículo 61.  Formación del personal.
1. Las administraciones públicas promoverán la formación de los profesionales y el 

personal que trabajan con personas con discapacidad para atender adecuadamente los 
diversos servicios que las personas con discapacidad requieren, tanto en el nivel de 
detección, diagnóstico y valoración como educativo y de servicios sociales.

2. Las administraciones públicas establecerán programas permanentes de 
especialización y actualización, de carácter general y de aplicación especial para las 
diferentes discapacidades, así como sobre modos específicos de atención para conseguir el 
máximo desarrollo personal, según el ámbito de las diversas profesiones, de acuerdo con las 
distintas competencias profesionales.

Artículo 62.  Voluntariado.
1. Las administraciones públicas promoverán y fomentarán la colaboración del 

voluntariado en la atención de las personas con discapacidad y de sus familias, promoviendo 
la constitución y funcionamiento de entidades sin ánimo de lucro, a fin de que puedan 
colaborar con los profesionales en dicha atención. Asimismo, promoverán y fomentarán el 
voluntariado entre personas con discapacidad, favoreciendo su plena inclusión y 
participación en la vida social.

2. El régimen del personal voluntario se regulará en su normativa específica.

TÍTULO II
Igualdad de oportunidades y no discriminación

CAPÍTULO I
Derecho a la igualdad de oportunidades

Artículo 63.  Vulneración del derecho a la igualdad de oportunidades.
Se entenderá que se vulnera el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas 

con discapacidad, definidas en el artículo 4.1, cuando, por motivo de o por razón de 
discapacidad, se produzcan discriminaciones directas o indirectas, discriminación por 
asociación, acosos, incumplimientos de las exigencias de accesibilidad y de realizar ajustes 
razonables, así como el incumplimiento de las medidas de acción positiva legalmente 
establecidas.

Artículo 64.  Garantías del derecho a la igualdad de oportunidades.
1. Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades a las personas con 

discapacidad, los poderes públicos establecerán medidas contra la discriminación y medidas 
de acción positiva.

2. Las medidas de defensa, de arbitraje y de carácter judicial, contempladas en esta ley 
serán de aplicación a las situaciones previstas en el artículo 63, con independencia de la 
existencia de reconocimiento oficial de la situación de discapacidad o de su transitoriedad. 
En todo caso, las administraciones públicas velarán por evitar cualquier forma de 
discriminación que les afecte o pueda afectar.

3. Las garantías del derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con 
discapacidad previstas en este título, tendrán carácter supletorio respecto a lo previsto en la 
legislación laboral.

Artículo 65.  Medidas contra la discriminación.
Se consideran medidas contra la discriminación aquellas que tengan como finalidad 

prevenir o corregir que una persona sea tratada de una manera directa o indirecta menos 
favorable que otra que no lo sea, en una situación análoga o comparable, por motivo de o 
por razón de discapacidad.
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Artículo 66.  Contenido de las medidas contra la discriminación.
1. Las medidas contra la discriminación podrán consistir en prohibición de conductas 

discriminatorias y de acoso, exigencias de accesibilidad y exigencias de eliminación de 
obstáculos y de realizar ajustes razonables.

A estos efectos, se entiende por exigencias de accesibilidad los requisitos que deben 
cumplir los entornos, productos y servicios, así como las condiciones de no discriminación en 
normas, criterios y prácticas, con arreglo a los principios de accesibilidad universal y de 
diseño para todas las personas.

2. A efectos de determinar si un ajuste es razonable, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 2.m), se tendrán en cuenta los costes de la medida, los efectos discriminatorios que 
suponga para las personas con discapacidad su no adopción, la estructura y características 
de la persona, entidad u organización que ha de ponerla en práctica y la posibilidad que 
tenga de obtener financiación oficial o cualquier otra ayuda.

A este fin, las administraciones públicas competentes podrán establecer un régimen de 
ayudas públicas para contribuir a sufragar los costes derivados de la obligación de realizar 
ajustes razonables.

Las discrepancias entre el solicitante del ajuste razonable y el sujeto obligado podrán ser 
resueltas a través del sistema de arbitraje previsto en el artículo 74, sin perjuicio de la 
protección administrativa o judicial que en cada caso proceda.

Artículo 67.  Medidas de acción positiva.
1. Los poderes públicos adoptarán medidas de acción positiva en beneficio de aquellas 

personas con discapacidad susceptibles de ser objeto de un mayor grado de discriminación, 
incluida la discriminación múltiple, o de un menor grado de igualdad de oportunidades, como 
son las mujeres, los niños y niñas, quienes precisan de mayor apoyo para el ejercicio de su 
autonomía o para la toma libre de decisiones y las que padecen una más acusada exclusión 
social, así como las personas con discapacidad que viven habitualmente en el medio rural.

2. Asimismo, en el marco de la política oficial de protección a la familia, los poderes 
públicos adoptarán medidas de acción positiva respecto de las familias cuando alguno de 
sus miembros sea una persona con discapacidad.

Artículo 68.  Contenido de las medidas de acción positiva y medidas de igualdad de 
oportunidades.

1. Las medidas de acción positiva podrán consistir en apoyos complementarios y 
normas, criterios y prácticas más favorables. Las medidas de igualdad de oportunidades 
podrán ser ayudas económicas, ayudas técnicas, asistencia personal, servicios 
especializados y ayudas y servicios auxiliares para la comunicación.

Dichas medidas tendrán naturaleza de mínimos, sin perjuicio de las medidas que puedan 
establecer las comunidades autónomas en el ámbito de sus competencias.

2. En particular, las administraciones públicas garantizarán que las ayudas y 
subvenciones públicas promuevan la efectividad del derecho a la igualdad de oportunidades 
de las personas con discapacidad así como las personas con discapacidad que viven 
habitualmente en el ámbito rural.

CAPÍTULO II
Medidas de fomento y defensa

Artículo 69.  Medidas de fomento y defensa.
Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, promoverán y 

facilitarán el desarrollo de medidas de fomento y de instrumentos y mecanismos de 
protección jurídica para llevar a cabo una política de igualdad de oportunidades, mediante la 
adopción de las medidas necesarias para que se supriman las disposiciones normativas y 
las prácticas contrarias a la igualdad de oportunidades y el establecimiento de medidas para 
evitar cualquier forma de discriminación por motivo o por razón de discapacidad.
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Sección 1.ª Medidas de fomento

Artículo 70.  Medidas para fomentar la calidad.
Las administraciones públicas adecuarán sus planes de calidad para asegurar la 

igualdad de oportunidades a los ciudadanos con discapacidad. Para ello, incluirán en ellos 
normas mínimas de no discriminación y de accesibilidad, y desarrollarán indicadores de 
calidad y guías de buenas prácticas.

Artículo 71.  Medidas de innovación y desarrollo de normas técnicas.
1. Las administraciones públicas fomentarán la innovación e investigación aplicada al 

desarrollo de entornos, productos, servicios y prestaciones que garanticen los principios de 
inclusión, accesibilidad universal, diseño para todas las personas y vida independiente en 
favor de las personas con discapacidad. Para ello, promoverán la investigación en las áreas 
relacionadas con la discapacidad en los planes de investigación, desarrollo e innovación (I
+D+i).

2. Asimismo, facilitarán y apoyarán el desarrollo de normativa técnica, así como la 
revisión de la existente, de forma que asegure la no discriminación en procesos, diseños y 
desarrollos de tecnologías, productos, servicios y bienes, en colaboración con las entidades 
y organizaciones de normalización y certificación y todos los agentes implicados.

Artículo 72.  Iniciativa privada.
1. La administración del Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales 

ampararán la iniciativa privada sin ánimo de lucro, colaborando en el desarrollo de estas 
actividades mediante asesoramiento técnico, coordinación, planificación y apoyo económico. 
Especial atención recibirán las entidades sin ánimo de lucro, promovidas por las propias 
personas con discapacidad, sus familiares o sus representantes legales.

2. Será requisito indispensable para percibir dicha colaboración y ayuda que las 
actuaciones privadas se adecuen a las líneas y exigencias de la planificación sectorial que 
se establezca por parte de las administraciones públicas.

3. En los centros financiados, en todo o en parte, con cargo a fondos públicos, se llevará 
a cabo el control del origen y aplicación de los recursos financieros, con la participación de 
los interesados o subsidiariamente sus representantes legales, de la dirección y del personal 
al servicio de los centros sin perjuicio de las facultades que correspondan a los poderes 
públicos.

Artículo 73.  Observatorio Estatal de la Discapacidad.
1. Se considera al Observatorio Estatal de la Discapacidad como un instrumento técnico 

de la Administración General del Estado que, a través de la Dirección General de Derechos 
de las Personas con Discapacidad del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, se 
encarga de la recopilación, sistematización, actualización, generación de información y 
difusión relacionada con el ámbito de la discapacidad.

2. Con carácter anual, el Observatorio Estatal de la Discapacidad confeccionará un 
informe amplio e integral sobre la situación y evolución de la discapacidad en España 
elaborado de acuerdo con datos estadísticos recopilados, con especial atención al género, 
que se elevará al Consejo Nacional de la Discapacidad, para conocimiento y debate.

3. El Observatorio Estatal de la Discapacidad se configura asimismo como instrumento 
de promoción y orientación de las políticas públicas de conformidad con la Convención 
Internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad.

4. El cumplimiento de las funciones dirigidas al desarrollo de los objetivos generales del 
Observatorio Estatal de la Discapacidad no supondrá incremento del gasto público.
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Sección 2.ª Medidas de defensa

Artículo 74.  Arbitraje.
1. Previa audiencia de los sectores interesados y de las organizaciones representativas 

de las personas con discapacidad y sus familias, el Gobierno establecerá un sistema arbitral 
que, sin formalidades especiales, atienda y resuelva con carácter vinculante y ejecutivo para 
ambas partes, las quejas o reclamaciones de las personas con discapacidad en materia de 
igualdad de oportunidades y no discriminación, siempre que no existan indicios racionales de 
delito, todo ello sin perjuicio de la protección administrativa y judicial que en cada caso 
proceda.

2. El sometimiento de las partes al sistema arbitral será voluntario y deberá constar 
expresamente por escrito.

3. Los órganos de arbitraje estarán integrados por representantes de los sectores 
interesados, de las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus 
familias y de las administraciones públicas dentro del ámbito de sus competencias.

Artículo 75.  Tutela judicial y protección contra las represalias.
1. La tutela judicial del derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con 

discapacidad comprenderá la adopción de todas las medidas que sean necesarias para 
poner fin a la violación del derecho y prevenir violaciones ulteriores, así como para 
restablecer al perjudicado en el ejercicio pleno de su derecho.

2. La indemnización o reparación a que pueda dar lugar la reclamación correspondiente 
no estará limitada por un tope máximo fijado «a priori». La indemnización por daño moral 
procederá aun cuando no existan perjuicios de carácter económico y se valorará atendiendo 
a las circunstancias de la infracción y a la gravedad de la lesión.

3. Se adoptarán las medidas que sean necesarias para proteger a las personas físicas o 
jurídicas contra cualquier trato adverso o consecuencia negativa que pueda producirse como 
reacción ante una reclamación o ante un procedimiento destinado a exigir el cumplimiento 
del principio de igualdad de oportunidades.

Artículo 76.  Legitimación.
Sin perjuicio de la legitimación individual de las personas afectadas, las personas 

jurídicas legalmente habilitadas para la defensa de los derechos e intereses legítimos 
colectivos podrán actuar en un proceso en nombre e interés de las personas que así lo 
autoricen, con la finalidad de hacer efectivo el derecho de igualdad de oportunidades, 
defendiendo sus derechos individuales y recayendo en dichas personas los efectos de 
aquella actuación.

Artículo 77.  Criterios especiales sobre la prueba de hechos relevantes.
1. En aquellos procesos jurisdiccionales en que de las alegaciones de la parte actora se 

deduzca la existencia de indicios fundados de discriminación por motivo de o por razón de 
discapacidad, corresponderá a la parte demandada la aportación de una justificación objetiva 
y razonable, suficientemente probada, de la conducta y de las medidas adoptadas y de su 
proporcionalidad.

Cuando en el proceso jurisdiccional se haya suscitado una cuestión de discriminación 
por motivo de o por razón de discapacidad, el Juez o Tribunal, a instancia de parte, podrá 
recabar informe o dictamen de los organismos públicos competentes.

2. Lo establecido en el apartado anterior no es de aplicación a los procesos penales ni a 
los contencioso-administrativos interpuestos contra resoluciones sancionadoras.
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TÍTULO III
Infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no 

discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad

CAPÍTULO I
Régimen común de infracciones y sanciones

Artículo 78.  Ámbito.
El régimen de infracciones y sanciones que se establece en este título será común en 

todo el territorio del Estado y será objeto de tipificación por el legislador autonómico, sin 
perjuicio de aquellas otras infracciones y sanciones que pueda establecer en el ejercicio de 
sus competencias.

Las comunidades autónomas establecerán un régimen de infracciones que garantice la 
plena protección de las personas con discapacidad, ajustándose a lo dispuesto en esta ley.

Artículo 79.  Sujetos.
1. Esta ley se aplicará a los responsables de la infracción, personas físicas o jurídicas, 

que incurran en las acciones u omisiones determinadas como infracción en esta ley y en la 
legislación autonómica correspondiente.

2. La responsabilidad será solidaria cuando sean varios los responsables y no sea 
posible determinar el grado de participación de cada uno de ellos en la comisión de la 
infracción.

Serán responsables subsidiarios o solidarios las personas físicas y jurídicas privadas por 
el incumplimiento de las obligaciones que conlleven el deber de prevenir la infracción 
administrativa cometida por otros.

Sección 1.ª Infracciones

Artículo 80.  Objeto de las infracciones.
A los efectos de esta ley, se considerarán infracciones administrativas las acciones y 

omisiones que ocasionen vulneraciones del derecho a la igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal en los ámbitos a los que se refiere el artículo 5, 
cuando se produzcan discriminaciones directas o indirectas, acosos, incumplimiento de las 
exigencias de accesibilidad y de realizar ajustes razonables, así como el incumplimiento de 
las medidas de acción positiva legalmente establecidas, especialmente cuando se deriven 
beneficios económicos para la persona infractora.

Artículo 81.  Infracciones.
1. Las infracciones se clasificarán en leves, graves o muy graves.
2. En todo caso, y sin perjuicio de lo que se establezca en la legislación autonómica, 

tendrán la consideración de infracciones leves, las conductas que incurran en cualquier 
incumplimiento que afecte a obligaciones meramente formales de lo establecido en esta ley 
y en sus normas de desarrollo.

3. En todo caso, y sin perjuicio de lo que se establezca en la legislación autonómica, 
tendrán la consideración de infracciones graves:

a) Los actos discriminatorios u omisiones que supongan directa o indirectamente un trato 
menos favorable a la persona con discapacidad en relación con otra persona que se 
encuentre en situación análoga o comparable.

b) El incumplimiento de las exigencias de accesibilidad, así como la negativa a adoptar 
las medidas de ajuste razonable, a que se refiere el artículo 66 así como en sus normas de 
desarrollo.

c) El incumplimiento de un requerimiento administrativo específico que formulen los 
órganos competentes para el ejercicio de las competencias necesarias para dar 
cumplimiento a las previsiones de esta ley.
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d) Cualquier forma de presión ejercida sobre la persona con discapacidad o sobre otras 
personas físicas o jurídicas, que hayan entablado o pretendan entablar cualquier clase de 
acción legal.

4. En todo caso, y sin perjuicio de lo que se establezca en la legislación autonómica, 
tendrán la consideración de infracciones muy graves:

a) Toda conducta de acoso relacionada con la discapacidad en los términos del artículo 
66 y en sus normas de desarrollo.

b) El incumplimiento reiterado de los requerimientos administrativos específicos que 
formulen los órganos competentes para el ejercicio de las competencias necesarias para dar 
cumplimiento a las previsiones de esta ley, y en sus normas de desarrollo.

c) Cualquier forma de presión ejercida sobre las autoridades en el ejercicio de las 
potestades administrativas que se ejerzan para la ejecución de las medidas previstas en esta 
ley, y en sus normas de desarrollo.

Artículo 82.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones a que se refiere este Título calificadas como leves prescribirán al año, 

las calificadas como graves a los tres años y las calificadas como muy graves a los cuatro 
años.

Sección 2.ª Sanciones

Artículo 83.  Sanciones.
1. Las infracciones serán sancionadas con multas que irán desde un mínimo de 301 

euros hasta un máximo de 1.000.000 de euros.
2. Para las infracciones leves, la sanción no excederá en ningún caso de los 30.000 

euros.
3. Para las infracciones graves, la sanción no excederá en ningún caso de los 90.000 

euros.

Artículo 84.  Criterios de graduación de las sanciones.
1. Las sanciones se aplicarán en grado mínimo, medio y máximo con arreglo a los 

siguientes criterios:
a) Intencionalidad de la persona infractora.
b) Negligencia de la persona infractora.
c) Fraude o connivencia.
d) Incumplimiento de las advertencias previas.
e) Cifra de negocios o ingresos de la empresa o entidad.
f) Número de personas afectadas.
g) Permanencia o transitoriedad de las repercusiones de la infracción.
h) Reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la 

misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme.
i) La alteración social producida por la realización de conductas discriminatorias y de 

acoso, la inobservancia o el incumplimiento de las exigencias de accesibilidad y de las 
exigencias de eliminación de obstáculos y de realizar ajustes razonables.

j) El beneficio económico que se hubiera generado para la persona autora de la 
infracción.

2. Cuando el perjudicado por la infracción sea una de las personas comprendidas en el 
artículo 67.1, la sanción podrá imponerse en la cuantía máxima del grado que corresponda.

3. Cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u 
otras, se impondrá la sanción correspondiente a la infracción más grave.

Artículo 85.  Sanciones accesorias.
1. Cuando las infracciones sean graves o muy graves, los órganos competentes 

propondrán, además de la sanción que proceda, la prohibición de concurrir en 
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procedimientos de otorgamiento de ayudas oficiales, consistentes en subvenciones o 
cualesquiera otras ayudas en el sector de actividad, en cuyo ámbito se produce la infracción, 
por un período máximo de un año, en el caso de las graves, y de dos, en el caso de las muy 
graves.

2. Cuando las infracciones sean muy graves, además los órganos competentes 
propondrán la supresión, cancelación o suspensión total o parcial de ayudas oficiales, 
consistentes en subvenciones y cualesquiera otras que la persona sancionada tuviese 
reconocidos en el sector de actividad en cuyo ámbito se produce la infracción.

3. La comisión de una infracción muy grave por las instituciones que presten servicios 
sociales podrá conllevar la inhabilitación para el ejercicio de las actividades de cuidado, tanto 
para personas físicas como jurídicas, por un plazo máximo de cinco años.

Artículo 86.  Consecuencias del incumplimiento en materia de acceso a bienes y servicios.
Sin perjuicio de otras acciones y derechos contemplados en la legislación civil y 

mercantil, la persona que, en el ámbito de aplicación del artículo 29 sufra una conducta 
discriminatoria por motivo de o por razón de discapacidad, tendrá derecho a indemnización 
por los daños y perjuicios sufridos.

Artículo 87.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones impuestas por faltas leves prescribirán al año, las impuestas por faltas 

graves a los cuatro años y las impuestas por faltas muy graves a los cinco años.

Artículo 88.  Cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley y en la legislación 
autonómica.

El abono por parte del responsable de las multas impuestas como consecuencia de una 
sanción establecida en esta ley y la legislación autonómica correspondiente, no eximirá del 
cumplimiento de las obligaciones previstas en la normativa en materia de discapacidad que 
sea de aplicación.

Sección 3.ª Garantías del régimen sancionador

Artículo 89.  Legitimación.
1. Las personas con discapacidad, sus familias y las organizaciones representativas y 

asociaciones en las que se integran, tendrán la consideración de interesados en estos 
procedimientos en los términos previstos en el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

2. Contra el acuerdo de archivo de las actuaciones o la resolución desestimatoria, 
expresa o tácita, de la denuncia o puesta en conocimiento de la administración de posibles 
infracciones previstas en esta ley o en las que establezcan las comunidades autónomas en 
ejercicio de sus competencias, las organizaciones y asociaciones anteriormente referidas 
estarán legitimadas para interponer los recursos o, en su caso, las acciones que consideren 
procedentes como representantes de intereses sociales.

3. La legitimación activa que se otorga a las citadas organizaciones y asociaciones, en 
ningún caso supondrá trato preferente cuando sean denunciadas o se las considere 
presuntas infractoras por la administración competente.

Artículo 90.  Garantía de accesibilidad de los procedimientos.
Los procedimientos sancionadores que se incoen con arreglo a lo establecido en esta 

ley, deberán estar documentados en soportes que sean accesibles para las personas con 
discapacidad, siendo obligación de la autoridad administrativa facilitar a las personas con 
discapacidad el pleno ejercicio de los derechos previstos en dichos procedimientos.
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Artículo 91.  Instrucción.
1. Las infracciones no podrán ser objeto de sanción sin previa instrucción del oportuno 

expediente, de conformidad con el procedimiento administrativo especial en esta materia 
establecido en esta ley y en la legislación autonómica correspondiente.

2. Cuando una administración pública, en el transcurso de la fase de instrucción, 
considere que la potestad sancionadora en relación con la presunta conducta infractora 
corresponde a otra administración pública, lo pondrá en conocimiento de ésta en unión del 
correspondiente expediente.

Artículo 92.  Publicidad de las resoluciones sancionadoras.
La resolución firme en vía administrativa de los expedientes sancionadores por faltas 

graves y muy graves será hecha pública, cuando así lo acuerde la autoridad administrativa 
que la haya adoptado, una vez notificada a los interesados, tras resolver en su caso sobre 
los aspectos confidenciales de su contenido y previa disociación de los datos de carácter 
personal a los que se refiere el artículo 3.a) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 
de Protección de Datos de Carácter Personal, salvo en lo que se refiere al nombre de los 
infractores. Con este fin, se recabará con carácter previo el oportuno informe de la Agencia 
Española de Protección de Datos o la autoridad autonómica que corresponda.

Artículo 93.  Deber de colaboración.
Todas las personas físicas y jurídicas tienen el deber de facilitar la labor de los órganos y 

autoridades para la aplicación de lo dispuesto en este título, aportando en un plazo 
razonable, y con las condiciones establecidas en la legislación vigente, los datos, 
documentos, informes o aclaraciones que, siendo necesarias para el esclarecimiento de los 
hechos, les sean solicitadas, y facilitando, previo aviso, el acceso a sus dependencias, salvo 
que éstas coincidan con su domicilio, en cuyo caso deberá obtenerse su expreso 
consentimiento o el mandato judicial correspondiente.

CAPÍTULO II
Normas específicas de aplicación por la Administración General del Estado

Artículo 94.  Competencia de la Administración General del Estado.
A los efectos de esta ley, la competencia para el ejercicio de la potestad sancionadora 

corresponderá a la Administración General del Estado cuando las conductas infractoras se 
proyecten en un ámbito territorial superior al de una comunidad autónoma.

Sección 1.ª Infracciones y sanciones

Artículo 95.  Infracciones.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 82, se tipifican en el ámbito de 

competencias de la Administración General del Estado, las siguientes infracciones que se 
clasifican en leves, graves y muy graves.

2. Son infracciones leves:
a) El incumplimiento de los deberes y obligaciones dispuestos en la sección 1.ª del 

capítulo V del Título I, y en el Título II así como en sus normas de desarrollo, siempre que no 
tenga el carácter de infracción grave o muy grave.

b) El incumplimiento de las disposiciones que impongan la obligación de adoptar normas 
internas en las empresas, centros de trabajo u oficinas públicas, orientadas a promover y 
estimular la eliminación de desventajas o situaciones generales de discriminación a las 
personas con discapacidad, siempre que no constituyan infracciones graves o muy graves.

c) Obstaculizar la acción de los servicios de inspección.
3. Son infracciones graves:

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 143  Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad

– 1823 –



a) Los actos discriminatorios u omisiones que supongan directa o indirectamente un trato 
menos favorable a la persona con discapacidad en relación con otra persona que se 
encuentre en situación análoga o comparable.

b) La imposición abusiva de cualquier forma de renuncia total o parcial a los derechos de 
las personas por motivo de o por razón de su discapacidad, basada en una posición de 
ventaja.

c) El incumplimiento de los requerimientos específicos que formulen las autoridades.
d) La obstrucción o negativa a facilitar la información solicitada por las autoridades 

competentes o sus agentes, que sea legalmente exigible, en orden al cumplimiento de las 
funciones de información, vigilancia, investigación, inspección, tramitación y ejecución en los 
términos previstos en este Título.

e) El incumplimiento por parte de las personas obligadas de las normas sobre 
accesibilidad de los entornos, instrumentos, equipos y tecnologías, medios de transporte, 
medios de comunicación y de los productos y servicios a disposición del público, así como 
los apoyos y medios asistenciales específicos para cada persona, que obstaculice o limite su 
acceso o utilización regulares por las personas con discapacidad.

f) La negativa por parte de las personas obligadas a adoptar un ajuste razonable, en los 
términos establecidos en el artículo 66.

g) El incumplimiento por parte de las personas obligadas de las previsiones efectuadas 
en la disposición adicional tercera, en lo referente a la elaboración de los planes especiales 
de actuación para la implantación de las exigencias de accesibilidad y la no discriminación 
en el ámbito de que se trate.

h) La coacción, amenaza, represalia ejercida sobre la persona con discapacidad o sobre 
otras personas físicas o jurídicas, que hayan entablado o pretendan entablar cualquier clase 
de acción legal, reclamación, denuncia o participen en procedimientos ya iniciados para 
exigir el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades, así como la tentativa de 
ejercitar tales actos.

i) Tendrá también la consideración de infracción grave la comisión, en el plazo de tres 
meses y por tres veces, de la misma infracción leve.

4. Son infracciones muy graves:
a) Las vejaciones que padezcan las personas en sus derechos fundamentales por 

motivo de o por razón de su discapacidad.
b) Las acciones que deliberadamente generen un grave perjuicio económico o 

profesional para las personas con discapacidad.
c) Conculcar deliberadamente la dignidad de las personas con discapacidad imponiendo 

condiciones o cargas humillantes para el acceso a los bienes, productos y servicios a 
disposición del público.

d) Generar deliberadamente situaciones de riesgo o grave daño para la integridad física 
o psíquica o la salud de las personas con discapacidad.

e) Las conductas calificadas como graves cuando sus autores hayan actuado movidos, 
además, por odio o desprecio racial o étnico, de género, orientación sexual, edad, 
discapacidad severa o no posibilidad de representarse a sí mismo.

f) El incumplimiento por parte de las personas obligadas de las normas legales sobre 
accesibilidad en la planificación, diseño y urbanización de los entornos, productos y servicios 
a disposición del público que impida el libre acceso y utilización regulares por las personas 
con discapacidad.

g) El incumplimiento por parte de las personas obligadas de las normas legales sobre 
accesibilidad que impida o dificulte gravemente el ejercicio de derechos fundamentales y el 
disfrute de libertades públicas por parte de las personas con discapacidad.

h) Tendrá también la consideración de infracción muy grave, la comisión de tres 
infracciones graves en el plazo de un año; así como las que reciban expresamente dicha 
calificación en las disposiciones normativas especiales aplicables en cada caso.

Artículo 96.  Sanciones.
Las infracciones se sancionarán del siguiente modo:
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a) Las infracciones leves, en su grado mínimo, con multas de 301 a 6.000 euros; en su 
grado medio, de 6.001 a 18.000 euros; y en su grado máximo, de 18.001 a 30.000 euros.

b) Las infracciones graves con multas, en su grado mínimo, de 30.001 a 60.000 euros; 
en su grado medio, de 60.001 a 78.000 euros; y en su grado máximo, de 78.001 a 90.000 
euros.

c) Las infracciones muy graves con multas, en su grado mínimo, de 90.001 a 300.000 
euros; en su grado medio, de 300.001 a 600.000 euros; y en su grado máximo, de 600.001 a 
1.000.000 de euros.

Artículo 97.  Cómputo del plazo de prescripción de las infracciones.
1. En las infracciones derivadas de una actividad continuada la fecha inicial del cómputo 

será la de la finalización de la actividad o la del último acto en que la infracción se consume.
2. El cómputo del plazo de prescripción de las infracciones se interrumpirá en la fecha de 

notificación de iniciación del procedimiento contra el presunto infractor, reanudándose el 
cómputo del plazo si el expediente sancionador permanece paralizado durante seis meses 
por causa no imputable a aquellos contra quienes se dirija.

Artículo 98.  Cómputo del plazo de prescripción de las sanciones.
El cómputo del plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el 

día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución, y se interrumpirá en la fecha de 
notificación a la persona interesada de la iniciación del procedimiento de ejecución, 
reanudándose el cómputo del plazo si aquél está paralizado durante seis meses por causa 
no imputable a la persona infractora.

Sección 2.ª Procedimiento sancionador

Artículo 99.  Normativa de aplicación.
Las infracciones y sanciones en el ámbito de las competencias de la Administración 

General del Estado se regirán por lo dispuesto en el capítulo III, del título preliminar de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público; en el título IV de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, y en su normativa de desarrollo.

Artículo 100.  Actuaciones previas.
Con carácter previo a la instrucción y como actuaciones previas a la incoación del 

correspondiente expediente sancionador, el órgano competente para iniciar el procedimiento 
deberá recabar informe acerca del contenido de la denuncia, orden o petición, de los 
siguientes órganos:

a) Órganos competentes de las comunidades autónomas en cuyo territorio se hubieran 
producido las conductas o hechos que pudieran constituir infracción.

b) La Oficina de Atención a la Discapacidad.

Artículo 101.  Iniciación.
El procedimiento se iniciará siempre de oficio, bien por propia iniciativa o como 

consecuencia de orden superior, petición razonada de otros órganos o denuncia.

Artículo 102.  Medidas cautelares.
En el supuesto de infracciones muy graves que supongan un grave riesgo para la salud 

física o psíquica o para la libertad de las personas con discapacidad, el órgano que tenga 
atribuida la competencia, en la materia que se trate, podrá acordar como medida cautelar, y 
por razones de urgencia inaplazables, el cierre temporal del centro o establecimiento o la 
suspensión del servicio, hasta tanto se subsanen por su titular las deficiencias detectadas en 
el mismo.
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Artículo 103.  Efectividad de la sanción.
1. La autoridad que impone la sanción señalará el plazo para su cumplimiento sin que 

pueda ser inferior a quince ni superior a treinta días.
2. Si la sanción no fuera satisfecha en el plazo fijado en la resolución administrativa firme 

se seguirá el procedimiento previsto en el Reglamento General de Recaudación.

Artículo 104.  Información a otros órganos.
La resolución definitiva, en unión de todo el expediente, se remitirá a efectos informativos 

a los siguientes órganos:
a) A los órganos competentes de las comunidades autónomas en cuyo territorio se 

cometieron las conductas u omisiones susceptibles de constituir infracción administrativa.
b) A la Oficina de Atención a la Discapacidad.
Estas actuaciones se realizarán en todo caso de conformidad con lo establecido en la 

legislación de protección de datos personales, para lo cual los citados órganos únicamente 
podrán tratar los datos en los términos previstos en el artículo 4.2 de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre.

Sección 3.ª Órganos competentes

Artículo 105.  Autoridades competentes.
1. El órgano competente para iniciar el procedimiento será el órgano directivo del 

Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, con rango de Dirección General, que tenga 
atribuidas las competencias en materia de discapacidad.

2. El ejercicio de los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento 
y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución 
sancionadora, corresponde al órgano directivo con rango de Subdirección General a que 
correspondan las funciones de impulso de políticas sectoriales sobre discapacidad, que 
elevará propuesta de resolución al órgano competente para imponer la sanción.

3. Será órgano competente para imponer las sanciones previstas en el artículo 96:
a) El órgano con rango de Dirección General a que se hace referencia en el apartado 1, 

cuando se trate de sanciones por la comisión de infracciones leves.
b) La Secretaría de Estado de Derechos Sociales cuando se trate de sanciones por la 

comisión de infracciones graves.
c) La persona titular del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030 cuando se trate 

de sanciones por la comisión de infracciones muy graves, si bien se requerirá el acuerdo 
previo del Consejo de Ministros cuando las sanciones sean de cuantía superior a 300.000 
euros.

Disposición adicional primera.  Garantía del respeto al reparto de competencias 
constitucional y estatutariamente vigente.

Esta ley se aplicará sin perjuicio de las competencias exclusivas reconocidas a las 
comunidades autónomas en materia de asistencia social en sus respectivos Estatutos de 
Autonomía.

Disposición adicional segunda.  Tratamiento de la información.
En las actuaciones previstas en esta ley que tengan relación con la recogida y 

tratamiento de datos de carácter personal se estará a lo previsto en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, y su normativa de desarrollo.

Disposición adicional tercera.  Exigibilidad de las condiciones básicas de accesibilidad y 
no discriminación.

1. Los supuestos y plazos máximos de exigibilidad de las condiciones básicas de 
accesibilidad y no discriminación, en todo caso, son los siguientes:
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a) Para el acceso y utilización de las tecnologías, productos y servicios relacionados con 
la sociedad de la información y de cualquier medio de comunicación social:

Productos y servicios nuevos, incluidas las campañas institucionales que se difundan en 
soporte audiovisual: 4 de diciembre de 2009.

Productos y servicios existentes el 4 de diciembre de 2009, que sean susceptibles de 
ajustes razonables: 4 de diciembre de 2013.

b) Para el acceso y utilización de los espacios públicos urbanizados y edificaciones:
Espacios y edificaciones nuevos: 4 de diciembre de 2010.
Espacios y edificaciones existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean susceptibles de 

ajustes razonables: 4 de diciembre de 2017.
c) Para el acceso y utilización de los medios de transporte:
Infraestructuras y material de transporte nuevos: 4 de diciembre de 2010.
Infraestructuras y material de transporte existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean 

susceptibles de ajustes razonables: 4 de diciembre de 2017.
d) Los que deberán reunir las oficinas públicas, dispositivos y servicios de atención al 

ciudadano y aquellos de participación en los asuntos públicos, incluidos los relativos a la 
Administración de Justicia y a la participación en la vida política y los procesos electorales:

Entornos, productos y servicios nuevos: 4 de diciembre de 2008.
Corrección de toda disposición, criterio o práctica administrativa discriminatoria: 4 de 

diciembre de 2008.
Entornos, productos y servicios existentes el 4 de diciembre de 2008, y toda disposición, 

criterio o práctica: 4 de diciembre de 2017.
2. Los supuestos y plazos máximos de exigibilidad de las condiciones básicas de 

accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los bienes y servicios a 
disposición del público por las personas con discapacidad, en todo caso, son los siguientes:

Bienes y servicios nuevos que sean de titularidad pública: Desde la entrada en vigor del 
real decreto que regule las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el 
acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público.

Bienes y servicios nuevos que sean de titularidad privada que concierten o suministren 
las administraciones públicas: Desde la entrada en vigor del real decreto que regule las 
condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los 
bienes y servicios a disposición del público.

Bienes y servicios nuevos que sean de titularidad privada y que no concierten o 
suministren las administraciones públicas: 4 de diciembre de 2015.

Bienes y servicios existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean susceptibles de 
ajustes razonables, cuando sean bienes y servicios de titularidad pública: 4 de diciembre de 
2015.

Bienes y servicios existentes el 4 de diciembre de 2012, que sean susceptibles de 
ajustes razonables, cuando sean bienes y servicios de titularidad privada que concierten o 
suministren las administraciones públicas: 4 de diciembre de 2015.

Bienes y servicios existentes el 4 de diciembre de 2015, que sean susceptibles de 
ajustes razonables, cuando sean bienes y servicios de titularidad privada que no concierten 
o suministren las administraciones públicas: 4 de diciembre de 2017.

Disposición adicional cuarta.  Planes y programas de accesibilidad y para la no 
discriminación.

1. La Administración General del Estado promoverá, en colaboración con otras 
administraciones públicas y con las organizaciones representativas de las personas con 
discapacidad y sus familias, la elaboración, desarrollo y ejecución de planes y programas en 
materia de accesibilidad y no discriminación.

2. El Gobierno, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, aprobará un 
plan nacional de accesibilidad para un periodo de nueve años. El plan se desarrollará a 
través de fases de actuación trienal. En su diseño, aplicación y seguimiento participarán las 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 143  Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad

– 1827 –



asociaciones de utilidad pública más representativas en el ámbito estatal de las personas 
con discapacidad y sus familias.

Disposición adicional quinta.  Memoria de accesibilidad en las infraestructuras de 
titularidad estatal.

Los proyectos sobre las infraestructuras de interés general de transporte, como 
carreteras, ferrocarriles, aeropuertos y puertos promovidos por la Administración General del 
Estado, incorporarán una memoria de accesibilidad que examine las alternativas y determine 
las soluciones técnicas necesarias para garantizar la accesibilidad universal y no 
discriminación a todos los ciudadanos con discapacidad.

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, cuando a la vista de las características 
del proyecto, éste no incida en la accesibilidad, no será necesaria dicha memoria, 
circunstancia que se acreditará mediante certificación del órgano de contratación.

Disposición adicional sexta.  Prevención de deficiencias y de intensificación de 
discapacidades.

Sin perjuicio de las competencias que puedan corresponder a las demás 
administraciones públicas, el Gobierno, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
elaborará cuatrienalmente un plan nacional de prevención de deficiencias y de intensificación 
de discapacidades en los términos previstos en el artículo 11. El plan se presentará a las 
Cortes Generales para su conocimiento, y se les informará anualmente de su desarrollo y 
grado de cumplimiento.

Disposición adicional séptima.  Infracciones y sanciones en el orden social.
Las infracciones y sanciones en el orden social en materia de igualdad de oportunidades, 

no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad seguirán 
rigiéndose por el Texto Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

Disposición adicional octava.  Infracciones en materia de accesibilidad y ajustes 
razonables.

La aplicación de lo dispuesto en los artículos 81.3.b, 95.2.a, 95.3.e, 95.3.f, 95.3.g, 95.4.f 
y 95.4.g, en cuanto se derive del incumplimiento de las exigencias de accesibilidad o 
negativa a adoptar un ajuste razonable, quedará sujeta a lo dispuesto en los artículos 24, 25, 
27, 28 y 29 y sus correspondientes desarrollos normativos.

Disposición adicional novena.  Revisión de la cuantía de las sanciones.
Las cuantías de las sanciones establecidas en los artículos 83 y 96, podrán ser 

revisadas y actualizadas periódicamente por el Gobierno mediante real decreto, previo 
informe de las comunidades autónomas y del Consejo Nacional de la Discapacidad, teniendo 
en cuenta la variación del Índice de Precios de Consumo.

Disposición adicional décima.  Información a las Cortes Generales sobre el régimen de 
infracciones y sanciones.

El Gobierno, durante el primer año posterior a la entrada en vigor de esta ley, presentará 
a las Cortes Generales un informe sobre la aplicación del régimen de infracciones y 
sanciones previsto en esta ley, en el que dé cuenta, al menos, de:

1. Las actuaciones efectuadas para la aplicación de la ley.
2. El coste económico de dichas actuaciones.
3. Las actuaciones programadas para años sucesivos, con indicación del coste previsto.
4. Las infracciones cometidas y las sanciones impuestas en aplicación de la presente ley, 

con especificación del rendimiento económico producido por éstas.
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Disposición adicional undécima.  Oficina de Atención a la Discapacidad.
Las referencias que se hacen en el ordenamiento jurídico a la Oficina Permanente 

Especializada se entenderán realizadas a la Oficina de Atención a la Discapacidad.

Disposición adicional duodécima.  Acceso a la nacionalidad española en condiciones de 
igualdad.

Las personas con discapacidad accederán en condiciones de igualdad a la nacionalidad 
española. Será nula cualquier norma que provoque la discriminación, directa o indirecta, en 
el acceso de las personas a la nacionalidad por residencia por razón de su discapacidad. En 
los procedimientos de adquisición de la nacionalidad española, las personas con 
discapacidad que lo precisen dispondrán de los apoyos y de los ajustes razonables que 
permitan el ejercicio efectivo de esta garantía de igualdad.

Disposición adicional decimotercera.  No discriminación de personas con discapacidad en 
espectáculos públicos y actividades recreativas.

1. Las personas con discapacidad participarán en los espectáculos públicos y en las 
actividades recreativas, comprendidos los taurinos, sin discriminaciones ni exclusiones que 
lesionen su derecho a ser incluidas plenamente en la comunidad.

2. Quedan prohibidos los espectáculos o actividades recreativas en que se use a 
personas con discapacidad o esta circunstancia para suscitar la burla, la mofa o la irrisión del 
público de modo contrario al respeto debido a la dignidad humana.

3. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
promoverán políticas, estrategias y acciones públicas, en cooperación con las 
organizaciones representativas de este sector social, para que las personas con 
discapacidad que laboralmente se han desempeñado en espectáculos y actividades a las 
que se refiere el apartado 2 de esta disposición puedan transitar e incorporarse a 
ocupaciones regulares.

Disposición transitoria única.  Efectividad del reconocimiento de las situaciones vigentes 
de subsidio de garantía de ingresos mínimos y por ayuda de tercera persona.

1. Los beneficiarios del subsidio de garantía de ingresos mínimos, y por ayuda de tercera 
persona, continuarán con el derecho a la percepción del mismo, siempre que continúen 
reuniendo los requisitos exigidos reglamentariamente para su concesión y no opten por 
pasar a percibir pensión no contributiva de la Seguridad Social o asignación económica por 
hijo a cargo.

2. La cuantía de estos subsidios será fijada anualmente en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado.

3. En los supuestos de contratación por cuenta ajena o establecimiento por cuenta 
propia de los beneficiarios del subsidio de garantía de ingresos mínimos, procederá declarar 
la suspensión del derecho al citado subsidio, recuperando automáticamente el derecho 
cuando se extinga su contrato de trabajo, o dejen de desarrollar actividad laboral. A efectos 
de esta recuperación, no se tendrán en cuenta, el importe de los recursos económicos que 
hubieran percibido en virtud de su actividad laboral por cuenta propia o por cuenta ajena.

Disposición final primera.  Título competencial.
1. Esta ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado para regular las 

condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los 
derechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales, conforme al artículo 149.1.1.ª de 
la Constitución.

2. La sección 2.ª del capítulo II del título II se dicta, además, al amparo de la 
competencia del Estado en materia de legislación procesal, conforme al artículo 149.1.6.ª de 
la Constitución.

3. El capítulo II del título III sólo será de aplicación a la Administración General del 
Estado.
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Disposición final segunda.  Formación en diseño universal o diseño para todas las 
personas.

En el diseño de las titulaciones de Formación Profesional y en el desarrollo de los 
correspondientes currículos se incluirá la formación en «diseño para todas las personas».

Asimismo, en el caso de las enseñanzas universitarias, el Gobierno fomentará que las 
universidades contemplen medidas semejantes en el diseño de sus titulaciones.

Disposición final tercera.  Desarrollo reglamentario.
1. El Gobierno, previa consulta al Consejo Nacional de Discapacidad y a las 

comunidades autónomas, dictará cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
ejecución de esta ley.

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno aprobará 
unas condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación, según lo previsto en el 
artículo 29, para el acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público por 
las personas con discapacidad.
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§ 144

Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 106, de 4 de mayo de 2006
Última modificación: 8 de junio de 2024

Referencia: BOE-A-2006-7899

TÍTULO PRELIMINAR

CAPÍTULO I
Principios y fines de la educación

[ . . . ]
Artículo 2.  Fines.

1. El sistema educativo español se orientará a la consecución de los siguientes fines:
a) El pleno desarrollo de la personalidad y de las capacidades de los alumnos.
b) La educación en el respeto a los derechos y libertades fundamentales, en la igualdad 

de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres y en la igualdad de trato y no 
discriminación de las personas por razón de nacimiento, origen racial o étnico, religión, 
convicción, edad, de discapacidad, orientación o identidad sexual, enfermedad, o cualquier 
otra condición o circunstancia.

c) La educación en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios 
democráticos de convivencia, así como en la prevención de conflictos y la resolución pacífica 
de los mismos.

d) La educación en la responsabilidad individual y en el mérito y esfuerzo personal.
e) La formación para la paz, el respeto a los derechos humanos, la vida en común, la 

cohesión social, la cooperación y solidaridad entre los pueblos así como la adquisición de 
valores que propicien el respeto hacia los seres vivos y los derechos de los animales y el 
medio ambiente, en particular al valor de los espacios forestales y el desarrollo sostenible.

f) El desarrollo de la capacidad de los alumnos para regular su propio aprendizaje, 
confiar en sus aptitudes y conocimientos, así como para desarrollar la creatividad, la 
iniciativa personal y el espíritu emprendedor.

g) La formación en el respeto y reconocimiento de la pluralidad lingüística y cultural de 
España y de la interculturalidad como un elemento enriquecedor de la sociedad.

h) La adquisición de hábitos intelectuales y técnicas de trabajo, de conocimientos 
científicos, técnicos, humanísticos, históricos y artísticos, así como el desarrollo de hábitos 
saludables, el ejercicio físico y el deporte.

i) La capacitación para el ejercicio de actividades profesionales, de cuidados y de 
colaboración social.
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j) La capacitación para la comunicación en la lengua oficial y cooficial, si la hubiere, y en 
una o más lenguas extranjeras.

k) La preparación para el ejercicio de la ciudadanía, para la inserción en la sociedad que 
le rodea y para la participación activa en la vida económica, social y cultural, con actitud 
crítica y responsable y con capacidad de adaptación a las situaciones cambiantes de la 
sociedad del conocimiento.

l) La capacitación para garantizar la plena inserción del alumnado en la sociedad digital y 
el aprendizaje de un uso seguro de los medios digitales y respetuoso con la dignidad 
humana, los valores constitucionales, los derechos fundamentales y, particularmente, con el 
respeto y la garantía de la intimidad individual y colectiva.

2. Los poderes públicos prestarán una atención prioritaria al conjunto de factores que 
favorecen la calidad de la enseñanza y, en especial, la cualificación y formación del 
profesorado, su trabajo en equipo, la dotación de recursos educativos, humanos y 
materiales, las condiciones ambientales y de salud del centro escolar y su entorno, la 
investigación, la experimentación y la renovación educativa, el fomento de la lectura y el uso 
de bibliotecas, la autonomía pedagógica, organizativa y de gestión, la función directiva, la 
orientación educativa y profesional, la inspección educativa y la evaluación.

[ . . . ]
TÍTULO I

Las Enseñanzas y su Ordenación

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Educación secundaria obligatoria

[ . . . ]
Artículo 23.  Objetivos.

La educación secundaria obligatoria contribuirá a desarrollar en los alumnos y las 
alumnas las capacidades que les permitan:

a) Asumir responsablemente sus deberes, conocer y ejercer sus derechos en el respeto 
a los demás, practicar la tolerancia, la cooperación y la solidaridad entre las personas y 
grupos, ejercitarse en el diálogo afianzando los derechos humanos como valores comunes 
de una sociedad plural y prepararse para el ejercicio de la ciudadanía democrática.

b) Desarrollar y consolidar hábitos de disciplina, estudio y trabajo individual y en equipo 
como condición necesaria para una realización eficaz de las tareas del aprendizaje y como 
medio de desarrollo personal.

c) Valorar y respetar la diferencia de sexos y la igualdad de derechos y oportunidades 
entre ellos. Rechazar los estereotipos que supongan discriminación entre hombres y 
mujeres.

d) Fortalecer sus capacidades afectivas en todos los ámbitos de la personalidad y en sus 
relaciones con los demás, así como rechazar la violencia, los prejuicios de cualquier tipo, los 
comportamientos sexistas y resolver pacíficamente los conflictos.

e) Desarrollar destrezas básicas en la utilización de las fuentes de información para, con 
sentido crítico, adquirir nuevos conocimientos. Desarrollar las competencias tecnológicas 
básicas y avanzar en una reflexión ética sobre su funcionamiento y utilización.

f) Concebir el conocimiento científico como un saber integrado, que se estructura en 
distintas disciplinas, así como conocer y aplicar los métodos para identificar los problemas 
en los diversos campos del conocimiento y de la experiencia.

g) Desarrollar el espíritu emprendedor y la confianza en sí mismo, la participación, el 
sentido crítico, la iniciativa personal y la capacidad para aprender a aprender, planificar, 
tomar decisiones y asumir responsabilidades.
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h) Comprender y expresar con corrección, oralmente y por escrito, en la lengua 
castellana y, si la hubiere, en la lengua cooficial de la Comunidad Autónoma, textos y 
mensajes complejos, e iniciarse en e conocimiento, la lectura y el estudio de la literatura.

i) Comprender y expresarse en una o más lenguas extranjeras de manera apropiada.
j) Conocer, valorar y respetar los aspectos básicos de la cultura y la historia propias y de 

los demás, así como el patrimonio artístico y cultural.
k) Conocer y aceptar el funcionamiento del propio cuerpo y el de los otros, respetar las 

diferencias, afianzar los hábitos de cuidado y salud corporales e incorporar la educación 
física y la práctica del deporte para favorecer el desarrollo personal y social. Conocer y 
valorar la dimensión humana de la sexualidad en toda su diversidad. Valorar críticamente los 
hábitos sociales relacionados con la salud, el consumo, el cuidado, la empatía y el respeto 
hacia los seres vivos, especialmente los animales, y el medio ambiente, contribuyendo a su 
conservación y mejora.

l) Apreciar la creación artística y comprender el lenguaje de las distintas manifestaciones 
artísticas, utilizando diversos medios de expresión y representación.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV
Bachillerato

[ . . . ]
Artículo 33.  Objetivos.

El bachillerato contribuirá a desarrollar en los alumnos y las alumnas las capacidades 
que les permitan:

a) Ejercer la ciudadanía democrática, desde una perspectiva global, y adquirir una 
conciencia cívica responsable, inspirada por los valores de la Constitución española así 
como por los derechos humanos, que fomente la corresponsabilidad en la construcción de 
una sociedad justa y equitativa.

b) Consolidar una madurez personal, afectivo-sexual y social que les permita actuar de 
forma respetuosa, responsable y autónoma y desarrollar su espíritu crítico. Prever, detectar y 
resolver pacíficamente los conflictos personales, familiares y sociales, así como las posibles 
situaciones de violencia.

c) Fomentar la igualdad efectiva de derechos y oportunidades de mujeres y hombres, 
analizar y valorar críticamente las desigualdades existentes, así como el reconocimiento y 
enseñanza del papel de las mujeres en la historia e impulsar la igualdad real y la no 
discriminación por razón de nacimiento, sexo, origen racial o étnico, discapacidad, edad, 
enfermedad, religión o creencias, orientación sexual o identidad de género o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social

d) Afianzar los hábitos de lectura, estudio y disciplina, como condiciones necesarias para 
el eficaz aprovechamiento del aprendizaje, y como medio de desarrollo personal.

e) Dominar, tanto en su expresión oral como escrita, la lengua castellana y, en su caso, 
la lengua cooficial de su Comunidad Autónoma.

f) Expresarse con fluidez y corrección en una o más lenguas extranjeras.
g) Utilizar con solvencia y responsabilidad las tecnologías de la información y la 

comunicación.
h) Conocer y valorar críticamente las realidades del mundo contemporáneo, sus 

antecedentes históricos y los principales factores de su evolución. Participar de forma 
solidaria en el desarrollo y mejora de su entorno social.

i) Acceder a los conocimientos científicos y tecnológicos fundamentales y dominar las 
habilidades básicas propias de la modalidad elegida.

j) Comprender los elementos y procedimientos fundamentales de la investigación y de 
los métodos científicos. Conocer y valorar de forma crítica la contribución de la ciencia y la 
tecnología en el cambio de las condiciones de vida, así como afianzar la sensibilidad y el 
respeto hacia el medio ambiente.
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k) Afianzar el espíritu emprendedor con actitudes de creatividad, flexibilidad, iniciativa, 
trabajo en equipo, confianza en uno mismo y sentido crítico.

l) Desarrollar la sensibilidad artística y literaria, así como el criterio estético, como fuentes 
de formación y enriquecimiento cultural.

m) Utilizar la educación física y el deporte para favorecer el desarrollo personal y social. 
Afianzar los hábitos de actividades físico-deportivas para favorecer el bienestar físico y 
mental, así como medio de desarrollo personal y social.

n) Afianzar actitudes de respeto y prevención en el ámbito de la movilidad segura y 
saludable.

o) Fomentar una actitud responsable y comprometida en la lucha contra el cambio 
climático y en la defensa del desarrollo sostenible.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Formación profesional

Téngase en cuenta que la ordenación de las enseñanzas de formación profesional 
comprendidas en el articulado de este capítulo, se entenderá efectuada de acuerdo con lo que 
se dispone en la Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de ordenación e integración de la 
Formación Profesional, y todas las referencias que se realicen en la normativa a estos 
preceptos, se entenderán asimismo efectuadas de acuerdo con lo que se dispone en la citada 
ley orgánica, según establece su disposición final tercera.  Ref. BOE-A-2022-5139

[ . . . ]
Artículo 40.  Objetivos.

1. La Formación Profesional en el sistema educativo contribuirá a que el alumnado 
consiga los resultados de aprendizaje que le permitan:

a) Desarrollar las competencias propias de cada título de formación profesional.
b) Comprender la organización y las características del sector productivo 

correspondiente, así como los mecanismos de inserción profesional.
c) Conocer la legislación laboral y los derechos y obligaciones que se derivan de las 

relaciones laborales.
d) Aprender por sí mismos y trabajar en equipo, así como formarse en la prevención de 

conflictos y en la resolución pacífica de los mismos en todos los ámbitos de la vida personal, 
familiar y social, con especial atención a la prevención de la violencia de género.

e) Fomentar la igualdad efectiva de oportunidades entre hombres y mujeres, así como de 
las personas con discapacidad, para acceder a una formación que permita todo tipo de 
opciones profesionales y el ejercicio de las mismas.

f) Trabajar en condiciones de seguridad y salud, así como prevenir los posibles riesgos 
derivados del trabajo.

g) Desarrollar una identidad profesional motivadora de futuros aprendizajes y 
adaptaciones a la evolución de los procesos productivos y al cambio social.

h) Desarrollar las competencias de innovación y emprendimiento que favorezcan su 
empleabilidad y desarrollo profesional.

i) Preparar al alumnado para su progresión en el sistema educativo.
j) Conocer y prevenir los riesgos medioambientales.
k) Preparar al alumnado en materia de digitalización en su sector productivo.
2. Los ciclos formativos de grado básico contribuirán, además, a que el alumnado 

adquiera las competencias de educación secundaria obligatoria.
3. Los ciclos formativos de grado medio contribuirán, además, a ampliar las 

competencias de la enseñanza básica adaptándolas a un campo o sector profesional que 
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permita al alumnado el aprendizaje a lo largo de la vida, a progresar en el sistema educativo, 
y a incorporarse a la vida activa con responsabilidad y autonomía.

[ . . . ]
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§ 145

Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 70, de 23 de marzo de 2023
Última modificación: 2 de agosto de 2024

Referencia: BOE-A-2023-7500

[ . . . ]
TÍTULO IV

Investigación y transferencia e intercambio del conocimiento e innovación

Artículo 11.  Normas generales.
1. La investigación es una de las funciones fundamentales de las universidades.
2. La investigación, al igual que la docencia, es un derecho y un deber del personal 

docente e investigador. Por ello, el personal docente e investigador podrá desarrollarlas con 
intensidades distintas a lo largo de su trayectoria académica, sin perjuicio de las normas 
establecidas en cada universidad.

3. La investigación universitaria deberá abarcar todos los ámbitos de conocimiento, ya 
sean de tipo científico, tecnológico, humanístico, artístico o cultural.

4. Las universidades impulsarán estructuras de investigación y de transferencia e 
intercambio del conocimiento e innovación que faciliten la interdisciplinariedad y 
multidisciplinariedad. De igual modo, la investigación universitaria podrá desarrollarse 
juntamente con otros organismos o Administraciones Públicas, así como con entidades y 
empresas públicas, privadas y de economía social.

5. Las universidades promocionarán las relaciones entre la investigación universitaria, 
las necesidades sociales y culturales y su articulación con el sistema productivo, atendiendo 
especialmente a la estructura social y económica del territorio en que están implantadas. A 
su vez, impulsarán iniciativas para compartir, difundir y divulgar los resultados de la 
investigación al conjunto de la sociedad a través de diversos canales, en particular los 
espacios de formación a lo largo de la vida. Promoverán, asimismo, la investigación, la 
transferencia e intercambio del conocimiento en las lenguas oficiales de sus territorios.

6. Las actividades de investigación, y de transferencia e intercambio del conocimiento e 
innovación realizadas por el personal docente e investigador se considerarán conceptos 
evaluables a efectos retributivos y de promoción.

7. La interdisciplinariedad o multidisciplinariedad en la investigación constituirá un mérito 
en la evaluación de la actividad del personal docente e investigador.

Las universidades impulsarán la formación de redes de investigación entre grupos, 
departamentos, centros, instituciones, entidades y empresas.
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Artículo 12.  Fomento de la Ciencia Abierta y Ciencia Ciudadana.
1. El conocimiento científico tendrá la consideración de un bien común. Las 

Administraciones Públicas y las universidades promoverán y contribuirán activamente a la 
Ciencia Abierta mediante el acceso abierto a publicaciones científicas, datos, códigos y 
metodologías que garanticen la comunicación de la investigación, a fin de alcanzar los 
objetivos de investigación e innovación responsables que se impulsen desde la comunidad 
científica, así como los objetivos de libre circulación de los conocimientos científicos y las 
tecnologías que promulga la política europea de investigación y desarrollo tecnológico.

2. El personal docente e investigador deberá depositar una copia de la versión final 
aceptada para publicación y los datos asociados a la misma en repositorios institucionales o 
temáticos de acceso abierto, de forma simultánea a la fecha de publicación.

3. La versión digital de las publicaciones académicas se depositará en los repositorios 
institucionales, sin perjuicio de otros repositorios de carácter temático o generalista.

4. Los Ministerios de Universidades y de Ciencia e Innovación y los órganos 
correspondientes de las Comunidades Autónomas, cada uno en su ámbito de actuación, 
promoverán otras iniciativas orientadas a facilitar el libre acceso a los datos generados por la 
investigación (datos abiertos) y a desarrollar infraestructuras y plataformas abiertas.

5. Los datos, entendidos como aquellas fuentes primarias necesarias para validar los 
resultados de las investigaciones, deberán seguir los principios FAIR (datos fáciles de 
encontrar, accesibles, interoperables y reutilizables) y, siempre que sea posible, difundirse en 
acceso abierto.

6. Las universidades deberán promover la transparencia en los acuerdos de suscripción 
con editoriales científicas.

7. Las bibliotecas y otras unidades universitarias facilitarán el acceso de la ciudadanía a 
los recursos informativos, digitales y no digitales, así como la formación necesaria para 
promover la difusión de la Ciencia Abierta en la comunidad universitaria y en el conjunto de 
la sociedad.

8. Las agencias de calidad estatal y autonómicas incluirán entre sus criterios y requisitos 
de evaluación la accesibilidad en abierto de los resultados científicos del personal docente e 
investigador.

9. Las agencias de calidad utilizarán los repositorios institucionales como forma de 
acceso a la documentación, para garantizar la agilidad de los procedimientos de evaluación.

10. Se fomentará la Ciencia Ciudadana como un campo de generación de conocimiento 
compartido entre la ciudadanía y el sistema universitario de investigación. Con el objetivo de 
promover la reflexión científica, tecnológica, humanística, artística y cultural y su aplicación a 
los retos sociales, las universidades favorecerán e impulsarán la colaboración con los 
actores sociales, y con las Administraciones Públicas, en especial con las Comunidades 
Autónomas y la Administración Local.

11. Lo anterior será compatible con la posibilidad de tomar las medidas oportunas para 
proteger, con carácter previo a la publicación científica, los derechos sobre los resultados de 
la actividad de investigación, desarrollo e innovación, de acuerdo con las normativas 
nacionales y europeas en materia de propiedad intelectual e industrial, obtenciones 
vegetales o secreto empresarial.

Artículo 13.  Desarrollo de proyectos para la investigación, creación y transferencia e 
intercambio del conocimiento.

1. Las Administraciones Públicas fomentarán la investigación y, asimismo, el desarrollo 
tecnológico en el ámbito universitario, sin perjuicio del desarrollo de programas propios de 
las universidades, mediante, entre otras, las siguientes actuaciones:

a) Conectar las universidades con otros centros educativos, culturales y científicos para 
incentivar la investigación y reforzar las actividades educativas científicas y las vocaciones 
científicas. En el desarrollo de estas actividades se atenderá especialmente a criterios de 
renta, origen, territorio y género.

b) Impulsar convocatorias de programas de investigación conducentes a la contratación 
de personal investigador para la obtención del título de Doctorado y que permitan la posterior 
incorporación de jóvenes investigadoras e investigadores a la carrera académica.
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c) Impulsar convocatorias para el desarrollo de proyectos de investigación, programas de 
doctorado y de formación a lo largo de la vida, que se lleven a cabo en universidades y 
entidades o empresas de forma colaborativa, priorizando aquellas del entorno local, para 
contribuir a la creación y transferencia e intercambio del conocimiento, así como a promover 
la incorporación de talento en el tejido social y económico.

d) Impulsar convocatorias para garantizar el liderazgo de jóvenes investigadoras e 
investigadores en proyectos de investigación.

e) Impulsar actividades de investigación entre el conjunto del profesorado universitario, 
fomentando la calidad y la competitividad internacional de la investigación desarrollada por 
las universidades españolas.

f) Desarrollar la investigación interdisciplinar y transdisciplinar entre los diversos campos 
de conocimiento, facilitando asimismo la compatibilidad entre actividades investigadoras y 
docentes.

g) Impulsar programas de cooperación entre universidades e institutos universitarios de 
investigación para potenciar acciones y programas conjuntos de investigación, transferencia 
e intercambio del conocimiento e innovación.

h) Impulsar programas de atracción de talento mediante la incorporación de 
investigadores e investigadoras de especial relevancia dentro de las iniciativas de 
investigación implementadas por las universidades.

i) Impulsar programas de movilidad nacional e internacional de investigadores e 
investigadoras y de grupos de investigación para la formación de equipos y centros de 
excelencia.

j) Impulsar programas que incentiven actividades conjuntas de investigación, 
transferencia e intercambio del conocimiento e innovación entre grupos e institutos 
universitarios españoles con otros internacionales.

k) Promocionar políticas de creación de patentes y de generación de entidades o 
empresas basadas en el conocimiento, así como la incentivación de los procesos de 
transferencia e intercambio del conocimiento científico, tecnológico, humanístico, social y 
cultural universitario y su transformación en procesos de innovación en el sistema productivo 
tanto a escala local como internacional.

l) Potenciar y desarrollar estructuras, servicios y unidades que sirvan de apoyo técnico a 
las actividades de investigación, transferencia e intercambio del conocimiento e innovación.

2. La composición de las comisiones de evaluación y selección de todas estas 
convocatorias y proyectos se ajustará al principio de composición equilibrada entre hombres 
y mujeres, y se incluirán mecanismos para evitar los sesgos de género. A su vez, se 
incentivará la promoción de proyectos científicos con perspectiva de género, la paridad de 
género en los equipos de investigación y los mecanismos que faciliten la promoción de un 
mayor número de mujeres investigadoras principales.

[ . . . ]
Disposición final décima.  Estatuto del personal docente e investigador.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley orgánica el Gobierno 
presentará al Congreso de los Diputados un proyecto de Ley del estatuto del personal 
docente e investigador universitario.

[ . . . ]
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§ 146

Real Decreto 659/2023, de 18 de julio, por el que se desarrolla la 
ordenación del Sistema de Formación Profesional. [Inclusión parcial]

Ministerio de Educación y Formación Profesional
«BOE» núm. 174, de 22 de julio de 2023
Última modificación: 10 de julio de 2024

Referencia: BOE-A-2023-16889

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 3.  Función y objetivos generales del Sistema de Formación Profesional.

1. En cumplimiento de los principios prescritos en el artículo 3 y de la función legal 
prevista en el artículo 5, apartados 1 y 2, de la Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de 
ordenación e integración de la Formación Profesional, es función del Sistema de Formación 
Profesional el desarrollo personal y profesional de la persona, la mejora continuada de su 
cualificación a lo largo de toda la vida y la garantía de la satisfacción de las necesidades 
formativas del sistema productivo y del empleo. Son objetivos del Sistema de Formación 
Profesional:

a) Garantizar a todas las personas, en condiciones de equidad y a lo largo de la vida, 
una Formación Profesional de calidad, en diferentes modalidades, significativa personal y 
socialmente, que satisfaga tanto el desarrollo de la personalidad como las necesidades 
individuales de cualificación y recualificación permanentes con arreglo a itinerarios 
diversificados, y de respuesta a sus necesidades formativas a medida que se producen, 
atendiendo a sus circunstancias personales, sociales y laborales.

b) Cualificar a las personas para el ejercicio de actividades profesionales, promoviendo 
la adquisición, consolidación y ampliación de competencias profesionales y básicas con la 
polivalencia y funcionalidad necesarias para el acceso al empleo, la continuidad en el mismo 
y la progresión y el desarrollo profesionales, así como la rápida adaptación a los retos de 
futuro derivados de entornos de trabajo complejos, todo ello orientado a la promoción y 
formación profesional dirigida a su adaptación a las modificaciones operadas en el puesto de 
trabajo, así como al desarrollo de planes y acciones formativas tendentes a favorecer su 
mayor empleabilidad,

c) Desarrollar, en el marco del Sistema de Formación Profesional, el derecho a la 
formación de las personas trabajadoras ocupadas o en situación de desempleo, de acuerdo 
con el artículo 4.2.b) del Estatuto de los Trabajadores.

d) Proveer a las empresas y los sectores productivos con los perfiles profesionales 
necesarios en cada momento, con su participación efectiva en el Sistema de Formación 
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Profesional, teniendo en cuenta el carácter determinante y la creación sostenida de valor 
para las personas y las empresas, de la cualificación de las personas trabajadoras, su 
flexibilidad, rapidez de adaptación, polivalencia y transversalidad, desde el obligado respeto 
al medioambiente.

e) Observar de manera continua la evolución de la demanda y la oferta de profesiones, 
ocupaciones y perfiles en el mercado de trabajo para la prospección e identificación de las 
necesidades de cualificación.

f) Ofertar formación actualizada y suficiente, que incorpore de manera proactiva y ágil 
tanto las competencias profesionales emergentes, como la innovación, la investigación 
aplicada, el emprendimiento, incluyendo el emprendimiento colectivo en economía social, la 
digitalización, la sostenibilidad y la emergencia climática, en tanto que factores estructurales 
de éxito en el nuevo modelo económico.

g) Configurar la Formación Profesional de manera flexible, modular y acorde con los 
planteamientos a escala de la Unión Europea, sobre la base de itinerarios formativos 
accesibles, progresivos, acumulables y adaptados a las necesidades individuales y 
colectivas, teniendo en cuenta la edad, el sexo, la discapacidad en su caso, y la situación 
personal, familiar o laboral, y dirigidos a un abanico de perfiles profesionales comprensivo, 
desde los generalistas hasta los altamente especializados.

h) Impulsar la dimensión dual de la Formación Profesional y de sus vínculos con el 
sistema productivo en un marco de colaboración público-privada entre administraciones, 
centros, empresas u organismos equiparados, organizaciones empresariales y sindicales, 
entidades y tercer sector para la creación conjunta de valor, el alineamiento de los objetivos 
y proyectos estratégicos comunes, la superación de la brecha urbano/rural a través de una 
adecuada adaptación territorial, y el uso eficaz de los recursos en entornos formativos y 
profesionales.

i) Operar con arreglo a un modelo de gobernanza que, respetando las competencias de 
las administraciones concernidas, incorpore el papel de las organizaciones empresariales y 
sindicales más representativas y su participación y cooperación con los poderes públicos en 
las políticas del Sistema de Formación Profesional.

j) Facilitar la acreditación y el reconocimiento de las competencias profesionales 
vinculadas al Catálogo Nacional de Estándares de Competencias Profesionales, adquiridas 
mediante la experiencia laboral u otras vías no formales o informales.

k) Proveer orientación profesional que facilite a las personas, a lo largo de la vida, la 
toma de decisiones en la elección y gestión de sus carreras formativas y profesionales, 
combatiendo los estereotipos de género, los relacionados con la discapacidad o con las 
necesidades específicas de apoyo educativo o formativo, y colaborando en la construcción 
de una identidad profesional motivadora de futuros aprendizajes y adaptaciones a la 
evolución de los procesos productivos y al cambio social, y favoreciendo el conocimiento de 
las oportunidades existentes o emergentes en los entornos rurales y las zonas en declive 
demográfico.

l) Fomentar la igualdad efectiva de oportunidades entre las personas en el acceso y 
desarrollo de su proceso de formación profesional para todo tipo de opciones profesionales, 
y la eliminación del sesgo formativo existente entre mujeres y hombres.

m) Promover la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad y, en 
general, de personas y colectivos con dificultades de inserción socio-laboral en el acceso y el 
proceso de formación profesional habilitante y facilitadora de la inserción en el mercado 
laboral.

n) Incrementar la presencia social de la formación profesional como opción de valor para 
el empleo y la progresión académica, tanto reforzando la relación y cooperación entre los 
sistemas de formación profesional y universitario, como contribuyendo a la erradicación del 
abandono temprano sin una cualificación profesional que garantice una empleabilidad 
sostenida.

ñ) Impulsar la participación de las personas adultas, para su cualificación o 
recualificación, en acciones de formación profesional como elemento integrado en el 
desempeño profesional y la vida laboral y única forma de lograr el mayor grado de 
especialización que demandan ámbitos cada vez más complejos.
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o) Promover la planificación integrada en cada territorio de una oferta de formación 
profesional a lo largo de la vida, así como de la complementariedad de las redes de centros 
del Sistema de Formación Profesional y el uso compartido de sus instalaciones y recursos.

p) Generar circuitos inter-autonómicos y transnacionales de trasferencia de conocimiento 
entre centros, empresas u organismos equiparados, entidades, docentes, y personas en 
formación, promoviendo proyectos de movilidad.

q) Extender el conocimiento de lenguas extranjeras en el ámbito profesional.
r) Actualizar permanentemente las competencias del personal docente y formador que 

les permitan diseñar y adecuar los procesos formativos de acuerdo con las nuevas 
necesidades productivas y sectoriales, así como las propias del alumnado, especialmente el 
alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo o formativo.

s) Poner en marcha y mantener un proceso de evaluación y mejora continua de la 
calidad del Sistema de Formación Profesional, en particular su carácter dual, que 
proporcione información sobre su funcionamiento y adecuación a las necesidades formativas 
individuales y del sistema productivo, y promueva la investigación sobre el modelo de 
formación profesional, así como su impacto sobre las dimensiones de mejora del empleo y 
de la productividad.

t) Impulsar una oferta pública suficiente y adaptada a las necesidades y demandas de los 
sectores productivos.

2. Para la consecución de los objetivos fijados en el apartado anterior, la Administración 
General del Estado y las de las comunidades autónomas, deben cooperar en la definición, 
aplicación y evaluación de las políticas públicas de promoción del desarrollo económico y 
social y adecuación de las acciones formativas a las necesidades y proyectos estratégicos 
territoriales. Asimismo, las administraciones locales cooperarán en el ámbito de 
competencias que se determine en esta norma.

Cada administración autonómica definirá los mecanismos de cooperación entre aquellas 
administraciones con competencia en materia de formación profesional o, en su caso, de su 
gestión, garantizando el buen funcionamiento del Sistema de Formación Profesional para 
toda la ciudadanía, tanto jóvenes como personas trabajadoras, ocupadas o desempleadas.

En lo tocante a la Administración del Estado, el Ministerio de Educación y Formación 
profesional, en materia de políticas de formación profesional, cooperará con las políticas de 
promoción del desarrollo económico y social y las políticas activas de empleo y los 
departamentos competentes al efecto.

[ . . . ]
TÍTULO II

Grados del Sistema de Formación Profesional

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Grado D. Ciclos formativos

Sección 1.ª Aspectos comunes

[ . . . ]
Artículo 100.  Módulo de Sostenibilidad aplicada al sistema productivo.

El módulo de Sostenibilidad aplicada al sistema productivo tendrá como finalidad el 
desarrollo de conocimiento y competencias básicas en economía verde, sostenibilidad e 
impacto ambiental de la actividad, así como las condiciones en que las exigencias de la 
transición ecológica modifican los procesos productivos del sector correspondiente, siendo 
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su currículo básico, común a los ciclos formativos de grado medio y superior, el fijado en el 
anexo VIII de esta disposición.

[ . . . ]
Artículo 102.  Optatividad del currículo de los ciclos formativos de grado medio y superior.

1. El currículo del ciclo formativo debe incorporar una parte de optatividad, integrada bien 
por un módulo de duración anual, bien por dos módulos cuatrimestrales a lo largo del ciclo 
formativo, cuyo cómputo horario será de 80 horas.

2. Corresponde a las administraciones competentes la regulación de la oferta de 
módulos optativos que profundicen en el desarrollo de las competencias transversales o 
aporten complementos de formación general, para facilitar la progresión del itinerario 
formativo individual.

3. Los módulos optativos podrán incluir, entre otros, los de Profundización en 
Digitalización aplicada al sector productivo, Profundización en Sostenibilidad aplicada al 
sector productivo, Profundización en Idioma extranjero profesional y Profundización en 
Iniciativa empresarial y emprendimiento, incluyendo el emprendimiento colectivo en 
economía social. Además, los centros del Sistema de Formación Profesional podrán hacer 
propuestas de módulos optativos propios en el marco de lo dispuesto por la Administración 
educativa competente.

4. Las administraciones podrán reconocer, a efectos de la superación de la totalidad o 
parte de la parte optativa del currículo, la realización y superación, por parte del alumno o 
alumna, de cursos y actividades formativas no formales. Tales cursos y actividades 
formativas deberán:

a) Haber sido objeto de solicitud de reconocimiento por parte del alumno o alumna ante 
la Administración competente.

b) Versar sobre:
1.º Competencias relacionadas directamente con el sector al que se refiera la formación.
2.º Competencias transversales que contribuyan a la empleabilidad, tales como, entre 

otras, las relacionadas con lenguajes de programación, tecnologías disruptivas específicas o 
sostenibilidad ambiental.

c) Estar ofertadas y certificadas por empresas de implantación significativa a nivel 
nacional o internacional en el sector productivo, quedando excluidas, en todo caso, las que 
lo sean por centros o entidades cuyo objetivo principal sea la educación y la formación.

Sin perjuicio de la oferta prescriptiva a su cargo, las administraciones competentes 
fijarán el procedimiento a seguir en los centros para el reconocimiento total o parcial de la 
parte optativa, de acuerdo con la duración de los correspondientes cursos o actividades 
formativas.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

Centros

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Centros del Sistema de Formación Profesional y autorización administrativa

[ . . . ]
Artículo 197.  Centros del Sistema de Formación Profesional.

1. Tendrán la consideración de centros del Sistema de Formación Profesional los centros 
públicos y privados autorizados por las administraciones competentes para impartir ofertas 
de formación profesional en cualquiera de los grados previstos en la Ley Orgánica 3/2022, 
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de 31 de marzo, de forma exclusiva o simultánea con otro tipo de acciones formativas ajenas 
al Sistema de Formación Profesional o con niveles educativos del sistema educativo español 
no universitario, siempre que impartan ofertas formativas conducentes a la obtención directa 
de acreditaciones, certificados o títulos de formación profesional en cualquiera de los grados 
de formación A, B, C, D y E.

Se considerarán centros especializados de formación profesional los que impartan, de 
forma exclusiva, cualquiera de los grados previstos en la formación profesional, así como los 
dedicados, en su caso, a orientación profesional en el marco del Sistema de Formación 
Profesional y a la acreditación de competencias profesionales adquiridas por experiencia 
laboral u otras vías.

2. Las administraciones competentes en materia de formación profesional deberán 
articular y mantener una red estable de centros capaz de atender la programación de las 
actuaciones del Sistema de Formación Profesional, desarrollar de manera coherente y 
completa las correspondientes ofertas y hacer progresar la calidad de la formación en cada 
territorio, garantizar la agilidad en la puesta en marcha de las ofertas y el acceso a la 
formación de la población, en particular, en zonas rurales y áreas con necesidades de 
desarrollo social y económico.

3. Los centros que impartan ofertas de formación profesional deberán quedar inscritos, 
de forma obligatoria, en el registro autonómico de centros que corresponda con el grado o 
grados a impartir en el ámbito territorial en que tengan su sede y en tantos otros registros 
como comunidades autónomas en las que desarrollen su actividad, de manera sistemática, 
en cualquiera de las ofertas, grados y modalidades del Sistema de Formación Profesional.

4. Los centros autorizados para impartir ofertas de formación profesional deberán 
realizarlas directamente, sin posibilidad de realizarlas a través de otros centros o 
subcontratar los servicios de formación, sin perjuicio de lo recogido en el apartado 3.ª) del 
artículo 25 de esta disposición, en la modalidad virtual.

5. Las administraciones competentes impulsarán la especialización de los centros del 
Sistema de Formación Profesional, bien por familias profesionales, bien por elementos 
transversales como el emprendimiento, la digitalización o la sostenibilidad, el modelo de 
centros integrados y la generación de redes de especialización inteligente entre ellos.

6. Los centros integrados, de titularidad pública o privada, y los centros de referencia 
nacional quedan regulados por su normativa específica, además de lo establecido en el 
presente real decreto.

7. Los centros con calificación de excelencia podrán obtenerla con carácter autonómico, 
estatal y europeo. En el caso de centros de excelencia con carácter estatal, se estará a lo 
dispuesto en el artículo 224 y a sus bases reguladoras específicas.

[ . . . ]
TÍTULO IX

Calidad y evaluación del sistema

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Calidad y evaluación en los centros

[ . . . ]
Artículo 223.  Red de centros de excelencia.

1. La red estatal de centros de excelencia de formación profesional, en lo referido a los 
proyectos desarrollados en los centros en calidad de su participación en la misma, depende 
y es financiada por el Ministerio de Educación y Formación Profesional. La red estatal de 
centros de excelencia de formación profesional se constituye en un elemento promotor de la 
calidad en el sistema, convirtiéndose en centros catalizadores de ecosistemas innovadores y 
creadores de entornos de innovación, investigación y emprendimiento. Esta red estatal no 
tiene carácter territorial ni distribución de centros en función de su ubicación, siendo 
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exclusivamente su carácter de excelencia en un determinado sector o subsector, así como 
las necesidades establecidas en el marco de la red estatal, lo que determinará la 
catalogación e incorporación de cualquier centro a la red estatal de centros de excelencia.

2. Los centros susceptibles de incorporarse a la red estatal de centros de excelencia 
tendrán como obligaciones, al menos:

a) Contar con un proceso de transformación digital y metodológica.
b) Organizar acciones de formación del profesorado y personal formador a nivel estatal.
c) Desarrollar proyectos de innovación e investigación aplicada.
d) Colaborar en la detección de necesidades de perfiles en el sector o subsector 

profesional.
e) Colaborar en las revisiones curriculares de las ofertas relacionadas.
3. Serán características distintivas de los centros integrantes de la red estatal de centros 

de excelencia de formación profesional las siguientes:
a) La innovación y la excelencia en la prestación de servicios de Formación Profesional, 

en las acciones formativas y modalidades previstas en la normativa reguladora de las ofertas 
de Formación Profesional, tanto desde el punto de vista de la metodología de los procesos 
formativos como de la disponibilidad, medios y recursos utilizados, así como de la 
implementación de procedimientos y contenidos de digitalización aplicada y sostenibilidad 
medioambiental. Formarán parte de este ámbito las propuestas novedosas de organización 
e impartición de currículos mediante metodologías de aprendizaje basadas en retos (ABR), 
proyectos singulares u otras metodologías activas.

b) La innovación y la excelencia vinculada a proyectos de investigación aplicada a los 
procesos productivos o de prestación de servicios correspondientes a los sectores, 
subsectores o familias profesionales para los cuales el centro desarrolle su actividad, 
desarrollados de forma coparticipada con otros centros con vinculación directa a su entorno 
educativo-formativo, con centros de otros territorios, así como con empresas, organismos y 
entidades.

c) La innovación y la excelencia en el apoyo al emprendimiento, a la transición 
educativo-formativa y a la inserción laboral.

d) La innovación y la excelencia en el establecimiento de relaciones y proyectos 
comunes con el entorno socio-educativo y laboral, así como administraciones públicas, 
empresas, organismos y entidades.

e) La innovación y excelencia en la inclusión en los planes y proyectos de elementos que 
incentiven la igualdad efectiva de género en los ámbitos educativo-formativo y de 
desempeño profesional, así como la integración y el acceso a la formación de colectivos de 
especial vulnerabilidad.

f) La trasferencia de la innovación y excelencia en cada uno de los apartados anteriores 
a otros centros del Sistema de Formación Profesional.

3. La catalogación como centro de excelencia de la red estatal será revisable, de manera 
prescriptiva, cada cuatro años. El resultado de la valoración de la Memoria de actuación 
como centro de excelencia de la red estatal determinará la continuidad en la misma.

4. Esta red de estatal de centros de excelencia colaborará con el resto de centros del 
Sistema de Formación Profesional, bien sean centros integrados, de referencia nacional o 
cualquier otro perteneciente al sistema.

5. El Ministerio de Educación y Formación Profesional contará con un centro de 
excelencia propio, el Centro de Innovación y Tecnificación de Alto Rendimiento, destinado a 
la colaboración entre las empresas y el Sistema de Formación Profesional en materia de 
investigación e innovación tecnológica aplicada.

[ . . . ]
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ANEXO IV
Estructura modular de los ciclos formativos de grado medio y de grado 

superior

 Duración currículo básico
Parte troncal.  
Módulos profesionales. –
Módulo de Itinerario personal para la Empleabilidad I y II. 100
Digitalización aplicada a los sectores productivos (GM)/(GS). 30
Sostenibilidad aplicada al sistema productivo. 30
Inglés profesional. 50
Proyecto intermodular. 50
Parte optativa.  
Un módulo optativo anual o dos módulos cuatrimestrales.  80

ANEXO V
Currículo básico de los módulos profesionales itinerario personal para la 

empleabilidad I y II

Ambos en ciclos formativos de Grado Medio y Superior
Módulo Profesional: Itinerario personal para la empleabilidad I.
Equivalencia en créditos ECTS (en ciclos formativos de grado superior): 5.
Duración: 50 horas.
Código: 1709.
Resultados de aprendizaje y criterios de evaluación:
1. Distingue las características del sector productivo y define los puestos de trabajo 

relacionándolos con las competencias profesionales expresadas en el título.
a) Se han analizado las principales oportunidades de empleo y de inserción laboral en el 

sector profesional, identificando las posibilidades de empleo y analizado sus requerimientos 
actuales para el perfil profesional.

b) Se ha comparado los diferentes requerimientos exigidos por el mercado laboral con 
las exigencias para el trabajo en la función pública relacionados con el sector privado.

c) Se ha reflexionado sobre las actitudes y aptitudes requeridas actualmente para la 
actividad profesional relacionadas con el título, así como las competencias personales y 
sociales más relevantes para el sector identificando nuestra zona de desarrollo próximo.

2. Adquiere las competencias necesarias para el desempeño de las funciones de nivel 
básico en Prevención de Riesgos Laborales.

a) Se ha valorado la importancia de la cultura preventiva en todos los ámbitos 
actividades de la empresa u organismo equiparado relacionado las condiciones laborales 
con la salud de la persona trabajadora identificando y clasificando los factores de riesgo en 
la actividad y los daños derivados de los mismos, especialmente las situaciones de riesgo 
más habituales en los entornos de trabajo del sector profesional relacionado con el título.

b) Se han clasificado y descrito los tipos de daños profesionales, con especial referencia 
a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, relacionados con el perfil profesional 
del título.

c) Se ha determinado la evaluación de riesgos en la empresa u organismo equiparado y 
definido las técnicas de prevención y de protección que deben aplicarse para evitar los 
daños en su origen y minimizar sus consecuencias.

d) Se han analizado los protocolos de actuación en caso de emergencia.
e) Se han determinado los principales derechos y deberes en materia de prevención de 

riesgos laborales.
f) Se han clasificado las distintas formas de gestión de la prevención en la empresa u 

organismo equiparado, en función de los distintos criterios establecidos en la normativa 
sobre prevención de riesgos laborales y determinado las formas de representación de las 

CÓDIGO DE DERECHO DE LA SOSTENIBILIDAD

§ 146  Real Decreto se desarrolla la ordenación del Sistema de Formación Profesional [parcial]

– 1845 –



personas trabajadoras en la empresa u organismo equiparado en materia de prevención de 
riesgos.

g) Se ha valorado la importancia de la existencia de un plan preventivo en la empresa u 
organismo equiparado que incluya la secuenciación de actuaciones a realizar en caso de 
emergencia y reflexionado sobre el contenido del mismo.

h) Se han determinado los requisitos y condiciones para la vigilancia de la salud de la 
persona trabajadora y su importancia como medida de prevención.

i) Se han identificado las técnicas básicas de primeros auxilios que han de ser aplicadas 
en el lugar del accidente ante distintos tipos de daños y la composición y uso del botiquín.

3. Analiza sus condiciones laborales como persona trabajadora por cuenta ajena 
identificándolas en los principales tipos de cambios y vicisitudes relevantes que se pueden 
presentar en la relación laboral en la normativa laboral y especialmente en el convenio 
colectivo del sector.

a) Se han analizado los derechos y obligaciones derivados de la relación laboral, así 
como las condiciones de trabajo pactadas en un convenio colectivo aplicable al sector 
profesional relacionado con el título.

b) Se han comparado las principales modalidades de contratación, localizando los 
diferentes modelos en las fuentes oficiales.

c) Se han identificado las características definitorias de los nuevos entornos de 
organización del trabajo y los derechos que conlleva.

d) Se han identificado los diferentes componentes del recibo de salario.
e) Se han identificado los recursos laborales existentes ante las diferentes vicisitudes 

que se pueden dar en la relación laboral.
f) Se ha valorado el papel de la Seguridad Social como pilar esencial para la mejora de la 

calidad de vida de los ciudadanos.
g) Se han analizado las principales prestaciones derivadas de la suspensión y extinción 

de la relación laboral.
4. Analiza y evalúa su potencial profesional y sus intereses para guiarse en el proceso de 

autoorientación y elabora una hoja de ruta para la inserción profesional en base al análisis 
de las competencias, intereses y destrezas personales.

a) Se han evaluado los propios intereses, motivaciones, habilidades y destrezas en el 
marco de un proceso de autoconocimiento.

b) Se han analizado las cualidades y competencias personales afines a la actividad 
profesional relacionada con el perfil del título.

c) Se han determinado las competencias personales y sociales con valor para el empleo.
d) Se han señalado las preferencias profesionales, intereses y metas en el marco de un 

proyecto profesional.
e) Se ha valorado el concepto de autoestima en el proceso de búsqueda de empleo.
f) Se han identificado las fortalezas, debilidades, amenazas y oportunidades propias para 

la inserción profesional.
g) Se han identificado expectativas de futuro para inserción profesional analizando 

competencias, intereses y destrezas personales.
h) Se han valorado hitos importantes en la trayectoria vital con valor profesionalizador.
i) Se han identificado los itinerarios formativos profesionales relacionados con el perfil 

profesional.
j) Se han formulado objetivos profesionales y se ha determinado metas personales y 

profesionales para la mejora de la empleabilidad y las condiciones de inserción laboral.
k) Se ha trazado un plan de acción para desarrollar las áreas de mejora y potenciar las 

fortalezas personales con valor para el empleo.
5. Aplica las estrategias para el aprendizaje autónomo reconociendo su valor 

profesionalizador, diseñando y optimizando su propio entorno de aprendizaje haciendo uso 
de las tecnologías digitales como herramientas de aprendizaje autónomo, siendo coherente 
con su identidad digital y sus propios objetivos profesionales planteados en su plan de 
desarrollo individual.
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a) Se ha tomado conciencia de la responsabilidad individual en el desarrollo profesional 
valorando la actitud de aprendizaje permanente para el desarrollo de propias y nuevas 
competencias.

b) Se ha identificado la empleabilidad como capacidad de adaptación al entorno laboral.
c) Se han conocido y utilizado herramientas, fuentes de información, conexiones y 

actividades para la configuración de un entorno personal de aprendizaje para la 
empleabilidad.

d) Se ha puesto en práctica la competencia digital para configurar un entorno personal 
de aprendizaje para la empleabilidad.

e) Se ha analizado el concepto de identidad digital y su impacto en la empleabilidad.
f) Se ha justificado el diseño de su entorno de aprendizaje basado en cómo este mejora 

la empleabilidad.
g) Se ha elaborado su plan de desarrollo individual como herramienta para la mejora de 

la empleabilidad.
h) Se han aplicado las herramientas de aprendizaje autónomo para su desarrollo 

personal y profesional.
i) Se ha diseñado el entorno de aprendizaje que permite alcanzar el plan de desarrollo 

individual.
Módulo Profesional: Itinerario personal para la empleabilidad II.
Equivalencia en créditos ECTS: 5.
Duración: 50 horas.
Código: 1710.
Resultados de aprendizaje y criterios de evaluación:
1. Planifica y pone en marcha estrategias en los diferentes procesos selectivos de 

empleo que le permiten mejorar sus posibilidades de inserción laboral.
a) Se han determinado las técnicas utilizadas actualmente en el sector para el proceso 

de selección de personal.
b) Se han desarrollado estrategias para la búsqueda de empleo relacionadas con las 

técnicas actuales más utilizadas contextualizadas al sector.
c) Se han valorado las actitudes y aptitudes que permiten superar procesos selectivos en 

el sector privado y en el sector público.
d) Se ha construido una marca personal identificando las necesidades del mercado 

actual, sus habilidades, destrezas y su aporte de valor.
2. Aplica estrategias relacionadas con las competencias personales, sociales y 

emocionales para el empleo en búsqueda de la mejora de su empleabilidad.
a) Se ha valorado la importancia de las competencias personales y sociales en la 

empleabilidad en el sector de referencia.
b) Se ha participado activamente en el establecimiento de los objetivos del equipo y en la 

toma de decisiones del mismo y asumido la responsabilidad de las acciones y decisiones del 
grupo, participando activamente en el logro de unos objetivos compartidos cooperando con 
otras personas y compartiendo el liderazgo.

c) Se han incorporado al propio proceso de aprendizaje las técnicas y recursos de 
presentación y comunicación, tanto orales como escritos, adecuados para una comunicación 
efectiva y afectiva siendo capaz de adaptarlos a cada situación y circunstancias, valorando 
las oportunidades y dificultades que ofrece cada una de ellas.

d) Se han aplicado técnicas y estrategias para la gestión del tiempo disponible para 
alcanzar los objetivos tanto individuales como del equipo y programado las actividades 
necesarias.

e) Se han aplicado estrategias para canalizar las emociones mostrando una actitud 
flexible en las relaciones con otras personas.

f) Se han desarrollado estrategias para la programación de actividades atendiendo a 
criterios de organización eficiente y previendo las posibles dificultades.

g) Se ha reaccionado de forma flexible y positiva ante conflictos y situaciones nuevas, 
aprovechando las oportunidades y gestionando las dificultades haciendo uso de estrategias 
relacionadas con la inteligencia emocional.
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3. Pone en práctica las habilidades emprendedoras necesarias para el desarrollo de 
procesos de innovación e investigación aplicadas que promuevan la modernización del 
sector productivo hacia un modelo sostenible.

a) Se ha identificado el concepto de innovación y su relación con la construcción de una 
sociedad más sostenible que mejore en el bienestar de los individuos.

b) Se han analizado las distintas metodologías para emprender y su importancia para 
favorecer la innovación y como fuente de creación de empleo y bienestar social.

c) Se han aplicado las habilidades emprendedoras necesarias para promover el 
emprendimiento y el intraemprendimiento.

d) Se ha puesto en práctica el trabajo colaborativo como requisito para el desarrollo de 
procesos de innovación.

e) Se ha desarrollado la competencia digital necesaria para la mejora de los procesos de 
innovación e investigación aplicadas que promuevan la modernización del sector productivo.

f) Se han incorporado los objetivos de las políticas e iniciativas relacionadas con la 
sostenibilidad y el medio ambiente a la estrategia empresarial enfocada al desarrollo de un 
modelo económico y social sostenible.

4. Identifica, define y valida ideas de emprendimiento generadoras de nuevas 
oportunidades a partir de estrategias de análisis del entorno socio productivo utilizando 
metodologías ágiles para el emprendimiento.

a) Se han identificado los problemas de las personas destinatarias potenciales del 
proyecto emprendedor como paso previo a la propuesta de soluciones que se conviertan en 
oportunidades.

b) Se ha puesto en práctica el proceso creativo con el fin de conseguir una idea 
emprendedora que aporte valor económico, social y/o cultural.

c) Se ha diseñado un modelo de negocio y/o gestión derivado de la idea emprendedora.
d) Se han incorporado valores éticos y sociales a la idea emprendedora analizando 

modelos de balance social.
e) Se ha analizado la contribución de la Economía Circular y la Economía del Bien 

Común al desarrollo de un modelo económico y social basado en la equidad, la justicia social 
y la sostenibilidad.

f) Se han analizado los principales componentes del entorno general y específico, y su 
impacto en la idea emprendedora.

g) Se han realizado entrevistas de problema para validar el perfil y el problema de las 
personas destinatarias de la idea emprendedora.

h) Se ha validado la solución mediante la creación de prototipos buscando el encaje 
problema-solución.

i) Se ha experimentado con la puesta en práctica de estrategias de marketing para 
desarrollar destrezas en técnicas de comunicación y venta.

5. Desarrolla un proyecto emprendedor de innovación social y/o tecnológica aplicada en 
colaboración con el entorno.

a) Se han analizado los conceptos básicos del emprendimiento y la innovación social.
b) Se ha reflexionado sobre la necesidad del liderazgo ético y sostenible en las 

organizaciones.
c) Se ha reflexionado sobre la tecnología como base para el cambio del modelo 

productivo.
d) Se han puesto en marcha las estrategias propias del pensamiento de diseño para 

detectar necesidades sociales y medioambientales.
e) Se han analizado los elementos del diseño de modelos de negocio ecosociales y/o de 

base tecnológica.
f) Se han alineado metas de desarrollo sostenible con el diseño de modelos de negocio 

ecosociales y/o de base tecnológica.
g) Se han aplicado las estrategias necesarias para analizar la viabilidad del proyecto 

emprendedor.
h) Se han investigado las opciones financieras socialmente responsables.
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i) Se han definido los agentes implicados en el proyecto, así como su participación en el 
mismo.

[ . . . ]
ANEXO VIII

Currículo básico del módulo profesional de Sostenibilidad aplicada al sistema 
productivo

Módulo Profesional: Sostenibilidad aplicada al sistema productivo.
Código: 1708.
Duración: 30 horas.
Equivalencia en créditos ECTS (en ciclos formativos de grado superior): 3.
Resultados de aprendizaje y criterios de evaluación:
1. Identifica los aspectos ambientales, sociales y de gobernanza (ASG) relativos a la 

sostenibilidad teniendo en cuenta el concepto de desarrollo sostenible y los marcos 
internacionales que contribuyen a su consecución. Criterios de evaluación:

a) Se ha descrito el concepto de sostenibilidad, estableciendo los marcos internacionales 
asociados al desarrollo sostenible.

b) Se han identificado los asuntos ambientales, sociales y de gobernanza que influyen en 
el desarrollo sostenible de las organizaciones empresariales.

c) Se han relacionado los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) con su importancia 
para la consecución de la Agenda 2030.

d) Se ha analizado la importancia de identificar los aspectos ASG más relevantes para 
los grupos de interés de las organizaciones relacionándolos con los riesgos y oportunidades 
que suponen para la propia organización.

e) Se han identificado los principales estándares de métricas para la evaluación del 
desempeño en sostenibilidad y su papel en la rendición de cuentas que marca la legislación 
vigente y las futuras regulaciones en desarrollo.

f) Se ha descrito la inversión socialmente responsable y el papel de los analistas, 
inversores, agencias e índices de sostenibilidad en el fomento de la sostenibilidad.

2. Caracteriza los retos ambientales y sociales a los que se enfrenta la sociedad, 
describiendo los impactos sobre las personas y los sectores productivos y proponiendo 
acciones para minimizarlos. Criterios de evaluación:

a) Se han identificado los principales retos ambientales y sociales.
b) Se han relacionado los retos ambientales y sociales con el desarrollo de la actividad 

económica.
c) Se ha analizado el efecto de los impactos ambientales y sociales sobre las personas y 

los sectores productivos.
d) Se han identificado las medidas y acciones encaminadas a minimizar los impactos 

ambientales y sociales.
e) Se ha analizado la importancia de establecer alianzas y trabajar de manera 

transversal y coordinada para abordar con éxito los retos ambientales y sociales.
3. Establece la aplicación de criterios de sostenibilidad en el desempeño profesional y 

personal, identificando los elementos necesarios. Criterios de evaluación:
a) Se han identificado los ODS más relevantes para la actividad profesional que realiza.
b) Se han analizado los riesgos y oportunidades que representan los ODS.
c) Se han identificado las acciones necesarias para atender algunos de los retos 

ambientales y sociales desde la actividad profesional y el entorno personal.
4. Propón productos y servicios responsables teniendo en cuenta los principios de la 

economía circular. Criterios de evaluación:
a) Se ha caracterizado el modelo de producción y consumo actual.
b) Se han identificado los principios de la economía verde y circular.
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c) Se han contrastado los beneficios de la economía verde y circular frente al modelo 
clásico de producción.

d) Se han aplicado principios de ecodiseño.
e) Se ha analizado el ciclo de vida del producto.
f) Se han identificado los procesos de producción y los criterios de sostenibilidad 

aplicados.
5. Realiza actividades sostenibles minimizando el impacto de las mismas en el medio 

ambiente. Criterios de evaluación:
a) Se ha caracterizado el modelo de producción y consumo actual.
b) Se han identificado los principios de la economía verde y circular.
c) Se han contrastado los beneficios de la economía verde y circular frente al modelo 

clásico de producción.
d) Se ha evaluado el impacto de las actividades personales y profesionales.
e) Se han aplicado principios de ecodiseño.
f) Se han aplicado estrategias sostenibles.
g) Se ha analizado el ciclo de vida del producto.
h) Se han identificado los procesos de producción y los criterios de sostenibilidad 

aplicados.
i) Se ha aplicado la normativa ambiental.
6. Analiza un plan de sostenibilidad de una empresa del sector, identificando sus grupos 

de interés, los aspectos ASG materiales y justificando acciones para su gestión y medición. 
Criterios de evaluación:

a) Se han identificado los principales grupos de interés de la empresa.
b) Se han analizado los aspectos ASG materiales, las expectativas de los grupos de 

interés y la importancia de los aspectos ASG en relación con los objetivos empresariales.
c) Se han definido acciones encaminadas a minimizar los impactos negativos y 

aprovechar las oportunidades que plantean los principales aspectos ASG identificados.
d) Se han determinado las métricas de evaluación del desempeño de la empresa de 

acuerdo con los estándares de sostenibilidad más ampliamente utilizados.
e) Se ha elaborado un informe de sostenibilidad con el plan y los indicadores propuestos.

[ . . . ]
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